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El  establecimiento  en  Chile  del  recurso  de  Casación,  como  me- 
dio de  corregir  las  infracciones  de  la  ley  en  el  fallo  de  las  contiendas 
judiciales,  no  produciría  todos  sus  efectos  si  no  llegara  á  uniformarse 
la  jurisprudencia  por  medio  de  la  adopción  en  cada  caso  análogo  de 
la  doctrina  jurídica  sentada  por  la  Corte  Suprema. 

"La  Corte  de  Casación,  dicen  los  sabios  redactores  de  las  Pan- 
dectas Francesas,  tiene  por  misión  mantener  la  unidad  de  la  juris- 
prudencia y  asegurar  el  respeto  á  la  ley  y  su  aplicación  estricta,  n 

Para  fundar  la  unidad  de  la  jurisprudencia  es  indispensable  que 
las  resoluciones  de  la  Corte  Suprema  alcancen  toda  la  publicidad  ne- 
cesaria á  íin  de  que  lleguen  al  conocimiento  no  sólo  de  los  que  tienen 
que  aplicar  las  leyes,  sino  también  de  todos  aquellos  que  auxilian  ó 
dirigen  la  acción  de  los  litigantes  y  de  estos  mismos. 

Procurar  esta  publicidad  en  una  forma  metódica  y  ordenada  y  de 
fácil  consulta,  es  el  primer  objeto  de  la  Revista  de  Derecho  y 
Jurisprudencia. 

alta  misión  de  la  Corte  Suprema,  de  asegurar  el  respeto  y  la 
exacta  aplicación  de  la  ley,  es  de  muy  difícil  cumplimiento,  tanto 
por  el  vasto  campo  en  que  eierce  sus  funciones  y  por  las  graves  difi- 
cultades que  levanta  la  compleja  materia  de  la  interpretación  de  las 
leyes,  como  por  la  facilidad  con  que  este  poder  soberano  atribuido  á 
la  Corte  puede  convertirse  en  un  exceso  ó  en  un  abuso  de  autoridad. 

El  arbitrio  más  eficaz  de  prevenir  este  peligro  es  someter  cada 
una  de  las  decisiones  de  la  Corte  á  una  crítica  meditada  y  discreta, 
no  sólo  para  hacer  sentir  la  legítima  influencia  que  corresponde  á  la 
opinión  ilustrada  del  F'oro,  sino  también  como  medio  de  resguardar 
la  independencia  de  criterio  de  las  Cortes  de  Apelaciones. 
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Es  éste  el  segundo  objeto  de  la  publicación  de  la  Revista. 

Consecuencia  natural  de  estos  propósitos  es  hacer  servir  á  la 
Revista  como  órgano  de  publicidad  de  los  estudios  jurídicos  de  los 
jurisconsultos  chilenos.  En  esta  materia  la  Dirección  de  la  Revista 
acogerá  gustosa  toda  colaboración  con  que  sea  honrada  sobre  cual- 
quiera materia  del  Derecho,  en  sus  múltiples  faces,  sin  más  exigen- 
cia que  la  de  ser  redactada  en  forma  enteramente  impersonal  y  ajena 
de  todo  espíritu  de  dialéctica. 

Deseosos  de  fomentar  los  estudios  de  Derecho,  reproduciremos 
igualmente  en  la  Revista  artículos  de  jurisconsultos  extranjeros  que 
puedan  tener  interés  dentro  de  nuestra  legislación. 

De  la  misma  manera  la  Revista  tendrá  una  sección  de  jurispru- 
dencia de  algunos  Tribunales  europeos,  escogida  entre  aquellos  casos 
que  se  relacionen  con  disposiciones  análogas  ó  concordantes  de  las 
leyes  chilenas. 

Santiago,  30  de  noviembre  de  1903. 

La  Dirección 
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DEL  LEGÍTIMO  CONTRADICTOH  EN  LAS  CUESTIONES  DE  ESTADO 
Y  M  LOS  JUICIOS  C0N3TÍTÜTIV08  DEL  ESTADO  OIVIL 


Art.  jis-  K1  fallo  judicial  que  declara 
vcrHadera  ij  falsa  la  leitiiiinidad  del  hijo, 
no  5dlo  vale  rnpecto  de  la<i  perdonas  que 
hall  intervenido  en  el  juicin,  uno  respecto 
d*  lodoK,  rclMivameote  á  los  efcch»  que 
dicha  Ic^iimidad  acarrea. 

La  miitma  regla  deberá  aplicarte  al  fallo 
que  declara  Mr  verdadera  ó  fal»  una  ma.- 
temídad  que  f*  impugna. 

Art.  116.  Para  que  los  fallos  de  que  se 
traía  en  el  articulo  precedente  produzcan  los 
«TectOK  que  en      u  designan,  es  necesario: 

t.o  Que  hayan  pa-^ado  en  autoridad  de 
cosa  juzgada; 

3.^  Que  se  hayan  pn»uiicÍMln  contra  ]*• 
gUinio  coniradicior;  y 

Qm  no  haya  habido  colu^dn  en  el 
Inicio. 

AiT.  )i7.  Legitimo  contradictor  en  la 
cauúáa  de  paternidad  es  el  padre  contra 
el  hijo,  i  el  hijo  contra  el  padre,  y  en  la 
GiMMidn  de  maternidad  el  hijo  coinra  la 
madre,  d  b  madre  contra  el  hijo. 

Siempre  que  en  la  cueslidn  esté  compro- 
amida  la  paternidad  del  hijo  l^itimo,  de- 
htrít  el  padre  intervenir  fondsanienie  en  el 
juicio,  «o  pena  de  nulidad. 

Art.^iG,  Loa  herederoi  repretenian  al 
contradictor  legitimo  que  ha  fallecido  an- 
te* de  la  MnieDcÍB;  y  «I  fallo  pranaitciado 
á  lavor  ó  en  contra  de  cnalquera  de  ello*, 
aprovacha  d  poitidica  á  loi  cohcredcroa 
qiw,  citado»,  BoeomiMrccícfiaiL 

(CMig0  CivU  CkiUn») 


La  teoría  del  contradictor  legitimo 
viene  del  antiguo  derecho. 

Los  autores  antiguos  que  fundaron 
esta  teoría,  nunca  llegaron  á.  precisar 
con  claridad  lo  que  debía  ^tenderae  pof 


legitimo  contradictor;  pero  han  estado 
de  acuerdo  en  decir,  sin  distinción,  que 
los  fallos  en  materia  de  estado  tienen 
fuerza  obligatoría  contra  todos. 

In  hác  sententia  (dice  Brunneman,  so- 
bre la  ley  25,  D.  de  statu  bomimum,  ci- 
tando otros  jurisconsultos  que  enseñan 
líi  misma  cosa),if2  hécsententia  ómnibus 
aliis  praejaáicatur...  Sed  necesse  est  ut 
talis  sententia  de  statu  sit  contra  tegi- 
timum  contradictorem,  ei  eum  qaidem 
prcesentem  et  non  ex  contumacia  absen' 
tem. 

Es  también  lo  que  estableció  Vinnio, 
en  sus  Partitiones  jaris  civilis,  libro  4', 
capítulo  47:  in  causa  status,  dice,  suíñcit 
pronutiatum  esse  legitimo  contradictore 
prassente,  ut  valeat  sententia  ínter  om- 
nes  in  iis  ques  is  statu  secum  offert. 

D'Argentrée,  el  célebre  comentador  de 
la  "Costumbre  de  Bretaña",  popularizó 
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estas  doctrinas.  Un  fallo  ó  sentencia,  dice 
en  su  -'Avis  sur  íes  partages  des  nob¡es'\ 
dado  sobre  la  calidad  de  la  persona,  hace 
derecho,  y,  consiguientemente,  vale  con- 
tra todos,  aún  ausentes  y  no  citados;  con 
tal  que  tal  sentencia  ó  fallo  sea  dado  oí- 
das las  partes  y  no  por  contumacia  y 
tampoco  por  inteligencia  ó  colusión. 
•  Esta  doctrina  aporeda  fundada  en  las 
leyes  romanas  y  se  la  consideraba  como 
sancionada  en  aquella  legislación.  Esas 
leyes  se  referían,  no  en  general  á  las  cues- 
tiones relativas  al  estado  civil  de  las  per- 
sonas, sino  en  especial  á  los  fallos  dicta- 
dos  en  las  cuestiones  relativas  al  estado 
de  ingenuidad,  de  libertad  6  de  filiación. 
Una  rápida  exposición  de  dichas  leyes 
manifestará  los  errores  de  la  doctrina  de 
D*  Argén  tríe. 

Sobre  la  ingenuidad,  la  ley  25,  D.  de 
statu  homimum,  establecía  que  debía 
considerarse  como  ingenuo  á  aquel  en 
favor  del  cual  se  hubiera  dictado  un  fallo 
que  así  lo  declarara,  aunque  fuera  real- 
mente libertQ,  porque  debe  tenerse  por 
verdadero,  dice  la  leí,  lo  que  ha  sido  fa- 
llado. 

En  realidad  esta  ley  no  hacía  sino  es- 
tablecer el  alcance  general  de  toda  sen- 
tencia ejecutoria,  sin  intentar  afectar  el 
derecho  del  que  no  litigaba.  Así  se  des- 
prendía de  la  ley  1.*  de  esc  mismo  títu- 
lo, según  la  cual  si  el  lil3erto  de  Pablo 
era  declarado  ingenuo  en  juicio  contra 
Pedro,  no  perdía  Pablo  su  derecho  para 
hacerlo  declarar  su  liberto. 

Es  cierto  que  la  ley  3.*  D.  de  collusione 
de  legenda,  decía,  según  el  texto  de  Ul- 
piano,  cum  non  justo  contradictore  quis 
ingenuas  pronantiatus  est,  pcrínde  ine- 
ñcax  est  decretum  atqui  si  nuUa  judicaia 
res  iatervenisset. 

El  texto  de  esta  ley  establecía  que  la 


sentencia  pronunciada  en  los  casos  de  in- 
genuidad en  contra  del  que  no  era  legí- 
timo contradictor  no  producía  efecto 
contra  terceros,  era  ineficaz,  como  si  no 
hubiera  intervenido  la  cosa  juzgada,  pero 
tampoco  consignaba  la  tesis  contraria, 
6  sea,  que  en  caso  de  dictarse  contra  legí- 
timo contradictor  la  sentencia  tuviera 
carácter  obligatorio  para  los  que  no  ha- 
bían litigado. 

En  las  leyes  relativas  á  la  libertad 
contenidas  en  el  Digesto,  en  el  título  de  li- 
beralis  causa,  se  disponía  que  si  un  escla- 
vo, en  ( 1  caso  de  estar  separada  la  nuda 
propiedad  y  el  usufructo,  reclamaba  su 
libertad  en  contra,  por  ejemplo,  del  usu- 
fructuario, no  perdía  el  nudo  propietario 
el  derecho  de  hacer  juzgar  de  nuevo  la 
cuestión  en  interés  de  su  nuda  propiedad, 
y  lo  mismo  sucedía  en  el  caso  de  un  escla- 
vo perteneciente  proindiviso  ádos  perso- 
nas contra  una  de  las  cuales  se  seguía  el 
pleito,  salvo  cierto  derecho  para  comprar 
su  libertad,  que  carece  de  interés  en  la 
tesis  que  contemplamos. 

Estas  leyes  preveían,  pues,  y  acepta- 
ban el  caso  de  un  individuo  que  fuera  de- 
clarado libre  respecto  de  un  patrón  y  es- 
clavo respecto  de  otro. 

La  filiación  á  su  vez  estaba  reglada 
también  lo  mismo  que  la  ingenuidad  y  la 
libertad;  y  así,  en  la  última  ley  del  Códi- 
go, de  HberaKs  causa,  se  establece  que  en 
el  caso  de  ser  declarada  la  esclavitud  de 
una  madre,  los  hijos  nacidos  con  poste- 
rioridad á  la  sentencia,  quedan  sujetos  al 
pro  y  al  contra  de  ese  fallo;  pero  que  res- 
pecto á  los  hijos  nacidos  antes  ó  durante 
el  proceso  era  necesario  que  fueran  cita- 
dos personalmente  para  que  pudiera  afec- 
tarles la  autoridad  de  la  cosa  juzgada. 

El  fundamento  de  esta  doctrina  no  ern 
sin  duda  alguna  el  hecho  de  referirse  la 
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sentencia  á  una  cuestión  tle  estado,  sino 
que  se  consagraba  sencillamente  el  prin- 
cipio de  que  en  lo  relativo  á  la  libertad  y 
á  la  servidumbre  los  hijos  debían  seguir 
la  condición  de  la  madre. 

Estas  leyes,  que  son  de  las  ({ue  se  ha  de- 
ducido hi  teoría  del  legítimo  C(mtradíc- 
tor,  no  tienen,  pues,  el  alcance  que  se  les 
ha  atribuido  en  las  cuestiones  de  estado. 
Un  estudio  más  completo  del  Derecho  Ro- 
mano ha  venido  á  demostrar  que  ellas 
habían  sido  mal  interpretadns  y  que  á 
esta  teoría  que,  más  que  doctrina,  era 
una  tradición  mal  definida,  se  le  haljía 
dado  una  importancia  de  que,  en  reali- 
dad, cai'ecía,  generalizando  un  concepto 
extraño  al  texto  en  que  ella  se  fundaba. 

La  doctrina  de  ü'Argentrée,en  cuanto 
atribuía  efectos  universales,  erga  omnes, 
á  las  sentencias  recaídas  en  todos  los  jui- 
cios de  estado,  sin  distinción,  puede  hoy 
considerarse  como  definitivamente  aban- 
donada por  carecer  de  fundamento  legal 
y  de  razón  jurídica. 

Para  apreciar  en  todo  su  alcance  la 
teoría  actual  del  legítimo  contradictor, 
es  decir,  la  doctrina  que  ha  sido  aceptada 
por  nuestro  Código  Civil,  es  necesario  re- 
cordarotras  de  las  leyes  romanas  con  las 
cuales  tiene  esa  doctrina uua  estrecha  ctt- 
nexión.  Son  las  leyes  del  Digesto,  de  ag- 
aoacendis  et  atenáis  liberís. 

Después  tle  haber  estas  leves  recordado 
las  disposiciones  de  un  Senado  Consulto, 
según  el  cual  la  mujer  que  se  encontrara 
en  cinta  en  el  momento  de  dictarse  una 
sentencia  que  disolvía  el  matrimonio,  era 
obligada  á  hacer  á  su  marido  la  denuncia 
de  ese  hecho,  dentro  de  los  treinta  días 
siguientes  al  pronunciamiento  del  f.  n  , 
á  fin  de  que  el  marido  enviara  pe^-jj 
que  sirvieran  de  guarda  á  la  mqj^j. 
leyes,  repito,  pnevtían  el  caso       '  C^^^ 


vista  de  esta  denuncia  el  marido  negara 
ser  el  autor  de  la  preñez  de  su  mujer,  é 
impugnara,  por  consiguiente,  la  tegitimi- 
dad  del  hijo  (^ue  estaba  por  nacer.  A  la 
sentencia  dictada  en  este  caso  daba  la 
ley  un  efecto  universal  obligatorio:  in  ea 
causa,  decía;  csse  ut  agnosei  debeat^  sive 
ñliua  non  Ivit,  sive  ñiii,  esse  saum  in  óm- 
nibus caasis.  Quare  et  fratribas  sais  con- 
snnguineus  erít;  sive  contra  pronantía' 
verit,  non  fore  suum  quamvissuaa  fuerit. 
Place  t,  enim  ejus  reijudicem  jus  Acere, 
coque  jure  uiimur.  (1) 

Este  fallo,  sobre  si  el  niño  que  estaba 
por  nacer  era  6  no  era  hijo  del  marido 
que  negaba  la  paternidad,  sive  filius  non 
ñiit,  sive  fiiit,  tenía  carácter  obligatorio, 
hacía  derecho,  hacía  ley,  reijudicem  ¡us 
faceré,  para  la  familia  de  uno  y  otro,  del 
padre  y  de  la  madre,  sin  hacerse  distin- 


OBUtCHO 


( 1 )  El  Senado  Consulto  Placiano,  que  es  el  ci- 
l4do  antenormente»  se  ocupa  en  su  primera  parte 
lie  partu  tupposito^  y  ñn  su  segunda  parte  regla 
le  la  manera  siguiente  los  preliminares  de  la  ac- 
ción concedida  por  el  derecho  pretoriano  para 
asegurar  el  esUdu  y  los  derechos  del  hijo  aun 
no  nacido  en  el  momento  de  la  disolución  del 
matrimonio.  La  mujer  divorciada  que  se  creía 
en  cinta  debía  advertirlo  al  marido  en  los  treinta 
(lías  siguientes  al  divorcio.  En  vista  de  esta  de- 
nuncia, el  marido  podía  enviar  personas  que  sir- 
vieran de  (oiarda  á  la  mujer  6  protestar  contra  ta 
paternidad  que  se  le  imputaba.  Si  no  hacía  ni  lo 
uno  ni  lo  otru,  era  obligado  á  reconocer-  al  hijo. 
Sin  embargo,  este  reconocimiento  no  le  privaba 
del  derecho  de  impugnar  posteriormente  la  legi- 
timidad, pero  le  imponía  la  obligación  de  sumi- 
nistrar alimentos  al  hijo,  mientras  no  se  declarara 
la  ilegitimidad. 

En  un  estudio  más  detenido  sobre  esta  mate- 
ria, seria  útil  consultar  también  un  Senado  Con- 
sulto p'isterior,  dictado  bajo  Adriano,  y  el  cono- 
cido edicto  Carboniano,  que  completan  el  cu  idro 
Je  la  presunción  de  legitimidad,  sin  [lerjuicio  de 
1»  impugnación  legal. 
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ción  sobre  los  hijos  nacidos  antes  6  des- 
pués del  proceso,  como  sucedfa  en  las 
cuestiones  que  ya  he  citado  relativasá  la 
libertad  ó  servidumljre. 

"La  sentencia,— dice  Toullicr,  refirién- 
dose á  estas  leyes,  á  las  cuales  da,  sin  em- 
bargo, bajo  otro  aspecto  un  alcance  erró- 
neo,— lasentencia  que  declara  que  un  niño 
á  quien  se  impugna  su  estado  es  nacido  de 
tal  padre  y  de  tal  madre  unidos  en  legíti- 
mo matrimonio,  lo  hace  hermano  de  los 
otros  hijos  nacidos  y  por  nacer  del  mismo 
matrimonio,  pariente  de  todos  los  pa- 
rientes colaterales  nacidos  y  por  nacer, 
tanto  de  su  padre  como  de  su  madre". 

A  esta  sentencia,  dictada  en  estos  ca- 
sos, se  atribuía  en  el  Derecho  Romano  la 
autoridad  de  cosa  juzgada  ¡n  ómnibus 
causis.  Esas  leyes  no  hablan,  sin  embar- 
go, del  legítimo  contradictor;  la  doctrinal 
de  la  universalidad  délos  efectos  del  fallo 
se  funda  en  la  frase  empleada  en  la  ley, 
conforme  al  texto  de  Ulpiano:  Placeta 
enim  ejus  reijuáicem  jas  faceré. 

En  concepto  de  TouUier  este  alcance 
de  la  sentencia  nace  de  la  circunstancia 
de  tratarse  del  estado  civil. 

*'Las  cuestiones  que  conciernen  al  esta- 
do de  los  hombres,  dice,  son  de  una  tal 
importancia  en  la  sociedad  civil  que  ellas 
no  pueden  permanecer  en  la  incertidum- 
bre;  una  vez  llevadas  delante  délos  Tribu- 
nales quedan  fijadas  de  un  modo  irrevo- 
cable, con  tal  que  el  fallo  se  dicte  contra 
legítimo  contradictor.  Llegan  á  ser  ley 
para  toda  la  sociedad". 

Esta  teoría  la  funda  Toullier  en  el  tex- 
to de  Ulpiano  que  acabo  de  citar,  repro- 
duciendo así  la  doctrina  de  D'Argentrée 
sobre  otra  base. 

Pero  entretanto  la  ley  no  dice  esto;  de 
talmaneraque  aun  en  el  caso  de  ser  exac- 
ta la  doctrina  no  estaría  ella  fundada  en 


los  preceptos  de  las  leyes  romanas.  Ya  he 
manifestado  que  estas  leyes  no  se  refieren 
en  general  á  las  sentencias  sobre  las  cues- 
tiones de  estado  sino  á  casos  especiales; 
y  que  el  legítimo  contradictor  no  era  den- 
tro del  texto  deesas  leyes  todo  aquel  que 
objetara  la  legitimidad,  sino  sólo  aquel 
que  se  decía  patrón  del  liberto  cuya  inge- 
nuidad estaba  en  litigio:  Eam  qai  se  pa- 
trottvm  tutn  esse  dicit  (L.  1  V.  Cod,  de 
ingenais  manawissis.) 

Un  somero  estudio  de  los  textos  en  que 
Toullier  se  apoya  manifiesta,  pues,  que 
hay  en  la  doctrina  sostenida  por  este  au- 
tor una  evidente  exageración,  nacida  de 
aplicar  la  doctrina  romana  relativa  á  la 
ingenuidad  al  caso  especial  del  nacimien- 
to de  un  hijo  después  de  la  disolución  del 
matrimonio. 

Este  alcance  excepcional  que  se  atri- 
buía  á  lasentencia-pronuncíadaen  el  caso 
de  impugnar  el  marido  la  legitimidad  del 
hijo  que  está  por  nacer,  no  provenía,  co- 
mo muy  bien  lo  dice  Merlfn,  sino  de  la 
naturaleza  es]jecial  del  objeto  sobre  que 
es  dada  esa  sentencia. 

"Cuando  hay  matrimonio,  dice  este 
gran  jurisconsulto,  la  cuestión  de  pater- 
nidad es  un  misterio  en  el  cual  sólo  el 
marido  tíene  el  derecho  de  penetrar;  de 
manera  que  si  él  se  reconoce  por  padre  la 
filiación  del  hijo  está  irrevocablemente 
asegurada  sin  que  nadie  tenga  acción 
para  contradecirla;  y  de  igual  manera, 
cuando  niega  su  patemidady  el  juez  aco- 
ge ó  rechaza  su  impugnación,  la  sentencia 
es,  por  la  naturaleza  misma  de  las  cosas, 
una  ley  para  todos:  porque  este  descono- 
cimiento nopuede  venirsino  deél,  porque 
él  sólo  tiene  facultad  para  hacerlo,  por- 
que después  de  haberlo  hechoélsólo  tiene 
facultad  para  sostenerlo;  en  una  palabra, 
porque  es  el  único  contradictor  legítimo 
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del  estado  del  niño  dado  al  mundo  por 
sn  mujer". 

Ese  alcance  excepcional  de  esta  clase  de 
sentencias,  repito,  tan  contrario  á  los 
principios  del  derecho  comlín  sobre  los 
efectos  de  la  cosa  juzgada,  no  era,  pues, 
peculiar  en  la  legislación  romana  á  todas 
las  cu€:stiones  sobre  el  estado  civil,  sino 
sólo  á  estos  juicios  especiales  de  impug- 
nación de  la  legitimidad. 

La  legislación  francesa  no  consa,i^r6  la 
doctrina  del  legítimo  contradictor  en 
las  cuestiones  de  estado  ni  estableció  que 
los  fallos  de  esta  clase  tuvieran  efecto 
universal  obligatorio.  Consagró  sí  la 
doctrina  relativa  á  la  impugnación  de  la 
legitimidad  del  hijoporparte  del  marido; 
pero  sin  fijar  reglas  para  determinar  lo 
que  debe  entenderse  por  legítimo  contra- 
dictor. Ix)s  artículos  315,  316  y  317  de 
nuestro  Código  no  se  encuentran  en  el  Có- 
digo francés;  la  doctrina  en  ellos  conteni- 
da existe  sin  embargo  estalílecida  por  los 
tribunales  y  por  los  tratadistas;  pero  li- 
mitándola á  losjuicios  de  filiación  entre 
padres  é  hijos.  (1) 

La  legislación  vigente  en  Chile  antes  de 

(i)  Voi  á  dar  un  resumen  de  esta  jurisprudencia 
tomándolo  de  las  Pandectas  Francesas.  En  este 
interesante  repertorio,  tomo  17,  sobre  la  cosa 
juzgada  en  las  cuestiones  de  estado,  se  consignan 
la  conclusiones  siguientes: 

"Los  fallos  relativos  al  estado  de  las  personas 
Detienen  ellos  mismos,  en  principio,  la  autoridad 
de  la  cosa  juzgada,  sino  con  relación  á  las  perso- 
nas que  han  litigado. 

■>SÍ  el  estado  es  indivisible  en  su  esencia,  no 
lo  61  en  cuanto  á  los  efectos  jurídicos  que  de  él 
te  desprenden. 

(Se  citan  numerosas  sentencias  de  la  Corte  de 
Casación  y  de  la  Corte  de  París  en  apoyo  de 
esta  conclusión.) 

"Se  ha  juzgado  que  la  legitimidad  ó  Ilegitimi- 
dad declarada  de  un  niño  no  existe  sino  con  re- 


la  promulgación  del  Código  Civil,  ó  sea, 
la  legislación  de  las  Fartidcw,  siguió  con 
más  ó  menos  exactitud  la  doctrina  ro- 
mana. 

La  ley  20,  título  22,  partida  3»,  sentó 
el  principio  general  de  que  la  sentencia 
pronunciada  contra  ano  no  empece  á 
otro;  y  entre  las  excepciones  establecidas 
á  este  principio  consignó  las  siguientes: 
"Otrozi  dezimos,  que  quando  mueuen 
pleyto  contra  alguno,  que  es  siemo  o  so- 
lariego de  aquel  que  le  demanda  en  juy- 
zio;  si  alguno  otro  cuyo  fuesse,  e  lo  su- 
piesse,  non  lo  contradize,  nin  lo  ampara, 
más  calla,  e  dexa  andar  el  pleyto  ade- 
lante, e  el  otro  se  razona  por  libre;  todo 
juyzio  que  fuere  dado  sobre  esta  razón, 
diziendo  que  era  sieruo  de  aquel  que  lo 
demandaua,  o  que  era  ome  Ubre,  empece- 
rá al  otro  cuyo  era;  de  manera  que-des- 
])ues  non  lo  puede  demandar  por  sieruo. 
Esso  mismo  dezimos  del  vassallo,  e  del 
aforado,  si  fuere  dado  juyzio  contra  al- 
guno (lellos  en  esta  manera". 

Esto  en  cuanto  á  la  libertad  ó  servi- 
dumbre. 

En  cuanto  á  la  filiación  agregaba  la 

lación  á  los  parientes  en  causa,  y  que  los  otros 
parientes  no  pueden  invocar  esta  decisión. 

••Pero  al  contrarío,  la  jurisprudencia  y  un  buen 
1. limero  de  autores,  admiten  que  si  la  acción  de 
reclamación  del  estado  ha  sido  formada  contra 
el  padre  6  la  madre,  el  estado  reconocido  por 
sentencia  es  irrevocablemente  fíjado  con  relación 
á  todos  los  parientes  de  la  línea  asi  representada 
en  el  proceso.  Si  ella  es  dictada  contra  el  padre 
y  la  madre,  queda  ñjado  con  relación  á  todos. 

'•El  padre  y  la  madre  serían  contradictores 
legítimos  en  una  tal  acción  y  representarían  en 
ella  á  todos  los  parientes  de  su  línea. 

I' Esta  doctrina,  nacida  de  una  falsa  interpreta- 
ción de  las  leyes  romanas,  era  índiscutida  en 
nuestro  antiguo  derecho. 

••Una  vez  juzgada  la  filiación  con  un  contra- 
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ley:  "Otrozi  dezimos,  que  si  alguno  se 
razona  por  fijo  de  otro,  e  el  padre  non  lo 
quiere  conocer  por  fijo:  si  ¡uycio  fuere 
dado  contra  el  ])adre  en  esta  razón,  di- 
ziendo  eljudgadoren  su  sentencia,  quees 
fijo  de  aquel  que  nonio  quiere  conocer  por 
fijo;  tal  juyzio  como  este  empescerá  al 
padre,  e  a  todos  sus  parientes,  en  razón 
de  los  bienes  que  podrían  heredar  por  el 
parentezco,  maguer  non  se  acertasen  y 
cuando  fué  dado  el  juyzio,  sí  non  el  padre 
tan  soUimente.  Esso  mismo  dezimos, 
que  si  el  fijo  desconociesse  al  padre,  ne- 
gando que  non  era  su  fijo:  ca  el  juyzio 
que  fuessc  dado  contra  él  en  esta  razón, 


non  tan  solamente  empecería  á  él,  más 
aun  á  todos  los  otros  sus  parientes  que 

lo  (|uisiessen  contradecir." 

El  derecho  de  las  Partidas  atribuía, 
pues,  carácter  universal  únicamente  á  la 
sentencia  dictada  en  juieio'seguido  entre 
el  padre  y  el  hijo.  Estos  eran  los  legíti- 
mos contradictores  en  la  cuestión  de  pa- 
ternidad ó  filiación  para  constituir  un 
estado  civil  inalterable. 

El  Código  Civil  chileno,  apartándose 
en  esto  de  su  guía  habitual,  el  Código 
íVíUicés,  siguió  sin  embargo  la  doctrina 
francesa  de  acuerdo  con  las  disposicio- 


dictor  legítimo,  no  podía  ser  ya  discutido  el  es- 
tado del  hijo  por  los  otros  miembros  de  la  familia 
t|ue  no  habían  figurado  en  el  proceso. 

"Sulamente  ¿quiénes  eran  estos  contradictores 
legftiinos?  La  respuesta  era  vaga.  Son.  se  decía, 
los  parientes  que  tengan  el  interés  principal,  y  no 
se  precisaba  más. 

••Hoy  día  se  es  foás  preciso. 

"Estos  contradictores  son  siempre  los  más  in- 
teresados en  la  cuestión.  Son,  para  las  cuestiones 
de  filiación,  el  padre  y  la  madre  sí  existen,  y  en 
su  defecto  los  parientes  más  próximos  en  cada 
línea. 

••Esta  teoría  debe  ser  abandonada  en  nuestros 
días;  los  motivos  que  ella  invoca  son  insuficientes, 
en  nuestro  sentir,  para  prevalecer  contra  la  ra- 
zón, il  texto  y  el  espíritu  de  la  ley.  Sin  duda 
im|>OTta  nu  dejar  el  estado  civil  de  los  dudada* 
nos  expuestos  á  cu n testaciones,  que  puedan  re- 
novarse sin  cesar,  pero  por  poderosa  que  sea 
esta  razón  ella  no  [>odrfa  prevalecer  contra  los 
principios.... 

•'Para  so  lener  esa  teoría,  sería  necesario  admi- 
tir que  cada  uno  puede  comporter  su  familia  á  su 
antojo,  é  imponer  á  sus  descendientes  relaciones 
de  parentesco  y  de  sucesiones  diversas  de  aque- 
llas que  se  derivan  de  la  naturaleza  y  están  con 
sagradas  por  la  ley,  lo  que  es  inaceptable. 

■■Se  nos  objeta  la  indivisibilidad  del  estado  de 
las  personas;  pero  en  qué  sentido  lo  es;  en  este 
sentido  solamente,  que  estando  fijado  por  senten- 
cia el  estado  civil  de  un  individuo,  este  individuo 


podrá  reclamar  todos  sus  efectos  contra  aquellos 
que  han  sido  parte  en  el  juicio. 

"  Pero  el  estado  de  las  personas  no  es  mis  ín- 
divisible,  que  la  calidad  de  heredero,  en  el  sen- 
tido de  que  una  vez  comprobado  contra  una  per- 
sona lo  es  con  relación  á  toda  su  familia. 

"Sostener  lo  conirario,  es  exagerar  un  principiu 
verdadero  en  sí  mismo. 

•i£s  indudable  que  si  el  Código  hubiera  san- 
cionado la  antigua  teoría  de]  contradictor  legíti- 
mo, habría  indicado  qué  parientes  son  investidos, 
por  la  ley,  de'  esta  cualidad. 

«En  nuestro  concepto,  todo  fallo  dictado  sobre 
una  cuestión  de  estado  no  debe  tener  en  piinci- 
pió  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada,  sino  con  re- 
lación á  las  |)artc:s  en  causa.  De  donde  deducire- 
mos lógicamente  que  un  tal  fallo  que  hubiera 
sido  dictado  contra  todos  los  miembros  de  la 
familia  existentes  en  esta  época,  no  produce  cosa 
ju/.gada  con  relación  á  los  miembros  de  esta  fa- 
milia nacidos  más  tarde  (como,  por  ejemplo, 
nacidos  de  un  matrimonio  posterior). 

"Adoptar  una  solución  diferente  constituye,  en 
nuestro  sentir,  una  concesión  ilógica  y  peligrosa 
á  la  teoiía  del  contradictor  legítimo. 

iiEn  materia  de  impugnación  ó  desconoci- 
miento del  hijo  por  el  padre,  reglas  especiales 
dictadas  por  la  ley,  modifican  la  regla  general. 

■■La  sentencia  vale  entonces  erga  omites. 

•■Es  una  aplicación  de  la  teoría  del  contradic- 
tor legítimo,  etc. II 
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nes  cíe  esta  ley  <lc  Partidas,  y  aplicó  la 
teoria  de  legítimo  contradictor  única- 
mente á  los  juicios  de  paternidad  y  filia- 
ción. 

Un  distinguido  magistrado  y  profesor 
de  nuestra  Universidad,  el  señor  don  I^o- 
poldo  Urrutia,  después  de  indicar  las 
fuentes  del  Código  en  esta  materiíi,  resu- 
me la  teoría  del  legítimo  contradictor  en 
los  términos  siguientes: 

"De  estos  precedentes  fidedignos  se  de- 
duce con  evidencia  que  según  el  Código 
actual  no  es  legítimo  contradictor  el  he- 
redero del  padre,  de  ¡a  madre  ó  del  hijo 
en  el  Juicio  de  filiación  legítima.  Dicho 
carácter  sólo  corresponde  á  los  padres  y 
á  los  hijos  en  los  pleitos  que  personal- 
mente  promuevan.  Los  herederos  de  es- 
tas personas  no  tienen  el  carácter  de  con- 
tradictores legítimos,  y  por  lo  tanto,  los 
fallos  judiciales  no  producen  cosa  juzga- 
da respecto  de  los  que  no  han  litigado. 
Sobre  este  particular  se  hallan  someti- 
dos á  lasdisposiciones  ordinarias  del  pro- 
cedimiento. Los  herederos  sólo  represen- 
tan al  contradictor  legítimo  que  ha  fíille- 
cido  antes  de  la  sentencia,  según  el  art. 
318....  La  historia  del  contradictor  legí- 
timo manifiesta,  por  otra  parte,  que  el 
Código  sólo  amplía  este  carácter  á  los 
herederos  del  padre,  de  la  madre  6  del 
hijo  gue  ha  incoado  el  juicio  y  que  falle- 
ce antes  de  la  sentencia  definitiva  " 

Esta  es  la  doctrina  que  se  enseña  en 
las  cátedras  del  derecho. 

Examinémosla  á  la  luz  de  las  disposi- 
ciones legales. 

El  Código  Civil,  en  lo  relativo  á  la 
l^itimidad,  consideró  tres  situaciones 
diversas  en  que  el  hijo  puede  encontrarse 
y  en  las  cuales  su  legitimidad  se  presu- 
me: el  concebido  y  nacido  durante  el  ma- 


trimonio; el  concebido  antes  del  matri- 
monio y  nacido  durante  él;  y  por  último 
el  nacido  después  de  la  disolución  del  ma- 
trimonio. 

El  primer  caso,  ó  sea  cuando  el  hijo  ha 
sido  concebido  durante  el  matrimonio  y 
ha  nacido  antes  de  la  disolución,  es  el 
que  da  lugar  á  menos  dificultad.  La  pre- 
sunción de  la  paternidad  del  marido  se 
aplica  de  lleno,  no  obstante  de  que  la 
legitimidad  no  es  enteramente  inata- 
cable. 

En  el  segundo  caso,  del  hijo  concebido 
antes  del  matrimonio  y  nacido  durante 
él,  el  Código  siguió  la  regla  más  antigua 
del  derecho,  fijando  en  180  días  la  du- 
ración más  corta  asignada  á  la  preñez  y 
en  300  días  la  más  larga,  regla  que  se 
ha  mantenido  en  el  antiguo  derecho  y  en 
el  moderno,  no  obstante  la  incertidum- 
bre  que  existe  en  la  duración  exacta  de 
la  gestación  (1). 

La  presunción  de  la  legitimidad  se  fun- 
da, en  este  caso,  en  el  matrimonio  poste- 
rior de  los  padres,  pero  exige  que  la  con- 
cepción no  adolezca  de  algún  vicio  que 
destruya  la  legitimidad,  como  sucede  en 
el  caso  de  matrimonio  putativo,  de  afi- 
nidad en  la  línea  recta  ó  de  encontrarse 
ligado  por  un  matrimonio  anterior  al- 
guno de  los  padres. 

Por  último,  en  el  caso  del  hijo  concebi- 
do durante  el  matrimonio  y  nacido  des- 
pués de  la  disolución  del  mismo,  el 
Código  estableció  propiamente  una  pre- 
sunción de  ilegitimidad  en  contra  del  hijo 


(i)  Segiin  Aulo  tleüo,  la  ley  de  las  Doce  Ta- 
blas declaraba  ilegítimos  todos  los  hijos  que  na- 
cían después  del  décimo  mes  de  la  disolución 
del  matrimonio.  Deitm  virí  in  dedmo  mense  gig- 
ni  hominem  non  in  undécimo.  Autu  —  GtUius, 
Noct.att.  ///,  i6,  §  12.— Dig  de  suis  et  hgiti- 
mis  haeredibus,  I.  3,  §  1 1,  y  ley  12  del  mismo. 
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nacido  después  de  expirados  los  trescien- 
tos dfas  subsiguientes  á  la  disolución  del 
matrimonio;  de  lo  que  se  deduce  que  la 
presunción  de  legitimidad  en  favor  del 
hijo  nacido  antes  de  la  expiración  de  ese 
plazo  no  es  absoluta  y  puede  ser  rechaza- 
da por  el  propio  hijo. 

De  la  misma  manera  el  Código  contem- 
pló tres  casos  diversos  de  impugnación 
de  la  legitimidad,  el  caso  que  se  impugne 
la  existencia  ó  los  efectos  civiles  del  ma- 
trimonio; el  caso  que  se  impugne  la  pater- 
nidad, y  el  caso  que  se  impugne  la  mater- 
nidad; y  dando  aplicación  á  esta  idea, 
reglamentó  los  casos  en  que  se  puede  im- 
pugnar la  legitimidad,  quién  la  puede 
impugnar  y  en  qué  tiempo. 

A  este  efecto,  estableció  primeramente 
la  condición  del  matrimonio  como  requi- 
sito indispensable  de  la  legitimidad,  ar- 
tículo 179.  No  necesitó  en  este  caso  el 
Código  ni  limitar  ni  reglamentar  el  dere- 
cho de  impugnación,  porque  no  existiendo 
matrimonio,  toda  persona  puede  oponer 
la  ilegitimidad  á  cualquiera  acción  del 
hijo  que  se  pretende  legitimo.  No  hay  á 
este  respecto  en  el  Código  restricción  al- 
guna, porque  faltando  el  matrimonio, 
falta  la  base  ñindamental  en  que  descan- 
sa la  legitimidad  (1). 


Lo  que  el  Código  necesitó  prever,  en 
obsequio  de  los  grandes  intereses  morales 
y  patrimoniales  que  están  vinculados  á 
la  fíliación  legítima,  fué  el  caso  de  impug- 
nación de  la  legitimidad  cuando  ha  exis- 
tido matrimonio. 

El  artículo  182,  en  respeto  á  conside- 
raciones que  no  necesito  exponer,  sentó  el 
principio  absoluto  de  que  mientras  viva 
el  marido  nadie  podrá  reclamar  contra 
la  legitimidad  del  hijo  concebido  durante 
el  matrimonio,  sino  el  marido  mismo. 

Esta  presunción  de  la  paternidad,  na- 
cida de  la  existenciadelmatrimonio,  tiene 
tres  excepciones,  nacidas  á  su  vez  de  la 
imposibilidad  física,  de  la  imposibilidad 
legal  y  de  la  imposibilidad  moral  de  la 
paternidad. 

Reglamentó  el  Código,  en  seguida  el 
ejercicio  de  la  acción  del  marido  para  des- 
truir la  presunción  de  la  legitimidad  del 
hijo  de  que  ya  antes  he  liablado,  según 
se  trate  del  hijo  concebido  por  su  mujer 
durante  el  matrimonio  (art.  183),  ó  con- 
cebido durante  el  divorcio  temporal  ó 
perpetuo  de  los  cónyuges  ( art.  190 ),  ó 
concebido  antes  y  nacido-  después  del  di- 
vorcio (art.  196). 

Para  conceder  el  derecho  de  impugna- 
ción á  otras  personas  que  no  sean  el  ma- 


(i)  Ha  solido  rechazarse  eu  los  Tribunales 
esta  impugnación  de  l^itímidad,  estimando  como 
suficiente  prueba  déla  existencia  del  matrimonio 
la  paitida  de  bautismo,que  declara  que  el  hijo  es 
legitima 

Esta  doctrina  nos  parece  enteramente  errónea. 

El  matrimonio  ha  sido  mirado  entre  todas  las 
naciones  organizadas  como  la  única  fuente  de  le- 
gitimidad. Por  consiguiente,  las  calidades  de  ma- 
rido y  mujer  son  absolutamente  necesarias  para 
dar  el  sér  í  un  hijo  l^ftimo. 

Establecido  el  registro  parroquial  con  el  carác- 
ter de  registro  pdblicOi  cumo  lo  veremos  más  ade- 
lanta no  se  nugió  en  la  redacción  de  las  partidas 


de  bautismo  la  enunciación  de  que  el  bautizado 
es  hijo  legitimo  de  los  que  en  ella  figuran  como 
sus  padres.  Esta  enunciación  de  legitimidad  no 
forma,  pues,  parte  del  acto  especial  á  que  se  con- 
trae el  documento  y  del  cual  da  fe  el  párroco 
como  oñcial  público.  Es  ella  una  indicación  de 
un  hecho  distinto  que  debe  probarse  con  prueba 
separada,  como  la  de  cualquier  hecho  que  no  se 
estampa  sino  como  un  dato  más  ó  menos  verídi- 
co y  cuya  anotación  puede  ser  Util,  pero  que  no 
constituye  prueba. 

En  el  Derecho  Romano  se  consideraba  como 
suñcicnte  prueba  de  la  maternidad  el  hecho  de 
justificarse  que  un  nifio  era  hijo  de  una  mujer 


Digitized  by  Google 


DERBCHn 


15 


rído,el  Código  tomó  en  ementados  situa- 
ciones: 1^,  que  el  marido  hubiera  muerto 

casada,  cuyo  nombre  fíguraha  en  la  partida ;  pero 
esto  no  era  porque  así  apareciera  establecido  en 
ta  partida,  sino  en  virtud  de  una  presunción  le- 
gal que  existía  y  se  aplicaba  aun  antes  de  ta  exis- 
tencia de  los  registros. 

En  esa  legislación,  como  en  todas  tas  legisla- 
ciones modernas,  et  matrimonio  tenía  por  efecto 
dar  á  los  ti¡  jos  que  nacen  de  él  ta  calidad  de  liijos 
legítimos  y  establecer  entre  etios  y  sus  padres  tas 
relaciones  de  paternidad  y  filiación. 

Ahora  bien,  la  maternidad  es  un  hecho  que 
se  comprueba  con  et  nacimiento  y  tiene  así  un 
carácter  de  certidumbre  de  que  por  xu  nituralexa 
carece  la  paternidad.  Para  que  la  paterLÍdad  le- 
gitima se  entendiera  comprobada  era  necesario 
que  et  hijo  hubiera  sido  concebido  dentro  del 
matrimonio.  Semper  certa  moler  es/,  eiiansi  vulgo 
€emep*rit;  patbr  vero  is  est,  quem  nuptia£ 

DBMOHSTRAICT. 

Esu  presunción  legal  es,  pues,  enteramente 
extrafta  á  la  redacción  de  las  partidas  de  naci  - 
mienta 

Siendo  el  matrimonio  la  Unica  fuente  de  la  le- 
gitimidad, es  evidente  que  todo  hijo  que  se  pre- 
tende legítimo  debe  probar  que  tiene  por  padre 
y  madre  personas  casadas. 

Así  lo  han  establecido  las  legislaciones  anti- 
guas y  modernas,  cuidando  de  definir  to  que  debía 
entenderse  por  hijo  legítimo;  y  siempre  se  han 
usado  como  sinónimas  las  palabras  hijo  legítimo 
y  nacido  de  matrimonio. 

En  et  Derecho  Romano  la  leí  6,  D.  de  his  qm 
stnvei  ttlUnisjuris  sunt,  decía:  Filium  eum  ^fi' 
nimus  f»i  ex  viro  et  uxore  ejus  nasdtur^  esu- 
bleciendo  así  el  principio  cierto  de  que  la  iegiti- 
mídad  de  los  hijos  depende  absolutamente  del 
matiíraonio. 

Era  esto  también  lo  que  ordenaban  las  leyes 
de  Partidas.  La  ley  i.*  título  XIII,  partida  4.*, 
dando  aplicación  á  las  ideas  enunciadas  en  et 
Proemio  de  ese  título,  establecia:  "legitimo  fijo 
quier  tanto  decir  como  et  que  es  fecho  segund 
ley;  é  aquellos  deben  ser  llamados  legítimos  que 
lucen  de  padre  e  de  madre  que  son  casados  ver- 
daderamente, segund  manda  Santa  E^lesíait. 

Y  "tan  grand  ñier^  ha  el  matrimonioM  que  ta 
misma  ley  consideraba  legítimos  á  los.  hijos  de 
barragana,  si  después  el  padre  se  casaba  con  ella- 


antes  de  vencido  el  término  (^ue  le  conce- 
den las  leves  para  declarar  que  no  reco- 

El  título  XV  de  la  misma  partida  confirma 
esta  disposición  al  hablar  de  hs  fijos  que  no  son 
Ugitimos^  porque  no  nacen  de  casamiento  se- 
gund ley. 

I^  ley  i.^  de  este  título  dice:  uNaturales  ennn 
legítimos  llamaron  tos  sabios  antiguos  a  tos  fijos 
■que  no  nacen  de  casamiento  segund  leyó.  Y  la 
ley  2.*.agrega:  E  otrosí  no  son  legitimos  ninguno 
de  quantos  fijos  nacen  de  padre  e  madre  que 
non  son  casados,  segund  manda  Santa  Eglesiau. 

Esta  legislación  tan  clara  y  predsa  fué  repro- 
ducida en  nuestro  Código  Civil. 

El  artículo  179  dispone:  £1  hijo  concebido 
durante  el  matrimonio  de  sus  padres  es  hijo  le- 
gítimod. 

Y  tanu  fuerza  atribuye  la  ley  al  matrimonio, 
que  son  también  legítimos  los  nacidos  del  matri- 
monio putativo  de  sus  padres  y  los  legitimados 
por  el  que  éstos  posteriormente  contraen. 

El  Código  ha  definido  expresamente  lo  que 
debe  entenderse  por  las  palabras  hijo  legítimo,  y 
no  es  aceptable,  por  consiguiente,  darles  un  sig- 
nificado distinto  del  significado  legal.  Y  esta 
definición  se  encuentra  no  sólo  en  el  artículo 
antes  citado  sino  también  en  el  35,  que  dice  asf: 

■>Se  llaman  hijos  legiíimos  los  concebidos  du- 
rante ei  matrimonio  verdadero  ó  putativo  de  sus 
padres,  que  produzca  efectos  civiles,  y  los  legiti- 
mados por  el  matrimonio  de  los  mismos  posterior 
á  la  concepción.  Todos  ios  demás  son  ilegitimes.» 

No  es,  pues,  jurídicamente  cierto  que  la  par- 
tida de  bautismo  baste  para  protsar  la  legitimidad 
objetada.  Esta  prueba  debe  hacerse  por  medio 
de  la  partida  de  matrimonio  como  consecuencia 
de  los  requisitos  y  solemnidades  á  que  está  suje- 
to este  acto  constitutivo  de  la  familia  regular. 
Las  disposiciones  dt:l  Código  Civil  á  este  respec- 
to envuelven  una  de  las  reformas  más  importantes 
dé  las  l^islacion^  modernas  que,  confirmando 
los  tendencias  de  tas  legislaciones  antiguas,  sentó 
las  bases  en  que  descansa  el  estado  civil  p re- 
constituido. 

En  el  Derecho  Romano  et  matrimonio  podía 
contratarse  sin  formalidades  publicas  y  por  el 
sólo  consentimiento  de  tas  partes.  I^  uxor^  nom- 
bre asignado  sólo  á  ta  mujer  legítima,  nu  se 
distinguía  de  ta  concubina  sino  por  la  mayor  con- 
sideración que  se  le  dispensaba.  Era  natural 
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noce  al  hijo  como  suyo;  j  2',  (jue  no 
concurriera  la  presunción  de  legitimidad 
fundada  en  la  concepción  durante  el  ma- 
trimonio, 6  sea,  en  el  hecho  de  haberse 
verificado  el  nacimiento  del  híjo  antes  de 


expirados  los  trescientos  días  subsiguien- 
tes á  la  distjlución  del  matrimonio. 

Y  para  conceder  este  derecho  excepcio- 
nal de  impugnación  exigió  un  interés  pa- 
trimonial, salvo  que  la  impugnación  se 


entonces  presumir  In  existencia  del  matrimonio 
todas  las  veces  que  se  notaban  lus  signos  exte- 
riores nacidos  de  la  vida  conyuf^al  llevada  en 
condiciones  de  regularidad  y  rertidumhre  noto- 
riíis. 

Habfa,  sin  embargo,  bajo  el  imperio  de  las 
leyes  romanas  contrato  de  matrimonio  escrito  y 
rtgistro  para  estampar  declaraciones  relativas  al 
nacimiento  de  los  hijos. 

Rn  efecto,  la  influencia  patrimonial  del  matri- 
monio, hizo  necesarias  las  formalidades,  que,  si 
no  eran  de  rigor,  tenían  gran  utilidad  bajo  el 
punto  de  vista  jurídico;  y  probablemente  para 
asegurar  este  objeto,  dispuso  Justiniano  que  las 
personas  ilustres  otorgaran  un  contrato  de  ma- 
trimonio y  que  las  otras  ptrsonae  honesHorts  hi- 
cieran una  declaración  á  la  iglesia. 

Aunque  la  omisión  de  estas  formalidades  no 
arrastraba  la  nulidad  del  matrimonio,  ellas  fueron 
introduciéndose  en  la  práctica  y  generalizándose 
por  sus  innegables  ventajas  civiles  y  morales. 

De  la  misma  manera,  respecto  de  los  hijos, 
los  registros  del  estado  civil  fueron  establecidos 
haj'i  Marco  Aurelio,  quien  ordenó  que  todu 
padre  fuese  obligado  á  declarar,  dentro  de  treinta 
días,  el  nacimiento  de  los  hijos;  pero,  lo  mismo 
que  en  el  caso  anterior,  sin  que  estas  formalida- 
des tuvieran  el  alcance  que  han  adquirido  bajo 
las  legískciones  modernas. 

Las  declaraciones  hechas  fuera  de  los  registros 
y  la  notoriedad  del  estado  conservaban  una 
influencia  dominante. 

El  Derecho  Canónico  autorizó  largo  tiempo 
estas  presunciones,  y  aun  aceptó  el  matrimonio 
át  palabras  de  presente,  matrimonio  que  pi>r  iru 
naturaleza  se  probaba  con  la  derlaracíóii  de  las 
personas  que  lo  habían  presenciado  ó  por  la 
notoriedad  de  las  relaciones  conyugales. 

Los  graves  abusos  á  que  esta  práctica  dió  tugar 
fueron  reformados  en  el  Concilio  celebrado  en 
Trento  á  mediados  del  siglo  XVI;  en  una  de 
cuyas  sesiones  se  impuso  la  necesidad  de  tener 
registros  de  matrimonios  en  todas  la^  parroquias 
y  la  presencia  del  propio  cura  y  tres  testigos. 


La  ley  13,  tft.  1.°  Lib.  i.°  de  la  Novísima  Re- 
copilación mandó  guardar  y  cumplir  con  todo 
celo  y  diligencia  las  resoluciones  de  esie  Conci- 
lio, y  quedó  así  establecido,  en  España  y  en  In- 
dias, que  para  la  constitución  del  estado  civil 
deben  llevarse  libros  ó  registros  en  los  cuales  los 
curas  párrocos  asienten,  en  (*rden  por  ejemplo, 
á  tos  nacimientos,  los  nombres  de  los  bautizados 
y  de  sus  padres  y  padrinos,  con  expresión  del 
día,  mes  y  año,  y  firmando  de  su  nombre  cada 
partidn.  Iguales  requisitos  se  exigían  en  la  ano- 
tación de  los  matrimonios. 

El  Concilio  de  Trento  suprimió  los  matrimo- 
nios clandestinos,  llamados  de  conciencia,  que 
se  celebraban  secretamente  omitiendo  las  pro- 
clamas y  la  inserción  de  la  partida  en  el  libro 
parroquial;  y  de  esta  manera,  la  prueba  de  la 
posesión  notoria  del  estado  de  casados  quedó 
restringida  á  los  casos  de  destrucción  ó  i>£rdida 
de  la  [lartida. 

Las  disposiciones  del  Tridentino  fueron  reci* 
bidas  en  Francia,  pero  no  mantuvieron  mucho 
tiemp<>  su  vigor,  debido  talvez  á  que  ellas  inva- 
dían las  atribuciones  del  poder  civil. 

La  Ordenanza  dictada  en  Blois  el  año  1579 
estableció, sin  rmbHrgo.reglasanálogasá  las  antes 
citadas;  y  aunque  ellas  no  fueron  en  realidad 
cumplidas  sino  después  que  ordenanzas  poste- 
riores las  conñrmaron,  puede  asegurarse  que  ellas 
estaban  en  pleno  vigor  á  principios  del  si- 
glo XVII,  y  que  desde  esa  época  cebaron  todas 
las  presunciunes  del  matrimonii'. 

Confirmando  y  acentuando  estas  tendencias 
de  las  l^islaciones  anteriores,  tanto  el  Código 
Civil  francés  como  el  Código  Civil  1  hileno  esta- 
blecieron como  linica  prueba  del  matiimonio  y 
por  consiguiente  de  la  legitimidad  del  hijo  el  acta 
de  la  partid.!  del  registro  parroquial  ó  civil  segün 
se  trate  de  un  matrimonio  veriñcado  entre  nos- 
otros antes  ó  después  de  la  ley  de  1884;  y  sólo 
en  el  oso  de  fallar  este  documento  se  atiende  á 
otros  documentos  ó  á  la  posesión  notoiia  dd  es 
ta  do  civil. 
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haga  por  los  ascendientes  legítimos  riel 
mando,  los  cuales,  lo  mismo  que  éste,  pue- 
den proceder  en  ejercicio  de  un  interés 
moral. 

En  la  impugnación  de  lamatemidadel 
Código  no  fué  tan  restrictivo.  La  mater- 
nidad se  comprueba  por  el  hecho  del  na- 
cimiento del  hijo,  y  puede  existir  y  pro- 
barse sin  necesidad  del  matrimonio,  al 
paso  que  para  que  la  paternidad  se  esta- 
blezca es  necesario  que  el  hijo  haya  sido 
concebido  durante  el  matrimonio. 

Esto  basta  para  explicar  la  diferencia 
que  existe  entre  las  disposiciones  antes 
citadas  y  las  contenidas  en  los  artículos 
293  y  siguientes  del  Código  Civil. 

Establecido  este  sistema  el  Código  dic- 
tó las  reglas  relativas  á  la  prueba  del  es- 
tado civil,  y  dispuso  en  su  artículo  815 
lo  siguiente: 

"El  fallo  judicial  que  declara  verdadera 
ó  falsa  la  legitimidad  del  hijo,  no  solo 
vale  respecto  de  las  personas  que  han  in- 
tervenido en  el  juicio,  sino  respecto  de  to- 
dos, relativamente  á  los  efectos  í|uc'  di- 
cha legitimidad  acarrea. 

"La  misma  regla  deberá  aplicarse  al 
fallo  que  declara  ser  verdadera  ó  falsa 
una  maternidad  que  se  impugna." 

¿A  qué  juicio  se  refirió  este  artículo?  Sin 
dada  alguna  á  los  que  el  mismo  Código 
menciona  y  reglamenta;  á  los  que,  por 
consideraciones  especíales  nacidas  sólo 
de  un  orden  moral,  sometió  á  restriccio- 
nes determinadas.  Es  decir,  únicamente  á 
los  juicios  de  impugnación  de  legitimidad 
seguidos  entre  los  padres  y  los  hijos,  ó  á 
los  seguidos  por  otras  personas  en  dos 
casos  excepcionales:  l*'  el  de  morir  el  pa- 
dre antes  de  vencido  el  término  que  le 
conceden  las  leyes  para  formular  la  im- 
pugnación;y  2"  el  de  habersidoyainstau- 
rada  la  acción  por  el  mismo  padre,  si  el  fa- 

UBXKCIIO 


llecimiento  ocurre  después  de  vencido  este 
plazo. 

Lo  primero  lo  establece  literalmente  el 
artículo  317;  lo  segundo,  6  sean  los  dos 
casos  de  excepción,  se  fundan  en  los  ar- 
tículos 184  y  318. 

Ahora  bien,  como  la  regla  del  artículo 
315  importaba  una  derogación  del  dere- 
cho común  en  cuanto  á  los  efectos  de  la 
cosa  juzgada,  fué  ella  sometida  á  las  tres 
restricciones  indicadas  en  el  artículo  316, 
á  lo  que  se  agregó  el  requisito  indispensa- 
ble de  la  citación  de  los  coherederos  en  el 
caso  que  el  juicio  iniciado  por  el  padre 
fuera  seguido  por  los  herederos  hasta  su 
término. 

No  toda  sentencia  recaída  en  las  cues- 
tiones de  estado  tiene,  pues,  los  caracte- 
res de  universalidad  para  afectar  á  las 
}>ersonas  que  no  han  litigado.  No  todos 
los  juicios  seguidos  sobre  el  estado  civil 
producen  este  efecto.  La  ley  sólo  se  ha  re- 
ferido á  los  juicios  constitutivos  del  esta- 
do civil,  aquéllos  que  se  siguen  por  ó  con 
los  píldres.  en  los  cíisos  de  impugnación 
ó  reclamación  de  la  legitimidad  del  hijo 
nacido  Ó  concebido  dentro  del  matrimo- 
nio verdadero  ó  putativo. 

Los  juicios  meramente  dcclarfítivos  del 
estado  civil  ó  ai|uellos  en  íjue  la  cuestión 
de  legitimidad  es  sólo  antecedente  ó  fun- 
damento de  una  acción  patrimonial  están 
sujetos  á  las  refalas  comunes,  y  la  senten- 
cia en  ellos  pronunciada  solo  afecta  á  las 
personas  que  han  sido  partes  en  el  juicio 
y  sólo  respecto  de  los  derechos  litigados. 

Aun  en  los  pleitos  dirigidos  únicamente 
al  estado  civil,  comoen  el  caso  del  artícu- 
lo 185,  por  ejemplo,  es  decir,  en  el  caso  de 
impugnarse  por  cualquiera  persona  que 
tenga  interés  actual  en  ello,  la  legitimi- 
dad del  hijo  nacido  después  de  expirados 
los  ítOOdías  subsiguientes  á  la  disolución 
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del  matrimonio,  aún  en  estos  casos  espe- 
ciales la  sentencia  no  reviste  carácter  de 
nniversalidadf  y  el  estado  civil  declarado 
en  favor  6  en  contra  del  hijo  no  tiene  los 
caracteres  de  integridad  é  indivisibilidad 
qne  son  propios  de  los  juicios  constituti- 
vos del  estado  civil  seguidos  entre  los  pa- 
dres y  el  hijo.  Y  no  los  tiene,  primeramen- 
te, porque  la  ley  no  lo  dice,  y  en  seguida, 
porque  la  persona  que  impugna  la  legiti- 
midad en  el  caso  del  artículo  185  no  es  el 
legítimo  contradictor  del  estado  civil  de 
que  habla  la  ley; y  no  lo  es,  porque  legíti- 
mo contradictor,  según  ella,  es,  en  la 
cuestión  de  paternidad,  el  padre  contra 
el  hijo  ó  el  hijo  contra  el  padre,  y  en  la 
cuestión  de  maternidad,  el  hijo  contra  la 
madre  ó  la  madre  contra  el  hijo. 

La  ol^eción  que  comunmente  se  hace  á 
esta  doctrina  se  funda  en  la  indivisibili- 
dad del  estado  civil.  No  cabe  imaginar, 
se  dice,  que  una  persona  sea  legítima  con 
relación  á  unos  heiederoa  é  ile^tima  con 
relación  á -otros. 

Es  cierto,  contesta  Laurent,  "el  estado 
es  indivisible;  nadie  puede  ser  al  mismo 
tiempo  legítimo  é  ilegitimo;  sin  embargo, 
resultará  de  los  efectos  de  la  cosa  juzga- 
da, si  se  los  aplica  al  estado,  que  el  mis- 
mo individuo  será  legítimo  respecto  de 
tal  miembro  de  la  fjEuuilia  é  ilegítimo  res- 
pecto de  tal  otro.  Sin  duda  el  estado  es 
ixuiivisible;  lo  es  cuando  no  hay  ninguna 
incertidumbre,  ninguna  contestación  so- 
bre la  legitimidad  de  aquel  que  lo  posee  y 
que  ejerce  los  derechos  que  la  ley  le  atri- 
buye. 

'Tero  desde  el  momento  que  hay  con- 
testación, el  estado  reposará  sobre  una 
sentencia;  ahora  bien,  si  es  de  la  esencia 
de  las  sentencias  ser  la  expresión  de  la 
verdad,  no  lo  es,  sin  embargo,  sino  entre 
las  partes.  En  consecuencia,  el  estado  no 


existe  sino  respecto  de  aquéllos  que  han 
figurado  en  el  proceso.  No  hay  nada  de 
especial  á  las  cuestiones  de  estado;  es  un 
principio  general.  La  verdad,  ciertamente 
es  indivisible,  pues  ella  es  absoluta  en  su 
esencia;  lo  que  no  impide  que  la  verdad 
se  divida  cuando  resulta  sólo  de  una  sen- 
tencia." 

Creemos,  pues,  quepuede  sentarse  como 
una  tesis  no  contestada  que  la  senten- 
cia recaída  en  una  cuestión  de  estado  que 
se  suscita  inciden  tal  mente  en  un  proceso, 
no  tiene  la  misma  autoridad  de  cosa  juz- 
gada que  si  hubiera  reccddo  sobre  una 
acción  cuyo  objeto  principal  y  directo 
fuera  la  impugnación  del  estado  civil. 

Esta  distinción  es  tan  antigua  como 
la  teoría  del  legítimo  contradictor,  de 
manera  que  ella  se  hacía  por  los  juristas 
aún  bajo  la  influencia  de  la  interpreta- 
ción errónea  de  las  leyes  romanas. 

El  propio  D'Argentrée,  en  la  obra  an- 
tes citada,  expresaba  que  para  tener  y 
adquirir  una  sentencia  elcarácteruniver- 
sal  obligatorio  en  los  juicios  de  estado 
seguidos  con  legítimo  contradictor,  era 
necesario  que  ella  fuera  dictada  enjuicio 
principal  de  estado,  ó  como  dicen  los  au- 
tores, á  part  soi;  "porque,  agrega  D'Ar- 
gentrée, si  el  fallo  fuere  dictado  inciden- 
talmente  sobre  un  proceso  en  que  se 
cuestionaba  otra  cosa  que  el  estado,  no 
traería  aquellaconsecnencia  contra  otros 
ni  contra  la  parte  misma,  y  no  se  segui- 
ría ningún  efecto  ni  para  otras  partes  ni 
para  otro  proceso,  que  aquel  que  hubie- 
re sido  juzgado  y  entre  las  mismas 
partes." 

Esta  teoría,  diseñada  con  poca  clari- 
dad por  D'Argentrée  y  expuesta  por  él 
con  menos  ampUtud  que  la  que  le  estamos 
dando,  ha  sido  seguida  nniformsmmte 
por  los  comentadores  de  más  severa 
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doctrina,  y  constituye  hoy  una  cuestión 
inconcusa  en  la  jurisprudencia  de  los 
Tribunales. 

El  distinguido  profesorseñor  Urrutia, 
á  que  antes  nos  hemos  referido,  comen- 
tando la  disposición  contenida  en  el  ar- 
tículo 3'  de  nuestro  Código  Civil,  se  ex- 
presa en  los  términos  que  siguen: 

"£n  todo  juicio  de  filiación,  dicen  Lan- 
rent,  Zacharise  y  los  comentadores  de 
este  último,  Massé  y  Vergé,  hay  compro- 
metido indispensablemente  un  interés 
moral  y  otro  patrimonial:  el  interés  mo- 
ral corresponde  sólo  á  los  padres  y  al 
hijo;  para  éstos  el  interés  patrimonial  es 
una  consecuencia  necesaria  del  primero; 
no  sucede  lo  mismo  respecto  de  los  here- 
deros, quienes  sólo  tienen  derecho  á  pro- 
mover el  juicio  por  su  interés  hereditario 
ó  patrimonial.  Bn  un  juicio  de  capella- 
nía, de  censo  ú  otros  análogos,  cuyo  fun- 
damento necesario  es  el  estado  civil  de 
los  demandantes,  hay  que  comprobar  el 
entroncamiento  ó  parentesco;  pero  la 
persona  vencida  que  no  ha  probado  di- 
cho entroncamiento  no  queda  ni  puede 
quedar  afectada  en  su  filiación  ó  estado 
civil,  filiación  que  puede  hacer  valer  y 
comprobar  siempre  para  otros  efectos 
jurídicos." 

Otro  jurisconsulto  que  goza  de  la  ma- 
yor autoridad  en  lascuestiones  relativas 
á  la  cosa  juzgada,  se  expresa  en  estos 
términos: 

"Se  admite  generalmente  que  aquel 
que  reclama  alimentos  á  título  de  hijo, 
no  solicita  por  este  solo  hecho  una  deci- 
sión sobre  la  cuestión  de  estado;  la  cali- 
dad de  hijo  no  es,  en  principio,  más  que 
una  causa  de  la  demanda,  y  un  motivo 
de  la  decisión  del  juez.  La  misma  solu- 
ción debe  ser  dada,  á  nuestro  parecer, 
cuando  una  persona  se  apoya  en  su  filia- 


ción para  reclamaruna  sucesión:  lu  cues- 
tión de  estado  y  la  cuestión  de  herencia 
son  dos  cuestiones  bien  distintas,  á  pe- 
sar de  la  relación  de  dependencia  queune 
la  segunda  á  la  primera. 

"Del  mismo  modo,  cuando  un  indivi- 
duo que  se  pretende  hijo  del  de  cuyus,  ha 
tomado  posesión  de  los  bienes  de  la  su- 
cesión y  otros  parientes  del  difunto  recla- 
man los  bienes  hereditarios  alegando 
que  no  es  hijo  del  difunto'y  que  ellos  son 
los  únicos  parientes  más  próximos,  la 
demanda  de  ellos  no  tiene,  en  principio, 
otro  objeto  sino  la  cuestión  de  sucesión; 
e!  tribunal  no  está  llamado  por  este  solo 
hecho  á  resolver  la  cuestión  de  filiación." 
— Lacoste. — De  la  cosa  juzgada,  núme- 
ros 322  y  323. 

El  más  eminente  de  los  jurisconsultos 
antiguos,  Merlín  (Questious  de  droit,  V. 
héritier  §  VIH,)  ocupándose  de  una  cues-' 
tión  de  esta  naturaleza  sometida  á  la 
Corte  de  Casación,  dice  en  las  conclusio- 
nes que  presentaba  á  dicha  Corte:  "Y  en 
efecto,  es  de  principio  general  que  todo 
juez  competente  para  pronunciarse  sobre 
una  demanda,  lo  es,  por  lo  mismo,  para 
pronunciarse  sobre  las  cuestiones  inci- 
dentales á  que  esta  demanda  da  lugar, 
aunque  tales  cuestiones  estuvieran  fuera 
de  su  competencia,  si  se  le  proponen  co- 
mo principales.  Todas  las  veces,  dice  la 
ley  3.',  Código,  de  Judicüs,  que  inciden- 
talmente  á  una  cuestión  de  propiedad,  se 
suscita  una  cuestión  de  estado  civil,  el 
juez  que  ha  entrado  á  conocer  de  la  pri- 
mera, conocerá  también  de  ella,  aunque 
le  está  prohibido  el  conocimiento  de  las 
cuestiones  de  estado:  ^oí/fes  ^uesíio  sfa- 
tus  bonorum  disceptátioni  occurrit,  nihh 
prohibet  quominus,  apüd  eam  quoque 
qui  alioqüin  super  causa,  statas  cogaos- 
cere  non  possit^  disceptatis  terminctur. 
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"Laley  1*  del  Código,  de  ordine  ja- 
díciorum,  confirma  y  desarrolla  esta 
decisión.  Dirigios,  dice  ella,  al  presiden- 
te de  la  provincia  y  proljad  ante  él-  que 
el  testamento  de  que  os  quejáis  ha  sido , 
roto  por  el  nacimiento  subsiguiente  de 
un  hijo  del  testador.  Pues,  aunque  las 
cuestiones  de  estado  estén  fuera  de  la 
esfera  de  su  jurisdicción,  no  le  será,  por 
esto,  prohibido  resolversohre  la  cuestión 
de  estado  que  se  suscitaría  ante  él  inci- 
dentalmente  á  vuestra  demanda.  La  ra- 
zón es  que  pertenece  al  juez  que  conoce  de 
la  cuestión  de  herencia  examinar,  en  to- 
da su  extensión,  la  cuestión  incidental  á 
que  el  objeto  de  la  demanda  da  lugar, 
porque  en  último  análisis,  no  es  sobre 
esta  cuestión  incidental,  sino  sólo  sobre 
la  herencia  sobre  la  qtie  se  pronuncia: 
Pertinet  cním  ad  ofñcium  judicis  qui  de 
hereditate  cognoscit,  universam  incideti- 
tem  qaestionem  qucein  judicium  devoca- 
tar  examinare,  quoniam  non  de  ea,  sed 
de  hereditate  pronuntiat. 

"Pesemos  bien  estas  palabras:  qvo- 
niam  non  de  ea,  sed  de  hereditate  pro- 
nuntiat. Resulta  de  ellas  claramente  que 
la  sentencia  pronunciada  en  la  demanda 
principal,  á  la  cual  una  cuestión  de  esta- 
do es  opuesta  incidentalmente,  no  tiene 
y  no  puede  tener  la  autoridad  de  la  cosa 
juzgada,  sino  relativamente  á  la  deman- 
da principal;  y  que  no  la  tiene  del  todo 
relativamente  á  la  cuestión  de  estado  ci- 
vil." 

Y  el  mismo  Merlín,  (Répertoire,  V. 
Qttestion  d'état  §  II},  dando  la  razón  de 
esta  ley,  dice:  "Bs  que,  en  verdad,  este 
juez  debe  examinar,  en  todos  sus  ramos, 
la  cuestión  de  estado  que  un  incidente 
hace  nacer  ante  él;  pero  no  debe  hacerlo 
sino  para  decidir  á  quién  pertenece  la 
herencia  litigiosa;  y  que  en  último  aná- 


lisis, no  es  sobre  esta  cuestión,  sino  so- 
bre la  herencia  sola  sobre  la  cual  se  pro- 
nuncia. 

"Ia  ley  5,  D.  de  agnoncendis  et  aleñáis 
iiberis,  agrega,  no  es  menos  precisa.  Hila 
supone  que  á  la  demanda  de  alimentos 
formada  por  un  hijo  contra  su  padre,  ó 
por  un  padre  contra  su  hijo,  el  demanda- 
do opone  una  denegación  de  paternidad 
ó  de  filiación;  y  que  ahí,  por  consiguien- 
te, se  suscita  incidentalmente  la  cuestión 
de  saber  si  el  demandante  es  ó  el  hijo,  ó 
el  padre  de!  demandado.  ¿Qué  deben  ha- 
cer los  jueces?  Hs  preciso,  responde  In 
ley,  §  8,  que  antes  de  acordar  los  alimen- 
tos demandados  tomen  sumariamente 
conocimiento  del  hecho  de  la  paternidad 
ó  de  la  filiación.  Si  ellos  encuentran  su 
prueba  bien  establecida  darán  lugar  á 
la  demanda;  yla  rechazarán,  si  la  pater- 
nidad ó  la  filiación  no  les  parece  bien 
prí>bada:  si  vel  parens  neget  ñliam  idcir- 
coque  alere  se  non  deberé  contendat,  vel 
Hlius  neget  perentem,  summatim Jadices 
oportet  super  ea  cognoscere.  Si  constite- 
rit  fíliam  vel parentem  esse,  tune  ali Jube- 
bunt.  Cwterum  si  non  constiterit  nec  des- 
ceraent  alimenta.  Pero  es  preciso  fijarse 
bien,  continúa  la  ley,  §  9,  que  si  por  su 
sentencia  conceden  los  alimentos  deman- 
dados, no  resultará  de  ella,  sin  embargo, 
la  excepción  de  cosa  juzgada  sobre  la 
cuestión  de  paternidad;  pues,  por  este 
fallo,  ellos  no  declaran  que  tal  persona 
es  hijo  de  tal  otra;  deciden  solamente  <|ue 
la  una  debe  alimentos  á  la  otra:  memi- 
nisseautem  oportet,  si  pronanciaverint 
ali  oportere  attamen  eam  rem  praejudi- 
cium  non  faceré  veritate;  nec  enim  hoc 
pronunciatur  ñíium  esse,  sed  ali  deberé... 

"¿Cuál  es  por  lo  demás  la  razón  funda- 
mental de  la  ley,  para  decidir  en  el  §  9, 
que  el  fallo  que  concede  los  alimentos,  no 
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prejuzga  la  cuestión  de  paternidad  ó  de 
filiación?  No  es  porque  los  jueces  no  han 
examinado  esta  cuestión  sino  sumaría- 
mente,  summRiiw ;  es  únicamente  porque 
el  resultado  del  examen  que  ellos  han  he- 
cho no  ha  encc<ntrado  más  que  en  los 
motivos  de  su  sentencia;  porque  lo  dispo- 
sitivo de  la  sentencia  no  ha  podido  resol- 
A'crlo;  porque  se  ha  limitado  á  acordar 

los  alimentos        es,  en  una  palabra,  la 

misma  razón  que,  en  la  ley  I.  C,  de  ordine 
judiciantf  hace  decir  que  no  hay  fallo  sino 
sobre  la  cuestión  de  saber  quién  debe  re- 
coger la  sucesión  litigiosa,  aunque  para 
fallarla  se  haya  tenido  que  tomar  inci- 
dentalmente  conocimiento  del  estado  ci- 
vil de  una  de  las  partes," 

Para  apreciar  el  alcance  de  esta  doc- 
trína  no  es  necesario  detenerse  en  el  exa- 
men de  una  cuestión  que  ha  sido  deba- 
tida en  otros  tiempos,  sobre  si  la  calidad 
de  heredero  constituye  ó  no  un  estado 
en  el  sentido  de  que  habla  el  Código 
Civil,  ó  si  es  sólo  una  calidad  acciden- 
tal distinta  del  estado  civil.  Basta  sólo 
tomar  en  cuenta  que,  trátese  6  no  de 
una  verdadera  cuestión  de  estado,  ella 
no  es  fallada  sino  para  el  objeto  del  plei- 
to, y  que  puede  por  consiguiente,  como 
dice  Merlin,  ser  nuevamente  puesta  enjui- 
cio "sea  paraelmismo  objeto,  entre  otras 
partes,  sea  entre  las  mismas  partes  pa* 
ra  otros  objetos." 

Esta  doctrina  fué  seguida  por  la  legis- 
lación de  las  Partidas.  La  ley  7*,  tít.  19. 
partida  4^,  que  trata  de  cómo  deucn  los 


padres  cuidar  á  sus  fijos;  e  otrosi  como 
los  fijos  deuen  pensar  délos  padres,  cuan- 
do Ies  fuere  menester,  reproduce  la  dis- 
posición romana  en  los  términos  siguien- 
tes: 

"Razonándose  alguno  por  fijo  de  otro, 
e  demandando  quel  criasse,  e  proueyese 
de  lo  que  era  menester,  podria  acaescer, 
que  este  atal,  (jue  negaría  que  non  era  su 
fijo,  porque  no  lo  criasse;  o  por  auentura 
dczirlo  y  a  de  verdad  queiionseriasufijo. 
£  porcnde,  qunndo  tal  dubda  acaesciere, 
el  juez  de  aquel  lugar,  de  su  oficio,  deue 
saber  llanamente,  e  sin  alongamiento, 
non  guardando  la  forma  del  juyzio  que 
deue  ser  guardada  en  los  otros  pleytos, 
si  es  su  fijo  de  aquel  por  cuyo  se  razona, 
o  non.  E  esto  deue  ser  catado,  por  fama 
de  los  de  aquel  lugar,  o  por  cualquier  ma- 
nera otra  que  lo  pueda  saber,  o  por  la  ju- 
ra de  aquel  c]ue  se  razona  por  su  fijo.  B  si 
fallare  por  algunas  señales,  quees  su  fijo, 
deue  mandar  al  otro,  (¡ue  lo  crie,  e  lo 
prouea.  E  maguerel  juez  mande  proueer 
a  este  atal,  asi  como  sobre  dicho  es,  saíno 
finca  su  derecho  a  qvalquier  de  las  partes 

para  prouar  si  es  su  fijo  o  non  " 

En  este  caso,  como  en  los  antes  citados, 
el  estado  civil  se  considera  puesto  en  jui- 
cioy  se  falla,  no  para  constituirlo,  sino  co- 
mo antecedente  para  otros  efectos,  y  no 
hay,  por  consiguiente,  razón  alguna  jurí- 
dica para  alterar  el  derecho  común  sobre 
la  cosa  juzgada. 

Eliodoro  YARbz 
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US  CAUSAS  ELECTORALES 
AfiTE  EL  CÓDIGO  DE  PliOCBDIUIENTO  CIVIL 


Aanqne  la  generación  <]el  poder  munici- 
pal debe  ser  la  más  cuidada  por  la  impor- 
tancia indiscutible  que  tiene  en  la  forma- 
ción de  los  poderes  legislativo  y  ejecutivo 
y  porque  á  él  está  confiada  la  administra- 
ción local,  que  nos  interesa  tan  de  cerca, 
sin  embargo,  la  justicia  ordinaria  no  le 
dedica  la  atención  que  merece. 

Desde  qne  entró  en  vigencia  el  Código  de 
Procedimiento  Civil,  lo  que  ocurrió  el  mis- 
mo día  en  que  se  llevaba  á  cabo  una  elec- 
ción general  en  la  República,  todo  el  foro 
se  preparó  á  observar  si  los  tribunales  de 
justicia  lo  aplicarían  ó  no  á  las  cansas 
electoral^. 

Notóse,  desde  luego,  gran  diversidad  en 
la  manera  de  tomar  las  informaciones  y 
contra-informaciones  que  el  artículo  109 
de  la  ley  de  elecciones  de  20  de  agosto  de 
1890  autoriza rendiren  las  reclamaciones 
de  elecciones  de  senadores  y  diputados. 
En  efecto,  unosjueces,ajustáQdoseaIpre- 
cepto  terminante  de  dicho  articulo  que 
dice  "se  rendirán  ante  él"  y  también  á  la 
prescripción  del  nuevo  Código,  tomaron 
ellos  mismos  las  informaciones;  permitie- 
ron la  presencia  délas  partes; y  en  ñn,  no 
admitieron  más  de  seis  testigos  en  cadu 


punto.  Otros  cometieron  la  diligencia  á 
receptores;  y  uno,  en  la  reclamación  de  la 
comuna  de  Talagante,  llegó  hasta  come- 
ter la  diligencia  á  un  juez  de  distrito,  que 
actuó  por  sf  solo,  sin  receptor  ni  testigos. 
Estos  últimos  no  pusréron  cortapisa  para 
el  número  de  testigos  y  tomaron  la  prue- 
ba en  forma  secreta. 

La  Cámara  respectiva,  fundada,  sin 
duda,  en  que  debe  apreciar  los  hechos  co- 
mo jurado,  no  rechazó  de  un  modo  explí- 
cito ninguno  de  estos  procedimientos. 
Al  jurado  no  le  importan  las  ritualidades, 
sino  la  condénela  que  pueda  formarse  de 
los  hechos:  puede  ocnrrír  que  un  testigo, 
que  declare  sin  juramento  y  ante  una  de 
sus  comisiones,  pese  más  en  su  ánimo  que 
diez  testigos  contestes  que  depongan  ante 
juez. 

De  la  tramitación  de  estas  reclamacio- 
nes se  interpuso  apelación  ante  la  Corte 
de  Santiago,  y  aun  después  recurso  de  ca- 
sación. Con  ello  se  intentaba  obstruir  la 
prueba,  ó  aplazarla  para  que  llegara  á  la 
Cámara  después  del  plazo  fijado  por  la 
ley.  La  acción  popular  se  ejercitó  ante  el 
juez  de  otro  departamento  de  la  agrupa- 
ción, y  así  se  burlaron  las  dilaciones,  y  se 
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ol)ligó  á  abandonar  ios  rccurs»>s,  iiuc  son  Santiago,  8  de  junio  de  1903.— Visítos»: 

sin  duda  contra  la  mente  de  la  !ey.   

Esta  sólo  ha  querido  (jiie  el  juez  reciba 

informaciones  y  contra-informaciones  (.jue  Considerando* 
serAn  enviadas  á  la  autoridad  encarga- 
da de  calificar  la  elección,  para  que  las 

aprecie  como  jurado.  No  teniendo  el  juez  Quedada  la  forma  en  quededucedon  Víctor 

resolución  que  dictar,  no  cabe  ajíclación  Kawliiigs,  en  representación  de  don  Alfredo 

ni  otro  recurso,  pues  jamás  habrá  auto  Mclossi,  dicha  iietición  y  contenido  del  decreto 

alKuno  que  infiera  gravamen  irreparable.  *^        "°        '^'^^'^  pronunciamien- 

„                                    ,  ,          .  to  sobre  la  misma,  desde  el  momento  que  no 

En  resumen,  en  cuanto  a  los  reclamos  t.   r       i  i             i        *  / 

se  ha  formulado  una  reclamación  en  lonna, 

contra  las  elecciones  de  diputadosyscna-  ^^^^^^^                ^^^^^       ^rrqian  antece- 

dores,  no  hay  precedentes  bastantes  y  lentes  para  determinar  si  dicha  petición,  aun 

suficientemente  precisos  que  establezcan  tenida  como  una  de  las  reclamaciones  á  que 

si  deben  ajustarse  ó  no  al  Código  de  Pro-  el  artículo  15  de  la  Ley  Orgánica  de 

cedimiento  Civil  Municipalidades  de  veintidós  de  diciembre  de 

mil  ochocientos  noventa  y  uno,  ha  sido  traída 
dentro  del  término  que  consigna  dicho  ar- 

No  pásalo  mismo  en  lo  tocante  á  inclu-  (¡culo 

siones  y  exclusiones  de  municipales.  De  conformidad  con  los  considerandos  an- 

Kl  artículo  124  de  la  leí  electoral  esta-  tenores,  disposiciones  citadasy loque  ordenan 

blcce  que  éstas  se  iniciarán  en  la  forma  los  artículos  345  y  4.31  del  Código  de  Proce- 

preserita  en  la  ley  de  municipalidades,  dimiento  Civil,  se  declara: 

tj  .        j-        \    ~     •     •    j.  j         jtíí  1^  Queno  ha  lugar  á  la  tacha  deducida  por 

Esta  se  dictó  al  ano  siguiente  de  aquella,  «             e                            f  ^ 

,    ...     ,       ,  don  Isidoro  Vásquez  Gnlle  en  contra  del  testi- 

en  22  de  diciembre  de  1891.  ,             ,           .  „      - , 

go  don  Manuel  Aldunate  fiascunan; 

El  procedimiento  que  estableció  fuémuy  39  g^eno  ha  lugar  á  la  reclamación  formu- 

sencillo.  Los  ciudadanos,  provistos  de  po-  lada  por  don  Isidoro  Vásquez  Orilleen  aues- 

dercs  en  la  forma  prescrita  por  la  ley  elec-  crito  de  f.  1,  y,  en  consecuencia,  no  ha  lugar  á 

toral,  se  reúnen  presididos  por  el  gol>erna-  tener  ilegal  su  exclusión  de  la  Municipalidad 

dor  ó  subdelegado,  según  el  caso,  v  re-  de  esta  ciudad;  y 

,           ,      1          ,                     ,  '  3''  Que  no  procede  dictar  pronunciamiento 

suelven  sobre  los  reclamos  que  se  havan  ,     ,  ,           ,    t  , 

*             -  en  orden  á  la  segunda  de  las  peticiones  que 

mterpuesto  sobre  inclusiones  Ó  exclusio-  j„„  yíctor  Rawlings,  en  «iir^senta- 

nes  ilegales.  De  estas  resoluciones  se  puc-  ción  de  don  AHredo  Melossi,  en  su  escrito  de 

de  interponer  reclamo,  dentro  de  cinco  fs.  48. 

días  fatales,  ante  el  res|5ectivo  juez  le-  Anótese  y  consúltese  si  no  se  apelare — Ga- 

trado,  con  apelación  ante  la  Corte  de  R^ücoubt -Alfonso,  secretario. 
Alzada. 

En  el  caso  de  don  Alfredo  Melossi  con 
don  Isidoro  Vásquez  Grille  se  resolvió  que 
los  tribunales  de  justicia  sólo  son  ccmipe- 
tentes  ])araconocerde  las  calificaciones  v 
exclusiones  reauclt.'is  por  la  Municipali- 
dad, ile  a(|uí  sus  términos; 


Santiago,  26  de  agosto  de  1903.— Vistos: 
Teniendo  presente,  en  lugar  del  considerando 
que  sirve  de  fundamento  á  la  resolución  3*  de 
la  sentencia  de  primera  instancia: 

1'  Que  sólo  procede  ocurrir  á  los  Tribuna- 
les de  Justicia  para  reclamar  contra  las  exclu- 
üiunes  y  calificaciones  ilegales  y  contra  la  admi- 
sión de  excusas  resueltas  por  la  Municipnli- 
dad;  y 
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2' Que,  en  consecuencia,  no  cxisticndu  iin 
pronunciamiento  previo  de  dicha  corporación 
en  orden  á  lo  solicitado  en  el  punto  2"^  del 
escrito  de  fs.  no  calic  por  ahora  dictar  re- 
solución á  su  respecto; 

Se  confirma  la  sentencia  a^Krlada  de  8  de 
junio  último,  corriente  á  fs.  67. 

Uevnclvanse. 

Remítase  al  tercer  Juzgado  del  crimen  el 
proceso  i>edÍdo  por  decreto  de  1 7  del  actual.— 
R.  Morn — A.  Montt.  —  Luis  Barriga  Pro- 
veído por  la  Illma.  Corte.— O.  Vial. 

La  sentencia  no  merece  observación. 
Está  apoyada  en  la  ley  esi>ccial  fie  22  de 
diciembre  de  1891,  que  debe  prevalecer 
sobre  cualquiera  ley  general.  Ella  esta- 
blece que  primero  debe  pronunciarse  so- 
bre la  reclamación  la  Municipalidad,  y 
sólo  después  de  esta  resolución  se  puede 
ocurrir  á  los  Tribunales.  Esto  es  claro, 
perentorio  y  obvio. 

No  obstante,  poco  después  la  misma 
Salade  laCorte  de  Apelaciones  incurre  en 
flagrante  contradicción  consigo  misma. 

En  la  Comuna  de  Tunga,  departamen- 
to de  Petorca,  se  hizo  la  elección  de  muni- 
cipales el  l'de  marzo  último,  y  el  colegio 
escrutador  departamental  dió  poderes 
limpios  y  en  forma  legal  á  los  nueve  ciu- 
dadanos proclamados  municipales  de 
Tanga.  Estos  tuvieron  la  reunión  prepa- 
ratoria que  prescribe  el  artíctjlo  11  de  la 
Ley  Municipal,  presididos  por  el  subde- 
legado, y  dejaron  constancia  de  que  no 
se  había  presentado  ante  ellos  reclama- 
ción alguna. 

El  primer  domingo  de  mayo  celebra- 
ron su  primera  sesión  ordinaria  en  con- 
formidad al  articulo  12.  Pero  entonces  se 
presentó  lo  inverosimil.  Seis  ciudadanos 
sin  poderes  de  ninguna  clase  se  Juntaron 
á  tres  que  estaban  provistos  de  poderes 
legítimos,  y  reunidosenpretendidasesióQ 
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dictaron  el  siguiente  íikase,  que  reprodu- 
cemos fntegro  ])or  lo  nuevo  del  caso: 

Tunga,  muyo  3  de  1903 

Considerando: 

1'  Que  la  elección  llevada  á  cabo  el  1."  de 
marzo  del  presente  año  para  la  renovación  del 
poder  municipal  de  esta  Comuna,  se  ha  veri- 
ficadocorrectamenteyno  existen  antecedentes 
de  ninguna  especie  que  tiendan  á  establecer 
que  en  ella  se  haya  cometido  vicios  ó  defrau- 
daciones; 

2^  Que,  según  consta  del  acta  acompañada, 
In  mayoría  del  Colegio  Electoral  de  Petorca, 
al  hacer  la  proclamación  de  los  manicipales, 
no  tomó  en  cuéntalas  actas  electoralescorres- 
pondientes  á  las  tres  mesas  receptoras  de  la 
Snbdclegación  de  Huentclauquén.  á  pesar  de 
haberlas  escrutado,  pues  no  otra  cosa  signi- 
fica la  anotación  ó  toma  de  razón  que  del  con- 
tenido textual  de  estas  actas  especiales  hizo 
en  el  acta  general; 

3^  Que  la  omisión  cometida  por  el  Colegio 
Electoral  de  Petorca  influye  decisivamente  en 
la  elección  de  municipales  de  esta  Comuna  y 
viene  Á  falsear  completamente  la  libre  mani- 
festación de  la  voluntad  de  más  de  las  tres 
quintas  partes  de  los  electores  del  territorio 
municipal; 

4^  Que,  según  aparece  en  la  ya  mencionada 
acta  general,  debido  solamente  A  la  circuns- 
tancia de  no  haber  el  Colero  de  Petorca 
tomado  en  cuenta  ó  sumado  los  votos  que 
obtuvieron  los  diferentes  candidatos  á  muni- 
nictpales  en  la  Subdelegación  de  Huentelnu- 
quén  el  presidente  y  dos  secretarios  de  dicho 
Colegio  proclamaron  y  dieron  también  pode- 
res como  municipales  de  Tuaga  á  los  señores 
Wáshington  Gatica,  Abraham  Frez,  Juan 
Sáez,  Felipe  Astudillo,  Gregorio  Cabezón  y 
Claudio  Cerda; 

5^  Que,  rectificando  el  escrutinio  general 
practicado  por  el  Colegio  Electoral,  sumando 
los  votos  que  obtuvo  cada  can<Iidato  á  muni- 
cipal en  las  seis  mesas  receptoras  existentes  en 
la  Comuna  de  Tunga,  conforme  á  lo  anotado 
en  1h  copia  autorizada  del  iicta  acompañada, 
r^ulta  que  los  señores  Ramón  A.  Elorza,  To- 
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más  Echavarría^  Juan  Fajardo,  Ramón  Vega, 
Antonio  Rojo,  Roberto  Salinas  Z.,  Nicolás 
Contreras,  Elieur  Collao  y  Pedro  Enrique 
Palazuelos  B.  obtuvieron  las  nueve  más  altas 
mayorías,  y  visto,  además,  el  informe  de  la 
comisión. 

La  Municipalidad  acuerda: 

1^  Aprobar  la  elección  de  los  señores:  Ra- 
món A.  Elorza,  Tomás  Echavarría,  Juan  Fa- 
jardo, Ramón  Vega,  Antonio  Rojo,  Roberto 
Salinas  Z.,  Nicolás  Contreras,  Eliecer  Collaoy 
Pedro  Enrique  Palazuelos  B.,  siendo,  por  tan- 
to,  dichos  señores  los  miembros  de  la  I.  Muni- 
cipalidad de  Tunga;  y 

2^  Que,  siendo  viciosa  la  elecdón  de  los  se- 
ñores Washington  Gatica,  Juan  Sáez,  Abraham 
Frez,  Claudio  Cerda,  Felipe  Astudillo  y  Gre- 
gorio Cabezón,  excluirlos  de  su  seno. 

Publíquese  en  conformidad  á  la  ley. — Anto- 
nio Rujo,  presidente.— Tornas  Ecbavarría,  se- 
cretario. 

Es  original  que  varios  ciudadanos  sin 
poderes  rectificjuen  por  razones  buenas  ó 
malas  un  escrutinio  emanado  de  la  autO' 
ridad  legal;  se  incluyan  á  sí  mismos  y  ex- 
cluyan á  otros  del  seno  de  la  Municipali- 
dad. ¿Y  ellos  cuándo  y  con  qué  título 
formaron  parte  de  esa  corporación?  El  ar- 
tículo 11  de  laLey  Municipal  sólo  autoriza 
á  reunirse  en  tal  carácter  á  los  que  tengan 
poderes  en  ía  forma  prescripta  parla  Ley 
de  Elecciones.  El  artículo  12  faculta  á 
estos  mismos  para  resolver  las  califica- 
ciones y  exclusiones  á  que  hubiere  lugar. 
Y  el  artículo  15  concede  á  cualquiera  del 
pueblo  el  derecho  de  ocurrir  dentro  de 
cinco  días  fatales  á  la  justicia  ordinaria 
reclamando  de  las  inclusiones  ó  exclusio- 
nes ilegales  hechas  por  la  Municipalidad. 

Un  hijo  del  pueblo,  que  no  debió  ser 
muy  versado  en  la  materia,  interpuso 
apelación  de  aquella  singular  resolución 
ante  la  justicia  ordinaria;  y  ésta  fué  la 
causa  de  todas  las  paral ogizaciones  pos- 
teriores. El  juez  de  Petorca  se  declaró 


incompetente  para  conocer  del  recurso,  v 
la  Corte  de  Santiago  resolvió  que,  impor- 
tando la  apelación  la  interposición  del 
reclamo  autorizado  por  el  artículo  15  de 
la  Ley  Municipal,  volviera  al  juez  para 
que  se  pronunciara  sobre  él  como  fuere 
de  derecho. 

El  juez,  creyendo  que  se  trataba  de  un 
asunto  ya  resuelto  por  la  Muaicipalidad, 
y  no  por  un  grupo  de  ciudadanos,  entró 
á  conocer  de  estos  reclamos  y  los  acogió 
por  las  consideraciones  siguientes: 

Que  la  reclamación  se  funda  en  el  procedi- 
miento irregular  de  la  Junta  Escrutadora  De- 
partamental, que  dgó  de  escrutar  las  actas 
correspondientes  á  la  subdelegación  de  Huen- 
telauquén; 

Que,  según  lo  dispone  terminantemente  el 
artículo  81  (6G)  de  la  Ley  de  Elecriones,  dicha 
Junta  no  pudo,  dentro  de  sus  facultades,  pro- 
ceder de  esa  manera; 

Que  haciendo  el  cómputo  de  los  votos  que 
arrojan  todas  las  actas  de  dos  juntas  recep- 
toras de  las  subdclegaciones  que  componen  el 
territorio  municipal  de  Tunga,  lasnueve  prime- 
ras mayorias  corresponden  á  los  señores  Ro- 
berto Salinas  Zamora,  Ramón  A.  Elorza,  Pe- 
dro Enrique  Palazuelos  Buzeta,  Tomás  Echa- 
varría  Villarroel,  Antonio  Rojo,  Ramón  Vega, 
Juan  Fajardo,  Nicolás  Contreras  y  Eliecer 
Collao. 

Se  declara  que  los  nombrados  son  los  mu- 
nicipales de  Tunga,  mientras  no  se  declare  le- 
galmente, y  por  quien  corresponda,  que  deben 
ser  excluidos  por  faltarles  algunos  requisitos 
exigidos  por  la  ley  ó  que  su  elección  ha  adole- 
cido de  vicios. 

Anótese  y  consúltese. —J.  E.  Uhhütia. — 
Maximiliano  Lobos,  secretario. 

Se  apeló  de  la  sentencia  anterior,  y  la 
misma  primera  Sala  de  la  Corte  de  San- 
tiago, que  tan  atinadamente  resolvió  en 
el  reclamo  de  don  Isidoro  Vásquez  Gri- 
lle, se  paralogizó  tomando  como  munici- 
palidad ese  grupo  de  vecinos  sin  pode- 
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res.  La  Corte  vi6  que  el  colegio  escruta- 
dor departamental  hal^a  faltado  á  su 
deber  porque  dejó  de  escrutar  las  actas 
de  tres  secciones  de  Huentílauquén;  pero 
no  reflexionó  que  para  estos  desmanes 
la  ley  electoral  sólo  aplica  la  sanción  pe- 
nal, mientras  que  á  un  grupo  de  j>erso- 
nas  que  se  arrogan  atribuciones  que  la 
ley  no  Ies  confiere,  el  artículo  151  de  la 
Constitución  les  aplica  la  pena  de  nuli- 
dad para  todos  los  actos  así  ejecutados. 
El  señor  Benavente  sostuvo  sólo  la  ver- 
dadera teoría,  la  única  ajustada  á  la  ley. 
He  aqvá  la  sentencia  y  el  voto: 

Santiago,  octubre  nueve  de  mil  novecientos 
tres. 

Vistos:  se  confirma  la  sentencia  apelada  de 
fecha  dieciocho  de  julio  último,  corriente  á 
fojas  cincuenta  y  siete  vuelta,  entendiéndose 
que  lo  que  por  ella  se  resuelve  es  únicamente 
que  ha  lugar  á  las  inclusiones  pedidas  por  don 
Marcial  Flores  y  sin  lugar  las  solicitadas  por 
don  Antonio  Rojas  A. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Benavente,  quien,  por  los  fundamentos  que 
consigna  en  el  libro  de  acuerdos,  estuvo  por 
suspender  los  efectos  de  la  referida  sentencia  y 
declarar  la  incompetencia  del  Juez  de  Letras 
para  conocer  de  las  reclamaciones  de  que  se 
trata  por  no  haberse  interpuesto  ellas  ante  la 
Municipalidad  formada  de  las  personas  que 
recibieron  poderes  del  Colegio  Electoral. 

Devuélvase.—/.  R.  Mora.~A.  Montt— Da- 
río Benavente. 

VOTO  ESPECIAL 

En  el  expediente  sobre  exclusión  de  munici- 
pales en  la  comuna  de  Tunga,  del  departa- 
mento de  Petorca,  la  mayoría  del  Tribunal  ha 
confirmado,  con  fedia  de  hoy,  la  sentencia  de 
primera  instancia  que  acepta  como  municipa- 
les á  los  señores  Roberto  Salinas  Zamora,  Ra- 
món A.  Elorza,  Pedro  Enrique  Palazuelos 
Buzeta,  Tomás  Echavarría  Villarroel,  Antonio 
Rojo,  Ramón  Vega,  Juan  Fajardo,  Nicolás 
Contreras  y  Eliecer  Collao,  contra  el  voto  del 
infrascrito,  que  estuvo  por  suspender  los  efec- 


tos de  ese  fallo  y  por  declarar  que  la  justicia 
ordinaria  no  es  competente  para  conocer  de 
los  reclamos  á  que  él  se  refiere,  por  no  haberse 
interpuesto  ante  la  Municipalidad  formada 
de  las  personas  que  recibieron  poderes  del  Co- 
legio Electoral. 

Los  antecedentes  de  este  asunto  son  los 
que  se  pasan  á  exponer. 

El  Colegio  Electoral,  reunido  en  Petorca 
el  día  cinco  de  marzo  último  proclamó  como 
municipales  y  dió  poderes,  según  aparece  á 
fojas  veintisiete  de  los  autos,  á  los  siguien- 
tes señores:  Tomás  Echavarría  Villarroel,  Ro- 
berto Salinas  Zamora,  Pedro  Enrique  Pala- 
zuelos Buzeta,  Wáshington  Gatica,  Juan  Sáez, 
Abraham  Prez,  Felipe  Astudillo,  Gregorio 
Cabezón  y  Claudio  Cerda. 

Todas  estas  personas,  con  excepción  de  los 
dos  primeros,  se  reunieron  en  sesión  prepara- 
toria el  catorce  del  mismo  mes,  nombrando  la 
comisión  encargada  de  examinarlos  reclamos, 
y  reunidos  nuevamente  el  día  tres  de  mayo, 
para  los  efectos  del  artículo  doce  de  la  ley  de 
municipalidades,  calificaron  la  elección  de  sus 
miembros  y  dejaron  constancia  en  el  acta  res- 
pectiva, que  corre  en  copia  á  fojas  treinta  y 
tres,  de  que  no  se  había  deducido  reclamación 
alguna. 

El  mismo  día  catorce  de  marzo  se  reunieron 
separadamente  los  ciudadanos  don  Antonio 
Rojo,  Ramón  A.  Elorza,  Eliecer  Collao,  Ra- 
món Vega,  Juan  Fajardo  y  Nicolás  Contreras, 
como  consta  á  fojas  doce,  diciéndose  munici- 
pales electos,  por  estimar  que  el  Colegio  Elec- 
toral no  había  procedido  con  arreglo  á  la  ley 
dejando  de  escrutar  algunas  actas,  que  toma- 
das en  cuenta  les  habrían  dado  el  número  de 
votos  suficientes  para  figurar  como  miembros 
de  la  Municipalidad. 

Se  reunieron  así  mismo  el  tres  de  mayo  si- 
guiente, con  la  concurrencia  esta  vez  de  don 
Tomás  Echavarría  Villarroel,  único  que  había 
recibido  poderes  de  municipal,  tomaron  en 
consideración  varios  reclamos  que  se  habían 
hecho,  Y  rectificando  los  escrutinios,  se  inclu- 
yeron ellos  como  municipales  y  excluyeron  á 
seis  de  loa  que  habían  sido  proclamados  por 
la  Junta  Escrutadora,  según  puede  verse  del 
acta  que  corre  á  fojas  trece. 

Pe  este  procedimiento  se  presentó  apelando 
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el  ciudadano  don  Antoniu  Rojas  A.,  v  pasa- 
dos los  antecedentes  al  Juez  de  Letras,  se  de- 
dard  incompetente;  pero  el  Tribunal,  por  reso- 
lución de  fojas  veintidós  vuelta,  estimando 
esa  presentación  como  un  verdadero  reclamo, 
suspendió  los  efectos  de  lo  resueHo  v  ordenó 
que  él  se  tramitara  y  fallara  con  arreglo  á  la 
ley. 

En  cumplimiento  de  ese  fallo,  se  pronunció 
la  sentencia  de  cuya  apelación  se  trata. 

Los  hechos  que  se  dejan  relacionados  mani- 
fiestan con  toda  claridad  que  la  reclamación 
interpuesta  por  don  Antonio  Rojas  A.  no  fué 
presentada  á  la  legítima  Municipalidad,  la 
cual,  como  se  ha  dicho,  no  tuvo  ninguna  de 
que  ocuparse  en  su  primera  sesión. 

Esa  reclamación  y  las  demás  de  que  conocie- 
ron los  ciudadanos  reunidos  bajo  la  presiden- 
cia de  don  Antonio  Rojo,  no  pueden  tomarse 
en  cuenta  por  la  justicia  porque  esas  personas 
se  ocuparon  de  ellas,  contrariando  abierta- 
mente lo  dispuesto  en  el  artículo  once  de  la  lev 
de  veintidós  de  diciembre  de  mil  ochocientos 
Tioventa  y  uno,  el  que  dispone  que  sólo  pueden 
hacerlo  los  ciudadanos  que  según  las  actas  del 
escrutinio  general  y  los  poderes  que  presenta- 
ren, extendidos  enlaforma  prescrita  por  la  ley 
de  elecciones,  acrediten  su  elección  como  muni- 
cipales. 

Los  indicados  reclamos  no  han  sido,  pufs, 
fallados  previamente  por  la  Municipalidad;  y 
por  lo  tanto,  en  sentir  del  infrascrito,  el  Inez 
de  Letras  no  ha  tenido  coni]>etencia  para  co- 
nocer de  ellos,  ni  para  resolverlos. 

Santiago,  nueve  de  octubre  de  mil  novecien- 
tos tres  .Dakío  Benavbntk. 

Interpuesto  el  recurso  de  casación  en 
el  fondo,  por  haberse  fallado  contra  lo 
expresamente  dispuesto  en  el  artículo  11 
de  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1891,  la 
Ilustrfsíma  Corte  denegó  el  recurso  fun- 
dado en  el  artículo  1'  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil. 

La  Corte  Suprema,  reviendo  este  auto 
en  grado  de  apelación,  lo  confirmó  con  el 
voto  en  contra  de  los  señores  Palma  Guz- 
mán  y  Rodríguez. 


S<'  dejó  así  sentado  que  en  materia 
electoral  no  procede  el  recurso  de  casación, 
é  implícitamente,  que  el  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  no  es  aplicable  á  causas 
de  índole  política  ó  electoral. 

Sentimos  no  estar  de  acuerdo  con  el 
más  alto  tribunal  judicial  déla  República. 

Para  los  tribunales  de  justicia  no  exis- 
ten más  que  dos  procedimientos:  el  civil 
y  el  criminal,  que  corresponden  á  las  dos 
jurisdicciones  que  pueden  tener  nuestrf's 
jueces.  El  que  ejerce  la  jurisdicción  en  lo 
civil  aplica  el  procedimiento  civil;  el  que 
ejerce  la  jurisdicción  en  lo  criminal  aplica 
el  procedimiento  criminal.  Nos  parece 
tan  absurdo  que  se  niegue  la  índole  civil 
de  estos  juicios  cuando  se  persigue  una 
simple  reparación  de  lo  obrado  en  mate- 
ria política  6  electoral,  como  que  se  ne- 
gara la  naturaleza  criminal  de  un  acto 
en  que  se  persigue  la  aplicación  de  una 
pena  por  infracción  de  una  ley  electoral 
ó  política.  Dictado  matíana  el  Código 
de  Procetlimiento  Criminal,  ¿se  preten- 
derá sostener  que  no  son  aplicables  sus 
recursos  á  estos  últimos  juicios?  ¡Sería  un 
error  profundo! 

Las  leyes  especiales  no  obran  síno 
como  títulos  de  la  ley  general. 

Todas  las  generalidades  les  son  aplica- 
bles, y  sólo  se  modiñcan  en  cuanto  expre- 
samente se  establece  otra  cosa  en  sus 
disposiciones.  No  concebimos  cómo  po- 
dría marchar  un  juicio  sobre  exclusiones 
municipales  si  sólo  hubiese  de  aplicarse 
el  artículo  15  de  la  ley  respectiva,  que 
se  limita  á  ordenar  que  se  falle  en  veinte 
días,  que  se  tramite  en  papel  común  y  no 
se  cobren  derechos. 

No  se  podrían  aplicar  las  leyes  de  la 
antigua  tramitación  civil,  ya  porque  soñ 
civiles  como  las  del  Código,  ya  porque 
ninguna  ley  ordena  que  se  incorporen  en 
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una  ley  especial  las  leyes  generales  que 
regían  á  la  fecha  de  su  promulgación,  co- 
mo lo  establece  respecto  á  los  contratos 
el  artículo  22  de  la  ley  de  7  de  octubre  de 
1861.  Si  se  estima  absurdo  aplicar  las 
nuevas  leyesde  tramitación  civil,  más  ab- 
surdo es  aplicar  leyes  absolutamente  de- 
rogadas que  tienen  el  mismo  carácter  civil. 

Por  esto  la  tercera  sala  de  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Santiagt)  ha  estado  en  la 
razón  cuando  dictóla  siguiente  sentencia: 

"Santiago,  6  de  noviembre  de  1903.— Vis- 
tos: Teniendo  presente: 

1'  Que  la  resolución  de  fs.  8  no  tuvo  más 
objeto  que  pronunciarse  acerca  de  la  petición 
formulada  por  don  Arturo  Izquierdo  Cerda, 
en  el  escrito  de  fs.  34  para  que  se  declarase 
que  la  reclamación  entablada  por  don  Juan 
Nepomuceno  Bravo,  á  fin  de  que  se  excluyera 
de  la  Municipalidad  al  expresado  Izquierdo  y 
se  incluyera  al  reclamante,  debía  tramitarse 
con  arreglo  al  procedimiento  señalado  en  el 
título  XII  <lel  libro  III  del  código  respectivo; 

29  Que  si  bien  en  el  considerando  1'  de 
aquella  resolución  se  estableció  que  las  gestio- 
nes judiciales  de  la  naturaleza  de  las  iniciadas 
pordonjuan  Nepomuceno  Bravo  no  revestían 
rl  mismo  carácter  de  las  contiendas  civiles 
entre  partes,  y  que  el  juez,  al  sustanciarlas,  no 
podía  apartarse  de  los  preceptos  que  estable- 
ce la  ley  especial  A  que  están  sometidas  dichas 
gestiones,  no  por  esto  debe  entenderse  que  la 
resolución  mencionada  consideró  vigente  el 
procedimiento  que  regía  antes  de  dictarse  el 
actual  Código,  y  que  él  debía  aplicarse  toda- 
vía al  sustanciar  la  reclamación  municipal  de 
que  se  trata; 

3'  Que, en  consecuencia,  la  mente  6  espíritu 
de  aquella  resolución  fué  únicamente  el  de  que 
el  juez,  al  tramitar  esa  reclamación,  debía  ob- 
servar las  reglas  establecidas  en  el  artículo  15 
de  la  ley  de  Municipalidades,  como  de  un  mo- 
do claro  lo  manifiestan  los  considerandos  ¿"y 
3'  de  la  ya  recordada  resolución; 

4.'  Que  como  la  forma  en  que  han  de  sustan- 
óarse  las  reclamaeiones  municipales  no  está 
determinada  en  el  citado  artículo  15  de  un 
modo  detallado  y  completo,  sino  simplemente 


en  sus  rasgos  generales  y  más  esenciales,  es 
evidente  que  en  lo  no  previsto  ó  silenciado  en 
él  deben  aplicarse  las  disposiciones  comunes  íí 
todo  procedimiento  que  establece  el  nuevo 
Código,  en  cuanto  se  armonicen  con  el  referi- 
do artículo  15  de  la  ley  de  Municipalidades  v 
en  todo  aquello  que  no  contraríe  el  propósito 
especial  consultado  endiclu)  artículo  de  que  se 
proceda  breve  y  sumariamente;  y 

5^  Que  la  ley  de  Municipalidades  nada  dis- 
pone acerca  de  la  rendición  de  la  prueba  en  los 
juicios  de  que  ella  trata,  y  delje,  por  tanto, 
observarse  sobre  este  particular  lo  dispuesto 
en  el  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  resolu- 
ción apelada,  de  fecha  23  del  mes  de  octubre 
último,  y  se  declara  que  no  ha  lugar  á  lo  pedi- 
do por  don  Arturo  Izquierdo  en  el  escrito  de 
fs.  88  Publíquese  y  devuélvase. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Bemales. 
— /  Bemales  M.—B.  Donoso  V.—C.  E.  Olivos. 

Fundada  en  el  considerando  5',  la  par- 
te del  señor  Izquierdo  pidió'  no  se  admi- 
tiesen más  testigos  al  señor  Bravo,  ])or 
cuanto  no  se  babía  Uenadoel  trámite  pre- 
vio de  presentar  puntos  de  prueba  y  lis- 
tas de  testigos,  (¡ue  según  el  Código  de 
Procedimiento  Civilescondición  esenci.'il, 
bajo  pena  de  nulidad  de  la  ¡irueba.  líl 
juez  señor  Bianchi  Tupper  desechó  esta 
petición,  v  la  Corte  confirmó  el  fallo  en 
los  siguientes  términos: 

Santiago,  22  de  noviembre  de  1903.— Vis- 
tos: teniendo  presente:  que,  según  el  artíatln 
15  de  la  Ley  de  Municipalidades  vigente  tra- 
tándose de  exclusiones  y  calificaciones,  debe 
el  juez  proceder  de  oficio,  breve  y  sumariamen- 
te; Vicn  consecuencia,  puede  el  juez  emplear  en 
esta  clase  de  geutiones  los  medios  de  investi- 
gación que  juzgue  conveniente,  incluso  el  exa- 
men de  testigos,  si  así  lo  estimare  conducente 
sin  necesidad  de  recurrir  á  lista  de  testigos 
que  presenten  los  interesados;  y  que  ajustán- 
dose íi  estos  principios  se  dictó  el  auto  ejecu- 
toriado de  fs.  70,  que  manda  rendir  las  infor- 
maciones v  producir  los  demás  antecedentes 
que  juzguen  convenientes,  sin  sujetar  á  las 
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partes  á  las  exigencias  de  presentar  previa- 
mente lista  de  testigos,  se  confirma  en  Inparte 
apelada  el  auto  de  17  del  actual,  corriente  á 
fs.  107.—  DeTuélvase.—  Bernales, —  Donoso  V. 
— .Olivos. 

Este  fallo  debe  considerarse  como  com- 
plemento del  que  la  misma  Sala  dictó  en 
4  de  junio  último,  que  es  del  tenor  si- 
guiente: 

"vSantiago,  4  de  junio  de  1903.— Vistos:  te- 
niendo presente: 

1"^  Que  las  gestiones  judiciales  á  que  da  ori- 
gen la  organización  de  corporaciones  de  dere- 
cho público  como  las  municipalidades,  no  re* 
visten  el  mismo  carácter  de  las  contiendas 
civiles  entre  partes  á  que  se  refiere  el  artículo 
i'  del  Código  de  Procedimiento,  y,  por  consi- 
guiente, al  sustanciar  el  Juez  dichas  gestiones, 
no  puede  apartarse  de  los  preceptos  que  esta- 
blece la  ley  especial,  por  qtte  se  rigen  para 
constituirse  esa  clase  de  corporaciones; 

2'  Que  en  las  gestiones  expresadas  debe  el 
Juez  proceder  de  oficio,  sustandarlas  del-mo- 
do  y  resolverlas  dentro  de  los  plazos  que  para 
ello  especialmente  señala  el  artículo  15  de  la 
ley  orgánica  de  municipalidades; 

3'  Que  además  el  procedimiento  sumario 
que  establece  el  título  12  del  libro  3?  del  Códi- 
go de  Procedimiento  3'  que  solo  es  aplicable  en 
defecto  de  otra  tramitación  especial,  no  es 
compatible  con  la  ritualidad  que  designa  el 
articulo  15  déla  ley  ya  citada  en  el  consideran- 
do anterior,  ni  se  adapta  á  la  índole  y  fines 
contemplados  en  la  misma  ley. 

Por  estos  fundamentos,  se  confirma  el  auto 
apelado  de  fecha  27de  mayo  del  presente  año, 
corriente  &  fs.  4  vuelta. 

Publíquese  y  devuélvanse.—;/.  Bernales  M. 
—E.  Donoso  r.—C.  E.  Olivos. 

Así  como  nos  complacemos  en  recono- 
cer la  exactitud  y  recto  criterio  con  que 
la  tercera  Sala  se  ha  ajustado  á  los  prin- 
cipios y  á  la  lógica,  nos  es  sensible  decir 
que  la  segunda  Sala  no  procedió  igual- 
mente inspirada  en  el  siguiente  fallo: 


"Santiago,  8  de  agosto  de  1903.— Con  lo 
expuesto  en  los  escritos  de  fs.  53  y  precedente, 
se  declara  que  no  ha  lugar  á  lo  pedido  en  el 
mencionado  escrito  de  fs.  53.  Concédese  la 
apelación  deducida  en  subsidio  y  elévense  los 
autos.— Gabriel  RBNCOKBT.-^/osé  A.AlíbasOf 
secretario". 

"Santiago,  13  de  agosto  de  1903.— Vistos: 
Con  el  mérito  de  lo  resuelto  por  el  Tribunal  á 
fs.  8,  se  revoca  el  auto  apelado  de  8  de  agosto 
del  presente  año,  corriente  á  fs.  56  vta.,  en 
cuanto  niega  lugar  á  la  nulidad  de  la  notifica- 
ción hecha  por  el  estado  á  que  se  refiere  el  es- 
crito de  fs.  53,  y  se  declara  que  halugará  ella. 
Se  confirma  en  lo  demás  el  referido  auto. 

Devuélvanse.  —José  Alejo  Fernández.  —J. 
Ignacio  Larraín  Z.— Eduardo  Castillo. 

¡Declaró  nula  una  notificación  hecha 
por  el  estado,  y  mandó  aplicar  á  las  no- 
tiñcaciones  el  sistema  del  procedimiento 

antiguo! 

Sentimos  muy  de  veras  que  la  Corte 
Suprema  no  estime  procedente  el  recurso 
de  casación  en  causas  electorales  mtini- 
cipales,  tanto  por  creer  que  esto  no  sé 
ajusta  á  los  principios  de  la  legislación, 
cuanto  por  juzgar  que  queda  un  campo 
muy  ancho  á  la  arbitrariedad,  al  error  6 
á  la  pasión  política  en  materias  de  tanta 
entidad.  De  sobra  quedaría  compensado 
el  trabajo  del  Excmo.  Tribunal  si  con  su 
intervención  se  evitase  siquiera  un  error 
como  el  de  la  Municipalidad  de  Tunga. 
El  camino  está  abierto,  y  es  de  temer  que 
en  la  próxima  elección  muchasfalsas  mu- 
nicipalidades intenten  recorrerlo. 

Deber  del  legislador  es  poner  pronto 
remedio  al  mal.  Quizá  serfa  conveniente 
imitar  la  ley  electoral  italiana,  que  en  su 
artículo  39  establece  el  recurso  de  casa- 
ción, con  reducción  á  la  mitad  de  todos 
los  términos  del  procedimiento. 

Manuel  Salas  La  y  aquí 
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EL  DERECHO  DE  CADA  ÜNO 
DE  LOS  CÓNYOGES  Á  SU  NOMBRE  PATRONÍMICO  Y  AL  DE  »IJ  CONSORTE 


por  E.  H.  Perreau 

Fnftto^  dt  la  FatuHúá  de  Dtreeh»  de  la  Universidad  de  MottifeUier  (x) 


Como  casi  todas  las  teorías  jurídicas 
co ucemientes  al  nombre,  la  de  los  dere- 
chos que  pertenecen  á  cada  uno  de  los 
cónyuges  sobre  el  suyo  y  sobre  el  del  otro 
ha  debido  serconstrufda  casi  porcomple- 
to  por  los  tribunales,  en  el  silencio  de  la 
ley.  ^ta  legislación  pretoríana  es  la  que 
únicamente  querríamos  exponer  aquí,  fue- 
ra de  toda  preocupación  doctrinal,  reco- 
nociendo á  la  jurisprudencia,  conforme  á 
las  tendencias  de  la  escuela  civilista  mo- 
derna, el  valor  de  una  verdadera  fuente 
dd  denchü  (1). 

Recordamos  desde  luego  algunos  prin- 
cipios generales,  admitidos  hoy  no  sola- 


(a)  De  la  Ranu  Tümeitrieik  de  Droit  CmL 
(i)  EsHSiN,  la  jurisprudencia  y  la  doctrina, 

Rer.  trím^  p-  n  y  Laubert,  Una  re- 
necesaria  en  los  eitudios  de  dr.  civ.,  p.  33 

j  s ;  Planiol,  TV.  ehm,  dederechc  civil,  2*  ed., 

T.  p.IX 


mente  en  Francia  sino  en  la  mayor  parte 
de  los  Estados  europeos. 

El  derecho  de  cada  individuo  á  su  nom- 
bre se  presenta  bajo  un  doble  aspecto,  Ó, 
si  se  quiere,  se  desdobla  en  dos  derechos 
distintos: 

1^  El  de  prohibir  su  uso  á  toda  perso- 
na á  quien  no  pertenece; 

2*^  El  dereclamarsuusoparasímismo. 

Estas  dos  prerrogativas  no  son  rigo- 
rosamente limitadas  á  una  sola  persona, 
como  entre  los  pueblos  que  no  admiten 
sino  nombres  individuales;  el  sistema  de 
denominación  que  predominaen  nuestros 
dfas  tiene  como  característico  el  indicar 
con  ayuda  de  un  términoespecial— elsolo 
de  que  hablaremos— no  solamente  al  in- 
dividuo sino  á  la  famíHa  de  que  forma 
parte.  El  lazo  familiar  hace  estos  dere- 
chos comunes  á  muchas  personas;  pero 
no  confiere  ambos  en  las  mismas  condi- 
ciones. 
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Constituyendo  el  nombre  propiamente 
dicho  la  designación  de  una  familia,  per- 
tenece á  todos  los  miembros  de  ésta  el 
derecho  fie  reprimir  las  usurpaciones  de 
que  podría  ser  objeto,  i>ertenece  á  los 
miembros  de  ésta,  á  todos  ellos,  pero  á 
ellos  solos;  ese  derecho  reposa,  en  efecto, 
en  su  interés  de  impedir  al  primer  veni- 
do hacerles  cargar  ante  la  opinión,  con 
ayuda  de  una  usurpación  de  nombi-e,  en 
virtud  de  la  solidaridad  de  la  familia,  con 
la  responsabilidad  de  actoacompletamen- 
tes  extraños  á  ella  ( 1 ). 

El  derecho  de  llevar  uno  mismo  cierto 
nombre  de  familia  no  es  tan  general,  no 
pertenece  indistintamente  á  todos  los 
miembros  de  ésta.  En  la  mayor  parte  de 
las  legislaciones  modernas  cada  uno  lle- 
va el  nombre  de  la  pei^ona  cuya  condi- 
ción jurídica  sigue  (nticionalidad,  rango 
social,  domicilio,  etc. )  Así  el  hijo  legítimo, 
siguiendo  la  condición  de  su  padre,  to- 
ma también  generalmente  su  nombre;  (2 1 
al  contrario  el  hijo  natural  tomará  el  de 
su  madre  en  las  legislaciones — las  de  los 
países  germanos— en  que  sigue  su  condi- 
ción (3). 

¿Cuál  es  la  influencia  de  estos  dos  prin- 
cipias en  las  relaciones  de  los  cónyuges? 
Ella  ha  variado  según  las  épocas;  laju- 

(i)  Civ.,  a;  julio  i886,  S.  90,  1.335;  86, 
1.454.  Req,  20  abril  1868,  S.  68,  i.i9(;  D. 
68,  1.292 —Aix.,  25  julio  1867,  S.  68,  r.194;  1), 
68,  a.33. — Trib.  Sena,  lonov.  1865.— Gac.  Trib., 
18  nov.  1 865.  -  Id.  9  enero  1 845.  —  Trib.  Imperio 
Alemán,  7  mayo  1880,  Journ  dr.  int.  privé,  1883, 
p.  312. — Trib.  Lieja.,  7  mayo  1895. 

(a)  C.  alemán,  art.  1616;  austríaco,  art.  146; 
Glaris,  arta.  84-208;  Grisons,  art.  58;  Zurich, 
art  647. 

(3)  Cód.  alemán,  art..  1 706;  austriaco,  art.  165; 
Glaris,  arts.  118-242;  Grisons,  art.  69;  Zurich 
ait.  690;  para  la  Dinamarca,  la  Noruega  y  la 
Suecia,  véase  I^hr,  Elém.  dedroit  Scandinave, 
niím.  703. 


risprudeucin  francesa  ha  seguido  el  mo- 
vimiento de  las  costumbres. 

Desde  hace  tiempo  el  matrimonio  no 
ha  tenido  entre  nosotros  influencia  sino 
respecto  de  los  derechos  de  la  mujer  á  su 
propio  nombre.  El  principio  fundamental 
era  que  por  el  matrimonio,  ella  salía  de 
su  familia  originaria  para  entrar  en  la  de 
su  marido.  De  aquí  resultaba  desde  luego 
que  si  ella  adquiría  el  poder  de  defender  el 
nombre  de  éste  contra  las  usurpaciones 
de  terceros,  perdía  el  mismo  derecho  res- 
pecto del  suyo.  Resultaba  también  de  es- 
to qtie  al  adquirir,  según  las  ideas  tradi- 
cionales, la  condición  de  su  marido,  ella 
llevaba  igualmente  su.  nombre,  conforme 
á  un  uso  muchas  veces  secular  que  algu- 
nos hacen  remontar  aún  al  siglo  XIII,  es 
decir,  casi  á  la  época  de  la  aparición  de 
los  nombres  patronímicos.  (4) 

Las  tendencias  modernas  hacia  la  igual- 
dad de  los  sexos,  infiltrándose  poco  á  po- 
co en  nuestras  costumbres  y  en  nuestras 
leyes,  han  modifícado  profundamente  es- 
tfis  ideas. 

Desde  luego  la  mujer  no  es  considera- 
da como  absorbiendo  su  personalidad  á 
tal  punto  en  la  de  su  marido,  que  deje  su 
propiafamiHa  para  pasar  enteramente 
en  la  de  este  último.  Hoy  cada  uno  délos 
cónyuges  forman  al  mismo  título  parte 
de  la  familia  de  su  consorte  ain  dejar  de 
permanecer  en  la  suya;  podría  pues  de- 
fender los  dos  nombres  contra,  los  terce- 
ros (b). 


(4)  Denisart  Rec.  dhcisions  muveiies,  v.  Notit 
niim.  6.°;  Mkrlin  Rep.  v.  Femme  nüm.  46;  v. 
Nom  §  2  niím.  3;  \  3,  nilm.  5  Pothier  Traí.  du 
wntratde  mariage  II,  nüm.  401  y  403. 

(b)  Este  es  el  sistema  observado  entre  noso* 
tros  siguiendo  la  costumbre  española  en  que  la 
mujer  conserva  su  nombre  agregándose  el  del 
marido  con  la  prepostciún  dt.  \a  ley  7.".  t(t.  2.*>, 
Partida  4.^  decía:  E  atin  ha  otra  fuerza  el  casa- 
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Por  una  parte,  se  ha  dado  á  la  unidad 
del  nombre  entre  los  cónyuges  una  base 
distinta  de  la  preminencia  del  marido.  Se 
la  ba  fundado  sobre  la  íntima  unión,  so- 
bre la  entera  comunidad  de  intereses  ma- 
teriales y  morales  que  estableciéndose  en- 
tre los  cónyuges  para  el  matrimonio,  ha- 
ce aceptar  en  principio  á  cada  uno  de 
ellos  la  responsabilidad  ante  la  opinión 
de  los  hechos  y  actos  del  otro.  Después 
de  esto  no  existían  ya  razones  para  que 
su  denominación  común  fuere  el  solo  nom- 
bre del  marido;  así  por  ataques  sucesi- 
vos, los  tribunales  han  llegado  á  recono- 
cer al  matrimonio  una  denominación  for- 
mada por  la  unión  de  los  nombres  de  los 
dos  cónyuges. 

Tal  es,  en  sus  líneas  salientes,  el  siste- 
ma elaborado  por  la  jurisprudencia  fran- 
cesa; precisemos  ahora  sus  detalles  insis- 
tiendo únicamente  sobre  las  considera- 
ciones que  han  contribuido  á  inventarlo. 


miento,  segiin  las  leyes  antiguas,  que  maguer  la 
muger  fuese  de  vil  linage  si  casare  con  Rey  déuen- 
la  llamar  Reyna,  é  si  con  conde,  condesa  e  aun 
después  que  fué  muerto  su  marido  la  llamarán 
uS,  si  non  casare  con  otro  de  menor  guisa.  Ca 
lu  honra  é  las  dignidades  de  los  maridos  han 
las  mugeres  por  razón  dellos.ii  El  Código  Civil 
DO  ha  consignado  disposición  ala^na  especial  so- 
bre este  punto,  que  ha  quedado  así  entregado  á 
la  tradidón  y  ¿  las  costumbres. 

Entre  nosotros  como  en  España,  cuyo  Código 
no  contiene  tampoco  disposición  alguna  respecto 
del  apellido  de  la  mujer,  á  pesar  de  que  al  tra- 
tar de  los  hijos  dice  que  tienen  derecho  nú,  llevar 
los  apellidos  del  padre  y  de  la  madre»,  de  modo 
que  la  propiedad  del  nombre  no  es  extraña  á 
sus  disposiciones,  la  mujer  agrega  á  su  apellido 
el  del  marido;  en  Francia  el  apellido  de  la  mujer 
desaparecía  para  tomar  el  nombre  del  marido  y 
la  misma  práctica  se  observa  en  Inglaterra  y 
otros  países.  Segiín  lo  que  manifiesta  el  autor,  la 
jurisprudencia  tiende  á  innovar  en  este  sentido 
para  aproximarse  al  sistema  espafloL  //,  del  T. 
Daaxcuo 
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§  I.  La  jurisprudencia  reconoce  desde 
luego  á  cada  uno  de  los  cónyuges  el  dere- 
cho ded^nder  el  nombre  del  otro  contra 
las  usurpaciones  deque  podría  ser  objeto. 

Estas  usurpaciones  pueden  ser  de  dos 
especies:  ó  bien  es  una  persona  que 
por  su  sola  autoridad  hace  igualmente 
uso  del  nombre,  ó  bien  es  un  tercero  que 
ha  solicitado  del  jefe  del  Estado  la  auto- 
rización de  llevarlo.  En  estos  dos  casos 
se  concede  un  recurso  al  cónyuge  del  titu- 
lar legítimo  de  este  nombre. 

«J  El  cónyuge  posee  una  acción  ante 
los  tribunales  contra  tas  personas  que 
hacen  uso  ilegalmente  del  nombre  de  su 
consorte. 

La  jurisprudencia  no  declara,  £n  gene- 
ral, admisible  una  acción  para  prohibir 
el  uso  del  nombre,  en  el  caso  en  que  el  de- 
mandante no  lo  nse  el  mismo,  sino  en  el 
caso  en  que  d  lazo  legal  que  lo  une  á  los 
miembros  de  su  familia  que  lleva  ó  ha 
llevado  el  nombre  litigioso,  es  bastante 
estrecho  para  acarrear,  según  nuestras 
costumbres,  una  cierta  solidaridad  moral, 
una  cierta  responsabilidad  ante  la  opi- 
nión. (1) 

Esta  condición  se  encuentra  cierta- 
mente cuando  uno  de  los  cónyuges  persi- 
gue judicialmente  la  protección  del  nom- 
bre de  su  consorte.  Haciendo  abstracción 
del  derecho  de  que  hablamos  más  ade- 
lante, que  pudiera  tener  para  llevarlo 
él  mismo,  está  incontestablemente  uni- 
do, por  efecto  del  matrimonio,  á  perso- 
nas que  llevan  este  nombre,  de  una  ma- 
nera bastante  íntima  para  que  á  los  ojos 
del  público  su  manera  de  obrar,  su  bue- 


(i)  Req.  ao  abril  1868  y  Aix  aj  julio  1867. 
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na  6  mala  reputación,  resalte  vivamente 
en  él.  También  la  jurisprudencia  admite 
hoy  á  uno  de  los  cónyuges  á  perseguir  á 
los  usurpadores  del  nombre  del  otro,  re- 
conociendo igualmente  este  derecho,  sea 
á  la  mujer,  sea  al  marido  "Unidos  por  el 
matrimonio  á  personas  á  quienes  per- 
tenece el  nombre  de  B  los  demanda- 
dos en  el  recurso  tenían  interés  y  calidad 
para  oponerse  á  que  F  y  su  hijo  to- 
masen un  nombre  al  cual  no  tendrían 
derecho  ( 1 ).  Ambos  cónyuges  obrarán  ge- 
neralmente de  concierto,  impulsados  por 
el  mismo  interés;  (2)  pero  no  sería  aliso- 
lutamente  indispensable,  desde  que  la  ju- 
risprudencia no  exige  en  general  (3)  que 
todos  los  interesados  se  pongan  de  acuer- 
do para  obrar  en  común  y  cada  uno  tie- 
ne personalmente  el  derecho  de  obrar  en 
protección  del  nombre  cuestionado. 

Disuelto  el  matrimonio  ¿conservará ca- 
da uno  de  los  antiguos  cónyuges  el  mis- 
mo derecho?  Es  preciso  distinguir  dos  hi- 
pótesis: 

1*  Si  el  matrimonio  se  ha  disuelto  por 
la  muerte  de  uno  de  los  cónyuges  el  so- 
breviviente conserva  ciertamente  este  de- 
recho. Desde  luego  permanece  afín  A  la 
familia  de  su  consorte;  y  por  otra  parte 
es  para  él  un  deber  defender  la  memoria 
de  éste  contra  los  enojosos  ataques  cjue 
podría  recibir  por  la  usurpación  de  su 
nombre.  Por  esto,  un  gran  número  de  de- 
cisiones han  admitido,  sea  explícita  sea 


(i>  Civ.  15  junio  1863.  S.  63. 1.  281  y  D.  63. 
I.  3Í3.—  Adde.  Trib.  Rúan.  20  j  inio  1892  y  en 
Apelación,  Lyoii  18  enero  1894  S,  97.  3.  113;  O. 
94,  9.  332. — Trib.  Sena  13  noviembre  1889  S. 
90,  2.  Z19;  Trib.  Sena  19  febrero  1858  y  París  10 
junio  1859,  563.  I.  381;  D.  63.  I.  314. 

(2)  Era  prectsamente  el  ca^o  de  tas  senten- 
cias citadas  en  la  nota  precedente. 

(3)  Trib.  Lieja-3  marzo  de  1895  y  Trib. 
Imperio  alemán— 7  mayo  de  1880,  precitado. 


implícitamente  el  derecho  de  la  viuda  pa- 
ra perseguir  á  los  usurpadores  del  nom- 
bre de  su  marido  (4). 

2.^  La  cuestión  es  más  delicada  en  ca- 
so de  divorcio.  Los  antiguos  cónyuges 
han  llegado  á  ser  para  el  porvenir  com- 
pletamente extraños  á  la  persona  y  á  la 
familia  el  uno  del  otro.  £n  principio  ya 
no  hay  nada  de  común  entre  ellos,  y  la 
afinidad  misma  desaparece,  salvo  quizás 
en  cuanto  á  los  impedimentos  para  el 
matrimonio,  que  son  completamente  aje- 
nos de  la  cuestión  (5).  No  siendo  para  lo 
sucesivo  miembro  de  la  familia  del  que 
fué  su  consorte,  el  cónyuge  divorciado 
pierde  todos  los  derechos  que  poseía, 
principalmente  el  de  defender  el  nombre 
contra  los  ataques  de  tercero. 

lis,  sin  embargo,  preciso  fijar  el  alcance 
de  este  principio.  Lo  que  el  cónyuge  di- 
vorciado pierde  es  únicamente  el  derecho 
de  oponerse,  en  nombre  de  la  solidaridad 
de  la  familia,  á  un  uso  del  nombre  del 
otro  cónyuge  que  pudiera  producir  con- 
fu.siones  de  jiersonas.  No  quiere  decir  esto 
que  no  podrá  ejercer  jamás  ninguna  ac- 
ción relativa  ai  uso  de  dicho  nombre.  El 
derecho  común  en  muchos  casos  le  daba 
la  facultad  y  ios  medios  para  ello. 

Por  una  parte,  todos  los  derechos  que 
podría  tener  que  defender  en  el  nombre, 
en  virtud  de  otras  causas  distintas  de  la 
solidaridad  de  la  familia,  no  se  extin- 
guen necesariamente  con  el  divorcio;  teo- 


(4)  Trib.  Lieja  18  julio  1896.  París  18  julio 
1893,  S.  94,  3.85.  D.  94,  2.7.  Trib.  Sena  19  fe 
brcro  1891^  Pand  froc.  91,  3  350;  id.  9  eneio 
1878  fourn  de  dr.  int.  priv.  78,  378.  Civ.  15  ju- 
nio 1863.  En  contra  Bruselas  5  agosto  1854,  I). 
P.  55,  2.247,  pero  la  demandante  no  podía  in- 
vocar ni  aun  matrimonio  putativo. 

(5)  Orleans  23  niiirzo  1892,  S.  92,  2.132. — 
París  18  marzo  1897,  S.  1900,  2,  131;  D.  97.  2, 
300. 
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dría,  por  ]o  mismo,  acción  para  hacerlos 
valer.  Se  ha  fallado  especialmente  que, 
después  del  divorcio,  la  mujer  puede  aún 
intervenir  en  las  instancias  dirigidas  por 
su  ez-marido  contra  su  yerno,  para  obli- 
garlo á  llevar  su  nombre  en  virtud  de  un 
compromiso  conti-afdo  en  su  contrato  de 
matrimonio  (1).  Ella  hacía  valer,  en  tal 
caso,  un  simple  derecho  contractual. 

Por  otra  parte,  el  empleo  abusivo  del 
nombre  de  su  cónyuge  por  un  tercero  po- 
dría también  constituir  únicamente  el 
accesorio  de  otro  ataque  dirigido  contra 
caalquiera  de  los  derechos  de  la  persona 
del  cónyuge,  sólo  un  medio  de  dañar  ese 
derecho.  En  tal  caso,  á  pesar  del  divor- 
cio, el  cónyuge  dañado  en  virtud  de  la 
misma  acción  que  le  sirve  para  defender 
sa  derecho  principal,  podrá  hacer  ordenar 
por  la  justicia  la  cesación  de  la  usurpa* 
ción  del  nombre  del  otro  cónyuge.  Se  ha 
juzgado,  por  ejemplo,  que  la  mujer  divor- 
ciada podía  obtener  se  prohibiera  á  su 
ex-marido  emplear  su  propio  nombre  pa- 
ra designar  á  un  hijo  adulterino  nacido 
durante  el  matrimonio  (2).  Lo  que  ella 
defiende  aquí  es  la  dignidad  de  la  unión 
pasada,  á  lacual  no  puede  dirigir  ataque 
algunoaún  retrospectivo;  pues  su  pasado 
subsiste,  desde  que  su  matrimonio  ha  si- 
do disuelto  para  el  porvenir,  mas,  no 
retroactivamente  anulado:  "Si  el  divor- 
cio, dice  el  Tribunal  de  Tolosa,  romj^e  de- 
finitivamente para  el  porvenir  la  unión 
conyugal,  no  podría  en  el  mismo  grado 
borrar  su  huella  en  el  pasado  (3)". 
No  insistiremos  más  sobre  las  faculta- 

(i)  Tríb.  Amiens,  15  abril  1807.  Cív.  1  {  ene- 
ro 1813,  Amiens,  13  agosto  1807;^  Merlin,  Rep. 
V.  Praesse  de  ehanger  de  uom. 

(3)  Riufi,  38  junio  1893. 

(3)  Tríb.  Tolosa  t8  mayu  1886,  S.  86.  z.  1 19; 
D  «9.  2  9. 


des  del  cónyuge  divorciado;  pues  no  se 
trata  á  este  respecto  de  nada  especial  al 
derecho  sobre  el  nombre,  sino  de  cuestio- 
nes que  pueden  presentarse  igualmente 
á  propósito  de  otros  derechos. 

¡i)  La  usurpación  de  un  nombre  puede 
producirse  de  otra  manera,  no  brutal  é 
ilegal  como  la  precedente,  pero  sin  em- 
bargo perjudicial  á  las  veces.  Una  perso- 
na extraña  á  una  familia  puede  solici- 
tar del  Jefe  del  Estado  la  autorización 
de  tomar  su  nombre  (c).  Contra  el  decre- 
to de  concesión  "toda  persona  con  dere- 
cho para  ello"  es  admitida  á  formar  opo- 
sición ante  el  Consejo  de  Estado  (ley  del 
11  germ.  año  XI,  art.  7). 

Este  derecho  pertenece  ciertamente  al' 
cónyuge,  contra  el  decreto  que  íiutoriza 
á  un  tercero  á  llevar  el  nombre  del  otro 
cónyuge.  Según  la  jurisprudencia,  en  efec- 
to, la  oposición  puede  ser  formada  por 
toda  persona  que  justifique  un  interés 
cualquiera,  para  que  el  beneficiado  por  el 
decreto  lleve  el  nombre  que  se  le  concede. 

Ahora  bien,  es  evidente  que  el  cónyuge 
de  una  persona  que  lleva  ese  nombre  tie- 
ne interés  en  impedir  que  el  primer  vé- 
nido  se  haga  pasar,  gracias  á  esta  con- 
fusión de  nombre,  por  afín  suyo,  ó  no 
dejar  al  público  creer  que  ha  entrado  en 
la  familia  un  individuo  sospechoso,  poco 
honorable  ó  malvado. 

Ivas  decisiones  del  Consejo  de  Estado 
son  motivadas  de  ordinario  de  una  ma- 
nera muy  lacónica,  y  no  encontramos  en 
su  texto  declaraciones  precisas  en  cuánto 
al  derecho  de  oposición  del  cónyuge;  pero 
gran  número  de  ellas,  al  resolver  en  el 
fondo  una  oposición  de  esta  clase,  aunr 
que  el  beneficiado  por  el  decreto  haya 

(c)  Tal  caso  no  podría  orurrir  entre  nosotros. 
Traducimos  este  punto  para  presentar  íntegro 
el  trabajo  del  autor. 
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obtenido  su  rechazo  por  falta  de  calidad, 
parecen  haberlo  implícitamente  consa- 
grado (1). 

§  2.  ¿Será  necesario  hacer  notar  que 
el  derecho  reconocido  á  cada  cónyuge  de 
defender  el  nombre  del  otro  contra  un 
tercero  no  le  quita,  en  manera  alguna,  el 
de  defender  el  suyo  propio?  Jamás  ha  ha- 
bido dificultad  para  admitirlo  en  lo  que 
concierne  al  marido;  pero  se  ha  dudado  á 
veces  respecto  de  la  mujer. 

Era  antes,  según  hemos  dicho,  un  prin- 
cipio incontestado  que  la  mujer  por  el 
matrimonio  abandonaba  su  familia  por 
la  del  marido.  La  misma  idea,  aún  en 
nuestro  días,  está  muy  esparcida  entre  el 
vulgo  y  aún  en  las  clases  más  elevadas  de 
la  sociedad.  Se  ha  intentado  á  veces  con- 
cluir de  aquí  que  aún  hoy  la  mujer,  no 
formando  ya  parte  de  su  familia  origina- 
ria, no  puede  ya  defender  su  nombre  por 
no  tener  interés. 

Este  resultado  no  sería  conforme  á  los 
principios  jurídicos  modernos,  ni  á  las 
tendencias  generales  de  nuestras  socieda- 
des. La  igualdad  de  los  sexos  quiere  que 
al  casarse  la  mujer  no  pierda  su  propia 
familia;  como  el  marido  no  deja  la  suya. 
Este  precepto  incontestable  desde  siglos 
atrás,  en  cuanto  á  los  intereses  pecunia- 
rios, no  debe  hoy  serlo  menos  en  cuanto 
á  los  intereses  morales.  El  honor  y  el  res- 
peto de  los  suyos  constituyen  siempre 
para  la  mujer  un  patrimonio  moral  que 
ella  tiene  legítimo  interés  de  defender. 

o.)  Los  tribunales  le  reconocen,  en  con- 
secuencia, el  derecho  de  oponerse  á  todas 
las  usurpaciones  de  que  el  nombre  de  su 
familia  podría  ser  objeto  y  proceder  judi- 


cialmente para  ponerles  fin  (2).  No  se 
podría  estimar  como  una  vuelta  de  la 
marcha  de  la  jurisprudencia  la  sentencia 
de  casación  de  17  de  agosto  de  1864  (3), 
que  aplica  principios  especiales  al  nombre 
mercantil  {razón  social).  Si  niega  á  una 
mujer  casada  el  derecho  de  obligar  á  un 
tercerea  abandonar  el  uso  de  su  nombre, 
es  porque,  en  la  esi>ecie,  se  trataba  de  un 
nombre  comercial,  regularmente  cedido 
por  el  propietario  del  establecimiento  de 
comercio  á  su  sucesor.  No  había,  por  lo 
mismo,  usurpación.  El  único  recurso  po- 
sible habría  debido  ser  la  acción,  admiti- 
da por  la  jurisprudencia,  de  hacer  ordenar 
por  el  juez  las  modificaciones  ó  adiciones 
necesarias  para  evitar  las  conñisioncs 
entre  comerciantes  homónimos;  y  en  la 
especie,  la  demandante  no  era  comer- 
ciante, y  á  más,  no  empleaba  en  el  hecho 
el  nombre  de  su  familia  originaria.  Su  ac-, 
ción  no  era,  por  lo  tanto,  admisible. 

La  mujer  posee  igualmente  el  dere- 
cho de  formular  oposición  ante  el  Conse- 
jo de  Estado  á  los  decretos  que  confiere  á 
terceros  el  nombre  de  su  propia  familia. 
Ella  tiene  ciertamente  interés  en  impedir 
toda  confiisión  de  personas  entre  los  su- 
yos y  los  extraños,  y  se  encuentra,  por 
lo  tanto,  comprendido  en  el  número  de 
las  personas  á  que  se  refiere  el  artículo  7 
de  la  ley  de  11  germinal  año  XI  (4). 


(i)  Consejo  de  Estado. — 93  de  mayo  i8ao,  S. 

92,  3,108;  D.  92,  3,  4.-5  dbre.  1860,  D.  61,  3. 
21. — 10  abril  1860,  D.  60,  3,  57. 


(2)  Tríb.  Lieja  2  marzo  1825.— Civ.  10  mar- 
zo  1862,  S.  62,  I,  583;  D.  62,  I,  219. — Civ.  15 
junio  1863.— Civ.  i6marzo  1841.  S.  41,  i,  532. 
— Req.  18  marzo  1834.  S.  35,  1, 300;  Dalí.  Req. 
V.  nom.^Préwm  niini.  22. 

(3)  Reg.  17  agosto  1864,8.  65,  1,  121;  D.  65, 
I.  303- 

(4)  Cons.  de  Estado,  29  mayo  1890,  S.  92,  3, 
108;  D.  92,  3,  4.  28  mayo  i866,  S.  66  2,  29:  D. 
66.  3i  49i  5  diciembre  1860,  D.  61,  3,  ai;  10 
abril  1850  D.  60,  3,  57.-21  junio  1839,  D.  40, 

3. 44. 
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Bsta  jurisprudencia  establecida  en  una 
época  en  que  se  consideraba  que  la  mujer 
perdía  su  nombre  de  familia  por  el  matri- 
monio, debería  ser  aprobada  hoy  tanto 
más  cuanto  que  los  tribunales  te  man- 
tienen el  derecho  de  usar  de  él. 

lí 

§  I.  Ivos  tribunales  reconocen  además 
á  cada  cónyuge  un  segundo  derecho  sobre 
el  nombre  del  otro,  el  de  emplearlo  para 
su  propia  designación.  Pero  una  distin- 
ción se  impone  aquí  entre  el  marido  y  la 
mujer;  las  condiciones  de  esta  adquisición 
no  son  para  los  dos  absolutamente  idén- 
ticas; y  además  este  derecho,  admitido 
sin  dificultad  para  el  uno,  no  lo  ha  sido 
para  el  otro,  sino  mucho  más  tarde. 

A y-La.  adquisición  del  nombre  del  ma- 
rido por  la  mujer  fué  una  de  las  cuestio- 
nes de  la  materia  más  vivamente  con- 
trovertida en  la  doctrina  hasta  1893,  so- 
bre todo  después  del  restablecimiento 
del  divorcio.  Los  unos  tomando  al  pie 
de  la  letra  la  ley  de  6  fruc,  año  II, 
prohibían  á  la  mujer  todo  cambio  de 
nombre;  y  no  veían  en  los  usos  contra- 
rios sino  simples  prácticas  cómodas,  pe- 
ro sin  autoridad  jurídica.  Otros,  en  pre- 
sencia del  carácter  eminentemente  con- 
suetudinario de  nuestra  legación  sobre 
ios  nombres,  consideraban  que  tenían 
fuerza  de  ley  los  principios  tradicionales 
relativos  á  los  nombres  de  la  mujer  des- 
pués de  su  matrimonio. 

La  ley  de  6  de  febrero  de  1893  ha  dis- 
minuido considerablemente  la  viveza  de 
la  C|uerella,  sin  hacerla  desaparecer,  sin 
embargo,  del  todo  (1). 


(i)  En  favor  de  la  adquisición  por  la  mujer 
del  nombre  de  su  marido — véase  para  la  do^. 


No  es  nuestro  ánimo  tocar  el  fondo  de 
esta  controversia;  todos  los  argumentos 
posibles  han  sido  exhibidos  ya  por  una  y 
otra  parte;  la  discusión  está  agotada. 
Por  lo  demás,  no  híicemos  aquí  más  que 
una  exposición  de  derecho  pretoriano. 

Aplicando  la  costumbre  tradicional,  la 
jurisprudencia  proclama,  en  un  gran  nú- 
mero de  sentencias,  el  derecho  de  la  mu- 
jer á  llevar  el  nombre  de  su  marido  (2.) 

Esta  jurisprudencia  no  selimitaá  dejar 
constancia  de  una  simple  situación  de  he- 
cho de  una  costumbre  mundana,  de  una 
práctica  sin  autoridad  legal,  pues  atribu- 
ye áeste  uso  efectos  jurídicos  muy  impor- 
tantes. 

Si  una  sentencia  ya  antigua  (3)  había 
decidido  que  la  mujer  puede llevarelnom- 
.bre  de  su  marido  únicamente  en  sus  reía* 
ciones  sociales  y  mundanas  y  no  en  los 
actos  de  la  vida  civil,  por  ejemplo,  en 
los  documentos  que  tienen  un  carácter 
jurídico,  la  jurisprudencia  más  reciente  de- 
cide, al  contrario,  queeste  nombreconsti- 

na  postericir  á  1S93,  Batí dy- Laca n ti nerie,  Cha- 
veu  y  Chéneaux,  Jlra/té  des  personnts  III,  niim. 
317.- a."  páj.  217;  Beudont /"^/a/í/  la  capacité 
des  personnes  I,  núni.  30T.  — 1.*  pág.  420  y  S., 
Gény,  Afeltrad  dinterpritation  et  sources  en  de  pir 
1893,  pág.  162.— Contra  Bufuoir,  Ann.  leyfrou. 
13  année,  pág  52*54  ypig-  66-  Cobouat,  Explk^ 
de  la  hi  du  6  febr.  28^3,  Lois  Aouveiles  1 893,  pág. 
373i  Planiol  I  2.*  ed.  ndm.  404,  pág.  164. 

(2)  Véase  principalmente  Cas.  27  agosto  1875, 
S.  76,  I,  47;  Trib-Sena,  19  abril  (902.  F.  jud. 
1902,  a,  262,  id.  II  dic.  1901,  Gat.pal.  1903,  i, 
196.  D.  1903.  2.  133.  Poitiers  11  julio  1892,  S. 
92,  3.824.— Nimes  S  de  agosto  1887,  S.  88,  3, 
20.  Dijon,  3o  julio  1S87.  S.  88,  3,17.  Trib. 
Lyon,  4  mayo  1886. 

Y  además,  la  misma  solución  se  desprende 
implícitamente  de  muchos  otros  fallos  que  ten- 
dremos ocasidn  de  citar  en  el  curso  de  este  ar- 
tículo. 

(3)  C.  Martinica,  de  11  febrero  1836,  S.  41, 
I,  83»' 
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tuve  la  denominación  oficial  de  la  mujer. 
Los  tribunales  deciden,  en  consecuencia) 
que  la  mujerpuede  ejercer  el  comercio  con 
este  nombrc  (Ij,  y  que  piitde  ser  designa- 
da de  esta  manera  cuando  la  ley  no  de- 
cide formalmente  lo  contrario,  en  los  es- 
critos y  documentos  que  tengan  un  ca- 
rácter oficial  en  los  registros  llevados  en 
virtud  délos  reglamentos  de  policía  y  que 
deben  ser  presentados  á  la  autoridad  pú- 
blica (2 ),  y  aún  en  los  actos  auténticos  (3 ). 

Además,  reconocen  á  la  mujer  sobre 
el  nombre  del  marido  un  verdadero  dere- 
cho que  puede  ser  opuesto  por  ella  á  los 
terceros.  Así  deciden  que  puede  conser- 
varlo á  pesar  de  las  protestas  de  los  ho- 
mónimos, y  que  la  acción  intentada  por 
ellos  para  negarle  el  derecho  á  usar  el 
nombre  se  romperá  ante  su  sola  cuahdad 
de  esposa  (-i).  Se  estima  que  este  derecho 
puede  oponerse  aún  al  marido;  lo  atesti- 
guan las  numerosas  decisiones,  ya  cita- 
daSj  que  reconocen  á  los  Tribunales  el 
derecho  de  acoger  ó  de  rechazar  sobera- 
namente según  las  circunstancias,  las  re- 
clamaciones encaminadas  á  prohibir  el 
uso  de  su  nombre  á  sus  mujeres,  presen- 
tadas antes  de  1893  por  los  maridos  di- 
vorciados y  desde  entonces  por  los  mari- 
dos separados. 

En  fin.  la  jurisprudencia  decide  que* 
por  el  hecho  de  llegar  á  ser  el  nombre  de 
familia  de  la  mujer,  el  del  marido,  será 
como  todo  nombre  de  familia  de  uso  obli- 
gatorio para  sn  designación. 


(1)  Rtj.,  i8  de  mayo  i'e  1895,  S.  95,  i,  319. 
París,  31  marzo  1887,  D.  88,  3,  165. 

(2)  Cas.  37  agosto  1875. 

(3)  Trib.  Aíx  7  mayo  1867,  D.  68,  2,  33,  S. 
68,  I,  194.  Trib.  de  paz  Saint  Josse-ten  Noode, 
19  diciembre  1893,  S.  94,  4,  a  a. 

{4)  Lyan,  18  enero  18947  Trib.  Rúan,  38 
de  junio  de  1893. 


Este  principio  rcquiere  algunas  preci- 
siones: 

« >  Es  un  principio  general,  en  materia 
de  nombre  de  familia,  que  el  derecho  da 
lugar  á  una  obligación  recíproca  (5). 

Tenéis  no  solamente  el  poder  de  em- 
plearlo para  vuestra  designación,  sino 
que  en  principio  estáis  obligados  á  ello. 

En  cimsecuencia,  si  el  nombre  del  mari- 
do llega  á  ser  verdaderamente  el  de  la 
mujer,  debe  ser  de  uso  obligatorio  para 
la  designación  oficial  de  ésta. 

No  hablarcmos  aquí,  por  lo  demás,  de 
la  cuestión  de  la  firma.  Desde  que  esto 
consiste  esencialmente  en  un  signo  más 
que  en  un  nombre,  hay  acuerdo  en  reco- 
nocer como  válida  la  oposición,  al  pie  de 
un  acto,  de  cualquier  término,  nombre, 
pronombre,  pseudónimo,  sobrenombre, 
titulo,  etc.,  ordinariamente  empleado  co- 
mo firma  por  el  interesado.  A^  la  mujer 
podría,  á  su  arbitrio,  emplear  muy  regu- 
larmente como  firma  sea  su  nombre,  sea 
el  de  su  marido  (6). 

Dejando  á  un  lado  la  hipótesis  de  la 
firniíi,  la  jurisprudencia  sienta  como  un 
princijiio  que  la  mujer  debe  ser  designada 
por  el  nombre  de  su  marido.  "La  mujer, 
nos  dice  muy  categóricamente  una  reso- 
lución reciente,  tiene  el  derecho  y  el  deber 


(5)  Gierke.  Deuís'ches  Privatucht,  I,  p,  721. 
Lalliex,  De  la  propUtk  des  wms  ei  des  letres, 

l>.  3,  Planiol  I,  ed.  3.*.  nüm.  413;  Salveton.  Le 
nom,  294. 

(6)  Rennes,  ii  de  febrero  1830,  S.  31,  i,  1S9. 
I.OS  jurisconsultos  alemanes,  alcontrarin,  sepre- 
guntan  si,  desde  la  entrada  en  vigencia  de  su 
nuevo  Código  Civil,  serla  aceptable  que  fíniiaran 
los  actos  materiales  con  su  nombre  de  familia 
originario,  las  mujeres  de  los  países  romanos  qiiei 
segiín  la  costumbre,  empiran  generalmente  este 
mudo  de  firma  (Dernburg,  Bürgerlichs,  Gaseti* 
buch,  p.  139). 
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de  tomar  el  nombre  de  su  marido  duran- 
te la  duración  de  su  matrimonio  (1)." 

Los  Tribunales  no  se  han  detenido  en 
este  reconocimiento  platónico;  han  saca- 
do de  esta  tesis  diferentes  deducciones. 

Desde  luego  deciden  que  los  terceros 
que  quieran  designar  áuna  mujer  casada 
en  un  acto  son  obligados  á  emplear  el 
nombre  de  su  marido,  si  la  ley  ó  cI  uso 
no  disponen  otra  cosa.  Seha  fallado,  por 
ejemplo,  que  una  mujer  no  puede  exigir  el 
empleo  de  su  nombre  de  soltera  en  una 
notiticación  de  cmpl«zaniiento,  sino  ([ue 
el  ujier  debe  citarla  con  el  nombre  de  su 
marido  (  2). 

Además  la  mujer,  al  (|uerer  designarse 
á  sí  misma,  delx;  igualmente  emplear  este 
nombre. 

Así  se  lia  decidido  que  un  comerciante, 
que  lleva  el  nombre  de  su  familia  origina- 
ria podría  obligarla,  si  ella  hace  el  comer- 
cio bajo  este  último  nombre,  á  tomar  el 
de  su  marido  (3),  salvo,  sin  embargo,  el 
caso  en  que  un  uso  prolongado  hubiera 
transformado  su  nombre  patrocinante 
en  un  verdadero  nombre  comercial  (4  K 

En  fin,  su  marido  puede  prohibirle  el 
t|ue  lleve  otro  nombre  que  el  suyo  (5)  y 
á  la  inversa  no  tendrá  la  facultad  de  dis- 
|X'nsarla  convencionalmente  de  llevar  su 
ní>mbre — semqante  contrato  se  conside- 
ra ilícito  (6). 

(í)  Si  la  mujer  no  puede  emplenr  su 
nombre  patronímico  solo  ¿no  podría,  á  lo 


(i)  Trih.  Sem.  -  19  abril  1902. 
(a)  Ttib.  de  paz,  Saínt-Josse,  ten-Noode,  19 
de  diciembre  1893,  ya  citado. 

(3)  París,  fS  julio  1877  ya  citada. 

(4)  Trih.  com.,  Lieja,  8  agosto  1874. — J.  Clu- 
nt-t.  1882  y  1883. 

(5)  Paris,  17  jutiu  1876,  S.  76,  2,  249,  D  ;8 
2,  I. 

(6)  Trib.  Sem.,  13  julio  1893,  D.  94,  a,  515. 


menos,  conjuntamente  con  el  de  su  ma- 
rido? 

No  ponemos  evidentemente  en  duda  la 
legitimidad  délas  fórmulas:  "Mme.  X...., 

esposa  V  *'  ó  bien  "Mme.  V  nacida 

X  "ni  otras  análogos  que  no  consti- 
tuyen verdadera  designación,  sino  expre- 
siones que  resumen  el  estado  civil  de  una 
persona. 

En  semejantes  casos,  no  siendo  posible 
ninguna  vacilación  ni  en  cuanto  á  la  in- 
dividualidad, ni  en  cuanto  á  la  familia 
de  la  ]>ersona  designada,  ninguna  confu- 
sión sei)roduciría  con  los  homónimos  (7). 

Contemplemos  tan  sólo  la  hipótesis  en 
que  los  dos  nombres  sean  enunciados  el 
uno  después  del  otro  en  el  lenguaje  oral, 
6  reunidos  por  un  guión  en  el  lenguaje  es- 
crito, de  manera  (|uc  no  se  pueda  saber,  á 
primera  vista,  si  se  trata  de  una  {persona 
que  lleve  un  doble  ncmibre  ó  de  una  mu- 
jer casad»  c|ue  ha  juntado  dos  nombres 
sencillos,  el  de  su  marido  y  el  suyo. 

Durante  largos  años,  la  jurisprudencia 
ha  parecido  considerar  el  matrimonio 
como  importando  para  la  mujer  la  )}érdi- 
da  completa  de  su  nombre  originario  (8). 
En  esa  ¿poca  la  mujer  llevaba  en  la  prác- 


(7)  £n  los  actos  notariales,  conforme  á  su 
uso,  que  se  remonta  á  nuestro  antiguo  derecho 
(Merlin,  Rep.  V.^  fimmt  niim,  6.^)  cuando  una 
n.ujt^r  es  considerada  aisladamente,  se  le  designa 
con  su  nombre  de  soltera  seguido  de  las  palabras 
"esposa  N.  (nombre  del  marido),  terminología 
que  permite  precisar  con  toda  exactitud  la  indi- 
vidualidad y  la  capacidad  de  la  interesada,  cosas 
cuyo  conocimiento  es  indispensable  en  tales  ca- 
sos. Si  la  mujer  desempeña  et  mismo  rol  que  su 
marido,  no  encontrándoae  los  mismos  motivos 
de  precisión  el  uso  romdn  dice  simplemente  "los 
esposos  N,  (nombre  del  marido)>i. 

(8)  Nimes,  15  diciembre  1810.  S.  11,  a,  269; 
lib.  16  de  mayo  1841.— Trib.  Sem.  19  de  febre- 
ro de  1858.  D.  53,  I,  313.— Trib.— Besan9on 
10  enero  [865. 
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tica  el  sólo  nombre  de  su  marido,  aun 
después  de  enviudar.  Después,  nuevos  há- 
bitos se  han  introducido,  principalmente 
en  virtud  de  las  tendencias  modernas  ha- 
cia la  igualdad  de  los  sexos,  aún  en  el 
matrimonio.  Muchas  mujeres  no  han  que- 
rido dejar  que  su  personalidad  se  confun- 
da, por  decirlo  asf ,  con  la  del  marido;  han 
deseado  marcar  distintamente  la  suya 
aún  en  su  denominación.  De  ahí  el  nuevo 
uso  del  doble  nombre,  que  se  generaliza 
más  y  más. 

Así,  desde  cuarenta  años  á  lo  menos, 
las  sentencias  declaran  más  6  menos  ex- 
plícitamente que  el  matrimonio  no  hace 
perder  completamente  su  nombre  á  !a 
mujer  (1).  Adquiriendo  poruña  parte  el 
nombre  de  sn  marido  y  no  perdiendo  por 
otra  parte  el  suyo,  es  preciso  concluir 
que  tiene,  pues,  derecho  hoy  á  un  doble 
nombre,  formado  de  los  dos  precedentes. 

Es  esto  precisamente  lo  que  admite  la 
jurisprudencia  más  reciente.  Una  senten- 
cia de  París  declara  formalmente  que  el 
nombre  de  su  marido  constituye  para  la 
mujer  una  "adjunción"  á  su  nombre  (2) 
otra  ha  decidido  que  un  comerciante  ho- 
mónimo no  podía  obligar  á  la  mujer  á 
reemplazar  su  nombre  originario  con  el 
cual  ella  ejerce  el  comercio,  por  el  de  su 
marido,  sino  únicamente  á  juntar  el  uno 
al  otro  (3). 

La  exposición  que  precede  sefiala  las 
modificaciones  que  la  evolución  de  las 
ideas,  reflejada  por  la  jurisprudencia,  hace 
experimentar,  poco  á  poco  á  la  denomi- 
nación de  la  mujer.  Hay  dos  usos  distin- 
tos que  subsisten  uno  al  lado  del  otro;  se 


emplea  para  designarla  sea  el  solo  nom- 
bre del  marido,  sea  los  nombres  de  los 
dos  cónyuges.  La  adquisición  del  nombre 
originario  de  la  mujer  no  es  considerada 
obligatoria  por  las  sentencias.  Pero  tíf^ 
en  derecho  la  elección  del  interesado  pue- 
de ejercerse  libremente  entre  las  dos  de- 
nominaciones; su  opción  por  una  de  ellas, 
como  toda  situación  de  hecho,  podrá  en 
ciertos  casos  teneruna  importancia  prác- 
tica (4)  y  conducir  á  consecuencias  dife- 
rentes de  aquellas  que  se  habrían  impues- 
to si  ella  hubiera  optado  por  la  otra  de- 
nominación (5). 

Notemos,  en  fin,  que  el  derecho  recono- 
cido á  la  mujer  sobre  el  nombre  de  su 
marido  es  personalísimo;  intrasmisible 
porellaásus  hijos.  Porconsiguiente  aque- 
llos que  su  marido  hubiese  regularmente 
desconocido  no  podrían  tener  ningún  de- 
recho á  él.  (6) 


(i)  Cas.  15  junio  1863.  Nimes,  8  agosto  de 
1867. 

Foitier,  11  julio  1893. 

(a)  París,  17  diciembre  1893.  S.  95,  2,  146. 
(3)  París,  18  julio  1847. 


(4.)  Cas.  17  agosto  1864. — Tríb.  Sem.  9  fe- 
brero 1898.  S.  1901.  I,  XI. — BurdeoSt  >4  enero 
J899.  S.  99,  a,  156. 

(s)  Las  legislaciones  extranjeras  europeas  ha- 
cen en  general  adquirir  á  la  mujer  el  nombre  de 
su  marido,  cuya  condición  sigue:  C.  alemán  ar- 
tículo 1355;  C.  austríaco,  art.  9a;  C.  Glarís» 
art.  44;  C  Grisons,  art.  81;  C  italiano,  art.  131; 
C.  ruso,  art.  75;  ley  rumana  del  17  (29)  marzo 
1895,  art.  7;  C.  sueco,  tít.  del  matrimonio;  C.  9, 
§  1;  C.  Zenita,  art.  584,  etc.  En  Alemania  cuan- 
do el  matrímonio  es  morganático,  la  mujer, 
que  no  toma  la  condición  de  su  maridó,  no 
adquiere  tampoco  su  nombre.  En  este  mismo 
Estado  se  discute  para  saber  si  el  efecto  del  art. 
'355  del  C.  Civ.  es  sustituir  completamente  el 
nombre  del  marido  al  de  la  mujer,  6  si  permite 
á  la  mujer  emplear  tamtnén  el  nombre  de  su  pro- 
pia familia. 

(6)  París,  9  mayo  1894,  D.  95,  2  272.— Tríb. 
Bruselas,  18  julio  1896  Pos  Be/g,  1901,  3,  345. 
Pero  ellos  tendrían  derecho  al  de  su  madre,  ya 
que  su  filiación  es  cierta  á  su  respecto.  Cf.  c.  ale- 
mán, art  1706;  C.  Glarís,  art  ii8¡C.  Zurich, 
axt.  691. 
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B) — Bl  marido,  por  su  parte,  ¿adquiere 
por  el  matrimonio  un  derecho  denso  per- 
sonal del  nombre  de  su  mujer.  ¿No  po- 
dría jamás  servil^  de  él  para  su  propia 
designación? 

No  se  ha  pensado  jamás  en  permitirle 
la  completa  sustitución  de  su  nombre  por 
el  de  su  mujer;  pero  se  ha  preguntado  si 
no  podría  juntarlo  al  suyo  y  llevarlos 
reunidos. 

Antes  de  la  Revolución,  en  ciertas  pro- 
vincias, principalmente  en  Champagne  y 
en  Navarra,  esto  era  autorízado  por  el 
uso.  Costumbres  semejantes  seguidas  hoy 
en  muchas  regiones,  ¿pueden  ser  consi- 
deradas aplicables  siempre  y  constituyen 
para  el  marído  no  una  simple  práctica  de 
hecho  sin  autondad  legal,  sino  la  fuente 
de  un  verdadero  derecho?  Sería  difícil  sa- 
ber qué  valor  ha  querido  dar  el  legisla- 
dor á  este  uso,  pues,  si  en  la  discusión  de 
la  ley  de  28  de  mayo  de  1858  se  ha  afir- 
mado su  perfecta  regularidad  y  el  deseo 
de  respetarlo  (l);al  contrario,  en  los  tra- 
bajos preparatorios  de  la  de  6  de  febrero 
de  1893  se  les  ha  negado  álas  \'eces  toda 
especie  de  autoridad.  (2) 

Y,  sin  embargo,  desde  que  nuestro  sis- 
tema de  denominación  no  ha  sido  jamás 
reglamentado  en  su  conjunto  porel  legis- 
lador, dejándose  la  latitud  más  grande  á 
la  costumbre,  ha  sido  necesario  decidirse 
poco  á  poco,  bajo  la  presión  de  las  nece- 
sidades de  la  práctica,  á  reconocer  la  legi- 
timidad de  su  influencia  sobre  el  nomiñe 
de  su  marido.  La  jurisprudencia  sobre 
este  punto  ha  atravesado  muchás  fases 
sucesivas. 


(i)  Inforaie  de  M.  du  Miniil  al  Cuerpo  Le- 
giiUtivo.  DuvEROiER,  Colkaien  des  his^  185S1 
p*g.  172.  col.  a. 

(j)  Declandón  de  M.  Leen  Clement  al  Se- 
nado, el  30  de  enero  1887/.  0^  del  ar,  Deba- 
tes parlam.  p.  37. 

miBCRO 


Fué  con  toda  naturalidad  en  materia 
comercial  donde  reconoció  desde  luego  el 
derecho  del  marído;  pero  la  autorídad  de 
la  costumbre  es,  en  semejante  materia, 
mucho  más  fácil  y  ampliamente  reconoci- 
da que  en  los  negocios  civiles. 

£n  el  comercio  el  nombre  vale  dinero; 
es  una  fuente  de  entradas,  es  un  procedi- 
miento de  reclamo.  Así,  para  distinguirse 
de  sus  homónimos,  los  comerciantes  re- 
curren átoda  clase  de  medios.  Uno  de  los 
empleados  con  más  frecuencia  es  preci- 
samente la  adjunción  del  nombre  de  la 
mujer  al  del  marido;  el  uso  se  ha  espar- 
cido mucho  desde  hace  tiempo,  y  desde 
hace  medio  siglo  á  lo  menos  la  jurispru- 
dencia no  discute  ya  su  regularídad. 

Ella  reconoce  al  marído  comerciante  la 
facultad  de  mantener  el  nombre  de  su 
mujer  en  la  designación  de  su  estableci- 
miento, á  pesar  de  las  reclamaciones  de 
los  homónimos;  posee,  pues,  á  este  res- 
pecto, un  verdadero  derecho  (3). 

No  se  hace  excepción  á  este  principio 
sino  en  el  caso  de  empleara  este  procedi- 
miento con  el  propósito  de  concurrencia 
desleal  (4)  ó  si  por  cesión  anterior,  el  nom- 
bre de  su  mujer  hubiera  pasado  á  ser  pro- 
piedad exclusiva  de  otra  casa  (5). 

En  materia  civil  la  jurisprudencia  ha 
vacilado  largo  tiempo. 

Mientras  la  reunión  de  los  nombres  de 
los  dos  cónyuges  tuvo  solamente  por  ob' 
jeto  satisfacer  á  un  capricho  ó  un  senti- 


(3)  Tríb.  Sena,  18  abril  1903.  Parfs  marzo 
1900.  Trib.  cotn.  Saint- Etíenne,  8  mayo  i898- 
París,  7  diciembre  1889.  Tríb.  com.  Sena,  7  oc- 
tubre 1 889,  etc. 

(4)  Tríb.  com.  Saint- Etienne,  8  mayo  1898, 
París,  1.0  de  marzo  1900,  7  diciembre  1889.  Tríb, 
com.  Sena,  7  octubre  1889  y  11  mayo  1888. 

(5)  Farfa  I."  marao  1900  y  Tríb.  com.  Sena, 
1 1  mayo  1888. 

6 


Digitized  by 


Google 


42 


PRIMERA  PARTE 


miento  de  vanidad,  se  opuso  á  ella  com- 
pletamente (1 ). 

Pero  los  hdmónimos  son  frecuentes 
aún  fuera  del  mundo  de  los  negocios;  en 
las  grandes  ciudades  el  número  de  ¡)erso- 
nas  que  llevan  nombres  análogos  ó  aún 
absolutamente  idénticos,  es  á  las  veces 
considerable.  Paracvitar  las  confusiones, 
los  pronombres,  cuya  banalidad  misma 
impide  grabarse  en  la  memoria,  han  lle- 
gado á  ser  perfectamente  insuficientes: 
ha  sido  necesario  encontrar  otros  proce- 
dimientos. El  más  sencillo  y  el  más  có- 
modo, es  la  adjunción  del  nombre  de  la 
mujer  al  del  marido.  Las  necesidades 
prácticas  han  hecho  este  uso  bien  pronto 
tan  frecuente  en  materia  civil  como  en 
materia  comercial.  Las  razones  que  ha- 
bían hecho  admitir  la  regularidad  en  este 
último  caso  ¿no  imponían  la  misma  solu- 
ción en  el  otro? 

Si  cuando  se  trata  de  un  comerciante 
la  adjunción  del  nombre  de  la  mujer  se 
estima  le^tima,  como  útil  para  precisar 
la  individualidad  del  marido  y  distin- 
guirlo de  sushomónimos, ¿porqué  no  ha- 
bía de  suceder  lo  mismo  respecto  de  los 
no  comerciantes,  cuando  se  encuentran 
los  mismos  motivos  para  emplearla?  La 
razón  de  ser  de  los  nombres  ¿no  es  acaso 
la  designación  precisa  de  las  personas  y 
no  se  debe  tender  siempre  á  asegurarla  lo 
más  posible? 

Dado  un  primer  paso  en  esta  vía  por 
la  jurisprudencia,  ella  debía  stT  conduci- 
da fatalmente  á  dar  un  segundo.  Acaba 
de  ser  salvado  por  dos  decisiones  que  se 
apoyan  precisamente  sobre  los  motivos 
que  acabamos  de  expresar.  (2) 

(i)  Paris  15  abril  1857,  D.  38,  2  laa.  Trib. 
Sena  19  febrero  i85<S  y  París,  10  junio  1880. 
Poitier  8  diciembre  1863. 

(3)  París  31  enero  1903.  Trib.  Sena,  19  abril 
1903. 


1/a  necesidad  misma  de  distinguir  có- 
modamente nombres  homónimos  y- el  uso 
muy  esparcido  de  reunir  con  este  propósi- 
to los  noml>res  de  los  dos  cónyuges- 
uso  cuya  confírmíición  implícita  están  de 
acuerdo  en  ver  las  dos  decisiones  en  la  ley 
de  6  de  febrero  de  1893— han  parecido 
al  Tribunal  del  Sena  y  á  la  Corte  de  Pa- 
rís, razones  decisivas  para  admitir  la  per- 
fecta legalidad  de  esta  adjunción.  (3) 

Se  ha  reconocido  al  marido  un  verda- 
dero derecho,  puesto  tpie  al  tercero  por^ 
tador  del  ní)mbre  de  la  mujer  no  se  le  lia 
admitido  su  demanda  sobre  supresión  del 
nombre. 

Sin  embargo, estas  dos  decisiones  no 
han  admitido  este  derecluj  sín  reservas. 

'i)  Desde  luego,  ¡jrecisando  con  cuida- 
do f|ue  el  marido  no  había  hecho  uso  del 
nombre  de  su  mujer  en  los  actos  de  In  vi- 
da jurídica,  los  jueces  mnnifíestan  ({ue  en 
hi  hipótesis  contrariíi,  habrííin  dictado 
otra  decisión.  El  em]jleo  del  ntjnibrc  delíi 
mujer  por  el  marido,  será,  pues,  liniita<lo 
á  las  relaciones  de  la  vida  mundana,  y 
cuando  más  al  ejercicio  de  su  profesión; 
son  éstas,  por  lo  demás,  las  hipótesis  en 
(jue  el  uso  nuevo  presenta  su  mayor  uti- 
lidad, lín  las  relaciones  jurídicas,  la  re- 
dacción de  escritos  instrumentales  para 
comprobar  los  actos  más  importantes 
permitirá  ordinariamente  precisar  lo  bas- 
tante, con  la  ayuda  de  otros  medios,  la 
individualidad  de  las  partes. 

Ji)  Por  otra  jiarte,  nuestras  decisiones 
no  reconocen  al  individuo  más  que  un 
simple  derecho  personal,  intrasmisible  á 

(3)  Nos  agrada  menos  la  argumentación  saca- 
da por  la  Corte  del  consentimiento  dado  á  la 
adjunción  por  la  mujer  y  sus  padres:  semejante 
consentimiento  no  puede  ser  tomado  en  cuenta 
res|jecto  de  terceros  desde  que  e!  nombre  no 
puede  ser  cedido  en  materia  civil. 
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SUS  hijos:  esta  adjunción  será  únicamente, 
indicativa  de  los  bienes  matrimoniales. 

Este  nombre  adicional  no  será,  por  lo 
demás,  de  ningún  modo  obligatorio;  es 
una  facultad  que  se  reconoce  al  marido 
sin  forzarlo  á  hacer  uso  de  ella  como  si  se 
tratase  de  su  nombre  principal. 

Se  ve,  por  lo  que  precede,  que  la  evolu- 
ción seguida  por  la  jurisprudencia  en 
cuanto  á  la  denominación  del  marido,  es 
paralela  á  la  transformación  de  la  deno- 
minación de  la  mujer.  Lo  mismo  que  ésta 
puede  encontrarse  compuesta  de  los  nom- 
bres de  los  dos  cónyuges,  la  del  marido 
puede  comprender  el  nombre  de  la  mujer 
al  lado  del  suyo.  Llegaremos  aquí  aún  á 
la  unidad  de  nombre  del  matrimonio, 
desde  que  cada  uno  de  los  cónyuges  ad- 
quiere un  derecho  al  uso  del  nombre  del 
otro,  lo  que  es  lógico,  puesto  que  entra 
de  su  familia  (1). 

Notemos  que  en  la  práctica  el  medio 
más  esparcido  de  realizar  la  comunidad 
de  nombre  en  el  matrimonio,  se  obtiene 
siempre  del  empleo,  en  provecho  de  los 
dos  cónyuges,  del  solo  nombre  del  mari- 
do. Bien  entendido,  todo  lo  que  diremos 
en  seguida  respecto  de  la  comunidad  de 
nombre  se  aplicará  cualquiera  que  sea  el 
procedimiento  adoptado  por  los  cónyu- 
ges. 

§  IL— El  nombre  de  cada  cónyuge  ad- 
quirido por  el  otro,  según  la  costumbre 
por  efecto  del  matrimonio  ¿se  obtiene  de 
un  modo  definitivo  ó  puede  ser  perdido 
en  ciertas  circunstancias? 

Entre  los  efectos  del  matrimonio  los 
hay  que  sobreviven  á  su  disolución,  de 
cualquier  modo  que  ésta  se  produzca,  la 
emancipación  de  los  esposos,  la  adquisi- 


ción para  la  mujer  de  la  nacionalidad  del 
marido,  etc. 

Otros  no  subsisten  sino  en  caso  de  di- 
solución por  la  muerte  de  uno  de  los  cón- 
yuges, como  la  asignación  en  los  bienes 
que  deja  el  que  fallece. 

Otros  aun  cesan  en  toda  hipótesis  con 
el  matrimonio,  comoel deber  defidelidad, 
por  ejemplo. 

Otros,  en  fin,  pueden  cesará  veces  desde 
antes  de  la  disolución  del  matrimonio, 
como  las  obligaciones  de  asistencia  y  de 
cohabitación,  la  incapacidad  de  la  mu- 
jer, etc. 

¿En  qué  categoría  deberá  colócamela 
adquisición  del  nombre?  La  más  reciente 
jurisprudencia  funda  los  usos  relativos  á 
la  unidad  de  nombre  en  la  entera  comu- 
nidad de  sentimientos  y  de  intereses  entre 
cónyuges  Í2).  Con  la  sola  condición  de 
aceptar  ante  la  opinión  la  responsabili- 
dad de  los  actos  del  uno  del  otro,  ambos 
cónyuges  pueden  ser  considerados  como 
una  sola  persona,  como  no  debiendo  te- 
ner sino  un  nombre,  razón  social  que 
abarca  el  menaje  entero. 

La  unidad  de  nombre  acompaña  su  so-  « 
üdaridad  moral,  cuya  consecuencia  y  se- 
ñal exterior  constituye  á  la  vez. 

Esta  idea  fnndamental  da  á  la  adquisi- 
ción del  nombre  entre  cónyuges  un  lugar 
del  todo  especial  entre  los  efectos  del  ma- 
trimonio. Pues  si  se  supone  necesaria- 
mente un  matrimonio  válido,  sobrevive, 
á  las  veces,  á  su  disolución  y  otras  desa- 
parece sin  esperarla.  Los  tribunales  han 
sido  muy  lentos  para  deducir  de  este 
principio  todas  las  consecuencias  que  en- 
traña. Aquí  también,  se  encuentran  eta- 
pas sucesivas. 


(i)  El  mismo  sistema  secncuentra  en  ciertag       (2)  1^'Í°"»  '7  Nimes,  8  agosto 

partes  de  Italia.  ^^^^^  poitiers,  ai  julio  1893,  etc. 
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A) — Supongamos  desde  luego  que  el 
matrimonio  termina.  Este  primer  gru|H> 
de  hipótesis  comprende  cierto  número  de 
casos  sometidos  á  reglas  diferentes. 

a)  E\  caso  más  simple  es  el  de  la  anu- 
lación. El  matrimonio  no  puede,  entonces 
producir  ningún  efecto  entre  los  preten- 
didos cónyuges,  ninguno  de  ellos  puede 
evidentemente  reclamar  ya  derechos  al 
nombre  del  otro.  Desde  que  la  unión  se 
considera  no  realizada  no  puede  hal)er 
engendrado  una  comunidad  de  nom- 
bre (1). 

Los  tribunales  parecen  uohaljer  tenido 
que  pronunciarse  en  la  hipótesis  de  un 
matrimonio  putativo;  es  probable  que 
adoptarán,  por  analogía  de  motivos,  la 
misma  solución  que  en  el  caso  de  di- 
vorcio. 

Si  el  matrimonio  se  disuelve  por  la 
muerte  de  uno  de  los  cónyuges  ¿puede  el 
sobreviviente  continuar  llevando  su  nom- 
bre? Si  este  suceso  le  devuelve  la  libertad 
de  casarse  otra  vez,  no  rom[)e  necesaria- 
mente el  lazo  afectuoso  que  lo  une  al  re- 
cuerdo del  otro.  £1  matrimonio  continúa 
,  por  este  motivo  produciendo  ciertos  efec- 
tos en  provecho  del  sobreviviente  ("dere- 
cho de  sucesión,  derecho  á  los  alimentos, 
derecho  á  reglar  los  funerales  del  pre- 
muerto,  derecho  á  ser  inhumado  en  la 
misma  tumba,  etc. ).  También  los  tribu- 
nales decidían  que  la  viuda  tiene  cierta- 
mente el  poder  de  continuar  usando  el 
nombre  de  su  marido;  y  aquí  aún  se  trata 
■  no  de  una  simple  tolerancia,  sino  de  un 
verdadero  derecho,  como  sí  estuviera  pen- 
diente el  matrimonio,  que  puede  opo- 
nerse á  ]oshomónimo8,aunquefueran  los 
miembros  de  la  familia  del  marido  (2). 


Este  derecho  lo  conservará  el  cónyuge 
sobreviviente  mientras  no  haya  con- 
traído un  nuevo  matrimonio.  Este,  rom- 
piendo en  principio  todos  los  lazos  que 
lo  unían  á  la  memoria  de  su  antiguo  con- 
sorte, no  tendrá  ya  nada  de  común  en- 
tre ambos;  y  lógicamente,  el  nombre,  se- 
ñal exterior  de  esta  unión,  debe  también 
desaparecer  para  dar  lugar  al  del  nuevo 
cónyuge,  signo  de  la  nueva  unión  (3).  No 
podía  ser  de  otra  manera  sino  en  lás  hi- 
pótesis de  que  se  tratara  de  un  nombre 
comercial,  que  designara  el  establecimien- 
to que  perteneció  al  cónyuge  premuerto, 
cuya  sucesión  había  tomado  (4).  Pero  nos 
limitamos  á  señalar  este  punto  que  sale 
del  cuadro  de  este  estudio  exclusivamen- 
te reservado  al  nombre  patronímico. 

'V  Antes  de  la  ley  de  6  de  febrero  de 
1893,  la  cuestión  del  nombre,  en  caso  de 
divorcio,  no  parece  haber  sido  muy  discu- 
tida en  cuanto  al  marido;  lo  era,  por  el 
contrario,  vivamente  en  cuanto  á  la 
mujer. 

Las  sentencias  parecían  estar  de  acuer- 
do para  reconocer  que  en  esta  hipótesis  Li 
mujer  no  tenía  ya  un  derecho  absoluto  al 

uso  del  nombre  de  su  marido,  desde  que 
el  estado  de  hostilidad  había  reemplaza- 
do á  la  afectuosa  intimidad  que  le  ser- 
vían de  base.  Pero,  en  la  aplicación  de 
este  principio,  se  manifestaban  dos  co- 
rrientes de  ideas  de  fuerza  poco  más  ó 
menos  igual. 


(i)  París,  17  julio  1876.  Trib.  Rúan,  38  junio 

1893.  Lyon,  18  enero  1894,  Conf.  Bruselas,  5 

agosto  1854. 

(a)  Lyon,  18  enero  1894.  Trib.  Rúan,  38  ju- 


nio 1892.  París,  23  diciembre  1893.  París,  18 
julio  1877.  En  Bélgica:  Trib.  paz,  Saint  Josse- 
ten-Noode,  19  iliciembrc  1893,  y  Trib.  Lieja,  18 
julio  iSq6.  Las  otras  legislaciones  extranjeras  es- 
tán en  el  mismo  sentido.  C.  Grisons,  art  51;  C. 
Glarís,  art.  ii8-24s,  ley  del  Cantón  de  Satnt- 
Gall,  4  enero  1887  art.  i.*';  C.  Zurich,  art.  691. 
Conf.  ley  rumana  17-29,  marzo  1895,  art.  7. 

(3)  Civ.  28  marzo  1838.  S.  38.  i.  304. 

(4)  Nancy,  32  febrero  1859.  D.  59.  2.  49. 
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Los  unos,  tío  escuchando  más  que  la 
sola  lógica,  decidían  categóricamente  que 
la  mujer,  en  virtud  del  divorcio,  pierde 
de  pleno  derecho  é  irrevocablemente  la 
facultad  de  emplearen  lo  sucesivo  el  nom- 
bre de  su  antiguo  marido,  sín  que  hubie- 
ra necesidad  de  sentencia  alguna  judicial 
para  quitárselo,  v  sin  que  el  juez  debie- 
ra, á  la  inversa  conservárselo,  aunque  el 
divorcio  hubiera  sido  pronunciado  en  su 
provecho  (1). 

Otros,  al  contrario,  buscando  como 
templar  el  rigor  de  este  principio,  cuya 
aplicación  exacta  podría  muy  bien,  en 
ciertas  circunstancias,  herir  un  poco  la 
equidad,  daban  al  juez  el  poder  de  deci- 
dir soberanamente,  según  los  hechos  de 
cada  especie,  si  la  mujer  conservaría  ó 
debería  abandonar  el  nombre  de  su  anti- 
guo marido  (2). 

Anticipémosnos  á  decir  que  esta  diver- 
gencia tenía  una  importancia  casi  exclu- 
sivamente teórica,  pues  losjueces  hicieron 
rara  vez  uso  de  ese  poder  en  favor  de  la 
mujer  (3). 

(1)  Poitiers,  II  julio  189a.  Dijon,  37  julio 
1877.  Trib.  Sena,  14  junio  1887.  Lyon,  4  marzo 
1886.  Die,  13  agosto  1886.  Tal  parece  haber 
sido  también  la  jurisprudencia  anterior  á  1816; 
comparad  á  este  respecto  la  sentencia  de  Cas. 
Civ.,  13  enero  de  1813,  con  este  pasaje  de  las 
conclusiones  de  Merifn  que  lo  han  precedido. 
¿Qué  importa  que  la  señora  B  ..  no  sea  ya  la 
mujer  del  seftor  F...?  ¿Qué  importa  que  el  di- 
vorcio haya  levantado  entre  ella  y  el  seftor  de 
F...  una  pared  de  separación?  No  es  por  eso 
menos  verdadero  que  ella,  pueda  tener  un  gran 
interés  en  que  los  hijos  de  su  hija  lleven  este 
nombre  fue  ha  sido  el  suyo  y  con  el  cual  ella  se  ha 
honrado  largo  tiempo.  (Merlfn  Rep.  V.,  Promtsse 
de  chan^er  de  nom). 

(2)  Poitiers,  14  mayo  1888.  S.  91.  i.  379.  Ki- 
mes,  8  agosto  1887.  Alger,  29  diciembre  de 
1886.  S.  87.  2148.  Trib.  Tolosa,  18  mayo  1884. 

(j)  Ved,  sin  embargo,  Trib.  Tolosa,  18  mayo 
de  1886. 


Por  lo  demás,  es  inútil  insistir  á  este 
respecto;  pues  esta  controversia  ya  no 

tiene  sino  un  interés  retrospectivo.  La 
lev  de  6  de  febrero  de  1893,  al  disponer 
que  "por  efecto  del  divorcio  cada  cónyu- 
ge vuelve  á  tomar  el  uso  de  su  nombre" 
(nuevo  art.  299  al.  2  C.  Civ.)  es  conside- 
rada generalmente  que  ha  querido  decir 
"el  uso  exclusivo  de  su  nombre",  y  por 
consiguiente  se  estima  que  resuelve  la 
controversia  en  favor  de  la  primera  opi- 
nión {A). 

El  Tribunal  del  Sena  acaba  de  adoptar 
esta  interpretación, que  noparecediscuti- 
da  ya  en  jurisprudencia  (5). 

Después  de  1893,  el  uso  se  ha  confor- 
mado constantemente  á  elln;  en  estas 
condiciones  es  poco  probable  que  los  tri- 
bunales resuciten  los  temperamentos  de 
equidad  propuestos  á  veces  por  ellos  an- 
tes de  1893.  ¿Harán  aún  una  excepción 
para  el  caso  en  que  el  nombre  de  uno  de 
los  cónyuges  hubiera  llegado  á  ser,  antes 
del  divorcio,  un  verdadero  nombrecomer- 
cial  para  el  otro,yen  que,  por  consiguien- 
te, poseyera  sobre  él  un  derecho  indepen- 
tliente  del  vínculo  matrimonial? 

Al  día  siguiente  de  la  ley  del  divorcio, 
una  sentencia  había  autorizado  áuna  ar- 
tista dramática  á  conservar  en  el  teatro, 
después  del  divorcio,  no  el  nombre,  sino 
el  seudónimo  de  su  marido.  Algunoaaños 
más  tarde  otra  sentencia  prohitóa  á  una 
comerciante  divorciada  colocar  el  nom- 
bre de  su  marido  en  sus  etiquetas,  pros- 
I)ectos  y  facturas,  diciéndose  "X...  (nom- 
bre de  la  mujer),  ex-mujer  Y...  (nombre 


(4)  Bkudaht,  op^  dt.  II,  ndm.  422;  Baudrv 
1.ACANT1NERIE,  Chaveau  et  Chéneaux  III,  niim. 
353,  p.  160;  Margat,  op.  ciL,  p.  137  y  s.;  Pla- 
MiOL,  op.  eit.  I,  ed.  2.%  nüm.  409. 

(5)  Trib.  Sena,  19  abril  1902. — Adde  Pau,  30 
julio  1902  y  4  agosto  190a,  S.  1902,  2,205. 


Digitized  by 


46 


PRIMERA  PARTE 


comerciante  divorciado  continuar  unien- 
do al  suyo  el  nombre  de  su  mujer,  permi- 
tiéndole únicamente  poner  en  sus  factu- 
ras, viñetas,  etc.:  "Antigua  casa  X-Y, 
X...  (nombre  del  marido)  sucesor"  (1). 

Dados  estos  precedentes,  se  puede  decir 
que  la  jurisprudencia  es  netamente  desfa- 
vorable á  la  conservación  por  uno  de  los 
cónyuges  divorciados  del  nombre  de  su 
antiguo  consorte,  aún  como  nombre  co- 
mercial. En  estas  condiciones  la  interpre- 
tación más  severa  del  artículo  299  al.  2 
triunfa  ante  los  tribunales  (2). 

5.— Dorante  el  matrimonio  uno  de  los 
cónyuges  ¿puede  perder  el  derecho  de  lle- 
var el  nombre  del  otro? 

af  Hay  desde  luego  una  hipótesis  for- 
malmente prevista  por  el  legislador:  la 
separación  de  cuerpos  (art.  311  al.  1  C. 
Civ.  modi6cado  por  la  ley  de  6  de  febrero 
de  1893). 

El  recuerdo  de  las  faltas  que  la  han 
ocasionado,  las  contrariedades  de  toda 
clase  que  á  menudo  se  producen  en  segui- 
da, el  solo  temor  aún  de  ver  su  nombre 
del  marido)."  Después  de  1893  una  terce- 
ra sentencia  ha  prohibido  á  un  marido 


(1)  Trib.  Tolosa,  i8  mayo  1 886.— Trib.  Nan- 
tua,  i8  feb.  1891,  S.  92,  «.59.— Trib.  Sena,  a 
nobre.  1875;  D.  96,  2.10. 

(2)  Una  disposición  análoga  á  nuestro  art.  299 
al.  9^  encuentra  en  el  proyecto  de  C.  Civ.  para 
la  Reptiblica  de  San  Marino,  art  ;6.  5."  Muchas 
kyes  extranjeras  quitan  de  pleno  derecho  el  nom- 
bre de  su  marido  á  la  mujer  divorciada:  C.  Glaris, 
art.  79-303;  C.  Grisons,  art.  5  t.  Ley  rumana  1 7- 
29  marzo  1895,  art.  7.  C.  Zurich,  art.  625.  Ante 
proyecto  Suizo,  art.  172.  Sucede  lo  mismo  un 
Inglaterra  (Lehr,  E/im  de  dr.  angl,  niím.  ¡ii  j». 
6 1 );  no  obstante  la  Corte  Suprema  de  Inglaterra, 
8  de  agosto  1900;/  Ciunet  1901,  p.  837,  pues  se 
trataba  de  un  nombre  titulado  conservado  por  la 
mujer  cun  su  condición  noble.  Contra  C.  alemán, 
art.  1577  y  para  Suecia,  Noruega  y  Dinamarca, 
Lehr,  Eiern  de  dr.  Scandinavo,  ndm.  677. 


manchado  i)or  los  deslices  deconducta  de 
una  persona  que  ya  no  se  tiene  el  medio 
de  reprimir,  podrían  hacer  soportar  im- 
pacientemente por  ambos  cónyuges  la  so- 
lidaridad moral  que  resulta  siempre,  más 
ó  menos,  en  la  opinión  pública,  de  la  co- 
munidad de  nombre.  Pero  ¿hay  en  esto 
un  motivo  suficiente  para  hacer  desapa- 
recer este  efecto  del  matrimonio,  cuando 
no  está  disuelto  y  que  toda  esperanza  de 
reconciliación  no  se  ha  abandonado  por 
completo? 

No  se  creyó  posible  mientras  se  vió  en 
la  separación  de  cuerpos  un  simple  moc/as 
vivendi  absolutamente  transitorio,  una 
simple  medida  provisional  tomada  para 
hacer  reflexionar  á  los  interesados  en  la 
calma,  y  que  debía  conducir  temprano  A 
tarde  sea  al  divorcio,  sea  á  la  reconstitu- 
ción de  la  vida  común,  únicas  soluciones 
tenidas  por  definitivamente  aceptables. 
Pero  no  sucedió  lo  mismo  desde  el  día  en 
que  el  aumento  constante  del  número  de 
divorcios  hizo  desear  que  la  separación 
de  cuerpos  llegase  á  ser  una  situación  es- 
table, é  hizo  tomar  el  partido  de  organi- 
zaría como  tal,  modelándola  sobre  el  di- 
vorcio V  atribuyéndole  más  y  más  sus 
efectos,  salvo  la  sola  facultad  de  un  nue- 
vo matrimonio. 

El  terreno  habísi  sido  preparado  para 
la  reforma,  en  lo  que  concierne  al  nombre 
de  los  cónyuges  sc])arados,  por  la  nueva 
concepción  de  los  tribunales,  en  cuanto 
al  fundamento  de  la  unidad  de  nombre, 
aunque  no  hubieren  tenido,  á  lo  que  pa- 
rece, la  ocasión  de  aplicarlos  á  la  separa- 
ción do  cuerpos. 

P^sta  evolución  llevó  al  nuevo  artículo 
311  al.  1'  Cód.  Civil  que  se  puede  con- 
siderar no  como  una  innovación  revolu- 
cionaria é  inesperada,  sino  como  la  resul- 
tante y  la  fórmula  de  aspiraciones  pro- 
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fundamente  traducidas  y  precisadas  por 
la  jurisprudencia. 

;  Aca80  no  había,  por  lo  demás,  una 
razón  de  un  orden  más  elevado,  distinta 
de  la  hostilidad  de  los  cónyuges,  para 
romper  la  unidad  de  su  nombre? 

Este  nombre  es  comunmente  el  del 
marido,  impuesto  á  la  mujer  con  la  con- 
dición de  ésta.  Desde  el  momento  que  la 
nueva  ley  le  restituía  su  indeijendencia, 
desde  el  momento  que  ella  no  seguiría  ya 
fatalmente  la  condición  de  su  marido,  la 
atribución  del  nombre  de  éste  ¿no  perdía^ 
por  esto  mismo,  su  propia  base? 

A  pesar  de  la  aproximación  general 
oi)erada  entre  el  divorcio  y  la  separación, 
el  legislador  no  ha  creído  poder  identi- 
ficarcompletamentelasreglasáque  del>en 
estar  sometidos,  aún  en  lo  que  concierne 
esi>ecialniente  al  nombre.  Cada  cónyuge 
no  pierde  de  pleno  derecho  la  facultad  de 
emplear  el  nombre  del  otro  en  su  propio 
provecho;  es  preciso  que  una  sentencia  de 
juez— sea  la  que  pronuncia  la  separación, 
sea  otra  posterior — 6  bien  prohiba  al 
marido  emplear  el  nombre  de  su  mujer,  ó 
bien  prohiba  á  la  mujer  emplear  el  del 
marido,  ó  en  fin  autorice  á  la  mujer,  á  su 
propia  instancia,  á  no  llevar  el  nombre 
de  este  filtimo. 

Según  la  jurisprudencia  que  tiende  á 
formarse,  el  Juez  no  está  obligado  á  defe- 
rir á  la  demanda  que  le  es  dirigida  á  este 
respecto.  Le  corresponde  apreciar  sobe- 
ranamente según  las  circunstancias  par_ 
ticulares  de  cada  especie,  si  la  conserva, 
ción  del  nombre  de  uno  de  los  cónyuges 
por  el  otro  presenta  más  inconvenientes 
que  ventajas  ó  á  la  inversa;  los  tribuna- 
les se  iec(mocen,  por  lo  demás,  el  mismo 
poder  discrecional  ya  sea  que  se  trate  de 
quitar  á  la  mujer  el  nombre  del  marido, 
ya  al  marido  el  nombre  déla  mujer. 


La  Corte  de  Casación  decide,  además, 
que  no  teniendo  ella  que  ejercer  su  con- 
trol sobre  soluciones  de  hecho,  el  juez  no 
está  obligado  á  indicar  especialmente 
cuál  de  las  circunstancias]  que  justifi- 
caron la  separación,  es  la  que  motiva 
su  decisión  sobre  el  nombre,|cuando  esta* 
tuve  en  una  misma  sentencia  sobre  estos 
dos  puntos  (1). 

La  separación  de  cuerpos  ¿es  la 
sola  hipótesis,  constante  matrímonio,  en 
que  cada  cónyuge  puede  perder  el  uso 
del  nombre  del  otro?  ¿No  tiene,  en  con- 
secuencia, cada  cónyuge  otro  recurso  que 
la  separación  ó  el  divorcio,  si  el  otro 
cónyuge  mancha  su  nombre  por  su  mala 
conducta?  La  jurisprudencia,  que,  en 
otras  circunstancias  se  ha  esforzado  en 
salvaguardiar  los  intereses  de  los  cónyu- 
ges, sin  obligarlos  á  estas  medidas  ex- 
tremas, debía  aquí  también  encontrar 
un  medio  de  protección  para  un  interés 
tan  respetable. 

Vemos,  en  efecto,  en  las  recopilaciones 
de  sentencias  un  fallo  del  Tribunal  del 
Sena,  que  constituye,  á  nuestro  juicio,  una 
interesante  aplicación  de  la  teoría  del 
abuso  del  derecho,  el  cual,  á  requisición 
del  marido,  prohibe  á  la  mujer  que  con- 
tinúe haciendo  uso  de  su  nombre,  sea  en 
el  teatro,  sea  en  todo  otro  lugar  público 
en  que  se  presentara  sin  su  consentimien- 
to V  adquiriera  una  mala  celebridad  (2). 

Si  cada  uno  tiene  el  áerecho  de  hacer- 
se designar  con  su  j)ropio  nombre  en 
todas  las  circunstancias,  aún  con  sus 


(i)  Trib.  Sena,  i9»bril  1902;  Cas.  req,  señero 
1900,  S.  1900,  1.401. — D.  1901,  1.73.  Pañd. 
ftan^.  '901,  1.48. — Tnb.  Sena,  13  jul.  1893. —  D. 
94,2.515.  Frinrj|>ainieiite  el  atlulterio  de  la  mu- 
jer ha  sido  juzgado  causa  suficiente  |iara  prohibir- 
le el  uso  del  nombre  del  marido. 

(3)  Trib.  Seita,  15  dic.  1897.  D.  98-  a.  496. 
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deslices  de  conducta,  se  compicnde  que 
no  pase  lo  mismo  con  respecto  al  nombre 
de  sn cónyuge,  que  adquiere  por  el  matri- 
monio. La  solidaridad  moral  entre  cón- 
juges,  motivo  de  la  comunidad  de  nom- 
bres, según  la  jurisprudencia,  no  debe  ser 
forzosamente  considerada  como  aplica- 
ble indistintamente  á  todas  las  faltas, 
cualquiera  que  sea  su  gravedad.  Si  el 
marido  no  está  obligado  á  recibir  en  su 
casa  á  su  mujer  que  vive  en  la  disipa- 
ción, ni  la  mujer  á  residir  en  el  domici- 
lio conyugal  en  que  el  marido  no  le  ase- 
gura el  respeto  que  le  es  debido  (1)  ¿es 
más  racional  obligar  á  cada  cónyuge  á 
dejar  al  otro  que  Heve  su  nombre,  aún 
cuando  su  conductalo  hiera  gravemente? 

Se  puede,  pues,  razonablemente  admi. 
tir  que  existe  un  limite  para  el  derecho  de 
cada  uno  sobre  el  nombre  del  otro:  cuan- 
do se  anuncie  en  carteles  con  este  nom- 
bre, sin  su  consentimiento,  en  circunstan- 
cias poco  honorables,  se  podrá  considerar 
no  que  usa,  sino  que  abusa  de  su  dere- 
cho; y  el  juez  podi^  poner  fin  á  este  exce- 
so, tendrá  el  poder  de  prohibir  semejante 
empleo. 

Debe  suceder  así,  sobre  todo  en  las 
hipótesis,  en  que,  como  en  la  vida  teatral, 
no  solamente  no  hay  obligación  de  pre- 
sentarse en  público  con  su  nombre  oñctal, 
sino  que  precisamente  existe  la  costum- 
bre de  ocultarse  bajo  un  seudónimo. 

Esta  sentencia  del  Tribunal  del  Sena 


(i)  Montpellier,  16  enero  1902.  S.  1902.  3. 
'33;  D.  190a.  9.  38S.— Dousi,  36  niKno  190Z. 
S.  1903.  3.  309;  D.  1603.  3.  188. 


parece  haber  quedado  aislada  hasta  el 
presente;  semejante  atrevimiento  proba* 
blemente  no  habría  sido  visto  antes  de 
1893;  pero  nos  parece  muy  de  acuerdo 
con  los  principios  admitidos  hasta  aqtú 
por  la  jurisprudencia  para  que  no  fuera 
imitada  en  el  caso  en  que  la  cuestión  fue- 
ra discutida  de  nuevo  ante  la  justicia  (2). 

Llegamos  al  término  de  este  largo  es- 
tudio. Durante  todo  el  curso  del  siglo 
XIX,  la  jurisprudencia  se  ha  esforzado 
desde  luego  en  establecer  entre  cónyuges, 
en  materia  de  nombres,  una  igualdad 
cada  día  más  completa,  y  además  en  im- 
pedir á  cada  uno  de  ellos  de  herir  al  otro 
con  el  abuso  de  su  nombre,  en  sus  intere- 
ses respetables  y  en  sus  legítimas  suscep- 
tibilidades. 

Sin  duda  la  intervención  legislativa  en 
1893  le  ha  ayudado  singularmente  en  su 
tarea  y  le  ha  dado  una  nueva  impulsión. 
Pero,  en  presencia  de  una  legisladón  en* 
teramente  escrita  sobre  la  materia,  ¿ha- 
bría i)odido  seguir  tan  perfectamente  las 
oscilaciones  de  los  hechos  y  el  movimien- 
to de  las  costumbres? 

La  costumbre,  de  que  tanto  se  ha  re- 
negado, es  pues,  á  pesar  de  todos  sus  in- 
convenientes ciertos,  de  una  incompara- 
ble flexibilidad,  á  la  par  que  posee  una 
sufíciente  estabilidad,  cuando  es  apoya- 
da por  una  jurisprudencia  firme  y  bien 
sentada. 

E.  H.  Perreau 

(s)  No  /«A/f ,  Tolosa,  18  mayo  1886  ya  ci- 
tada, pues  en  la  especie  en  que  esta  sentencia  wt 
dictó,  ninguna  falta  era  reprochada  á  la  mujer. 


Digitized  by  Google 


LA  REFORMA  JUDICIAL  EN  ITALIA 
por  Cario  Lessona 

Ah»gad»  A  CttsaeiÓM.  Pn^ettr  de  ta  Universidad  de  Pita,  (a) 


El  objeto  que  me  propongo  es  exponer 

los  conceptos  funííamentalcs  del  proyec- 
to de  reforma  de  la  administración  judi- 
cial y  del  procedimiento  presentado  á  la 
Cámara  de  Diputados  el  12  de  febrero  de 
1903,  por  los  señores  Zanardelli,  Presi- 
dente del  Consgo,  y  Cocco-Ortu,  guarda- 
sellos. 

Excluyo  i n tención almen te  toda  indica- 
ción histórica,  toda  crítica  y  toda  obser- 
vación que  fueren  de  exclusivo  interés  pa* 
ra  Italia.  Mi  trabajo  no  será  por  esto 
menos  útil,  pues  dará  á  conocer  un  pro- 
yecto importante,  tanto  por  su  elabora- 
ción como  por  los  nobles  esfuerzos  que 
hace  en  pro  de  la  independencia,  cultura 
y  remuneración  de  la  magistratura  y  que 
podrá  dar  á  Italia  una  reforma  que  se 
anhela  desde  tiempo  atrás -y  que  se  ha 
intentado  realizar  varías  veces,  bajo  di- 
versas formas  sin  resultado  alguno. 

Las  probabilidades  de  éxito  del  proyec- 
to provienen  de  la  gran  influencia  política 
de  que  disfruta  el  eminente  jurisconsulto 
señor  Zanardelli,  influencia  que  le  ha  per- 

DERBCHO 


mitido  llevar  á  cabo  otras  reformas;  bas- 
te recordar  las  del  Código  de  Comercio, 
del  Código  Penal  y  el  establecimiento  de 
la  Corte  de  Casación  única  en  materias 
penales. 

I 

Debemos  ante  todo  exponer  el  sistema 
que  existe  en  Italia  y  compararlo  con  el 
sistema  francés  para  hacer  más  clara  la 
exposición  de  la  reforma. 

La  justicia  civil  ordinaria  corresponde 
en  Italia,  á  los  conciliadores,  á  los  preto- 
res, á  los  tribunales  civiles,  á  las  Cortes 
de  Apelaciones  y  á  las  Cortes  de  Casa- 
ción. Agréguense  á  éstos  los  consejos  de 
expertos  instituidos  y  regidos  poruña  ley 
de  1893  y  de  los  cuales  no  se  ocupa  el 
proyecto  actual. 

Hay  que  hacer  notar  que  en  Francia 
existen  también  tribunales  de  comercio'. 


(a)  De  la  uRevue  Trimestríellede  Droit  Ci- 
vil Fran9»ísii. 
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pero  estos  tribunales  han  sido  Kuprimi- 
dos  en  Italia  desde  1888  yel  proyecto  no 
los  hace  revivir. 

Hay  un  conciliador  en  cada  comuna; 
los  más  importantes  se  dividen  en  man- 
damientos (manáamenti)  que  tienen,  ca- 
da uno  de  ellos,  un  conciliador.  El  primer 
Presidente  de  la  Corte  de  Apelaciones 
elige  el  conciliador  entre  personas  que 
reúnan  ciertas  condiciones.  Estas  funcio- 
nes son  gratuitas  y  consisten: 

1.°  En  tratar  delograr  un  avenimiento 
entre  las  partes  que  espontáneamente  lo 
soliciten,  cualesquiera  que  sea  la  impor- 
tancia del  asunto.  Si  el  intento  no  da  re- 
sultado el  conciliador  no  forma  expedien- 
te, pero  lo  hace  constar  en  un  registro.  Si 
da  resultado  y  el  valor  del  litigio  no  ex- 
cede de  100  francos,  el  expediente  que  se 
forma  es  un  título  ejecutivo;  excediendo 
de  ese  valor  tiene  tan  sólo  la  autoridad 
de  un  instrumento  privado  reconocido 
judicialmente. 

2^  En  resolveren  materia  civil  y  comer- 
cial y  en  primera  instancia  las  acciones 
personales  relativas  á  muebles  y  cuyo 
monto  no  pase  de  100  francos. 

En  resolver  las  demandas  de  arren- 
damientos de  inmuebles  y  las  cuestiones 
de  autorización  para  ausentarse,  si  el 
precio  de  arriendo,  por  el  plazo  aún  no 
vencido,  no  excede  de  100  francos. 

4"  En  fallar  las  acciones  por  deterioros 
ó  daüos  sufridos  en  predios  urbanos  ó 
rústicos,  en  las  cercas,  cierros,  plantíos  6 
frutos,  siempre  que  no  lleven  envueltas 
cuestiones  de  dominio  ó  posesión,  y  que 
el  cobro  de  jíeijuicios  no  pase  do  100 
francos. 

El  conciliador  tiene,  ademíis,  otras  fun- 
ciones de  menor  importancia. 

En  todo  mandamiento  hay  un  pretor^ 
magistrado  de  profesión.  Es  útil  tener 


presente  que  se  entra  primero  en  la  ma- 
gistratura en  calidad  de  auditor,  en  se- 
g trida  se  asciende  á  adjunto  judicial 
(agganto  jiudiziarío)  y  de  ese  puesto  se 
pasa  al  de  pretor.  Los  gradosde  adjunto 
y  de  pretor  son  siempre  remunerados.  Kn 
el  proyecto  se  fija  á  los  adjuntos  un  suel- 
do de  2  á  3,000  francos  y  á  los  pretores 
un  sueldo  de  5  á  7,000  francos. 

La  comijctencia  del  i)retor  es  en  In  ac- 
tualidad de  tres  clases  distintas: 

Bajo  el  punto  de  vista  de  la  importan- 
cia del  litigio,  y  sin  tomar  en  cuenta  la 
comiwtencia  del  conciliador,  conoce  el 
])retor  de  todas  las  acciones  civiles  y  co- 
merciales que  no  excedan  de  1,500  fran- 
cos. 

Bajo  el  punto  de  vista  de  la  materia, 
conoce  de  ciertas  acciones  cualesquiera 
que  sea  la  importancia  del  litigio:  tales 
como  las  acciones  posesorias,  las  accio- 
nes de  perjuicios  ó  las  denuncias  de  obras 
nuevas. 

Bajo  el  punto  de  vista  del  grado,  obra 
como  juez  de  apelación:  l''  Para  conocer 
de  los  fallos  del  conciliador  en  lo  tocante 
á  demandas  superiores  á  50  francos;  2.° 
Para  conocer  de  los  incidentes  de  comjíe. 
tcncia  en  las  instanciassometidas  al  con- 
ciliador en  última  instancia,  cuando  el 
conciliador  no  ha  sometido  al  i)retor  la 
excepción  de  incompetencia  formulada 
por  las  partes,  ó  cuando  no  Ha  promoví- 
do  de  oficio,  como  lo  debía,  la  cuestión  de 
saber  si  era  incompetente  en  razón  de  la 
materia  ó  del  valor. 

Kl  proyecto  de  reforma  mantiene  al 
juez  conciliador,  pero  disminuye  sus  atri- 
buciones. 

Según  el  Código  de  Procedimiento  Civil 
de  1865,  el  conciliador  sólo  podía  juzgar 
los  asuntos  que  no  excedieran  de  30 fran- 
cos. En  1892,  al  reducir  el  número  de  prc- 
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tores,  se  extendió  la  competencia  del  con- 
ciliador hasta  100  francos.  Pero  el  reme- 
dio resultó  pésimo,  por  lo  difícil  que  era 
encontrar  conciliadores  capaces  de  juz- 
gar con  exactitud,  pues  las  causas  i>eque- 
ñas  exigen  de  parte  del  juez  tanta  compe- 
tencia como  las  grandes. 

De  ahí  provino  la  tendencia  á  volver  al 
estado  decosas  que  existía  antiguamente, 
conservando  íil  conciliador  su  papel  de 
pacificador  y  restringiendo  sus  funciones 
de  juez  á  las  causas  nimias. 

El  proyecto  limita  la  competencia  del 
conciliador  á  50  francos  y  confiere  al  pre- 
tor el  juzgíimiento  de  las  asuntos  de  más 
de  50  francos.  Deja  además  libertad  á  las 
partes  para  ponerse  de  acuerdo  y  presen- 
tarse ante  el  pretor  aun  para  asuntos  de 
menos  de  50  francos.  Por  fin,  el  Gobierno 
puede  otorgar  por  decreto  al  pretor,  las 
funciones  de  conciliador  de  la  comuna  en 
que  reside. 

En  sustancia,  el  proyecto  prepara  la 
supresión  completa  del  juez  conciliador, 
lo  cual  es  de  desear,  y  proliil>e  la  apela- 
ción de  las  sentencias  en  los  juicios  cuyo 
valor  no  exceda  de  100  francos. 

II 

La  actual  legislación  reconoce,  después 
de  los  jueces  únicos  í  conciliadores  y  pre- 
tores), los  tribunales  compuestos  de  va- 
rios jueces  (tribunales,  propiamente  ha- 
blando, y  Cortes  de  Apelaciones). 

Los  tribunales  que  se  componen  de  un 
Presidente  y  dos  jueces,  juzgan  en  prime- 
ra instancialas  causas  civiles  ó  comercia- 
les que  excedan  de  1,500  francos,  todas 
las  causasen  asuntos  de  impuestos,  aran- 
celes ó  monopolios,  todas  las  causas  de 
valor  indeterminado  (estado  de  las  per- 
sonas, estado  civil,  etc.)  Conocen  en  ape- 


lación de  todas  las  causáis  juzgadas  en 
primera  instancia  por  los  pretores. 

I^as  Cortes  de  Apelaciones  compuestas 
de  un  presidente  y  de  cuatro  consejeros, 
fuera  de  algunos  asuntosespeciales  délas 
cuales  conocen  en  primera  y  última  ins- 
tancia (por  ejemplo  el  exequátur  á  las 
decisiones  extranjeras),  conocen  en  nivela- 
ción de  los  asuntos  resueltos  en  primera 
instancia  por  los  tribunales. 

Es  un  sistema  análogo,  pero  no  idénti- 
co, al  sistema  francés,  según  el  cual  los 
tribunales  de  primera  instancia  conocen: 
l.*'  como  primer  grado  de  jurisdicción  de 
todos  los  bisuntos  que  no  son  de  la  com- 
}K'tencia  de  los  jueces  de  paz  ó  de  los  tri- 
bunales de  comercio;  2.*'  en  última  ins- 
tancia hastal.oOOfrancos  de  acción  prin- 
cipal en  materia  mueble  y  hasta  60  francos 
de  renta  en  materia  inmueble,  y  en  prime- 
ra instancia,  c-n  cualesquiera  cifra  suiverior 
á  las  indicadas  á  que  llegue  la  demanda. 
Por  el  contrario,  en  Italia  se  puede  siem- 
pre a])elar  de  los  juicios  de  los  tribunales 
de  primera  instancia,  scacual  fuere  el  va- 
lor del  asunto.  En  Prancia,  además,  los 
debíites  relativos  á  la  ejecución  de  los  fa- 
llos de  los  jueces  de  paz,  están  sometidos 
á  la  competencia  del  tribunal  civil  como 
primer  grado  de  jurisdicción,  mientras 
que  en  Italia  el  juez  único,  él  mismo  (con- 
ciliador ó  pretor),  entiende  en  principio 
de  la  ejecución  de  sus  fallos. 

En  Prancia  los  tribunales  civiles  cono- 
cen como  primer  grado  de  jurisdicción  de 
las  demandas  que  tienen  por  objeto  hacer 
declarar  ejecutorios  en  Prancia  los  fallos 
dados  en  país  extranjero,  mientras  que 
en  Italia  se  llevan  esas  demandas  ante 
las  Cortes  de  Apelaciones.  Y  hay  que  ob- 
servar que  hoy  día,  tanto  en  Francia  co- 
mo en  Italia,  hay  sólo  dos  grados  de  ju- 
risdicción, y  que  en  apelación  se  autoriza, 
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en  ambos  países,  la  rendición  de  nuevas 
pruebas. 

Aquí  empiezan  las  más  audaces  refor- 
mas del  proyecto  que  sustituye  en  mate- 
ria civil  al  tribunal  compuesto  de  varios 
jueces,  un  tribunal  de  primera  instancia 
de  juez  unipersonal.  Se  instituye  este  tri- 
bunal con  uno  6  varios  pretores  en  toda 
comuna  que  sea  actualmente  cabecera  de 
un  círculo  ( circondarío )  jud.¡cial  ó  de  un 
mandamiento.  Tomemos  nota  de  que  en 
la  actualidad  las  circunscripciones  judi- 
ciales se  dividen  en:  comuna  (con  su  con- 
ciliador), mandamiento  (con  un  pretor), 
círculo  (con  un  tribunal)  y  asiento  de 
Corte  de  Apelaciones. 

Si  el  nuevo  pretor  reside  en  una  comu- 
na que  no  es  cabecera  de  un  círculo  judi- 
cial, conserva  las  atribuciones  que,  según 
la  ley  vigente,  corresponden  al  pretor  del 
mandamiento;  si  reside  en  una  cabecera 
de  círculo  judicial,  une  á  su  competencia 
aquélla  que  la  ley  vigente  atribuye  en  pri- 
mera instancia  al  tribunal  civil. 

La  nueva  Corte  de  Apelaciones  no  juz- 
ga ya  con  cinco,  sino  con  tres  magistra- 
dos, y  conoce  especialmente  de  las  ape- 
laciones interpuestas  contra  los  fallos  de 
los  pretores. 

En  resumen,  el  proyecto  hace  una  re- 
forma radical  de  las  instituciones  exis- 
tentes. Va  más  lejos  aún;  instituye  más 
arriba  de  las  Cortes  de  Apelaciones  las 
Cortes  de  Revisión  f  Coríj  di  Rerislone); 
los  consejeros  de  apelación  y  revisión 
gozan  de  un  sueldo  de  8,000  á  15,000 
trancos. 

Las  Cortes  de  Revisión,  que  son  cinco 
para  todo  el  reino,  conocen,  como  en  se- 
gunda apelación,  de  las  instancias  civi- 
les ya  resueltas  en  afKlación.  Ante  esas 
Cortes  no  sólo  no  se  pueden  formular 
nuevas  demandas,  sino  tampoco  oponer 


nuevas  excepciones  ó  invocar  pruebas 
nuevas.  El  recurso  de  revisión,  diferen- 
ciándose en  esto  de  la  primera  apelación, 
no  suspende,  en  principio,  la  ejecución  de 
la  resolución  atacada. 

Esta  parte  de  la  reforma,  que  será  !a 
más  discutida  bajo  el  punto  de  vista  ju- 
rídico, vuelve  al  sistema  de  la  doble  ape- 
lación que  se  usaba  antes  de  la  unifica' 
cíón  en  diversas  regiones  de  Italia,  si  bien 
reglamentado  en  distintas  formas,  por 
ejemplo  en  los  Estados  Pontifícios,  en  el 
ducado  de  Parma.  en  el  ducado  de  Módc- 
na,  en  Lombardo- Veneci a,  etc. 

Pero  en  esos  antiguos  Estados  el  siste- 
ma de  la  tercera  instancia,  es  decir,  de  la 
doble  apelación,  excluía  el  sistema  de  ca- 
sación, en  tanto  que  el  proyecto  admite 
la  coexistencia  de  los  sistemas. 

Se  ha  atacado  superficialmente  esta 
parte  del  proyecto,  acusándola  de  obede- 
cer tínicamente  á  móviles  de  convenien- 
cia parlamentaria,  á  pesar  de  haberla 
apoyado  el  Ministro  en  numerosas  ra- 
zones jurídicas.  Se  dice  que  el  proyecto 
pretende  unificar  la  casación;  entretanto 
hay  actualmente  en  Italia  cinco  Coftes 
de  Casación,  y  habrá,  por  consiguiente, 
una  Corte  de  Revisión,  cuya  instalación 
es  enteramente  inútil,  en  cada  una  de 
las  ciudades  en  donde  funcionan  dichas 
Cortes. 

No  se  puede  negar,  sin  embargo,  que  en 
el  enunciado  de  los  motivos,  hay  nume- 
rosas razones  que  justifican  la  creación 
de  esas  nuevas  Cortes  de  Revisión;  nos 
limitaremos  á  indicarlas  en  resumen  sin 
entrar  á  apreciarlas. 

Los  fundamentos  del  proyecto  hacen 
notar  quesería  expuesto  pensar  en  supri- 
mir la  apelación,  y  añaden  que  el  doble 
grado  de  jurisdicción,  tal  como  funciona 
ahora,  no  satisface  las  necesidades  que 
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está  llamado  á  Uenarel  sistema  de  apela- 
ción. Dado  un  sistema  de  apelación  en  que 
es  lícito  invocarnucvas  excepciones  y  nue- 
vos medios  de  prueba,  la  sentencia  de 
apelación  no  es  en  realidad  sino  una  de- 
cisión de  primera  instancia  no  susceptible 
de  apelación,  lo  cual  es  la  negación  del 
principio  mismo  de  apelación.  Y  no  se 
puede  tampoco  rechazar  nuevas  pruebas 
en  la  apelación  sin  sacriñcar  la  justicin. 
La  falta  de  segunda  apelación  trae  consi- 
go el  abuso  del  recurso  de  casación;  abu- 
so cuya  existencia  en  Italia  es  innegable. 


III 


La  casación,  institución  francesa,  exis- 
te también  en  Italia;  pero,  mientras  en 
Francia  hay  una  Corte  de  Casación  íini- 
ca,  en  Italia  hay  cinco;  la  Corte  de  Casa- 
ción de  Roma  actúa  como  única  tan  sólo 
en  asuntos  penales  y  en  una  que  otra 
materia  especial. 

El  proyecto  tmi6ca  la  casación  y  trans- 
forma en  parte  sus  funciones. 

Conserva  el  sistema  actual  en  cuanto 
este  sistema  rechaza  la  Sala  de  admisibi- 
lidad (Chambre  des  requétes)  y  da  una 
jurisdicción  puramente  negativa  á  la  Cor- 
te de  Casación.  Pero  en  tanto  que,  según 
el  Código,  hay  ocho  motivos  por  los  cua- 
les se  puede  hacer  uso  del  recurso  de  ca- 
sación, no  reccmoce  el  proyecto  más  que 
uno  sólo:  la  violación  6  aplicación  falsa 
de  la  ley. 

Las  sentencias  que  no  han  sido  apela- 
das ó  las  que  se  han  dictado  en  tercera 
instancia,  son  las  únicas  que  pueden  ser 
materia  clel  recurso;  pero  si  las  partes  re- 
nuncian de  común  acuerdo  á  la  apelación 
6  á  la  revisión,  pueden  llevar  directamen- 
te á  casación  las  resoluciones  de  primera 
y  segunda  instancia. 


Son  muy  dignas  de  notarse  las  tres  re- 
formas siguientes: 

1^  Hoy  día  se  puede  hacer  uso  del  re- 
curso de  casación,  no  sólo  por  violación 
ó  aplicación  falsa  de  la  ley,  sino  también 
por  violación  ú  omisión  en  las  formas 
prescritas  so  pena  de  nulidad;  por  nulidad 
intrínseca  del  fallo;  por  ultra  6  extra  pe- 
tita;  por  omisión  del  fallo,  por  disposi- 
ciones contradictorias;  por  contrariedad 
del  fallo. 

El  Gobierno  ha  pensado  con  razón  que 
el  conocimiento  de  esas  cuestiones  lleva 
en  sí  elementos  de  hecho  y  cuestiones  de 
afirecioción  que  deben  incluirse  en  los 
atributos  ordinarios  de  un  Juez  de  fondo. 
Aumentando  los  grados  de  jurisdicción, 
S2  han  dado  las  mejores  garantías  para 
el  examen  de  las  cuestiones  de  hecho,  y 
por  lo  tanto  ya  no  se  hace  sentir  tan  vi- 
vamente la  necesidad  de  desnaturalizar, 
por  decirlo  así,  la  Corte  de  Casación,  con- 
siderándola como  un  remedio  no  sólo 
para  los  errores  de  derecho,  sino  también 
para  algunas  categorías  de  errores  de 
hecho  esf)eciíilcs  y  muy  graves. 

2^  En  la  actualidad  se  puede  interpo- 
ner el  recurso  de  casación  contra  las  de- 
cisiones dadas  en  apelación,  fórmula  que 
ha  suscitado  graves  discusiones  respecto 
á  saber  si  es  admisible  el  recurso  inter- 
puesto contra  las  decisiones  no  suscepti- 
bles de  apelación.  El  proyecto  suprime 
estas  discusiones  autorizando  el  recurso 
contra  las  decisiones  no  susceptibles  de 
apelación  ó  dictadas  por  la  segunda  ju- 
risdicción de  apelación. 

3*  En  la  actualidad,  la  ley  prohibe  re- 
eurrirdirectamente  ála  jurisdicción  supe- 
rior, omisso  medio.  El  proyecto,  por  el 
contrario,  con  el  objeto  de  no  prolongar 
sin  necesidad  la  duración  de  las  instan- 
cias, considej^a  que  ninguna  razón  de  or 
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den  público  puede  impedir  el  renunciar  á 
los  recursos  ordinarios  contra  los  fallos 
de  primera  instancia,  especialmente  en 
los  casos  en  que  se  trata  sólo  de  una  cues- 
tión de  derecho.  En  consecuencia,  permi- 
te á  líis  partes  ponerse  de  acuerd<í  para 
llevar  directamente  á  casación  los  fallos 
de  primera  y  segunda  instancia,  renun- 
ciando á  ta  ai)elación  ó  ñ  la  revisión. 

Hemos  dicho  que  el  proyecto  mantiene 
el  carácter  puramente  negativo  de  la  ju- 
risdicción de  la  Corte  de  Casación. 

Debemos  señalar,  á  este  resj)ecto,  una 
tendencia  á  transformar  la  jurisdicción 
suprema,  tendencia  que  no  se  ha  manifes- 
tado aún  en  Francia,  pero  sí  con  frecuen- 
cia en  Italia  y  que  el  proyecto  no  adopta 
sin  embargo. 

En  Francia,  como  en  Italia  y  en  Bélgica, 
la  Cortede  Casíición  no  conoce  del  f(jndo 
de  los  asuntos,  y  después  de  luiber  anu- 
lado por  violación  6  falsa  interpretación 
de  la  ley  la  resolución  que  le  ha  sido  de- 
ferida, devuelve  la  causa  ante  un  tribunal 
de  la  misma  categtnía  (¡ue  el  (jue  dictó  la 
sentencia  anulada,  para  c|ue  se  juzgue 
otra  vez.  Si  este  tribunal  juzga  como  el 
primero,  en  Francia  y  en  Italia,  la  Corte 
de  Casación  se  pronuncia  en  tribunal  ple- 
no solíre  el  segundo  recurso  y  si  anula  la 
segunda  sentencia  por  los  miamos  moti" 
vos  que  anuló  la  primera,  la  Corte  ó  el 
Tribunal  de  origen  del>cn  fallar,  confor- 
mándose sobre  el  puntodcdorechode  que 
se  trata,  á  la  resolución  de  la  Corte  de 
Casación. 

Este  sistema,  fué  muchas  veces  comba- 
tido en  Francia,  pero  establecido  por  la 
ley  de  T'de  abril  de  1837,  no  ha  sido  ¿ita- 
cado  posteriormente.  En  cambio,  en  Ita- 
lia ha  sufrido  numerosas  impugnaciones. 
Un  autor  italiano  de  gran  talento,  el  señor 
Pescatorc,  propone  que  si  el  Tribunal  de 


origen,  después  de  una  primera  casación, 
no  se  conforma  con  la  decisión  de  la  Cor- 
te Suprema,  se  lleve  el  recurso  ante  el  Tri- 
bunal pleno  de  Casación  para  que  éste 
a[)lique,  si  íisí  lo  han  convenido  las  par- 
tes, la  regla  de  derecho  que  hubiere  for- 
mulado. 

El  Ministro  Viglíani,  en  su  proyecto  de 
1875,  y  el  Ministro  Tajani,  en  su  proyecto 
de  1886,  acogieron  esta  idea.  Dando  un 
paso  más,  querían  ellos  que  la  Corte  de 
Casación,  aun  cuando  fallara  como  tri- 
bunal pleno,  aplicara  siempre  al  heclio 
los  principios  de  derecho.  La  comisión 
del  Seníido  (|ue  examinó  el  proyecto  Tíi- 
jani.fuc  más  moderada,  y  propuso  que  cu 
la  instancia  de  devolución  se  tuvieni 
por  irrevocablemente  resuelto  el  punto 
de  derecho  sobre  el  cual  la  Corte  Supre- 
ma se  hubiere  pronunciado.  El  señor 
Mattirolo,  eminente  jurisconsulto  italia- 
no, ha  aprobado  esta  proposición. 

Un  proyecto  del  Ministro  Gianturco 
(1900),  que  noha  sido  presentado  al  Par- 
lamento y  por  lo  tanto  es  inédito  y  poco 
conocido  aún  en  Italia,  ha  tratado  de  re- 
solver el  problema. 

£1  proyecto  Gianturco,  sin  reducir  á 
una  sola  las  Cortes  de  Casación,  declara- 
ba que  la  Cortede  Casación  sería  única  y 
tendría  su  asiento  en  Roma,  pero  que  se 
mantendrfaa  las  Cortes  de  Casación  de 
Xápoles,  Palermo,  Turín  y  Florencia  co- 
mo secciones  ci\'iles  de  la  Corte  de  Casa- 
ción de  Roma. 

Según  el  proyecto  Gianturco,  la  Corte 
de  Casación,  al  anular  una  decisión,  apli- 
ca íil  hecho  las  reglas  del  derecho  y  si  en 
la  causa  no  queda  ninguna  otra  actua- 
ción por  hacer,  precede  la  devolución  al 
tribunal  de  origen. 

En  todos  los  casos  de  devolución  la 
autoridad  judicial  á  quien  se  devuelve  la 
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Cflusn  dcl>e  considerar  irrevocablemente 
resuelto  el  punto  de  derecho  sobre  el  cual 
se  ha  pronunciado  la  Corte  de  Casación. 

Cuando  una  sección  de  la  Corte  de  Ca- 
sación dicta  una  sentencia  contraria  á  la 
sentencia  pronunciada  por  otra  ó  por  la 
misma  sección,  sobre  el  mismo  punto  de 
derecho,  puede  la  parte  recurrir  ante  to- 
das las  secciones  reunidas.  No  se  admite 
el  recurso  contra  una  resolución  (|ueguar- 
de  conformidad  con  una  sentencia  dada 
por  las  secciones  reunidas  y  que  no  se  ha 
contradicho  posteriormente. 

Cuando  las  secciones  reunidas  conocen 
del  recurso, entran  en  ellasdos  consejeros 
de  cada  una  de  las  secciones  regionales, 
(Nápoles,  Palermo,  Turín  y  Florencia),  y 
siete  consejeros  de  la  sección  civil  de  Roma. 

Es  digna  de  señalarse  esta  composi- 
ción de  las  secciones  reunidas.  En  Francia 
todas  las  Salas  de  la  Corte  se  reúnen  en 
audiencia  solemne  para  juzgar  los  recur- 
sos interpuestos,  después  de  una  segunda 
casación  por  los  mismos  motivos  y  entre 
las  mismas  partes.  En  Italia  no  existe  la 
sala  de  admisibilidad  (Chambre  des  re- 
qu€tes)  pero  existen  dos  salas  para  cau- 
sas criminales. 

Las  secciones  reunidas  se  forman  con 
la  sección  civil  y  la  segunda  sala  crimi- 
nal. Sin  embargo,  los  juecesdeesa  sección 
penal  son  sin  duda  menos  competentes 
en  asuntos  civiles  que  los  jueces  civiles 
de  las  secciones  civiles  regionales.  P(ír 
eso  la  conservación  de  esas  secciones  era 
no  sólo  una  necesidad  política  sino  Uim- 
bién  judicial,  y  cobraban  las  secciones  ci- 
viles conservadas  nueva  autoridad  con 
las  nuevas  funciones  de  sus  miembros. 

Ocurre  preguntar  por  qué  no  se  ocupa 
el  proyecto  actual  de  esas  reformas  en  el 
funcionamiento  de  la  Corte  de  Casación. 

Quizás  provenga  su  silencio  de  los  obs- 


táculos (jue  se  opondrían  á  reformas  de 
esta  naturaleza. 

Para  alentarnos  del^emos  señalar,  aún 
cuando  no  merezca  ser  imitado,  el  siste- 
ma de  la  ley  orgánica  rumana  de  la  Cor- 
te de  Casación  (1861). 

"Si  la  jurisdicción  en  la  devolución  re- 
conoce la  doctrina  de  la  Corte  Suprema, 
puede  ser  nuevamente  deferida  esta  deci- 
sión á  la  Corte  de  Casación  por  los  mis- 
mos motivos,  y  puede  la  Corte  misma 
revocar  su  primera  resolución.  Si  la  juris- 
dicción en  la  devolución  no  acepta  la 
doctrina  de  la  Corte  Suprema,  puede  de- 
ferirse nuevamente  la  causa  á  la  Corte 
de  Casación,  y  siempre  que  el  Tribunal  ó 
la  Corte  de  devolución  admita  los  mis- 
mos fundamentos  de  derecho  f|ne  han 
motivado  la  nulidad  del  fallo  ó  sentencia 
se  someterá  el  nuevo  recurso  al  examen 
del  tribunal  plenoy  debe  esta  vezlanueva 
jurisdicción  de  devolución  acatarla  juris- 
prudencia de  la  Corte  de  Casación.  ¿No 
serían  esos  gastos  inútiles,  dice  el  profe- 
sor Alexandresco,  y  no  serfa  mejor  que 
en  ese  caso  fuese  irrevocíible  la  sentencia 
de  la  Corte  de  Casíición  sin  nueva  devo- 
lución? 

Pero,  sin  insistir  en  la  crítica  del  siste* 
ma  rumano,  parece  que  el  proyecto  ita- 
liano, por  lo  mismo  que  restringe  las  cau- 
sales de  casación  á  la  falsa  aplicación  óá 
la  violación  delak-y,  podría  haber  acogi- 
<lo  la  idea  del  proyecto  Gianturco.  Po- 
dría citarse  en  apoyo  el  ejemplo  déla  Ho- 
landa en  donde,  "la  Alta  Corte,  cuando 
conoce  del  recurso  de  casación  por  falsa 
aplicación  ó  violación  de  la  ley,  juzga  en  el 
fondo  sin  entrar  en  la  admisión  de  nueva 
prueba  acerca  de  la  existencia  6  no  exis- 
tencia de  los  hechos  mencionados  en  la 
.sentencia  ó  resolución  recurrida  y  el  fa- 
llo de  la  Corte  nopüdrá  ser  materia  en 
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ningún  caso  de  nna  resolución  judicinl 
posterior." 

Por  lo  demás,  el  Código  ruso  ( 1 )  ad- 
mite la  obligación  que  tiene  el  juez  de 
acatar  la  resolución  de  la  Corte  de  Casa- 
ción. 


(i)  Kapnist  Code  d'organU.  jiid,  de  l'em|itre 
de  Rubsít:  (París  1893)  note  s(  u»  Tart.  114,  p.  87. 


Si  hemos  recordado  los  intentos  que  se 
han  hecho  para  reformar  el  sistema  clási- 
co de  la  Corte  de  Casación  francesa,  no 
ha  sido  para  citarlos  como  ejemplos  al 
legislador  francés,  á  quien  no  se  ha  pedi- 
do reforma,  sino  para  demostrar  la  fa- 
cultad admirable  de  adaptación  que  po- 
see esta  creación  del  genio  judicial  francés. 

Caklu  Lkssona. 
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DERECHO 


CONDICIÓN  JURÍDICA  DE  LAS  AGUAS  EN  CHILE 


En  nuestro  pais  no  existe  una  le^sla- 
ción  especial  sobre  aguas,  y  no  son  abun- 
dantes, sino  más  bien  escasas,  las  pres- 
cripciones sobre  la  materia  que  se  encuen- 
tran en  los  Códigos  y  en  el  Boletín  de 
Leyes  y  Decretos  del  Gobierno. 

Este  hecho  llama  la  atención,  porque 
Chile  es  una  de  las  naciones  más  adelan- 
tadas en  Derecho  Civil  y,  sin  embargo, 
carece  de  leyes  que  resuelvan  muchos  con- 
flictos que  nacen  sobre  las  aguas,  este 
factor  tan  valioso  de  nuestra  riqueza 
agrícola  y  que  está  llamado  á  serlo,  no 
menos  importante,  de  nuestra  riqueza  in- 
dustrial. 

La  explicación  del  vacío  señalado  hay 
que  buscarla  en  varias  causas. 
El  agua,  asi  como  es  movediza  y  capri- 


chosa en  sus  manifestaciones  naturales, 
es  á  veces  casi  intangible  para  los  co  i- 
ceptos  jurídicos  y  otras  difícil  de  someter 
á  regímenes  de  derecho. 

Esta  dificultad  es  mayor  en  Chile  que 
en  otros  países,  porque  aquél  se  compone 
de  zonas  hidrológicas  mny  diferentes. 

El  legislador  chileno  no  ha  querido  im- 
poner teorías  á  la  naturaleza  ni  trans- 
plantar  instituciones  que  no  cuadren  con 
las  condiciones  especiales  de  nuestro 
suelo. 

Ha  preferido  recibir  lecciones  de  la  ex- 
periencia y  esperar  que  los  hechos  se  pro- 
duzcan en  toda  su  variedad  para  reglar- 
los convenientemente. 

Esta  prudente  pauta  fué  marcada  por 
el  ilustre  Bello  en  el  Mensaje  del  Código 
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Civil,  con  estas  palabras:  * 'en  todo  lo  que 
*'  concierne  al  uso  v  goce  de  las  aguas,  el 
'*  proyecto, como  el  Código  que  le  ha  ser- 
"  vido  de  gtda  (el  franc^),  se  ha  ceñido  á 
"  poco  más  que  sentar  la-s  bases;  reser- 
*'  Ttindo  los  pormenores  á  ordenanzas 
"  especiales,  que  probablemente  no  po- 
"  drán  ser  unas  mismas  para  las  díferen- 
•'  tes  localidades". 

Apenas  habían  transcurrÍ{lo  quince 
años  desde  que  fueron  formuladas  estas 
expresiones  y  ya  la  escasez  de  algunos 
ríos,  ocasionada  por  los  progresos  de  la 
irrigación  que  fomentara  ese  mismo  cuer- 
po de  sabias  leyes,  hizo  necesario  dictar 
las  ordenanzas  para  la  distribución  de 
las  aguas  previstas  en  el  articulo  835. 

La  primera  de  ellas  se  dictó  para  el 
río  Aconcagua,  donde  los  conflictos  entre 
los  hacendados  llegaron  á  amenazar  el 
orden  público.  Sucesivamente  se  aplica- 
ron las  mismas  ó  análogas  disposiciones 
á  otras  corrientes  naturales  y  así,  y  con 
auxilio  de  la  jurisprudencia,  ha  venido 
estableciéndose  en  el  país  lo  que  puede 
llamarse  el  régimen  de  las  aguas  en  las 
corrientes  nacionales  de  uso  público,  régi- 
men que  no  es  uniforme,  como  tendremos 
ocasión  de  manifestarlo  cuando  avance- 
mos en  este  estudio. 

El  Código  Ci\'il  no  reglamentó  las  co- 
munidades de  aguas  en  acueductos  de 
propiedad  particular,  lo  que  ha  dado  ori- 
genáscrias  dificultades  que  los  dueñosde 
las  aguas  han  tratado  de  salvar  por  me- 
dio de  contratos.  El  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  en  disposiciones  que  dejan 
mucho  que  desear,  ha  venido  á  llenar  en 
parte  este  vacío,  estableciendo  algunas 
reglas  que  se  aplican  á  esas  comunidades, 
en  el  título  de  los  "Juicios  sobre  Distri- 
bución de  Aguas*'. 

Aquel  Código  tampoco  consideró  la 


fuerza  motriz  ríe  las  aguas  en  canales  de 
particulares  y,  aunque  dió  facultad  para 
aprovecharla  en  cauces  naturales,  tío  pre- 
vió  el  gran  desarrollo  de  las  fuerzas  hi- 
dráulicas ocasionado  por  la  electricidad, 
la  posibilidad  de  utilizar  ríos  enteros  y  los 
conflictos  de  intereses  resultantes  de  las 
vastas  aplicaciones  industríales. 

De  nuevo  los  hechos  han  venido  en  de- 
manda de  nuevas  leyes. 

Es,  pues,  llegado  el  momento  de  pre- 
sentar en  un  cuerpo  tan  ordenado  como 
sea  posible,  todo  lo  que  hay  en  el  pafs  en 
materia  de  aguas,  sean  leyes  6  decretos, 
prácticas  ó  jurisprudencia,  hechos  y  nece- 
sidades industriales,  á  fin  de  fijar  las  doc- 
trinas y  de  señalar  los  vacíos  y  defectos 
que  el  legislador  debe  llenar. 

Esta  es  la  tarea  que  vamos  á  empren- 
der y  que  quisiéramos  ver  acometida  por 
in  teligencias  é  ilustraciones  más  robustas. 


I 


r.BNBRAUDADES.— CLASIFICACIÓN 

1.— Fuera  de  la  alta  mar  que,  por  su 
naturaleza  es  común  á  todos  los  hom- 
bres, como  el  aire  que  respiramos,  y  de  los 
vapores  que  flotan  en  la  atmósfera  hasta 
caer  condensados  en  forma  de  lluvia  á  la 
superficie  de  la  tierra,  las  aguas  son  sus- 
ceptibles de  derechos,  juegan  como  cosas 
en  el  mecanismo  de  las  relaciones  jurídi- 
cas de  los  pueblos  y  de  los  individuos. 

2.  — Ellas  tienen  un  ser  real,  son  corpo- 
rales,  y  aunque  naturalmente  muebles, 
en  muchas  ocasiones  y  en  ciertos  concep- 
tos forman  parte  de  la  propiedad  raiz. 

3.  — El  problema  del  carácter  mueble  ó 
inmueble  de  las  aguas  es  interesante  y 
más  complejo  de  lo  ^x^e  á  primera  vista 
parece. 
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En  los  tribunales,  se  ha  presentado  eu 
diversas  formas.  Con  motivo  del  impues- 
to de  alcabala  que  se  pagaba  en  las 
transferencias  de  dominio  de  bienes  raí- 
ces, se  declaró  en  una  ocasión  que  debía 
considerarse  como  venta  de  cosas  xnue- 
bles  la  de  unos  regadores  de  agua  que  no 
estaban  destinados  al  uso,  cultivoy  bene- 
ficio de  un  inmueble  determinado.  {Gace- 
ta, año  1861,  s.  178,  pág.  81).  Otra  vez  se 
declaró  que,  habiéndose  hecho  separación 
del  fundo  y  de  las  aguas  en  una  escritura 
de  venta  para  fijar  el  precio  del  uno  y  de 
las  otras,  debía  pagarse  alcabala  sobre 
el  precio  total.(Gace¿a,año  1869,s.  815, 
pAg.  390).  Por  sentencia  de  la  Corte  Su- 
prema, se  resolvió  que  no  debía  pagarse 
alcabala  en  la  enajenación  de  unos  dere- 
chos de  agua  que  adquiría  el  comprador 
para  aumentar  la  dotación  de  su  predio, 
aunque  esa  agua  estaba  antes  destinada 
al  riego  de  fundos  de  los  vendedores.  {Ga- 
ceta, año  1877,  s.  1870,  pág.  969)..  Mu- 
chas veces  se  ha  declarado  que  en  la  ven- 
ta de  un  fundo  se  comprenden,  como  in- 
muebles por  destinación,  los  derechos  de 
agua  que  le  corresponden  en  el  momento 
de  perfeccionarse  el  contrato,  aunque  se 
trate  de  acciones  ó  regadoi%s  de  canales 
que  se  poseen  en  comunidad. 

Si  de  los  actosjudiciales  pasamos  á  los 
extrajudiciales,  observaremos  la  misma 
variedad  en  la  práctica  de  los  negocios. 
Unas  veces  se  venden  derechos  de  agua 
como  parte  de  un  inmueble  en  la  misma 
escritura  pública  de  venta  del  predio  á 
que  pertenecen.  Otras  se  venden  por  es- 
critura pública  derechos  de  agoa  que  se 
separan  de  un  predio  para  el  regadío  de 
otro.  Son  frecuentes  las  inscripciones  en 
el  Registro  del  Conservador  de  Bienes 
Rafees  de  las  mercedes  de  agua  concedi- 
das en  los  ríos  y  otras  corrientes  naciona- 


les de  uso  público.  Los  regadores  del  Ca- 
nal de  M^po  se  transfieren,  según  sus 
estatutos,  por  inscripciones  en  el  libro  de 
transpasos,  firmadas  por  el  tradente  y  el 
adquirente  y  autorizadas  por  el  Directo- 
rio. Los  Bancos  Hipotecarios,  siempre  que 
dan  bonos  con  hipoteca  de  fundos  regados 
con  aguas  del  Canal  de  Maipo,  exigen, 
además  de  la  inscripción  de  la  hipoteca 
en  el  Registro  del  Conservador  de  Bienes 
Raíces,  prenda  de  los  regadores,  que  se 
anota  en  los  libros  de  la  Sociedad.  Se  ha 
ido  todavía  más  lejos  en  la  movilización 
de  los  (lereclios  de  agua,  constituyéndo- 
se sociedades  anónimas  en  que  cada  ac- 
ción representa  un  regador  de  agua  y  se 
transfiere  por  los  medicis  generalmente 
establecidos  para  la  cesión  de  acciones  no- 
minativas de  esa  clase  de  sociedades.  Po- 
dríamos citar  los  estatutos  de  la  misma 
Sociedad  del  Canal  de  Maipo  de  1873, 
declarados  nulos  por  sentencia  de  la  Ex- 
celentísima Corte  Suprema  y  los  de  .  los 
canales  de  Cato  y  Ñuble,  aprobados  en 
1887. 

Oportunamente  trataremos  de  la  posi- 
bilidad de  movilizar  los  títulos  de  agua 
en  forma  parecida  á  las  aiviones  de  las 
sociedades  anónimas.  Por  el  momento 
nos  limitamos  á  presentar  los  hechos. 

Al  lado  de  estas  prácticas,  podríamos 
citar  muchos  otros  casos  en  que  las  aguas 
desempeñan,  ya  el  papel  de  cosas  mue- 
bles, yael  de  inmuebles,  según  lascircuns- 
tancias. 

Veamos  algunosejemplos.  Un  propieta- 
rio tiene  en  su  fundo  una  laguna,  de  aque- 
llas que  son  de  dominio  privado  porque  no 
pueden  navegara  por  buques  de  más  de 
cien  toneladas,  y  un  manantial  de  agua 
mineral.  Si  vende  su  heredad,  nadie  puede 
abrigar  duda  de  que  la  laguna  y  el  manan- 
tial están  comprendidos  en  la  enajenación, 
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aunque  no  se  haga  mención  alguna  de  ellos 
en  el  contrato.  Si  el  mismo  propietario, 
en  vez  de  vender,  explota  su  fundo  y  con- 
trata con  un  comerciante  la  venta  de  tan- 
tos litros  mensuales  de  agua  del  manan- 
tial, nadie  pondrá  en  duda  el  carácter 
mueble  del  agua  contratada.  El  mismo 
propietario  conviene  con  su  vecino  en  que 
éste  construya  en  la  laguna  una  obra  pa- 
ra extraery  conducir  perpetuamente  cier- 
ta cantidad  de  agua  para  el  regadío  de  su 
predio.  En  esta  hipótesis,  no  se  trata  de 
la  enajenación  de  un  inmueble,  ni  simple- 
mente de  la  venta  de  agua  como  cosa 
mueble.  El  contrato  importa  la  constitu- 
ción de  una  servidumbre  predial  y  debe  su- 
jetarse álas  reglas  correspondientes.  Dis- 
tinta cosa  sería  si  el  dueño  diera  á  su 
vecino  en  arrendamiento  ó  comodato  al- 
guna parte  de  las  aguas  de  la  laguna. 

En  otro  orden  de  ideas,  se  nos  presen- 
tan el  derecho  para  extraer  agua  de  un 
río,  el  derecho  á  las  aguas  que  corren  por 
un  cauce  artificial,  tan  íntimamente  liga- 
do al  derecho  sobre  la  corriente  de  que 
las  aguas  se  derivan,  el  derecho  mismo 
de  acueducto,  etc.,  etc. 

Tantos  ejemplos  y  tantas  referencias 
manifiestan  con  más  fuerza  que  cualquier 
raciocinio  que,  sin  atenderse  álas  circuns- 
tancias, sin  hacer  una  distinción  muy  com- 
pleta entre  lasdiferentes  especies  de  aguas 
y  entre  los  diferentes  derechos  de  que  ellas 
pueden  ser  objeto,  no  se  puede  decir  si  el 
agua  es  una  cosa  mueble  6  inmueble,  ni  se 
pueden  resolver  numerosas  cuestiones  de 
derecho  relacionadas  con  este  problema* 

4. — Anticiparíamos  confusamente  las 
ideas  y  este  trabajo  carecería  de  plan  si 
no  comenzáramos  por  hacer  una  clasifi- 
cación de  las  aguas. 

Atendiendo  á  la  forma  en  que  se  pre- 
sentan en  la  naturaleza,  las  que  pueden 


ser  objeto  de  un  derecho  se  dividen  entres 
categorías: 

1.  *  Aguas  pluviales, 

2.  *  Aguas  TERRESTRES, 

3.  *  Aguas  de  uar. 

Las  primeras  escapan  en  realidad  á 
toda  relación  jurídica,  mientras  no  caen 
á  la  tierra  y,  al  caer,  están  llamadas  á 
confundirse  con  las  fárrestres.  Por  esto 
el  legislador  no  las  considera  sino  en  ca- 
sos muy  especiales,  cuando  conservan  aún 
su  identidad,  como  las  de  los  artículos 
838  y  879  de!  Código  Civil,  únicos  que 
hablan  de  aguaB-lluvias. 

A  las  aguas  de  mar  corresponden  mu- 
chas disposiciones  de  este  Código,  como 
las  relativas  á  los  propietarios  riberanos, 
á  las  playas,  á  la  pesca,  etc.,  las  del  co- 
mercio marítimo  que  contiene  el  Código 
del  ramo  y  numerosas  de  orden  adminis- 
trativo. 

Bajo  la  denominación  de  aguas  terres' 
tres  comprendemos  todas  las  continea- 
tales,  desde  las  que  se  ostentan  en  forma 
de  nieve  en  las  cimas  de  las  cordilleras  y 
de  los  altos  cerros,  hasta  las  que  los  ríos 
arrojan  al  mar,  las  que  se  detienen  en  la 
superficie  de  la  tierra  y  las  que  circulan 
por  ella,  las  que  penetran  en  sus  entra- 
ñas y  siguen  ocultos  caminos  subterrá- 
neos ó  surgen  á  la  luz  del  sol. 

La  división  más  natural  de  las  aguas 
terrestreSf  adaptable  también  al  dere- 
cho, es  de 

aguas  superficiales  y 

aguas  SUBTERRANEAS. 

Nuestro  Código  Civil  consagra  muy 

pocos  artículos  á  las  segundas,  porque 
en  la  época  de  su  promulgación  era  des- 
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conocida  la  importancia  délas  corrientes 
subterráneas  qne  cruzan  el  desierto  y  no 
se  previó  la  necesidad  de  captar  filtra- 
ciones subterráneas,  aun  en  zonas  irriga- 
das, para  buscar  agua  potable  que  pue- 
de no  existir  en  la  superficie. 

aguas  (torrentes)  superficiales  de- 
ben clasificarse  en 

AGUAS  DETENIDAS  Y  AGUAS 
CORRIENTES. 

Es  ésta  una  división  natural  y  que  co- 
rresponde á  caracteres  verdaderamente 
jurídicos,  como  qne  las  detenidas  tienen 
condiciones  de  apropiabilidad  mayores 
que  las  corrientes.  Nuestro  Código  Civil, 
sin  decirlo,  sin  usar  del  término  aguas 
detenidas,  ha  hecho  esta  clasificación, 
porque  legisla  de  unamanera  especial  so- 
bre las  aguas  corrientes. 

Entre  las  detenidas,  á  que  se  aplican  á 
veces  los  nombres  de  agaaa  muertas, 
aguas  dormidas,  podemos  seffalar  los  la- 
gos y  lagunas,  los  pantanos  naturales, 
los  pantanos  artificiales  (llamados  vul- 
garmente, entre  nosotros,  represas),  las 
vegas,  charcos  y  charcas,  los  manantiales, 
qne  no  alcanzan  á  constituir  una  fuente, 
de  un  arroyo  6  de  una  vertiente,  etc.  So- 
bre estas  especies  el  Código  da  reglas  que 
se  contienen  disemintidas  en  los  diferen- 
tes tftulos,  pudiendo  d^irse  que  ellas  ce- 
den al  duefio  del  suelo  que  ocupan,  sal- 
vo las  excepciones  legales. 

Las  aguas  corrientes,  tal  vez  por  la 
misma  dificultad  de  apropiación  que 
ofrecen,  han  sido  muy  reglamentadas 
por  el  legislador. 

Los  artículos  595  y  837  del  Código  Ci- 
vil nos  dan  una  clasificación  jurídica  y 
fundamental  de  ellas,  á  saber: 


AGUAS  QUE  CORREN  POR  CAUCES 
NATITRALES; 
AGUAS  QUE  CORREN  POR  UN 
CAUCE  ARTIFICIAL. 

Las  primeras  son,  por  regla  general, 
bienes  nacionales  de  uso  público.  Las  se- 
gundas son  bienes  de  dominio  privado. 

El  proyecto  de  Código  Civil  de  1853 
dió  el  nombre  de  ríos  á  todas  las  aguas 
que  corren  por  cauces  naturales  (art. 
697>y  distinguía  entre  ríos  mayores  y 
ríos  menores.  Se  llamaban  mayores  los 
que  corren  en  todas  las  estaciones  y  lle- 
van sus  aguas  inmediatamente,  ó  por 
medio  de  otros  ríos,  al  mar  ó  á  los  lagos 
mayores.  Se  llamaban  menores  los  que 
en  ciertas  estaciones  se  agotan  ó  los  que, 
corriendo  perennemente,  llevan  sus  aguas 
á  los  lagos  menores. 

Todas  estas  definiciones  y  clasificacio- 
nes fueron  abandonadas  en  el  proyecto 
que  se  convirtió  en  ley  de  la  Kepl3blÍca. 

El  Código  Civil  no  denomina  ríos  á 
todas  las  aguas  que  corren  por  cauces 
naturales,  ni  habla  de  ríos  mayores  y  me- 
nores. 

Sobre  las  aguas  que  corren  por  cauces 
naturales,  el  artículo  595  del  Código  no 
admite  sino  una  distinción: 

AGUAS  (vertientes)  QUE  NACEN  V 
MUEREN  DENTRO  DK  UNA  HISHA  HEREDAD; 
AGIDAS  QUE  NO  CUMPLEN  CON 
ALGUNO   DE   ESTOS  REQUISITOS. 

Aquéllas  son  de  dominio  privado.  Estas 
de  propiedad  nacional  y  de  uso  público, 
ya  sean  ríos  grandes  ó  pequeños,  esteros, 
arroyos  ó  cualquier  otra  especie  de  co- 
rriente natural. 

Las  disposiciones  especiales  de  la  ley 
pueden  tal  vez  sugerir  otras  distinciones, 
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pero  las  hechas  hasta  aquí,  que  conside- 
ramos sólidamente  fundadas  en  la  natu- 
raleza y  en  el  derecho,  bastan  para  esta- 
blecer el  plan  de  nuestro  estudio. 

Recordemos,  antes  de  pasar  adelante, 
la  distinción  que  se  hace  en  la  Ley  de  Mu- 
nicipalidades para  los  efectos  del  núme- 
ro 2''  del  artículo  26,  de  ríos  y  esteros  que 
corren  exclusivamente  dsntro  de  un  terri- 
torio municipal  y  de  ríos  y  esteros  que 


recorren  6  dividen  dos  6  más  territorios 
municipales,  distinción  que  trae  á  la  me- 
moria, la  de  ríos  que  dividen  provincias 
6  departamentos  y  ríos  que  no  llenan  este 
requisito,  establecida  por  las  ordenanzas 
también  para  efectos  especiales. 

Estas  ramificaciones  no  destruyen  la 
clasificación  general  que  dejamos  expues- 
ta y  que  presentamos  resumida  en  el  si* 
guíente  cuadro: 


AGITAS  PLUVIALES... 


detenidas 


Superficiales 


AGrAS  TERRESTRES 


comentes 


Subterráneas 


por  cauces 
naturales 


por  cauces 
artificiales 


que  no  nacen  y 
mueren  dentro 
de  tma  misma 

I  heredad. 

que  nacen  y  mue- 
ren dentro  de 
una  misma  he- 
redad. 


AGt'AS  T>E  MAR 


II 


ACrAS  PLI  VIALES 


1. — Bajo  la  denominación  de  a^tas  plu' 
viales  comprendemos  las  que  emanan  di- 
rectamente de  las  lluvias  y  (|ue  no  han 
alcanzado  á  confundirse  con  otras,  como 
las  de  un  río,  lago  ó  corriente  subterrá- 
nea, en  diversa  forma  consideradas  por 
el  derecho. 

Esta  distinción  es  necesaria  por  la  re- 
partición que  naturalmente  experimen- 
tan las  agaaS'Uu  vías.  En  efecto,  una  parte 
de  ella^  cae  al  álveo  de  un  rfo  é  incremen- 


ta un  caudal  nacional  de  uso  público, 
otra  se  detiene  en  un  gran  lago  de  pro- 
piedad fiscal  ó  en  uno  de  dominio  priva- 
do. La  que  cae  en  la  superficie  de  un  pre- 
dio, ó  se  evapora  con  el  calor  de  los  ra- 
yos solares,  ó  se  consume  en  el  mismo 
terreno  que  con  sus  humedades  fecunda, 
ó  se  infiltra  en  su  seno  y  á  veces  alimeiiia 
lejanos  manantiales,  ó  forma  corrientes 
sujKírficiales  más  ó  menos  considerables 
que  suelen  pasar  á  ajenas  heredades  por 
las  depresiones  del  mismo  suelo. 

En  estas  condiciones  varias,  la  ley  no 
puede  considerar  como  aguas  pluviales, 
sino  aquellas  que  conservan  los  caracte- 
res de  su  origen  y  que  necesitan  ser  re- 
glamentadas de  un  modo  especial  por 
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no  serles  aplicables  las  disposiciones  co- 
mnnes. 

Bsto  explica  por  qué  son  tan  escasas 
las  prescripciones  de  los  Códigos  relati- 
vas á  la  especie  de  aguas  de  que  venimos 
hablando. 

2. — Generalmente  las  legislaciones  han 
guardado  silencio  sobre  el  dominio  de  las 
aguas  lluvias)  pero  la  doctrina  y  la  juris- 
prudencia, en  particular  la  francesa,  han 
estado  de  acuerdo  en  considerarlas  como 
una  accesión  de  la  propiedad  á  que  des- 
cienden. 

Este  principio  ha  sido  consagrado  en 
Francia  por  la  lev  de  8  de  abril  de  1898 
que  reformó  algunas  de  las  disposiciones 
sobre  aguas,  que  contenía  el  Código  Ci- 
vil, introdudendo  en  el  artículo  641,  nue- 
vo, la  siguiente  prescripción:  "Todo  pro- 
"  pietario  tiene  el  derecho  de  usar  y  de 
"  disponer  de  las  aguas  pluviales  que 
*•  caen  en  su  fundo". 

Antes,  la  ley  española  de  aguas  de  13 
de  junio  de  1879,  había  dispuesto:  "Ar- 
"  ticulo  1'.  Pertenecen  a!  dueño  de  un 
**  predio  las  aguas  pluviales  que  caen  en 
"  el  mismo,  mientras  discurran  por  él. 
*'  Podrá,  en  consecuencia,  construir  den- 
"  tro  de  su  propiedad  estanques,  panta- 
"  nos,  cisternas  ó  algihes  donde  conser- 
"  varias  al  efecto»  ó  emplear  cualquier 
'*  otro  medio  adecuado,  .siempre  que  con 
"  ello  no  cause  perjuicio  al  público  ni  A 
"  tercero. — Se  reputan  aguas  pluviales, 
"  para  los  efectos  de  esta  ley,  las  que 
"  proceden  inmediatamente  de  las  llu- 
"  vías.  Artículo  2*.  Son  de  dominio  pá- 
"  blico  las  aguas  pluviales  que  discu- 
"  rran  por  barrancas  6  ramblas,  cuyos 
"  cauces  sean  del  mismo  dominio  público. 
"  Artículo  3'.  Los  Ayuntamientos,  dan- 
"  d(j  cuenta  al  Gobernador  de  ta  provin- 
"  cía,  podían  conceder  autorización  al 


"  que  lo  solicite  para  construir  en  terrc- 
*'  nos  públicos  de  sus  términos  y  jurisdic- 
"  ción  ci.stemas  6  algibes  donde  se  reco- 
"  jan  las  aguas  pluviales.  Cuando  la  re- 
"  solución  del  Ayuntamiento  sea  negati- 
"  va,  se  podrá  recurrir  en  alzada  al  Go- 
"  bernador  de  la  Provincia,  quien  resol- 
verá definitivamente". 

3. — El  Código  Civil  chileno,  como  el  an- 
tiguo francés,  no  resuelve  expresamente 
la  cuestión,  pero  contiene  disposiciones 
que  no  permiten  abrigar  dudas  en  orden 
al  dominio  de  las  aguas-lluvias. 

Una  sencilla  distinción  aclara  la  ma- 
teria. 

O  se  trata  de  aguas  que  se  detienen  ó 
circulan  dentro  de  un  predio,  ó  se  trata 
de  aguas  que  pasan  los  límites  de  una 
heredad. 

En  el  primer  caso  las  aguas'lluvias]fer- 
tenecen  al  dueño  del  suelo,  como  un  atri- 
buto de  su  cosa,  y,  si  se  quiere,  por  acce- 
sión. En  el  segundo,  siguen  la  condición 
de  las  aguas  corrientes,  bien  definida  en 
nuestro  Código  en  sus  bases  cardinales. 

El  artículo  593  dice  que  todas  las  aguas 
que  corren  por  cauces  naturales,  son  bie- 
nes nacionales  de  uso  público,  exceptuan- 
do solamente  las  vertientes  (|ue  nacen  y 
mueren  dentro  de  una  misma  heredad,  y 
como  esta  regla  es  absoluta  tiene  que 
aplicarse  A  las  íiguas  lluvias  que  corran 
por  cauces  que  pasen  por  varias  propie- 
dades. El  caso  especial  sería  el  de  un  cau- 
ce prolongado  formado  poraguas  torren- 
ciales en  que  solamente  corrieran  agims- 
fiuvias  en  ciertas  épocas  del  año. 

Igualmente  aplicables  á  las  aguas  de 
esta  especie  serán  los  artículos  833,  834, 
835  y  836  del  Código  Civil,  que  dicen: 

Art.  833.  "El  predio  inferior  está  suje- 
"  to  árccibir  las  aguas  que  descienden  del 
"  predio  sujierior  naturalmente,  es  decir, 
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sin  que  la  mano  del  hombre  contribu- 
ya á  ello. 

"No  se  puede,  por  consiguiente,  dirigir 
un  albañal  6  acequia  sobre  el  predio 
vecino,  si  no  se  ha  constituido  esta  ser- 
vidumbre especial. 

**  En  el  predio  servil  no  se  puede  hacer 
cosa  alguna  que  estorbe  la  servidum- 
bre natural,  ni  en  el  predio  dominante 
que  la  grave." 

Art.  834.  '*  El  dueño  de  una  heredad 
puede  hacer,  de  las  aguas  que  corren 
naturalmente  por  ella,  aunque  no  sean 
de  su  dominio  privado,  el  uso  conve- 
'  niente  para  los  menesteres  domésticos, 
'  para  el  riego  de  la  misma  heredad,  para 
'  dar  movimiento  á  sus  molinos  ü  otras 
'  máquinas  y  abrevar  sus  animales. 
"  Pero  aunque  el  dueño  pueda  servirse 
'  de  dichas  aguas  deberá  hacer  volver  el 
'  sobrante  al  acostumbrado  cauce  á  su 
'  salida  del  fundo." 
Art.  835.  "El  uso  que  el  dueño  de  una 
'  heredad  puede  hacer  de  las  aguas  que 
'  corren  por  ella  se  limita: 
*'  1'  En  cuanto  el  dueño  de  la  heredad 
'  inferior  haya  adquirido  por  prescrip- 
'  c¡6n  ú  otro  título  el  derecho  de  servirse 
'  de  las  mismas  aguas;  la  prescripción  en 
'  este  caso  será  de  diez  años,  contados 
'  como  para  la  adquisición  del  dominio, 
'  y  correrá  desde'que  se  hayan  construi- 
'  do  obras  aparentes,  destinadas  á  facili- 
'  tar  ó  dirigir  el  descenso  de  las  aguas 
'  en  la  heredad  inferior; 
'*2*  En  cuanto  contraviniere  á  las  leyes 
'  y  ordenanzas  que  provean  al  beneficio 
'  de  la  navegación  ó  flote  Ó  reglen  la  dis- 
'  tribución  de  las  aguas  cutre  los  propie- 
'  tarios  riberanos; 
"  3*^  Cuando  las  aguas  fueren  necesn- 
'  rias  para  los  menesteres  domésticos  de 
'  los  habitantes  de  un  pueblo  vecino; 


**  pero  en  este  caso  se  dejará  una  parte  á 
' '  la  heredad  y  se  la  indemnizará  de  todo 
'*  perjuicio  inmediato. 

Si  ta  indemnización  no  se  ajusta  de 
*'  común  acuerdo,  podrá  el  pueblo  pedir 
"  la  expropiación  del  uso  de  las  aguas  en 
"  la  parte  que  corresponda,  y  en  confor- 
*'  midad  al  artículo  12  de  la  Constitu- 
*'  ción,  número  5"'. 

Art.  836.  "Bl  uso  de  las  aguas  que  co- 
"  rrenpor  entredós  heredades  correspon- 
"  den  en  común  á  los  dos  riberanos,  con 
"  las  mismas  limitaciones,  j  será  r^la- 
"  do  en  caso  de  disputa  por  la  autoridad 
"  competente,  tomándose  en  considera- 
"  ción  los  derechos  adquiridos  porpres- 
"  cripción  ú  otro  título,  como  en  el  caso 
"  del  artículo  precedente,  número  1'*'. 

Hemos  reproducido  íntegramente  estas 
disposiciones  á  que  muchaa^veces  tendre- 
mos que  referimos  en  el  curso  de  este  tra- 
bajo, sin  el  propósito  de  escudriñar  las 
diferentes  cuestiones  que  su  aplicación  á 
las  agaas-Üuvias  pudiera  suscitar.  Ello 
nos  llevaría  á  un  terreno  de  disertaciones 
teóricas  bien  poco  conveniente.  Las  aguas 
lluvias  casi  no  son  utilizables  en  Chile  por- 
que en  este  país  solamente  llueve  en  el  in- 
vierno, cuando  la  tierra  no  necesita  riegos 
artificiales.  De  aquí  que_no  se  haya  pre- 
sentado á  nuestros  tribunales  un  sinnú- 
mero de  casos  que  llenan  páginas  enteras 
de  los  repertorios  de  la  jurisprudencia 
francesay  que  se  refieren  á  materias  como 
éstas:  si  está  obligado  á  restituir  las  aguas 
lluvias  el  que  por  Wa  de  ocupación  se  apo- 
dera de  ellas  antes  de  que  hayan  caído  al 
terreno  de  otro;  si  todo  propietario  puede 
conceder'el  goce  de  las  aguas  que  caen  en 
su  fundo  á  un  propietario  vecino;  si  un 
goce  semgante  puede  ser  adquirido  á  tí- 
tulo de  servidumbre  por  destinación  del 
padre  de  familia;  si  el  propietario  vecino 
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puede  prescribir  el  derecho  á  este  goce, 
practicando  sobre  el  otro  fundo  trabajos 
destinados  á  conducir  las  aguas  á  su  pro- 
piedad; sien  algunos  casos  puede  estimar- 
se que  hay  mera  tolerancia  de  parte  del 
dueño  del  predio  superior  en  permitir  el 
goce  de  aguas  que  le  son  inútiles;  sila  dis- 
posición relativa  á  las  aguas  que  descien- 
den naturalmente  del  predio  superiorque 
contenia  el  artículo  640  del  Código  fran- 
cés^ igual  al  833  del  nuestro,  era  aplicable 
á  las  aguas  pluviales;  si  eran  aplicables 
los  artículos  644  y  645  que  hablan  délas 
aguas  de  curso  natural  que  limitan  las 
propiedades^  etc.,  etc. 

Limitaremos  nuestros  comentarios  á 
las  situaciones  relativas  á  las  aguas  plu- 
viales que  pueden  presentarse  6  se  han 
presentado  en  nuestro  país  y  que  requie- 
ren la  atención  de  los  jurisconsultos'ó  del 
legislador. 

4. — En  el  mismo  párrafo  de  las  servi- 
dumbres naturales  del  Código  Civil  chi- 
leno, de  donde  hemos  tomado  los  artícu- 
los copiados  más  arriba,  figura  el  si- 
guiente: 

A.rt.  838.  "El  dueño  deun predio  puede 
servirse  como  quiera  de  las  aguas-lluvias 
que  corren  por  un  camino  público,  y  tor- 
cer  su  curso  para  servirse  de  ellas.  Ninguna 
prescripción  puede  privarle  de  este  uso". 

Esta  disposición  parece  haberse  dicta- 
do más  bien  en  beneficio  de  las  vías  pú- 
blicas que  del  cultivo  de  las  tierras. 

La  ley  de  caminos  de  17  de  diciembre 
de  1842,  anterior  al  Código,  prescribía 
la  forma  en  que  aquellos  debían  cons- 
truirse y  consultaba  á  cada  uno  de  sus 
costados  una  zanja  ó  foso  de  dos  varas 
de  ancho  y  dos  de  profundidad,  como  co- 
lectores de  las  aguas. 

El  artículo  23  preceptuaba  lo  siguiente: 
"Las  aguas  que  se  recojan  en  los  fosos  y 
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'  provengan  de  las  lluvias,  tendrán  su 
'  salida  por  bajo  de  puentes  ó  por  enci- 
'  ma  de  calzadas  empedradas,  según  lo 
'  permita  el  terreno". 

Y  el  24:  "Los  propietarios  de  los  terre- 
'  nos  colindantes  son  obligados  á  recibir 
'  estas  aguas,  pero  precisamente  se  les 
'  avisará  con  anterioridad,  ó  se  les  oirá 
'  sumariamente  sobre  ello,  para  el  solo 
'  efecto  de  evitarles  los  perjuicios  cuando 
'  sea  posible." 

Y  el  25:  "Las  aguas  que  procedan  de 
'  las  tierras  vecinas  6  que  se  lleven  para 
'  riegos  sólo  podrán  pasar  por  los  cami- 
'  nos  y  zanjas,  cruzando  aquéllos  bajo 
*  de  puentes  de  seis  varas'de  extensión,  á 
'  lo  menos,  construidos  de  materiales  só- 
'  lides  y  costeados  por  los  dueños  de  las 
'  mismas  aguas  ó  atravesando  las  zan- 
'  jas  sobre  arcos  ó  canoas,  ó  en  el  modo 
'  que  acordare  la  junta  provincial.  Es 
'  prohibido  conducir  las  aguas  por  el  te- 
'  rreno  de  los  caminos  siguiendo  su  direc- 
'  ción." 

En  esta  ley  dominó  el  criterio  práctico 
de  nuestros  agricultores  sobre  los  princi- 
pios jurídicos  y  los  precedentes  de  otras 
legislaciones.  En  ella  se  ve  la  poca  im- 
portancia que  se  daba  á  las  aguas-llu' 
vias.  El  legislador  se  preocupaba  de  ellas 
para  arrojarlas  fuera  de  los  caminos  y 
para  imponerálos  predios  colindantes  la 
servidumbre  de  recibirlas,  con  aviso  pre- 
vio, pero  sin  indemnización  alguna. 

Taldisposición  está  indudablemente  de- 
rogada por  el  Código  Civil  que  solamen- 
te impone  al  predio  inferior  la  carga  de 
recibir  las  aguas  que  naturalmente  des- 
cienden del  predio  superior,  sin  que  la 
manp  del  hombre  contribuya  á  ello;  por 
lo  que  será  menester  imponerla  servi- 
dumbre de  acueducto  de  desagüe  con  las 
indemnizaciones  consiguientes  en  caso  de 
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necesidad  de  dar  salida  á  las  aguas  so- 
brantes de  las  zanjas  de  los  caminos  pú- 
blicos. 

Por  lo  que  hace  al  derecho  de  servirse 
de  las  aguas  lluvias  que  corren  por  un  ca- 
mino público,  no  conocemos  caso  alguno 
en  que  se  haya  aplicado  el  precepto  legal 
que  lo  consagra. 

Teóricamente,  el  artículo  838  se  presta 
á  muchas  observaciones. 

£1  entrega  las  aguas  al  primer  ocupan- 
te sin  distinguir  si  el  predio  colinda  con 
el  camino  público  6  está  distante  de  él  j 
no  regla  su  uso  entre  varios  que  puedan 
concurrir  á  ejercer  el  mismo  derecho.  Re- 
chaza toda  prescripción,  lo  que  se  explica 
respecto  á  la  extintiva  de  servidumbre, 
porque  es  natural  que  el  propietaiio  pue- 
da servirse  de  las  a^uas-Z/uvias  que  corren 
por  el  camino,  aunque  hayan  transcí:rri- 
do  muchos  años  sin  quehayaejercido  esta 
facultad,  y  lo  que  podría  ser  muy  duro 
tratándose  del  caso  de  un  propietario  qu^ 
se  viera  privado  de  las  aguas  de  que  ha 
gozado  desde  mucho  tiempo,  porque  el 
propietario  del  predio  superior  se  resuel- 
ve á  hacer  uso  de  las  mismas  aguas. 

En  la  jurisprudencia  francesa  se  regis- 
tran muchos  casos  relativos  á  las  aguas- 
lluvias  que  corren  por  los  caminos  públi- 
cos. La  administración  las  concede  á  los 
particulares  que  las  solicitan  y  que,  por 
este  medio,  adquieren  un  derecho  de  uso 
sometido  en  su  ejercicio  y  duración  á  las 
determinaciones  de  la  autoridad,  pero 
que.  entre  los  concesionarios,  da  base 
para  acciones  posesorias  y  aún  para  la 
prescripción. 

Todo  esto  supone  un  orden  de  cosas 
completamente  desconocido  entre  noso- 
tros por  las  razones  que  hemos  indicado 
arriba. 

5. — De  más  importancia  práctica  que  el 


artículo  que  acabamos  de  estudiar,  es  la 
disposición  del  879  del  Código  CítíI: 

"No  hay  servidumbre  legal  de  agaas-Jíu- 
"  vías.  Los  techos  de  todo  edificio  deben 
"  verter  sus  aguas-lluvias  sobre  el  predio 
"  á  que  pertenecen  ó  sobre  la  calle  ó  ca- 
"  mino  público  Ó  vecinal,  y  no  sobre 
"  otro  predio,  sino  con  voluntad  de  su 
"  dueño". 

Desde  los  romanos,  aparecen  reglaaieu- 
tadas  las  aguas-IJuvias  que  vierten  los 
techos  de  los  edificios,  como  nos  lo  re- 
cuerdan los  nombres  de  las  diversas  servi- 
dumbres positivas  ó  negativas  á  que  ese 
hecho  daba  lugar:  Stillicidii  recipiendi; 
stillicidii  averteadi;  stillicidii  noa  aver- 
tendi. 

Nuestro  Código  ha  adoptado  como  sis- 
tema legal,  sin  perjuicio  de  convenciones 
en  contrario,  el  de  que  el  dueño  de  un  pre- 
dio no  pueda  arrojar  las  aguas-lluvias 
sobre  otro  predio  por  medio  de  los  cana- 
les de  sus  techos,  lo  que  no  es  sino  una 
derivación  de  la  regla  general  contenida 
en  el  artículo  833.  Las  aguas-lluvias  que 
vierten  los  edificios  no  son  aguasquedes- 
dendan  naturalmente  sobre  el  predio  del 
vecino.  La  mano  del  hombre  que  ha  he- 
cho las  construcciones  es  la  que  lasdirigt 
en  uno  ú  otro  sentido,  á  voluntad. 

La  ley  se  aplica  átoda  clase  de  edificios, 
no  sólo  á  los  levantados  en  una  ciudad, 
al  costado  de  las  calles,  sino  á  los  cons- 
truidos en  el  campo.  Esto  se  deduce  de 
la  referencia  á  los  caminos  públicos  ó  ve- 
cinales que  contiene  el  artículo. 

El  derecho  de  verterlas  aguas  pluviales 
á  las  calles  ó  caminos  está  modificado 
por  el  número  11  del  artículo  25  de  la  ley 
de  municipalidades  de  1891 ,  según  el  cual 
corresponde  especialmente  á  estas  corpo- 
raciones "impedir  que  las  aguas-lluvias 
caigan  sobre  las  vías  públicas  desde  los 
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edíñcios'*.  Con  arreglo  á  esta  disposición 
el  propietario  que  necesite  llevar  á  la  ca- 
lle pública  el  aguaque  arrojen  sus  techos, 
deberá  bajarla  por  medio  de  canales  has- 
ta el  nivel  del  sucio  y  arrojarla  á  la  cune- 
ta de  la  vfa  pública  pasándola  por  la 
vereda  en  las  condiciones  que  las  orde- 
nanza locales  lo  permitan. 

La  regla  del  artículo  879  no  importa 
una  prohibición  de  establecer  la  servidum- 
bre voluntaría  de  aguas-Ilurias  sobre  el 
predio  del  vecino,  ha.  leyes  expresa  sobre 
este  particular  en  el  mismo  artículo  879 
y  en  el  880  del  párrafo  de  las  servidum- 
bres voluntarias,  que  dice:  "Cada  cual  po- 
"  drá  sujetar  su  predio  á  las  servidum- 
*'  bres  que  quiera  y  adquirirlas  sobre  los 
"  predios  vecinos  con  la  voluntad  de  sus 
"  dueños,  con  tal  que  no  dañe  con  ellas  el 
"  orden  público,  ni  se  contravenga  á  las 
"  leyes". 

Generalmente,  lo  que  puede  adquirirse 
por  tftulo  derivativo  puede  ganarse  por 
prescripción,  modo  de  adquirir  basado 
en  la  larga  posesión  de  la  cosa  ajena  que 
hace  presumir  el  abandono  del  verdade- 
ro duefio.  No  conocemos  disposición  al- 
gunadel  Código  Civil  que  impida  ganar 
porprescripción  la  servidumbre  de  aguas- 
//uv7as,yencambionumerosas  sentencias 
de  nuestros  tribunales  han  reconocido 
este  modo  deadquirírdicha  servidumbre. 

Entre  otras  resoluciones  de  estaesiiecie 
podríamos  citar  el  número  3041  de  la 
Gaceta  de  1872  (pág.  1298)  en  que  se  re- 
cuerda, por  vfa  de  ilustración,  la  ley  15, 
tftulo  31,  Partida  3*,  que,  enumerando 
las  servidumbres  que  se  pueden  ganar 
por  tiempo,  dice:  "ó  si  touiesse  las  alas 
de  sus  casas  sobre  el  techo  de  su  veci- 
no, de  manera  que  cayesse  y  el  agua  de 
la  lluvia". 

Es  bien  explícita  la  de  la:  Corte  de  Con- 


cepción que  se  registra  con  el  número 
1015  en  la  Gaceta  de  1880  y  que  com- 
pendia Ravest  en  el  número  609  de  su 

Diccionario,  en  esta  forma: 

"El  colindante,  fundándose  en  lo  dis- 
"  puesto  en  d  artículo  879  y  931  delCódi- 
"  go  Civil,  demandó  al  vecino  para  que  se 
"  declarase  que  no  estaba  obligado  á  so- 
"  portar  laservidumbre  de  aguas  lluvias 
"  de  un  edificio  de  dos  aguas,  y  para  que 
"  se  destruyese  el  alero  en  toda  la  parte 
"  que  sobresalía  del  plano  vertical  de  la 
"  muralla  divisoria.  El  demandado  probó 
"  que  había  comprado  la  casa,  á  cuyo 
"  alero  se  refería  la  demanda,  hacía  más 
"  de  diez  años  y  en  el  mismo  estado  actual; 
"  es  decir,  con  la  servidumbre  de  aguas 
"  lluvias,  y  por  consiguiente  haMa  gana- 
"  do  dicha  servidumbre  por  prescripción. 
"  Probada  la  excepción  y  con  el  mérito  de 
<'  lo  dispuesto  en  los  artículos880,882y 
"  2507  del  Código  Civil,  se  desechó  lade- 
•*  manda". 

En  el  mismo  sentido  falló  la  segunda 
sala  de  la  Iltma.  Corte  de  Apelaciones  de 
Santiago  en  el  caso  de  la  sentencia  nú- 
mero 3078  de  la  Gaceta  de  1885  (pág. 
1844>. 

El  precepto  de  laley  de  Municipalidades 
que  arri  ba  hemos  transcrito  impide  adqui- 
rir por  prescripción  la  servidumbre  de 
arrojar  directamente  las  agaus-llavias 
desde  los  edificios  sobre  la  calle  pública, 
porque  ese  precepto  es  de  orden  público, 
envuelve  una  prohibición  para  los  parti- 
culares y  tiene  el  carácter  de  una  de  esas 
medidas  de  policía,  contra  las  cuales  no 
hay  posesión,  ni  prescripción  posible.  Con 
todo,  si  se  trata  de  edificio  construido 
antes  de  la  ley  del  91,  mientras  no  se  ree- 
difique, creemos  que  las  Municipalidades 
deben  respetar  el  derechá'  adquirido  de 
servidumbre  de  aguas  pluviales  sobre  la 
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calle  pública  en  la  forma  en  que  lo  tole- 
raba el  artfculo  879  del  Código  Civil. 

Las  aguas  pluviales  se  utilizan  en  Chile 
en  una  forma  digna  de  ser  especialmente 
considerada. 

Queremos  hablar  de  los  pantanos  arti- 
ficiales en  que  durante  la  época  de  las  llu- 
vias se  almacenan  aguas  que  han  de  ser- 
vir para  el  riego  en  la  temporada  del 
estío. 

Depósitos  de  esta  naturaleza  existen  en 
el  origen  de  algunos  ríos  que  nacen  en  la 
cordillera  de  los  Andes,  como  los  de  las 
lagunas  del  Huasco  embalsados  median- 
te obras  recientemente  construidas  por 
el  Estado  y  el  de  la  lagun^  de  Alicahue, 
llevado  á  término  en  1894  por  el  agricul- 
tor don  Ignacio  Silva  Ureta. 

Hay  otros  en  las  cuencas  de  la  cordi- 
llera de  la  costa,  de  los  cuales  tal  vez  ti 
más  antiguo  es  la  laguna  de  Catapilco 
destinada  á  regar  unas  trescientas  cua- 
dras en  la  hacienda  que  fué  de  don  Fran- 
cisco Javier  Ovalle,  hoy  dividida  entre 
sus  herederos,  y  uno  de  los  más  moder- 
nos es  el  conocido  lago  de  Feñuelas  que 
da  agua  potable  á  la  ciudad  de  Valpa- 
raíso. 

Más  adelante,  al  tratar  de  las  aguas 
detenidas,  hablaremos  con  más  detalles 
de  esta  clase  de  obras  dignas  de  ser  favo- 
recidas por  el  legislador  por  el  gran  im- 
pulso que  de  ellas  pueden  recibir  la  agri- 
cultura y  la  higiene  de  las  poblaciones. 

Por  el  momento,  las  consideraremos 
como  medio  de  utilizar  las  aguas  plu- 
viales. 

Es  incontestable  el  derecho  que  tiene  el 
dueño  de  la  cuenca  de  recepción  de  un 
pantano  artificial  para  recoger  y  almace- 
nar en  él  las  agaas-Uavias  que  caen  en  su 
propiedad.  Ninguna  dificultad  puede  sus- 
citarse cuando  toda  la  hoya  hidrográfica 


del  depósito  pertenece  á  un  solo  dueño  y 
cuando  las  obras  no  interceptan  el  curso 
de  aguas  corrientes  sobre  las  cuales  pue- 
den tener  derecho  los  predios  inferiores. 
Pero  será  excepcional  que  esto  suceda. 
Lo  natural  es  que  en  un  pantano  de  esa 
naturaleza  se  recojan  no  sólo  aguas-llu- 
vias del  predio  en  que  se  ejecuta  la  obra 
sino  aguas  de  la  misma  especie  de  los 
fundos  superiores,  corrientes  de  dominio 
privado  y  nacionales  de  uso  público  y 
aún  venas  de  aguas  subterráneas  que 
pueden  ser  alimento  de  lejanos  manan- 
tiales. 

Nuestras  leyes  no  han  previsto  situa- 
ciones semejantes  ni  para  garantir  los 
derechos  adquiridos  de  los  dueños  de  pre- 
dios inferiores  ni  para  facilitar  la  cons- 
trucción de  aquella  clase  de  obras. 

La  ley  debe  proveer  á  la  necesidad  en 
que  puede  verse  el  propietario  que  pro 
yecta  un  pantano  artificial  de  expropiar 
en  cierto  modo  aguas  ajenas  para  la  rea- 
lización de  la  empresa. 

Esta  expropiación  tendría  el  carácter 
de  una  servidumbre  en  que  la  indemniza- 
ción consintiría  en  devolver  la  misma 
cantidad  de  agua  tomándola  del  depósi- 
to artificial  con  un  tanto  por  ciento  de 
aumento  como  precio  del  servicio. 

Si  el  pantano  proyectado  abarcare  una 
hoya  hidrográfica  que  comprendiere  te- 
rrenos de  las  heredades  superiores,  la  ley 
debería  autorizar  la  captación  de  las 
aguas-lluvias  de  esas  heredades  siempre 
que  sus  dueños  no  pudieren  utilizarlas 
con  idénticas  obras  en  sus  respectivos 
predios  ó  no  iniciaren  trabajos  para  ello 
en  plazos  fijados  por  el  juez. 

Naturalmente,  no  podemos  aconsejar 
estas  nuevas  servidumbres  sino  en  favor 
de  pantanos  que  revistan  cierta  impor- 
tancia, sea  por  el  número  de  cuadras  á 
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cuyo  regadfo  van  á  contribuir  6  por  la 
fuerza  motriz  que  vaya  á  aprovecharse 
de  la  calda  de  las  aguas  que  de  ellos  se 

deriven. 

La  ley  podría  reglamentar  prolijamen- 
te la  materia  para  que  el  interés  de  los 
empresarios  de  tales  obras  se  concille 
con  los  derechos  adquiridos  sobre  las 
aguas  del  embalsamiento. 

Las  aguas  pluviales  constituyen  á  ve- 
ces graves  peligros  para  los  campos  y  las 
poblaciones. 

Los  torrentes  que,  en  las  lluvias  ex- 
traordinarias por  su  duración  ó  copiosi- 
dad, se  desprenden  de  los  carros,  no  pue- 
den ser  contenidos  por  los  cauces  que 
ordinariamente  dan  paso  á  las  corrientes 
naturales,  y  de  aquf  el  origen  de  las  inun- 
daciones. 

Ejemplos  dolorosos  de  fenómenos  de 
esta  naturaleza  hemos  experimentado  en 

los  fundos  vecinos  á  Santiago  y  en  los  ba- 
rrios del  Matadero  de  esta  capital,  en  los 
grandes  aluviones  de  1877  y  de  1899. 

En  previsión  de  tales  accidentes  las  au- 
toridades administrativas  deberían  im- 
pedir la  ocupación  de  los  álveos  6  cau- 
ces naturales  por  donde  han  corrido  las 
aguas  máximas  de  las  grandes  lluvias. 

Nuestro  Código  Civil  (art.  650,  inc.  2^; 
considera  parte  del  cauce  de  una  corrien- 
te el  suelo  que  el  agua  ocupa  y  desocupa 
alternativamente  en  sus  creces  y  bajas 
periódicas»  y,  tratándose  de  cauces  colec- 
tores de  las  aguas  lluvias  de  una  dilata- 
da zona,  hay  que  tomar  los  movimientos 
]>eriódico8  á  que  el  legislador  se  refiere  en 
armonía  con  las  observaciones  hidromé- 
tricas  que  indican  la  repetición,  en  tiem- 
pos más  ó  menos  lejanos,  de  los  aluviones 
que  nos  sorprenden  como  casos  fortuitos. 

Es  necesario  evitar  lo  que  aconteció 
con  el  zanjón  de  la  Aguada,  cauce  natu- 


ral colector  de  las  aguas  lluvias  de  la  ver^ 
tiente  occidental  de  los  Andes,  que  se  ex- 
tiende desde  tres  kilómetros  al  sur  de 
Santiago,  hasta  la  cuenca  del  río  Maipo. 

Los  vecinos  se  habían  acostumbrado 
á  considerar  ese  zanjón  como  un  lecho  de- 
finitivamente abandonado  por  las  aguas 
naturales,  y  aprovechando  los  derrames 
de  riegos  que  en  algunos  puntos  condu- 
cía, habían  reducido  su  capacidad  á  muy 
estrechos  límites. 

Contribuyó  á  este  error  la  circunstan- 
cia de  que,  cortando  el  Canal  San  Carlos, 
de  la  Sociedad  del  Canal  de  Maipo,  en  su 
dirección  de  sur  á  norte,  los  ^deos  occi- 
dentales de  las  cerranías  andinas,  el  mis- 
mo canal  servía  en  el  invierno  de  cauce 
colector  de  las  aguas  lluvias  de  toda  la 
vertiente  de  su  curso,  lo  que  tendía  á  dis- 
minuir las  qne,  pasando  por  alcantari- 
llas, seguían  su  descenso  por  los  antiguos 
cauces  naturales. 

Las  prolongadas  lluvias  del  invierno  de 
1877  se  convirtieron  en  turbios  torrentes 
que  comenzaron  por  embaucar  el  Canal 
San  Carlos  y  se  desbordaron  en  desorden 
por  los  campos,  siendo  del  todo  insufi- 
cientes para  contenerlos  las  alcantarillas 
que  haMan  servido  medio  siglo  y  los  ce- 
gados cauces  naturales  que  debían  con- 
fluir al  también  cegado  zanjón  de  la 
Aguada. 

La  avenida,  es  menester  reconocerlo, 
fué  extraordinaria,  constituyendo  un  vei> 
dadero  caso  fortuito,  que  los  vecinos  de 
Santiago  pudieron  apreciar  por  el  aspec«- 
to  imponentey  nunca  visto  del  río  Mapo- 
cho  y  por  el  peligro  real  de  una  inunda- 
ción qne  fué  conjurado  por  el  trabajo  de 
tropas  del  ejército  de  línea  al  mando  del 
entonces,  coronel  don  Manuel  Baquedano. 

Pero,  de  todos  modos,  aquellos  sucesos 
debieron  aconsejaralgunas medidas  para 
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regÍQietitar  lasag^aa  lluvias  qtte  se  des- 
cargan sobre  la  ciudad  de  Santiago. 

Nada  se  hizo  y  veintifin  años  después, 
en  1899,  se  repitieron  fenómenos  seme- 
jantes. 

Esta  segunda  lección  fué  másprovecho- 
sa.  La  Sociedad  del  Canal  de  Maipo  en- 
sanchó considerablemente  la  alcantarilla 
de  Macul  y  el  Supremo  Gobierno  hizo 
abrir  hasta  su  origen  el  zanjón  de  la 
Aguada. 

Los  canales  de  largo  trayecto  por  las 
faldas  de  los  cerros,  como  son  la  mayor 
parte  de  los  que  forman  la  red  de  regadío 
en  nuestro  p£ds,por  más  que,  con  arreglo 
al  artículo  872  del  Código  Civil,  tengan 
obras  para  no  embarazar  los  desagües 
naturales  ó  artificiales,  están  sometidos 
á  la  carga  de  ser  cauces  colectores  de 
aguas  lluvias  y  de  recibir  los  sedimentos 
que  éstas  arrastran  en  los  temporales  y 
al  mismo  tiempo  constituyen  un  peligré) 
para  los  campos  inferiores. 

Las  situaciones  jurídicas  producidas 
por  estos  accidentes  extraordinarios  me- 
recen ser  estudiadas  por  el  legislador. 

La  regla  de  que  el  predio  inferior  está 
obligado  á  recibir  las  aguas  que  natural- 
mente descienden  del  predio  superior,  no 
se  concilla  con  el  derecho  de  defensa  que 
cada  uno  cree  tener  contra  las  aguas  to- 
rrenciales que  todo  lo  destruyen;  ni  pue- 
de gravitar  responsabilidad  sobre  el  due- 
ño de  un  acueducto  por  los  derrumbes 
que  se  produzcan  en  su  trayecto,  sin  cul- 
pa de  su  parte. 


La  teoría  dé)  caso  fortuito  tiene  franca 
aplicación  en  estos  casos,  sin  que  ello  ex- 
cluya la  previsión  con  que  la  autoridad 
debe  evitarlos  por  medio  de  bien  estudia- 
das disposiciones  de  orden  administrati- 
vo y  de  orden  civil. 

No  concluiremos  sin  reproducir  algunos 
fallos  de  nuestros  tribunales  sobre  esta 
materia. 

La  Corte  Suprema,  por  sentencia  dicta- 
da en  1879,  absolvió  á  la  Sociedad  del 
Canal  de  Maipo  de  una  demandade  per- 
juicios deducida  por  el  propietario  de  un 
fundo,  cuyos  terrenos  fueron  inundados  y 
en  parte  destruidos  por  el  desbordamien- 
to del  canal  San  Carlos,  producido  por  el 
aluvión  de  julio  de  1877.  La  sentencia  se 
fundó  en  que  las  aguas  desbordadas  eran 
delluviasynodela  dotación  del  acueduc- 
to, y  en  que,  por  denuncia  de  obra  nueva 
de  un  tercero,  se  habían  paralizado  obras 
de  desagüe  iniciadas  por  la  Sociedad. 

En  el  caso  de  la  sentencia  de  16  de  oc- 
tubre de  1900,  confirmada  por  la  Cor- 
te, las  partes  estuvieron  de  acuerdo  en 
que  la  Sociedad  del  Canal  de  Maipo  no 
era  responsable  por  los  daños  que  causó 
la  ruptura  del  canal  San  Carlos,  produci- 
da por  los  aluviones  de  1899,  por  cuanto 
el  dueño  del  acueducto  había  temado  la 
precaución  de  cerrar  la  boca-toma  en  el 
río,  de  manera  que  las  aguas  que  produ- 
jeron el  perjuicio  eran  únicamente  de 
lluvias. 

CARLOS  Aldunatb  Soulk. 
(  Continuará). 


Digitized  by 


Google 


ONUS  PROBANDI 


El  Código  de  Procedimiento  Civil  que 
entró  en  TÍgencia  el  1^  de  marzo  del  pre- 
sente año,  no  consigna  disposición  algu- 
na relativa  á  determinar  á  quién  corres- 
ponde el  peso  de  la  prueba  enjuicio. 

L)e  acuerdo  con  los  Códigos  modernos, 
el  nuestro  ha  considerado  que  esta  mate- 
ria es  de  carácter  sustantivo  y  extraña 
propiamente  al  derecho  procesal. 

Derogadas  las  leyes  de  la  Partida  3* 
uniformemente  invocadas  en  la  práctica 
(le  los  Tribunales  para  resolver  las  varia- 
das cuestiones  á  que  da  lugar  la  obliga- 
ción de  la  prueba,  ha  quedado  como  úni- 
ca disposición  general  vigente  en  nuestro 
derecho  el  precepto  contenido  en  el  ar- 
tículo 1698  del  Código  Civil,  que  dice: 

''Incumbe  probar  las  obligaciones  ó 
su  extinción  al  que  alega  aquellas  ó  és- 
tas." 

Hste  precepto  es  de  derecho  universal, 
lo  consignan  en  términos  más  ó  menos 
análogos  los  artículos  1315  del  Código 
fnincés;  1408  del  Sardo;  1902  del  holan- 
dés; 972  del  de  Vaud;  2229  de  la  Luisia- 
na;  1312  del  italiano;  2405  del  portu- 
gués; 1214  del  español;  1281  del  de  Vene- 
zuela; 1757  del  de  Colombia;  1353  del  de 
Bolivia;  1534  del  de  Uruguay. 


La  disposición  citada,  sin  duda  por  su 
carácter  sustantivo,  no  aparece  á  prime- 
ra vista  suíicientemente  explícita  para 
resolver  las  variadas  cuestiones  procesa- 
les á  que  da  lugar  la  obligación  de  la 
prueba.  £1  precepto  es  dema^ado  amplio 
en  sus  términos,  genérico  en  su  alcance  y 
no  contempla  determinadamente  la  si- 
tuación de  las  partes  en  juicio. 

Loa  leyes  de  las  Partidas  eran  más  cla- 
ras y  expresivas.  La  ley  1*.  título  14, 
partida  3*,  dice  textualmente: 

"Prueba  esaueriguamiento  que  se  faze 
en  juyzio,  en  razón  de  alguna  cosa  que  es 
dubdosa.  £  naturalmente  pertenece  la 
prneua  al  demandador  quando  la  otra 
parte  negare  la  demanda,  ó  la  cosa,  ó  el 
fecho,  sobre  la  pregunta  que  le  faze.  Ca 
ú  non  lo  prouasse,  deueu  dar  por  quito 
al  demandado,  de  aquella  cosa  que  non 
fué  prouada  contra  él:  é  non  es  tennda  la 
parte  de  prouarlo  que  niega,  porque  non 
lo  podría  fazer  bien,  assi  como  la  cosa 
que  non  se  puede  mostrar,  ni  prouar  se- 
gund  natura.  Otrosi,  las  cosas  que  son 
negadas  en  juyzio,  non  la  deuen,  nin  las 
pueden  prouar  aquellos  que  las  niegan, 
si  non  en  aquella  manera  que  diremos 
adelante  en  las  leyes  deste  Título." 
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Y  la  ley  2/  del  mismo  título  agrega 
por  su  parte: 

"Regla  cierta  de  derecho  es,  que  la  par- 
te que  niega  alguna  cosa  en  jnyzioj  non 
es  tenuda  de  laprouar,  assi  como  de  suso 
mostramos." 

Según  las  disposiciones  de  estas  leyes 
la  prueba  pertenece  al  demandador,  es 
decir»  al  demandante,  cuando  la  otra  par- 
te niega  la  demanda. 

La  parte  no  es  obligada  á  probar  lo 
que  niega;  y  no  lo  es  porque  non  lo  podría 
faxer  bienj  dando  asf  cierta  importancia 
¿  una  doctrina  que  ha  sido  muchas  veces 
invocada,  que  la  obligación  de  la  prueba 
debe  ser  impuesta  á  aquella  de  las  partes 
que  pueda  satisfacerla  con  mayores  faci- 
lidadeSf  con  una  menor  pérdida  de  tiem- 
po, ó  con  menor  incomodidad. 

No  nos  detenemos  en  el  examen  de  esta 
tesis,  tanto  por  no  estar  claramente  esta- 
blecida en  las  leyes  citadas,  cuanto  porque 
ella  nos  apartaría  sín  ventaja  del  princi- 
pal obejto  de  estas  rápidas  observaciones. 

Los  preceptos  contenidos  en  las  leyes  de 
las  Partidas  confirman  en  general  algunos 
principios  demasiado  absolutos  del  Dere- 
cho Romanó:  Onus  probanái  incutnbit 
actorí;  Áctore  nonprobante,  reus  est  ab- 
aolvendus;  Reus  ia  exeptione  actor  est. 
Corolario  de  éstos  era  otro  principio  san- 
cionado también  en  el  Derecho  Romano 
clásico:  Bi  incumba  probatio  qui  dicit^ 
non  qui  negat. 

Según  ellos,  se  imponia  al  actor  la 
obligación  de  probar  los  hechos  de  su 
demanda,  y  al  demandado  los  que  sirven 
de  fundamento  á  sus  excepciones,  cuan, 
do  en  ellos  se  contenía  una  afirmación- 
absolviéndose  á  este  último  á  falta  de 
prueba. 

Estos  principios,  reproducidos  en  la  le- 
gislación de  las  Partidas,  no  son,  sin  em- 


bargo, absolutos,  á  pesar  de  lo  absoluto 
de  sus  términos.  Las  leyes  del  título  antes 
citado  consignaban  numerosas  excepcio- 
nes. Sería  fatigoso  entrar  en  el  análisis 
de  estas  excepciones,  muchas  de  las  cua- 
les no  son  sino  aplicaciones  de  la  misma 
regla  y  otras  verdaderas  excepciones  que 
manifiestan  que  hay  que  atender  á  algo 
más  que  ála  calidad  de  actor  ó  demanda- 
do, de  afirmación  6  negativa. 

Estas  disposiciones  de  la  ley  de  Partidas 
han  desaparecido  ya  de  nuestro  derecho; 
pero  conviene  investigar  si  la  doctrina  en 
ellas  contenidas  puede  considerarse  incor- 
porada en  el  precepto  del  artículo  1698, 
para  apreciar  el  alcance  y  la  verdadera 
inteligencia  de  este  precepto. 

Examinaremos  cada  uno  de  los  aforis- 
mos romanos,  porque  ellos  consignan  los 
principios  con  la  mayor  claridad  y  preci- 
sión. 

Es  incuestionable  qué  la  regla  onus  pro- 
bandi  incumbit  actorí,  conserva  toda  su 

fuerza  y  eficacia.  Ella  no  tiene  excepcio- 
nes ni  limitaciones  de  clase  alguna,  sem- 
per  necessitas  probandiiUi  qui  agit.  Para 
ser  actor  en  un  juicio  es  menester  ejercitar 
una  acción,  es  decir,  pedir  el  reconoci- 
miento 6  ejecución  de  una  obligación,  á 
fin  deque  otro  nos  dé, haga,  ó  deje  de  ha- 
cer alguna  cosa;  y  la  prueba  de  las  obli- 
gaciones incumbe  al  que  alega  estas  obli- 
gaciones, como  lo  dice  expresamente  el 
art.  1698. 

'  Consecuencia  de  este  principio  es  la  regla 
de  carácter  ya  meramente  procesal,  ac- 
tore  non  probante,  reus  est  absolvendas. 

La  tercera  regla  citada  reus  iñ  excep- 
tione  actor  est,  contiene,  lo  mismo  que  la 
primera,  un  principio  absoluto,  consagra- 
do también  en  el  árt.  1698;  incumbe  pro- 
bar la  extinción  de  las  obligaciones  al 
que  alega  esta  extinción. 
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Si  el  demandado  es  cu;tor  en  la  excep- 
ción, habrá  que  convenir  en  que  los  afo- 
rismos antes  citados,  si  bien  encierran 
una  verdad,  no  expresan  en  realidad  el 
fundamento  de  ella,  y  que  seifa  mAs  exac- 
to decir  que  la  prueba  incumbe  al  que 
formula  contra  otro  una  alegación,  sin 
atender  á  la  calidad  de  actor  ó  reo. 

La  última  regla,  ei  incumbí  probAtio 
qmdkit,  non  qui  negat^  no  aparece  lite^ 
raímente  consignada  en  el  citado  artículo 
1698;  ó  mejor  dicho,  el  Código  no  esta- 
blece excepción  alguna  á  la  regla  de  este 
artículo  por  tratarse  de  hechos  negati- 
vos. Por  el  contrarío,  en  algunos  otros 
artículos  exige  la  prueba  de  hechos  ne- 
gativos, aun  en  el  caso  de  no  poder  ser 
establecidos  por  la  justificación  del  hecho 
positivo  contrario. 

El  que  pide  la  declaración  de  la  muerte 
presunta  de  una  persona  debe  probar  que 
se  ignora  el  paradero  del  desaparecido;  y  si 
pide  sólo  su  declaración  de  ausencia,  debe 
probar  igualmente  que  no  se  sabe  su  pa- 
radero y  que  no  ha  constituido  un  man- 
datario con  quien  entenderse. 

Los  documentos  justificativos  del  esta- 
do civil  pueden  rechazarse  aun  cuando 
conste  su  autenticidad  y  pureza  proban- 
dola no  identidad  personal,  esto  es, el  he- 
cho de  no  ser  una  misma  la  persona  á 
que  el  documento  se  refiere  y  la  persona 
á  quien  se  pretende  aplicar;  y  por  último, 
el  que  demanda  la  restitución  de  lo  inde- 
bidamente pagado,  debe  probar  que  no 
era  deudor. 

Pero,  de  la  circunstancia  de  exigir  el 
Código  en  ciertos  casos  la  prueba  de  un 
hecho  negativo  y  de  no  contener  restríc- 
cioues  en  su  texto  el  artículo  1698,  ¿se 
puede  deducir  lógicamente  que  es  falso  en 
absoluto  el  principio  sentado  por  el  jurís- 
consulta  Paulo?  Ni  lo  uno  ni  lo  otro. 

'  MARCHO 


En  nuestro  concepto  ese  principio  es 
verdadero,  pero  es  necesario  entenderlo 
en  sü  verdadero  sentido,  en  cuanto  se  re- 
fiere á  las  relaciones  jurídicas  de  las  par- 
tes (Ij. 

En  efecto,  en  un  juicio  civil,  lo  que  se 
afirma  y  pretende  por  una  parte  y  lo  que 
por  la  otra  se  contesta,  no  son  los  hechos 
en  sí  ó  por  sí,  sino  las  relaciones  jurídicas 
que  nacen  de  ellos;  y  así  se  explica  y  pue- 
de aplicarse  en  toda  su  amplitud  la  regla 
de  que  el  que  invoca  un  derecho  en  juicio, 
debe  dar  la  prueba  de  él,  aunque  entre  las 
condiciones  del  hecho  de  que  nace  el  dere- 
cho haya  una  negativa. 

A  este  propósito  conviene  recordar  que 
se  presentan  al  demandado  tres  clases  de 
defensa  posible: 

1*  Oponer  una  de&naa  negativa,  ó  ne- 
gativa absoluta,  negando  el  hecho  jurí- 
dico que  es  base  de  la  acción. 

2^  Oponer  una  defensa  positiva,  ó  ne- 
gación relativa,  contraponiendo  al  hecho 
alegado  por  el  actor  otro  hecho  del  cual 
resulta  la  negativa  de  las  formas  6  de  los 
efectos  jurídicos  del  hecho  alegado  por  el 
demandante;  y 

3^  Oponer  una  excepción,  un  derecho 
del  demandado,  que  haga  ineficaz  en  todo 
ó  en  parte  el  derecho  del  actor. 

No  es  dudoso  que  en  el  primer  coso  la 
prueba  incumbe  al  demandante  y  en  los 
dos  últimos  al  demandado;  es  decir,  les 


(i)  El  texio  del  jurisconsulto  Paulo,  sóbrela 
lei  2.^  ff.  de  probaí^  tiene  una  salvedad  que  expli- 
ca el  acance  de  la  fórmula  citada  y  que  confírma 
la  doctrina  de  que  la  prueba  incumbe  al  que 
añrma,  no  al  que  niega,  con  tal  que  en  la  nega- 
tiva no  vaya  contenida  una  afírmación.  Ei  in- 
cumHt  MUS  prabandi  qui  dicit,  non  tigui  negat, 
guoniam  factum  mgantis per  rtrum  naturam  nuila 
probatio  est,  quod  quidem  de  mera  negatione  inte- 
lligere  oporíet,  non  vero  de  ea  quae  a/fitm.ttione 
aJ  ¡luxl.jm  habtt. 
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incumbe  á  uno  ó  á  otro  la  prueba,  rcs{)co- 
to  del  hecho  de  que  nace  el  derecho  invo- 
cado por  cada  parte,  aunque  este  hecho 
se  manifieste  en  una  forma  negativa  de 
las  pretensiones  aducidas  enjuicio. 

Bs,  pues,  un  grave  error  atender  á  la  si- 
tuación material  de  las  partes  litigantes, 
para  imponerá  una  6  A  otra  el  peso  de  la 
prueba;  es  también  un  error  tomar  en  su 
sentido  absoluto  el  principio  de  que  in- 
cumbe la  prueba  al  que  afirma,  no  al  rjue 
niega.  Es  necesario  atenderá  Ir  natura- 
leza de  los  hechos  alegados  en  el  juicio, 
para  imponer  la  obligación  de  probarlos 
á  la  parte  que,  sea  dsmandante  6  deman- 
dado,pretende  derivar  de  ellos  un  derecho 
ó  una  relación  jurídica. 

La  regla  de  que  el  i>eso  de  la  prueba 
corresponde  al  que  demanda,  al  que  afir- 
ma, se  aplica  sólo  al  caso  en  que  el  de- 
mandado ó  no  comparece,  6  si  comparece 
niega  sencillamente  el  hecho;  pero  cuando 
comparece  y  se  defiende,  cuando  no  sólo 
impugna  las  pretensiones  del  actor,  sino 
que  además  pretende  un  derecho,  le  incum- 
be la  prueba  lo  mismo  que  en  el  caso  de 
oponer  francamente  una  excepción. 

Medítese  un  momento  sóbrela  variada 
situación  en  que  las  partes  litigantes  á 
menudo  se  encuentran,  sobre  los  numero- 
sos hechos  de  la  vida  real,  y  será  fácil 
persuadirse  de  que  la  aplicación  irrcflexi-. 
vade  los  principios  antes  citados  levanta 
grandes  dificultades  en  la  práctica. 

La  prueba  enjuicio  es  sencillamente  la 
investigación  de  la  verdad,  y  á  la  inves- 
tigación de  la  verdad  no  pueden  aplicarse 
reglas  rígidas  óprincipios  abstractos,  sin 
caer  en  inconvenientes  y  peligros  que  lle- 
varían á  sacrificar  la  verdad. 

Toda  prueba  de  uua  negativa,  dice 
Bonnier,  si  ha  de  merecer  el  nombre  de 
prueba,  supone  la  afirmación  de  ciertos 


hechos.  O  estos  hechos  son  precisos,  di* 
rectamente  opuestos  álos  que  puede  invo- 
car el  adversario,  lo  cual  sucede  siempre 
en  las  negativas  de  derecho  ó  decualidad, 
y  entonces  la  negativa  es  generadora  y 
conduce  á  una  afirmación  palpable  y  po- 
sitiva, ó  bien,  lo  que  sucede  con  frecuen- 
cia en  la  negativa  de  hecho,  los  hechos 
invocados  en  apoyo  do  la  negativa  son 
indefinidos;  y  entonces,  aunque  es  cierto 
que  la  prueba  será  difícil,  y  algunas  veces 
moralmente  imposible,  lo  mismo  aconte- 
cerá respecto  de  una  proposición  afirma- 
tiva compuesta  de  los  mismos  elementos: 
von  qaia  negativa,  sedquia  indefinita  (1). 

No  es,  pues,  jurídica  la  distinción  entre 
ios  hechos  positivos  y  losnegativos.para 
los  efectos  de  la  prueba,  como  tampoco 
lo  es  la  teoría  sustentada  por  algunos 
autores,  y  entre  ellos  Bonnier,  de  la  ne- 
gativa basada  en  hechos  indefinidos. 

Los  errores  evidentes  que  se  despren- 
den délos  principios  del DerechoRomano, 
apreciados  en  forma  absoluta,  habían 
llevado  á  los  glosadores  á  aplicarlos  sólo 
en  caso  de  tratarse  de  un  hecho  negativo 
de  una  manera  indefinida;  pero  nos  pare- 
ce indudable  que  los  hechos  indefinidos 
no  tienen  interés  práctico  en  un  juicio  y 
que,  por  consiguiente,  las  reglas .  legales 
no  pueden  aplicarse  á  negativas  que  no 
han  de  servir  de  fundamento  á  una  rela- 
ción de  derecho  y  que  no  pueden,  porcon- 
siguiente,  constituir  la  base  de  una  con- 
tienda judicial. 

Es  necesario,  dice  Marcadé,  entender 
con  discreción  esta  otra  máxima,  tan  fre- 
cuentemente citada  y  que  ha  sido  á  las 
veces  mal  comprendida,  á  saber,  que  la 
prueba  corresponde  al  que  afirma  y  no  al 


( I )  .Sil'  negativa  ittJífinita^  probare  nom  poUsU 

dice  Cocceyo,  id  unindeesí  guia  negativa,  sedguw 
indefinita,  tieeaffirmativa,  indefinita  p&test. 


Digitized  by 


Google 


DERECHO 


76 


que  niega,  ei  qui  dicit,  non  ei  qui  ntgat. 
Si  se  quiere  que  esta  regla  sea  verdadera, 
es  necesario  entender is  qui  diciten  el  sen- 
tido de  aquel  que  hace  valer  una  pretcn- 
sión, que  trae  al  debate  una  alegación 
nueva,  ya  sea  negando  lo  que  parecía  ser, 
como  afirmando  lo  que  parecía  no  ser: 
recíprocamente,  is  qui  negat  será  el  que, 
sea  poruña  negación,  sea  por  una  afirma- 
ción, contradecirá,  rechazará  la  alegación 
nueva  para  mantenerse  en  el  statu  qao. 

Antiguos  glosadores  entendían  de  otra 
manera  esta  regla,  apoyándose  sobre  un 
pasaje  mal  interpretado  del  Código  de 
Justiniano.  La  ley  23  de  este  Código, 
lib.  3'',  tít.  19,  declara  que  el  demandante 
no  puede,  reconociéndose  en  la  imposibi- 
lidad de  probar  su  pretensión,  forzar  al 
demandado  á  probar  lo  contrario;  por- 
que, decía  la  ley,  el  que  niega  el  hecho  no 
tiene,  por  la  naturaleza  misma  de  las  co- 
sas, ninguna  prueba  que  rendir.  Actor 
ífuod  íisseveratf  probare  se  non possc pro- 
fítendo,  reum  nccessítate  mostrandi  con- 
trariaw  non  astringil;  cum  per  remm 
naturam,  íactum  negantis  prohatis  na- _ 
Ha  sit. 

1^8  Últimas  palabras  factum  negnntis 
probatis  nuUa,  tenían,  como  se  ve,  un 
sentido  puramente  relativo  que  bien  deja 
comprender  el  contexto  de  la  frase;  signi- 
ficaban que  el  demandado,  negando  el 
hecho  alegado  contra  él,  nada  tenía  que 
probar;  que  no  se  tiene  que  rendirprueba 
cuando  se  está  á  hi  defensiva,  cuando  se 
busca  amparo  en  una  negación.  Los  glo- 
sadores, aislando  estas  palabras  del  resto 
de  la  frase,  las  tomaron  en  un  sentido 
absoluto  é  hicieron  esta  máxima generah 
"No  tiene  que  rendir  prueba  el  que  niega; 
toda  prueba  de  una  negación  es  imposible 
por  la  naturaleza  misma  de  las  cosas." 

Con  todo,  como  encontrasen  varios 


hechos  que  suponen  la  necesidad  de  pro- 
bar proposiciones  negativas,  hubieron  de 
desmentir  su  pretendido  prindpio,  res- 
tringiéndole é  imaginando  para  el  efecto 
cuatro  clases  de  negativa,  de  las  cuales, 
tres,  decían,  podían  y  debían  probarse,  y 
solamente  la  última  no  podía  serlo:  la 
negativa  del  derecho,  la  negativa  de  cali- 
dad, la  negativa  de  un  hecho  definido  (es 
decir,  precisado  por  sus  circunstancias) 
y  la  negativa  de  un  hecho  indefinido. 

Pero  estas  sutilezas,  inventadas  para 
sostener  un  principio  erróneo  y  que  algu- 
nas veces  se  invocan  aún  hoy  día,  deben 
ser  abandonadas  definitivamente  con  el 
principio  mismo.  Todas  esas  ideas,  que 
seguramente  habrían  muerto  desde  hace 
mucho  tiempo  si  la  rutina  no  fuese  el  po- 
der más  grande  del  mundo,  han  sido  vic- 
toriosamente refutadas  en  el  siglo  XVII, 
por  el  jurisconsulto  alemán  Cocceius,  y 
mucho  antes  Bartolo  y  Marcacio  habían 
claramente  enseñado  que  "todas  las  veces 
(|ue  una  negación  es  el  fundamento  de  la 
pretensión  de  uuíl  parte,  demandante  ó 
demandada,  es  á  esta  parteá  quien  corres- 
ponde probarla,  sin  que  se  deba  distin- 
guir si  la  negativa  es  de  derecho,  de  hecho 
ó  de  cualidad." 

La  razón  que  da  Marcadé  y  que  es  la 
c|ue  uniformemente  danlosconientadores 
del  artículo  1315  del  Código  francés,  no 
nos  parece,  sin  embargo,  del  todo  satisfac- 
toria. Ella  consiste  en  decir  que  no  hay 
casi  negación  que  no  pueda  transformar- 
se en  una  afirmación  y  llegar  así  á  ser 
susceptible  de  ser  probada. 

Esta  regla,  aparte  de  no  ser  absoluta, 
deja  el  campo  abierto  á  controversias 
que  dificultan  su  apreciación,  sobre  si  en 
una  negativa  va  ó  no  en\iielta  en  reali- 
dad una  afirmación. 

En  nuestro  concepto  la  verdadera  doc- 
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triná  legal  "consiste  en  que  !a  prueba  de 
los  hechos  en  juicio  corresponde  á  la  par- 
te que  funda  en  ellos  un  derecho  6  deduce 
una  relación  jurídica  que  es  la  base  de  su 
acción  Ó  de  su  defensa. 

Bl  Código  Civil,  apartándose  á  mi  jui- 
cio con  acierto  del  rigorismo  tal  vez  más 
aparente  que  real  de  las  reglas  romanas. 
(1)  üindó  en  el  artículo  1698  un  princi- 
pio más  amplio  y  más  jurídico,  que  los 
citados  del  Derecho  Romano,  pues  al  re- 
ferirse á  las  obligaciones,  ha  comprendi- 
do, incuestionablemente,  los  derechos,  y 
entonces  la  obligación  de  probar  no  está 
determinada  por  la  cualidad  del  hecho 
(negativo  6  positivo)  que  se  ha  de  pro- 
bar, ni  por  la  situación  déla  parte  que  lo 
afirma  ó  lo  niega  en  el  juicio  (demandan- 
te Ó  demandado)  sino  por  la  relación  ju- 
rídica que  para  una  ú  otra  parte  se  deriva 
de  él.  La  parte  que  en  la  prueba  de  ese 
hecho  funda  un  derecho,  justifica  un  titu- 
lo ó  deduce  una  relación  jurídica  obliga- 
toria para  la  otra  parte,  debe  probar  tal 
hecho,  so  pena  de  ver  desconocido  6  re- 
chazado ese  derecho,  esc  título,  esa  rela- 
ción jurídica. 

(■)  Califico  sólo  de  aparente  el  rigorismo  de 
los  principios  del  Derecho  Romano  en  esta  ma- 
teiia,  tanto  porque  no  conocemos  la  aplicación 
práctica  que  á  ellos  se  diera,  cuanto  porque  di- 
versos  glosadores  han  establecido  ta  distinción 
que  nace  naturalmente  de  la  verdad  de  las  cosas. 
Es  litil  á  este  respecto  recordar  el  texto  de  Bar- 
tolo, sobre  la  ley  8  ff.  verb.  odÜg.,  que  dice: 
t^iatmqtie  tie^aito  est  causa  intenfionis  alicujus^ 
sivt  agentis,  séve  exipíeníis,  ei  qut  negat  innimbii 
OHUs  probandi.  En  todos  los  casos  en  que  una 
negativa  sirve  de  cauta  á  una  pretensión  cual- 
quiera, sea  como  acción,  sea  como  excepción, 
es  á  aquel  que  la  opone  á  quien  incumbe  pro- 
barla. Al  hablar  de  inttntíonis  causm^  Bartolo  se 
refiere  indudablemente  i  la  relación  de  derecho 
que  nace  del  hecho  negativa 


En  consecuencia,  en  la  disposición  del 
artículo  1698  deben  entenderse  incorpo- 
rados, á  nuestro  juicio,  los  principios  si- 
guientes, en  cuanto  ese  artículo  trata  de 
la  prueba  de  las  obligaciones,  y  que  ex- 
presan, en  nuestro  sentir,  la  verdadera 
doctrina  en  lo  relativo  á  la  obligación 
de  probar: 

El  que  pretende  6  hace  valer  an  dere- 
cho debe  dar  la  prueba  de  los  hechos  ne- 
cesarios para  la  existencia  ó  eficacia  de 
ese  derecho; 

El  que  quiere  hacer  valer  derechos  re- 
sultantes de  un  acto  jurídico,  debe  pro- 
bar que  tal  acto  se  ha  verificado;  y  si  es- 
te acto  está  sujeto  á  solemnidades  legales 
para  su  validez,  debe  probar  que  fueron 
observadas  esas  solemnidades; 

El  que  reclama  ó  hace  valer  el  efecto 
jurídico  de  un  estado  de  hecho  debe  pro- 
bar el  hecho  que  constituye  6  justifica  ese 
estado. 

Naturalmente,  parece  innecesario  de- 
cirlo, si  se  alega  que  aquel  derecho,  ese 
acto  jurídico  ó  este  estado  se  han  extingui- 
do, anulado  ó  modificado,  In  prueba  de 
la  causal  de  extinción,  de  nulidad  ó  de  la 
modificación  corresponde  al  que  la  opo- 
ne, toda  vez  que  implícitamente  reconoce 
el  fundamento  de  la  acción  6  defensa  de 
la  otra  parte,  y  alega  un  hecho  del  cual 
deduce  una  nuera  relación  de  derecho  ó  la 
extinción  ó  modificación  de  la  anterior. 

Interpretado  en  la  forma  que  dejamos 
dicho,  el  artículo  1698  del  Código  Ci\-il 
tiene,  pues,  un  alcance  amplio  y  completo 
({ue  puede  servir  de  regla  para  resolver 
las  variadas  cuestiones  á  que  da  Ingar  el 
peso  de  la  prueba  en  juicio. 

Eliodoro  YÁSez. 
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l.A  DRCLA RACION 
DB  VOLUNTAD  BN  BL  UEKECHO  ADMINISTKATIVO  PKANORS  (D 


Por  Mauricio  Haurion 

Profesar  de  la  facultad  de  dei  eche  dt  la  Unittersidaá  dt  Tilosa 

y  Guillermo  Bezin  (2) 


I  La  teoría  de  la  declaración  de  vo- 
luntad, que  los  autores  del  nuevo  Códi- 
go Civil  alemán  han  introducido  en  su 
obra,  tiene  rafees  en  el  derecho  adminis- 
trativo francés.  Con  seguridad  los  juris- 
consultos alemanes  no  han  venido  á  bus- 
carla entre  nosotros;  no  sólo  parece  que 
ellos  no  han  conocido  bien  el  movimien- 
to doctrinal  del  cual  ha  surgido  nuestra 
teoría  de  los  actos  jurídicos  administra- 
tivos (3),  sino  que  aun  cuando  lo  hubie- 

<i)  Cpr.  Saleillbs,  De  la  declaradbn  de  vo- 
luntad, 1901;  Mbrinial.  La  declaración  de  vo- 
luntad^ de  la  Revista  trimesirai  de  Derecho  Civil* 
■90a;  Das  Burgerlich  Gesetxbuck^^rttSo  ii6á 
M4. 

(3)  Traducido  de  la  "Revista  Trimestral  de 
Dererho  Civilir.  Año  a,  N.<»  3. 

(3)  Existen  para  esto  dos  razones:  i.'  Este 
Riovinriento  es, -en  suma,  muy  reciente;  si  bien 
preparado  en  la  jurisprudencia  del  Consejo  de 
Kitado  con  el  origen  de  la  institución  del  abuso 


ran  conocido,  ello  no  habría  tenido  in- 
fluencia sobre  ^1  desarrollo  de  su  propio 
pensamiento.  En  Alemania  la  teoría  de 
la  declaración  de  la  voluntad  ha  nacido 
del  análisis  del  comercio  jurídico  priva- 
do, negotium  jurídicum,  ha  sido  concebi- 
da como  resultado  esencial  de  la  declara- 


de  poder,  él  no  figura  en  la  doctrina  sino  con 
los  estudios  especiales  sobre  el  recurso  por  abu- 
so del  poder,  distingtiiéndoüe:  Serigny;  Tratado 
de  la  otganitación  de  la  competencia  y  dtl  proeedi- 
miento  en  materia  contenciosa,  1 865;  L^FKRRICRC, 
Origen  y  desarrollo  fUstbrico  del  recurso  parahuso 
del  poder  {Viev.  Crit.,  1876,  pág.  303)  y  TVuAidl^r 
la  jurisdicción  administrativa^  1.*  edición,  1S87, 
3.*  edición,  1896;  Aucoc^  Estudio  sobre  el  ^eaer- 
so  po¥  abuso  del  poder.  Informe  á  la  Academia 
de  Ciencias  Morales  y  Poifticas,  1878  y  Coi^e- 
rendas,  3 "  edición,  1885;  2  *  tet^fa  alema- 
na dd  fugotiumjuridiemm  ó  Reehsguch^t —át\% 
cual  proviene  la  declaración  de  voluntad  —  sale 
de],  derecho  privado.  Véase  la  nota  nümoro  4. 
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ción  de  uua  voluntad  privada  (1);  entre 
nosotros,  al  contrarío,  la  misma  teoría 
se  ha  construido  á  propósito  del  acto 
administrativo,  que  la  existencia  del  re- 
curso contencioso  nos  ha  habituado  á 
considerar  como  produciendo  efectos  ju- 
rídicos, aun  cuando  aparece  como  acto 
de  mando  y  de  autoridad,  y  que,  por  un 
progreso  lógico,  debiéramos  llegar  á  rea- 
tarlo á  un  comercio  jurídico  público  que 
se  estableciera  entre  la  administración  p 
los  administrados  (2).  Pero  si  la  teoría 
jurídica  de  los  actos  administrativos  no 
ha  tenido  influencia  sobre  la  redacción  del 
Código  Civil  alemán,  en  el  momento  en 
que  éste  va  á  producir,  al  penetrar  en  las 
preocupaciones  de  nuestra  enseñanzíi,  un 
efecto  le^timo  de  atracción,  es  necesario 
no  olvidar  que  tenemos  entre  nosotros 
una  realización  de  las  mismas  ideas  que 
debe  ejercer,  ella  también,  su  acción. 

(i)  Cfr.  Windschkir,  Pandectas^  7.*  edición, 
1891,  pág.  i66f  168.  Otto  Mayer  ha,  sin  embar- 
go, llegado  á  la  concepción  de  un  negotium  /uri- 
dicum  de  derecho  público,  V.  Deutsch  Venv 
Reeht^  pág.  100  á  toi.  Pero  esta  concepción  pa- 
rece oscureceré:  i.°  Por  una  distinción  todavía 
incompleta  entre  lo  que  es  el  reglamento  admi- 
nistrativo, fuente  de  derecho  ( Eutsíheidung),  y 
\o  que  es  simple  disposición  (  Verfügung)  que  no- 
sotros ttamar(amos  «decisión  ejecutoría.»  2.°  Por 
la  preocupación  de  relacionar  el  negotium  juridi- 
vum  de  derecho]públíco  al  contrato  público.  Cfr. 
sobre  este  punto,'jELLiNEK,  System  der  suhjeck- 
thtn  offentlUhen  Reehte^  pág!  1985;  Caumes, 
Commeniariú  detle  leggt  sulla  gittitáia  ammíitü' 
trativa,  núm.  43,  pág.  495, 

(3)  Esta  concepción  es  todavía  desconocida 
aún  para  los  que  mejor  conocen  nuestra  litera* 
tura,  por  ejemplo,  para  los  autores  italianos. 
M.  Humberto  Borsi,  que  por  sus  estudios  sobre 
el  acto  administrativo  ha  tomado  un  puesto  dis- 
tinguido en  la  ciencia,  hasutrido  casí  evidentemen- 
te la  influencia  de  las  ideas  alemanas  más  que  la 
de  las  ideas  francesas.  En  su  reciente  estudio  so- 
bre Patío  administrativo  eomplesso  (el  Gesamen- 
iakt  ó  la  Vereinbarung  de  los  alemanes,  que 


No  es  preciso  creer,  por  otra  parte,  que 
sea  difícil  pasar  del  comercio  jurídico  ad- 
ministrativo al  comercio  jurídico  privado 
y  establecer  analogías  del  uno  al  otro:  los 
hábitos  de  publicidad  creados  en  nuestra 
época  han  acercado  notablemente  las  cos- 
tumbres de  la  vida  privada  á  las  de  la 
vida  pública.  Los  alemanes  han  ensayado 
de  adaptar  su  derecho  privado  á  las  exi- 
gencias del  comercio  contemporáneo  que 
procede  por  ofertas  públicas,  hechasáma- 
sas  confusas  é  ignorantes;  el  derecho  ad- 
ministrativo francés  ha  procurado,  desde 
sus  principios,  adaptar  sus  reglas  á  las 
exigencias  de  la  administración  moderna 
centralizada  que  procede  por  resoluciones 
ejecutivas  públicas  dirigidas  á  la  masa 
confusa  y  desarmada  de  los  administra- 
dos. De  ambos  lados  entonces  la  misma 
tendencia:  proteger  al  público;  la  compa- 
ración se  impone  y  pensamos  que  las  in- 

corresponde,  sea  á  nuestros  acuerdos  adminis- 
trativos, sea  á  nuestras  deliberaciones  adminis- 
trativas), ^di  senesi,  vol.  XX,  fase,  i  y  «,  N."  4 
y  s.,  1 903,  él  estudia  la  cuestión  de  saber  si  el 
acto  administrativo  es  un  negotium  j'urtdicum.  Se 
ve  bien  que  le  repugna  admitir  la  afirmativa;  en 
todo  caso  no  la  admite  en  el  acto  de  autoridad, 
que  él  llama  atto  di  impero. 

En  un  precedente  estudio  {Lestcutorieta  degh 
atti  amministrativi,  Stud.  senesi^  vot.  XVIII — 
XIX,  an.  1901),  él  busca  en  el  cap.  II  el  funda- 
mento jurídico  de  la  virtud  ejecutiva  de  los  actos 
administrativos.  Esta  virtud,  él  no  la  refiere  sino 
al  poder  público,  es  decir,  á  un  elemento  muy 
externo,  pero  en  ningún  caso  al  valor  jurídico 
propio  del  acto.  Al  fin  de  nuestro  estudio  lle- 
garemos á  la  conclusión  que  si  los  caracteres 
especiales  de  la  virtud  ejecutiva  de  los  actos  ad- 
ministrativos, y  particularmente  el  privilegio  de 
la  prioridad,  se  refiere  al  poder  público,  el  fun- 
damento primero  de  esta  virtud  ejecutiva  se  en- 
cuentra en  la  responsabilidad  moral  de  la  per- 
sona administrativa,  responsabilidad  nacida  y 
regulada  por  la  declaración  de  voluntad,  es  de- 
cir, por  el  acto. 
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dicaciones  emanadas  de  la  experiencia  de 
nuestro  derecho  administrativo,  viejo  de 
uu  siglo,  no  carecen  de  utilidad  para  la 
elaboración  de  una  teoría  de  la  declara- 
ción de  voluntad  que  sea  aplicable  á  nues- 
tro derecho  civil  francés. 


2.  La  teoría  clásica  romana  había  ad- 
mitido la  soberanía  jurídica  de  la  volun- 
tad interna  de  los  individuos.  Preocupán- 
dose sobre  todo  de  la  intención  de  las  par- 
tes, ella  había  acordado  la  preponderan- 
cia al  elemento  subjetivo,  en  las  relacio- 
nes que  unen  á  los  hombres,  sacrificando 
así  el  interés  de  los  que  no  habían  podido 
conocer  ese  elemento  oculto.  La  teoría  de 
la  declaración  de  voluntad  abandona  ta- 
les proposiciones,  parte  del  principio  fun- 
damental que  el  derecho  debe  ignorar  los 
fenómenos  que  se  producen  en  la  concien- 
cia de  los  individuos,  porque  en  ese  domi- 
nio psicológico,  toda  investigación  es  ne- 
cesaiiamente  arbitraría  v  peligrosa  para 
el  crédito  público.  Una  legislación  no  pue- 
de asegurar  ese  crédito,  sino  desatendien- 
do las  intenciones  puramente  subjetivas 
para  fundarse  sobre  los  hechos  dotados 
de  existencia  propia,  y  nacidos,  visibles 
para  todos;  la  voluntad,  entonces,  no 
puede  considerarse  jurídica  sino  cuando 
se  materializa  en  una  declaración  extema; 
toma  ella  a^  un  carácter  objetivo  que  la 
hace  susceptible  de  eficacia  (1).  Sin  em- 
bargo, como  el  derecho  no  sanciona  sino 
los  actos  ejecutados  en  vista  deunfinque 
se  persigue,  esta  declaración  no  hará  efi* 
caz  la  voluntad  sino  cuando  su  autor 
hayatenidolaintención  formal  de  produ- 
cir un  efecto  de  derecho  con  su  emisión  (2). 

(1)  V.  Saleilles  op.  cií.  Introducción. 

(2)  V.  Saleilles  ep.  dt.  Introducción,  nota  2 
y  art.  133,  nota  54,  pág.  118.  ■ 


Teniendo  en  cuenta  esja  reserva  se  halle- 
gado  á  la  conclusión  siguiente:  la  volun- 
tad no  existe  sino  por  la  declaración  y  en 
la  medida  de  esa  declaración. 

Si  la  voluntad  no  vale  sino  en  cuanto 
toma  existencia  propia  establecida  en  una 
declaración  exterior,  puede  decirse  que  la 
teoría  de  la  declaración  de  voluntad  con- 
siste en  hacer  abstracción  de  los  indivi- 
duos para  sólo  ccmsiderar  los  actos.  De 
este  modo  nos  acercamos  á  la  teoría  ad- 
ministrativa francesa. 

3.  El  derecho  administrativo  francés 
no  conoce  sino  actos  é  ignora,  salvo  en 
teorías  accesorias,  los  individuos,  es  de- 
cir, los  agentes  que  representan  la  admi- 
nistración, no  se  preocupa  de  sus  inten- 
ciones subjetivas;  tiene  por  único  objeto 
el  acto  que  ellos  ejecutan  y  queconstítuye 
la  declaración  de  voluntad  de  la  adminis- 
tración. 

Es  fácil  constatar  que  el  derecho  admi- 
nistrativo francés  está  construido  sobre 
la  teoría  del  acto  jurídico  (3).  £n  primer 
lugar  en  lo  contencioso,  no  es  al  adminis- 
trador, ni  á  la  persona  moral  administra- 
tiva á  quien  se  persigue  ante  los  Tribu- 
nales administrativos,  es  un  acto  elque  se 
ataca  y,  si  el  perjuicio  no  puede  referirse 
á  una  decisión  atacable  déla  administra- 
ción, aun  si  el  hecho  que  lo  causa  es  un 
hecho  administrativo,  el  administrado  se 
encuentra  privado  de  todo  recurso;  para 
obtener  justicia,  está  obligado  á  formali- 
zar una  reclamación  administrativa  ante 
la  autoridad  competente,  la  decisión  ex- 
presa ó  tácita  de  esta  última  constituirá 
el  acto  sin  el  cual  no  existe  lo  contmcio- 
8o(4).  Lo  contencioso  está  creado,¿áqué 
puede  referirse  entre  tanto  el  trabajo  del 

(3)  Cf.  Haurion  Précis  dSr  ^r.  5.*  edi- 
ción, p.  XI  y  S.  228  y  8. 

(4)  Decisión  ticíta  en  el  caso  previsto  por  el 


Digitized  by 


Google 


80 


PRIMBBA  PAKTK 


juez?  A  un  puro  Reamen  del  acto,  fin  el 
recurso  porexceso  de  poder,  el  juez  no  exa- 
mina sino  una  sola  cosa,  la  validez  del 
acto;  para  hacer  este  estudio,  se  coloca 
en  un  punto  de  vista  meramente  objetivo, 
sin  preocuparse  de  los  derechos  del  recla- 
mante, que  no  es  aquf  más  que  un  simple 
sujeto  de  la  autoridad  pública  (1).  En  el 
recurso  contencioso  ordinario,  el  juez  se 
preocupa  bastante  del  derecho  del  recia- 
rocmte  y  lo  compara  con  el  de  la  adminis- 
tración, pero  únicamente  en  cuanto  el 
acto  reclamado  estáenpugnacon  esosde- 
rechos. 

¿Cuáles  son,  por  último,  los  poderes  del 
juez  administrativo?  El  puede  cancelar  el 
acto  6  reformarlo,  según  que  se  encuentre 
en  la  vfa  de  la  autoridad  6  en  la  vía  de 
gestión,  pero  su  poder  no  va,  en  princi- 
pio, más  allá  de  esto,  y  si,  por  ejemplo, 
en  una  materia  de  gestión,  la  reforma  del 
acto  debe  importar  consecuencias  pecu- 
niarias en  favor  del  reclamante,  el  juez 
administrativo  se  limita  á  establecer  el 
principio,  dejando  á  la  autoridad  admi- 
nistrativa el  cuidado  de  fijar  el  quantum 
por  una  nueva  decisión,  fuentede  una  nue- 
va litis  administrativo  contenciosa  (2;. 

Si,  sin  embargo,  contemplamos  el  pro- 
cedimiento de  la  administración  activa 
en  una  operación  cualquiera,  estamos 
obligados  á  constatar  que  ella  está  for- 
mada por  una  serie  de  actos  jurídicos; 
cada  uno  de  ellos  sometido  á  un  control 
administrativo;  á  propósito  de  cada  uno 
de  ellos  puede  surgir  la  cuestión  de  las  in- 
demnizaciones debidas  porlaadministru- 


cíón  ó  aquella  de  la  responsabilidad  del 
funcionario  (Z).  Es,  sobre  todo,  intere- 
sante notar  que  la  administración  no 
pasa  á  un  nuevo  acto  sino  cuando  las 
consecuencias  del  precedente  parecen  de- 
finitivamente arregladas;  como  los  re- 
tardos en  la  discusión  son  relativamente 
muy  breves,  puede  ella  fácilmente  obtener 
la  regularidadyel  control  necesarios  para 
la  marcha  normal  de  sus  servicios. 

Si,  en  fin,  examinamos  la  conclusión  y 
ejecución  de  los  contratos  pactados  por 
la  administración,  llegamos  siempre  á  la 
constatación  de  que  el  acto  es  el  funda- 
mento de  todo.  Tomemos  el  ejemplo  déla 
venta  por  adjudicación  pública, podemos 
considerarla  como  el  resultado  de  cuatro 
actos  distintos:  el  primero  consiste  en  d 
depósito  del  contrato  de  venta  en  públi- 
ca subasta  por  la  administración  (4). 
En  seguida  los  empresarios  son  admitidos 
por  la  oficina  de  adjudicación  á  depositar 
sus  cartas  escritas,  éste  es  el  segundo 
acto;  la  misma  oficina  pronuncia  la  ad- 
judicación, es  decir,  constata  la  conjun- 
ción de  la  voluntad  de  la  administración 
con  la  del  proponente  y  realiza  un  acto, 
el  tercero.  Por  último,  el  contrato  no 
existe  definitivamente  sino  después  de  la 
aprobación  del  ministro  respectivo;  esta 
aprobación  constituye  un  nuevo  acto,  el 
cuarto,  y  la  venta  por  adjudicación  pú- 
blica queda,  en  fin,  perfeccionada. 

(  Continuará.) 


D.  9  de  noviembre  de  1S64  y  la  ley  del  17  de 
julio  de  1900. 

(i)  Cr.  Haurioh  í¡fi.  a'/.f  pág.  370,  nota  I. 

(1)  Cf.  Haurion  a^.  a%  p.  329  texto  y  nota. 


(3)  Cf.  Hauiion  0/.  a/^  p.  334. 

(4)  El  depósito  produce  efectos  Impurtanles, 
como  lo  veremos  más  adelante. 
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DERECHO 


LA  DKOLARACIÓN 
I)B  VOLUNTAD  EN  Eli  ÜKRECHO  ADMINISTfiATIVO  FRANCÉS 


Por  Mauricio  Haurion, 

Profesor  tie  ta  facultad  tie  derecht  de  la  Univerudad  di  J'ohsa 

y  Guillermo  Bezin 


(Coittinukcióii) 


Nuestro  derecho  administrativo  llega  en- 
tonces á  descomponer  el  contrato  en  una 
serie  de  actos  separados.  En  el  derecho 
privado,  la  ejecución deuncontratocumo 
la  construcción  de  obras,  aun  cuando  sea 
sucesiva,  llega  siempre  á  un  arreglo  de 
cuentas  definitivo,  liquidando  una  situa- 
ción mantenida  hasta  entonces  en  sus- 
penso. No  ocurre  lo  mismo  en  el  derecho 
administrativo,  para  el  contrato  equiva- 
lente que  es  la  construcción  de  obras  pú- 
blicas; la  ejecución  importa  una  serie  de 
fases,  terminando  cada  una  por  un  acto 
jurídico  cuyo  efecto  es  liquidar  d^initi- 
vamente  situaciones  parciales.  Las  di- 
versas órdenes  de  servido  impartidas  por 
los  ingenieros— órdenes  escritas  que  cons- 
tituyen actos — determinan  las  ftbligacio- 

UKKKCIIO 


nes  del  contratista,  j  cuando  los  plazos 
de  reclamos  espiran,  la  situación  de  que 
ellos  son  fuente,  se  hace  definitiva.  Las 
aprobaciones  de  cantidades  de  obras  he- 
chas, son  otros  tantos  actos  sucesivos 
que  establecen  los  resultados  obtenidos. 
En  fin,  los  descaenios  parciales  periódi- 
cos importan,  según  la  jurisprudencia  ac- 
tual, arreglos  de  cuenta  que  extinguen 
todo  reclamo  sobre  los  hechos  que  Ies  son 
anteriores.  La  ejecución  del  contrato  de 
obras  públicas  nos  aparece  así  como  di- 
vidida en  varias  partes,  terminada  cada 
una  por  un  acto  que  hace  definitiva,  es- 
pirado el  plazo  para  reclamar,  toda  la 
situación  anterior.  Hn  cada  una  de  sus 
etapas,  el  contratista  se  encuentra  ligado 
por  un  acto  nuevo  que  consagra  resulta- 
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dos^establecidos  sobre  los  «tales  no  le  es 
permitido  volver  (1). 

Sea  que  se  contemple  lo  contencioso,  la 
administración  activadlos  contratos  ad- 
ministrativos, en  ulterior  análisis,  se  en- 
cuentra siempre  este  elementó  concreto: 
el  acto;  ent(»ices,  el  acto  jurídico  adminis- 
trativo no  es  otra  cosa  que  la  declaración 
de  voluntad  de  la  administración;  basta 
para  convencerse  examinar  su  definición. 
Se  ha  definido  el  acto  de  administración 
una  decisión  ejecutirü,  lo  que  significa: 
una  decisión  tomada  por  una  autoridad 
administrativa  en  la  forma  ejecutiva  y 
en  vista  de  producir  un  efecto  de  derecho 
(2).  Tenemos  ahí  todos  los  elementos  de 
la  declaración  de  voluntad. 

Observemos  desde  luego  que  esta  de- 
qisión  es  tomada  por  una  autoridad  ad- 
ministrativa: lo  que  quiere  decir  que  el 
acto,  y  la  declaración  de  voluntad,  supo- 
nen una  capacidad  en  su  autor;  el  derecho 
administrativo  traduce  esto  de  dos  ma- 
neras: de  una  parte  dice  que  el  acto  entra 
en.  las  atribuciones  de  tal  6  cual  agente; 
de  otra-parte,  declara  afectado  de  un  vicio 
elacto  cuyo  autores  incompetente  ó  ha 
violadoras  formalidades  requeridas,  que 
aon  igualmente  condiciones  de  su  compe- 
tencia. He  aquí  ya  un  primer  carácter  que 
da  á  la  decisión  ejecutiva  el  aspecto  de 
una  declaración  jurídica.  Pero  hay  más. 
Bl  acto  es  una  decisión,  entonces  una  de- 
ciaión  es- una  declaración  de  voluntad; 
cuando  decimos  que  una  autoridad  ad- 
ministrativa ejecuta  un  acto,  entende- 
mos por  ello  que  ella  afirma  y  que,  en  con- 
secuencia, ella  declara  una  voluntad  de  la 
administración  que  ejecutará. 

(1)  Sobre  este  interesante  procedimiento  V. 
Haurion,  op.  di,  p.  687,  n.  2. 

(2)  Sobre  esta  definición  V,  Haurion,'  ef.  di^ 


Acto  administrativo  significa  decisión 
ejecutiva,  y  decisión  ejecutiva  significa 
declaración  de  voluntad.  Son  igualdades 
matemáticas.  Lo  que  es  preciso  retener 
es  el  carácter  externo  de  esta  declaración; 
toda  voluntad  administrativa  es  necesa- 
riamente exteriorizada;  es  una  precaución 
elemental  distinguir  en  el  agente  las  vo- 
luntades que  expresa  á  nombre  de  la 
administración  de  aquellas  que  podría  ex- 
presar por  su  cuenta;  las  voluntades  ad- 
ministrativas deben  ser  formuladas  exte- 
riormente  por  el  agente  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones.  Se  puede  aún  sostener  que 
se  exige  la  forma  escrita  para  las  decla- 
raciones ¡de  voluntad  expresadas  por  la 
administración  y  que  esta  exigencia  es 
una  precaución  natural.  Una  decisión 
administrativa  es  un  decreto,  una  reso- 
lución, una  carta,  muy  excepcionalmente 
una  orden  verbal  (3).  La  voluntad  se 
exterioriza  más  en  derecho  administrati- 
vo francés  que  en  derecho  Civil  alemán, 
ja  que  en  esta  última  legislación  la  for- 
ma escrita  no  es  necesaria;  basta  una 
manifestación  exterior  consentida,  cual- 
quieraque  sea,  "sea  ella  puramente  tácita 
y  resulte  del  silencio  intencional  v  cons- 
ciente del  interesado"  (4).  En  nuestro 
derecho  administrativo  hay  casos  en  que 
el  silencio  de  la  administración,  guardado 
durante  cierto  tiempo  después  de  hecha 
una  reclamación,  equivale  á  una  deci- 
sión de  rechazo;  i>ero  ha  sido  preciso  que 
esto  fuese  formalmente  establecido  por  el 

(3)  En  una  decisión  reciente  (Conv  Kst»  i.** 
junio  1900  Cusinier  1901-3-90),  resdviendo  so- 
bre una  revocación  verbal,  el  Consejo  de  Estado 
ha  reconocido  formalmente  que  los  actos  que 
contienen  nombramientos  ó  revocaciones,  deben 
revestir  la  forma  escrita. 

(4)  Son  las  expresiones  de  M.  Salkillbs 
pp.  cit  att.  133. 
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legislador  (D.  del  2  nov.  1S64,  art.  7,  Ley 
del  17  julio  1900,  árt.  3).  La  práctica 
administrativa  revela  también  algnnos 
casos  de  decisiones  implícitas,  tales  por 
ejemplo,  las  que  toma  el  ministro  sobre 
el  derecho  á  pensión  de  un  funcionario 
por  el  solo  hecho  de  remitir  el  expediente 
al  Consejo  de  Estado  para  la  liquidación; 
pero  esto  es  la  ínfima  excepción. 

El  acto  administrativo  no  es  solamen- 
te una  declaración  de  voluntad  por  su 
forma  necesariamente  extema,  como  aca- 
bamos de  verlo;  lo  es  todavía  por  su  ob- 
jeto jurídico^  el  Derecho  Civil  alemáji  exi- 
ge que  la  manifestación  exterior  de  una 
voluntad  haya  sido  efisctuada  con  el  fíu 
de  producir  un  efecto  jurídico.  El  legisla- 
dor no  se  preocupa  para  nada  de  actos 
que  carecen  de  objeto  jurídico  inmediato. 

Para  nuestro  derecho  administrativo 
también  el  acto  de  administración  es  una 
decisión  tomada  en  vista  de  producir  vn 
efecto  de  derecho  (1);  este  efecto,  que  se 
puede  referir  á  la  modíBcación  de  una  si- 
tuación jurídica  anterior,  es  uno  de  los 
elementos  constitutivos  de  la  decisión  eje- 
cutiva; sin  él,  el  acto  no  produce  las  con- 
secuencias que  se  conocen;  sin  él,  princi- 
palmente, no  se  crea  lo  contencioso,  pero 
en  cambio,  toda  decisión  ejecutiva  to- 
mada en  vista  de  producir  un  efecto  de 
derecho,  constituye  un  acto  jurídico  y  por 
consiguiente  una  declaración  de  volun- 
tad, avhi  cuando  sea  un  puro  acto  de 
mando  6  de  autoridad.  £s  conveniente 
resumir  aquí  pruebas,  porque  esta  con- 
cepción, muy  francesa,  no  parece  aún  bien 
comprendida  por  la  doctrina  extranjera 
(V.  N.  1). 

a)  Toda  decisión  ejecutiva  es  el  objeto 
de  recursos  contenciosos  que  por  lo  me- 

0)  V.  HAUtiiON,  tJfi.  cit.  p.  26í  y  s. 


nos  tíendoi  á  anularla;  y  esto  ocurre  con 
el  acto  de  autoridad  ti  orden  como  con 
los  actos  de  gestión;  según  esto  una  anu- 
lación contenciosa  postula  la  existencia 
jurídica  del  acto. 

b)  Contra  ciertas  decisiones  ejecutivas, 
tales  como  las  deliberaciones  de  los  con- 
sejos  municipales  y  de  los  consejos  gene- 
rales, existe  una  nulidad  jurídica  (ley  del 
10  de  agosto  de  1871,  artículos  33, 34;  ley 
4el  5  de  abril  de  1884,  artículos  63,  64). 
según  esto  la  nulidad  jurídica  postula  la 
existencia  jurídica  del  acto. 

c)  En  fin,  aun  en  la  hipótesis  del  acto 
de  autoridad  ó  de  mando,  es  posible  per- 
cibir los  efectos  jatldicos  de  la  decisión, 
y  esto  gracias  á  un  artificio:  es  precio 
suponer  que  un  segundo  acto  viene  á  mo- 
dificar la  situación  creada  por  el  primero. 
De  la  situación anteriorcreada  por  el  pri- 
mer acto  de  autoridad  nace,  en  efecto, 
para  los  intereses  que  lo  aprovechan;  un 
interés  legítimo  de  que  esta  situación  no 
sea  modificada, y  estoles  dacalidad  para 
intentar  el  recurso  por  abuso  de  poder 
contra  el  acto  modificatorio.  Se  puede 
citar  como  ejemplos  de  situaciones  seme- 
jantes: la  fijación  del  perímetro  del  im- 
puesto municipal  de  consumos  ( octroi)^ 
la  admisión  á  participar  en  las  pruebas 
de  un  concurso  ó  adjudicaéión,  el  nom- 
bramiento para  una  función,  una  conce- 
sión sobre  bienes  públicos,  etc.  El  habi- 
tante que  se  encuentra  fuera  del  períme- 
tro, el  candidato  admitido  A  concurrir,  el 
funcionario  nombrado,  el  concesionario 
del  bien  público,  gozan  de  una  situación 
ventajosa  que  pueden  defender  por  un 
medio  jurídico  y  que  es,  por  consiguiente, 
jurídica.  Según  esto,  esta  situación  ha 
sido  creada  por  un  acto  de  autoridad.  En 
verdad  qo.  se  encuentra  aquí  la  creación 
de  un  derecho  adquirido  en  provecho  del 
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interesado,  pero  es  un  hábito  civilista  no 
acordar  valor  jurídico  sino  á  los  derechos 
adquiridos.  En  derecho  público  es  preci- 
so habituarse  á  apreciaciones  menos  se- 
veras; existen  en  provecho  de  los  admi- 
nistrados, contraía  administración,  si- 
tuaciones ventajosas  que  no  se  traducen 
en  derechos  adquiridos  de  una  manera 
definitiva  y  que,  sin  embargo,  tienen  un 
valor:  se  ha  llamado  á  estas  ventajas 
jurídicas  derechos  reHejos  (Jillene.<.  Srs- 
tem  áer  Subjictiven  óffentlichen  Rechte 
p.  64).  Nosotros  preferimos  llamarlos  in- 
tereses legítimos. 

Algunas  veces,  8Ín>mbargo,  estos  inte- 
reses legítimos  se  elevan  hasta  la  dignidad 
de  derechos  adquiridos,  por  ejemplo  cuan- 
do resultan  de  la  designación  de  ciertos 
funcionarios  á  los  cuales  la  lej  ha  confe- 
rido un  estado  (oficiales  de  ejército,  ma- 
gistrados, profesores,  oficiales  ministeria- 
les). Entoncesjpor  ministeriodc  la  ley,  la 
designación  administrativa  confiere  al 
funcionario  una  especie  de  propiedad  es> 
pedal  sobre  su  grado,  su  asiento,  su  cáte- 
dra, su  oficio,  etc.  Es  preciso  no  ver  en 
estas  hipótesis,  donde  aparecen  derechos 
adquiridos  verdaderos,  unaexcepción,  un 
efecto  jurídico  anormal  del  acto  adminis- 
trativo; no  debe  verse  sino  un  aumento,  un 
engrandecimiento  de  los  efectos  jurídicos 
que  Ic  son  naturales.  Si  la  designación  de 
un  funcionario  privilegiado  le  confiere  un 
derecho  adquirido,  es  predso  no  olvidar 
que  la  designación  de  un  funcionario  no 
privilegiado  le  habría  conferidoun  interés 
legítimo  de  conservar  su  puesto  y  no  ser 
separado  por  un  acto  irregular.  Si  el  fun- 
cionario privilegiado  puede  usar  de  losre^ 
cursos  de  abusos  de  poder,  violación  de 
la  ley  y  de  los  derechos  adquiridos,  el  fun- 
cionario ordinario  puede  usar  de  los  pri- 


meros (incompetencia,  violación  de  las 
reglas,  desviación  de  poder)  (1). 

El  acto  de  administración  es,  en  fin, 
una  declaración  de  voluntad  en  el  sentido 
que  ha  sido  dado  en  forma  ejecutiva;  este 
esaun  uno  délos  caracteres  de  la  declara- 
ción de  voluntad  del  Código  Civil  Alemán, 
que  exige  quela  voluntad  haya  sido  em/í/- 
da.  Emisión,  forma  ejecutiva, es lamisma 
cosa.  Porel  solo  hecho  de  que  la  voluntad 
es  emitida,  toma  un  valor  objetivo  pro- 
pio, ella  cae,  por  así  decirlo,  en  el  público, 
ella  se  separa  de  la  persona  de  su  autor  y 
tiende  á  producir  por  sí  mismo  consecuen- 
cias sociales.  Es  fácil  demostrar  que  el 
carácter  ejecutivo  se  coniundecon  la  emi- 
sión: una  decisión  ejecutiva,  en  efecto,  es 
aquella  que  nada  separa  de  su  ejecución 
(2).  Si  ella  se  va  á  ejecutar,  es  porque 
ha  sido  emitida;  si  ella  no  estuviere  com- 
pletamente emitida,  alguna  cosa  la  sepa- 
raría aún  de  su  ejecución;  en  efecto,  en 
las  deliberaciones  de  las  asambleas  loca- 
les ([ue  deben  ser  aprobadas  por  la  auto- 
ridad superior,  se  sabe  que  es  la  decisión 
aprobatoria  la  que,  hablando  propia- 
mente, constituye  el  acto,  porque  es  ella 
la  que  emite  definitivamente  la  voluntad. 
Existe  así  identidad  entre  el  carácter  eje- 
cutivo y  la  emisión.  El  derecho  adminis- 
trativo francés  ha  tomado  esta  significa- 
ción de  una  manera  instintiva,  por  así 


(1)  Tudo  el  valor  jurídico  que  atribuinins  al 

acto  de  autoridad  descansa  en  ültimo  análisis  so- 
bre la  existencia  del  recurso  por  abuso  de  poder 
Se  ha  discutido  el  carácter  contencioso  de  este 
recurso,  pero  no  es  seriamente  discutido  en  la 
doctrina  francesa  y  nos  sentimos  felices  de  ver 
que  aun  M.  Borsi  hace  esta  constatación.  (Cch- 
dmoni  actuali  di  sorlgimento  dei  contentioso  am- 
miniitrativQ  francese.  Archivio  Giurtdico,  igoJ 
N.  13. 

(2)  Cf.  Haurion,  op.  ctt.,  p.  359. 
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(ki'irlu,  el  que  hace  iiiuehu  tiempu  llama 
á  las  decisiones  ejecutivas,  actos,  es  decir 
cosas  separadas  de  sus  autores;  se  com- 
prende, sin  embargo,  toda  la  fuerza  de 
esta  palabra. 

Es  preciso,  con  todo,  notar  que  hay  en 
la  virtud  ejecutiva  del  acto  de  adminis- 
tración un  elemento  que  no  encontramos 
en  la  declaración  de  voluntad  del  derecho 
civil  alemán;  esta  voluntad  emitida  tiende 
á  la  ejecución  de  ella  misma  por  ella  mis- 
ma, es  decir,  por  su  propia  virtud  y  sin 
intervención  de  ningún  poder,  por  ejem- 
plo, sin  intervención  de  un  juez.  Esto  es 
porque  el  derecho  administrativo  fran- 
cés esta  fundado  en  las  prerrogativas  del 
poder  público  y  que  la  primera  de  esas 
prerrogativas  es  la  de  poder  ejecutar  ella 
misma  y  en  forma  previa  sus  propias  de- 
cisiones (1). 

Por  consiguiente,  y  de  acuerdo  con  las 
anteriores  premisas,  estamos  autorizados 
imra  concluir  que  la  doctrina  de  nuestro 
dera'ho  administrativo  francés,  el  llama- 
do íicto  ó  decisión  ejecutiva  es  idéntico  á 
la  declaración  de  voluntad  de  la  doctrina 
civilista  alemana,  al  menos  si  se  la  con- 
templa en  sus  elementos  internos. 

4.  Pero  no  es  bastante  estudiar  la  de- 
claración de  voluntad  aislándola  de  toda 
sitoiiciónjurídica exterior;  es  preciso,  para 
anaüzarhi  enteramente,  volverla  á  colo- 
car eu  su  medio.  Acabamos  de  ver  que 
todadeelnración,  contemplada  de  un  mo- 
do alstracto,  es  idéntica  en  su  naturule- 
No  ocurre  lo  mismo  en  el  dominio  de 
los  hechos;  un  dualismo  se  produce  siem- 
pre. Mientras  que  el  derecho  administrati- 
vo nos  presenta  los  actos  de  gestión  y  los 
setos  de  autoridad,  el  código  alemán  nos 
habla  de  declaraciones  hechas  "á  otro" 

(i)  Cf.  Haurion,  op.  cit,  p.  X-ai5  i  s. 


(2)  y  a  conlnirio,  él  supone  las  declara' 
ciones  que  no  son  hechas  á  un  otro.  M.  Sa- 
leillcs  designa  esta  segunda  especie  de 
declaraciones  por  la  expresión  "declara- 
ciones que  no  son  hechas  á  persona"  (3). 
Esto  no  es  completamente  exacto.  Toda 
declaración,  en  efecto,  se  dirige  necesaria- 
mente á  alguno  (4),  Lo  que  es  verdad, 
esqueaqueláquienuno  sedirige  puede  no 
ser  "un  otro"  en  el  sentido  "de  otro  que 
deba  recibir",  es  decir,  un  tercero  ó  urna 
parte.  Por  otra  parte,  M.  Saleilles  tradu- 
ce "ander"  tanto  por  tercero  como  por 
parte  (5).  Esto  puede,  en  efecto,  significar 
lo  uno  ó  lo  otro  ca>n  la  observación  de 
que  en  francés  tercero  y  parte  no  tienen  el 
mismo  sentido:  "parte"  es  aquel  con  el 
cual  se  trata,  "tercero"  es  aquel  que  pue- 
de tener  derechos  que  oponer  sin  que  se 

(3)  Código  Civil  Alemán,  ait.  130:  ttLa  de* 
c  aración  de  voluntad  que  deba  hacerse  respecto 
de  otro  {(iem  einem  andet^k),  producirá  efecto 
desde  el  momento  en  que  tenga  noticia  de  ella 
cuan. lo  se  h.ilbte  üusente;  pero  no  producirá 
ninguno  si  anles  ó  al  mismo  tiempo  llega  una 
r<.tiartactón  á  la  otri  parte. 

Para  la  eñcacia  de  la  declaración  de  voluntad, 
üerá  indiferente  que  muera  6  pierda  su  capacidad 
para  contratar  después  de  haberl.1  hecho.  Estas 
disp  isiriones  í^erán  lanibién  aplicables  cuando  la 
d  claración  deb.i  hacerse  ante  la  autoridad.  pp—V- 
la  iniama  expresión,  ridirigida  á  un  otrou  en  los 
artículos  1 16  y  1 1 7. 

(3)  V.  e-pei  iaimente  Salkillbs,  fip.  cit,  att. 
1 1 6,  nota  4  in  fine  p.  8. 

^4)  \j\  termínulogíj  de  la  do^:trina  alemana 
ojionc  ¡as  declaraciones  que  uno  debe  recibiré,  aque- 
llas que  no  debe  ree^ir.  Estas  expresiones  son 
mui  felices,  porque,  como  se  verá  más  adelante,  el 
momento  de  la  formación  del  compromiso  para 
las  (ideclaraciones  hechas  á  un  otroit  no  existe 
sino  desde  la  retepci&Hy  mientras  que  para  las  nde- 
clnraciones  no  hechas  á  un  otron  el  compromiso 
se  forma  desde  su  emisión. 

(5)  V.  especialmente  Salbilles,  op.  rit.,  art. 
130,  ñola  3,  p.  120. 
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haya  tratado  con  él,  pót  ejemplo  el  ter- 
cero poseedor  de  un  inmueble  hipotecado 
respecto  de  los  acreedotnes  hipotecarios. 

Por  conáguiente,  es  preciso  tomar  en 
todo  su  valor  la  oposición  de  declaracio- 
nes  hechas  á  otro  ( tercero  ó  parte)  y  de 
aquellas  que  no  son  hechas  á  otro. 

La  cuestión  que  se  presenta  es  entonces 
la  siguiente:  ¿cuál  es  la  calidad  que  pue- 
de oponerse  á  aquella  de  parte  ó  tercero? 
He  aqui  lo  que  no  aparece  en  derecho 
privado  y  que  sólo  el  derecho  adminis- 
trativo nos  revelares  la  calidad  áe sujeto. 
Los  hombres  que  están  en  relación  los 
unos  con  los  otros,  no  pueden  tener  sino 
dos  calidades;  6  bien  tienen  derechos  re- 
cíprocamente opuestos  y  son  el  uno  res- 
pecto del  otro  partes  ó  terceros,  ó  bien 
sus  derechos  no  son  recíprocamente  opo- 
nibles,  el  uno  tiene  respecto  del  otro  pre- 
rrogativas que  ejercer,  el  uno  es  el  amo,  el 
otro  el  sujeto;  esto,  en  verdad^esdel  dere- 
cho privado,  lo  demostraremos  más  ade- 
lante, pero  el  derecho  administrativo  nos 
ló  ensefía  pór  la  diferencia  de  actitudes 
del  poder  plSblico  respecto  de  los  admi- 
nistrados, en  la  vía  de  la  autoridad  y  en 
la  vía  de  la  gestión. 

a)  La  via  de  Ja  autoridad, — Declaracio- 
nes de  voíütttad  hechas  á  los  sujetos.— 
No  es  dudoso,  desde  luego,  que  en  la  vía 
de  autoridad  las  decisiones  tomadas  por 
la  administración  no  se  dirigen  á  los  ad- 
ministrados, contemplados  como  simples 
sujetos. 

Son,  en  efecto,  ^'decisiones  de  principio 
ó  de  orden  qué  no  son  todavía  condicio- 
nadas por  hechos  de  ejecución." 

No  teniendo necesida  del  poder  público, 
que  por  lo  mismo  no  Ies  ha  reconocido 
derechos  adquiridos,  del  concurso  activo 
de  los  administrados  para  pasar  á  la  eje- 
cución de  las  medidas  resueltas,  no  pue- 


den ellos  oponer  á  sus  prescripciones  re- 
glamentarias ninglán  derecho  propio,  ellos 
no  pueden  oponer  sino  la  violación  de  la 
]éy;lalegalidad  es  su  únicasalvaguardia. 
He  ahí  bien  la  sumisión  porque  "el  deljer 
de  sumisión  consiste  en  la  sujeción  jurídi- 
ca de  estar  obligado  á  obedecer  una  or- 
den del  Estado,  dictada  en  conformidad 
á  las  leyes"  (1).  En  estas  condiciones,  el 
acto  de  autoridad  es  una  declaración  de 
voluntad  que  ningún  administrado,  "no 
debe  recibir"  en  el  sentido  de  la  locución 
alemana,  es  decir,  un  acto  que  no  necesi  - 
ta  de  ningún  concurso  proveniente  del 
derecho  del  administrado;  él  subsiste  por 
sí  mismo,  tiene  valor  en  sf;  no  solamente 
subsiste  pero  se  impone,  y  produce  decios 
jurídicos.  De  que  el  administradono  debe 
recibir  el  acto  de  autoridad  como  un  ter- 
cero, si  lo  debe  recibir  como  un  sujeto,  no 
se  sigue  que  no  pueda  beneficiarle  ó  da- 
ñarle el  acto.  Solamente  no  es  en  la  re- 
gión de  los  derechos  adquiridos  que  se 
producen  estos  fenómenos,  en  principio 
es  en  la  región  de  los  simples  intereses;  el 
acto  de  autoridad  puede  conferir  al  ad- 
ministrado ventajas  que  aquél  tendrá  in- 
terés legítimo  en  conservar;  por  ejemplo, 
una  función,  un  empleo,  una  ocupación 
en  el  dominio  público;  él  puede  también 
causarle  daño  queel  administrado  tendrá 
interés  legítimo  en  hacer  cesar.  Pero  en 
el  recurso  contencioso  que  el  administra- 
do podrá  intentar  para  hacer  anular  el 
acto  que  le  causa  daño,  y  que  será  en  ge- 
neral el  recurso  por  exceso  de  poder,  nues- 
tro reclamante  no  será  parte  en  la  causa, 
él  perseguirá  la  anulación  del  acto  en 
nombre  de  la  buena  administración,  en  . 


(i)  Labauo.  Derecho  fúbUeo  del  Imperio 
Alemán,  traducción  francesa,  página  asti,  to- 
mo I. 
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calidad  de  sujeto,  por  una  esiKcie  de  actio 
popaiaris. 

Tal  es  la  doctrina  de  nuestro  derecho 
administrativo  sobre  los  actos  de  auto- 
ridad. Veamos,  sin  embargo,  sí  ella  no 
proyecta  una  Ipz  singular  sobre  las  situa- 
ciones de  derecho  privado  en  las  cuales  es 
hecho  de  declaraciones  de  voluntad  "qué 
persona  no  debe  recibir",  dedmos  qué 
persona  no  debe  recibir  en  calidad  de  par- 
te 6  de  tercero,  que  no  tengan  necesidad 
de  ser  completados  por  el  aporte  de  dere- 
chos de  persona,  pero  que  no  se  dirigen  á 
alguno. 

Veamos  si  este  alguno  no  está  momen- 
tánea y  parcialmente,  vis  á  vis  del  decla- 
rante, en  una  especie  de  dependencia.  La 
hipótesis  no  es  tan  sorprendente:  hay  en 
el  derecho  privado  relaciones  de  poder. 
No  existe  solamente  un  poder  público; 
existen  poderes  privados,  aun  cuando  de- 
bilitados. La  organización  de  la  familia 
encubre  un  poder,  la  de  la  propiedad 
también.  Si  el  padi%  de  familia  tiene  po- 
deres y  también  el  propietario,  ea  porque 
al  rededor  de  ellos  hay  personas  depen- 
dientes. 

Se  citan  como  ejemplos  de  las  declara- 
ciones que  nos  ocupan:  el  reconocimiento 
de  hijo  natura]  y  todos  los  actos  relati- 
vos á  una  adquisición  de  posesión  ó  á 
una  dereUctio,  apropiación,  ocupación, 
abandono,  aceptación  ó  renuncia  de  he- 
rencia.- Bs  bien  fácil  descubrir  las  perso- 
nas á  quienes  se  dirigen  estas  declaracio- 
nes de  voluntad;  son  aquellas  á  quienes 
interesan.  Tomemos  el  reconocimiento  de 
hijo  natural:  el  ser  más  directamente  in- 
teresado en  que  este  acto  jurídico  tenga 
6  no  lugar,  ¿no  es  el  hijo  natural  mismo? 
Tomemos  la  aceptación  y  renuncia  de  la 
herenóa:  estos  dos  actos  están  lejos  de 
dejar  indiferentes  á  los  herederos  de  gra- 


do inferior,  ^gún  esto,  estos  interesados 
no  tienen  ningún  derecho  que  hacer  valer 
para  restringir  los  poderes  del  declarante; 
ellos  son  aquí  sujetos,  que  sufren  pasiva- 
mente las  consecuencias  felices  6  desagra- 
dables de  la  declaración  de  voluntad  de 
un  amo;  basta  para  convencerse  exami- 
nar un  poco  más  de  cerca  la  situación 
del  hijo  natural  ante  el  acto  de  su  padre; 
la  del  heredero  de  grado  inferior  ante 
la  aceptación  ó  rechazo  de  un  heredero 
más  próximo,  ó  aquella  del  pasante  ante 
la  ocupación  ó  la  derelictio  de  una  tierra. 
Tomemos  el  reconocimiento  de  hijo  natu- 
ral. Bl  consiste,  como  se  sabe,  en  un  acto 
solemne  declarativo  de  la  filiación  del 
hijo  al  cual  se  aplica;  él  constituye  el  es- 
tado del  hijo  natural  gomo  el  actade  na- 
cimiento establece  el  del  hijo  legitimo; 
pruébala  filiación  crga  omnes  y  lo  que  nc« 
interesa  es  que  se  impone  al  hijo  como 
á  un  sujeto  (1>;  según  el  artículo  339  del 
Código  Civil,  solamente  son  necesarias 
dos  condiciones  para  invalidar  un  reco- 
nocimiento: tenerun  interés  legítimo,  mo- 
ral ó  pecuniario,  y  probar  que  el  acto  es 
contrario  á  la  verdad;  el  hijo  natural  no 
tieneentoncesmáspoderante  la  voluntad 
de  su  padre  que  un  interesadocualquiera, 
no  tiene  derecho  especial  que  hacer  valer; 
es  como  el  súbdito  del  poder  público  ante 
los  actos  de  autoridad  de  la  administra- 
ción; él  no  está  protegido  sino  por  una 
especie  de  legalidad  objetiva  que  impone 
á  todos  la  observación  de  la  verdad. 

La  aceptación  de  la  herencia  se  impone 
á  los  herederos  de  grado  inferior  con  igual 
fuerza;  ella  no  puede  ser  atacada  sino  por 
el  aceptante  mismo  en  easos  determina- 

(i)  Véase  al  respecto  nuestro  Código  CMl 
tft,  XII,  libro  I,  artículo  273,  que  exige  la  acep- 
tación del  hijo  para  la  validez  del  reconociraien- 
to.  <N.  del  T.) 
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dos  (articulo  7S'Ó},  pero  la  ley  no  habla 
de  los  otros  herederos,  principales  intere- 
sados, desprovistos  sin  embargo  de  todo 
poder  ante  el  acto  del  aceptante.  Lo 
mismo  ocurre  en  la  hipótesis  de  la  renun- 
cin;  aqui  los  verdaderos  interesados  son 
generalmente  los  acreedores  del  difunto; 
sin  embargo,  si  todas  las  condiciones  exi- 
gidas por  la  ley  se  cumplen,  no  tienen 
queja  alguna  que  formular,  aunque  el 
acto  del  heredero  les  arrebate  toda  espe- 
ranza de  obtener  el  pago  íntegro  de  su 
crédito.  Bllos  deben  inclinarse  ante  su 
voluntad  (1).  Así,  en  todas  estas  hipó- 
tesis, los  interesados,  desprovistos  de 
derechos,  soportan  los  actos  como  en  la 
vía  de  autoridad,  el  administrado  sufre 
las  decisiones  del  poder  público. 

b)  La  vía  de  gestión.  Declaraciones 
hechas  á  terceros. — Si  los  actos  de  auto- 
ridad se  dirigen  á  sujetos,  no  es  dudoso 
que  los  actos  de  gestión  se  dirijan  á  los 
administradores  considerados  como  ter- 
ceros (2).  Existe  gestión,  en  efecto,  toda 
ves  que  se  trata  de  ejecutar  una  opera- 
ción, de  asegurar  la  mnrcha  de  un  servi- 
cio organizado,  de  dirigir  el  dominio  pri- 
vado de  la  administración.  En  una  pala- 
bra, hay  gestión — pública  ó  privada— 
cuando  hay  ejecución.  Tocamos  aquí  á  la 
razón  de  ser  de  toda  esta  distinción  entre 
las  declaraciones  hechas  á  sujetos  y  aque- 
llas que  se  hacen  á  terceros,  ta  noción 


(■)  situación  úü  los  acri.edurcs  del  here- 
dero es  híen  dívcDm;  no  son  ellos  sujetos  s<no 
verdaderos  terceros,  y  la  consecuencia  inmediata 
es  que  ellos  pueden  oponerse  á  una  renuncia 
hecha  en  fraude  de  sus  derechos  (Artículo  783)' 

Nuestro  Cddign,  artículo  1238,  sólo  conce(^e  á 
los  acreedores  el  derecho  de  sustitución  á  su 
deudor  que  repudia,  con  consentimiento  del  juez 
hasta  omcurrencia  de  sus  créditos.  (N  del  T.) 

(3)  Soire  la  íeoría  de  la  gísHbn.  HaukiüN, 
oiJ*  cit.,  p.  304  y  8.  y  398. 


del  acto  de  gestión  nos  conduce  a  ella  na- 
turalmente. Una  voluntad  obrando  p£Lsa 
por  dos  faces:  la  resolución,  la  ejecución. 
En  la  primera  faz,  la  voluntad  no  tieiie 
necesidad  de  otro,  ella  se  decide  ella  mis- 
ma y  por  ella  misma  por  el  peso  de  moti- 
vos internos;  ella  no  está  sometida  más 
que  á  la  ley  del  objeto,  que  es  la  ley  de 
finalidad  del  ser,  que  hace  sentar  su  acción 
en  la  conciencia.  No  habiendo  tenido  ne- 
cesidad de  apelar  al  concurso  de  otro,  la 
voluntad  emitida  no  tiene  que  contem- 
plar á  otro;  no  habiendo  recibido  nada, 
nada  debe;  si  no  obstante  ella  produce 
efectos  vis  á  vis  de  otros,  es  sin  tomar  en 
cuenta  los  derechos  (|ue  ellos  podrían  te- 
ner que  oponerle,  ella  tiende  á  imponerse 
á  ellos  como  á  sujetos.  Pero  no  es  bas- 
tante tomar  decisiones  de  principios,  to- 
davía falta  pasar  á  la  ejecución  de  los 
servicios  y  de  las  oiieraciones.  Según 
esto,  ninguna  ejecución  es  posible  sino 
por  el  comercio  jurídico  exterior,  de  ahí 
la  necesidad  de  procurarse  ayudas,  cola- 
boraciones. Es  preciso  contar  aquí  con 
los  otros  hombres,  y  como  se  tiene  nece- 
sidad de  ellos,  es  de  toda  necesidad  incli- 
narse delante  del  derecho  que  ellos  tienen 
á  alguna  recompensa  ó  á  alguna  contra- 
parte; es  por  esta  necesidad  del  donnant 
donnant  6  del  cambio,  que  es  una  ley  del 
comercio  jurídico  exterior,  que  los  sim- 
ples sujetos  de  la  administración  se  con- 
vierten vis  á  vis  de  ella  en  terceros  (3). 
En  una  legislación  fundada  sobre  la  teo- 
ría de  la  declaración  de  voluntad,  esta 
distinción  de  la  faz  de  la  resolución  y  de 
la  faz  de  la  ejecución  toma  una  impor- 
tancia jurídica  considerable,  porque  «1 
destino  de  cada  voluntad  emitida  será 


(3)  Sobre  esta  oposición  entre  las  resolucio- 
nes internas  y  las  medidas  de  ejecución  pro- 
puestas, Cf.  Haurion,  op.  cit,  p,  204,  n.  t. 
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diferente  según  se  refiera  á  la  tina  6  á  la 
otra  faz. 

Es  necesario  tratar  de  transportarla 
al  derecho  privado  caracterizando  las  de- 
claraciones  que  el  Código  Civil  alemán 
llama  "hechas  á  otro".  Estas  declara- 
ciones son  aquellas  que  no,  tienen  un  va- 
lor jurídico  sino  cuando  ellas  tocan  las 
personas  á  las  cuales  se  dirigen;  su  nom- 
bre lo  indica:  ellas  son  necesariamente 
hechas  ú  un  oíro  individuo  y  no  tienen 
eficacia  jurídica  de  otro  modo.  Ellas  son, 
en  suma,  in  ¡tersonam  (1). 

Es  preciso  colocar  en  esta  categoría 
todas  las  ofertas  hechas  en  vista  de  un 
contrato  por  hacer,  así  como  ciertas  de- 
chiraciones  unilaterales  pero  que  se  rela- 
cionan con  una  situación  contractual 
anterior,  como  un  permiso,  una  revoca- 
ción,una  ratificación.  Estos  ejemplos  nos 
jK^rmiten  apropiarnos  la  calidad  del  inte- 
resado al  cual  se  dirigen;  no  es  dudoso 
que  él  figura  aquí  como  un  tercero  ó 
bien  como  una  parte  y  esto  porque  el  de- 
clarante no  puede  ejecutar  su  proyecto 
sino  con  el  concurso  de  este  interesado, 
quese transforma  en colalrarador.  Basta, 
para  convencerse,  examinar  la  situación 
del  autor  de  una  oferta  en  vista  de  un 
contrato;  él  está  obligado  á  esperar  el 
consentimiento  de  la  parte  á  la  cual  hace 
la  oferta  antes  de  poder  beneficiarse  con 
las  consecuencias  del  futuro  contrato. 
Este  consentimiento  es  un  concurso  ac- 
tivo y  la  conclusión  del  contrato,  con 
referencia  á  la  oferta,  será  ya  un  hecho 
de  ejecución.  El  permiso,  como  la  revoca- 
ción, son  medidas  de  ejecMición  sobrevi- 
nientes  en  una  situación  contractual  vis 
á  vis  de  un  colaborador  que  puede  arran- 

(>)  Cr.  SALtiLLkS,  op.  cit.,  art.  II 6,  noia 
P  8 

DKRICHO 


car  derechos  de  esta  situación;  es  preciso 
tener  esto  en  cuenta. 

Las  "declaraciones  hechas  á  otro",  en 
las  situaciones  contractuales,  no  son  sino 
declaraciones  hechas  á  las  parte:!  y  es 
{perfectamente  exacto  que  las  partes  son 
gentes  á  quienes,  por  el  contrato  ó  en  vis- 
ta del  contrato,  se  ha  solicitado  su  con- 
curso. Pero  la  noción  del  tercero  sobre- 
pasa mucho  á  la  del  contratante.  En  dere 
cho  administrativo  esto  no  es  dudoso: 
todos  los  administrados  que  son  víctimas 
de  perjuicios  á  consecuencia  de  los  actos 
unilaterales  de  laadministracíón,  coa  tal 
que  estos  actos  hayan  sído  ejecutados  en 
la  ejecución  de  servicios  públicos,  toman 
la  calidad  de  terceros  y  adquieren  dere- 
cho á  indemnización.  La  razón  es  sencilla: 
desde  el  momento  que  la  administración 
organiza  un  servicio,  ella  tiene  necesidad 
de  la  colaboración  de  los  administrados 
y  puede  aún  exigirla  si  es  necesario;  pero 
en  cambio,  si  sus  administrados  propor- 
cionan su  concurso  favorable,  tienen  ellos 
derecho  á  reclamar  el  funcionamiento  re- 
gular de  este  servicio  y,  por  consiguiente, 
la  responsabilidad  de  la  administración 
está  en  juego  (2).  La  jurisprudencia  hace 
todos  los  días  aplicaciones  interesantes 
de  este  principio,  que  constituye  una 
mina  preciosa  de  garantías  para  el  indi- 
viduo (3). 

Pero  cuando  un  administrado  reclama 
indemnizaciones  por  perjuicios  resultan- 
tes del  cíimpo  de  tiro,  por  accidentes  so- 
brevenidos durante  un  servicio  militar 
ordenado,  por  perjuicios  resultantes  de 
la  insuficiencia  del  servicio  de  avenidas  Ó 
por  abusos  cometidos  por  un  funcionario 

(a)  V.  sobre  este  punto  la  teoría  del  ■'hecho 

(le  servicien  en  H  >urion,  op.  cit,  p.  242  y  s. 

(3)  Sobre  estas  aplicaciones  V.  Haurion,  op. 
cit,  p,  «45,  nota  i. 

13 
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en  peijuicio  de  un  particular,  etc.,  etc.,  es 
preciso  tieconocer  que  se  está  singular- 
mente lejos  de  la  noción  de  los  contra- 
tantes (1). 

Es  sabido  ((ue,  tatnbién  en  derecho 
privado,  la  noción  del  tercero  sobrepa- 
sa á  la  del  contratante.  Los  acreedo- 
res de  un  mismo  deudor  son  los  unos  vis 
á  vis  de  los  otros  terceros  6,  á  lo  menos, 
pueden  tomar  esta  calidad  por  una  ins- 
cripción de  hipoteca,  por  la  iniciativa  de 
un  embargo,  etc.,  y,  sin  embargo,  ellos 
no  han  contratado  entre  sí;  los  adqui- 
rentes  sucesivos  de  un  mismo  inmueble 
toman,  como  consecuencia  de  la  formali- 
dad de  la  trascripción,  los  unos  respecto 
de  los  otros,  la  calidad  ^e  terceros  y,  sin 
embargo,  no  han  contratado  juntos. 
¿Por  qué,  sin  embargo,  son  terceros  y  no 
extraños  los.unos  á  los  otros?  porque  sus 
derechos  pueden  herirse.  Si  se  busca  bien, 
se  encontrará  esta  razón:  es  que  estos 
hombrra  han  sido  acercados  por  un  con- 
curso'qae  ellos  han  prestado  á  una  mis- 
ma operación  del  comercio  jurídico.  Esta 
operación  puede  haber  sido  un  fraude, 
como  lo  será  á  menudo  la  reventa  de 
un. inmueble  á  muchos  compradores  su- 
cesivos, pero  también  puede  ser  ella  una 
operación  seria  y  el  comercio  jurídico  la 
presume  tal. 

En  la  hipótesis  de  los  acreedores  de  un 
mismo  deudor,  las  operaciones  de  prés- 
tamo eran  útiles  al  comercio  jurídico, 
se  trataba  de  procurar  avances  ó  de  sos- 
tener el  crédito  de  un  comerciante  ó  de 
un  cultivador.  Los  acreedores  han  coo- 


perado, á  menudo,  sin  saberlo;  esta  cola- 
boración ha  creado  una  situación  de  ges- 
tión que  les  da  ciertos  derechos  los  «nos 
respecto  de  los  otros.  El  derecho  comer- 
cial hace  aparecer  esta  situación  en  el 
consorcio  de  la  quiebra  y  el  derecho  civil 
en  el  orden  hipotecario,  en  la  distribución 
por  contribución,  etc. 

P6rcon8Íguiente,las!tuación  de  gestión 
no  es  especial  del  derecho  administrati- 
vo; ella  se  encuentra  en  el  derecho  priva- 
do en  todas  partes  donde  se  toma  la  co- 
laboración para  la  ejecución  de  una -misma 
empresa  ó  de  una  misma  obra  que  es  6 
que  puede  ser  útil  al  comercio  jurídico,  y 
esto  explica  que  ofertas  no  contractuales, 
como  por  ejemplo,  ofertas  de  alzamiento 
de  hipoteca  á  los  acreedores  hipotecarios 
pueden  ser  consideradas  como  hechas  á 
otro  (2). 


(i)  Además,  se  puede  ofraner  la  «gestión 
por  dinerori  y  la  «gestión  por  buenos  oñciusn  á 
la  "gestión  por  contratoir.  Es  decir  que- la  hipó- 
tesis del  contrato  nu  es  sino  un  caso  particular 
de  la  vasta  teoría  de  la  gestión.  Cf.  Haurioh, 
op.  cit.,p.  ao6. 


(2)  1.a  noción  de  un  convenio  jurídico  de  la 
vida  pdblica  establecido  entre  la  administración 
y  los  administradus  para  la  buena  ejecución  de 
lus  servicios  públicos, que  da  á  los  administra- 
dos la  ca<idad  de  tctceros  desde  que  ellos  pue- 
den ser  considerados  como  que  han  aportado  un 
concurso  activo  cualquiera  á  la  admintstraciónj 
la  C(mce|>ción  de  un  comeicio  jurídico  de  ta  vida 
privada  que  sería  e.^tablLcido  para  nía  satísfacr 
cióii  de  las  necesidades  huinanasn  (Jiíeking 
2züíci  if/i  recht^  traducción  p.  88)  y  que  daría  á  los 
individuos  los  unos  vis  a  vis  de  los  otros  la  cali- 
dad de  terceros  yaque  |]odif.t  considerárseles  como 
habiendo  aportado  un  concurso  activo  i  una  ope- 
ración comiin;  todas  estas  ci>nrepciones  se  rtfie 
ren  á  la  id^-a  que  el  derecho  puede  ser  fundado 
sobre  ••el  conjunto  de  las  cosasti  al  mismo  tiem- 
po que  sobre  la  voluntad  individual;  es  el  dere- 
cho objetivo  ó  social  que  hace  irrupción  al  lado 
del  derecho  subjetivo  ó  individualista.  \ja&  lec- 
tores de  esta  revista  se  sorprenderán  menos  que 
otros  de  e^^ta  novedad  (que  por  lo  demás  no  es 
novedad),  por.fue  habrán  tomado  conocimiento 
del  muí  interesante  artículo  de  Mr.  Genv  Ritsgos 
y  respomabilidaáy  á  propósito  de  dos  tesis  de  doc- 
torado inspiradas  por  las  doctrinas  de  Mr.  Erna- 
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5.  Cuando  el  autor  de  una  declaración 
se  dirige  á  los  sujetos,  se  preocupa  muy 
poco  de  su  situación  jurídica,  ya  que  el 

niitl  I^vy  relativas  al  fundamento  colectivo  de 
la  responsabilidad  civil.  {Revista  ftimistrai^  1902 
p.  Si  2)  y  de  la  réplica  de  Mr.  t<evy  Ei  efeteido 
d(l  derecho  colectivó  {cod.  1903  p.  95).  Desde 
1899  Mr.  Levy  en  derecho  civil  y  yo  en  derecho 
administrativo,  nos  esforzamos,  por  medio  de  in. 
vestígacíones  aisladas,  en  determinar  la  impor- 
tancia de  las  situaciones  juifdicas  colectivas  que 
sin  duda  se  establecen.  (V.  el  erraíum  al  fin  de 
Toi^  z\t\xr\Us\A  Gestión  admintsiraíñ a,  ■899).  El 
estudio  presente  sobre  la  declaración  de  volun' 
tad  muestra  que  todas  estas  investigaciones  pue 
den  converger;  y  de  hecho,  Mr.  Levy  ha  llegado 
él  también  á  la  noción  de  un  comercio  jurídico 
entre  los  hombres  que  im|  one  ciertas  necestda- 
dt  s,  él  ha  propuesto  rt  conocer  en  la  base  de  toda 
responsabilidad  nuna  obligación  general  de  no 
engañar  la  confianza  necesaria  pata  el  manteni- 
miento de  las  relaciones  socfaleso.  Responsabili- 
dad y  contra tOf  en  la  Revista  crítica  de  Le^slación 
y  Jufisprudenda  1899,  XXVIII,  p.  373  y  s. 

Pero  tengo  el  gran  temor  de  que  las  teorías  ja- 
más sobrepagan  tos  hechos:  ellas  no  deben  ser  ta 
manifestación  de  un  sistema  filosófico  ó  social, 
si nodnica mente  la  organización  de  realidades  po- 
sitivas. Sobre  la  portada  de  la  gestión  administra- 
tiva como  sobre  aquella  de  la  gestión  del  comer- 
cio jurídico  privado,  yo  hago,  á  ejemplo  de  Mr. 
Geny,  op.  cit.,  p.  84  r,  las  más  expresas  reservas. 
Precisaré  estas  reservas  de  la  manera  siguiente: 
El  comercio  jurídico  no  podría  ser  contii- 
derado  como  dando  á  los  individuos  la  calidad 
de  terceros  susceptibles  de  tener  derechos,  sino 
eti  cuanto  se  les  tome  como  com  prometidos  en 
una  colaboración  activa  en  alguna  empresa  admi- 
tida por  el  comercio  jurídico  (e^to  para  limitar 
la  gestión  del  lado  de  'as  situaciones  de  autori- 
dad y  para  reservar  el  raso  en  que  los  individuos 
son  tomados  en  calidad  de  sujetos), 

3.<*  Las  necesidades  del  comercio  jurídico  no 
son  directamente  jeneratrices  de  derechos  en 
provecho  de  los  individuo?,  aun  cuando  é»tos 
llenan  las  condiciones  necesarias  para  ser  terce- 
ros; en  ellas  mismas  ellas  no  determinan  sino 
una  virtualidad,  e'las  hacen  posible  el  nacimiento 
de  derechos  y  determinan  ciertas  condiciones  de 
esta  posibilidad,  por  ejemplo  la  noción  de  lo  que 


ánico  rol  de  éstos  es  sufrir  pasivamente 
las  consecuencias  de  su  voluntad;  no  es 
lo  mismo  cuando  £1  tiene  delante  de  sf  á 


es  escepcional  ó  normal  en  materia  de  conducta, 
pero  en  esta  situación  favorable,  los  derechos  no 
pueden  nacer  sino  de  hechos  ó  de  actos  fuentes 
ordinarias  de  las  relaciones  jurídicas  y  que  son 
en  general  actos  individuales.  £s  a!»í  como  en  la 
materia  de  'a  responsabilidad  civil,  si  las  necesi- 
dades del  comercio  jurídico  hacen  posible  el 
nacimiento  de  un  derecho  á  indemnización,  este 
derecho  no  puede  nacer,  sin  embargo,  sino  á  vir- 
tud de  una  falta  imputable  á  alguno,  y  aunque 
esta  noción  de  falta  puede  ser  modificada,  sin  em 
bargo,  ella  se  refiere  siempre  i  la  antigua  idea  in- 
dividualista del  hecho  voluntario.  Mr.  Geny 
tiene  perfecta  razón  (op.  cit  p.  843)  en  mantener 
e^te  elemento  individualista  al  lado  del  elemento 
colectivo.  En  materia  de  responsabilidad  admi- 
nislratira,  se  ve  muy  bien  que  el  elemento  falta 
individual  se  ha  transformado;  pero  ha  subsis- 
tido; ya  no  es  la  falta  particular  de  un  ájente 
es  la  falta  del  servicio  ó  de  la  administración  im- 
putable al  ser  moral,  pero  es  siempre  una  indivi- 
dualización. 

De  esta  manera  las  necesidades  del  comercio 
jurídico,  ó  tas  exigencias  de  las  siUiaciones  socia- 
les ó  tas  situaciones  de  estado,  llamadas  con  el 
nombre  que  se  quiera,  pueden  ser  fuente  de 
derechos,  que  para  engendrarlos  necesitan  ser 
fecundadas  por  un  hecho  individual;  admitir  que 
ellas  solas  engendran  derechos  sería  admitir  una 
especie  de  parthenogenesis. 

Agrego  que  esta  atmósfera  favorable  al  naci- 
miento de  derechos,  resultante  de  la  cooperación 
de  los  hombres  al  comercio  jurídico  universal  no 
se  confunde  tampoco  con  la  ley  ni  con  la  regla 
de  derecho;  sin  duda  la  regla  de  derecho  brota, 
ella  también,  de  la  conciencia  social  y  de  las  ne- 
cesidades sociales,  pero  esto  es  otra  cosa:  la  regla 
de  derecho  pertenece  á  la  vía  de  autoridad,  ella 
no  es  el  resultado  de  la  colaboración,  sino  de  la 
subordinación  y  del  sentimiento  que  tienen  los 
hombres,  de  que  es  preciso  una  subordinación.  El 
esquema  presentado  por  Mr.  Dugnit  en  su  libro 
El  Estado^  el  tUreche  ohjetívo  y  la  ley  pffsitíva  me 
parece  debe  ser  completado  en  este  sentido,  él  no 
colt-ca  en  presencia  sino  la  norma  que  resulta  de 
la  solidaridad  social  y  del  acto  de  voluntad  mdi- 
vidual;  pero  la  solidaridad  social  se  descompo- 
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terceros.  Esentonccsmuy  interesante  pre- 
cisar las  diferentes  posiciones  en  las  cua- 
les estos  terceros  pueden  encontrarse  res- 
pecto de  él.  Los  terceros  á  los  eunles  se 
dirige  el  declarante  pueden  desde  luego 
estar  ausentes  ó  presentes.  De  ahí  resul- 
tan consecuencias  muy  interesantes,  es- 
pecialmente bajo  el  punto  de  vista  del 
momento  de  la  formación  del  compromi- 
so. El  Código  Civil  alemán  precisa  estas 
dos  situaciones.  Las  declaraciones  entre 
presentes  constituían  la  regla,  pero  con 
la  evolución  moderna  del  comercio,  las 
declaraciones  entre  ausentes  son  hoy  día 
las  que  ocupan  el  primer  lugar,  son  ellas 
las  queel  legislador  alemíín,  cuidadoso  de 
la  protección  y  del  crédito,  regla  con  ma- 
yor cuidado.  Sus  aspectos  son  de  los  más 
variados;  ofertas  por  correspondencia, 
anuncios,  prospectos,  avisos,  muestras 
en  público,  distribuidores  automáticos, 
promesas  de  recompensas  y  tantas  for 
mas  diferentes  de  las  actuales  relaciones 
económicas  entre  los  hombres.  Este  desa- 
rrollo de  las  relaciones  jurídicas  cntreau- 
sentes  está,  además,  muy  conforme  á  los 
drincipios  de  una  teoría  de  la  declaración 
de  voluntad;  en  un  sistema  semejante,  la 


ne;  ella  ha  engendrado,  por  una  parte,  situacionts 
de  cooperación  que  son  las  necesidades  del  cü* 
mercio  jurídico,  por  otra  jiarte,  sitiiacinncs  de  su- 
bordinación ó  de  autoridad  que  dan  nacimíenlo 
á  la  norma.  Como  l.i  subordinación  social  es 
aparentemente  más  esencial  todavía  que  la  coo- 
peración, la  ley  ó  la  norma  tiene  la  preminencia; 
de  una  parte,  ella  puede  consagrar  derechos  que 
no  provienen  directamente  dd  romercio  jurídico 
actual,  que  son  más  hien  condif  iones  de  su  exis- 
tencia ta'es  como  el  derecho  de  propiedad,  ó  los 
derechos  que  constituyen  el  estado  de  tas  perso- 
nas; por  otra  parte,  U  ley  reglamenta  losderech(  s 
■pie  nacen  en  el  comercio  jurídico  por  la  conni- 
vencia de  la  situación  de  gestión  y  del  hecho 
individual. -M.  H. 


Viíluntad  se  u^sUiella  misma,  y  es  enton- 
ces muy  fácil  cogerla  desde  su  emisión 
para  darle  un  valor  jurídico  propio,  cuya 
naturaleza  no  cambie,  estén  los  terceros 
presentes  ó  ausentes.  Nuestro  derecho  ad- 
ministrativo soprcpuja  con  mucho  las 
prácticas  del  comercio  jurídico  privado, 
ya  que  la  administración  no  tiene  nunca 
interlocutor  cuando  ella  toma  una  deci- 
sión. La  autoridad  que  debeeraitir  la  vo- 
luntad administrativa  se  encierra  siempre 
en  una  oficina,  hace  y  firma  el  acto  sola, 
en  ausencia  de  los  interesados,  después 
ella  hace  notificar  su  decisión,  lo  que  re- 
cuerda la  oferta  por  correspondencia,  ó 
la  hace  fijar,  lo  que  recuerda  la  oferta  por 
anuncios,  reclamos,  etc.  Sea  <iue  la  auto- 
ridad administrativa  liquide  una  pensión 
de  retiro  ó  que  apruelic  un  contrato,  co- 
mo la  venta  por  adjudicación,  ella  toma 
su  resolución  sola,  marchando  á  pasos 
contados,  gracias  al  procedimiento  ana- 
lítico del  acto.  £n  una  teoría  de  la  decla- 
ración de  voluntad, un  proceder  semejan- 
te no  presenta  ningún  inconveniente;  se 
saben,  al  contrario,  todas  las  dificulta- 
des que  ofrece  la  conclusión  de  contratos 
entre  ausentes  en  el  derecho  privado  clá- 
sico. 

Ivas  declaraciones  enti*e  ausentes  se  di- 
viden ellas  mismas  en  dos  gruposdifercn- 
tes:  las  unas  se  dirigen  á  terceros  conoci- 
dos del  declarante,  las  otras  á  terceros 
que  no  serán  determinados  sino  más  tar- 
de, lin  las  ofertas  por  correspondencia 
no  es  dudoso  (jue  la  [jersona*  á  quien  va 
dirigida  la  declaración  es  individualmen- 
te determinada;  al  contrario,  en  las  ofer- 
tas por  anuncios,  avisos  ú  otros  procedi- 
mientos y  en  las  promesas  de  recompensa, 
la  oferta  se  dirige  á  uu  público  dado,  pero 
en  esc  público  el  tercero  tjue  tomará  para 
sí  la  declaración  es  todavía  desconocido 
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(1).  Estas  diferentes  hipótesis,  que  el 
legislador  alemán  prevé  con  cuidado,  se- 
rán la  fuente  de  interesantes  consecuen- 
cias cuando  se  pregunte  en  qué  medida 
el  declarante  está  ligado  por  su  oferta. 

Encontramos  todavía  esta  subdistin- 
ción  en  nuestro  derecho  administrativo. 
Cuando  la  administración  liquida  la  pen- 
sión de  retiro  de  un  funcionario,  su  decla- 
ración va  á  un  tercero  queella  conoce  bien. 
Al  contrario,  cuando  ella  pide  propuestas 
de  suministros,  se  dirige  á  una  colectivi- 
dad determinada,  pero  ella  ignora  cuál 
será  el  futuro  suministrador. 

Vamos  a  insistir  sobre  algunos  ejemplos 
interesantes  de  promesa  de  recompensa, 
es  decir,  de  declaraciones  de  voluntad  he- 
chas á  terceros  indeterminados.  £1  dere- 
cho administrativo  francés  les  acuerda 
una  plena  eñcacia  jurídica,  lo  que  signifi- 
ca que  el  declarante  se  liga  por  la  simple 
emisión  de  su  voluntad. 

La  materia  de  la  cíiptadón  de  vertien- 
tes nos  suministra  un  primer  gemplo  (2). 
Para  dar  á  los  riberanos  de  un  curso  de 
agua  no  navegable,  ni  flotable,  derecho 
á  indemnización,  en  el  caso  de  captación 
de  la  vertiente  por  una  ciudad,  evitando 
la  jurisprudencia  severa  de  la  Corte  de 
Casación  sobre  la  interpretación  del  an- 
tiguo art.  643  del  Código  Civil,  el  Conse- 
jo de  Estado,  desde  1868,  inserta  en  los 
decretos  que  declaran  la  utilidad  públi- 
ca de  los  trabajos  (3)  un  compromiso  de 
las  ciudades  de  indemnizar  á  los  expro- 
piados. Esta  práctica  ha  durado  hasta  la 

(i).  V.  Salbili.es,  op.  cit  art.  130,  notáis, 
|).  139. 

(3).  V.  Consejo  de  Ebtado,  5  mayo  1893 
SuMUbLET,  s.  95,  3,  I  y  la  nota,  i  Haurioh,  0|>. 
cir.  p.  540,  nota  a. 

(3),  Esto  le  era  tanto  más  fácil  cuanto  que 
era  consultado  sobre  la  prei>araci6n  de  estos  de- 
cicio-  á  título  adminibirativo. 


sentencia  Sommelet  del  5  de  mayo  de 
1893,  que  inaugura  una  jurisprudencia 
más  amplia.  He  ahí  una  comuna  que  se 
compromete  á  indemnizar.en  el  porvenir, 
á  los  ril3eranos  á  los  cuales  la  captación 
de  la  vertiente  les  irrogare  un  perjuicio, 
esto  es,  una  pura  promesa  unilateral  y 
sin  embargo,  ella  tiene  un  valor  jurídico, 
porque  ella  constituye  la  manifestación 
exterior  de  una  voluntad. 

En  el  ejemplo  precedente  era  el  Consejo 
de  Estado  el  que  había  impuesto  el  com- 
promiso á  las  comunas. 

Vamos  á  ver,  entre  tanto,  autoridades 
administrativas  ligarse  espontáneamen- 
te, por  semejantes  promesas  unilaterales, 
con  terceros  desconocidos.  Ocurre  así 
cuando  los  órganos  deliberantes  abren 
créditos  en  favor  de  personas  que  presta- 
rán, en  seguida,  tal  6  cual  servicio;  esta 
deliberación  da  á  los  terceros,  llenando 
las  condiciones  requeridas,  un  verdadero 
derecho  á  exigir  el  precio  del  servicio  pres- 
tado, aun  más  allá  del  crédito  votado. 
El  Consejo  de  Estado  acaba  de  dar  áeste 
propósito  una  sentencia  muy  interesante. 
Un  Consejo  general  había  decidido  quese 
pagaría  una  prima  á  todo  matador  de 
víboras,  á  presentación  de  un  certificado 
del  alcalde  de  la  comuna  que  atestiguara 
lamuerte  de  uno  decsos  animales,  y  votó 
á  este  efecto  un  crédito.  El  prefecto  pagó 
sobre  el  crédito  votado,  después  sobre  el 
crédito  para  gastos  imprevistos,  y  ago- 
tados estos  fondos,  rehusó  todo  pago. 
Sobre  el  recurso  de  uno  de  los  cazadores, 
el  Consto  de  Estado,  declarándose  com- 
petente, ha  reconocido  la  deuda  del  de- 
partamento y  enviado  al  reclamante  ante 
el  prefecto  para  los  fines  de  la  liquidación 
de  su  crédito.  Este  compromiso  más  allá 
del  crédito  votado,  se  comprende  muy 
bien  si  se  piensa  en  la  declaración  de  vo- 
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InatAd  que  es  su  fuente;  la  mluntad  de  la 
-admtaiatración  estaba  bien  declarada,  en 
^fcipto,  puesto  que  fué  expresada  en  una 
delibieración. 
..Es  también  muy  curioso  ver  que  el 
Consejo  de  Estado  ha  establecido  /a  for- 
ma.  administratira  del  compromiso  para 
justiíiear.el  carácter  administrativo  de  lo 
eontencioao,  es  decir,  se  ha  fundado  en  la 
forma  extema  de  la  declaración  deVoIun- 
tad(l). 

{  Si  el  punto  de  partida  de  la  teoría  ad- 
-jninistrativa  francesa  es  el  mismo  que  el 
4e  la  teoría  alemana,  Vamos  á  llegar,  sin 
-duda,  á  consecuencias  análogas  en  ambas 
Jegislacianes.  Esta  es  la<;iie8tión-  que  va- 
mos á. examinar  en  seguida. 


II 


/.  Inñuencia  de  la  teoría,  de  la  declara- 
jción.fh.  voluntad  sobre  el  momento,  de  1a 
fpnp^Pp,  4e  'tut  compromiso.^-  La.  in- 
.4ttei)cistde'la  teoría-de  la  declaración  de 
yolufit^^  -rajerecp  ^r  se^alada  deuna  ma- 
nara, especial  en.cuatrp  órdenes  de  ideas: 
MQtnento  de  la-formación  de  un  compro- 
xmso,  teoría  del  error  y  de  los  vicios  del 
consentimiento,  teoría  de  la  eausa,  teoría 
de  la  interpretación. 

6.  La.  cuestión  de  saber,  á  partir  de 
qpé  momento  el  compromiso  resultan- 
tje  de  una,  declaración  de  voluntad  se 
encuentra  dotado  de  eficacia  jurídica  es 
intei^e^nte  bajo  dos  puntos  de  vista: 
1'  En  qué  instante  la  declaración  viene 
á  seroponiible  á  los  interesados  y,  por 
consiguiente,  susceptible  de  recursos;  2" 
En  qué  medida  su  autor  puede  revo- 
carla? 

La  cuestión  de  oponibilidad  de  la  de- 

(i).  Cunsejo  de  Esbido^  6  febrero  1903  Te- 
RMER,  S.  1903,  3,  s5  y  la  nota. 


claractón  y  la  de  los  recursos  de  que  etta 
puede  ser  objeto  no  presentan  ninguna 
díñcultad  si  se  recuerdan  las  explicacio- 
nes precedentes.  I..n  declaración  de  vo- 
luntad es  o|)onible,  en  principio,  desde  su 
emisión.  Sabemos,  en  efecto,  tpie  la  emi- 
sión tiene  por  consecuencia  dar  á  la  de- 
claración una  existencia  objetiva,  hacer- 
la independiente  de  su  autor,  en  una  pa- 
labra, transformarla  en  un  acto.  Por  lo 
demás,  el  acto  es  en  su  esencifi  una  deci- 
sión ejecutoria,  es  decir,  una  decisión  que 
nada  separa  ya  de  su  ejecución.  Si  por  el 
solo  hecho  de  que  ella  es  emitida,  una  de- 
claración puede  ser  ejecutada,  es  que  ella 
es  oponible.  Es  preciso  no  olvidar,  sin 
embargo,  que  la  teoría  de  la  declaración 
de  voluntad  no  es  sino  un  medio  para 
proteger  bficazmente  el  crédito  y  las  ma- 
sas; entonces,  el  momento  de  la  oponibi- 
lidad es  el  punto  de  partida  de  los  térmi- 
nos durante  los  cuales  el  acto  es  süscep- 
-tible  de  recursos,  y  es  de  la  más  alta  im- 
portancia el  no  conformarse  con  una 
emisión  cualquiera  y  exigir  que  esta  emi- 
sión revista  los  caracteres  de  exteriori- 
dad bastantes  para  advertir  á  los  inte- 
resados; es  así  que  una  declaración  de 
voluntad  no  es  oponible  sino  cuando  su 
emisión  ha  sido  completada  por  las  for- 
malidades de  la  publicación  ó  de  la  noti- 
ñcación.  Para  las  declaraciones  hechas  á 
terceros,  la  cuestión  no  presenta  dificul- 
tad, desde  que  es  de  su  esencia  sean  reci- 
bidas por  alguien;  siendo  necesario  el 
concurso  activo  del  tercero  interesado 
para  la  existencia  de  la  operación  com- 
pleta, es  natural  que  la  oferta  de  una  de 
las  partes  no  sea  completa  sino  cuando 
el  concurso  de  la  otra  parte  haya  sido, 
por  decirlo  así,  puesto  en  acción  por  una 
recepción  personal,  ellas  estarán  entonces 
notificadas.  Pero  no  es  lo  mismo  para  las 
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(leclaracíonea  hechas  £  los  su)ctos  (subdi- 
tos): «al>emos,. en  efecto,  que  nadie  debe 
recibirIas,no  habrá «atonces  notiñcación 
individual  y  no  se  encontrarán  garantías 
para  los  interesados  sino  .cuando  las  for- 
malidades de  publicidad  vengan  á  acom- 
pañarla emisión  de  la  voluntad;  vamos  á 
encontrarlas,  en  efecto,  en  los  actos  de 
aiitorídad  del.  derecho  administrativo  y 
en  Ins  declaraciones  de  voluntad  análo- 
gasdel  derecho  privado. ¿En  qué  momen- 
to un  acto  de  autoridad  de  nuestro  dere- 
cho administrativo  es  oponibley,  por  con- 
siguiente, susceptible  de  recursos?  La 
cuestión  es  tanto  más  interesante  cuanto 
los  términos  para  los  recursos  son  relati- 
vamente muy  breves  (1).  Tres  hipótesis 
pueden  presentarse:  si  el  acto  se  dirige  á 
administrados  desconocidos  de  la  auto- 
ridad que  lo  hace,  por  ejemplo,  una  reso- 
lución reglamentaria,  conteniendo  dispo- 
sícípDCS  generales,  debe  ser  publicada  y 
fijada  (2)..  La  declaración  de  volutítad 
de  líi  administración  debe  ser  llevada  al 
conocimiento  del  público,  al  cual  ella  se 
dirige.  Al  contrario,  si  los  administrados 
afectados  por  el  acto  son  legalmente  co- 
nocidos de  la  administración,  una  noti- 
ficación hecha  á  los  interesados  es  en- 
tonces necesaria  (3).  En  ñn,  hay  actos 

(i)  Des  meses  segdn  la  ley  de  13  de  abril 
de  1900,  art  24,  §  4. 

(j)  U  5  de  abril  1884,  art.  43.  •>£!  alcalde 

eslá  encargado  de  la  publicación  de  las 

leyes  y  reglamentos.  ■>  Art.  96.  'iLas  resoluciones 
del  alcalde  no  son  obligatorias  sino  después  de 
haber  sido  llevadas  al  conocimiento  de  los  inte- 
resadus,  por  medio  de  publicacídn  y  anuncios, 
toda  vez  que  contengan  disposiciones  generales  y 
en  otros  casos  por  vía  de  notiñcacidn  individuahi 
(3)  L  5  de  abril  de  1884,  art.  96,  citado  en 
la  nota  40,  para  las  resoluciones  municipales.  El 
Consejo  de  Estado  ha  hecho  de  tito  un  principio 
general:  Consejo  de  E8Udo,9de  agosto,  1893. 
StMiteate  de  coches  de  Piata,  Parts. 


que  no  son  susceptibles  m  de  publicación 
ni  de  notiñcación  respecto  desiertos  kitc- 
resados;  por  ejemplo,  un  decreto  del  go- 
bernador de  colonia,  acordando  tirta-eoft- 
ccsión  forestal,  no  es  susceptible  de  ser 
notificado  al  consejo  general  de  la  colo- 
nia y  la  publicación  no  está  ordenada. 
¿Cuál  es  entonces  el  acontecimiento  que 
hará  este  acto.oponible?No  hay  811101010, 
refiriéndose  todavía  á  una  medidad^  pu- 
blicidad: la  ejecución.  En  estas  trfes  hipó- 
tesis la  declaración  de  voluntad  de  la  ad- 
ministración no  es  oponibk  sino  cuando 
su  emisión  ha  sido  completada  porfi;>rma- 
lidades  de  publicación  ó  de  notificadión 
ó  de  ejecución,  salvaguardiando  el  inte- 
rés de  los  administrados.'  Encontramos 
el  mismo  principio  en  los  actos  análogos 
de  la  vida  civil.  El  reconocimiento  de 
hijo  natural,  desde  luego,  es  un  acto  so- 
lemne y,  diciéndolo  todo,  no  es  oponible, 
según  los-  términos  del  artículo  334  del 
Código  Civil;  sino  ctiando  es  hechb  én  A 
a-íta  de  nacimiento  dd  niño,  ó, 'en  su  de- 
fecto, en  un  acto  autérrtico;  la  emisión  de 
esta  declaración  está  entonces  acompa- 
ñada de  publicidad.  Pasemos  á  la  acep- 
tación de  una  sucesión:  ella  puede  ser 
expresa  ó  tácita.  "Ella  es  expresa  cuan- 
do se  toma  el  título  ó  la  calidaít  de  here- 
dero en  un  acto  auténtico  ó  privadof  ella 
es  tácita  cuando  el  heredero  ejecuta  un 
acto  que  supone  necesariamente  su  in- 
tención de  aceptar,  y  que  no  tendria  de- 
recho de  hacer  sino  en  su  calidad  de  hfe- 
redero."  (artículo  778  del  Código  Civil). 
En  los  dos  casos  la  calidad  de  aceptante 
no  puede  resultar  sino  de  un  acto;  es  in- 
teresante hacerlo  notar,  porque  el  acto 
es  por  esencia  un  elemento  extemo.  El 
legislador  exige  menos  publicidad  en  este 
caso  porque  es  de  presumir  que  todo  he- 
tedero  es  aceptante:  no  puede,  por  consi- 
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guíente,  haber  sorpresa  alguna  pam  los 
interesados.  Es  diferente  lo  que  ocurre 
con  la  herencia  que,  ella,  representa  una 
situación  jurídica  anormal  (Art.  784, 
¡nc,  1.°,  Código  Civil).  Por  eso  no  podrá 
oponerse  á  los  interesados  sino  después 
de  una  declaración  hecha  en  la  escriba- 
nía del  tribunal  civil  del  distrito  en  que 
se  abrió  la  sucesión;  la  necesidad  de  pu- 
l>Ucidad  se  hace  sentir  tan  intensa  aquí 
que  el  legislador  francés,  en  el  artículo 
784,  rechaza  formalmente  las  reglas  de 
nuestro  antiguo  derecho  que  permitían 
la  renuncia  ante  notario.  Quiere  que  se 
rodee  la  emisión  de  esta  voluntad  de  for- 
malidades de  publicidad  más  enérgicas. 

7.  Conocemos  las  condiciones  de  opo- 
nibilidad  de  ana  declaración  de  voluntad. 
Veamos  ahora  hasta  dónde  puede  revo- 
carla su  autor.  £s  el  segundo  punto  de 
vista  que  debemos  examinar.  La  solu- 
ción de  este  problema  depende  en  abso- 
luto de  la  importante  oposición  éntrelas 
personas  dependientes  de  otras  y  los  ter* 
ceros;  es  la  consecuencia  lógica  de  esa 
oposición.  Cuando  el  declarante  no  nece- 
sita ninguna  cooperación  activa  para 
ejecutar  las  medidas  resueltas,  sabemos 
que  no  reconoce,  en  las  personas  á  quie- 
nes se  dirige,  ningún  derecho  adquirido; 
las  trata  como  dependientes.  Si,  por  lo 
demás,  no  encuentra  en  su  camino  el  obs- 
táculo de  ningún  derecho  adquirido,  na- 
da puede  estorbar  ó  ligar  su  voluntad  y 
desde  entonces  queda  en  libertad  de  re- 
tractarse cuando  le  parezca.  Si  por  el 
contrario,  necesita  colaboradores,  debe 
necesariamente  inclinarse  ante  el  derecho 
que  tíenen  á  alguna  compensación:  les 
reconoce  derechos  adquiridos,  y  por  ese 
solo  hecho  se  compromete  á  no  revocar 
su  resolución.  Esos  son  los  dos  principios 
que  se  desprenden  del  estudio  de  los  ac- 


tos en  el  derecho  administrativo  y  en  el 
derecho  privado.  La  administración,  no 
dirigiéndose  sino  á  subditos  por  la.  vía 
de  la  autoridad,  conserva  por  eso  la.  li- 
bertad de  sus  iniciativas  y  puede  siempre 
retractarse.  Lo  mismo  ocurre  con  los 
actos  análogos  de  la  vida  civil,  como 
la  renuncia  á  una  herencia,  los  actos  de 
apropiación  6  de  derelictío  (l).  Pero 
aquí  es  necesario  insistir  en  un  punto:  no 
hay  que  olvidar,  en  efecto,  que  estfis  de- 
claraciones interesan  á  ciertas  personas: 
de  la  situación  juiídica  especial  de'  los  in- 
teresados pueden  nacer,  para  ellos,  apti- 
tudes legales;  si,  por  una  declaración  de 
su  volunta<l  personal,  hecha  á  continufi- 
ción  de  la  que  ha  dado  libre  paso  á.  stas 
aptitudes,  llegan  á  ejercerlas,  ya  no  pue- 
de el  declarante  revocar  su  acto,  porque 
en  adelante  lo  detienen  los  derechos  ad- 
quiridos que  debe  tomar  en  considera- 
ción (2).  Por  eso  un  heredero  que  re- 
nuncia no  puede  revocar  su  resolución  si 
el  heredero  de  segundo  grado  ha  decla- 
rado que  quería  aceptar.  Por  eso  tam- 
bién el  acto  administrativo  de  autoridad 
se  hace  irrevocable  cuando  ha  servido  de 
base  á  un  acto  de  gestión. 


(1)  VA  reconocimiento  hijo  natural  es  un 
caso  dUtinto.  Es  irrcvocabli!  como  que  conbti' 
ttiye  uno  de  los  eiementus  del  estado  civil  de 
una  persona.  En  cuanto  á  la  aceptación  de  una 
herencia,  t>¡  es  irrevocable,  s»lvo  l>>s  casos  pre- 
vistos por  el  art.  783,  es  porque  una  vez  hecha, 
conñere  á  los  acreedores  del  difunto  la  calidad 
de  terceros  respecto  al  heredero  que  debe  res- 
petar sus  derechos  adiiuiridos. 

(2)  En  efecto,  el  derecho  adquirido  no  sólo 
tiene  su  fuente  en  una  operación  del  comercio 
jurídico,  sino  también  en  una  facultad  legal  ejer- 
cida con  regularidad.  Ver  sobre  este  punto  Bju- 
dry-Lacantinerie  y  Houques-Fi>urcade.  De  ¡as 
personas,  \.  T,  N"  33,  a"  eHirjón. 
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III 

AGUAS  TERRESTRES 

CAPÍTULO  I 
Aguas  saperfíciahs 

SECCIÓN  I.— AGUAS  DETENIDAS 

A.— Lagos  V  lagunas  tintúrales 

1.  El  Diccionario  de  la  Academia  Es- 
pañola denomina  lago  una  "gran  mnsa 
permanente  de  agua  depositada  en  hon- 
donadas del  terreno,  con  comunicación  al 
mar  ñ  sin  ella"  y  llama  laguna  al  "depó- 
sito natural  de  ag^a,  generalmente  dulce 
y  por  lo  común  de  menores  dimensiones 
qMrilago'*. 

Estas  definiciones  no  gnardan  mucha 
conformidad  con  la  geografía  física  y  el 
uso  que  se  hace  de  estos  vocablos  por 
senté  ilustrada.  Así,  hay  lagos  periódi- 
cos en  que,  á  semejanza  de  lo  que  sucede 
en  la  laguna  de  Batuco,  vecina  á  San- 

UBIXCHO 


tiago,  las  aguas  desaparecen  en  el  verano 
y  vuelven  con  las  primeras  lluvias,  to- 
mando grandes  proporciones  en  el  in- 
vierno. Los  geógrafos  citan  el  caso  nota- 
bledel  lago  Zirknitz  situado  en  Camiola, 
Austria,  de  cincuenta  kilómetros  cuadra- 
dos. Sus  aguas  se  retiran  por  conductos 
subterráneos  á  principios  del  verano,  de- 
jando un  lecho  que  se  aprovecha  en  va- 
rios cultivos  y  de  que  se  recogen  buenas 
cosechas.  En  el  invierno,  el  líquido  ele- 
mento recobra  su  imperio  y  se  reproduce 
el  lago  que  sirve  para  la  navegación  y  la 
pesca. 

£n  Chile  se  encuentran  lagos  secos.  Nos 
referimos  á  los  salares  de  las  provincias 
del  norte.  Así  se  dice,  el  lago  ó  laguna  de 
Ascotán,  la  laguna  de  Pedernales,  la  la- 
guna de  Inñeles,ctc.EI  señor  Barros  Ara- 
na (en  su  Geografía  Física)  quisiera 
reservar  el  nombre  de  lagunas  á  ciertos 
lagos  que  desembocan  en  el  mar  y  señala 
como  tipo  de  ellos  la  gran  laguna  de  Vi- 
chuquén  de  la  costa  de  la  provincia  de 
Curicó.  Sin  embargo,  nadie  dejai^  de 
decir  In  laguna  Negra  para  designar  el 
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notable  depósito  de  agua  que  hay  eu  la 
cima  de  la  cordillera  de  los  Andes  en  el 
cajón  de  Maípo,  y  que  fué  descrito  con 
ese  nombre  por  el  escritor  don  Benjamín 
Vicuña  Mackenna  en  la  visita  que,  como 
Intendente  de  Santiago,  hizo  á  aquellos 
lugares.  También  dan  en  Chile  el  nombre 
de  lagos  6  lagañas  á  los  pantanos  arti- 
ficiales de  cierta  importancia,  y  asf  se 
dice  el  lago  de  Peñadas,  la  laguna  de 
Cntapílco,  y  por  esto  hemos  introducido 
este  párrafo  con  el  título  de  lagos  y  lagu- 
nas tiaturaleSf  para  manifestar  que  no 
trataremos  en  él  de  aquellos  depósitos 
artificiales. 

La  verdad  es  que  en  el  uso  de  estas  ex- 
presiones hay  promiscuidad,  por  lo  cual 
ha  obrado  muy  bien  el  autor  de  nuestro 
Código  Civil  adoptando  una  sola  de 
ellas.  El  art.  596  dice:  "Los  grandes /a- 
"  gos  que  pueden  navegarse  por  buques 
"  de  más  de  cien  toneladas  son  bienes  na* 
"  dónales  de  nso  público.  La  propiedad, 
"  uso  y  goce  de  los  otros  lagos  pertene- 
"  cen  á  los  propietarios  riberanos".  Para 
el  Código  no  hay  lagunas,  á  no  ser  que 
este  término  se  nse  como  nn  diminutivo 
de  lago,  lo  que  es  indiferente  bajo  el  punto 
de  vista  legal.  El  Código  de  Minería  ha 
venido  á  introducir  nuevamente  en  la  le- 
gislación la  palabra  laguna,  pero  en  tér- 
minos que  la  hace  sinónimo  de  lago.  Dice 
el  art.  2",  núm.  4":  "El  derecho  para  ex* 
"  plotar  salinas  en  las  playas  marítimas 
"  y  en  lagunas  ó  lagos,  corresponde  al 
"  propietario  colindante  dentro  de  sus 
"  respectivas  líneas  de  demarcación  pro- 
"  longadas  hacia  el  mar,  laguna  ó  lago." 

2.  La  distinción  de  las  varias  especies 
de  lagos  naturales,  bajo  el  punto  de  vista 
ñsico,  tiene  cierta  importancia  jurídica. 

Los  hay  que  son  orígenes  de  ríos;  otros 
se  produwn  en  el  curso  de  éstos  cuando 


se  ensanchan  en  una  depresión  del  terreno 
y  otros  se  forman  en  el  término  de  una 
corriente,  cuando  ésta  es  detenida  en  su 
trayecto  superficial  por  accidentes  del  te- 
rreno 6  cuando  intermitentemente  la  im- 
pide desaguar  la  acción  de  las  mareas. 
Hay  otros  lagos  que  no  tienen  relación 
con  los  ríos;  pero  que,  á  veces,  la  tienen 
con  las  corrientes  subterráneas. 

Los  lagos  orígenes  de  corrientes  natu- 
rales ó  atravesados  por  ellas  son  nume- 
rosos en  la  Cordillera  de  los  Andes,  desde 
la  provincia  de  Tarapacá  hasta  las  re- 
giones australes  recientemente  delimita- 
das con  la  República  Argentina.  Coinci- 
de, más  ó  menos,  con  la  Cordillera  la 
línea  divisoria  de  las  aguascontínentales, 
yes  natural  que  en  los  accidentados  flan- 
cos de  la  vertiente  occidental  se  produz- 
can depósitos  de  agua  que  recojan  las 
primeras  filtraciones  ó  deshielos  y  se  va- 
cien hacia  los  valles  en  caudales  más  6 
menos  abundantes.  Este  fenómeno  no  de- 
bió quedar  inadvertido  para  el  legislador. 

Estando  tan  íntimamente  ligado  el  ré- 
gimen de  esta  clase  de  lagos  al  de  las  co- 
rrientes que  de  ellos  se  derivan,  formando 
unos  y  otras  un  mismo  sistema  hidro- 
gráfico, la  ley  debió  considerar  tales  la- 
gos en  la  misma  condición  que  las  co- 
rrientes á  que  afluyen  bajo  el  punto  de 
vista  del  dominio  nacional  ó  privado  y 
de  los  derechos  de  los  particulares  sobre 
ellos,  independientemente  de  su  extensión 
superficial  ó  de  su  capacidad. 

La  falta  de  leyes  expresas  sobre  este 
punto  puede  hacerse  sentir  desde  el  mo- 
mento en  que  se  desarrolle  en  el  país  la 
empresa  ya  iniciada  en  el  río  Huasco,  de 
regularizar  y  aumentar  las  aguas  de  las 
corrientes  que  pueden  servir  á  la  irriga- 
ción con  el  embalse  de  los  lagos  de  cordi- 
llera. Obras  de  esta  clase  podrían  servir 
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liara  ríego3  de  zonas  importantes  de  la 
provincia  de  Tarapacá.  Se  seí^ala  la  la- 
guna de  Elqui  comoutilizableenbeneñcio 
del  rfo  Coquimbo.  En  los  orígenes  del 
Choapa  está  la  de  Cuncumén  y  otras.  £1 
Aconcagua  tiene  origen  en  grandes  depó- 
sitos. Aun  no  se  sabe  la  relación  que  pue- 
da tener  el  Maipo  con  la  laguna  Negra  y 
la  del  Encañado.  El  Teño  y  el  Maule  na- 
cen de  grandes  lagunas,  etc.  Todos  estos 
ríos  cruzan  campos  susceptibles  de  irri- 
gación, porque  la  gran  pendiente  de  los 
ríos  permite  la  extracción  de  canales,  y 
campos  que  por  el  clima  y  el  reparto  de 
las  lluvias  en  las  estaciones,  necesitan  de 
los  riegos  artificiales. 

Sería  verdaderamente  sensible  que  el 
día  en  que  quisieran  aprovecharse  los  de- 
pósitos de  agua  de  la  cordillera  para  el 
progreso  de  la  agricultura,  mediante  em- 
presas del  Estado,  se  suscitaran  cuestio- 
nes de  dominio  que  dificultaran  la  ejecu- 
ción de  las  obras  ó  dieran  origen  á  eno- 
josas y  caras  expropiaciones. 

Por  nuestra  parte  sostendríamos  que, 
aunque  no  haya  ley  que  expresamente  lo 
diga,  todos  los  lagos  que  son  el  origen  de 
cauces  de  dominio  nacional  y  de  oso  pú- 
blico tienen  este  mismo  carácter,  aunque 
no  sean  navegables  por  buques  de  más 
de  cien  toneladas. 

Esta  última  regla  es  aplicable  á  los  la- 
gos que  no  constituyen  un  régimen  con 
las  aguas  corrientes,  á  los  lagos  que  no 
son  orígenes  ni  ensanches  de  ríos.  La  la- 
guna de  Acúleo  y  la  en  el  día  desecada  de 
Tagua-Tagua  habrían  caído  de  lleno  bajo 
la  prescripción  del  inc.  1"  del  art.  596  si, 
por  haber  sido  de  dominio  privado  antes 
de  la  promulgación  del  Código  Civil,  no 
hubieren  quolado  segregadas  del  domi- 
züo  nacional  conforme  al  art.  605  del 
mismo  Código. 


Entre  los  lagos  de  la  tercera  especie 
figuran  los  inmediatos  al  mar  que  se  for- 
man en  la  desembocadura  de  los  esteros 
ó  arroyos  de  poca  corriente,  incapaces 
de  vencer  constantemente,  como  los  ríos 
poderosos,  la  acción  de  las  aguas  del 
océano. 

El  régimen  de  estos  lagos  está  á  veces 
confundido  con  el  de  las  aguas  del  mar  y 
de  aquí  los  nombres  de  marismas  que 
reciben  algunos  de  ellos,  sobre  los  cua- 
les hablaremos  más  adelante  (1). 

(i)  Creemos  que  no  carecerá  de  interés  ta  re- 
cupilación  en  este  lugar  de  noticias  geográficas 
lobre  los  lagos  de  la  República,  principalmente 
por  lo  que  concierne  á  las  regiones  del  norte  y 
del  sur,  que  no  han  ñgurado  con  detalles  en  las 
descripciones  más  vulgarizadas. 

En  la  provincia  de  Tacna  se  señalan  la  laguna 
Blanca  en  una  ensenada  de  la  Cordillera,  á  una 
altura  como  de  4,300  metros  sobre  el  mar,  y  la 
de  Condorpico,  también  en  la  cordillera  y  menor 
que  la  anterior.  La  primera  ha  sido  objeto  de 
estudios  con  el  fin  de  regar  grandes  estensiones 
de  terrenos  en  la  provincia. 

En  los  deslindes  con  Bolívía  se  encuentra  la 
notable  laguna  de  Chilcaya,  disputada  hoi  como 
perteneciente  al  departamento  de  Arica,  segdn 
unos,  y  al  de  Pisagua,  segün  otros,  por  los  ricos 
y  abundantes  yacimientos  de  borato  de  cal  que 
contiene. 

Ixts  l^os  de  la  provincia  de  Tarapacá  han 
sido  descritos  con  gran  conocimiento  de  los  lu- 
gares y  mucha  proligidad  por  el  distinguido  geó- 
grafo, publicista  y  jurisconsulto  don  Guillermo 
Biiiinghurst. 

No  podemos  hacer  nada  mejpr  que  copiar  su 
trabajo: 

"En  la  parte  Norte  de  la  provincia  se  halla  la 
laguna  de  Sur^ty  de  que  antes  hemos  hablado. 
Esta  laguna  está  situada  cerca  del  cerro  que  lle- 
va el  mismo  nombre  y  al  este  de  Mullure.  Hay 
en  ella  unos  cuantos  volcanes  de  agua  6  geyzítes 
que  despiden  constantemente  densas  columnas 
de  vapor. 

riLos  manantiales  de  Ancoaque^  Chajuane  y 
J^sim^,  situados  en  las  üüdas  del  volcán  de 
Isluga,  forman  la  laguna  de  Aravil/a,  cuyas 


Digitized  by 


Google 


100 


PRIMERA  PARTE 


3.  Legalmente,  los  lagos  se  dividen  en 
nacionales  de  uso  público  y  de  propiedad 
particular. 

Los  primeros  son  los  que  pueden  nave- 
garse  por  buques  de  más  de  cien  tone- 
ladas. 

Los  que  no  llenan  este  requisito  perte- 

aguas  riegan  los  potreros  ó  estancias  del  mismo 
nombre  y  dan,  á  la  vez,  origen  al  río  de  Isluga^ 
que  se  pierde  en  las  pampas  salinas  de  la  altipla- 
nicie y  que,  mediante  no  costosos  trabajos,  podría 
aprovecharse,  aumentando  el  caudal  de  agua  de 
la  quebrada  de  Aroma. 

»Parajaya  es  una  laguna  que  pertenece,  por 
mitad,  á  Tarapacá  y  á  Botivia  y  que  se  halla  si- 
tuada al  Norte  del  volcán  de  Isluga  y  hacia  el 
Naciente  de  los  cerros  de  Fumiri  y  Huincbuta. 
La  laguna  de  Parajaya  es  extensa.  De  ella  nace 
el  río  boliviano  Todos  Santos.  En  ésta  como  en 
ta  laguna  de  Suríre,  hay  varios  geyteres. 

» Hacia  el  Este  de  Oscana  se  encuentra  la  la- 
guna de  Fariñas  ó  Parinacota^  que  es  b.tstante 
extensa.  Las  aguas  de  esta  Inguna  podrían  utili- 
Earse  si  se  practicaran  algunos  trabajos,  para 
conducirlas  á  la  quebrada  de  Aroma;  cosa  que 
puede  hacerse  construyendo  un  canal  de  poco 
costo,  por  Oscana.  Podrían  también  ser  condu- 
cidaSi  sin  gran  dificultad,  á  la  quebrada  de  Ca- 
miña.  Este  lago  debe  su  nombre  á  una  especie  de 
flamenco  de  pechuga  roja  que  abunda  en  esos  pa 
rajes,  llamado  pariña  (Phuenicopterus  andinus) 

••Cerca  de  Cariquima,  entre  los  cerros  denomi- 
nados Huanca  y  Chichura,  que  se  hallan  en  la 
Cordillera,  nace  et  arroyo  de  Utmaga^  que  tiene 
un  caudal  abundante  y  permanente  de  agua. 
Este  arroyo  es  uno  de  los  afluentes  del  río  de 
Aroma. 

■•Al  Este  de 'los  cerros  Tatajachura  y  Oscana 
hay  unos  volcanes  de  agua  denominados  Fu- 
ekultisa.  Estos  geyures,  cuyo  niimero  es  consi- 
derable, están  situados  en  una  estensa  cuenca 
volcánica.  Arrojan  agua  en  ebullición  y  cargada 
de  materias  silíceas  y  sulfurosas,  que  se  deposi- 
tan en  las  paredes  de  la  cuenca  tan  pronto  como 
el  agua  se  enfría.  Estas  deyecciones  silíceas  han 
levantado  progresivamente  el  primitivo  nivel  de 
la  cuenca  6  pozo. 

itT^s  arroyos  denominados  Capire,  Maeorqui- 
ma^  GuaUlani^  Oscana  y  PingaUere  forman  el 


necen  á  la  segunda  categoría,  y  su  propie- 
dad, uso  y  goce  pertenecen,  como  dice  el 
artículo  596  del  Código  Civil,  á  los  pro- 
pietarios riberanos. 

Los  lagos  situados  en  terrenos  fiscales 
serán  nacionales  de  uso  público  si  pueden 
navegarse  por  buques  de  más  de  cien  to- 

caudal  de  agua,  en  su  mayor  parte,  del  río  de 
Aroma. 

«El  Capire  nace'al  Este  de  la  quebrada  de  Be- 
rengúela  y  al  Noroeste  de  Oscana. 

•'71yj¿»ma  es 'un  pequeño  manantial  situado 
entre  las  quebradas  de  Soga  y  Berenguela,  que 
arroja  sus  aguas  á  esta  tiltíma  quebrada. 

"Los  geyures  de  Fuchultísa  y  los  densás  que 
acabamos  de  mencionar  nó  son  las  ünicas  ver- 
tientes de  este  género  que  se  encuentran  en  esta 
parte  de  la  cordillera.  Al  Sur  del  gran  nevado  de 
Lirima  se  hallan  los  geyseres  de  Quiguata,  tan 
curíosus  y  tan  dignos  de  estudio  como  los  dlti- 
mnmente  nombrados. 

■lAI  Norte  del  nevado  de  Lirima  están  las  lagu- 
nas de  este  nombre  llamadas  también  Chuncara, 
á  que  nos  hemos  referido,  ocupándonos  del  an- 
tiguo proyecto  de  aumentar  las  aguas  de  la  que- 
brada de  Tarapacá.  Al  Suroeste,  en  la  altiplani- 
nicie  del  mismo  Lirima,  hay  varías  pequeñas 
lagunas  cuyas  aguas  no  se  aprovechan  en  la  ac- 
tualidad. 

II  El  riachuelo  de  Cancosa  nace  en  el  lugar  que 
le  da  este  nombre,  corre  de  Sur  á  Norte  y  sus 
aguas  se  esparcen  en  la  pampa  de  BHuyo. 

••En  las  alturas  de  Yarvicoya  y  Pica  se  encuen- 
tran la  ciénega  de  CeUacagua  y  la  laguna  del 
Hüasat.  La  ciénega  de  CoHacagua  está  situada 
al  Sureste  del  cerro  Yarvicoya.  La  laguna  Huasco 
está  situada  en  una  cuenca  que  mide  de  diáme- 
tro, aproximativamente,  cuatro  leguas,  al  pie  de 
ta  cordillera  de  Sillíllica. 

•■Esta  laguna  se  halla  á  una  elevación  sobre  el 
nivel  del  mar  de  12,700  pies,  y  recibe  sus  aguas 
de  las  vertientes  déla  enunciada  cordillera. 

■>La  verdadera  laguna  no  mide  más  de  una  le- 
gua de  circunferencia.  Hay  en  ella  varías  ver- 
tientes termales  que  contribuyed  á  mantener  su 
caudal  permanente  de  agua. 

>iEn  el  Sur  de  la  provincia,  en  la  línea  limítrofe 
con  Bolivia,  en  la  vertiente  oriental  de  la  c;>dena 
de  Sillillíra,  se  halla  la  ciénega  de  Coposa;  y  más 
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Heladas  y  serán  bienes  patrimoniales  del 
Estado  si  no  cumplen  con  esta  condición. 

Excusado  parece  manifestar  que  las  la- 
unas secas  ó  salares  de  las  provincias 
del  norte,  aunque  en  ¿poca  remotii  hayan 
sido  verdaderos  lagos,  no  conservan  de 


al  Sur  todavía,  hacia  el  Noroeste  del  volcán 
Miño,  en  la  cordillera  de  Huatacondo,  se  encuen- 
tra la  laguna  de  Cenm.H 

En  la  provincia  de  Antofagasta,  tal  como  ha 
quedado  cunstituída  después  del  fallo  de  Bucha* 
nan,  no  hay  lagos  propiamente  hablando,  sino  sa 
lares  que  llevan  los  nombres  de  lagos  ó  lagunas. 
Son  dep<Ssitos  abundantes  de  varias  sales,  entre  las 
que  dominan  el  sulfato  de  cal  (yeso),  el  cloruro 
de  sodio  (sal  comUn),  y  el  borato  de  cal  que  es  la 
más  valiosa  por  ser  la  materia  prima  de  dos 
grandes  productos  industríales,  el  borato  de  soda 
(bórax)  y  el  ácido  bórico.  En  los  salares  situados 
en  el  valle  central  y  principalmente  en  los  loma* 
jes  que  los  circundan,  se  encuentra,  á  veces, 
salitre. 

Los  lagos  secos  6  salares  más  importantes  de 
esta  provincia  se  encuentran  en  la  faja  longitudi- 
nal vecina  á  la  cordillera. 

Merecen  mencionarse  los  que  tienen  borato 
decaí,  y  son:  el  de  Careóte^  al  Norte,  vecino  al 
vuhán  Ollagua;  el  de  Ascoian^  una  de  las  bora- 
teras  más  importantes  del  mundo,  en  actual  ex- 
jilotación,  por  cuyo  extremo  Sur  pasa  la  línea 
divisoria  con  Solivia;  algunos  pequeños  salares 
situados  en  la  parte  Norte  de  la  Puna  de  Ataca- 
manque  quedó  bajo  la  soberanía  de  Chile;  San 
Ptdro  de  Alücama^  de  poco  valor  industrial;  Pun- 
ta Ntgra,  al  Oriente  del  departamento  de  Taltal, 
con  manchas  de  buen  borato. 

En  la  provincia  de  Atacama,  departamento  de 
Chañara!,  se  encuentra  la  pequeAa  borateia  de 
la  lila,  de  valor  insignificante;  Infieles,  muy  su* 
perior  á  la  anterior,  y  la  gran  laguna  de  Peder- 
nales, en  que  no  hace  muchos  años  se  invirtieron 
a'gunos  capitales.  En  el  deiurtamento  de  Co- 
pnpó  e&tin  las  conocidas  borateras  de  Maricun- 
ja  ó  Laguna  de  Sal,  de  que  se  exportaron  miles 
de  toneladas  sin  resultado  comercial  entre  los 
añus  de  1880  á  1883  y  que  son  hoy  objeto  de  un 
litigio.  En  este  salar  se  encuentra  salitre,  lo 
<iue  es  rar.j  y  digno  de  estudio  por  su  ubicación 
inmediau  á  la  cordillera. 


tales  masque  el  uombrcy,  ¡x)r consiguien- 
te, deben  ser  considerados  como  terrenos 
de  propiedad  del  Estado,  cualquiera  que 
sea  su  dimensión,  lo  mismo  que  el  desier< 
to  que  los  circunda.  En  esaclase  de  lagu- 
nas se  han  constituido  propiedades  mine- 


En  el  departamento  de  Vallenar,  donde  están 
las  lagunas  de  Huasco,  comienzan  los  verdade- 
ros lagos^  depósitos  naturales  de  agua. 

En  el  cuerpo  de  este  trabajo  hemos  citado  la 
laguna  de  Elqui,  en  que  tal  vez  podrían  hacerse 
trabajos  de  embalse  de  las  aguas  del  invierna 

En  los  orígenes  del  Choapa  se  seftalan  las  de 
Cuncumkn. 

En  Aconcagua,  el  lago  del  Inca  y  las  lagunas 
Cepo  y  CflBchaS. 

Las  de  Valparaíso  no  merecen  mención. 

En  Santiago:  Batuco  y  QuiHcur<f  en  el  valle 
central;  Negra  y  Encañado  en  la  cordillera;  Bu- 
Calemuy  otros  pequeños  estuarios  en  la  costa. 

O'Higgins:  Acúleo^  de  propiedad  particular  en 
el  centro,  y  Yeso  en  la  rejión  andina. 

Colchagua:  Las  grandes  salinas  de  Cáhuil  en 
la  desembocadura  del  estero  de  Nilahue,  y  la  de 
Tagua-Tagua^  convertida  al  presente  en  cam- 
pos de  cultivo. 

Curicó:  Teño,  en  el  origen  del  río  de  este 
nombre.  VicAu^uén,  Buealemu,  Buyecura^  Ti7i- 
cura,  Tosca  y  Agua  Dulce  en  la  costa. 

Talca:  Mondaca,  c\xt%Q  del  Lontué;i«' 
vernadOy  fuente  del  ilo  de  este  nombre,  y  MauU^ 
origen  del  caudaloso  rio  de  la  misma  denomina- 
ción. 

Ñuble:  TriquU  de  que  nace  el  rio  Ñuble,  Equi- 
iauguén  y  otros. 

Concepción:  Avendaña,  Tres  Pascualas  y  Tru 
minuco. 

Arauco:  Lanalhue  y  Llm-Lku. 

Bfu-Bio:  I^ja  en  el  centro  de  la  Cordillera, ori- 
gen del  caudaloso  rfo  de  su  nombre. 

Malleco:  Malleco  y  Huequin  y  las  ciénegas  de 
Zuniacá  y  de  Purén. 

Cautín:  en  ta  zona  andina,  Gualletui,  orígenes 
del  B(o-Bío,  Icalma,  Rucaico  y  Caburhua. 

En  la  región  central,  VÜlarrUa^  de  350  kiló- 
metros de  superficie,  Pichilafqukn  y  Cólico. 

En  la  zona  de  la  costa,  Budiáñ  15  kilómetros, 
de  que  sale  el  rfo  de  su  nombre,  Chilte,  Pulle- 
hue  y  Trovolhme. 
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ras  con  arreglo  al  inciso  3''  del  artículo 
2'  del  Código  de  Minería  y  leyes  análo- 
gas anteriores. 

La  clasificación  establecida  en  el  ar- 
tículo 596  ha  tenido  por  objeto  segregar 
del  dominio  privado  aquellos  lagos  que 
por  su  magnitud  y  profundidad  pueden 
prestar  al  público  servicios  como  los  de 
la  navegación  y  la  pesca. 

El  legislador  ha  necesitado  tomar  una 
base  para  distinguir  los  lagos  en  que  pue- 
den realizarse  estos  objetos,  los  grandes 
¡agos,  según  la  expresión  del  artículo 
596,  de  los  menores  que  sin  inconvenien- 
te pueden  abandonarse  al  dominio  priva- 
do, y  ha  creído  encontrarla  en  la  suscep- 
tibilidad de  la  navegación  por  buques  de 
más  de  cien  toneladas. 

La  idea  dominante  de  la  distinción  del 
articulo  596  es,  sin  duda,  feliz. 

No  era  posible  dejar  todos  los  lagos 
vinculados  al  dominio  del  propietario  del 
suelo,  como  lo  ha  hecho  la  ley  española 
de  aguas  de  1879.  Hay  lagos  que  no  pue- 
den depender  del  propietario  del  terreno 


Valdivia;  departamento  de  Valdivia:  el  mismo 
lago  de  Viilarrica,  Calafyukn^  PanguipuUif  Riñi- 
hue  y  Perigaico,  lodos  de  gran  extensión  y  orí- 
genes de  impoitantes  ríos,  algunos  navegables. 

En  el  departament  i  de  la  Unión  está  el  lago 
de  Ranfú  de  50S  kilómetros  de  que  nace  el  río 
Bueno,  el  Puyehue,  Naihue  y  Rininahue. 

I^a  provincia  de  Ltanquihue  ostenta  el  mayor 
lago  de  la  República  á  que  debe  su  nombre,  de 
740  kilómetros  de  extensión  y  los  de  Tedos  les 
San/os,  Cayutreij  Puyehue,  Rupanco  y  Chapo^ 
Vidal  y  Tagua^Ihgua,  etc. 

En  la  Isla  Grande  de  Chiloé  se  hallan  los  de 
Cucao  y  Huitince^  y  en  el  departamento  de  Quin- 
chan el  de  Gue/o. 

Sería  imposible  hacer  la  enumeración  de  los 
lagos  que  se  encuentran  en  los  territorios  que 
se  estienden  al  sur  de  la  provincia  de  Chiloé, 
muchos  de  los  cuales  no  están  bien  explorados 
hasta  la  fecha. 


en  que  se  encuentran,  sea  aquél  el  Pisco  ó 
un  particular. 

Como  el  mar  adyacente  y  sus  playas, 
como  las  calles  y  los  ríos,  esos  depósitos 
de  aguas,  por  su  naturaleza  ó  su  magni- 
tud, deben  servir  al  uso  público,  siendo 
del  dominio  nacional. 

Pero  no  podemos  decir  otro  tanto  déla 
medida  adoptada  por  el  legislador  para 
hacer  tal  distinción.  Vahemos  llamado  la 
atención  dobre  los  lagos  que  stm  origen  ó 
ensanches  de  ríos  y  hemos  manifestado 
que  estos  depósitos  forman  parte  de  la 
corriente  y  deben  seguir  su  suerte  en  or- 
den al  dominio  y  á  los  derechos  que  pue- 
dan constituirse.  Es  sensible  que  el  Códi- 
go Civil,  al  clasificar  los  lagos,  no  haya 
tomado  en  consideración  estas  circuns- 
tancias. Por  lo  que  respecta  á  la  base 
misma  de  la  distinción  legal,  ella  no  es 
precisa  y  deja  mucho  al  criterio  judicial, 
lo  que  es  un  grave  defecto  en  un  precepto 
llamado  ádefinirel  derecho  de  propiedad. 
La  ley  habla  de  navegación  por  buques 
de  más  de  cien  toneladas.  Navegar  es 
viajar,  recorrer  alguna  distancia  en  una 
embarcación.  Navegar  es  más  que  flotar. 
No  bastaría  qucen  un  lago  pudiera  flotar 

Los  principales  de  esas  regiones,  según  los  ma- 
pas levantados  por  ta  comisión  de  limites,  son: 

El  RiñihMe  y  el  Yelcho,  de  que  salen  ríos  que 
llevan  respectivamente  este  nombre. 

El  Rasetot  que  arroja  sus  aguas  al  Paiena  por 
medio  del  río  Oaro. 

Una  sección  del  lago  Paleaa  6  Jeneral  Paz, 
perteneciendo  el  resto  á  la  República  Ar;gen 
jiña. 

T^s  lagos  Torres,  Andrée  y  de  la  Paloma. 

Una  parte  de  los  grandes  lagos  Buenos  Aires^ 
Cochrane  y  San  MarHn  por  los  cuales  pasa  la 
línea  divisoria  con  la  vecina  RepiSblica. 

Finalmente,  en  la  zona  vecina  á  la  Última  Es- 
peranza,  podemos  apuntar  los  lagos  Sarmiento^ 
del  Toroy  Balmaceda,  A.  Pinto,  Señoteiy  L. 
Soffia^  Grez^  Nordenskjold^  Azul,  etc. 
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tin  bnqne  de  más  de  den  toneladas  para 
que  se  dijera  que  el  depósito  de  agua  era 
navegable  por  naves  de  esa  capacidad. 
Contribuyen  á  hacer  más  elástica  la  dis- 
poskión^  las  palabras  con  que  comienza: 
'7os  grandes  lagos." 

No  es  ésta  una  frase  de  retórica.  Si  el 
legislador  ha  empleado  la  palabra  grao- 
de  ha  sido  con  el  objeto  de  aclarar  la  idea. 
Lago  grande  navegable  por  buques  de 
más  de  cien  toneladas  es  un  lago  que 
puede  ser  fácilmente  navegado  por  em- 
barcaciones de  esa  naturaleza. 

En  la  parte  central  de  la  Cordillera  de 
los  Andes  hay  lagos  de  cierta  magnitud 
suspendidos  á  con»derable  altura  en  que 
la  navegación  es  imposible,  prácticamen- 
te hablando,  porque  no  tendría  objeto 
alguno,  ni  á  nadie  se  le  ocurriría  hacerla. 
Sin  embargo,  esos  lagos  podrían  nave- 
garse  por  buques  de  más  de  cien  tonela- 
das si  ello  se  pone  á  prueba.  Creemos 
que,  aunque  la  idea  del  legislador  ha  sido 
de  que  el  público  pueda  utilizar  los  gran- 
des lagos  en  la  navegación,  como  el  ar- 
tículo 596  no  habla  de  navegación  útil  ni 
decosa  semejante,  hay  que  interpretar  la 
ley  conforme  á  ese  tenor  literal  y  basta 
la  posibilidad  material  de  que  pueda  na- 
vegare un  lago  por  un  buque  de  la  capa- 
cidad dicha  para  que  sea  nacional  de  uso 
público. 

Kn  las  pocas  veces  que  los  tribunales 
han  tenido  que  aplicar  el  artículo  que  ve- 
nimos analizando,  se  han  hecho  sentir  los 
defectos  que  hemos  apuntado. 

Tres  sentencias  se  han  dictado  sobre 
derechos  á  explotar  la  sal  de  la  laguna 
de  Boyeraca,  situada  en  la  costa  del  de- 
partamento de  Vichuquén.  En  la  primera, 
del  año  1863,  se  resolvió  la  cuestión  en 
el  concepto  de  que  la  laguna  era  propie- 
dad nacional  de  uso  público. 


En  la  segunda  se  declaró  Tálida  una 

concesión  del  Intendente  de  la  provincia 
para  trabajar  la  sal,  en  el  mismo  con- 
cepto, afirmado  en  el  nguiente  conside- 
rando: "que  la  laguna  tiene  en  su  mayor 
extensión  ttna  profundidad  de  cuatro  á 
seis  varas,  siendo,  porconsiguiente,  nave- 
gable por  buques  de  más  de  cien  tonela- 
das". 

Sin  embargo,  el  año  1887  la  Iltma. 
Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  con 
mayores  antecedentes  y  un  estudio  más 
profundo  de  la  cuestión,  declaró  que  la 
misma  laguna  de  Boveruca  era  de  domi- 
nio particular. 

Como  esta  sentencia  es  la  más  notable 
que  conocemos  sobre  la  materia  y  en  ella 
se  tratan  otros  puntos  de  que  tendremos 
que  hablar  en  el  curso  de  este  estudio,  la 
reproducimos  íntegramente: 

Vichuquén,  febrero  10  de  1885.— Vis- 
tos: Los  señores  Andrés  AvelinQ  Maram* 
bio  y  José  Agustín  Valenznela  exponen 
en  el  libelo  de  fs.  1  que  en  el  lugar  de  ¿o- 
Xeraca,  tercera  sección  de  este  departa- 
mento, son  dueños  de  unas  propiedades, 
estando  la  una  á  continuación  de  la  otra 
y  deslindando  por  el  poniente  con  la  la- 
guna de  Boyeruca; 

Que  hace  dos  años  á  la  fecha  de  la  pre- 
sentación han  establecido  trabajos  en 
parte  de  esos  terrenos  con  el  objeto  de 
hacer  unas  salinas:  mas,  acontece  que 
don  Vicente  Montero  solicitó  y  obtuvo 
del  Gobernador  un  permiso  ó  merced  de 
esas  mismas  salinas,  merced  concedida 
bajo  los  siguientes  deslindes:  al  norte  con 
barros  de  la  citada  laguna  de  Boyeruca; 
al  sur,  con  salinas  de  propiedad  de  Ma- 
rambio  y  otros;  al  oriente  con  propieta- 
rios riberanos:  y  al  poniente,  con  las 
aguas  de  la  misma  laguna; 

Que  el  terreno  ó  barros  de  que  ha  soli- 
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citado -merced  Montero  forman  parte  de 
sus  propiedades,  y  por  lo  tanto,  el  Go- 
bernador no  ha  tenido  derecho  para  con- 
cederla, por  euatito  no  es  bien  nacional 
de  uso  público,  y  aunque  lo  fuera,  no  hay 
ley  que  dé  á  un  Gobernador  la  facultad 
de  conceder  tales  mercedes; 

Que  los  lugares  en  donde  se  elabora  la 
sal  no  pueden  considerarse  como  minas, 
por  cuanto  su  beneficio  se  debe  más  á  la 
industria  que  á  la  producción  natural  del 
suelo;  de  suerte  que,  según  las  leyes  vi- 
gentes sobre  minería,  el  terreno  en  que 
se  elaboran  las  salinas  pertenece  á  sus 
respectivos  dueños,  no  siendo  dado  á  au- 
toridad algunaconcederlo  á  particulares. 

Fundados  en  estas  consideraciones,  de- 
mandan á  don  Vitente  Montero  para  que 
se  declare  que  la  merced  que  se  le  ha  con- 
cedido no  le  pertenece  sino  que  es  de  ex- 
clusivo dominio  de  los  demandantes.  Pi- 
den costas. 

l'Á  demandado  contesta  diciendo  que 
su  título  no  sólo  arranca  su  fuerza  de  la 
concesión  <|ue  le  hizo  el  Gobernador  sino 
también  de  la  compra  que  hizo  de  las  sa- 
linas en  cuestión  á  la  sucesión  de  don 
José  Ignacio  Durán,  y  al  solicitar  tal  mer- 
ced fué  con  el  objeto  de  dar  más  fuerza  al 
derecho  que  ya  poseía. 

En  orden  al  fondo  de  la  cuestión,  ma- 
nifiesta que  la  laguna  de  Boyeruca  es 
parte  de  mar,  y  en  caso  de  no  serlo,  debe 
considerarse  como  lago  navegable  por 
buques  de  más  de  cien  toneladas,  ó  bien 
como  corriente  de  aguas  de  cauce  natu- 
ral. Y,  efectivamente,  la  laguna  tiene  las 
propiedades  características  del  mar:  sus 
aguas  son  salobres  y  hay  flujo  y  reflujo 
á  causfi  de  las  mareas,  todo  lo  cual  se 
comprueba  por  la  misma  circunstancia 
de  que  ias  aguas  suban  y  bajen  para  de- 
jar el  elemento  indispensable  para  la  for- 


mación de  aquella  sustancia;  de  suerte 
que,  subiendo  y  bajando  altemativnincn- 
te  las  aguas  de  esta  laguna  que  se  comu- 
nica con  el  mar  de  una  manera  ostensible 
o  subterránea,  toda  región  bañada  de 
este  modo,  aun  cuando  no  sea  cuotidia- 
namente, forma  la  región  marítima,  ó  la 
playa  del  mar. 

La  práctica  antigua  y  constante  y  la 
jurisprudencia  no  menos  uniforme  de  los 
tribunales  están  conformes  en  clasificar 
esta  laguna,  como  la  de  Cáhuil  j  otras, 
en  la  forma  antedicha;  y  es  por  eso  qae 
mirándose  esos  depósitos  de  aguas  como 
partes  ó  secciones  del  mar,  su  uso  y  goce 
corresponde  al  Estado,  y  los  gobernado- 
res han  concedido  siempre  las  mercedes 
respectivas,  los  tribunales  las  han  resi>e- 
tado  y  el  Congreso  ha  aprobado  el  im- 
puesto de  las  salinas  así  constituidas. 
Pero  si  esto  no  fuera  exacto,  tales  depó- 
sitos de  uguas  deben  considerarse  como 
grandes  lagos  que  por  su  anchura  pue- 
den ser  navegados  por  buques  de  más  de 
cien  toneladas,  ó  bien  admitir  el  hecho 
de  ser  formados  por  el  pequeño  río  de  las 
Garzas,  que  va  á  vaciarse  en  esa  laguna, 
reputando  entonces  tal  río  como  corrien- 
te de  agua  con  su  cauce  natural,  desde 
que  no  se  extingue  en  la  propiedad  de 
donde  nace,  y  por  cierto,  en  cualquiera 
de  estos  casos  se  arribará  á  In conclusión 
de  que  el  cauce  de  la  laguna  es  bien  na- 
cional, pues  que  el  lecho  de  esos  depósitos 
ó  corrientes  de  aguas  no  acrece  á  las  pro- 
piedades riberanas  sino  cuando  las  aguas 
lo  desocupan  de  un  modo  definitivo  y 
radical. 

Pues  bien,  las  salinas  se  elaboran  en  la 
parte  del  lecho  de  la  laguna  por  ser  nece- 
sario que  el  agua  desocupe  periódica  y 
naturalmente  estaparte  para  el  fin  que 
se  persigue,  y  siendo  esto  así,  á  nadie  le  es 
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dable  Considerarse  dueño  de  esos  suelos, 
y  sólo  lii  autoridad  administrativa  i)ue- 
de  autorizar  la  construcción  de  obras  en 
ellos. 

£n  fin,  la  merced  en  cuestión  hn  sido 
concedida  por  autoridad  compstente,  por 
cuanto  siendo  los  bienes  que  la  constitu- 
yen del  Estado,  los  agentes  que  los  admi- 
nistran están  facultados  para  hacer  tales 
concesiones  siempre  que  esos  bienes  no 
se  bailen  sujetos  á  una  administración 
especial,  estando,  por  otra  parte,  tai  fa- 
cultad expresamente'  reconocida  en  el 
art.  599  del  Código  Civil.  En  consecuen- 
cia, solicita  que  se  deseche  la  demanda 
interpuesta. 

En  la  réplica  los  demandantes  refuer- 
zan tos  argumentos  de  su  demanda,  re- 
batiendo los  de  la  contestación,  y  ade- 
más, alegando  la  prescripción  extraordi- 
naria sobre  las  salinas  cuestionadas, 
para  lo  cual  unen  su  posesión  á  la  de  sus 
antecesores. 

causa  se  recibió'  á  prueba  y  se  ha 
rendido  la  que  corre  en  autos. 

Considerando: 

1'  Que,  segfin  lo  declarado  al  tenor  de 
las  articulaciones  tercera,  cuartay  sexta 
del  interrogatorio  de  fs.  67,  la  laguna  de 
BoyerucH  está  comunicada  con  el  mar, 
teniendo  sus  altasy  bajas  mareas  aun  en 
las  ¿pocas  que  no  es  visible  la  comunica- 
ción, por  lo  cualpuedeconsiderarse  como 
parte  integrante  del  mismo  mar  y  sus  ri- 
beras como  playa  de  éste,  en  conformi- 
dad á  lo  preceptuado  en  el  art.  594  del 
Código  Civil  y  sentencia  de  la  Iltma. 
Corte  de  17  de  febrero  de  1863,  concer- 
niente á  la  misma  laguna  de  Boyeruca; 

2'  Que  esta  laguna  tiene  de  hondura 
cuatro  metros  y  en  partes  más,  como  se 
raiicHo 


comprueba  por  la  declaración  de  loa  tes- 
tigos que  deponen  al  tenor  de  la  articula- 
ción novena  de  ese  interrogatorio,  pn- 
dicndo,  por  lo  tanto,  ser  navegada  por 
buques  de  más  de  cien  toneladas; 

3''  Que  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  ei 
inciso  2^  del  art.  589  de  dicho  Código  y 
596  del  mismo,  las  playas  del  mar  son 
bienes  nacionales  de  uso  público,  como  lo 
son  igualmente  los  lagos  que  pueden  na- 
vegarse  por  buques  de  más  de  cien  tone- 
ladas; 

4^  Que  siendo  la  laguna  de  Boyeruca 
un  bien  nacional  de  uso  público,  el  go- 
bernador, como  representante  del  Ejecu- 
tivo y  administrador  general  de  dichos 
bienes,  ha  podido  conceder  el  permiso  ó 
merced  necesario  para  establecer  obras 
en  el  suelo  de  dicha  laguna; 

5^  Que,  á  mayor  abundamiento,  don 
Vicente  Montero  compró  en  remate  pú- 
blico los  mismos  derechos  de  salinas  que 
se  discuten,  como  consta  de  la  escritura 
pública  de  fs.  29,  siendo,  por  consiguien- 
te, su  actual  dueño; 

6'  Que  el  suelo  en  que  se  construyen 
las  salinas  de  Boyeruca  es  ocupado  y 
desocupado  alternativamente  por  las 
aguas  de  esa  laguna,  hecho  justificado 
por  las  declaraciones  de  la  tercera  pre- 
gunta del  interrogatorio  antedicho,  y  se- 
gún lo  dispuesto  en  el  artículo  650,  inci- 
so 2^  de  este  Código,  ese  suelo  forma 
parte  de  la  ribera  y  no  accede  á  las  he- 
redades contiguas;  y 

7'  Que  no  se  ha  establecido  de  una  ma- 
nera precisa  por  los  demandantes  el  goce 
que,  como  dueños  y  por  más  de  treinta 
años,  hayan  tenido  sobre  las  salinas  en 
cuestión  y,  por  el  contrario,  el  demanda- 
do justifica  fehacientemente  que  Maram- 
bio  y  Valenzuela  no  han  tenido  jamás 
bajo  su  dominio  los  barros  de  salinas 
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que  se  reclaman;  que  tales  barros  forman 
parte  del  lecho  de  la  laguna,  y  que  ésta 
ha  sido  reputada  siempre  como  propie- 
dad pública  (declaraciones  de  las  articu- 
laciones 8^  y  11  del  interrogatorio  de 
fe.  67). 

En  virtud  de  las  precedentes  conside- 
raciones, disix>siciones  legales  citadas, 
ley  1»,  tít.  14,  Part.  3»  y  arts.  599, 1698 
y  2510  del  Código  Civil,  se  desecha  la 
demanda  instaurada  y  la  prescripción 
deducida  y  se  declara  que  las  salinas  en 
cuestión  son  de  exclusivo  dominio  de 
don  Vicente  Montero. 

Anótese,  reemplácese  el  papel  y  se  habi- 
lita el  feriado.— Hurtado  Baqubdano. — 
CubiUos,  escribano-receptor. 

Santiago,  noviembre  9  de  1887. — Vis- 
tos: reproduciendo  la  parte  expositiva  de 
la  sentencia  apelada  y 

Considerando: 

1'  Que  la  expresada  sentencia  resuel- 
ve la  cuestión  propuesta  en  la  demanda, 
dando  por  establecido,  con  arreglo  A  la 
prueba  rendida  al  tenor  del  interrogato- 
rio de  fs.  67f  que  la  laguna  denominada 
Boyeruca  forma  parte  integrante  del  mar 
ó  que  es  un  gran  lago  que  puede  navc- 
garse  por  buques  de  más  de  cien  tonela- 
das; 

2^  Que  la  prueba  testimonial  antes 
mencionada  se  halla  desvanecida  por  la 
que  han  rendido  los  demandantes  al  te- 
nor del  interrogatorio  de  fs.  43,  y  espe- 
cialmente por  los  informes  elevados  al 
Supremo  Gobierno  por  el  Jefe  de  la  Ofici- 
na Hidrográfica,  que  se  han  presentado 
en  compulsa  en  esta  segunda  instancia, 
de  los  cuales  informes  aparece: 

Primero.— Que  la  denominada  laguna 


no  es  tal  laguna,  pudiendo  ser  calificada 
técnicamente  sólo  como  una  marisma; 

Segundo. — Que  ésta  se  forma  por  la 
depresión  del  terreno,  á  la  cual  alcaxiza 
el  mar  en  el  iuTiemo  á  causa  de  las  bra- 
vezas y  de  la  presión  de  los  vientos  del 
cuarto  cuadrante; 

Tercero. — Que  las  bocanas  de  dicha 
marisma  se  cierran  eu  el  verano  estan- 
ctmdo  las  aguas,  lo  que  permite  estable- 
cer en  sus  riberas  salinas  artificiales;  y 

Cuarto. — Que  sólo  es  navegable  por 
pequeños  botes  planos  y  que  sería  absur- 
do sostener  que  pudiera  navegarse  por 
buques  de  más  de  cien  toneladas; 

3'  Que  no  siendo  la  marisma  de  Boye- 
ruca  parte  integrante  del  mar  ó  gran 
lago  navegable  por  buques  de  más  de 
cien  toneladas,  no  es  un  Uen  nacional  de 
uso  público  y,  por  consiguiente,  es  inefi- 
caz la  concesión  otorgada  por  el  Gober- 
nador del  departamento  á  don  José  Vi- 
cente Montero  para  establecer  salinas  en 
los  terrenos  en  cuestión; 

4*^  Que  los  demandantes  han  acredita- 
do con  la  prueba  rendida  al  tenor  del  ci- 
tado interrogatorio  de  fs.  43  que  desde 
hace  más  de  treinta  años,  dios  y  sus  an- 
tecesores han  estado  en  posesión  de  los 
terrenos  6  barros,  como  de  dos  cuadras 
de  extensión,  que  se  comprenden  en  la 
concesión  hecha  á  Montero; 

5^  Que  «egún  lo  dispuesto  por  el  inciso 
2'  del  artículo  596,  la  propiedad,  uso  y 
goce  de  los  lagos  no  comprendidos  en  la 
disposición  del  inciso  1^  del  mismo  ar- 
tículo, pertenecen  á  los  propietarios  ri- 
beranos; 

6'  Que,  aunque  Montero  pretende  tam- 
bién fundar  su  derecho  en  la  compra  que 
dice  ha  hecho  de  los  terrenos  en  litijio, 
no  lo  ha  acreditado,  porque,  si  bien  de 
la  escritura  corriente  á  fe.  29  consta  que 
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en  una  ejecución  promovida  contra  la 
sucesión  de  don  José  Ignacio  Durán,  se 
embargó  y  se  le  adjudicó  después  por  la 
suma  de  cinco  pesos  un  derecho  á  salinas 
inculto  que  la  sucesión  g'ecutada  poseía 
proindiriso  en  la  sucesión  de  don  José 
Vicente  y  de  don  Julián  Flores,  no  cons- 
ta que  este  derecho  á  salinas  existiera  en 
los  terrenos  poseídos  por  los  deman- 
dantes, ó  que  la  suixsión  ejecutada  ó  su 
antecesor  hayan  sido  en  algún  tiempo 
dueños  ó  poseedores  de  los  terrenos  men- 
cionados. 

Vista  la  disposición  citada  y  el  artícu- 
lo 700  del  Código  Civil,  se  revoca  la  sen- 
tencia apelada  de  10  de  febrero  de  1885, 
corriente  á  fs.  105,  y  se  declara  que  don 
Vicente  Montero  no  tiene  derecho  á  los 
barros  6  terrenos  de  que  se  trata  en  este 
juicio. 

Devuélvanse;  puhlíquese. 

Acordada  con  el  voto  unánime  del 
Tribunal.  Agréguese  el  papel  correspon- 
diente.—4  munáte^v/.  —  Barceló.  —  Alfon- 
so,— Vergara.  Donoso. 

El  proyecto  de  Código  Civil  de  1853 
establecía,  para  determinar  el  dominio  de 
los  lagos,  reglas  más  capríchoras,  qne 
con  razón  no  prevalecieron  en  el  proyec- 
to definitivo. 

Declaraba  de  dominio  particular  aque- 
llos cuyas  riberas  pertenecían  á  un  solo 
dueño  y  aquellos  cuyas  riberas  pertene- 
cían á  varios,  pero  que  no  podían  nave- 
garse  por  buques  de  más  de  treinta  tone- 
ladas. 

Declaraba  de  dominio  nacional  y  de 
uso  pfiblico,  denominándolos  lagos  ma- 
yores, los  que  tenían  riberas  pertenecien- 
tes á  varios  dueños  y  que  podían  nave- 
garse  por  buques  de  más  de  treinta  tone- 
ladas. 


Según  estas  bases,  raro  habrfa  sido  en 
Chile  el  lago  nacional  de  uso  público.  Aún 
los  grandes  lagos  de  las  regiones  austra- 
les, enclavados  en  terrenos  fiscales,  ha- 
brían sido  bienes  del  Estado  y  habrían 
pasado  al  dominio  particular  con  la  ena- 
jenación de  las  tierras  que  los  rodean, 
salvo  que  el  Fisco  se  los  hubiera  reserva- 
do ó  los  hubiera  entregado  por  ley  espe- 
cial al  uso  público. 

La  legislación  española  no  contenía 
disposiciones  especiales  sobre  la  materia. 
Por  aplicación  del  principio  general  de 
que  el  dueño  de  una  heredad  lo  es  de  todo 
lo  comprendido  dentro  de  sus  límites,  los 
lagos  debían  considerarse  como  una  par- 
te del  dominio  particular  ó  del  dominio 
del  Estado,  según  fueran  de  tmoódeotro 
las  tierras  dentro  de  las  cuales  estaban 
formados.  Aplicando  los  mismos  princi- 
pios debían  considerarse  como  propiedad 
del  Estado,  en  razón  de  bienes  baldíos, 
a'.]ue!los /a^s  que,  sirviendo  de  limite  á 
las  heredades,  no  estaban  comprendidos 
dentro  de  ninguna  de  ellas. 

A  esta  clase  parecen  referirse  las  leyes 
romanas  y  españolas  que  desconocían  la 
accesión  natural  (aluvión)  en  las  riberas 
de  los  lagos. 

La  ley  32,  tft.  28,  Partida  tercera  con- 
templa un  caso  particular,  algo  ilustra- 
tivo: Dice  la  ley.  "Cúbrense  de  ag^aa  las 
„  vegadas  las  heredades  de  algunos  ornes 
„  por  las  avenidas  de  los  ríos,  de  manera 
„  qne  fincan  cubiertas  muchos  días;  e 
,,  como  quier  que  los  señores  dellas  pier- 
„  den  la  tenencia  enquanto  están  cubicr- 
„  tas,  con  todo  esso  en  salvo  les  finca  el 
„  señorío  que  en  ellas  avian.  Ca  luego 
,,  que  sean  descubiertas,  e  que  el  agua 
„  tomare  á  su  lugar,  usarán  dellas  tam- 
„  bien  como  en  ante  fazian". 

Se  trata  en  este  precepto  de  una  ocu- 
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pacióu  accidental  de  terrenos  de  duniínio 
privado  por  tas  aguas  de  un  río,  pero  el 
legislador  resuelve  el  caso  con  los  princi- 
pios generales,  estableciendo  queeldueño 
no  pierde  la  i)arte  de  su  heredad  conver- 
tidíi  en  una  laguna,  |x>r  el  hecho  de  la 
inundación.  Tratadistas  como  Escriche 
citan  esta  ley  para  probar  que  los  lagos 
6  lagunas  acceden  al  dominio  delsneloen 
que  se  encuentran. 

4f. — Las  leyes  españolas  tienen  aún  apli- 
cación en  Chile  respecto  al  dominio  de  los 
lagos,  por  lo  dispuesto  en  el  artículo  605 
del  Código  Civil.  "No  obstante  lo  preve- 
nidoeneste  título  y  en  el  efe  la  accesión  re- 
lativamente  al  dominio  ¿e  la  Nación  sobre 
ríos,  lagos,  é  islas,  subsistirán  en  ellos  los 
derechos  adquiridos  por  particulares 
antes  de  la  promulgación  de  este  Código". 

5. — Se  llama  aluvión,  según  el  Código 
(artículo  649),  el  aumento  que  recibe  la  ri- 
bera de  la  mar  ó  de  un  río  ó  lago  por  el 
lento  é  imperceptible  retiro  de  las  aguas. 

El  Código  ha  extendido  á  los  lagos  este 
modo  de  adquirir  el  dominio,  modifícun- 
do  la  legislación  romana  y  la  española 
que  lo  desconodan  bajo  este  aspecto,  Ain- 
dándose  en  que  los  lagos  conservan  ge- 
neralmente sus  naturales  términos  y  no 
aumentan  ó  disminuyen  sino  por  circuns- 
tancias extraordinarias.  El  legislador 
chileno  no  ha  aceptado  como  exacta  esta 
observación  porque  hay  lagos  de  domi- 
nio nacional  en  que,  por  las  lluvias  ó  por 
la  acción  de  los  vientos  y  de  las  mareas, 
se  producen  aumentos  periódicos  ó  un 
flujo  ó  reflujo  que  determínala  existencia 
de  una  verdadera  playa,  como  en  las  ribe- 
ras del  mar. 

Esta  playa,  según  lo  que  dispone  el  ar- 
ticulo 650,  inciso  2^,  no  accede  á  las  he* 
redades  contiguas,  mientras  está  ocupada 
y  desocnpada  alternativamente  por  el 


agua  en  sus  creces  y  bajas  periótlicas.  La 
accesión  solamente  se  produce  por  el  lento 
é  imperceptible  retiro  de  las  aguas.  En- 
tonces, la  ribera  del  fundo  arcifinio  recibe 
un  aumento  que  se  denomina  aluvión. 
Antes  de  producirse  el  aluvión,  la.  playa 
forma  parte  de  la  ribera  del  lago. 

Acabamos  de  emplear  la  palabra  ribera 
para  indicar  la  parte  de  la  heredad  que 
deslinda  con  el  lago,  y  hemos  empleado 
la  misma  palabra  para  indicar  la  pn¡  te 
del  lago  que  deslinda  con  la  heredad.  Kn 
esto  no  hemos  hecho  otra  cosa  que  con- 
formarnos á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
G49  Y  650  del  Código  Civil.  En  el  prime- 
ro de  estos  artículos  se  habla  del  aumen- 
to que  recibe  la  ríbera  por  el  retiro  de  las 
aguas,  y  como  el  aumento  lo  recibe  el 
predio  inmediato,  es  evidente  que  la  ribe- 
ra á  que  se  rcñere  el  artículo  es  la  parte 
del  predio  contigua  al  lago.  En  el  segun- 
do se  dice  que  el  espacio  aun  no  aban- 
donado definitivamente  por  las  aguas 
forma  parte  de  la  ríbera  y  no  accede,  en- 
tretanto, á  las  heredades  contiguas,  con 
lo  que  se  indica  claramente  que  el  legis* 
lador  se  refiere  á  la  ríbera  ú  orilla  del 
lago. 

Las  riberas  de  los  predios  arcifinios  son 
parte  de  los  mismos  predios  y  |>ertenecen 
en  dominio,  uso  y  goce  á  los  dueños  res- 
pectivos, pero  están  gravadas,  á  virtud 
de  lo  dispuesto  en  el  artículo  840  del  Có" 
digo  Civil,  con  la  servidumbre  legal  que 
afecta  al  dueño  de  "dejar  libre  el  espacio 
necesario  para  la  navegación  ó  flote  á  la 
sirga  y  de  tolerar  que  los  navegantes  sa- 
quen sus  barcos  y  balsasá  tierra,  los  ase- 
guren á  los  árboles,  los  carenen,  saquen 
sus  velas,  compren  los  efectos  que  libre- 
mente quieran  vendérseles  y  vendan  á  los 
riberanos  los  suyos.  Sin  permiso  del  res- 
pectivo riberano  ó  de  la  autoridad  local, 
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no  podrán  establecer  ventas  públicas.  El 
propietario  riljerano  no  podrá  cortar  el 
árbol  á  que  actualmente  estuviere  atada 
una  nave,  barca  6  balsa." 

En  resumen,  cuando  una  propiedad  des- 
linda con  un  lago  nacional  deuso  público, 
bay  que  distinguir:  1"  la  parte  ocupada 
por  el  agua  que  es  de  dominio  nacional 
y  de  uso  público;  2^  la  sección  que  las 
aguas  ocupan  y  desocupan  alternativa- 
mente en  sus  creces  y  bajas  periódicas, 
también  de  dominio  nacional  y  de  uso 
público,  como  parte  de  la  ribera  del  lago. 
y  3^  la  ribera  del  predio  colindante,  au- 
mentada ó  no  con  terrenos  de  aluvión,  la 
que  es  de  dominio  privado,  pero  está  gra- 
vada, en  pro  deVuso  público  á  que  está 
destinado  el  lago  inmediato,  con  las  ser- 
vidumbres expresadas  en  el  artículo  840 
del  Código  Civil. 

Estas  ideas,  á  primera  vista  muy  sim- 
ples, son  de  gran  aplicación  cuando  se 
trata  de  las  obras  que  para  fines  indus- 
triales hay  que  ejecutar  en  las  riberas. 
Ellas  sirven  para  ilustrarliastadónde lle- 
ga la  acción  de  la  autoridad  y  los  derechos 
del  propietario  riberano.  Y  como  los  ríos 
están  sometidos,  en  este  punto,  á  las  mis- 
mas dispoMciones  que  los  lagos,  laimpor^ 
tancia  de  las  precedentes  distinciones  es 
mayor. 

Oportunamente  nos  haremos  cargo  de 
algunas  cuestiones  que  han  surgido  rela- 
tivamente á  los  cauces  de  los  ríos  y  ribe- 
ras de  los  fttndos  colindantes. 

6. — Elusoygoce  de  Xo^lagos  de  propie- 
dad nacional  está  sujeto  álas  disposicio- 
nes del  Código  Civil,  que  son  muy  pocas, 
y  á  las  ordenanzas  generales  y  locales 
que  sobre  la  materia  se  promulguen.  Es- 
tando sometida  á  ordenanzas  la  distri- 
bución de  las  aguas  de  ciertos  ríos  de 
caudal  agotado,  es  forzoso  admitir  que 


el  agua  de  las  lagunas  de  que  esosrfos  se 
derivan  está  sujeta  al  mismo  régimen 
distributivo.  No  conocemos  ordenanza 
relativa  á  la  pesca  ó  ála  naveg^ión  que 
se  haya  dictado  especialmente  para  al- 
gún lago  de  uso  público. 

7,-  Los  derechos  sobre  lagos  de  domi- 
nio privado  son  los  inherentes  al  dominio: 
usar  y  disponer  de  ellos  en  cuanto  no  se 
contravenga  á  la  ley  ó  al  derecho  ajeno. 

El  derecho  ajeno  en  un  lago  de  domi- 
nio privado  puede  establecerse  6  como 
derecho  personal,  arrendando  por  ejem- 
plo el  agua  del  lago  ó  el  derecho  de  pes- 
car en  él,  ó  como  servidumbre  voluntaria 
mediante  un  título  otorgado  por  escri- 
tura pública,  aunque  no  sea  inscripto  (ar- 
tículos 880  y  698  del  C.  C)  También  se 
puede  ganar  por  prescripción  una  servi- 
dumbre sobre  un  lago  de  dominio  priva- 
do.  Seria  servidumbre  de  esta  especie  el 
derecho  de  un  predio  inferior  á  aprove- 
charse de  las  aguas  del  lago  situado  en 
el  predio  superior.  La  manera  de  ganar 
por  prescripción  este  derecho  puede  mo- 
dificarse según  lascircunstancias.  El  caso 
típico  sería  el  de  un  lago  encerrado  en  eí 
predio  superior  y  que  no  fuera  afluente 
de  un  caudal  de  agua  que  atravesara  en 
su  curso  varias  heredades.  En  tal  caso 
la  posesión  de  diez  años  que  exige  el  ar- 
tículo 882  consistiría  en  obras  aparentes 
establecidas  en  el  lago  mismo,  dentro  del 
predio  superior.  Pero  si  el  lago  está  vin- 
culado á  una  corriente  nacional  de  uso 
público,  sería  aplicable  la  prescripción 
del  artículo  835,  número  1^  del  Código 
Civil,  sobre  la  que  trataremos  detenida- 
mente más  adelante. 

La  razón  de  esta  diferencia  es  que  en 
el  primer  caso  el  dueño  del  depósito  supe> 
rior  de  aguas  no  soporta  gravamen  que 
signifíi|ue  posesión  de  una  servidumbre  á 
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favor  del  predio  superior  mientras  no  se 
ejercite  á  ciencia  y  paciracia  suya  en  el 
mismo  depósito,  un  acto  de  desmembra- 
miento 6  de  disminución  de  su  dominio, 
mientras  que  en  el  segundo  caso  el  domi- 
nio que  tiene  sobre  Ins  aguas  el  dueño  del 
fundo  superior  está  legalmente  limitado 
por  la  corriente  que  del  lago  se  deriva  y 
que,  como  pasa  por  varias  propiedades, 
la  ley  la  considera  nacional  de  uso  públi- 
co y  la  hace  objeto  de  concesiones  en  fa- 
vor de  otras  propiedades.  £1  propietario 
del  predio  superior  que  quiera  evitar  que 
se  constituyan  derechos  en  la  corriente 
derivada,  deberá  aprovecharla  oportu- 
namente dentro  de  su  predio  6  constituir 
fuera  de  él  derechos  sobre  la  corriente  na- 
cional en  la  misma  forma  que  cualquier 
tercero. 

B. — Pantanos  naturales, ciénagas,  vegas, 
charcos  6  charcas 

Un  pantano  natural  es  menor  que  una 
laguna.  Según  el  diccionario,  pantano  es 
"hondonada  donde  se  recogen  y  natural- 
mente se  detienen  las  aguas,  con  fondo 
más  Ó  menos  cenagoso."  Barros  Arana, 
en  su  Geografía  Física,  lo  define  "lago 
poco  profundo,  cuyas  aguas  estancadas 
6  con  muy  poco  movimiento,  están  cu- 
biertas ordinariamente  de  pajonales  y 
caños  y  rodeados  de  agua  que  alimentan 
sus  rafees  en  ese  suelo  barroso."  Ciénaga 
éB  un  lugar  ó  paraje  lleno  de  cieno  6  pan- 
tanoso. Vega  "parte  de  tierra  ó  campo 
bajo,  llano  y  húmedo."  Charco  "agua 
detenida  en  un  hoyo  ó  cavidad  de  la  tie- 
rra ó  del  piso."  Charca  "depósito  algo 
considerable  de  agua  detenida  en  el  terre- 
no, natural  ó  artificialmente  y  que  suele 
aprovecharse  para  recoger  hielo  ú  otros 
usos."  Tomamos  estas  definiciones .  del 
Piccionarío  de  la  Academia.  Ellas  están 


conformes  al  uso  que  se  hace  en  Chile  de 
dichas  palabras. 

2.  — Jurídicamente,  todos  estos  depósi- 
tos de  agua  pueden  colocarse  en  la  misma 
categoría.  Pertenecen  al  dueño  del  suelo 
y  la  ley  los  considera  más  bien  bajo  el 
punto  de  vista  de  los  perjuicios  que  oca- 
sionan y  de  la  necesidad  que  hay,  á  veces, 
de  hacerlos  desaparecer  en  obsequio  del 
progreso  agrícola  ó  en  favor  de  la  salu- 
bridad pública. 

En  Chile,  los  pantanos  6  vegas  se  for- 
man con  frecuencia  en  los  terrenos  bajos 
por  los  sobrantes  ó  filtraciones  de  las 
aguas  de  regadío  y  abarcan  á  veces  gran- 
des superficies  de  terrenos  pertenecientes 
á  uno  6  á  varios  dueños. 

Nuestros  legisladores  se  han  preocupa- 
do de  facilitar  la  irrigación,  haciendo  de 
uso  público  las  aguas  corrientes  que  no 
mueren  en  los  términos  de  una  heredad, 
permitiendo  extraer  sus' aguas  y  estable- 
ciendo la  servidumbre  de  acueducto  para 
conducirlas;  pero  han  prestado  muy  poca 
atención  á  la  necesidad  que  hay  de  dese- 
car terrenos  inutilizados  ó  perjudicados 
por  los  excesos  de  humedad. 

3.  — No  pasó  absolutamente  inadverti- 
da esta  necesidad  para  el  sabio  autor  de 
nuestro  Código  Civil.  En  el  titulo  de  las 
servidumbres  legales  hay  un  artículo  que 
ha  sido  poco  aplicado  hasta  el  presenta, 
pero  que  contiene  la  base  de  las  leyes,  or- 
denanzas y  reglamentos  que  deben  dic- 
tarse para  el  saneamiento  de  los  terrenos 
pantanosos. 

Ese  artículo,  que  Uevaelnúm.  870,  dice 
asf:  "Las  reglas  establecidas  para  la  ser- 
vidumbre de  acueducto  se  extienden  álos 
que  se  construyan  para  dar  salida  y  di- 
rección á  las  aguas  sobrantes,  y  para  dese- 
car pantanos  y  filtraciones  naturales  por 
medio  de  zanjas  y  canales  de  desale." 
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Esta.  \cy  permite  al  dueño  de  un  predio 
sanear  sus  terrenos  y,  como  las  aguas 
conducidas  por  cauces  artificiales,  perte- 
necen exclusivamente  al  que  con  los  re- 
quisitos legales  ha  construido  el  cauce 
(artículo  837),  le  permite  también  con- 
servar el  dominio  de  sus  aguas  sobrantes 
6  estancadas  y  utilizarlas  en  el  regadío 
de  otros  campos  de  su  dominio  6  de  ter- 
ceros con  quienes  las  negocie. 

Hay  en  nuestro  régimen  legal  el  medio  de 
conducir  al  través  de  ajenas  propiedades 
las  aguas  de  que  conviene  desembarazar 
á  un  predio.  Esto  es  ya  un  progreso,  pero 
en  muchos  casos  no  basta  para  tos  fines 
que  la  sociedad  reclama. 

4. — Puede  suceder  que  el  saneamiento 
de  una  región  agrícola  necesite  el  concnr- 
80  de  los  dueños  de  varías  propiedades, 
porque  sin  un  sistema  general  de  desagües 
serían  infructuosas  lasobras  queempren* 
diera  alguno  de  los  propietarios  más  de- 
seoso de  mejorar  sus  tierras.  Bn  este  caso, 
toda  la  región  estaría  condenada  ¿perpe- 
tuo atraso  por  la  indolencia,  el  caprícho 
6  la  falta  de  recursos  de  unos  pocos  indi- 
viduos, pues  no  existe  ley  en  virtud  de  la 
cual  se  pueda  obligar  al  vecino  á  concu- 
rrirá la  ejecución  de  tales  obras  6  á  indem- 
nizará los  que  las  emprendan,  álo  menos 
Hasta  concurrencia  del  beneficio  adquirido 
Y  no  se  crea  que  proponemos  una  me- 
dida coercitiva  sin  precedentes  en  nuestra 
legislación.  En  el  Código  de  Minería  se 
ha  contemplado  el  caso  de  ser  convenien- 
te &  una  mina  la  e^lotación  y  desstgae 
por  el  terreno  de  otras,  y  se  ha  establecí- 
do  la  servidumbre  de  socavón.  Se  ha  ido 
más  allá:  el  artículo  78  prescribe  que  los 
dueños  de  las  minos  que  desaguaren  por 
d  socavón  ó  cuya  explotación  se  facilita- 
ic>  deberán  abonar  al  empresario  de  di- 
cho socavón,  á  tasación  de  peritos,  ó  el 


valor  del  beneficio  que  reciben,  ó  el  costo 
que  Ies  demandaría  obtener  ese  benefi- 
cios por  otros  medios.  ¿Por  qué  no  se 
podría  dictar  una  ley  análoga  en  tavor 
del  saneamiento  de  nuestros  campos?  No 
vemos  inconveniente  para  ello. 

La  ley  española  de  aguas,  varias  veces 
citada  en  el  curso  de  este  trabajo,  dispo- 
ne en  su  articulo  61,  en  orden  al  punto 
de  que  tratamos,  lo  siguiente:  "Cuando 
"  las  lagunas  ó  terrenos  pantanosos  per- 
"  tenezcan  á  varios  dueños,  y  no  siendo 

posible  la  desecación  parcial,  preten- 
"  dan  varios  de  ellos  que  se  efectúe  enco- 
"  mún,  el  Ministro  de  JFomento  podrá 
**  obligará  todos  los  propietarios  á  que 
"  costeen  colectivamente  las  obras  desti- 
"  nadas  al  efecto,  siempre  que  esté  con- 
"  fórmela  mayoría,  entendiéndose  por 
**  tal  los  que  representen  mayor  exten- 
"  sión  de  terreno  saneable.  Si  alguno  de 
'*  los  propietarios  resistiere  el  pago  y 
"  prefiriere  ceder  á  los  demás  dueños  su 
"  parte  de  propiedad  saneable,  podrá 
"  hacerlo  mediante  la  indemnización  co- 
*'  rrespondiente." 

Nos  parece  un  poco  dura  la  alternativa 
del  legislador  español:  pagar  la  obra  á 
prorrata  ó  abandonar  el  suelo.  Preferi- 
ríamos la  obligación  de  pagar  la  parte 
que  corresponda  en  la  obra,  siempre  que 
sea  menor  que  el  beneficio  recibido,  sal- 
vo cualquier  arreglo  pactado  de  común 
acuerdo.  De  esta  manera  se  evitaría  el 
peligro  de  que  un  propietario  irrogara 
un  pesado  gravamen  á  su  vecino  con  una 
obra  de  desecación  mal  concebida. 

5. —  Otras  veces  la  desecación  de  los 
pantanos,  vegas  y  depósitos  semejantes 
de  aguas  detenidas  se  impone  como  me- 
dida de  salubridad  pública,  para  evitar 
las  emanaciones  mefíticas  que  de  ellas  se 
desprenden. 
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Felizmente  en  ouestro  país  hay  un  cli- 
ma que  no  coadyuva  á  la  formación  de 
los  miasmas,  y  gracias  á  esto  no  se  hace 
sentir  bastante  la  falta  de  leyes  que  exis- 
ten en  otras  naciones  sobre  las  aguas  es- 
tancadas. Pero  el  mal  existe,  y  como  hom- 
bres previsores  debemos  remediarlo. 

La  ley  de  22  de  diciembre  de  1891,  en 
sn  articulo  24,  dispone  que,  como  encar- 
gadas de  cnidar  de  la  policía  de  salubri- 
dad, corresponde  á  las  municipalidades 
"reglíunentar  el  uso  y  la  construcción, 
mvelacidn  y  limpia  de  los  desagites,  ace- 
quias y  cloacas,  y  de  los  canales  y  acue- 
ductos,  impidiendo  que  en  ellos  arrojen 
basuras  ó  desperdicios  que  puedan  obs- 
truir el  libre  curso  de  las  aguas  y  produ- 
cir aniegos,  pantanos  6  ^íaganast  cuya 
desecación  procurarán." 

Las  municipalidades  deben,  según  esta 
disposición,  procurar  la  desecación  de  los 
pantanos  y  lagunas  que  se  produzcan  por 
las  basaras  6  desperdicios  que  se  arrojen 
en  los  desagües,  acequias,  cloacas,  cana- 
les ó  acueductos. 


Es,  en  ventad,  una  pobre  atribución  la 
de  nuestros  municipios  y  está  consultada 
de  una  manera  tan  vaga  que  no  es  posi- 
ble determinar  las  facultades  que  com- 
prende. La  ley  parece  referirse  tan  sólo  á 
los  depósitos  de  agua  que  se  forman  en 
las  calles  y  caminos  públicos  por  el  des- 
cuido en  el  buen  régimen  de  los  cauces 
conductores.  La  Mtmicipalidad  debe  pro- 
curar la  desecación  de  tales  pantanos, 
^por  los  medios  que  posee  como  admi- 
nistradora de  los  bienes  comunales  y  en 
virtud  de  la  vigilancia  que  tiene  sobre 
los  nacionales  de  uso  público.  Nada  reve- 
la que  la  ley  se  haya  referido  á  lospaiiía- 
nos  naturales  situados  en  propiedades 
particulares  que  por  su  condición  son 
nna  amenaza  para  la  salubridad  pública. 
La  eliminación  obligatoria  de  estos  focos 
de  infección  supone  leyes  especiales  para 
forzar  al  dueño  á  ejecutar  los  trabajos 
necesarios  ó  para  que  éstos  se  hagan  por 
la  antoridad  pública. 

En  la  legislación  de  otros  países  encon- 
traremos ejemplos  dignos  de  ser  imitados. 

(  Continuará ) 
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DERECHO 


LA  DECLARACIÓN 
DE  VOLUNTAD  EN  EL  DERECHO  ADMINISTRATIVO  FRANCÉS 


Por  Mauricio  Hatirion, 

PnftsOT  dt  la  facitilMd  Je  dertcht  dt  U  Universidad  de  Tohsa 

y  Guillermo  Bezin 


(Conclusión) 


Todo  esto  nos  lleva  á  las  declaracio- 
nes hechas  á  terceros  y  á  los  actos  de 
gestión;  la  irrevocabilidad  nace  respecto 
de  ellos  cuando  el  autor  encuentra  dere- 
chos adquiridos;  ya  hemos  dado  la  razón 
pero  lo  que  merece  ser  precisado,  es  el 
instante  del  encuentro:  en  efecto,  se  sos- 
tienen tres  sistemas  dentro  de  la  doctrina. 
Se  puede  declarar  irrevocable  una  oferta 
desde  su  emisión,  suceso  constatado  por 
et  hecho  de  confiar  la  carta  que  contiene 
Ift  oferta  á  la  Administración  de  Correos. 
En  un  sistema  opuesto,  la  irrevocabili- 
dad no  nace  sino  al  momento  de  la  per- 
«peión  de  la  ofota,  es  decir,  en  el  mo- 
mento en  que  el  tercero  á  quien  ella  va 
dirigida  toma  realmente  conocimiento 
de  ella.  Aceptando  en  fin  una  teoría  in- 

OIRBCRO 


termediaria,  se  puede  exigir  simplemente 
la  recepción;  es  preciso  en  este  caso  que 
la  oferta  llegue  al  destinatario  sin  que 
haya  lugar  á  preguntarse  si  este  iiltimo 
la  conoce;  hasta  este  momento  preciso, 
el  declarante  conserva  su  libertad  de 
acción  y  puede  retractarse;  pero  desde 
la  recepción  se  considera  al  destinatario 
como  un  tercero  á  quien  se  reconocen  de- 
rechos adquiridos  en  cambio  del  concurso 
activo  que  se  espera  de  él.  El  Código  Ci- 
vil alemán,  en  su  artículo  130,  se  ha  ple- 
gado á  esta  teoría  de  transacción  (1)  que 
parece  ser  también  la  de  nuestro  derecho 

(i)  Se  comprende  ahora  todo  el  alcance  de  la 
expresión  alemana  dtdaraciones  que  uno  debe 
retibhr  para  designar  las  declaraciones  hechas  á 
otro;  al  contrario,  ias  declaraaoiut  qué  uno  no 

15 
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admbsistratíro  francés.  í>a  solución  de 
esta  cuestión  es  sin  embargo  bastante  de- 
licada, envista  de  que  el  Consejode  Esta- 
do nunca  ha  tenido  qne  pronunciarse  so- 
bre este  pnnto  de  una  manera  precisa.'  Po- 
demos, no  obstante,  sacar  argumentos  de 
ciertas  sentencias  relativas  á  las  condi- 
ciones de  las  adjudicaciones  en  pública 
subasta.  Parece  desprenderse  de  estas  de- 
cisiones que  la  declaración  de  voluntad 
de  la  administración,  contenida  en  este 
contrato,  se  hace  si  no  irrevocable,  A  lo 
menos  de  cierta  manera  ñja,  desde  que  el 
depósito  legal  se  ha  efectuado.  Esto  co- 
rresponde bien  á  la  recepción  del  Código 
Civil  alemán;  no  basta  que  la  volun- 
tad de  la  administración  se  haya  emi* 
tido,  pero  no  es  tampoco  necesario  que 
ella  Sea  efectivamente  conocida  del  pro- 
ponente. El  Consejo  de  Estado  nunca  lo 
ha  dicho  formalmente;  he  aquí,  sin  em- 
bargo, dos  sentencias  susceptibles  de 
aclarar  un  poco  esta  cuestidn.~En  un 
primer  negocio  (1)  se  trataba  de  una  ad- 
judicación de  artfculos  militares,  el  inten- 
dente que  había  redactado  el  contrato  de 
adjudicación  modificó  las  estipulaciones 
por  explicaciones  que  dió  en  d  momento 
de  la  adjudicación,  es  decir,  posterior- 
mente al  depósito  legal  de  dichas  bases. 
El  Consejo  de  Estado,  conociendo  de  la 
cuestión,  anuló  la  adjudicación  diciendo: 
'^Considerando,  por  otra  parte,  que  no  co- 
rrespondía al  intendente  de  la  primera 
división  militar,  encargado  de  presidir 
la  adjudicación,  modiñcar  en  manera 
aiguna  las  estipulaciones  formales  de 
las  bases  de  las  propuestas..."  En  la 


Abe  recibir  son  Rquellas  que  no  son  hechas  á 
otro,  y  cuya  eñcacia  data  desde  la  emisián  como 
acabamos  de  verlo. 

(i)  Consejo  de  Estado,  ii  diciembre  1874. 
Lkgrand,  Rec.  4t$  arr.  du  Cfns,  ÍÉiat,  p.  983. 


segunda  sentencia  (2)  se  trata  de  una 
entrega  de  avena  á  la  autoridad  militar. 
Posteriormente  á  la  conclusión  de  la  ad- 
judicación, la  Ley  de  Aduanas  de  30  de 
noviembre  de  1887 fué  puesta  en  vigor  j 
tuvo  por  resultado  un  aumento  en  el  pre- 
cio de  la  avena,  con  grave  peijuicio  para 
los  proveedores,  que  debían  procurar  su 
entrega  al  precio  primitivo.  Ellos  preten- 
dían, sin  embargo,  que  una  cláusula  del 
contrrtto  de  provisión  les  acordaba,  en 
estos  casos,  el  derecho  á  una  indemni- 
zación; pero  el  Ministro  de  la  Guerra 
había  negado  todo  derecho  de  esta  natu- 
raleza en  una  decisión  interpretativa  to- 
mada después  del  depósito  legal  de  la  pro- 
puesta y  se  fundaba  en  este  acto  para 
rechazar  las  pretensiones  de  los  provee- 
dores. El  Consgo  de  Estado  resolvió  de 
la  manera  siguiente:  "Considerando  que 
pertenece  al  Ministro  imponer  esta,  inter- 
pretación á  los  adjudicatarios  insertan- 
do, antes  de  la  adjudicación  una  disposi- 
ción nueva  en  las  bases,  pero  que  él  no  ha 
usado  de  este  derecho...  etc."  Se  pueden 
sacar  de  estos  dos  negocios  interesan- 
tes consecuencias:  desde  luego,  el  juez  ad- 
ministrativo parece  admitir  que  sólo  el 
Ministro  puede  intervenir  después  del 
depósito  de  las  bases  de  adjudicación;  él 
niega  este  derecho  aun  al  autor  de  dichas 
bases.  En  cnanto  al  derecho  del  Ministro 
es  de  lo  más  restringido.  El  Consejo  de 
Estado  no  nos  dice,  en  efecto,  que  él  pue- 
de después  del  depósito  modificar  las  ba- 
ses, él  reconoce  solamente  al  Ministro  el 
derecho  de  interpretarlas,  lo  que  es  muy 
diferente;  y  aún  en  este  caso  le  impone  una 
condición  de  forma,  la  inserción  de  la 
cláusula  interpretativa  en  el  contrato  de 


(3)  Consejo  de  Estado,  6  febraro  1891  .Bau- 
KBT  S..93,3.  15. 
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adjudicación,  condición  bien  conforme  con 
los  principios  de  la  teoría  de  la  declara- 
ción de  voluntad,  que  mira  como  sin  va- 
lor todo  lo  que  está  fuera  del  contenido 
mismo  de  la  declaración,  como  lo  vere- 
mos al  tratar  de  la  interpretación.  Pare- 
ce desprenderse  de  todo  esto  que  las  bases 
de  adjudicación  no  pueden  recibir  modifi- 
caciones después  de  su  depósito  legal;  en 
otros  térmÍBOs,  que  la  declaración  de  vo- 
Iimtad  de  la  admimstracióii  se  hace  irre- 
vocable desde  su  recepción,  como  lo  quie- 
re el  Código  Civil  alemán. 

II.  laSaenda  de  la  teoría  die/s  decla- 
ración de  voluntad  sobre  los  vkios  del 
consentimiento. — 8.  Los  vicios  del  con- 
sentimiento pueden  reducirse,  á  la  vio- 
lencia y  al  error,  que  en  su  sentido  mas 
ampKo,  contiene  el  dolo. 

Es  interesante  preguntarse  qué  ocurre 
con  estos  vicios  en  un  sistema  legislativo 
que  parte  de  ía  declaración  de  voluntad. 
Desde  luego,  es  preciso  señalar  una  dife- 
rencia entre  el  derecho  administrativo  y 
el  derecho  privado.  En  el  derecho  privado, 
donde  la  violencia  ha  perdido  su  impor- 
tancia y  donde  reina  más  bien  la  astucia, 
el  vicio  principal  es  el  error,  doloso  6  no. 
En  derecho  administrativo  donde  el  ad- 
ministrado está  en  presencia  de  una  ad- 
ministración poderosa,  el  peligro  es  la 
violencia  de  ésta  y  el  vicio  capital  del  ac- 
to administrativo  es  el  abuso  de  poder. 
Hecha  esta  reserva  examinemos  desde 
luego  la  teoría  del  error. 

El  error  puede  definirse:  una  falta  de 
concordancia  entre  la  voluntad  real  y  la 
voluntad  aparente,  entre  la  voluntad  psi- 
cológica y  la  voluntad  jurídica  solamen- 
te manifestada  (1).  En  un  sistema  de 
declaración  de  voluntad,  el  juez  no  cono- 

(i)  Salull»,  op.  cit.  articulo  119.  Notas  r 
ysp.  i«y». 


ce  sino  la  voluntad  aparente,  él  es  incom- 
petente para  reconstituir  la  voluntad  real . 
Se  prevé  entonces,  lo  que  el  Código  ale- 
mán quiere  decir  cuando  habla  de  error 
(2);  él  no  lo  concibe  sino  después  de  la 
declaración  de  voluntad  y  en  la  medida 
de  esta  declaración;  el  juez  deberá  abste- 
néis de  interpretar  las  intenciones  subje* 
tivas  del  declarante  y  de  introducir  así 
en  la  declaración  nuevos  elementos;  su 
único  deber  será  examinar  si  el  objeto, 
respecto  del  cual  surge  la  cuestión  del 
error,  hace  parte  del  con  tenido  declarado. 
La  solución  es  matemática,  en  aparien- 
cia al  menos,  porque  es  preciso  tomar  en 
cuenta  los  principios  relativos  á  la  inter- 
pretación. Partiendo  de  esta  regla  el  ar- 
tículo 119  admite  tres  clases  de  error:  el 
error  sobre  la  expresión;  el  error  sobre  el 
contenido,  es  decir,  sobre  todo  lo  que  ha 
sido  especificado  y  apuntado  porla  volun- 
tad jurídicamente  manifestada,  y  el  error 
sobre  las  calidades.  Las  dos  primeras  ca- 
tegorías entran  bien  en  los  límites  del 
principio  asentado.  Pero  cuando  el  ar- 
tículo 119  habla  del  error  sobre  Ips  cali- 
dades, ¿no  sale  él  de  la  voluntad  declarada 
para  emprender  investigaciones  psicoló- 
gicas? Nuestro  artículo  prevé,  en  efecto, 
calidades  de  que  la  declaración  no  habla; 
sin  esto  no  agregaría  nada  á  la  "expre- 
sión" yal "contenido*',  y  esta  separación 


(2)  V.  artículo  119:  piEl  que  al  hacer  una  decla- 
ración de  voluntad  estaba  en  un  error  sobre  su 
contenido,  6  el  que  no  haya  querido  en  modo  al- 
guno hacer  una  declaración  de  talindole,  podrá 
pedir  su  nulidad  cuando  pueda  admitirse  que  no 
la  habría  hecho  si  hubiese  tenido  conocimiento 
del  verdadero  estado  de  las  cosas  ó  hubiera  podi- 
do apreciar  bien  la  situación. 

Podrí  también  repuUuse  que  hay  error  en  el 
contenido  de  la  declaración  aunque  verse  sobre 
cualidades  de  la  persona  6  de  la  cosa  considera- 
das como  esenciales  legiln  él  usen 
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sería  inútil.  Los  principios  de  justicia  han 
impulsado  al  legislador  á  sobrepasar  aquí 
la  declaración  de  voluntad;  ¿concebiría- 
mos, en  efecto,  que  el  error  sobre  una  cua- 
lidad esencial  no  viciara  un  acto?  Sin  em- 
bargo, lógico  consigo  mismo»  este  legisla- 
dor ha  evitado  toda  apreciación  subjetiva 
declarando  que  por  "cualidades  esencia- 
les" deben  entenderse  aquellas  á  que  los 
usos  y  la  práctica  reconocen  ese  carácter. 
El  criterio  de  apreciación  queda  así  obje- 
tivo y  toma  él  mismo  la  apariencia  de 
una  declaración  de  voluntad  de  la  colec- 
tividad.— Las  mismas  tendencias  van  á 
darnos  las  condiciones  exigidas  para  que 
el  error  sea  una  causa  de  nulidad.  Es 
|)reciso  para  eso  que  el  declarante  pruebe 
que  él  no  habría  hecho  tal  declaración  si 
hubiera  tenido  conocimiento  del  verdade- 
ro estado  de  las  cosas;  el  legislador  agre- 
garen seguida,  para  evitarlas  apreciacio- 
nes subjetivas:  "ó  hubiera  podido  apre- 
ciar bien  la  situación."— Así,  en  principio, 
el  juez  no  puede  salir  de  la  declaración, 
pero  si  por  casualidad  está  obligado  á  ir 
más  allá,  sea  para  apreciar  el  valor  de 
una  calidad,  sea  para  saber  si  la  deman- 
da de  nulidad  es  fundada,  él  no  admite  la 
voluntad  subjetiva  del  declarante  sino 
en  cuanto  ella  concuerde  con  la  volun- 
tad media  de  la  colectividad,  manifestada 
al  exterior  por  la  práctica  de  los  negocios, 
y  por  lo  tanto,  voluntad  declarada.  Esto 
prueba  cuánto  la  declaración  de  voluntad 
domina  la  teoría  del  error. 

En  derecho  administrativo  francés,  el 
error  no  es  un  vicio  del  acto  de  adminis- 
tración, él  no  es  una  ocasión  al  recurso 
por  abuso  de  poder.  La  razón  es  sencilla: 
la  teoría  del  error  puede  analizarse  como 
un  remedio  que  el  legislador  acuerda  al 
autor  de  una  declaración;  entonces,  en 
derecho  administrativo,  es  la  administra- 


ción la  que  hace  la  declaración,  ella  sola 
puede  entonces  sacar  ventajas  del  reme- 
dio. Pero  la  interpretación  primitiva  del 
recurso  por  abuso  de  poder  ha  hecho  de 
él  un  medio  puesto  á  la  disposición  del  ad- 
ministrado contra  la  administración,  por- 
que el  abuso  de  poder  ha  sido  concebido 
como  una  violencia  gercitada  sobre  él  por 
a(|uella;  el  recurso  existe,  pues,  sólo  en 
interés  del  administrado  y  la  cuestión  del 
error  no  se  plantea  para  él.  Esta  concep- 
ción primitiva  del  recurso  por  abaso  de 
poder  talvez  llegue  á  modificarse;  una  in- 
terpretación más  sutil  muestra  que  en  el 
fondo  no  está  instituido,  ni  en  favor  del 
administrado  ni  en  favor  de  la  adminis- 
tración activa,  aparece  más  bien  como  la 
garantía  de  un  resultado  objetivo:  Ja 
buena  administración  ( 1 )  ¿  Entonces , 
esta  "buena  administración"  no  exigirá 
que  un  acto  viciado  de  error  sea  anula- 
do? (2).  Sin  embargo,  si  el  recurso  por 


( 1 )  Sobre  el  carácter  objetivo  del  recurso  por 
a))usu  de  poder,  V.  Haurion,  op.  cít.  p.  370. 
Nota  1  y  DuGuiT,  VEtat  les  gauvernanis, 

(2)  Es  interesante  insistir  un  poco  subrc  la 
cuestión  del  error,  porque  el  Consejo  de  Estado 
comienza  tfmidameote  su  evolución  hacia  la  ádmi- 
!>ión  de  semejante  recurso.  El  error  se  presenta 
bajo  dos  aspectos:  error  de  hecho,  falsa  aplica 
ctón  de  la  ley.  i."  En  lo  que  concierne  el  error 
de  hecho  el  Consejo  de  Estado  á  menudo  ha  re- 
cli.'zado  recursos  fundados  sobre  este  victo  del 
acto  de  adminiitración  (nConsejo  de  estado  21 
abril  1899,  BaocmeR  y  otros  Ree.  ^  senten- 
cias del  Cons.  de  Est.  p.  297;  recurso  fundado 
sobre  un  error  de  expresión,  el  empleo  de  la  pa- 
labra iirectiRcación  de  una  vía  püblican  cuando 
en  realidad  se  trataba  de  una  verdadera  napertu- 
ra<i). — Véase  todavía  Cons.  de  Rst.  as  junio 
1900.  Saint  Gaudens  S.  1903,  3.98).  Pero  en 
ciertas  sentencias  el  error  de  hecho  ha  sido  sin 
embargo  admitido  de  una  manera  accesoria  lal- 
vez,  pero,  que  por  lo  menos  es  el  germen  de 
una  evolución  probable.  (V.  Cons.  de  &t.  »i 
julio  ( 890  AuscHRR,  Ree.  dt  sent  del  Cons.  de  Est. 
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ahiiRo  de  poder  no  ha  desarrollado  una 
teoría  del  error,  ha  construido  admira- 
blemente una  teoría  déla  violencia. 

.  9. — Basta  considerar  las  tres  primeras 
vías  del  recurso  por  abuso  de  poder  "in- 
competencia, violación  de  formas,  des- 
viación de  poder",  para  notar,  como  lo 
decíamos,  que  el  Consejo  de  Estado  acuer- 
da este  recurso  al  administrado  como  un 
medio  de  protección  contra  las  empresas 
(le  la  administración  y  que  es  una  especie 
(le  reintegración.  La  violencia  es  tanto 
más  fácil  de  (X>ncebir  cuanto  que  el  admi- 
nistrado es  aquí  sólo  un  súbdito  delante  de 
tin  poder  público  y  que  las  autoridades 

p.  718,  crmrde  hecho  relativo  á  una  demarca- 
ción). 3."  El  error  que  consiste  en  ta  falsa  aplica- 
ción de  la  ley  es  al  contrario  una  de  las  vías  del 
recurso  por  abuso  del  poder  conocido  hajo  el 
nombre  de  ^violación  de  la  ley  y  derechos  adqui- 
ridos». Es  fácil  convencerse  de  ello.  Se  sabe  que 
los  «derechos  adquiridosir  no  aparecen  aquí  sino 
cumo  una  simple  condición  de  admisibilidad, 
que  da  á  la  violación  de  la  ley  un  carácter  de 
gravedad  particularmente  contrario  á  la  «buena 
administraciónit  (sobre  este  carácter  del  «derecho 
adquirido)!,  V.  H&urion,  op.  cit.  p.  39a  texto  y 
nota).  Ellos  desempeñan  aquí  el  mismo  rol  que  el 
itinteres  legitlmon  en  los  otros  recursos.  Hecha 
esta  salvedad,  la  vía  que  nos  ocupase  refiere  en- 
tonces á  "la  falsa  aplicación  de  la  Iey.it  La  viola- 
ción de  la  ley,  en  efecto,  puede  consistir  en  una 
incotnpelenciafó  en  una  inobservancia  de  formas; 
rstas  dos  vías  son  admitidas  desde  hace  lar- 
go tiempo;  la  ley  puede  todavía  violarse  en  su 
e-^ijiritu,  esta  es  la  vía  de  desviación  de  poder. 
¿Qué  queda  entonces  como  "violacitSn  de  la  leyu 
propiamente  dicha  considerada  como  vía  espe- 
cial? Nada  sino  la  falsa  aplicación  de  la  ley, 
es  decir,  el  error.  Por  consiguiente,  en  estas  tres 
primeras  vías,  el  recurso  por  abuso  de  poder, 
importa  una  teoría  de  la  violencia,  mientras  que 
en  la  cuarta  traduce  una  teoría  del  error.  Baj» 
este  punto  de  vista,  se  comprende  la  observación 
hecha  por  laferrifere  {Tratado  de  la jurisáUcibn 
ttámiitiíiraíivat  II  p.  534),  á  saber,  que  hay  cierta 
dificultad  en  hacer  entrar  ta  violación  de  la  ley  en 
la  concepción  primitiva  del  abuso  de  poder. 


administrativas  pueden  á  menudo  sentir- 
se tentadas  á  sobrepasar  los  límites  que 
la  "buena  administración"  yla  legalidad 
les  impone,  tentadas,  en  una  palabra,  á 
exceder  sas  poderes  ejecutando  actos  que 
no  son  de  su  competencia,  dispensándose 
de  formíilidades  que  son  otras  tantas  ga- 
rantías para  los  ciudadanos,  obrando 
con  un  móvil  que  no  es  de  buena  adminis- 
,t  ración. 

Esta  teoría  de  la  violencna  es  interesan- 
te bajo  dos  puntos  de  vista,  que  son  la 
consecuencia  lógica  de  la  teoría  del  acto. 
No  se  trata  desde  luego  sino  de  una  vio* 
lencia  contenida  y  encerrada  en  la  decla- 
ración de  voluntad  de  la  administración, 
el  vicio  de  abaso  de  poder  no  existe  sino 
bajo  esta  condición.  En  efecto,  el  único 
objeto  de  todo  recurso  administrativo,  es 
el  acto  de  administración,  es  el  único  ele- 
mento que  le  es  permitido  al  juez  exami- 
nar; por  consiguiente,  toda  violencia  que 
no  se  traduce  en  el  acto  administrativo 
escapa  por  sí  misma  al  recurscí  conten- 
cioso (1). 

Además,  el  Consejo  de  Estado  ha  lle- 
gado, él  también,  á  esta  regla  objetiva: 
que  el  vicio  debe  ser  juzgado  según  las 
enunciaciones  de  la  declaración  de  volun- 
tad y  en  la  medida  de  estas  enunciacio- 
nes; toda  investigación  que  salga  de  los 
limites  del  acto  será  sin  valor  para  el 
Consejo  de  Estado.  Esto  no  aparece  muy 
netamente  en  la  "incompetencia"  ó  en  la 
"violación  de  formas",  porque  allí  la  vio- 
lencia es  muy  evidente,  se  ostenta  en  el 
acto  á  los  ojos  de  todos  y  no  puede  con- 
cebirse fuera  de  él.  Pero  la  preocupación 
del  juez  administrativo  aparece  neta- 
mente en  la  "desviación  de  poder":  hay  en 


(1)  Si  ella  constituye  una  vía  de  hecho  ó  un 
hecho  personal  del  funcionario,  ella  puede  dar 
lugar  á  arciones  judiciales. 
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esta  vía  un  carácter  ilícito  que  vicia  el 
acto  y  que  no  está  necesariamente  ence- 
rrado en  su  contenido,  que  trata  más  bien 
de  esconderse  en  intenciones  meramente 
subjetivas;  son  estas  intenciones  las  que 
el  Consejo  de  Estado  se  niega  á  investi- 
gar; si  el  vicio  no  aparece  en  el  acto  6  en 
la  serie  de  actos,  no  es  causa  de  nuli- 
dad. Precisaremos  todos  estos  puntos  al 
tratar  de  la  causa  y  de  la  interpretación, 
III.  Inñuencia  de  la  teoría  deladeclata- 
ción  de  voluntad  sobre  la  noción  de  cau- 
sa.— 10.  La  teoría  de  la  cansa,  en  dere- 
cho francés,  arranca  su  importancia  del 
hecho  de  figurar  como  un  correctivo  lle- 
vado al  principio  de  la  autonomía  de  la 
voluntad.  Como  la  moral  social  quiere 
([ue  los  actos  jurídicos  tengan  un  obje- 
to lícito,  es  preciso  ayudar  al  juez  en  la 
investigación  de  este  objeto,  indicando 
al  menos  que  no  habrá  nuncaen  un  acto 
varios  fines  ú  objetos  sino  uno  solo  que 
será  lacai/sa.  La  teoría  francesa  aparece 
entonces  como  una  "pura  concepción  jurí- 
dica, dogmática  y  abstracta"  que  liga  es  ■ 
trechamente  al  juez  (1).  Esta  garantía 
no  es  necesaria  en  un  sistema  de  declara- 
ción de  voluntad,  porque  el  juez  está  obli- 
gado á  atenerse  á  la  declaración;  él  no  co- 
noce sino  ella,  sólo  á  ella  aprecia,  no  ve 
sino  lo  que  hay  en  ella,  no  puede  entonces 
temerse  lo  arbitrario.  Bste  objeto  particu- 
lar, que  la  ley  francesa  llama  causa  y  fija 
abstractamente,  va  á  encontrarse  en  ía 
declaración;  este  "objeto  inmediato"  so- 
metido á  la  apreciación  del  juez,  será  el 
motivo  determinante  de  la  voluntad  del 
declarante  que  este  último  habrá  inserta- 
do en  su  declaración.  Se  puededecir,  según 
esto,  que  "la  causa  se  encuentra  confun- 

(i)  Cf.  Salbillbs,  op.  cit^  artículo  138,  nota 
31.  p.  "63. 


dida  con  aquello  que  llaman  el  contenido 
de  la  declaración,  y  ya  no  se  distingue 
de  él."  (2).  De  este  modo,  con  un  punto 
de  partida  tan  concreto  como  la.  decla- 
ración de  voluntad,  la  teoría  de  la  causa 
desaparece  como  inútil. 

Todo  esto  se  concibe  fácilmente  cuan- 
do no  se  trata  sino  de  error  sobre  la 
causa,  por  ejemplo.  Pero  cuando  e!  juez 
debe  apreciar  el  carácter  lícito  de  una 
declaración  de  voluntad,  ¿debé  atener- 
se al  objeto  aparente,  mencionado  en  la 
declaración?  Bste  objeto  será  siempre  fic- 
ticio ocultando  detrás  de  él  el  verdadero 
motivo  que  será  ilícito.  El  derecho  civil 
alemán,  so  pena  de  dar  una  sanción  á 
actos  contraríos  á  la  moral  soda!,  está 
obligado  á  sobrepasar  aquí  la  declara- 
ción de  voluntad;  pero  lógico  con  su  pun- 
to de  partida,  es  otra  declaración  la  que 
va  á  dar  á  interpretar  al  juez;  este  úl- 
timo podrá  investigar  el  verdadero  mo- 
tivo de  la  declaración,  pero  no  podrá 
declararlo  ilícito  sino  después  "de  la 
constatación  de  un  ideal  de  moralidad 
actual",  criterio  "concreto,  variable,  de 
carácter  histórico",  verdadera  declara- 
ción de  voluntad  de  la  colectividad.  La 
garantía  contra  lo  arbitrario,  que  el  de- 
recho francés  encuentra  en  la  teoría  de 
causa,  determinando  por  la  ley  misma  el 
carácter  ilícito  (artículo  1133  C.  Civil 
francés)  el  legislador  alemán  la  busca  en  la 
"constatación  objetiva  de  los  usos  en 
práctica"  (3);  él  se  dirige  no  á  la  ley, 
sino  más  bien  á  la  noción  común  de  la 
buena  fe  en  el  comercio  jurídico. 

Vamos  á  encontrar  la  aplicación  de 
estos  principios  en  la  teoría  de  la  desvia- 


(2)  Cf.  SaleIllbs,  op.  cit,  artículo  318,  nota 

13.  P.  356- 

(3)  Cr.  Salkllbs,  op.  cit,  artfcalo  138,  nota 
39.  p,  268. 
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ción  de  poder  de  nuestro  derecho  admi- 
nistrativo. La  desviación  de  poder  es  el 
hecho  de  usar  una  autoridad  adminis- 
trativa de  sus  poderes  conforme  á  la  le- 
tra de  la  ley.  pero  con  un  objeto  distinto 
de  aquél  en  vista  del  cual  le  han  sido  con- 
feridos (1).  Esta  definición  muestra  que, 
por  esta  vfa  el  Consejo  de  Bstado  anula 
los  actos  cuya  causa  es  iKcita  6  que  tie- 
nen una  causa  falsa.  Lo  que  nos  interesa 
es  saber  cómo  el  Consejo  de  Estado  apre- 
cia, esta  violencia  hecha  por  relación  á  ta 
causa.  Lój  ico  con  su  punto  de  partida,  que 
es  la  teoría  del  acto,  á  si  mismo  se  prohibe 
investigar  el  vicio  en  otra  parte  que  en 
la  voluntad  jurídica  de  la  administra- 
ción, materializada  en  el  acto  mismo  ó  en 
actos  anteriores,  como  lo -veremos  más 
claro  al  hablar  de  la  interpretación.  En 
cuanto  á  la  cuestión  de  saber  con  relación 
á  qué  norma  la  causa  del  acto  se  declara 
falsa  ó  ilícita,  la  jurisprudencia  del  Con- 
sejo de  Estado  dice  muy  claramente  que 
es  con  relación  á  la  "buena  administra- 
ción". ¿Qué  es  entonces  "esta  buena  ad- 
ministración?" Es  unanoción  puramente 
objetiva  que  es  permitido  al  juez  adminis- 
trativo apreciar  soberanamente,  según 
las  circunstancias,  el  medio  y  el  momento. 

Ella  es  el  equivalente  de  esta  noción 
común  de  la  buena  fe  en  el  comercio  jurí- 
dico privado  á  la  cual  se  refiere  el  legisla- 
dor alemán.  El  Consejo  de  Estado  parte 
de  esta  idea,  que  la  administración  está 
ligada  por  cierta  moralidad  objetiva; 
ella  tiene  una  función  que  llenar,  y  cuan- 
do los  motivos  que  la  han  impulsado 
no  son  conformes  á  los  fines  generales  de 
esta  función,  el  Consejo  de  Estado  los  de- 
clara ilícitos.  Luego,  se  concibe  como 
estos  fines  g^ierales  de  la  función,  son 
elementos  concretos,  objetivos,  que  el 

(i)  V.  Haurion,  op.  cit  p.  39a 
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juez  saca  de  la  constatación  de  los  Hechos. 
Notemos,  al  pasar,  que  el  Consejo  de  Es- 
tado está  en  mejor  situación  que  nadie 
para  desprender  esta  moralidad,  puesto 
que  él  mismo  es  el  Consejo  administra- 
tivo más  elevado  y  docto. 

IV.  Inñueacia  de  la  teoría  de  la  decla- 
ración de  voluntad  sobre  los  principios 
de  la  interpretación  de  ¡os  actos  jurídi- 
cos.— 11.  La  teoría  de  los  actos  jurídi- 
cos del  Código  alemán,  según  las  expre- 
siones de  M.  Saleilles  (2),  "ha  dejado  de 
ser  una  pstcolo^a  jurídica."  La  conse- 
cuencia de  este  principio  inicial  es  que  la 
declaración  de  voluntad,  tomando  un  as- 
pecto reglamentario,  viene  á  ser  el  único 
elemento  sobre  el  cual  puedan  recaer  las 
investigaciones  del  juez,  cuando  su  deber 
es  interpretar  los  actos  jurídicos.  Es  pre- 
ciso, sin  embargo,  no  tomar  esta  regla  en 
un  sentido  demasiado  literal;  dar  á  la 
declaración  un  valor  susceptible  de  ligar 
al  juez  por  las  expresiones  empleadas,  se- 
ría volver  al  más  negro  formalismo  de 
las  legislaciones  primitivas  (3).  El  Códi- 
go alemán  no  podía  admitirlo;  por  eso 
el  artículo  133  precisa  la  extensión  del 
principio  en  materia  de  interpretación. 
En  apariencia,  parece  existir  una  anti- 
nomia entre  este  artículo,  que  parece  ha- 
blar de  "voluntad  real",  y  el  fundamento 
de  nuestra  teoría,  que  rechaza  todo  lo 
que  no  constituye  una  "voluntad  decla- 
rada." En  realidad,  el  legislador  alemán 
no  permite  al  juez  sino  el  examen  de  la 
voluntad  jurídica  de  los  individuos;  pero 
todavía  es  preciso  saber  exactamente 

(3)  V.  Saleilles,  &/.  tit.t  art.  133,  nota  51, 
p.  ai?. 

(3)  Art,  133.  "En  la  interpretación  de  una 
declaración  de  voluntad,  será  necesario  investi- 
gar la  voluntad  real  sin  atenerse  al  sentido  lite- 
nl  de  las  palabmt.11 
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en  qué  consiste  esta  voluntad,  es  pre- 
ciso á  menudo  reconstituirla;  es  de  esta 
reconstitución  que  se  ocupa  el  artícu- 
lo 133.  Se  parte  de  esta  idea:  que  el  juez 
debe  buscar  lo  que  la  declaración  le  per- 
mite creer  que  ha  querido  su  autor;  él  está 
obligado,  para  llegar  á  este  resultado,  á 
colocar  esta  declaración  en  su  medio,  es 
decir,  átomar  en  cuenta  todos  los  sucesos 
exteriores,  todaslas circunstancias  conco- 
mitantes que  puedan  permitirle  apreciar 
el  valor  tealde  la  voluntad  declarada,  la 
única  que  él  tiene  el  derecho  de  reconsti- 
tuir, —  ¿Cuáles  son  entonces  las  reglas 
que  van  á  permitir  al  juez  operar  esta 
reconstitución?  Se  las  puede  reducir  á 
tres  (1).  Bn  primer  lugar,  el  rol  de  intér- 
prete se  limita  á  esto:  "determinar  lo 
que  el  autor  ha  querido  declararen  el 
momento  en  que  la  declaración  ha  sido 
hecha."  Eljuez  no  se  ocupa  entonces  de 
la  voluntad  sino  en  su  aspecto  definitivo, 
esta  es  la  aplicación  lógica  de  los  princi- 
pios.— En  segundo  lugar,  para  hacer  esta 
determinación,  el  juez  debe  rodearse  "de 
todos  los  elementos  exteriores  que  pue- 
den esclarecer  su  "alcance",  pero  haciendo 
una  apreciación  objetiva  de  ese  medio 
ambiente,  bajo  la  condición  "que  la  in- 
"  terpretación  que  debe  resultar  de  esos 
"  procedimientos  de  investigación  y  com- 
"  paractón,  sea  aquella  que,  según  los 
"  usos  corrientes,  todo  hombre  suücien 
"  temente  atento  obtendría  de  una  inves- 
"  tígación  análoga  de  la  voluntad."— Es 
preciso  ir  más  lejos,  sin  embargo;  la  volun- 
tad no  puede  preverlo  todo,  sobre  todo 
en  materia  contractual,  porque  los  con- 
tratos se  hacen  para  cierta  duración; 
por  eso,  para  el  futuro,  hay  muy  á  me- 
nudo vados.  Entonces ,  — entra  la  ter- 

(i)  Sobre  estas  tres  reglas.  V.  Salbillbs, 
op.  til.^  art.  133,  ñola  55  y  sig.,  p.  218  y  sig. 


cera  regla,— el  juez  debe  llenar  estos  va- 
dos de  la  voluntad  de  las  partes,  gracias 
á  ese  poder  reglamentario  y  supletorio 
que  la  ley  le  acuerda  y  que  consiste  "en 
hacer  él  mismo  la  reglamentación  de  los 
intereses  en  lucha,  en  el  sentido  más  con- 
forme al  objeto  perseguido,  á  los  usos  y 
á  la  buena  fe  redproca."  Era  preciso,  en 
efecto,  prever  el  caso  de  que  una  rela- 
ción de  derecho  hecha  para  el  futuro  cho- 
cara con  drcunstancias  exteriores  no 
previstas  por  las  partes.  El  artículo  157 
prevé  esta  hipótesis  y  se  comprende  con 
qué  espíritu.  Aquí  el  legislador  no  estaba 
ligado,  como  en  el  artículo  133,  por  la 
idea  deque  setratal)ade  reconstituir  una 
voluntad  declarada,  es  verdad,  pero  en 
suma,  la  voluntad  de  un  individuo.  ITna 
dificultad  no  se  ha  previsto  en  el  contra- 
to, ¿qué  va  áhacer  eljuez?  ¿Va  á  buscar 
la  voluntad  probable  de  una  ó  de  otra 
de  las  partes?  Esto  sería  sacrificar  uno 
de  los  co-contratantes  y  lanzarse  en  lo 
arbitrario.  Ya  á  buscar  simplemente  una 
interpretación  media  entre  las  dos  vo- 
luntades, fundada  sobre  la  buena  fe  co- 
merdal.los  nsossodales  y  la  práctica  de 
los  negocios;  los  declarantes  no  podrán 
quejarse  de  este  criterio  objetivo  y  con- 
forme al  interés  de  todos.  Este  artículo 
muestra  muy  bien  el  eje  de  toda  esta  teo- 
ría alemana,  que  se  funda  más  sobre  un 
término  medio  social  que  sobre  casos  par- 
ticulares que  alcanzan  muy  á  menudo  á 
lesionar  los  intereses  de  terceros.  No  po- 
demos hacer  nada  mejor,  al  terminar, 
que  dtar  esta  frase  típica  de  Stammler. 
reprodudda  por  M.  Saleilles  (2),  (|ue 
resume  toda  la  teoría  de  la  interpreta- 
ción: "El  juez  debe  formarse  un  ideal  de 
carácter  objetivo,  segdn  el  cual  aprecin- 

(z)  Saleilles,  ep.  íit.,  art  133,  nota  S6, 
p.  2z8. 
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rá,  conforme  á  las  circunstancias  perso- 
nalK  de  las  partes,  lo  que  debía  ser  el 
contrato  para  responder  al  objeto  social 
del  derecho.  Y  de  acuerdo  con  este  ideal 
se  inclinará  y  se  orientará  en  lo  que  puede 
haber  de  dudoso  y  de  incierto  en  la  vo- 
InntAd  (le  las  partes,"  Nosotros  vamos  A 
■ver  que  esta  frase  no  perdería  nada  en- 
contrándose á  la  cabeza  de  un  tratado 
de  interpretación  administrativa,  muta' 
tis  mataadis,  bien  entendido. 

12.— Cuando  el  juez  administrativo 
conoce  de  un  litigio,  lo  hemos  repetido  á 
menudo,  no  puede  llevar  su  examen  sino 
sobre  un  sólo  elemento,  el  acto,  qtie  no  es 
sino  la  declaración  de  voluntad  de  la  ad- 
ministración. Pero  no  se  podría  compa- 
rar su  rol  con  el  del  judex  del  antiguo 
derecho  romano  ante  la  fórmula  sacra- 
mental de  una  stipalatio;  esto  sería  con- 
cebir un  formalismo  no  sólo  degradante 
para  el  juez,  sino  también  de  lo  más  ne- 
fasto para  los  administrados,  porque  una 
vUt  tan  átil  como  la  desviación  de  poder, 
por  ejemplo,  sería  imposible  con  seme- 
jante sistema  (1). 

Cuando  se  habla  de  interpretación  ob- 
jetiva, no  se  entiende  atar  las  manos  del 
jmz  y  rebajarlo  á  un  simple  ejecutor  de 
fórmulas  administrativas.  Bt  juez  no  pue- 
de interpretar  sino  actos,  pero  debe  in- 
terpretarlos, debe  reconstituir  la  vo- 
taatad  jurídica— y  no  psicológica — de  la 
autoridad  administrativa  que  ha  hecho 
el  acto;  luego,  para  esta  reconstitución, 
encontramos  un  paralelismo  absoluto 
que  puede  establecerse  éntrelas  reglas  del 
brecho  civil  alemán  y  las  de  nuestro  de- 
recho administrativo  francés.  En  primer 

(i)  Se  trata  en  efecto  en  esta  vía  de  un  moti- 
vo contrarío  al  es^rítu  de  la  función  administra- 
tñi. 
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lugar,  el  juez  administrativo  debe  buscar 
el  objeto  exacto  del  acto  de  volición  final 
de  la  administración.  Debe  preguntarse 
lo  que  la  autoridad  administrativa  ha 
querido,  en  el  momento  de  hacer  el  acto, 
y  cuál  era  su  objeto  al  hacerlo. 

Todo  elemento  que  no  sirva  para  pre- 
cisar esta  declaración  de  voluntad  no 
presenta  ningún  interés  para  el  intérpre- 
te. Bsta  primera  regla  no  es  sino  la  es- 
tricta aplicación  de  los  principios  que 
hemos  expuesto;  un  ejemplo  va  á  escla- 
recerlo. £n  la  materia  de  la  adjudica- 
ción, las  bases  de  la  adjudicación,  que 
contienenla  voluntad  declarada  de  laad- 
ministración,  constituyen,  al  mismo  tiem- 
po, el  acto  de  volición  final  de  la  auto- 
ridad que  las  ha  redactado;  por  eso 
los  tribunales  administrativos  no  se  ocu- 
pan sino  de  un  solo  elemento:  las  bases; 
todas  las  explicaciones,  todas  las  decisio- 
nes que  hayan  podido  ocurrir  después  de 
su  depósito  legal  no  ejercen  influencia  so- 
bre la  decisión.  Lo  hemos  visto  ya  al  ha- 
blar de  los  negocios  Brunety  hegrand.  Se 
comprende  muy  bien  ahora,  por  qué  el 
Consejode  Estado,  en  la  sentencia  Brunety 
exigía  que  la  decisión  interpretativa  del 
Ministro  estuviera  inserta  en  las  bases 
de  adjudicación.  Bstees,  en  efecto,  el  único 
instrumento  que  permite  apreciar  la  vo- 
luntad administrativa;' todo  lo  que  está 
fuera  de  él  no  tiene  valor.  Podemos  citar 
todavía  otra  decisión  sobre  esta  materia 
(2).  Se  trataba  de  una  adjudicación  de 

(3)  Consejo  de  Estado,  26  marzo  1871, 
BttHier^  con  el  considerando  aigoíente:  «Consi 
derando  que  la  disposición  de  las  dichas  liases  de 
adJudiaidéH,  que  r^la  la  composición  del  lote 
de  artículos  de  que  se  trata,  contiene  para  la^ 

ollas  para  tisana  dos  artículos  distintos  que 

por  consiguiente,  rehusando  aprobar  la  adjudica 
ción  de  3  de  febrero  de  1 869 .  .  nuestro  Ministro 
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provisión  de  artículos  militares,  entre  los 
cuales  había  ollas  para  tisana  y  sus  ta- 
pas. ¿Formaba  esto  uno  6  dos  lotes?  El 
Ministro  de  la  Guerra  había  rehusado 
aprobar  la  adjudicación  pretendiendo  que 
los  adjudicatarios  no  habían  hecho  sino 
un  lote,  cuando  el  cuaderno  de  especifica- 
ciones preveía  dos;  recurso  de  los  pro- 
veedores fundado  en  el  motivo  siguiente: 
la  interpretación  que  da  el  Ministro  es 
contraría  á  la  de  la  comisión  encargada 
de  la  adjudicación;  de  este  modo  las  inten- 
ciones de  la  administración  se  modifican, 
ellos  no  encuentran  ya  las  condiciones 
sobre  las  cuales  habían  contado  al  hacer 
el  depósito  de  sus  propuestas,  su  buena 
fe  ha  sido  sorprendida  y  el  Ministro  ha 
excedido  sus  poderes.  La  respuesta  del 
Consejo  de  Estado  es  muy  clara:  buena 
fe,  intenciones  primeras,  explicaciones 
orales,  modificaciones  ¡que  le  importan! 
Las  bases  de  adjudicación  siendo  el  acto 
de  voluntad  final  de  la  administración, 
él  no  se  preocupa  de  otra  cosa;  su  único 
cuidado  es  ver  si  la  interpretación  del 
Ministro  está  conforme  á  las  disposicio- 
nes contenidas  en  dichas  bases. 

Bn  segundo  lugar,  si  el  juez  no  puede 
interpretar  sino  la  declaración  de  volun- 
tad,falta  todavía  que  él  determine  su  sen- 
tido exacto.  Debe  rodearse  para  esto 
de  todos  los  elementos  extemos  que  pue 
den  fonnar  su  criterio  sobre  este  pun- 
to, evitando  toda  incursión  en  el  domi- 
nio psicológico;  su  deber  es  reponer  el 
actoen  su  medio,  es  decir,en  este  ambien- 
te que  va  á  alumbrarle  y  ser  para  él  como 
el  contexto  para  una  frase  oscura;  pero 
este  medio  no  comprende  sino  manifesta- 


de  la  Guerra  se  limitó  á  asegurar  la  exacta  cbser' 

vancia  de  la  disposición  ya  citada  del  cuaderno 
de  especificaciones.  M 


ciones  de  la  voluntad  administratÍTaqae 
toman  el  carácter  de  declaradoaes  de 
voluntad:  hechos  materiales,  deliberacio- 
nes, circulares,  cartas,  decisiones.  Estos 
principios  aparecen  netos  en  la  materia 
de  la  desviación  de  poder;  es  muy  raro, 
en  efecto,  que  el  vicio  previsto  por  esta 
vía  en  el  recurso  de  abuso  de  poder,  resul- 
te del  acto  mismo,  generalmente  se  disi- 
mulará trás  una  apariencia  de  legalidad, 
y  entonces  sólo  por  comparaciones  con 
decisiones  anteriores  ó  concomitantes  se 
podrá  separar  el  verdadero  objeto  perse- 
guido por  una  autoridad  administrati- 
va, objeto  que  no  es  de  "buena  adminis- 
tración."  No  tenemos  para  qa£  volver 
sobre  el  sentido  de  estas  últimas  pala- 
bras, es  decir,  sobre  este  ideal  "  de  carác- 
"  ter  objetivo,  según  el  cual  el  juez  apre- 
**  ciará  conforme  á  las  circunstancias  per- 
"  sonales  de  las  partes,  lo  que  debe  ser  el 
"  contrato — digamos  el  acto — para  res- 
"  ponder  al  objeto  social  del  derecho — 
"  agreguemos  administrativo — según 
**  la  frase  de  Stammlerque  viene  natural- 
mente á  la  memoria  cuando  se  habla  de 
desviación  de  poder.  Obtendremos  más 
bien  de  esta  vía  ó  recurso  de  anulación  al- 
gunos ejemplos  tendentes  á  esclarecer  las 
reglas  de  interpretación.  La  desviación 
de  poder  puede  algunas  veces  aparecer 
del  acto  mismo;  el  caso  es  raro,  sin  em- 
bargo, porque  la  autoridad  administra- 
tiva que  hace  la  declaración  no  puede 
esperar  engañar  la  vigilancia  del  Con- 
sejo de  Estado.  Si  no  obstante  el  hecho 
se  produce,  caemos  en  nuestra  primera 
regla  de  interpretación:  el  juez  no  debe 
ocuparse  sino  del  acto  atacado.  Un  al- 
calde, por  ejemplo,  da  una  resolución  re- 
glamentando la  venta  por  pregón  del 
pescado,  de  las  legumbres,  de  la  fruta, 
"  para  que  este  modo  de  venta  no  des- 
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-truya  las  pequeñas  industrias".  El  Con- 
sejo de  Bstado  (1)  lo  anula  diciendo: 
* 'Considerando  que  délos  términos  mis- 
mos del  decreto  atacado  aparece  que  no 
t;iene  por  objeto  atender  á  necesidades 
<3e  policía..." "Délos  términos  mismosdel 
decreto",  el  ConsejodeBstadono  tiene  ne- 
.cesxdadde  ir  más  lejos.— -Ocurreámenudo 
c|ue  en  una  resolución  no  se  ataca  sino 
una  disposición.  En  este  caso  el  juez 
no  puede  limitarse  al  artículo  atacado, 
que  nada  le  enseñaría  debe  más  bien  te- 
ponerlo  en  su  medio  jurídico  inmediato 
que  comprende  aquí  los  otros  artículos 
de  la  decisión.  La  luz  snijirá  generalmen- 
te de  este  acercamiento.  Así,  un  alcal- 
de decreta  que  todos  los  suministros 
llevados  á  la  ciudad  para  ser  vendidos  ó 
entregados  á  los  compradores  que  hacen 
el  comercio  sean  expuestos  antes  en  los 
mercados.  Hasta  aquí  el  artículo  ataca- 
do no  nos  enseña  nada;  pero  si  leemos  el 
artículo  2'  del  mismo  decreto:  "Los  pro- 
ductores y  comerciantes  forasteros  debe- 
rán á  su  entrada  á  la  ciudad  presentar 
su  carta  de  pago  6  pagar  los  derechos  de 
entrada",  vemos  que  la  primera  disposi- 
ción no  ha  sido  inspirada  por  un  objeto 
de  salubridad,  sino  que  sólo  tiene  un  al- 
cance fiscal;  el  Consejo  de  Estado  la  anu- 
la diciendo:  "Considerando  que  del  acet' 
camiento  de  los  dos  artículos  resulta  que 
el  decreto  tiene  por  objeto,  no  el  permitir 
á  los  inspectores  municipales  verificar 
la  salubridad  de  los  productos...."  (2). 
La  mayor  parte  de  las  veces,  sin  embar- 
góla habilidad  del  autor  del  acto  consis- 
te en  no  descubrir  sus  verdaderas  inten- 
ciones en  su  declaración.  El  Consejo  de 

(O  Cons.  de  EsL,  3  dio.  1875.  Clairouin  S- 
77.  a,34í. 

(3)  Cons.  de  Est,  5  Febrero  1891.  Syndieai 
Airitultam  du  Imrett  S.  93,  2,  57. 


Estado  está  entonces  obligado  á  investi- 
gar, fuera  del  acto,  algfin  suceso  jurídico 
cuyo  acercamiento  permita  hacer  apare- 
cer el  vicio.  Encontramos  entonces  los 
considerandos  siguientes  en  las  senten- 
cias: "Considerando  (que  el  prefecto)  ha 
obrado  en  cumplimiento  de  instrucciones 
emanadas  del  Ministro  de  Hacienda  des- 
pués de  la  ley  de  2  de  agosto  de  1872  y 
en  el  interés  de  un  servicio  financiero  del 
Estado;  que  él  ha  usado  de  este  modo  po- 
deres de  policía  que  le  correspondían  so- 
bre los  establecimientos  peligrosos,  incó- 
modos 6  insalubres,  para  un  objeto  dis- 
tinto de  aquel  en  razón  del  cual  le  ha- 
bían sido  conferidos(3).'*Má8  aun  "Con- 
siderando que  resulta,  tanto  de  la  ins- 
trucción— especialmente  de  la  deliberación 
del  Consejo  Municipal  de  la  Turballe,  de 
fecha  27  de  abril  de  1884f— que  de  los  tér- 
minos del  decreto  de  9  de  mayo  de  1884, 
relacionados  con  los  del  contrato  cele- 
brado con  el  señor  Sígogne"  (4);  ejem- 
plo verdaderamente  interesante  bajo  el 
punto  de  vista  de  nuestra  segunda  regla. 
Citemos  todavía:  "Considerando  que  re- 
sulta tanto  de  la  deliberación  del  Conse- 
jo Municipal  de  17  de  mayo  de  1896  como 
de  las  disposiciones  mismas  contenidas 
en  los  tres  artículos  atacados....  (6). — 
Todos  estos  ejemplos  muestran  muy  bien 
el  carácter  de  la  interpretación  adminis- 
trativa. Pero  el  rol  del  juez  no  es  sólo  in- 
terpretar, él  debe  algunas  veces  llenar 
vacíos;  llegamos  así  á  la  tercera  regla. 

En  tercer  lugar,  nosotros  repetimos  to- 
davía lo  que  decíamos  del  derecho  ale- 


(3)  Cons.  de  Est,  a6  Novbre.  1895,  Parise/, 

S.  77.  «.  31- 

(4)  Cons.  de  Est.,  4  Mayo  1900,  Pt/tard, 
S.  190a,  3,  84. 

(5)  Cons.  de  Est.,  21  Üic  1900  TMin  eí 
autres,  S.  1903,  3,  57. 
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mán,  el  juez  no  debe  contentarse  con  fi- 
jar el  sentido  de  una  declaración  de  vo- 
luntad; debe  además  llenar  los  vacíos 
dejados  por  esta  voluntad;  su  deber  es 
reglamentar  él  mismo  los  intereses  en  lu- 
cha, en  virtud  de  un  poder  sitpletorio 
que  se  le  reconoce,  porque  el  juez  adminis- 
trativo tiene  un  poder  semi-pretoríano. 
La  cuestión  no  se  presenta  para  los  actos 
de  autoridad  porqueet  juez  no  puede  sino 
anularlos.  Lo  contrario  sucede  en  lo  con- 
tencioso de  los  actos  de  gestión:  el  juez 
puede  reformarlos,  rehacerlos  completar- 
los a  fortiorí.  Ks  interesante  entonces  pre- 
guntarse en  qué  sentido  va  á  ejercitar 
este  poder  supletorio.  Es  preciso  recor- 
dar aquí  ese  ideal  objetivo  haciti  el  cual 
el  juez  orienta  lo  que  puede  haber  de 
incierto  ó  de  dudoso  en  la  voluntad  de 
las  partes.  Solamente,  no  se  formará  este 
ideal  como  nos  lo  dice  el  Código  Civil 
alemán,  por  ta  buena  fe  comercial,  por 
los  usos  de  la  práctica  privada;  él  se 
constituirá,  al  contrarío,  por  los  princi- 
pios de  buena  administración  y  por  las 
prácticas  especiales  déla  administración, 
esto  es  lógico.  El  Consejo  de  Estado  es 
explícito  sobre  este  punto.  Ha  rechaza- 
do, por  ejemplo,  las  pretensiones  de  uu 
armador  que,  para  librarse  de  los  daños 
y  perjuicios  debidos  por  él  por  no  halíer 
cumplido  un  contrato  celebrado  con  el 
Ministro  de  ta  Guerra,  proponía  el  aban- 
dono del  navio  y  del  flete  según  los  tér- 
minos del  artículo  216  del  Código  de 
Comercio  (1);  los  usos  comerciales  no 
tienen  influencia  sobre  la  interpretación 

(i)  Consejo  de  Estado,  i8  noviembre  1887. 
Compañia  Traiuai/dn/üa  S.  89,  3,  50  nConsí- 

derando  que  la  Compañía  está  ligada,  vt's-á- 

z>»  de  la  administración  militar  por  un  contrato 
de  traspoi  te  de  una  mahiraUza  especial  al  cual  el 
aiifculo  316  del  Código  de  Comercio  no  es  apli- 
cable..,» 


administrativa.  Ha  rehusado  también 
aplicar  el  artículo  4^0  del  Código  de  Co- 
mercio á  propósito  del  término  de  re- 
clamaciones por  averías,  etc.  (2).  Por 
eso  los  intérpretes  autorizados  del  de- 
recho administrativo,  llamados  á  deter- 
minar la  situación  de  este  derecho"  con 
relación  al  derecho  civil,  declaran  que, 
apoyándose  en  los  principios  generales 
del  derecho  civil,  él  oj^era  una  selección 
y  una  elección.  Porque  la'  noción  de  la 
"buena  administración"  no  se  confunde 
siempre  con  la  de  la  "buena  fe  civil"  (3). 


(3)  Consejo  de  Estado,  19  diciembre  1868. 
Compañía  Tramsotlániica.  Considerando  que... 
la  cuestión  de  responsabilidad  de  que  se  trau 
siendo  una  dificültai  relativa  á  la  efecvdbn  de  uh 
contrato  hecho  para  el  servicio  del  Departamento 
de  la  Guerra,  correspondía  al  Ministro  de  ese  De- 
partamento resolver,  sin  perjuicio  de  los  recursos 
legales;. . .  que  se  sigue  de  esto  que  el  artículo  456 
del  Código  de  Comercio  no  es  aplicable,  n 

(3)  La  oposición  entre  las  dos  nociones  se 
ha  definido  muy  bien  en  los  negocios  en  que  se 
trata  de  interpretar  el  alcance  del  monopolio  con- 
ferido á  las  compañías  de  gas  de  alumbrado  por 
los  contratos  hechos  entre  ellas  y  las  ciudades.  El 
Consejo  de  Estado,  al  principio,  ha  ciertamente 
sacrificado  demasiado  al  principio,  de  interpreta- 
ción según  la  buena  fe  civil;  interpretó  las  conce* 
siones  de  una  manera  muy  extensim,  sus  solu- 
ciones fueron  favorables  á  la  extensión  del  mo- 
nopolio, interpretó  la  palabra  ••alumbradoti  en 
su  sentido  más  tato.  Esta  jurisprudencia  corres- 
pondía, talvez,  á  la  intención  subjetiva  de  tas 
partes  ó  á  los  hábitos  del  comercio  privado  don- 
de cada  uno  toma  todo  lo  que  puede;  ella  no  se 
inspiraba  en  la  ttbuena  administración*!  que  cier- 
tamente aconsejaba  interpretar  estrictamenle  los 
términos  del  contrato  y  encerrar  el  monopolio 
en  los  límites  del  alumbrado  por  el  procedimien- 
to especial  del  gas  á  fin  de  salvaguardiar  los 
mtereses  del  pdblico  (Cfr.  Cons.  de  Est.,  26  dic. 
1891,  wVáf  de  Afotttlufon  y  vilfe  de  SaÍHi-JStien- 
ne  S.  94,  3,  I  y  la  nota.—  Haurion  pres.  p.  693). 
Oespués  de  1900,  por  lo  demás,  el  Cook  de  Est. 
vuelve  sobre  su  interpretación  primera.  Una  sen- 
tencia del  lo  de  enero  1903  ( Compañía  nueva  dt 
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Resulta,  en  suma,  de  todo  esto,  que  el 
r<jl  del  juez  se  reduce  "á  una  enfocadura 
constante,  con  relación  al  objeto  que  se 
i:iersígue  "  según  las  expresiones  de  M. 
Sctleilles  (1).  Y  como  se  sabe  que  este 
"objeto"  no  es  sino  un  ideal  objetivo  que 
coresponde  al  juez  crear  en  todas  sus  par- 
tes según  su  concepción  del  medio  so- 
cial, se  ve  como  aumenta  su  rol.  El  deja 
de  ser  un  simple  ejecutor  de  fórmulas, 
esclavo  de  Jas  concepciones  de  un  legis- 
lador que  vivía  un  siglo  antes  que  él; 
viene  A  ser  el  intérprete  encargado  de 
hacer  vivir  el  derecho,  modelándolo  se- 
gún  las  necesidades  de  la  colectividad. 
Si,  5íegún  la  fórmula  de  Rousseau,  la  ley 
es  la  expresión  de  la  voluntad  general,  es 
aliuez  á  quien  corresponde  suavizar  esta 
forma  que  tiende  á  la  osificación;  para 
hacerla  conforme  á  su  definición,  él  está 
encargado  de  armonizar  la  expresión  ju- 
rídica de  la  conciencia  nacional,  es  decir, 
la  ley,  con  la  expresión  natural  de  la  mis- 
ma conciencia;  podemos  también  notar 
que  el  juez  administrativo  está  en  una 
situación  que  le  permite  realizar  esta 
función  social,  tan  importante,  de  una 
manera  más  completa  que  el  juez  civil:  él 
es  una  emanación  esclarecida  de  la  admi- 
nistración de  quien  debe  representarse 
\a  función;  además  él  no  está  ligado  por 
ningún  código,  es  decir,  por  ningún  siste- 
ma jurídico  exterior  á  él  mismo,  es  su  ju- 
risprudencia la  que  en  gran  parte  hace  el 
derecho. 

iii 

13— De  todo  lo  ánterior  se  despren- 
de este  hecho,  que  la  teoría  de  la  declata- 

íflj  4t  DevilU  Us-Rouen^  S.  1902,  3, 17  y  la  nota 
de  M.  Kaurion)  consagra  la  verdadera  teoría 
artiii  ilustrativa. 

(1)  V.  S\LEiLLES,  op.  eitt  artículo  133,  nota 
94,  p.  832. 


ción  de  voluntad  es  la  base  del  derecho 
administrativo  francés,  lo  mismo  que  del 
derecho  civil  alemán.  Estas  dos  legisla- 
ciones, nacidas  en  épocas  diferentes  y  en 
medios  diversos,  pero  respondiendo,  en  el 
fondo,  á  las  mismas  necesidades  sociales, 
se  esclarecen  y  precisan  por  su  contac- 
to. El  estudio  del  derecho  civil  alemán 
nos  ha  permitido  apreciar  el  carácter  del 
acto  de  administración,  que  es  esencial- 
mente una  declaración  de  voluntad;  de- 
bemos ir  más  lejos,  y  esta  vez,  con  la  ayu- 
da del  derecho  administrativo,  investi- 
gar la  base  misma  de  la  teoría  de  la  de- 
claración de  voluntad.  ¿Por  qué  el  hecho 
de  la  declaración  daá  la  voluntad  un  va- 
lor jurídico  que  la  sola  resolución  interna 
no  le  da?  Tal  es  la  cuestión  semi>psicoló- 
gica,  semi-jurídica  que  el  estudio  del  de- 
recho  administrativo  va  á  permitimos 
resolver.  Tenemos,  desde  luego,  suficien- 
temente demostrado  que  la  declaración 
significaexteñorízación;  si  la  declaración 
de  voluntad  está  dotada  de  eficacia  jurí- 
dica es  en  razón  de  su  exteríorización,  es 
decir,  de  su  emisión;  esto,  los  jurisconsul- 
tos alemanes  lo  han  visto  perfectamente 
cuando  ellos  reconocen  que  la  verdadera 
teoría  de  la  formación  de  un  compro- 
miso es  la  de  la  emisión. Notemossimple- 
men  te  y  recordemos  que  la  exteriorización 
se  manifiesta  más  aun  en  derecho  admi- 
nistrativo, sea  en  las  deliberaciones  de 
los  cuerpos  elegidos,  sea  en  el  acto  escrito, 
formado  por  el  agente  en  el  ejercicio  de 
susfunciones.  Entretanto,  ¿por  qué  la  ex- 
tenorízacióndenna  voluntad  le  da  valor 
jurídico?  Aquí  el  derecho  administrativo 
nos  revela,  no  solo  por  su  espíritu  Ó  por 
sus  reglas,  sino  por  una  institución  viva, 
el  verdadero  ivtndamento  de  la  teoría. 
Este  fundamento  es  ¡a  obligación  moral 
'del  agente  que  lanza  en  el  medid  social 
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exterior  una  declaración  de  voluntad,  la 
cual,  separada  de  él,  va  á  producir  efec- 
tos, lesionar  á  los  unos,  beneficiar  á  los 
otros,  suscitar  esperanzas,  en  una  pala- 
bra, producir  consecuencias  sociales  por- 
que ella  ha  llegado  á  ser  un  acto.  Según 
esto  hay  responsabilidad  moral  en  lan- 
lanzar  asf  un  acto  á  la  circulación  social, 
como  haj  responsabilidad  moral  en  lan- 
zar un  ser  y  esta  responsabilidad  moral 
puede  servir  de  base  ¿  una  responsabili- 
dad jurídica.  Todo  esto  es  manifiesto  en 
el  derecho  administrativo,  que  está  cons- 
truido sobre  una  moralidad  media  de  la 
administración;  el  principal  efecto  de  la 
decisión  ejecutoria  es  crear  contra  ella 
misma  un  recurso  contencioso  de  anula- 
ción; y  este  contencioso  es,  en  principio, 
una  medida  de  retroinspección  adminis- 
trativa y  un  medio  de  asegurar  la  reali- 
zación de  un  deber;  esto  aparece  especial- 
mente en  el  recurso  por  abuso  de  poder; 
el  Consejo  de  Estado  no  se  preocupa  para 
nada  de  derechos,  se  pregunta  simplemen- 
te si  el  acto  atacado  se  encuentra  confor- 
me á  la  moralidad  objetiva  que  consiste 
en  no  cometer  violaciones  de  competen- 
cia, violaciones  de  formas,  violaciones  de 
la  ley,  de  desviación  de  poder.  Lo  con- 
tencioso deplena  jurisdicción  no  descansa 
menos  que  el  de  anulación  sobre  la  base 
de  los  deberes  morales  de  la  administra- 
ción, porque  los  vicios  del  acto  pueden 
ser  invocados  por  el  recurso  ordinario  lo 
mismo  que  por  el  recurso  por  abuso  de 
poder. — Además,  si  los  administrados  que 
se  encuentran  en  una  situación  de  gestión 
pueden  oponer  derechos  á  la  administra- 
ción, se  puede  decir  que  es  en  parte,  porque 
ellos  le  han  aportado  su  concurso,  pero 


también  en  parte  porque  ella  reconoce  que 
ella  se  debe  á  sí  misma  el  acordarles  com- 
pensación. En  la  materia  de  indemnizacio- 
nes, se  encontrarfan  numerosos  casos  en 
que  la  indemnización  comienza  por  ser 
graciosa  antes  que  el  derecho  á  indemni- 
zación sea  reconocido.  (1). 

Toda  exteríoricación  de  Tolnatad  es 
entonces  la  fuente  de  una  responsabili- 
dad moral.  Según  esto,  esta  responsabili- 
dad moral  es  á  suvezlabasedeobli^^acio- 
nes  jurídicas  y  de  derechos.  De  obligacio- 
nes jurídicas,  porque  el  interés  social  exige 
que  la  obligación  moral  se  transforme 
en  obligación  jurídica,  como  esto  aparece 
muy  netamente  con  la  institución  del  re- 
curso por  abuso  de  poder  organizado 
como  un  verdadero  recunso  contencioso. 
De  derechos,  porque  la  sociedad  no  sabría 
reconocer  derechos  sino  á  seres  responsa- 
bles, que  es  natural  que  ella  haga  la  con- 
traparte de  la  responsabilidad  y  que  ella 
los  mida  sobre  una  extensión  de  respon- 
sabilidad que  su  mismo  agente  le  habrá 
proporcionado.  En  derecho  cidministra- 
tivo,  donde  la  administración  realiza  ella 
misma  su  derecho  por  la  "decisión  ejecu- 
toria", se  puede  concluir  que  lo  que  hace 
la  virtud  "ejecutoria"  de  la  decisión,  es, 
por  contraparte,  la  responsabilidad  mo- 
ral que  la  administración  reconoce  es- 
pontáneamente haber  tomado  al  emitir 
esa  declaración  de  voluntad. 

Mauricio  Haitrion 

Guillermo  db  Bbzin 


(i)  Por  ejemplo  las  pensiones  militares  por 
los  soldados  heridos. 
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(  Continuación  ) 


III 

AGUAS  TERRESTRES 

CAPITULO  I 
Aguas  saperñciales 

SbcciÓn  i.— Aguas  detenidas 

B. — Pantanos  naturales,  ciénagas,  vegas, 
charcos  ó  charcas 

6.— Laley  española  dispone  que,  "cuan- 
do se  declare  insalubre  por  quien  corres- 
ponda una  laguna  6  terreno  pantanoso 
6  encharcadizo,  procede  forzosamente  su 
desecación  ó  saneamiento.  Si  fuere  de 
propiedad  privada,  se  hará  saber  á  los 
dueños  la  resolución  para  que  dispongan 
el  desagüe  6  saneamiento  en  el  plazo 
que  se  les  señale."  (Artículo  62). 

Si  la  desecación  no  se  hace  por  todos 
los  dueños  de  común  acuerdo,  podrá  ha- 
cerla la  mayorfa;  pero  en  este  caso  no 
dice  la  ley  en  qué  condición  queda  la  mi- 
noría que  no  se  ha  adherido  á  la  em- 
presa. 


"Sí  la  mayorfa  se  niega  á  ejecutar  la 
obra,  el  Ministro  de  Fomento  podrá  con- 
cederla á  cualquier  particular  ó  empre- 
sa que  se  ofreciere  á  llevarla  á  cabo, 
previa  aprobación  del  correspondiente 
proyecto.  El  terreno  saneado  quedará  de 
propiedad  de  quien  hubiere  realizado  la 
desecación  ó  saneamiento",  abonando  á 
los  dueños  el  valor  del  capital  que  repre- 
sentaba antes  de  efectuado  el  trabajo. 

Caso  de  no  haber  interesados  por  la 
empresa  de  desecación,  ésta  se  hará  por 
el  Estado,  la  Provincia  ó  el  Municipio, 
en  las  mismas  condiciones  que  si  la  lleva- 
re á  efecto  un  particular. 

"Si  los  pantanos,  lagos  ó  terrenos  en- 
charcad i  zos  declarados  insalubres  (dice 
el  artículo  65)  pertenecieren  al  Estado, 
y  se  presentare  una  proposición  ofrecién- 
dose á  desecarlos  y  sanearlos,  el  autor 
de  la  proposición  quedará  dueño  de  los 
terrenos  saneados,  una  vez  ejecutadas 
las  obras  con  arreglo  al  proyecto  apro- 
bado. Si  se  presentaren  dos  ó  mas  pro- 
posiciones, la  cuestión  de  competencia  se 
decidirá  con  arreglo  á  los  artículos  62  y 
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63  de  la  ley  general  de  Obras  Públicas," 
ley  que  es  aplicable  en  lo  relativo  á  las 
autorizaciones  de  estadios,  declaracio- 
nes de  utilidad  pl3bltca,  obligaciones  de 
los  concesionarios,  caducidad,  etc.,  etc. 

"Los  terrenos  reducidos  á  cultivo  por 
medio  de  la  desecación  6  saneamiento 
gozarán  de  las  ventajas  de  los  que  de 
nuevo  se  roturan." 

El  sistema  español,  como  puede  obser* 
varse,  está  basado  en  la  expropiación 
por  causa  de  utilidad  pública  de  los  te- 
rrenos pantanosos  declarados  insalubres 
que  los  propietarios  no  quieran  desecar. 

No  aconsejaríamos  que  tal  sistema  se 
implantara  en  Chile  de  un  modo  absolu- 
to, dejando  á  la  autoridad  administrati- 
va la  declaración  de  insalubridad  y  todos 
los  actos  relativos  á  la  expropiación.  Co- 
meteríamos á  las  Municipalidades  el  en- 
cargo de  requerir  del  Poder  Legislativo, 
por  conducto  del  Presidente  de  la  Repú- 
blica, la  declaración  de  insalubridad  en 
cada  caso  especial  y  estableceríamos  por 
una  ley  general  las  condiciones  de  la  de- 
secación, más  ó  menos  en  ta  forma  de  la 
ley  española,  pero  defiriendo  á  la  justicia 
el  conocimiento  de  todos  los  puntos  con- 
tenciosos entre  el  interés  público  y  el  par- 
ticular. 

Esto  se  conforma  mejor  con  nuestros 
hábitos  y  nuestro  régimen  político  y  ad- 
ministrativo. 

La  Francia  nos  suministra  un  verda- 
dero arsenal  de  disposiciones  relativas  á 
la  desecación  de  pantanos  (marais)  insa- 
lubres Ó  inconvenientes.  La  mayor  parte 
de  ellas,  de  carácter  administrativo,  es- 
tán basadas  en  la  ley  de  26  de  setiembre 
de  1807,  que  es  un  verdadero  Código  so- 
bre la  materia.  Á  virtud  del  decreto  de 
15  de  marzo  de  1790,  que  atribuyó  á  las 
comuna»  la  propiedad  de  todas  las  tie- 


rras incultas,  arenales,  pantanos,  bos- 
ques, etc.,  de  que  los  señores  feudales  no 
hubieren  tomado  posesión,  la  propiedad 
particular  sobre  los  pantanos  quedó  muy 
restringida.  Sin  embargo,  la  ley  de  1807 
comprende  también  á  los  de  dominio  pri- 
vado y  establece  reglas  que  sin  duda  han 
servido  de  norma  á  la  ley  española  de 
1879.  El  gobierno  puede  ordraar  las  de- 
secaciones que  juzgue  útiles  ó  necesarias, 
las  que  son  ejecutadas  por  el  Estado  ó 
por  concesionarios  cuando  losdueñosde 
los  terrenos  no  se  ponen  de  acuerdo.  La 
ley  es  verdaderamente  ezpropíatoria. 

7.  El  sistema  más  común  dedesecar  un 
terreno  pantanoso  es  la  construcción  de 
zanjas  de  la  profundidad  necesaria  para 
que  afluyan  áellas  todas  las  aguas  super- 
ficiales que  se  juntan  en  1m  depresiones 
del  suelo  y  las  que  se  detienen  en  capas 
inferiores  impermeables  que  no  distan  mu- 
cho de  la  superficie.  Estas  zanjas  se  pro- 
longan hasta  un  cauce  colector  natural  ó 
artificial  atravesando,  si  es  necesario, 
otras  propiedades  mediante  la  servidum- 
bre de  acueducto  establecida  en  el  artícu- 
lo 870  del  Código  Civil. 

Hay  terrenos  en  que  esta  clase  de  desa- 
gües no  produciría  efecto  porque  se  nece- 
sita recoger  las  humedades  á  mayor  hon- 
dura. Para  estos  casos  se  han  inventado 
el  procedimiento  de  los  tájeos  subterrá- 
neos ó  zanjas  cubiertas  que  permiten  cul- 
tivar el  suelo  bajo  el  cual  quedan  estable- 
cidas y  el  más  moderno  y  perfecto  del 
drenaje. 

Esta  palabra,  derivada  del  verbo  in- 
glés to  drain^  desaguar,  ha  sido  aplicada 
por  algunos  autores  españoles  como  si- 
nónimo de  saneamiento,  pero  se  aplica 
especialmente  al  sistema  de  cañerías  de 
barro  cocido  colocadas  en  el  fondo  de 
zanjas  de  desagüe  y  destinadas  á  absor- 
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liery  conducir  fuera  del  terreno  las  aguas 
(le  que  éste  se  halla  saturado.  Estableci- 
da la  red  subterránea  de  estas  cañerías, 
las  zanjas  se  llenan  de  tierra  y  el  cultivo 
se  hace  sobre  la  superficie  de  una  manera 
uniforme  y  sin  las  interrupciones  que  ofre- 
ce el  sistema  de  zanjas  abiertas. 

El  drenaje  ha  producido  pnormes  be- 
neficios en  Francia,  Alemania,  Holanda, 
Bélgica,  Inglaterra  é  Irlanda.  En  estos 
dus  últimos  países,  el  gobierno  de  la  Gran 
Bretaña  ha  invertido  la  enorme  suma  de 
diez  millones  de  libras  esterlinas,  en  for- 
ma de  anticipo  á  los  agricultores,  para 
fomentar  tales  obras. 

Hemos  sido  testigos  de  trabajos  de 
esta  naturaleza  realizados  pordon  Maxi- 
miaño  Errázuriz  en  su  fundo  de  Panque- 
hue,  del  departamento  de  Los  Andes.  Te- 
rrenos sumamente  húmedos  y  estimados 
antes  como  depósitos  de  turba,  están  con- 
vertidos hoy  en  feraces  viñedos. 

El  artículo  870  del  Código  Civil  no 
basta,  á  nuestro  juicio,  para  imponer  la 
servidumbre  de  desagüe  porel  sistema  de 
drenaje.  El  legislador  ha  extendido  á  las 
zanjas  y  canales  de  desagüe  las  reglas  es- 
tablecidas para  ¡a  servidumbre  de  acue- 
ducto. Estas  reglas  no  pueden  servir  para 
resolver  las  dificultades  de  lacanalización 
subterránea  y  las  obras  de  drenaje  no  se 
pueden  calificar  de  simples zai3/as  y  cana- 
les. Es  indudableque  el  legislador  chileno 
no  previó  el  nuevo  sistema  de  desecación 
de  las  tierras  pantanosas,  á  pesar  de  que 
en  1854  era  ya  objeto  en  Francia  de  una 
ley  especial. 

Esta  ley,  que  lleva  fecha  de  30  de  ju- 
nto, disponía:  que  todo  propietario  que 
quisiese  sanear  su  fundo  por  el  drenaje  ú 
otro  modo  de  desecación,  pudiese,  me- 
diante una  justa  y  previa  indemnización, 
conducir  las  aguas,  subterráneamente  ó  á 
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cielo  abierto,  al  través  de  las  propiedades 
que  separan  su  fundo  de  una  corriente 
ó  de  cualquier  otra  vía  de  escurrimien- 
to,  con  ciertas  excepciones,  y  que  los  pro- 
pietarios de  los  fundos  vecinos  ó  atrave- 
sados,  tuvieren  la  facultad  de  servirse  de 
los  trabajos  ficchos  por  el  dueño  del  fun- 
do superior,  para  el  desagüe  de  sus  pro- 
pios predios  inferiores,  debiendo  soportar 
una  parte  proporcional  del  valor  de  los 
trabajos  de  que  van  á  aprovecharse,  loa 
gastos  resultantes  de  las  modificaciones 
que  el  ejercicio  de  esta  facultad  puede  ha- 
cer necesarias  y  una  parte  de  contribución 
futura  en  los  trabajos  comunes  de  conser- 
vación. La  misma  ley  facilitóla  constitu- 
ción de  sindicatos  de  agricultores  con  el 
objeto  de  emprender  obras  de  drenaje, 
creójurisdicciones  especiales  y  estableció 
penas  para  los  que  destruyeran  los  con* 
ductos  de  desagüe. 

Dos  años  más  tarde,  en  17  de  julio  de 
1856, se  dictó  otra  ley  que  afectábala  su- 
ma de  cien  millones  de  francos  del  Tesoro 
Público  á  los  préstamos  destinados  á  fa- 
cilitar las  operaciones  de  drenaje,  regla- 
mentando prolijamente  la  amortización 
y  las  garantías  de  reembolso. 

Va  ]iasando  ya  en  Chile  la  época  de  la 
agricultura  extensiva.  La  subdivisión  de 
las  propiedades,  poruña  parte,  y  el  enca- 
recimiento de  los  jornales  por  otra,  acon- 
sejan el  mejor  aprovechamiento  de  las 
tierras  y  no  está  distante  el  día  en  que  se 
haga  sentir  la  falta  de  una  legislación 
que  facilite  y  aún  estimule  las  obras  de 
dren^'e. 

8.— A  este  párrafo  de  las  aguas  deteni- 
das corresponden  varias  disposiciones  del 
Código  Civil  que  se  registran  en  el  título 
"Z>e  aigunas  acciones  posesorias  eape- 
ciaka:' 

Diceel  artículo  938:  "El  que  hace  obras 
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para  impedir  la  entrada  de  aguas  que  no 
es  obligado  á  recibir,  no  es  responsable 
de  los  daños  que,  atajadas  de  esa  manera, 
y  sin  intención  de  ocasionarlos,  puedan 
causar  en  las  tierras  6  edificios  ajenos.'* 
Y  el  940:  "Siempre  que  las  aguas  de  que 
se  sirve  un  predio,  por  negligencia  del 
dueño  en  darles  salida  sin  daño  de  sus 
vecinos,  se  derramen  sobre  otro  predio,  el 
dueño  de  éste  tendrá  derecho  para  que  se 
!e  resarza  el  perjuicio  sufrido,  y  para  que 
en  caso  de  reincidencia  se  le  pague  el  do- 
ble de  lo  que  el  perjuicio  importare". 

Deestas  prescripciones  se  desprende  que 
en  muchos  casos  un  propietario  puede 
verse  obligado  á  hacer  una  obra  de  dese- 
cación por  el  interés  de  sus  vecinos.  El 
dueño  del  predio  inferior  está  obligado  á 
recibir  las  aguas  que  naturalmente  se  de- 
rivan del  predio  superior,  pero  no  está 
obligado  á soportar  las  resultantesde  las 
vegas  ó  pantanos  que  se  forman  en  el 
predio  superior  por  malos  sistemas  de  re- 
gadío ó  por  negligencia  en  dar  curso  con- 
veniente á  los  derrames.  En  casos  como 
éstos  el  dueño  del  predio  perjudicado  pue- 
de obligar  al  dueño  del  predio  de  que 
proviene  el  mal  á  desaguar  sus  aguas  en 
forma  que  no  irrogue  perjuicios  y  á  esta- 
blecer la  servidumbre  de  desagüe  si  ne- 
cesario fuere  para  evitarlos.  No  faltan 
en  nuestra  jurisprudencia  aplicaciones  de 
estos  principios. 

Los  artículos  936  y  939  dan  derecho  al 
dneñodeun  predio  perjudicado poraguas 
detenidas,  artificial  ó  casualmente,  en 
otro  predio,  para  procurar  la  destrucción 
de  los  obras  ó  délos  obstáculos  que  impi- 
den el  libre  curso  de  las  aguas  y  para  el 
resarcimiento  de  los  perjuicios  que  fueren 
imputables. 

El  artículo  941  da  derecho  al  dueño  de 
una  casa  para  impedir  que  cerca  de  sus 


paredes  haya  depósitos  de  agua  o  mal.*- 
rias  húmedas  que  puedan  dañarla. 

C. — Manantiales  y  fuentes:  aguadas 

1.  — Manantial,  según  el  Diccionario,  es 
"nacimiento  de  las  aguas"  y  ñientees 
"manantial  de  agua  que  brota  de  la  tie- 
rra." 

Manantial  viene  de  manar^  que  signiñ- 
ca  "brotar  ó  salir  deuna  parte  na  licor". 
El  geógrafo  español  Sánchez  de  Busta- 
mante,  citado  por  Barros  Arana  en  su 
Geografía  Física,  dice  que  "las  aguas  se 
infiltran  en  las  tierras  y  después  reapare- 
cen y  corren  por  afuera  para  formar  ma- 
nantiales y  fuentes:  un  manantial  se  dife- 
rencia de  una  átente  en  que  no  es  bastan- 
te copioso  para  dar  origen,  como  ésta,  a 
un  arroyo.  Las  fuentes  son  permanentes 
ó  jierennes,  intermitentes,  minerales,  me- 
dicinales y  termales." 

Los  franceses  tienen  la  palabra  soarcc 
\)ara.  designar  lo  que  entre  nosotros  sería 
fuente,  manantial,  nacimiento  de  agua 
(Salvá-Diccionario  francés-español;  edi- 
ción de  1901). 

2.  — Nuestro  Código  Civil  no  trata  espe 
cialmente  de  los  manantiales  ni  de  lati 
fuentes,  pero  los  principios  generales  y  la 
reglamentación  de  las  aguas  corriente;; 
nos  permiten  apreciar  con  claridad  la 
condición  jurídica  de  esas  manifestacio- 
nes naturales  de  aguas. 

Prescindamos  del  alcance  de  las  pala- 
bras, y  acéptese  ó  no  la  diferencia  entre 
manantial  y  fuente  que  propone  el  geó- 
grofo  español,  consideremos  tres  situa- 
ciones claramente  definidas  que  pueden 
presentarse: 

aj  Las  aguasde  un  manantial  óde  una 
fuente  no  alcanzan  á  derramarse  por  la 
superficie  del  fundo  en  que  surgen,  en  tér- 
minos de  constituir  un  arrovo. 
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b)  iKelias  afilias  llegan  á  formar  un 
arroyo  tjiie  muere  dentro  déla  misma 
heredad. 

c)  El  arroyo  ó  vertiente  que  nace  del 
xnaniantial  6  fuente  es  bastante  conside- 
rable y  no  muere  dentro  de  la  misma  he- 
redad. 

3. — El  caso  segundo  de  los  contempla- 
dos está  expresamente  resuelto  en  el  ar* 
tículo  696  del  Código  Civil.  Las  vertien- 
tes que  nacen  y  mueren  dentro  de  una 
misma  heredad  no  son  bienes  nacionales 
rlcuBo  público.  "Su  propiedad,  uso  y  goce 
pertenecen  á  los  duefios  de  las  riberas,  y 
pasan  con  éstas  á  los  herederos  y  demás 
sucesores  de  los  dueños." 

No  se  puede  expresar  en  términos  más 
enérgicos  el  carácter  privado  del  dominio 
de  dichas  vertientes.  Y  si  la  vertiente  es 
de  dominio  privado  desde  que  nace  hasta 
que  muere,  es  evidente  que  el  manantial 
6  fuente  de  que  se  deriva  pertenece  en  la 
misma  forma  al  dueño  del  suelo. 

Otro  tanto  podemos  decir  del  agua  que 
surge  en  un  predio  y  no  alcanza  á  derra- 
marse por  sus  vertientes,  ni  á  constituir 
tm  arroyo.  Esta  queda  comprendida  en 
ht  disposición  del  inciso  2*  del  artículo 
596  referente  á  los  lagos  de  cualquiera 
dimensión  que  no  pueden  navegarse  por 
buques  de  más  de  cien  toneladas.  Todos 
ellos  i>ertenccen  "en  propiedad,  uso  y 
goce"  á  los  propietarios  riberanos. 

La  tercera  situación  corresponde  á 
la  existencia  de  una  corriente  de  las  ya 
comprendidas  en  el  inciso  1''  del  artículo 
595.  "Los  ríos  y  todus  las  aguas  que  co- 
rren por  cauces  naturales,  son  bienes 
nacionales  de  uso  público." 

•i.— Concretándonos  en  este  lugar  á  los 
manantiales  ó  fuentes  de  la  pi'imera  y  se- 
gunda categoría,  llamaremos  la  atención 


á  las  consecuencias  del  dominití  privado 
que  consagra  la  ley. 

El  dueño  del  fundo  puede  usar  de  las 
aguas  á  voluntad,  sea  en  los  límites  y 
para  las  necesidades  del  mismo  predio 
en  que  surge  el  manantial  ó  fuente,  sea 
aprovechándolas  en  otro  predio  á  que 
pueda  conducirlas  mediante  la  servidum- 
bre de  acueducto;  puede  alterar  las  aguas, 
cegar  su  fuente  y  disponer  de  ellas  en  la 
fonna  que  crea  conveniente.  En  una  pa- 
labra, tiene  el  jas  utendi  et  abutendi  que 
es  el  atributo  del  dominio. 

5, — El  Código  Civil  tuvo  por  guia  en 
materia  de  p^xSáríerecTíO  ftaut<8,'pem  - 
es  un  error creerque  lo  imitó  servilmente. 
Eran  familiares  para  el  autor  de  nuestro 
Código  las  cuestiones  que  habían  surgido 
en  la  aplicación  del  Código  de  Napoleón 
y  no  perdió  la  ocasión  de  resolverlas  en 
la  redacción  de  las  disposiciones  del  pro- 
yecto que  fué  aprobado  como  ley  de  la 
Kepúblicn. 

Un  estudio  de  los  preceptos  del  código 
francés  ilustrará  esta  materiaynos  dará 
la  clave  para  resolver  muchas  dificul- 
tades. 

Veamos  las  disposiciones  prímitivas  de 
aquel  Código: 

Art.  641  "El  que  tiene  una  fuente 
(source)  en  su  fundo  puede  usar  de  ella  á 
voluntad,  salvo  el  derecho  que  el  propie- 
tario del  fundo  inferior  pueda  haber  ad- 
quirido por  título  ó  por  prescrípción." 

Art.  64-2.  "  La  prescripción  en  este 
caso  no  puede  adquirirse  sino  por  un 
goce  no  interrumpido  durante  el  espacio 
de  treinta  afios,  á  contar  desde  el  mo- 
mento en  que  el  propietario  del  fundo  in- 
ferior ha  hecho  y  terminado  obras  apa- 
rentes destinadas  á  facilitar  la  caída  y  el 
curso  del  agua  en  su  propiedad." 
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Aht.  643.  "El  propietario  de  la  fuen- 
te no  puede  cambiar  su  cursu,  cuando 
suministra  á  los  habitantes  de  una  co- 
munaóaldea  el  aguaque  leses  necesaria; 
pero  si  los  habitantes  no  han  adquirido 
6  prescrito  el  uso,  el  propietario  puede 
reclamar  una  indemnización,  la  que  será 
reglada  por  peritos." 

La  primera  y  más  fundamental  de  las 
cuestiones  á  que  dió  origen  el  artículo 
641  fué  sobre  la  naturaleza  del  derecho 
del  dueño  del  fundo  en  que  brota  una 
fuente.  Jurisconsultos  como  Malleville  y 
Tronchet  y  después  Serrigny  y  otros  co- 
n^ntadorce  suStnvieruu  t|uc  el  propieta- 
rio del  fundo  de  origen  tenía  solamente 
un  derecho  de  uso  sobre  el  manantial  y 
fundaban  esta  opinión  en  los  términos 
literalesdel artículo  641  "et  que  tiene  una 
fuente....  puede  asar  de  ella",  no  disponer. 
Otros  autores  combatían  esta  te<5ría  sos- 
teniendo que  el  derecho  del  propietario 
era  de  verdadero  dominio  é  invocaban  á 
su  favor  las  primeras  palabras  del  texto 
del  artículo  643.  *'£1  propietario  de  la 
fuente  no  puede  cambiar  etc." 

De  esta  divergencia  fundamental  se  de- 
rivaban cuestiones  no  siempre  resueltas 
con  criterio  uniforme.  Unos  creían  que  el 
propietario  del  fundo  de  origen  no  podía 
cegar  la  fuente,  otros  estimaban  lo  con- 
trario; aquellos  pensaban  que  el  uso  con- 
cedido por  la  ley  estaba  limitado  á  las 
necesidades  del  predio  en  que  brotaba  el 
manantial,  y  éstos  le  concedían  la  facul- 
tad de  transportar  las  aguas  al  través 
de  otros  predios  para  servirse  de  ellas  en 
otra  heredad  más  ó  menos  lejana  que  po- 
seyese; había  quienes  opinaban  que  para 
adquirir  derecho  por  prescripción  sobre 
aguas  de  la  fuente  era  menester  haber  eje- 
cutado obras  aparentes  en  el  mismo  fun- 
do de  origen, no  bastando  lasübras  cons- 


truidas en  el  curso  posterior  de  las  nj^uas  ' 
derivadas  del  manantial,  y  había,  quienes 
sostenían  la  eficacia  de  obras  de  esta 
üiltima  clase.  Sería  larga  tarea  la  de  re-  ^ 
producir  los  argumentos  con  que  eran 
defendidas  estas  diferentes  tesis  y  otras 
semejantes.  El  que  quiera  irap(»nerse  de  I 
ellas  nü  tiene  más  que  registrar  las  obras 
de  Ion  comen tafl ores. 

El  hecho  es  que  en  1880  se  presentó  al 
Senado  un  proyecto  sobre  régimen  de  las 
aguas,  en  que  se  proponía  la  reforma  de 
algunos  artículos  del  Código  Civil.  En  8 
de  abril  de  1898,  después  de  muclios  in- 
formes, discusiones  y  modificaciones  del 
proyecto  primitivo,  se  promulgó  la  ley, 
reformando  los  artículos  641,  642  y  643  | 
en  el  sentido  que  vamos  á  expresar 

El  artículo  641  quedó  consagrado  á 
afirmar  el  dominio  de  las  aguas  pluvia- 
les y  á  agravar  la  servidurtibre  deescum- 
miento,  d^écoulement,  que  soportan  los 
predios  inferiores,  de  manera  que  estén 
obligados  á  recibir  no  sólo  las  aguas  que 
se  desprenden  naturalmente  del  predio 
superior,  sino  las  que  el  dueño  de  este 
predio  arroja  en  forma  artificial,  después 
del  uso  á  que  las  ha  sometido.  En  este 
último  caso  la  ley  concede  una  indemni- 
zación al  dueño  del  predio  inferior. 

Las  antiguas  disposiciones  de  los  ar- 
tículos 641,  642  y  643  quedaron  reem- 
plazadas por  la  del  nuevo  artíailo  642, 
que  dice  así: 

"El  que  tiene  una  fuente  en  su  fundo 
puede  siempre  usar  de  ella  á  voluntad, 
en  los  límites  y  necesidades  de  su  here- 
dad. 

"  Ki  propietario  de  una  fuente  no  pue- 
de usar  de  ella  con  perjuicio  de  los  due 
ños  de  los  fundos  inferiores  que,  desde 
más  de  treinta  años,  hayan  hecho  y  ter- 
minado, sobre  el  fundo  en  que  brota  el 
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xnanantial,  obras  aparentes  y  [wrmanen- 
tcs,  destinadas  á  utilizar  las  aguas  ó  á 
facilitar  su  paso  á  su  propiedad. 

Tampoco  puede  usar  de  ellas  de  ma- 
nera de  quitar  á  los  habitantes  de  una 
comuna,  villa  ó  aldea,  el  agua  que  les  es 
necesaria;  pero,  si  los  habitantes  no  han 
adquirido  ó  prescrito  el  uso,  el  propieta- 
rio puede  reclamar  una  indemnización, 
la  que  será  reglada  por  peritos. " 

En  vez  del  artículo  643,  cuya  materia 
quedó  refundida  en  el  042,  se  colocó  con 
el  mismo  número  una  disposición  com- 
pletamente nueva,  llamada  á  resolver 
cuestiones  ya  suscitadas: 

Akt.  643.  "Si  desde  la  salida  del  fun- 
do, en  que  brotan  las  aguas  de  fuentes 
forman  un  curso  de  agua  que  ofrezca  los 
caracteres  de  las  aguíis  públicas  6  co- 
rrientes, el  propietario  no  puede  desviar- 
las de  su  curso  natural  con  perjuicio  de 
los  usuarios  inferiores. " 

El  legislador  francés  hizo  en  este  últi- 
mo artículo  una  distinción  que  antes  no 
existía  y  cuya  falta  era  origen  de  una 
gran  confusión  de  ideas. 

La  fuente  6  el  manantial  puede  ser  un 
depósito  de  agua  viva  que  se  derrame 
sobre  el  predio  en  que  surja  sin  llegar  á 
formar  una  corriente  bastante  poderosa 
para  atravesar  varias  propiedades  y  ser 
considerada  como  parte  del  dominio  pú- 
blico ó  puede  ser  origen  de  una  corriente 
t|uc  tenga  estos  carácteres. 

Para  el  primer  caso,  las  nuevas  disposi- 
ciones del  Código  francés  consagran  un 
dominio  con  limitaciones  en  favor  del 
dueño  del  predio  En  el  segundo  caso,  la 
corriente  entra  en  un  régimen  distinto,  el 
Je  las  aguas  públicas. 

6.— Esta  distinción,  hecha  en  1898  por 
d  legislador  francés,  estaba  establecida 
en  nuestro  Código  Civil  desde  1857.  % 


efecto,  desde  que  nuestro  legislador  atri- 
buyó al  dueño  del  predio  el  dominio,  uso 
y  goce  de  las  vertientes  que  mueren  den- 
tro de  su  heredad  y  declaró  de  uso  pú- 
blico las  que  no  mueren  dentro  de  una 
misma  heredad,  ninguna  de  las  cuestio- 
nes que  se  suscitaban  en  Francia  antes 
de  1898  tenía  razón  deser  en  Chile.  Ellas 
estaban  resueltas  con  la  distinción  esta- 
blecida y  con  los  términos  especialmente 
elegidos  para  definir  los  derechos  del  due- 
ño de  la  heredad:  "su  propiedad,  uso  y 
goce  pertenecen,  etc."  Foreste  motivo 
hemos  resuelto  sin  trqndar  cuestiones 
análogas  á  las'  suscitadas  en  Francia  á 
favordel  dueño  del  predio  en  que  brota  el 
manantial,  cuando  las  aguas  que  de  él  se 
derivan  mueren  dentro  de  la  heredad  y 
las  resolveremos  en  otro  sentido,  con 
arreglo  al  régimen  de  las  aguas  corrientes 
nacionales  de  uso  público,  cuando  esas 
aguas  no  mueran  dentro  de  la  heredad. 

La  distinción  hecha  por  nuestro  legis- 
lador no  es  perfecta,  como  tendremos 
ocasión  de  manifestarlo  más  adelante, 
pero  es  mejor  que  la  de  la  nueva  ley  fran- 
cesa. Nada  hay  más  vago  que  aquello  de 
**  ofrecer  el  carácter  de  aguas  públicas  y 
corrientes  desde  la  salida  del  fundo  en 
que  brotan. "  Los  comentadores  dan  va- 
rias reglas  para  fijar  el  alcance  del  ar- 
ticulo, pero  todas  ellas  participan  del 
mismo  defecto.  Dicen:  que  no  basta  que 
las  aguas  de  la  fuente  alimenten  una  co- 
rriente nacional,  para  que  tengan  este 
carácter;  que  es  menester  que  ellas  mis- 
mas constituyan  una  verdadera  corrien- 
te; que  el  volumen  de  agua  debe  ser  bas- 
tante considerable  para  que  muchos  usua- 
rios hayan  podido  considerarlo  como 
una  corriente  de  aguas  públicas;  que  es 
menesterde  parte  del  propietario  un  aban- 
dono tácito  ó  expreso  de  las  aguas  del 
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manantial,  etc.  Una  sentencia  de  1H99 
estimó  como  corriente  de  aguas  públicas 
una  que  dejaba  salir  constantemente  del 
fundo  de  origen,  veinte  litros  por  se- 
gundo. 

Entre  nosotros,  todo  consiste  en  ave- 
riguar si  la  corriente  muere  ó  no  en  la 
heredad  de  origen:  en  el  primer  caso  ten- 
dremos el  dominio  privado  con  sus  con- 
secuencias obligadas  y  en  el  segundo,  el 
régimen  de  las  aguas  nacionales  de  uso 
público. 

El  inciso  1^  del  nuevo  artículo  642  del 
Código  Francés,  en  cuanto  reduce  el  uso 
de  la  fuente  á  los  límites  y  necesidades  de 
la  heredad,  fué  una  concesión  hecha  á  los 
que  se  negaban  á  otorgar  al  dueño  del 
fundo  de  origen  de  la  fuente  un  dominio 
absoluto,  para  evitar  la  pérdida  de  aguas 
que  pueden  utilizarse  por  los  predios  in- 
feriores. 

Bn  Chile,  tratándose  de  manantiales  ó 
fuentes  y  aun  de  corrientes  que  mueran 
dentro  de  la  heredad  de  origen,  la  restric- 
ción establecida  en  el  inciso  I**  del  citado 
arttctilo  642  del  Código  Francés  es  abso- 
lutanienteincompatihleeon  hi  propierlnH, 
uso  y  goce  que  consagran  los  artículos 
595,  inciso  2'^,  y  596,  inciso  2°  de  nues- 
tro Código  Civil. 

7.— El  inciso  2^  del  mismo  artículo  del 
Francés,  cercena  todavía  el  uso  (|ue  el 
propietario  de  la  fuente  puede  hacer  en 
los  límites  y  necesidades  de  la  heredad 
con  una  servidumbre  en  favor  de  los  due- 
ños de  predios  inferiores  ({ue,  desde  más 
de  treinta  años,  hayan  hecho  y  termina 
do,  sobrcci  fundo  en  que  brota  el  manan- 
tial, obras  aparentesy  permanentes,  des- 
tinadas á  utilizar  las  aguas  ó  á  facílitsir 
su  paso  á  su  propiedad. 

Por  la  naturaleza  de  los  casos,  análo- 
gos principios  deljen  aplicarse  á  los  ma- 


nantiales y  fuentes  que  reconoce  como 
de  dominio  privado  nuestro  Código  Civil. 
Desde  que  sus  aguas  están  detenidas  ó 
mueren  en  la  heredad  de  origen,  es  evi- 
dente que  las  obras  que  pueden  significar 
una  posesión  y  servir  de  base  á  una  pres- 
criixrión  deben  ser  hechas  y  terminada» 
sobre  el  jiredío  en  que  brota  y  se  mani- 
fiesta el  manantial  ó  en  que  nace  y  muere 
la  vertiente.  No  se  conciben  obras  hechas  ^ 
más  abajo  del  término  natural  de  ésta.  | 
si  no  están  destinadas  á  recibir  derrames 
í  sobrantes  de  aguas  utilizadas  en  el  pre- 
dio superior,  lo  que  las  dejaría  subordi- 
nadas á  otros  principios  y  á  otras  reglas 
de  que  oportunamente  hablaremos. 

En  este  lugar  tratamos  de  manantiales 
ó  fuentes  que  puedan  clasificarse  entre  las 
aguas  detenidas  y  accidentalmente  nos 
hemos  visto  obligados  á  considerar  las 
corrientes  que  no  pasan  deuna  heredadá 
otra  por  la  analogía  de  las  disposiciones 
del  Código  á  que  están  unas  y  otras  so- 
metidas. 

En  este  punto  de  la  prescripción  en  fa- 
vor de  los  predios  inferiores  las  aguas  rfe- 
tetiidñs  no  están  comprendidas  en  la  mis- 
ma disi)osición  que  las  com'entcSy  aunque 
éstas  sean  de  dominio  privado. 

De  la  prescripción  de  las  corrientes  tra- 
ta el  mciso  1'  del  artículo  835  del  C.  C. 
La  prescri|x:ión  de  las  detenidas  del>e 
sujetarse  ñ  las  reglas  de  la  prescripción 
de  las  servidumbres  voluntarias  estable- 
cidas en  los  artículos  882,  883  y  884. 
Esto  no  (piiere  ilccir  que  las  obras  que 
sirven  <Ie  base  á  la  prescripción  deban  es- 
tar situados  siempre  en  el  predio  su])e- 
rior.  Así  como  hemos  considerado  lógico 
este  re(|uisito  i-esix'cto  á  las  vertientes 
que  no  salen  de  la  heredad  de  origetx,  de- 
mostraremos en  su  lugar  que  no  es  lógico 
aplicar  igual  regla  á  la  adquisición  de  de- 
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rc-Iios  por  prescripción  en  un  caudal  de 
sio  público  considerado  y  reglamentado 
r>f  la  ley  en  todo  su  curso  como  una 
i-c:>j:>icclaíl  nacional.  La  misma  ley  fran- 
?íía  exceptúa  de  la  regla  del  inciso  2"  del 
rtt<;ulo  642  las  aguas  públicas  á  que  se 
ei\eire  el  articulo  643,  en  las  cuales  el 
isiiario  superior  tiene  que  contemplar 
'os  cJerechos  del  usuario  inferior  y  vice- 
«■crsa,  cualesquiera  que  sean  los  lugares 
¿le  u'bicación  de  las  obras  que  den  salida 
£i  \i\3  «^^as  hacia  las  heredades. 

Conviene  tomar  nota  de  que  el  plazo 
(le  treinta  años  de  la  ley  francesa  es  de 
dicx  en  los  casos  de  los  artículos  835  y 
8S2  del  Código  Civil  chileno. 

8. — Gil  cuanto  á  la  naturaleza  de  las 
obras,  ambas  legislaciones  exigen  que 
sean  aparentes.  La  francesa  quiere,  ade- 
más, que  las  obras  sean  permanentes. 
Entre  nosotros  está  consultada  la  idea 
sin  usar  la  expresión,  porque  los  diez 
años  deben  contarse  como  para  la  adqui- 
sición de  dominio  y  es  salñdo  que  la  pres- 
cripción se  interrumpe  cuando  se  ha  he- 
cho imposible  el  ejercicio  de  actos  poseso- 
rios (articulo  2502),  lo  que  acontecería 
con  una  obra  que  no  fuera  permanente, 
en  los  casos^que  contemplamos. 

El  inciso  3^  del  artículo  642  (francés) 
consigna  otro  límite  más  del  dominio  de 
las  fuentes.  Eí  propietario  tampoco  pue- 
i     ik'  usar  de  ellas  de  manera  de  quitar  á 
I     los  habitantes  de  una  comuna,  villa  ó  al- 
dea el  agua  que  les  es  necesaria;  pero,  si 
'(     sus  habitantes  no  han  adquirido  6  pres- 
1     cripto  el  uso,  el  propietario  puede  recla- 
i     mar  una  indemnización. 
I       Una  regla  parecida  establece  entre  no- 
'     sotroa,  respecto  á  las  aguas  corrientes, 
i        articulo  835,  número  3'  del  Código  Ci- 
j     vil.  Nada  tenemos  en  este  sentido  sobre 
\     las  aguas  á  que  no  se  puede  aplicar  el  ca- 


lificativo de  corrientes.  Si  una  ciudad,  vi- 
lla ó  aldea  necesitase  de  ellas,  como  acon- 
tece con  frecuencia  con  los  manantiales 
de  agua  potable  para  las  poblaciones, 
habría  ne^residad  de  una  ley  especial  de 
expropiación,  si  no  se  produce  un  contra- 
to de  común  acuerdo. 

9.— La  antigua  legislación  española, 
como  hemos  observado  al  tratar  de  los 
lagos,  contenía  pocas  disposiciones  sobre 
aguas;  pero  del  espíritu  de  varías  leyes 
se  deduce  que  se  reconodael  dominio  pri- 
vado sobre  los  manantiales  6  fuentes. 

Oigamos  á  algunos  autores,  ya  que  se 
trata  de  conocer  doctrinas  que,  en  com- 
binación con  las  del  derecho  francés,  in- 
dudablemente ayudaron  á  formar  las 
disposiciones  de  nuestro  Código. 

Escriche,  en  la  voz  Manantial,  dice: 
"El  agua  que  mana  ó  la  fuente.  El  pro- 
pietario de  una  heredad  puede  disponerá 
su  arbitrio  del  agua  de  una  fuente  que 
nace  en  ella,  y  desviarla  de  la  heredad  de 
su  vecino  por  donde  solía  pasar;  porque 
el  manantial  hace  parte  del  fundo  en  que 
nace,  y  pertenece,  por  tanto,  en  propiedad 
al  dueño  de  éste.  Mas  deberá  decirse  lo 
contrario,  si  el  propietario  del  fundo  en 
que  está  el  manantial  no  apartase  Ó  mu- 
dase el  curso  del  agua  en  beneficio  suyo, 
sino  sólo  por  hacer  mal  á  su  vecino,  ó  si 
el  vecino  tuviese  el  derecho  de  servidum- 
bre, pues  nunca  delw  favorecerse  á  la  ma- 
licia y  siempre  ha  de  atenderse  á  la  ma- 
yor utilidad." 

El  mismo  autor,  en  otro  lugar,  se  expre- 
sa así:  "El  que  tiene  una  fuente  en  su  he- 
redad puede  hacer  de  ella  el  uso  que  más 
le  acomode,  porque  la  fuente  es  suya  como 

parte  del  predio  Si  yo  dejo  correr  el 

agua  de  mi  fuente,  porque  no  la  necesito 
para  mis  riegos  ni  otros  usos,  y  tú  la  re- 
coges á  la  salida  de  mi  campo  para  regar 
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el  tuyo,  no  podrás  pretender  que,  por  el 
transcurso  del  tiempo,  has  adquirido  el 
derecho  de  tenerla  y  aprovecharla  del 
mismo  modo  y  que  yo  he  perdido  el  de 
hacer  en  mi  heredad  cosa  alguna  que  im- 
pida la  salida  del  agua  y  el  uso  que  tú 
haces  de  ella.  Yo  he  tenido  facultad  de 
emplearla  ó  no  emplearla;  he  podido  de- 
jarla salir  de  mi  predio,  porque  me  era 
inútil;  he  podido  dejar  que  tú  la  aprove- 
chases, porque  yo  la  habla  abandonado; 
he  podido  permitir  que  tú  hicieses  obras 
en  tu  campo  para  recogerla,  porqueyo  no 
tenía  derecho  para  impedirlas,  pues  cada 
uno  puede  hacer  en  su  heredad  lo  que  más 
le  acomode:  mas  no  por  eso  haz  adquirido 
el  derecho  al  agua  que  todavía  no  ha  sa- 
lido de  mi  campo,  sino  sólo  á  la  que  está 
ya  fuera  de  mi  dominio;  así  es  que  yo  po- 
dré retenerla  é  invertirla  en  nuevos  usos, 
y  cegar  la  fuente,  que  tal  vez  pueda  serme 
perjudicial". 

Estos  conceptos  son  perfectamente 
aplicables,  aun  dentro  de  las  prescripcio- 
nes de  nuestro  Código  Civil,  á  las  aguas 
de  dominio  privado.  No  lo  serían  á  las  co- 
rrientes que  naturalmente  recorren  dos  6 
más  heredades,  i>orque,  siendo  ^tas  na- 
cionales de  uso  público,  la  concurrencia 
entre  los  diversos  usuarios  ó  concesiona- 
rios se  regla  por  principios  de  otro  orden 
y  el  derecho  del  predio  superior  está  limi- 
tado por  los  derechos  adquiridos  por  los 
dueños  de  los  predios  inferiores  (  art .  835). 

Otro  autor  peninsular,  en  un  artículo 
de  la  Enciclopedia  Española  de  Derecho 
y  Administración,  edición  de  1849,  se  ex- 
presa así:  "Somos  dueños  del  terreno  ba- 
jo todos  los  aspectos  que  queramos  con- 
siderarle, y  las  aguas  que  brotan  de  su 
seno,  ó  que  aparezcan  en  su  superficie, 
serán  tan  nuestras  como  lo  son  todos  los 
objetos  que  en  dicho  terreno  nazcan  y  ra- 


diquen. Si  no  se  )mede  negar  el  doniinin 
sobre  ellas,  aunque  no  corran  todavía 
|)or  la  suiwrficie  de  la  tierra,  ¿podrá  ne- 
gársenos acaso  mieutrasnohayan  salido 
de  nuestros  campos?  ¿Del  agua  que  es 
nuestra  en  un  principio,  no  podemos  aca- 
so disponer  para  los  usos  que  queremos? 

El  Código  romano  y  las  legislaciones 
modernas  se  han  decidido  por  la  afirma- 
tiva y  sólo  nos  han  negado  ta  posibilidad 
del  ílominio  desde  el  momento  que  pasan 
la  frontera  de  nuestras  pro]>Íedades". 

Hay  en  estas  ideas  un  germen  de  la  dis- 
tinción hecha  por  nuestro  Código  de  ver- 
tientes que  nacen  y  mueren  dentro  de  una 
heredad  y  vertientes  que  salen  de  la  here- 
dad de  origen,  siendo  de  advertirqueen  es- 
tas últimas  nuestra  ley  no  reconoce  el  do- 
minio privado  en  parte  alguna  de  su  curso. 

10.— El  nuevo  Código  español  consi- 
dera de  dominio  público  las  aguas  que 
nazcan  continua  ó  discontinuamente  en 
terrenos  del  mismo  dominio  público  y  las 
continuas  y  discontinuas  de  manantiales 
y  arroyos  que  corran  por  sus  cauces  na- 
turales, y  declara  de  dominio  privado 
las  continuas  ó  discontinuas  (|ue  nazcan 
en  ]>redios  de  dominio  privado,  mientrns 
discurren  por  ellos.  La  ley  de  aguas  de 
1870  determina  que  las  aguasestancndas 
son  de  dominio  público,  de  ¡jropiedad  par- 
ticular ó  municipal,  según  pertenezca  á 
la  nación  ó  particulares  ó  á  algún  muni- 
cipio el  terreno  en  que  se  presentan. 

No  hay  diferencia  esencial  entre  el  nue- 
vo Código  español  y  el  chileno  respecto  á 
manantiales  ó  fuentes  que  no  alcanzan  á 
formar  arroyos  ó  cuyas  aguas  no  alcan- 
zan á  salir  del  predio  en  que  se  producen. 
Hay  sí  una  gran  diferencia  en  orden  al  ré- 
gimen de  las  corrientes  que  traspasan  los 
linderos  de  una  heredad,  y  de  ello  trata- 
remos más  adelante. 

( Continuará) 
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EL  PROBLEMA  JURÍDICO  DE  LA  ELEOTRICIDAD  (1> 

Por  Eustaquio  Pilón 

i  Profruor  agregado  á  la  FaeuUml  de  Dencho  (le.  la  l/niversidad  tle  Lille) 


Los  descubrimientos,  á  veces  sensacio- 
nales y  siempre  útiles  que  cada  año  se 
hacen  en  el  dominio  de  las  ciencias  físicas 
y  químicas,  no  sólo  traen  por  resultado 
modiñcaciones  en  el  "mecanismo"  déla 
vida  moderna,  muchas  veces  también  re- 
percuten necesariamente  en  el  dominio  de 
la  ciencia  jurídica.  Después  de  haber  des- 
pertado la  pasión  del  sabio  en  su  labora- 
torio, después  de  haberle  obligado  mu- 
chas veces  á  suprimir  y  borrar  leyes  que 
parecían  definitivas,  para  reemplazarlas 
por  otras  leyes,  vienen  á  excitar  la  cu- 
riosidad del  jurisconsnlto  y  llevan  un  es- 
píritu de  progreso  y  de  innovación  á  la 
adaptación,  á  nuevas  situaciones,  de  los 
textos  ya  envejecidos  y  añticnados.  El 
no  tiene,  como  el  físico,  la  facultad  de  ha- 
cer y  deshacer  las  leyes.  Estas  en  el 
mundo  jurídico,  tienen  la  inmovilidad  y 

( ■ )  Traducido  de  la  "^iw^  TrimtsIrieÜÉ  de 
ti 
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están  rodeadas  del  respeto  que  se  tributa 
á  las  cosas  sagradas.  Y  cuando  se  plan- 
tea uti  problema  que  ellas  no  han  pre- 
visto, levanta  siempre  dificultades,  tanto 
más  delicadas  cuanto  que  siempre  al  de- 
seo de  resolverlo  por  medio  de  las  leyes 
existentes,  se  agrega  el  temor  de  recurrir 
á  la  intervención  tan  larga  y  complicada 
del  mecanismo  legislativo. 

Dificultades  de  esta  naturaleza  se  pre- 
sentan hoy  día  respecto  de  laelectricidad 
y  de  los  fenómenos  eléctricos;  otras  po- 
drán nacer  mañana  con  ocasión  del  ra- 
dio y  de  los  fenómenos  de  la  actividad 
radial. 

No  es  del  caso  recordar  aquí  cómo,  en 
el  curso  del»glo  XIX,  la  electricidad,  con 
una  rapidez  prodigiosa,  ha  llegado  á  ser 
"el  hada  bienhechora  de  nuestra  época", 
ni  es  oportuno  tampoco  enumerar  los 
efectos  calóricos,  mecánicos  y  químicos 
de  la  corriente  eléctrica.  Sólo  queremos 
hacer  notar  que  desde  el  día  en  que  la 
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electricidíld  salió  del  recinto  cerrado  de 
los  laboratorios  para  entrar  en  la  vía  de 
las  aplicaciones  prácticas,  sobre  todo 
desde  el  día  en  que  se  fundaron  socieda- 
des para  explotarla  y  especialmente  para 
transportar  á  distancias,  muchas  veces 
lejanas,  la  corriente  necesaria  para  en- 
cender una  lámpara  ó  activar  un  motor, 
desde  ese  día,  decimos,  al  lado  del  pro- 
blema físico  de  la  electricidad,  apareció  el 
problema  jurídico  de  la  electricidad,  por- 
que el  jurisconsulto  se  vió  envuelto  en 
innumerables  dificultades  de  orden  admi- 
nistrativo, penal,  comercial  y  civil. 

En  derecho  administrativo  tenemos 
los  numerosos  juicios  entablados  por  las. 
sociedades  concesionarias  del  alumbrado 
por  el  gas  contra  las  comunas  que  han 
autorizado  á  otras  sociedades  para  que 
proporcionen  electricidad  á  los  parti- 
culares, facultándolas  para  que  insta- 
len canalizaciones  subterráneas  6  cables 
aéreos. 

En  derecho  penal  se  presenta  la  cues 
tión  de  saber  si  el  individuo  que  sustrae 
fraudulentamente  electricidad  comete  6 
no  el  delito  de  robo,  previsto  y  castigado 
por  el  artículo  379  del  Código  Penal,  Un 
cliente  que  tiene  una  lámpara  instalada 
por  la  Compañía  y  (\ue  la  reemplaza  sin 
su  conocimiento  por  otra  de  mayor  in- 
tensidad y  aumenta  así  la  intensidad  del 
alumbrado  ¿comete  robo?  Y  un  cliente 
que  paga  el  consumo  por  medidor  y  que 
es  bastante  ingenioso  .para  obtener  cier- 
ta cantidad  de  energía  eléctrica  sin  que 
el  medidor  señale  el  consumo  ¿es  6  no 
un  ladrón  ?  ¿  Hay  robo  cuando  un  anti- 
guo cliente  se  alumbra  sin  pagar  un  cen- 
tavo restableciendo  fraudulentamente 
la  toma  de  corriente  sobre  los  hilos  colo- 
cados por  una  sociedad  eléctrica?  ¿Y  lo 
hay  acaso  cuando  un  individuo  que  no  es 


ni  ha  sido  nunca  cliente,  instala  en  su 
casa  todos  los  aparatos  necesarios  pa- 
ra el  alumbrado  y  sin  dar  aviso  á  la  So- 
ciedad comunica  su  instalación  con  el 
alambre  que  llévala  corriente  á  casa  de 
su  vecino? 

En  derecho  comercial  ha  habido  que 
resolver  si  las  sociedades  creadas  con  el 
objeto  de  proporcionar  álos  particulares 
electricidad  á  domicilio,  constituyen  ó  no 
sociedades  comerciales. 

Por  fin,  en  derecho  civil  ha  habido 
que  determinar  la  naturaleza  del  con- 
trato por  el  cual  una  comuna,  en  el  caso 
de  explotación  6  administración,  ó  una 
sociedad,  en  el  caso  de  una  concesión,  se 
obligan  á  llevar  la  corriente  eléctrica  á 
casa  de  los  particulares.  Las  pólizas  no 
dan  á  este  respecto  sino  indicaciones 
muy  vagas.  El  contrato  llamado  "con- 
trato de  abono  ó  de  stiscripción"  está 
generalmente  redactado  en  los  siguientes 
términos:  (1) 

"Con  arreglo  á  tas  condiciones  genera- 
les qae  más  abajo  se  indican^  aceptadas 

mutuamente,  el  señor.       domiciliado  en 

 declara  á  la  sociedad  que  acepta  el 

contratar  un  abono  de  años^  qae  se 

empieza  á  contar  desde  que  se  reno- 
vará por  igual  período  á  falta  de  aviso 
dos  meses  antes  de  la  expiración  de  la  pó- 
liza para  la  provisión  de  la  corriente  eléc- 
trica necesaria  á  lámparas  de  incan- 
descencia de  bujías        lámparas  de 

arco  de  amperes  motores  eléctri- 
cos de  caballos. 

El  canon  mensual  por  el  consumo  del 
ramal  se  £ja,  de  comán  acuerdo^  en  la 
cantidad  de  


(i)  Modelu  (le  contrato  de  la  Sociedad  de 
alumbrado  eléctrico  de  Lille. 
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Hecho  por  duplicaáo  ea. 
Firma  del  nhonndo. 


Firma  de  la  Sociedad." 

Vienen  en  seguida  una  serie  de  artícu- 
los relativos  á  las  condiciones  generales 
de  fibono,  á  la  instalación  del  ramal,  del 
medidor  y  al  pago  (1). 

Pero  es  importante  determinar  con 
fíjeza  la  naturaleza  exacta  deestecontra- 

( I )  Creemos  de  interés  dar  á  conocer  la  for- 
ma en  que  sq  hacen  aquí  en  Santiago  las  insta- 
laciones eléctricas.  Ia  ))ChÍlian  Electric  Tram- 
way  &  Light  Co.  I,td.ii  no  celebra  con  el  intere- 
sado un  verdadero  contrato.  Manifestado  por  el 
particular  el  deseo  de  hacer  una  instalación,  la 
Compaflfa  le  envía  la  siguiente  carta  Impresa: 

"Muí  señor  nuestro: 

Afompañamos  el  presupuesto  pedido  para  ia  ins- 
taiaeiÓH  de        en  su  por  el  valor  de  $  

Le  rogamos  se  sirva  comunicarnos  su  aceptacibn 
y  recabar  ti  permiso  del  propietario  en  la  hoja  que 
si^uey  nos  sustribimos. 

Di  Ud.  atlos.  y  SS.  SS. 

^e  acompaña  planii». 

1.a  hoja  que  sigue,  que  furma  esquela  con  la 
anierior  contiene  el  siguiente  formulario: 

"Muy  señores  míos: 

Acepto  su  presupuesto  para  la  iustaiaeUn  de 

 en  mi.  por  la  suma  total  de  $  i  les 

ruego  se  sirvan  suministrar  energía  eléctrica  para 
m  uso  en  cuanto  esté  concluida. 

Ve  Uds.  Atto,  i  SS. 

VÉASK  CONDICIONRS  Á  LA  VUELTA 

Al  pie  viene  el 

Permiso  del  propietario 
Concedu  permiso  para  que  se  haga  la  ínstala- 


to  de  distribución  de  energía  eléctrica, 
para  conocer  los  derechosy  las  obligacio- 
nes de  las  partes,  para  saber  bajo  el  pun- 
to de  vista  ñscal  qué  contribución  de  re- 
gistro puede  cobrarse  por  la  póliza;  en 
una  palabra,  para  poder  apreciar  todo 
lo  que  está  relacionado  con  la  interpreta- 
ción y  la  ejecución  del  contrato, 

Pero  todas  estas  cuestiones,  con  solo 
la  excepción  de  los  juicios  entablados  por 
las  sociedades  de  alumbrado  de  gas  con- 
tra las  comunas  que  autorizan  el  estable- 

lación  eléctrica  que  precede  en  de  mi  pro 

piedad.  Calle   nüm  

Santingo, —  de   190.... 

PROPIBTARIO 

Y  á  la  vuelta  vienen  las 

Prevenolones  á  los  consumidores 

[.°  Se  prohibe  que  persona  alguna,  sin  autori- 
zación de  la  Compañía,  coloque,  saque  ó  trasla- 
de medidores.  Estos  servicios  se  hacen  gratuita- 
mente. P.i  que  infrin^fiere  esta  disposición  será 
perseguido  críuiinatmente  por  la  Compañía. 

2.  *>  La  Compañía  se  reserva  el  derecho  de  sa- 
car cualquier  medidor  para  txauiinarlo  cuando 
lo  estime  oportuno. 

3.  **  La  Cotn|)aftía  no  coloca  medidores  sino 
en  lugares  accesibles  y  que  presten  entera  faci- 
lidad al  recaudador  encargado  de  tomar  nota  del 
consumo. 

4.  '^  Todo  consumidor  que  mudare  de  domici 
lio,  ó  dejase  desocupada  su  casa  deberá  avisar  á 
la  Compañía  oportunamente. 

5.  *>  La  Compañía  no  responde  por  defectos 
en  la  instalación  interior  una  vez  entregada  ésta 
al  servicio. 

6.0  Toda  reclamación  debe  hacerse  por  escri- 
ta Los  recaudadores  proporcionarán  al  efecto, 
tarjetas  pdstales  dirigidas  á  la  Compañía.  Se  ga- 
rantiza la  exactitud  de  los  medidores  dentro  del 
cinco  p4)r  ciento,  y  no  habrá  lugar  á  reclamo  si 
el  medidor  cumple  cun  este  requisito.  Los  gas- 
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cimiento  de  sociedades  eléctricas  (1)  su- 
ponen la  resolución  previa  de  lo  que  he- 
mos llamado  el  problema  jurídico  de  la 

electricidad.  Este  problema  debe  formu- 
larse así:  ¿Es  la  electricidad  una  cosa 
mueble,  susceptible  de  apropiación  pri- 
vada? 

Si  la  respuesta  es  afirmativa  se  podrá 
deducir  que  el  que  hace  uso  de  la  corrien- 
te, sin  conocimiento  de  la  sociedad  eléc- 
trica, comete  robo  porque  sustrae  frau- 
dulentamente una  cosa  ajena  (2);  que  las 
sociedades  de  electricidad  son  sociedades 
comerciales  (3),  puestp  que  teniendo  por 
objeto  el  suministro  de  una  verdadera 
mercadería,  la  electricidad,  con  la  ayuda 
de  máquinas  y  de  obreros  y  con  el  objeto 
de  obtener  beneficios,  constituyen  empre- 
sas de  manufactura  y  por  consiguiente  se 
consideran  comerciales  y  por  fin  que  el 
contrato  que  liga  á  la  sociedad  con  sus 
clientes  puede  ser  (4)  un  contrato  de  ven- 
ta, sometido  al  derecho  del  2  por  ciento 
y  del  cual  se  derivarían  para  cada  una  de 

tos  de  comprobación  ($  5),  en  reclamaciones  in> 
fundadas,  serán  de  cuenta  del  consumídor.n 

Siguen  las  tarifas  de  arriendo  de  medidores^  de 
alumbrado^  y  de  fuerza  motrit. 

Esas  condiciones,  agregadas  incidental  mente 
al  pie  de  la  aceptación  de  un  presupuesto  de 
in&talacíón  y  de  un  pedido  de  suministro  de  ener- 
gía déctríca  ¿constituyen  un  contrato?  Y  si  se 
resuelve  por  la  afirmativa  ¿qué  contrato  sería? 
En  todo  caso  hay  que  reconocer  que  son  muy 
deficientes.  (Nota  del  Traductor.) 

(i)  En  efecto,  estos  juicios  no  promueven  la 
cuestión  de  saber  si  la  electricidad  es  ó  no  una 
cosa  mueble.  Por  lo  demás,  ya  hemos  estudiado 
en  otra  parte  esta  cuestión. —  V.  Pilón,  Monc- 
polios  MHUHaies,  París,  1899,  pág.  49  y  siguiei  - 
tes.  V.  también  Pie,  2hi/ado  de  legisladiH  iu- 
dustrial^  2."  edic,  pág.  468  y  loi  autores  citados. 

(a)  En  nuestro  Derecho  pueden  también  sus- 
citarse serias  dificuludes  para  distinguir  sí  el  de- 
lito cometido  es  robo  ó  hurto.  Usamos  aquí  la 
palabra  robo  por  ser  más  genérica  y  en  su  signi* 


las  partes  contratantes  los  derechos  y 
obligaciones  ordinarios  de  la  venta,  con 
la  reserva  de  las  estipulaciones  especiales 
que  el  principio  de  la  libertad  de  las  con- 
venciones les  permite insertarenla póliza. 

Por  el  contrario,  si  la  electricidad  no 
es  cosa  mueble  susceptible  del  derecho  de 
propiedad,  es  imposible  considerar  qui- 
hay  una  venta  en  el  contrato  de  distri- 
bución de  energía  eléctrica;  habrá,  más 
bien  un  arrendamiento  de  servicios.  Pa- 
rece difícil,  sí  la  electricidad  no  puede  asi- 
milarse á  una  mercadería,  á  un  objeto 
manufacturado,  decir  que  las  sociedades 
eléctricas  son  comerciales.  Por  fin,  ¿pue- 
de hablarse,  en  verdad,  en  el  significado 
legal  de  las  palabras,  de  un  robo  de  elec- 
tricidad? En  efecto,  sólo  es  robo  segíín  el 
artículo  379  del  Código  Penal  (5)  la  sus- 
tracción fraudulenta  de  una  cosa  mueble 
ajena.  Si  la  electricidad  no  es  cosa  mué 
ble,  no  puede  hablarse  de  robo.  Y  aquí  el 
problemaes  de  especial  importancia,  por- 
que si  bien  en  derecho  civil  se  puede  am- 

ficado  vulgar,  en  que  comprende  tanto  el  robo 
como  el  hurto  jurídicos.  (N.  del  T.). 

(3)  En  nuestro  Derecho,  esta  cuestión  está 
sujeta,  además,  á  la  caliñcación  de  lo  que  son 
adtos  de  comercio,  es  decir,  á  la  resolución  de 
la  cuestión  tan  debatida  de  si  es  ó  no  taxativa 
la  enumeración  que  de  esos  actos  hace  el  artícu- 
lo 3."  del  Código  de  Comercio.  Hacemos  esta  ob- 
servación por  haberse  resuelto  en  una  ocasión 
por  nuestros  tribunales  que  una  Compañía  de 
Teléfonos  no  era  una  sociedad  comercial  sino 
civil.  (N.  del  T.). 

(4)  Decimos  "Puede  ser  una  ventan  para  no 
anticiparnos  á  la  demostración  que  se  hará  en 
la  segunda  parte  üe  este  estudio. 

(5)  Artículo  432  del  nuestro,  que  dice  así:  •'£' 
que  sin  la  voluntad  de  su  duefto,  y  a>n  inimo 
de  lucrarse  se  apropia  cosa  muehU  ajena  usando 
de  violencia  ó  de  intimidación  en  la«  personas  ó 
de  fuerza  en  las  cosas,  comete  robo;  sí  faltan  la 
violencia,  la  intimidación  y  la  fueru*  el  delito  se 
califica  de  hurto,M  (N.  del  T.) 
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pliar  un  texto  á  situaciones  que  no  han 
sido  previstas  por  el  legislador,  si  por 
ejemplo  se  ha  podido  colocar  el  seguro 
de  vida  al  amparo  del  artículo  1121  del 
Código  Civil,  que  sin  duda  no  había  sido 
redactado  con  ese  objeto,  es  sabido  que 
en  derecho  penal  la  ampliación  de  los 
textos  á  infracciones  no  previstas  por  la 
ley,  es  imposible  debido  al  principio  nulla 
¡xena  siae  leffe(l).  ¿No  sería  entonces  ne- 
cesario hacer  una  ley  para  castigar  á  los 
que  en  lenguaje  vulgar  se  llaman  ladro- 
nes de  electricidad,  como  ha  sido  necesa- 
no,  drapués  de  la  creación  de  los  ferroca- 
rriles, constituir  en  delito  especial  el  he- 
cho de  viajar  una  persona  sin  boleto? 


Hay,  pues,  un  problema  jurídico  de  la 
electricidad  cuya  solución  debe  darnos  la 
clave  de  todas  las  dificultades  que  acaba- 
mos de  enunciar.  Pero  ¿cómo  determinar 
la  naturaleza  jurídica  de  la  electricidad 
sin  tomar  en  cuenta  su  naturaleza  física? 

Si  se  plantea  asf  el  problema  se  hace 
muy  difícil  resolverlo,  porque,  si  bien  es 
cierto  que  se  conoce  hoy  día  la  naturale- 
za física  de  la  luz  y  del  calor,  que  se  sabe 
que  los  fenómenos  luminosos  y  calóricos 
se  producen  por  movimientos  vibrato- 
rios del  éter  (2),  no  lo  es  menos  que  no  se 
conoce  de  una  manera  cierta  y  definitiva 
la  causa  que  prodúcelas  cualidades  eléc- 
tricas y  magnéticas  de  los  cuerpos. 

Sin  embargo,  muchos  han  pensado  que 
el  problema  jurídico  de  la  electricidad  de- 
bía resolverse  con  ayuda  de  los  datos 

(i)  Artículo  i.o.  Código  Penal  chileno. 

(3)  E5  al  menos  la  teoría  generalmente  acep* 
tada.  Sin  embargo,  la  teoría  de  la  emisión,  pro- 
puesta por  Newton,  ha  sido  sostenida  en  nues- 
tros dfis  por  Turpio  y  por  M.  Gustave  Le-Bon. 


que  acerca  de  su  naturaleza  física  nos 
proporciona  la  ciencia  contemporánea. 

£n  Alemania,  por  ejemplo,  la  jurispru- 
dencia, apoyada  en  la  doctrina  (3),  se  ha 
negculo  á  aplicar  las  penas  del  robo  al 
individuo  que,  por  medio  de  diversas  ma- 
niobras, usa  fraudulentamente  la  corrien- 
te eléctrica  y  se  ha  dictado  una  ley  esi>e- 
cial  para  castigar  este  delito.  La  razón 
de  ser  de  este  escrúpulo  jurídico  proviene 
precisamente  de  la  naturaleza  física  de  la 
electricidad.  Habiendo  notado  que  en  fí- 
sica se  abandona  más  y  más  la  antigua 
idea  de  considerar  la  electricidad  como 
constituida  por  un  flúido  independiente 
para  no  ver  en  ella  sino  un  estado  del 
medio  dieléctrico,  se  ha  deducido  que  no 
es  una  cosa  susceptible  de  robo.  Sin  em- 
bargo, se  admite  al  mismo  tiempo  que  si 
no  puede  considerarse  como  cosa  en  de- 
recho penal,  bajo  el  punto  de  vista  del 
robo,  es  una  cosa  en  derecho  civil  y  pue- 
de ser  materia  de  un  contrato  de  provi- 
sión. 

Un  jurisconsulto  italiano,  criticando 
la  jurisprudencia  de  su  país  que,  como  la 
nuestra,  admite  el  robo  de  electricidad, 
acentúa  aún,  haciéndola  suya,  la  concep- 
ción alemana  acerca  de  la  naturaleza  ju- 
rídica de  la  electricidad.  Demuestra  ex- 
tensamente, apoyándose  en  la  teoría  eté- 
rica  y  mecánica  de  la  electricidad,  que 
ésta  no  es  una  cosa  sino  un  estado.  "Una 
cosa  dice  (4),  es  una  porción  actual  del 
mundo  exterior,  que  se  puede  tocar,  que 
existe  como  entidad  física.  En  cambio  la 
energía  eléctrica  es  invisible,  impondera- 
ble, incoercible;  no  existe  como  una  enti- 


(3)  V.  los  autores  y  fallos  citadox  más  adelan- 
te en  una  nota. 

(4)  PinA,  Veletificitá  nei  áirUíOy  Milán,  19*0, 

pág.  6,  niim.  5. 
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dad  sino  sólu  como  un  estado."  De  este 
principio  deduce,  por  una  parte,  que  la 
electricidad  es  susceptible  de  propiedad  y 
de  posesión  (l);pero,iK>r  otra  parte,  que 
ella  no  puede  ser  materia  de  un  robo  (2). 

Tenemos  aquí  una  primera  consecuen- 
cia, en  apariencia  bastante  incoherente  y 
contradictoria,  deducida  por  los  juriscon- 
sultos que,  en  el  problema  jurídico  de  la 
electricidad,  se  preocupan  ante  todo  de 
su  naturaleza  física:  laelectricidad  es  una 
cosa  susceptible  de  apropiación  privada, 
pero  que  no  puede  ser  robada. 

Si  pasamos  ahora  á  examinar  las  solu- 
ciones propuestas  por  los  mismos  juris- 
consultos en  lo  relativo  á  la  naturaleza 
jurídica  del  contrato  celebrado  entre  los 
fabricantes  de  electricidad  y  sus  clientes, 
encontramos  las  soluciones  más  variadas: 
contrato  sai generis  para  algunos,  es  pa- 
ra otros  una  venta,  un  arrendamiento  de 
cosas,  nn  arrendamiento  de  servicios, 

A  nuestro  juicio,  hay  que  apartar  re- 
sueltamente ese  raciocinio.  No  es  en  la  na- 
turaleza física  de  la  electricidad  donde 
hay  que  buscar  la  solución  del  problema; 
en  primer  lugar  porque,  en  el  estado  ac- 
tual de  la  ciencia,  la  naturaleza  física  de 
la  electricidad  no  es  sino  una  hipótesis  v 
en  seguida  porque,  por  lo  general,  la  ley 
aprecia  las  cosas  que  son  sujetos  de  dere* 
cho,  sin  preocuparse  de  su  naturaleza  fí- 
sica. 

Primero,  decimos,  hay  que  hacer  abs- 
tracción de  la  naturaleza  física  de  la  elec- 
tricidad, porque  la  ciencia  no  ofrecesobre 
este  punto  sino  una  hipótesis.  Sin  dúdala 
teoría  que  consiste  en  explicar  los  fenó- 
menos eléctricos  por  la  existencia  de  dos 
Huidos,  positivo  y  negativo,  según  Sym- 
mer  y  Coulomb,  por  la  existencia  de  un 

(1)  Ofi.  ai.,  pág.  14,  miras.  11-12. 

(2)  O/,  a'/.f  pági.  18  y  siguientes. 


solo  fiúido,  según  Pranklin,  está  hoy  día 
abandonada;  sólo  por  costumbre  y  por 
comodidad  se  conservan  ciertas  expresio- 
nes, como  por  ejemplo  la  de  "densidad 
eléctrica",  nacidas  en  otro  tiempo  de  la 
teoría  de  los  flúidos.  Debido  á  las  ideas 
enunciadas  por  Ampéres,  ampliadas  y 
verífícadas  especialmente  por  Faraday  y 
Maxwell,  se  supone  hoy  día  que  los  fenó- 
menos eléctricos  se  realizan  en  el  medio 
dieléctrico  en  que  se  manifiestan  las  fuer- 
zas, es  decir,  en  el  medio  aislador  que 
rodea  un  conductor  eléctrico;  que  electri- 
zar un  cuerpo  no  significa  otra  cosa  que 
modificar  la  estructura  de  ese  medio  di- 
eléctrico y  que  las  acciones  recíprocas  de 
los  cuerpos  electrizados  son  simplemente 
el  resultado  de  las  reacciones  elásticas  de 
ese  medio  (3).  Dentro  de  esta  teoría,  los 
fenómenos  eléctricos  se  explicarían,  pues, 
como  los  fenómenos  calóricos  y  lumino- 
sos, por  los  movimientos  vibratorios  de 
esa  sustancia  imponderable,  sin  peso,  es- 
parcida en  todas  partes,  aun  en  lo  que 
llamamos  vacío,  y  que  es  el  éter. 

Maxwell  pudo  ya  establecer  entre  los 
fenómenos  eléctricos  y  los  fenómenos  lu- 
minosos relaciones  numéricas  y  más  tar- 
de la  misma  hipótesis  encontró  nueva 
confirmación  en  las  célebres  experiencias 
de  Hertz.  Hertz  probó,  en  efecto,  que  la 
descarga  de  un  condensador  comunicaba 
al  éter  ambiente  un  movimiento  vibrato- 
rio que  reúne  todas  las  propiedades  de  la 
luz,  que  se  transmite,  de  distancia  en  dis- 
tancia por  medio  de  ondas  que  se  han 
llamado  "ondas  hertzianas",  que  más 
tarde  han  venido  á  promover  la  inven- 
ción de  la  telegrafía  sin  hilo. 

De  sus  experiencias  Hertz  deducía  la  si- 
guíente  conclusión:  "Bn  los  fenómenos 

(i)  Comp.  Mascart,  Zefífns  sur  reittíria/é  it 
k  magnkUsme^  a.*  edtc.  París,  1896, 1. 1.,  pág.  12. 
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que  acabamos  de  estudiar  hemos  visto 
r-ayos  de  fuerza  eléctrica;  tal  vez  habría- 
mos podido  ver,  con  igual  razón,  rayos 
luminosos  con  ondulaciones  muy  largas. 
A  mi  juicio,  los  hechos  observados  pare- 
cen establecer  sin  duda  alguna  la  identi- 
dad de  la  luz,  del  calor  radiante  y  de  los 
movimientos  electro-dinámicos  (1)".  Y 
después  de  otras  experiencias,  Lodge  es- 
cribe (2):  "Hay  pocas  cosas  que  me  pa- 
rezcan más  ciertas  que  éstas:  que  lo  que 
han  llamado  durante  tanto  tiempo  elec- 
tricidad es  una  forma,  mejor  dicho,  una 
manifestación  del  éter," 

Pero,  á  pesar  de  estas  aseveraciones,  no 
puede  asegurarse  que  la  hipótesis  de 
Maxwell  sea  definitiva  y  conforme  á  la 
realidad.  Esa  es,  al  menos,  la  opinión  de 
varios  físicos  eminentes.  M.  Poincaré  ha 
dicho  que  es  ilusorio  creer  que  al^na  vez 
llegue  á  conocerse  la  naturaleza  real  del 
medio  dieléctrico  porque,  en  cuanto  se 
encuentre  una  solución,  se  podrán  imagi* 
nar  también  muchas  otras  que  satisfa- 
gan igualmente  lascondiciones  mecánicas 
exigidas.  "La  explicación  de  todos  los 
fenómenos  de  atracción  y  de  repulsión 
magnética,  como  también  de  inducción 
electro-magnética,  debe  buscarse,  según 
sir  William  Thomson  (3),  en  la  inercia  y 
en  la  presión  de  la  materia  cuyo  movi- 
miento constituye  el  calor.  Ahora,  que  es- 
ta materia  sea  ó  no  electricidad,  que  sea 
un  flúidocontinuo reemplazando  espacios 
intermoleculares  ó  que  ella  misma  esté 
agrapada  en  moléculas;  ó  también,  que 

(i)  V.  Anales  de'  Wiedeman^  enero  i888,  t. 

XXXVI. 

(3)  Las  ieorias  modernas  sobre  la  electricidad^ 
Ensayo  de  una  nueva  teoría,  trad.  Mey]an,  Parf^, 
prólogo,  pág.  10. 
(3)  V.  Reprint  ofpapers,  pág.  419,  citado  por 
Moscart,  op.  cit.  sup,  t.  I,  pág.  765. 


siendo  toda  materia  continua  no  se  deba 
la  heterogeneidad  molecular  sino  á  tor- 
bellinos ó  á  otros  movimientos  relativos 
de  las  partes  contiguas  de  un  cuerpo,  son 
puntos  que  es  imposible  resolver  y  que 
seria  tal  vez  ocioso  discutir  en  el  estado 
actual  de  la  ciencia".  Por  fin,  otro  físico 
escribe  también  (4)  "que  las  diversas  ten- 
tativas para  explicar  mecánicamente  los 
fenómenos  eléctricos,  principalmente  por 
medio  de  movimientos  del  éter,  no  pare- 
cen estar  llamadas  á  dar  ideas  más  jus- 
tas que  las  de  la  teoría  de  los  flúidos". 

No  hay,  pues,  actualmente,  sino  hipóte- 
sis acerca  de  la  naturaleza  de  la  electri- 
cidad. ¿Cómo  entonces  hacer  de  estas  hi- 
pótesis la  base  de  soluciones  jurídicas  y 
tener  la  pretensión  de  dar  una  respuesta 
en  materias  en  que  los  hombres  de  ciencia 
competentes  ponen  aún  una  interroga- 
ción? 

Por  eso  es  inútil  para  el  jurisconsulto 
tratar  de  descubrir  el  misterio  de  la  elec- 
tricidad y  pretender  aparecer  más  físico 
que  los  físicos  mismos,  ya  que,  como  he- 
mos dicho,  la  ley  considera  de  ordinario 
las  cosas  objetos  de  derecho,  no  según  su 
naturaleza  física  sino  según  el  papel  ([uc 
en  el  hecho  desempeñan.  Veamos  la  gran 
clasificación  de  los  bienes  en  muebles  y 
en  inmuebles;  ella  descansa,  en  su  esen- 
cia y  bajo  la  reserva  de  ciertas  distincio- 
nes puramente  convencionales,  en  la  ob- 
servación de  que  ciertas  cosas  tienen  una 
situación  fija,  mientras  otras  están  do- 
tadas de  movilidad.  Se  ha  observado 
como  obran  las  cosas  bajo  el  punto  de 
vista  físico,  pero  de  ningún  modo  se  han 
preocupado  de  la  razón  íntima  de  este 
modo  de  obrar  de  su  naturaleza  física. 

(4)  Vaschy,  Teoría  de  ia  electricidad,  París, 
1896,  t.  I,  Introducción,  pág.  XU. 
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Se  ha  hecho  constar  los  dectos,  pero  no 

se  ha  buscado  la  causa. 

¿No  habría  sido,  por  lo  demás,  una 
investigación  inútil?  ¿Quién  puede  jac- 
tarse de  saber  lo  que  es  en  s¡  misma  la 
materia?  Ayer  no  más  se  aceptaba  de 
buen  grado  el  concepto  atómico  de  una 
materia  compuesta  de  sustancias  real- 
mente distintas,  impenetrables  las  unas 
por  las  otras,  pero  inertes,  es  decir,  aptas 
para  recibir  el  movimiento  sin  poder  pro- 
ducirlo por  iniciativa  propia.  Pero  ocu- 
rre (juc  se  descubre  un  cuerpo  que,  irra- 
diandoespontánea  é  indefinidamente  una 
cantidad  considerable  de  energía  eléctri. 
ca  y  calórica,  sin  pedirla  en  apariencia  á 
ninguna  fuente  visible,  viene  á  trastornar 
ciertas  leyes  físicas  establecidas  y  parece 
realizar  el  movimiento  perpetuo. 

Como  se  ve  es  ocioso,  ó  al  menos  pre- 
maturo, querer  resolver  el  problema  ju- 
rídico de  laelectrícidad  tomando  encuen- 
ta  su  naturíUeza  física.  ¥  puesto  que  la 
clasificación  de  los  bienes  se  ha  hecho 
dejando  á  un  lado  las  diferentes  hipótesis 
acerca  de  la  materia,  ¿no  es  lógico  deter- 
minar la  naturaleza  jurídica  de  la  electri- 
cidad, esto  es,  en  suma,  decir  si  es  un 
bien  y  en  qué  categoría  de  bienes  debe 
colocarse,  haciendo  abstracción  completa 
de  las  hipótesis  presentadas  por  la  física 
para  explicar  su  naturaleza? 

De  manera  que,  en  definitiva,  el  proble- 
ma debe  plantearse  en  los  siguientes  tér- 
minos: ¿Obra  en  el  hecho  la  electricidad 
como  una  cosa  mueble  susceptible  de 
apropiación  privada? 

Sin  tener  muchos  conocimientos  en  elec- 
tricidad, uii  observador  atento  é  impar- 
cial luego  contestará  afirmándolo.  Lo  que 
caracteriza  una  cosa  mueble  es  el  poder 
transportarla  fácilmente  de  un  lugar  á 
otro,  el  ser  perceptible  por  nuestros  sen- 


tidos y  el  poder  ser  medida  para  apreciar 
su  valor  pecuniario.  La  electricidad  pue- 
de transportarse  fácilmente  sea  por  hilos 
conductores,  sea  en  acumuladores,  sea 
sin  la  ayuda  de  ningún  conductor  sólido, 
como  lo  han  probado  las  experiencias  de 
Hertz  y  la  telegrafía  sin  hilos. 

Por  otra  parte,  todos  saben  que  la  co- 
rriente eléctrica  afecta  muchas  veces  de 
un  modo  desagradable  el  sentido  del  tac- 
to. Y  si  bien  es  cierto  que  para  ser  visi- 
ble la  conmoción  del  aire  debería  alcanzar, 
en  la  experiencia  de  Hertz,  la  cifra  de 
quinientos  trillones  de  oscilticiones  por 
segundo  (1),  es,  sin  embargo,  difícil  decir 
que  la  electricidad  es  invisible  después  de 
la  curiosa  experiencia  de  sir  W.  Crookes, 
en  la  que  pueden  verse,  con  ayuda  de  un 
lente,  proyectiles  de  electricidad  negativa 
dotados  de  una  velocidad  de  300.000  ki- 
lómetros por  segundo,  lo  que  constituye, 
como  se  dice,  el  "bombardeo  atómi- 
co" (2). 

Por  fin,  la  corriente  eléctrica  puede  me- 


(1)  Con  su  instrumento,  Herts  ya  había  obte 
nido  una  frecuencia  de  cuatrocientos  á  quinten 
toi  millones  de  oscilaciones  por  segundo;  des 
pués  se  ha  elevado  esa  cifra  á  cincuenta  millares 

(2)  En  esto  consiste  principalmente  esta  ex 
periencia:  se  extiende  sobre  un  marco  circula: 
una  hoja  de  cartón  delgado  cubierta  de  una  lige 
ra  capa  de  sülfuro  dezinc  fosforescente.  Se  coloca 
una  varilla  cerca  del  cartón,  de  manera  que  su 
extremo  diste  medio  milímetro  de  la  superficie 
fosforescente,  y  en  esa  extremidad  se  coloca  un 
pedacíto  (menos  de  un  miligramo)  de  radio.  Sí 
se  lleva  entonces  «te  aparato  i  la  obscuridad  y 
se  observa  con  un  lente  la  parte  de  la  pantalla 
vuelta  hacia  el  radio^  se  ven  puntos  luminosos 
que  aparecen  y  desaparecen  sin  interrupcidn  y 
que  semejan  una  lluvia  de  estrilas  microscó  • 
picas. 

Cada  una  de  estas  chispas  se  debe  al  choque 
de  proyectiles  de  electríddad  negativa  emitidos 
por  «1  radio> 
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üxrse  pof  medio  del  galvanómetro,  con 
una.  precisión  increíble  en  ampéres  (l),en 
voIts(2)  6  en  watts  (3). 

£s  cierto  qtie  la  electricidad  es  impon- 
derable. 

¿Hs  esto  bastante  para  decir  que  no  es 
una.  cosa?  N6,  el  aire  y  en  general  las  sus- 
tancias gaseosasexistían  como  cosas  an- 
tes cjue  se  hubiera  descubierto  que  tenían 
peso.  YcomolodecíaPascal,refíríéndoseá 
Uis  experiencias  de  Torricelli,  que  demos- 
trábanla i>esantez  del  aire,  '*la  ignorancia 
()e  hi  materialidad  del  aire  debe  ser  para 
nosotros  una  advertencia,  y  debemos  con- 
siderarcomo  materia, como  cuerpo,  todo 
ío  que  encontramos  susceptible  de  pro- 
ducir efectos  mecánicos.  Por  eso,  no  sólo 
los  líquidos  y  los  gases  serán  cuerpos, 
sino  que  consideramos  también  como  ma- 
teria, pero  como  materia  cuyo  peso  aun 
no  ha  podido  demostrarse,  sea  por  In  de- 
ficiencia de  nuestros  instrumentos,  sea 
porque  no  existe,  todo  lo  que  se  compren- 
de bajólos  nombres  de  flúido.éter,  etc.." 

¿Qué  puede  deducirse  de  estas  observa- 
ciones, si  no  es  que  la  electricidad  es  una 
cosay  debe  considerarse  enderecho  como 
una  cosa  mueble,  susceptible  de  propie- 
dad? 

Sin  duda  podría  sostenerse  con  perfec- 
ta razón  que,  aunque  la  electricidad  no  es 
un  cuerpo,  es,  sin  embargo,  susceptible  de 
dominio,  ya  que  el  derecho  moderno  ad- 
núte  cosas  incorporales  y  también  pro- 


(i)  £1  ampire  es  U  unidad  de  intensidad  de 
la  comente. 

■    (>)  El  volt  es  la  unidad  de  diferencia  del  ix>- 

tencial. 

(3)  El  watt  es  la  unidad  de  poder,  es  decir, 
el  púder  dttsanrjilado  cuando  una  fuente  de  ener- 
gia.  una  caída,  por  ejemplo,  proporciona  una  co- 
rriente de  un  ampare,  bajo  la  presión,  bajo  la 
fuerza  electro-motriz  de  un  volt 
naicHo 


piedad  sobre  cosas  incorporales  (propw- 
dad  literaria,  artística,  derecho  al  nom- 
bre, etc.)  Pero  la  sencilla  comparación  que 
acabamos  de  hacer  entre  esas  propieda- 
des incorporales  y  la  electricidad,  basta 
para  demostrar  que  hay  en  ésta  algo  más 
que  en  aquéllas.  En  esas  propiedades  in- 
corporales no  hay  sino  entidades  pura- 
mente jurídicas,  inmateriales,  percepti- 
bles por  el  pensamiento,  no  por  los  senti- 
dos y  que  no  son  susceptibles  de  aprehen- 
sión. Aquí,  por  el  contrario,  hay  unacosa 
que  afecta  los  sentidos,  que  es  suscepti- 
ble de  aprehensión  que,  para  decirlo  todo, 
tiene  existencia  objetiva. 

Es  cierto  que  la  aprehensión  se  mani- 
fiesta aquí  en  condiciones  especiales  y  es 
por  esa  razón  que  se  ha  vacilado  en  dará 
la  electricidad  el  carácter  jurídico  de  cosa 
mueble  y  en  admitir  que  pueda  haber,  en 
el  sentido  legal  de  la  palabra,  un  robo  de 
electricidad. 

Sin  embargo,  nos  parece  evidente  que 
para  saber  si  una  cosa  es  suscej^tible  de 
dominio  privado,  basta  ver  si  puede  ser 
aprehendida  y  no  hay  para  qué  buscar 
cómo  puede  serlo.  En  efecto,  son  muy  nu- 
merosos los  modos  de  apropiarse  loscuer* 
pos.  Varían  con  las  cualidades  físicas  de 
cada  uno.  No  se  toma  un  cuerpo  líquido 
como  se  toma  un  cuerpo  sólido,  y  sin  em- 
bargo nadie  negará  que  el  individuo,  que 
por  medio  de  un  recipiente  cualquiera  sus- 
trae fraudulentamente  á  otra  persona 
cierta  cantidad  de  líquido,  es  un  ladrón, 
con  tanta  razón  como  el  que  se  apodera 
con  la  mano  de  un  objeto.  No  se  puede 
tomar  un  cuerpo  gaseoso  como  un  cuer- 
po líquido;  sin  embargo,  unacompañíade 
alumbrado  es  dueña  del  gas  que  está  en 
las  cafierías  y  no  se  pone  dificultad  algu- 
na para  resolver  que  el  individuo  que  se 
alumbra  gratuitamente  por  medio  de  un 
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ramal  colocado  sin  consentimiento  de  la 
sociedad  (1),  comete  un  robo. 

Como  se  ve,  del  hecho  de  que  La  corrien- 
te eléctrica  no  se  puede  aprehender  del 
mismo  modo  que  un  metro  cúbico  de  gas, 
es  imposible deducirque  no  es  susceptible 
de  apropiación  privada,  que  la  fábrica  de 
electricidad  no  es  dueña  de  la  electricidad 
que  produce,  como  la  fábrica  de  gfls,  del 
gas  que  elabora,  y  por  fin,  que  el  que  saca 
un  ramal  de  un  alambre  para  alumbrarse 
gratuitamente  con  electricidad  no  es  uu 
ladrón,  como  lo  es  el  que  sacaun  ramal  de 
una  cañerfa  de  gas. 

Luego,  encuanto  se  abandonan  las  con- 
sideraciones físicas  y  metafísicas  acerca 
de  la  naturaleza  de  la  electricidad  y  de  la 
materia,  para  atenerse  exclusivamente  á 
los  hechos,  á  los  resultados,  se  llega  á 
esta  conclusión:  que  la  electricidad,  que 
de  hecho  se  manifiesta  como  cosa  mueble 
susceptible  de  apropiación  privada,  debe, 
bajo  el  punto  de  vista  del  derecho,  consi- 
derarse como  tal. 

Reconociendo  que  la  electricidad  es  una 
cosa,  se  ha  pretendido,  sin  embargo,  que 
no  era  suscepl  ibie  de  propiedad,  recurrien- 
do para  esto  á  la  teoría  de  las  cosas  res 
nuilius  (2).  Se  ha  dicho  que,  siendo  la 
electricidad  un  flúido  esparcido  en  la  na- 
turaleza, constituye  una  cosa  res  nuIIius, 
es  decir,  una  cosa  que  no  pertenece  á  na- 
die, que  puede  ser  aprovechada  pero  que 
no  puede  llegar  á  ser  propiedad  privada. 

La  objeción  no  es  decisiva.  Descansa  en 
un  error  evidente.  Es,  en  efecto,  un  prin- 
cipio elemental  de  Derecho  Civil  el  de  que 


(1)  V.  Cas.  27  dic.  1889,  Pand.  /r,  i8go. 
T.366J  Roma.  17  nov,  1903,  Jíw.  pen.^  t.  LXII, 
p.  24*. 

(2)  Esto  se  alegó  anle  el  Tribunal  de  Tolos?, 
13  de  mayo  de  1897,  citado  por  Dalloz,  97.  2, 
367  y  en  El  EltcMdstay  1897,  t.  XVII,  pág.  19. 


una  cosa  res  nuIIius  es  una  cosa  suscepti- 
ble de  propiedad  pero  que,  en  su  estado 
actual,  aun  no  ha  sido  apropiada  y  el 
modo  de  adquirir  la  propiedad  de  una 
cosa  res  nuUias  es  la  ocupación.  De  ma- 
nera que  la  teoría  de  la  electricidad  res 
nuIIiuSf  lejos  de  desvirtuar  nuestra  de- 
mostración, nos  lleva  lógicamente,  por  el 
contrario,  á  ver  en  la  electricidad  una 
cosa  susceptible  de  propiedad  privada. 

Para  sostener  que  la  electricidad  no  es 
susceptible  de  apropiación  privada,  ha- 
bría sido  necesario  sostener  que  es  una 
cosa  común,  lo  que  es  muy  diverso;  por- 
que es  aun  un  principio  cierto  en  Derecho 
Civil  el  de  que  las  cosas  comunes  no  pue- 
den ser  materia  del  derecho  de  dominio. 
Por  eso  en  las  notables  discusiones  á  que 
dió  lugar  en  la  Sociedad  de  Estudios  Le- 
gislativos, la  cuestión  de  la  hulla  blanca, 
habiéndose  pronunciado  la  palabra  "pro- 
piedad de  la  fuerza  motriz"  y  habiendo 
pretendido  ciertos  miembros  que  la  enei> 
gía  eléctrica  producida  por  medio  de  fuer- 
zas hidráulicas  naturales  era  res  nuIIius, 
dos  eminentes  profesores  de  la  Facultad 
de  Derecho  de  París,  protestaron  (3).  Hi- 
cieron notar  que  la  fuerza  motriz  no  es 
susceptible  de  apropiación  individual,  que 
la  propiedad  de  la  fuerza  motriz  no  existe 
porque  es  una  cosa  común.  Todo  su  ra- 
ciocinio descansaen  esta  idea:  que  el  agua 
corriente,  como  tal,  es  decir,  considerán- 
dola en  su  estado  de  continua  movilidad 
y  de  renovación  incesante  siendo,  como 
todo  el  mundo  sabe,  una  cosa  común,  la 
fuerza  hidráulica  no  puede  ser  ella  tam- 
bién, sino  una  cosa  común. 

Pero  si  se  considera  exacto  este  racioci- 
nio, ¿resultará  de  él  que  la  corriente  eléc- 

(3)  V.  la  nota  de  los  señores  Massigli  y  Salei- 
lies,  Boietin  de  la  Sociedad  estudios  /egis/atim, 
1902,  págs.  507  y  siguientes  y  i>ág.  372. 
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trícucsuna  cosa  común  no  susceptible  de 
iipropíación  privada?  N6,  porque  es  pre- 
ciso hacer  notar  que,  en  la  discusión  que 
acabamos  de  recordar,  se  consideraba  la 
fuerza  motriz  bajo  un  punto  de  vista  ó  en 
un  momento  enteramente  diverso  de  los 
que  aquí  contemplamos.  Queremos  decir, 
que  consideraban  la  fuerza  motriz  en  el 
momento  en  que  sólo  existe  en  poder,  en 
estado  latente;  antes  de  adquirir  valor  y 
de  ser  aprovechada  por  medio  de  las  má- 
t|tiinas;  se  consideraba  más  bien  la  fuente 
(le  energía  que  ta  energía  misma;  aquí, 
por  el  contrarío,  razonamos  sobre  la 
energía  en  el  momento  en  que  existe  en 
que,  mediante  el  trabajo  del  hombre,  ha 
llegado  á  ser  útil. 

En  efecto,  hay  que  penetrarse  bien  de 
esta  idea:  que,  hablando  con  exactitud, 
no  se  puede  crear  energía  eléctrica.  La 
electricidad  se  obtiene  por  la  transforma- 
ción de  otras  formas  de  energía  que  nos 
otrece  la  naturaleza,  tales  como  el  carbón 
ó  las  caídas  de  agua.  De  manera  que  del 
hecho  de  ser  una  cosa  común  el  agua  co- 
rriente, que  es  fuente  de  energía  eléctrica, 
no  resulta  de  ningún  modo  que  la  ener- 


gía eléctrica  sea,  ella  también,  una  cosa 
común. 

Por  lo  demás,  se  reconoce  que  el  agua 
corriente  misma  puede  dejar  de  ser  una 
cosa  común  y  pnsar  á  ser  propiedad  pri- 
vada susceptible  de  robo.  Esto  sucede 
cuando  una  sociedad,  por  ejemplo,  la  saca 
de  su  lecho  por  medio  de  máquinas  y  la 
lleva  á  cañerías  y  depósitos.  £1  agua  deja 
de  ser  entonces  una  cosa  común  para  pa- 
sar á  ser  una  propiedad  privada.  Y  ¿por 
qué  en  este  caso  no  es  ya  el  agua  una 
cosa  común?  Porque  ya  no  se  la  conside- 
ra como  agua  corriente. 

Del  mismo  modo,  desde  el  momento  en 
que  se  considera  la  fuerza  motriz,  no 
como  parteconstitutivadelagua  corrien- 
te, sino  como  un  elemento  aparte,  deexis- 
tencia  ó  utilidad  propias,  ya  no  es  posi- 
ble hablar  de  cosa  común. 

En  resúmen,  pues,  no  se  puede,  recu- 
rriendo á  la  teoriade  las  cosas  resnallíus 
6  de  las  cosas  comunes,  desvirtuar  la  so- 
lución que  hemos  dado  al  problema  jurí* 
díco  de  la  electricidad:  la  electricidad  es 
una  cosa  mueble,  susceptible  de  apropia- 
ción privada. 


(  Continuará) 
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SECCION  I.— Establecimiento  db  un  ré- 
gimen MATRIMONIAL  UNIFORME  EN  ALE- 
MANIA 

Hasta  1900  reinaba  una  extrema  di- 
versidad en  Alemaniaentre  los  regímenes 
matrimaníí  les  de  los  diferentes  países, 
diversidad  más  grande  tal  vez  que  laque 
existía  en  las  antiguas  costumbres  fran- 
cesas untes  de  la  aparición  del  Código 
Civil. 

En  ninguna  parte  más  que  en  ésta,  se 
hacía  sentir  con  mayor  intensidad  la  nece- 
sidad de  unacodiñcación,  pero  también  en 
ninguna  parte,  tal  vez,  la  dificultad  apa- 
recía más  ardua,  el  problema  más  difícil. 

El  legislador  alemán  se  encontraba  en 
presencia  de  dos  soluciones,  de  dos  siste- 
mas: el  sistema  de  la  unificación  y  el  sis- 
tema que  se  puede  llamar  regional.  En 
este  último,  habría  organizado  y  recono- 
cido varios  tipos  de  regímenes  matrimo- 
niales correspondientes  á  los  principales 
grupos  de  regímenes  en  vigor  en  Alema- 
nia, y  habría  abandonado  &  los  Estados 
particulares  la  elección  del  régimen  que 
(l^bía  ser  adoptado  en  tal  ó  cual  distrito. 


Esta  solución,  si  hubiera  dado  satisfac- 
ción á  las  aspiraciones  y  á  las  tendencias 
locales,  habría  dejado  subsistir  la  inex- 
tricable confusión  que  reinaba  en  esta 
mtiteria.  La  simplificación  y,  por  lo  tan* 
to,  la  unificación,  son  de  la  esencia  de  to- 
da codificación. 

Por  eso  se  optó  por  el  primer  sistema  y 
se  adoptó,  como  en  Francia,  un  régimen 
legal  uniforme,  organizando  aliado  de  él 
cierto  número  de  otros  regímenes  tf  picos, 
abandonados  á  elección  de  los  esposos, 
siguiendo  el  principio  de  la  libertad  de 
las  convenciones  matrimoniales. 

Sección  n.— Libertad  db  las  conven 

CIONES  matrimoniales 


I 


En  Alemania  como  en  Francia,  en  efiec- 
to,Ios  cónyuges  son  dueños  de  organizar 
como  les  parezca  su  régimen  matrimo* 
nial,  sea  que  adopten  uno  de  aqnellos 
que  estánprevistosporelCódigOfSea  que 
combinen  entre  ellos  las  diferentes  cláu- 
sulas que  le  sirvan  de  bates  bajo  w&et- 
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va.  de  las  restricciones  previstas,  por  el 
Código. 

Así,  les  es  prohibido  estipular  de  un  mo- 
do general  uno  de  los  regímenes  mairi- 
moniales  en  vigor  antes  de  la  adopción 
del  Código  y  no  adoptados  por  él,  lo  que 
pasa  en  Alemania  con  el  régimen  dotal. 
Pero  pueden  perfectamente  indicar  en  su 
contrato  de  matrimonio  que  adoptan  tal 
ó  cual  cláusula  constitutiva  de  uno  de 
los  regímenes  matrimoniales  abolidos. 
Por  ejemplo,  se  puede  constituir  una 
dote  en  favor  de  la  mujer  con  cláusula 
de  inaltenabilidad.  Es  ésta  una  facultad 
que  el  Código  francés  deja  igualmente  á 
los  cónyuges  (art.  1390). 

Fuera  de  esto,  un  alemán  no  podría 
tampoco  estipular  por  contrato  de  ma- 
trimonio un  régimen  previsto  por  una  le- 
gislación extranjera  y  que  no  lo  fuera 
por  el  Código,  á  menos  que  el  marido  es- 
tuviera domiciliado  en  el  país  extranjero 
del  cual  adopta  la  ley,  en  el  momento  de 
la  conclusión  del  contrato. 


£1  legislador  alemán  no  haencontrado 
estas  razones  perentorias,  y  ha  autoriza- 
do álos  esposos  á  hacer  y  á  modificar  su 
contrato,  durante  la  duración  misma  del 
matrimonio. 

£n  las  dos  legislaciones,  el  contrato  de 
matrimonio  es  un  contrato  solemne,  de- 
be ser  otorgado  ante  notario,  y  aún  más, 
en  Alemania,  ante  un  juez. 

Sección  iii.— Dr  la  publicidad  del  con- 
trato DE  MATRIMONIO 


Las  cláusulas  matrimonitiles  interesan 
á  menudo  á  los  terceros  que  pueden  con- 
tratar con  la  mujer,  sobre  todo  si  el  régi- 
men adoptado  por  Tos  esposos  es  el  régi- 
men dotal,  pues  entonces  la  mujer  está 
afectada,  relativamente á  sudóte,  de  una 
incapacidad  de  alienar  que  puede  perju- 
dicar á  los  terceros,  si  no  conocen  ó  no 
pueden  conÜKerla  situación  matrimonial. 


II 


n 


Si  el  legislador  alemán  ha  consagrado 
el  principio  de  la  libertad  de  las  conven- 
ciones matrimoniales,  más  liberalmente 
tal  vez  que  el  Código  francés,  ha  renun- 
ciado, en  cambio,  al  principio  de  la  inrau' 
tabilidad  de  dichas  convenciones. 

Para  proteger  á  la  mujer  contra  los 
abusos  de  influencia  posibles  del  marido, 
y  también  para  la  seguridad  de  terceros, 
el  derecho  francés  ha  sentado  la  regla  de 
la  irrerocabilidad  de  las  convenciones 
matrimoniales  durante  el  matrimonio. 
Estas  convenciones  no  pueden  ser  modifí* 
cadas  mientras  dure  el  matrimonio,  de 
donde  se  sigue  que  deben  ser  redactadas 
antes  de  la  celebración  de  aquéL 


£n  Francia,  una  ley  de  10  de  julio  de 
1850  ha  prescrito  una  serie  de  medidas 
destinadas  á  prevenir  los  fraudesy  á  pro- 
teger á  los  terceros;  su  disposición  prin- 
cipal consiste  en  la  obligación  impuesta 
al  oficial  del  estado  civil,  que  procede  á 
la  celebración  del  matrimonio,  de  inter- 
pelar á  los  futuros  esposos  y  á  las  perso- 
nas que  autorizan  el  matrimonio,  pregun- 
tándoles si  han  celebrado  un  contrato  de 
matrimonio,  la  fecha  de  este  contrato,  el 
nombre  y  lugar  de  residencia  del  notario 
que  lo  ha  recibido,  y  de  hacermención  de 
la  declaración  de  los  esposos  en  el  acta 
misma  del  matrimonio. 

X4OS  terceros  que  quieran  contratar  con 
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la  mujer  no  tienen,  pues,  más  que  hacer- 
se presentar  un  extracto  de  su  actade  ma- 
trimonio; si  esta  acta  no  tiene  ninguna 
mención  relativa  á  la  existencia  de  un 
contrato  de  matrimonio,  debe  llamarles 
la  atención,  pues  el  acta  es  incompleta; 
si  el  acta  dice  que  no  se  ha  hecho  ningún 
contrato,  están  suficientemente  protegi- 
dos, porque,  aun  en  caso  de  falsa  decía* 
ración  de  los  esposos  al  notario,  la  mu- 
jer, dice  el  artículo  1391  del  Código  Civil, 
"est  reputée,  á  1'  égard  des  tiers,  capable 
de  contracter  dans  les  termes  du  droit 
commun,  á  moins  que,  dans  l'acte  qui 
contiendra  son  engagement,elle  n'ait  dé- 
claré  avoit  fait  un  contrat  de  mariage". 
Si  se  ha  hecho  un  contrato  de  matrimo- 
nio, los  terceros  no  tienen  sino  pedir  que 
se  les  presente. 

III 

Bn  Alemania,  el  sistema  de  publicidad 
por  registros  especiales  ha  encontrado 
aún  su  aplicación.  Se  han  creado  regis- 
tros matrimoniales  para  recibir  los  ex- 
tractos de  las  convenciones  matrimonia- 
les, como  los  registros  de  comercio  y  los 
registros  matrimoniales  de  la  ciudad  de 
Bremen  y  del  Estado  de  Oldenburgo.  Lle- 
va estos  registros  el  Amsgericht  ó  tribu- 
nal cantona!,  y  es  en  el  registro  del  tribu- 
nal en  cuyo  distrito  el  marido  tiene  su 
domicilio  en  el  que  deben  hacerse  las  ins- 
cripciones. 

Si  el  marido  cambia  de  domicilio,  debe 
hacerse  nueva  inscripción  en  el  registro 
del  nuevo  distrito. 

Esta  inscripción  sobre  los  registros  no 
tiene  lugar  de  oficio.  Ella  no  se  opera  si- 
no á  pedido  de  uno  de  los  esposos  ó  de 
los  dos  conjuntamente,  según  los  casos, 
y  sólo  en  la  medida  de  esta  petición. 

Si  se  trata  de  la  restricción  de  los  dere- 


chos de  la  mujer  en  la  administración  del 
menaje,  de  la  oposición  del  marido  al 
ejercicio  por  la  mujer  de  una  profesión  in- 
dustrial, el  marido  sólo  tiene  el  derecho 
de  requerir  la  inscripción. 

La  inscripción  del  contrato  de  matri- 
monio ó  de  una  decisión  judicial  que  mo- 
difica los  derechos  materiales  de  los  espo- 
sos, la  inscripción  nueva  en  caso  de  cam- 
bio de  domicilio,  tienen  lugarápedtdo  de 
uno  de  los  esposos. 

En  los  demás  casos,  la  petición  del)e 
emanar  de  los  dos  esposos  conjunta  y 
obligatori  amenté. 

Los  registros  matrimoniales  son  públi- 
cos y  todo  interesado  puede  tomar  cono- 
cimiento de  ellos. 


IV 


El  sistema  alemán  tiene  á  su  favor  el 
ser  más  comprehensivo  en  su  aplicación 
que  el  sistema  francés.  La  publicidad  tie- 
ne lugar  para  todo  lo  que  puede  afectar 
la  situación  de  fortuna  de  los  esposos.  La 
ley  francesa  de  1850  no  ha  previsto  sino 
el  solo  caso  de  la  incapacidad  de  la  mujer 
casada  bajo  el  régimen  dotal  ó  bajo  todo 
otro  régimen  referente  á  la  inalienabili- 
dad  de  sus  bienes. 

Pero  el  sistema  alemán  no  presta  los 
servicios  que  podría  prestar,  pues  tiene  el 
grave  defecto  de  estar  desprovisto  de 
sanción. 

Bajo  el  punto  de  vista  de  la  forma  de  la 
publicidad,  el  sistema  francés  tiene  la  in- 
mensa ventaja  de  no  crear  ningún  rodaje 
ni  ningún  Órgano  administrativo  nuevo, 
y  de  operar  la  publicidad  por  el  cumpli- 
miento de  una  formalidad  de  las  más  sim- 
ples y  mejor  concebidas.   Ha  entrado, 
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por  otra  parte,  muy  bien  en  la  práctica, 
y  no  ha  levantado  ninguna  dificultad  de 
aplicación,  ya  que  no  se  ha  registrado 
aún  sentencia  alguna  que  haya  tenido 
que  hacer  la  aplicación  de  la  ley  de  1850. 

SECCIÓN  IV.— SL  RÉGIMEN  LEGAL 


el  que  ha  prevalecido  en  Alemania  como 
régimen  legal. 

Merece  ser  estudiado  con  alguna  aten- 
ción, pues  no  tiene  análogo  en  ningún 
otro  país. 


II 


I. — De  1&  administración  común 


I 


En  Francia,  á  principios  del  siglo  XIX, 
dos  regímenes  principales  estaban  espar- 
cidos en  el  territorio:  el  de  la  comunidad 
mobiliaria,  de  origen  consuetudinario,  y 
el  régimen  dotal,  de  origen  romano.  Co- 
nocida es  la  luchatan  viva  que  tuvo  lugar 
cuando  la  elaboración  del  Código  Civil, 
entre  los  partidarios  de  estos  dos  regí- 
menes y  que  terminó  por  el  triunfo  defini- 
tivo de  la  comunidad  mobiliaria  como 
régimen  legal,  el  régimen  dotal  no  figu- 
rando en  el  Código  sino  como  régimen 
accesorio,  que  no  puede  resultar  sino  de 
una  estipulación  expresa  por  contrato 
de  matrimonio. 

En  Alemania,  donde  el  régimen  dotal 
estaba  todavía  en  vigor,  hatía  sufrido 
con  el  tiempo  tales  transformaciones,  des- 
pojándose más  y  más  de  su  carácter  pri- 
mitivo, y  alejándose  de  su  origen  romano 
para  acercarse  al  sistema  de  la  adminis- 
tración común,  con  el  cual  presentaba 
las  más  grandes  afinidades,  que  sus  tres 
millones  de  adherentes  podían  sin  incon- 
veniente aliarse  á  este  último  régimen, 
practicado  por  catorce  millones  de  súbdi- 
tos  más  ó  menos. 

Por  otra  parte,  la  comunidad,  aun  re- 
ducida á  los  gananciales,  fué  descartada. 

Bs,  pues,  el  régimen  de  la  administra- 
ción común  C  Verwaltungs  gemeinscbaft) 


Como  la  separación  de  bienes,  reposa 
sobre  la  idea  fundamental  de  que  el  ma- 
trimonio no  debe  acarrear  forzosamente 
una  modificación  en  la  propiedad  de  los 
bienes  que  pertenecen  á  los  esposos  antes 
del  matrimonio  y  que  las  rentas  de  éstos 
bienes  deben  servir  á  soportar  las  cargas 
de  éste. 

Hay,  sin  embargo,  entre  los  dos  regí- 
menes esta  diferencia  esencial:  que  la  se- 
paración de  bienes  deja  á  cada  esposo  los 
beneficios  de  sus  rentas,  mientras  que  en 
el  sistema  alemán  todala  administración 
de  la  fortuna  conyugal  por  el  marido 
como  jefe  de  la  familia,  y  todos  los  inte- 
reses ó  beneficios  realizados  durante  el 
matrimonio  pertenecen  exclusivay  defini- 
tivamente al  marido  bajo  la  condición  de 
soportar  solo  las  cargas  del  matrimonio. 
No  hay  excepción  sino  para  los  bienes  re- 
servados de  la  mujer. 

Este  régimen  participa,  pues,  á  la  vez, 
de  la  separación  de  bienes  y  del  régimen 
sin  comunidad. 


III 


Es  preciso  distinguir,  entre  los  bienes 
de  la  mujer,  lo  que  se  llama  bienes  apor- 
tados ( chegut)  y  los  bienes  reservados 
( Yorbebaltsgvt). 

Se  entiende  por  aportes  los  bienes  que 
la  mujer  posee  el  día  del  matrimonio,  y 
los  que  adquiere  durante  él  (art.  1363). 
Sobre  estos  bienes  se  ejerce  el  derecho 
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exclusivo  de  administración  y  de  usufruc* 
to  del  marido. 

Siu  embargo,  todos  los  bienes  que  la 
mujer  adquiere  durante  el  matrimonio  no 
son  considerados  como  aportes.  Hay  mu- 
chos que  entran  en  la  categoría  de  los 
bienes  reserrarfos,  en  que  la  mujer  conser- 
va la  administración  y  el  goce  (arts.  1365 
y  1367). 

Aquí  es  donde  la  ley  alemana  es  origi- 
nal. Ha  tomado  muy  en  cuenta  la  evolu- 
ción de  las  ideas  en  lo  que  concierne  á  los 
derechos  de  la  mujer,  y  ha  resuelto  en  su 
favor  la  cuestión  del  derecho  á  los  bene- 
ficios de  su  trabajo. 

En  virtud  de  un  derecho  de  administra- 
ción y  de  goce  sobre  los  bienes  reserva- 
dos, la  mujer  conserva  á  este  último  tí- 
tulo todas  las  ganancias  debidas  á  su 
trabajo  ó  al  ejercicio  de  una  profesión,  ó 
de  una  industria. 

Son,  además,  bienes  reservados  todos 
aquellos  que  adquiere  la  mujer  por  suce- 
sión ó  por  disposición  testamentaría,  y 
las  cosas  que  sirven  á  su  uso  personal, 
como  los  vestidos,  las  alhajas  y  los  ins- 
trumentos de  trabajo. 

Todos  estos  bienes  son  bienes  reserva- 
dos en  virtud  de  la  ley;  y  se  ve  que  su  im- 
portancia es  ya  muy  grande. 

Pero  puede  haber  además  bienes  reser- 
vados convencionales.  Tales  serán  los  que 
la  mujer  se  había  reservado  por  su  con- 
trato de  matrimonio,  los  que  haya  legal- 
mrate  adquirido  en  lugar  de  estos  últimos 
y  los  que  le  hayan  sido  donados  entre 
vivos  con  estipulación  de  que  serán  re- 
servados. 

Los  príncipales  elementos  de  este  régi- 
men matrimonial  han  sido  tomados  del 
Código  Sajón  y  del  derecho  provincial  de 
la  Marca  de  Brandebourg. 


IV 


Veamos  ahora  cuáles  son  las  faculta- 
des del  marido  y  de  la  mujer,  consideran- 
do sucesivamente  los  bienes  aportados  r 
los  bienes  reservados. 

A)  Bienes  aportados. — El  marido  pue- 
de tomar  los  aportes,  pero  no  tiene  sobre 
ellos  sino  un  derecho  de  administración, 
y  debe  prestarles  los  mismos  cuidados  que 
á  sus  propios  negocios.  La  mujer  tiene, 
además,  el  derecho  de  pedirle  cuenta  de 
su  gestión  cuando  lo  desee,  pero  no  tiene 
el  derecho  de  hacerse  indemnizar  antes  de 
la  disolución  del  matrimonio  por  razón 
de  la  negligencia  del  marido. 

Ella  no  puede  obligarse  en  sus  aportes 
sin  el  consentimiento  de  su  marido,  á  me- 
nos que  su  obligación  tenga  efecto  contra 
él  independientemente  de  todo  consenti- 
miento de  su  parte.  Pasa  lo  mismo  con 
el  "marido,  cuyos  acreedores  no  pueden 
perseguir  su  pago  sobre  los  aportes  de 
la  mujer. 

Ni  el  marido,  ni  la  mujer  pueden  dispo- 
ner solos  de  los  bienes  aportados:  su  mu- 
tuo concurso  es  necesario  para  su  enaje- 
nación. 

Para  los  efectos  de  tal  enajenación, 
hecha  por  la  mujer  sin  el  consentimiento 
del  marido,  hay  que  distinguir,  según  <pic 
la  mujer  haya  dispuesto  de  un  bien  apor- 
tado por  acto  unilateral  ó  por  contrato. 
En  el  primer  caso,  el  acto  de  la  mujer  es 
nulo  y  sin  efectos.  El  marido  debe  ser 
obligado  por  un  acto  unilateral  relativo 
á  los  aportes,  el  marido  y  la  mujer  deben 
serlo  conjuntamente,  si  este  acto  es  una 
obligación  de  la  mujer.  £n  el  segundo 
caso,  es  decir,  si  el  acto  de  disposición  es 
un  contrato,  sus  efectos  dependerán  de 
la  ratificación  del  marido.  Siguiendo  los 
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principius  generak'S  nuf  hemos  espiicsto 

con  Ift  mc^er  fttiede  ete^r  enti^  estas  (lú9 
06lti^<ra£É;  pueHe  colocar  al  marido  en 
estado  de  ratificar  ó  de  hacer  conocer  su 
decisión  relativamente  al  acto  ejecutado 
pO^sD  nn^er,  ó  bien  puede  retí^KetittFsa 
compromiso  mientras  el  marido  lU)^  &a 
ratificado.  Pero  esta  retractación  no  es 
posilíle  sino  en  el  caso  de  que  el  tercero 
haya  ignorado  (|ue  la  nmítér  'lo-  Qt^al 
títU^ba  era  casada  6  que  el^fnando  liHjrB. 
refkHiado  su  consentimiento. 

El  maritlo,  sejíiin  hemos  visto,  no  pue- 
de disponer  de  los  bienes  aportados  sin 

d  cQ9aatiináeñ^4(^  «ft-muj^  y  no  pue^ 
de  obUgane  sóbm^to*^ 

Hay,  sin  embarcí-o,  casos  en  qiSelCLtina- 
ienaciúu  de  los  bienes  aportados  CB  po- 
sible. Será,  por  ejemplo,  cuando  causis* 
tan  CB  dinero  6  en  cd|ü|B  ütngíbles.  EEl 
matido  está  obligadoi  e((  /derto,  á  co- 
locar el  ilinerc)  i|ue  forma  parte  de  los 
aportes  como  si  se  tratase  de  ToikIos  pu^ 
(ulfltr^  fec^  t0d9  fso,  eu  principia,  las 
cosaa  ñmgíM^v^atiikti  A  U  itél 

marido  que  1a#  pjaedi  Cpil$ntaír  á  CfU^ 
de  recmiiolsar  el  valor. 

Si  la  muj*;r  puede  hacer  valer  un  crédi- 
to contra  un  acreedor  qtie  ^de  aer  pa- 
gado Bobre  toa  aportes,  el  marido  puede 
'Q^^ar  iñ  compensación  de  estos  dos  cré- 
(£tOB.  Lo  mismo,  si  la  mujer  t;stá  obliga- 
da á  la  prB9|ací6n  de  una  cosa  compren^ 
m  Ibá  aport^t  el  ituúádó  fmedfe  j^e- 

ctítar  esta  obligación. 

Sí  ae  han  enajenado  bienes  aportados, 
6  si  los  aportes  consisten  en  dinero  y  el 
laib^ó  emplea  los  fósáo»  pravenSéjiitiea 
de  ellos  en  la  adquisición  de  cosas  mue- 
bles, 6  especialmente  de  valores  nomina- 
tivos al  portador,  la  mujer  pasa  á  ser  in- 
mediata y  dittidtteentb  propietaria  á 


menos  de  intención  contraria  netameJite 

lo»  ol^et£»y  ftt^«íílÍ0e  de  menaje  com^ 
prados  para  reemplazar  aquellos  que  han 
sido  aportados  por  la  mujer,  pertenecen 
á  ésta  á  titulo  de  aportes. 

Cuando  un  crédito  ó  un  det«chci  fot^ 
Wmp»e^  áé  kim  4l^rtes  de  la  mujer,  el 
marido  pncfle  hacerlos  valer  judicial- 
mente en  su  propio  nombre;  y  la  senteu- 
dA:f|!6ele  ftutóríce  á  disponer  de  este  de*- 
iccho  sin  el  concurso  dé  jnit  mujei^í^^ 
efecto  respecto  de  ésta. 

Conviene  observar  que  el  marido  no 
está  sometido  á  la  voluntad  de  la  mujer 
«t  ío  (^econdeme  la  «lajenacsd^  de  Ion 
ttp^titíkMítf  SXtO»  de  disposiciónquesoú 
necesarios  A  una  buena  administración. 
For  lo  tanto^  cuando  es  necesario  al  ma- 
ddi>  el  consentimiento  de  su  mujer  para 
laeoiMíltwifin  deun  acto  jni:íd(cd«id!É|)eji« 
sable  para  la  buena  adxniniatracii5il  d& 
sus  aportes,  y  t|uc  la  mujer  le  niepa  sin 
motivo  este  consentimiento,  el  marido 
puede  dirigirle  nt  taitas:!' tutelar  y  pe- 
dirle ta  iiulorkacidn  para  supUr  ni  con- 
sentimiento de  su  mujer.  Tendría  el  mis- 
mo derecho  si  la  mujer  se  encontrase  en 
ta  imposibilidad  de  consentir  jior  ausen- 
cia ó  enfermodiBL^. 

Bl  marido  tiene  el  goce  exclusivo  de  to- 
dos los  bienes  aportados;  es  usufructua- 
rio He  ellos,  y  soporta  á  este  título  las 
cargas  del  usuTrncto:  expensas  conserva' 

tota»  ÓR  td0  i^&m  ^^m^^j  pá^ 

los  tmpCtpAldft,  4É*Ígas  pfibücaa  y  priva- 
das í|ue  graven  estos  mismos  bienes, 
intereses  de  las  deudas.  Pero  si  las  ex- 
pensas que  él  ha  debido  hacer  para 
conservación  6  utilidad  de  loa  l¿0tt^ 
aportados  no  pueden  considerarse  como 
cargas  del  usufructo,  tiene  el  derecho  de 
hacerse  imlcmnizar. 
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Es  á  él  aún  á  quien  incumbe  la  obliga- 
ción de  pagar  los  derechos  en  procesos 
relativos  á  los  aportes,  y  á  procedimien- 
tos penales  contra  la  mujer,  sin  perjuicio 
de  hacerse  indemnizar  con  los  bienes  re- 
servados. 

Sobre  el  marido  sólo,  fjue  tiene  todos 
los  provechos  de  la  asoctacit'm  conyugal, 
recaen  las  cargas  del  niatrinioiiio. 

B)  Bienes  reservados. — En  lo  que  con- 
cierne á  los  bienes  reservados,  la  mujer 
tiene  sola  la  administración  y  aún  la  dis- 
posición. Ella  está  colocada,  en  cuanto  A 
sus  bienes,  en  una  situación  más  inde- 
pendiente aún  que  la  mujer  francesa  se- 
parada de  bieiies,  que  queda  siempre,  en 
lo  referente  á  la  alienación  de  sus  bienes, 
sometida  á  la  autorización  del  marido. 

La  mujer  puede  igualmente  obligarse 
sobre  sus  bienes  reservados,  y  los  gastos 


de  procesos  relativos  á  estas  obligacio- 
nes los  soportan  estos  mismos  bienes. 
Cuando  la  mujer  se  obliga  por  delito, 
responde  aún  con  sus  bienes  reservados, 
y  esta  responsabilidad  se  extiende  á  los 
gastos  de  persecuciones  de  que  ella  es  oh- 
jeto  con  ocasión  de  sus  delitos. 

Son  también  los  bienes  reservados  de 
la  mujer  los  que,  por  una  disposici^ 
bastante  curiosa»  responden  de  los  gas- 
tos de  procesos  entre  los  cónyuges,  cuan- 
do estos  gastos  no  han  sido  cargados 
expresamente  ála  cuenta  del  marido. 

Si  la  mujer  tiene  la  Ubre  disposición  de 
los  bienes  reservados,  ella  no  está  menos 
obligada  á  contribuir  á  las  cargas  del 
matrimonio  proporción almente  á  la  in- 
suñciencia  de  sus  aportes. 

f  Continuará  i 
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UNA  CÜESTIÓN  TRANSITORIA 

BREVES  APUNTACIONES  SOBRE  Kíi  EFECTO  RETROACTIVO  1)E  LAR  LEYES 


Exposición  de  la  cuestión  transitor.'a. — 
Significado  jurídico  de  la  retroactivi- 
dad. 

El  artículo  1618  del  Código  Civil,  ha- 
blando sobre  el  pago  por  cesión  de  bie- 
nes, disponía: 

"La  cesión  comprende  todos  los  bienes, 
derechos  y  acciones  del  deudor,  excepto 
los  no  embargables. 

No  son  embargables: 

1'  Las  dos  terceras  partes  del  salario 
de  los  empleados  en  servicio  público, 
siempre  que  ellas  no  excedan  de  novecien- 
tos pesos;  si  exceden,  no  serán  embarga- 
bles  los  dos  tercios  de  esta  suma  ni  la  mi- 
tad del  exceso. 

La  misma  regla  se  aplica  á  los  monte- 
[tfos,  á  todas  las  pensiones  temunerato- 
rías  del  Estado,  y  á  las  pensiones  alimen- 
ticias forzosas." 

£1  artículo  1624  del  mismo  Código 
agrega  que  "lo  dispuesto  acerca  de  la  ce- 
sión en  los  artículos  1618  y  siguientes  se 
aplica  al  embargo  de  los  bienes  por  ac- 
ción ejecutiva  del  acredor  ó  acreedores". 


El  Código  de  Procedimiento  Civil  que 
empejcó  á  regir  el  1'  de  Marzo  del  año  en 
curso  (1),  modificó  estas  disposiciones,  ó 
mejor  dicho,  amplió  las  condiciones  de 
inembargabilidad  de  algunos  bienes;  y  en 
su  artículo  466  dispuso: 

"No  son  embargables: 

1'  Los  sueldos,  las  gratificaciones  y 
las  pensiones  de  gracia,  jubilación,  retiro 
y  montepío  que  pagan  el  Estado  y  las 
municipalidades. 

Sin  embargo,  tratándose  de  deudas  que 
provengan  de  pensiones  alimenticias  de- 
cretadas judicialmente,  podrá  embargar- 
se la  tercera  parte  del  sueldo,  gratifica- 
ción, pensión  de  gracia,  jubilación,  retiro 
ó  montepío,  siempre  que  no  excedan  de 
novecientos  pesos,  i  la  mitad  del  exceso." 

Y  en  su  inciso  final  agregó: 

"Son  nulos  y  de  ningún  valor  los  con- 
tratos que  tengan  por  objeto  la  cesión, 
donación  ó  transferencia  en  cualquier  for- 
ma, ya  sea  á  título  gratuito  ú  oneroso,  de 
las  rentas  expresadas  en  el  número  pri- 
mero de  este  artículo  ó  de  alguna  parte 
de  ellas/' 

(i)  £1  presente  estudio  fué  escrito  en  el  mes 
de  diciembre  de  1903.—^.  dt  la  D. 
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La  aplicación  de  este  artículo  del  C6di_ 
go  de  Procedimiento  Civil,  ha  dado  lugar 
en  la  práctica  á  numerosas  controversias 
nacidas  del  efecto  que  esa  disposición  pu* 
diera  tener  sobre  los  embargos  trabados 
con  anterioridad  á  la  fecha  en  que  entró 
en  vigencia  este  Código. 

El  hecho  á  que  esas  controversias  se  re- 
fieren es  en  extremo  sencillo  y  breve.  Un 
empleado  en  servicio  público  celebra  un 
coqtrato  de  mutuo;  no  paga  á  su  vencí" 
miento,  y  da  lugar  á  un  juicio  ejecutivo 
en  el  cual  se  le  embargan  sus  únicos  bie- 
nes, los  sueldos  que  recibe  del  Estado  ó  de 
la  Municipalidad:  todo  esto  bajo  el  impe' 
rio  de  leyes  que  dan  ese  derecho,  ó  si  se 
quiere,  que  autorizan  ese  procedimiento^ 

¿La  situación  creada  ha  podido  alterar- 
se por  la  ley  posterior?  El  artículo  466 
del  Código  de  Procedimiento  que  declara 
inembargables  los  sueldos  de  los  emplea- 
dos en  servicio  público  ¿ha  alzado  los  em- 
l>argos,  ha  extinguido  el  derecho  que  el 
acreedor  puso  en  ejercicio?  En  otros  tér- 
mino, el  artículo  466  se  aplica  ó  no  se 
aplica  con  efecto  retroactivo. 

Tal  es  la  cuestión  de  derecho. 

Estos  conflictos  sobre  el  alcance  de  las 
leyes,  sobre  los  límites,  mejor  dicho,  mar- 
cados por  el  tiempo  al  imperio  de  las  re- 
glas del  derecho,  constituyen  una  de  las 
materias  más  abstractas  de  la  ciencia  ju- 
rídica, en  que  no  siempre  es  fácil  formarse 
un  concepto  cabal  y  en  que  es  siempre  di- 
fícil expresarse  con  claridad. 

Con  este  justificado  temor,  que  es  al 
mismo  tiempo  una  excusa,  vamos  á  avan- 
zar alguncLS  ideas  j  á  buscar  una  solu- 
ción que  pueda  servir  de  norma  para 
resolver  las  variadas  y  complejas  cues- 
tiones á  que  da  lugar  el  efecto  retroacti- 
vo de  los  leyes. 

Al  hablar  de  efecto  retroactivo  de  las 


leyes  no  necesitamos  decir  que  nos  referi- 
mos á  la  aplicación  inmediata  de  la  ley 
sobre  las  situaciones  existentes,  ó  sea,  á 
lo  que  los  jurisconsultos  llaman  la  apli- 
cación in  acta. 

Una  sentencia  reciente  de  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Talca  ha  considerado  que 
en  esta  materia  de  embargo  de  sueldos 
"la  verdadera  retroactividad  consistiría 
en  mandar  devolver  al  ejecutante  en  nom- 
bre de  la  nueva  ley  las  mensualidades  que 
hubiese  ya  percibido  del  ejecutado  y  no 
en  reducir  á  sus  límites  justos  el  respecti- 
vo mandamiento  de  embargo,  cuya  ac- 
ción no  ha  podido  llegar  hasta  bienes 
aún  no  adquiridos  por  el  deudor  y  que  la 
ley  declaró  inembargables  antes  que  á 
ellos  llegase." 

Nos  parece  que  este  concepto  es  erró- 
neo. 

En  tesis  general  se  llama  ley  retroacti- 
va la  que  rige  el  pasado.  Pero  esta  expre- 
sión no  debe  tomarse  en  sentido  literal. 
Rl  pasado  comprende  no  sólo  los  hechos 
pretéritos,  sino  tamliién  las  consecuen- 
cias ó  efectos  de  los  hechos  realizados, 
que  en  la  actualidad  están  pendientes  y 
que  se  cambian  ó  modifican  en  peijuicio 
de  las  i^ersonas  á  quienes  afectan. 

Las  leyes  pueden  regir  el  pasado  en  un 
doble  sentido,  en  cuanto  ejercen  su  ac- 
ción sobre  las  consecuencias  de  los  actos 
jurídicos  posteriores  á  la  ley  nueva  y  en 
cuanto  abrazan  también  el  tiempo  trans- 
currido entre  los  hechos  jurídicos  y  la 
nueva  ley. 

Esta  última  fórmula  no  tiene  hoy  día 
sino  un  interés  meramente  histórico.  El 
progreso  general  de  la  civilización  ha 
ido  afianzando  las  garantías  de  estabili- 
dad social,  y  hoy  no  se  concibe  tma  dis- 
posición legislativa  que  anule  los  hechos 
pasados  ó  modifique  las  consecuencias 
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de  ellos,  anteriures  á  la  promulgación  de 
la  ley,  sino  como  un  violento  desvío  de 
las  reglas  más  imperiosas  que  dominan 
esta  materia. 

La  fórmula  que  la  ley  no  tiene  efecto 
retroactivo,  debe,  pues,  entenderse  mo- 
raímente  en  el  sentido  de  que  ella  se  refie- 
re al  mantenimiento  de  las  relaciones  de 
derecho  con  su  naturaleza  y  eficacia  pri- 
mitivas. 

Toda  vez  que  la  ley  rige  el  pasado  en  el 
sentido  de  reglar  actos  que  tienen  su  ori- 
gen bajo  la  ley  antigua,  que  altera  una 
situación  existente,  ó  modifica  los  efectos 
próximos  ó  remotos  de  hechos  ya  acae- 
cidos, en  una  palabra,  toda  vez  que  la 
ley  no  dispone  para  lo  futuro,  se  entiende 
que  retroobra,  es  decir,  que  tiene  efecto 
retroactivo;  yes  precisamente  á  este  gra- 
do de  retroactividad  al  que  nos  referimos 
en  el  presente  estudio. 


II 


Principios  fundamvntnles  de  la  no  retro' 
actividad  de  las  leyes 

Examinemos,  en  tesis  general,  los  priii- 
cipios  fundamentales  sobre  lairretroacti- 
vidad  délas  leyes,  como  medio  de  fijar  las 
ideas  en  estamateria.  Oigamos  primera- 
mente la  opinión  de  un  filósofo  más  que 
un  jurisconsulto. 

Benjamín  Constant  escribía  en  1808, 
á  propósito  de  la  discusión  de  las  leyes 
sobre  la  prensa: 

"La  retroactividad  es  el  mayor  aten- 
tado que  la  ley  puede  cometer;  ella  rom- 
peel  pacto  social,  anula  las  condiciones 
en  virtud  de  las  cuales  la  sociedad  tiene 
el  derecho  de  exigir  obediencia  del  indivi- 
duo; porque  ella  le  arrebata  las  garan- 
tías que  le  aseguraba  en  cambio 


obediencia  que  es  un  sacrificio.  La  re- 
troactividad quita  á  la  ley  su  carácter; 
la  ley  que  retroobra  no  es  ley". 

Estas  palabras  no  encierran  un  con- 
cepto jurídico,  sino  la  expresión  de  la 
base  fundamental  del  principio;  y  van 
dirigidas  más  al  legislador  que  al  juez. 
Veamos  una  opinión  jurídica: 
"El  oficio  de  las  leyes  es  reglar  el  por- 
venir (dice  Mr,  Portalis,  en  la  segunda 
Esposición  de  motivos  deltítulo  Idel  Có- 
digo Napoleón);  el  pasado  no  está  en  su 
poder. 

En  todas  aquellas  partes  en  que  la  re- 
troactividad de  las  leyes  fuera  admitida, 
no  sólo  no  existiría  la  seguridad,  sino 
que  ni  aun  la  sombra  de  élla. 

La  ley  natural  no  está  limitada  ni  por 
el  tiempo  ni  por  los  lugares,  porque  ella 
pertenece  á  todos  los  países  y  á  todos  los 
siglos. 

Pero  las  leyes  positivas  ((ue  son  obras 
de  los  hombres,  no  existen  para  nosotros 
sino  cuando  se  promulgan,  y  no  pueden 
tener  efecto  sino  cuando  existen. 

La  libertad  civil  consiste  en  el  derecho 
de  hacer  lo  que  la  ley  no  prohilje:  se  mira 
como  permitido  todo  lo  que  no  está  ve- 
dado. 

¿Qué  llegaría  á  ser  la  libertad  cívil,  si 
el  ciudadano  pudiera  temer  verse  de  re- 
pente expuesto  al  peligro  de  ser  fiscaliza- 
do de  nuevo  en  sus  acciones,  ó  turbado 
en  sus  derechos  adquiridos,  por  una  ley 
posterior? 

No  confundamos  los  fallos  con  las  le- 
yes. De  la  esencia  de  los  fallos  es  regla- 
mentar el  pasado,  porque  ellos  no  pueden 
recaer  sino  sobre  acciones  entabladas,  y 
sobre  hechos  á  los  cuales  ellos  aplican  le- 
yes existentes.  Pero  el  pasado  no  podría 
estar  en  el  dominio  de  leyes  nuevas  que 
no  lo  rigen. 
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Kl  poder  legislativo  es  la  omnipoten- 
cia humana. 

La  ley  establece,  conserva,  cambia, 
modifica,  perfecciona,  destruye  lo  que 
existe  y  crea  lo  que  no  existe.  La  cabe, 
za  de  un  gran  legislador  es  una  especie 
de  Olimpo,  de  donde  nacen  estas  vastas 
ideas,  estas  concepciones  felices  que  pre- 
siden la  ventura  de  los  hombres  y  el  des- 
tino de  los  imperios.  Pero  el  poder  de  la 
ley  no  puede  extenderse  hasta  las  cosas 
que  ya  no  existen,  y  que,  por  lo  mismo, 
están  fuera  del  alcance  de  todo  poder. 

El  hombre  que  no  ocupa  sino  un  punto 
en  el  tiempo  y  en  el  espacio,  serla  un  sér 
profundamente  desgraciado,  si  no  pudie- 
ra creerse  seguro  siquiera  en  su  vida  ya 
pasada.  Para  esta  porción  de  su  existen- 
cia ¿no  ha  soportado  ya  todo  el  peso  de 
su  destino?  El  pasado  puede  dejar  amar- 
garas, pero  pone  término  á  todas  las  ¡n- 
certidumbres.  En  el  orden  de  la  natura- 
leza, no  hay  nada  incierto,  sino  el  porve- 
nir, pero  la  íncertidumbre  está  sostenida 
por  la  esperanza,  esta  compañera  fiel  de 
nuestra  debilidad.  Sería  hacer  imperar  la 
triste  condición  de  la  humanidad  querer 
cambiar  por  el  sistema  de  la  legislación 
el  sistema  de  la  naturaleza,  y  hacer  re* 
vivir  nuestros  temores  por  nn  tiempo 
que  se  fué,  sin  devolvemos  nuestras  espe- 
ranzas. 

I^os  de  nosotros  la  idea  de  esas  leyes 
de  dos  caras  que,  teniendo  sin  cesar  un 
ojo  en  el  pasado  y  el  otro  en  el  porvenir, 
agotarían  la  fuente  de  la  confianza,  y 
vendrían  á  ser  un  principio  eterno  de 
injusticia,  de  trastorno  y  de  desorden. 
¿Por  qué,  se  diría,  dejar  impunes  abusos 
que  existían  antes  de  la  ley  que  se  pro- 
mulga para  reprimirlos?  Porque  no  es 
necesario  que  el  remedio  sea  peor  que  la 
enfermedad.  Toda  ley  nace  de  un  abuso. 


No  habría,  pues,  ley  alguna  que  no  de. 
biera  ser  retroactiva.  No  puede  exigirse 

que  los  hombres  sean,  antes  de  la.  ley,  lo 
que  no  deben  llegar  á  ser  sino  en  virtud 

de  la  ley"  (1). 

"Para  determinar  de  una  manera  pre- 
cisa, dice  Merlin,el  carácter  de  la  irretro- 
actividad  legislativa  y  las  condiciones 
requeridas  para  que  una  ley  pueda  ser 
considerada  como  retroactiva,  es  necesa- 
rio fijarse  bien  en  el  motivo  que  ha  hecho 
proclamar  el  principio  tutelar  de  la  no 
retroactividad  de  las  leyes. 

"Este  principio  no  ha  sido  escrito  sobre 
el  frontispicio  de  las  leyes  romanas  y  de 
nuestras  propias  leyes,  sino  para  servir 
á  los  miembros  de  la  sociedad  de"  garan- 
tía contra  los  caprichos  del  legislador, 
para  impedirle,  sea  violar  su  seguridad 
individual,  haciéndole  castigar  el  día  de 
hoyen  razón  de  un  hecho  de  ayer,  que  no 
estando  prohibido  cuando  ha  tenido  lu- 
gar era  por  eso  sólo  permitido,  sea  aten- 
tar á  su  propiedad  despojándolo  de  bie- 
nes ó  de  derechos  que  había  adquirido 
bajólos  auspiciosdelas  leyes  precedentes. 

"En  vano  se  buscaría  en  otra  parte  el 
motivo  de  este  gran  principio;  está  allí 
todo  entero  y  no  está  sino  allí*'  (2). 

Un  jurisconsulto  moderno,  Marcel  Fla- 
niol,  agrega,  por  su  parte: 

"El  principio  de  la  no  retroactividad  es 
una  de  las  grandes  reglas  de  Derecho. 

Las  razones  que  han  hecho  establecer 
este  principio  son  muy  sencillas.  Es  la 
salvaguardia  necesaria  á  los  intereses  in- 
dividuales. 

No  habría  ninguna  seguridad  para  los 
particulares,  si  sus  derechos,  su  fortuna, 

(i)  Loc9.L—LégzstatíoH  mñte,  CQmtHiale  ti 
criminelle  de  la  Frarue^  tom.  \  °,  pág.  577. 

(3)  Merun,  Rep.  V.  Effei  reiroacíif.  t  16, 
pág.  a  30. 
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au  condición  personal»  los  efecto»  de  sus 

ñútante  serpuestot  «t  cuestión,  niodifi- 
cados^  suprimidos  por  un  oiunbíq  vo- 
luntad áii  legislador. 

Bl  interés  geueroJ  c^ue  no  es  aqu!  «no 
3a  resaltante  de  loa  intereses  individnaks, 
exige,  pues,  que  lo  que  ha  sido  hecho  n-- 
gularmente  bajo  el  imperio  de  una  ley  sea 
vonsideradu  como  válido,  y  por  consi- 
geímUi^  estable^  aun  de8pu£»i^  ^Atú* 

Tntlavíaílfjrcgaremfjs  [inaitpinión  más 
para,  a^ireeiar  la  continuidad  de  vistas 
^11^  cii>Ma  metería  ha  dominado  desde 
|00  UtitN^  preparatófiav  det  Céd^> 
Napoleón  hasta  nuestros  días. 

Un  eminente  Jurista,  profesor  de  la  Uni- 
versidad de  San  Petersburgo,  dice  en  una 
6bra  rédente: 

"£1  carácter  4&  «ftdía  lt«cbo  déf^de 
principalmente  del  medio  en  el  cuiil  ha  si- 
do realizado.  Puede  decirse  que  la  Ic3'  en 
la  esfera  de  la  eual  se  ha  enmpliihi  uu  lie- 
i^lH^lSetcrminado  es  comti  aáit  parte  de  la 
atlÍIÓflfeta>.4C)di£t  que  rodea  este  heciiu  y 
^lerniiua  su  cumplimiento  Sietulo  un 
Iwcbo  una  acción  del  hombre»  ^^ría  por 
.'ile^¡&¡8''&^fl^tlo  juzgarlo  según  una  leyqoti 
cdte  bom^'iti)  bii  podido  tim^mvlitli. 
al  tiempo  de  realizarlo. 

"El  principio,  según  ci  cual  la  lev  nueva 
no  debe  ser  aplicada  antes  que  ella  sea 

Tfome^&áa,óe(iotro«  t^n^ó^oÉ^d^^na* 
dpioa^tin  el  cual  tfi^ló^  nad^  lenet 
efecto  retroactivo,  te  tlj^jía Hfio  «obre 
utras  consideraciones. 
"BI  poder  del  Batado  que  renunciara  á 


pitan  ^os  hechos,  uu  tal  poder  minarla 

sus  prót^^ia  kyeti  iodo  catácter  oVIi^- 

torio. 

"l<a  confección  de  ias  leyes,  ai  atribuir* 
kflf  un  efecto  Mirónctiro,  no  darla  ¿  ^ 
tcta  lCjreft  lHl  carácter  general,  objetivo  ¿ 

imparcial.  Cuando  se  hacen  leyes  aplica- 
bles  solamente  para  el  porvenir,  se  ÍLinn- 
ra  en  absoluto  á  cuáles  hechos  habrá  que 
ilpitkarlas,  contra  qniénes  y  para  qaiénefi 
euaa  leyes  servirán;  y  así,  las  considera- 
ciones subjetivas,  persona les^  dcsaprirL*- 
ten  delante  de  otras  de  un  carácter  más 
general,  mfta  objetiVOi  ^ntt^áÉStlkíty, 
ni  ^míflftefbi  fiara  apUcar]k4  ]Kebos  ya 
cumplidos,  conocidos  de  todo  el  mtntdOi 
las  consideraciones  subjetivas  pasarían 
al  primer  rango,  y  la  ley  podría  asi  lle- 
gar £  ieoim^rs«'llcili|i^  en  una  arma 
personal  á  tal  Ó  cual  ÍnáÍTX¿bi9^ 

"Tales  son  los  arf^innentos,,  tíintiniKi 
el  profesor  ruso,  que  nos  obligan  á  acejj- 
tíir  para  determinar  la  correlación  entre 
las  leyes  de  diferentes  épocáii,  el  ]^t;iñeíplo 
que  todo  hecho  debe  ser  juzgado  según  la 
lev  bnjo  L'l  inqictio  de  la  cual  ha  sido 
cumplido'''  {2). 

Ui  principio  de  ia  lUf  t«tl^^itftál«ÍÍ|^ 
las  leyes  está,  pues,  fondado  ea  la  Aat% 
raleza  y  en  la  tornea  de  las  cosas. 

Siendo  la  ley  una  regla  obligatoria  de 
conducta,  es  de  su  esencia  inaudar,  pro- 
éiháw  ó  pepmkSrí  no  puede  ten^- 0|£O 
objet(í. 

Ahí.ira  iiit-n,  sería  absurdo  inundar,  ])ro- 
hibir  ó  permitir  lo  que  ya  se  ha  verifi- 
cado. 

Pfcedi^i  núes,  tea^^isriíb* 
acto$  mterhrmmi»  «nmjitidí»:«  nii 


(s)  Pi-ANiOL,  Traité  Eiémtittaín  4i  Dfsii  Ci-  (a)  Kobkuonov,  Oh«  áe  fltí^  ^b^ntk 
^X.  I.»  pág.  96.  du  JJroi/,  1903,  pág.  518. 
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puede  obrar  sobre  el  pasado,  ó  en  otros 
términos,  no  puede  tener  c&cto  retroac- 
tivo. 

Marcadé  llama  á  esto  "una  verdad  ma- 
temática que  no  es  susceptible  de  niguna 
especie  de  excepción";  naturalmente  en 
teoría  (1). 

De  la  misma  manera  sería  absurdo  que 
se  obligara  á  cumplir  una  ley  que  no  se 
había  dictado  6  que  no  era  aún  conoci- 
da. La  ley  no  obliga  sinn  en  virtud  de  su 
promulgación;  la  promulgación  del>crá 
hacerse  en  el  periódico  oficial;  es  decir,  es 
indespensable  la  publicación  de  la  ley 
para  que  ella  surta  efecto. 

El  principio  de  la  no  retroacttvidad  de 
las  leyes  se  basa,  pues,  no  sólo  en  la  ga- 
rantía de  estabilidad  y  certídumbrcdelos 
derechos,  que  es  inherente  al  manteni- 
miento de  la  sociedad,  sino  también  en 
las  condiciones  que  la  ley  necesita  para 
que  ella  exista  y  pueda  ser  obedecida. 


III 


Objeto  del  precepto  legal  de  ht  no  re- 
troHctividad. — Su  alcance  con  rela- 
ción al  legislador, — Leyes  que  por  su 
naturahxa  retroobran.  —  Aplicación 
del  principio  á  las  leyes  de  orden  pú- 
blico y  á  las  leyes  prohibitivas. 

El  artículo  9''  del  Código  Civil  chileno, 
consigna  el  principio  de  la  no  retroacti- 
vidad  de  las  leyes  en  los  términos  siguien- 
tes: *'Ln  ley  puede  sólo  disponer  para  lo 
futuro,  y  no  tendrá  jamás  efecto  retroac- 
tivo". 

La  primera  pregunta  que  ocurre  á  la 
mente  al  estudiar  este  articulo,  es  relati- 


va al  objeto  que  se  ha  tenido  en  vista  al 
cstamjiar  tal  disposición  en  un  cuerpo  de 
leyes  como  el  Código  Civil. 

La  amplitud  de  sus  términos  le  da  el 
carácterde  una  regla  constitución  al,  apli' 
cable  á  todas  las  leyes  en  genera.!;  y  con- 
siderada como  precepto  de  derecho  civil 
positivo,  no  podría  ser  aplicado  á  otros 
cuerpos  de  leyes  que  no  lo  reproduzcan 
expresamente;  dentro  de  las  prescripcio- 
nes del  Código  carecería  de  objeto  toda 
vez  que  estaría  sometido  á  la  redacción 
y  alcance  de  las  demás  disposiciones  con- 
tenidas en  el  mismo  Código. 

Si  el  oficio  de  la  ley  es  reglar  el  porve- 
nir, si  no  puede  cumplirse  una  ley  que  no 
se  ha  dictado,  parece  que  la  no  retroacti- 
vidad  de  las  leyes  es  un  principio  que  no 
necesita  estamparse  en  la  legislación, 
porque  nace  de  la  naturaleza  de- las  cosas 
y  de  la  lógica  inmntable  de  la  existencia 
de  los  hechos. 

Estas  ideas  se  presentaron,  como  era 
natural,  á  la  mente  de  los  redactores  del 
Código  de  Napoleón,  pero  no  por  eso  dejó 
de  establecerse  en  términos  absolutos  la 
irretroactividad  de  las  leyes. 

"Hay  verdades  útiles,— decía  Portalis, 
— que  no  basta  publicar  una  vez,  que  es 
necesario  publicar  siempre  y  que  deben 
sin  cesar  herir  los  oídos  del  magistrado, 
del  juez  y  del  legislador,  porque  ellas  de- 
ben constantemente  estar  presentes  en  su 
espíritu"  (2). 

Y  teniendo  en  vista  estas  ideas  se  es- 
tampó en  el  Código,  como  dice  Duranton 
"este  principio  conservador  de  la  fortu- 
na, del  honor  y  de  la  vida  de  los  cíndadn- 
nos".  "La  ley  nodispone  sino  para  el  por- 


(i)  Marcadé,  ExpHcatíon  du  Codt  Civil,  1. 1.' 
pig.  43. 


(2)  Segunda  exposición  de  Motivos  del  Titu- 
lo preliminar.  LocRÉ,  Legislation  Civil,  t.  1.*,  pá- 
gina 577. 
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venir,  ella  no  tiene  efecto  retroactivo.'* 
Código  Civil  francés,  artículo  2'  (1). 

£1  título  preliminar  del  Código  Civil 
no  contiene  reglas  especiales  aplicables 
sólo  á  este  cuerpo  de  leyes;  como  lo  decía 
el  mismo  Portalis,  en  la  Exposición  de 
Motivos  citada,  ese  título  proclama  al- 
gunas de  esas  máximas  fecundnsque  han 
sido  consagradas  por  todos  los  pueblos 
organizados,  y  que  sio'en  para  dirigir  la 
marcha  de  toda  legislación  bien  ordena- 
da. Bllas  no  pertenecen  á  un  Código  par- 
ticular; son  como  los  prologómenos  de 
todos  los  Códigos  (2). 

Ahora  bien,  si  el  precepto  del  artículo 
9  abarca  los  efectos  de  las  leyes  en  gene- 
ral, se  dirige  al  legislador? 

En  tal  caso,  sería  inútil  ó  ineficaz,  por- 
(|ue  el  legislador  puede  siempre  derogar 
la  ley  y  sólo  un  precepto  constitucional 
tendría  la  autoridad  necesaria  para  im- 
pedirle dictar  una  ley  con  efecto  retroac- 
tivo. Sí  no  ejciste  una  restricción  de  este 
carácter,  el  legislador  puede  dictar  una 
ley  ifue  afecte  el  pasado,  aunque  el  Códi- 
go diga  lo  contrario. 

Hay  casos,  además,  en  que  la  ley  debe 
regir  el  pasado;  el  legislador  no  puede  ser 
encadenado  por  un  principio  absoluto  que 
entrabaría  su  acción  enpeijuicio  déla  so- 
ciedad y  del  individuo. 

¿Se  dirige  únicamente  al  juez?  Sería  en- 
tonces una  regla  de  interpretación  de  las 
leves  y  habría  debido  redactarse  en  otros 
términos  y  colocarse  en  otro  párrafo  del 
título. 

Y  si  el  legislador  puede  derogar  la  ley 
y  sustituir  ese  principio  por  una  ley  nue- 
va á  la  que  atribuya  efecto  retroactivo, 
el  juez  quedará  en  todo  caso  ligado  por 

(i)  DuRANTON,  Coursile  DtMt  CmlfranfQ:^ 
t.  i.«,pág.  12.  ' 
(»)  Logré,  Ugtslation  CiviU,X,  i.",  pág, 
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esta  facultad  del  legislador,  toda  vez  que 
los  tribunales  no  pueden  disi>cn8arse  de 
aplicar  la  nueva  ley,  así  como  los  ciuda- 
danos no  podrían  dispensarse  de  obede- 
cerla. 

I^a  discusión  del  artículo  2^  del  Código 
Napoleón  arroja  alguna  luz  sobre  el  al- 
cance del  precepto  de  la  no  retroactividad 
de  las  leyes. 

Uno  de  los  redactores  del  Código  ob- 
jetó la  disposición  diciendo  que  el  princi- 
pio de  la  no  retroactividad,  aunque  in- 
contestable, no  debe  ser  consignado  en 
disposición  legislativa,  porque  no  estable- 
ce un  precepto  para  el  legislador;  no  ten- 
dría en  esa  forma  sino  el  carácter  de  un 
consejo,  del  cual  podría  apartarse. 

Portalis  contestó  que  la  reglaera prin- 
cipalmente para  los  jueces,  pero  "aun 
cuando  ella  fuera  para  el  legislador,  ¿qué 
peligro  tendría  para  él  ver  consagrada 
una  máxima  á  la  cual  está  ligado  por  su 
conciencia  y  á  la  cual  se  ligaría  más  to- 
davía por  sus  propias  leyes?" 

"Esta  no  es  una  regla  inútil,  dijo  Ber- 
lier;  es  un  precepto  para  el  legislador  y 
para  el  juez." 

El  Tribunado  concluyó  por  aceptar  es- 
ta opinión,  y  al  presentar  su  voto  de  ad- 
hesión al  Título  preliminar,  el  tribuno 
Faure  declaró  que  el  artículo  2'  era  una 
regla  de  carácter  general  para  el  legisla- 
dor y  una  obligación  para  los  tribuna- 
les (3). 

No  obstante  estos  precedentes,  la  doc- 
trina sobre  que  el  precepto  envuelve  una 
regla  obligatoria  para  el  legislador  ha 
quedado  aislada. 

"La  regla  de  la  no  retroactividad  de 
las  leyes,  dicen  Áubry  y  Kau,  no  debe  ser 
considerada  como  una  restricción  á  la 


(3)  Vin.  Ix>CR¿.  Op.  cit.,  tom.  i." 
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omnipotencia  legislativa,  sino  simplemen- 
te como  un  precepto  trazado  al  juez  para 
la  aplicat  ión  de  la  ley.  El  legislador,  en 
efecto,  tiene  incontestablemente  el  poder 
de  atribuir  efecto  retroactivo  aún  á  leyes 
á  las  cuales  se  aplicaría  sin  éste  la  regla 
déla  no  retroactividad.  Podría  especial- 
mente someter  á  nuevas  condiciones  la 
conservación  6  la  eficacia  de  derechos  an- 
teriormente adquiridos.  Solamente  el  le- 
gislador no  debe  hacer  uso  de  este  poder 
sino  por  causas  graves  de  interés  público 
y  con  todas  las  consideraciones  que  im- 
pone la  equidad"  (1). 

Por  nuestra  parte,  no  atribuimos,  pues, 
demasiada  importancia  á  estos  antece- 
dvntes  del  establecimiento  del  precepto 
trancé^,  que  son  en  todo  aplicables  at 
■ii  icstro;  ni"  creemos  tampoco  que  atendí- 
V  progreso  actual  de  la  ciencia  jurí- 
i-a.  sea  hoy  necesario  consignar  en  el 
Có 'igo  el  principio  de  la  no  retroactivi- 
dad (le  las  leyes  (2  .  Pero  sea  como  fue- 
re, el  hecho  es  que  ese  principio  tiene  en- 
tre nosotros  el  carácter  de  un  precepto 
positivo,  y  que  el  propósito  con  que  fué 
dictado  ha  sido  de  darlo  como  una  regla, 
tanto  al  legislador  como  al  juez. 

Ahora  bien,  ¿cómo  conciliario  con  las 
facultades  legislativas? 

(1)  AuBRY  et  Rau,  Cours  áe  Dtoit  Civil 
Fronfaisy  tutu,  i.*,  pág.  58, 

(2)  El  Cddrgo  Civil  del  Itnperiu  Alemán, 
apartándose  en  e!>to,  como  en  muchas  otras  ma- 
terias, de  los  Códigos  de  las  demás  naciones,  no 
contiene  un  título  preliminar  dedírado  á  reglas 
generales  de  derecho;  ni  re[irüduce  el  principio 
de  la  no  retroactividad  de  las  leyes.  Kn  cambio 
la  It-y  de  Introducción  resolvió  anticipndamente 
los  numerosos  conflictos  á  que  podía  dar  lugar 
el  tránsito  de  una  legislación  á  otra;  y  entre  his 
disposiciones  se  encuentra  el  artículo  170,  segiin 
e)  cual  »las  leyes  anteriores  continuarán  ap  icán 
dose  á  las  relaciones  obligatorias  nacidas  antes 
de  la  entrada  en  vigencia  del  Código  Civiln. 


¿En  qué  sentido  obliga  al  juez? 

Veamos  el  primer  término,  6  sea  e!  mo- 
do de  conciliario  con  el  interés  páblico, 
que  exige  ó  puede  exigir  que  la  ley  se  dic- 
te con  efecto  retroactivo. 

La  primera  solución  de  la  dificultad 
está,  sin  duda,  en  la  naturaleza  de  las 
leyes. 

Hay  leyes  que  retroobran.  Seria  muy 
difícil  catalogarlas,  porque  en  esta  mate- 
ria no  hay  principios  absolutos,  sino  (jue 
es  necesario  atender  al  detalle,  ó  mejor 
dicho,  A  cada  caso  particular  para  apre- 
ciar si  las  consecuencias  de  actos  pasa- 
dos pueden  6  no  ser  afectados  jKjr  la  nue- 
va ley;  pero  pueden  á  lómenos  agruparse 
en  las  clasificaciones  generales  siguientes: 

1^  Las  leyes  constitucionales  que  re- 
glan alguno  de  los  derechos  poifttcos  y 
las  condiciones  de  aptitud  al  ejercicio  de 
las  funciones  públicas; 

2*  Las  leyes  de  organización  de  los  ser- 
vicios públicos,  ó  sea,  las  leyes  políticas, 
las  de  organización  judicial  y  competen- 
cia en  materia  civil; 

3'  Las  leyes  que  reglan  el  estado  civil 
6  la  capacidad  denlas  personas,  y  las  que 
confieren  á  ciertas  personas  poder  6  au- 
toridad sobre  otras. 

Subsiste  el  estado  6  el  derecho  adquiri- 
do con  arreglo  á  él,  pero  el  ejercicio  del 
derecho  y  las  condiciones  de  su  manteni- 
miento se  rigen  por  la  ley  posterior; 

4'  Las  leyes  de  procedimiento,  pero  sin 
alterar  los  términos  que  ya  hubieren  era- 
l^ezado  á  regir,  ni  las  actuaciones  ó  dili- 
gencias que  ya  estuvieren  iniciadas; 

5'  Las  leyes  interpretativas  que  se  li- 
mitan á  declarar  el  sentido  de  otras  le 
yes;  pero  sin  afectar  los  efectosde  las  sen- 
tencias judiciales  ejecutoriadas  en  el  tiem- 
po intermedio. 

Los  tres  últimos  casos  dan  lugar  en  la 
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práctica  á  controversias  frecuentes,  por 
su  íntima  relai*ión  con  los  dereclios  patrí- 
moniales.  No  sucede  lo  mismo  con  los 
líos  primeros. 

La  regla  en  virtud  de  la  cual  Ííis  leyes 
nuevas  son  inmediatamente  aplicables  á 
tudos  los  hechos  posteriores  á  su  pro- 
mulgación, rige,  sin  ninguna  excepción 
ni  reserva,  todas  las  leyes  de  derecho  pú- 
blico ó  de  carácter  político. 

Mr.  Planiol  se  expresa  así:  "sea  que  se 
trate  de  la  organización  y  funcionamien- 
to de  los  poderes  públicos,  de  las  atribu- 
ciones de  los  agentes  de  la  autoridad,  ó 
de  derechos  políticos  que  los  ciudadanos 
ejercen  individualmente,  es  imposible  ad- 
mitirque  las  instituciones  abolidas  conti- 
núen funcionando  bajo  el  imperio  de  una 
legislación  nueva;  la  forma  política  del 
estado  y  su  mecanismo  están  siempre  á 
disposición  del  poder  constituyente  ó  le- 
gislativo, y  los  cambios  que  sobrevienen 
se  imponen  inmediatamente  á  los  funcio- 
narios y  á  los  particulares." 

Hl  principio  que  se  impone  en  materia 
política,  dice  por  su  parte  Huc,  es  el  de  la 
unidad  é  indivisibilidad  del  régimen  que 
las  leyes  políticas  tienen  por  fia  consti- 
tuir (1). 

No  creemos,  sin  embargo,  que  deba  co- 
locarse en  la  enumeración  de  las  leyes  que 
por  su  naturaleza  retroobran,  las  leyes 
calificadas  generalmente  de  orden  públi* 
co  6  de  interés  público. 

A  nuestro  juicio  hay  en  esta  idea  un 
concepto  que,  por  generalizarse  demasia- 
do, resulta  erróneo. 


(i)  Planiol,  tomo  i*,  niím.  257,  Huc,  tomo 
I.**,  nüm.  56,  Ca/i/.  BAUOKV-LACAHriNBRiB  et 
HouQUEs-FoURCADE,  tomo  I.»  niim.  143;  Au- 
BRV  RT  Rau,  tomo  L«,  §  30,  p.  61,  nota  13;  Lau- 
RBNT,  tomo      ntím.  154;  Duvercier,  p.  5;  (¡g 

VARBlLLKS-SOMMlfeKIÍS,  ndms.  III  et  113. 


Hl  Código  Civil  chileno  no  reprodujo  el 
artículos'  del  Código  Napoleón,  según  el 
cual  "no  se  pueden  derogar  por  conven- 
ciones particulares  las  leyes  que  interesan 
ul  orden  público  y  á  las  buenas  costum- 
bres". Dejó  este  punto  entregado  á  la 
doctrina  jurídica,  i{X\e  basta  para  resol- 
verlo; pero  prescribiendo  los  principios 
generales  sobre  el  efecto  de  las  leyes  esta- 
bleció en  los  artículoslly  121osiguiente: 

Art.  11.  Cuando  la  ley  declara  nulo 
algún  acto  con  el  fin  expreso  ó  tácito  de 
precaver  uu  fraude,  ó  de  proveer  á  algún 
objeto  de  conveniencia  pública  ó  privada, 
no  se  dejará  de  aplicar  la  ley,  aunque  se 
pruebe  que  el  acto  q  ue  ella  anula  no  ha  si- 
do fraudulento  ó  contrario  al  fin  déla  ley. 

Art.  12.  Podrán  renunciarse  los  dere- 
chos conferidos  por  las  leyes,  con  tal  que 
sólo  miren  al  interés  individual  del  renun- 
ciante, y  que  no  esté  prohibida  su  re- 
nuncia. 

El  artículo  14>62,  sobre  los  actos  y  de- 
claraciones de  voluntad,  agrega: 

"Hay  un  objeto  ilícito  en  todo  lo  que 
contraviene  al  derecho  público  chileno. 
Así  la  promesa  de  someterse  en  Chile  á 
una  jurisdicción  no  reconocida  por  las 
leyes  chilenas,  es  nula  por  el  vicio  del  ob- 
jeto." 

Ahora  bién,  ¿qué  es  orden  público,  in- 
terés público,  derecho  público?  Estas  pa- 
labras tienen  en  general  una  vaguedad 
tal  que  las  hace  inapropiadas  para  una 
clasificación  jurídica.  Podemos,  sí,  defi- 
nir el  Derecho  público, en  tesis generaí,  di- 
ciendo que  es  aquel  que  está  establecido 
para  la  utilidad  común  de  los  pueblos, 
considerados  como  cueqios  políticos,  á 
diferencia  del  Derecho  privado  que  se  re- 
fiere á  la  utilidad  de  cada  persona,  con- 
siderada en  particular,  é  independiente- 
juente  de  otros  hombres. 
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En  SUS  diversos  aspectos,  comprende  el 
Derecho  públicoVxterno  6  de  gentes  y  el 
Derecho  público  interno. 

Este  último  se  subdivide  en  constitw 
cional,  que  organiza  lospoderes  públicos 
y  fija  las  atribuciones  de  las  autoridades 
superiores  del  Estado;  administrativo, 
que  regla  la  acción  y  competencia  del  po- 
der ejecutivo  y  se  ocupa  de  las  funciones 
de  las  autoridades  subalternas  de  la  ad- 
ministración; y  penal,  que  fijael  alcancey 
el  ejercicio  de  la  facultad  de  penar  que  co- 
rresponde al  poder  público. 

Las  leyes  de  esta  clase  retroobran  por 
su  naturaleza,  salvo  en  lo  relativo  á  las 
leyes  penales;  y  se  encuentran  comprendi- 
das en  las  dos  primeras  categorías  antes 
indicadas. 

Todas  ellas  pueden  sercalificadas como 
leyes  de  orden  público  por  cuanto  se  re- 
fieren al  arreglo  de  las  personas  en  la  so- 
ciedad. 

No  era  otro,  antiguamente,  el  sentido 
jurídico  de  las  palabras  orden  público. 
"Las  leyes  ({ue  miran  al  orden  público, 
dice  Domat,  son  aquellas  que  se  llaman 
leyes  del  Estado,  que  reglan  la  manera 
como  los  pi-ínci;>es  soberanos  son  llama- 
dos al  gobierno,  las  que  reglan  las  distin- 
ciones y  las  funciones  de  los  cargos  pú- 
blicos, las  que  tratan  de  la  policía  de  las 
ciudades  y  los  demás  reglamentos  pú- 
blicos." (1) 

En  este  sentido  orden  público  es  sinó- 
nimo de  Derecho  público,  y  en  tal  caso, 
la  aplicación  retroactiva  de  las  leyes  de 
esta  clase  proviene  de  su  naturaleza  y  de 
su  objeto  y  no  puede  hacerse  extensiva  á 
todas  las  le^'es  de  interés  público  6  de 
conveniencia  pública. 


Aplicar  esa  doctrina  á  las  leyes  mera- 
mente civiles  ó  patrimoniales,  sería  soca- 
var en  su  base  fundamental  el  principio 
de  la  no  retroactividad,  toda  vez  que  las 
leyes  en  general  se  dictan  consultando  el 
interés  público  y  que  la  Cídificación  de  es- 
te interés  tendría  que  quedar  enteramen- 
te entregado  al  arbitrio  judicial. 

teoría  del  interés  general,  de  la  uti- 
lidad social  ha  sido  aceptada,  sin  embar- 
go, por  tratadistas  de  notoria  autoridad. 

"El  legislador,  dice  Láurent,es  el  órga- 
no de  los  intereses  generales  de  la  sociedad 
y  puede  regir  el  pasado  como  el  presente, 
en  nombre  de  estos  intereses.  El  juez  ¿tie- 
ne acaso  el  mismo  poder? 

La  doctrina  del  interés  general  tiende  á 
prevalecer  entre  los  jurisconsultos  que 
han  tratado  de  la  irretroactividadde  las 
leyes.  En  una  disertación  que  hasido  so- 
bresaliente, Blondeau  (2)  dice  que  toda 
ley  nueva  encuentra  á  su  nacimiento  ex- 
l}ectativas  formadas  bajo  el  imperio  de 
la  ley  antigua.  Estas  espectativas  mere- 
cen respeto  y  no  pueden  ser  alteradas  sin 
producir  algún  mal.  Por  otra  parte,  hay 
también  un  mal  en  dejar  subsistente  la 
ley  antigua  aun  en  sus  más  lejanos  efec- 
tos. Si  el  legislador  la  abroga  ó  modifica 
¿no  es  porque  era  mala  6  defectuosa?  Se 
está,  pues,  en  presencia  de  dos  males:  la 
utilidad  social  será  la  que  decida  si  el  mal 
de  destruir  esperanzas  formadas  bajo  el 
imi>erio  de  la  ley  antigua,  es  menor  que 
el  de  conservar  á  la  ley  vieja  su  fuerza 
perjudicial.  ¿Quién  pesará  y  decidirá  es- 
tos inconvenientes?  El  legislador  es  quien 
debiera  decidir  las  cuestiones  de  utilidad 
social,  ya  que  ésa  es  su  misión.  Perosi  no 
lo  ha  hecho  toca  al  juez  hacerlo. 


(i)  DoHAT. —  Oeuvres  íffmp/e/es,  tom. 
pág.  56. 


(2)  Blondeau,  Essai  suree  qu'on  apeiü  effet 
retroacHf  dts  iois.  ( Thimis  Mgiqut^  tom.  Vil, 

pág.  348>- 
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Mr.  Duvergier  expone  en  los  siguientes 
términos  ei  principio  que  debe  guiar  al 
juez:  "Cuando  es  cierto  que  el  interés  ge- 
neral exige  que  la  regla  recién  introducida 
sea  inmediatamente  aplicada;  cuando  es- 
tá demostrado  que  vale  más  para  la  so- 
ciedad sufrirla  perturbación,  consecuen- 
cia inevitable  de  un  cambio  brusco  en  la 
legislación,  que  esperar  por  un  tiempo  más 
ó  menos  largo  los  efectos  saludables  que 
deben  resultar  de  una  ley  nueva,  el  prin- 
cipio de  lairretroactividad  debe  ceder;  en 
otros  términos,  es  de  presumir  que  el  le- 
gislador ha  querido  retroactivar"  f  1). 

Unarecopílación  que  reproduce  con  fide- 
lidad las  opiniones  reinantes,  el  RepertO' 
rio  de  Dalloz,  formula  como  regla  ab- 
soluta esta  doctrina:  "las  leyes  rigen  el 
pasado,  dice,  cuando  el  interés  general 
exige  que  ellas  sean]inmediatamente  apli- 
cadas, porque  no  existen  derechos  adqui- 
ridos contra  Ja  suprema  felicidad  del  Es- 
íado"  (2). 

Sin  embargo,  el  mismo  Laurent  agre- 
ga: "El  principio  así  formulado  nos  parece 
demasiado  absoluto. Es  preciso liuceruna 
distinción,  y  ella  es  capital.  Cuando  el  le- 
gislador se  encuentra  en  presencia  de  un 
simple  interés,  invocado  por  particula- 
res, puede  forzar  á  este  interés  individual 
á  ceder  ante  el  interés  general. 

Pero  cuando  el  legislador  está  delante 
de  un  derecho  que  pertenece  á  un  particu- 
lar, entonces  debe  respetarlo;  con  mayor 
razón,  no  puede  el  juez,  en  nombre  del  in- 
terés general,  destruir  ni  modificar  los 
derechos  de  los  ciudadanos"  l3). 

Para  apreciar  aún  con  mayor  claridad' 


(i)  DuvBRciBR,  De  CEffet  reítoactif  des  lois. 

(Revue  des  Revues  dt  droit,  tom.  VIII,  [lág.  14). 
(a)  Dalloz,  Refieríoire,  V.  Zf/,  núm.  191, 
(3)  Laurbnt,  Principa  de  Droit  Civil,  Ion», 

i.S  nüms.  159  y  153. 


la  vaguedad  é  incertidumbre  de  esta  doc- 
trina, véase  cómo  se  expresa  Laurent  en 
lo  que  se  refiere  álas  leyes  sobre  el  estado 
civil  de  las  personas. 

"La  dificultad,  dice,  no  está  aún  resuel- 
ta. ¿De  qué  manera  se  asegura  el  juez  de 
que  hay  un  interés  general,  que  exige  la 
retroactividad?  Hay  leyes  que  esencial- 
mente son  de  un  interés  general,  y  que, 
por  su  naturaleza,  rigen  el  pasado,  sin 
que  el  legislador  tenga  necesidad  de  de- 
cirlo. Tales  son  las  leyes  políticas,  ya 
hemos  dado  la  razón  de  por  qué  ellas 
retroobran  siempre.  Pasa  lo  mismo  en 
materia  de  derecho  privado,  con  las  leyes 
de  orden  público,  es  decir,  con  aquellas 
que  reglamentan  el  estado  de  las  perso- 
nas, y  la  capacidad  ó  incapacidad  que  de 
ella  resulta.  Conciemen,  es  verdad,  á  los 
individuos  y  á  sus  más  importantes  dere- 
chos; pero  estos  derechos,  lo  mismo  que 
los  políticos,  están  reglamentados  por  ra- 
zones de  interés  general:  por  esto  mismo 
están  subordinados  al  poder  de  la  ley,  la 
que  los  concede,  los  retira,  los  modifica, 
según  las  conveniencias  del  estado  físico, 
intelectual,  moral,  político.  £n loque  con- 
cierne á  su  estado,  los  individuos  no  tie- 
nen ningún  derecho  que  oponer  al  legis- 
lador; no  tienen  sino  un  interés  más  ó 
menos  grande  que  hacer  valer;  pero  su  in- 
terés es  dominado  por  el  interés  general. 

Poco  importa  que  la  ley  nueva  canse 
un  perjuicio:  se  lastima  un  interés,  no  un 
derecho.  De  ahí  que  el  legislador  pueda 
regir  lo  pasado,  y  debe  regirlo  en  interés 
general  de  la  sociedad.  He  aquí  lo  que  re- 
suelve la  cuestión  para  el  juez:  toda  ley 
sobre  el  estado  personal  retroobra  nece- 
sariamente y  el  juez  debe  aplicarla  al  pa- 
sado." 

Dentro  de  los  principios  de  derecho  ex— 
yil  chileno,  esta  doctrina  es  errónea,  por- 
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que,  como  lo  veremos  más  tarde,  parn  no 
apartarnos  demasiado  del  punto  que  es- 
tamos tratando,  es  necesario  distinguir 
si  el  estado  ha  dado  ó  no  lugar  á  una  re- 
lación de  derecho. 

En  nuestro  concepto,  la  teoría  que  am- 
para la  inmediata  aplicabilídad  de  las 
leyes  de  orden  público  ó  de  interés  públi- 
co, es  exacta  sólo  cuando  el  interés  pú- 
blico se  confunde  con  el  interés  político, 
es  decir,  cuando  se  trata  de  leyes  que  se 
refieren  á  lo  que  interesa  á  la  sociedad 
colectivamente  más  que  á  los  ciudada- 
nos en  particular.  ¿CuAI  sería  la  norma 
para  deslindar,  dentro  de  la  tesis  de  Lau- 
rent,  lo  que  debe  entenderse  por  un  dere- 
cho del  individuo,  de  lo  (jue  es  sólo  un  in- 
terés? Esta  teoría  podría  Ucvíirnos  muy 
lejos,  y  en  todo  caso  sería  inaparente  para 
fijar  el  marco  á  que  deben  sujetarse  los 
efectosde  las  leyes  en  cuanto  al  tiempo  de 
que  deben  ser  aplicadas,  puesto  que  la  so- 
lución quedaría  en  todo  caso  entregada 
al  arbitrio  del  juez. 

No  parece  que  las  disertaciones  que  de- 
jamos trascritas  se  resienten  de  la  teoría 
de  los  derechos  adquiridos  y  de  las  espec- 
tativas  de  c|ue  habremos  de  ocuparnos 
más  adelante.  El  derecho  de  que  habla 
Laurent  sería  el  derecho  adquirido;  el 
interés,  la  mera  espectativa;  pero,  en 
tal  caso,  esto  no  tiene  nada  que  ver  con 
el  orden  ó  el  interés  públicos. 

De  la  misma  manera  no  creemos  que 
pueda  atribuirse  efecto  retroactivo  en 
general  á  las  leyes  prohibitivas,  conside- 
rándose lasleyesde  «taclase  como  de  or- 
den público.  Bsta  doctrina  puede  consi- 
derarse abandonada  por  los  autores. 

"No  se  podrá  tampoco,  dice  Fiore,  en- 
contrar razón  suficiente  para  establecer 
la  autoridad  absoluta  de  la  lev  nueva 


en  el  carácter  prohibitivo  de  la  misma, 
como  algunos  lian  creído.  El  legislador, 
en  efecto,  puede  ciertamente  prohibir  que 
sea  hecha  una  cosa  antes  no  vedada  le- 
galmente; pero  la  autoridad  de  dicha  pro- 
hibición no  podría  extenderse  á  aquello 
que  ya  estuviese  hecho  antes  de  que  fuese 
prohibido,  y  de  ningún  modo  podría  re- 
ducir á  la  nada  los  efectos  jurídicos  de 
aquello  que  hubiese  estado  legalmente  eje- 
cutado mientras  la  ley  no  lo  prohibiera, 
si  en  virtud  de  tal  hecho  hubiera  sido  ad- 
quirido un  derecho  individualizado. 

El  carácter  prohibitivo  de  una  ley  da  á 
la  misma  una  autoridad  absoluta  yma 
lo  venidero,  en  el  sentido  de  que  puesta 
una  prohibición  expresa  por  el  legisla- 
dor, no  puede  ser  lícito  á  los  particulares 
hacer  ó  emprender  nada  en  contradicción 
con  tal  prohibición;  pero  esto  no  puede 
atribuir  á  dicha  ley  la  misma  autoridad 
sobre  los  hechos  ya  puestos  en  ejecución 
cuando  no  existía  la  prohibidón,  ni  me- 
nos desconocer  las  consecuencias  jurídicas 
de  tales  hechos  legalmente  realizados"  (!)• 

Podemos,  pues,  concluir  diciendo,  que  á 
pesar  de  lo  absoluto  de  los  términos  del 
artculo9^del  Código  Civil,  el  principio  de 
la  retroactividad  rige  como  regla  general 
respecto  de  las  leyes  que  dejamos  ante- 
riormente enumeradas  y  esijecialmente 
respecto  de  las  leyes  de  carácter  político; 
y  que  ese  precepto  sólo  mira,  en  sentido 
absoluto,  á  las  leyes  que  conciemen  á  lo» 
bienes,  ó  sea,  á  las  leyes  que  llamamos 
patrimoniales. 

Veamos,  en  este  sentido,  el  medio  de 
conciliario  con  las  facultades  del  legisla- 
dor y  con  las  obligaciones  del  juez. 


(i)  FiORE,  De  la  irretroactividad  áe  ias  l^ts, 
pág.  40,  nüm,  a8. 
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Imtroactividad  de  las  leyes  patrimonia- 
les.- Falta  de  restrkciones  constitacio- 
naks.—La  retroactividad  debe  ser  ex- 
presa.— Saturaleza  de  las  funciones  del 
juez.— Tradición  romana  y  tendencia 
de  las  legislaciones  modernas. 

Las  leyes  civiles  6  meramente  patrimo- 
niales, son  las  que  en  la  prActica  dan  lu- 
gar á  mayores  dificultades,  porque  afec- 
tan directamente  las  relaciones  del  dere- 
cho entre  las  personas  y  sobre  los  bienes. 
Elias  se  dictan  teniendo  en  vista  los  inte- 
reses particulares,  que  el  legislador  lia 
podido  considerar  dominados  por  un  in* 
terés  social  superior  que  aconseje  la  inme- 
diata aplicación  de  la  ley. 

¿Cómo  conciliar,  pues,  en  estos  casos, 
el  principio  de  la  no  retroactiWdad  con 
las  facultades  del  legislador  de  dictar  le- 
yes con  el  efecto  que  considere  más  ajus- 
tado al  bien  público? 

l^scurrínios  naturalmente  en  el  con- 
cepto de  que  las  facultades  legislativas 
DO  se  encuentran  coartadas  por  un  pre- 
cepto constitucional. 

El  artículo  124- de  la  Constitución  li- 
mita esas  facultades  en  materia  <Ie  leyes 
criminales,  por  cuanto  garantiza  á  los 
ciudadanos  el  uo  poder  ser  condenados 
sino  en  el  caso  de  ser  juzgados  legalmen- 
te, y  en  virtud  de  una  ley  promulgada 
antes  del  hecho  sobre  que  recae  el  juicio. 

Pero  en  materia  civil  no  existe  restric- 
ción alguna;  pues  no  juzgamos  tal  la  in- 
violabilidad de  todas  las  propiedades  y 
<k  los  derechos  que  á  ellas  tuvieren  los 
particulares  6  las  comunidades,  que  ase- 


gura el  artículo  10,  número  5  de  la  Cons- 
titución. (1 ) 

Laurent,  á  nuestro  juicio,  ha  incurrido 
en  un  error  al  dar  á  un  precepto  cons- 
titucional belga,  análogo  al  nuestro,  un 
alcance  que  en  realidad  no  tiene. 

Dice  este  autor:  "Hay  otro  derecho 
garantido  por  la  Constitución  que  toca 
más  de  cerca  ai  principio  de  la  no  retro- 
actividad.  El  artículo  11  dispone:  "Na- 
die puede  ser  privado  de  su  propiedad 
sino  por  causa  de  utilidad  pública,  en  los 
casos  y  de  la  manera  esta.lilcoida  por  la 
ley,  y  mediante  una  justa  y  previa  in- 
demnización.** Esta  disposición  liga  al 
poder  legislativo,  y  no  puede  por  consi- 
guiente arrebatar  á  un  ciudadano  su  pro- 
piedad. Si  una  le}'  despojase  á  un  parti- 
cular de  sus  bienes  violaría  el  artfculu  11 
de  la  Constitución."  (2) 

El  objeto  de  una  disposición  constitu- 
cional, como  las  citadas,  no  es  impedir 
que  se  dicte  con  efecto  retroactivo  una 
ley  sobre  la  propiedad,  sino  sencillamente 
asegurar  la  indemnización  previa. 

Lejos  de  importar  una  prohibición  de 
dictar  leyes  con  efecto  retroactivo  sobre 
el  dereclu)  de  propiedad,  el  precepto  cons- 


(i)  El  precepto  citado  dice  textualmente  lu 
que  sigue: 

Art  10.  La  Constitución  asegura  á  todos  los 
habitantes  de  la  República:  

5.°  La  inviolabilidad  de  todas  las  propiedades, 
sin  distinción  de  las  que  pertenezcan  á  particu- 
lares ó  comunidades,  y  sin  que  nadie  pueda  ser 
privado  de  la  de  su  dominio,  ni  de  una  psrte  de 
ella  por  pequeña  que  sea,  ó  del  derecho  que  á  ella 
tuviere,  sino  en  virtud  de  sentencia  judicial;  sal* 
vo  el  caso  en  que  la  utilidad  del  Estado,  caliñ- 
cada  por  una  ley,  exija  el  uso  6  enajenación  de 
alguna;  lo  que  tendrá  lu^r  dándose  previamente 
al  dueño  la  indemnización  que  se  ajustare  con  él, 
6  se  avaluare  á  juicio  de  hombres  buenos. 

(a)  Imvrbnt.  Prindpes  de  Broit  Ovil,  t.  i.<* 
nilm.  I47(  pág.  aso. 
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titucional  contempla  precisamente  el  caso 
que  se  dicten,  y  solo  exige  para  que  el  le- 
gislador pueda  ejercitar  esa  facultad,  es- 
tos tres  requisitos,  la  utilidad  del  Estado, 
la  califícacidn  expresa  de  esta  utilidad  j 
la  indemnización  previa. 

El  problema  se  presenta,  pues,  entera- 
mente descamado.  El  principio  de  derecho 
es  absoluto  y  aparece  consignado  en  tér- 
minos absolutos:  "La  ley  puede  sólo  dis- 
poner para  lo  futuro  y  no  tendrá  jamás 
efecto  retroactivo." 

En  presencia  de  un  precepto  tan  claro 
y  preciso  parece  que  no  pudiera  surgir  di- 
ficultad alguna  y  que  todo  acto  debiera 
r^rse  por  la  legislación  vigente  cuando 
se  ejecutó;  pero,  como  áict  Dnvergier,  la 
reflexión  manifiesta  y  la  experiencia  de- 
muestra que  hay  graves  y  numerosas  difi- 
cultades. 

*'Ix>s  actosylos  sucesos  de  la  vida  civil 
son  fecundos  en  consecuencias:  unas  se 
presentan  inmediatamente;  otras  no  na- 
cen sinoenun  porvenirá menudo  remoto. 
Si  en  el  intervalo  la  legislación  cambia, 
¿deí>e  aplicarse  la  ley  antigua,  aunque 
haya  sido  modificada  antes  que  los  efec- 
tos que  se  trata  de  reglar  se  hayan  mani- 
festado? ¿Débese,  al  contrario,  someter, 
sin  excepción,  á  la  influencia  de  la  ley  nue- 
va todo  cuanto  ha  sobrevenido  después 
de  publicada?  Si  no  hubiesequeelegir  sino 
entre  estas  dos  soluciones,  la  discusión 
tendría  necesariamente  un  resultado  muy 
determinado.  Pero  los  jurisconsultos  y 
los  jueces  saben  que  ninguna  de  estas  so- 
luciones es  en  lo  absoluto  verdadera,  y 
reconocen  que  unas  veces  la  ley  coetánea 
á  un  suceso  lo  rige  hasta  en  sus  consecuen- 
dafl  más  remotas;  que  otras  la  ley  nueva 
ejerce  su  imperio  inmediatamente,  y  aun 
sobre  cosas  cuyo  germen  ant«  existía. 
Hay  más:  deciden  algunas  veces  que  los 


efectos  y  las  consecuencias  anteriores  i 
los  cambios  en  la  legislación  son  afecta- 
dos por  esos  cambios.  Si  hay  tantas  da- 
das, ¿cuál  es  la  regla  cierta,  cuá.!  el  verda- 
dero espíritu  del  principio  que  las  leyes  no 
tienen  efecto  retroactivo?"  (1) 

La  solución  de  las  dificultades  de  qu« 
nos  venimos  ocupando,  se  encuentra,  en 
nuestro  concepto,  en  esta  conclusión  que 
guarda  armonía  con  el  precepto  constitu- 
cional anteriormente  citado:  La  volun- 
tad del  legislador  de  hacer  retroobrar  la 
ley  debe  ser  manifestada  expresamente. 
El  carácter  de  retro  actividad  no  se  supo 
ne  en  una  ley,  si  ella  no  lo  expresa  forma^ 
mente;  ó  en  otros  términos,  no  puede  so' 
ponerse  una  retroactividad  oculta. 

La  conciliación  entre  lo  que  es  regla  ge* 
neral  para  el  legisladory  obligación  para 
el  juez  se  debe,  pues,  buscar  en  el  te-xto 
mismo  de  la  ley,  ó  sea,  en  la  voluntad  cía-  ! 
raméate  manifestada  por  el  legislador.  ^ 

Esta  doctrina  no  es  general  ni  absniu-  | 
ta.  Autores  tan  estimables  como  Dalloz, 
Líiurent  y  el  mismo  Duvergier  ya  citail", 
creen  que  dcl)e  atenderse  al  sentido  de  la 
ley  y  que  el  juez  puede  aplicar  la  ley  ^ 
pasado,  fundándoseenln  voluntad  tácita 
del  legislador. 

Por  lo  menos  habrá  que  reconocer  que 
esta  doctrina  es  {peligrosa  aplicada  á  las 
legislaciones  modernas,  en  las  cuales  no 
existe  un  sistema  riguroso  de  expresiones 
técnicas  como  sucedía  en  el  Derecho  Ro- 
mano. Sería  fácil  y  frecuente  violentarlos 
términos  de  la  ley  si  se  la  hubiera  de  sonK- 
ter  á  una  interpretación  basada  en  una 
retroactividad  oculta  (2).  \ 

£1  fundamentode  laopiníóndeLaurent 


(1)  Duvergier.— Anotaciones  de  Touüier. 

(2)  Vid  Savignv,  Sistema  áei  Deretho  Xon^' 
no.  Tomo  6,  pág.  493. 
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y  de  los  autores  citados,  según  lo  hemos 
vÍ!?to  en  los  párrafos  transcritos  en  el  ca- 
pítulo que  precede,  no  es  otro  que  la  con- 
sideración del  interés  general  y  del  orden 
público,  ó  si  se  quiere,  la  utilidad  que  para 
los  intereses  generales  resulta  de  la  apli- 
cación inmediata  de  la  ley. 

La  jurisprudencia  francesa  se  ha  inspi- 
rado en  numerosos  casos  en  estas  ideas  y 
ha  aceptado  la  retroactividad derivada  de 
la  voluntad  tácitadel  legislador, en  casos 
muy  análogosalde  que  tratamos, produ- 
cidos con  motivo  de  la  aplicación  de  la 
ley  de  12  de  enero  de  1895  sobre  embar- 
gabilidad  de  los  salarios  y  sueldos  de  los 
empleados  y  obreros,  aduciendo  en  su 
apoyo  consideraciones  de  interés  público 
no  expresadas  en  el  texto  de  la  ley  (1). 

(i)  La  numerosa  juiisprudencia  franresa  que 
sobre  estos  particulares  hemos  podido  conocer 
en  realidad  no  es  uniforme,  y  se  reciente  de  al- 
guna vaguedad  en  la  doctrina  sobre  el  efecto  re- 
troactivo de  las  leyes. 

Citaremos  algunos  casos  contrarios  d  los  indi- 
cados en  el  texto. 

La  ley  de  3  de  septiembre  de  1S07  fijó  la  tasa 
máxima  del  inteiés  en  5^  en  materia  civil  y  b% 
en  materia  comercial.  En  caso  de  contravención 
podüi  rehusarse  el  pago  del  interés  abusivo  esti- 
pulado; y  si  los  intereses  eran  pagados,  había  ac- 
ción para  repetir  lo  pagado  en  exceso.  Rn  caso  de 
existir  en  un  prestamista  el  hábito  de  la  usura, 
había  además  acción  penal. 

La  ley  de  12  de  enero  de  1886  prescribió  en 
su  artículo  tínico:  'iSe  den^n  las  leyes  de  3  de 
septiembre  de  1807  y  19  de  diciembre  de  1850 
en  sus  disposiciones  relativas  al  interés  conven- 
cional en  materia  de  comercio,  quedando  en  vi- 
gor sólo  en  materia  civil.n  Ahora  bien,  la  cuestión 
que  se  presentó  á  los  tribunales  fué  la  de  si  la  ley 
nueva  arrebataba  á  los  deudores  el  derecho  de 
hacerse  restituir  los  intereses  pagados  más  allá 
de  6  ^  y  si  podía  rehusarse  el  pago  de  los  inte- 
reses estipulados  sobre  la  tasa  legal.  Después 
de  algunas  vacilaciones  sobre  que  la  ley  de  1886 
era  de  orden  público  y  por  consiguiente  retroac- 
tiva, la  jurisprudencia  se  uniformó  en  el  senti^Q 

DBRtCHO 


"En  nuestro  concepto,  dicen  con  razón 
los  señores  Baudry-Lacantinerie  y  Hou- 
ques-Fourcade,  esta  doctrina  desnatura- 


de  que  la  ley  de  1807  subsistía  en  todos  los  con- 
tratos celebrados  bajo  su  imperio. 

Antes  de  la  ley  de  28  de  marzo  de  1S85,  las 
operaciones  de  bolsa,  conocidas  con  el  nombre 
de  venta  á  plazo,  no  daban  acción  cuando  en  la 
intención  de  tas  partes  no  importaban  la  entrega 
efectiva  de  títulos  ó  dinero,  sino  sólo  el  pago  de 
simples  diferencias.  Se  aplicaba  el  artfculo  1965 
delC.  N.,  que  dice:  «La  ley  no  acuerda  ninguna 
acción  por  una  deuda  de  juego  ó  por  el  pago  de 
una  apuestan. 

£1  artículo  i.-"  de  la  ley  de  28  de  marzo  citado 
dispuso:  I-Todas  las  ventas  á  plazo  sobre  efectos 
púl>tÍcos  y  otros,  todas  (as  ventas  por  entregar 
géneros  y  mercaderías  se  reconocen  como  válidos. 
Nadie  podrá,  para  sustraerse  de  las  obligaciones 
que  de  ellas  resulten,  prevalerse  del  artículo  1965 
del  C.  C,  aun  cuando  dichas  ventas  se  resuelvan 
en  el  pago  de  una  simple  diferencia.ii 

Pronto  la  cuestión  fué  llevada  á  los  tribunales. 
Una  de  las  satas  de  la  Corte  de  París  declaró, 
en  sentencia  de  35  de  abril  de  1885  que  la  ley 
no  tenía  efecto  retroactivo  y  que,  en  consecuen- 
cia, la  excepción  del  artículo  1965  podía  seguir- 
se oponiendo  en  los  contratos  pendientes  á  la 
fecha  de  la  nueva  ley.  Otra  sala  de  la  misma 
Corte  resolvió  lo  contrario,  en  sentencia  de  6  de 
junio  del  mismo  aftc.  Esta  división  se  mantuvo 
en  numerosos  casos  posteriores  en  otros  tribuna- 
les, hasta  que  la  cuestión  fué  resuelta  en  sentido 
ci.  ntrario  á  la  retroactividad  por  la  Corte  de  Casa- 
ción en  sentencia  de  18  de  abril  de  1887,  que  en 
su  parte  pertinente  dice  así: 

••Considerando  que  en  conformidad  á  los  tér* 
minos  del  artfculo  2°  del  Código  Civil  la  ley  no 
dispone  sino  para  lo  futuro  y  no  tiene  efecto  re- 
troactivu;  que  por  esta  disposición  el  legislador 
ha  querido  que  no  puedan  ser  afectados  por  una 
ley  nueva  los  derechos  adquiridos  bajo  el  impe- 
rio y  en  virtud  de  una  ley  anterior;  considerando 
que  el  artfculo  1965  del  Código  Civil  daba  al 
deudor  el  derecho  de  oponer  la  excepción  de 
juego  á  la  acción  de  pago  de  las  deudas  resultan 
tes  de  operaciones  que  tengan  el  carácter  de  jue- 
go de  bolsa;  que  esta  excepción...  tomaba  naci- 
miento con  la  deuda  misma  y  desde  el  momento 
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liza  los  poderes  del  jaez,  y  lo  expone  á 
desconocer  el  pensamiento  del  le^slador. 

La  misión  del  juez  es  más  limitada.  No 
debe  entregarse  á  investigar  lo  que  c1  le- 
gislador habría  debido  hacer,  bajo  el  pun- 
to de!  interés  social,  sino  loque  ha  hecho. 
La  intención  efectivay  real  de  los  autores 
de  la  lej,tal  como  resulta  de  su  texto,  de 
su  economía  general  y  de  los  trabajos 
preparatorios,  es  la  única  que  le  determi- 
nará su  sentido  y  sus  efectos.  Es  necesa- 
rio, pues,  que  la  voluntad  de  hacer  la  ley 
retroactiva,  sea  netamente  establecida. 

El  estudio  de  los  caracteresydel  objeto 
de  la  ley  puede  ayudarlo,  sin  duda,  á  des- 
cubrir esta  voluntad;  pero  ella  no  resulta 
necesariamente  de  que  la  ley  repose  en 
consideraciones  de  orden  público.  Se  com- 
prende fácilmente,  por  el  contrario,  que 
una  ley  de  esta  naturaleza  no  sea  de  una 
aplicación  de  tal  modo  urgente  é  imperio- 
sa que  ella  deba,  en  el  pensamiento  de 
los  que  la  han  hecho,  regir  siempre  el  pa- 
sado" (1). 

Los  principios  generales  de  interpre- 
tación de  las  leyes  y  los  deberes  del  juez 
confirman  la  necesidad  de  que  el  legisla- 

en  que  ésta  resultaba  de  la  operación,  aJ>iu¡r(a  el 
deudor  el  derecho  de  invocar  ta  excepción;  con- 
siderando que  la  ley  de  28  de  mayo  de  1885  no 
ha...  podido  afectar  el  derecho  adquirido  antes 
de  su  promulgación  de  invocar  las  disposiciones 
de  la  ley  antigua  para  reglar  las  consecuencias  de 
operaciones  á  las  cuales  se  aplicaba  el  artículo 
1965  y  que  se  habían  verificado  mientras  ese  ar- 
tículo estaba  todavía  en  vigorn... 

Corte  consagra  de  esta  manera  el  principio 
consignado  en  el  artículoas  de  nuestra  ley  de  7  de 
octubre  de  t86i,  segdn  el  cual  i>en  todo  contra- 
to se  entenderán  incorporadas  las  leyes  vigentes 
al  tiempo  de  su  celebraciónn. 

Vid-BElTDAHT,  Cours  de  Droit  Civil  Franfttis 
t.  I.»,  niSms.  143  y  144. 

(1)  Bauorv- Lacantinerib  kt  Houques- 
FouRCAnE,  Droit  Ciiñl,  t  i.»  niSm.  139. 


dor  manifieste  expresamente  su  voluntad 
de  retroobrar. 

En  efecto,  dictada  la  ley,  nace  para  el 
juez  el  deber  de  aplicarla  en  las  contien- 
das que  le  sean  sometidas.  La  primera 
regla  á  que  debe  ajustarse  es  la  de  la  in- 
terpretación estricta  del  texto  de  la  ley. 
"Cuando  el  sentido  de  la  ley  es  claro,  no 
se  desatenderá  su  tenor  literal  á  pretexto 
de  consultar  su  espíritu.  "Las  palabras 
de  la  ley  se  entenderán  en  su  sentido  na- 
tural y  obvio,  según  el  uso  general  de  las 
mismas  palabras;  pero  cuando  el  legisla 
dor  las  haya  definido  expresamente  para 
ciertas  materias,  se  les  dará  en  éstas  su 
significado  legal". 

Cuando  el  sentido  de  la  ley  no  es  cla- 
ro, debe  buscarse  la  intención  del  legisla- 
dor, no  en  el  objeto  de  mayor  6  menor 
conveniencia  pública  que  la  ley  persigue, 
sino  en  su  propio  texto  ó  en  la  historia 
fidedigna  de  su  establecimiento. 

No  sería  lícito  entonces  dar  efecto  re- 
troactivo á  las  leyes,  fundándose  no  en  so 
letra  ó  en  sus  antecedentes,  claramente 
manifestados,  sino  en  la  apreciación  que 
el  juez  hiciera  déla  utilidad  social  de  la 
ley.  Esto  constituiría  una  fuente  de  in- 
terpretación que  no  tiene  un  precepto  le- 
gal en  que  apoyarse,  que  contraría  re- 
glas y  principios  consignados  en  el  Códi- 
go, y  que  constituiría  así  una  excepción 
sin  texto. 

La  misión  del  juez  no  es  ni  puede  ser 
ésa.  La  Corte  de  Casación  francesa  así 
lo  estableció,  con  cierta  rudeza,  en  sen- 
tencia de  25  de  mayo  de  1 814:  "No  per- 
tenece á  los  jueces,— dijo— jtttgar  la  ley. 
Deben  aplicarla  tal  cual  es,  sin  que  les 
sea  jamás  permitido  modificarla  6  res- 
tringirla por  ninguna  consideración,  por 
más  poderosa  que  ella  sea"  (2).  - 
(2)  Mi,  Hasselgreen. 
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El  artículo  9  de  nuestro  Código  Civil 
importa,  pues,  una  obligación  para  el  juez 
de  no  aplicar  la  ley  con  efecto  retro- 
activo, salvo  que  el  texto  de  la  ley  con- 
signe una  excepción  á  la  regla  general. 

La  necesidad  de  que  el  legislador  mani- 
fieste expresamente  su  intención  de  retro- 
obrar  para  que  la  ley  pueda  ser  inmedia- 
tamente aplicada,  constituye  además  la 
tradición  romana,  la  cual  en  nuestro  caso 
tiene  muchaimportancia,  porque  la  ley  7* 
del  Código,  de  Legibus^  aparece  citada 
como  la  fuente  del  artículo  9. 

Esta  ley  confirma  plenamente  el  princi- 
pio que  venimos  sosteniendo.  Después  de 
decirse  en  ella  que  las  leyes  disponen  pa- 
ra lo  futuro  y  no  afectan  los  hechos  pa- 
sados, kgea  ct  constítutiones  futuris  cer- 
tum  est  daré  forman  negotiis^  non  ad 
facta  pmterita  revocaría  agrega:  á  me- 
nos que  el  legislador  estatuya  expre- 
samente á  la  vez  sobre  el  tiempo  pasado 
7  sobre  las  cosas  aún  en  suspenso,  nisi 
nominatim  et  de  prwteríto  tempore  et 
adbuc  pendentibus  negotns  caatum  sit. 

\a  doctrina  romana,  según  el  impor- 
tante contenido  de  esta  ley,consideraque 
lairrctroactirtdad  de  las  leyes  no  es  un 
principio  nuevo  sino  que  resulta  de  la  na- 
tnraleza  y  objeto  de  la  ley,  certum  est;  y 
qoe  ese  pñncípio  se  aplica  a  los  actos  pa- 


sados, aun  cuando  sus  efectos  no  se  hu- 
bieran cumplido  todavía,  adhac  penden- 
tibus negotiis.  Las  consecuencias  de  un 
acto  van  así  unidas  al  acto  mismo,  para 
ser  regladas  por  una  ú  otra  ley,  salvo 
que  el  legislador  expresamente,  nomina- 
tim,  hubiere  dispuesto  otra  cosa. 

Nos  purece  que  es  ésta  también  la  ten- 
dencia de  las  legislaciones  modernas. 

£1  Código  del  Imperio  Alemán  no  con- 
signóel principio  de  la  no  retroactividad, 
pero  la  ley  de  Introducción  regló  el  trán- 
sito de  la  antigua  legislación  á  la  nueva, 
resolviendo  las  variadas  cuestiones  que 
habían  de  presentarse  en  la  práctica. 

Es  frecuente  en  las  leyes  que  se  consig- 
nen disposiciones  llamadas  transitorias 
con  el  objeto  de  precisar  los  efectos  de  la 
nueva  ley  sobre  las  situaciones  existen- 
tes; y  todavía  encontramos  una  confir- 
mación á  esta  doctrina  en  el  artículo  3 
del  Código  Español,  según  el  cual  "las 
leyes  no  tendrán  efecto  retroactivo,  si  no 
dispusieren  lo  contrario." 

Sentados  estos  principios,  veamos  su 
aplicación  al  precepto  contenido  en  el  ar- 
tículo 466  del  reciente  Código  de  Proce- 
dimiento Civil. 

EUUDOKO  YÁÑBZ. 

i  Continuará) 
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11. — El  Código  italiano  reproduce,  en 
la  materia  que  venimos  tratando,  las  an- 
tiguas disposiciones  del  francés,  pero  con- 
tiene un  precepto  limitativo  del  dominio 
privado,  que  equivale  á  la  restricción  del 
artículo  642  reformado  del  Código  fran- 
cés. Nos  referimos  al  artículo  545,  que 
dice:  "Todo  propietario  ó  poseedor  de 
aguas  puede  servirse  de  ellas  á  su  volun- 
tad 6  disponer  de  los  mismos  en  favor  de 
terceros,  salvo  título  ó  prescripción  en 
contrario;  pero,  de-spuésde  haberse  servi- 
do de  las  aguas,  no  puede  desviarlas,  de 
manera  que  se  pierdan  en  perjuicio  de 
otros  fundos  á  los  cuales  podrían  apro- 
vechar sin  ocasionar  desbordes  ú  otros 
perjuicios  á  los  usuarios  superiores,  y  me- 
diante una  justa  indemnización  pagadera 
por  el  que  quiera  aprovecharse  de  las 
aguas,  si  se  trata  cíe  ttria  fuente  ó  de  otra 
agaa  que  pertenezca  al  propietario  del 
ñtndo  saperíor." 

Entre  nosotros,  las  aguas  que  la  ley 
declara  de  dominio  privado  no  están  su- 
jetas á  semejante  restricción  ó  servidum- 


bre, que  seria  de  gran  utilidad  pública  en 
muchos  casos  en  que  el  mero  capricho  de 
un  propietario  es  obstáculo  á  la  irriga- 
ción de  nuevas  tierras. 

1 2— La  jurisprudencia  chilena  re^stra 
pocos  casos  referentes  á  manantiales  ó 
fuentes  que  no  ^  convierten  en  corrientes 
de  agua,  y  ello  se  explica  porque,  dado  el 
gran  de?nivel  de  nuestro  valles,  sobre  to- 
do de  cordillera  á  mar,  todas  las  aguas 
tienden  á  formar  vertientes  ó  arroyos 
más  ó  menos  considerables  y  porque  las 
aguas  corrientes  son  las  que  especialmen- 
te se  destinan  al  regadío,  pudiendo  ser 
levantadas  con  las  obras  de  canalización. 

Dejaremos,  porconsiguiente,eI  estudio 
de  las  sentencias  de  los  tribunales  para 
después  de  haber  tratado  de  las  aguas 
corrientes. 

13. — Merecen  detenida  consideración, 
por  su  importancia  industrial  y  por  la  si* 
tuación  jurídica  especial  en  queseencuen- 
tran,las  denominadas  aguacíasdeldesiei^ 
to,  que  no  son  otra  cosa  que  manifesta- 
ción de  aguas  subterráneas,  ya  en  forma 
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de  \'ega8  ó  pantanos,  ya  en  forma  de  ma- 
nantiales 6  fuentes  y  que  algunas  veces, 
sobre  todo  en  la  región  cordillerana,  lle- 
gan á  constituir  pequeños  arroyos  6  ver- 
tientes. 

La  palabra,  aguada^  en  la  significación 
que  acabamos  de  indicar,  es  un  verdadero 
chilenismo.  Según  el  diccionario  de  la  len- 
gua, aguada  es  ''provisión  de  agua  dulce 
que  lleva  un  buque  para  su  consumo", 
"sitio  en  tierra  adecuada  para  tomar 
agua  potable  y  conducirla  á  bordo".  Pro- 
bablemente, por  analogía,  el  viajero  del 
desierto,  de  ese  mar  sin  vida  y  desnudo 
de  vegetación,  comenzó  á  llamar  agua- 
das los  sitios  en  que  podía  apagar  la  sed 
Y  renovar  Ja  provisión  de  agua  necesaria 
para  continuar  la  marcha.  Más  tarde 
vinieron  las  empresas  mineras,  salitreras 
y  de  transporte  ({ue  necesitaron  el  agua 
de  esos  manantiales  ó  vertientes  para 
usos  industriales  y  continuaron  llaman- 
do aguadas  los  sitios  en  que  se  encontra- 
ban y  los  depósitos  y  corrientes  mismas. 
Con  este  nombre  solicitaban  y  obtenían 
del  Estado  el  uso  de  ellas,  hasta  que,  por 
la  importancia  de  la  materia,  el  activo  y 
práctico  Ministro  de  Obras  Públicas,  don 
Vicente  Dávila  Larraín  hizo  que  el  Gobier- 
no dictara  el  Reglamento  para  su  conce- 
sión, de 22  de  septiembre  de  1893,  en  que 
oficialmente  quedó  consagrada  la  palabra 
agaadas  para  designar  los  referidos  de- 
pósitos ó  corrientes  situados  en  terrenos 
eriales  del  Estado, 

Antes  de  dar  á  conocer  este  Reglamen* 
to  y  de  analizar  sus  disposiciones,  quere- 
mos dar  una  idea  más  exacta  de  lo  que 
son  en  ta  naturaleza  tales  aguadas  y, 
como  ejemplo,  vamos  á  reproducir,  tra- 
ducido deiinglés, im pequeño  trabajo  que 
hemos  pedido,  especialmente  para  inter- 
calarlo en  este  estudio,  al  reputado  inge- 


niero hidráulico  y  gerente  del  ferrocarril 
de  Taltal,  don  Edmundo  B.  Forbes.  El  se 
refiere  á  un  solo  departamento  del  norte; 
pero,  como  en  zonas  análogas  los  fenó- 
menos se  repiten,  lasezplicaciones  del  se- 
ñor Porbes  pueden  servir  también  para 
dar  una  idea  de  lo  que  sucede  en  otros 
lugares. 

Hé  aquí  el  trabajo  aludido: 

AGUADAS  EN  LA  REGIÓN  DE  TALTAL,  Sf 
DESCRIPCIÓiN,  SITUACIÓN,  ETC. 

Las  fuentes  de  provisión  de  agua  de 
buena  calidad  para  las  necesidades  de  las 
salitreras,  del  ferrocarril  y  de  la  ciudad 
de  Taltal,  pueden  ser  divididas  en  dos 
clases  (sin  tomar  en  cuenta  el  producto 
de  la  destilación  del  agua  del  mar). 

Estas  dos  clases  son: 

1)  Agua  derivada  de  fuentes  en  la  cor- 
dillera; 

2)  Agua  derivada  de  pozos  en  el  de- 
sierto. 


I 


AGUA  DERIVADA  DB  PUENTES  EN  LA 
CORDILLERA 

El  agua  que  viene  de  la  Cordillera  es, 
por  regla  general,  de  primera  calidad,  y 
puede  ser  mejorada  aún,  sea  como  pota- 
ble 6  para  fines  industriales. 

En  el  departamento  de  Taltal  la  Cor- 
dillera de  los  Andes  se  presenta  en  tres 
ramificaciones:  la  cadena  oriental,  la  cen- 
tral yla  occidental  (cordillera Domeyko). 
El  agua  que  reclaman  las  necesidades  de 
aquella  región  puede  encontrarse  ya  en 
manantiales  situados  en  el  valle  que  se 
extiende  entre  las  dos  últimas  de  las  indi- 
cadas cadenas,  ya  en  la  vertiente  occi- 
dental de  la  cordillera  Domeyko. 

a)  Como  ejemplo  de  las  primeras  po- 
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demos  señalar  los  manantiales  de  Rio 
Frío,  Tocomary  Zorras. 

Kío  Frío  podría  suministrar,  diana- 
mente,  más  6  menos  650  metros  cábicoa 
de  agaa  de  la  más  pura  calidad,  pero  pa- 
ra hacer  descender  por  gravitación  esta 
agua  hasta  la  ciudad  de  Taltal  sería  ne- 
cesario describir  un  largo  rodeo  con  ca- 
ñerías, como  único  medio  de  salvar  la 
rama  occidental  de  la  Cordillera.  La  lon- 
gitud total  de  esta  cañería,  desde  Río 
Frío  hasta  Taltal,  sería  de  250  kilóme- 
tros. Su  costo,  siendo  de  siete  pulgadas 
de  diámetro,  seria  enorme,  y  por  esta  ra- 
zón y  la  cantidad  limitada  que  se  obten- 
dríade  esta  fuente,  sería  excesivo  el  costo 
del  agua  y,  en  consecuencia,  este  proyec- 
to es  impracticable  bajo  el  punto  de  vista 
comercial. 

Las  mismas  observaciones  son  aplica- 
bles á  los  manantiales  ó  vertientes  de  To- 
comar. 

La  aguadade  las  Zorrasda  una  mucho 
mayor  provisión  de  agua,  pues  puede  es- 
timarse en  no  menor  de  2,000  metros  cú- 
bicos por  día,  pero  el  agua  es  sulfurosa  y, 
todavía,  el  val'c  que  se  interpone  tendría 
que  ser  cruzado  por  un  sifón  de  muchas 
millas  de  largo  que  elevaría  mucho  el  costo 
inicial  de  la  cañería  hidráulica  necesaria. 

Por  consiguiente,  toda  el  agua  del  valle 
situado  entre  la  cadena  occidental  y  la 
central  de  la  cordillera  de  los  Andes  pue- 
de ser  considerada  como  sin  valor,  bajo 
el  punto  de  vista  comercial,  y  podría  ser 
aprovechada  solamente  por  el  Gobierno, 
que  no  necesitaría  obtener  una  gran  ren- 
ta del  capital  invertido  en  alguna  de  esas 
empresas. 

Las  tres  aguadas  referidas  dan  origen 
á  respectivascorrientes  de  agua  que  aho- 
ra se  pierde  en  las  arenas  de  esas  sole- 
dades. 


b)  Los  principales  manantiales,  en  las 
aguadas  de  la  vertiente  occidental  de  la 
cordillera  Domeyko,  son:  Sapos,  Sandon, 
Pastos  Largos,  Las  Muías,  Alto  de  Va- 
ras, Profeta,  etc. 

Estos  manantiales  ó  vertientes,  que 
contienen  agua  de  excelente  calidad,  es- 
tán todos  formados  en  quebradas  inde- 
pendientes. Kl  agna  brota  á  la  superficie 
en  uno  ó  varios  pimtos,  ó  se  mantiene  á 
no  gran  profundidad  bajo  la  superñcie 
del  terreno  de  ta  misma  quebrada.  En 
consecuencia,  toda  concesión  de  las  ex- 
presadas aguadas  ó  vertientes  debe  in- 
cluir toda  el  agua  que  se  obtenga  déla 
quebrada  en  que  está  situada,  siendo  de 
advertir  queninguna  de  ellas,  hasta  don- 
de llegan  nuestros  conocimientos,  puede 
contener  más  de  doscientos  metros  dJbi- 
cos  de  agua  por  día,  á  lo  sumo. 

Para  garantir  una  concesión  semejante, 
nic  aventuraría  á  sugerir  la  idea  de  que 
toda  la  quebrada  ó  su  parte  principal 
debiera  incluirse  en  la  merced  ó  que,  para 
hacerla  aún  más  clara,  se  definieran  bien 
sus  límites  de  la  siguiente  manera:  una 
vertiente  ó  manantial  puede  ser  especifi- 
cada, deñnida  y  ubicada  por  la  misma 
descri|KÍón  topográfica  del  sitio  en  que 
se  encuentra,  y  la  quebrada,  desde  un  ki- 
lómetro arriba,  hasta  tres  kilómetros 
abajo  del  sitio  del  manantial  debería  ser 
comprendida  en  la  concesión  como  una 
parte  de  la  aguada.  El  ancho  debería  ser 
determinado  por  las  cumbres  de  ambos 
lados  que  dividen  las  aguas,  y  podría  ser 
limitado  á  un  máximum  de  un  kilómetro. 
Esta  fijación  de  deslindes  evitaría  la  po- 
sibilidad de  que  una  extensión  indefinida 
del  valleinferior  sea  reclamada  como  par- 
te de  la  aguada. 

El  en»!  uis  que  viene  ácontinuación  sirve 
de  ejemplo  para  explicar  mi  ]jcnsamiento: 
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A  es  la  fuente  de  que  se  trata,  descrita 
topográficamente.  La  concesión  debería 
comprender  toda  el  agua  contenida  en  la 
quebrada,  en  la  superficie  y  bajo  el  suelo, 
en  kilómetro  arriba  hasta  la  línea  B  C 
Y  tres  kilómetros  abajo  hasta  la  línea 
1)6  Y  el  ancho  sería  el  de  la  quebrada 
B  C;  F  G  y  D  E.,  el  cual  en  caso  alguno 
debe  exceder  de  un  kilómetro.  El  área  de 
terreno  garantida  por  la  concesión  sería, 
por  consiguiente,  B  F  D  y  E  G  C. 

n 

AGUA  DE  POZOS  EN  EL  INTESIOR 
DEL  DESIERTO 

Los  principales  lugares  para  pozos,  en 


donde  se  pueden  obtener  cantidades  con- 
siderables  de  agua,  se  encontrarán  sobre 
los  vastos  depósitos  subterráneos  que 
existen  en  este  distrito.  Por  ejemplo,  uno 
se  extiende  desde  la  estación  de  la  Agua- 
da del  ferrocarril  y  cubre  una  vasta  su- 
perficie que  se  desarrolla  desde  las  minas 
de  Cachinal  y  el  cerro  del  Profeta  por  un 
lado  hasta  lacordilleraporel  lado  opues- 
to; otro  comienza  en  Agua  Verde  y  corre 
por  Catalina  del  Sur,  por  tos  lugares  en 
que  están  los  pozos  de  la  Esperanza  y  de 
la  Germania,  hasta  los  planes  del  Chaco. 

Este  depósito  de  agua  cubre  un  área 
de  centenares  de  kilómetros  cuadrados  y 
el  agua  puede  ser  encontrada  en  la  ma- 
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yor  parte  de  esta  cuenca,  cavando  pozos 
que  varían  entre  quince  y  cien  metros  de 
profundidad;  yes  regla  que  mientras  más 
profundo  se  trabajad  pozo,  más  abun- 
dante y  mejor  es  la  provisión  de  agua. 

Casi  todos  los  pozos  de  esta  región 
que  lleguen  á  la  profundidad  suñciente  6 
que  sean  completados  por  un  taladro  ar- 
tesiano, proporcionarán  no  menos  dedos- 
cientos  metros  cúbicos  de  agu»  por  día. 

Estos  pozos  originan  una  considera- 
ble inversión  de  dinero  en  excavaciones, 
enmaderaciones  é  instalaciones  de  bom- 
bas y  maquinarias,  que  no  bajará  de 
£  1,000,  ó  digamos  $  15,000  por  cada 
uno. 

Es  por  lo  tanto  absolutamente  necesa- 
rio, para  garantir  una  concesión,  que  sea 
incluida  en  ella  una  extensión  de  terreno 
superficial  suficieilte  para  que  otros  no 
construyan  pozos  en  la  vecindad  y  da- 
ñen el  hecho  con  anterioridad,  con  proba- 
ble ruina  de  alguna  industria  salitrera  ó 
de  ferrocarril. 

La  cuestión  es  establecer  el  límite  ó 
distancia  que  debe  separar  estos  pozos 
para  que  ninguno  sea  cavado  con  perjui- 
cio de  los  vecinos. 

Por  fortuna,  yo  he  hecho  recientemen- 
te dos  experimentos  que  han  durado  cer- 
ca de  dos  añosy  que  pueden  dar  una  idea 
de  cómo  debe  ser  resuelta  esta  cuestión. 

Los  experimentos  son  los  siguientes: 


En  la  cuenca  de  Agua  Verde,  el  ferro- 
carril es  parcia Ingente  servido  por  un  po- 
zo, situado  en  la  estación,  que  arroja  dia- 
riamente 100  á  120  metros  cúbicos  de 
agua.  En  el  año  1901  á  1902  yo  cavé 
otra  pozo  á  cuatro  kilómetros  hacia  la 
parte  más  alta  del  valle,  que  dió  200  rae- 
tros  cúbicos  de  agua.  Después  de  haber 
trabajado  con  las  bombas  durante  algu- 
nos meses,  se  notó  una  evidente  disminu- 
ción en  el  primer  pozo  y  después  de  un 
año  de  trabajo  en  el  pozo  superior,  en- 
contré que  el  inferior  estaba  reducido  á 
sesenta  metros  cúbicos  por  dfa. 

El  resultado  de  otro  experimento  fué 
mucho  más  favorable,  se  labró  un  pozo 
para  la  oficina  Esperanza,  á  que  se  dió  el 
nombre  de  "pozo  Esperanza".  Este  que- 
dó á  dos  y  medio  kilómetros  abajo  del 
"pozo  Germania"  y  á  uno  y  medio  kiló- 
metro al  lado  del  "pozo  Julia*'.  Después 
de  dos  ó  tres  años  de  trabajóse  encontró 
(jue  la  extracción  de  aguas  en  cualquiera 
de  ellos  en  nada  afectaba  á  los  otros. 

Es  verdad  que  el  resultado  de  estos  dos 
experimentos  es  diferente,  pero  de  ellos 
puede  deducirse  una  base  para  estimar 
aproximativamente  la  extensión  de  tie- 
rra que  debe  ser  concedida  por  el  Gobier- 
no. Y  esta  extensión  debe  ser  proporcio- 
nal á  la  magnitud  de  la  industria  que  va 
á  ser  servida. 

(  Continuará). 
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II 


Hfl?  que  deducir  ahora  las  consecuen- 
cias prácticas  de  esta  fórmula. 

J.— En  primer  lugar,  Ui  sustracción  fríiu- 
dulenta  de  electricidad  cae  bajo  la  san- 
ción del  artículo  379  del  Código  Penal. 
Es  un  robo  (2). 

Pero  de  que  el  robo  de  electricidad  sea 
l^lmente  posible,  y  punible  no  se  dedu- 
ce que  toda  apropiación  fraudulenta  de 


(1)  Traducido  de  la  »/Íevue  Trimesírieile  de 
Dnit  Civil.» 

(a)  Es  lo  que  ha  resucito  constantemente  la 
jaríspnidencia  en  hipótesis  muy  variadas:  íniita- 
Uctón  sin  conocimiento  de  la  Compañía  de  una 
lámpara  que  carece  de  medidor  (Tríb.  Troyes,  7 
ñor.  1893.  El  Eieetricisia,  1899,  t.  XVII,  p.  93, 
D.  95, 2  102);  el  hecho  de  impedir  que  la  co- 
niente  pase  por  el  medidor  (TriK  Troyes,  i  .<>  dic. 
1896,  El  Eietiridsía  loe.  rít,)  abonado  á  una  sola 
láiDiura  de  corriente  alternada  que  enciende  si- 
multáneamente dos  lámparas.  (Trib.  Tolosa,  13 
iDa3ro  íSgjf  ElJSlettrídsiat  loc.ái.^  p.9t,  D.  97. 

DIIILMO 


corriente  eléctrica  constituya  robu.  Hay 
al  menos  una  hipótesis  en  que,  á  nuestro 
juicio,  el  delito  no  puede  calificarse  de 
robo.  Un  abonado  consigue,  á  pesar  de 
la  precaución  desoldar  el  medidor,  toma- 
da por  la  Sociedad,  hacer  retrocederías 
agujas  de  su  medidor  para  pagar  menos 
electricidad  que  la  que  realmente  ha  con- 
sumido. Este  delito  no  es  un  robo.  Es  el 
delito  de  engaño  sobre  la  cantidad  de  las 
mcrcíiderías  vendidas;  delito  previsto  poj- 
la  ley  de  27  de  marzo  de  1851,  que  casti- 


2.  367);  antiguo  ubunadu  que  restahiece  fraudu- 
lentamente la  toma  de  corriente  (Ttib.  Tulosa, 
13  mayo,  1898,  El  Eltttritista^  loe»  (it.^  p.  380; 
Tolosa,  3  julio  1901,  S.  1903.  3.  185);  abonado 
que  culoca  fraudulentamente  una  lámpara  de 
más  poder  (Tolosa,  34  junio  1898,  El  EUctri- 
eisUt  loe.  eit^  p<  36i)í  persona  no  abonada  que 
saca  un  ramal  de  un  alambre  (Tríl>.  Burdeos,  17 
tnero  tSgB,  El  Elecíriasía^  loe.  iil.^  p.  380;  V 
también  Tolosa,  7  junio  igor,  S.  1903,  a,  185; 
Trib.  corr.  de  Nantua,  7  marzo  1903,  D.  1903, 
3.333).  La  jurisprudencia  italiana  es  también  en 
cbte  sentido,  V.  Cas.  Roma,  18  julio  1898  {Rttñs- 

33 
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ga  el  cn^íi""  tanto  de  parte  del  compni- 

dor  como  del  vL'iiiIedor. 

L;i  Corte  de  Casación  lia  lieclio  esta 
distinción  en  un  asunto  sobre  distribu- 
ción de  íij^uas.  S!  tr.i  abonado  obtiene  frau- 
dulentamente cierta  cantidad  de  a^^ur», 
alterando  l;i  llave  de  medida,  es  un  la- 
drón (1).  Por  el  contrario,  si  el  alxniado 
hace  retroceder  his  a;;ujas  de  su  medidor 
para  disimular  una  parte  de  su  consu- 
mo, comete  el  deUto  de  enM.-in()  en  la 
cantidad  délas  mi  rcaderias  veiídidas  2  b 
Kn  este  caso,  no  liuetlc  decirse  (pie  hay 
sustracción  fraiidnicnta  tle  cosa  ajena, 
poríjue  sejíinila  Corte  Suprema  "ia  apre- 
hensión realizada  dentro  de  las  condicio- 
nes del  contrato  eelcbrailo  entre  las  p;ir- 
tes  ha  siik)  lej^tinia  en  sí  misma;  la  ma- 
niobra fraudulenta  hecha  porel  abonado 
se  ha  practicado  ]it)sterÍormente  con  el 
objeto  de  disminuir  su  deuda  para  con  la 


Ai  /V/w/,  t.  XbVIII,  |i    H3,  Pand.fr,,  lyoo. 

5.  17);  [\(VÍ3,  26  •iilJlhre.  iSyS.  (AVí'.  /i//.,  t. 
XI. IX,  ¡>.  377);  Cas.  2y  uuiu  1903  (AVr'.  /' v., 
t.  bVlI,  p,  58,;)  y  13  j.iiiio  Kjoj.  (A'íií.  /V«, 
t.  lA'UI,  p.  317).  V.  T.nil.ir,  MoiKi  íi.  20 
nov.  1S97  ctU.lucnel  ihuluh  - Jun\i,Hnzaliiiig,^ 
\.  III,  p.  23.  Por  d  roiir.uio,  !.i  jiin<¡iriiijtn- 
cia  alema. i,i  Ita  lu'^.iiji)  X  ¡ulniitir  el  uha 
de  elenricid.i'i,  V.  Tr¡¡>.  del  Imp  lin,  20  (íCllirc. 
1896  (R.:v.  IVii-,  t.  XbV,  p.  5Ú5),  y  ha  v.ii  ulo 
una  ley  tNiu-iiil  para  cistii; ir  e!  ileütu  tic  sus- 
tracciü'i  íraii  iti'-  iit.!  do  1  ij?rÍLiiie  e  é  tfica.  L- y 
de  9  de  abril  7900,  tr.idiicida  en  fl  "Anuario  de 
I<S.  fítraiij.,  KjQr,  p.  75.  V.  l.mihien  respecto  de 
e-M  ley,  á  K'ililr.insch,  Das  Gi-íct-,  hetrfffenj  di¿ 
Besitafitn:^  der  /Cii!:¡\ hu c'r  ki*¡i  hcn  Ai t-i it 
and  stinc  Vo'^-iC/i¡  hf,-,  tu  .a  '/.  ihJinft  f.  ./.  ¡_>,  j-. 
S/rafr<.£ht^7c¡\,'<  nw/i  ip,  1900,411.2015.,  \: 
y  un  arií.u'iidj  Miii'ii.ia  creado  la  mi-iiualuy 
en  la  Riv.  Pen  ,  i.  L\'I.  143  y  svts  V.  t.ini- 
bién  en  cnanto  á  I.1  Ingkiterra,  el  EUcliic  IJ- 
ghíin(;ací  á.t  j  SS  :  y  l.is  l.iy.-s  de  1 S93  (Colorado) 
y  1895  (.\Iaisa<  Im-eit  ;)  -¡u  ■est.iberen  penas  es- 
peciales par.»  !a  sustract  ióii  fraudulei.ta  de  elec- 
tricidad. \a  doctrina  está  muy  dividida  en  esta 


Compañía  _v  no  ha  podido  tener  como 
resultado  el  modificar  la  naturaleza  de 
esta  a[)rchensión". 

La  misma  distinción  debe  admitirse, 
por  la  misma  razón,  tratándose  de  la  elec- 
tricidad. 

Hay  además  otro  acto  delictuoso  que 
no  podría  calificare  de  robo  de  electrici- 
dad. Me  refiero  á  la  tclcjrrafTa  sin  hilos. 

La  telefíraffn  sin  hilo  descansa,  como  se 
sabe,  c  i  el  principio  de  la  propagación  de 
las  ondas  herlzinnas,  principio  de  utili- 
dad verdaderamente  práctica  en  telegra- 
fía desde  cpie  se  pensó  en  aprovecharlos 
tubos  de  Brauly,  que  permiten  percibir 
las  ondulaciones  más  ó  menos  á  mil  kiló- 
metros de  distancia  del  punto  de  emisión, 
El  sistema  ctjmpleto  comprende,  en  su 
esencia,  un  poste  transmisor  con  los  órga- 
nos necesarios  para  producir  las  oscila* 
cioiícs  yun  poste  receptor  con  los  órganos 


cuestión;  admiten  el  lohn  de  cU ctricidad:  Ga- 

raiid,  Tr.dc  d/io. /><  na¡,  2."  edic,  t.  V,  p.  383; 
Carlos  Sircy  en  E¡  ElecOiasla,  1ÍÍ99,  t.  XVII, 
p.  91  i  síg.  36 1  y  sííí;  Chaniprommiinal  en  las 
Pan.i  fr.,  1900,  5,  17 ;  Kr.issati,  L'fnergia  eleilrüa 
il  furto,  S'iphm.  a  ¡a  Reí'.  Pín.,  t.  VI,  p.  a57;(it; 
San'  tis.  Stoiíitfit  dei  Pret.,  t.  XXIV,  p.  1 3;  Dcri:- 
btir^',  en  el  ¡k-Htiche- furUtenzei¡uii^^  15  dic. 
1-S96.  Kn  senii.lo  contrario:  Rorx,  El  robo  át 
tlcctñtidad  ijauraal  des  Pat^ufis,  1^00,  p.  85  i 
92):  de  Matarisiafeni,  Furto  dt  elcftridta;  I.cvy, 
Jl  furto  di  eui'ti^ia  eUltrica,  Giur. pen.  t.  XVllI, 
núm.  33;  Pi|>i:if  Ehittiíita  Nf¡  dirilto^  Milán, 
1900,  p.  18  i  sig.;  Frcndenthal,  Der  Difhtkat 
an  Ekkiri  ilal  e  Isí  die  Entwendung  von  EUk- 
ín,Ítdl  itraflatd  i\\  \s  7.%'itsíh  f.  d.  ges.  Strafrt- 
í/i.'s;i-iíí"/Si/ioft,  iHcff),  p.  488,  881,  886;  Ix>J- 
be',  x'y.Á/>ia/<i¡  i»m  Ciri/  und  Strafrecht,  en  la 
D¿uischf.  /uris!e/iz<iiung,  íSg?,  p.  36;  H"  ppe, 
Diehtha¡  an  E/cklricitat  eod^  loe.^  febrero  1897, 
p.  58. 

(1)  Cas.  10  dio.  1887(8.  88,  1,38;  D.  8«,  i, 

(2)  Cas.  crini.,  16  febrero  1899(8.  1900,1, 
471JI).  99,  1,  201). 
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r.ca'.s.'irius  ¡}arn  Inuiueir  I.'ir  nscil.'iciones 
en  siííiios  perceptibles  p.-tra  nuestros  sen- 
tidos. Se  envían  al  espacio  series  de  on- 
das hertzianas  lar^jas ycíírlasqiie  eoi'res- 
ponden  á  los  puntos  y  rayas  del  alfabeto 
Morse,  v  que  sun  reproducidas  por  las 
oscilaciones  que  impresionan  el  receptor. 

Al  lado  lie  las  ventajas  reconocidas  de 
la  telegrafía  sin  hilo,  se  ha  señalado  un 
inconveniente:  la  jiosibilidad  (If  desviar 
las  ond.is  eléclricisdc  su  destino  por  me- 
dio de  un  aparato  leceptor  colocado  por 
una  [jcrsona  interesada  eu  soqjrciulcr  el 
secreto  del  telegrama  ven  condiciones  fa- 
vorables i)ara  recibir  las  oscilaciones  eini- 
tidíis  por  un  poste  trasniisor.  ¿Pueden 
estos  actos  asimilarse  al  robo  de  electri- 
cidad? 

Se  ha  C(jntcstado  que  nó  por  dr):;  razo- 
nes (1):  en  primer  lufíar  "porque  la  má- 
quina del  poste  trasniisor  no  hace  sino 
(lar  un  impulso,  una  dirección  á  la  ener- 
gía latente  esiJarcidacn  el  éter,  ])cro  no  la 
encierra  y  no  hi  dirij^e  por  medio  de  un 
hilo";  además,  ponpie  "admitiendo  que 
todo  aquello  no  sea  científicamente  exac- 
to, falta  en  el  agente  el  deseo  de  lucrar, 
puesto  que  la  energía  eléctrica  desarro- 
llada con  el  sistema  Marconi  no  sirve  has- 
ta hoy  día  sino  para  trasmitir  telegra- 
mas." 

Estos  dos  argumentos  no  son  convin- 
centes. El  primero  es  falso,  porque  la 
propiedad  de  la  energía  eléctrica  por  el  que 
la  hace  aprovechable,  existe  con  prescin- 
dencia  de  los  cuerpos  aire  ó  hilo  metálico, 
que  se  emplean  para  trasmitirla  á  distan- 
cia. En  cuanto  al  segundo,  es  preferible 
presentarlo  de  otro  modo  y  decir:  hay 
sustracción  fraudulentano  deenergíacléc- 

{<)  V.  GriLASííi.  Im  1e¡*grafia  snna  fiti  e  il  eo- 
iiitttHalty  en  la  Ra'.ptit,  190J,  p.  1S5  i  sig. 


tricíi  sino  de  un  tc]t';;ríiniri,  lo  que  es  muy 
diverso.  Estodeja  entender  que  si  se  lleag 
en  el  porvenir  á  aprovechar  la  energía 
eléctrica  rccibidaenesascondiciones  para 
otra  cosa  que  parala  transmisión  de  te- 
legramas ])odrá  hablarse  también  en  este 
caso  de  robo  de  electricidad. 

B. — Siendo  la  electricidad  unacosa  mue- 
ble susceptible  de  propiedad,  una  verda- 
dera mercadería,  hay  (¡ue  deducir  de  allí, 
en  derecho  comercia!, (jueunasocíe.'.ul  de 
electricidad,  fundad  i)ara  hacer  el  servi- 
cio público  de  alumbrado  ó  de  transporte, 
para  transmitir  la  energía  eléctrica  A  los 
particulares  con  diversos  objetos,  consti- 
tuye una  empresa  de  manufactura  y,  por 
consiguiente,  una  sociedad  comercial. 

Se  ha  alegado  que  no  siendo  la  electri- 
cidad cl  producto  del  trabajo  del  hombre 
sino  una  fuerza  esparcida  en  la  natura- 
leza y  (lue  el  trabajo  del  hombre  no  hace 
sino  adaptar  y  poner  de  manifiesto,  ella 
no  puede  considerarse  como  un  objeto 
manufacturado. 

Pero  en  un  fallo  notable  la  Corte  de 
Lyon  (ü)  contestó  que  "cualquiera  (juc 
sea  la  naturaleza  de  la  electricidad  ba  jo  el 
punto  de  vista  científico,  es  evidente  que 
no  puede  desarrollarse  y  utilizarse  para 
el  alumbrado  sin  un  trabajo  que  es  indis- 
pensable pai-a  híicerla  apta  á  ese  destino 
y  que  tiene  en  realidad  el  resultado  de 
transformarla  en  un  producto  industrial 
de  valor  venal  y  comercial;  que  se  trans- 
forma así  en  una  verdadera  mercadería, 
en  cl  sentido  legal  de  la  palabra,  aplica- 
ble á  todas  las  cosas  muebles  que  pueden 
serobjeto  de  una  transacción  comercial." 

C— Pero  en  lo  relativo  á  lanaturaleza 

(2)  Lyon,  4  de  julio  1890,  S.  93.  2.  375.,  I). 
91.  2.  8r. 
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jurídica  del  contrato  celebrado  entre  el 
productor  de  energía  eléctrica  y  los  par- 
ticulares, es  muydifícil  pronunciarse,  aun 
l)ara  el  que  considera  la  electricidad  como 
una  cosa  mue)>lc,  y  poder  elegir  entre  las 
numerosas  soluciones  que  se  presentan. 
Lajurísprudenciaes  variada  é  incierta;  se 
ha  fallado  á  veces  considerando  que  es  un 
arrendamiento  de  cosas,  otras  que  es  un 
arrendamiento  de  servicios,  otras  aún, 
que  es  una  venta.  Ha  ocurrido  que  una 
mismaCorte  ha  adoptado  sucesivamente 
con  algunos  días  de  intervalo  las  teorías 
del  arrendamiento  de  cosas  y  del  arren- 
damiento de  servicios  (1). 

Se  pretendió  primero  que  este  contrato 
de  arrendamiento  tenía  por  objeto  la  elec- 
tricidad misma  (2).  Se  dice,  en  efecto,  que 
el  arrendamiento  de  cosas  se  caracteriza 
por  el  hecho  de  darporunaparte  al  arren- 
datario el  derecho  de  usar  una  cosa,  con- 
servando su  sustancia,  }'  por  otra,  de  dar 
una  acción  al  que  toma  en  arrendamien- 
to para  oblij^ar  al  arrendador  A  darle  el 
goce  de  la  cosa  arrendada.  Y  el  contrato 
de  tlistrilntción  de  energía  eléctrica  pre- 
senta este  doblecarácter.  Knprimerlngar 
cí)nsiste  en  dar  á  los  abonados  el  goce  de 
una  casa  que  no  se  consume  por  el  uso:  la 
energía  eléctrica.  Para  demostrar  este 
principio,  se  basan  en  la  teoría  emitida 
por  los  sabios,  de  que  la  electricidad  no 
puede  ser  creada  ni  destruida;  deducen  de 
nVi  que  después  del  uso  que  hace  de  ella 
el  abonado  para  alumbrarse  ó  para  mo- 
ver un  motor,  vuelve  á  la  máquina  gene- 
radora. Si  en  el  circuito  se  introduce  una 
resistencia,  la  corriente  desarrolla  una 
energía,  la  fuerza  electro-motriz  y  es  esta 

(1)  Cas.  Roma,  is  agesto  y  22  agobto  1899, 
Cíur.  i(al.\  LI,  part.  I,  sect.  I,  p.  841  y  gi8. 

(2)  Cattameo,  en  el  Anhiv.  Giur.^  1900,  p. 
94  y  s'gte- 


energía  la  que  sirve  para  producir  el  ca- 
lor, la  tracción  óel  trabajo  mecánico.  Pe- 
ro la  electricidad  no  se  consume,  ni  sedes- 
tniye;  la  corriente  vuelve  á  la  máquinn 
generadora  y  su  cantidad  ó  iutensidad. 
medida  en  amperes,  es  siempre  la  misma 
en  todo  el  circuito.  I,o  único  que  varía  es 
el  potencial,  es  decir,  lapresión  medida  en 
voltsi,  porque  á  medida  que  la  corriente, 
á  causa  d^  la  resistencia  introducida  en  el 
circuito,  desarrolla  energía,  el  potencial 
disminuye  del  mismo  modo  que  el  aj^a. 
al  pie  de  una  caída  no  tiene  la  misma  pre- 
sión que  en  el  momento  en  que  se  precipi- 
ta en  el  vacío.  Se  trata,  pues,  con  la  elec- 
tricidad, de  un  simple  arrendamiento  de 
cosas,  como  en  el  caso  en  que  un  propie- 
tario arrienda  á  alguien  sus  ag-uas.  La 
energía  eléctrica,  no  pudiendo  consumirse, 
no  puede  ser  objeto  de  un  derecho  real;  no 
puede  tratarse  de  venderla  sino  sólo  de 
arrendarla. 

En  segundo  lugar,  como  en  el  arren- 
damiento de  cosas,  es  evidente  que  en  el 
caso  de  no  cumplir  la  sociedad  sus  obli- 
gaciones, el  abonado  tiene  acción  para 
obligarla  á  darle  el  goce  de  la  corriente 
eléctrica.  Se  agrega,  por  fin,  que  la  socie- 
dad obligadacontinuamcnteácniidar  que 
la  mercadería  que  produce  sirva  de  un 
modo  constante  al  objeto  A  que  está  des- 
tinada, obra  enteramente  como  lo  hace 
de  costumbre  un  arrendador. 

Además,  ¿cómo  no  considerar  como 
arrendamiento  de  cosas  e»s  contrato  que 
las  partes  mismas  califican  á  veces  de 
"arriendo  de  fuerza  motriz  eléctrica"?  (3J. 

Haremos  notar  precisamente  que  la  ca- 
lificación dada  por  las  partes  á  un  con- 
trato, nunca  se  ha  considerado  bastante 


(3)  V.  el  casodel  tribuml  de  Ginebra,  31  dic.  1 
1897  citado  por  Pipia,  op.  cit.^  p.  260  y  Bíguiente. 
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para  determinar  su  naturaleza.  La  califi- 
cación puede  ser  errónea  y  no  correspon- 
der ni  á  la  verdadera  voluntad  de  las  par- 
tes, ni  á  lo  que  es  realmente  posible.  Sos- 
tenemos aquí  que  las  partes  no  han  arren- 
dad o  elec  triad  ad,  precisamente,  porque  es 
imposible  (|uc  la  electricidad  sea  objeto 
tte  un  arrendamiento  de  c(>sas.  ¿Por  qué? 
Porque  se  consume  por  el  primer  uso.  lis 
evidente  que  admitimos,  ya  ([ue  los  sa- 
bios lo  aseguran,  que  la  electricidad  «o 
imcdc  crearse,  ni  destruirse  y  que  existe 
en  lanaturaleza.  Pero  no  está  allí  la  cue,S' 
tión.  No  consideramos  la  electricidad  en 
estado  lateutc,  la  consideramos  sólo  en 
cl  momento  en  que,  mediante  el  trabajo 
del  hombre,  se  ha  transformado  en  reali- 
dad, en  unaencrgiautilízable,en  una  fuer- 
za y  decimos:  esta  fuerza  se  consume  por 
el  primer  uso;  después  de  halicr  servido  á 
encender,  ácaicntar,  á  accionar  un  motor, 
no  vuelve  á  la  sociedad  de  electricidad  co- 
mo fuerza  actualmente  aprovechable,  así 
como  tampoco  vuelve  á  una  compañía 
(ie  agua  potabjlc  el  agua  de  que  se  ha  ser- 
vido un  cliente.  Si  para  la  distribución  de 
agua  se  ha  sostenido  que  el  contrato  era 
ua  arrendamiento  de  servicios,  á  nadie  se 
le  ha  ocurrido  nunca  sostener  que  el  con- 
trato era  un  arrendamiento  de  cosas.  En 
un  caso,  como  en  el  otro,  no  puede  híilxrr 
un  arrendamiento  de  cosas,  al  menos  en 
cuanto  el  arrendamiento  tenga  por  obje- 
to la  corriente  eléctrica. 

Es  por  lo  demás,  por  esta  razón,  que 
se  ha  tratado  de  dar  otro  objeto  á  este 
arrendamiento  de  cosas  eu  que  consisti- 
ría la  distribución  de  energía  eléctrica  y 
se  ha  señalado  como  objeto,  sea  las  má- 
qoinas  generadoras  de  la  energía  eléctri- 
ca,seaunpuutodeterminado  del  circuito. 

La  primera  de  estas  opiniones,  acogi- 


da favorablemente  por  algunos  fallos  (1) 
en  hipótesis  en  que  la  fuente  de  energía 
eléctrica  era  una  caída  de  agua,  descan- 
saba únicamente  en  la  intención  de  las 
partes,  que  han  querido,  por  el  contrato, 
arrendar  la  fuerza  útil  de  las  mác|uinas. 
Eso  es  poco  verosímil  y  no  está  de  acuerdo 
con  la  realidad:  no  se  pone  al  abonado  en 
posesión  de  las  máquinas,  tal  vez  ignora 
dónde  están  situadasy  la  otra  parte  pue- 
de, lo  ({ue  es  contrario  á  las  reglas  gene- 
rales del  arrendamiento  de  cosas,  intrr)- 
ducirtn  las  máquinas  las  modificaciones 
(pie  mejor  le  parezcan.  ¿Cómo  se  ha  po- 
dido decir  entonces  que  una  sociedad  de 
electricidad  arrienda  sus  máquinas  á  .sus 
clientes?  Así  como  el  viajero  no  arrienda 
el  carro  de  ferrocarril  (jue  le  transporta, 
a^^  tamiKKTO  el  abonado  no  arrienda  las 
máquinas  de  la  compañía  (\uc  le  prop<jr- 
cionan  alumbrado. 

¿Será  más  exacto  hablar  de  un  íirren- 
damiento  de  cosas  en  el  sentido  de  que  el 
abonado  arrienda  un  punto  determinado 
del  circuito?  Y  ¿cómo  se  ha  podido  soste- 
ner esta  teoría?  (2). 

Se  ha  notado  que  un  circuito  está  forma- 
do en  su  esencia  por  un  generador  en  ac- 
ción y  por  un  hilo  que  une  los  dos  polos; 
si  se  quiere  obtener  un  trabajo  mecánico, 
se  pone  un  motor  en  comunicación  con  el 
eje  del  circuito;  del  mismo  modo,  para  te- 
ner luz,  calor  ó  acción  electrolítica,  es  de- 
cir, para  obtener  fenómenos  de  inducción, 
se  ponen  aparatos  determinados  en  co- 
municación con  el  circuito.  De  manera, 
que  en  todo  caso,  es  sobre  el  circuito 
donde  se  manifiesta  el  fenómeno  eléctrico 
que  se  comunica  en  seguida  á  otros  apa- 


(i)  Curte  de  Casal,  Cdic.  1900 y  23  abril  1901, 
L'XS'^  190T,  447. 

(a)  £s  la  teoría  sostenida  por  ArmissogUo, 
¿«ÍKí.  »899.      P-  395.  f"sc.  11. 
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ratos.  Por  consijjuiente,  el  que  se  com- 
promete á  pruporcionar  cierta  canticlail 
de  energía,  no  hace  sino  arrciitlrir  al  abo- 
nado un  punto  determinado  del  circuito. 
Pero,  ya  en  este  punto  del  raciocinio,  se 
vacila  en  calificare!  contrato:  ¿es  un  arreii- 
(lítmiento  de  cosas  ó  un  arrendamiento 
deservicios?  Debe  ser  un  arrendamiento 
de  cosas,  porque  sí  nos  referimos  al  mo- 
mento en  que  el  propietario  del  circuito 
c  )ntrata  con  el  abonado,  es  evidente  ((ue, 
en  ese  momento,  ya  existe  y  funciona  un 
circuito,  es  decir,  esaptopara  manifestar 
los  fenómenos  eléctricos  que  se  (¡uieren 
nproveehar,  ya  qne  esla  condición  de  be- 
clu)  indispensable  para  la  ejecución  del 
contrato  y  eso  excluye  necesariamente  el 
concepto  de  un  arrendamiento  de  servi- 
cios. Sin  duda  el  circuito  ha  sido  creado 
por  la  inteligencia  y  el  hecho  del  hombre; 
pero,  cuando  se  ha  celebrado  el  contrato 
de  distribución,  ya  el  trabajo  del  hombre 
estaba  realizado. 

Como  la  anterior,  esta  teoría  no  tiene 
sino  el  mérito  de  ser  ingeniosa.  Bastan 
dos  observaciones  para  refutarla.  l,a  pri- 
mera es  que  el  goce  de  un  punto  del  cir- 
cuito, lejos  de  ser  el  objeto  del  contrato, 
no  es  sino  un  medio  para  conseguir  lo  que 
es  el  verdadero  objeto  del  contrato:  la 
electricidad.  La  segunda,  es  que,  día  a 
dííi  se  hacen  arrendamientos  de  servicios 
con  ocasión  de  cosíis  que  existían  antes. 
Por  lo  demás,  si  bien  es  cierto  que  el  tra- 
bajo necesario  para  hacer  utilizable  el 
circuito,  está  ya  terminado  cuando  se  ce- 
lebra el  contrato  de  distribución,  hay  que 
convenir  en  que  la  ejecución  de  ese  con- 
trato no  es  posible  sino  gracias  á  la  in- 
tervención constante  de  la  inteligencia  y 
de  la  mano  del  hombre. 

Es  el  mismo  motivo  por  el  cual  se  ha 
sostenido  que  si  el  contrato  de  distribu- 


ciónno)mede  bajoningún  punto  f1evi«t;i. 
considerarse  como  arrend;im!ento  de  co- 
sas, c?  en  cíunbio  nn  arrendamiento  de 
servicios  (1 

Se  dice  í|uc  esta  interpretación  del  con- 
trato es  conforme  á  la  naturaleza  de  las 
cosas,  á  la  vf'luntad  de  las  partes  y  á  la 
forma  misma  del  contrato,  ha  sociedad 
no  contrae  una  obligación  de  dar  sino 
una  obligación  de  hacer.  Si  se  obliga, 
p  >r  ejem]>l(),  á  proporcionar  cierto  núnie- 
•  r  )  (le  caballos  de  fuerza,  esta  obiigneión 
SL'  traduce  de  hecho  en  la  necesidad  de 
producir  una  cantidad  determinada  de 
fuerza  nKitriz.  Por  lo  dcmAs,  ¡medc  decir- 
se cjuc  la  ])roduceinnde  lacnergía  eléctricíi 
secímfunde,  se  identitica,  tanto  con  el  tra- 
bajo intelcctnal  tic  la  dirección  coniocnn 
el  trabajo  manual  de  híS  obreros  <pie  sir- 
ven las  ni;u|ninas;  \\  :tdniit¡end()(|ue  liay;i 
una  ol>ligación  de  dar, está  excedida,  jior 
mneho.  por  la  obligación  de  hacer. 

Se  ha  dicho  también  que  si  el  contrato 
es  un  arrendamiento  de  servicios,  es  por- 
(|ue,  como  en  el  contrato  de  trans¡)()rtf, 
"el  goce  que  se  tiene  del  resultado,  por 
ejemplo,  del  alumbrado,  es  contemporá- 
neo con  su  elaboración". 

Por  fin, lian  juzgaílo bastante  esta  sola 
razón:  "el  contrato  es  un  arrendamiento 
de  servicios,  no  ponjue  la  obligación  de 
hacer  excede  á  la  obligación  ilc  dar,  sino 
por(|UC  el  tr.'ibajo  es  el  olyctti  que  linn  te- 
nido en  vista  las  partes;  la  entrega  de  la 

(i )  V.  e  ■  e-i  s,  mi'io,  B  t^  F  V  «.T  ,  1/ /-"O  Ha- 
ÜHHfK  190  ,   1."  i'iiit'-,  p   lot  y  s!i;tc- ;  lí  ^-A^s^ 

(■mr^ia  elfitrUa,  u»  ti  Monit.  dei  l^nl:,  1900 
p.  321;  Cass.  Roini,  14  may )  igot,  Foroi/al- 
lyoi,  I."  pnrtc,  p.  90 r  y  siijie.  V.  la'idi  éu  Gian- 
NiNi,  Ai(hi7'  .K  'tf-  '902,  ¡í.  395,  que  d.T  A  KSte 
arrendamiento  de  serviei-is  b  deiiuniinacnSn  ei- 
pttial  de  ciintrato  de  provisión. 
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cosa  producida  no  es  sino  el  término  del 
arremlamiento,  de  manera  que  en  todo 
momento  el  objeto  del  contrato  es  el  de 
uii  arrendamiento  de  obra"  (1). 

En  el  fondo,  la  idea  general  en  que  ¡vic- 
ílen  resumirse  todas  esas  consideraciones 
es  ésta:  ya  que  la  corriente  eléctrica  no 
existe  naturalmente  y  tiuc  es  ncccsai'io 
recurrir  á  la  industria  para  producirla, 
es  Ímpí>sible  separar  la  cosa  producida 
de  su  causa  eficiente,  (jue  es  el  trat>aio(lcl 
lionibre.  "Para  alejar  la  idea  del  arrenda- 
miento de  obra  decía  la  Administración 
d_*  llaeienda  ante  la  Corte  de  Roma,  sería 
necesario  probar  que  la  oblif^ación  de 
proporcionar  ener^^ía  eléctrica  excluve  la 
prestación  de  un  trabajo  persona',  cosa 
absurda,  ya  que,  para  hacer  útil  la  elec- 
tricidad latente,  es  necesario  usar  máqui- 
nas guiadas  porlainteligencia  y  la  mano 
del  hombre"  (2). 

Este  raciocinio  no  es  convincente.  Nó, 
no  es  necesario  probar  (|ue  la  provisión 
de  energía  eléctrica  exciu^'e  la  prestación 
d;:  un  trabíijo  personal  lo  que,  en  efecto, 
sería  absurdo;  basta  probar  c^ue  esa  pres- 
tación no  ha  sido  la  cosa  materia  del  con- 
trato y  deseada porlas  partes  contratan- 
tes. Y,  colocando  la  cuestión  en  este  te- 
rreno, y  no  ]nu'dc  colocf'i i'sela  eii  otro, 
nos  parece  imposible  lial)lar  de  un  arren- 
damiento de  servicios. 

En  efecto,  ¿cómn  OL*Lirren  realmente  las 
cosas?  A!<íuien  cpiiso  alumbrar  su  casa 
con  electricidad.  Sí  dirige  á  la  Soeicdad 
de  alumbrado.  Hsta  instala  un  ramal  del 
cable  matriz  y  coloca  un  medidor.  La  So- 
ciedad arrienda  ambos  al  alionado  (3). 


(l)  B  i\FANTK,  /fJC  lii.,  p.  908. 

(j)  Citado  segiíü  AkhissüGi.iíj,  ¡o(.  tti.^  pa- 
jina 393,  col.  a. 

(3)  En  las  instalaciones  en  Santiago  la  '•Chi. 


Kn  lo  que  se  refiere  á  estos  aparatos  es 

evidente  <|uc  liav  un  arrcmlaiiiiL-nto  de 
cosas  ,4-  ,.  l'cro  eso  no  es  sino  nti  accesorio 
del  contrato  de  distribución,  un  medio  de 
obtenerla  realización  del  objeto  del  con- 
trato. ¿V  cná!  es  el  objeto  del  contrato? 
¿Ouc  fjiiicre  cl  mievo  abonado?  Tnica- 
inciUc  la  enlrc,u;*a  á  doniicitio  de  la  ener- 
gía eléctrica  nccesari.a  para  aliunbrar  sus 
departamentos.  Lo  (]uc  <ju¡crc  es  la  en- 
trri^a  lie  esa  cosa,  de  esa  mercadería  (jiie 
c-i  la  clceti"¡ei(latl  laiaiido  sc  la  ha  hecho 
utihy.al)Íc  por  mello  di  las  ma  piinas  ge- 
neradoras. ¿I'lensa  acaso  en  cl  tr.ibajo 
previo  á  esa  entrega?  De  ningún  modo. 
Sin  (luda  el  gasto  cansado  por  esc  Iralia- 
jo  csLá  inekiido  cu  cl  precio  del  consiinui, 
como  está  incluido  en  el  precio  de  todo 
objeto  manufacturado  imic  se  compra,  el 
tr.ibajo  ga.stado  en  producirlo.  Pero,  del 
mismo  modo  que  euanrlo  encargo  un  au- 
tomóvil á  un  fabricante,  el  trabajo  no  es 
para  mí  sino  un  meilio  de  ejecución,  por 
consiguiente,  sólo  un  aecesr)rio  de  la  con- 
vención cuyo  übjctf)  principa:  ( ;■,  la  com- 
pra de  un  vehículo;  ile  ígual  ni>.do  el  tra- 
bajo necesario  en  este  caso  á  la  produc- 
ción de  la  corriente  clcctriea,  no  es  sino 
un  medio  de  ejecución,  cl  accesorio  de  una 
convención  en  que  la  electricidad  es  el  ob- 
jeto jirincipal  y  esc  trabajo  no  puede  bas- 
tar, porconsiguiente,  para  dar  á  esta  con- 
vención el  carácter  legal  de  un  arrenda- 
miento de  servicios.  lisa  convención  es 
una  venta. 

Lo  que  {¡uiere  el  abonado  es  comprar 
un  ]>roducto,  no  es  pagar  servicios  ó  re- 

l  an  K)e-~tric  Trítniwjy  ¿V  I.iglii  C-'.  Ltil.n  -^ó'o 
robra  airieinlo  [lor  c!  inc-lí'Idr.    (N.  dil  T  ) 

(4)  Pi>r  lo  ilcinas,  c-te  artien  lu  IrLiie  iirc<  ios 
aparte-,  y  distintos,  stñilados  en  la  póliza  y  en 
los  lecib  is  mensuales,  de  los  precios  del  consu- 
mo nii<>mu  de  t-leciricidaJ. 
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munerar  un  trabajo,  El  arrendamiento 
de  servicios  existe,  pero  sólo  en  las  rela- 
ciones de  la  Sociedad  con  sus  empleados 
y  trabajadores;  no  hablemos  de  él  en  las 
relaciones  de  la  Sociedad  con  sus  abona- 
dos. Ella  les  vende  la  electricidad  de  que 
es  dueña  (1).  Y  les  proporcionará  la  cosa 
vendida  por  un  precio  y  segán  una  tarifa 
aceptada  de  común  acuerdo. 

Pero, dicen  (2),  ¿cómo  puede  ))i-efcencler- 
se  que  el  que  proporciona  la  corriente  ha 
sido  dueño  de  ella,  "cuando  esta  propie- 
dad se  consume  tan  rápidamenteen  cuan- 
to se  produce,  que  no  se  puede  establecer 
el  momento  físico  en  que  la  energía  se 
conserva  en  la  fiíhrica  en  posesión  y  pro- 
piedad del  productor?" 

Es  fácil  contestar,  en  primer  lugar,  (jue 
ya  que  se  admite  que  la  electricidad  es 
una  cosa  mueble,  á  que  la  Sociedad  ha 
dado  este  carácter,  ísta  debe  teóricamen- 
te ser  dueña  de  ella  antes  de  transferirla 
á  sus  abonados.  Y  de  hecho  las  socieda- 
des se  consideran  tan  realmente  dueñas, 
que  en  las  pólizas  dicen:  "La  sociedad 
proporciona  la  corriente  eléctrica  cfc/aníe 
de  la  casa  del  consumidor,  quien  se  recibe 
de  ella  por  medio  de  un  ramal  sacado  del 
conducto  matriz"  (3).  La  entrega  se  ha- 
ce de  un  modo  especial,  debido  al  carácter 
especial  de  la  cosa  entregada,  pero  eso 
no  puede  apartarnos  de  la  idea  de  un 
contrato  de  venta,  puesto  (jue  los  modos 
de  veriñcar  la  entrega  de  las  cosas  s<m 


(1)  Li  teoría  de  la  venta  es  ata'-atia,  sin  tm- 
bargo,  por  tudos  lus  autores.  Ha  sido  aduptada 
por  el  tribunal  de  Turin,  17  julio  1899,  cíiadu 

por  AtHlS^OGLtO,  /flf.  clV.  p   393,  col.  I. 

(2)  AKMiíiSor,i,io,  /oc.  «/,  p.  393,  col.  2. 

(3)  V.  Póliza  de  la  Swiedid  de  Alumbrado 
£léctríc»  de  lÁWe,  artículo  3. 


casi  tan  variados  como  las  cosas  mismas. 
Por  lo  demás,  se  considera  que  estas  so- 
ciedades son  tan  realmente  dueñas  de  la 
corriente,  que  se  las  hace  responsables  de 
los  accidentes  causados  en  la  vía,  pública 
por  la  ruptura  de  los  alambres  conduc- 
tores. 

Se  ha  dicho  también:  "Un  carácter 
esencial  del  contrato  de  venta  es  la  trans- 
ferencia de  la  propiedad  y  la  libre  disposi- 
ción que  adquiere  el  comprador  sobre  la 
mercadería,  y  estecarácter  falta  aquí'*;4\ 
Contestamos  también  con  esta  cláusula 
de  las  pólizas:  "El  abonado  tendrá  la 
libre  disposición  de  la  corriente  eléctrica 
(pie  haya  pasado  por  el  medidor". 

I*or  fin,  no  se  venga  á  decir  que  no  hay 
una  venta,  porque  en  caso  deque  la  socie- 
dad no  ejecute  sus  oblig!u:iones  no  puede 
reclamát^le  sino  la  indemnización  deper- 
juicios sin  poder  obligarla  á  hacer  la 
prestación  de  la  energía  eléctrica  (5).  Esa 
es  puramente  una  petición  de  principios, 
porque  desde  el  raomentoque  el  contrato 
es  una  venta,  no  hay  ol>8táculo  de  hecho 
ni  de  derecho  que  impida  que,  conforme 
á  los  principios  generales,  cada  una  de 
las  partes  tenga  el  derecho  de  obligar  á 
la  otra  al  cumplimiento  de  sus  obligacio- 
nes. Y  hasta  es  de  desear  que  así  sea  pa- 
ra que  los  abonados  no  estén  á  la  merced 
de  las  sociedades  de  electricidad  y  obten- 
gan una  compensación  legítima  á  las 
condiciones  generalmente  rigurosas,  que 
aceptan  en  las  pólizas  para  el  caso  en  que 
ellos  no  ejecuten  sus  obligaciones. 

EiTSTAQUU)  Pilón. 

(4)  V.  Curte  de  Roma,  Faro  iM.  loe,  riV.,  pá- 
ginas 905  y  906. 

(5)  V.  Corte  de  R.  -nia,  Poro  itaL  Im.  dt^  p.i 
gtnas  905  y  906 
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rABAIiKLO  liNTUE  LA  MiGISLAnfÓN  FKANCiiSA  Y  ALIÍMANA 
I'or  Guillermo  Mundt 

(  Conclusión) 


Capacidad  de  la  mujer  casada. — Este 
régimen  matrimonial  participa  de  la  sepa- 
ración de  bienes  y  del  régimen  sin  comu- 
nidad, y  se  encuentran  también  en  él,  aun- 
que muy  alterados,  algunos  caractéres 
del  régimen  dotal. 

Se  ve  que  se  deja  gran  parte  á  la  ini- 
ciativa y  á  la  independencia  de  la  mujer, 
en  lo  que  está,  por  otra  parte,  en  armo- 
nía con  las  disposiciones  del  Código  Civil 
alemán  sobre  la  capacidad  de  la  mujer 
casada. 

En  derecho  francés,  la  mujer  casada  no 
puede  hacer  ningáh  acto  de  la  vida  civil 
sin  la  autorización  de  su  marido,  salvo 
algunas  raras  excepciones.  El  nuevo  Có- 
digo Civil  alemán  la  liberta  de  la  autori- 
zación marital,  y  le  atribuye  la  adminis- 
tración interior  del  matrimonio,  salvo  el 
derecho  del  marido  de  poner  en  el  ejercicio 
de  este  derecho  las  restricciones  que  él 
juzgue  convenientes.  Le  reconoce  el  dere- 
cho de  ofrecer  sus  servicios  personales  sin 
la  autorización  del  marido,  reconociéndo- 


le á  este  último  la  facultad  de  oponerse  á 
ello. 

En  fin,  el  Tribunal  de  tutelas  puede  in- 
tervenir á  pedido  de  la  mujer  para  prote- 
gerla contra  los  abusos  de  autoridad  del 
marido. 

La  mujer  i)osec  la  capacidad  de  con- 
tratar y  de  estar  en  justicia  sin  autoriza- 
ción, á  menos  que  se  trate  de  un  derecho 
comprendido  en  susaportes,en  cuyocaso 
el  concurso  de  su  marido  es  necesario. 

Los  bienes  adquiridos  por  la  mujer  por 
sucesión  ó  legado,  siéndole  7vserrs</os  por 
la  ley,  puede  aceptar  6  repudiar  una  su- 
cesión ó  un  legado  sin  el  consentimiento 
de  su  marido. 

El  libre  ejercicio  de  una  profesión  in- 
dustrial da  todavía  á  la  mujer  el  poder  de 
continuar  un  proceso  en  curso  sin  la  au- 
torización de  su  marido. 

En  caso  de  enfermedad  ó  de  ausencia 
del  marido,  la  mujer  puede  afin  prescindir 
de  su  consentimiento. 

En  ñn,  la  negativa  de  autorización  del 
marido  no  es  sin  apelación;  y|si  no  es  moti- 
vada, el  tribunal  de  tutelas  puede  suplirla. 
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VI 


Cesación  de  Ja  aáminiatración  del  ma- 
rido ó  separación  de  bienes.— Lo  dicho 
no  es  todo:  la  mujer  está  aun  armada  por 
la  ley  para  la  defensa  de  sus  intereses  pe- 
cuniarios en  caso  de  mala  administra- 
ción del  marido. 

Teniendo  éste  la  administración  y  el 
usufructo  de  los  bienes  aportados  por  su 
mujer,  hay  casos  frecuentes  en  (pie  esta 
administración  y  este  usufructo  implican 
para  el  marido  el  derecho  de  enajenar.  Se 
puede,  pues,  temer  que  la  fortuna  de  la 
mujer  se  encuentre  comprometida  por  la 
mala  gestión  del  marido.  Así,  cuando  la 
mujer  teme  que  sus  aportes  sean  grave- 
mente expuestos,  puede  exigir  una  segu- 
ridad á  su  marido.  Los  valores  de  rjue  se 
componen  los  aportes  se  consignan  en- 
tonces y  se  convierten  á  nombre  de  la 
mujer. 

Además,  si  los  aportes  están  en  peli- 
gro, la  mujer  puede  pedir  la  cesación  de 
la  administración  y  del  usufructo  del  ma- 
rido, como  tiene  derecho  en  Francia,  á 
pedir  la  separación  de  Iñenes.  Pasa  lo 
mismo  cuando  el  marido  no  cumple  su 
obligación  de  mantener  á  su  mujer  y  á 
sus  hijos,  y  cuando  se  le  somete  á  cúrate- 
la. Esta  disposición  es  importantísima  y 
de  las  más  felices. 

En  fin,  los  derechos  del  marido  cesan 
de  pleno  derecho,  sin  que  sea  necesario  á 
la  mujer  pedirlo  á  la  justicia,  cuando  aquél 
es  declarado  en  quiebra  6  muerto. 

En  derecho  francés,  cuando  la  mujer  ha 
entablado  una  demandadeseparación  de 
bienes,  loa  efectos  de  la  sentencia  que  la 
pronuncia  retroobran  al  día  de  la  de- 
manda, y  esto  para  evitar  que  la  ruina 
del  marido,  ya  comenzada,  no  sea  consu- 
mada el  día  de  la  sentencia. 


El  Código  alemán  no  ha  reproducido 
esta  disposición:  los  derechos  de  adminis- 
tración y  de  goce  no  cesan  sino  el  día  en 
que  la  sentencia  ha  adquirido  fuerza  de 
cosa  juzgada.  No  exige  tampoco,  como 
el  Código  Civil  francés,  que  la  sentencia 
sea  ejecutada  en  la  quincena  á  contar  de 
s  j  fecha,  so  p;:na  de  nulidad,  medida  que 
tiene  por  objeto  im]K'dÍr  las  separaciones 
simuladas  y  fraudulentas.  Hay  aquí  un 
vaeíí),  ])ero  su  gravedad  está  singular- 
mente atenuada  ptjr  la  naturaleza  del  ré- 
gimen legal  de  administración  común  y 
por  la  obligación  de  inscribir  la  separa- 
ción de  bienes  sobre  el  registro  de  lascon- 
venciones  matrimoniales. 

Lo  mismo  (|uc  en  derecho  francés,  los 
ficrecdores  de  la  mujer  no  pueden  pedirla 
separación  de  bienes,  pues  se  trata  en  ese 
caso  de  un  derecho  exclusivamente  liga- 
do á  la  persona  y  que  implica  cierto  ele- 
mento moral,  al  cual  los  acreedores  son 
ajenos.  Pero  los  acreedores  pueden  ata- 
car una  liquidación  hecha  en  fraude  de 
sus  derechos,  durante  un  plazo  de  dos 
años  (ley  de  21  de  julio  de  1879,  ar- 
tículo 3,  -fj. 

Desde  que  cesa  su  derecho  de  adminis- 
ti'ación  y  usufructo,  ei  marido  debe  rcíi- 
dir  cuenta  de  su  gestión  y  restituir  los 
aportes  de  su  mujer.  Sin  embargo,  mien- 
tras no  sabe  la  cesación  de  su  derecho, 
continúa  administrando  válidamente,  y 
pasa  lo  mismo  hasta  que  los  herederos  de 
la  mujer  no  hayan  provistoá  la  adminis- 
tración de  sus  bienes. 

Si  es  una  declaración  de  falencia  ó  de 
muerte  la  que  ha  quitado  de  pleno  dere- 
cho al  marido  sus  derechos  de  adminis- 
tración y  de  usufructuario,  hay  desde  en- 
tonces, entre  él  y  su  mujer,  separación  de 
bienes. 

El  marido  debe  entonces  soportar  las 
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carj^as  del  matrimonio  y  lu  mtijei*  contri- 
buye á  ellas,  excepto,  sin  embargo,  si  el 
marido  está  en  entredicho  Ó  sujeto  á  cú- 
ratela ó  si  no  subviene  á  las  necesidades 
fie  su  mujer. 

Pero  cuando  la  mujer  paga  unaexpen- 
sa  común  con  sus  propíos  bienes,  ó  aban- 
dona una  jíarte  á  su  marido,  se  presume 
que  lo  hace  sin  la  intención  de  ser  indem- 
nizada. Lo  mismo,  si  renuncia  á  la  scpa- 
nieión  de  bienes  para  dejar  á  su  marido 
la  administración  de  los  suyos,  éste  puede 
emplear  las  rentas  á  su  agrado,  con  tal 
c|«e  soporte  los  gastos  de  esta  adminis- 
tración. 

La  separación  de  bienes  es  impuesta 
por  la  ley  á  los  esposos,  cuando  la  mujer 
fjne  contrae  matrimonio  no  tiene  una  ca- 
pacidad jurídica  entera  y  no  ha  obteni- 
tlf>  el  consentimiento  d-r  sn  representante 
legal . 

Kn  derecho  francés,  la  comunidad  di- 
suelta podía  ser  restablecida  ])or  el  sólo 
consentimiento  de  las  ¡lartcs  por  acto  pa- 
sado ante  notario  y  publicado  en  la  sala 
princi])al  del  tribunal  de  primera  instan- 
cia, V  las  cosas  eran  restablecidas  en  el 
mismo  estado  como  siel  régimen  legal  no 
hubiera  sido  interrumpido.  No  encontra- 
mos nada  parecido  en  el  Código  alemán. 

El  marido  en  entredicho  ó  provisto  de 
un  curador,  A  cpiien  se  lia  r[uitai]()  la  ad- 
ministración del  goce  de  losaportes  de  la 
mujer,  puede,  cuando  la  interdicción  y  la 
cúratela  terminan,  entablar  una  deman- 
da de  restitución  de  sus  derechos,  y  Ir  sen- 
tencia fpie  le  devuelve  este  goce  y  esta 
administrneión  tendrá  efecto  desde  el  día 
en  que  haya  adíiuirido  fuerza  de  cosa  juz- 
gada. 

La  separación  de  bienes  y  el  hecho  de 
volver  á  tomar  el  marido  sus  derechos 
sóbrelos  aportes,  no  tienen  efecto  con  res- 


pecto á  terceros  sino  á  partir  del  mo- 
mento en  que  se  inscriben  en  los  registros 
matrimoniales. 

IL— De  la  comunidad  mot>iliaría 
I 

La  comunidad  mobilíaria  es  el  régi- 
men legal  de  la  Francia.  Se  caracteriza 
por  la  división  de  la  sociedad  conyugal 
en  tres  patrimonios:  el  del  marido,  el  de 
la  mujer  y  el  de  la  comunidad. 

Esta  última  comprende  toda  la  fortu- 
na mobiliaria,  activa  6  pasiva,  que  per- 
tenece á  los  esposos  el  día  del  matrimo- 
nio, y  las  adquisiciones  mobiliarías  ó  in- 
mobiliarias realizadas  por  ellos  durante 
el  matrimonio.  No  quedan  como  propios 
á  los  esposos  sino  los  inmuebles  ó  dere- 
chos inmobiliarios  que  poseen  el  día  del 
matrimonio. 

Los  derechos  del  marido  sobre  la  co- 
munidad son  los  más  amplios.  Sin  ser  ab- 
solutamente, como  antes,  señor  y  dueño, 
SMS  derechos  de  disposición  no  están  res- 
tringidos sino  en  cuanto  concierne  á  la 
enajenad  ón  á  títu  I  o  gratuito  de  los  inmue- 
bles y  de  la  universalidad  ó  de  una  cuota 
del  mobiliario,  y  de  laenajenaeión  gratui- 
ta de  objetos  muebles  con  reserva  del  usu- 
fructo. Puede  alienar,  vender  é  hipotecar 
sólo  los  bienes  de  la  comunidad. 

En  cuanto  á  la  mujer  en  general,  está 
sometida  á  una  tutela  bastante  estrecha. 
£n  la  comunidad  no  tiene  sino  un  dere- 
cho eventual;  en  cuanto  á  sus  bienes  pro- 
pios, nopuedeenajenarlos  sin  la  autoriza- 
ción de  su  marido  que  los  administra. 
Ella  no  puede  obligarse,  aun  sobre  sus 
bienes,  sin  el  consentimiento  de  su  mari- 
do ó  sin  el  concurso  de  este  último  al  acto. 
Es  la  regla  que  sujeta  á  una  incapacidad 
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general  á  la  mujer  casada.  La  ley  france- 
sa ha  quedado  bajo  este  punto  vista  muy 
atrás  con  respecto  á  las  ideas  y  costum- 
bres de  nuestra  época. 

Esta  incapacidad  de  la  mujer  casada, 
que  no  se  justifica  sino  por  la  idea  de  su- 
bordinación de  la  mujer  al  marido,  subsis- 
te aún  en  casos  en  que  esta  subordinación 
no  tiene  ninguna  razón  de  ser,  por  ejem- 
plo si  el  marido  es  condenado  á  una  pena 
aflictiva  ó  infamante,  si  está  en  entredi- 
cho ó  ausente.  Bn  todos  estos  casos,  la 
autorización  de  la  justicia  reemplaza  la 
del  marido.  Fcro  en  ningún  caso,  los  ac- 
tos ejecutados  por  ia  mujer,  aun  con  la 
autorización  de  la  justicia,  obligan  los 
bienes  de  la  comunidad,  si  no  es  cuando 
ella  contrata  como  comerciante  y  por  el 
acto  de  su  comercio,  ó  cuando  su  marido 
está  en  prisión  ó  ausente. 


II 


E!  Código  civil  alemán  ha  admitido 
el  régimen  de  comunidad  mobiliaria,  pa- 
ra dar  satisfacción  á  las  poblaciones  de 
los  países  que  eran  regidos  por  la  ley  fran- 
cesa}'en  cuyas  costumbres  este  régimen 
había  entrado.  Algunas  modificaciones 
se  han  llevado  á  cabo,  sin  embargo,  en  el 
sentido  de  una  extensión  de  los  derechos 
de  la  mujer.  El  derecho  de  disposición 
del  marido  sobre  los  bienes  comunes  ha 
sido  restringido.  No  puede  disponer  de 
la  comunidad  á  título  universal,  ni  ena~ 
jenar  un  inmueble  común  sin  el  con- 
curso de  su  mujer.  No  puede  hacer  sino 
las  donaciones  que  son  la  ejecución  deuna 
obligación  moral  ó  de  conveniencia.  £1 
consentimiento  de  la  mujer  puede  ser  su- 
plido por  el  tribunal  de  tutelas. 

Además,  y  contrariamente  al  derecho 
francés,  la  autorización  del  marido  no  es 


necesaria  á  la  mujer  para  aceptaruna  su- 
cesión, un  legado  ó  una  donación  ó  para 
renunciar. 

Las  obligaciones  resultantes  dedelitos 
no  se  ejecutan  sino  sobre  los  bienes  per- 
sonales del  esposo  en  la  persona  del  cual 
han  nacido  estas  obligaciones,  mientras 
que  en  derecho  francés  las  penas  sufridas 
por  el  maridopodían  aún  ejecutarse  sobre 
los  bienes  comunes. 

En  I'rancia  se  ha  agitado  la  cuestión 
de  salx!r  si  era,  por  otra  patte,i)ermitido 
el  hacer  la  inversión  de  los  bienes  propios 
ó  de  las  rentas  del  Estado;  con  el  fin  de 
favorecer  el  crédito  de  este  último,  se  ha 
resuelto  la  afirmativa  (leyes  de  jjresu- 
puesto  de  2  de  julio  de  1862,  artículo  46 
y  16  de  septiembre  de  1871,  artículo  29.) 
La  lev  alemana,  (pie  se  ha  desprendido 
completamente  de  las  antiguas  ideas  de 
inferioridad  de  la  propiedad  mueble  ( tno- 
bilium  viíispossessio),  admite  formalmen- 
te la  inversión  en  muebles:  todo  lo  que  es 
adquirido  con  productos  provenientes  de 
un  bien  propio  es  excluido  de  la  comu- 
nidad. 

lil— Disolución  de  la  comunidad 

El  Código  civil  alemán  distingue  entre 
la  disolución,  consecuencia  del  divorcio  ó 
de  la  separación  de  bienes,  y  la  que  tiene 
lugar  como  resultado  de  lamuertedeuno 
de  los  esposos. 

A)  Disolución  por  divoicio  ó  separación 
de  búnes 

Lo  que  hay  de  importante,  es  que  el 
derecho  de  pedir  separación  de  bienes  per- 
tenece, no  solamente  á  la  mujer,  sino  aún 
al  marido.  En  derecho  francés,  la  mujer 
solamente  puede  pedir  la  separación  de 
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bienes;  se  ha  juzgadu  con  razón  que,  dados 
los  poderes  tan  ampliosconferídos  al  ma- 
rido, no  tenía  él  ningún  interés  en  la  sepa- 
ración de  bienes.  Si,  á  pesar  de  todo  esto, 
el  marido  quería  llegar  á  laseparaciónde 
bienes,  tendría  un  medio  muy  simple:  se- 
ría pedir  la  separación  de  cuerpos,  de  lo 
que  se  seguiría  como  consecuencia  la  se- 
paración de  bienes. 

En  Alemania,  el  marido  puede  pedir  la 
separación  de  bienes  cuando  su  ganancia 
tutura  se  ve  gravemente  comprometida 
por  las  obligaciones  de  la  mujer. 

lín  cuanto  á  la  mujer,  las  causas  de  se- 
paración son  análogas  en  derecho  fran- 
cés y  en  derecho  alemán. 

En  derecho  francés,  la  falencia,  los  há- 
bitos de  disipación  del  marido,  son  causas 
suficientes  de  separación  de  bienes,  cuan- 
do peligra  la  dote  ó  el  haber  dtf  la  mujer, 
y  se  teme  que  los  bienes  del  marido  ó  de 
la  comunidad  no  basten  á  satisfacer  los 
derechos  de  la  mujer. 

El  Código  alemán  admite  á  la  mujer  el 
derecho  de  pedir  la  cesación  de  la  comu- 
nidad cuando  ella  puede  temer  verse  ex- 
puesta á  un  peligro  grave,  á  causa  de 
actos  jurídicos  ejecutados  sin  su  consen- 
timiento, cuando  su  marido,  con  el  fin  de 
dañarla,  ha  disminuido  et  valor  de  los 
bienes  comunes  ó  gravado  con  deudas 
exageradas;  cuando  está  en  entredicho 
por  prodigalidad,  6  en  fin,  cuando  el  ma- 
rido no  cnmpte  ta  obligación  de  alimen- 
tar á  su  mujer  y  á  sus  hifos. 

Como  lo  hemos  visto,  la  sentencia  de 
separación  de  bienes  no  produce  efecto, 
en  Alemania,  sino  desde  el  día  en  que  ha 
adquirido  fuerza  de  cosa  juzgada.  Sin  em- 
bargo, el  esposo  demandante  podrá  soli- 
citar del  tribunal  una  decisión  que  hiciera 
remontar  los  efectos  de  la  sentencia  al 
dfa  de  la  preaentacíón  de  la  demanda. 


En  derecho  francés,  los  acreedores  del 
marido  pueden  precaverse  contra  la  sepa- 
ración de  bienes  pronunciada  y  aún  eje- 
cutada en  fraude  de  sus  derechos;  pueden 
aún  intervenir  en  la  instancia  para  con- 
testar la  demanda.  No  hay  nada  pareci- 
do en  el  Código  alemán. 

En  fin,  como  lo  hemos  visto,  la  separa- 
ción de  bienes  no  puede  oponerse  á  terce- 
ros sino  en  el  caso  de  haberse  cumplido 
las  formalidades  de  publicidad;  en  Fran- 
cia, consisten  en  la  colocación  en  un  cua- 
dro especial  expuesto  en  la  sata  principal 
del  tribunal  de  primera  instancia;  en  Ale- 
mania, la  separación  se  inscribe  en  los  re- 
gistros matrimoniales. 

La  disoluciónde  la  comunidad  es  segui- 
da de  ana  Jiquidadón. 

Se  pagan  primero  las  deudas  de  la  co- 
munidad; en  seguida  se  procede  al  arreglo 
de  los  derechos  que  puede  ejercer  la  co- 
munidad contra  los  esposos,  y  de  los  que 
pueden  pertenecer  á  los  esposos  contra 
esta  última.  Lo  que  queda  se  divide  por 
mitad  entre  los  esposos,  y  cada  uno  de 
ellos  puede  tomar  los  objetos  especial- 
mente destinados  á  su  uso,  teniendo  cuen- 
ta de  su  valor. 

En  derecho  francés,  la  disolución  de  la 
comunidad  da  á  la  mujer  un  derecho  de 
opción:  puede  aceptar  la  comunidad  y 
renunciar  ó  aceptarla  hasta  concurrencia 
del  provecho  que  ella  obtenga. 

Según  el  Código  Civil  alemán,  la  mujer 
puede  también  rehusar  el  pago  de  las  deu- 
das comunes  más  allá  de  su  provecho, 
pero  es  preciso,  en  este  caso,  que  abando- 
ne su  parte  de  comunidad  á  los  acreedo- 
res por  vía  de  ejecución  forzada.  El  marido 
tiene  el  mismo  derecho  que  la  mujer,  pero 
no  se  ve  bien  la  utilidad  de  ello,  pues  él 
está  obligado  personalmente  á  las  deu- 
das comunes  contraídas  por  la  mujer  y 
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es  ésta  una  disposición  puramente  teó- 
rica. 

Procediendo  á  la  liquidación  de  la  co- 
munidad, un  acreedor  ha  podidoser  olvi- 
dado; si  la  liquidación  está  terminada 
cuando  el  acreedor  se  presenta,  ¿á  quién 
va  á  dirigirse?  Si  es  acreedor  personal  de 
la  mujer,  es  á  ella  á  qLiien  debe  reclamar 
su  pa*{o;  si  su  crédito  es  un  crédito  común 
6  personal  contra  el  marido,  es  á  este  úl- 
timo á  ([uien  debe  diri^^irsc. 

En  caso  de  divorcio,  las  cosas  pasan  de 
un  modo  diferente,  sí  uno  sólo  de  los  ei-- 
posos  es  rct  onocido  culpable.  lil  esposo 
noculpable  pucck* entonces  ped¡r(|i;ccada 
uno  retire  prinicramente  el  valor  de  sus 
aportes,  y  si  los  bienes  cíiniuiies  no  bas- 
tan á  indemnizarlos,  ei  dcficít  es  por  mi- 
tad á  cargo  de  cada  uno  de  ellos.  La 
misma  solución  tiene  lui;ar  cuando  la 
comunidad  se  disuelve  por  causa  de  locu- 
ra de  uno  de  los  esposos,  y  es  al  esposo 
atacado  de  demencia  á  quien  correspon- 
de provocarla. 

■ 

Cuando  se  ha  omitido  á  un  acreedor  en 
la  liquidación,  es  preciso  dirigirse,  no  so- 
lamente á  aquel  que  estaba  personalmen- 
te obligado  á  la  deuda,  sino  aun  al  otro 
esposo  hasta  la  concurrenciade  lo  que  ha 
retirado  de  los  bienes  comunes. 

B)  Continuación  de  la  comunidad  en 
el  caso  de  muerte  de  uno  de  los  dos  espo- 
sos. 

Aquí  la  ley  alemana  se  separa  neta- 
mente del  derecho  francés.  En  principio, 
la  muerte  de  uno  de  los  dos  esposos  no 
lleva  consigo  la  disolución  de  la  comuni' 
dad.  Para  que  la  comunidad  se  disuelva, 
es  preciso  una  renuncia  formal  del  esposo 
sobreviviente,  y  esta  renuncia  á  la  conti- 
nuación de  la  comunidad  debe  ser  decla- 
rada en  el  tribunal  de  sucesiones. 

Se^n  el  artículo  1441  del  Código  Civil 


francés,  por  el  contrario,  la  muerte  natu- 
ral es  la  primera  de  las  causas  de  disolu- 
ción de  la  comunidad.  .\o  es  sino  en  trl 
caso  de  ausencia  de  uno  de  los  cónyuges 
qtie  el  otro  puede  o])tar  por  la  disolución 
ó  la  continuación  de  la  comunidad. 

En  Alemania,  aun  antes  de  la  promulga- 
ción del  nuívo  Código  Civil,  varios  esta- 
dos particulares,  como  ti  Lübeck,  Schlcs- 
wig  Holsteinyla  Westphalia(leyde  lüde 
abril  de  lt^Gi.))atlniitían  que  la  comunidad 
continuaba  después  (le  la  muerte  de  uno  de 
loscónyuges.  El  legislador  alemán  ha  to- 
nualo  (I¡.-sp(>siciones  en  armonía  con  estas 
legi.s!;;eii  ii^  s.  Así,  la  muerte  <Ie  un  esposo 
no  lleva  corsigo  la  licpiidación  de  la  co- 
munidad. Ella  continúa  existiendo  entre 
el  cónyuge  sobivyi viente  y  los  hijos  ó  dts- 
ct.  ndientes  comunes  (¡ue  vienen  á  tomar 
el  lugar  de  su  autor  muerto. 

Sí  es  la  mujer  laque  sobi*evive,  adquiere 
en  la  comunidad  los  derechos  de  su  niari 
do  muerto;  en  cuanto  al  marido  sobrevi- 
viente, conserva  sus  ¡)oderes;  y  la  liqui- 
dación de  la  comunidad  no  se  opera  sino 
posteriormente  bajo  la  base  del  activo 
existente  id  tiempo  de  la  partición.  La 
situación  (le  los  hijos  respecto  del  esposo 
sobreviviente  es  análoga  á  la  de  la  mujer 
respecto  de  su  marido  durante  el  matri- 
monio. 

La  comunidad  continúa  así  hasta  la 
muerte  del  cónyuge  sobreviviente,  á  me- 
nos (|ue  contraiga  segundas  uupcias. 

Cae  de  su  peso  que  esta  comunidad  no 
se  compone  sino  de  los  bienes  de  la  anti- 
gua comunidad,  de  las  reutas  de  los  bie- 
nes personales  de  cada  esposo  )'  de  las 
ganancias  realizadas  por  la  industria  ó 
profesión  del  esposo  sobreviviente.  Los 
bienes  de  los  hijos  ó  descendientes  comu- 
nes no  forman  parte  de  la  comunidad. 

Esta  cotitinuación  de  la  comunidad  no 
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es  obligatoria  sino  para  los  herederos  del 
cónyuge  muerto,  pues  el  sobreviviente 
puede,  si  lo  prefiere,  renunciar  á  ella.  He- 
mos dicho  que  esta  renuncia,  para  ser  váli- 
da,debía  ser  declarada  ante  el  tribunal  de 
sucesiones.  EUano  llena,  además,  ningu- 
na restricción,  es  decir,  que  no  puede  ser 
hecha  bajo  condición,  ni  aplicarse  á  una 
parte  solamente  de  los  bienes  de  la  comu- 
nidad. 

Pero  ella  puede  perfectamente  inten'c- 
nír  posteriormente  á  lacomunidad  conti- 
nuada, para  revocar  6  modificar  esta  con- 
tinuación de  comunidad;  es  preciso  en- 
tonces un  acto  auténtico  ó  un  acuerdo 
con  los  herederos. 

La  comunidad  continuada  dura,  salvo 
renuncia  del  sobreviviente,  hasta  la  muer- 
te de  este  último  ó  hasta  sus  segundas 
nupcias.  Si  uno  de  los  que  tienen  derecho 
muere,  sus  descendientes  toman  su  lugar 
por  representación;  si  no,  su  parte  acrece 
á  sus  hermanos  y  hermanas  y,  en  su  de- 
fecto, al  cónyuge  sobreviviente. 

Los  que  tienen  derecho  pueden  renun- 
ciar su  parte  en  la  comunidad,  y  esta  re- 
nuncia debe  hacerse  por  acto  solemne  ante 
el  juez  del  tribunal  de  sucesiones  ó  ante 
notario.  Ocurre  entonces  lo  mismo  que  en 
caso  de  muerte. 

Los  que  tienen  dereclio ocupan,  con  res- 
pecto á  la  comunidad  y  vis-á-vis  del  so- 
breviviente, el  lugar  del  esposo  muerto, 
reserva  hecha  de  los  derechos  de  la  mujer, 
si  es  ella  la  que  ha  sobrevivido.  Se  sigue 
de  ahí  que  ellos  pueden  pedir  la  separa- 
ción de  bienes  lo  mismo  que  lo  habría  po- 
dido hacer  su  autor,  y  esta  separación 
produce  efecto  en  tas  mismas  condiciones 
qne  la  que  interviene  entre  esposos,  y  con 
respecto  á  todos  los  descendientes,  com- 
prendidos aquellos  que  no  han  interveni- 
do personalmente  en  la  instancia. 


La  comunidad  se  disuelve:  1'  i)or  la 
muerte  del  cónyuge  sobreviviente;  2'  por 
la  declaración  de  su  muerte;  3^  si  vuelve 
á  casarse.  En  este  último  caso,  el  cónyu- 
ge sobreviviente  debe  hacer  conocer  su 
proyecto  de  matrimonio  al  tribunal  de 
tutelas  como  el  estado  de  comunidad  que 
debe  ser  liquidada. 

Lacomunidad  se  parte  pormitad  entre 
el  sobreviviente  y  los  descendientes;  pero, 
por  un  privilegio  particular,  el  sobrevi- 
viente, contra  el  cual  no  ha  sido  dirigida 
una  demanda  de  separación  de  bienes, 
puede  apoderarse  de  todos  los  bienes  co- 
munes, con  la  salvedad  de  tener  cuenta  de 
su  valor.       .  . 

La  mitad  que  queda  A  los  descendientes 
se  divide  entre  eilos  proporciona Imente  á 
sus  partes  en  la  sucesión  del  cónyuge  pri- 
meramente muerto,  su  autor,  como  si 
este  último  hubiera  muerto  el  día  de  la 
liquidación. 

La  continuación  de  la  comunidad  no 
tiene  lugar:  1'  si  ha  sido  excluida  por  el 
contrato  de  matrimonio;  2*  si  ha  sido  ex- 
cluida por  testamento  del  esposo  muerto 
primero,  que  podrá  hacer  valer  unacausa 
de  divorcio  ó  de  separación  de  bienes  y 
privar  por  este  motivo  á  su  cónyuge  de 
su  reserva. 

Cada  esposo  puede,  por  disposición  de 
última  voluntad, y  con  el  consentimiento 
auténtico  de  su  cónyuge  ó  por  disposición 
mutua  y  recíproca:  1^  reclamarla  disolu- 
ción de  la  comunidad,  si  se  encuentra  en 
las  condiciones  arriba  expresadas;  2*  ex- 
cluir á  un  descendiente  de  la  comunidad 
continuada.  Esta  exclusión  equivale  á 
una  desheredación,  y  el  descendiente  no 
tiene  derecho  sino  é.  su  reserva  que  toma 
en  los  bienes  de  !a  comunidad;  3'  privar 
á  un  descendiente  de  su  parte,  para  darla 
á  un  tercero;  4'  en  fin,  disposición  nota- 
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ble,  puede  atribuir  todu  ó  parte  de  1»  co- 
munidad á  uno  de  los  descendientes,  á 
cargo  por  este  último  de  tener  cuent«'i  de 
su  valor á sus  coherederos.  Hstafactiltad, 
de  la  cual  puede  liencticiar  igualmente  el 
cónyuge  sobreviviente,  está  destinada  A 
dar  los  más  felices  resultados  en  líis 
explotaciones  agrícolas  tan  dañadas  en 
Francia  con  la  partición  forzosa. 

Todas  estas  disposiciones  del  Código 
Civil  alemán  sobre  la  continuación  de  la 
comunidad  están  mucho  más  en  armonía 
con  la  realidad  de  los  hechos  que  la  diso- 
lución obligatoria  del  derecho  francés. 
Ellas  aseguran,  además,  á  los  padres  con 
respecto  á  sus  hijos  una  independencia  sa- 
ludable y  previenen  entre  ellos  esas  litis, 
cuyo  espectáculo  es  siem|)rc  triste  y  á  ve- 
ces escandaloso.  La  situación  del  esposo 
sobreviviente  no  cambia  en  nada  sus  re- 
laciones con  sus  hijos,  cuyos  derechos  es- 
tán, por  otra  parte,  suficientemente  res- 
guardados. 

Sección  V.— De  la  comunidad  reducida 
A  las  adquisiciones 

El  Código  Civil  alemán  prevé  también 
la  adopción,  por  los  esposos,  del  régimen 
de  comunidad  reducido  á  las  adquisicio- 
nes, y  sus  disposiciones  corresponden  muy 
bien  á  las  del  derecho  francés.  No  se  nota 
sino  ligeras  diferencias  en  lo  que  concier- 
ne á  los  derechos  del  marido  en  la  comu- 
nidad, y  la  distinción  entre  las  deudas  del 
marido  anteriores  ó  posteriores  á  la  cele- 
bración del  matrimonio,  y  en  general  las 
diferencias  que  se  derivan  de  los  princi- 
pios arriba  expuestos  sobre  la  comunidad 
mobiliaria  y  la  comunidad  á  título  uni- 
versal. 

No  insistiremos,  pues,  sobre  este  punto. 


CoxcLi;sióx 

Tal  es,  expuesto  en  sus  grandes  líneas, 
el  paralelo  entre  las  legislaciones  france- 
síi  y  alemana  sobre  los  regímenes  matri- 
moniales. No  nos  pronunciaremo.'íá  favor 
ni  en  contra  de  ninguno  de  estos  siste- 
mas, pues  se  adaptan  los  dos  á  pctises  de 
costumbres  diferentes.  Es  hoy  casi  um- 
versalmente reconocido  que  el  régimen 
francés  de  la  comunidad  mobiliaria  no 
cori'esponde  ya  á  las  ideas  contemporá- 
neas, ni  al  estado  económico  de  la  socie- 
dad actual. 

Sin  embargo,  es  i>ermitido  preguntarse 
si,  prácticamente,  la  adopción  como  régi- 
men legal  deun  régimen  que  reserva  á  los 
esposos  los  muebles  que  les  pertenecen 
aptos  del  matrimonio  puede  tener  algAn 
efecto  fuera  de  la  hipótesis  de  que  esos 
muebles  consistan  en  valores  mobiliarios 
nominativos.  Pues  un  inventario  seria 
siempre  necesario,  y  Jos  esposos  que  estu- 
vieran dispuestos  á  proceder  á  hacerlo 
recurrirían  lo  mismo  á  la  confección*de 
un  contrato. 

La  nota  distintiva  del  Código  Civil  ale- 
mán es  el  dar  satisfacción  á  la  evolución 
feminista,  acordando  á  la  mujer  una  in- 
de|)endenc¡a  que  aun  no  lia  conquistado  la 
mujer  francesa.  Veremos  todavía  que  los 
derechos  sucesorales  acordados  á  cada 
esposo  sobre  la  sucesión  de  su  cónyuge 
vienen  felizmente  á  corregirparala  mujer 
el  derecho  de  goce  exclusivo  de  su  marido 
sobre  sus  aportes.  La  legislación  del  Con- 
sulado había  sacrificado  completamente 
bajo  este  respecto  los  derechos  legítimos 
y  naturales  de  los  esposos;  esta  injusticia 
ha  sido  enmendada  por  la  ley  de  9  de 
marzo  de  1891. 

Guillermo  Mundt. 
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BREVES  APUNTACIONES  SOBRE  EL  EFECTO  BBTBOAOTIVO  DE  US  LEYES 


V  (1) 

Fuentes  de  interpretnción  del  articulo 
466  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 
—  Tendencia  de  la  legislación  civil  á 
amparar  el  derecho  de  los  aeradores. 

El  Código  de  Procedimiento  Civil  en  su 
artículo  466  no  tuvo  el  propósito  de  re- 
troobrar.  Alo  menos  €isf  aparece  de  las 
tres  fuentes  de  información  que  pueden 
invocarse:  su  texto,  su  espíritu  fi  objeto, 
su  origen  ó  establecimiento. 

El  texto  de  la  disposición  legal  no  lo 
dice;  no  hay  en  todo  el  Código  la  menor 
referencia,  el  menor  antecedente,  que  ha- 
ga presumir  el  propósito  de  contrariar  el 

(i)  I.OS  capítulos  V  y  VI  del  presente  estudio 
se  publican  en  extractu,  porque,  á  juicio  del  au- 
tor, carece  y»  de  interés  la  cuestión  que  en  ellos 
se  dilucidaba,  en  razón  de  haber  resuelto  la  Cor- 
te Suprema,  conociendo  en  dos  recursos  de  casa* 
cíón,  que  el  artículo  466  del  Código  de  Pruc^ 
dirniento  Civil,  no  debe  aplicarse  con  efecto 
retroactivo  y  que  en  consecuencia  subsisten  los 
embargos  efectuados  con  anterioridad  á  la  pro- 
mulgación del  Código. 

Vid.  Revista.  Secdón  de  Jurisprudencia,  pági 
ñas  146  y  390. 

UBaBCHO 


principio  de  la  no  retroactÍTÍdad  consa- 
grado en  el  artículo  9'  del  Código  Civil. 

La  retroactividad  no  se  presume;  la  no 
retroactividad  se  presume. 

£1  objeto  de  aquella  disposición  no  fué 
liberar  á  los  empleados  en  servicio  públi- 
co del  cumplimiento  de  sus  obligaciones 
ni  defraudar  á  los  acreedores;  no  fué  alte- 
rarlas situaciones  establecidas  ni  menos- 
cabar las  garantías  de  los  contratos  ce- 
lebrados. 

Los  verdaderos  motivos  que  se  tuvieron 
en  vista  para  sustraer  de  la  acción  de  los 
acreedores  el  sueldo  de  los  empleados  en 
servicio  público,  fueron,  los  siguientes: 

"La  aplicación  del  precepto  contenido 
en  el  número  V*  del  artículo  16X8  del  Có- 
digo Civil,  que  declara  embaigable  una 
parte  del  salario  de  los  empleados  en 
servicio  público  y  en  general  de  toda  T»en- 
sión  remuneratoria  del  Estado,  está  ofre- 
ciendo graves  inconvenientes  á  causa  del 
considerable  desarrollo  que  han  alcanza- 
do  los  embargos  y  retenciones  decretadas 
judicialmente  sobre  esas  rentas. 

"Aparte  del  recargo  de  labor  y  de  rea- 
ponsabilidad  que  el  cumplimiento  de  ta- 
les ordenes  acarrea  sobre  losjefes  y  demás 
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iuncionaríos  de  las  respectivas  oficinas 
pagadoras,  su  ejecttción  complica  á  veces 
de  tal  modo  la  contabilidad,  que  llega  á 
hacerse  difícil  el  control  rápido  y  eficaz 
que  requiere  la  administración  de  los  fon- 
dos fiscales.  El  recuerdo  de  sucesos  dolo- 
rosos acaecidos  no  hace  mucho  tiempo 
en  la  primera  Tesorería  de  la  República, 
corrobora  la  verdad  de  este  aserto.  ' 

"La  situación  angustiada  en  que  natu- 
ralmente coloca  á  los  empleados  el  cerce- 
namiento de  sus  rentas,  por  lo  general 
exiguas,  tiene  asimismo  que  redundar  en 
daño  del  servicio  público,  ya  que  á  la  ne- 
cesidad de  buscar  por  otros  medios  los 
recursos  que  no  basta  á  proporcionar  el 
sueldo»  habrá  de  corresponder,  en  el  me- 
jor de  los  casos,  menor  contracción  de 
parte  del  funcionario  á  las  labores  de  su 
cargo. 

"El  mal  que  se  enuncia  adquiere  cada 
día  mayores  proporciones  á  causa  del  au- 
mento progresivo  que  viene  observándo- 
se en  el  número  de  los  embat^gos  que  se 
decretan  por  la  autoridad  judicial  y  que, 
en  general,  afectan  á  los  pequeños  sala- 
ríos,  los  cuales  por  su  misma  exigüedad 
se  hallan  más  expuestos  á  las  especulacio- 
nes del  agio  y  de  la  usura. 

*'A1  Gobierno  ha  preocupado  repetidas 
veces  la  necesidad  de  poner  remedio  á  esta 
situación,  pero  las  medidas  de  carácter 
administrativo,  adoptadas  al  respecto, 
han  resultado  ineficaces  ó  bien  han  tenido 
que  quedar  sin  aplicación  en  vista  de  los 
inconvenientes  graves  que  ha  ofrecido  su 
cumplimiento.  Lo  último  ha  ocurrido  con 
diversas  disposiciones  que  conminan  con 
la  suspensión  y  hasta  con  la  privación  de 
sus  destinos  á  los  funcionarios  que  tuvie- 
ren sus  sueldos  embargados  y  no  hicieren 
cesar  el  «mbargo  dentro  de  cierto  plazo. 
La  experiencia  ha  demostrado,  en  efecto, 


que,  fuera  de  las  perturbaciones  que  en  el 
régimen  de  las  oficinas  está  Ilamadnápro- 
ducir  muchas  veces  la  separación  de  em- 
pleados meritorios  y  competentes,  aque- 
lla pena  no  vendría  á  ser  en  la  mayoría 
de  los  casos  el  justo  castigo  de  una  falta, 
como  quiera  que  no  toda  retención  ó  em- 
bargo judicial  implica  necesariamente  la 
existencia  de  un  derecho  incontrovertible 
en  el  presunto  acreedor,  ni  toda  obliga- 
ción procede  de  un  acto  deliberado  de  la 
voluntad  del  deudor. 

"Por  los  motivos  expuestos  he  creído 
que  el  remedio  de  esta  situación  debe  bus- 
carse en  una  reforma  de  la  ley,  en  el  senti- 
do de  hacer  inembargables  é  intransferi- 
bles los  sueldos  y  pensiones  de  que  se 
trata. 

"De  este  modo,  á  la  vez  que  se  evitarían 
al  Bstado  los  graves  perjuicios  que  del 
régimen  actual  se  derivan,  ae  colocaría  á 
los  funcionarios  y  pensionados  de  la  na- 
ción al  abrigo  de  las  asechanzas  de  las 
usura  y  de  los  peligros  á  que  tas  exigen' 
cias  de  la  vida  ó  su  propia  imprevisión 
suelen  arrastrarlos. 

"Esta  última  consideración  obra  con 
igual  fuerza  respecto  de  las  pensiones  ali- 
menticias forzosas,  á  que  también  se  re- 
fiere el  precepto  anteriormente  citado  del 
Código  Civil,  y  por  lo  tanto  es  equitati- 
vo extender  á  esta  clase  de  emolumentos 
los  efectos  de  la  reforma"  (1). 

Estos  son  los  fimdamentos  del  primer 
proyecto  de  modificación  del  artículo 
1618  del  Código  Civil.  El  propósito  que 
entonces  se  tuvo  envista  fué,  pues,  intro- 
ducir una  reforma  de  aplicación  paulati- 
na, de  efectosfuturoSfSin  propósito  algn- 

(i)  Mensaje  del  Presidente  de  la  Repüblic* 
al  CoDgnK>.—BoleiÍH  ié  ios  seswñes  ^trMtMn»- 
ñas  en  tgoi-¡go2t  Cámara  de  Senadores, 
na  569. 
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□O  de  afectar  los  embargos  existentes;  j 
este  propósito  se  mantuvo  ¿  juzgar  por 
las  noticias  qtie  tenemos  del  establecimien- 
to en  esta  parte  del  Código  de  Procedi- 
miento. 

El  on^Tende'la  disposición  6  sea  la  his- 
toria fidedigna  de  su  establecimiento, 
manifiesta»  en  efiecto,  que  hubo  el  propó- 
sito de  no  retroobrar. 

En  los  proyectos  anteriores  de  Código 
de  Procedimiento  no  se  consignaba  dis- 
posición alguna  en  orden  á  la  innnbarga- 
bilidad  de  los  sueldos  de  los  empleados 
en  servicio  público.  Se  respetaba  el  ar- 
tículo 1618  del  Código  Civil. 

£n  la  Comisión  revisora  del  último 
proyecto,  uno  de  sus  miembros,  el  seBor 
Ballesteros,  creyó,  que  debía  ampliarse  la 
disposición  del  citado  artículo  1618,  esta- 
bleciendo que  no  son  embargables  los  bie- 
nes que  menciona  en  el  siguiente  artículo 
que  propaso  para  agregarlo  á  continua- 
ción del  465: 

"Art.  No  son  embargables  los  bienes 
que  laa  leyes  prohiben  embargar,  ni  los 
sueldos,  gratificaciones  y  pensiones  que 
pagan  el  Estado  ó  las  municipalidades. 
Tampoco  lo  son  los  bienes  destinados 
al  servicio  público,  como  ferrocarriles, 
empresas  de  gas  ó  agua  potable;  pero  lo 
son  las  rentas  liquidas  que  produzcan. 
El  acreedor  podrá  pedir  el  nombramien- 
to de  un  interventor  que  lleve  cuenta 
detallada  de  las  entradas  y  gastos,  y 
que  haga  depositar  en  un  banco  y  á  la 
orden  judicial,  los  fondos  sobrantes  al 
fin  de  cada  mes.  Esta  diligencia  produ- 
cirá los  mismos  efectos  que  el  embargo." 

Al  tratarse  por  segunda  vez  de  esta 
indicación  se  aprobó  en  su  forma  actual 
el  artículo  466  del  Código,  expresándose 
por  uno  de  sus  miembros  que  la  redacción 
en  la  parte  relativa  á  los  sueldos  la  había 


tomado  del  Proyecto  del  Ejecutivo  y  de 
la  indicación  del  señor  Ballesteros. 

El  Proyecto  del  Ejecutivo  estaba  con- 
cebido en  estos  términos: 

"Artículo  PRIMERO.  No  son  embarga- 
bles  los  salarios  de  los  empleados  en  ser* 
vicio  público,  los  montepíos  y,  en  gene- 
ral, todas  las  pensiones  remuneratorias 
del  Estado,  y  las  pensiones  alimenticias 
forzosas. 

"Art.  2'  Son  nulos  y  de  ningún  valor 
los  contratos  que  tengan  por  objeto  la 
cesión  de  cualesquiera  de  las  rentas  ante- 
riormente expresadas  ó  de  alguna  parte 

de  ellas." 

Ahora  bien,  de  estos  antecedentes  se 
desprende  con  todaclarídadque  el  origen 
de  la  disposición  antes  citada  fué  un  pro- 
yecto ]de  reforma  del  artículo  1618  del 
Código  Civil,  es  decir,  una  reforma  de  ca- 
rácter civil,  que  tenía  un  doble  alcance,  la 
inembargabilidad  de  ciertas  rentas  y  la 
nulidad  de  los  contratos  de  transferencia 
de  las  mismas. 

Al  proponerse  esta  reforma,  traspor- 
tada más  tarde  al  Código  de  Procedi- 
miento, hubo  el  propósito,  expresamente 
manifestado  de  respetar  el  principio  de  la 
irretroactividadensu  forma  más  amplia. 
En  efecto,  en  el  mensaje  con  que  se  envió 
el  proyecto  al  Congreso  se  agregaba: 
"Como  la  medida  propuesta  no  habrá  de 
hacerse  extensiva  á  las  obligaciones  con- 
traídas con  anterioridad  á  la  ley  en  que 
se  le  preste  acogida,  es  obvio  que  ella  no 
vendrá  á  lesionar  ningún  deredio  adqui- 
rido. Tampoco  existe  el  peligro  de  que 
sea  defraudado  de  este  modo  algún  otro 
interés  legítimo  ya  que  en  el  cálculo  or- 
dinario de  los  negocios  ninguna  especta- 
tiva  de  solvencia  podrían  fundar  los 
acreedores  en  el  goce  de  una  renta  que  la 
ley  pone  fuera  de  su  alcance". 
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Y  esta  situación  se  reglaba  por  el  si, 
guíente  artículo  transitorio: 

"Los  efectos  de  esta  ley  no  se  extien- 
den á  los  contratos  celebrado»  y  obliga- 
ciones contraídas  coa  anterioridad  á  su 
promulgación." 

Según  el  contenido  de  esta  disposición 
no  solo  subsistían  en  toda  su  fuerza  y 
amplitud  los  embargos  efectuados  con 
anterioridad  ¿  la  promulgación  déla  Itj, 
sino  que  los  acreedores  conservaban  el 
derecho  de  pagarse  con  los  sueldos  de  sus 
deudores,  aún  respecto  de  contratos  no 
terminados  ó  de  obligaciones  aún  no  ezi. 
gibles,  con  tal  que  unos  y  otras  tuvieran 
su  origen  en  una  fecha  anterior  á  la  vi- 
gencia del  Código. 

La  Comisión  Revisora  no  reprodujo 
este  artículo,  en  nuestro  concepto,  por 
dos  razones,  porque  tratándose  de  un 
cuerpo  de  leyes  como  un  Código  llamado 
á  afectar  variados  intereses,  no  habria 
tenido  oportuna  cabida  un  solo  nitíeulo 
que  reglara  el  tránsito  de  la  legislación 
únicamente  en  lo  relativo  al  embargo  de 
los  sueldos,  cosa  que  no  ocurría  tratán- 
dose de  una  ley  especial;  y  porque  la  Co- 
misión, sin  duda,  estimó  que  esta  mate- 
ria se  encontraba  reglada  por  la  ley  de  7 
de  Octubre  de  1861,  relativa  á  los  con- 
flictos que  resultaren  de  la  aplicación  de 
leyes  dictadas. en  diversas  épocas. 

Si  la  Comisión  hubiera  tenido  un  pro- 
pósito contrario,  lo  habría  dicho,  toda 
vez  que  el  proyecto  que  servía  de  origen 
á  la  disposición  consignada  en  el  Código 
establecía  en  forma  amplísima  la  caren- 
cia de  efecto  retroactivo;  y  éste  tenía  que 
ser  un  antecedente  autorizado  de  inter- 
pretación. 

No  puede,  pues,  á  nuestro  jnicio,  supo, 
aerse  el  propósito  de  dar  á  ese  artículo 
efecto  retroactivo,  sin  contrariar  los  he- 


chos y  los  principiosy  sin  olvidar  las  ten- 
dencias de  nuestra  legislación  civí!. 

El  Código  Civil  chileno  que  es  la.  ñor 
ma  en  que  generalmente  se  ha  inspirado 
nuestra  legislación  ha  procurado  caute- 
lar el  derecho  de  los  acreedores  y  aun  res- 
guardar los  bienes  del  deudor  para  ase- 
gurar el  pago  de  las  acreencias. 

Ejemplos  de  esta  tendencia  se  encuen- 
tran, entre  otros,  en  los  artículos  803, 
inciso  2',  1578  número  3',  1617,  1661, 
1965,  1968,  2466,  2468. 

Ha  consagrado  además  el  Código  en 
numerosas  disposiciones  el  principio  de 
que  á  nadie  le  es  lícito  enriquecerse  sin 
causa  en  perjuicio  de  otro,  como  puede 
verse  en  los  artículos  146,  253,  254, 668, 
669,  756,  759,  906,  908,  1267,  1688, 
1746,  1750, 1751,2301. 

Si  este  es  el  espíritu  general  de  nuestra 
legislación,  no  puede  razonablemente  su- 
ponerse que  al  dictar  el  artículo  466,  los 
autores  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, quisieron  defraudar  el  derecho  de  los 
acreedores,  anulando  las  garantías  de  se- 
guridad que  ellos  hubieran  tomado  en 
resguardo  de  sus  créditos. 

VI 

Fundamentos  de  la  tesis  contraría.— La 
retroactívidad  de  las  leyes  de  procedi- 
miento.—Examen  de  algunas  objeciones. 

Las  principales  observaciones  formula- 
das en  apoyo  de  la  aplicación  con  efecto 
retroactivo  de  la  disposición  consignada 
en  el  artículo  466  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  pueden  precisarse  en  la  for- 
ma siguiente: 

a)  La  disposición  citada  es  de  taexo 
procedimiento,  y  las  leyes  de  esta  clase 
constituyen  una  excepción  al  principióle 
la  irretroactividad; 
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b  I  La  disposición  es  de  interés  público, 
y  el  interés  público  prima  sobre  el  parti- 
cular; 

c }  Los  sueldos  de  los  empleados  en  ser 
vicio  público  se  devengan  día  por  día,  y 
no  puede  embargarse  lo  que  que  aun  no 
se  )in  ganado;  y 

(ÍJ  Como  consecuencia  de  lo  anterior, 
el  empleado  no  tiene  sobre  sus  sueldos  fu- 
turos un  derecho  adquirido,  sino  sólo  una 
mera  espectativa,  que  la  ley  nueva  ha  po- 
dido sujetar  á  su  acción  inmediata. 

Breves  observaciones  sobre  los  tres  pri- 
meros puntos,  bastarán  para  demostrar 
que  ellos  no  )ustifícan  la  aplicación  retro- 
activa de  la  disposición  citada.  La  teorfa 
de  los  derechos  adquiridos  y  de  las  espcc- 
ta  ti  vas  la  reservaremos  para  un  capítulo 
separado. 

Bn  el  derecho  civil  chileno  la  retroacti- 
vidad  de  las  leyes  procesales  está  reglada 
por  el  precepto  del  artículo  24  de  la  ley 
de  7  de  octubre  de  1861:  "Las  leyes  con- 
cernientes á  la  sustanciacióny  ritualidad 
de  los  juicios  prevalecen  sobre  las  ante- 
riores desde  el  momento  en  que  deben  em- 
pezar a  regir.  Pero  los  términos  que  hu- 
biesen empezado  á  correr  y  las  actuacio- 
nes y  diligencias  que  ya  estuvieren  inicia- 
das se  regirán  por  la  ley  vigente  al  tiempo 
de  su  iniciación". 

El  principio  contenido  en  esta  disposi- 
ción se  aplica  aun  á  los  derechos  contrac- 
tuales: "En  todo  contrato  se  entienden 
incorporadas  las  leyes  vigentes  al  tiempo 
de  su  celebración  ;exceptúanse  las  concer- 
nientes al  modo  de  reclamar  enjuicio  los 
derechos  que  resultaren  de  ellas".  Artícu- 
lo 22  de  la  ley  citada. 

Según  esto,  las  formas  de  procedimien- 
to caen  bajo  el  dominio  de  la  nueva  ley; 
pero  un  acto  de  procedimiento  inic|¿|do  6 
consumado  bajo  el  imperio  de  q>,  ip<TÍs- 


lación  anterior  debe  ser  considerado  co- 
mo un  hecho  jurídico  cuya  eficacia  se 
mantiene  bajo  la  ley  nueva,  tanto  respec- 
to á  la  subsistencia  del  hecho  mismo  ro- 
mo á  las  consecuencias  que  de  él  se  deri- 
van en  el  proceso. 

Con  mayor  razón  del»  considerarse 
que  todo  lo  que  afecta  al  fondo  del  dere- 
cho y  no  á  la  forma  de  ejercitarlo  no  pue- 
de ser  alterado  por  la  ley  nueva,  aunque 
las  disposiciones  que  se  trata  de  aplicar 
se  consignen  en  un  código  de  procedimien- 
to ó  pertenezcan  por  su  clase  al  derecho 
procesal. 

Nos  parece  todavía  que  el  que  ha  rea- 
lizado un  acto  procesal  con  el  propósito 
de  conseguir  un  resultado  jurídico  deter^ 
minado,  como  por  ejemplo  un  reconoci- 
miento de  una  deuda,  una  citación  váli- 
damente hecha,  una  apelación,  una  recu- 
sación, adquiere  el  derecho  de  continuar 
los  actos  posteriores  del  proceso,  con  la 
eficacia  y  para  los  efectos  que  acordaba 
la  ley  vigente.  Todo  acto  de  procedimien- 
to completo  y  consumado  mientras  esta- 
ba en  vigor  la  legislación  anterior,  debe 
ser  reputado  como  un  hecho  jurídico,  ad- 
quisitivo del  derecho  de  obtener  el  objeto 
atribuido  á  ese  acto  por  la  legislación  en 
vigor  (1). 

Las  leyes  de  procedimiento  retroobran 
únicamente  en  lo  que  concierne  á  la  sus- 
tanciación  y  ritualidad  de  los  juicios, 
pero  sin  afectar  no  sólo  los  derechos  ad- 
quiridos, sino  también  sin  afectar  lo  que 
pudiera  estimarse  un  procedimiento  ad- 
(|UÍrido,  ó  sea,  los  términos  comenzados, 
las  actuaciones  ó  diligencias  iniciadas  6 
pendientes,  ó  las  formas  puestas  en  ejerci- 


(i)  Vid.  FiüBK,  /a  irtelruadhidati  de /as 
leyes,  |)ág.  4»$. 
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cío  para  conseguir  el  resultado  jurídico 
del  reconocimiento  del  derecho. 

El  principio  dominante  en  esta  mate- 
ria, es,  pues,  de  la  mayor  simplicidad. 

La  dificultad  nace  cuando  se  trata  de 
precisar  lo  que  debe  entenderse  por  leyes 
de  procedimiento,  en  atención  á  que  los 
códigos  de  «ta  materia  contienen  6  pue- 
den contener,  para  su  mejor  orden  6  apli- 
cación, disposiciones  que  afectan  al  fondo 
del  derecho,  ó  mejor  dicho,  que  no  con- 
ciemen  á  la  sustanciación  y  ritualidad 
de  los  juicios  ó  al  modo  de  reclamar  los 
derechos  que  resultan  de  los  contratos. 

Es  necesario,  pues,  fijar  ante  todo  las 
ideas  sobre  lo  que  debe  entenderse  por  le- 
yes de  procedimiento,  6  si  se  quiere,  sobre 
lo  que  es  el  procedimiento. 

Pothier  considera  que  el  procedimiento 
es  la  forma  según  la  cual  deben  intentar- 
se las  demandas*  en  jásticia  civil,  defen- 
derlas, instruirlas,  juzgarlas,  alzarse  con- 
tra los  fallos  y  hacerlos  ejecutar. 

Carré  por  su  parte  dice:  "Esta  palabra 
viene  del  latín  procederé,  avanzar,  mar- 
char. Asf ,  el  procedimiento  es  una  mane- 
ra de  obrar,  una  marcha  que  seguir";  y, 
definiéndolo  agrega:  "El  procedimiento 
no  es  otra  cosa  que  la  forma  según  la 
cual  deben  obrar  los  litigantes  y  los  jue- 
ces, los  unos  para  obtener,  los  otros  para 
administrar  justicia"  (1). 

López  Moreno,  materializando  estas 
ideas,  dice  por  su  parte:  "La  ley  procesal 
es  la  regla  que  determina  el  orden  de  la 
marcha  para  llegar  al  esclarecimiento  de 
un  derecho;  el  procedimiento  es  la  mar- 
cha ó  camino  que  para  ello  se  sigue;  el 
proceso  es  toda  la  marcha  recorrida,  ó 


bien  todo  el  camino  seguido  en  cada  caso 
determinado"  (1). 

Un  ejemplo  podrá  servir  para  apreciar 
mgor  estas  ideas.  La  obligación  de  pro- 
bar, la  determinación  de  á  quien  incumbe 
el  peso  de  la  prueba,  es  tma  materia  de 
naturaleza  civil,  porque  afecta  al  derecho 
mismo  ó  á  su  existencia  6  eficacia  contra 
terceros,  y  por  eso  el  Código  de  Procedi- 
miento no  consigna  disposición  alguna 
al  respecto;  lo  que  constituye  el  procedi- 
miento  es  la  forma  en  que  debe  rendirse 
la  prueba. 

La  ley  antes  citada  de  1861,  consagró 
en  su  artículo  23,  esta  distinción,  en  los 
términos  siguientes:  "Los  actos  6  con- 
tratos válidamente  celebrados  bajo  el  im- 
perio de  una  ley,  podrán  probarse  bajo 
el  imperio  de  otra,  por  los  medios  que 
aquella  establecía  para  su  justificación; 
pero  la  forma  en  que  debe  rendirse  la 
prueba,  estará  subordinada  á  la  ley  vi- 
gente al  tiempo  que  se  rindiere". 

Si  el  procedimiento  es  la  manera  de 
obrar  en  juicio  para  llegar  al  descubri- 
miento de  la  verdad  y  á  la  justa  aplica- 
ción de  la  ley,  noú  parece  que  el  derecho 
de  embargar  los  bienes  del  deudor,  de  ha- 
cerlos enajenar  forzadamente  y  de  pa- 
garse con  su  valor  no  es  ni  puede  consi- 
derarse coma  de  mero  procedimiento;  y 
qne,entodocaso,el  embargo  yaefectuado 
constituye  un  hecho  jurídico  que  no  pue- 
de ser  afectado  por  la  ley  nueva  ni  en 
cuanto  á  su  subsistencia  ni  en  cuanto  á 
los  efectos  posteriores  que  de  él  se  derivan. 

Antes  de  la  promulgación  del  Código 
de  Procedimiento  esta  materia  estaba 
incorporada  en  el  derecho  civil,  en  el  cual 
se  trató  del  embargo  porque  el  funda- 


(i)  J.  L  Carré,  Les  Lm  de  ia  Prúciáure  Ci- 
vÜe, 


(i)  Santiago  López  Moreno,  Principios 
d&mentales  4e  Procedimiento  civil  y  eriminai. 
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ííiento  del  derecho  de  paliarse  nace  del 
cuiitüitü  ó  de  la  ley,  y  se  relaciona  con  la. 

están  en  el  coinercít>  humano. 

Aun  hoy  mismu.  después  el  ítrtícu- 
lo  466  del  Código  de  Procedimiento  re- 
produjo y  amplió  la  disposición  contení^ 
da  OI  el  aetfptitb  Í618  del  Código  Qivü, 
este  cuerpo  de  leyes  conserva  entre  buí 
disposiciones,  algunas  que  n<j  Iieuí  sido 
reproducidas  en  las  leyes  de  procecliinÍLU* 
to  j  que  se  f^aéfoaan  coa  la  calidad  de 
«m^jeit^ile  «te  ciertos  bienes  6  dereclio» 
Á  coa  la  cmhnrg.'ibilidíid  mismii  de  ellos. 
Asf  se  ve,  por  ejemplo,  en  los  artículos 
1464, 1884  y  2463. 

ianrSa  |i£0tesal,  es,  pues,  la  forma  cu  que 
PC  ejercita  el  derecho;  no  el  cit  recho  mís- 
itur.  es  ta  manera  de  enajenar  los  bienes 
paru  pagarse  CQB  ellos,  no  9»  ealt$Ad  4e 

Bentrodelostérminosdelali^  de  1861 

y  dentro  de  los  principios  que  dominan 
en  esta  materia^  las  leyes  no  atacan  la 
regla  ^ Ta  ín^Íññ)áctiÍTÍdiid'eiraD^  eám 
bian  para  el  porvenir  el  modo  de  ejercicio, 
la  forma  de  ejecución  de  un  derecho  pree- 
xistente;  cuando  dicen  &.  un  acreedor  que 
para  pagarse  con  tales  biencfi  debe  llenar 
tales  trAmíteS;  peta  hieren  rae  principÍQ 
cuanto  afectan  al  derecho  mismo,  cuando 
sustraen  esos  bienes  á  la  acción  del  aeree" 
dor  que  tiene  un  título  anterior  é.  la  vi- 
geacia  de  la  ley, 

debe  procederse  para  hacerse  pagar.  En 
é  otro  del  derecho  de  bacerae,^agar  cqn 
tales  bienes. 

Con  nÜKidn  at  fmntO'écxaeretO  de  que 
tratamos,  es  Indudable,  por  lo  demfift, 
que  añn  en  el  caso  de  dar  al  artfcalq  466 
del  Código  de  Procedimiento  el  c£uráctef 


de  una  disposición  concerniente  á  la  sus- 
tanciación  y  ritualidad  de  los  juicios,  el 
embutí  áttsrétadb  jN^1mÍ0^tíi^i>^  ie^ 
pe  rio  del  artículo  1618Mé6digO  Civü 
tendría  el  carácter  de  una  actuación  afi- 
nada, sería  un  acto  de  procedimiento  con" 
sumado  y  completo,  que  ao  perderla  su 
eficada  por  la  ^¡gsppgilKñ&a  é^^ 
cttyo  imperio  se  yerificfi. 

Repetinioíi,  en  conclusión,  ío  que  he- 
mos dicho  anteriormente.  La  ley  nueva 

00  contiene  precepto  alguno  que  declare 
«spa^éa^mMKOte^xtisigttidú  los  emborgf» 
anteriores,  El  principio  de  la  retroacti- 
vidad  recupera  toda  su  fuerza  y  maji- 
tiene  la  eficacia  de  las  relaciones  de  dcre- 
<^t»dftiitÍtQÍda8liiy'b^él}«pé^  éthí  ley 
antigua  (1). 

B.—Xo  consideramosquela  disposición 
citada  sea  de  orden  público,  porque  no  se 
relaciona  coa  el  derecho  público  6  si  se 
i^B&m  coa  M  «atadó'  poátíñc»  áá 

(l)  En  la  jurispriidencift  ñuncess  éncó&lm-' 
mol  un  cuso  piáctico  que  confirma  la  doctrina 
qme  uMe^tunoa  y  que  guarda  conformidad  con 
kn  qm-  lienM  citado  il  hablar  de  1s  oeceijdftd 
de  que  el  legislador  manifieste  exprapamefiie  ■« 
Tulutiiad  de  retroobrar. 

Por  ley  de  1 7  de  mayo  de  k8oS  k  dispuso  que 
loe  tíréstsmcH  hecho»  por  los  hebreos  á  los  meno- 
tes,  sin  la  autorízacióa  de  tus  tuloie^  á  laa  mui 
jeres  essadas  sin  la  autorlüíeí^  de  Init  ñ^mf 

1  los  militares  sin  las  de  sus  jefes,  eran  nulos 
de  pleno  derecho,  sin  que  pudiera  ejercitarse  ac- 
ción alguna  antelóá'frítnriiát^  1iÁ€bftede-Cá>- 
sación,  en  sentencia  de  7  de  ¡unió  de  181c,  dc- 
clará)  confirmando  las  doctrinal  eslablecidas  por 
tk  '  C^irte  d»  ^idifiiff;^  tetd£^^Mieidii  no  sé 
aplicaba  i  las  ohligsciones  anteriores  i  su  pu- 
blicación, por  cuanto  00  se  establecía  en  ella  que 
debiera  aplicarse  ittl  déodwi  KDtieejorea,  respe- 
tándose asi  el  derecho,  á  la  acción  jüdícfsl  como 
un  derecho  adquirido.  Con  mayor  nsón  del^' 
aplicarse  esta  doctrina  en  el  caso  que  la  «CCNSb 
judicial  se  haya  ejercido  y  haya  dado  origen  A  un 
hecho  juTÍdico  de  efectos  deÜnitlvos  en  el  juicio. 
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No  es  tampoco  de  interés  público  porque 
no  se  ha  dictado  en  interés  de  la  sociedad 
en  general,  apreciada  como  una  colectivi- 
dad, sino  en  interés  de  cierto  número  de 
personas;  y  aunque  con  ello  se  ha  consul- 
tado un  interés  general  de  buen  servicio 
público,  no  es  este  un  motivo  suficiente 
para  alterar  el  principio  de  la  irretroac" 
tividad,  por  las  razones  que  hemos  dado 
anteriormente. 

El  carácter  administrativo  que  en  este 
sentido  pudiera  tener,  no  basta  tampoco 
en  nuestro  concepto,  para  considerar  ese 
preceptó  como  comprendido  en  los  casos 
de  excepción  á  que  nos  hemos  referido  en 
el  capítulo  III  del  presente  estudio.  Et 
proyecto  citado  tiene  por  su  origen,  por 
su  objeto  y  por  sus  efectos  inmediatos 
un  carácter  meramente  civil  que  es  domi- 
nante y  que  basta  para  excluirlo  de  los 
casos  de  excepción  antes  indicados. 

C.  —  Los  sueldos  se  devengan  ^día  por 
día.  ¿En  qué  se  funda  esta  tesis?  No  es 
por  ciei-to  en  que  el  sueldo  es  la  remune- 
ración legal  del  servicio.  El  empleado,  el 
médico,  el  abogado,  el  obrero,  todo  el  que 
trabaja  en  virtud  de  una  remuneraciónt 
ee  encuentran  en  igualdad  de  casos,  sin 
que  se  vea  la  relación  que  esto  pueda  tener 
con  el  efecto  retroactivo  de  las  leyes. 

La  ideanace  de  una  asimilación  del  usu- 
fructo, ó  mejor  dicho,  de  una  razón  de  ana- 
logía derivada  del  artículo  790  del  Có* 
digo  Civil,  según  el  cual  "los  frutos  civiles 
pertenecen  al  usufructuario  día  por  día." 
Pero  falta  la  base  para  la  aplicación  por 
analogía,  pues  no  hay  ni  la  más  remota 
similitud  entre  el  empleado  en  servicio  pú- 
blico y  el  usufructuario. 

Aunque  se  tratara  de  situaciones  aná- 
logas, la  doctrina  aparecería  desautori- 
zada por  algunas  disposiciones  que  rigen 
la  situación  del  usufructuario.  Así,  el  ar- 


tículo 791  dice  que  lo  dicho  en  los  artícu- 
los precedentes  se  entiende  sin  perjtiicio  de 
las  convenciones  que  sobre  la  materia  in- 
tervengan entre  el  nuevo  propietario  _v 
el  usufructuario;  el  793  permite  dar  «i 
arrkndo  el  usufructo  y  cederío  á.  quioi- 
quiera  á  título  oneroso  6  gratuito;  y  el 
803  dispone  que  "los  acreedores  del  usn- 
fructuario  pueden  pedir  que  se  le  embar- 
gue el  usufructo  y  se  les  pague  con  él  has- 
ta concurrencia  de  sus  créditos."  Si  el  que 
los  frutos  civiles  del  usufructo  se  deven- 
guen día  por  día,  no  es  un  óbice  para  que 
puedan  serembargados,nose  ve  la  razón 
de  lógica  para  que  no  pudieran  serlo  los 
sueldos  de  los  empleados  en  servicio  pó- 
blico  por  la  sola  consideración  de  deven- 
garse también  día  por  día. 

Los  sueldos  no  son  frutos. 

Las  referencias  sobre  esta  materia  na- 
cen del  artículo  647  del  Código  Civil  que 
no  habla  de  sueldos  ni  se  refiere  á  la  re- 
muneración de  los  servicios  públicos. 

Para  apreciar  la  falta  de  base  legal  de 
un  raciocinio  como  el  que  impugnamos 
basta  ver  el  artículo  643,  y  comparare! 
644  que  habla  de  los  frutos  naturales 
con  el  647  que  trata  de  los  frutos  civiles- 
La  circunstancia  de  que  el  pago  del 
sueldo  esté  sujeto  en  cierto  sentido  (que 
no  lo  está  en  sentido  absoluto)  al  des- 
empeño de  las  funciones  del  empleo,  y  que 
puede  por  esto,  ser  considerado  como  un 
derecho  eventual  6  como  un  bien  futuro, 
no  quita  al  acreedor  la  facultad  de  em- 
bargar ese  derecho  del  deudory  de  pagar- 
se con  esos  sueldos  una  vez  que  se  deven- 
guen, porque  no  sólo  las  cosas  que  exis- 
ten pueden  ser  objeto  de  una  declaracidn 
de  voluntad,  sino  aun  las  que  se  espera 
que  existan;  y  toda  obligación  personal 
da  al  acreedor  el  derecho  de  perseguir  sn 
ejecución  sobretodos  los  bienes  raices  ó 
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múéh^  éá  'áe^iá&v,  sean  {>resentésÓ  ^ 

T-4l«íí?9ÉÍÍ?toíH'^^  en  Ins  artículos  l^tfil  y 
24-fi5  del  Cfidigo  Civi!.  L;i  exL'tpLinn  i[U': 
este  último  articulo  establece  rclutivíi  á 

gla,  ea  cuanto  se  refiere  al  derecho  del 
acreedor  Sííbre  los^bienes  no  devengndí)s; 
á  lo  qut  se  ngrega  que  la  cuestión  está 
saber  que  es  to  que  delx  entenderse 


Asf  »  dtíijpmuie  tapedahaefiCé  4évt^ 
dispuesto  en  los  eiii&¿iécm  ^lÚ^^^ 
2008  y  2012,  que  no  giiatéwl  íelación 

aljícnia  con  la  sitmítciói]  de  nn  empleado 
en  servicio  público  y  con  su  derecho  á  uu 

Presupuestos. 

En  todo  caso,  ya  sea  que  este  derecho 
del  empleado  tmsca  ó  no  de  un  contrato 


|i0^  tito»  íti^^iigífcbi^  -i^-feMiSii  Á  -maiá^iM&t^^r^mníé&^úe^^i^, 


nJA  Cíé^to  preconstítufdo. 

Los  sueldos  no  nacen  de  un  arrenda- 
miento de  servicios,  no  obstante^  de  que 
este  contrato  guardadiert^  aualogía  con 
la  síttláfil^tí  di^  mipSeááoa  «^^tvieio 
pChütít). 

El  CfHligo  Civil  no  rej^ló  ni  aun  con- 
templó en  su  forma  especial  el  contrato 

lA  t^SslaciÓn  romana  no  apittclS''$1  |^o- 
bletna actual  ík'l  tralinjo  sino  como  arren- 
damiento de  servicios,  eii  su  doLlc  aspec- 
tg  de7oca£io  operHmm  6  íocMio  operísfs.- 
ííjfefláííiwm'HOil  pasené  indudable  qne  no 
ae  refirió  en  las  diaposíciunes  de  esta  cla- 
se de  cnntmtDSá  los  eiíi|)Ifados  pi'ddicos, 
en  los  cuaies  mas  que  el  servicio  mismo 
^j^ña  %^i^^étt  T^i  elios  ejercida  en 
confofwi^éd  &  las  teye(i  i»jE!g:&itica$>$!^* 


ello  no  obsta  al  derecho  del  acreedor  para 
pajearse  con  los  sueldos,  ni  íustifica  la 
aplicación  in  neta  del  artkulo  4G(j  del 
Código  de  Proceditnteílto;  porcpiL'  el^c- 
tíj  rctioíiotivd  ó  no  de  una  ley  es  en  rea- 
lidad i  11  dependiente  de  la  cEilidad  de  pre- 
sentes  ó  futuros  de  los  bienes  sobre  que 
debe  aplicarse^ 

EíMta«  áfafl«cT4e!aneé^le1&tít^  á  tk  na- 
turaleza del  derecho  de  ua  empleado  so- 
bre los  sueldos  asignados  por  ia  ley  al 
puesto  que  desempeña,  no  S(3a  en  rc^li- 
dadai:^itientíeN'  |íiil%^fcds  pam  ¡uatífieat 
la  ap1|<^^  «ett^ú^^fft^t^  p)nfi««^: 
legal;  sino  que  coná.t3tut¿^  el  fnndameu- 
t<>  de  la  doctrina  basada  en  que  el  em- 
pleado sólo  tiene  una  mera  espectativa 


EUOHÚRO  YiÜBZ 
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U  CUESTIÓN  ECONÓMICA 


SS.  BE.  de  la  Revista  db  Derecho  t 
Jurisprudencia: 

Se  han  servido  Uds.  pedirme  un  artículo 
para  el  próximo  número  de  su  interesan- 
te periódico  señalándome  imperativamen- 
te como  tema  [la  critica  del  Mensaje  del 
Ejecutivo  de  22  de  junio  en  curao  sobre 
prórroga  del  último  plazo  señalado  por 
la  ley  de  31  dediciembre  de  1901  para  ve- 
rificar la  conversión  del  actual  circulante 
fiduciario  por  la  moneda  sui  geaerís  que, 
para  este  efecto,  creara  la  ley  de  11  de 
febrero  de  1895. 

Debo  acceder  á  la  petición  de  Uds.,  no 
fuera  sino  porque  mí  nombre  figura  entre 
los  fundadores  y  colaboradores  de  la  Re- 
VISTA  que  Uds.  editan  y  á  la  cual,  sin  em- 
bargo, no  he  llevado  hasta  hoy,  por  las 
avasalladoras  poltronerías  de  los  años, 
la  más  insignificante  cooperación. 

Kl  Mensaje  que  Uds.  me  encargan  de 
estudiar,  se  ezordia  declarando  que:  "es 
indudable  que  la  situación  económica  del 
país  ha  mejorado  notablemente  durante 
el  plazodetres  años  establecido  por  la  ley 
referida  (la  de  31  de  diciembre  de  1901)y 
que'esa  mejoría  se  debe  á  la  tranquilidad 
y  á  la  confianza  en  que  han  podido  desa* 
rrollarse  los  negocios  del  Estado  y  de  los 


particulares  después  de  la  solución  de 

nuestras  dificultades  con  la  República  Ar- 
gentina y  á  la  prosperidad  manifiesta  que 
se  inicia  en  nuestras  industrias  principa- 
les, en  la  agricultura,  en  la  minería  y  aún 
en  las  manufacturas". 

Ha  coincidido,  pues,  este  mejoramiento 
del  poder  productivo  del  país,  con  el  régi- 
men del  circulante  fiduciario  que  los  mer- 
cados nacionales  pudieron]  conservar  á 
vñrtud  de  la  prórroga'de  1901, 

Y,  para  que  este  pensamiento  funda- 
mental del  documento  que  estudiamos  re- 
saltase con  mayor  nitidezy  energía,  se  ha 
cuidado  de  complementarlo  añadiendo 
esta  otra  nueva  y  sugestiva  declaración: 

"Pero,  esa  reacción  económica  no  está 
aún  terminada  y  no  sería  prudente,  por 
este  motivo,  producir  en  tales  condicio- 
nes, un  cambio  en  el  régimen  monetario 
que  es  siempre  delicado." 

No  hemos  de  detenemos,  por  cierto,  en 
los  comentarios  á  que  se  prestan  estas 
declaraciones,  estas  verdaderas  salvas  de 
honor  hechas  á  la  bandera  del  régimen  de 
circulación  fiduciaria,  por  los  mismos  que 
le  tenían  estigmatizado  como  la  mayor 
de  las  plagas  que  podían  caer  sobre  este 
país. 

Han  pasado  de  moda  las  controversias 
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Sectarias  tatiardorosamente libradas  du- 
rante los  últimostrect*  años  al  rededor  de 
este  propio  tema  y  no  fuera  tampoco 
ppÓ¥t|Ul0.ftbl^Í@4ÁVÍBel  gran  juidd  ljis^ 
tórico  áe fiqtuáptclBü  irtef«pDn8aÍ}Ílí- 
dsdes  que  pesan  sobre  cé^a  'CtíM  los 
bandos  contendientes. 

Pero,  lo  que  si  es  útil  y  hasta  indis- 
piaitialltéy  ca  esforzarse  por  evitar  que  ae 
trastornen  los  tért^u^f  i^^|ñús  del  pro- 
blema en  estudio  y  qu^|fbf nóminos  dis- 
tintos de  la  vía  cruci's  <0é  IWffk  el  paSsre* 
ctaf^éeééelBíÉÍgfiA  2S  de  n^rlcm^ 
bl*  dfcá892, 31  de  niarío  del893  y  11  de 
febrero  de  1895;  se  le  continúe  haciendo 
víctima  de  este  yaetemo  sistema  dcarbi- 
triüs  artiüeiules  y  dañinos,  que  vienen 

3obre  la»  fuerxím!¿Í^  Qf^géiteo  «^a^dmi^ 
GO  nacional . 
HSf  sin  duda  exacto,  como  lo  a£rma  d 

:lO««OÉ;Íi^^fl^  de  la  farorable  reacción 
qtie  comienza  ñ  t>|)erarse  en  el  ¡loder  pro 
üuetivo  dei  país,  han  coincidido  con  el  ré- 
gimen del  drcülantí:  fiduciario,  que  la  ley 
de  31  de  diciembre  de  1901  dedarA  sub- 
ástente por  UT1  nuevo  plazo  de  tres  $$Qst,. 

I,  sin  más  que  esto,  se  jyrnpone  boy  re- 
novar el  socorrido  arbitrio  postergando 
■WÁ  VCz  fQlM.3íii^SÍ«^«^  por  otro  nue- 
im  placo  dé  £ttft  ajlaa  te<^^d  cüálüe 
consolidriría.  ciertamente,  en  concepto  de 
los  autores  del  proyecto,  la  favorable 
reacción  iniciada,  ya  que  no  hay  ra- 
^  aiguna  para  que  ÍAttmítoáiaa  causas 
Qo  produzcan  idéuticíis  efectos. 

Nos  permitimos  disentir  de  este  con- 
etpto  predominante  del  Mensaje  de  nues- 
tro análisis,  que  no  ha  contemplado^aca- 
•9^^€m  eapfntu  de  obs^a^íAQ 
*^Sll^  lo»  términos  de  un  prol 
^«qtóete  ser  abarcado  en  conk 


los  elementos  complejos  y  variables  que 
lü  dominan.  Es  este  el  peligro  de  lasi 
generalizaciones,  que  cuando  son  hechas 

trau  á  errore*4^ífeírable8. 

Pudo  aceptarse  en  1901  y  ha  podido 
tolerarse  hasta  la  fecha,  que  con  tipos 
de  cambio  oscilantes  entre  15  y  16^4  pe- 
uiqueit-  flfi  haya  podido  mantener  en  vi- 
Sencia  la  ley  que  ordena  verificar  á  día 
fijo  la  vuelta  íil  régimen  de  un  circulante 
de  especies  con  valor  de  18  peniques  es- 
terlitLO», 

Pero,  hoy  qCñ  üñetfcrá  :páp^  moneda 

toca  ya  en  su  poder  de  cambio  al  de  la 
ficha  de  oro  por  la  cual  debe  sustituTrse- 
le^  no  sería  cuerdo,  no  sería  siquiera  con- 
úfibi^le  i6  iwfd^i^,  C[iié  "tiña  fey  de  la  Re^  ■ 
pública  viniese  á  poner  límites  artífix3BÍÍ8ft 
la  progresiva  vakjrizacjón  del  circu- 
lante fiduciario  que  lleva  la  firma  del  Bs- 
tado., 

11^6¿  qué  Hemos  de  estar  sometádos  da- 

ratite  tres  años,  Beg^Q  Ú  proyecto  del 
Ejecutivc),  ó  (turante  se/s,  como  se  ha 
Ue^^ado  á  proponerlo  en  la  Comisión  de 
Hacienda  de  la  Cámara  4«  íDipvtll4oi|»  & 
Jas  imposidoneB  de  una  ley  atentatoria 
de  la  cfíiiveiiiencía  pública  que  por  vía  de 
autoridad  establezca  que  nuestro  peso  de 
papel  no  podría  valer,  en  ningún  caso  y 

máximim  ést^  peniques  eaterlíñoa? 

No  se  ha  meditado,  A  lo  que  parece,  et|. 
{[ue  esto  importa  sencillamente  un  atett- 
tado  contra  el  deseavolvimiento  de  Ui 
t^lti^pil'biceH;^  qué  tB»«s>p08Íb]e  víoTeñr 
tar  con  medidas  legislativas  revesadas, 
que  se  dictarían  ai/  hoc,  no  para  servir 
sino  para  dañar  el  interés  del  pote. 

fitxrqtié  es  liuéífiaüa  k  t>f«Kluo> 
«líSifk  nadonal  afirma  su  vudó,  ñ  las  rí*' 
^nfiEAGideL  salitre  s^ij^iteitcredeQdoeiiU 
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progRflsón  geométrica  que  llevan  hasta 
el  día,  si  sencentúala  importancia  de  los 
territorios  míigallánicos,  si  la  agricultu- 
ra vuelve  por  su  pasado  esplendor,  ocu- 
pando con  el  desarrollo  de  la  ganadería 

vaLtrmento  que  pudieran  haber  perdido 
los  senl>r;irUns  de  cereales,  si  resurge  la 
industria  minera  auxiliada  por  las  nue- 
'■^^a  explotaciones  del  bórax,  si  por  todas 
6  pUf  Ji^^^ase^  de  estas  causas  se  modifi- 
can 6  disminuyen  los  saldos  pasivos  de! 
intercambio  ¿por  qué  no  habríamos  de 
aspirar  á  c^ue  el  peso  chileno  pudiera 
eqoiTátef  á  veinticuatro  peniques  ester- 
liUOftttft  Ve*  4é  dieciocho?  Porque,  sobre 
todo^feSTfíinios intervenir  áuna  ley  para 
alterar  en  nncstro  daño  los  términos  na- 
turales del  problema  y  para  que,  con  ab- 
Seftrta  pfescipdencia  del  juego  regular  de 
te  producción  y  del  consumo,  que  es  el 
qut'  (lotirTiiina  económicamente  la  ecua- 
ción de  lüs  intercambios,  fueran  sus  pres- 
cripciones las  que  mantuviesen  bloquea- 
do el  pód^Ffitoductivn  del  país  durante 
un  lar^o  período  de  tiempo? 

I':ir.i  ílL'^ar  ^  semejantes  resultados  se- 
ría prL'lVribltí  que  nos  embarcáramos,  des- 
jde lufegt},,  eil  malhadada  aventura  de 
-írt  coilv^K^ié^  que  idearon  empíricamente 
kis  k'í^islíHlores  de  1895,  porque,  al  fin, 
dL'Six-jftrTntiiosuna  vez  por  todas  la  situa- 
ción sin  quedamos  eternamente  ligados 
^  ^esa  loi^ic^ma  fórmula  que  causa  la 
&t0D(g4el  organismo  económico  del  país 
y  ■qae  mantiene  á  la  producción  nacional 
Ópn  una  camisa  de  fuerza  que  embaraza 
áUB  álB^FÍ^iÉiaitos  y  pone  límites  infran- 
f)tteiit»í¿s  á:Sft*desarroIlo. 

T'ru  ii  tiMilie  ha  podido  pasar  desajwrci- 
bitlii  l;i  v  yiríiña  rajñdcz  que  se  empica- 
ra para  traer  á  la  discusión  pública  y  al 
dfe'bíiílbfe;^ifaitdlentario  el  proyecto  de  nue- 
vn  prdrfog^  tle  la  conversión,  siete  meses 


antes  de  que  venciese  el  plazo  señalado 
para  la  que  está  en  vigencia. 

Y  bien,  antes  de  este  prematuro  toque 
de  alarma  á  los  exquisitos  recelos,  meti- 
culosidades y  nerviosidades  del  interés 
eomenrial,  el  cambio  había  alcanzado  co- 
tizaciones de  17.1-16  con  tendencia  mar- 
cada de  mejoramiento  pr()gresivo. 

Por  manera  que,  dentro  de  toda  pro- 
babilidad y  antes  de  vencerse  el  plazo  fija- 
do por  la  ley  de  31  de  diciembre  de  1901, 
nuestro  pa|)e[  moneda  habría  alcanzado 
próximamente  al  valor  de  la  ficha  de  oro 
en  la  cual  debe  convertirse,  eso  sí  que  sin 
poder  igualarlo  ni,  muchísimo  menos, 
excederlo,  porque  la  espada  de  Damocics 
de  la  ley  pende  de  su  caljcza  y  porque  los 
legisladores  de  1895,  parodiando  la  con- 
denación liíblica  con  la  cual  Dios  detuvo 
á  las  aguas  del  mar:  "aquí  quebrantarás 
tus  hinchadas  olas",  sujetaron  también 
las  fuerzas  de  expansión  y  de  crecimiento 
de  nuestro  circulante  fiduciario  para  que 
no  pudiese  sobrepasar  ni  a/caczar  jamás 
hasta  el  importe  de  esa  moneda  de  oro 
pcculiarísimameute  ideada  para  la  con 
versión. 

Bastarían  estos  recuerdos  y  estas  re- 
flexiones paraevidenciar  la  gravedadyla 
suprema  inconveniencia  que,  á  nuestio 
juicio,  entraña  el  proyecto  del  Ejecutivo, 
ya  que  él  importa,  en  el  fondo,  la  desva- 
lorización artificial  del  circulante  que  po- 
seen los  mercados  nacionales  por  todo  el 
plazo  de  la  nueva  prórroga  solicitada. 

Y,  se  comprenderá  sin  esfuerzo,  que  si 
nuestra  actual  moneda¡[fíduciaria  hade 
quedar  condenada  por  la  ley  á  no  ganar 
en  su  poder  de  cambio,  por  más  que  las 
fuerzas  de  la  producción  y  de  la  industria 
le  dieran  título  sobrado  para  ello,  seme- 
jante lev  importaría  una  expoliación  y 
uu  despojo  de  la  fortuna  pública  en  beue- 
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ficío  exclusivo  del  capital  y  drt  comci'cío 
exóticos. 

Dt;  todo  lo  cual  se  deduceque  la  política 
económica  nacional  viene  fjirando  dentro 
de  un  círculo  vicioso  del  que  sería  tiempo 
sobrado  de  arrAncarla. 

Cada  tres  años  el  Gobierno  se  ve  com- 
pelido  á  ocurrir  al  Congreso  en  demanda 
de  una  nueva  prórroga  de  la  conversión 
y  como  las  leyes  que  la  acuerdan  llevan 
en  sí  mismas  envuelta  la  forzada  desva- 
lorización del  circulante  fiduciario  que  no 
puede  aunientarsu poder deeambio  mien- 
tras pese  sobre  él  la  amenaza  de  ser  can- 
jeado por  piezas  de  oro  de  18  pcniquesn 
es  manifiesto  íjue  ese  papel  nopodrájamás 
alcanzar  sino  cotizaciones  inferiores  á  la 
deloro  é  igualmente  manifiesto, en  conse- 
cuencia, que  la  conversión  será  eterna- 
mente imposible. 

Es  fuerza,  por  lo  tanto,  resolverse  á 
arrojar  alguna  vez  al  cajón  de  las  basu- 
ras estos  específicos  tóxicos  con  los  cua- 
les hemos  venido  aniquilando  el  organis- 
mo económico  del  país  y  entregar  la  cu- 
ración de  nuestras  dolencias  al  gran  aire, 
al  sol  y  A  la  luz  de  las  soluciones  de  liber- 
tad que  gobiernan  inexorablemente  á  es- 
tos fenómenos  sociales, 

Deróu;uese,  lisa  y  llanamente,  la  ley  de 
11  de  febrero  de  1S95  y  las  demás  que 
con  ella  se  relacionan  para  formar  laapre- 
tada  caílena  de  errores  que  nos  trae  asfi* 
xíados,  esto  es,  el  artícLdo  9*  de  la  de  26 
de  noviemljre  de  1892.  los  artículos  5", 
6*  y  8'^  de  la  tle  3 1  de  marzo  de  1 893  y  el 
número  2^  del  artículo  1'  de  la  de  31  de 
julio  de  1898. 

Tengamos  un  poco  más  de  fe  de  la  que 
lioy  hemos  ostentado  en  las  verdades  cien- 
tíficus  más  ampliamente  demostradas  y 
en  el  rumbo  inalterable  de  las  leves  que 


rigen  la  producción  y  el  cambio  de  las  rí- 
ijUezas. 

iís  una  preocupación  supersticiosa  la 
de  creer  y  jurar  por  todos  los  dioses,  como 
lo  creen  y  lo  juran,  por  desgracia,  entre 
nosotros  hasta  los  hombres  ilustrados  y 
dirigentes,  que  no  llegaremos  jamás  al 
circulante  de  especies  mientras  no  exista 
una  ley  que  fije  día  y  hora  cierta  para 
operar  la  conversión  y  mientras  no  se  for- 
me un  tesoro  metálico  bien  guardado  y 
bien  escondido  que  lafaciliteenel  momen- 
to oportuno. 

Los  sucesivos  fracasos  de  estas  reite- 
radas afirmaciones  no  han  bastado  pa- 
ra abrir  los  ojos  de  los  empecinados  ni 
para  hacerles  comprender  que  una  con- 
versión de  circulante  no  es  un  simple  can- 
je de  monedas  y  que  no  llegaremos  a  ella 
mientras  no  se  laliaga/josífa/c apartando 
los  obstáculos  insalvables  que  opone  ásu 
i'ealizació]!  la  existencia  misma  de  esa 
ley  que  le  fija  día  y  íipo  ciertos,  por  la 
cual  tan  erróneamente  suspiran  los  su- 
persticiosos. 

La  Gran  Bretaña  en  1821,  la  Francia 
en  1877,  los  Estados-Unidos  de  América 
en  1879,  la  Italia  en  1882  operaron  con- 
versiones/Jíiíura/es  mediante  al  crecimien- 
to de  su  i^oder  productivo,  pasando,  la 
primera,  del  papel  inconvertible  á  sus  an- 
tiguas libras  y  chelines,  la  segunda  á  sus 
na[)oleunes  y  á  sus  francos,  á  sus  águilas 
y  á  sus  dollars  el  tercero  y,  por  fin,  á  sus 
liras  ]a  ültima. 

Pero.cuandose  trata  de  estascombina- 
ciones  de  artificios  económicos,  que  con- 
sisten en  rebajar  el  valor  y  disminuirla 
ley  del  sistema  monetario  de  un  país,  pa- 
ra facilitar  artificialmente  la  circulación 
raetñlica,  es  precisamente  cuando  la  fija- 
ción de  fechas  y  días  ciertos  se  tiace  de 
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todo  punto  impracticable,  porque  como 
lo  hemos  manifestado,  dilucid  ando  el  pro- 
blema mismo  que  suscita  este  debate, 
nunca  el  papel,  amenazado  de  una  con- 
versión á  fecha  y  tipo  cierto,  podría  al- 
canzar el  valor  de  la  moneda. 

Dentro  la  normalidad  de  esta  clase  de 
operaciones,  las  cosas  se  pasan  de  distin- 
ta manera.  La  circulación  metálica,  que 
es  manifestación  característica  de  la  ri- 
queza de  un  mercado,  se  opera  únicamen- 
tecuando  hay'productos  excedentes  en  la 
balanza  de  sus  intercambios  para  adqui- 
rirla y  mantenerla,  porque  esta  clase  de 
circulante  es  un  lujo  que  no  se  pueden 
dar  los  pueblos  pobres  que  han  menester 
de  las  especies  mismas  que  hacen  ofício 
de  tal  para  utilizarlas,  como  otra  mer- 
cadería  cualquiera,  en  el  pago  de  los  sal- 
dos pasivos  de  su  comercio  exterior. 

Fuera  inútil  también  detenerse  en  de- 
mostrar y  en  repetir,  por  centésima  oca- 
sión, que  no  es  la  clase  sino  el  valor  del 
circulante  que  posea  un  mercado  el  que 
debe  estimarse  como  elemento  de  fuerza 
y  de  progreso  económico. 

A  contar  desde  1878  nuestro  papel  mo- 
neda ha  recorrido  escalas  de  cotizaciones 
desde  12  hasta  35  peniques  esterlinos, 
lo  que  significa  que  ha  llegado  á  tener  un 
poder  de  cambio  superior,  próximamente 
en  un  ciento  por  ciento,  al  de  la  moneda 
de  oro,  deforme  y  raquítica  de  los  18  pe- 
niques, por  la  cual  tan  ardorosa  como 
inconscientemente  se  desearía  sustituirle.  > 

Con  papel  moneda  hizo  el  p^  la  gue- 
rra del  79  que  cuadruplicó  su  poder  eco- 
nómico. 

El  papel  moneda  ha  precedido  al  desa- 
rrollo de  todas  las  fuentes  vivas  de  la  po- 
tencia económica  nacional. 

Sólo  una  deplorable  perturbación  de 
criterio  puede  vincular  la  felicidad  del 


país,  su  porvenir  y  su  progreso,  á  la  exb- 
tencia  de  la  ficha  metálica  que  creó  la  ky 
de  1895  que  sería  una  estigma  en  vez  de 
un  honor  para  la  historia  de  laevolución 
económica  nacional. 

Para  llegar  á  semejante  caricatura  de 
conversión  metálica  y  de  sistema  mone* 
tarío,no  vale,porcierto,  la  pena  de  man- 
tener una  situación  falsa  con  daño  de  los 
verdaderos  intereses  permanentes  del  cré- 
dito y  de  las  fuerzas  productivas  del  país. 

Tal  es,  en  síntesis,  el  concepto  que  he 
llegado  á  formarme  de  la  idea  de  fondo 
que  encierra  el  proyecto  del  Bjeeativo. 

Ahora,  por  lo  que  atañe  al  aumento  de 
la  emisión  fiscal  hasta  veinticinco  millo- 
nes de  pesos,  en  exceso  de  la  que  auto- 
rizara la  ley  de  31  de  julio  de  1898, 
pienso  que  la  nueva  emisión  garantida, 
como  se  la  propone,  por  un  respaldo  mé- 
tálico  de  igual  suma,  produciría,  sin  dis- 
puta, mayores  beneficios  que  daños. 

Pero  sería,  tal  vez  preferible  hacer  de 
este  punto  materia  de  una  ley  separada 
y  especial  que  se  dictaría  cuando  el  Go- 
bierno hubiese  podido  reunir  los  fondos 
en  oro  que  se  propondría  movilizar  en 
auxilio  de  las  industrias  del  p^s. 

Mucho  más  interesante  es,  sin  duda,  el 
tercero  y  último  punto  que  toca  el  pro- 
yecto de  nuestro  análisis. 

Reaccionando  contra  errores  inconce- 
bibles que  han  esterilizado  durante  diez 
años  las  acumulaciones  metálicas  orde- 
nadas por  la  ley  y  mantenidas,  como  en 
alcancía  colonial,  en  las  bóvedas  de  la 
Casa  de  Moneda;  se  propone  hoy  colocar 
ese  fondo  en  títulos  de  la  deuda  pública 
francesa  ó  inglesa,  á  fin  de  que  sus  rédi- 
tos incrementen  el  fondo  mismo  de  la 
conversión. 

No  ha  faltado  tampoco  quien  hable  de 
formar  con  esas  acumulaciones  metálicas 
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una  caja  de  conversión  A  sem^anza  de  la 
que  existe  eala  República  Argentina. 

Nosotros  insistimos  en  sostener,  como 
lo  hemos  sostenido  desde  diez  años  atrás 
en  la  primera  hora  de  estos  debates,  que 
la  destinación  más  propia  y  másprofiícua 
de  esos  fondos,  serfa  la  de  hacer  amorti- 
zaciones extraordinarias  de  nuestra  deu- 
da extema.  £1  día  que  con  los  setenta  y 
cinco  millones  de  p«os  de  18  peniques, 
acunnladosópor  reunirse  próximamente 
en  las  arcas  públicas,  .pudiéramos  amor- 
tizar una  cuota  parecida  al  treinta  por 
ciento  del  total  de  nuestra  deuda  ex- 
tema, el  crédito  de  Chile  en  los  mercados 
extranjeros  ganaría  nuevamente  su  an- 
tiguo y  justificado  prestigio,  los  bonos 
de  la  deuda,  parcialmente  amortizada, 
pasarían  á  cotizarse  con  altos  premios  y 
el  icflgo  de  esta  operación  sotire  los  mer- 


cados internos  del  pafs  serfa  aún  más 
trascendcntalmente  benéfico.  Ks  obvio 
que  descargadas  las  arcas  públicas  de  la 
tercera  parte  del  servicio  de  la  deuda  ex- 
tema, servido  que  asciende  al  presente, 
más  ó  menos,  á  un  millón  de  libras  ester- 
linas anuales,  el  tipo  de  los  cambios  se  in- 
fluenciaría forzosamente  en  proporciones 
idénticas  y  no  se  necesitaría  ser  profeta 
para  predecir,  desde  luego,  qne  le  verta- 
mos llegar  alrededor  de  24  peniques. 

Y,  sin  entrar  en  detalles  de  latísimo  de- 
senvolvimiento que  no  cabrían  en  el  mar- 
co de  un  artículo  de  diario  ni  el  espacio 
que  pudiera  dedicarles  la  Revista,  dejo  so- 
meramente cumplido  el  encargo  que  me 
atribuyeran  sus  ilustrados  directores,  de 
quienes  se  repite  muy  atento  servidor. 

Luis  Aldunatb. 
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FUNDAMENTO  GENERAL  DEL  DEHECHO 


],  La  t«iivLiL  teológica  de  derecho:  sds  antecedeotFes; 
M»  H3l-fici«  pasados;  la  doctrina;  sa  crítíoa;  su 
ívi^ilt  nt-lltílidad  actaal.— 2.  Antecedentes  de 
lMteai3én<^  científicas 7  positivas;  sus  precareo- 
reti;t^a  itl'ni.:  eus  aplicacioceti  al  der«cbo;  «u  defi- 
0ieii«ña.— ^1  Desarrolln  de  la  idea  motafísita  en  la 
filúBofTii;  SI]  desarrollo  en  el  derecho  moderno  — 4. 
fiíatiífíf  del  faudaineuto  del  derecho. 

hX.  V^^ÍA  TEOLÓGICA  DB  DERECHO;  SUS 
JtJ«Mpá$^ÉENT£S;  SU  SERVICIOS  PASAROS; 

doctrina;  su  crítica;  su  crisis;  su 

tíTILlDA»  actual. 

ii  31  c&iácter  religioso  del  hombre,  la 
general  superstición  de  los  pueblos  primi- 
tivos, el  n¿itural  ascendiente  de  toda  idea 
r^^io^  '^bre  la  conciencia  pública,  el 
[hxiá^iníaio;  que  las  diversas  confesiones 
bán  gcfcula  sobre  el  poder  civil  y  la  pro- 
pensión de  este  mismo  poder  á  exagerar 
BU  influenciík  arrogándose  funciones  ecie- 
^toicáir,  abn  causa  de  que  durante  lar- 
gas L-pot  .is  de  la  historia  el  sistema  del 
dereolm  sL-a  absorbido  por  las  religiones 
imperantes. 


'^Cfgenes  de  muchas  sociedades 
conocidas  el  poder  sacerdotal  aparece 
confundido  por  completo  con  el  poder 


político  y  la  ley  eclesiástica  unida  con  la 
ley  civil, 

"Mientras  más  conocemos  las  antigüe- 
dades  caldeas,  asirias,  babilonias,  mejor 
podemos  afirmar  que  las  leyes  de  esos 
pueblos  son  inspiradas  por  un  espíritu 
sacerdotal  análogo  al  de  los  medos  y  de 
los  persas.  Exceptuando  la  China  es  por 
lo  demás  el  espíritu  común  en  todo  el 
oriente"  (J.  Tissot.  Introduction  á  Tétude 
du  Droít,  tomo  I:  pág.  453). — "Ix)s  reyes 
de  Roma  primitiva  eran  consagrados  co- 
mo sacerdotes,  tenían  carácter  de  tales, 
y  dirigían  los  sacrificios  y  las  predicacio- 
nes" (  Weber,  Histoire  Romaine,  pág.  43). 

"En  sus  orígenes  todos  los  Estados 
griegos  fueron  gobernados  por  rey^s  re- 
vestidos de  una  autoridad  patriarcal; 
eran  jueces  supremos  y  jefes  en  la  guerra; 
ofrecían  sacrificios  á  los  dioses  en  nom- 
bre del  pueblo  y  celebraban  fiestas.  Su 
poder  cuyo  origen  hacían  remontar  á  los 
dioses,  tenía  un  límite  señalado  por  la 
ley  yporla  costumbre"  (Weber, H/síoire 
Grecque,  pág.  68). 

La  época  feudal  y  el  imperio  carlovin- 
gio  se  caracterizan  por  la  alianza  del  Es- 
tado y  de  la  Iglesia  y  por  la  fusión  de  los 
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Ett  euma,  la  i4e%:rel3glewft  M^uí'l^ 

el  progreso  del  derecho  liíista  acercarlo  á 
loa  gradofl  superiores  tle  su  ck'sarrollo. 

La  aodedad  primitiva,  entregada  á  ins- 
tintos groseros  v  Ü.  fpfl  fibtxaos  de  la  fuer- 
zAf  ^  'ea&stímsiS'&m  el  temor  y 
tLiuparode  la  divinidad  el  fundamento  de 
una  aütorídacl  pdbliea  que  tlefcndiera  las 
vidas,  las  familias  y  las  fortunas  incesan- 
^giúettíe  attti^ajá««  TÍoknda. 

Loa  caudillos  ypfÍWítp»íleto.peeyo» 
semicivilÍKados  obran  á  su  vez  en  nombre 
de  Dios  en  los  asuntos  ¡mramcnte  terre- 
nales y  refieren  á  Él  su  poder  político; 

1^  d^ber  piadoso;  el  concepto  del  delito 
surge  á  veces  de  Ta  idea  del  pecado;  Uis 
penas  religiosas  han  dado  origen  á  mu- 
CíbeíiWiGiQdeA  'ÉHiníuálesy  civiles;  el  ré- 
:  í;fifiMMIj6Éte(ááii^k^  IHL  prestado  asf  eacten- 
&oa  y  sólidos  cimientos  al  sistema  del 
derecho.  Bl  criatianismo,  finalmente,  ile- 
fínió  y  paso  en  práctica  la  libcrtíid  del 
génefolinniiMiia^iiwcotis^in^  principio 
de  autorida4-80l^  principios  mñfi  firmes 
y  fuéaftt  el|iFe<narfiordeidet«cho  moderno. 

^L$á-  óamilactones  diH  derecho  y  de  Ict 
Tteí^Ón  han  presentadq  faces  may  varia^ 
da».  Hoy  queda  de  ellas,  entre  otros  res- 
tos, cierta  identificación  He  los  principios 
religiosas  y  de  ios  jurídicos  sustentada 

'Ai^'Menea  ^  tarc^  «toettinal  portat 
c^Mittéiafl  teolégicas  de  filosofia. 

Según  estas  escuelas  la  base  de!  derecho 
es  la  naturaleza  del  hombre  considerado 
como  Sér  esencialmente  religioso,  de  suQr- 
^  ^^ií^áa  teimltado 
^«Kx!&^  «ná  seglsui  todfift  de  conducta 


dimañan  dilecta  6  indirectamente 
«eteladft. 

Los  libros  sagrados  de  las  diversas 
tidigion«s  adolecen  de  deficiencia  jarldica 
notoria.  Así  los  textos  de  la  religi6i|  ^bHr- 
tólica  contienen  desde  la  legislación  mo- 
saica hasta  los  libros  del  Nuevo  Testa- . 
meato  una  cantidad  considerable  de 

Pero^  es  eytii^t«  que  estas  disposíckh 
nes  legales  no  han  tenido  nunca  en 
esos  libros  el  espíritu  de  universalidad 
que  se  les  quiere  atnbuir  y  que  sprifK 
teo  sm  demás  fm^ott  Ademáis  aar-ñiá¿ 

nifiesto  que  la  ]Tiarte  jurídica  de  estos  Có- 
diu¡os  ni  CH  practicable  en  el  mundo  mo- 
derno, ni  forma  aquel  conjunto  homo- 
g¿b£0  y  foadajiieivtel  «fué  ét  i%C|ttérkÍft 
para  poderla  invocar  como  antecedente 
posible  de  un  derecho  general  y  estable. 
De  otro  lado,  las  naciones  de  todos  los 

ie^otf  teligiosos  se  han  oiganixaaAo  en 
formas  espontáneas  y  variadas  que  n^a 

el  resultado  de  causas  naturales.  La  his- 
toria de  los  pueblos  cultos  da  testimo- 
nio  de  que  la  vida  del  derecho  empieza 
muy  ligada  con  el  sentimiento  rel^oao 
y  mantiene  cogr  til  i^líden  divino  indiao* 
luble  armonía,  como  se  ha  manifestado. 
No  obstante,  esa  historia  se  desarrolla 
sdxc  'ótnftB  bttáea  qvc  %  veráind  isH^Ub" 
dí^ylavida  «ocial  progresa  «igAs^fólM: 
<qáe  son  propios  del  orden  ¡juriaco  y-  que 
no  son  los  fines  religiosos. 
Ese  testimonio  social  no  es  sino  tma 


iam  M  l^ft^Éñ».  La  religiéii  y  el  ñaé^ 
cho  ti^ea  tSk  llrifiatiO  sujeto  que  es  la 
persona  y  dirigen  paralelamente  y  á  un 
mismo  fin  remoto  la  conducta  humana; 
per0.4^ft£tiái  en  lav  materias  que  i'tr*-> 
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orígenes  y  en  sus  fines  inincdiatus,  y  en 
finttofi^^  de  quien  emanan.  Por  lo 
tanto,  no  se  confunden  y  tampoco  se 
ccmtrapont^n.  £1  orden  religioso  es  el  or- 
superior;  lo  domina  todo,  pero  no 
.absorbe  tii  destruye  el  orden  jurídico. 
■Bttttí  ^f^^de  un  modo  directo  al  hom- 
hrc  V  ;i  lat  intereses  terrenales.  Aquel 
suÍhí  del  hombre  á  Dios  y  rige  la  vida  del 
mundo  para  marcar  á  cada  cual  la&  li- 
nesa  getiertiles  de  la  existencia.  No  es, 
^^itea»  lójíica  la  preponderancia  del  ele- 
mentí»  religioso  en  el  orden  del  derecho 
asi  cumu  uú  sería  justificada  la  tuición 
de* las  clases  sacerdotales  sobre  asuntos 
de  carácter  furamente  temporal. 


l'na  vez  difundida  en  la  éra  moderna  la 
noción  de  los  derechos  generales  del  indi- 
viduo, cónctituido  el  Estado  como  ges- 
tor de  los  Negocios  común»,  y  pactada 
sobre  bnse  también  de  derecho  la  socie- 
drtd  (le  IjLs  naciones  que  forman  el  mundo 
contemporáneo,  la  confusión  del  orden 
fid%íóáó-^n  el  orden  jurídico  no  era 
posible.  Uno  y  otro  se  desnaturaliza- 
ban, vida  se  hacía  impracticable  en 
la  sociedad  círil  que  necesitaba  ser  libre, 
y  letrógrattii  en  el  mundo  político  que 
%ft'h^eta  «{progreso;  el  orden  religioso 
que  delíe  mantener  su  acción  á  la  altura 
de  RUS  eltvados  fines  espirituales  no  era, 
por  su  parte,  el  menos  conturbado. 

Por  eso  es  que  la  filosofía  moderna  ha 
acentuado  su  separación  de  la  materia 
tcnl^)wÍL;i  V  la  división  bien  definida  del 
orden  temporal  y  del  orden  religioso. 

&n  conviene  repetirlo,  sería  nn 
error  grave  el  contraponer  o  divorciar  el 
sistema  religioso  y  el  sistema  jurídico, 
efttas  dos  grandes  fuerzas  que  engendran 
el  perfeccionamiento  y  en  que  reposa  el 


orden  establecido.  Todo  hace  indispensa- 
ble su  armonía  y  sin  ésta  es  difícil  imagi- 
nar que  haya  paz  en  la  vida  individual 
ni  bienestar  en  la  existencia  común.  El 
principio  religioso,  bajo  las  varias  for- 
mas que  asume  en  los  pueblos  cultos,  es 
históricamente  y  sigue  siendo  la  base 
más  sólida  y  más  amplia  de  toda  organi- 
zación estable  y  continúa  prestando  un 
caudal  precioso  de  enseñanzas  elevadas 
y  útiles  para  el  desenvolvimiento  del  de* 
recho. 

ANTECEDENTES  DB  LAS  TENDENCIAS  CIEN- 
TÍFICAS Y  positivas;  sus  precursores; 
su  obra;  sus  apucaciones  al  dere- 
cho; su  deficiencia. 

2.  Veamos  algunos  antecedentes  in- 
dispensables para  explicar  el  origen  _v 
tendencias  de  la  idea  que  más  se  contra- 
pone con  la  noción  teológica  del  derecho. 

B!  culto  de  la  naturaleza  tiene  tal  vez 

precedentes  en  la  teología  india,  en  la  ci- 
vilización egipcia  y  en  las  escuelas  jónica 
y  eleática  de  la  filosofía  griega.—"  No  es 
raro  que  en  un  pueblo  ( Hindú )  tan  fami- 
liarizado con  los  espectáculos  más  impo- 
nentes de  la  naturaleza  se  encontrara  una 
admiración  instintiva  por  la  materia  y 
una  tendencia  al  culto  de  ella".  "Dioses 
uno  porque  lo  es  todo".  Vedas  (Draper. 
Htstoire  da  Développement  intellecttieJ 
de  TEuropc,  tome  I,  page  83.) 

Una  doctrina  egipcia  hacía  del  agua  el 
origen  del  universo,  superstición  explica- 
ble por  las  creces  fecundantes  del  Nilo; 
más  tarde  los  griegos  atribuyeron  ese 
origen  al  aire,  al  fuego;  luego  la  identifi- 
cación de  todas  las  cosas  en  un  mismo 
principio  físico  dió  vida  al  panteísmo 
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filosófico  cuyo  fundamento  ea  wm  c<H%^ 
cepción  órganica  de  lia  náturafeia;. 

Aristóteles  recogió  hechos,  cultivó  la 
experimentación,  compentlió  las  ciencias 
üsicíiSf  generalizó  loscaouciinientos  desu 
ié^irpii^fijó  el  criteHá  ét  la  verdad  metÓ^ 
$kitt  ;^  v:iéierei$  p0if  'Ua  M  lógicas  de  Já 
CQ^rtíÜ^mbre  los  rumhoK(!L-!c?:píritn  de  in- 
vestigación extraviado  en  Irts  hipótesis. 
Aristóteles  es  acaso  el  genio  más  podero- 
so dé-ltt-1ltt£tianídad;  su  concepdón  gene* 
ral  de  los  coDOcimien^  h&  i{Mdado  al 
través  de  los  Siglos  como  xm  centro  de 
verdad  de  los  más  fundamentales,  Pero 
líLa:cieiic^:ñacia&  y  naturales  t^tá^ttn^ 
á  la  flacón  atrawda*  i^.prevaletJan  ka' 
ellnsgraves  errores;  j  el  sistema  aristoté- 
lico de  conocimientos  careció  por  eso  de 
muchos  elementos  que  eran  i  tidispf^nsaliles 
partí  SU  aptSeací6fréomplcta  y  efica?.  Alé- 
jandroj  los  Bohernnos  que  le  sncedicítÁl 
en  Ej^-ípto  impulsaron  con  elevación  no 
común  la  obra  intelectual  de  Aristóteles; 
el  museo  jla  eseacla  de  Alejandría  fueron 
elnfideodeuna  vasta  labor  cientffí^  i^e 
enriqueció  con  útiles  adquisiciones  las  ma- 
tt  niíí ticas,  la  j^eofí rafia,  la  astrononifa,  la 
historia,  laquímica,  la  botánica,  y  aún  Ui 
«ulfdf||lil&lMt04l«ft,^I^  griegos 
Ta  ñmdacíé&  i3e  las  matemáticas  y  de  la 
astronomía;  en  física  establecieron  las 
Nsesdela  acústica  j  de  la  ñpticn,dela 
SKcAuica,  de  la  teoría  de  los  gases  y  de 
ios  vá^of^;  Vi^ímm  «titea  eoáiMnfi^ 
tos  en  ciencias  naturales,  y  a\m  en  fisio- 
logía Galeno  conoció  la  distinción  de 
los  nervios  sensitivos  y  motores.  La  es- 
tructura íntima  de  la  materia  ponder&- 
filé  estudiada  también  con  éxito  por 
los  griegos.  Ellos  fueron  los  autores  de  la 
teoría  atómica,  según  la  cnal  todos  los 
^rpoa  son  agregados  de  partículas  que 
^snwii  ,||^^       gqu  impenetrables,  im- 


perceptibles ¿  la  vifita,  que  eaiiim.ais:^^t«.' 

derahle,  fo'cmados  por  una  misma  sus- 
tancia, y  producidos  por  lo  tanto,  por 
una  materia  tuiidamental  que  es  iínicn; 
Hiás  delante  admitieron  ta  diversidad 

^  lés  átúmm  m  iA  ptíiOt  en  la  ^cmsifsf 

en  la  nati:raleza  misitiA,  ^  método  grf;^ 
í^o  era  hnidaincn  talmente  el  método  que 
empltramus  hoy,  pues  procedía  del  princi- 
pio de  que  todo  fenóm^nd  Ütiitiml  tiene 
sus  leyes.  Este  movittiknto  no  duró  mu" 
cho;  encontró  prematuro  fin  con  la  deca- 
dencia de  la  filosofía  griega  que  siguió  de 
^efca,tal  ves  muj  lógicamente,  á  ta  mina 
^ÜmfieriO'maoedónico.  Asi  se  eclipaaron 
casi  juntos  uno  de  los  reinos  más  grandes 
de  la  tierra  y  la  escuela  del  pensador  tal 
vez  más  profunda  que  haya  existido; 
peit&áéMlcaaí^váá^  Alefasdró  liwSá 
iba  quedado  y  la  olnra  del  filósofo  griego 
resurgió  pronto  para  ser\-Ír  á  la  humani- 
dad de  auxiliar  inseparable  en  sus  horas 
de  trabajo  y  de  progreso. 

Por  grande  cfue  fuera  el  genio  político 
de  los  romanos  su  filosofía  no  ha  ejercí- 
dr)  en  la  fnrmacióíi  de  Ins  principins  «na 
influencia  primordial;  su  genio  era  más 
bien  político  que  especulativo,  y  su 
£&c£er  ]iactoaaldesarro1kib»n>&s  enerva 
en  las  grandes  luchas  de  Ta  i^tit  9tt  et 
estudio  de  sus  secretor. 

La  Edad  Media  no  es,  sin  duda,  la 
éfíoca  de  oscttrfltttíBmo  y  dé  íiarban^^ue 
se  ha  señalado  por  tanto  tsetapo  al  des- 
den de  los  pensadores;  la  inveptif>acj6n 
moderna  ha  sacado  del  olvido  obras  de 
grandes  filósofos  y  de  artistas  eminentes 
de  aquella  eli^.^e  tteGanneífin..  Viíttí  ea 
menester  recordar  que  el  cristianismo 
acababa  de  vencer  al  paganismo,  que 
su  lucha  contra  los  turcos  fué  incesante 
y  que  toé&^^iopitéá  QoinoMdAf 
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teegaéra  un  predominio  incontrastable 
de  ]a  jgMa  sobre  la  sociedad  civil.  En 
general  no  se  rectfaí&  educación  científica 
ni  práctiun  Dfmiinante  en  el  mundo  polí- 
tico el  suterdutrio,  armado  de  todas  las  in- 
flacnciu  temporaks,  y  sometido  el  mun- 
do intelectual  á  \k  teorfa  monopolista 
quE  fué  la  escolástica,  no  pudieron  pro- 
diidrsc  esos  Tiif)vimientos  de  opinión  que 
favorecen  el  estudio,  que  engendran  una 
fllSfee«Í9  de  tfta  ciencias,  ó  al  menos  algún 
progreso  en  c]  ilusarrollo  de  los  conocí- 
■tnieiitos  .|n>¿itivc)s  Las  naciones  de  aque- 
lla edad,  insuíicien  temen  te  organizadas, 
badán  en  lo  exterior  y  en  lo  interior  una 
í^,  tiblstienÍL  t^js  espíritus  se  apar- 
tatiau  naturjiinRiite  de  estudios  que  ha- 
brían contrariado  las  ideas  de  poder  ab- 
soluto imperantes  á  la  sazón  por  obra  de 
ÍA  tradidÓQf  éela  fíierza  y  hasta  de  la  ne- 

Las  ideas  toman  un  giro  diferente  á 
virtud  de  taiisas  que  obran  primero  en  el 
orden  monii  y  que  luego  determinan  una 
P^Vl^^^  pc^itaeaj,  Se  diría  que  se  abren 
lo»  ójoa  á  la  contemplación  y  estudio  del 
mundo  exterlfir  y  que  la  personalidad 
renace.  Los  viajes  y  los  descubrimientos 
dilatan  los  horijEorites  de  la  geografía, 
'di^1#  ait£ciOñ€kiii1^^  del  comercio;  todo  pa- 
rece cerrarse  sobre  los  siglos  medioeva- 
les como  sobre  un  pasado  triste  y  opri- 
mido. 

La  escneta  cieoi^a  moderna  tiene  pre- 
ÍUrüorcs  inmediato»  desde  el  siglo  XV,  en 
el  cual  Leonardo  de  Vinci  sostuvo  que  la 
observación  es  el  fundamento  necesario 
á&  todo  raciocinio  científico  y  que  la  ex- 
petÍBOSái^  e&  Ir  ^icpresión  gennina  de  la 


naturaleza  y  de  sus  leyes.  Más  tarde  lía- 
cón  desarrolló  esta  doctrina  como  un  sis- 
tema general.  Hobbes  hizo  el  análisis  pe- 
simista de  las  inclinaciones  espontáneas 
del  hombre;  Spinoza  enunció  tal  vez  el 
primero  la  utilidad  como  regla  superior 
de  la  conducta,. y  Locke,  otro  gran  expe- 
rimentador, demostró  que  los  gobiernos 
tienen  bases  convencionales  y  deben  con- 
formarse con  las  leyes  de  la  naturaleza. 

Las  matemáticas  puras  y  la  mecánica, 
la  astronomía,  la  física,  la  química,  la 
geología,  en  fin,  todas  las  ciencias  que 
tienen  la  materia  por  punto  de  partida  ó 
por  objeto,  extendieron  sus  conocimien- 
tos con  una  rapidez  y  amplitud  sin  prece- 
dentes }•  que  fueron  el  resultado  de  gran- 
des y  felices  investigáciones.  Tales  fueron 
las  (Je  Newton  y  Leibnitz  sobre  cálculo 
infinitesimal,  movimientos  planetarios  y 
solares  y  rayos  luminosos,  de  Lavoisier 
y  Laplace  sobre  la  esencia  del  calor  y  del 
fuego,  calor  radiante,  análisis  cuantitati- 
vo, teoría  de  la  combustión;  de  Franklin 
sobre  electricidad;  de  Buffon  y  del  mismo 
Newton  sobre  forma  y  origen  déla  tierra, 
mareas,  calor  central,  historia  entera  del 
globo;  de  Lineo  sobre  nomenclatura  bo- 
tánica y  clasificaciones;  y  de  muchos  sa- 
bios más  merced  á  cuyos  descubrimientos 
se  han  formulado  en  nuestros  días  la 
teoría  fisiológica  celular  por  Virchow  y 
la  teoría  biológica  de  la  evolución  de  las 
especies  por  Darwin.  (Algunos  de  estos 
datos  son  extractados  de  H.  Taine.  Ori- 
gines de  la  Fram-e  Coatemporanee.) 


Antonio  Huneeus 


(Continuará) 
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(Conclusión) 


Todos  los  filósofos  del  siglo  XVIÍI  son 
instruidos  en  ciencias  físicas  y  naturales; 
Diderot  es  eminente  como  sabio;  U'Alem- 
bert  ss  an  matemático  ilustre;  y  hasta 
Rousseau,  el  menos  versado  eatre  ellos,  se 
dedicó  á  la  botánica,  como  Montesquicu 
A  la  física  y  á  la  historia  natural.  Hn 
historia  se  cambia  de  criterio;  no  se 
ciñe  á  la  vida  del  pueblo  hebreo;  Mon- 
twquieu  la  esplica  y  expone  como  el  re- 
sultado lógico  de  hechos  espontáneos  de 
carácter  físico  tal  como  el  clima,  ó  moral 
como  las  costumbres  y  es  reconstituida 
coa  la  ayuda  de  las  leyes  naturales  (¡uc 
gobiernan  el  universo.  La  psicología  se 
Aparta  ¿  su  vm  de  la  teología;  Condillnc 
la  contrae  al  estudio  de  las  sensaciones  y 
somete  toda  abstracción  al  control  de  los 
sentidos,  de  suerte  que  las  i>ercepcioncs 
son  el  elemento  orgánico  de  las  ideas.  Así 
el  hombro,  Iíl  sociedad  y  sus  leyes  qncilan 

MKCCUU 


sometidos  al  examen  analítico  del  crite 
rio  más  severo  ¿  indcfK-ndieute  que  jamás 
se  ha  producido  en  la  historia  intelectual 
de  Europa.  Los  enciclopedistas  destru- 
yen las  tradiciones,  amenazan  la  religión, 
quieren  la  vuelta  á  cierto  estado  (|ue  lla- 
man natural,  creen  que  £ste  sería  el  bien 
absoluto  y  para  llegar  á  conseguirlo  ata- 
can como  convencionalismos  ilegítimos 
la  moral  y  las  costunil)rcs  establecidas. 

Por  aquel  tiempo  un  gran  príncipe,  Fe- 
derico de  Prusia,  se  desprendió  de  toda 
pretensión  de  derecho  divino,  se  declaró 
**cl  primer  servidor  de  la  nación",  en  vez 
de  tiranizarla  identificóse  con  ella  en  su 
política,  protegió  las  artes  y  las  ciencias, 
y  encabezó  personalmente  en  sus  estados 
el  movimiento  de  las  opiniones  hacia  el 
lilirc  examen,  hácia  la  moral  independien- 
te y  haciíi  la  controversia. 

Rste  desquiciamiento  de  todas  las  ania- 
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rrns  fk'l  ctlificio  social  trajo  consigo  una 
expiaciún  violenta  de  la  individualidad, 
«kftbotdcs  insensatos  del  amor  por  la  na- 
itíritlecar  púa  conciencia  exagerada  del 
pntlcr  liumano  y  una  idea  fantAstica  de 
los  ivtnrsits  de  la  creación. 

Coiisfc-iit.'iicia  inmediata  de  esta  crisis 
de  novedad^  es  la  demolición  total  de  la 
Eintij^ua  sociedad  francesa  para  construir 
Otrrt  ta  ciivoplano  quimérico  nohaymás 
quf  iiiKistihi  línea,  la  personalidad  indi- 
vidual fk'ilicada,  exul>erante.  Toda  la  fi- 
loaoftül'éáfillMo  demás  escéptica.  Y  así  no 
ha)'  iDfis  derecho  que  el  que  resulta  del 
priiicipin  (le  libertad  y  de  sus  aplicaciones. 

lUiras  L\\-].ieriencias  de  los  excesos  de  la 
libertad  Imn  producido  en  el  siglo  XIX  la 
mstalízad^n  de  este  principio,  su  crítica 
racional,  y  »ü  aplicación  politica  restrin- 
gida. 

1.a  Inglaterra  fué  más  afortunada;  ha 
lut'ha<l<V  más  con  el  clima  que  es  rígido  y 
con  t  i  siiL'ln  quees  pobre:  tal  vez  desde  an- 
tes de  i  Vntlmm  su  filosofía  ya  era  utilita- 
ria i;tJii[nL-  el  carácter  nacional  tuvo  que 
Itnctrst;  práctico.  Hsas  dificultades  han 
■s^ynéti  á  ^  gran  pafs  de  los  extravíos 
de  la  inifiíjinación;  lo  hacen  progresar  con 
criterio  conservador,  y  lo  llevan  insensi- 
lileiTitínie  á  dar  suparteátodas  las  clases 
fiDei»rCK  «n  ios  l^eneíicios  de  la  fortuna  j 
en  la  d^ecciÓn  del  gobierno.  Sus  hijos 
prtitMiran  de  ordinario  mejorar  la  cons- 
triit:el'>i]  social  demoliendo  poco  y  en  el 
in^nnciiLo  preciso. 

Bl  mr>víniíento  científico  se  ha  prose- 
guido cu  el  siglo  XIX  más  amplio  y  más 
ínU-TTin.  [,ris  aplicaciones  de  la  electrici- 
da^l  y  ik-i  vapor  han  cambiado  sustan- 
cialmcnte  las  condiciones  prácticas  de  la 
«VÍi^a,  lA#)eY«s  del  trabajo  y  las  clasifica- 
clortcs  solíales:  ramas  casí  nuevas  del  de- 
rccliu  lian  dado  más  elevación  á  su  con- 


junto, mas  eficacia  y  ponderación  á  su 
existencia  entera,  tales  son  el  derecho  pe- 
nal y  el  derecho  internacional;  los  estu- 
dios sociales  han  tomado  entre  las  clases 
dirigentes  el  lugar  de  preferencia  que  me- 
recen y  así  se  han  formado  rápidamente 
la  economía  política  y  la  estadística. 

En  derecho,  Montesquieu  ha  profundi- 
zado la  relación  que  existe  entre  las  leyes 
Y  las  condiciones  de  cultura,  educación, 
moralidad  y  peculiaridades  todas  de  cada 
sociedad  y  ha  fijado  en  las  necesidades 
comunes  el  criterio  de  la  legislación  y  el 
límite  de  la  libertad.  Savigny  fundó  la 
escuela  histórica  que  busca  en  las  socie- 
dades precedentes  las  bases  de  las  actua- 
les; el  testimonio  histórico  es  superior  al 
arbitrio  individual;  las  instituciones  que 
son  el  poder  organizado,  cambian,  por 
otra  parte,  con  las  costumbres;  el  funda- 
mento del  derecho  está,  por  lo  tanto,  en 
la  autoridad  de  lo  pasado. 

El  pensador  que  en  nuestros  tiempos 
caracteriza  más  genuinamente  la  tenden- 
cia experimental  y  práctica  de  los  estu- 
dios y  los  rumbos  críticos  y  analistas  de 
la  ñlosofta  es  Augusto  Comte.  Su  sínte- 
sis delosconocimientoshumanosha  pres- 
tado considerableutilidad  al  progreso  de 
las  ciencias;  sus  principios  morales  han 
contribuido  á  afianzar  el  amor  al  orden: 
el  conjunto  de  su  obra  científica  reviste  la 
grandeza  que  da  el  genio  y  la  consistencia 
propia  de  la  verdad. 

En  la  especialidad  jurídica  el  espíritu 
más  científico  de  nuestros  días  es  tal  vez 
Spencer;  evolucionista  en  el  fondo  de  su 
doctrina;  adepto  al  principio  de  utilidad 
social  que  resulta  de  las  experiencias  que 
la  historia  viene  acumulando;  profunda- 
mente penetrado  del  valor  moral  del  indi- 
viduo, Spencer  cree  que  las  leyes  sociales 
resultan  del  criterio  que  los  pueblos  for- 
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como  ffirmuJa  defiuitiva  del  derecho  3a 
dilatación  indefinida  délas  lil>ertades  indi- 
TÍdualea  y  ín  miaoración  del  Estado  y  de 
«leÉ  Mribttcionefl  &  la  medida  de  lo  mev> 

Sería  imposiblemedirlaímportancia  de 
loa  AerricioB  que  tas  escuelas  que  recorda- 

dio  en  el  curso  de  los  tiempos.  Gsftá'il^etier 
las  hau. sacudido  al  espíritu  humano  de  la 
inercia  j  poBtración  que  lo  han  domina- 
do machas  repes     presencia  de  la  igno* 

rancia  y  demás  despotismos;  ellas  han 
estimulado  los  cstudioft  morales  y  jurídi- 
cos; han  dado  vida  á  los  estudios  positi- 
YiQi^-tiftlQi^ates/  emctosj  y  con  sni  apln 


mundo  exterior;  han  reconstituídoja  per* 
sona  humana  por  la  posesión  de  la  ver- 
dad cíentíñca  coa  la  cual  le  devuelven 
autonomfft;  baxt  fecgstiáliáo'  fá  Óbéft 
cristianismo  y  han  hecho  avanzar  á  la 
humanidad  por  et  camiao  de  la  civiliza- 
cióa. 

olMKnradón  y  son  el  ol^rto  4ir^Cto  dé 
Tanas  ciencias  positivas. 

l<aa  ciencias  positivas  observan,  com- 

purm^  iaigüliw  y  gBtmMmti  sobre  gran 

parte  4«  loa  actos  humanos;  U»  déüdfta 
medicas «stn^aQ  al  hombre  en  su  respec- 
to Ib3cü;,la  historia,  lapedagogía,  la  cien- 
da  poUticap  la  estadística,  la  criminolo- 
il»,  «^oiu(^  3r  la«r  Éitnc^  tótíé^ 
tn  general,  lo  estudian  en  las  raanifesta- 
eiones  de  su  libre  actividad.  Hstas  invcs- 
tigacioaes  permiten  conocer  los  modos 
^  ser  habitOAliai  de  la  ptraona  7  las  con- 


áhl  porque  «n  \a,  otgedútóéAA  M  Usí^ 

do,  ea  la  ni.'ittTÍM  ik-  sus  ritrihijcioncs,  en 
el  derechu  ptiial,  tu  el  sistema  de  la  pro- 
piedad, y  aún  en  el  derecho  civil  y  tal  vez 
tn  tüdas  látf  tí  derecho  hay  no^ 

^^¡0i9es  esenciales  6  princitnoii  de  Indole  y 
procedencia  posití'.'a. 

Por  otra  parte,  la  experienciade  las  co- 
lectividadeB  contiene  loe  prindpioa  prfe 


pni;l}l<>s  como  verdaderos.  Fs  lógica'''^Oe- 
el  testimonio  de  la  liunianidad  sea  con- 
forme con  las  disposiciones  de  la  natura* 
tesi  Bo  efecto»  la  Afiétéñ  M'é^t6shtt  «Bf 
realúar  e!  bien  jqrldico.  Las  costnmbKti 
teflejan  las  miMbdídades  más  adecuadas 
para  guiar  los  (kslinos  humanos  segán 
el  tin  üel  ilercchu;  y  las  instituciones  soa 
la  síntesis  inást^lde  y  «tt^^rme  4e1da 
leyes  natucafe»* 

He  ahí  en  su  parte  íítil  y  pertinente  la 
avción  de  las  ciencias  positivas  en  el  de- 
recho. 

^  4ea&fr6lto  de  los  conocimíénto^li^ 
resurrKCidñ  de  la  personalidad  y  su  acer- 
camiento fi  la  naturaleza  infundieron  el 
liAbito  de  buscar  en  las  cieRcíaspositivas 
ÍA^^|é^(á@»<4«  todo  fenómeno,  de  tbda 
vidia  y  de  toda  ley;  de  ahí  la  ado^xión  del 
criterio  experimental  como  base  única  de 
la  certidumbre, 

noaeitia  tQaierlitkc>M  derec^.  Las  cien- 
cias uatiirales  v  exaetns  no  pneden  expli- 
car lo  que  no  está  í'i  su  alcance,  lo  que 
tal  vez  no  entrará  jamás  en  su  dotninio, 
el  principio  inmatei^iátdé  IftpefwSil^te' 
mana.  como  la  revelación  no  puede 
dar  rendas  dt'  derecho  porfpic  no  las  con- 
tiene, así  la  biología,  las  matemáticas, 
ta  fbica,  ta  química,  no  pueden  4e&BÍ?#' 
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ni  fijar  Ins  iv^las  fundamentales  de  sus 
relaciones  de  derecho  porque  tampoco 
abarcan  caas  materias. 

EsBs  dendas  y  las  demás  de  carácter 
posUivo  explk.'sn  los  fenómenos  que  caen 
bajo  la  percepci^m  de  los  sentidos,  gene- 
raJizíin  sus  leyes,  estudian  sus  fuerzas  y 
abstraen  laa  condiciones  y  el  origen  de 
los  iiiisnuis  fe  ñámenos. 

Pem  el  t'liniL-nto  principal  del  acto  hu- 
mano, que  es  el  subjetivo,  no  se  sujeta  ni 
¿  la  verifica díÓTi  de  los  sentidos  ni  á  la  re- 
2^dtiod6n  vúltintaría  del  experimenta- 
dor; el  acto  jurídico  emana  de  la  razón  v 
del  albcdrio,  facultades  esenciales  de  la 
persona;  ni  el  principio  inmaterial  que  es 
el  alma  ni  sti»  atributos  pueden  medirse; 
tampoco  pueden  reducirse  á  evidencia 
matemática,  ni  los  móviles  íntimos,  ni 
los  tines  ulteriores  del  sujeto.  Los  actos 
morales  i<m  tait- varios  como  las  cualida- 
ite>del£^ritil  individual  queson  en  rea- 
lidad indefinidas; y  1<»  actos  jurídicosson 
¿  BU  vez  una  síntesis  de  la  personalidad 
isa  sua  relaciones  de  derecho;  podemos  co- 
nocerlos en  BU  parte  manifiesta  que  es  la 
eítciv^iii^piero  en6u  causalidad  que  es  don- 
de: se  fiu-iKTiti'¡L  la  ley  que  los  regula,  ta- 
les actos  esL'¿4>an  en  su  mayor  parte  á  la 
certidunibre  e^:perimental. 

£A8«íenc^' positivas  serían  además, 
deficientes,  hoy  á  lo  menos,  para  definir 
lanoción  del  hombre  ylade  sus  derechos; 
no  pi.cilen  fijar  todavía  cuál  es  el  princi- 
jpío  org^UC^  <d€  la  vida  animal,  ni  cuál 
£S  la  CAIUUL  príltfaria  de  la  muerte  en  esa 
clase  di:  orgatiittnos  ni  cuál  es  la  ley,  ya 
Jl'  RL^kcción,  ya  de  mutación  <{ue  preside 
á  la  transformación  de  las  especies.  La 
cisaB^ft^3iá6ií  &itima  del  átomo  ó  partí- 
GtÚÉk.  Snséci^Ie  y'  su  valor  absoluto  en  la 
naturnlizn  si  *n  aún  materias  oscuras  pa- 
ra la  ciencia  que  tantas  veces  ha  creído 


encontrar  la  masa  mínima  indivisible  y 
que  hoy  vuelve  á  la  incertidumbrceo  pre- 
sencia de  la  acción  eléctrica  que  agita  y 
que  es  acaso  la  (¡ue  gobierna  el  mundo 
molecular.  Más  diiícil  aún  sería  determi- 
nar los  principios  fundamentales  de  la 
vida  jurídica  ó  las  leyes  que  reglan  su 
ejercicio.  No  sin  razón  ha  dicho  Bruiie- 
tifre  que  la  verdad  es  para  el  positivismo 
"la  totalización  de  la  experiencia  huma- 
na"; (pie  su  expresión  es  a.sí  relativa,  pro- 
gresista 6  inconclusa,  <Ie  suerte  que  para 
nuestros  sucesores  habrá  con  relación  á 
nosotros  una  totalización  de  cxinricncia 
diferente;  y  que,  en  consecuencia,  la  mis- 
ma escuela  positivista  incluye  una  meta- 
física la  cual  por  medio  de  la  razón  opera 
de  lo  conocido  á  lo  desconocido  y  de  ahí 
á  lo  incognoscible. 

Pasando  del  derecho  individual  al  co- 
lectivo, la  incongruencia  de  la  investiga- 
ción positiva  con  la  materia  jurídica  re- 
sulta no  menor.  La  exi>eriencia  de  las 
sociedades  más  numerosas  puede  haber 
admitido  ó  admitir  la  tiranía  3'  en  derecho 
la  tiranía  es  á  todas  luces  inaceptable. 
Todas  las  instituciones  civiles  y  políticas 
aparecen  renegadas  una  á  una  en  la  vida 
de  los  pueblos  cultos;  cuántas  anomalías 
no  prevalecen  en  su  historia,  y  ese  preva- 
lecimiento  no  puede  probarque  ellas  sean 
la  expresión  de  ninguna  ley  de  moral  ni 
de  derecho.  Ningún  estado,  ningún  tipo 
social  ha  sido  ni  puede  ser  normal;  la  so- 
ciedad es  imperfecta  como  el  individuo  y 
su  testimonio,  por  universal  y  conforme 
que  parezca,  es  á  menudo  viciado  y  recu- 
sable. 

Por  otra  parte,  la  moral  evolucionista 
que  se  adapta  á  las  experiencias  del  pa- 
sado tomando  en  cuenta  al  hombre  tal 
como  ha  vivido,  sigue  así  la  historia  de 
la  humanidad,  pero  no  formula  su  verda- 
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(lera  filosofía,  porque  el  hombre  á  la  vez 
(jue  limitado  es  eminentemente  perfecti- 
ble, Y  por  consiguiente  el  sujeto  natural 
de  la  moralidad  y  del  derecho  es  el  tipo 
progresista  que  asciende  en  la  cultura  y 
que  aunque  no  la  obtiene  por  completo, 
evoluciona  incesantemente  en  su  perse- 
cución. 

Los  resultados  confirman  estas  obser- 
vaciones. La  moral  epicúrea  es  infecunda 
y  escéptica.  La  autoridad  de  la  moral 
histórica  es  recusable  porque  el  hombre 
nómade,  el  semi  civilizado  y  el  detrcncra- 
ílo  (|iie  ella  toniacncf>nsi(lcraoi6n  impor- 
tante no  son  homogéneos  con  el  hombre 
culto.  La  moral  utilitaria  engendra  una 
concurrencia  social  inerte  y  estacionaría 
f|ue  va  contra  la  naturaleza.  Así  infor- 
madas las  instituciones  retrogradarían 
ó  detendrían  su  proga-so  por  defecto  de 
moralidad,  loque  es  inadmisible  porque 
ia  ley  moral,  ])erfecta  como  es  y  superior 
á  las  leyes  positivas,  delje  servir  precisa- 
mente de  ideal  para  la  reforma  incesante 
del  derecho. 

Las  investigaciones  de  las  ciencias  posi- 
tivas y  la  experiencia  social  son  en  suma 
de  necesidad  indispensable  en  la  materia 
jurídicaycontribuyen  con  elementos  fun- 
damentales al  sistema  general  de  la  mo- 
derna filosofía.  Pero  la  fundación  prima- 
riaó  síntesis  del  dcrechono  procede  sobre 
el  solo  criterio  denominndu  científico  ó 
IMsitivo  porc|ue  el  principiti  inmaterial 
de  la  persona  y  sus  atributos  no  son 
verificables  y  porfjtie  hay  conclusiones 
positivas  ó  ex|>erimentalcsque  se  oponen 
á  la  moralidad  ó  al  perfeccionamiento. 


DESARROLLO  DE  LARDEA  METAFÍSICA  EN 

LA  filosofía:  su  desarrollo  en  el 

DERECHO  MODERNO. 

3.— En  todo  tiempo  la  filosofía,  el  dere- 


cho y  la  mora!  han  buscado  en  el  sér  inte- 
ligente y  libre  el  centro  de  sus  estadios. 

Así  como  hay  en  el  hombre  un  principio 
inmaterial,  existe  en  la  historia  de  sus 
ideas  una  corrit-nte  de  opinión  percepti- 
ble, continua  y  vigorosa,  la  corriente 
cspiritualistaqueseinspiraen  aquel  prin- 
cipio y  cuyas  tendencias  van  hacia  el  fin 
sobrenatural  como  al  fin  último  de  la 
vida. 

La  suerte  del  esplritualismo  está  parti- 
cularmente ligada  á  la  del  pensamiento 
religioso;  aquél  coloca  en  el  primer  plan 
de  la  vida  los  fines  inmateriales,  ésta  en- 
seña al  hombre  el  amor  á  Dios  y  la  espe- 
ranza de  su  posesión  como  principio  y  fin 
de  sus  destinos,  y  lo  subordina  en  su  con- 
ductayen  su  persona  misma  á  este  gran- 
de objeto.  Existe,  pues,  entre  la  filosofía 
idealista  y  la  fe  religiosa  la  natural  afini- 
dad de  las  creencias  espiritualistas,  y  tal 
vez  por  esto  mismo  cada  vez  que  las  pa- 
siones tuercen  la  acción  religiosa  de  las 
vías  espirituales,  se  pronuncian  agudos 
disentimientos  entre  estas  dos  fuerzas 
que  se  comparten  el  gobierno  íntimo 
del  hombre. 

También  las  demás  alternativas  de  la 
vida  social  vigorizan  ó  debilitan  la  filo- 
sofía idealista.  Pero  ninguna  crisis  ha 
llegado  á  aniquilarla  y  por  el  contrario 
muchos  sucesos  de  carácter  normal  de- 
terminan en  el  cuerpo  animado  de  sus 
principios  una  reacción  vivificante. 

La  idea  de  un  solo  Dios,  la  superioridad 
del  orden  moral  sobre  la  naturaleza  físi- 
ca aparecen  con  bastante  acentuación  en 
la  vida  y  obras  de  Sócrates.  Platón  dió 
á  estas  ideas  su  expresión  filosófica  y 
todo  el  desarrollo  que  los  conocimientos 
de  su  tiempo  permitían:  su  doctrina  de 
una  inmortalidad  pasada  del  alma  y  de 
su  inmortalidad  futura,  y  su  teoría  sobre 
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la  formación  de  las  ideas,  fuen>n  sólidos 
progresos  metaftsicos  realizados  en  pleno 
paganismo. 

Aristóteles  á  su  vez  enunció  nociones 
que  fueron  utilizadas  por  la  escolástica 
primero,  después  por  la  filosofía  moder- 
na, y  que  la  metafísica  ha  adoptado  de- 
fínitivarneute,  tales  como  las  de  univer- 
sales y  particulares,  materia  (lo  indeter- 
minado que  toma  existencia  por  medio 
de  la  forma)  y  forma  (que  es  lo  que  hay 
de  visible,  real  y  divisible  en  los  séres), 
causa  eficiente  (determinante  de  la  unión 
de  una  materia  con  una  forma  en  orden 
á  su  fin  dado)  y  causa  final  (el  fin  é  que 
los  séres  están  ordenados).  Si  bien  el  cri- 
terio aristotélico  de  la  certidumbre  tiene 
por  básela  experiencia,  el  mediode  que  se 
sirve  para  verificar  esta  experiencia  es  el 
entendimiento. 

Puede  afirmarse  que  ya  en  el  período 
más  brillante  de  la  filosofía  griega  la  sín- 
tesis que  hoy  es  denominada  metaf!sicay 
que  parte  de  la  existencia  de  un  principio 
inmaterial  en  la  persona  humana  quedó 
formulada  y  dominó  en  el  mundo  inte- 
lectual. 

rx>s  epicúreos  y  los  estoicos,  que  siguie- 
ron á  los  dos  genios  creadores  de  la  filo- 
sofía griega,  se  aplicaron  al  estudio  de 
problemas  morales;  y  después  de  ensayos 
tendentes  primero  al  misticismo  y  ense* 
guida  al  panteísmo,  la  filosofía  griega 
degenera  para  no  resurgir  más. 

La  doctrina  cristiana  debía  rehabilitar 
la  mctafísicay  asegurar  su  progreso  acer- 
cándola A  los  principios  eminentemente 
orgánicos  de  este  credo  religioso.  Los 
dogmas  y  los  misterios  de  la  nueva  fe,  la 
Trinidad,  la  Creación,  la  Encamación  y 
la  Redención,  son  uno  por  uno  debatidos 
por  la  filosofía  especulativa;  y  las  ideas 
aristotélicas  renacen  al  impulso  de  los 


símbolos  cristianos.  Las  escuelas  escolás- 
ticas agitaron  estérilmente  con  discusio- 
nes sutiles  la  imaginación  del  púbHco 
ignorante  de  los  siglos  XI  á  XIII;  pero 
algunos  padres  de  la  Iglesia,  San  Agus- 
tín, San  Buenaventura  y,  más  que  todos, 
Santo  Tomás  restablecieron  las  doctri- 
nas griegas  de  Platón  y  de  Aristóteles  y 
las  adaptaron  á  la  nueva  filosofía;  la  es- 
colástica tuvo  así  días  brillantes  y  obras 
de  importancia  sustantiva  para  el  desen- 
volvimiento intelectual. 

La  Italia  es  el  centro  de  los  estudios; 
los  sabios,  los  tesoros  de  arte  y  de  docu 
meatos  científicos  que  una  vieja  y  avan- 
zada cultura  había  reunido  en  Constan- 
tinopla  emigraron  á  esa  península  cuan- 
do esta  capital  fué  conquistada  por  los 
musulmanes.  Las  antigüedades  griegas 
y  romanas  de  arte,  de  filosofía  y  de  dere- 
cho son  exhumadas,  las  costumbres  tien- 
den á  reflejar  estos  recuerdos,  las  leyes 
civiles  bárbaras  (germanas  y  españolas) 
se  asimilan  instituciones  romanas,  se  ini- 
cia el  renacimiento,  se  construyen  los 
idiomas  vivos,  las  ciencias  dilatan  sus  in- 
vestigaciones, se  aviva  la  crítica  que  va 
á  examinarlo  todo,  la  imprenta  la  difun- 
de y  empieza  ta  éra  moderna. 

El  punto  acaso  más  importante  de  los 
que  la  filosofía  moderna  ha  debatido  es 
la  teoría  del  conocimiento.  Descartes  es- 
tablece como  r^las  la  evidencia,  la  divi- 
sión de  los  objetos  (análisis),  las  enume- 
raciones (clasificaciones)  y  la  reconstruc- 
ción del  sistema  por  su  componentes 
(s^tesis);  el  criterio  subjetivo  de  la  ver- 
dad está  en  nosotros;  el  criterio  objetivo 
de  la  verdad  tiene  su  base  en  Dios;  este 
principio  absoluto  que  rige  los  hechos 
externos  y  los  actos  intelectuales  es,  pues, 
la  única  razón  de  la  conformidad  que  exis- 
te entre  nuestros  pensamientos  j  las  co- 
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tos  en  todo  conocimiento,  conocer,  prever 
y  poder;  su  principio  i'inico  es  el  alma, 
cajos  ojos  son  la  razón  que  es  iluminada 

y  el  poder  infinito;  el  hombre  es  lacieucía, 
la  voluntad  y  el  ¡jodcr  finitos  que  tienden 
á.  lo  inñnilo."  "La  Inteligenein  produce  la 
idcfli  Ul  voluntad  produce  el  hecho,  y  cc^ 
«nó^  ainbs5  parten  de  un  ceü&ó  16^^ 
debe  neínar  entre  ellas  una  armonía  nece- 
saria.'* ÍDhíDato  Lmv,  Phüosophre 
cíti  Droit,  Fralcgoinénes).  J  eibnitz  expune 

ttk^níco  sostenido  por  el  ^nci[no  iÍé  Í& 
Ütitionííi  preestablecida. 

La  difusión  del  crlstianiamo,  el  desarro- 
llo de  las  artes  y  de  las  ciencias,  la  cri- 
iSiB  tntélectuál  que  el  renacimiento  des- 
pertó en  la  Europa  civili?,Ada,  la  violenta 
agitíición  moral  que  la  ReíVírma  trajo 
consigo,  el  advenimiento  de  las  nuevas 
■ñacitro^tdlfdes  de  ta  Europa  moderna, 
Bcreoe&taifl^aud  '9iátíf  moral  ás^a>p6ts&^ 
níi  y  explican  la  mj&Jror  importancia  que 
desde  el  sij^lo  XVI  ha  tomado  el  ¡nrliví- 
duo  en  la  vida  civil  y  aun  en  la  política. 
La  flcicñtflatnifisi  ta.  ,t>^l^^^9É|l44i^ 
jirime  vuelo  A  los  estudios  «uf^félilíráV  y 
á  la  observación  refleja. 

De  estas  tendencias  ha  surgido  vigo- 
Itiip-  :e|.  e!ií^o  espiritualista  que  es  el 

construcción  predominante  en  los  váifÍX9« 
honzontes  de  ta  modeniSL  filpspfEa. 

A  poco  que  se  medite  sobre  aquelesta^qi 
de  las  opiniones  se  echa  de  ver  qtietiofa^ 

taha  sino  voluntad  par;i  que  las  socieda- 
des europeas  sacudieran  el  yítgo  de  las 
ww^icracias  tradicionales  y  para  que  se 


éf'á  4t  desequilibrio  de  las  condiciones  so- 

cííiles:  su  fondo  ^'erdadero  era  la  inif|ui- 
dad  constitueional,  el  vicio  de  inmorali- 
dad que  corroía  el  organismo  colectivo 

La  fitoBofTa  T  el  derecho  son  á  menuda 
un  rcfupio  v  iin  centro  <lc  aLci^'-n  en  que 
los  espíritus  sanos  se  coní^regaii  durante 
ígtís  grandes  crisis.  Y  en  efectOi  desde  me- 
diato 4élñ  ^mj^de^a,  la  ñloaofía  y  «1 
derribo  acentuaron  de  una  manera  prp- 
,!írc&iva  los  niniljos  Intlivííhiahstíis  v  las 
tcmlcncia.s  Jibcrales,  v  ilicruii  cuerpo  y 

filosofía  fné  donde  lá  endclopedTA  3^:  ^ 
revolución  formaron  sn?  doetritifis, y  con 
sus  principios  los  gobernantes  y  loa  pue- 
bles contemporáneos  han  formulado  des- 
ptiéfi  taaiitft£lttl^OfiieB  que  nos  rigeás 

Los  Jurista  , ^«cursores  del  derecho 
moderno  fueron,  por  lo  tanto,  continua- 
dores ó  discípulos  de  esa  metafísica  indi- 

ción  especulativa  gracias  al  conit^  4^ 
las  ciencias  exactas  y  reales.  Refuíidiíld 
coa  ell^  el  criterio  nietaíísico  está  en  la 

'  tñn*tocomo  positivo  de  nuestros  tiempos. 

La  influcnL-ia  ile  l;i  nictafTsicnen  el  con- 
cepto de  la  personalidad  y  en  el  moderno 
desarrollo  del  derecho  es  sustantivé. 

Grocio  separñ  de  la  iieokígCfl  In^tít^iSB 
del  Derecho  V  í'nrmuló  la  idea  i]]oderníidel 
derecho  natural  den vHiiddhi  )k'l  antece- 
dente de  tpic  la  sociedad  es  unauecesiidad 
^l  'ilf'btnbre  y  de  que  éste  la  satisface  ra- 
cionalmente. La  racionalidad  de  la  orga- 
quEficíóil  social  es  lo  <¡He  produce  hi  idea 
del  Detecho;  y  así  se  forma  el  derecho  na- 
tural con  el  conjunto  de  la^te^6eiiue9- 
^^^tie  es  Bti^di;  ^%  diento» 
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lo  útii,  lo  agradable,  lo  actual,  para  do- 
ramat  sus  movimientos,  para  formar  jui- 
cio y  para  guiar  sus  actos.  Grocio  atri- 
buye origen  divino  á  las  leyes  que  ve  in- 
corporadas en  nuestra  naturaleza;  jx-ro 
las  cree  inde{>endientek>  de  la  acción  divi* 
na,  por  manera  cjue  el  Derecho  natural 
que  ellas  forman  no  sólo  es  definibicy  ab- 
soluto sino  que  tiene  existencia  propia. 
La  iden  de  un  estado  de  naturaleza  atrí' 
bitSfio  á  ta  convención  aparece  también 
en  la  teoría  de  Grocio  como  hipótosis  ini- 
cial del  derecho,  ficción  surgida  acaso 
por  vía  de  defensa  y  de  contraste  y  en 
odio  á  los  gobiernos  corrompidos  que  do- 
minaban á  fines  de  la  Edad  Media.  Como 
fuere,  el  origen  convencional  que  se  atri- 
buye al  estado  de  nritiirnlcza  envin-Ive 
un  progreso  jurídico  notahle;es  l,-i  jnirne- 
ra  enunciación  del  contrato  social,  fór- 
mula ficticia  pero  qne  contiene  en  ger- 
men todas  las  libertades  individuales  y 
las  bases  del  gobierno  de  opinión. 

La  idea  de  lÜK'rtad  sirve  dcs<lc  el  siglo 
XVX  para  constituir  las  nuevas  naciona- 
lidades del  mundo  moderno;  pero  no  se 
abre  camino  en  sus  leyes  interiores  sino 
en  el  siglo  XVIII  cuando  los  víisallos  em- 
piezan á  hacerse  ciudadanos.  En  los  paí- 
ses tanto  latinos  como  sajones  aparecen 
escuelas  numerosas  que  definen  de  diver- 
sas maneras  la  libertad.  El  ¡xrnsador  ([ue 
la  tradujo  más  genuina  y  profundamente 
fué  Kant;  su  doctrina  marca  el  principio 
de  la  evolución  cont«nporánea  del  de- 
recho. 

"El  derecho  es  la  armonía  de  In  liber- 
tad de  cada  cual  con  la  Iil)crtad  de  todos, 
obtenida  por  una  ley  general."  La  perso- 
nalidad del  hombre  es,  pues,  según  Kaut, 
el  sujeto  del  derecho.  Kl  objeto  del  dere- 
cho es  lu  libcrtatl,  atributo  del  honibre;y 
el  ejercicio  del  derecho  se  deternu'na  por 


la  ley  racional  que  debe  armonizar  la  li- 
bertad de  cada  nao  con  la  de  todos. 
La  ley  de  la  voluntad  no  la  subordina 

Kant  al  orden  objetivo,  ni  á.  los  hechos 
reales,  ni  al  testimonio  histórico  de  las 
sociedades.  Para  fundar  el  derecho  en  la 
libertad  Kant  somete  la  voluntad  al  de- 
lícr;  así,  la  libertad  no  nos  faculta  para 
satisfacer  nuestros  sentidos  ni  nuestras 
pasiones,  porque  perjudicaríamos  á  la  li- 
bertad de  los  demás  y  el  derecho  serfa 
violado  en  nuestros  semejantes.  De  ahí. 
de  esa  condición  de  la  libertad,  que  la  vo- 
luntad obra  habitualmente  en  forma  de 
contrato. 

En  el  fondo  Kant  considera  A  la  huma- 
nidad como  ásujeto  del  derecho  más  que 
al  individuoyaque  los  fines  de  la  persona 
ceden  al  fin  social  que  nunca  es  lícito  pos- 
poner como  medio;  por  eso  acaso  clasifi- 
ca los  deberes  en  deberes  de  derecho,  que 
son  materia  de  la  ley  extema  y  positiva 
)'  en  (lel«;res  de  virtud  que  son  los  que  la 
razón  impone  á  la  voluntad  de  una  ma- 
nera inmediata  y  directa.  £1  deber  es, 
pues,  la  ley  que  armoniza  la  libertad  de 
todos  con  la  de  cada  cual. 

Kant  extiende  la  libertad  á  fenómenos 
internos  y  á  fenómenos  extemos;  la  pri- 
mera consiste  en  dominar  las  pacones, 
y  es  del  resorte  moral;  la  segunda  no  se 
ejercita  con  respecto  á  la  naturaleza  mis- 
ma sino  con  respecto  á  los  demás  hom- 
bres y  es  del  dominio  del  derecho.  La  li- 
bertad racional  no  obra,  pues,  con  auto- 
nomía cuando  actúa  bajo  el  impulso  de 
impresiones,  j'a  sean  internas,  ya  exter- 
nas, porque  entonces  la  ley  que  armoniza 
la  libertad  se  viola.  Aunque  Kantasigna, 
como  se  ve,  fines  y  objetos  análogos  al  de- 
recho y  á  la  moral,  los  diversifica,  y  seña- 
hi  en  el  derecho  la  necesidad  de  un  poder 
coercitivo  que  los  garantice  y  asegure. 
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Bl  concepto  r|itu  Kniit  rorniíi  dfl  (!i.'ifL-lM> 
es  deficiente  en  cuautu  lo  liniitíi  á  yaran- 

pro teg<ír  í»,ij*Dií^ contra  toda  violación. 
Síntfti^n,  pnrntr;i  p:irtt.\  tntlus  !os  ilcri.'- 
ohus  cu  elílt  liIxTLrtd  de  Ui  vuid  dciíjirciitlL* 
fCcílmente  Jaijgualdad  de  lus  hotnbres.  El 

ltÍ6tSHc<l  é  positivo,  pero  es  e]  orden  de 
cosíis  i|i]e  en  el  cwI.-icIíí  de  iinturaU'xn  se 
hace  necesario  para  asscgurar  ki  efectivi- 
del  principio  W  díáseclio,  que  ca  Jít 
^Nrtad^  Mediante  ese  pStí^n  taí^wtí^:^ 
jf  et  pofter  jarfdico  que  ^  Bt  .^  jaec^n- 
cretn  en  el  Estado. 

Según  Kaut  d  fUudamento  del  derecho 

vissniEi  del  lioítt&iv  GU5ft  votuntfifi  e»  ha^^ 

tíiiite  p'iffi ms.'i  prirn  dni^  vid.»  ni  orden 
jurídico  pero  está  Hujctn.  á  la  riizún  por 
el  vínculo  del  deber;  así  se  salva  la  aecióii 
Ht  vohifitad  de  la  disolución  atomisti- 
taA  (|ne  Üci^.'i  KoMsseíiii,  cuya  doetrirNi, 
aii:'diiíí;i  A  l;i  de  Kant  crí  el  pi'ínciiMn  de 
Idiertarl,  deseuiioce  la  iniportaucia  v  íu 
loáftVdel  vínculo  moml. 

Kl  imlividualismo  ^á^rfitttt»  fin  Fl^Jiiéj 
yij,  su  idealismo  subjetivu,  no  alcan- 
zan ;V  c\|il¡car  la  forma  indepcniljeiiU'  en 
<\\iK  la  voluntad  individual  se  uuc  con  lúa 
Otn^^liañl^to         ftiñéeiT  el  orden 

SLlieJIin;:;  acerca  la  filosofía  á  la  natii- 
raltza,  VMí{  cs  uua  muaifcstuvión  de 
Dios;  principios  de  analogía  Hgan  al 

ralelismo  íjeneral  ent0^d  cl  orden  del  uni- 
verso. La  ¡dea  de  ^rg^ano  y  de  que  la  so 
^dad  es  un  organismo,— idea  hermana 
3d  pántdstil^*--tití(i*i»fiéve  en  Sehelltng; 

persQiiii  iñijama  aparece  como  agmté 
lutejjrante  6  constitutivo  d(.-  \\n  todo  que 
la  sociedad.  EUdealismo  sujetivo  que- 


(la  eliminado,  Rnnsseaii  lialpTa  de  una 
Vüluutad  generad  superior  á  las  volunta- 
di^rítídividiiaks.  SéheíJlág- rftdl^  e^lrO» 
luntad  en  las  ^  .'»r¡as  entidades  colectífffiíl" 
íjue  forman  la  soeiedad:  la  familia,  el  Es- 
tiulu,  la  Iglesia;  órijanos  todos  creados 
porDíüs, constitutivos  del  organismo  so- 
■  cíal^íltte  «bsosibcaí  ttí  índivldoG.  La  vo- 
luntad general  cs  el  fniidamctito  del  de- 
reelu)  y  la  viv/An  fiel  Bstailc].  Al  indivi- 
dualismo ha  Hueedido  con  SchelUng  el  so- 
cialismo; á  la  lilKrtad  di9' ^d^i-idÜ^,  1|L 
IS^epSád  dé'lfrco)fectividádt[iie^]:^eco3iaee 
alguna  ley  es  la  ley  divina  á  la  cual  debe 
remontarse.  Hayen  esta  doctrina  un  con- 
cepto moral  meóos  definido  que  en  la  de 

ItífíHica  mAs  vigorosa  y  má»^í¥4B«*. 

ITcijel  eoinliini'i  el  ide.'disnio  di*  l'u'ítte 
y  Id  absoluto  de  Sclielling.  Conser^'»^  al 
derecho  el  mismo  fniidamcuto:  la  volun- 
tad jfjeülífat;  |^#t«c;b6  ^te^l^iiéMd^ireá* 
libada,  la  exls^siapia  real  de  la  libertad.  La 
lilicitad  no  cs,  jior  ntva  parte,  sino  la 
maniíeytación  del  Sér  alisoluto  (í  J)Íoa 
que  trasciende  á  todo  y  (|uc  lo  inspira 

del  Sér  absoluto,  de  Dios,  el  Estado  es 
niás  .L:raruk-  v  eontornit?  e<jn  Dios  tpie  el 
individuo,  á  quien  ídísurbc,  y  reconoce 

fót  tóps^^  iiiáiediata  ta  tm^  ^  m 
cumple  por  la  voluntad.  El  derecho  re- 

sidta  pues  lie  la  ví>UiiUail  generad  y  csttt 
es  el  Ustado  que  uuc  id  sujeto  indívidualu 
ó  sea  la  voluntad  libre,  con  la  voluntad 


la 


lia  sólo  Dios;  sus  guerras  son  naturales 
porque  su  misión  es  la  de  rcidízar  el  espí- 
ritudemundo  y  este  espíritu  lo  persiguen 
laa  Naciones  «parada  y  diferentemente; 
lli  I»«^&£tór6jai  4s  Oslente,  el  imperio  gríe' 
go,  el  romano  y  el  germflnico  íian  exis- 
tido porque  se  han  aproximado  á  üqueL 
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espíritu.  He  ahf  el  socialismo  del  Estado 
erigido  en  sistema  universal.  En  la  antí- 
tesis clásica  del  individualismo  y  del  so- 
cialismo, Hegel  operó,  pues,  una  reacción 
«oleclÍTÍsta  más  avanzada  que  la  de 
Schelling. 

Krause  procura  primordialmeute  con- 
ciliar el  derecho,  facultad  subjetiva,  con 
etB^tado,  realidad  objetiva.  El  derecho 
ta  vA'  coadyuvante  de  la  actividad  del 
konibte.  Los  destinos  de  éste  son  indivi- 
(Iiinles  y  sociales;  el  derecho  es  universal, 
se  t  x^tiende  á  todo  y  abarca  ambos  desti- 
nos; y  como  es  preciso  que  el  hombre  in- 
tegre la  sociedad, el  derecho  debecontem- 
piar  siempre  un  respecto  6  fin  particular 
5"  otro  colectivista  y  consta,  por  lo  tanto, 
de  un  elemento  individual  y  de  otro  so- 
El  derecho  por  su  propia  fndole  es 
tiSgájiico,  las  instituciones  deben  por 
consijE^uiente  armonizar  ambos  elementos 
para  ayudar  asi  á  los  dos  fines  que  son 
prupios  del  hombre,  defender  al  indivi- 
4^0  constituir  el  Estado.  Analizando 
la  naturaleza  individual,  Krause  eucueu- 
tra  en  ella  el  principio  6  razón  del  dere- 
cho y  éste  lo  refiere  á  Dios  como  á  origen 
éé  todas  las  cosas.  Desde  esc  punto  de 
jiartida  deduce  lógicamente  estrechas  co- 
iiex  iones  entre  el  derecho,  la  religión  y  la 
moral,  y  concluye  en  que  el  derecho  es  una 
mera  condición  para  el  cumplimiento  de 
lO^  ñ^a  religiosos  jr  morates  del  hombre 
y  eliógeute  organizador  de  la  acción  re- 
ligiosa y  moral  de  la  persona. 

Esta  doctrina  corresponde  á  un  estado 
4^€C^as  más  normal  en  que  las  luchas  de 
l&  libertad  y  de  la  tiranta  ya  no  sacudfan 
tanto  el  mecanismo  político;  es  hermosa 
y  es  prácticayequiiibra  con  felicidad  una 
acción  algo  providente  del  Estado  coa  la 
UheC:  iniciativa  individual.  Con  todo  no 
K  Wde  olvidar  que  el  derecho  es  un  atri- 


buto escencial  de  la  persona  y  que  entra 
á  constituirla  no  sólo  como  un  comple- 
mento moral  ó  religioso  sino  como  un 
poder  distinto  inherente  á  la  persona 
misma. 

SÍNTESIS  DEL  FUNDAMENTO  DEL  DERECHO 

4. — Parece  evidente  por  loexpuestoque 
los  estudios  morales  desarrollan  en 
nuestra  época  sobre  una  doble  b^e:  la 
observación  de  los  liechosy  la  experimen- 
tación de  los  fenómenos  que  ensanchan 
las  adquisiciones  positivas;  y  la  crítica 
racional  que  tiene  puntos  de  apoyo  en  las 
ciencias  todas,  morales  y  naturales,  pero 
cuyo  fundamento  sustantivo  es  el  princi- 
pio inmaterial  de  la  persona  humana. 

La  actualidad  jurídica  no  es  otra  cosa 
que  la  combinación  ecléctica  del  pensa- 
miento metafísico  dominante  en  los  tiem- 
pos modernos  con  los  progresos  contem- 
poráneos de  las  ciencias.  El  derecho  se 
construye  así  por  un  doble  proceso  espe- 
culativo y  exijerínieutal;  y  el  criterio  ju- 
rídico se  forma  como  el  de  las  demás  cien- 
cias morales  por  la  investigación,  que  á 
la  vez  observa  y  ensaya,  y  por  el  racioci- 
nio que  sintetiza  y  cree. 

Estos  antecedentes  permiten  determi- 
nar el  fundamento  general  del  derecho. 

El  derecho  tiene  por  objeto  regir  cier- 
tos actos  humanos  para  ordenarlos  á  su 
fin  natural  que  es  el  bien  jurídico;  este 
bien  es  individual  y  es  también  comfin; 
uno  y  otro  bien,  por  más  que  á  veces  se 
contraponen,  están  racionalmente  alia- 
dos como  necesarios;  el  derecho  ha  de  so- 
lucionar esos  antagonismos  y  ha  de  con- 
ciliar la  vida  libre  con  la  acción  de  la 
autoridad. 

Enel  acto  jurídico  intervienen  el  enten- 
dimientoque  discierne  el  fínyla  voluntad 
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que  determina  aquel  fin  como  objeto  del 
acto;  y  éste  se  ejercita  en  medio  de  la  aso- 
ciación que  nos  aporta  8U8  - contingentes 
á  cambio  del  nuestro. 

La  ley  del  acto  jurídico  es  el  derecho,  y 
tiene  sn  fundamento  en  el  hombre  mismo, 
en  su  constitución  moral.  Bn  ^ecto,  su- 
jeto del  derecho  es  el  hombre  como  per- 
sona dotada  de  razón  ydealbedrío  tanto 
en  sus  actos  singulares  como  en  la  vida 
concurrente;  materia  del  derecho  son  los 
actos  humanos  de  cambio  de  servicios 
6  He  bienes  sobre  las  bases  morales  de 
equivalencia  ó  de  abnegación  que  domi- 
nan todas  nuestras  prestadones;  objeto 
del  derecho  es  el  bien  de  la  misma  perso- 
na no  sólo  en  la  esfera  útil  de  la  propie- 
dad, sino  también  en  el  orden  superior  de 
muchos  bienes  honestos  come  son  el  de- 
recho de  TÍda,  el  de  familia,  el  de  las  obli- 
gaciones y  tantos  otros  que  se  regulan 
por  el  derecho;  fin  del  derecho  es  el  per- 
feccionamiento efectivo  de  la  misma  per- 
sona en  respectos  de  los  más  elevados, 
como  son  entre  otros  asuntos,  los  domés- 
ticos, los  políticos  y  los  civiles;  en  la  his- 
toria de  las  sociedades  el  derecho  se  ins- 
pira de  cerca  en  el  concepto  inmaterial 
de  la  persona;  las  bases  indÍTÍdnales  y  la 
tendencia  espiritualista  también  prevale- 
cen en  las  funciones  que  la  filosofía  mo- 
derna marca  al  derecho;  el  derecho  acom- 
pafia  á  la  persona  no  sólo  en  la  materia- 
lidad de  su  existencia  sino  que  en  su  esfera 
más  propia  y  más  humana  que  es  la  esfe- 
ra moral;  finalmente  la  esencia  de  sus  dis- 
posiciones aun  positivas  no  es  de  ordina- 
rio más  que  la  expresión  del  común  sen- 
tir y  de  la  experiencia  de  los  hombres 
mismos. 

El  fundamento  general  del  derecho  es- 
tá pues  en  la  naturaleza  libre  y  racional 
del  hombre;  de  aquí  se  signe  que  todo  de- 


recho ha  de  concilíarse  con  los  atributos 
esenciales  de  la  persona  jurídica;  y  como 
esos  atributos  son  la  razón,  la  libertad  y 
la  sociabilidad,  el  derecho  lleva  condición 
de  racionalidad  en  sus  mandatos  y  ha  de 
asegurar  á  un  tiempo  la  libertad  del  in- 
dividuo y  su  existencia  armónica  en  so- 
ciedfíd.  La  razón  sustantiva  del  derecho 
y  la  fuente  de  su  vida  se  encontrarán 
por  consiguiente  en  la  esencia  de  los  atri- 
butos morales  de  la  persona. 

Bl  conocimiento  de  esos  atributos  se 
adquiere  por  la  observación  racional  del 
sér,  y  esta  observación  se  liace  mediante 
la  crítica  de  todas  las  manifestaciones  de 
la  actividad  humana.  Se  llega  así  á  co- 
nocer el  principio  inmaterial  del  hombre 
y  de  la  vida  de  un  modo  cierto  y  por  pro- 
cedimientos lógicos  tan  convincentes  co- 
mo los  que  demuestran  que  tales  astros 
tienen  una  atmósfera  y  que  ésta  tiene 
composición,  densidad  y  peso  dados,  no 
obstante  que  nadie  puede  verla  por  sus 
sentidos,  ni  descomponerla,  ni  tocarla  ni 
medirla. 

Empero,  ciertos  atributos  morales  de 
la  persona  están  ligados  á  sus  órganos 
físicos,  á  lo  menos  en  su  funcionamiento; 
muchas  manifestaciones  de  la  vida  huma- 
na son  objeto  de  las  ciencias  naturales; 
existe  una  vasta  suma  de  conocimientos 
ya  adquiridos  ó  que  pueden  adquirirse  ó 
verificarse  por  medios  positivos  ó  experi- 
mentales y  qüe  son  referentes  á  la  perso- 
na, á  sus  facultades  y  á  los  modos  de  sn 
existencia.  Esos  conocimientos  son,  sin 
duda,  de  uso  indispensable  y  habitual 
para  las  investigaciones  tanto  morales 
como  jurídicas. 

De  otro  lado,  el  examen  refiqo  de  la  or- 
ganización moral  no  proyecta  siempre 
toda  la  luz  necesaria  para  abarcar  leyes 
extemas  y  generales  como  son  las  leyes 
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dci  tkivL-ho;  no  tan  sólo  porque  el  princi- 
piij  L-spiritual, — incorpóreo  y  complejo, — 
escapa  &  menudo  á  la  certidumbre,  sino 
irarque  c1  raciocinio  se  resiente  de  las 
ídens  particulares  de  la  época  en  que  se 
vive.  La  crítica  raciona!  es,  en  consecueu- 
cíHj  ck-tícicnte  para  determinar  por  sí  só- 
|^£l4fH%irho  fundamental  y  ha  menester 
el  4£Otitro1  del  criterio  positivo  y  el  auxi- 
Uo  de  las  ciencias  exactas  y  naturales. 

"Si  la  ciencia  del  derecho  se  entrega  á 
lá eei^eeillación  abstracta  se  extravía;  si 
M  «IKÍtírra  en  el  estudio  de  un  solo  texto 
ac  condena  á  ver  sín  comprender  aunque 
se  trate  del  Digesto  ó  del  Código  Civil. 
£At£t  ciencia  no  encuentra  la  razón  de  las 
CÓfiW'VUto  conociendo  todas  las  legisla- 
tl^OO^f  i^lacionándolas  y  abarcándolas 
cttAo  úonjunto.  Sólo  así  puede  discernir 
en  cada  institución  el  elemento  absoluto 
que  viene  de  la  naturaleza  misma  del 
ilMtiithrey  que  tiene  su  fundamento  en  la 


razón,  y  el  elemento  relativo  que  varía 
hasta  lo  infinito  bajo  la  inñuencia  decon- 
diciones extemas."  (Rodolphb  Dases- 
TE.  Etudes  cTHistoire  du  Droit,  Préface. 

1 889. ) 

En  suma,  los  principios  fundamentales 
del  íterecho  se  encuentran  contenidos  en 
la  naturaleza  humana,  libre  y  racional, 
pero  están  vertidos  verosímilmente  en  las 
bases  sustanciales  del  derecho  común  de 
las  Naciones.  £1  espíritu  humano  lleva  en 
sí  mismo  la  razón  de  sus  leyes.  Pero  no 
puede  conocerlas  como  conjunto  orgání 
en  y  sistemado  sino  buscando  la  expre- 
sión auténtica  y  racional  de  dicbíis  leyes 
en  el  exámen  especulativo  á  la  vez  que  en 
la  historia  de  las  sociedades»  en  la  na- 
turaleza espiritual  al  mismo  tiempo  que 
en  la  naturaleza  física  y  en  la  informa- 
ción de  todas  las  ciencias  yíi  morales  y 
biológicas  que  tratan  del  hombre  y  de  la 
vida. 

Antonio  Hi.'NKKI's 
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JÜRISDICCIOX  ADMINISTRATIVA -Y  COiNFLICTOS  DE  ATRIBUCIONES 
ENTRB  LAS  AUTOItIDADKS  ADMINISTRATIVAS  Y  LAS  JODICÍALES 


Con  fecha  8  de  mayo  del  presente  año 
se  ha  dictado  por  el  Consejo  de  Estado 
una  sentencia  que  rechaza  la  contienda 
de  jurisdicción  deducida  por  el  adminis- 
trador de  Aduana  de  Arica  al  juez  letra- 
do del  departamento  con  motivo  de  una 
demanda  entablada  por  un  comerciante 
contra  los  contratistas  del  servicio  de 
movilización  de  carga  de  la  aduana,  para 
que  se  les  condene  á  pagar  los  deterioros 
causados  en  la  descarga  de  una  maqui- 
naria. 

El  Consejo  de  Estado  estima  con  ra- 
zón que,  tratándose  de  una  simple  de- 
manda sobre  perjuicios,  su  conocimiento 
corresponde,  en  conformidad  á  los  precep- 
tos constitucionales  y  legales  que  cita,  á 
los  tribunales.  Pero  hubo  entre  los  miem- 
bros de  esa  corporación  dos  que,  apar- 
tándose de  la  opinión  de  la  mayoría,  esti- 
maron que  la  contienda  debía  desecharse, 
no  por  la  razón  de  fondo  que  se  daba  en 
la  sentencia;  sino  por  ser  improcedente. 
De  los  fundamentos  del  voto  especial  se 
desprende  que  laimprocedenciade  la  con- 
tienda proviene  de  que  no  se  reconoce  al 
funcionario  que  la  sostiene  el  derecho  de 


formularla.  Dando  á  estos  fundamentos 

un  desarrollo  más  amplio  podría  llegarse 
más  allá.  Si  al  administrador  de  la  Adua- 
na no  puede  considerársele  comprendido 
entre  las  autoridades  administrativas  á 
que  se  refiere  el  artículo  95  (104)  de  la 
Constitución  Política,  la  resolución  de 
fondo  del  conflicto  promovido  por  él  ha- 
bría sido  dada  por  los  tribunales  que  re- 
solvieron la  excepción  de  incompetencia 
opuesta  por  los  demandados  y  no  corres- 
p-ondía  al  Consejo  de  Estado. 

No  hay  duda  de  que  en  este  caso  se  tra- 
taba de  una  materia  cuyo  conocimiento 
corresponde  á  las  autoridades  judiciales. 
Podría  haberla  sobre  si  la  razón  de  ello 
es  la  que  indica  la  sentencia  ó  la  que  indi- 
ca el  voto  de  la  minoría. 

Será  de  interés  un  ligero  estudio  sobre 
la  naturaleza  y  origen  de  los  conflictos  de 
atribuciones,  entre  las  autoridades  judi- 
ciales y  las  autoridades  administrativas 
para  ver  si  en  un  caso  como  el  resuelto 
por  el  Consejo  de  Estado  ha  debido,  en- 
trando al  fondo  de  la  cuestión,  declararse 
la  competencia  de  las  autoridades  judi' 
ciales,  ó,  desconociendo  el  derecho  de  pro- 
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mover  la  contienda  al  administrador  de 
Aduana,  desecharse  el  recurso  por  im- 
procedente. 

La  Eu-ción  del  Ustado  para  el  cumplt- 
micnto  de  su  misión  en  la  vida  social  to. 
matres  diferentes  direcciones  que  dan  ori- 
gen á  otras  tantas  funciones  en  que  se 
diversificasu  actividad.  Necesita  declarar 
el  derecho,  lo  que  da  orí^n  ñ  la  fiiación 
legislativa;  necesita  aplicar  el  derecho  á 
un  caso  concreto  cuando  surjen  dudas 
sobre  su  interpretación,  lo  que  da  origen 
á  la  función  Judicial;  neceata  obrar  en 
cumplimiento  de  la  ley,  necesita  realizar 
su  misión  jurídica  y  su  misión  social,  lu 
que  da  origen  á  la  función  ejecutiva  que 
en  cierto  sentido  se  identifica  con  la  ad- 
ministración pública. 

En  la  Constitución  de  los  Estados  mo- 
dernos, se  ha  querido  que  el  ejercicio  de 
cada  una  de  estas  funciones  quede  enco- 
mendado á  Órganos  diferentes  que  gocen 
entre  sí  de  una  reciproca  independencia. 
Y,  aunque  por  consideraciones  de  carác- 
ter político  que  hoy  día  rechazan  casi  to- 
dos los  publicistas  modernos  y  que  no 
sería  oportuno  estudiar  aquí,  hemos  lle- 
gado á  la  lan  manoseada  y,  por  lo  gc> 
neral,  mal  comprendida  división  de  los 
poderes  públicos  en  Poder  Legislativo, 
Poder  Ejecutivo  y  Poder  Judicial. 

Si  prescindiendo  de  las  apariencias  de 
las  cosas,  desentendiéndose  de  los  órga- 
nos que  desempeñan  estas  funciones,  se 
atiende  á  la  diferente  naturaleza  de  cada 
una  de  ellas;  casi  no  se  comprende  cómo 
puedan  surgir  conflictos  de  atribuciones 
entre  el  poder  ejecutivo  y  el  poder  judi- 
cial, como  no  se  comprende  que  puedan 
surgir  entre  el  poder  judicial  y  el  poder 
legislativo.  Pero  en  el  mecanismo  de  los 
estados  modernos  no  existe  esa  soflada 
absoluta  independencia  de  poderes,  como 


no  existe  en  ningún  organismo  ura  abso. 
luta  independencia  entre  sus  (lifereatcs 
íuticioues  y  entre  sus  diferentes  ór;gano5. 
En  el  juego  efectivo  de  estas  tres  institu- 
ciones hay  un  continuo  contacto,  un  teji- 
do de  atribuciones  que  se  cruzan  entre  sí 
y  que  dan  por  resultado  que  cada  una  de 
ellas,  en  mayor  ó  menor  parte,  desempe- 
ñan todas  y  cada  una  délas  tres  grandes 
funciones  del  Estado. 

Para  que  tenga  explicación  razonable 
un  conflicto  de  atribuciones  entre  las  au- 
toridades judiciales  y  las  autoridades 
administrativas  parece,  pues,  indispensa* 
ble  que  se  trate  de  uno  de  aquellos  casos 
en  que  de  un  modoódeotro  la  autoridad 
administrativa  tiene  á  su  catgo  el  ejerci- 
cio de  una  función  judicial  ó  viceversa. 

Constantemente  la  administración  pú- 
blica se  ve  envuelta  en  un  conflicto  jurí- 
dico. Ya  es  un  particular  que  reclama  una 
indemnización  por  un  acto  de  un  funcio- 
nario administrativo;  ya  es  un  empleado 
público  que  reclama  el  reconocimiento  de 
ciertos  derechos;  ya  es  la  administrarión 
misma  que  exige  el  cumplimiento  de  obli- 
gaciones constrafdasá  su  favor.  ¿Obra  de 
cuál  de  las  funciones  del  Estado  será  sin 
duda  alguna  la  solución  de  estos  conflic- 
tos? Caen  de  lleno  dentro  de  la  esfera  de 
acción  de  la  llamada  función  judicial 
Pero  no  es  esto  lo  mismo  que  decir  que  las 
soluciones  de  estos  conflictos  hayan  de 
estar  entregadas  al  poder  judidal. 

Hay  muchos  publicistas,  y  en  esto  los 
ha  seguido  la  legislación  de  muchos  paí- 
ses del  mundo,  que  creen  que  no  es  posible 
aceptar  por  razones  de  alta  política  y  de 
buena  administración  queestos  conflictos 
en  que  la  administración  pública  es  parte, 
sean  entregados  á  la  resolución  de  los 
tribunales  de  justicia.  Y  así  ha  nacido  la 
que  se  Wamei  Jurisdicción  administratirB, 
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**  I;''ero  la  patria  de  la  institución  de  los 
conflictos,  como  la  de  lo  contencioso  ad- 
ministrativo, fué  la  Francia,  dice  Meucci 
ex.plicando  el  origen  histórico  de  ambas 
cosfis,  y  su  época  fué  la  revolución,  cuan* 
do,  distintos  los  poderes  y  abolido  el 
monstruoso  poder  de  los  parlamentos,  el 
poder  ejecutivo  pensó  en  ponerse  á  salvo 
contra  las  posibles  invasiones  del  poder 
judicial.  A  tal  fin  no  bastaba  el  sustraerá 
estos  parlamentos  las  materias  de  orden 
administrativo;  era  necesario,  además, 
quitarles  la  facultad  de  resolversobre  su 
propia  competencia  ó  incompetencia,  por 
medio  de  la  cual  habrían  podido  usurpar 
en  otra  forma  las  facultades  exclusiva- 
mente administrativas  6  las  de  lo  coníen- 
cíoso  administrativo.  La  institución  de 
los  conflictos  era,  pues,  una  consecuencia 
necesaria  y  no  ilógica  de  lo  contencioso  y 
turfdicamente  relacionada  con  ello;  pero 
históricamente  la  iustitnción  de  los  con- 
flictos precede  á  la  organización  de  lo  con- 
tencioso. En  el  hecho,  ya  la  asamblea  na- 
cional para  evitarla  invasión  del  poder  ju- 
dicial en  las  operaciones  administrativas, 
además  de  la  penalidad  reproducida  en  el 
artículo  127  del  Código  Penal, confirió  al 
Rey,  ofdo  el  Consejo  de  Ministros,  el  po- 
der de  resolver  los  conflictos  entre  los  tri- 
bunales y  los  cuerpos  administrativos, 
salvo  recurao  al  cuerpo  legislativo.  La 
convención  nacional  entregó  la  resolu- 
ción de  los  conflictos  al  Ministerio  con  la 
aprobación  del  Directorio,  salvo  la  facul- 
tad de  acudir  al  cuerpo  legislativo." 

Después  se  encomendó  al  Consejo  de 
Estado,  presidido  por  el  jefe  del  Estado, 
Mástardela  revolución  del  año  1848  creó 
un  tribunal  especial  con  este  objeto  com- 
puesto de  consejeros  de  la  Corte  de  Casa- 
ción y  de  consejeros  de  Estado, 
l^espuéa  la  Constitución  imperial  del 


año  1862  abolió  este  tribunal  y  restable- 
ció en  estas  materias  la  jurisdicción  del 
Consejo  de  Estado.  Y  por  fin,  en  el  año 
1872,  se  volvió  en  cierto  modo  al  tribu- 
nal mixto  de  consejeros  de  la  Corte  de 
CasaciónyconsejerosdeHstadoálos  cua- 
les se  agregó  un  tercer  elemento,  dos 
miembros  elegidos  por  este  tribunal  asf 
formado. 

La  recíproca  desconfianza  de  los  pode- 
res públicos  entre  sí,  el  temor  por  parte 
del  poder  ejecutivo  de  ver  invadidas  sus 
atribuciones  por  el  poder  judicial,  han 
sido,  pues,  el  origen  histórico  de  lo  con- 
tencioso administrativo  y  de  los  conflic- 
tos entre  las  autoridades  judiciales  y  las 
autoridades  administrativas. 

Así  ha  nacido  la  Jurisdicción  admiais^ 
trativa. 

Han  dicho  sus  sostenedores  que  no  es 

sino  una  consecuencia  del  principio  cons- 
titucional de  la  independencia  y  responsa- 
bilidad de  los  poderes  públicos,  principio 
al  cual  repugna  que  los  actos  del  poder 
administrativo  sean  juzgados  por  el  po- 
der judicialy  queden  de  e^temodo  someti- 
dos á  una  especie  de  revisión  porsu  parte. 
Han  dicho  también  que  no  es  posible  po- 
ner en  unamismabalanzalos  intereses  de 
la  administración  pública  y  los  intereses 
de  un  particular;  que  en  el  conflicto  de 
ambos  intereses  los  de  aquélla  deben  pre- 
valecer. Que  la  solución  de  estos  conflic- 
tos requiere  na  criterio  especial  y  conoci- 
mientos especiales  que  ordinariamente  no 
tienen  los  tribunales  ordinarios  de  justi- 
cia, acostumbrados  á  fallar  contiendas 
entre  particulares.  Que  la  solución  de  es- 
tos conflictos  para  no  perturbar  la  mar- 
cha de  la  administración  debe  ser  rápida 
y  expedita  y  que  esta  rapidez  y  expedi- 
ción no  es  posible  esperarlas  de  los  proce- 
dimiento» judiciales. 
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La  conclusión  á  que  por  este  camino 
se  llega  es  fácil  verla.  En  las  contiendas 
judiciales  en  (|ue  la  adniinistración  píí- 
liHcn  es  parte,  no  puede  hal>cr  más  juez 
cjuc  la  administncióii  misma.  Hay,  pues, 
que  reconocer  en  la  administración  una 
potestad  jurisdicciomil.  Los  conflictos 
jurídicos  cuya  resolución  es  objeto  de  se- 
mejante potestad  son  los  que  constituyen 
lo  contencioso  administrativo. 

Esta  teoría  extrema  sobre  la  conten- 
ción administrativa  ha  tenido  sus  alte- 
raciones. r>ice  Ilauriou  á  propósito  de 
ella:  "Los  términos  de  las  leyes  revolu- 
cionarias que  lian  consagrado  el  princi- 
pio de  la  separación  de  los  poderes  eran 
demasiado  absolutos:  establecían  que  la 
contención  de  todas  las  operaciones  ad- 
ministrativas de  cualquier  naturaleza 
que  fueran,  aun  de  las  operaciones  de 
I>ersona  privada  y  de  todas  las  reclama- 
ciones contra  todos  los  netos  de  los  ad- 
ministradores, dcMan  ser  sustraídos  á  la 
com]»etencÍíi  de  los  tribunales  de  justicia 
y,  en  efecto,  hasta  la  reo  rj^:  miz  ación  del 
Consejo  de  Esta<!o,  ésta  fue  la  jur¡si>ru- 
deneia  aplicada.  Pero  es  evidente  que  ha- 
bía en  esta  manera  de  comprender  la  se- 
paración de  los  poderes,  algo  de  exagera- 
do é  injusto  que  no  podía  explicarse,  sino 
por  el  recuerdo,  no  todavía  borrado,  de 
luchas  políticas.  Se  habían  preocupado 
visiblemente,  no  de  hacer  una  división 
equitativa  entre  los  dos  poderes,  sino  de 
proteger  el  poder  ejecutivo  contra  el  poder 
judicial.  Se  habían  exagerado  los  dere- 
chos del  poder  ejecutivo,  porque  este  po- 
der no  tiene  ni  necesita  por  su  naturaleza 
de  independencia  sino  cuando  obra  como 
poder  público.  Cuando  obra  á  título  de 
persona  privada,  no  hay  razón  para  sus- 
traerlo al  derecho  común.  Por  otra  parte 
RC  habrían  desconocido  los  derechos  del 


poder  judicial  que  tiene  atribuciones  tan 
fundamentales  como  las  del  poder  ejccu- 
tivu;  es  el  guardián  de  los  ilercchos  indi- 
viduales de  los  ciudadanos,  á  U>  menos 
de  las  lit>ertades  eseucialcs,  la  libertad  in- 
dividual, el  estado  de  las  personas,  la 
propiedad;  estas  son  atribuciones  que  es- 
tán consagradas  no  por  tal  ó  tal  texto, 
sino  por  el  conjunto  de  los  textos." 

Así  se  ha  llegado  en  Francia  á  deslindar 
en  estos  términos,  como  lo  hace  Hauriou, 
la  jurisdicción  administrativa:  1^  Todo 
lo  que  es  apreciación  de  los  actos  y  o{>e- 
raciones  del  poder  público,  delie  ser  de  la 
competencia  de  los  tribunales  administra- 
tivos; 2^  Todo  lo  que  no  es  apreciación 
de  los  actos  y  operaciones  del  poder  pú- 
blico, delie  ser  dejado  á  los  tribunales  ju- 
diciales. 

Pero  el  error  de  todo  este  razoníunicn- 
to,  por(|ue  error  hay  sin  duda  en  él.  está 
en  una  falsa  concepción  del  principiocons- 
titucional  sobre  la  indqKndeneia  de  los 
Poderes  Públicos. 

No  podría  explicar  este  error  con  müs 
claridad  y  precisión  que  lo  ha  hecho  Meu- 
cci  en  su  obra  Instituxioni  dt  Diritto 
Amministrativo  y  reproduzco  sus  pala- 
bras. 

"Como  la  génesis  de  la  institución  mis- 
ma, dice  reñriéndose  á  la  jurisdicción  ad* 
ministrativa  y  á  los  conflictos  que  de  ella 
nacen  entre  las  autoridades  administra- 
tivas y  judiciales,  así  la  de  su  vicio  lógico 
se  encuentra  en  el  inadecuado  concepto 
de  la  división  de  los  poderes  y  de  su  recí- 
proca independencia  é  igualdad.  Esta, 
como  decíamos  antes,  no  es  material  sino 
formal.  Las  funciones  son  distintas;  ^xro 
los  órganos  pueden  estar  subordinados 
cada  uno  á  las  funciones  del  otro.  No  tí 
el  orden  judicial  inde|)endiente  del  mlmi- 
nistrativo  en  cosas  administrativas,  co- 


Digitized  by  Google 


DERECHO 


229 


nio  no  es  el  atlministrativo  independíente 
<lel  judicial  en  lunciones  judiciales.  Si  se 
admite  que  la  autoridad  administrativa 
pueda  promover  controversias  jurídicas, 
esto  es,  pueda  encontrarse  en  conflicto  de 
derechos  con  los  particulares,  desde  ese 
momento  tal  autoridad  sale  de  su  esfera 
de  acción,  entra  en  la  de  la  jurisdicción, 
esfera  que  no  es  suya.  En  otros  términos, 
cuando  la  administración  viola  el  dere- 
cho, la  reparación  de  éste  ó  debe  entre- 
gíirla  á  su  ])ropio  juicio,  lo  que  repugna, 
ó  debe  dejarla  á  otro  poder,  que  es  el  po- 
der judicial.  No  se  pueden  concebir  co- 
mo colaterales  y  opuestos  los  poderes  en 
toda  su  extensión;  deben  considerarse  in- 
dependientes sólo  secumdnm  quid,  subor- 
dinados secatndum  aliad.  Es,  por  tanto, 
tan  absurda  la  idea  de  ver  en  el  poder  ad- 
ministrativo Juzgado  un  poder  su/eío  que 
se  puede  decir  que  ese  poder  deja  de  ser 
tal  cuando  comparece  enjuicio.  No  está 
sujeto  sino  á  Injusticia  y  á  la  ley.  ¿Quién 
diría  que  el  poder  administrativo  está 
sujeto  al  poder  legislativo  porque  está ' 
obligado  á  cumplir  la  ley?  ¥  asf  no  debe 
creerse  sujeto  al  judicial  porque  es  juzga- 
do por  él.  El  poder  ejecutivo  ea  también 
independiente  y  sol>erano  como  el  legisla- 
tivo; pero  lo  es  en  su  naturaleza,  en  su 
función,  en  el  mandato  de  la  ley^  el  cual 
es  cumplir  la  ley.  Lo  mismo  se  dice  en  sus 
relaciones  con  el  poder  judicial  que  aplica 
la  ley."  * 

No  de  diferente  modo  piensa  Orlando 
cuando,  ocupándose  de  la  jurisdicción  ad- 
ministrativa, dice:  "Y  efectivamente,  ad- 
mitir que  con  el  mismo  poder  del  Estado 
pueda  al  mismo  tiempo  obrar  y  declarar 
el  derecho,  supondría  una  contradicción 
lógica  que  destruiría  el  rigor  de  los  prin- 
cipios. Por  derecho  público  la  interna 
autonomía  de  la  autoridad  del  Estado  se 
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traduce  y  se  afirma  en  la  unidad  de  juris- 
dicción. Por  motivos  de  conveniencia  se 
podrá  y  se  deberá  subdividir  el  ejercicio 
de  esta  jurisdicción;  pero  la  íuente  per- 
manecerá única;  como  única  será  la  acti- 
vidad de  aquel  poder  del  Estado  que  es- 
tará investido  de  ella.  Y  si  este  poder  se 
llama  judicial  con  esto  se  haquerido  afir- 
mar que  la  autoridad  jurisdiccional  en  un 
Estado  tiene  una  figura  propia  y  autóno- 
ma que  se  distingue  de  la  manera  de  acti- 
vidad de  todo  otro  poder.  Estos  princi- 
pios desconocen  de  un  modo  flagrante 
aquella  escuela  que  se  ha  indicado  y  por 
la  cual  el  poder  ejecutivo  por  su  propia 
razón  de  sér  tendría  unadoble  autoridad, 
una  con  relación  á  la  ejecución  de  las  le- 
yes, otra  á  las  declaraciones  del  derecho 
en  caso  de  contiendas  particulares.  La 
teoría  moderna  italiana  tiene  el  mérito 
de  haber  manifestado  con  claridad  el  equí- 
voco esencial  que  lamentamos,  aunque 
conservándolo  en  un  modo  externo  y  for- 
mal. Es  verdad  decir  que  en  los  varios 
aspectos  en  que  puede  considerarse  el  po- 
der ejecutivo  no  cambia  de  naturaleza; 
ahora,  agregamos  que  sólo  falta  deducir 
una  última  consecuencia,  la  cual  es  que 
una  jurisdicción  administrativa  en  senti- 
do propio,  esto  es,  una  jurisdicción  que 
pertenezca  al  poder  ejecutivo  como  tal, 
no  puede  existir." 

Refutado  el  error  capital  de  la  teoría 
expuesta  sobre  la  jurisdicción  adminis- 
trativa,  no  es  necesario  detenerse  á  exa- 
minar sus  otros  fundamentos.  La  necesi- 
dad de  un  criterio  especial  no  debe  existir; 
porque  el  criterio  de  todo  tribunal  admi- 
nistrativo ó  judicial  debe  ser  uno:  hacer 
justicia.  La  necesidad  de  conocimientos 
especiales  no  es  razón  para  mantener  una 
jurisdicción  privilegiada;  porque  estos  co- 
nocimientos pueden  tenerlos  los  tribunales 
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judiciales  como  puede  probarse  entre  no- 


do, y  á  la  cual  se  refiere  el  señor  Huneeus 


sotrosconla  jurisprudencia  de  la  Corte  en  el  párrafo  transcrito,  dice;  es  atribución 

Suprema,  que  durante  tantosaños  ha  te-  del  Consejo  de  Estado  conocer  en  lascom. 

nido  á  su  cargo  la  resolución  de  los  osan-  petencias  que  ocurrieren  entre  las  autorí- 

tos  judiciales  en  que  la  Administración  daáes  administrativas  y  los  tribunales 

Pública  era  parte.  La  necesidad  derapi-  de  justicia. 

dez  y  expedición  no  es  tampoco  arguraen-  Después  de  lo  dicho  se  comprenderá  fá- 
to  de  mucho  peso,  ya  que  el  mal  puede  re-  cilmentecuan  poco  fundamento  tiene  este 
mediarse  con  las  leyes  de  procedimiento  precepto  constitucional  sise  recuerda  que 
y  ya  que,  manteniéndose  los  tribunales  entre  nosotros,  puede  decirse,  que  es  dd 
dentro  de  los  límites  que  le  son  propios,  todo  desconocida  esta  potestad  jurisdic- 
no  pueden  con  la  intervención,  en  que  la  cional  de  la  administración  y  lo  "conten- 
administración  es  parte, perturbar  ia  mar-  cioso-administrativo":  nuestros  tribuna- 
cha  de  la  administración.  Ies  de  Justicia  conocen  en  casi  todas  las 

Perdónesenos  esta  ligera  disertación  cuestiones  en  que  la  administración  pú- 

que  hemos  creído  necesaria  para  dar  la  blica  es  parte.  A  los  tribunales  de  justicia 

verdadera  fisonomía  de  estos  conñictos  corresponde,  á  virtud  de  nuestra  Constí- 

de  atribuciones  entre  las  autoridades  ju-  tución  Política  y  de  nuestra  legislación, 

diciales  y  administrativas.  el  conocimiento  de  todas  las  causas  civi- 

LaexpHcación  lógica  de  estos  conflictos  les  y  criminales;  y  más  todavía,  segán  el 
se  encuentra  en  la  necesidad,  sancionada  texto  de  la  ley  del  10  de  octubre  de  1875, 
por  algunas  legislaciones,  de  reconocer  á  detodos  los  asuntos  Judiciales  que  se  pro- 
la  administración  pública  esta  potestad  muevan  en  el  orden  temporal  dentro  de| 
jurisdiccional,  esta  facultad  de  adminis-  territorio  de  la  República  con  las  pocas 
trar  justicia  en  aquellas  cuestiones  que  se  •  excepciones  que  en  esa  misma  ley  se  de- 
llaman  contencioso-administrativas.  Bn  terminan.  No  es,  pues, casi  concebible  que 
Francia,  el  país  clásico  de  lo  contencioso-  puedan  surgir  conflictos  cuando  es  tan 
administrativo,  es  donde  han  tenido  su  diferente  la  naturaleza  de  atribuciones  de 
origen  estas  teorías.  estas  dos  clases  de  autoridades. 

Tiene  razón  sin  duda  el  señor  Huneeus       Pero  hay  más  todavía,  si  nuestra  legis- 

cuando,  comentando  el  artículo  104,  in-  lación  no  reconoce  como  regla  otra  juris- 

ciso  2"  de  nuestra  Constitución  Política,  dicciónque  la  de  lostribunalesdejusticia, 

atribuye  á  la  Francia  el  origen  de  esta  notienecasiexplicaciÓnlógica  el  precepto 

disposición,  y  dice:  "Respecto  á  las  com-  constitucional;  porque,  como  con  razón 

petencias  entre  autoridades  administra-  lo  dice  Meucci,  la  resolución  misma  del 

tivasy  los  tribunales  de  justicianos  pare-  conflicto  de  atribuciones  ó  competencias, 

ce.no  sólo  inconveniente  sino  inaceptable  como  los  llama  nuestra  Constitución,  no 

de  todo  punto  el  sistema  que  nuestra  es  en  sí  más  que  una  simplecuestión  judi- 

Constitución  tuvo  la  mala  idea  de  copiar  cial.  La  resolución  de  un  conflicto  de  atri- 

de  las  instituciones  del  primer  imperio  buciones  es  sólo  una  de  las  manifestacio- 

napoleónico".  nes  de  la  función  judicial. 

La  disposición  citada  por  los  autores      Con  qué  agrado  el  señor  Huneeus,  qtK 

del  voto  de  minoría  del  Consejo  de  Bsta-  con  tanto  rigor  critica  esta  disposición 
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constitucional,  habría  leído  el  siguiente 
párrafo  de  Meucd  que  parece  escrito  co- 
mo para  comentarla:  "Corregido  así  el 
concepto  capital  de  la  teoría,— habla  de  la 
teoría  de  los  conflictos  entre  ambas  au- 
toridades,—se  excluye  la  idea  consiguien- 
te de  concebir  las  dos  autoridades  como 
iguales,  contendientes  en  el  juicio  de  com- 
petencia de  atribuciones,  y  así  cae  tam- 
bién la  consecuenda  de  la  necesidad  de 
una  autoridad  ímparcial  para  decidir  el 
conflicto.  En  el  juicio  asíllamado  de  com- 
petencia de  atribuciones  no  hay  más  que 
una  sola  autoridad,  el  juez,  y  la  autori- 
dad administrativa  no  es  igual  á  la  judi- 
cial, sino  igual  á  la  otra  parte  litigante. 
De  donde  se  deduce  que  impropiamente 
se  llama  cuestión  de  competencia  aquella 
entre  la  autoridad  administrativa  y  la 
judicial,  cuando,  nacida  la  controversia, 
no  puede  ni  debe  haber  más  que  una  au- 
toridad competente  para  decidirla,  eljuez. 
La  competencia  presupone  dosjueces;  lue- 
go la  cuestión  eray  es  lógica  y  posible  en 
cuanto  subsistía  otro  juez  de  orden  di- 
verso, por  ejemplo,  el  de  lo  contencioso- 
ad  ministra  ti  vo.  Pero  en  la  teoría  y  en  la 
ley  que  lo  excluye  no  es  concebible  una 
cuestión  de  competencia,  esto  es  de  ju- 
risdicción; porque  la  jurisdicción  es  una 
sola.  Luego  la  institución  de  los  conflic- 
tos es  una  contradicción  manifiesta  con 
el  principio  de  la  unidad  de  jurisdicción  y 
con  la  abolición  de  lo  contencioso,  ya 
proclamada  en  nuestra  legislación  y  llega 
á  ser  posible  sólo  con  la  resurrección  de 
lo  contencioso-administrativo,  limitado 
sin  embargo  á  dudas  de  competencia  en- 
tre ésta  y  el  poder  judicial  ordinario"^ 
Si  esto  se  dijo  en  Italia,  donde  algo  se 
conserva  de  la  jurisdicción  administrati- 
va, con  cuánta  mayor  razón  pudo  decir- 


se en  Chile,  dcmde  tal  jurisdicción  es  prác- 
ticamente desconocida! 

Tuvo,  pues,  razón  el  Consejo  de  Estado 
al  opinar  sin  vacilación  que  el  conoci- 
miento de  este  asnnto  correspondía  á  la 
autoridad  judicial. 

Pero,  volviendo  al  voto  de  minoría, 
¿pudo  el  administrador  de  la  Aduana 
promover  esta  contienda? 

Dice  el  artículo  99  (108)  de  la  Consti- 
tución Política:  "La  facultad  de  juzgar 
las  causas  civiles  y  criminales  pertenece 
exclusivamente  á  los  tribunales  estable- 
cidos por  la  ley.  Ni  el  Congreso,  ni  el  Pre- 
sidente de  ia  República  pueden,  en  ningán 
caso,  ejercer  funciona  judiciales,  6  avo- 
carse causas  pendientes,  Ó  hacer  revivir 
procesos  fenecidos."  Y  agrega  el  artículo 
105  (114):  "Una  ley  esp^ial  determinará 
la  organización  y  atribuciones  de  todos 
los  tribunales  y  juzgados  que  fueren  ne- 
cesarios para  la  pronta  y  cumplida  admi- 
nistración de  justicia  en  todo  el  territorio 
de  la  República."  £sa  ley  especial  á  que 
la  Constitución  se  refiere  es  la  del  16  de 
Octubre  de  1875  cuyo  artículo  primero 
es  casi  una  reproducción  literal  de  uno 
de  los  textos  constitucionales  citados  y 
cuyo  artículo  5°  es  éste:  "A  los  tribuna- 
les que  establece  la  presente  ley  estará 
sujeto  el  conocimiento  de  todos  los  asaa- 
tos  judiciales  que  se  promuevan  en  el  or- 
den temporal  dentro  del  territorio  de  la 
República,  cualquiera  que  sea  su  natura- 
leza ó  la  calidad  de  las  personas  que  en 
ellos  intervengan  con  las  solas  excepcio- 
nes siguientes..." 

Entre  es^s  excepciones  se  encuentran 
las  causas  cuyo  conocimiento  correspon- 
de al  Consejo  de  Estado  con  arreglo  al 
artículo  104  de  la  Constitución. 

Tenemos,  pues,  una  regla  general:  la 


Digitized  by 


232 


PKIMEKA  PAKTK 


facultatl  lie  los  tribunales  para  conocer 
de  tollo  íisunto  judicial  en  el  orden  tem- 
poral, es  decir,  la  unidad  de  jurisdicción, 
eomolft  llatnan  Meucci  y  Orlando.  En  se- 
guida una  excepción:  las  materias  sometí- 
dnsíi  la  ivsolución  del  Consejo  de  Estado. 

lis  preciso  reproducir  el  texto  en  que 
tal  excepcién  se  establece:  "Son  atribu- 
cítmew  ád.Consejo  de  Estado:  ..,5'  Cono- 
cer igual  mente  en  las  competencias  entre 
loa  autoridades  administrativas  y  en  las 
que  ocurrieren  entre  éstas  y  los  tribuna- 
itett^^Aí  JilÁDREia.*'  En  materia  de  excepcio 
istSflñ  interpretación  debe  ser  restrictiva: 
no  piii'(!f  ir  más  allá  que  la  letra  misma 
de  la  ley.  Por  donde  se  llega  á  que  sólo 
podr£  conocer  el  Consejo  de  Estado  de 
lASiMtltteti^as  de  competencia  entre  las 
auttjn/Iiides  administrativas  y  los  tribu- 
ii:t!es  ilf  justicia;  y  de  una  manera  indi- 
recta á  (jue  sólo  pueden  promover  estas 
cpotí^^lMt^  de  competencia  ante  el  Con- 
^0  ée  1SstÁ.áo,  las  autoridades  adminis- 
trativas. 

Todo  luncionario  administrativo  ¿es 
autoridad  administrativa? 

W^iéfflíitín  funcionario  administrativo 
e*  ñn  lirtíaino  genérico  de  acepción  am- 
plia que  f  omprende  á  todo  el  que  desem- 
peíla  utuL  función  administrativa  cual- 
quiera que  sea.  El  término  autorídaa 
ntíiO^í^Siiva  es  un  término  especifico 
que  comprende  sólo  á  una  clase  de  fun- 
cionarios administrativos. 

Dice  Orlando,  á  propósito  de  la  clasifi- 
i6^6t|.£Ee?qis  funcionarios  públicos:  "La 
e^ín^ii  ft^iicesa,  atendiendo  á  las  diver-' 
sas  funciones  encomendadas,,  ha  querido 
introducir  una  triple  distinción  entre 
aquellos  á  íjue  el  Estado  encomienda  un 
oft^  fil&bHco  y  ha  distinguido:  las  auto- 
ridades, revestidas  de  una  parte  de  sobe- 
mnfa  y  con  el  derecho  de  impartir  órde- 


nes; los  empleados  auxiliares  que  prepa- 
ran la  orden;  los  agentes  que  la  cumplen: 
en  consecuencia,  distinguen:  preparación 
de  la  orden  (empleados);  emanación  de 
la  orden  en  nombre  del  Estado  (autori- 
dades); ejecución  material  de  la  orden 
(agentes).  Esta  distinción  había  sido 
acogida  no  sólo  en  la  doctrina  italiana 
sino  también  en  nuestras  leyes;  y  en  los 
artículos  27  y  siguientes  del  antiguo  Có- 
digo Penal  se  leía  una  distinción  entre 
"oficial  público"  y  "agente",  distinción 
que  se  refería  evidentemente  á  la  indica- 
da doctrina  francesa." 

Análoga  clasificación  hace  en  el  fondo, 
Posada:  "2"  atendiendo  á  las  facultades 
político  administrativas  que  se  atribu- 
yen á  los  funcionarios,  clasiftcanse  éstos 
en  autoridades  y  agentes.  Meucci  dis- 
tingue primero  las  autoridades,  esto  es, 
los  funcionarios  revestidos  de  ciertas  pre- 
rrogativas ó  facultades  para  estatuir  ó 
decidir,— un  ministro,— y  luego  los  agen- 
tes ó  funcionarios  auxiliares,  los  cuales 
pueden  ser  técnicos  ó  facultativos  y  rae- 
ros auxiliares." 

Para  ser  autoridad  administrativa  no 
basta,  pues,  ser  funcionario  administra- 
tivo. Es  preciso  estar  revestido  de  una 
parte  de  la  soberanía  del  Estado;  es  pre- 
ciso ejercer  por  lo  ménos  en  parte  un  po- 
der público.  El  administrador  de  Adua- 
na que  no  ejerce  un  poder  público,  cuyas 
facultades  no  envuelven  una  manifesta- 
ción de  la  soberanía  del  Estado,  no  es 
ana.  autoridad  administrativa,  aun  cuan- 
do sea  un  íuncionario  administrativo  de 
orden  superior. 

'    Y,  no  siéndolo,  la  contienda  promovi- 
da por  ét  no  es  de  aquellas  que  el  artículo 
104*  de  la  Constitución  encomienda  al 
Excmo.  Consejo  de  Estado. 
Sólo  la  falta  de  legislación  complemen- 
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l.-iria  rU'  loa  jirct-eiitoH  coiistítiiL-ifMiaks, 
en  ésta  cumo  en  (íti'as  nuiclias  matcnns, 
puede  explicar  una  divergencia  de  opi- 
iTia^e^Hi&tá latiese  produjo  ^  t^oFrpr 
esta  contienda.  Bn  tüdoa  lospafseiS  etl 
cuya  legislación  ha  sido  previsto  el  caso 
(le  estos  coaflictos  administrativos  se  de- 
t^^Spina  cuál»  son  los  funcionando  que 
f>ñe^UI  |>ro>moirerlofl.  Y  lo  re&ueltO'^  ea^ 
ttlli'  légisLiciones  es  un  argumento  más 
en  ffivor  del  voto  de  la  minnrfa..  Asi  en 
Kspíiña  el  decreto  real  del  8  ele  septícm- 

^cUesttc^es  tle  competencia  y  únicamente 
para  reclamar  el  conoeimicntf)  de  los  ne- 
i^ocios  que,  en  virtud  de  disposición  gx- 
presa^^oñ^ponda   foa^ffldsmos  goliétr* 


nadorc»,  A  las  auLtiridadcs  dcptiiflientes 
de  ellos  ó  á  la  administración  pública  en 
general, 

En  t^íktf  tñ  ^tí^ntú^M  £  ím  leyes 
del  20  tk'  marzo  de  1S(Í5  y  20  de  novicni- 
Ifre  tU'  liSf)!).  citadas  jtor  Mcitcci,  la  faLml- 
dñd  de  promover  un  conflicto  de  atribu- 
ciones esté,  conferida  adío  al  Prefecto 
:^i^éitiitie4e  promoverlo  y,  debe 
verlo  si  es  requerido,  en  noBííjllS  de  todas 
l.is  otrns  autoridades,  ^anpnmdida  la 
muíiieipal. 

^B'Fi*afí^  eael  Oolá^b  representa 
íl(!  iM>r  el  Prefcoto"  del  Departainent<> 
(juien  deibc.py!(i!Síí)*er  elconflicto- 
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^KEVES  APUNTACIONES  3ÜB&B  £L  EFECTO  RETROACTIVO  DE  LAS  LBYSS 


Vil 

CrsticH  del  sistema  de  los  derechos  adqui- 
ridos y  las  expectativas  en  materia  de 
retroactiridad. 

Z^^i^troactividad  de  las  leyes  no  es 

una  simple  confrontación  de  fechas.  Hay 
que  considerar  en  cada  relación  jurídica 
su  naturaleza  especial  á  fin  de  no  afectar 
sitUACÍOties  establecidas  al  amparo  de  le- 
yes anteriores. 

De  aquí  nace  la  distinción  general  y  no 
siempre  exacta  de  expectativa  y  derecho 
adqUitido. 

Ene  sistema  es  difícil  de  perseguir  en 
todas  sus  consecuencias  y  presenta  fre- 
cuentes vacíos  en  su  aplicación.  Es,  sin 
embargo,  la  doctrina  umversalmente  ad- 
míti4£L,-^nstituye  la  tradición  romana,  y 
se  le  considera  como  la  significación  prác- 
tica y  natural  del  principio  de  la  no  re- 
traactividad  en  materia  civil. 

La.  ley  viola  este  principio  cuando  mo- 
ái&Cá  un  derecho  adquirido;  pero  no  así 


cuando  se  limita  á  destruir  simples  ex- 
pectativas. 

Este  sistema  ha  sido  uniformemente 
seguido  en  la  jurisprudencia  de  nuestros 
tribunales,  como  fundado  en  la  letra  y  en 
el  espíritu  de  la  ley  de  7  de  octubre  de 
1861.  El  artículo  7'  de  esta  ley  dice.cn 
efecto:  "Las  meras  expectativas  no  for- 
man derecho*';  y  el  Mensaje  con  que  foé 
presentado  al  Congreso  se  expr^a  en  los 
términos  siguientes: 

"La  reforma  introducida  en  nuestra  le- 
gislación civil  ha  dado  ya  lugar,  y  puede 
darlo  en  adelante,  á  cuestiones  más  6  me- 
nos graves  acerca  ile  la  aplicación  que 
debe  hacerse  de  las  antiguas  ó  nuevas 
leyes  á  diversos  casos  que  se  controvier- 
tan. Conflictos  de  esta  naturaleza  pue- 
den presentarse  cada  vez  que  se  promul- 
gue una  ley,  pues  raras  ocasiones  dejará 
ésta  de  modificar,  más  6  menos  profun- 
damente, las  relaciones  preconstituídas 
al  amparo  de  las  antiguas.  Para  dar  ga- 
rantía de  estabilidad  á  los  derechos  ad- 
quiridos bajo  el  imperio  de  una  ley,  é  im- 
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pedir  que  se  les  üouftinda  con  las  simples 
espectativas  subiirdinadas  á  la  pruden- 
cia y  discreción  del  legislador,  conviene 
fijar  una  línea  de  deslinde  entre  dos  enti- 
dades que»  al  parecer  muy  diversas,  se 
tocan,  sin  embarjj;o,  en  ranchos  casos  por 
puntos  apenas  perceptibles. 

"La  consagración  del  principio  que  im- 
pide que  la  ley  tenga  efecto  retroactivo 
es  ya  un  paso  bastante  avanzado  en  esta 
materia;  pero  él  no  basta  A  prevenir  las 
numeroFas  dificultades  que  resultan  de 
su  aplicación.  Aunque  ese  principio  favo- 
rece la  conservación  de  los  derechos  ad- 
quiridos, sin  embargo,  es  demasiado  abs- 
tracta y  general  la  idea  de  un  dei'echo  de 
ese  género  para  que  en  todos  cases  pue- 
da comprenderse  en  su  significnción  pre- 
cisa. Importa^  pues,  definirla  en  cnanto 
sea  posible,  señalando  aquellas  relaciones 
de  derecho  á  que  el  legislador  atribuya 
ese  carácter.  Tal  es  el  objeto  á  que  tiende 
el  proyecto  de  ley  c|ue  someto  á  vuestro 
examen  y  consideración." 

Pero  ¿cuándo  hay  derecho  adquirido  y 
cuándo  expectativa?  ¿Cómo  {listíuguír 
una  de  otra?  ¿En  que  consiste  la  diferen- 
cia? 

La  ley  del  año  18G1  en  realidad  no  de- 
finió ío  que  debía  entenderse  por  derecho 
adquirido,  á  pesar  de  reconocerla  impor- 
tancia de  definir,  eu  cuanto  fuera  posible, 
la  idea  demasiado  abstracta  y  general  de 
sm  derecho  de  ese  género. 

A  pesar  de  los  términos  (k-l  mensaje  y 
del  principio  consignadoen  el  artículo  ?'■* 
citado,  esa  ley  no  dió  una  regla  compren- 
siva de  tas  variadas  cuestiones  á  que  da 
lu^ar  la  aplicación  de  las  leyes  nuevas;  se 
htniló  á  señalar  ciertas  relaciones  de  de- 
r«lio  para  fijar  en  cada  caso  el  efecto 
de  una  ley  nueva,  y  siguiendo  el  orde„  del 


Código,  adoptó  de  esta  manera  un  pro- 
cedimiento que  vemos  seguido  v  conside- 
rablemente ampliado  en  la  l.cy  de  Intro- 
ducción del  Código  Civil  Alemán. 

Los  siete  priraerosartículoade  la  levde 
1861  se  refieren  principalmente  á  la  ca- 
pacidad civil  eu  las  relaciones  de  familia; 
los  artículos  H  '  á  11,  á  la  administra- 
ción de  bienes;  del  12  al  17,  (i  los  dere- 
chos reales;  del  18  al  21,  á  los  testamen- 
tos y  partición;  el  22  y  el  23.  á  los  con- 
tratos; el  24,  at  procedimiento;  el  25  y 
26  á  la  prescripción. 

La  regla  de  que  "las  meras  expectati- 
vas no  forman  derecho",  se  encuentra 
comprendida  entre  las  disposiciones  rela- 
tivas á  la  capacidad  civil,  loque  es  ya  un 
antecedente  para  no  dar  á  esa  regla  una 
amplitud  comprensiva  de  todas  las  rela- 
ciones civiles. 

La  dis])osíeíón,  enunciada  en  la  forma 
que  dejamos  trascrita,  constituye  además 
un  principio  de  derecho,  y  los  principios 
de  derecho,  auuLpie  estén  consignados  en 
forma  de  m.-indatos  lej^islrttivos,  no  de- 
Ijcn  conl'uiidirSL'  con  los  precc]itos  jiosi- 
tivos  de  la  legislación^  porque  ellos  no 
tienen  por  objeto  mandar,  prohibir  ó 
permitir,  *pie  es  lo  que  constituye  el  oit- 
cio  propio  de  las  leyes;  y,  por  consigitien- 
te,  su  alcance  y  aplicación  están  subordi- 
nados en  cada  caso  á  la  naturaleza  de 
las  relaciones  de  derecho,  que  es  lo  que 
viene  en  definitiva  á  determinar  la  efica- 
cia V  oportunidatl  del  principiti. 

Bl  artículo  lií-'  del  Código  Civil  al  dis- 
p<íner  i|ue  "la  ley  puede  sólo  disponer 
para  lo  futuro,  y  no  tendrá  jamás  efecto 
retroactivo, "sienta  también  un  principio 
de  dtreclii>,  y  no  obstante,  en  su  aplica- 
ción, á  pesar  de  lo  absoluto  de  sus  térmi- 
nos, desaparece  et  carácter  de  precepto 
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para  dar  lugar  al  efecto  dominante  que 
corresponde  á  las  relaciones  de  derecho  á 
que  debe  aplicarse. 

JBn  reiíHdad  lo  queen derecho  se  llaman 
lo^ltfltkCipios  son  las  nociones  superiores 
í¡ue  sirven  de  fundamento  al  texto  legal  y 
de  vínculo  de  unión  á  las  disposiciones  de 
tttí  cílétpo  de  leyes.  Decir  esto  es  agregar 
que  snlvb  mny  caHficados  casos  los  prin- 
cifiios  no  deben  consignarse  en  preceptos 
espff  iiiles,  sino  incorporarlos  en  el  texto 
de  Ins  leyes  como  el  objeto  que  ellas  |jer- 
i^gttén^el  espíritu  que  determina  su  apH- 

ndiemos,  pues,  discurrir  con  prcscin- 
dencií!  de  la  ley  de  1861  y  en  el  concepto 
de  que  el  sistema  de  los  derechos  adquirí- 
ido^' j  lás  expectativas  no  descansn  en  un 
prni  jito  absoluto,  cuya  aplicación  sea 
í)lilÍMatoria  para  el  juez,  sino  que  es  sólo 
una  forma  de  solución  de  los  conflictos  A 
que  da  lugar  la  aplicación  de  las  leyes 
dictndajien  diversas  épocas;y  aün  dentro 
df  las  disposiciones  de  aquella  ley  no  po- 
demos perder  de  vista  que  al  lado  de  la 
r^la  de  que  "las  expectativas  no  forman 
de*«eHf»'',  existe  otra  de  carácter  más 
concreto  y  por  consiguiente  de  aplicación 
más  eficaz,  de  que  "en  todo  contrato  se 
entientlen  incorporadas  las  leyes  vigentes 
al  tiempo  de  su  celebración". 
"^^Éií  Materia  de  contratos,  decía  el  Men- 
.'intes  citado,  el  Proyecto  ha  rehuido 
lii  <l¡-il  ilición  generalmente  aceptadíi  por 
los  jurisconsultos  franceses  entre  los  cíec- 
<té»  finíximosy  los  efectos  remotos  ó  con- 
tinuviitcs  que  aquéllos  pueden  producir. 
Esta  ilifitinción,  á  más  de  oscura  y  vaga, 
no  ptirece  suficientemente  fundada  en 
principios  de  equidad. 

*'Bí(I.tle  contrata  no  lo  hace  por  loregu- 
\tkt  tomando  en  cuenta  sólo  el  momento 
ea  qu«  ajusta  su  convención;  sus  cálculos 


abrazan  además  el  porvenir  y  trata  de 
asegurarse,  al  amparo  de  la  ley,  una  po- 
sición que  en  cuanto  se  pueda  esté  á  salvo 
de  eventualidades  caprichosas.  Sería, 
pues,  contríiriar  hasta  un  punto  muy 
peligroso  líi  confianza  en  las  especulsurio- 
nes  si  hubieran  de  verse  expuestas  en  el 
curso  de  su  desarrollo  á  sufrir  los  cam- 
bios  más  ó  menos  radicales  <|ue  seorí^- 
nascn  de  In  promulgación  de  una  nueva 
ley." 

Bstas  id*.'as  consagradas  en  términos 
tan  ampli  )s  en  el  principio  antescitado, 
pueden  envolver  consecuencias  que  con- 
traríen el  sistema  riu?  venimos  anali- 
zando, lo  que  hace  más  imperioso  deter- 
minar con  relativa  fijeza  lo  que  debe  en- 
tenderse por  derecho  adquirido,  que  está 
por  su  naturaleza  fuera  del  campo  de 
aplicación  de  la  ley  nueva,  y  por  expecta- 
tiva que  está  suhordinadaencuanto  á  su 
subsistencia  á  las  disposiciones  de  la  ley 
posterior. 

Se  dice,  en  general,  que  hay  derecho  ad- 
quirido, cuando  se  trata  de  un  derecho, 
definitivo  que  no  puede  ser  quitado  á 
aquel  que  lo  posee;  y  que  en  la  expecta- 
tiva, hay  sólo  una  esperanza  qne  puede 
desaparecer,  un  derecho  aún  no  nacido. 

Pero  la  dificultad  (|ueda  siempre  en  pie. 
¿Cuando  hay  derecho  definitivo  y  cuán- 
dosólo  esperanza? 

Esta  dificultad  para  establecer  la  dís- 
tinación  entre  uno  y  otro  elemento  es  el 
primer  defecto  del  sistema,  toda  vez  qne 
hace  insegura  la  aplicación  del  principio. 
En  otros  términos,  puede  decirse  que  este 
sistema  de  las  expectativas  y  los  dere- 
chos adquiridos,  sólo  tiene  eficacia  en  los 
casos  claros  y  definidos,  y  que  en  lo  de- 
más descansa  en  gran  parte  sobre  una 
base  incierta,  entregada  sin  norma  se* 
gura  al  arbitrio  judicial. 
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Como  éks  Mr,  FiacMi  «oü  lAiAite 

fx;iLtiturl,  (listnK-inii  nsu.'il  tle  los 
flt'rt'flios  y  de  Ins  expCL'tíitivas,  cnalf|ulc' 
ru  que  sea  la  deiiaición  que  se  dé  de  bs 
unos  y  Át  í^á  otr£ifl,  es  contradicliA  á 
est^a  paitio  pm  ^a  necesidad  de  QÓl&i^t  m 
ttftcl  áe  estas  clasificnciones,  facultarles 
venínjas  que  responden  ¿  la  definición 
de  la  otra"  (1). 

estaca  la  tendencia  {|ue  vaciando  s«.l;'í- 
riflaíl  y  ct  rtidnrnlirc  á  líis  acciones  hu- 
manas yá  ios  íictos  sociales.  En  otn> 
acmtido,  todo  puededesaparecerj llegará, 
ser  «otwtderado  c&mo  tma  8ti£t|ile^pw« 
tíitiva. 

Y  si  ni  cl  ck-reflin  ,'iiíf|n!rl(Iü  ni  la  ex 
pectfktiva  prL'seiitan  un  carácter  (^ue  k's 
fiea  propio,  ckaifí£|^:i^  ea  iom>»^ 
mente  artificial  yrÁ|-ri6ií«ií;  y,  por  cGáé^ 
guíente,  el  sisícnin  i[ue  en  ella  se  liasn, 
aiendo  bastante  vasto  para  aííarcar  mn- 
tA\t\»  de  las  cuestiones  á  que  da  lugar  la 
irntroactirídad  de  las  1ej^,  cárecé  de 
precisión  y  de  líneas  definidas,  y  exige 
una  calificación  sumantente  difícil  de  h©- 
ccr  V  que  iio  siempAi^^s  exacta. 

P$té>  apredafi^  esv  todo  3u  alcance  y 
Vii^i*  tntft  tedrfa  ^tle  «ubaanfs  sna  t»« 
rfo»  y  deficiencias^  vamos  A  citar  aijín- 
nos  casos  en  !|iK\á  nuestro  jiiicin,  falla  el 
sistemaque  venimos  analizando, yá  exa- 

te»  adlñ^lk'  materia  eriire  i 

tic  nir'is  severa  doctrina,  jiara  manifestar 
la  vno  iit-,] nd  ,ie  idtias  que  reuKi  sobre  este 
particular. 

caibpo  de  los  derechos  que  ley  nue^' 
«te^etar  lo      se  llama,  tm  40feG¡¡O 


un  hijo  que  está  por  nacer  sobre  la  he- 
rencia del  padre,  fallecido  en  el  tiempo 
intermedtú  entre  la  concepción  y  el  naci- 
miento del  hijo, 
La  «sÍ9tei^ 

princi]>ia  al  nacer,  esto  es,  íil  separarse 
completaincntede  su  madre.  La  criatura 
qoe  muere  en  el  vientre  materno,  ó  que 
pmee  attte*  áe  «stEir  C(»ínf^Íel9i»eote  se- 
[jarada  de  su  madre,  6  que  íi^1i3^3^9&r 
lircvivido  á  la  separación  un  raomLMito 
siquiera,  se  rcjiutu  nu  haber  existido 

todaíla  ía  existencia 3^al  de  la  persona 
V  de  no  existir  por  consij^-uiente  el  sujeto 
del  derecho,  nos  parece  indudaljle  que 
este  deredio  eventual  del  hijo  que  está 

|ior  nacer  exite  mi&  la  fiíem  de  lo  que 

en  tesis  general  se  llama  un  derecho  ad- 
ípiiridt)  V  da  lu^ar  a  relacúincs  de  dere- 
cho que  una  ley  no  ;puedc  dejar  de  rea- 

"Loa  derechos,  dice  el  artículo  77  del 

Cn(liy:o  Civi!,  que  se  defirirían  1a  cria- 
tura t|ue  está  en  el  vientre  materno,  si 
liubiese  nacido  y  viviere,  estarán  suspen- 
se» HaSta-tf^^iifiii^étnoul^  ^elecH^y' 
si  el  nacimiento  constituye  un  principio 
de  existencia,  entrará  el  recién  nacida  en 
el  goce  de  dichos  derechos  como  si  hu- 

^al^di^  ilI  Üel»^  e):ü      m  é^* 

Rn  este  sentido  c!  derecho  eventual  del 
hijo  (|ue  está  por  nacer  se  asimila  el  de- 
recho bajo  condición  suspensiva.  Bn  nuu 

icvIjiá^Q^se  taspeñdé-  la  adquistcién 
0íiA  dismáio;  pero  es  indadable  que  ísti^ 
peetativa  de  adípnrirhi  constituye  una 
relación  jurídica  í|ue  da  dercclui  á  es|ic- 
rar  la  rcaliiiación  de  la  condición  y  la 

3^ 


1 


Digitized  by 


Google 


238 


PRIMERA  PARTE 


consiguiente  adquisición  del  derecho  que 
es  objeto  de  esa  relación  jurídica. 

Y  es  precisamente  la  existencia  de  esta 
relación  de  derecho  la  que  sirve  de  base  y 
justifica,  las  medidas  dictadas  en  los  ar- 
tículos 485,  487  y  488  del  Código  Civil, 
en  orden  ála  guardade  losbienesquehan 
de  corresponder  al  hijo  póstumo  si  nace 
vivo  y  á  las  facultades  administrativas  y 
responsabilidades  del  curador  ácuyo  car- 
go deben  quedar. 

Si  el  derecho  eventual  tiene  la  fuerza  su- 
ficiente para  poder  ejercer  en  su  nombre 
la  posesión  de  los  bienes  y  originar  las 
variadas  relaciones  de  derecho  á  que  pue- 
de dar  lugar  su  administración,  creando 
responsabilidades  y  comprometiendo  in- 
tereses de  terceros,  á  pesar  de  no  haber 
un  principio  de  existencia  en  la  persona 
y  de  estar  en  suspenso  la  adquisición  mis- 
ma del  derecho,  es  indudable  que  la  ley 
nuevano podría  alterarestasituación  sin 
afectar  el  principiode  lairretroactividad. 

Supongamos  una  ley  que  dando  apli- 
cación estricta  á  la  regla  de  que  el  na- 
cimiento constituyeel  principiode  la  exis- 
tencia y  de  que  la  herencia  se  defiere 
en  el  momento  de  fallecer  la  persona  de 
cuya  sucesión  se  trata,  modiñcaralas  dis- 
posiciones antes  citadas  del  Código  Civil 
y  estableciera  que  el  hijo  que  se  encuentra 
en  el  vientre  materno  carece  de  toda  par- 
ticipación en  la  herencia  del  padre  falleci- 
do antes  del  nacimiento.  ¿Qué  suerte  co- 
rrerían estos  derechos  eventuales  del  hi- 
jo concebido  durante  la  vigencia  de  las 
disposiciones  del  Código  Civil  y  nacido 
bajo  el  imperio  de  la  nueva  ley? 

Antes  de  la  promulgación  de  esta  ley, 
se  habría  dado  curador  á  los  derechos 
eventuales  del  hijo,  se  ha  podido  hacer  el 
cobró  de  los  créditosy  el  pago  de  las  deu- 
das, hipotecar  los  bienes  raíces  y  aún  ena- 


jenarlos en  ciertos  casos.  ¿La  ley  nueva 
anularía  los  actos  ó  contratos  ejecuta- 
dos con  anterioridad  ásn  promulgación? 
Nos  parece  evidente  que  no,  pues  estos  ac- 
tos y  contratos  se  habrían  ejecutado  vá- 
lidamente bajo  el  imperio  de  una  legisla- 
ción que  los  permitía  y  habrían  creado 
situaciones  definitivas  sujetas  á  caduci- 
dad en  ciertos  casos,  pero  en  otros  ente- 
ramente independientes  de  la  eventua- 
lidad de  los  deredios  que  les  han  dado 
origen. 

Y  si  la  ley  nueva  no  podría  alterar  es- 
tos actos  y  contratos,  no  es  dudoso  que 
debe  también  respetar  el  derecho  mismo 
en  cuyo  nombre  se  ha  creado  aquella  si- 
tuación. 

No  creemos,  sin  embargo,  que  el  dere- 
cho eventual  del  hijo  que  está  por  nacer 
tenga  los  distintivos  que  caracterizan  el 
derecho  adquirido,  puesto  que  la  adquisi- 
ción del  derecho  no  se  ha  verificado  y  fal- 
ta el  sujeto  que  debe  ser  su  titular,  si  nace 
vivo.  En  tal  caso  será  preciso  reconocer 
que  el  sistema  de  los  derechos  adquiridos 
no  comprende  todos  los  elementos  que 
sirven  de  límite  á  laretroactividad  de  las 
leyes,  y  que  hay  algo  más  á  que  atender, 
ó  sea,  que  el  sistema  falla  y  no  sirve  por 
consiguiente  para  dar  completa  solución 
á  los  conflictos  jurisdiccionales  de  que 
tratamos. 

Consecuencia  de  lo  que  llevamos  dicho 
es  que  no  deben  confundirse  las  simples 
expectativas  que  ta  ley  nueva  puede  des- 
truir con  los  derechos  que  no  pueden  ser 
todavía  ejercidos  por  estar  sujetos  á  una 
condición  6  un  plazo. 

No  puede  exigirse  el  cumplimiento  de 
las  obligaciones  contraídas  bajo  una  con- 
dición suspensiva;  todo  lo  que  se  hubie- 
re pagado  antes  de  efectuarse  la  condi- 
ción, puede  repetirse,  mientras  no  se  hu- 
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bierc  ciimplidu.  Las  Eisi^riacíones  testa- 
tiientarias  baju  condición  suspensiva,  no 
coafieren  al  asignatario  derecho  aíguno, 
mientras  pende  la  condición,  sino  el  de 
implorarlas  providencias  conservativas 
necesarias.  Si  el  asignatario  muert'  antes 
de  cumplirse  la  condición  no  trasmite  de- 
recho alguno;  y  cumplida  la  condición,  ni 
afin  tiene  derecho  á  los  frutos  percibidos 
en  el  tiempo  intermedio.  Así  lo  disponen 
los  artículos  14S5  y  1Ü78  del  Código  Ci- 
vil, dando  aplicación  al  artículo  1479^ 
según  el  cual  se  llama  suspensiva  la  con- 
dición t|ue  suspende  la  adquisición  del  de- 
recho. 

Es  útil  recordar  que  el  Códijiío  Civil 
chileno  no  ha  seguidoexactaraenteal  Có- 
digo f  rancés  en  lo  relativo  al  efecto  de  las 
condiciones.  Conforme  al  artículo  1181 
de  este  último  Código  la  obligación  no 
puede  ser  ejecutada  sino  después  de  reali- 
zado el  acontecimiento  luturo  é  incierto 
de  que  depende  la  obligación;  pero  en 
nuestro  Código, el  articulo  14.S5quc  con- 
signa una  disposición  análoga,  lo  hace 
como  consecuencia  de  la  naturaleza  de  la 
condición  suspensiva,  que  es,  según  el  ar- 
tículo 1479  la  que  mientras  no  se  cumple 
suspende  la  adquisición  del  derecho. 

El  Código  chileno  siguió  más  de  cerca 
la  doctrina  romana:  Pendente  conditio- 
ne  nondam  dehetar,  sed  spes  debitum  iri- 
(ll  Entrelas  anotaciones  del  proyecto 
del  Código,  se  cita  en  esta  parte  la  opi- 
nión de  Potliier,  "El  efecto  He  la  condi- 
ción, dice  Pothier,  es  suspender  la  obliga- 
ción hasta  que  la  condición  sea  cumplida 
ó  reputada  por  cumplida,  Hasta  enton- 
ces nada  es  todavía  dcbi  Jo;  hay  solamen- 
te esperanza  que  será  debido"  ( 2  K 

(i)  lMSTtTUT\"í,— ZJí  tvr¿ o^/í^..  líb  m,  lí- 
lulo  XV,  \  4. 
(í)  PoTHiKK.  — TVíiiVe  /«  íJÍ/í^.,  ruítii.  a,  y 


Para  acentuar  Ui  diferencia  entre  uno 
y  otro  Código,  agregaremos,  que  según 
el  artículo  1041  del  Código  francés  '"la 
condición  que  en  la  intención  del  testa- 
dor no  hace  sino  suspender  la  ejecución 
de  la  disposición,  no  impedirá  al  hererle- 
ro  instituido  ó  al  legatario  tener  un  dere- 
cho adquirido  y  transmisible  á  sus  here- 
deros"; al  paso  que  en  el  Código  chileno, 
como  lo  hemos  recordado,  "las  asigna- 
ciones testamentarlas  bajo  condición  sus- 
pensiva, no  confieren  al  asignatario,  de- 
recho alguno^  mientras  pende  la  condi- 
ción," etc. 

Ni  el  acreedor  ni  el  asignatario  ^bajo 
condición  suspensiva  tienen,  pues,  ert  rea- 
lidad un  derecho  adquirido,  en  el  sentido 
que  generalmente  se  da  á  esta  expresión, 
y  sin  embargo]no  es  tampoco  dudoso  que 
una  ley  violaría  el  principio  de  la  no  re- 
troactividad  si  declarara  fallida  por  el 
ministerio  de  ella  misma  tas  condiciones 
que  mantienen  en  suspenso  la  adquisición 
de  un  dertcho  ó  de  una  asignación  condi- 
cional. La  condición  una  vea  cumplida 
tiene  efecto  retroactivo,  y  esta  expectati- 
va de  adquirir  el  derecho  constituye  un 
lazo  jurídicoque  no  podría  ser  destruido, 
sin  menoscabar  las  garantías  de  seguri- 
dad qne  corresponden  á  loa  actos  so- 
ciales. 

No  es,  pues,  el  hecho  de  haberse  adqui- 
rido el  derecho  lo  que  determina  la  no  re- 
troactividad  de  la  ley. 

Antes  que  á  la  adquisición  misma  del 
derecho  la  ley  parece  atenderá  los  he- 
chos de  la  vida  sociab  de  donde  proceden 
las  múltiples  relaciones  que  engendran  los 
actoa  y  contratos  í|viela  ley  cÍvÍI  clasiBca 
y  reglamenta. 

El  Código  no  siempre  ha  mantenido 
una  terminologíaexactaen  esta  materia, 
v  así  en  el  artículo  1463  habla  de  "el  fíe- 
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rceho  de  fiixceder  por  causa  de  muerte  á 
unn  pcrsnna  viva".  Si  la  capacidad  legal 
V  el  Uuniamieiito  de  la  ley  á  la  sucesión 
de  una  persona  viva  se  consideran  como 
uti  laley  nueva  debería  respetar- 

lo <knli'ij  del  sistema  que  venimos  estu- 
clinndn;  y  sin  embargo,  creemos  que  una 
ley  no  violaría  el  principio  de  lairretroac- 
tivídad  8Í  modificara  ósuprímiera  las  con- 
<dÍGÍtoMeA  fiedles  para  suceder  en  la  heren- 
cia intestada,  en  forma  de  anular  lo  que 
el  Código  llama  e\  derecho  de  suceder  por 
uñosa  de  muerte.  Habría  sido  tal  vez  más 
jurídico  cftlificar  de  simple  expectativa  la 
«tpcióti  de  tina  ¡lersona  á  la  herencia  de 
otra  por  llamamiento  de  la  ley  á  suceder- 
ía, porqiiL-  el  derecho  nace  en  realidad  en 
el  momento  de  fallecería  persona  de  cuya 
-9lK!ecn$<t  m  trata;  y  siendo  este  hecho 
jurídico  fl  que  engendra  el  derecho,  sólo 
existe  antes  de  verificarse,  una  capacidad 
que  da  o|K:ión  á  la  adquisición  ó  ejercicio 
del  derecho. 

I^n'o  el  hecho  es  cjue  el  Código  llama 
4»to  un  detechoy  que  está  sin  embargo 
auliunünado  á  la  ley  posterior. 

Por  el  contrario,  en  otros  casos,  el  Có- 
digo h4%ltinado  expectativa,  lo  que  deu- 
iíñi  dcÍBttttieima  que  nos  ocupa  pudú  cali- 
ílcíirse  ccnno  derecho;  ó  mejor  dicho,  cl 
Códií^o  h;i  usado  una  y  otra  expresión 
t'it  uu  sentido  diverso  al  que  seles  atribu- 
í<re  «ñ  Jets  cfiestiones  de  irretroactividad 
de  las  leycí-. 

Así,  por  ejemplo,  los  artículos  761  y 
762  dicen: 

"ÁRT.  761.  iíl  fídeieomisario,  mientras 
pendcM  cOhdición,  no  tiene  derecho  nin- 
guno sobre  el  fideicomiso,  sino  la  simple 
ex¡>rrf:tt¡vn  de  adquirirlo. 

"l'udrásin  embargo,  impetrar  lus  pro- 
vSd^CiBB  conservatorias  que  le  conven- 


gan, si  la  propiedad  pareciere  peligrar  ó 
deteriorarse  en  manos  del  fiduciario. 

"Tendrán  el  mismo  derecho  los  ascen- 
dientes legítimos  del  fideicomisario  que 
todavía  no  existe  y  cuya  existencia  se  es- 
pera; los  personeros  de  las  corporaciones 
y  fundaciones  interesadas;  y  el  defensor 
de  obras  pías,  si  el  fideicomiso  fuere  á  fa- 
vor de  un  establecimiento  de  beneficen- 
cia." 

"Art.  762.  El  fideicomisario  que  falle- 
ce antes  de  la  restitución,  no  trasmite 
por  testamento  ó  abíntestato  derecho  al 
guno  sobre  el  fideicomiso,  ni  aún  la  s/m* 
pie  expectativaj  qnepasa  ipso  jure  al  sus- 
tituto ó  sustitutos  designados  por  cl 
constituyente,  si  los  hubiere." 

Para  apreciar  la  naturaleza  de  estu 
simple  expectativa,  debe  tenerse  presente 
que,  dentro  de  la  institución  fideicomisa- 
ria, el  fiduciario  es  dueño  de  la  propiedad 
dada  cu  fideicomiso,  tiene  su  uso  y  goce, 
y  su  libre  administración,  puede  enaje- 
narla entre  vivos,  transmitirla  por  causa 
de  muerte,  mudar  su  forma,  y  aun,  en 
ciertos  casos,  en  que  se  le  ha  concedido  la 
libre  disposición  de  la  propiedad,  no  es 
obligado  á  conservarla  en  su  integridad 
y  valor. 

Todas  estas  facultades  (jue,  en  general, 
son  inherentes  al  dominio,  están  sujelíis 
á  ciertas  restricciones,  y  á  la  limitación 
de  caducar  el  derecho  de  dominio  por  el 
hecho  de  verificarse  una  condición  en  vir- 
tud de  la  cual  pasa  la  propiedad,  sin  limi- 
tación alguna,  á  poder  del  fideicomisario. 

Este  no  tiene,  pues,  sino  una  mera  ex- 
pectativa, mientras  pende  la  condición, 
expectativa  que  desaparece  si  la  condi- 
ción no  se  verifica  ó  que  se  convierte  en 
derecho  si  llega  á  realizarse. 

Según  el  sistema  de  los  derechos  adtjui- 
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ridos  ea  materia  de  retroactivldadi  la  ky 
ttueya  podría^  por  conaígnientc,  hacer 

'<|á»arío,  y  declarar  caducadas  ó  inefica- 
ces líis  llmit^R-irínus  á  que  <!atá3ujet<)<iíl 
ilomínio  del  Bdueiario. 

O^^semoSt  MU  embargo,  que  eata  conclu- 
^éfl  4«r||i  vvcMótia  cb^  princifModela 
no  rctroactividad  de  las  leyes;  \  que  cí 
fideicomisario,  In  mismo  que  el  íisít^nata- 
rio  ó  el  acreedor  bajtj  coadiijión  suspensi- 
va, üQ  pueden  ver  arrebatadas  las  expe^ 
tativití^lldqiünf  el  derecho,  siu  quefle 
altero  respecto  de  elíos  una  situación  es- 
tablecida á  su  favor  en  virtud  de  actos  ó 
contratos  válidamente  c^^kriijátíÉ^ 

Es  etitei  pues»  un  caso  líé-^fl  siáiple 
expectativa  que  subsistida  hajo  la.  ley 
posterior,  aunque  esta  hubiera  declarado 
fallida  la  condición  de  que  ella  depende. 

Lo  tmamo  que  ett  «í  ^¡3^  fás  asigna^ 
(ñones  bajo  condición  suspensiva,  el  fidei- 
comisario y  el  .'ipijínatario  nn  tícnert  de- 
recho alguno,  pero  pueden  imj^etrar  las 
providendaa  conservatorias  que  les  con- 
venga», lá^^tie  mtttftéertii  ^ti^^^eaii^  tin» 
relación  jurídica,  dentn>  de  la  carencia  de 
derecho,  v  esta  relación  jurídioa  es  bas" 
tante  para  hacerla  valer  ante  la  justicia 

7  ^^é^  ftíK  los  Jglea^  4f  ^^refl«é  4<á 
pR^tario  6  ^t^bnátiir  tiñiáicíonal 

La  expectativa  tiene,  pues,  en  cierto 
sentido  la  eficacia  propia  de  un  Hercciio;  v 
por  eso,  sin  duda,  el  Código,  ateuicndose 
iná«  á  íá  laiiiéiáés  hgkX  ia^Bé.  tn  ana 
disposiciones  (jue  á  la  clasificación  de  las 
palal>ras,  dice  en  el  inciso  final  del  ai-tícu- 
lo  761:  "Tendrán  el  mismo  derecho  los 
Mcendientea",  etc. 

I<b;^Be!?BmoB  expuesto  tnaaifíettaf 
qoela  Irrtiroiictrndad  áe  las  Ir^es 


nu  está  ligada  á  la  clasificación  de  dere- 
chos adquiridos  y  expectativas;  que  hay 
^i^ho9  no  aé^^i^téóSi  como  tos  dere^ 
chos  eventuales  ó  condicionales  de  que  he- 
mos hablado,  que  la  ley  nueva  no  podría 
dejarde  respetar; que  hay  Jenec/íos, como 
Ú  éémesií^^^f  CftsiS&  áeiniiefticf  S  tíáfL 
persona  vtrá^qos  están  subordinados  á 

hi  nut^va  ley;  y  que  hay  «pecÉflÍJ  ivc^.  en- 
luo  las  del  fideicomisario,  que  estAii  lla- 
madas á  subsistir  bajo  el  im])erio  i.lc  la 
4G0r  posterior  que  las  d«cW^' cxtin^i- 


A])arte  dcla  vaguedad  c  incertidunj- 
brc  del  sistema,  hayr  pues,  en  él  un  error, 
^^tado,  lo  que  tm$t4  para  demoa£lla:i' 
se  encuentra ^ft1lt  v)»<^tdem^ 
gla  de  la  irretroactivídad  de  las  leyes,  6 
á  lo  menos  ípie  Iiay  necesidad  de  atender 
á  otros  elementos  que  aoii  extraños  á  la 
calíáÉitt  de  derechos  adquiridos  6  espeté 
tativas, 

Sin  .'ivanzar  por  alun-a  ao  ideas  ge- 
nerales soljiv  líL  materia.  \'  ■iüsciiitÍcihIo 
en  el  concepto  de  que  laexisLencia  las 
-ckñclbóii  ptieáe  ser  Í&dep«tedi«ñte(te:  s9í 
adquisición,  así  conn)  ésta  imlepea- 
diente  de  la  subsistencia  lie  ¡os  mismos, 
podríamos  llegar  á  la  coaclustón  de  que 

ásstemá  eft  «étiidlo  es  perfbeteñtente 
exacto  cuando  se  trata  de  derechos  que 
tengan  el carácterindiscutiblede derechos 
en  realidad  adquiridos  bajo  I,l  kv  antu- 
rior^  pero  que  es  erróneo  en  cuanto  á  las 
expectativas  que  crean  relaciones  de  deiv- 
choó  en  cnanto  á  los  derechos  que  éxistett 
«^nqii^ti^  liaynn  sido  ^^w^dos. 


EUODOKO  Yx^BZ 


iCoaimuará^ 
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EL  DERECHO  CONSUETUDINARIO  Y  LA  CODIFICACIÓN  (O 


I 

Las  costumbres,  con  su  maravillosa 
espontaneidad, son  fiel  expresión  del  pen- 
aamicnto  y  de  la  voluntad  de  los  pueblos, 
ateaoran  caudal  abundoso  de  consejo  y 
HíSEfietlBidár  T  tienen  inevitable,  podero- 
sfi  é  inadvertido  influjo  personal  y  social, 
cf  imo  u'ldriosa  herencia  formada  por  la 
ijiiita^iúu  y  sostenida  por  el  orgullo  na- 

Kste  concepto  y  esta  influencia  se  evi- 
denciaron siempre  y  mqor  en  la  ciencia 
del  I)erechü- 

En  loB  tiempos  que  Barrón  llamó  his- 
<ifi|iii^  J  Vkro  divinos,  y  de  que  la  huma- 
nidad ha  perdido  la  memoria,  como  el 
hombre  olvida  los  vagos  recuerdos  de  la 
nífi«,  en  aquella  edad  de  juventud,  de 
sencillez  y  de  poético  venturoso  candor, 
la  vidu  corre  espontánea,  domina  la  ima- 
]^na£i6a,flón  escasas  las  relaciones  socia- 

(1)  DÍHcurMi  leído  por  el  Excmo.  Señor  doD  Fer- 
mrn  llernándet  Itflesia,  Tice  Presideute  1  ■  de  la 
UíaC  AciidfiFniH,  de  JnriaprudeDcia  y  LegielacÍDn.  en 
!:i  .,^,¡1  Miuu^ural  del  cuido  de  1902-90-1,  celebrada 
tiL  tiiii,  V¿  dL-  felirero  de  1903. 

Pe  ttv  iiRf<'¡xta  General  de  Legutaeión  y  Juríapru- 
á^iehtM  ftli4rid. 


les,  los  sacerdotes,  los  ancianos  ó  los  más 
fuertes  ejercen  el  poder  y  resuelven  todo 
lo  anormal  y  extraordinario,  y  las  leyes 
no  se  conocen,  porque  son  innecesarias  y 
están  suplidas  por  las  costumbres. 

La  historia  enseña  que  la  idea  del  de* 
recho  precedió  á  la  ley,  que  los  pueblos 
tuvieron  conciencia  de  sus  facultades  de 
ser,  pensar  y  creer  antes  de  conocer  las 
le3'es  de  su  origen  y  destino,  y  que  las  . 
costumbres  fueron  regla  de  justicia,  aun- 
que preceptos  escritos  no  las  concreta- 
sen. 

Entonces,  más  que  en  ninguna  otradf 
las  sucesivas  épocas  de  la  historia,  lué 
vivo  y  profundo  el  respeto  de  los  que  vi- 
vían á  la  obra  de  los^que  habían  muerto, 
y  la  reforma,  sólo  la  iniciativa  para  rea- 
lizarla, acobardaba  y  era  castigada  t  omo 
pecado  y  como  delito. 

Pero  si  la  costumbre  bastó  para  ga- 
rantir la  justicia  en  las  sociedades  pa- 
triarcales; cuando  los  pueblos  crecieron 
y  abandonaron  el  hogar  doméstico,  don- 
de es  más  eficaz  la  influencia  de  la  mujer 
que,  según  frase  feliz  del  Conde  de  Segur, 
"hace  las  costumbres  como  el  hombre  las 
leyes";  cuando  empezaron  vida  pública,  y 


i 
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neccsitarou  pensar  seriamente  enaa  96- 

tiatt  fie  ánnáron  en  guerra  y  h&ho  ven- 
cerlorep  v  vencidos;  cuanfin  conocieron 
otros  horizontes  y  visitaron  otros  cli- 
üdÉ^  ^tt«ta«iM,  edificaros  en  loA  tedia, 
indoatriales,  se  apropiaron  las  rit^ífííitfl 
los  nos,  V  guerreros,  levantaron  sus  cas- 
tillos en  las  motitañaSj  las  costumbres 
fueron  confirmadas  j  modificadas  por 

penal. 

En  tocio  tiempo  y  en  todas  las  relacio- 
aes  jurídicas,  las  costumbres,  forma  iana- 
't¿4erde«eéba  yd  mis  matizo  legisla- 
áot  de  ios  pueblos,  inietan  y  preparan  lo 
([ue  la?  leves  lian  de  mandar,  las  acomo- 
dan á  la  situación,  carácter  y  hábito  de 
1^  mayorías^  suplea  las  inevitables  omi- 
¿bflifis  ééi  i^reá^pt^  s»erítú,  to  e&pti«iá, 
corrigen  y  facW^a^  '^  aplicación ,  y  resul- 
tan fecimdo  recurso  que  los  letrados, 
obligados  á  contestar  todas  las  dudas,  y 
'^táhmxSítíi  «fila  necesidad 4SieHÍtcte 

citad  para  bien  común. 

El  Derecho  consuetudinario,  antes  úni- 
co, nunca  desapareció,  vive  al  par  del  lla- 

él  segtütá^eRissd&^QiiiftMtic^ 
influjo. 

I,as  costumbres  son  más  queridas  que 
las  le/es,dicemuybien  Duclós,  purque  los 
pueblos  no  couocenal  antorde  las  prime- 
nu,  tas  estiman  como  obra  pro^ua,  y  las 
creen  viva  expresión  de  su  deseo. 

El  ilustrado  académico  y  consejero  de 
Bordeauz,  batón  de  Múntesquiea,uno  de 
los  má|  4Í9t^g(Mis  4tíie^itóteM  del  ngS6 
XYm«  Sagaz  observador  y  de  atrevidí- 
sima oríginalídiad,  aunque  paradóg-ico 
como  sus  contemporájieos,en  laobra  que 


consumió  los  mejores  veinte  años  de  su 
vida,  dcfiiié  }ssáMxiikmU  el  ÉSpíritíJ  gene* 
.¡N^^^^'Bn  ei  gobierno  de  lbB  l]<3»nb»s,  díce, 
influyen  muchísimas  cansas:  el  clima,  lit 
religión,  las  leyes.  lasmáximns  de  los  que 
gobiernan,  loa  ejemplos  délo  pasado  y  los 
t]S<>s  y  íaM  eommlnt^.  ^d^^dorcn  un  dc' 
terminado  pueblo,  &%tlná.4eaqUélbuiC4n- 
sas  obra  con  más  energía,  ceden  correla- 
tivamente las  demás...  El  legislador  tiene 
el  deber  de  seguir  el  espíritu  de  la  nación^ 

e«áñde>  TOíí0ntradiaaóta  ecai  iba 

principios  de  gobierno,  porque  nunca  el 
hombre  obra  mejor  que  cuando  lo  hace 
libremente,  inspirado  por  su  genio  natU' 
«al.,  Chanto  comiá^efiii  los  pue^ 

btos,  másTaciimraite  cambian  de  costuoi'* 
bres.  Cada  hombreesunespect&culoparft 
los  demás...  Las  leyes  son  resoluciones  v 
las  costumbres  parecen  inspiraciones;  por 
tito  '£ttÍA'&fiM!tfiAiffilÜs  al  etiípIffHt  ^enéf^^ 
y  aquéllas  influyen  eapecialmente  en  las 
institufiones  particulares.  Es  más  peli- 
groso trastordar  el  espíritu  general  que 
una  iQstittu^i6n  particalar...  Cuando  se 
^oitm  af ierar  laá  c^d^^^  débíct 
emplearse  las  leyes,  porque  resultaría  fio» 
bremanera  tiránico,  y  es  más  fncil  loj^rar 
el  mismo resultadocoii  otras  costumbres. 
Oteado  na  fff^peqniera  taser  greuiáett 
/l^ts^smzas  en  su  nación,  debe  reformaf 
por  otras  leyes  lo  establecido  en  las  exis- 
tentes, y  por  otras  costumbres  lo  que  es- 
tas mismascrearon...Laleyque  obligaba 
4^  láoflcbvífcBa  ái^cérta^ne  la  barba  y 
los  trajes,  y  la  violencia  de  Pedro  I  is6t^ 
tando  hasta  las  nidillas  las  ropas  largas 
de  los  que  entraban  en  las  ciudades,  eran 
tiránicas.  Hay  medios  para  reprimir  los 
■tíi^aáÉseíít  láApenaa^ylos  Hay  para  variar 
los  usos,  los  ejemplos...  Generalmente  tos 
pueblos  son  tan  afectos  A  sus  cnstumbreSf 
que  el  quitárselas  violentamente  ios  hace 
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iles^r;tci;iil<is,  <.■  os  necesarií)  no  canibiár- 
Bi'las,  Mint)  iiiilucirles  á  que  las  cambien 
por  sA  mismos.  Toda  pena  que  no  se  <\er't' 
vade1aitecci¿dttd,  es  tiránica.  Las  leyes 
no  son  vana  ostentación  de  poder,  y  las 
coíiíi-s  ítiílifciTntPs  por  su  naturaleza  no 
les  pertenecen"  (1). 

Desde  el  »iglo  XVII,  en  que  el  sabio  je* 
8U(tttSuÍKC«etSdi6,  con  profundidad  que 
pocos  alcanzaron,  el  Derecho  consuetudi- 
Jiario,  y  cxpns.f  sus  fundamentos,  hasta 
nuestro^  dííis,  LU(|ue  leemos  complacidos 
|tttt«fndttmt£¥te^  del  señor  Costa  y  de 
«US  ítmigoa  y  discípulos,  sobre  nuestras 
costumbres,  se  sucedieron  buen  número 
de  dignos  delt  usores  de  análogas  simpá- 
tíoM  ñitens;  pero  ya  era  penosa  verdad, 
dt'la  COmpStCOciSn  de  üteratosyjuriscon- 
wdtoa  españoles  contemporáneos,  por  su 
cantríirín  ccuMlncta  en  el  estudio  de  nues- 
tros institucionesy  costumbres  antiguas, 
«inesíli»  prinieiDs  resultaban  eruditos  y 
cnriflOsód'  Inviet^adores  de  la  materia, 
los  stM^nndoe  píit^an  poco  conocedores 
de  ella. 

E\  Cuii¿;a-so  jurídico  español  de  1886 
«jOme^á debate  tin  tema  con  los  concep- 
to* líígiücntt's:  "Costumbre  y  jurispru- 
deacÍH.  Valor  'letstasfuentes  de  derecho. 
^  4^beu  intci'vcnir  los  poderes  públicos 
en ju  BijB^ái:stíl^n,  y,  caso  afirmativo, 
dti|i!i¿^ñ>¥tÉá^¿  iiué  efectos  y  en  qué  for- 
iira,"  L.1  Ponencia  designada  para  este 
tema,  dió  un  luminoso  dictamen  suscripto 
por  los  señores  Oliver,  Pantoja,  Giner  de 
losólos  y  0>fííU. donde,  entre  otras  con- 

11)  -fíf«ÍWn,  !ib.  XIX,  caps.  IV,  V.VIII, 
Xlí  y  XIV. 


elusioncs,  se  registran  las  que  siguen... 
"V.  Las  costumbres  vigentes  en  la  actua- 
lidad dentro  del  territorio  español  deben 
recolectarse  oficialmente  por  medio  de  iu- 
formaciones,  etc.,  para  que  sirvan  de  ma- 
teriales, al  par  de  las  leyes,  en  las  codifi- 
caciones ()ue  se  están  preparando  é  igual- 
mente en  las  futuras.  Vi.  Todos  los  actos 
y  contratos  entre  vivos  ó  por  causa  de 
muerte,  reconocidos  en  la  ley  como  dere- 
cho individual,  y  res¡íecto  de  los  cuales  ni) 
dicte  el  legislador  sino  reglas  de  carácter 
facultativo  y  supletorio,  deberán  apre- 
ciarse por  los  juzgadores  del  siguiente 
modo;  primero,  por  la  ley  del  contrato, 
fundación,  testamento,  etc.;  segundo,  á 
falta  de  ella,  por  la  costumbre  local,  y,  m 
no  la  hubiere,  por  la  regional;  tercero,  eii 
defecto  de  todas,  por  la  costumbre  gene- 
ral escrita  en  el  Código  ó  en  la  ley  con 
carácter  de  regla  supletoria.  VII.  No  pro- 
cede admitircostumbrecontraria  á  aquel 
género  de  leyes  obligatorias  que  consa- 
gran los  principios  fundamentales  admi- 
tidos unánimemente  por  los  pensadores 
de  todas  las  escuelas,  como  necesariosé  in- 
mutables. VIII.  Las  demás  leyes,  aunque 
hayan  sido  sancionadas  como  obligato- 
rias, podrán  dejarse  legítimamente  en  de- 
suso, en  todo  ó  en  parte,  por  una  costum- 
bre contraria.  Y  IX.  J^^a  costumbre  invo- 
cada por  los  litigantes  no  se  delje  probar 
exclusivamente  por  ellos  mismos,  sino 
que  el  juzgadoran  tequien  se  invocare,  lia 
de  inquirirla  de  oficio,  abriendo  al  efecto 
una  información  para  mejor  proveer  den- 
tro del  juicio." 

i  Contimmrá,) 
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UNA  CUARTA  SALA 

PARA  LA  CORTE  DE  APELACIONES  DE  SANTIAGO 


Se  trata  de  crear  una  4i*  Sala  para  !a  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  en 
atención  al  recargo  de  trabajo  que  se  dice  pesa  sobre  este  Tribunal  desde  la  pro- 
mulgación del  Código  de  Procedimiento  Civil,  por  habérsele  atribuido  el  conoci- 
iniento  de  las  causas  de  hacienda,  de  que  conocía  la  Corte  Suprema, estableciéndose, 
además,  que  toda  sentencia  detiiiitíva  pronunciada  en  esta  clase  de  juicios,  aunque 
se  trate  en  ellos  de  menosdc  trescientos  pesos^debe  ser  elevadaen  consulta,  sí  no  fue- 
re apelada. 

Evidentemente,  el  número  de  causas  ha  tenido  que  aumentar  coa  estas  dispo- 
siciones; mas,  no  es  esto  una  consideración  que  por  ^  sola  pudiera  estimarse  deci- 
siva para  la  creación  de  otra  Sala.  Ks  cierto  que  en  las  secretarías  de  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Santiago,  existen  en  la  actualidad  más  de  mil  causas  en  estado  de 
tabla,  pero  hi  mayorparte  de  ellas  no  requieren  labor  tan  considerable,  que  no  pueda 
ser  cumplidamente  desempeñada  por  las  tres  Salas  de  que  se  compone  el  Tribunal, 
si  se  las  dedicara  única  y  exclusivamente  á  esta  tarea.  D¿  las  mil  causas  en  estado  de 
tabl  i  ó  por  fallarse  á  ñnes  del  presente  mes,  273  eran  causas  criminales,  compren- 
diendo tos  sumarios  que  forman  el  mayor  número;  y  381  Ó  sea  líi  mitad  de  las  cau- 
sas civiles,  eran  artículos  y  entre  las  causas  civiU-sdcfinitiyat»  se  Ciientan^todas  las  de 
hacienda  ti).  No  es  ésia,  por  hj  tanto,  ini;i  h.bor  cxtesiva  y  t|uc  sia  superioráia 
de  las  demás  Coru-s  dol  p-'ís. 

Para  el  distrito  jurisdiccioniil  de  la  Corte  de  Santiago,  3  Salas  son  suficientes; 
el  servicio  general  de  todo  el  pafs  con  las  Cortes  existentes,  que  forman  9  Salas 
debía  estar  mejor  atendido  que  en  Francia,  donde  para  una  población  14  A  15  veces 
Sui>erior  á  la  de  Chile,  sólo  existen  26  Cortes  que  forman  61  Salas,  y  de  ellas  la  de 

(I)  En  U  secretaría  de  don  Ismael  Caevaii,  exietían  et  20  de  agostn,  en  estado  de  tubla  122  cansas 
civiles  defioitivas;  165  artículos  de  cansas  cÍTile8;y75  cansas  crimÍLales;  en  todo,  362  causas.  En  latecretarb 
de  don  Osvaldo  Vial  exibtían  2G4  causas  civiles  definitivas;  216  artícnlos  en  causas  civiles;  j  198  caom 
ci'iminalea:  eu  todo,  678  causus. 

Se  comprenden  en  estas  cifras  las  cansan  que  figuraban  en  la  tabla  de  la  semuna  y  que  no  faabíun  sido 
fdILuias.  La  diferencia  que  se  nota  entre  anlMis  secretarías  se  debe  principalmente  á  que  la  del  sf  ñor  Tia 
estovo  (le  tomo  desde  diciembre  i  mano  último;  ^  tumo  del  próximo  feriada  iwrrespobde  á  U  seeretaria 
del  sofior  Cuevas. 


MSEKCilO 


3> 


Digitized  by 


Google 


1 


KliVlSTA  Dli  DKKKCifl»  V  J1HISPRIMHÍNC1A 


Pfirís  w  ílí^wompone  hoy  en  10  Salas  que  atienden  ft  una  población  doble  de  la  de 
Chile  ^1 );  hasta  1901  constaba  sólo  de  9  Salas. 

No  hay  que  buscar,  pues,  el  atraso  en  el  trabajo  de  la  Corte  de  Santiago  sólo 
en  L-!  ¡uiim^to  de  juicios  de  que  dcl>e  conocer  producido  por  la  promulgación  del 
C'xli^^o  fk'  Procedimiento  Civil.  Una  de  las  principales  cansas  de  este  atraso  está  en 
el  sistema  adoptado  para  la  subrogación  de  los  jueces. 

Ia.Íss  Wftmero  1,552  de  28  de  agosto  de  1902,  aprobatoria  de  aquel  Código, 
e1eT¿<ft  10  ét  numero  de  miembros  de  la  Corte  Suprema  y  dispuso  que  para  conocer 
en  los  recurws  de  casación  en  el  fondo,  funcionara  en  un  solo  cuerpo  con  la  concu- 
rrencia de  7  jueces  por  lo  menos.  Como  según  el  artículo  975  de  ese  Código,  en  los 
Mcursos  de  casación  en  el  fondo  debe  pasarse  el  proceso  en  estudio  á  uno  de  los  MÍ- 
SEtltrON  ^si  Xdbunal,  para  que  dictamine  por  escrito,  y  este  Ministro  no  puede  con- 
icttltit  A  Uk  "^^tÍB.  ni  al  acuerdo  de  la  sentencia»  el  personal  de  la  Corte  queda  redu- 
cido á  9  miembros  y  la  implicancia  de  algunos,  la  ausencia  ó  enfermedad  ó  licencin 
de  otros,  impiden  que  se  reúna  el  número  suficiente  y  hacen  necesario  que  sen  inte- 
-  jifrada  en  la  furma  determinada  por  la  ley. 

El  articfitto  136  de  la  ley  de  15  de  octubre  de  1875,  dispone  que  la  Corte  Supre- 
ma Kinít^^mtá: 

1*  Con  los  miembros  no  inhabilitados  del  Tribunal; 

2*  Con  su  fiscal; 

3^  Con  los  Ministros  no  inhabilitados  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago. 
Kgfih  ¿L'cín3«iiáesu  antigüedad; 

4-'^  Con  los  fiscales  de  dicha  Corte  de  Apelaciones  en  ta  misma  forma  que  con 
los  Ministi-Qs  dií  ella; 

5"^  Con  los  jueces  de  I^etras  de  Santiago,  conforme  al  tumo  que  se  establecerá 
]ior  la  misma  Corte; 

^  Cd^  ifHi  ahogados  designados  en  los  artículos  130  y  131. 

l'i  [Mát-tica  los  llamamientos  de  los  tres  últimos  números  no  han  tenido 
aplicACióu  desde  que  se  promulgó  la  ley,  no  liabiéndose  presentado,  que  sepamos, 

(l)  ^giiu  la  ley  de  SO  de  ngosto  de  18B3,  la»  Cortes  de  Apelaciones  de  Francia  se  componen  de  un 
p^Bbr  pMMl4>4t*t.;de  preiidentei  de  Rala  y  de  coniiejeroa,  fuera  de  loa  demás  empleadoe. 


tSn  U  ley  de  prMnpneatos  do  1903  se  aumenUi  el  número  de  oonsejeroB  de  la  Corte  de  Paríi  con  seis, 
UiiDiidns  ña  Ua  otm  Cortes  y  se  hicieron  otran  redacciones  en  el  persoDal,  de  éstas,  que  importan  en  deli- 
niiivíj.  iiiLii  i  '  Mfi.-iHÍa  de  264,000  traucos.  La  Corte  de  París  se  compone  hoy  de  ud  primer  presidente,  de 
diez  preeiJt^iktuH  Ja  Salas  y  de  setenta  y  tres  oosejeros  y  atiende  al  serricio  judicial  de  los  departamentos 
de  Aube,  Euro-et-Loire,  Marne,  Seine,  Seine-et-Harne,  Seine-ei-Oise  y  Jonne.  (Pandectes  franfaiwe- 
üour»  ^fffpflf  OrgaaiMtUionJuáiciaire  §  3,t. 


Ea  PatÍB  el  primer  presidente  tiene  un  sueldo. 

XiOajpteaidentea  de  Salas.  

ltf««jlnHjaroa  


frs.  25,000 
11,000 


Híí  t&a  Cortea  de  provineia  el  primer  presidente  gana 

Liv  presidentes  de  Salas  

Los  consejeros   


fn.  18,000 

10.000 
7,000 
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caso  ¿ilgutio  en  que-  hayan  sido  llamados  á  integrar  la  Corte  Suprema  ni  los  ñscales 
<dí«'  lá'Corte     Apelaciones  de  Santíag»,  ni  los  jueces  de  letras,  ni  los  abogactos  desíg- 

tados  del  Triljunal,  se  ha  intcííradti  #ÍE*m{ír^  ^ ¡(^ Mt^dP^  4  «dt£  ^Ift 
Corte  de  Apelaciones  de  Santiaj;o. 

Convertida  la  Corte  Suprema  en  Tribunal  de  Casación,  han  venido  á  aumen- 
tctrfie:  tclA  ntCO»vetf¡eA£e»  esta  fonria  de  integración  que  jierturha>^'fotidÍ?nA.- 
tttiento  (telas  Salas  de  La  CortedeSantiaga  y  de  los  juzgados  de  1eír«tis,.^^aii4Mfi^ 
nos  de  grnvedarl  íIc  i|ijc  nn  es  posiMc  desentenderse,  si  se  quiere  asegurar  la  exiateneía 
ílf  nii  vcT<!,'icliro  'i'rilmnal  de  l'asaeión,  celoso  custfiflio  de  la  lev.  Ilñmadrí  A  corregir 
las  nilr;iceiunes  euiiictidas  [Kir  las  Curtes  ilc  Apelíieioiies.  lil  Tribunal  ile  Casación 
is6  debfr  ^^^^géaHI^  miembros  de  Un  tribuititt  <í1^é  flMíb»  éstH  encargado  ^de 
exíiniinar  y  ftever»  ¿l2^»0i  Wfc fjnedc  obtener  la  uniformidad  de  jarisprudeacia y  de 
(loctriiiü,  la  tnrrceta  v  ^^eniiina  a]i!ieat'ión  de  la  k\  ,  si  Kíin  llamados  á  dictar  los 
íalUis  de  casación  Ids  mismos  jueces  que  conoeeii  en  Lusjuicios?  Hi  Trihunal  ile  Casa- 
hu  sido  colocado  por  la  Ley  y  del^e  ser  mantenido  en  una  situación  completa- 


dl^Otlieionea  de  la  ley  orgánica  han  sido  reproduciílas,  sin  embargo,  en  el 
proyecto  de  Código  Or;^';uiic( >  de  Tribunales,  Scjííin  el  artícultj  llj-i  sf>n  llamadas  í 
integrar  la  Corte  Suprema  h^f^  miíimas  perdonas  que  indica  la  ley  vigente, con  la  sola 
exeepeión  d^  l0#  jtttoev  de  letras.  Si  este  ^¿ema  «e  me^^itttíésft 

Tribunales. 

1.a  Corte  riuprema  ha  estadí>  funcionando  con  frecuencia,  con  dos  v  afin  mAs  Mi- 
nistros de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago.  Y  eí  resultado  práctico  ha  sido  que 
atgaaa8Scddi.t]aii  necesitado  tlamar  dos  juece4[de  tetras  para  poder  trabajar,  obli- 
gaodb'á  é)i^  A  Abandonar  sus  jua^f^os  á  las  horas  de  dtBti^cbo^ JT  ^dejási^l^ 
dientes  audiencias  de  prueba,  compár^do^  yístas  de  ^fiKad,  e£&y,Gútt  mai^ifiie^f^ 
|>eijiiieit)  de  ios  litigantes. 

\i\  Código  de  rrocediniientü  Civil  exige  hoy  á  los  jueces  de  letras  un  trabajo  peri< 
scttud  -^oe  mtáitGí  téaSmSf  jrpara  sn  ccirreeto  desempeño  eacifteaoo  éí-^éfla^  érélEim* 
?Í6ti  de  las  audiencias.  Xo  deberfa  distraérseles  de  «n»  funciones  propias- 

Si  los  Ministros  de  In  Corte  de  Santiaj^o  no  son  llamado?  A  integrar  la  Corte  Su- 
[>renia  no  haliría  necesidad  de  integrar  las  Salas  de  aquélla  sino  en  caaos  excepcio* 
nafcSfc  desde  tpae  todos  déb^.  asistir  con  regularidad.  El  Código  de  PrCM;:edlillieftt0 

Corte  de  Santiago  se  compone  de  doce  miembros,  k>  natu  ral  es  que  las  tres  Salas  fiin- 
aonen  sin  tropiezos  y  durante  todas  las  horas  destinadas  á  las  audiencias  diarias. 

El  sistema  actual  es  malo;  y  la  creación  de  una  cuarta  Sala,  que,  lo  niiamo  que 
Ifl^t^s  que  hay  «xTtften,  nú  alcatuearfa  á  despá^f  TQl^'die  quince  cai»a»ieÉiaitilg8^. 
no  constititirfa,  por  supuesto,  un  remedio  «OÉcieñte. 

Seria.  A  nuestro  juicio,  preferible  aumentaren  dos  6  tres  miembros  más  el  (wrso- 
nal  rie  la  Corte  Suprema,  manteniendo  eln^m«^desi?teMinÍ3tros  para  formar  Sala 
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en  los  rt'cursns  ríe  casación  en  el  fondo.  Con  otros  dos  Ministros  y  el  fiscal  del  Tribu- 
nal la  Cíirtc  fie  Casación  no  necesitaría  ser  integrada  con  personas  extrañas  A  su 
composición;  y  ¡mra  los  rarísimos  casos  en  que  no  pudiera  reunirse  el  número  nece- 
sario podría  Ilaitlftrse  á  los  abogados  de  que  habla  la  ley. 

Los  Jueces  de  letras  no  deberían  ser  llamados  á  integrar  la  Corte  de  Apelaciones 
dbSantíagOt  m  loe  miembros  de  ésta  á  integrarla  Corte  Suprema.  De  este  modo 
no  se  perturhnrín  et  recargado  despacho  de  los  juzgados  de  primera  instancia;  y  las 
tres  Sahii^  tic  La  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  funcionando  las  cuatro  horas  re- 
glftxnentanai,  eiectiva  y  regularmente,  sin  dedicar  á  acuerdos  parte  desús  audien- 
cias, poco  titinpo  más  quedarían  al  día  y  podrían  fallar  las  causas  dentro  de  los 
(datos  que  In  ley  Les  señala. 

Proponemos,  en  conclusión,  que  se  modifiquen  los  artículos  163,  164  y  165  del 
Proyecto  de  Código  Orgánico,  suprimiendo  el  número  4>^  del  primero,  los  números 

4^  d(!3!ül^ftitü[{i&  y  la  referencia  que  á  ellos  se  hace  en  el  último;  y  que  se  creen  dos 
carííos  ác  Mimstro  de  la  Corte  Suprema. 

Si  aflcnifip  se  aumentara  el  número  de  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  San- 
tiago, es  evidente  que  se  obtendría  un  mejor  servicio  judicial;  pero  hayque  tomaren 
craistdeiacióa  los  gastos  que  ello  demandaría. 

íLK  CUftrtil  Sftia  podría  formarse,  y  es  ésta  según  entendemos  la  idea  del  Gobier' 
nOf  con  Miaistrog  de  las  demás  Cortes  que  no  son  indispensables  para  el  regular 
funcionamiento  ile  ellas  desde  que  se  ha  reducido  el  número  de  los  que  se  requieren 
para  ¡jtonunciar  sentencias;  pero  como  única  medida  sería  siempre  incompleta  si  se 
itt^t^^  el  Mtttál  sistema  de  subrogación  de  los  jueces.  £1  aumento  de  dos  Minis- 
trc^-pára  la  Corte  Suprema,  aunque  impondría  un  gasto  anual  de  treinta  mil  pesos, 
estnrÍEi  de  sobra  justificado:  el  personal  de  la  Corte  de  Casación  no  se  improvisa;  se 
forma  eu  el  estudio  y  en  la  práctica  de  algunos  años. 
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OfiLlGACIÓN  JURÍDICA  DE  LA  DECLARACIÓN  DE  GUERRA 
COMUNICACIÓN  A  LA  "BEVISTA  Dlí  DBRECHO  INTBBNACIONAL  PÚBLICO" 


Santiago,  Julio  20  de  1904 
Señor  Paul  FauchUlc 

Direetfir  de  Ib  Rer>ue  Générale  de  DroU  Intenational 
PMic. — Sceaax  (Seine) 

Estimado  señor  Director:  uno  de  Iob 
úttímos  números  de  la  interesante  Revif- 
ta  que  Ud.  ha  fundado  y  que  dirige  con 
singular  acierto,  contiene  un  estudio  so- 
bre la  "Obligación  jurídica  de  la  Declar.i- 
áón  de  Gnerra"  que  lleva  la  firma  de  Mr. 
Ebren,  profesor  de  laFacultad  de  Derecho 
de  Nancy. 

Ea  ese  estudio  se  contiene  una  informa- 
ción que,  suministrada  enlaforma  en  que 
está,  puede  inducir  en  errores  que,  á  nues- 
tro patriotismo  de  chilenos,  conviene 
evitar. 

Establece  Mr,  Ebren  el  hecho  de  que,  á 


partir  de  la  lucha  de  Crimea,  todas  las 
grandes  guerras  han  sido  precedidas  de 
una  declaración.  Y  agrega:  "Sin  embar- 
go, si  bien  esa  ha  sido  la  práctica  general, 
no  puede  decirse  que  haya  sido  una  prác- 
tica absoluta,  pues  ha  sufrido  excepcio- 
nes. A^,  en  1S78,  Chile  ha  iniciado,  sin 
declaración,  su  guerra  contra  el  Perú  y 
Bolivia." 

La  alusión  que  se  hace  á  la  actitud  asu- 
mida por  Chile  al  iniciarse  la  guerra  con- 
tra el  Perú  y  Bolivia  no  va  acompañada 
de  ningún  antecedente;  de  suerte  que  se 
hace  aparecer  á  mi  país  como  desconoce- 
dor premeditado  de  los  principios  de  de- 
recho internacional  que  reglan  esta  ma- 
teria. 

Para  apreciar  la  conducta  que  Chile 
observó  en  aquella  ocasión,  debe  recor- 
darse que  nuestra  cancillería  con  fecha  3 
de  enero  de  1879  decía  al  Encargado  de 
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Ntgacicw  en  I/B,  Paz  que  pidiera  sus  pasa- 
portcA  sí  el  Gobierno  de  Bolivia  persistía 
C11  Tlevar  á  efecto  la  ley  de  1878  sobre 
contribuciones  salitreras.  Agregaba  la 
cancrilcila  tMIem; 

"El  Gobierno  de  Chile  considera  tam- 
bién convcjiíentí'  í¡ue  Y.  S.  exprese,  antes 
de  retiráis,  al  de  Bolivia,  que  su  ncgati- 
TS.  reiterada  á  laflfiender  la  ejecución  de 
la  CÍtftdÉ  !ty  Im^Ftarfa  la  anulación  del 
tmtndo  de  1874;  y  que,  en  consecuencia, 
ruto  <?e  pactn  )H>r  Bolivia,  renacerían 
para  Chile  todos  los  derechos  que  legíti- 
miiinente  hacín  x-aler  antes  del  tratado 
é£  1866  sobre  d  térrítorio  A  que  ese  tra- 
tnnlc)  se  rcHcrc.— Por  la  misma  razón, 
Chile,  licuada  esa  desagradable  emergen- 
cia, que  él  no  ha  provocado  y  que  no  ha 
jootftdo  Cintiir,^ei^rá  aquellos  actos  que 
esliine  necesarios  para  la  defensa  de  sus 
derechos." 

Por  nota  de  20  de  enero  se  pedía  al 
Kgtí^te  Diplomátko  chileno  requiriera 
una  coutestacíÓa  franca  del  Gobierno  de 
Bolivia  que  "nos  permita  saber  si  ese  Go- 
bierno asume  las  consecuencias  que  ten- 
drán que  derivarse  forzosamente  de  su 
negativa", 

En  notadeS  de  febrero  de  1879  el  Agen- 
te L-liileno  dccí;i  al  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores  de  Bitlivia  lo  que  sigue,  refi- 
riéndose al  recurso  del  arbitraje  que  se 

"En  iitencinii  ñ  los  inmensos  |K.'rjuÍc¡os 
que  diariamente  ruciben  las  industrias  y 
el  comercio  de  Antofagasta,  y  en  obse- 
quio á  la  tranquilidad  pública  seriamente 
mncmiVftdd,  lae  p^míto  también  pedir  á 
V.  S.  rpic  se  dÍLTiie  darme  dicha  contesta- 
ción t  il  el  perentorio  tiempo  de  cuarentíi 
y  ucho  horas." 


Trascurrido  el  plazo  de  este  ultimátum, 

el  Agente  chileno  dirigió  á  la  Cancillería 
boliviana,  con  fecha  12  de  febrero,  una 
nota,  serena  y  enérgica,  que  concluía  co- 
mo sigue: 

"Roto  el  tratado  de  6  de  agosto  de 
IST^  porque  Bolivia  no  ha  dado  cumpli- 
miento á  las  obligaciones  en  él  estipula- 
das, renacen  para  Chile  los  derechos  que 
legítimamente  hacia  valer  antes  del  tra- 
tado de  18G6  sobre  el  territorio  á  que  ese 
tratado  se  refiere.  En  consecuencia,  el  G<>- 
Iiierno  de  Chile  ejercerá  todos  aquell()s 
actos  ((ue  estime  necesarios  para  la  defen- 
sa de  sus  derechos,  y  el  Gobierno  de  Boli- 
via no  debe  ver  en  ellos  sino  el  resultado 
•  lógico  del  rompimiento  que  ha  provocado 
y  de  su  negativa  reiterada  para  buscar 
una  resolución  justa,  (¡ue  habría  sido 
igualmente  honrosa  para  ambos  países." 

Pocos  días  después  se  iniciíiron  las  hos- 
tilidades, con  la  ocupación  militar  de  An- 
tofagasta. 

Hemos  creído  necesario  contribuir,  con 
las  informaciones  que  quedan  consigna- 
das, á  la  aclaración  de  un  punto  relacio- 
nado con  la  actitud  de  nuestra  patria  en 
presencia  de  las  prescripciones  del  derecho 
internacional;  y  qne  ha  sido  presentado 
A  la  consideración  de  los  lectores  de  la 
Revista  que  Ud.  dirige  sin  los  anteceden- 
tes necesarios  para  formar  juicio  cabal 
sobre  el  particular. 

Me  es  grato  salu<lar  á  Ud.  y  ofrecerme 
como  su  más  Atto.  y  S.  S. 

Mnu  EL  Cruchaga  T. 

Profesor  de  Derecho  loteruacioul 
en  la  (TniTersidad  CaMIíom 
de  í^ntiagr>. 
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DOS  PUNTOS  RELATIVOS  Á  NUESTRO  PAPEL-MONEDA 


Iva  Revista  rae  pide  un  artículo  sobre  el 
papel-moneda  en  sus  relaciones  con  nues- 
tra actual  cuestión  político-monetaria. 
KI  campo  es  demasiado  vasto  y  escabro- 
so y  me  limitaré,  por  ahora,  á  tocar  dos 
puntos  que  ya  van  pasando  en  autori- 
dad de  cosa  juzgada  entre  nosotros. 


¿Por  j¿ué  perdimos  okokn  1898? 
ó  SEA  ¿cuIlbs  son  las  condiciunbs  es- 
peciales QUE  necesita  VH  PAÍS  PARA 
MANTENER  LA  CIRCULACIÓN  METÁLICA? 

La  opinión  mas  general,  manifestada 
ya  repetidas  veces  en  las  cámaras,  la 
prensa  y  las  calles,  nos  explica  el  fenóme- 
no de  1898,  como  la  lógica  consecuencia 
del  establecimiento  del  régimen  metálico 
en  un  pafs  que,  por  su  estado  de  pobreza 
productiva,  según  unos,  ó  de  desequili- 
brio comercial,  segiín  otros,  no  podía 
mantenerlo  en  circulación.  Sólo  en  deter- 
minadas condiciones  económicas  de  un 
pafs,  las  cuales  no  se  realizarían  en  Chile, 
podría  mantenerse  el  metal  en  circula- 
ción. Fuera  de  ellas  el  oro  estaría  conde* 


nado  á  desaparecer  por  la  vía  de  la  ex- 
portación, como  mercadería  de  retorno. 

Error  trascendental  que  espero  poner 
de  manifiesto  en  estas  líneas,  desligando, 
esta  cuestión  del  problema  actual  de  po- 
lítica económica.  De  esta  manera,  desli- 
gados los  factores,  de  ideas  preconcebidas 
ó  de  intereses  privados  que  pueden  per- 
turbar el  raciocinio,  tocaré  este  punto 
en  el  sano  ambiente  del  amor  al  escla- 
recimiento de  la  verdad  de  un  hecho  vul- 
gar, pero  fundamental  de  la  vida  mone- 
taria. 

£1  oro  puede  circular  en  un  país  pobre 
que  arrastra  una  vida  económica  inci- 
piente ó  que  atraviesa  por  situaciones 
criticas,  como  en  un  país  rico  y  prós|Kro, 
de  tal  manera  que  no  es  signo  de  pros* 
peridad  su  mantenimiento  en  la  circula' 
ciótit  ni  tampoco  es  ¡a  prosperidad  condi- 
ción de  su  mantenimiento. 

La  prueba  inductiva  mas  palpable  nos 
la  ofrecen  los  países  de  la  América  Meri- 
dional que  á  pesar  de  no  ser  los  maj*  ri- 
cos y  prósperos,  son,  sin  embargo,  los 
que  mantienen  circulación  metálica.  El 
oro  de  la  revoltosa  república  del  Uruguay 
al  \^^Q  del  papel-moneda  de  las  dos  mas 
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prósperíls  de  sus  hermanas,  el  Brasil  y 
]a  Arjoitíiia.  BoHvia  con  su  circulación 
depltttÉt'la  cual  para  los  efectos  de  su 
eTaporaci6n  6  exportación  es  análoga  al 
oro  con  la  sola  diferencia  de  un  mayor 
flete;  y  sobre  todo  el  Perú,  país  mas  sin- 
ja^tflfiHWftib  aún,  si  se  atiende  á  su  vuelta 
eü  t^g^Mn  metálico,  después  de  sus  de- 
«aatrcB,  por  obra  y  gracia  de  su  propia 
bancarrota! 

■Se  nos  quiere  presentar  al  papcl-mo- 
Ked^  como  el  instrumento  obligado  mo 
netarin  ile  los  pueblos  que  no  han  alean- 
zafio  :'i  un  cierto  grado  de  desarrollo  y 
prosperidad,  como  una  especie  de  etapa 
a$CMarttt  de  los  primeros  tiempos  de  su 
Vida.  Olildan  Jos  que  tal  piensan  la  his- 
toría  monetaria  de  su  patria  y  de  la 
América.  ¿Cuál  fué  la  moneda  chilena 
ántes  de  1878?  ¿Cuál  la  moneda  de  la 
Atnfricet  ^tera  desde  los  primeros  tiem- 
pos de  la  conquista  española  y  de  la  co- 
]oni:íac¡(>n  inglesa,  alemana,  y  francesa  en 
el  Norte?  El  papel-moneda  americano  no 
Bn£Í6  en  la  conquista,  ni  en  la  tranquila 
6o^}i!Ao¿n  colonial,  ni  siquiera  fué  co:> 
diciónpara  la  independencia.  Ha  venido 
clespités,  y  por  lo  regular  como  expedien- 
te ñnancicro  de  los  gobiernos  americanos 
cu  t^'^ir^cas  situaciones  de  su  agitada 

¿Y  el  caso  de  la  caída  del  oro  en  Chile 
en  1SÍ18? — ¡Ah!  he  aquí  el  causante  de  la 
generalización  de  tan  vulgar  error  entre 
itoSótitYfft.  He  aquí  como  de  la  mala  inte* 
]igei]LÍ:i  de  un  fenómeno  vulgarísimo, 
pueden  deducirse  conclusiones  tan  erra- 
das, l'n  poco  de  historia  de  lo  que  todos 
hemos  presenciado  bastará  para  dar  al 
ha^Q^  verdadera  interpretación. 

En  18&5  se  restablece  el  régimen  metá- 
lido,  Operación  que  queda  realizada  mer- 
Céá  £  )o9  ingentes  sacrificios  financieros 


del  Estado,  y  que  se  iniciaba,  por  desgra- 
cia, con  el  crack  de  una  de  nuestras  más 
agudas  crisis,  á  cuya  reagravación  con- 
tribuyó, sin  duda,  la  reforma  monetaria. 
A  pesar  de  todo,  el  oro  se  mantiene.  En 
junio  de  1898  á  consecuencia  detestado 
de  delicada  susceptibilidad  de  los  ánimos 
con  motivo  de  los  peligros  de  guerra 
bien  inminentes,  se  comienza  á  difundir 
el  temor  de  nuevas  emisiones  de  curso- 
forzoso  mezclado  con  rumores  acerca  de 
nuestra  institución  bancaria  más  poten- 
te. KI  público  depositante,  obedeciendo  á 
móviles,  muy  fáciles  de  comprender  para 
el  más  vulgar  observador  psicólogo  de 
estos  fenómenos  de  crédito,  comienza  á 
retirar  sus  depósitos  del  banco.  Esto  su- 
cedía solamente  en  Santiago,  un  buen 
día  de  fines  del  mes  de  junio.  Al  siguiente 
día  continúa  el  movimiento  estimulado 
por  la  fuerza  misma  del  hecho  que  iba 
haciéndose  más  notable  ante  los  demás 
depositantes  hasta  entonces  desapercibi- 
dos. En  Valparaíso,  Concepción,  Iquique 
y  demás  plazas  de  la  República,  la  vida 
bancaria  continuaba  como  ántes.  Se  ha- 
bía producido  una  corrida  éi  los  bancos, 
un  run,  local  aquí  en  Santiago. 

No  se  necesitaron,  por  cierto,  en  aque- 
lla vidriosa  situación,  sino  pocos  días 
para  que  los  bancos  de  Santiago,  á  los 
cualesiba  extendiéndose  la  corrida,  se  en- 
contrasen en  bien  crítica  situación.  Para 
nadie  que  conozca  el  mecanismo  de  tas 
instituciones  del  crédito  bancario,  puede 
ser  éste  un  fenómeno  inexplicable. 

¿Se  retiraba  el  oro  de  las  cajas  de  los 
bancos  para  remitirlo  como  mercadería 
á  Europa?  No,  señores,  se  retiraba  para 
guardarlo  en  las  cajas  particulares  en 
previsión  de  nuevas  emisiones. 

Vino  entonces  la  ley  de  moratorias  pri- 
mero y  á  continuación  la  de  curso  forzo- 
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SO.  ¿Para  qué? — Para  salvar  A  las  ins- 
tituciones bancarias,  por  considerarse 
ligadaá  su  vida,  la  prosperidad  nacional. 
Si  el  curso  forzoso  no  viene,  habrían  caí- 
do los  bancos,  pero  el  oro  no  habría  vo- 
lado del  país,  á  pesar  de  la  bancarrota 
bancaría.  Voló  en  seguida  porque  ya  no 
tenía  para  qué  permanecer  entre  no- 
sotros. 

¿No  es  verdad,  que  en  el  caso  apunta- 
do de  Chile,  nada  hay  de  extraordina- 
rio, nada  que  repugne  con  lo  que  hemos 
apuntado  de  los  demás  países,  nada  que 
se  oponga  á  nuestro  acertó? 

Después  de  la  prueba  inductiva,  la  me- 
todolojía  de  la  demostración  me  incltnaá 
abordar  el  asunto  por  método  deductivo. 
En  este  caso  el  raciocinio  a  príorioo  hace 
sino  confirmar  los  hechos;  pero  por  te- 
mor de  aparecer  dándome  el  placer  de 
destruir  fortalezas  de  cartón,  tan  vulgar 
considero  el  error  que  manifiesto,  me  li- 
mitaré á  algunas  consideraciones  gene- 
rales que  lo  esclarecerán  más  aún. 

Basta  la  más  ligera  observación  de  los 
hechos  paracontestar  al  argumento  aquel 
de  qtte  siendo  la  moneda  metálica  una 
mercadería,  se  la  exportará  irremediable- 
mente. El  pa|)el-moneda  que  tiene  un  va- 
lor es,  bajo  tal  concepto,  una  mercadería 
análoga,  y  si  á  toda  persona  que  tiene 
dinero  cuando  circula  el  oro,  se  la  consi- 
dera atacada  del  pruiito  agudo  de  expor- 
tarlo al  extranjero,  ¿por  qué  no  ataca 
igual  prurito  á  los  tenedores  de  dinero  en 
los  países  con  papel-moneda?  En  estos 
les  bastaría  tomar  letras  sobre  el  extran- 
jero, sobre  todo  cuando  el  cambio  es  fa- 
vorable. Hace  dos  meses  tuvimos  cambio 
á  más  de  17d  ó  sea  casi  á  la  par  con  el 
cambio  ordinario  de  nuestro  oro  de  18  á 
(que  casi  siempre  es  inferior  á  este  tipo), 
y  si  no  hubiera  sido  por  las  incertidum- 
pRREcqq 


bres  acerca  de  las  futuras  medidas  legis- 
lativas, el  cambio  habría  levantado  aún. 
¿Porqué  no  se  desarrolló  entonces  el  pru- 
rito de  la  exportación?— Hay  indudable- 
mente causas  f[uc  pueden  ocasionar  retiro 
extraordinariode  capitales  al  extranjero, 
pero  en  la  vida  normal  de  los  países  no 
son  estos  movimientos,  por  io  regular, 
capaces  de  privarlos  de  su  circulante. 

No,  desde  el  momento  en  que  la  ley  crea 
la  necesidad  detener  un  metal  determina- 
do como  único  medio  legal  de  cambio  j 
de  pago,  este  metal  es  buscado  y  atraído 
por  todos  los  que  necesitan  hacer  cam- 
bios y  pagos,  miéntras  dure  esta  necesi- 
dad. ¿Por  qué  tenemos  boyunos  cuántos 
millones  de  oro  nacional  en  circulación? 
Porque  se  le  ocurrió  al  poder  legislativo 
establecer  la  necesidad  de  pagar  en  oro 
los  derechos  aduaneros,  y  por  este  senci- 
llo motivo  el  comercio  mantiene  en  circu- 
lación una  cantidad  de  monedas  que  más 
ó  menos  satisfacen  este  fin.  Si  el  poder 
legislativo  se  quiere  dar  el  placer  de  au- 
mentar este  oro  nacional,  aún  cuando 
más  no  fuera  para  experimentarla  verdad 
de  lo  que  digo,  que  dicte  otra  ley  creando 
otra  necesidad  y  demanda  de  oro;  por 
ejemplo  el  pago  de  los  fletes  y  pasajes  de 
los  Ferrocarriles  del  Estado  en  oro.  El 
público  que  viaja  y  fleta  en  los  Ferroca- 
rriles se  encargaría  de  mantener  y  alimen- 
tar en  el  país  otros  cuantos  millones.  Y 
si  todavía  se  quiere  ir  más  allá  en  la  ex- 
perimentación de  la  aclimatación  de  un 
metal  en  un  país  en  el  cual  se  le  declara 
único  medio  circulante  legal,  que  se  decla- 
re tal  por  la  ley  al  aluminio,  al  cobre,  al 
plomo  ó  á  cualquier  otro  y  se  verá  como 
estos  metales  se  aclimatan  tanto  en  las 
regiones  frias  de  los  polos  como  en  las 
^^Itentes  tropicales,  siempre  que  en  ellas 
ft  necesidad  de  pagos  y  de  cambios. 
^  3? 
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Y  como  esto  va  va  un  poco  lago,  ter- 
mino aIinj;:im!o  la  esjieranzíi  de  que  el 
lettorhacif  ctincluir  tan  convencido  como 
yó  de  que  ni  es  signo  de  prosperidad,  de 
p&t^ét  méí^tifyiimieato  de  la  circulación 
metálica  en  un  país,  ni  tampoco  es  con- 
dición ináhpetisuble  para  su  manteni- 
miento la  prosperidad.  Si  no  es  un  fenó- 
meno incomprensible  que  un  país  pobre 
tf1^g&p£tpe]y  uno  rico  oro,  tampoco  lo  es 
él  caso  inverso. 

No  se  coni'undan  la  condicíoncsde  pros- 
peridad ijue  tunviene  elegir  para  una  re- 
forma monetaria  de  paso  del  papel  al 
oro,  i|ue  pueda  acarrear  ciertos  trastor- 
ni'<,  Ni  vs  tan  claro  como  la  verdad, 
cuu  a4ucllode  que  sólo  con  determinadas 
cop4íck>izes  de  prosperidad  se  mantenga 
«I  metál  em  ^ÍFCulación,  lo  cual  es  tan  os- 
curo como  el  error. 


II 


%t,  PA(.í)  ni?  LUS  DERECHOS  DE  INTKRNA- 
CJÚN  V  ALMACENAJE  KN  ORO 

ttl^pEitu  práctico  de  semejante  medida 
ea  tas  pafscs'eg  quecircula  elpapel-mone- 
dn  un  puede  ser  otro  que  el  proporcionar 
al  Eatadu  las  fondos  necesarios  para 
atender  á  los  compromisos  físcales  en  el 
éxtJCáf^ew*.  ^al  es,  en  efecto,  el  objeto 
i|iic  iJiTsi^ruió  aquí  al  autorizar  el  co- 
l>i"<»fn  Inienas  letras  sohrc  Londres  de 
una  ptirtc  de  los  derechos  de  exportación 
del  salitre;  y  esindudable  que  tal  disposi- 
^$xÍ(«tfll«Eda  perturba  nuestros  cambios 
íHterrtlt<ríün;de.s  ya  (juc  sí  el  impuesto  se 
cfibr;ir;i  fU  mcmeda  nacional,  el  Gobier- 
no si;  \  t  ría  obligado  á  comprar  letras  en 
e^  tues%á¿|a  pt^a  atender  sus  remesas  al 
«xlrañjerp,  con  lo  cual  nada  gaaarfan, 


ni  el  erjuilibrio  de  los  cambios,  ni  las  ope- 
raciones administrativas. 

¿Pero  qué  significa  la  disposición  de  la 
ley  de  emisión  de  1898  sobre  la  exigencia 
del  pago  de  los  derechos  de  internación  y 
almacenaje  en  moneda  nacional  de  oro? 
—No  será  muy  difícil  darse  cuenta  de  la 
absurda  ociosidad  de  tal  operación. 

Si  se  atiende  al  aspecto  financiero  de 
las  entradas  fiscales  no  puede  verse  en  t.  d 
operación  un  propósito  de  aumentarlas, 
pues  esto  sería  especular  con  la  propia 
dcsvalorización  de  los  billetes  del  Estado, 
l'ero  quiero  conceder  tal  propósito  y  en 
tal  caso  ¿no  sería  muchísimo  más  racio- 
nal exigir  el  pago  de  esas  contribuciones 
en  moneda  legal,  con  el  recargo  corres- 
pondiente al  tipo  del  cambio  del  día?  Asi 
se  evitaría  el  Gobierno  el  ocioso  mecanis- 
mo de  los  remates  periódicos  del  oro  y 
demás  actividades  dedicadas  á  tan  inútil 
o¡jeración. 

¿Qué  se  dida  de  un  particular  que  se 
diera  el  placer  de  no  elegir  la  línea  más 
corta  para  un  acueducto  de  irrigación 
sino  que  hiciera  dar  á  sus  aguas  algunas 
vueltas  y  rodeos  inútiles  antes  de  pene- 
trar en  su  propiedad?  Lo  mismo  se  podrá 
decir  de  un  Fisco  que  sujeta  á  tan  com- 
plicadas operaciones  la  fácil  recaudación 
de  sus  impuestos  de  internación.  Tan 
claro  es  esto  que  puedo  concluir  con  evi- 
dencia que  no  es  en  el  terreno  de  los  inte- 
reses financieros  en  donde  puede  estar  lii 
justificación. 

Veamos  ahora  el  íispecto  económico- 
monetario  del  asunto. 

Hl  valor  de  toda  mercadería  y  entre 
ellas  el  de  la  moneda  tiende  á  incremen- 
tarse á  medida  que  aumentan  las  nece- 
sidades que  originan  la  demanda  de  ella 
y  á  disminuir  en  el  caso  contrario.  Sí  ma- 
ííana  se  dictara  una  ley  universal  dispo- 
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niendo  qae  toda  batería  de  cocina  fuera 
íie  cobre,  ó  todo  individuo  debiera  Ijeber 
vino  francés  ¿quién  podría  dudar  que  se- 
mejante disposición  no  favoreciera  la  alza 
(leí  valor  del  cobre  y  del  vino  francés?— 
Pues  igual  cosa  sucede  con  el  valor  del 
papel-moneda.  Aparte  de  su  valor  prove- 
niente de  su  carácter  de  pagaré  del  Go- 
bierno, valor  que  no  existe  para  nuestro 
peso,  pues  no  van  quedando  ya  inocentes 
en  esta  tierra,  lo  que  valoriza  el  billete 
son  las  necesidades  de  la  circulación  den- 
tro del  país,  las  necesidades  de  pagos  y 
L'ambios  en  las  transacciones  comerciales, 
industriales,  especulativas,  financieras, 
etc.  Uigo  dentro  del  ])a{s,  pues  el  billete 
no  tiene  curso  internacional,  no  es  mer- 
cadería de  exportación.  Dada  una  canti- 
dad de  billetes  iijn,  emitida,  el  valor  de 
ellos  será  tanto  mayor  cuanto  mayores 
sean  estas  necesidades,  v  toda  medida  ó 
acontecimiento  que  incremente  estas  ne- 
cesidades ó  demanda  de  billetes  tenderá 
á  incrementar  su  valor  y  por  tanto  á  su- 
bir el  cambio.  Por  ejemplo,  la  actividad 
de  los  negocios  nuevos  salitreros  en  el 
norte,  la  supresión  de  las  fichas  en  las 
oficinas,  la  demanda  de  billetes  para  Ma- 
gallanes con  las  nuevas  industrias  gana- 
deras, son  hechos  que  tienden  á  incremen- 
tar el  valor  de  nuestro  peso,  á  aumentar 
su  demanda,  de  la  misma  manera  que  au- 
mentaría si  por  ejemplo  sucediera  el  raro 
caso  de  f|ue  el  (jobiemo  de  Nfendoza  ú 
otra  región  declarara  el  curso  legal  de 
los  billetes  chilenos  en  sus  dominios.  Es  el 
mismo  caso  del  cobre  y  del  vino  francés. 

En  cambio  toda  medida  tendente  á  su- 
primir un  uso,  una  necesidad  6  demanda 
de  billetes,  es  también  tendente  á  dismi- 
nuir su  valor,  así  como  toda  medida  ten- 
dente á  suprimir  un  uso  del  cobre  ó  del 
vino  francés  es  también  tendente  á  su  de- 


preciación. La  entrega  de  Tacna  al  Perú, 
por  ejemplo,  quitando  á  nuestro  papel- 
moneda  la  demanda  que  en  esta  provincia 
tiene,  tendería  á  depreciarlo.  En  igual 
categoría  debemos  clasificar  las  leyes  ten- 
dentes á  limitar  el  curso  del  billete  en 
ciertos  pagos,  como  ser  ei  pago  de  los 
der^hos  aduaneros  de  que  nos  ocupamos. 

Tales  medidas  tienden  á  su  deprecia- 
ción y  cada  paso  que  se  diera  en  este  sen- 
tido seria  en  refuerzo  de  esta  tendencia. 
Supóngase,  por  ejemplo,  que  el  Gobierno 
de  Chile  dictara  una  nueva  ley  exigiendo 
el  pago  en  oro  de  los  fletes  y  pasajes  en 
los  Ferrocarriles  |del  Estado  ¿quién  po- 
dHa  dudar  que  se  diera  con  ella  un  nuevo 
golpe  al  valor  del  papel? — Y  no  se  repli- 
que que  la  demanda  del  oro  queda  neu- 
tralizada por  la  oferta  que  de  él  hace  el 
Gobierno  nuevamente  pues,  aún  cuando 
esto  neutraliza  mucho,  en  realidad,  su 
efecto  deprimente,  no  deja  por  esto  de 
quedar  en  pie  la  limitación  del  uso  del 
papel-moneda. 

La  única  réplica  posible  en  favor  del 
mantenimiento  de  tan  irrracional  opera- 
ción es  aquello  de  considerar  que  su  efec- 
to en  la  des  valorización  del  papel  no  sea 
de  gran  entidad;  pero  de  por  ^  cae  tan 
pobre  defensa,  pues  nada  hay  más  fácil 
que  su  derogación  ó  reemplazo  por  el  pa- 
go en  papel  al  tipo  del  cambio  del  día. 
Por  pequeño  que  sea  el  mal,  él  está  com- 
pensado  con  lapequeñez  del  sncrifícioque 
significa  el  remedio,  ó  sea,  su  derogación 
es  económica. 

Téngase  presente  que  la  desvaloriza- 
ción del  papel-moneda  no  sólo  puede  pro- 
venir del  incremento  exagerado  de  las 
emisiones,  sino  también  del  decaimiento 
de  tas  necesidades  de  la  circulación  así 
como  el  valor  del  cobre  y  del  vino  francés 
que  tomamos  por  ejemplo,  puede  tam- 
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hify¡  decaer  no  a6ío  por  el  incremento  de 
RiT  pniííiiLC!"'>ti.  sino  también  porlaslimi- 
tatiuncs  de  sus  usos, 

Por  último,  á  naUie  puede  ocultarse  la 
irregatBi4d3|d  qtiS  eUcubre  aquello  de  que 
nn  Gobierno  ponga  limitaciones  á  la  cir- 
cul;ií.¡nn  (le  ST3  yirfipio  billete, solo  compa- 
rable con  la  de  algún  salitrero  que  no  re- 
cibiera em  Bchiu  en  su  propia  pulpería. 

£Qií|IK)e0edMitiea^ue  pueden  citarse  en 
^ft/it  de  esta  mti|l4ll  no  tienen  importan- 
cia, pn*s  el  justificativo  de  ellos  está  en 
ios  pagos  en  oro  al  extranjero.  En  Es- 
¡NMIHi  por  ejemplo,  tn  1900,  los  derechos 
ét  li^^til^tolttj^dos  en  oro  alcanzaban 


á  165  millones  de  pesetas,  con  ellos  se 

hacen  los  pagos  al  extranjero  y  el  resto 
se  vende  al  mercado.  La  operación  por 
este  resto  es  tau  inútil  como  en  el  caso 
de  Chile. 

Luego,  pues,  tal  medida  no  encuentra 
su  justificación  ni  en  el  aspecto  financie- 
ro de  los  intereses  fiscales,  ni  en  los  eco- 
nómico-monetarios del  p^s. 

Guillermo  Subbrcaseaux, 

Prof.  Ext.  de  Eoonomía  Polt'ticm  en  Im  Unir, 
de  Chile. 

Santiago,  agosto  15  de  1904. 
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EL  RECURSO  DE  CASACION  EN  EL  FONDO  Y  LAS  CUESTIONES 
m  HECHO  EN  LOS  JUICIOS 


CAPÍTULO  PRIMERO 


Doctrina  general 


Entre  las  cuestiones  que  provoca  el  re- 
curso de  casación  en  el  fondones,  sinduda, 
una  de  las  más  importantes  la  que  se  re- 
fiere ¿  determinar  cuál  es  el  poder  del 
Tribunal  Supremo  en  orden  á  los  puntos 
controvertidos  por  las  partes  6  que  esta- 
blece la  sentencia  de  que  se  reclama. 

En  los  litigios,  debátense  puntos  de  he- 
cho 7  pantos  de  derecho.  Los  jueces  de 
primera  y  de  segunda  instancia,  no  sólo 
pueden,  sino  que  deben,  en  principio  al 
menos,  considerar  unos  y  otros  y  pro- 
nunciarse sobre  ambos.  Para  esto,  la  ley 
los  arma  de  todos  los  medios  de  investi- 
gación necesarios,  y  les  confiere  las  más 
amplias  facultades  dentro  de  sus  pres- 
cripciones. Esto  es  indiscutible  y  es  claro. 

Pero  ¿tiene  iguales  facultades  el  Tribu- 
nal de  casación? 

Desde  luego,  es  preciso  responder  que 
no.  Las  atribuciones  suyas  sólo  miran  á 
los  puntos  de  derecho.  Esto  va  envuelto 


en  la  noción  misma  de  la  casación^  tal 
como  la  explica  el  artículo  940,  inciso  1' 

de  nuestro  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil: "El  recurso  de  casación  en  el  fondo," 
dice,  "tiene  lugar  contra  sentencia  pro- 
nunciada con  infracción  de  ley,  siempre 
que  esta  infracción  haya  influido  sustan- 
cialmente  en  lo  dispositivo  de  la  senten. 
cia.'*  En  seguida  el  artículo  977  precep- 
túa que,  "en  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo,  no  se  podrán  admitir  ni  decretar  de 
oficio,  para  mejor  proveer,  pruebas  de  nin- 
guna clase  que  tiendan  á  establecer  Ó  es- 
clarecer los  hechos  controvertidos  en  el 
jaicto  en  que  hubiere  recaído  la  sentencia 
recurrida."  Y  el  958  dispone  que,  "cuando 
la  Corte  Suprema  invalidare  una  senten- 
cia por  casación  en  el  fondo,  dictará  acto 
continuo  y  sin  nueva  vista,  pero  sepa- 
radamente, sobre  la  cuestión  materia  del 
juicio,  la  sentencia  que  crea  conforme  á 
la  ley  y  al  mérito  de  los  hechos  tales  co- 
nio  se  han  dado  por  establecidos  en  el 
fallo  recurrido". 

Estas  tres  disposiciones  manifiestan 
explícitamente  el  pensamiento  del  legis- 
lador respecto  de  la  naturaleza  del  recur- 
so de  casación  en  el  fondo,  de  acuerdo 
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con  los  principios  generales  admitidos  en 
Derecho  sobre  el  particular:  la  casación 
en  el  fondo  no  es  una  nueva  instancia  de 
los  pleitos,  no  tiene  por  objeto  conside- 
rar por  última  vez  todns  las  cuestiones 
de  hecho  y  de  derecho  ventiladas  en  el  li- 
tigio; sino  que  tiene  por  objeto,  según  he- 
mos dicho,  examinar  solamente  la  cues- 
tión de  derecho,  á  efecto  de  comprobar, 
por  el  simple  estudio  del  fallo  y  de  la  ley, 
si  ésta  ha  sido  ó  no  bien  aplicada  por  el 
tribunal  de  última  instancia. 

La  casación,  enseñan  los  tratadistas, 
es  un  acto  de  poder  que  tiende  á  restable- 
cer el  imperio  de  la  ley  cuando  ha  sido 
mal  entendida.  En  cuanto  á  lo  demás,  en 
cuanto  á  los  puntos  de  hecho  del  litigio, 
ello  es  del  dominio  exclusivo  de  los  jueces 
del  fondo  ó,  como  se  les  llama  también, 
por  lo  mismo,  jueces  del  hecho.  Su  poder 
es  soberano  en  esta  materia. 

Tal  es  ei  principio,  recibido  hoy  día  sin 
discusión. 

Sencillo  en  apariencia,  ofrece,  sin  em- 
bargo, á  veces,  su  aplicación  en  la  prácti- 
ca del  foro,  dificultades  de  tal  manera 
graves,  que,  en  los  países  en  donde  existe 
el  recurso  de  capación  en  el  fondo  desde 
antiguo,  ha  producido  discusiones  ver- 
daderamente seculares,  y  puede  afirmar- 
se que,  bástala  fecha,  los  jurisconsultos 
y  los  magistrados  no  han  llegado  á  po- 
nerse de  acuerdo  sobre  algunas  de  las  si- 
tuaciones jurídicas  susceptibles  de  presen- 
tarse. 

La  discordia  ha  provenido  de  lo  difícil 
que  suele  ser  el  separarlos  hechos  del  de- 
recho, ó  sea,  de  indicar  el  término  preciso 
que  distingue  á  aquéllos  de  éste.  Según  el 
concepto  que  de  unos  y  otro  se  forme,  así 
es  el  resultado  á  que  se  arriba:  la  exage- 
ración en  uno  ó  en  otro  sentido  conduce, 
ó  A  convertir  la  casación  en  el  fondo  en 


una  nueva  instancia  del  litigio,  ó  á  res- 
tringir de  tal  modo  su  esfera  de  acción, 
que  prácticamente  queda  reduc*ida  casi  á 
la  impotencia. 

Importa,  por  lo  tanto,  tratar  de  fijar 
siquiera  las  bases  de  la  solución  del  pro- 
blema y  deducir  sus  consecuencias  pri- 
mordiales. Sobre  ellas,  felizmente,  parecen 
haberse  pronunciado  ya  en  definitiva  la 
doctrina  y  la  jurisprudencia  del  país  que 
ha  servido  de  guía  á  losdemás  en  sus  ins- 
tituciones jurídicas:  la  Prancia. 

Veamos,  pues,  lo  que  los  tratadistas  y 
los  tribunales  franceses  han  llegado  á  es- 
tablecer sobre  el  particular. 


II 


Abriendo  el  tomo  XIV  (1)  de  la  precio- 
sa obra  de  Derecho  intitulada  Pandéctes 
Fraaqaises,  encontramos  extensamente 
dilucidada  la  materia. 

Sentada  la  regla  fundamental  de  que 
corresponde  intervenir  á  la  Corte  de  Ca- 
sación en  donde  quiera  que  haya  una 
contravención  á  la  ley  que  sea  causa  efi- 
ciente de  un  fallo,  y  después  de  aludir  á 
ciertas  doctrinas  de  antiguos  jurisconsul- 
tos que  deseaban  aprisionaren  estrecho 
marco  el  poderdel  Tribunal  Supremo,  di- 
ce así:  ^ 

"794 —trfi  Corte  de  Casación  no  se  en- 
cierra, sin  embargo,  en  la  aplicación  in- 
flexible de  esta  regla.  líl  objeto  de  su  ins- 
titución es  mantener  la  unidad  de  la  ju- 
risprudencia; y  no  ha  podido  menos  de 
ensanchar  en  sus  sentencias  la  noción, 
hasta  entoncesdcmasiado limitada,  de  la 
contravención  á  la  ley.  Nojuzgaya,  como 
lo  querían  Joli  de  Fleurj'  y  Tolozan,  que 
la  contravención  sea  "clara"  y  *Miteral," 

^1)  P^a.617y  signieute». 
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ni  como  lo  quería  Henrión  de  Pansey,  que 
la  sentencia  esté  en  oposición  diametral 
con  la  ley.  Para  ella,  basta  quela  contra- 
vención &  la  ley  sea  cierta  y  que  la  dispo- 
sición del  fallo  atacado  esté  en  contradic- 
ción, no  con  el  texto,  sino  aun  solamente 
con  el  espíritu  de  la  ley.  La  falsa  interpre- 
tación y  la  falsa  aplicación  de  la  ley  bas- 
tan, pnes,  para  acarrear  la  casación. 

"799.— Pero  en  los  casos  de  falsa  apli- 
cación de  la  ley,  es  necesario  distinguir  el 
error  de  derecho  y  el  error  de  hecho.  El 
error  de  derecho,  que  no  es  otra  cosa  que 
una  contravención  á  la  ley,  una  falsa  in- 
terpretación 6  una  falsa  aplicación  de 
esta  ley,  abre  la  puertaá  la  casación. 

"801.— El  errór  de  hecho,  que  no  cons- 
tituye una  contravención  á  la  ley,  no  pue- 
de ser  objeto  de  un  recurso  de  casación. 

"802— Con  todo,  una  declaración  de 
hecho  puede  también  dar  lugar  á  casa- 
dón  si  es  el  resultado  y  consecuencia  de 
un  error  de  derecho. 

"906.— Pero  perteneciendo  á  la  Corte 
de  Casación  resolver  sobre  la  aplicación 
(le laleyá  losliechosdeunacausa,  ¿cómo 
reconocerá  ella  el  lindero  que  separa  el  he- 
cho del  derecho?  ¿Cuáles  son  los  límites 
del  poder  soberano  de  los  jueces  del  he- 
i:bo?  ¿Dónde  comienza  el  poder  de  apre- 
ciación de  la  Corte  Suprema?  En  medio 
de  las  controversias  de  la  doctrina  y  de 
lamultiplicidadde  los  monumentos  de  la 
jurisprudencia,  es  extremadamente  difí- 
cil formular  una  regla  precisa  que  sirva 
de  críter'mm  y  de  guía. 

"907.-Sin  embargo,  M.  Bouvier  {Elé^ 
ments  organisation  judiciairc) ,  cuya 
opinión  es  adoptada  por  M.  Chenon  (op. 
cit.  p.  163),  distingue  tres  puntos  funda- 
mentales que  reclaman  el  examen  de  los 
magistrados,  y  esta  distinción,  muy  ra- 
cional y  lógica,  permite  llegar,  á  lo  menos 


aproximativamente,  á  la  solución  del 
problema.  Los  jueces  de  una  controver- 
sia, según  los  autores,  deben  averiguar: 
1^,  sí  los  hechos  que  sirven  de  base  al 
proceso  existen  ó  no;  2',  en  caso  de  estar 
establecida  la  existencia  de  estos  hechos, 
qué  calificación  debe  dárseles;  3",  en  fin, 
una  vez  determinadas  la  naturaleza  del 
hecho  y  su  calificación  legal,  qué  coiv- 
secuencias  deben  resultar  de  ahí  bajo  el 
punto  de  vista  de  la  aplicación  de  la  ley 
civil. 

"908. — Todo  lo  que  corresponde  á  la 
caHñcación  legal  de  los  hechos,  todo  lo 
concerniente  á  las  consecuencias  de  esta 
caHñcación  legal  bajo  el  punto  de  vista 
de  la  aplicación  de  la  ley,  es  del  dominio 
de  la  Corte  de  Casación. 

"909.— Por  el  contrario,  sobre  la  com- 
probación de  la  existencia  de  los  hechos, 
los  tribunales  del  fondo  tienen  un  poder 
soberano.  Pero  es  necesario  aún  que  este 
poder  de  comprobación  haya  sido  ejer- 
cido conforme  á  la  ley  y  á  los  medios  de 
prueba  establecidos  por  ella,  y  si  el  juez 
se  ha  apartado  de  estas  reglas.  la  vía  del 
recurso  de  casación  queda  expedita  con- 
tra su  fallo. 

"910.— ¿a  Jurisprudencia  de  la  Corte 
de  Casación  ha  consagrado  esta  dis- 
tinción....** 


III 


Tal  es  la  doctrina  que  desarrollan  los 
autores  de  las  Pandectas  francesas,  trein- 
ta y  seis  jurisconsultos  y  magistrados 
eminentes,  entre  los  cuales  se  cuentan  Ri- 
viérc,  Colmet  de  Santerre,  Guillouard, 
Rubén  de  Couder,  E,  Villey,  Fabreguet- 
tes,  Barbier  y  otros. 

Añadamos  que,  casi  en  idénticos  térmi- 
nos, la.exponen  los  redactores  de  otra  no 
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menos  interesante  obra  de  Derecho  aná- 
loga: el  Répertoire  Générat  Alphabéttque 
de  Droit  Franqais  (1),  otros  veintiocho 
ilustres  profesores  y  jaeces  como  Batbie, 
Bufnoir,  Dareste,  Demante,  Garsonnet, 
Laurent,  Larrombiére  Ch.  Lyon-Caen, 
Lehr,  etc.;  y  que,  con  la  misma  sustancia, 
la  explica  también  M.  Crépon  en  su  libro 
LePourvoicn  Cassatioa,tomos  II  y  III. 

Podemos,  pues,  concluir  que  la  ante- 
rior es  la  doctrina  umversalmente  acep- 
tada en  Francia  sobre  esta  materia. 

Pero,  á  nuestro  juicio,  ella  no  es  sola- 
mente ta  doctrina  francesa,  sino  que  es 
la  doctrina  única  é  inamovible  sobre  este 
punto;  porque  no  puede  concebirse  otra 
más  rigorosamente  científica  dentro  del 
actual  concepto  de  la  casación  en  el  fondo. 

Apliquémosla  por  vfa  de  ejemplo  á  un 
contrato. 

Pedro  demanda  á  Juan  para  que  le  sa- 
tisfaga ciertas  indemnizaciones  prove- 
nientes, según  dice,  de  un  contrato  que 
éste  ha  infñngido  y  cuya  existencia 
niega. 

Lo  primero  es  aquf  establecer,  por  los 
medios  legales,  si  ha  existido  un  contrato 
entre  Pedro  y  Juan.  Comprobado  este 
hecho,  corresponde  suca/itfcací(5n  legal,  6 
sea,  determinar  qué  clase  de  contrato  es 
éste.  Conseguida  esta  verificación,  resta 
fijar  los  eS^toa  legales  que  debe  producir 
el  contrato,  á  fín  de  inquirir  si  ha  sido  6 
no  infringido  por  Juan. 

El  primer  punto  es  la  cuestión  de  hecho 
del  litigio  y  su  averiguación  es  del  re- 
sorte exclusivo  de  los  jueces  del  fondo. 
A  ellos  Ies  corresponde  apreciar  sobera- 
namente la  prueba,  sujetándose,  se  en- 
tiende, á  los  preceptos  legales  que  regu- 
lan el  valor  de  ella  y  el  procedimiento  en 

(1)  T  IZ,  pág«  340  7  tiguientei. 


general.  La  Corte  de  Casación  no  podría 
abrir  nueva  controversia  sobre  este  pun- 
to: tendría  que  dar  por  inconcuso  lo  de- 
clarado por  aquellos  jueces,  ya  sea  (|ue 
estuviese  bien  6  mal  fallado,  salvo  el  único 
caso,  que  discutiremos  más  adelante,  de 
que  semejante  declaración  importase,  en 
realidad,  un  error  de  derecho. 

Pero  no  sucede  lo  mismo  con  los  otros 
dos  puntos,  que  no  son  de  hecho,  sino  de 
derecho,  porque  tratan  de  la  aplicación 
de  la  ley  al  hecho,  en  lo  relativo  á  los 
elementos  6  requisitos  internos  que  sir- 
ven para  caracterizar  un  contrato,  indi- 
cando, V.  gr.,  si  es  comodato  ó  compra- 
venta; y  en  lo  relativo  á  los  efectos  pro- 
pios de  cada  acto  jurídico.  Sobre  estos 
puntos,  resuelven  también,  naturalmen- 
te, los  jueces  del  fondo;  pero  su  decisión 
no  es  inamovible,  sino  que  cae  de  lleno 
dentro  de  la  esfera  de  fiscalización  de  la 
Corte  de  Casación.  Se  reabre,  pues,  el  de- 
bate ante  ella,  y  sí  encuentra  que  esos 
jueces  se  han  equivocado,  llamando, 
V.  gr.,  comodato  á  lo  que  es,  ante  la 
ley,  una  compraventa,  6  atribuyendo  al 
contrato  un  efecto  distinto  del  que  la  ley 
le  asigna,  ó  negándole  un  efecto  que  la 
ley  le  reconoce,  ó  concediéndole  alguno 
que  no  es  suyo,  la  Corte  de  Casación 
anula  la  sentencia  y  restablece  el  imperio 
del  Derecho  tal  como  su  propio  criterio 
jurídico  se  lo  indica. 

Apliquemos  la  misma  doctrina  á  un 
testamento. 

Pedro  demanda  á  Juan  el  pago  de  un 
legado  que  asegura  haberle  dejado  Anto- 
nio en  su  testamento. 

Análogamente  con  el  caso  anterior,  es 
preciso  establecer  en  éste:  l*'  si  Antonio 
otorgó  un  testamento  y  si  éste  contiene 
una  determinada  cláusula  en  favor  de 
Pedro;  2^  si  esta  cláusula  es  una  asigna- 
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ción  testamentaría  válida  ó  nñ;  3*^  qué 
efectos  legales,  en  consecuencia,  debe  pro- 
ducir. 

Ix>  príxnero  son  las  cuestiones  de  hecho 
del  juicio  y  su  esclarecimiento  pertenece 
privativamente  á  los  jueces  del  fondo. 
A  ellos  les  incumbe,  pues,  determinar  con 
arreglo  á  los  medios  probatorios  legales 
y  á  taapreciación  qne  su  criterio  les  dicte 
sobte  el  alcance  material  de  las  pruebas 
producidas,  si  hay  ó  no  testamento  y  si 
éste  tontiene  ó  no  la  cláusula  de  que  se 
trata.  Su  decisión  sobre  esto,  aunque  sea 
errónea,  no  puede  ser  revisada  porel  Tri- 
bunal de  Casación;  salvo  e!  mismo  caso 
excepcional  á  que  hemos  aludido  más 
arriba. 

No  ad  con  los  otros  dos  puntos.  Estos 
no  son  de  hecho,  sino  de  derecho;  porque 
envuelven  la  aplicación  de  la  ley  á  los 
hechos  en  orden  á  los  requisitos  inter- 
nos y  externos  que  la  ley  exige  para  la 
existencia  ó  validez  de  una  asignación 
testamentaria,  y  en  orden  á  los  efectos 
que  la  ley  atribuye  á  una  cláusula  seme- 
jante. Estas  cuestiones  están  sometidas 
á  lafiscalizaciónde  la  Corte  de  Casación. 
Si  los  jueces  del  fondo  se  han  equivocado, 
declarando,  v.  gr.,  que  es  válida  la  cláu- 
sula á  pesar  de  no  indicar  la  persona 
del  asignatario,  y  ordenando,  por  consi- 
gniente,  que  sea  cumplida  en  favor  del 
demandante,  la  Corte  de  Casación  llena- 
rá su  misión  privando  de  eficacia  legal  á 
la  sentencia. 

Exactamente  sucedería  si  ae  tratase  de 
la  validez  Ó  nulidad  del  testamento  mis- 
mo: los  jueces  del  hecho  no  podrían  im- 
punemente equivocarse  sobre  ello. 

¿Cabría  sostener  en  los  casos  indicados 
qne,  al  dedr,  por  ejemplo,  los  jueces  del 
fondo:  "Existe  nna  asignación  testamen- 
taria","Hay  un  contrato  de  compraven- 

UERECHO 


ta",  no  fallan  sobre  el  derecho,  sino  que 
establecen  simplemente  un  hecho,  cuál  es 
la  existencia  de  la  asignación  y  de  la 
compraventa,  siendo,  por  tanto,  inamo- 
vible su  decisión? 

Sería  un  error  el  sostenerlo. 

Es  verdad  que  todo  cuanto  existe  en  el 
universo  es  un  hecho,  y,  en  este  sentido, 
tanto  es  hecho  la  caída  de  una  piedra  co- 
mo la  más  sutil  abstracción  del  enten- 
dimiento; la  ley  misma  es  un  hecho. 

Pero  la  doctrina  expuesta  no  toma  en 
esta  acepción  ilimitada  esa  palabra.  i)or- 
que  vendría  á  consignar  algo  absoluta- 
mente ininteligible,  un  absurdo. 

Se  llaman  hechos  ahí,  los  hechos  del 
juicio,  expresión  que  el  buen  sentido  de- 
fine inmediatamente  sin  necesidad  de  re- 
currir á  lucubraciones  ni  á  diccionarios. 
Son  hechos  del  Juicio  las  circunstan- 
cias ó  acontecimientos  que  sirven  de  base 
al  litigio  de  tal  manera,  que,  sin  ellos, 
este  litigio  no  se  concibe,  como  asimismo 
los  que,  dentro  de  él,  ocurren:  en  los  ejem- 
plos propuestos,  la  existencia  ó  inexis- 
tencia del  contrato  ó  del  testamento;  las 
cosas  qne  ha  declarado  un  testigo,  etc. 
Lo  demás,  en  los  jnicios,  son  los  puntos 
de  derecho,  ó  sea,  la  aplicación  y  aco- 
modamiento, como  dice  Escriche,  de  la 
ley  ó  de  las  reglas  de  justicia,  á  los  pun- 
tos de  hecho  (1). 

En  este  mismo  concepto  se  dice  que,  si 
la  cuestión  es  de  hecho,  se  reciba  la  causa 
áprueba,ysies(fec/erec¿o,secite  para  oír 
sentencia,  después  de  los  escritos  regla- 
mentarios; que  los  tribunales  colegiados 
deben  discutir  y  resolver,  en  sus  acuer* 
dos,  primeramente  las  cuestiones  de  he- 
cho y  después  las  de  derecho,  etc. 


(1)  Diccionario  Ratonado  de  LegUlaetón  ^  JuriH- 
prudeiiria,  voz  herhn. 
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Ka  preciso,  pues,  distinguir  en  aquel 
concepto  ilimitado  de  los  hechos,  los  que 
son  del  juicio  y  los  que  podrían  llamarse 
actos  psicológicos  del  tribunal^  ó  sea  la 
apreciación  que  hace  de  la  ley  en  su  rela- 
ción con  aquéllos.  Los  hechos  del  juicio 
son  inamovibles  tales  como  los  asienta 
el  juez  del  fondo;  los  psicológicos  suyos  ó 
apreciación  suya  de  la  ley,  ceden  el  paso 
ante  el  criterio  superior  de  la  Corte  de 
Casación. 

Si  así  no  fuese  y  hubieran  de  considc- 
derarse  como  hechos  del  juicio  las  decla- 
raciones del  juez  del  fondo  relativamente 
al  valor  ó  calificación  legal  de  los  hechos 
por  él  comprobados  y  sus  consecuencias 
legales,  se  llegada  á  la  conclusión  de  que 
iamás  podría  hacerse  lugar  á  una  casa- 
ción en  el  fondo.  La  ley  se  habríadestruí- 
do  á  sí  misma. 

Si  se  admite,  en  efecto,  que  es  un  hecho 
del  juicio  y,  como  tal,  inamovible,  el  de- 
clarar que  un  contrato  es  de  compraven- 
ta y  no  de  comodato,  ó  que  una  cláusu- 
la testamentaria  es  ó  no  asignación  váli- 
da, hay  que  admitir  que  el  error  sobre  es- 
tos puntos  es  un  error  de  hecho  y  no  de 
derecho,  y  entonces  tenemos  que  jamás 
podrá  ocurrir  un  error  de  derecho  so- 
bre la  inteligencia  de  la  ley  relativamente 
á  los  requisitos  internos  de  los  actos  jurí- 
dicos. 

Y  admitiendo  eso,  fuerza  es  admitir 
igualmente  que  son  hechos  del  juicio  las 
declaraciones  sobre  los  requisitos  exter- 
nos 6  solemnidades,  ya  que  no  habría  en 
qué  fundar  una  distinción  entre  ambas 
categorías  de  hechos. 

Deesta  manera,  es  fácil  comprender  que 
toda  la  legislación  puede  ser  vulnerada 
por  los  jueces  del  fondo  sin  temor  de  ca- 
sación. 

Sería  éste,  pues,  un  criterio  tan  equivo- 


cado como  aquél  que,  por  extender  dema- 
siado el  concepto  de  las  cuestiones  de  de- 
recho, desnaturaliza  el  papel  de  la  Corte 
de  Casación.  Sondos  extremos  igualmen- 
te viciosos. 

De  lo  que  acabamos  de  exponer,  deriva 
este  importante  corolario:  para  determi- 
nar si  las  declaraciones  qtie  contiene  una 
sentencia  son  de  hecho  ó  de  derecho  debe 
estarse  á  la  esencia  de  las  cosas  y  no  á 
las  palabras  ó  á  la  redacción  del  docu- 
mento. De  lo  contrarío,  se  corre  el  riesgo 
de  cerrar  la  puerta  á  la  casación  en  ca- 
sos en  que  debe  ser  aceptada  y  se  deja  al 
juez  un  fácil  arbitrio  para  sustraerse  á 
ella:  todo  estribaría  en  la  habilidad  para 
redactar  la  sentencia. 

Mediante  afirmaciones  categóricas  con 
apariencias  de  comprobaciones  de  hechos, 
ó  mediante  simples  afirmaciones  globa- 
les, pueden  encubrirse  apreciaciones  que 
son  esencialmente  de  derecho. 

Supongamos,  por  ejemplo,  que  Pedro 
demanda  á  Juan  la  entrega  de  una  heren- 
cia que  dice  le  ha  dejado  .\ntonio  en  un 
testamento  que  hizo.  El  testamento  no 
consta  en  ningún  instrumento;  pero  el 
demandante  rinde  pueba  testimonial  y 
acredita  que,  efectivamente,  Antonio,  an- 
tes de  morir,  dijo  que  instituía  de  herede- 
ro á  Pedro.  Supóngase  ahora  que  la  sen- 
tencia que  resuelve  el  pleito  dice  de  este 
modo:  "Considerando  que  consta  en  au- 
tos que  Antonio  otorgó  testamento  y 
que  instituyó  de  heredero  á  Pedro,  se  de- 
clara'que  há  Ingar  á  la  demanda". 

Para  quien  observe  superficialmente  ó 
profese  la  opinión  errada  que  he  comba- 
tido en  punto  á  hechos  del  juicio,  el  con- 
tenido de  ese  considerando  sería  nada  más 
que  uno  de  estos  hechos  y  no  habría  mé- 
rito para  casación.  Se  diría:  el  juez  ha 
apreciado  soberanamente  la  prueba  y, 
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conforme  á  ella,  declara  que  existe  testa- 
mento é  institución  de  heredero:  dos  he- 
chos (|Ue  constan  t-n  autos. 

Sin  embargo,  la  verdad  es  que  ese  fallo, 
en  el  fondo,  contiene  simples  errores  de 
derecho  y  no  declaraciones  de  hecho;  y 
esto  por  diferentes  capítulos. 

Primeramente,  porque,  aún  atendiendo 
solamente  á  la  prueba  del  testamento, 
sucede  que  la  que  el  juez  ha  admitido 
como  procedente,  es  inadmisible  ante  la 
ley:  el  testamento  es  un  acto  solemne  que 
no  puede  probarse  sino  con  la  manifesta- 
ción de  su  propia  solemnidad,  esto  es,  con 
el  instrumento  correspondiente.  Nótese 
que  se  ha  alegado  que  el  testamento  se 
redujo  á  la  declaración  que  han  acredita- 
do los  testigos;  no  se  trata  de  probar  la 
existencia  de  un  testamento  válido  que 
se  ha  extraviado  ó  destruido. 

En  segundo  lugar,  cabe  observar  que  el 
dar  por  existente  el  testamento  con  la 
prueba  de  testigos,  implica  el  desconoci- 
miento de  los  preceptos  legales  que  esta- 
blecen requisitos  esenciales  para  la  exis- 
tencia y  validez  de  un  acto  testamentario 
segfin  su  clase.  Lo  cual  importa  toda  una 
serie  de  errores  de  derecho. 

Así  es  como  aquella  sentencia,  no  obs- 
tante su  artificiosa  forma,  no  podría  es- 
capar á  la  casación. 

E^ta  doctrina  está  expresamente  con- 
signada en  el  número  802  de  las  Pandectas 
francesas  copiado  más  arriba:  "Con  to- 
do", dice,  "una  declaración  de  hecho  puc 
de  también  dar  lagar  á  casación  si  es  el 
resultado  y  consecuencia  dé  un  error  de 
derecho.**  "Es  lo  que  ha  declarado  for- 
malmente la  Corte  de  Casación",  agre- 
gan los  autores  del  Repertorio  de  Dere- 
cho FraacéSf  "en  su  sentencia  de  26  de 
mayo  de  1835."  "Pero  entonces",  aña- 
den, "es  preciso  que  esté  bien  establecido 


que  esta  declaración  jurídicamente  erró- 
nea es  la  base  de  la  decisión  atacada". 

Porque  no  debe,  en  ningún  caso,  olvi- 
darse que  sólo  procede  la  casación  en  el 
fondo  cuando  el  error  de  derecho,  según 
las  palabras  del  artículo  940  de  nuestro 
Código  de  Procedimiento,  ha  inHuído  sus- 
tancialmente  en  la  parte  dispositiva  del 
fafh. 

Supóngase  todavía  esta  otra  forma  de 
la  misma  sentencia:  "Considerando  í(ue 
están  probados  en  autos  los  hechos  en 
que  se  funda  la  demanda,  ha  lugar  á 
ésta". 

¿Es  esto  el  mero  establecimiento  de  los 
hechos  de  un  juicio?  ¿Sería  éste  un  fallo 
casable? 

A  nuestro  entender,  lo  es  eminente- 
mente; desde  luego,  porque  él  violarla  la 

ley  que  establece  el  recurso  de  casación 
en  el  fondo,  dejándola  sin  aplicación  po- 
sible. Este  es  también  un  punto  resuelto 
por  la  doctrina  y  jurisprudencia  francesas. 

"Carece  de  base  legal,"  dicen  las  mis- 
mas Pandectas  ( l ),  "y  debe  ser  anulada, 
en  razón  de  que  coloca  á  la  Corte  de  Ca- 
sación en  la  imposibilidad  de  ejercer  su 
derecho  de  fiscalización,  la  sentencia  que 
se  limita  á  declarar  que  el  principio  de  la 
responsabilidad  de  una  parte  se  encuen- 
tra actualmente  establecido  de  una  ma- 
nera incontestable^  sin  especificar  de  qué 
circunstancias  deduce  este  principio." 

Se  comprende  que,  si  así  eso  sucediese, 
se  habría  hallado  otra  fórmula  acabada 
para  evitar  en  absoluto  la  casación  en  el 
fondo. 

Además  de  esto,  el  examen  interno  de 
aquella  sentencia  pondría  en  evidencia  el 
cúmulo  de  errores  de  derecho  que  la  ha 
dictado. 

(\)  Nrím.  1066. 
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Las  consideraciones  precedentes  nos 
dan  la  interpretación  propia  del  artículo 
958  de  nuestro  Código  de  Procedimiento 
Civil,  cuyo  texto  es  preciso  comprender 
bien: 

"Cuando  la  Corte  Suprema  invalidare 
una  sentencia  por  casación  en  el  fondo, 
dictará  acto  continuo  y  sin  nueva  vista, 
pero  separadamente, la sentenciaquecrea 
conforme  á  la  ley  y  al  mérito  de  los  he- 
chos tales  como  se  han  dado  por  estable- 
cidos en  el  fallo  recurrido." 

La  ley  contrapone,  en  este  precepto, 
dos  ideas  fundamentales:  la  de  que  ha  de 
fallarse  nuevamente  la  causa,  y  la  de  que 
los  hechos  sobre  que  el  fallo  debe  recaer 
han  de  ser  los  mismos  que  ha  comproba- 
do la  resolución  anulada  y  tales  como  en 
ella  se  establecen. 

Lo  primero  signiBcaque  el  Tribunal  de 
casación  debe  hacer  por  sí  mismo,  con 
sujeción  á  su  propio  criterio  jurídico,  la 
aplicación  verdadera  de  la  ley  á  la  cues- 
tión  debatida.  Esto  envuelve,  necesaria- 
mente, la  calificación  legal  de  los  hechos 
y  la  determinación  de  los  efectos  legales 
que  deben  producir.  Esto  es  lo  que  se  lla- 
ma pronunciar  sentencia.  6  juicio. 

Lo  segundo  significa  que,  no  siendo  la 
casación  en  el  fondo  una  tercera  instan- 
cia del  litigio,  no  puede  la  Corte  Suprema 
permitir  nueva  controversia  sobre  los  he- 
chos que  se  han  ventilado  en  el  pleito, 
sino  qiie  está  en  la  necesidad  legal  de 
aceptar  que  ellos  son  tales  como  el  juez 
del  fondo  los  consignó  en  su  sentencia. 

Pero  nótese  que  esto  último  no  se  re- 
fiere sino  á  la  existencia  ó  inexistencia  y 
al  alcance  de  los  hechos  en  sí  mismos,  co- 
mo resultan  de  las  pruebas  rendidas,  no 


á  su  valor  legal,  ó  sea,  al  mérito  legal  de 
los  hechos.  Este  mérito  es  apreciado  li- 
bremente por  la  Corte  de  Casación;  esta 
es,  repetimos,  la  esfera  propia  de  la  casa- 
ción. 

La  frase  "tales  como  se  han  dado  por 
establecidos  en  el  fallo  recurrido",  se  re- 
fiere, pues,  á  los  hechos  y  no  al  mérito  de 
los  hechos,  como  es  literalmente  evidente, 
ya  que,  si  así  no  fiiera,  la  expresión  no 
habría  sido  redactada  en  plural,  concor- 
dando con  hechosj  sino  en  singular,  con- 
cordando con  mérito. 

Más  adelante,  cuando  apliquemos  las 
reglas  generales  que  aquí  sentamos  á  las 
cuestiones  sobre  la  prueba  en  los  juicios, 
podremos  hacemos  cargo,  en  detalle,  de 
todo  el  alcance  del  artículo  958.  Pero  pue- 
de también  advertirse,  desde  luego,  que 
la  disposición  que  él  consigna,  reforzada 
con  el  precepto  del  artículo  977,  que  pro- 
hibe al  Tribunal  Supremo  admitir  ó  de- 
cretar de  oficio,  para  mejor  proveer,  prue- 
bas de  ninguna  especie  que  tiendan  á  es- 
tablecer ó  esclarecer  los  hechos  contro- 
vertidos en  el  juicio,  conduce  al  principio 
de  que  la  apreciación  de  la  prueba,  en 
cuanto  se  refiere  á  dar  por  sentados  ó 
afirmados  positiva  ó  negativamente  los 
hechos  del  pleito,  es,  conforme  á  la  doc- 
trina que  hemos  desarrollado,  del  domi- 
nio soberano  de  los  jueces  del  fondo  ó  del 
hecho. 

Haciendo  una  comparación  material 
sobre  esta  cuestión,  podemos  asimilar 
una  sentencia  á  un  edificio.  Bl  terreno 
son  los  hechos,  y  la  construcción  es  la 
aplicación  de  la  ley,  el  fallo  propiamente 
dicho.  El  juez  del  fondo  suministra  y  pre- 
para el  terreno  conforme  á  su  leal  saber 
y  entender  y  hace  también  la  construc- 
ción. A  la  Corte  de  Casación  le  incumbe 
examinar  la  obra  y  aprobarla  6  recha- 
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zarla,  t,  en  este  segundo  caso,  rehacerla 
á  su  manera.  Mas  no  puede  ni  buscar 
otro  terreno,  ni  introducir  arreglo  ó  mo- 
dificación alguna  en  el  que  está  ya  esco- 
gido, sino  que  tiene  forzosamente  que  edi- 
ficar sobre  este  mismo  y  en  las  propias 
condiciones  impuestas  porel  primer  inge- 
niero, por  el  juez  del  fondo.  Tiene,  sí,  en- 
tera libertad  para  cambiar  la  forma,  ele- 
vación y  consistencia  del  edificio  si  en- 
cuentra que  no  son  adecuadas  para  el  te- 
rreno que  debe  soportarlo. 

Así,  pues,  la  Corte  de  Casación  puede 
arribar  k  conclusiones  distintas  ó  contra- 
dictorias de  aquéllas  á  que  llegó  el  juez 
del  fondo  respecto  del  significado  y  efectos 
jurídicos  de  los  hechos  establecidos  por 
éste.  Si  casa  la  sentencia,  es  ímposiblcque 
asi  lio  sea. 

Debemos  igualmente  tomar  notade  que 
la  expresión  establecidos  que  usa  el  ar- 
tículo 958  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  refiriéndose  á  los  hechos  del  juicio, 
expresión  que  empleamos  nosotros  para 
conformarnos  al  lenguaje  de  la  ley,  pero 
que  podría  reemplazarse  con  ventaja  por 
la  más  propia  de  asentados,  no  tiene  ex- 
clusivamente un  significado  positivo^  sino 
que  lo  tiene,  del  mismo  modo,  negativo; 
esto  es,  que  comprende  tanto  el  caso  en 
que  la  sentencia  recurrida,  como  dice  la 
ley,  declara  probados  los  hechos,  cnanto 
aquél  en  que  declare  no  están  probados. 
Bn  una  y  otra  hipótesis,  en  efecto,  se 
asienta  ó  establece  un  hecho;  lo  que  cam- 
bia es  solamente  la  fisonomía  del  hecho. 

No  podría,  pues,  sostenerse  que  se  refie- 
re sólo  á  la  afirmación  positiva  de  los 
hechos,  dejando  en  la  ley  un  defecto  de 
tal  manera  grave,  que  colocaríaá  la  Cor- 
te de  Casación,  en  el  evento  contrario,  en 
una  situación  sin  salida. 


V 

Como  resumen  de  la  doctrina  general 
sobre  esta  materia,  transcribimos  el  nú- 
mero 1098  de  las  Pandectas  francesas: 

"Del  conjunto  de  sentencias  que  acaba- 
mos de  citar",  dice,  "resulta  esta  regla, 
que  preside  de  una  manera  invariable  la 
jurisprudencia  de  la  Corte  Suprema:  los 
jueces  del  fondo  tienen  siempre  el  derecho 
de  comprobar  soberanamente  los  hechos, 
de  apreciar  soberanamente  su  carácter, 
su  extensión  y  sus  consecuencias.  Pero  la 
Corte  de  Casación  se  reserva  el  derecho 
de  apreciar  legalmente  los  hechos.  El  do- 
minio de  la  aplicación  de  la  ley  á  los  he- 
chos le  pertenece  incontestablemente,  y, 
sobre  este  punto,  los  jueces  del  fondo  es- 
tán siempre  sometidos  á  su  fiscalización 
y  á  su  censura." 

Pero  es  preciso  dejar  constancia  deque 
existen  legislaciones  que  no  son  tan  rigo- 
rosas como  la  francesa:  citemos  las  de 
España  y  Alemania. 

La  ley  de  Enjuiciamiento  Civil  espa- 
ñola sienta  el  mismo  principio  como  re- 
gla general.  A  este  propósito  escribe,  co- 
mentándola, el  señor  López  Moreno  (l): 
"En  tesis  general,  los  recursos  de  casación 
no  pueden  ni  deben  fundarse  nunca  en 
cuestiones  de  hecho,  es  decir,  en  materias 
de  prueba. 

"La  apreciación  de  las  pruebas  es  de 
la  exclusiva  competencia  de  la  Sala  sen- 
tenciadora  

"Los  hechos,  pues,  deljen  admitirse 
toles  como  el  Tribunal  de  Apelación  los 
aceptó  y  consideró  probados." 

"Pero  puede  suceder",  añade,  "(jue  el 


(1)  Principio»  fundaiiuntaiea  del  Procedimiento  Vi- 
vil  y  Criminal,  Madrid,  1901,  t  II,  p.  SOI. 
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tribunal  haya  infringido  abiertamente 
las  leyes  de  la  lógica  y  aún  del  sentido 
común  en  la  apreciación  de  las  pruebas; 
cabe  también  que,  por  error  6  por  mali- 
cia se  consideren  probados  hechos  quena 
lo  fueron,  ó  se  omitieran  ó  dejaran  de 
consignarse  como  probados  otros  qne 
plen&meate  Jo  faeron,  ó  ya  bien  apa- 
rezcan en  los  resultandos  notoriamente 
cambiados,  6  desñgurados  y  aún  falsea- 
dos. ¿Por  qué  no  conceder  en  tales  casos 
al  Tribunal  Supremo  la  facultad  de  co- 
nocer de  los  hechos  para  restablecerlos 
en  su  realidad?" 

Y  en  efecto,  el  número  T*-'  del  artículo 
1692  de  la  citada  Ley  de  Enjuiciamiento 
española,  autoriza  el  recurso  de  casación 
en  el  fondo  por  error  de  hecho  6  de  dere- 
cho en  la  apreciación  de  las  pruebas, 
siempre  que  la  equivocación  del  juzgador 
resalte  evidente  de  documentos  auténti- 
cos que  corren  en  el  expediente. 

La  derogación  al  principio,  aunque 
excepcional,  es  grave,  á  pesar  de  los  lími- 
tes en  que  está  encerrada.  No  es  dado 
desconocer  la  fuerza  de  las  considera- 
ciones que  han  decidido  su  adopción; 
pero,  en  virtud  de  ella,  puede  fácilmente 
degenerar  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo. 

Bsta  es,  en  verdad,  una  satisfacción 
que  se  da  á  la  justicia  vulnerada  por  un 
mal  fallo,  por  un  fallo  inicuo;  pero  ¿no 
serfaéste  un argnmcntofjue podría  exten- 
derse á  los  demás  casos  de  mal  fallo?  ¿No 
se  referiría  él  á  la  conveniencia  de  nuevas 
instancias  en  los  pleitos? 

Rn  otra  parte  de  nuestro  trabajo  esa- 
niinarcmuH  si  es  ¡>osit)le  encontrar  cabi- 
da en  alguna  forma,  en  nuestro  Derecho 
de  Procedimientos,  á  investigaciones  so- 
bre la  prueba  en  el  recurso  de  casación 
en  el  fondo.  Pero  debemos  aquí  adelan* 


tar,cn  fuerza  de  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 977  citado,  que  son  inadmisibles  rela- 
tivamente á  los  hechos  en  sí  mismos,  y 
que,  ante  uncí  sentencia  que  cometiese  los 
atentados  deque  habla  el  señor  López 
Moreno,  no  queda  otro  recurso  que  pro- 
cesar al  juez  con  arreglo  á  los  artículos 
223, 224  y  225  del  Código  Penal  para  la 
correspondiente  indemnización  civil.  Pero 
la  sentencia  librada  permanecería  inamo- 
vible en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  166  de  la  Ley  Orgánica  de  los 
Tribunales. 

"En  Alemania",  dice  el  mismo  autor 
español  í  1 ),  "al  igual  (|ue  ert  Francia,  el 
Tribunal  Supremo  un  conoce  de  los  he- 
chos". Sin  embarga,  "cuando  en  la  con- 
signación de  hechos  probados  de  los  jue- 
ces de  apelación  se  pretende  hallar  la 
violación  de  la  ley  sobre  que  el  recnrsode 
revisión  se  funda  (2),  el  Tribunal  Supre- 
mo decide  sobre  los  hechos  de  que  se  tra- 
ta. (Código  de  Procedimiento  para  el 
Imperio  Alemán,  art.  285)." 

"El  números^  del  articulo  516  del  mis- 
mo Código",  agrega,  "exige  que,  en  el  es- 
crito formalizando  el  recurso  de  revisión, 
se  haga  indicación  délos  hechos  que,  con 
violación  de  la  ley,  se  han  hecho  constar 
como  probados,  ó  se  han  omitido,  ó  Ale- 
rón alterados,  cuando  sobre  este  motivo 
se  funde  el  recurso". 

Las  dÍ5¡)osiciones  alemanas  son,  pues, 
análogas  á  las  españolas. 

El  caso  que  ellas  contemplan  no  puede 
confundirse  con  aquél  A  í|ue  se  refiere  el 
número  802  de  las  Pandectas  francesas, 
esto  es,  al  de  que  un  error  de  hecho  de 
los  jueces  del  fondo  sea  el  resultado  de 
un  error  de  derecho.  Es  precisamente  lo 


(I)  Obra  citada,  pk^.  300. 

(-2)  Recurso  de  rwitpin  se  daDomina  ea  Álemania 

al  de  uiiNRci^n. 
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contrario  de  la  excepción  á  que  nos  veni-  de  los  hechos  suelen  presentarse  no  po- 
mos refiriendo:  ésta  es  relativa  directa-  cas  dificultades  para  ios  informes,  sobre 
mente  al  hecho  en  sí  mismo,  de  cuya  l'al-  todo  cuando  el  Tribunal  se  muestra  un 
sa  inteligencia  6  apreciación  resulta  tin  tanto  intransigente, 
mal  fallo;  en  aquel  otro  se  comienza  por  "Rara  veas  las  cuestiones  de  derecho  se 
un  error  de  derecho  y,  merced  á  él,  se  He-  presentan  separadas  tan  en  absoluto  de 
ga  á  establecer  equivocadamente  una  las  cuestiones  de  hecho,  que  puedan  ser 
conclusión  de  hecho.  Este  último  caso,  tratadas  y  desenvueltas  con  la  debida 
como  hemos  visto,  no  es,  en  realidad,  claridad,  sin  referirse  de  algún  modo  á 
sino  una  aplicación  del  principio  general  éstos.  Una  cosa  es  negar  6  admitir  he- 
sobre  la  casación  en  el  fondo;  el  primero  ches,  esto  es,  discutir  su  existencia,  lo 
es  realmente  una  derogación  á  este  prin-  cual,  desde  luego,  no  puede  admitirse  en 

ripio,  el  recurso  ,y  otra  muy  distinta,  citar- 

Pnra  terminar,  creemos  que  no  está  los,  referirse  á  ellos  para  esclarecer  el 

demás  consignar  las  siguientes  palabras  punto  de  derecho  que  en  ellos  encama." 
del  mismo  autor  español  (1):  "En  esto 


Tomás  A.  Ramírez  F. 


(I)  Obra  citod»,  pág,  29y. 
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Y  ntiestra  Academia  de  Ciencias  Mora- 
Íes  y  PoHticas,  persuadida  de  la  conve- 
uteacia  úc  aprovechar  en  la  formación  de 
nuestrrjs  códigos  las  formas  positivas  de 
Oeccchuc^uelascostumbrescrearon,  acor- 
■áá  tiu  3j07  celebrar  concursos  anuales, 
jtBt&.  |irein¡ar  monografías  descriptivas 
ñv  Derecho  consuetudinario  v  de-Econo- 
mía  po[iular.  El  conocimiento  de  las  for- 
mas positivas  que  ha  creado  la  exponta- 
it^da^'flddal  en  el  orden  del  Derecho  y  de 
In  Bcoiit>mía,hasÍdo  justamente  aprecía- 
])or  la  Academia, cual  ella  misma  dice, 
(jumu  tk*  la  más  alta  importancia,  no  tan 
l^lo  para  la  legislación,  á  la  cual  brinda 
th^Ncsño  Nleal  y  materiales  vivos  y  ya  la- 
brád08i,p|no  también  para  la  ciencia  del 
©éreclin  y  la  Sociología. 

listas  doctrinas  han  tenido  paralelo 
'^fiárrotlb  histórico. 

Moisés,  cuando  pordecreto  divino  sacó 
ik-  IC^íiptoá  los  hebreos,  les  presentó  leyes 
escritíiK  por  laSabiduría  intínita.  y  redac- 
tó, con  igió  y  adicionó  las  costumbres  de 
Í0^iielpl4i^Io  de  pastores,  ya  entonces  con- 
si4érf4;4e|iriente  aumentado  3*  corrompido. 


Los  códigos  del  pueblo  rey,  sus  juris- 
consultos más  eminentes  y  sus  magistra- 
dos más  ilustrados  y  populares,  recono- 
cieron en  lo  general  y  francamente  laexis- 
tencia  del  Derecho  consuetudinario  (1). 

La  Iglesia,  organizada,  jurídicamente 
hablando,  sobre  muy  inteligente  combi- 
nación de  fuerzas  pacíficas,  se  gobernó 
durante  los  primeros  siglos  de  su  existen- 
cia por  la  tradición  y  la  costumbre,  y 
cuando  alcanzó  paz,  y  pudo  ejercer  libre- 
mente su  potestad  legislativa,  extendida 
ya  por  todo  el  mundo,  dignificó  el  Dere- 
cho consuetudinario.  Inocencio  lU  decla- 
ró que  la  costumbre  es  el  mejor  intérprete 


( I )  Leve-.  3->,  X\  34,  3;'..  ;t7,  S8,  39  y  *t\  tít.  3.". 
lib.  1."  del  Dignlo,  que  comprenden  textos  de  Ion  jii 
risconsultoa  Juliano,  libro  nonagégimo  cuarto  Di$t* 
lomtn:  Ulpiunu,  librh príntit  et  tjaartodeofficio procun 
Muli$;  Hermogeniano  libro  primo  Juri*  Epitmtarua; 
PmuIo,  libro  sepHiun  tut  Sabinainei  libro  primo  qiuButio- 
iinn;  Ciili»twt«,  libro  primo  qtuvilionttH;  Cebo,  libro 
vi-jrjt-imt'  trrti»  EiyetlorHm^  y  MudeitÍDu,  libro  primo 
H»jaUtrnm. 

Lib.  l.o.  tíu  3.*  S§  3«,  9."  y  10  d«  las  Itutituao- 
ne*,  oonformcR  con  las  citadas  lejas  del  Digt$to  f 
con  SQS  orígenes. 

líib.  R.»  tít.  58,  leyes  I.*,  2.«  y  3.'  del  CMiff». 
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de  las  leyes,  j  los  Padres  del  Concilio  de 
Trente  respetaron  alguna  vez  los  estatu- 
tos T  costumbres  contraríos  á  sus  refor- 
mas (2). 

España,  que  tanto  participó  de  la  cul- 
tura romana  y  en  ella  tuvo  tan  honrosa 
influencia,  tradujo  en  nuestros  primeros 
códigos  la  doctrina  jurídica  del  valor  de 
la  costumbre. 

£1  Fuero  Juzgo,  muy  superior  á  todos 
los  otros  códigos  de  su  tiempo,  y  tíel  ex- 
presión, digna  de  estudio,  en  sus  leyes 
poUticas,  civiles  y  criminales,  de  la  civili- 
zación del  siglo  VII,  prescribió  que  la  ley 
debe  ser  guardada  según  la  costumbre  de 
la  ciudad  (1). 

Nuestras  legislaciones  ferales  siempre 
fueron  reputadas  como  costumbres  anti- 
guas, consignadas  por  escrito  para  pro- 
curar su  armonía  y  darles  fljesa  y  solem- 
nidad; por  esto  las  hemos  conservado 
más  tiempo,  con  religioso  respeto,  rin- 
diendo verdadero  culto  á  la  memoria  de 
los  que  las  formaron. 

Los  fueros  y  observancias  de  Aragón, 
sobre  haber  recogido  y  consignado  todas 
las  costumbres  antiguas,  dieron  fhen;a 
contra  ley,  á  la  inmemorial,  probada  por 
informes  extrajudiciales  recogidos  por  el 
juzgador.  Cuando  don  Pedro  III  el  Gran- 
de, cercado  de  dificultades  y  peligros  in- 
teriores por  el  descontento  de  los  arago- 
neses, anatematizado  por  el  papa  Mar^ 

(;!)  Dtterrtalf»,  lib.  I.",  tft.  4.-,  ca|Wi.  del  l  "  al  II. 
—Sexto,  lib.  1.%  tít.  4.*,  capH.  del  1.»  al  4."— £^rf(- 
ítagamtiat  oorntnm,  lib.  1.*,  tít.  I.*,  oapítulo  únioo. 

OonciHo  de  Treuto.  Srúon  22,  cap.  3.*,  E«  ¡Uform. 
No  obatante,  loa  PP.  de  eate  Omoilio  mia  Uen  pro- 
pendieron ¿  desarraigar  los  abusoa  y  destruir  el  de- 
sorden y  el  embrollo  qae  á  la  sombra  de  la  oostum 
bre  se  habían  introdiioid'>  en  la  Disciplina  de  la 
I^asia.  He  aquí  algunoa  ejempk».  el  segundo  pi- 
irafo  del  mismo  capítulo  antes  citado:  deaion  23, 
oap.  I.",  y  sesión  24,  capítulo  12,  DtReform. 

(I)  Uiy  4.',  tí*.  2-'.  lib. 
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tino  IV,  acosado  por  numerosas  huestes 
francesas,  y  falto  de  aliados,  quiso  con- 
jurar, con  un  golpe  de  política,  la  tem- 
pestad que  sobre  él  venía,  otorgó  en 
1283,  en  las  cortes  de  Zaragoza,  el  Pri- 
vilegio general,  conservó  las  antiguas 
libertades  aragonesas,  confirmó  las  cos- 
tumbres referentes  á  la  constitución  polí- 
tica, é  hizo  declarar  solemnemente  que 
el  privilegio  general  de  los  aragoneses 
conaistia  primeramente  en  la  conserva- 
ción de  sus  privilegioSt  asos  j  costum- 
bres. 

El  carácter  dominante  en  los  fueros  de 
Cataluña  está  probado  con  el  significa- 
tivo nombre  de  Usatges,  que  se  dió  á  su' 
más  antigua  colección.  All!  fueron  admi- 
tidas las  costumbres  como  fundamento 
y  complemento  del  derecho;  y  tanto  inte- 
rés se  manifestó  contra  la  reforma,  que 
se  dispuso  que  la  ley  y  la  costumbre  an- 
tiguas prevalecieran  siempre  contra  las 
costumbres  y  leyes  modernas. 

Navarra,  tan  celosa  de  la  legislación 
foral,  que,  aun  después  de  su  reunión  á 
la  corona  de  Castilla,  hasta  Feman- 
do Vil,  exigió  á  los  reyes  juramento  de 
guardar  el  fuero,  admitió  el  principio  de 
que  la  costumbre  tiene  fuerza  para  fl ero- 
gar la  ley,  y  reconoció  como  supletoi  io  el 
derecho  romano  influfdo  por  los  mismos 
principios. 

Y  el  antiguo  señorío  Tierra  llana  de 
Vizcaya  encabezó  la  mayor  parte  sus 
fueros  escritos  con  estas  expresivas  pala- 
bras: "Otrosí  dijeron:  Que  habían  de  fue- 
ro, uso  é  costumbre,  y  establecían  por 
ley,  etc."  En  ningún  otro  territorio  de  la 
Península  se  exigió  al  rey  que  prestara 
tantos  juramentos  de  guardar  las  liber- 
tades, privilegios,  franquezas,  usos  y  cos- 
tumbres; debía  hacerlos  á  la  puerta  de 
Bilbao,  bajo  el  árbol  de  Guemica,  en  La- 

.15 
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rrabetúa  y  en  Bermeo.  En  ninguna  otra 
parte  se  aplazó  tan  estudiadamente  la 
conversión  en  precepto  escrito,  de  lo  mis- 
mo que  no  hubo  inconveniente  en  acep- 
tar como  costumbre.  Allí,  mientras  estu- 
vo en  vigor  el  pase  de  la  diputación  á  las 
disposiciones  del  Gobierno,  se  negó  cuan- 
do eran  contra-fuero  y  se  oponían  á  los 
usos  y  costumbres;  se  dió  el  nombre  de 
uso  al  pase,  como  si  se  quisiera  indicar 
(|ue,  en  tanto  tenían  fuerza  las  leyes  y 
disposiciones  generales  del  Poder  central, 
en  cuanto  fueran  aceptadas,  más  que 
como  derecho  escrito,  como  derecho  con- 
suetudinario. Y  era,  en  fia,  supletorio  el 
derecho  de  Castilla,  que  siempre  concedió 
gran  valor  á  la  costumbre. 

Muchos  pueblos  se  rigieron  por  fueros 
municipales,  y  en  el  siglo  XII,  cuando 
debía  ser  más  clara  y  distinta  la  signifi- 
cación de  las  palabras  ky  y  t'acro  el  Rey 
Saliio,  autoridad  competentísima  cumo 
legislador  y  como  filólogo,  consideró  que 
los  fueros  no  eran  más  que  costumbres, 
y  que  tenían  roSz,  explicación  é  historia 
en  los  usos  y  costumbres  de  los  pueblos 
á  que  se  habían  dado;  que  originaria- 
mente pertenecían  al  derecho  consuetudi- 
nario; que,  más  que  como  leyes,  debían 
considerarse  como  costumbres  reducidas 
á  precepto  escrito,  para  su  mayor  fijeza 
y  más  fácil  aplicación  práctica;  y  (¡ue  se 
fundaban,  más  que  en  principios  científi- 
cos, en  esi)eculac¡ones  abstractas  y  en 
reglas  universales  de  derecho,  en  usos 
locales,  tradiciones  y  costumbres  compi- 
ladas y  salvadas,  por  su  forma  exterior 
de  leyes,  de  ta  incertidumbre  y  de  la  dege- 
neración á  que  tan  ocasionado  es  el  dere- 
cho no  escrito. 

El  Código  de  las  Partidas,  aunque  al- 
teró notablemente  el  derecho  espuüol,  y 
sufrió  por  ello  las  consiguientes  dificulta- 


des de  aplicación,  es  acreedor  á  los  justos 
elogios  que  le  dispensan  nacionales  y  ex- 
tranjeros. Superior  á  cuantos  Europa 
promulgó  en  los  siglos  medios,  majes- 
tuoso y  elegante  en  su  confección,  castizo 
en  su  lenguaje  y  lleno  de  elevadas  máxi- 
mas filosóficas  y  políticas,  constituye 
verdadero  monumento  legislativo  c^ue 
inmortalizará  e!  nombre  de  Alfonso  X,  y 
que  justifica  el  título  de  Sabio  con  que  la 
histoña  le  apellida.  No  había  en  aquella 
é]>oca,  en  punto  á  legislación,  nada  supe- 
rior á  la  romana  y  al  Derecho  canónico, 
y  el  célebre  Código  de  las  Partidas,  mag- 
níficas síntesis  de  ambas  legislaciones, 
admite  expresamente  y  con  tod<]  su  va- 
lor el  Derecho  consuetudinario  (1). 

Don  Alfonso  XI,  hábil  político,  trató 
en  las  Cortes  de  Alcalá  de  1348  de  poner 
término  al  caos  y  confusión  producidos 
por  las  luminiscencias  romanas,  las  leyes 
godas,  las  fazañas,  los  alljedríos  los  usos 
desaguisados,  las  costumbres,  los  fueros 
municipales,  los  privilegios  y  usurpacio- 
nes de  los  nobles,  las  tendencias  á  la  uni- 
dad y  las  doctrinas  importadas  de  la  es- 
cuela de  Bolonia.  Partió  de  la  legislación 
existente,  no  promulgó. una.  ley  univer- 
sal, no  aspiró  á  la  unidad  desgraciada- 


{1}  La  primuiu  Jy  la»  íHetr,  rartidtm  Uel  ruy  ilon 
Alfonuo  oí  Sabio,  eo  bu  tit.  2."  habla  de  la  contumbre, 
y  dedica  once  leyeíl  para  definirla,  doterminar  su 
orígeD,  oondiuionea  i  valor,  cUsiñcnrla,  eto.  Eq  uno 
de  loa  muchos  cúdicet  que  so  conocen  de  aquel  cuer- 
po legul  (Cúd.  B.  R.,  3,  con  que  concuerd:ia  casi 
absolutamoute  uneato  puuto  los  cúd.  TüI.  1,  Esc.  1, 
'24.  B.  R.,  2),  se  reconoceu  la  ley  cauritii  y  la  cos- 
tumbre como  ánioas  don  raíces  del  Denicho  comu- 
nal, y  m  define  la  costumbre  derecho  á  fuero  que  non 
fs  eacriplu,  el  qual  lut  mudo  el  pueblo  antigainientre, 
guiándose,  jxtr  él  en  Iom  com»  eí  en  Uu  raioaeg  sobre 
que  lo  ttmiron.  La  Boat  Academia  do  la  Historia,  en 
edición  del  mismo  Código  (1807),  reoouoce  á  tres 
cosas  la  bastante  eficaúa  para  quitar  i  las  leyes  bu 
fuerza:  el  aso,  la  cosliiinbre  y  fuero,  que  se  dan  suce- 
sivo origen  por  el  orden  en  que  eHt&n  enuDciadas. 
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mente  imposible,  porentonces;  pero  abrió 
el  camino  que  debía  facilitarla,  y  preparó 
la  transacción  entre  las  tradiciones  y  las 
exigencias  científicas  de  la  época,  eutre 
la  anarquía  municipal  y  la  unidad  del 
Estado,  entre  los  fueros  y  las  partidas. 
Los  fueros  municipales  llevaron  la  pri- 
mada, y  recibieron  valor  legal  en  cuanto 
estuvieran  en  observancia  (2). 

Nuestras  últimas  Recopilaciones  reco- 
gieron estos  preceptos  (1),  y  el  mismo 
Femando  VII,  á  pesar  de  su  prevención 
contra  las  reformas  realizadas  por  las 
cortes,  decretó  la  redacción  de  un  código 
penal,  y  censuró  el  lamentable  estado  de 
nuestras  antiguas  leyes  de  este  orden, 
culpándolas  de  una  severidad  Incompati- 

{■¿}  Ley  1.",  tic.  XXVII[  del  Onlenamientu  de 
Alralá. 

(I)  En  1499,  los  reyes  catúlicos,  imitaudo  lo  que 
eo  otro  tiempo  había  establecido  el  emperador  Vh- 
leutiniano  III  respecto  á  los  jurisconsaltos  Papiuia- 
no.  Ul[Hano,  Cayo,  Mode^tino  y  Paulo,  maodamn 
por  una  Ordenanza  qne,  k  falta  d-t  ley,  se  siguieran 
las  opinionen  de  Baldo,  Joan  Andrés  y  el  Abad.  La 
primera  de  las  S3  leyes  de  Toro,  dsnpuéa  de  oopiar 
la  ley  I.*,  tít.  28  del  Orilenamiento  de  AloaU,  dero- 
ga la  OrdeDansa  de  1499-  Dicha  ley  1.'  d?  Toro 
paaó  A  ser  la  tercera  del  tít.  1."  y  lib>  de  la  Nueva 
Recopilación,  pi-omulgada,  como  ea  sabido,  en  1567, 
por  Felipe  II,  i  in'^tancias  reiteradas  de  las  Cortes, 
qiia  anhelaban  dei^bacer  el  caos  de  naeitra  legiala- 
ciÚQ.  La  miima  ley  1.'  de  Toro  pas¿  mis  tarde  A  ser 
la  ley  3  *  del  tít.  2. «  y  Hb.  3.°  de  la  Xot-  Recop.,  sancio- 
nada por  Garlos  IV  en  15  de  julio  de  1805,oon  ignalee 
propósitos  qne  U  anterior  colección  legiftlativA.  Las 
leyes  I.*,  2.%  3.",  4.',í'(.''  y  6.'  del  tít.  4."  y  lib.  7."  de 
la  Nov,  Recop,,  dictndan  ó  confirmadaB  por  los  reyes 
don  Alfonso  XI,  en  Vnllndolid  (1325);  Madrid  (lBi9}: 
y  Burgo<i  (1349):  don  Pedro  I,en  Tatladolid  (1351); 
don  Enrique  II,  en  Burgos  (1367  y  1.163);  don  Jiinn  T, 
en  Burgi>8(1383)  y  S'-govia  ( 1381'.);  don  Juan  II,  en 
Madrid  <U19, 14^3  y  1435),  en  Burgos  tU3U  y  1453), 
en  Zamora  iU-ílj  y  oa  Talladolid  <1442  y  1453);  y 
don  Enrique  IV,  ou  Toledo  (1462),  respetan  á  los 
[luebloH  sus  privilegios,  libertades,  buenos  usos  y 
oostambres.  especialmente  en  el  nombramiento  de 
oficios.  En  sentencia  dictadada  por  la  SaU  primera 
del  Tribanal  Supremo  de  Josticia,  en  recurso  de 
oasaeión,  e*  26  de  Heptiembre  de  1860,  se  etmfirma 
•1  valor  de  la  ley  6.*  tít.  2.**,  part.  1.* 


ble  con  la  civilización  y  las  costumbres 
del  dia,  que  es  la  voz  muda — añadía — 
que  siempre  indicó  la  hy  que  más  convi- 
no (2>. 

En  el  derecho  constituido  vigente  re- 
sultan más  divididas  las  opiniones. 

Nuestro  Código  Civil  declara  que  las 
leyes  sólo  se  derogan  por  otras  leyes  pos- 
teriores, que  no  prevalecerán  oontra  su 
observancia  el  desuso  ni  la  costumbre  ó 
la  práctica  en  contrario  (art.  5''  1.  y  que 
el  uso  ó  la  costumbre  del  país  se  tendrán 
en  cuenta  para  interpretar  las  ambigüe- 
dades de  los  contratos,  supliendo  en  és- 
tos la  omisión  de  cláusulas  quede  ordi- 
nario suelen  establecerse  (art.  1287). 

Los  códigos  extranjeros  acusan  mar- 
cada tendencia  á  concluir  con  las  incerti- 
dumbres  de  la  costumbre,  si  bien  no  han 
resuelto  del  mismo  mudo  la  cuestión  de 
su  valor. 

El  Código  francés  guarda  silencio  so- 
bre el  valor  de  la  costumbre.  El  ilustre 
Portalis,  al  exponer  los  motivos  de  los 
primeros  artículos,  y  defender  que  se  acu- 
se como  culpable  de  denegación  de  justi- 
cia al  Juez  que  excuse  el  fallo,  declaró  qne 
la  equidad,  invocación  de  las  leyes  natu- 
rales en  el  silencio,  oscuridad  6  insuficien- 
cia de  las  positivas,  las  suplió  siempre; 
que  nuncalajusticiadebe  pararse,  porque 
hay  cuestionesque  no  pueden  suspenderse, 
y,  dado  un  conflicto,  el  Juez  debe  acudir, 
sin  serle  dado  evitarlo,  á  las  máximas 
generales,  á  los  usos  establecidos,  á  los 
ejemplos  y  á  la  doctrina;  al  explicar  por 
qué  se  declaran  no  derogables  por  con- 
venciones particulares  ciertas  leyes,  aña- 
de que  las  buenas  costumbres  pueden  y 
deben  suplir  á  las  buenas  leyes,  siendo, 
como  ellas,  cimiento  del  edificio  social;  y 

(2)  Real  decreto  de  2  de  dioiembre  de  1819. 
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en  d  discurso  preliminar  de!  primitivo 
\)Toy*xto  dijo,  con  los  demás  miembros 
de1aco4UÍ9ÍÓ«i  redactora:  "No  hemos  au- 
torizado foil^almente  la  derogación  de 
lás  Jeví-s  I  ■  T  el  desuso,  porque  esto  ence- 
rraría iilm'in  riesgo;pero  no  cabe  disimu- 
lar líi  iiiílui.-ncia  y  la  utilidad  de  este  con- 
datt^|t|0élSberado  de  voluntades,  de  es- 
té |k>dfcf  invisible,  pero  grande,  por  el 
que,  sí:?  síioiidimientos  ni  conmociones, 
loü  pucM«  b  hacen  justicia  de  las  malas 
hytBty  qui.^  parece  defender  á  la  sociedad 
dr^QlpVeCBfty  engaños,  de  que  puede  ser 
objeto  el  mismo  legislador." 

V  entre  los  demás  Códigos  extranjeros, 
los  liay  quc,  como  el  francés,  nada  dicen 
de'laéOBtiimibre,  aunque  autoricen  ó  con- 
doaeci  expraMimente  otras  fuentes  y  for- 
mas rU-  rlt  recho;  varios  la  niegan  todo 
valoti  algunos  se  lo  conceden  en  térmi- 
nos generalas,  y  son  más  los  que  al  conce- 
éhacto-t  la  imponen  condiciones  determi- 


(1)  Siiílu  <liv.eu  de  la  costumbre  los  códigos  Belga, 
df!  ÍTUJitemalB,  qúe  decían  Hupletoríe  de  stu  textoi 
eLOereábo  utand  (art.  18),  Italiano,  Portagnéü, 
<lit*  teHftbí^i]  dedara  Bapletorio  de  sns  texto*  el  I)c- 
TW3lrftSBtui':il  CL't.  16),  Sardo,  que  niega  valor  á  la 
jnriapmdpiicia  «lo  los  Tribanalea  (título  preliminar, 
art.  7.'),  di)  Zm  ich  y  otras. 

I^Mj^M)  vftlor  á  la  costumbre  los  códieos  de 
Jkí%viitm  t:tii^Ífilieción,  art.  li),  de  Badea  (  tít.  1.°, 
•rlifL  4">.6.*),  OHileno  (art. 2.°;,  Haitiano  (ndm.l.'. 
arir3h*y4  4ffBoaduraa  (art.  b.")  y  oirm. 

Ckmotfbli  vtSfiT  geoéríco  &  la  coBtumbre  Ior  c<ídi- 
iffOiSi  TBárii^  (íil^ven<m,  t»p.  l.«,  art.  I2,de  Fri- 
•^na^  fíimápHÍimimr,  cap.  3.',  art  3.')  de  Mon- 
toaegro  ( D¡9p<^ii¡f:¡one»  jn'eli minares,  art.  6.",  y  arta, 
ntl  y  78<*),  Hr-ijB¡ano  (Real  cédula  de.  m  ¡mhlicación, 
arte.  4."  j  ^  ").  y  Sueco  (tituh  judicial,  cap.  I.",  art. 
II)  y  otroB,  El  código  portugués,  al  bacenm  exk«n* 
«voá  Iai  pir6¥ÍS0iaa  altrumarínas  jwr  Beal  decreto 
A»Í%  d«  lliÍ»?Mttbre  de  16ti9,  ordena  el  respeto  á 
tttU  y  ooflEíitúbres  de  aquéllas,  y  manda  á  sus 
(UjbenindureH  que  las  codifiquen. 

Condioiimaii  La  fuerza  de  la  costumbre  los  cúdi- 
gtw  Aastiia^u  L[L]e  declara  supletori»  el  Derecho  na- 
tural ( lutro^w^iM,  art.  7,*)  y  que  la  costumbre  no 


El  estudio  comparativo  de  estos  cuer- 
pos legales  enseña  que  los  pueblos  que 
por  motivos  históricos  rompieron  con 
sus  antiguas  costumbres,  nuevos  de  he- 
cho, las  respetaron  menos  en  el  espíritu 
de  sus  leyes,  y  menos  fuerza  obligatoria 
las  reconocieron  en  sus  Códigos. 


II 


La  codifícación  es  la  fórmula  práctica 
(|ue  hoy  representa  y  resume  todos  los 
problemas  apuntados:  cuestión  iniciada 
más  ó  menos  claramente  en  tudas  las 
grandes  épocas  de  la  historia,  y  plantea- 
da en  1815,  al  otro  lado  del  Rhin.porlos 
eminentes  jurisconsultos  y  filósofos  Tlii- 
baut  y  Savigny. 

Cuando  Leibnitz  había  iniciado  en  Ale- 
mania la  revolución  jurídica,  y  los  acen- 
tos de  Klopstoky  los  dramas  de  Lessing 
la  poetizaban;  cuando  la  Ciencia  nuera 
de  Vico,  rica  de  inspiración  y  de  origi- 
nalidad, y  el  Espirita  de  las  leyes  de 
Montesquieu,  obra  monumental  de  ima- 
ginación y  de  raciocinio,  eran  más  estu- 
diados; cuando  Hugo  y  otros  dignos  se- 
cuaces de  Cujas  y  de  los  Alciatos  culti- 
vaban con  entusiasmo  la  historia  y  la 
ñlosofía;  cuando,  con  el  coloso  del  siglo, 
sucumbían  las  armas  francesasy  el  genio 
alemán  recobraba  su  energfa¿  indepen- 
dencia, y  se  entregaba  al  estudio  con 
exaltación  extraordinaria,  se  inició  la  po- 
lémica. 

Un  erudito  jurisconsulto,  profesor  dt 
HeildclbergjThibaut,  admirador  de  lasen- 
cilla  unidad  y  de  la  regularidad  artística 

constituye  dereolio  sino  en  el  caso  de  que  el  legit«- 
lador  se  refiera  á  ella  (art.  10),  de  Berna,  qae  repite 
esta  segunda  dec  laraciúu  ( títvlo  jtrflimimr,  vrt. 
3.'},  Holandés,  que  acuerda  lo  mismo  ( DUpow^ 
twt  gea^mln,  arts.  3."  y  5.",  y  otros. 
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de  la  legislación  francesa,  abogaba  por 
un  código  civil  común  á  toda  Alemania, 
excitando  para  tamaña  empresa  el  espí- 
ritu nacional  y  el  odio  á  la  arbitrariedad 
y  á  la  anarquía.  La  voz  de  Thibaut  pro- 
dujo notable  efecto  en  los  jurisconsultos 
alemanes,  ya  preparados  por  los  traba- 
jos de  Kaut  y  de  Hegell. 

Savigny,  otro  profesor  de  grandes  pres- 
tigios y  autoridad,  que  enseñaba  Dere- 
cho romano  en  la  Universidad  de  Berlín, 
digno  sucesor  de  Heinecio,  Bacb  y  Hugo, 
se  alzó  airado  contra  las  doctrinas  y 
aspiraciones  de  Thibaut,  y,  puesto  al 
frente  de  los  que  amaban  con  religioso 
amor  la  antigüedad  y  las  costumbres  na- 
cionales, combatió  el  proyecto  de  código 
general  para  su  patria,  calificando  de 
miserable  la  teoría  que  no  da  al  derecho 
otro  origen  que  la  ley,  defendiendo  que  el 
derecho  de  cada  pueblo  tiene  carácter 
propio,  como  su  idioma,  sus  costumbres 
y  su  constitución  política,  y  vive  en  la 
conciencia  nacional,  y  combatiendo  la  co- 
dificación como  difícil,  embarazosa,  opre- 
sora, auxiliar  de  la  tiranía  y  fomenta- 
dora de  la  consiguiente  inercia  de  los 
espíritus. 

Thibaut  replicó,  y  Savigny,  con  Eich- 
hom  y  Goescheh,  fundó  un  periódico, 
dedicado  á  la  defensa  de  su  doctrina.  En 
rededor  de  ambos  contendientes  se  agru- 
paron numerosos  sectarios,  y  luego 
que  la  perdida  calma  volvió  á  los  ánimos, 
aparecieron  en  perfecto  deslinde  las  es- 
cuelas histórica  y  filosófica. 

Defendían  los  partidarios  de  la  Escuela 
histórica,  que  nada  hay  en  el  mundo  que 
pueda  mirarse  como  absolutamente  ais- 
lado é  independiente  de  lo  que  precede  y 
de  lo  que  debe  seguirle.  Todo,  decían,  tie- 
ne razón  de  ser  en  la  escala  délos  hechos, 
como  en  la  de  los  seres.  La  historia  del 


espíritu  humano  es  larga  cadena  de 
caídas  y  progresos,  cuyas  causas,  natu- 
raleza y  alcance  sólo  pueden  apreciarse 
estudiando  el  pasado  y  mirando  al  por- 
venir. Todo  subsiste  en  común  y  con  re- 
laciones solidarias,  y  ninguna  época  de 
la  vida  puede  aislarse,  sin  perder  á  la  vez 
su  razón  de  ser  y  su  verdadero  carácter; 
porque  es  obligado  desenvolvimiento  y 
continuación  de  épocas  anteriores.  A.  ca- 
da época  de  la  historia,  añadían,  es  nece- 
sario reconocerle  sus  propios  particula- 
res elementos,  libres  y  necesarios:  necesa- 
rios, en  cnanto  que  no  dependen  del  poder 
arbitrario  de  los  contemporáneos,  las 
tradiciones,  las  ideas  dominantes  y  las 
costumbres;  libres  como  producto  espon- 
táneo del  pueblo,  que  se  desenvuelven  por 
sí  y  guardan  perfecta  armonía  los  demás, 
las  reformas.  Cada  pueblo  es  un  indivi- 
duo de  la  gran  familia  humana,  y  sólo  la 
historia  puede  conducirnos  al  conocimien- 
to del  estado  actual.  El  género  humano 
nunca  muercy  siempre  se  perfecciona.  La 
Escuela  histórica  abogaba  por  las  refor- 
mas lentas,  parciales  y  reclamadas  por 
las  necesidades  de  la  vida  real;  se  presen- 
taba entusiasta  por  la  tradición,  respe- 
tuosa con  las  costumbres  y  defensora 
de  la  equidad  y  de  la  jurisprudencia;  de- 
fendía que  las  costumbres  jurídicas  nun- 
ca podrán  ser  reformadas  por  las  violen- 
cias de  quimérica  igualdad,  sin  tremendos 
peligros  y  responsabilidades;  rechazaba 
enérgicamente  la  redacción  de  Códigos, 
y  los  tachaba  de  legislación  arbitraria, 
obras  que  la  sanción  del  Poder  pone  por 
encima  del  derecho,  y  que,  lejos  de  cons- 
tituirle, le  corrompen  y  desnaturalizan, 
magníficos  edificios  que  todo  lo  sacrifi- 
can á  la  armonía  del  conjunto;  y  no  ha- 
llaba tiempo  apropiado  para  la  codifica- 
ción: la  infancia,  por  la  pobreza  é  incon- 
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gruencia  de  sus  nociones  científicas:  la 
juventud,  por  la  carencia  de  expresiones 
adecuadas  para  la  exposición  didáctica, 
y  la  madurez,  por  la  inutilidad  de  tales 
trabajos  ante  los  adelantos  dentiíicoa  y 
lingüísticos  de  la  época. 

Los  partidarios  de  la  Escuela  ñlosófí- 
ca  invocaban  la  razón  individual  para  el 
fuero  interno,  y  la  ley  natural  para  la 
sociedad.  Un  pueblo,  con  sus  costumbres, 
decían,  no  es  autor,  sino  objeto  y  oca- 
sión de  sus  leyes.  Cuando  las  costumbres 
no  han  sido  obra  racional  y  positiva  del 
principio  político  moral  que  informa  las 
acciones  humanas,  son  resultado  fortui- 
to del  instinto  y  de  los  errores  y  excesos 
habituales  del  hombre,  y  el  Poder  públi- 
co, que  necesita  un  punto  de  vista  más 
elevado,  debe  reprimirlas  Ó  modificarlas 
hasta  ponerlas  en  armonía  con  los  sen- 
timientos y  las  necesidades  públicas.  Las 
naciones,  como  las  caravanas  y  los  ejér- 
citos, necesitán  descansar  en  la  experien- 
cia de  un  jefe  ó  guía.  Para  dar  certidum- 
bre, inspirar  confianza,  evitar  controver- 
sias, alejar  arbitrariedades,  facilitar  la 
inteligencia  de  la  ley,  y  conservar  la  uni- 
dad legislativa,  el  derecho  necesita  de  un 
código,  cual  la  lengua  de  una  gramática, 
y  así  como  la  influencia  de  un  escritor, 
por  distinguido  que  fuera,  nunca  bastó 
para  estacionar  el  habla  de  su  país,  los 
códigos,  lejos  de  condenar  la  movilidad 
progresiva  de  las  instituciones,  la  ayu- 
dan. Si  no  se  niega  el  destino  social  del 
hombre  y  se  acepta  la  necesidad  de  un 
Gobierno,  no  puede  excusársele,  sin  in- 
consecuencia, el  derecho  y  los  medios 
útiles  de  prevcnirycastigarlos  actos  que 
le  contraríen  en  su  obra  civilizadora.  En 
esto  encuentra  la  Escuela  filosófica  el 
origen  de  las  leyes  y  la  incontestable  con- 
veniencia de  reunirías  en  cuerpos  legales. 


que  abracen  en  conjunto  los  progresos 
sociales,  satisfagan  las  necesidades  ge- 
nerales, secunden  hasta  las  aspiraciones 
más  íntimas  de  la  nación,  faciliten  el  es- 
cabroso camino  de  las  mejoras,  y  hagan 
que  el  derecho  universal  triunfe  de  todas 
las  variedades  de  índole,  clima  y  origen, 
é  identifique  la  ciencia  con  la  práctica. 

La  pólemica  tomó  proporciones  extra- 
ordinarias, exageró  sus  términos  y  dege- 
neró en  rudo  personalismo. 

Circunstancias  de  mucha  significación 
y  relieve  dieron  por  el  momento  mayor 
importancia  á  la  Escuela  histórica.  Juris- 
consultos y  legisladores  estaban  domi- 
nados por  religioso  respeto  á  las  máxi- 
mas del  Derecho  romano  que,  difundidas 
por  todo  el  mundo,  sobrevivieron  pres- 
tigiosas á  las  revoluciones,  sirvieron  de 
fundamento  á  los  Códigos  de  la  Edad 
Media,  y  penetraron  en  los  modernos  y 
en  la  jurisprudencia. 

Pero  el  ulterior  mayor  éxito  fué  de 
la  Escuela  filosófica,  por  el  gran  número 
de  Códigos  que  rigen  en  unos  Estados, 
los  trabajos  de  preparación  que  se  rea- 
lizan en  otros,  y  la  incesante  labor  que 
se  advierte  por  todas  partes  para  discu- 
tirlos, promulgarlos  y  facilitar  su  apli- 
cación. 


111 


Hasta  aquí  la  exposición  de  preceden- 
tes, acaso  fatigosa,  pero  necesaria  para 
llegar  al  término  con  algún  fruto.  Cuando 
se  discute  con  fe  y  lealtad  es  indispensa- 
ble hacerlo  en  terreno  bien  estudiado; 
obrando  así,  las  conclusiones,  previa- 
mente justificadas,  surgirán  espontáneas 
y  su  breve  exposición  bastará  para  que 
prevalezcan. 

Vivimos  en  un  siglo  de  codificación,  y 
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el  hecho  histórico  está  plenamente  jus- 
tiñcado. 

Mientras  Roma  esttiví»  preocupada 
con  los  peligros  que  la  amenazaban  de 
fuera,  se  gobernó  por  costumbres  y  por 
aquel  tan  mal  apreciado  simbolismo  que 
recibió  de  la  Etruria,  el  santuario  de  la 
antigua  Italia, y  que  dejó  honday  secular 
huella  en  el  Derecho;  y  cuandn  adquirió 
poder,  los  elementos  heterogéneos  que  la 
formaban,  el  patriciad  .  y  la  plebe  en  pri- 
mer término,  la  obligaron  á  transigir  ya 
en  el  siglo IV, y  dictó  las  leves  de  las  Doce 
Tablas. 

También  en  muy  posteriores  siglos 
Roma  figuró  como  pueblo  codificador; 
nunca  podrá  darse  al  olvido  sin  notoria 
injusticia  la  magnífica  obra  jurídica  Cuer- 
po de  Derecho  eiviíy  formada  por  el  Em- 
perador Justiniano  con  sus  Códigos^ 
Pandectas,  Instituciones,  Decisiones  y 
Novelas. 

Razón  escrita  se  dijo  el  Derecho  roma- 
no, y  en  verdad  que  aún  no  puede  p res- 
cindirse de  su  conocimiento  en  los  estu- 
dios jurídicos  serios  y  profundos. 

Pero  las  invasiones  del  Norte  deshicie- 
ron aquel  colosó  y  crearon  muchos  Esta- 
dos independientes,  con  leyes  y  costum- 
bres propias;  la  Revolución  francesa 
destruyóestaobra  con  las  doctrinas  de  la 
Enciclopedia,  los  decretos  de  la  Conven- 
cióny  las  disposiciones  del  Comité  de  Sa- 
lud Pública,  y  Napoleón,  ganoso  de  per- 
petuar en  sus  códigos  el  perecedero  éxito 
de  sus  armas,  despertó  en  los  pueblos  eu- 
ropeos  las  aspiraciones  ¿  la  unidad  legis- 
lativa y  A  la  codificación.  Se  evidenció 
entonces  que  cuando  los  pueblos  desfalle- 
cen ó  se  extravían,  cuando  sus  leyes  no 
tienen  unidad  en  el  conjunto,  claridad  en 
la  redacción,  eficacia  en  sus  medios  ni 
previsión  en  su  objeto,  no  son  linterna 


que  alumbra,  sino  sombra  que  oscurece; 
cuando  siembran  la  duda,  excitan  á  la 
sutileza,  facilitan  el  error  6  la  injusticia 
y  pugnan  con  la  razón  y  con  el  bien;cuun- 
do  la  arbitrariedad  de  las  decisiones  ju- 
diciales falsea  la  obra  legislativa  y  se 
hace  regla;  cuando  la  opinión  pública  re- 
clama reformas,  fuera  temeridad  poner 
en  duda  los  peligios  de  semejante  anar- 
quía y  negar  la  necesidad  del  código. 

Las  discusiones  científicas  y  las  pre- 
venciones de  escuela  no  pueden  estorbar 
ta  marcha  progresiva  de  la  humanidad. 

Los  códigos  realizan  la  necesaria  obra 
de  fundir  los  elementos  heterogéneos  y 
discordantes  que  agitan  á  los  pueblos, 
uniformar  las  leyes  para  que  respondan 
en  cada  localidad  y  en  cada  época  á  los 
principios  cardinales  de  su  constitución, 
y  armonizarlas  con  las  nuevas  necesida- 
des sociales.  Sólo  ellos  pueden  evitar  las 
cuestiones  que  la  difícil  prueba  de  la 
costumbre  ocasiona.  Las  leyes  no  escri- 
tas serán  siempre  grave  peligro  para  la 
persona  y  los  bienes  de  los  ciudadanos. 
Hay  innegable  violencia  en  imponer  el 
respeto  á  un  límite  no  trazado.  ley 
escrita  infunde  más  tranquilidad  en  los 
espíritus.  Los  códigos  definen  mejor  el 
Derecho,  y  facilitan  con  ello  su  estudio, 
conocimiento  y  aplicación,  convicción  rui- 
dosamente significada  en  la  épica  lucha 
de  patricios  y  plebeyos  romanos,  que 
produjo  Las  Doce  Tabías. 

De  esto  son  buena  prueba  los  muchos 
códigos  hoy  vigentes  y  la  defensa,  cada 
día  más  apasionada,  de  la  unidad  legia- 
lativa,  formalmente  planteada  en  los 
Congresos  de  Lima  (1878),  y  de  Lisboa 
(1888). 

Todos  los  hombres  pensadores  creen, 
como  Lerminier,  que  la  redacción  y  dis- 
tribución de  las  leyes  en  códigos  metódi- 
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eos  se  ajusta  á  las  reglas  del  espíritu,  á 
la  estructura  de  la  razón  y  á  la  rigorosa 
sencillez  del  buen  sentido. 

Ya  no  pueden  inv<x:arse  razones  contra 
la  codificación.  Con  mal  sentido  se  citan 
los  abusos  resultantes  de  la  aplicación 
sistemática  de  una  ú  otra  escuela.  Y  con- 
tra estos  abusos  no  hay  otro  más  jnsti> 
íicado  remedio  que  el  triunfo  de  la  buena 
doctrina. 


factores  de  tiempo  y  de  localidad.  La  fra- 
se de  que  el  Derecho  es  la  vida,  se  ha  vul- 
garizado, porque  es  exacta.  BI  Derecho  es 
la  vida  de  los  pueblos  y  sería  peligroso, 
aun  supuesto  que  fuera  posible,  todo  cam- 
bio brusco  en  ella.  Si  la  reforma  no  sur- 
giera espontánea,  ni  armonizara  con  la 
realidad,  produciría  por  de  pronto,  triste 
retroceso,  y  acaso  más  tarde,  consecoen- 
cias  desastrosas. 


Pero  aunque  la  codificación  sea  necesi- 
dad que  se  impone,  ha  de  sujetarse  á  bien 
estudiados  principios  y  á  reglas  de  gran 
sentido  práctico.  Sin  la  observancia  de 
unos  y  otras  sería  infecunda  ó  peijudi- 
cial.  Un  código,  como  dice  Lerminier,  es 
á  la  vez  un  sistema  r  una  historia.  Si  el 
Tasso,  colocado  en  lo  alto  de  una  colina 
y  mostrando  lacampiña itálica,  exclamó: 
"Ved  mi  poema*',  el  legislador  debe  re- 
flejar con  su  obra  los  hábitos  y  la  vida 
de  una  nación,  volviéndolos  más  puros  y 
bellos. 

La  codificación  necesita  estar  prepara- 
da en  la  opinión,  y  sólo  asf,  descubierto 
el  camino  por  la  ciencia,  difundido  el  li- 
bro antes  que  cuerpo  legislativo,  y  ha- 
blando el  jurisconsulto  primero  que  el 
legislador,  el  nuevo  cuerpo  legal  será  re- 
cibido con  los  prestigios  y  respetos  con- 
venientes, y  resultará  fácil  y  hasta  grata 
su  aplicación. 

La  voluntad  del  legislador  no  es  om- 
nipotente, y  será  vano  su  empefio  de  lu- 
char contra  la  tradición  y  la  historia,  si 
la  opinión  bien  formada  las  sostiene. 

Las  reformas  no  deben  exceder  de  lo 
que  resulte  justificado,  por  los  ineludibles 


Debe  concederse,  de  contrario,  la  me- 
recida importancia  á  los  preceptos  con- 
suetudinarios de  las  provincias  y  de  los 
pueblos;  purificarlos  de  todo  vicio  de  ori- 
gen ó  de  expresión,  ordenarlos  y  armo- 
nizarlos con  los  principios  del  Derecho 
natural  y  de  la  opinión  pública. 

Las  leyes  y  las  costumbres  deben  vi- 
vir en  mutua  y  constante  acción.  Tan 
necesario  es  á  los  legisladores  conocer  y 
sancionar  el  progreso  social,  especial- 
mente en  los  pueblos  libres,  donde  la  opi- 
nión pública  ilustrada  tiene  vigorosa 
influencia,  que  la  mayor  parte  de  los  de 
sórdenes  y  convulsiones  sociales  provie- 
ñen  de  haber  legislado  con  absoluto  des- 
conocimiento de  las  condiciones  intelec- 
tuales, morales  y  físicas  del  hombre,  y  de 
los  principios  que  regulan  el  desarrollo 
colectivo  de  los  pueblos. 

Esto  ha  dado  concepto  axiomático  á 
las  declaraciones  que  la  historia  confir- 
ma, de  que  son  menores  en  número  y  más 
sencillas  de  concepto  las  leyes  en  los 
pueblos  de  buenas  costumbres,  y  de  que 
el  excesivo  número  de  preceptos  legisla- 
tivos acusan  corrupción. 

( Continuará  J 
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PROCESO  EVOLUTIVO  DE  LA  CODIFICACIÓN  EN  CHILE  (1) 


Cuando  se  estudia  desde  cierta  altura 
la  historia  de  los  pueblos  hispano-amerí- 
canoSj  se  nota  de  manera  resaltante  que 
en  los  ochenta  años  que  llevan  de  vida 
independiente,  han  tenido  que  realizar 
tres  tareas  legislativas  muy  diversas,  pe- 
ro recíprocamente  complementarias,  cua- 
les son:  la  organización  política,  la  orga- 
nización administrativa  y  la  adaptación 
del  derecho  privado  al  estado  social  crea- 
do por  la  independencia. 

Por  su  propia  naturaleza,  la  organiza- 
ción política,  que  fija  la  suma  de  autorí- 
dad  conferida  á  los  poderes  públicos  y  la 
suma  de  libertad  reservada  á  los  cinda- 

(1)  Bajo  la  dirección  del  señor  don  Alejo  García 
Moreno,  indmdoo  de  la  Real  Academia  de  Jurís- 
pmdenoia  do  Madrid,  y  autor  de  las  InstítueioiM 
politíetu  y  jurídica»  de  los  pueblos  modernos,  se  ha 
empezado  i  poblicar  en  aquella  Corte  la  recopi- 
lación de  lai  leyes  y  códígoi  de  la  Bepública  de 
Chile. 

Según  carta  del  señor  Ghuvfa  Moreno,  se  están  edi- 
tando dos  ediciones:  ana  en  pipel  oomAn  qae  for- 

UBRECHC 


danos,  hubo  de  preocupar  á  los  fundado- 
res de  estos  pueblos  antes  que  la  institu- 
ción de  los  servicios  administrativos  y 
mucho  antes  que  la  reforma  del  derecho 
privado.  Desde  antes  de  emanciparse  efec- 
tivamente, desde  el  día  en  que  se  procla- 
maba la  independencia,  cada  pueblo  se 
sentía  apremiado  por  la  consiguiente  ne- 
cesidad de  constituirse  en  Estado,  esto 
es,  de  crear  los  poderes  que  habían  de 
ejercer  la  soberanía  y  de  garantizar  las 
nuevas  libertades  de  comercio,  de  indus- 
trias, de  vientres,  de  imprenta,  de  culto, 
etc.,  etc.  A  esta  tarea  aplicaron,  pues, 
sus  primeros  esfuerzos  los  fundadores  de 

mará  parte  de  las  /n«íituetMief  politiea»  gjuridieat^ 
y  otra  especial  para  Ohile^  que  en  mejor  papel  ae 
podrá  espender  á  dies  pesos  el  ejemplar  encnader- 
nado  con  pa'sta  española.  Esta  edioit'in,  cnyaii  prime- 
ras entregan  se  nos  han  ja  remitido,  ll^rá  á  Chile 
enin  los  metes  de  diciembre  y  enero  próximo,  y 
apareoe  precedida  de  la  resefia  histórica  escrita 
por  don  Valentín  Letélier  que  transerilñmaa  á  oon- 
tioDamós* 
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la  independencia,  y  son  claras  manifesta- 
ciones de  la  preocupación  predominante 
que  Ies  embargaba,  las  numerosas  cons- 
tituciones políticas  que  á  los  principios 
se  ensayaron  en  toda  América,  inspiradas 
en  sentidos  contrarios  ora  por  la  necesi- 
dad de  robustecer  á  los  gobiernos  para 
acabar  con  la  anarquía,  ora  por  la  con- 
veniencia de  robustecer  la  vida  nacional 
para  acabar  con  el  militarismo. 

Afm  cuando  no  fuese  con  tan  apremian- 
te urgencia,  cada  uno  de  estos  pueblos 
sintió  casi  al  mismo  tiempo  la  necesidad 
de  instituir  ó  de  reorganizar  la  adminis- 
tración entera  del  Estado,  porque  si  es 
verdaíl  que  los  monarcas  españoles  mos- 
traron un  empeño  realmente  paternal  en 
dotar  á  sus  colonias  de  buenos  servicios 
administrativos,  también  lo  es  que  entre 
las  causas  más  fundadas  déla  revolución 
de  la  independencia  se  adujo  por  estos 
pueblos  la  del  absoluto  abandono  en  que 
la  corona  les  tenía.  En  todo  el  territorio 
de  Chile,  no  había  más  que  un  camino 
construido  por  el  Estado,  ni  más  escue- 
las ([ue  las  de  algunos  conventos;  y  de 
los  servicios  de  aduana,  de  tesorería,  de 
policía,  de  higiene,  de  beneficencia,  de  co- 
rreos, de  obras  públicas,  etc.,  etc.,  apenas 
híibía  rudimentarios  embriones.  Por  des- 
gracia, como  la  organización  administra- 
tiva se  debe  conformar  con  la  organiza- 
ción política,  fué  menester  aguardar  á 
que  se  instituyeran  los  Poderes  del  Esta- 
do para  proceder  en  seguida  á  instituir 
sus  servicios,  y  para  mientras  tanto,  se 
implantó  por  los  gobiernos,  sin  interven- 
ción del  legislador,  un  régimen  adminis- 
trativo, arbitrario  y  provisorio. 

Aún  mucho  más  tardíamente  se  ha 
podido  empezar  con  probabilidades  de 
acierto  la  tarea  de  la  reforma  del  derecho 
privado,  SÍ  en  el  orden  pííl  li.'o  hnbo  que 


crearlo  todo,  en  el  orden  privado  regían 
códigos  y  recopilaciones  que  sin  mayores 
inconvenientes  podían  seguir  subsistentes 
hasta  que  los  elementos  sociales,  removi- 
dos por  la  revolución,  alcanzaran  aquella 
estabilidad  que  se  requiere  para  funda- 
mentar reformas  legislativas  de  carácter 
general  y  permanente.  Pueblos  y  gobier- 
nos comprendieron  instintivamente  que 
lo  primero  era  constituir  el  Estado  con 
sus  poderes.y  con  susscrvicios,  y  prescin- 
diendo de  que  acaso  no  tenían  idea  muy 
clara  de  la  concordancia  que  debe  haber 
entre  el  derecho  privado  y  el  estado  so- 
cial, pensaban  muy  cuerdamente  que  con 
algunas  modificaciones  parciales  requeri- 
das por  el  nuevo  régimen,  el  Fuero  Juz- 
go, el  Fuero  Real,  las  Partidas,  las  Orde- 
nanzas de  Bilbao,  las  de  Minería  y  las 
Recopilaciones  hasta  \& Novísima  inclusi- 
ve, podían  regir  todavía  por  muchos  años 
las  relaciones  jurídicas  de  los  ciudada- 
nos. En  conformidad  con  este  criterio,  la 
Constitución  chilena  de  1818  declaró 
subsistentes  las  antiguas  leyes,  cédulas  y 
pragmáticas,  sin  más  excepción  que  las 
de  aquellas  que  repugnaran  al  régimen 
republicano;  y  á  virtud  de  esta  declara- 
ción, quedaron  de  pronto  circunscritos 
en  el  órden  del  derecho  público  los  tras- 
tomos  que  la  independencia  había  de 
ocasionar,  y  con  evidente  ventaja  de  la 
reforma,  se  pudo  postergar  para  mejores 
tiempos  la  revisión  y  ordenación  general 
del  derecho  privado. 

Empero,  aquella  postergación  indefini- 
da de  la  reforma  del  derecho  privado, 
que  parecía  dejar  trunca  la  obra  de  la  In- 
dependencia, fué  desde  el  principio  muy 
combatida  por  algunos  repúblicos  que 
en  su  oposición  se  sentían  reforzados  por 
las  nuevas  escuelas  jurídicas  de  Europa. 
Se  sabe,  en  efecto,  que  á  consecuencia  de 
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los  grandes  acontecimientos  de  los  fines 
del  siglo  XVIII  y  de  los  comienzos  del 
siglo  XIX,  hnbfa  cambiado  de  raíz  el  es- 
tado social  de  los  ]iuebIos  europeos;  que 
estoscambios  radicales  habían  hecho  sen- 
tir la  necesidad  de  reformar  el  derecho 
antiguo,  y  que  con  este  motivo  se  habfan 
formado  dos  escuelas:  una  encabezada 
principalmente  por  Savignj,  que  en  res- 
peto al  desarrollo  regular  del  derecho, 
quería  que  la  reforma  se  hiciera  muy  len- 
ta y  muy  paulatinamente;  y  otra  enca- 
bezada principalmente  por  Bcntham  y 
por  Thibaut,  que  en  interés  déla  claridad 
y  de  la  armonía  del  derecho,  quería  que 
la  reforma  se  hiciera  de  una  sola  vez  y 
en  un  solo  cuerpo;  camino  que  directa- 
mente llevaba  A  la  codificación  general 
de  las  leyes.  Mas,  por  su  propia  natura- 
leza, los  pausados  procedimientos  de  la 
escuela  histórica  de  Savigny  no  son  posi- 
Isles  sino  en  naciones  cuyo  desarrollo  so- 
cial se  efectúa  por  obra  de  una  evolu- 
ción espontánea;  y  al  contrario,  en  aque- 
llas donde  los  cambios  se  operan  por 
obra  de  revoluciones  violentas,  la  urgen- 
cia de  las  nuevas  necesidades  no  se  con- 
firma con  semejante  lentitud  y  se  aviene 
mejor  con  las  doctrinas  de  la  escuela  tílo- 
sóñca. 

Como  era  de  suponerlo,  al  día  siguien- 
te de  la  trascendental  revolución  de  la 
Independencia  americana,  cuando  á  la 
sombra  de  la  libertad  se  incubaban  los 
elementos  de  un  nuevo  estado  social,  es- 
tos pueblos  se  adhirieron  instintivamente 
á  la  escuela  del  filósofo  inglés,  y  estadis- 
tas y  jurisconsultos  pregonaron  de  con- 
suno la  codificación  como  el  medio  más 
eficaiB  de  realizar  la  reforma  general  del 
derecho.  El  mismo  Director  Supremo  del 
Estado,  don  Bernardo  O'Higgins,  arras- 
trado por  esta  tendencia  á  pesar  de  su 


gran  sabiduría,  había  propuesto  al  Sena- 
do de  1822  que  mandara  promulgar  co- 
mo códigos  de  la  República  los  cinco  que 
por  entonces  regían  en  c!  reino  de  Fran- 
cia; y  en  los  años  posteriores,  hasta  el  de 
184f0,  acaso  no  pasó  una  sola  legislatura 
en  que  no  se  propusieran  mociones  y 
proyectos  de  ley  para  proceder  t  la  codi- 
ficación de  las  varias  ramas  del  derecho. 
Pero  todas  aquellas  tentativas  habían 
fracasado  por  demasiado  prematuras 
cuando  no  por  demasiado  absurdas. 

Sin  embargo;  era  evidente  que  aquel 
estado  de  cosas  no  había  de  durar  eter- 
namente. Dictada  la  legislación  colonia! 
por  monarcas  que  ni  conocían  ni  sabían 
satisfacer  las  necesidades  de  estos  pue- 
blos, bajo  la  inspiración  de  doctrinas  po- 
líticas y  económicas  que  la  revolución  de 
la  Indci^endencia  había condenadoypara 
regir  un  estado  social  que  había  sido  ra- 
dicalmentc  subvertido  por  el  mismo  acon- 
tecimiento, los  códigos  de  la  metrópoli 
hacían  las  veces  de  camisas  de  fuerza  que 
comprimían  el  desenvolvimiento  espon- 
táneo de  los  nuevos  Estados.  Las  leyes 
que  regían  la  propiedad  favorecían  las 
vinculaciones  y  la  in alien abil id ad  en  con- 
tra de  la  libertad  de  comercio;  las  que 
organizaban  la  familia,  inspiradas  en  un 
criterio  ascético  é  intransigente,  prohi- 
bían los  matrimonios  mixtos  en  contra 
de  la  tolerancia  social;  las  que  reglaban 
la  sucesión  hereditaria,  sancionaban  ex* 
clusiones  odiosas  é  injustificadas  en  con- 
tra de  los  extranjeros;  los  préstamos  de 
dinero  á  interés  se  miraban  con  hostili- 
dad en  la  vida  civil  y  estaban  sujetos  á 
múltiples  restricciones;  en  los  tribunales 
prevalecían  los  procedimientos  secretos 
adoptados  desde  el  siglo  XIII  á  virtud 
del  funesto  ejemplo  de  la  Inquisición;  y 
por  último,  las  penas  establecidas  para 
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reprimir  la  criminalidad  eran  á  veces  tan 
inhumanas  que  cuando  se  encontraban 
jueces  que  las  mandaran  aplicar,  no  ha- 
bía Gobierno  que  las  hiciera  ejecutar. 
"Probablemente  (decía  el  Gobierno  al 
Congreso  de  1831)  no  se  hará  verosímil 
en  la  posteridad  que  habiendo  pasado  de 
un  régimen  monárquico,  despótico  7  se- 
mi-feudal  á  constituimos  en  repúblicas 
representativas  con  división  de  poderes 
y  casi  democráticas,  bajamos  conserva- 
do por  21  años,  no  solamente  las  leyes 
que  rigen  en  Castilla  sino  también  las 
coloniales,  dirigiendo  nuestras  adminis- 
traciones públicas,  fiscales  y  civiles  por 
unos  códigos  que  reconcentran  en  el  mo- 
narca toda  la  omnipotencia  humana  y 
cuyo  Gobierno  y  principales  magistratu- 
ras existían  á  tres  mil  leguas  de  nuestro 
suelo...  ¿Quién  podrá  leer  sin  asombro 
unas  constituciones  que  establecen  tan- 
tas garantías  políticas  y  judiciales,  man- 
dadas ejecutar  por  el  Ministerio  de  unas 
leyes  que  las  reprueban  6  desconocen? 
tantas  magistraturas  cuya  organización 
y  atribuciones  deben  ser  opuestas  ó  no 
imaginadas  en  las  leyes  españolas?  tan- 
tas costumbres,  tantos  usos,  tantos  prin- 
cipios para  dirigirel  orden  civil  según  las 
nuevas  instituciones,  las  luces  ó  morali- 
dad del  siglo,  con  unas  leyes  de  los  siglos 
XII  y  XIII,  donde  se  probaban  los  he- 
chos judiciales  por  los  juicios  de  Dios  y  se 
decidían  por  duelos  eii  campo  cerrado?" 

A  remediar  estos  capitales  defectos,  no 
bastaban  las  enmiendas  parciales  porque 
ellas  rompían  la  unidad  que  el  principio 
monárquico  había  impreso  en  la  legisla- 
ción española  y  no  lograban  amoldar 
por  completo  aquel  derecho  caduco  al 
nuevo  estado  social.  Todas  las  leyes  pri- 
vadas que  se  dictaron  con  este  propósito 


desde  1810  adelante  sobre  matrimonios, 
sobre  herencias  y  testamentos,  sobre  hi- 
potecas, sobre  procedimientos,  sobre  pre- 
lación  de  créditos,  sobre  préstamos  á  in- 
terés, etc.,  etc.,  reflejan  el  estado  de  tran- 
sición de  un  pueblo  que  ha  renunciado  ñ 
las  fórmulas  del  derecho  antiguo  cuando 
todavía  anda  azaroso  en  busca  de  las 
del  derecho  nuevo.  Por  fin,  después  de 
múltiples  esfuerzos  hechos  para  llegar  á 
un  acomodo  por  naturaleza  imposible, 
Gobierno  y  Congreso  se  convencieron  de 
que  e!  único  remedio  eficaz  era  el  que  pre- 
maturamente se  había  propuesto  desde 
20  años  atrás,  esto  es,  el  de  proceder  á  la 
revisión  total  y  sistemática  de  las  leyes 
españolas,  vastísima  labor  quese  acome- 
tió con  más  osadía  que  siifíciencia  y  que 
á  la  larga  había  de  dar  como  fruto  la  co- 
dificación de  la  parte  más  importante  del 
derecho  chileno. 

En  conformidad  con  estecambiode  opi- 
nión, el  10  de  septiembre  de  1840  se  pro- 
mulgó una  ley  que  instituía  una  Comisión 
de  Legislación  del  Congreso  Nacional^ 
compuesta  de  dos  senadores  y  tres  dipu- 
tados y  encargada  de  codificar,  las  leyes 
civiles  reduciéndolas  á  un  cuerpo  ordena- 
do y  completo  y  descartando  de  ellas  lo 
supérfluo  y  lo  que  pugnara  con  las  insti- 
tuciones republicanas.  Bn  «1  desempeño 
de  su  tarea,  la  Comisión  debía  tomar  en 
consideración  los  proyectos,  bases  é  indi- 
caciones que  le  fueran  propuestos  por  el 
Gobierno,  6  por  los  tribunales,  ó  aún  por 
los  particulares. 

Sin  pérdida  de  tiempo  procedió  la  co- 
misión á  instalarse,  y  principalmente  bajo 
la  inspiración  del  señor  Bello,  empezó  con 
tan  ardoroso  empeño  aquella  magna  ta- 
rea de  revisión,  de  reforma  y  de  codifica- 
ción que  un  año  más  tarde  presentó  al 
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Congreso,  ya  acabada  y  en  punto  de  ser 
revisada,  una  parte  considerable  del  nue- 
vo Código. 

Aun  cuando  á  todas  luces  habría  sido 
más  prudente  guardar  el  acabamiento 
de  la  obra  para  proceder  á  revisarla,  la 
impaciencia  del  Gobierno  y  del  Congreso 
precipitó  las  cosas  instituyendo  por  ley 
del  29  de  octubre  de  1841  una  Junta  Re- 
visora  del  Proyecto  de  Código  Civil.  Pero 
á  causa  de  lo  prematuro  de  su  institución, 
esta  Junta  tropezó  con  insuperables  difi- 
cultadesen  el  desempeño  de  sutareaypor 
ley  del  17  de  julio  de  1845  hubo  de  refun- 
dirse en  la  Comisión  redactora,  con  la 
cual  formó  en  adelante  un  solo  cuerpo. 

Hastaentonces  la  Comisión  habia  tra- 
bajado con  más  ó  menos  regularidad  y 
empeño,  y  año  tras  año  había  presenta- 
do á  las  Cámaras  la  parte  de  labor  eje- 
cutada en  cada  período.  A  la  manera  del 
monumento  que  parecía  escondido  en  la 
piedra  informe  y  que  se  va  diseñando  á 
los  golpes  del  cincel,  el  nuevo  Código  iba 
saliendo  formado  del  seno  de  la  caótica 
legislación  española,  modelado  por  las 
manos  de  la  Comisión.  Por  desgracia 
para  la  impaciencia  del'  público,  y  por 
fortuna  para  la  madurez  de  la  obra,  sus 
sesiones  se  empezaron  á  separar  desde 
aquel  año  por  intervalos  más  y  más  lar- 
gos, y  el  número  de  sus  vocales,  solicita- 
dos por  más  premiosas  y  lucrativas  ocu- 
paciones, empezó  á  disminuir  de  día  en 
día  hasta  que  Uegó  uno  en  que  el  señor 
Bello  se  encontró  como  secretario-redac- 
tor en  posesión  de  todos  los  trabajos  ya 
ejecutados  y  sin  colaboradores  que  le 
ayudasen  á  proseguir  la  obra.  Afortuna- 
damente, lejos  de  amilanarse  ante  el  ais- 
lamiento en  que  se  le  dejaba^  cobró  nue- 
vos ánimos  al  sentirse  más  libre  para 


concordar  el  derecho  civil  de  la  República 
con  sus  doctrinas  jurídicas. 

A  Ja  sazón  contaba  Bello  65  años  por- 
que había  nacido  en  Caracas  el  30  de  no- 
viembre de  1780.  Hacia  1810,  haUa  sido 
enviado  á  Londres  en  compañía  de  Bolí- 
var y  López  Méndez  á  gestionar  el  auxi- 
lio de  Inglaterra  en  la  luchade  Venezue- 
la contra  la  metrópoli;  y  en  1829  se  ha- 
bía venido  á  Chile  contratado  por  el  go- 
bierno de  esta  República.  Casi  todas  las 
obras  que  han  inmortalizado  su  nombre 
en  Sud  América  las  publicó  en  el  curso  de 
los  36  años  que  permaneció  en  Chile. 
Aquí  fué  donde  hizo  y  publicó  su  Gramá- 
tica Castellana,  su  Derecho  Internacio- 
nal, sus  mejores  poesías,  la  mayor  parte 
de  sus  inumerables  estudios  de  filosofíay 
de  crítica  literaria;  y  filé  á  su  patria 
adoptiva,  Ui  que  por  ley  especial  le  había 
incorporado  entre  sus  hijos  el  año  de 
1832,  á  la  que  dedicó  sus  desveloa^  de  ju- 
risconsulto hasta  poder  tributarle  la 
ofrenda  del  mejor  Código  Civil  que  hasta 
hoy  se  ha  dictado  en  este  continente. 

Hn  efecto,  cuando  el  sabio  jurisconsul- 
to se  persuadió  de  que  la  obra  quedaría 
indefinidamente  paralizada  si  él  no  la 
proseguía  por  sí  solo,  tomó  la  resolución 
de  llevarla  á  término  sin  ayuda  extraña; 
y  al  efecto,  se  trazó  un  nuevo  plan  de 
trabajo,  revisóyrehizo  la  parte  ya  apro- 
bada, elaboró  una  y  más  veces  la  parte 
que  faltaba,  y  por  último,  en  1852  tuvo 
la  satisfacción  de  poner  punto  ñnal  á  un 
Proyecto  de  Código  Civil. 

En  la  ejecución  de  la  obra,  empleó  el 
señor  Bello,  ya  á  solas,  ya  en  diferentes 
comisiones,  más  de  20  años  de  su  vida; 
estudió  á  los  más  notables  jurisconsul- 
tos que  hasta  entonces  habían  apare- 
cido, consultó  y  utilizó  todos  Jos  códi- 
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gos  que  se  habían  promulgado  desde  Jus- 
tiniano  adelante,  y  sin  contar  las  modi- 
ficaciones de  detalle,  redactó  y  rehizo 
seis  6  siete  veces  el  t^to  del  proyecto. 

Aceptado  el  proyecto  por  el  Gobierno, 
en  26  de  octubre  de  1852  se  nombró  una 
nueva  Comisión  revisora,  lacual  después 
de  una  improba laborque  duró  tresaños 
y  después  de  celebrar  más  de  300  sesio- 
nes, bajo  la  presidencia  del  jefe  del  Esta- 
do, presentó  á  las  Cámaras  legislativas, 
con  fecha  22  de  noviembre  de  1855  el 
proyecto  revisado  que  fué  aprobado  por 
li?f  de  14  de  diciembre  del  mismo  año  y 
que  empezó  á  regir  desde  el  l''  de  enero 
de  1857. 

No  es  el  Código  Civil  de  Chile  copia 
M^il  de  alguno  otro,  ^>ero  tampoco  se 
debe  tener  por  obra  original  de  su 
principal  redactor.  Inspirado  principal- 
nieiite  por  el  espíritu  de  los  comentadores 
romanistas,  sus  defectos  son  algunos  de 
aqüellos  que  caracterizan  á  toda  legisla- 
ción arcaica,  esto  es,  á  toda  legislación 
(|u('  dictada  para  satisfacer  las  necesida- 
des de  una  época,  no  basta  á  satisfacer 
Ifta  de  una  época  muy  posterior.  En  el 
i^^igo  Civil  de  Chile  no  se  conoce  la 
propiedad  literaria,  ni  la  propiedad  epis- 
tolfir,  ni  la  propiedad  industrial,  ni  la 
propiedad  de  los  palcos,  etc.,  porque  no 
UhixonociÓ  el  derecho  romano;  el  contra- 
to de  locación  de  servicios,  que  apenas 
alcanzó  á  nacer  en  Roma  donde  el  traba- 
jQ  lbanual  estaba  confiadoálos esclavos, 
tíeñe  en  el  Código  chileno  el  desarrollo 
0é  tin  simple  embrión;  del  contrato  de  sus- 
^^l^ión  no  se  hace  mención  alguna  aquí 
porque  tampoco  se  hacía  mención  alguna 
declallá;lacondÍciónjurídica  de  la  mujer 
casada  y  de  los  hijos  ilegítimos  curres- 
paiíde  en  nuestro  código  á  un  estado  so- 
eift!  que  no  es  el  nuestro,  y,  por  filtimo, 


los  largos  plazos  de  las  prescripciones  re- 
cuerdan una  época  en  que  el  comercio  hu- 
mano era  menos  activo  y  en  que  todavía 
no  se  podía  dar  vuelta  al  mundo  en  80 
días. 

Junto  con  estos  defectos  heredados  del 
derecho  romano,  se  notan  en  nuestro  có- 
digo otros  que  le  fueron  impuestos  por 
las  doctrinas  sociológicas  v  económicas 
que  privaban  en  la  primera  mitad  de  la 
pasada  centuria.  Obra  de  ellas  fué  la  su- 
presión de  los  esponsales,  de  la  adopción, 
de  los  consejos  de  familia,  de  la  investi- 
gación de  la  paternidad  ilegítima  y  del 
reconocimiento  de  hecho  de  los  hijos  na* 
turales.  Obra  suya  es  también  la  consa- 
gración de  la  alienabilidadyde  la  embar- 
gabilidad  casi  absolutas  de  la  propiedad 
pública  tanto  como  de  la  propiedad  pri- 
vada. Bajo  la  inspiración  de  las  doctri- 
nas del  libre  cambio,  el  Código  no  sustrae 
del  comercio  humano  más  que  los  objetos 
consagrados  al  culto  católico,  ni  del  en:- 
bargo  más  que  la  ropa  del  deudor,  sus 
instrumentos  de  trabajo,  sus  libros  pro- 
fesionales hasta  el  valor  de  200  pesos,  y 
una  parte  de  su  sueldo  de  empleado  pú- 
blico. Entre  tanto,  es  la  verdad  que  el 
sentimiento  jurídico  se  irrita  contra  el 
acreedor  desapiadado  que  pone  la  mano 
sobre  el  hogar  del  deudor  inculpable,  y 
aun  cuando  en  principio  los  bienes  nacio- 
nales están  sujetos  á  las  mismas  reglas 
((ue  rigen  la  propiedad  privada,  la  opi- 
nión pública  no  perdonaría  al  juez  que 
decretase  el  embargo  del  palacio  del  Go- 
bierno, ó  el  de  las  calles  edificadas,  ó  el 
de  las  playas  de  un  puerto.  ¿Porqué? 
ponjue  á  pesar  de  suinconsciencia,  el  sen- 
timiento jurídico  del  vulgo  comprende 
que  se  deben  mantener  sustraídos  del 
comercio  humano  aquellos  bienes  que 
por  obra  de  la  ley  ó  de  la  naturaleza  es- 
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tán  destinados  á  servicios  públicos  per- 
manentes. 

A  pesar  de  estos  defectos,  el  Código  Ci- 
vil de  Chile  se  cuenta  entre  los  más  nota- 
bles promulgados  en  el  curso  del  siglo 
XIX.  Fué  nuestro  Código  el  primero  que 
consagró  un  título  especial  ñ  las  personas 
jurídicas,  y  el  primero  que  adoptó  princi- 
pios generales,  especialmente  en  el  órden 
del  derecho  internacional  piivado,  xiara 
sustraer  la  interpretación  y  la  aplicación 
de  las  leyes  á  la  jurisdicción  arbitraria  de 
los  jurisconsultus.  Después  de  decidirse 
por  la  indefinida  divisiijtlidad  de  la  propie- 
dad raíz,  prohibió  las  vinculaciones  [)er- 
petuas  y  dió  facilidades  para  disolver  las 
comunidades.  Además,  mejoró  siquiera 
fuese  tímidamente  la  condición  jurídica 
de  la  mujer  casada;  instituyó  el  fideico- 
miso, el  cual,  sin  embargo,  subsiste  muy 
penosamente;  y  mandó  establecer  un  Re- 
gistro Conservadorde  Bienes  Raíces  para 
llevar  el  estado  civil  de  la  propiedad  in- 
mueble. En  una  palabra,  este  código  sig- 
nificó un  gran  progreso  jurídico  para  la 
República  en  la  época  en  que  fué  promul- 
gado, y  merced  á  la  disposición  metódica 
de  sus  partes  y  á  la  precisión,  á  la  clari- 
dad y  á  la  relativa  pureza  de  su  estilu, 
ha  sido  adoptado  casi  íntegramente  en 
otras  Repúblicas  americanas  y  su  textu 
sirve  de  modelo  á  los  legisladores  del  con- 
tinente entero. 

*  * 

Terminada  esta  primera  parte  de  la  co- 
dificación, legisladores,  gobernantes  y  ju- 
risconsultos se  sintieron  estimulados  por 
el  buen  suceso  á  completarla  acometien- 
do empresas  análogas  en  los  otros  órde- 
nes jurídicos.  De  antemano,  con  fecha  14 
de  diciembre  de  1846,  se  había  nombrado 
una  comisión  para  que  redactara  un  pro- 


yecto de  Código  de  Comercio,  y  como 
ésta  no  diera  señales  de  vida,  el  3  de  julio 
de  1851  se  encargó  á  otra  estudiar  y  aco- 
modar á  nuestras  necesidades  el  que  por 
entonces  regia  en  España  las  relaciones 
mercantiles.  Pero  todas  aquellas  tentati- 
vas habían  fracasado,  no  sólo  á  causa  de 
la  notoria  insuficiencia  de  nuestros  juris- 
consultos, faltos  de  preparación  para  eje- 
cutar tan  magna  obra,  sino  también  por- 
que se  había  pretendido  de  ellos  que 
prestaran  sus  servicios  gratuitamente. 
Convencido  el  Gobierno  de  que  por  este 
camino  jamás  llegaría  á  término,  hizu 
dictar  la  ley  dell4de  septiembre  de  1852 
que  le  autorizaba  para  asignar  sueldos 
relativamente  cuantiosos  á  las  personas 
á  quiénes  confiase  la  tarea  de  formular 
proyectos  de  códigos;  y  cu  ejercicio  de  esta 
autorización,  había  nombrado  á  varios 
jurisconsultos  para  que  redactaran  cuál 
un  proyecto  de  Código  de  Procedimiento 
Civil,  cuál  un  proyecto  de  Código  Tenal, 
cuál  un  proyecto  de  Código  Militar  (en 
reemplazo  de  la  Ordenanza  General  del 
Ejército  dictada  por  simple  decreto  en 
1839)  y  cuál  un  proyecto  de  Código  de 
Comercio. 

De  todos  estos  códigos,  acaso  el  que  se 
requería  con  mayor  urgencia  era  el  de  Co- 
mercio, ponjue  ningún  otro  órdcn  del  de- 
recho privado  había  sido  tan  profunda- 
mente modificado  por  la  revolución  de  la 
independencia.  Al  régimen  de  aislamiento, 
de  prohibiciones  y  de  monopolio  en  que 
estas  colonias  habían  vivido,  sucedió  en 
Chile  desde  1811  otro  de  libertad  y  de 
franquicias  que  abrogó  de  hecho  gran 
parte  de  la  legislación  mercantil  de  Espa- 
ña. Nominalmente  seguían  rigiendo  en 
1852  las  leyes  de  derecho  comercial  que 
las  Partirías  y  las  Recopilaciones  contie- 
nen, y  á  ellas  se  habian  agregado  desde 


Digitized  by 


284 


PRIBIERA  PARTE 


1795  las  famosas  Ordenanzas  de  Bilbao. 
Pero  esta  legislación,  tan  notable  en  su 
época,  era  ya  inaplicable  en  la  mitad  de 
sus  disposiciones  y  sobre  modo  deficiente 
en  la  otra  mitad,  dictada  como  habfa 
sido  incoherentemente  entre  los  siglos 
XIII  y  XVIII  bajo  la  inspiración  de  muy 
falsas  doctrinas  económicas  y  para  una 
vida  mercantil  de  muy  poca  actividad  y 
de  muy  pocas  necesidades.  A  fin  de  refor- 
mar esta  legislación  en  su  parte  caduca  y 
de  completarla  en  su  parte  deficiente,  fué 
nombrado  el  señor  don  Gabriel  Ocampo, 
distinguido  jurisconsulto  de  origen  ar- 
gentino, que  consagró  á  la  ejecución  de 
la  obra  varios  afios  de  incesante  labor. 
Tan  pronto  como  el  proyecto  estuvo  aca- 
bado, se  nombró  una  comisión  para  que 
lo  revisara;  y  una  vez  revisado,  fué  pre- 
sentado al  Congreso  en  5  de  octubre  de 
1865  y  aprobado  sin  modificaciones  el 
23  de  noviembre  del  mismo  año  para  que 
empezara  á  regir  el  1''  de  enero  de  1867. 

A  la  verdad,  no  fiié  pequeño  el  desairo- 
11o  que  el  derecho  mercantil  alcanzó  con 
la  promulgación  del  nuevo  Código.  Para 
acabar  con  las  arbitrariedades  y  contra- 
dicciones de  la  jurisprudencia,  el  Código 
de  Comercio  enumera  taxativamente  los 
actos  que  se  deben  reputar  mercantiles  y 
regidos  por  sus  disposiciones,  y  ñja  los 
solos  casos  en  que  se  puede  dar  fuerza  de 
ley  á  la  costumbre.  Impone  á  los  comer- 
ciantes la  obligación  de  llevar  libros  de 
contabilidad  y  correspondencia,  é  institu- 
ye un  registro  de  comercio  para  anotar 
el  estado  civil,  las  facultades  y  las  res- 
ponsabilidades de  los  comerciantes.  Re- 
glamenta el  mandato  comercial  denomi- 
nado comisión ,  incorpora  en  la  legislación 
mercantil  el  contrato  especialísimo  de  la 
cuenta  corriente,  organiza  las  sociedades, 
y,  por  último,  regla  la  letra  de  cambio, 


los  contratos  de  trasportes  y  de  seguro 
marítimo  y  el  juicio  de  quiebra. 

Pero  no  obstante  el  impulso  que  dió  al 
desarrollo  del  derecho  mercantil,  este  Có- 
digo adolece  de  defectos  que  hacen  indis- 
pensable su  completa  reforma.  Su  estilo 
es  poco  castizo,  á  las  veces  oscuro  y  ge- 
neralmente pesado.  A  causa  de  su  enume- 
ración  taxativa  de  los  actos  de  comercio, 
hay  muchas  empresas  mercantiles  que  no 
están  regidas  por  sus  disposiciones.  La 
intervención  que  confiere  al  Presidente  de 
la  República  en  la  formación  y  en  la  vida 
de  las  sociedades  anónimas  es  una  traba 
que  entorpece  los  negocios  honrados  y  no 
evita  los  fraudes,  porque  sirve  de  patente 
de  probidad*  á  los  estafadores.  Del  che- 
que, que  tanto  auge  tiene  en  las  plazas 
comerciales,  apenas  hace  mención  inci- 
dental; no  conoce  ni  siquiera  de  nombre 
los  importantes  contratos  de  impresión, 
de  edición  y  de  representación;  no  contie- 
ne reglas  para  regir  los  servicios  de  co- 
municaciones, como  el  de  telégrafos  y  el 
de  teléfonos,  y  no  legisla  sobre  los  ban- 
cos, ni  sobre  los  negocios  bursátiles,  ni 
sobre  las  marcas  de  fábi  ica  y  de  comer- 
cio, ni  sobre  la  propiedad  industrial  de 
losinventores  ni  sobre  la  hipoteca  naval. 
Por  último,  los  procedimientos  déla  quie- 
bra garantizan  tan  imperfectamente  los 
intereses  de  los  acreedores  que  á  menudo 
los  bienes  del  fallido  se  evaporan  por  com- 
pleto en  la  tramitación  y  en  la  realiza- 
ción. A  pesar  de  las  varias  leyes  que  se 
han  dictado  para  enmendar  este  Código, 
es  opinión  general  que  él  no  está  destina- 
do á  larga  vida. 


* 

•  * 


Referir  los  antecedentes  y  hacer  la  crí- 
tica de  los  tres  Códigos  promulgados 
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bajo  el  gobierno  de  don  Federico  Errázu- 
ri«  Zañartu  (1871-1876),  sería  obralarga 
y  acaso  falta  de  interés.  El  Código  Penal, 
que  comenzó  á  regir  el  1^  de  marzo  de 
1875,  estableció  tina  regular  clasificación 
de  los  delitos  y  hastacierto  punto  huma- 
nizó las  penas.  Desde  la  misma  fecha  co- 
menzó á  regir  el  Código  de  Minería,  el 
cual  no  modificó  muy  sustancialmente 
las  Ordenanzas  Españolas  de  Méjico  y  fué 
reemplazado  pocos  años  más  tarde  por 
otro  qne  empezó  á  regir  el  1''  de  enero  de 
1889.  Por  último,  el  15  de  octubre  de 
1875  se  promulgó  el  Código  de  Organi- 
zación y  Atribuciones  de  los  Tribunales, 
que,  con  la  venía  del  Sumo  Pontífice  y  á 
pesar  de  una  viva  oposición,  suprimió  el 
fuero  eclesiástico  y  los  recursos  de  fuerza. 

De  mucha  mayor  trascendenna  ha  sido 
la  codificación  del  derecho  procesal,  ó 
adjetivo  como  lo  llamó  Bentham.  Sea 
por  vicio  de  las  leyes,  sea  por  obra  de  los 
jueces  y  de  los  abogados,  los  procedi- 
mientos judiciales  que  se  segníanennues- 
trostribunales  estaban  como  inventados 
para  garantizar  el  triunfo  de  la  mala  fe. 
La  prueba  testimonial  se  recibía  por  el 
juez  ó  por  un  ministro  fedante  en  la  más 
absoluta  reserva,  y  ninguno  de  los  conten- 
dores podía  repreguntar  á  los  testigos, 
ni  exigirles  que  aclarasen  su  pensamiento, 
quecompletasen  su  declaración  ó  que  de- 
tallasen las  circunstancias  de  los  hechos. 

Aún  cuando  numerosas  leyes  de  las 
Partidas  y  de  las  Recopilaciones  y  algu- 
nos autos  acordados  de  la  Corte  Supre- 
ma  fijaban  el  procedimiento  regular  de 
los  litaos,  ello  es  qne  una  inexcusable 
tolerancia  de  parte  de  los  jueces  había 
autorizado  la  interposición  sucesiva  de 
artículos  dilatorios  que  á  menudo  entor- 
pecían y  demoraban  la  tramitación  has- 
ta el  punto  de  agotar  la  paciencia  y  los 

UEKKCtIO 


recursos  pecuniarios  del  demandante  an- 
tes de  llegar  al  término  de  la  contienda. 
Sé  de  un  caso  en  que  el  demandante  in- 
terpuso 22  apelaciones  antes  de  contes- 
tar la  demanda.  No  era  raro  que  otros, 
sobre  todo  los  pobres,  renunciaran  á  su 
derecho,  injustificadamente  usurpado  por 
terceros,  para  "no  comprometerse  en  plei- 
tos que  sobre  ser  eternos  y  dispendiosos, 
no  ofrecían  á  causa  de  las  artimañas  de 
la  mala  fe,  garantía  alguna  de  buen  su- 
ceso. Con  vergüenza  para  la  República, 
se  habían  instituido  en  Santiago  y  en 
Valparaíso,  tribunales  privados  de  hom- 
bres buenos  (jue  por  honorarios  ajusta- 
dos en  cada  caso,  fallaban  rápidamente 
los  litigios  que  de  común  acuerdo  de  los 
interesados  se  sometían  ásu  jurisdicción. 

Entre  tanto,  aquella  intolerable  situa- 
ción se  perpetuaba  de  día  en  día  sin  espe- 
ranza de  ponerle  término  por  medio  de 
una  reformaradical.  Desde  1828  y  1833, 
se  habían  propuesto  en  las  Cámaras  le- 
gislativas proyectos' de  ley  dirigidos  á 
codificar  el  derecho  adjetivo;  pero  nin- 
guno había  sido  aprobado  porque  se 
pensaba,  quizás  con  razón,  c|ue  antes  de 
dictarse  la  ley  orgánica  de  los  tribunales 
no  era  oportuno  dictar  la  de  procedi- 
mientos. Por  la  misma  razón  no  hicieron 
de  pronto  gran  cosa  los  diferentes  juris- 
consultos que,  en  conformidad  con  la  ci- 
tada ley  de  14  de  septiembre  de  1852,  se 
nombraron  sucesi  vamente  para  formular 
un  proyecto  de  Código  Procesal.  En  bal- 
de las  memorias  anuales  del  Ministerio 
de  Justicia  informaban  al  Poder  Legisla- 
tivo de  los  adelantos  que  en  la  tarea  se 
habían  realizado,  porque  la  misma  perió- 
dica repetición  de  estos  informes  y  pro- 
mesas hacía  que  el  público  los  recibiera 
con  incredulidad. 

Dos  eran  las  causas  principales  que  re- 
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tardaban  la  obra.  Por  un  lado  á  virtud 
del  carácter  puramente  polftico  de  nues- 
tros partidos,  ellos  se  curaban  sólo  de  la 
organización  del  Gobierno  del  Estado; 
descuidaban  casi  por  completo  su  cons- 
titución jurídica,  y  no  gastaban  mayor 
eniiKño  para  poner  en  la  tabla  de  las 
discusiones  parlamentarias  las  reformas 
del  derecho  adjetivo.  Por  otro  lado,  la 
obra  de  la  codificación,  que  es  de  suyo 
compleja  y  delicada  cuando  se  concreta 
á  ordenar,  armoniíEar  y  rejuvenecer  leyes 
vetustas  é  incoherentes,  se  complica  y  se 
dificulta  solire  manera  cuando  se  intenta 
aprovecharla,  como  en  el  caso  del  dere- 
cho procesal,  para  realisíar  simultánea- 
mente muchas,  muy  radicales  y  no  muy 
definidas  relbrnias.  Kn  estas  circunstan- 
cias, asumió  el  Gobierno  de  la  República 
su  actual  Presidente  el  señor  don  Germán 
Rícsco,  quien  conocía  á  fondo,  como  ex- 
miembro de  las  Cortes  superiores  de  jus- 
ticia, los  vicios  del  derecho  procesal  y  la 
urgente  necesidad  de  su  reforma. 

Otro  antiguo  magistrado  judicial,  el 
señor  don  Manuel  Montt,  f|ue  haliía  lle- 
gado también  á  la  Presidencia  de  la  Re- 
pública { 1851-1861  ),  en  circunstanciasen 
que  era  miembro  de  la  Comisión  Redac- 
tora  del  proyecto  de  Código  Civil,  había 
introducido  la  práctica  de  asistir  á  las 
sesiones  y  de  tomar  parte  en  los  debates 
de  dicha  Comisión ;  y  lo  mismo  había  he- 
cho sin  tener  tales  antecedentes  en  su  ca- 
rrera, el  señor  don  Federico  Krrázuriz 
Zañartu  (1871-1876)  merced  á  cuyo  em- 
peño personal,  se  habían  promulgado 
bajo  su  gobierno  los  tres  nuevos  Códi- 
gos ya  mencionados.  Siguiendo  estas 
hermosas  tradiciones,  el  señor  Rtesco, 
que  al  asumir  el  Gobierno  de  la  Repúbli- 
ca desempeñaba  el  cargo  honorífico  de 
presidente  de  una  comisión  de  jurisconsul- 


tos que  se  había  nombrado  para  revisar 
el  proyecto  de  Código  de  Procedimiento 
Civil,  continuó  desde  su  elevado  puesto 
la  tarca  de  la  revisión  hasta  dejar  la 
obra  en  condiciones  de  ser  presentada  al 
Poder  Legislativo.  Una  ley  del  28  de 
agosto  de  1902,  aprobó  el  proyecto  nn 
modificaciones  y  dispuso  que  él  rigiera 
desde  el  primer  día  del  año  judicial  de 
1903,  esto  es,  desde  el  1^  de  marzo. 

£u  el  nuevo  Código  se  conservan  esen- 
cialmente los  trámites  más  importantes 
del  juicio  ordinario  tales  cuales  se  habían 
fijado  por  las  antiguas  leyes  españolas; 
pero  á  la  vez  se  adoptan  ciertas  medidas 
que  están  dirigidas  á  facilitar  la  tramita- 
ción misma  y  á  garantizar  el  triunfo  de 
la  buena  fe.  Se  reglamentan  las  notifica- 
ciones, sobre  todo  para  el  caso  en  que  los 
litigantes  las  rehuyan;  se  arraiga  de  de- 
recho á  las  partes  en  el  lugar  del  juicio; 
se  adoptan  medidas  contraía  sustracción 
ó  indebida  retención  de  los  expedientes; 
se  tjuita  el  carácter  dilatorio  á  un  gran 
número  de  artículos;  se  hace  pública  la 
recepción  délas  declaraciones tratimonia- 
les;  se  reglan  varios  juicios  especiales  y 
muchas  gestiones  judiciales  de  jurisdic- 
ción voluntariaque  no  tenían  más  norma 
que  la  práctica  ó  la  prudencia;  y,  por  úl- 
timo, se  instituyen  los  dos  nuevos  recur- 
sos de  casación  y  de  revisión,  para  lo  cual 
se  ha  tenido  á  la  vista  principalmente  la 
legisción  española. 

Tales  son  los  Códigos  que  hasta  el  día 
se  han  dictado  por  la  República:  e!  Civil, 
el  de  Comercio,  el  Penal,  el  de  Minería,  el 
de  Tribunales  y  el  de  Procedimiento  Ci- 
vil. Fuera  de  estos  seis,  rigen  otros,  ver- 
bigracia, la  Ordenanza  General  del  Ejér- 
cito y  la  Ordenanza  de  Aduanas,  que  no 
llevan  el  nombre  de  Códigos  pero  que  se 
debieran  clasificar  entre  ellos  si  se  atiende 
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á  8u  extensión  y  á  la  disposición  metódi- 
ca de  sus  partes.  Para  completar  la  obra 
de  la  codificación  nacional  faltan  un  Có- 
digo de  Procedimiento  Penal,  un  Código 
Rnrat,  un  Código  Militar,  y  se  ha  liabla- 
do  de  la  necesidad  de  un  Código  Fiscal  y 
de  un  Código  de  Instrucción  Pública.  La 


verdad  es  que,  aunque  hemos  recorrido 
la  mayor  parte  del  camino,  nos  encontra- 
mos todavía  á  media  distancia  del  tér- 
mino. 

Valentín  Lbtbubr 
Santiago  de  Chile,  1904. 
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EL  RECURSO  DE  CASACIÓN  EN  EL  FONDO  Y  LAS  CUESTIONES 
DE  HECHO  EN  LOS  JUICIOS 


(  Coatmuacióa) 


CAPÍTULO  SEGUNDO 

Principales  apUoaolones 

Sentadas  las  reglas  generales  sobre  la 
materia  que  tratamos,  creemos  útil  estu- 
diarlas en  su  aplicación  á  dos  de  las  cues- 
tiones más  importantes  y  difíciles  que 
pueden  someterse  á  la  decisión  de  los  tri- 
bunales, como  son  la  interpretación  de 
contratos  y  de  testamentos,  y  respecto 
de  su  alcance  sobre  los  procedimientos  ju- 
diciales, especialmente  sobre  la  prueba. 

CONTRATOS 


I 


La  interpretación  de  un  contrato  es, 
en  principio,  un  asunto  esencialmente  de 
h«:ho;  porque  la  intención  manifestada  de 
las  partes  contratantes,  es,  en  la  más  pro- 
pia acepción  de  las  cosas,  un  hecho.  Por 
consiguiente,  su  esclarecimiento  es  del  do- 
minio soberano  de  los  jueces  del  fondo, 
reduciéndose  el  fiapel  de  la  Corte  de  Ca- 
sación á  vigilar  que  esos  jueces  no  se 


equivoquen  sobre  los  caracteres  específi- 
cos de  la  convención  ó  sobre  los  efectos 
que,  con  arreglo  A  la  ley,  debe  producir. 
En  otros  términos,  le  corresponde,  en  es- 
to, como  en  lo  demás,  fallar  sobre  la  apli- 
cación de  la  ley  á  los  hechos. 

Pero  la  jurisprudencia  francesa  ha  es- 
tablecido excepciones  á  esta  regla.  Según 
los  autores  citados  más  arriba,  la  Corte 
te  de  Casación  ejerce  regularmente  su  de- 
recho de  censura  cuando  los  tribunales, 
en  vez  de  interpretar  un  acto  oscuro,  Aan 
desnaturalizado  ó  alterado  actos  expre- 
sos y  claros.  Es  decir  que  la  Corte  de  Ca- 
sación puede,  por  este  punto,  entrar,  en 
realidad,  en  el  terreno  de  los  hechos  del 
pleito. 

¿Es  admisible  una  excepción  de  esta  es- 
pecie? 

La  cuestión  es  tan  ardua  como  impor- 
tante y  se  refiere  á  la  inteligencia  que  de- 
be atribuirse  al  artículo  1545  de  nuestro 
Código  Civil,  ó  sea,  el  1134  del  Código 
Civil  francés:  "Todo  contrato  legalmente 
celebrado  es  una  ley  para  los  contratan- 
tes, y  no  puede  ser  invalidado  sino  por  su 
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consentimiento  mutuo  6  por  causas  le- 
gales." 

¿Qué  alcance  tiene  la  expresión  es  una 
ley?  ¿Equipara  la  ley  pública  y  general 
que  dicta  el  Estado  con  la  ley  privada 
que  se  imponen  las  partes  á  sf  mismas? 
La  infracción  de  un  contrato  en  una  sen- 
tencia ¿hace  á  ésta  casable  con  arreglo  al 
precepto  del  artículo  940  del  Código  de 
Procedimiento  Civil? 

Los  jurisconsultos  franceses  han  discu- 
tido esta  cuestión  desde  los  orígenes  de 
la  Corte  de  Casación,  y  ésta  ha  tenido, 
sobre  el' particular,  una  jurisprudencia 
vacilante  y  contradictoria. 

Antes  de  la  promulgación  del  Código  de 
Napoleón  y  en  los  primeros  años  de  su  vi- 
gencia, la  Corte  de  Casación  "creyó  que 
podfa  casar,  por  violación  de  la  ley  del 
contrato,  aquellas  sentencias  que  se  ha- 
bían pronunciado  en  sentido  contrario  á 
las  condiciones  estipuladas  por  las  par- 
tes. Se  fundaba  en  la  ley  23,  ÍF.  De  regulis 
juñ»;  contractam  ¡egem  dkit'*  il>. 

Esta  fiscalización  de  la  Corte  sobre  la 
interpretación  de  los  contratos  era  com- 
pleta. Su  doctrina  tenía  toda  la  generali- 
dad que  se  desprendede  las  siguientes  pa- 
labras del  jurisconsulto  Favard:  "Siem- 
pre que  una  convención  haya  sido  legal- 
mente celebraday  que  sus  causas  sean  re- 
conocidas por  la  ley,  esta  convención  será 
por  sf  misma  una  ley,  y  la  sentencia  que 
la  viole  estará  sometida  á  la  censura  del 
tribunal  encargado  por  la  constittición 
de  conservarlas  incólumes  y  de  garantir- 
las contra  los  atentados  de  la  arbitrarie- 
dad" (2). 


(1)  jR^pn-íoúv  Aljihabétique,  t.  IX,  n.  3290  y  8i- 
gnientei. 

(2)  Citado  en  la  obra  Le  Code  Cfi»/  Annoté  de 
HM.  Lahaye,  Waldeok  RoosBeaD,  Faye,  etc.,  ParíR 
1B43,  p.  498. 


Pero,  á  partir  de  1807,  "la  Corte  de 
Casación  tomó  una  dirección  diametral- 
mente  opuesta..."  Merlin  fué  quien  prin- 
cipalmente contribuyó  á  este  cambio. 

"Si  antes  de  fallar  por  tercera  ve^, 
decía,  una  demanda  en  el  recurso  de  ca- 
sación, es  preciso  recnrrir  al  soberano  . 
para  hacer  interpretar  la  ley  ( L.  16  sept. 
1807), no  puede  basarse  casación  alguna 
ni  sobre  la  violación  de  un  eontratOy  ni 
sobre  ninguna  otra  contravención  resul- 
tante de  una  falsa  aplicación  de  la  ley  al 
hecho  del  pleito,  ya  que  no  le  está  re- 
servado al  príncipe  poner  nuevamente  el 
AecAo  en  debate"  (3). 

Merlin  extimaba,  pues,  que  el  error  so- 
bre la  inteligencia  de  las  cláusulas  de  un 
contrato  no  importaba  sino  un  mal  fallo 
sobre  el  hecho,  y  que  era  inconcebible 
que  el  soberano  dictase  una  ley  interpre- 
tativa de  los  contratos,  por  infracción  de 
la  cual  procediera  la  casación,  como  quie- 
ra, que,  por  simple  equivocación  sobre 
los  hechos,  este  recurso  era  inadmisible. 

"Es  evidente",  escribía  también  Poncet 
(Traité  des  jugements,  t.  2,  p.  297), 
"que  el  gobierno  no  puede  interpretar 
las  convenciones  privadas  ni  como  legis- 
lador ni  como  juez:  las  convenciones  y 
los  derechos  que  emanan  de  ellos  no  es- 
tán, en  caso  alguno,  directamente  á  su 
disposición"  (4). 

Estos  argumentos  convencieron  á  la 
Corte  y  hubo,  como  decimos,  un  segundo 
período  en  que,  con  aplauso  casi  unánime 
de  los  jurisconsultos,  cerró  inflexiblemen- 
te la  puerta  á  todo  recurso  fundado  en  la 
infracción  de  un  contrato,  declarando 
"que  los  tribunales  aprecian  soberana- 
mente la  naturaleza  y  el  carácter  de  las 
convenciones  ordinarias,  y  que  el  artícu- 

(3)  Bépertoire  Alpkabitique,  t.  IX,  núm.  3296. 

(4)  Rfperíoir*,  t  IX,  núm  3296. 
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lo  1134  no  proporciona  un  capítulo  ríe 
casación;  que  la  mala  interpretación  no 
constituye  sino  un  mal  fallo,  no  suscep- 
tible de  casación,  y  que  la  apreciación  de 
la  intención  de  las  partes  que  haya  hecho 
una  Corte  de  Apelaciones,  escapa  á  la 
.censura  de  la  Corte  de  Casación,  aun 
cuando,  para  ello,  se  haya  basado  exclu- 
sivamente en  los  términos  literales  de  la 
convención  y  no  en  los  actos  ó  hechos 
ostensibles"  (t). 

£n  cuanto  al  alcance  que  se  atribuía  al 
articulo  1134  del  Código  Civil,  he  aquf 
como  lo  resumía,  en  1865,  el  abogado  ge- 
neral, M.  Paul  Fabre,cn  un  dictamen  que 
fué  aceptado  de  lleno  por  la  Corte  de  Ca- 
sación. "Para  que  pueda  haber  infrac- 
ción del  articulo  1134  del  Código  Civil", 
decía,  "es  menester  que  el  juez,  después 
de  haber  declarado  que  la  intención  de 
las  partes  ha  sido  celebrar  una  determi- 
nada convención,  agregue  que,  sin  em- 
bargo, él,  como  juez,  por  razones  de  equi- 
dad, cree  deber  modificar  la  convención 
hecha,  porque  encuentra  exageradas,  sea 
la  pena  estipulada,  sea  las  ventajas  ase- 
guradas á  una  de  las  partes  por  el  con- 
trato; entonces  puede,  en  verdad,  decirse 
que  él  pone  su  voluntad  en  lugar  de  la 
que  reconoce  haber  sido  la  voluntad  de 
las  partes  al  tiempo  de  la  convención,  y 
que  rehace  el  contrato.  Pero  ¿y  si  el  juez, 
al  contrarío,  se  limita  solamente  á  in- 
vestigar cuál  ha  sido  la  intención  de  las 
partes  contratantes?  Por  muy  lejos  que 
vaya  por  este  camino,  está  dentro  del  do- 
minio de  su  soberanía"  (2). 

Pero  había  uno  que  otro  jurisconsulto 
que  no  se  conformaba  con  el  nuevo  esta- 
do de  cosas. 


(1)  Répertmrf,  U  IX.  niím.  3298y  H3ÜÜ. 

(2)  Jtiperíoirf.  t.  IX,  núm.  3313. 


Entre  ellos  descollaba  Carré  (Lois  de 
la  compét.  t.  8,  p.  150  y  s.  §  3)  que  se- 
guía considerando  "como  un  pricipio  in- 
contestable el  que  la  violación  de  un  con- 
trato es  una  causal  de  casación.  Segtinél, 
aceptar  esta  opinión  era  simplemente 
aceptar,  en  otros  términos,  qucel  recurso 
de  casación  es  procedente  por  violación 
expresa  del  artículo  1134  del  Código  Ci- 
vil. Hacfn,  sin  embargo,  una  distinción: 
ó  la  cláusula  de  un  contrato  es  clara, 
decía,  ó  es  oscura.  En  el  primer  caso 
queria  que  la  sentencia  que  había  desco- 
nocido la  evidencia  fuese  anulada;  en  el 
segundo,  concedía  que  la  interpretación 
dada  por  la  Corte  era  soberana"  (3). 

Se  le  replicaba  que,  mientras  la  ley  no 
marcase  el  punto  en  que  las  dudas  se 
pierden  en  las  claridades  de  la  evidencia, 
su  doctrina  era  inadmisible;  que  no  exis- 
tiendo un  modelo  normal  de  la  evidencia, 
todo  queda  entregado  al  criterio  de  cada 
cual,  esto  es  reducido  á  una  cuestión  de 
hecho,  del  dominio  exclusivo  de  las  Cor- 
tes de  Apelaciones. 

Sin  embargo,  el  triunfo  estaba  reser- 
vado á  la  opinión  de  Carré.  A  partir  del 
mismo  año  1865,  en  que  asintió  tan  am- 
pliamente á  la  doctrina  de  Fabre,  y  poco 
después  de  ese  fallo,  la  Corte  de  Casación 
comenzó  otra  vez  á  pronunciarse  sobre 
las  infracciones  de  los  contratos,  reac- 
cionando, lenta  pero  desembozadamente, 
en  demanda  de  su  primitiva  jurispruden. 
cía,  bien  que  en  términos  más  restringí- 
dos.  Y  en  la  actualidad,  ya  se  ha  fijado 
definitivamente,  según  parece,  su  manera 
de  pensar  á  este  respecto;  ha  admitido 
en  todas  sus  partes  la  opinión  de  aquel 
jurisconsulto,  con  la  distinción  ó  limita- 
ción por  él  indicada,  estableciendo  que  la 
violación  de  un  contrato  puede  dar  mar" 

(81  ¡tépérioirt,  i.  IX,  ii.  3»I0. 
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gen  A  casación  en  el  fondo  con  arreglo  al 
artículo  1134  del  Código  Civil  francés. 

*'Segón  esta  nueva  doctrina  de  la  Corte 
de  Casación",  agregan  los  autores  del 
Repertorio  (1),  "rio  es  permitido  á  los 
jueces,  cuando  los  términos  de  la  conven- 
ción son  claros  y  precisos,  átsnaturaVizíiv 
las  obligaciones  que  de  ellos  resultan  ni 
modificar  las  estipulaciones  que  encie- 
rran" (2). 

Tal  ha  sido  la  evolución  de  las  ideas  en 
Francia  respecto  de  este  punto  de  tanta 
trascendencia. 

Añadamos  que  la  doctrina  actual  fran- 
cesa es  seguida  también  en  otros  países. 

En  España,  por  ejemplo,  en  donde  el 
Código  Civil  (art.  1091)  contiene  un  pre- 
cepto sustancialmente  idéntico  al  del  ar- 
tículo 1545  del  nuestro,  y  aún  cuando  el 
níímero  2'-'  del  artículo  1692  de  la  Lev  de 
Enjuiciamiento  Civil  establece  casación 
en  el  fondo  por  la  interpretacióa  errónea 
ó  aplicación  indebida  de  las  leyes  ó  doc- 
trinas kgnks,  el  Tribunal  Supremo  lia 
declarado  que  "el  contrato  es  la  verdade- 
ra ley  que  fija  y  regula  los  derechos  y  líis 
obligaciones  de  los  contratantes  y  con 
arreglo  á  ella  han  de  decidirse  las  cues- 
tiones litigiosas  que  surjan  acerca  de  su 
cumplimiento",  y  que  "los  contratos  ó 
pactos  tienen  éntrelas  partes  que  los  han 
celebrado  el  mismo  poder  que  la  ley,  y 
——  ^ 

(1)  T.  IX,  n.. 3315. 

(2)  Se  citan,  eupecialmente,  las  acntencias  de  20 
de  dioiembre  de  1 887, 1 1  de  mayo  de  1 800, 20  de  no- 
viembre de  1892  y  18  de  diciembre  de  1893. 

En  la  Bentenoia  de  1890,  la  Oorte  francena  acntó 
la  doctrina  de  que  no  es  saficiente  jantificativo  para 
alterar  nna  convención  la  deplamción  que  haga  el 
jaez  del  fondo  en  nn  fallo  nobre  que  existen  circans- 
tanciafl  que  han  rodeado  i  esta  convención  y  de  las 
cnalea  se  dednoe  qae  an  aignifieodo  debe  nr  modifi- 
cado en  tal  <i  cual  «entido.  La  Corte  de  Casación  ha 
«xigtdoqoeM  invoque,  á  lo  menos,  nn  hecho  con- 
orsto. 


su  quebrantamiento  equivale  á  una  in- 
fracción legat'  (3j,  admitiendo  plenamen- 
te, en  la  práctica,  la  interposición  del  re- 
curso por  infracción  de  la  ley  del  contra- 
to, como  en  Francia. 

II 

¿Qué  solución  daremos  segíin  los  prin- 
cipios de  nuestra  legislación? 

En  rigor  jurídico,  yendo  a!  espíritu  del 
legislador,  estimamos,  por  nuestra  parte, 
que  no  ha  sido  su  mente  autorizar  la  ca- 
sación en  el  fondo  por  la  mera  infracción 
de  un  contrato. 

Cuando  el  artículo  040  del  Código  de 
Procedimiento  habla  de  infracción  de  ley 
creemos  que  se  ha  referido  á  ta  ley  defini- 
da en  el  artículo  1^  del  Código  Civil: 
una  "declaración  de  la  voluntad  sobera- 
na que,  manifestada  en  la  forma  prescrip- 
ta  por  la  Constitución,  manda,  prohibe 
ó  permite",  es  decir,  que  se  ha  referido  á 
lo  que  universalmente  se  llama  ley,  no  á 
los  contratos  entre  partes;  y  que,  cuando 
el  artículo  1545  expresa  que  los  contra- 
tos legalmente  celebrados  son  ana  ley 
para  los  contrayentes,  emplea  una  sim- 
ple manera  de  decir,  para  significar  cuán- 
ta es  la  fuerza  que  la  ley  reconoce  á  un 
contrato,  ya  que  al  fiel  cumpHmiento  de 
los  contratos  están  ligados  la  paz  y  el 
progreso  social. 

Hay.  en  esas  palabras,  una  verdadera 
metáfora  jurídica,  una  enérgica  figura  de 
retórica  del  legislador  y  nada  más.  £1 
contrato  es  como  ünaley,&i  el  sentido  de 
que  no  puede  ser  invalidado  por  la  sola 
voluntad  de  una  de  las  partes,  así  como 
la  ley  no  puede  ser  derogada porninguno 

(3)  ¡^ntencioH  de  3  de  abril  y  6  de  jnnio  de  1884 
citadafi  por  don  Joaquín  Goeta  en  la  obrita  Im  Igno- 
rancia del  Dnteho,ip.  48. 
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(lo  los  individuos  á  quienes  sé  dirije;  pero 
no  es,  en  su  esencia,  una  ley,  á  menos  que 
traatotnemos,  no  sólo  el  signifícado  de 
Iwi'l^^bras,  sino  la  sustancia  misma  de 


Snccíle  con  esa  expresión  del  artículo 
15^5  lo  que  con  aquella  de  que  se  vale  el 
ftrtSenlo  1000,  cuando  dice  que  "toda  do- 
^na/a&a  6  promesa  que  no  se  haga  perfec- 
ta c  irrevocable  sino  por  la  muerte  del 
douaute  ó  promisor,  es  un  testamento  y 
Sujetarse  á  las  mismas  solemnida- 
des del  testamento".  Nadie  entenderá 
con  esto  que  donación  revocable  y  testa- 
tnentn  son  cosas  idénticas;  existen  dife- 
rencias sustanciales  entre  ambos  actos 
jnzCSiiQOs;  pero  ]a  ley  lia  hablado  as!  para 
ñldSi^r  que,  en  general,  se  asimilan  ó 
aaemejan  mucho  en  sus  requisitos  inter- 
nos y  extemos  y  eu  sus  efectos. 

Corrobórase  nuestro  modo  de  pensar 
M  ae  «tiende  á  la  razón  de  ser  del  recurso 
decasíición  en  el  fondo.  Esunaconsidera- 
dóii  f!c  orden  público  en  la  más  estricta 
nu^K-ión  de  los  términos:  la  necesidad 
de  qve  la  ley  sea  bien  y  uniformemente 
spíícaálapor  los  tribanales,en  resguardo 
de  Iti  cÉcacia  de  la  legislación  misma,  de 
ItJB:  dt'rechos  de  la  colectividad  social  en 
abstracto,  y  de  la  imparcialidad  que  debe 
presidir  á  sus  resoluciones,  sin  la  cual  no 
existe  Verdaderamente  justicia. 

Todos  los  argumentos  que  se  hicieran 
para  demostrar  que  en  idéntico  píe  está 
í^sloíRda  teóricamente  la  violación  de  un 
contxstto,  serían  vanos:  el  interés  priva- 
do iKi  es  el  interés  público. 

A^i'^guense  á  estolas  dificultades  insu- 
perables que  la  aplicación  del  principio 
contrario  trae  en  la  práctica.  La  obje- 
eióa^e  Boncenne  hada  á  Carré  es  indes- 
tructible, dada  la  naturaleza  humana: 
¿quién  señalará  el  límite  que  separa  la 


oscuridad  de  la  evidencia  en  el  sentido 
de  las  cláusulas  de  un  contrato?  "Aque- 
llo que,  para  algunos,  es  una  luz  ciarísi- 
mn,  no  ofrece  á  los  ojos  de  otrossino  una 
claridad  vaga  é  incierta"  (1). 

Esto  sin  contar  con  que  semejante  dis- 
tinción es  enteramente  arbitraria  y  hace 
fuego  precisamente  en  contra  de  la  doc- 
trina que  la  formula. 

Si  la  doctrina  es,  en  sí,  buena  y  jurí- 
dica, debe  extenderse  igualmente  á  un 
caso  que  á  otro;  si  el  artículo  1545  de 
nuestro  Código  Civil  6  el  1134  del  Códi- 
go francés  autorizan lacasación en  el  fon- 
do por  infracción  de  un  contrato  porque 
el  contrato  es  ley,  se  hace  nescsario  reco- 
nocer que  la  Corte  de  Casación  puede  en- 
trar á  interpretar  cualquier  contrato, ya 
sea  claro  ó  dudoso,  exactamente  como 
sucede  con  la  interpretación  de  la  verda- 
dera ley.  ¿Por  qué  no  se  distingue,  en 
ésta,  la  ley  clara  y  precisa  de  la  ley  os- 
cura ó  ambigua  y  se  le  niega  facultad 
físcalizadora  respecto  déla  última  y  se 
le  reconoce  soLimentc  respecto  de  la  pri- 
mera? 

Nótese,  en  fin,  que  de  ello  resulta  inevi- 
tablemente la  desnaturalización  de  las 
funciones  de  la  Corte  de  Casación  en  cuan- 
to á  los  recursos  de  fondo,  desde  que,  para 
pronunciarse  sobre  la  inteligencia  de  una 
cláusula,  ó  sea  sobre  la  intención  de  los 
contratantes,  es  preciso  entrar  en  la 
averiguación  *  y  apreciación  de  las  cir- 
cunstancias que  pueden  ayudar  á  esta- 
blecer cuál  es  esta  intención;  y  esto  es 
lanzarse  en  el  pleno  mar  de  los  hechos  del 
juicio,  cuyas  riberas  no  le  es  dado  salvar 
á  la  Corte  de  Casación  sin  convertirse  en 
Corte  de  Apelaciones  y  sin  que  el  recurso 
de  casación  en  el  fondo  degenere  en  una 
nueva  instancia  del  pleito. 

(!)  Répertoin,  t,  IX,  n.  3311. 
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Esto  lo  reconoce  la  doctrina  que  nos 
ocupa,  y  cree  salvarlo  haciendo  aquella 
distinción  antojadiza,  para  detenerse 
cuando  teme  ir  demiusiado  lejos  y  disi- 
mularlo cuando  imagina  que  no;  lo  cual 
está  revelando  que  se  trata  de  una  sim- 
ple componenda  jurídica  y  no  de  «na 
doctrina  científica  6  filosófica. 

Y  en  verdad,  esta  doctrina  tiene  ra  su 
contra,  en  la  misma  Francia  la  opinión 
de  jurisconsultos  eminentes.  Citaremos 
á  M.  Planiol  y  á  M.  Bufnoir. 

Elprímerodice:  "El  Código  Civil  expre- 
sa muy  enérgicamente  la  fiierza  del  con- 
trato, diciendo  que  'Mas  convenciones  tie- 
nen el  carácter  de  ley  respecto  de  aquéllos 
que  las  han  celebrado"  ( Art.  1134).  Esto 
quiere  decir  que  la  observancia  del  con- 
trato se  impone  á  las  partes  como  la  de 
las  leyes,  y  que  una  de  ellas  no  puede  sus- 
traerse á  su  compromiso  sin  la  voluntad 
de  la  otra.  Pero  esto  no  significa  que  el 
contrato  sea  una  ky  propiamrate  dicha 
y  que  su  mala  interpretación  por  los  jue- 
ces pueda  dar  margen  á  casación"  (1 ). 

Y  M.  Bufnoir,  refiriéndose  al  mismo 
principio  sentado  por  el  artículo  1134 
del  Código  Civil  francés,  dice:  "Es  preciso, 
ante  todo,  hacer,  á  este  propósito,  nna 
observaciónimportante:lainterpretación 
de  las  convenciones  pertenece  exclusiva- 
mente á  los  jueces  del  hecho.  La  Corte  de 
Casación  no  podría  anular  una  decisión 
por  falsa  intepretación  de  un  acto  jurídi- 
co. En  su  origen,  sin  embargo,  se  había 
ensayado  sostener  que  se  podía  encon- 
trar mérito  para  casación  en  el  hecho  de 
que  la  decisión  judicial  había  interpretado 
mal  la  convención  de  las  partes.  Inter- 
pretar mal  nna  convención,  se  decía,  es 
violar  un  artículo  de  ley,  en  conformidad 

(l)  Plahioi^  Traiti  éUmenlaire  de  Droit  Civilf 
Pftrii,  1902,  t  Ú,  pág.  361,  n.  1166. 
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al  artículo  1134.  Esto  no  era  sino  un  so- 
fisma. En  primer  lugar,  la  Corte  de  Ca- 
sación fué  instituida  para  mantener  la 
unidad  en  la  interpretación  de  la  ley  é  im- 
pedir que  las  jurisprudencias  locales  resu- 
citasen la  diversidad  de  costumbres.  La 
interpretación  buena  6  mala  de  una  con- 
vención no  interesa  en  nada  á  la  unidad 
de  la  legislación.  Pinalmrate,  es  inexacto 
pretender  que,  en  semejante  caso,  hay  una 
violación  del  artículo  1134;  este  texto 
sería  violado  si,  una  vez  fijada  la  inter- 
pretación, el  juez  rehusara  aplicar  las  con- 
secuencias legales  que  deben  derivar  de 
esta  interpretación  tal  como  la  ley  lo  re- 
quiere" (2). 


III 


Podría  tal  vez  observarse:  ¿Cómo  es 
entonces  que  otros  jurisconsultos  distin- 
guidos y  que  la  Corte  de  Casación  france- 
sa y  la  de  otros  países  han  podido  pa- 
trocinar la  doctrina  contraria? 

Diversas  razones  pueden  explicar  este 
hecho. 

En  primer  lugar,  debe  reconocerse  que 
no  todos  los  espíritus  son  ignalmrate 
profundos  al  interpretar  la  ley;  que  hay 
una  escuela  de  jurisconsultos  y  magistra- 
dos que  se  apega  extrictamente  en  todo 
caso  al  tenor  literal  de  las  palabras,  te- 
niendo en  ménos  el  espíritu  de  las  insti- 
tuciones jurídicas. 

Es  bien  conocido  el  precepto  de  herme- 
néutica del  artículo  19  de  nuestro  Códi- 
go Civil:  "Cuando  el  sentido  de  la  ley  es 
claro,  no  se  desatenderá  su  tenor  literal 
á  pretexto  de  consultar  su  espíritu." 

Basándose  en  él,  bien  podría  sostener- 
se que,  aun  admitiéndose  que  el  es|^ritu 

(2)  Bdfkoie,  ProfriéU  et  Otmtrat,  París,  1900, 
pig.  746. 
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de  la  ley  sea  el  que  hemos  indicado,  es 
fuerza  inclinarse  ante  el  texto  de  los  ar- 
tículos 1545  de!  Código  Civil  y  940  del 
Código  de  Procedimiento:  el  primero  de- 
clara que  el  contrato  es  una  ley  para  las 
partes,  y  el  segundo  preceptúa  que  el  re- 
curso de  casación  en  el  fondo  procede  por 
infracción  de  hy;  luego  la  violación  de 
un  contrato  es  causal  de  casación. 

Podríaaún  añadirse  queel  artículo 94Ü 
no  distingue  entre  la  ley  que  promulga 
el  soberano  y  la  ley  que  acuerdan  las  par- 
tes para  regir  sus  relaciones  particula- 
res; ó  si  se  quiere,  que,  dejando  implícita- 
mente constancia  de  la  distinción  que 
existe,  en  teoría,  entre  ley  y  contrato, 
establece  expresamente  que,  en  cuanto  á 
sus  efectos,  son  iguales,  asimilándose  los 
del  contrato  á  los  de  la  ley. 

Esta  argumentación,  lógica  en  la  apa- 
riencia, quedaría,  sin  embargo,  destruida 
en  nuestro  Derecho  por  el  precepto  de  los 
artículos  2Ü  y  21  del  mismo  Código  Ci- 
vil, según  los  cuales  las  palabras  del  le- 
gislador se  entenderán  en  su  sentido  na- 
tural y  obvio  conforme  al  uso  general  que 
de  las  mismas  se  haga;  á  menos  que  apa- 
rezca claramente  que  han  sido  tomadas 
en  sentido  diferente. 

Esto  es  precisamente  lo  que  sucede  con 
la  palabra  ky  que  usa  el  artículo  1545: 
no  tiene  ahf  el  significado  técnico  que  el 
mismo  Código  le  asigna  en  su  artículo  1*', 
sino  evidentemente  el  que  antes  le  hemos 
atribuido,  como  lo  demuestranel  contex- 
to de  la  disposición,  y  las  consecuencias 
cjue  de  no  ser  así  se  siguen. 

Otra  razón  mas  elevada  que  puede  ex- 
plicar aquel  fenómeno,  es  la  tendencia 
natural  en  el  hombre  á  sublevarse  en 
contra  de  la  injusticia.  Eljuez  que  viola 
un  contrato  preciso  y  claro,  comete  una 
verdadera  iniquidad;  el  Tribunal  Supre- 


mo la  ve,  la  palpa;  tiene  el  poder  en  su 
mano;  ¿por  qué  no  corregirla? 

Este  puede  ser  el  motivo  moral  que 
preside,  en  el  fondo,  á  esta  extensión  de 
las  facultades  de  la  Corte  de  Casación 
francesa,  imitada  por  las  de  otras  nacio- 
nes. 

Es  una  característica  de  los  tríbmiales 
de  Francia,  de  la  jurisprudencia  francesa, 
el  dejarse  llevar  por  el  sentimiento  de 
la  equidad  en  su  aplicación  é  interpreta- 
ción de  las  leyes,  es  cómo  se  desen- 
tiende, á  veces,  de  textos  expresos;  cómo, 
en  ocasiones,  inventa  disposiciones  que 
no  existen,  extiende  los  preceptos  á  casos 
no  previstos,  busca  modo  de  salvar  un 
vacío.  No  sería  errado  comparar,  hasta 
cierto  punto,  la  tendencia  de  la  judicatura 
francesa  con  la  de  los  pretores  de  la  anti- 
gua Roma,  que  se  impusieron  instintiva- 
mente la  misión  de  introducir  en  el  rígi- 
do Derecho  Civil  lo  que  se  ha  llamado  M 
eqaidad  nataral. 

Hermoso  sentimiento,  sin  duda;  pero  si 
las  instituciones  han  de  permanecer  lo 
que  en  esencia  son,  deben  refrenarlo,  por- 
que las  empuja  á  ejecutar  actos  que  están 
fuera  de  su  radio  de  acción. 

Siguiendo  esta  misma  tendencia,  y  acaso 
para  justificar  legislativamente  la  acción 
de  los  tribunales  en  tal  sentido,  hemos 
visto  que,  en  algunos  países,  como  España 
y  Alemania,  la  Corte  de  Casación  tiene 
atribuciones  expresas  que  pueden  condu- 
cirla al  exámen  de  los  hechos  del  pleito. 

La  ley  puede,  en  virtud,  investir  de  tal 
facultad  á  la  Corte  de  Casación;  porque 
esta  institución  no  tiene  su  papel  bien  de* 
terminado  por  la  naturaleza  misma  de 
las  cosas,  como  sucede  con  los  tribunales 
ordinarios,  que,  á  la  par  que  son  absolu- 
tamente necesarios  en  la  sociedad,  tienen 
de  suyo  señalado  sn  rol:  fallar,  resolvien- 
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(lo  toda  la  cuestión  debatida.  La  Corte 
Uü  Casación  es  un  tribuna!  extraordina- 
rio, casi  podríamos  decir,  de  lujo,  para 
una  función  no  enteramente  delimitada 
por  la  naturaleza  de  las  cosas:  en  conse- 
cuencia, será  lo  que  la  ley  quiera;  y  la  ley 
no  es  la  misma  en  Chile  que  en  España, 
en  Alemania  que  en  Francia. 

Por  consiguiente,  la  circunstancia  de 
(|ue.en  otros  países,  la  casación  se  extien- 
da á  los  hechos  del  juicio  no  autorizaría, 
en  manera  alguna,  á  que,  entre  nosotros, 
'  se  pretendiese  hacer  otro  tanto,  ni  con 
motivo  de  una  mala  inteligencia  del  ar- 
tículo 1545  del  Código  Civil,  ni  por  nin- 
gún otro  capítulo. 

Nuestro  legislador,  al  establecer  ese  re- 
curso, lo  circunscribió  de  tal  manera  en 
los  artículos  940,  958  y  977  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  que  la  Bxcma. 
Corte  Suprema  no  podría  avanzarse  en 
aquel  terreno  que  le  ha  sido  vedado: 
debe  aceptar  los  hechos  del  juicio  "tales 
como  se  han  dado  por  establecidos  en  el 
fallo  recurrido". 

IV 

Quedan  otros  dos  puntos  sobre  los 
contratos:  lo  relativo  á  la  correcta  apli- 
cación de  las  reglas  legales  de  interpreta- 
ción, y  lo  relativo  al  valor  del  fallo  que 
declara  sobre  el  cumplimiento  ó  incum- 
plimiento de  las  solemnidades  de  los  con- 
tratos. 

Lo  primero  puede  ser,  á  veces,  una 
cuestión  que  caiga  de  lleno  dentro  de  los 
principios  generales  sobre  la  casación  en 
el  fondo,  por  tratarse  de  la  aplicación  de 


la  ley  al  hecho.  Por  ejemplo,  podría  serde 
esta  especie  el  establecer  si  el  tribunal 
fl  quo  se  ha  conformado  ó  no,  en  su  inter- 
pretación, al  precepto  del  articulo  1566 
del  Código  Civil;  ó  sea,  si,  después  de  de- 
jarconstancia  de  que  una  cláusula  es  os- 
cura, la  ha  interpretado  en  provecho  del 
deudor  como  lo  dispone  la  ley.  Su  error, 
en  este  punto,  es  error  de  derecho. 

Pero  otras  veces  la  interpretación  del 
contrato  está  enteramente  comprometi- 
da con  la  apreciación  de  los  hechos  mis- 
mos del  juicio.  Por  ejemplo,  si  se  trata  de 
la  aplicación  de  laregla  del  artículo  1560, 
que  quiere  que,  "conocida  claramente  Ja 
intención  de  los  contratantes,  debe  estar- 
se á  ella  más  que  á  lo  literal  de  las  pala- 
bras", es  preciso  determinar  de  antema- 
no cuál  es  la  intención  de  los  contratan- 
tes, cuestión  de  hecho.  Si  el  tribunal  aguo 
ha  estimado  que  no  está  sufícientemente 
esclarecida  la  intención  de  loscontratan- 
tescon  las  pruebas  y  antecedentes  quecó- 
rren  en  antos,  y,  en  virtud  de  ello,  se  atie- 
ne á  lo  literal  de  las  palabras  del  contra- 
to, el  Tribunal  de  Casación  no  podría 
admitir  nulidad  por  infracción  del  ar- 
tículo 1560;  'porque  para  manifestar  su 
criterio  sobre  la  aplicación  de  este  artícu- 
lo, tendría  que  considerar  si  es  cierto  que 
esas  pruebas  y  antecedentes  no  son  bas- 
tantes para  dar  á  conocer  la  voluntad 
de  las  partes,  y  entonces  penetraría  en 
los  hechos  del  juicio  y  se  vería  obligado 
á  contravenir  al  artículo  958  del  Códi- 
go de  Procedimiento. 

Tomás  A.  Ramírez  P. 
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Napoleón  rindió  tributo  á  este  consejo, 
y  reunió  en  su  celebrado  Código  civil  los 
antiguos  derechos  consuetudinarios  es- 
critos, las  ordenanzas  de  los  pueblos,  las 
legislaciones  regionales  del  Norte  y  del 
Sur,  las  leyes  de  los  diferentes  estados, 
parlamentos  y  revoluciones  por  que  Fran- 
cia había  pasado,  y  los  pareceres  de  los 
jurisconsultos  más  doctos.  Por  no  ar- 
monizar con  las  costambresdel  siglo  XIII^ 
las  Partidas,  magnífica  obra  del  Rey 
Sabio,  tuvo  penosos  aplazamientos  en  su 
aplicación.  Y  hubiera  sido  tan  incon- 
veniente como  indigno,  prescindir  en  Es- 
pafia,  al  codificar,  de  las  legislaciones 
forales  tan  cuidadosamente  estudiadas 
por  el  segundo  Imperio  francés,  ensalza- 
das en  la  cátedra  de  Notre  Dame,  en  la 
Sociedad  de  Economía  social  y  por  Mr. 
Play,  y  justamente  premiadas  en  la  Ex- 
posición universal  de  1867. 

Bacon  defendió  este  mismo  criterio  de- 
clarando que,  más  que  el  estilo  y  la  ex- 
presión de  las  leyes,  es  necesario  mirar 
la  antigüedad  y  la  autoridad  que  las  pa- 


trocinan, sin  lo  cual,  los  códigos,  domi- 
nados por  el  escolasticismo,  tendrán  el 
carácter  de  compendios  ó  de  métodos, 
más  bien  que  el  de  cuerpo  de  leyes;  y  Anci- 
lión  decía  que  las  antiguas  leyes  y  las 
viejas  máximas  forman  la  personalidad 
de  un  pueblo. 

Debe  prescindirse  sistemáticamente  de 
exclusivismos  de  escuela,  que  no  pueden 
responder  ni  responden  á  las  prescripcio- 
nes de  la  ciencia  ni  á  las  exigencias  de  la 
compleja  condición  del  hombre  y  de  la 
humanidad. 

Los  que  pintan  á  la  Escuela  filosófica 
fatigada  en  la  redacción  de  nuevos  códi- 
gos y  fascinada  por  la  uniformidad,  y  la 
culpan  de  sacrificar  á  la  unidad  legisla- 
tiva instituciones  muy  arraigadas  en  la 
opinión,  y  de  renegar  de  los  precedentes, 
son  tan  injustos  como  los  que  dicen  de  la 
Escuela  histórica,  que  desconoce  la  cien- 
cia social,  y  antepone  el  instinto  á  la  sa- 
biduría y  experiencia  de  los  pueblos;  que 
abandona  la  legalidad  á  los  hábitos  y  & 
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la  juríspradencia;  que  prefiere  las  prácti- 
cas ¿  la  ley,  el  tecnicismo  á  la  vida,  la 
erudición  á  la  filosofía, el pasadoálo  pre- 
sente y  las  costumbres  antiguas  al  de- 
recho nuevo;  que  abdica  de  la  iniciativa 
de  la  raxón,  cae  en  la  servidumbre  de  la 
rutina,  y  justifica  conlalógicade  sus  prin- 
cipios las  tradiciones  más  bárbaras. 

La  ciencia  no  admite  estos  exclusivis- 
mos. Es  indispensable  marcar  bien  la 
diferencia  entre  el  derecho  y  la  ley,  y  acep- 
tar que  las  ideas  de  moral  y  de  justicia 
no  derivan  exclusivamente  de  las  dispo- 
siciones legales,  sino  que,  antes  bien,  los 
textos  escritos  deben  ser  verdadera  ex- 
presión de  la  justicia  y  de  la  moral. 

Aún  se  ofan  los  ruidosos  ecos  de  la 
apasionada  polémica  iniciada  veinte  años 
antes,  y  el  mismo  Savigny,  en  el  prólogo 
de  su  importante  Tratado  de  Derecho 
romano,  colocando  las  cosas  en  su  ver- 
dadero terreno,  apartando  las  doctrinas 
de  la  Escuela  histórica  del  extremo  á  que 
las  pasiones  y  el  calor  de  la  controversia 
las  habfa  llevado,  haciendo  justicia  á  tos 
individuos  de  la  Escuela  filosófica,  rin- 
diendo culto  A,  todos  los  elementos  de  la 
civilización  moderna,  y  templando  sus 
rudos  ataques  á  la  codificación,  decía: 
"La  acción  combinada  de  muchas  ísicvX- 
tades  es  indispensable  al  éxito  de  la  cien- 
cia. Para  designar  una  de  estas  faculta- 
des y  la  dirección  científica  á  que  princi- 
palmente responde,  hemos  empleado  Ins 
palabras  Escuela  histórica  sin  pensa- 
miento ulterior.  Al  llamar  la  atención 
sobre  una  de  las  fases  de  la  ciencia,  no 
queremos  desconocer  ni  despreciar  la 
otra.  El  elemento  histórico  había  sido 
más  que  otro  despreciado,  y  pedía  verse 
rehabilitado  y  restablecido  en  sus  dere- 
chos... Pretender,  como  se  ha  hecho  fre- 
cuentemente, qtse  la  ciencia,  considerada 


bajo  el  punto  de  vista  de  la  Escuela  his- 
tórica, tome  laantiguaformadel  derecho 
como  tipo  absoluto  é  invariable  parael 
presente  y  para  el  porvenir,  es  desfigurar 
por  completo  este  punto  de  vista.  Consi- 
derada á  la  verdadera  luz,  nos  enseña,  por 
el  contrario,  á  reconocer  el  mérito  y  la  in- 
dependencia de  cada  siglo;  busca,  sobre 
todo,  descubrir  el  lazo  animado  que  une 
lo  presente  con  lo  pasado,  porque,  antes 
de  esto,  no  es  posible  penetrarse  del  ver^ 
dadero espíritu  del  derecho...  Acaso  tales 
consideraciones  determinen  á  los  espíri- 
tus no  prevenidos  á  concluir  estas  quere- 
llas de  los  partidos,  y  á  abandonar  pau- 
latinamente los  nombres  que  los  desig- 
nan". 

Estas  obser\'aciones  eran  y  siguen  sien- 
do justificadas.  La  Historia  sin  la  Filo- 
sofía es  una  pálida  cronología,  renuncia 
á  lo  presente  por  lo  pasado,  y  niega  la 
perfectibilidad  humana. 

La  Filosofía  sin  la  Historia  se  pierde 
en  estériles  especulaciones,  ó,  arrastrada 
por  brillantes  fantasías,  al  llevarlas  al 
mundo  de  los  hechos,  atrae  laievolu- 
ción. 

La  Filosofía  y  la  Historia  preparan  y 
realizan  las  reformas  estables,  misterio- 
sos y  providenciales  medios  que  abren 
paso  al  progreso,  ley  eterna  de  los  pue- 
blos. La  Filosofía  nos  enseña  el  bello 
ideal  á  que  nuestra  inteligencia  aspira 
sin  tregua;  la  Historia  nos  muestra 
los  caminos  más  cortos  y  llanos  para 
acercamos  á  él,  ya  que  nos  es  imposible 
poseerlo;  y  ambas  enlazan,  aclaran  y 
explican  todo,  y  contribuyen,  aunque 
por  diferente  rumbo,  á  lo  mejor. 

Vico  en  Italia,  Grozio  en  Holanda,  Leib- 
nitz  y  Kant  en  Alemania,  Montesquieu 
en  Francia,  y  muchas  otras  grandes  lum- 
breras del  Derecho,  probaron  que  es  po* 
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sible  hermanar  la  Filosofíay  la  Historia, 
cuando  Be  profundiza  en  su  estudio. 


.  Es  indispensable  que  el  legislador, 
proceda,  después  de  sería  meditación, 
con  juicio  sereno  y  con  circunspección  y 
tino  que  no  permiten  tasa.  No  basta  cal- 
cular las  ventajas  déla  nueva  institución 
que  la  teoría  enseña,  porque  sus  incon- 
venientes están  reservados  á  la  experien- 
cia. Es  prudente  respetar  lo  bueno  si  se 
duda  de  lo  mejor,  y,  al  corregir  los  abu- 
sos, tener  muy  en  cuenta  su  extensión, 
porque  siempreresultaráde  evidente  uti- 
lidad conservar  lo  que  no  sea  necesa- 
rio destruir,  y  contemporizar  con  los 
hábitos,  siempre  que  no  se  convier- 
tan en  vicios.  Es  un  absurdo  aspirar 
á  la  perfección  absoluta  de  cosas  que 
sólo  son  susceptibles  de  bondad  relativa. 
Son  pocas  las  buenas  leyes  que  aparecen 
en  muchos  siglos,  y  sólo  ha  sido  dado 
realizar  grandes  reformas,  á  los  legisla- 
dores conocedores  de  la  constitución  del 
Estado  en  todos  sus  fundamentos  y  ma- 
nifestaciones. 

Bl  Derecho  es  una  segunda  naturaleza, 
que  nace  en  el  hombre,  vívecon  él,  y  cuan- 
do éste  muere,  todavía  extiende  mano 
protectora  sobre  su  sepulcro,  garanti- 
zando el  cumplimiento  de  su  última  vo- 
luntad;y,como  en  la  vida  del  hombre,  un 
cambio  en  la  de  los  pueblos  es  muchas 
veces  doloroso,  imposible  en  algunas  oca- 
siones, y  casi  siempre  peligroso,  acaso 
redunde  en  gloría,  pero  cabe  riesgo  de  ser 
la  condenación  de  la  generación  que  lo 
consume.  En  estos  tiempos  se  aboga  con 
entusiasmo  por  las  reformas,  y  si  en  So- 
ciología y  legislación  los  siglos  de  igno- 
rancia son  teatro  de  abusos,  conviene 


evitar  que  los  siglos  de  Filosofía  se  con- 
viertan en  teatro  de  excesos  (1). 

Importa  mucho  prevenirse  contra  el 
peligro  contrarío.  Es  necesario  que  la 
obra  no  se  petrifique  y  resulte,  antes 
bien,  siempre  preparada  para  nuevas 
justificadas  reformas.  Toda  mejora  tro- 
pezó con  la  oposición  de  los  fanáticos 
por  la  antigüedad  y  los  conservadores 
de  lo  presente,  defensores  unos  y  otros  de 
lo  que  es,  contra  lo  que  debe  ser.  No  es 
posible  galvanizar  leyes  inadecuadas,  ni 
hay  provecho  práctico  en  mantenerias, 
siquiera  hubieran  sido  excelentes  para 
conquistarel  imperio  del  Derecho,  cuando 
ya  no  son  necesarias  á  este  ni  á  ningún 
otro  buen  propósito. 

Bacón  deda  á  Jacobo  I,  que  reprobar 
las  reformas  como  innovaciones,  es  con- 
denar todas  las  mejoras,  es  un  absurdo, 
es  un  lugar  común. 

(1)  La  SecciúD  del  Cúdij^o  civil  en  la  CoiuÍhÍóh 
de  Códigos,  furmada  cod  arreglo  al  nrt.  1."  del  Beal 
decreto  de  1 1  de  septiembre  de  dirigida  por 

los  principios  que  acordó  la  ComisiÓD  general  creada 
en  9  de  agosto  de  1843,  y  niprimida  en  31  de  jnlio 
de  1846,  presentó  «a  trabajo  al  Ifixcmo.  Pr.  Hinistro 
de  Orada;  JuatioiaenSde  mayo  de  I8Ó1.  Pero  por 
Real  orden  de|12  de  julio  de  1851,  suscrita  por  elSr. 
OoDzilez  Romero,  se  dictarou  varias  disposiciones  en- 
caminadas á  dar  á  conocer  y  mejor  ilu!*trar  aquella 
obra,  f  andándose  en  los  síguientos  considenndos: 
cl.*'  Que  no  obstante  qae  generalmente  se  haya  li- 
mitado la  Comisión  A  redactar  clara  y  sencillamente, 
con  notables  mejoras,  las  disposiciones  dispersas  en 
diversos  cuerpos  nacionales,  decidiendo  y  aclarando 
mnchne  pnntoe  oscuros  ó  controvertiblei,  y  destru- 
yendo los  abusos  y  malas  prActicu  introducidas  «n 
el  foro  por  las  vicisitudes  de  Ion  tiempos,  es  siempre 
de  mucha  gravedad  y  tntRcendencia  toda  obra  de 
esta  clase,  porque  sus  disposiciones  afectan  esenoial- 
mente  las  relaciones  entre  la  familia  y  el  orden  so- 
cial, la  de  las  familias  mismas  y  los  particulares 
entre  sí,  reglando  lo  tocante  á  las  ttansaccíones  y  á 
los  derechos  é  intoreses  privados  de  todos.  2."  Que  la 
existencia  de  fueros  y  legislaciones  especiales,  nsos 
y  costumbres  varías  y  complicada^  no  kóIo  en  deter- 
minados terrítoiios  de  la  monarqnía  que  eq  otros 
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Bentham  observó  que,  como  todo  lo 
establecido  fué  innovación  en  su  día.  los 
mismos  que  entonces  aprobaban  una  ley, 
la  hubieran  combatido  antes  como  re- 
forma. 

Y  Pilangieri  notabaquelas  leyes,  como 
todo  lo  humano,  tienen  imperfecciones,  y 
aunque  el  tiempo  las  enseñe,  no  es,  á  la 
verdad,  el  que  por  sí  sólo  las  cura. 

Aquí  son  oportunas  las  frases  punzan- 
tea  con  que  un  escritor  retrataba  á  otro 
de  esos  espíritus  para  quienes  lo  pasado 
es  todo  y  nada  el  porvenir:*'¡Qué  ruido 
no  hubiera  hecho  el  día  de  la  creación! 
Sin  duda  gritaría:  ¡Dios  mío,  conserva 
el  caos!" 

IV 

Ha  llegado  el  caso  de  bosijuejar  á 
grandes  rasgosy  por  sus  resultados  prác- 
ticos, en  los  derechos  civil,  penal  y  mer- 

tiempoB  fomiRron  estados  independientep,  ñno  tam- 
bién hasta  en  no  pocon  pueblos  pertcaecientcB  á  prn- 
vinciasen  que  por  lo  (general  se  observan  los  Códigos 
<)e  Caftitln.  aumentan  connide  rabie  mente  las  dificul 
u<)eH  y  Ion  obstáculos  que  siempre  ofrece  la  publi- 
caoi<<u  y  KjecuoiOn  de  todo  OÓdijfu  geuerHl.  3."  Que 
por  lo  mienio  ee  conveniente  7  necesaiio  qoe,  antes 
do  tomar  resolución  definitiva,  sin  perjuicio  de  que 
vi  Irobierao  pueda  presentar  á  las  Cortes,  desde  lue- 
go, los  proyecto»  oportunos  sobre  determinadas 
materias  de  notoria  conveniencia,  6  que  no  ofreccan 
graves  obatáeutoa  y  dificultades  para  au  aplicación 
general,  se  discute  previamente  por  personas  compe- 
tenteti  para  ello,  se  ilustre  y  prepare  la  opinión,  y 
reúnan-  y  adquieran  los  dato»  y  conocimientos  ge- 
nerales y  locales  que  tin  duda  había  procurado 
adquirir  por  »u  pai  te  la  Comisión  en  cuanto  le  baya 
nido  posible,  á  fiu  de  que  )i«  cuerpos  Colefpdladorps 
y  el  Gobierno  de  ü.  M.  puedan  apreciar  debidamen- 
te las  disposiciones  de  dicho  pi  oyecto,  é  introducir 
en  él  las  alteraciones  y  mejoraH  de  que  aún  pueda 
ser  sasoeptible,  tanto  en  la  parte  esencial  y  perma- 
nente, como  para  efectuar  oonvonientementeel  trán* 
sito  de  la  leginlaciÚD  provincial  ó  local  á  la  nuev», 
en  loa  punios  que  lo  exija,  f^arantizando  cuanto  sea 
dable  lus  derechos  adquirido?,  como  ha  procurado 
baoer  esmerado  celo  la  Comisión,  y  el  Gobierno 
denea  ardientemente  ver  realixadoi. 


cantil  al  menos,  las  asombrosas  propor- 
ciones que  la  codificación  ha  tomado  en 
nuestros  días,  triunfando  hasta  en  Ale- 
mania, patria  del  jefe  de  la  Escuela  his- 
tórica y  de  sus  más  fervientes  parti- 
darios. 

Ya  en  tiempos  remotos  fué  atendida  la 
necesidad  de  depurar  y  coleccionar  por 
escrito  las  costumbres,  Á  medida  que  las 
relaciones  sociales  crecían,  mejoraban  y 
se  complicaban;  á  punto  de  que  cuando 
el  legislador  no  ordenó  estas  compila- 
ciones, los  particulares  las  formaron  ( 1 ). 


(1}  Papiriu  Justo  formó  un  extracto  de  lascóos 
tituciones  de  los  emperadores  Tero  y  Autootno; 
Doititeo  coleccionó  las  de  Adriano;  Ulpiano  reunió 
las  que  fe  dictaron  cuntra  los  cristianos,  y  Julio 
Faulo  publioó  seis  libros  de  decretos  imperiales. 

El  mismo  oaráoter  tnvieron  y  fueron  mis  coosal- 
tadaa,  laa  compilaciones  foimadaa  porlos  juricun- 
rultos  úlregorio  y  H«rmógenes,  conocidas  con  los 
nombres  de  CMigo  Gregoriana  y  Código  Hermoge- 
niano. 

Antioco,  cónsul  y  después  Prefecto  del  Pi-etorio, 
con  otros  seis  jurisconsultos,  formó,  por  encargo  dal 
emperador  Teodoeío  II,  una  compilación  de  las 
cnnstitucioneH,  pmmulgadas  desde  el  tiempo  de 
Conataniiuo  y  que  su  denominó  O'tdigo  Teodorium^ 
aumentado  luego  c»n  un  apéndice  de  Novelas. 

El  Edicto  de  Teodorico,  para  los  ostrogt>do8  de  Ita- 
lia; el  Breriitrio  de  Alarico,  para  los  vi>i^04  de 
España,  formado  por  una  comisión  de  jurisconsultos 
presidida  por  Gnynrico,  conde  pilntino,  y  en  que  se 
distinguen  los  dos  elementos  que  sirvieron á sn  com- 
posición, IfyeM  yjna;  j  el  Papiniani  RetpotiMa,  para 
Ío9  romanos  de  la  BorgoAa,  también  deben  ser  ci* 
tudoa  aquí. 

El  Eitp'jo  de  Snjonia  (Sai:h*enis¡Hrgel),  redactado 
en  latín,  entre  loa  afioti  1*231  A  1235,  por  un  juez 
llamadf»  Eike  de  Repkaw,  vertido  al  alemán  des- 
puéx,  y  ordenado  por  Buch :  El  Espejo  de  Saabi» 
fSchicarfnapif'jcl),  compuesto  por  Ina  afins  l'i76  á 
1281,  del  antiguo  ttixto  del  Espejo  de  Sajoniit,  de 
algunas  disposiciones  de  los  Códigos  de  Jnstiniano, 
del  Brachylogus,  del  Decreto  y  Decretales  cnnóni* 
cas,  de  las  leyts  d"!  imperio  anteriores  al  reinado  dtl 
emperador  Rodnlfo  I.  del  derecho  municipal  de  las 
ciudades  de  Vriburgoy  Augt>burso,  y  de  las  Sagra- 
das Escrituras;  y  el  Kaciserreckt  6  derecho  imperial, 
aplicable  sólo  k  lott  paí»es  re  gidos  antigoameute  por 
el  derecho  de  loa  fnincna. 
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La  Escuela  filsosó€ca  conquistó  sus 
primeros  triunfos  en  la  reforma  y  codifi- 
cación del  derecho  penal.  Este  resultado 
era  natural  yjustificado.  Las  leyes  pena- 
les habfan  sido  descuidadas  en  Roma, 
porque  carecían  de  interés  para  el  ciuda- 
dano. Fué  necesario  quecambiaran  aque- 
lla organización  y  aquellas  ideas,  el  Cris 
tianismo  tuvo  en  ello  la  mejor  parte,  y 
que  se  sancionara  el  respeto  á  la  dignidad 
y  la  libertad  humanas,  en  todas  las  con- 
diciones y  estados  de  la  vida.  Para  con- 
cluir con  los  principios  de  la  venganza  y 
de  la  vindicta  pública,  para  impedir  su- 
plicios atroces  y  derogar  penas  crueles, 
el  ensañamiento  en  los  cadáveres,  la  con- 
fiscación, el  tormento,  se  levantó  propa- 
ganda activa  de  los  jurisconsultos,  se  de- 
sarrolló tenaz  energía  en  los  legisladores, 
y  escritos  brillantes  y  códigos  ilustrados 
fueron  pronto  y  feliz  resultado  de  aquella 
santa  cruzada. 

Romagnosi  y  Becaria  en  Italia;  Pasto- 
rct,  en  Francia;  Bentham,  en  Inglaterra; 
Feuerbach,  en  Alemania ;  Acevedo,  Castro 
y  Lardizábal,  en  España,  y  muchos  otros 
pensadores  de  aquella  época  ocuparon 
los  puestos  de  primera  fi1a(l).  Maxi- 
miliano José  III  de  Baviera,  Leopol- 
do II  de  Toscana,  José  II  de  Austria, 
Federico  de  Prusia,  Catalina  de  Rusia  y 
la  República  y  el  Imperio  de  Francia  rea- 
lizaron los  primeros  y  por  ello  más  difí- 


cil Alemania:  ErbaH,  Fiuhte,  QIohit,  Gme'in, 
Groimaii,  Huntor,  ELant,  Kleisohurd,  Meresu,  Soii- 
Denfelb»,  TittmaD,  Wiebud. 

Francia:  D'  Argis,  BrísM>t  deWarville,  Boucher, 
Ghaaaiard,  Doinont,  Mably  (abate),  Vermeil. 

Inglaterra:  Blalwtot»,  Holwel,  Kaimer  (lord*, 
Pilej,  William  Edén. 

Jta'ia:  Arco  (conde  dn),  Cald:ira,  Ciamarellig,  Fi- 
langieri,  Malaníma,  Pagano,  Pescatore,  Romagac- 
si,  Simont,  Verganí. 


ciles  ensayos  (2).  El  progreso  de  estas  re- 
formas ha  sido  asombroso  (3). 

El  aumento  que  la  producción,  el  con- 
sumo y  el  comercio  tuvieron  en  los  dos 
últimos  anteriores  siglos,  la  mancomu- 
nidad de  intereses,  más  acentuada  cada 
día  entre  los  pueblos,  su  saludable  ten- 
dencia á  la  unidad,  y  la  influencia  del 


(2)  Maximiliano  José  III,  Coder.  jurí$  baveariei 
criminalit.  Ban5n  de  Kreittmayer,  1715. — Leopnldo 
do  ToKmm,  Niteoo  et'idiffo  criminal^  1786.— José  II 
de  Austria,  Código  pewtl,  1787.— Federico  de  Prnsia, 
CoiUxjurí»  fríderíeiani,  obra  del  jurisconsulto  Coce- 
yo.—Landrech  1794 —  Catalina  de  Rusia,  Itutnte' 
eión  á  la  ociara  comutónlegitlatiea,.  —Francia,  .Asam- 
blea Nacional:  Leyes  de  24  de  agosto  de  1790,  15 
de  mayo,  22  de  julio  j  26  de  septiembre  de  3791 
f  Código  penal). — Uonstítayentea:  (^igo  de  ht  deli- 
tos y  de  Uu  pena»  de  26  de  ootabre  de  1795. — Napo- 
león: Código  penal  de  20  de  abril  de  1810.  C^'^o 
penal  de  If^Si. 

(3)  Có%oíí)enní««:  1803,  Austria.— 1804,  Argo 

Tia.  Francia.— 1805,  Taud  1808,  San  Galo.— 1809, 

Holanda.— 1810,  Frauda.— 181S,  BaTiera.— 1816, 
Tessino.— 1818,Polonia— 1819,  Dos Siciliaa.— 1820, 
Parma.  Plasennia.— 1821,  Baailea.— 1822,  España. 
-182r>,  Malta.— 1827,  Ilaití.  Países  Bajoa.— 1830, 
B  asil .  — 183 1 ,  Bolivia  —1832,  Fraaoia.— 1833,  Gre- 
cia. Busia  fSvod)  —1836,  Zoríoh.— 1836,  Lncerna. 
—1838,  Sajonia  — 18^)9,  Cerdeña.  Wurtemberg.— 
1810,  Brunswick.  Hannover.  Turquía. — 1841,  Al- 
tembnrgo.  Hesse  Darmstad.  Islas  Jónicati.  Tbur- 
gOTÍa.- 1842,  Nornega.— 1843,  Vaod.— 1845.  Badén 
—1848,  EapaOa.  MÓdena.— 1849,  Nassan.— 1850, 
Thuriogia.— 1851,  Prneia.  Toscana.— 1852,  Portu- 
g*!.— 1853,  Suiia.— 1860,  Servia.— 1867,  Bélgica.— 
1869,  Hambni^.— 187U,  Alemania.  España.— 1871, 
Ziirich.— 1874,  Ginebra.— 1878  1879,  Hangría.— 
1881.  Argentina. -1889,  Finlandia.  Italia.^1890. 
Braail.— 1896.  Bulgaria.— 1897,  Congo.  Guatemala. 
Sneda.  Veneznela. — 1898,  Hondoras.  Tabasoa  Ve- 
mcruz  Llave  — I8i>9,  Alasca,  Sudán. 

Bélgica,  Cerdeña,  los  Estados  romanos,  Lombar- 
dí»,  Nápoles,  Polonia,  lai  ProTinoias  Bhiiiíaoai, 
Toscana,  Taláis  y  Tand,  recibieron  el  Oídigo  fran- 
cés de  1810. 

Los  dncadoa  de  Altembnrgo,  Meiningen  y  Wei- 
mar,  aceptaron  el  Código  de  Sajonia  de  1838,  Lom- 
bardía,  el  de  Aastria  de  1303;  Oldombnrgo,  el  da 
Baviera  de  1813;  y  Polonia,  el  ruso,  con  sus  modi- 
ficaoiones  de  1846. 
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Código  francés,  explicaron  el  gran  desa- 
rrollo de  la  legislación  mercantil.  Fran- 
cia encabezaba  en  1807  la  larga  lista  de 
códigos  de  comercio  existentes  hóy.  Mu- 
chas naciones,  como  qneda  indicado, 
adoptaron  el  Código  francés,  otras  lo 
reformaron  para  sn  adaptación,  y  las 
más,  obrando  con  aparente  independen- 
cia, se  dieron  códigos  más  ó  menos  origi- 
nales 

La  codificación  civil  tampoco  pudo  re- 
sistir el  impulso  de  la  reforma,  tan  ga- 
llardamente representada  en  el  siglo  últi- 
mo por  Italia  (2),  y  los  primeros  códigos 

(1)  Código»  mereatOiUM'.  1807,  Francii.— 1819,  Ñi- 
póles.—1826,  H«tf.  HoUnda.— 1829,  K^pAfii.— 
1833,  Portugal.  Runia  (Svo,Í)  —1840,  Valaquia.— 
1841.  Islaa'Jóntcas.- 1842,  Cerdefla.— 1846,  Véneto. 
—1850,  TnrqQía.— 1862,  Argentina.— 1882,  Italia— 
1885,  Eapaña.— 1887,  Ramanía.— 1888,  Portugal. 
—1890,  Branl.-  1897,  Alemania.  Atsentina.  Bul- 
garia. PftfMS  Baj(».~1898,  Hondnimi.— 1899,  Prn- 
BÍa. 

Francia  impaao  sn  Código  mercantil  á  Badén, 
Bélgica,  Eitadw  romanos,  Ginebra,  Greciit,  Lom- 
bardia,  Loca,  Lnxembofgo,  Parma,  Polonia,  Pro- 
Tinciaa  RhÍDÍanag,  Toapana,  Valaiii,  y  Luisiana. 

(2)  D' Á.gUKmo,  Geneti  ett  evoluzione  del  DlriUo 
chile,  etc.;  Turín  1890,  etc. 

Gimbali,  La  uuova  /tiM  tU¡  Diritto  cioiU. — Lo 
dio  ddV  Diritto  eiviU  negli  Stali  modenti;  Uoma, 
1881, etc. 

Cog\io\o,  Soggi  aopra  1' eitolazioM  del  Diritto  pH- 
vato.—FiUm>fia  del  Diritto  prirato.  La  teoría  deW  e- 
voluaiemdarwiniaUea  nel  Diritto  privato;  1681 ,  eto. 

Ghiront,  liUradueeión  á  la  citada  obra  de  D"  Agua- 
nno. 

De  Filippis,  Corso  coinpUto  di  Diritto  eicile  eom- 
parato;  Nipolea,  1861. 

Osbba,  Frolueion  á  lo  corto  di  Diritto  aoile\  Pin, 
1881-82. 

Giantaroo,  Ptefaeio  á  la»  /ttihaione  di  Diritto 
civiU;  Sludii  dü  Diritto  civile. 

Polacco,  Funzwne  lociale  deW  odierna  legielaaone 
civile.  Le  ietituxiom  di  Diritto  civile  Cproltuión); 
1885. 

Salnoli,  Método  ttorico  mllo  eludió  dd  Diritto  ci' 
vile. 

Tftdala  Pápale,  //  Códice  civile  e  la  Scienza;  Ná- 
polea,  1881. — 11  Diritto  civile  nelV  in»^mm«Hto  uiu- 
oereiUuio;  Bolonin,  1882,  eto, 

pBIECHO 


civiles  que  Bavíera,  Fmsia  y  Austria 
promulgaron,  que  Francia  se  dió  en 
1804,  y  que,  como  habilísimo  propagan- 
dista de  todas  las  grandes  ideas,  ex- 
tendió por  uno  y  otro  continente  (3), 
encabezan  la  larga  lista  de  los  qiK  hoy 
ya  se  conocen  y  aplican  (4), 

En  los  demás  ramos  y  materias  del 
Derecho,  la  codificación  general  ó  parcial 
se  ha  extendido  tanto  y  tomado  propor- 
ciones tan  grandes,  que  la  sencUla  tarea 
de  historiarla  ocuparía  necesariamente 
muchos  volúmenes. 

Dos  pueblos  nos  merecen  especial  re- 
cnerdo  en  este  momento:  Espafia,  por 
patriótico  motivo,  y  la  Gran  Bretaña, 
porque,  además  de  tener  en  estas  mate- 
rias la  simpática  nota  de  que  Mr.  Webs- 
ter viera  en  las  leves  inglesas  marcadas 
influencias  del  antiguo  derecho  aragonés, 

(.?)  Codexjari»  civili»  ¿aroriei,  obra'del  barón  d* 
Kreittmejrer,  175G. 

Oidexjuri» /riderieiaiü,o\m  del  jurisconsntto  Go- 
ceyo,  i  mediados  del  uglo  XTIIL — Gomísión  for- 
mada por  Federico  II,  1 780.  —Trabajos  del  canciller 
C&rmer. —Landrech  ó  código  territorial  general 
1794. 

María  Teresa,  Jorge  II  y  Joan  II.— Decdaradón 
de  1763.— Profesor  AxEoni,  1767;  jurisconanlio  Hoi^ 
ten,  1786,  y  consejeros  Kes  y  llartim. — Código  de 
18  U,  por  Francisco  I,  y  obra  del  consejero  Zeillef. 

Francia:  Napoleón  I,  1604. 

(4;  Codigoe  civile»:  1809,  Badén.  Ginebra.  Pob- 
nia — 1810,  Franáa.- 1611,  Auntría.  Lombardia 
1819,  Dos  Siciliaii.-  1820,  Parma.  -18*21,  Yaud — 
1824,  Berna.  Lnisiana.— 1625,  Haití.— 1826,  Ar- 
govia.— 1830,  Brafil.— 1631,  Bolivia.  Lucerna.— 
1833,Bnaia  (SeodJ.—im,  Tríbur^.— 1837,  Ger- 
defia.  Holanda  —1841,  bks  Jónioas.  Solera.— 1844, 
Appenzel.  Servia. — 1847.  Argovia. — 1851,  Olan's. 
Módena.  — 1663,  Valais.  Zurich.— 1854,  Xeoobatel. 
—1655,  Chile,— 1665,  lUUa.— 1667,  Portugal.— 

1669-l867,Tnrquía.— 1671,Méjico.— 1672,Uru«nar- 
7-1873.  Geiirg{a.—1675,Eglpto^i»¿Kto;.  New  York. 
Sajonia— 1877,  Guatemala.— 1880,  Tenesnela.— 
1881.  Snin.— 1886.  Ar^tina.— 1887,  Coíombia.— 
1886,  España.  Costa  Rica.  Montenegro.  Znricfa. — 
1696,  Alenufíia.  Yen9)sn«la.— 1898,  Ifondnn*,-*' 
1899,  Prasin. 
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sigue  representando  en  el  mundo  la  ten- 
dencia histórica  más  vigorosa  y  tenaz. 

En  nuestra  patna  las  ideas  apuntadas 
sobre  la  costumbre  y  el  código  han  teni- 
do perfecta  realidad  práctica. 

El  legislador  estimuló,  de  antiguo,  la 
redacción  de  códigos.  "Por  la  paz  é  por 
las  leyes,  el  pueblo  en  estado  de  salud  no 
podrá  servencidoporlosenemigos."  Con 
tales  palabras  justificaban  los  autores 
del  Fuero  Juzgo  la  redacción  de  este 
cuerpo  legal  (1). 

La  necesidad  de  que  este  consejo  fuera 
atendido,  apremió. 

Las  Cortes  de  1523  tuvieron  razones 
para  hacer  esta  solemne  declaración: 
"Otrosí  decimos,  de  las  pragmáticas  que 
se  han  hecho  en  los  tiempos  pasados  es- 
taba fecha  una  compilación,  y  unas  se 
guardan  y  otras  no  se  guardan,  y  los 
jueces  hacen  lo  que  quieren  por  las  dichas 
pragmáticas  y  esto  es  muy  gran  daño  y 
se  pervierte  la  justicia".  Los  nuevos  có- 
digos se  repetían  (2);todo  ello  llevó  nues- 
tro Derecho  á  lamentable  estado. 

Resultó  número  considerable  de  cos- 
tumbres, leyes  y  cuerpos  legales  de  dife- 
rente origen  céltico,  ibérico  ó  visigodo, 
romano  ó  canónico,  unos  con  simultá- 
nea vigencia,  otros  en  desuso,  todos  hete- 


(1)  Ley  6.-,  tít.      lib.  1.» 

(2)  He  aquí  «1  mánseurillo  y  compendiado  ciw- 
dro  qae  puede  formante  de  noestros  anteriores  ci* 
digus: 

EsPaSa  uoua:  Oklfffo  que  se  dice  de  Earico,  para 
los  gtidos;  Código  df  Afarieo  6  Bremario  de  Aniano^ 
para  los  Butiguos  pobladores,  Fuero  Jatf/o,  refundi- 
ción de  las  legislacionea  gótica  y  romana. 

Reconquista:  Alfonao  X:  Setenario,  Eupéctiloy 
Fuero  Real,  Ordenam'utnto  de.  la»  Ta/ureria»,  Leyes 
de  lo»  Adelantado»  vutyore»,  Leye»  nuevas  ( del  ICitilo) 
y  Punidas. — AlfooBO  XI;  Ordenamiento  de  Alcalá, 
"RdYEü  Catómc<»s;  Ordenanza»  Realeo dt" Cajttilla  ú 
Onlemmiento  de  Sfontalm. 


rogéneos,  faltos  de  tnétodo,  inarmónicos 
y  en  pugna  con  otras  costumbres,  cün  los 
adelantos  científicos  y  con  las  nuevas  ins- 
tituciones políticas.  A  pesar  de  la  fuerza 
legal,  prestigios  y  simpatías  que  los  fue- 
ros  municipales  tuvieron,  morfan  en  la 
indiferencia  de  los  mismos  pueblos  que 
los  habían  mirado  como  título  de  gloría. 

Con  tanta  confusión  y  contradicción,  el 
estudio,  conocimiento  y  aplicación  de  los 
textos  legales  se  habían  hecho  muy  di- 
fíciles; los  jurisconsultos  se  dividían  en 
multitud  de  contrarias  opiniones  y  con 
discusiones  vanas  y  estériles;  los  Tribu- 
nales, dominados  por  la  incertidumbre, 
trabajaban  más  y  con  menos  éxito:  sus 
tareas  sufrían  retraso,  y  sus  fallos  resul- 
taban contradictorios.  Todo  eran  dudas 
y  dificultades  para  interpretar  y  concor- 
dar los  textos  legales,  y  para  resolver 
sobre  su  vigencia  ó  derogación. 

Urgía  la  reforma;  era  necesario  con- 
cluir con  tanto  vicio,  y  depurar  lo  vigen- 
te, darle  orden  y  claridad,  y  vigorizar  la 
unidad  nacional,  obra  patriótica  em- 
prendida con  decisión  por  el  Rey  Santo, 
ayudada  con  sumo  estudio  por  el  Rey 
Sabio,  conservada  al  abrigo  de  la  Reli- 
gión y  la  Política,  y  representada  en  la 
extensión  que  adquiría  la  rica  lengua  de 
Cervantes. 

La  solución  fué  retrasada  por  dificul- 


DuSa  Juana;  Leyes  de  Turo 

Felipe  II:  Nueva  Recopilación. 

OÁRLos  IT:  Novísima  RecopiUxviÓH. 

Congulado  de  mar:  Barcelona,  siglo  XIII. — Ca¡>i- 
tulo*:  Barcelona,  1340. —  Ordenanzas  de  Im  magis- 
trado» municifxilrs  de  Barcelona,  liSü.  —  Ortlenan- 
zaK,.,  de  la  eontratactóa...  de  liargox,  1553. — Orde~ 
»anza4.,.de  contratación...  d»  Bilbao,  l7'A7~Orde- 
nanzfis:  de  Biircelona,  1763;  de  San  Sebaatiánj  1766; 
de  Valenoia,1773;  de  Burgos,  1776;  de  Sevilla,  1784. 

Origen  y  ROnstitucionea  de  Catalmla.— Faeros  y 
Ohaerrancias  de  Aragón  — Leyes  de  Navarra. — Fue- 
ron de  Viscaya. — Ordenación  de  Malloroa. 
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ludes  económicasv  por  impaciencias  y 
postraciones  alternativas,  por  apasiona- 
mientos inoportunos  que  trajeron  á  nue- 
vo debate  los  problemas  de  unidad  y 
descentralización,  socialismo  y  doctrina- 
rismo,  tradición  histórica  y  radicalismo 
filosófico,  y  más  acaso  por  el  funesto 
influjo  de  los  que  pugnaban  por  introdu- 
cir en  nuestras  escuelas  de  Derecho  algo 
de  aquella  pedantería  literaria  que  de- 
mandaba inspiraciones  al  Teatro  fran- 
cés, olvidando  que  éste  las  había  recibido 
antes  de  Tirso  de  Molina,  Calderón,  Lope 
de  Vega  y  muchos  otros  escritores  de 
nuestro  siglo  de  oro. 

Nuestros  partidos  políticos  rivali- 
zaron, por  ventura,  en  el  laudable  pro- 
pósito de  formar  y  promulgar  nuestros 
Códigos,  y  nunca  se  dió  aquí  el  vergon- 
zoso espectáculo  de  halagar  hasta  en 
sus  extravíos  el  orgullo  nacional,  brin- 
dando en  un  banquete  por  la  gloriosa 
incertidumbre  de  la  legislación,  como  lo 
habían  hecho  clases  cjue  del  foro  inglés 
vivían. 

Sería  grata  tarea,  si  cupiera  en  los 
obligados  lindes  de  este  trabajo,  trazar 
la  curiosa  parcial  historia  de  nuestros 
vigentes  Códigss,  que  supone  y  revela 
multitud  de  trabajos  minuciosos  é  ilus- 
trados. Pero,  ya  que  tanto  no  sea  dado, 
séanos  permitido  al  menos  rendir  mere- 
cido recuerdo  de  respeto  á  las  ilustra- 
ciones que  inidaron,  ó  más  contribuye- 
ron, al  éxito  de  tan  buena  empresa. 

Felipe  V  dictó  interesantes  decre- 
tos (1). 

M)  Felipe  V,  puf  dacietü«  de  '¿¡ide  jimio  j-  29 de 
jalio  de  1767,  fechados  el  primero  en  el  Buen  Re- 
tii-o  y  el  8P|{im()(>  en  Madrid,  que  formau  laa  leyeo 
2.".  tít.  3.".  libio  3  «de  la  Not.  Rtcop  ,  dero- 
gó los  faeros  de  Arag^m  y  VnleDoia.  dejando  lólo 
aabaistentea  loe  fnenn  y  privilegíoa  de  loa  bnenos 
Tasolloa  de  Rqnelloa  reinoa.  En  el  primer  deavio  w 


Macanaz,  el  Marqués  d^  la  Ensefiada, 
Campomanes,  Florida  Blanca,  Jovella- 

nos,  Sáinz  de  Andino  y  otros  hicieron 
los  primeros  trabajos  por  comisiones  es- 
peciales. 

El  Consejo  de  Castilla  estudió  y  cola- 
boró en  proyectos  bien  meditados. 

Las  Cámaras  legislativas,  con  sus  de- 
bates y  comisiones  adelantaron  la  obra; 
Espiga  y  Argüelles  en  las  Cortes  ordina- 
rias de  Cádiz,  Antillón,  Martínez  de  la 
Rosa  y  Caro  en  las  ordinarias  de  1813, 
Lasanta  en  las  de  1820,  iniciaron  la  in- 
mensa obra  parlamentaria  que  tan  jus- 
tas reputaciones  científicas  y  literarias 
creó  y  levantó  aún  en  nuestros  días  (2). 

leen  eataa  palabras:  «...  así  por  esto  oomo  por  mi 
deseo  de  reducir  todos  mis  reynos  de  Espafia  k  la 
uniformidad  de  unas  mismas  leyes,  usos,  costum- 
lires  ytribnnales,  gobernándose  igualmente  todos 
|)or  las  leyes  de  Oastilia,  tan  loables  y  plausiblea  en 
todo  el  nniverto...»  En  el  segondo  se  leen  estas 
otras:  «...  no  entendiéndose  esto  en  ouantoal  modo 
de  gobieroOf  leyes  y  fueros  de  dichos  r«yiius  así 
porque  los  qne  goEBban,y  la  diferencia  de  gobierno 
fué  en  gran. parte  ocasión  de  las  turbulencisa  pasa- 
das, oomo  porque  en  el  modo  de  gobernarse  los 
reynos  y  pueblos  no  de1>e  huber  diferencia  de  l«yea 
y  estilos,  que  h.ni  de  ser  comunes  á  todos  para  ta 
canservaciÓD  ríe  la  paz  y  humana  socipdad :  y  [torque 
mi  real  intención  es  que  todo  el  onntinente  de  Gh 
pafia  se  gobíeme  por  unas  miamas  leyes,  en  que  son 
más  interesados  aragoneses  y  Talenoianos,  (lor  la 
ooqianicación  que  mi  benignidad  les  franquea  cou 
los  castellanos  en  los  puestos,  honores  y  otras  con- 
Teniencias  que  van  experimentando  en-  los  reynoK 
de  Castilla  algunos  de  los  leales  vasallos  de  Ara- 
gón y  Valencia.» 

(2)  Las  Cortes  generales  y  extraordinarias  de 
1810  nombraron,  si  par  de  la  Comisión  de  Consti- 
tución, 9  de  diciembre  de  1810,  las  encargadas  de 
formar  nuestros  Códigos . 

Las  Cortes  ordinarias  de  18'¿0-23  uombraron  aus 
respectivas  comisiones  ^odifieadoras. 

En  1843  fué  creada  la  Comisión  de  Códigos  y  en 
1856  la  de  codificación. 

Tiivimos  comisiones  esrtecialen  para  la  reilaocióu 
del  Código  de  Oomeroio  en  1828,  1834,  1837,  i838, 
1R.'I9,  ISA&y  1869;  para  la  del  Penal,  en  1829, 1693, 
1836  y  1843,  y  para  la  del  Civil,  en  1846,  qne  pre- 
sentó sn  trabajo  en  1851. 
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Todas  miestras  Constituciones  políti- 
cas consignaron  un  artículo  imponiendo 
la  unidad  de  códigos  (1). 

Ynnestrás  Comisiones  codiBcadoras,  de 
3'a  larga  y  merítísima  historia,  tuvieron 
y  mantuvieron  gran  influencia  en  la  re- 
dacción y  mejora  de  nuestros  Códigos  y 
en  la  reforma  de  nuestras  leyes  orgánicas, 
y  prodticen  trabajos  notabilísimos  (2). 

(1)  ConsfeitaciÓD  poUtioa  de  1812.  Art.  256:  cKl 
Código  civil  7  criminal  y  el  de  Comercio  serán  ud<  s 
mismoH  para  toda  la  Monarquía,  sin  perjuicio  de  Ins 
variacioDes  que  ]K>r  itarticiiInreB  cirounstaDcias  po- 
drán hacer  las  Corlps>.— Gonstitaoión  de  l8Ht. 
Art.  4.»:  «Unos  mismos  Códigos  regirán  en  toda  1» 
Monarquía,  y  en  ellos  no  se  establecerá  más  qtie  un 
sólo  fuero  para  todos  loa  espafíoles  en  los  juicios  co- 
mnnes, civiles  y  criminales». —Constitución  de  1845. 
Art.  4.*:  «Uoos  misoioe  Códigos  regirán  en  toda  la 
MourqnísN— ConstitndóD  de  lS69.Ait.  91:  «Unos 
mismos  Códigos  regirán  «n  toda  la  Monarquía,  sin 
perjuicio  de  las  variaciones  que  por  particulares 
circunstancias  determineu  l»s  leyeii.  En  ellos  no  se 
establecerá  ni^s  que  un  sólo  fuero  para  todos  los 
españoles  en  los  juicios  comunes,  civiles  y  orimina- 
les».— CoDititneión  de  1876.  Art.  75  f  oopiu  dil  91 
dé  la  CotutituciAn  rfe  1869.) 

Los  legisladores  de  Cádii  apoyaban  la  redacción 
del  art.  258  citad  o,  con  las  nguientes  consideracio- 
nea  del  discurso  preliminar  lerdo  á  las  Cortes  por  la 
Comiaión  de  ConstituoiÓn,  al  presentar  su  proyec- 
to: cLa  igualdad  de  derechos  proclamada  en  la  pri- 
mera parte  de  la  Constitución  en  favor  de  todos  los 
natnraUa  oríginarius  de  la  Monarquía,  la  uniformi- 
dad de  progrewss  adoptada  por  V.  M.  en  toda  la  ex- 
tensión del  vasto  BÍstema  que  se  ha  proimesto,  exi- 
gen que  el  Código  universal  de  leyes  positivas  sea 
uno  mibmo  para  toda  la  N«ción,  debiendo  enten- 
derse que  loB  progresos  generales  sobre  que  han  de 
estar  fundadas  las  leyes  civiles  y  de  comercio,  no 
pueden  Mtm-bar  eiertas  modifioaoiones  que  habrán 
do  requerir  neeeianameiito  la  diferencia  de  tantos 
olimas  oomo  comprande  la  inmensa  extensión  del 
imperio  español,  y  la  prodigiosa  variedad  de  sus  te- 
rritorios y  pioducciones.  El  espfiitu  de  liberalidad 
de  benefioeDcia  y  de  justificación  bn  de  ser  el  princi- 
pio constitDtiTo  de  las  leyea  espafiolas.  La  diferen- 
cia, pnes,  no  podrá  recser  en  ningún  caao  en  la  parle 
ennoial  de  la  legialaciÓD;  y  esta  máxima,  tan  cier- 
ta y  tan  reconocida,  no  podrá  menos  de  asegurar 
pan  eo  adelante  la  uniformidad  del  Código  univer- 
sal de  las  Espaflaa.! 

(2)  El  pEt^eoto  df  Código  eívil  que  presentó  hi 


Seamos  justos  con  nosotros,  una  vez 
al  menos:  hemos  llevado  ta  tarea  codifi- 
cadora á  gran  altnra  y  que  pudiera  de- 
cirse superior  á  la  que  tiene  en  otros  pue- 
blos que  acaso  gozan  de  mayor  prestigio 
científico. 

Hemos  promulgado  el  Código  de  nues- 
tro derecho  civil,  recogiendo  las  trans- 
formaciones que  por  ley  histórica  haUa 
sufrido  nuestro  derecho  antiguo,  fuerte* 


Comisión  especial  de  Ins  Corte-'i  nombrada  en  22  de 
Agosto  de  1H20  (Cano  Manuel,  Silvés,  Hinojosa, 
Cuesta,  San  Miguel,  Navarro  (D.  Felipe)  y  Gare- 
lly,  y  se  imprimió  de  orden  de  las  mismas  en  1821, 
dice  en  su  art.  30.  «Las  leyes  no  pierden  su  fuerza 
y  vigor  por  el  uso,  ni  por  los  uso4  ó  actos  contra- 
rtosB.  La  miiima  Comisión  decía  en  el  preámbulo  del 
proyecto  y  para  explicar  el  artículo  copiado:  «¿Y 
qué  quiere  decir  el  uso,  costumbre  y  fuero  que  la 
ley  de  Partida  reconoce  oomo  obm  de  las  fuentes 
de  nuestro  derecho?  ^^Puede  darse  un  axioma  más 
pernicioso  en  legislación?  La  ley  es  el  origen  de  ta< 
dos  nuestros  derechos,  de  todas  nuratras  obligacio- 
nes. La  idea  de  un  derocho  es  inconcebible  sin  la 
de  una  obligación  que  le  corresponda...  Pare  asegu- 
rar, pues,  los  derechos  legítimos,  para  conocer  las 
verdaderas  obligaciones  sin  exponemos  á  dudas  y 
choques  continuos,  sin  dar  una  importancia  miste- 
riosa á  las  consultad  de  letrados,  sin  ofrecer  conti- 
nuos eseollos  á  la  magistratura,  la  ley  debe  tener 
un  origen  cOQoddo,  una  data  ftj»,  nu  panto  de  apo- 
yo á  que  debe  referirse.  Tales  son  su  solemne  pro- 
mulgación y  so  texto  autentico.^¿Y  cómo  merece- 
rán este  nombre  las  leyes  no  escritas  ni  promulga- 
das, .ó  sea  el  uso  y  costumbre^  ¿No  son  por  ventura 
no  semillero  de  disputas  que  se  reprodnoen  en  cada 
c.iso  práctico?  Inciertas  por  naturaleza,  sin  princi- 
pio ni  Gn  conocido,  sólo  pueden  tolerarse  en  la  in- 
fancia de  las  naciones  que  se  resienten  todavía  del 
estado  salvaje;  pero  donde  ha  progresado  felizmen- 
te la  civilización  sería  gran  mengua  del  legislador  el 
cotisentirlas.  La  Comisión  eonfieia  que  serán  uem- 
pre  muy  respetables  los  usos  y  costumbres  para  ni- 
velar las  arciones  en  lo  que  no  ha  determinado  la 
ley.  Afiade  más:  tsl  ves  merecerán  conservarse  va- 
rios usos  y  costumbres  por  las  que  se  gobiernan 
eo  algunas  provincias  cierta  clase  de  intereses,  pero 
el  legiblador  debe  sancionarlas  y  fijar  sus  Umitas 
con  precisión.  Loe  fundamentos  que  obligan  á  ex- 
cluir de  un  código  la  legislación  flucinante  y  preca- 
ria que  emana  del  vago  prind^  de  oso  y  costiun- 
brCf  obligan...  «te.» 
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mente  impresionado  por  el  elemento  his- 
tórico, mirando  con  religioso  respeto  por 
todos,  pero  profundamente  alterado  por 
la  lev  Hipotecaría  y  por  muchas  otras. 

Aplicamos  un  Código  penal  elogiado 
en  su  día  por  propios  y  extraños  como 
eminentemente  científico  en  su  fondo  y 
artísticamente  redactado  en  su  forma: 
primera  solemne  derogación  de  nuestras 
antiguas  leyes  penales,  condenadas  por 
la  razón  y  por  la  jurisprudencia,  siquiera 
demande  urgentes  reformas. 

Tuvimos  un  Código  de  Comercio  de 
los  primeros  conocidos  y  que  más  contri- 
buyeron seguramente  á  fomentar  y  me- 
jorar las  relaciones  mercantiles,  y  lo  he- 
mos snstituído  por  otro  que  admite  todo 
género  de  comparaciones  con  los  mejores. 

Tenemos  también  Código  de  justicia 
militar,  leyes  de  enjuiciar  en  las  tres  más 
importantes  ramas  de  la  jurisdicción  or- 
dinaria, la  citada  ley  Hipotecaria,  las  or- 
gánicas de  Tribunales  y  del  Notariado, 
la  que  define  la  jurisdicción  contencioso- 
administrativa,  organiza  sus  Tribunales 
y  regala  sus  procedimientos  con  el  crite- 
rio  de  la  delegación  de  Poder,  por  transac- 
ción honrosa  entre  los  partidos  políticos 
gobernantes,  é  indiscutiblemente  muy  su- 
perior á  las  del  mismo  orden  que  rigen  en 
otras  naciones,  y  muchas  otras  leyes  or- 
gánicas délos  másimp  irtantes  ramosde 
la  Administración  pública  (1). 

Y  gana  terreno  la  idea  de  la  codifica- 
ción administrativa,  preparada  ya  por 
las  citadas  leyes  parciales,  ricos  materia- 
les que  la  facilitarán  en  ocasión  mejor. 

La  cdtica  apasionada  de  jnrisconsnl- 

(1)  Herec«n  especial  mención,  entre  naeitree 
leyet  eiipeuttbB  y  kdem&s  de  la  Hipotecaría,  lai  de 
dearinonfaurnte  j  denmortiiaeión,  maymai^gDa,  n- 
fiorfúa,  nuMtrmooa  y  oanrnmiwito  da  heredadei, 
exfoliación,  agnu,  minas. 


tos  ilustres  ha  llevado  hasta  la  carica- 
tura la  apreciación  del  actual  estado  del 
Derecho  inglés.  Se  ha  dicho  que  el  inge- 
nio de  los  jueces  se  regocija  cuando  tiene 
ocasión  de  desprestigiar  el  texto  escrito, 
y  cuando  aplica  á  casos  particulares  los 
preceptos  generales,  en  forma  y  de  ma- 
nera que  nunca  hubiera  ocurrido  al  autor 
de  éstos;  y  se  supone  que  aquellos  abo- 
gados están  influidos  por  consideraciones 
utiIitarías,yesperanzados deque  si  la  co- 
dificación disminuyera  los  pleitos  refe- 
rentes á  puntos  de  derecho,  podría  en- 
contrar lógica  compensación  en  el  au- 
mento de  los  tocantes  á  cuestiones  de  he- 
cho. 

Esto  no  es  serio  por  lo  exagerado; 
pero  consta  que  los  condes  y  barones 
negaban  en  1204  á  Enrique  III  el  cam- 
bio de  sus  leyes  (2)  y  que  M.  D.  Chal- 
mer,  magistrado  de  Birmingham,  decía 
en  1895  que  un  act  del  Parlamento  en- 
traba en  {the  common  law)  como  un 
cuerpo  extraño. 

Inglaterra,  juzgada  por  muchos  como 
la  nación  clásica  de  las  anomalías,  es  sin 
duda  el  pueblo  de  los  precedentes,  y 
muéstrase,  más  que  entusiasta,  supersti- 
cioso por  lo  pasado.  Tiene  su  derecho 
consuetudinario  {the  common  ¡aw)  en 
viejastradicionesycostumbresque  datan 
de  Eduardo  I;en  algunos  actos  del  Parla- 
mento anteriores  á  Enrique  III  y  conoci- 
dos tan  sólo  por  su  observancia;  en  sen- 
tencias de  los  tribunales;  en  opiniones  de 
Jurisconsultos  tan  autorizados  y  respe- 
tados como  Blackstone  y  Blaxland;  y 

(2)  cOmncf  OomitM  «f  Barom»  uim  mee  réMpon- 
derunt,  qnod  nolunt  leges  Anglite  muían».  Año  de 
1204,  vigésimo  del  reinado  de  Enrique  UL  Deede 
qae  el  canoiller  Forteaene  escribió  De  laudihiu 
Ugum  Anglia,  haata  el  célebre  Blackstone  qne  pn 
Uie¿  oomentazioB  á  laa  IqrM  inglaw,  le  han  veni- 
do r^itiando  |ni  alabaniaa. 
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SU  derecho  escrito  {the  statute  law)  cou 
las  ordenanzas  6  estatutos  generales, 
particulares  6  personales  que  el  Rey 
expide  (1). 

Aún  en  la  agrupación  de  estas  orde- 
nanzas resalta  lamentable  confusión  de 
leyes  de  Alfonso  el  Grande  y  de  Eduardo 
el  Confesor,  de  la  Revolución  y  de  la  Re- 
forma, y  de  muchas  otras  promulgadas 
en  los  años  últimos.  Todo  esto  produce 
funesta  oscuridad,  que  de  gloriosa  fué 
calificada  en  solemne  ocasión,  y  hace  más 
frecuentes  arbitrariedades  y  corrupcio- 
nes menudas,  porque  exige  integridad  y 
honradez  mayores  en  los  letrados  y  en 
los  tribunales. 

Bacón  trabajó  en  vano,  cerca  de  Jaco- 
bo  I,  para  variar  tan  peligroso  estado  de 
cosas  (2);  Burke  enardeció  las  resisten- 
cias al  movimiento  jurídico  iniciado  por 
la  Revolución  francesa:  Romilly  y  Ma- 
ckintosch,  aunque  secundados  por  Ro- 
l)crto  Peel,  no  lograron  más  que  eviden- 
ciar el  mal  (3);  los  luminosos  trabajos 
de  la  Comisión  legislativanombradapor 
Guillermo  IV  y  confirmada  por  la  Reina 
Victoria,  pasaron  sin  traducción  prácti- 
ca; las  proposiciones  de  lord  Brougham 

(1)  Matt.  Hale  Heiiala  estas  tres  fuentes  ii  )a  ley 
comiin  ingleu:  1.",  los  autigiian  costumhrea  forms- 
ilas  no  w  nabe  cAmo,  y  tramnitídas  de  siglo  en  si- 
glo, qae  han  dado  tlgnaa  aotoridad  al  derecho  ro- 
mano en  loa  críbunatea  del  AlmirantazgA,  y  al  dere- 
cho can'inico  en  los  tribunales  eclesíAstícod;  2.',  Im 
actos  del  Parlamento  citados,  que  se  han  conser- 
vado en  la  práctica  anuqae  no  existieran  en  los 
archivos,  j  3.*,  la*  coleceionea  de  decisiones  judi- 
ciales. La  eolec(»6n  máa  antigua  de  éstas  se  n- 
monta  al  tiempo  de  Enrique  III  (1219).  Con  la 
couinion  law  coezirte  la  legíslsfit'n  estatuaria  ingle- 
sa, que  bajo  el  nombre  de  f«íuíuí(M  comprende  to- 
das las  decihione»  del  poder  legislativo  6  de  los 
Soberanos. 

(2)  Mimoire...mr  Ut  moyem  de  ré/ormtr  In  ancimt 
»tatut»  eideririttrr  ¡a  hgialatiou. 

(3)  Sus  dÍHcursos  en  la  Ciimani  de  Ion  Uomnnes  j 
sesión  de  7  de  febrero  de  1828. 


fueron  infecundas,  y  no  han  sido  más 
provechosos,  bajo  el  punto  de  vista  prác- 
tico, los  trabajos  del  Congreso  de  Nor- 
wich,  donde  Peneken  sembró  la  atrevida 
idea  de  un  Código  comercial  común  á 
todos  los  pueblos. 

El  pueblo  y  el  Parlamento  no  denten 
la  urgencia  de  la  codificación.  La  Cáma- 
ra de  los  Lores  está  mejor  dispuesta;  la 
de  los  Comunes  no  se  interesa  en  este 
problema;  y  por  lo  general,  los  conser- 
vadores presentan  proposiciones  de  re- 
forma, y  los  liberales  miran  con  más  ca- 
riñoso interés  todo  lo  que  se  refiere  al 
derecho  consuetudinario. 

Los  Gobiernos,  que  conocen  y  padecen 
el  mal,  procuran  atenuarlo  por  el  proce- 
dimiento de  Consolidación^  pequeños  có- 
digos ó  leyes  especiales  de  ramos  parcia- 
les de  la  Administración  pública. 

Mucho  han  contribuido  á  vigorizar  r 
mantener  esta  actitud,  extraviados  ce- 
los patrióticos  y  exageraciones  de  opi- 
nión. Buena  prueba  de  ello  nos  la  dió 
Brown  al  decir  Norwich:  "Para  no  tener 
un  código  mejor  que  el  de  Napoleón,  pre- 
ferimos no  tener  ninguno:  todo  el  dinero 
gastado  para  la  redacción  de  tal  código 
sería  dinero  perdido.  Un  código  del  dere- 
cho inglés,  para  servir  de  algo,  debería 
tener  cuando  menos,  diez  veces  la  exten- 
sión de  los  códigos  franceses.'* 

Ganó  mucho  terreno  y  resultó  autori- 
zada en  los  años  últimos,  la  opinión  de 
que,  hoy  al  menos,  la  codificación  inglesa 
sólo  será  posible  por  et  procedimiento 
trazado  por  lord  Herschell:  reproducción 
de  la  ley  existente  buena,  indiferente  Ó 
mala,  con  toda  la  exactitud  posible,  re- 
solución de  las  reglas  de  derecho  dudosas 
conforme  á  la  idea  directriz  y  plan  gene- 
ral del  código  que  se  elabore,  y  consigna- 
ción de  lo  consuetudinario,  aunque  fuere 
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malo,  como  la  mejor  garantía  de  su  más 
pronta  reforma.  Se  necesita  estar  obse- 
sionado por  las  ideas  dominantes  eu 
aquel  gran  pueblo,  6  por  las  prácticas 
que  determinan  su  excepcional  natura- 
leza, para  esperar  algo  práctico  de  tan 
difícil  proceder. 

Debo  concluir,  Sres.  Académicos.  Dué- 
leme una  vez  más  que  la  cienciay  la  Aca- 
demia se  vean  privadas  del  valioso  tra- 
bajo que  nuestro  Presidente  lea  prepara- 
ba, indudable  confirmación  de  su  me- 
recido elevado  crédito  científico  _v  lite- 
rario. 

Ayudadme  con  vuestra  indulgencia  á 
disminuir  las  consecuencias  de  esta  con- 
trariedad, que  tanto  me  mortifica.  Yo 
así  lo  espero,  porque  sois  ilustrados  y 
generosos,  estáis  poseídos  del  verdadero 
concepto  del  Derecho,  y  tfenéis  le  en  el 
porvenir. 

A  vosotros,  í|ue  representáis  la  juven- 
tud más  ilustrada  y  laboriosa  de  nues- 
tro país,  llamada  por  este  título  á  ca- 
racterixar  é  impulsar  su  cultura,  toca  la 
inexcusable  obligación  de  aventar  y  ale- 
jar antipatrióticos  pesimismos;  mostra- 
ros con  severa  dignidad  ante  las  desdi" 
chas  públicas;  estudiar  sus  causas  con 
desapasionamiento;  proponer  y  aplicar, 
cada  cual  en  el  círculo  desusactividadcSr 
los  remedios  más  apropiados,  aunque 
sean  crueles;  vigorizar  el  buen  sentido  pú- 
blico, primera  necesidad  de  nuestro  reba- 
jado estado  social,  y  evidenciar,  comba- 
tir y  apartar  de  la  vida  pública,  impla- 
cables, la  raza  funesta,  tan  propagadaen 
nuestros  días,  de  la  ignorancia  atrevida, 
que  flota  en  la  superficie  social  y  política 
de  este  simpático  pueblo,  y  que  es  la  cau- 
sa determinante  del  error  con  que  pro- 
pios y  extraños  nos  juzgan  y  desconside- 


ran. Con  esto  responderéis  al  cariñoso 
afecto  que  os  profesamos  los  que  en  otro 
caso  sucumbiremos  en  la  más  dolorosa 
duda. 

Y  volviendo  al  Derecho,  al  despediros, 
permitidme  otro  modesto  pero  sincero 
ruego,  á  título  al  menos  de  la  confianza 
que  me  inspiráis. 

No  lo  olvidéis:  nunca  resultarán  cum- 
plidos vuestros  deberes  con  la  ciencia  y 
con  la  patria,  ante  el  asombroso  movi- 
miento intelectual  de  nuestra  época,  y 
cuando  todos  los  ramos  del  saber  huma- 
no se  extienden  y  dilatany  másestrecha- 
mente  se  relacionan  y  compenetran,  es- 
tudiando tan  sólo  las  fuentes  del  derecho 
patrio  en  el  romano  y  en  el  canónico. 

Necesitáis  responder  al  espíritu  de  inti- 
midad y  concentración  que  agitaátodos 
los  pueblos,  y  procurar  que  mutuamente 
se  estudien  y  se  comuniquen  con  genero- 
so y  expansivo  espíritu  sus  respectivos 
adelantos.  La  ciencia  es  universal  en  sus 
principios,  y  debe  serlo  en  sus  aplicacio- 
nes, despreciando  hasta  las  fronteras  que 
Naturaleza  levantó. 

No  debe  satisfaceros  el  conocimiento, 
que  si  fuera  aislado, resultaría  necesaria- 
mente incompleto,  de  nuestras  leyes  pa- 
trias. Es  necesario  buscar  el  derecho  uni- 
versal en  el  conocimiento  de  todas  las 
legislaciones,  romper  mezquinas  trabas 
de  localidad,  sacudir  injustificadas  preo- 
cupaciones, y  buscar  con  la  comparación 
medios  de  corregir  los  defi»:tos  y  de  lle- 
nar las  lagunas  de  lo  propio.  Bl  estudio 
de  la  legislación  comparada  multiplicará 
nuestras  facultades,  como  dice  Benthara, 
y  nos  permitirá  profundizar  las  cuestio- 
nes jurídicas,  como  Troplong  asegura. 

Volved  vuestra  atención,  fatigada  por 
el  estudio  de  la  Colección  Legislativa,  de 
los  Diarios  de  Sesiones  y  de  la  Jurispru- 
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dencia  de  los  Tribunales,  de  tanto  pre- 
cepto legislativo  como  se  publican  á  día- 
rio,  para  fijarla,  regocijada,  en  los  carac- 
teres y  especial  fisonomía,  llenos  de  deli- 
cadfsímo  encanto,  de  nuestras  localida- 
des, distritos,  comarcas  y  regiones. 

Inspiráos  en  los  magníficos  escritos  que 
renombrados  legisladores  y  jurisperitos 
españoles  nos  dejaron,  que  más  estudia- 
dos fueron  en  otras  ocasiones,  y  qne  aún 
hoy  son  conocidos  y  respetados  en  aca- 
demias, universidades,  escuelas  y  ateneos 
extranjeros. 

Penetrad  en  el  estudio  del  derecho  pa- 
trio, que  tantas  riquezas  científicas  y  li- 
terarias atesora,  tantos  y  tan  útiles  tra- 


bajos representa,  tantasmejoras  deman- 
da y  tan  risueñas  esperanzas  fomenta; 
con  el  propósito  decidido  de  deparar  sus 
orígenes,  examinar  sus  fundamentos,  me- 
dir su  alcance,  valorar  su  infinenciay 
ponderar  los  conceptos  á  qne  debe  res- 
ponder su  reforma. 

Y  reconoceréis  que  filé  tan  feliz  como 
de  exacta  aplicación  á  las  discusiones  es- 
peculativas del  Derecho,  el  juicio  de  Ma- 
dame  Stael,  sobre  el  carácter  liberal  y  ex- 
pansivo de  nuestras  antiguas  institucio- 
nes políticas. 

4 

Fermín  Hernández  Iglesias 
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CORTE  SUPREMA 


Nulidad.— l.f  de  abril  de  1903 
Barros— Balcells  con  González 
Inoompetenola.— Fallo  ultra  petlta 

Doctrina:— Con/br/ne  al  articulo  24  de 
la  ley  de  7  de  octubre  de  1861,  las  leyes 
concernientes  á  la  sustanciaeión  y  ritua- 
lidad de  los  juicios  prevalecen  sobre  las 
anteriores  desde  el  momento  en  que  de- 
ben empezar  á  regir,  ó  bien  los  términos 
qne  hubieren  comenzado  á  correr  y  las 
actuaciones  y  diligencias  que  ya  esturie- 
ren  iniciadas  se  rigen  porla  ley  vigenteat 
tiempo  de  sa  iniciación. 

Bn  consecuencia,  anulada  una  sentencia 
en  virtud  de  un  recurso  formalizado  con 
arreglo  á  la  ley  de  V*  de  marzo  de  1837^ 
debe  estarse^  en  cuanto  á  la  tramitación 
posterior,  á  las  reglas  contenidas  en  los 
artículos  959 y  979  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil. 


En  el  juicio  seguido  por  don  José  González 
con  los  señores  Barros— Balcells  sobre  cobro 
de  pesos,  se  interpuso  por  éstos  recurso  de 
nulidad  contra  la  sentencia  librada  por  la  1.* 
Sala  de  la  litma.  Corte  de  Apelaciones  de  San- 
tiago en  17  de  diciembre  del  año  próximo  pa- 
sado, por  linber  fallado  la  Corte  con  manifies- 
ta incompetencia,  por  no  haber  habido  expre- 
sión de  agravios  respecto  del  fallo  que  recayó 
sobre  las  tachas;  i  por  linl^rse  sentenciado 
uhra-petítn. 

Refiriéndose  á  )a  primera  de  estas  causales 
expone  el  recurrente  que,  dictada  la  sentencia 
de  primera  instancia,  fué  ella  apelada  por 
González,  quien,  expresando  agravios,  solicitó 
que  se  revocara  dicha  sentencia  y  se  diera 
lugar  á  la  demanda.  Kl  Tribunal  de  Alzada, 
encontrando  incompleto  el  fallo,  ordenó  de- 
volver los  autos  al  juez  a  quo  para  qne  lo 
completara,  pronunciándose  sobre  las  tachas 
deducidas  por  el  demandante.  González  apeló 
también  de  la  resolurión  complementaria  que 
sentenció  este  punto,  y,  en  el  escrito  en  que 
debió  consignar  sus  agravios,  expuso  que  se 
tuvieran  éstos  por  expresados,  limitándose  á 
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pedir  en  sil  parte  expositiva  la  revocación  de 
la  is^ntencta  apelada  y  la  aceptación  de  la  de- 
mniiirííi.  La  competencia  del  Tribunal  Supe- 
rior, agrega  el  recurrente,  se  fija  por  la  (letición 
que  dt-dut-en  las  partes  en  segunda  instancia, 
y,  no  ImliicniJo  formulail»  demanda  ó  petición 
el  apelante  para  que  se  aceptaran  las  taclias, 
es  [ibvin  que,  al  resolverlas  como  cuestión  pre- 
via y  principal  en  favor  de  González,  falló  la 
Corte  con  manifiesta  incompetencia. 

Las  otras  dos  causales  se  fundan  en  el  mis- 
mo hecho. 

La  Corte  resolvió: 

Considerando  en  orden  A  las  causales  1*^ 
y  3"^: 

1*  íjuc  ;l1  txpresar  agravios  contra  la  pri- 
mera se»  ttiicia  dictada  en  la  causa  hizo  pre- 
sente Gonrález,  que  la  sentencia  no  se  había 
pronuncimlo  respecto  de  las  tachas  opuestas 
par  él  álobi  testigos  délos  demandados,  v  que, 
reconticienílo  la  omisión  el  Tribunal  Superior, 
nrdenó  quf  volvieran  los  autos  al  juez  de  pri- 
mera intilíinciapara  que,  completando  el  fallo, 
resolriern  n'Ojno  fuese  de  derecho  el  punto  omi- 
tido; 

2^  IJue,  dnndo  cumplimiento  á  esta  orden, 
se  libró  la  rLSolución  de  fs.  74,  la  cual  admitió 
una  y  deTicstimó  las  otras  tachas  propuestas 
por  el  ilemandante; 

S'^  íjiitr  González  se  alzó  también  de  esta 
rt'solución,  y  en  su  escrito  de  agravios  no  for- 
iind'j  [K'tidón  determinada  para  la  aceptación 
de  las  taclias  denegadas  por  el  2"^  fallo  del 
juez  n  <¡iii>,  pues  se  concretó  A  reiter.nr  su  pe- 
tición df  la  primera  expresión  de  agravios 
para  íjuc  f^e  revocara  la  sentencia  anterior- 
mente apelilla  y  .se  diera  lu^ar  á  la  demanda; 

4^'  íjuc  la  jurisdicción  que  se  devuelve  al 
Tribunal  tic  ."Alzada,  por  regla  general,  sólo  se 
extiende  á  canto  cuanto  comprende  la  apela- 
ción, la  cual  se  determina  y  limita  por  las  pe- 
ticiones que  en  sus  escritos  de  agravios  con- 
signan las  iiartes,  y  por  tanto,  salvo  la  facultad 
que  en  casos  determinados  concede  la  lei  para 
tiictfir  ¡>nniLinciamiento  de  oficio,  no  es  com- 
petente aquel  Tribun.'il  para  hacer  declaracio- 
nes sobre  peticiones  no  formuladas  por  los 
¡ntcresínios,  ó  para  resolver  puntos  no  recla- 
madas ó  consentidos  por  ellos; 


5'  (Jne  en  consecuencia,  en  el  caso  de  que 
se  trata,  que  no  está  incluido  en  ninguno  de 
los  que  menciona  la  ley  para  autorizar  fallos 
de  oficio,  no  pudo  legalmente  la  1*  Sala  de 
la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago  pronun- 
ciarse sobre  las  tachas,  aceptando  las  pro- 
puestas por  el  demandante,  petición  que  no 
le  había  sido  hecha  por  éste,  ni  pudo,  por  con- 
siguiente, tampoco  adoptar  su  resolución  so- 
bre este  punto,  como  antecedente  para  fundar 
la  sentencia  en  la  cuestión  principal.  Al  proce- 
der en  esta  forma,  juzgó  sin  competencia  y 
falló  ultra-petita. 

Considerando,  con  relación  A  la  segunda 
causal: 

1''  Que  el  recurso  sólo  puede  ser  deducido 
por  la  parte  agraviada  con  la  omisión  del  trá- 
mite cuyo  defecto  produce  la  nulidad  de  la 
sentencia;  y 

2°  Que  en  el  caso  que  ahora  se  contempla, 
la  (nnisión  de  la  expresión  de  agravios  habría 
perjudicado  al  apelante  González  y  no  á  la 
parte  recurrente, 

Ccmsiderando;  1''  Que,  conforme  a  lo  pres- 
cripto  en  el  art.  24  de  la  ley  de  7  de  octubre  de 
1861,  las  leyes  concernientes  á  la  sustancia- 
ción  y  ritualidad  de  los  juicios  prevalecen  so- 
bre las  anteriores  desde  el  momento  en  que 
deben  empezar  á  regir,  si  bien  los  términos 
t(ue  hubieren  comenzado  á  correr  y  las  actua- 
ciones y  diligencias  que  ya  estuvieren  inicia- 
das se  rigen  por  la  ley  vigente  al  tiempo  de 
su  iniciación;  y  2'  Que,  en  consecuencia,  y 
habiendo  ya  entrado  en  vigor  el  Código  ilc 
Procedimiento  Civil,  debe  estarse  en  cuanto 
á  la  tramitación  posterior  de  este  negocio 
las  reglas  contenidas  en  los  artículos  959  y 
979  de  este  Código,  que  indican  la  forma  en 
que  debe  procederse  cuando  el  Tribunal  que 
conoce  del  recurso  declara  la  nulidad  de  la 
sentencia. 

Vistos:  se  declara  no  haber  lugar  al  recurso 
por  la  causal  2**,  sin  perjuicio  de  la  facultad 
del  Tribunal  á  quien  se  refiera  el  conocimiento 
del  negocio  para  ordenar  el  trámite  de  la  es- 
presión  de  agravios,  si  fuere  procedente;  y  que 
ha  lugar  al  recurso  por  incompetencia  mani- 
fiesta del  Tribunal  y  por  haber  fallado  ultra- 
petitH,  y  en  consecuencia  se  declara  que  hay 
nulidad  en  la  sentencia  pronunciada  el  IT  de 
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diciembre  del  año  próximo  pasado,  por  ln  1* 
Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago, 
á  la  cual  se  devolverá  el  proceso,  que  se  repo- 
ne en  el  estado  de  dictar  nuevamente  senten- 
cia, para  que  sea  resuelta  por  los  jueces  á 
quienes  corresponda.  — /ose  Atfonso.~J.  Ga- 
briel Palma  Guzmán.~V.  Agairre  V.—A.  Saa- 
vedra. 


Nulidad.— 4  de  abril  de  1903 
Arriagada  con  Ferrocarriles  del  Estado 

Nombre  de  las  partes.— Omlfilón  de  la 
sentencia.  -  Oasaoión  de  oficio. 


del  mismo  Código,  entre  los  cuales  figuran  la 
designación  precisa  de  las  partes  litigantes  y 
la  decisión  del  asunto  controvertido,  compren- 
diéndose las  acciones  y  excepciones  hechas  va- 
ler en  el  juicio; 

Que  en  este  caso  n»  se  ha  designado  á  uno 
de  los  litigantes,  á  Ríos,  ni  fallado  la  acción 
por  éste  deducida. 

Por  bstas  consideraciones,  y  teniendo  ade- 
más presente  el  inciso  2'  del  artículo  959  de 
dicho  Código,  se  invalida  de  oficio  la  referida 
sentencia,  debiendo  volverlos  autos  A  primera 
instancia  para  que  por  el  Tribunal  competen- 
te se  falle  la  causa  con  arreglo  á  derecho. 

Redactada  por  el  señor  presidente  Alfonso. 
—José  Alfonso.—J.  GabrieJ  Palma  Gazmáa.— 
Leoncio  Rodríguez.— José  Alejo  Fernández. 


Doctrina:— La  omisión  en  la  sentencia 
del  nombre  de  ano  de  loa  demandantes  y 
de  la  resolución  de  la  acción  por  él  dedu- 
cida es  causal  de  nulidad  que  puede  ser 
declarada  de  oñcio  por  el  Tribunal. 


Teniendo  presente: 

Que  en  esta  cansa  son  partes  demandrintes 
don  Adolfo  Arriagada  y  don  Juan  de  Dios 
Ríos,  según  aparece  del  contexto  de  la  deman- 
da y  del  poder  acompañado  á  la  réplica; 

Que  la  sentencia  apelada  ha  fallado  única- 
mente ta  cuestión  en  cuanto  se  refiere  á  Arria- 
gada, haciendo  caso  omiso  de  don  Juan  de 
Dios  Ríos,  tanto  en  la  exposición  como  en  la 
parte  resolutiva; 

Que,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  949 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  pueden  los 
Tribunales,  conociendo  por  vía  de  apelación, 
invalidar  de  oficio  las  sentencias  cuando  apa- 
reciere de  manifiesto  en  ellas  alguna  de  las 
causas  que  dan  lugar  á  la  casación  en  la  forma; 

Qne  este  recurso  está  autorizado,  entre 
otros  motivos,  por  el  de  haber  sido  pronuncia- 
da la  sentencia  con  omisión  de  cualquiera  de 
los  requisitos  enumerados  en  el  artículo  193 


Apelación.— 18  de  mayo  de  1903 
Miranda  viuda  de  Euth  con  Miranda 

Representación  en  el  Juldo.— Admisi- 
bilidad del  recurso 


Concepción.  14  de  marzo  de  1903.— Vistos: 
teniendo  en  consideración  que,  según  aparece 
de  autos,  doña  Mercedes  Miranda  viuda  de 
Euth,  declarada  pobre,  fué  notificada  de  la 
sentencia  definitiva  pronunciada  en  esta  cau- 
sa por  medio  del  procurador  de  turno,  con  fe- 
cha 14  de  enero  último  y  según  decreto  del 
Tribunal  de  fecha  12  del  mismo  mes; 

Que  desde  esa  fecha  empezó  á  correr  el  tér- 
mino para  deducir  cualquier  recurso  que  hu- 
biera podido  interponerse,  según  la  ley  entonces 
vigente,  y  no  se  dedujo  ninguno; 

Que,  en  consecuencia,  quedó  firme  la  senten- 
cia contra  la  cual  se  deduce  ahora  el  recurso 
de  casación  y  por  este  motivo  no  le  son  apli- 
cables las  disposiciones  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil. 

Y  de  conformidad  con  lo  prescrito  en  el  ar- 
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tfculo  1^  de  In  ley  núra.  1552  de  28  de  agosto 
de  19Ü2,  st' declara  inadmisible  el  recurso  de 
casación.  deJiicido  en  el  escrito  que  precede. 

Acordada  contra  el  voto  de!  señorMinistro 
Parga,  quien  estuvo  por  otorgar  el  recurso  por 
estinmr  ineficaz  la  notificación  de  la  sentencia 
hedía  ni  prtíciirador  de  turno  cuando  estaba 
la  parte  gtfstinnanilopersonnlniente.— /unn  A'. 
Pat^E.—E.  Fuentes  R.—Luis  David  Crui.—J. 
GuiUermu  Mackay. 

Santiago.  18  de  mayo  de  1903.— Vistos:  te- 
niendo en  consideración  que  por  auto  especial 
fie  líi  Corte  lie  Apelaciones  de  Concepción  se 
liabía  declarado  que  doña  Mercedes  Miranda 
viuila  lie  línth  tenía  derecho  para  gestionar 
pcrsonalmetitc  en  este  pleito,  por  lo  cual  se 
sus[K;ndieron  las  actuaciones  tramitadas  á  su 
nondire  por  el  procurador  de  turno  en  lo  ci- 
vil; 

Que  aparccM?  de  autos  que  la  reclamante  ha 
estado  reclamando  por  sí  misma  en  toda  la 
secuela  de  ]¡i  causa;  y  que  los  trámites  en  refe- 
rencia se  han  producido  durante  la  vigencia  de 
las  leyes  de  |'r<icedimiento  anteriores  al  actual 
Código;  se  rt  voca  el  auto  apelado  de  14-  de 
marzo  último,  y  se  declara  admisible  el  recur- 
so de  Cíisncinn;  en  consecuencia,  entregúese  el 
proceso  n  ta  parte  recurrente,  conforme  A  Ío 
prevenido  en  el  artículo  975  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 

Publíqiicsf. 

Acordada  por  los  señores  ministros  IJrrutia, 
Palma  (ínzmán,  Huidobro,  Leoncio  Rodríguez 
y  Varas,  con  i  ri\  el  voto  de  los  señores  presiden- 
te Gallarrlo  y  ministros  Alfonso,  Gaete  y  Agui- 
rre  Vargas,  quienes  estuvieron  por  confirmar 
la  resolución  n  pelad  a.— Ga/var/n  o  Gallardo.— 
Jusé  Aiíhif.to.—Í^opoldo  Urrutia.—Ramón  H. 
Huidobra—J.  Gabriel  Palma  Guxmén.~Ga- 
hríí-l  Gaetc—  V.  A^irre  Vargas.—Leoncio  Ro- 
tlrígTiEz.^Cíiríos  Varas. 


Cas.  CÍV.—15  de  junio  de  1903 
Hintze  con  Ocaña 

Fallo  Ultra  petlta.  -  Falta  de  resolu- 
ción del  asunto  controvertido.— Al- 
teración en  el  orden  fijado  para  la 
vista  de  la  causa. 

Doctrina:— íf/'/fj  sentencia  de  la  Corte 
de  Apelaciones  se  limita  á  confírmar  ¡a 
de  primera  instancia  en  que  se  haya  falla- 
do "ultra  petita"  lí  omitiendo  el  pronun- 
ciamiento acerca  de  la  cuestión  efectiva- 
mente propuesta  por  las  partes,  tales  vi- 
cios no  afectan  á  la  sentencia  de  segunda 
instancia 

La  alteración  en  el  orden  numérico  ñ- 
jado  para  la  vista  de  una  causa  no  está 
contemplada  en  los  artículos  170  y  970, 
núm.  fi^  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, ni  se  encuentra  consultada  como  cau- 
sal de  casación  en  otras  disposiciones  del 
mismo  Código. 


Por  sentenciade  primera  instancia  se  decía' 
ró  sin  lugar  la  oposición  hecha  por  don  Enri- 
que Hintze  A  la  anexión  de  unos  terrenos  va- 
cantes,  á  la  mina  "San  Andrés",  pedida  por 
don  Camilo  Ocaña  y  cjue  aquél  reclamaba 
como  parte  integrante  de  su  mina  "Talca". 

Don  Hermógenes  Toro  Mario,  posterior- 
mente y  á  nombre  de  don  Camilo  Ocaña,  se 
presentó  pidiendo  la  posesión  del  mismo  terre- 
no y  que  se  restringiera  á  dos  hectáreas  la 
mensura  de  la  mina  "Talca",  la  cual,  dice,  fué 
solicitada  durante  la  vigencia  del  actual  Có- 
digo de  Minas  y  ratificada  conforme  á  su  ma- 
nifestación con  dos  hectáreas  y,  sin  embargo, 
se  mensuró  con  mil  ciento  cincuenta  metros 
cuadrados  más  de  las  dos  hectáreas,  cuyo  te- 
rreno le  pertenece  á  su  mandante,  en  confor- 
midad al  artículo  54  del  Código  de  Minas  y 
por  cuyo  motivo  solicitó  la  anexión  de  dicho 
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teircDo;  que  su  contendor  Hintze  hizo  inscribir 
la  mensura  de  la  mina  "Talca"  el  14  de  no- 
viembre de  1899,  talvcz  con  el  propósito  de 
oponerse  á  la  anexión  que  había  solicitado  un 
mes  ántes  el  señor  Ocaña;  pero  como  ese  terre- 
no de  mil  ciento  cincuenta  metros  no  puede 
pertenecer  á  la  mina  "Talca"  y  se  encuentra 
ejecutoriada  la  sentencia  por  la  cual  no  se 
aceptó  la  oposidón  del  señor  Hintze,  es  natu- 
ral que  se  proceda  en  la  forma  que  lo  tiene  so- 
licitado. 

Proveída  favorablemente  esa  solicitud,  don 
Patrocinio  Lemus,  por  el  señor  Hintze,  pidió 
reconsideración,  apelando  en  subsidio. 

Con  la  contestación  dada  por  el  señor  Toro 
Marín  al  traslado  y  autos  que  se  confirió  al 
escrito  de  reconsideración,  el  Juzgado,  por  auto 
de  16  de  marzo  de  1901,  mandó  tener  como 
demanda  aquel  escrito,  en  el  cual  don  Patroci- 
nio Lemus,  por  don  Enrique  Hintze,  dice:  que 
lo  pedido  por  Ocaña  no  es  otra  cosa  que  una 
rectificación  de  mensura  ó  la  anulación  de  esta 
operación,  que  no  puede  ser  resuelta  por  una 
simple  petición,  sino  en  nn  juicio  de  lato  cono- 
cimiento y  por  todos  los  trámites  legales;  que 
la  posesión  tranquila  de  más  de  diez  años  que 
han  disfrutado  sus  dueños  y  el  estar  constitui- 
da legalmente  mediante  su  ratificación  y  men- 
sura, aceptada  esta  última  por  los  mismos 
colindantes,  y  entre  éstospor  los  dueños  de  la 
"San  Andrés";  separadas  ambas  por  una  sola 
l&iea,  le  da  derecho  á  su  dueño  don  Enrique 
Hintze  para  no  permitir  desmembrar  el  terre- 
no mientras  no  se  ventilen  las  pretensiones  de 
Ocaña  en  juicio  contradictorio. 

Que  en  el  supuesto  de  que  en  el  acta  de  men- 
sura existiesen  algunos  metros  más  de  tas  dos 
hectáreas  en  la  mina  "Talca",  el  sobrante  no 
serta  de  la  "San  Andrés"  sino  que  vendría  á 
ser  de  las  minas  vecinas  por  el  lado  opuesto 
en  donde  es  evidente  que  haya  habido  sobran- 
te y  donde  tiene  precisamente  el  señor  Hintze 
minas  y  á  quien  le  correspondería  por  derecho 
de  antigüedad  ó  aproximación,  como  lo  pro- 
bará en  el  curso  del  juicio. 

En  la  contestación  á  la  demanda  don  Her^ 
mógenes  Toro  Marín,  por  don  Camilo  Ocaña, 
pide  que  no  se  dé  lugar  á  la  oposición  por  las 
consideraciones  siguientes:  que  el  señor  Ocaña 
soUcító  la  anexión  de  un  terreno  vacante  que 


no  alcanza  á  constituir  una  hectárea,  á  cuya 
anexión  se  opuso  el  señor  Hintze  iniciando 
la  demanda;  que  el  señor  Hintze  expuso  en 
dicha  demanda  que  el  terreno  solicitado  por 
el  señorOcaña  era  parte  integrante  déla  mina 
"Talca",  de  modo  que  ésa  e»  la  causal  de  su 
oposición. 

Que  con  la  manifestación  de  la  mina  "Tal' 
ca"  y  8u  ratificación  se  acredita  que  la  mina 
expresada  sólo  tiene  dos  hectáreas  de  exten- 
sión. 

Que,  según  la  mensura  se  dió  á  esa  mina, 
en  la  operación  respectiva,  dos  hectáreas  y 
mil  ciento  cincuenta  metros  cuadrados,  lo 
cual  es  completamente  inadmisible,  porque  la 
extensión  de  terreno  menor  de  una  hectárea 
que  resulta  de  la  mensura  de  varias  pertenen- 
cias acrece  á  la  mina  más  antigua,  según  lo 
dispuesto  en  el  artículo  54  del  Código  de 
Minas. 

Que  el  exceso  de  mil  ciento  cincuenta  metros 
cuadrados  no  puede  pertenecer  á  la  mina  "Tal- 
ca" sino  á  la  de  su  mandante,  por  haberlo 
solicitado  conforme  á  la  disposición  legal  an- 
teriormente citada. 

Que  habiéndose  fallado  este  juicio  á  su  fa- 
vor, las  peticiones  hechas  á  fs.  29  están  arre- 
gladas á  derecho;  y  concluye  llamando  Inaten- 
ción al  hecho  de  que  la  mensura  de  la  "Talca" 
sólo  fué  inscrita  mes  y  medio  después  de  la  so- 
licitud de  anexión  de  su  mandante. 

El  Juzgado  resolvió: 
Considerando: 

Que,  segán  consta  de  ta  manifestación,  el 
primitivo  concesionario,  don  Manuel  J.  Vicu- 
ña, manifestó  la  mina  "Talca"  con  sólo  dos 
hectáreas  de  extensión,  ratificándola  después 
con  la  misma  extensión; 

Que  del  acta  de  mensura  corriente  á  fs.  ... 
aparece  que  el  ingeniero  midió  mil  ciento  cin* 
cuenta  metros  más  de  las  dos  hectáreas  de 
extensión  que  le  correspondían  en  la  mina 
*'Talca",  lo  que  constituye  un  error  en  la  ope- 
ración; 

Que  de  la  fecha  de  la  inscripción  del  acta  de 
mensura  hasta  la  interposición  de  la  demanda 
no  ha  transcurrido  el  tiempo  necesario  que  se 
necesita  para  la  prescripción  ordinaria  ó  ex- 
traordinaria. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones  y  visto 
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lo  dispuesto  en  los  artículos  58  y  86  del  Códi- 
go de  Minería,  se  declara  que  la  mensura  de 
la  mina  "Talca"  debe  rectificarse  conforme  á 
8U  manifestación  y  ratificación,  y  no  ha  lugar 
á  la  prescripción  alegada.— ^aiiartu. 

Esta  sentencia  fué  confírniada  por  la  Corte 
de  la  Serena,  sólo  en  cuanto  se  manda  rectifi- 
car In  mensura  de  la  mina  "Talca". 

Se  interpuso  recurso  contra  esta  sentencia 
fundado  en  los  capítulos  siguientes: 

fl)  Dicha  sentencia  ha  sido  dada  ultra  pcti- 
ta,  esto  es,  otorgando  más  de  lo  pedido  por 
W  partes,  y  se  ha  extendido  á  puntos  no  so- 
metidos á  la  decisión  del  Tribunal,  pues  la 
Corte  de  la  Serena  ha  resuelto  que  debe  recti- 
ficarse la  mensura  de  la  mina  "Talca",  de 
propiedad  del  recurrente,  y  ni  en  la  demanda 
ni  en  la  contestación  se  ha  pedido  tal  rectifi- 
cación. La  demanda  versa  sobre  oposición  á 
una  anexión  de  terreno  decretada  por  el  Juz- 
gado.y  en  la  contestación  se  sostiene  que  debe 
llevarse  á  efecto  dicha  anexión  en  In  forma 
decretada.  No  se  ha  entablado  así  ninguna 
acción  para  obtener  la  rectificación  de  la  men- 
sura; 

b)  La  sentencia  reclamada  se  dictó  infrin- 
giéndose el  precepto  contenido  en  el  número 
6'  del  artículo  193  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  pues  el  fallo  no  resuelve  el  asun- 
to controvertido  y  no  se  pronuncia  sobre  las 
^leticiones  de  las  partes,  sino  que  decide  un 
asunto  extraño  á  las  acciones  entabladas  y  A 
la  excepción  de  prescripción  deducida  por  el 
reclamante  en  el  curso  de  la  causa,  las  cuales 
han  quedado,  por  lo  mismo,  sin  resolverse; 

c)  La  misma  sentencia  se  expidió  con  in- 
fracción del  requisito,  declarado  esencial  en  el 
número  6'  del  artículo  970  de  dicho  Código, 
respecto  del  orden  en  que  delx*n  anunciarse 
por  el  Tribunal  las  causas;  pues  el  día  corres- 
pondiente se  comenzó,  sin  motivo  legal,  por  el 
número  4-'',  que  había  tocado  á  la  presente,  y 
después  de  ella  se  vieron  las  que  tenían  los 
números  1',  2' y  3',  lo  qué  impidió  al  abo- 
gado del  recurrente  alegar  en  la  decisión  del 
empate  que  se  había  producido  en  la  prime- 
ra vista  del  litigio,  pues  cuando  llegó  el  abo- 
gado, poco  antes  de  la  una  del  día,  ya  se  ha- 


bía hecho  la  causa.  Apoya  los  expresados 
capítulos  de  casación  respectivamente  en  los 
motivos  cuarto,  quinto  y  noveno  que  señala 
el  articulo  941  del  Código  citado. 

La  Corte  resolvió: 

Considerando,  en  cuanto  á  las  causales 

á  y  b: 

1'  Que  si  existiera  el  victo  de  haberse  falla- 
do ultra  petita  omitiéndose,  además,  el  pro- 
nunciamiento acerca  de  la  cuestión  efectiva- 
mente propuesta  por  las  partes,  tal  vicio 
afectaría  á  la  sentencia  de  primera  instancia, 
ya  que  la  de  segunda,  ó  sea  la  de  que  se  ha  in- 
terpuesto el  recurso  de  casación  en  la  forma, 
se  limitó  á  confirmar  dicho  fallo,  en  cuanto 
allí  se  declaraba  que  debía  rectificarse  la  men- 
sura de  la  mina  "Talca";  y 

2^  Que  esta  confirmación  no  permitía  fallar 
al  mismo  tiempo  acerca  de  la  excepción  de 
prescripción  alegada  por  Hintze,  pues  delúa 
determinarse  previamente  si  el  mismo  Hintze 
poseía  alguna  extensión  de  terreno  que  no  es- 
tuviera comprendida  en  la  pertenencia,  por  lo 
cual  sólo  habría  procedido  suspender  los  efec- 
tos de  lo  fallado  en  primera  instancia  en  lo 
relativo  á  la  indicada  excepción. 

Considerando  respecto  de  la  causal  c;  que 
ella  se  funda  exclusivamente  en  no  haber  la 
Corte  de  la  Serena  visto  la  apelación  en  el 
mismo  orden  numérico  que  le  correspondía  en 
la  tabla,  circunstancia  que,  fuera  de  no  ha- 
berse comprobado,  es  diversa  de  la  señalada 
en  el  número  6'  del  artículo  970  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  para  los  juicios  de  la 
clase  del  presente,  y  tampoco  se  encuentra  con- 
sultada como  causal  de  casación  en  otras 
disposiciones  del  mismo  Código. 

Visto,  además,  lo  prevenido  en  los  artículos 
979  i  número  6*  del  193  de  dicho  Código,  se 
declara  que  no  ha  lugar,  con  costas,  al  recur 
so  de  casación  de  que  se  trata  y  que  se  apli- 
can A  beneficio  fiscal  las  cantidades  consig- 
nadas por  Hintze  á  fs.  90  y  92  para  inter- 
ponerlo. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Aguirre 
Vargas.  —  Galvarlno  Gallardo. —Ramón  H. 
Huidobro.— Gabriel  Gaetc.~V.  Aguirre  Var- 
gas. 
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Cas.  civ.  en  Ja  forma.— -6  de  julio  de  1903 

Sociedad  italiana  de  exportación,  con  Mu- 
nicipalidad de  Valparaíso. 

Vista  de  la  oauea.  —  Emplazamiento 
de  la  parte  agrravlada.—FlJ  ación  de 
nuevo  día  no  notificada  á  las  partes. 

Doctrina: — La  formación  de  la  tabla 
de  los  asuntos  que  los  tribunales  colegia- 
dos deben  ver  en  cada  semana;es  trámite 
esencial  en  la  segunda  instancia  de  Jos 
juicios  de  mayor  cuantía^  que  da  lagar  á 
casación. 

La  vista  de  la  causa  en  dia  no  señalado 
en  Ja  forma  determinada  en  el  artículo 
170  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
sin  Jiaberse  notificado  á  las  partes  la  de- 
signación verbal  de  nuevo  día  Jiecíia  por 
el  tribunal,  equivaJe  á  Ja  no  fijación  de 
ese  diay  ya  que  el  trámite  referido  tiene 
por  objeto  que  las  partes  puedan  deñn- 
derse,  y  mal  podrían  hacerlo  si  no  saben 
cuándo  va  á  verse  la  causa.  . 


Don  Manuel  M.  Merino,  por  la  Sociedad 
Italiana  de  Exportación,  Enrique  dell'Aqua, 
dedujo  el  recurso  de  casación  en  la  forma  con- 
tra la  resolución  pronunciada  por  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Valparaíso  en  1.*'  de  mayo  ¡ja- 
sado, en  la  reclamación  sobre  patentes  pro- 
movida por  aquella  sociedad. 

Funda  el  recurso  en  que  el  número  G.'^  del 
artículo  970  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil señala  como  trámite  ó  diligencia  esencial 
en  la  segunda  instanciade  los  juicíosdemavor 
cuantía  en  los  tribunales  colegiados,  la  fija- 
ción de  la  causa  en  tabla  para  su  vista  en  la 
forma  establecida  en  el  artículo  170,  el  cual 
ordena  que  los  tribunales  colegiados  forma- 
rán, el  último  día  hábil  de  cada  semana,  una 
tabla  de  los  asuntos  que  verá  el  Tribunal  en 
la  semana  siguiente,  con  expresión  del  nombre 


délas  partes,  del,  día  en  que  cada  uno  deba 
tratarse  y  del  número  de  orden  que  le  corres- 
ponda. 

El  sábado  25  de  abril  la  Corte  formó  la  ta- 
bla de  las  causas  que  debía  ver  en  la  semana 
siguiente  t\ut  comenzaba  el  lunes  27  de  abril  y 
concluía  el  silbado  2  de  mayo,  designando 
para  que  se  viera  la  presente  causa  el  martes 
28  de  abril  en  segundo  lugar. 

La  causa  no  se  vió  este  día  porque  el  Tribu- 
nal tenía  juicios  pendientes  que  le  impidieron 
hacerlo;  y  sin  que  mediara  decreto,  ni  citación, 
ni  conocimiento  de  la  parte,  la  Corte  vió  la 
causa  el  viernes  1.°  de  mayo,  en  que  pronun- 
ció el  fallo  recurrido. 

Este  procedimiento  trajo  como  consecugn* 
cia  (|uc  el  abogíido  del  recurrente  no  concu- 
rriera á  hacer  la  defensa  de  sus  derechos;  y  así 
se  ha  incurrido  en  la  falta  de  un  trámite  de- 
clarado esencial  por  la  ley  y  se  ha  visto  y  fa- 
llado la  causa  en  una  forma  que  no  establece 
el  artículo  1 70  citado. 

Se  agrega  por  el  recurrente  que  no  sólo  se 
vió  la  causa  y  se  pronunció  la  resolución  en  un 
día  no  designado  en  la  tabla,  sino  que  ni  si- 
quiera se  anunció  la  vista  por  un  decreto  del 
Tribunal  para  el  día  T  de  mayo  en  que  se  vió 
el  asunto  y  fué  fallado,  de  lo  que  resulta  que 
eijuicionose  vió  el  día  señalado  en  la  tabla 
ni  se  señaló  día  para  verlo  después  de  aquél, 
incurrícndose  en  un  vicio  incuestionable  de 
nulidad,  conforme  al  artículo  94.1  del  Código 
citado. 

La  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente: 

1''  Que,  según. el  artículo  170  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  el  día  último  hábil  de 
cada  semana  se  formará  en  los  tribunales  co- 
legiados una  tabla  de  los  asuntos  que  verá 
el  Tribunal  en  la  semana  siguiente; 

2'''  Que  este  trámite  está  reputado  como 
esencial  en  la  segunda  instancia  de  los  juicios 
de  mayor  cuantía,  en  virtud  de  lo  dispuesto 
en  el  número  6.'  del  artículo  970  del  mismo 
Código; 

3'  Que  el  recurso  de  casación  en  la  forma 
se  concede  por  excepción  contra  las  sentencias 
interlocutorias  cuando  en  la  segunda  instan- 
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cifí.  se  di^-taren  sin  previo  emplaza  miento  de  la 
pnrte  agraviada,  ó  sin  señalar  día  para  la 
vista  de  la  causa,  conforme  á  lo  dispuesto  en 
el  nríículo  942  de  dicho  Código; 

aparece  de  autos  que,  no  vista  la 
caiMW  el  martes  28  de  nbril,  el  Tribunal  la  hi- 
zo inL'1'csar  para  el  mismo  1."  de  mayo  en  que 
se  falló  sin  hacer  constar  por  medio  de  un  de- 
e9(i0it>  dl^^l  expediente  el  nuevo  día  de  la  vista 
jfUtfli^uela  parte  lo  haya  conocido  para  po- 
der  Qi^dir  á  defenderse  en  la  audiencia  verbal, 
RKtniAfencia  de  influencia  decisiva  en  la  reso- 
llido del  presente  recurso,  portiue  en  ella  se 
■conÜime  el  fundamento  que  se  tuvo  en  mira 
pam  tñ^ifícnr  de  esencial  el  trámite  omitido 
y  ?1  (.-tial  fundamento  no  es  otro  que  el  evitar 
que  un  litigante  quede  privado  de  sus  medios 
Se  defensa; 

5^  Que  aun  cuando  la  ley  determina  como 
cousnl  de  casación  no  señalar  día  para  la  vis- 
ta ÍA  cansa,  y  en  este  caso  se  ha  señalado 
verljíiímente  por  el  Tribunal  día  con  este  fin, 
debe  tcOerse  presente  que  señalar  día  que  no 
Wt  pone  Hi  conocimiento  de  los  interesados,  es 
lo  tnismo  que  no  designarlo,  ya  que  el  trámite 
time  por  objeto  que  las  partes  puedan  defen- 
déis, y  mal  podrán  hacerlo  sí  no  saben  cuán- 
do va  á  verse  In  causa  por  el  Tribunal. 

Visto,  además,  lo  dispuesto  en  los  artículos 
941,  número  99  959,  978  y  979  del  Código 
Úc  Procedimiento  Civil,  se  declara  haber  lugar 
;í  la  L'íisñción  en  la  forma  contra  la  resolución 
det  1"  Oe  mayo  pasado,  pronunciada  por  la 
Cort^  de  Apelaciones  de  Valparaíso  en  la  íns- 
tíiTiLia  sobre  reclamación  de  patentes  á  que 
se  hace  referencia. 

En  coAsecuencia,  se  invalida  dicha  resolución 
y  se  repone  el  proceso  en  el  estado  de  autos  en 
reladjb,  debiendo  conocer  en  él  y  fallarlo  el 
TribttUfiá  á  quien  hubiera  correspondido  sub- 
rogar por  recusación  á  la  Corte  sentencia- 
dora. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Alfonso. 

—Josc  Alfonso— V.  Aguirre  Vargas,— Carlos 
Varan — Abel  Saavedra. 


Admisibilidad  del  recurso  de  casación  en  ia 
forma.— 22  y  22  de  julio  de  1903 

SoUs  con  sucesión  Hurtado  y  otros. 

Formalizaolón.  —  Plazo.  —  Pena. 


Vistos:  habiéndose  deducido  el  recurso  de 
casación  en  la  forma  después  de  cinco  días  há- 
biles desde  que  se  anunció,  se  declara  no  Ínter 
puesto  dicho  recurso;  y  para  proveer  sobre  el 
recurso  de  casación  en  elfondo,  pásense  los  au- 
tos al  Tribunal  Pleno.— Ga/vanno  Gallardo.— 
Leopoldo  Urrutia.— Gabriel  Gaete, —  V.  Agui- 
rre Vargas. 

Vistos:  completando  la  resolución  preceden- 
te, y  en  vista  de  lo  dispuesto  en  los  artículos 
960,  971  y  979  del  Código  Civil,  se  condena 
en  costas  del  recurso  de  casación  en  la  forma 
á  la  parte  que  lo  interpuso,  y  se  declara  asi 
mismo  que  queda  aplicada  á  favor  del  Fisco 
la  cantidad  de  treinta  i  tres  pesos  treinta  r 
cinco  centavos  del  total  consignado  según  la 
boleta  para  responder  á  los  recursos  de  casa- 
ción en  la  forma  y  en  el  fondo  Galvariao 

Gallardo.— Leopoldo  Urrutia,— Gabrhl  Gaete. 
—V.  Aguirre  Vargas. 


Admisibilidad  del  recurso  de  casación  en  el 
fondo.— 27  de  julio  de  1903 

SoUs  con  sucesión  Hurtado  y  otros. 

FormallzaolóxL.  -  Plazo.  —  Pena 


Vistos:  no  habiéndose  formalizado  el  recur- 
so de  casación  en  el  fondo  en  el  plazo  que  indi' 
cael  artículo  943  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  inadmisible  dicho  recurso  j, 
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conforme  á  lo  prescrípto  en  los  artículos  943, 
inciso  final,  y  960  del  mismo  Código,  se  con- 
dena en  las  costas  al  recurrente  y  se  declara 
aplicada  á  beneficio  fiscal  la  cuarta  parte  de 
la  consignación  hecha,  quedando,  por  lo  tan- 
to, modificado  en  esta  parte  el  decreto  de  22 
del  actual.— Ga/rar/no  Gallardo,  —José  Alfoit- 
so.—Leopoldo  Urrutia.— Ramón  H.  Huiáobro. 
—Gabriel  Gaete.— Carlos  Varas.— Abel  Saa- 
vedra. 


Apelación. — 6'  de  agosto  de  1903 
LéUra  con  Puppo 

Sentencia  Interlooutoria.  —  Inadmlsl- 
bllldad  del  recurso 


Santiago,  24  de  marzo  de  1903.— Vistos: 
Teniendo  presente: 

1'  Que  la  sentencia  pronunciada  por  este 
Tribunal  en  30  de  diciembre  último  y  contra 
la  cual  se  interpone  el  recurso,  es  una  senten- 
cia interlocutoria,  que  ha  confirmado  la  de 
primera  instancia,  que  tiene  el  mismo  carác- 
ter; y 

2'  Que  contra  las  sentencias  interlocuto- 
rías  sólo  por  excepción  procede  el  recurso  de 
casación  en  la  forma  cuando  en  la  segunda 
instancia  se  dictan  sin  previo  emplazamiento 
de  la  parte  agraviada,  ó  sin  señalar  día  para 
la  vista  déla  causa,  lo  que  no  ocurre  en  el  caso 
de  que  ahora  se  trata; 

Visto  lo  prevenido  en  los  artículos  942, 
930,  número  1.',  y  953  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  se  declara  inadmisible  el  recur- 
so deducido  á  nombre  de  don  Luis  Léltva. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Saavedra. 
— h.  Romilio  Mora.'~A.  Saavedra. — E.  Do- 
noso V. 

Santiago,  6  de  agosto  de  1903,  — Vistos: 
Teniendo  presente  que  el  juicio  ejecutivo  se 
luiis. 


siguió  para  hacer  cumpliruna  sentencia  cayos 
efectos  han  sido  suspendidos  por  fallo  ejecu- 
toriado, reponiéndose  el  proceso  en  el  estado 
que  tenía  antes  de  incurrirse  en  los  vicios  de 
tramitación  observados;  que  la  resolución  in< 
terlocutoría,  contra  la  cual  se  ha  deducido 
el  recurso  de  casación  en  la  forma  se  ha  limi- 
tado á  su  vez  á  suspender  lo  obrado  en  el 
juicio  ejecutivo,  sin  que  ello  importe  hacer  im- 
posible más  tarde  su  prosecución,  subsana- 
dos que  sean  los  defectos  que  motivaron  la 
suspensión  de  la  sentencia  que  se  trataba  de 
cumplir,  y  sin  que  en  el  pronundamiento  de 
aquella  resolución  se  haya  incurrido  en  las 
omisiones  de  que  trata  el  artículo  942  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil. 

Visto  lo  dispuesto  en  dicho  artículo  y  en  el 
939  del  mismo  Código,  se  confirma  la  referida 
resolución  apelada  de  24  de  marzo  de  1903, 
con  costas  del  recurso. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Palma  Guzmán,  quien  opinó  que  se  revocara 
In  resolución  apelada  y  se  declarara  admisible 
el  recurso  de  casación  en  la  forma  por  tratar- 
se de  un  juicio  ejecutivo  que  ha  llegado  á  su 
término  por  la  sentencia  de  trance  y  remate, 
lo  cual  da  motivo  para  Introducir  dicho  re- 
curso conforme  &  lo  dispuesto  en  los  artículos 
939  i  947  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 
—José  Alfottso.—J.  Gabriel  Palma  Guzmán.  — 
Ramón  H.  Huidobro  Carlos  Varas. 


Apelación.— 13  de  agosto  de  1903 

Ramos  con  Sociedad  Hipódromo  de 
Playa  Ancha 

Multa,  BU  aplicación 


La  Corte  de  Valparaíso, 

Teniendo  presente: 
1^  Que  la  sentencia  de  30  de  marzo  último, 
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del  cuaderno  ejecutivo,  contra  la  cual  se  in- 
terpcme  el  recurso,  es  por  su  naturaleza  in- 
tcdocutoría; 

2'^  Que  dicha  sentencia  fué  dictada  previo 
emplazamiento  de  las  parles  y  después  de  ha- 
Titítéif  señalado  día  para  la  vista  de  la  causa. 
V  considerando  respecto  del  mismo  recurso 
cTi  el  fondo:  que  la  sentencia  interlocutoria  á 
ílitís  Se  refiere  no  ha  puesto  témiíno  al  juicio  ni 
bettiecho  imposible  su  continuación. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
339,  942,  950  y  953  del  Código  de  Procedi- 
mifSito  Civil,  declaró  inadmisibles  ambos  re- 
niñaos. 

La  Corte  resolvió  en  la  apelación  inter- 
¡»ii^a  contra  este  auto: 

Se  conSrma  el  auto  apelado  de  22  de  abril 
último,  con  costas  del  recurso.  Se  aplica  A 
favor  del  Fisco  la  multa  consignada. 

S<j  previene  que  el  señor  ministro  Alfonso 
hit-  de  opinión  que  se  declarara  previamente 
<¡uc  el  recurso  de  casación  era  inadmisible,  por 
nú  haberse  acompañado  dentro  del  plazo  legal 
el  iiital  de  la  multa  correspondiente.  Ladéela- 
ración  que  aplica  al  Fisco  las  multas  consigna- 
dafifiié  acordada  contra  el  voto  del  señor  mi- 
nistro don  Carlos  Varas,  quien  opinó  que,  tra- 
tátsflose  únicamente  de  conocer  del  auto  sobre 
admtsibtlidad  del  recurso  de  casación,  no  pro- 
ct-Híii  aplicar  al  fisco  la  consignación  hecha 
por  la  parte  apelante.— Ga/ranno  Gallardo.— 
J.  QAbríel  Palma  Guxmáa.— Ramón  H.  Huido- 
btOi—Gabriel  Gaete.—V.  Aguim  Vargas.— 
ÓaeJos  Varas. 


Cas.  CiV.— 4  de  agosto  de  1903 

Granello  y  Vaccaro  con  Velasco 

Letra  de  oambio    Aooión  £;jeoutlva. 
—Librador  y  librado;  bub  relaolo- 

'BBS 

Ductkina;— JS/  librado  que  paga  una 


letra  girada  en  su  contra  no  tiene  acción 
ejecutiva  respecto  del  librador  para  el  re- 
embolso de  su  importe. 

Implícitamente  se  resuelve  que  procede 
el  recurso  para  atacar  el  fallo  que  hace 
imposible  la  continuación  del  pleito  que 
desecha  el  mandamiento  de  embargo. 


Don  Carlos  A.  Velasco  giró  de  Valpar  n-'-. 
á  cargo  de  los  señores  Granello  y  Vaccaro  de 
Santiago,  dos  letras  decambio,  una  por  3,1(X' 
pesos,  A  la  orden  del  Banco  Tarapacá  y  Argen- 
tina, y  otra  por  9,6()0  pesos,  á  la  orden  del 
propio  librador  y  que  éste  endosA  poco  des- 
pués al  mismo  lianco  Tarapacá  y  Argentina. 

El  librado  aceptó  y  pagó  á  su  vencimiento 
flichas  tetras. 

El  11  de  agosto  de  1902,  Granello  y  Vacca- 
ro, á  fin  de  preparar  la  vía  ejecutiva,  pidieron 
ante  el  tercer  Juzgado  de  Letras  en  lo  civil  cíe 
Santiago  que  se  citara  á  don  Carlos  A.  Ve- 
lasen para  cjue,  en  la  forma  ordinaria,  reconii- 
ciera  las  firmas  que  con  el  nombre  del  librado 
figuran  al  pie  de  los  documentos.  Prestando 
el  reconocimiento  exigido,  expuso  Velasen  que 
reconocía  comu  suyas  las  firmas  que  con  su 
nombre  y  apellido  aparecen  en  las  dos  letras 
que  tenííi  A  la  vista,  haciendo  ]iresente  que  lii- 
chas  letras  fueron  aceptadas  por  Granello  y 
Vaccaro  en  pago  de  igual  cantidad  que  debían 
al  absolvente. 

Con  el  mérito  de  esta  diligencia,  solicitaron 
Granelloy  Vaccaro  que  se  librara  mandamien- 
to de  embargo  contra  el  deudor  por  la  canti- 
dad de  12,700  pesos  que  suman  ambas  letras. 

Denegado  el  mandamiento  por  el  juez  señor 
Marín,  y  apelada  esta  resolución  poreleject:- 
tante,  fueron  notificadas  ambas  partes,  tanto 
del  decreto  que  concedió  la  apelación  como  de 
la  ])rovidencia  del  Tribunal  de  Alzada  que 
mandó  llevar  los  autos  en  relación. 

Conociendo  de  ta  apelación  la  1*^  Sala  déla 
Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  dictó  el  16 
de  marzo  del  corriente  año  la  resolución  si- 
guiente: "Se  confirma,  con  costas  del  recurso, 
el  autu  a{>eIado  de  17  de  noviembre  del  año 
Último." 
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Contra  esta  resolución,  tiranello  y  Vaccaro 
interpusieron  recurso  de  caftación  en  el  fondo. 

La  Corte  de  Casación  falló  lo  siguiente: 

Teniendo  presente: 

l''  Que  una  de  las  cuestiones  propuestas  en 
este  recurso,  la  que  se  reíiere  á  ta  aplicación 
del  Código  de  Comercio,  se  dirige  á  establecer 
si  tiene  6  no  mérito  ejecutivo  contra  el  libra- 
dor la  letra  de  cambio  aceptada  y  pagada  por 
el  librado,  que  dice  que  ha  carecido  de  provi- 
sión y  á  favor  de  éste; 

2'  Que  si  bien  es  cierto  que,  según  el  artícu- 
lo 648  del  Código  de  Comercio,  el  librador 
está  obligado  á  poner  en  manos  del  librado, 
antes  del  vencimiento  de  la  letra,  los  fondos 
destinados  al  pago  de  la  cantidad  librada,  y 
si  también  lo  es,  por  el  artículo  677,  que  la 
aceptación  no  supone  respecto  al  librador  la 
provisión  de  fondos,  }•  que  el  aceptante  podrá 
exigirle  laentregade  ellos  aúndespuésde  acep- 
tada la  letra;  de  estos  preceptos  legales  no 
puede  deducirse,  ni  por  ellos  dejarse  estableci- 
da la  existencia  de  un  elemento  jurídico  con 
fuerza  ejecutiva,  por  la  sola  voluntad  del  libra- 
do, el  cual,  careciendo  de  provisión,  no  tenía 
obligación  de  aceptar; 

3'  Que  tomando  en  cuenta  loque  puede  exis- 
tir envuelto  en  una  aceptación  prestada  en 
esa  forma,  la  ley  ha  autorizado  al  librador 
para  justificar  que,  al  vencimiento  de  la  letra, 
el  librado  era  deudor  del  librador  de  una  can- 
tidad de  dinero  igual  al  menos  al  importe  de 
la  letra  y  exigible  al  vencimiento  de  ella,  que 
es  lo  sostenido  por  Velasco,  desde  el  reconoci- 
miento de  firma,  y  que  el  librador  estaba  ex- 
presamente autorizado  por  el  librado  para 
girar  á  su  cargo,  ó  que  éste  había  admitido  en 
propiedad  para  cubrir  su  aceptación,  merca- 
derías, efectos  de  comercio  ú  otros  valores: 
todo  lo  cual  supone  que  está  hecha  la  ]>rovi- 
sión,  según  el  precepto  del  artículo  64-9  del 
Código  de  Comercio;  de  manera  que  si  el  libra- 
dor no  atrreditase  algimo  de  estos  hechos,  será 
responsable  al  portador  de  los  gastos  que  se 
ocasionen,  conforme  al  artículo  650,  inciso  1'' 
del  mismo  Código;  y,  por  consecuencia,  si  lo 
acreditase,  no  pesará  sobre  él  esa  responsabi- 
lidad; 


4^  Que  las  disposiciones  legales  citadas  po- 
nen de  manifiesto  que  no  depende  sólo  del 
librado,  que  dice  que  aceptó  sin  provisión, 
proceder  ejecutivamente  contra  el  librador,  ya 
que  éste  puede  acreditar,  para  defenderse,  al- 
gunos de  los  hechos  con  los  cuales  se  entiende 
hecha  la  provisión,  v  es  evidente  que  para  la 
discusión  de  esos  hechos  y  para  su  prueba  no 
es  adecuado  el  procedimiento  ejecutivo,  y  se 
requiere  un  juicio  de  lato  conocimiento,  siendo 
sin  duda  frecuente  que  haya  de  apreciar  rela- 
ciones complicadas  de  negocios; 

5''  Que  respecto  de  la  causal  de  casación, 
consistente  en  la  condonación  de  costas,  hay 
que  tener  presente  que  la  ejecución  deducida 
por  Granello  y  Vaccaro  contra  Velasco,  fué 
iniciada  el  9  de  agosto  de  1902,  y  que  pronun- 
ciada y  a|>eiada  la  resolución  denegatoria  del 
mandamiento,  se  hizo  parte  de  la  segunda  ins- 
tancia por  Velasco,  el  procurador  Vergara,  y 
fué  tenido  como  tal  por  decreto  de  7  de  octu- 
bre, de  lo  que  se  reclamó  verbalmente  el  día  de 
la  vista  de  la  causa,  para  que  no  se  permitiese 
alegar  al  abogado  de  Velasco,  á  lo  que  el  Tri- 
Iranal  no  accedió; 

6''  Que  así  se  trata  de  una  actuación  ini- 
ciada bajo  el  imperio  de  la  antigua  legislación 
procesal,  y  aun  cuando  las  leyes  concernientes 
á  la  sustanciación  y  ritualidad  de  los  juicios 
prevalezcan  sobre  las  anteriores,  desde  el  mo- 
mento en  que  deben  comenzar  á  regir,  las  ac- 
tuaciones ya  iniciadas  deben  regirse  por  la  ley 
vigente  al  tiempo  de  su  iniciación,  como  lo 
preceptíia  el  artículo  24  de  la  ley  de  7  de  oc- 
tubre de  1861; 

7*^  Que,  establecida  la  presente  base  para 
apreciar  este  punto  de  casación,  es  necesario 
averiguar  si  se  ha  violado  una  ley  del  antiguo 
régimen,  y  á  este  respecto  conviene  observar 
que  ni  en  el  escrito  en  que  formalizó  el  recurso 
ni  en  el  que  lo  fundó,  ha  hecho  el  recurrente 
mención  expresa  y  determinada  de  la  ley  ó 
leyes  vigentes  hasta  el  1'  de  marzo  que  han 
sido  infringidas,  como  lo  ordena  el  articulo 
945  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  lo  que 
bastaría  por  sí  sólo  para  invalidar  el  recurso; 
pero,  en  realidad,  no  se  ve  que  se  haya  infrin- 
gido alguna  de  las  leyes  procesales  que  han 
cesado  de  regir,  sino  que,  por  el  contrario,  el 
procedimiento  objetado  por  la  Corte  se  ha 
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conformado  á  una  práctica  qoe  tiene  su  fun< 
damento  en  un  precepto  positivo,  cual  es  el  de' 
número  10  del  artículo  2«  de  la  ley  de  1."  de 
marzo  de  1837,  que  señala  como  causal  de  nu. 
Udad,  en  la  segunda  instancia,  no  haber  citado 
á  las  partes  para  la  vista  de  la  causa  y  pro- 
nunciamiento de  la  sentencia,  aun  cuando  ésta 
fuera  ínterlocutoria  y  el  juicio  sumario; 

8'  Que  no  hay  que  considerar  si  el  haber 
aceptado  la  Corte  como  parte  á  Velasco  y  lo 
que  es  su  consecuencia,  condenado  en  las  cos- 
tas á  los  recurrentes*  se  conforma  ó  no  á  los 
preceptos  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
porque,  por  la  razón  expresada  en  el  conside- 
rando precedente,  dichos  preceptos  no  son 
aplicables  en  este  caso. 

Juzgando  con  arreglo  á  estas  consideracio- 
nes, y  teniendo  presente  los  artículos  940,  960 
y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
declara  sin  lugar  el  recurso  de  casación  en  el 
fcmdo,  interpuesto  por  Granello  y  Vaccnro, 
contra  la  resolución  de  16  de  marzo  de  este 
año,  pronunciada  por  una  de  las  salas  de  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  en  el  juicio 
ejecutivo  por  cobro  de  pesos,  iniciado  por  los 
recurrentes  contra  don  Carlos  A.  Velasco,  con 
costas.  Se  aplica  al  Fisco  la  cantidad  de  tres- 
cientos pesos  consignada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Alfonso, — 
Galraríno  Gallardo,— José  Alfonso.— Leopol- 
do ütrutía  Ramón  H.  Huidobro. —Gabriel 

Gacte.— Vicente  Agairre  Vargas. — LeoncioRo- 
dilguez,— Carlos  Varas. 


En  el  dictamen  que  el  sefior  Ministro 
Saavedra  redactó  en  esta  causa  dice  que 
la  primera  cuestión  que  se  presenta  á  la 
consideración  de  la  Corte,  aunque  ella  no 
haya  sido  propuesta  por  los  interesados, 
es  la  de  determinar  si  el  recurso  es  6  no 
procedente. 

Que  debe  tenerse  presente  que  el  juicio 
ejecutivo  apenas  si  puededenominarsejui- 
cio  en  sentido  estricto.  En  él  no  se  decla- 
ran derechos.  El  constituye,  en  regla  ge- 
neral, no  sólo  una  vfa  de  apremio  para 


constituir  el  cumplimiento  de  obligacio- 
nes que  se  supone  constar  de  títulos  in- 
dubitados ó  auténticos  y  ser  actualmen- 
te exigibles. 

Y  que  manifiestamente  el  recurso  de  ca- 
sación á  que  el  artículo  947  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  se  refiere,  en  cuan- 
to dice  relación  con  el  juicio,  no  es  otro 
que  el  de  casación  en  la  forma. 

No  pensamos  como  el  señor  Ministro 
ponente.  El  artículo  947  concede  el  re- 
curso de  casación  contra  la  sentencia  de- 
finitiva pronunciada  en  eljuicioejecntivo, 
en  los  juicios  posesorios,  en  los  de  desa- 
hucio y  en  los  de  alimentos. 

El  Proyecto  primitivo  que  sirvió  de 
base  al  Código  de  Procedimiento  Civil  en 
vigencia,  en  el  artículo  799  disponía  que 
el  recurso  de  casación  debía  otorgarse  en 
ambos  efectos;  y  que  se  concedía  en  lo  de- 
volutivo en  los  casos  que  se  mencionan 
actualmente  en  los  números  1"  y  2'.  La 
primera  Comisión  Kevisora  del  Código 
encontró  impropio  que^se  hablara  de  efec- 
tos suspensivo  y  devolutivo  con  relación 
al  recurso  de  casación,  en  el  cual  sólo  se 
trata  de  la  validez  ó  nulidad  de  la  sen- 
tencia, y  acordó  decir,  como  en  la  ley  es- 
pañola, que  interpuesto  el  recurso,  se  sus- 
pende el  cumplimiento  de  la  sentencia. 

A  nuestro  juicio  hay  casación  de  am- 
basclascs  en  los  juicios  ejecutivos,  porque 
la  ley  no  distingue  entre  una  y  otra  al 
conceder  el  recurso. 

El  artículo  21  de  la  ley  de  I**  de  marzo 
de  1837,  sobre  nulidades,  disponía  vir- 
tualmente  lo  mismo  que  el  número  1^  del 
artículo  947  del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 

Aceptamos  sí,  de  lleno,  el  principio  sus- 
tmtadoen  el  dictamen  y  sentencia,  según 
el  cual,  de  los  preceptos  contenidos  en  los 
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artículos  G4S  y  677  del  Código  de  Co- 
mercio, no  puede  deducirse,  ni  por  ellos 
dejarse  establecida,  la  existencia  de  un 
elemento  jurídico  con  fuerza  ejecutiva  por 
la  sola  voluntad  del  librado,  el  cual,  ca- 
reciendo de  provisión,  no  tenfn  obligación 
de  aceptar. 

El  librador  debe  hacer  al  librado  la 
provisión  de  fondos  necesaria  para  cu- 
brir el  importe  de  la  letra;  y  nuestro  Có- 
digo, á  diferencia  del  francés,  no  presume 
la  provisión  del  hecho  de  la  aceptación; 
pero  esto  no  quiere  decir  que  la  acepta- 
ción sola  cree  ó  suponga  un  crédito  del 
librado  contra  el  librador. 

La  provisión  de  fondos  no  consiste 
simplemente  en  la  remisión  ¿il  girado  de 
sumas  de  dinero  ó  especies  amonedadas 
para  el  pago  de  la  letra.  Hila  puede  rea- 
lizarse también:  1°  por  la  entrega  de 
mercaderías;  2.°  por  la  entrega  de  títu- 
los ó  documentos  de  crédito;  3.°  por  el 
hecho  de  ser  el  librador  acreedor  del  gi- 
rado; 4.°  por  el  hecho  de  tener  éste  cré- 
dito abierto  á  favor  del  primero,  que 
basta  para  saldar  la  letra. 

Aun  en  el  supuesto  de  que  el  librado 
haya  procedido  á  la  aceptación  de  la  le- 
tra por  error,  está  obligado  á  pagarla. 
La  doctrina  es  uniforme.  Cualquiera  que 
sea  el  carácter  de  su  error,  ya  recaiga  so- 
bre el  motivo  de  la  aceptación,  lo  que 
tendrá  lugar  cuando  ésta  se  presta  te- 
niéndose en  cuenta  la  solvencia  del  libra- 
dor, y  resulta  luego  que  esa  solvencia  no 
existía;  ya  sobre  la  causa,  como  cuando 
el  girado,  al  aceptar,  lo  hiciera  en  la  creen- 
cia de  ser  deudor  de  aquél,  y  esta  creencia 
se  basara  en  un  hecho  inexacto  Ó  mal 
apreciado;  en  éstos  y  en  los  demás  casos 
la  aceptación  quedaría  subsistente. Coléa- 
se Lroa  Caen  et  Renault.  Droit  Commer- 
cial.—Tomo  4°  número  201.) 


Vor  la  letra,  como  lo  dice  en  su  dicta- 
men el  señor  Ministro  ponente,  encarga 
el  librador  al  librado  que  ejecute  ó  reali- 
ce un  negocio  por  su  cuenta,  cual  es  el 
efectuar  el  pago  ó  cumplir  la  obligación 
que  expresan  á  la  letra  los  artículos  2116 
del  Código  Civil  y  233  y  236,  inciso  6^  y 
7*  del  Código  de  Comercio. 

Ks  indudable  que  el  mandatario  tiene 
acción  para  exigir  del  mandante  el  pago 
al  contado  de  las  anticipaciones,  con  sus 
intereses,  y  de  las  costas  que  haya  tenido 
que  efectuar  en  desempeño  del  mandato; 
peroesta  acción  sólo  puede  ejercitarla  en 
forma  ejecutiva,  después  de  presentadas 
y  liquidadas  sus  cuentas,  para  determi- 
nar si  resulta  ó  no  un  saldo  á  su  favor, 
artículos  2155  y  2156  del  Código  Civily 
274  del  Código  de  Comercio. 

A.  Y.  R. 


Cas.  Civ.—t8  de  agosto  de  1903 

Hunziker  con  Counño 

Arrendamiento  de  serviolos  inmate- 
riales.—Oestor  de  neffooioa.— Oallfi- 
oaolón  soberana  de  la  Oorte  de  Ape- 
laciones en  orden  a  la  naturaleza 
del  contrato. 

Doctrina: — La  caíiñcación  materíal 
del  hecho  controvertído  sólo  importa  ¡a 
ñjadón  del  mismo  hecho,  ya  que  el  tribu' 
nalf  para  llegará  ella,  no  efectúa  una  in- 
terpretación técnica  de  la  ley,  sino  que 
aprecia  el  mérito  comparativo  de  las  de- 
cíaraciones  y  demás  comprobMÍones  de 
las  partes,  en  ejercicio  de  la  facultad  so- 
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héüáSk  que  á  este  respecto  consagtan  los 

urt'u  tilos  95H  Y  9T7 del  Código  de  Proce- 
tiimieuto  Civil;  y  de  consiguiente,  h!  in- 
divur  ios  hechos^  es  inamovible,  tal  como 
^•éñ  dado  por  establecido  la  sentencia 
reeurtida. 


t)on  Otto  Hunzíker,  contratado  en  1893 
por  (Ion  Augusto  Gubler,  socio  gerente  de  la 
socütdad  Gubler  y  Cousiño^  para  que  desempe* 
TÜñtH.  tn  la  fábrica  de  cci'veza  de  dicha  socie- 
ilfirl  el  cargo  de  administrador  con  el  sueldo 
üe  ocho  mil  pesos  anuales,  que  fué  elevado 
tnAs  tarde  á  diez  mil  pesos,  con  el  cual  siguió 
til  ti  mismo  cargo  después  de  liquidada  la  so- 
ciedad en  1898  y  de  haber  quedado  con  el  ac- 
tivo y  pasivo  de  ella  don  Carlos  Cousiño, 
bsato.  que  éste  vendió  la  fábrica,  lo  demandó 
parA  que  se  declarara:  I*'  que  debía  abonarle 
la  parte  vencida  de  su  sueldo  y  la  que  se  ven- 
úiesc  en  adelante  A  contar  desde  el  30  de  sep- 
tiembre de  1901,  fecha  hasta  la  cual  se  lo  ha- 
bía pagado;  y  2''  que  no  tenía  derecho  para 
liat-LT-lo  cesar  en  su  cargo  mientras  no  le  diera 
vi  ilesnhucio  con  seis  meses  de  anticipación. 

lil  (demandado,  fundándose  en  el  artículo 
XIT  del  Código  de  Comercio,  pidió  se  le  absol- 
viera de  la  demanda  y  dándose  por  terminado 
rl  contrato  celebrado  con  el  demandante  á  la 
fechft!^  la  enajenación  que  hizo  del  estableci- 
iiilcnto,  se  declarara  que  Hunziker  debía  de- 
volv<--rle  los  $  2.222)22  que  le  había  pagado 
amenté  con  posterioridad. 

Bfl  S  de  enero  de  1903  el  juez  señor  Rojas 
4íct6  Jn  siguiente  sentencia: 

Considerando: 

l^'  JJue  está  establecido  en  autos,  sin  con- 
trad^fiión  de  parte,  que  el  demandante  fué 
administrador  de  la  fábrica  de  Gubler  y  Cou- 
^íÍttO|  ^  que  después,  cuando  esta  fábrica  pasó 
A  del  dominio  exclusivo  de  don  Carlos 
Coij-.¡Mo,  conservó  el  mismo  cargo  de  admí- 
iiiütraüor,  hasta  que  su  dueño  la  vendió  en 
diez  de  agosto  de  mil  novecientos  uno; 

^ Uue  está  igualmente  establecido  que  á  la 


fecha  expresada  en  el  considerando  anterior, 
el  demandante  gozaba  del  sueldo  anual  de 
diez  mil  pesos,  que  le  fué  pagado  hasta  el  mes 
de  octubre  inclusive  de  mil  novecientos  uno, 
pues,  la  cantidad  de  ochocientos  treinta  y  tres 
pesos  treinta  y  tres  centavos  ($  833.33) que 
recibió  del  señor  Cousiño  el  seis  de  noviembre 
del  mismo  año,  del>e  tomarse  como  pago  del 
sueldo  correspondiente  del  mes  de  octubre,  ya 
que  el  demandante  no  ha  logrado  probar  que 
se  le  dió  como  remuneración  extraordinaria; 

3^  Que  habiéndose  negado  el  demandado  á 
seguir  pagando  las  mensualidades  posterio- 
res, ha  llegado  el  momento  de  establecer  hasta 
dónde  alcanza  su  responsabilidad  por  el  con- 
trato celebrado  con  el  demandante  para  la 
administración  de  la  fábrica  de  cerveza  que 
vendió  en  agosto  de  mil  novecientos  uno; 

4?  Que  según  lo  dispuesto  en  el  artículo 
2009  del  Código  Civil,  cualquiera  de  las  par- 
tes i>odrá  poner  fin  al  contrato  de  servidos 
inmateriales  cuando  lo  juzgue  convenieiite,  ú 
con  el  desahucio  estipulado;  pero  si  la  retri- 
bución consiste  en  pensiones  periódicas,  cual- 
quiera de  las  dos  partes  deberá  dar  noticiad 
la  otra  de  su  intención  de  poner  fin  al  con- 
trato, aunque  no  se  haya  estipulado  desa- 
hucio; 

5''  Que  el  demandado  no  ha  probado  que  le 
hubiera  dado  noticia  al  demandante  de  su  in- 
tención de  poner  fin  al  contrato  de  adminis- 
tración de  la  fábrica,  pues,  aunque  aparece  que 
.  le  encargó  al  mismo  demandante  que  desahu- 
ciara á  los  demás  empleados,  nada  le  mani- 
festó acerca  del  contrato  pendiente  entre  am- 
bos, y  á  la  inversa,  las  partesestán  de  acuerdo 
en  que,  después  de  la  venta  de  la  fábrica,  Cou- 
siño pagó  á  Hunziker  varias  mensualidades 
de  su  sueldo,  devengadas  con  posterioridad  á 
la  venta,  á  lo  que  se  agrega  que,  contestando 
el  demandado  á  la  articulación  sexta  de  las 
posiciones  de  fs.  19,  confiesa  que  le  había 
ofrecido  al  demandante  seguir  pagándole  sus 
mensualidades  hasta  que  encontrara  coloca- 
ción, con  lo  cual  se  deja  de  manifiesto  que,  no 
obstante  la  venta  de  la  fábrica,  el  demandan- 
te no  quedaba  desahuciado; 

6.^  Que  no  habiéndose  puesto  en  noticia  del 
demandante  que  el  demandado  ponía  fin  al 
contrato  de  servicios  inmateriales,  éste  ba 
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continuado  después  de  la  venta  de  la  fábñca 
de  don  Carlos  Cousiño; 

7^  Que  con  la  contestación  A  la  tlemanda 
el  demandado  ha  manifestado  su  intención  de 
poner  fin  al  contrato;  y  por  consiguiente,  pro- 
cede averiguar  hasta  cuflndo  este  contrato  se 
considera  vigente; 

8^  Que  está  plenamente  establecido  en  au- 
tos que  el  demandado  recibió,  después  del  diez 
de  agosto  de  mil  novecientos  uno,  varías  men- 
sualidades de  a  ochocientos  treinta  i  tres  pe- 
sos treinta  y  tres  centavos  ($  833.33)  cada 
una,  y  esto  manifiesta  que,  aun  cuando  se  hu- 
biera estipulado  un  sueldo  anual  de  diez  mil 
pesos,  los  pagos  pcríódícos  se  hacían  por  men- 
sualidades; 

9'^  Que  no  habiéndose  estipulado  desahucio 
en  este  contrato,  se  sigue  la  regla  consignada 
en  el  inciso  2'  del  citado  artículo  2009  del  Có- 
digo Civil,  según  el  cual  la  anticipación  para 
poner  fin  al  contrato  es  de  medio  período  A  lo 
menos  y,  por  consiguiente,  conforme  á  lo  ex- 
puesto en  el  considerando  anterior,  la  antici- 
pación en  este  caso  es  de  quince  días;  y 

10?  Que  habiéndose  contestado  la  demanda 
con  fecha  siete  de  abril  de  mil  novecientos  dos, 
debe  entenderse  que  el  contrato  quedó  termi- 
nculo  el  treinta  del  mismo  mes,  ya  que  en  la 
fecha  en  que  termina  un  período  de  pago,  que- 
da cumphdo  el  plazo  de  la  anticipación  que 
establece  la  ley. 

Esto,  en  cuanto  á  la  demanda. 

Considerando, en  cuanto  á  la  reconvención: 

1^  Que  no  es  procedente  la  alegación  del 
demandado  de  que  en  e!  caso  actual  se  trata 
de  un  contrato  mercantil  de  mandato,  que  ce- 
só por  el  hecho  de  la  venta  del  establecimiento, 
pues,  ni  las  partes  lo  entendieron  así,  ya  que 
Uunziker  siguió  percibiendo  de  Cousiño  va- 
rios sueldos  devengados  después  de  dicha  ven- 
ta, ni  en  realidad  se  trata  de  un  mandato, 
porque  el  primero  no  tomó  á  su  cargo  una 
gestión,  por  cuenta  y  riesgo  del  segundo,  nt  lo 
representó  contrayendo  á  su  nombre;  ciertas 
obligaciones,  sino  que  sólo  se  comprometió  A 
|Hvstar  sus  servicios  como  administrador  de 
la  fábrica  de  cerveza,  lo  que  envuelve  un  arren- 
damiento de  servicios  inmateriales,  que  no  se 
derivan  de  una  profiraíón  ó  carrera  que  supo- 
ne largos  estudios  ó  que  lleva  anexa  la  facul- 


tad de  representar  y  obligar  á  una  persona 
respecto  de  terceros;  y 

2*  Que,  por  lo  tanto,  es  improcedente  la 
petición  para  que  se  resuelva  que  habiendo 
terminado  el  contrato  materia  de  esta  litis 
por  el-hecho  de  la  venta  del  establecimiento, 
el  pago  de  las  mensualidades  posteriores  im- 
porta un  pago  de  lo  no  debido,  que  da  dere- 
cho á  repetir  lo  pagado. 

Conforme  también  con  lo  dispuesto  en  el 
artículo  1698  del  Código  Civil,  se  declara: 

1^  Que  ha  lugar  á  la  primera  petición  de 
la  demanda,  y  en  consecuencia,  el  demandado 
deberá  pagar  al  demandante,  dentro  de  quinto 
día  después  de  ejecutoriada  esta  sentencia,  los 
sueldos  devengados  desde  el  mes  de  noviem- 
bre de  mil  novecientos  uno  hasta  abril  inclusi- 
ve del  año  próximo  pasado,  á  razón  de  ocho- 
cientos treinta  y  tres  pesos,  treinta  y  tres  cen- 
tavos ($  833.33)  mensuales:  y 

2^  Que  no  ha  lugar  á  la  segunda  petición 
de  la  demanda,  ni  á  la  reconvención  y  demás 
peticiones  de  las  partes. 

Esta  sentencia  fué  confirmada  por  la  pri- 
mera sala  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  San- 
tiago, contra  el  voto  del  ministro  Barriga  que 
opinó  se  declarara  también  sin  lugar  la  de- 
manda, teniendo  para  ello  presen  te.estas  otras 
consideraciones: 

1^  Que  la  administración  de  un  estableci- 
miento fabril,  ejercida  por  encargo  de  un  ter- 
cero, constituye  un  mandato  comercial,  no  só- 
lo por  la  propia  índole  de  esta  clnse  de  servi- 
cios, sino  porque  así  lo  definen  los  artículos 
233,  234.,  inciso  3',y  237,  inciso  del  Código 
de  Comercio;  y 

2^  Que  el  cargo  conferido  á  Hunzikerexpiró 
sin  necesidad  de  desahucio  por  el  hecho  de  la 
enajenación  de  la  fábrica  en  que  servía,  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  33  del 
mismo  Código. 

El  demandado  interpuso  contra  esta  sen- 
tencia el  recurso  de  casación  en  el  fondo  por 
haber  sido  dictada  con  infracción  del  artículo 
2007  del  Código  Civil  y  de  los  artículos  233, 
234  y  237  del  Código  de  Comercio  y  con  vio- 
lación de  los  artículos  4  y  13  del  Código  Ci- 
vil, habiendo  calificado  de  arrendamiento  de 
servicios  inmateriales  un  contrato  de  manda- 
to comercial  y  aplicádole  las  disposiciones 
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del  Código  Civil  y  no  las  del  Código  de  Co- 
mercio. 

El  Ministro  ponente,  don  Galvaríno  Gallar- 
do, apreciando  el  recurso,  fué  de  opinión  de 
que  se  casara  la  sentencia  por  las  considera- 
ciones siguientes: 

"El  examen  de  los  autos  comprueba  el  he. 
cho  de  que  el  demandante  Hunziker  tuvo  efec- 
tivamente á  su  cargo  la  administración  de  la 
fábrica  de  cerveza  y  hielo,  que  después  pasó  al 
exclusivo  dominio  de  don  Carlos  Cousiño. 

...Habiendo  acuerdo  relativamente  &  la 
efectividad  de  los  hechos  invocados  en  la  de- 
manda, ha  quedado  limitada  la  dificultad  á  la 
apreciación  que  deba  hacerse  del  carácter  jurí- 
dico que  pueda  atribuirse  á  esos  antecedentes, 
yque  se  traduce  en  efectos  diversos  respecto  de 
las  obligaciones  recíprocas  de  las  partes:  El 
demandante  ha  fundado  su  acción  en  las  dis- 
posiciones del  Código  Civil  que  rigen  el  arren- 
damiento de  servicios  inmateriales,  sostenien- 
do que  sus  funciones  no  terminaron  por  la 
enajenación  del  establecimiento  que  adminis- 
traba; y  que,  en  consecuencia,  está  obligado  el 
demandado  á  abonarle  la  parte  vencida  de 
sueldo  y  la  que  venciere  en  adelante  de  su  suel- 
do anual  y  que  debe  desahuciarlo  para  hacer- 
lo cesar  en  su  cargo  con  seis  meses  de  antici- 
pación en  virtud  del  inciso  2^  del  artículo  2009 
del  Código  Civil. 

El  demandado,  por  su  parte,  ha  sostenido 
que  no  se  trata  de  un  arrendamiento  de  servi- 
cios inmateriales,  sino  de  un  contrato  mercan- 
til, en  cuya  virtud  ha  desempeñado  Hunziker 
funciones  propias  del  mandato  comercial,  en- 
vuelto en  la  administración  de  un  estableci- 
miento industrial,  como  la  fábrica  de  cerveza, 
según  los  artículos  233  y  234,  inc.  3'  y  237, 
inc.  1*  del  Código  de  Comercio,  contrato  que 
terminó  sin  necesidad  de  desahucio  por  la 
enajenación  de  la  fábrica. 

"1.a  sentencia  de  1*  instancia,  confirmada 
por  la  Htma.  Corte,  acoge  lá  interpretación 
sustentada  en  la  demanda,  considerando  que 
no  es  procedente  la  alegación  del  demandado 
de  que  en  el  caso  actual  ae  trata  de  un  contra- 
to mercantil  que  haya  cesado  por  el  hecho  de 
la  venta  del  establecimiento,  y  fundándose  en 
diapostcíones  del  Código  Civil  ha  declarado 
que  Cousiño  deberá  pagar  a  Hunziker  los 


sueldos  devengados  desde  el  mes  de  noviem* 
bre  de  1901  hasta  abril  inclusive  del  año 

próximo  pasado  

"En  consecuencia,  aparece  de  manifiesto 
que,  fallado  este  juicio  con  arreglo  al  Código 
Civil,  se  llega  á  un  resultado  diverso  del 
que  debería  buscarse,  aplicando  las  disposi- 
ciones del  Código  de  Comerño,  pues  en  este  úl- 
timo caso  no  procederá  el  desahucio  á  que  se 
refiere  la  demanda  y  las  demás  indemniza- 
ciones. 

k  fin  de  precisar  el  límite  legal  de  la  respon" 
snbilidad  que  afecta  á  Cousiño,  por  el  conve- 
nio celebrado  con  el  demandante  para  la  ad- 
ministración de  la  fábrica  de  cerveza  y  hielo, 
debe  recordarse  que  esta  empresa  reúne  todos 
los  requisitos  propios  de  un  establecimiento 
de  comercio  que  realiza  operaciones  mercanti- 
les sometidas  á  los  preceptos  del  Código  res* 
pectivo.  La  administración  de  un  estableci- 
miento industrial  como  la  fábrica  de  cerveza, 
que  estuvo  á  cargo  del  demandante,  hecho 
reconocido  de  común  acuerdo  por  las  partes, 
significa  que  Hunziker  era  el  factor  en  el  sen- 
tido que  da  á  esta  palabra  el  artículo  237  del 
Código  de  Comercio,  ó  sea  una  persona  que 
dirige  ó  administra,  según  su  prudencia,  por 
cuenta  de  su  mandante,  un  negocio  6  estable- 
cimiento comercial  ó  fabril.  Confirman  esta 
apreciación  la  circunstancia  de  haber  confiado 
el  demandado,  como  comerdante,  esaadminis- 
tración  á  Hunziker  y  el  hecho  de  que  ella  debía 
ejercerse  sobre  un  establecimiento  destinado 
á  operaciones  exclusivamente  comerciales. 

El  mandato  comercial,  aunque  en  el  fondo 
importe  arrendamiento  de  servicios  inmate- 
riales, queda  convertido  en  este  caso  en  un 
contrato  de  índole  puramente  mercantil,  cu- 
yos efectos  deben  determinarse  en  virtud  de 
las  prescripciones  especiales  del  Código  de 
Comercio,  de  conformidad  con  los  artículos 
4  y  13  del  Código  Civil. 

No  puede  prescíndirse,  en  consecuencia,  dt[ 
antecedente  desechado  en  la  sentencia  de  la 
Iltma.  Corte,  de  que  el  acto  de  confiarse  á 
Hunziker  la  administración  de  la  fábrica  de 
cerveza  importa  un  mandato  mercantil  con- 
templado en  los  artículos  230  y  237  del  Có- 
digo de  Comercio.  Aun  cuando  se  baya  ale- 
gaáo  por  el  demandante  que  fué  arrendador 
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de  servicios  porque  le  correspondía  únicamen- 
te la  inspección  de  los  trabaios  y  porcjue  no 
se  había  otorgado  en  forma  legal  el  respec- 
tivo instrumento  que  acredite  la  existencia 
del  mandato,  debe  recordarse  que  no  es  con- 
trato solemne  la  constitución  del  mandato 
mercantil  equivalente  á  la  designación  del 
factor  de  comercio,  sino  un  contrato  consen- 
sual  que  se  perfecciona  por  el  mero  consenti- 
miento del  mandante  y  mandatario. 

Es  preciso  tener  presente,  ademíls,  que  en 
caso  de  faltar  el  poder  publicado  y  registrado, 
que  no  es  requisito  esencial  para  la  existencia 
del  mandato  entre  mandante  y  mandatario, 
los  factores  se  entenderán  facultados  para  to- 
dos los  actos  que  abrace  la  administración  del 
establecimiento. 

En  concepto  del  infrascrito,  siendo  un  con- 
trato mercantil  el  celebrado  por  Hunziker  y 
Cousiño,  según  los  artículos  ya  citados  del 
Código  de  Comercio,  dicho  contrato  ha  espi- 
rado por  la  enajenación  del  establecimiento 
ocurrida  en  10  de  agosto  de  1901,  según  el 
número  2  del  artículo  337  del  mismo  Código 
j  no  tiene  obligación  alguna  «1  demandado 
derivada  del  desahucio  fijado  por  la  ley  para 
casos  diversos  del  presente. 

La  sentencia  de  la  litma.  Corte,  confirman- 
do la  de  primera  instancia,  ha  prescindido  de 
]os  mencionados  preceptos  del  Código  de  Co- 
mercio y  se  ha  pronunciado  con  infiracción  de 
toda  disposición. 

La  Corte  resolvió: 

Teniendo  jiresente: 

1°  Que  para  la  resolución  del  recurso  inter- 
puesto es  indispensable  dejar  establecido  si  en 
la  contratación  de  don  Otto  Hunziker  para 
director  de  la  Fábrica  de  Cerveza  y  Hielo  de 
Gubler  y  Cousiño,  se  constituyó  entre  las  par- 
tes un  arrendamiento  de  servicios  que  debe 
regirse  por  las  prescripciones  del  Código  Civil, 
como  lo  sostiene  Hunziker,  ó  bien  un  mandato 
comercial  que  confirió  á  éste  facultades  de  fac- 
tor del  establecimiento,  sometido  en  sus  dere- 
chosy  obligaciones  al  Código  Mercantil,  según 
lo  pretende  don  Carlos  Cousiño; 

2'*  Que  la  determinación  de  este  hecho  es 
capital,  no  sólo  porque  ha  servido  de  funda- 
mento necesario  de  la  litis  y  del  recurso  de 

jUKlS. 


casación  en  el  fondo,  sino  porque,  conduciendo 

las  disposiciones  de  ambos  Códigos  á  resulta- 
dos jurídicos  diversos,  en  cuanto  álosderechos 
sostenidos  en  el  juicio  por  cada  parte,  la  apli- 
cación de  una  ú  otra  legislación  tiene  marcada 
influencia  en  lo  dispositivo  de  la  sentencia  re- 
currida; 

3'  Que  á  este  respecto  el  demandante  Hun- 
ziker ha  afirmado  en  sus  escritos  de  demanda 
y  réplica  que  sólo  fué  mero  administrador  de 
la  Fábrica;  que  en  este  carácter  se  le  consideró 
por  los  gerentes  que  había;  que  no  ha  existido 
contrato  alguno  escrito;  y  que  los  sueldos  que 
demanda  se  le  adeudan  hasta  el  vencimiento 
del  plazo  de  desahucio  que  ha  debido  dársele 
conforme  ñ  los  preceptos  del  Código  Civil  que 
reglan  el  arrendamiento  de  servicios  inmate- 
riales; 

4'  Que  por  su  parte  Cousiño  se  ha  limita- 
do á  negar  que  deba  cantidad  alguna  por  los 
servicios  prestados  por  Hunziker;  que  le  ha 
pagado  más  dinero  que  el  correspondiente  á 
los  sueldos  que  devengara;  y  que  el  contrato 
con  el  demandante  caducó  por  la  venta  del 
establecimiento,  con  arreglo  al  número  3^  del 
artículo  337  del  Código  de  Comercio  y  por  lo 
cual  lo  reconviene  para  la  devolución  del  exce- 
so recibido; 

Que  la  Corte  de  Apelaciones,  apreciando 
estos  hechos  al  confirmar  lisa  y  llanamente  la 
sentencia  de  primera  instancia,  ha  aceptado  la 
consideración  de  dicha  sentencia  que  sobre  el 
particular  dice  literalmente:  "ni  en  realidad  se 
trata  de  un  mandato,  porque  el  primero 
(Hunziker)  no  tomÓ  á  su  cargo  una  gestión 
por  cuenta  y  riesgo  del  segundo  (Cousiño),  ni 
le  representó  contrayendo  a  su  nombre  ciertas 
obligaciones,  sino  que  sólo  se  comprometió  á 
prestar  sus  servicios  como  administrador  de 
la  Fábrica  de  Cerveza,  lo  que  envuelve  un 
arrendamiento  de  servicios  inmateriales  "; 

6'  Que  esta  calificación  material  del  hecho 
controvertido  sólo  importa  la  simple  fijación 
del  expresado  hecho,  ya  que  el  Tribunal  de  Al- 
zada, para  llegar  á  ella,  no  ha  efectuado  una 
interpretación  técnica  de  la  ley  sino  que  ha 
apreciado  el  mérito  comparativo  de  las  decla- 
racionesydemáscomprobacioncsdclas  partes, 
en  ejercicio  de  la  facultad  sol>erana  que  á  -este- 
respecto  consagran  los  artículos  958  y  977 
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del  Código  de  Procedimiento  Civil  y,  de  consi- 
guiente, el  indicado  hecho  es  inamovible,  tal 
como  lo  ha  dndo  por  establecido  la  sentencia 

Quf  sobre  esta  base  de  no  haber  tenido 
Hunziker  sino  simples  facultades  inspectivas, 
4<^!<fiiiW«ontrato,  ha  sido  legalmente  califi- 
cado ilf  arrendador  de  servicios  inmateriales 
y  no  dt  tactor  de  comercio,  desde  que,  para 
httber  niTestido  este  último  carácter,  según  el 
arlícuto  237  del  Código  Mercantil,  era  menes- 
ter que  tUTiera  la  gerencia  del  establecimiento 
^j^be  lo  llubiera  regido  por  cuenta  de  su  man- 
dante; 

S'<'  yue,  siendo  arrendador  de  servicios  in- 
tn&tetÍBles,  el  Tribunal  de  Alzada,  al  declarar 
ton  lu^ar  la  primera  parte  de  la  demanda  y 
no  la  reconvención,  aplicando  los  preceptos 
c^rAiNiiS^  arrendamiento  de  servicios  inmate* 
rtales.  aunque  se  refieran  estos  preceptos  á  un 
empleado  de  un  establecimiento  de  comercio, 
XH!  luí  ttJÉsgredido  ninguno  de  los  preceptos 
legtttéa  en  que  se  funda  el  presente  recurso,  ya 
sqS  .parque  un  acto  jurídico  mercantil  para 
délft«  partes  puede  no  serlo  para  la  otra, 
^■oTiio  íicontecc  en  el  caso  de  Hunziker,  6  bien 
porque  las  disposiciones  del  citado  arrenda- 
ffiicnto,  mpitcadas  por  la  Corte,  consagran  la 
irglív  ík' que  este  contrato  no  caduca  por  la 
mera  enajenación  del  establecimiento,  sino 
con  pre^iío  desahucio,  tal  como  lo  estiman  los 
pTLcoientbs  fundamentales  del  fallo  impug- 
nado. 

VííiiW  los  artículos  940,  960  y  979  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  se  declara  sin  lu- 
gar el  recurso. 

fodiocfaida  por  el  señor  Ministro  Umitia  

José  A líbnso.— Leopoldo  Vrrvtia.—J.  Gabríel 

P&}ai4í  Quxmán.— Ramón  H,  Hvidobro  6a- 

hríel  Oáfie.—Leoacio  Rodríguez.— Carlos  Va^ 
Tos.—Ábtí  Saavedra, 


XlA  «tStencia  de  la  Corte  Suprema  ha 
dewc&a4o  el  recurso  de  casación  por  esti- 
jiuir  que  la  calificación  del  hecho  contro- 
vertido no  importa  una  interpretación 
técnica  de  la  ley,  sino  la  apreciación  del 
tné^f^  comparativo  de  las  declaraciones 


y  demás  comprobaciones  délas  partes  en 

ejercicio  de  la  facultad  soberana  que  á 
este  respecto  consagran  los  artículos  958 
y  977  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
que  escapa  á  la  censura  del  Tribunal  Su- 
premo. 

Seg^n  el  artículo  977  citado  por  la 
Corte,  "en  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo,  no  se  podrán  admitir  ni  decretar 
de  oficio  para  mejor  proveer,  pmel>as  de 
ninguna  clase  que  tiendan  á  establecer  ó 
esclarecer  los  hechos  controvertidos  en  el 
juicio  en  que  hubiere  recaído  la  sentencia 
recurrida*';  y  con  arreglo  al  artículo  958 
que  también  invoca  el  Tribunal:  "cuando 
la  Corte  Suprema  invalidare  una  senten- 
cia por  casación  en  el  fondo,  dictará  acto 
continuo  y  sin  nueva  vista,  pero  separa- 
damente, sobre  la  cuestión  materia  del 
juicio,  la  sentencia  que  crea  conforme  á  la 
ley  y  al  mérito  de  los  hechos,  tales  como 
se  han  dado  \x>r  establecidos  en  el  fallo 
recurrido." 

Se  desprende  de  estas  citas  que  la  Corte 
Suprema  ha  estimado  que  la  apreciación 
hecha  por  el  Tribunal  de  primera  instan- 
cia y  aceptada  por  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, según  la  cual  consideró  que  el  con- 
trato celebrado  por  Hunziker  constituía 
un  arrendamiento  de  servicios  inmateria- 
les y  no  un  mandato  mercantil, esunsim. 
pie  hecho  que  quedaba  fijado  ó  establecido 
de  un  modo  definitivo  en  el  fallo  recurri- 
do, de  tal  manera  que  no  podía  ser  altera- 
do por  el  Tribunal.  De  aquí  es  que  la  Cor- 
te, partiendo  de  este  antecedente,  diga  en 
su  sentencia  que  sobre  estábase  de  no  ha- 
ber ^do  Hunziker  sino  arrendador  de  ser- 
vicios inmateriales,  el  Tribunal  de  Alza- 
da, al  aplicar  los  preceptos  civiles  de  tal 
arrendamiento,  aunque  se  refiere  á  un 
empleado  de  tm  establecimiento  de  co- 
mercio, no  ha  trasgredido  ningtmo  de  lo» 
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preceptos  legales  en  que  se  fundn  ul  re-- 
curso. 

La  cuestión  que  este  fallo  suscita  es  de 
tal  entidad,  que  no  es  dable  desconocer 
las  consecuencias  á  que  podría  llevar  la 
doctrina  (jue  se  desprende  de  la  resolución 
adoptada  por  la  Corte  Suprema,  si  el 
criterio  con  que  ha  sido  pronunciada  hu- 
biera de  llegar  á  imperar  en  lo  sucesivo. 
Para  nosotros  esas  consecuencias  serían 
la  anulaci^Sn  del  recurso  de  casación  ó  su 
restricción  en  tales  términos  que  lo  ha- 
rían imposible  en  todos  aquellos  ca- 
sos, sumamente  frecuentes  en  la  prác- 
tica, en  (jue  se  trata  de  establecer  la 
naturaleza  jurídica  de  un  acto  ó  de  un 
contrato  para  determinarlos  principios 
y  preceptos  legales  que  deben  serle  apli- 
cables. 

La  apreciación  de lanaturaleza  jurídica 
de  un  hecho,  no  es  el  hecho  mismo.  Hl 
hecho,  el  acontecimiento  humano,  puede 
ser  controvertido  ó  puesto  en  duda;  y 
exigir  prueba  que  el  juez  deberá  apreciar 
para  decir  si  el  hecho  existe  ó  no.  Los  he- 
chos que  así  resulten  probados,  á  juicio  del 
Tribunal  de  Alzada,  determinan  la  Iftis 
en  términos  que  la  Corte  Suprema  no  po- 
drá ya  alterar  [M>rí|uc  le  está  prohibido 
admitir  6  decretar  pruebas  y  esclareci- 
mientos que  harían  degenerai-  el  recurso 
de  casación  en  una  tercera  instancia;  esos 
hechos  tendrán  que  darse  por  estableci- 
dos para  el  efecto  del  fallo  que  la  Corte 
Suprema  deberá  dictar  cuando  admita 
el  recurso  de  casación  en  el  fondo;  pero 
no  quiere  decir  esto  que  la  apreciación 
jurídica  que  de  esos  hechos  haya  efectua- 
do el  Tribunal  de  Alzada,  tenga  el  mismo 
carácter  de  inamovible  y  soberana,  pues- 
'  to  que  aquí  se  entra  ya  en  la  aplicación 
de  la  ley,  aplicación  de  la  cual  puede  re- 
sultar la  violación  del  precepto  legal  adap- 


table á  ese  hecho.tal  cómó  tesúltá  acredi- 
tado. 

En  todo  litigio  hay  que  distinguir  tres 
puntos,  que  son  fundamentales;  los  jueces 
deben  rraolver:  1^  si  los  hechos  que  sir- 
ven de  base  al  proceso  existen  ó  no;  2'  es- 
tablecida la  existencia  de  los  hechos,  qué 
calificación  debe  dárseles;  y  S'^  por  últi- 
mo, determinada  su  existencia  y  hecha  su 
calificación  legal,  qué  consecuencias  de- 
ben resultar  de  ellos  bajo  el  punto  de  vis- 
ta de  la  aplicación  de  la  ley.  ^ 

Los  Tribunales  de  primern,  y  segunda 
instancia  tienen  evidentemente  un  poder 
absoluto  para  apreciar  los  antecedentes 
y  pruebas  suministradas  por  las  partes 
para  resolver  si  los  hechos  existen  ó  no. 
Esta  es  la  materia  misma  del  juicio  que 
debe  decidirse  en  dos  instancias  y  sobre 
la  cual  debe  pronunciarse  en  definitiva  la 
Corte  de  Apelaciones,  cuya  misión  es  pre- 
cisamente rever  la  errónea  apreciación 
que  ha  podido  hacer  el  juez  de  primera 
instancia.  El  recurso  de  casación  ha  sido 
establecido  para  asegurar  el  respeto  á  la 
ley;  no  es  un  tercer  grado  de  jurisdicción. 
La  Corte  Suprema  saldría  de  sus  atribu- 
ciones entrando  á  conocer  del  proceso  y 
á  someterlo  á  su  apreciación  para  decidir 
sobre  los  hechos  establecidos  por  el  fallo 
inapelable  del  Tribunal  de  Alzada. 

Este  punto  no  puede  ofrecer  duda  y 
ante  las  disposiciones  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  á  que  se  refiere  la  sen- 
tencia que  analizamos,  no  hay  necesidad 
de  recurrir  á  la  doctrina  de  los  autores. 
En  el  proyecto  redactado  por  don  José 
Bernardo  Lira  se  disponía,  en  el  artículo 
800,  que  invalidada  una  sentencia  por 
violación  de  la  ley ,  el  Tribunal  que  hubiera 
declarado  la  casación  dictaría  á  conti- 
nuación, pero  separadamente,  sobre  la 
cuestión  materia  del  juicio,  la  sentencia 
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Xftíltí  creyera  "conforme  al  mérito  del  pro- 
ceso". Aprobada  en  esta  forma  la  dispo- 
sición en  sesión  de  12  de  agosto  de  1879, 
se  consignó  en  el  proyecto  presentado 
por  el  Gobierno  en  1893. 

En  sesión  de  31  de  diciembre  de  1901, 
al  tratar  de  este  punto  la  Comisión  Mix- 
ta de  senadores  y  diputados,  se  manifes- 
t:^  í>^  los  señores  Ballesteros  y  Valdés, 
qué'Olel  recurso  de  casación  la  defensa 
de  las  partes  debe  limitarse  á  las  causa- 
Icíi  f  iel  recurso  y  no  puede  referirse,  por 
consiguiente,  á  las  apreciaciones  de  hecho 
que  ea  ningún  caso  pueden  ser  materia 
de  la  casación.  El  señor  presidente  mani- 
festó que,  casada  la  sentencia,  la  Corte 
Suprema  sólo  podría  enmendar  el  fallo 
en  cuanto  al  derecho,  pero  manteniendo 
eMÚ  inamovibles  los  hechos  estableci- 
dos en  la  sentencia  reclamada.  El  señor 
Rodríguez  sostuvo  la  idea  de  que  la  sen- 
tencia casada  desaparece  en  absoluto,  y 
la  Corte  Suprema  debe  fallar  de  nuevo  la 
¡cOtiSCicomo  si  no  se  hubiese  dictado  sen- 
tencia alguna;  pero  su  opinión  no  fué 
aceptada  y  en  una  sesión  posterior  la 
Comisión  modificó  la  redacción  de  la  ley 
'ñi  l&^rma  en  que  aparece  en  el  artículo 
958,  dejando  así  perfectamente  deslinda- 
das las  respectivas  atribuciones  del  Tri- 
bunal de  Alzada  y  de  la  Corte  Suprema. 

For  consiguiente,  si  aún  en  el  caso  de 
-frá^Eic£&n  de  la  sentencia,  no  pueden  ser 
alterados  los  hechos  que  el  Tribunal  de 
Alziula  ha  dado  por  establecidos,  con 
mayor  razón  no  puede  la  Corte  Suprema 
entr^  á  rever  la  apreciación  de  los  he- 
chos que  aparezca  mal  hecha  para  mo- 
dificar Ja  sentencia  recurrida.  Tal  proce- 
dintiento  la  convertiría  en  tribunal  re- 
visor. 

l^tío  cosa  bien  distinta  es  la  califica- 
^fíit  <|tie  deba  hacerse  de  los  hechos  que 


se  dan  por  probados,  para  el  efecto  de 
determinar  la  ley  que  deba  aplicárseles  v 
las  consecuencias  que  deban  resultar  de 
esa  aplicación.  Todo  lo  que  toca  á  la  ca- 
lifícación  legal  de  los  hechos  y  todo  lo 
que  se  refiere  á  las  consecuencias  de  esta 
calificación  legal,  bajo  el  punto  de  vista 
de  la  aplicación  de  la  ley,  entra  forzosa- 
mente en  el  dominio  de  la  Corte  de  Casa- 
ción, porque  corresponde  al  terreno  del 
derecho  cuya  tuición  le  está  especialmen- 
te confiada. 

Como  lo  dice  muy  bien  otra  sentencia 
de  la  Corte  Suprema  (Miranda  con  Mi- 
randa) *'es  atribución  privativa  del  Tri- 
bunal de  la  causa,  apreciar  el  mérito  de 
la  prueba  sobre  los  hechos  discutidos  en 
ella,  sin  que  al  Tribunal  que  conoce  del 
recurso  de  casación  en  el  fondo,  le  corres- 
ponda otra  cosa  que  aceptar  estos  he- 
chos tales  como  se  han  dado  por  estable- 
cidos en  el  fallo  recurrido".  Este  punto 
es  incontestable;  pero  este  poder  sobera- 
no de  apreciación  ¿puede  ir  hasta  confe- 
rir al  Tribunal  de  Alzada  el  derecho  de 
apreciar  igualmente  de  una  manera  dis- 
crecional y  arbitraria,  los  actos  y  los 
contratf>s  en  sus  relaciones  con  la  ley, 
hasta  el  extremo  de  conferirle  la  facultad 
de  dar  á  estos  hechos  y  contratos  una 
calificación  legal  cualquiera  sin  que  su 
decisión  quede  sometida  á  la  fiscaliznrión 
de  la  Corte  Suprema? 

"Nada  más  banal,  en  efecto,  ni  más  có- 
modo para  los  jueces,  dice  Dalloz  (Rep. 
V.Cassation,  número  1207 J  que  esta  fór- 
mula tan  lacónica  "considerando  que 
resulta  de  los  hechos  y  de  las  circunstan- 
cios  que".  Con  estas  palabras  mágicas 
se  cree  haber  respondido  á  todo.  Pero  á 
medida  que  se  avanza,  se  experimenta  la  • 
necesidad  de  darse  cuenta  de  estas  fór 
muías  que  se  recibían  al  principio  como 
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axiomas:  la  crítica  se  apodera  de  ellas  y 
luego  las  distinciones  se  hacen  necesarias- 
— Así,  se  exigirá  que  los  pretendidos  he- 
chos y  circunstancias  sean  pi^cisados  y 
no  solamente  alegados.  —  La  intención 
misma  ¿cuál  ha  sido  su  objeto?  cuá!  ha 
sido  su  límite?  La  sentencia  deberá  tam" 
bién  declararlo.  Pues,  si  se  trata  sea  de 
anular  un  contrato,  sea  de  crear  uno,  es 
preciso  que  los  términos  de  la  conven- 
ción escrita  ó  verbal  sean  ciertos.  La  ley 
debe  ser  aplicada  á  esta  convención.  Por 
consiguiente,  la  convención  debe  ser  co- 
nocida. De  otro  modo  ¿cómo  podría  la 
Corte  de  Casación  llenar  su  misión  legal? 
— Esto  nos  lleva  la  distinción  entre  el 
hecho  y  el  derecho.  El  juez  declarará  el 
hecho;  dirá  lo  que  ha  ocurrido;  aplicará 
en  seguida  el  derecho.  En  el  primer  caso 
su  decisión  será  irrefragable;  en  el  segun- 
do, podrá  ser  ñscalizada  por  la  Cor- 
te Suprema.  Si  las  consecuencias  legales 
atribuidas  á  los  hechos  son  falsas  6  vi- 
ciosas, si  el  juez  ha  hecho  ó  destruido  un 
contrato  apoyándose  en  circunstancias, 
en  pruebas,  en  alegaciones  á  las  cuales  la 
ley  no  reconoce  este  poder,  su  decisión 
será  casada.  En  efecto,  el  derecho  de  los 
tribunales  de  buscar  en  los  actos  la  in- 
tención de  las  partes  no  puede  extenderse, 
en  nuestra  opinión,  hasta  cambiar  la  na- 
turaleza y  la  esencia  de  los  contratos,  ni 
hasta  hacer  resultar  de  ellos  un  acto  di- 
ferente del  que  la  ley  caracteriza". 

No  sería  posible  aceptar,  en  efecto,  que 
una  sentencia,  después  de  haber  reconoci- 
do que  un  acto  presenta  los  caracteres 
constitutivos  de  tal  6  cnat  contrato,  por 
ejemplo,  consentimiento,  cosa  y  precio, 
que  son  las  condiciones  constitutivas  de 
la  compraventa,  declarara,  sin  embargo, 
que  ese  acto  no  era  una  compraventa.  En 
tal  caso,  es  evidente  que  se  violarían  las 


disposiciones  del  Código  Civil  que  definen 
el  contrato  de  compraventa,  y  que  la  Cor- 
te Suprema  tendría  facultad  suñcíente 
para  casar  el  fallo  y  hacer  una  aplica- 
ción correcta  de  la  ley  á  los  hechos  esta- 
blecidos por  la  Corte  de  Apelaciones. 

La  Corte  de  Casación  francesa  ha  esta- 
blecido esta  doctrina  en  numerosos  fallos. 
£n  sentencia  de  5  de  mayo  de  1835  se  lee: 
"teniendo  presente  que  la  Corte  de  Casa- 
ción tiene  la  facultad  de  apreciar  el  mérito 
de  las  sentencias  de  las  Cortes  de  Apela- 
ciones, cuando  estas  sentencias  determi- 
nan el  carácter  de  los  contratos  en  sus 
relaciones  con  las  leyes  que  los  califican  y 
que  aseguran  sn  validez";  (Dalloz,  núme- 
ro 1581)  y  en  sentencia  de  26  de  julio  de 
1823  había  dicho:  "considerando  que  la 
Corte  de  Casación  tiene  la  atribución  de 
apreciar  el  mérito  de  las  sentencias  de  las 
Cortes  de  Alzada,  cuando  estas  senten- 
cias determinan  el  carácter  de  los  contra- 
tos en  sus  relaciones  con  las  leyes  que  ase- 
guran su  validez;  que  sería  contrario  al 
fin  de  su  institución  el  que  debiera  abste- 
nerse de  anular  tales  sentencias,  cuando, 
habiendo  hecho  falsas  aplicaciones  de  los 
contratos,  y  habiéndolos  colocado  en  una 
clase  á  la  cual  no  deljerían  pertenecer,  los 
hubieran  sustraído  á  las  reglas  especiales 
á  que  estaban  sometidos,  ó  los  hubieran 
sometido  á  reglas  que  no  podrían  serles 
aplicables."  Estascitos  podrían  multipli- 
carse para  manifestar  que  la  Corte  ha 
sentado  como  regla  fundamental  que  "si 
corresponde  á  las  Cortes  de  Alzada  apre- 
ciar los  hechos  é  interpretar  soberana- 
mente el  sentido  y  la  letra  de  las  conven- 
ciones, entra  en  las  atribuciones  esencia- 
les de  la  Corte  de  Casación  examinar  si  en 
el  ejercicio  de  este  poder,  las  referidas  Cor- 
tes han  desconocido  los  caracteres  de  la 
convención  en  sus  relaciones  con  la  ley 
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que  ha  definido  sus  elementos  constituti- 
vos."-r-(Cass.  de  24  de  abril  de  1844, 
Dalloz,  número  1581). 

La  Corte  de  Casación  francesa  recono- 
ce y  respeta,  pues,  el  poder  soberano  que 
perteneced  los  jueces  de  la  causa  para 
apreciar  los  hechos  y  los  contratos,  en 
cuanto  á  su  existencia,  jwro  no  en  cuan- 
to á  su  calificación  jurídica  y  á  la  aplica- 
ción de  la  ley  que  delíc  regirlos.  Siempre 
que  una  decisión  se  limi  ta  á  apreciar  los 
actos  según  lascircunstancias  de  la  causa 
ó  á  interpretar  la  convención  según  los 
hechos,  no  puede  existir  en  el  fallo,  según 
la  Corte,  sino  una  mala  resolución  y  ella 
no  ejercita  su  fiscalización.  Por  el  contra- 
rio, siempre  que  la  sentencia,  después  de 
haber  reconocido  en  el  hecho  la  existencia 
de  todos  los  ck'iiK'ntos  constitutivos  de 
un  contrato,  ha  rehusado  dar  á  ese  con- 
trato su  calificación  y  sus  efectos  legales, 
la  ley  se  ha  estimado  violada  y  la  Corte 
de  Casación  ejercita  su  poder  de  censura 
y  casa  la  sentencia. 

La  Corte  de  Casación  española,  que  ha 
establecido  con  igual  precisión  que  las 
elisiones  de  hecho  no  pueden  dar  lugar 
a!  ítcurso  de  casación,  (sentencia  de  G  de 
rliciembre  de  1856),  hace  la  misma  distin- 
ción entre  el  hecho  y  el  derecho.  "El  Tri- 
btt&lil,  al  decidir  en  casación,  dicen  Manre- 
-HC  jiReus,  no  juzga  sobre  la  certeza  de  los 
hechos,  ni  de  consiguiente  sobre  el  valor 
de  las  pruebas:  esto  lo  verifica,  como  debe 
vLi-ificarlü,  para  dictar  su  fallo  sobre  el 
Toiado  de  la  cuestión,  cuando  ha  sido  ca- 
AbÚA.  la  ejecutoría.... 

"Mas,  no  por  esto  se  abstiene  de  exami- 
nar los  hechos:  como  el  derecho  es  la  con- 
secuencia del  hecho,  los  examina  para  ver 
IR  cilla  aplicación  del  derecho  se  ha  infria- 
gido  la  ley...  También  los  examina,  como 
en d« necesidad,  para  ver  si  la  apreciación 


(|uc  de  ellos  ha  hecho  la  Audiencia  está 
ajustada  á  la  ley,  cuando  el  recurso  se 
funda  en  la  violación  de  ley  sobre  este 
punto. 

"Lo  expuesto  se  deduce  de  la  doctrina 
consignada  por  el  mismo  Tribunal  Supre- 
mo de  Justicia  en  varias  de  sus  sentencias 
de  casación.  También  lo  vemos  cimfirma- 
do  por  el  ilustrado  señor  Marqués  de 
(ruevara  en  un  importante  escrito...  La 
circunstancia  de  haber  contribuido  á  es- 
tablecer esta  jurisprudencia,  como  Pre- 
sidente que  ha  sido  de  la  Sala  primera  de 
dicho  Tríbunal  Supremo,  da  tanta  auto- 
ridad á  sus  palabras  que  creemos  muy 
conveniente  trascribirlas.  Dice  este  dis- 
tinguido jurisconsulto: 

"La  Sala  admite  y  declara  la  casación 
por  infracción  ó  mala  inteligencia  notoria 
de  cláusula  ex|3resa  y  terminante,  ó  sea 
por  violación  de  la  ley  del  contrato  segíin 
la  tecnología  francesa. 

"La  admite  asimismo  cuando  hay  error, 
no  en  la  apreciación  de  la  prueba,  sinocn 
la  calificación  del  acto  ó  del  hecho  á  que 
se  refiere,  en  sus  relaciones  con  la  misma 
ley,  como,  v.  gr.,  cuando  una  Audienria 
declara  la  existencia  de  un  contrato  de 
arrendamiento  sobre  hechos  ó  pactos  á 
(|ue  la  ley  atribuye  el'carácter  de  usu- 
fructo'*. 

La  apreciación  jurídica  del  hecho  entra 
en  el  campo  de  la  legislación,  se  refiere  á 
la  aplicación  de  la  ley,  y  por  lo  mismo  de- 
be quedar  sometida  al  dominio  .superior 
de  la  Corte  Suprema,  encargada  de  velar 
por  la  correcta  observancia  é  inteligencia 
de  las  leyes.  Si  la  calificación  de  la  natu- 
raleza jurídica  de  un  contrato.  ínera  uno 
de  tantos  hechos  del  pleito  dejados  á  la 
decisión  soberana  de  las  Cortes  de  Ape- 
laciones, no  se  obtendría  por  una  parte 
la  unidad  dé  jurisprudencia,  que  es  unode 
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los.  principales  objetivos  del  recurso  de 
casación  y,  por  otra  parte,  se  abriría  á  las 
Cortes  una  ancha  puerta  para  sustraer 
sus  fallos  á  la  revisión,  dándoles  la  fa- 
cultad de  escapar  á  la  aplicación  de  la 
ley  correspondiente  con  una  simple  califi- 
cación de  la  naturaleza  jurídica  del  acto, 
por  contraria  que  ella  fuera  &  los  precep- 
tos legales. 

En  el  caso  actual  las  partes  han  esta- 
do de  acuerdo  en  que  Hunziker  fué  con- 
tratado por  Gubler  para  que  desempe- 
ñara en  la  Fábrica  de  Cerveza  el  cargo 
de  administrador,  y  están  de  acuerdo,  co- 
mo no  podían  menos  de  estarlo,  en  que 
se  trataba  de  un  establecimiento  de  co- 
mercio. 

La  sentencia  de  primera  instancia  para 
rechazarla  aplicación  de  la  ley  mercantil, 
dice  que  "en  realidad  se  trataba  de  un 
mnndato,  porque  el  primero  no  tomó  á 
su  cargo  una  gestión  por  cuenta  y  riesgo 
del  segundo,  ni  lo  representó,  contrayen- 
do á  su  nombre  ciertas  obligaciones,  sino 
que  se  comprometió  á  prestar  sus  servi- 
cios como  administrador  delaPábricade 
Cerveza,  lo  que  envuelve  un  arrendamien- 
to de  servicios  inmateriales  que  no  se  de- 
rivan de  una  profesión  ó  carrera  que  su- 
pone largos  estudios  ó  que  lleva  anéxala 
facultad  de  representar  y  obligar  á  una 
persona  respecto  de  tercero". 

Ahora  bien,  según  el  artículo  233  "el 
mandato  comercial  es  un  contrato  por  el 
cual  una  persona  encarga  la  ejecución  de 
uno  ó  más  negocios  lícitos  de  comercio  á 
otra  que  se  obliga  á  administrarlos  gra- 
tuitamente ó  mediante  una  retribución 
y  á  dar  cuenta  de  su  desempeño".  El  ar- 
ticulo 234  distingue  tres  especies  de  man- 
dato comercial:  la  comisión,  el  mandato 
de  loa  factores  y  mancebos  ó  dependien- 
tes de  comercio  y  la  correduría;  y  el  ar- 


tículo 237  define  el  factor,  diciendo  que 
"es  el  gerente  de  un  negocio  ó  de  un  esta- 
blecimiento comsrcial  ó  fabril  ó  parte  de 
él  que  lo  dirige  6  administra  según  su  pru- 
dencia por  cuenta  de  su  mandante";  y 
llama  mancebos  6  dependientes  á  "los 
empleados  subalternos  que  el  comercian- 
te tiene  á  su  lado  para  que  lo  auxilien  en 
las  diversa  s  operaciones  de  su  giro,  obran- 
do bajo  su  dirección  inmediata".  Según 
esto,  lio  es  esencial  al  mandato  comercial 
la  ¡dea  de  que  se  contraigan  obligaciones 
á  nombre  de  un  tercero,  ó  sea  larepresen- 
tación  para  la  ejecución  de  actos  jurí- 
dicos que  corresponden  al  tercero.  La 
gerencia  de  un  negocio  ó  de  un  estableci- 
miento fabril,  su  dirección  y  administra- 
ción es  lo  que  constituye  esta  clase  de 
mandato,  y  naturalmente  en  esa  gerencia 
y  administración  va  comprendida  lacele- 
bración  de  los  contratos  que  son  indis- 
pensables á  la  marcha  de  la  fábrica. 

Las  condiciones  que  considera  esencia- 
les el  artículo  237,  para  calificar  el  man- 
dato de  los  factores  y  dependientes  de 
comercio,  se  encuentran  evidentemente  en 
el  caso  de  Hunziker  y  la  Fábrica  de  Cer- 
veza que  administraba. 

En  todo  caso,  la  calificación  de  esas 
condiciones  para  resolver  qué  legislación 
debía  serles  aplicada  no  es  una  cuestión 
de  hecho  sino  una  cuestión  de  derecho;  y 
no  puede  comprenderse  entre  las  faculta- 
des privativas  de  la  Cortede  Apelaciones. 

L.C.  S. 
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Cas.  Civ.  en  la  forma.— 4  de  septiembre 
de  1903 

Fermín  de  Diego  con  Mac-CIure 

Omisión  del  fallo.— Exoepoiones  no  fa- 
lladas.—Falta  de  tramitación.— Re- 
nunoia  implícita. 

Doctrina:—!^  falta,  de prominciatnien- 
to  en  la  sentencia  acerca  de  ana  excep- 
ción que  no  se  ha  tramitado  legalmente, 
no  es  causal  de  casación  en  la  forma. 

El  hecho  de  no  haber  reclamado  á 
tiempo  la  parte  de  esta  falta  de  tramita- 
ción, importa  la  renuncia  implícita  de  la 
excepción  é  impide  que  pueda  hacerse  va- 
ler la  omisión  como  causal  de  casación 
en  la  forma  (1). 


Don  Eduardo  Mac-CIure,  en  el  juiáo  que 
sigue  con  don  Fermín  de  Diego,  sobre  cobro 
de  pesos,  dedujo  recurso  de  casación  en  la 
forma  y  en  el  fondo,  contra  la  sentencia  dic- 
tada por  una  de  las  Salas  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones de  Santiago,  en  30  de  junio  próximo 
pasado,  que  revocó  la  de  primera  instancia, 
declarando  que  había  lugar  á  la  demanda, 
en  cuanto  por  ella  se  cobra  el  precio  de  ciertos 
trabajos,  deducidas  las  cantidades  que  el  de- 
mandante confiesa  haber  recibido. 

Funda  el  recurso  de  casación  en  la  forma 
en  que  la  sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones 
no  ha  decidido  el  asunto  controvertido,  pues 
no  se  pronunció  sobre  la  prescripción  alegada 
en  la  respuesta  á  la  expresión  de  agravios  y 


fi)  La  renuncia  implícita  no  puede  existir  sien 
U  vista  de  la  causa  se  insistió  en  la  resolución  de  la 
excepción  alegada,  como  lo  maniñesta  el  voto  del 
ministro  seAorGaete,  que  se  publica  en  seguida.  La 
excepción  de  prescripción  puede  oponerse  en  cual- 
quier estado  del  juicio;  y  opuesta  en  estrados,  el  día 
de  la  vista  de  la  causa,  por  el  procurador  de  la  parte, 
el  Tribunal  no  pudo  prescindir  de  resolverla  dán- 
dote previamente  la  tramitación  que  procedía.  — 


en  el  alegato  verbal  en  los  estrados  del  Tribu- 
nal, por  el  procurador  del  recurrente. 

Agrega  que  el  número  5'  del  artículo  941 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  establece 
la  nulidad  de  las  sentencias  dictadas  con  omi- 
sión de  cualquiera  de  los  requisitos  enumera- 
dos  en  el  artículo  193  de  esc  Código  v,  entre 
éstos,  la  decisión  del  asunto  controvertirlo, 
que  debe  comprender  todas  las  excepciones 
que  se  hubieren  hecho  valer  en  el  juicio. 

La  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente: 

1'  Que  si  bien  el  recurrente,  dedujo  oportu- 
namente en  segunda  instancia  la  excepción  de 
prescripción  contra  la  demanda,  no  reclamó 
en  forma  legal  del  decreto  de  autos  en  rela- 
ción, que  se  dictó  sin  haberse  dado  á  la  soli- 
citud la  tramitación  que  prescribe  el  artículo 
297  del  Código  de  Procedimiento  Civil  para 
que  el  Tribunal  de  Alzada  hubiera  podido  fa- 
llar dicha  excepción; 

2'  Que,  en  consecuencia,  por  efecto  de  esta 
falta  de  tramitación  no  podía  el  Tribunal  re- 
solver acerca  de  la  prescripción,  y  si  lo  hubie- 
ra hecho  sin  audiencia  de  la  parte  contraria, 
podía  también  haber  sido  nulo  ese  fallo,  lo 
que  manifiesta  que  no  debe  considerarse  como 
causal  de  casación  en  la  forma  el  haberse 
omitido  el  pronunciamiento  respecto  de  una 
excepción  no  tramitada  legalmente;  y 

3'  Que  por  el  hecho  de  haberEC  conformado 
la  parte  recurrente  con  el  decreto  de  autos  en 
relación,  sin  reclamar  en  tiempo  la  falta  de 
tramitación,  renunció  de  un  modo  implícito  a 
la  referiila  excepción  y  la  sentencia,  por  lo 
tanto,  debió  dictarse  con  prescindencia  de  ella, 
desde  que  el  vicio  en  que  funda  el  recurso  dejó 
de  revestir  este  carácter,  ya  que  no  dc<liijo  en 
todos  sus  grados  los  medios  que  hubiera  po- 
dido hacer  valer  contra  la  providencia  "autos 
en  relación". 

Visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  Í)-W>  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara  sin 
lugar,  con  costas,  el  recurso  de  casación  en  la 
forma  y  se  aplica  á  favor  del  Fisco  la  canti' 
dad  de  treinta  y  tres  pesos  treinta  y  tres  cen- 
tavos de  la  boleta  de  f.  87,  con  arreglo  &  los 
artículos  971  y  979. 

Kedactada  por  el  Presidente  Gallardo. 
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Esta  sentencia  ba  sido  acordada  contra  el 
TOto  del  señor  Ministro  Gaete,  que  opina  que 
debe  darse  lugar  al  recurso  de  casación  en  la 
forma  por  las  consideraciones  que  consigna 
en  el  libro  de  acuerdos.— Ga/v/ir/no  OaÜardo. 
—Leopoldo  írmíin. — Samán  H.  Uuidohro.— 
Gahrkí  Gaete.— V.  Agtiim  Vargas. 

VOTO  HRPKCIAL 

En  el  juicio  seguido  por  don  Pcrmin  de  Die- 
go con  don  Eduardo  Mac-Clurc,  sobre  de- 
manda de  pesos,  el  Tribunal  hadesechadohoy 
el  recurso  de  casación  en  la  forma  interpuesto 
por  el  último  contra  la  sentencia  de  una  de 
las  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  esta 
ciudad,  que  revocó  la  de  primera  instancia, 
declarando  que  había  lugar  á  la  demanda  de- 
ducida por  el  primero. 

El  recurso  se  funda  en  que  la  sentencia 
recurrida  no  se  pronunció  acerca  de  la  excep- 
ción de  prescripción  opuesta  por  el  demanda- 
do, al  responder  á  la  expresión  de  agravios,  y 
el  suscrito  estima  que  siendo  exacto  el  hecho, 
como  lo  es,  esa  sentencia  adolece  del  vicio 
■ndicado  en  el  número  5."  del  artículo  9-í-l  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  en  relación 
con  el  número  6' del  artículo  193  del  mismo 
Código,  y  que,  en  consecuencia,  debe  ella  ser 
invalidada. 

Verdad  es  que,  según  lo  prescrito  en  el  ar- 
tículo 309  del  Código  citado,  opuesta  la  ex- 
cepción de  prescripción  en  segunda  instancia, 
como  en  el  caso  actual,  ha  debido  tramitarse 
como  incidente,  yes  exacto,  además,  que  para 
que  pueda  ser  admitido  el  recurso  de  casación 
en  la  forma,  es  indispensable  que  el  que  lo  en" 
tablc  haya  reclamado  de  la  falta,  ejcrciciulo 
oportunamente  y  en  todos  sus  grados  los 
recursos  establecidos  por  la  ley,  salvo  que  la 
falta,  entre  otros  casos,  haya  tenido  lugar  en 
d  jironunciamiento  mismo  de  la  sentencia; 
pero  también  es  verdad  que  si  bien  la  falta  de 
tramitación  de  la  excepción  alegada  es  un 
vicio  que  ha  debido  reclamarse  oportunamen- 
te, también  lo  es  que  el  recurso  entablado  no 
8e  funda  en  él  sino  en  que  la  sentencia  recurri- 
da no  comprende  la  decisión  de  la  excepción 
alegada,  y  esta  falta  se  ha  cometido  precisa- 
mente en  el  pronunciamiento  de  la  sentencia, 


circunstancia  en  que  no  es  necesaria  la  recla- 
mación de  que  trata  el  artículo  946  del  Código 
aludido. 

Cierto  es  que  para  fallar  esa  excepción  era 
necesario  tramitarla,  ya  que  de  lo  contrario 
se  incurriría  en  otro  vicio;  pero  verdad  es 
también  que  el  Tribunal  que  pronunció  la 
sentencia  pudo  y  debió  hacerlo,  sobre  todo 
cuando,  aun  en  estrados,  el  día  de  la  vista  de 
la  causa,  el  procurador  de  la  parte  que  inter- 
puso la  excepción  insistió  á  su  respecto.  Esta 
última  circunstancia  manifiesta,  además,  de 
una  manera  clara,  que  no  ha  existido  renun- 
cia implícita  ni  de  ningima  otra  clase  con  re- 
lación á  la  excepción  deducida. 

Por  otra  parte,  la  providencia  de  "autos" 
recaída  cij  el  escrito  en  que  se  dedujo  la  excep- 
ción, permitía  esperar,  no  sin  fundamento, 
que  el  Tribunal,  viéndolos  por  intermedio  del 
relator,  había  de  dar  A  esa  excepción  la  trami- 
tación correspondiente  para  poder  fallarla  de 
una  manera  válida. 

Snntiago,4  de  septiembre  de_1903.—GabrkI 
Gaete. 


Cas.  CÍV.—12  de  septiembre  de  1903 

Monasterio  Buen  Pastor  de  la  Serena  con 
Espinosa. 

Cosa  Juzgrada. —Identidad  de  oausa.— 
Identidad  de  persona. 

Doctrina: — Para  que  tenga  aplicación 
y  sea  procedente  la  cosa  Juzgada  es  de 
rigor,  según  el  precepto  consignado  en  el 
número  6.^  del  artículo  941  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  que  la  sentencia 
que  se  impugna  se  haya  pronunciado 
contra  otra  pasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada,  siempre  que  ésta  se  hubiere  ale- 
gado  oportunamente  en  el Juicio. 
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Uoña  Rosa  Pérez  de  Várela»  eti.  testamento 
de  7  de  noviembre  de  1887,  !cg<5  ciertas  canti- 
dades al  Monasterio  del  Buen  Pastor  y  á  la 
Casa  de  Huérfanos  de  la  Serena,  é  instituyó 
como  heredero  nnirersal  á  su  marido  don  Ru- 
perto Várela,  á  quien  nombró  también  su  al- 
bacea  con  tenencia  de  bienes. 

Várela  falleció  sin  haber  dado  cumplimiento 
á  la  disposición  de  la  testadora,  y  en  su  testa- 
mento dijo:  ''encargo  á  mi  albacea  que  pague 
con  toda  puntualidad  los  legados  que  dejó  en 
su  testamento  mi  esposa  doña  Rosa  Pérez--,  y 
designó  como  su  heredero  á  don  Benjamín  Es- 
pinosa Vareta. 

El  cumplimiento  de  los  legados  quedó  para* 
[izado  con  motivo  de  un  juicio  de  nulidad  del 
testamento  de  la  señora  Pérez  de  Várela,  nu- 
lidad que  fué  al  fin  declarada. 

Mientras  se  tramitaba  este  ¡uicio,  los  esta- 
blecimientos beneficiados  entablaron  deman< 
da  para  que  se  les  pagara  los  legados.  El  de- 
mandado resistió  esta  demanda,  manifestando 
que  los  legados  no  podían  estimarse  exijibles 
mientras  no  se  fallara  el  juicio  sobre  nulidad 
del  testamento. 

El  juez  de  primera  instancia  admitióla  de- 
manda; y  durante  la  apelación,  habiéndose 
fallado  el  juicio  denuHdad  á  que  se  alude,  opu- 
so el  demandado  la  excepción  de  cosajuzgada. 
La  Corte  confirmó  la  sentencia  por  las  consi- 
deraciones siguientes: 

Teniendo  presente: 

1'  Que  doña  Rosa  Pérez  de  Várela,  en  su 
testamento  de  7  de  noviembre  de  1887,  legó 
la  cantidad  de  diez  mil  pesos  en  dinero  al  Mo- 
nasterio del  Buen  Pastor  de  esta  ciudad  (1), 
é  instituyó  como  su  heredero  universal  en  el 
remanente  de  sus  bienes  á  su  marido  don  Ru- 
perto Várela,  á  quien  nombró  también  su  ai- 
bocea  y  ejecutor  de  sus  diaposiciones,  con  te- 
nencia de  bienes; 

2*  Que  st  bien  ese  testamento  ha  sido  decla- 
rado nulo  en  juicio  seguido  entre  doña  Jesfis 
González,  viuda  de  Gallardo,  y  don  Benjamín 
Bspinosa  Várela;  la  sentencia  que  declaró  la 


(i)  La  disposición  es  la  mismai  para  la  Casa  de 
Huérfaoos  i  la  stntencía  es  idéntica. 


nulidad  no  es  bastante  para  dar  por  estable* 
cída  la  excepción  de  cosajuzgada  que  alega  el 
demandado,  por  no  concurrir  ninguno  de  los 
requisitos  que  copulativamente  exige  la  ley 
para  que  tenga  lugar  dicha  excepción,  pues  fal- 
ta identidad  de  personas,  ya  que  en  el  juicio 
aludido  fué  demandante  la  señora  González 
viuda  de  Gallardo,  y  en  el  presente  caso  lo  es 
el  Monasterio  del  Buen  Pastor;  no  hay  identi- 
dad de  In  cosa  pedida,  desde  que  son  distintos 
los  legados  que  se  han  exigido  en  uno  y  otro 
juicio;  ni  existe,  por  último,  identidad  de  la- 
causa  de  pedir,  por  cuanto  la  primera  deman- 
da se  ha  fundado  en  un  testamento  diferente 
de  aquel  en  que  se  apoya  la  de  estos  autos; 

Que,  por  otra  parte,  la  nulidad  de  ese^ 
mismo  testamento  declarada  en  el  juicio  antes 
referido  no  ha  sido  reclamada  en  el  presente 
juicio; 

4^  Que,  además,  don  Ruperto  Várela,  en  su 
testamento  de  22  de  abril  de  1889,  instituy5' 
á  su  vez  por  heredero  beneficiario  y  ejecutor 
testamentario,  con  tenencia  y  administración 
de  bienes,  á  don  Benjamín  Espinosa  Várela; 

Ó"*  Que  el  mismo  don  Ruperto  Várela,  en  su 
testamento  citado,  dispuso  literalmente  lo  qué 
sigue:  iiencargo  á  mi  albacea  que  pague  con 
toda  puntualidad  los  legados  que  dejó  en  su 
testamento  mi  esposa  doña  Rosa  Pérez,  decla- 
rando que  ya  tengo  ])agadas  varias  cantida- 
des antes  del  tiempo,  como  consta  de  recibos 
y  apuntes,  etc.; 

6'  Que,  dado  lo  expuesto  en  los  conside- 
randosanteriores,  don  Benjamín  Espinosa  Vá- 
rela está  obligado  á  pagar  al  Monasterio  del 
Buen  Pastor  el  legado  de  diez  mil  pesos  que  le 
asignó  doña  Rosa  Pérez  en  su  referido  testa- 
mento de  7  de  noviembre  de  1887. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  1698  y 
30  del  Código  Civil,  se  confirma  la  sentencia  - 
a^Klada  de  27  de  septiembre  de  1901. 

Habiéndose  producido  empate  en  esta  cau- 
sa, se  vió  otra  vez  con  asistencia  de  unjnex' 
más,  y  habiendo  resultado  dispersión  de  votos,  ' 
se  llamaron  dos  nuevos  jueces  que  dirimieron* 
la  discordia.  -  '• 

Traída  la  causaen  relación  con  la  concurren-' 
cia  de  siete  jueces,  los  señores  Presidente  Car- 
vallo  y  Ministro  Cádiz  estuvieron  por  la  re- 
vocación de  la  sentencia  de  primera  instancia 
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7  por  que  se  declarara  sin  lugar  la  demanda; 
los  señores  Ministros  Abalofl,  Gómez  Herreros 

y  abogado  integrante  Aguirre  Castro,  confir- 
man dicha  sentencia,  con  declaración  de  que 
don  Benjamín  Espinona  V.  sólo  está  obligado 
á  pagar  el  legado  de  diez  mil  pesos  que  se  le 
demanda,  por  anualidades  de  mil  pesos,  á  con- 
tar desde  el  fallecimiento  de  don  Ruperto  Vá- 
rela, con  intereses  legales  desde  lacontestíición 
de  la  demanda,  resiKcto  de  cada  anualidad 
vencida;  t  los  señores  Ministro  Herrera  y  abo- 
gado Torres  Pinto,  llamado  también  á  inte- 
grar, confirman,  pero  .sin  declaración  alguna. 

No  habiendo  mayoría  legal  para  formar 
sentencia  y  habiendo  dos  opiniones  de  las  que 
pueden  ser  excluidas  con  arreglo  al  artículo 
190  del  Código  de  Froceflimiento  Civil,  por 
contar  con  igual  número  de  votos,  se  pro^ió 
á  votar  la  que  debía  ser  excluida,  y  por  mayo' 
ría  se  decidió  que  debía  excluirse  la  de  los  se- 
ñores Presidente  Carvallo  y  Ministro  Cádiz, 
y  obligados  éstos  á  optar,  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  el  inciso 3*^  del  artículo  citado,  entre 
las  dos  opiniones  restantes,  se  pronunciaron 
en  favor  de  la  sustentada  por  los  señores  Mi" 
nistros  Herrera  y  abogíido  Torres  Pinto,  que- 
dando de  este  modo  acordada  la  sentencia 
contrael  parecer  de  los  señores  Ministros  Aba- 
los,  Gómez  Herreros  y  abogado  Aguirre  Castro. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Felipe 
Herrera.— Ai.  Carvallo.^MaximiUano  B.  Aba- 
las Felipe  Herrera. — Eduardo  Gómez  Herré- 

ros,~Daniel  Cádii.-Julio  Aguirre  Castro.— 
José  U.  Torres  Pinto. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  Espinosa 
el  recurso  de  casación  en  la  forma,  fundado  en 
haberse  pronunciado  contra  un  fallo  ya  ejecu- 
toriado, y  cita  como  infringido  el  número  fí^ 
del  articulo  941  del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 

Al  comenzar  la  exposición  de  los  anteceden- 
tes y  motivos  que  han  dado  origen  y  sirven  de 
fundamento  al  recurso  de  casación  en  la  forma, 
dice  el  recurrente  que  ha  cumplido  con  la  exi* 
genaa  prescripta  en  la  parte  segunda  dd  nú- 
mero 6^  del  citado  artículo  941,  reclamando 
oportunamente  del  vicio  de  la  cosa  juzgada. 

Adviértese  que  sólo  la  hizo  valer  en  segunda 
instancia,  en  razón  de  que  la  ejecutoria  que  le 


sirve  de  base  fué  pronunciada  cuando  el  pleito 
suscitado  por  el  Monasterio  del  Buen  Pastor, 
y  de  que  va  se  ha  hecho  referencia,  se  encon- 
traba en  estado  de  fallarse,  y  no  era,  por  tan- 
to, procedente  aducir  nuevas  alegaciones  en 
ese  estado  de  la  causa. 

Fundando  en  seguida  el  recurso,  dice  que  el 
pleito  relativo  al  pago  del  legado  de  diez  mil 
pesos  lo  promovió  el  Monasterio  del  Buen 
Pastor  de  la  Serena,  en  virtud  de  haberle  de- 
jado doña  Rosa  Pérez  de  Várela,  mujer  de  don 
Ruperto  Várela,  en  su  testamento  de  7  de  no- 
viembre de  1887,  una  asignación  por  esasu- 
ma, asignación  que  reprodujo  don  Ruperto  y 
dispuso  pagar  íntegramente,  por  medio  de  la 
cláusula  décima  de  su  testamento  de  23  de 
abril  de  1889. 

Al  iniciar  el  Monasterio  del  Buen  Pastor  el 
pleito,  existían  tramitándose  ante  tos  Tribu- 
nales de  Justicia  de  la  Serena  tres  distintos  li- 
tigios sobre  nulidad  del  testamento  de  7  de 
noviembre  promovidos  por  legatarios  de  la 
herencia  de  la  misma  doña  Rosa  Pérez  de  Vá- 
rela, instituidos  como  tales  en  un  testamento 
anterior,  otorgado  por  dicha  señora  el  23  de 
septiembre  de  1887. 

Dos  de  estos  pleitos  fueron  transigidos  por 
la  liluc  voluntad  de  las  partes.  Pero  el  tercero, 
ó  sea,  el  suscitudi)  por  doña  Jesús  González, 
viuda  de  (Tallardo,  fué  resuelto  en  definitiva 
declarándose  haber  lugar  á  la  nulidad  del  tes- 
tamento de  7  de  noviembre. 

En  la  misma  época  se  falló  en  primera  ins- 
tancia, en  sentido  favorable  á  las  pretensiones 
del  Monasterio  del  Buen  Pastor,  el  actual  liti* 
gio  sobre  el  pago  del  legado  de  diez  mil  pesos. 

.■\  pelada  esta  sentencia,  la  confirmó  la  Corte 
de  Apelaciones  de  la  Serena,  rechazando  la  ex- 
cepción opuesta  y  declarando  que  la  ejecntfnia 
que  anula  el  testamento  de  7  de  noviembre  no 
es  aplicable  al  caso  concreto  de  estos  autos, 
porque,  según  la  ley  20,  titulo  22,  Partida  3.*i 
no  tiene  la  fuerza  y  autoridad  de  la  cosa  juz- 
gada en  este  pleito. 

Tratando  este  punto  el  recurrente,  sostiene 
(|ue  es  absolutamente  falsa  e  insostenible  la 
doctrina  que  sustenta  el  Tribunal  de  Apelacio- 
nes en  dicho  íallo. 

Como  razón  fundamental  de  esa  tesis,  aduce 
E^inosa  la  regla  de  derecho  establecida  por 
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íñ  tegíslanfin  romana  y  admitida  por  el  C6. 
digo  f!c  Partidas  y  por  la  actual  legislación 
espíiftola  V  concerniente  á  que,  si  bien  la  cosa 
jtugndH  lio  perjudica  ni  aprovecha  íi  las  pcr- 
SQSWS  ,^tl«  oo  han  intervenido  ni  estado  debi- 
danteute'  representadas  en  el  pleito,  hay  casos 
4e  ncccpcífit],  como  sucede  cuando,  como  en  el 
prestmteiBC  trata  de  la  validez  ó  nulidad  de  un 
testamento. 

La  ícnteccia  que  se  dicte  en  este  caso  de  ex- 
i:t]}cíÉn  nfecta  á  todop,  esto  es,  puede  perjudi- 
pAr  y  favorecer  A  terceros  que  no  litigaron. 

Eete  principio  se  halla  sostenido,  en  con- 
t-eptn  tU'\  rt-currente,  por  los  más  íhistrcs  co- 
nicutiuistas  de  la  antigua  y  de  la  moderna 
hgvTsd&a  .y  amparado  en  nuestro  derecho 
pCH^tÍTP  por  el  precepto  expreso  que  consigna 
«1  aitfculü  1246  del  Código  Civil,  que  dice  tex- 
tmtnWrftff  tomo  sigue:  "el  que  á  instancia  de 
ttti  ^TTfcdor  hereditario  6  testamentario  ha 
ndo  judicialmente  declarado  heredero,  ó  con- 
dcDE¿a  cc^o  ta!,  se  entenderá  serlo  respecto 
(le  los  ílcmás  acreedores,  sin  necesidad  de  niie. 
vo  juicio." 

'ÉB  é{i  Ijttgio  iniciado  por  doña  Jesüs  Gonzíí- 
Icí,  VJi'da  de  Gallardo,  encuentra  el  recurrente 
nnéi  aplicación  rigorosamente  exacta  de  lo 
dispositivo  del  precepto  legal  citado. 

Ftíé  promovido  ese  pleito  por  un  acreedor 

doña  Rosa  Pérez  de  Várela  contra  el  here- 
éxffS  'ée  I^Kha  sucesión,  don  Benjamín  Espi- 
nosa, vendido  y  condenado  como  tal  heredero 
tü  la  causa. 

Por  fipT  y  como  resumen  y  consecuencia  de 
tOdáS  Sijtí  alegaciones,  dice  el  recurrente  que  es 
íncnestíonnble  que  la  sentencia  impugnada  ha 
víolnfín  el  numero  6'  del  artículo  914  del  Có- 
dii!'!  '¡I.  Procedimiento  Civil,  y  que  por  ello 
debe  darse  lugar  al  recurso  de  casación  en  la 
{tJTOiá,  qtiG  contra  ese  fallo  ha  interpuesto. 

La  Certe  resolvió: 

Considerando: 
Qvfüt^aTa  que  tenga  legal  aplicación  y 
Aéft'ltt'úf^cnte  la  cosa  juzgada  como  causa  del 
mt^Afíta-  de  casación  en  la  forma,  es  de  rigor, 
tegán  el  |H«ecepto  consignado  en  el  número  6° 
drfartKtilL)  941  del  Código  de  Procedimiento 
O-vil,^  t^ue  la  sentencia  que  se  impugna  se  haya 
{^nm^^do  contra  otra  pasada  en  autoridad 


de  cosa  juzgada,  siempre  que  ésta  se  hubiere 
alegado  oportunamente  en  el  juicio; 

2^  Que  la  cuestión  ventilada  y  decidida  en 
el  pleito  en  que  recayó  la  ejecutoria  que  sirw 
de  fundamento  á  la  excepción  de  cosa  juzgada 
opuesta  por  el  demandado  don  Benjamín  Es- 
pinosa, consistía  en  resolver  si  era  válido  ó 
nulo  el  testamento  de  doña  Rosa  Pérez  de  Vá- 
rela de  7  de  noviembre  de  1887; 

3'  Que  este  juicio,  sobre  nulidad  del  testa- 
mento de  7  de  noviembre,  fué  iniciado  por 
doña  Jesús  González  viuda  de  Gallardo,  <isig- 
nataría  de  doña  Rosa  Pérez  de  Várela,  á  vir- 
tud de  un  testamento  anterior  al  de  7  Je 
noviembre,  y  dirigido  contra  don  Benjamín 
Espinosa,  en  su  carácter  de  heredero  de  la  ex- 
presada señora  Pérez  de  Várela; 

4'  Que  el  actual  litigio  en  que  se  hace  valer 
la  referida  excciJción  perentoria  de  cosa  juz- 
gada, lo  ha  promovido  el  Monasterio  del  Buen 
Pastor  de  la  Serena  contra  don  Benjamín  Es- 
pinosa, en  su  carácter  de  heredero,  como  a1l)a- 
cea  y  heredero  universal  de  don  Ruperto  Vá- 
rela, y  versa  sobre  el  pago  de  un  legado  de  diei 
mil  pesos; 

5'  Que,  según  aparece  de  los  escritos  de  de- 
manda y  de  réplica,  la  razón  ó  causa  de  peilir, 
aducida  por  el  Monasterio  del  Buen  Pastor,  se 
funda  primariamente  en  una  cláusula  del  tes- 
tamento de  don  Ruperto  Várela,  que  dispone 
puntualmente  pagar  los  legados  instituidos 
por  su  mujer,  entre  los  cuales  figura  uno  de 
diez  mil  pesos  á  favor  de  esta  fundación  de  he- 
nefícencia;  y  secundariamente  en  el  testamento 
de  doña  Rosa  Pérez  de  Várela  de  7  de  norieni- 
bre,  el  cual  testamento  menciona  por  meras 
referencias  y  sólo  en  lo  relativo  á  la  qecución 
ó  modo  de  cumplir  dicho  legado; 

6^  Que  el  primero  de  esos  testamentos,  es 
decir,  el  de  don  Ruperto  Várela,  no  se  ha  re- 
dargüido ni  impugnado  de  falsedad  y,  conse- 
cuentemente, se  halla  en  pleno  vigor  y  en  toda 
su  validez  y  eñcacia,  mientras  una  resolución 
emanada  de  autoridad  competente  no  declare 
lo  contrario; 

7'  Que,  en  virtud  de  lo  que  precede,  no  pue- 
de reputarse  la  sentencia  de  que  recurre  don 
Benjamín  Espinosa  como  dada  en  contra  de  la 
recaída  en  el  juicio  sobre  nulidad  del  testa- 
mento de  7  de  noviembre  j  no  existe,  por  tan- 
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to,  el  defecto  de  nulidad  por  motiTO  de  la  cosa 
juzgada,  ni  la  infracción  del  níimero  6^  del  ar- 
tículo 941  en  que  se  apoya  el  recurso  contra 
aquel  fallo  interpuesto. 

Con  arreglo  A  estas  consideraciones,  al  pre- 
cepto legal  que  en  ellas  se  cita  y  á  lo  que  dis- 
ponen los  artículos  950,  971  y  979  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  se  declara  que  no  lia 
lugar  al  recurso  de  casación  en  la  forma  inter- 
puesto por  don  Benjamín  Espinosa,  á  quien 
se  condena  en  las  costas  y  en  la  pérdida, 
á  Ijenefício  fiscal,  de  treinta  y  tres  ¡lesos 
treinta  y  tres  centavos  de  la  cantidad  consig- 
nada. 

Redactada  por  el  seiior  Ministro  Rodríguez. 
—José  Alfonso.— J.  Gabriel  Palma  Guzaiiin.- 
Leoncio  Rodríguez.— Carlos  Varas.— Abel  Saa. 
vedra. 


Cas.  CÍV.—14  de  septiembre  de  1903 

Hoeíéle  con  Thieme 

Título  ejecutivo.— Cantidad  líquida.— 
Obligación  pagadera  en  moneda  ex- 
tranjera ó  nacional. 

Doctrina:  —  La  cantidad  que  se  debe 
en  moneda  extranjera  ó  su  equivalente 
en  moneda  nacional  es  líquida. 

Las  dificultades  que  pueden  surgir  para 
determinar  el  valor  numérico  del  cambio 
corriente  el  día  del  pago  entre  la  moneda 
extranjera  y  la  nacional,  no  correspon- 
den á  un  juicio  declaratorio  ó  de  lato  co- 
nocimiento, sino  que  son  una  incidencia 
del  juicio  ejecutivo  en  que  se  exija  el  pago 
de  la  obligación. 


Ejecutado  Thieme  por  Hoefele  ante  el  Juz- 
gado de  Traiguén  se  opuso  á  la  ejecución  con 


la  excepción  de  no  ser  bastante  el  título  para 

la  ejecución. 

Fundó  la  excepción  en  que  la  deuda  contraí- 
da io  fué  en  moneda  alemana  ó  su  equivalente 
en  moneda  chilena  y  que  era  preciso  reducir  la 
primera  á  la  segunda  para  saber  el  monto  lí- 
quido del  crédito  para  ejercitar  la  acción  eje- 
cutiva; que  la  reducción  déla  monedaalemana 
á  chilena  debe  hacerse  con  audiencia  del  deu- 
dor; y  que  mientras  no  se  hiciera  en  esta  for- 
ma, la  cuantía  de  la  deuda  era  indeterminada. 

Llama  la  atención  á  que  la  escritura  res|}ec- 
tiva  establece  que  el  pago  se  hará  al  venci- 
miento del  plazo  en  la  moneda  alemana  esti- 
pulada ó  su  equivalente  en  moneda  nacional 
al  tipo  del  cambio  que  rija  en  esa  fecha;  mien- 
tras que  la  reducción  provisoria  en  que  se  basa 
la  ejecución  se  hizo  con  prescindencia  absoluta 
de  esta  cláusida  de  la  escritura  citada. 

El  Juzgado  desechó  la  excepción  y  la  Corte 
de  Concepción  revocó  en  esta  parte  la  senten- 
cia. 

Teniendo  presente: 

Que  debiendo  hacerse  el  pago  de  la  cantidad 
que  se  cobra  en  moneda  de  oro  alemana  (mar- 
cos) ó  su  equivalente  en  moneda  nacional  al 
cambio  corriente  en  la  fecha  del  pago,  resulta 
que  el  título  en  que  se  funda  la  ejecución  no 
«onticne  en  sí  mismo  todos  los  antecedentes 
necesarios  para  determinar  la  cantidad  líqui- 
da sobre  que  ha  de  versar  la  ejecución,  pues 
todo  lo  que  se  refiere  al  tipo  de  cambio  y  aún 
á  la  fecha  en  que  éste  debe  ser  considerado, 
constituyen  hechos  que,  por  su  naturaleza, 
han  de  ser  discutidos  y  determinados  en  juicio 
contradictorio;  y  de  conformidad  con  lo  pres- 
crito en  los  artículos  1698  del  Código  Civil  y 
13  y  41  de  la  ley  de  8  de  febrero  de  1837. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  Hoefele  el 
recurso  de  casación  en  el  fondo,  por  estimar 
que  el  fallo  impugnado  se  dictó  con  infracción 
de  las  It^es  que  determinan  cuáles  son  los  tí- 
tulos que  pueden  dar  lugar  á  un  procedimien- 
to ejecutivo,  como  que,  con  la  interpretación 
adoptada  en  dicha  sentencia  y  que  ha  influido 
directamente  en  su  parte  dis])ositíva,  no  sólo 
se  ha  violado  el  artículo  l^de  la  ley  de  8  de  fe- 
brero de  1837,  citado  en  ella  misma,  sino  que 
también  st'  han  infringido  Ins  leyes  de  10  dé 
septiembre  de  1892  y  de  31  de  juho  de  1898, 
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asf  i-nmo  lo  dispuesto  en  el  número  S'*  del  nr- 
tículo  459  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Expresa  el  recurrente  que,  por  la  cláusula 
cuarta  de  la  escritura  pública  con  que  se  ha 
ejecutado,  Thieme  se  obligó  á  pagarle  la  suma 
de  ciento  treinta  y  cinco  mil  marcos  moneda 
de  oro  alemana  6  su  equivalente  en  moneda 
nacional  al  tipo  del  cambio  corriente  el  tlía  de 
pago;  que  la  suma  de  ciento  treinta  y  cinco 
mil  marcos  es  perfectamente  líquida  y  detei^ 
minada,  y  pudo  ser  objeto  de  una  obligación 
desdeque  las  leyes  delOde  septiembre  de  1892 
y  de  31  de  julio  de  189K  permiten  contratar 
en  moneda  cxtranjfera,  de  modo  que  se  puede 
ejecutar  por  el  pago  de  libras,  marcos  ó  fran- 
cos; que  con  el  objeto  de  facilitar  el  cumpli- 
miento de  esta  obligación,  está  facultado  el 
deudor  para  entregar  una  cantidad  de  pesos 
en  moneda  corrieute  que  equivalga  á  la  suma 
de  marcos  adeudada;  que  el  título  contiene 
todos  los  elementos  necesarios  para  efectuar 
esta  conversión,  como  que  previene  que  ella 
debe  hacerse  en  el  acto  del  pago  y  al  tipo  del 
cambio  que  entonces  rija;  que  esta  reducción 
de  un  valor  á  otro  es  materia  de  una  simple 
operación  aritmética,  teniendo  á  la  vista  el 
tipo  de  cambio,  el  cual  podría  fíjarse  por  me- 
dio de  un  perito,  con  arreglo  á  los  números 
2*  y  39  del  artículo  450  del  Código  de  Prc- 
cedimiento  Civil;  por  iin,  esta  facilidad  conce- 
dida al  deudor  para  que  pague  en  moneda 
corriente,  si  así  lo  prefiere,  no  ha  hecho  inde- 
terminado el  monto  de  la  obligación,  desde 
que  en  todo  caso  debe  pagar  ciento  treinta  }• 
cinco  mil  marcos. 

Al  fundar  su  recurso,  se  refiere  á  lo  que  ex- 
presó al  tiempo  de  formalizarlo,  agregando 
que,  si  se  cometen  errores  en  la  operación  que 
se  practique  para  convertir  losmarcosápesos, 
pueden  ser  salvados  en  el  ajuste  de  cuentas; 
que  lo  que  corresponde  hacer  en  este  juicio  es 
dar  cumplimiento  al  artículo  459  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  en  cuanto  establece 
que  la  ejecución  puede  recaer  sobre  especie  ó 
cuerpo  cierto  en  poder  del  deudor,  haciéndose 
entonces  su  avaluación  por  un  perito  nom- 
brado por  el  juez,  6  sobre  cantidad  líquida  de 
dinero  6  de  un  género  determinado  cuya  ava- 
hiación  pueda  hacerse  en  la  forma  que  indica 
el  inciso  anterior,  y  que  negar  el  carácter  eje- 


cutivo ú  obligaciones  como  la  de  que  se  trata 
sería  causar  grandes  petjuicios  al  comercio, 
poniendo  á  los  interesados  en  la  necesidad  de 
seguir  largos  y  costosos  juicios  ordinarios,  en 
que  vendría  fi  declararse,  en  último  resultado, 
lo  mismo  que  se  ha  convenido  en  los  contra- 
tos, esto  es,  que  el  deudor  debe  pagar  la  suma 
estipulada  de  moneda  extranjera  6  su  equiva- 
lente en  la  del  país. 

■  c» 

La  Corte: 

Teniendo  en  consiilernción: 

1"  {¿ue  en  la  clausula  cuarta  de  la  escritura 
púlilica  de  22  de  agosto  de  IH'Ki  se  estipula 
que  "don  Federico  Thíenie  se  obliga  Apagar  A ' 
don  José  Hoefele,  por  sus  aportes  y  por  su  in- 
terés que  le  corresponde  en  la  sociedad,  en  el 
plazo  de  cinco  años,  contados  desde  la  fecha, 
la  cantidad  de  ciento  treinta  y  cinco  mil  mar- 
cos, moneda  de  oro  alemana  ó  su  equivalente 
en  moneda  nacional,  al  cambio  corriente  en  la 
fecha  del  pago,  con  más  el  interés  del  seis  por 
ciento  anual,  pagadero,  etc."; 

2'  Que,  como  se  ve,  Thieme  no  se  obligó  á  ' 
pagar  una  de  dos  cosas  diversas  sino  un  solo-  ' 
valor,  el  de  ciento  treinta  y  cinco  mil  marcos  ' 
al  cambio  corriente  en  la  fecha  del  pago; 

3'  Que  la  dificultad  susdtada  por  el  ejecu- 
tado al  objetar  de  ilíquido  el  crédito,  se  refie- 
re, en  consecuencia,  no  al  monto  de  la  obliga-  I 
ción  misma,  sino  á  la  equivalencia  de  ta  moneda 
chilena  respecto  de  la  alemana,  en  cualquiera  ' 
de  las  cuales  puede  solucionarse  la  obligación; 

4'  Que  para  convertir  una  moneda  á  otra 
el  título  (pie  se  presenta  contiene  la  base  ne- 
cesaria, pues  indica  que  el  cambio  que  debe 
aplicarse  es  el  corriente  en  la  fecha  del  pago; 

5^  Que  las  diferencias  que  entre  las  partes 
pudieran  siir[¿¡r  pnrn  determinar  el  valor  nu- 
mérico de  fliclio  cnniliio  corriente,  así  como  ' 
para  fijar  la  fecha  <lel  pngo,  puerlen  y  deben  ' 
decidirse  en  el  momento  oportuno  como  inci*  •' 
dencia  del  mismo  juicio  ejecutivo  y  no  corres- 
ponden, por  tanto,  A  un  juicio  declaratorio  6 
de  lato  conocimiento;  y 

6^  Que  la  sentencia  reclamada,  al  estimar  ' ' 
¡líquida  la  deuda  y  al  aceptar  por  lo  mismo  la  - 
excepción  de  no  ser  bastante  el  título  para  la  * 
ejecución,  ha  contrariado  el  precepto  conteiit-  ■ 
do  en  el  artículo  13  de  la  lev  de7  de  febrero  dé  • 
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1837^  atado  en  ella  miBina  como  fnadainento 

de  su  resolución,  precepto  sustancialmente 
ignal  al  del  número  3*^  del  artículo 459  del  Có- 
digo, de  Procedimiento  Civil. 

Visto  también  lo  prescripto  en  los  artículos 
940  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
ae  declara  que  ha  lugar  al  recurso  de  casación 
en  el  fondo  deducido  por  don  José  Hoefele  res- 
pecto de  la  sentencia  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes de  Concepción  de  11  de  mayo  último,  la 
cual  se  invalida,  en  consecuencia. 

Devuélvase  al  recurrente  la  cantidad  de  tres- 
cientos pesos  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Aguírre 
Vargas.— Ga/rann  o  Gallardo.— José  Alfonso. 
—Leopoldo  Urruda.—J.  Gabriel  Palma  Guz- 
mán. — Gabriel  Gaete. — V.  Aguirre  Vargas.— 
Leoncio  Rodríguez.— Carlos  Varas.— Ahel Saa- 
vedra. 

Fallando  en  seguida  la  causa  pronunció  la 
siguiente  sentencia: 

Santiago,  14  de  septiembre  de  1903.— Vis- 
tos: á  virtud  de  lo  prevenido  enelartículo  958 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  y  teniendo 
presente  en  lugar  de  los  connderandos  prime- 
ro y  segundo  de  la  sentencia  de  13  de  diciem- 
bre de  1902,  corrientes  á  fs.  128: 

1^  Que  en  la  cláusula  cuarta  de  la  escritora 
pública  de  22de  agosto  de  1896,  que  ha  ser- 
vido de  título  para  esta  ejecución,  consta  que 
don  Federico  Thieme  se  obligó  á  pagar  á  don 
José  Hoefele,  en  el  plazo  de  cinco  años  desde 
esa  fecha,  la  cantidad  de  ciento  treinta  y  cin- 
co mil  marcos,  moneda  de  oro  alemana  ó  su 
eqwivalente  en  moneda  nacional;  al  cambio 
corriente  en  la  fecha  del  pago,  con  más  el  intf- 
rés  del  seis  por  ciento  anual; 

3^  Que  el  valor  de  dicha  ohltgaciónno  puede 
estimarse  ilíquido  ó  indeterminado  puesto  que 
ae  fijó  en  la  cantidad  concreta  de  ciento  treinta 
7  cíbco  mil  marcos  alemanes  de  oro,  y  si  se 
facultó  al  deudor  para  pagarlo  en  moneda 
chilena,  señalándose  también  el  cambio  corres- 
pondiente, esta  conversión  de  una  moneda  á 
otHt  no  afecta  el  valor  de  la  deuda  sino  que 
constituye  una  simple  operación  aritmética 
Caya  base  soministra  d  mismo  título  y  que,  á 
lo  nnás,  podría  ser  objeto  de  una  discusión  de 
car^bter  incidental  dentro  del  mismo  Juicio 


ejecutivo  y  en  el  momento  oportuno. 

Se  confirma,  con  costas  del  recurso,  la  sen- 
tencia apelada  de  13  de  diciembre  último,  ya 
referida,  sin  perjuicio  del  derecho  del  Secutado 
para  pagar  el  monto  de  la  deuda  en  marcos  ó 
en  moneda  chilena,  al  cambio  corriente  en  la 
fecha  del  pago,  previa  conversión  de  una  á 
otra  de  estas  monedas,  con  audiencia  de  las 
partes. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Aguirre 
Vargas.— Grt/varino  Gallardo.— José  Alfonso. 
—Leopoldo  JJrrutia.—J.  Gabriel  Palma  Gaz- 

mán.— Gabriel  Gaete  V.  Aguirre  Vargas.— 

Leoncio  Rodrigue*.— Carlos  Varas.— Abel  Saa- 
red  ra. 

La  sentencia  dictada  por  la  Corte  de 
Casación  en  el  juicio  ejecutivo  seguido 
por  don  José  Hoefele  con  don  Federico 
Thieme  ha  venido  á  fijar  la  doctrina  en 
un  punto  que  había  sido  sometido  en  di- 
versas ocasiones  á  los  tribunales,  á  saber, 
si  tiene  carácter  líquido  una  suma  de  di- 
nero expresada  en  moneda  extranjera  y 
jiagadera,  á  opción  del  deudor,  en  esta 
moneda  6  en  la  nacional,  al  cambio  co- 
rriente en  la  fecha  del  pago. 

Como  se  ha  visto,  la  Corte  de  Apelacio- 
nes de  Concepción  había  resuelto  la  nega- 
tiva, estimando  que  debía  establecerse  en 
juicio  previo  el  tipo  de  cambio  en  que  co- 
rrespondía efectuar  la  conversión  de  una 
moneda  en  otra,  así  como  la  fecha  en  que 
se  haría  esta  conversión.  La  circunstan- 
cia de  que  actualmente  no  fuera  conocido 
el  equivalente  en  moneda  nacional  que 
incumbía  al  deudor  entregar,  si  es  que 
optaba  por  pagar  en  esta  clase  de  mone- 
da, revestía  una  importancia  capitallsi- , 
nía  para  a(|uel  tribunal. 

Creemos  que  la  solución  que  hn  dado 
la  Corte  de  Casación  á  este  interesante 
asunto  es  perfectamente  ajustada  á  de- 
recho. 
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Desde  que  lu  adeudado  consistía  en  un 
valor  claramente  determinado,  como  era 
la  suma  de  marcos  materia  de  la  obliga- 
ción, el  procedimiento  ejecutivo  iba  á  ver- 
se sobre  una  cosa  ú  objeto  que  llenaba 
las  exigencias  del  artículo  13  de  la  ley 
de  8  de  febrero  de  1837,  que  se  trataba 
de  aplicar. 

No  es  el  caso  de  una  obligación  alter- 
nativa, como  parece  haberlo  entendido 
la  Corte  de  Concepción,  porque,  aun  cuan- 
do sea  cierto  que  el  deudor  se  halla  auto- 
rizado para  entregar  moneda  nacional  ó 
extranjera,  la  verdad  es  que  lo  adeudado 
constituye  un  solo  objeto. 

La  operación  de  convertir  una  moneda 
en  otra  tendrá  su  oportunidad  cuando 
llegue  el  momento  del  pago,  esto  es,  de 
cumplir  la  obligación,  no  antes,  y  en  con- 
secuencia, á  nada  práctico  habría  condu- 
cido el  juicio  de  lato  conocimiento  que  la 
Corte  de  Concepción  juzgaba  indispensa- 
ble en  su  sentencia. 

¿Qué  declaración  hubiera  podido  obte- 
nerse en  semejante  juicio?  Unicamente 
ésta:  que  el  deudorse  hallaba  autorizado 
para  pagar  en  moneda  extranjera  ó  na- 
cional, es  decir,  que  las  partes  habrían 
llegado  á  obtener  una  decisión  «itera- 
mente  innecesaria,  después  de  litigar  du- 
rante varios  meses,  y  tal  vez  durante  va- 
rios años. 

Por  más  esfuerzos  que  hubiera  hecho 
el  demandante,  no  habría  podido  precisar 
el  equivalente  en  moneda  nacional  que 
debía  serle  entregado,  desde  que  este  equi- 
valente depende  del  tipo  de  cambio  que 
rija  en  un  día  que  aún  no  ha  llegado. 

Como  quiera  que  se  considere,  pues,  es- 
ta interesante  cuestión,  el  fallo  recurrido 
contrariaba  el  precepto  legal  que  invoca- 
ba en  su  apoyo. 

Por  lo  demás,  lasentencia  expedida  por 


la  Corte  de  Casación  da  la  necesaria  eli- 
cacia  á  los  innumerables  contratos  que 
se  celebran  en  el  comercio  sobre  la  base 
de  que  el  valor  de  la  obligación  será  pa- 
gadero en  oro  ó  en  su  equivalente  en  mo- 
neda corriente. 

A.  R. 


Cas,  Civ.  -26  áe  septiembre  de  1903 

Ortega  con  Ortega 

Título  ej  ecutivo.— Papel  sellado  — Do- 
oumentos  otorgados  en  papel  Inoom- 
petente. -Multa. 

Doctrina: — Los  documentos  que  no  han 
sido  extendidos  en  papel  sellado  corres- 
pondicn  te  ó  en  que  no  se  ha  pagado  la  con- 
tribución debida,  acrecen  de  mérito  ejecu- 
tivo aun  después  de  pagada  hi  multa. 

El  artículo  3^  de  la  ley  de  15  de  enero 
de  1878  no  habla  del  mérito  ejecutivodet 
documento  sino  únicamente  del  aumento 
de  la  multa  y,  por  consiguiente,  sólo  de- 
roga  el  artículo  ¿>'^'  de  la  ley  de  1  '■'  de  sep- 
tiembrede  _1874-en  lo  relativo  á  la  multa, 
única  disposición  contraria  ú  él. 


Don  César  Fariña,  en  el  carácter  de  marido 
de  doña  Rafaela  Ortega,  pidió  mandamiento 
de  embargo  contra  los  bienes  de  don  Manuel 
Florencio  Ortega,  por  el  valor  de  tres  paga- 
rées  cuyas  firmas  había  reconocido  judicial- 
mente el  deudor. 

Despachado  ese  mandamiento  por  la  canti- 
dad de  cinco  míl  tjuinicntos  pesos,  intereses  y- 
costas,  se  requii'ió  <Ie  pago  al  tieudor  y  citado ' 
de  remate  opuso,  entre  otras,  la  excepción  de 
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no  ser  bastante  el  título  para  la  ejecución, 
porque,  como  consta  en  los  documentos 
acompañados  que  sirven  de  base  á  ésta,  no 
se  han  extendido  en  el  papel  sellado  respec- 
tivo 6  agregarlo  las  estampillas  correspon- 
dientes, caiis,i1  de  excepción  determinada  en  el 
número  íV  del  articulo  H3  de  la  ley  de  S  de  fe- 
brero de  1837  y  en  el  artfculo  8'  de  la  ley  de 
1'  de  septiembre  de  1874-. 

La  sentencia  expedida  por  el  juez  de  letras 
de  Melipilla.  con  fecba  27  de  octubre  de  1902, 
recbnzó  esta  excepción,  fundándose  en  la  si- 
guiente consideración: 

"2^  Que  habiendo  pagado  el  (Recatante,  en 
conformidad  á  lo  ordenado  en  el  auto  del  Ilus- 
trísimo  Tribunal  la  multa  correspondiente,  es 
improcedente  ahora  esta  excepción  de  no  ser . 
bastante  el  título  fundado  en  dicha  causal, 
por  cuanto  la  ley  aclaratoria  de  15  de  enero 
de  1878,  en  su  articulo  1^,  fija  como  única  pe- 
na por  la  infracción  en  referencia,  la  multa 
de  cinco  por  ciento  ó  del  cincuenta  veces  tan- 
to, según  la  cantidad  de  la  obligación,  y  en  su 
artfculo  deroga  todas  las  disposiciones  de 
la  ley  de  V  de  septiembre  de  1874  que  fueren 
contrarias  á  ella,  de  donde  resulta  que  no 
está  en  vigencia  la  sanción  relativa  A  la  pérdi- 
da del  mérito  ejecutivo." 

Apelada  esta  resolución,  una  de  las  Salas 
de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  en 
sentencia  de  15  de  mayo  de  1903,  dió  lugar  á 
la  excepción,  declarando  no  ser  título  bastan- 
te para  ejecutar  el  documento  que  no  se  ha 
extendido  en  el  papel  sellado  correspondiente. 

La  Corte  fundó  su  resolución  en  las  consi  - 
deraciones siguientes: 

1*  Que  al  determinar  el  artículo  3''  de 
la  ley  de  15  de  enero  de  1878,  que  quedaban 
derogadas  todas  las  disposiciones  de  la  ley  de 
1'  de  septiembre  de  1874  que  fueren  contra- 
rias á  ella,  no  se  refirió  sino  á  las  prescripcio- 
nes qne  modificaba  ó  sea  á  la  pena  que  varió 
sustituyéndola  por  otra  distinta,  y  de  ningu- 
na manera  al  carácter  de  la  obligación; 

2*  Qne  esta  interpretación  de  la  ley  antes 
citada  se  corrobora  con  la  observación  de  que 
esta  ley,  en  sus  dos  primeros  artículos,  se  re- 
fiere sólo  á  la  multa  del  documento  y  á  la  for- 
ma de  inutilización  de  las  estampillas;  y  en  el 
artfculo  3^  al  entero  de  la  misma  multa; 


mas  en  parte  alguna,  según  queda  dicho,  al 
efecto  legal  ó  mérito  ejecutivo  de  la  obligación; 

3*  Que  no  estando  así  derogado  el  ar- 
tículo 9'  de  la  ley  de  1."  de  septiembre  de 
1874,  los  documentos  de  fojas  1  y  2  ca- 
recen de  mérito  ejecutivo,  por  no  haber  sido 
extendidos  en  el  papel  sellado  correspon- 
diente. 

Suscriben  esta  sentencia  los  señores  Jusé 
Alejo  Fernández,  Enrique  Fóster  Recabarren, 
José  Ignacio  Larrain  Zañartu  y  Eduardo  Cas- 
tillo. 

Contra  ella  se  interpuso  el  recurso  de  ca- 
sación en  el  fondo,  fundándose  la  parte  recu- 
rrente en  que  "al  resolver  el  Iltmo.  Tribunal 
que  está  vigente  la  ley  de  1^  de  septiembre 
de  1874,  en  la  parte  qne  priva  del  mérito 
ejecutivo  al  documento  que  no  se  ha  otorgado 
en  papel  competente,  ha  fallado  contravinien- 
do el  artículo  3^  de  la  ley  de  1 5  de  enero  de 
1878,  que  dispone  que  quedan  derogadas  to- 
das las  disposiciones  de  la  ley  de  1^  de  sei>- 
tiembre  de  1874  contrarias  á  la  ley  del  78 
citada. 

La  derogación  de  las  leyes  puede  ser  expre- 
sa ó  tácita,  y  en  materia  penal  no  se  necesita 
que  la  ley  posterior  derogue  la  anterior;  basta 
que  pene  de  distinta  manera  una  misma  in- 
fracción para  que  se  considere  por  este  solo 
hecho  derogada  la  anterior". 

En  apoyo  de  esta  tesis,  agrega:  "El  mérito 
ejecutivo  del  documento  nace  de  la  confestón 
judicial  de  la  parte,  conforme  al  número  3' 
del  artículo  2'  de  la  ley  de  juicio  ejecutivo. 

La  privación  del  mérito  ejecutivo,  6  sea  el 
carácter  de  la  obligación,  no  puede  existir  sino 
en  virtud  de  una  ley  que  pene  con  es  aprivactÓn. 
El  decreto  de  19  de  junio  del  año  1873  pro- 
hibió á  todo  Tribunal  admitir  memorial  algu- 
no que  no  estuviere  extendido  en  papel  con  el 
sello  correspondiente  y  penaba  la  infracción 
con  pérdida  del  empleo  y  con  veinticinco  pesos 
de  multa  ó  un  mes  de  prisión. 

Esta  pena  fué  sustituida  por  el  articulo  1  ^ 
de  la  ley  de  19de  noviembre  de  1842,  que  penó 
con  la  pérdida  del  mérito  q'ecutivo  del  docu- 
mento que  no  se  otorgare  en  papel  sellado 
competente. 

Esta  disposición  fué  conservada  por  el  ar- 
tículo 8°  de  la  ley  de  l^de  septiembre  de  1874. 
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La  ley  de  15  de  enero  de  1878  sustituyó  á 
8U  vez  esta  pena  con  multa  conforme  lo  esta- 
blece en  el  artículo  1'. 

En  todas  estas  disposiciones  se  ve  la  ten- 
dencia del  legislador  de  cautelar  el  cumpli- 
miento de  la  ley  de  papel  selladoen  forma  más 
benigna  cada  vez  y  no  procurar  juicios  largos 
y  difíciles  en  los  casos  que  el  deudor  ha  confe- 
sado ya  una  deuda  que  la  hace  indiscutible. 
Basta  con  el  aumento  de  la  pena  jiecuniaria. 

La  ley  del  74  penaba  con  una  pequeña  mul- 
ta y  la  pérdida  del  mérito  ejecutivo  del  docu- 
mento y  la  del  78  pena  con  una  multa  mayor 
únicamente. 

La  historia  de  la  ley  confirma  también  en 
todas  sus  partes  la  doctrina  que  sustenta  el 
recurrente  y  que  sostiene  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia. 

Para  poder  dar  algún  apoyo  á  la  opinión 
que  estima  que  no  se  ha  derogado  la  ley  de 
1874  en  la  parte  que  quitaba  el  mérito  ejecu- 
tivo al  documento  que  no  se  ha  otorgado  en 
papel  competente,  aun  cuando  se  pagare  la 
multa,  se  le  da  á  la  pena  impuesta  por  la  ley 
de  1874  una  denominación especialyse  afirma 
que  ta  ley  de  1874  imponía  pena  en  tma  parte 
é  imprimía  carácter  á  la  obligación  en  otra  y 
'  que  sólo  se  ha  variado  la  pena  por  la  ley  de 
1878,  conserrándose  el  carácter  de  la  obliga- 
ción. 

En  la  ley  de  1874  se  impone  como  sanción 
ó  pena:  la  pérdida  del  mérito  ejecutivo  del  do- 
cumento y  el  pago  del  veinte  veces  tanto  del 
impuesto  correspondiente.  En  la  ley  de  1878  se 
varió  la  penay  se  6jó  sólo  en  una  multa  mucho 
mayor,  como  lo  establece  en  su  articulo  1'." 

El  señor  Ministro  don  Gabriel  Gaete,  á 
quien  correspondió  dictaminar  sobre  este  re- 
curso, prestó  acogida  ála  doctrina  sustentada 
por  el  recurrente,  reconociendo,  sin  embargo, 
que  "la  cuestión  sometida  al  conocimiento  de 
la  Corte  ha  sido  muy  debatida  en  nuestros 
tribunales  y  existen  numerosas  sentencias  en 
uno  y  otro  sentido,  estando  también  dividida 
al  respecto  la  opinión  de  nuestros  más  distin- 
guidos  jurisconsultos". 

Funda  su  dictamen  e)  señor  Gaete  eii  las  si- 
guientes observaciones: 

"Es  un  principio  unirersairaente  reconocido 
y  aceptado  por  la  jurisprudencia  que,  tratán- 


dose de  penalidad,  no  puede  ésta  externarse 
ni  aplicarse  sino  á  los  casos  expresa  y  deter- 
minadamente especificados  en  la  ley. 

Como  una  consecuencia  de  este  principio, 
la  ley  posterior,  que  pena  de  distinta  manera 
la  misma  infracción  que  estaba  penada  en  la 
anterior,  debe  aplicarsecon  preferencia  á  aque- 
lla que  se  entiende  derogada  por  este  solo  he- 
cho y  sin  que  tampoco  sea  lícito  acumular 
ambas  penas. 

La  ley  de  1 5  de  enero  del  78  estableció  una 
pena  diversa  á  la  que  había  consignado  la  del 
74  respecto  de  los  documentos  que  no  hubie- 
sen satisfecho  la  rantribución  que  esta  misma 
ley  prescribe.  Para  esa  infracción  impone  la 
pena  de  cinco  por  ciento  del  monto  de  la  obli- 
gación ó  del  cincuenta  veces  tanto  del  valor 
de1  impuesto,  variando  así  la  penalidad  déla 
ley  nnterior  que  consistía  en  veinte  veces  el 
valor  de  la  contribución  y  la  pérdida  del  méri- 
to ejecutivo  del  documento  en  que  se  infringía. 

No  es  aceptable  la  distinción  que  se  hace  en 
el  artículo  8'  de  la  ley  del  74,  diciendo  que  la 
primera  parte  alude  al  procedimiento  judicial 
que  se  divide  en  ejecutivo  y  ordinario,  proce- 
dimiento que  tiende  á  garantir  el  pago  del  im- 
puesto, y  la  segunda,  que,  siendo  de  diversa 
índole,  es  el  castigo  pecuniario  que  ae  apHca 
al  infractor,  pues  aparece  de  manifiesto  que 
una  ú  otra  constituyen  la  sanción  cun  que 
bajo  el  imperio  de  esa  disposición  legnl  se  cas- 
tigaba la  falta  de  cumplimiento  de  la  ley. 

Pero  todavía  agregó  la  mencionada  ley  del 
78  en  su  articulo  3^,  que  quedaba  derogado 
el  artículo  3^  de  la  ley  del  74  y  las  disposicio- 
nes de  esta  misma  ley  contrarias  á  la  del  78. 
Se  ha  dicho  ya  que  la  penaHdad  establecida 
en  ta  ley  del  74  para  las  infracciones  al  pago 
del  impuesto  de  que  en  ella  se  trata,  penalidad 
que  consistía  en  la  pérdidadel  mérito  ejecutivo 
del  documento  en  que  se  causaba  la  infracción 
y  en  la  multa  correspondiente,  fué  modificada 
en  la  ley  del  78  estableciéndose  otra  pena  bien 
diversa  para  la  misma  infracción.  Quedó  en- 
tonces derogada  aquella  ley  del  74  en  todo  lo 
relativo  á  la  sanción  penal  que  ella  establecía, 
rigien<lo  á  este  respecto,  desde  la  vigencia  de 
la  ley  del  78  únicamente  la  sanción  que  esta 
misma  prescribió. 

Más  aún.  En  la  hipótesis  de  que  esto  no 
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lucse  suficientemente  claro  y  de  que  pudiera 
existir  alguna  ambigüedad  en  los  ténuinos  de 
la  ley  del  78  acerca  de  las  expresiones  de  que 
se  valió  para  derogarla  del  74-,  en  la  parte  re- 
lativa á  la  pérdida  del  mérito  ejecutivo  de  los 
documentos  en  que  se  la  infringiese,  habría 
necesidad  de  recurrir  á  la  regla  que  consigna 
el  artículo  19  del  Código  Civil  para  inter|>rc- 
tar  la  ley  en  este  punto. 

La  historia  fidedigna  de  la  ley  del  78  está 
manifestando  de  nna  manera  que  no  deja  lu- 
gar ft  la  más  mínima  duda  ó  vaciladón,  que 
su  propósito  fué  derogar  la  del  74,  en  todo 
lo  relativo  á  la  penalidad,  estableciendo  una 
multa  muy  superior  á  la  que  esta  última  ley 
consignaba  y  restabledendo  el  mérito  ejecu- 
tivo de  los  documentos,  con  cuya  ¡lérdida  se 
había  antes  creído  conveniente  penar  también 
la  infracción,  tan  pronto  como  se  hubiera  sa- 
tisfecho el  monto  total  de  la  multa  respectiva." 

La  Corte  disintió  de  esta  opinión,  y  con- 
tra el  roto  de  uno  de  sus  miembros,  rechazó 
«I  recurso)  confirmando  así  la  doctrina  del  Tri- 
-  bunal  de  Apelaciones. 

Dice  la  Corte  en  su  sentencia  de  26  de 
septiembre  de  1903  que,  según  lo  diapuesto 
en  el  artículo  8*^  de  la  le^'  de  1*^  de  sep- 
tiembre de  1874,  el  documento  que  no  se 
otorgase  en  papel  sellado  competente  no  ten- 
drá en  ningún  caso  mérito  ejecutivo,  y  i)ara 
ser  presentado,  para  otros  efectos,  ante  la 
justicia  ó  autoridad  pública,  deberá  pagar  el 
veinte  veces  tanto  del  impuesto  correspon- 
diente; 

Que,  según  la  letra  de  esta  disposición,  se 
TC  que  hay  en  ella  dos  preceptos:  uno  que  pri- 
va del  mérito  ejecutivo  á  los  documentos  que 
no  se  hubiesen  otorgado  en  papel  sellado 
competente;  y  otro  que  impone  la  multa  del 
veinte  veces  tanto  del  impuesto  que  ha  dejado 
de  pagarse,  en  caso  de  que  se  c[uisiera  hacer 

•  uso  del  documento  pora  otros  efectos  ante  la 
justicia  ñ  otra  autoridad; 

Que  no  habiendo  sido  eficaz  esta  multa  pa* 

'  ra  obligar  á  pagar  la  contribución,  se  pro- 
mulgó la  ley  de  15  de  enero  de  1878,  que  dis- 
puso en  su  artículo  1^  que  los  documentos 
cpw  se  otorgasen  sin  haberse  pagado  el  im- 


puesto establecido  en  la  ley  ele  11  de  septiem- 
bre de  1874,  quedaban  sujetos  á  la  multa  de 
cinco  por  ciento  sobre  el  valor  de  la  obliga- 
ción por  que  se  adeudare  el  impuesto,  en.  los 
casos  en  que  éste  sea  proporcional,  y  cincuen- 
ta veces  la  contribución  si  fuere  de  cantidad 
determinada; 

Que  esta  misma  ley,  en  su  articulo. 3^,  dero- 
gó el  artículo  3^  de  la  ley  de  1874  y  las  dispo- 
siciones de  la  misma  ley  contrarias  á. la  pre- 
sente, esto  es,  la  de  1878; 

Que,  no  habiéndose  tratado  en  esta  última 
ley  sobre  otra  materia  que  el  aumento  de  la 
multa  fijada  en  la  última  parte  del  artículo 
8''  de  la  ley  de  1874,  elevándola  á  las  cantida- 
des expresadas  en  el  artículo  1*^  citado,  y  al 
nindo  como  debía  hacerse  la  inutilizacidn  en 
caso  de  emplearse  estampillas,  no  hay  motivo 
alguno  para  considerar  que  la  ley  de  1878  tu- 
vo por  objeto  derogar  la  primera  parte  de  ese 
artículo  en  que  se  quita  el  mérito  ejecutivo  al 
documento  que  no  se  hn  otorgado  en  papel 
sellado  competente; 

Que  para  que  pudiera  considerarse  tácita- 
mente derogada  la  primera  parte  del  artículo 
S**  mencionado,  habría  sido  menester  que  las 
disposiciones  de  la  ley  de  1878  no  pudieran 
conciliarse  con  las  de  aquella  ley,  según  se  ex- 
presa en  el  artículo  52  del  Código  Civil,  incon- 
veniente que  no  aparece  al  aplicarse  ambas 
disposiciones,  sino  que,  por  el  contrario,  au- 
mentando la  multa  y  conservando  la  disposi- 
ción que  priva  del  mérito  ejecutivo  á  esos 
documentos,  se  conserva  precisamente  el  pro- 
pósito que  se  tuvo  al  dictar  el  citado  artículo 
8',  que  fué  asegurar  el  pago  de  la  contribu- 
ción; 

Que,  siendo  clara  la  letra  y  el  sentido  de  es- 
tas disposiciones,  no  debe  desatenderse  su 
tenor  literal,  según  lo  dispuesto  por  el  articu- 
lo 19  del  Código  Civil,  ápretesto  de  consultar 
BU  espíritu; 

Que  aun  suponiendo  que  las  disposiciones 
de  la  ley  de  1 878  no  lucran  suficientemente 
claras,  y  fuera  necesario  recurrir  á  la  historia 
de  la  ley  para  saber  cómo  se  ha  generado  en 
el  Congreso,  el  estudio  que  se  haga  deja  el 
más  pleno  convencimiento  que  los  legislado- 
res tuvieron  el  firme  propósito  de  mantener  la 
i^la  que  privaba  del  mérito  ejecutivo  á  los 
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documentos  que  noíueran  otorgados  en  papel 
sellado  competente  ó  en  que  no  se  hubiera  pa- 
gado lacontríbud6n  en  estampillas  inutiliza- 
das con  arreglo  á  la  ley,  como  se  demuestra 
en  los  considerandos  siguientes; 

Que  la  Comisión  de  Legislación  de  la  Cáma- 
ra de  Diputados,  donde  tuvo  origen  la  ley, 
aceptando  los  motivos  que  se  expresaban  en 
el  Mensaje  del  Ejecutivo  con  que  se  acompa- 
ñaba el  proyecto,  creyó  conveniente  estable- 
cer que  la  multa  á  que  se  sujetaba  á  los  in- 
fractores de  la  ley  Aiera  general  y  no  sólo 
para  el  caso  de  ser  presentado  en  juicio  el  do- 
cumento en  que  no  se  hubiera  pagado  el  im- 
puesto, como  lo  proponía  el  Ejecutivo; 

Que  en  el  proyecto  de  la  Comisión  de  la  Cá- 
mara no  se  habló  del  mérito  ejecutivo  del 
documento,  nno  únicamente  de  la  multa  que 
debía  pagarse  en  caso  de  infracción; 

Que  habiéndose  discutido  largamente  sobre 
la  mtdta  que  imponía  el  proyecto,  se  hizo  in- 
dicación en  la  55*  sesión  extraordinaria  de 
7  de  enero,  por  el  diputado  señor  López, 
para  que  "pagados  el  impuesto  y  la  multa 
á  que  se  refiere  el  inciso  1^,  el  documento  re- 
cobrara el  mérito  ejecutivo  que  había  per- 
dido en  virtud  del  artículo  8^  de  la  ley  de 
1^  de  septiembre  de  1874",  indicación  que 
no  fué  aceptada  por  el  Ministro  señor  Matte, 
sosteniendo  el  proyecto  de  la  Comisión; 

Que  después  de  prolongada  discusión  en  va- 
rios sesiones,  acerca  de  quiénes  serían  respon- 
sables de  la  multa  y  el  modo  de  pagar  la  con- 
tribución, se  hizo  indicación  por  el  diputado 
señor  Fabres,  después  de  leída  la  indicación 
del  señor  López,  "para  que  toda  la  penalidad 
qtie  establecía  el  artículo  en  discusión  (el  pri- 
mero de  la  comisión)  quedara  reducida  al  cin- 
cuenta veces  tanto,  así  para  el  que  suscribiera 
el  documento  como  para  el  funcionario  que  lo 
recibe,  sin  llevar  el  papel  competente";  y  vota- 
da esta  indicación,  fué  desechada  por  veinte 
votos  contra  doce; 

Que  habiendo  pasado  el  proyecto  de  ley  al 
Senatlo,  fué  aprobado  en  los  mismos  términos 
en  que  había  sido  enviado  por  la  Cámara  de 
Diputados,  sin  que  se  hubiera  hecho  indica- 
ción alguna,  ni  puesto  á  votación  la  idea  de 
hacer  conservar  el  mérito  ejecutivo  al  docu- 
mento en  que  no  se  hubiera  pagado  el  impues- 


to y  derogar,  en  consecuencia,  la  primera 
parte  del  artículo  8'  tantas  veces  citado; 

Que  el  diálogo  que  tuvo  lugar  entre  algunos 
señores  senadores  al  votar  el  proyecto  de  ley 
no  puede  considerarse  como  !n  opinión  del 
Senado,  desde  que  esta  corporación  no  se 
pronunció  expresamente  sometiendo  la  idea  & 
votación; 

Que  en  caso  que  el  Senado  se  hubiera  pro- 
nunciado en  el  sentido  de  restituir  el  mérito 
ejecutivo  al  documento  que  no  se  hubiera  ex- 
tendido en  el  papel  correspondiente,  habría 
sido  menester  volver  el  proyecto  á  la  Cámara 
de  origen  para  que  sepronunciase  sobre  modi- 
ficación tan  trascendental,  sometiendo  el  pro- 
yecto á  la  tramitación  de  estilo,  tramitación 
que  no  ha  tenido  lugar; 

Que  la  opinión  de  una  Cámara  no  se  mani- 
fiesta legítimamente  por  lo  que  expresa  uno  ó 
más  de  sus  miembros,  sino  por  acuenlos  cele- 
brados en  forma  reglamentarla,  acuerdo  que 
no  ha  tenido  lugar; 

Que,  dados  estos  antecedentes,  no  es  posible 
atribuir  á  la  ley  de  1878  el  propósito  de  dero- 
gar la  primera  parte  del  artículo  8'  de  la  ley 
de  1'  de  marzo  de  1874,  y  restituir  el  mérito 
ejecutivo  al  documento  que  no  se  extendió  en 
el  papel  sellado  correspondiente  ó  en  que  no 
se  pagó  la  contribución  tlebida. 

Considerando:  que  siendo  de  una  importan- 
cia capital  el  que  el  documento  conservara  ó 
no  el  mérito  ejecutivo,  cuando  no  se  hubiera 
pagado  el  impuesto  correspondiente,  como  se 
deja  ver  en  todos  las  leyes  anteriores  de  papel 
sellado,  no  puede  concebirse  que  se  hubiera 
derogado  de  una  manera  tácita  un  precepto 
de  tanta  trascendencia,  y  sobre  todo  en  mo- 
mentos en  que  se  trataba  de  aumentar  las 
rentas  fiscales. 

Considerando,  por  fin,  que  en  la  sentencia 
recurrida  no  se  ha  infringido  la  ley  de  15  de 
enero  de  1878;  y  visto  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 940  y  960  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil  y  disposiciones  legales  citadas,  se  de- 
clara inadmisible  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo  interpuesto  á  nombre  de  doña  Micaela 
Ortega  y  don  César  Fariña,  á  quienes  se  con- 
dena en  costas  del  recurso. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  presiden- 
te Gallardo,  quien  opinó  por  dar  lugar  al  re* 
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curso,  por  loa  fundamentos  qne  consigna  en  el 
libro  de  acuerdos. 

Se  previene  qne  el  señor  Ministro  Rodríguez 
no  acepta  los  considerandos  6^,  "7^  y  8^. 

La  sentencia  ha  sido  redactada  por  el  señor 
Ministro  Palma  Guzmán.  —  Gaívarino  Ga- 
llardo.— José  Alfonso. —  Leopoldo  VrratÍa.—J. 
(iabriel  Palma  Guzmán.— Ramón  H.  Haido- 
bro.—heoncio  Rodríf(ucz.—Car1os  Varas. 

KI  señor  Presidente  don  GalvarinoGallardo 
fundó  su  voto  en  disidencia  en  los  términos 
que  signen: 

El  artículo  8^  de  la  ley  de  1^  de  septiem- 
bre de  1874,  que  dispuso  que  el  documento  no 
otorgado  en  pa{>e]  sellado  competente  carece- 
ría, en  todo  caso,  de  mérito  ejecutivo,  v  para 
ser  presentado  ante  Injusticia  ú  otra  autori- 
dad pública  debería  pagar  el  veinte  veces  tan- 
to del  impuesto  correspondiente,  debe  consi- 
derarse derogado  por  el  artículo  1'  de  la  ley 
aclaratoria,  promulgada  en  18  de  enero  de 
1 878,  que  fija  otra  sanción  para  procurar  que 
algunos  documentos  no  se  otorguen  sin  ha- 
berse pagado  el  derecho  líscal. 

La  historia  fidedigna  del  establecimiento  de 
esta  última  ley  comprueba  fehacientemente 
que  hubo  el  propósito  de  eliminar  la  pérdida 
del  mérito  ejecutivo,  agravando  sí  el  monto 
de  la  multa,  y  el  tenor  literal  de  sus  preceptos 
confirma  aquel  propósito  del  legislador. 

En  efecto,  sí  bien  el  mensaje  qne  la  precedió 
consignaba  como  pena  la  pérdida  del  mérito 
ejecutivo  respecto  de  los  documentos  otorga- 
dos en  contravención  á  )a  ley  de  papel  sellado, 
en  cambio  la  Comisión  de  Hacienda  de  la  Cá- 
mara de  Diputados,  formada  por  los  señores 
fovino  Novoa,  Ejídio  Jara  y  Ramón  Barros 
Luco,  suprimió  las  palabras  "no  tendrá  méri- 
to ejecutivo"  del  proyecto  presentado  por  el 
Presidente  de  la  República  y  estableció  como 
IKna  de  las  infracciones  contempladas,  única- 
mente el  pago  de  la  multa  que  fija  la  ley  ac- 
tual. Corrobora  el  alcance  de  este  hecho  el 
debate  habido  en  el  Senado,  en  la  sesión  ordi- 
naria de  14  de  enero  de  1878,  al  discutirse  lu 
ley.  Del  acta  oficial  aparece  lo  siguiente: 

'*Bl  señor  Secretario  da  lectura  al  artículo 
1^  del  proyecto  que  figura  en  la  cuenta. 


"El  señor  Varas.— ¿Cuál  era  la  dispowcíón 
anterior? 

"El  señor  Secretario.— B\  artículo  9*  de  la 
ley  vigente  dice  así: 

"El  documento  que  no  se  otorgue  en  papel 
sellado  competente  no  tendrá  en  ningún  caso 
mérito  ejecutivo,  y  para  ser  presentado  para 
otros  efectos  ante  Injusticia  ú  otras  autorida- 
des públicas  deberá  pagar  el  veinte  veces  tan- 
to del  impuesto  correspondiente. 

"El  señor  Presidente.— Pero  en  todo  caso 
los  documentos  tendrán  mérito  ejecutivo. 

— "Batiendo  que  sí,  señor  Presidente,  porque 
debe  quedar  derogada  la  ley  vigente  en  todo 
lo  que  sea  contraria  á  la  que  estamos  discu- 
tiendo y  en  ésta  no  se  habla  nada  acerca  del 
mérito  ejecutivo  de  los  documentos. 

"El  señor  Reyes  (vice-presidente).— /ís  erí- 
cente gire  el  mérito  ejecutivo  subsiste,  porque 
sólo  se  derogan  las  jicnas  que  establece  la  ley 
vigente. 

"El  artículo  fuédprobadoporunanimidad". 

Para  mayor  esclarecimiento  debe  recordar- 
se el  hecho  afirmado  por  la  comisión:  que  asis- 
tió á  sus  reuniones  el  Ministro  señor  Matte,  y 
aceptó  éste  las  alteraciones  introducidas  en  el 
proyecto  del  Gobierno,  entre  las  cuales  figu- 
ró la  eliminación  de  las  palabras  ya  dtadai 
"no  tendrá  mérito  ejecutivo". 

La  circunstancia  de  que  la  Honorable  Cá- 
mara de  Diputados  hubiera  rechazado  la  indi- 
cación del  señordiputado  López  paradeclarar 
que  los  documentos  conservaban  mérito  eje- 
cutivo, no  significa  que  en  su  ánimo  entrase  la 
idea  de  incluir  en  la  nueva  ley  la  antigua  pe- 
nalidad, pues  seguramente  entendió  que  era 
innecesario  agregar  tal  declaración,  por<|ue  la 
ley  posterior  no  establecía  expresamente  la 
doble  penalidad. 

La  indicación  del  diputado  señor  Pabres, 
que  fijaba  la  cuantía  de  la  multa  en  cincuenta 
veces  tanto  y  que  fué  desechada  por  veinte  vo- 
tos contra  doce,  no  tiene  relación  con  el  punto 
controvertido  en  el  presente  juicio  y  no  pnede, 
por  tanto,  invocarse  como  antecedente  que 
destruya  la  apreciación  hecha  por  el  infras' 
crito  acerca  de  la  historia  fidedigna  del  esta- 
blecimiento de  la  ley  de  1 878. 

Se  comprende  fácilmente  que  los  autores  de 
ésta,  con  el  fin  de  crear  precauciones  para  la 
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más  exacta  |iercepción  de  los  impuestos  fisca- 
les, consideraran  bastante  consultar  un  au- 
mento en  el  monto  de  la  primitiva  multa  sin 
conservar  la  antí^a  sanción  en  la  ¡jarte  rela- 
tiva al  ménto  ejecutivo  de  las  obligaciones. 

No  podía  ocultarse  á  ta  previsión  del  legis- 
lador la  perturbación  que  ocasionaría  en  las 
tramitaciones  civiles  y  comerdales,  el  privar 
á  los  acreedores  del  procedimiento  breve  y  su- 
mario establecido  ¡>ara  el  cobro  de  obligacio- 
nes civiles. 

Por  otra  parte,  al  final  de  la  ley  de  1878  se 
dijo:  "quedando  derogado  el  artículo  3^  de  la 
ley  de  1'  de  septiembre  de  1874  v  ías  disposi- 
ciones de  la  misma  ¡ey  contrarias  á  ¡a  presen- 
te", y  entre  éstas  delie  entenderse  la  relativa 
á  la  pérdida  del  mérito  gecutívo.  pncs  esta 
sanción  no  se  reprodujo  en  la  nueva  ni  se  ar- 
moniza con  8U  artículo  1^,  ni  con  los  propó- 
sitos que  la  inspiraron,  transparentados,  como 
queda  dicho,  con  suficiente  claridad  durante 
las  discusiones  y  demos  trdmites  ocurridos  en 
las  Cámaras  antes  de  su  promulgación. 

No  puede  invocarse  el  artículo  53  ílel  Códi- 
go Civil  para  sostener  la  vigencia  de  la  ley  de  . 
1874,  en  la  parte  de  (|ue  se  trata,  pues  ese  ar- 
tículo no  se  refiere  A  la  derogación  expresa  si- 
no á  la  tácita,  que  deja  vigente  eti  las  leyes 
anteriores,  aunque  versen  sobre  la  misma  ma- 
teria, ,  todó  aquello  que  uo  pugna  con  las  dis- 
posiciones de  la  nueva  ley,  caso  diverso  del 
presente. 

Que  las  sanciones  de  una  y  otra  ley  son  con- 
tradictorias y  pugnan  aliiertamcnte,  cseviden- 
te,  en  concepto  del  infrascrito,  pues  si  la  pri- 
mera en  un  so/oart/cu/o establecía  dos  sancio- 
nes, la  i}£rdida  del  mérito  ejecutivo  y  el  pago 
de  la  multa,  y  la  segunda  se  limitó  á  esta  par- 
te, no  es  conciliable  la  amplitud  de  las  penas 
primitivas  con  la  restricción  operada  poste- 
riormente por  la  de  1878. 

Las  medidas  ideadas  por  el  legislador  para 
garantir  la  percepción  de  tas  entradas  fis^-ales 
provenientes  del  pago  de  los  impuestos,  revis- 
ten el  carácter  de  cauciones  represivas,  que 
aunque  no  se  hallen  incorporadas  á  la  clasifi- 
cación que  hace  el  Código  Penal,  son  procedi- 
mientos primitivos  que  det>en  interiiretarse 
para  su  aplicación  práctica  con  arreglo  á  los 
principios  generales  He  la  legislación  jienal.  A 


este  efecto  puede  tenerse  presente  el  articulo  18 
del  Código  citado,  que  no  castiga  ningún  de- 
lito con  otra  pena  que  la  que  le  señale  una  ley 
promulgada  con  anterioridad  á  su  j>erpetra- 
ción,  y  «  después  de  cometido  y  antes  de  que 
se  pronuncie  sentencia  de  término  se  promul- 
gare otra  ley  que  exima  tal  hecho  de  toda  pe- 
na ó  le  aplique  una  menos  rigorosa,  deberá 
arreglarse  á  ella  su  juzgamiento. 

En  v\  no  pago  del  impuesto  legal,  tratándo* 
se  de  los  documentos  expresados,  hay  una  in- 
fracción que  puede  reputarse  como  negligencia 
culjiable  ó  dolosa,  y  sancionada,  en  consecuen- 
cia, con  penas  distintas  en  la  ley  posterior  de 
aquellas  establecidas  en  la  antigua.  Si  las  nue* 
vas  disposicioiies  legales,  refiriéndose  á  las 
mismas  infracciones,  asignan  otras  penas  me- 
nos graves,  pues  se  limitan  al  pago  de  la  mul- 
ta, no  sería  lógico  ni  estaría  ello  en  armonía 
con  los  principios  generales  del  derecho,  hacer 
revivir  la  antigua  ley  para  arreglar  á  ella  el 
juzgamiento  de  hechos  sancionados  en  diversa 
forma  por  la  legislación  vigente. 

Y,  finalmente,  aceptando  la  teoría  de  la  sen- 
tencia, el  artículo  1^  de  la  ley  de  1878  se  limita 
A  aumentar  la  pena  pecuniaria  por  la  infrac- 
ción de  la  del874,  dejandosubsistentela  pena 
de  |>erder  el  mérito  ejecutivo  que  le  impone 
esta  última  ley. 

Ahora  bien,  el  artículo  2'  de  la  ley  de  1878 
disponeque:  uSi  se  empleasen  estampillas  para 
el  pago  del  impuesto,  el  deudor  las  inutihzará 
escribiendo  su  nombre  ó  iniciales,  sin  rúbrica 
y  abreviada  ó  íntegramente  la  fecha  en  que  se 
hace  la  inutilización",  y  agrega  el  inciso  2' 
-A  lafKna  impuesta  en  el  artículo  1^  queda 
sometido  el  documento  en  que  la  inutilización 
de  las  estampillas  no  estuviere  hecha  en  la  for- 
ma que  prescribe  el  inciso  anteriori-, 

Kn  consecuencia,  cuando  se  usan  estampi- 
llas v  no  se  inutilizan  debidamente  existe  el 
mérito  ejecutivo,  pues  la  pena  para  esta  in- 
fracción es  sólo  la  pecuniaria  del  articulo  1^. 

¿Qué  motivo  habría  para  establecer  seme- 
jante diferencia  entre  los  documentos  que  no 
tienen  estampillas  y  los  documentos  en  que, 
colocándolas  á  última  hora,  no  han  sidolegal- 
mente  inutilizadas? 

Santiago»  28  de  septiembre  de  1903.— íía/- 
varíao  Gallardo. 
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Como  lo  expresa  en  su  dictamen  el  se- 
ñor Gaete,  la  cuestión  resuelta  por  ta 
Corte  Suprema  ha  mantenido  divididas 
las  opiniones  y  ha  dado  tugará  sentencias 
contradictorias,  con  grave  daño  de  la  co- 
rrecta administración  de  justicia. 

Son  dignas  de  citarse  las  sentencias 
siguientes  dictadas  en  sentido  contrario 
al  fallo  de  la  Corte  Suprema: 

Sentencia  de  la  Cortede  Apelaciones  de 
Iquique,  número  4407,  pág.  548  de  la  Ga- 
ceta de  los  Tribunales  de  1893;  y  senten- 
cia núm.  747,  pág.  635,  Gaceta  de  1899. 

Corte  de  Apelaciones  de  la  Serena,  sen- 
tencia núm.  554,  pág.  397  de  la  Gaceta 
de  1894;  sentencia  núm.  101,  pág.  90,  Ga- 
cetaáe  1895;  sentencia  núm.  2065,  pág. 
l722,Gaceta  de  1899. 

Corte  de  Apelaciímes  de  Valparaíso, 
sentencia  núm.  1561,  pág.  1594,  Gaceta 
de  1902. 

■ 

Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  sen- 
tencia núm.  2133,  pág.  1637  de  la  Gace- 
ta de  1898,  sentencia  núm.  252,  pág.  211 
de  la  Gaceta  de  1899;  y  sentencia  de  19 
de  mayo  de  1902,  pronunciada  esta  últi- 
ma en  el  mismo  juicio  en  que  se  pronun- 
ció la  sentencia  recurrida.anu lando  todo 
lo  obrado  por  no  haberse  pagado  la  mul- 
ta correspondiente  á  los  documentos 
otorgados  en  papel  incompetente. 

Corte  de  A¡)elaciones  de  Talca,  sen- 
tencia núm.  2701,  pág.  1G7,  Gaceta  ilc 
1896. 

Corte  de  Aijclaciuiies  de  Concepción, 
sentencias  núms.  2907,  4619  y  4732. 
págs.  689,  920  y  98H,  Gaceta  de  1895; 
'y  sentencia  de  16  de  septiembre  de  1902, 
Estos  fallos  no  siempre  han  sido  acor- 
;  dados  por  unanimidad,  y  en  las  mismas 
Cortes  ha  solido  prevalecer  la  opinión 
■contraria,  según  la  composición  de  la 
Sala  sentenciadora. 


Entre  éstas  son  dignas  de  citarse  las 
siguientes,  que  cuncuci'dan  con  ladoctrina 
adoptada  por  la  Corte  Suprema: 

Corte  de  Apelaciones  de  la  Serena,  sen- 
tencia núm.  2572,  pág.  1892,  Gaceta  de 
1884;  sentencia  núm.  4003,  pág.  2578, 
Gaceta  de  1886. 

Corte  de  Apelaciones  de  Valparaíso, 
sentencia  núm  2106,  pág  1750,  Gaceta 
de  1899. 

Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  sen- 
tencia núm.  2345,  pág.  973,  Gaceta  de 
1878;  sentencia  núm.  969,  pág.  671,  año 
1879;  sentencia  núm.  279,  pág.  178,  Ga- 
ceta de  1879;  sentencia  núm.  1668,  pág. 
972,  Gaceta  de  1881;  sentencia  núm. 
2271.  pág.  1367,  Gaceta  de  1885;  senten- 
cianúm.  2479,  pág.  1381,  Gaceta  del885; 
sentencia  núm.  1873,  pág.  1211,  Gaceta 
de  1886;  sentencia  núm.  2096,  pág.  1295, 
Gaceta  de  1887;  sentencia  núm.  37,  pág. 
26,  Gaceta  de  1896. 

Corte  de  Apelaciones  de  Concepción, 
sentencia  núm.  3851,  pág,  1604,  Gaceta 
de  1878;  sentencia  núm.  736,  pág.  391, 
Gaceta  de  1833;  sentencia  núm.  2996, 
pág.  1675,  Gaceta  de  1883. 

Una  jurisprudencia  tan  contradictoria 
nace  de  la  diversidad  de  criterio  con  que 
so  hau  apreciado  estos  dos  puntos: 

1'  Si  la  ílispusicióu  contenida  en  el  a.r* 
ttculo  1^*  de  la  ley  de  15  de  enero  de  1878 
puede  ó  no  conciliarse  con  el  precepto  del 
artículo  8''  áv  ln  ley  de  11  de  septiembre 
de  1874,  toda  vez  que  las  disposiciones 
de  esta  ley  fueron  derogadas  por  la  de 
1878,  en  cuanto  sean  contrarías  á  esta 
última;  y 

'2'^  Estimándose  c|ue  las  disjíosiciones 
de  la  ley  de  1878  son  ambiguas  en  su 
redacción,  si  la  intención  ó  espíritu  de  la 
ley,  claramente  manifestados  en  ella  mis- 
ma ó  en  la  historia  fidedigna  de  su  esta- 
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blecitnicnto,  permite  6  no  establecer  que 
pugnan  con  la  anterior  las  disposiciones 
de  la  nueva  ley. 

La  sentencia  acordada  por  la  mayoría 
de  la  Corte  Suprema  contempla  acerta- 
damente, á  nuestro  juicio,  los  dos  puntos 
anteriores  y  sería  de  desear  que  la  juris- 
prudencia de  los  Tribunales  se  uniformara 
en  este  sentido. 

En  nuestro  concepto  la  carencia  de  mé- 
rito ejecutivo  del  documento  no  otorgado 
en  papel  sellado  competente,  no  es  una 
pena  en  el  sentido  jurídico  de  la  palabra, 
sino  un  requisito  de  otorgamiento  de  los 
actos  ó  contratos  para  ser  admitidos  en 
juicio,  requisito  de  carácter  procesal  que 
subordina  el  ejercicio  de  una  acción  com- 
pulsiva al  pago  oportuno  de  una  contri- 
bución fiscal. 

El  acreedor  no  pierde  su  derecho  por 
el  no  pago  del  impuesto  sino  que  queda 
sometido  á  la  tramitación  común  orde- 
nada por  la  ley,  por  carecer  el  título  de 
los  requisitos  especiales  exigidos  para 
aprovecharse  del  procedimiento  extraor- 
dinario. 

Dentro  de  esta  tesis,  si  bien  la  ley  de 
1878  sustituyó  por  otra  más  grave  la 
pena  establecida  en  la  de  1874  á  los  in- 
fractores del  impuesto  de  papel  sellado, 
no  se  ha  referido  aquélla  sino  á  la  exac- 
ción pecuniaria,  que  constituye  la  pena  y 
no  al  requisito  de  procedimiento  estable- 
cido en  la  ley  de  1874  para  perseguir  el 
pago  de  la  obligación. 

Creemos  que  este  espíritu  de  la  ley  de 
1874  está  claramente  manifestado  en  ella 
misma,  y  que  la  historia  de  su  estableci- 
miento no  basta  para  llegar  á  una  con- 
clusión diversa. 

El  artículo  primero  del  proyecto  pre- 
sentado por  el  Gobierno  á  la  Cámara  de 
Diputados  estaba  redactado  en  esta  for- 


ma: "El  documento  que  se  otorgare  trein- 
ta días  después  de  la  fecha  de  la  promul- 
gación de  esta  ley,  sin  habéis  pagado 
el  impuesto  establecido  por  la  ley  de  1^ 
de  septiembre  de  1874,  no  tendrá  mé- 
rito ejecutivo,  V  para  ser  presentado  pa- 
ra otros  efectos,  ante  ta  justicia  ó  au- 
toridad pública,  deberá  pagarse  el  cinco 
por  ciento  del  ralor  de  la  obligación  por 
que  se  adeudare  el  impuesto,  en  los  casos 
que  éste  sea  proporcional,  y  cincuenta 
veces  la  contribución,  si  fuere  de  cantidad 
determinada". 

La  Comisión  de  Hacienda,  de  acuerdo 
con  el  Ministro  del  ramo,  suprimió  la  fra- 
se en  letras  cursivas  y  modificó  la  redac- 
ción en  los  términos  siguientes: 

"El  documento  que  se  otorga  sin  haber- 
se pagado  el  impuesto  establecido  por  la 
ley  de  1"  de  septiembre  de  1874,  queda 
sujeto  á  la  multa  de  cinco  por  ciento  so- 
bre el  valor  de  la  obligación  por  que  se 
adeudare  el  impuesto  en  los  casos  en  que 
éste  sea  proporcional,  y  cincuenta  veces 
la  contribución  si  fiiere  de  cantidad  deter- 
minada". 

Pero  los  motivos  que  la  Comisión  tuvo 
en  vista  no  son  suficientemente  claros 
á  nuestro  juicio  para  establecer  la  inten- 
ción de  dar  mérito  ejecutivo  con  el  sólo 
pago  de  la  multa  á  los  documentos  no 
otorgados  en  papel  competente. 
Dice  el  informe  á  este  respecto: 
"La  Comisión,  aceptando  los  motivos 
que  se  expresan  en  el  Mensa-je  con  que  se 
acompaña  el  proyecto,  ha  pensado  que 
sería  conveniente  determinar  que  la  mul- 
ta á  que  se  sujeta  á  los  infractores  de  la 
ley  fuera  general  y  no  para  el  solo  caso 
de  ser  presentado  en  juicio  el  documento 
por  el  que  no  se  hubiese  pagado  el  im- 
puesto, como  lo  propone  el  Presidente  de 
la  República. 
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"Puede  haber  ocasionesenquelainfrac- 

ción  se  descubra  sin  que  el  documento  sea 
presentado  en  juicio;  y  en  tales  casos,  no 
habría  motivo  para  dejar  sin  castigo 
esas  faltas.  De  aquí  nace  la  modificación 
en  el  inciso  1"  del  artículo  1'  del  proyec- 
to que  informamos". 

La  referencia  que  hace  la  Comisión  á 
"los  motivos  que  se  expresan  en  el  Men- 
saje con  que  se  acompañó  el  proyecto", 
no  bastan  tampoco  á  nuestro  juicio  para 
comprobar  la  intención  de  derogar  en  la 
parte  de  que  se  trata  la  ley  de  1874. 

Dice  el  Mensaje: 

"La  sanción  que  establece  la  ley  de  pa- 
pel sellado  promulgada  el  I**  de  septiem- 
bre del874,ha  sidohasta  ahora  ineficaz. 
No  basta  para  su  cumplimiento  la  priva- 
ción del  mérito  ejecutivo,  ni  el  pago  de 
veinte  veces  el  valor  del  impuesto;  porque 
no  toda  obligación  de  pago  6  acto  escri- 
to que  imponga  responsabilidad  pecu- 
niaria se  resuelve  por  cobros  judiciales, 
y  porque  hay  documentos  que  son  de 
excepción  y  no  de  acción,  como  recibos, 
resguardos,  etc.  Y  aunque  esta  conside- 
ración podría  aducirse,  cualquiera  que 
fuese  la  sanción,  aún  la  de  nulidad,  es  de 
creer  que  aumentando  Ui  pena  se  consiga 
que  no  se  eluda  la  ley,  yn  cjue  el  temor  de 
un  severo  castigo  pueda  ser  razón  para 
que  ella  pueda  ser  respetada. 

"Su  constante  infracción  no  permite 
c|ue  el  rendimiento  del  impuesto  llegue  al 
valor  que  corresponde  á  la  importancia 
de  los  actos  que  se  gravan.  Y  hoy,  que 
el  Erario  Nacional  se  halla  en  una  situa- 
ción que,  más  que  nunca,  reclama  toda  la 
suma  de  recursos  que  le  acuerdan  las  le- 
yes, es  indispensable  adoptar  las  provi- 
dencias que  conduzcan  á  obtener  ese  re- 
sultado". 

La  lectura  de  esta  exposición  de  moti- 

JUKIS. 


vos  del  proyecto  del  Ejecutivo  deja  la 
impresión  de  que  el  objetivo  directo  del 
proyecto  fué  sólo  á  aumentar  la  pena 
establecida  en  la  ley  de  1874,  es  decir,  el 
gravamen  pecuniario  impuesto  á  los  in- 
fractores, y  que  al  hacerlo  se  tomó  una 
redacción  análoga  á  la  de  la  ley  que  se 
modiñcaba.  El  cambio  de  redacción  no 
constituye,  en  tal  caso,  una  fuente  auto- 
rizada de  interpretación. 

Creemos  igualmente  que  el  diálogo  que 
tuvo  lugar  entre  algunos  senadores  al 
votarse  el  proyecto  de  ley  no  basta  para 
constituir  la  fuente  de  interpretación  de- 
ducida de  la  historia  fidedigna  del  esta- 
blecimiento de  la  ley,  y  en  todo  caso  el 
sentido  atribuido  á  la  ley  en  esa  oportu- 
nidad estaría  en  pugna  con  la  opinión 
manifestada  de  un  modo  más  ezpltcito 
por  la  Cámara  du  Diputados  en  la  sesión 
de  7  de  enero  á  que  hace  referencia  el  fa- 
llo de  la  Corte  Suprema, 

El  Código  de  Procedimiento  Civil,  al 
hablar  de  los  instrumentos,  estableció  en 
su  artículo331, confirmando  lo  dispuesto 
en  el  artículo  1699  del  Código  Civil,  que 
"serán  considerados  como  instrumen- 
tos públicos  en  juicio,  siempre  que  en  su 
otorgamiento  se  hubieren  cumplido  las 
disposiciones  Jegnles"  los  que  dicho  ar- 
tículo enumera.  Entre  las  disposiciones 
legales  relativas  al  otorgamiento  de  los 
instrumentos  públicos,  pueden  conside- 
rarse las  que  establecen  el  pago  de  los 
impuestos;  á  lo  menos  no  hay  razón  al- 
guna para  considerarlas  eliminadas.  En 
tal  caso  la  cuestión  estaría  resuelta  por 
aquel  Código  en  lo  que  toca  á  los  instru- 
mentos públicos.  Habría  bastado  adop- 
tar una  redacción  análoga  al  tratarse  en 
el  artículo  335  de  los  instrumentos  pri- 
vados para  dejar  definitivamente  solu- 
cionada esta  vieja  cuestión  que  dividió 
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la  Opinión  de  los  tribunales  desde  la  prti- 
mulgación  de  la  ley  de  1878. 

Nos  parece  difícil  que  la  resolución  de 
la  Corte  Suprema  llegue  á  uniformar  la 
jurisprudencia,  en  razón  de  que  en  los  úl- 
timos tiempos  ha  prevalecidoen  las  Cor- 
tes de  Afjelaciones  una  opinión  contraria. 
Bn  tal  caso,  sería  de  desear  que  el  legis- 
lador estableciera  el  sentido  genuino  de 
las  disposiciones  citadas,  por  medio  de 
una  ley  aclaratoria. 

E.  Y 


Cas.  Cív.  en  la  /'orma.^30  de  septiembre 
de  1903 

Mebus  con  Alfaro 

Fallo  ultra  petita-— Apreolaoión  de  la 
aoolón  entablada.  —  Los  fundamen- 
tos del  fóllo  oomo  determinantes  de 
lo  dispositivo. 

Doctrina: — Cuando  lo  solicitado  por 
ei  demandante  y  discutido  por  los  de- 
mandados ha  sido  solamente  la  exten- 
sión que  deba  darse  á  un  tumo  de  aguas 
ea  un  canal,  que  por  su  propia  naturale- 
za se  refiere  al  sittíple  goce  ó  uso  de  las 
que  pertenecen  en  propiedad  á  varias 
personas,  la  sentencia  que  establece  en 
sus  considerandos  *'que  la  acción  deduci- 
da és  la  reivindicatoría  y  de  dominio"  V 
rechaza  la  demanda  invocando  especial- 
mente para  ello  los  artículos  S93  y  895 
áei  Código  Civil,  se  pronuncia  sobre  una 
acción  distinta  de  la  entablada  y  falla 
ultra  petita. 


Üon  Eugenio  Mebus  interpuso  el  rtcHno 
de  casación  en  la  forma  contra  la  sentencia  <!e 
13  (le  julio  del  presente  año,  dictada  por  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Valparaíso  conodni- 
do  en  segunda  instancia  en  el  juicio  entablado 
por  dicho  Mebus  á  don  Miguel  Alfaro  y  don 
Cayetano  Romero,  sobre  derecho  á  un  tumo 
de  aguas  en  la  toma  de  "Gamboa".  Fundan, 
do  el  recurso,  expone  el  recurrente  que  si  bien 
es  verdad  que  en  sn  demanda  solicitA  que  los 
demandados  le  entregasen  un  turno  de  aguas 
desde  las  2  de  la  tarde  hasta  la  puesta  del  sol. 
y  si  bien  es  cierto  que  aquéllos,  al  contestar, 
manifestaron  ignorar  tos  derechos  que  tenía  el 
demandante  y  pidieron  se  negase  lugar  á  la 
demanda,  también  es  efectivo  que  en  el  curso 
de  la  causa,  en  la  respuesta  al  alegato  de  bue- 
na prueba,  los  mismos  demandados  recono- 
cieron al  demandante  el  dominioque  en  comu- 
nidad con  ellos  y  con  otras  personas  tenía  en 
las  aguas  del  canal,  ya  que  expresamente  dije- 
ron que  sostenían  que  el  demandante  sólo 
gozaba  de  un  turno  de  dos  horas  de  agua. 

Con  esta  declaración,  agrega  el  recurrente, 
se  dejó  establecido  de  un  modo  incuestionable 
cuál  era  el  alcance  que  demandante  y  deman- 
dados daban  á  la  cuestión,  ya  que,  reconocida 
la  propiedad  en  común,  no  podía  creerse  que 
se  trataba  de  una  acción  reivindicatoría  de  un 
dominio  no  disputado,  sino  que  lisa  y  llana- 
mente se  trataba  de  la  extensión  del  derecho 
mismo,  ó  de  la  mayor  amplitud  que  el  turno 
de  agua  tenia.  Por  este  motivo  la  sentencia 
reclamada  contiene  un  fallo  ultra  petita,  se- 
ñalado como  causal  de  casación  en  la  forma 
en  el  número  4.^  del  articulo  941  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  como  quiera  que,  en 
primer  lugar,  la  sentencia  se  ha  extendido  al 
dominio  de  las  aguas  del  canal,  derecho  que, 
lejos  de  haberse  discutido  por  las  |iartes,  se 
reconoció  es|)eci  al  mente  por  el  contendor  en 
su  alegato  de  buena  prueba;  y  en  segundu  lu- 
gar, la  misma  sentencia  ha  concedido  Á  los 
demandados  más  de  lo  que  ellos  solicitaban, 
pues  con  el  hecho  de  reconocerle  título  á  un 
tumo  de  sólo  dos  horas,  limitan  la  excepción 
que  habían  alegado. 

La  Corte: 
Teniendo  presente: 
1^  ^ue  don  Eugenio  Mebus  en  su  demanda, 
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expresó  qae  lo  solicitado  por  él  era  ne  declara- 
se que  flon  Miguel  Alfaro  y  don  Cayetano  Ho- 
mero estaban  obligados  á  entregarle  "un  tur- 
no de  cinco  horas  de  agua"  de  que  lo  habían 
despojado,  en  la  toma  de  "Lo  Gamboa",  con 
más  las  costas  y  perjuicios;  y  fundando  su  de- 
recho, agregó  que  había  comprado  á  don  José 
G.  Pazols  una  propiedad  que  poseía  dos  tur- 
nos en  la  indicada  toma,  uno  nocturno  de  dos 
horas  y  otro  diurno  desde  las  2  de  la  tarde 
hasta  lii  |iuesta  del  sol,  cada  cinco  días,  de  los 
cuales,  juntando  la  posesión  de  su  antecesor, 
gozaba  el  demandante  hacía  más  de  diez  años; 

2'  Que  los  demandados,  en  su  contestación, 
pidieron  se  rechazara  la  demanda,  apoyándose 
solamente:  1^  en  que  Romero  había  dado  en 
préstamo  á  Alfaro  un  tumo  de  cuatro  horas 
cada  diez  días,  desde  las  12  á  las  4  de  tarde, 
de  la  toma  "Lo  Gamboa",  turno  que  perte- 
necía á  la  mujer  de  Romero  por  herencia 
materna  y  del  cual  ha  usado  por  sí  más  de 
reintiocho  años,,  y,  por  medio  de  sus  antece- 
sores, por  más  de  cuarenta  años;  y  2"  en  que 
ignoraban  "si  don  Eugenio  Mebus  es  dueño 
del  derecho  de  aguas  cada  cinco  días  de  que  se 
considera  despojado"  6  "  si  tiene  algún  dere- 
cho á  esas  aguas  de  la  toma  de  "Lo  Gamboa" 
la  propiedad  que  le  vendió  el  señor  Guillermo 
Pazolz,  según  lo  ha  dicho  el  señor  Mebus  en  su 
escrito  de  demanda"; 

3^  Que  en  la  réplica  y  en  la  dúplica  tam- 
poco se  trató  de  otra  cosa  que  del  derecho  de 
tumo  en  las  aguas  indicadas; 

4*  Que  en  el  interrogatorio  presentado  por 
-los  demandados,  después  de  preguntarse  á  los 
'  testigos  sí  saben  y  les  consta  que  la  propiedad 
comprada  por  Mebus  á  Pazolz,  pertenecía 
antes  á  don  Antonio  Chaparro,  se  agregó  la 
siguiente  pregunta:  "Diga  como  es  verdad  que 
dicha  propiedad  no  ha  tenido  nunca  más  que 
dos  horas  de  agua  cada  cinco  días,  una  vez  en 
la  noche,  otra  vez  en  la  mañana"; 

5'  Que,  al  principio  de  su  respuesta  al  ale- 
gato de  prueba,  el  procurador  de  los  deman- 
dados hizo  las  siguientes  declaraciones:  "El 
señor  Mebus  ha  dirigido  su  demanda  en  con- 
tra de  mis  representados,  simultáneamente, 
por  un  turno  de  aguas  que,  según  expresa,  le 
pertenece  cada  diez  días,  de  cinco  horas,  que 
comienza  á  las  12  del  día  yconcluye  á  la  pues- 


ta del  sol.  Dichas  aguas  son  las  que  le  corres- 
ponden á  una  propiedad  que  le  compró  á  don 
José  G.  Pazolz,  y  que  antes  de  pertenecerle  á 
éste  eran  de  doña  Mariana  Merchant  y  que 
administró  en  vida  de  la  última,  don  Antonio 
Chaparro.  Mis  representados  han  negado  que 
la  propiedad  indicada  tenga  el  derecho  de  cin- 
co horas  que  para  ella  reclama  don  Eugenio 
Mebus,  y  sostienen  que  sólo  goza  de  dos  horas, 
y  que  ellos,  los  demandados,  ó  más  bien,  que 
uno  de  ellos,  don  Cayetano  Romero,  es  dueño 
de  cuatro  horas,  como  administrador  de  la  so- 
ciedad conyugal  con  su  mujer  doña  Pídela  Ahu- 
mada, las  cuales  le  prestó  hace  algunos  afioi 
á  don  Antonio  Chaparro"  

6^  Que  de  los  hechos  relacionados  en  los 
anteriores  considerandos  aparece,  sin  lugar  á 
duda,  que  lo  soUcitado  por  el  demandante  y 
discutido  por  los  demandados  ha  ndo  sola- 
mente la  extensión  que  deba  darse  á  un  tumo 
de  aguas  en  el  canal  ó  toma  de  "Gamboa",  es- 
tando conformes  losdemandadosenque  el  pre- 
dio del  demandante  tenía  derecho  á  dos  horas 
cada  cinco  días,  y  pretendiendo  el  demandante 
que  ese  turno  debe  dársele  desde  las  2  de  la 
tarde  hasta  la  puesta  del  sol, cada  diez  días; 

7^  Que  el  turno  de  aguas,  por  su  propia  na- 
turaleza, se  refiere  al  simple  goce  ó  iiso  de  las 
que  perteneciendo  en  propiedad  á  varias  per- 
sonas, no  se  dividen  materialmente  sino  que 
todo  su  caudal  se  concede  periódicamente  á 
cada  uno  de  los  dueños  por  un  espacio  limita- 
do de  tiempo,  de  modo  que.  mientras  uno  de 
ellos  las  usa,  los  otros  conservan  siempre  el 
dominio  que  en  común  les  corresponde; 

8.  ^  Que  la  sentencia  reclamada  establece  ai 
sus  considerandos  "que  la  acción  deducida  es 
la  rei vindicatoria  ó  de  dominio";  que  el  agua 
reclamada,  como  accesorio  de  un  inmueble, 
debe  reputarse  también  inmueble;  que  la  tradi- 
ción del  dominio  de  los  bienes  raíces  se  opera 
por  la  inscripción  en  el  Conservador;  que  no  se 
ha  exhibido  título  que,  reuniendo  estas  condi- 
ciones, "demuestre  que  (el  demandante)  es  due- 
ño del  turno  de  cinco  horasde  agua  que  reivin- 
dica" y  rechaza  la  demanda  invocando  espe- 
cialmente para  ello  los  artículos  893  r  895  del 
Código  Civil,  que  tratan  de  la  reivindicación; 

9.  ^  Que,  en  consecuencia,  dicho  fallo  se  ha 
pronunciado  sobreiinaacdón diversa  de  laen- 
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i.Tljlada  y  debatida  en  estos  autos  y  ha  recha- 
lado  totalmente  la  demanda  sin  tomar  en 
cuenta  el  reconocimiento  que  los  demandados 
han  hecho  de  una  parte  del  derecho  del  deman- 
dante; con  lo  cual  dicha  sentencia  se  ha  pro- 
nuociado  ultra-pettta,  esto  es,  otorgando  mAs 
de  lo  pedido  por  las  partes  ó  extendiéndola  á 
pnntos  no  sometidos  á  la  decisión  del  Tribu- 
níil,  como  lo  expresa  el  número4,^del  artículo 
Í.H1  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Visto,  además,  lo  prevenido  en  los  artículos 
y59,  978  y  979  del  Código  citado,  se  declara 
que  lia  lugar  al  recurso  de  casación  en  la  for< 
ma  interpuesto  por  don  Eugenio  Mebus  coii- 
ItAla,  sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones  de 
Vaíparaíso,  de  fecha  13  de  julio  último;  y  en 
consecuencia,  se  invalida  dicha  resolución  y  se 
repone  la  causaen  el  estado  de  faltarse  confor- 
Ateíderecho  por  el  Tribunal  correspondiente. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Fóster  Recabarren,  quien,  por  las  razones  que 
¿úüriJgna  en  el  libro  de  acuerdos,  fué  de  opinión 
i"l<ie  se  rechazara  el  recurso  de  casación  en  In 
tc»rma.  Redactada  por  el  señorMinistro  Agui- 
rtt  iTargas.  —  Galvüríno  Gallardo.  —  Gabriel 
Gatte.—V.  Aguirre  Vargas.^E.  Fóster  Recu- 
bama. 


VA  Ministro  señor  Fóster  no  estima 
que  existe  el  vicio  de  ultra  petita  en  la 
j^rte  resolutiva  de  la  sentencia  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones  de  Valparaíso,  porque 
Sf  limita  á  desecharpor  improbada  la  de- 
tiNinda  interpuesta,  declarando  llanamen- 
te sin  lugar  la  acción  deducida  por  Mebus 
-y  ñtftptando  la  excepción  ó  defimsa  de  los 
demandados.  "¿Dónde  está  6  dónde  pue- 
(II  estar  lo  excesivo  del  fallo?  ¿A  qué 
puntos  extraños  á  lo  discutido  yaiegado 
por  los  contendores  se  ha  extendido  la 
fñtfte  dispositiva  de  la  sentencia?  Eviden- 
temente, dice,  una  sentencia  que  se  con- 
creta á  declarar  sin  lugar  una  demanda 
no  se  aparta  de  la  cuestión  debatida,  cua- 
t«fl<|liiera  que  sean  los  fundamentos  que 


le  sirven  de  base.  Si  esos  fundamentos  son 

falsos  6  ilegales,  y  si  además  han  influido 
en  lo  dispositivo  de  la  sentencia  podrían, 
sin  duda,  dar  mérito  al  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo  ó  en  la  forma,  según  la 
naturaleza  del  vicio  ó  defecto  en  que  en 
ellos  se  haya  incurrido;  pero  siempre  ha- 
)>rán  de  alegarse  como  distintos  del  vicio 
de  uhra  petita,  en  el  cual  no  ha  caído  ni 
podido  caer  una  sentencia  que  se  limita  á 
descebar  una  demanda". 

Ajuicio  del  señor  Ministro  disidente, 
siempre  que  la  sentencia  no  resuelva  un 
punto  extraño  á  la  demanda  ó  á  la  con- 
testación, *'no  tienen  influencia  los  erro- 
res de  hecho  ó  de  derecho  en  que  incurra 
el  Tribunal  al  apreciar  y  calificar  la  ac- 
ción interpuesta,  aunque  ellos  hayan  ser- 
vido de  base  principal  á  lo  dispositivo  del 
fallo.  Podrá  haberse  interpretado  erró- 
neamente la  ley  6  la  doctrina,  podrán  ha- 
berse falseado  los  hechos,  agrega  ;  podrá 
haberse  desconocido  la  fuerza  de  las  pro- 
banzas rendidas  ó  los  vicios  que  impidan 
aceptarlas;  podrán  cometerse  otros  ern>- 
res  igualmente  graves  en  los  consideran- 
dos de  un  fallo;  pero,  á  pesar  de  todo,  no 
se  incurrirá  en  el  vicio  de  ultra  petita,  si 
en  su  parte  dispositiva  se  limita  á  acep- 
tar ó  á  rechazar  la  demanda". 

Por  lo  demás,  y  entrando  á  la  aprecia- 
ción de  los  hechos,  estima  el  señorFóster 
Recabarren  ((ue  la  acción  de  Mebus  ha 
sido  bien  calificada  por  la  Corte  de  Val- 
paraíso. 

La  doctrina  del  voto  disidente,  exacta 
en  términos  generales,  en  cuanto  sientael 
principio  de  que  deljemos  atenemos  á  lo 
dispositivo  del  fallo,  no  es,  sin  embargo, 
lógica,  pues  la  sentencia  debe  guardar 
conformidad  estricta  con  la  demanda  y 
con  la  contestación;  y  cuando  al  fallarla 
se  desnaturaliza  y  se  aprecia  en  forma  tal 
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({ue  se  altera  la  base  misma  del  pleito,  no 
es  posible  prescindir  de  los  considerandos 
en  que  la  cuestión  se  plantea  y  que  que- 
dan asi  intimamente  ligados  con  lo  dis- 
positivo del  fallo,  é  incorporados  á  la 
cosa  juzgada. 

En  el  caso  actual  aparece  de  los  ante- 
cedentes que,  á  pesar  de  reconocerse  el 
dominio  por  los  demandados,  la  senten- 
cia se  desentendía  de  este  hecho  y  aprecia- 
ba la  prueba  y  las  alegaciones  de  las  par- 
tes de  tal  modo  que  lo  desconocía  en 
alMoluto,  produciendo  cosa  jtizgada  res- 
pecto de  algo  que  no  habfa  sido  la  mate- 
na  discutida  entre  las  partes. 

Este  vicio  aíecta  á  la  forma  de  la  sen- 
tencia y  cabe  en  el  defecto  de  ultra  petita, 
que  ha  reconocido  la  Corte  Suprema. 

Se  presenta  aquí  un  nuevo  caso  en  que 
se  patentiza  la  facilidad  con  que  pueden 
confundirse  el  hecho  con  el  derecho.  Esta 
di6cnltad  ocurre  en  todo  litigio;  y  es  pre- 
ciso sentar  como  una  regla  fundamental 
en  el  procedimiento  judicial,  que  la  sen- 
tencia debe  guardar  estricta  conformidad 
con  la  demanda  y  la  contestación  y,  por 
lo  tanto,  que  la  errónea  apreciación  de  la 
acción  entablada,  sacando  el  litigio  de 
los  extremos  en  que  queda  colocado  por 
la  naturaleza  misma  de  la  acción  y  de 
las  excepciones,  importa  el  vicio  de  ul- 
tra petita  que  se  comete,  no  sólo  cuando 
se  concede  más  de  lo  que  se  pide  por  las 
partes,  sino  también  cuando  se  extiende 
la  resolución  á  puntos  no  sometidos  á  la 
decisión  del  Tribunal.  De  otro  modo  bas- 
taría que  el  juez  concluyera  su  sentencia 
diciendo:  "se  desecha  la  demanda"  6  "se 
admite  la  excepción",  aunque  las  hubiera 
apreciado  en  sentido  y  con  alcance  muy 
distinto  del  que  les  dieron  las  partes, 
para  escapar  á  la  censura  del  Tribunal 
Superior. 


No  es,  pues,  posible  prescindir  de  la 

apreciación  de  la  acción  cuando  aparece 
desnaturalizada  en  forma  tal  que  el  juez 
falla  otra  cosa  distinta  de  aquella  que  las 
partes  le  propusieron.  Este  es,  precisa- 
mente, el  caso  de  uítra  petita  que  puede 
tener  mayor  importancia  práctica,  pues 
no  es  natural  que  el  juez  condene  á  entre- 
gar una  heredad  cuando,  por  ejemplo,  se 
le  pide  declare  el  derecho  á  un  acueducto. 

L.  C.  S. 


Cas.  Civ,  -3  de  octubre  de  1903. 

Darrouy  con  Vergara 

Inadmlsibilldad.  —  Improoedenoia.  - 
*  Multa:  su  ouantia.  -Gonslgrnaoióa 

Doctrina: — La  multa  para  interpo- 
ner el  recurso  debe  ser  consignada  al 

anunciarlo,  en  la  cuantía  que  correspon- 
da según  lo  prescrito  en  el  art.  974  del 
Código  de  Procedimiento  Civil. 

La  infracción  de  este  precepto  no  puede 
subsanarse  por  el  hecho  de  que  fuera  de 
término  se  complete  el  primitivo  depósi- 
to; así  como  no  puede  ante  el  tribunal  a 
quo,  indicarse,  después  de  formulado  el 
recurso,  la  causa  expresa  y  determinada 
en  que  se  funda,  pues  éstos  son  trámites 
esenciales  á  que  rigurosamente  está  su- 
bordinado el  recurso  de  casación  en  el 
fondo. 


Don  Luis  Darrouj,  en  autos  con  doña  San* 
tos  Vergara,  sobre  derecho  á  una  renta  vita- 
licia, interpuso  recurso  de  casación  en  el  fondo 
contra  una  sentencia  pronunciada  por  la  Cor- 
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te  de  Valparaíso,  que  confirmó  la  de  primera 
instancia  "con  declaración  de  que  el  monto  de 
la  remuneración  de  los  servicios  prestados  por 

doña  Santos  Vergara  á  don  Basilio  Darrouy 
debe  ser  fijado  por  el  juez  sólo  con  el  mérito 
de  autos." 

El  señor  Darroity,  al  anunciar  la  interposi- 
ción del  recurso,  consignó  en  arcas  fiscales 
ciento  cincuenta  pesos  con  fecha  26  de  marzo 
del  presente  año.  La  señora  Vergara  pidió  que 
la  cantidad  consignada  fuera  de  trescientos 
pesos  por  tratarse  de  una  causa  en  que  el 
monto  de  la  materia  disputada  excede  de  diez 
mil  y  que  por  esta  infracción  se  estimara  im- 
procedente el  recurso. 

Cumplido,  con  fecha  trece  de  abril  del  mismo 
año,  el  decreto  en  que  se  ordenó  completar  la 
consignación,  la  Corte  de  Apelaciones  conce- 
dió el  recurso  que  el  recurrente  fundó  en  el 
escritó  correspondiente.  Refiriéndose  á  la  im- 
procedentía  alegada  por  la  demandante,  ma- 
nifestó qoe  la  consignación  hecha  primitiva- 
mente por  ciento  cincuenta  pesos  corresponde 
á  la  cuantfa  del  juicio,  según  ello  se  comprueba 
por  el  valor  de  la  acción  principal  entablada; 
y  agregó  que  esta  regulación  no  puede  modi- 
ficarse en  virtud  de  lo  pedido  en  la  ampliación 
de  la  demanda,  con  carácter  subsidiario. 

La  Corte  resolvió: 

Considerando: 

l.o  Que  en  los  recursos  de  casación  contra 
sentendns  pronnnciadas  en  segunda  instancia 
en  juicios  de  mayor  cuantfa,  el  Tribunal  a  quo 
examinará  si  concurren  en  el  recurso,  á  más 
de  las  circunstancias  indicadas  en  el  artículo 
950  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  la  de 
haberse  hecho  la  consignación  legal,  como  lo 
prescribe  el  artículo  974; 

2.  **  Que  al  anunciarse  la  interponción  del 
recurso,  es  menester  que  se  acompañe  el  certi- 
ficado de  la  consignación  en  arcas  fiscales  de 
la  cantidad  que  la  ley  fija; 

3.  *  Que  en  el  presente  juicio,  la  acción  dedu- 
cida es  personal,  y  que  la  cuantía  es  mayor  de 
diez  mil  pesos,  como  se  desprende  del  conjunto 
de  peticiones  en  ella  formuladas  y  de  la  apre- 
ciación hecha  al  respecto  por  el  demandante 
en  su  escrito  de  demanda  con  arreglo  al  ar- 


tículo 199  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales; 

4.  °  Que  esta  infracción  cometida  al  iniciarse 
el  recurso  interpuesto,  que  es  por  su  naturale- 
za de  derecho  estricto,  no  ha  podido  subsa- 
narse por  el  hecho  de  que,  fuera  de  término,  se 
completara  el  primitivo  depósito,  pues  la  ley 
rio  ha  prescrito  este  arbitrio  para  declamr 
admisible  un  recurso  que  no  ha  sido  precedido 
de  la  consignación  correspondiente,  hecha  en 
la  oportunidad  legal;  y 

5.  "  Que  aceptándose  que  el  valor  de  la  con- 
signación pudierá  completarse  fuera  de  tiem- 
po, también  podría  indicarse  después  de  ha- 
berse formalizado  el  recurso  ante  el  Tribunal 
a  quo,  la  circunstancia,  por  ejemplo,  de  hacer 
mención  expresa  y  determinada  de  la  causa 
en  que  se  funda,  lo  cual  importaría  no  dar 
cumplimiento  á  los  trámites  esenciales  á  que 
rigurosamente  está  subordinado  el  recurso  de 
casación  en  el  fondo. 

Visto  lo  preceptuado  en  los  artículos  950, 
971,  974  y  979,  inciso  I.'  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  se  declara  improcedente  el 
recurso  de  casación  en  el  fondo  deducido  por 
don  Luis  Darrouy,  con  costas.  Quedan  apli- 
cadas al  fisco  las  cantidades  consignadas. 

Acordada  contra  el  voto  de  los  señores  Mi- 
nistros Gaete  y  A^uirre  Vargas,  quienes  opi- 
naron que  el  no  haber  hecho  desde  el  prin- 
cipio la  consignación  íntegra  no  autoriza  para 
declarar  la  inadmisibilidad  del  recurso  de 
casación,  pues  la  Vy  no  ha  señalado  expresa- 
mente dicho  efecto  como  sanción  de  la  falta 
indicada. 

Se  previene  que  el  señor  Ministro  Palma 
Guzmán  no  acepta  el  último  considerando.— 
Redactada  por  el  señor  Presidente  Gallardo. 
—  Galvaríno  Gallardo. — Lcopoldit  Vrrutia. — 
/.  Gabriel  Palma  Guzmán.—O abrid  Gaete.— 
V.  Aguirre  V.—Abel  Saavedrn.—Joaé  Atejo 
Fernández. 


Según  aparece  de  la  parte  expositiva  de 
esta  sentencia,  al  anunciarse  que  se  iba  á 
interponer  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo,  se  acompañó  certificación  de  ha- 
berse depositado  en  aR*a8  fiscales  lasutna 
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de  ciento  cincuenta  pesos,  por  considerar 
el  rectirrente  que  la  cuantía  del  juicio  no 
excedía  de  diez  mil  pesos.  Contradicha 
estn  apreciación  por  la  parte  contraria, 
qu^^Ucitó,  á  la  vez,  que  no  se  coucedie- 
ra-  el  recurso  en  atención  á  no  haberse 
consignado  la  suma  de  trescientos  pesos, 
la  Corte  de  Apelaciones  de  Valparaíso 
resolvió  que  la  cuantía  de  la  causa  exce- 
día de  diez  mil  pesos  y  debía,  por  lo  tan- 
to, completarse  la  consignación.  Cumpli- 
-do  este  decreto,  el  Tribunal  concedió  el 
iiecurso  y  la  Corte  Suprema,  conociendo 
de  él,  lo  ha  declarado  improcedente  por 
estimar  que  la  consignación  se  hizo  fuera 
de  término. 

La  primera  observación  que  sugiere  la 
lectura  de  la  sentencia,  es  la  de  si  la  Cor- 
te Suprema  tiene  facultad  para  declarar 
la  improcedencia  ó,  lo  que  es  lo  mismo  en 
este  caso,  la  inadmisibilidad  de  un  recur- 
so de  casación,  por  el  motivo  expuesto. 
Los  estrechos  límites  de  esta  anotación 
uo  permiten  hacer  este  estudio,  que  exige 
más  lato  desarrollo  para  su  completo 
esclarecimiento.  Sín  embargo,  es  oportu- 
no recordar  que  en  el  acta  de  la  sesión 
treinta  y  nueve,  celebrada  por  la  Comi- 
sión revisora  del  proyecto  de  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  dejó  testimonio 
de  que  "en  el  proyecto  de  la  Sub-comisión 
"  (que  fué  el  aprobado)  se  suprime  el  se- 
' '  gundo  trámite  de  la  admisibilidad  del 
"  recurso  ante  el  tribunal  ad  quem,  por 
"  considerarlo  innecesario,  puesto  que  se 
"  otorga  el  recurso  de  apelación  contra 
"  la  resolución  adversa  del  juez  a  quo,  y 
"  estando,  además,  taxativamente  deter- 
"  minadas  las  circunstancias  que  deben 
"  concurrir  en  aquél,  basta  la  calificación 
'*  que  de  ellas  debe  hacer  dicho  íundona- 

río." 

Pero,  en  el  supuesto  de  que  el  Excmo. 


Tribunal  hubiera  podido  legalmente  ha- 
cer la  declaración  de  improcedencia  ó 
inadmisibilidad  del  recurso,  ocurre  pre- 
guntar cuál  es  el  término  que  tiene  el  re- 
currente para  hacer  la  consignación.  Ni 
la  sentencia  ni  la  ley  lo  indican.  Una  y 
otra  se  limitan  á  expresar  que,  al  anun- 
ciarse que  se  va  á  interponer  el  recurso 
de  casación  contra  sentencia  de  segunda 
instancia,  es  menester  que  se  acompañe 
certiñcación  de  haberse  consignado  en 
arcas  fiscales  las  sumas  expresadas  en  el 
artículo  971  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil.  ¿Querrá  esto  decir  que  el  plazo 
termina  con  el  anuncio  y  que,  hecho  éste, 
no  puede  subsanarse  el  error  en  que  se 
haya  incurrido  en  orden  al  monto  de  la 
consignación?  ¿Querrá  esto  decir,  toda- 
vía, que  si  al  hacerse  el  anuncio  no  se 
acompaña  el  certificado  de  depósito,  no 
puede  el  recurrente subsanaresta  omisión 
al  formalizar  el  recurso,  que  es  el  trámite 
que  completa  el  acto  que  principió  por  el 
anuncio?  Los  plazos  indicados  en  el  ar- 
tículo 943  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  no  cesan,  no  desaparecen,  por  el  he- 
cho de  haberse  anunciado  ó  formalizado 
un  recurso  de  casación,  de  tal  manera 
que,  pendientes  esos  plazos,  ptieden  fun- 
darse nuevos  recursos  y,  como  dice  un 
conocido  autor,  existiendo,  mientras  dura 
el  término  que  se  concede  para  deducir  el 
recurso,  el  derecho  de  renovarlo,  se  debe 
tener,  por  esto  mismo,  el  derecho  de  re- 
gularizarlo. (T.  Crépon,  —  Pourvoi  en 
Cassation,  tom.  1'',  núm.  403).  Por  otra 
parte,  al  disponer  el  Código  en  el  inciso 
1'  del  artículo  971,  que  debe  acompañar- 
se con  el  escrito  de  anuncio  el  certificado 
que  acredite  el  depósito,  no  agregó  que 
no  cumpliéndose  con  esta  disposición  la 
sentencia  quedaría  firme,  como  tuvo  cui- 
dado de  hacerlo  al  fijar  los  plazos  para 
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anunciar  y  formalizar  el  recurso  (artícu- 
lo 943).  De  consiguiente,  ante  la  sana 
crítica,  no  puede  ser  éste  el  término  para 
hacer  la  consignación. 

Fuera  del  artículo  971  no  hay  otro  que 
se  refiera  al  tiempo  en  que  deba  llenarse 
la  formalidad  de  que  se  trata.  Unicamen- 
te existen  las  disposiciones  de  los  artícu- 
los 950,  951  y  974  que  fijan  las  reglas  á 
que  el  tribunal  s  quo  delie  someterse  para 
conceder  ó  no  el  recurso  y,  según  las  cua- 
les, deducido  éste,  el  Tribunal  examinará 
si  concurren  en  él  las  circunstancias  enu- 
meradas en  el  primero  de  dichos  artículos, 
y  si  la  sentencia  hubiere  sido  pronunciada 
en  segunda  instancia  en  juicios  de  mayor 
cuantía,  examinará,  además,  si  se  ha  he- 
cho la  consignación.  Concurriendo  estas 
circunstancias,  el  Tribunal  concederá  el 
recurso  (artículo  951).  Si  no  existe  en  el 
Código  un  solo  artículo  que  fije  un  plazo 
fatal  <lentro  del  cual  deba  hacerse  la  con- 
signación, es  obvio  que  basta,  para  que 
el  recurso  se  conceda,  el  hecho  de  que,  en 
el  momento  de  pronunciarse  el  Tribunal, 
se  haya  cumplido  con  este  requisito  pues- 
to que  es  en  ese  momento,  y. no  antes, 
cuando  el  Tribunal  debe  averiguar  si  con- 
curren ó  no  las  circunstancias  que  la  ley 
exige.  De  manera,  pues,  que  no  habién- 
dose establecido  como  sanción  de  la  inob- 
servancia de  lo  dispuesto  en  el  inciso  1^ 
del  artículo  971  la  inadmisibilidad  ó  im- 
procedencia del  recurso,  ni  existiendo  un 
plazo  fatal  para  hacer  la  consignación,  es 
indudable  que  el  interesado  puede  regu- 
larizar dicho  recurso,  en  lo  que  á  este  re- 
quisito se  refiere,  hasta  que  el  tribunal 
a  9110  se  pronuncie  acerca  de  él. 

Ni  faltan  razones  fundadas  que  justifi- 
quen lo  que  algunos  podrían  considerar 
un  olvido  del  legislador. 

A  nadie  se  ocultan  las  dificultades  que 


pueden  ocurrir  en  la  apreciación  de  la 
cuantía  de  un  juicio,  dificultades  que  en 
último  término  debe  resolver  el  Tribunal. 
Una  de  las  partes  la  estimará  en  más  de 
diez  mil  pesos  y  la  otra  en  menos;  una  la 
considerará  de  fácil  ó  pronta  apreciación  y 
la  otra  no.  Será  aún  indispensable,  á  ve- 
ces, d  nombramiento  de  un  perito  que 
avalúe  la  cosa  demandada,  y  no  sólo  en 
el  caso  á  que  se  refiere  el  artículo  201  de 
la  Ley  de  Organización  y  Atribuciones  de 
los  Tribunales,  puesto  que  la  cuantía  de 
diez  mi!  pesos  no  limita  ni  determina  la 
competencia  de  los  jueces.  Y  como  de  la 
resolución  de  estos  incidentes  depende  la 
fijación  definitiva  de  la  cuantía  de  lacau- 
sa,y  de  ésta  el  monto  de  la  consignación, 
no  es  posible  que  el  litigante  pierda  su 
derecho  por  haberse  retardado,  más  ó 
menos,  la  tramitación  de  esos  incidentes, 
cuando  lo  que  en  ellos  se  resuelva  es  pre- 
cisamente la  base  ó  antecedente  necesa- 
rio para  el  correcto  y  legal  ejercicio  de 
aquel  derecho. 

De  las  reflexiones  que  preceden,  se  des- 
prende también  que  no  es  de  derecho  es- 
tricto la  disposición  del  inciso  1^  del  ar- 
tículo 971  del  Código  de  Procedimiento 
Civil.  Puede  citarse,  además,  en  apoyo 
de  esta  afirmación,  la  jurisprudencia  uni- 
forme de  más  de  un  siglo  de  la  Corte  de 
Casación  de  Francia.  Allí  existe  una  re- 
gla análoga  á  la  del  citado  artículo  971, 
que  dice  así:  "Y  el  certificado  de  consig- 
nación se  acompañará  junto  con  el  escrito 
en  que  se  deduzca  el  recurso  de  casación; 
si  no,  dicho  recurso  no  podrá  ser  recibi- 
do." Sin  embargo,  nunca  se  ha  conside- 
rado que,  no  cumpliéndose  con  esta  pres- 
cripción, el  recurso  sea  nulo  ó  que  deba, 
por  este  motivo,  declararse  inadmisible  ó 
improcedente.  La  Corte  ha  permitido 
siempre  que  se  subsane  esta  omisión  du- 
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Tante  todo  el  tiempo  que  las  leves  conceden 
para  ocurrir  en  casación  (que,  ordinaria- 
mente, es  de  tres  meses  en  materia  civil, 
tiempo  que  puede  extenderse  hasta  ocho 
meses,  según  sea  el  domicilio  del  recu- 
rrente). Se  ha  resuelto  también  que  la 
Corte  puede  fijar  al  interesado  un  plazo, 
antes  de  proveer,  para  que  baga  el  depó- 
sito, bajo  ai>ercibimiento  de  no  admitirse 
el  recurso.— (E.  Garsonnet.  —  Traité  de 
Procédure.— Tom.  6',  núm.  2,391.) 

L.  A.  V. 


Coa.  Civ.  en  la  forma.— 7  de  octabre  de  1903 

Banco  Español-Italiano  con  Limozin 

Sentencia  oonflr materia  de  segrunda 
Instancia;  sus  requisitos.-- Domici- 
lio; profesión  de  las  partes.— Sepre- 
sentaolón  Judicial  de  Sociedades.— 
—Gerente.—  Administrador. 

Doctrina: —  La  designación  prevenida 
en  el  número  1"  del  artículo  193  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil  sólo  se  exige 
respecto  de  las  sentencias  deñmtivas  de 
primera  instancia  y  de  las  de  segunda 
que  modifiquen  ó  revoquen  las  de  otros 
tribunales. 

El  gerente  ó  administrador  de  5oc/e- 
dades  civiles  ó  comerciales  se  entiende 
autorizado  para  litigará  nombre  de  ellas, 
no  obstante  cualquiera  limitación  esta- 
blecida en  los  estatutos  6  actos  constitu- 
tiyos  de  la  Sociedad. 


El  Bonco  Español-Italiano  estableció  jnido 

IDUS. 


ejecutivo  contra  la  Sociedad  J.  Limozin  y  C* 
que  fué  fallado  á  favor  del  demandado,  con- 
firmándose la  sentencia  de  primera  instancia 
por  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago. 

El  Banco  entabló  contra  psta  sentencia  los 
recursosde  casación  en  la  forma  y  en  el  fondo, 
y  fundó  el  primero  en  las  siguientes  causales: 

1^  En  no  contener  la  sentencia  reclamada 
la  designación  del  domicilio,  ni  la  profesión  de 
las  partes  litigantes; 

2'  En  no  haberse  citado  &  la  parte  recu- 
rrente para  oír  sentencia,  pues  no  fué  notifica- 
do con  este  objeto  el  Consejo  del  Banco,  que 
es  el  único  que  tiene  facultad  para  represen- 
tarlo judicialmente. 

La  Corte  resolvió: 
Considerando: 

1^  Que  la  designación  prevenida  en  el  nú- 
mero 1'  del  artículo  193  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  sólo  se  exige  respecto  de  las 
sentencias  definitivas  de  primera  instancia  y 
de  las  de  segunda  que  modifiquen  ó  revoquen 
las  de  otros  tribunales,  y  la  sentencia  recla- 
mada, como  ya  se  ha  dicho,  es  confirmatoria;  y 

2?  Que  según  el  articulo  9^  del  Código  ya 
citado,  el  gerente  ó  administrador  de  Socieda- 
des civiles  ó  comerciales  se  entiende  autoriza- 
do para  litigar  á  nombre  de  ellas,  no  obstante 
cualquiera  limitación  establecida  en  los  esta- 
tutos ó  actos  constitutivos  de  la  Sociedad;  y 
de  autos  aparece  que  d  Banco  Español-Italia- 
no ha  estado  representado  en  el  juicio  por  su 
gerente  don  Enrique  Duval,  quien  ha  conferi- 
do los  poderes  con  que  se  ha  gestionado  en  la 
segunda  instancia  y  ante  este  Tribunal  en  el 
recurso  de  que  se  trata. 

Visto,  además,  lo  dispuesto  en  los  artículos 
960  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  sin  lugar  con  costas  el  recurso  de 
casación  en  la  forma  deducido  á  nombre  del 
Banco  Español-Italiano.  Queda  aplicada  al 
fisco  la  multa  consignada  para  la  interposi- 
ción de  dicho  recurso. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Saavedra. 
—Galvarino  Gallardo.— V.  Aguirre  V.—I^on- 
vio  Rodríguez  Abel  Saavedra. 
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ApeUición  H  de  Octubn..de  1909 

Mena  con  Mena 

Plazo  para  interponer  el  recurso 
de  oasaolón.— Oómpnto 

Doctrina: —  Los  días  ñstivos  no  se 
cuentan  en  el  plazo. ' 

El  Código  de  Procedimiento  Civil  no 
ha  derogado  el  artículo  48  del  Código 
Civil  para  la  computación  de  ¡os  plazos. 


En  el  juicio  seguido  por  doña  María  del  C. 
Mena  con  don  Mauricio  Mena,  sobre  cadu- 
cidad de  un  legado  se  dictñ  sentencia  confirma- 
toria de  la  de  primera  instancia  que  negaba 
lugar  &  la  demanda,  y  habiéndose  interjíuesto 
el  recurso  de  casación  en  el  fondo  la  Corte 
de  Apelaciones  d«  Santiago  dictó  el  auto  si- 
guiente; 

Santiago,  1."  de  agosto  de  1903.— Habién- 
dose anunciado  y  formalizado  el  recurso  de 
casación  á  que  se  refiere  la  solicitud  de  fs.  157 
fuera  de  los  plazos  concedidos  por  el  artículo 
943  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  visto 
también  lo  dispuesto  por  los  artículos  950  y 
956  del  mismo  Código,  se  declara  inadmisible 
dicho  recurso.— K  FtSsíer  Recaba rren.— Darlo 
Benavente.— Eduardo  Castillo. 

Apelada  esta  resolución  la  Corte  resolvió: 
Teniendo  presente: 

l  ^  Que  la  sentencia  de  que  se  trata  filé  no- 
tificada al  recurrente  el  8  de  julio; 

2*^  Que  Bc  anunció  la  interposición  del  re* 
curso  el  14  del  mismo  mes; 

8^  Que  se  formalizó  el  25; 

4^  Que  el  12  y  el  19  de  dicho  mes  fueron 
días  festivos  que  hay  que  descontar  del  plazo, 
conforme  al- artículo  69  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil;  y 

5''  Que  todos  los  plazos  de  días,  meses  ó 
años  de  que  se  haga  uso  en  las  leyes,  deben  ser 
completos  y  correrán  además  hasta  la  media 
noche  del  último  día  del  plazo,  según  el  artícu- 
lo 48  del  Código  Civil,  que  no  ha  sido  deroga- 
do ni  modificado  por  el  Código  de  Procedi- 


miento Civil,  se  revo(»  la  resolución  apelada 
de  1^  de  agosto  y  se  declara  que  el  recurso  de 
casación  en  d  fondo  Tu£  anunciado  y  formali- 
zado dentro  del  plazo  legal.— Gairann o  Ga- 
Bardo.—Joité  Alfoaso.  — Leopoldo  ürrutÍa,-~ 
Gabriel  Gaete.~V.  Aguirte  V.— Miguel  Lak 
Vaidés.~J.  Betnaka  Af. 


Esta  sentencia  resuelve  la  duda  que 
había  ofrecido  la  aplicación  del  artícu- 
lo 68  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
xg^n  el  ctuü:  "los  términos  comenzarán 
á  correr  para  cada  parte  desde  el  día  de 
la  notiñcación",  duda  fundada  en  el  ar- 
tículo 64,  que  ordena  que  "de  toda  actua- 
ción deberá  dejarse  testimonio  escrito  en 
el  proceso,  con  expresión  del  lugar,  día, 
mes  y  año  en  qtie  se  rerifique  y  de  las  dei> 
más  indicaciones  que  la  ley  disponga", 
entre  las  que,  tratándose  de  una  notifi- 
cación, el  artículo  46  requiere  ta  indica- 
ción de  la  hom. 

Desde  que  la  ley  exige  la  indicación  de 
la  bora,  se  decía,  es  evidente  que  ha  alte- 
rado la  manera  de  computar  los  plazos 
dispuesta  por  el  Código  Civil  y  articulo  68 
al  disponer  que  el  término  comenzará  á 
correr  para  cada  parte  desde  el  dfa  de  la 
notificación,  implícitamente  manda  com- 
putar como  un  día  el  de  la  notificación. 

Este  raciocinio  era  evidentemente  erró- 
neo. £1  artfculo  41  dispone  qne  las  reso- 
luciones judiciales  sólo  producen  efecto 
en  virtud  de  notificación  hecha  con  arre- 
glo á  la  ley,  y  consecuente  con  esta  regla 
elemental  de  derecho  procesal  el  artícu- 
lo 68  no  hace  otra  cosa  qne  disponer  que 
el  término  no  puede  principiar  á  correr 
para  cada  parte  sino  después  de  su  noti- 
ficación y  que  los  términos  comunes  se 
contarán  desde  la  última  notificación. 
Esta  regla,  como  ta  que  determina  las 
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CDUdicíoiies  que  debe  llenar  en  su  forma  la 
notifícáción,  no  tiene  en  mira  el  cómputo 
del  plazo.  La  ley  exige  la  iadicactón  de  la 
hora.en  la  diligencia  de  notificación  pota 
que x|uede  constancia  de.  que  ha  «dp  he- 
cha dentro  de  las  horas  hábiles  v  para 
otros  efectos,  pero  no  porque  haya  que- 
rido establecer  que  los  días  de  que  se  tra- 
ta en  el  Código  de  Procedimiento  Civil 
deban  correr  de  hora  á  hora.  El  artfcu- 
lo  68  establece  una  diferencia  entre  los 
plazos  individuales  y  los  comunes  para  el 
eiecto  de  determinar  el  día  inicial,  pero 
sin  ánimo  de  innovar  en  orden  al  momen- 
to en  que  debe  entenderse  que  espira  el 
plazo.  En  este  orden  se  consagró  lo  exis- 
tente y  no  se  divisa  que  exista  contradic- 
ción entre  las  disposiciones  referidas  y  las 
dd  Código  Civil.  De  derogación  expresa 
no  puede  tratarse  aquí,  pues  el  articulo 
final  declara  expresamente  vigentes  las 
disposiciones  del  Código  Civil  en  lo  que 
no  sean  contrarias  á  las  del  nuevo  Có- 
digo. 

Por  lo  demás,  este  punto  quedó  esciar 
recidoen  la  comisión  revisora  del  proyec- 
to primitivo,  redactado  por  don  Fran- 
cisco Vargas  Fontecilla. 

El  art.  69  de  este  proyecto  decía:  "To- 
do término  judicicü  comenzará  á  correr 
desde  el  día  siguiente  á  aquel  en  que  se 
haya  notificado  ó  en  que  se  presuma  no- 
tificada la  providencia  ú  orden  del  juez, 
en  virtud  de  la  cual  debe  la  parte  respec- 
tiva hacer  su  defensa  6  ejecutar  el  acto 
judicial  de  que  se  trate." 

AI  discutirse  este  artículo  en  la  sesión 
tercera  celebrada  por  la  comisión  reviso- 
ra en  27  de  mayo  de  1894,  el  señor  Lira 
"combatió  como  inútil  su  disposición, 
pues  ya  el  Código  Civil  ha  ñjado  eí  mo- 
do de  contar  Jos  plazos  de  que  se  tratan 
y  en  su  concepto  no  puede  haber  duda  de 


que  sólo  deben  coménisar  á  correr  desde 
la  notificación,  porque  ésta  es  necesaria 
para  que  las  resoluciones  de  los  tribuna- 
les afecten  á  la  persona  á  quien  se  re- 
fiere." 

"£1  señor  Santa.  Marfa  dijo  que,  aún 
cuando  en  el  silencio  de  ía  ley  los  plazos 
deberían  contarse  desde  la  notificación, 
creía  conveniente  mantener  el  artículo  á 
fin  de  evitar  dudas  sobre  el  particular, 
reduciéndolo  á  estas  palabras: 

"Todo  término  judicial  comenzará  á 
correr  desde  el  día  de  la  notificación." 

"Así  fué  aprobado,  continúa  el  acta, 
y  se  agregó  además  el  siguiente  inciso, 
redactado  por  el  señor  Lira: 

"Los  términos  comunes  comenzarán  á 
correr  desde  la  última  notificación." 

Se  ve,  pues,  que  lejos  de  haber  habido 
el  propósito  de  innovar  lo  establecido  en 
el  Código  Civil,  en  orden  á  la  computa- 
ción de  los  plazos,  se  cambió  la  redacción 
del  artículo  69  primitivo  porque  se  esti- 
mó innecesario  disponer  sobre  una  ma- 
teria yaresneltadefinitivamente  en  aquel 
Código  y  alterando  en  parte  lo  que  se  dis- 
ponía, pues  el  proyecto  del  señor  Vargas 
Fontecilla  hacía  comenzar  el  ténnino 
judicial  desde  el  dfá  siguiente  de  la  noti- 
ficación. La  redacción  dada  al  artículo 
54,  que  pasó  á  ser  el  actual  68  del  Có- 
digo, tuvo  por  objeto  único  dejar  cons- 
tancia de  que  ningún  término  podía  co- 
rrer sin  la  notificación  de  la  parte  y  que 
corría  desde  el  día  en  que  ésta  se  efectua- 
ra en  la  forma  establecida  por  el  Código 
Civil,  entendiéndose,  para  los  plazos  ó 
términos  comunes,  que  sólo  correrían 
desde  la  última  notificación. 

La  inteligencia  que  la  Corte  de  Apela- 
ciones había  dado  á  los  artículos  citados 
tenía  el  gravísimo  inconveniente  de  redu* 
cir  el  plazo.  En  decto,  si  el  dfa  de  la  noti- 
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ficación  hubiera  debido  contarse  íntegra- 
mente, es  decir,  si  el  término  hubiera 
debido  correr  desde  las  doce  dé  la  noche, 
en  que  principió  el  dfa  de  la  notificación, 
el  plazo  para  contestar  la  demanda  no 
habría  sido  de  quince  días,  sino  de  cator- 
ce días  y  algunas  horas,  por  ejemplo;  los 
plazos  no  habrían  sido  completos. 

L.  C.  S. 


sentencia  de  primera  instancia,  antetior 
al  Código  de  Procedimiento  Civil,  algu- 
nas de  las  designaciones  prescríptas  por 
éste,  no  obliga  á  Ja  Corte  de  Apelaciones 
á  llenar  este  vacio  en  su  sentencia. 


Cas.  Cir.  en  la  forma.— 19  de  octubre  de  1903 

Ayala  y  otros  con  Mundaca. 

Fallo  ultra  petlta.— Omisión  de  la  de- 
slgmaolón  de  las  partes  litigantes, 
su  domloUio  y  profesión.— Enuncia- 
olón  de  las  acciones  ó  petlolones  de 
demandante  y  demandado.  -  Consi- 
deraciones de  hecho  y  de  derecho, 
fundamento  del  &llo.— Decisión  del 
asunto  controvertido. 

Doctrina: — La  sentencia  de  segunda 
instancia  que  se  limita  á  conñrmar  la  de 
primera  que  hizo  una  declaración  no  pe- 
dida en  la  demanda  ni  en  la  contestación, 
de  la  cual  no  se  alzó  el  apelante,  no  falla 
ultra  petita  cuando  se  limita  á  indicar  la 
manera  de  dar  cumplimiento  á  lo  resuel- 
to en  el  fallo  apelado,  sin  otorgar  más  de 
lo  pedido  por  las  partes  y  sin  hacerla  ex- 
tensiva á  puntos  no  sometidos  á  su  deci- 
sión. 

No  importa  tampoco  modificación  del 
fallo  apelado  la  indicación  de  la  manera 
en  que  debe  procederse  á  la  división  de 
una  cosa  común  mandada  practicar  con 
arreglo  á  la  ley  por  aquel  fallo. 

La  circunstancia  de  haber  omitido  la 


Donjuán  Ayala,  diciéndose  dueño,  en  unión 
de  don  Onnfre  CoTamibias,  del  Canal  Alto  de 
Barraza,  llamado  también  Canal  Alto  de  los 
Barrios,  interpuso  demanda  ordinaria  en  con. 
tra  de  don  Enrique  Mundaca  y  otros  herede- 
ros de  la  sucesión  de  don  Juan  Antonio  Mun- 
daca que  al  efecto  designa,  para  que  en  definí- 
tira  se  declarara: 

l*'  Que  dichos  herederos  no  tenían  derecho 
á  regar  con  las  aguas  del  canal  aludido  sino 
un  terreno  clausurado  y  deslindado  bajo  los 
límites  6  deslindes  que  en  la  misma  demanda 
determina; 

2^  Que  las  aguas  del  Canal  Alto  de  Barra- 
za 6  Canal  Alto  de  los  Barrios  debían  ser  re- 
partidas entre  los  comuneros,  en  proporción  á 
los  terrenos  que  tenían  derecho  á  ser  regados 
con  ellas;  y 

3°  Que  se  le  pagaran  las  costas  de  la  causa. 

Los  demandados  pidieron  que  se  rechazara 
la  demanda  en  todas  sus  partes,  después  de 
observar  respecto  de  la  pegnnda  délas  peticio- 
nes 6  declaraciones  solicitadas  en  ella,  que  si 
Ayala,  que  Ies  reconocía  su  calidad  de  comu- 
neros, no  quería  permanecer  por  más  tiempo 
en  la  comunidad,  debía  provocar  el  correspon- 
diente juicio  divisorio  arbitral;  por  cnanto,  de 
conformidad  con  las  disposiciones  que  reglan 
la  división  de  las  herencias,  aplicables,  según 
la  ley  á  la  división  de  las  cosas  comunes,  de- 
bía resolverse  por  árbitros  la  partición  de  los 
bienes  pertenecientes  á  una  comunidad. 

Seguido  el  juicio  por  todos  sus  trámites,  en 
cuyo  curso  alegó  también  Ayala  en  su  favor 
tanto  la  prescripción  ordinaria  como  la  extra- 
ordinaria, se  dictó  por  el  Juez  Letrado  de  O  va- 
lle, ante  quien  se  había  deducido  la  demanda, 
la  sentencia  de  15  de  juHo  de  1902,  que  en  su 
parte  dispositiva  declaró: 

1^  Probada  la  tacha  opuesta  al  testigo  del 
demandante  Radecindo  Casanga,  de  haberda- 
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do  811  testimonio  ante  íuncíonarío  incompe- 
tente, y  sin  lugar  todas  las  demás  opuestas 
por  uno  y  otro  contendores  á  sas  respectivos 
testigos; 

2'  Sin  lugar  la  prescripción  ordinaria  y  la 
extraordinaria  alegadas  por  Ayala;  y 

3^  Que  había  lugar  á  la  demanda  sólo  en 
lo  relativo  á  la  repartición  de  las  aguas  del 
Canal  Alto'  de  Barraza  Ó  de  los  Barrios,  á  cu- 
ya partición  de1>ía  procederse  con  arreglo  á 
la  ley. 

De  los  doce  fundamentos  y  consideraciones 
en  que  el  juez  de  letras  apoyaba  su  predicha 
sentencia, el ^.^decíasustancialmente  que  sien- 
do uno  é  indivisible  el  término  probatorio,  de* 
bSa  estimarse  qne  eran  válidas  las  declaracio- 
nes de  Francisco  Pizarro  y  veinte  testigos  más 
de  los  demandados,  aún  cuando  hubieran  sido 
juramentados  y  prestado  sus  declaraciones  en 
el  departamento  de  Ovalledurante  la  prórroga 
concedida  para  el  de  Combarbalá. 

En  el  undécimo  fundamento  del  mismo  fallo 
se  dice  textualmente:  "Que  la  prueba  testimo- 
nial de  los  demandados  debe  considerarse  supe- 
rior á  la  del  demandante,  por  cuanto  mayor 
número  de  los  testigos  de  aquellos  saben  leer  y 
escribir,  y  además  su  número  es  mayor,  y  no 
hay  ninguna  razón  para  considerar  mejor  ins- 
truidos en  los  hechos  sobre  que  declaran  á  los 
testigos  del  señor  Ayala." 

Tanto  el  demandante  como  los  demandados 
apelaron  oportunamente  de  la  sentencia  en  la 
parte  que  la  consideraron  gravosa  á  sus  dere 
chos  respectivos,  y  al  efecto  expuso  el  manda- 
tario de  Ayala  que  se  alzaba  de  dicha  senten- 
cia; pero  sólo  de  la  parte  qne  n^aba  lugar  á  lo 
pedido  en  el  número  1^  de  la  demanda;  de  la 
parte  que  declaraba  pro  bada  la  tacha  opuesta 
al  testigo  Rudecindo  Casanga;  de  la  parte  que 
negaba  lugar  á  las  tachas  opuestas  á  los  tes- 
tigos de  los  demandados;  y  por  último,  de  la 
parte  que  rechazaba  la  prescripción  alegada 
por  su  mandante. 

La  Corte  de  Apelaciones  de  la  Serena,  cono- 
ciendo del  recurso,  pronunció,  previos  los  trá- 
mites legales,  la  sentencia  de  10  de  julio  del 
año  en  curso,  en  la  que,  eliminando  el  conside- 
rando 11  de  la  resolución  apelada,  y  teniendo 
presente  en  lugar  del  4^,  que  conforme  á  la  ley 
34>,  titulo  16,  partida  3%  carecía  de  valor  le- 


gal el  testimonio  de  los  testigos  á  que  dicho 
considerando  se  referia,  confirmó  el  expresado 
fallo  con  declaración  de  qne  había  lugar  á  la 
tacha  de  haber  declarado  fuera  de  término, 
opuesta  á  los  testigos  más  arriba  menciona- 
dos, y  de  que  la  división  délas  aguas  comunes 
debía  hacerse  por  árbitro,  según  lo  dispuesto 
en  el  artículo  176  de  la  ley  de  15  de  octubre 
de  1875. 

Contra  esta  última  sentencia  se  anunciaron 
por  parte  de  Ayala  los  recursos  de  casación  en 
la  forma  y  en  el  fondo,  y  formalizando  el  de  ca* 
sación  en  la  forma,  expuso  que  la  resolución 
recurrida  adolecía  de  los  siguientes  viciosóde- 
fectos  que  la  invalidaban: 

1^  Había  sido  dada  ultra-pctita,  esto  es, 
extendiéndola  á  puntos  no  sometidos  á  la  de- 
cisión del  tribunal.  Fundando  esta  causal,  ma- 
nifestó en  resumen  el  recurrente  que  no  había 
sido  materia  de  las  acciones  del  demandan- 
te ni  de  las  excepciones  del  demandado  el  pro- 
nunciamiento hecho  por  la  Corte  de  Apelado 
nes  en  su  sentencia  acerca  de  que  la  repartición 
de  las  aguas  debía  hacerse  por  arbitraje,  por 
lo  que,  extendiéndola  á  ese  punto,  había  falla^ 
do  ultra-petita^  debiendo  todavía  observarse 
que  la  declaración  referente  al  arbitraje  no  se 
encontraba  en  ninguno  de  los  casos  determi- 
nados por  la  ley  para  proceder  de  oficio; 

2^  Haberse  omitido  la  designación  precisa 
de  las  partes  litigantes,  su  domicilio  y  profe- 
sión ú  oficio,  causal  prevista  en  los  artículos 
941,  número  5*^,  y  193  del  Código  de  Procedi- 
miento Ciril.  Según  el  recurrente,  esta  desig- 
narión  era  tanto  más  necesaria  desde  que  la 
sentencia  de  primera  instancia,  que  se  pronun- 
ció antes  de  la  vigencia  del  Código  últimamen- 
te citado,  tampoco  la  contenía.  Por  lo  que,  y 
siendo  la  sentencia  de  segunda  instancia  modi- 
ficatoria de  la  de  primera  instancia,  en  virtud 
de  las  dos  declaraciones  anteriormente  expre- 
sadas, la  Corte  de  Apelaciones  debió  consignar 
en  aquélla  la  designación  precisa  de  las  partes 
litigantes,  su  domidlio,  profesión  ú  oficio,  re- 
quisito legal  que  no  se  cumplió,  sin  que  sobre 
estos  particulares  se  reprodujese  ó  se  hiciera 
referencia  á  la  sentencia  de  primera  instancia, 
que  carecía  también  de  esas  designaciones. 

3^  Haberse  omitido  la  enumeración  breve  de 
las  acciones  6  peticiones  deducidas  por  el  de- 


Digitized  by 


54 


SEGUNDA  PARTE 


mandante  j  demandados  con  sus  respectivos 
fundamentos; 

4'  Haberse  omitido  las  consideraciones  de 
hecho  y  de  derecho  que  sirvieron  de  fundamen- 
to á  la  sentenda  de  la  Corte  de  Apelaciones  y 
la  enumeracifm  de  las  leyes  del  caso;  v 

5^  Haberse  omitido  la  decisión  del  asunto 
controTertido. 

Manifestóel  recurrente,  respecto  de  estas  tres 
últimas  causales  de  casación,  que  todas  ellas 
se  hallaban  comprendidas  también  en  los  ar- 
tículos 94-1  y  193  del  Código  de  Procedimien- 
to  Civil,  é  hizo  en  seguida  acerca  de  su  proce- 
dencia observaciones  análogas  á  las  formula- 
das con  relación  á  la  segunda  causal. 

Con  estos  antecedentes  la  Corte  resolvió: 

Considerando  en  cuanto  á  la  cansal  de  al- 
tra-petíta: 

1^  Que  don  Jnan  Ayala  pidió  expresamente 
en  su  draianda  que  se  declarara  en  definitiva 
que  las  aguas  del  canal  Alto  de  Barraza  ó  ca- 
nal Alto  de  los  Barrios  debían  ser  repartidas 
entre  sus  comuneros,  en  proporción  de  los  te- 
rrenos que  tenían  derecho  á  ser  regado^  con 
ellas; 

2'  Que  la  sentencia  de  primera  instancia  dió 
lugar  á  la  demanda  en  ese  punto,  declarando 
sf  que  debía  precederse  á  la  partición  de  las 
aguas  con  arreglo  á  la  ley,  resolución  de  la  cual 
no  se  alzó  el  recurrente; 

3^  Que  la  Corte  de  Apelaciones  de  la  Serena 
confirmó  también  en  esa  parte  el  falloapelado 
de  primera  instancia,  y  aun  cuando  previno 
que  la  división  de  las  aguas  debía  hacerse  por 
árbitro,  en  virtud  de  lo  dispuesto  sobreel  par- 
ticular por  el  artículo  176  de  la  ley  de  15  de 
octubre  de  1875,  tal  aclaración  no  importa  en 
manera  alguna  un  fallo  ultra  petiVa;  pues  solo 
se  limita  á  indicar  la  manera  ó  forma  legal  de 
proceder  á  la  división  solicitada,  sin  otorgar 
más  de  lo  pedido  por  las  partes,  y  sin  hacerla 
extensiva  á  puntos  no  sometidosásu  decisión. 

Considerando  en  cuanto  á  las  demás  cao. 
■ales: 

1'  Que,  como  ya  se  ha  observado,  el  fallo 
de  la  Corte  de  Apelaciones  fué  confirmatorio 
del  de  primera  instancia,  y  la  agregación  con- 
templada en  los  considerandos  precedentes, 
relativa  á  la  autoridad  que  debía  entender  en 


la  división  de  las  aguas  comunes,  no  puede  de- 
cirse que  sea  una  verdadera  modificación  de 
dicha  sentencia,  en  el  sentido  jurídico  de  la  pa* 
labra,  ya  que  habiendo  ordenado  la  resolución 
del  Juez  Letrado  de  Ovalle  que  esa  división  se 
hiciera  con  arreglo  á  la  ley,  la  Corte  de  Ape- 
laciones, al  disponer  que  se  practicara  por  ár< 
bitro,  no  varió  en  realidad  la  resolución  apc 
lada,  y  se  limitó  á  consignar  cuál  era,  en  su 
concepto,  esa  forma  legal,  dejando,  por  lo  de- 
más, en  todo  su  vigor  la  sentencia  de  primera 
instancia; 

2*^  Que  tampoco  importa  propiamente  una 
modificación  del  fallo  mismo,  la  resolución  de 
alzada,  favorable  al  recurrente,  relativa  á  las 
tachas;  puesto  que  no  influyó  ella  en  lo  dispo- 
sitivo de  la  sentencia  acordada,  ó  sea  en  1^ 
apreciación  definitiva  de  la  acción  del  deman- 
dante y  de  las  excepciones  ó  defensas  de  los 
demandados;  y  en  consecuencia,  unaresolución 
ó  declaración  de  esta  especie  no  puede  estimar- 
se comprendida  en  el  precepto  del  artículo  193 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  que  sólo 
se  refiere  á  aquellas  modificaciones  que  varían 
sustancialmente  lo  resuelto  en  primera  instan- 
cia acerca  de  la  cuestión  6  asunto  que  ha  sido 
objeto  del  juicio; 

3^  Que,  por  tanto,  no  siendo  la  sentencia 
de  la  Corte  de  Apelaciones  de  la  Serena  modi- 
ficatoria y  revocatoria  de  la  exi^edida  por«l 
juez  letrado  de  Ovalle,  no  era  tampoco  nece- 
sario que  contuviere  los  distintos  requisitos  ó 
detalles  que  el  precepto  más  arriba  citado  no 
exige  se  consignen  en  los  fallos  confirmatorios; 
porque  por  el  mismo  hecho  de  ser  confirmato- 
rios, se  entienden  reproducidas  en  ellos,-  úa 
necesidad  de  mención  especial;  y 

4^  Que  la  circunstancia  de  haber  omitido  la 
sentencia  del*  instancia,  dictada  antes  de  la 
vigencia  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
algunas  de  las  designaciones  prescriptas  por 
éste,  no  obligaba  á  la  Corte  de  Apelaciones  á 
llenar  ese  vacío  en  su  sentencia;  por  cuanto  ta 
ley  no  ha  impuesto expresamenteparaesecoso 
semejante  obligación,  y  la  casación  en  la  for- 
ma para  invalidar  una  sentencia,  sólo  proce- 
de respecto  de  las  definitivas  cuando  se  hubie- 
se incurrido  en  su  pronunciamiento  en  algün 
vicio  ó  defecto  que  expresamente  tenga  seña- 
lada esa  sanción,  ó  cuando  9c  bo^  faltado  á 
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algún  trámite  6  dítigencia  declarados  eaeiicia> 
les  por  la  kj. 

Por  tales  fundamentos  y  visto,  además,  lo 
prevenido  en  los  artículos  941,  960,  979  y 
249  del  Código  antes  citado,  se  declara  sin 
lugar,  con  costas,  el  recurso  de  casación  en  la 
forpia  á  que  estos  antecedentes  se  refierer. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Fóster  Re- 
«abarren.— GM/varúio  Gallardo.—  V.  Aguim 
Y— Leoncio  Rodríguex, —  B.  Fóster  Recaba- 
rren. 


Cas.  Civ.~29  de  agosto  de  1903 

Miranda  v.  de  Huth  con  Miranda 

Estado  civil.  —  Posesión  notoria.— 
Apreciación  de  la  prueba- 

Doctrina: — Los  instrumentos  supleto- 
rios  de  la  prueba  del  Bstado  no  hacen 
plena  ie  sobre  la  verdad  de  las  declara- 
ciones en  ellos  contenidas^  ni  puede  atrí' 
buírseles  mayor  fuerza  probatoria  que 
las  mismas  partidas  que  están  destinados 
á  suplir. 

El  Tribunal  que  rechaza  la  prueba  de 
la  posesión  notoria  del  estado  civil  de 
bija  le^tima,  fundado  en  la  circunstancia 
de  no  haberse  explicado  ni  menos  proba- 
do la  falta  de  la  respectiva  partida,  ni  la 
pérdida  ó  extravío  de!  libro  ó  registro  en 
que  debía  hallarse,  sobre  todo  cuando  no 
ha  sido  invocada  especialmente^  sólo  ha- 
..ce  una  apreciación  de  la  prueba  que  pue- 
.de  efectuar  dentro  de  sus  facultades. 


Doña  Mercedes  Miranda  de  Andías,  viuda 
de  Buth,  demandó  á  doña  María  del  Tránsito 
Miranda  Andías,  diciendo  qne  es  hija  de  don 


José  Ignacio  Miranda  y  de  doña  Mercedes 
Andías,  pero  que  este  carácter  le  ha  sido  des- 
conocido  por  su  hermana,  sabedora  de  que  su 
partida  de  bautismo  no  ha  sido  encontrada  y 
de  que  su  madre  no  la  nombra  en  su  testa- 
mento. 

Como  comprobantes  de  su  demanda  acom- 
paña copia  autorizada  de  su  partida  de  ma- 
trimonio, en  la  que  consta  que  doña  Mercedes 
Andías  dió  su  consentimiento,  expresando  que 
lo  hacía  como  madre  legítima.  Y  aunque  en 
esa  fecha  agrega:  "yo  era  mayor  de  edad;  por 
el  respeto  debido  á  mi  madre,  no  quise  con- 
traer matrimonio  sin  su  consentimiento";  y 
del  auto  que  le  concedió  la  posesión  efectiva 
de  la  herencia  de  su  madre,  expedido  á  virtud 
de  la  información  de  vecinos  respetables,  con 
los  cuales  acreditó  su  estado  civil  de  hija  legí- 
tima; y  pide  se  declare  que  es  hija  lejítíma  de 
(Ion  José  Ignacio  Miranda  y  de  doña  Merce- 
des Andías,  y  que,  como  toda  hija,  es  heredera 
de  ellos  y  tiene  derecho  á  la  porción  heredita- 
ria que  le  corresponde  en  los  bienes  queilados 
á  su  fallecimiento. 

Contestando  doña  María  del  Tránsito  Mi- 
randa, a6rma  que  la  demandante  no  es  hija 
legítima  del  señor  Miranda  y  ta  señora  An- 
días. 

La  partida  de  matrimonio  no  tiene  mérito 
porque  no  es  ninguno  de  los  medios  probato- 
.  rios  señalados  en  la  ley,  está  en  pugna  con  lo 
qne  aparece  del  testamento  de  la  señora  An- 
días, en  el  que  enumera  sus  hijos  legítimos  y 
se  inclina  á  creer  que  no  es  ella  la  persona  que 
con  su  nombre  aparece  en  la  diligencia  matri- 
monial. 

En  el  supuesto  de  que  hubiera  sido  ella,  se 
explicaría  que  lo  hubiera  hecho  por  evitar  á 
los  demandantes  la  vergüenza  de  presentarse 
ante  el  altar  sin  llevar  un  apellido  propio  y 
conocido. 

La  información  rendida  para  obtener  lapo- 
sesión  de  la  herencia  no  tiene  mérito  probato- 
río  y  eficaz  en  este  juicio. 

El  juez  de  Concepción,  con  fecha  5  de  enero 
de  1899,  negó  lugar  á  la  demanda  por  la  con- 
sideradones  siguientes: 

Que  la  falta  de  la  respectiva  partida  de 
bautismo  no  puede  considerarse  suplida  con 
lo  que  aparece  de  la.  diligencia  matrimonial, 
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ya  que  se  halla  contradicha  abiertamente  con 
lo  que  consta  en  otros  instrumentos  auténti- 
cos y  en  declaración  expresa  destinada  á  hacer 
mención  de  los  hijos  de  la  declarante  en  su  tes- 
tamento; 

Que  la  numerosa  prueba  testimonial  pro- 
ducida por  la  demandante,  no  ha  sido  dirigida 
á  establecer  los  hechos  constitutivos  del  esta- 
do civil  disputado  y  no  se  ha  invocado  expre- 
samente la  posesión  notoria  de  este  estado 
civil; 

Que  no  habiéndose  explicado,  ni  menos  pro- 
bado, la  falta  de  la  respectiva  partida  ni  la 
pérdida  ó  extravío  del  libro  ó  registro  en  que 
debía  hallarse,  y  constando  á  la  inversa  que 
en  ta  fecha  en  que  se  dice  ocurrido  el  nacimien- 
to de  la  demandan  te,  y'if  nio  30  de  1832,  "apa- 
recen asentadas  correctamente  las  partidas 
de  nacimiento  en  orden  á  las  fechas,  etc.," 
certiñcado  del  cura  rector  del  Sagrario  de 
Concepción; 

Que  dado  este  antecedente,  el  Juzgado  esti- 
ma mucho  más  digna  de  fe  la  prueba  testimo- 
nial producida  por  la  demandada,  lo  que  ade- 
más guarda  conformidad  con  lo  que  resulta 
del  cotejo  de  letras  practicado. 

Habiéndose  opuesto  las  excepciones  de  pres- 
cripción de  la  acción  de  petición  de  herencia  y 
de  prescripción  de  la  acción  de  reforma  del  tes- 
tamento de  doña  Mercedes  Andias,  que  intro- 
dujo también  la  demandante,  fueron  ellas  de-, 
sechadas  por  sentencia  complementaria  de  la 
anterior,  de  30  de  noviembre  de  1899. 

Conociendo  de  los  recursos  de  apeladón  in- 
terpuestos contra  estas  sentencias,  la  Corte 
deConcepción  confirmó  la  primera deellas  que 
negaba  lugar  á  la  demanda,  sin  pronunciarse 
sobre  la  segunda  por  ser  innecesario.  Esta  re- 
solución filé  acordada  por  los  votos  de  los 
ministros  8eñoresFuentesR.,Cruz  yMacKay. 

El  ministro  disidente  señor  Parga  expone, 
como  justificativo  de  su  voto,  lo  siguiente: 

"Doña  Mercedes  Andias,  según  su  testamen* 
to  otorgado  en  17  de  enero  de  1872,  en  Con- 
cepción, á  la  edad  de  setenta  años,  fué  casada 
con  don  Ignacio  Miranda,  fallecido  muchos 
años  ántes  de  esa  fecha,  y  de  ese  matrimonio 
nacieron  María  del  Tránsito,  Antonio,  José 
Angel,  José  del  Milagro,  Petrona  y  José  Mar- 
cos, fallecidos  sin  dejar,  descendientes,  con  ex- 


cepción de  María  del  Tránsito,  viva  á  lasázón 
y  que  es  la  actual  demandada. 

"Del  certificado  dado  por  el  párroco  respec- 
tivo, aparece  que  registrados  los  libros  del 
archivo  parroquial  para  buscar  las  fées  de 
bautismo  de  las  personas  nombradas  en  el 
testamento  de  la  señora  Andías,sólo  se  han 
encontrado  las  de  Antonio  y  José  del  Milagro, 
bautizados  el  19  de  septiembre  de  1837  y  In 
de  María  del  Tránsito,  bautizada  el  18  de 
ag08todel833, faltando  las  délos  otros  hijos, 

"Estos  documentos  comprueban  que  el  ma- 
trimonio de  don  Ignacio  Miranda  con  laseño- 
ra  Andías,  y  el  nacimiento  de  los  hijos  de  am- 
bos, son  hechos  que  se  verificaron  en  épocn  s  ya 
muy  lejanas  y  bajo  el  impeno  de  las  leyes  es^ 
pañolas. 

"Lo  mismo  puede  decirse  del  nacimiento  de 
la  demandante  doña  Mercedes  Miranda,  pues, 
aunque  no  se  ha  precisado  la  fecha  en  que  tuvo 
lugar,  las  partes  están  de  acuerdo  en  que  entre 
esta  señora  y  la  demandada  no  hay  diferencia 
considerable  de  edad,  y  la  circunstancia  de  ha- 
bernacidocuando  regían  aquellas  leyes  lo  com- 
prueba de  un  modoindudableelquecontrajera 
matrimonio  con  don  Alberto  Euth,  en  1859, 
es  decir,  sólo  dos  años  después  de  la  vigencia 
del  Código  Civil,  como  lo  establece  el  docu- 
mento respectivo. 

"Aunque  la  señora  Andías  no  menciona  en 
su  testamento  entre  sus  hijos  á  doña  Mercedes 
Miranda,  aparece  del  documento  que  acaba  de 
mencionarse,  que  doña  Mercedes  Andías,  al  dar 
su  consentimiento  para  el  matrimonio  de  doña 
Mercedes,  compareció  ante  el  notario  de  la 
Curia  y  declaró  textualmente:  "que  era  de  su 
deferencia  y  agrado  el  matrimonio  que  su  hija 
legítima,  doña  Mercedes  Miranda,  trataba  de 
contraer  con  don  Alberto  Euth".  Esta  decla- 
ración fué  hecha  el  4  de  febrero  de  1859. 

"Se  ha  justificado  también,  con  la  prueba 
testimonial  que  en  el  seno  de  la  familia  y  en  las 
relaciones  sociales  fué  tenida  siempre  doña 
Mercedes  Miranda  como  hija  legítima  de  doña 
Mercedes  Andías,  viuda  de  Miranda  y,  consi- 
guientemente, como  hermana  legítima  dedofia 
Tránsito  Miranda. 

"Los  hechos  que  quedan  mencionados,  6  sea 
la  efectiTÍdad  del  matrídionio  de  los  referidos 
don  Ignacio  Miranda  y  doña  Mercedes  Andías, 
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el  nacimiento  de  las  personas  que  procedieron 
de  este  enlace  v  el  concepto  en  que  tanto  en  la 
sociedad  como  en  la  familia  era  considerada 
doña  Mercedes  Miranda,  por  lo  que  respecta 
A  BU  calidad  de  hija  legítima,  están  sujetos, 
en  lo  tocante  á  su  comprobación  en  juicio,  A 
loa  reglas  comunes  que  señalan  los  medios  de 
que  las  partes  pueden  valerse  para  el  esclare- 
cimiento de  los  puntos  de  hecho  en  que  no  es- 
tán conformes.  Deben  admitirse,  en  consecuen- 
cia, la  confesión  de  parte,  los  instrumentos 
públicos  ó  privados,  las  declaraciones  de  testi- 
gos, las  presunciones,  etc.,  etc.,  como  sucede 
en  todos  los  casos  en  que  se  ventilan  cuestio- 
nes en  que  los  hechos  no  son  aceptados  por 
uno  y  otro  contendiente;  y  es  preciso,  por  lo 
tanto,  reconocer'áestosmediosde  prueba  toda 
la  eficacia  que  las  reglas  generales  les  atribu- 
yen. La  relación  más  ó  menos  remota  ó  más 
6  menos  próxima  que  tales  hechos  puedan  te- 
ner con  el  estado  civil  de  una  persona,  si  éste 
es  uno  de  los  puntos  capitales  que  se  debaten 
en  la  causa,  no  es  motivo  para  considerar  que 
esos  actos  accidentales  anteriores  ó  posterio- 
res á  los  que  por  sf  constituyen  dicho  estado, 
han  de  ajustarse  para  su  comprobación  á  los 
preceptos  restrictivos  que  rigen  sobre  la  im- 
pugnación de  la  paternidad  legítima  y  de  la 
maternidad  disputada. 

"La  impugnación  se  funda  en  este  caso: 
1^  En  que  doña  Mercedes  Miranda  no  apa- 
rece mencionada  en  el  testamento  de  doña 
Mercedes  Andias,  como  lo  fueron  sus  otros 
hijos; 

2^  En  que  no  aparece  en  los  libros  parro- 
quiales su  fe  de  bautismo,  que  debía  dar  testi- 
monio de  su  estado; 

3^  En  que,  como  lo  declaran  algunos  testi- 
gos, supieron  que  doña  Mercedes  Miranda  fué 
recibida  n-cién  nacida  por  los  mencionados  don 
Ignacio  Miranda  y  doña  Mercedes  Andías 
en  calidad  de  huérfana  y  expósita  y  criada  en 
su  casa,  dándole  su  apellido  y  oyeron  decir, 
además,  que  en  la  niñez  su  origen  era  conoci- 
do, por  lo  cual  en  las  riñas  infantiles  que  te- 
nían lugar  en  la  escuela,  la  motejaban  enros- 
trándoselo; y 

4^  En  el  mérito  de  la  carta,  fechada  en 
Ancud  el  20  de  julio  de  1874,  y  dirigida  por 
doña  Mercedes  Miranda  á  doña  Tránnto  del 

IDUS. 


mismo  apellido  y  de  la  demáscorrespondencia 
epistolar  acompañada  á  los  autos. 

Antes  de  entrar  en  el  examen  de  estos  fun- 
damentos  alegados  por  la  demandada,  con- 
viene averiguar  primero  si  la  demandante  tuvo 
la  calidad  de  hija  legítima  con  arreglo  á  los 
preceptos  de  la  legislación  española,  y  si  ese 
estado  alcanzó  á  quedar  fijo  yá  cubierto  de  la 
impugnación  que  muchos  años  más  tarde  ha 
venido  á  deducirse  á  su  respecto.  Es  ésta  una 
cuestión  que  no  puede  menos  de  tocarse  ya 
que,  según  lo  preceptuado  en  el  art.  3'  de  la 
ley  de  7  de  octubre  de  1861,  sobre  el  efecto  re- 
troactivo de  las  leyes,  el  estadocivil adquirido 
conforme  á  la  ley  vigente  á  la  fecha  de  su 
constitución,  subsistirá  aunque  ésta  pierda  su 
fuerza. 

La  impugnación  no  se  apoya  en  que  siendo 
doña  Mercedes  Miranda  verdaderamente  hija 
de  doña  Mercedes  Andías  y  concebida  durante 
su  matrimonio  con  don  Ignacio  Miranda,  no 
tuviera  á  éste  por  padre. 

El  terreno  en  que  la  demandada  secolocaes 
otro  y  reconoce  que  si  bien  doña  Mercedes  fué 
recibida  desde  los  primeros  días  de  su  existen- 
cia en  casa  de  los  padres  de  aquélla,  los  cuales 
la  criaron  como  hija  y  le  dieron  su  apellido, 
no  es  hija  de  ellos,  pues  debe  el  ser  á  personas 
distintas  que  no  se  dice  asertivamente  quiénes 
fueran.  En  otros  términos,  la  base  en  que  des- 
cansa la  defensa  de  la  demandada,  es  que 
tanto  don  Ignacio  Miranda  como  doña  Mer- 
cedes Andías  introdujeron  en  su  familia  una  ni- 
ña extrana,dándole  falsamente  la  calidad  y  el 
carácter  de  hija,  sin  serlo;  y  como  la  señora 
Andías,  ya  viuda,  en  acto  solemney  serio,  como 
fué  la  prestación  de  su  consentimiento  para  su 
matrimonio,  expresó  en  instrumento  público 
que  era  su  hija  legítima,  resulta  que  á  ambos 
esposos  y  esj>ecinlmente  á  la  última,  se  les  ha« 
la  imputación  de  haber  supuesto  un  hijo. 

Hechos  de  esta  naturaleza  ño  son  imposi- 
bles y  tal  vez  acontecen  con  cierta  frecuencia; 
pero  como  ellos  tienen  una  relación  directacon 
la  constitución  de  la  familia,  la  ley  los  toma 
en  consideración  y  da  reglas  especiales  á  que 
debe  estarse  cuando  la  impugnación  del  es- 
tado civil  se  apoya  en  ellos. 

La  ley  3',  tít.  7',  Part.  7»,  se  i>onc  en  el  caso 
de  la  mujer  casada  que  por  engaño  hace  pasar 
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por  suyo  y  de  su  marido  un  hijo  que  no  lo  es 
ni  del  uno  ni  del  otro;  y  considerando  el  hecho 
como  un  delito,  señala  la  pena  con  que  se  le 
castiga  y  determina  las  personas  que,  perjudi- 
cadas en  sus  derechos  hereditarios  ó  de  otro 
modo,  pueden  pedir  que  sea  expulsado  de  la 
familia  el  que  de  tal  manera  filé  introducido  á 
ella. 

■ 

Este  derecho,  tanto  por  lo  que  respecta  A  la 
acción  penal  como  por  lo  que  se  refíere  á  la 
acción  civil,  es  dado  únicamente  al  padre  mien- 
tras él  TÍva,  y  después  de  su  muerte  á  'ios  pa- 
rientes más  propincos,  según  la  expresión  tex- 
tual de  la  ley,  que  fincaren  del  finado,  aquellos 
que  tuviesen  derecho  de  heredar  lo  suyo,  sí 
fijos  non  oviese".  "Et  demás  dezimos,  conti- 
núa la  ley,  que  si  después  deso  oviese  fijos  de- 
lia  su  marido,  como  quier  que  ellos  non  podrían 
acusar  á  sn  madre  para  recibir  pena  por  tal 
falsedad  como  ésta,  bien  podrían  acusaraquel 
que  les  dió  la  madre  por  hermano  et  probán- 
dolo que  así  fiiera,  puesto  non  deve  aver  nin- 
guna parte  de  la  herencia  del  que  díze  que  era 
su  padre  ó  su  madre.  Mas  otro  ninguno,  sa- 
cando esto  que  avenios  dicho,  non  pueden  acu- 
sar á  la  mujer'por  tal  yerro  como  éste:  en  gui- 
sada cosa  es  que  puesestos  parientes  lo  callan, 
que  los  otros  non  gelo  demanden". 

Como-  se  ve,  si  el  marido  guarda  silencio, 
nadie  puede  promover  cuestión,  y  el  hijo  intro- 
ducido de  este  modo  es  reputado  tal,  A  despe- 
cho del  interés  que  otros  pudieran  tener  en 
excluirlo. 

Esta  ley  abre,  quizírs,  la  puerta  á  fraudes 
perjudiciales  á  la  correcta  constitución  de  la 
familia;  pero  sus  preceptos  son  bien  claros. 

Despaca  de  la  muerte  del  marido,  sus  hijos 
legítimos  pueden  ejercitar  la  acción  contra 
aquel  cuyo  estado  civil  se  impugna,  exceptuán- 
dose la  madre. 

Aunque  esta  ley  no  señala  el  plazo  en  que 
estas  acciones,  ya  sea  la  criminal  ó  la  mera- 
mente civil,  han  de  ejercitarse,  debe  entenderse 
que  prescriben  según  las  reglas  generales. 

Don  Ignacio  Miranda,  lejos  de  desconocer 
como  su  hija  á  doña  Mercedes,  le  dió  su  nom- 
bre; la  presentó  en  este  carácter  y  le  procuró 
la  misma  educación  que  á  los  hijos  de  cuya 
legitimidad  no  seduda. 

En  vista  de  esto  y  después  de  los  numerosos 


años  que  han  transcurrido,  toda  impugnación 
de  legitimidad  debe  reputarse  legalmente  inad- 
misible. I 

Creo,  pues,  que  el  estado  civil  sobre  que 
versa  este  pleito,  quedó  sancionado  de  un  mo- 
do inamovible  por  la  ley  que  regfa  á  le  fircha, 
de  su  constitución,  y  ha  debido  por  este  moti- 
vo ser  respetado  bajo  el  imperio  del  Código 
Civil. 

Pero,  si  se  examina  la  cuestión  teniendo  á  la 
vista  las  disposiciones  legales  que  r^en  desde 
1857,  creo  que  se  arriba  al  mismo  resultado. 

El  estado  civil  de  hijo  legítimo  podrá  pro- 
barse, dice  el  artículo  305  de  nuestro  Código, 
por  la  partida  de  bautismo. 

Nótese  que  no  manda  que  de  este  modo  y 
no  de  otro  deljerá  probarse  dicho  estado,  y  se 
limita  á  decir  que  podrá  probarse  de  esta  ma- 
nera. 

Este  medio  de  prueba,  si  bien  se  le  analiza, 
es  débil,  porque  la  fe  de  bautismo  no  justifica 
en  rigor  sino  que  el  individuo  é  que  ella  se  re- 
fiere ha  ingresado  á  la  comunión  católica. 

Lo  demás  que  en  este  documento  se  expone 
relativamente  á  que  el  bautizado  es  hijo  legí- 
timo de  fulano  y  de  sutana,  que  nació  tal  día, 
etc.,  es  meramente  enunciativo;  nada  de  esto 
le  cpnsta  en  manera  alguna  al  párroco  y  red- 
be  estos  datos  de  los  padrinos  que  le  informan 
verbainiente,  sin  formalidad  de  ninguna  claM 
que  garantice  la  veracidad  de  sus  OHcvcra- 
ciones. 

No  aparecen  tampoco  las  declaraciones  de 
los  padres,  que  pudieran  ser  más  atendibles, 
ni  se  hace  mención  de  la  fecha  del  matrimonio 
lie  ellas,  único  antecedente  capaz  de  inducir  de 
un  modo  cierto  la  legitimidad  del  hijo.  Por 
eso  es  que  estos  documentos  revisten  el  carác- 
ter de  una  mera  presunción,  que  debe  ceder 
ante  pruebas  de  mayor  fuerza;  y  su  falta  es 
suplida  por  otros  documentos  auténticos,  por 
declaraciones  de  testigos  que  hayan  presen- 
ciado los  actos  constitutivos  del  estado  deque 
se  trata,  y  por  la  posesión  notoria  de  dicho 
estado  civil  (art.  509). 

En  defecto  de  esta  fe  de  bautismo  se  ha  pre- 
sentado el  documento  en  que  doña  Mercedes 
Andías  declaró  que  doña  Mercedes  Miranda 
era  su  hija  legítima  y  prestaba  su  consenti- 
miento para  el  matrimonio  que  deseaba  con- 
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traer  con  don  Alberto  Bath.  Esta  declaración, 
por  la  persona  de  quien  emana  y  por  las  cir- 
cnnstancins  en  que  fué  hecha,  suple  la  falta  de 
la  partida  de  bautismo,  y  presenta  motivos 
de  credibilidad  superiores  á  los  que  podrían 
atribuirse  al  documento  que  no  se  ha  encon- 
trado. 

Se  ha  tomado  en  cuenta,  para  opinaren  sen- 
tido diverso,  que  no  se  ha  justifícado  el  extra* 
TÍO- de  la  partida  indicada.  Creo  que  no  es 
exigible  en  todo  caso  la  justificación  de  un  ac- 
cidente que  explique  el  desaparecimiento.  Se 
trata  de  un  hecho  mnj  antiguo,  que  no  habría 
sido  dado  establecer  con  la  prueba  de  testigos, 
y  ha  podido  también  deber  su  orí^n  al  descuido 
«on  que  en  muchos  casos  y  particularmente  en 
época  ya  remota,  se  llevaban  los  libros  parro- 
quiales. 

Estas  observaciones  son  tanto  más  atendi- 
bles cnanto  que  del  certificado  consta  que  en 
idéntico  caso  al  de  doña  Mercedes  se  encuen- 
tran don  José  Angel,  doña  Petrona  y  don  josé 
Marcos  Miranda  y  Andtas,  hijos  legítimos 
nombrados  en  el  testamento  de  su  madre  y 
cuyas  fices  de  bautismo  no  se  han  encontrado. 

Si  la  falta  de  un  documento  como  éste  fuera 
capaz  de  prívar  á  alguien  de  su  filiación  legíti- 
ma, los  tres  hijos  metyrionados  de  la  señora 
Andías  habrían  ríe  quedar  despojados  del  esta- 
do civil  que  como  á  tales  les  corresponde,  á  pe- 
sar de  que  su  legitimidad  es  incuestionable. 
Esta  observación  manifiesta  que  se  corre  nes- 
go en  tomar  como  base  de  una  declaración 
judicial  que  priva  del  estado  civil  á  una  perso- 
na, meras  deficiencias  en  la  documentación 
^ne  para  la  generalidad  de  los  casos  la  ley 
prescribe,  ó  hechos  negativos  que  no  revisten 
calificada  importancia. 

La  prueba  de  testigos,  en  la  parte  que  es 
aceptable,  apoya  los  derechos  de  la  deman- 
idante.  Esta  clase  de  prueba  es  eficaz  parnjus- 
tificar  la  posesión  notoria  del  estado  civil,  en 
.defecto  de  la  respectiva  partida,  como  sucede 
rva  el  caso  presente.  Dicha  prueba  es  numerosa 
y  uniforme;  personas  de  edad  avanzada  y  que 
f»or  su  posición  social  y  antecedentes  han  po- 
i^áo  formarse  un  concepto  cabal  acerca  de  los 
,Jtechos-8obre  que  declaran,  aseveran  que  doña 
■Mercedes  Miranda  fué  durante  dilatado  tiem- 
po recimocida  y  tratada  en  la  familia  y  en  las 


relaciones  de  amistad  como  hija  legitima  de 
doña  Mercedes  Andías. 

La  prueba  testimonial  rendida  por  la  de- 
mandada, no  tiene  por  objeto  principal  justifi- 
car que  doña  Mercedes  Miranda  no  estuvo 
durante  su  vida  y  hasta  la  interposición  de  la 
demanda  en  posesión  notoria  del  estado  civil 
de  hija  legítima  de  don  Ignacio  Miranda  y  de 
doña  Mercedes  Andías. 

Las  preguntas  dirigidas  á  los  testigos  y  las 
respuestas  dadas  por  éstos  van  encaminadas 
&  un  punto  muy  diverso,  que  no  es  otro  que  el 
de  presentar  como  hecho  efectivo  que  la  expre- 
sada doña  Mercedes  no  tuvo  por  padres  á  las 
personas  mencionadas,  y  que  sólo  fué  una 
expósita  á  la  cual  recogieron  por  caridad. 

Como  se  ve,  va  principal  y  directamente  al 
establecimiento  de  hechos  que  por  las  razones 
dadas  antes  y  por  disposiciones  expresas  del 
Código  Civil,  no  pueden  comprobarse  por  este 
medio. 

Las  declaraciones  de  testigos  son  admisi- 
bles cuando  faltan  los  documentos  para  justi- 
ficar los  actos  constitutivos  del  estado  civil  y 
es  de  rigor  que  los  testigos  sean  presenciales  y 
no  de  oídas  (art.  309  del  Código  Civil". 

Doña  Mercedes  Miranda,  viuda  de  Euth,  in- 
terpuso recurso  de  casación  en' el  fondo  contra 
esta  sentencia  por  las  siguientes  causales: 

1^  Haber  dictado  la  sentencia  con  infrac- 
ción de  lo  dispuesto  en  el  artículo  308  del 
Código  Civil,  el  cual  establece  que  la  falta  de 
partida  de  bautismo  puede  suptirseencaso  ne- 
cesario por  otros  documentos  auténticos,  sin 
autorizar  en  modo  alguno  la  retractación  que 
deéstospuedahacerel  otorgante  y.  por  lo  mis- 
mo, es  contrario  á  ese  precepto  el  consideran- 
do primero  de  la  sentencia,  ya  que  las  diligen- 
cias matrimoniales  de  la  demandante  no  po- 
dían perder  su  mérito  supletorio  por  la  decla- 
ración testamentaria  de  doña  Mercedes  Andias 
ni  el  haber  pasado  en  silencio  la  testadora  ála 
demandante  significa  desconocimiento  de  la 
calidad  de  hija  legítima,  sino  que  conforme  al 
artículo  1318  del  Código  Civil,  este  silencio 
importa  una  institución  de  heredero  en  la  legí* 
ttma.ápesardequeen  la  sentencia  se  le  da  una 
interpretación  opuesta; 

2^  Servir  de  fundamento  al  fallo  de  que  se 
recurre,  como  puede  verse  en  Su  segnndo'con- 
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siderando,  la  exigencia  contraria  á  la  ley,  de  que 
la  demandante  invocase  expresamente  la  pose- 
BÍÓn  notoria  del  estado  civil  disputado  en  este 
juicio. 

A  este  efecto  observa  que  los  artículos  309 y 
305  del  Código  citado,  hacen  de  la  posesión 
notoria  del  estado  civil  un  antecedente  proba- 
torio como  cualquiera  otro  de  los  allí  expresa- 
dos, "sin  que  pueda  observarse  queésta  dima- 
na ó  nace  de  aquélla"  y,  en  consecuencia,  al 
demandante  obligado  á  declarar  la  razón  ó 
causa  de  pedir,  le  basta  expresar  el  estado  ci- 
vil que  se  atribuye,  máxime  cuando  indica  los 
medios  de  prueba  de  que  piensa  valerse,  sin 
que  le  sea  preciso  ni  aún  lícito  invocar,  como 
fundamento  desu  derecho,  la  posesión  notoria 
de  ese  mismo  estado  civil;  y 

3^  Haberse  tenido  en  cuenta  (considerando 
último)  como  un  hecho  contrario  al  estadoci- 
vtl  de  que  se  trata,  el  cotejo  de  letras  practica- 
do que  no  está  señalado  en  el  titulo  17  del  li- 
bro 1."  del  Código  Civil  y  que  además  se  refie- 
re á  documentos  privados  no  reconocidos, 
cuando  la  ley  requiere  instrumento  público 
para  acreditar  el  estado  civil. 

La  Corte  resolvió: 

Considerando: 

1.  "  Que  no  constituye  una  infracción  de  la 
ley  la  primera  causal  de  casación,  ó  sea  haber 
desconocido  la  sentencia  el  mérito  probatorio 
de  la  información  matrimonial,  oponiendo  á 
lo  declarado  en  1859  por  doña  Mercedes  An- 
días  lo  que  esta  misma  señora  expresó  en  su 
testamento  de  1872,  porque  si  bien  el  artículo 
309  del  Código  Civil  permite  suplir  la  falta  de 
las  partidas  de  estado  civil  por  otros  medios 
que  allí  se  indican,  en  cambio  en  ninguna  par. 
te  de  la  ley  ha  prescrito  que  uno  cualquiera  de 
esos  medios  de  prueba  supletorios  hace  plena 
fe  sobre  la  verdad  de  las  declaraciones  en  él 
contenidas  y,  al  contrario,  si  las  partidas  mis- 
mas, como  lo  establece  en  el  artículo  308,  no 
garantizan  la  verdad  de  lo  declarado  en  ellas, 
parece  incuestionable  que  no  ha  de  atribuirse 
mayor  fuerza  á  los  documentos  supletorios; 

2.  *>  Queel  considerando  cuarto  de  la  senten- 
cia acredita  que  en  aquella  resolución  se  exa- 
minó y  fué  apreciada  la  prueba  de  la  deman- 
dante, dirigida  á  establecer  la  posesión  notoria 


del  estado  civil  de  hija  legítima,  y  se  conwgnó 
como  inconveniente  para  aceptarla,  la  circuns* 
tancia  de  no  haberse  explicado,  ni  menos  pro- 
bado, la  falta  de  la  respectiva  partidani  la  pér- 
dida ó  extravío  del  libro  ó  registro  en  que  de* 
bía  hallarse,  de  modo  que  no  es  efectivo  que 
dicha  sentencia  haya  prescindido  de  estas  ale- 
gaciones de  la  demandante  al  aseverar  queésta 
no  invocara  expresamente  la  referida  posesíóo 
notoria  del  estado  civíl  de  hija  legítima; 

3^  Que  lacircunstanciaalegadaenla  tercera 
causal,  ó  sea  que  la  sentencia  se  ha  apoyado 
en  el  cotejo  de  letras  para  rechazar  el  estado 
civil  que  alega  la  demandante,  no  significa  la 
admisión  de  un  medio  de  comprobación  proba- 
torio que  nolo  sea  propiamente,  sino  laafirma- 
ción  hecha  en  la  forma  incidental  y  accesoria 
de  que  las  conclusiones  de  aquella  diligencia 
guardan  conformidad  con  la  prueba  rendida 
por  la  demandada;  no  apareciendo,  por  lo  de- 
más, que  tal  apreciación  haya  influido  exclusi- 
va ó  principalmente  en  la  resolución  dictada;  y 

4^  Que,  en  consecuencia,  la  sentencia,  al 
apreciar  la  declaración  de  doña  Mercedes  An- 
días  en  la  diligencia  matrimonialde  1859,  des- 
conociendo el  valor  probatorio  de  esa  declara- 
ción en  vista  del  testamento  de  la  misma  seño- 
ra de  1872,  80  ha  limitado  á  pronunciarse  so- 
bre el  mérito  de  los  hechos  afirmados  contra- 
dictoriamente en  ambos  documentos,  confor- 
me ála facultad  queprivativamente  le  otorgan 
los  artículos  958  y  977  del  mismo  Código  de 
Procedimiento;  y  visto  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 940  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
declara  sin  lugar  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo  interpuesto  por  doña  Mercedes  Miranda 
viuda  de  Euth. 

Por  gozar  la  parte  recurrente  del  privilegio 
de  pobreza,  queda  exenta  del  pago  de  la  mul- 
ta y  de  las  costas  que  establecen  los  artículos- 
960  y  971  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
y  en  virtud  délo  dispuesto  en  los  articulo8l34 
y  374  del  mismo  Código. 

Redactada  por  el  Presidente  señor  Gallardo. 
— G&ívaríno  Gallardo,— José  Alfonao.—Leopoh 
do  ürrutia. — Ramón  H,HuÍdobro.—J.  Gabriel 
Palma  Gazmán.— Gabriel  Gaete,~Leoncio Ro- 
dríguez— Carlos  Varas  Abel  Saaredra. 
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Aparece  de  los  antecedentes  de  este  jui- 
cio que  la  cuestión  controvertida  depen- 
día en  absoluto  del  mérito  de  la  prueba 
que  se  rindiera,  la  cual  quedaba  al  mismo 
tiempo  sometidaá  la  apreciación  sobera- 
na del  Tribunal. 

El  derecho  á  la  herencia  que  pretendía 
la  demandante  tenia  como  fundamento 
ineludible  su  estado  civil  de  hermana  le- 
gítima de  la  demandada,  quien  \b  desco- 
nocía esta  calidad. 

A  falta  de  partida  de  bautismo,  la  de- 
mandante trató  de  probar  el  estado  civil 
invocado: 

1^  Por  medio  de  las  diligencias  matri- 
moniales suyas,  verificadas  más  de  35 
años  atrás,  de  las  cuales  consta  efectiva- 
mente que  doña  Mercedes  Andías,  viuda  de 
Miranda,  prestó  su  consentimiento  para 
que  su  HijA.,doña  Mercedes  Miranda,  con- 
trajese matrimonio  con  el  señor  Euth;  y 

2'  Con  abundante  prueba  testimonial 
destinada  á  establecer  que  siempre  había 
sido  considerada  como  hija  legítima  de 
doña  Mercedes  Andías,  por  los  vecinos  de 
su  ciudad  natal,  aunquesin  invocar  expre- 
samente como  prueba  la  posesión  noto- 
ria del  estado  civil. 

La  demandada,  á  su  vez,  trató  de  pro- 
bar la  falta  de  veracidad  déla  pretensión 
contraria: 

1''  Por  la  consideración  de  que  la  de- 
manda por  medio  de  la  cual  se  perseguía 
'a  mitad  de  los  bienes  quedados  al  falle- 
cimiento de  doña  Mercedes  Andías,  se  ins- 
tauraba muy  cerca  de  25  años  después 
del  fallecimiento  de  esta  señora,  sin  que 
en  todo  ese  lapso  de  tiempo  se  hubiese 
pretendido  jamás  por  la  actual  deman- 
dante derecho  alguno,  á  pesar  de  no  haber 
existido  impedimento  para  ello; 

2'  Por  medio  del  testamento  de  la  se- 
ñora Mercedes  Andías,  supuesta  madre  de 


la  demandante,  quien  al  dictar  sus  últi- 
mas disposiciones  y  al  hacer  la  enumera- 
ción de  sus  hijos,  omite  el  nombre  de  la 
demandante,  siendo  de  advertir  que  por 
el  mismo  testamento  nombra  de  albacea 
al  señor  Euth,  el  propio  marido  de  la  de- 
mandante, lo  que  excluye  la  idea  de  que 
se  olvidase  de  su  hija  en  aquel  momento; 

3'  Por  medio  de  un  contra-interroga- 
torio puesto  á  los  testigos  de  la  deman- 
dante, del  cual  resultó  que  ninguno  de 
ellos  había  Conocido  al  padre,  señor  Mi- 
randa, ni,  por  tanto,  podía  atestiguar 
que  dicho  señor  Miranda  hubiese  dado  el 
tratamiento  de  hija  á  la  demandante; 

4'  Por  medio  de  la  debida  comproba- 
ción de  que  en  los  registros  parroquiales 
de  Concepción  no  aparecía  la  partida  de 
bautismo  de  la  demandante  durante  el 
período  en  que,  según  confesión  de  ella 
misma,  debió  ocurrir  su  nacimiento; 

5'  Por  medio  de  interrogatorio  á  tes- 
tigos propios,  destinado  á  establecer  lo 
contrario  de  lo  que  la  demandante  pre- 
tendía; y,  finalmente, 

6'  Por  medio  de  unacartaescrita  des- 
de Ancud,  largos  años  atrás,  por  la  deman- 
dante y  dirigida  á  la  demandada,  en  la. 
cual  le  manifestaba  que  acababa  de  saber 
su  origen  verdadero  y  de  cuyo  contexto 
aparecía  que  ella  no  se  creía  hija  de  don 
José  Ignacio  Miranda  y  de  doña  Merce- 
des Andías.  Presentada  esta  carta  para  su 
reconocimiento,  fué  negada,  pero,  practi- 
cada la  diligencia  del  cotejo  de  letras,  se 
estableció  por  los  peritos  que,  en  su  con- 
cepto, la  letra  y  ñrma  eran  las  mismas  de 
la  demandante. 

La  sentencia  rechazó  la  demanda,  fun- 
dada en  dos  consideraciones  capitales: 

1*  Que  la  falta  de  la  respectiva  partida 
de  bautismo  no  podía  considerarse  supli- 
da con  la  diligencia  matrimonia]  en  que 
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la  señora  Ándias  prestó  suconseii  titnicni<  > 
para  "el  matrimonio  de  su  hija  legítima 
doña  Mercedes  Miranda'*,  porque  esa 
declaración  se  hallaba  contradicha  por 
otros  documentos  auténticos,  especial- 
mente el  testamento  de  díchsi  señora  An- 
días  en  el  cual  al  enumerar  todos  los  hijos 
habidos  en  su  matrimonio  con  don  Igna- 
cio Miranda,  vivos  y  muertos,  no  nom- 
bra á  doña  Mercedes  Miranda;  y 

2*  Que  la  numerosa  prueba  testimonial 
rendida  por  la  demandante"  no  era  aten- 
dibfó,  porque  no  se  invocócomo  constitu- 
tiva del  estado  de  hija  legf  tima  la  posesión 
notoria  de  dicho  estado,  ni  se  explicó,  co- 
mo justificativa  de  la  prueba,  la  falta  de 
la  respectiva  partida,  ni  la  pérdida  ó  ex- 
travío del  libro  ó  registro  en  que  debía 
hallarse,  constando  al  mismo  tiempo  que 
á  la  fecha  en  que  se  decía  ocurrido  el  naci- 
miento de  doña  Mercedes  Miranda  apa- 
recían correctamente  asentadas  las  par- 
tidas de  nacinuento  en  el  registro  parro- 
quial correspondiente. 

Bn  el  recurso  de  casación  que  se  inter- 
puso contra  la  sentencia  de  la  Corte  de 
Concepción  que  confirma  esta  aprecia- 
,  ción,  se  hizo  notar  por  la  parte  recurrida 
que  no  existía  quebrantamiento  alguno 
de  una  ley  expresa,  puesto  que  la  parte 
dispositiva  de  la  sentencia  se  fundaba  en 
el  mérito  de  la  prueba  rendida,  y,  de  con- 
siguiente, el  concepto  que  esa  prueba 
había  merecidoal  Juez  del  fondoerael  ver- 
dadero fundamento  del  fallo  cuya  resci- 
sión se  pedia  por  la  parte  demandante. 
Todo  el  fundamento  del  fallo  consistía,  en 
efecto,  en  que  el  Tribunal,  haciendo  uso 
de  la  facultad  soberana  de  apreciación 
que  le  otorgan  las  leyes,  había  estimado 
que  la  prueba  de  la  demandada  sui>eraba 
en  eficacia  á  la  prueba  de  la  demandante. 

Conforme  á  la  doctrina,  para  que  se 


anule  una.  senteücia  por  vicio  de  tondo, 
preciso  es  que  exista  quebrantamiento  de 
una  ley  expresa.  El  Tribunal  de  Casación 
no  tiene  derecho  dereponer  un  mal  juicio, 
una  malaapreciación,un  mal  jucé,  como 
dicen  los  franceses.  En  doctrina,  aunque 
parezca  evidente  que  los  jueces  del  fondo 
se  han  equivocado  en  la  apreciación  de 
los  hechos,  esa  apreciación  se  sustrae  ai 
conocimiento  y  reforma  del  Tribunal  Sa- 
premo,  y,  por  consiguiente,  se  mantiene 
soberana.  En  otros  términos,  la  Corte  de 
Casación  no  puede  casar  una  sentencia 
por  error  de  hecho,  sino  solamrate  por  un 
error  de  derecho. 

En  el  caso  actual  era  oportuno  llamar 
muy  especialmente  la  atención  sobre  este 
principio  fundamental  del  derecho  de  ca-' 
sación,  porque,  como  ya  se  ha  hecho  pre- 
sente, el  verdadero  fundamento  del  fallo 
de  primera  instancia,  y,  por  tanto,  del 
confirmatorio  del  segundo,  es  la  mayor 
fuerza  de  convencimiento  que  sobre  el  es- 
píritu del  Juez  de  fondo  ha  ejercido  la 
prueba  de  la  demandada  que  lapruebade 
la  demandante. 

La  sentencia  de  la  Excma.  Corte  Su- 
prema no  podía  menos  de  reconocer  que 
el  derecho  de  casación  no  procede  en  con- 
tra de  fallos  dictados  en  ejercicio  del  po-' 
der  de  apreciación  que  tienen  los  jueces, 
poder  que  no  está  reñido  con  las  reglas 
que  se  formulan  por  la  ley  misma  á  fin  de 
dirigir  su  criterio.  El  considerando  4* 
de  la  sentencia  de  la  Excma.  Corte,  en 
efecto,  da  forma  y  expresión  a  estas  ideas 
al  decir  que:  "La  sentencia^  al  apreciar  Ja 
declaración  de  doña  Mercedes  Andias  en 
la  diligencia  matrimonial  de  1859,  des- 
conociendo el  valor  probatorio  de  esa  de- 
claración en  vista  del  testamento  de  ¡a 
misma  señora,  en  1872,  se  ha  limitado  A 
pronunciarse  sobre  el  mérito  de  loa  he- 
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cbós  añrmados  contradictormmente  en 
ambos  documentos  conforme  á  la  facul- 
tad que  privativamente  Je  otorgan  íns 
artículos  958 y  977  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil." 

Pero,  si  bien  todas  laBcausales  que  sir- 
vieron para  fundar  e!  recurso  se  resuelven, 
en  último  análisis,  en  lo  que  dejamos  dicho 
sobre  la  apreciación  de  la  prueba  rendida; 
con  todo,  la  primera  de  ellas  se  presentó 
con  apariencias  de  legalidad  quebranta- 
da, y  planteó  un  problema  jurídico  cuya 
xesoinción,  si  no  es  dudosa,  es  por  lo  me- 
nos digna  de  estudio. 

La  sentencia — decía  la  parte  reeurren- 
te^s  contraria  al  artículo  309  del  Códi- 
go Civil  en  cuanto  éste  establece  que  la 
falta  de  la  partida  de  bautismo,  como 
medio  probatorio  del  estado  civil  de  hijo 
Intimo,  puede  ser  suplida  por  otro  do- 
cumento auténtico,  sin  limitación  alguna; 
y,  por  cuanto  la  sentencia  ha  desestima- 
do un  instrumento  público  supletorio,  por 
la  causal  no  prevista  por  la  ley,  de  haber 
sido  ese  documento  derogado  por  otro 
posterior. 

La  parte  recurrida  impugnó  este  crite- 
rio legal  é  hÍ20  presente  que  en  ninguna 
parte  la  ley  establece  que  baste  la  presen- 
tación de  un  solo  instrumento  sufdetorio 
de  la  partida  de  bautismo  para  tener  la 
prueba  completa  y,  que,  en  contra  de  ese 
instrumento  supletorio,  no  pueda  á  su 
vez  el  contendor  exhibir  otros  instrumen- 
tos que  anulen  aquel  instrumento  su- 
pletorio. Contra  la  historia  de  la  ley, 
contra  la  relación  y  conexión  que  tienen 
entre  sf  las  disposiciones  del  Código  re- 
lativas al  estado  civil,  estarla  ese  valor 
supremo  é  inconmovible  que  la  parte  re- 
currente querría  dar  á  lo  que  llamaba  ins- 
trumento público  supletorio,  ó  sea  las 
diligencias  matrimoniales -de  doña  Mer- 


cedes Andías.  Se  hizo  también  notar  la 
consecuencia  que  se  derivaría,  de  aceptar 
esa  doctrina:  la  parte  que  reclamase  un 
estado  civil  que  no  le  correspondiese  v 
que  tuviese  todavía  en  su  contra  la  pre- 
sunción de  falsedad,  que  importa  la  fal- 
ta de  explicíición  de  la  no  existencia  de 
las  partidas,  estaría  enniuchomejor  con- 
dición, bajo  el  respecto  de  la  prueba,  que 
aquella  que  tuviese  muchos  instrumentos 
auténticos  y  muchos  medios  probatorios 
de  que  servirse  paracontradecirel  estado 
civil  invocado.  A  ésta  no  le  servirían  de 
nada  todas  sus  probanzas,  pues  queda- 
rían sin  valor  por  e\  simple  hecho  de  dis- 
poner aquella  de  tin  solo  instrumento 
supletorio  decarácter  inconmovible  y  de- 
finitivo. 

£1  considerahdo  1^  de  la  sientencia  de 
la  Kxcma.  Corte  dió  también  la  razón  enr 
esta  parte  A  la  demandada,  al  decir  que: 
"en  ninguna  parte  la  ley  haprescrito  que 
uno  cualquiera  de  esos  medios  de  prueba 
supletoria  hace  plena  fe  sobre  la  verdad 
de  las  declaraciones  en  él  contenidas,  y, 
al  contrario,  si  las  partidas  mismas,  co- 
mo lo  establece  el  artículo  308,  no  garan- 
tizan la  verdad  de  lo  declarado  en  ellas, 
parece  incuestionable  que  no  ha  de  atri- 
buirse mayor  fuerza  á  los  instrumentos 
supletorios". 

La  apreciación  de  la  prueba  del  estado 
civil,  bajo  cualquier  punto  de  vista  que 
se  la  considere,  es  privativa  del  tribunal 
que  conoce  en  el  juicio:  la  Corte  de  Casa- 
ción podrá  casar  una  sentencia  en  que 
no  se  admita  una  prueba  que  la  ley  acep- 
te; nó  una  sentencia  que  simplemente 
aprecia  una  prueba  rendida. 

R.  C. 
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Cas.  Ctv.—S  de  noviembre  de  1903 

Palmaé  Hijo  con  Guillermo  W.  Mac  Kay  y  Cía. 

Sentenola  interlóoutorla.  -  Improoe- 
denola.— Término  para  oompareoer 
á  segruir  la  apelaolón. 

Doctrina:— &  generalsólo  se  concede 
el  recurso  de  casación  contra  las  senten- 
cias deñnitivaSy  y,  por  excepción,  contra 
las  interlocutorias  cuando  ponen  término 
al Juicio  ó  hacen  imposibh  su  continua- 
ción. 

La  resolución  en  que  la  Corte  de  Ape- 
laciones se  pronuncia  sobre  la  deserción 
del  recurso  de  alzada  es^  indudablemente^ 
ana  xntencia  interlocutoria  y  es  de  la 
misma  naturaleza  el  falh  recaído  en  la 
incidencia  sobre  reposición  del  mismo 
auto  interlocutorio  de  cuya  índole  partí- 
cipa  la  reposición. 

Esta  no  pone  término  al  juicio  ni  hace 
imposible  su  continuación^  ya  que  al  de 
jar  sin  e&cto  la  deserción  de  la  alzada, 
permite  el  ingreso  al  juicio  en  lagar  de 
terminarlo. 


La  sociedad  mercantil  "Palma  é  Hijo",  do- 
miciliada en  el  Tomé,  interpuso  demanda  con- 
tra la  sociedad  de  igual  clase  "Guillermo  W. 
Mac  Kay  y  Cía."  con  el  fin  de  que  se  declare 
que  esta  iJltima  debe  hacer  desaparecer  de  una 
finca  perteneciente  á  aquella  sociedad  una 
linea  de  ferrocarril  aéreo  que  mantiene  en  ella 
sin  derecho. 

Tramitada  la  causa  legalmente  fué  decidida 
por  sentencia  del  juez  de  Tomé  de  25  de  mayo 
de  1903^  que  declaró  sin  lugar  la  demanda. 

Apelada  esta  sentencia  y  elevados  los  autos 
con  citación  y  emplazamiento  de  las  partes, 
el  apelante  delegó  el  poder  con  que  represen- 
taba á  la  sociedad  *'Palma  é  Hijo"  en  cual- 
quiera de  los  procuradores  del  número  de  Con- 


oepciAn.don  Adrián  Poblete  y  don  Pedro  Cm- 
zat,  en  diligencia  extendida  ante  el  secretario 
del  Juzgado  de  Tomé.  No  habiéndose  hecho 
parte  ninguno  de  éstos,  el  apelado  solicitó  la 
deserción  del  recurso,  y  previo  certificado  del 
secretario  sobre  la  no  comparecencia,  de  fecha 
17  de  junio,  la  Corte  de  Concepción,  por  auto 
del  día  18  de  junio,  declaró  desierta  la  ape- 
lación. 

El  procurador  don  Adrián  Poblete,  haóen* 
do  presente  que  el  Tribunal  había  sufrido  un 
error  en  la  computación  del  tiempo  dentro  del 
cual  debía  haberse  efectuado  la  comparecencia 
en  conformidad  al  inciso  2'  del  artículo  224 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  pidió  la  re- 
consideración del  auto  referido  y  que  se  decía, 
rara  stn  lugar  la  deserción. 

Tramitado  el  incidente  y  vista  la  causa,  la 
Corte  de  Concepción  lo  falló  con  fecha  17  de 
agosto,  dando  lugar  á  la  repostdón  por  los 
considerandos  siguientes: 

1'  Que  la  ley  prescribe  que  las  partes  ten- 
drán el  plazo  de  tres  días  para  comparecer 
ante  al  Tribunal  superior  á  seguir  el  recurso 
interpuesto,  plazo  que  se  aumentará  en  la 
misma  forma  que  el  de  emplazamiento  para 
contestar  las  demandas  cuando  los  autos  se 
remitan  de  un  Tribunal  de  primera  instancia 
que  funcione  en  otro  departamento; 

2^  Que  el  artículo  286  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  que  contempla  el  caso  de  con- 
testarse una demandacuandoel  demandado  se 
halla  en  un  departamento  diverso  de  aquel  en 
que  funciona  el  Tribunal,  ha  fijado  el  plazo  de- 
terminado de  diez  y  ocho  días  con  másel  aumen. 
to  correspondiente  al  lugar  en  que  aquél  se 
encuentre,  y  no  ha  hecho  referencia  al  plazode 
quince  más  tres  días  fijado  en  el  artículo  que 
inmediatamente  precede,  de  donde  se  deduce 
que  no  sería  legal  aumentar  también  en  tres 
días  el  plazo  de  diez  y  ocho  de  que  se  ha  hecho 
mención,  y,  en  consecuencia,  el  de  tres  que  indi- 
ca el  artículo  223  sólo  puede  ser  aumentado 
con  el  que  corresponda  al  lugar  de  donde  han 
sido  remitidos  los  autos; 

3^  Que  si  bien  es  cierto  que  hasta  el  presen* 
te  no  se  ha  formado  la  tabla  que  debe  deter- 
minar el  aumento  de  plazos  que  corresponde  á 
los  diversos  departamentos  con  relación  al 
lugar  en  qnc  se  sigue  el  juicio,  también  loes 
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(jue  ante  el  mandato  expreso  fie  la  ley,  esos 
plazos  deben  aumentarse  y  no  sería  justo  dejar 
de  aplicar  una  disposición  que  acuerda  dere- 
chos á  las  partes  por  circunstancias  del  todo 
ajenas  de  éstas»  y  que  aun  cuando  han  podido 
ser  previstas  por  ellas  no  les  ha  sido  dado 
remediar; 

4^  Que  á  lo  expuesto  se  unen  razones  de 
hecho  que  comprueban  la  necesidad  de  la  am- 
pliación de  los  plazos,  pues  babría  casos  en 
que  dada  la  distancia  que  separa  algunos 
departamentos  y  la  notoria  dificultad  de  co- 
municaciones  entre  ellos,  sería  materialmente 
imposible  á  los  interesados  llegar  al  Tribunal 
de  Alzada  al  mismo  tiempo  que  el  expediente 
que  se  remite  por  correo  y  sólo  tres  días  des- 
pués de  éste; 

5^  Que  dada  esta  situación,  en  defecto  de 
disposición  expma  que  fije  el  aumento  de  pla- 
zos de  que  se  trata  y  ante  la  disposición  clara 
de  la  ley  que  lo  acuerda  á  las  partes,  es  de 
perfecta  equidad  concederlo  y  fijar  como  tal, 
por  lo  menos,  el  que  señalaba  la  tabla  que  es- 
taba en  vigencia  hasta  el  momento  en  que  em- 
pezó ¿  regir  el  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil; 

6.^  Que  el  procedimiento  de  esta  Corte,  al 
adoptar  el  aumento  de  cuatro  días  al  de  tres 
que  tienen  los  litigantes  del  departamento  de 
Coelemu  para  ocurrir  ante  ella  á  seguir  los 
recursos  interpuestos  contra  las  resoludones 
de  primera  instancia  y  por  las  razones  expues- 
tas anteriormente,  no  importa  invadir  atri- 
buciones privativas  de  la  £xcma.  Corte  Su- 
prema, ya  que  á  ésta  confia  el  art.  256  lu 
facultad  de  formar  la  tabla  á  que  el  mismo 
artículo  se  refiere;  porque  sólo  se  trata  de  dar 
cumplimiento  &  disiiosicioncs  expresas  de  la 
ley  que  quedarían  sin  aplicación  si  no  se  in- 
terpretaran con  arreglo  á  los  principios  de 
equidad  anteriormente  mencionados. 

Se  interpuso  recurso  de  casación  contra  es- 
ta sentencia. 

La  Corte  raolvió: 

'Teniendo  presente:  que  seg6n  el  artículo 
939  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  en 
general  sólo  se  concede  el  recurso  de  casación 
.contraías  sentencias  definitivas  y  por  excep- 
áón  contra  las  interlocatorias,  cuando  ponen 

lOKIS. 


término  al  juicio  ó  hacen  imposible  su  conti- 
nuación; 

Que  la  resolución  por  medio  de  la  cual  la 
Corte  de  Apelaciones  se  pronunció  sobre  la 
deserción  del  recurso  de  alzada  es  indudable- 
mente una  sentencia  interlocutoria  y  es  de  la 
misma  naturaleza  el  fallo  recaído  en  la  inci- 
dencia sobre  reposición  del  mismo  auto  inter- 
locutorio  de  cuya  índole  participa  la  reposi- 
ción; 

Que  esto  no  ha  puesto  término  al  juicio  ni 
hecho  imposible  su  continuación,  ya  que  al 
dejar  sin  efecto  la  deserción  de  la  alzada,  per- 
mite el  ingreso  al  juicio  en  lugar  de  termi- 
narlo; 

Que  tampoco  se  trata  del  otro  caso  de 
capción  en  que  el  art.  942  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  concede  el  recurso  de  ca- 
sación en  la  forma  contra  la  sentencia  inter- 
locutoria, puesto  que  no  se  alega  que  la  re- 
solución reclamada  se  haya  dictado  sin  pre- 
vio emplazamiento  de  la  parte  agraviada  y 
sin  señalar  día  para  la  vista  de  la  causa. 

Por  estas  consideraciones,  y  visto,  además, 
lo  dispuesto  en  los  artículos  959,  960  y  979 
del  mismo  Código,  se  declara  improcedente  el 
recurso  de  casación, en  la  forma  interpuesto 
por  la  parte  de  Mac-Kay  y  Ca.,  con  costas. 

Redactada  por  el  señor  presidente  Alfonso. 
—José  Alfonso.— J.  Gabriel  Palma  Guxmáa.— 
Leoncio  Rodrigue*.— Carlos  Varas.- Abel  Saar 
vedra. 


Cas.  CÍV.—4  de  novhmbre  de  1903 
Miranda  con  Miranda 

Plazo  para  interponer  el  recurso 
de  casación.— Improoedenola 

Doctrina.*— ¿o5  términos  de  cinco  días 
para  anunciar  y  formalizar  elrecarso,  son 
fataks.  B¡  segando  plazo  de  cinco  días 
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debe  contarse  desde  el  día  en  que  se  ha 
hecho  el  anuncio. 


Bn  la  causa  seguida  por  don  Plácido  Miran- 
da contra  doña  Ursula  Pulgar  j  el  curador  de 
los  menores  hijos  de  ésta  sobre  impugnación 
de  una  legitimación,  se  pronunció  sentencia  de 
primera  instancia,  declarándose  que  don  Plá- 
cido no  debía  ser  cndo  en  el  juicio,  sentencia 
que  fué  confirmada  por  la  Corte  de  Apelacio- 
nes dt  Valparcdso. 

La  parte  de  don  Plácido  Miranda  interpuso 
el  recurso  de  casación  en  la  forma  contra  la 
resolución  mencionada. 

Traídos  los  autos  en  relación,  se  suscitó 
cuestión  sobre  la  procedencia  de  dicho  recurso 
por  no  haber  sido  formalizado  dentro  del  pla- 
zo legal. 

La  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente: 
-  1^  Que,  según  el  artículo  943  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  el  que  intente  interponer 
el  recurro  de  casadón  deberá  anunciarlo  al 
TrHmnal  que  ha  pronunciado  la  sententía  en 
-el  término  de  5  días,  hecho  este  anuncio, 
tendrá  el  plazo  de  otros  5  días  para  formali- 
zar el  recurso  de  casación  en  la  forma; 

2^  Que  este  segundo  plazo  de  5  días  debe 
contarse  desde  el  en  que  se  ha  hecho  el  anun- 
cio, como  textualmente  lo  expresa  el  artículo 
citado; 

3^  Que  en  el  caso  de  esta  cuestión  el  recu- 
rrente hizo  el  antmcto  el  11  de  julio  último  y 
formalizó  el  recurso  de  casación  en  la  forma  el 
IH  del  mismo  mes;  y 

Que,  por  consíguienta,  entre  el  anuncio 
y  el  act  o  de  formalizar  el  recurso  ha  corrido  el 
plazo  de  6  días,  deducido  el  festivo  compren- 
dido entre  ambas  fechas,  y  se  ha  formalizado 
el  recurso  fuera  del  plazo  legal. 

Por  estas  consideraciones  y  visto,  además, 
lo  disiíuesto  en  los  artículos  960,  971  y  978 
del  Código  citado,  se  declara  improcedente  el 
recurso  de  casación  en  la  forma  á  que  se  refiere 
esta  resolución,  con  costas,  y  se  aplica  á  bene- 
ficio fiscal  la  cuarta  parte  de  la  cantidad  con- 


signada para  el  recurso  de  casación  en  lafor- 
ma.  Pásese  al  Tribunal  Pleno  pora  los  efectos 
de  la  casación  en  cl  fondo. — Redactada  por  el 
señor  presidente  Alfonso.-:/os¿  Alfyaso.—J. 
Gabriel  Palma  Guzmán.— Leoncio  Rodrígiui. 
—Carlos  Varas. — Abel  Saavcdra. 


Cas.  CÍV.—7  de  noviembre  de  1903 

Humeres  con  Compañía  de  Segnros 
"La  Francesa" 

Anuncio  del  reourao.— Improoedenoia 

Doctrina: — Interpuesto  el  recurso  de 
casación  en  la  forman  la  simple  reserva 
del  derecho.de  ampliar  el  recurso  á  otras 
causales,  no  importa  el  anuncio  del  re- 
curso de  casación  en  el  fondo,  de  modo 
que  formalizado  éste  con  posterioridad, 
debe  estimarse  como  no  interpuesto  por 
no  haber  existido  el  trámite  del  anuncio. 


Pallada  por  la  Corte  de  Apelaciones  de 
Santiago  la  causa  seguida  por  doña  Rosa 
Humeres  t.  de  Carvajal  con  la  "Compañía  de 
Seguros  La  Francesa"  interpuso  aquélla  re- 
curso de  casación  en  la  forma  fundada  en  el 
número  3  del  artículo  941  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil.  Dos  días  después  se  presentó 
al  Tribunal  diciendo  que  tenía  interpuesto  di- 
cho recurso,  pero  como  existían  otras  causales 
de  nulidad  que  invalidaban  la  sentencia  se 
tuvo  presente  la  reserva  que  hacía  de  sus  de- 
rechos para  ampliar  el  recurso  de  casación. 

Con  fifcha  23  de  junio  se  le  concedió  el  recur- 
so y  se  mandó  tener  presente  para  los  fines 
que  hubiese  lugar  la  reserva  indicada. 

£1  25  de  junio  la  recurrente  formalizó  el 
recurso  de  casación  en  d  fondo,  y  le  fué  conce- 
dido por  la  Corte. 
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.  Al  ponerse  en  relación  el  recurso  de  casa- 
ción en  ta  forma  la  señora  Humeres  hizo  pre- 
sente que  sólo  lo  anunció;  y  que  no  habiéndo- 
se formalizado  como  lo  exige  la  ley,  no  podría 
verM  en  la  Excma.  Corte,  pties  con  ello  se  de- 
mostró que  no  se  pretendió  continuar  y  hubo 
desistimiento  tácito. 

£n  consecuencia  solicitó  se  suspendiera  la 
vista  de  la  causa  con  relación  al  recurso  de 
casación  en  la  forma,  que  no  tenía  lugar  ni 
debía  verse;  y  se  le  entregaran  los  autos  para 
fundar  el  recurso  de  casación  en  el  fondo. 

La  Corte  proveyó: 

Santiago,  15  de  octubre  de  1903.— Téngase 
á  esta  parte  por  desistida  del  recurso  de  casa- 
ción en  la  forma,  con  costas,  aplicándose  á 
beneficio  fiscal  la  cuarta  parte  de  la  suma  de 
.  doscientos  pesos  de  la  consignada  según  la 
boleta  de  fs.  92.  Comuniqúese  al  Tribunal  de 
Cuentas  y  al  Tesorero  Fiscal  de  Santiago. 
Pase  el  proceso  al  Tribunal  Pleno  para  los 
efiKtos  del  recurso  de  casación  en  el  fondo  á 

que  se  refiere  el  escrito  de  fs.  95  Galvarino 

GaBardo.— Gabriel  Gaetc—V.  Aguirre  V.—E. 
Fóster  Kecabarren, 

La  señora  Humeres  solicitó  reconsidera- 
ción de  este  auto,  exponiendo  que  el  recurso 
de  casatíón  en  laformn  no  había  tenido  inten- 
dÓn  de  seguirlo,  por  lo  cual  halña  consignado 
únicamente  la  multa  para  el  recurso  de  ca- 
sación en  el  fondo;  pero  el  Tribunal  proveyó: 

Santiago,  19  de  octubre  de  1903. — Tenien- 
do presente  que  doña  Rosa  Humeres  de  C.  in- 
terpuso recurso  de  casación  en  la  forma  en  el 
escrito  de  fs.  89,  y  que  este  mismo  recurso  fué 
concedido  por  decreto  de  fs.  93  vta.,  no  hn 
lugar  á  tener  por  no  interpuesto  el  referido 
recurso,  y  estése  á  lo  resuelto  en  el  auto  de 
quince  del  presente.  — Ga/ranno  Gallardo.— 
Gabriel Gaete.^V.  Aguirre  V,—E.  Fóster  Re- 
cabarren. 

Él  Tribunal  pleno  ordenó  hacer  relación  so- 
bre la  procedencia  del  recurso  de  casación  en 
el  fondo,  y  resolvió: 

Teniendo  presente: 
1^  Que,  meg^n  el  artículo  943  del  Código  de 


Procedimiento  Civil,  el  que  intente  interponer 
el  recurso  de  casación  deberá  anunciarlo  al 
Tribunal  que  ha  pronunciado  la  sentencia  en 
el  término  de  cinco  días;  y  hecho  este  anuncio, 
tendrá  el  plazo  de  otros  cinco  días  para  for- 
malizar el  recurso  de  casación  en  la  forma,  y 
otros  diez  para  formalizar  el  de  fondo; 

2*^  Que  declarado  el  desistimiento  del  re- 
.curso  de  forma,  la  Sala  que  conoció  en  él  man- 
dó pasar  los  antecedentes  al  Tribunal  pleno 
para  que  se.  pronunciara  sobre  la  casación  en 
el  fondo; 

3'  Que  la  parte  recurrente  ha  expuesto  en  el 
escrito  de  fs.  91:  "que  ha  deducido  recurso  de 
casación  fundado  en  el  número  3^  del  artículo 
941  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  y  co- 
mo existen  otras  causales  de  nulidad  que  in- 
validan la  sentencia  hace  expresa  nserva  de 
sus  derechos  para  ampliar  el  recurso  de  casa- 
ción y  fundarlo  en  otras  de  las  causales  que 
contempla  la  ley"; 

4^  Que  lo  expuesto  manifiesta  que  aun  cuan* 
do  este  recurso  ha  sido  formalizado  por  el  es- 
crito de  fs.  95  y  concedido  por  decreto  del 
Tribunal  a  quo,  en  realidad  no  ba  sido  inter- 
puesto, porque  no  ha  existido  el  trámite  con 
el  cual  debió  anunciarse  la  interposición  del 
recurso  de  fondo,  ya  que  no  puede  Rutarse 
tal  anuncio  el  que  la  parte  exprese  que  reserva 
sus  derechos  para  ampliar  un  recurso  de  -ca- 
sación en  la  forma. 

Se  declara  improcedente  el  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo,  con  costas.  Devuélvase  la 
cantidad  consignada  por  dicho  recurso.  Acor- 
dada contra  el  voto  del  señor  Ministro  Fóster 
Recabarren,  quien  estimii  procedente  el  recur- 
so por  considerar  que  el  escrito  de  fs.  91  im- 
porta el  anuncio  que  exige  la  ley. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  AJfonso — 
Galvaríno  Gallardo. —José  AUoaso.—J.  Ga- 
briel  Palma  Guzmán.  — Gabriel  Gaete.—  V. 
Aguirre  Vargas.— Leoncio  RodrigucK.— Garios 
Varas.— Abel  Saavedra.-~E.  Fóster  Recaba- 
rren. 
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Apelación.— 12  de  noviembre  de  1903 

Plores  con  Municipalidad  de  Tunga 

Inoloslón  electoral.  — Inadmislbüidad 
del  recurso  de  casación 

DocrmxA:— Es  improcedente  el  recurso 
de  casación  en  el  fondo  por  infracción  de 
los  articulas  11  jr  siguientes  de  la  ley  de 
22  de  diciembre  de  1891,  contra  la  sen- 
tencia de  la  Corte  de  Apelaciones  que  ad- 
mite ó  rechaza  las  inclusiones  de  munici- 
pales. 


Don  Marcial  Flores,  haciendo  uso  de  la  ac- 
ción popular,  se  presentó  á  la  Municipalidad 
de  Tunga  reclamando  de  la  incorporación  co- 
mo municipales  de  los  señores  Wáshington 
Gatica,  Abraham  Prez,  Felipe  Astndillo.  Juan 
Sáez,  Greg'orio  Cabezón  y  Claudio  Cerila,  que 
fueron  proclamados  municipales  de  Tunga 
por  el  Colegio  Klectoral  que  funcionó  en  Pe- 
torca  el  5  de  marzo  último,  fundándose  en 
que  el  referido  Colegio  no  escrutó  ciertas  ac- 
tas, tomando  sólo  en  cuenta  otras  de  subde- 
legación  qne  no  alcnnznn  á  la  tercera  parte 
de  los  electoreB  inscritos,  desconociendo  de  es* 
te  modo  la  voluntad  de  los  electores  de  la  co- 
muna, lo  que  es  contrario  al  art.  66  de  la  ley 
de  elecciones,  pues,  haciendo  el  cómputo  co- 
rrespondiente, los  verdaderos  municipales  son 
las  personas  que  índica. 

La  Municipalidad  de  Tunga  dió  lugar  á  la 
reclamación  de  Flores. 

Don  Antonio  Rojas  apeló  de  esto,  y  habién- 
dose concedido  el  recurso  el  expediente  pasó 
al  Juzgado  de  Petorca,  el  cual  se  declaró  in- 
competente para  conocer  en  grado  de  apela- 
ción; pero  la  Corte  de  Santiago,  con  el  voto 
de  los  señores  Ministros  Bernales,  Vergara 
Albano,  Donoso  y  Olivos  declaró  que  el  refe- 
rido juez  debía  tramitar  dicha  reclamación 
y  fallarla. 

Eljuez  de  Petorca,  teniendo  presente  que 
la  Junta  BBcmtadora  infringió  el  artículo  6fí 


citado,  declaró  que  los  nueve  municipales  de- 
bían ser  las  personas  que  enumera,  por  haber 
obtenido  las  más  altas  mayorías  escrutando 
todas  las  actas,  mientras  no  se  declare  le- 
galmente y  por  quien  corresponda  que  deben 
ser  excluidos  por  falta  de  algún  requisito. 

Desechado  el  recurso  de  nulidad  que  se 
interpuso  contra  este  fallo,  por  haber  inter- 
venido como  fiscal  de  la  cansa  una  persona 
incompetente,  la  Corte  de  Santiago,  por  sen- 
tencia de  9  de  octubre  último  lo  confirmó,  en- 
tendiéndose qne  lo  que  se  resuelve  es  única- 
mente que  ha  lugar  á  las  inclusiones  pedidas 
por  Flores  y  sin  lugar  las  solicitadas  por  Ro- 
jas. Esta  sentencia  fué  acordada  por  los  se- 
ñores Mora  y  Montt  contra  el  voto  del  señor 
Benavente,  quien  estuvo  por  suspender  los 
efectos  de  la  sentenda  y  declarar  la  incompe- 
tencia del  juez  de  letras  para  conocer  de  Ins 
reclamaciones  de  que  se  trata  por  no  haber 
sido  ante  la  Municipalidad,  formada  de  las 
personas  que  recibieron  poderes  del  Colegio 
Electoral. 

Contra  esta  sentencia  se  interpuso  el  re- 
curso de  casación  en  el  fondo,  por  infracción 
de  los  artículos  11  y  siguientes  de  la  ley  de  22 
de  diciembre  de  1891,  y  por  auto  de  17  de 
.  octubre  la  Corte  de  Santiago  ••vístelo  dis- 
puesto en  el  art.  1'  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil'i  declaró  sin  lugar  el  recurso. 

La  Corte  resolvió: 

••Vistos:  seconfinna  el  auto  apelado  de  17 
de  octubre  último.  Devuélvase  la  cantidad 
consignada  según  la  boleta  de  fs.  24  que  se 
desglosará  dejándose  certificado  en  los  autos. 

Acordada  contra  el  voto  de  los  señores  Mi- 
nistros Pnlma  Guzmán  y  Rodríguez,  que  opi- 
naron por  revocar  el  auto  apelado  y  que  se 
declare  la  procedencia  del  recurso  de  casa- 
ción. 

Se  previene  que  el  señor  Ministro  Aguirre 
V.  fué  de  parecer  que  debía  aplicarse  á  bene- 
ficio fiscal  Ift  cantidad  consignada  Gnlv&ri- 

no  Gallardo.— José  Alonso.— J.  Gabriel  Palma 
Guzmán.— Gabriel  Gaete.—V.  Aguirre  Var- 
gas.— Leoncio  Rodríguez.  —  Carlos  Varas.— 
Abel.Saavedra.—B.  Fóster  Recabarrta  (1). 


(i)  Llamamos  la  atención  al  articulo  «Las  causas 
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Cas.  Civ.  en  la  forma  2^  de  noviembre 

de  1903 

Robles  con  Vergara  Iñigun 

GoBa  juzgada.— Identidad  de  oausa 
de  pedir 

Doctrina:— Para  que  pueda  alegarse 
la  excepción  de  cosa  Juzgada  se  requiere 
que  entre  la  nueva  demanda  y  ¡a  ante- 
riormente resuelta  baya  no  sólo  iden- 
tidad legal  de  persona  y  de  la  cosa  pedi- 
da, sino  también  identidad  de  la  causa 
de  pedir,  entendiéndose  por  causa  de  pe- 
dir  el  fundamento  inmediato  del  derecho 
deducido  en  juicio. 

Una  tercería  de  dominio,  que  se  funda 
en  el  hecho  de  haberse  adquirido  un  im- 
mueble durante  la  sociedad  conyugal  ha- 
bida entre  los  padres  de  los  terceristas 
y  de  pertenecer  por  lo  tanto  la  propie- 
dad á  la  comunidad  que  se  produjo  entre 
el  padre  y  los  hijos  á  la  muerte  de  la 
madre,  ocurrida  antes  del  embargo  y  de 
la  hipotecación  del  inmueble,  no  tiene  la 
misma  causa  de  pedir  que  la  tercería 
promovida  después  del  rechazo  de  la  prí- 
mera,  por  los  hijos  á  quienes  se  adquirió 
la  propiedad  exclusivamente  de  la  liqui- 
dación de  aquella  sociedad  conyugal.  Por 
consiguiente,  la  segunda  sentencia  que 
da  lugar  á  esta  última  tercería  no  se  opo- 
ne.  á  la  cosa  juzgada. 


En  la  ejecución  seguida  por  don  Carlos  Ver- 
gara  I.  contra  don  Vicente  Robles,  se  trabó 
embargo  sobre  la  casa  signada  con  el  número 


electorales  ante  el  Código  de  Procedimiento  Civil» 
que  se  publica  en  la  sección  Derecho  y  que  debe- 
mos á  la  colaboiación  de  don  Manuel  Salas  La  vaquí. 


118  A  de  la  calle  de  Hascuñán  Guerrero  de  es- 
ta ciudad. 

Tramitándose  la  ejecución,  se  presentó  don 
José  del  C.  Bilbao,  curador  ad-litem  de  los  me- 
nores Cupertino,  Cesdreo,  Claudína  y  Rafaela 
Robles  y  Gamboa,  hijos  del  ejecutado,  inter- 
poniendo tercería  de  dominio  sobre  la  propte- 
<Iad  raíz  embargada.  Sostiene  que  el  padre  de 
flichos  menores,  don  Vicente  Robles,  adquirió 
durante  la  subsistencia  de  la  sociedad  convu- 
}^a1,  dicha  casa;  y  que  después  del  fallecimien- 
to de  su  esposa,  el  señor  Robles  hipotecó  esta 
propiedad,  que  no  le  pertenecía,  en  favor  del 
ejecutante,  que  ahora  la  tiene  embargada. 

El  Juez  señor  Marín,  fundándose  en  los  ar- 
tículos 1681,  1682,  1683  y  1698  del  Código 
Ciríl,  declaró  sin  lugar  la  tercería  con  costas 
y  que  es  nulo  el  título  en  que  se  funda. 

Considerando: 

l.*'  Que  el  titulo  en  que  se  funda  la  tercería 
no  es  bastante  para  acreditar  el  dominio  por- 
que no  se  encuentra  inscrito  y  en  él  se  trasmi- 
te la  propiedad  de  un  predio  embargado  á  la 
fecha  de  su  otorgamiento  sin  que  el  juez  que 
lo  decretara  interviniese  en  la  adjudicación,  ni 
el  acreedor  consintiera  en  ella;  y* 

2^  Que  no  siendo  aceptable  el  título  ni  ha- 
biéndose justificado  otros  antecedentes  que 
acrediten  aquel  dominio,  existe  la  fuerza  de  la 
cosa  juzgada  en  virtud  de  sentencia  expedida 
enjuicio  de  tercería  sobre  la  misma  propiedad 
y  entre  las  mismas  partes. 

Apelada  esta  sentencia  la  Corte  de  Santia- 
go, con  fecha  diecisiete  de  junio  de  mil  nove- 
cientos tres,  con  el  voto  de  los  señores  Fóster 
Recabarren,  Larrain  Zañartu  y  Castillo; 

Considerando: 

1^  Que  consta  de  autos  que  la  propiedad  de 
que  se  trata,  adquirida  durante  la  vigencia  de 
la  sociedad  conyugal  habida  entre  don  Vicen- 
te Robles  y  doña  María  Antonia  Gamboa,  fué 
hipotecada  por  el  primero  A  favor  del  ejecu- 
tante con  posterioridad  al  fallecimiento  de  su 
esposa; 

2^  Que  de  este  antecedente  se  deduce  que  lo 
que  pudo  válidamente  hipotecar  don  Vicente 
Robles  no  pudo  ser  la  propiedad  que  en  reali- 
dad no  le  pertenecía,  sino  el  derecho  eventnid 
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que  podía  tener  á  ella,  en  el  caso  de  pasar  á 
ser  de  nii  dominio  particular,  conforme  á.  lo 
que  dcUrmina  el  artículo  2418  del  Código 
Civil; 

One  consta  así  mismo  de  autos  que  el  qe- 

cuin  lo  no  ha  adquirido  este  dominio  sino  que 
Í„viruiddela  adjudicación  hecha  en  el  juicio 
risjx:(.tivo  de  partición,  aquélla  se  ha  radica* 
Ao  en  los  terceristas,  quienes  han  pasado  á  ser 
dutrños  tínicos  y  absolutos  de  ella,  caducan- 
do así  todo  titulo  del  qecutado  sobre  el  mis* 
flio  predio; 

Qj^  la  falta  de  inscripción  del  título  de 
Ki*  1  cTceñstas  no  puede  ser  en  este  caso  un  in- 
t;oii  veniente  para  que  se  dé  lugar  á  su  acción, 
^c«de  que  no  se  desconoce  por  el  ejecutante,  y 
aún  así  consta  de  los  títulos  de  propiedad, 
que  el  predio  pertenecía  á  la  sociedad  conyu- 
gal CUTOS  continuadores  en  el  dominio  han 
llfp.'ido  á  ser  los  terceristas  á  virtud  de  la  ad- 
judicación: 

S'^  ^e  no  importando  la  adjudicariÓn  una 
enaiciiación  de  la  propiedad  no  es  aplicable 
en  este  caso  el  artículo  1464  del  Código  Civil, 
V  ííe  consiguiente  el  embargo  trabado  por  el 
rjfint.inte  no  hizo  ilícita  la  adjudicación  pos- 
lerinr  liecha  á  los  terceristas; 

ñifi  Qac  siendo  así  perfectamente  aceptable 
en  derecho  el  título  de  los  terceristas,  no  cabe 
Uirappco  en  contra  de  su  acción  la  alegación 
tte  la  cosa  juzgada  fundada  en  la  sentencia 
lirotnniciada  entre  las  mismas  partes  con  oca- 
sión de  esta  misma  propiedad  y  que  corre  á 
Ti.  46  dfel  cuaderno  2*  de  estos  autos,  porque 
en  aquel  juicio  alegaron  los  terceristas  su  ti- 
tulen de  comuneros  en  la  propiedad,  ánico  que 
•entnncjÑ  tenían,  y  hoy  se  fundan  en  el  de  ex- 
cUiíiívae  dueños,  que  les  faculta  para  reclamar 
|a  entrega  de  lo  que  les  pertenece; 

7''  Que  á  virtud  de  lo  expuesto,  los  terceris- 
Las  han  justificado  su  dominio  sobre  el  predio 
y,  por  tanto,  la  acción  que  ejercitan; 

8^  Que  lo  anterior  no  obsta  para  que  el  eje- 
cUtatit<f  haga  valer  los  derechos  que  tiene  en 
ít-'ti  frn  del  ejecutado,  sen  en  el  mismo  juicio  de 
liquiíiación  de  la  sociedad  conyugal  que  exis- 
tió entre  éste  y  doña  María  Antonia  Gamboa, 
íiBen  en  otra  forma  distinta. 

Víj^tolo  dispuesto  en  los  artículos  citados 
f  76  ée  la  ley  de  8  de  febrero  de  1837,  revocó 


la  sentencia  apelada  de  27  de  noviembre  de 
1900,  corriente  á  fs.  39,  y  declaró  que  ha  lu- 
gar á  la  tercería,  debiendo,  en  consecuencia, 
alzarse  el  embargo  trabado  en  la  propiedad  á 
que  se  refiere  la  escritura  de  adjudicación  y 
entregar  ésta  á  los  terceristas,  inscribiéndose 
su  título  y  condenándose  en  costas  al  ejecu' 
tante. 

Contra  esta  sentencia,  don  Carlos  Vergara 
Iñiguez  dedujo  los  recursos  de  casación  en  la 
forma  y  en  el  fondo. 

Funda  el  primero  en  haberse  expedido  la 
sentencia,  contrariando  otra  que  se  alegói 
pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  de  fe' 
cha  6  de  mayo  de  1898,  en  la  cual  se  rechazó 
la  primera  tercería  interpuesta  por  los  meno* 
res  respecto  de  una  casa  de  la  calle  de  Bascit- 
ñán  Guerrero,  embargada  en  la  ejecución  se  - 
guida  por  el  recurrente  contra  Robles. 

La  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente: 

1.**  Que  conforme  al  artículo  200  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  para  que  pueda 
alegarse  en  un  juicio  la'excepción  de  cosa  juz- 
gada, se  requiere  que  entre  la  nueva  demanda 
y  la  anteriormente  resuelta  haya  no  sólo  iden- 
tidad legal  de  personas  y  de  la  cosa  pedida, 
sino  también  identidad  de  la  causa  de  pedir, 
entendiéndose  por  causa  de  pedir  el  fundamen- 
to inmediato  del  derecho  deducido  en  juicio; 

2.0  Que  de  autos  aparece  que  la  primera 
tercería  interpuesta  á  nombre  de  los  menores 
Robles  Gamboa  se  fundó,  en  cuanto  á  la  casa 
de  la  calle  de  fiascuñán  Guerrero,  en  el  hecho 
de  que  este  inmueble  había  sido  adquirido  du- 
rante la  sociedad  conyugal  de  don  Vicente 
Robles  con  doña  Antonia  Gamboa  y  pertene 
cía,  por  tanto,  á  la  comunidad  que  entre  el 
padre  y  los  hijos  se  produjo  A  la  muerte  de 
dicha  señora,  ocurrida  antes  del  embargo  y  de 
la  hipoteca  de  la  misma  casa; 

3.°  Que  la  segunda  tercería  de  dominio  w 
ha  fundado  en  que  en  el  compromiso  para  ta 
liquidación  de  la  sociedad  conyugal  habida 
entre  Robles  y  doña  Antonia  Gamboa,  se  ad- 
judicó exclusivamente  á  los  menores  hijos  de 
esta  última  la  indicada  propiedad  de  la  calle 
de  BascuñAn  Guerrero; 
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Que,  en  consecuencia,  no  habiendo  exis- 
tido en  ambas  tercerías  una  misma  causa  de 
pedir»  el  fallo  en  que  se  ha  dado  lugar  á  la  se- 
gunda en  fnersa  de  la  adjudicación  arbitral 
de  la  casa  á  los  menores  Robles  Gamboa,  no 
se  ha  expedido  contra  sentencia  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada. 

Vistos,  también,  lo  prescrito  en  los  artículos 
960,  978  y  979  del  Código  de  Procedimiento 


Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas  en  que 
se  condena  al  recurrente,  el  recurso  (}e  cosa-t 
ción  en  la  forma  interpuesto  por  don  Carlos 
Vergara  Iñiguez  contra  la  sentenciado  la  Cor- 
to de  Apelaciones  de  SantiagOt  de  fecha  17  de 
julio  áltímo. 

Redactada-  por  el  señor  Ministro  Aguifre 
Vargas.— Ga/van/í o  Galla ráo.~~L eopoldo 
L'rrutiR.-^abriclGaete.—V.Aguirre  V. 


CORTES  DE  APELACIONES 


Curte  de  Santiago. — fí  de  jumo  de  19tKt 

Humeres  con  la  Compañía  de  Seguros 
"La  Francesa" 

Segruro  oontra  Inoendio.— Muebles.— 
Traslaolón  á  otro  luffar.  —  Falta  de 
avisa  -  Caducidad. 

Doctrina:  —  La  traslación  de  los  mue- 
bles asegurados  contra  riesgos  de  incen- 
dio á  otro  lugar  del  indicado  en  la  póliza 
debe  ser  avisada  al  legítimo  represen- 
tante  de  la  Compañía  aseguradora.  El 
asegurado  no  puede,  en  general,  variar 
por  si  solo  el  lugar  del  riesgo,  ni  cual- 
quiera de  las  otras  circunstancias  que  se 
hayaa  tenido  en  vista  para  estimarlo, 
pudhndo  rescindirse  el  contrato  si,  en 
concepto  de  la  justicia,  tal  variación  ex- 
tendiere  ó  agravare  los  riesgos. 

Cesa  la  responsabilidad  del  asegurador 
toda  vez  que  el  asegurado  remueva  del 
la^r  donde  se  encuentran  para  colocar' 


las  en  otro  las  especies,  si  se  puede  pre- 
sumir que  el  asegurador  no  las  habría 
asegurado  ó  las  habría  asegurado  bajo 
distintas  condiciones^  lo  que  ocurre,  por 
ejemplo,  cuando  ¡a  casa  á  donde  son 
trasladadas  es  de  construcción  mixta  y 
la  casa  que  se  tu  vo  en  vista  para  el  seguro 
es  de  construcción  sólida,  correspondien- 
do pagar  unaprima  mayor  que  la  estipu- 
lada en  el  contrato  primitivo.  Esto  tiene 
lugar  sobre  todo  cuando  es  una  condición 
expresamente  estipulada  en  la  póliza' 
pues  entonces  se  trataría  de  una  extipu, 
laciónquees  ley  para  los  contratantes. 


Doña  Rosa  Humeres  viuda  de  Carvajal  ha- 
bía asegurado  los  muebles  de  su  casa-habita- 
ción,  núm.  642  de  la  calle  de  la  Bandera,  en  la 
suma  de  quince  mil  pesos  en  la  Compañía  de 
Seguros  "  La  Francesa",  habiendo  pagado 
oportunamente  la  prima. 

Pendiente  el  seguro,  trasladó  ios  muebles 
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á  la  casa  núm.  305  de  la  calle  Míraflores,  y  el 
día  1^  de  juliu  se  produjo  ea  esa  casa  un  in- 
cendio que  consumió  en  su  casi  totalidad  di- 
chos muebles. 

La  señora  Humeres  entabló demandacontra 
la  Compañía  aseguradora  cobrándole:  1'  el 
valor  de  la  cantidad  asegurada  con  deducción 
de  lo  que,  á  juicio  de  peritos,  importaran  los 
objetos  salvados;  2^  los  gastos  hechos  para 
recoger,  guardar  y  mantener  en  lugar  seguro 
los  objetos  salvados  que  avalúa  en  doscientos 
pesos,  y  3^  los  petjuicios  é  intereses  ocasiona- 
dos por  el  no  pago  oportuno  del  seguro  y  las 
costas;  y  sostuvo  que  oportunamente  había 
dado  aviso  al  asegurador  del  cambio  de  resi- 
dencia para  los  efectos prevenidosen  la  respec- 
tiva póliza. 

La  Compañía  demandada  pidió  el  rechazo 
de  la  demanda,  fundada  en  que  los  muebles 
que  había  asegurado  eran  los  existentes  en  la 
calle  de  la  Bandera  núm.  642;  que  la  asegura- 
da no  cumplió  con  las  condiciones  exigidas 
para  el  evento  del  cambio  de  domicilio  por  la 
cláusula  respectiva  de  la  póliza,  ni  por  el  Códi- 
go de  Comercio,  pues  no  dió  aviso  del  cambio 
de  residencia  y  que,  por  lo  tanto,  no  tenía 
derecho  para  hacer  efectivala  responsabilidad 
de  la  Compañía.  Sostenía  aán  que,  suponiendo 
dado  el  aviso,  no  habría  existido  acuerdo  entre 
las  partes  sobre  las  condiciones  del  nuevo  se- 
guro, porque  habiéndose  cambiado  los  riesgos 
de  la  cosa,  ni  la  Compañía  manifestó  la  volun- 
tad de  tomarlos  sobre  sí  ni  la  demandante  se 
comprometió  á  pagar  la  nueva  prima,  habién- 
dose en  el  hecho  aumentado  los  riesgos,  pues 
los  muebles  fueron  trasladados  de  un  edificio 
sólido  y  respecto  del  cual  rige  la  prima  de  tres 
octavos  áotro  de  material  más  ligero  y  al  que 
es  aplicable  la  prima  de  medio  por  ciento. 

En  la  réplica  se  insistió  en  sostener  que  el 
aviso  había  sido  dado  oportunamente;  y  la 
Compañía,  á  su  vez,  que  no  se  dió  el  aviso  le- 
gal, porqae  no  ugnifica  tal  el  hecho  de  que  en 
la  noche  anterior  al  incendio  y  en  circunstan- 
cias que  había  un  gran  escape  de  gas,  fuera  una 
persona  A  casa  del  tenedor  de  Ubres,  que  no 
tiene  facultad  para  contratar  seguros,  á  darle 
cuenta  de  la  traslación  de  los  muebles,  máxi- 
me ri  se  toma  en  consideración  que  ese  mismo 
empleado  maniHestó  que  entregarfa  la  póliza 


que  se  le  dejaba  al  encargado  de  examinar  los 
riesgos. 

El  juez  señor  Ahumada,  con  fecha  29  de  no- 
viembre de  1902,  declaró  sin  lugar  la  demanda 
con  arreglo  á  los  artículos  579  y  583  del  Có- 
digo de  Comercio,  por  las  siguientes  conside- 
raciones; 

1*  Que  tratándose  de  especies  muebles,  la 
responsabilidad  del  asegurador  se  encuentra 
limitada  por  el  lugar  en  que  ellas  se  guardan, 
por  lo  que  la  ley  exige  que  su  traslarión  á  un 
lugar  distinto  debe  ser  puesta  en  conodmien- 
to  de  aquél; 

2*  Que  siendo  el  lugar  en  que  se  encuentran 
las  especies  una  de  las  circunstancias  que  in- 
fluyen en  el  aumento  ó  disminución  de  los  ries- 
gos de  la  cosa,  para  la  subsistencia  del  contra- 
to de  seguro  es  menester  la  aceptación  expresa 
tácita  del  asegurador  respecto  del  cambio  de 
local; 

3*  Que  no  se  ha  acreditado  en  autos  que  se 
hubiera  dado  oportunamente  el  aviso  reque- 
rido de  la  traslación  de  los  muebles  asegura- 
dos á  la  casa  de  la  calle  Miraflores  núm.  305, 
ya  que  no  puede  considerarse  como  tal  la  no- 
ticia dada  al  tenedor  de  libros  de  la  Sociedad 
demandada; 

4*  Que  en  el  supuesto  de  haberse  cumplido 
con  este  requisito,  no  hay  constancia  de  que 
expresa  6  tácitamente  haya  aceptado  "La 
Francesa"  el  seguro  en  el  nuevo  local; 

5*  Que,  á  mayor  abundamiento,  no  se  ha 
comprobado  que  los  muebles  existentes  en  lu 
calle  de  Miraflores  fueran  los  mismos  asegura- 
dos (1). 

La  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  están  de  acuerdo  las  partes  en  que 
la  Compañía  demandada  aseguró  en  la  canti- 
dad de  15,000  pesos  los  mueblesque  la  señora 
Rosa  Humeres  viuda  de  Carvajal  tenía  en  la 


(i)  Sobre  este  punto  parece  no  haber  habido 
cuestión  entre  las  parles;  á  lo  menos  no  se  alego  en 
forma  por  la  Compañía  que  se  tratara  de  otros  mue- 
bles, siendo  el  verdadero  motivo  del  pleito  U  tras- 
lación de  los  muebles  y  la  falta  de  aviso  y  de  nuevo 
convenio  sobre  la  prima. 
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cata  núm.  642  de  la  calle  de  la  Bandera,  de 
esta  ciudad; 

2*  Que  ha  reconocido  durante  el  juicio  la 
Bcüora  Humeres  viuda  de  Carvajal  que,  sin 
conocimiento  de  la  Compañía  aseguradora, 
trasladó  los  muebles  asegurados,  desde  esa 
propiedad  á  la  casa  núm.  305  de  la  calle  de 
Miraflores,en  la  cual  se  produjo  el  incendio  de 
ellos  en  la  mañana  del  día  1^  de  julio  del  año 
último; 

3'  Que  si  bien  sostiene  la  expresada  señora 
que  la  noche  anterior  al  siniestro  hizo  dar  avi- 
so de  ese  cambio  de  local  al  contador  de  la 
Compañía,  al  que  también  se  le  entregó  la 
póliza,  no  ha  probado  que  tal  aviso  se  pusiera 
con  oportunidad  en  noticia  de  su  legítimo  re- 
presentante ni  que  antes  del  incendio  hubiera 
Consentido  éste  en  la  traslación  de  las  cspc- 
cies  aseguradas; 

4^  Que  tratándose  del  seguro  en  general,  no 
puede  el  asegurado  variar  por  si  solo  el  lugar 
<1el  riesgo,  nt  cualquiera  otra  de  las  drcuns- 
tandas  que  se  hayan  tenido  en  vista  para  es- 
timarlo, pudiendo  rescindirse  el  contrato  si  en 
concepto  de  la  justicia  tal  variación  entendie- 
re 6  agravare  los  riesgos; 

5'  Que  respecto  del  seguro  de  objettis  mue- 
bles contra  riesgos  de  incendio,  que  es  de  lo 
que  aquí  se  trata,  cesa  la  responsabilidad  del 
os^nrador  toda  vez  que  el  asegurado  los  re- 
mueva del  lugar  donde  se  encontraban  para 
colocarlos  en  otro,  si  se  puede  presumir  que  el 
asegurador  no  los  hnbria  asegurado,  ó  los 
habrfa  asegurado  bajo  distintas  condiciones; 

6'  Que  del  informe  del  inspector  de  la  Aso- 
ciación Chilena  de  Aseguradores  aparece  que 
la  casa  de  la  calle  de  Miradores,  donde  se 
trasladó  la  señora  Humeres  viuda  de  Carva- 
jal, era  de  construcción  mixta,  á  diferencia  de 
la  que  ocupaba  en  la  calle  de  la  Bandera,  que 
es  de  construcción  sólida,  correspondiendo  pa. 
gar  por  los  objetos  asegurados  en  ésta,  según 
la  tarifa  de  la  Asociación,  la  prima  de  tres  oc- 
tavos, y  por  los  depositados  en  la  primera, 
una  de  medio  por  ciento,  tarifa  adoptada  por 
todas  las  compañías  y  acordada  según  el  ma- 
yor ó  menor  peligro  que  ofrecen  los  edificios; 

7^  Que  también  en  la  cláusula  décima  de  la 
póliza  reconocida  como  igual  á  la  que  suscri- 
1»ó  la  señora  demandante,  se  establece  qne  por 
jums. 


el  hecho  de  cambiarse  de  local  los  objetos  ase- 
gurados, sin  declararlo  inmediatamente  á  la 
Sociedad  y  sin  pagar  el  aumento  de  la  prima 
ó  premio  qne  se  estipulare,  quedará  el  asegu- 
rado sin  derecho  alguno  á  indemnización  por 
cualquier  incendio  que  pudiera  sobrevenir;  y 

8^  Que  la  anterior  estipulación,  obligatoria 
para  los  contratantes,  según  lo  prescripto  en 
el  artículo  154-5  del  Código  Civil,  exige,  como 
se  ve,  la  aceptación  previadel  asegurador  para 
variar  el  lugar  del  riesgo,  como  asimismo  d 
pago  de  la  nueva  prima  que  se  pudiere  estipu- 
lar, lo  cual  no  cumplió  la  señora  demandante 
en  el  presente  caso. 

Porestos  fundamentos,  y  visto  lodispuesto 
en  los  artículos  538  y  583  del  Código  de  Co- 
mercio; 320  y  428  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de 
fecha  29  de  noviembre  del  año  próximo  pasa- 
do, con  costas  del  recurso. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Benaven- 
te.—L.  R.  Mora.— Darío  Benaveatc.-^Luis  Ba- 
rriga." 


Corte  de  Santiaf^.—21  de  agosto  de  JOOS 

Barros  con  Bcheverria 

Posiciones. -Notifloaolón  personal 
para  absolverlas.  —Rebeldía 

Doctrina: — La  declaración  del  deman- 
dante sobre  el  domicilio  del  demandado^ 
aceptada  tácitamente  por  éste,  llena  la 
exigencia  del  artículo  52  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  ya  que  la  designa- 
ción de  domicilio  conocido  que  cada  liti- 
gante debe  hacer  en  aa  primera  gestión 
Judicial,  no  tiene  otro  objeto  que  facilitar 
al  contendor  el  expedito  diligenciamicnto 
de  las  notiñcaciones  personales  ó  por  cé- 
dula que  deben  hacerse  á  su  contraparte 
durante  la  secuela  del  pkito. 

lo 
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ha  absolución  de  posiciones  es  acto 
personal  y  debe  ser  notiñcado  el  decreto 
que  manda  absolverlas  en  la  forma  pre- 
venida para  esta  clase  de  diligencias  por 
el  artículo  51  del  citado  Código. 


En  el  juicio  seguido  por  doña  Genoveva  Ba- 
rros con  don  Florencio  Echeverría  la  deman- 
dante expresó  en  su  demanda  el  domicilio  del 
demandado.  Este  no  designó  domicilio,  pero 
no  rechazó  el  que  le  atribuía  la  demandante. 

Habiéndole  puesto  posiciones  se  le  notificó 
por  el  estado  el  decreto  que  mandaba  absol- 
verlas y  no  habiendo  comparecido  se  le  hizo 
nueva  citación  en  la  misma  forma,  y  como 
tampoco  compareciera  se  dieron  por  absuel- 
tas  en  su  rebeldía  las  posiciones  con  arreglo  á 
los  artículos  383  y  384  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  por  el  juez  señor  Rencoret. 

Apelada  esta  resolución  por  Kchevcrrín, 

La  Corte  resolvió: 
Teniendo  presentu*; 

1^  ^ue,  por  declaración  expresa  de  la  de- 
mandante, aceptada  tácitamente  por  el  de* 
mandado,  consta  en  los  autos  que  don  Flo- 
rencio Echeverría  reside  en  la  calle...,  con  lo 
cual  debe  entenderse  satisfecha  la  exigencia 
contenida  en  el  artículo  52  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  ya  que  la  designación  de  do* 
micilio  conocido  que  cada  litigante  debe  hacer 
con  arreglo  á  ese  artículo  en  su  primera  ges- 
tión judicial,  no  tiene  otro  objeto  que  facilitar 
al  contendor  el  expedito  diligenciamiento  de 
las  notificaciones  personales  ó  por  cédula  que 
deben  hacerse  é  su  contraparte  durante  la  se- 
cuela del  pleito; 

2'  Que  la  absolución  de  posiciones  es  un 
acto  personal  de  la  parte  á  quien  corresponde 
presentarla,  y  en  consecuencia,  Echeverría  ha 
debido  ser  notificado  del  decreto  que  mandaba 
absolverlas  en  la  forma  prevenida  para  esta 
clase  de  diligencias  por  el  artículo  51  del  Có- 
digo citado,  ó  sea  por  medio  de  cédula  que 
contuviera  la  copia  íntegra  de  la  resolución 
respectiva  y  los  datos  necesarios  para  su  acer- 
tada inteligencia; 


3^  Que,  á  mayor  abundamiento,  es  facultad 
del  Tribunal  que  conoce  de  un  pleito  ordenar 
la  notificación  por  cédula  aún  en  el  caso  en 
que  sin  dicha  orden  habría  procedido  la  noti- 
ficación porestado  cuando,  como  ahora,  haya 
circunstancias  especíales  que  lo  aconsejen; 
puesto  que  no  «ería  equitativo  que  la  deman- 
dante, que  declara  conocer  el  domicilio  del 
demandado,  obtuviera,  á  pesar  de  esto,  la  con- . 
denación  en  rebeldía  de  este  último,  aprove- 
chándose de  una  mera  omisión  en  que  ha  po- 
dido incurrir  de  buena  fe  por  haber  creído 
suficiente  declaración  de  su  domicilio  la  for- 
mulada por  la  misma  demandante,  sin  con- 
tradicción alguna  de  su  parte. 

Y  visto  lo  dispuesto  por  el  inciso  final  del 
artículo  51,  se  revoca  la  resolución  apelada  de 
17  de  julio  próximo  pasado  y  se  declara  que 
no  ha  lugar  por  ahora  á  la  rebeldía  acusada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Fóster 
Recabarren. — Acordada  contra  el  Toto  del  se- 
ñor Ministro  Castillo,  quien  fué  de  opinión 
que  se  confirmara  el  auto  apelado.— y.  Alejo 

Femández.~E.  Fóster  Recabarren  Eduardo 

Castillo. 


En  el  Código  de  Procedimiento  Civil 
no  hay  disposición  alguna  que  autorice 
la  doctrina  de  la  Corte  de  Santiago.  La 
obligación  de  designar  domicilio  es  per- 
sonal de  cada  litigante  y  la  ley  la  impone 
no  obstante  que  obliga  á  la  otra  parte  á 
expresar  la  residencia  de  su  contendor. 
Así  el  artículo  251  dispone  que  la  deman- 
da deberá  contener  el  domicilio  y  profe- 
sión ú  oficio  del  demandado  y  el  artículo 
299  vuelve  á  disponer  que  la  contesta- 
ción debe  contener  las  mismas  indica- 
ciones. 

La  disposición  del  artículo  52  relacio- 
nada con  la  de  los  artículos  á  que  aca- 
bamos de  referimos,  manifiesta,  por  lo 
tanto,  que  cada  uno  de  loslitigantes  está 
obligado  á  indicar  su  domicilio  y  profe- 
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siónú  oficio  y  que  "no  puede  aceptarse 
como  tal  dcsignaciAn  el  silencio  que  ha 
guardado  acerca  del  que  le  supone  el 
demandante"  según  lo  expresó  el  señor 
Ministro  Castillo  en  su  voto  disidente. 

La  designación  hecha  p©r  el  deman- 
dante "no  cumple,  agrega,  con  el  propó- 
sito de  la  ley  según  se  deduce  del  tenor 
literal  del  precepto  de  los  artículos  51, 
52  y  53  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil y  de  los  fundamentos  que  tuvo  pre- 
sentes el  legislador  al  establecerlo." 

El  proyecto  primitivo  imponía  á  todo 
litigante  la  obligación  de  presentarse  dia- 
riamente á  la  secretaría  del  Juzgado  á 
imponerse  de  los  decretos  que  hubieran 
podido  dictarse  en  su  pleito;  y  si  no  lo 
hada  se  knotificaba  por  el  estado  previa 
certificación  de  no  comparecencia,  puesta 
e»  los  autos  por  el  secretario.  Se  estimó 
qtíe  este  procedimiento  era  demasiado 
molesto  para  los  litigantes;  y  se  les  im- 
puso la  obligación  de  señalar  domicilio 
para  las  notificaciones  personales,  san- 
cionando la  infracción  de  esta  obligación 
con  la  notificación  por  el  estado  de  todo 
decreto  sin  distinción. 

En  el  caso  de  que  se  trata  en  el  fallo 
anterior,  "por  no  haber  el  demandado 
señalado  su  domicilio,  había  caído  en  la 
sanción  establecida  por  el  artículo  56, 
conforme  á  la  cual  deben  practicarse  por 
el  estado  todas  las  notificaciones,  incluso 
las  de  las  resoluciones  indicadas  en  el  ar- 
tículo 51";  segl^n  lo  expresa  el  voto  disi* 
dente. 

En  cuanto  al  último  considerando  del 
fallo  observó  con  razón  el  señor  Ministro 
Castillo  "que  en  el  presente  caso  no  se 
trataba  de  prescribir  la  forma  en  que  de- 
bía practicarse  una  notificación,  sino  de 
determinar  si  la  ya  efectuada  está  ó  no 
arralada  á  la  ley." 


La  resolución  de  la  Corte  se  resiente 
de  la  aplicación  de  las  consideraciones  de 
equidad  que  tanto  influyen,  con  manifies- 
to perjuicio  del  derecho^  en  los  fallos  de 
los  tribunales.  Este  defecto  no  es  priva- 
tivo de  nuestros  tribunales.  En  todos  los 
países  el  juez  no  se  sustrae  á  esta  clase  de 
impresiones,  que  muchas  veces  lo  llevan 
á  desconocer  la  ley  y  á  sustituir  al  pre- 
cepto claro  del  legislador  una  equidad 
acomodaticia,  si  no  arbitraria. 

L.  C.  vS. 


Corte  de  Santiago.— 1 7  de  octubre  de  1903 

Kequena  con  Abatte 

Estrados.— Efeoto  del  Código  de  Pro- 
oedimlento  Olvll  sobre  esta  flootón. 
— RetroRotlvldad . 

Doctrina: — La  representación  consti- 
tuida legalmente  en  los  "estrados^"  seña- 
lados en  un  juicio  de  partición  antes  del 
primero  de  marzo  de  1893,  debe  con  tinuar 
con  arreglo  al  articulo  21  de  la  ley  de  7 
de  octubre  de  1861,  conñrmado  por  el 
artículo  24  de  la  misma  ley. 

Una  notificación  personal  practicada 
antes  de  la  vigencia  del  Código  de  Proce- 
dimiento, Civil  es  la  misma  que  dispo- 
ne el  articulo  785  de  éste. 


En  un  juicio  de  compromiso  que  se  seguía 
desde  antes  de  la  vigencia  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  se  habían  señalado  los  estra- 
dos á  tres  de  los  interesados. 

Con  fecha  25  de  mayo  el  procarador  don 
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Emilio  Vergara  y  Vergara,  curador  de  los  me- 
nores Requena,  solicitó  se  suspendieran  los 
efectos  del  señalamiento  de  estrados,  por  esti- 
mar que  con  arreglo  al  nuevo  Código  debía 
notificarse  personalmente  á  dichas  personas. 

Comunicado  traslado  de  esta  petición  á  don 
Francisco  Abatte,  solicitó  éste  no  se  diera  lu- 
gar á  ella,  fundándose  en  que  el  nuevo  Código 
no  podía  cambiar  el  estado  anterior  de  la 
causa. 

El  compromisario  resolvió  con  fecha  30  de 
mayo: 

"Teniendo  presente: 

1'  Que  por  auto  de  11  de  agosto  de  1902, 
el  señor  juez  letrado  que  conocía  de  la  causa 
señaló  los  estrados  á  don  Lucas,  don  Abel  y 
doña  Francisca  Córdoba,  por  no  haber  fijado 
arraigo  en  esta  ciudad  con  designación  de  do- 
micilio, como  se  ordenó  en  la  providencia  re- 
caída en  el  primer  otrosí  de  la  solicitud  de  f.  2; 

2'  Que  con  esta  representación  de  estrados 
se  organizó  el  juicio  de  partición  y  se  nombró 
al  árbttro  que  suscribe,  por  auto  de  3  de  sep- 
tiembre de  1902; 

3^  Que  en  el  primer  comparendo  celebrado, 
según  el  acta  de  fec}ia  15  de  ese  mismo  mes, 
el  compromisario  resolvió,  en  el  número  I***, 
que  se  notificara  jiersonnlmente  á  don  Lucas, 
don  J.  Abel  y  doña  Francisca  Córdoba,  para 
que  en  el  término  de  tercero  día  comparezcan 
al  presente  jnício  por  sí  ó  apoderado  compe- 
tente á  hacer  uso  de  su  derecho,  debiendo  en  el 
mismo  término,  señalar  domicilio  urbano  con 
designación  de  calle  y  número,  bajo  apercibi- 
miento de  seguirse  el  juicio  por  los  estrados 
señalados,  hasta  la  sentencia  definitiva  in- 
clusive; 

4^  Que  esta  resolución  fué  cumplida,  notí- 
cándose  personalmente  en  los  Guindos  de 
fluñoa  á  los  citados  herederos,  según  consta 
de  las  diligencias  de  fs.  19  y  19  vuelta; 

5^  Que  del  certificado  del  actuario  de  la 
causa,  aparece  que  los  expresados  herederos 
no  habían  cumplido  lo  mandado,  hasta  la  fe- 
cha de  10  de  noviembre,  en  cuya  virtud  el 
compromisario  declaró  en  la  parte  final  del 
número  l'del  acta  de  10  de  noviembre,  que 
rigiera  el  auto  de  estrados  en  representación 
dv  los  citados  herederos,  sin  pexjuicio  de  que 


comparezcan  á  esta  partición  cuando  lo  crean 
conveniente,  y  con  esta  representación  se  ha 
tramitado  el  juicio  de  partición; 

6*^  Que  rigiendo  el  Código  de  Procediniien- 
to  Civil  desde  el  I*'  de  marzo,  estaba  ya  cons- 
tituida legalmente  la  representación  de  las 
partes,  y  esta  representación  no  debía  darse 
por  terminada*  en  conformidad  á  lo  dispuesto 
en  el  artículo  21  de  la  lev  de  7  de  octubre  de 
1861,  según  el  cual,  en  la  adjudicación  y  par- 
tición de  una  herencia  ó  legado  se  observa- 
rán las  reglas  que  regían  al  tiempo  de  su 
delación,  disposición  que  se  corrobora  con  la 
que  contiene  la  parte  final  del  artículo  24  de 
la  misma  ley,  que  dispone  que  los  términos 
que  hubieren  empezado  á  correr,  y  las  actua- 
ciones y  diligencias  que  ya  estuvieren  inicia- 
das se  regirán  por  la  ley  vigente  al  tiempo  de 
su  iniciación; 

7^  Que  la  notificación  personal  practicada 
á  fs.  19  y  19  vuelta,  es  la  misma  que  dispo- 
ne el  artículo  785  del  nuevo  Código,  no  obs- 
tante lo  cual  los  herederos  no  se  han  aperso- 
nado á  ningún  acto  del  juicio  en  el  juzgado 
civil  ni  en  el  de  partición;  y 

8^  Que  no  habiendo  constituido  domicilio 
urbano,  en  contravención  á  lo  mandado,  no 
han  podido  ser  notificados  en  otra  forma  que 
la  establecida  en  autos,  no  constando  una  di- 
rección conocida. 

Por  estos  fundamentos  se  declara  que  no 
ha  lugar  á  lo  solicitado  por  don  Emilio  Ver- 
gara  y  V.,  y  que  debe  mantenerse  la  represen* 
tnción  constituida  hasta  que  los  herederos  se 
hagan  parte  en  forma  legal— Ramóa  Aliaga 
Olivares.— C.  Covarnibtas  O." 

Apelada  esta  resolución,  la  Corte  resolvió: 

"Se  confirma  la  resolución  apelada  de  30  de 
mayo  último. 

Acordada  después  de  desecharse  la  indica- 
ción previa  del  señor  MinisCrodon  Luis  Barrí, 
ga  para  que  se  devuelvan  los  autos  á  pri- 
mera instancia  para  que  el  juez  de  la  causa  se 
pronunciara  sóbrela  solicitud  de  doña  Fran- 
cisca Córdoba  para  que  se  la  tuviera  por  ad- 
herida á  la  apelación,  y  contra  el  voto  del 
mismo  señor  Ministro,  quien  opinó  por  revo- 
car la  resolución  apelada  y  dar  lugar  á  lo  so- 
licitado por  don  Emilio  Vergara.— L.  R,  Mo- 
ra,~A,  Montt,—Lms  Barríffa". 


Digitized  by 


Google 


fUHISPRUimNCIA 


77 


£1  voto  del  Ministro  sefior  Bairíga  es  el  si- 
gniente: 

**Hn  la  partición  de  los  bienes  de  don  Ma* 
nucí  Córdoba  y  otra,  el  árbitro  ha  declarado 
sin  lugar  la  solicitud  en  que  don  Emilio  Ver* 
gara  pide  se  suspendan  los  efectos  del  señalü- 
niíento  de  estrados  hecho  á  don  Lucas,  don 
Abel  y  doña  Francisca  Córdoba,  y  cjtie  las 
notificaciones  se  ha¡¡a.n  A  éstos  personnl- 
mente. 

El  Tribunal  ha  confirmado  la  resolución  del 
compromisario  contra  el  voto  del  infrascripto 
que  opinó  por  revocarla  y  aceptar  la  petición 
recordada,  teniendo  para  ello  presente: 

1^  Que  el  Código  de  Procedimiento  Civil  ha 
suprimido  la  ficción  legal  de  los  estrados  y,  en 
consecuencia,  desde  la  fecha  de  la  vigencia  de 
dicho  Código  no  ha  podido  notificarse  válida- 
mente á  ellos  en  representación  de  los  señores 
Córdoba,  á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  articu- 
lo 24  de  la  ley  de  7  de  octubre  de  1861; 

2^  Que  si  bien  la  excepción  establecida  en 
la  parte  final  de  dicho  artículo  autorizaba 
para  llevar  á  efecto  las  actuaciones  y  diligen- 
cias que  se  encontraban  iniciadas  el  l^dc mar- 
zo último,  sin  más  notificación  que  la  hecha  al 
efecto  á  los  estrados  con  anterioridad  á  esa 
fecha,  seria  manifiestamente  estraño  á  los  tér- 
minos de  la  ley  considerar  comprendidas  en 
dicha  excepción  las  diversas  gestiones  produ- 
cidas en  esta  causa  con  posterioridad  á  la  vi- 
gencia del  Código  de  Procedimiento  Civil; 

3^  Que  el  artículo  21  de  la  citada  ley  de  7 
de  octubre  de  1861  no  se  refiere  sin  duda  A  la 
"tramitación"  del  juicio  de  partición,  tanto 
porque  asi  se  desprende  de  su  tenor  literalyde 
los  artículos  anteriores,  como  porque  en  orden 
al  procedimiento  sólo  existe  la  disposición  del 
artículo  24  de  la  misma  ley; 

4*^  Que  entre  las  excepciones  que  este  articu- 
lo enumera,  no  se  alude  á  los  juicios  de  parti- 
ción, y  los  habria  comprendido,  sin  duda,  si  se 
hubiera  referido  al  procedimiento  el  artículo 
21,  que  sirve  de  fundamento  al  fallo  de  prime- 
ra instancia;  y 

5^  Que  no  puede  estimarse  que  las  notifica- 
ciones hechas  á  fs.  19  y  19  vuelta,  sean  las  es- 
tablecidas en  el  artículo  785  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  como  lo  expresa  la  reso< 
loción  apelada,  ya  que  dichas  notificaciones 


se  practicaron  en  octubre  y  noviembre  de 
1902.  cuando  no  regía  aún  el  Código  citado. 


Para  mantener  la  representación  de 
los  estrados  del  juzgado  de  compromiso, 
la  Corte  de  Apelaciotjes  de  Santiago  ha 
considerado,  que  esa  representación  no 
delw  darse  por  terminada,  después  (Je  la 
vigencia  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, de  conformidad  con  lo  dispuesto  en 
el  artículo  21  de  la  ley  de  7  de  octubre  de 
1861. 

Dice  este  artículo  que  *'en  la  adjudica- 
ción y  partición  de  una  herencia  6  legado 
se  observarán  las  reglas  que  regían  al 
tiempo  desu  delación";  pero  ni  por  la  co- 
locación que  este  artículo  tiene  en  esa  ley, 
ni  por  su  contexto  puede  llegarse  lógica- 
mente á  la  conclusión  de  que  esta  dispo- 
sición se  refiera  á  la  tramitación  del  juicio 
á  que  pueda  dar  lugar  la  liquidación  de 
una  herencia. 

La  ley  de  efecto  retroactivo  de  las  leyes, 
una  de  las  más  cuidadosamente  redacta- 
das, principia  por  establecer  que  los  con- 
flictos que  resultaren  de  la  aplicación  de 
las  leyes  dictadas  en  diversas  épocas  se 
decidirán  con  arreglo  á  sus  disposicio- 
nes. Entra,  en  seguida,  á  recorrer  las 
diversas  instituciones  jurídicas  en  el  or- 
den metódico  de  materias:  principia  por 
el  estado  civil  de  las  personas,  pasa  en 
seguida  á  la  capacidad  para  la  admi- 
nistración de  los  bienes,  habla  de  la  ad- 
quisición y  goce  de  los  derechos  reales, 
destina  disposiciones  especiales  á  las  su- 
cesiones, se  ocupa  ])or  último  de  las  prue- 
bas, de  la  sustanciación  y  ritualidad  de 
los  juicios  y  termina  con  la  prescripción. 

A  la  materia  de  las  sucesiones  destina 
los  artícitlos  18,  19,  20  y  21.  En  el  pri- 
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mero  establece  que  la  forma  de  los  testa- 
mentos se  regirá  por  la  ley  coetánea  á  su 
otorgamiento;  pero  que  las  disposiciones 
del  testador  se  gobiernan  por  la  ley  vigen- 
te á  la  época  de  su  fallecimiento;  y  apli- 
cando este  principio  el  artículo  19  admite 
la  validez  de  disposiciones  que  no  halarían 
delñdo  llevarse  á  efecto  bajo  el  imperio 
de  la  ley  que  regfa  al  tiempo  de  otorgarse 
el  testamento,  si  no  se  hallan  en  oposi- 
ción con  la  ley  vigente  al  tiempo  de  mo- 
rir el  testador.  El  artículo  20  contempla 
especialmente  el  derecho  de  representa- 
ción. Finalmente  el  artículo  21  se  ocupa 
en  la  adjudicación  y  partición  de  la  he- 
rencia 6  legado,  para  disponer  que  deben 
observarse .  las  reglas  que  regían  al  tiem- 
po de  la  delación,  no  las  anteriores. 

Esta  última  disposición- es  sustantiva 
como  las  que  la  preceden  y  completa  los 
preceptos  que  el  legislador  ha  dictado 
para  resolver  los  conflictos  de  legidáción 
en  cuanto  á  la  determinación  de  las  facul- 
tades del  testador  y  de  los  derechos  de  los 
herederos  testamentarios  ó  ab  intestato. 
La  adjudicación  y  partición  de  la  herencia 
no  son  de  mera  ritualidad:  las  reglas  que 
el  legislador  ha  establecido  en  orden  á  la 
distribución  de  los  bienes  están  expresa- 
mente consagradas  en  el  Código  Civil 
porque  no  miran  á  la  simple  tramitación 
sino  al  derecho  de  los  herederos  y  legata- 
rios de  los  bienes  asignados. 

El  artículo  24  es  el  que  !a  ley  de  18G1 
consagra  á  la  ritualidad  de  los  juicios: 
"las  leyes  concernientes  á  la  sustanciación 
y  ritualidad  de  los  juicios,  dice'  ese  ar- 
tículo, prevalecen  sobre  las  anteriores 
desde  el  momento  en  que  deben  empezar 
á  regir". 

Si  esta  disponción  es  la  que  contempla 
expresa  y  determinadamente  la  sustan- 
dación  y  ritualidad  délos  juicios,  no  cabe 


dar  este  alcant-c  al  artículo  21,  que  deter- 
minadamente ha  querido  definir  el  deru- 
cho á  la  herenciay  al  legado,  determinán- 
dolo por  la  ley  vigente  en-  el  momento  de 
la  delación,  no  por  una  ley  anterior  ó 
posterior.  • 

Este  punto  no  ha  ofrecido  dudas  á  km 
que  han  escrito  sobre  nuestra  ley  de  efec- 
to retroactivo.  El  sefior  Fabres  dice  por 
todo  comentario:  *'el  artículo  es  claro;  y 
su  fundamento  es,  que  la  partición  de 
una  herencia  6  legado  es  sólo  declarativa 
de  una  propiedad  y  no  título  de  una  ad- 
quisición (artículos  1344,  718  y  2417  del 
Código  Civil  J,  y  en  consecuencia ,  se  retro- 
trae á  la  fecha  en  que  se  han  deferido  la 
herencia  ó  legado.  (Instituciones,  2^  édic. 
t.  I,  n.  6,  pág.  211).  Don  Manuel  J.  An- 
garita  en  su  "Código  Civil  Nacional", 
comentando  la  ley  núm.  152  de  Colom- 
bia, cuvo  articulo  37  es  idéntico  al  21  de 
la  nuestra,  se  limita  á  decir:  "muy  futidsE- 
da  es  esta  disposición,  pues  el  áer&Aio  á 
la  herencia  ó  legado  se  adquiere  al  tiem- 
po de  la  delación".  Ni  siquiera  se  ocurrió 
á  estos  autores  pensar  en  que  en  este  ar- 
tículo podía  existir  la  solución  de  un  con- 
flicto de  leyes  procesales  y  no  de  leyes 
sustantivas. 

Lo  referente  á  las  leyes  de  procediraieft- 
to  es  la  materia  del  artículo  24  v  no  há- 
bía  siquiera  motivo  para  que  la  ley  se 
hubiera  referido  en  el  artículo  21  á  la 
tramitación  de  la  j>artición.  Laadjudiea^- 
ción  y  partición  de  una  herencia  qat  9t 
indican  como  cosas  análogas,  nada  tie- 
nen que  ver  con  la  tramitación  á  qttt 
pueden  dar  lugar  en  el  juicio  divisoritf  ó 
de  liquidación.  La  partición  no  es  p6r-M 
sola  un  juicio;  es  un  procedimiento  de 
atribución  ó  declaración  de  los  bienes  que 
en  definitiva  deben  quiedar  de  icuenta'44 
cada  uno  de  los  herederos  con  prescindctt 
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cía  de  los  otros.  El  partidor  no  es  tam. 
poco  «n  general  un  juez;  es  un  simple  li- 
quidador y  pasa  á  ser  juez  cuando  se  sus- 
citan cuestiones  entre  los  copartícipes 
que  exijan  un  pronunciamiento  6  decisión 
judicial  y  en  tal  caso  habrá  que  observar 
en  la  tramitación  de  esas  cuestiones  re- 
glas de  snstanciación  y  ritualidad  del 
juicio  ¿  que  dan  lugar;  pero  si  tales  cues- 
tiones no  se  producen,  el  partidor  nada 
tiene  que  resolver;  simplemente  cieciita 
los  acuerdos  de  las  partes. 
*  La  disposición  del  articulo  24-  no  co- 
rrobora, pues,  la  del  artículo  21  como  lo 
a£rma  el  fallo  de  la  Corte  de  Santiago: 
son  unayotra,  disposicionesquecontem- 
plan  materias  diversas. 

Precisamente  el  artículo  24-  es  el  que 
resuelve  la  dificultad  y  sus  preceptos  son 
bien  claros:  "las  leyes  concernientes  á  la 
Sfustanciación  y  ritualidad  de  los  juicios 
prevalecen  sobre  las  anteriores  desde  el 
momento  en  que  deben  empezar  á  regir". 
Con  arreglo  á  este  precepto  las  leyes  re- 
lativas á  la  organización  judicial,  A  la 
competencia,  al  procedimiento  y  á  las 
vías  de  ejecución,  son  inmediatamente 
aplicables  aiín  á  las  controversias  que 
tienen  por  objeto  hechos  anteriores  á  su 
prcHDuIgación.  En  esto  están  de  acuerdo 
todos  los  autores  por  la  consideración 
de  que  en  esta  materia  no  puede  halier 
derechos  adquiridos,  sino  á  lo  sumo  una 
mera  cspectativa  á  la  aplicación  de  las 
leyes  antiguas.  Todo  lo  que  exige  la  no 
retroactividad  á  este  respecto  es  que  la 
ahueva  ley  respete  los  actos  que  las  par- 
tes han  ejecutado.  Por  eso  el  artículo  24 
ii^cga:  "pero  los  términos  que  hubiesen 
empesado  á  correr  y  las  actuaciones  y  di- 
ligencias quey a  estuviesen  iniciadas,  se  re- 
girán por  la  ley  vigente  al  tiempo  de  su 
iniciación'*.  De  este  modo  y  en  sentido 


contrarío,  los  términos  aún  no  iniciados 
y  las  actuaciones  y  diligencias  que  se  ini- 
cien con  posterioridad  á  la  nueva  ley  ten- 
drán que  regirse  por  ella. 

Angaríta,  en  la  obra  citada,  pá^na 
522,  sobre  el  artículo  40  de  la  ley  colom- 
biana que  reproduce  literalmente  el  24  de 
nuestra  ley,  dice:  "se  ha  reconocido  gene- 
ralmente que  las  leyes  que  reglan  los  pro- 
cedimientos judiciales  deben  tener  aplica- 
ción inmediata,  porc|ue  siendo  el  objeto 
de  los  procedimientos  la  comprobación 
de  un  derecho,  todo  cambio  en  ellos  en 
nada  puede  afectar  al  derecho  mismo, 
pues  se  presume  que  las  leyes  nuevas  son 
mejores  que  aquellas  á  las  cuales  reem- 
plazan.,. Ahora  bien,  la  sust^ncíaciÓn  de 
un  juicio  es  la  formación  de  un  proceso, 
y  ésta  se  constgut  por  una  série  de  actos 
6  diligencias;  actos  que,  con  referencia  á 
la  nueva  ley,  pueden  distinguirse  así: 

"Actos  perfectamente  consumados; 

"Actos  comenzados;  y  ' 

"Actos  por  venir,  es  decir  que  aun  no 
lian  principiado. 

"Respecto  á  los  primeros,  todos  los 
jurisconsultos  están  de  acuerdo  en  que 
no  puede  desestimarlos  la  nueva  ley,  ni 
quitarles  los  efectos  que  hubieren  tenido 
ó  tengan  bajo  la  ley  anterior.  Respecto 
de  los  últimos,  sucede  igualmente  que 
todos  los  jurisconsultos  convienen  en 
que  dichos  áctos  deben  regirse  en  abso- 
luto por  la  nueva  ley.  Pero  respecto  de 
los  segundos  no  hay  perfecto  acuerdo  en 
los  expositores,  ó  por  lo  menos  hay  con- 
fusión ó  falta  de  claridad...  Nuestro  ar- 
tículo allana  expresamente  la  dificultad, 
porque  después  de  establecer  que  las  leyes 
concernientes  á  la  sustanciación  prevale- 
cen sobre  las  anteriores  desJe  elmómeato 
en  que  deben  empezar  á  regir,  agrega: 
"pero  las  actuaciones  y  diligencias  que 
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va  estuviesen  iniciadas  se  regirán  por  la 
iey  vigente  al  tiempo  de  su  iniciación." 
"La  excepción  que  se  establece  cu  cuanto 
á  los  términos,  actuaciones  y  diligencias 
judiciales,  dice  por  su  parte  el  señor  Fa- 
bres  (pág.  214,  sobre  el  art.  24)  se  ha 
creído  necesaria  por  el  gran  peligro  que 
había  de  daüar  á  los  derechos  de  los  liti- 
gantes, pues  éstos  han  arreglado  ya  su 
defensa  en  concepto  á  esos  términos,  ac- 
tuaciones y  diligencias  íjue  están  ya  prin- 
cipiadas. La  1er  los  ha  considerado  en 
consecuencia  con  toda  justicia  como  de- 
rechos adquiridos  que  deben  ser  respe- 
tados." 

La  disposición  del  artículo  24  resuelve, 
pues,  toda  (a  materia  de  la  sustanciación 
y  ritualidad  délos  juicios,  cualquiera  que 
sea  la  naturaleza  de  éstos;  j  establece  el 
principio  general  de  que  la  nueva  ley  la 
gobierna  en  toda  su  amplitud,  salvo  las 
actuaciones  y  diligencias  ya  hechas  y  los 
términos  ya  corridos  6  los  que  se  hayan 
iniciado  ó  principiado  á  correr. 

Creemos,  por  lo  mismo,  ijerfectamente 
fundada  la  opinión  del  Ministro  disidente 
cuando  afirma  "que  el  artículp  21  de  la 
ley  de  7  de  octubre  de  1861  no  se  refiere, 
sin  duda,  á  la  tramitación  del  juicio  de 
partición,  tanto  porque  asi  se  desprende 
de  su  tenor  literal  y  de  los  artículos  an- 
teriores, como  porque  en  orden  al  proce- 
dimiento sólo  existe  la  disposición  del 
artículo  24  de  la  misma  ley."  Si  la  ley 
vigente  en  el  momento  de  otorgarse  el 
testamento  disponía,  por  ejemplo,  que 
las  especies  comprendidas  en  la  herencia 
6  legado  debieran  ser  divididas  siempre 
entre  los  varios  coasignatarios  y  una  ley 
posterior,  vigente  ya  al  tiempo  de  la  de- 
lación de  la  herencia  ó  legado,  hubiera 
dispuesto  que  las  propiedades  de  cierta 
extensión,  ó  que  no  admitieran  cómoda 


división,  deberían  ser  subastadas  ó  sor- 
teadas entre  los  coasignatarios  para  ser 
adjudicadas  eu  un  cuerpo  á  uno  de  ellos, 
esta  ley  determinaría  con  preferencia  á 
aquélla  la  forma  de  adjudicación  de  las 
especies.  En  la  legislación  romana  se  re- 
conocía el  principio  de  la  división  pro- 
porcional entre  los  herederos  Ó  coasigna- 
tarios; nuestro  Código  no  admite  este 
sistema  de  un  modo  absoluto,  sino  en 
tanto  cuanto  la  división  de  las  especies 
sea  cómoda.  Desde  la  vigencia  del  Códi- 
go, sus  disposiciones  tuvieron  qne  preva- 
lecer. En  todo  esto,  como  se  ve,  no  h&y 
nada  qne  se  refiera  al  procedimiento,  á 
los  trámites  ó  actuaciones  del  juicio  de 
compromiso  á  que  la  partición  dé  lugar. 

La  representación  de  los  eatradosj  fic- 
ción establecida  por  las  leyes  procesales 
anteriores,  debe  surtir  naturalmente  sus 
efectos  en  todas  las  actuaciones  y  diligen- 
cias realizadas  á  la  fecha  en  que  principió 
á  regir  el  Código  de  Procedimiento  Civil, 
porque  se  trata  de  hechos  ya  consuma- 
dos con  arreglo  á  la  legislación  vigente  y 
que  no  podrían  ser  desconocidos,  apli- 
cándoles la  nueva  ley,  sin  dar  á  ésta  efec- 
to retroactivo;  pero  ¿puede  esa  ficción 
mantenerse  en  su  pleno  vigor  y  efecto 
para  los  actos  de  sustanciación  del  juicio 
<{ue  se  realicen  después  de  la  vigencia  del 
Código?  ¿Puede  mantenerse  bajo  este  Có- 
digo una  ficción  que  no  acepta  la  ley 
nueva,  que  desconoce  en  absoluto?  No  lo 
creemos;  y  por  eso,  nos  parece  contraria 
á  los  principios  fundamentales  de  la  re- 
troactividad  de  las  leyes,  la  doctrina  que 
sustenta  el  fallo  en  que  nos  ocupamos. 

El  Código  no  acepta  la  representación 
de  los  estrados  por  el  litigante  que  uo 
comparece  á  los  actos  del  juicio;  y  el  he- 
cho de  que  esos  estrados  estuvieran  ya 
señalados,  no  puede  mantener  en  vida 
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una  ficción  que  requiere  para  su  existen- 
cia una  ley  en  vigor.  í-a  representación 
de  los  estrados  no  es  una  actuación  ó  di- 
ligencia iniciada  bnjo  el  imperio  de  la  ley 
anterior  y  que  deba  continuar  rigiéndose 
por  ella  para  su  perfeccionamiento.  O  es- 
taban señalados  los  estrados  6  no  lo  es- 
taban al  principiar  á  regir  el  nuevo  Có- 
digo: si  no  lo  estaban  no  podrían  ya 
señalarse  aunque  se  hubiera  pedido  su 
señalamiento,  desde  que  aun  señalados 
no  tendrían  la  fuerza  suficiente  para  la 
representación  del  litigíinte  rebelde;  si 
habían  sido  señalados,  los  ítctos  realiza- 
dos con  la  notificación  de  los  estrados 
serán  válidos  y  deberán  mantenerse  bajo 
la  vigencia  de  la  nueva  ley;  pero  los  actos 
nuevos  tendrán  que  someterse  á  los  trá- 
mites de  la  nueva  ley,  la  cual  prevalece 
en  todo  lo  concerniente  á  la  sustancia- 
'ción  y  ritualidad  de  los  juicios  sobre  la 
ley  anterior. 

El  artículo  785  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  dice  expresamente  que  "en 
los  juicios  arbitrales  se  harán  las  notifi- 
caciones personalmente  ó  por  cédula,  sal- 
vo que  las  partes  acordaren  unánime- 
mente otra  forma  de  notificación."  Esta 
disposición  excluye  una  vez  más  la  posi- 
bilidad de  admitir  una  notificación  por 
medio  de  los  estrados;  y  por  otra  parte, 
ella  establece  un  procedimiento  ordinario 
y  general  que  debe  observarse  durante 
toda  la  secuela  del  juicio  arbitral,  pues 
no  basta  que  la  primera  notificación  sea 
personal  ó  por  cédula,  sino  que  establece 
que  todas  las  que  ocurran  en  el  arbitraje 
se  hagan  en  esta  forma,  salvo  especial  y 
unánime  acuerdo  de  los  interesados. 

Participamos  también  en  este  punto 
de  la  opinión  del  stílor  Barriga:  las  noti- 
ficaciones que  se  habían  hecho  á  los  inte- 
resados para  que  se  apersonaran  al  juicio 

JUMS. 


de  compromiso,  en  octubre  y  noviembre 
de  1902,  no  pueden  estimarse  como  el 
xrumplimiento  de  la  disposición  del  ar- 
tículo 785.  Desde  que  cesó  la  representa- 
ción de  los  estrados,  se  hizo  necesaria  la 
notificación  pcraonal  de  las  personas  que 
representaban  y  no  bastaba  que  esta  no- 
tificación se  hiciera  una  vez,  sino  cada  y 
cuando  hubiera  necesidad  de  practicarla: 
esa  notificación  en  todo  caso  habría  teni- 
do que.ser  posterior  á  la  vigencia  del  Có- 
digo. 

En  conclusión,  creemos  que  los  estra- 
dos cesaron  en  la  representación  que  la 
ley  les  atribuía  desde  que  el  nuevo  Códi- 
go entró  en  vigencia  y  que  esta  conclu- 
sión está  de  acuerdo  con  los  principios 
consagrados  por  nuestra  legislación  en 
orden  á  la  retroactividad  de  las  leyes. 

L.  C.  S. 


Corte  de  Santiago.— 13  de  noviembre  de  1903 

Baltra  con  Vargas 

DOffllolllo,  proféBión  ú  ofloio  de  las 
pattea  — Falta  de  oltaolón  para  sen- 
teñóla. 

X)oQTmtiK:~l,as  leyes  que  regían  la  tra- 
mitación de  los  jvicios  antes  de  la  vigen^ 
cia  del  actual  Código  de  Procedimiento 
Civil  no  exigían  á  las  partes  la  designa' 
ción  de  sus  domicilios  y  profesiones  ú 
oñcios;  y,  por  lo  tanto,  no  habiendo  ellas 
expresado  esas  circunstaaci^,  no  pnede 
pretenderse  que  la  sentencia  haga  men- 
ción de  tales  indicaciones^  porque  hoy  se 
las  exija  la  ley  A  las  mismas  partes. 
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En  el  juicio  seguido  por  don  José  Antonio 
Baltra  contra  la  sucesión  de  don  José  Tomás 
Vargas,  sobre  nulidad  del  testamento  otorga- 
do por  éste,  se  pronunció  la  sentencia  de  11 
de  iulio  último,  que  di6  lugar  á  la  demanda. 

Notificado  de  dicha  sentencia  el  represen- 
tantede  lasucesióndedonJoséTomás  Vargas, 
apeló  de  ella  y  anunció  el  recurso  de  casación 
en  la  fbrma,  que  fundó  en  seguida  en  las  si- 
guientes causales: 

1'  No  figurar  en  la  sentencia  el  domicilio, 
profesión  ú  oficio  de  las  personas  que  se  expre- 
san, atribuyéndose,  además,  á  los  demanda- 
dos un  domicilio  equivocado,  habiéndose  fal- 
tado, por  consiguiente,  á  la  disposición  del 
número  l.°del  articulo  193  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  omisión  que  produce  nulidad 
con  arreglo  al  número  5.°  del  artículo  941  del 
mismo  Código; 

2^  Afectar  á  la  sentencia  la  misma  causal 
de  nulidad,  respecto  de  las  personas  que  se  in- 
dican, las  cuales  fueron  citadas  al  juicio  y  no 
se  adhirieron  A  la  demanda  de  don  José  A. 
Baltra; 

3*  No  haber  estado  habilitado  el  Juzgado 
para  pronunciar  sentencia  por  hallarse  pen- 
diente un  incidente  sobre  que  debía  citarse 
para  sentencia  á  las  personas  que  se  mencio- 
nan, vicio  de  nulidad  establecido  por  los  nú- 
meros 1  °,  2."  y  9°  del  artículo  941  del  Código 
antes  citado;  y 

4^  Palta  de  citación  para  sentencia,  tanto 
porqueel  decreto  de  citación  quedó  suspendido 
aun  respecto  de  las  partes  principales,  por  el 
incidente  sobre  notificación  de  los  otros  inte- 
resados ya  indicados  en  el  número  tercero, 
cuanto  porque  siendo  parte  estos  interesados 
á  quienes  debe  afectar  la  sentencia  que  se  dicte, 
no  quedaron  notificados  de  la  citación  para 
sentencia. 

La  Corte  resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  las  leyes  que  regían  la  tramitación 
de  los  juicios,  antes  de  la  vigencia  del  actual 
Código  de  Procedimiento  Civil,  no  exijan  á 
las  partes  la  designación  de  sus  domicilios  y 
profesiones  ú  oficios;  y,  por  lo  tanto,  no  ha- 
biendo ellas  expresado  tales  cÍFcunstandas  en 


los  escritosque  trabaron  la  Htis  en  estacausa, 
como  ha  venido  á  exigirlo  con  posterioridad 
la  ley  actual,  no  puede  pretenderse  que  la  sen- 
tencia haga  mención  de  ellas  y,  en  consecuen- 
cia, cnrecc  de  fundamento  la  causal  primera 
de  casación,  deducida  contra  la  referida  sen- 
tencia en  el  escrito  en  que  se  formaliza  el  re- 
curso; 

2^  Que  las  i^ersonas  mencionadas  en  la 
causal  segunda  de  nulidad,  formulnda  en  el 
mismo  escrito,  no  se  adhirieron  á  la  demanda 
ni  se  han  apersonado  al  juicio,  no  pudiendo, 
en  consecuencia,  ser  consideradas  como  partes 
litigantes  en  la  causa,  circunstancia  que  hacía 
innecesario  llenar,  respecto  de  ellas,  la  exigen- 
cia del  número  1^  del  artículo  193  del  Código 
de  Procedimiento  Civil; 

3''  Que  la  íncidenciaformulada  por  la  parte 
demandada  á  fin  de  (|ue  se  notificara  el  decre- 
to de  citación  para  sentencia  á  las  mismas 
personas  á  que  se  refiere  el  considerando  pre- 
cedente, no  es  de  aquellas  que  suspenden  el 
curso  de  la  causa,  por  cuanto  tales  personas 
no  han  figurado  como  partes  litigantes  en  e| 
juicio,  lo  que  hacía  innecesario  practicar  res- 
pecto de  ellas  esa  diligenda;  y 

4'  Que  por  la  razón  expresadaen  el  anterior 
considerando  es  inaceptable  la  causal  cuarta 
de  casación,  fundada  en  la  falta  de  citación 
para  sentencia,  ya  que  consta  de  autos  que  las 
partes  que  han  litigado  en  el  juicio  fueron 
oportunamente  citadas  y  que  esta  citación 
quedó  vigente  por  no  haberla  suspendido  la 
recordada  incidencia. 

Por  estas  consideraciones,  y  visto,  además, 
lo  dispuesto  en  los  artículos  22  y  941  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  se  declara  sin  lu- 
garel  recurso  de  casación  en  la  formadeducido 
por  la  sucesión  de  don  José  Tomás  Vargas, 
con  costas  en  que  se  condena  á  la  mencionada 
sucesíóil. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Olivos.— 
J.  Bcrnalcs  M.—A.  Vergaru  Altano,— E.  Do- 
noso V.—C.  E.  Olivos. 
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Corte  de  Santiago.— 14  de  noviembre  de  1903 

Caja  Hipotecaría  con  Rodríguez 

Muebles  reputados  Inmuebles  por 
destinación 

Doctrina:— fu  ia  subasta  forzada  de 
una  ñnca  que  se  vende  como  cuerpo  injer- 
to se  (¡emprenden  los  bienes  de  que  habla 
el  artículo  570  del  Código  Civil. 


La  Caja  de  Crédito  Hipotecario  entabló 
ejecución  contra  el  deudor  Rodríguez  y  trami- 
tado el  juicio  solicitó  el  remate  de  la  propie- 
dad hipotecada  denominada  "El  Maitén" 
abicada  en  el  departamento  de  los  Andes.  En 
tas  bases  de  remate  se  dijo:  "la  propiedad  se 
vende  como  cuerpo  cierto,  en  'el  estado  en  que 
se  encuentre  y  sin  lugar  á  reclamo". 

Efectuado  el  remate,  el  subastador  exigió  la 
entrega  del  fundo  con  todos  sus  accesoríosy  et 
deudor  se  presentó  al  Juzgado  solicitando  se 
determinara  el  alcance  del  remate,  ó  sea  si  él 
no  comprendía  más  que  el  casco  del  fundo  y 
sus  plantaciones;  pero  no  los  animales,  vasi- 
jas, instalación  y  hasta  menaje  de  casa. 

Se  sostenía  por  el  deudor  que  estos  últimos 
Inenes  no  podían  haber  entrado  en  el  remate, 
porque  nada  expresaba  al  respecto  la  escritu- 
ra de  mutuo,  y  al  fijarse  las  bases  de  la  subas- 
ta solamente  se  dijo  que  se  vendía  el  ñindo 
como  cuerpo  cierto;  y  porque  si  la  Caja  hubie- 
ra tenido  el  propósito  de  que  se  incluyeran  en 
el  remate, 'hubiera  tomado  medidas  para  im- 
pedir la  enajenación  de  esos  bienes  y  lo  habría 
expresado  en  las  bases-  No  estimaba  aplica- 
ble al  caso  actual  el  artículo  570  del  Código 
CítíI,  pues  el  artículo  2420  del  mismo  Código, 
al  expresar  que  la  hipoteca  constituida  sobre 
bienes  raíces  comprende  A  los  que  se  reputan 
inmuebles  según  el  artículo  570,  agrega  que 
deja  de  afectarlos  desde  que  pertenecen  á  ter- 
ceros y  él  había  dispuesto  de  esos  bienes  des- 
pués del  embargo. 

La  Caja,  al  contestar  el  traslado  que  se  le 


dió  de  esta  presentación,  expuso  que  no  había, 
estado  en  la  mente  de  la  institución  incluir  en 
la  subasta  los  animales,  maquinarias  y  dr- 
roás-objetos  indicados,  de  cuya  existencia  no 
había  podido  tener  siquiera  conocimiento  por 
cuanto  no  se  constituyó  en  depósito  la  propie- 
dad embargada,  y  que  si  hubiese  sido  informa- 
da de  su  existencia,  habría  hecho  excepción  de 
ellos,  pues  estaba  cierta  de  cubrirse  del  crédi- 
to con  el  remate  del  suelo  y  planteles  del 
fundo. 

El  subastador  sostuvo  que  con  arreglo  al 

artículo  1830  del  Código  Civil  debían  conside- 
rarse esas  especies  comprendidas  en  la  venta. 

El  Juzgado  resolvió  por  auto  de  14  de  enero 
de  1903: 

"Vistos:  con  lo  expuesto  por  las  partes  y  no 
constando  de  autos  que  en  las  bases  de  remate 
secomprendieran  los  animales,  maquinarías  y 
demás  objetos,  como  claramente  lo  manifiesta 
el  apoderado  de  la  Caja  Hipotecaría  en  escri- 
to presentado  con  esta  fecha,  se  declara;  que 
ha  lugar  á  lo  pedido  por  el  ejecutado  en  el  es- 
crito de  f.  42,  reservándose  sus  derechos  al 
subastador  para  que  los  haga  valer  en  la  for- 
ma que  le  convenga.— Afarín". 

La  Corte  de  Apelaciones,  por  auto  de  8  de 
marzo,  con  la  firma  de  los  señores  E.  Fóster 
Recabarren,  J  Ignacio  Larrafn  Z.  y  Eduardo 
Castillo,  suspendió  los  efectos  de  esta  resolu- 
ción, declarando  que  el  juez,  abriendo  un  tér- 
mino de  prueba,  para  que  las  partes  acredita- 
ran los  hechos  en  que  se  fundaba  el  incidente, 
fallara  A  su  debido  tiempo  como  fuere  de 
derecho.  Rendida  esta  prueba  e^ mismo  juez  fa- 
lló la  cansa  con  fecha  3  de  julio,  declarando 
sin  lugar  lo  pedido  por  Rodríguez  por  las  con- 
sideraciones siguientes: 

1^  Que  entre  las  bases  de  remate  se  estimó 
el  fundo  embargado  como  cuerpo  cierto; 

2^  Que  si  bien  la  Caja  manifiesta  que  no  hu- 
bo e\  ánimo  de  comprender  en  la  subasta  los 
animales,  maquinarias  y  demás  muebles,  esto 
no  guarda  conformidad  con  la  base  expresada 
de  subasta  del  fundo  como  cuerpo  cierto  ó  sea 
en  su  acepción  legal,  que  comprende  las  má- 
quinas, animales  y  demás  accesorios,  que  se- 
gún el  artículo  570  del  Código  Civil  se  repu- 
tan inmuebles  cuandoestán  permanentemente 
destinados  al  uso,  cultivo  y  beneficio  del  pre- 
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•dio,  hechos  qne  se  han  prohado  por  el  subas- 
tador con  prueba  superior  á  la  producida  por 
el  ejecutado; 

3^  Que  la  hipoteca  constituida  sobre  bienes 
raices  afecta  á  los  muebles  ya  indicados  y  só- 
lo deja  de  afectarlos  desde  que  pertenecen  á 
terceros,  hecho  que  no  se  ha  producido  antea 
■del  remate,  pues  la  escritura  de  traspaso  esta- 
blece el  hecho  de  haberse  enajenado  ya  la  pro- 
piedad, y  aun  cuando  el  acta  fijaba  un  dia 
después,  ello  ha  sido  error  salvado  oportu- 
namente; 

4'  Que  la  prueba  rendida  por  el  subastador 
demuestra  que  esos  utensilios,  vasijas,  maqui- 
narías y  demfls  especies  estaban  destinadas  al 
uso  permanente  del  fundo,  pues  había  en  él 
una  gran  viña  y  en  la  venta  de  la  finca  se  com- 
prendía naturalmente  todos  los  accesorios,  y 
no  es  posible  aceptar  que  el  subastador  hicie- 
ra el  remate  sin  tomar  en  cuenta  los  acceso- 
rios indispensables  para1aexplotadi3n  y  bene- 
ficio de  la  viña  y  del  campo. 

La  Corte  confirmó  este  fallo.— Firmados. 
— L.  R.  Mora.— A.  Montt.— Darío  Beaavctite. 


Don  Fabián  Muñoz,  médico  cirujano,  pidió 
se  citara  á  don  José  Agustín  Chávez  á  reconocer 
una  cuenta  de  honorarios  por  servicios  pres- 
tados á  su  mujer,  y  no  habiéndola  reconocido 
entabló  demanda  ordinaria  en  su  contra. 

Chávez,  al  contestar  la  demanda,  dice  que  su 
mujer,  que  ha  fallecido,  ha  dejado  como  here- 
dero A  don  Juan  Félix  Rocuant  Hidalgo,  hijo 
habido  por  ella  en  un  matrimonio  anterior  y 
pide  se  le  absuelva  de  ella.  Comunicado  trasla- 
do de  la  demanda  á  Rocuant,  éste  la  contestó. 

Chavez  se  presentó  entonces  solicitando  se 
ordenara  &  Rocuant  absolver  un  pliego  de  po- 
siciones, y  habiéndose  nsí  ordenado,  éste,  fun- 
dándose en  que  era  demandado  por  Muñoz  lo 
mismo  que  Chávez,  pidió  se  reconsiderara  el 
decreto  y  se  declarara  que  no  está  obligado  A 
absolver  las  posiciones. 

El  juez  resolvió  con  fecha  1^  de  septiembre: 

Vistos:  Con  lo  expuesto  por  las  partes  y  no 
siendo  el  señor  Rocuant  Hidalgo  contendor 
de  don  José  Agustín  Chávez,  con  lo  dispuesto 
en  el  artículo  373  del  Código  de  Procedimi'^- 
to  Civil,  ne  declara  que  no  ha  lugar  á  la  abso- 
lución de  posiciones,  sin  perjuicio  de  la  facul 
tad  que  con  arreglo  al  artículo  166  del  mismo 
Código  pueda  ejercitar  el  Juzgado  al  respecto 
si  en  tiempo  oportuno  lo  considerase  necesa- 
rio para  el  mejor  pronunciamiento  de  la  sen- 
tencia. — Ma  ría . 


Corte  de  Santiago— 17  de  noviembre  de  1903       La  Corte  resolvió; 


Muñoz  con  Chávez 

PoBl^oneB. — Absoluoióa 

Doctrina: — Uno  de  yíuíos  demanda- 
doanocstá  obligado  á  absolverlas  que 
Je  ponga  otro  de  ellos^  sin  perjuicio  de  la 
facultad  que  puede  ejercitar  el  juzgado 
con  arreglo  al  articulo  166  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 


Vistos:  Se  confirma  con  costas  del  recurso  el 
auto  apelado  de  primero  de  septiembre  del 
presente  Rño.—J.  Bernales.—A.  Vergara  Alba- 
no.—B.  Donoso  V.—C.  E.  Olivos. 
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Cas.  Civ.—IO  de  octubre  de  1903 
Soto  con  Escalona 

Testamento.— Interpretaolón  de  una 

cláusula.  —  Condición  suspensiva  ó 
resolutopia.  —  Interpretación  de  la 
voluntad  del  testador. 

Doctrina: — No  importa  infracción  del 
artículo  1069  del  Código  Civil  la  inter- 
pretación de  la  voluntad  de  la  testadora, 
tomando  para  ello  en  cuenta  hi  sustan- 
cia de  las  cláusulas  testamentarias  antes 
que  su  tenor  literal;  y  tal  interpretación 
no  inñuye  sustancialmente  en  lo  disposi- 
tivo del  fallo  cuando  se  hace  una  meru 
apreciación  de  los  antecedentes  produci- 
dos durante  el  Juicio^  con  el  ñn  de  inter- 
pretar la  intención  de  la,  testadora  y  no 
la  naturaleza  jurídica  de  la  condición  es- 
tablecida en  dicha  cláusula  (1). 


Don  Evaristo  Soto,  por  su  mujer  doña  Ana 
Rosa  Escalona,  en  autos  con  los  herederos  de 
doña  Pascuala  Escalona  sobre  entrega  de  un 
legado,  interpuso  recurso  de  casación  en  el 
fondo  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
lltma.  Corte  de  Apelaciones  de  Concepción  el 
13clcniavo  último,  que  confirmó  sin  modifi- 
cación el  fallo  de  primera  instancia  por  el  cual 
no  se  dió  lugar  ú  la  demanda.  Fundaba  el  re- 
curso en  las  siguientes  consideraciones: 


(r)  La  interpretación  de  la  voluntad  del  tes- 
tador, fundada  en  los  hechos  y  antecedentes  de 
la  causa,  no  puede  evidentemente  dar  lugar  á  ca- 
sación, y  en  este  sentido  el  fallo  de  la  Cottc  Su- 
prema está  ajustado  á  la  ley  y  á  la  doctrina  de 
las  Coites  de  Casación  de  Francia  y  España.  En 
la  especie  á  que  el  falto  se  refiere  1»  infracción 
estaba  en  la  apreciación  errada  de  la  naturaleza 
jurídica  de  la  disposición  testamentaria  que  no 
puede  estimarse  como  condicional,  según  el  art. 
1070  del  Código  Civil,  sino  como  una  asignación 
pura  y  simple  con  el  gravamen  de  pagar  la  deuda 
de  conformidad  con  el  art.  1366. 
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Por  escritura  de  10  de  mayo  de  1873,  doña 
Pascuala  Escalona  se  constituyó  deudora  del 
Banco  de  Santiago  por  seis  mil  pesos  con 
hipoteca  de  su  fundo  "Laurel",  ubicado  en  la 
subdelegación  de  Palomares,  del  departamen- 
to de  Concepción;  en  la  cláusula  tercera  de  su 
testamento  declaró  la  expresada  señora  que 
el  dinero  del  préstamo  lo  percibió  su  hennano 
donjuán  de  Dios  Escalona,  quien  es  el  verda- 
dero deudor  ysirve  la  obligación.  En  la  cláusu- 
la 4-^  lega  A  su  citado  hermano  las  dos  propie- 
<ladesque  él  le  ha  vendido,  esto  es,  la  quinta  del 
"Agua  Negra"  y  la  mitad  del  fundo  "Bullen", 
á  condición  de  (jue  el  legatario  "corra  con  la 
cancelación  de  la  deuda  de  seis  mi!  pesos  áque 
se  refiere  la  cláusula  anterior".  El  demandan- 
te, marido  de  doña  Ana  Rosa  Escalona,  hija 
del  legatario,  aceptó  la  asignación  con  benefi- 
cio de  inventario  y  solicitó  la  entrega  délos 
bienes  legados.  El  representante  de  los  herede- 
ros resistió  esa  entrega  i>or  estimar  que  la 
cláusula  transcritaímportaunacondicidn  sus- 
l>ensivn  que  debe  cumplirse  previamente  para 
adquirir  el  legado.  La  sentencia  de  jirimera 
'nstancia  no  d¡ó  lugar  á  la  demanda  por  no 
hallarse  cancelada  la  deuda  hipotecaria  de  la 
chacra  "Palomares"  ni  cumplida,  en  conse- 
cuencia, totalmente  la  condición  del  legado,  j* 
porque  el  propósito  de  la  testadora,  manifes- 
tado en  la  cláusula  11*  del  testamento,  fué  el 
de  solventar  todas  sus  deudas  hereditarias. 
La  sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones,  que 
confirmó  la  anterior,  sin  modificaciones,  ha 
infrinjitio  á  juicio  del  recurrente,  el  articulo 
1069  del  Código  Civil,  convirtiendo  una  con- 
dición resolutoria  en  condición  suspensiva,  y 
contrariando  abiertamente  la  voluntad  de  la 
testadora. 

La  Corte  resolvió: 

Considerando: 

1*  Que  el  recurso  se  ha  interpuesto  contra 
la  senteiu-ia  de  la  Corte  de  Ajjelaciones,  que 
confirmó  la  de  primera  instancia  por  afirmar- 
se que  en  esta  sentencia  se  ha  infringido  el  ar- 
tículo 1()G9  del  Código  Civil; 

2^  Que  no  puede  sostenerse  que  dicho  Tri- 
bunal ha  cometido  una  infracción  del  artículo 
1069,  porque  se  ha  limitado  á  interpretar  la 


intención  de  la  testadora,  en  desacuerdo  de 
las  partes,  tomando  para  ello  en  cuéntala 
substancia  de  las  cláusulas  testamentarias 
antes  que  su  tenor  literal;  y 

3*^  Que  el  recurso  de  casación  en  el  fondo 
sólo  tiene  lugar  contra  sentencias  pronuncia- 
das con  infracción  de  la  ley,  siempre  que  esta 
infracción  haya  influido  sustancial  mente  en  lo 
dispositivo  de  la  sentencia,  requisito  este  últi- 
mo que  falta  en  el  presente  caso,  en  que  no  ha 
habido  sino  una  mera  apreciación  de  los  ante- 
cedentes producidos  durante  el  juicio,  hecha 
con  el  fin  de  interpretar  la  intención  de  la  tes- 
tadora y  no  la  naturaleza  jurídica  de  la  condi- 
ción establecida  en  la  referida  cláusula  testa- 
mentaria. 

Vistos  los  artículos  94Í),  9tiO  y  i>79  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara  sin 
lugar,  con  costas,  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo  deducido  por  don  Evaristo  Soto.— Re- 
dactada por  el  Presidente  señor  Gallardo. — 
Galvnrínn  GnUardo— José  Alfonso.— Leopoldo 
Vrrutia,— Gabriel  Gaeic. — Leoncio  Rodríguez. 
—Abel  Sanredra.—E.  Foster  Recnharrvn. 


Cas.  Cir—15  de  octubre  de  1903 

Hodgcns  con  Compañía  de  Loía  y  Coronel 

Sentencia  Interlooutoria.  -—  Improce- 
dencia 

Doctki.na:— ncurso  de  casación  sólo 
se  concede  contra  las  sentencias  interlo- 
cutorías  cuando  ponen  término  al  juicio 
ó  hacen  imposible  su  continuación. 

La  sentencia  que  rechaza  la  excepción 
de  inadmisibiUdad  de  la  acción  de  per- 
juicios por  abordaje,  fundada  en  el  núme- 
ro 2^  del  articulo  1320  del  Código  de 
Comercio^  no  tiene  ninguno  de  los  carac- 
teres indicados,  porque  desestimando  la 
excepción  confiere  traslado  de  la  deman- 
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da  á  ña  de  que  él  juicio  pueda  segairae 
por  sus  trámites. 


La  Compañía  de  Lota  y  Coronel,  demanda- 
rla por  don  Francisco  Hodgens,  capitán  de  la 
barca  Pose/rfíin,  para  que  indemnice  los  perjui- 
cios que  afirma  haberse  ocasionado  á  dicha 
barca  en  un  abordaje  por  el  vapor  nacional 
Cflr/í»s/?o/)erto,  de  propiedad  de  la  Compañía, 
dedujo  excepción  previa  para  que  se  declarara 
inadmisible  la  acción  del  demandante,  apo- 
yada en  el  número  2^  del  art.  1320  del  Có- 
digo  de  Comercio. 

En  efecto,  sostiene  que  la  demanda  se  ha  en- 
tablado des|)i]és  de  espirados  los  dos  meses 
que  tenía  de  plazo  para  deducirla,  contados 
desde  la  protesta. 

La  Corte  de  Apelaciones  de  Valparaíso  de- 
secha esta  excepción  por  resolución  de  30  de 
mayo  último,  contra  la  cual  forma  la  Compa- 
ñía demandada  recurso  de  casación  en  el  fon- 
do, por  halierse  infringido  con  ella  el  recorda- 
do art.  1320  del  Código  de  Comercio. 

La  parte  recurrida  solicitó  se  declarara  im- 
procedente el  recurso,  porque  la  resolución  de 
la  cual  se  reclama  es  una  sentencia  interlocuto- 
ria  que  no  es  de  aquellas  respecto  de  las  cuales 
sea  procedente,  pues  ni  ponetérmino  al  juicio, 
ni  hace  imposible  su  continuación. 

Lejos  de  ponerle  término  ó  de  hacer  imposi- 
ble su  prosecución,  el  fallo  de  que  se  trata  deja 
abierto  el  pleito  para  que  en  él  puedan  las  par- 
tes discutir  ampliamente  sus  derechos. 

La  Corte  resolvió: 

Considerando: 

Que  el  recurso  de  casación  sólo  se  concede 
contra  las  sentencias  interlocutorias  cuando 
ponen  término  al  juicio  ó  hacen  imposible  su 
continuación;  y 

Que  la  resolución  no  tiene  ninguno  de  estos 
caracteres,  porque,  desestimando  la  excepción 
de  inadmisibilidad  opuestaá  la  demanda, con- 
fiere traslado  de  esta  al  demandado,  á  fin  de 
que  el  juicio  pueda  seguirse  por  todos  sus  trá- 
mites. 

Visto  lo  dispuesto  en  tos  artículos  939, 960, 


979  y  249  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  improcedente,  con  costas,  el  recurso 
de  casación  interpuesto  contra  la  expresada 
sentencia  de  30  de  mayo  último. 

Queda  aplicada  al  Fisco  la  cantidad  consig- 
nada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Saavedra. — 
Galraríno  Gallardo. — Gabriel  Gaete. — V.  Agui- 
ne  Vargas.— Ahcl  Saavcdra.—E.  Fóster  Rcca- 
barren.— Miguel  L.  Valdés.—J.  Bernales  M. 


Cas.  Civ.  en  la  ftirma,—28  \de  noviembre 
de  1903 

Sanfurgo  con  Sanfurgo 

Sentencia  re vocatoria  de  segunda  Ins- 
tancia.—Indloaoión  del  domicilio  y 
profesión  li  oficio  de  las  partes. 

Doctrina:— S/  la  senteacia  de  primera 
instancia  ha  sido  pronunciada  antes  de 
la  vigencia  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  conformnndose  en  las  enunciacio- 
nes que  contiene  á  los  preceptos  de  la  ley 
de  12  de  septiembre  de  1851,  y  sin  indi- 
car el  domicilio,  profesión  ú  oñdo  de  las 
partes  litigantes,  indicación  que  es  una 
novedad  en  la  nueva  ley  procesal,  la  sen- 
tencia de  segunda  instancia,  revocatoria 
de  aquella,  al  referirse  á  la  exposición  de 
los  hechos  que  se  contienen  en  la  senten- 
cia de  primera  instancia  cumple  con  el 
articulo  193  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil. 

La  disposición  del  articulo  IOS  citado, 
al  autorizar  la  referencia  indicada,  no  ha 
hecho  sino  consagrar  en  una  disposición 
escrita  la  aplicación  prácticaque  siempre 
se  ha  dado  á  la  ley  de  12  de  septiembre 
de  1851,  pues  invariablemente  se  ha  en- 
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tendido  que  esta  hy  HUtorízaba  á  los  tri- 
bunales para  hacer  esa  referencia  en  sus 
sentencias  revocatorias  de  las  de  otros 
tribunales  6  juzgados,  empleándose  para 
ello  estas  expresiones:  "reproduciendo  la 
parte  expositiva...;"  ^'aceptando  la  lala- 
ción de  los  hechos..."  ú  otras  parecidas; 
de  modo  que  en  esta  parte  las  dos  legis- 
laciones establecen  la  misma  regla  y  au' 
torizan  la  misma  referencia,  no  siendo, 
por  lo  demás,  posible  exigir  que  la  sen- 
tencia revocatoria  baga  referencia  á  una 
circunstancia  que  no  existe,  como  es  la 
telativa  al  domicilio,  profesión  ú  oñcio 
que  no  contiene  la  sentencia  revocada, 
no  obstante  haber  sido  expedida  en  for- 
ma legal  (1). 


Don  Ramón  2^  Sanfurgo  interpuso  recurso 

de  casación  en  la  forma  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Corte  de  Apelaciones  de 
Santiago  el  12  de  octubre  del  año  en  curso  en 
la  causa  que  Sanfurgo  ha  seguido  con  los  he- 
rederos de  don  José  Ramón  Sanfurgo,  sobre 
reconocimiento  del  estadocívildehijo  natural. 
Fundaba  ese  recurso  en  la  causal  5*  del  ar- 
^  tículo  941  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
esto  es,  en  haber  la  Corte  de  Apelaciones  pro- 
nunciado su  sentencia  omitiéndolos  requisitos 
ordenados  en  el  artículo  193,  núm.  1^  del  mis- 
mo Código. 

El  citado  artículo  prescribe  que  las  senten- 
cias de  segunda  instancia  que  modifiquen  ó 
revoquen  las  de  otros  tribunales  contengan  la 
designación  precisa  de  las  partes  litigantes,  su 
domicilio  3'  profesión  ú  oficio. 

Esta  formalidad  no  ha  sido  llenada  en  la 
sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones,  que  re- 
vocó la  de  primera  instancia  _v  declaró  sin  lu- 
gar la  demanda.  No  ajustándose  á.  lo  dispues- 
to en  el  núm.  1^  del  artículo  193  citado,  ado- 
lece del  vicio  de  nulidad  y  procede  contra  ella 


(i)  Véase  parte  II,  pág.  9.  52,  81. 

Con  este  fallo  queda  establecida  la  doctrina. 


el  recurso  de  casación  en  la  forma  señalada  cu 
el  núm.  5^  del  artículo  941  del  mismo  Código. 

Es  tanto  más  indispensable  que  la  sentencia 
de  segunda  instancia  llene  la  formalidad  alu- 
dida, cuanto  que,  siendo  ella  revocatoria  déla 
de  primera  instancia  y  no  conteniendo  esta 
última  dichas  designaciones,  la  Corte  al  dar 
por  reproducida  en  su  fallo  la  parte  expositi- 
va de  la  sentencia  apelada,  no  pudo  dar  por 
cumplidas  formalidades  que  esa  sentencia  no 
contenía  y  que  la  ley  exige  como  condiciones 
necesarias  para  la  validez  de  las  rentencias 
de  segunda  instancia,  revocatorias  de  las  de 
otros  tribunales. 

La  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente: 

1'  Que  la  sentencia  de  primera  instancia, 
cuya  revocación  por  la  Corte  de  Apelaciones 
ha  dado  origen  á  este  recurso  de  casación  en  la 
forma,  fué  pronunciada  el  16  de  marzo  de 
1901,  es  decir,  cerca  de  dos  años  antes  de  la 
fecha  en  que  comenzó  á  regir  el  Código  de 
Procedimiento  Civil; 

2^  Que  dicha  sentencia  se  ha  conformado 
en  las  enunciaciones  que  contiene  á  los  precep- 
tos de  la  ley  de  12  de  septiembre  de  1851,  que 
detc-rniina  la  manera  cómo  deben  extendersey 
fundarse  las  sentencias  y  que  estaba  en  vigor 
en  la  fecha  indicada,  resultando  así  que  esa 
sentencia  se  encuentra  correcta  y  legalmente 
pronunciada  en  lo  que  respecta  al  punto  de 
que  se  trata  relativo  á  la  forma; 

3''  Que  la  referida  sentencia,  al  hacer  la  de- 
signación precisa  de  las  partes  litigantes,  que 
ordena  la  ley  de  12  de  septiembre  de  1851,  no 
mencionó  su  domicilio,  profesión  ú  oficio,  re- 
quisito que  es  una  novedad  en  la  nueva  ley 
procesal  y  que  no  se  exigía  cuando  esa  senten- 
cia se  dictó; 

4'  Que  el  artículo  193  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  dispone  en  suinciso final  que  en 
las  sentencias  definitivas  de  segunda  instancia 
que  modifiquen  ó  revoquen  las  de  primera  ins- 
tancia no  es  necesario  reproducir  la  exposición 
que  estas  contengan  sobre  las  tres  primeras 
circunstancias  mencionadas  en  el  mismo  ar- 
tículo, pues  bastará  referirse  á  ellas;  en  lo  que 
el  legislador  no  ha  hecho  sino  consagrar  en 
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una  (li^Kisicíón  escrita  la  aplicación  práctica 
que  ñempre  se  hti  dado  á  la  expresada  ley  de 
12  de  septíembre  de  1851,  pues  esta  ley  inva* 
ríabiniieiite  se  ha  entendido  que  autorizaba  á 
los  tribunales  para  hacer  esa  referencia  en  sus 
sentencias  revocatorias  de  las  de  otros  tribu- 
nales 6  juzgados,  empleándose  para  ello  estas 
expreriones;  ■■reproduciendo  la  parte  expositi- 

Ta  ;  aceptando  la  relación  de  los  hechos...", 

otras  parecidas; 

5*  Que  asf  aparece  que  en  esta  parte  las 
dos  legislaciones  otablecen  la  misma  regla 
j  autorizan  la  misma  r^rrencia,  de  suerte  que, 
halúendo  hecho  uso  de  esta  ¿Itíma  la  senten* 
cía  atacada  por  este  recurso,  se  ha  confor- 
mado á  la  nueva  1^  procesal,  en  cuanto  era 
posible;  ya  que  dicha  ley  debe  interpretarse  en 
el  sentido  de  que  no  exige  que  se  haga  referen- 
cia á  una  circunstancia  que  no  existe,  como  es 
la  relativa  al  domicilio,  profesión  ú  oficio,  que 
no  contiene  la  sentencia  revocada,  no  obstan- 
te haber  sido  expedida  en  forma  legal; 

6*^  Que  lo  expuesto  pone  en  evidencia  que 
el  artículo  193  citado,  en  que  se  funda  este  re- 
curso de  casación  en  la  forma,  no  ha  sido  in- 
fringido por  medio  de  la  sentencia  reclamada, 
que  se  ha  conformado  en  cnanto  era  posible  á 
sas  preceptos. 

Juzgando  con  arreglo  á  estas  considei  acio- 
nes, y  visto,  además,  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 960  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  recur- 
so de  casación  en  la  forma  interpuesto  á  nom- 
bre de  don  Ramón  2^  Snnfurgo  contra  la  sen- 
tencia de  ia  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago, 
en  la  causa  que  sigue  con  los  herederos  de  don 
José  Ramón  Sanfurgo  sobre  reconocimiento 
del  »tado  civil  de  hijo  natural.  Se  aplica  á  fa- 
vor del  Pisco  la  cantidad  consignada  (1).— 

(1)  La  cantidad  consignada  era  de  doscientos  pe- 
sos dentro  del  término  señalado  por  el  articulo  205 
del  Código  de  Procedimiento  Civil;  el  recurrente 
■olicitó  se  declarara  que  la  multa  en  que  habla  hi- 
cunido  era  sólo  de  cien  pesos.  El  Tribunal  resolvió; 
«Santiago,  1.0  de  noviembre  de  1903. — Teniendo 
péseme  lo  dispuesto  en  los  arts.  971,  inciso  3." 
7  972  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  decla- 
n  qoe  la  cantidad  que  se  aplica  á  favor  del  Fisco, 
por  la  parte  resolutiva  de  la  sentencia  de  f...  en  ta 
de  f.  77J,  es  la  de  cien  pesos,  y  que  los  otros 

IDUS. 


Redactada  por  el  señor  Presidente  Alfonso.— 
José  Alfonso.  —  Leoncio  Rodriguen.  —  Curios 
Varas. — Abel  Saavedra. 


Cas.  Cir.~14  de  octubre  de  1903 
Miranda  £.  con  Miranda  P.  J. 

Prueba  testimonial.— Principio  de 
prueba  por  esorito  — Calificación  so- 
berana de  la  Corte  de  Apelaciones 
en  la  apreoiaolón  de  los  hechos. 

Doctrina: — Siendo  procedente  la  prue- 
ba testimonia]  para  comprobar  el  hecho 
objeto  de  la  litis,  el  tribunal  queja  admite 
hace  una  aplicación  correcta  del  artículo 
1711  del  Código  Civil. 

La  apreciación  del  mérito  de  la  prueba 
para  estableceré!  principio  de  prueba  por 
escrito  y  los  demás  hechos  de  la  causa,  es 
atribución  privativa  del  tribunal  que  co- 
noce del  juicio,  sin  que  al  tribunal  que  co- 
noce del  recurso  de  casación  en  el  fondo 
le  corresponda  otra  cosa  que  aceptar  es- 
tos  hechos  tales  como  se  han  dado  por 
establecidos  en  el  fallo  recurrido. 


Por  sentencia  recaída  en  una  demanda  eje- 
cutiva iniciada  el  11  de  septiembre  de  1894, 
filé  condenado  don  Eudoro  Miranda  á  pagar 
á  don  Francisco  Javier  Miranda  la  cantidad 
de  dos  mil  pesos,  con  intereses  y  costas,  que 
éste  le  exigió  con  el  mérito  de  un  documento 
que,  suscrito  por*  don  Eudoro  á  la  orden  del 

cien  pesos  de  dicha  boleta  deben  entregarse  al  re- 
currente.—Comuniqúese  esta  resolución  al  Tribu- 
nal de  Cuentas  y  i  la  Tesorerfa  Fiscal  de  Santiago. 
— /cs¿  A¡fniso,-~LeoHeio  Roár^un. — Carlos  Varas. 
— Abel  Saavedra. 
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Banco  cíe  Valparaíso  para  ser  pagado  en  la 
ciudad  de  este  nombre,  aparecía  lastado  por 
el  ejecutante  como  fiador  del  deudor  princijial 
el4derebrerodcl892. 

La  sentencia  de  termino  del  juicio  ejecutivo, 
que  no  hizo  lugar  á  la  excepción  de  pago  por 
no  haberse  especificado  al  proponérsela  la  for- 
ma en  que  éste  se  verificó,  lo  cual  hacía  inad- 
misible, en  concepto  del  Tribunal,  la  prueba 
de  testigos  sobre  hechos  que  no  habían  sido 
oportunamente  articulados,  dejó,  sin  embargo 
á  salvo  los  derechos  del  ejecutado  para  hacer- 
los valer  en  vía  ordinaria. 

Ejercitando  estos  derechos,  dedujo  don  Eu- 
doro  Miranda  la  demanda  en  que  cobra  á  don 
Francisco  Javier  Miranda  la  cantidad  de  cua- 
tro mil  pesos,  con  intereses  corrientes  desde  el 
4  de  febrero  de  1892,  fecha  en  que  le  entregó 
esta  suma  en  un  cheque  girado  contra  el  Ban- 
co de  Valparaíso,  en  la  oficina  de  esta  ciudad. 

Para  fundar  su  acción  exj)one  el  demandan- 
te que  giró  el  cheque  sobre  su  cuenta  para  que 
el  demandado  le  sacara  esa  cantidad,  cance- 
lara á  su  nombre  con  parte  de  ella  el  documen- 
to de  dos  mil  pesos  c]ue  había  firmado  Á  favor 
del  Banco  Valparníso  el  11  de  dit-íembre  de 
ISni,  y  á  dos  meses  plazo  y  le  devolviera  can- 
celado este  <lQCUinento  cf)n  el  dinero  sobran- 
te que  necesitaba  para  usos  particulares. 

Hizo  el  giro  en  Liniache,  en  presencia  de  al- 
gimas  personas,  quienes  pueden  dar  testimo- 
nio de  este  hecho,  como  así  mismo  del  conipi  o- 
miso  que  contrajo  don  Francisco  Javier  de 
hacer  la  cancelación  del  pagaré  en  nombre  del 
demandante  y  de  devolverlo  íi  éste  con  el  resto 
del  dinero  del  cheque. 

En  el  Banco  de  Valparaíso  hay  también 
constancia  de  que  el  cheque  fué  cancelado  y 
percibido  su  importe  por  el  demandado  en  la 
fecha  del  giro. 

I-cjos  de  cumplir  el  encargo  en  la  forma  con- 
venida, don  I'Vancisco  Javier  retuvo  el  dinero 
del  cheque. 

En  efecto,  no  devolvió  e4  saldo  y,  en  lugar 
de  hacer  á  nombre  del  tleudor  la  cancelación 
del  pagare,  para  lo  cual  lo  preveía  de  fondos 
con  anticipación  de  seis  meses  al  de  su  venci-  ' 
miento,  hizo  estampar  en  él  por  el  cajero  la 
palabra  ó  frase  "cancelado  por  el  fiador".  Ha- 
ciéndose así  de  un  crédito  imaginario,  le  cobró 


y  íe  hizo  pagar  después  ejecutivamente  el  do- 
cumento. 

Contestando  don  Francisco  Javier  Miranda 
expresa,  por  su  parte,  que  la  simple  lectura 
de  la  demanda  manifiesta  su  inverosimilitud. 

Si  cada  persona  A  cuyo  favor  se  libra  un  che- 
que tuviera  que  rendir  cuenta  de  su  inversión, 
no  serían  aceptados  los  cheques  como  un  me- 
dio de  pago. 

El  cheque  á  que  la  demanda  se  refiere  es  uno 
entre  los  centenares  de  documentos  del  mismo 
género  que  se  han  cruzado  entre  el  demandan- 
te 3'  demandado  con  ocasión  de  los  diversos 
negocios  que  entre  ellos  han  mediado  y  por 
cierto  no  ha  tenido  el  objeto  que  le  atribuye 
el  demandante. 

El  mejor  desmentido  que  puede  oponer  ¿i  la 
demanda  y  á  las  imputaciones  calumniosas 
que  contiene  es  la  escritura  de  14-  de  noviem- 
bre de  1892,  extendida  ante  el  notario  don  Jo 
sé  María  Vega,  de  Valparaíso,  en  la  cual  don 
Eudoro  Miranda  declara  que  don  Francisco 
Javier  nada  le  delie. 

Así  pues,  á  los  diez  meses  de  la  entrega  del 
checiuc  al  demandado,  declara  don  Eudoro,  en 
una  escritura  de  cancelación  y  finiquito,  que 
éste  de  nada  le  es  deudor. 

No  se  comprende  esta  declaración  con  la  pre- 
tcnsión actual  del  demandante. 

La  causa  fué  recibida  á  prueba  y  el  deman- 
dante rindióla  testimonial  (pie  corre  eu  autos, 
encaminada  princii)alnientc  á  demostrar  que, 
al  recibir  don  Francisco  Javier  Miranda  el 
cheque  tantas  veces  recordado,  recibió  también 
y  acejitó  el  encargo  de  cancelar,  con  cl  dinero 
provinicute  de  él,  el  pagaré  de  dos  mil  pesos 
que  debía  don  Eudoro  al  Banco  de  Valparaíso. 

Con  estos  antecedentes,  se  libró  la  sentencia 
de  primera  instancia  que  fué  confirmada  sin 
modificaciones  por  laque  pronuncióla  Cor- 
te de  Apelaciones  de  In  Serena  en  IH  de  mayo 
último. 

En  los  considerandos  de  su  sentencia  el  Juez 
de  la  causa  estima  que  la  cancelación  puesta 
por  el  demandado  en  el  cheque  importa  un 
pnncij)iode  prueba  por  escrito  que  hace  admi- 
sible la  de  testigos;  que  con  esta  prueba  ha 
acreditado  el  demandante  que  entregó  al  de- 
mandado la  parte  necesaria  del  importe  del 
cheque  para  cancelar,  A  nombre  de  aijuél,  el 


Digitized  by 


Google 


jrRISI'KUDENCIA 


91 


pagaré  del  Banco;  que,  en  consecuencia,  talló 
el  demandado  ni  convenio  cnanüo  liizo  esta 
cancelación  á.  iiombre  propio  y  se  subrogó  en 
los  derechos  del  acreedor;  que  la  escritura  de 
finiquito  que  invoca  el  demandado  en  apoyo 
de  la  excepción  que  niega  no  comprende  la  deu_ 
da  que  relaciona  la  demanda;  que  el  giru  de 
un  cheque  no  supone  por  sí  sólo  que  el  toma- 
dor sea  deudor  del  librador  por  la  cantidad 
girada,  á  menos  que  conste  que  hi  recibe  por 
un  título  que  le  impune  la  obligación  de  devol- 
verla, faltando  por  completo  en  el  caso  actual 
la  prueba  de  que  el  mandatario  recibiera  el 
sobrante  del  valor  del  cheque  con  cargo  de  de- 
volverlo á  don  Eudoro. 

y  en  virtud  de  estos  fnndanientos,  resuelve 
que  ha  lugar  á  la  demanda  sólo  en  cuanto  el 
demandado  deije  restituir,  con  intereses  co- 
rrientes, las  sumas  í\ue  perciljíó  en  el  juicio 
ejecutivo  con  motivo  del  coljro  del  pagaré  de 
dos  mil  pesos  de  capital  que  se  adeudaba  al 
Banco  de  Valparaíso. 

Contra  el  fallo  de  la  Corte  de  Apelaciones 
de  la  Serena  interpuso  don  Francisco  Javier 
Miranda  el  recurso  de  casación  en  el  fondo. 

Formalizando  este  recurso,  sostiene  el  recu- 
rrente que  la  sentencia  de  la  Corte  que  hizo 
suyo  el  error  de  la  de  primera  instíincia  por  el 
hecho  de  aceptarla  en  toda  su  integridad,  ha 
infringido  los  artículos  1708,  1709,  1711  y 
2123  del  Código  Civil. 

La  demanda  supone  que  don  Francisco  Ja- 
vier Miranda  contrajo  el  compromiso  de  co- 
brar, por  cuenta  del  demandante,  d  cheque  de 
cuatro  mil  quinientos  pesos  que  éste  le  giró 
para  cíincelar  un  docuniento  de  dos  mil  pesos 
y  devolverle  el  excedente. 

El  demandante  niega  redoiidíinicnte  la  obli- 
gación que  se  le  supone,  la  cual  importa  pro- 
mesa ó  entrega  de  cosa  que  vale  más  de  dos- 
cientos pesos. 

La  sentencia  declara  la  obligación  con  el 
mérito  de  la  prueba  testimonial  producida  pa- 
ra acreditarla 

El  artículo  1708  dispone  que  no  se  admitirá 
prueba  de  testigos  respecto  de  una  obligación 
que  haya  debido  consignarse  por  escrito,  y  el 
1709,  en  su  inciso  primero,  establece  (|ue  debe- 
rán constar  por  escrito  los  actos  ó  contratos 


que  cfuitenganla  entrega  ó  promesa  deuna  co- 
sa que  valga  más  de  doscientos  pesos. 

Estos  preceptos  no  admiten  excepción,  en 
conformidad  al  artículo  1711,  sino  en  los  ca- 
sos en  que  haya  un  principio  de  prueba  por 
escrito,  ó  en  que  haya  sido  imposible  obtener 
una  prueba  escrita. 

Este  mismo  artículo  define  el  principio  de 
prueba  por  escrito,  diciendo  que  es  un  acto  es- 
.  crito  del  demandado  ó  de  su  representante 
que  haga  verosímil  el  hecho  litigioso. 

El  cheque  no  es  acto  escrito  del  demandado; 
y  al  establecer  la  sentencia  que  el  giro  del  che- 
que no  supone  obligación  del  tomador  en  fa- 
vor del  librador,  está  indicando  también,  por 
ese  hecho,  que  la  imposibilidad  de  procurarse 
la  prueba  escrita  tampoco  existió. 

Por  otra  parte,  el  artículo  2123,  después  de 
expresar  los  diversos  modos  de  conferir  el 
mandato,  agrega  que  no  se  admitirá  en  juicio 
la  prueba  testimonial  sino  en  conformidad  á 
las  reglas  generales,  esto  es,  las  que  se  contie- 
nen en  los  artículos  1708, 1709  y  1711. 

El  cheque  no  implica  mandato;  no  es  tam- 
poco, como  ya  se  ha  dicho,  acto  escrito  del 
demandado  y,  por  consiguiente,  la  prueba  pa- 
ra justificarlo  ha  tenido  que  subordinarse  á 
las  reglas  generales  establecidas  para  las  obli- 
gaciones civiles  de  más  de  doscientos  pesos. 

La  Corte  resolvió: 

Considerando: 

Que,  .según  lo  manifiesta  la  relación  prece- 
dente, don  Eudoro  Miranda,  con  el  propósito 
de  obtener  el  reeeuibolso  de  las  cantidades 
que  fué  condenado  á  pagar  en  el  juicio  ejecuti- 
vo, entabló  la  demanda  por  la  cual  exige  la 
devolución  de  cuatro  mil  j>esos,  con  sus  res- 
pectivos intereses,  que  dice  haber  entregado 
en  un  cheque  á  don  Francisco  Javier  Miranda 
para  que  cancelara  en  su  nombre  el  pagare 
que  este  último  hizo  valer  más  tarde  en  aquel 
juicio  y  le  tlcvolviera  el  resto; 

Que,  en  consecuencia,  el  cobro  de  las  canti- 
dades pagadas  perdón  Eudoro  en  el  juicio 
ejecutivo  se  halla  incluido  en  la  actual  deman- 
da ó  forma  parte  de  la  suma  mayor  que  recla- 
ma el  demandante; 
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Que,  divisible  como  e»  la  matería  del  juicio, 
el  Tñbuna)  que  falló  la  causa  y  consideró  pro- 
bada sólo  en  parte  la  acción  qne  en  ¿1  se  de- 
<lncía,  ha  podido  ordenar  la  devolución  de 
aquella  suma  de  dinero,  cuya  entrega  para  un 
determinado  objeto,  estaba  en  su  concepto  es- 
tablecida; y  desechar  en  lo  restante  !a  deman- 
da, porque  al  sentenciar  en  esta  forma  no  ha 
hecho  sino  apreciar  el  mérito  del  proceso  y 
resolver  los  puntos  controvertidos  en  la  litis, 
conformándose  de  este  modo  á  lo  prescrito  en 
los  artículos  167  y  193,  número  6^  del  Código 
de  Procedimiento  CÍtÍI; 

Que  no  aparece  de  manifiesto  ninguna  otra 
causa  que  pueda  inducir  al  Tribunal  á  hacer 
uso  de  la  facultad  de  invalidar  de  oficio  la  sen- 
tencia contra  la  cual,  por  otra  parte,  como  se 
ha  dicho,  no  se  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación en  la  forma. 

Considerando: 

Que  la  cancelación  del  cheque  girado  por 
don  Eudoro  Miranda  á  la  orden  de  don  Fran- 
cisco Javier  y  á  que  se  re6ere  la  demanda,  fué 
efectuada  por  este  último  sobre  el  mismo  do- 
cumento, rI  tit-nipo  de  iierciliir  su  valor; 

Que  esta  cancelación  constituye  un  princi- 
pio de  prueba  por  escrito,  según  lo  define  el 
artículo  1711  del  Código  Civil,  porque  es  un 
acto  escrito  del  demandado  que,  en  concepto 
del  Tribunal  á  quien  incumbía  apreciar  su 
relación  con  los  demás  antecedentes  de  la  cau- 
sa, hace  vero^mil  el  hecho  litigioso; 

Que,  reconocida  la  existenria  del  principio 
de  prueba  escrita,  era  procedente  aceptar  la 
testimonial  con  que  el  demandante  pretendía 
comprobar  el  hecho,  objeto  de  la  litis,  esto  es, 
el  encargo  para  cuya  ejecución  decía  haber  en- 
tregado el  dinero  al  demandado;  al  admitir 
esta  prueba  el  Tribunal  que  conoció  del  nego- 
cio, hizo  aplicación  correcta  del  artículo  1711 
del  Código  Civil,  que  por  excepción  á  los  prin- 
cipios generales  consignados  en  los  artículos 
1708,  1709  y  1710  del  mismo  Código,  declara 
admisible  para  este  caso  la  prueba  testimo- 
nial; y 

Que  es  atribución  privativa  del  Tribunal  de 
la  causa  apreciar  el  mérito  de  la  prueba  sobre 
los  hechos  disentidos  en  ella,  sin  que  al  Tribu- 
nal que  conoce  del  recurso  de  casación  en  el 


fondo  le  corresponda  otra  cosa  que  aceptar 
estos  hechos  tales  como  se  han  dado  por  es- 
tablecidos en  el  fallo  recurrido. 

Visto,  además,  lo  prevenido  en  los  artícu- 
los 958.  977,  960,  979  y  249  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara  sin  lugar,  con 
costas,  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  for- 
malizado por  don  Francisco  Javier  Miranda, 
contra  la  sentencia  de  la  Corte  de  Apelariones 
de  la  Serena  de  13  de  mayo  último. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Saavedra. 
—Galvaríao  Gallardo,  —José  Alfonso. — Gabriel 
Gaete.—V.  Aguirre  Vargas  Leoncio  Rodrí- 
guez.—Carlos  Varas.— A  hel  Saavedra.— E.  Fos- 
ter  Recabarren. 


Recursode  revisión-~14  de  noviembre  de  1903 

Sutil  con  Corbeaux  y  Cía. 

Benunoia  tácita.— Revisión  de  senten- 
ola  pasada  en  autoridad  de  oosajuz- 
grada.  —  Eíboto  retroaotlvo  de  la  ley. 

Doctrina: — El  no  ejercicio  del  recurso 
extraordinario  de  nulidad  establecido  en 
la  ley  vigente  antes  de  la  promulgación 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  im- 
porta una  renuncia  tácita  jr  la  caducidad 
del  mismo, y,  como  consecuencia,  ta  acep- 
tación de  la  sentencia  pronunciada. 

La  circunstancia  de  haber  establecido 
ese  Código,  el  recurso  de  revisión  para 
anular  una  sentencia  ñrme,  pronunciada 
contra  otrapasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada,  y  la  de  no  estar  vencido  el  año 
que,  á  contar  desde  la  última  notiñca- 
ción  de  la  sentencia  recurrida,  se  concede 
para  interponerlo,  no  mejora  la  situa- 
ción del  recurrente,  por  cuanto  la  ley  no 
tiene  jamás  e&cto  retroactivo  y,  con 
arreglo  A  este  principio,  no  puede  hacerse 
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revisión  ni  transformar  un  recurso  que 
tenga  por  objeto  anular  un  falio  ejecuto- 
riado é  inamovible  por  eSxto  de  vicios 
que,  de  confiyrmidad  con  las  leyes  vigen- 
tes á  la  &cba  de  sa  pronunciamiento^  de- 
bieran invocarse  necesariamente  dentro 
de  un  plazo  fatal  ya  fenecido. 


Con  motivo  de  In  reconstrucción  ó  repara- 
ción del  Molino  de  San  Pablo,  ubicado  en  esta 
ciudad,  perteneciente  á  don  Diego  A.  Sutil,  se 
orí|jínaron  dificultades  entre  éste  y  la  casa 
constructora.  D.  Corbeaux  y  Cía.,  dificultades 
que  se  tradujeron  en  un  juicio  seguido  ante  el 
primer  Juzgado  de  Letras  de  esta  capital,  en 
el  cual  obtuvo  Sutil  sentencia  favorable  de  pri- 
mera instancia.  Pero  habiendo  convenido  pos- 
teriormente las  partes  en  someter  el  asunto  á 
arbitraje,  se  celebró  ante  el  compromisario 
nombrado,  señor  don  Germán  Ríesco,  la  tran- 
sacción de  18  de  noviembre  de  1899.  mediante 
la  cual  se  díó  por  terminado  el  pleito,  debien- 
do  abonar  Sutil,  por  toda  remuneración  á  D. 
Corl>eaux  y  Cía.  la  suma  de  doce  mil  pesos  en 
cuatro  cuotas  iguales,  á  cuatro,  ocho,  doce  y 
diez  y  seis  meses  de  plazo  cada  una. 

[unto  con  vencerse  el  plazo,  dentro  del  cual 
debía  pagarse  el  primer  dividendo.  Sutil  dedu- 
jo demanda  ordinaria  en  contra  de  D.  Cor- 
beaux y  Cía.  á  fin  de  que  se  declarara  nula  ó 
en  subsidio  rescindida  la  transacción  arriba 
mencionada,  tanto  por  haber  careado  de  po- 
der suficiente  don  Bugenio  Jegó,  que  intervino 
en  ella  á  nombre  de  D.  Corbeaux  y  Cía.,  como 
por  tener  interés  en  el  mismo  convenio  los  me- 
nores, hijos  de  don  Desiderio  Corbeaux,  de  la 
razón  social  antedicha,  sin  embargo,  de  lo  cual 
no  se  llenaron  en  su  otorgamiento  las  formali- 
dades legales  exigidas  para  la  validez  de  esta 
clase  de  contratos. 

Así  las  cosas,  y  estando  en  tramitación  esa 
demanda,  los  socios  ó  interesados  en  la  razón 
social  de  D.  Corbeaux  y  Cía.,  á  saber:  don 
Eugenio  Jegó.  don  Víctor  Benoit  y  doña  Vic- 
toria Benoit  V.  de  Corbeaux  por  sí  y  como  cu- 
radora de  los  menores  hijos  del  finado  don 
Desiderio  Corbeaux,  iniciaron,  por  sn  parte, 


demanda  ejecutiva  en  contra  «le  don  Diego  A. 
Sutil  para  que  les  pagara  por  esta  vía  los  tres 
mil  pesos,  correspondientes  al  primer  dividen- 
do de  la  cantidad  estipulada  en  la  transacción, 
dividendo  que  ya  había  vencido  y  que  se  había 
hecho,  en  consecuencia,  exigible.  En  esta  eje- 
cución el  deudor  opuso  diversas  excepciones, 
y  por  sentencia  de  20  de  agosto  de  1903  se 
dió  lagar  á  la  de  insuficiencia  del  título,  basa- 
da precisamente  en  la  misma  ausencia  de  for- 
malidades, que  se  hada  valer  como  acción  en 
la  demanda  ordinaria  de  nulidad,  que  Sutil 
había  interpuesto  en  contra  de  las  personas 
que  en  la  citada  ejecución  figuraban  como 
acreedores. 

De  este  fallo  apelaron  los  ejecutantes;  pero 
no  habiendo  agitado  el  recurso  durante  el  pla- 
zo legal,  obtuvo  el  ejecutado  que  se  le  declara- 
ra prescripto  por  sentencia  de  23  de  abril  de 
1902,  quedando  así  firme  la  resolución  que  re- 
chazó la  demanda  eejecutiva. 

Mientras  tanto,  la  demanda  ordinaria  so- 
bre nulidad  de  la  transacción  había  también 
seguido  su  curso,  y  en  27  de  enero  de  1902, 
esto  es,  antes  de  que  se  declarara  prescri[>ta  la 
apelación  interpuesta  en  el  juicio  ejecutivo,  se 
libró  en  ella  sentencia  de  primera  instancia, 
en  la  que  se  desechó  dicha  demanday  se  decla- 
ró, por  tanto,  válida  la  transacción  de  18  de 
noviembre  de  1899. 

Apelada  oportunamente  esta  sentencia  por 
Sutil,  se  insinuó  de  su  parte,  en  la  vista  de  la 
causa,  la  excepción  de  cosa  juzgada,  fundán- 
dola en  el  fallo  recaído  en  el  juicio  ejecutivo; 
pero  la  Corte  de  Apelaciones  confirmó,  con  fe- 
cha 27  de  octubre  del  mísmo  año,  la  resolu- 
ción de  primera  instanña  y  no  consideró  la  ex- 
cepción de  cosa  juzgada  porestimar  que  había 
sido  opuesta  indebidamente. 

Después  de  esto  transcurrieron  algunos  me- 
ses, sin  que  se  interpusiera  recurso  alguno  en 
contra  de  aquella  sentencia;  pero  habiendo  co- 
menzado A  regir  el  1'  de  marzo  de  este  año  el 
nuevo  Código  de  Procedimiento  Civil,  que  en 
su artícido 980  establece  el  recursode  revisión, 
con  un  año  de  plazo,  para  dejar  sin  electo  en 
todo  6  parte  una  sentencia  firme,  entre  otros 
casos,  cuando  "se hubiese  pronunciado  contra 
otra  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  y 
que  no  se  alegó  en  el  juicio  en  qne  la  sentencia 
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fírme  recayó",  formuló  Sutil  este  recurso  tanto 
contra  la  sentencia  ilel  Tribunal  de  Alzada  de 
27  de  octubre  de  1902,  como  contra  la  de  pri- 
mera instancia  de  27  de  enero  del  mismo  año, 
y  fundándolo,  consignó  snstnncialmente  en  sn 
escrito  la  relación  de  antecedentes  más  arriba 
hecha,  y  agregó  que  las  referidas  sentencias 
eran  revisables  como  contrarías  y  posteriores 
al  fallo  librado  en  el  juicio  ejecuLivo,  el  cual 
había  pasado  ya  en  autoridad  de  cosa  juz- 
gada. 

Por  su  parte,  don  Eugenio  Jegó  y  don  De- 
siderio 2.°  Corbeaux,  por  sí  y  en  representa- 
ción de  los  demás  interesados  de  Ui  casa  Desi- 
derio Corbeaux  y  C.*,  pidieron  se  rechazara  el 
recurso,  por  cuanto  la  causal  alegada  no  pro- 
cedía respecto  de  los  fallos  recurridos,  ya  que 
faltiiba  entre  ellos  y  el  otro  fallo  ejecutoriado, 
la  iilentidad  de  objeto  y  de  causa  de  pedir,  re- 
quisitos esenciales  para  invocar  la  cosa  juz- 
gada. 

La  Corte  resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  la  sentencia  definitiva  de  segunda 
instancia  áque  se  refiere  el  presente  recurso,  se 
expidió  por  la  Corte  de  AjK'lacíoncs  de  Santia- 
go, en  27  de  octubre  de  1902,  bajo  el  imperio, 
por  tanto,  de  la  legislación  procesal  antigua, 
vigente  todavía  en  esa  época; 

2*^  Que  con  arreglo  á  esa  legislación,  podía 
interponerse  el  recurso  extraordinario  de  nuli- 
dad contra  los  fallos  pronunciados  en  segunda 
instancia,  sobre  toda  cuestión  acerca  de  la 
cual  hubiere  recaído  sentencia  pasada  ya  en 
autoridad  de  cosa  juzgaila,  para  cuyo  efecto 
se  concedía  al  litigante  agraviado  el  plazo  to- 
tal de  cinco  días,  á  contar  desde  la  notificación 
de  la  res])cct¡va  sentencia; 

3"  Que  según  consta  de  autos,  don  Diego  A. 
Sutil,  notificado  oportunamente  de  la  predi- 
cha  sentencia  de  27  de  octubre  de  1902,  dejó 
transcurrir  el  plazo  legal  antes  aludido,  sin  in- 
terponer en  contra  de  ella  el  recurso  extraor- 
dinario de  nulidad  á  que  podía  tener  derecho 
por  la  causal  indicada  en  el  considerando  an- 
terior; 

4-^  Que  esta  omisión  de  Sutil  para  ejercitar 
un  derecho  que  sólo  podía  hacer  valer  legal- 


mente dentro  de  un  plazo  fatal,  importa  para 
él  una  venladera  rcnnneía  tácita  y  la  cailuci- 
dail  de  esc  derecho,  y,  como  eonseeueneia,  la 
aceptación,  también,  de  la  sentencia  pronun- 
ciada, la  que  quedó  así  ejecutoriada  y  firme; 
puesto  que  no  sería  lícito  levantarse  más  tar- 
de en  contra  de  ella  por  vicios  ó  defectos  que 
la  parte  debió  conocer  y  de  los  cuales,  sin  em- 
b.'irgo,  no  quiso  reclamar; 

5"  Que  la  circunstancia  de  haljer  estaltleci- 
do  el  actual  Código  de  Procedimiento  Civil, 
promulgado  meses  después  de  aquel  fallo,  el 
recurso  tic  revisión  para  anular  \iim  sentcin.¡a 
firme,  entre  otras  causales,  cuando  se  hnijiere 
pronunci.'ido  conlr:i  otra  pasada  eníiutoridad 
de  cosa  juzgada  v  la  ilc  no  estar  vencido  el 
año,  (pie  á  contar  desde  la  tiUima  notificación 
de  la  sentencia  recurrida,  concede  el  mismo 
Código  para  intcr|jonerlo,  no  mejora  la  situa- 
ción jurídica  de  Sutil;  por  cuanto  la  ley  no  tie- 
ne jamás  efecto  retroactivo,  y  con  arreglo  á 
este  principio,  no  pucile  hacerse  revivir  ni 
transftinnar  un  recurso  que  tenga  por  objeto 
anular  un  fallo  ejecutoriado  é  inamovible  por 
efectos  de  vicios  ó  causales,  que  de  conformi- 
dad con  las  leyes  vigentes  á  la  fecha  de  su  pro- 
nunciamiento, debieron  invocarse  necesaria- 
mente dentro  de  un  ])lazo  fatal  yafenecido; 

fi"?  Que,  además,  la  sentencia  de  primera 
instancia  recaídaen  el  juicio  ordinario  iniciado 
por  Sutil  para  obtener  la  nulidad  de  la  tran- 
sacción de  18  de  noviembre  de  1899,  no  ha  te- 
nido legalmente  el  carácter  de  sentencia  firme 
sino  después  de  la  confirmatoria  del  tribunal 
de  alzada,  por  haber  apelado  de  ella  el  recu- 
rrente, y  en  consecuencia,  no  ha  podido  tam- 
poco ser  objeto  de  un  recurso  de  revisión  dis- 
tinto c  independiente  del  deduciilo  contra  el 
fallo  de  segunda  instancia,  de  que  se  ha  trata- 
do en  los  considerandos  anteriores. 

Por  estos  fundamentos,  y  visto  lo  dispuesto 
en  los  artículos  9  y  49  del  Código  Civil;  artícu- 
lo 24.  de  la  ley  de  7  de  octubre  de  1801,  artícu- 
lo 2°,  número  10  y  4.°  de  la  ley  de  l.''de  marzo 
de  1837;  y  artículo  982  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  cos- 
tas, el  recurso  de  revisión  formulado. 

Queda  aplicada  al  fisco  la  cantidad  eonsig- 
naíla. 

Kedactaila  por  el  señor  Ministro  Puster  Ke- 
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cabarren.  — í?íi/ríirmo  Gallardo.— J.  Giihríel 
Palmn  GuzmAn. — V.  Agtiirrc  V. — I.vancio  Rn- 
drígiwz.  —  Carlos  Vnrns. — Aíwl  Snnvvdm. — /¿. 
Fostcr  Reciibarrcn. 

La  sentencia  que  llegue  á  adquirir  la 
autoridad  de  cosa  juzgada  tendrá  hajoe! 
imperio  de  una  nueva  ley  la  fuerza  jurídi- 
ca que  corresponda  á  las  de  esta  clase, 
según  la  legislación  anterior  vigente  al 
tiempo  de  ser  dictada;  jiero  el  derecho  de- 
clarado mediante  ella  puede  caer  bajo  el 
doniiniode  las  disposiciones  de  la  ley  nue- 
va en  conformidad  á  las  reglas  íjue  rijan 
la  autoridad  de  la  misma  con  relación  á 
los  derechos  precedentemente  creados. 

Respecto  de  los  derechos  adquiridos  por 
líis  partes  en  virtud  del  fallo, conviene  in- 
dicar que  la  sentencia  puede  ser  el  título 
de  los  derechos  procesales  adquiridos  me- 
diante ella,  y  éstos  del>en  de|)endci-  tam- 
bién de  la  leglslíiclón  vigente  cu  el  día  cii 
que  la  sentenciíi  fuese  dictada  y  en  que 
fueron  adquiridos  los  mismos  como  efec- 
tos civiles  de  ella.  Conforme  con  esto,  to- 
dos los  efectos  procesales  que  la  legisla- 
ción anterior  atribuía  á  la  sentcticia,  es 
decir,  las  vías  legales,  para  luioerla  refor- 
mar ó  anular,  los  medios  para  llegar  á  pro- 
nunciarse nueva  sentencia,  y  en  general, 
las  excepciones,  de  que  son  susceptibles 
segíín  la  legislación  vigente  en  el  momen- 
to en  que  fué  dictada,  deben  ser  determi- 
nados con  arreglo  á  la  misma,  porque  é's- 
tos  son  efectos  intrínsecos  del  fallo  y  ad- 
quieren existencia  con  é!,  y  como  tales 
efectos  constituyen  derechos  adquiridos 
á  los  cuales  no  del)e  atentar  la  ley  poste- 
rior. 

También  del>c  estarse  á  lo  dispuesto  en 
la  ley  que  se  hallare  en  vigorá  la  fecha  en 
rjue  fuere  dictadíi  Ui  sentencia,  para  deci- 
dir si  ésta  puede  ó  no  ser  calificada  de 


dcfínitiva,  es  decir,  de  dictada  en  última 
instancia,  ó  si  puede,  por  el  contrario,  ad- 
mitirse contra  ella  solamente  el  recurso 
de  casación  ó  ademíis  el  de  apelación,  así 
como  para  resolver  acercade  los  términos 
en  que  debe  ser  deducida  la  apelación  y 
cuánto  puede  concetnir  á  la  revocación  ó 
A  cualquier  otro  medio  pürn  imputar  la 
sentencia.  Todos  estos  medios  así  como 
las  circunstancias  y  los  motivos  por  los 
que  pueden  ser  admitidos  ó  rechazados, 
delxín  ser  considerados  como  condiciones 
de  la  existencia,  de  la  validez  ó  de  la  nuli- 
dad del  fallo,  inherentes  á  él,  y,  por  lo 
tanto,  tienen  que  ser  regidos  por  la  misma 
ley,  bajo  cuyo  imiwrio  fuere  pronunciada 
la  sentencia. 

Necesario  es  reconocer  que  el  derecho 
de  impugnar  una  sentencia  ó  el  de  pro- 
mover cualquier  recurso  para  obtener  su 
reforma  ó  revocación  á  instancia  de  una 
ó  de  otra  de  las  partes  contendientes  en 
el  juicio,  con  arreglo  á  la  legislación  que 
estuviere  vigente  en  el  momento  en  que  la 
sentencia  es  formulada,  constituye  un 
propio  y  verdadero  derecho  creado,  el 
cual  no  puede  ser  atacado  ní  vulnerado 
por  la  ley  posterior,  y  lo  sería  segura- 
mente si  se  pudiese  admitir  que  contra 
una  sentencia  recaída  antes  de  empezar 
á  regir  la  lev  nueva  é  inapelable,  según 
la  legislación  bajo  cuvo  imperio  fuere 
dictada,  pudiera  ser  susceptible  de  apela- 
ción fundada  en  la  ley  nueva  que  hubiere 
quitado  á  la  misma  sentencia  el  carácter 
de  definitiva  ó  vice-versa. 

Para  lo  que  debe  ser  aplicada  dicha 
ley  nueva  es  para  la  forma  del  procedi- 
miento en  los  especiales  actos  que  tie- 
nen c|uc  ser  terminados  después  de  estar 
en  vigor  la  misma.  Debo,  pues,  admitirse 
siempre,  como  regla  general,  que  todo 
aquello  que  afecta  al  fondo  del  derecho 


Digitized  by 


SEGUNDA  PARTB 


adquirido,  es  decir,  aquello  que  se  deno- 
mina decisoria  Utis^  debe  ser  regulado 
irrevocablemente  por  la  ley  bajo  cuyo 
imperio  hubiere  sido  adquirido  el  dere- 
cho; pero  lo  relativo  á  la  forma»  es  decir, 
la  ordinatoría  litis  debe  caer  bajo  el  im- 
perio de  la  ley  vigente  en  el  momento  en 
que  el  acto  judicial  fuere  realizado.  Con- 
forme  con  este  principio  falló  justamente 
la  Corte  de  Casación  Francesa,  en  su 
sentencia  de  1^  de  marzo  de  1820,  que  si 
el  fondo  del  derecho  y  el  término  t5til  pa- 
ra producir  la  apelación  deben  ser  regidos 
por  la  ley  del  tiempo  en  que  fué  dictada 
la  sentencia,  tanto  la  forma  en  que  debe 
deducirse  dicho  recurso,  como  la  sustan- 
ciación  establecida  para  la  tramitación 
del  asunto  en  la  apelación,  debe  subordi- 
narse únicamente  á  la  ley  que  estuviere 
en  vigor  cuando  hubiese  sido  producido 
el  recurso,  y  el  mismo  principio  ha  sido 
reconocido  por  la  Corte  de  Burdeos  en  su 
sentencia  de  16  de  enero  de  1815. 

También  justamente  estimó  la  misma 
Corte  de  Casación  francesa  que  los  nue- 
vos medios  ó  recursosestablecidos  por  la 
ley  nueva,  no  podían  ser  aplicados  á  las 
sentencias  anteriores,  resolviendo,  en  su 
consecuencia,  en  21  fructidor,  año  IX,  y 
el  2  de  julio  de  1808,  que  no  podía  ser  in- 
terpuesto recurso  de  casación  contra  tas 
sentencias  superiores  dictadas  en  los  Es- 
tados de  Génova  y  del  Fiamonte  antes 
de  haber  stdo  publicada  la  ley  francesa 
que  admitía  dicho  recurso. 

Encontramos  perfectamente  ajustadas 
á  estos  principios  las  disposiciones  tran- 
sitorias sancionadas  por  el  legislador  ita- 
liano, en  1865,  para  la  aplicación  del 
Código  de  Procedimiento  Civil  en  las 
provincias  de  Lombardfa.  Dicho  legisla- 
dor dispuso,  en  efecto,  en  los  artículos  18 
y  19  lo  siguiente: 


"A  los  juicios  de  apelación  pendientes 
en  1'  de  enero  de  1866,  será  aplicable  lo 
dispuesto  en  el  articulo  490  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  aun  cuando  no 
estuviere  á  la  sazón  completa  la  instruc- 
ción, salvo  los  derechos  irrevocablemen- 
te adquiridos  y  los  efectos  jurídicos  de  las 
pruebas  ya  ejecutadas  en  los  términos  de 
la  legislación  que  hubiere  cesado  de  regir. 
Las  causas  que  el  1^  de  enero  de  1866 
hubieren  sido  falladas  aun  en  segundo 
grado,  pero  que  fueren  susceptibles  de  ul- 
terior instrucción,  serán  llevadas  en  ter- 
cera instancia,  con  arreglo  al  procedi- 
miento anterior"  (1). 

A.  V.  S. 


Cas.  Civ.  en  la  forma.— 1**  de  diciembre  de 
1903. 

Lira  v.  de  Salcedo  con  Alemany 

Tribunal  Integrado  en  oontravenoión 
á  la  ley.— Falta  del  aviso  prevenido 
por  el  artíoolo  178  del  Código  de 
Procedimiento  Civil 

Doctrina: — Cuando  haya  de  integrar- 
se una  Sala  con  miembros  que  no  perte- 
nezcan á  su  personal  ordinario,  antes  de 
comenzar  la  vista  de  la  causa,  se  debe 
poner  por  conducto  del  relator  ó  del  se- 
cretario  en  conocimiento  de  las  partes  6 
de  sus  abogados  el  nombre  de  los  inte- 
granteSf  y  se  procederá  á  ver  la  cansa 
inmediatamente  si  no  se  reclama  de  pala- 
bra ó  por  escrito  implicancia  6  recusa- 


( I )  FiORK.—  £Je  ¡a  irrrtroaetfra  k  ÍHterprttúfihn 
de  /as  kytt. 
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ción  contra  alguno  de  ellos  ( art,  1 73  del 
Código  de  Procedimiento  Civil). 

Lh  falta  de  este  aviso  es  reputada  sas- 
tancial y  autoriza  la  casación  en  la  for- 
ma por  haber  sido  pronunciada  la  sen- 
tencia por  un  tribunal  integrado  en  con- 
tra Tención  á  lo  dispuesto  por  la  ley. 


Don  Bnitasar  Alemany  interpuso  recurso 
decasación  eii  la  forma  contra  la  sentencia  tie 
la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago  de  1^ 
de  octubre  del  año  en  curso,  confírmatorin  de 
la  de  primera  instancia  de  15  de  abril  del  mis- 
mo  añOt  en  la  causa  que  sigue  con  doña  Caro- 
Una  Lira,  viuda  de  Salcedo,  sobre  mejor  dere- 
cho á  unas  capellanías. 

Fundó  el  recurso  en  la  causal  1*  del  artícu- 
lo 941  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  es 
decir,  en  haberse  pronunciado  la  sentencia  por 
nn  tribunal  integrado  en  contravención  á  lo 
dispuesto  por  la  ley. 

Bn  efecto,  se  dictó  la  sentencia  por  la  2* 
Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones  sin  la  concu- 
rrencia de  su  personal  ordinario,  integrada 
con  el  Ministro  de  la  3*  Sala  don  Carlos  B. 
Olivos,  que  no  era  el  llamado  por  la  ley  en 
conformidad  al  artículo  134  de  la  Ley  Orgá- 
nica de  los  Tribunales. 

Tampoco  se  puso  en  conocimiento  del  re- 
currente ni  de  su  abogado  esta  integración, 
como  lo  preceptúa  el  artículo  173,  inciso  1^ 
del  Código  de  Procedimiento  Civil;  de  tal 
suerte  que  su  abogado  no  conoció  el  hecho 
sino  después  de  vista  la  causa  y  el  recurrente, 
al  notificarse  del  fallo. 

La  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente: 
1'  Que,  según  el  artículo  173  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  cuando  haya  de  inte- 
grarse una  Sala  con  miembros  que  no  perte- 
nezcan á  su  personal  ordinario,  antes  de  co- 
menzar ta  vista,  se  pondrá  por  conducto  del 
relator  6  secretario,  en  conodndento  de  las 
partes  ó  de  sus  abogados  el  nombre  de  los  in- 
tegrantes, y  ^  procederá  á  ver  la  causa  inmc- 

JURIf. 


diatamentc,  á  menosque  en  el  acto  se  reclame 
de  palabra  ó  por  escrito  implicancia  ó  recusa- 
ción contra  alguno  de  ellos; 

2^  Que  no  aparece  de  los  antecedentes  que 
el  relator  ó  el  secretario  hayan  puesto  en  co- 
nocimiento de  las  partes  ó  de  sus  abogados 
que  el  Ministro  señor  Olivos  integraba  para 
!a  vista  de  la  causa  á  la  2"  Sala  de  la  Corte, 
estando  las  partes  de  acuerdo  en  que  ese  he- 
cho no  se  verificó; 

3'  Que  es  causal  de  casación  en  la  forma 
conforme  ni  artículo  941  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  halMT  sido  la  sentencia  pro- 
nunciada por  un  tribunal  integrado  en  con- 
travención á  lo  dispuesto  por  la  ley,  y  es  evi- 
dente en  este  caso  que  el  precepto  del  artículo 
173  de  dichd  Código,  no  ha  sido  cumplido,  es- 
tando ordenado  por  él  que  las  partes  ó  sus 
abogados  deben  conocer  á  los  jueces  que  ha- 
brán de  fallar  el  litigio  á  fin  de  que  puedan 
hacer  valer  las  causales  de  implicancia  ó  de 
recusación  que  les  correspondan; 

4^  Que,  como  se  ha  dicho,  el  defecto  come- 
tido en  el  acto  de  integrar  el  tribunal,  es  repu- 
tado sustancial  por  la  ley,  que  autoriza  el  re- 
curso de  casación  en  la  forma. 

Juzgando  con  arreglo  á  estas  consideracio- 
nes, y  visto,  además,  la  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 959  y  979  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  se  declara  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  en  la  forma  contra  la  sentencia  men- 
cionada. Se  repone  el  proceso  en  el  estado  de 
autos  para  resolver,  devolviéndose  al  tribu- 
nal que  corresponda.  Devuélvase  á  la  parte  la 
cautidod  consignada,  y  téngase  como  no  in- 
terpuesto el  recurso  de  casación  en  el  fondo, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  978  del 
mismo  Código. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Alfon- 
so.—yo.sí  Alfonso.— J.  Gabriel  Palma  Guz- 

mán  Lenncio  Rodríguez. —Carlos  Varas — 

Abel  Sanvedra. 
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Cas.  Civ-  en  Iñ  forma. — 5rfe  diciembre  de  190H 

Armijo  con  Zamora 

Cosa  juzg-ada.— Deolslones  oontradlo- 
torias.— OxDlslón  de  trámites  eaen- 
Diales.— Valorización  de  peijuioios 
mandados  pagar  por  sentencia  an- 
terior. 

Doctrina:— izasen íenc/a  quepara  ava- 
ia&r  los  perjuicios  mandados  pagar  por 
un  fallo  ejecutoriado,  ordena  en  su  pri- 
mera parte  tomar  por  base  para  la  ava- 
luación el  estado  del  terreno  á  la  fecha 
del  despojo,  no  pugna  con  lo  resuelto  en 
su  parte  final,  que  se  limita  á  rebajar  la 
estimación  de  dichos  perjuicios  hecha  en 
la  sentenciade primcni instancia, fundán- 
dose en  el  mérito  deautos  y  en  el  informe 
del  perito. 


Bn  el  juicio  seguido  entre  don  Juan  Francis- 
co Armijo  y  don  Francisco  Rafael  Zamora  so- 
bre indemnización  de  perjuicios  por  el  despojo 
de  un  terreno  se  resolvió  en  la  sentencia  de 
f.  84  que  éstos  debían  ser  regulados  por  el 
Juzgado,  oyendo  A  las  partes  en  comparen- 
do, y,  en  caso  necesario,  el  dictamen  de  un 
perito.  Con  posterioridad  declaró  el  Juzgado 
que  el  perito,  para  opinar  respecto  de  la  ca- 
pacidad productiva  del  terreno  <1e  que  se  tra- 
ta, debía  considerarlo  en  el  estado  en  cjue  lo 
vió  al  mensurarlo,  es  decir,  alfalfado. 

Después  de  presentado  el  informe  pericial  y 
de  oídas  las  observaciones  de  las  partes,  el 
Juzgado  reguló  en  dos  mil  pesos  los  perjuicios, 
incluyendo  en  esta  suma  el  honorario  del  pe- 
rito. 

La  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  en 
sentencia  de  2  de  noviembre  próximo  pasado, 
revocó  la  resolución  del  juez  de  primera  ins- 
tancia que  había  mandado  tomar  en  cuenta 
el  estado  del  terreno  el  día  que  lo  vió  el  perito, 


declarando:  "que  para  hacer  la  avaluación  de 
los  perjuicios  mandados  pagar,  se  tomara  en 
cuenta  el  estado  en  que  se  hallaban  los  (erre- 
nos  despojados  á  la  fecha  en  que  este  acto  se 
ejecutó.  Y  teniendo  presente  que  los  antece- 
dentes que  obran  en  autos  Imstan,  sin  necesi- 
dad de  nuevo  dictamen,  para  valorizar  los  per- 
juicics  que  se  demandan*',  confirmó  la  otra 
resolución  que  los  estimaba  con  declarariñn 
de  que  se  reducía  á  trescientos  pesos  el  hono- 
rario del  perito  y  á  mil  cuatrocientos  el  valor 
de  los  perjuicios. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  don  Fran- 
cisco Rafael  Zamora  el  recurso  de  casación  en 
la  forma. 

Expresa,  al  fundarlo,  que  la  sentencia  de 
la  Corte  importa  una  revocación  ó  modifica- 
ción sustancial  de  la  sentencia  ejecutoriada  de 
fs.  84,  que  contiene  decisiones  contradictoria.1. 
jjiies  en  su  primera  parte  declara  que  debe  to- 
marse como  base  para  avaluar  los  peijuicios 
el  estado  del  terreno  á  la  fecha  del  despojo,  y 
en  la  segunda  atirma  que  los  antecedentes  que 
obran  en  autos  bastan  para  apreciar  los  per- 
juicios; y  que,  en  consecuencia,  el  recurso  de 
casación  en  la  forma,  que  deduce,  se  funda  en 
las  causales  G*,  7*  y  9»  del  art.  941  del  Cwii- 
go  de  Procedimiento  Civil. 

La  Corte  resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  la  sentencia  pronunciada  por  h 
Corte  (le  Apelaciones,  no  puede  estimarse  am- 
traria  á  la  de  fs.  84,  pasada  en  autoridad  df 
cosa  juzg.ada,  pues  tanto  aquella  resolución 
como  la  reclamada  fueron  dictadas  despncsdc 
haberse  oído  á  las  partes  y  de  presentar  sus 
informes  el  perito  designado; 

2'  Que  la  resolución  contenida  en  la  prime- 
ra parte  del  fallo  recurrido,  que  ordena  tomar 
como  base  para  avaluar  los  perjuicios  el  esta- 
do del  terreno  ó  la  fecha  del  despojo,  no  pugna 
con  lo  resuelto  en  la  parte  final,  que  se  limita 
&  rebajar  la  estimación  de  los  pctjuicios,  fiin- 
dándose  en  el  mérito  de  autos  y  en  el  informe 
del  perito,  lo  cual  excluye  la  causal  alegada, 
referente  ñ  la  existencia  de  decisiones  contra- 
dictorias. 

Visto,  además,  lo  dispuesto  en  los  artículos 
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960  y  979  del  Código  úe  Procedimiento  Civil, 
ae  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  de 
casación  en  la  forma  deducido  á  nombre  de 
don  Francisco  Rafael  Zamora. 

Kedactadapor  el  Presidente  señor  Gallardo. 

.■\cordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Foster  Recabarren,  quien  fué  de  parecer  que  se 
diera  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  la  causal  6*  del  artículo  941  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  invocada  por  el  recu- 
rrente. Funda  su  voto.— fía/va  r/no  Gallardo. 
—Gabriel  Gaete.-^V.  Affuirrt  V.~B.  Foster 
Recnbarren. 

VOTO  E8PKCIAL 

Las  razones  en  que  el  señor  Ministro  Fos- 
ter Recabarren  funda  su  opinión  son  las  si- 
guientes: 

En  la  demanda  seguida  por  don  Juan  Fran- 
cisco Armijo  contra  don  Francisco  Rafael  Za- 
mora sobre  cobro  de  los  perjuicios  provenien- 
tes del  despojo  de  unos  terrenos  de  cordillera 
que  el  segundo  fué  condenado  á  restituir  al 
primero,  se  dictó  por  el  Juez  de  Letras  de  San 
Felipe,  el  4  de  agosto  de  1902,  la  sentencia 
que  eorre  á  fs.  84.  en  la  que  "considerando, 
dice,  que  de  la  prueba  rendida  se  desprendía 
únicamente  que  había  habido  perjuicios,  sin 
hallarse  éstos  debidamente  especificados  y 
acreditados",  declaró  que  los  danos  y  perjui- 
cios de  que  se  trataba,  debían  ser  regulados 
por  el  Juzgado,  oyendo  A  las  partes  en  com- 
parendo y  en  caso  nettsario  oyendo  también 
el  dictamen  de  un  perito. 

Esta  sentencia  causó  ejecutoria,  y  para  cum- 
plirla en  la  forma  que  en  ella  misma  se  deter- 
minaba, el  juez  llamó  á  las  partes  á  comparen- 
do,y  en  el  que  tuvo  lugar  se  resolvió  que  para 
la  regulación  de  los  perjuicios  oyera  aquel  ma- 
gistrado el  informe  de  un  perito.  Esta  resolu- 
ción causó  así  mismo  ejecutoria  y  con  ello 
quedó  definitivamente  calificado  de  necesario 
el  trámite  de  carácter  probatorio  de  un  infor- 
me pericial  previo  para  dictar  sentencia  en  la 
valorización  de  los  daños  y  perjuicios  que  ha- 
bría de  abonar  el  demandado. 

Nombrado  perito  don  Clodomiro  Mujica, 
manifestó  éste  al  Juzgado  que  á  causa  del 
desacuerdo  de  las  partes  en  puntos  sustancia- 


les, había  tropezado  con  dos  sérias  dificul- 
tades para  el  desempeño  de  su  cometido,  y  re- 
firiéndose á  la  segunda  de  ellas,  que  versa- 
ba sobre  si  el  terreno  estaba  6  no  al  falfado 
cuando  ocurrió  el  despojo  materia  de  la  pri- 
mera litis,  se  expresaba  así: 

"Bl  segundo  desacuerdo  de  las  partes  esniás 
grave,  porque  escapa  í't  las  facultades  del  in- 
frascrito, y  lo  imposiljiiita  para  desempeñar 
su  cargo  mientras  V.  S.  no  determine  previa- 
mente á  qué  pauta  ha  de  ajustarse,  dadas  las 
siguientes  pretensiones  encontradas  de  las 
partes:  Según  el  demandado,  el  infrascrito 
ha  de  considerar  el  terreno  de  que  se  trata  no 
alfalfíulo,  como  se  le  ve;  porque  fué  él  quien  lo 
alfalfó  al  ocuparlo,  con  lo  cual,  en  vez  de  da- 
ñar al  demandante,  lo  benefició,  si  no  en  el  es- 
tado de  secano,  esto  es,  de  incultívado  en  que 
estaba  en  el  momento  de  ocuparlo,  en  cuyo 
estado  no  podía  dar  al  demandante  más  pro- 
ducci'in  f|uc  la  del  ligeroy  fugaz  pasto  natural 
de  primavera;  y  según  el  demandante,  ha  de 
ser  considerado  en  el  mismo  estado  en  que 
ahora  se  le  ve,  porque  ya  estaba  alfalfado  en 
la  fecha  en  que  el  demandado  lo  ocupó". 

Para  salvar  esta  grave  dificultad  que,  se- 
gún el  perito,  lo  imposibilitaba  para  llenar  su 
cometido,  llamó  el  juez  nuevamente  á  las  par- 
tes á  comparendo,  y  no  habiéndose  llegado  á 
ningún  acuerdo  entre  éstos,  resolvió  aquél  en 
el  acta  de  fs.  114  vuelta:  "que  el  perito,  para 
opinar  respecto  de  la  capacidad  productiva 
del  terreno  de  que  se  trata,  debía  considerarlo 
en  el  estado  en  que  lo  vio  al  mensurarlo,  es  de- 
cir, alfalfado,  sin  pcijuÍcÍo  de  las  reclamacio- 
nes á  que  por  esto  los  interesados  tuvieren  de- 
recho". 

De  esta  resolución,  evidentemente  perjudicial 
para  sus  intereses,  puesto  que  dejaba  abierto 
el  juicio,  apeló  el  demandado,  como  apeló 
también  después  de  la  regulación  definitiva  de 
los  perjuicios,  ascendentes  á  dos  mil  [lesos, 
que  hizo  más  tarfle  el  juez  de  letras,  funcio- 
nario que  había  continuado  entendiendo  en  el 
asunto  por  haber  concedido  sólo  en  lo  devo- 
lutivo la  primera  apelación. 

Conociendo  de  ambas  apelaciones  la  Corte 
de  Santiago,  revocó  en  la  sentencia  dictada  el 
2  de  noviembre  último,  la  primera  resolución 
ósea  la  de  fs.  114  vuelta,  y  declaró  textual- 
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mente  que  para  hacer  la  avaluación  de  los  per- 
juicios mandados  pagar,  se  tomaría  en  cuenta 
el  estado  en  que  se  hallaban  los  terrenos  des- 
pojados A  la  fecha  en  que  este  acto  se  cjecutí». 

Rerocada  asila  resolución  del  juez,  no  cabía 
otra  cosa  en  el  estado  de  los  autos  que  devol- 
verlos &  primera  instancia,  áfin  de  que  el  peri- 
to evacuara  su  informe,  ateniéndose  A  la  nue- 
va regla  de  conducta  que  se  le  daba  vutilúnn- 
do  la  prueba  rendida  ya  en  el  proceso  ó  la  que 
por  decreto  judicial  pudieran  rendir  laspartes. 

No  procedió  así,  sin  embargo,  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Santiago,  ven  la  misma  sen- 
tencia se  pronunci'S  también  sobre  los  perjui- 
cios en  esta  forma:  "Y  teniendo  presente  que 
los  antecedentes  que  obran  en  autos  bastan, 
sin  necesidad  de  nuevo  dictamen  de  perito, 
para  valorizar  losperjuiciosquc  se  demandan, 
se  confirma  el  auto  apelado,  de  26  de  junio 
último,  con  declaración  de  que  se  reduce  á  320 
pesos  el  honorario  del  perito  y  á  1,400  pesos 
el  valor  de  los  perjuicios. 

En  otros  términos,  prescindió  la  Corle  de 
Apelaciones  de  Santiago  del  trámitedc  un  dic- 
tamen pericial  de  índole  probatoria,  ordenado 
en  sentencia  ejecutoriada  y  conceptuado  tam- 
bién indispensable  por  otra  sentencia  ejecuto- 
riada para  que  la  justicia  regulara  con  sufi- 
ciente conocimientode  caus:i  los  perjuicios  que 
debían  abonarse  por  el  dcmanHado. 

Y  no  se  diga  que  ya  se  había  llenado  el  trá- 
mite de  la  audiencia  pericial  con  el  informe 
evacuado  por  Mujíca  en  virtud  de  lo  resuelto 
por  el  juez  de  letras  en  el  acta  de  fs,  114  vuel- 
ta, puesto  que,  apelada  la  base  que  debía  ser- 
vir de  punto  de  partida  A  ese  informo,  y  des- 
truida en  absoluto  por  la  revocatoria  poste- 
rior de  la  Corte  de  Santiago,  quedó  también 
destruido  y  sin  valor  jurídico  alguno  el  tra- 
bajo del  perito. 

La  resolución  de  la  Corte  dé  A|>.*lacÍones 
vino  así  á  dejar  sin  efecto,  en  cuanto  al  trami- 
te aludido,  sentencias  firmes,  no  apeladas  por 
las  partes  y  en  puntos  no  sujetos  A  su  jurisdic- 
ción. 

El  defecto  de  ta  sentencia  recurrida  resulta 
claro,  en  concepto  del  infrascrito. 


CORTE  SUPRBMA 

Apelación  en  5  de  junio  de  190H 
Kuiz  Tagle  con  Ordinario  EcleaíAstico 

Oompetenola.— La  Qorte  Suprema 
oomo  tribunal  de  seg'unda  Instancia 

Doctrina.— £/  articulo  4'  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  sólo  da  competen- 
ciaálasCortes  de  Apelaciones  para  fallar 
en  segunda  instancia  las  causas  á  que  se 
reñere  el  número  3^  del  articulo  67  de  la 
ley  de  15  de  octubre  de  1875,  cuando  el 
fallo  de  primera  instancia  ha  sido  pronun- 
ciado por  uno  de  sus  ministros. 

La  Corte  Suprema  continúa  siendocom- 
pétente  para  conocer  en  seganda  instan- 
cia  de  las  causas  de  que  conocen  en  pri- 
mera instancia  las  Cortes  de  Apelaciones, 
con  arreglo  al  inciso  2^  del  articulo  107 
de  la  ley  de  15  de  octubre  de  1875.  Esta 
disposición  no  ha  sido  derogada  por  el 
Código  de  Procedimiento  Civil  ni  expresa 
ni  tácitamente  sino  más  bien  conñrmada 
por  el  articulo  ñnal. 


Pronunciada  con  fecha  23  de  diciembre  de 
1 902 sentencia  de  primera  instancia  por  la  Cor- 
te de  Santiago  en  la  causa  seguida  por  don 
Juan  Domingo  Tagle  A.  como  representante  le- 
gal de  su  mujer  doña  Matilde  Ruiz  Tagle  y  otros 
contra  el  Ordinario  EclesiAstico  y  don  Joaquín 
Ruiz  Tagle,  y  apelada  e.ña  sentencia  por  doña 
Herminia  Ruiz  Tagle  y  compartes,  se  presentó 
don  Joaquín  Ru¡z  Tagle  solicitando  se  declara- 
ra que  el  conocimiento  de  la  segunda  instancia 
correspondía  á  la  Corte  de  Apelaciones  de  San- 
tiago con  exclusión  de  los  ministros  que  inter- 
vinieron en  la  vista  y  fallo  de  primera  instan- 
cia con  arreglo  al  artículo  4'  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  y  por  estar  derogado  el 
articuló  67  de  la  ley  de  15  de  octubre  de  1875 
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por  flrjticlla  f1is|iosiin^>n  y  por  el  nrtk'iilu  fi- 
nal. 

Ki  fiscal  señor  Valdés  fue  de  |>íirecer  que  de- 
bía deseehnrsedichn  petición.  A  su  juicio  esíne- 
licaz  la  dta  del  artículo  4''  del  Código  de  Pro- 
ceititnientu  Ciril,  pues  él  sólo  da  eom|jetencia 
á  las  Cortcij  de  Apelaciones  para  fallar  en  se- 
gunda instancia  cuando  el  fallo  de  primera 
ha  sido  dictado  por  uno  de  sus  ministros, 
porque  sí  tal  sentencia  ha  sido  pronunciada 
por  tuda  la  Corte  se  llegaría  al  absurdo  de 
que  un  mismo  Tribunal  fuese  llamado  por  la 
ley  &  rever  sus  propios  fallos.  La  competencia 
de  la  Corte  Suprema  en  este  asuntoeninna  del 
inciso  se;;undo  del  artículo  107  de  la  ley  de  15 
de  octubre  de  1875,  cjue  le  atribuye  el  juzga- 
miento de  segunda  instancia  en  las  causas  en 
(|ueconocen  en  primera  las  Córtesete  Apelnciu* 
nes,  precepto  que  no  ha  sido  derogado  ex  presa 
ni  tácitamente  por  la  nueva  legislación,  y  an- 
tes bien  ha  consagrado  su  vigencia  al  estable- 
cer en  el  artículo  final  que  Ins  disposiciones  de 
la  ley  Orgánica  y  de  Atribuciones  de  los  Tribu- 
nales sólo  pueden  entenderse  derogadas  en  lo 
((uc fueren  contrarias  á  dicho  Código. 

Aun  supuesta  la  derogación  del  artículo  107 
piensa  el  fiscal  que  la  competencia  de  la  Corte 
Suprema  |>ermanecería  inalterable  en  el  juicio, 
fK)r<|ue  tal  debe  ser  en  su  concepto  la  aplica- 
ción correcta  del  principio  genera!  y  absoluto 
señalado  en  el  artículo  193  de  la  misma  ley  de 
Trilmnalesscgánel  cual  "radicado  con  arreglo 
ál.iiey  el  conocimiento  de  un  negocio  ante  trí- 
Ijunnl  conii>etente,  no  se  alterará  esta  cuni|K- 
tencia  por  causa  sobre  viniente". 

La  Corte  resolvió: 

Vistos:  con  lo  expuesto  por  el  señor  tiscal 
en  la  vista  anterior,  se  declara  sii^  lugar  lo  pe- 
dido por  la  parte  de  don  Joaquín  Ruiz  Tagle, 
y  rija  el  traslado  de  la  expresión  de  agravios. 
~Josi  Alfi>aso.~J.  Gabriei  Palma  GuMmán.— 
Carlos  Varas.— Abel  Saa retira. 


A¡telacióii.—U  de  tiiciemhrc  de  1903 
Muría  Josefa  Molina  (particiones) 

Oom patencia.— La  Corte  Suprema  co- 
mo Tribunal  de  segunda  instancia. 

Doctrina: — En  ¡os  juicios  de  partición 
no  se  toma  en  cuentfí.  el  íbero  que  go- 
cen ¡as  partes  para  ¡ijar  ¡a  competencia 
de¡  tribunal  que  debe  conocerde  eüos  con 
arreglo  aÍarticu¡o  9H7de¡  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil.  En  consecuencia,  la  com- 
petencia que  la  Corte  Suprema  tenía  con 
arreglo  al  número  2*  del  artÍca¡o  107  de 
la  ¡eyde  75  deoctubrede  1875, para cono' 
cer  en  segunda  instancia  de  an  Juicio  ar- 
bitrai  de  conformidad  con  la  regla  esta- 
blecida en  e¡  articulo  187,  número  3''  del 
artÍcu¡o  fi7  de  la  misma  ¡ey,  ha  desapa- 
recido desde  el  de  marzo  último  en  que 
principió  á  regir  e¡  Código  de  Procedi- 
miento Civü. 


Apeladas  ciertas  resolucionesdictadnspor  el 
árbitro  don  Eulogio  Altamiranoenel  juicio  de 
partición  de  la  herencia  de  doña  María  Josefa 
I'etronila  de  Alcántara  Molina,  relativas  al 
remate  de  una  propiedad  fueron  llevados  los 
autos  en  relación  ante  la  Corte  Suprema  como 
tribunal  de  segunda  instancia,  y  vista  la  causa 
el  Tribunal  requirió  el  dictamen  del  fiscalacer- 
ca  de  su  competencia. 

Este  funcionario  estimó  que  la  Corte  Supre- 
ma noeraL*ompetente  para  seguir  conociendo, 
pues  si  híen  n  la  fecha  en  que  se  dedujeron  las 
apelaciones,  el  tribunal  ordinario  que  habría 
debido  conocer  en  la  primera  instancia  del  jui- 
cio, si  no  fuera  de  compromiso  forzoso,  habría 
sido  la  Corte  de  Apelaciones  respectiva  con- 
forme al  número  3^  del  artículo  67y  á  lo  esta- 
blecido en  el  artículo  187  de  la  ley  de  15  de  oc- 
tubre de  1895  en  razón  del  fuero  de  alguna  de 
las  [Krsonns  que  figuran  como  partes,  y  por 
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consiguiente  habría  correspondido  entonces  á 
la  Corte  Suprema  el  conocimiento  de  esos  re- 
cursos seg6n  el  número  2^  del  artícuIolOT  de  la 
ley  citada;  lacomiietencia  del  Excmo.  Tribunal, 
que  era  innegable  cuando  se  iniciaron  y  trami- 
taron estos  recursos,  ha  desaparecido  desde  el 
I**  de  marzo  del  presente  año,  fecha  en  que 
principió  á  regir  el  Código  de  Procedimiento 
Civil.  Según  el  artículo  4-'  de  dicho  Código,  las 
causas  ordinarias  de  que  trata  el  número  3^ 
del  artículo  67  de  la  ley  del  75  deben  ser  juz- 
gadas ahora  en  primera  instancia  por  un  Mi- 
nistro de  la  respectiva  Corte  de  Apelaciones  y 
en  segunda  por  el  tribunal  de  que  dicho  Minis- 
tro forma  parte.  Por  lo  tanto,  aplicando  al 
caso  en  estudio  este  precepto  y  la  regla  del  ar- 
tículo 187  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales, 
que  no  ha  sido  alterada,  resulta  que  el  tribu- 
nal de  segunda  instancia  para  esta  causa  no 
es  ya  la  Corte  Suprema,  sino  la  Corte  de  Ape- 
laciones, á  uno  de  cuyos  Ministros  correspon- 
dería juzgarla  en  primera  si  el  juicio  no  perte- 
neciera A  la  jurisdicción  arbitral. 

La  circunstancia  de  hallarse  [>endiente  la 
apeliictón  ante  la  Corte  Suprema  con  anterio- 
ridad A  la  fecha  en  que  entró  en  vigor  el  Código 
de  Procedimiento  y  de  haberse  dictado  resolu- 
ciones en  ella,  no  podía,  á  juicio  del  Fiscal, 
autorizarla  para  continuar  ejerciendo  unnatn- 
bución  de  que  la  ley  l.n  ha  privado,  ya  que  para 
ello  s¿ría  precisoque  la  excepción  seencontrara 
apoyada  en  un  maudiito  expreso  del  legisla- 
dor, lo  que  no  ocurre  en  el  presente  caso.  (1) 


(i)  No  hace  alusión  et  señor  Fiscal  al  articulo  9K7 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  en  que  se  funda 
la  resolución  de  la  Corte  Supiema;  ni  se  toma  en 
cuenta  tanipocn  el  articulo  193  de  la  ley  tle  15  de 
octubre  de  1875,  en  que  se  apoya  el  dictamen  recal- 
do en  la  causa  Ruis  Tagle  con  Ordinario  Eclesiás- 
tico. 

Al  dictarse  el  Código  de  Procedimiento  Ctvtl  la 

Corte  Suprema  estaba  conociendo  de  la  apelación 
interpuesta  contra  la  resnUición  del  arbitro,  señor 
Altamirano,  quien  ocupaba  el  misino  lugar  de  la 
C  irte  de  Apelaciones  para  efecto  de  determinar  la 
cumpetencia;  de  modo  que  aplicando  á  este  caso  el 
raciocinio  del  señor  fiscal,  desarrollado  en  la  causa 
citada  y  que  aceptó  la  Corte,  la  disposición  del  ar- 
ticulo 4."  de  dicho  Código,  no  tendría  aplicación  y 
habría  tenido  que  darse  cumplimiento  al  articulo 
J07,  número  2.*  de  la  ley  de  15  de-octubre  de  1875, 


Vistos:  Teniendo  presente  lo  dispuesto  en 
el  artículo  987  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  según  el  cual  en  los  juicios  de  particio- 
nes no  se  tomará  en  consideración  el  fuero 
que  gocen  las  partes  para  fijar  la  competencia 
del  Tribunal  que  debe  conocer  de  ellos,  se  de- 
clara que  esta  Corte  no  es  competente  para 

conocer  de  la  presente  causa  -José  Alfonso. — 

I^oncio  Rodríguez.  —  CarIo,t  Varas.  —  Abel 
Saavedra. 


Can.  civ.  en  la  forma.— 9  de  diciembre 
de  1903 

Canto  E.  del  con  MacLellan 

Deseroióndelaapelaolón.-  Plazo  para 
presentarse  á  segruir  la  apelación. — > 
Desde  cuándo  se  cuenta.— Cómpu- 
to del  plazo.  Omisión  de  trámites 
esenciales. 

Doctrina: — Para  comparecer  ante  el 
Tribunal  de  Alzada  á  seguir  ía  apelación^ 
disponed  apelante,  á  más  de  los  tres  días 
que  señala  el  artículo  223  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  de  otros  tres  días  en 


como  si  las  resoluciones  apeladas  hubieran  sido  prn- 
nunciadds  por  toda  la  Corte  de  Apelaciones  y  no 
por  uno  de  sus  Ministros,  único  caso  en  que  ese 
Tribunal  deberla  intervenir  en  la  segunda  instancia. 

La  cita  que  la  Corte  hace  del  articulo  987,  que  el 
señor  Fiscal  no  tomó  siquiera  en  cuenta,  no  tiene  ma- 
yor importancia  en  la  cuestión,  porque  el  hecho  de 
no  existir  ya  fuero  en  los  juicios  de  particiones,  no 
puede  modificar  la  competencia  de  la  Corte  Supre- 
ma para  seguir  conociendo  en  segunda  instancia  de 
las  a|>elaciones  que  se  hallaban  pendientes  ante  ella, 
pues  la  competencia  no  se  altera  por  causa  sobrevi- 
ntente,  principio  que  la  ley  aprobatoria  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  aplicó  en  las  causas  de  ha- 
cienda y  en  las  reclamaciones  contra  acuerdos  mu- 
nicipales, en  tos  cuales  quita  i  la  Corte  Suprema  la 
com|ietencia  que  tenia  antes  de  la  promulgación  del 
nuevo  Código, 
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que  se  aumenta  el  emplazamienlu  ¡mni 
contestnr  demniidas,  cimmlo  el  deman- 
dado se  encucntru  fuern  de  los  límites 
urbanos  de  la  población  que  sirve  de 
asiento  al  Juzgado,  pero  dentro  del  mis- 
mo departamento,  y  de  los  días  que  co- 
rrespondan al  aumento  por  la  distancia 
entre  el  departamento  en  que  se  dictó  la 
sentencia  y  el  de  ¡a  residencia  del  Tribu- 
nal de  alzada,  según  la  tabla  que  debe 
formar  la  Corte  Suprema,  conforme  al 
articulo  256  del  indicado  Código,  en  vi- 
gor A  la  fecha  del  ingreso  del  expediente 
á  la  secretaria  del  Tribunal  de  Alzada. 

El  plazo  que  tienen  las  partes  para 
comparecer  ante  el  Tribunal  de  Alzada  se 
cuenta  desde  el  ingreso  de  los  autos  á  la 
secretaría  y  no  desde  la  fecha  de  la  pri- 
mera providencia. 

Los  términos  de  que  trata  el  Código  de 
Procedimiento  Civil  se  entienden  suspen- 
didos durante  los  días  feriados,  y  todos 
los  plazos  son  completos  y  corren  ade- 
más hasta  la  media  noche  del  último  día 
del  plazo. 

Es  causal  de  casación  en  In  forma  el  ha- 
berse faltado  á  trámites  Ó  diligencias  de- 
claradas esenciales  por  la  ley, y  es  de  esta 
naturaleza  el  emplazamiento  de  las  par- 
tes en  la  forma  legalmente  prescrita. 


En  el  juicio  seguido  en  Putaendo  por  don 
Duncan  Mac-Le!laii  con  don  Juan  José  del 
Canto  Escudero  sobre  nulidad  de  la  mensura 
de  la  mina  «Santa  Inés»,  se  pronunció,  con  fe- 
cha 19  de  junio  de  1903,  sentencia  que  declnró 
sin  lugar  á  la  demanda,  la  cual  fué  notifícada 
et  mismo  día  á  los  partes,  habiendo  ajKlado 
el  apoderado  del  demandante  en  el  acto  de  la 
notiñcación. 

Recibidos  los  autos  en  la  secretaría  de  In 
Corte  de  Santiago,  se  mandó  expresar  agra- 
vios cou  fecha  23  de  junio.  El  4  de  julio  el 


apuderadü  del  demandada  solicitó  se  declara- 
ra desierto  el  recurso,  v  previo  certificado  del 
secretario  de  no  halx-r  comparecido  el  ape- 
lante, el  Tribunal,  por  sentencia  de  6  de  julio, 
declaró  desierta  la  íipelación,  sentencia  t]ue 
fue  notificada  ]>or  el  estado  con  la  misma  le- 
cha á  Mac-Lellan. 

Este  se  presentó  con  fecha  11  de  julio  anun- 
ciando el  recurso  <le  casación  que  fundó  el  día 
17  por  las  siguientes  causales: 

1*  Haberse  dictado  la  sentencia  sin  previo 
emplazamiento  de  la  parte  agraviada.  Se  funda 
esta  causal  en  que  el  artículo  223  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  concede  tres  días  á  las 
partes  para  comparecer  ante  el  Tribunal  su- 
l)erior  á  seguir  el  recurso,  contados  desde  que 
los  autos  se  reciben  en  la  secretaría  del  Tribu- 
nal de  Alzada;  y  este  plazo  se  aumenta  cuan- 
do el  Tribunal  de  primera  instancia  está  fuera 
de  la  cabecera  del  departamento  en  que  reside 
el  de  segunda  ó  está  en  otro  departamentOi 
en  la  misma  forma  en  que  se  aumentad  em- 
plazamiento para  contestar  demandas,  según 
los  artículos  2ño  y  256.  Remitidos  de  Putaen- 
do los  autos,  el  demandante  tenía  no  sólo  los 
tres  días  ordinarios  sino  el  aumento  de  estos 
tres  con  los  del  emplazamiento;  y  como  el  em- 
plazamiento es  de  quince  días  yesteplazoseau- 
mentaeutres  cuando  el  demandado  reside  en  el 
departamento  pero  fuera  de  los  límites  urbanos 
y  en  los  mismos  tres  y  á  más  el  aumento  que 
corresponde  al  lugar  en  que  se  encuentra  cuan- 
do reside  en  otro  departamento  distinto,  con- 
forme á  la  tabla  que  forma  la  Corte  Supre- 
ma, la  cual  no  se  ha  formado  y  debe  tomarse 
por  base  la  existente,  ó  sea  para  Putaendo 
cinco  días,  de  modo  que  disponía  de  once  días 
para  presentarse  &  seguir  la  apelación,  once 
días  que  según  el  recurrente  debían  contarse 
desde  que  se  pliso  la  primera  providencia  por 
la  Corte,  la  cual  tiene  fecha  23  de  junio,  y  ha- 
bían corrido  solamente  nueve  días  hasta  el  6 
de  julio,  en  que  se  pronunció  la  sentencia,  eli- 
minando tres  días  festivos, 

2"  Haberse  dictado  sentencia  sin  señalar 
día  para  la  vista  de  la  causa,  pues  la  causa 
fué  anunciada  "Juan  J.  del  Canto— Duncan 
Mac-Lelvan»,  en  lugar  de  Mac-Lellan. 
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La  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente: 

1*  Que,  para  comparecer  ante  el  Tribunal 

de  Alzada  pnrn  seguir  su  apelación,  disponía  el 
recurrente  del  plazo  de  once  días,  formados  de 
este  modo:  con  tres  días  concedidos  por  el  ;ir- 
tículo  223  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
contados  desde  que  se  reciben  los  autos  en  la 
secretaría  del  Tribunal  de  segunda  instancia; 
con  otros  tres  días  del  artículo  255  con  que 
se  aumentad  término  de  emplazamiento  pa- 
ra contestar  demandas,  cuando  el  demanda- 
do se  encuentra  en  el  mismo  departamento, 
])ero  fuera  de  los  límites  urbanos  de  la  pobla- 
ción que  sirve  de  asiento  al  Tribunal,  que  es 
el  caso  de  este  juicio,  regla  que  se  aplica  á  la 
apelación,  según  el  precepto  del  inciso  2^  del 
citado  articulo  223;  y  con  cinco  flías  de  la  ta- 
bla de  términos  de  emplazamientos  en  vigor  ú 
la  fecha  del  ingreso  delexpcdiente  á  la  secreta- 
ría del  Tnbunal  de  Alzada,  regla  aplicable 
también  á  la  contestación  de  la  demanda  y  al 
recurso  de  íqwlnción  en  virtud  de  los  artículos 
223  y  256  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil fl); 

2^  Que  este  plazo  de  once  días  ha  debido  co- 
menzar á  correr  desde  el  ingreso  de  los  autos 
A  la  secretaría  del  Tribunal  superior,  como  se 
ha  visto  que  lo  determina  para  uno  de  los 
componentes  de  dicho  plazo  el  citado  articulo 
223  y,  según  el  certificado  del  secretario,  ese 
ingreso  tuvo  lugar  el  22  de  junio; 

3'  Que  los  términos  de  que  trata  el  Código 
de  Procedimiento 'Civil  se  entenderán  suspen- 
didos durante  los  días  feriados,  siendo  tales 
en  este  caso  el  28  y  el  29  de  junio  v  el  5  de  ju- 
lio (2); 

4^  Que  todos  plazos  de  días,  meses  ó  años 
de  que  se  haga  mennón  en  las  leyes  deben  ser 
completos  y  correrán  además  hasta  la  medin 
noche  del  último  día  del  plazo,  según  el  artícu- 
lo  48  del  Código  Civil  (3); 

6^  Que  la  resolución  de  la  Corte  de  A¡x;Ia- 
ciones,  que  declaró  desierta  la  ajielación,  fué 

(i)  Vé-iRC  C:is.  Civ.,  .1  noviembre  1903,  II  ,  pá- 
gina. 64. 

( a  y  í  )  Véase  .AiH-lacifSn,  8  octubre  1903,  II., 
pag.  50. 


pronunciada  el  6  de  julio,  es  decir,  atendiendo 
á  las  bases  precedentes,  el  último  día  del  pla- 
zo, cuando  éste  no  había  aún  venddo  y  podía 
comparecer  el  recurrente;  • 

6'  Que  es  causal  de  casación  en  la  forma 
por  el  precepto  del  número  9''  del  artículo  941 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  haber- 
se faltado  á  trámites  ó  diligencias  declara- 
dos esenciales  por  la  ley;  y  es  de  esta  natura- 
leza, según  el  número  1^,  artículo  966  del 
mismo  Código, clemplaznmiento  de  las  partes 
en  la  forma  legalmente  prescrita; 

7^  Que,  aceptada  la  primera  de  las  causales 
propuestas,  carece  <lc  objeto  pronunciarse  so- 
bre la  segunda. 

Juzgando  con  arreglo  A  estas  consideracio- 
nes y  visto,  además,  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 959  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  haber  lugar  á  la  casación  en 
la  form:i,  deducida  contra  la  resolución  de  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Santiago  de  6  de  julio 
de  este  año,  en  que  me  declara  desierta  la  ape- 
lación del  recurrente  quedando,  en  consecuen- 
cia, invalidada  dieha  resolución  y  &e  repone  el 
proceso  al  estado  de  expresar  agravios,  remi- 
tiéndose para  su  conocimiento  al  Tribunal 
correspondiente.  Devuélvase  á  la  parte  recu- 
rrente el  valt>r  de  la  cantidad  consignada  se- 
,gún  la  boleta  que  se  desglosará,  dejándose 
copia.— Rcdactjidn  por  el  señor  presidente  Al- 
fonso.—;/o.*ié  AJíbaso. — Leoncio  Rodrígaex. — 
CarJos  Varas.— Abel Saavedra. 


Cas.  civ.  en  el  fondo.— 10  de  diciembre  de  1903 

Salas  con  Salas 

Oonaigmaolón  de  multa.— Ouantía. — 
Prooedonola 

Doctrina: — Para  Interponer  el  recurso 
de  casación  en  el  fondo  contra  sentencia 
de  segunda  instancia  y  al  anuaciarlOt  la 
parte  recurrente  debe  acompañar  testi- 
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momo  de  haberse  consignado  en  arcas 
ñscalesía  cantidad  de  ciento  cincuenta  pe- 
sos, si  /a  cuantía  del  juicio  no  excediere 
de  diez  mil  pesos  y  de  trescientos  pesos 
cuando  excediere  de  ese  valor,  según  el 
articido  971  del  Código  de  Procedimien- 
to CiviL 

Par:¡  evitar  dificultades  en  la  determi- 
nación de  la  cuantía  y  estableciendo  una 
regla  favorable  á  los  litigantes,  el  artícu- 
lo 973  dispone  que  si  la  cuantía  no  fuere 
de  fácil  y  pronta  apreciación  ó  si  no  ver- 
sare sobre  materia  apreciable  en  dinero, 
seconsiderará  como  de  menos  de  diez  mil 
pesos.  Para  determinar  la  competencia^ 
se  reputan  como  de  valor  de  más  de  dos- 
cientos pesos  los  negocios  que  versan  so- 
bre materias  que  no  estén  sujetns  A  de- 
terminada apreciación  pecuniaria^  como 
por  ejemplo,  los  que  versan  sobre  validez 
ó  nulidad  de  disposiciones  testamentarias 
y  que  se  trata  en  la  esfjeciede  un  juicio  de 
esta  naturaleza.  Por  lo  cual,  aumjueapa- 
rezca  claro  que  una  controversia  sobre 
negocios  de  esta  naturaleza,  ruede  sobre 
valoresque  evidentemente  cxcedendediez 
mil  pesos,  no  por  eso  deberá  consignarse 
para  la  casación  en  el  fondo  la  cantidad 
de  trescientos  pesos,  que  no  rige  respecto 
de  materias  que  no  están  sujetas  á  una 
determinada  apreciación  pecuniaria,  re- 
gla que  debe  aplicarse  generalmente,  y 
no  tiene  el  caso  de  excepción  que  la  parte 
recurrida  pretende  aplicarle. 


En  el  jnicio  irguido  por  doña  Rusa  Luisa 
Satas  de  Opazo  con  la  sucesiAndedoii  Kcmif^o 
2^  Salas,  sobre nalídad  del  testamento  ntorga- 
do  por  ¿ste,  se  pronunció  por  el  señor  juez  de 
Santiago  don  Gabriel  Rcncoret,  sentencia  que 
negó  lugar  á  la  demanda  y  quefué  contirmada 
por  la  Corte  de  Apelaciones  sin  modíticación, 
con  fecha  26  de  octubre  último. 

JURIS. 


La  demandante  consigmi  ciento  cincuenta 

pesosen  arcas  íiscnles  para  anunciar  el  recurso 
de  casación  en  el  fondo  v  lo  formalizó  dentro 
del  término  legal. 

Elevados  losautos,doñaJuana  ElenaSalas 
pidió  se  declarara  inadmisible  por  no  haberse 
consignado  la  multa  de  trest.-ientos  pesos  exi- 
gida por  la  ley,  por  exceder  la  cuantía  del 
juicio  de  diez  mil  pesos,  y  para  justificar  esto 
último  fuera  de  las  posiciones  absueltas  por  la 
parte  demandada,  acompañó  algunos  docu- 
mentos consistentes  en  certificados  del  Con- 
servador de  Bienes  Kníces  referentes  á  adjudi- 
cación de  cinco  propiedades  dejadas  por  Salas 
en  este  departamento,  que  fueron  vendidas  ó 
adjudicadas  por  la  suma  total  de  cuatrocien> 
tos  nueve  mil  quinientos  pesos.  Al  mismo  tiem- 
po presentó  un  pliego  de  posiciones  y  pidió  en 
un  otrosí  que  fueran  absueltas  por  la  parte 
demandada.  El  Tribunal  proveyó  este  escrito: 
Santiago,  11  de  noviembre  de  1903.— En  lii 
principal,  tráiganse  los  autos  en  relación  sobre 
la  procedencia  del  recurso  de  casación.  Y  vis 
to  lodispuestoen  el  artículo  977del Código  de 
Procedimiento  Civil  devuélvanse  á  la  parte  de 
doña  Juana  ElenaSalas  losdocumentos  acom- 
pañados al  escrito  qtie  precede;  en  el  otrosí  no 
ha  lugar. — Galvarino  Gallardo.— José  Alfonso. 

—Leopoldo  Urratia  -/.  Gabriel  Palma  Guz- 

mnti  Gabriel  Guate. —  V.  Agairre  Vargas. — 

Leoncio  Rodríguez.— Carlos  Varas.— AbclSaa- 
vedra  E.  Foster  Recabarren. 

Viendo  en  seguida  el  incidente. 

La  Corte  resolvió: 

Santiago,  10  de  diciembre  de  1903 — Vistos: 
Teniendo  presente: 

1'  Que  para  interponer  el  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo  contra  sentencia  de  2*  instan- 
cia, y  al  anunciarlo,  deberá  la  parte  recurrente 
acompañar  testimonio  de  haberse  consignado 
en  arcas  fiscales  la  cantidad  de  ciento  cincuen- 
ta pesos,  si  la  cuantía  del  juicio  no  excediere 
de  diez  mil  pesos,  y  de  trescientos  pesos  cuan- 
do excediere  de  ese  valor,  conforme  al  precepto 
del  artículo  971  del  Código  de  Procedimiento 
Civil: 

2*  Que  para  evitar  dificultades  en  la  deter- 
minación de  la  cuantía,  y  estableciendo  una 
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re^la  favorable  á  los  litigantes,  el  artículo 
'J72  dispuso  <|itc  si  la  cuantía  del  jnicio  nu 
fuere  de  fácil  y  pronta  apreciación,  conforme 
á  las  reglas  dadas  en  la  Ley  de  Organización  y 
Atribuciones  de  los  Tribunales  i>ara  üjar  la 
competencia,  6  si  no  versare  sobre  materia 
aprrciable  en  dinero,  se  considerará  dicha  cuan- 
tía, para  los  efectos  del  artículo  97 1 ,  como  de 
menos  de  diez  mil  pesos; 

3''  Que  para  determinar  la  competencia,  se 
reputarán  comode  valor  de  más  de  doscientos 
pesos  los  negocios  que  versaren  sobre  materias 
que  no  estén  sujetas  á  una  determinada  apre- 
ciación pecuniaria,  tales,  por  ejemplo,  entre 
otras,  tas  que  versan  sobre  validez  6  nididad 
de  disposiciones  testamentarias,  según  el  pre- 
cepto del  artículo  209  de  la  Ley  de  Organiza- 
ción y  Atribuciones  de  los  Tribunales,  á  que  se 
refiere  el  citado  artículo  972  del  Código  de 
Procerlimiento; 

4f*  Que  se  trata  en  este  caso  de  un  recurso 
de  casación  interpuesto  contra  sentencia  dic- 
tada enjuicio  de  esta  naturaleza; 

5^  Que  aun  cuando  aparezca  claro  que  una 
controversia  judicial  sobre  nulidad  ó  validez 
de  disposiciones  testamentarias  rueda  sobre 
valores  que  evidentemente  exceden  de  diez  mil 
pesos,  no  por  eso  delwrá  consignarse  para  ta 
casación  en  el  fondo  lacantidad  de  trescientos 
pesos,  que  no  rige  respecto  de  ios  negocios  que 
versan  sobre  materiíis  que  no  están  sujetas  á 
una  determinada  apreciación  pecuniaria,  regla 
que  debe  aplicarse  generatmen  te  y  no  tiene  el 
caso  de  excepción  que  la  parte  recurrida  pre- 
tende aplicarle. 

Por  estas  consideraciones,  se  declara  sin  lu- 
gar el  incidente  previo  formulado  por  doña 
Juana  Elena  Salas  y  entréguese  el  proceso  para 
fundare!  recurso  de  casación. 

Acordada  contra  et  voto  de  los  señores  I*re- 
sidente  Gallardo  y  Ministro  Palma  Guzmán, 
quienes  opinaron  por  la  improcedencia  del  re- 
curso, en  virtud  de  los  fundamentos  que  cada 
uno  consigna  en  voto  especial. 

Redactada  por  el  seiíor  Ministro  Alfonso.— 

GalvaríaoOaUardo.—José Alfonso  J.  Gabriel 

Palma  Guxmán.— Gabriel  Gactc.—  V.  Aguirre 
V. — Leoncio  Rodríguez. — Carlos  Varas. — Abel 
Süuvedru.—Ii.  Fostvr  Rccnhfírren. 


VOTOS  ESPECIALRS 

til  señor  Presidente  ílnllardo  funda  su  opi- 
nión en  las  siguientes  consideraciones: 

La  acción  entablada  tiene  por  otíjeto  jíedir 
se  «Ifclarc  ntilo  cl  tcstaiiicntt)  de  don  Kemigio 
2"  Salas,  otorgado  ante  el  not.irio  don  Flo- 
rencio Márquez  de  la  Plata.  En  autos  a|m- 
rcce  demostrado  el  hecho  de  que  los  bienes  ([uc 
forman  la  sucesión  del  testador  ^alcanzan  á 
medio  millón  de  pesos,  de  modo  que  la  materia 
del  litigio  puede  apreciarse  fácil  y  prontamen- 
te, en  dinero,  siendo  de  toda  evidencia  que  la 
cuantía  del  juicio  excede  de  la  cantidad  indi- 
cada en  el  incisa  2''  del  artículo  971  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  ó  sea,  $  10,000. 

Habiendo  testimonio  inequívoco  de  que  el 
montodet  pleito  promovido  por  el  señorOpazo 
Silva,  es  positivamente  superior  á  $  10,000  ta 
c<)nsignación  ])or  $150,  ha  dctíido  hacerse  por 
;tOO,  en  virtuii  del  inciso  2'  del  artículo  971. 

Sería  menester  dejar  sín  aplicación  este  pre- 
cepto lejíal,  desconocer  el  antecedente  de  que 
la  cuantía  del  jnieio  es  mayor  de  $  10,000, 
sujmner  todavía  que  ella  no  es  de  fácil  ó  pron- 
ta apreciación  y  que  tampoco  versa  sobre  ma- 
teria a[)reeiable  en  dinero,  [>ara  considerarlo 
como  de  meaos  de  $  10,000  y  declarar,  así, 
bastante  la  consignación. 

La  disposición  del  artículo  972  tiene  un 
carácter  subsidiario  y  supletorio,  en  cuanto 
solamente  debe  aplicarse  á  los  casos  en  que, 
mediante  la  regla  general  del  artículo  anterior, 
la  cuantía  del  juicio  no  fuere  de"fájil  ó  pronta 
apreciación,  conforme  á  las  reglas  dadas  en  la 
I^y  de  Organización  y  Atribuciones  de  los 
Tribunales  i-ara  fijar  la  compethncia,  6  si 
no  versare  sobre  materia  apreclable  en  dinero". 

Si  la  estimación  pecuniaria  del  litigio  puede 
hacerse  fácil  y  prontamente,  y  si  versa  sobre 
materia  apreciable  en  diñen»,  circunstancias 
concurrentes  en  el  presen  te  caso,  desaparecen 
los  únicos  requisitos  contemplados  en  la  regla 
subsidiaria  del  articulo  972.  que  |>ern)itirían 
prescindir  de  la  disposición  general  contenida 
en  el  971 . 

£n  consecuencia,  no  corresponde  aplicar  el 
artículo  972  para  el  solo  efecto  de  atribuir  por 
vía  interpretativa  al  juicio  un  valor  inferior  A 
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lO.OÍX)  peso.«,  esto  es,  inmensamente  nienur 
que  el  ijue  en  realírlíul  tiene. 

No  catje  invocar  las  disposiciones  de  la  l^y 
(le  Tribunales,  tanto  porque  no  son  pertinen- 
tes, pues  no  se  trata  del  caso  previsto  en  el  ar- 
tículo 972,  cuanto  porque  esas  disposiciones, 
<|ue  regulan  la  cuantía  del  pleito,  son  "para 
FIJAR  i,A  competencia"  v  no  para  determinar 
el  monto  de  la  consignación  que  debe  hacerse 
en  los  recursosde  casación  reglamentados  por 
la  ley  posterior  y  especial. 

De  modo  que,  nun  cuando  por  el  artículo 
209  de  la  Ley  de  Tribunales,  no  cstíín  sujetas 
á  una  determinada  nprceiación  pecuniaria  las 
cuestiones  que  vers£m  sobre  validez  ó  nulitlad 
de  disposiciones  testamcniariíis,  esta  prescrip- 
ción, que  es  únicamente  para  "fijar  la  compe- 
tencia" no  pueden  ampliarse  á  hi  sustancía- 
cinn  de  los  recursos  establecidos  en  el  título 
XXI,  libro  III  del  Cóiligo  de  Procedimiento 
Civil. 

Debe  recordarse,  además,  (¡iie  la  frase  "ó  si 
no  versare  sobre  materia  íipreciable  en  dine- 
ro" es  una  proposición  siíparruln  de  la  ante- 
rior, y,  por  tanto,  atendiendo  ;t1  elemento 
granintieal  de  la  interpretación,  que  permite 
precisar  el  alcance  de  las  palabras  empleadas 
en  la  ley,  no  puede  lógicamente  desconocerse 
lo  que  signiíica  la  conjunción  disyuntiva  que 
separa  las  dos  primeras  partes  del  artículo,  y 
que  explica  su  signiticación. 

Para  sostenerse  (jue  el  Segundo  término,  re- 
ferente á  las  materias  no  ajjrcciablcs  en  dine- 
ro, queda  sometido  á  las  dis|>osiciones  de  la 
Ley  de  Tribunales,  habría  sido  preciso  (pie 
dicho  artículo  972  se  hubiera  redactado  en 
esta  otra  forma:  "SÍ  la  cuantía  del  pleito  no 
fuere  de  fácil  ó  pronta  npreciación  ó  si  no  ver- 
sare sobre  materia  ajireciablc  en  dinero,  con- 
forme á  las  reglas  dadas  en  la  I.*y  de  Organi- 
zación y  Atribuciímes  de  los  Tribunales  para 
fijar  la  competencia,  se  considerará  dicha 
cuantía",  etc. 

Si,  pues,  la  ley  adoptó  la  colocación  que  hoy 
tiene  la  referida  frase,  es  porque  ha  sido  su 
propósito  excluir  esta  clase  de  juicios  tle  los 
preceptos  del  Código  de  Tribunales. 

El  pensamiento  del  legislador,  en  la  prime- 
ra proposición  del  artículo  972,  ha  sido  referir- 
se á  los  casos  en  que  no  fuere  de  fácil  ó  pronta 


apreciación  la  cuantía  del  pleito  para  dividir 
la  jurisdicción  de  los  juicios  que  corresponde 
á  los  jueces  de  letras  de  subdelegación  y  dis- 
trito, según  la  Ley  de  Tribunales,  y  i>or  eso 
los  artículos  198  y  siguientes  hasta  el  210  in- 
clusive, fijan  reglas  que  clasiñcan  los  negocios 
judiciales,  para  esos  efi»:tos,  en  diversas  cate- 
gorías. Por  eso  también  el  209,  refiriéndose, 
entre  otros,  á  los  que  versan  sobre  validez  Ó 
nulidad  de  disposiciones  testamentarias,  los 
reputa  entre  aquellos  que  "no  están  sujetos  á 
una  determinada  apreciación  pecuniaria,  pero 
"  pitra  et  e^cto  de  determinar  ¡a  competencia" . 
Y  nótese  que  este  artículo  los  estima  "como 
de  valor  de  más  de  doscientos  pesos"»  pero  no 
como  de  menos  de  diez  mil. 

En  cuanto  á  la  segunda  proposición  del  ar- 
tículo 972,  las  palabras  "ó  si  no  versare  so- 
bre materia  aprecíable  en  dinero",  que  consti- 
tuyen, como  se  ha  dicho,  una  frase  separada 
de  la  anterior  por  la  conjunción  disyuntiva— 
ó— ellas  deben  entenderse  en  su  sentido  natu- 
ral y  obvio,  según  el  uso  general  de  las  mis- 
mas, de  acuerdo  con  el  precepto  del  artículo 
20  del  Código  Civil,  sin  el  propósito  de  con- 
trariar la  regla  del  971.  que  ordena  imperati- 
vamente atender  á  la  cuantía,  cuando  la  ma- 
teria del  pleito  es  susceptible,  racionalmente 
considerada,  de  estimación  {pecuniaria. 

El  Código  de  Procedimiento  ha  establecido 
una  equitativa  proporcionalidad  tratándose 
del  valorde  la  consignación  que  debe  acompa- 
ñar la  parte  que  interpone  el  recurso.  Lo  que 
la  ley  ha  querido  es  subordinar  el  monto  de 
la  consignación  á  la  cuantía  del  pleito  y  por 
esto  ha  prescrito  que  si  la  casación  fuere  en  el 
fondo  se  consignarán  $  150  no  excediendo 
de  10,000  su  monto,  y  300  cuando  exceda  de 
esta  sun^a. 

El  señor  Palma  Guzmán  se  apoya  por  su 
parte  en  las  consideraciones  siguientes,  que  no 
difieren  en  el  fondo  de  las  consignadas  en  el 
voto  anterior: 

Que  el  Código  de  Procedimiento  Civil,  en  su 
artículo  972,  prescribe  que  cuando  la  cuantía 
del  pleito  nofuere  defácil  ópronta  apreciación 
pecuniaria  conforme  á  las  reglas  dadas  en  la 
Ley  de  Organización  y  Atribuciones  de  los  Tri- 
bunales para  fijar  la  competencia,  ó  si  no  ver- 
sare sobre  materias  apreciables  en  dinero,  se 
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considerará  diclia  cuantía  como  de  menos  de 
diez  mil  ¡xrsos,  p.'iríi  los  efectos  de  In  consigna- 
ción de  la  mnltn  al  anunciar  el  recurso  de  ca- 
sación. 

Que  según  las  "Keglas  (|iie  determinan  la 
cuantía  de  las  materias  judiciales'*,  estableci- 
das en  el  párrafo  II  del  título  XII  de  la  Ley  de 
Organización  y  Atribuciones  de  los  Tribuna- 
les, cuando  el  demandante  acompañare  docu- 
mentos cjue  sirvan  de  npoyo  á  su  acción  y  en 
ellos  apareciere  determinado  el  valor  de  la  co- 
sa disputada,  se  estará  para  determinar  In 
competeacia  á  lo  que  conste  de  dichos  docu- 
mentos (nrt.  198). 

Que  estando  determinada,  en  el  juicio  de  que 
se  trata,  la  cuantía  de  la  materia  del  pleito, 
|íor  las  posiciones  absiieltas  por  el  recurrente, 
f|ue  demuestran  que  excede  de  diez  mil  pesos, 
no  es  necesario  recurrir  á  otros  medios  de  in- 
vestiji^ación  para  determinar  la  cuantía  y  es- 
tablecer.en  consecuencia, el  niontode  la  multa 
que  ha  debido  fijarse  para  hacer  la  consigna- 
ción requerida  al  anunciar  el  recurso  de  casa- 
ción. 

Que  al  establecer  el  artículo  20y  de  la  ley  ya 
citada,  que  para  cl  efecto  de  determinar  la 
competencia  se  reputarán  como  de  valor  de 
más  de  doscientos  jwsos  los  negocios  que  ver- 
sen sobre  materias  que  no  están  sujetas  á  de- 
terminada apreciación  pecuniaria  como  "las 
que  versen  sobre  validez  6  nulidad  de  disposi- 
ciones testnmentarins,  sobre  petición  de  heren- 
cia, ó  sobre  apertura  y  protocolización  de  un 
testamento,  no  ha  querido  establecer  otra  co- 
sa que  determinar  que  los  asuntos  que  sirven 
de  ejemplo  en  ese  artículo  son  de  la  com[jeten- 
cia.de  los  jueces  de  letras,  por  la  naturalezii  de 
ellos,  y  no  de  los  jueces  de  distrito  ó  de  subde- 
Icgación. 

Que  atendidas  las  expresiones  de  que  se  sir- 
ve ese  artículo,  se  ve  con  claridad  que  no  ha 
tenido  otro  propósito  que  fijarla  com|)etencia 
de  los  jueces  de  letras,  y  no  de  determinar  la 
cuantía  de  las  materias  que  sirven  de  ejemplo, 
]irop6sito  que  no  puede  suponerse,  desde  que 
esta  materia  estaba  ya  tratada  en  los  artícu- 
los anteriores  del  mismo  párrafo. — Santiago, 
diez  de  diciembre  de  mil  novecientos  ires. — 
José  (inhriel  l'alnui  Guzmán. 


Cas.  Civ — 14  de  noviembre  de  19()3. 
Muñoz  Carniona  cun  Muñoz  Kodriguez. 

Testamento.— Solemnidades  á  que  es- 
tán sujetos  — Mención  de  las  solem- 
nidades. -  Lectura  del  testamento 
solemne  abierto. -Prueba  de  los  ao- 
tos  solemnes. 

Doctrina: — La  mención  especial  hecha 
en  el  testamento  mismo  de  haberse  ¡leña- 
do en  su  otorgamiento  ciertas  solemni- 
dades prescriptas  por  la  ley,  aunque  está 
ordenada  en  algunos  casos  en  que  el  legis- 
lador creyó  necesario  hacerlo,  no  se  en- 
cuentra estíiblecidíi  en  relación  á  aquellas 
de  que  trata  el  articulo  1017  del  Código 
Civil. 

La  solemnidad  exigida  por  la  ley  es  co- 
sa diversa  de  la  mención  de  haberse  lle- 
nado esa  solemnidad,  mención  que  por  si 
sola  constituye  otra  solemnidad,  distinta 
de  las  demás. 

La  t'ormalidítd  es  de  derecho  estricta, 
toda  vez  que  su  omisión  es  causa  de  nuli- 
dad, por  consiguiente  no  puede  exigirse 
deduciéndola  de  simples  conjeturas  ó  pre- 
sunciones, si  no  existe  en  la  ley  misma 
una  disposición  expresa  y  terminante  al 
respecto. 

Cualquiera  que  sea  el  mérito  de  Ja  doc- 
trina, de  que  cl  acto  solemne  se  prueba 
por  si  mismo,  ó  sea,  de  que  en  él  debe 
aparecer  que  en  su  otorgamiento  se  han 
llenado  todas  las  formalidades  exigidas 
por  la  ley  para  su  validez^  y  cualquiera, 
la  mayor  ó  menor  aceptación  que  esta 
doctrina  haya  tenido  por  le  jurispruden- 
cia, no  constituyendo  ella  un  precepto 
legal  existente,  no  puede  ser  fundamento 
de  un  recurso  de  casación. 
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Don  Juan  Muñoz  y  Godoy.  vecino  de  la  Se- 
rena, otorgó  en  esa  ciudad,  con  fecha  19  de 
marzo  de  1883,  un  testamento  sok-mnc  abier- 
to en  que  instituía  de  herederos  íi  sus  hijos  na- 
turales, don  Antonio  Bleodoro,  don  Federico 
y  don  Francisco  An>erto  Muñoz  y  Carmona, 
don  José  María,  don  Fidel  Ciríaco,  doña  Ma* 
ría  Luisa  y  don  Miguel  Angel  Muñoz  y  Rodrí- 
guez, distribuyendo  entre  ellos  sus  bienes  en 
esta  forma:  In  mitail  de  la  herencia  para  los 
siete  hijos  ya  nombrados,  y  la  otra  mitad 
para  los  cuatro  ñttimos  con  exclusión  de  los 
tres  primeros. 

Cuatro  años  después,  el  mismo  don  Juan 
Muñoz  i  Godoy  otorgó  el  siguiente  Instru- 
mento público,  que  transcribimos  literalmen- 
te para  au  mejor  conocimiento  y  aprecia- 
ción: 

"Hn  la  ciudad  de  la  Serena,  República  de 
Chile,  á  2fí  r[c  mayo  de  mil  ochocientos  ochen- 
ta y"  siete,  ante  mí  Manuel  Cuéllar,  notario 
público  j-  los  testigos  infrascritos,  donjuán 
Muñoz,  domiciliado  en  la  mencionada  ciudad, 
mayor  de  edad,  al  cual  conozco,  y  estando  en 
su  sano  juicio,  dijo:  reroca  en  todas  sus  par- 
tes el  testamento  que  otorgó  ante  mí  el  diez 
y  nueve  de  marzo  de  mil  ochocientos  ochen- 
ta V  tres,  el  mismo  que  se  registra  íí  fs.  39, 
bajo  el  núin.  23  del  respectivo  protocolo;  que- 
riendo que  se  tenga  por  roto  y  cancelado  y  sin 
valor  alguno;  reprodiicieiulo  la  nr)ta  que  ccm 
esta  misma  fecha  se  ha  puesto  al  margen  de 
dicho  testamento.  Lo  otorgó  y  firmó,  siendo 
testigos  don  Ramón  H,  Soto,  don  Nicanor 
Vega  V  don  I'aidino  Morales,  vecinos  de  esta 
ciudad  y  mayores  de  criad.— /hati  Xíuñoz. — 
R.  H.  Soto  Nicanor  Vega. — Pmilinn  Mora- 
les.— Manuel  Ciíéilar.—N.  F.  y  S.  de  C. 

Muerto  don  Juan  Muñoz,  sus  hijos  Muñoz 
Rodríguez  entraron  en  posesión  de  la  heren- 
cia, excluyendo  á  loa  tres  hijos  Muñoz  Carmo- 
na, los  cuales  se  presentaron  entablando  de- 
manda á  fin  deque  se  les  reconociera  su  carác- 
tcrde  herederos  con  derecho  á  la  cuota  que  les 
asigna  el  testamento  de  19  de  marzo  de  1883, 
y  que  en  consecuencia  se  declarara  nula  la  re- 
vocación del  expresado  testamento,  hecha  por 
medio  de  la  escritura  de  26  de  mayo  de  1887. 
que  acabamos  de  transcribir. 


Fundaron  su  petición  en  las  consideraciones 
siguientes: 

Que  aun  cuando  esa  escritura  pública  se  hizo 
con  intervención  de  tres  testigos,  en  vez  de  los 
dos  que  son  de  uso  y  costumbre,  no  puede  ella 
producir  el  efecto  de  revocar  el  testamento 
anterior  desde  que,  según  lo  dispuesto  en  el 
artículo  1213  del  Código  Civil,  un  testamento 
no  puede  ser  revocado  sino  por  medio  de  otro 
testamento; 

Que  es  evidente  que  lo  que  se  propuso  don. 
Juan  Muñoz  fué  verse  libre  de  la  presión  que 
se  estaba  ejerciendo  sobre  él,  mediante  el  otor- 
gamiento de  una  escritura  que  no  debía  pro- 
ducir efecto  alguno; 

Que,  además,  esta  escritura,  otorgada  ante 
el  notario  don  Manuel  Cuéllar,  no  acredita 
que  se  hayan  llenado  las  formalidades  que  la 
ley  exige  para  el  testamento  abierto,  por  lo 
cual  es  nula  y  de  ningún  valor  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  por  el  artículo  1026  del  Código 
Civil; 

Que  el  testamento  aolemne  es  siempre  escri- 
to conforme  á  lo  prescrito  en  el  artículo  1011 
de  ese  Código,  y  es  de  la  naturaleza  de  los  ac- 
tos solemnes  escritos  que  se  prueben  por  sí 
uiismos,  es  decir,  que  debe  aparecer  de  ellos  que 
se  han  llenado  todas  las  formalidades  exigidas 
para  su  validez: 

Que  en  esa  escritura  no  hay  constancia  de 
que  se  haya  leído  á  presencia  del  testador  yde 
los  testigos  en  un  solo  acto,  ó  estando  el  tes- 
tador, el  escribano,  y  los  testigos  presentes, 
ni  deque  haya  sido  firmado  también  en  el  acto 
mismo  por  el  testador,  escribano  y  testigos, 
en  contravención  á  lo  que  disponen  losnrtículos 
1015,  1017  y  1018  del  citado  Código  Civil;  y 
que,  en  consecuencia,  no  constando  de  la  referi- 
daescritura  que,  al  otorgarla,  se  hubiesen  cum- 
plido todas  las  formalidades  exigidas  por  la 
ley  para  los  testamentos,  deben  éstas  reputar- 
se no  cumplidas,  como  no  lo  fueron  en  reali- 
dad, lo  que  basta  para  producirla  nulidad  del 
testamento  y  de  la  revocación  del  de  1883, 
como  lo  dispone  el  artículo  1026. 

Los  demandados  Muñoz  Rodríguez  sostu- 
vieron, por  su  parte,  que  la  revocación  del  tes- 
tamento de  19  de  marzo  de  1883,  hecha  por 
donjuán  Muñoz  en  26  de  mayo  del887,  es  un 
testamento,  pues  toque  él  se  ajusta  de  una  ma- 
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ñera  clara  y  peHiecta  &  la  definición  que  da  la 
ley  de  lo  que  es  un  testamento  y  desde  que  tie- 
ne, además,  las  solemnidades  que  ella  misma 
requiere  y  ninguno  de  los  vicios  que  pnilieran 
invalidarlo;  que,  en  efecto,  consta  por  escrito 
y  que  fué  extendidoante  competente  escribano 
y  tres  testigos  (artículos  lüll  y  1014  del  Có- 
digo Civil);  Que  el  testador  hizo  sabedores  de 
sus  disposiciones  al  escribano  y  &  los  testigos 
en  el  acto  del  otorgamiento  (artículo  1015) 
según  lo  expresa  el  escribano  cuando  dice:  "Lo 
otorgó  y  firmó,  siendo  testigos  don  Ramón 
U.  Soto,  don  Nicanor  Vega  y  don  Paulino 
Morales,"  etc. 

Que,  además,  seexpresaron  en  el  instrumento 
revocatorio  varias  de  las  solemnidades  pres- 
criptas  por  el  artículo  1016,  no  obstante  que 
la  omisión  de  una  ó  mñs  de  ellas  no  hace  nulo 
el  testamento  siempre  que  no  haya  duda,  como 
no  la  hay,  acerca  de  la  identidad  personal  del 
testador,  escribano  y  testigos  según  lo  pre- 
viene el  artículo  1026.  Que  se  cumplió  igual- 
mente con  lo  pfeceptuadoen  el  artículo  1017, 
y  concluyó  el  acto  con  las  firmas  del  testador, 
escribano  y  testigos  (1018). 

Que  en  cuanto  á  las  solemnidades  de(|uc  tra- 
tan los  incisos  2^  y  3^  del  articulo  1017,  en  lo 
relativo  ii  que  estas  deban  reputarse  no  cum- 
plidas por  no  halierse  hecho  mención  espe- 
cial de  su  cumplimiento,  no  puede  aceptarse 
desde  que  la  ley  no  ha  ordenado  esa  mención. 
Que  siempre  que  el  legislador  ha  querido  que 
se  haga  mención  especial  de  una  circunstancia 
ó  formalidad,  lo  ha  previsto  expresamente, 
como  lo  hizo  en  los  artículos  1018,  1019  y 
otros  del  Código  Civil;  y  que  basta  que  se 
hayan  llenado  las  exigencias  de  la  ley,  aun 
cuando  ello  no  conste  del  mismo  testamento, 
que  tiene  en  su  forma  una  presunción  legal  de 
validez  que  no  podría  ser  destruida  sino  por 
la  prueba  contraria. 

Seguida  la  cansa  por  todos  sus  trómites,  el 
juez  de  primera  instancia  pronunció  la  sen- 
tencia de  15  de  noviembre  de  1901,  en  la  cual 
rechazó  la  demanda  de  los  señores  Muñoz 
Carmona,  fundado  en  las  consideraciones  si- 
guientes: 

Considerando: 
1^  Que  "el  testamento  es  un  acto  miís  ó  me- 


nos solemne,  en  que  una  persona  dispone  del 
todo  ó  de  una  parte  de  sus  biene»  para  qae 
tenga  pleno  efecto  después  de  sus  días,  conser- 
vando la  facultad  de  revocar  las  disposiciones 
contenidas  en  él,  mientras  viva»,  artículo  999 
de!  Córligo  Civil; 

2^  Que,  según  esta  definición, el  instrumento 
en  que  una  persona  revoca  un  testamento,  » 
también  acto  testamentario  ó  testamento  ya 
que  dispone  de  sus  bienes  para  después  de  sus 
días,  ordenando  que  no  se  distribuyan  en  la 
forma  ordenada  en  el  testamento  revocado; 

3^  Que,  en  consecuencia,  sin  necesidad  de 
otro  precepto  legislativo,  debiera  entenderse 
que  el  acto  revocatorio  de  testamento  estaba 
sujeto  A  las  mismas  formalidades  que  el  testa- 
mento propiamente  dicho; 

■í^  Que,  no  olistante,  habiendo  variasclases 
de  testamentos  y  tratándose  de  materia  tan 
importante,  se  creyó  conveniente  legislar  espe- 
cialmente sobre  la  revocación  de  testamentos 
y  se  dictaron  al  efecto  las  reglas  contenidas  en 
el  párrafo  1^  del  título  6^  del  libro  3'*  del  Có- 
digo Civil  y  en  ninguna  de  ellas  se  establea 
que  el  testamento  solemne  puede  ser  rcvocailo 
de  otro  modo  que  por  testamento; 

5"  Que  tampoco  puede  deducirse,  como  prr 
tenden  tos  demandados,  de  la  regla  contenida 
en  el  inciso  1*^  del  articulo  1213,  que  el  testa- 
dor queda  en  liliertad  de  revocar  su  testamen- 
to por  medio  de  cualquier  instrumento  autén- 
tico: 

n)  Porque  el  texto  de  la  ley  limita  clara- 
mente los  medios  de  revocar  á  dos,  que  son:  el 
testamento  solemne  y  el  privilegiado; 

h)  Porque  habiendo  un. párrafoespecial  so- 
bre los  medios  de  revocarel  testamento,  debeii 
contenerse  en  él  todos  ellos  ó  hacerse  al  menos 
referencia  a  otros;  y 

c)  Porque  aunque  esa  ley  es  permisiva,  h 
que  permite  no  es  que  el  testamento  se  revo- 
que también  por  otro  testamento,  sino  qne  la 
revocación  pueda  recaer  sobre  todo  6  sohre 
parte  y  que  pueda  verificarse  ya  portestamen- 
to  solemne  ó  ya  por  testamento  privilegiado: 

6^^  Que  sentada  esta  tesis  de  que  el  testa- 
mento solemne  sólo  puede  ser  revocado  \wr 
otro  testamento,  resta  averiguar  si  adolecede 
los  vicios  que  le  atribuyen  los  demandantes  ^1 
cuva  nulidad  se  demanda; 
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7^  Que  áe  los  numerosos  requisitos  que  de- 
ben concurrir  para  la  validez  de  los  testamen- 
tes sokimiea  abiertos,  sólo  se  echan  de  menos 
por  los  demandantes  en  el  de  26  de  mayo  de 
1887  los  señalados  en  los  artículos  1015. 1017 
y  1018  del  Código  Civil; 

8'  Que  desde  luego  deben  eliminarse  los  in- 
dicados en  el  artículo  1018  y  en  el  primer  inci- 
so del  1015,  por  constar  del  mismo  instru- 
mento que  ellos  concurrieron; 

9'  Que  aunque  en  dicho  instrumento  no  se 
expresa  si  se  llenaron  ñ  no  los  requisitos  pre- 
venidos en  el  inciso  2'  del  artículo  1015  y  en 
el  1017,  estoes,  que  el  testamento  fuera  pre- 
senciado en  todas  sus  partes  por  un  misino  es- 
cribano y  unos  mismos  testigos,  que  fuera  leí- 
do en  alta  voz  por  el  escribano  ó  por  alguno 
de  los  testigos  y  que  durante  la  lectura  estu- 
vieran A  la  vista  el  testador,  el  escribano  y  los 
testigos,  no  hay  en  ese  instrumento  dato  algu- 
no que  autorice  íi  deducir  que  se  prescindió  de 
los  requisitos  mencionados; 

10'  Que  si  hien  }H>derosas  razones  de  con- 
veniencia pública  aconsejan  que  se  deje  cons- 
tancia en  el  testamento  de  halierse  cumplido 
con  todas  las  formalidades  prescritas,  la  ley 
no  exige  esa  consignación  expresa  respecto  de 
las  preceptuadas  en  el  artículo  1 01 7  y  en  el  ar- 
tículo 1015,  inciso  2'  del  Código,  como  la  exi- 
ge respecto  de  otras  en  los  artículos  1016, 
1019y  varios  otros  relativos  también  al  otor- 
gamiento de  testamentos: 

ll''  Que  no  exigiendo  la  ley  consignación 
expresa  délas  formalidades  que  losdemandan- 
tes  suponen  omitidas,  la  sola  falta  de  esa  con- 
signación no  implica  la  omisión  de  dichas  for- 
malidades; 

1 2"  Que  fund^mdose  la  demanda  en  esa  omi- 
sión y  siendo  ella  negada  por  los  demandatlos, 
ineambe  A  los  dcmniid/ititea  probar  que  se  hn 
incurrid f)  en  ella; 

14''  Que  los  demandantes  no  han  conipro- 
hatlo  de  modo  alguno  que  se  incurriera  en  la 
referida  omisión. 

La  Corte  de  Apelaciones  de  la  Serena,  revi- 
sando el  fallo  anterior,  pronunció,  por  su  par- 
te, el  siguiente: 

Serena,  3  de  junio  de  1903.— Vistos:  elimi- 
nando los  considerandos  3',  A-**  y  5''  de  la  sen- 
tencia apelada,  y,  teniendo  presente,  ademíís: 


1'  Que  el  notario  público,  don  Manuel  Cué- 
llar,  puso  el  siguiente  certificado,  compulsado 
á  fs.  10  vta.,  al  margen  del  testamento  cuya 
revocación  es  materia  del  presente  litigio,  y 
que  había  sido  otorgado  pordon  Juan  Muñoz 
ante  el  mismo  notario; 

"En  la  ciudad  de  la  Serena,  República  de 
Chile,  á  veintiséis  de  mayo  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  siete,  ante  mí  y  los  testigos  infras- 
criptos, don  Juan  Muñoz,  domiciliado  en  la 
mencionada  ciudad,  mayor  de  edad,  á  quien 
conozco,  estando  en  su  sano  juicio,  dijo:  revo- 
ca en  todassus  partes  el  teatamentoque  había 
otorgado  por  el  instrumento  del  frente,  que- 
riendo se  tenga  por  roto,  cancelado  y  sin  va- 
lor alguno. 

Lo  otorgó  y  firmó,  siendo  testigos  don  Vi- 
dal Videla,  don  Carlos  Roberto  Larraguibel  y 
don  Ramón  H.  Soto. — Juan  Muñoz.~V¡dal 
Videla.— Carlos  Roberto  Larraguibel. -~-R.  H. 
Soto.— Manuel  Ciié//ar.— N.  P.  y  S.  de  C. 

Por  instrumento  otorgado  ante  mi,  con  esta 

fecha,  que  se  registra  ñ  fs.  +5,  bajo  el  núni.  37 
del  Protocolo  de  este  año,  don  Juan  Muñoz 
revocó,  en  todas  sus  parte»,  el  testamento  del 

frente,  reproduciendo  la  nota  que  precede  

Serena,  mayo  26  íle  1887. — Mnnuel  Cuéilar. 
N.  P.  y  S.  de  C. 

Es  copia  conforme.— Serena,  14  de  abril  de 
1897.-G.  Siha  Cotapos.-H.  y  C." 

2^  Que  el  instrumento  de  20  de  nmyo  <Ie 
1887,  por  el  cual  don  Juan  Muñoz  revocó  su 
anterior  testamento,  contiene  todos  los  requi- 
sitos que  pnrn  la  validez  de  los  testamentos 
solemnes  abiertos  exige  la  ley,  pues  aparece: 

a)  Que  se  extendió  por  escrito; 

b)  Que  se  otorgó  ante  notario; 

c)  Que  hubo  tres  testigos  presenciales  del 
acto; 

d)  Que  el  testador  estaba  en  su  sano  juicio; 

e)  Que  se  expresó  el  nombre,  apellido,  edad 
y  domicilio  del  mismo  testador; 

f)  Que  se  consignó  el  nombre  y  domicilio  de 
los  testigos  instrumentales; 

g)  Que  se  expresó  el  lugar,  día,  mes  y  año 
del  otorgamiento; 

h)  Que  se  consignó  el  nombre,  apellido  y  ofi- 
cio ilcl  notario  que  lo  autorizó; 
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y)  Y  que  se  pusieron  las  fimiaa  del  testador, 
notario  y  testigos; 

3*  Que,  atendido  el  contexto  del  mismoins- 
tramento,  no  puede  razonahlemente  suponer- 
se, aunqne  no  se  haga  de  ello  un.i  mención 
expresa,  y,  á  menos  de  prueba  contraria,  la 
que  no  existe,  que  no  fuera  presenciado  en  to- 
das sus  partes  por  el  testador,  don  Juan  Mu- 
ñoz; por  el  escribano  don  Manuel  Cuéllar;  y 
por  los  testigos  don  Ramón  H.  Soto,  don  Ni- 
canor Vega  y  don  Paulino  Morales,  todos  los 
cuales  lo  suscriben; 

4^  Que  las  circunstancias  mencionadas  pn 
el  considerando  anterior  en  que  se  otorgó  el 
testamento  revocatorio  de  don  Juan  Muñoz, 
llenan  el  requisito  ordenado  para  su  validez 
por  el  inciso  2^  del  artículo  1015  del  Código 
Civil,  y  constituyen  la  unidad  del  acto  testa- 
mentario; 

5^  Que,  por  otra  parte,  en  el  testamento 
otorgado  por  don  Juan  Muñoz  en  1883  y  al 
cual  se  refiere  la  revocación  hecha  por  el  tes  - 
tamento  de  26  de  mayo  de  1887,  no  se  hace 
mención  expresa  de  la  circunstancia  de  haber- 
se leído  en  alta  voz;  y  si  esta  omisión  se  es- 
timara suficiente  jinra  invalidar  el  testamen- 
to de  1887,  también  invalidaría  el  de  188,^; 
y,  en  esta  situación,  la  distribución  de  los  bie- 
nes dejados  á  su  fallecimiento  por  don  Juan 
Muñoz,  entre  sus  herederos,  debería  hacerse 
njustándose  ü  las  reglas  de  la  sucesión  intes- 
tada; 

6*'  Que,  en  general,  los  testamentos,  como 
los  demás  instrumentos  públicos  se  presumen 
válidos,  obrando  además  en  favor  de  los  testa- 
mentos la  presunción  de  haber  sido  otorgados 
con  las  solemnidades  ó  formalidades  legales» 
salvo  prueba  en  contrario;  y,  en  el  caso  de  an- 
tes, esa  prueba  no  se  ha  producido  por  los  de- 
mandantes en  contra  del  testamento  revoca- 
torio de  26  de  mayo  de  1887; 

7'  Que,  por  otra  parte,  los  móviles  que  in- 
dujeron á  don  Juan  Muñoz  á  declarar  revoca- 
do su  mencionado  testamento  de  19  de  marzo 
de  1883,  tienen  una  bien  clara  y  racional  ex- 
plicación, á  se  atiende  A  ta  circunstancia  qne, 
á  la  fecha  de  la  revocañón,  había  contraído 
matrimonio  con  doña  Carlota  Rodríguez,  legi- 
timando con  este  acto  A  sus  hijos  José  María 
y  Fidel,  María  Luisa  y  Mi}:;uel  Angel  Muñoz 


Rodríguez;  todos  los  cualesquedaban  en  mejor 
condición  que  sus  hijos  naturales,  considerados 
en  pie  de  igualdad  con  aquéllos,  en  el  testa- 
mento mencionado  de  1883,  el  que  otorgó  es- 
tando soltero; 

8^  Que,  á  mayor  abundamiento,  prevale- 
ciendo, según  la  disposición  del  artículo  1069 
dc\  Código  Civil,  sobre  todas  las  reglas  de  in- 
terpretación de  las  últimas voluntadcsótesta- 
mentos,  la  voluntad  del  testador,  claramente 
manifestada;  y  siendo,  además,  regla  de  herme- 
néutica legal,  según  el  artículo  1562  del  mis- 
mo Código,  que  el  sentido  en  que  una  cláusula 
puede  producir  algún  efecto  delierá  preferirse 
á_aque!  en  que  no  sea  capaz  do  producir  efecto 
alguno  y  no  se  concebiría  el  alcance  y  objeto  de 
la  comparecencia  de  donjuán  Muñoz,  ante  el 
notario  público  y  tres  testigos,  que  intervinie- 
ron en  su  testamento  de  fecha  26  de  mayo  de 
1887,  cuando,  de  una  manera  tan  clara  y  ter- 
minante declaró  estaren  su  sano  juicio,  "que 
revoca  en  todas  sus  partes  el  testamento  que 
otorgó  ante  mí  el  19  de  marzo  de  1883,  el 
mismo  que  se  registra  á  fs.  39,  bajo  el  nfimero 
23del  respectivo  protocolo,  queriendo  se  tenga 
por  roto,  cancelado  y  sin  ningún  valor,  repro- 
duciendo la  nota  que  con  esta  misma  fecha  bn 
puesto  al  margen  de  dicho  testamento". 

Se  confirma  la  sentencia  apelada  de  1 5  de 
noviembre  de  1901. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Daniel 
Cádiz  Af.  Carvallo.— Max,  E.  Avalas  Da- 
niel Cádiu. 

Los  demandantes  interpusieron  recurso  fie 
casación  en  el  fondo  contra  esta  sentencia,  y 
al  formalizarlo  exponen: 

1"  Que  los  considerandos  10'  y  11',  en 
cuanto  declaran  que  la  ley  no  exige  en  el  testa- 
mento mención  expresa  de  las  formalidades 
requeridas  en  el  artículo  1017  y  en  el  inciso  2' 
del  1015  del  Código  Civil,  y  que,  por  lo  mis- 
mo la  falta  de  esta  mención  no  implica  que 
dichas  formalidades  se  hubieran  omitido.  Con- 
siderandos que  son  la  base  de  la  parte  resolu- 
tiva, desconocen  que  las  formaHdades  que 
solemnizan  ios  testamentosconstituyensu  for- 
ma extema  y,  con  arreglo  al  artículo  1026 
del  Código  Civil,  del>en  constar  del  mismo  ins- 
trumento, so  |>ena  «le  nulidad;  por  lu  cual  di- 
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chos  connderandos  contravienen,  además,  lo 
prevenido  en  los  artículos  17  y  1699  del  Códi- 
go citado,  que  sólo  reputan  instrumento  pú- 
blico solemne  aquel  en  que  se  han  cumplido 
todas  las  formnlidade»  impuestas  por  la  ley 
para  su  validez,  debiendo  ser  la  forma  extema 
del  mismo  el  comprobante  de  su  omisión  ó 
cumplimiento; 

2'  Que  los  considerandos  3'  y  4'  de  los 
alegados  por  la  Corte  de  la  Serena,  en  cuan- 
to pretenden  deducir  6  derivar  del  contexto 
del  instrumento  revocatorio  la  circunstancia 
de  haberse  cumplido  en  el  las  formalidades  le- 
gales, son  contrarios  también  íi  los  artículos 
17, 1699, 1026  y  1681  del  Código  Civil,  según 
loa  cuales  dichas  solemnidades  deben  consti- 
tuir la  forma  del  instrumento  mismo,  y  nó, 
en  manera  alguna,  presumirse; 

3^  Que  estas  mismas  disposiciones  se  lian 
infringidoen  el  considerando  5^  de  la  sentencia 
de  2*  instancia,  en  que  se  presume  cumplida  la 
formalidad  de  la  lectura  por  la  suposición 
inexacta  de  haberse  la  revocación  otorgado 
en  las  condiciones  del  testamento  de  1883; 

4'  Que  el  considerando  6''  de  la  misma  sen- 
tencia, al  expresar  que  en  general  los  testa- 
mentos y  demás  instrumentos  públicos  se 
presumen  válidos,  obrando  en  favor  de  los 
testamentos  la  presunción  de  haber  sido  otor- 
gados con  las  solemnidades  ó  formalidades 
legales,  salvo  prueba  en  contrario,  prueba  (|ue 
en  este  caso  no  se  ha  producido,  no  sólo  con- 
traviene á  los  artículos  1026,  1G81,  11  y  14 
del  Código  Civil,  sino  que  infringe  todas  las 
dis|)osic¡ones  legales  del  mismo  cuerpo  de  leyes 
({ue  estatuyen  formalidades  necesarias  para  la 
validez  de  los  actos  y  contratos  en  atención  á 
su  especie;  y 

5^  Que  el  considerando  8^  contraviene  á  la 
ley,  porque  aplica  las  leyes  de  interpretación 
de  las  cláusulas  ó  disposiciones  testamenta- 
rias y  de  las  estipulaciones  de  los  contratos  á 
la  validez  ó  nulidad  de  los  testamentos,  mate- 
ria que  no  puede  permitir  la  amplitud  de  in- 
terpretación que  consignan  los  artículos  1069 
y  1562  sin  dejar  sin  importancia  alguna  las 
formalidades  de  los  actos  solemnes,  que,  sin 
embargo,  son  exigidas  por  la  ley  como  esencia- 
les para  su  valor  y  constituyen  el  mismo  acto 
en  cuanto  á  su  forma  extema." 

JUKIS. 


Los  demandados  fundaron  su  oposición  á 
este  recurso  y  la  consiguiente  validez  de  la 
sentencia  de  la  Corte  de  la  Serena,  en  que  los 
artículos  11, 14, 17,  1681  y  1699  del  Código 
Civil,  que  se  dicen  infringidos  por  los  deman- 
dantes en  la  sentencia  recurrida,  no  tienen 
atingencia  alguna  con  el  recurso,  ya  que  con 
ellos  no  se  prescribe  la  nulidad  de  un  testamen- 
to cuando  en  él  no  se  ha  dejado  testimonio  de 
haberse  extendido  en  un  solo  acto,  estando 
presentes  todas  las  personas  que  á  sii  otorga- 
miento concurrieron,  y  de  habérsele  leído  Ó  de 
haberse  llenado  todas  las  solemnidadcsy  cum- 
plido todos  los  requisitos  establecidos  por  la 
ley  para  hu  validez;  Que  en  cuanto  al  artícidu 
1026,  en  la  sentencia  de  que  se  trata,  nu  se  es- 
tablece que  sea  válido  el  testamento  en  que  se 
omitan  las  solemnidades  de  la  presencia  de 
las  personas  que  en  él  intervienen,  de  su  lectu- 
ra ó  de  cualquiera  otra  de  las  establecidas  por 
la  ley  y  que  no  sean  de  las  consignadas  en  el 
inciso  2^  de  ese  mismo  artículo,  ya  que  este 
recurso  no  se  funda  en  la  omisión  de  esas  so- 
lemnidades, sino  en  la  circunstancia  de  no  ha- 
!»erse  hecho  mención  expresa  en  el  testamento 
mismo  de  haberse  ellas  cumplido,  y  el  cita<lo 
artículo  1026  no  prescri1}e  esa  mención;  Que 
por  esto  la  Corte  de  la  Serena  no  ha  piulido 
infringir  ese  articulo  y  es,  por  consiguiente, 
inaceptable  el  recurso;  Que  necesario  sería, 
para  i|ue  éste  fuese  fundado,  (|ue  la  ley  exigiese 
<|iie  se  hiciese  mención  expresa  de  haberse  lle- 
nado las  formalidades  prescritas  en  los  artícu- 
los 1015,  1017  y  1018  del  Código  Civil,  for- 
malidades que  los  demandantes  ni  sicpiiera 
han  intentado  probarque  se  hubiesen  omitido 
en  el  testamento  de  1887,  exigencia  que  no 
existe  en  ninguna  prescripción  legal. 

Hl  Ministro  ponente,  señor  don  Vicente 
Aguirre  Vargas,  prestó  acogida  á  está  defensa 
de  los  demandados,  r  en  su  dictamen  consignó 
las  observaciones  siguientes: 

"Como  es  fácil  notarlo  á  primera  vista,  to- 
dos los  mt>tivos  de  casación  en  el  presente  re- 
curso equivalen  á  uno  sólo,  cual  es  el  de  haber 
la  sentencia  recurrida  declarado  testamento 
abierto  válido  un  instrumento  que  no  expresa 
que  se  llenaron  en  su  confección  todas  las  for- 
malidades exigidas  por  la  ley,  pues  de  él  no 
aparece  c|ue  se  leyera  á  presencia  del  testadro 
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y  de  los  testigos,  en  un  miamo  acto,  ó  estando 
el  testador,  los  testigos  v  el  escribano  presen- 
tes, ni  que  fuera  firmado  también  en  un  acto 
por  el  testador,  escribano  y  testigos,  contra- 
viniéndose así  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
1015, 1017  y  1018  del  Código  Civil. 

Hay,  entonces,  que  examinar  si  realmente 
existe  alguna  disposición  legal  infringida  en  la 
sentencia,  es  decir,  si  las  leyes  citadas  en  el  re- 
curso ordenan  que  el  testamento  contenga  la 
expresión  ó  testimonio  de  haberse  él  otorgado 
con  todos  los  requisitos  necesarios". 

El  artículo  1015  del  Código  Civil  dice  así: 

"Lo  que  constituye  esencialmente  el  testa- 
mento abierto,  es  el  acto  enqueel  testador  ha- 
ce sabedores  de  sus  disposiciones  al  escribano, 
si  lo  hubiere,  y  á  los  testigos. 

El  testamento  será  presenciado  en  todas 
sus  partes  por  el  testador,  por  un  mismo  escri- 
bano, si  lo  hubiere,  y  por  unos  mismos  tes- 
tigos". 

El  artículo  1017  agrega: 

"El  testamento  abierto  podrá  haberse  escri- 
to previamente. 

Pero,  sea  que  el  testador  lo  tenga  escrito,  ó 
que  se  escriba  en  uno  ó  más  actos,  será  todo 
él  leído  en  alta  voz  por  el  escribano,  si  lo  hu- 
biere, ó  á  falta  de  escribano  por  uno  de  los 
testigos,  designado  por  el  testador  á  este 
efecto. 

Mientras  el  testamento  se  lee,  estará  el  tes- 
tador á  la  vista,  y  las  personas  cuya  presencia 
es  necesaria,  oirán  todo  el  tenor  de  sus  dispo- 
siciones". 

El  artículo  1018  es  como  sigue: 

"Termina  el  acto  por  tas  ñrmasdel  testador 
y  testigos  y  por  la  del  escribano,  si  lo  hubiere. 

Si  el  testador  no  supiere  ó  no  pudiere  ür- 
mar,  se  mencionará  en  el  testamento  esta  cir- 
cunstancia, expresando  la  causa. 

Si  se  hallare  alguno  de  los  testigos  en  el 
mismo  caso,  otro  de  ellos  Brmará  por  él  y  á 
ruego  suyo,  expresándolo  así". 

Conviene  también  recordar  que  el  artículo 
1026  dice  atí: 

"El  testamento  solemne,  abierto  6  cerrado, 
en  que  se  omitiere  cualquiera  de  las  formalida- 
des á  que  deba  respectivamente  sujetarse,  se- 
gún los  artículos  precedentes,  no  tendrá  valor 
alguno. 


Con  todo,  cuando  se  omitiere  una  ó  más 
lie  las  designaciones  prescritas  en  el  artículo 
1016,  en  el  inciso  5'  del  1023  y  en  el  inciso  2» 
del  1024,  no  será  por  eso  nulo  el  testamento, 
siempre  que  no  haya  duda  acerca  de  la  identi- 
dad personal  del  testador,  escribano  ó  tes- 
tigos". 

Los  designaciones  que  prescribe  el  artículo 
1016,  para  que,  según  el  artículo  1026,  puedan 
omitirse  sin  nulidad  del  testamento  son  el 
nombre  y  apellido  del  testtulor,  el  lugar  de  su 
nacimiento,  la  nación  á  que  pertenece;  sí  está 
ó  no  avecindado  en  Chile,  y  si  lo  está,  el  de- 
partamento en  que  tuviere  su  domicilio;  su 
edad;  la  circunstancia  de  hallarse  en  su  entero 
juicio;  los  nombres  de  las  personas  con  quie- 
nes hubiere  contraído  matrimonio,  de  los  hi- 
jos habidosólcgitimados  encada  matrimonio, 
de  los  hijos  naturales  del  testador  y  de  los 
simplemente  ilegítimos  que  tenga  por  suyos, 
con  distinción  de  vivos  y  muertos;  y  el  nom- 
bre, apellido  y  domicilio  de  cada  uno  de  los 
testigos.  En  el  inciso  2^  del  mismo  artículo 

1016  se  indican  también  como  designaciones 
el  lugar,  día,  mes  y  año  del  otorgamiento,  y  el 
nombre,  apellido  y  oficio  del  escribano,  si  lo 
hubiere. 

El  inciso  5'  del  artículo  1023  ordena  que  el 
escribano  exprese  en  el  sobrescrito  ó  cubierta 
del  testamento  cerrado,  bajo  el  epígrafe  ¿e** 
tamento,  la  circunstancia  de  hallarse  el  testa- 
dor en  su  sano  juicio;  el  nombre,  apellido  y 
domicilio  del  testador  y  de  cada  uno  de  los 
testigos,  y  el  lugar,  día  mes  y  año  del  otor- 
gamiento. 

El  inciso  2^  del  artículo  1024,  refiriéndose 
al  caso  de  ()ue  el  testador  haya  de  otorgar 
testamento  cerrado  por  no  poder  entender  ó 
ser  entendido  de  viva  voz,  ordena  que  escriba 
de  su  letra  sobre  su  cubierta  la  palabra  testa- 
mento ó  la  equivalente  en  el  idioma  que  pre- 
fiera, y  que  haga  del  mismo  modo  la  designa- 
ción de  su  persona,  expresando,  á  lo  menos, 
su  nombre,  apellido  y  domicilio,  y  la  nación  á 
que  pertenece. 

Como  se  ve,  ni  en  el  artículo  1016  ni  en  el 

1017  se  encuentra  cláusula  alguna  que  pres- 
criba hacer  en  el  testamento  tnendóii  de  ha- 
berse llenado  en  su  otorgamiento  las  formali- 
dades exigidas.  En  ellos  sólo  se  dice  que  la 
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esencia  del  testamento  abierto  es  et  acto  en 
que  el  testador  hace  sabedores  de  sus  disposi- 
ciones ftl  escribano,  si  lo  hubiere,  y  á  los  testi- 
gos; que  el  testamento  ha  de  ser  presenciado 
en  todas  sus  partes  por  el  testador,  por  un 
mismo  escribano,  sí  lo  hubiere,  y  por  unos 
mismos  testigos;  que  el  testamento  podrá  ha- 
berse escrito  previamente;  pero  que,  ya  se  ten- 
ga escrito  en  uno  ó  más  actos,  será  todo  él 
lado  en  alta  voz  por  el  escribano,  si  lo  hubie- 
re, A,  á  falta  de  escribano,  por  uno  de  los  tes- 
tigos designado  por  el  testador  á  este  efecto; 
3'  que,  mientras  el  testamento  se  lee,  estará  el 
testador  á  la  vista,  y  las  personas  cuya  pre- 
sencia es  necesaria  oirán  todo  el  tenor  de  sus 
disposiciones. 

Pero  el  artículo  1018,  después  de  provenir 
que  el  testamento  termina  por  las  firmas  del 
testador  y  testigos  y  del  escribano,  si  lo  hubie- 
re, agrega  "que  si  el  testador  no  supiere  ó  no 
pudiere  firmar,  se  mencionará  en  el  testamen- 
to esta  circunstancia,  expresando  In  causa";  y 
"si  se  hallare  alguno  de  los  testigos  en  el  mis- 
mo caso,  otro  de  ellos  firmará  por  él  y  á  rue- 
go suyo,  expresándolo  así". 

Hn  seguida,  el  artículo  1019  ordena  qu^  el 
testamento  del  ciego  "será  leído  en  alta  voz 
dos  veces;  la  primera  por  el  escribano  ó  fun- 
cionario, y  la  segunda  por  uno  de  los  testigos 
elegido  at  efecto  por  el  testador".  "Se  hará 
mención  especial  de  esta  solemnidad  en  el  tes- 
tamento", termina  diciendo  dicho  artículo. 

MAti  adelante,  los  artículos  1042  y  1048, 
que  se  refieren  al  testamento  militar  y  al  ma- 
rítimo, prescriben  que  cuando  el  testador  no 
supiere  6  no  pudiere  firmar,  se  expresará  así 
en  el  testamento. 

Con  lo  dicho  se  manifiesta  que  hay  disposi- 
ciones legales,  como  las  de  los  artículos  últi- 
mamente citados,  en  que  se  manda  hacer  men- 
ción de  ciertas  solemnidades  ó  circunstancias, 
y  que  hay  otras  disposiciones,  como  las  de  los 
artículos  1015yl017,  en  que  no  se  manda  tal 
cosa. 

Si  fuera  efectivo  que  todos  los  requisitos 
y  formalidades  necesarias  para  la  confección 
del  testamento  debieran  constar  ó  aparecer  ríe 
este  mismo  ¿para  qué  el  legislador  exigiría,  en 
ciertos  casos,  la  mención  de  haberse  llenado 
algunas  de  esas  mismas  solemnidades? 


Si  en  algunos  artículos  no  habla  de  mención 
y  en  otros  la  prescribe,  debe  entenderse  que 
en  unos  casos  no  es  necesaria  esa  mención,  ú 
bien  en  otros  lo  es. 

I<a  mención  resulta,  así,  una  formalidad 
distinta  de  las  otras,  de  tal  modo  que  cuando 
seexigeestasfilttmas  no  se  incluye  precisamen- 
te la  primera,  la  cual  será  necesaria  pura  la 
validez  del  acto,  sólo  á  virtud  de  precepto  es- 
pecial del  legislador. 

Se  concibe,  por  otra  parte,  que  la  formali- 
dad de  la  mención  ó  ladeser  escrito  ó  firmado 
un  acto  ó  la  de  otorgarse  por  instrumento 
público,  se  prueben  por  sí  mismas  con  sólo 
exhibir  dicho  documento. 

Pero  ¿cómo  podría  exhibirse  la  lectura  en 
voz  alta?  ¿Cómo  podría  quedar  reflejada,  ma- 
terializada, por  decirlo  así,  en  el  testamento 
la  presencia  simultánea  del  testador,  testigos 
y  escribano? 

Y,  en  seguida,  si  la  mención  ñiera  la  prueba 
necesaria  de  halierse  llenado  las  otras  forma- 
lidades, ó,  en  otros  términos,  si  la  mención 
constituye  la  verdadera  forma  del  testamento 
habría  que  admitir  que  el  acto  sería  válido 
siempre  que  contuviera  dicha  mención,  por 
más  que  en  la  realidad  no  se  hubiera  otorgado 
en  las  condiciones  requeridas  poret  legislador. 

No  es  posible,  entonces,  tomar  al  pie  de  la 
letra  el  dicho  de  que  los  actos  solemnes  deben 
probarse  por  sí  mismos.  El  será  verdadero  úni- 
<»mente  cuando  se  trate  de  las  solemnidades 
extemas  6  seade  aquellos  requisitos  que,  cons- 
tituyan la  forma  material,  por  decirlo  así,  del 
acto:  éstos  son  los  únícosquepueden exhibirse, 
comprobando  de  este  modo  su  cumplimiento. 

Bn  cuanto  á  las  otras  formalidades,  que 
son  más  bien  intrínsecas  del  acto,  el  legislador 
puede,  ciertamente,  prescribir  que  se  mencio- 
nen como  cumplidas,  á  fin  de  establecer  con 
esta  nueva  formalidad  una  garantía  más  de 
seriedad  y  de  eficacia  en  los  instrumentos,  re- 
duciendo, al  mismo  tiempo,  el  mal  de  los  liti- 
gios y  el  abuso  de  otro  género  de  probanzas. 

Pero,  por  lo  mismo  que  la  necesidad  de  la 
mención  nace  del  precepto  legislativo  y  no  de  la 
naturaleza  de  todo  acto  jurídico,  debe  exigirse 
solamente  en  los  casos  en  que  el  propio  legis- 
lador lahaya  impuesto  clara  é  incuestionable- 
mente, y  de  ninguna  manera  puede  creársela 
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por  conjeturas,  inferencias  ú  presunciones,  ní 
menos  por  In  sola  fuerza  de  doctrinas  más  fi 
menos  aceptables.  Un  requisito,  una  formali- 
dad necesaria  para  la  validez  del  acto,  debe 
constar  de  la  ley  misma,  como  qne  es  una  res- 
trifción  y  un  elemento  y  circunstancia  excep- 
cional. 

Imi  breve  examen  comparativo  del  derecho 
civil  francés  en  esta  cuestión  servíríi  segura- 
mentopara  ilustrarla  de  manera  másdecísiva. 

líl  artículo  971  del  Código  Civil  francés  dice 
así:  "Testamento  por  acto  pííblico  es  aquel 
quf  es  recibido  por  dos  notarios  en  presencia 
de  dos  testigos,  ó  [>or  un  notario  en  presencia 
de  cuatro  testigos". 

El  artículo  972  agrega:  "Si  el  testamento 
es  recibido  por  dos  notarios,  del^e  serles  dicta* 
do  por  el  testador  y  ser  escrito  por  uno  de 
ellos,  tal  como  se  ha  dictado.  Sí  no  hay  más 
que  un  notario  debe  igualmente  ser  dictado  y 
escrito  por  ese  notario.  En  uno  y  otro  caso 
debe  ser  leído  al  testador  en  presencia  de  los 
testigos.  Se  harA  de  todo  mención  expresa". 

Demolomlie  f  Cours  de  Code  Napoleón,  to- 
mo 21,  página  270),  dice  á  este  respecto: 

279.— ¿A  qué  formalidades  se  aplica  este  re- 
quisito de  la  mención? 

No  es  dudoso  que  el  testamento  mismo  debe 
atestiguar  que  ha  sido  recibido,  conforme  ni 
articulo  971,  por  dos  notarios  en  presencia  de 
dos  testigos,  ó  por  un  notario  A  presencia  de 
cuatro  testigos.  (El  autor  se  refiere  aquí  á  lo 
prescripto  por  el  artículo  12  de  la  ley  de  23  de 
Ventoso  del  año  XI,  sobre  toda  clase  de  actos 
notariales). 

Sin  embargo,  continúa,  no  es  el  artículo  971 
al  que  se  rc6eren  las  palabras  del  972:  "Se  hará 
de  todo  mención  expresa";  es  solamente  á  las 
formalidades  requeridas  por  el  artículo  972 
mismo. 

He  aquí  por  qué  no  deljemos  exigir  la  men- 
ción c8{)ecial  de  la  presencia  de  los  testigos  al 
dictado  hecho  por  el  testador  y  á  la  escritura 
por  el  notario,  como  tampoco  á  las  firmas  del 
testador  y  del  notario. 

"Es  tndis[)ensable,  con  todn,  esa  presencia 
de  l6s  testigos,  so  pena  de  nulidad. 

"Pero  no  es  bajo  pena  de  nulidad  preciso 
que  se  haga  una  mención  expresa  especial  de 
^u  presencia  en  el  dictado,  en  la  cSL-ritura  ní 


en  las  firmas;  y  la  prueba  de  ello  es  que  el  ar- 
tículo 972  no  exige  la  mención  expresa  de  su 
presencia  sino  para  la  lectura".  (Sigue  una 
larga  referencia  á  tratadistas  y  A  resolu* 
ciones). 

Laurent  {Droit  Civil  Frntn;nis,  tomo  13, 
pAg.  342 )  se  expresa  así: 

"301.  ¿Basta  la  presencia  de  los  testigos? 
¿ó  es  preciso  que  de  ella  se  deje  testimonio  en 
el  acta?  y  la  mención  que  de  ella  haga  el  nota- 
rio, ¿debe  ser  expresa?  Existen  ciertas  dudas 
sobre  estos  puntos.  El  artículo  972  la  prescri- 
be para  la  presencia  de  los  testigos  en  la  lec- 
tura del  testamento;  nó  la  prescrilie  de  nin- 
gún modo  para  la  presencia  en  el  dictado  y 
en  la  escritura,  y,  mucho  menos  núnparala 
firma,  de  la  cual  no  habla.  Esto  decide  la 
cuestión  de  la  mención  expresa.  Se  ha  soste- 
nido, sin  embargo,  que  las  palabras  del  ar- 
tículo 972:  "se  harA  de  todo  mención  expre- 
sa", se  aplicaban  al  artículo  971,  tanto  como 
al  972.  Es  verdad  que  había  motivo  para 
exigirla  mención  expresa  de  la  presencia  de 
los  testigos  en  todas  las  operaciones  del  tcs- 
taiuento  y,  por  tanto,  en  el  dictado,  en  la  es- 
crit^fA  y  la  firma,  lo  mismo  que  en  la  lec- 
tura. No  se  descubre  por  qué  la  ley  prescribe 
la  mención  expresa  de  la  presencia  de  los  tes- 
tigos durante  una  de  las  operaciones,  la  lec- 
tura, mientras  que  no  la  preceptúa  para 
las  otras  operaciones,  el  dictado,  la  escritura 
y  la  firma.  Pero,  en  materia  de  formas  testa- 
mentarias no  se  raciocina  por  analogía,  pues 
esta  argumentación  llevaría  A  crearnulida<lt's 
que  la  ley  ignora.  No  hay  formalidad,  ni  por 
tanto,  nulidad,  sin  un  texto.  Ahora  bien,  el 
texto  es  preciso:  la  mención  expresa  que  el  ar- 
tículo 972  exige  no  se  refiere  sino  á  las  forma- 
lidades prescritas  por  este  artículo.  Para  que 
ella  se  extendiese  á  otras  fornm lid ades,  sería 
menester  que  la  ley  misma  lo  hubiera  dicho. 
Basta  que  el  artículo  972  no  aluda  al  971  pa- 
ra que  ya  no  se  pueda  exigir  la  mención  ex- 
presa de  la  presencia  de  los  testigos  en  la 
recepción  del  testamento  ni  declarar  la  nuli- 
dad por  este  capítulo. 

"Se  ha  sentenciado,  conforme  A  estos  prin- 
cipios, (juc  el  notario  no  debe  hacer  mención 
expresa  de  la  presencia  de  los  testigos  en 
el  dictado  y  en  la  escritura,  n¡  de  su  pre- 
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sciiL-ia  en  la  firtiia  y  en  la  declaración  de  no 
salier  ünnar  ó  de  no  poder  fírninr.  Hl  fnnda- 
mentó  de  todas  estas  decisiones  es  uno  mis- 
mo: la  nulidad  de  forma  es  de  derecho  estricto 
y  no  puede  ser  presumida", 

£l  mismo  Lanrcnt,  ocupándose  poco  m^s 
adelante  en  ei  examen  de  las  solemnidades  del 
testamento  abierto,  dice  relativamente  A  las 
menciones  (pííg.  370): 

"324'.  Después  de  haber  dicho  que  el  testa- 
mento debe  ser  dictado  por  el  testador,  escri- 
to por  el  notario  tal  como  se  ha  dictado  y 
que  debe  ser  leído  al  testador  á  presencia  de 
los  testigos,  el  artículo  972  añade:  "Se  hará 
mención  expresa  de  todo",  lis  una  nueva 
formalidad  que  la  ley  prescriix'  so  pena  de  nu- 
lidad del  testamento  y  es  la  que  ha  dado  lu- 
gar á  las  míís  numerosas  dificultades. 

En  presencia  de  tantos  litigios  y  de  tantos 
testamentos  íiniilados  por  culpa  de  los  nota- 
rios, pnedt:  pre^íuntarsc  si  los  autores  del  Có- 
digo no  habrán  sobrepasado  el  objeto  que  tu- 
vieron en  vista,  Kn  teoría,  es  fácil  justificar  la 
ley,  por  rigorosa  que  parezca.  ¿Por  qué  el  le- 
gislador lin  prescrito  las  solemnidades  para 
la  ex'stencia  del  testamento?  Es  porque  ha 
buscado  una  garantía  para  el  mismo  testa- 
dor y  para  sus  herederos  naturales.  El  testa- 
dor se  halla  asediado  por  malas  ])a8Íones,  la 
codicia,  el  odio,  los  afectos  desordenados,  el 
celo  religioso  mal  entendido.  ¿Cómo  asegurar 
su  libertad?  ¿Cómo  ini])cdirle  tpie  los  parientes 
llamados  por  la  naturaleza  á  sucederle  no 
sean  injustamente  dc-ipojados,'  El  legislador 
no  posee  más  que  un  medio:  las  formalida- 
des. He  ahí  por  que  las  solemnidades  son  sus- 
tanciales, Pero  no  basta  ordenar  formali<la- 
des:  es  menester  i:inil)icn  velíir  para  que  sean 
cumplidas.  ¿Sería  suficiente  declarar  que  ellas 
se  verificarán  bajo  pena  (le  nulidad?  Las  leyes 
no  tienen  otra  sanción,  por  importantes  que 
sean,  auntjue  conciernan  al  orden  público  y  á 
las  buenas  costumbres.  El  legislador  no  se  ha 
contentado  con  eso  en  materia  de  testamen- 
tos. Para  tener  una  ]inieba  de  la  observancia 
de  las  formalidades  exige,  so  pena  de  nuliílad, 
que  el  notario  haga  mención  del  cumplimien- 
to lie  l.'is  fnnnalidadcs  fjue  la  ley  estableei.-;  de 
suerte  i:\ue  el  testamento  es  iiulc»  no  sólo  cuan- 
do una  formaliilad  no  se  ha  llenado,  sin  ex- 


l>reBar  <|ue  lo  haya  sido,  sino  que  también  es 
nulo  en  ci  caso  de  haberse  verificado  la  for- 
malidad, con  tal  de  que  la  mención  no  se  haya 
hecho.  Cualquiera  mención  no  es  bastante, 
sino  la  expresa:  si  no  es  expresa,  el  testamen- 
to es  nulo,  por  más  que  la  formalidad  haya 
sido  llenada  y  el  notario  la  mencione. 

"Si  preguntamos  por  el  motivo  de  este  ex- 
ceso de  rigor,  Merlin,  y  con  el  todos  los  auto- 
res responderán:  se  necesita  una  garantía,  y 
el  legislador  ha  escogido  la  más  fuerte,  el  in- 
terés y  el  honor  del  oficial  público  que  recibe 
el  testamento.  El  notario  sabe  que  debe  men- 
cionar la  observancia  de  las  formalidades  so 
pena  de  nulidad;  sabe  que  la  anulación  del 
testamento  por  ignorancia  6  por  negligencia 
grave  lo  somete  á  una  acción  de  responsabi- 
lidad: no  dejará,  pues,  de  consignar  las  men- 
ciones que  la  ley  requiere.  Helo  ah{  compelido 
moralmente  á  llenar  las  formalidades  que  de- 
be mencionar,  pues  si  declara  haberlas  llena- 
do sin  haberlo  realmente  hecho,  comete  el  de- 
lito de  falsedad  y  tendrá  la  pena  de  trabajos 
forzados.  Es  así  como  la  ley  asegura  la  verifi- 
cación de  las  solemnidades  testamentarías. 
La  mención  es,  á  la  vez,  la  prueba  de  la  reali- 
zación de  ellas.  Si  la  ley  no  dispusiera  la 
mención,  se  podría  alegar  que  habían  sido  sa- 
tlsfeclias;  de  ahí,  litigios  nuiy  difíciles  de  fa- 
llar, y,  como  resultado,  la  suerte  de  los  testa- 
mentos<{uedaría entregada  ála  inecrtid\imbre 
de  las  pruebas  judiciales.  La  necesidad  tle  la 
mención  envuelve  por  consecuencia  <juc  la 
prueba  de  las  solcnmidades  debe  encontrarse 
en  el  testamento  mismo:  es  el  oficial  público 
encargailo  de  llenar  las  formaHdades  quien 
atestigua  su  efectivo  cumplimiento.  (Merlin, 
Kepert.  voz  íestíimento,  sec.  11,  párr.  11, 
arl,  4-'?,  tít.  33). 

"Ello  está  muy  bien  en  teoría,  Pero  no  su- 
cede lo  mismo  cuando  se  contemplan  los  in- 
numerables pleitos  á  que  ha  dado  lugar  la 
necesidad  de  la  mención.  Ella  debe  ser  una 
garantía  para  el  testador,  pero  las  más  veces 
se  vuelve  contra  el;  qué  de  testamentos  han 
sido  anulados  por  menciones  insuficientes, 
aun  cuando  el  juez  abrigase  la  certidumbre 
moral  de  la  libre  voluntad  del  difunto.  Se  di- 
rá que  ello  cede  en  provecho  de  los  herederos. 
Esa  ventaja  implica  injusticia.  Sin  duda,  los 
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testamentos  deben  ser  una  excepción.  Pero  la 
ley  los  admite,  y  debe  sostenerlos,  por  dignos 
de  favor  que  sean  los  herederos.  Mientras  tan- 
to, gracias  al  formalismo  del  Código  Cvñ\,  la 
voluntad  más  cierta  del  testador  siempre  co- 
rre riesgo  de  ser  desconocida.  Y  cuando  los  he- 
rederos tengan  realmente  derecho  é  interés  de 
atacar  las  disposiciones  del  difunto  ¿encon- 
trarán un  apoyoen  el  formalismo  que  critica- 
mos de  excesivo?  Los  testamentos  arrancados 
por  la  captación  y  la  sugestión  no  faltan,  por 
cierto,  y  son  ellos  precisamente  los  más  irre- 
prochables en  su  forma.  £1  fraude  toma  siem- 
pre la  precaución  de  presentarse  arreglado  á 
derecho,  como  que  su  oficio  es  apoderarse  <Ie 
las  formas  legales  para  violar  á  mansalva  su 
espíritu.  En  nuestra  opinión,  más  habría  va- 
lido atenerse  al  derecho  común.  No  prosegui- 
mos este  estudio  porque  la  cuestión  es  pura- 
mente legislativa".! 

ho  expuesto  sobra  para  manifestar  que  aún 
en  Códigos  en  que  se  exige  expresamente  la 
mención  de  formalidades,  ella  se  entiende  redu- 
cida á  sólo  las  indicadas  directa  ó  indirecta- 
mente, y  de  ninguna  manera,  á  las  otras  que 
en  distinto  lugar  figuren.  Así,  á  pesar  del  im- 
perio de  la  doctrina  de  que  las  formalidades 
deben  probarse  por  el  mismo  instrumento,  los 
autores  y  las  sentencias  están  de  acuerdo  en 
Francia  para  aceptar  que  sólo  deben  probar- 
se por  si  mismas  aquellas  formalidades  qtic 
expresamente  señala  la  ley. 

Ahora  bien,  en  el  Código  Civil  chileno,  como 
se  ha  visto,  en  los  artículos  1015  y  1018,  que 
son  los  que  señalan  las  formalidades  necesarias 
para  los  actos  constitutivos  del  testamento 
abierto,  no  se  habla  más  que  una  vez  de'men- 
cíón  y  es  en  el  1018,  cuando  dice:  "si  el  testa- 
dor no  supiere  ó  no  pudiere  firmar,  se  men- 
cionará en  el  testamento  esta  circunstancia, 
expresando  la  causa." 

Luego,  la  mención  no  se  extiende  á  otras 
circunstancias  ni  aún  al  hecho  de  haber  sido 
firmado  por  el  testador,  testigos  y  escribano, 
ni  menos  al  hecho  de  haber  estado  el  testador 
á  la  vista,  de  haber  dado  á  conocer  sus  dispo- 
siciones, de  haberse  leído  el  testamento  en  voz 
alta  por  el  escribano  ó  por  dos  de  los  testigos 
en  presencia  de  todas  las  personas  cuya  inter- 
vención es  necesaria,  etc. 


Y  en  Chile,  el  silencio  del  Código  Civil,  en 
materia  de  menciones,  no  puede  suplirse,  como 
se  hace  en  Francia  respecto  de  las  formalida- 
des comunes  á  todos  los  actos  públicos,  por 
las  disposiciones  de  una  ley  especial  sobre  ma- 
teria análoga  á  la  que  allá  lleva  la  fechade  25 
de  Ventoso  del  año  XI. 

Por  lo  demás,  las  diferencias  que  en  este  pun- 
to de  formalidades  testamentarias  se  advier- 
ten entre  uno  y  otro  Código,  se  explican  sin 
esfuerzo,  recordando  que  el  francés  tiene  por 
origen  las  muy  variadas  y  aún  opuestas  dis- 
posiciones que  regían,  ya  en  los  territorios  so- 
metidos al  derecho  consuetudinario,  ya  en  los 
gobernados  por  el  derecho  escrito.  En  estos 
últimos,  como  en  derecho  romano,  el  testa- 
mento no  valía  si  no  encerraba  una  institución 
de  heredero,  que  era  la  cabeza  y  el  fundamento 
de  toda  disposición  testamentaria,  y  la  insti- 
tución de  heredero  debía  hacerse  con  las  for- 
malidades proscriptas.  En  materia  de  forma, 
se  distiguían  las  disposiciones  de  última  vo- 
luntaden  testamentosy  codicilos.  Testamento 
era  aquel  que  contenía  institución  de  heredero. 
Codicilo  era  el  acto  que  sólo  consignaba  le- 
gados y  fideicomisos. 

En  los  territorios  regidos  por  In  costumbre 
se  partía  de  un  principio  contrario.  "Dios,  no 
más,  puede  hacer  un  heredero,  el  hombre,  no 
puede".  Aunque  se  hiciera  en  un  testamento 
una  institución  de  heredero;  quien  heredaba  y 
tomaba  posesión  de  los  bienes  era  el  heredero 
legítimo  y  no  el  testamentario.  Los  juriscon- 
sultos de  los  países  del  Derecho  consuetudi- 
nario, celebraban  la  simplicidad  de  las  eos 
tumbresen  oposición  á  las  sapertícioaes  ro- 
manas. Se  jactaban  de  no  estar  sujetos  A  las 
sutilezas,  fórmulas  y  odiosas  superticiones 
introducidas  por  el  derecho  romano  en  mate* 
ría  de  testamentos  (Laurent). 

El  Código  francés,  para  dar  unidad  á  la  le- 
gislación, consagró  por  una  parte  la  lÜKrtad 
del  testador  permitiéndole  disponer  de  sus  bie- 
nes sin  necesidad  de  la  institución  de  heredero, 
pero  al  mismo  tiempo  rodeó  de  estrictas  for- 
maliflades  cada  una  de  las  especies  de  testa- 
mento que  autorizó.  Estas  formalidades  eran 
de  la  esencia  del  testamento,  no  ya  su  prueba. 

Mientras  tanto,  el  legislador  chileno  se  en- 
contró solamente  en  presencia  del  Derecho  es- 
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pañol  antiguo,  de  la  ley  3*  de  Toro,  del  Fuero 
Real  y  de  las  Partidas,  derecho  que,  adoptando 
el  testamento  nuncupatívode  los  romanos,  no 
exigia  para  su  validez  de  requisito  esencial,  ni 
sLÚn  la  formalidad  de  la  escritura,  la  cual  se 
agregaba  sólo  por  vía  de  prueba.  En  las  Par- 
tidas, las  soleinnidacles  externas  del  testamen- 
to abierto  estaban  reducidasáqtie  el  testador, 
de  viva  voz  y  ante  siete  testigos  expresara  cla- 
ramente el  nombre  de  su  heredero  y  cómo 
ordena  y  dispone  de  sus  bienes;  pero  exigiendo 
conforme  al  Derecho  Civil  de  Roma,  que  el 
acto  debe  ser  continuado,  sin  que  se  le  pueda 
intcrrumpirsino  por  cxigenciasile  la  naturale- 
za. (Ley  1*  2'>  y  3*.  tít.  1',  Part.  6*). 

Un  evidente  vestigio  de  este  Derecho  Koma- 
no  español,  se  encuentra  en  el  artículo  1015 
de  nuestro  Código,  cuando  dice  que  loque  cons- 
tituye esencialmente  el  testamento  abierto,  es 
el  acto  en  que  el  testador  hace  sabedores  de 
sus  disposiciones  &  tos  testigos  y  al  escribano, 
si  lo  hubiere. 

En  el  testamento  solemne,  la  solemnidad 
también  es  de  su  esencia.  Sin  embargo,  el  le- 
gislador, arrastrado  por  las  inspiraciones  de 
las  fuentes  de  donde  sacaba  sus  ideas,  no  in- 
cluyó en  el  artículo  1015  la  formalidad  en  la 
esencia  del  testamento  abierto. 

Por  lo  mismo,  no  es  de  cxtrañarque  no  pen- 
sara, tampoco,  en  multiplicarlas  formalidades 
con  las  menciones. 

De  lo  expuesto  scdc3[)rende  con  claridad  que 
no  existe  disposición  legal  que  exija  tales  men- 
ciones, como  formalidad  de  los  testamentos 
abiertos. 

Por  tanto,  la  sentencia  reclamada  de  la  Cor- 
te de  la  Serena  no  puede  haber  infringido  una 
ley  que  no  existe. 

La  casación,  así,  es  del  todo  infundada,  pues 
el  Código  de  Procedimiento  sólo  la  da  para 
las  casos  de  infracción  de  ley,  no  de  meras  doc- 
trinas ó  de  tendencias  jurídicas  mAs  ó  menos 
aceptables  ó  convenientes. 

Si  la  sentencia  recurrida  contrariase  una 
doctrina  y  por  ello  fuera  casada,  la  sentencia 
de  casación  contendría  otra  violación  de  doc- 
trina un  poco  más  general  y  poderosa:  la  de 
que  las  formalidades,  como  creación  de  la  lev 
que  son,  no  se  presumen  ni  establecen  porana- 
ogfasóraciocinios  sino quedeben serexpresaa. 


Por  salvar  una  doctrina  restringida  y  dis- 
cutida se  iría  á  despedazar  una  regla  univer- 
sal, un  principio  inconcuso,  un  verdadero 
axioma  de  Derecho". 

La  Corte  resolvió  esta  interesante  cuestión 
por  sentencia  de  14  de  noviembre  de  1903,  en 
los  términos  que  siguen: 

Teniendo  presente: 

1"  Que  lo  que  constituye  esencialmente  el 
testamento  abierto,  según  lo  dispuesto  en  el 
artículo  1015  del  Código  Civil,  es  el  acto  en 
que  el  testador  hace  sabedores  de  sus  disposi- 
ciones al  escribano,  si  lo  hubiere,  y  á  los  testi- 
gos, lo  cual  consta  del  instrumento  otorgado 
por  don  Juan  Muñoz  en  26  de  mayo  de  1887, 
que  en  compulsa  debidamente  autorizada  se 
encuentra  á  fs.,  según  aparece  del  contexto 
mismo  y  especialmente  de  la  frase  "así  lo 
otorgó  y  fínnó,  etc."; 

2'  Que  si  bien ,  en  conformidad  á  las  pres- 
cripciones del  artículo  1017  de  ese  Código,  el 
testamento  abierto,  ya  sea  que  el  testador  lo 
tenga  escrito,  ó  que  se  escriba  en  uno  ó  más 
actos,  será  todo  él  leído  en  alta  voz  por  el  es- 
cribano, si  lo  hubiere,  ó  á  falta  de  escribano 
por  uno  de  los  testigos  designado  por,  el  tes- 
tador al  efecto,  y  mientras  el  testamentóse 
lee  estará  el  testador  á  la  vista,  y  las  personas 
cuya  presencia  es  necesaria  oirán  todo  el  te- 
nor de  sus  disposiciones,  y  si  también  es  efec- 
tivo que  el  testamento  solemne  abierto  en  que 
se  ha  omitido  cualquiera  de  esas  solemnidades 
no  tendrá  valor  alguno,  conforme  al  artícu- 
lo 1026,  no  aparece  acreditada  en  estos  autos 
la  omisión  de  alguna  de  ellas,  omisión  en  que, 
por  otra  parte,  no  se  funda  el  recurso,  pues  el 
vicio  se  hace  consistir  en  que  la  sentencia  recu- 
rrida ha  declarado  testamento  abierto  válido 
un  instrumento  que  no  expresa  que  se  llena- 
ron en  su  confección  todas  las  solemnidades 
exigidas  por  la  ley; 

3^  Que  este  instrumento  aparece  también 
con  las  firmas  del  testador,  testigos  y  escriba* 
no,  terminando  el  acto  como  se  ordena  en  el 
artículo  1018  del  citado  Código; 

4'  Que  la  mención  especial  hecha  en  el  tes- 
tamento mismo  de  haberse  llenado  en  su  otor- 
gamiento ciertas  solemnidades  prescriptas  por 
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la  ley,  aunque  está  ordenada  en  algunos  casos 
en  (|iie  el  legislador  creyó  necesario  hacerlo, 
como  en  los  artículos  1018, 1019  y  otros  del 
mismo  Código  citado  ya,  no  se  encuentra  es- 
tablecida con  relación  á  aquellas  de  que  trata 
el  artículo  1017; 

5"  Que  la  solemnidad  exigida  por  la  ley  es 
cosa  diversa  de  la  mención  de  haberse  llena- 
do esa  solemnidad,  mención  que,  por  sí  sola, 
constituye  otra  solemnidad  distinta  de  las 
demás; 

G''  Que  la  fornialiilad  es  de  derecho  estricto 
desde  (jiic  su  omisión  es  cansa  de  nulidad  y, 
por  consiguiente,  no  puede  exigirse  deducién- 
dola de  simples  conjeturas  ó  presunciones,  si 
no  existe  en  la  ley  inisiiia  una  disposición  ex- 
presa y  terminante  al  respecto; 

.  7^  Que  todavía,  refiriéndose  &  las  formali- 
dades requeridas  para  los  testamentos  solem- 
nes en  el  artículo  1016  del  Código  Civil,  el 
1026  prescribe  qne  cuando  se  omita  una  6  mñs 
de  las  designaciones  prescriptas  en  dicho  ar- 
tículo 1016,  en  el  inciso  ó?  del  1023  y  en  el 
inciso  2"  del  1024,  no  será  por  eso  nulo  el  tes- 
tamento, siempre  <|ue  no  haya  duda  acerca  de 
la  identidad  [>crsonal  del  testador,  escribano 
y  testigos,  lo  que  manifiesta  que  no  es  necesa- 
rio que  el  ctinipliniiento  de  todas  las  formali- 
dades conste  del  testamento  mismo; 

8^  Que,  como  consecuencia  de  lo  expuesto 
en  los  considerandos  anteriores,  resulta  que  en 
el  pronunciamiento  de  la  sentencia  recurrida 
no  se  han  violado  las  disposiciones  contenidas 
en  los  artículos  1015, 1017  y  1018  del  Código 
Civil  qitt;  se  citan  como  infringidos,  ni  ninguno 
de  los  otros  en  cuya  infracción  se  funda  tam- 
bién el  recurso;  y 

9''  Que  cualquiera  que  sea  el  mérito  de  la 
doctrina  de  que  el  acto  solemne  se  prueba  por 
sí  mismo,  ó  sea,  de  que  en  él  debe  aparecerque 
en  su  otorgamiento  se  han  llenado  todas  las 
formalidades  exigidas  por  la  ley  para  su  vali- 
dez, y  cualquiera  la  mayor  ó  menor  acepta- 
ción que  esta  doctrina  haya  tenido  por  la 
jurisprudencia,  no  constituyendo  ella  un  pre- 
cepto legal  existente,  no  puede  ser  fundamento 
de  la  casación  de  que  se  trata,  toda  vez  que 
este  recurso  extraordinario  sólo  tiene  lugar 
contra  sen  tencia  pronunciada  con  infracción  de 
ley,  debiendo  todavía,  al  interponerse,  hacerse 


menci'ín  expresa  y  determinada  de  la  ley  ó  le- 
yes infringidas,  como  se  establece  en  los  ar- 
tículos 940  y  945  del  Código  de  Procedimiento 

Civil. 

Visto,  además^  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los Ü60  y  979  de  este  último  Código  y  disposi- 
ciones legales  citadas,  se  declara  sin  lugar  el 
recurso  de  casación  en  el  fondo  anunciado  A 
fs.469y  formalizado  áfs.471pordon Antonio 
Eleodoro  y  don  Federico  Muñozi  y  A  nombre 
de  clon  Francisco  Alberto  González  y  doña 
Adela  Cnrmona,  á  quienes  se  condena  en  las 
costas  del  recurso.  Se  aplica  al  Fisco  la  suma 
consignada. 

Acordada  contra  el  voto  de  los  Ministros 
señores  Alfonso,  Urrutia  y  Palma  Guzmén, 
quienes  opinaron  que  se  diese  lugar  al  recurso 
de  casación  en  el  fondoyse  revocase  la  senten- 
cia de  primera  instancia,  declarando  nulo  el 
testamento  de  que  se  trata. 

Redactada  jíor  el  señor  Ministro  Gaete.— 
Oalvnrino  Gnllardo.—Josc  Alfonso. -l^opotdo 
Urrutia. — J.  Oahríel  Palma  Guzmáa. — Gabriel 

Gaetc.-^  Carlos  Vares  Abel  Saaredra.—  E. 

Foster  Rccabarren. 

El  señor_  Ministro  don  José  Alfonso  ñindó 
su  opinión  en  estos  términos: 

"La  cuestión  propuesta  en  este  recurso  pue- 
de plantearse  en  la  forma  siguiente: 

Un  acto  testamentario,  ejecutado  ante  mi 
notario  y  tres  testigos  sin  que  en  él  se  haya 
hecho  mención  del  requisito  de  la  lectura, 
exigida  por  el  artículo  1017  del  Código  Civil, 
es  válido  y  jiroduce  efecto  legal? 

El  infrascrito  ha  opinado  por  la  negativa 
de  estus  proposiciones. 

El  artículo  citado  dispone  que,  sea  que  el 
testador  tenga  escrito  el  testamento,  ó  que 
se  vscribn  en  uno  ó  más  actos,  será  todo  él 
leído  en  alta  voz  por  el  notario,  si  lo  hubiere, 
ó  á  faltíi  de  notario  por  uno  de  los  testigos 
designados  por  el  testador  áeste  efecto.  Mien- 
tras el  testamento  se  lee,  estará  el  testador  á 
la  vista,  y  las  ]}crsonas  cuya  presencia  es  ne- 
cesaria oirán  todo  el  tenor  de  sus  disposi- 
ciones. 

Agrega  el  artículo  1026  que  el  testamento 
solemne  abierto  en  que  se  omitiere,  entre 
otras,  la  formalidad  expresada,  no  tendrá  va- 
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lor  niguno,  sin  tjiie  produzca  este  reiiultailo 
la  omisión  de  las  otras  designaciones  que 
menciona,  siempre  que  no  haya  duda  acerca 
de  la  identidad  personal  del  testador,  notario 

ó  testigos. 

No  hay  duda  ni  cuestión  acerca  de  la  condi- 
ción esencial  atribuida  al  preceptodelarticulo 
1017.  Para  que  exista  testamento  solemne 
abierto  válido,  se  requiere  (|ue  sea  leído  en  alta 
vos  por  el  notario,  si  lo  hubiere,  y  á  falta 
de  notario  por  uno  de  los  testigos  designados 
por  el  testador  á  este  efecto.  Faltando  esta 
formalidad,  no  tendrá  valor  alguno.  Pero 
si  en  el  instrumento  no  se  dicenada  sobre  esta 
formalidad,  á  juicio  del  infrascrito  el  resulta- 
do es  el  mismo.  Se  produce  la  invalidez  del 
acto. 

Llama  la  atención  el  cuidadoso  esmero  con 
que  «1  legislador  ha  reglamentado  la  materia 
de  la  testamentificación,  rodeándola  de  pre- 
cauciones y  solemnidades  que  contribuyan  á 
mantener  en  su  fidelidad  y  pureza  las  dispo- 
siciones de  última  volunta<1.  Se  ha  visto  que 
si  no  reputa  esenciales  ciertas  designaciones 
que  prescribe  es  A  condición  de  que  no  haya 
duda  acerca  de  la  identidad  personal  del  tes- 
tador, notario  ó  testigos.  Con  un  móvít  de 
interés  social  pretende  que  los  que  intervienen 
en  el  acto  conozcan  con  claridad  las  disiiosi- 
ciones  que  el  testador  quiere  consignar  en  un 
testamento  solemne  abierto,  y  ordena  que  se 
lea  en  alta  voz  ante  los  testigos  presentes, 
exigiendo  que  en  ningún  caso  pueda  haber 
duda  acerca  de  la  identidad  personal  del  tes- 
tador, notario  6  testigos  en  la  apreciación  de 
designaciones  de  secundaria  importancia. 

Autorizar  que  del  requisito  de  la  lectura 
no  se  haga  mención  en  el  instrumento  es  expo- 
nerse á  sancionar  ima  de  estas  dos  consecuen- 
cias: que  no  se  cumpla  el  mandato  impera- 
tivo del  artículo  1017,  ó  que  pueda  probarse 
que  se  ha  llenado  esc  trámite  previo  por  me- 
dio de  declaraciones  de  IcRtigus,  consecuencias 
ambas  igualmente  inaceptables. 

A  juicio  del  infrascrití)  se  ¡irodueirá  ordina- 
riamente la  primera,  por  esa  tendencia  común 
humana  que  induce  á  prescindir  délas  trabas, 
aunque  sean  un  Twneficio,  A  ]>asar  por  alto  las 
leyes  que  las  imponen,  y  que  inclina  á  hacer  lo 
más  cómodo,  y  no  lo  más  legal. 

JURIS. 


Si  la  omisión  de  la  expresión  de  ta  lectura 
ha  de  traer  ese  resultado,  es  evidente  que  no 
puede  tener  fundamento  en  la  ley,  que*  no  debe 
entenderse  en  el  sentido  de  qtie  quede  anu- 
lada. 

Establecer  que  un  requisito  esencial  de  la 
testamentifícnción  puede  ser  probado  por  me- 
dio de  testigos,  es  decir,  por  la  prueba  más  pe- 
ligrosa y  desacreditada,  es  algo  verdadera- 
mente inadmisible,  es  reaccionar  contra  una 
de  las  doctrinas  más  sanas  de  la  legislación 
civil,  que  no  aceptó  esa  prueba  en  los  nego- 
cios comunes  de  la  vida  sino  en  condiciones 
muy  limitadas  y  que  no  ha  podido  incurrir  en 
la  inconsecuencia  de  autorizarla  en  la  materia 
delicadísima  de  las  solemnidades  testamen- 
tarias. 

Declarando  que  un  testamento  extendido 
en  la  forma  que  se  ha  dicho,  es  válido,  la  sen- 
tencia de  la  Corte  de  Apelaciones,  atacada 
con  el  recurso  de  casación,  no  ha  aplicado  el 
precepto  de  los  artículos  1017  y  1026  del  Có- 
digo Civil  y  ha  dado  lugar  para  que  se  inter- 
ponga dicho  recurso,  porque  esa  falta  de 
aplicíición  ha  influido  sustancialmente  en  lo 
dispositivo  de  la  sentencia. 

Que  no  se  ha  conformado  la  redacción  del 
instrumento  &.  la  regla  del  artículo  1017  pare- 
ce evidente;  no  hay  más  que  confrontar  regla 
y  redacción,  apareciendo  de  esta  última  que 
don  Fulano  compareció  ante  el  notario  y  los 
tres  testigos,  dijo  lo  que  quiso  expresar  y  fir- 
mó con  ellos.  En  cuanto  á  la  lectura  de  la  dis- 
posición i)or  el  notario,  no  hay  el  más  ligero 
indicio  ni  nada  que  la  haga  presumir.  Debe 
creerse  fundadamente  que  no  ha  existido,  por- 
que de  otro  modo,  no  habrfa  pasado  inadver- 
tida del  notario,  al  cual  nada  costaba  consig- 
narla en  el  acto.  El  silencio  sobre  la  lectura,  si 
algo  hace  presumir,  es  su  inexistencia. 

Téngase  presente  que,  faltando  el  notario, 
deberá  efectuarse  la  lectura  por  uno  de  los 
testigos  designado  al  efecto  por  el  testador. 
Esta  circunstancia  tiene  que  expresarse  en  el 
instrumento,  ya  que  de  otro  modo  no  podrá 
sal^ersc  cuál  fué  el  testigo  designado,  lo  que 
manifiesta  que  se  trata  de  una  solemnidad  de 
que  del»e  hacerse  mención,  no  concibiéndose 
ni  siendo  lógico  que  sea  una  la  regla  cuando 
hav  notario  y  otra  cuando  no  lo  hay  al  tra- 
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tarse  del  otorgamiento  del  mismo  testamento 
solemne  abierto." 

El  señor  Palma  Guzmán,  por  su  parte, 
fundó  su  voto  en  las  siguientes  considera- 
ciones: 

"Según  lo  dispuesto  en  el  artículo  1015  del 
Código  Civil,  lo  que  constituye  esencialmente 
el  testamento  abierto  es  el  acto  en  que  el  tes- 
tador hace  sabedores  de  sus  disposiciones  al 
notario  (escribano),  si  lo  hubiere,  y  á  los  testi- 
gos, debiendo  ser  presenciado  en  todas  sus 
partes  por  el  testador,  un  mismo  notario  (es- 
cribano), si  lo  hubiere,  y  por  unos  mismos 
testigos. 

La  ley  ha  querido  como  condición  indispen- 
sable que  todos  los  que  concurran  á  la  solem- 
nidad del  acto  sean  saladores  de  las  disposi- 
ciones del  testador.  Sí  no  se  cumple  con  este 
requisito  no  quedan  llenadas  todas  las  condi- 
ciones, para  que  el  acto,  que  por  su  naturale- 
za es  de  tan  grande  importancia,  pueda  tener 
valor. 

Por  esto  es  que  el  artículo  1017,  completan- 
do, ó  más  bien  determinando  como  se  ha  de 
cumplir  el  precepto  de  que  el  testador  haga 
sabedores  de  sus  disposiciones  á  todos  los  que 
concurren  al  acto,  ha  ordenado  que  todo  él 
sea  leído  en  alta  voz  por  el  notario  (escriba- 
no) ó  á  falta  de  él  por  uno  de  los  testigos  de- 
signado por  el  testador  al  efecto,  lectura  que 
ha  de  verificarseestando  el  testador  á  la  vista 
y  las  personas  cuya  presencia  es  necesaria  á 
fin  de  que  oigan  todo  el  tenor  de  las  disposi- 
ciones. 

Las  prescripciones  de  este  artículo  son  las 
que  determinan  el  modo  ó  el  medio  como  el 
testador  hace  sabedores  de  sus  disposiciones 
al  notario  (escribano)  y  testigos.  Si  no  están 
presentes  al  acto  en  todas  sus  partes  y  no  se 
da  lectura  al  testamento  en  presencia  de  ellos, 
no  serán  sabedores  de  las  disposiciones  del 
testador,  el  acto  no  será  completo,  no  se  ha- 
brá cumplido  con  la  ley  y,  por  consiguiente,  no 
habrá  testamento,  lo  que  trae  por  consecuen- 
cia lógica  la  nulidad  de  él. 

h&  forma  ó  solemnidades  de  un  testamento, 
que  son  las  que  constituyen  esc  acto  solemne, 
deben  ser  cumplidas  en  el  instrumento,  deben 
ser  escritas,  puesto  que  se  trata  de  un  acto 
escrito,  para  que  valga  como  tal  y  constituya 


prueba  acabada  sin  necesidad  de  recurrir  á 
otro  género  de  prueba,  que  demuestren  que 
en  el  acto  se  han  llenado  las  solemnidades  es- 
tablecidas por  la  ley.  El  acto  solemne  debe 
probarse  por  sí  mismo. 

Conforme  á  esta  manera  de  pensar,  el  ar- 
tículo 1026  del  Código  Civil  ha  establecido 
que  el  testamento  solemne,  abierto  6  cerrado, 
en  que  se  omitiere  cualquiera  de  las  formali- 
dades, á  que  deba  respectivamente  sujetarse, 
según  los  artículos  precedentes  (entre  los  que 
están  los  artículos  1015, 1017  y  1018  ya  cita- 
dos) no  tendrá  valor  alguno. 

Solo  podrán  omitirse  aquellas  circunstancias 
que,  sin  alterar  la  esencia  del  testamento,  la 
ley  misma  autoriza  par»  suprimirlas,  cuales 
son  las  enumeradas  en  el  articulo  1016.  Esta 
excepción  hecha  al  precepto  general  estable- 
cido en  el  primer  inciso  del  artículo  1026  da 
mayor  fuerza  á  la  regla  ahí  establecida  y  de- 
muestra que  no  puede  prescindirse  en  absolu- 
to de  dejar  constancia  escrita  de  que  en  el  tes- 
tamento, que  es  un  acto  solemne  escrito,  se 
debe  dejar  constancia  escrita  de  haberse  lle- 
nado todas  las  formalidades. 

Es,  pues,  evidente  que  debe  dejarse  constan- 
cia al  otorgarse  el  testamento  que  se  ha  dado 
lectura  de  él  en  presencia  del  testador  y  tes- 
tigos. 

Así  pues,  aunque  no  existe  disposición  ex- 
presa, es  indispensable  que  conste  en  el  testa- 
mento que  se  han  llenado  todas  las  formali- 
dades requeridas  [tor  la  ley.  Esta  clase  de 
instrumentos,  que  van  á  producir  sus  efectos 
después  de  la  vida  del  testador,  deben  estar  re- 
vestidos de  todos  los  requisitos  de  que  la  ley 
ha  creído  necesario  rodearlos  para  asegurarse 
que  efectivamente  contienen  la  voluntad  del 
testador  y  que  no  ha  sido  alterada  al  tiempo 
de  otorgarse. 

La  ley  ha  determinado  todos  los  re<iuisitos 
que  deben  llenarse  para  considerar  que  el  acto 
testamentario  sea  completo,  acabado  y  per- 
fecto, sin  lo  cual  no  habrá  testamento.  No 
sería  posible  omitir  una  sola  de  ellas  sin  incu- 
rir  en  la  nulidad  de  él. 

No  se  puede  dejar  á  una  prueba  posterior, 
que  puede  cambiar  la  verdad  del  acto  por  cir- 
cunstancias sobrevin lentes  ó  por  intereses  que 
entran  en  pugna  con  las  disposiciones  testa- 


Digitized  by 


Google 


JURISPRUDENCIA 


123 


mentarías,  la  validez  6  nulidad  de  estos  actos, 
para  los  cuales  la  ley  ha  establecido  taxativa 
y  circunstanciadamente  las  formalidades  6re- 
qnisitos  que  han  de  llenarse.  , 

Por  esto  es  que  el  testamento  es  un  acto 
completo  que  debe  probarse  por  sí  mismo  sin 
necesidad  de  recurrir  á  prueba  posterior  para 
acreditar  que  han  sido  llenadas  todas  las  for- 
malidadea  requeridas  por  la  ley.  Así  pues,  el 
notario,  conformándose  ni  espíritu  y  á  la  letra 
de  las  disposiciones  de  nuestro  Código,  debe 
expresar  que  se  han  llenado  todas  las  condi- 
ciones requeridas  para  la  validez  del  acto  tes- 
tamentario, sin  necesidad  que  la  ley  le  reitere 
el  deber  en  que  se  encuentra  de  cumplirlas. 

Si  se  admitiera  que  no  es  necesario  que  se 
haga  mención  en  el  testamento  de  la  circuns- 
tanda  de  haberse  dado  lectura  en  alta  voz  en 
presencia  de  los  testigos,  con  igual  razón  pue- 
de sostenerse  que  no  es  necesario  expresar  que 
el  testador  ha  estado  á  la  vista  al  tiempo  de 
ejecutar  el  acto  testamentario  y  que  las  perso- 
nasque  han  de  intervcnirlian estado  presentes 
en  todo  el  acto.  Podría  sostenerse  con  igual 
lógica  que  no  es  necesnriu  esta  mención,  así 
como  todas  las  demás  solemnidades  relaciona- 
das, dejándolas  para  una  prueba  posterior  su- 
jeta álasf^mtingencias  de  accidentes  naturales 
6  á  la  presión  perturbadora  de  los  grandes  in- 
tereses que  se  producen  al  rededor  de  las  suce- 
siones cuantiosas  y  en  tal  caso  el  otorgamien- 
to de  los  testamentos  quedaría  despojado  de 
las  pruebas  y  de  las  garantías  de  que  la  ley  ha 
querido  rodearlo  para  asegurar  su  autentiri- 
dad  y  el  cumplimiento  de  la  voluntad  del  tes- 
tador. 

La  constancia  de  que  se  ha  dado  lectura  en 
alta  voz  al  testamento,  por  el  notario,  6  á  fal- 
ta de  notario  por  alguno  de  los  testigos  estan- 
do el  testador  á  la  vista  y  los  testigos  durante 
todo  el  acto,  es  de  absoluta  necesidad,  puesto 
qne  todas  estas  circunstancias  que  no  dejan 
rastros  de  haberse  ejecutado  y  que  son  otras 
tantas  formalidades  requeridas  parala  validez 
del  testamento  no  quedarían  acreditadas  si 
no  se  hiciera  mención  es{)ecial  de  su  cumpli- 
miento. 

Kn  los  testamentos  no  basta  que  la  forma- 
lidad haya  sido  cumplida,  es  menester  que  el 
acto  exprese  que  lo  ha  sido,  que  no  deje  duda 


alguna  acerca  del  hecho  de  haberse  llenado  tal 
como  lo  exige  la  disposición  legal. 

La  circunstancia  de  que  en  el  artículo  1019 
del  Código  Civil  se  requiera  mención  especia! 
de  haberse  leído  en  alta  voz  dos  veces  el  testa- 
mento del  ciego,  por  las  personas  ahí  designa- 
das, no  es  una  manifestación  de  que  no  sea 
necesario  hacer  mención  de  la  solemnidad  de 
la  lectura  cuando  se  trata  del  testamento  so- 
lemne abierto.  La  necesidad  de  esta  segunda 
lectura  y  de  expresarse  que  se  ha  dado  cum- 
plimiento á  este  requisito,  no  noce  de  la  natu- 
raleza general  del  acto  de  hacer  testamento, 
sino  de  la  situación  especial  del  que  lo  otorga 
y  de  ahí  el  precepto  de  repetir  expresamente 
la  prescripción  que  ya  estaba  ordenada  en  los 
artículos  precedentes  (1).') 

No  sería  juicioso  desentenderse  de  la 
gravedad  de  la  doctrina  sentada  por  la 
Corte  Suprema  en  el  fallo  anterior. 

La  necesidad  de  la  mención  expresa 
en  los  testamentos  de  las  formalidades  á 
que  por  la  ley  deben  sujetarse,  queda,  en 
realidad,  limitada  sólo  á  los  casos  en  que 
taxativamente  la  ley  exige  esa  mención. 

La  práctica  uniforme  de  los  notarios 
y  el  empeño  que  generalmente  han  pues- 
to para  otorgar  con  corrección  estos  ac 
tos  tan  graves  y  transcendentales  de  la 
vida  humana,  habrán  de  modificarse  con 
mayor  ó  menor  rapidez,  por  esa  tenden- 
cia común  humana, — de  que  habla  el  se- 
ñor Alfonso, — que  induce  á  prescindir  de 
las  trabas,  aunque  sean  un  beneficio  y 
que  inclina  á  hacer  lo  más  cómodo,  y  no 
lo  más  legal. 

Las  formalidades  son  un  entorpecimien- 
to en  la  rapidez  de  los  actos  notariales, 
que  obliga  al  uotario  á  proceder  en  cier- 
ta forma,  á  llenar  ciertos  requisitos,  á 
prestar  al  acto  de  otorgar  los  testamen- 

([)  El  señor  Ministro  don  Leopoldo  Urrutia,  que 
también  disintió  de  la  opinióu  de  la  mayoría  dol 
Tribunal,  no  ha  redactado  aún  su  voto. 
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tus  mayor  atención  que  á  las  demás  fun- 
ciones de  s\i  puesto. 

Prescindirá,  i)ues,  de  ellas,  ])(>rciue  esa 
es  "la  tendencia  común  humana";  los 
testamentos  pasarán  á  ser  actos  ordina- 
rios; sin  ([ue  con  ello  ganen  ni  los  buenos 
principios  legales  ni  el  interés  social,  que 
está  sin  duda  alguna  vinculado  á  la  ab- 
soluta certidumbre  en  la  manifestación 
fiel  de  la  voluntad  del  testador. 

Desaparecerá  así  una  garantía  estable- 
cida en  beneficio  del  testador  y  de  sus 
naturales  herederos,  que  el  legislador,  se- 
gún la  expresión  de  Merlin,  creyó  encon- 
trar encomendando  al  interés  y  al  honor 
del  notario  el  cumplimiento  de  las  solem- 
nidades testamentarias. 

Por  nuestra  parte,  á  pesar  de  (¡ue  re- 
conocemos con  cuánt£i  justicia  pueden 
dividirse  las  opiniones  enuna  materia  tan 
delicadadel  Derecho, no  vacilamos  cii  ad- 
herimos á  la  opinión  de  la  minoría  del 
Tribunal,  y  en  creer  que  la  resolución 
adoptadaporla  Corte  Suprcmase  resien- 
te visiblemente  de  la  influencia,  tan  ab- 
sorbente entre  nosotros,  de  la  rloctrina 
francesa  y  que  ha  llevado  en  este  caso  á 
fallar  la  cuestión  más  grave  <tue  hasta 
hoy  se  ha  presentado  en  cEisación,  fuera 
de  los  principios  de  nuestro  Derecho  civil. 

En  el  Código  Francés  un  testamento 
puede  ser  ológrafo,  ó  hecho  por  acto  pú- 
blico, 6  en  forma  mística.  Artículo  Olií). 

£1  testamento  ológrafo  no  tiene  valor 
si  no  está  escrito,  fccliado  y  firmado  por 
el  testador;  no  está  sujeto  á  ninguna  otra 
formalidad.  Artículo  97Ü. 

£1  testamento  por  acto  público  es  el 
recibido  por  dos  notarios  en  presencia  de 
dos  testigos,  ó  por  un  notario  en  presen- 
cia de  cuatro  testigos.  Artículo  971. 

Según  el  artículo  972,  si  el  testamento 
es  recibido  por  dos  notarios,  debe  ser  dic- 


tado por  el  testador,  i  debe  ser  escrito 
por  uno  de  los  notarios,  tal  como  se 
dicta. 

Si  no  hay  más  que  un  notariíj,  debe 
igualmente  ser  dictado  por  el  testador  y 
escrito  por  el  notario. 

En  uno  y  otro  caso  debe  ser  leído  al 
testador  en  presencia  de  los  testigos. 

"Se  hará  de  todo  mención  expresa"; 
concluye  diciendo  el  artículo  972. 

Este  testamento  debe  ser  firmado  por 
el  testador;  si  declara  que  no  sabe  6  no 
puede  firmar,  se  hará  en  el  acta  mención 
expresa  de  su  declaración,  lo  mismo  que 
de  la  causa  que  impida  firmar.  Artícu- 
lo 973. 

El  testamento  deberá  ser  firmado  por 
los  testigos;  sin  embargo,  cii  los  campos, 
bastará  ((ue  firme  uno  de  los  dos  testigos, 
si  el  testamento  os  recibido  por  dos  nota- 
rios, i  ([ue  firmen  dos  de  los  cuatro  testi- 
gos, si  es  recilíido  por  un  solo  notario. 
Art.  974. 

El  artículo  1001  agrega  (|ue  las  "for- 
niídidadcs  á  (|uc  los  diversos  testamen- 
tos están  sujetos  por  las  dis])üsic¡(mes 
de  la  i)rcsente  sección  y  de  la  íinterior  de- 
ben observarse  bajo  pena  de  nulidfid." 

Estas  s<m  las  formalidades  á  que  está 
sujeto  el  testíimcnto  por  acto  público  en 
el  ílcrccho  francés,  testamento  ([ue  equi- 
vale al  (jue  nuestro  Código  llama  testa- 
mento solemne  abierto,  nuncu/tativo  ó 
público. 

A  primera  vista  resaltan  las  diferen- 
cÍ£Uí  entre  uno  y  otro  Código. 

El  Código  francés  reglamentó determi- 
nadamente  la  mención  de  las  forninlida- 
des,  exigiendo  (juc  ella  fuera  expresamen- 
te estampada  en  el  testamento,  ó  lo  qne 
es  lo  mii^mo,  haciendo  de  la  mención  ex- 
presíi  mía  formalidad  más  á  que  debe 
sujetarse  su  otorgamiento. 
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El  Código  Civil  chileno,  al  híibUir  del 
testamento  abierto,  no  consignó  igual 
exigencia.  Sólo  d  artículo  1018  tiene  ín- 
tima analogía  con  el  973  del  Código  de 
Napoleón.  En  uno  y  en  otro,  es  requisito 
sustancial  que  el  testamento  deba  ser  fir- 
mado por  el  testador.  "Si  declara  cjue  no 
sabe  ó  no  puede  firmar,  dice  este  Código, 
se  linrA  en  el  acto  mención  expresa  de  su 
declaración,  lo  mismo  (pie  de  la  causa 
que  impida  firmar." 

El  Cóíligo  chileno  consignó  el  mismo 
precepto,  traduciendo  la  disposición  fran- 
cesa en  estos  términos;  "Si  el  testador 
no  supiere  ó  íio  jnidíere  firmar,  se  men- 
cionará en  el  testamento  esta  circunstan- 
cia expresando  la  causa";  y  amplió  la 
misma  exigencia  al  testigo  f(ue  se  hallare 
en  idéntica  situación. 

Prescindiendo  de  este  caso,  el  Código 
francés  limitó,  pues,  la  necesidaM  de  la 
mención  expresa  á  tres  casos  en  el  testa- 
mento por  acto  piiblico:  al  hecho  de  que 
el  testamento  ha  sido  dictado  por  el  tes- 
tador, al  hecho  de  hal>er  sido  escrito  por 
uno  de  los  notarios  ó  por  el  notario,  y  á 
la  lectura  del  testamento  hecha  al  testa- 
dor en  presencia  íle  los  testigos. 

Los  comentadores  del  Código  de  Na- 
poleón están  generalmente  de  acuenlo  en 
.vista  de  este  artículo  en  sostener  (como 
lo  manifiestan  las  citas  de  Pemolombe  y 
I.,aurent  contenidas  en  el  informe  del  Mi- 
nistro I'onente,  señor  Agnirrc  Vargas) 
(jue  la  mención  expresa  no  es  necesaria 
sino  en  lf>s  tres  casos  antes  indicados. 
Pero, no  ohstante.esto  no  tiene  en  la  doc- 
trina francesa  nn  carácter  absohi  to,  y  ios 
comentadores  se  ven  oliligíidos  á  recono- 
cer que,  á  pesar  de  los  términos  de  la  ley 
y  del  principio  gcncnd  de  que  no  hay  for- 
malidad ni  nulidad  sín  texto  <iue  las  exi- 
ja, el  acto  público  del  testamento  debe 


contener  otros  requisitos  sin  los  cuales 
no  aparecería  cumplido  en  la  forma  esta- 
blecida por  la  ley. 

Así,  por  ejemplo,  "no  es  dudoso,  dice 
Deraolombe,  que  el  testamento  mismo 
del»  atestiguar  que  ha  sido  recibido, 
conforme  al  artículo  971,  por  dos  nota- 
rios, en  presencia  de  dos  testigos,  ó  por 
un  notario  en  presencia  de  cuatro  testi- 
gos. (Duranton,  IX,  número  86;  Cas.  22 
de  junio  de  1881,  Floch,  Ded.,  1882,  I, 
117)".  Ci; 

Sin  embargo,  el  Código  no  exige  la  men- 
ción expresa  de  las  formalidades  estable- 
citlasen  el  artículo  971,  sino  solamente 
de  las  indicadas  en  el  artículo  972. 

En  las  referencias  del  párrafo  trascrito, 
l)emoloml)e  se  refiere  á  la  ley  general  del 
notariado  de  28  Ventoso  del  año  XI,  co- 
mo lo  dice  el  informe  del  señor  Aguirre 
Vargas,  pero  esta  ley  no  exige  bajo  pena 
de  nulidad  la  enunciación  de  la  calidad 
del  funcionario  (|ue  autoriza  el  testa- 
mento. 

Esta  enunciación  es  exigida  no  porque 
la  ley  así  expresamente  lo  diga,  sino  por- 
que ella  es  substancial  al  acto,  como  lo 
dice  Merlin;  ¡a  nulidad  resulta,,  dice  por 
su  parte  Coin-Delisle  tartículo971,  nú- 
mero 19)  de  ia  combinación  de  ¡os  artícu- 
los  971  y  1001  del  Código  de  Napoleón, 

Lnurent,  -citado  también  en  el  informe 
á  que  nos  referimos,  llega  á  la  misma  con- 
clusión, 

"297.  El  testamento,  dice,  es  recibido 
por  uno  ó  dos  notarios  en  presencia  de 
dos  ó  cuatro  testigos  (artículo  971).  Se 
pregunta  sí  los  testigos  deben  estar  pre- 
sentes á  ia  confección  completa  del  acta- 
La  cuestión  está  resuelta  por  el  texto  de 

(i)  Dtíinolombe,  Cours  de  Code  Napoléon^XQ- 
rao  4.%  página  770,  ndmero  279. 
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la  ley.  Sej^ún  loa  términos  del  artículo 
971,  e)  notario /vcfbe  el  acto  y,  durante 
todo  el  tiempo  en  que  lo  recibe,  tos  testi- 
gos deben  estar  presentes.  Según  esto 
¿qué  significa  recibir  el  testamento?  Exis- 
te una  gran  diferencia  entreel  testamento 
y  los  actos  ordinarios.  Es  el  notario  el 
que  redacta  los  actos  ordinarios,  cas! 
siempre  sin  la  presencia  de  los  testigos  y 
aún  sin  la  délas  partes,  sujetándose  á  las 
indicaciones  que  éstas  le  han  dado;  se  lla- 
ma á  los  testigos  á  la  lectura  y  para  fir- 
mar. No  pasa  lo  mismo  con  el  testamen- 
to, el  cnal  se  compone  de  una  serie  de 
actos:  el  testador  dicta  sus  disposiciones, 
el  notario  las  escril>e  bajo  su  dictado,  en 
seguida  se  da  lectura  á  lo  escrito  y  por 
fin  el  testador  firma.  Hay,  pues,  tres  ac- 
tos distintos  en  la  recepción  del  testamen- 
to: el  dictado  y  la  escritura,  la  lectura,  la 
firma.  Desde  que  los  testigos  deben  estar 
presentes  mientras  el  testamento  se  reci- 
be, la  consecuencia  es  que  deben  estarpre- 
sentes  cuando  el  testador  dicta  y  cuan- 
do el  notario  escribe,  mientras  el  notario 
lee  el  testamento  al  testador  y  cuando  el 
testador  firma. 

Se  ha  pretendido,  sin  embargo,  que  la 
ley  exigía  la  presencia  solamente  A  la 
lectura.  En  efecto,  el  artículo  972  dice 
que  debe  leerse  el  testamento  al  testador 
en  presencia  de  los  testigos  y  que  de  ello 
se  hará  mención  expresa;  se  sigue  de  ahí, 
se  dice,  que  los  testigos  no  deben  estar 
presentes,  so  pena  de  nulidad,  cuando  el 
testador  dicta  sus  disposiciones  y  cuan- 
do el  notario  las  escribe.  La  Corte  de 
Bruselas  ha  rechazado  esta  interpreta- 
ción y  decidido  que  el  artículo  971,  al 
exigir  la  presencia  de  los  testigos  en  la 
recepción  del  testamento,  y  debiendo  ser 
observadas  todas  las  formalidades  bajo 
pena  de  nulidad,  según  el  artículo  1001, 


es  indudable  que  los  testigos  deben  asis- 
tir á  todas  las  operaciones  que  constitu- 
yen el  testamento,  tanto  al  dictado  y  á  la 
escritora,  como  á  la  lectura  del  mismo. 

El  artículo  971  es  expreso,  y  es  imposi- 
ble que  el  artículo  972  diga  lo  contrarío 
de  lo  que  prescribe  el  que  define  el  t^ft- 
mentó  y  sos  formas  sustanciales;  todo 
lo  que  resulta  del  artículo  972  es  una  for- 
malidad más,  ó  sea  la  mención  expresa 
de  la  presencia  de  los  testigos  á  la  lectura 
del  testamento  hecha  al  testador.  De  que 
el  artículo  972  exija  una  formalidad  más 
no  se  puede  ciertamente  concluir  que  de- 
rogue las  que  prescribe  el  artículo  971. 

La  decisión  ha  sido  confirmada  por  la 
Corte  de  Casación  después  de  una  requi- 
sitoria del  procurador  general  Daniels.  A 
él  le  era  fácil  justificar  el  fallo  cuya  nuli- 
dad se  pedía. 

¿Qué  es  el  testamento?  La  declaración 
de  la  última  voluntad  del  testador. 

Bl  notario  la  recibe  en  el  sentido  de  que 
él  está  presente  á  todo  lo  que  constituye 
la  substancia  del  acto  y  de  que,  por  su 
parte,  cumple  con  los  deberes  necesarios 
para  constatar  su  verdad.  Los  testigos 
firman  para  justificar  que  todo  lo  que  se 
contiene  en  el  acta  es  verdadero  y  que  ha 
pasado  en  presencia  de  ellos.  ¿Se  les  exigi- 
rá certificar  con  sus  firmas  un  hecho  del 
cual  no  tienen  ningún  conocimiento,  un 
hecho  que  ha  pasado  mientras  no  esta- 
ban presentes?  Sería  pretender  que  come- 
tieran una  falsedad. 

Hay,  sin  embargo,  un  motiro  de  duda. 
¿Porqué  el  artículo  972exige  que  los  tes- 
tigos estén  presentes  á  la  lectura,  cuando 
no  exige  que  lo  estén  al  dictado  y  á  la  es- 
critura del  testamento?  La  Sala  de  Casa- 
ción responde  que  se  habrfa  podido  creer 
que  la  lectura  es  extraña  á  la  recepción 
propiamente  dicha  del  testamento,— el 
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testamento  está  recibido,  schabría  dtclio, 
desde  que  el  testador  ha  declarado  sus 
disposiciones  y  desde  que  el  notario  las  ha 
escrito;  la  lectura  no  es  más  que  un  acto 
de  comprobación.  Es  para  prevenir  esta 
objeción  que  los  autores  del  Código  han 
juzgado  necesario  exigir  formalmente  que 
el  notarioconstatelapresencin  de  los  tes- 
tigos á  la  lectura.  En  cuanto  al  dictado 
y  á  la  escritura,  esta  duda  no  podía  sur- 
gir siendo  expreso  el  artículo  971". 

"298.  Por  la  misma  razón,  es  necesario 
que  los  testigos  estén  presentes  al  firmar 
ó  al  declarar  el  testador  que  no  salie  ó  no 
puede  hacerlo.  Esto  no  puede  casi  ser  con- 
tradicho. No  hay  testamento  si  el  testa- 
dor no  firma  ó  no  hace  una  declaración 
que  equivalga  á  firmar.  Ahora  bien,  los 
testigos  deben  estar  presentes  á  la  recep- 
ción del  testamento,  luego  es  necesario 
que  ellos  asistan  al  firmar  el  testador;  ellos 
mismos,  por  el  hecho  de  firmar,  certifican 
que  han  visto  firmar  al  testador.  La  juris- 
prudencia está  en  este  sentido,  y  la  cosa 
es  tan  evidente,  que  los  autores  no  discu- 
ten siquiera  la  cuestión*'  (1). 

El  principio  no  es,  pues,  absoluto;  no 
obstante  los  términos  expresos  del  dere- 
cho francés,  se  considera  como  absoluta- 
mente necesario  el  cumplimiento  de  las  for- 
mas que  caracterizan  el  acto  y  de  los  de* 
beres  anexos  al  ejercicio  del  notariado. 

Pero  delacircunstancia  dequeel Código 
chileno  no  haya  seguido  en  esta  parte  al 
Código  francés,  su  guía  habitual,  ¿se  si- 
gue que  ha  suprimido  la  mención  de  las 
solemnidad^  en  el  testamento  mismo? 
Si  el  Código  francés  exigió  expresamente 
la  mención  expresa  de  cuatro  formalida- 
des determinadas,  el  dictado  por  el  testa- 

'  (i)  Laurent.  — /V/«<r/)Vi  de  Dreit  Cml^  tomo 
XIII,  pág.  358- 


dor,  la  escritura  por  el  notario,  la  lectura 
al  testador  en  presencia  de  los  testigos,  y 
la  expresión,  en  su  caso,  del  motivo  por 
que  no  puede  firmar  el  testador,  sabiendo 
hacerlo;  y  si  el  Código  chileno  sólo  repro- 
dujo literalmente  esta  última  ¿se  sigue 
que  están  abolidas  las  demás,  ó  mejor 
dicho,  que  su  omisión  no  anula  el  acto? 

Creemos  que  serlacrróneo  llegar  á  esta 
conclusión. 

Lo  único  que  á  nuestro  juicio  se  despren- 
de de  la  circunstancia  apuntada,  es  que  el 
Código  chileno  no  regló  de  un  modo  ex- 
preso la  mención  de  las  formalidades,  pero 
no  que  las  haya  abolido;  y  por  consiguien- 
te es  necesario  investigar  si  esa  necesidad 
aparece  establecida  en  otros  artículos  ó 
se  funda  en  el  contexto  de  sus  disposicio- 
nes y  en  la  naturaleza  y  objeto  del  acto 
que  reglamenta. 

En  este  último  caso  su  fuémi  obligato- 
ria no  seria  menor  que  en  el  caso  de  una 
exigencia  literal  y  nominativa,  toda  vez 
que  son  precisamente  los  tribunales  los 
que  están  llamados  en  cada  casoáfijar  el 
sentido  y  el  alcance  de  las  leyes.  ■ 

Primeramente  es  útil  observar  que 
nuestro  Código,  en  el  párrafo  que  regla- 
menta el  testamento  solemne  y  especial- 
mente el  otorgado  en  Chile,  que  es  el  de 
que  tratamos,  no  exigió  la  mención  ex- 
presa sino  en  dos  casos,  los  contempla- 
dos en  los  artículos  1018  y  1019. 

¿Quiere  esto  decir,  como  parece  creerlo 
la  Corte  Sup^ma,  que  la  mención  no  es 
exigida  en  los  demás  casos?  £1  argumen- 
to á  contrario  aensa,  como  medio  de  in- 
terpretación de  las  leyes,  suele  conducir 
á  frecuentes  errores,  especialmente  si  se 
aplica  á  suplirel  silencio  de  la  ley.  La  ley 
es  una  declaración  de  voluntad;  en  tesis 
general,  para  que  pueda  decirse  que  el  le- 
gislador quiere  alguna  cosa  es  necesario 
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que  lo  haya  declarado;  si  calla,  no  dice  ni 
sí  ai  n6;y  se  hace  necesario  buscar  su  vo* 
luntad  acudiendo  á  las  fuentes  de  inter- 
pretación que  él  mismo  ha  establecido, 
entre  las  cuales  no  se  encuentra  el  argu- 
mento deducido  del  silencio  de  la  ley  en 
ciertos  casos. 

¿Por  qué  el  CAdigo,  en  el  caso  del  ar- 
tículo 1018  dispuso  que ''si  el  testador  no 
supiese  o  no  pudiese  firmar,  se  menciona- 
rá en  el  testamento  esta  circu  nstancia,  ex- 
presando la  causa"?  Nos  parece  que  el 
fundamento  de  este  precepto  se  encuentra 
claramente  expresado  en  su  propio  te- 
nor: El  Código  requería  en  este  caso  una 
doble  niención,\a  de  no  sal>er  ó  no  poder 
firmar  el  testador  y  la  causa  por  qué  no 
sabe  ó  no  puede  firmar. 

La  firma  del  testamento  es  una  forma- 
lidad insubsanable  del  acto,  porque  es  la 
forma  tangible  de  la  manifestación  y 
aceptación  por  el  testador  de  lo  que  el 
acto  dice  y  de  su  realización  regular.  Si 
el  testador  no  firma,  si  no  finaliza  el  acto 
por  el  medio  común  y  práctico  de  to- 
da manifestación  escrita  de  voluntad,  es 
necesario  mmcionar  esa  circunstancia 
que  altera  el  otorgamiento  ordinario  y 
propio  del  acto.  Esta  es  la  primera  men- 
ción exigida  por  el  artículo  1018,  men- 
ción que  no  requería  para  que  fuese  he- 
cha un  precepto  expreso,  porque  ella  se 
desprende  de  la  naturaleza  del  acto  y  de 
los  deberes  del  funcionamiento  notarial, 
(]ue  debía  explicar  de  alguna  manera  la 
omisión  de  la  firma. 

-  Pero  el  Código  faé  mas  allá  y  exigió 
expresar  la  causa  de  este  hecho  anormal. 
Naturalmente,  si  el  testador  no  sabe  fir- 
mar porque  no  ha  aprendido,  porque  es 
analfabeto  ó  iletrado,  basta  con  decir  que 
no  sabe  firmar,  porque  esta  expresión,  en 
su  sentido  absoluto,  indica  con  claridad 


el  impedimento  y  la  causa;  pero  no  sería 
io  mismo  si  habiendo  sabido  firmar,  el  tes- 
tador ha  perdido  el  conocimiento  de  los 
caracteres  por  una  enfermedad  mental  ó 
por  otra  causa  análoga^  De  la  misma  ma- 
nera en  el  caso  de  no  poder  firmar,  sabien- 
do hacerlo,  esindispensableexplicarel  mo- 
tivo de  una  circunstancia  quealterael  ac- 
to en  parte  tan  esencial  como  es  la  firma 
del  testador;  y  habrá  así  que  decir,  so  pena 
de  nulidad,  si  es  una  causa  física, general 
ó  local,  una  enfermedad  ó  debilidad,  lo 
que  impide  al  testador  firmar,  aunque 
sepa  hacerlo.' 

Ahora  bien,  para  hacer  mención  de  es- 
ta última  circunstancia,  el  Código  necesi- 
ta exigir  también  la  primera,  y  de  aquí, 
á  nuestro  juicio,  el  que  en  este  caso  el  le- 
gislador chileno  reprodujera  la  doctrina 
francesa  al  exigir  expresamente  la  men- 
ción y  no  siguiera  esa  doctrina  en  los 
demás  casos  indicados  en  aquel  Código. 

Igual  explicación  tiene,  en  nuestro  sen- 
tir, el  caso  del  testamento  del  ciego,  en 
que  el  artículo  1019  dispone  "que  su  tes- 
tamento será  leído  en  alta  voz  dos  veces: 
la  primera,  por  el  escribano  ó  funciona- 
rio que  haga  las  veces  de  tal;  y  la  segun- 
da, por  uno  de  los  testigos  elegido  al 
efecto  por  el  testador";  y  agrega  el  Códi- 
go: "Sé  hará  mención  especial  de  esta  so- 
lemnidad en  el  testamento". 

Como  muy  acertadamente  lo  dice  el 
señor  Palma  Guzmán  en  el  voto  especial 
recaído  en  esta  causa,  "la  circunstancia 
de  (|ue  en  el  artículo  1019  del  Código  Ci- 
vil se  requiera  mención  especial  de  hal>er- 
se  leído  en  alta  voz  dosVeces  el_testamento 
del  ciego  por  las  personas  ahí  designadas, 
no  es  una  manifestación  de  que  no  sea 
necesario  hacer  mención  de  la  solemni- 
dad de  la  lectura  cuando  se  trata  del  tes- 
tamento solemne  abierto.  La  no^esidad 
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de  esta  segunda  lectura  y  de  expresar- 
se que  se  ha  dado  cumplimiento  á  este 
requisito,  no  nace  de  la  naturaleza  gene- 
ral del  acto  de  hacer  testamento,  sino 
de  la  situación  especial  del  que  lo  otor- 
ga, y  de  ahí  el  precepto  de  repetir  ex- 
presamente la  prescripción  que  va  estaba 
ordenada  en  los  artfculos  precedentes". 

No  puede,  pues,  deducirse  un  argumen- 
to de  la  exigencia  contenida  en  los  artfcu- 
los  1018  y  1019  del  Código  Civil,  porque 
es  visible  el  motivo  por  que  el  Código  al- 
tera en  estos  casos  la  regla  de  no  hacer 
depender  la  mención  de  las  formalidades 
de  una  exigencia  especial  y  determinada 
de  la  ley. 

Hn  nuestro  concepto,  y  sin  desconocer 
la  dificultad  de  dilucidar  con  acierto  la 
materia  de  que  tratamos,  el  Código  se 
apartó  en  este  caso  del  Código  francés, 
porque  no  quiso  hacer  de  la  mención  una 
solemnidad  distinta  de  las  demás,  si- 
no  la  prueba  especial  y  sacramental  de 
tas  solemnidades  á  que  está  sujeto  el  tes- 
tamento; y  en  esto  nos  parece  que  el  Có- 
digo ha  sido  más  jurídico  y  se  ha  ajusta- 
do más  á  los  buenos  principios  que  el 
Código  de  Napoleón. 

Nuestro  Código  es  esencialmente  roma- 
nista. El  legislador  chileno  no  sufrió  la 
influencia  tan  vasta  del  derecho  consue- 
tudinario, que  en  mucha  parte  había  mo- 
dificado en  F'rancia  los  principios  del 
derecho  romano. 

En  materia  de  testamentos  el  Código 
francés  siguió  en  gran  parte  la  Ordenan- 
za de  Luis  XV,  dada  en  Ventalles,  en  el 
mes  de  agosto  de  1735.  La  variedad  de  las 
costumbres  arrastraba  diferencias  obli- 
gadas de  redacción  en  los  testamentos,  de 
tal  suerte  que,  suficientes  bajo  unas  cos- 
tumbres, 1m  menciones  no  lo  eran  siempre 

bajo  otras.  Los  parlamentos  represénta- 
lo ru. 


ron  al  rey  esta  disconformidad  de  doctri- 
na, formulando  un  pliego  de  cuestiones  á 
las  cuales  se  deseaba  dar  una  solución 
uniforme,  y  solicitaron,  al  mismo  tiempo, 
la  simplificación  de  las  formalidades  mi- 
nuciosas que  la  influencia  del  formulismo 
romano  había  introducido  en  las  prácti- 
cas notariales. 

La  Ordenanza  satisfizo  estos  votos  y 
exigió  en  los  testamentos  la  presencia  de 
los  oficiales  públicos  y  de  los  testigos  y 
el  dictado  por  el  testador,  la  escritura 
por  el  notario  ó  tabelión  conforme  al  dic- 
tado; y  no  prescribió  sino  dos  menciones, 
la  de  la  lectura  y  la  de  la  causa  que  impe- 
día al  testador  firmar.  Por  consiguiente, 
cuando  lo  contrario  no  resultaba  de  los 
términos  del  acto,  el  testamento,  bajo  el 
imperio  de  la  Ordenanza,  era  regular  y 
válido,  aunque  no  llevase  la  mención  del 
dictado  por  el  testador  ó  que  el  notario 
no  expresara  escribirlo  de  su  propia  mano. 

BI  espíritu  de  la  Ordenanza  no  fué,  sin 
em  bargo,  abrogar  el  uso  de  las  menciones 
sino  solamente  las  diferencias  de  formas 
consuetudinarias.  Como  lo  dice  el  Can- 
ciller d'Aguesseau,  que  redactó  la  Orde- 
nanza y  evacuó  á  nombre  del  Rey  las  du- 
das á  que  su  aplicación  dió  lugar,  bajo 
esta  ley  nada  ha  sido  determinado  sobre 
la  forma  de  la  expresión;  era  necesario 
solamente  que  el  fondo  y  la  sustancia 
misma  de  loque  era  el  objeto  de  ella  fuese 
exactamente  conservado,  de  cualquier 
manera  que  el  notario  juzgase  á  propó- 
sito expresarlo,  de  modo  que  apareciera 
claramente  que  la  formalidad  había  sido 
cumplida.  Naturalmente,  si  las  menciones 
expresamente  exigidas  faltaban,  la  nuli- 
dad era  inevitablemente  declarada. 

El  Código  Civil  francés  se  inspiró,  sin 
embargo,  si  no  en  el  espíritu,  en  la  letra 
de  la  Ordenanza,  y  aumentó  sus  exigen. 
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cias,  prescribiendo  las  cuatro  menciones 
expresas  antes  citadas  en  lugar  de  las 
dos  reciueridas  por  la  Ordenanza.  Antes 
y  después  de  la  promulgación  de  ese  Có- 
digo, las  leyes  establecían,  ]>ues,  ciertas 
menciones  bajo  pena  de  nulidad,  v  otras 
que  siendo  útiles  y  convenientes  no  esta- 
ban prescritas,  ó  mejor  dicho,  que  la  ley 
deseaba  sin  ordenarlas. 

Estos  antecedentes  explican,  á  nuestro 
juicio,  las  diferencias  entre  el  Código  fran- 
cés y  el  chileno  en  esta  materia.  En  el  pri- 
mero, si  sólo  ciertas  menciones  están  pres- 
criptas  bajo  pena  de  nulidad  y  las  otras 
nó,  es  evidente  que  la  jurisprudencia  y  la 
doctrina  que  de  ese  cuerpo  de  leyes  se  des- 
prende debía  fijarse  claramente  en  el  sen- 
tido de  que  la  mención  es  una  formalidad 
más,  distinta  de  las  otras,  que  del^e  lle- 
narse por  una  enunciación  expresa  de  lo 
que  la  ley  ordena. 

El  Código  Civil  chileno  no  se  ajustó  por 
cierto  á  la  Ordenanza  de  Luis  XV,  y  apar- 
tándose de  las  prescripciones  del  Código 
francés,  se  inspiró  en  lo  que  era  el  testa- 
mento bajo  el  imperio  de  las  leyes  roma- 
nas y  del  antiguo  derecho  español, crean- 
do, sin  embargo,  un  sistema  distinto  y  en 
cierto  modo  original,  en  que  se  ha  sabido 
sabiamente  moderar  la  tendencia  formu- 
lista de  las  legislaciones  pasadas,  sin  de- 
satender las  garantías  excepcionales  de 
que  deben  rodearse  por  su  naturaleza  y 
por  su  objeto  los  actos  testamentarios. 

Conservó  especialmente  de  las  prime- 
ras la  unidad  del  acto  tan  rigorosamente 
exigida  en  esas  leyes,  junto  con  la  in- 
fluencia predominante  de  ciertas  formali- 
dades, y  tomó  del  segundo  la  idea  de  re- 
glamentar cómo  debía  ser  hecho  y  qué 
debía  contener  un  testamento  para  que 
fuera  válido.  Las  leyes  de  Partida,  res- 
pe-'to  del  test.'imcnto  abierto,  establecían 


la  forma  en  (\ae  debía  redactarse,  tras- 
cribiendo un  formulario  en  su  propio 
texto  (1  ),y  en  ei  cerrado  se  exigía  el  acta 
en  que  el  testador  y  los  testigos  iban  ex- 
presando sobre  su  firma  los  requisitos 
que  la  ley  determinaba  para  otorgarlos. 

El  formulismo  romano  constituía  una 
tradición  incorporada  en  las  costumbres 
y  en  las  prácticas  notariales,  tradición 
que  ha  inspirado  en  esta  parte  nuestro 
Código,  á  pesar  de  los  profundos  cam- 
bios que  en  las  ideas,  en  la  organización 
de  la  sociedad  y  en  la  legislación  nos  se- 
paran de  la  época  romana. 

En  Roma  el  testamento  era  un  acto 
difícil,  para  el  cual  el  padre  de  familia 
debía  rodearse  necesariamente  de  los 
consejos  de  los  hombres  de  ley,  á  fin 
de  no  incurrir  en  infracciones  legales. 
Cujas  hace  notar,  en  efecto,  que  entre 
los  romanos  las  formalidades  de  los  tes- 
tamentos eran  tan  minuciosas  que  era 
muy  raro  [que  alguien  se  atreviera  á  ha- 
cer un  acto  de  última  voluntad  sin  con- 
sultar á  un  jurisconsulto  (2). 

El  acto  debía  hacerse  en  cierta  forma 
expresamente  determinarla, y  era  el  cum- 
plimiento de  esas  fórmulas  lo  (|ue  consti- 
tuía el  testamento.  Un  ejem[)lo  de  esto 
lo  vemos  en  el  testamento  romano,  que 
ha  dado  origen,  según  el  derecho  moder- 
no, á  lo  que  se  llama  testamento  místico 
ó  cerrado. 

El  Derecho  de  Justiniano,  que  modificó 
el  testamento  pretoriano  ó  secundum  ta- 
bulas, á  más  de  las  solemnidades  comu- 
nes á  toda  clase  de  testamentos,  como 
ser  la  unidad  del  acto  y  la  presencia  si- 
multánea de  siete  testigos,  especialmente 
rogados  que  viesen  al  testador,  se  exigía 

(i)  l.ey  103.  título  18,  Pa-t.  3* 

[21  Sií'irt-   1  l>¡i;e  t  ',  Qui  íesiitm.  /iteere  poS' 
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que  el  testador  escribiese  él  mismo  el  tes- 
tamento ó  á  lo  menos  lo  firmase,  ó  si  no 
sabía  se  valiese  de  un  otro  testigo  que  lo 
firmase  por  él;  que  en  seguida  lo  presen- 
tase á  los  testigos  sellado,  ligado  ó  sota- 
mente  cerrado,  rollado  hasta  el  ñn  de  lo 
escrito,  declarando  que  aquello  era  su 
testamento;  en  la  extremidad  no  rollada 
ponía  su  firma,  y  sí  no  sabía  ó  no  podía, 
se  suplía  esta  falta  por  un  octavo  testi- 
go que  suscribía  por  él;  firmaban  tam- 
bién los  testigos  en  el  mismo  acto  y  se 
procedía  á  cerrar  enteramente  el  testa- 
mento en  el  cual  los  testigos  ponían  sus 
sellos  (1). 

Existía  en  el  derecho  de  los  romanos 
un  principio  que  equiparaba  los  testa- 
mentos á  las  leyes  y  establecía  que  las 
formalidades  del  testamento  son  de  dere- 
cho público.  Teatamenti  facciOf  decía  Pa- 
píniano,  i7on  prívati^sed  publici  Juris  est. 
Esta  máxima  se  encuentra  re|)etida  en 
todos  los  autores  romanistas,  y  ha  cons- 
tituido una  tradición  en  las  legislaciones 
modernas  que  explica  el  sentido  de  sus 
disposiciones,  y  que  en  nuestro  concepto 
constituye  uno  de  los  principios  en  que 
se  inspiró  el  legislador  chileno. 

"Entre  los  romanos,  dice  Troplong,  el 
derecho  era  dominado  por  puntos  de  vis- 
ta diferentes.  La  propiedad  estaba  ligada 
al  derecho  público  de  una  manera  muy 
estrecha.  Rl  padre  de  familia  dependía 
del  Estado  á  causa  de  sus  bienes,  que  ha- 
bían sido  en  su  origen  una  concesión;  á 
causa  de  tas  distinciones  de  nacimiento 
necesarias  para  formar  gobierno;  á  cau- 
sa de  los  sacrificios  cuya  conservación  en 
\as  gentes  interesaba  á  la  cosa  pública;  á 
causa  del  poder  paternal  y  marital  que. 


(■)  Ortolan.  Espikadán  Histórica  de  ias  Ins' 
tiiuthneSy  tomo  I,  pág.  380. 


por  su  gran  extensión,  era  tanto  político 
como  doméstico.  En  este  orden  de  ideas 
la  trasmisión  de  la  herencia  era  un  suce- 
so de  orden  público  que,  entre  todos  los 
otros,  despertaba  en  el  más  alto  grado 
la  atención  del  legislador. 

La  ley  civil,  preocupada  más  de  los  in- 
tereses del  Estado  que  de  los  sentimien- 
tos de  la  naturaleza,  la  había  reglamen- 
tado en  un  sentido  aristocrático.  Se 
puede  consultar  la  ley  de  las  Doce  Ta- 
blas. Su  sistema  de  sucesión  ah  intestato 
está  inspirado  todo  por  el  espíritu  de 
conservación,  propio,  sobre  todo,  de  la 
aristocracia;  ella  quiere  conservar  en  la 
familia  j  en  las  gentes  los  nombres,  los 
recuerdos,  los  bienes,  tas  distinciones,  tos 
sacrificios  y  tos  ritos  paternales;  tos  sa- 
crificios, en  particular,  que  Cicerón  re- 
prochaba á  Clodio  haber  dejado  perder 
haciéndose  adoptar  por  un  plebeyo.  Es- 
tos sacrificios  iban  unidos  á  la  herencia 
según  el  derecho  pontifical;  ellos  forma- 
lían  una  carga  necesaria,  algunas  veces 
onerosa,  pero  siempre  cara  á  las  familias 
ilustres,  las  cuales  guardaban  en  su  seno 
los  signos  característicos  de  su  origen, 
las  distinciones  de  que  estaban  tan  or- 
gullosos, el  culto  de  los  antepasados,  la 
piedad  hacia  los  dioses.' 

Importaba,  pues,  que  el  pensamiento 
de  ta  ley  sobre  sucesiones  no  fuera  alte- 
rado por  los  caprichos  ó  ]ior  las  im- 
previsiones del  padre  de  familia;  que  el 
testamento  no  sirviera  de  medio  pára 
debilitar  las  preocupaciones  de  la  polí- 
tica, para  confundir  los  órdenes,  mezclar 
las  familias,  profanar  ó  relegar  al  olvido 
los  sacrificios  domésticos.  De  ahí  la  regla 
de  que  un  testamento,  que  es  una  dero- 
gación á  la  ley  de  sucesión  ab  intestato, 
no  podía  tener  efecto  sino  en  el  caso  de 
que  él  mismo  estuviera  en  forma  de  ley. 
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He  ahí  la  razón  de  por  qué  el  padre  de 
familia  venía  ante  el  pueblo  reunido  en 
comicios  curiados,  pronunciaba  en  alta 
voz  el  nombre  de  aquel  que  quería  fuera 
su  heredero,  y  el  pueblo  ratificaba  su  vo- 
luntad con  su  sufrago.  De  la  misma  ma- 
nera se  hacían  las  adopciones,  por  cuan- 
to su  ñn  era  modificar  el  estado  de  las 
familias. 

Tal  es  el  origen  del  prihcipio  del  Dere- 
cho Romano,  según  el  cual  la  facción  del 
testamento  es  de  derecho  público.  Este 
principio  reposaba  sobre  bases  de  tal  ma- 
nera profundas  que  se  ha  perpetuado  has- 
ta los  últimos  tiempos;  y  aun  cuando  la 
constitución  política  _v  religiosa  de  Ro- 
ma fué  cambiada,  mucho  tiempo  después 
de  haber  cesado  de  dar  al  testamento  la 
forma  de  ana  ley,  se  repetía,  por  una  in- 
veterada costumbre,  que  era  de  derecho 
público"  Cl). 

¿Quién  nove  visiblemente  reflejada  esta 
tradición  en  las  disposiciones  del  Código 
Civil?  ¿Quién  no  ve  que  el  testamento 
chileno  conserva  aún  ese  carácter  de  acto 
difícil,  excepcional  y  diverso  de  los  demás 
actos  solemnes  de  la  vida  ordinaria,  que 
hace  hoy,  como  en  tiempo  de  Cujas,  nece- 
saria la  intervención  de  notariosexpertos 
para  otorgarlo  con  todas  las  solemnida- 
des legales? 

¿Habria  sido  preferible,  como  lo  hizo 
el  Código  de  Napoleón,  haberse  acercado 
á  la  simplicidad  del  antiguo  derecho  fran- 
cés? Es  probable;  pero  para  escapar  al 
formulismo,  no  es  permitido  colocarse 
fuera  de  la  ley;  porque,  como  dice  Lau- 
rent,  "este  es  un  mal  mucho  mayor  aún 
que  la  anulación  de  los  testamentos  irre- 


(i)  Troplono,  Droii  Civil  expliqué,  Des  do- 
nations  entre  vifs  et  des  testaments,  tnmo  II,  nü- 
inero  f^30. 


guiares,  porque  es  minar  la  autoridad  de 

la  ley;  pues  á  quienes  la  aplican  ó  inter- 
pretan es  á  quienes  toca  dar  el  ejemplo 
del  respeto  que  le  es  debido.  La  ley  es 
muy  rigorosa,  falta  á  menudo  á  su  obje- 
to, á  fuerza  de  rigor;  ¿qué  importa?  La 
ley  existe;  es  preciso  observarla  é  inter- 
pretarla igualmente  con  el  mismo  espíri- 
tu de  rigor  que  ha  inspirado  su  estableci. 
miento." 

Otro  principio  que  domina  esta  mate- 
ria y  que  aparece  expresamente  incorpo- 
rado en  nuestro  derecho  civil  es  el  de  la 
naturaleza  especifll  de  los  actos  solem- 
nes. 

Sin  apartarnos  demasiado  del  objeto 
de  estas  rápidas  anotaciones,  recordare- 
mos que  el  Código  francés  no  dice  que  el 
testamento  es  un  acto  solemne,  como  tan 
reiteradamente  lo  establece  el  nuestro  en 
los  artículos  999,  1000,  1008,  1011, 
1014,  1021  y  1026.  El  carácter  solemne 
del  testamento  se  deduce  en  aquel  Códi- 
go de  ta  naturaleza  del  acto  y  de  la  cir- 
cunstancia de  estar  prescritas  ciertas  for- 
mas bajo  pena  de  nulidad. 

No  estableciendo  ese  Código  expresa- 
mente que  el  testamento  era  acto  solem- 
ne, necesitó  reglar  de  un  modo  expR^so 
la  mención  de  las  formalidades;  y  al  con- 
trario, estableciendo  reiteradamente  el 
nuestro  que  el  testamento  era  un  acto  so- 
lemne, no  necesitó  ordenar  igual  cosa  sino 
en  aquellos  casos  en  que  así  lo  exigía  la 
clase  de  formalidad  requerida  por  la  ley. 

Yaunqueel  Código  francés  no  fué  explí- 
cito en  esta  materia,  lo  son,  sin  embargo, 
sus  comentadores  deacuerdocon  la  juris- 
prudencia. 

*'E1  testamento  es  un  acto  solemne, 
diceLaurent.  Las  formas  están  prescritas 
para  asegurar  la  libre  expresión  de  la  vo- 
luntad del  testador.  Ksío  quiere  decir  que 
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ellas  se  refieren  á  la  sustancia  del  acto. 
Son  requisitos  €sen^;inks,  no  tanto  para 
su  validez  como  para  su  existencia.  De 
aquí  se  deduce  que  el  testamento  viciado 
es  más  que  nulo,  en  cl  sentido  ordinario 
de  la  palabra,  no  existe,  ¿Por  qué  la  ley 
tisade  tanto  rigor  para  con  él?  Esto  equi- 
vale á  preguntar,  ¿porqué  ha  hecho  del 
testamento  un  actosolemne?  Las  razones 
íibundan  y  son  de  incontestable  grave- 
dad". 

V  después  de  expresar  algunas  de  estas 
razones,  agrega: 

"¿Cómo  impedir  ({ue  los  testamentos 
no  sean  arrancados  al  testador  por  los 
manejos  de  losque  lo  rodean  y  asedian? 
Kl  legislador  ha  creído  que  las  solemni- 
dades ({ue  prescribió  íisegurarían  la  libre 
expresión  de  la  voluntad  del  testador.  Es 
verdad  que  la  intervención  de  un  oficial 
plíblico  y  de  testigos  es  una  garantía;  las 
fonnMs  prescritas  para  los  diversos  tes- 
tamentos tienen,  igualmente,  por  objeto 
garantir  la  libertad  del  testador,  en  el 
sentido  de  que  si  un  testamento  es  hecho 
sin  observuncia  de  las  formas,  hay  duda 
de  que  el  testamento  exoresc  realmente 
la  voluntad  del  testador;  y  desde  que 
hay  duda,  el  testamento  pierde  toda  eñ' 
cacia"  (1). 

Veamos  stíbre  el  particular  las  disposi- 
ciones de  nuestro  Código: 

"El  articulo  999  define  el  testamento 
diciendo  que  es  un  acto  más  ó  menos  so- 
lemne en  que  una  persona  dispone  del 
todo  ó  de  una  parte  de  sus  bienes  para 
<|ue  tenga  pleno  efecto  después  de  sus 
días,  conservando  la  facultad  de  revocar 
las  disposiciones  contenidas  en  él  mien- 
tras viva." 


( I )  Laurent,  Priná^s  de  Droit  CivU^  tom.  1 3, 
núm.  141. 


Hl  1U08  agrega:  "Testamento  solemne 
es  aquel  en  que  se  han  observado  todas 
las  solemnidades  que  la  ley  ordinaria- 
mente requiere." 

El  testamento  puede  así  dividirse  en 
dos  partes:  las  solemnidades  á  que  está 
sujeto  y  las  disposiciones  del  testador. 
Hay  también  otra  parte  que  se  refiere  á 
las  declaraciones  hechas  por  el  testador 
en  el  testamento  y  que  para  nuestro  ob- 
jeto no  tiene  interés  tratar. 

Si  faltan  las  solemnidades  y  existen  las 
disposiciones,  no  hay  testamento;  y  si  se 
cumplen  las  solemnidades  y  no  se  consig- 
nan las  disposiciones,  tampoco  hay  tes- 
tamento. 

Est<í  tiene  numerosas  conBrmaciones 
en  el  Código,  que  no  nos  detendremos  en 
examinar. 

solemnidades  son  entonces  cosas 
de  la  esencia  del  testamento,  sin  las  cua- 
les ó  no  produce  efecto  alguno  ó  degenera 
en  un  acto  diverso;  y  así  tiene  su  lógica 
explicación  el  artículo  1026,  según  el  cual 
"el  testamento,  abierto  6  cerrado,  en  que 
se  omitiere  cualquiera  de  las  formalida- 
des á  que  debe  respectivamente  sujetarse, 
según  los  artículos  precedentes,  no  ten- 
drá valor  alguno." 

Si  las  solemnidades  á  que  está  sujeto 
un  testamento  es  lo  que  constituyeel  tes- 
tamento mismo,  6  mejor  dicho,  es  la  úni- 
ca forma  en  virtud  de  la  cual  una  perso- 
na puede  hacer  sobrevivir  su  voluntad  y 
regir  sus  bienes  más  allá  de  sus  días,  si 
ellas  constituyen  esencialmente  el  acto, 
es  en  nuestro  concepto  fuera  de  duda  que 
ellas  deben  constar  en  el  testamento, 
porque  sin  ellas  no  hay,  á  los  ojos  de  la 
ley,  acto  testamentario. 

Según  el  artículo  1011  "el  testamento 
solemne  es  siempre  escrito."  Por  consi- 
guiente, debe  ser  escrito  todo  loquecons- 


Digitized  by 


134 


SEGUNDA  PARTE 


tituye  el  testamento,  en  todo  6  en  parte, 
las  sotemnirladcs  y  las  disposiciones. 

VA  objeto  de  las  solemnidades  es,  pues, 
que  sirvan  <lc  prueba  de  la  voluntad  del 
testador,  y  de  prueba  única,  sin  cjue  val- 
}r¿in  ni  la  comprobación  por  otros  medios 
de  los  hechos  ocurridos,  ni  aún  la  prueba 
preconstituída  en  cédulas,  papeles  6  an- 
tecedentes escritos. 

Las  solemnidades  ó  requisitosextemos 
tienen  siempre  el  carácter  de  prueba  esen- 
cial y  única  de  los  actos  ó  contratos  en 
que  inciden.  El  testamento  es  un  instru- 
mento público,  y,  por  lo  tanto,  debe  ser 
otorgado  con  las  solemnidades  legales 
por  el  competente  funcionario. 

"I,a  falta  de  instrumento  público,  6  lo 
que  es  lo  mismo,  la  falta  de  las  solemni- 
dades á  que  está  sujeto,  no  puede  reem- 
plazarse por  otra  prueba  en  los  actos  en 
que  la  ley  requiere  esa  solemnidad",  ar- 
tículo 1701;  (1 )  y  de  este  precepto  arran- 
ca precisamente  el  axioma  jurídico  de  que 
el  acto  solemne  debe  probarse  por  sí 
mismo. 

Y  que  las  solemnidades,  especialmente 
cuando  son  exigidas  pro  /brma, constitu- 
yen prueba,  y  prueba  sacramental,  se  en- 
cuentra confirmado  por  todos  los  auto- 
res del  derecho.  . 

Don  José  Clemente  Pabres,  en  su  obra 
intitulada  La  Legislación  Civil  con  rela- 
ción al  Derecho  Internacional  Privado^ 
dice: 

"La solemnidad  externa,  óíúmptemente 
solemnidad,  ({ue  es  más  propio,  tul  como 
la  enccmtramos  en  los  autores  t  en  las 


(i)  A  juzgar  por  la  exposición  que  la  üci'teo- 
cia  hace  de  los  fundamentos  del  recurso,  parece 
que  el  recurrente  no  citó  cumo  infringidos  e!>te 
artículo  1701  y  el  loi \,  antes  citados.  No  cree- 
mos üin  emt)argo  que  esta  omisión  haya  influido 
en  el  fallo  de  la  Corte. 


leyes,  no  es  otra  cosa  que  la  prueba  espe- 
cial que  se  exige  para  justificar  la  existen- 
cia del  acto  6  del  contrato,  y  que  podría 
llamársele  sacramenta!,  porque  no  puede 
ser  i-eemplazada  por  otra.  La  solemnidad 
es  siempre  probatoria;  tiene  por  objeto 
dar  constancia  fehaciente  del  acto  ó  del 
címtrato. 

Escriche,  Diccionario  de  Legislación^ 
definiendo  la  palabra  Solemnidad,  dice: 
"Las  formalidades  que  prescriben  las  le- 
yes para  que  un  acto  6  instrumento  sea 
válido  ó  auténtico,  y  haga  prueba  en  jus- 
ticia". 

Rogron,  al  principio  de  la  sección  1*, 
ca])ítulo  V,  del  título  II,  libro  Ut,  Código 
Francés,  se  expresa  así:  "Se  llaman  for- 
mas 6  formalidades deun  acto  la  manera 
arreglada  por  las  leyes  para^acer  prueba 
de  su  verdad,  y  mediante  ellas  establecer 
su  validez". 

Merlin,  citado  por  Chabot  en  sus Cnes- 
tiones  transitorias,  palabra  Tcstameut, 
dice  lo  siguiente:  "Es  preciso  distinguir 
en  todos  los  actos  de  la  vida  civil  lo  que 
pertenece  á  su  forma  meramente  prob&- 
toria,ác  loque  es  relativo  á  la  capacidad 
requerida  para  hacerlos,  y  al  fondo  de 
sus  disposiciones". 

Escaño,  en  su  tratado  DeTestamentiSy 
cafrftulo  I,  números  27  y  28,  expone  la 
división  de  los  requisitos  del  testamento 
que  establecen  Trumola  y  Rodríguez-Suá- 
rez,  que  es  preferida  por  Menochio  y  Bár- 
tulo,  y  que  es  recibida  comunmente.  la 
testamento  dupkx  datar  forma,  sabstan- 
tialis  et  PROBATORIA,  et  ita  dupkx  tan- 
tum  perfectio,  quas  est  uniquique  formas 
coaveniant  debet  consideran;  et  a  forma 
sabstantiali,  quas  est  votantaa^  desami- 
tar  per&ctío  rotuntatis,  et  a  forma  pro- 
batoria QVM  EST  SOLEMNITAS,  pcrfcctío 

solemaitatís,  et  sic  comunitcr  recepta  est. 
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Cita  «1  seguida,  en  el  número  40,  á  Can- 
t-erio,  número  76,  que  dice:  Cum  duphx 
sit  forma  testamenti^  probatoria  et  subs- 
tantialis,  circa  fotmam  probatoriam,  at 
omnis  solemnitas Jaríscivilisest  reíaxata 
in  testamento  ínter  iiberoa  et  ad  pías 
causas  et  militari,  etc. 

En  el  capitulo  II,  habla  indi  vidual  men- 
tí' de  las  dos  perfecciones  (re<|msitos)  del 
testamento,  la  sustancial  ó  de  la  volun- 
tad y  la  probatoria  6  de  la  solemnidad. 

Y  respecto  de  la  segunda,  después  de 
exponer  los  fundamentos  y  su  necesidad, 
se  pregunta  cuáles  son  esas  solemnidades 

V  dice  que  se  encuentran  en  las  leyes  1'  y 
2'.  título  IV,  libro  5',  Recopilación,  que 
son  las  l*y  2'',  título  XVIII,  libro  10' 
de  la  Novísima,  en  cuyas  leyes  sólo  se  se- 
ñalan como  solemnidades  las  meramente 
probatorias,  semejantes  á  las  que  señala 
el  párrafo  2  "  del  título  UI,  libro  III  de 
nuestro  Código  Civil. 

Antonio  Gómez,  en  su  comentario  á  la 
kv  3'  de  Toro,  número  24,  se  pregunta: 
Hatio  per  qaam  rcquiratur  tanta  forma 
in  testamento  de  Jur¡  comuni;  y  contesta: 
Quia  ex  caussa  justa  et  communi,  potest 
¡exciviJis  humana  positiva  distinguere^ 
declarare  ve/  limitan  jus  divimim  et  in 
testamentis  et  uítimis  voluntiitibus  trac- 
tatur  de  pkubanda  volúntate  defuncti 
postejas  mortem,  qui  veritatem  períect 
sciebat,  ct  non  potest  eam  declarare,  aec 
se  ef  bfma  sua  defenderá,  si  de  ea  dubita- 
tur, H  potest  fitcilius  fahitns  committi; 
ergo  mérito  requiritar  prsed.cia  solemni- 
tas. Continúa  citando  otros  autores  y 
teyes  que  confirman  su  doctrina. 

Burgo  de  Paz,  comentando  la  diclia 
ley  3*  de  Toro,  sostiene  la  mísma  doctri- 
na, y  concluye:  CodicHIi  autem  solemni- 
tatem  tettament'  nnncitpnt'vi  hnh^re  de 
bent:  aÜier  íiut*:m  tcatumcntu  ct  cod^ciJIi 


si  sine  DiCTis  solemnitatibus  conñantur 
minime  faciunt  fidem. 

Como  se  ve,  en  el  lenguaje  corriente  de 
los  jurisconsultos  la  palabra  solemnidad 
significa  la  prueba  especial  que  se  exige 
para  justificar  la  existencia  del  acto  6  del 
contrato.  Otro  tanto  sucede  con  las  leyes. 
La  3^  de  Toro,  que  es  la  2",  título  XVIII, 
libro  X  de  la  Novísima  Recopilación,  em- 
plea la  palabra  solemnidad  en  el  sentido 
de  prueba,  y  concluye  estableciéndolo  del 
modo  más  explícito.  "Los  cuales  dichos 
testamentos  y  codicilos,  si  no  tuvieren  la 
dicha  solemnidad  de  testigos,  mandamos 
que  no  hagan  fe  ni  prueba  en  juicio,  ni 
fuera  de  él". 

Es  útil  insistir  sobre  este  punto  para 
manifestar  que  este  principio  es  acepta- 
do universalmente  en  la  doctrina  france- 
sa, á  pesar  del  contraste  que  existe  entre 
ia  vaguedad  del  Código  de  Napoleón  y 
la  claridad  y  precisión  del  nuestro. 

Así,  Zacharíae,  sin  desconocer  la  inter- 
pretación comunmente  dada  á  los  pre- 
ceptos del  Código  Francés,  en  orden  A 
las  solemnidades  á  que  están  sujetos, 
dice: 

"Las  formalidades  de  los  testamentos 
son  las  diversas  disposiciones  legales,  á 
lascuales  se  estáobligado  áconformarsc, 
so  pena  de  nulidad  en  las  declaraciones 
de  última  voluntad,  y  por  consiguiente, 
en  los  actos  testamentarios.  La  forma 
testamentaria  es  el  conjunto  de  Ins  for- 
malidades cuya  reunión  es  necesaria  y 
suficiente  para  ia  validez  de  una  declara- 
ción de  última  voluntad". 

Más  adelante  agrega: 

'  La  prueba  de  la  observancia  de  las 
formalidades  prescritas  para  cada  testa- 
mento debe  estar  en  el  testamento  niis- 
171  «^v  F'  tcs*"nivr'i*,()  i;r' c=  «"^l':  'i:.  i:*.--  ;lí'> 
de  pi oij<j.r  LUcii     ku.  uiciiim  ituiUiiL»ü  ulI 
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testador;  sino  que  constituye  la  última 
voluntad  misma  de  su  autor.  La  prueba 
de  la  observancia  de  tal  6  cual  formali- 
dad no  es,  pues,  admisible  si  no  resulta 
del  mismo  acto  testamentario".  (1> 
Dalloz,  por  su  parte,  se  expresa  así: 
**Es  una  regla  general,  de  ia  cual  se  en- 
contrarán numerosos  ejemplosenlos  mo- 
numentos de  la  jurisprudencia,  que  los 
testamentos  deben  establecer  por  sí  mis- 
mos la  prueba  de  las  formalidades  á  las 
cuales  la  ley  los  ha  sometido.  No  se  pue- 
de  recarrír  á  ninguna  prueba  exterior,  ni 
invocar  la  intención  manifestada  por  el 
testador.  Este  principio  es  también  invo- 
cado por  Mr.  Grenier,  título  I,  núme- 
ro 224". 
El  mismo  autor  más  adelante  dice: 
"Terminando  estas  observaciones  ge- 
nerales, insistiremos  en  dos  principios  cu- 
ya aplicación  se  reproduce  sin  cesar  en  la 
materia  (^ue  nos  ocupa:  el  primero  es  que 
el  testamento  estará  viciado  de  nulidad 
si  no  lleva  en  sí  mismo  la  prueba  del 
cumplimiento  de  todas  las  formalidades 
requeridas:  ninguna  prueba  exterior  po- 
dría ser  admitida.  El  segundo  es  que, 
cuando  la  ley  no  ha  prescrito  fórmula 
sacramental,  las  expresiones  de  que  ella 
se  sirve  pueden  ser  reemplazadas  en  la 
mención  del  cumplimento  de  las  solemni- 
dades por  equivalentes,  á  condición  que 
los  términos  del  acto  demuestren  tan 
claramentecomo  aquellos  que  suplen,  que 
ha  sido  puntualmente  satisfecho  el  man- 
dato de  la  ley"  (2). 
Merlin  nos  dice  igualmente: 
"He  dicho,  al  principio  de  esta  sec- 


ción, que  las  formalidades  testamenta 
rías  son,  á  los  ojos  de  la  ley,  el  único  me- 
dio de  hacer  constar  la  voluntad  del 
testador,  y  que  la  voluntad  del  testador, 
cuando  está  desnuda  de  esas  formalida- 
des, es  absolutamente  sin  efecto  (3). 

"Pero  ¿cómo  puede  hacerse  constar  la 
observancia  de  estas  formalidades? 

"El  buen  sentido  nos  dice  que  no  se 
puede  hacer  constar  esta  observancia  sí- 
no  por  el  mismo  testamento,  y  que  sería 
en  vano  que  se  buscase  prueba  fuera  de 
este  acto. 

"En  efecto,  ¿qué  es  un  testamento?  Es 
la  declaración  que  hace  un  hombre  de 
sus  últimas  voluntades  en  la  forma  esta- 
blecida por  la  ley:  Testamentum  est  ro- 
luntatis  notrae  justa  aententia  de  eo 
quod  quis  post  Mortem  suam  ñeri  valit, 
dice  la  ley  I,  D.  qui  testamenta  faceré 
possunt.  El  testamento  no  existe,  pues, 
sino  por  la  perfecta  observancia  de  las 
formalidades  que  lo  constituyen.  No  hay 
así  testamento  donde  estas  formalidades 
faltan.  Sería,  pues,  querer  sacar  de  la 
nada  la  prueba  de  hi  observancia  de 
estas  formalidades  el  querer  sacarla  de 
fuera  del  testamento. 

"Así,  un  testamento  por  acto  público 


(i)  Z\CHARiAE.— Zí  Dreit  CMl  Franfais, 
tomo  3.",  §  433.  pág.  83. 
(a)  DALXJQZ.—Repeft.  tomo  16,  nüni.  2510 


(3)  Merlin. — Rep.  dt^  tomo  17,  pág.  668. 

Los  redactores  de  las  Pandectas  Francesas, 
transcribiendo  este  párrafo  de  Merlin,  diren: 
itBujii  el  punto  de  vista  de  tus  principios  esta  teo- 
rf»,  no  es  dudosa,  porque  las  formas  testamenta- 
rias, teniendo,  ciimo  las  de  las  donaciones,  |>or 
objeto  asegurar  la  libre  expresión  de  la  voluntad 
del  disponente,  y  siendo  adn  más  importantes  y 
más  esenciales  que  Us  de  los  actos  entre  vivot, 
ellas  son  de  la  sustancia  del  acto^  de  tal  suerte  que" 
ei  conieniimiento  qut  no  es  expresado  en  las  formas 
leales,  es  presumido  no  existir.  Siendo  el  testa 
menta,  como  ¡a  donad&n,  un  acto  solemne^  eidefuto 
de  solemnidad  Jebe  tener,  en  el  uno  como  en  la  otra, 
el  mismo  efedo,  es  tiecir^  la  imexislenda  del  aeton. 
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no  hace  mención  sino  de  la  presencia  de 
un  notario  y  de  dos  testigos,  6  de  dos  no- 
tarios solamente,  mientras  que  el  artícu- 
lo 971  del  Código  Civil  exige  que  sea  re- 
cibido por  un  notario  asistido  de  cuatro 
testijíos,  6  por  dos  notarios  asistidos  de 
dos  testigos.  Por  más  que  probéis,  aun 
por  un  acto  separado  y  otorgado  á  con- 
tinuación inmediata  del  testamento,  que 
ese  testamento  ha  pasado,  sea  á  presen- 
cia de  dos  notarios  y  de  dos  testigos,  sea 
á  presencia  de  un  notario  y  cuatro  testi- 
gos, no  seríais  escuchado. 

"Asi,  un  testamento  por  acto  público, 
si  se  encuentra  en  el  momento  de  su  ter- 
minación desnudo  de  la  firma  del  testa- 
dor, sin  mención  de  su  declaración,  que 
no  sabía  6  no  podía  firmar;  por  más  que 
]>robéispor  todos  los  medios  imaginables 
que  la  declaración  que  hace  las  veces  de 
firma  ha  sido  hecha  regularmente,  todas 
vuestras  pruebas  serán  desestimadas,  y 
el  testamento  será  declarado  nulo. 

"Así,  y  por  la  misma  razón,  sucedecon 
un  testamento  ológrafo,  al  cual  falta  la 
fecha.  Por  más  que  produzcáis  documen- 
tos emanados  del  testador  mismo,  de  los 
cuales  resulte  que  el  testamento  ha  sido 
hecho  tal  día,  tal  mes,  tal  aiSo,  la  justicia 
dejará  á  un  lado  vuestras  pruebas,  ¿Y  có- 
mo podría  considerarlas?  La  ley  quiere 
que  el  testamento  sea  datado  por  la  ma- 
no del  testador.  Es,  pues,  en  el  testamen- 
to donde  debe  encontrarse  la  fecha". 

Aunque  la  fuerza  incontrastable  de  esta 
rloctrina  esté  sujeta  á  modificaciones  en 
el  Derecho  francés  por  la  rcdajcción  de  los 
preceptos  legales  relativos  á  los  testa- 
mentos, es  digno  de  notar,  en  los  párra- 
fos citados  de  Merlin,  que  el  gran  juris- 
consulto no  hace  distinción  en  la  obser- 
vancia y  mención  de  las  solemnidades 
entre  aquilas  qne  el  Código  de  Napoleón 

JURIS. 


exige  que  se  mencionen  expresamente  y 
aquellas  que  son  sustanciales  al  acto. 

Coloca,  por  el  contrario,  en  la  misma 
categoría,  la  mención  de  la  presencia  de 
los  notarios  y  de  los  testigos,  no  requeri- 
da por  el  artículo  971 ,  y  la  de  la  omisión 
de  la  firma  del  testador  expresamente 
exigida  por  el  artículo  973;  en  uno  y  en 
otro  caso,  lo  mismo  que  en  lo  relativo  á 
la  fecha  del  testamento  ológrafo,  como 
consecuencia  del  principio  que  es  un  afo- 
rismo en  derecho,  que  los  testamentos 
viven  sólo  del  cumplimiento  rigoroso  de 
tas  formalidades  á  que  ¡a  tey  los  sujeta. 

Merlin  se  ajustaba  en  esto,  según  él 
mismo  lo  expresa,  á  la  opinión  de  aque- 
llos antiguos  jurisconsultos,  que,  á  pesar 
del  tiempo  transcurrido  y  de  las  transcen- 
dentales variaciones  de  la  legislación,  son 
mirados  todavía  como  astros  de  primera 
magnitud  en  la  jurisprudencia  francesa. 

Demoulin,  por  ejemplo,  condensaba  la 
misma  doctrina  en  estas  pocas  palabras 
de  incomparable  fuerza  en  el  idioma  lati- 
no: ex  ipsomet  testamento,  non  atiundé. 

"Así  pensaban,  igualmente,  agrega 
Merlin,  los  viejos  doctores  citados  por 
Menochius  (1),  quien  profesaba  el  mismo 
principio,  que  los  errores  y  las  omisiones 
de  un  testamento  (relativos  á  la  fecha  en 
que  ha  sido  otorgado )  podían  ser  corre- 
gidos ex  propiis  verbis  teatamenti  ex  vet' 
bis  scríptisin  testamento^  non  bxtrin- 

SECUS. 

Fuigole,  en  su  Tratado  de  los  Testa- 
mentos, capitulo  3^,. después  de  haber  de- 
terminado siete  cualidadesquedebe  tener 
la  voluntad  de  un  testador  para  que  sea 
eficaz,  agrega  una  octava:  es  necesario 
dice,  que  esta  voluntad  sea  constan^. 


(i)  De  prasumptionihus,  lib.  4,  prsesumpt- 
17,  nüm.  47. 
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es  decir,  que  aparezca  del  testamento 
mismo. 

Y  ¿cómo  adquiere  ella  este  carácter? 
Por  la  prueba  que  en  él  se  encuentre:  "Es- 
ta prueba,  continúa,  que  es  según  los  in- 
térpretes, In  causíi  formal  de  la  volun- 
tad, consiste  en  la  observancia  de  las 
formalidades  prescritas  por  el  derecho 
(ley  4  B.  qui  testamenta  faceré  possint ). 
Es  necesario  observarlas  puntualmente, 
sin  que  los  testadores  puedan  derogarlas 
de  ninguna  manera,  porque  ellas  forman 
parte  del  derecho,  (ley  55,  D.  de  ¡egatis 
1'.  y  ley  13  C,  de  testamentis).  De  otra 
manera  el  testamento  es  ineficaz,  tan- 
quam  non  jure  factum  (ley  1',  D.  de  in- 
justo, rapto  et  irrito  testamento),  sin 
que  se  pueda  distinguir  entre  lo  que  es 
necesario  para  la  prueba  legítima,  de  lo 
que  es  superfluo  para  esta  prueba,  j  que 
las  leyes  no  exigen  sinocumo formalidad, 
pues  esta  díspusiciñn  es  falsa  y  contra- 
ria á  las  reglas,  atendido  á  que  la  ley  no 
sostiene  las*  disposiciones  por  la  sola 
fuerza  de  la  voluntad  del  testador,  de 
cualquier  manera  que  conste,  sino  que 
ella  quiere  que  esta  voluntad  sea  cons- 
tatada de  una  manera  que  la  haga  eficaz. 
La  facultad  de  testar  es  publici juris {\cy 
3,  D.  qui  testamenta  faceré  possint).  Por 
consiguiente,  cuando  la  ley  la  acuerda  y 
le  agrega  formalidades,  ellas  son  como 
una  condición  necesaria,  para  que  sean 
válidas  las  disposiciones. 

Es  necesario,  pues,  llenar  estas  condi- 
ciones; de  otra  manera  la  ley  no  las  auto- 
riza, son  nulas  é  ineficaces". 

"Razonando  así  sobre  las  leyes  roma- 
nas, Purgóle  nos  ha  trazado  de  antemano 
la  manera  como  debemos  razonar  acerca 
del  Código  Civil;  pues,  lo  mismo  que  la 
ley  4  D.  qui  testamenta  faceré  possint,  no 
reconocía  como  válido  sino  el  testamen- 


to hecho  conforme  á  las  reglas  del  dere- 
cho {si  queratur  an  vaJeat  testameatum, 
imprimís  animadvertandum  est  an  is  qui 
fecerit  testamentum....  secundum  regulas 
juris  civilis  testatus  sit),  de  la  misma  ma- 
nera el  artículo  893  del  Código  Civil  no 
permite  disponer  por  testamento  sino  en 
las  formas  antes  citadas. 

De  modo,  que  tanto  bajo  el  Código  Ci- 
vil, como  bajo  las  leyes  romanas,  no  hay 
testamento  válido,  si  él  no  está  revesti- 
do de  todas  las  formalidades  prescritas 
por  el  legislador.**  (1 1 

Así  se  explica  la  contradicción  en  que 
suelen  incurrir  algunos  tratadistas  de  de- 
recho francés,  t|ue  guiados  del  propósito 
de  ajustarse  á  la  letra  del  Código  de  Na- 
poleón no  pueden,  sin  embargo,  desen- 
tenderse de  la  naturaleza  y  requisitos  es- 
peciales de  ios  actos  solemnes.  (2) 

V  por  eso  los  sabios  redactores  de  las 
Pandectas  Francesas,  resumiendo  la  doc* 
trina  y  la  jurisprudencia,  han  dicho: 

"Además  de  asegurar  así  la  mención  la 
observancia  de  las  formalidades  testa- 
mentarias, ella  es  la  prueba  de  su  cumpli- 
miento. En  efecto,  á  falta  de  la  mención 
se  podrífi  contradecir  que  las  formalida- 
des hayan  sido  llenadas;  de  ahí  nacerían 
procesos  muy  difíciles  de  juzgar,  y  la 


(1)  Merun, /fiffierf.  V.  Tesiapuni.,  tom.  17, 
sec.  II,  §  I,  art.  a.",  pág.  646. 

(2)  I..ÜS  tratadistas  franceses  que  han  comen- 
tado todo  et  Código  de  Na|iole<5n,  especialmente 
los  que  han  escrito  en  la  segunda  mitad  del  si- 
glo pagado,  incurren  en  frecuentes  contradiccio- 
nes de  doctrina,  ya  sea  por  la  magnitud  de  la 
ohra  emprendida,  ya  por  el  titmpo  transcurrido 
desde  que  ella  se  empieza  hasta  que  se  termina, 
lo  que  hace  sentir  la  infiiiencia'  de  las  variaciones 
de  la  jiirispruilcnria.  Ejemp'o  de  esto  es  la  m»v 
nuniental  obra  de  Lanrent,  en  !a  cual  atln  lis 
pal'bra--  en  má*"  df  nti  <  as  .  ^u*'!  ■•  triT  imr  i*I 
pensamiento  del  célebre  piofesur  de  G^nd. 
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suerte  de  los  testamentus  sería  abando- 
nada á  la  incertidumbrc  de  la  prueba  tes- 
timonial 6  de  otras  pruebas  extrínsecas. 
Al  contrario,  gracias  á  la  mención,  el  tes- 
tamento Heva  en  sí  mismo  la  prueba  del 
cumplimiento  de  todas  las  formalidades 
que  lo  constituyen,  y  no  se  puede  que- 
brantar la  fuerza  de  esta  prueba  sino  por 
la  vía  difícil  y  j)eligrosa  de  la  inscripción 
de  falsedad". 

Y  más  adelante  agregan: 

"Se  pregunta  qué  sería  necesario  resol- 
ver en  el  cíiso  en  que  pareciera  dudoso  si 
la  formalidad  prescrita  había  sido  ó  no 
cumplida. 

¿Debe  presumirse  que  la  solemnidad  no 
ha  sido  observada  y  declarar  nulo  el  tes- 
tamento, ó.  al  contrario,  presumirse  que 
ha  sido  observada  y  mantener  el  testa- 
mento? 

Se  ha  querido  aplicar  aquí  la  regla  de 
interpretación  pre»!rita  por  el  artículo 
1157  del  Código  Civil,  según  la  cual, 
cuando  una  cláusula  es  susceptible  dedos 
sentidos,  se  debe  más  bien  entenderla  en 
el  que  pueda  tener  algún  efecto  que  en  el 
sentido  en  que  no  sea  capaz  de  producir 
efecto  alguno.  Ya  hemos  refutado  la  apli- 
cación que  se  ha  querido  hacer  de  esta 
regla  á  las  menciones  que  el  notario  de- 
be hacer  en  el  testamento  por  acto  públi- 
co. Es  necesario  generalizar  y  decir  lo 
mismo  de  cualquiera  solemnidad:  desde 
que  es  dudoso  que  una  solemnidad  ha  si- 
do observada,  el  testamento  no  puede  va- 
ler. Bs  lo  que  perfectamente  ha  estableci- 
do Merlin,cnya  demostración  no  han  he- 
cho sino  reproducirlos  autores.  ¿Cuándo, 
dice  él,  los  testamentos  son  favorables? 
Cuando  perfectamente  regulares  en  sus 
formas, no sctratasinode saber  lo  que  ha 
querido  cl  testador.  Pero  sucede  todo  lo 
contrario,  cuando  la  duda  existe  acerca 


de  la  regularidad  del  testamento.  Como 
el  testamento  saca  toda  su  fuerza  de  la 
solemnidad,  y  como  toda  solemnidad 
consiste  en  la  observancia  exacta  de  las 
formas  prescritas  por  la  ley,  debe  ser  re- 
suelta la  duda  á  favor  del  heredero  legi- 
timo  en  razón  de  que,  del  sólo  hecho  de 
que  es  dudoso  st  las  formas  han  sido  bien 
observadas,  se  deduce  que  es  incierto  que 
exista  un  testamento,  y,  en  esta  incerti- 
dumbrc, la  herencia  no  puede  pertenecer 
sino  al  heredero  legítimo"  (1). 

Refuerza,  en  nuestro  concepto,  la  doc- 
trina que  dejamos  expuesta,  la  disposi- 
ción del  artículo  1026  del  Código  Civil 
chileno,  tanto  en  cuanto  declara  que  no 
tendrá  valor  alguno  el  testamento  so- 
lemne, abierto  ó  cerrado,  en  que  se  omi- 
tiere cualquiera  de  las  solemnidades  áque 
deba  respectivamente  sujetarse,  cuanto 
en  lo  relativo  á  las  excepciones  que  el  inci- 
so 2^ establece,  que  son  porsu  naturaleza 
designaciones  de  carácter  probatorio,  y 
que  confirman  la  idea  de  que  las  solemni- 
dades exigidas  como  sustanciales,  tienen 
también  este  carácter. 

Esta  nulidad  se  equipara  á  la  inexisten- 
cia del  acto,  porque  en  realidad  el  testa- 
mento no  existe  sin  el  cumplimiento  de 
las  solemnidades  que  lo  constituyen. 

D'Argentré  llamaba  actos  inútiles  aque- 
llos que  en  el  lenguaje  de  la  escuela  se 
llaman  actos  inexistentes,  ó  nulos  de  ple- 
no derecho  í  radicalmente  nulos.  La  pa- 
labra inútiles  que  D'Argentré  emplea  es 
la  expresión  romana,  y  es  tan  enérgica 
como  la  expresión  inexistentes.  La  idea 
es  la  misma:  los  actos  inútiles  ó  inexis- 
tentes son  aquellos  que  no  producen  nin- 


(i)  Pan-itetei  Franfaises.  ~  Repert.  tom-  26, 
nilm  707a  y  77^9. 
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gún  efecto.  ¿Cuáles  son  estus  actos?  La 
causa  que  íirrel)íita  tocia  su  fuerza  A  un 
acto,  dice  D'Arj^entré,  puede  mirar  á  la 
persona,  cuando  ella  no  es  hábil  pura 
consentir,  ó  á  la  cosa,  cuando  ella  no  está 
en  el  comercio,  ó  á  lasoiemnidad, cuando 
ella  es  sustancial,  6,  en  fin,  á  la  ley, cuan- 
do ella  prohibe  un  acto. 

BtttSL  opinión  expresada  por  D'Argen- 
trf,eon  su  claridad  habitual,  si  bien  tiene 
alguna  salvedad  en  el  derecho  moderno, 
contribuye  á  acentuar  la  continuidad  de 
tII^  con  que  en  todos  los  tiempos  ha 
llíd^  «Ipreciada  la  naturaleza  jurídica  de 
[jSS  solemnidades  establecidas  pro  fot- 

JBfl. 

Apartarse  de  ellas,  como  parece  dedu- 
ciraé  del  fallo  de  la  Corte  Suprema,  equi- 
fiálSrA  desentenderse  de  verdaderos  mo- 
ñ^RKntos  de  doctrina  y  jurisprudencia, 
procesados,  á  través  de  los  siglos,  con 
uniformidad  por  los  más  grandes 
^E^ISl^nsultos  de  todos  los  tiempos  y  de 
tO<to  las  legislaciones. 

En  los  estrechos  límites  que  son  propios 
de  una  anotación  como  la  presente,  no 
ea  posible  entrar  en  mayores  desenvolvi- 
•llll^Uos  para  fundar  la  autoridad  tradí- 
i^CHÓfil  y  universal  de  la  teoría  que  vcni- 
ÁOtt  sosteniendo;  así  como  no  nos  ha  sido 
,^<H^le  tomar  en  cuenta  otros  aspectos 
^ismo  litigio  á  que  la  sentencia  se 
-KCfi^.  De  la  misma  manera  hemos  pres- 
cindido de  contemplar  la  doctrina  de  la 
Corte  con  relación  á  las  solemnidades  del 
testamento  cerrado,  á  pesar  de  que  en 
liód  disposiciones  del  Código  á  este  res- 
pecto habríamos  encontrado  numerosas 
cbpfhtn aciones  de  lo  que  venimos  soste* 
tiiendo. 

Pero.séanos  lícito  agregar  que  lajuris- 
^fnáencia  de  nuestros  tribunales  había 
consagrado  hasta  hoy  estos  principios  y 


que  ellos  parecían  definitivamente  incor- 
poratlos  en  las  prácticas  notariales. 

En  efecto,  en  la  sentencia  núm.  2517, 
pág.  1581  de  la  Gaceta  de  los  Tribunales 
de  1884-,  aparece  lo  siguiente: 

Don  José  Miguel  Poblete  demandó  la 
nulidad  del  testamento  de  su  hermano 
don  José  Manuel  Poblete,  quien  había 
instituido  herederos  universales  de  sus 
bienes  á  los  menores  impólxíres  don  Clo- 
domiro y  don  José  Manuel  Poblete.  reco- 
nocidos en  el  mismo  testamento  como  sus 
hijos  naturales.  El  testamento  había  sirio 
otorgado  en  la  subdelegación  de  Nirivilo 
el  11  de  mayo  de  1882  por  el  juez  de  sub- 
delegación, y  la  demanda  se  fundaba,  en- 
tre otras  razones,  en  que  el  testamento 
no  había  sido  leído  por  el  juez  de  suIkIc- 
legación,  ni  por  ninguno  de  los  testigos 
instrumentales,  sino  por  el  receptor  del 
juzgado  de  Nirivilo. 

El  juez  de  Constitución,  señor  Rodrí- 
guez, declaró  nulo  el  testamento,  conside- 
rando respecto  de  la  causal  indicada: 

"Que  el  artículo  1014  del  Código  Civil, 
que  faculta  al  juez  de  primera  instancia  y 
al  subdelegado  para  reemplazar  al  escri- 
bano en  la  autorización  de  los  testamen- 
tos solemnes  y  abiertos,  prescribe  que 
todo  lo  que  se  dice  en  el  título  de  la  orde- 
nación del  testamento,  debe  entenderse 
de  los  funcionarios  en  su  caso,  y  el  artícii- 
1  j  35  de  la  ley  de  1 5  de  octubre  de  1S75, 
dispone  que  á  los  jueces  de  subdelegación 
cí>rrcsponden  las  íitribuciones  propias  de 
ministros  de  fe  que  el  Código  Civilyotras 
leyes  no  derogadas  por  esta  última  con- 
fieren á  los  subdelegados; 

Que  en  virtud  de  aquella  prescripción, 
siempre  que  el  subdelegado  ó  el  juez  de 
primera  instancia  hayan  hecho  las  veces 
del  escribano  en  la  confección  deesa  espfr 
cié  de  testamento,  han  de  desempeñar 
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todas  las  funciones  que  la  ley  confiere  al 
notario; 

Que  poniendo  en  relación  y  armonía  el 
citado  artículo  1014  con  el  1017  del  mis- 
mo Código,  que  ordena  que  el  testamento 
abierto  sea  todo  él  leído  en  alta  voz  por 
el  escribano,  sí  lo  hubiere,  es  evidente  que 
el  funcionario  que  haga  sus  reces  debe 
siempre  leerlo  en  esa  forma,  y  que  sAln  en 
el  caso  de  que  el  testamento  sea  otorgado 
ante  testigos,  debe  ser  leído  por  el  testigo 
que  el  testador  designare; 

Que  el  testamento  solemne  y  abierto, 
otorgado  por  don  José  Manuel  Poblete 
el  11  de  mayo  de  1882  ante  el  juez  de 
subdelegación  de  Nirivilo,  no  se  leyó  en 
alta  voz  por  este  funcionario  á  quien  la 
ley  ha  cometido  la  ejecución  de  esa  so- 
lemnidad indispensable  para  la  validez 
del  acto; 

Que  la  omisión  de  esa  solemnidad  es 
causal  bastante  para  declarar  la  nulidad 
del  expresado  testamento,  en  virtud  de- 
que el  artículo  1026  del  Código  Civil  ya 
citado,  prescribe  que  el  testamento  abier- 
to ó  cerrado  en  que  se  omitiere  cualquie- 
ra de  las  solemnidades  á  que  deba  respec- 
tivamente sujetarse,  según  los  artículos 
precedentes,  entre  los  cuales  se  encuen- 
tran el  1014  y  el  1017,  no  tendrá  valor 
alguno; 

Que  no  se  purga  ei  vicio  indicado  con 
la  prueba  producida  por  ei  representante 
de  los  demandados  de  que  todo  el  testa- 
mento fué  leído  en  alta  voz  por  don  Flo- 
rentino 2^  Luna,  que  también  lo  escribió 
y  que  terminada  la  lectura  fué  aprobado 
y  declarado  conforme  por  el  testador, 

PORQUELOSTBSTAMGNTOSVIVENSÓLO  DEL 
CUMPLIMIENTO  RIGOROSO  I>E  LAS  FORMA- 
LIDADES k  QVB  LA  LEY  LOS  SL^JKTA  V  por- 
que el  artículo  11  del  Código  Civil  esta- 
tuye que  cuando  la  ley  declara  nulo  algún 


acto  con  el  fin  expreso  ó  tácito  de  preca- 
ver algún  fraude  ó  de  proveer  á  algún 
objeto  de  conveniencia  pública  6  privada, 
no  se  dejará  de  aplicar  la  ley,  aunque  se 
pruebe  que  el  acto  que  ella  anula  no  ha 
sido  fraudulento  ó  contrario  al  fin  de 
laley." 

Esta  sentencia  fué  confirmada  sin  mo- 
dificación por  la  Corte  de  Concepción  en 
30  de  septiembre  de  1884,  con  las  firmas 
de  los  señores  Risopatrón,  Matus,  Mar- 
tínez, Gallardo  }-  Escobar. 

En  la  sentencia  número  3,153,  página 
983  de  la  Gaceta  de  los  Tribunales  de 
1892,  tomo  3^,  se  confirmó  la  misma  doc- 
trina en  el  caso  que  sig^e: 

Don  Ricardo  Clavijo,  en  representación 
de  su  mujer  doña  Mercedes  Atiendes,  de- 
mandó la  nulidad  del  testamento  de  don 
Juan  de  la  Cruz^Allendes  otorgado  el  19 
de  noviembre'de  1891  ante  cinco  testigos. 
Entre  otras  causales  se  fundaba  la  nuli- 
dad en  que  el  testador  no  designó  el  testi- 
go que  debía  leer  el  testamento,  como  lo 
dispone  el  artículo  1017,  no  dando  cons- 
tancia de  esta  designación  el  testamento, 
falta  que  constituye  una  causal  de  nuli- 
dad. El  juez  de  San  Felipe,  señor  Sepúlve- 
da,  declaró  sin  lugar  la  demanda,  funda- 
do en  que  el  testador  manifestó  que  le  era 
indiferente  la  persona  que  leyera  el  testa- 
mento, conformándose  con  que  lo  hiciera 
primero  uno  de  los  testigos  y  después 
otro,  en  su  presencia  y  en  la  de  todos  los 
testigos;  que  después  de  leído,  expresó 
que  estaba  conforme  y  firmó  el  testamen- 
to á  la  vistade  todos  los  presentes,y  que 
no  es  esencial  al  testamento  abierto,  ni 
la  ley  lo  ordena,  que  se  deje  constancia  en 
él  de  la  persona  designada  por  el  testa- 
dor para  darle  lectura. 

La  Corte  de  Valparaíso,  por  sentencia 
de  14  de  enero  de  1903,  que  lleva  lafirma 
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de  los  señores  L.  Rodríguez,  Cruz,  Rfos 
Egaña  y  Moreno,  y  contra  el  voto  del  se- 
ñor Ríos  Egaña,  revocó  esta  sentencia  y 
declaró  nulo  el  testamento  por  las  consi- 
deraciones siguientes: 

"Que  el  articulo  1017  del  Código  Civil 
preceptúa  qne  el  testamento  abierto,  sea 
que  el  testador  lo  tenga  escrito,  sea  que 
se  escriba  en  uno  ó  más  actos,  será  todo 
él  leído  en  alta  voz  por  el  escribano,  si  lo 
hubiere,  ó  á  falta  de  escribano,  por  uno  de 
los  testigos  designados  por  el  testador  á 
este  efecto; 

Que  el  testamento  solemne  abierto,  otor- 
gado por  don  Juan  de  la  Cruz  Allendes, 
en  San  Felipe,  el  19  de  noviembre  de  1891 
ante  cinco  testigos,  no  fué  leído  en  alta 
voz  por  testigo  designado  porel testador 
para  tal  acto,  desde  que  no  aparece  cons- 
tancia EN  EL  INSTRUMENTO  DE  HABERSE 
CUMPUDO  CON  ESA   FORMAUDAD  ni  SC  Ha 

rendido  prueba  alguna  sobre  ella; 

Que  la  omisión  de  esa  formalidad  es 
causal  bastante  para  declarar  nulo  el  ex- 
presado testamento,  en  virtud  de  que  el 
artículo  1026  del  citado  Código  prescri- 
l)e  que  el  testamento  solemne,  abierto  ó 
cerrado,  en  que  se  omitiere  cualquiera  de 
las  formalidades  á  que  debe  respectiva- 
mente sujetarse  según  los  artículos  prece- 
dentes, entre  los  cuales  se  encuentra  el  ar- 
tículo 1017,  no  tendrá  valor  alguno; 

Que  no  se  purga  el  vicio  indicado  con 
la  prueba  que  ha producidoel  demandado 
deque  todo  el  testamento  fué  leído  en  alta 
voz  por  los  testigos  don  Ramón  Mendoza 
y  don  Benicio  Muñoz,  y  que  terminada  la 
lecturafuéaprobado, declarado  conforme 
y  suscrito  por  el  testador,  tanto  porque 
el  testimonio  de  los  testigos  que  sobre  ta- 
les hechos  deponen  es  improducente,  por- 
que existe  contradicción  manifiesta  en  sus 
dichos,  como  porque  los  testamentos 


VIVEN  SÓLO  DEL  CUMPLIMIENTO  RIGOROSO 
DE  LAS  FORMALIDADES  Á  QUE  LA  LEY  LOS 

SUJETA,  y  además  porque  el  artículo  11 
del  mismo  Código  Civil  estatuye  que 
cuando  la  ley  declara  nulo  algún  acto  con 
el  fin  expreso  ó  tácito  de  precaver  un 
fraude  6  de  proveer  á  algún  objeto  de 
conveniencia  pública  ó  privada,  no  se  de- 
jará de  aplicar  la  ley, aun  cuando  se  prue- 
be que  el  acto  que  ella  anula  no  es  frau- 
dulento ó  contrario  al  fin  de  la  ley". 

Pero  la  sentencia  más  clara  y  expresiva 
á  estos  respectos  es  la  que  llevad  número 
5158  de  la  Gaceta  de  1890,  dictada  por 
la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  re- 
vocatoria de  la  de  primera  instancia,  en 
la  cual  la  Corte,  con  el  voto  de  los  señores 
Leopoldo  Urrutia,  José  T.  Bisquertt  y 
Luis  Borgoño,  consignó  los  siguientes 
considerandos  de  la  resolución  que  decla- 
raba nulo  el  testamento  de  doña  Juana 
Mazeira,porno  aparecer  en  él  testimonio 
de  haberle  sido  iHdo  en  conformidad  á 
la  ley: 

"I'  Qué  tratándose  del  testamento  nun- 
cupativo.  los  artículos  1015, 1017  y  1026 
del  Código  Civil,  dicen  textualmente  lo 
que  sigue: 

**Lo  que  constituye  esencialmente  el 
testamento  abierto  es  el  acto  en  que  el 
testador  hace  sabedores  de  sus  disposi- 
ciones al  escribano,  si  lo  hubiere,  y  á  los 
testigos. 

"£I  testamento  abierto  podrá  haberse 
escrito  previamente;  pero  sea  que  el  tes- 
tador lo  tenga  escrito  ó  que  se  escriba  en 
uno  ó  más  actos,  será  todo  él  leído  en 
alta  voz  por  el  escribano,  si  lo  hubiere, 
ó  á  falta  de  escribano  por  uno  de  los  tes- 
tigos designado  por  el  testador  á  este 
efecto. 

"Mientras  el  testamento  se  lee,  estará 
el  testador  á  la  vista,  y  las  personas  cuya 
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presencia  sea  necesaria,  oirán  todo  el 
tenor  de  sus  disposiciones. 

"El  testamento  solemne,  abierto  6  ce- 
rrado en  que  se  omitiere  cualquiera  de 
las  formalidades  á  que  deba  respectiva- 
mente sujetarse,  según  los  artículos  pre- 
cedentes, no  tendrá  valor  alguno"; 

2"*  Que  en  virtud  de  las  disposiciones 
anteriores  no  puede  ponerse  en  duda  que 
la  lectura  del  testamento  abierto  en  la 
forma  prescripta  por  el  artículo  1017 
constituye  una  de  las  formalidades  ó  so- 
lemnidades que  deben  guardarse  en  el 
otorgamiento  de  esta  clase  de  testamen- 
tos; 

3'^  Que  dicha  lectura  no  puede  omitir- 
se de  ningún  modo,  no  sólo  por  la  razón 
que  se  da  en  el  considerando  anterior  y 
por  hallarse  expresamente  exigida  por  el 
citado  artículo  1017,  sino  también  por- 
que los  artículos  1015  y  1026  le  atribu- 
yen, además  del  carácter  de  solemnidad, 
el  de  requisito  interno  y  esencial  para  la 
validez  y  existencia  jurídica  del  mismo 
acto  testamentario; 

4**  Que  todo  requisito  esencial,  así  co- 
mo toda  formalidad  Ó  solemnidad  exigi- 
das para  el  otorgamiento  de  algún  acto 
6  contrato  escriturado,  deben  constar  en 
el  instrumento  mismo  de  dicho  acto,  ya 
porque  de  lo  contrario  éste  no  sería  es- 
criturado en  h  referente  Alas  condicio- 
nes primordiales  de  su  existencia,  ó  bien 
porque  la  prueba  testimonial  ú  otra  di- 
versa del  instrumento,  vendría  siempre 
en  último  término  á  dar  á  éste  su  carác- 
ter jurídico,  contra  las  previsiones  de  los 
contratantes  ó  del  testador  difunto,  y  en 
especial  contra  el  objeto  único  y  determi- 
nado que  persigue  la  ley  al  instituir  el 
acto  ó  contrato  solemne; 

5''  Que  no  teniendo  otro  objeto  la  so- 
lemnidad que  el  de  autenticar  ó  compror 


bar  en  forma  especial  el  acto  ó  contrato 

á  que  ella  se  ieñere,es  evidente  é  inconcu- 
so que  en  los  casos  en  que  se  exige  instru- 
mento público  como  único  medio  proba- 
torio, el  cumplimiento  de  las  solemnida- 
des no  puede  ser  acreditado  sino  por  el 
instrumento  mismo  en  que  aparezca  su 
carácter  de  auténtico,  ó  lo  que  es  lo  mis- 
mo, en  que  aparezcan  cumplidas  las  con- 
diciones que  le  dan  vida  y  carácter  de 
instrumento  público,  conforme  á  la  regla 
del  articulo  1699  del  Código  Civil; 

6^  Que  si  fuera  licito  suplir  con  prue- 
bas extrañas  al  instrumento  público,  al- 
gún requisito  interno  de  su  existencia  ó 
los  esenciales  del  acto  á  que  él  se  refiere, 
carecerían  de  valor  las  leyes  relativas  á 
las  pruebas  de  instrumentos  públicos  y  á 
la  nulidad  de  los  actos  ó  contratos  so- 
lemnes; pues,  si  por  ejemplo,  es  cierto  que 
es  nulo  de  nulidad  absoluta  el  acto  á 
que  falta  algún  requisito  ó  formalidad 
que  le  es  peculiar,  y,  si  es  cierto  aún,  que 
el  jaez  debe  declarar  de  oficio  la  nulidad 
absoluta  cuando  aparece  de  maniñesto 
en  el  respectivo  instrumento  público,  no 
es  menos  efectivo  que,  dada  la  hipótesis 
antedicha,  nada  de  esto  sería  practicable 
pomo  poderse  ealiñcar  la  naturaleza  del 
acto  celebrado  con  omisión  de  algún  re- 
quisito interno,  ni  su  autenticidad  en  ca- 
so de  silenciarse  alguna  formalidad,  hasta 
que  la  prueba  testimonial  viniera  Ú  ñjar 
la  condición  del  acto  \  la  existencia  legal 
del  instrumento  público  que  lo  consigne; 
lo  cual  equivale  á  la  relajación  completa 
de  las  doctrinas  que  dominan  la  materia; 

T*  Que  estando  prohibido  admitir  In 
prueba  testimonial  en  cuanto  adicione  ó 
altere  de  modo  alguno  lo  que  se  exprese 
en  el  acto  ó  contrato,  ni  sobre  lo  que  se 
alegue  haberse  dicho  antes,  ó  al  tiempo  ó 
después  del  otorgamiento  (1709),  esta 
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prohibición  es  de  más  rigorosa  aplica- 
ción en  los  actos  testamentarios,  los  cua- 
les, á  diferencia  de  los  contratos  y  de  la 
ley  misma,  no  pueden  ser  interpretados 
por  otros  medios  probatorios,  ni  aun  si- 
quiera por  los  documentos  á  que  se  reñe- 
re  el  testador  en  su  testamento  ( 1002). 

La  interpretación  jr  validez  deben  bus- 
carse dentro  de  las  expresiones  del  testa- 
wento,puesto  que,  desaparecido  el  testa- 
dor, noqueda  comogarantía de  sa  última 
voluntad  sino  el  cumplimiento  cabal  de 
¡as  solemnidades  de  que  él  se  aprovechó 
y  de  que  tuvo  conocimiento,  segán  el  tes- 
timonio  que  deje  él  mismo  en  el  instru- 
mento que  otorgó. 

De  no  ser  asi,  su  voluntad  podría  ser 
suplantada  por  la  sola  palabra  de  los  in- 
dividuos culpables  tal  vez  de  las  omisio- 
nes, y  sin  ser  contradichos  por  el  único 
que  habría  podido  hacerlo  eficazmente, 
cual  es  el  testador; 

8?  Que  en  los  artículos  1018  y  1019 
del  Código  Civil  no  puede  fundarse  un 
argumento  contrario  á  la  doctrina  ex- 
presada, porque  de  dichos  artículos  sólo 
se  colige  que  la  ley  ha  querido  rodear  de 
toda  garantía  el  testamento  abierto  del 
que  no  ha  podido  firmarlo  porno  saber, 
no  poder  hacerlo  6  estar  ciego,  con  el  ob- 
jeto ostensible  de  que  dentro  del  instru- 
mento público  quede  testimonio  fehacien- 
te de  cualquier  suplantación  ó  de  las  de- 
claraciones del  testador  ciego,  por  una 
doble  lectura  de  sus  disposiciones,  en  la 
forma  dispuesta  por  el  artículo  1019,  lo 
cual  acentúa  la  doctrina  en  referencia  en 
vez  de  desvirtuarla; 

9'  Que  en  el  testamento  otorgado  por 
doña  Juana  Mazcira,  en  julio  de  1888, 
no  consta  que  se  haya  dado  cumplimien- 
to A  ta  lectura,  exigua  como  formalidad 
indispensable  en  el  citado  artículo  1017, 


ni  se  deduce  de  ninguna  circunstancia 
derivada  del  testamento  mismo  que  se 
haya  verificado  eí  cumplimiento  de  esa 
formalidad; 

10^  Que  si  bien  se  han  producido  las 
declaraciones  del  notario  ante  quien  se 
otorgó  el  instrumento  y  las  de  algunos 
testigos  instrumentales,  justificándose 
con  ellas  que  el  testamento  fué  leído  en 
alta  voz,  tal  prueba,  -además  de  no  acre, 
ditar  el  cumplimiento  de  ese  requisito  en 
la  fornia  establecida  en  el  artículo  1017, 
por  cuanto  no  se  expresa  haberse  verifi- 
cado la  lectura  en  un  solo  acto,  no  puede, 
según  se  ha  dicho  más  arriba,  considerar- 
se legalmente  como  la  comprobación  de 
una  solemnidad  que  la  lev  estima  indis- 
pensable para  la  validez  del  acto". 

Las  consideraciones  que  preceden  son 
de  una  fuerza  y  solidez  que  no  es  posible 
desconocer,  y  plantean  en  términos  cla- 
ros y  precisos  la  doctrina  sobre  la  natu- 
raleza ó  comprobación  de  los  actos  so- 
lemnes. 

Ellas  nos  sirven  de  autorizado  prece- 
dente para  arribar  á  las  conclusionesque 
siguen: 

No  es  jurídicamente  cierto  que  la  men- 
ción especial  hecha  en  el  testamento  mis- 
mo de  haberse  llenado  en  su  otorgamien- 
to ciertas  solemnidades  prescriptas  por 
la  ley,  aunque  esté  ordenada  en  algunos 
casos  en  que  el  legislador  creyó  necesario 
hacerlo,  no  se  encuentre  establecida  con 
relación  á  aquellas  deque  trata  el  artícu- 
lo 1017  del  Código  Civil. 

No  es  tampoco  jurídicamente  cierto  que 
la  solemnidad  exigida  por  la  ley  sea  cosa 
diveraa  de  la  mención  de  haberse  llenado 
esa  solemnidad,  mención  que  en  nuestro 
Código  no  constituye  porsf  sola  otra  so- 
lemnidad, distinta  de  las  demás. 
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Las  solemnicl arles,  ó  sean,  los  reí|uisi- 
los  extemos  para  líi  validez  de  un  acto 
solemne,  constituyen  la  forma  especial 
que  da  existencia  legal  al  acto,  y,  en  con- 
secuencia, no  pueden  ser  suplidas  por 
pruebas  extrañas  sin  dejar  á  ellas  some- 
tidas la  condición  del  acto  y  su  existencia 
como  instrumento  público,  ó,  como  suce- 
de en  nuestro  caso,  sin  dejar  entregada 
la  suerte  de  los  testamentos  á  la  incerti- 
dumbre  de  las  pruebas  judiciales. 

Xo  son  simples  conjeturas  ó  presuncio- 
nes las  que  establecen  en  nuestro  derecho 
la  obserrancin  rigorosa  de  las  solemnida- 
des sustanciales  de  un  acto;  son  los  pro- 
pios preceptos  legales,  de  acuerdo  con  la 
tradición  y  la  doctrina,  los  que  hacen  que 
las  solemnidades  sean  la  única  forma  vá- 
lida de  la  manifestación  de  la  voluntad 
del  testador. 

Las  doctrinas  legales,  cuando  son  ver- 
daderas, se  apoyan  siempre  en  preceptos 
expresos  de  la  ley  6 constituyen  el  sentido 
en  que  ella  debe  ser  interpretada  ó  apli- 
cada;y  si  esas  doctrinas  no  están  apoya- 
das en  preceptos  legales,  son  falsas  ó  es- 
peciosas, y  sólo  en  este  caso  no  pueden 
ser\-ir  de  fundamento  á  un  recurso  de  ca- 
sación, 

La  Corte  Suprema  ha  fallado,  pues,  esta 
causa  con  arreglo  al  Código  de  Napoleón 
y  no  coaformcá  las  prescripciones  del  Có- 
digo Civil  chileno. 

Ha  dicho  sencillamente:  la  mención  de 
las  solemnidades  es  una  solemnidad  espe- 
cial que  la  ley  prescribe  expresamente  en 
ciertos  casos;  en  este  caso  no  está  pres- 
crita de  un  modo  expreso;  luego  no  es 
necesaria. 

Esta  es  netamente  la  doctrina  de  ese 
cuerpo  de  leyes,  considerada  aisladamen- 
te, con  prescindencta  de  la  naturaleza  es- 

Ijecial  de  los  actos  solemne;^. 
lUKia. 


Se  ha  dejado  así  influenciar  por  esta 
doctrina  francesa,  tan  persuasiva,  tan  bri- 
llante y  tan  ingeniosa,  para  desentenderse 
de  los  grandes  principios  consagrados  por 
nuestro  Códigoy  que  representan  la  más 
pura  tradición  jurídica. 

Ha  justificado  de  este  modo  las  pala- 
bras de}  señor  Ministro  don  José  Alfonso, 
la  importancia  de  cuyos  términos  aparece 
acrecentada  por  la  alta  autoridad  doctri- 
nal que  va  unida  al  nombre  del  más  anti- 
guo de  nuestros  majistrados  judiciales: 

"Establecer  que  un  requisito  esencial  de 
la  testameittifaccíón  pueda  ser  probado 
por  medio  de  testigos,  es  decir,  por  la  prue- 
ba más  peligrosa  y  desacreditada,  es  algo 
verdaderamente  inadmisible,  es  reaccio- 
nar contra  una  de  lasdoctrinas  más  sanas 
de  la  legislación  civil,  c[ue  no  aceptó  tal 
prueba  en  los  negocios  comunes  de  la  vida 
sino  en  condiciones  muy  limitadas-  y  que 
no  ha  podido  incurrir  en  la  inconsecuen- 
cia de  autorizarla  en  la  materia  delica- 
dísima de  las  solemnidades  testamenta- 


rias 


Y  por  nuestra  parte,  séanos  permitido 
decir  á  la  Corte,  con  Delamarre  y  Le 
Poitvin,  que  ella  no  debe  temer  provocar 
con  sus  sentencias  la  libertad  de  examen, 
jjorque  salw  que  del  seno  de  la  discusión 
sale  la  luz.  Amiga  constante  de  la  ver- 
dad, lejos  de  ofenderse  por  algunas  críti- 
cas, lejos  de  cubrir  sus  errores  con  el  es- 
cudo de  su  inapelable  autoridad,  debe 
hacerse  un  deber  de  revisar  el  punto  du- 
doso y  una  virtud  de  reformarse  á  sí 
misma,  cuando,  como  en  el  presente  caso, 
hay  mérito  para  ello. 

KUODURO  Yáíübz. 
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Cas.  Liv.—ai  de  diciembre  de  1903 

Síndico  de  Juan  N.  Cruz  con  Jorge  Lc-Bert 

Efecto  retroactivo.— Sueldo  de  los  em- 
pleados públicos.  —  Derecho  de  los 
acreedores.—  Embargrc—  Sentencia 
definitiva. 

DftCTRiNA:  — ÜV  derecho  de  un  ticreedur 
ífut  embarga  bienes  pant  el  pago  de  su 
acieencin,  no  puede  considerarse  como 
una  simple  facídtad  que,  en  general,  le 
corresponda  por  el  contrato  de  mutuo  y 
á  que  pudiera  poner  término  ¡a  ley  pos- 
terior, sino  que  debe  considerarse  como 
un  derecho  adquirido  y  perfecto  6  como 
un  hecho  legalmente  realizado  con  ante- 
rioridad á  la  fecha  en  que  empezó  á  regir 
la  lev  que  declaró  no  embargable  la  tota- 
lidad del  sueldo  de  los  empleados  públi- 
cos y  prohibió  cederlo  en  cualquiera  for- 
ma y  cantidad. 

Los  derechos  adquiridos  ó  los  actos 
ya  veriñcndos  bajo  una  antigua  ley  sub- 
sisten bajo  el  imperio  de  la  nueva  con 
todos  aquellos  electos  que  sean  conse- 
cuencia inmediata  y  necesaria  de  los  mis- 
mos derechos  ó  actos,  A  no  ser  que  de 
una  manera  expresa  el  legislador  haya 
nrdcnado  que  las  disposiciones  de  la 
nueva  ley  deban  aplicarse  á  los  actos 
lealixados  con  anterioridad  á  ella. 

El  embargo  parcial  del  sueldo  de  los 
empleados  en  servicio  público,  como  en 
general  sucede  con  cualesquiera  otros 
bienes  futuros,  constituye  un  solo  acto 
que  se  veriñca  una  sola  vez,  sin  necesidad 
ni  motivo  para  que  se  vaya  repitiendo 
día  á  día  ó  período  á  periodo  de  tiempo, 
á  medida  que  el  sueldo  se  devengue. 

El  derecho  del  empleado  á  su  sueldo 
dimana  originariamente  de  su  nombra- 


miento y  no  necesita  éste  renovarse paití 
que  tal  derecho  pueda  ser  afectado  á  la 
solución  de  sus  obligaciones. 

La  disposición  que  declara  no  embaiga- 
ble  el  sueldo  de  los  empleados  en  servicio 
público,  no  es  una  ley  concerniente  A  la 
sustanciación  y  ritualidad  de  los  juicios, 
porque  su  objeto  es  deslindar  derechos  y 
obligaciones  de  las  personas;  ni  es  perte- 
neciente al  arreglo  del  orden  público,  por- 
rpie  no  tiene  por  objeto  regir  de  algún 
modo  las  fundones  de  los  empleos,  sino 
el  derecho  que  los  terceros  pueden  ejerci- 
tar sobre  los  sueldos  que  son  bienes  re- 
gidos por  la  ley  sustantiva  civil. 

La  calidad  de  prohibitivo  de  ese  pre- 
cepto no  basta  para  atribuirle  acción 
inmediata,  por  no  tratarse  de  ¡a  aboli- 
ción absoluta  de  ana  institución  juridic». 


Don  Alberto  Bascuñán,  síndico  del  concur- 
so formado  á  los  bienes  de  don  Juan  N.  Cruz, 
pidió  se  despachase  mandamiento  de  embargo 
contra  don  Jorge  Le-Bcrt,  dendor  deí  fallido, 
por  la  suma  de  dos  mil  pesos  y  sus  intereses 
respectivos  conforme  á  la  escritura  publica 
otorgada  en  Tntca  el  16  de  junio  de  1896. 

Despachado  el  correspondien  te  mandamien- 
to se  trabó  embargo  en  la  parte  embargable 
del  sueldo  que  percibe  don  Jorge  Le-Bert,  co- 
mo profesor  del  Liceo  de  Talca,  y  en  7  de  di- 
ciembre de  1901  se  dictó  sentencia  de  trance 
y  pago. 

El  señor  Cruz,  á  quien  se  había  cedido  el 
crédito  para  alimentos,  se  presentó,  en  unión 
de  los  señores  Solar  Hnos.,  ejecutantes  tam- 
bién de  I^-Bert,  pidiendo  que  las  cantidades 
retenidas  á  éste  en  tesorería  se  dividiesen  en 
cuatro  partes  y  se  gírase  libramiento  á  su  fa- 
vor por  las  tres  cuartas,  y  por  el  resto  á  favor 
de  los  otros,  debiendo  procederse  de  igual  mo- 
do en  adelante  hasta  la  extinción  de  los  eré- 
ditos. 

Conforme  á  lo  expuesto  se  dictaron  efecti- 
vamente, con  fecha  9  de  enero  de  1903,  los 
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libramientos  solicitados,  sin  oposición  ftrl 
deudor. 

El  10  de  marzo  det  mismo  año  sejjresentó 
de  nuevo  el  ejecutante  y  solicitó  se  girara  li- 
bramiento sobre  la  stima  de  ciento  treinta  y 
un  peftos  veinticinco  centavos  de  los  fondos  re- 
tenidos al  ejecutado  en  tesorería  por  la  parle 
embargable  de  su  sueldo  correspondiente  á 
enero  y  febrero.  Girado  este  libramiento  con 
citación,  f^-Hert  se  opuso  fundado  en  el  ar- 
tículo 466,  número  1"  del  Códip;o  de  Procedi- 
miento Civil,  y  solicitó,  en  subsidio,  se  decla- 
rara alzado  el  embargo  desde  el  1'  de  marzo. 

Acogida  en  todas  sus  partes  por  el  juez  la 
solicitud  de  l^e-Bert,  se  elevaron  los  antece- 
dentes en  apelación  ante  laCorte  de  Apelacio- 
nes de  Talca,  y  este  Tribunal,  con  fecha  1^'  de 
mayo  de  1903,  expidió  la  siguiente  sentencia; 

"Teniendo  presente: 

1^  Que  á  la  fecha  en 'que  se  solicitó  el  libra- 
miento de  fe,  12,  don  Jorge  Le-Bert  había  de- 
vengado el  sueldo  de  que  goza  como  profesor 
del  Liceo  de  Talca  correspondiente  á  enero  y 
febrero  iíltinios  y  la  parte  embargable  se  ha- 
llaba retenida  en  la  Tesorería  Fiscal; 

2^  Que,  sea  cual  fuere  la  naturaleza  legal 
del  derecho  con  que  im  empleado  público  per- 
cibe sueldos  del  Fisco,  es  inconcuso  que  sólo  lo 
percibe,  exceptuando  el  caso  de  licencia,  á  vir- 
tud de  los  servicios  que  presta  y  en  tanto  los 
presta,  por  lo  que  su  remuneración  se  deven- 
ga día  á  día; 

3'  Que  tal  modo  de  ver  se  halla  corrobo- 
rado con  el  hecho  práctico  He  que  muerto  un 
empleado  el  10  del  mes,  por  ejemplo,  el  Brario 
Nacional  no  responde  ni  podría  hacérsele  res- 
ponsable, en  justicia,  por  el  sueldo  correspon- 
diente á  los  otros  veinte  días  restantes; 

4^  Que  si  bien  no  sería  dable  sostener  que  los 
embargos  sobre  sueldos  futuros  por  percibir, 
y  que  no  forman  parte  del  peculio  6  haber  del 
deudor,  hayan  carecido  de  toda  base  legal,  es 
evidente  que  las  resolucionesjudiciales  que  los 
acordaron,  aun  ejecutoriadas,  no  pueden  tener 
otro  alcanceque  el  de  considerar  estos  sueldos 
como  embargados  en  su  porción  respectiva, 
segfin  se  fuesen  devengando,  &  fin  de  evitar 
taqibién  tramitaciones  repetidas  y  periódicas; 

5^  Qne.  de  consiguiente,  sobre  esta  clase  de 


bienes  uo  devengados  ó  no  incorporados  to- 
davía al  tlominio  de  la  persona  £  quien  se 
ejecuta,  el  legislador,  en  uso  de  su  autoridad 
soberana  y  sin  herir  derechos  realmente  ad- 
quiridos, pudo  adoptar  las  medidas  que  esti- 
mó más  oportunas,  sustraerlos  del  comercio 
human»  y  declararlos  inembargables  en  el  to- 
do, como  ya  lo  había  declarado  en  la  parte; 

ti"  Ouc,  por  lo  tanto,  el  derecho  que  antes 
del  1*^  de  marzo  último  tenía  el  acreedor  para 
embargar  la  porción  embargable  del  sueldo 
de  su  deudor  luego  que  lo  hiciese  suyo,  cadu* 
có  de  hecho,  desde  t|ue  por  disposición  de  la 
ley  no  existe  ya  porción  alguna  embargable; 

7"  Que  de  igual  modo  el  derecho  que  el  ar- 
ticulo 2465  det  Código  Civil  confiere  al  acree- 
dor para  perseguir  el  pago  de  una  obligación 
personal  "sobre  todos  los  bienes  muebles  6  in- 
muebles del  deudor,  sean  presentes  6  futuros", 
exige,  á  no  dudarlo,  por  la  ejecución  de  los  úl- 
timos su  embargo  previo,  una  vez  que  se  han 
adquirido  por  éste  y  que  pretenda  aquél  pa- 
garse con  ellos; 

8^  Que  siendo  de  la  esencia  del  embargo  que 
recaiga  en  una  cosa  ciertay  determinada,  ni  el 
artículo  antes  citado  ni  el  1618  del  mismo 
Código,  que  se  limita  á  declarar  en  el  número 
l''  inembargable  cierta  parte  del  sueldo  de  los 
empleados  públicos,  pueden  constituir  dere- 
chos, ni  permitir  ejecuciones  sobre  bienes  futu- 
ros inciertos,  que  habrían  ó  no  de  incorpo- 
rarse al  dominio  del  ejecutado; 

9^  Que  ta  existencia  previa  de  los  bienes 
embargables  en  el  patrimonio  del  deudor  se 
confirma  también,  entre  otros,  por  lo  dispues- 
to en  el  articulo  16  de  la  ley  de  8  de  febrero  de 
1837  y471  del  mismoCódigo  de  Procedimien- 
to Civil,  que  presuponen  dicha  existencia  para 
los  efectos  de  la  traba  de  eml>argo,y  tener  op- 
ción á  pagarse  con  ellos  6  constituir  derecho 
en  los  mismos; 

10^  Que  si  se  admite  que  la  ejecución  pen- 
diente sobre  bienes  futuros  no  devengados, 
caduca  por  fallecimiento  del  deudor,  pérdida 
del  empleo,  etc.,  no  se  divisa  la  razón  de  la  di- 
ferencia y  por  qué  no  habría  de  suceder  igual 
cosa  en  virtud  de  la  ley  que  ileclara  inembarga- 
bles bienes  de  pertenencia  del  Fisco,  á  la  fecha 
de  su  promulgación,  i  de  los  que,  en  general, 
puede  éste  disponer  á  su  arbitrio,  mantenien- 
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do  ó  no  en  ios  presupuestos  anuales  los  em- 
pleos á  cnvo  pajjo  se  destinan; 

11'  Que  es  un  principio  rceonocidt)  <Ie  dere- 
cho que  el  interés  público  debe  prevalecer,  en 
todo  caso,  sobre  el  particulítr,  y,  en  el  de  que 
se  trata,  es  sin  duda  aquel  interés  el  que 
se  pro¡)uso  consultar  el  legislador,  según  lo 
manifiesta  la  historia  de  la  ley  y  la  prohibi- 
ción que  establece  en  el  inciso  fínal  del  mismo 
artículo  4-00,  declarando  "nulos  v  de  ningún 
valor  los  contratos  que  tengan  por  objeto  la 
cesión,  donación  6  transferencia  en  cualcpiiera 
forma,  ya  sea  á  título  gratuito  ú  oneroso,  de 
las  rentas  expresadas  en  el  número  1^  de  este 
artículo,  ó  de  alguna  parte  de  ellas; 

12"  One  en  esta  virtud  no  es  lícito  al  em- 
pleado fiscal  ó  municipal  eludir  un  mandato 
de  orden  público,  y  la  prohibición  antedicha 
importa,  en  realidad,  una  verdadera  fuerza 
ninyor  que  le  impide  ceder  parte  alguna  del 
sueldo  en  pago  de  sus  deudas; 

1.1"  Que,  ya  se  trate  de  una  ley  sustantiva  ó 
de  una  actuación  Judicial  de  mero  trámite,  la 
verdadera  retroactívidad  consistiría  en  nmn- 
dar  devolver  al  ejecutante,  en  nombre  de  la 
nueva  ley,  las  mensualidades  que  hubiese  ya 
percibido  del  ejecutado  i  no  en  reducir  á  sus  lí- 
mites justos  el  respectivo  mandamiento dccm- 
bargo  cuya  acción  no  ha  podido  llegar  hasta 
bienes  aun  no  adquiridos  por  el  deudor  y  que 
la  ley  declaró  inembargables  antes  que  A  ellos 
llegase; 

14"  Que  flu^'e  como  consecuencia  precisa 
de  todo  lo  expuesto  que  antes  del  1"  de 
marzo  último,  fecha  de  la  vigencia  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  el  eiecutante  don  Juan 
N.  Cruz  no  había  adquirido  ni  podía  adquirir 
])or  el  mandamiento  de  endiargo  de  fs.  l\  dere- 
cho alguno  sobre  los  sueldos  del  ejecutado 
don  Jorge  Le-Bert,  ya  que  este  mismo  no  los 
había  hecho  suyos; 

15"  Que  aun  cuando  una  ley  nueva  no  pue- 
de cambiar  el  pasado,  ni  reducir  ñ  la  nada  de- 
rechos perfectos  individualmente  adquiridos 
antes  de  que  comenzase  íi  regir,  tampoco  pue- 
de impedir  al  legislador  que,  para  lo  futuro, 
sujete  A  otras  reglas  la  adquisición  de  esos 
derechos  y  modifique  su  ejercicio.  (Fiork.  Dc 
Ui  irretroactividad  6  interpretación  de  Jas  le- 
yes, números  33  y  39  del  capítulo  11);  y 


Ifi^  Que  por  principios  análogos  se  del»  re- 
solver toda  cuestión  que  se  suscite  sobre  la 
autoridad  de  una  nueva  ley  prohibitiva,  como 
es  la  dc  que  se  trata,  la  cual  si  no  puede  tener 
autoridad  suficiente  para  destruir  los  derechos 
ya  efectivamente  adquiridos  antes  que  existie- 
ra la  prohibición,  puede  sí  impedir  que  tales 
derechos  nazcan  después  dc  promulgada,  é  im- 
pedir también  la  adquisición  de  los  derechos 
relativos  á  las  relaciones  jurídicas  anteriores, 
si  ta  adquisición  de  tales  derechos  dependiese 
del  uso  sucesivo.  (Id.  número  40  de  id. ). 

Kn  esta  virtud,  de  acuerdo  con  las  disposi- 
ciones legales  citadas  y  visto,  además,  lopres- 
crípto  en  los  artículos  7  y  24  de  la  ley  de  7  de 
octubre  dc  lS(il,  se  confirma  la  sentencia  ape- 
lada de  1 7  de  marzo  del  presente  año,  con  de- 
claración de  (|ue  delie  llevarse  adelante  el  li- 
bramiento decretado  A  fs.  12  sobre  la  cantí- 
<lad  dc  ciento  treinta  y  un  pesos  veinticinco 
centavos  $  131.20,  que  corresponden  al  ejecu- 
tante señor  Cruz  en  la  parte  endjargable  dc 
los  sueldos  del  ejecutado  señor  Lc-Bcrt  dc  los 
meses  de  enero  y  febrero  últimos,  retenida  en  la 
Tesorería  Fiscal  de  esta  ciudad;  y  que  no  ha 
lugar  á  la  oposición  que  al  respecto  se  dedujo 
por  éste  &  fs.  13. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Montero. 

Publíquesc  y  devuélvase. —  ilíontcro. — Ro- 
mán.~Letc1ier.—ürrutia.—J.  C.  Herrera*'. 

La  parte  de  Cruz  interpuso  recurso  de  casa- 
ci  ín  en  el  fondo  contra  esta  sentencia,  "en 
cxianto,  se  dice  así  textualmente,  manda  al- 
zar, desde  el  1*'  de  marzo  último,  el  embargo 
anterior  de  la  parte  entonces  embargable  del 
sueldo  fiscal  del  e¡cctitndo", 

l'ormalizando  el  recurso  expone  el  ocurren- 
te que  el  Tribunal  de  Alzada,  al  fundarse  en  el 
nrtíctilo  46fi  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil para  ordenar  el  alzamiento  del  embargo, 
ha  dado  á  dicha  disposición  un  efecto  retroac- 
tivo, con  lo  cual  ha  infringido  el  artículo  9  del 
Código  Civil,  que  preceptúa  que  la  ley  dispone 
s>lopara  lo  futuro  y  no  tendrá  jamás  efecto 
retroactivo,  y  ha  destruido  ademáslos  efectos 
jurídicos,  ya  adquiridos,  que  asignan  al  em- 
bargo los  artículos  1619,  número  2',  1624, 
2465  y  otros  del  mismo  Código.  Bn  verdad  el 
embargo,  según  estas  disposiciones,  puede  re- 
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caer  cu  bienes  presentes  ó  futuros  fiel  deudor, 
y  por  consiguiente  en  derechos  que  emanan  de 
contratos,  como  en  el  caso  actual,  en  que  el 
señor  Le-Bert  cumple  el  de  arrendamiento  de 
sus  servicios  al  Fisco  y  iwrcibe  sueldos  por 
ellos;  tiene  la  fuerza  de  extinguir  las  deudas 
hasta  la  cantidad  en  <pie  sean  satisfechas  con 
los  bienes  embargados,  Ins  cuales  quedan  así 
afectos  al  pagu;  y  reviste  el  carácter  de  un 
verdadero  medio  de  pago,  como  se  desprende 
de  lo  expuesto  y  del  propio  encabezamiento 
del  párrafu  íí"?,  título  14-  del  libro  IV  del  Códi- 
go Civil,  que  dice:  "del  pago  por  cesión  de  bie- 
nes ó  por  acción  ejecutiva  del  acreedoró  acree- 
dores". 

La  senlencia  recurrida  desvirtúa  también 
el  sentido  de  los  artículos  7"  v  1Í4  de  la  ley  de 
7  de  octubre  de  1861. 

l*os  empicados  públicos  tienen  derecho,  de- 
recho que  nace  del  contrato  de  arrendamiento 
de  servicios,  á  percibir  sus  sueldos,  y  de  aquí 
se  deduce  que  estos  sueldos  no  son  meras  cs- 
pcctativasy  no  están,  por  tanto,  en  el  caso  del 
artículo  7''  de  la  citada  lev. 

El  vocablo  "meras",  qucíintepone  el  artículo 
íi  la  palabra  espeetalivas,  estn  indicando  que 
alude  á  simples  esperanz.-is  de  algo  que  no  tie- 
ne principio  alguno  actual  de  derecho,  basado 
en  contrato  ó  cii  ley. 

No  se  trata  siquiera  ahora  de  la  aplicación 
de  una  ley  que  se  refiera  a  la  adquisición  de 
los  sueldos  de  los  empleados  públicos  pur  ellos 
mismos,  único  evento  en  que  cabría  discutirla 
aplicabílidad  del  artículo  7*^  de  la  ley  de  7  de 
octubre  de  I8(il,  sino  de  laembargabtlidnd  de 
dichos  sueldos,  que  eran  antes  enibargablcs  en 
parte,  lo  que  es  distinto. 

El  embargo  de  derechos  legítimos  del  deu- 
dor que  una  ley  posterior  no  le  veda  adquirir, 
como  lo  es  el  salario  de  sus  servicios,  y  como 
lo  seríala  renta dcarrcndaniiento  de  un  predio 
de  su  dominio,  si  pudo  ser  es|iectativa  niieu- 
tras  el  embargo  no  se  efectuó,  dejó  de  ser  tal 
jmra  convertirse  en  hecho  consumado,  á  que 
la  ley  atribuye  efectos  jurídicos  eficaces,  desde 
el  punto  en  que  aquél  se  Itevó  á  cabo.  En  con- 
secuencia, lá  ley  posterior  de  no  enibargabili- 
dad  de  los  sueldos  afectará  á  los  embargos 
futuros,  pero  no  á  los  practicados  antes. 

El  artículo  24  de  laley  de  octubre  del  61  no 


tiene  tampoco  aplicación  al  caso  discutido, 
porque  la  ley  que  estatuye  acerca  del  alcance, 
tundo  y  efectosdel  embargo,  es  sustantiva  por 
su  naturaleza,  y  aquel  artículo,  al  atribuir 
preferencia  á  las  leyes  posteriores  sobre  las 
anteriores,  se  reticre  únicamente  A  las  que  con- 
eiernen  á  la  sustunciación  y  ritualidad  de  los 
juicios. 

Por  otra  parte,  aunque  se  estimara  el  em- 
bargo en  su  fondo  como  acto  de  mero  proce- 
dimiento, se  hallaría  amparado  el  caso  actual 
por  el  prceejito  <lc  excepción  que  consigna  el 
mismo  artículo  24,  al  establecer  que  los  tér- 
minos que  liubieran  empezado  á  correr  y  las 
actuaciones  y  diligencias  ya  iniciadas  se  regi- 
rán por  la  ley  vigente  al  tiempo  de  su  inicia- 
ción: y  es  digno  de  observar  que  más  que  ini- 
ciado estaba  liníquitado,  con  mucha  anterio- 
ridad á  la  fecha  en  que  entró  eu  vigor  el  Códi- 
go de  Procedimiento,  el  embargo  de  una  parte 
del  sueldo  del  ejecutado. 

Por  último,  no  hay  punto  de  contacto  en- 
tre un  embargo  anterior,  que  se  cumple  con 
arreglo  á  laley  vigente  al  tiempo  cu  que  se  tra- 
bó, y  la  no  cmbargalñlidad  posterior  de  una 
materia  análoga,  aplicable  solo  á  los  cmbíir- 
gos  por  venir  y,  por  tanto,  no  existe  conflicto 
alguno  del  carácter  de  los  que  se  propuso  re- 
solver la  ley  de  7  de  octubre  de  1861,  surgien- 
do, en  consecuencia,  con  toda  claridad  y  vigor 
el  mandato  del  artículo  ü  del  Código  Civil. 

En  el  escrito  presentado  ante  la  Corte  Su- 
prema para  fundar  el  recurso  se  agrega  que 
una  ley  produce  efectos  retroactivos  no  sólo 
cuando  somete  á  sus  preceptos  hechos  pasa- 
dos, sino  cuando  entra  á  regir  las  consecuen- 
cias aun  pendientes  de  esos  actos. 

Si  el  legislador  no  da  á  la  ley  efecto  retro- 
activo, como  puede  hacerlo,  indicándolo  de  un 
modo  expreso,  cosa  ijue  no  ha  hecho  respectt» 
del  artículo  466  del  Código  de  Procedimiento, 
iiay  que  acudir  á  los  principios  generales  de  la 
ciencia  ([ue  proclaman  la  irretroactividad  de 
la  ley,  y  á  las  disposiciones  ¡larticulares  de  la 
legislación  del  país,  que  son,  en  este  caso,  las 
del  artículo  'J^  del  Código  Civil  y  las  de  la  ley 
de  7  de  octubre  de  1861. 

Kn  congruencia  con  el  artículo  7'^  de  esta 
última  ley,  que  coloca  bajo  el  dominio  de  la 
posterior  las  meras  espectativas,  y  como  coro- 
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lario  indispensable  de  aquél,  estáel  articulo  22, 
que  acentúa  la  regla  de  que  en  todo  contrato 
se  entenderán  incorporadas  las  leyes  vigentes 
al  tiempo  de  su  celebración,  ó  sea  que  Ior  dere- 
chos 7  obligaciones  que  nacen  de  él,  en  confor- 
midad á  dicha  ley,  subsisten  bajo  el  imperio  de 
la  ley  posterior  contraria. 

El  señor  Ministro  don  Abel  Saavedra,  á 
quien  se  le  pasaron  los  autos  para  dictaminar 
sobre  el  recurso,  adujuensu  apoyo  las  siguien- 
tes consideraciones; 

"Bajo  las  apariencias  modestas  que  se  aca- 
ban de  bosquejar,  se  presenta  á  la  considera- 
ción de  V.  E.  una  cuestión  del  género  de  aque- 
lias  que  suelen  ser  de  la  más  difícil  solución 
para  la  ciencia  jurídica,  porque  se  relacionan 
de  cerca  con  los  derechos  adquiridos,  materia 
ccm  frecuencia  ardua  y  complicada. 

Es  un  principio  generalmente  aceptado  por 
los  escritores  de  derecho  el  de  que  la  ley  dispo- 
ne para  el  futuro  y  no  para  el  pasado.  De 
acuerdo  con  la  doctrina,  la  legislación  civil  de 
todos  los  pueblos  ha  consagrado  en  sus  códi- 
gos el  mismo  principio.  Este  principio,  que  es 
una  limitación  de  las  atribuciones  del  juez,  no 
lo  es  de  las  facultades  del  legislador,  quien,  en 
(nrcunstandas  especiales  ó  por  consideradones 
superiores  de  interés  público,  puede  disponer 
que  las  reglas  que  dicta  dominen  también  los 
hechos  del  pasado;  pero  cuando  así  lo  dispone 
lo  declara  expresamente. 

En  algunas  naciones,  como  Estados  Unidos 
y  alguna  otra  de  Europa,  el  principio  áe  que 
se  trata  ha  sido  elevado  aún  á  la  categoría  de 
un  precepto  limitativo  de  la  potestad  del  legis- 
lador, pues  su  Carta  Fundamental  prohibe 
promulgar  leyes  que  alteren  las  obligaciones 
nacidas  de  contratos. 

"El  desarrollo  de  la  libertad  civil,  dice  con 
justicia,  refiriéndose  á  esta  materia  un  ilustre 
escritor  de  nuestros  tiempos,  habria  de  sufrir 
grave  daño  si  el  ciudadano,  al  obrar  según  y 
conforme  á  la  lev  para  adquirir  derechos,  pu- 
diera temer  que  otra  ley  posterior  le  privase 
de  los  que  legítimamente  adquirió". 

La  doctrina  de  que  la  iey  dispone  sólo  para 
lo  futuro  ó  de  que  no  tiene  efecto  retroactivo 
se  resume  asi  en  el  respeto  que  debe  á  lus  de- 
rechos adquiridos.  La  ley,  que  no  puede  tocar 
ñ  estos  derechos,  ejerce  no  obstaate,'SÍn  ser 


retroactiva,  su  imperio  soberano  sobre  las 
meras  espectatiras  ó  esperanzas  que,  aun 
cuando  concebidas  al  amparo  de  otra  ante- 
rior, no  habían  logrado,  sin  eml>ar^o,  consti- 
tuirse en  derechos  durante  ella. 

Pero  en  muchas  ocasiones  no  es  fácil  distin- 
guir el  derecho  adquirido  de  la  mera  especta- 
tiva,  porque  no  ha  habido  acuerdo  en  dar  del 
primero  una  definición  que  comprenda  todos 
los  elementos  de  que  constay  los  varios a8|iec- 
tos  bajo  los  cuales  puede  nacer. 

Los  tratadistas  no  han  conseguido,  díré- 
moslo  así,  fijar  de  un  modo  claro  y  preciso  el 
linde  que  separa  el  terreno  firme  del  derecho 
adquirido  del  campo,  siempre  movedizo, de  las 
simples  espectativas  ó  esperanzas. 

Sin  duda  que  no  puede  haber  dificultad 
cuando  se  trata  de  hechos  juridicos  ó  de  actos 
(jue  se  cumplen  instantáneamente  y  tuyos 
efectos  todos  se  realizan  al  mismo  tiempo 
que  la  causa  de  que  resultan.  En  este  caso, 
dice  Beudant,  una  sola  ley  es  aplicable,  es  la 
ley  que  estaba  en  vigor  cuando  el  hecho  se 
cumplió.  Pero  otra  cosa,  agrega  este  autor, 
es  cuando  el  mismo  hecho  pertenece  por  su  ori- 
gen á  la  ley  antigua  y  á  la  ley  nueva  por  sus 
efectos  ó  consecuencias,  porque  entonces  es 
posible  el  conflicto  entre  estas  dos  leyes. 

Puede  cumplirse  un  hecho  jurídico  bajo  una 
ley  y  ejercitarse  bajo  el  imperio  de  otra  que 
someta  á  condiciones  diferentes  su  ejercicio. 
Puede  ei  individuo  adquirir  un  estado  ó  capa- 
cidad determinada (|ue  lo  habilttepara  formar 
derechos  por  el  uso  sucesivo,  y  c[ue  use  en  par- 
te al  abrigo  de  la  lev  en  que  constituyó  ei  es- 
tado 6  capacidad,  y  en  parte  bajo  el  imperio 
de  otra  que  niegue  ó  modifique  los  efectos  que 
a  este  uso  concedía  aquélla.  Puede  realizarse 
un  hecho  jurídico  á  favor  de  una  ley  y  produ- 
cir sus  efectos  ó  consecuencias  bajo  la  sobera- 
nía de  otra  diferente. 

En  estos  y  en  otros  casos,  que  podrían  pro- 
ponerse y  cuando  la  ley  nueva  vendría  á  inva- 
dir el  campo  de  la  ley  antigua,  hiriendo  dere- 
chos constituidos  íi  su  contra,  y  cuando  se 
limitaría  sólo  á  destruir  ó  modificar  las  sim- 
ples espectativas.  ¿Cuál  es  aquí  lo  pasado- 3- 
cuál  lo  porvenir? 

Para  dirimir  los  conflictos  que  con  ate  rao- 
tivo  se  originan,  todos  los  países,  al  mismo 
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tiempo  tjuc  han  foiisignado  t'ii  sus  códigos  ti 
priiicipiu  lie  !a  irrctroactividail,  lian  dictado 
leyes  llamadas  coiuñnmente  transitorias  ó  del 
derecho  transitorio,  porque  tienen  por  objeto 
resolver  las  cuestiones  que  suscita  el  transito  de 
una  legislación  d  otra  que  cambia  la  anterior. 

Todas  estas  leyes  tienen  tn  inistna  base:  el 
respeto  al  derecho  adquirido,  la  sujeción  de 
las  espectativns  al  imperio  de  la  ley  posterior. 
No  obstante,  la  dificultad  de  la  solución  en 
muchos  casos  concretos  aparece  á  menudo, 
porque,  como  se  ha  dicho,  con  frecuencia  no 
es  sencillo  discernir  los  elementos  integrales 
del  derecho  adquirido,  para  separarlo  de  lo 
que  uo  lo  es. 

Á  semejanza  de  las  legislaciones  de  los  otros 
pueblos,  nuestro  Código  Civil  sentó  en  el  ar- 
tículo 9  la  regla  de  que  "la  ley  puede  sólo 
disponer  para  lo  futuro,  y  no  tendrá  jamás 
efecto  retroactivo."  Como  ley  del  derecho  tran- 
sitorio, tenemos  la  de  7  de  Octubre  de  1861. 
La  norma  ó  base  de  estu  última  es  también  la 
misma  de  las  otras  del  mismo  linaje  que  con- 
tienen las  demás  legislaciones. 

Desde  luego,  el  artículo  22  de  esta  ley  esta- 
blece en  su  inciso  1*^,  (|ue  en  todo  contrato 
se  entenderán  incorporadas  las  leyes  vigentes 
al  tiempo  de  su  celebración,  lo  que  equivale  en 
realidad  á  establecer  que  los  derechos  que  en 
conformidad  á  estas  leyes  nacen  del  contrato 
se  entienden  incorporados  en  él. 

El  contrato,  y  por  consiguiente  los  derechos 
á  que  él  ha  dado  nacimiento,  se  rigen  por  la 
ley  queexistíaá  la  fecha  en  que  se  ajustó.  Este 
es  el  precepto  del  artículo.  Los  derechos  que 
emanan  de  un  contrato  son,  pues,  para  servir- 
nos de  la  expresión  consagrada,  derechos  ad- 
quiridos, A  que,  en  consecuencia,  la  ley  poste- 
rior no  puede  tocar. 

En  el  caso  que  motivael  recurso,  se  trata  de 
unaobligación  personal,  contraída  por  r.*-Bcrt 
á  favtir  <!c  Cruz,  con  mucha  anterioridad  á  la 
fiecha  en  que  entró  en  vigor  el  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil.  Toda  obligación  personal, 
según  el  artículo  2465  del  Código  Civil,  ar< 
tfculo  que  regía  en  toda  su  integridad  cuando 
la  obligación  se  contrajo,  -da  al  acreedor  de- 
recho para  perseguir  su  ejecución  sobre  todos 
los  bienes  raíces  6  muebles  del  deudor,  sean 
presentes  ó  futuros,  exceptuándose  solamente 


lus  no  cmbargables,  designados  en  el  arttcu- 
!<►  1618. 

Con  arreglo  á  la  ley  de  la  contratación,  el 
acreedor  adquirió  el  derecho  de  perseguir  los 
bienes  presentes  del  deudor,  es  decir,  los  que 
actualmente  tenía;  y  si  éstos  no  bastaban  para 
la  solución  de  líi  deuda,  el  de  perseguir  los  bie- 
nes futuros,  esto  es,  los  que  entraran  más  tar- 
de en  su  patrimonio.  Con  arreglo  á  la  misma 
ley,  adquirió  el  derecho  de  endjargar  ó  de  voiii- 
prender  en  la  jiersecución  los  sueldos  de  los  em- 
pleados en  servicio  público,  en  Informa  limi- 
tadaquc  expresa  el  número  primero  delartícu- 
lo  1618. 

Éste  es  un  derecho  que  nace  directa  é  inme- 
diatamente fiel  pacto,  pues  es  un  et'ccLo  ó  un 
derecho  que  expresa  y  tieterminadamcnte  le 
atribuye  la  ley. 

No  importa  considerar  aquí  sí  Le-Bert  tenía 
ik'recho  ó  simple  espcctativa  sobre  los  sueldos 
aún  nu  devengados  cuando  se  trabó  el  embar- 
go, porque  lo  que  se  estudia  es  el  derecho  que 
nació  del  contratodeniutuo,esdecir,el{lertcho 
f|uc  en  virtud  de  él  pueda  ejercitar  el  acreedor: 
y  este  derecho,  ya  se  ha  visto,  es  el  de  perseguir 
todos  los  bienes  del  deudor,  sin  más  Kmitocióu 
que  la  consignada  en  elartículo  1618.  Derecho 
ó  mera  espectativa  el  de  Le-Bert  sobre  los 
sueldos  por  devengar,  lo  cierto  es  que  puede 
el  acreedor  perseguirlos,  una  vez  que  entran 
en  el  patrimonio  del  deudor,  en  virtud  de  la  fa- 
cultíid  que  le  asegura  el  contrato  de  aprehen- 
der los  bienes  futuros  de  éste,  esto  es,  los  que 
adquiere  más  tarde. 

Kn  la  práctica,  en  casos  eumo  el  actual,  el 
embargo  es  la  retención  de  los  emolumentos 
futuros  para  i|ue  sobre  ellos  se  entienda  tra- 
bado aquél,  á  medida  ciue  vayan  ingresando 
al  peculio  del  obligado. 

En  concepto  del  suscrito,  cae  también  en 
error  la  sentencia  reclamada,  cuando  parece 
asentar  en  uno  de  sus  fundamentos  que  el  de- 
recho que  ejercita  el  acreedores  de  aquellosque 
se  adquieren  por  el  ejercicio  sucesivo  de  una 
capacidad  ó  aptitud  legal,  como,  en  el  empleo 
que  propone  el  autor,  cuya  opinión  se  invoca, 
lo  es  el  usufructo  del  padre  de  familia  sobre  los 
bienes,  del  hijo  no  emancipado,  que  solo  se  ad- 
.quiere  mediante  el  ejercicio  sucesivo  de  la  pa- 
tria potestad. 
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Ya  se  ha  visto,  y  parece  aí  suscrito  que  que- 
da así  demostrado,  que  el  derecho  de  Cruz  de- 
riva directa  é  inmediatamente  del  contrato,  y 
es  parte  integrante  de  éste. 

Precisamente  Fiore,  A  cuya  autoridad  se 
asila  la  sentencia,  estudiando  el  género  de  de- 
rechos que  ahora  se  contempla,  dice  (pígina 
45  de  la  obra  que  se  cita):  "toda  ley,  conside- 
rada como  norma  jurídica  de  los  hechos  r  cir- 
cunstancias de  que  puede  dejíendcr  la  adquisi- 
ción de  un  derecho,  determina  también  lus 
efectos  legales  de  todo  derecho  perfecto  indi- 
vidualmente adquirido.  Tales  efectos  legales 
se  deben  considerar  como  derechos  accesorios 
del  derecho  principal,  ya  nacido  é  individual- 
mente adquirido.  Hstos,  por  lo  tanto,  no  son 
otra  cosa  que  el  ulterior  desenvolvimiento 
del  derecho  adquirido,  como  accesorios  legales 
de  dicho  derecho,  y  por  esto  están  sujetos  á 
la  autoridad  de  la  misma  ley  vigente  en  el  mo- 
mento en  que  nació  el  derecho  principal  á  que 
se  refieren." 

Más  adelante  agrega:  "el  individuo  (|ue  hu- 
biere ejecutado  e!  hecho  establecido  en  la  ley  ó 
que  se  haya  encontrado  de  hecho  en  las  cir- 
cunstancias determinadas  también  por  la  ley, 
y  completa  é  íntegramente  se  verifica  esto, 
puede  tener  la  ventaja,  no  sólo  de  haber  ad- 
quirido un  derecho  individualizado  y  perfecto, 
sino  también  la  de  haber  adquirido  el  derecho 
de  deducir  los  efectos  legales  del  derecho  prin- 
cipal, siempre  que  tales  efectos  legales  sean 
apreciados  por  la  misma  ley  vigente  cuando 
nació  el  derecho  principal,  y  sean  considerados 
por  ella  como  accesorios  legales  ó  como  parte 
integrante  del  derecho  principal,  á  que  se  re- 
fieren. 

"El  derecho  de  deducir  los  efectos  legales  6 
el  ulterior  desenvolvimiento  del  derecho,  es 
también  un  derecho  concreto,  determinado  é 
individualizado,  que  encuentra  su  ñindamento 
en  el  hecho  ó  en  la  ley:  en  el  hecho,  que  es  el 
derecho  principal  perfecto  é  individualmente 
adquirido;  y  en  la  ley,  que  es  la  vigente  en  el 
momento  en  que  fué  adquirido  el  derecho  prin- 
cipal". 

Y,  por  último,  para  ahorrar  sobre  este  punto 
otras  transcripciones  del  mismo  autor,consig- 
na  (pág.  58)  estas  observaciones  que  son  deci- 
sivas: "Esta  regla,  la  de  que  la  ley  antigua 


sujeta  á  su  imperio  absoluto  los  accesorios  le- 
gales del  derecho  principal,  se  comprende  más 
fácilmente  aplicándola  á  los  derechos  que  to- 
man su  origen  de  un  hecho  voluntario  del  hom- 
bre. El  que  voluntariamente  llevase  á  fecto  un 
hecho  del  cual  se  deriven,  según  la  ley  vigente, 
ciertos  derechos  ó  cierta  potestad  en  favor  de 
otro,  no  puede  alterar  ó  modificar  por  su  sola 
voluntad  los  efectos  jurídicos  que  legítima- 
mente son  una  consecuencia  jurídica  del  hecho 
mismo". 

"El  acto  jurídico  y  la  ley  que  lo  rige  forman, 
])or  otra  parte,  tm  título  irrevocable  contra  el 
nutordcl  hecho  y  constituyen  el  derecho  adqui- 
rido. Tfíics  son  los  derechos  t/ue  se  derivan  de 
los  contriitas  y  cimsi-contratos,  ó  de  los  deli- 
tos y  cuasi-delitos". 

"/.fi  leyque  se  hallnlm  en  vij^oren  el  momen- 
to en  que  fueron  constituidos  tales  derechos, 
ejerce  su  autoridad  absoluta  é  ilimitnda  sobre 
los  derechos  que  están  por  consumarse.  _v  en 
cualquier  tiempo  en  que  se  suscitase  cues- 
tión acerca  de  ella,  no  podría  menos  de  reco- 
nocerse el  imperio  absoluto  de  la  ley  bajo  la 
cual  fueron  creados  ó  constituidos". 

"La  razón  por  la  que  no  puede  la  ley  nueva 
sujetar  á  su  imperio  estos  derechos,  es  para 
nosotros  evidente.  La  ley  dispone  para  el  por- 
venir, luego  el  derecho  adquirido  antes  de  em- 
pezar á  regir,  pertenece  al  pasado,  y  éste  no 
está  dentro  del  poder  del  legislador.  Por  lo 
tanto,  resulta  que  siempre  que  se  contienda 
sobre  la  existencia,  naturaleza  ó  extensión  de 
tales  derechos,  debe  el  juez  ó  magistrado  que 
hubiere  de  resolverla,  separar  el  precepto  im- 
pciativo  ó  la  norma  jurídica  establecida  por 
la  ley  para  determinar  su  alcancey  valorcon 
arreglo  á  la  ley  en  virtud  de  la  que  fueron  ad- 
quiridos, no  obstante  que  en  el  momento  en 
que  hubiera  de  deducirse  dicha  controversia 
estuviese  en  vigor  una  ley  distinta'\ 

Beudant,  dice,  por  su  parte,  que  las  ccmse-: 
cuencias  de  un  hecho  acaecido  bajo  una  ley 
quetlan  sometidas  A  esta  le3',  aunque  no  se 
realicen  sino  bajo  la  ley  nueva,  cuando  ellas  se 
ligan  á  su  causa  como  un  efecto  necesario  y 
directo,  al  revés  de  lo  que  posa  cuando  esas 
consecuencias  aparecen  sólo  como  un  efi^to 
posible  é  indirecto.  Y  aquí  no  cabe  revocar  en 
duda  que  el  derecho  ejercitado  por  el  acreedor 
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se  desprende  precisa  c  inmediatamente  del 
contrato  y  no  de  otra  parte. 

La  circunstancia  aOn  admitida  como  cierta, 
de  que  el  artículo  466  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  contenga  una  disposición  de  inte- 
rés {iijbKco  y  ana  disposición  prohibitiva— 
caracteres  que  eu  estaocasíón  sccomiienetran, 
por  decirlo  así,  el  uno  en  el  otro,  porque  todo 
precepto  prohibitivo  es  generalmente  dictado 
por  consideraciones  de  interés  público  —  no 
cambin  tampoco  la  cuestión. 

La  regla,  conforme  &  la  doctrina  más  acep- 
tada, es  siempre  la  misma.  lil  derecho  consti- 
tuido bajo  hi  ley  que  jiermitía  su  adquisición, 
subsiste  bajo  la  soberanía  de  otra  que  prohi- 
biera su  adquisición.  Aquél  es  un  derecho  ad- 
quirido, que  permanece  inviolable  bajo  In  ley 
posterior.  Esta  legisla  para  el  porvenir,  y  no 
podría  destruir  ó  anular  aquel  derecho  sin  in- 
vadir un  campo  que  no  le  pertenece. 

Por  lo  demAs,  esta  idea  de  qiie  la  ley  prohi- 
bitiva ó  que  se  dicta  para  servir  á  intereses  de 
orden  público  puede  tener  efecto  retroactivo, 
anulando  los  hechos  jurídicos  del  pasado,  si 
puede  ser  formulada  en  teoría  con  la  opinión 
de  uno  que  otro  publicista  que  se  ponen  en  de- 
sacuerdo en  el  mayor  número,  es  insostenible 
entre  nosotros,  que  tenemos  un  criterio  positi- 
vo para  resolver  la  cuestión. 

Bl  artículo  9^  del  Código  Civil,  sin  hacer 
distinción  entre  leyes  de  éste  ó  de  otro  género, 
ha  dicho  en  la  fórmula  míis  enérgica  que  po- 
día emplear:  la  ley  no  tendrá  jamás  efecto  re- 
troactivo. Para  darle  este  efecto  á  la  ley,  sería 
preciso  que  ella  lo  dijera  expresamente.  Por 
tanto,  ningún  derecho  creado  bajo  una  ley 
puede  ser  destruido  ó  cercenado  por  otra  pos- 
terior, porque  esto  sería  dar  á  ésta,  contra  su 
precepto  expreso,  efecto  retroactivo. 

Bxeuso,  por  innecesario,  hacer  sobre  este 
punto  traiiscrípciones  de  la  obra  del  mismo 
autor  que  he  citado  antes,  quien  sostiene  la 
misma  doctrina. 

Se  ha  insinuado,  también,  como  considera- 
ción fundamental  para  sostener  laretroactivi- 
dad  de  la  disposición  contenida  en  el  artículo 
-tBB  de  que  se  viene  hablando,  la  de  (jue  ella 
está  consignada  en  el  Código  de  Pruccd  i  mien- 
to, y  es,  por  tanto,  una  regla  desustanciación 
ó  ritualidad,  que  en  tal  concepto  y  de  acuerdo 
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con  lo  prevenido  en  el  artículo  24  de  la  ley  de 
7  de  octubre  del  61,  prevalece  sobre  toda  otra 
anterior  desde  el  momento  en  que  entró  en  vi- 
gor aquel  Código. 

V,  E.  sabe  muy  bien  que  los  Códigos  de  Pro- 
cedimiento contienen  á  las  veces  preceptos  de 
carácter  sustantivo,  así  como  las  leyes  de  este 
illtimo  género  consignan  en  no  pocas  ocasio- 
nes reglas  de  mera  ritualidad.  La  circunstan- 
cia, pues,  de  que  una  disposición  figure  en  uno 
ó  en  otro  Código,  nosería  bastante  por  sí  sola 
para  cambir  su  naturaleza  ó  su  índole  propia. 

El  Código  de  los  procedimientos  judiciales, 
que  son,  como  dice  Lastres,  el  definir  las  for- 
mas solemnes  con  que  se  proponen,  discuten  y 
resuelven  las  pretensiones  deducidas  ante  los 
tribunales, contiene,  por  lo  regidar,dispüsicio- 
ncs  concernientes  á  la  mera  ritualidad,  pero 
suele  contener  también  otras  que  no  se  dirigen 
á  ordenar  la  tramitación  sino  que  miran  A  la 
sustancia  de!  derecho  ó  al  fondo  de  la  acción. 

En  buena  doctrina,  las  primeras  son  leyes 
de  procedimiento,  mas  no  así  las  segundas. 

A<|uéllas,  es  decir,  las  que  arreglan  sólo  la 
tramitación,  las  que  determinan  los  medios  ó 
las  formas  para  hacer  valer  la  fuerza  jurídica 
de  un  derecho,  no  pueden  ser,  generalmente 
hablando,  estimadas  como  conexas  con  éste, 
porque  el  procedimiento  no  es  consecuencia  ni 
efecto  del  derecho  del  individuo.  Esas  formas 
ó  medios  se  cambian  ó  modifican,  salvo  casos 
de  excepción  que  no  hay  para  qué  aludir  por 
el  momento,  sin  que  el  derecho  individualmen- 
te adquirido  que  con  ellos  se  qercite  sufra  me- 
noscabo. 

i'uede  una  ley,  por  ejemplo,  contralo que  an- 
tes existía,  exigir,  como  lo  htzo  el  artículo  4' 
de  la  de  8  de  febrero  de  1837,  que  se  termine 
la  demanda  ejecutiva  con  el  juramento  de  ser 
cierta  la  deuda,  ó  con  la  designación  escrita 
en  letras  del  día,  mes  y  año  en  que  se  presenta, 
ó  que,  para  la  subsistencia  del  embargo  quede 
esta  acción  proceda,  se  haga  la  inscripción  de 
el  en  el  Conservador,  ó  se  dé  aviso  periódica- 
mente por  los  diarios,  etc.,  porque  todas  ést'-  s 
no  son  sino  fórmulas  para  deducir  la  acción,  ó 
trámites  á  que  debe  sujetarse  elgercicio  y  con- 
servación del  derecho,  sin  que  en  nada  lo  to- 
quen ó  afecten. 

Otra  coaa  seria  si,  contrariamente  á  lo  que 
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mandaba  una  ley  anteríor,  dispusiera  la  nue> 
va,  por  ejemplo,  queel  documento  privado,  aun 
reconocido,  no  tuviera  mérito  ejecutivo,  ó  que 
no  pudieran  embargarse  ciertos  bienes  del  deu- 
dor, que  por  la  ley  vigente,  cuando  se  creó  el 
título,  podían  ser  perseguidos  en  esta  forma. 
No  cabe  duda  que,  en  estos  casos,  las  disposi- 
ciones de  la  ley  posterior  afectarían  al  fondo 
de  la  acción,  porque  anularían  6  menoscaba- 
rían el  derecho  precedentemente  adquirido. 

De  aquí  es  que  los  escritores  de  derecho  dis- 
tinguen en  el  Código  de  Procedimiento  los 
preceptos  que  tienen  sólo  por  objeto  regular 
las  formas  del  juicio,  independientemente  del 
fondo  de  la  acción,  y  que  por  eso  llaman  ordi- 
natoria  litis,  de  los  que  comprometen  ó  afectan 
el  fondo  de  la  acción  misma  y  que  clasifican 
con  la  fórmula  decisoria  litis. 

Podemos  decir  que  es  doctrina  incontestada 
que  todo  lo  que  se  refiere  simplemente  A  la  ri- 
tualidad, es  decir,  la  ordinatoria  litis,  queda 
absolutamente  sometida  á  la  soberanía  de  la 
ley  vigente  al  tiempo  en  que  se  deduzca  la  ac- 
ción; y  que  todo  lo  que  mira  al  fondo  de  la  ac- 
ción, esto  es,  la  decisoria  litis,  es  dominado 
por  la  ley  que  estuvo  en  vigor  al  tiempo  en  que 
se  constituyó  el  derecho. 

En  esta  doctrina,  se  ve  aparecer  el  mismo 
principio  que,  cualquiera  que  sea  el  caso  á  que 
se  aplique,  es  siempre  invariable:  el  respeto  al 
derecho  adquirido. 

Por  la  perfecta  similitud  que  con  la  que  aho- 
ra se  debate  tiene  la  cuestión  que  por  ella  se 
resuelve,  y  por  la  alta  autoridad  del  tribunal 
de  que  procede,  es  útil  citar  una  sentencia  que 
invoca  en  apoyo  de  esta  teoría  el  autor  á 
quien,  en  el  curso  de  este  estudio,  se  faa  becho 
más  referencia. 

El  decreto  de  17  de  marz«  de  1808  estable- 
ció en  Francia  que  eran  nulas  de  pleno  dere- 
cho, sin  que  de  ellas  pudiera  nacer  acción  al- 
guna entre  los  tribunales,  las  obligaciones  por 
préstamos  ht^chos  por  los  hebreos  á  los  meno- 
res, sin  la  autorización  de  sus  tutores,  á  las 
mujeres  casadas  sin  la  autorización  de  sus  ma- 
ridos y  á  los'militares  sin  la  de  sus  jefes. 

Surgieron  cuestiones  respecto  de  si  debía  ó  no 
ser  aplicado  el  decreto  á  las  obligaciones  con- 
traídas con  anterioridad  á  su  publicación,  y  el 
Tribunal  Supremo  de  Casación,  confirmando 


el  fallo  del  de  Colmar,  de  10  de  enero  de  1809, 
decidió,  en  sentencia  de  7  de  junio  del  año  si- 
guiente, la  negativa  por  la  consideración  de 
que  el  artículo  3^  de  aquel  decreto,  que  es  el 
que  hacia  la  declaración  de  nulidad,  no  hatrfa 
dispuesto  que  se  aplicara  á  las  deudas  ante- 
riores. 

Apreciando  esta  sentencia,  que  anota  el 
autor  cabalmente  en  la  sección  destinada  A 
tratar  de  la  autoridad  retroactiva  de  las  leyes 
de  procedimiento,  dice  que  ella  vino  así  á  esta- 
blecer que,  cuando  el  derecho  de  la  acción  judi- 
ciaria  es  adquirido  á  virtud  de  un  derecho  con- 
tractual y  perfecto,  según  la  legislación  an- 
terior, (Itbe  ser  considerada  también  aquella 
como  un  derecho  perfecto  y  creado,  rigiéndose 
como  tal  por  In  legislación  anterior,  en  fuerza 
(leí  principio  general  de  derecho  transitorio, 
salvo  el  caso  en  que  el  legislador  hubiese  dis- 
puesto expresamente  lo  contrario. 

Por  otra  parte,  el  artículo  466  fué  propues- 
to, en  su  forma  primitiva,  porunode  los  miem- 
bros de  la  Comisión  Mista  de  senadores  y 
diputados,  en  sesión  de  29  de  noviembre  de 
1901,  con  el  objeto,  según  lo  expresó  su  autor, 
de  ampliar  lo  dispuesto  en  el  arttcu1ol618  del 
Código  Civil,  y  este  antecedente  indicaría  ya 
el  carácter  particular  del  precepto.  Se  le  Aló  su 
forma  definitiva  en  la  sesióu  del  20  de  diciem- 
bre del  mismo  año,  y  fué  aprobado,  después 
de  alguna  discusión  en  el  Congreso,  con  modi- 
ficaciones que  se  introdujeron  en  el  número 
primero. 

La  idea  del  número  primero  y  la  del  segundo 
inciso  del  número  diezíocho  fueron  tomadas 
dándoles  mayor  amplitud  del  proyecto  que  ha- 
bía sometido  á  las  Cámaras  el  Ejecutivo  el 
25  de  noviembre  de  aquel  año,  que  en  sus  ar- 
tículos l^y  2*^ declaraba  la  no  embargabilidad 
de  los  sueldos  de  los  empleados  en  servicio  pú- 
blico, de  los  montepíos,  de  las  pensiones  remu- 
neratorias del  Estado  y  de  las  pensiones  ali- 
menticias forzosas,  y  la  nulidad  de  los  con- 
tratos que  tuvieran  por  objeto  la  cesión  de 
cualquiera  de  las  rentas  expresadas  ó  de  algu- 
na parte  de  ellas. 

En  la  exposición  de  motivos  del  proyecto 
del  Gobierno,  se  dejaba  constancia  de  que  la 
medida  propuesta  no  se  extendía  á  las  obliga- 
ciones contraidas  con  anterioridad;  y,  por 
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tanto,  no  lesionaría  ella  ningún  derecho  adqui- 
rido. A  pesar  de  que  después  de  esta  declara- 
cidn  el  artículo  era  redundante,  se  consignaba, 
sin  embargo,  en  el  proyecto  como  transitorio, 
que  establecía  que  los  efectos  de  la  ley  no 
comprendían  los  contratos  celebrados  y  obli- 
gaciones contraídas  con  anterioridad  á  su 
promulgación. 

Aunque  no  se  consignó,  porque  no  podía 
hacerse  en  el  cuerpo  del  Código,  la  disposición 
transitoria,  quedó  con  estos  antecedentes  bien 
en  claro  el  propósito  de  la  ley. 

No  es  natural  tampoco  admitir,  como  se  ha 
observado  en  alguna  ocasión  con  justicia,  que 
el  Presidente  de  la  República— que  presidió  la 
Comisión  Mista  y  acababa  de  presentar  el 
proyecto  de  no  embargabilidad  de  los  sueldos 
de  los  empleados  públicos— cambiara  al  día 
siguiente,  puede  decirse,  de  opinión  para  atri- 
buir al  precepto  del  artículo  4-66  la  retroacti* 
vidad  que  le  negaba  en  aquel  proyecto. 

Por  lo  demás,  ya  se  ha  dicho  que,  aun  sin 
existir  estos  antecedentes,  no  habiéndose  dado 
expresamente  por  el  legislador,  autoridad  re- 
troactiva al  artículo  466,  habría  que  estar  al 
principio  general,  tan  insistentemente  debati- 
do, deque  la  ley  sólo  dispone  para  el  porvenir. 

De  lo  expuesto  se  desprende,  en  concepto 
del  Ministro  que  emite  este  dictamen,  que  la 
sentencia  recurrida  se  ha  pronunciado  con  in- 
fracción de  algunas  disposiciones  legales,  in- 
fracción que  ha  influido  sustancialmente  en  lo 
dispositivo  de  ella.  Se  han  infringido  el  ar- 
tículo 9  del  Código  Civil  cuando  se  ha  dado 
efecto  retroactivo  al  ¿66  del  Procedimiento, 
aplicándolos  á  contratos  celebradas  con  ante- 
rioridad á  la  promulgación  de  este  Código;  el 
2465  del  mismo  Código  Civil,  al  desconocer 
el  derecho  que  el  contrato  de  f.  había  crea- 
do á  favor  del  acreedor  de  perseguir  su  ejetu- 
ción  sobre  los  sueldos  del  deudor,  sin  otra 
limitación  que  la  prescrita  por  el  1618;  el  ar- 
tículo 7'  de  la  ley  de  7  de  octubre  de  1861,  al 
aplicarlo,  considerando  como  mera  cspectati- 
va  el  derecho  adquirido  con  anterioridad  á  la 
promulgación  del  Código  de  Procedimiento 
■  Civil;  y,  por  último,  el  24  de  la  referida  ley, 
cuando,  calificando  de  precepto  concerniente 
ála  mera  ritualidad  del  juicio  ba  Juzgado  que 
:el  artículo  466  del  Código  de  Procedimiento 


debía  aplicarse  preferentemente  á  las  dis[)0si- 
ciones  del  Código  Civil,  de  que  nace  el  derecho 
que  hace  valer  el  acreedor. 

Salvo,  pues,  el  mejor  parecer  de  V.  E.,  pien- 
sa el  infrascrito  que  la  sentencia  recurrida  de- 
be ser  invalidada  por  casación  en  el  fondo,  y 
que  obrando  de  acuerdó  con  lo  prevenido  en 
el  artículo  058  del  Código  de  Procedimieoto, 
debe  revocarse  enseguida  la  resolución  de  pri- 
mera instancia,  que  corre  á  f..,  para  desesti- 
mar en  su  totalidad  la  solicitud  de  oposición 
que  formuló  Le-Bert. 

Al  casar  la  sentencia,  V.  E.,  con  arreglo  al 
artículo  979,  ordenará  devolver  á  la  parte 
recurrente  la  cantidad  consignada. 

Debidamente  se  ha  abstenido  el  informante 
de  toda  consideración  relativa  á  la  proceden- 
cia del  recurso,  derivada  del  carácter  ejecutivo 
del  juicio  porque  V.  E.,  en  un  caso  reciente, 
parece  hal^er  resuelto,  aunque  sólo  implícita- 
mente, que  procede  el  recurso  de  casación  en 
el  fondo  en  causas  de  este  género. 

Útil  y  hasta  necesario  resulta,  sin  embargo, 
decir  una  palabra  respecto  déla  admisibilidad 
Jel  recurso,  mirada  ella  del  punto  de  vista  de 
la  naturaleza  de  la  interlocutoría,  ya  que  uno 
de  los  señores  Ministros  del  Tribunal  que  dic- 
tó la  sentencia  disintió  de  la  upinión  de  la 
mayoría  en  la  resolución  que  la  concedió. 

No  se  ha  puesto  en  duda  que  el  deudor  no 
tiene  otros  bienes  que  lus  sueldos  de  que  goza 
como  profesor  del  Liceo  de  Talca. 

Con  este  antecedente,  la  resolución  que  de- 
clara que  debe  alzarse,  á  contar  desde  el  1'  de 
marzo,  el  embargo  trabado  por  Cruz,  impor- 
ta de  hecho  la  terminación  del  juicio  ejecutivo 
ó  la  imposibilidad  de  continuarlo,  porque  ca- 
recería ya  de  objeto  ó  no  produciría  sino  re- 
sultados nugatorios. 

La  resolución  que  se  examina  viene  á  ser 
así  de  la  misma  naturaleza  que  las  que  niegan 
el  privilegio  de  pobreza,  ó  la  personalidad  pa* 
ra  entrar  en  juicios,  etc.,  las  cuales,  sin  resol- 
veren realidad  nada  sobre  el  pleito,  impiden, 
no  obstante,  iniciarlo  ó  proseguirlo. 

Como  lo  observaba  con  oportunidad  uno 
de  los  ilustrados  miembros  de  la  Comisión  re- 
visora  del  Código  de  Procedimiento, estas  son 
las  resoluciones  que  recuerdan  los  comenta- 
dores españoles  como  resoluciones  que  hacen 
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imposible  la  continuación  del  juicio,  y  que  fue- 
ron también  las  que  se  tuvieron  en  mira  at 
aprobar  en  el  seno  de  aquella  Comisión  el  in- 
ciso 2"  d<i\  artículo  939." 

La  Corte  talló  el  recurso  con  fecha  21  de  di- 
ciembre de  1003  en  los  términos  siguientes: 

Considerando: 

l''  Que  la  sentencia  de  que  se  recurre,  <licla- 
da  en  2.^  instancia  por  In  Corte  de  AjKlaeio- 
ncs  de  Talca,  es  inapelable  y  de  carácter  defi- 
niti%*o  por  su  naturaleza,  pues  resuelve  sóbrela 
existencia  de  derechos  y  obligaciones  proce- 
dentes del  contrato  que  sirve  de  titulo  á  la 
ejecución,  y  también  de  un  embargo  confir- 
mado por  una  sentencia  ejecutoria  de  trance 
y  pago; 

2^  Que  el  aludido  contrato,  ó  sea,  el  mutuo 
constante  de  la  escritura  de  f.  1,  fué  otorgado 
por  don  Jorje  Le-Bert,  como  deudor,  en  l(i  de 
julio  de  1896,  con  arreglo  á  leyes  vigentes  en 
esa  fecha,  las  cuales,  según  establece  el  artículo 
22  de  la  ley  sobre  efecto  retroactivo  de  7  de 
octubre  de  1861,  deben  entenderse  incorpora- 
das en  el  mismo  contrato; 

3^  Que,  en  conformidad  cun  las  leyes  vigen- 
tes al  tiempo  de  pactarse  el  mutuo,  el  acree- 
dor adquirió  la  facultad  de  embargar  una 
parte  del  sueldo  del  deudor  para  pngarsc  de 
la  obligación,  pucsel  artículo  2465  del  Código 
Civil  dispone  que  "toda  obligación  personal 
da  al  acreedor  el  derecho  de  perseguir  su  eje- 
cución sobre  todos  los  bienes  raíces  ó  muebles 
del  deudor,  sean  presentes  ó  futuros,  excep- 
tuándose solamente  los  no  embargables  de- 
signados en  el  artículo  1618",  y  en  este  último 
artículo,  en  cuanto  al  sueldo  de  los  empleados 
públicos,  sólo  se  declaraban  no  embargables 
las  dos  terceras  de  dicho  sueldo  cuando  no 
excediese  de  novecientos  pesos  y  la  mitad  del 
exceso  sí  lo  hubiere; 

4''  Que  el  acreedor  usó  de  este  derecho  al 
presentarse  ejecutivamente  contra  Le-Bert  y 
hacer  trabar  el  embargo,  en  31  de  octubre  de 
1901,  en  la  parte  erabargable  del  sueldo  fiscal 
del  deudor,  derecho  que,  además,  fué  recono- 
cido y  sancionado  en  la  sentencia  ejecutoría 
de  trance  y  pago,  fecha  7  de  diciembre  de 
aquel  año  y  corriente  á  f.  4  vuelta; 

5^  Que  el  derecho  del  acreedor,  asi  ejercita- 
do, no  puede  considerarse  como  una  simple 


facultad  que,  en  general,  le  correspondiese  jior 
el  contrato  de  mutuo  y  á  que  pudiera  poner 
término  una  ley  posterior,  sino  que  debe  esti- 
marse como  un  derecho  adquirido  y  perfecto, 
ó  como  aa  hecho  legalmente  realizado  con  an- 
terioridad á  la  fecha  en  que  empezó  á  regir  la 
ley  que  declaró  no  embargable  la  totalidad 
del  sueldo  de  los  empleados  públicos  y  prohi- 
bió cederlo  en  cualquier  forma  y  cantidad; 

fi''  Que  estos  derechos  adquiridos  ó  actos 
ya  verificados  con  arreglo  á  la  antigua  ley  de- 
I>en  subsistir  Iwijo  el  Ím|>erio  de  la  nueva  con 
todos  a(|iiellos  efectos  que  sean  consecuencia 
inmediata  y  necesaria  de  los  mismos  derechos 
ó  actos,  &  no  ser  que,  de  una  manera  expresa, 
el  legislador  haya  ordenado  que  las  disposi- 
ciones fie  la  nueva  ley  deban  aplicarse  también 
á  los  efectos  de  los  actos  realizados  con  ante- 
rioridad á  ella,  extensión  que  no  dió  el  legis- 
lador al  artículo  466  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil; 

7^  Que  el  artículo  1624  del  Código  Civil 
previene  que  es  aplicable  al  embargo  por  ac- 
ción ejecutiva  del  acreedor  lo  dispuesto  acer- 
ca de  la  cesión  de  bienes  en  los  iirtículos  1618 
y  siguientes  del  mismo  Código;  y  ea  el  artículo 
1619  se  establece  que  esta  cesión,  entre  otros 
efectos,  produce  el  de  que  las  deudas  se  extin- 
guen hasta  la  cantidad  eníjue  sean  satisfechas 
con  los  bienes  cedidos,  y  el  de  que  los  acreedo- 
res adquieren  la  facultad  de  disponer  de  estos 
bienes  hasta  obtener  el  entero  pago  de  sus  cré- 
ditos; 

8'  Que,  por  consiguiente,  con  el  embargo 
trabado  en  31  de  octubre  de  1901  y  con  la 
sentencia  de  trance  y  pago  de  7  de  diciembre 
de  ese  año,  adquirió  el  acreedor  Cruz  el  de^^ 
cho  de  hacerse  pagar  de  su  crédito  con  la  par- 
te embargable  del  sueldo  de  Le-Bert  hasta 
dejar  íntegramente  satisfecho  el  valor  de  In 
deuda,  quedando  afectas  á  este  pago  todas  la* 
cantidades  que  en  lo  sucesivo  se  fueren  .deren* 
gando  y  corrcspondiendoádicha parte  embar- 
gable, lo  mismo  que  si  hubiera  mediado  una 
cesión  hecha  legalmente  por  el  deudor  y  acep 
tada  por  los  acreedores; 

9^  Que  el  derecho  de  embargar  y  de  ceder 
cierta  parte  de  los  sueldos  se  hallaba  recono- 
cido expresamente  por  la  ley  en  el  numero  V 
del  artículo  161S  citado  del  Código  Civil,  de 
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suerte  que  no  hay  para  qué  ocupíifse  en  exa- 
minar si  los  sueldos  por  devengar  constituyen 
ó  no  una  mer.i  cspcctntiva  riel  deudor; 

10'  Que  el  embargo  parcial  del  sueldo,  como 
sucede  con  cualquiera  otro  de  bienes  futuros, 
constituye  un  solo  acto,  que  se  verifica  una 
sola  vez,  sin  necesidad  ni  motivo  para  que  se 
vaya  repitiendo  día  á  día  A  período  á  período 
de  tiempo,  á  medida  que  el  sueldo  se  deven- 
gue, pues  el  derecho  del  empleado  á  su  sueldo 
dimana  originariamente  de  su  nombramiento 
aceptado  por  él  mismo,  título  que  tampoco 
debe  renovarse  sucesivamente  ñ  cada  día  ú 
jwríodo  de  servicios,  para  que  el  empleado 
tenga  derecho  al  pago  subsiguiente  y  este  de- 
recho pueda  ser  afectado  A  la  solución  de  sus 
obligaciones; 

1 1^  Que  es  manifiesto  que  la  disposición  del 
artículo  4G6  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, en  cuanto  declara  la  no  embarg.ibilidíitl  de 
los  sneldos  de  los  empleados  fiscales  ó  ni'fnici- 
pales,  no  constituye  una  lev  concerniente  A  la 
sustanciación  6  ritualidad  de  los  juicios,  que 
deba  prevalecer  sobre  las  anteriores  desde  el 
momento  de  su  promulgación,  sino  que  es  una 
disposición  que  tiene  por  objeto  deslindar  de- 
rechos y  obligaciones  de  las  personas,  sin  que 
baste  ¿  darle  el  primer  carácter  la  eventual 
circunstancia  de  que  ahora  figure  en  un  Códi- 
go procesal,  cuando  antes  se  contaba  en  cl 
Civil;  y  si,  por  vía  de  hipótesis,  se  la  pudiese 
incluir  entre  las  leyes  que  sirven  para  ordenar 
la  litis,  estaría  comprendida  en  la  excepción 
que,  A  favor  de  la  aplicación  de  la  ley  ante- 
rior, establece  expresamente  el  artículo  24  de 
la  ley  de  efecto  retroactivo  res|>ecto  de  las 
actuaciones  ya  iniciadas  á  la  época  de  la  pro- 
mulgación de  la  ley  posterior; 

12^  Que  para  atribuir  acción  inmediata  al 
referido  precepto  del  artículo  466  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  tampoco  es  admisible 
calificarlo  como  una  ley  perteneciente  al  arre- 
glo del  orden  público,  ya  que  no  tiene  por  ol> 
jeto  regir  de  algún  modo  las  funciones  de  los 
empleos,  sino  que  se  refiere  á  los  derechos  que 
terceras  personas  puedan  ejercitar  respecto  de 
los  sueldos,  que  son  bienes  regidos  por  la  ley 
sustantiva  civil;  ni  sería  conciliable  aquella 
calificación  cun  la  embargabilidad  que  el  mis- 
mo artículo  466  reconoce  sobre  una  parte  de 


los  sueldos  cuando  se  trata  de  hacer  efectivo 
cl  pago  de  pensiones  alimenticias  decretadas 
¡udicialniente,  siendo  de  notar,  además,  que 
en  dicho  artículo  la  no  embargabilidad  de  los 
sueldos  de  los  empleados  se  halla  colocada 
junto  con  la  de  los  salarios  y  jornales  de  los 
trabajadores  y  criados,  la  de  las  pensiones 
alimenticias  forzosas,  la  de  las  cantidades  de- 
positadas en  ciertas  cajas  de  ahorros,  la  de  las 
pólizas  de  segui  os  de  vida,  la  de  las  sumas 
p'>gadas  á  empresarios  de  obras  públicas,  la 
del  lecho  del  deudor,  el  de  su  mujer  y  el  de  sus 
hijos,  la  (le  los  libros,  máquinas  ó  útiles  pro- 
fesionales hasta  determinado  valor,  y  de  to- 
das las  otras  restricciones  del  derecho  de 
embargar  que  no  se  refieren  absolutamente  al 
orden  de  los  intereses  públicos: 

13*^  Que  para  producir  la  acción  inmediata 
de  que  se  habla  en  el  considerando  anterior, 
tampoco  bastaría  la  calidad  de  prohibitivo 
que  pudiera  atribuirse  al  precepto  del  citado 
artículo  46(;,  tanto  por  no  tratarse  déla  abo- 
lición absoluta  de  una  institución  jurídica, 
como  por  referirse  el  caso  de  este  juicio  á  actos 
ya  realizados  válidamente  bajo  el  imperio  de 
una  legislación  anterior; 

14'  Que  de  todo  lo  expuesto  resulta  que  la 
sentencia  de  que  se  recurre,  al  aplicar  desde 
luego  al  embargo  trabado  en  1901,1a  disposi- 
ción delnúmero  1'  del  artículo  466  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  que  empezó  á  imperar 
sólo  desde  el  1'  de  marzo  último,  ha  contra- 
riado el  artículo  9  del  Código  Civil,  que  esta- 
blece que  "la  lei  sólo  puede  disponer  para  lo 
futuro  V  jamás  tendrá  efecto  retroactivo",  in- 
fracción que  ha  infinido  directamente  en  el  al- 
zamiento de  dicho  embargo,  decretado  en  esa 
resolución. 

Visto,  también,  lo  preceptuado  en  los  artícu- 
los 940  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  que  ha  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación en  el  fondo  interpuesto  por  <lon  Juan 
X.  Cruz  contra  la  sentencia  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones de  Talca,  fecha  1'  de  mayo  último, 
que  se  registra  á  fs.  17  vuelta  de  estos  autos: 
y  por  tanto,  se  invalida  dicha  sentencia  y  se 
reemplaza  por  la  que  este  Tribunal  dicta  fi  con- 
tinuación de  la  presente.  Devuélvase  al  recu- 
rrente la  cantidad  consignada. 
Acordada  contra  el  voto  de  los  señores  Mi- 
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nistro»  Urrutift,  Varas  y  Foster  Reca barren, 
tos  dos  primeros  de  los  cuales,  reproduciendo 
los  considerandos  de  la  sentencia  invalidada, 
y  el  tercero  por  las  razones  que  consigna  en  el 
libro  de  votos, opinaron  que  no  debía darsclif 
gar  al  recurso. 
Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Vicente 

Aguirre  Vargas  Galvarino  Gallardo.— José 

Alfonso.'— Leopoldo  Urrutia.-  José  Gabriel 

Falma  Guzmán.  — Gabriel  Gaete  Vicente 

Aguirre  Varffas.—Leoncio  Roi/ríffuez.— Carlos 
Varas.— Bnriqae  Foster  Ñecaharren. 

y  pronunciándose  sobre  el  fondo  dictó  la 
sentencia  siguiente: 

Santiago,  21  de  diciembre  de  1903.— Vistos: 
Üon  Alberto  Bascuñ/in,  síndico  del  concurso 
fürmado  á  los  bienes  de  donjuán  N.  Cruz,  so- 
licitó, en  octubre  de  1901,  se  despachara  man- 
damiento de  ejecución  y  embargo  contra  don 
Jorge  Le-Bert,  deudor  del  fallido  por  la  suma 
de  dos  mil  pesos,  intereses  y  costas,  confor- 
me á  la  escritura  pública  que  acompañó,  que 
es  un  mutuo  de  fecha  16  de  julio  de  1896,  otor- 
gado por  Le-Bert  á  favor  de  Cruz,  á  cinco  años 
de  plazo,  ante  el  notario  de  Tnlcn  don  Elias 
Blízondo. 

Despachado  el  mandamiento,  se  trabó  em- 
bargo, el  día  31  del  indicado  octubre,  en  la 
parte  embargable  del  sueldo  del  deudor  como 
profesor  del  Liceo  de  Talca,  y  en  7  de  diciem- 
bre siguiente,  se  dictó  sentencia,  de  trance  y 
pago,  que  quedó  ejecutoriada  por  no  haberse 
deducido  recurso  alguno  á  su  respecto. 

Don  Juan  N.  Cruz,  á  quien  su  concurso  ha- 
bla cedido  el  crédito  para  alimentos,  se  pre- 
sentó en  unión  de  los  señores  Solar  Herma- 
nos, ejecutantes  también  de  Le  Bert,  pidiendo 
qne  las  cantidades  retenidas  á  éste  en  Tesore- 
ría se  dividiesen  en  cuatro  partes  y  se  girase 
libramiento  á  su  favor  por  los  tres  cuartos,  y, 
por  el  resto,  á  favor  de  los  otros  ejecutantes,  y 
se  procediese  de  igual  modo  en  lo  sucesivo  has- 
ta la  extinción  de  los  créditos. 

Conforme  á  lo  soHcitado,  se  dictaron  efecti- 
vamente los  libramientos  de  que  se  dejó  testi- 
monio en  las  diligencias  ríe  fs.  9  vuelta  y  11 
vuelta,  esta  última  de  9  de  enero  de  1903. 
En  10  de  marzo  del  mismo  ano  se  presentó 


(te  nuevo  el  ejecutante,  y  solicitó  á  fs.  12  se  gi- 
rase libramiento  sobre  la  suma  de  ciento  trein- 
ta y  un  pesos  veinticinco  centavos  de  loá  fon- 
dos retenidos  al  deudoren  la  Tesorería  de  Tal- 
ca por  la  parte  embargable  de  su  sneldo  corres- 
pondiente á  enero  y  febrero. 

Mandadodcspachar  el  libramiento  con  cita- 
ción de  Le-Bert,  éste  se  opuso  á  fs.  13,  fundán- 
dose en  el  artículo  466,  número  1'  del  Código 
(le  Procedimiento  Civil,  y  pidió,  en  subsidio,  se 
declarase  alzado  el  embargo  desde  el  l'demar* 
zo  de  este  año. 

Oído  don  Juan  N.  Cruz,  se  dictó  la  resolu- 
ción de  primera  instancia  de  17  de  mayo  co- 
rriente á  fs.  15,  apelada  por  Cruz,  en  que  se 
aceptó  la  oposición  de  X*e-Bírt  y  se  mandó 
alzar  el  embargo. 

Teniendo  presente: 

1'  Que  el  embargo  de  que  se  trata  fué  tra- 
bado en  31  de  octubre  de  1901,  y  por  senten- 
cia ejecutoria  de  7  de  diciembre  de  ese  año  se 
ordenó  llevar  adelante  la  ejecución  hasta  ha- 
cer entero  pago  al  acreedor  del  capital  de  dos 
mil  pesos,  intereses  y  costas; 

2'  Que  dicho  embargo  se  produjo  con  arre- 
glo á  la  legislaci(>u  entonces  vigente,  que  con- 
fería derecho  al  acreedor  para  hacerse  pago 
con  una  parte  del  sueldo  del  deudor,  con  arre- 
glo á  los  artícuhís  24-63  y  1618,  número  l'del 
Código  Civil; 

3^  Qne  un  acto  válidamente  ejecutado,  bajo 
el  imperio  de  la  leyani,TÍor,debe  subsistir  con 
sus  efectos  inmediatos  bnjo  el  imperio  de  la 
ley  posterior,  aunque  ésta  haya  adoptado 
otras  disposiciones  al  respecto  de  los  actos  de 
la  clase  á  que  pertenece  el  anterior  ya  verifi- 
cado; 

•t'  Que,  conforme  á  los  artículos  1624  y 
1619  del  Código  Civil,  el  embargo  produce, 
entre  otros  efectos,  el  de  que  la  deuda  quede 
extinguida  hasta  la  concurrencia  del  valor  de 
los  bienes  embargados,  y  el  de  que  el  acreedor 
adquiera  1n  facultadde  disponer  de  esos  bienes 
hasta  obtener  dicho  pago  íntegro;  y 

5*^  Que,  en  consecuencia,  con  el  embargo 
trabado  en  31  de  octubre  de  1901  y  con  la  sen- 
tencia ejecutoria  de  7  de  diciembre  siguiente, 
tenía,  al  promulgarse  el  Código  de  I'roccili- 
miento  Civil,  adquirido  Cruz  el  derecho  de  pa- 
garse de  su  créflito  con  la  parte  embargable 
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del  sueldo  de  Le-Bert,  no  s^lo  con  lai  oantídn- 
des  percibidas  hasta  esa  fecha  sino  con  las  qne 
en  1*>  sucesivo  se  fuesen  devengando,  pues  el 
derecho  de  embargar  el  sueldo  tenía  esa  exten- 
sión, según  el  artículo  IfílS  del  Código  Civil, 
y  la  conserva  hasta  ahora  en  el  caso  del  inci- 
so 2^  delnúmerol''  del  artículo46(í  del  Código 
de  Procedimiento  Civil. 

Visto,  además,  lo  prevenido  en  los  artícu- 
los 7,  22y  24de  la  ley  de  7  de  octubredel861, 
y  958  del  Código  ile  Procedimiento  Civil,  se 
revoca  la  referida  sentencia  de  17  de  mayo  del 
año  actual,  corriente  á  fs.  15,  y  se  declara  que 
no  ha  lugar  con  costas  en  que  se  condena  ni 
ejecutado,  íl  la  oposición  y  solicitud  deducidas 
por  don  Jorge  Le-Bert  A  fs.  13,  y  en  consccuen- 
cia,  debe  llevarse  adelante  el  libramiento  pe- 
dido por  Cruz,  á  fs.  12,  y  mantenerse  el  embar- 
go trabado  en  esta  ejecución. 

Acordada  contra  el  voto  de  los  señores 
Ministros  Urrutia,  Varas  y  Foster  K.,  previ- 


niéndose  que  tos  dos  primeros  confirman  la 
sentencia  apeladacon  la  declaración  hecha  por 
la  Corte  de  Talca  en  la  resolución  invalidada 
y  por  los  fundamentos  que  en  esta  última  se 
consignan,  y  qne  el  señor  Foster  Recabarren, 
aceptando  la  declaración  de  la  Corte  de  Talca, 
laconHrmópor  las  razones  que  consigna  en 
el  libro  de  acuerdos. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Vicen- 
te Aguirre  Vargas.  —  Gnívaríno  Gallardo.  — 
José  Alfonso. — Leopoldo  Urrutia. — José  Ga- 
briel Palma  Guimán.— Gabriel  Gaete.—  Vicente 
Agiürre  Vargas. — Leoncio  Rodriguei.—CarJon 
Varas. — Enrique  Foster  Recabarren  (1). 

( t )  Por  abundancia  de  material  no  es  posible  pu-' 
hlicar  en  esto  número  un  estudio  que  sobre  la  cues- 
tión transitoria  á  que  se  refiere  el  fallo  de  la  Corte 
Suprema,  lin  escrito  el  seilor  Eliodoro  Yá'lez;  pero 
cspcr.tiDOH  poder  liacerlo  en  el  próximo  r.úinero.  El 
cstudii>  del  señor  VáAez  será  la  mejor  critica  de  esta 
intercKiiitc  resolución 


CORTES  DE  APELACIONES 


Corte  de  Santiago.—1 2  de  octubre  de  1903  _ 

Sanfurgo  con  Sanfurgo 

£stado  OiviL— Hijo  natural  —  Adqul- 
sloión  del  estado  oon  arreglo  á  la  la- 
glslaolón  anterior  al  Código  Civil.  - 
Efeoto  retroaotivo. 

Doctrina: — La  apreciación  y  declara- 
cióa  del  estado  civil  de  hijo  natural  deben 
hacerse  con  sujeción  á  ¡o  dispuesto  en  la 


ley  primera  titulo  V  libro  X  de  Ja  No- 
visima  Recopilación,  ¡a  cual  tenía  por  hi- 
jos naturales  á  aquellos  *'que  al  tiempo 
que  naciesen  ó  ihesen  concebidos,  sus  pa- 
dres podían  casarse  con  sus  madres  jus- 
tamente sin  dispensación^  con  tanto  que 
su  padre  lo  reconozca  por  su  lujo" 

En  consecuencia,  quien  pretende  el  esta- 
do civil  de  hijo  natural  con  arreglo  á 
dicha  legislación,  debe  acreditar  conjunta- 
mente: V*  que  sus  pretendidos  padre  jr 
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madre  á  /a  fecha  en  que  nació  pudieron 

casarse  válidamente  sin  dispensación  y 
2^  que  antes  de  la  vigencia  del  Código 
Civil  fué  reconocido  por  su  pretendido 
padre  como  hijo  suyo. 

No  es  bastante  prueba  del  primer  requi' 
sito  que  gran  número  de  testigos  añrmcn 
que  los  padres  no  estaban  ligados  por 
parentesco  ú  otro  impedimento  para  con- 
traer matrimonio,  ai  ignoran  en  su  mayor 
parte  el  nombre  de  ¡os  abuelos  ó  no  los 
conocieron.  Dicha  prueba  no  puede  tener 
valor  tampoco  contra  el  mérito  probato- 
rio de  una  solicitud  de  dispensa  é  infor- 
mación matrimonial  en  que  se  establece 
que  los  padres  eran  parientes  en  terceroy 
cuarto  grado  de  consanguinidad,  paren- 
tescosque  constituían  impedimento  para 
el  matrimonio,  pues  esta  prueba precons- 
tituida  tiene  todos  los  caracteres  de  serie- 
dad para  dar  el  hecho  por  establecido. 


Don  Ramón  2^  Sanfurgo  se  presentó  al  Juz- 
gadode  Curicó  exponiendoque  había  fallecido 
intestado  en  Santn  Cruz  de  este  departamento 
clon  José  Ramón  Sanfnrgo,  quedando  como 
SU8  parientes  más  cercanos  él,  que  es  su  liijo 
natural,  y  cuatro  hermanos  legítimos:  don  José 
DoloresSanfurgoNalerno,  don  T^uis.don  Frnn 
cisco  Javier  y  doña  Rita  Sanfurgo,  casada  con 
don  Pedro  Catalán;  que  él  nació  en  el  lugar  de 
Chomedagüe,  subdelegación  <le  Santa  Cruz, 
allá  por  el  año  mil  ochocientos  cuarenta  y 
nueve,  siendo  su  madre  doña  Carmen  Reyes  y 
Ruz.  Que  á  la  fecha  de  su  nacimiento,  sus  pa. 
dresdonjosé  Ramón  Sanfurgoydoña  Carmen 
Reyes  eran  solteros  y  no  tenían  parentesco  ni 
impedimento  alguno  para  contraer  sin  dispen- 
sa matrimonio,  y  que  en  estado  de  soltería 
permanecieron  ambos  también  hasta  que  fa- 
llecieron; Que  desde  su  nacimiento,  su  padre 
atendió  constantemente  &  todas  sus  necesida- 
des, lo  hizo  bautizar  con  su  mismo  nombre  y 
tan  pronto  como  pudo  separarlo  de  la  nodriza 


lo  llevó  á  su  lado  y  vivió  con  él  en  s«  propia 
casa,  considerándolo  como  su  hijo  y  presen- 
tándolo como  tal  &  sus  parientes  y  relaciones. 

En  casa  de  su  padre  permaneció  hasta  que 
estuvo  en  estado  de  recibir  instrucción  y  edu- 
cándolo en  diversos  colegios  que  él  mismo  de- 
signaba, y  siempre  bajo  su  amparo  y  vigilan- 
cia, y  que  después  de  haber  adquirido  algunos 
conocimientos  en  diversos  colegios  de  Santa 
Cruz  y  Llico  permaneció  al  lado  de  su  padre 
hasta  su  fallecimiento,  viviendo  siempre  en  la 
misma  casa,  atendiendo  él  todos  sus  negocios 
y  i^ozando  de  la  intimidad  que  existe  entre 
padre  é  hijo;  Que  ni  una  sola  vez  ni  en  ocasión 
alguna  manifestó  siquiera  duda  acerca  de  su 
calidad  de  hijo  suyo,  ni  dejó  de  considerarlo 
como  tal,  según  era  público  y  notorio  entre 
todos  los  parientes  y  relaciones  de  su  ñnndo 
padre,  y  que  á  pesarde  que  estos  hechos  están 
en  conocimiento  de  los  hermanos  legítimos  de 
don  José  Ramón  Sanfurgo,  ha  creído  necesa- 
rio exigir  una  resolución  judicial  sobre  su  esta- 
do civil,  y  al  efecto  presenta  demanda  contra 
los  cuatro  hemiano's  del  señor  Sanfurgo,  que 
son:  don  José  Dolores,  don  Luis,  don  Javier  y 
doña  Rita  Sanfurgo,  únicos  interesados  en  la 
sucesión.  En  esta  virtud  pide  se  declare  á  su 
tiempo  su  calidad  de  hijo  natural  de  don  José 
Ramón  Sanfurgo. 

En  cumplimiento  del  auto  de  la  iltma.  Corte 
de  22  de  agosto  de  1 899,  que  mandó  suspen- 
der los  efectos  de  una  sentencia  dictada  en  11 
de  enero  de  1898  y  de  todo  lo  obrado,  repo- 
niéndola eausa  al  estado  de  notificarse  el  trns- 
ladode  lademandaque  se  acaba  de  relacionar, 
fueron  notificados  todos  los  demandados  y 
don  José  Gregorio  Santana,  en  represcntadón 
de  don  .Luis  Sanfurgo,  contestándola  por  su 
parte,  dice:  Que  debe  desecharse,  pues  sostiene 
que  don  Ramón  2^Sanftirgo  no  tiene  los  reqni- 
s¡tost{ue  la  ley  exige  para  haber  podido  adqui- 
rir el  estado  civil  que  pretende,  y  sostiene  que 
todavía  son  falsos  los  hechos  que  en  esa  deman- 
da aduce  para  probar  que  fué  reconocido  como 
hijo  por  don  Ramón  Sanfurgo,  ya  que  éste  ni 
le  dió  su  nombre,  ni  dirigió  ni  vigiló  su  educa- 
ción ni  le  llevó  á  su  casa  en  los  primeros  rÍuís, 
ni  menos  le  consideró  y  presentó  como  hijo 
suyo  á  deudos  y  relaciones.  Por  el  contrarío, 
siempre  protestó  airado  de  la  imputación  que 
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alguna  vez  se  le  hiciera  iJe  tener  deseciiHiente, 
Dueño  de  bienes  cíe  consideríición,  y  en  abso- 
luta liijertad  hasta  el  mismo  momento  <Ie  su 
muerte,  nunca  lo  reconoció  ni  quiso  testar. 

Don  Javier  Sanfurgo,  por  síy  pordon  Petlro 
2^  Catalíín,  cti  un  escrito  reproduce  la  contes. 
tnci6n  dada  por  don  Luis  Sanfurgo,  y  pide 
se  tenga  por  suya  y  se  niegue  lugar  á  la  de- 
manda. En  relwhiía  de  don  José  Dolores  San- 
furgo, se  dió  por  contestada  la  misma. 

El  Juzgado  de  Cuneó  resolvió: 

Considerando: 

Que  el  demandante  solicita  se  le  declare  h^o 
natural  de  don  Ramón  Sanfurgo,  con  arreglo 
&  la  legislación  civil  vigente  en  Chile  ñ  la  épo- 
ca de  su  nacimiento. 

Que  con  la  prueba  rendida,  atendido  el  nú- 
mero y  calidad  de  los  testigos,  ha  comproba- 
do el  demandante  poseer  los  requisitos  exigi- 
dos por  la  ley  1",  título  5*^,  libro  10  de  la 
Novísima  Recopilación,  para  ser  estimado  co- 
mo hijo  natural  del  señor  Sanfurgo,  pues  ha 
justificado  haber  nacido  entre  mil  ochocientos 
cuarenta  y  nueve  y  mil  ochocientos  cincuenta; 
que  sus  padres  pudieron  en  esa  época  casarse 
válidamente  y  sin  dispensa;  que  desde  su  na- 
cimiento fué  atendido  y  protegido  por  su  pa- 
dre como  verdadero  hijo,  que  como  tal  hijo  lo 
dió  á  conocer  A  sus  deudos  y  relaciones,  y  des- 
de los  primeros  años  lo  llevó  íí  su  casa  y  co- 
rrió con  su  alimento,  educación  y  vestuario,  y 
que  hasta  su  fallecimiento  don  Ramón  San- 
furgo trató  al  demandante  con  todas  las  con- 
sideraciones de  hijo. 

Que  la  prueba  rendida  por  los  demandados 
no  es  bastante  para  destruir  el  mérito  de  los 
hechos  probados  por  don  Ramón  2'  Sanñirgo, 
y  aunque  han  pretendido  probar  que  los  pa- 
dres de  éste  tenían  impedimento  para  contraer 
libremente  matrimonio  á  la  época  del  naci- 
miento no  lo  han  conseguido  y  tampoco  se 
abrió  discusión  sobre  el  particular  en  la  litis 
trabada. 

Con  el  mérito  de  estas  consideraciones,  dis- 
posición legal  citada,  artículos  3'  y  5'' de  la 
ley  de  T  de  octubre  de  1861,  ley  40,  título  16, 
partida  3*  y  artículo  1698  del  Código  Civil,  se 
declara  admisible  la  demanda  y  en  consecuen- 

lURIS. 


cía  que  debe  tenerse  á  don  Kamón  2^  Síui- 
fnrgn  como  hijo  natural  de  don  José  Ramón 
Í3.'infu''go,  para  todos  los  fines  legales.— ATo- 
lian. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  resolvió: 

Reproduciendo  la  parte  expositiva  de  la 
sentencia  de  primera  instancia,  y  teniendo  pre- 
sente: 

1'  Que  la  apreciación  y  declaración  del  esta- 
do civil  de  hijo  natural  que  para  sf  reclama 
don  Ramón  2'' Sanfurgo  en  su  demanda,  su- 
bordinadas como  se  hallan  á  lo  prevenido  en 
los  artículos  3^  3'  5^  de  la  ley  de  siete  de  octu- 
bre demil  ochocientos  sesenta  yuno,  deben  ha- 
cerse con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  la  ley  1*,  tí- 
tulo 5^,  libro  10'  de  la  Novísima  Recopilación; 

2''  Que  esa  ley  tenía  por  hijos  naturales  á 
aquellos  "que  al  tiempo  que  nacieren  ó  fueren 
concebidos,  sus  padres  podían  casarse  con  sus 
madres  justamente  sin  dispensación,  con  tan- 
to que  su  padre  lo  reconozca  por  su  hijo"; 

3'  Que  en  consecuencia,  para  que  pueda  de- 
clararse al  demandante  hijo  natural  de  don 
José  Ramón  Sanfurgo,  ba  debido  acreditar 
conjuntamente:  1'  que  sus  pretendidos  padrey 
madre,  á  la  fecha  en  que  él  nací  ^,  pudieron  ca- 
sarse válidamente  sin  dispensación;  y  2'  que 
antes  de  la  vigencia  del  Código  Civil  fué  reco- 
nocido por  su  pretendido  padre  como  hi)n 
suyo; 

4'  Que  no  puede  sostenerse  (|ue  la  primera 
de  las  circunstancias  á  que  alude  el  conside- 
rando anterior,  no  haya  sido  materia  de  la 
litis,  ya  que  fué  expresamen  te  alegada  como 
fundamento  de  la  demanda,  se  rindió  prueba 
á  su  respecto  y,  léjos  de  aceptarla  los  deman- 
dados, se  sostuvo  en  el  escrito  de  contesta- 
ción que  don  Ramón  2^  Sanfurgo  no  tenfa  los 
requisitos  que  la  ley  exige  para  haber  podido 
adquirir  el  estado  civil  que  pretende,  y  entre 
tales  requisitos  figura  la  circunstancia  de  que 
se  ha  hecho  mención; 

5'  Que  la  prueba  producida  á  este  respecto 
por  el  demandante  es  deficiente  porque,  si 
bien  es  cierto  que  gran  número  de  testigos 
afirman  al  tenor  de  la  pregunta  4*  del  inte- 
rrogatorio de  f.  506,  que  los  padres  del  tlcman- 
dante  no  estaban  ligados  por  parentesco  ú 
otro  impedimento  para  contraer  matrimonio, 
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el  mérito  de  esta  prueba  aparece  desvirluaila 
en  gran  parte  con  Ins  respuestnj«  Hndns  por 
los  mismos  testigos  á  la  pregunta  déL-iiiia  <lel 
contra-tnterrogatoriü  de  f.  537,  á  cuyo  tenor 
declaran  en  su  mayor  parte  que  ignoran  el 
nombre  ó  no  conocían  A  los  abuelos  6  padres 
(le  don  Ramón  Sanfurgo  y  doña  Carmen  Reyes; 
algunos,  que  no  les  consta  que  no  había  pa- 
rentesco; uno  se  limita  ñ  declarar  que  no  tenían 
parentesco  Jegitinio;  otro  oyó  decir  que  eran 
parientes;}'  sólo  tresnfirman  categóricamente 
que  no  eran  parientes  y  estos  no  saben  ó  no 
recuerdan  el  nombre  de  los  abuelos; 

Que  por  otra  parte  esta  ¡)ruel»i  aparece 
contradicha  por  los  antecedentes  acompaña- 
dos por  los  demandados  en  esta  instancia,  que 
son:  la  solicitud  presentalla  á  la  Curia  Hele' 
siñstica  el  año  mil  ochocientos  cincucntay  dos 
por  don  José  Agapito  Sanfurgo,  padre  de  don 
Kantón,  en  que  pedia  dispensa  de  los  irapedi- 
mentcs  que  tenía  para  contraer  matrimonio 
con  doña  Juana  de  Dios  Reyes,  hermana  de 
dona  Carmen  Reyes,  madre  esta  últinm  del  de- 
mandante, y  la  inrormación  de  testigos  rendi- 
da al  tenor  dc  dicha  solicitud; 

T'  Que  en  el  expresado  pedimento  afirma- 
ba don  Agapito  Sanfurgo  que  estaba  ligado  ñ 
doña  Juana  de  Dios  Reyes  con  tres  impedi- 
mentos: "el  primero  de  consanguinidad  de 
cuarto  grado  puro  por  línea  transversal  igual 
y  los  otros  dos  de  afinidad  proveniente  de  ct^- 
pula  lícita,  el  primero  en  tercer  grado  mixto 
con  segundo  y  el  segundo  en  cuarto  grado 
mixto  con  tercero,  ambos  por  línea  transver- 
sal 'lestgual"  y  que  estas  afirmaciones  apare- 
cen corroboradas  por  las  declaraciones  pres- 
tadas ante  la  Curia  Eclesiílstica  por  doña 
Juanade  Dios  Reyes  ylos  testigos  Leonor  Día?, 
y  Pascual  Meneses; 

8^  Que  estando  debidamente  acreditado 
en  autos  que  don  Rnmóii  Sanfurgo,  presunto 
padre  del  demandante,  era  hijo  de  don  Aga- 
pito, y  que  doña  Juana  de  Dios  Reyes  era  her- 
mana de  doña  Carmen,  de  quien  se  dice  hijo 
don  Ramón  2.'  Sanfurgo,  la  prueba  preions- 
titiiída  de  que  ^e  ha  hecho  mención  en  el  con- 
siderando que  precede,  manifiesta  que  el  ex- 
presado don  Ramón  Sanfurgo  se  encontraba 
ligado  á  dofia  Carmen  Reyes  por  dos  paren- 
tescos de  consanguinidad,  uno  en  tercero  v  el 


otro  en  cuarto  grado,  lus  cuates  constituían 
impedimento  Ijastante  para  que  hutueran  pa* 
dido  casarse  sin  dispensaci^)n. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  1698  del 
Código  Civil  y  374,  428  y  431  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  revoca  la  sentencia 
aiielada  de  diez  y  «ei»  de  marzo  de  mil  nove- 
cientos uno,  y  se  declara  sin  lugar  la  demanda 
deducida  por  don  Ramón  2."  Sanfurgo. 

Ke<1actada  por  el  señor  Presidente  Mora.— 

L.  K.  Mora. — A.  Mnntt.—Dttrio  fícnaventc  

Luis  Barrían. 


Cttrtv  t/e  Saaí¡n^o.~1H  de  a^ost**  de  líMKl 
I^icalle  con  HoscuñAn  Montes 

(Expediente  ctmcurso  de  la  Sociedad  Nacional 
de  Teléfonos) 

Verlfioaolón  deorédltos.— Preferencia. 
— Preaentaolón  de  copla  del  eaorito 
en  que  se  alegra. 

Doctrina:— La  notiñcacióa  de  la  de- 
manda de  prelación  se  hace  á  los  acree- 
dores por  a  visos  y  no  es  necesario  acom- 
pañar copias  del  escrito  en  que  se  for- 
mula. 


Don  Mauro  Lacalle  alegó  preferencia  en  d 
concurso  de  la  Sociedad  Nacional  de  Teléfonos 
como  cesionario  de  diversos  créditos  de  em- 
pleados de  la  Sociedad  fallida  y  otro»,  m 
acompañar  cupia  de  su  escrito. 

Se  confirió  traslado  de  su  presentación  y  ta 
providencia  fué  notificada  por  mediodeavisos 
en  los  diarios,  en  la  forma  acordada  para  las 
demás  notificaciones  de  interés  general  délos 
acreedores.  Uno  de  éstos,  don  Alberto  Basni- 
ñán  Montes,  se  presentó  solicitando  se  declara- 
raque  no  habiacorridotérmtnompodiacorrer 
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lidra  evacuar  dichu  Irasladu,  inieittras  no  se 
le  facilitara  el  cxamien  de  1o9  autos  qne  decía 
no  había  podido  ver  eii  secretaría  y  no  se  le 
diera  la  copia  que  Lacalle  debía  haber  deposi- 
tado en  ella. 
Con  fecha  22  de  junio  resolvió  ti  Juzgado: 
Con  lo  expuesto  por  las  partes,  el  mérito  de 
lo»  antecedentes,  y  teniendo  presente:  que  se" 
gún  el  art.  642  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  la  notificación  de  la  demanda  de  prefe- 
rencia se  hace  á  los  acreedores  por  avisos  pu. 
blicados  en  la  forma  establecida  en  el  inc.  1' 
del  art.  G17  del  mismo  Código  y  que  los  au- 
tos no  han  salido  del  Juzgado,  se  declara  sin 
lugar,  con  costas,  lo  pedido  por  don  Alberto 
Bascuñán  Montes.— jÍ/a /a 
A))elada  esta  resolución, 

La  Corte  falló: 

Se  confirman  en  la  parte  apelada  los  au 
tos  de  19  y  22  de  junio,  con  declaración  de  que 
h^,  Ingar  A  la  1^  petición  de  la  conclusión  del 
escrito  de  f...  v  que,  en  consecuencia,  el  jilazo 
para  impugnar  la  preferencia  alegada,  empe- 
zará á  correr  para  don  Alberto  Bascuñán 
Montes  desde  que  se  le  facilite  en  secretaría  el 
examen  del  cuaderno  de  verificación. 

El  señor  Larraín  Zañartu  fué  de  opinión  de 
que  se  revocaran  los  autos  apelados  en  todas 
sus  partes  y  se  diera  lugar  á  las  peticiones  de 
los  escritos  de  fs.  21  y  28,  en  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  los  arts.  642  y  648  del  Código  de 
Procedimiento  Civil.— ^osé  Alejo  FernáadexF. 
—J.  Ignacio  Lfirrain, — Eduardo  Castillo.. 


Corte  de  Santiago,  28  de  agosto  de  1903 

Núñez  con  Puissant 

Dooumentos  privados.  —  Endoso.  — 
,    Autenticidad.— Presunoiones 

Doctrina:— prueba  de  la  cancela- 
ción de  un  documento  privado  no  es 


atendibie  cuando  ¡a  persona  que  aparece 
firmándolo  ha  negado  la  efectividad  de 
la  fírma;  y  por  el  contrario^  esa  prueba 
importa  un  reconocimiento  expreso  de  la 
autenticidad  de  dichos  documentos.  No 
es  tampoco  atendible  la  prueba  de  la  can- 
celación cuando  el  documento  contiene 
abonos  hechos  con  posterioridad  á  la  k- 
cha  en  que  se  supone  cancelado  el  docu- 
mento. 

Xe^ada  la  autenticidad  del  endoso, 
debe  ella  ser  establecida  por  la  persona 
que  hace  valer  en  juicio  el  documento.  No 
puede  tomarse  en  cuenta  como  prueba 
del  endoso  la  declaración  del  endosante 
prestada  ante  un  cónsul  chileno  en  el 
extranjero  si  no  se  ha  legalizado  la  fir- 
ma de  éste  en  debida  forma. 


Doña  AdelaidaNúñezdemandó  á  don  Adol- 
fo Puissant,  como  endosatario  de  un  docu- 
mento de  valor  de  seis  mil  pesos,  para  que  se 
declarara  que  debía  pagarle  la  indicada  can- 
tidad con  sus  intereses,  salvo  legítimo  abono, 
y  las  costas. 

Por  acuerdo  de  las  partes  se  acumuló  á  esta 
demanda  otra  entablada  por  la  misma  seño- 
ra contra  Puissant,  sobre  pago  de  un  docu- 
mento por  tres  mil  pesos, otorgado  por  éste  á 
favor  de  don  León  Bruck,  y  cuya  firma  no  re- 
conocía Puissant,-  quien  negó  además  deber 
suma  alguna  á  Oruck,  pues  sus  relaciones  co- 
merciales con  éste  dejaban  siempre  un  saldo  » 
su  favor. 

El  juez  señor  Marín  fallóeata  causa  en  sen- 
tencia de  20  de  julio  de  1903,  declarando  sin 
lugar  la  demanda  de  conformidad  con  las  le- 
yes 3'  y  4*^,  título  16,  partida  3**  y  artículos 
1698  y  1712  del  Código  Civil,  en  virtud  de 
las  consideraciones  siguientes: 

1''  Que  la  demandante  no  ha  justificado  en 
debida  forma  ni  la  efectividad  del  endoso  del 
documento  de  seis  mil  pesos,  ni  el  dominio  del 
de  tres  mil,  ni  la  efectividad  de  la  deuda  de 
qne  dan  cuenta  ambos  pagarées; 
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2^  Que  los  testi^ros  que  suscriben  el  docu- 
mento presentarlo  por  el  (lemniiflado  para  jus- 
tificar la  liquidación  desús  relaciones  comer- 
ciales eon  Bruck,  lian  reconocido  sus  firmas  y 
la  efectividad  de  lo  expresado  en  aquél,  y  tra- 
tándose de  instrumento  privado,  como  lo  son 
también  los  que  se  cobran  por  la  demandan- 
te, no  hay  antecedente  alguno  para  dar  A 
éstos  mayor  fuerza  valor  probatorio  que 
A  aquél;  y 

3^  Que.  además  de  lo  anterior,  consta  de  la 
declaración  He  los  testigos,  don  Carlos  Allá  y 
don  Pedro  Temple,  que  afirman  que  arregla- 
ron cuentas  Bruck  y  Puíssant  con  posteriori- 
dad á  la  fecha  que  llevan  los  pagarées  ya  ci- 
tados, cancelándose  todo,  y  quedando  éstos 
sin  valor,  constituyendo  las  declaraciones  de 
los  testigos  del  demandado  y  el  instrumento 
exhibido  por  éste,  presunciones  graves,  preci- 
sas y  concordantes  de  la  efectividad  de  lo  re- 
lacionado en  dicho  instrumento. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente: 

Que  con  el  instrumento  presentado  por 
el  demandado  y  las  declaraciones prestadasal 
tenor  de  los  interrogatorios,  ha  tratado  de 
comprobar  éste  que  los  pngarées,  cuyo  saldo 
se  demanda,  fueron  cancelados  con  anteriori- 
dad al  presente  juicio; 

2^  Que  esta  prueba  carece  de  eficacia  para 
fundar  los  derechos  de  don  Adolfo  Puissnnt, 
ya  que  éste  ha'negado  la  firma  de  loa  mismos 
documentos  cuya  cancelación  pretende  acre- 
ditar; y,  por  el  contrario,  ella  importa  un  re- 
conocimiento expreso  de  la  autenticidad  de 
dichos  documentos; 

3^  Que  contribuyen  también  á  desvirtuar 
el  mérito  de  la  prueba  citada  los  abonos  que 
aparecen  anotados  por  L.  Bruck,  al  respaldo 
del  pagaré  de  seis  mil  pesos  con  posterioridad 
á  la  fecha  en  que  se  le  supone  cancelado; 

4''  Que  no  obstante  lo  expuesto  en  los  con- 
siderandos anteriores,  el  demandad»  desco- 
noce la  autenticidad  del  endoso,  en  virtud  del 
cual  comparece  en  esta  causa  doña  Adelaida 
Núñez;  y  no  bastan  para  acreditarla  ni  los 
antecedentes  acumulados  en  primera  tnstan- 
cÍA,  ni  la  declaración  hecha  por  Bruck  ante  el 
cónsul  de  Chile  en  Buenos  Aires,  ya  que  la  fir- 


ma puesta  por  dicho  ftincionari<i  al  pie  del  do- 
cumento agregado  en  esta  instancia  no  lia 
sido  legalizada  en  debida  forma. 

Se  confirma  la  sentencia  apelada  de  29  de 
julio  del  año  próximo  pasado. 

Atendido  el  mérito  de  la  causa  y  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en  el  artículo  151  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  se  exime  á  doña 
Adelaida  Núñez  de  la  condenación  en  costas. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Luis 
Barriga.— L.  J?.  Mora.— A.  Montt  Lws  Ba- 
rriga. 


Corte  tlv  Snntiaffo.~19  de  octnhre  de  1903 
(íronemeyer  con  Concha  y  Toro 

Abandono  de  la  instancia- —Sfeoto 
retroactivo 

Doctrina: — Bn  nuestra  antígaa  legis- 
lación no  existia  el  abandono  de  la  ins- 
tancia establecido  por  el  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  y,  en  consecuencia,  sin 
dar  electo  retroactivo  á  ¡as  disposiciones 
de  los  artículos  159  y  163  de  dicho  Códi- 
go no  podría  aplicarse  la  sanción  que 
ellos  prescriben  á  los  plazos  transcurridos 
con  anterioridad  A  su  vigencia^  pues  á 
virtud  de  lo  dispuesto  en  el  articulo  24 
de  la  ley  de  9  de  octubre  de  1861,  el  tér- 
mino fijado  para  el  abandono  no  puede 
comenzar  á  correr  sino  desde  el  de 
marzo  próximo  pasado, y  si  bien  es  cierto 
que  el  abandono  de  la  instancia  no  cons- 
tituye en  rigor  una  especie  de  prescrip- 
ción, le  son  aplicables  las  consideraciones 
que  sirvieron  de  expreso  íundamento  al 
artículo  25  de  dicha  ley,  con  arreglo  á  las 
cuales  no  procedería  aplicar  en  otra  for- 
ma que  la  indicada  el  re&rido  art^ulo  24. 
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En  et  juicio  que  seguía  don  Augusto  Grone- 
nityer  con  don  Enrique  Concha  y  Toro,  y  i|iie 
se  encontraba  paralizado  desde  el  22  de  abril 
de  1897,  es  decir,  desde  más  de  tres  años  an- 
tes del  1'  de  marzo  último,  solicitó  él  señor 
Concha  y  Toro  se  declarara  abandonada  la 
instancia,  oponiendo  esta  excepción  al  alega 
lo  de  la  parte  contraria  proveído  con  fecha  30 
de  mayo,  fundada  en  haber  transcurrido  más 
de  tres  años  desde  la  última  providencia,  con 
arreglo  al  artículo  159  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil. 

El  demandante  Groiieine^'er  se  opuso  á  esta 
[wtición  sosteniendo  que  la  última  províden- 
dencia  era  esa  del  30  de  mayo  y  que  el  aban- 
dono de  la  instancia  no  existía  con  arreglo  á 
la  antigua  legislación. 

El  juez  señor  Ahumada  resulvió: 

Santiago,  15  de  mavo  de  1903.~Vistosi  cun 
lo  expuesto  por  las  partes  y  en  mérito  de  las 
razones  y  citas  legales  expuestas  en  esta  soli- 
citud, se  declara  sin  lugar,  con  costas,  lo  soli- 
citado pordon  Enrique  Concha  en  su  escritodc 
f.  195.  Ejecutoriado  que  sea  este  proveído,  en- 
tregúesele á  esta  parte  los  autos  para  alegar. 

Apelada  esta  resolución,  se  suscitó  desa- 
cuerdo en  la  manera  de  computar  el  término 
requerido  para  ejercitar  el  recurso,  por  tratar- 
se de  la  aplicación  de  una  ley  nueva,  estimando 
la  mayoría  del  Tribunal  que  debía  contarse 
desde  su  vigencia,  con  sujeción  al  artículo  24 
de  la  ley  de  9  de  octubre  de  1861,  y  estimando 
uno  de  los  señores  ministros  que  debía  contar- 
se desde  la  última  providencia  recaída  en  el 
juicio  con  anterioridad  al  1'  de  marzo  de 
1903,  pues  lo  contrario  nos  llevaría  á  produ- 
cir irregularidades  que  pugnarían  con  la  letra 
y  espíritu  de  la  ley:  contra  la  letra  porque  no 
sería  la  fecha  inicial  de  los  tres  años  de  que  ha- 
bla  el  artículo  159,  la  de  la  última  providen- 
cia sino  el  1''  de  marzo;  y  contra  su  espíritu, 
porque  dominando  en  la  nueva  legislación  el 
propósito  de  abreviar  los  procedimientos,  en 
casos  como  el  presente,  se  exigirían  no  sola- 
mente los  tres  años  ya  cumplidos,  sino  otros 
tres  años  más,  ó  sea,  un  término  doble  al  que 
dicho  artículo  señala. 

I*a  resolución  de  la  Corte  es  la  siguiente: 
Teniente  presente: 


1"^  Que  en  nuestra  antigua  legislación  no 
cxjstíael  abandono  de  la  instancia  establecido 
por  el  Código  de  Procedimiento  Civil,  que  rige 
sólo  desde  el  1 de  marzo  últnno  y  que,  en  con- 
secuencia, sin  dar  efecto  retroactivo  á  las  dis- 
posiciones de  lüs  artículos  159  y  163  de  dicho 
Código,  no  podría  aplicarse  la  sanción  que 
ellos  prescnlwn  á  los  plazos  transcurridos  con 
anterioridad  á  la  vigencia; 

2'  Que,  á  virtud  de  lo  expuesto  y  conforme 
id  artículo  24  de  la  ley  de  9  de  octubre  de 
1S61,  el  termino  fijado  para  el  abandono  no 
puede  comenzar  á  correr  síno  desde  el  1"  de 
marzo  próximo  pasado;  y 

3*^  Que,  por  otra  parte,  s¡  bien  es  cierto  que 
el  abandono  de  la  instancia  no  constituye  en 
rigor  una  especie  de  prescripción,  le  son,  sin 
(luda,  aplicables  las  consideraciones  que  sirvie- 
ron de  expreso  fundamento  al  artículo  25  de 
la  citada  ley  de  9  de  octubre  de  1861  y  con 
arreglo  á  ellas  no  procedería  aplicar  en  el  pre- 
sente caso  el  artículo  24  de  la  misma  ley,  sino 
en  la  forma  indicada  en  el  considerando  que 
precede. 

Visto,  además,  lo  dispuesto  en  el  artículo  9*^ 
del  Código  Civil,  se  confirma  el  auto  apehtdo 
de  15  de  mayo  último,  con  declaración  de  que 
no  ha  lugar  á  la  condenación  en  cestas  que 
en  él  se  impone  al  demandante. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Barrriga. 
—Acordada  contra  el  voto  del  señor  Luis  R. 
Mora,  quien  opinó  por  revocar  la  resolución 
apelada  y  declarar  abandonada  la  instancia. 
—L.  K.  Mora.— A.  Moatt.—Lais  Barriga. 

La  incorporación  en  el  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  del  título  que  trata  del 
abandono  de  la  instancia,  viene  á  dero- 
gar la  práctica  antiguamente  establecida, 
según  la  cual  nunca  caducaban  las  ins- 
tancias: éstas  podían  continuarse  en  el 
estado  que  tenían  al  quedar  paralizadas, 
cualquiera  que  fuese  el  tiempo  que  hu- 
biese transcurrido. 

La  única  restricción  que  la  legislación 
vigente  consagraba  áeste  respecto  era  la 
contenida  en  el  artículo  2503  del  Código 
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Civil,  según  el  cual  la  iuterruirción  civil  de 
la  prescripción,  nacida  del  ejercicio  ante 
^os  Tribunales  del  derecho  en  que  la  pres- 
cripción incide,  deja  de  producir  efecto  si 
el  recurrente  cesa  en  la  prosecución  de  la 
demanda  por  más  de  tres  años. 

Pero  esta  disposición  no  impedía  conti- 
nuar 6  renovar  el  juicio  é  interrumpir 
nuevamente  la  prescripción  manteniendo 
asi  pendiente  por  tiempo  indefinido  el  ejer 
cicio  de  una  acción. 

Esta  laguna  lia  sido  salvada  por  las 
disposiciones  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil. 

La  experiencia,  pues,  v  aúu  el  mismo 
derecho  escrito  que  establece  prescripción 
de  acciones,  aconsejabanesta innovación, 
que  viene  á  desterrar  un  vicio  que  produ- 
cía trastornos  en  lo  moral,  pues  eterni- 
zaba los  pleitos  y  exponía  al  que  muchas 
veces  tenía  la  razón  á  perder  su  derecho 
porno  encontrar entónces  las  pruebas  que 
veinte  años  atrás  le  habría  sido  fácil  ob- 
tener; y  trastornos  también  en  el  orden 
jurídico  por  cuanto  hacía  inconsecuente 
k  la  ley  que  establece  que  las  acciones 
prescriben  en  tal  ó  cual  número  de  años 
por  el  hecho  de  no  ejercitarse,  y  en  cam- 
bio permitía  que  una  gestión  judicial  las 
interrumpiera  indefinidamente. 

Por  lo  demás,  como  lo  ha  resuelto  la 
Corte,  los  tres  años  deben  contarse  des- 
de la  última  providencia  estampada  eu 
el  proceso  con  posterioridad  al  l'de  mar- 
zo del  presente  año,  en  que  comenzó  á 
regir  la  ley  que  lo  establece. 

Creemos  que  ésta  es  la  verdadera  doc- 
trina sobre  la  aplicación  de  leyes  nuevas 
á  recursos  también  nuevos  creados  por 
ellas. 


Cortedv  Vnlparaiso  7  de  noviembre  rie  1902 

Escobar  con  Reyes 

Relvlndloaoión.-  Secuestra— 
Interventor 

Doctki.n'a: -Cuant/o  se  demanda  el 

domiaio  lí  otro  derecho  real  constituido 
sobre  un  inmueble,  el  poseedor  sigue  go- 
zando de  él  hasta  la  sentencia  definitiva 
pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  y 
el  actor  tiene  derecho  de  provocar  las  pro- 
videncias necesarias  para  evitar  todo 
deterioro  de  la  cosa  y  de  los  muebles  y 
semovientes  anexos  á  ella  y  comprendi- 
dos en  la  reivindicación^  si  hubiere  justo 
motivo  de  temerlo  6  las  facultades  del 
demandante  no  ofrecieren  suficiente  ga- 
rantía, según  lo  establece  el  artículo  902 
del  Código  Civil.  Consecuente  con  esta 
disposición  legal,  el  artículo  233  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  declara  que 
hay  lugar  al  nombramiento  de  interven- 
tor en  este  caso,  asi  como  el  artículo  281 
dispone  que  el  secuestro  judicial  procede 
en  el  caso  del  artículo  901  del  Código  Ci- 
vil ó  sea  cuando,  reivindicándose  una  co- 
sacorporal  mueble,  hubiere  justo  motivo 
de  temer  que  se  pierda. 

Bn  consecuencia,  del  contexto  de  estas 
disposiciones  se  deduce  claramente  que 
no  procede  el  secuestro  judicial  de  ¡os 
bienes  raíces. 


En  un  juicio  reivindicatorio  entablado  por 
don  José  Domingo  Escobar  contra  doña  Ber- 
narda Reyes,  solicitó  aquél  el  secuestro  de  la 
propiedad  litigada,  y  habiéndose  opueetó  á 
esta  medida  la  demandada,  el  juez  de  letras 
de  Limache  dictó  la  resolución  siguiente: 

Limache,  13  de  agosto  de  1903.— Vistos: 
teniendo  presente: 

Que  los  arts.  ¿80  y  281  del  Código  de  Pro- 
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otdíniiento  Civil  tratan  sólo  de  medidas  pre- 
cautorias que  puede  solicitar  el  demandante 
aun  antes  de  que  sea  contestada  la  demanda; 

Que  el  Código  de  Procedimiento  Civil  trata 
del  secuestro  sólo  como  medida  precautoria  y 
únicamente  respecto  al  demandante,  mientras 
que  el  Código  Civil  lo  considera  como  el  depó- 
sito de  la  cosa  litigiosa  en  manos  de  un  ter- 
cero, esto  es,  como  verdadero  contrato; 

Que  de  los  anteriores  considerandos  se  des- 
prende con  toda  evidencia  que  los  artículos 
referidos  no  han  derogado  las  disposiciones 
del  Código  Civil  referentes  al  secuestro  consi- 
derado como  un  contrato,  y  pueden  hacerlo 
valer  los  interesados  con  arreglo  íí  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  22i9  y  2252  del  últi- 
mo de  dichos  Códigos. 

Por  estos  fundamentos,  y  con  arreglo  á  las 
disposiciones  citadas,  se  declara  que  deljc 
mantenerse  el  secuestro  \)cñldo.~ Miguel  Sah 
(fíes. 

A|Klada  esta  resolución  Ui  Corte  resolvió: 

Valparaíso,  7  de  noviembre  de  191)3. — Vis- 
tos: teniendo  presente: 

1^  Que,  segíin  lo  dispuesto  tu  el  artículo 
HU2  del  Código  Civil,  cuando  se  demandad 
dominio,  como  sucede  en  el  caso  de  autos,  ú 
otro  derecho  real  constituúlo  sobre  un  inmue- 
ble, el  poseedor  seguirá  gozando  de  él  hasta 
la  sentencia  definitiva  pasada  en  autoridad 
de  cosa  juzgada  y  el  actor  tiene  derecho  de 
provocar  liis  providencias  necesarias  para 
evitar  todo  deterioro  de  la  cosa  y  de  los  mue- 
bles y  semovientes  anexos  á  ella  y  comprendi- 
dos en  la  reivindicación,  si  hubiere  justo  mo- 
tivo de  temerlo  ó  las  facultades  del  deman- 
dado no  ofrecieren  suficiente  garantía; 

2^  Que,  consecuente  con  esta  disposición 
legal,  ordena  el  artículo  283  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  que  hay  lugar  al  nombra- 
ijiiento  de  interventor  en  el  caso  deleitado  ar- 
tículo 902  del  Código  Civil;  así  como  el  artícu- 
lo 281  dispone  que  hay  lugaralsecuestro  judi- 
cial en  el  caso  del  articulo  901  del  Código  Ci- 
vil, ó  sea,  cuando  reividicándose  una  cosa  cor- 
poral mueble,  hubiere  justo  motivo  de  temer 
que  se  pierda  ó  deteriore  en  manos  del  pcseeilor; 
S*'  Que  del  contexto  de  estas  disposiciones 


se  deduce  claramente  (¡ue  no  procede  el  secues- 
tro judicial  de  los  bienes  raíces, 

Se  revoca  el  auto  apelado  de  13  de  agosto 
último,  y  se  declara  que  no  ha  lugar  á  lo  pe- 
dido por  don  José  Domingo  Escobar. 

Acordada  por  unanimidad,  previniéndose 
que  el  señor  Ministro  Bexanilla  Silva  fué  de 
parecer  que  se  condenara  en  costas  al  deman- 
dante vencido  en  esta  incidencia. 

Redactada  por  el  señor  Bezanilla  Silva.— 
Lilis  Ignacio  Silv¿i  —  Pedro  N.  Piaeda.  — B. 
Alamos  González. — A.  Bexanitía  Silva. 

No  podemos  aceptar  la  doctrina  que 
este  fallo  consagra  en  términos  tan  ab- 
solutos, ni  Código  Civil  distingue,  es 
cierto,  el  caso  de  rei\'indicación  de  una 
cosa  corporal  mueble  del  caso  en  que  se 
demandad  dominio  ú  otro  derecho  real 
constituido  sobre  un  inmueble.  Kn  el  pri- 
mer caso,  si  hubiese  motivo  de  temer  que 
la  c()S£i  se  pierda  ó  deteriore  en  manos 
del  poseedor,  puede  el  actor  pedir  el  se- 
cuestro, según  el  artículo  901;  y  el  posee- 
dor será  obligado  á  consentir  en  él  ó  á  dar 
seguridad  suficiente  de  restitución,  para 
el  evento  de  ser  condenado  á  restituir. 
Kii  el  segundo  caso,  como  generalmente 
no  es  de  temer  la  pérdida  ó  deterioro  del 
inmueble,  el  poseedor  seguirá  gozando  de 
él  hasta  la  sentencia  definitiva  pasada 
en  autoridad  de  cosa  juzgada,  según  el 
artículo  902;  pero  ei  actor  tendrá  derecho 
de  provocar  las  providencias  necesarias 
para  evitar  todo  deterioro  de  la  cosa,  y 
de  los  muebles  y  semovientes  anexos  á 
ella,  y  comprendidos  en  lareivindicación, 
si  hubiere  justo  motivo  de  temerlo  ó  las 
facultades  del  demandado  no  ofrecieren 
garantía  suficiente. 

Hace  así  marcada  diferencia  el  Código 
Civil  entre  la  reivindicación  de  una  cosa 
mueble  y  la  de  una  cosa  inmueble:  para 
la  primera  establece  expresamente  el  se- 
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cuestro;  para  la  segunda  habla  en  térmi- 
nos generales  de  "providencias  neccsíi- 
rias  para  evitar  todo  perjuicio",  dfjamlo 
al  juez  la  facultad  de  determinar  la  medi- 
da que  estimare  oportuna  según  las  cir- 
cunstancias y  entre  ellas,  naturalmente, 
la  del  secuestro,  en  casos  graves. 

En  efecto,  al  tratar  del  depósito  y  dt  l 
secuestro, el  artículo  2250  dispone  que  "las 
reglas  del  secuestro  son  las  mismas  que 
las  del  depósito  propiamente  dicho,  sal- 
vas las  disposiciones  que  se  expresan  en 
los  siguientes  artículos  y  en  el  Códif^o  de 
Enjuiciamiento";  y  entre  las  modificacio 
nes  indicadas  se  cuenta  la  del  artículo 
2251,  según  el  cual  "pueden  ponerse  en 
secuestro  no  sólo  cosas  muebles,  sino 
bif  nes  raíces",  y  con  arreglo  al  artículo 
2252  el  secuestro  es  convencional,  6  juái- 
cMl,  que  "se  constituye  por  decreto  de 
juez  y  no  ha  menester  otra  prueba". 

El  Código  de  Procedimiento  Civil  á 
que  el  Código  Civil  se  refería  al  hablar 
de  "Código  de  Enjuiciamiento",  no  ha 
tenido  el  propósito  de  modificar  estas 
disposiciones  de  la  le}'^  sustantiva.  Como 
lo  reconoce  la  sentencia  de  la  Corte  de 
Valparaíso,  ha  confirmado  al  contrario 
las  disposiciones  de  los  artículos  901  y 
902  y  por  lo  mismo  las  del  título  del  se- 
cuestro á  que  hemos  hecho  referencia. 

Manteniendo  la  distinción  que  los  ar- 
tículos 901  y  902  hacen  entre  bienes 
muebles  é  inmuebles,  no  admite  en  gene- 
ral el  secuestro  sino  cuando  se  trata  de 
una  cosa  mueble  y  estima  suficiente  ga- 
rantía para  un  inmueble  el  nombramien- 
to de  interventor.  Así  el  artículo  281  dice 
que  "habrá  lugar  al  secuestro  judicial  en 
elcasodel  artículo  901  del  Código  Civil,  ó 
cuando  se  entablaren  otras  acciones  con 
relación  á  cosa  mueble  determinada  y 
hubiere  motivo  de  temer  que  se  pierda  6 


deteriore  en  manos  de  la  persona  «lue, 

sin  ser  poseedora  de  diclia  cosa,  la  tuvie- 
re en  su  poder";  y  el  artículo  283.  por  su 
parte,  dispone  que  ''ha  lugar  al  nombra- 
miento de  interventor:  1''  en  el  caso  del 
inciso  segundo  del  artículo  902  del  Códi- 
go Civil"...  La  Corte  de  Valparaíso  deduce 
del  contexto  de  estas  disposicionesy  sien- 
ta como  una  regla  precisa  que  "no  pro- 
cede el  secuestro  judicial  de  los  bienes 
raíces".  Es  esta  deducción  la  que  estima- 
mos errada;  y  tomamos  nota  de  ella  por 
las  consecuencias  que  tendría  su  estable- 
cimiento como  norma  jurídica. 

La  Corte  ha  olvidado  la  disposi.?ión 
general  del  artículo  280,  según  la  cual  el 
demandante  puede  ])edir  el  secuestro  de  la 
cosa  que  es  objeto  de  la  demanda;  y  ha 
prescindido  también  del  artículo  284-,  que 
da  al  tribunal  la  suficiente  latitud  de  ac- 
ción para  decretar  las  medidas  que  esti- 
mare necesario  adoptar  en  casos  graves. 

Este  último  artículo,  al  determinar  las 
facultades  del  interventor,  dice:  "Estará, 
además,  el  interventor  obligado  á  dar  al 
interesado  ó  al  tribunal  noticia  de  toda 
malversación  ó  abuso  que  notare  en  la 
administración  de  dichos  bienes;  y  podrá 
en  este  caso  decretarse  el  depósito  y  reten- 
ción de  los  productos  líquidos  en  un  es- 
tablecimiento de  crédito  ó  en  poder  de  la 
persona  que  el  tribunal  designe  sin  per- 
juicio de  las  otras  medidas  más  rigoro- 
sas qae  el  tribunal  estimare  necesario 
adoptar". 

Entre  estas  medidas  más  rigorosas  quv 
el  tribunal  estimare  necesario  adoptar, 
entra  naturalmente  el  secuestro,  si  se  ve 
que  es  ineficaz  la  intervención  y  <|ue  el 
peligro  de  pérdida  ó  deterioro  es  gi'ave. 
La  redacción  del  artícenlo  284  guarda  de 
este  modo  perfecta  armonía  con  el  ar- 
tículo 902  del  Código  Civil,  que  sin  rcfe- 
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rírse  tampuco  al  secuestro,  autoriza  ni 
actor  para  provocar  las  providencias  ne- 
cesarias para  evitar  todo  deterioro  de 
¡a  cosa  y  de  los  muebles  y  semovientes 
anexos  á  elia  y  comprendidos  en  la  rei- 
vindicación'. En  un  fundo  dotado  de  ani- 
males que  el  poseedor  puede  hacer  desíi- 
parecer  de  un  momento  A  otro,  jior  di- 
lidíente  que  sea  el  interventor,  la  medida 
del  secuestro  puede  llegar  á  ser  indispen- 
sable: ella  será  unnde  esas  medidas  más 
rigorosas  que  c1  juez  estime  necesario 
adoptar.  Para  que  el  juez  no  pudiera 
hacer  uso  de  ella,  sería  indispensable  que 
existiera  un  texto  expreso  de  la  ley  que 
hubiera  dicho  que  *'no  procede  el  secues- 
tre! judicial  de  los  bienes  raíces". 

La  historia  de  la  ley  manifiesta  que  el 
legislador  no  ha  pensado  en  establecer 
semejante  prohibición. 

En  el  proyecto  primitivo,  redactado 
en  1875  por  el  señor  don  José  Bernardtj 
Lira,  se  decía: 

"Art.  22G.  Hay  lugar  al  secuestro  judicial 
wi/o  en  el  caso  del  art.  9Ü1  del  Código  Civil. 

Art.  228.  Hay  lugar  ni  nombramiento  de 
iiitírventor:  1*^  En  el  caso  del  inciso  2'  del 
art.  902  del  Código  Civil  

.\rt.  229.  Las  facultades  del  interventor 
judicial  se  limitarán  á  llevar  cuenta  de  las  en- 
tradas y  gastos  de  los  bienes  á  que  se  refiere 
la  intervención.  EstA  ademas  obligado  á  dat 
al  interesado  noticia  de  toda  malversación  ó 
abuso  que  notare  en  la  administración  de  di- 
chos IÑenes". 

Estas  disposiciones  fueron  aprobadas 
en  sesión  de  14  de  mayo  de  1875,  sin 
más  modificación  que  la  agregación  de 
las  palabras  "ó  al  Tribunal",  después  de 
'leí  "interesado",  en  el  último  artículo. 

En  el  proyecto  de  1893  se  dió  á  dichos 
artículos  la  siguiente  redacción: 

".\Tt.  281.  Habrá  lugar  al  secuestro  jiidi* 

lUIIS. 


cía)  en  el  caso  de)  artículo  9Ul  del  Código  Ci- 
vil 6  cuando  se  entablaren  otras  acciones  con 
relación  á  cosa  determinada  y  hubiere  motivo 
de  temer  que  se  pierda  en  manos  de  la  perso- 
na que,  sin  ser  poseedora  de  dicha  cosa,  la  tu* 
viere  en  su  poder. 

Art.  283.  Ilfiy  lugar  al  nombramiento  de 
interventor:  l''  En  el  caso  del  inciso  2*  del 
artículo  902  del  Código  Civil  

Art.  284.  Las  facultades  del  interventor  ju- 
dicial se  liniitarí'in  á  llevar  cuenta  de  las  en- 
tradas y  gastos  de  los  bienes  sujetos  á  inter- 
vciictón,  pudíendo,  para  el  desempeño  de  este 
cargo,  imponerse  de  los  libros,  papeles  y  ope- 
raciones del  demandado. 

Estará  además  el  interventor  obligado  á 
dar  al  interesado  ó  al  Tribunal  noticia  de  to- 
d.i  malversación  ó  abuso  que  notare  en  la  ad- 
ministración de  dichos  bienes;  y  podrá  en  este 
cuso  decretarse  el  depósito  y  retención  de  los 
productos  ¡íquidns  en  arcas  físcitles  ó  en  un 
estahkcimiento  de  crédito,  sin  perjuicio  de 
la-,  otras  medidas  más  r  tcorosiia  quj  el  T.ibu.ial 
estimare  necesaiio  adoptar." 

La  Comisión  Revisora  aprobó  estos  ar- 
tículos en  la  sesión  13'  de  26  de  diciem- 
bre de  1900,  sin  otra  modificación  (pie  la 
(le  agregar  la  palabra  "mueble"  á  la  se- 
gunda parte  del  artículo  281,  para  decir 
"cosa  mueble  determinada",  en  lugar  de 
"cosa  determinada",  como  decía  el  pro 
yecto.  Con  motivo  de  esta  indicación, 
(|ue  era  perfectamente  fundada,  puesto 
que  la  primera  parte  del  artículo  se  refie- 
re á  cosas  muebles,  se  suscitó  un  ligero 
debate.  El  señor  Richard  manifestó  que 
no  veía  razón  para  ¡imitar  e\  secuestro  á 
las  cosas  muebles,  ya  que  también  puede 
necesitarse  esta  medida  precautoria  para 
asegurar  l6s  resultados  de  las  acciones 
que  se  ejerciten  respecto  á  propiedades 
raíces.  El  señor  Ballesteros,  autor  de  la 
indicación,  contestó  (|Ue  en  cuanto  á  las 
propiedades  raíces,  el  artículo  siguiente 
autoriza  el  nombramiento  de  intervento- 
res, lo  que,  á  su  juicio,  basta  para  res- 
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guardar  los  derechos  ejercidos  sobre  un 
inmueble.  "Así  lo  estimó  también  la 
Comisión,  dice  el  acta  de  la  sesión,  y  se 
aprobó  el  artículo  con  la  agregación  pro- 
puesta por  el  señor  Ballesteros".  En  el 
laconismo  de  esta  redacción  se  deja  ver 
claramente  que  la  Comisión  rcvisora, 
que  aprobaba  el  artículo  284'  tal  como 
estaba  en  el  proyecto,  estimaba  suficien- 
temente garantidas  con  ello  las  resultas 
de  una  acción  Feivindicatoría  de  inmue- 
bles, y  destinaba  el  artículo  281  á  las  ac- 
ciones sobre  cosas  muebles. 

Ei  proyecto  de  1875  establecía  expre- 
samente que  sólo  había  tugar  al  secues- 
tro judicial  en  el  caso  del  artículo  901  del 
Código  Civil.  El  proyecto  aprobado  por 
la  Comisión  y  que  hoy  es  ley,  á  pesar  de 
dar  lugar  al  secuestro  de  cosas  muebles 
cuando  se  entablaren  otras  acciones  á 
más  de  la  del  artículo  901.  no  dijo  que  el 
secuestro  tendría  lugar  sólo  en  esos  ca- 
sos. El  proyecto  de  1875,  al  hablar  de  las 
facultades  del  interventor  y  fijarlas  de  la 
misma  manera  que  el  Código  vigente, 
guardaba  silencio  sobre  las  medidas  que 
podrían  adoptarse  con  ocasión  de  los 
hechos  de  que  e!  interventor  debía  dar 
noticia  al  interesado  ó  al  Tribunal;  el 
proyecto  aprobado  en  la  Comisión  esta- 
blece que  puede  decretarse  el  depósito  y 
retención  de  los  productos,  sin  perjuicio 
de  las  otras  medidas  más  rigorosas  que 
el  Tribunal  estimare  necesario  adoptar; 
dejando  así  al  juez  una  latitud  de  acción 
que  el  proyecto  primitivo  le  quitaba  al 
disponer  que  el  secuestro  judicial  sólo 
procedía  en  el  caso  del  artículo  901. 

La  generalidad  de  los  términos  de  que 
hace  uso  la  ley  en  el  artículo  284,  relacio- 
nado con  la  disposición  del  artículo  280 
permite,  en  nuestra  opinión,  la  adop- 
ción de  la  medida  más  rigorosa  de  se- 


cuestros! ia  intervención  resulta  ineficaz. 
Esta  interpretación  armoniza  las  dispo- 
siciones de  la  ley  adjetiva  y  las  de  la 
ley  sustantiva  y  permite  seguir  aplican- 
do las  prescripciones  del  §  3  del  título 
XXXII  del  libro  IV  del  Código  Civil,  ya 
se  trate  de  bienes  muebles  ó  de  bienes  in- 
muebles. 

La  doctrina  sustentada  en  la  sentencia 
de  la  Corte  de  Valparaíso  tendría  ade- 
más el  grave  inconveniente  de  suprimir 
la  más  sólida  de  las  garantías  para  la 
conservación  de  los  bienes  litigados. 

L.  C.  S. 


Corte  de  Santiago. — 30  de  noviembre  de  19f/S 

LÍI>erona  con  The  Chilian  Electric  Trainway 
and  Light  Co.  Ld. 

Puntos  de  prueba 

Doctrina: — Los  puntos  de  prueba  de- 
ben tíjarse  en  conformidad  á  los  hechos 
sustanciafes  controvertidos  en  el  juicio  y 
que  sean  directamente  pertinentes  y  ne- 
cesarios al  fallo  que  debe  pronunciarse. 


Donjuán  Bautista  Ltberona  Reyes  ha  de- 
mandado á  la  Empresa  de  Tracción  y  Alum- 
brado Eléctricos  una  indemnización  de  treinta 
mil  pesos  por  la  muerte  de  su  hijo  Juan  Bau- 
tista Liberona  Cantadelli,  niño  de  siete  años, 
atropellado  por  un  tranvía,  por  descuido,  im- 
previsión ó  negligencia  de  la  Empresa,  á  juicio 
del  demandante. 

La  Empresa  sostiene  que  no  existe  compro- 
bación alguna  de  la  obligación  que  pudiera 
ser  causa  de  pedir  la  suma  reclamada  en  la 
demanda;  ui  existe  el  cuasi-delito. 

En  ei  escrito  de  réplica  se  amplió  la  deman- 
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da  á  la  buma  de  cincuenta  mil  pesos;  y  for- 
mado incidente  sobre  la  procedencia  de  esta 
ampliación,  por  estar  ya  trabada  la  litis,  el 
Juzgado  resolvió  en  auto  de  19  de  agosto  de 
1902: 

"Con  lo  expuesto  por  las  partes  y  teniendo 
presente  que  con  la  contestación  de  la  de- 
manda se  estableció  el  cuasi-contraío  de  litis- 
contestación  y  no  es  ya  posible  modificar  la 
acción  deducida  sin  el  consentimiento  de  la 
otra  parte,  consentimiento  que  no  existe  y 
al  contrario  se  ha  manifestado  oposición;  vis- 
to lo  dispuesto  en  la  ley  2^,  título  10,  partida 
3',  se  declara  que  no  ha  lugar  á  la  amplia- 
ción de  la  demanda,  debiendo  enmendarse 
la  suma  del  escrito  de  f.  14  y  se  comunica 
traslado  de  dicho  escrito  para  duplicar.  No 
ha  lugar  por  ahora  á  la  citación  para  sen- 
tencia.— María. 

Presentada  la  dúplica,  y  después  de  haber 
dispuesto  el  Juzgado  que  seprescntaran  minu- 
tas de  prueba  por  las  partes,  lo  que  sólo  hizo 
el  demandante,  proveyó: 

Santiago,  17  de  junio  de  1903. — Vistos: 
Téngase  presente  con  conocimiento  de  la  pat- 
te  contraria  la  minuta  y  lista  de  testigos  y  se 
recibe  la  causa  á  prueba  por  el  término  legnl, 
ñjándose  como  pimtos  sobre  que  debe  versar 
los  siguientes: 

1'  Si  los  maquinistas  se  ajustan  estricta- 
mente al  reglamento  y  demás  instrucciones  re- 
lativas á  la  velocidad  de  los  carros; 

2'  Si  sucede  ó  no  á  menudo  que  alteren  la 
velocidad  contrariando  al  reglamento; 

3'  Si  también  se  ajustan  estricta  é  invaria- 
blemente á  las  disposiciones  vigentes  relativas 
á  la  detención  del  tranvía  para  la  subida  y 
Tiajada  cómoda  del  pasajero;  y 

4'^  Sí  con  el  estudio,  órdenes  y  multas  que 
se  aplican  á  los  maquinistas  se  consigue  inva- 
riablemente la  observancia  del  reglamento  y 
dem^s  disposiciones,  ó  si  contribuye  á  su  que- 
brantamiento el  mal  estado  de  los  tranvías 
y  demás  material  rodante.— Mar/n. 

La  Empresa  pidió  revocatoria  de  este  auto, 
apelando  en  subsidio,  porestimarque  los  pun- 
'  tos  de  prueba  fijados  no  se  ajustan  á  las  pres- 
cripciones de  los  artículos  308  y  309  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  y  el  Juzgado  negó 
lugar  á  ella  fundándose  en  que  la  facultad  y 
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obligación  que  la  ley  señala  al  juez  en  el  ar- 
tículo 309  no  está  subordinada  en  orden  á  la 
fijación  de  los  pwitos  de  prueba,  á  lo  que  al 
respecto  deseen  las  partes,  y  concedió  el  re- 
curso de  apelación. 

La  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 308  y  309  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  se  revoca  el  auto  apelado  de  25  de 
julio  próximo  pasado,  y  se  declara:  que  ha  lu- 
gar á  la  reconsideración  solicitada  en  cuanto 
el  juez  debe  fijar  puntos  de  prueba  en  confor- 
midad á  los  hechos  controvertidos  en  este 
juicio  y  que  sean  directamente  pertinentes  y 
necesarios  al  fallo  que  debe  pronunciarse. — /.. 
R.  Mora. — A.  Moatt. — Darío  Benaventv, 


Corte  de  Santiago— 4-  de  diciembre  de  1903 

Fernández  de  Puelma 
con  The  Chilian  Electric  Tramway  and  Light 
C»Ld. 

Presen taotó  a  de  eaorltos  después  de 
oltadaa  las  partes  para  sentenola. 

Doctrina: — Conforme  al  articulo  437 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  no  de- 
be admitirse  escritosá  las  partes  después 
de  la  citación  para  sentencia. 


Doña  Carolina  Fernández  de  I'uelma,  como 
representante  legal  de  una  hija  suya,  ha  enta- 
blado demanda  en  contra  de  la  Compañía  de 
Tranvías  y  Alumbrado  Eléctricos,  cobrando 
daños  y  perjuicios  por  las  lesiones  que  sufrió 
su  expresada  hija,  por  haber  sido  atropellada 
por  un  carro,  pidiendo,  además,  que  los  per- 
juicios fueran  tasados  por  el  juez  oyendo  el 
informe  de  un  perito. 
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Tramitada  la  causa,  fueron  citadas  las 
partes  para  oír  sentencia.  En  este  estado  la 
demandante  pidió,  á  fojas  70  de  los  autos, 
que  el  Juzgado  regulara  la  indeninizíidón  sin 
necesidad  de  oír  peritos,  si  la  parte  contra- 
ria no  se  oponía  dentro  de  tercero  día,  debien- 
do tenerse  presente  en  definitiva  las  alegacio- 
nes que  hacía.  Se  proveyó  esta  solicitud: 

"Santiago,  30  de  septiembre  del903.— Tén- 
gase presente,  con  citaci^'u.— íí.  Ahumada." 

Don  Samuel  Claro  L.,  representante  de  la 
Compañía  demandada,  solintó  se  revocara 
por  contrario  imperio  esta  providencia  y  se 
declarara  que  el  escrito  referiílo  debía  desglo- 
sarse de  los  autos  y  devolverse  á  la  ]>arte  que 
lo  presentó,  apelando  en  subsidio. 

Ul  Juzgado  proveyó: 

"Santiago,  3  de  octubre  deH)03.— Teniendo 
presente  que  á  la  fecha  de  la  presentación  del 
escrito  de  f.  70  no  se  encontraba  ejecutoriado 
el  proveído  de  f.  69  vuelta,  que  citaba  ñ  las 
partes  para  sentencia,  no  ha  lugar  y  se  conce- 
de In  apeinci  n  interpuesta  en  subsidio.— i?. 
Ahumada.** 

La  Corte  resolvió: 

"Teniendo  presente  lo  dispursto  en  el  ar- 
tículo 4^7  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  revoca  la  resolución  apelada  de  30  de  sep- 
tiembre último  y  se  declara  que  ha  lugar  á  lo 
pedido  por  don  Samuel  Claro  L.,  en  el  escrito 
de  f.  75.— J.  Bcrnahs  M.—A.  Vergara  Albano. 
—B.  Donoso  V." 


Corte  de  Santiago.— 17  de  noviembre  de  1903 

Benavente  cou  Fisco 

Cabida  del  predio  vendido.  -  Terrenos 
limítrofes. -Presorlpolón  de  la  ao- 
olón. 

DocTRiKA'.—Es  obligación  del  vendedor 
completar  la  cabida  del  predio  vendido 


cuando  dicha  cabida  resulta  menor  que 
la  declarada,  salvo  que  no  k  sea  posible 
hacerlo. 

Ln  obligación  del  vendedor  en  este 
sentido  no  puede  ir  más  alláde  la  entrega 
de  terrenos  limítrofes,  pues  sería  absurdo 
suponer  que  un  vendedor  estuviera  siem- 
pre obligado  á  completar  lacabida  caaa- 
do  fíiere  dueño  de  otros  terrenos  que 
pueden  estar  muy  distantes  y  ser  muy 
vnliosos. 

En  los  remates  de  terrenos  ñscales 
efectuados  en  el  territorio  indígena  debe 
presumirse  hecha  la  entrega  cuando  se 
han  hecho  las  publicaciones  en  el^'Diario 
Oficial'^  de  los  avisos  en  que  se  señalaba 
día  para  efectuarla,  si  no  se  acredita  que 
habiendo  comparecido  el  comprador  no 
tuvo  ella  lugar  por  causas  imputables  al 
Fisco,  sobre  todo  cuando  la  escritura  de 
rema  te  ha  sido  inscrita  con  posteriori- 
dad al  día  señalado  para  la  entrega  y  el 
subastador  ha  enajenado  la  propiedad 
á  un  tercero  que  la  ha  poseído  largo 
tiempo.  En  consecuencia,  la  acción  debe 
estimarse  prescripta  con  arreglo  al  ar- 
tículo 1834  del  Código  Civil. 


En  mayo  de  1881  don  Rafael  H.  Anguita  re- 
mat  >  la  hijuela  número  531  del  plano  de  Purén, 
de  582  hectáreas,  limitada  por  tierras  fiscales, 
á  un  precio  determinado  por  hectárea.  La 
escritura  de  remate  fué  extendida  el  20  de  di- 
ciembre de  1881  é  inscripta  el  16  de  febrero 
de  1882. 

Con  fecha  22  de  septiembre  de  1882  Angui- 
ta vendió  la  referida  hijuela  á  don  Federico 
Benavente,  transfiriéndole  todos  sus  derechos 
y  obligaciones.  En  la  escritura  se  deslinda  la 
bijuela  vendida  al  norte  con  propiedad  de  la 
testamentaría  Kuiz,  al  este  con  propiedad  de 
la  misma  testamentaría  y  del  comprador,  al 
sur  con  propiedad  de  don  Roberto  Baditla  y 
al  oeste  con  propiedad  de  don  Alejando  Barrí 
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'¿a,  es  det-ir,  terrenos  fiscales  ((uc  habían  sido 
también  subastados  en  1 881 . 

Don  Federico  Benavente  tlenumrló  al  Fisco 
para  que  se  declarara  que  cstñ  obligado  á 
entregarle  doscientas  cincuenta  hectáreas- de 
terrenos  que  faltan  para  completar  la  cabida 
déla  hijuela  531  y  que  deben  abonársele  los 
perjuicios  ocasionados  por  halicr  carecido  del 
terreno  que  reclama,  que  aprecia  prudcncial- 
mente  en  doscientos  cincuenta  pesos  anuales. 
Expone  como  fundamentos  de  la  demanda, 
que  el  Fisco  vendió  582  hectáreas  de  terreno, 
debiendo  pajearse  el  precio  fijado  en  la  escritura 
porcada  hectárea  de  terreno  y  que  el  precio 
délas  531  hectáreas  ha  sido  pagado  total- 
mente, habiendo  así  cumplido  con  la  obh'j^a- 
ción  que  tenía  como  comprador;  tjue  no  ha 
sucedido  igual  cosa  con  el  Fisco,  pues  no  ha 
entregado  lo  que  reza  el  contrato;  que  el  Pisco 
no  ha  hecho  jamás  entrega  materiíil  del  suelo 
como  la  ley  lo  determina;  que  en  la  necesidad 
que  se  encontraba  de  expl.itar  el  terreno,  tomó 
de  hecho  posesión  de  él,  como  lo  hicieron  la 
mayor  parte  de  los  rematantes  ateniéndose  á 
los  proyectos  de  planos  formados  en  aquella 
época  por  los  ingenieros  de  Gobierno  y  á  las 
imperfectas  lineas  de  demarcación  que  los  mis- 
mos hicieron  en  la  extensa  zjna  señalada  para 
la  subasta;  que  luego  que  tomó  posesión  prin- 
cipió á  cumplir  sus  obligaciones  de  pago  y 
pudo  notar  que  la  extensión  de  la  hijuela  com- 
prada nocorrespondía  á  loque  se  había  fijado 
en  el  contrato  y  para  cerciorarse  pagó  de  su 
cuenta  un  competente  ingeniero  que  la  midie- 
se, el  cual  encontró  que  sólo  tenía  832  hect:')- 
reas,  faltando  por  lo  tanto  280  hectáreas;  que 
reclamó  á  las  autoridades  administrativas 
llegando  hasta  el  Ministerio  de  Colonización, 
pero  sin  que  su  reclamo  fuese  atendido;  que 
por  tal  razón  ocurre  á  la  justicia  ordinaria 
para  que  se  declare  que  el  Fisco  está  obligado 
á  entregarle  la  diferencia;  y  que  la  falta  de 
entrega  le  ha  ocasionado  los  perjuicios  que 
indica  en  los  veinte  años  que  van  corridos 
desde  el  remate. 

El  promotor  fiscal  contestó  que  sí  se  justi- 
ficaba la  falta  de  cabida  debía  aceptarse  la 
líemanda. 

Se  nombró  á  don  José  Arrieta  para  que,  en 
jnJidad  de  perito,  informara  sobre  lacabida  de 


la  hijuela,  y  en  su  informe  llegó  á  la  conclusión 
de  que  la  hijuela  sólo  medía  289  hectáreas  45 
ccntésimos. 

Al  alegar  el  demandante  pidió  se  le  entera- 
se la  cabida  con  terrenos  próximos. 

El  Juzgado  de  Angol,  con  fecha  23  de  abril, 
negó  lugar  A  la  demanda. 

Considerando: 

1''  Que  don  Federico  Benavente  se  ha  sus- 
tituido en  todos  los  derechos  y  contraído 
todas  las  obligaciones  que  correspondían  á 
don  Rafael  E.  Anguita  en  lo  que  se  refiere  al 
remn te  que  éste  hizo  por  escritura  pública  de 
20  de  diciembre  de  1881  de  la  hijuela  531,  por 
Imber  comprado  el  predio,  como  consta  de  la 
escritura  pública  de  22  de  septiembre  de  1882; 

2*^  Que  la  demanda  tiene  únicamente  por 
objeto  obligar  al  Fisco  á  que  le  complete,  con 
indemnización  de  perjiiíeios,  la  cabida  de  la 
hijuela  531,  pues  habiendo  rematado  el  Fisco 
582  hectáreas,  resulta  que  el  predio  tiene  una 
cabida  menor; 

3'  Que  es  obtigarión  del  arrendador  com- 
pletar la  cabida  del  predio  vendido,  cuando 
dicha  cabida  resulta  menor  que  la  declarada, 
salvo  que  no  le  sea  posible  hacerlo; 
-  4^  Que  en  este  caso  no  le  es  posible  al  Fisco 
completar  la  cabida  con  terrenos  íimítrofes, 
pues  tal  cosa  se  desprende  de  tos  límites  fija- 
dos á  la  hijuela  número  531, en  la  escritura  de 
venta,  del  plano  presentado  por  el  perito  y 
de  lo  expuesto  por  el  mismo  demandante  en 
la  parte  final  de  su  alegato  de  bien  probado; 

5'  Que  la  obligación  del  vendedor  no  pue- 
de ir  más  allá  de  la  entrega  de  terrenos  limf- 
troks,  pues  sería  absurdo  suponer  que  un 
vendedor  estuviese  siempre  obligado  á  com- 
pletar la  cabida  cuando  fuera  dueño  de  otros 
terrenos  que  pueden  estar  muy  distantes  y  ser 
muy  valiosos,  ya.  que  por  tal  causa  la  ley  da 
al  comprador  el  medio  de  desistirse  del  con- 
trato con  indemnización  de  perjuicios. 

Apelada  esta  sentencia  por  Benavente,  el 
señor  iiscal,  al  responder  á  los  agravios,  hizo 
valer  la  consideración  de  haberse  formulado 
la  demanda  después  de  un  año  contado  desde 
la  fecha  de  la  entrega  del  predio  materia  de  la 
litis,  y  tramitada  esta  alegación  como  excqi- 
ción  de  prescripción,  se  recibió  el  incidente  á 
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pruebil  para  acreditar  el  hechu  de  la  L-titregíi 
y  la  fecha  en  que  se  verificó,  sin  halierse  rendi- 
do prueba  testimonia]  por  ning^una  de  las 
partes. 

La  Corte  resolvió: 
Considerando: 

Que  en  la  escritura  de  venta  de  la  hijuela 
nfimero  531,  que  Benavente  exhibe  como  tí- 
tulo, quedó  establecido  que  la  entrega  se  efec- 
tuaría mediante  la  forma  determinada  en  la 
cláusula  8*,  declarándose  á  la  vez  en  ella  que 
si  el  comprador  no  comparecía  por  sí  ó  por 
apoderado  el  día  que  se  fijase  para  recibir 
los  terrenos  rematados  "la  entrega  se  repu- 
taría hecha  sin  lugar  A  reclamo"; 

29  Que  con  las  publicaciones  hechas  en  el 
Diario  Oícin/ correspondientes  al  23  de  junio 
de  1881  y  en  los  núms.  1268,  1271,  1273, 
1274  y  demás  á  que  se  alude  por  el  Director 
del  Tesoro,  se  ha  comprobado  que  el  Fisco 
cumplió  oportunamente  todas  las  formalida- 
dca  á  que  por  su  parte  quedó  obligado,  para 
que,  según,  la  citada  cláusula  8^,  la  entrega 
se  reputase  verificada  el  día  que  al  efecto  se 
señalase  para  la  entrega,  ó  sea,  en  el  caso 
de  que  se  trata,  el  día  seis  de  octubre  de  1881; 

3^  Que  no  se  ha  acreditado  que  si  el  com- 
prador compareció  ese  día  al  lugar  designa- 
do á  recibirse  de  la  hijuela,  no  tuvo  esto  lu- 
gar por  causas  ajenas  á  su  voluntad  y 
solamente  imputables  al  Fisco; 

4'  Que  el  primitivo  comprador  de  la  hi- 
juela ntimero  531  fué  don  Rafael  E.  Anguita, 
y  éste  inscribió  su  título  el  16  de  febrero  dt' 
1882,  6  sea  cuatro  meses  después  del  día  en 
que,  según  lo  estipulado  en  la  cláusula  ft*,  de- 
bió tener  lugar  la  entrega,  lo  que  hace  pre- 
sumir que,  si  ésta  no  se  hubiese  verificado 
realmente  hasta  entonces,  no  se  habría  pro- 
cedido á  hacer  !a  inscripción: 

5°  Que  vendida  posteriormente  la  hijuela 
por  Anguita  al  actual  demandante,  por  escri- 
tura pública  inscripta  el  22  de  septiembre  de 
1882,  Benavente,  segün  lo  reconoce,  tomó 
posesión  de  ella  y  la  explotó  hasta  el  presen- 
te, ó  sea  durante  un  espacio  de  tiempo  de  20 
años;  y 

&*  Que  de  lo  expuesto  en  los  anteriores 


considerandos  resulta  que  la  entrega  de  la  alu- 
dida hijuela  se  verificó  el  día  seis  de  octubre 
de  1881  y,  en  consecuencia,  que  á  la  fecha 
de  la  demanda  había  transcurrido  con  exceso 
el  término  requerido  por  el  artículo  1834  del 
Código  Civil  para  que  prescriban  las  acciones 
otorgadas  al  compra<lor  por  los  artículos  1832 
y  1833,  entre  las  que  figura  la  ejercitada  por 
líena vente  en  este  juicio. 

Con  el  mérito  de  estos  fundamentos  y  lo 
dispuesto  en  las  leyes  citadas,  se  declara  que 
ha  lugar  á  la  excepción  de  prescripción  alega- 
da en  segunda  instancia  por  el  Fisco. 

Se  confirma  la  sentencia  apelada  de  23  de 
abril  último,  sin  costas,  atendido  el  mérito  de 
autos,  sin  perjuicio  de  otras  acciones  que  pue- 
da ejercitar  el  demandante  en  la  forma  y 
contra  quien  crea  conveniente. 

Redacción  del  señor  Presidente  Mora.— 
L.  R.  Mora— .A.  Aiontt.—C.  B.  OHyos. 


Corte  de  Santiago,— 4  de  diciembre  de  1903 

Aplloaoión  de  las  multas  impuestas 
por  la  ley  de  alcoholes 

Doctrina: — Las  mullas  impuestas  por 
ebriedad  no  tienen  aplicación  á  un  objeto 
especial,  y  por  ¡o  tanto,  corresponden  al 
Fisco. 


Habiéndose  suscitado  cuestión  entre  la  Mu- 
nicipalidad y  el  Fisco  respecto  de  lanplicación 
de  las  multas  impuestas  por  ebriedad ,  e)  juee 
señor  Donoso  Grille,  con  fecha  25  de  septiem- 
bre, expidió  la  siguiente  resolución: 
Teniendo  presente: 

Que  las  multas  impuestas  á  los  ebrios  por 
el  título  primero  del  libro  11  de  la  ley  sobre 
alcoholes,  no  tienen  aplicación  ó  destinación  á 
nn  objeto  especial; 

Que  según  el  artículo  125  de  la  ley  citada 
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en  los  casos  no  previstos  en  vWu,  \üs  coiiiiso!>, 
multas  y  penan. deben  aplicarse  con  arreglo  A 
las  leyes  de  aduana  y  que  estas  leyes  asignan 
al  Fisco  y  no  á  las  Municipalidades  los  comi- 
sos y  multas  c|ue  imponen, 

Se  declara  que  deben  aplicarse  &  fondos  lis- 
cales  las  multas  impuestas  por  ta  sentencia  A 
que  se  refiere  el  certificado  de  f.  1  vita. 

Esta  resolución  fiic  confirmada  por  la  Corte 
con  el  voto  de  los  señores  ministros.— y.  Aleju 
Feraántíei.~J.  If^acki  Lamín  Z.—J.  Agustín 
Rojas. 


Corte  fie  Tacna — 2-í  de  noviembre  de  1903 
Lean  y  otros  con  Municipalidad  de  Tocopílla 

Pago  indebido.— Patentes  para  el  ex- 
pendio de  bebidas  alcohólicas.  — 
Tiempo  que  comprende  la  patente. 
—Períodos  de  pago. 

Doctrina: — Segíín  el  articulo  76  de  la 
ley  de  18  de  enero  de  1902,  las  patentes 
para  vi  expendio  de  bebidas  alcohólicas 
serán  de  tres  clases,  sin  señalarse  periodo 
alguno  de  tiempo  para  la  duración  6  pa- 
go de  ellas,  y  disponiendo  el  artículo  SI 
de  la  misma  ky  que  las  patentes  se  adju- 
dicarán cada  tres  años  en  licitación  pú- 
blica, sirviendo  de  mínimum  para  la  su- 
basta el  valor  asignado  á  cada  imasegún 
su  clase,  no  puede  sostenerse  que  el  pago 
de  ellas  ha  de  ser  anual,  poique  resultaría 
que  BU  importe  sería  tres  \-eces  superior 
al  mínimum  ñjado  por  la  ley  ó  al  precio 
total  en  que  fueron  adjudicadas,  ya  que 
siendo  claro  el  sentido  de  la  ley  no  se  de- 
be desatender  su  tenor  literal  A  pretexto 
de  consultar  su  espíritu. 


Don  Luis  R.  Navarro,  por  don  Guilltrnio 
Lean,  don  Domingo  Lavín,  don  Cayetano  Ren- 
zi,  don  Carlos  Martina,  socio  de  Martina  Her- 
manos, doña  Solía  A.  v.  de  Salgado,  don  Pe- 
dro Peñailillo,  don  Vicente  MereDo  y  don 
Enrique  Aliaga,  expone: 

Que  la  Ilustre  Municipalidad  ha  cobrado 
por  las  patentes  correspondientes  á  los  nego- 
cios en  que  se  expenden  bebidas  alcohólicas 
una  suma  superior  A  la  que  corresponde  con- 
forme &  la  ley; 

Que  los  recibos  del  señor  tesorero  municipal 
indican  que  el  valor  que  corresponde  &  cada 
patente  es  por  seis  meses  y  señala  una  canti- 
dad igual  al  monto  de  la  mitad  de  la  patente 
{{ue  se  ha  rematado  por  cada  uno  de  sus  repre- 
sentados, suma  que  han  integrado  en  arcas 
municipales; 

Que  este  cobra  indica  que  la  Municipalidad 
ó  sus  representantes  creen  que  la  patente  debe 
cobrarse  anualmente  y  por  una  suma  igual  á 
la  en  que  se  remató,  circunstancia  que  la  ley 
no  determina; 

Que,  por  el  contrario,  la  ley  establece  que  las 
patentes  se  adjudicarán  cada  tres  años  en  lici- 
tación pú!)lica,  etc.,  etc.; 

Que,  por  consiguiente,  la  que  tieneque  pagar 
el  subastador  es  el  valor  de  la  subasta  doran- 
te los  tres  años,  porque  si  fuera  de  otra  mane- 
ra la  ley  se  habría  encargado  de  expresarlo 
claramente; 

Que  la  Corte  Suprema  ha  declarado  ilegal  el 
acuerdo  de  la  Municipalidad  de  Santiago  en 
que  se  declara  que  el  precio  de  las  patentes 
alcohólicas  á  que  se  refiere  el  artículo  81  de  la 
Ley  de  Alcoholes  corresponde  por  años  y  no 
por  trienios; 

Que,  por  consiguiente,  la  Ilustre  Municipali- 
dad de  este  puerto  ha  cobrado  indebidamente 
la  suma  que  corresponde  A  la  mitad  del  total 
de  la  patente  en  vez  de  la  sexta  parte  ó  del  ter- 
cio, en  su  caso,  conforme  al  artículo  86  de  la 
citada  ley; 

Que,  por  tanto,  A  nombre  de  sus  representa- 
dos se  encuentra  en  el  caso  deentablardenian- 
da  ordinaria  á  fin  de  que  se  declare  que  la 
Ilustre  Municipalidad  está  obligada  á  devol- 
ver á  sus  comitentes  lo  que  les  ha  cobrado  de- 
más, es  decir,  la  suma  de  seiscientos  noventay 
tres  pesos  cuarenta  y  un  centavos,  en  confor- 
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liltdad  con  el  ilereclio  (¡ue  \e  concede  cl  púrraft) 
2» del  títulü  34  del  libro  IV  del  Código  Civil  y 
condenar  en  costas  A  la  corporación  deman- 
dada. 

Contestando  el  tesorero  municipal,  expuso 
í|ue  su  repi^sentado  no  puede  aceptar  la  pre- 
tensión del  demandante  ])»r  cnanto  cree,  como 
se  demostraríí  oportunamente,  que  cl  espíritu 
de  la  ley  citada  no  está  conforme  con  la  inter- 
pretación dada  por  el  demandante  iiide acuer- 
do con  la  sana  intención  del  Icjíislador; 

(jue  la  suhasta  de  palcnlcs  In-clia  por  la 
Ilustre  Munii-ipnlidnd  no  altera  en  nada  esa 
disposición,  por  cuanto  en  la  práctica  estnble- 
cida  delw  cobrarse  semestral  ó  anualmente, 
Mgiín  lo  expresa  la  misma  ley; 

Que,  por  otra  parte,  esa  disposición  no  esta- 
blece ni  remotamente  la  circunstancia  <le  que 
cl  valor  del  remate  sea  aplicable  al  plazo  de 
tres  años,  ipie  antes,  ]>or  el  contrarío,  deter- 
mina, sin  lugar  á  dudas,  que  el  valor  de  las 
subastas  debe  pagarse  por  anualidades  ó  se- 
mestrulmente  por  cada  año  transcurrido; 

Y,  finalmente,  que  teniendo  por  contestada 
la  demanda,  se  resuelva  en  definitiva  que  no 
ha  lugar  ñ  ella  conforme  A  derecho. 

En  la  réplica,  Navarro  alegó:  que  en  el  pre- 
sente juicio  se  trata  de  una  aiestión  de  puro 
derecho  y  que  A  este  respecta  delw  tenerse  pre- 
sente que  el  artículo  76  de  la  Ley  de  Alcoholes 
establece  que  las  patentes  son  de  tres  clases, 
sin  determinar  el  períoilo  de  tiempo  de  su  du- 
ración, si  es  por  uno  6  tres  años; 

Que  el  articulo  81  de  la  misma  ley  determina 
que  las  patentes  se  adjudicarán  cada  tres  años 
en  remate,  sirviendo  de  mínimum  el  valor  que 
fija  la  lej'  á  cada  patente; 

Que  en  el  caso  de  que  se  trata,  si  la  mentedel 
legislador  hubiera  sido  la  que  le  achaca  el  re- 
presentante de  In  Municipalidad,  no  hay  duda 
que  habría  expresado  que  el  valor  del  remate 
de  una  patente  debe  entenderse  que  es  por  un 
año;  y  que  no  disponiendo  nada  la  ley  á  este 
respecto,  pero  expresando  clara  y  terminante- 
mente que  las  patentes  se  adjudicarán  cada 
tres  años,  también  es  claro  y  evidente  que  el 
valor  que  produce  el  remate  es  por  los  tres 
años  que  dura  dicha  patente. 

£1  Juzgado, con  fecha  26  de  agosto  de  1903, 
resolvió: 


Cunsideraiido: 

Ouc  cl  artículo  81  de  la  ley  número  ir>15,  dt- 
18  de  enero  de  1ÍK)2,  determina  qtie  las  paten- 
tes se  adjudicaran  cada  tres  anos  en  licitaciún 
]HÍblica,  sirviendo  de  mínimum  para  la  subas- 
ta cl  valor  asignado  por  la  leyií  cadapntenu', 
según  su  clase; 

Que  no  se  puede  interpretar  lu  intención  ik-i 
legislador  cuando  el  sentido  de  In  ley  es  clan», 
y,  finalmente; 

Que  no  ha  sido  objetado  por  el  represenlan- 
tj  de  la  Ilustre  Municipalidad  que  los  valores 
pagados  por  los  demandantes  son  los  que  se 
expresan  en  el  escrito  de  demanda  como  pa- 
ció de  la  subasta  de  las  patentes  respectivas. 

De  acuerdo  con  lo  dictaminado  por  el  señor 
Promotor  Fiscal,  y  teniendo,  además,  presen- 
te lo  dispuesto  en  el  artículo  1698  del  Cótli;ío 
Civil,  se  declara  que  ha  lugar  á  la  demanda, 
con  costas,  y  que,  en  consecuencia.  la  Iltistnr 
Municipalidad  está  obligada  á  devolver  á  los 
demandantes  el  exceso  de  las  cantidades  co- 
bradas en  atención  á  que  ñclx  entenderse  que 
el  valor  de  las  patentes  adjudicadas  corres- 
ponde á  un  trienio  por  cada  una.-~Jitaquíii 
EHzalde. 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte  falló: 

Vistos;  se  confirma  la  sentencia  apelada  tfc 

26  de  agosto  último,  con  costas  del  recurso.— 
H.  Barros. — A.  Paludos. — P.  Roberto  Vegñ.— 
M.  A.  Quireli 


Corte  de  Santiago.— 1^  de  diciembre  de  VM  ' 

Duprc  con  Municipalidad  deSan  Bernardo 

Reclamaolóa  de  acuerdo  municipal-' 

Patente  para  expendio  de  bebídnsat-  ^ 

cohólicAs.  -Tiempo  que  comprenJe  ^ 

la  patente.  -Períodos  de  pago.  '-^ 

Doctrina:— Se^n  el  artícuio  76  del»  'i 
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iey  de  18  de  enero  de  1902,  las  patentes 
para  el  expendio  de  bebidas  alcohólieas 
serán  de  tres  clases^  sin  señalarse  período 
alguno  de  tiempo  para  la  duración  ó  pa- 
go de  ellas,  v  disponiendo  el  articulo  Si 
de  la  misma  ley  que  las  patentes  se  adju- 
dicarán cada  tres  años  en  licitación  pú- 
blica,  sirviendo  de  mínimum  para  la  su- 
basta el  valor  asignado  á  cada  una  según 
su  clase,  no  puede  sostenerse  que  el  pago 
de  ellas  ha  de  ser  anual,  porque  resulta- 
ría que  sa  importe  sería  tres  veces  supe- 
ñor  al  mínimum  ñjado  por  la  ley  ó  al 
precio  total  en  que  fueron  adjudicadas^ 
ya  que  siendo  claro  el  sentido  de  la  ley 
no  se  debe  desatender  su  tenor  literal  á 
pretexto  de  consultar  su  espíritu. 


Don  Pronz  Dupré  se  presentó  reclamando 
del  acuerdo  de  la  Municipalidad  de  San  Ber- 
nardo, que  rechazó  la  solicitud  en  que  pedía  se 
declarara  que  los  ciento  cincuenta  pesos  que 
ha  pagado  en  tesorería,  para  el  expendio  de 
liebidas  con  base  alcohólica,  debían  servirle 
por  el  término  de  diez  y  ocho  meses,  entendién- 
dose también  que  la  patente  por  trescientos 
pesos  que  subastó  con  este  fin,  podía  aprove- 
charla durante  tres  años. 

Informando  la  MunicipaHdad,  dijo: 

"Que  todas  Ins  corporaciones  de  la  Repú- 
Ijlica  han  tomado  por  base,  para  el  remate  de 
JOS  patentes,  el  precio  señalado  en  la  ley  de 
alcoholes;  y  si  bien  es  cierto  [)iie  esa  ley  da  de- 
recho por  tres  años  á  la  propiedad  de  las  pa- 
tentes, se  ha  considerado  que  el  precio  de  ellas 
debe  pagarse  por  cada  año; 

Que,  por  otra  parte,  en  el  acta  de  remate 
Fespectiva,  de  fecha  31  de  marzo  de  1902,  se 
estampó  la  siguiente  declaración:  "Se  hizo, 
además,  presente  que  las  cantidades  en  que  se 
han  adjudicado  estas  patentes,  son  el  valor 
correspondiente  á  un  año,  que  comienza  el 
1'  de  abril  de  1 902,  y  que  la  duración  de  la  pa- 
tente es  de  tres  años,  debiendo  pagarse  por 
cada  uno  de  los  dos  años  últimos  una  sutña 
igual  al  valor  de  la  subasta." 

JUKIS. 


Que  la  Municipalidad  cree  que  los  rematan- 
tes de  patentes  están  obligados  á  respetar  es- 
ta declaración,  con  la  cual  se  conformaron  al 
hacerles  las  adjudicaciones; 

Y  que  el  señor  Dupré,  que  pagaba  una  pa- 
tente de  trescientos  pesos  anuales,  según  la 
ley  de  1866,  como  dueño  del  único  hotel  con 
cantina  que  existe  en  San  Bernardo,  quedaría 
favorecido  si  hubieran  de  aceptarse  sus  pre- 
tensiones, lo  cual  sería  contrario  al  espíritu  y 
propósitos  de  la  nueva  ley,  dictada  con  el  ob- 
jeto de  restringir  el  expendio  de  bebidas  alco- 
hólicas. 

La  Corte  resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  según  el  artículo  76  de  ta  ley  de  18 
de  enero  de  1902,  las  patentes  para  el  expen- 
dio de  bebidas  con  base  alcohólica  serán  de 
tres  clases,  sin  que  se  señale  período  de  tiempo 
alguno  para  la  duración  ó  pago  de  ellas; 

2^  Que  el  artículo  81  de  la  misma  ley  de- 
termina que  las  expresadas  patentes  se  adju- 
dicarían cada  tres  años  en  licitación  pública, 
sirviendo  de  mínimum  para  la  subasta  el  valor 
asignado  á  cada  una,  según  su  clase; 

3*?  Que  á  virtud  de  lo  establecido  en  los  dos 
citados  artículos  no  se  puede  sostener  que  el 
valor  de  las  patentes  haya  de  pagarse  por 
anualidades,  porque  resultaría  entonces  que 
el  importe  de  ellas  sería  tres  veces  superior  al 
mínimum  fijado  por  la  ley,  ó  al  precio  total 
en  que  fueren  adjudicadas;  y 

4-''  Que  cuando  el  sentido  de  la  ley  es  claro, 
como  en  el  presente  caso,  no  se  debe  desaten- 
der su  tenor  literal,  á  pretexto  de  consultar  su 
espíritu; 

Visto,  además,  lo  dispuesto  en  los  artículos 
19  del  Código  Civil,  y  99  de  la  ley  de  22  de  di- 
ciembre de  1891 ,  se  declara:  que  ha  lugar  á  la 
reclamación  deducida,  y,  en  consecuencia,  que 
es  ilegal  el  acuerdo  de  la  Municipalidad  de  San 
Bernardo  que  ha  motivado  la  presentación 
de  f.  4. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Barriga,  quien,  por  los  fundamentos  que  con- 
signa en  el  libro  respectivo,  estuvo  por  dese- 
char la  reclamación  de  que  se  trata. 

Redactada  porel  señorMinistro  Benavcnte. 

23 
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Publíquese,  trascríbase  y  archirense  los  an- 
tecedentes.—¿.  R.  Mora.— ' Darío  Beaavente, 
—Luis  Barriga, 

Vr>TO  RSPBCIAI. 

Don  Franz  Dupré  se  ha  presentado  á  la  Ilus- 
tre Municipalidad  de  San  Bernardo  pidiendo 
se  declare  que  los  ciento  cincuenta  pesos  que 
ha  pagado,  según  la  patente  que  acompaña, 
para  el  expendio  de  bebidas  con  base  alcohó- 
lica, le  servirán  por  el  término  de  diez  y  ocho 
meses,  y  que  pagados  los  trescientos  pesos  en 
qne  subastó  dicha  patente  se  entenderá  que 
puede  aprovecharla  durante  tres  años. 

Desechada  esta  solicitud  por  la  Ilustre  Mu- 
nicipalidad ha  solicitado  de  esta  Corte  se  de- 
clare ilegal  el  acuerdo  mencionado,  y  el  tribu- 
nal ha  acogido  la  reclamación  contra  el  voto 
del  infrascrito,  que  opinó  por  rechazarla,  te* 
niendo  para  ello  presente: 

l''  Que,  dando  por  establecido  que  no  pudo 
fijarse  en  trescientos  pesosanualesel mínimum 
para  la  subasta  de  la  patente,  materia  del 
presente  reclamo,  sería  necesario  proceder  á 
una  nueva  subasta  para  determinar  con  arre- 
glo á  la  ley  A  quién  debía  adjudicarse  definiti- 
vamente la  referida  patente; 

2'  Que  la  única  petición  formulada  pordon 
Pranz  Dupré  ante  la  Municipnlidnd  de  San 
Bernardo  y  desechada  por  esta  corporación 
en  el  acuerdo  reclamado,  tiene  por  objeto  que 
se  reduzca  á  cien  pesos  anuales  el  valor  de  la 
patente  rematada,  reconociéndose  así  como 
legalmente  verificado  el  remate  y  los  derechos 
del  solicitante  como  adjudicatario  definitivo 
de  dicha  patente;  y 

3^  Que  esta  pretensión  no  ha  podido  aco- 
gerse á  virtud  de  lo  expuesto  en  el  fundamento 
primero  de  este  voto,  y  que,  en  consecuencia, 
no  es  ilegal  el  acuerdo  que  la  desecha  y  del 
cual  reclama  el  expresado  don  Pranz  Dupré. 

Santiago,  1^  de  diciembre  de  1903.— Lu/s 
Barriga. 

* 

La  doctrina  de  estos  fallos  es  la  misma 
que  había  adoptado  la  Corte  Suprema 
por  resoluciones  de  20  de  octubre  de  1902 
y  29  de  marzo  de  1903.  A  pesar  de  estos 
antecedentes  no  nos  parece  que  sea  ajus- 


tada á  la  ley  la  resolución  de  las  Cortes 
de  Santiago  y  Tacna  ni  que  sea  éste  el 
caso  de  invocar  el  inciso  1^  del  artículo 
19  del  Código  Civil;  pues  no  estimamos 
claro  el  sentido  que  las  Cortes  atribuyen 
á  la  ley.  En  los  fallos  citados  se  reconoce 
que  el  artículo  76  no  hace  referencia  al- 
guna al  periodo  de  duradón  de  la  paten- 
te y  que  el  artículo  81  se  refiere  sólo  al 
período  de  adjudicación  de  la  patente, 
sin  expresar  que  ésta  sea  trienal.  No  exis- 
te, pues,  como  lo  ha  creído  la  Corte  de 
Santiago,  una  disposición  clara  de  la  ley, 
cuyo  tenor  literal  sirva  de  base  á  la  reso- 
lución adoptada  hasta  ahora  por  los  Tri- 
bunales. 

La  sentencia  de  la  Corte  de  Santiago, 
reproduciendo  la  jurisprudencia  de  la 
Corte  Suprema,  dice  que  "no  se  puede 
sostener  que  el  valor  de  las  patentes  ha- 
ya de  pagarse  por  anualidades,  porque 
resultaría  entónces  que  el  importe  de  ellas 
sería  tres  veces  superior  al  mínimum  fija- 
do por  la  ley  ó  al  precio  total  en  que  fue- 
ron adjudicadas";  pero  esta  considera- 
ción nada  prueba,  y  sólo  importa  una 
petición  de  principios.  Se  trata  precisa- 
mente de  resolver  si  el  mínimum  que  la 
ley  señala  para  la  patente  es  por  años  ó 
por  trienios,  y  la  Corte  da  por  estableci- 
do que  es  por  trienios,  creyendo  qne  el  ar- 
tículo 19  del  Código  Civil  resuelve  toda 
duda. 

En  el  caso  en  especie  la  Municipalidad 
de  San  Bernardo  había  fijado  en  trescien- 
tos pesos  anuales  el  mínimum  para  la  su- 
basta, y  en  esta  forma  se  hizo  la  adjudi- 
cación; de  modo  que  la  reclamación  pos- 
terior del  adjudicatario  tenía  todavía  el 
inconveniente  de  alterar  las  .condiciones 
en  que  se  efectuó  la  subasta,  alejando 
postores  que  tal  vez  se  habrían  presenta- 
do si  hubieran  creído  en  la  posibilidad  de 


Digitized  by 


Google 


obtener  por  acto  posterior  una  varia- 
ción tan  trascendental  en  las  bases  de  la 
subasta. 

El  voto  del  señor  Ministro  disidente  se 
funda  en  esta  circunstancia,  sin  haber  ex- 
presado opinión  en  el  fondo  del  asunto, 
lo  que  hace  suponer  que  aceptó  la  deci- 
sión de  la  mayoría  en  esta  parte.  Lns 
razones  que  tenemos  para  opinar  en  con- 
tra de  la  doctrina  adoptada  por  las  Cor- 
tes de  Apelaciones,  se  pueden  resumir  en 
lo  siguiente: 

Bl  impuesto  de  patentes  de  que  aquí 
se  trata,  se  refiere  á  los  establecimientos 
en  que  se  venden  al  público,  para  ser  con- 
sumidas en  el  mismo  local,  bebidas  desti- 
ladas ó  fermentadas  capaces  de  embria- 
gar. El  articulo  100  dispone,  respecta  de 
los  establecimientos  en  que  el  expendio  de 
estas  bebidas  se  haga  en  envase  cerrado, 
para  ser  consumidas  fuera  del  local  de  la 
venta  ó  de  sus  dependencias,  que  paga- 
rán "la  contribución  que  corresponda 
con  arreglo  á  la  ley  general  de  patentes." 

De  modo  que  la  ley  divide  los  estable- 
cimientos de  expendio  de  bebidas  con 
base  alcohólica  en  dos  clases  diversas:  la 
una  sometida  á  la  ley  general  de  paten- 
tes, pero  gravada  especialmente  por  la 
ley  de  alcoholes,  y  la  otra  que  continúa 
regida  en  todas  sus  partes  por  la  ley  ge- 
neral de  patentes. 

Según  esta  última  ley  "las  patentes 
servirán  para  un  año"  y  no  habría  ha- 
bido lógica  de  parte  del  legislador,  si  al 
conservar  esta  disposición  para  los  esta- 
blecimientos en  queno  sehace  el  consumo 
dentro  del  mismo  local  ó  sus  dependen- 
cias, fuera  á  hacer  á  los  que  eran  objeto 
directo  de  la  ley  una  concesión  de  favor 
excepcional  que  reducía  á  la  tercera  par- 
te el  impuesto  que  se  habia  querido  hacer 
gravoso  á  fin  de  prevenir  la  embriaguez. 


ENCIA  179 

Lo  natural,  por  el  contrario,  es  supo- 
ner que  manteniendo  la  base  anual  como 
período  de  duración  de  la  patente,  se 
quiso  innovar  únicamente  en  orden  al 
remate  6  forma  de  adjudicación  de  la  pa- 
tente y  período  que  esa  adjudicación  de- 
bía comprender.  En  efecto,  si  se  leen  con 
atención  las  demás  disposiciones  de  la 
ley,  este  convencimiento  se  impone.  Asf  el 
artículo  83  dice  que  será  motivo  de  prefe- 
rencia para  la  adjudicación  de  las  paten- 
tes: "3'  la  circunstancia  de  tener  el  pro- 
ponente negocio  de  expendio  de  bebidas 
destiladas  ó  fermentadas  y  no  haber  sido 
condenado  dentro  del  último  año  por  in- 
fracción de  las  disposiciones  de  esta  ley." 

El  artículo  84  agrega  que  "las  personas 
áque  se  refiere  el  núm.  2^  del  artículo  que 
precede,  queno  obtuviesen  la  renovación 
de  la  patente  para  el  trienio  siguiente, 
tendrán  derecho  para  mantener  abierto 
su  negocio  por  el  término  de  seis  meses, 
para  el  solo  efecto  de  realizarlo,  pagando 
previamente  por  dicho  plazo  la  patente 
que  corresponda,  según  el  precio  de  la  úl- 
tima subasta  para  los  de  su  clase." 

El  artículo 85dÍ8poneque"para  ser  ad- 
mitido á  la  subasta  de  las  patentes  de1)e- 
rá  previamente  consignarse  en  la  tesore- 
ría municipal  el  valor  de  un  semestre  del 
monto  de  la  patente  fijado  en  el  artículo 
76";  y  no  puede  razonablemente  ponerse 
en  duda  que  lo  que  se  consigna  y  se  adju- 
dica, si  el  subastador  no  abre  el  estable- 
cimiento dentro  del  término  de  treinta 
días  después  de  la  adjudicación,  es  la  mi- 
tad de  las  cantidades  que  sirven  de  base 
para  la  subasta. 

El  artículo  86  confirma  esta  misma 
idea  al  decir  que  "el  pago  de  la  patente 
deberá  hacerse  por  semestres  6  por  años 
anticipados  á  voluntad  del  contribuyen- 
te, y  en  caso  de  mora  en  el  pago,  su  co- 
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bro  se  hará  en  la  forma  establecida  para 
el  pago  de  los  impuestos  ñscates." 

£1  artículo  88  dispone  que  "en  caso  de 
clansurnrsc  algún  establecimiento  de  ex- 
pendio por  menor,  se  subastará  lapaten* 
te  por  el  tiempo  que  falte  para  completar 
los  tres  años".  Finalmente  el  artículo 
91  dice  que  puede  suspenderse  la  autori- 
zación por  la  Municipalidad:  "3'  Si  den- 
tro del  año  se  hubiere  reincidido  por  más 
de  dos  veces  en  los  casos  indicados  en  el 
artículo  143". 

Todas  estas  disposiciones  dan  á  enten- 
der que  el  mínimum  fijado  para  la  subas- 
ta se  refiere  á  un  año  y  no  á  un  trienio, 
erpresión  que  sólo  se  emplea  con  referen- 
cia á  la  duración  de  la  autorisación  para 
mantener  el  negocio.  Una  vez  obtenida 
ésta  con  la  adjudicación  de  la  patente,  el 
dueño  del  negocio  es  preferido  en  los  re- 
mates futuros,  con  tal  que  no  haya  sido 
condenado  en  el  último  año  por  infrac- 
ción de  la  ley,  y  la  garantía  que  la  ley  le 
da  es  que  no  podrá  ser  suspendida  su 
autorización  durante  el  período  de  tres 
años,  salvo  que,  dentro  del  año  en  que  se 
le  suspenda,  hubiere  reincidido  por  más 
de  dos  veces  en  las  faltas  que  la  ley  cas- 
tiga. 

Para  apreciar  con  exactitud  la  mente 
del  legislador  es  útil  echar  una  rápida 
ojeada  sobre  la  ley,  considerada  en  el  con- 
junto de  sus  disposiciones,  por  más  que 
en  los  límites  de  mera  crítica  de  una  re- 
solución judicial  no  entre  el  estudio  de 
todos  los  antecedentes  de  esa  ley:  pero 
servirá  á  lo  menos  para  manifestar  qué 
el  propósito  dominante  en  su  estableci- 
miento no  justifica  la  interpretación  que 
se  le  ha  dado  en  los  Tribunales. 

La  ley  de  18  de  enero  de  1902  es  un 
verdadero  Código  de  los  Alcoholes,  que 
abarca  todas  las  medidas  que,  directa  ó 


indirectamente,  pueden  contribuir  á  la 
restricción  del  alcohoHsmo. 

Contempla  el  problema  primeramente 
bajo  su  aspecto  cualitativo,  y  en  seguida 
bajo  su  aspecto  cuantitativo. 

Sus  primeras  disposiciones  van  enca- 
minadas á  reglamentar  la  producción 
del  alcohol.  A  este  respecto  se  establece 
la  necesidad  de  un  permiso  previo  para 
abrir  una  fábrica,  se  exige  una  marca 
registrada  y  utia  contabilidad  especial; 
y  se  faculta  á  la  autoridad  para  negar 
el  permiso  de  instalar  fábricas  destina- 
das á  producción  de  alcohol  puro  para 
la  bebida  ó  para  que  continúen  funcio- 
nando las  ya  instaladas,  en  caso  que  la 
clase  de  alambique  ó  los  aparatos  rectifi- 
cadores empleados  no  dieren  suficiente 
garantía  para  la  producción  de  alcohol 
con  la  debida  pureza.  También  se  facul- 
ta á  la  autoridad  para  prohibir  que  se 
fabriquen  alcoholes,  para  la  bebida,  de 
sustancias  que  no  sean  susceptibles  de 
producirlos  de  buena  calidad. 

Los  fabricantes  deben  anualmente  ha- 
cer diversas  declaraciones  á  la  Adminis- 
tración central  y  sujetarse  á  la  vigilancia 
de  los  inspectores  especiales  encargados 
de  fiscalizar  el  cumplimiento  de  la  ley. 
Se  dictan  también  algunas  disposiciones 
relativas  á  los  vinos,  á  fin  de  impedir 
que  se  venda  como  tal,  otro  producto 
que  el  que  resulta  de  la  fermentación  del 
racimo  fresco  ó  asoleado  de  la  uva. 

La  ley  establece,  además,  la  rectiñcación 
obligatoria  del  alcohol,  facultando  á  la 
autoridad  para  fijar  la  proporción  de  im- 
purezas que  pueden  tolerarse,  previo  in- 
forme del  Consejo  Superiorde  Higiene.  El 
alcohol  que  tenga  una  proporción  de  im- 
purezas superior  á  la  tolerada,  debe  ser 
desnaturalizado  para  que  pueda  sólo  apli- " 
carse  á  usos  industriales  ó  domésticos. 
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La  fíibricación  del  alcohol  está  grava- 
da con  una  contribución  fiscal  de  30,  40 
y  50  centavos,  según  si  el  alcohol  se  ex- 
trae del  vino  mismo,  de  los  residuos  de 
la  uva  Ó  de  otra  sustancia.  Este  impues* 
to  aumenta  anualmente  en  diez  centavos 
hasta  llegar  á  un  peso. 

Un  sistema  de  penalidad  garantiza  el 
cumplimiento  de  estas  disposiciones,  pres- 
cribiéndose para  los  infractores  la  prisión 
conmutableen  multa,  el  pago  de  derechos 
dobles,  y  el  comiso  en  ciertos  casos. 

Reglamentada  de  esta  manera  la  cali- 
dad del  alcohol  que  se  entrega  al  consu- 
mo, la  ley  se  ocupa  en  restringir  la  canti- 
dad destinada  á  la  bebida,  por  medio  de 
diferentes  disposiciones. 

La  restricción  se  persigue  por  la  via  íc- 
gah  estableciendo  la  limitación  del  núme- 
ro de  tabernas  con  relación  al  número  de 
habitantes;  y  por  la  via  i?scn/ establecien- 
do una  i)atente  de  expendio  y  sujetando  el 
derecho  de  opción  á  una  licitación  trienal. 

La  limitación  está  circunscrita,  dentro 
del  recinto  urbano,  á  un  establecimiento 
de  primera  clase  de  expendio  por  menor 
por  cada  1500  habitantes,  y  uno  de  se- 
gunda y  otro  de  tercera  por  cada  750  ha- 
bitantes ó  menos.  En  loscamposy  aldeas 
esta  proporción  es  de  un  establecimiento 
de  primera  clase  porcada  500  habitantes 
y  uno  de  segunda  y  otro  de  tercera  por 
cada  250. 

En  la  licitación  tienen  derecho  de  prefe- 
rencia para  adquirir  laspatentes  en  igual- 
dad de  precio  las  sociedades  de  temperan- 
cia destinadas  á  combatir  el  alcoholismo, 
á  fin  de  facilitar  la  implantación  del  siste- 
ma llamado  de  Gotenburgo. 

Consulta,  además,  la  ley  un  conjunto  de 
medidas  objetivas  que,  unidas  á  la  res- 
tricción de  la  libertad  de  tabernas,  tien- 
den á  disminuir  el  consumo  de  alcohol. 


Son  dignas  de  notarse  las  siguientes: 
'^A)  Todo  lugar  de  expendio  de  bebidas 
destiladas  ó  fermentadas  está  sujeto  á  la 
inspección  de  la  policía,  y  debe  cerrar  sus 
puertas,  dentro  del  recinto  urbano,  á  las 
doce  de  la  noche,  sin  poder  abrirlas  antes 
de  las  seis  de  la  mañana.  En  los  campos 
ó  aldeas  sólo  podrán  estar  abiertas  desde 
la  salida  hasta  la  puestíi  del  sol. 

B)  Se  prohilíc  la  venta  de  licores  y  bebi- 
das fermentadas  y  los  anuncios  relativos 
á  ellas  en  los  teatros,  circos  y  demás  lu- 
gares de  diversión,  en  las  estaciones  y  en 
los  trenes  de  los  ferrocarriles. 

C)  La  Municipalidad  está  facultada 
para  designar  barrios,  secciones  ó  calles 
donde  la  venta  de  bebidas  espirituosas  no 
podrá  ser  autorizada  en  ningún  caso  ó  no 
podrá  serlo  sino  bajo  ciertas  condiciones; 
para  determinar  estas  condiciones  y  dic- 
tar las  reglas  de  salubridad  é  higiene  á 
cjue  deben  sujetarse  los  lugares  destina- 
dos á  la  venta  de  dichas  bebidas;  y  para 
declarar  la  caducidad  de  la  patente  en 
ciertos  casos. 

D)  No  pueden  tener  el  negocio  de  expen- 
dio de  licores:  los  miembros  de!  Congreso, 
intendentes,  gobernadores,  municipales, 
miembros  de  los  Tribunales  de  Justicia, 
empleados  de  las  policías  de  segundad, 
empleados  municipales,  subdelegados  é 
inspectores,  dueños  ó  regentes  de  casas  de 
tolerancia  y  los  que  hayan  sido  condena- 
dos por  crimen  ó  simple  delito.'* 

Contempla  en  seguida  la  ley  diversas 
medidas  de  carácter  subjetivo  para  com- 
batir la  ignorancia,  los  prejuicios  ó  los 
hábitos  del  pueblo: 

"A>  El  dos  por  ciento  de  la  entrada 
anual  de  las  Municipalidades  debe  desti- 
narse exclusivamente  á  combatir  el  alco- 
holismo dentro  del  territorio  municipal. 

B)  En  todas  las  escuelas  y  colegios  del 
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Estado  deberá  ensenarse  obligatoriamen- 
te la  higiene  con  nociones  de  fisiología  y 
temperancia,  ilustradas  con  cuadros  mu- 
rales que  demuestren  gráficamente  las 
consecuencias  del  uso  de  las  bebidas  em- 
briagantes. 

C)  Se  eximen  de  impuesto  municipal  las 
propiedades  ocupadas  por  sociedades  ó 
corporaciones  destinadas  á  combatir  el 
alcoholismo. 

D}  Se  crean  "Asilos  de  bebedores",  como 
anexos  á  las  casas  de  orates,  haciéndose 
obligatoria  la  hospitalización  en  ciertos 
casos,  como  por  ejemplo  respecto  del  pa- 
dre de  familia  que  se  encuentra  de  ordina- 
rio bajo  la  influencia  del  alcohol,  de  tal 
modo  que  no  le  sea  posible  dirigir  correc- 
tamente sus  negocios  6  proi)ender  al  sos- 
tenimiento de  sus  hijos 

li)  El  marido,  mujer,  padre,  hijo,  guar- 
dador ó  patrón  de  una  pers<ma  habitua- 
da á  l)ebercon  exceso  licores  espirituosos, 
podrá  hacer  notificar  á  los  ex]K-ndedores 
de  estas  bebidas  la  prohibición  de  vender 
licores  á  dichos  individuos  por  e!  término 
de  un  mes,  que  podrá  ser  renovado  inde- 
finidamente. El  mismo  aviso  puede  darlo 
la  autoridad  judicial  como  medida  disci- 
plinaria respecto  de  personas  procesadas 
por  ebriedad;  y 

F)  La  ley  contempla,  por  último,  un 
conjunto  de  disposiciones  destinadas  á 
penar  la  embriciguez;  obligando  al  pena- 
do á  trabajar  en  las  ocupaciones  estable- 
cidas en  los  lugares  de  detención". 

Tal  es,  en  síntesis  compendiada,  la  es- 
tructura de  la  ley  que  establece  en  Chile 
el  régimen  de  las  bebidas. 

El  propósito  dominante  del  legislador 
y  el  espíritu  de  la  ley  fué,  pues,  combatir 
el  alcoholismo,  poniendo  en  juego  todos 
aquellos  medios  que  son  del  resorte  legis- 
lativo. 


La  ley  de  11  de  agosto  de  1892  había 
ya  establecido  la  patente  para  el  expen- 
dio al  por  menor  y  fueron  precisamente 
estas  disposiciones  las  que  casi  sin  alte- 
ración se  transcribieron  en  el  proyecto 
presentado  al  Congreso. 

En  la  exposición  que  tuvimos  el  honor 
de  presentar  á  la  Cámara  de  Diputados 
en  apoyo  y  explicación  de  este  proyecto, 
decíamos:  "Se  ha  mantenido'casi  sin  va- 
riación el  impuesto  establecido  por  la  ley 
de  11  de  agosto  de  1892,  permitiendo, 
sin  embargo,  la  licitación  de  las  patentes, 
á  fin  de  que  el  libre  juego  del  interés  pri- 
vado determine  una  sobretasa  en  el  gra- 
vamen de  los  limitadores  de  expendio". 

La  ley  de  1892  citada,  no  establecía 
que  la  patente  fuera  anual,  porque  aparte 
que  la  práctica,  inspirándose  en  el  precep- 
to de  la  Constitución  del  Estado,  estable- 
ce la  anualidad  en  el  pago  de  las  contri- 
buciones, la  ley  general  de  patentes  dis- 
pone, como  ya  lo  hemos  recordado,  que 
"las  patentes  serán  por  un  año". 

Este  punto  quedaba  así  entregado  á 
las  disposiciones  de  la  ley  general,  sin  que 
se  reíjuiriera  precepto  expreso  para  variar 
esa  regla  porque  la  nueva  contribución 
quedaba  sometida  á  la  ley  general  en 
todo  lo  que  no  estuviera  especialmente 
previsto. 

Lo  que  la  ley  necesitó  decir  fué  única- 
mente cuál  era  el  monto  de  la  patente,  y 
reglamentar  el  nuevo  elemento  que  intro- 
ducía en  el  régimen  del  expendio  de  al- 
coholes para  la  bebida,  que  era  la  licita- 
ción trienal  del  derecho  de  opdón  á  la 
patente  de  expendio. 

Si  no  hubo  el  propósito  de  variar  la 
legislación  existente  en  esta  materia  sino 
de  codificarla,  haciendo  más  restrictivo  el 
régimen  de  las  bebidas,  es  indudable  que 
la  interpretación  que  sobre  estos  particu- 
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lares  haa  dado  los  tríbunHle^  no  se  ajus- 
ta á  loa  preceptos  literales  de  la  ley  _v 
viola  clara  y  definidamente  el  espfrítu 
con  que  ella  fué  dictada. 

EUODORO  YÁfiBZ 


Corte  de  Santiago.— 29  de  septiembrede  1903 

Solar  con  Fisco 

Expropiación  por  oausa  de  utilidad 
públloa.  -  Justlpreoio.  —  Estlmaoión 
perloial.— Deolaraolón  del  valor  por 
el  Jaez. 

Doctrina:— £ls  tant/o  conformes  los  pe- 
ritos nombrados  por  las  partes  es  inne- 
cesaria la  operación  del  tercero  en  discor- 
dia Y  con  arreglo  al  artículo  5^  de  la  ley 
de  14  de  agosto  de  1838  debe  aceptarse 
el  valor  de  tasación  que  ellos  indican  (1). 


Vor  ley  de  12  de  febrero  de  1896.  se  declaró 
de  utilidad  pública  el  terreno  denominado  "Hl 
Morro",  perteneciente  á  la  sucesión  de  don 
Bernardo  Solar,  necesario  para  la  fortificnción 
de  Talcahuano  y  se  ordenó  su  expropiación* 
La  Intendencia  de  Concepción,  conforme  A  la 
ley  de  18  de  junio  de  1857,  nombróla  comisión 
de  hombres  bucnosque  debía  valorizar  la  pro- 
piedad referida,  y  esta  comisión  apreció  en 
160  pesos  una  extensión  de  mil  seiscientos  me- 
tros cuadrados  de  vega  y  en  98  [lesos  siete 
centavos,  catorce  mil  diez  metros  de  cerro. 
Considerando  exigua  esa  tasación,  los  herede- 
ros de  don  Bernardo  Solar  protestaron  de  ella 
en  hl  oficina  de  la  Intendencia,  fundándose  en 


( I )  Véanse  las  dos  sentencias  siguientes  y  la 
nota. 


que  el  señor  Solar  había  dado  mucho  mayor 
precio  en  circunstancias  en  que  la  propiedad 
rural  tenía  un  valor  insignificante.  Estimando 
los  herederosSolarqueel  fundo  ha  aumentado 
considerablemente  de  valor,  tanto  por  la  cir-  * 
cunstancia  de  ser  carbonífero,  cuanto  porque 
los  nuevos  elementos  de  vida  y  progreso  que 
ha  alcanzado  el  puerto  de  Talcahuano  lo  ha- 
cen  indispensable  para  su  ensanche  en  la  parte 
urbana,  se  presentaron  al  Juzgado  de  Talca-  - 
huano  reclamando  de  la  operación  hecha  por 
la  comisión  de  la  Intendencia  y  solicitaron,  en 
conformidad  á  las  leyes  de  14  de  agosto  de 
1838  y  18  de  junio  de  1857,  se  les  llamara  ánn 
comparendo  con  el  representante  del  Fisco  pa' 
ra  designar  los  peritos  que  debían  proceder  á 
una  nueva  tasación,  como  lo  prescribe  el  ar- 
tículo 4^  déla  última  de  las  leyes  citadas,  pro- 
poniendo por  parte  de  ellos  á  don  Manuel  2' 
Solar.  Se  llevó  á  efecto  el  comparendo  con  fe- 
cha 28  de  diciembre  de  1897,  dejándose  sub* 
sistente  la  designación  de  perito  en  don  Ma- 
nuel 2'  Solar  por  parte  de  los  reclamantes  y 
designando  el  señor  Promotor  Fiscal  á  don 
Pedro  Márquez  por  i>arte  del  Fisco,  sin  que  el 
Juzgado  hiciera  la  de  tercero  para  el  caso  de 
discordia. 

Los  señores  Solar  presentaron  escritura  pú- 
blica é  informaciones  de  testigos  para  dejar  es- 
tablecido el  verdadero  valor  ile  la  propiedad, 
y  con  esos  antecedentes  procedieron  los  peritos 
al  desempeño  de  su  cometido,  presentando  su 
o|>e'rnción  el  28 de  septiembrede  1898,  cuyo  re- 
sultado fué  el  de  veinticinco  mil  quince  pesos 
por  el  terreno  de  vega  y  cerro  á  la  vez.  Como 
fuera  tan  notable  la  diferencia  entre  el  precio 
asignado  á  la  projñedad  por  los  peritos  que 
nombráronlas  partes  y  el  que  le  había  dado  la 
comisión  de  hombres  buenos,  el  Juzgado  creyó 
conveniente  oír  el  informe  de  un  tercer  perito, 
designando  al  efecto  al  ingeniero  don  Fidel  Ca- 
brera, pero  habiéndose  apelado  de  esta  rsolu- 
ción  del  Juzgado,  la  Excma.  Corte,  eu  resolu- 
ción de  21  de  septiembre  de  1899,  declaró  nulo 
el  procedimiento  de  los  peritos  por  no  lialjerse 
hecho  al  principio  la  designación  del  tercer  pe- 
rito por  el  Juzgado  para  el  caso  de  desacuerdo 
de  los  otros  y  ordenó  reponer  la  causa  al  esta- 
do de  celebrarse  nuevamente  el  comparendo 
para  la  designación  de  peritos.  Se  procedió  á 
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ese  comparendo  con  fecha  23  de  noviembre  de 

1900,  y  se  designaron  como  peritos  á  las  si- 
guientes personas:  por  los  reclamantes  Solar, 
al  mismo  señorManuel  2^SoIarantesnombra> 
do;  por  el  señor  Promotor  Fiscal  á  don  Enri- 
que Schuyler,  y  como  tercero  en  discordia  de- 
signó el  Juzgado  al  ingeniero  don  Luis  M.  Ma- 
thieu. 

Los  peritos  de  las  partes  presentaron  una 
tasación  en  todo  conforme  con  la  que  ya  ha- 
bían presentado  los  otros ]>eritos,  ó  sea  dando 
un  valor  de  veinticinco  mil  quince  pesos  á  los 
terrenos  de  vega  y  cerro  expropiados.  Se  man- 
dó poner  lu  operación  en  conocimiento  de  las 
partes,  y  como  insistiera  el  Juzgado  en  oír  el 
informe  del  tercer  perito,  para  mejor  resolver, 
en  decreto  de  2S  de  noviembre  de  1901,  el  se- 
ñor Mathieu  asignó  á  toda  la  propiedad  el  va- 
lor de  diez  y  seis  mil  seiscientos  nueve  pesos. 

El  Juzgado  resolvió: 
Teniendo  presente: 

Que  los  peritos  nombrados  por  los  reclaman- 
tes y  el  señor  Promotor  Fiscal,  están  en  todo 
conformesen  lamanera  de  apreciar  el  valor  de 
la  propiedad,  presentando  sus  operaciones  en 
una  sola  diligencia; 

Que  por  esta  circunstancia  se  hace  innecesa- 
ria la  operación  del  tercero,  3'a  que  éste  debe 
proceder  sólo  cuando  los  otros  peritos  estén  en 
desacuerdo; 

Que  el  valor  asignado  á  la  propiedad  ha  sido 
de  veinte  y  cinco  mil  quince  pesos,  tomándose 
para  ello  en  cuenta  los  documentos  que  han 
presentado  los  reclamantes  y  las  informacio- 
nes testimoniales  para  establecer  el  precio  jus- 
to de  la  propiedad. 

Por  estos  fundamentos  y  lo  dispuesto  en  el 
artículo  5f  de  la  ley  de  14  de  agosto  de  1838, 
Se  declara: 
Que  el  Pisco  debe  pagar  á  doña  Lorenza 
Sepfilveda,  viuda  de  Solar  y  herederos  de  don 
Bernardo  Solar,  la  suma  de  veinticinco  mil 
quince  pesos  á  que  asciende  la  operación  peri- 
cial, como  valor  de  los  terrenos  que  á  ellos  per- 
tenecen y  que  se  mandaron  expropiar  por  ley 
de  12  de  febrero  de  1896. 

Vista  la  causa  en  consulta  dijo 

La  Corte: 

Se  aprueba  la  sentencia  consultada  de  27  de 


junio  último  L.  R.  Mora  A.  Montt  Uario 

Benavente. 


Corle  de  Santiago,— líti  de  octubre  de  1903 

Michael  y  C  con  Fisco 

Expropiación  por  causa  de  utilidad 
públloa.— Justiprecio.  —  Estimación 
pericial.— Declaración  del  valor  por 
ül  Juez. 

Doctrina: — No  estando  de  acuerdo  las 
estimaciones  de  los  peritos  nombrados 
por  las  partes  y  del  tercero,  ni  correspon- 
diendo todas  ellas  al  valor  real  y  comer- 
cial de  las  propiedades  expropiadas  á  Jui- 
cio del  Juez,  puede'  éste  fijar  el  valor  de 
los  bienes,  con  arreglo  á  lo  preceptuado 
por  las  leyes  de  14  de  agosto  de  1838^ 
18  de  Jun  io  de  1857  y  articulo  1093  del 
Código  de  Procedimiento  Civil  (1). 


Don  Juan  Hoppe,  en  representación  de  la 
sociedad  comercial  Ernesto  Michael  y  Com- 
pañía, se  presentó  ante  el  Juzgado  de  Nueva 
Imperial  reclamando  de  la  estimación  que  se 
hizo  por  la  comisión  de  hombres  buenos  del 
valor  de  sus  propiedades  que  se  han  expro- 
piado para  la  construcción  del  ferrocarril  de 
Temuco  á  Carahue  y  de  los  perjuicios  que  le 
ocasiona  dicha  expropiación.  La  tasación  de 
diez  y  seis  mil  novecientos  treinta  y  cuatro 
pesos  cuarenta  centavos  que  hizo  la  comi- 
sión de  hombres  buenos,  era  baja  á  su  juicio  y 
pedia  que  se  elevase  á  treinta  mil  quinientos 
cuarenta  y  nueve  pesos  cincuenta  centavos, 
en  atención  á  que  la  expropiación  le  quita  á 
su  establecimiento  de  destilación  y  molinería 

(1)  Véase  la  sentencia  siguiente  y  la  nota 
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la  mitad  del  terreno  que  estrictamente  tenía 
para  el  ejercicio  de  esas  industrias. 

Para  este  efecto,  y  cumpliendo  con  lo  dis- 
puesto en  la  \vy  de  18  de  junio  de  1857,  nom. 
bró  perito  por  su  parte  A  don  Martín  B.  Sto. 
ne,  quien,  en  su  informe,  tasó  las  propiedades 
del  redamante,  incluso  los  iKijuícios,  en  la 
suma  de  veintidós  mil  novecientos  diez  y  seis 
pesos. 

El  tasador  nombrado  por  el  representante 
fiscal,  considerando  subida  la  tasación  cíe 
hombres  buenos,  tasó  estas  mismas  propie- 
dades, incluyendo  los  iierjuicios,  en  siete  mil 
novecientos  cuarenta  y  tres  pesos  cuarenta 
centavos,  debido  á  que  una  parte  del  terreno 
está  situado  en  la  falda  de  un  cerro  y  la  parte 
baja  del  mismo  se  inunda  con  las  creces  del  río 
Imperial. 

Don  Enrique  Valck,  nombrado  pnr  el  Juzga- 
do como  tercer  perito,  tasó  las  propiedades 
sobre  que  versa  este  reclamo,  incluso  los  per- 
juicios, en  trece  mil  novecientos  noventa  y 
ocho  pesos  treinta  centavos. 
■  El  Juzgado,  por  sentencia  de  3  de  didcinbre 
de  1902,  teniendo  presente  que  don  Juan 
Hop¡je  no  había  establecido  los  fundamentos 
déla  reclamación  deducida  y  que  no  estaban 
de  acuerdo  las  tasaciones  practicadas  por  los 
peritos  con  el  valor  real  y  comercial  de  Ins 
propiedades  expropiadas,  resolvió: 

Visto  lo  dispuesto  en  las  leyes  de  14  de 
agosto  de  1838,  de  18  de  junio  de  1857  y  10* 
título  15,  partida  6^,  se  declara  que  no  ha  lu- 
gar á  la  reclamación  interpuesta  y  que,  en 
consecuencia,  del»  estimarse  como  legítimo 
valor  de  las  propiedades  del  interesado,  inclu- 
so los  perjuicios,  la  suma  de  doce  mil  nove- 
cientos cincuenta  y  ocho  pesos  setenta  centa- 
vos, aceptándose  en  esta  parte  c!  reclamo 
interpuesto  por  el  señor  promotor  fiscal. — 
Ürrutia. 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo  1093  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
confirma  la  sentencia  apelada  de  3  de  díciem- 
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bre  de  1902.-1,.  R.  Mora.^A.  Montt.— Darío 
Benarcnte. 


Corte  de  Santmffo. — 4  de  diciembre  de  1903. 

Subercaseaux  de  Concha  con  Empresa  de  los 
Ferrocarriles  del  Estado. 

Expropiación  por  oausa  de  utilidad 
publloa. —Justipreolo.  —  Estimación 
pericial  -Deolaraclón  del  valor  por 
el  Juez. 

■  Dijctrina: — La  expresión  "se  aceptará 
como  valor  de  los  bienes"  ^  empleada  por 

el  artículo  1093  del  Código  de  Procedi- 
dimiento,  refíriéndose  á  la  estimación 
idéntica  de  dos  peritos,  no  signiñca  que 
el  Tribunal  Superior,  revisando  la  senten- 
cia en  apelación  ó  consulta,  deba  nece- 
sariamente ajustarse  ádicha  avaluación. 


En  un  juicio  seguido  por  doña  Emiliana 
Suhercaseaux  de  Concha  con  los  Ferrocarriles 
del  Estado  sobre  avaluación  de  unos  terrenos 
expropiados  para  la  construcción  del  ramal  de 
Peumo  n  las  Cabras,  el  perito  nombrado  por 
la  expropiada  y  el  tercero  en  discordia,  los 
avaluaron  en  la  suma  de  8000  pesos.  El  jnez 
de  primera  instancia,  visto  el  inciso  1'  del  ar- 
tículo 1093  del  Código  de  Procedimiento,  con- 
denó á  la  Empresa  á  pagar  la  suma  indicada 
]jor  los  ]jeritos  en  los  términos  que  indica  la 
resolución  que  sigue: 

"En  Peumo,  á  1'  de  julio  de  1903,  tuvo  lu- 
gar el  comparendo  decretado  con  asistencia 
de  los  peritos  don  Francisco  Huneeus  y  don 
Juan  Emilio  Mujica  y  del  tercero  don  Eduar- 
do Ravelot. 

El  señor  Mujica,  en  representación  de  la 
Empresa  de  los  Ferrocarriles  del  Estado,  ex- 
puso; que  reproducía  su  informe  de  fe.  59,  y  at 

«4 


Digitized  by 


186 


SEGUNDA  PARTE 


efecto  tasaba  los  terrenos  expropiados  á  la  se- 
ñora Emiliana  Subercaseaux  de  Concha  para 
la  construcción  del  ferrocarril  de  Peumo  á  las 
Cabras  á  razón  de  390  pesos  62  y  medio  cen- 
tavos la  cuadra  cuadrada. 

El  señor  Francisco  Huneeus,  en  represen- 
tación de  la  señora  Subercaseaux,  expuso  que 
avaluaba  el  terreno  expropiado  de  que  se  ha 
hecho  referencia  en  la  suma  de  8071  pesos  76 
centavos,  y  acompañó  su  informe  en  que  se 
detalla  y  hace  un  avalúo  circunstanciado  de 
los  terrenos  expropiados,  informe  que  se  man- 
dó agregar  á  sus  antecedentes. 

El  señor  Mujica,  por  su  parte,  agregó  que 
la  suma  total  á  que  ascendía  la  tasación,  era 
de  1416  pesos. 

El  tercero  en  discordia  se  adhirió  á  la  tasa- 
ción hecha  por  el  perito  señor  Huneeus. 

El  Juzgado,  en  conformidad  ¿i  lo  dispuesto 
en  el  inciso  1'  del  artículo  1093  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  aceptó,  como  valor  délos 
terrenos  expropiados  á  la  señora  Emiliana 
Suliercaseaux  de  Concha  para  la  construcción 
del  ferrocarril  de  Peumo  á  las  Cabras,  el  que 
han  establecido  las  dos  avaluaciones  confor- 
mes de  los  peritos  señores  Huneeus  y  Ravelot, 
esto  es,  la  suma  de  8071  pesos  76  centavos. 

El  Juzgado  ordenó  publicar  los  avisos  á 
que  se  refiere  el  articulo  1094  del  citado  Códi* 
go  de  Procedimiento. 

Apelada  esta  resolución. 

La  Corte  resolvió: 

■  Reproduciendo  la  relación  de  los  hechos  que 
sirven  de  antecedente  á  la  sentencia  de  prime- 
re  instancia  contenida  en  el  acta  de  fs.  82,  y 
teniendo  presente: 

1'  Que  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  924 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  toda  sen- 
tencia definitiva  pronunciada  por  los  jueces 
letrados  en  juicios  de  hacienda  y  de  que  no  se 
apelare,  se  elevará  en  consulta  á  la  Corte  de 
Apelaciones  respectiva;  de  lo  cual  se  deduce 
que  el  Tribunal  Superior,  en  todo  caso,  está 
autorizado  por  la  ley  para  modificar  la  sen- 
tencia de  1*  instancia,  en  vista  de  los  antece- 
dentes probatorios  acumulados  por  las  par- 
tes durante  el  curso  de  la  causa  y  de  los  fun- 
damentos legales  que  estimare  procedentes; 
2^  Que,  por  lo  mismo,  tratándose  de  expro- 


piación por  causa  de  utilidad  pública,  la  regla 
sentada  en  el  inciso  1^  del  artículo  1093  del 
citado  Códigode  que  "se  aceptará  como  valor 
de  los  bienes  expropiados  el  que  establecieren 
las  dos  avaluaciones  conformes"  en  el  caso  de 
haber  concurrido  tres  peritos,  no  puede  acep- 
tarse como  precepto  absoluto  é  invariable 
para  el  Tribunal  de  Alzada,  de  tal  modo  que 
éste  deba  necesariamente  ajustarse  á  dicha 
valuación,  pues  semejante  doctrina  importa- 
ría la  negación  de  una  facultad  legal,  la  de 
revisar  la  sentencia  de  1*  instancia  que  le  co- 
rresponde al  Tribunal  Superior  en  virtud  de  la 
apelación  ó  consulta; 

3«  Que  si  bien  el  artículo  1094  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  disponeque  en  segunda 
instancia  podrá  hacerse  nueva  estimación  peri- 
cial en  la  forma  establecida  en  los  artículos 
1090  á  1093  inclusive,  aquella  misma  disposi- 
ción legal  deja  á  la  apreciación  del  tribunal  re- 
currir á  este  medio  de  información,  como  así 
lo  manifiesta  la  frase  final  "si  el  Tribunal  lo 
juzga  conveniente"  y,  por  consiguiente,  debe 
entenderse  que  en  la  segunda  instancia  puede 
el  Tribunal  modificar  el  fallo  de  primera,  regu- 
lando la  indemnización  que  corresponde  al  ex- 
propiado en  vista  de  los  antecedentes  que  hay 
en  autos,  en  conformidad  á  los  principios  ge- 
nerales, sin  que  deba  necesariamente  ocurrir 
al  medio  probatorio  indicado  en  el  artfoulo 
1097; 

4'  Que,  atendido  el  mérito  de  los  anteceden- 
tes producidos  en  autos,  el  Tribunal  regula  en 
la  suma  de  4000  pesos  el  valor  de  los  terienos 
expropiados  y  el  de  los  perjuicios  causados  por 
la  expropiación. 

Por  estos  fundamentos  y  disposiciones  lega- 
les j'a  citadas  se  confirma  la  sentencia  de  1' 
de  julio  de  1903,  con  declaración  de  que  se  re- 
duce á  cuatro  mil  pesos  la  suma  que  el  Fisco 
debe  pagar  áln  señora  Emiliana  Subercaseaux 
de  Concha  por  las  indemnizaciones  á  que  se 
refiere  el  último  considerando  de  esta  resolu- 
ción. Redactada  por  el  señor  Bernales  M.— 
J.  Bcmales  M.—A.  Vcrgara  Albano.—E.  Do. 
noso  V. 


Esta  última  sentencia  tiende  á  recono- 
cer la  doctrina  de  que  la  estimación  idén- 
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tica  de  dos  peritos  nombrados  para  ta- 
sar los  bienes  expropiados  por  causa  de 

utilidad  pública,  no  puede  tener  el  va- 
lor de  un  fallo,  sino  que  tiene  el  valor  de 
una  tasación,  y  por  lo  tanto,  es  un  an- 
tecedente ilustrativo  que  el  juez  tomará 
en  cuenta  según  el  mérito  de  los  demás 
antecedentes  que  obran  en  autos. 

Las  disposiciones  relativas  al  título 
XVI  de  la  expropiación  por  causa  de  uti- 
lidad pública,  fueron  agregadas  por  la 
3*  Comisión  Revisora,  y  en  las  actas  de 
las  sesiones  respectivas  no  se  encuentra 
ninguna  historia  relativa  á  ellas. 

£1  artículo  1093  fué  tomado  de  la  par- 
te final  del  artículo  2'  de  la  ley  de  8  de 
junio  de  1857,  que  determinaba  las  for- 
malidades que  debían  observarse  en  la 
expropiación  de  todo  terreno  que  se  ne- 
cesitare para  el  uso,  tránsito  y  construc- 
ción de  un  ferrocarril. 

El  dicho  artículo  disponía:  "El  Inten- 
"  dente  nombrará  en  el  acto  una  comi- 

sión  de  tres  hombres  buenos  á  su  jui- 
"  ció  y  vecinos  de  la  propiedad  denun- 
"  ciada,  quienes  reuniéndose  sin  excusa 
*'  el  día  y  hora  que  se  les  designe,  bajo  la 
**  multa  de  doscientos  pesos  en  caso  de 
**  inasistencia,  harán  la  estimación  del 
"  terreno  de  que  se  trata,  y  de  los  daños 
**  y  perjuicios  que  se  causaren  al  propie- 
"  tario,  por  mayoría  de  opiniones,  y  sin 
*'  considerar  la  ventaja  que  le  dé  ó  haya 
"  dado  el  camino.  En  caso  de  no  resultar 
"  mayoría,  se  sumará  la  cuantía  de  las 
*'  tres  apreciaciones  y  la  tercera  parte  de 
"  su  total  resultado  será  el  valor  que  se 
"  fije". 

Como  se  ve,  en  la  disposición  inserta 
se  fijaban  las  reglan  que  debía  seguir  la 
comisión  de  hombres  buenos  para  llegar 
á  fijar  el  valor  de  los  perjuicios,  y  la  ex- 
presión final  "será  el  valor  que  se  fije", 


no  significaba  sino  que  el  resultado  de  la 
operación  indicada  era  la  tasación  de  los 
hombres  buenos.  Y  tanto  era  sólo  una 
tasación  el  resultado  de  esta  operación 
que  ella  podía  ser  impugnada  y  modifi- 
cada en  conformidad  á  la  misma  ley,  ya 
que,  como  es  sabido,  el  expropiado  que 
se  consideraba  perjudicado  según  el  ar- 
tículo 4^  de  la  misma  ley,  debía  ocurrir 
al  juez  dentro  de  veinte  días,  nombrando 
por  su  parte  un  perito  y  pidiendo  que  el 
expropiante  nombrara  otro  y  el  juez  un 
tercero  en  discordia  para  el  caso  de  ha- 
berla. 

Ahora  ¿qué  valor  tenían  estas  tasacio- 
nes, que  refiriéndose  á  ellas  el  artículo  5^ 
de  la  ley  de  14  de  agosto  de  1838,  dice: 
"declarado  por  el  juez  el  legítimo  valor 
**  de  la  especie  con  arreglo  á  la  tasación, 
"  decretará  que  éste  se  cubra  por  el  com- 
'  *  prador,  ete?'  *  Estas  tasaciones  eran  sólo 
datos  ilustrativos,  según  expresas  decla- 
raciones de  la  Corte  Suprema,  hechas  en 
varios  juicios. 

Así  lo  declaró,  en  efecto,  en  una  senten- 
cia pronunciada  en  un  juicio  seguido  á  la 
Empresa  de  los  Ferrocarriles  del  Estado 
por  don  Pedro  Lucio  Cuadra,  sobre  expro- 
piación deterrenosparael  ramal  del  Mei^ 
cade.  Kn  dicha  sentencia  de  fecha  12  de 
enero  de  1900,  página  58  vuelta,  de  la 
"Gaceta  de  los  Tribunales"  del  año  1900 
y  bajo  el  número  46,  se  dice  en  el  conside- 
rando 5^:  "que  las  tasaciones  de  los  peri- 
*'  tos  que  se  nombran  cuando  las  partes 
"  no  se  conforman  con  el  avalúo  de  los 
'  hombres  buenos,  constituyen  meros  da- 
**  íos/fi^rina¿2Fosquelaleyrequierepara 
*'  la  ilustración  del  Tribunal  que  conoce 
"  en  la  expropiación,  el  cual  puede  acep- 
"  tarias  en  todo  ó  en  parte  ó  no  aceptar- 
"  las,  ya  que  él  es  el  llamado  por  la  ley 
*'  para  fijar  el  monto  de  la  indemnización 
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,.  según  el  criterio  con  qüe  aprecie  el  mé- 
"  rito  de  dichas  tasaciones  y  de  los  otros 
"  antecedentes  que  obren  en  el  proceso." 

Se  ve  pues,  que  según  la  interpretación 
dé  la  Corte  Suprema,  las  tasaciones  de 
que  habla  la  ley  de  4  de  agosto  de  1838 
y  las  expresiones  que  emplea  la  ley  de  18 
de  junio  de  1857,  refiriéndose  á  ellas,  no 
son  más  que  datos  ilustrativos  que  sir- 
ven al  juez  para  fallar. 

Y  nos  parece  que  sólo  este  alcance  puede 
darse  á  las  dichas  estimaciones,  si  se  les 
quiere  reconocerá  los  jueces  ordinarios  su 
carácter  propio  dejuezque  debe  dirimirla 
cuestión  sometida  á  su  jurisdicción,  pues 
si  se  consideran  las  estimaciones  como  re* 
soluciones  ineludibles  para  el  juez,  que  éste 
no  puede  alterar,  se  les  daría  á  los  peritos 
el  carácter  de  jueces  prácticos,  y  éstos  no 
existen,  según  la  ley  de  15  de  octubre  de 
1875.  Y  nada  puede  inducir  á  creer  que 
haya  estado  en  el  ánimo  de  tos  legislado- 
res la  mente  de  hacer  revivir  dichos  jueces 
por  medio  de  la  disposición  legislativa 
contenida  en  el  artículo  1093,  alterando 
así  la  organización  judicial. 

Por  otra  parte,  los  encargados  de 
practicar  la  estimación  de  que  se  trata, 
son  peritos,  según  los  califica  dicha  dis- 
posición, y  el  mismo  Código  de  Procedi- 
miento en  el  párrafo  séptimo,  que  trata 
del  informe  de  peritos,  dice  en  el  articulo 
427  que  'ios  tribunales  apreciarán  la 
fuerza  probatoria  del  dictamen  de  peritos 
en  conformidad  á  las  reglas  de  la  sana 
crítica". 

Por  lo  demás,  estas  estimaciones  son 
indudablemente  t^aciones  y,lasta8acio- 
nes  se  pueden  impugnar,  y,  según  el  ar- 
tículo 1074  del  Código  de  Procedimiento, 
titulo  XIII,  relativo  á  las  tasaciones,  im- 
pugnada una  tasación,  el  juez  por  sí  mis- 
rao  puede  lijar  el  justiprecio  délos  bienes. 


Es,  pues,  indiscutible  que  los  jueces  qu^ 
conocen  de  las  expropiaciones  por  causiv 
de  utilidad  pública,  pueden  apartarse  de 
la  estimación  de  los  peritos  nombrados 
al  efecto. 

Y  en  esta  convicción,  estimamos  erra- 
do el  fallo  dado  por  la  primera  sala  de  la 
Corte  de  Apelaciones  con  fecha  27  de  ju- 
nio último  en  un  juicio  seguido  en  Talca- 
huano  por  la  sucesión  de  don  Bernardo 
Solar  contra  el  Fisco,  por  expropiación 
de  un  terreno  denominado  "El  Morro", 
y  que  se  inserta  más  arriba. 

Estimamos  errada  dicha  resolución, 
por  cuanto  parece  dar  un  mérito  incon- 
trovertible á  las  tasaciones  de  los  peri- . 
tos,  interpretando  erradamente  el  artícu- 
lo 5'  de  la  ley  de  14  de  agosto  de  1838,  y 
en  desacuerdo  con  lo  estimado  por  la 
Excma.  Corte  en  el  fallo  de  don  Pedro 
Lucio  Cuadra  con  los  Ferrocarriles  del 
Estado,  antes  citado. 

Dicha  sentencia  es,  además,  contraria 
al  otro  fallo  dado  por  la  misma  Sala,  en 
cuanto  aplica  las  leyes  de  14  de  agosto 
de  1838  i  15  de  junio  de  1857,  y  no  el  ar- 
tículo 1093,  como  lo  resolvió  en  un  juicio 
seguido  por  Ernesto  Michael  y  C  con  el 
Fisco  y  sentenciado  por  la  Corte  con  fe- 
cha 26  de  octubre  de  1903,  que  también 
se  inserta. 

Por  otra  parte,  según  el  criterio  del 
señor  juez  de  Talcahuano,  aceptado  por 
la  Corte,  la  tasación  del  tercero  en  dis- 
cordia no  debería  efectuarse  cuando  la 
estimación  de  los  dos  peritos  nombrados 
por  las  partes  es  idéntica;  mientras  que 
lo  contrario  se  desprende  del  contexto  de 
los  artículos  1091  y  siguientes.  Según 
ellos,  en  el  comparendo  determinado  por 
la  ley,  cada  parte  nombra  un  perito  y  de 
común  acuerdo  al  que  deba  hacer  las  ve- 
ces de  tercero  en  discordia,  ó  en  su  defec- 
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to  será  éste  designado  por  el  juex;  y  de- 
termina'eu  seguida  el  artículo  1092  que 
reunidos  los  peritos  y  el  tercero  en  el  día 
y  hora  que  designe  el  tribunal,  harán  un 
SíVrXúo  circunstanciado  de  los  bienes;  y 
el  artículo  1093  agrega  que  *'si  la  esti- 
mación de  los  dos  peritos  fuere  idéntica 
ó  si  lo  fuere  la  de  uno  de  los  peritos  y  la 
del  tercero,  se  aceptará  como  valor  de 
los  bienes  el  que  establecieren  las  dos 
avaluaciones  conformes",  lo  que  supone 
que  el  pepito  debe  concurrir  á  la  tasación 
y  presentaren  todo  caso  su  operación, 
pues  el  mismo  articulo  agrega  que  "no 
existiendo  conformidad,  se  tendrá  como 
valor  de  los  bienes  el  tercio  de  la  suma 
de  las  tres  operaciones". 

£u  el  caso  de  la  señora  Subercaseaux 
de  Concha,  el  Tribunal  ha  invocado  la 
disposición  del  artículo  924  del  Código 
de  Procí'dimiento  Civil,  que  lo  autoriza 
para  modificar  las  sentencias  perjudicia- 
les al  Pisco  que  se  eleven  en  consulta.  Es 
evidente  que  cuando  se  trata  de  expro- 
piaciones hechas  por  el  Fisco,  el  juicio  no 
puede  perder  su  carácter  de  juicio  de  ha- 
cienda, y  la  disposición  citada  facultarla 
al  Tribunal  para  modificar  la  sentencia 
de  primera  instancia  que  hubiere  manda- 
do pagar  una  cantidad,  á  su  juicio,  exce- 
siva; pero  creemos  que  en  las  considera- 
ciones que  dejamos  hechas  y  en  el  consi- 
derando tercero  de  la  sentencia  que  ana- 
lizamos, hay  base  suficiente  para  dar  á 
esta  cuestión  la  solución  que  el  Tribunal 
le  ha  dado,  prescindiendo  del  aspecto  fis- 
cal que  el  negocio  tiene. 

Al  hablar  el  artículo  1093  de  *' valor 
de  los  bienes",  ha  entendido  referirse  á  la 
ta^adón  y  nada  más;  de  otro  modo  no 
habría  dicho  el  artículo  1094  que  "decla- 
rado por  el  Tribunal  el  valor  de  los  bie- 
nes y  perjuicios  con  arreglo  al  artículo 


anterior",  se  mandaría  publicar,  etc.,  y 
no  habría  dado  lugar  al  recurso  de  ape- 
lación ni  habría  por  lo  mismo  autoriza- 
do al  Tribunal  de  Alzada  para  alterar 
esa  tasación  en  que  los  peritos  habían 
estado  conformes. 

Ln  resolución  de  la  tercera  sala  nos 
parece,  pues,  ajustada  á  las  prescripcio- 
nes legales  y  la  verdadera  interpretación 
de  ellas. 

A,  V.  C. 


Corte  de  Santia^.~9  de  diciembre  de  1903 
Miqiiel  y  Cableses  con  Pisco 

Honorario. -Oomislón  conferida  por 
el  Presidente  de  la  República  sin 
autorización  legral.  — Responsabili- 
dad del  Flsoo. 

Doctrina:— Los  actos  que  ejecutan  las 
autoridades  sin  facultad  legal  son  nulos 
y  no  comprometen  la  responsabilidad  del 
Estado.  La  Constitución  confiere  al  Prcr 
sidente  de  Ja  República  la  atribución  es- 
pecial de  cuidar  de  la  recaudación  de 
las  rentas  públicas  y  decretar  sa  inver- 
sión  con  arreglo  á  la  ley;  y  en  consecuen- 
cia, no  le  es  lícito  invertir  ó  comprometer 
las  rentas  públicas  sin  una  ley  especial 
que  en  cada  caso  lo  faculte  para  eHo^ 
razón  por  la  cual  ningún  pago  se  admiti- 
rá en  cuenta  á  las  Tesorerías  del  Estado 
si  no  se  hiciere  A  virtud  de  un  decreto  en 
que  se  exprese  la  ley  ó  la  parte  del  presu- 
puesto aprobado  por  las  Cámaras  que 
autorice  aquel  gasto  (1). 

(()  Véase  la  sentencia  Badilla  de  Turennc 
con  FiB¿o  y  nota  de  L.  C.  S. 
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Don  Ramón  Miquel  y  don  Ricardo  Cabieses 
demandaron  al  Fisco  para  que  éste  pagara  el 
valor  en  que  estiman  la  revisión  del  proyecto 
de  Código  Penal  Militar,  presentado  y  redac 
tado  por  don  Pedro  N.  Préndez,  el  informe 
respectivo  y  el  proyecto  definitivo  resultante 
del  estudio  á  que  fué  sometido  el  del  señor 
Préndez,  trabajo  que  habían  ejecutado  en  vir- 
tud del  nombramiento  que  se  les  hizo  por  el 
Presidente  de  la  República. 

Bn  virtud  de  este  nombramiento  procedie- 
ron á  desempeñar  su  comisión,  y  consideran- 
do que  ella  no  podía  tener  por  límite  la  sota 
lectora  del  proyecto  y  la  simple  consignación 
de  su  juicio  sobre  si  era  bueno  ó  malo,  efectúa' 
ron  un  verdadero  trabajo  de  revisión,  casi 
siempre  con  audiencia  del  autor  y  teniendo  á 
la  vista  los  trabajos  del  señor  Préndez,  del 
señor  Kónig  y  algunos  códigos  extranjeros. 

Su  tarea  no  ha  consistido  en  manifestar  su 
opinión  sobre  la  bondad  del  proyecto  del  sé- 
ñor  Préndez,  pues  la  comisión  tuvo  especial 
empeño  en  dejar  claramente  establecido  la 
razón  y  fundamento  de  cada  una  de  las  dis- 
posiciones del  Código,  asentando  en  cada 
acta  y  respecto  de  cada  uno  de  sus  artículos 
los  motivos  que  tuvieron  para  acordar  su  co- 
locación, sin  cuidar  la  redacción  del  proyecto 
definitivo,  cuya  importancia  es  evidente  para 
los  efectos  de  la  claridad,  corrección  y  preci- 
sión que  debe  tener  el  tenor  literal  de  un  có- 
digo. 

En  6  de  diciembre  de  1901 ,  después  de  más 

de  seis  meses  de  constante  labor,  elevaron  al 
Supremo  Gobierno  el  proyecto  estudiado  y  sus 
anexos. 

En  virtud  de  lo  expuesto,  y  estimando  que 
el  trabajo  que  han  realizado  debe  serles  remu- 
nerado con  relación  á  su  importancia  y  al 
esfuerzo  en  él  empleado,  demandaron  al  Fisco 
para  que  les  pagase  dentro  de  tercero  día  las 
siguientes  cantidades: 

A  don  Ramón  Miquel  seis  mil  pesos,  por 
cuanto  comenzó  á  desempeñar  el  cargo  el 
24  de  septiembre  de  1900  en  unión  con  don 
Santiago  Aldunate  Bascuñán  y  demás  perso- 
nas, y  después,  por  renuncia  delsenor  Alduna- 
te y  por  haber  sido  enviado  á  Europa  otro  de 
los  comisionados,  el  señor  del  Solar,  continuó 
él  trabajando  con  los  señores  Montauban  y 


Cabieses,  nombrados  miembros  de  dicha  co 
misión,  aendo  dicho  señor  Miquel  el  presiden- 
te de  la  comisión,  cuyo  cargo  le  ha  impuesto 
mayores  atenciones. 

Y  á  don  Ricardo  Cabieses  Z.,  cinco  mil  pe- 
sos, en  que  estima  su  trabajo  como  miembro 
de  la  referida  comisión. 

El  señor  Director  del  Tesoro  expuso,  en  con- 
testación, que  de  los  antecedentes  acompaña, 
dos  por  los  demandantes  se  desprende  la  efec- 
tividad del  nombramiento  de  las  comisiones 
aludidas  como  también  que  éstos  desempeña- 
ron su  cometido;  pero  que  la  demanda  de  ho- 
norarios por  estos  servicios  prestados  carece 
de  base  legal,  pues  consta  que  la  comisión 
conferida  era  ad-bonorem  como  la  generali- 
dad de  las  comisiones  análogas  designadas 
por  el  Gobierno,  y  que  por  este  motivo  no  tie- 
nen derecho  para  cobrar  judicialmente  hono- 
rarios. 

Observa,  además,  que  don  Abrahám  Kónig 
presentó  un  proyecto  de  Código  Penal  Mili- 
tar, que  fué  estudiado  por  una  comisión  y  que 
ésta  no  cobró  ni  recibió  remuneración,  figu- 
rando en  ella  elseñor  Miquel;  y  que  en  derecho 
no  afecta  responsabilidad  alguna  al  Fisco  por 
cuanto  no  ha  habido  remuneración  especial 
expresa,  ni  convenio  entre  las  partes  para 
fijar  honorario  por  el  trabajo  indicado. 

En  conclusión,  observó  que  el  honorario  co- 
brado por  los  demandantes  no  se  hallaba  au- 
torizado por  ley  alguna  y  que  el  Presidente  de 
la  República,  en  su  facultad  de  gobernar  y  ad- 
ministrar, no  se  halla  autorizadopor  la  Cons- 
titución para  imponer  responsabilidades  pe- 
cuniarias al  Estado  sino  en  la  forma  en  ella 
expresada,  y  que,  en  la  práctica,  esta  clase  de 
servidos  han  sido  remunerados  cuando  ellos 
han  comprometido  la  gratitud  nacional,  pero 
siempre  dicha  remuneración  es  acordada  y 
dictada  por  una  ley. 

El  señor  juez  Ayala  resolvió: 
Considerando: 

1^  Que,  según  consta  de  los  documentos  de 
fs.  1  y  2,  don  Ramón  Miquel,  don  Vicente 
Montattban  y  don  Ricardo  Cabieses  Z.  fue- 
ron nombrados  miembros  de  la  comisión  en- 
cargada de  estudiar  el  proyecto  de  Código  Pe- 
nal Militar  redactado  por  don  Pedro  Nolasco 
Préndez,  reemplazando  los  dos  últimos  á  don 
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Santiago  Aldanate  Bascuñán  y  á  don  Vicente 
del  Solar; 

2^  Que  los  señores  Míquel,  Montauban  y 
Cabieses  procedieron  á  desempeñar  la  comi- 
sión á  que  se  reñeren  dichos  documentos  y 
cumplida  ésta  á  satisfacción  de  S.  B.  el  Presi- 
dente de  la  República  y  del  Ministerio  respec- 
tivo, ha  sido  expresamente  aprobada; 

3^  Que  en  los  decretos  supremos  registrados 
á  fs.  1  y  2,  no  se  expresa  que  la  comisión  con- 
ferida á  los  demandantes  debía  ser  desempe- 
ñada ad  honorem; 

As^  Que  la  declaración  hecha  en  el  oficio  de 
fs.  7,  de  14  de  octubre  de  1902,  no  puede 
dar  á  dicha  comisión  el  carácter  de  gratuita, 
porque  vendría  á  modificar,  después  de  enta- 
blada y  notificada  la  demanda  al  Fisco,  la  si- 
tuación establecida  por  los  citados  decretos 
supremos; 

5^  Que,  además,  esa  modificación  se  habría 
producido  después  de  cumplida  la  comisión 
mencionada,  imponiendo  á  los  demandantes 
extemporáneamente  la  obligación  de  prestar 
gratuitamente  servicios  cuya  remuneración  se 
cobra,  contrariando  lo  dispuesto  por  el  ar- 
tículo 10,  inciso  5'  de  la  Constitución  Política 
del  Estado; 

6*  Que,  por  consiguiente,  los  demandantes 
han  podido  lógicamente  estimar  que  se  trata- 
ha  de  una  comisión  que  debía  ser  remunerada 
y  como  tal  aceptarla; 

7^  Que  lo  expuesto  manifiesta  claramente 
que  en  el  presante  caso  se  trata  de  un  manda- 
to, porque  esto  es  loque  virtualmente  importa 
ó  envuelve  la  comisión  conferida  á  los  deman- 
dantes en  los  decretos  supremos  corrientes  á 
fs.  1  y  2; 

8*  Qne,  considerada  como  tai  la  comisión 
aludida,  deben  aplicársele  las  reglns  generales 
establecidas  sobre  el  particular  en  el  Código 
Civil,  ya  que  todo  servido  es  naturalmente 
remunerado,  salvo  cuando  la  ley  establece  su 
gratnidad,  que  no  es  el  caso  actual;  y 

9'  Que  las  razones  alegadas  por  el  señor 
Director  del  Tesoro  y  por  el  señor  Promotor 
Fiscal  en  su  dictamen,  no  son  bastantes  para 
considerar  improcedente  y,  en  consecuencia, 
para  desechar  la  demanda,  por  las  razones  si- 
guientes: 

a)  Porque  el  demandado  ha  reconocido  ex- 


presamente la  efectividad  y  aprobación  de  los 
servicios  cuya  remuneración  se  cobra,  según 
consta  del  oficio  de  fs.  17; 

b)  Porque  fundándose  la  defensa  del  señor 
Director  del  Tesoro  en  el  mérito  de  sentencias 
dictadas  por  la  Corte  Suprema,  en  qne  se  es- 
tablece la  improcedencia  de  la  responsabilidad 
fiscal  en  casos  que  dicho  funcionario  estima 
análogos  al  que  es  materia  de  este  juicio,  tam- 
bién existen  sentencias  dictadas  por  el  mismo 
Tribunal  en  el  sentido  de  que  nadie  puede  ser 
obligado  á  reaUzar  un  trabajo  ó  á  prestar  un 
servicio  gratuitamente; 

c)  Porque  en  todo  caso  el  antecedente  de 
que  se  trata  en  el  considerando  antérior,  noes 
bastante  para  que  tenga  fuerza  obligatoria 
en  el  presente  juicio,  en  virtud  de  lo  dispuesto 
en  el  artículo  3',  inciso  2'  del  Código  Civil; 

d)  Porque  dado  lo  dispuesto  por  el  artículo 
12  del  citado  Código,  no  es  razón  legal  para 
que  los  demandantes  no  tengan  derecho  á  co- 
brar los  servicios  prestados,  el  que  las  otras 
comisiones  nombradas  para  informar  en  este 
mismo  asunto,  no  han  cobrado  honorario; 

e)  Porque  la  falta  de  convenio  entre  las 
partes  para  fijar  la  remuneración  de  servicios, 
tampoco  es  razón  legal  para  eximirse  del  pa- 
go, desde  que  este  caso  se  halla  contemplado 
y  resuelto  por  el  artículo  2117  del  referido  Có- 
digo; 

fi  Porque  siempre  que  el  Presidente  de  la 
República  dicta  decretos  ordenando  servicios 
comprendidos  dentro  de  sus  atribuciones  cons- 
titucionales, es  deber  del  Estado  pagarlos, 
aunque  no  haya  en  la  le}' de  presupuestos  par- 
tida especial  para  hacerlo,  ya  que,  pudiendo 
ser  considerados  como  gastos,  pueden  y  deben 
ser  pagados  con  dicha  partida;  y 

gj  Finalmente,  porque  es  inadmisible  la  ra- 
zón alegada  por  el  señor  Promotor  Fiscal  res- 
pecto de  que  el  trabajo  ejecutado  por  los  de- 
mandantes excede  de  los  límites  de  un  simple 
informe;  pues  el  oficio  de  fs.  17  manifiesta  cla- 
ramente su  aprobación  y  que  el  propósito  del 
Supremo  Gobierno  fué  que  ejecutasen  el  traba- 
jo en  forma  de  calificación,  ya  que  ahí  se  ex- 
presa que  se  procurará  que  el  Código  Penal 
Militar,  revisado  por  ellos,  sea  convertido  á 
la  brevedad  posible  en  ley  de  la  República. 

Visto  también  lo  dispuesto  por  los  artícn- 
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los  1698  del  Código  citado  y  151,  167,  331  y 
339  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  (!e- 
clara:  que  ha  lugar  ála  demanda  sólo  en  cuan- 
to á  que  el  Fisco  debe  pagar  por  lionorítrios 
por  los  servicios  mencionados  en  ella,  á  don 
Ramón  Miquel  cinco  raíl  pesos  y  &  don  Ricar- 
do Cabieses  Z.  cuatro  mil  pesos. 

La  Corte,  viendo  la  causa  en  apelación,  dic- 
tó la  sentencia  revocatoria  que  sigue: 

Vistos:  Reproduciendo  la  parte  expositiva 
de  la  sentencia  apelada  de  28  de  abril  de  1903, 
y  teniendo  presente: 

1^  Que  el  número  12  del  articulo  73  de  la 
Constitución  del  Kstadoconfiere  al  Presidente 
de  la  República  la  atribución  especial  de  cui- 
dar de  la  recaudación  de  las  rentas  públicas  y 
decretar  su  inversión  con  arreglo  á  la  ley; 

2'  Que,  en  consecuencia,  al  Presidente  de  la 
República  no  le  es  licito  invertir  ó  comprome- 
ter las  rentas  públicas  sin  que  exista,  en  cada 
caso  especial,  una  ley  que  lo  faculte  para  ello; 

3^  Que  los  actos  que  ejecutan  las  autorida- 
des «n  autorización  para  ello  son  nulos; 

4'  Que,  como  sanción  de  lo  anteriormente 
expuesto,  el  artículo  146  de  la  propia  Consti* 
tuctón  ordena  qtte  ningún  pago  se  admitirá 
en  cuenta  á  las  Tesorerías  del  Estado  si  no  se 
hiciere  á  virtud  de  un  decreto  en  que  se  expre- 
se la  ley  ó  la  parte  del  presupuesto  aprobado 
por  las  Cámaras  en  que  se  autorice  aquel 
gasto; 

5*^  Que,  asimismo,  el  número  4^  del  artículo 
28  del  estatuto  citado,  ordena  que  sólo  en 
virtud  de  una  ley  se  puede  contraer  deudas, 
reconocer  las  contraídas  hasta  el  día  y  desig- 
nar fondos  para  cubrirlas;  y 

6'  Que  los  demandantes  no  han  probado 
que  los  servicioscuyo  valor  exigen  hayan  sido 
contratados  con  autorización  de  alguna  ley  ó 
que  en  el  presupuesto  se  haya  consultado  el 
gasto  que  imponen. 

Por  estos  fundamentos,  j  visto,  además,  el 
precepto  contenido  en  el  artículo  1698  del  Có- 
digo Civil,  se  revoca  la  recordada  sentencia  y 
se  declara  que  el  Fisco  queda  absuelto  de  la 
demanda. 

Redacción  del  señor  Ministro  Montt. 

'  Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Benavente,  quien  estuvo  por  confirmar  en  to- 


das sus  partes  la  sentencia  de  primera  instan- 
cia.— L..  R.  Mora. — A.  Montt. — Darío  Bena- 
rente. 


Corte  de  Santiago.— 9  de  diciembre  de  1903 

Badílla  de  Turenne  con  Fisco 

Becas  en  colegios  subvencionados  por 
el  Estado.  -Exceso  do  alumnos  agra- 
ciados. -Pensión.  -  ResponBabilidad 
del  Fisoo 

Doctrina:  —  La  responsabilidad  del 
Fisco,  dentro  de  nuestro  régimen  lega!, 
no  puede  reputarse  comprometida  sino 
en  cuanto  emana  de  obligaciones  autori- 
zadas por  una  ley  á  la  cual  haya  de  im- 
putarse la  solución  ó  pago  de  ellas. 

En  consecuencia,  las  becas  extraordi- 
narias, ó  sea,  las  pensiones  de  alumnos 
que  el  Ministerio  de  Instrucción  Pública 
manda  admitir  en  un  colegio  particular, 
subvencionado  por  el  Estado,  excediendo 
al  número  asignado  al  establecimiento^ 
según  las  sumas  consultadas  en  la  ley  de 
Presupuestos,  no  pueden  afectar  á  la  res- 
ponsabilidad del  Fisco,  pues  el  exceso  re- 
ferido proviene  de  obligaciones  no  auto- 
rizadas por  la  ley  ála  fecha  en  que  fueron 
contraídas  y  que  no  han  sido  reconocidas 
por  la  ley  con  posterioridad  y  el  recono- 
cimiento que  de  ese  exceso  haya  podido 
hacer  el  Ministerio  de  Instrucción  Públi" 
ca  carece  de  eñcacia,  ya  que,  según  lo  pre- 
ceptuado en  el  articulo  28  de  la  Consti- 
tución Política  de  la  República,  "sólo  en 
virtud  de  una  ley  se  puede:  4^  con- 
traer deudas,  reconocer  las  contraídas 
hasta  el  día  y  designar  fondos  para  ca- 
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harías"  y  sólo  podría  ser  atendible  para 
dictar  ana  ley  que  autorizara  el  gasto. 


Doña  Mercedes  Badilla  de  Turcnne  deman- 
dó al  Fisco  por  la  suma  de  $  2056,26,  que  se 
le  adeuda  por  pensión  de  alumnas  agradadas 
con  las  becas  del  Estado. 

Por  decreto  de  28  de  enero  de  1902  el  Mi- 
nisterio de  Instrucción  Pública  le  mandó  pa^<ir 
la  suma  adeudada,  pero  el  Tribunal  de  Cuen- 
tas representó  dicho  decreto,  con  lo  cual  se  le 
irrogan  perjuicios  y  pide  que  el  Pisco  le  pagne 
la  cantidad  adeudada,  en  cuanto  sea  notifica- 
da la  sentencia,  con  sus  intereses. 

El  representante  del  Fisco  expuso  que  la 
demandaba  sido  reconocida;  que  el  Tribunal 
de  Cuentas  representó  el  decreto  de  pago  por 
creerlo  ilegal;  que  se  ha  justificado  que  el  exce- 
so de  becas  que  se  cobra  fué  autorizado  por  el 
Ministerio  y  que  no  se  ha  pagado  sólo  por 
haberse  agotado  los  fondos  del  presupuesto. 
Terminó  pidiendo  que  se  resolviera  como  fue- 
re de  justicia. 

El  juez  señor  Marín  resolvió: 
Considerando: 

1^  Que  de  los  antecedentes  que  obran  en 
autos  consta  que  los  servicios  á  que  se  refiere 
la  demanda  fiieron  prestados  realmente  y  los 
aprovechó  el  demandado  para  los  fines  á  que 
aquellos  se  destinaban; 

2*^  Que  no  consta  ni  ha  probado  el  Pisco  el 
pago  de  dichos  servicios,  que  ha  reconocido, 
como  también  la  deuda;  y 

Que  incumbe  probar  la  acción  y  la  excep- 
ción al  que  respectivamente  la  alega. 

Por  estos  fundamentos  y  lo  que  disponen 
los  artículos  1698  y  1713  del  Código  Civil,  y 
la  ley  1*,  título  XIV,  partida  III,  se  declara 
que  ha  lugar  á  la  demanda. 

Apelada  esta  sentencia  la  primera  Sala  de 
la  Corte  dictó  el  siguiente  fallo: 

Vistos:  Reproduciendo  la  parte  expositiva 
de  la  sentencia  de  primera  instancia,  y  tenien- 
ílo  presente: 

1'  Que  la  cantidad  de  $  2056,26,  que  dona 
Mercedes  Badilln  de  Turenne  demanda  al  Fis- 
co, es  por  becas  extraordinarias,  ó  sea,  por 

JUKIS. 


pensiones  de  alumnas  que  fiieron  admitidas 
en  su  colegio  "La  Ilustración*',  excediendo  al 
número  asignado  á  ese  establecimiento,  según 
las  sumas  consultadas  para  dicho  objeto  en  la 
ley  de  presupuestos  de  los  años  de  1899, 1900 
y  1901; 

2^  Que,  en  consecuencia,  el  exceso  deman- 
dado proviene  de  obligaciones  no  autorizadas 
por  una  ley  especial  á  la  fecha  en  que  fueron 
contraidas;  y  con  posterioridad  no  se  ha  dic- 
tado ley  alguna  que  reconozca  la  deuda  que 
se  dice  contraída  por  el  Pisco  en  lo  relativo  á 
tos  excesos; 

3^  Que  la  responsabilidad  del  Pisco,  dado 
nuestro  actual  régimen  legal,  no  puede  repu- 
tarse comprometida  sino  en  cuanto  emana  de 
obligaciones  autorizadas  por  una  ley  á  la  cual 
haya  de  imputarse  la  solución  ó  pago  de  ellas; 

4^  Que  el  reconocimiento  del  señor  Ministro 
de  Instrucción  Pública,  contenido  en  la  nota 
de  fs.  9,  según  el  cual  ese  departamento  había 
reconocido  con  anterioridad  la  deuda  que  s« 
cobra  por  haberse  autorizado  y  justificado  el 
exceso  de  becas,  carece  de  eficacia  para  los 
efectos  de  dar  por  reconocida  la  deuda,  yaque, 
según  lo  preceptuado  en  el  artículo  28  de  la 
Constitución  Política  del  Histado  "sólo  en  vir- 
tud de  una  ley  se  puede:   4*  contraer  deu- 
das, reconocer  las  contraídas  hasta  el  día  y 
designarfondos  para  cubrirlas",  lo  cual  no  ha 
ocurrido  con  relación  á  los  excesos  cuy^o  pago 
se  demanda;  y 

5'  Que  el  reconocimiento  en  referencia  puede 
solamente  ser  atendible  para  los  efectos  de  ob- 
tener que  el  Congreso,  reconociendo  la  deuda, 
designe  los  fondos  con  que  ella  debe  ser  cu- 
bierta. 

En  mérito  de  estas  consideraciones  y  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  1698  del 
Código  Civil,  se  revoca  fa  sentencia  apelada 
de  2  de  enero  del  presente  año  y  se  declara  que 
el  Pisco,  por  ahora,  no  se  halla  obligado  á 
pagar  la  cantidad  de  $  2056,26  que  le  cobra 
'doña  Mercedes  Badilla  de  Turenne  en  su  de- 
manda. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Benavente,  quien  estuvo  por  confirmar  la  refe- 
rida sentencia  fundado,  además,  en  que  el 
Pisco  ha  reconocido  la  obligación  que  se  de- 
manda. 

H 
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Retlactadíi  por  el  señor  presidente  Mora. — 
L.  R.  Mora.^A.  Moñtt.—Díirío  Bcnavente. 


La  doctrina  seiitadíi  por  el  fallo  de  la 
Corté  de  Ajjelaciones  <le  Santiago,  que 
conoce  en  segunda  instancia  de  los  jui- 
cios de  Hacienda,  está  ajustada  á  los  pre- 
ceptos de  nuestro  derecho  constitucional 
y  á  la  jurisprudencia  que  la  Corte  Supre- 
ma había  establecido  en  rcpctidíis  sen- 
tencias. 

Según  el  régimen  constitucional  y  legal 
de  la  República,  el  Pastado  no  ]>uede  ser 
responsable  dé  ningún  gasto  que  no  esté 
determinado  por  la  ley,  desde  que  la  auto- 
rización para  hacer  algún  gasto  del  servi- 
cio público,  con  dineros  del  Estado,  debe 
justificarse  por  medio  de  un  decreto  supre- 
mo dictado  por  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca, con  la  firma  del  Ministro  respectivo, 
en  queseexprcse  la  ley  6  la  parte  del  Pre- 
supuesto en  que  se  autorizó  el  gasto,  no 
admitiéndose  de  otra  manera  en  cuenta 
en  las  Tesorerías  del  Estado,  conforme 
al  artículo  146  fl55)  de  la  Constitución. 

Los  gastos  de  la  Administración  Públi- 
ca son  anualmente  designados  en  la  ley 
de  Presupuestos,  y  los  ítems  y  partidas 
que  en  ella  se  fijan  no  pueden  ser  excedi- 
dos sino  en  los  casos  excepcionales  que 
señala  la  ley  de  16  de  septiembre  de  1844, 
en  su  artículo  14  (1). 

La  aplicación  de  este  pr¡nci|>io  en  toda 
su  amplitud  asegura  la  observancia  de 
los  preceptos  constitucionales  y  fija  lími- 
tes ciertos  A  la  acción  del  Presidente  de 
la  República. 


(i)  Sentencia  de  la  Corte  Suprema,  de  1 1  de 
mayo  de  1903,  en  el  juicio  con  doña  Dolores 
Torres;  y  de  8  de  octubre  de  1901,  en  el  jui- 
cio con  doña  Mercedes  Urrutia,  publicadas  en 
la  Memoria  del  Consejo  de  Defensa  Fiscal  de 
1903,  págs.  334  y  339,  respectivamente. 


Los  particulares  que  contraten  con  el 
Estado  deben  cuidarse  de  que  se  obser- 
ven las  leyes  y  cerciorarse  de  las  faculta- 
des con  que  procede  el  respectivo  Minis- 
tró, ya  que  no  podrían  obtener  de  los 
Tribunales  de  Justicia  una  sentencia  que 
les  mande  pagar  lo  (¡ue  el  Gobierno  Ies 
adeude  en  virtud  de  contratosqueno  ten- 
gan fundamento  constitucional  y  legal. 

La  aplicación  estricta  de  estos  princi- 
I)ios  por  los  Tribunales  de  Justicia  ten- 
dría influencia  decisiva  y  contribuiría 
más  eficazmente  á  corregir  líis  malas 
prácticas  administrativas,  que  la  fisca- 
lización del  Congreso,  ejercida  general- 
mente con  un  interés  partidarista. 

En  el  caso  especial  A  que  se  refiere  el 
fallo  qxie  precede,  sin  embargo,  la  juris- 
prudencia de  la  Corte  Suprema,  tan  pre- 
cisa y  estricta  como  se  presenta  en  las 
sentencias  á  que  hacemos  referencia  ha- 
bía sido  varia  y,  por  lo  mismo,  tiene 
mayor  importancia  la  decisión  de  la  Cor- 
te de  Santiago,  llamadaá  sentar  doctrina, 
pues  el  disentimiento  de  opinión  del  se- 
ñor Ministro  Bcnavente  se  explica  por  la 
resolución  que  en  1900  dictó  él  en  un 
caso  análogo,  con  la  aprobación  de  la 
Corte  Suprema,  y  que  es  una  de  las  dos 
sentencias  que  forman  esa  jurisprudencia 
varia  á  que  nos  referimos. 

Doña  Antonia  Tarragó,  directora  del 
Colegio  de  Santa  Teresa,  de  esta  ciudad, 
demandó  al  Fisco  por  el  exceso  de  becas 
que  se  habían  concedido  en  su  estableci- 
miento sobre  el  número  de  veinte  que  se 
habían  fijado  por  decreto  de  22  de  febre- 
ro de  1890.  La  defensa  del  Fisco  invocó 
laexcejKiión  de  prescripción  de  tres  y  dos 
años  de  los  artículos  2521  y  2522  del  Có- 
digo Civil,  á  más  de  las  otras  considera- 
ciones ([ue  manifestaban  el  ningún  funda- 
mento legal  de  la  demanda.  El  juez,  señor 
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Benavente,  fundándose  en  que  el  decreto 

de  22  de  febrero  de  1890  había  estableci- 
do queel  Fisco  debía  pagar  á  los  colegios 
particulares  para  señoritas,  por  las  be- 
cas que  asignase  á  cada  uno  de  ellos,  la 
suiiia  de  doscientos  cuarenta  pesos  por 
alumnas  internas,  ciento  veinte  pesos  por 
medio-pupilas  y  ochenta  pesos  por  exter- 
nas, y  que  no  se  había  acreditado  el  pago 
de  las  pensiones  adeudadas  ñ  la  deman- 
dante por  las  alumnas  que  excedieron  del 
número  que  se  le  fijó  al  concederle  la  sub- 
vención de  cuatro  mil  ochocientos  pesos 
que  se  le  había  asignado;  y,  teniendo  pre- 
sente, que  la  prescripción  de  dos  ó  tres 
años  no  había  corrido  respecto  de  una  de 
las  alumnas  agraciadas  con  beca,  y  que 
no  procedía  respecto  de  las  otras  porque 
el  derecho  reclamado  se  derivaba  de  obli- 
gaciones escritas,  diÓ  lugar  á  la  deman- 
da. Esta  sentencia  fué  confirmada  en  25 
■de  agosto  de  1900  por  la  Corte  Suprema, 
formada  por  los  señores  Ministros  Alfon- 
so, Flores,  Palma  Guzmán,  Huidobro  y 
Gallardo  (1). 

Por  obligaciones  escritas  entendía  este 
fallo  los  decretos  del  Ministerio  de  Ins- 
trucción Pública  citados  en  él  y  los  que 
habían  concedido  las  becas  álas  alumnas 
<|ue  habían  sido  recibidas  en  el  colegio 
de  la  demandante,  y  para  rechazar  la  ex- 
cepción se  invocaba  el  artículo  2523  se- 
g^n  el  cual  la  prescripción  de  dos  ó  tres 
años  se  interrumpe  "desde  que  interviene 
pagaré  ú  obligación  escrita,  ó  concesión 
de  plazo  por  el  acreedor",  en  cuyo  caso 
sucede  A  estos  prescripciones  de  corto 
tiempo,  la  del  artículo  2515,  es  decir,  la 
general  de  diez  años  para  la  acción  ejecu- 


(i)  Véase  en  la  pág.  449  de  la  Memoria  del 
Consejo  de  Defensa  P'iscal  correspondiente  al 
año  1901. 


tiva  y  de  veinte  años  para  la  acción  ordi- 
naria. 

La  aplicación  de  aquel  artículo  era  evi- 
dentemente errónea,  puesto  ((ue  la  expre- 
sión obligación  escrita  está  empleada  en 
él  como  sinónima  de  pagará  6  documento 
en  que  el  deudor  reconoce  la  deuda,  ope- 
rando en  realidad  una  verdadera  nova- 
ción de  su  obligación  primitiva,  que  no 
tenía  más  antecedente  que  el  ser\'Ício 
prestado  ó  el  suministro  hecho. 

La  defensa  fiscal  puso  de  manifiesto 
este  error  en  los  juicios  que  iniciaron,  in- 
mediatamente después  de  fallado  el  de  la 
señora  Tarragó,  las  personas  que  se  en- 
contraban en  el  mismo  caso  que  ella;  y  la 
Corte  Suprema  cambió  de  opinión. 

Doña  Filomena  Rojas,  directora  del 
"Pensionado  Santiago"  recibió  una  sub- 
vención de  cuatro  mil  ochocientos  pesos, 
acordada  también  por  decreto  de  20  de 
mayo  de  1890  como  pensión  de  veinte 
alumnas  internas  á  razón  de  doscientos 
cuarenta  pesos  anuales;  y  habiéndose 
concedido  por  diversos  decretos  veinte  y 
séis  becas  de  internas  y  ocho  de  externas, 
demandó  el  exceso  no  pagado  con  la  sub- 
vención referida. 

La  defensa  fiscal  alegó  cu  este  juicio 
que  las  subvenciones  concedidas  á  los  es- 
tablecimientos de  instrucción  regentados 
por  particulares  no  nacen  de  una  obliga- 
ción del  Estado,  sino  del  deseo  de  aumen- 
tar los  beneficios  que  la  instrucción  pro- 
duce, siendo,  por  lo  mismo,  el  Gobierno  el 
llamado  á  determinar  el  alcance  y  exten- 
sión de  dicha  protección,  aumentando 
discrecionalmente  el  número  de  becas  ó 
disminuyendo  el  monto  del  auxilio  pe- 
cuniario que  dispensaba,  no  revistiendo 
las  relaciones  que  en  virtud  de  esa  pro- 
tección existen  entre  el  Supremo  Gobierno 
y  los  directores  de  colegios,  el  carácter  de 
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relaciones  contractuales,  que  sean  fuente 
de  derechos  y  obligaciones  recíprocas.  In- 
vocó también  la  circunstancia  de  no  ha- 
berse consultado  fondos  en  el  presupuesto 
para  atender  á  estos  gastos,  desde  que 
sólo  en  virtud  de  una  ley  se  pueden  in- 
vertir los  dineros  del  Estado;  y  alegó 
además  la  prescripción  de  tres  años  del 
artículo  2521. 

El  juez  señor  Rojas,  repitiendo  los  fun- 
damentos del  fallo  recaído  en  el  juicio  de 
la  señora  Tarragó,  desechó  las  excepcio- 
nes alegadas  y  dió  lugar  á  la  demanda. 
Por  sentencia  de  12  de  agosto  de  1901, 
formada  por  el  voto  de  los  señores  minis- 
tros Urrutia,  Palma  Guzmán,  Gallardoy 
Rodríguez  y  contra  la  opinión  de  los  se- 
ñores Huidobro,  Alfonso  y  Flores,  la 
Corte  Suprema  revocó  esta  sentencia  y 
aceptó  la  excepción  de  prescripción  por 
las  consideraciones  siguientes: 

"Que  según  lo  dispuesto  en  el  artículo 
2521  del  Código  Civil  prescriben  en  tres 
años  los  honorarios  de  los  directores  ó 
profesores  de  colegios  y  escuelas; 

"Que  en  este  precepto  se  hallan  com- 
prendidas las  pensiones  qne  los  alumnos 
puedan  adeudar  al  establecimiento; 

"Que  la  prescripción  que  se  deduce  con- 
tra la  demanda  no  ha  sido  interrumpida 
conforme  á  las  reglas  del  artículo  2523, 
porque  la  acción  interpuesta  se  refiere  no 
al  número  de  alumnos  fijado  en  el  decreto 
supremo  de  20  de  marzo  de  1890,  sino  á 
pensiones  por  alumnos  que  se  admitieron 
excediendo  dicho  número;  y,  por  lo  tanto, 
se  trata  de  hechos  ajenos  del  contrato 
mismo  escriturado  de  que  se  hace  refe- 
rencia." 

Esta  sentencia  dejaba  establecido  im- 
plícitamente que  el  decreto  de  20  de  marzo 
de  1890,  aceptado  por  los  directores  de 
colegios,  importaba  un  contrato  escritU' 


rudo  y  ((ue  ese  contrato  comprometía  la 
responsabilidad  del  Estado,  dejando  así 
pendiente*  una  grave  cuestión  constitu- 
cional, A  lavezque  se  atribtda  á  los  actos 
del  Gobierno  el  carácter  de  escrituras  para 
el  efecto  de  determinar  la  naturaleza  del 
contrato. 

Esta  última  cuestión  es  de  un  interés 
considerable,  puesto  que  tratándose  de 
una  persona  jurídica,  como  lo  es  el  Esta- 
do, todos  sus  actos  se  consignan  por  es- 
crito en  la  forma  de  decretos,  notas  ú  ór> 
denes  del  Presidente  de  la  República,  de 
los  Ministros  y  demás  ftmcionaríos  de  la 
Nación.  Si  hubiera  de  estimarse  como  su- 
ficiente constancia  escrita  la  del  decreto, 
nota  ú  orden  escritos  en  que  se  manifies- 
ta la  opinión  ó  voluntad  de  la  Adminis- 
tración, todos  los  contratos  del  Pisco 
tendrían  el  alcance  y  producirían  los  efec- 
tos de  un  contrato  escriturado,  según  la 
expresión  del  fallo  de  la  Corte  Suprema; 
y  es  fácil  apreciar  la  gravedad  de  las  con- 
secuencias que  de  tal  doctrina  se  despren- 
derían. No  entra  por  ahora  en  nuestro 
propósito  tratar  esta  cuestión  que  se 
presta,  ó,  más  bien,  exige  un  mayor  desa- 
rrollo. Nos  limitamos  á  insinuaría  y 
creemos  que  si  la  Corte  Suprema  la  con- 
signó en  el  fallo  á  que  hacemos  alusión, 
fué  en  vista  del  que  ya  había  pronuncia- 
do el  año  anterior  y  sin  meditar  en  los 
resultados  que  de  su  tesis  podían  de- 
prenderse. 

Respecto  del  punto  que  por  el  momento 
nos  interna  principalmente,  la  sentencia 
de  In  Corte  Suprema  tenía  el  graveincon- 
veniente  de  dar  base  á  la  creencia  de  que 
un  decreto  del  Presidente  de  la  República 
pudiera  comprometer  la  responsabilidad 
del  Estado,  una  vez  aceptadas  por  los 
particulares  las  obligaciones  que  en  él  se 
le  imponían  como  correlativas  érím  de- 
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rechos  que  se  les  acordaban.  Estamos 
ciertos  de  que  tal  no  pudo  ser  la  mente 
del  fallo,  pues  habría  habido  maniñesta 
contradicción  entre  tal  doctrina  y  la  que 
la  Corte  Suprema  tenía  establecida  y  si- 
guió aplicando  en  los  diversos  casos  en 
que  se  trató  de  exigir  del  Fisco  el  pa^^o 
de  obligaciones,  emanadas  de  actos  del 
Ejecutivo,  pero  (jue  no  tenían  ana  auto- 
rización legal. 

Foresto  la  resolución  de  la  mayoría  de  la 
Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones  tiene  una 
importancia  considerable.  Establecido  el 
principio  de  que  la  responsabilidad  del 
Fisco  no  puede  estimarse  comprometida, 
sino  en  cuanto  emana  de  obligaciones  au- 
torizadas por  una  ley  á  la  cual  haya  de 
imputarse  el  pago  de  ellas  y  que  no  pue- 
de ser  otra  que  la  ley  anual  de  Presu- 
puestos ó  las  posteriores  dictadas  duran- 
te el  año  de  su  vigencia,  no  cabe  variación 
de  jurisprudencia  y  se  puede  contar  con 
la  seguridad  de  que  los  Tribunales  de  Jus- 
ticia ejercerán  la  más  efícaz  é  importante 
de  las  físcalizaciones  de  los  actos  del  Po- 
der Ejecutivo  que  se  aparten  de  los  pre- 
ceptos con  que  la  Constitución  de  la  Re- 
pública ha  querido  garantir  la  inversión 
de  las  reutas  nacionales. 

A  este  respecto,  el  Fisco  no  puede  ser 
tratado  como  un  litigante  cualquiera, 
que  confiesa  la  demanda.  Los  funciona- 
rios llamados  á  ejercer  la  representación 
fiscal  no  pueden  comprometer  la  respon- 
sabilidad del  Estado  sino  dentro  de  lasfa- 
cultades  que  la  ley  les  acuerda;  y  por  eso 
es  que  se  ha  establecido  el  recurso  espe- 
cial de  la  "consulta"  de  toda  sentencia 
pronunciada  por  los  jueces  de  letras  en 
los  juicios  de  hacienda  de  queno  se  apela- 
re, y  autoriza  al  Tribunal  superior  para 
que  la  modifique  si  la  considera  contraria 
á  los  intereses  del  Fisco,  procediendo  co- 


mo si  por  parte  de  éste  se  hubiera  inter- 
puesto recurso  de  a¡>elación  en  tiempo 
oportuno. 

L.  C.  S.  - 


Corte  deSantia¿>o.—3  de  diciembre  áe  1903. 

Araueda  con  Concha  y  Toro 

Incompetencia  —  Rectificación  6  modifi- 
cación de  la  demanda 

Doctrina: — La  modiñcación  de  la  de- 
manda,  formulada  antes  de  su  contesta- 
ción, debe  ser  tramitada  conforme  al  ar- 
tículo 258  del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 

Si  la  modificación  importad  abandono 
de  una  de  las  acciones  entabladas  ó  la  al- 
teración sustancial  de  la  acción  deducida, 
debe  entenderse  que  el  juicio  queda  circuns' 
crito  á  aquélla,  por  no  estar  aún  trabada 
la  litis. 


Doña  Lidia  Araneda  demandó  en  diciembre 
de  1902  á  don  Enrique  Concha  y  Toro  para 
que  se  declarara  nulo  el  juicio  de  cuentas  ini- 
ciado por  éste  enjulio  de  1885  y  la  aprobación 
de  esas  cuentas  verificada  en  comparendo  de 
26  de  agosto  de  esc  año;  nulo  igualmente  el 
juicio  de  requerimiento  iniciado  en  12  de  sep- 
tiembre y  la  sentencia  de  acrecimiento  de  5  de 
octubre  de  1885;  y  que  el  señor  Concha  y  Toro 
está  obligado  á  poner  á  la  demandante  en  po- 
sesión de  los  derechosque  pertenecían  á  su  pa- 
dre en  las  minas  "Merceditas"  y  "Chañarcito" 
y  á  darle  cuenta  de  sus  frutos. 

A  f.  32  el  demandado  formuló  artículo  pre- 
vio con  fecha  6  de  junio  de  1903,  sobre  incom- 
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petencía  del  Juzgado  para  conocer  en  el  juicio, 
fundándose  en  que  en  la  demanda  se  perseguía 
la  nulidad  del  juicio  de  cuentas  de  gastos  de 
las  minasy  del  de  requerimiento  y  acrecimiento 
por  inconcurrencia,  y  de  que  tal  petición  era 
materia  de  un  recurso  de  nulidad  que  se  enta- 
blaba en  forma  anómala  y  extemporánea. 

Al  responder,  la  demandante  manifestó  que 
con  arreglo  al  artículo  258  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  aclaraba  la  demanda  en  el 
sentido  de  solicitar  por  medio  de  ella  la  reivin- 
dicación de  los  derechos  qne  le  corresponden  á 
ella  y  á  su  hermana  en  las  minas  "Merceditas" 
y  "Chañarcito",  por  no  afectarles  las  resolu- 
ciones dictadas  en  los  juicios  de  cuentas  inicia- 
dos por  el  demandado  en  1885,  ni  la  a¡)roba- 
ción  de  esas  cuentas,  ni  el  juicio  de  requeri- 
miento, ni  la  sentencia  de  acrecimiento  de  1 3 
de  septiembre  y  5  de  octubre  de  1885,  ya  que 
en  esos  juicios  no  figuraron  como  partes. 

Hl  Juzgado  mandó  poner  esta  respuesta  en 
conocimiento  del  demandado  á  fin  de  que  se 
Impusiera  de  la  aclaración  hecha  y  usara  de  su 
derecho  con  arreglo  á  la  ley. 

El  demandado  solicitó  se  resolviera  el  inci- 
den te,'expresand  o  que  la  acción  había  sido  cam- 
biada por  completo,  lo  que  no  puede  hacer, 
pues  subsiste  la  demanda  primitiva  conforme 
al  inciso  2°  del  artículo  258  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 
El  Juzgado  proveyó; 

Santiago,  20  de  junio  de  1902.— Vistos:  con 
lo  expuesto  por  las  partes  y  mérito  de  la  con- 
fesión prestada  en  la  demanda  de  f.  21,  y  te- 
niendo presente  que  la  rectificación  formulada 
á  f.  35  no  modifica  sustancialmente  la  primiti- 
va acción,  y  aun  cuando  la  segunda  debe  con- 
siderarse como  una  demanda  nueva  que  para 
contestarla  con  la  primitiva  demanda  sólomo- 
dificala  fecha  del  plazo, con  el  mérito  de  lodis- 


puesto  en  los  artículos  258,  inciso  2°,  y  296  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  acéptase  la  es- 
cepción  de  incompetencia  y  pasen  los  antece- 
dentes á  quien  corresponda. — María. 

Apelada  esta  resolución  la  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente: 

1'  Que  doña  Lidia  Araneda,  en  el  escrito  de 
f.  35  en  que  rectifica  la  demanda  de  f.  21,  dice 
expresamente  que  deduce  en  contra  de  don 
Enrique  Concha  y  Toro  la  acción  reivindi- 
catoría á  fin  de  que  éste  le  restituyalas  minas 
"Mercedes"  y  "Chañarcito",  y  que  en  cuanto 
álosantecedentes  6  razonesenquelaapoya,se 
refiere  íí  las  que  tiene  expuestas  en  su  deman- 
da, por  lo  cual  debe  eiitendense  que  tan  sólo 
queda  subsistente  dicha  acción  reivindicato- 
ría; 

2^  (¿ue  el  artículo  37  de  la  ley  de  15  de  oc- 
tubre de  1875  establece  que  los  jueces  de  le- 
tras deben  conocer  de  las  causas  de  minas, 
cuah|uiera  que  sea  su  cuantía; 

3'  Qne  en  el  estado  actual  del  juicio  no  pro- 
cede apreciar  los  antecedentes  ó  la  legalidad  ó 
ilegalidad  de  las  razones  que  sirven  de  funda- 
mento A  la  acción  deducida; 

Se  revoca  la  resolución  apelada  de  20  de 
junio  último  y  se  declara  sin  lugar  el  artículo 
promovido,  debiendo  el  juez  de  la  causa  tra- 
mitar con  arreglo  á  derecho  la  nueva  acción. 

Acordada  por  los  votos  de  los  señores  mi- 
nistros Bernales,  Donoso  V.  y  Montt, llamado 
este  último  á  dirimir  el  empate  que  se  produ- 
jo en  la  primera  vista  de  la  causa  y  contra  los 
votos  de  los  señores  ministros  Vergara  Al- 
baño  y  Olivos,  quienes  estuvieron  por  la  con- 
firmación del  auto  apelado.—;/.  Bernales  Af,— 
A.  Vergara  Alhano.—A.  Montt.—B.  Donoso 
V.-C.  B.  Olivos. 
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Exlraáicióa.—9  de  diciembre  de  1903 

Otón  Hugo  Drew'S 

Extradición.— Delito  de  homicidio  con 
mutilación.— Reciprocidad 

Doctrina: — A  falta  de  tratado  deextra- 
dicióti  debe  resolverse  la  petición  de  extra- 
dición de  un  presunto  delincuente  por  los 
principios  del  Derecho  Internacional  tales 
como  han  sido  generalmente  formulados 
por  sus  expositores  y  aplicados  por  las 
naciones  en  sus  relaciones  entre  sí. 

Si  bien  no  existe  un  derecho  perfecto 
para  exigir  la  entrega  del  individuo  que, 
delinquiendo  en  un  país,  se  asila  en  el  te- 
rritorio de  otro,  hay^  sin  embargo^  confor- 
midad en  acceder  á  la  extradición  de  cri- 
minales que  se  han  hecho  reos  de  alguno 
deaquellos  delitos  comunes  que  sublevan 
laconciencia  públicay  cuya  represión, por 


consiguiente,  á  todos  interesa,  cuando  al 
mismo  tiempo  se  ofrece  ¡a  reciprocidad 
para  casos  análogos,  se  acredita  la  iden- 
tidad personal  del  delincuente,  se  acompa- 
ña la  sentencia  condenatoria  ó  el  manda- 
to de  prisión  expedido  en  forma  legalpor 
autoridad  competente  del  país  que  requie- 
re la  extradición,  se  determinan  con  pre- 
cisión el  hecho  imputado,  la  fecha  de  su 
perpetración  y  la  disposición  legal  que  lo 
castigay  no  aparece  extinguida  por  pres- 
cripción la  acción  ó  responsabilidad  pe- 
nal, según  las  leyes  del  país  en  que  se  co- 
metió el  delito  ó  las  del  país  del  asilo, 
reglas  á  las  cuales  se  ha  conformado  el 
país  en  los  pactos  de  extradición  que  des- 
.de  hace  tiempo  viene  ajustando  con  las 
naciones  extranjeras. 
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A  solicitud  del'señor  Ministro  Plenipotencia- 
rio (le  Alemania,  transmitida  Ci  la  Excma.  Cor- 
te por  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriorc!*, 
se  ilccretd  la  aprehensión  del  súbdito  alemán 
Otón  Hugo  Drews,  establecido  en  Iquiquecon 
el  nombre  de  Jorge  von  der  Heyde. 

Según  la  comunicación  del  representante  di- 
plomático del  imperio  alcniíin,  se  imputa  A 
Drews  el  homicidio  de  Luisa  Günther,  cuyo 
cadáver  mutilado  se  encontró  en  los  alrededo- 
res de  Berlín  en  la  noche  del  14  al  15  de  abril 
de  1898.  Se  acompaña  un  retrato  fotográfico 
en  que  el  Tribunal  de  Berlín,  que  instruye  el 
proceso,  ha  reconocido  al  presunto  homicida, 
contrael  cual  ha  librado,  en  consecuencia,  man- 
damiento de  prisión. 

Aprehendido  Drews  en  Iqnique  c  interroga- 
do, reconoció  ser  la  persona  á  que  se  refiere  la 
nota  del  señor  Ministro  alemán  y  que  aparece 
retratada  en  la  fotografía  enviada  por  el  Tri- 
bunal de  Berlín  para  su  identificación.  Agrega 
<iue  su  verdadero  nombre  es  el  de  Jorge  v¿>n  der 
Heyde  que  ha  usado  en  Chile  y  no  el  de  Otón 
Hugo  Drews  que,  por  las  razones  que  expresa 
en  su  declaración,  había  adoptado  en  Alema- 
nia y  con  el  cual  se  le  designaba  allá.  Con  re- 
lación al  hecho  porque  se  le  persigne,  ha  dicho 
simplemente  que  no  recuerda  haljer  conocido 
A  Luisa  Günther  é  ignora  si  está  vira.  Atribu- 
ye su  prisión  á  falsos  denuncios  presentados 
en  su  contra,  ante  el  agente  consular  de  su  país 
en  Iquique,  por  un  tal  Fernando  Ewert,  su 
enemigo  personal. 

El  agente  consular  aludido,  evacuando  esa 
cita,  confirma  en  parte  el  hecho  de  habérsele 
formulado  aquellos  denuncios  que  él  á  su  vez 
se  creyó  en  el  deber  de  transmitir  al  Ministro 
Plenipotenciario  de  su  nación.  Agrega  que  las 
innumerables  quejas  recibidasencontradevon 
der  Heyde  lo  autorizan  para  creer  que  éste  no 
es  persona  de  buenos  antecedentes. 

No  se  ha  evacuado  la  cita  de  Ewert  por  ha- 
ber éste  cambiado  de  residencia. 

£1  representante  diplomático  de  Alemania, 
en  nota  dirigida  el  27  de  agosto  último  al  Mi- 
nisterio de  Relaciones  Exteriores,  formalizó  su 
demanda  de  extradición  de  Otón  Hugo  Drews 
6  Jorge  von  der  Hej'de,  expresando  que  pro- 
cede por  encargo  de  su  Gobierno,  en  nombre 
del  cual  ofrece  al  de  Chile  completa  reciproci- 


dad para  casos  análogos.  Acompaña  original 
y  debidamente  legalizado  el  mandamiento  de 
prisión  librado  contra  Drews  por  el  respec- 
tivo Tribunal  de  Berlín,  en  el  cual  se  inserta  la 
disposición  del  artículo  211  del  Código  Penal 
Alemán,  que  castiga  con  la  pena  capital  el  cri- 
men que  se  imputa  al  detenido. 

Pasado  el  expediente  en  vista  al  señor  Val- 
dés,  fiscal  de  la  Corte  Suprema,  este  funciona- 
rio fué  de  opinión  que  se  diera  lugar  á  la  extra- 
dición por  las  siguientes  razones; 

"No  existe  tratado  de  extradición  entre  la 
República  de  Chile  y  el  Imperio  Alemán.  Por 
tanto,  el  presente  caso  debe  resolverse  confor- 
me á  las  reglas  del  Derecho  Internacional,  de- 
ducidas de  los  principios  generalmente  recita- 
dos por  los  tratadistas  y  consagrados  por  la$ 
prácticas  de  los  Gobiernos. 

"Según  esos  principios,  incorporados  cor.s- 
tantementeen  los  pactos  celebrados  por  la  Re- 
pública con  otros  países,  para  acceder  ii  la 
extradición  de  un  delincuente  deben  concnrrir 
los  siguientes  requisitos:  1^  Que  el  delito  por 
que  se  persigue  al  fugitivo  no  tenga  carácter 
político  y  sea  por  su  gravedad  y  trascendencia 
de  aquellos  que  comprometen  el  orden  y  la  se- 
guridad pública,  y  en  cuya  represión  este  inte- 
resada, por  consiguiente,  la  sociedad  en  gene- 
ral; 2^  Que  la  responsabilidad  penal  no  esté 
extinguida  por  la  prescripción,  según  las  leve* 
del  paísreqairente  6  del  de  refugio;  3'  Que  á  la 
solicitud  se  acompañe  una  sentencia  condena- 
toria ó  un  mandamiento  de  prisión  expedido 
por  tribunal  competente  y  en  In  forma  pros- 
cripta por  las  leyes  del  país  reclamante;  4*Que 
se  presenten  asimismo  los  datos  6  anteceden- 
tes necesarios  para  establecer  la  identidad  del 
rcclanmdo;  5'  Que  se  determinen  con  precisión 
la  naturaleza  y  gravedad  de  los  hechos  que  « 
imputan  al  fugitivo  y  la  disposición  penal  í|iie 
les  sen  njilicable;  y  6*^  Que  se  ofrezca  la  reci- 
procidad. 

"Ninguna  de  estas  condiciones  falta  en  la 
presente  reclamación. 

"El  delito  porque  se  persigue  á  Drews  6  von 
der  Heyde,  homicidio,  ejecutado  al  parecercoit 
ensañamiento  y  alevosía,  delito  horroroso, 
que  ofende  á  la  sociedad  humana  y  coloca  á 
los  Estados  en  el  deber  de  concurrir  á  su  casti- 
go. En  este  caso,  la  extradición  se  impone 
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como  un  "principio  de  solidaridad  y  de  segu- 
ridad recíproca  de  los  gobiernos  y  pueblos 
contra  la  ubicuidad  del  mal",  según  la  elo- 
cuente  expresión  de  un  Ministro  francés,  M. 
Rouher,  ante  el  Parlamento  de  su  país.  (lílunts- 
cbli  El  Derecho  Internacional  Codificado,  ar- 
tículo 395).  Este  hecho,  calificado  de  crimen 
por  las  leyes  chilenas  y  alemanas,  se  castiga 
con  la  pena  de  muerte,  según  el  articulo  211 
del  Código  Penal  alemán,  copiado  en  el  man- 
damiento de  prisión,  y  con  las  de  presidio  ma* 
jor  en  grado  medio  á  muerte,  según  el  artícu- 
lo 391  del  nuestro. 

"La  responsabilidad  penal  del  delincuente 
no  está  extinguida  por  la  prescripción  que  es- 
tablecen las  leyes  de  uno  y  otro  país.  En  e&cto, 
el  artículo  67  del  Código  Penal  del  Imperio 
alemán  dispone:  "La  persecución  prescribe: 
A  los  veinte  años,  cuando  se  trata  de  crímenes 
castigados  con  la  pena  de  muerte  ó  de  reclu- 
sión perpetua."  (Texto  del  Código,  traducido 
al  castellano  é  inserto  en  el  tomo  II  de  la  Co- 
lección de  las  Instituciones  Políticas  y  Jurídi- 
cas de  los  Pueblos  Modernos,  publicada  por 
don  Vicente  Romero  Girón).  Nuestro  Código 
Penal  &j a,  á  su  vez,  el  mismo  término  para  la 
prescripción  de  la  acción  penal  respecto  de  los 
crímenes  á  que  la  ley  impone  pena  de  muerte  ó 
de  presidio,  reclusión  ó  relegación  perpetuos; 
y  el  de  15  respecto  de  los  demás  crímenes. 

"El  mandamiento  de  arresto  acompañador 
la  demanda  de  extradición,  aparece  expedido 
por  autoridad  competente,  siendo  de  suponer 
que  el  funcionario  que  lo  suscribe  con  el  título 
de  "Consejero  de  Justicia  de  primera  instan- 
cia", según  la  traducción  de  fs.  18,  sea  el  juez 
del  respectivo  Tribunal  Regional  que  instruye 
el  proceso,  de  conformidad  con  lo  prescripto  en 
los  artículos  176  del  Código  de  Procedimiento 
Criminal  de  Alemania  y  60,  62,  64  y  80  de  la 
Ley  Orgánica  del  Poder  Judicial  del  Imperio. 
(Obra  citada,  tomo  II  y  apéndice  X).  Dicha 
pieza  aparece,  así  mismo,  extendida  en  forma 
legal,  ó  sea  con  arreglo  al  artículo  114  del  Có- 
digo de  Procedimiento  citado,  que  dtce  así: 
"Se  efectuará  el  arreato  en  virtud  de  un  man- 
damiento escritodeljues.  Contendrá  este  man- 
damiento la  designación  exacta  del  presunto 
reo,  el  hecho  punible  que  se  le  imputa  y  el  mo- 
tivo de  su  detención." 

JUK». 


No  corresponde,  por  lo  demás,  á  los  tribu- 
nales chilenos  calificar  ni  examinar  las  presun- 
ciones de  culpabilidad  que  hayan  podido  ser- 
vir de  fundamento  á  la  orden  de  prisión,  ya 
que  tales  antecedentes  han  debido  ser  aprecia- 
dos soberanamente  por  las  autoridades  del 
país  requirente,  á  cuya  seriedad  y  corrección 
deliemos,  por  nuestra  parte,  hacer  cumplido 
honor. 

"Por  último,  la  reciprocidad  apareceformal 
mente  ofrecida  á  nombre  del  Gobierno  alemán 
por  su  representante  diplomático  en  las  co- 
municaciones transcritas." 

Evacuando  el  traslado  de  la  vista  fiscal, 
que  fué  notificado  personalmente  al  reo,  solici- 
tó, á  nombre  de  éste,  el  procurador  de  tumo 
que  no  se  diera  lugar  á  la  extradición,  por  no 
obrar  en  su  contra  más  que  sospechas  y  un 
mandato  de  prisión,  lo  cual  califica  de  insufi- 
ciente para  acceder  á  aquélla.  Nada  habría 
que  observar  si,  junto  con  el  decreto  de  arres- 
to, se  hubieran  traído  también  los  anteceden- 
tes de  la  culpabilidad  del  detenido,  que  en  tal 
caso  el  tribunal  habría  podido  pronunciarse 
con  perfecto  conodmiento  del  asunto.  Produ- 
cidos los  hechos  en  la  forma  que  se  conoce,  se 
hace  imposible  la  defensa  de  su  representa- 
do, por  cuanto  sólo  sabe  de  qué  crimen  se  le 
acusa  y  qué  pena  le  está  asignada,  ignorándo- 
se todo  lo  demás  que  ha  ocurrido. 

La  oferta  de  reciprocidad  en  cuestión  de  tan- 
ta trascendencia,  no  puede  bastar  para  la  en- 
trega que  se  solicita,  con  el  mérito  de  sospe- 
chas, que  no  de  pruebas. 

La  prueba  producida  en  Chile,  ó  más  bien 
dicho,  las  declaraciones  de  von  der  Heyde  y 
del  cónsul  alemán  en  Iquique,  no  dan  funda- 
mento á  la  demanda  de  extradición. 

Con  estos  antecedentes,  el  señor  Ministro 
Saavedra,  conociendo  en  primera  instancia, 
dictó,  con  fecha  10  de  noviembre,  la  siguiente 
sentencia: 

Considerando: 

1?  Que,  á  falta  de  un  tratado  de  extradición 
entre  Chile  y  el  Imperio  de  Alemania,  hay  que 
estarse,  para  resolver  la  cuestión  de  que  ahora 
se  trata,  á  los  principios  del  Derecho  Interna- 
cional, tales  como  ellos  han  sido  generalmente 
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formulados  por  sas  expositores  y  aplicados 
por  las  naciones  en  sua  reladones  entre  sí; 

2'  Que,  si  bien  no  existe  un  derecho  perfecto 
para  exigir  la  entrega  del  individuo  que,  de- 
linquiendo en  un  país,  se  asila  en  el  territorio 
de  otro.hay,  sin  embargo,  conformidad  gene- 
ral en  acceder  á  la  extradición  de  criminales 
que  se  han  hecho  reos  de  alguno  de  aquellos 
delitos  comunes  que  sublevan  la  conciencia 
pública  y  cuya  represión,  por  consiguiente,  á 
todos  interesa,  cuando  al  mismo  tiempo  se 
ofreix  la  reciprocidad  para  casos  análogas;  se 
acredita  la  identidad  personal  del  delincuente; 
se  acompaña,  según  los  casos,  la  sentencia 
condenatoria  6  el  mandato  de  prisión  expedi- 
do en  forma  legal  por  autoridad  competente 
del  país  que  requiere;  se  determinan  con  preci- 
sión el  hecho  que  se  imputa  al  fugitivo,  la  fe- 
cha de  su  perpetración  y  la  disposición  legal 
que  lo  castiga,  y  no  aparece  extinguida  por 
prescripción  la  acción  ó  responsabilidad  penal, 
según  las  leyes  del  país  en  que  se  cometió  el 
delito  6  las  del  p^s  del  asilo; 

3^  Que,  por  otra  parte,  á  las  reglas  que  se 
acaban  de  expresar  se  han  conformado  los 
pactos  de  extradición  que  desde  hace  tiempo 
▼iene  ajustando  el  país  con  las  naciones  ex- 
tranjeras. Así  se  manifiesta  en  el  "Acuerdo  de 
extradición"  de  15  de  marzo  de  1894,  cele- 
brado con  la  República  Argentina,  según  el 
cual,  bajo  promesa  de  reciprocidad,  se  obliga 
esta  última  á  hacer  entrega  at  Gobierno  de 
Chile  de  los  individuos  perseguidos,  acusados 
ó  condenados  por  alguno  de  los  crímenes  ó 
delitos  de  carácter  común  especificados  en  la 
ley  argentina  de  25  de  agosto  de  1885,  que 
consagra  idénticos  principios.  Así  también  en 
el  tratado  de  extradición  ajustado  con  Espa- 
ña el  1^  de  agosto  de  1896,  informado  en  las 
mismas  doctrinas.  Así,  por  último,  en  otros 
tratados  ó  proyectos  de  tratados,  que  aguar- 
dan la  sanción  legislativa;  y 

4^  Que,  según  se  deduce  de  la  exposición  de 
hechos  precedente,  en  la  reclamación  que  ha 
dado  origen  á  esta  causa  se  han  cumplido  to- 
dos loa  requisitos  que,  conforme  á  la  doctrina 
de  los  tratadistas  y  á  la  práctica  de  las  nacio- 
nes, son  de  rigor  en  estos  casos. 

Visto,  además,  lo  prevenido  en  el  artículo  117 
de  la  ley  de  15  de  octubre  de  1875,  se  declara: 


que  ha  lugar  á  la  demanda  de  extradición, 
presentada  á  nombre  del  Gobierno  del  Impe- 
rio Alemán  por  el  Representante  Diplomático 
de  este  Gobierno  en  Chile,  en  su  nota  de  27 
de  agosto  último,  inserta  en  la  del  señor  Mi- 
nistro de  Relaciones  Exteriores  de  31  del  mis- 
mo mes,  y,  en  consecuencia,  que  debe  hacér- 
sele entrega  del  súbdito  alemán  Otón  Hugo 
Drews  ó  Jorge  Yon  der  Heyde,  con  todo 
dinero  y  efectos  de  propiedad  de  éste.  Devuél- 
vase al  señor  Ministro  Diplomático  de  Alema- 
nia, desglosándose  al  efecto  del  expediente  el 
retrato  fotográfico  de  Otón  Hugo  Drews. 
Transcríbase  al  señor  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores  para  que,  si  lo  tiene  á  bien,  se  sirva 
comunicar  esta  sentencia  al  señor  Ministro 
del  Gobierno  reclamante. — Abel  Saavedra. 
Viendo  la  causa  en  consulta, 

La  Corte  resolvió: 

Santiago,  9  de  diciembre  de  1903. — Vistos: 
Se  aprueba  la  sentencia  consultada  de  10  de 
noviembre  último.  Transcríbase  esta  resolu- 
ción al  señor  Ministro  de  Relaciones  Exterio- 
res.— Galvaríao  Gallardo.— José  Alfonso.—]. 
Gabriel  Palma  Guzmán.— Gabriel  Gaete.—V. 
Affuirre  V. — Leoncio  RodrigocM.— Carlos  Va- 
ras,— B.  Foster  Recabarren. 


Cas.  Civ.  en  la  íorma.S  de  diciembre  de  1903 

Fuenzaltda  con  Rodríguez 

Nombre  de  las parte8,doinlolllo, pro- 
fesión ú  oficio. —Falta  de  deolslón  del 
asunto  oontro7ertido.— Omisión  de  la 
determinación  de  los  frutos  ó  Indem- 
nización de  perjuicios.  —  F^aoión  de 
dia  en  la  t  abla  para  la  vista  de  la  cau- 
sa ;-oausa  mal  anunciada.  -  Falta  de 
indioaoión  del  ministro  que  redactó  el 
folio.— Decisiones  contradiotorias. 

Doctrina:— £7  articulo  193  del  Código 
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de  Procedimiento  Civil  sólo  exige  que  se 
haga  la  designación  precisa  de  las  par- 
tes litigantes^  de  sa  domicilio,  profesión 
ú  oñcio  en  las  sentencias  de  segunda 
instancia  cuando  éstas  modiñcan  ó  revo- 
can las  de  otros  tribunales. 

La  indicación  del  nombre  de  las  partes 
en  la  tabla  delTribunal,  según  la  carátu- 
la del  expediente^  basta  para  cumplir  la 
disposición  del  artículo  170  del  Código 
de  Procedimiento  Civil. 

La  falta  de  indicación  del  ministro 
que  redactó  la  sentencia  de  segunda  ins- 
tancia no  está  indicada  por  la  ley  como 
causal  que  motive  un  recurso  de  casación 
en  la  forma. 

Cuando  el  vicio  que  se  hace  valer  con- 
tra la  sentencia  conñrmatoria  de  segun- 
da instancia  ha  sido  cometido  en  la  de 
primera  instancia  y  contra  ésta  no  se  de- 
ducen oportunamente  los  recursos  que 
fimdadosen  él  pudieran  ser  procedentes, 
no  pueden  hacerse  valer  contra  la  sen- 
tencia de  segunda  instancia. 


£n  el  juicio  seguido  por  don  Femando  Car- 
T^al  ¿  nombre  de  doña  Virginia  y  de  don  Ma- 
nuel Fuenzalida  contra  doña  Aurora  Rodrí- 
guez, representada  por  su  marido  don  Fran- 
cisco Aníbal  Ravest,  se  pronunció,  con  fecha 
21  de  octubre  último,  por  la  Corte  de  Apeln- 
ciones  de  Santiago,  sentencia  que  se  limitó  á 
confirmar  sin  modificación  la  de  primera  ins- 
tancia. 

La  parte  de  doña  Aurora  Rodríguez  inter- 
puso contra  la  sentencia  de  segunda  instancia 
recurso  de  casación  en  la  forma,  fundado  en 
las  caasaks  siguientes: 

1*  Bn  no  contener  la  sentencia  la  designa- 
ción precisa  de  las  partes  litigantes,  su  domi- 
cilio y  profesión  ú  oficio,  causal  prevista  en  el 
número  5^  del  artículo  941  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil; 

2*  Bn  no  contener  tampoco  la  sentencia 


reclamada  la  decisión  del  asunto  controverti- 
do, con  lo  cual  se  ha  faltado  á  lo  prevenido  en 
el  mismo  númeroyartículocitados,  en  relación 
con  el  artículo  193,  número  6°  del  expresado 
Código.  En  efecto,  no  aparecen  resueltas  por 
la  sentencia  las  excepciones  que  se  formularon 
en  la  contestación  y  reconvención,  y  que  son: 
1^  la  excepción  de  nulidad  del  nombramiento 
de  curador  de  don  Femando  Carvajal  y  su 
falta  de  personería  para  representar  enjuicio 
á  don  Manuel  Fuenzalida  Rodríguez  y  que  te- 
nía de  antemano  nombrado  curador  á  don 
Belisarío  Aránguiz  Fontecilla,  según  discerni- 
miento inserto  en  las  escrituras  que  corren  en 
autos;  y  2^,  la  excepción  de  compensación  de 
frutos  que  tampoco  se  resuelve  en  la  senten- 
cia; dejándolas  para  que  se  ventilen  enjuicio 
lato  sobre  rendición  de  cuentas; 

3*  En  haber  omitido  el  requisito  esencial 
indicado  en  el  artículo  196  del  mismo  Código, 
que  dice:  "Cuando  una  de  las  partes  hubiere 
de  ser  condenada  á  la  devolución  de  frutos  6 
á  la  indemnización  de  perjuicios,  y  se  hubiere 
litigado  sobre  su  especie  y  monto,  la  senten- 
cia determinará  la  cantidad  líquida  que  por 
estas  causas  deba  abonarse,  6  declarará  sin 
lugar  el  pago  si  no  resultaren  probadas  la  es- 
pecie y  el  monto  de  lo  que  se  cobra  por  lo 
menos,  las  bases  que  deban  servir  para  su  li- 
quidación al  ejecutarse  la  sentencia."  Como 
consta  de  autos,  en  este  juicio  se  ha  gestiona- 
do sobre  el  monto  de  los  frutos  y  la  sentencia 
condena  á  pagarlos  y,  sin  embargo,  no  deter- 
mina la  cantidad  líquida  que  por  esta  cansa 
deba  abonarse  y  sólo  reserva  al  demandado 
la  excepción  de  compensación  para  ventilarla 
en  nuevo  juicio,  sin  fijar  la  base  para  la  liqui 
dación  al  ejecutarse  la  sentencia: 

4^  En  haber  infringido  también  el  artículo 
970,  número  6',  del  citado  Código,  que  ordena 
fijar  la  causa  en  tabla  para  su  vista  en  los  tri- 
bunales colegiados  en  la  forma  establecida  en 
el  artículo  170,  el  cual, en  su  primerinciso,dice 
así:  "En  los  tribunales  colegiados  se  formará 
el  día  último  hábil  de  cada  semana  una  tabla 
de  losasuntosqueveráel  tribunalenlasemana 
siguiente,  con  expresión  del  nombre  de  las  par- 
tes, del  día  en  que  cada  uno  deba  tratarse  y  del 
número  de  orden  que  le  corresponda".  Consta 
del  expediente  que  los  demandantes  son  doña 
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VirginiaFuenzalidadeCarvajaly  don  Manuel 
Fneozaliila  Rodríguez,  y  la  demandada  doña 
Aurora  Rodríguez  de  Knvest.  No  obstante,  esta 
causa  figuró  en  la  tabla  con  el  nombre  de  Fer- 
nando Carvajal  con  Aurora  Rodrigues  de  R., 
como  lo  certificará  el  secretario  de  la  causa; 
.  5^  £n  haber  violado  asimismo  los  artículos 
188  y  941,  número  9^  del  indicado  Código,  ya 
que  no  se  expresa  en  la  sentencia  que  confirma 
la  de  primera  instancia,  el  nombre  del  ministro 
que  la  redactó  como  lo  manda  la  ley;  y  don 
Femando  Carvajal  no  ha  podido  ser  curador 
ni  menos  apoderado  de  don  Manuel  Fuenzali' 
da,  que  tenía  como  curador  en  la  fecha  de  la 
demanda  á  don  Belisario  Aránguiz  Fontecilla, 
toda  vez  que  no  se  puede  nombrar  carador  al 
que  lo  tiene;  y  como  el  señor  Aránguiz  no  ha 
figurado  en  este  juicio,  esnulo  todo  lo  obrado, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  1682 
y  1683  del  Código  Civil,  pudiendo,  en  conse- 
cuencia, el  tribunal  que  conoce  del  recursoejer- 
citar  la  facultad  de  invalidar  de  oficio  la  sen- 
tencia por  aparecer  de  manifiesto  en  ella  que 
seha  incurridoenel  vicio  previsto  en  elnúmero 
9^  del  articulo  941  del  Código  de  Procedímienf  o 
Civil; 

6*  En  haber  infringido, por  último, elnúme- 
ro 7^  del  artículo  941,  que  se  acaba  de  citar, 
puesto  que  la  sentencia  contiene  decisiones  con- 
tradictorias. La  contradicción  es  la  siguiente: 
no  se  da  lugar  á  la  reconvención  por  losgas- 
tos  de  los  menores  y  se  da  lugar  á  que  se  venti- 
len estos  gastos  en  un  juicio  de  rendición  de 
cuentas,  pero  sólo  con  doña  Virginia  Fuenza- 
lida  y  no  con  don  Manuel  Puenzalida,  queestA 
enelmismocasoque  el  otro  menor,  lo  que  cons- 
tituye una  contradicción  manifiesta. 

L&  Corte  resolvió: 

Considerando: 

1'  Que  el  artículo  193  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  sólo  exige  que  se  haga  la  desig- 
nación precisa  de  las  partes  litigantes,  de  su 
domicilio,  profesión  ú  oficio  en  las  sentencias 
de  segunda  instancia,  cuandoéstas  modifiquen 
ó  revoquen  las  de  otros  tribunales  y  la  senten- 
cia recurrida,  como  se  ha  visto,  se  ha  limitado 
á  confirmar  sin  modificación  la  dictada  por  el 
juez  a  quo', 

2^  Que  la  causa  fué  puesta  en  tabla  para  ser 


vista  en  la  Corte  de  Apelaciones  expresííndo¿e 
el  nombre  de  las  partes,  según  él  aparece  indi- 
cado en  la  carátula  del  expediente  y  aun  en  el 
encabezamiento  de  los  escritos  presentadospor 
las  partes  en  dicho  expediente;  délo  cual  resul- 
ta que  se  ha  procedido  de  conformidad  con  ei 
artículo  170  del  Código  de  Procedimiento 
Civil; 

3'  Que,  prescindiendo  de  que  la  sentenciare- 
clapiada  se  ha  limitado  á  expresar  que  confir- 
ma la  de  primera  instanina,  por  lo  cual  no 
puede  decirse  que  haya  un  ministro  redactor 
de  dicha  sentencia,  la  omisión  de  esta  circuns- 
tancia no  está  indicada  por  la  ley  como  causal 
para  motivar  un  recurso  de  casación  en  la 
forma; 

4^  Considerando  respecto  de  las  causales 

formuladas  en  los  números  2',  3'  y  6*^,  que  aun 
siendo  efectivos  los  hechosqueen  ellas  se  apun- 
tan, habrá  incurrido  en  los  vicios  que  se  de- 
nuncian la  sentencia  de  primera  instancia,  y 
contra  ésta  no  se  dedujeron  oportunamente 
los  recursos  que,  fundados  en  dichas  causales, 
pudieron  ser  procedentes. 

Visto,  además,  lo  prevenido  en  los  artículos 
946,  960,  979  y  249  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas, 
el  recurso  de  casación  en  la  forma  interpuesto 
contra  la  referida  sentencia  de  21  de  octubre. 
Queda  aplicada  al  Fisco  la  cantidad  de  dos- 
cientos pesos  consignada.  Redactada  por  el  se^ 
ñor  Ministro  Saavedra.-/os¿  AUbnso.—J.Ga- 
bríel  Palma  Guzmán.  — Carlos  Varas. — AbeJ 
Saavedrn. 


Cas.  CiT.  en  la  forma.— 10  de  diciembre 

de  1903 

Ferreira  con  Valénzuela 

Pronunolamlento  de  lasentenola;  for- 
ma legal.— Dealgrnaolón  de  las  partes 
y  de  sus  peticiones  y  ezoepolones.— 
Enumeraolón  de  las  leyes  ó  prlnól- 
plos  de  equidad. 

Doctrina:— £7  recurso  de  casación  es 
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de  derecho  e&tríctoysólo  puede  ser  acep- 
tado en  los  casos  especialmente  previstos 
por  la  ley. 

Bl  articulo  193  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  al  enumerar  los  requi- 
sitos ó  detalles  que  deben  contener  las 
sentencias,  no  prohibe  en  manera  algu- 
na que  dichas  resoluciones  contengan  ó 
puedan  contener  además  otras  referen- 
cias concernientes,  ya  á  la  composición 
del  Tribunal  que  expide  el  fallo,  ya  á  la 
opinión  individual  de  alguno  ó  algunos 
de  sus  miembros,  ya  á  las  cuestiones  pre- 
vias que  hayan  podido  suscitarse  duran- 
te el  acuerdo,  ya,  en  ñn,á  las  medidas  dis- 
ciplinarías que  el  Tribunal  pueda  adop- 
tar respecto  del  proceso  mismo  ó  de  las 
personas  y  funcionarios  que  hayan  inter- 
venido en  su  formación  y  custodia. 

La  sentencia  que  al  confirmar  la  de 
primera  instancia  que  declara  la  nulidad 
de  un  testamento,  suspende  los  e^tos 
de  esta  última,  en  cuanto  había  declara- 
do también  nulas  algunas  cláusulas  del 
mismo  testamento,  no  modifíca  en  reali- 
dad lo  resuelto,  por  cuanto  habiendo  si- 
do declarado  totalmente  nulo  el  testa- 
mento en  ambas  instancias,  dicha  nuli- 
dad afecta  de  pleno  derecho  á  cada  una 
de  sus  cláusulas. 

En  tal  situación  la  sentencia  del  Tri- 
bunal de  Alzada  no  necesita  reproducir 
las  designaciones  y  enunciaciones  que 
exige  la  ley  en  las  sentencias  de  segunda 
instancia  que  modi£can  ó  revocan  las  de 
otro  tribunal;  y  por  otra  parte,  al  no 
eliminar  algunas  de  esas  indicaciones  ó 
citas  legales,  las  hace  suyas. 


Bn  la  causa  seguida  entre  don  Pedro  %la- 

da  por  su  mujer  doña  Carmen  Ferreira  y  don 
Francisco  Javier  Valenzuela  sobre  nulidad  del 
testamento  de  doña  Mercedes  Ferreira  é  im- 


plícitamente de  alguna  de  las  cláusulas  del 
mismo  acto  testamentario,  se  pronunció  por 
el  2' Juzgado  de  Letras  en  lo  civil  de  esta  capi- 
tal sentencia  cn[|que,  por  las  diversas  conside- 
raciones que  en  ella  se  contienen,  se  declaró, 
entre  otras  cosas:  1'  nulo  el  testamento  de  la 
citada  doña  Mercedes  Ferreira,  y  2'  nulas 
también  las  cláusulas  3»  9»  y  10»  de  dicho 
testamento. 

Apelado  este  fallo  por  el  demandado  y  tra- 
mitado el  recurso,  se  dictó  por  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Santiago  en  1'  de  agosto  últi- 
mo, sentencia  que  confirmó  la  de  1»  instancia 
sólo  en  cuanto  había  declarado  la  nulidad  del 
testamento  antes  aludido,  en  virtud  de  la  cau- 
sal 3*  de  la  demanda,  y  ordenando  la  restitu- 
ción á  la  demandante  de  la  totalidad  de  los 
bienes  de  la  herencia  con  otras  prestaciones 
que  se  designan;  y  suspendió  los  efectos  de  la 
misma  resolución  en  cuanto  había  dado  lugar 
á  la  nulidad  de  las  cláusulas  testamentarias 
más  arriba  mencionadas. 

Firmaron  el  fallo  de  que  se  trata,  entre 
otros  ministros,  los  señores  Gaete  y  Saavedra, 
que,  por  ascenso,  lo  eran  á  la  sazón  de  la  Cor- 
teSuprema,  los  cuales,  por  haber  tomado  par- 
te en  la  vista  de  la  causa  cuando  pertenecían 
á  la  de  Apelaciones,  concurrieron  á  su  acuer- 
do, por  resolución  superior  ejecutoriada  que 
asi  lo  dispuso.  Los  expresados  ministros  con- 
signaron la  explicación  de  su  intervención  en 
la  misma  sentencia  de  laCorte  de  Apelaciones, 
manifestando,  además,  su  opinión  contraría 
al  auto  de  la  Corte  Suprema  que  habia  orde- 
nado su  concurrencia. 

En  contra  de  aquella  sentencia  interpuso 
en  tiempo  y  forma  el  demandado  los  recursos 
de  casación  en  la  forma  y  en  el  fondo,  y  for- 
malizando el  prímero,  alegó  las  siguientes 
causales: 

1*  La  sentencia  reclamada  no  se  ha  pro- 
nunciado en  la  forma  ordenada  por  la  ley, 
causal  de  casación  contemplada  en  los  núme- 
ros 5^  y  9*^  del  artículo  941  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil.  Con  arreglo  á  derecho,  las 
sentencias  no  pueden  con  tener  sino  la  designa- 
ción de  las  partes,  sus  peticiones  y  excepciones, 
los  fundamentos  del  falloy  finalmente,  ladecí- 
sión  del  asunto  controvertido.  Ln  protesta  de 
los  ministros  que  suscriben  el  fallo  recurrido 
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se  refiere  á  un  punto  absolutamente  extraño  al 
asunto  controvertido  y,  en  consecuencia,  no 
pudo  legalmente  considerarse  en  él. 

2^  La  sentencia  atacada  no  contiene  ni  la 
designación  de  las  partes  ni  ñus  peticiones  6 
excepciones,  omitiéndose  con  esto  los  requi- 
sitos 19  2'' y  39  del  artículo  103  del  Código 
antes  citado,  causal  de  casación  contemplada 
en  el  número  5'  del  artículo  941  del  mismo 
Código.  Según  la  ley,  estos  requisitos  deben 
observarse  aún  en  Ins  sentencias  de  2*  instan- 
cia que  modifiquen  las  de  primera,  salvo  que 
se  haga  referenciaáeilas,  reproduciendo  loque 
sobre  el  particular  contengan. 

3*  La  sentencia  materia  del  recurso  se  ha 
dictado  sin  enumerar  las  leyes  ó  los  principios 
de  equidad  con  arreglo  Á  los  cuales  se  pro- 
nuncia  el  fallo,  causal  de  casación  contempla- 
da en  el  número  5^  del  artículo  941  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil.  Esta  enunciación, 
que  no  puede  omitirse  en  ninguna  resolución  de 
2^  instancia  que  modifique  una  de  primera,  era 
en  este  caso  indispensable  para  saber  cuáles 
eran  las  disposiciones  legales  que  tuvo  presen- 
te el  Tribunal  de  Alzada  para  establecer  que  el 
onas  probandi  no  correspondía  al  demandan- 
te, y  declarar,  en  consecuencia,  nulo  el  testa- 
mento de  doña  Mercedes  Ferreira. 

A  este  respectono puede  pretenderse,  decía  el 
recurrente,  que  la  Corte  haya  aceptado  como 
fundamento  de  su  fallo  todas  las  disposiciones 
legales  que  cita  el  juez  de  primera  instancia; 
porque  la  sentencia  de  éste  comprende  puntos 
que  no  han  sido  resueltos  por  la  Corte;  y  ha^ 
biéndose  modificado  en  parte  considerable  la 
resolución  del  juez  a  qno,  era  forzoso  cumplir 
con  lo  ordenado  en  el  artículo  193  del  Código 
de  Procedimiento. 

Todavía  debía  observarse  que  In  Corte  de 
Apelaciones,  al  dictar  el  fallo  en  cuestión,  sus- 
pendía los  efectos  de  muchas  de  las  resolucio- 
nes de  la  sentencia  de  primera  instancia,  sin 
que  haya  cuidado  de  expresar  en  virtud  de 
cuál  disposición  legal  ha  procedido  en  esa 
forma. 

La  Corte  resolvió: 

Considerando; 

1''  Que  el  recurso  es  de  derecho  estricto  y 


sólo  puede  ser  aceptado  en  los  casos  especial- 
mente previstos  por  la  ky; 

2'  Que  el  artículo  193  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  al  enumerar  los  requisitos  ó 
iletalles  que  in  prescindiblemente  deben  conte- 
nerlas sentencias  definitivasde  primera  instan- 
cia y  las  de  segunda  que  modifiquen  ó  revo- 
quen las  de  otros  Tribunales,  no  prohibe  en 
manera  alguna  que  dichas  resoluciones  con- 
tengan ó  puedan  contener  además,  otras  refe- 
rencias concernientes  ya  á  la  composición  del 
Tribunal  que  expide  el  fallo,  ya  á  la  opinión 
individual  de  alguno  ó  algunos  de  sus  miem- 
bros sobre  todos  Ó  cada  uno  de  los  puntos 
controvertidos,  yaálas  cuestiones  previasque 
hayan  podido  suscitarse  durante  el  acuerdo, 
ya,  en  fin,  á  las  medidas  disciplinarías  que  el 
Tribunal  pueda  adoptar  respecto  del  proceso 
mismo  ó  de  las  personas  y  funcionarios  que 
hayan  intervenido  en  sn  formación  y  custodia; 

39  Que,  en  consecuencia,  las  explicaciones 
que  los  Ministros  GaeteySaaredra  estimaron 
oportuno  consignar  en  la  sentencia  recurrida 
para  explicar  su  presencia  en  el  acuerdo,  no  la 
vician  de  nulidad; 

49  Que  si  bien  la  sentencia  de  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Santiagoconfirmó  la  de  prime- 
ra instandasin  otra  variación  que  la  de  haber 
suspendido  los  efectos  de  esta  última  eíi  cuab- 
to  había  declarado  la  nulidad  de  las  cláusulas 
3',  9*  y  11°  del  testamento  de  doña  Mercedes 
Ferreira,  tal  suspensión  no  ha  modificado  en 
realidad  lo  resuelto  en  aquella  .sentencia  por 
cuanto  habiendo  sido  declarado  totalmente 
nulo  en  ambas  instancias  el  testamento  de  la 
Ferreira,  dichanuHdad  afecta  de  pleno  derecho 
á  cada  una  de  sus  cláusulas,  las  que  quedaron 
igualmente  nulas  y  sin  valor,  sin  necesidad  de 
declaración  especial; 

5'  Que,  por  tanto,  no  habiendo  modificado 
la  sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones  á  la  de 
primera  instancia  en  ninguno  de  los  puntas 
controvertidos,  no  era  legalmente  necesario 
que  la  primera  contuviera  y  reprodujera  las 
designaciones  á  que  se  refiere  la  segunda  de  laa 
causales  en  que  se  funda  el  recurso; 

6*^  Que  por  la  misma  circunstancia  la  Cor- 
te de  Apelaciones  no  estaba  tampoco  obligada 
á  reproducir  en  su  falloconfírmatorio  las  citas 
ó  preceptos  legales  que  sirvieron  de  base  á  ta 
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sentencia  fli>ela<1a  Oeprímera  instancia,  dispo- 
siciones que,  por  otra  parte,  el  Tribunal  revi- 
sor hizo  suyas,  por  el  mero  hecho  de  no  haber- 
las eUniinado. 

Bn  mérito  de  estas  consideraciones,  y  visto 
lo  prevenido  en  los  artículos  193,  960  y  979 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara 
sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  de  casanónen 
la  forma  interpuestó  en  estos  autos. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Foster  Re- 
ca  b8rren,~^a7rarMio  Gallardo, — V,  Aguim 
V.—B.  Foster  Recabarren  Miguel  L.  Valdés. 


Cas.  Civ.—lS  de  diciembre  de  1903 

Cortés  Monroy  con  Ceballos  v.  de  Cortés 
Monroy  y  otros 

Sentenoia  Interloontorla.  —  Nombra- 
miento de  partidor.  —  Desigrnaolón 
hecha  por  el  testador. 

Doctrina: — Siendo  maniíiestawente  iii' 
terlocutoria  la  resolución  que  en  la  espe- 
cie conñrmó  la  de  primera  instancia  que 
cita  á  las  parixsá  comparendo  para  nom- 
brar liquidador  6  partidor^  no  procede  el 
recurso  de  casación  con  arreglo  aJ  ar- 
tículo 939  del  Código  de  Procedimiento 
Civil 

La  sentencia  que  al  resolver  que  ha  la- 
gar al  nombramiento  de  un  partidor  ó 
liquidador  solicitado  por  el  cónyuge  so- 
breviviente, maniüesta  en  sus  fundamen- 
tos que  la  designación  del  testador,  si 
puede  tener  eñcacia  respecto  á  sus  pro- 
pios bienes,  en  nada  afecta  al  derecho 
ejercitado  pordicho  cónyuge,  noimporta 
an  pronunciamiento  sobre  el  valor  que 
tenga  el  nombramiento  hecho  por  el  tes- 
tador; ni  puede  tener  tampoco  el  alcance 
de  resolver  sobre  la  eñcacia  de  una  tran- 


sacción privada  en  que  los  cónyuges  ha- 
bían hecho  una  liquidación  convencional 
de  la  sociedad  conyugal  habida  entre 
ellos;  de  modo  que  no  pone  término  al 
Juicio  ni  hace  imposible  su  continuación 
sobre  esas  materias. 


Don  Francisco  Cortés  Monroy  nombró  par- 
tidor de  sus  bienes  en  ana  cláusula  de  su 
testamento,  habiendo  instituido  por  sos  le- 
gítimos herederos  á  los  hijos  habidos  en  su 
matrimonio  con  doña  Mercedes  Ceballos  y 
asignado  una  porción  de  la  cuarta  de  libre 
disposición  á  don  Carlos  Humberto  Cortés 
Fuenzalida.  Manifestó  en  otra  cláusula  de  su 
testamento  que  tenía  liquidada  la  sociedad 
conyugal  habida  con  doña  Mercedes  Ceballos 
por  transacción  celebrada  ante  uno  de  los  Mi- 
nistros de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santia- 
go, transacción  que  él  conBrmaba. 

La  viuda  doña  Mercedes  Ceballos  se  pre- 
sentó ante  el  primer  Juzgado  de  Santiago, 
después  del  fallecimiento  de  don  Francisco 
Cortés  Monroy,  solicitando  el  nombramiento 
de  partidor  y  exponiendo  que  no  daba,  por  su 
parte,  valor  alguno  á  la  designación  hecha  por 
el  testador,  la  cual,  á  su  juicio,  era  ineficaz 
ante  las  disposiciones  de  la  Ley  Orgánica  de 
Tribunales,  que  exigen  que  el  nombramiento  de 
árbitro  sea  hecho  por  las  partes. 

Doña  Celia  Fuenzalida,  nombrada  tutora 
de  don  Carlos  Hnmlierto  Cortés,  se  había  pre- 
sentado al  cuarto  Juzgado  solicitando  se  no- 
tificara al  partidor  nombrado  por  el  testador 
para  que  aceptara  el  cargo,  lo  que  se  había 
decretado;  y  al  tener  conocimiento  de  la  ges- 
tión que  se  hacía  en  el  primer  Juzgado,  se  pre- 
sentó ante  éste  oponiéndose  al  nombramiento 
solicitado,  invocando  la  disposición  del  ar- 
tículo 1324  del  Código  Civil  y  del  artículo  802 
del  Código  de  Procedimiento  Civil.  Se  le  pedía 
al  mismo  tiempo  se  declarara  incompetente 
para  conocer  del  nombramiento  de  partidor 
por  estarse  tramitando  este  asunto  ante  el 
cuarto  Juzgado.  El  Juzgado  desestimó  esta 
opinión  y  fijó  nuevo  día  para  el  comparendo 
decretado. 

Al  mismo  tiempo,  doña  Mercedes  Ceballos 
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solicitó  del  cuarto  Juzgado  la  declaración  de 
su  incompetencia  por  estar  radicado  con  ante- 
rioridad el  negocio  ante  el  primer  Juzgado;  y 
esta  solicitud  fué  también  desestimada. 

Conociendo  la  Corte  de  Santiago  en  las 
apelaciones  que  se  entablaron,  declaró,  en  «n 
expediente,  que  el  cuarto  Juzgado  era  incom- 
petente y  en  el  otro  suspendió  los  efectos  de 
la  citación  á  comparendo  y  mandó  que  el  juez 
tramitara  y  resolviera  con  arreglo  á  derecho 
las  peticiones  de  doña  Celia  Fuenznlída.  Esta 
formuló  entonces  petición  concreta  para  que 
se  declarara  que  no  debía  nombrarse  partidor 
y  que  debía  ordenarse  que  el  partidornombra- 
do  por  el  testador  debía  proceder  á  desem])e- 
ñar  su  cometido. 

El  Juzgado  resolvió: 
"Santiago,  6  de  mayo  de  1903.  —  Vistos,  y 

teniendo  presente: 

"  Que  la  citación  á  comparendo,  para  los  efec- 
tos de  proceder  al  nombramiento  de  juez  par- 
tidor, se  ha  solicitado  por  doña  Mercedes 
Ceballos,  en  su  calidad  de  cónyuge  sobrevi- 
viente de  don  Francisco  Cortés  Monroy; 

Que  la  designación  testamentaria  hecha  en 
el  testamento  del  señor  Cortés,  si  puede  tener 
eficacia  respecto  de  sus  propios  bienes,  en  nada 
afecta  al  derecho  que  ejercita  la  señora  Ceba- 
llos para  liquidarla  sociedad  conyugal  habida 
entre  ellos;  y 

Que  esta  alegación  se  formuló  en  el  compa- 
rendo á  que  se  refiere  el  acta  de  fs.  35;  Se 
declara  sin  htgnr  la  oposición  de  fs.  31  y  reite- 
rada á  fs.  36,  y  sin  lugar  lo  pedido  en  el 
escrito  de  fs.  51.  En  consecuencia,  ha  lugar  al 
comparendo  solicitado  A  fs.  3,  para  cuyo  efec- 
to se  designará  día  y  hora  una  vez  que  cause 
ejecutoria  este  auto. 

Se  concédela  apelación  inteqiucsta  en  subsi- 
dio.—-4  Aumada". 

La  Corte  de  Apelaciones,  con  el  voto  de  los 
Ministros  don  José  Alejo  Fernández,  don  En- 
rique Foster  Recabarren  y  don  J.  Ignacio  La- 
rraín  Z.,  falló  con  fecha  2  de  julio: 

"Se  confirma,  con  costas  del  recurso,  el  auto 
apelado  de  6  de  mayo  último". 
Contra  esta  resolución  se  interpuso,  por 


doña  Celia  Fnenzalida,  recurso  de  casación  en 

el  fondo: 

1?  Por  haberse  infringido  el  artículo  1324 
del  Código  Civil  y  el  artículo  802  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  no  respetando  la  de- 
signación de  partidor  becha  por  el  testador; 

2'  Por  infracción  del  artículo  1330,ftindado 
en  que  se  da  principio  al  juicio  partitorio 
antes  de  resolverse  la  cuestión  promovida  por 
la  recurrente  sobre  falta  de  derecho  de  doña 
Mercedes  Ceballos  en  la  herencia  de  su  marido; 

3'  Por  haberse  infringido,  además,  el  ar- 
tículo 4''  de  la  ley  de  13  de  enero  de  1897  y  el 
artículo  1^  de  la  ley  de  14  de  septiembre  de 
1 898,  pues  el  primer  Juzgado  revocó  el  conoci- 
miento del  asunto  sin  haber  sido  designado 
porel  Presidente  de  la  Corte  y  sin  estarde  tur- 
no; la  ley  9,  Lib.  3,  Partida  3»  y  artículo  295, 
incisos  2'  y  6"  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  pues  se  ha  fallado  la  cuestión  de  fondo 
sin  haberse  fallado  antes  ni  después  la  excep- 
ción dilatoria  interpuesta  al  negar  su  persone- 
ria  á  la  señora  Ceballos;  el  artículo  193,  inci- 
sos 29, 3^,  5*?  y  6*  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  porque  en  el  fallo  no  se  enuncian  todas 
las  acciones  y  excepciones  de  las  partes,  ni  se 
pronuncia  resolución  sobre  sus  excepciones;  y 
el  artículo  2^,  incisos  2',  7'  y  10'  de  la  ley  de 
1'  de  marzo  de  1837  y  los  artículos  941,  inci- 
so 99,  966,  incisos  19  y  6?,  y  970.  incisos  1» 
y  59  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  porque 
de  la  demanda  de  doña  Mercedes  Ceballos  no 
se  dió  traslado  al  principal  interesado,  esto 
es,  al  juez  partidor,  cuya  designación  se  pedia 
se  dejara  sin  efecto,  ni  se  le  citó  al  juicio  en  sus 
dos  instancias,  y  aducen  el  artículo  1295  del 
Código  Civil  porque  al  atacarse  esa  cláusula 
testamentaria  no  se  dió  traslado  al  albacea. 

"Aunque  la  violación  de  las  últimas  disposi- 
ciones sólo  autoriza  la  casación  de  fbrmft 
agregaba  la  recurrente,  las  cito  porque  me 
han  de  servir  ante  la  Excma.  Corte,  no  sólo 
para  pedirle  que  haga  uso  de  la  facultnd  que 
el  artículo  949  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  le  confiere,  sino  también  para  reforzar  el 
recurso  de  fondo..." 

Habiéndose  manifestado  por  la  parte  recu- 
rrida que  el  recurso  era  improcedente,  solicitó 
la  señora  Fnenzalida  se  viera  primero  lacauM 
sobre  este  punto  ypreseptó  una  soUcitndparÉi 
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que  se  tuviesen  presentes  al  resolver,  las  raao- 
nes  que  creía  del  caso  sobre  la  procedencia  de 
ese  recurso. 

La  Corte  proveyó  en  este  incidente: 

Santiago,  30  de  septiembre  de  1903.— Vis- 
tos: Teniendo  presente  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 948  y  975  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  devuélvase  este  escrito  A  la  parte  que  lo 
ha  presentado. 

Acordado  contra  el  voto  de  los  señores  Mi- 
nistros Gaete  y  Agnirre  Vargas,  que  opinaron 
por  que  se  mandara  agregar  á  los  autoA  el  re- 
ferido escrito  para  los  fines  á  que  hubiera  lu- 
gar y  sin  peijuicio  del  estado  de  lacausa;  pues 
estimaron  que  las  disposiciones  citadas  ni 
otra  alguna,  no  prohiben  recibir  solicitudes  de 
la  naturaleza  de  la  presente,  en  que  se  sostie- 
ne la  procedencia  de  la  casación  objetada  por 
la  parte  recurrida. —  Públíquese. — Galvaríno 
Gallardo.— José  Alfonso. — Leopoldo  ürrutia. 
—Gabriel  Gaete. —  Vicente  Aguirre  Vargas.— 

Leoncio  Rodríguez  Carlos  Varas  AbetSaa- 

vedra.—E.  Foster  Recabarren. 

Viendo  en  seguida,  ralló: 

Teniendo  presente: 

Que  la  resolución  del  juez  de  letras  de  6  ile 
mayo,  llamando  á  las  partes  á  un  comparendo 
para  nombrar  partidor  6  liquidador,  confir- 
mada sin  modificación  por  la  Corte  de  Apela- 
ciones  de  Santiago,  y  contra  la  cual  se  ha  diri- 
gido este  recurso  de  casación  en  el  fondo,  es, 
sin  duda  alguna,  unaresolución  interlocutoria; 

Que,  por  Ií»  tanto,  en  este  aspecto  no  proce- 
de contra  ella  ese  recurso,  en  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  el  articulo  939  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  que,  en  general,  sóte  lo  concede 
contra  las  sentencias  definitivas,  y  contra  las 
íntertocutorías  sólo  cuando  ponen  término  al 
juicio  y  hacen  imposible  su  continuación,  y  en 
el  caso  del  artículo  942,  relativo  á  la  casación 
en  la  forma,  del  cual  ahora  no  se  trata; 

Que  hay  que  averiguar  si  la  resolución  recla- 
mada ha  puesto  término  á  un  juicio  ó  hecho 
imponble  su  continuación;  y  á  este  respecto 
liay  que  tener  presente  que  dicha  resolución 
debe  ser  entendida  en  el  sentido  de  citar  á  las 
partes  á  comparendo  para  el  nombramiento 
denn  partidor  6  liquidador  de  lasocíedad  con* 

JUEIS. 


yugal  habida  entre  doña  Mercedes  Cebnllos  y 
su  marido  don  Francisco  Cortés  Monroy,  co- 
mo lo  manifiestael  precedente  en  que  se  apoya 
y  en  el  que  se  establece  que  la  señora  Ceballos 
actúa  como  cónyuge  sobreviviente  y  que  ta 
designación  testamentaria  hecha  en  el  testa- 
mento de  Cortés  Monroy,  si  puede  tener  efica- 
cia respecto  de  sus  propios  bienes,  en  nada 
afecta  el  derecho  que  ejercita  la  señora  Ceba- 
llos para  liquidar lasociedad  conyugal  habida 
entre  ellos; 

Que  la  citada  resolución  de  6  de  mayo  noha 
fallado  la  única  cuestión  de  fondo  que  se  ha 
ventilado  entre  la  parte  recurrente  y  sus  cohe- 
rederos, cual  es,  si  se  debe  ó  no  respetar  la 
designación  de  juez  partidor  hecha  por  el  tes- 
tador, cuestión  acerca  de  lacual  no  se  ha  pro- 
nunciado en  su  parte  resolutiva  ni  en  sus  mo- 
tivos el  auto  reclamado; 

Que  la  Gtra  cuestión  que  se  ha  insinuado,  re- 
latí  va  al  valor  de  una  transacción,  no  ha  sido 
propuesta  por  la  parte  recurrente  ni  resuelta 
tampoco  por  el  fallo  reclamado; 

Que,  en  consecuencia,  no  se  ha  puesto  térmi- 
no ni  hecho  imposible  la  continuación  del  jui- 
cio que  sobre  esas  materias  deberá  seguirse  y 
fallarse  como  fuere  de  derecho. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones,  y  visto 
lo  dispuesto  en  los  artículos  960y  979  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  se  declaraimpro- 
cedecte  el  recurso  de  casación  en  el  fondo,  in- 
terpuesto por  doña  Celia  Fuenzalída  contra 
la  resolución  pronunciada  por  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Santiago,  al  confirmar  el  2  de 
julio  de  este  año  la  decisión  de  primera  ins- 
tancia, que  llama  á  las  partes  á  comparendo 
para  el  nombramiento  de  un  compromisario, 
con  costas.  Se  aplica  al  Fisco  la  cantidad  con- 
signada (1). 


(i)  La  parte  recurrente  solicitó  se  declarara  que 
siendo  de  cuantía  indeterminada  et  juicio  sólo  debía 
aplicarse  al  Fisco  la  cantidad  de  1 50  pesos  y  no  la  de 
300  consignada,  y  la  Oorte  proveyó:— 'Ssntisgo,  19 
de  diciembre  de  1903.  Como  se  pide.  Acordado  con- 
tra el  voto  de  los  señores  Presidente  Gallardo  y 
Ministro  Palma  Guzmin,  quienes  opinaron  que  no 
debía  accederse  á  la  precedente  solicitud-— GftA^r/- 
110  GalÍArdo. — José  Alfonso. — J.  Gnbriel  Palma  QuZ' 
m¿n. —  V.  Aguirte  V. — Leoncio  Rodrigue». —  Ctrfos 
Varas. — AM  Saaveira, 
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Redactada  por  el  señor  Ministro  Alfonso. — 
Gaharíno  Gaüardo.— José  Alfonso — J.Gabriel 

Palma  Cuzmán  Gabriel  Gaete.—  V.  Aguírre 

V.— Leoncio  Rodríguez,— Carlos  Varas.— Abel 
Saaredra, 


Cas.  CÍV.—16  de  diciembre  de  1903 
DáTÍla  con  González 

Testamento.-N'ulldad— Demenola  del 
testador.  — Apreolaolón  de  los  he- 
chos en  que  ésta  ae  ñinda. 

Doctrina: — El  recurso  de  casación,  en 
su  base  fundamental  y  ñlosófíca,  tiene  por 
objeto  evitar  que  se  cometan  infraccio- 
nes de  derecho,  velando  por  la  recta  y 
genuina  interpretación  y  aplicación  de  la 
ley.  Su  objeto  no  alcanza  á  averiguar  ni 
apreciar  si  los  tribunales  han  estimado 
bien  ó  mal  las  cuestiones  de  hecho  con- 
trovertidas. Los  hechos  que  declara  com- 
probados el  fallo  del  tribunal  superior 
tienen  que  ser  aceptados  en  toda  su  inte- 
gridad y  como  antecedente  incontrover- 
tible para  la  decisión  del  litigio;  y  en 
el  recurso  de  casación  sólo  cabe  ventilar 
si  la  aplicación  del  derecho  se  ajusta  ó 
no  á  los  hechos  que  sirven  de  fundamen- 
to y  consigna  como  ciertos  el  fallo  im- 
pugnado. 

.  Es  una  cuestión  pura  y  simplemente 
de  hecho  la  de  determinar  si  el  testador 
carecía  de  capacidad  intelectual  al  tiempo 
del  otorgamiento  del  testamento;  y  al 
apreciar  el  tribunal  "a  quo"  todos  los 
elementos  probatorios  aducidos  enel  pro- 
ceso sobre  este  punto  y  estimar  más 
justas  y  procedentes  las  pruebas  rendi- 


das por  los  demandantes  de  la  nulidad 
del  testamento  y  como  consecuencia  legal 
de  ello  que  el  testador  no  se  hallaba  en 
su  entero  juicio  al  tiempo  de  otorgar  el 
testamento,  tal  apreciación  ha  corres- 
pondido privativamente  hacerla  al  Tri- 
bunal de  Apelaciones  en  uso  de  las  facul- 
tades peculiares  que  conñeren  las  leyes  A 
los  jueces  y  tribunales  superiores  de  fallar 
los  pleitos. 

La  demencia  de  la  testadora,  al  otor- 
gar el  testamento,  puede  establecerse  por 
un  conjunto  de  presunciones  graves,  pre- 
cisas y  concordantes,  basadas  enln  avan- 
zada edad,  en  la  falta  de  discernimiento 
y  en  la  debilidad  de  razón  de  la  testado- 
ra, que  no  le  permitía  ni  administrar  sus 
bienes,  ni  aun  valerse  por  sí  sola  para  los 
actos  más  triviales  de  la  vida,  desde  cer- 
ca de  cinco  años  antes  de  su  muerte,  ocu- 
rrida en  un  asilo  de  beneñcencia,  y  en 
todo  caso  desde  más  de  tres  años  antes 
de  la  ^ha  en  que,  á  los  91  años,  otorgó 
su  testamento.  Aunque  los  testigos  que 
declaran  sobre  la  demencia  no  hayan  pre- 
senciado el  acto  testamentario;  y  al  afir- 
mar que  la  testadora  "por  su  estado  de 
demencia,  su  avanzada  edad  y  su  falta 
absoluta  de  criterio  era  incapaz  de  otor- 
gar testamento",  expresan  sólo  una  sim- 
ple apreciación  personal,  la  naturaleza  de 
la  demencia  de  que  adolecía  la  testadora 
y  la  edad  avanzada  en  que  tal  incapaci- 
dad  le  sobrevino,  dan  mérito  para  supo- 
ner fundadamente  que,  lejos  de  haber  des- 
aparecido con  posterioridad  á  la  época  á 
quese  refíerenlos  testigos,  debe  haber  au- 
mentado con  los  años,  lo  que  aparece  co- 
rroborado  teniendo  en  cuenta  el  testimo- 
nio de  los  testigos  instrumentales,  quie- 
nes declaran  que  la  testadora  no  se  daba 
cuenta  cabal  de  lo  que  hacía  y  no  dictó 
sus  disposiciones,  limitándose  á  respon- 
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der  añrmativamente  á  las  preguntas  que 

el  notario  le  hacia,  respuestas  que  á  su  vez 
te  indicaba  la  persona  que  estaba  á  su 
lado  y  en  cuya  casa  se  otorgó  el  testa- 
mento. 


Doña  Micaela  y  doña  Carmen  Dávila  se  pre- 
aentaron  ante  el  tercer  Juzgado  de  Santiago, 
exponiendo  que  doña  Juana  Sánchez,  viuda  de 
MorAn,  las  había  instituido  herederas  en  unión 
con  su  hermana  Clotilde,  por  el  testamento 
otorgado  en  16  de  agosto  de  1877;  que  el  he- 
cho de  haberlas  instituido  herederas,  provenía 
de  estar  ligadas  por  lazos  de  parentesco  que 
jamás  se  borran,  habiendo  procedido  en  repa- 
ración del  abandono  de  obligaciones,  que  no 
es  necesario  mencionar,  á  impulsos  de  su  con- 
ciencia, cuando  por  su  avanzada  edad  veta 
próximo  8u  fin:  que  esta  voluntad  de  la  señora 
se  mantuvo  inmutable  durante  22  años,  hasta 
que,  habiendo  caído  en  estado  de  demencia  y 
cuando  tenía  noventa  y  un  años,  don  Ramón 
González  Astabnruaga,  valiéndose  de!  estado 
de  imbecilidad  en  que  se  encontraba,  la  hizo 
otorgar  el  testamento  de  29  de  agosto  de 
1899,  que  presentan;  que  siendo  nulo  este  tes- 
tamento, según  lo  dispuesto  en  el  número  5^ 
del  artículo  1005  del  Código  Civil,  pues  ha 
sido  otorgado  cuando  hacía  diez  años  que  la 
señora  Sánchez  estaba  en  estado  de  completa 
demencia,  demandfui  al  mencionado  González 
para  que  se  declare  la  nulidad  del  segundo  tes- 
tamento. 

Explicando  losmedios  empleados  para  otor- 
gar este  testamento  nulo,  dicen  que  González, 
uno  de  los  pocos  conocedores  del  secreto  que 
siempre  guardó  la  testadora,  y  en  cuya  casa 
vivía,  la  hizo  conducir  á  una  casa  vecina,  di- 
ciendo al  notario  que  ¿se  era  su  domicilio  y 
que,  por  estar  gravemente  enferma,  se  le  había 
llamado  á  la  casa.  Mientras  tanto,  ta  verdad 
era  que  no  se  había  llamado  al  notario  al  ver- 
dadero domicilio  de  la  señora  Sánchez,  por- 
que no  se  quería  que  la  servidumbre  yel  vecin- 
dario se  instruyeran  de  que  se  iba  á  ejecutar 
un  acto  indebido  que  habría  motivado  las 
protestas  inmediatas. 


No  se  llevó  á  la  notaría  á  la  señora  testado- 
ra, para  evitar  la  espera,  las  preguntas  y  para 
que  no  se  examinara  su  fisonomía,  que  por  sí 
sola  manifestaba  la  falta  de  capaddad  para 
el  acto  en  que  se  le  iba  á  hacer  tomar  parte. 

Que  poco  tiempo  después  que  se  hubo  ter- 
minado el  acto,  y  cuando  se  creyeron  asegu- 
rados los  bienes  de  la  señora  Sánchez,  se  le 
enclaustró  en  una  casa  de  monjas  para  sepa- 
rarla de  la  sociedad  á  fin  de  que  no  se  cono- 
ciera su  estado.  La  señora  Juana  Sánchez  mu- 
rió más  de  dos  años  después  en  el  lugar  de  su 
reclusión. 

Don  Kamón  González  Astaburuaga,  contes- 
tando la  demanda,  negó  que  la  señora  Sánchez 
le  hubiera  hecho  confidente  de  los  vínculos  de 
sangre  que  existieran  entre  las  demandantes  y 
la  testadora;  dice  que  tampoco  es  verdad  que 
el  domicilio  de  la  señora  fuera  su  propia  casa, 
pues  vivió  por  muchos  años  en  la  calle  de  Se- 
rrano y  sólo  se  trasladó  á  la  casa  de  él  en 
Marzo  de  1898,  en  la  cual  permaneció  de  mes 
y  medio  á  dos  meses,  habiéndose  ido  á  vivir 
en  seguida  á  su  propia  casa  en.  la  caltó  del 
Manzano,  al  lado  de  su  amiga  íntima  doña 
Rafaela  Cereceda  Hu¡dobro,en  cuyo  domicilio 
se  otorgó  el  testamento,  del  cual  le  entregó 
una  copia  esta  señora,  y  de  quien  tuvo  la  no- 
ticia del  otorgamiento. 

Negó  terminantemente  haber  tenido  inge- 
rencia alguna  en  el  acto  de  testar  la  señora, 
que  fué  obra  de  su  libre  y  espontánea  vo- 
luntad. 

Expuso  también  que  la  señora  Sánchez  fué 
trasladada  á  la  casa  de  las  monjas  de  la  San- 
ta Cruz,  que  no  tiene  clausura,  más  de  un  año 
y  medio  después  de  otorgado  el  testamento; 
que  antes  de  esa  época,  teniendo  la  señora 
una  verdadera  afección  por  su  familia,  quiso 
vivir  en  casa  de  él,  pero  que  como  no  pres- 
taba la  suficiente  comodidad,  se  arrendó  en  la 
casa  vecina  una  pieza  donde  se  le  instaló  con 
una  sirviente  encargada  de  prestarle  todo  el 
cuidado  necesario,  local  que  hubo  de  abando- 
narse para  llevarla  á  la  casa  de  anlo  por  ha- 
berse enajenado  la  propiedad  por  muerte  del 
dueño. 

Rendida  la  prueba,  el  demandante  tachó  á 
algunos  testigos  del  demandado  y  éste  al  se- 
ñor don  Alberto  Arteaga,  por  haber  declarado 
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mientras  el  térjuino  probatorio  estaba  suspen- 
dido. . 

£1  juzgado  falló: 

Considerando  sobre  las  tachas  sobre  obs- 
curidad de  sus  dichos,  opuestas  á  las  testigos 
Sara  Gatica,  Clara  Carrasco,  Tadea  Cruzat  7 
Domitila  Fuenzalida,  que,  al  ser  contra-inte- 
rrogadas al  tenor  de  las  preguntas  de  fs.  60,  se 
refieren  á  lo  que  habían  dicho  al  tenor  de  las 
articulaciones  de  fs.  55,  en  cuyas  declaraciones 
dan  los  detalles  6  pormenores  suficientes  para 
establecer  sus  aserciones,  que  no  era  indispen- 
sable repetir  en  la  contra-ínterrogaci6n  sin 
incurrir  en  difusiones  innecesarias  para  la  cla- 
ridad, se  desechan  las  tachas  opuestas  á  las 
testigos  nombradas. 

Considerando  sobre  la  tacha  opuesta  al 
testigo  don  Alberto  Arteaga,  que  de  su  decía* 
ración  consta  que  fué  dada  el  25  de  septiem- 
bre de  1901,  estando  en  esa  fecha  suspendido 
el  término;  que  los  jueces  declaran  como  testi- 
gos enviando  eu  oficio  su  declaración  en  vir- 
tud de  lo  dispuesto  en  la  ley  11,  título  11 
libro  11  de  la  Novísima  Recopilación;  pero  tal 
declaración  debe  darse  con  oportunidad,  con- 
forme lo  prescribe  la  ley,  esto  es,  dentro  del 
término  hábil  de  prueba,  se  declara  que  ha 
lugar  á  la  tacha. 

Considerando  sobre  la  cuetitión  principal: 

1^  Que  la  demanda  de  nulidad  del  testa- 
mento de  doña  Juana  Sánchez,  que  corre  en 
copin  á  fs.  3,  se  funda  en  que  la  testadora  esta- 
ba incapaz  de  otorgarlo,  causal  contemplada 
en  el  número  5^  del  artículo  1005  del  Código 
Civil; 

2'  Que  refiriéndose  dicha  incapacidad  á  fal- 
ta de  las  facultades  mentalesde  la  señora  SAn- 
chez  para  darse  á  entender  de  palabra  ó  por 
escrito,  manifestando  su  voluntad  claramente, 
hay  que  averiguar  si  en  el  acto  del  otorga- 
miento existia  la  cansa  de  inhabilidad,  ya  que, 
según  el  artículo  1006  del  mismo  Código,  es 
nulo  todo  testamento  otorgado  durante  la 
existencia  de  dicha  causa; 

3^  Que  esto  es  tanto  más  necesario  si  se 
toma  en  cuenta  que,  no  estando  en  interdic- 
ción la  testadora  á  la  fecha  del  testamento  de 
fs.  3,  sus  actos  y  contratos  son  válidos,  á  me- 
nos de  probarse  que  ese  acto  fué  efectuado  en 


estado  de  demencia,  según  lo  previene  el  inci- 
so 2^  del  artículo  465  del  mismo  Código; 

4'  Que  los  dos  testigos  instrumentales  pre- 
sentados por  la  parte  demandante,  que  decla- 
ran al  tenor  del  interrogatorio  de  fs.  52,  no 
afirman  de  un  modo  categórico  que  la  señora 
Sánchez  estuviera  inhabilitada  para  testar, 
en  el  acto  del  otorgamiento  del  testamento 
de  fs.  3,  y  sus  dichos  están  desmentidos  por  la 
afirmación  que  hacen  en  el  testamento  citado, 
á  lo  cual  se  agrega  lo  afirmado  por  el  nota- 
rio, tanto  en  ese  documento  cuanto  en  el  cer- 
tificado de  fs.  65,  no  siendo  presumible  que 
los  testigos  faltaran  á  la  verdad  de  los  hechos 
aseverados  bajo  su  firma  en  aquel  documento; 

5^  Que  los  demás  testigos  aseguran  que  no 
presenciaron  el  acto  de  otorgar  el  testamen- 
to, y  sus  dichos  serían,  á  lo  más,  inductivos; 
pues  se  refieren  á  perturbaciones  mentales  de 
la  señora,  padecidas  antes  v  con  posteriori- 
dad al  expresado  otorgamiento,  mas  no  en  el 
momento  debido,  y  esas  afirmaciones  están 
contradichas  por  las  que  hacen  los  testigos 
del  demandado  y  por  uno  de  la  parte  deman- 
dante, fs.  50  vta.; 

6^  Que  tampoco  es  antecedente  bastante 
para  establecer  la  inhabilitación  legal  la  edad 
de  la  testadora,  porque  lo  avanzado  de  eUa 
no  es  causa  precisa  de  tal  inhabilidad  mental, 
ni  tampoco  lo  es  el  temor  de  anarquistas  ó  la- 
drones, que  sólo  acusarían  apocamiento  de 
espíritu,  mas  no  demencia;  y 

7'  Que  incumbe  probar  su  acción  al  que  la 
entabla,  lo  que  no  se  ha  hecho  por  las  deman- 
dantes. 

Por  estas  consideraciones  y  con  lo  que  tam- 
bién disponen  las  leyes  32  y  40,  título  16,  Par- 
tida 3*  y  artículo  1698  del  Código  Civil,  de 
acuerdo  con  el  señor  defensor  de  menores,  se 
declara:  que  no  ha  lugar  á  la  demanda.-^ 
Marín. 

Apelada  esta  sentencia  por  los  demandan- 
tes, la  Corte  resolvió: 

Vistos:  Reproduciendo  la  relación  de  los 
chos  contenida  en  la  parte  apelada  de  la  sen* 

tencia,  y 

Considerando: 
1^  Que  los  demandantes  han  acreditado  con 
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prueba  numerosa  y  uniforme,  superior  á  la  del 
demandado,  que  doña  Juana  Sánchez,  viada 
de  Morón,  fallecida  á  la  edad  de  noTenta  y 
tres  años,  "no  estaba  en  su  sano  juicio,  que 
era  incapaz  de  discernir  y  que  su  razón  no  le 
permitía  ni  administrar  sus  bienes  ni  aun  va- 
lerse por  ^  sola  para  los  actos  más  triviales 
de  la  vida"; 

.2'*  Que  asimismo  han  acreditado  las  deman- 
dantes que  esta  incapacidad  ó  demencia  deque 
adolecía  la  viuda  Morón  databa  de  cerca  de 
cinco  años  antes  de  su  muerte,  ocurrida  el  23 
de  junio  de  1901  en  un  asilo  de  beneficencia,  y 
en  todo  caso,  desde  más  de  tres  años  antes 
dd  29  de  agosto  de  l 899,  fecha  en  que,  á  Id 
edad  de  noventa  y  un  años,  otorgó  el  testa- 
mento impugnado  de  (&.  S; 

3^  Que  entre  los  testigos  que  confirman  el 
estado  de  demencia  de  doña  Juana  Sánchez 
figuran  el  médico  don  Daniel  Cruzat,  que  en 
esa  época  la  asistía  profesionalmente,  y  el  se- 
ñor don  Alberto  Arteaga,  Juez  del  Crimen  de 
esta  capital,  que  la  conocía  y  trataba  con  fre- 
cuencia; y  si  bien  este  último  ha  sido  tachado 
por  haber  evacuado  durante  una  suspensión 
del  término  probatorio  el  informe  que  se  le  pi- 
dió en  tiempo  oportuno  sin  que  las  deman- 
dantes hayan  referido  sus  agravios  á  la  parte 
de  la  sentencia  en  que  se  da  lugar  á  esa  tacha, 
de  todos  modos,  el  informe  de  aquel  magis- 
trado constituye,  á  lo  menos,  una  presunción 
digna  de  ser  tomada  en  cuenta  para  estable- 
cer la  verdad  de  los  hechos; 

4.^  Que  aun  cuando  los  testigos  que  depo- 
nen al  tenor  del  interrogatorio  de  fs.  40  no 
presenciaron  el  acto  testamentario  que  obje- 
tan las  demandantes;  por  lo  que  la  afirmación 
que  hacen,  respondiendo  á  la  pregunta  5*  de 
dicho  interrogatorio,  que  doña  Juana  Sán- 
chez era  incapaz  de  otorgar  testamento,  "por 
su  estado  de  demencia,  por  su  avanzada  edad 
y  su  falta  absoluta  de  criterio",  importa  una 
SM^Ie  apreciación  personal  de  esos  testigos; 
sin  embargo,  la  naturaleza  de  la  demencia  de 
qne  aquella  señora  adolecía  y  la  edad  avanza- 
da en  que  tal  incapacidad  le  sobrevino,  dan 
mérito  para  suponer  fundadamente  que,  lejos 
de  haber  desaparecido  con  posterioridad  á  la 
época  Á  que  se  refieren  los  testigos,  debe  ha- 
ber aumentado  con  los  anos  ó,  á  lo  menos. 


haberse  mantenido  en  el  mismo  estado;  y  que, 
por  lo  tanto,  doña  Juana  Sánchez  ha  debido 
hallarse  bajóla  influencia  de  esa  enfermedad  á 
la  fecha  en  que  se  otorgó  el  testamento  defs.  3; 

5^  Que  contribuye  á  corroborar  esta  pre- 
sunción el  testimonio  de  don  Juan  Ferrara  y 
de  don  Benito  Queirolo,  testigos  que  actua- 
ron en  el  citado  testamento  y  únicos  que  han 
declarado  en  esta  causa,  los  que,  deponiendo 
al  tenor  del  interrogatorio  de  fs.  52,  afirman 
que  doña  Juana  Sánchez  no  se  daba  cuenta  de 
lo  que  hacía  y  no  dictó  sus  disposiciones,  limi- 
tándose á  responder  afirmativamente  las  pre- 
guntas que  el  notario  le  hacía,  respuestas  que 
á  su  vez  le  indicaba  doña  Rafaela  Cereceda, 
que  estaba  á  su  lado  y  en  cuya  casa  se  otorgó 
el  testamento; 

6^  Que  todos  los  antecedentes  relacionados 
constituyen  un  conjunto  de  presunciones  gra- 
ves, precisas  y  concordantes  que  bastan  para 
establecer  que  la  antes  nombrada  doña  Juana 
Sánchez  no  se  hallaba  en  su  sano  y  cabal  jui- 
cio en  los  momentos  en  que  otorgó  el  testa- 
mento de  fs.  3,  revocatorio  del  de  f.  1,  sin  que 
sea  suficiente  para  establecer  lo  contrarío  la 
prueba  inferior  rendida  por  el  demandado,  ni 
el  certificado  de  fs.  65  del  ministro  de  fe  que 
autorizó  el  acto,  quien  ha  podido  equivocarse 
respecto  del  estado  de  las  facultades  mentales 
de  dicha  señora,  sobre  todo  tomando  en  cuen- 
ta las  circunstancias  especiales  en  que  se  otor- 
gó el  testamento; 

7^  Que  el  testamento  otorgado  por  una 
persona  que  se  halla  privada  de  su  razón  por 
enfermedad  ú  otra  causa,  es  nulo. 

Por  tales  fundamentos,  y  de  acuerdo  con  lo 
prevenido  por  los  artículos  1712  y  1005  del 
Código  Civil,  se  revoca  la  sentencia  apelada 
de  18  de  junio  del  año  próximo  pasado,  co- 
rriente á  fs.  110,  y  se  declara  qne  ha  lugar  ála 
demanda. 

Acordada  por  los  señores  Ministros  Poster 
Recabarren  y  Castillo,  contra  el  voto  del  se. 
ñor  Ministro  Larrtdn  Zañartu,  quien  estuvo 
por  confirmar  la  sentencia  apelada,  con  costas 
del  recurso. 

El  señor  Ministro  Poster  Recabarren  tuvo 
presente  para  revocar,  además  de  las  cotuide- 
raciones  en  qne  se  funda  c1  fallo  acordado,  las . 
qne  se  expresan  en  seguida; 
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Que  del  propio  testamento  de  fs.  3  se  des- 
prende que  algo  de  anormal  existía  6  se  supo- 
nía qne  existiera  en  el  estado  de  la  otorgante; 
puesto  que  el  notario  que  lo  autoriza  previene 
que,  por  la  urgencia  del  caso,  procedió  á  otor- 
garlo fuera  de  su  registro  6  protocola,  no  obs- 
tante qne  por  la  partida  de  defunción  de  fs.  5, 
aparece  que  doña  Juana  Sánchez  falleció  casi 
á  los  dos  años  después  de  que  se  celebró  ese 
acto; 

Que  llama  también  la  atención  que  en  el 
testamento  referido,  que  se  tenía  escrito  de 
antemano,  se  haya  tratado  de  disimular  la 
verdadera  edad  de  doña  Juana  Sánchez,  con- 
signando queera  mayor  de  60  años,  cuando  su 
edad  verdadera  llegaba  en  esa  época  á  los  91 ; 
y  que  para  otorgarlo,  la  testadora  abandona- 
ra su  casa  y  se  trasladara  á  la  de  dona  Ra- 
faela Cereceda,  que  tuvo  una  participación 
tan  singular  en  el  acto,  según  lo  declaran  los 
testigos  Queirolo  y  Ferrara; 

Que  por  el  testamento  de  fs.  3  se  dejaba  sin 
efecto  otro  qne  se  registra  á  fii.  1  de  estos  au- 
tos, otorgado  por  la  misma  señora  Sánchez  el 
16  de  agosto  de  1877,  en  el  que  instituía  por 
herederas  universales  de  sus  bienes  á  las  de- 
mandantes, á  las  que  ni  siquiera  menciona  en 
el  nuevo  testamento,  á  pesar  de  los  motivos 
íntimos  y  de  sangre  que,  según  aquéllas,  tuvo 
para  designarlas  de  herederas. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Foster  Re- 
cabárren.— K  Foster  Recabarren.—J.  Ignacio 
LarraSn  Z.— Eduardo  Castillo. 

Contra  esta  sentencia  dedujo  González  el 
recurso  de  casación  en  el  fondo,  fundado  en 
que  ha  infringido  abiertamente  las  disposicio- 
nes de  los  artículos  1005,  465  y  1698  del  Có- 
digo Civil,  aceptando  una  prueba  de  testigos 
que  se  refiere  á  una  época  lejana  y  muy  dis- 
tante del  momento  en  que  se  otorgó  el  testa- 
mento. 

Para  probar  que  la  testadora  estaba  en  la 
imposibilidad  de  testar,  y  que  se  encontraba 
en  la  situación  establecida  en  el  número  4^  del 
artículo  1005,  esto  es,  "que  actualmente  no 
estuviese  en  su  sano  juicio  por  ebriedad  ú  otra 
causa"  habría  sido  menester  acreditar  que  la 
señora  no  estuviera  en  su  sano  juicio  al  otor- 
gar su  testamento,  actualmcntCy  como  dice 


la  disposicidn  citada,  y  no  en  una  época  dis- 
tinta y  lejana  de  aquella  en  que  se  verificó 
el  acto.  Mientras  tanto  no  sólo  no  se  ha  pro- 
bado esta  circunstancia  indispensable,  sino 
que  la  única  prueba  que  hay  al  respecto  es  la 
declaración  del  notario  y  testigos  del  tata- 
mente que  expresan  que  la  testadora  se  encon- 
traba en  su  sano  juicio,  exposición  que  se  en- 
cuentra reforzada  por  el  certificado  del  notario 
de  fs.  65,  en  el  cual  reitera  la  misma  exposi- 
ción. 

En  segundo  lugar,  la  sentencia  de  la  Corte 
de  Apelaciones  ha  infringido  lo  dispuesto  en  el 
articulo  465  del  Código  Civil,  que  prescribe: 
"Los  actos  y  contratos  del  demente,  poste- 
riores al  decreto  de  interdicción,  serán  nulos; 
aunque  se  alegue  haberse  ejecutado  6  celebra- 
do en  un  intervalo  lúcido.  Y  por  el  contrario, 
los  actos  y  contratos  ejecutados  ó  celebrados 
sin  previa  interdicción,  serán  válidos;  á  menos 
de  probarse  que  el  que  los  ejecutó  ó  celebró  es- 
taba entonces  demente." 

En  el  caso  actual,  la  pmeba  rendida  perlas 
demandantes  no  cumple  con  el  requisito  de 
guardar  relación  con  el  momento  en  que  se 
ejecutó  el  acto,  sino  que  se  refiere  á  una  época 
indeterminada  ó  muy  lejana  del  momento  de 
otorgarse  el  testamento. 

En  tercer  lugar,  la  sentencia  de  la  Corte  de 
Apelaciones  ha  infringido  la  disposición  del 
artículo  16U8  del  Código  Civil,  que  establece 
que  incumbe  probar  las  obligaciones  ó  su  ex- 
tinción al  que  alega  aquéllas  ó  ésta. 

Según  la  sentencia,  es  el  demandado  el  que 
ha  debido  probar  que  la  señora  Sándiez  se  en- 
contraba en  su  sano  juicio,  y  no  las  deman* 
dantes  (|uienes  han  debido  probar  que  la  se- 
ñora estaba  entonces  demente,  á  juzgar  por 
lo  establecido  en  el  considerando  primero,  en 
que  se  estima  la  prueba  de  las  demandantes 
superior  á  la  del  demandado.  . 

Creía  el  recurrente  que  la  sentencia  ha  sufri- 
do una  paralogización  al  establecer  que  la 
presunción  legal  establecida  en  el  articulo  465 
del  Código  Civil  es  en  favor  de  la  demencia  de 
la  persona  y  de  la  nulidad  de  los  actos  que 
ejecuta,  ó  de  los  contratos  qne  celebra,  y 
que,  en  consecuencia,  al  que  sostenga  su  vali- 
dez incumbe  probar  la  capacidad  6  lucidez  del 
otorgante.  Mientras  tanto,  la  verdadera  doc* 
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trina  jaiídíca  es  que  la  ley  presume  que  todas 
las  personas  están  en  el  goce  de  sus  faculta- 
des y  que  son  hábiles  para  contratar,  á  menos 
qne  hayan  sido  declaradas  en  interdicción,  ó 
que  se  pruebe  que  en  el  momento  de  ejecutar 
el  acto  ó  de  celebrar  el  contrato,  estaban  de* 
mentea. 

El  que  sostiene  la  capacidad  de  la  persona 
ó  la  validez  del  acto  ó  contrato,  no  necesita 
probar  nada;  á  la  persona  que  ímpagna  la 
validez,  incumbe  la  prueba. 

En  coarto  lugar,  la  sentencia  ha  infringido 
la  disposición  contenida  en  el  nfimero  6*^  del 
artículo  374  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, al  establecer  que  la  prueba  rendida  por 
las  demandantes  es  superior  á  la  del  deman- 
dado,  pues  para  hacer  esta  afirmación  ha  si- 
do menester  prescindir  de  las  declaraciones 
prestadas  por  los  testigos  de  las  demandan- 
tes que  prestan  declaración  contradictoria 
con  otras  declaraciones,  las  que,  según  la  dis- 
posición citada,  deben  considerare  presenta- 
das á  favor  de  la  parte  contraria. 

La  sentencia  ha  infringido  también  la  ley 
al  tomar  en  cuenta,  en  el  considerando  ter- 
cero, la  declaración  de  don  Alberto  Artea- 
ga,  testigo  tachado  por  el  demandado,  cuya 
tacha  no  fué  reclamada  por  las  demandantes, 
por  lo  que  no  ha  podido  servir  de  fundamento 
á  la  sentencia- 

El  procurador  de  las  demandantes,  respon- 
diendo, sostuvo  que  la  sentencia  de  la  Corte 
de  Apelaciones  no  sólo  no  ha  infringido  las 
disposiciones  legales  citadas,  sino  que,  por  el 
contrario,  las  ha  aplicado  en  su  verdadero 
sentido,  y  apoyada  en  ellas  precisamente  de- 
clara la  nulidad  del  testamento,  después  de 
dar  por  sufícien  temen  te  probado,  con  arreglo 
al  articulo  1712  del  Código  Civil,  y  á  virtud 
de  presunciones  graves,  precisas  y  concordan- 
tes, establecidas  en  los  considerandos  de  la 
sentencia,  que  la  testadora,  doña  Juana  Sán- 
chez, se  encontraba  en  estado  de  demencia  al 
otorgar  el  testamento  de  fs.  3. 

La  Corte  de  Apelaciones  ha  considerado  en 
la  sentencia  que  los  antecedentes  acumulados 
en  los  autos  suministran  presunriones  graves, 
precisas  y  concordantes  que  bastan  para  es- 
tablecer que  la  señora  Sánchez  no  se  encon- 
traba en  su  sanoycabal  juicio  cuando  otorgó 


el  testamento  de  fs.  3,  revocatorio  del  de  f.  1. 

Esta  prueba  de  presunciones  es  tan  plena  y 
valedera  en  derecho,  como  la  mejor  de  las 
pruebas,  para  acreditar  que  la  testadora  esr 
taba  absolutamente  demente  cuando  otorgó 
el  testamento;  y  la  Corte,  en  virtud  de  la  apre- 
ciadón  que  hizo  de  los  antecedentes,  conside- 
ró probada  la  acción  de  las  demandantes, 
aplicó  la  disposición  del  artículo  1698  del 
Código  Civil  y  revocó  la  sentencia  de  primera 
instancia,  dando  lugar  á  la  demanda. 

El  demandado  confunde,  á  juicio  de  las  de- 
mandantes, la  aprecíadón  de  los  hechos  y  de 
la  prueba  rendida,  con  la  aplicación  de  la  ley. 
La  infracción  de  ésta,  supone  que  establecidos 
los  hechos  que  ella  contempla,  el  Tribunal  los 
somete,  sin  embargo,  á  una  solución  jurídica, 
distinta  de  aquella  que  la  ley  ha  adoptado  y 
de  este  modo  la  infringe  y  esta  infracción  es  la 
que  influye  sustancialmente  en  lo  dispositivo 
de  la  sentencia.  En  el  caso  actual,  no  es  ésto 
lo  que  sucede:  la  Corte  de  Apelaciones,  apre- 
ciando los  hechos  con  la  libertad  de  criterio 
que  le  da  la  ley,  ha  dado  la  resolución  qne 
fluye  naturalmente  de  los  hechos  que  ha  con- 
siderado probados. 

La  apreciación  de  loshechos  queda  entrega- 
da al  Juido  del  Tribunal  de  Alzada,  y  la  reso- 
lución que  pronuncie  no  puede  ser  revisada 
por  el  Tribnnal  de  Casadón,  que  no  está  lla- 
mado á  rever  el  pldto  en  una  tercera  ins- 
tanda,  sino  á  velar  por  el  cumplimiento  de  la 
ley. 

Tratándose  en  el  caso  en  cuestión,  de  apre- 
ciar el  estado  mental  de  la  testadora  en  el 
momento  de  otorgar  el  testamento,  no  se 
aplica  ninguna  ley,  se  apreda  únicamente  el 
hecho,  para  lo  cual  es  menester  ocurrir  á  la 
prueba  de  testigos  ó  á  las  presundones. 

El  determinar  si  la  demenda  existe,  es  un 
hecho  que  queda  sometido  á  la  aprecíadón 
del  juez.  El  artículo  1005,  en  su  número  4', 
establece  que  no  puede  testar  el  que  no  estu- 
viere en  su  sano  juicio  porebríedad  ó  por  otra 
causa.  La  ley  presume  que  no  está  en  su  sano 
juido  el  que  se  encuentra  en  interdicdón  por 
causa  de  demenda:  esta  es  la  regla  general, 
pero  en  materia  de  testamentos,  el  artículo 
1005  admite  el  caso  que  una  persona,  sin  es- 
tar en  interdicdón,  pueda  encontrarse  en  in* 
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habilidad  de  testar,  sin  necesidad  de  que  haya 
existido  antes  un  decreto  de  interdicción. 

Es  un  error  creer  que  no  sea  admisible  la 
prueba  de  presunciones  en  una  materia  como 
ésta,  en  que  no  puede  haber  nada  de  absoluto. 
La  facultad  del  juez  para  decidir,  sobre  la 
existencia  de  la  demencia  por  vía  de  presun- 
ciones, es  incontestable,  según  la  opinión  de 
los  más  exigentes  autores,  y  la  ley  la  abando- 
na á  las  luces  y  prudencia  del  magistrado. 

La  Corte  de  Apelaciones,  apreciando  los  he- 
chos, estimó  probada  la  demencia  de  la  testa- 
dora en  el  acto  de  otorgar  el  testamento,  y 
para  esta  apreciación  ha  procedido  haciendo 
uso  de  lafocultad  que  leconceden  1<hi  artículos 
374.  428  y  431  del  Código  de  Procedimiento 
CivÜ. 

La  circunstanda  de  haber  certificado  el  no- 
tario que  cuando  autorizó  el  testamento  de  la 
señora  Sánchez,  no  notó  nada  en  ella  que  per- 
mitiera creer  que  se  encontraba  con  sus  facul- 
tades mentales  perturbadas,  ha  hecho  creer  al 
recurrente  que  el  notario  tiene  el  carácter  de 
ministro  de  fe  para  certificar  sobre  el  estado 
intelectual  del  testador:  pero  esto  es  un  error, 
puesto  que  el  notario  no  imprime  el  carácter 
fie  autenticidad  sino  á  lo  que  enuncia  en  el  lí- 
mite de  sus  atribuciones.  El  notario  no  está 
llamado,  ni  podría  estarlo,  á  declarar  si  está  6 
no  en  Susano  juicio  el  testador:  laenunciación 
que  hace  es  una  simple  opinión. 

£1  no  es  juez,  ni  podría  serlo  respecto  de  las 
personas  que  recurren  á  su  ministerio.  Si.su 
dicho  fuera  una  certificación  intachable,  resul- 
taría que  jamás  podría  declararse  la  nulidad 
de  un  testamento. 

Cuando  el  artículo  1016  ha  ordenado  que  el 
notario  exprese  'ia  circunstancia  de  hallarse 
el  testador  en  su  sano  y  entero  juicio",  lo  que 
ha  querido  es  que  el  notario  forme  su  convic- 
ción respecto  á  las  facultades  mentales,  para 
saber  si  el  que  va  á  hacer  un  testamento  se 
halla  hábil  para  testar. 

Considerando  que  la  sentencia  no  ha  infrin- 
gido ley  alguna  y  que  está  basada  en  la  apre- 
ciación de  los  hechos  conforme  á  las  reglas  de 
la  sana  crítica  y  dentro  de  las  facultades  que 
la  ley  confiere  al  Tribunal  que  pronunció  la 
sentencia,  no  puede  ser  sometida  á  la  re^^sión 
de  In  Corte  Suprema  sin  transtomar  la  base 


del  recurso  extraordinario  de  casación,  queno 
puede  degenerar  en  una  tercera  instancia. 

El  Ministro  ponente  señor  Palma  Guzmán, 
dictaminando,  dijo:  "Según  el  recurrente,  no 
ha  debido  tomarse  en  cuenta  la  prueba  que  se 
refiere  á  épocas  anteriores  ó  posteriores  á  la 
época  en  que  se  hizo  el  testamento,  sino  al  mo- 
mento preciso  en  que  se  gecntó  el  acto,  puesto 
que  una  persona  que  está  afectada  de  debili- 
dad mental  ó  demencia  puede  tener  into-valos 
lúcidos  en  que  puede  ejecutar  actos  y  celebrar 
contratos  váHdos  que  son  aceptados  por  la  ley. 

Pero,  á  juicio  del  que  suscribe,  la  disposición 
de  este  artículo  no  excluye  laprueba  aceptada 
por  la  Corte  de  Apelaciones,  que,  considerando 
á  la  testadora  en  estado  de  demencia  habitual, 
por  lo  menos,  desde  tres  años  antes  de  la  fecha 
en  que  se  otorgó  el  testamento,  demencia  que, 
atendido  su  estado,  la  avanzadaedad  y  el  tra- 
tamiento á  que  fué  sometida  hasta  la  fecha  de 
su  muerte,  ha  podido  ser  considerada  como 
|HTmanente  por  el  Tribunal,  durante  los  últi- 
mos años  de  la  señora  Sánchez. 

El  estado  de  insanidad  en  que  se  encontró 
esta  señora  durante  los  últimos  años  de  su  vi- 
da no  hace  presumible  que  hubiera  tenido  nn 
intervalo  lúcido  al  tiempo  de  otorgar  el  testa- 
mento, y  ia  Corte  de  Apelaciones,  haciendo  uso 
de  las  facultades  que  le  concede  el  artículo 
1712  del  Código  Civil,  para  juzgar  por  presun- 
ciones graves,  precisas  y  concordantes,  aten- 
dido el  mérito  que  le  suministren  los  autos,  ha 
podido  legalmente,  haciendo  uso  de  estafacul- 
tad,  resolver  que  la  señora  no  estaba  en  situa- 
ción de  haber  otorgado  válidamente  el  testa- 
mento de  fs.  3,  apoyado  en  esta  clase  de  prue* 
bas,  que,  sin  duda,  tiene  más  valor  que  la  qne 
se  rinda  con  dos  testigos,  puesto  que  el  Tribu- 
nal falla  apoyado  en  su  convencimiento  pro- 
pio, que  da  más  garantías  de  acierto,  y  que  es 
mucho  más  respetable  que  el  fallo  que  se  apo- 
ya en  la  declaración  de  testigos. 

Por  otra  parte,  siendo  la  existencia  de  la 
demencia  un  hecho  que  sólo  puede  ser  acredi- 
tado ante  el  Tribunal  por  la  prueba,  la  apre- 
ciación de  esta  prueba  es  una  cuestión  de  he- 
cho, que  queda  sometida  exclusivamente,  según 
el  artículo  958  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  al  Tribunal  que  conoce  de  la  causa. 
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Nó  es  tampoco  más  fundado  el  recurso  en  la 
parte  que  se  funda  en  el  art!cn1o465  del  Códi- 
go Civil,  por  no  referirse  la  prueba  rendida  al 
momento  en  que  se  otorgó  el  testamento,  sino 
á  una  época  indetcrminadd  y  muy  Igana. 

Las  observaciones  que  acaban  de  hacerse 
manifiestan  que  no  tiene  base  legal  el  recur- 
so en  esta  parte,  porque  la  Corte  de  Apelacio- 
bes  consideró,  como  queda  demostrado,  que 
la  prueba  que  acredita  la  demencia  de  la  se- 
ñora desde  tres  años  antes  de  su  muerte  has- 
ta la  fecha  de  su  fallecimiento,  ha  comprendi- 
do necesariamente  el  instante  en  que  se  llevó  á 
efecto  el  acto  testamentario. 

Bn  cuanto  á  la  tercera  causal  alegada  de 
haber  infringido  la  sentencia  el  articulo  1698, 
inciso  1°  del  Código  Civil,  que  establece  que 
'incumbe  probar  las  obligaciones  ó  su  ex- 
tinción al  que  alega  aquéllas  ó  ésta",  no  se 
ha  incurrido  por  parte  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, como  se  afirma  por  el  recurrente,  en  el 
error  de  haber  considerado  que  la  prueba  de 
haber  estado  la  señora  Sánchez  en  estado  de 
demencia  en  el  momento  de  haberse  otorgado 
el  testamento  correspondía  al  demandado. 

Lo  que  la  sentencia  ha  considerado  probado 
es  que  la  prueba  de  las  demandantes,  como  lo 
expresa  en  el  considerando  primero,  es  más 
numerosa  y  uniforme,  y  superior  á  la  del  de- 
mandado para  probar  que  la  testadora  no  es- 
taba en  su  sano  juicio,  qué  era  incapaz  de 
discurrir  y  que  su  razón  no  le  permitía  ni  ad- 
ministrar sus  bienes  ni  aun  valerse  por  sí  sóla 
para  los  actos  más  triviales  de  la  vida;  que 
esta  incapacidad  ó  demencia  de  que  adolecía 
la  señora  databa  de  cerca  de  cinco  años  antes 
de  su  muerte,  ocurrida  en  un  establecimiento 
de  beneficencia,  y  en  todo  caso  más  de  tres 
años  «ntes  de  otorgarse  el  testamento  de  fs.  3; 
y  que  el  estado  de  demencia  lo  considera  pro- 
bado también  con  la  declaración  del  facultati- 
vo que  en  esa  ^oca  asistía  á  la  señora  y  con 
la  declaración  de  don  Alberto  A'rteaga,  todo 
lo  cual  manifiesta  que  la  sentencia  no  ha  exi- 
gido la  prueba  al  demandado  sino  que  está 
fundada  en  la  prueba  de  las  demandantes. 

La  sentencia  no  ha  incurrido  en  el  error  que 
se  le  supone,  sino  que,  ajustándose  á  las  dís- 
pósiciónes  legaleii,  ha  considerado  que  las  de- 
mandantes han  probado  la  demencia  con  me- 


jor  prueba  que  el  demandado,  que  ha  tratado 
de  contradecir  con  su  prueba  los  hechosenque 
la  demanda  se  fundaba. 

Como  se  ve,  pues,  la  cuestión  principal  de- 
batida en  el  juicio,  ha  sillo  saber  si  la  señora 
Sánchez  estaba  en  estadode  demencia  al  tiem- 
po de  otorgarse  el  testamento.  Esta  cuestión 
que  por  su  naturaleza  es  de  heclio,  no  puede 
resolverse  sin  recibir  á  prueba  y  sin  apreciar 
las  diversas  clases  de  prueba  que  han  podido 
producirse  durante  la  secuela  del  juicio,  de  mo- 
do que,  al  aceptar  la  Corte  de  Apelaciones 
la  prueba  testimonial  rendida  para  fallar  la 
causa,  ha  hecho  uso  de  las  atribuciones  que  le 
están  conferidas  por  la  ley. 

No  se  podrá  en  ningún  caso  resolver  una 
cuestión  de  hecho  sin  recibir  el  asunto  á  prue- 
ba y  sin  tomar  en  consideración  esta  prueba 
para  fallar.  Esto  es  incontestable. 

Si  al  haberse  sostenido  por  el  recurrente  que 
no  ha  debido  aceptarse  prueba  testimonial  en 
contra  de  la  prueba  escrita  que  arroja  el  acto 
testamentario,  se  sostendría  en  tal  caso  una 
teoría  inaceptable,  porque  la  consecuencia  que 
resultaría  sería  que  uñ  testamento  escrito  no 
podría  ser  nunca  atacable,  lo  que  es  contrario 
á  la  jurisprudencia,  que  constantemente  está 
probando  que  son  muy  frecuentes  los  cosos  de 
nulidad  de  testamento,  aun  cuando  aparezcan 
á  primera  vista  practicadas  con  corrección  las 
solemnidades  que  se  refieren  al  acto  del  otor- 
gamiento. 

Respecto  de  los  dos  últimos  capítulos  en  que 
se  funda  el  recurso,  esto  es,  por' haber  consi- 
derado probados  hechos  que  no  lo  están,  según 
el  mérito  de  autos,  bien  poco  hay  que  conside- 
rar para  diesechar  el  recurso. 

Sabido  es  que  la  casación,  establecida  para 
mantener  la  unidad  de  la  jurisprudencia  y  el 
respeto  á  la  ley,  tanto  en  el  fondo  como  en  la 
forma,  dqa,  no  obstante,  á  la  conciencia  y  á 
las  luces  del  magistrado,  todo  lo  que  toca  á  la 
apreciación  de  los  hechos,  tales  como  apare- 
cen probados  en  los  autos. 

Siempre  que  el  Tribunal  que  ha  sentenriado 
la  causa  ha  ejercido  su  jurisdicción  conforme 
á  la  ley  y  ha  aceptado  como  medios  de  prueba 
los  establecidos  por  ella,  su  resolución  es  in- 
atacable por  medio  de  la  casación.  El  iTribu- 
nal  es  soberano  para  apreciar  los  hethos,  y 
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aun  cuando  au  sentencia  sea  errada,  el  Tribu- 
nal de  Casación  no  tiene  jurisdicciñn  para 
rever  esa  sentencia. 

Sentados  estos  principios,  son  de  todo  punto 
inadmisibles  los  dos  últimos  capítulos  en  que 
se  funda  el  recurso. 

La  Corte  de  Apelaciones,  al  apreciar  la  prue- 
ba, ha  podido  hacerlo  poniendo  en  ejercicio  su 
propio  críterío,  para  lo  cual  la  ley  la  autoriza 
ampliamente,  guiada  únicamente  por  sus  luces 
y  su  conciencia. 

No  se  ve,  pues,  que  al  pronunciarse  la  sen- 
tencia recurrida  haya  extralimitado  el  Tribu- 
nal las  atribuciones  que  la  ley  le  otorga  ni  que 
haya  violado  la  ley,  por  lo  que  el  que  suscribe 
es  de  opinión  que  no  hay  mérito  para  aceptar 
el  recurso  de  casación  interpuesto,  y  que  V.  E, 
debe  desecharlo,  condenando  al  recurrente  en 
las  costas  del  recurso  y  mandando  aplicar  & 
beneficio  fiscal  la  multa  consignada. 

Oído  el  señor  Ministro  que  dictaminó  en  el 
recurso, 

La  Corte  faUó: 

Considerando: 

1'  Que  la  presente  casación  no  se  funda  en 
la  errónea  aplicación  del  derecho  sino  en  la 
equivocada  apreciación  de  los  hechos,  en  que 
se  supone  ha  incurrido  el  Tribunal  a  qao  al 
apreciar,  del  modo  que  aparece  en  la  senten- 
cia, las  pruebas  aducidas  en  este  pleito,  vio- 
lándose con  ello  las  leyes  y  reglas  de  derecho 
que  en  apoyo  del  recurso  interpuesto  invoca 
el  recurrente; 

2'  Que,  considerado  este  recurso  en  la  base 
ñindamental  y  filosófica  en  que  lo  ha  estable- 
cido el  artículo  958  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  el  977,  su  concordante,  y  señala- 
damente el  artículo  940  del  mismo  cuerpo  de 
leyes,  no  tiene porobjeto  averiguar  ni  apreciar 
si  los  Tribunales  han  estimado  bien  ó  mal  las 
cuestionesde  hecho, sino  evitarque  secometan 
infracciones  de  derecho,  ó,  en  otros  términos, 
garantir,  hasta  donde  sea  posible,  la  recta  y 
gennina  interpretación  y  aplicación  de  la  ley; 

3^  Que  es  una  consecuencia  forzosa  de  los 
principios  que  estos  artículos  consagran,  que 
no  cabe  discutir  en  este  recurso  la  realidad 
jurídica  de  los  hechos  procesales,  calificados  y 
apreciados  por  el  Tribunal  superior,  sino  acep- 


tar en  toda  su  integridad,  y  como  un  antece- 
dente incontrovertible  para  la  decisión  del  liti- 
gio, los  hechos  que  declara  como  probados  el 
fallo  en  contra  del  que  se  recurre; 

4^  Que  asi  mismo,  lógicamente,  se  deduce  de 
estos  principios,  que  para  discutir  y  resolver 
la  cuestión  de  derecho  que  envuelve  todo  re- 
curso de  casación  en  el  fondo,  lo  único  posible 
de  ventilar  es  ú  la  aplicación  del  derecho  se 
ajusta  ó  no  á  los  hechos  que  sirven  dé  funda- 
mento y  consigna  como  ciertos  el  fallo  impug- 
nado; 

5^  Que  la  cuestión,  objeto  de  la  sentencia 
contra  la  cual  se  ha  deducido  el  recurso,  ha 
versadosobre  nulidad  del  testamento  que  otor- 
gó doña  Juana  Sánchez  de  Morón  en  29  de 
agosto  de  1899,  por  suponerse  que  carecía  de 
capacidad  intelectual  al  tiempo  del  otorga- 
miento, viniendo,  por  tanto,  á  resumirse  en 
una  cuestión  pura  y  simple  de  hecho; 

6*'  Que  en  este  concepto  ha  sido  controver- 
tida en  ambas  instancias  dicha  cuestión  y  que, 
sobre  el  hecho  antes  indicado,  es  decir,  sobre 
Ja  falta  de  capacidad  mental  de  la  testadora 
en  el  acto  de  testar,  se  han  suministrado  prue- 
bas en  uno  y  otro  sentido  por  los  litigantes; 

7^  Que  apreciando  el  tribunal  a  quo  todos 
los  elementos  probatorios  aducidos  en  el  pro- 
ceso, declara,  en  la  sentencia  cuya  casación  se 
pretende,  que  ha  estimado  más  justas  y  pro- 
cedentes las  pruebas  rendidas  por  las  deman- 
dantes; y,  como  consecuencia  legal  de  ello,  que 
la  señora  Sánchez  de  Morón  no  se  hallaba  en 
su  en  terojuicio  al  tiempo  de  otorgarel  referido 
testamento  de  29  de  agosto; 

8^  Que  esta  apreciadón  ha  correspondido 
privativamente  hacerla  al  mencionado  Tribu- 
nal de  Apelaciones,  en  uso  de  las  facultades 
peculiares  que  confieren  las  leyes  á  los  jueces  y 
tribunales  superiores  de  fallar  los  pleitos  bajo 
el  doble  punto  de  vista  del  hecho  y  del  derecho, 
apreciación  á  que  debe  este  Tribunal  Supremo 
atenerse  en  virtud  de  lo  literal  y  preceptiva- 
mente dispuesto  en  el  citado  artículo  958  del 
Código  de  Procedimiento  Civil; 

9^  Que,  por  otra  parte,  para  definirlas  trans- 
gresiones que  pretende  cometidas  el  recurrente, 
sería  precisoentrar  en  el  examen  y  valoración 
de  las  pruebas  practicadas,  ó  lo  que  es  lo  mis- 
mo, en  la  averiguación  y  resolución  de  si  re- 
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salta  Ó  no  probado  el  hecho,  á  lo  quenoea 
lícito  proceder  sm  desnaturalizar  este  recurso, 
dándole  el  carácter  de  una  tercera  instancia 
ó  convirtiéndolo  en  una  reclamación  de  injus- 
ticia, ajenas  y  abiertamente  opuestas  á  los 
fines  que  se  han  tenido  en  mira  al  instituir  la 
casación. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones,  á  los 
preceptos  legales  que  en  ellas  se  citan  y  á  lo 
que  disponen  los  artículos  96<),  971  y  979  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara  que 
no  ha  lugar  al  recursode casación  en  el  fondo, 
interpuesto  por  don  Ranión  González  Asta- 
buruaga,  á  quien  se  condena  en  las  costas  y 
en  la  pérdida,  á  beneficio  fiscal,  de  la  cantidad 
consignada. 
Redactada  por  el  señor  Ministro  Rodriguez. 

-GaJvaríao  Gallardo.— José  Alfonso.— Leo- 
poldo TJtTutia.— Gabriel  Gaete. — V.  Aguirre 

V.— Leoncio  Rodrignet.—Carlos  Varatí  Ahel 

Saavedra. 

La  doctrina  consagrada  por  la  senten- 
cia de  la  Corte  Suprema  está  evidente- 
mente de  acuerdo  con  la  base  fundamen- 
tal y  filosófica  del  recurso  de  casación  en 
el  fondo,  cuyo  objeto  primordial,  y  el 
único  que  autoriza  su  existencia,  es  evi- 
tar que  se  cometan  infracciones  de  dere- 
cho y  garantir,  hasta  donde  pueda  ser 
posible  en  los  fallos  humanos,  la  recta, 
genuina  y  amplia  aplicación  de  la  ley. 

La  apreciación  de  los  hechos  y  de  la 
prueba  rendida,  la  materia  misma  del 
pleito,  no  puede,  por  lo  mismo,  confun- 
dirse con  la  aplicación  de  la  ley.  La  in- 
fracción de  ésta  supone  que,  establecidos 
los  hechos  que  ella  contempla,  el  tribunal 
los  somete  sin  embargo  á  una  solución 
jurídica  distinta  de  aquella  (jue  la  ley  ha 
adoptado,  y  de  este  modo  infringe  la  ley, 
y  esta  infracción  es  la  que  influye  sustan- 
cialmente  en  lo  dispositivo  de  la  senten- 
cia. 

La  apreciación  de  los  hechos,  que  es  en 
realidad  el  pleito  mismo,  queda  entrega- 


da, por  la  naturaleza  intrínseca  de  las 
cosas,  á  la  solíerana  resolución  del  Tri- 
bunal de  Alzada,  último  grado  de  la  ju- 
risdicción procesal,  y  escapa  á  la  censura 
de  la  Corte  de  Casación,  que  no  está  lla- 
mada, ni  puede  estarlo,  á  apreciar  el  plei- 
to en  una  tercera  instancia  de  la  causa, 
sino  á  velar  por  la  correcta  y  severa  apli- 
cación de  la  ley. 

"Instituida  para  asegurar  el  respeto  á 
la  ley  y  para  reprimir  los  ataques  que 
podrían  dirigírsele,  la  Corte  de  Casa- 
ción, dicen  los  autores  de  las  Pandec- 
tas francesas,  (t.  14  v.  Cassation  civiles 
número  905),  no  puede  conocer  en  lo  bien 
ó  mal  juzgado  de  una  decisión.  Ella  sal- 
dría de  sus  atribuciones  si  ejerciera  su 
derecho  de  crítica  y  de  censura  sobre  sen- 
tencias ó  fallos  dictados  por  tribunales 
ordinarios  en  materias  que,  no  habien- 
do sido  regladas  por  ninguna  disposición 
legislativa,  son  sometidas  únicamente  á 
la  conciencia  del  magistrado  y  á  su  dis- 
(^mimiento.  Tal  es  la  doctrina  expuesta 
en  una  nota  que  el  señor  Presidente  Ba- 
rrés  leía  en  1822  ante  la  Corte  de  Casa- 
ción. La  Corte  Suprema  no  tiene,  pues, 
que  entrar,  como  lo  hemos  explicado,  en 
la  apreciación  del  hecho.  Ella  no  es  un 
tercer  grado  de  jurisdicción,  y  los  tribu- 
nales se  pronuncian  soberanamente  y  al 
abrigo  de  su  control,  sobre  la  existencia 
ó  la  no  existencia  del  hecho  y  de  las  cir- 
cunstancias materiales  que  lo  acompa- 
ñan, así  como  sobre  la  voluntad  y  la  in- 
tención de  las  partes." 

Ahora  bien,  tratándose  de  apreciar  el 
estado  mental  del  testador  en  el  momen- 
to de  otorgar  el  testamento,  no  se  aplica 
una  disposición  legal;  se  aprecia  única- 
mente un  hecho.  Si  el  testador  es  una 
persona  Stttegrí  status,  es  decir,  cuya  si- 
tuación jurídica  no  ha  sido  modificada 
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por  la  interdicción  judicial,  la  cuestión  de 
lucidez  de  espíritu  es  completamente  de 
hecho.  Ksta  prueba  corresponde  natu- 
ralmente al  actor,  como  en  toda  cuestión 
judicial  toca  á  éste  probar  el  fundamento 
de  su  acción;  mas  esta  prueba  puede  ser 
suministrada  por  testigos  y  aún  por  pre- 
sunciones, desde  que  la  demencia  es  un 
hechu  puro  y  simple. 

Á  este  respecto  los  autores  y  la  juris- 
prudencia están  de  acuerdo  en  establecer 
que  si  el  demandante  probase  que  el  tes- 
tador estaba  habitualmente  en  un  esta- 
do  de  demencia  anterior,  hay  base  para 
una  presunción  natural  de  insanidad  de 
espíritu  en  el  momento  de  la  confección 
del  acto;  y  que  en  tal  caso  el  demandado 
deberla  destruir  esta  presunción  con  la 
prueba  de  haberse  otorgado  en  un  inter- 
valo lúcido.  Laurent  combate  esta  solu- 
ción, adoptadaporla  Corte  de  Caen;  pero 
su  opinión  no  ha  prevalecido  en  Francia 
y  la  jurisprudencia,  confirmando  la  teo- 
ría inaugurada  por  la  sentencia  de  aque- 
lla Corte,  de  20  de  noviembre  de  1826, 
decide  que,  si  es  cierto  que  corresponde  á 
aquel  que  ataca  un  testamento  por  cau- 
sa de  demencia  del  testador,  probar  di- 
cha demencia,  le  basta  establecer  que  ella 
existía  habitualmente  en  una  época  con- 
temporánea al  testamento,  sin  que  se  le 
pueda  exigir  la  prueba  de  la  demencia  en 
el  momento  preciso  y  rigoroso  de  la  dis- 
posición testamentaria.  Conforme  con 
esta  doctrina,  la  Corte  de  Casación  de 
Francia  ha  fallado  que  un  testamento  ha 
podido  ser  declarado  nulo  por  insania 
resultante  de  actos  de  demencia  cometi- 
dos antes  y  después  del  testamento,  si 
estos  actos  de  demencia  no  permiten  pen- 
sar que  el  testador  tuviera  la  plenitud  de 
ftus  facultades  en  el  momento  mismo  de 
la  confección  del  testamento,  y  que  esta 


es  una  apreciación  soberana  de  los  he- 
chos que  escapa  á  la  censura  de  la  Cor- 
te de  Casación  (Cas.  5  de  agosto  1856. 
D.  P.  1857.  1-20).  Ha  fallado  igual- 
mente que  no  existe  la  presunción  de 
que  el  individuo  en  estado  de  demencia, 
no  interdicto,  ha  estado  en  la  integridad 
de  sus  facultades  mentales  en  el  momen- 
to en  que  ha  hecho  su  testamento;  y  que, 
por  lo  mismo,  la  sentencia  que,  después 
de  haber  reconocido  la  demencia  habi- 
tual del  testador,  se  limita  á  añadir  que 
nada  justifica  que  en  el  momento  de  tes- 
tar se  haya  encontrado  en  un  interva- 
lo lúcido  y  anula,  en  consecuencia,  el  tes- 
tamento, no  puede  ser  criticada;  que  la 
sentencia  que,  apreciando  los  resultados 
de  la  prueba  testimonial  rendida,  declara 
que  un  testador  no  estaba  en  su  sano 
juicio  en  el  momento  de  testar,  no  puede 
ser  censurada  fundándose  en  que  en  ella 
se  reconoce  que  los  hechos  probados  no 
constituyen  tm  estado  permanente  de  de- 
mencia; y  que,  en  sentido  contrario,  no 
está  sometida  tampoco  al  control  de  la 
Corte  de  Casación  la  sentencia  que  reco- 
noce que  nada  establece  que  el  testador 
estuviera  privado  de  sus  facultades  men- 
tales en  el  momento  de  dictar  sus  dispo- 
siciones. 

La  demencia  es,  pues,  un  simple  hecho 
cuya  apreciación  corresponde  á  los  jueces 
de  la  causa.  El  artículo  1005  del  Código 
Civil,  que  es  el  especial  y  con  arreglo  al 
cual  debía  fallarse  la  cuestión  planteada 
en  la  demanda,  dice  que  no  es  hábil  para 
testar:  "4'  el  que  actualmente  no  estu- 
viere en  su  sano  juicio  por  ebriedad  ú 
otra  causa".  La  ley  exige  especial  y  ex- 
presamente que  el  testador  se  halle  en  su 
sano  juicio,  no  presume  que  lo  esté  el  que 
no  se  encuentra  en  interdicción,  y  la  dis- 
posición del  artículo  465  debe  subordi- 
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narse  á  lo  establecido  en  la  regla  que  la 
ley  consagra  especialmente  al  testamen- 
to: el  artículo  465  se  aplica  en  general  á 
todos  los  actos  y  contratos  que  se  refieren 
á  una  declaración  de  voluntad  que  va  á 
producir  sus  efectos  entre  vivos;  el  ar- 
tículo 1005  contempla  el  acto  testamen- 
tario que  quiere  revestir  de  garantías  es- 
peciales. "Es  preciso,  decía  D'Aguesseau, 
para  testar,  una  prudencia  menos  equí- 
voca, una  razón  más  clara,  una  voluntad 
más  firme  que  para  obligarse  por  un 
contrato".  En  los  actos  onerosos  el  inte- 
rés recíproco  que  mueve  á  las  partes  ha- 
ce menos  temible  una  sorpresa;  mientras 
que  los  actos  á  título  gratuito  constitu- 
yen, de  parte  del  que  los  hace,  una  abdi- 
cación de  su  interés  personal  6  del  interés 
de  su  familia.  El  testamento  no  se  otor- 
ga comunmente  sino  en  los  últimos  mo- 
mentos de  la  vida,  cuando  el  enfermo  es- 
tá expuesto  á  los  mayores  peligros  y 
asechanzas  de  parte  de  aquellos  que  lo 
rodean.  Esto  explica  la  insistencia  del 
artículo  1005. 

El  Código  Napoleón  fué  seguido  en  esta 
parte  por  el  nuestro.  El  artículo  502  de 
aquél  establece  que  todos  los  actos  pos- 
teriores á  la  interdicción  del  demente  son 
nulos;  el  artículo  503  dispone  que  los  ac- 
tos anteriores  á  la  interdicción  podrán 
ser  anulados  si  la  causa  de  ella  existía 
notoriamente  en  la  época  en  que  estos 
actos  han  sido  hechos,  y  al  mismo  tiem- 
po el  artículo  901  dice:  "Para  hacer  una 
donación  entrevivos  ó  un  testamento,  es 
preciso  estar  en  su  sano  juicio".  La  sa- 
nidad de  espíritu  se  exige  así  como  una 
condición  que  debe  positivamente  esta- 
blecerse, y  al  exigirla  la  ley,  manifiesta  que 
no  basta  la  no  existencia  de  la  interdic- 
ción para  que  se  considere  establecida 


una  presunción  de  plena  posesión  de  las 
facultades  intelectuales. 

El  legislador  exige  á  la  vez  la  voluntad 
y  la  inteligencia.  Es  preciso  que  el  testa- 
dor comprenda,  por  una  parte,  el  carác- 
ter y  los  efectos  del  acto  de  que  se  trata; 
y  que,  por  otra  parte,  tenga  la  voluntad 
inequívoca  de  hacer  tal  acto  y  que  pueda 
también,  naturalmente,  manifestar  esta 
voluntad. 

La  doctrina  y  la  jurisprudencia  están 
de  acuerdo  en  esta  interpretación  que  es 
perfectamente  aplicable  á  las  disposicio- 
nes análogas  de  nuestro  Código  Civil;  y 
es  un  error  creer  que  no  sea  admisible  la 
prueba  de  presunciones  en  una  materia 
como  ésta,  en  que  no  puede  haber  nada 
de  absoluto,  salvo  que  se  trate  de  un  in- 
dividuo manifiestamente  fatuo  6  idiota. 
Aún  Laurent,  que  es  el  más  estricto  de 
los  autores  franceses  en  cuanto  á  la  exi- 
gencia de  la  prueba  de  la  demencia  en  el 
momento  preciso  del  otorgamiento  del 
acto,  no  puede  negar  que  el  juez  puede  de- 
cidir por  presunciones:  "el  derecho  del 
juez  para  decidir  por  vía  de  presunciones, 
dice,  nos  parece  incontestable".  "En 
cuanto  á  las  presunciones  del  hombre, 
agrega  después,  la  ley  las  abandona  álas 
luces  y  á  la  prudencia  del  magistrado;  en 
consecuencia,  es  una  cuestión  de  hecho" 
(tomo  11,  números  116  y  119).  Y  cita  el 
artículo  1353  del  Código  francés,  que  di- 
ce: "Las  presunciones  que  no  son  estable- 
cidas por  la  ley,  son  abandonadas  á  las 
luces  y  á  la  prudencia  del  magistrado, 
que  no  debe  admitir  sino  presunciones 
graves,  precisas  y  concordantes,  y  en  el 
caso  solamente  en  que  la  ley  admite  las 
pruebas  testimoniales,  á  menos  que  el 
acto  no  sea  atacado  por  causa  de  fraude 
ó  de  dolo".  Esta  disposición  está  de 
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acuerdo  con  el  artículo  1712  de  nuestro 
Código,  que  invoca  el  fallo  atacado. 

La  Corte,  apreciando  los  hechos,  esti- 
mó probada  la  demencia  en  el  momento 
de  otorgarse  el  testamento;  y  para  esta 
apreciación  ha  tenido  facultad  sol>erana 
V  ha  procedido  con  arreglo  á  las  disposi- 
ciones de  los  artículos  374,  4-28  y  431  del 
Código  de  Procedimiento  Civil. 

El  recurrente  daba  mucha  importancia 
al  hecho  de  expresarse  en  el  testamento 
que  la  testadora  se  hallaba  en  su  sano  y 
entero  juicio  al  parecer  del  notario,  y  que 
éste  dijo  en  el  certificado  que  obra  en  los 
autos  que  cuando  autorizó  el  testamen- 
to de  la  señora  Juana  Sánchez  no  notó 
nada  en  ella  que  permitiera  creer  que  se 
encontraba  con  sus  facultades  menta- 
les perturbadas.  Creía,  á  lo  que  parece, 
el  recurrente,  que  el  notario  tiene  el  cíi- 
rácter  de  ministro  de  fe  del  buen  estado 
de  las  facultades  mentales  del  testador,  y 
que  lo  que  él  certifica  á  este  respecto  no 
puede  ser  destruido  por  una  prueba  con- 
traria. Pero  sufría  en  esto  un  error,  pues 
aparte  de  las  consideraciones  que  se  ha- 
cen valer  en  el  considerando  sexto  de  la 
sentencia  atacada  y  que  robustecen  las 
que  expresa  el  voto  del  ministro  señor 
Foster  Recabarren,  debía  tenerse  presen- 
te que  el  notario  no  imprime  el  carácter 
de  autenticidad  sino  á  lo  que  enuncia  en 
el  límite  de  sus  atribuciones.  El  notario 
no  está  llamado  ni  podría  estar  llamado 
á  declarar  si  el  testador  está  6  no  en  su 
sanojuicio:  la  enunciación  que  á  este  res- 
pecto se  hace  es  una  simple  opinión  del 
notario,  c|uien  no  es  juez  ni  tiene  compe- 
tencia para  serlo,  del  estado  mental  de 
las  personas  que  recurren  ásu  ministerio. 
De  otro  modo,  como  lo  expresaba  el  mi- 
nistro ponente,  jamás  podría  declararse 
la  nulidad  de  un  testamento,  pues  con 


arreglo  al  artículo  1016  debe  expresarse 
"la  circunstancia  de  hallarse  en  su  entero 
juicio  el  testador".  Con  esta  indicación 
la  ley  ha  querido  únicamente  que  el  nota- 
rio forme  su  convicción  respecto  del  es- 
tado de  las  facultades  mentales  del  tes- 
tador, y  confirma  una  vez  más  la  exi- 
gencia de  que  el  testador  se  halle  en  su 
entero  juicio  para  que  sea  hábil  para 
testar. 

La  sentencia  no  ha  infringido,  pues, 
disposición  legal  algunay  está  basada  en 
la  apreciación  de  los  hechos  conforme  á 
las  reglas  de  la  sana  critica  y  dentro  de 
.  las  facultades  que  la  ley  confiere  al  Tribu- 
nal. Esa  apreciación,  perfectamente  fun- 
dada, no  puede  ser  sometida  á  la  revisión 
de  la  Corte  Suprema  sin  transtomar  la 
base  misma  del  recurao  extraordinario  de 
casación,  que  no  puede  degenerar  en  una 
tercera  instancia,  sin  comprometer  su  pro- 
pia existenciay  el  rol  importantísimo,  sin 
duda,  que  está  llamado  á  tener  si  se  le 
mantiene  dentro  de  sus  límites. 

Los  hechos  quedan,  pues,  entregados 
exclusivamente  á  la  apreciación  de  los 
jueces  de  la  causa.  Nuestro  Código  de 
Procedimiento  Civil  ha  sido  en  este  senti- 
do excepción almen te  estricto  consignan- 
do al  efecto  las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos 958  y  977,  que  invoca  el  fallo  de 
la  Corte  Suprema. 

Según  este  último  artículo  "en  el  recur- 
so de  casación  en  el  fondo,  no  se  podrán 
admitir,  ni  decretar  de  oficio  para  mejor 
proveer,  pruebas  de  ninguna  clase  que 
tiendan  Restablecer  ó  esclarecer  los  hechos 
controvertidos  en  et juicio  en  que  hubiere 
recaído  la  sentencia  recurrida."  Casada 
esta  sentencia,  el  tribunal  tiene  que  fallar 
la  causa  inmediatamente,  aplicando  á  los 
hechos  tales  como  aparecen  establecidos 
en  ella,  la  disposición  legal  según  la  co. 
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rrecta  y  genuina  interpretación  que  de 
ella  debe  hacerse:  el  pleito  es  para  el  tri- 
bunal que  casa  completamente  ajeno  de 
sus  atribuciones.  Esto  explica  la  prohibí- 
ción  del  artículo  977  _v  la  disposición  del 
artículo  958. 

Es  útil  recordar  la  historia  de  la  ley  para 
fijar  todo  su  alcance. 

En  el  primer  proyecto  redactado  por  el 
señor  don  José  Bernardo  Lira  se  decía: 

"Artículo  800.  Invalidada  una  senten- 
cia por  la  causa  expresada  en  el  número 
1'  del  artículo  791,  (infracción  de  la  ley) 
el  tribunal  que  hubiere  declarado  la  casa- 
ción dictará  á  continuación,  pero  separa- 
damente, sobre  la  cuestión  materia  del 
juicio,  la  sentencia  que  crea  conforme  al 
mérito  del  proceso." 

Revisado  este  artículo  en  la  sesión  93  de 
12  de  agosto  de  1879,  página  379,  se  mo- 
dificó en  esta  forma: 

"Cuando  el  Tribunal  invalidare  una 
sentencia  por  casación  en  el  fondo  dicta- 
rá acto  continuo  y  sin  naeva  vista,  pero 
separadamente,  sobre  la  cuestión  mate- 
ria del  juicio,  la  sentencia  que  crea  con- 
forme al  mérito  del  proceso." 

En  esta  misma  forma  fué  aprobado' 
en  la  revisión  que  se  hixo  en  octubre  de 
1880,  para  pasar  separadamente  al  Go- 
bierno el  proyecto  de  casación. 

En  el  proyecto  presentado  por  el  Go- 
bierno en  febrero  de  1893  se  consignaba 
en  la  misma  forma  también,  sin  más  mo- 
dificación que  la  de  poner  Corte  Suprema 
en  lugar  de  Tribunal. 

En  sesión  de  31  de  diciembre  de  1901, 
al  ocuparse  la  Comisión  Mixta,  de  este 
artículo  que  llevaba  el  número  930,  los 
señores  Ballesteros  y  Valdés  dijeron  que 
tratándose  del  recurso  de  casación  la  de- 
fensa de  las  partes  debe  limitarse  á  las 
causales  del  recurso  y,  por  consiguiente, 


no  puede  referirse  á  las  apreciaciones  de 
hecho  que  en  ningún  caso  pueden  ser  ma- 
teria de  la  casación. 

"El  señor  presidente  entiende,  dice  el 
acta,  que,  casada  la  sentencia,  la  Corte  Su- 
prema sólo  podría  enmendar  el  fallo  en 
cuanto  ai  derecho,  pero  manteniendo 
como  inamovibles  los  hechos  establecidos 
en  ía  sentencia  reclamada." 

"El  señor  Sodriguez  sostiene  que,  casa- 
da la  sentencia,  ésta  desaparece  en  abso- 
luto y  la  Corte  Suprema  debe  fallar  de 
nuevo  la  causa  como  si  no  se  hubiere  dic- 
tado sentencia  alguna.  Así  lo  estiman 
también  los  señores  Ossandón,  Richard  y 
Vergara. 

"S.  E.  y  los  señores  Ballesterosy  Valdés 
sostienen  que,  aceptadalaopinión  del  se- 
ñor Rodríguez,  nodeberáYallarse  la  causa 
sino  con  nueva  vista, yaque  de  contrario 
se  dictará  resolución  sin  oír  á  las  partes 
sobre  las  cuestiones  de  hecho  que  pueden 
ser  decisivas." 

En  la  sesión  siguiente,  de  2  de  eneroi 
continuando  esta  discusión  se  dijo: 

"El  señor  Vergara  recuerda  las  disposi- 
ciones que  sobre  esta  materia  contienen 
los  códigos  alemán  y  español,  especial- 
mente el  último,  que  establece  que,  casada 
la  sentencia,  el  tribunal  falla  en  seguida 
la  causa  y  se  pronuncia  nuevamente  sobre 
el  fondo  del  pleito. 

"El  señor  Valdés  agrega  que  la  legisla- 
ción española  ha  reaccionado  á  este  res- 
pecto y  el  Código  de  Enjuiciamiento  Cri- 
minal de  14  de  septiembre  de  1882  consig- 
na una  disposición  que  podría  adoptarse 
en  reemplazo  del  artículo  en  estudio,  y  es 
la  siguiente: 

"Si  la  Sala  casa  la  resolución  objeto  del 
recurso,  dictará  á  continuación,  pero  se- 
paradamente, la  sentencia  que  proceda, 
aceptándolos  fundamentos  de  hecho  y  \os 
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de  derecho  de  la  sentencia  casada  que  no 
se  refieran  á  los  puntos  que  hayan  sido 
materia  del  recurso  jlaparte  del  fallo  con 
éste  compatible,  reemplazando  la  parte 
casada  con  la  que  corresponda  según  las 
disposiciones  legales  en  que  haya  fundado 
la  casación." 

"Este  artículo,  que  es  en  todo  análogo 
á  la  indicación  hecha  por  el  señor  Presi- 
dente en  la  última  reunión,  se  armoniza 
mejor  con  la  naturaleza  de  este  recurso, 
como  lo  observó  el  señor  ValdésXa  casa- 
ción en  el  fondo  tiene  por  objeto  enmen* 
dar  los  errores  de  derecho  y  uniformar  la 
jurisprudencia  en  la  aplicación  de  las  le- 
yes, y  para  conseguirlo  no  es  necesario 
que  el  tribunal  revisor  se  pronuncie  de 
nuevo  sobre  hechos  cuya  apreciación  co- 
rresponde únicamente  al  tribunal  que  dic- 
tó la  sentencia  materia  del  recurso. 

"Aceptada  en  general  esta  idea  se  resol- 
vió reemplazar  el  artículo  930  del  proyec- 
to por  el  que  sigue: 

"Art.  930.  Cuando  la  Corte  Suprema 
invalidare  una  sentencia  por  casación  en 
el  fondo,  dictará  acto  contínno  y  sin  nue- 
va vista,  pero  separadamente,  sobre  la 
cuestión  materia  del  juicio,  la  sentencia 
que  corresponda  conforme  á  la  ley  y  al 
mérito  de  los  hechos,  tales  como  se  han 
dado  por  establecidos  en  el  fallo  recu- 
rrido." 

Esta  redacción  fué  adoptada  después 
en  la  forma  en  que  aparece  en  el  Código 
en  el  artículo  958: 

"Cuando  la  Corte  Suprema  invalidare 
una  sentencia  por  casación  en  el  fondo, 
dictará  acto  continuo  y  sin  nueva  vista, 
\icro  separadamente,  sobre  la  cuestión 
materia  del  juicio,  la  sentencia  que  crea 
conforme  á  In  ley  y  al  mérito  de  los  he- 
chos, tales  somo  se  han  dado  por  estable- 
cidos en  el  fallo  recurrido." 


Hn  este  punto  hubo,  como  se  ve,  un 
cambio  radical  de  las  ideas  y  con  plena 
conciencia  del  significado  de  la  reforma, 
se  modificó  el  proyecto  para  dejar  perfec- 
tamente deslindada  la  esfera  de  acción  de 
la  Corte  Suprema  en  los  recursos  de  casa- 
ción en  el  fondo.  La  apreciación  y  fallo  de 
la  litis  en  lo  referente  á  los  hecht^  que 
han  sido  controvertidos  en  el  juicio,  es 
completamente  extraña  á  la  misión  de  la 
Corte  Suprema;  la  apreciación  de  la  prue- 
ba que  lleva  al  establecimiento  de  los  he- 
chos que  deben  servir  de  base  á  la  aplica- 
ción de  la  ley,  es  del  resorte  exclusivo  y 
soberano  de  los  jueces  de  primera  y  de  se- 
gunda instancia. 

Dar  á  la  Corte  Suprema  la  atribución 
de  entrar  al  fondo  del  litigo  para  faltar 
el  pleito  mismo,  habría  importado  en  el 
hecho  establecer  una  tercera  instancia. 
La  Corte  de  Casación  no  es  un  grado  de 
jurisdicción.  Dentro  de  nuestro  sistema 
procesal  sólo  hay  dos  grados  de  jurisdic- 
ción; los  tribunales  de  alzada  han  sido 
establecidos  para  reparar  los  errores  de 
una  primera  decisión:  si  fuera  todavía 
permitido  volver  á  poner  en  cuestión  lo 
fallado  por  las  Cortes,  ¿dónde  habría  de 
detenerse  este  examen  ulterior  y  qué  ma- 
yor garantía  de  acierto  tendría  la  socie- 
dad contra  los  errores  de  los  terceros,  de 
los  cuartos  jueces?  La  misión  de  la  Corte 
Suprema  se  reduce,  por  lo  mismo,  á  re- 
solver si  la  aplicación  del  derecho  se  ajus- 
ta ó  no  á  los  hechos  que  el  fallo  atacado 
consigna  como  probados  y  ciertos. 

Discutiéndose  en  la  especie  si  al  otorgar 
el  testamento  de  29  de  agosto  de  1899, 
doñajuana  Sánchez  de  Morón  carecía  de 
capacidad  intelectual,  se  rindió  prueba  so-, 
bre  este  liecho  por  ambas  partes  y  la  Cor- 
te de  Santiago,  para  revocar  la  sentencia 
del  j  uez  de  primera  instancia,  estimó  supe- 
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ñor  la  prueba  de  loademandanteay  llegó 

A  la  conclusión  de  que  la  testadora  no  se 
hallaba  en  su  sano  juicio.  Se  fundó  para 
ello  en  la  serie  de  antecedentes  acredita- 
dos en  los  autos:  la  testadora  tenfa  no- 
venta y  un  años  al  otox;gar  su  segundo 
testamento  en  que  revocaba  el  que  otor- 
gó veinte  y  dos  años  antes;  la  testadora 
era  una  persona  que  á  lo  menos  desde  tres 
años  antes  de  otorgar  su  testamento  pa- 
decía de  unadebilidad  de  espíritu  y  se  en- 
contraba en  un  estado  de  demencia  que 
no  le  permitía  servirse  por  sí  misma  has- 
ta en  los  actos  mas  triviales  de  la  vida; 
debíase  su  demencia  principalmente  á  su 
edad  avanzada  (demencia  senil),  se  creía 
perseguida,  había  abandonado  la  casa 
en  que  vivía  desde  muchos  años  atrás  al 
lado  de  una  señora  de  respeto,  sin  causa 
fdguna  justificada;  otorgó  su  testamento 
en  una  casa  extraña  y  según  los  testigos 
instrumentales  no  se  daba  cuenta  exacta 
de  lo  que  hacía,  limitándose  á  reproducir 
las  respuestas  que  le  sujerfa  la  persona  en 
cuya  casa  testó  y  que  se  hallaba  presente 
al  otorgamiento  del  testamento.  Esta  se- 
rie de  hechos,  á  juicio  de  la  Corte  de  San- 
tiago, importaba  un  conjunto  de  presun- 
ciones graves,  precisas  y  concordantes 
parallegarála  conclusión  deque  la  testa- 
dora no  se  hallaba  en  su  sano  juicio  al 
otorgar  el  testamento  anulado. 

Es  cierto  que  los  testigos  no  se  referían 
precisamente,  los  de  una  y  otra  parte,  al 
momento  preciso  de  otorgarse  el  testa- 
mento; pero  esto  no  podía  privar  al  Tri- 
bunal del  poder  de  apreciación  de  los  he- 
chos de  que  se  halla  investido  todo  juez. 
La  prueba  de  la  demencia  actual,  en  el 
acto  mismo  del  otorgamiento,  no  puede 
establecerse  generalmente  sino  por  pre- 
sunciones fundadas  en  los  hechos  de  la 
vida  anterior  y  posterior  del  testador, 
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salvo  el  caso,  por  ejemplo,  de  un  testa- 
mento escrito  por  el  mismo  testador  y 
que  contenga  en  su  propio  texto  la  ma- 
nifestación de  la  demencia.  De  otro  modo 
sería  necesario  suponer  la  complicidad 
del  notario  que  autoriza  el  acto  á  pesar 
de  las  notorias  manifestaciones  de  de- 
mencia del  testador. 

La  manifestación  de  la  demencia  es  un 
hecho  complejo  (Legrand  du  Saulle,  Tra- 
tado  de  medicina  legal,  edic.  Yáñez  y 
Font,  t,  II  pág.  113  y  s.;  Orfila,  Tratado 
de  medicina  legal,  1. 1,  pág.  252  y  s.)  y  su 
apreciación,  por  lo  mismo,  tiene  que  ser 
el  resultado  de  una  serie  de  observaciones 
y  de  antecedentes  múltiples.  Los  tribuna- 
les no  admiten  generalmente  sino  con  cir- 
cunspección la  prueba  de  la  demencia  de 
un  hombre  muerto  en  posesión  de  su  es* 
tado  civil,  integri  status;  pero  para  for- 
mar su  convicción,  tienen  que  tomar  en 
consideración  todos  los  antecedentes, 
cualquiera  que  sea  su  naturaleza,  y  no 
atenerse  á  la  materialidad  de  la  prueba 
actual  de  un  acto  de  insania,  pues  el  otor- 
gamiento mismo  de  un  testamento  y  la 
actuación  más  ó  menos  activa  que  en  él 
podría  tomar  el  enfermo,  pudieran  á  pri- 
mera vista  ser  considerados  como  una 
demostración  de  la  posesión  de  sus  facul- 
tades mentales. 

Una  de  las  Cortes  francesas  declaró,  por 
ejemplo,  nulo  un  testamento  ológrafo,  es 
decir,  un  testamento  escrito  todo  él  por  la 
misma  testadora,  por  estimar  que  las  fa- 
cultades intelectuales  de  la  testadora  se 
hallan  ido  sucesivamente  desorganizan- 
do, sea  por  su  edad  avanzada,  sea  por 
una  serie  de  accidentes;  que  ella  había 
ofrecido,  sin  causa  justiñcada,  á  un  tercero 
desconocido  nombrarlo  su  heredero,  de- 
jándole toda  su  fortuna,  lo  que  ya  había 
ofrecido  á  otros  individuos.  La  Corte  de 

«9 
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Casación  por  sentencia  de  19  de  enero  de 
1839,  viendo  el  recurso  interpuesto  con- 
tra este  fallo,  lo  rechazó,  considerando  que 
al  apreciar  las  pruebas  resultantes  de  la 
información  testimonial  y  las  diversas 
circunstancias  de  la  causa,  la  Corte  de 
Reims  había  decidido  en  hecho  que  á  la 
época  del  testamento  la  testadora  no  es- 
taba en  su  sano  juicio  jque  su  testamen- 
to no  era  fruto  de  una  voluntad  libre. 

En  otra  especie,  la  Corte  de  Chartres 
declaró  nulo  un  testamento  por  estas 
consideraciones:  "que  consta  de  la  prue- 
ba testimonial  que  el  testador  ha  dado 
señales  durante  largo  tiempo  de  alterna- 
tivas de  razón  y  de  locura;  que  los  acci- 
dentes de  locura  han  aumentado  con  el 
tiempo  y  que  en  los  dos  últimos  años  de 
su  vida  apenas  tenia  cinco  ó  seis  días  lú- 
cidos por  mes;  que  la  ley  no  otorga  la  fa- 
cultad de  testar  sino  á  las  personas  sa- 
nas de  espíritu  y  que  es  imposible  encon- 
trar tales  condiciones  en  el  testador  " 

Se  entabló  recurso  de  casación  contra 
este  fallo  por  violación  del  artículo  504 
del  Código  Napoleón,  según  el  cual  "des- 
pués de  la  muerte  de  un  individuo,  los 
actos  ejecutados  por  él  no  podrán  ser 
atacados  por  causa  de  demencia,  sino 
cuando  su  interdicción  haya  sido  pro- 
nunciada 6  provocada  antes  de  su  muer- 
te, á  menos  que  la  prueba  de  la  demencia 
resulte  del  acto  mismo  atacado";  agre- 
gando el  recurrente  que  esta  regla  no  de- 
bía considerarse  modifícada  por  el  ar- 
tículo 901  del  mismo  Código,  que  dice: 
"para  hacer  una  donación  entre  vivos  ó 
un  testamento  es  necesario  estar  en  su 
sano  juicio",  por  ser  aquella  disposición 
especial  á  la  demencia.  La  Corte  de  Ca- 
sación rechazó  el  recurso  por  las  siguien- 
tes consideraciones,  que  son  [lerfecta  y 
preferentemente  aplicables  á  nuestra  le- 


gislación, en  la  cual  no  existe  una  regla 
tan  terminante  como  la  de  aquel  ar- 
tículo 504: 

"Que  el  artículo  901  contiene  una  dis- 
posición especial  concerniente  á  las  do- 
naciones entre  vivos  y  test.amcntos,  la 
cual,  al  exigir  que  el  disponente  esté  en 
su  sano  juicio,  no  opone  ninguna  condi- 
ción ni  límite  á  la  admisibilidad  de  la 
prueba  de  los  hechos  de  demencia  alega- 
dos para  hacer  anular  la  disposición, 
cuando,  por  lo  demás,  son  estimados  per- 
tinentes y  admisibles,  como  en  todos  los 
casos  en  que  las  partes  invocan  hechos 
sujetos  á  prueba; 

"Que,  en  consecuencia,  el  artículo  504, 
en  su  disposición  limitativa,  en  cuanto  á 
la  admisión  de  la  pmeba  de  la  demencia 
respecto  de  las  personas  que  han  sus- 
cripto otros  actos,  no  puede  ser  extendi- 
da á  los  de  pura  liberalidad  enunciados 
en  el  artículo  901; 

"Que  el  estado  de  demencia  de  

ha  sido  establecido  poruña  información... 

 y  que  la  sentencia  recurrida  sólo  ha 

apreciado  esa  prueba; 

"Que  la  ley,  al  autorizar  la  admisión  de 
la  prueba  de  hechosque  sirvan  para  com- 
probar que  el  autor  de  una  donación  en- 
tre vivos  ó  de  un  testamento  no  estaba 
en  su  sano  juicio  á  la  época  en  que  otor- 
gó su  disposición,  no  distingue  si  los  he- 
chos han  ó  no  constituido  un  estado  per- 
manente de  demencia." 

La  misma  Corte  de  Casación,  bajo  la 
presidencia  de  Fortalis,  en  sentencia  de 
26  de  febrero  de  1&38,  había  rechazado 
otro  recurso  de  casación  contra  una  sen- 
tencia revocatoria  de  la  de  primera  ins- 
tancia, que  había  declarado  nulo  un  tes- 
tamento. 

"Considerando,  decía  la  Corte  Supre- 
ma, que  en  la  sentencia  reclamada  está 
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formalmente  dicho  que  Francisco  Bagné- 
res  (el  testador)  estaba  desde  hacía  mu- 
cho tiempo  y  hasta  su  muerte  en  estado 
habitual  de  demencia";  que  á  esta  de- 
claración la  sentencia  afiade  "que  nada 
justifica  que,  á  la  época  del  testamento, 
Francisco  Bagnéres  se  haya  encontrado 
en  un  intervalo  lúcido  y  por  consiguiente 
que  haya  estado  en  su  sano  juicio  para 
poder  disponer  de  sus  bienes; 

"Considerando  que  en  esta  apreciación 
de  los  hechos  de  la  causa  y  de  las  infor- 
maciones respectivas,  la  Corte  de  Agen 
no  ha  hecho  más  qne  usar  del  derecho 
que  le  pertenece  de  reconocer  el  estado 
mental  y  la  incapacidad  del  testador  á 
la  época  de  la  confección  del  testamento; 
que  así,  al  declarar  nulo  el  testamento  de 
que  setrata  ella  ha  hecho  una  justa  apli- 
cación de  la  ley,  artículos  901  y  902  del 
Código  Civil,  lejos  de  haberlos  violado." 

Estos  fallos  y  los  que  hemos  citado  an- 
tes manifiestan,  pues,  claramente  que  no 
es  necesario  qne  la  prueba  de  la  demen- 
cia resulte  exclusivamente  de  actos  coe- 
táneos al  otorgamiento  del  testamento; 
y  que  el  Tribunal  puede  deducirla  de  la 
vida  anterior  del  testador,  del  estado  ha- 
bitual de  sus  facultades  mentales  antes  y 
después  de  otorgar  el  testamento;  y  qne 
en  todo  caso  la  apreciación  de  la  prueba 
que  al  efecto  se  rinda,  puede  ser  hecha  por 
el  Tribunal  con  perfecta  libertad  y  sobe- 
ranamente. 

El  artículo  1005  de  nuestro  Código  Ci- 
vil, como  el  artículo  901  del  Código  fran- 
cés, dispone  expresamente  que  no  es  hábil 
para  testar  el  que  no  estuviere  en  su  sa- 
no juicio.  La  disposición  del  artículo  465, 
referente  á  los  actos  del  interdicto  por  de- 
mencia, no  tiene  para  qué  ser  contempla- 
da, puesto  que  la  del  artículo  1005  es 
especial  y  también  toma  en  cuenta  la  in- 


terdicción por  demencia.  En  materia  de 
testamentos  y  donaciones  entre  vivos  no 
existe  una  presunción  de  sanidad  de  jui- 
cio, y  el  estado  habitual  del  testador  an- 
tes de  testar  puede  llegar  á  constituir 
una  presunción  suficientemente  grave  en 
sentido  contrario,  tal  como  lo  ha  recono- 
cido la  Corte  Suprema  de  Francia  y  lo 
establecen  muchos  fallos  de  nuestros  tri- 
bunales. 

En  todo  caso,  y  volviendo  al  recurso  de 
casación,  no  puede  servirle  de  base  la 
apreciación  errada  que  el  Tribunal  de  Al- 
zada haya  podido  hacer  de  la  prueba,  sin 
desnaturalizar  dicho  recurso  "dándole  el 
carácter  de  una  tercera  instancia  y  con- 
virtiéndole en  una  reclamación  de  injus- 
ticia, ajenas  y  abiertamente  opuestas  á 
los  fines  que  ae  han  tenido  en  mira  al  ins- 
tituir la  casación." 

L.  C.  S. 


Cas,  CÍV.—18  de  diciembre  de  1903 
García  PastoU  con  Cabello 


Oalifloaolón  de  eleoolonea  munlolpa- 
168.— Inadmislbilldaddel  reourso  de 
oasaolón. 

Doctrina:— £/  Código  de  Procedimien- 
to Civil  rige  ias  contiendas  civiles  entre 
partes  y  Jos  actos  de  jurisdicción  no  con- 
tenciosa, cuyo  conocimiento  correspon- 
de á  los  Tribunales  de  Justicia;  y  por  lo 
tanto,  los  recursos  que  dicho  Código  es- 
tablece sólopaeden  tener  lagar  contra  las 
resoluciones  pronunciadasen  los  negocios 
A  que  se  reñere. 


Digitized  by 


Goo 


228 


SEGUNDA  PARTE 


La  calificación  de  ¡a  elección  de  miem- 
bros de  ana  manicipalidad  es  ana  mate- 
ria qae  versa  sobre  la  constitución  de  an 
poder  público  jr  qae  no  paede  estar  regida 
por  el  indicado  Código  (1). 


En  la  reclamación  entablada  ante  la  justicia 
ordinaria  sobre  lacalificación  de  la  elección  de 
algunos  municipales  de  Valparaíso,  la  Corte 
de  Apelaciones  respectiva,  en  sentencia  de  11 
de  junio  áltimo,  confirmó  la  de  primera  ins- 
tancia sólo  en  cuanto  daba  lugar  á  la  exclu- 
sión de  don  Pedro  Caliello  como  municipal  de 
dicha  comuna,  y  la  revocó  en  lo  demás,  decla- 
rando que  tampoco  debe  tenerse  como  munici- 
|)al  á  don  Pedro  A.  Garda  Fastoll. 

Contra  esta  sentencia  de  segunda  instancia, 
García  Pastoll  interpuso  los  recursos  de  casa- 
ción en  la  forma  y  en  el  fondo,  y,  para  el  caso 
que  no  procedieran,  el  de  nulidad. 

El  recurso  de  casación  en  el  fondo  se  apoya 
en  que  la  Corte  de  Apelaciones  de  Valparaíso, 
en  la  sentencia  reclamada,  se  ha  arrogadouna 
jurisdicción  queno  tiene,  infringiendo  el  artícu- 
lo 160  de  la  Constitución  Política  y  el  16  de 
la  ley  de  Municipalidades,  á  más  de  otras  dis- 
posiciones legales  que  el  recurrente  Índica. 

Declarado  sin  lugar  por  una  de  las  salas  el 
recurso  de  casación  en  la  forma, 

La  Corte  resolvió: 

Considerando: 
1'  Que,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  1' 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  síis  dispo- 
siciones rigen  el  procedimiento  de  las  contien- 
das civiles  entre  partes  y  de  Iok  actos  de  juris" 
dicción  no  contenciosa,  cuyo  conocimiento 
corresponde  á  los  Tribunales  de  Justicia,  y  por 
tanto,  los  recursos  que  dicho  Código  establece 
sólo  pueden  tener  lugar  contra  las  resoluciones 
ó  sentencias  pronunciadas  en  los  negocios  á 
que  aquel  artículo  se  refiere;  y 


2'*  Que  en  el  caso  actual,  se  trata  de  un  re- 
curso de  casación  en  el  fondo,  interpuesto  con* 
tra  unasentenciaex|)edidaen  una  reclamación 
sobre  calificación  de  la  elección  de  miembros 
de  una  Municipalidad,  esto  es,  de  una  reclama- 
ción que  versa  sobre  la  constitución  de  un  po- 
der público,  siendo  ésta,  por  consiguiente,  una 
cuestión'de  carácter  político,  que  no  está  regi- 
da por  las  disposidones  de  aquel  Código. 

Visto,  además,  lo  prevenido  en  el  artículo  15 
de  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1891,  se  decla- 
ra improcedente  el  recurso  de  casadón  cu  el 
fondo,  interpuesto  contra  la  referida  senten- 
cia, con  costas. 

Acordada  contra  el  roto  de  los  señores  Mi- 
nistros Palma  Guzmán  y  Rodríguez,  quienes 
opinaron  que,  declarándose  procedente  el  re- 
curso; se  pronunciara  el  Tribunal  sobre  él. — 
Gaívaríno  Gallardo. —José  Alfonso,— J.  Gabriel 
Palma  Guzmán.— V.  Aguirre  Vargas.— Leoncio 

Rodrigue*.— Carlos  V&ras.—Abel  Saavedra  

B.  Foster  Recabarren. 


( I )  Véase  sentencia  1 3  noviembre  1 903,  parte 
II,  pág.  6S,  y  el  articulo  del  señor  Salas  Lavaqui; 
Parte  I,  pág.  33. 


Cas.  Civ.  en  la  forma.— 18  de  diciembre 
de  1903 

Negri  con  Rescalli 

Suspensión  de  la  vista  de  la  oausa. 
Facultad  del  procurador  de  una  de 
las  partes  para  acordarla  oon  el  abo- 
gado de  la  otra  parte,  antes  del  día 
señalado  para  la  vista.  —  Designa- 
ción de  día  después  de  la  suspensión. 

Doctrina: — Señalado  día  para  la  vista 
de  ana  caasa,  paede  suspenderse  por 
acuerdo  entre  el  abogado  ó  procurador 
de  una  de  las  partes  y  del  procarador  ó 
abogado  de  la  otra,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 1 72  número  4'  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civily  sin  que  sea  indispensa- 
ble qae  la  suspensión  sea  pedida  en  el 
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mismodia  designado  en  la  tabla  para  ver 
la  causa,  j  padiendo  notiñcarse  la  sus- 
pensión al  ofícial  primero  de  la  respecti- 
va secretaria^ 

Producida  la  suspensión  en  la  forma 
indicada  nopuede  el  abogado  que  no  con- 
currió al  acuerdo^  oponerse  eñcazmente  á 
cllay  aunque  nobaya  tenido  conocimiento 
del  acuerdo  A  que  ha  concurrido  el  pro- 
fíuradoT  de  su  parte  el  día  anterior  al  se- 
ñalado para  la  vista. 

La  causa  asi  suspendida  no  puede  ver- 
se sin  señalar  nuevo  día  para  su  vista 
sin  incurrir  ca  la  omisión  de  ana  circuns- 
tancia declarada  trámite  esencial  por  el 
artículo  942 del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 


Don  Santiago  Negrí,  representado  por  el 
procurador  don  Carlos  Vega  Lizardi,  interpu- 
so recurso  de  casación  en  la  forma,  contra  la 
resolución  dictada  por  una  de  las  salas  de  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  en  3  de  no- 
vinnbre  filtimo,  en  la  causa  que  Negrí  sigue 
con  doña  Elisa  Rescalli  sobre  cobro  de  pesos. 

Formalizando  el  recurso,  Negrí  expuso  que 
el  tribunal  de  alzada  falló  la  apelación  después 
de  haberse  suspendido  el  día  antes  la  vista  de 
la  causa,  según  aparece  de  los  certificados  del 
secretario.  Suspendida  la  vista  de  la  causa, 
no  pudo  la  Corte  entrar  á  conocer  en  ella  sin 
nueva  fijación  en  la  tabla,  habiendo  desapare- 
cido la  anteríorá  consecuencia  de  aquel  hecho, 
faltándose  así  al  trámite  esencial  de  la  desig- 
nación de  día  para  la  vista,  designación  que, 
según  el  artículo  942  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  es  causal  del  recurso  de  casación 
en  la  forma.  El  Tríbunal  no  tuvo  conocimien- 
to de  la  suspensión  y  por  eso  entró  á  conocer 
en  la  causa. 

La  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente: 

l*'  Que  esta  causa  figuró  en  la  tabla  del  día 
tres  de  noviembre  pasado; 


-  2?  Que,  según  aparece  de  los  certificados,  el 
secretario  supo  por  el  primer  oíicial  de  la  Se- 
cretaría que  el  abogado  de  Negrí,  don  Alberto 
Calderón  Cousiño,y  don  Emilio  Vergara,  pro- 
curador de  doña  Elisa  Rescalli,  habían  con 
venido  en  la  suspensión  de  la  causa,  para  lo 
cual  tenían  facultad  por  el  inciso  4'  del  ar- 
tículo 172  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
que  autoriza  la  suspensión  cuando  la  solicitan 
de  común  acuerdo  los  procuradores  ó  los  abo- 
gados de  las  partes; 

3*  Que,  aunque  en  el  prímero  de  los  certifi- 
cados mencionados  expresa  el  secretario  que 
en  el  momento  de  llamarse  la  causa  por  la 
Corte  el  día  3,  el  abogado  don  Alejandro  Val- 
dés  Riesco,  de  la  parte  de  la  Rescalli,  le  dijo: 
"nadie  me  ha  pedido  la  suspensión  y  yo  no 
consiento  en  ella",  aparece  del  otro  certificado 
que  el  acuerdo  para  suspender  la  causa  entre 
el  procurador  don  Emilio  Vergara  y  el  aboga- 
do Calderón  Cousiño,  se  produjo  el  2  de  no- 
viembre, víspera  del  día  en  que  se  vió  la  causa 
y  en  que  se  opuso  á  la  suspensión  el  abogado 
Valdés  Riesco; 

4^  Que  resulta  de  lo  expuesto  que  la  causa 
ha  sido  legalmente  suspendida  el  2  de  noviem- 
bre, y  no  ha  podido  oponerse  eficazmente  á  la 
suspensión  el  abogado  Valdés  Riesco,  y  sin  que 
sea  indispensable  que  la  suspensión  sea  pedida 
en  el  mismo  día  designado  para  la  vista  de  la 
causa; 

5^  Que,  por  lo  tanto,  dicha  cansa  ha  sido 
fallada  sin  señalarse  día  para  su  vista,  trámi- 
te reputado  esencial  por  el  artículo  942  del 
Código  de  Procedimiento  Civil. 

Juzgando  con  arreglo  á  estas  consideracio- 
nes, y  visto,  además,  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos- 941  número  7',  959  y  979  del  mismo 
Código,  se  declara  haber  lugar  á  la  casación 
en  la  forma  contra  la  resolución  de  la  Corte 
de  Apelaciones  de  Santiago,  de  3  de  noviem- 
bre, que  suspendió  los  efectos  de  lá  sentencia 
de  3  de  agosto,  declarando  que  el  juez  de  pri- 
mera instancia  debe  pronunciarse  como  co- 
rresponda sobre  las  alegaciones  formuladas 
contra  el  informe  pericial.  Se  invalida,  en  con- 
secuencia, dicha  resolución  y  se  repone  el  pro- 
ceso en  el  estado  de  autos  en  relación  de 
agosto  22.  Remítase  la  causa  al  tribunal  co- 
rrespondiente. Devuélvase  A  la  parte  que  in- 
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terpuso  el  recurso  la  cantidad  consignada.  Re- 
dactada por  el  señor  José  Alfonso  Joaé 

ñmBO.—Leoncio  RoárígaeM— Carlos  Varas.— 
Abel  Saarednu 


AfM:lactAn.—29  de  dkiemhn  de  1903 
Fisco  con  Ampuero  y  otros 

Transaoolón.— Nulidad.— SuspeiuslózL 
de  los  efectos  del  flAllo 

Doctrina: — El  promotor  ñscal  no  tie- 
ne facultad  para  transigir  á  nombre  del 
Fisco,  ya  que  según  el  articulo  2447  del 
Código  Civil  no  puede  hacerlo  sino  la 
persona  capaz  de  disponer  de  los  objetos 
comprendidos  en  la  transacción. 


£1  Promotor  Fiscal  de  Ancud  se  opuso  á  la 
inscripción  de  ana  propiedad  que  comprendía 
una  extensión  de  cuatro  cuadras  más  ó  menos 
de  terrenos  ñscales  deslindados  al  norte  y  este, 
con  terrenos  fiscales,  al  sur  río  Pudelli  y  oeste 
la  sucesión  de  Venando  Velis,  y  se  querelló  de 
amparo  contra  don  Pedro  José  Ampuero,  que 
apareda  como  comprador. 

Mandada  recibir  la  información  por  el  Juz- 
gado de  Ancud  con  fecha  26  de  noviembre  de 


1898,  con  citación  del  querellado,  se  presenta- 
ron éste  y  el  promotor  fiscal,  de  común  acuer- 
do, transigiendo  el  juicio.  Ampuero  reconoció 
el  dominio  fiscal  á  las  cuatro  cuadras  más  ó 
menos,  de  terrenos  deslindados  al  norte  y  este 
con  terrenos  fiscales;  al  snr  Patrido  Httidra  y 
al  oeste  Juan  Canicura.  El  promotor  fiscal, 
por  su  parte,  permitía  á  Ampuero  que  proce- 
diera, a  la  inscripción  del  resto.  Ambos  renun- 
ciaban A  las  acciones  y  derechos  que  pudieran 
tener. 

Por  auto  de  20  de  diciembre  de  1898  el  juez 
de  Ancud,  sefior  Givovich,  resolvió: 

Vistos:  Como  se  solicita,  y  teniendo  en  con. 
sideración  que  según  lo  dispuesto  en  el  artículo 
3460  del  Código  Civil,  la  transacción  produce 
el  efecto  de  cosa  juzgada  en  última  instancia, 
Consúltese. 

La  Corte: 

Vistos:  Teniendo  presente  que  el  promotor 
fiscal  no  ha  tenido  facultad  para  tranrigír  ya 
que,  según  el  artículo  2447  del  Código  Civil, 
no  puede  hacerlo  sino  la  persona  capaz  de 
disponer  de  los  objetos  comprendidos  en  la 
transacción,  se  suspenden  los  efectos  de  la  re- 
solución consultada,  de  20  de  diciembre  de 
1898,  por  medio  de  la  cual  el  juez  de  primera 
instancia  ha  prestado  aprobación  &  las  batses 
de  transacción  contenidas  en  el  escrito  de  ftt.  6 
y  se  repone  la  causa  al  estado  anterior  á  di- 
chas bases  para  que,  tramitada  con  arreglo  á 
derecho,  se  resuelva  definitivamente  como 
fiiere  de  justicia. —/osé  Alñ>oso.—J.  Gabriel 

Palma  Guxmán.— Carlea  Varas  Miguel  L. 

Valdés. 
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CORTES  DE  APELACIONES 


Corte  fh  Tacna  Cas.  Cir.  en  la  forma 

8  de  octubre  de  1903 

Pintó  y  Montenegro  con  C.  Hosven  y  C* 

Juicio  de  menor  cuantia.— Acta  de  las 
petldones  de  las  partes 

Doctrina: — En  un  juicio  verbal  de  co- 
mercio de  menor  cuantía  es  diligencia  ó 
trámite  esencial  el  acta  en  que  deben  con- 
signarse las  peticiones  de  las  partes  y  su 
omisión  es  causal  de  casación. 

Promovidas  dos  demandas  distintas 
contra  ana  misma  persona^  aunque  sean 
j'ukíos  verbales  aquellos  á  que  ambas  dan 
lugar,  no  pueden  ser  resueltas  conjunta- 
mente sin  llenarse  el  trámite  expresado. 


Don  Cicerón  Hosven,  por  C.  Hosven  y  Com- 
pañía, interpuso  los  recursos  de  apelación  y 
de  casación  en  la  forma  contra  la  sentenda  de 
23  de  mayo  último,  recaída  en  los  juicios  ver- 
bales de  comercio  seguidos  contra  la  sociedad 
mencionada  por  loa  señores  Eduardo  Monte- 
negro y  Jaime  Fintó. 

Ejecutoriado  el  auto  del  juez  n  quo,  que 
negó  lugar  á  la  apelación,  se  procedió  &  ver  el 
recurso  de  casación. 

Fundaba  éste  en  que  se  ha  faltado,  respecto 
de  don  Jaime  FintÓ,  al  trámite  esencial  de  no 
haber  sido  oído  el  recurrente  en  esa  demanda 
y  de  no  haberse  levantado  el  acta  en  que  deben 
consignarse  las  peticiones  de  las  partes. 

Además  respectodel  mismo  Fintóyde  Mon- 
tenegro, se  había  faltado  á  lo  dispuesto  en  el 
articulo  865  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 


vil, pues  se  había  admitido  prueba  contra- 
riando esa  disposición. 

De  autos  consta  que  los  demandantes  Mon- 
tenegro y  Pintó  se  presentaron  separadamente 
ejercitando  sus  respectivas  acciones,  pues  las 
citaciones  á  Hosven  y  Compañía  son  para 
contestar  dos  demandas  distintas. 

Así  debía  haberlo  estimado  también  el  juez 
a  quo,  cuando  declaró  inapelable  la  sentencia, 
porque  si  hubiera  considerado  como  nna  sola 
las  demandas  de  Fintó  y  de  Montenegro,  el 
recurso  de  apelación  era  procedente  por  la 
cuantía  de  la  cosa  litigiosa. 

Sin  embargo,  la  prueba  de  ambos  juicios  se 
ha  rendido  en  una  sola  audiencia  y  la  senten- 
cia recurrida  resuelve  las  peticiones  de  ambos 
demandantes. 

Constaba  asimismo  de  autos  que  se  omitió 
levantar  acta  de  la  primera  audiencia  á  que 
fueron  citados  Hosven  y  Compañía  para  con- 
testar la  demanda  de  Pintó,  expresándose  á 
este  respecto  en  el  certificado  del  secretario 
que  la  sociedad  demandada  fué  oída,  pero  que 
no  se  levantó  acta  por  ocupaciones  del  Juz- 
gado. 

La  Corte  resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  en  los  juicios  de  menor  cuantía  es  di- 
ligencia ó  trámite  esencial  el  acta  en  que  deben 
consignarse  las  peticiones  de  las  partes,  trá- 
mite que  se  ha  omitido  en  el  presente  juiáo 
respecto  de  la  demanda  de  Pintó; 

2*^  Que  el  recurso  de  casación  en  la  forma  es 
admisible  cuando  se  funda  en  la  omisión  de 
algún  trámite  ó  diligencia,  declarados  esencia- 
les por  la  ley,  según  lo  dispuesto  en  el  número 
9^  del  artículo  941  del  Códigode  Procedimien- 
to Civil; 
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3*^  Que  el  recurrente  no  pudo  reclamar  opor- 
tunamente de  la  falta,  porque  la  sentencia 
recurrida  se  dictó  al  día  siguiente  de  la  audien- 
da  de  prueba  en  que  aparecen  porprímera  vez 
tramitándose  en  un  sólo  juicio  las  dos  deman- 
das; con  arreglo  á  estas  consideraciones  y  vis- 
to además  lo  dispuesto  en  los  artículos  959, 
961  y  962  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  que  hay  casación,  se  repone  la  cansa 
al  estado  de  citarse  á  Hosven  y  Compañía  á 
contestar  la  demanda  de  don.Jaime  Fintó  y 
pasen  los  autos  al  juez  que  corresponda  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  959  ya 
citado. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Cisternas 
Peña.— Barros.— A.  Palacios. — B,  Cister- 
nas Peña  M.  A.  Quirell. 


Corte  de  Santiago.— Cas*  civ.  en  la  forma.— 
11  de  agosto  de  1903 

Montalva  con  Castro 

Enunolaoión  de  las  peticiones  y  aoolo- 
nes  del  demandante  y  de  las  exoep- 
olones  y  defensas  del  demandada- 
Omisión. 

Doctrina:— Torfa  sentencia  debeconte- 
ner  la  enunciación  de  las  acciones  y  peti- 
dones  del  demandante  y  de  las  excepcio" 
nes  y  deíensas  del  demandado. 

La  falta  de  enunciación  de  una  de  Jas 
excepciones  opuestas  á  la  ejecución  pro- 
duce  nulidad  y  no  puede  ser  salvada  con 
posterioridad  por  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia esa  omisión  por  no  ser  de  las  que 
indica  el  articulo  205  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  por  carecer  ya  de  juris- 
dicción para  ello. 


Entablada  ejecución  pordoñaMícaelaMon- 
talva  contra  don  Miguel  Castro  ante  el  señor 
juez  de  letras  de  la  Victoria,  se  opuso  á  ella 
el  ejecutado  con  varias  excepciones  y  entre 
ellas  la  de  pago;  y  el  Juzgado  expidió  la  «- 
guíente  sentencia: 

San  Bernardo,  15  de  abril  de  1903.— Vistos: 
doña  Micaela  Montalva  ejecutó  á  don  Miguel 
Castro  con  las  escrituras  públicas  de  f.  1  y 
f.  5;  se  despachó  mandamiento  de  embargo 
y  se  trabó  éste  en  la  casa  número  16de  la  calle 
de  Maipú  de  esta  ciudad.  El  ejecutado  se  opu- 
so á  la  ejecución  á  f.  8  con  las  excepciones  de 
incompetencia  del  Juzgado,  falsedad  del  titulo 
y  no  ser  bastante  para  la  ejecución.  Se  encar- 
garon á  las  partes  los  diez  dfas  de  la  ley. 

No  se  rindió  prueba. 
Considerando: 

1^  Que  las  escrituras  públicas  áeis.  1  y  5 
traen  aparejada  ejecución; 

2^  Que  el  ejecutado  no  ha  comprobado  las 
excepciones  opuestas. 

Y  teniendo  presente  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 1698  del  Código  Civil  y  artículos  455,  490 
y  492  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
declara  que  debe  llevarse  adelante  la  ejecución 
hasta  hacer  trance  y  remate  de  la  propiedad 
embargada  y  con  su  producto,  entero  y  cum- 
plido pago  al  acreedor  del  capital,  intereses  y 
costas  de  la  cobranza. 

Anótese.^Lexaeta. 

NotiHcado  de  ella  don  Miguel  Castro,  apeló 
y  dijo  de  nulidad,  fundando  el  segundo  de  es- 
tos recursos  en  el  hecho  de  no  contener  dicha 
sentencia  ni  siquiera  una  enunciación  breve  de 
las  defensas  y  excepciones  alegadas  por  su 
parte,  pues  en  ella  no  se  deja  constancia  de  la 
excepción  de  pago  de  la  deuda,  que  opuso  en 
tiempo  y  forma. 

Cuatro  días  después  de  haber  concedido  el 
juez  dichos  recursos,  ó  sea  el  29  del  mismo  mes, 
pronunció  la  siguiente  sentencia: 

San  Bernardo,  29  de  abril  del903._VÍ8tO8: 
teniendo  presente: 

1'  Las  disposiciones  de  los  artículos  205  y 
228  del  Código  de  Procedimiento  Civil;  y 

2'  Que  por  error  de  copia  se  omitió  en  la 
sentencia  de  fs.  14  enunciar  la  excepción  de 
pago  de  la  deuda,  opuesta  también  por  el  eje- 
cutado en  el  escrito  de  f.  8,  se  amplía  dicha 
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lentencía  en  el  sentido  de  qne  se  desecha  tam- 
bién esa  excepción  por  improbada. 

Anótese  y  téngase  este  anto  como  parte  in- 
tegrante de  dicha  sentencia.— ¿ezacta. 

Don  Migue)  Castro  también  apeló  y  dijo  de 
nulidad  de  esta  resolución,  fundando  ésta  en 
las  causales  expresadas  en  tosnúmeros  1^  y  5^ 
del  articulo  941  del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 

La  Corte  resolvió: 

Con  lo  expuesto  j  considerando: 

1'  Que,  á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 193  del  Código  citado,  toda  sentencia  de- 
berá contener,  segán  lo  expresado  en  los  nú- 
meros 2*  y  3',  la  enunciación  breve  de  las 
peticiones  y  acciones  deducidas  por  el  deman- 
dante é  igual  enunciación  de  las  excepciones  y 
defensas  alegadas  por  el  reo; 

2^  Que  en  la  mencionada  sentencia  de  15  de 
abril  se  omitió  enunciar  la  excepción  de  pago 
alegada  por  el  ejecutado  y  también  la  decisión 
de  ese  punto; 

3^  Qne  esta  omisión  no  ha  podido  ser  sub- 
sanada con  posterioridad  por  el  juezde  prime- 
ra instancia,  ya  que  ella  no  es  de  las  enume- 
radas en  el  artículo  205  del  mismo  Código,  y 
de  consiguiente,  ha  carecido  de  jurisdicción 
para  pronuodar  el  segundo  fallo  reclamado. 

Por  estas  consideraciones  y  disposiciones 
legales  citadas  y  visto  lo  ordenado  por  el  ar- 
tículo 941,  en  sus  números  l^y  5^,  se  declaran 
nulas  las  sentencias  de  15  y  29  de  abril  últi- 
mo, 7  se  repone  la  causa  al  estado  de  pronun- 
ciar nueva  sentencia  con  arreglo  á  derecho. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Fernández. 

—Joaé  Alejo  Fernández  E.  Foster  Recaba^ 

mn.— Eduardo  Castillo. 


Corte  de  Tacna.— 18  de  noviembre  de  1903 
Murillo  con  Marincovich 

Uandatarlo.— Reuunola.  -  Citación 
para  sentenoia.— Casación  de  oficio. 

Doctrina: — La  renuncia  del  mandato 
no  puede  hacerse  sin  notiñcadón  previa 
al  mandante. 

Seguido  juicio  entre  don  Ambrosio  Murillo 
y  don  Donato  Marincovich,  se  habían  señala- 
do á  éste  los  estrados,  á  pesar  de  haber  nom- 
brado apoderadoy  se  pronunció  sentencia  con 
la  notificación  de  los  estrados. 

Viendo  la  causa  en  apelnción  la  CortC  de 
Tacna  pronunció  de  oficio  la  siguiente  reso- 
lución: 

Teniendo  presente: 

Que  los  estrados  de  f.  82  vta.  fueron  inde- 
bidamente señalados  á  don  Donato  Marinco- 
vich, pues,  según  aparece  á  f.  57,  éste  había 
conferido  poder  para  este  juicio  al  procurador 
del  número,  don  Mariano  Ríos  González; 

Que  dicho  mandatario  no  pudo  renunciar 
el  mandato  sin  notificación  previa  de  su  man- 
dante, ni  podría  tampoco  CKtímarse  como  tal 
renuncia  la  notificación  del  apercibimiento  de 
f.  81; 

Que,  por  lo  tanto,  la  citación  para  senten- 
cia de  f.  94  vta.  no  ha  podido  hacerse  válida- 
mente á  los  e!ttrados  por  el  referido  Marinco- 
vich; 

Y  visto  lo  dispuesto  en  el  número  2*?  del 
artículo  15  de  la  ley  de  1'  de  marzo  de  1837 
y  artículo  949  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  nula  la  sentencia  de  8  de  no* 
viembre  de  1902,  y  vuelva  la  causa  al  juez  no 
implicado  para  que  la  tramite  y  falle  con 
arreglo  á  derecho. 

Publíquese  y  devuélvase.  Redactada  por  el 

señor  presidente  Barros  E.  Barros. — Aníbal 

Palacios.— P.  Roberto  Vega  M.  .4.  Quireü. 
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Corte  de  Santiago  Cas.  Civ.~29  de  diciem- 
bre de  1903 

Vernal  y  Castro  y  otros  con  Molinarich 

Juez  suplente.—  Nombramiento.— In- 
oompetenola.— Oitaolón  de  las  par- 
tes para  oír  sentencia.- Falta  de  oi- 
taolón de  un  tercero  Interesado.— 
Sentencia  Interlooutoria. 

Doctrina:—  Aunque  es  interíocutoria 
la  resolución  que  ha  tenido  por  objeto  la 
ejecución  de  lo  resuelto  en  una  sentencia 
de  térmiao,  es  susceptible  de  casación  cen- 
arme al  artículo  939  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  en  cuanto  dicho  fallo 
pone  término  al  juicio  pronunciándose 
sobre  la  linea  de  demarcación  de  dos  sa- 
litreras, el  monto  de  los  perjuicios  que  en 
dicha  senteacia  se  declaran  á  favor  deuna 
de  las  partes  y  demás  puntos  debatidos. 

La  sentencia  dictada  por  un  juez  nom- 
brado para  servir  en  calidad  de  suplente, 
mientras  el  propietario  desempeñaba,  en 
igual  carácter,  las  funciones  de  juez  letra- 
do en  otro  departamento,  nombramiento 
este  último  que  se  hizo  á  propuesta  enter- 
na  del  Consejo  de  Estado,  pero  sin  lista 
previa  presentada  por  la  respectiva  Cor- 
te y  en  virtud,  por  lo  tanto,  del  procedi- 
miento establecido  en  la  ley  de  10  de  ene- 
ro de  1895  para  el  nombramiento  de 
jueces  letrados  interinos  ó  suplentes  que 
baga  el  Presidente  de  la  República  sólo 
por  un  período  de  tiempo  que  no  pase  de 
cuatro  meses,  es  nula  si  ha  sido  expedida 
después  de  los  expresados  cuatro  meses, 
por  estar  ya  privado  el  nombrado  de  la 
facultad  que  corresponde  al  juez  para  co- 
nocer de  los  negocios  que  la  ley  ha  coló- 
cado  dentro  de  la  esíem  de  sus  atribucio- 
nes, que  es  lo  que  constituye  la  compe- 
tencia. 

La  atribución  especial  de  nombrar  los 


magistrados  de  los  tribunales  superiores 
de  justicia  y  los  jueces  letrados  de  primera 
instancia  que  corresponde  al  Presidente 
de  la  República,  no  puede  ejercerse  sino 
en  la  forma  ordenada  por  la  ley;  y,  por 
lo  tanto,  aunque  en  el  nombramiento  del 
juez  suplente  que  pronunció  el  fallo  ata- 
cado se  le  designaba  para  servir  mientras 
el  propietario  desempeñara  en  igual  ca- 
rácter otro  juzgado,  debe  entenderse,  da- 
da la  forma  en  que  se  procedió  á  tal 
nombramiento,  que  éste  no  pudo  pasar 
del  término  de  cuatro  meses,  con  arreglo 
á  las  leyes  de  19  de  enero  de  1889,  18  de 
enero  de  1884  y  10  de  enero  de  1895,  cu- 
yas disposiciones,  encaminadas  al  mejor 
acierto  en  la  elección  de  los  magistrados 
judiciales,  son  todas  de  orden  público. 


Pronunciada  sentencia  de  término  en  el  jui- 
cio seguido  por  MoUnarich  Hermanos  con- 
tra don  Jnan  Vernal  y  Castro  y  otros,  que 
ordenaba  proceder  á  la  demarcación  de  las 
oficinas  "Rosario",  "Chilena",  "Carmen  de 
Montes"  y  otras  con  arreglo  á  sus  títulos  y 
que  declaraba  que  debía  indemnizarse  todo 
perjuicio  y  principalmente  él  valor  del  caliche 
explotado,  si  resultaba  de  la  operación  que 
alguna  de  las  oficinas  colindantes  había  ex- 
plotado terrenos  que  resultaren  pertenecer  á 
"Carmen  de  Montes",  se  procedió  á  las  tra- 
mitaciones incidentales  relacionadas  con  la 
ejecución  del  expresado  fallo. 

Con  fecha  19  de  junio  de  1903,  el  juez  de  Pi- 
sagua,  señor  Thomdike,  que  suplía  el  Juzgado 
en  virtud  de  nombramiento  del  Presidente  de 
la  República,  pronunció  sentencia  en  dichas 
incidencias. 

Contra  esta  sentencia,  don  Juan  Vernal  y 
Castro  interpuso  el  recurso  de  casación  en  la 
forma,  por  las  siguientes  causales: 

1*  El  juez  que  díctó  ese  fallo  carecía  de  ju- 
risdicción y  era,  por  lo  tanto,  incompetente  al 
tiempo  de  publicarse  la  resolución  de  que  se 
trata. 
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-  Cunstitudunalmente  el  juez  a  qao  habfa  ce- 
sado en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  porque 
siendo  sólo  suplente,  su  jurisdicción  había  ter- 
minado por  expiración  del  plazo  de  cuatro 
meses  señalado  por  la  ley  para  su  desempe- 
ño,  contado  ese  tiempo  desde  la  fecha  en  que 
se  hizo  cargo  del  Juzgado,  en  virtud  de  su 
nombramiento,  y  aún  desde  la  misma  fecha 
de  éste.  Por  este  motivo,  la  sentencia  adolece 
del  vicio  previsto  en  el  número  primero  del  ar- 
tículo 941  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

2*  No  haberse  citado  á  las  partes  para  oír 
sentencia. 

La  naturaleza  de  la  causa,  en  la  cual  ha  re- 
caído una  demanda  de  impugnación  del  dicta* 
men  del  perito  designado  por  su  parte,  exigía 
forzosamente  la  citación  indicada,  puesto  que 
la  sentencia  era  definitiva. 

B1  objeto  de  la  ley,  al  prescribir  esa  cita- 
ción, es  de  una  importancia  capital,  porque  en 
virtud  de  ella  se  emplaza  á  las  partes  para  que 
dentro  del  término  legal  puedan  reclamar  los 
motivos  de  implicancia  ó  de  recusación  que 
l^rocedan  contra  el  juez  que  no  ha  sido  el  ori- 
ginario de  la  causa,  á  quien  puede  haber  so- 
lirevenido  algún  impedimento  que  lo  inhabilite 
para  seguir  conociendo  de  ella. 

Esa  citación  ofrece  ocasión  &  las  partes  para 
reclamar  la  práctica  de  diligencias  pendientes 
ó  de  trámites  esenciales  omitidos.  Por  esto  la 
prescribe  el  artículo  436  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  y  el  966  del  mismo  Código  la 
considera  trfiniite  ó  diligencia  esencial  en  la 
primera  instancia  de  los  juicios. 

Que  la  sentencia  que  es  objeto  del  recurso  se 
pronunció  sin  haberse  llenado  ese  requisito,  es 
un  hecho  que  consta  en  autos,  porque  no  po~ 
dria  sostenerse  que  la  simple  notificación  del 
"cúmplase",  de  la  que  pronunció  la  Corte 
Suprema  anulando  la  anterior,  envuelve  la 
citación  prescripta  por  la  disposición  legal 
ya  citada. 

3^  Existe  también  otra  causa  de  casación 
en  la  forma,  que  consiste  en  no  haberse  citado 
á  los  dueños  y  colindantes  poseedores  de  la 
oficina  "Germania."  Dicha  oficina  pertenecía 
al  Fisco  cuando  se  interpuso  la  demanda;  pero 
después,  en  virtud  de  una  ley  y  en  pública  su- 
basta, fué  adquirida  por  la  Compañía  de  Sali- 
tres y  Ferrocarril  de  Agua  Santa,  De  modo 


que,  en  rigor,  ha  desaparecido  el  interés  del 

Fisco  para  ser  sustituido  por  el  de  la  Compa- 
ñía compradora,  que  no  ha  sido  citada. 

La  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  si  bien  las  gestiones  producidas  en 
autos  con  posterioridad  á  la  sentencia  defini- 
tiva de  fecha  29  de  octubre  delSSl-,  corriente 
á  fs.  431,  han  tenido  por  único  objetóla  ejecu- 
ción de  lo  resuelto  en  la  sentencia  expresada 
y  fueron  sustanciadas  como  un  mero  inciden- 
te, por  lo  que  el  fallo  recaído  sobre  ellasy  ahora 
impugnado  por  Vernal  y  Castro  reviste  el  ca- 
rácter de  iiiterlocutorio;  sin  embargo,  en  cuan- 
to dicho  fallo  ha  puesto  término  al  juicio,  pro- 
nunciándose sobre  la  línea  de  demarcación  de 
las  salitreras  cuestionadas,  el  monto  de  los 
perjuicios  que  en  él  se  declara  á  favor  de  MoHr 
narich  Hnos.  y  demás  puntos  debatidos,  es 
susceptible  de  casación  en  la  forma,  recurso 
que  puede  ser  procedente  en  este  caso,  en  con- 
formidad á  lo  dispuesto  en  el  artículo  939  del 
Código  de  Procedimiento  Civil; 

2°  Que  en  cuanto  á  la  primera  de  las  causas 
que  sirven  de  fundamento  al  recurso,  consta 
de  los  antecedentes  agregados  en  esta  instan- 
cia que  don  Alfredo  Thomdike  fué  nombrado 
en  8  de  enero  de  1903  para  servir  en  calidad 
de  suplente  el  cargo  de  juez  letrado  del  depar- 
tamento de  Pisagua,  mientras  el  propietario 
desempeñaba  en  igual  carácter  las  funciones 
de  juez  letrado  de  Tacna,  nombramiento  que 
se  hizo  á  propuesta  en  terna  del  Consejo  de 
Estado,  pero  sin  lista  previa  presentada  por 
la  Corte  de  Tacna; 

3^  Que  el  procedimiento  adoptado  para  el 
nombramiento  de  que  se  trata,  prescindiendo* 
se  de  lista  formada  por  la  Corte  de  Apelacio- 
nes del  distrito  jurisdiccional  á  que  pertenece 
el  departamento  de  Pisagua,  corresponde  al 
establecido  en  la  ley  de  10  de  enero  de  1895 
para  el  nombramiento  de  jueces  letrados  inte- 
rinos ó  suplentes  que  haga  el  Presidente  de  la 
República  sólo  por  un  periodo  de  tiempo  que 
no  pase  de  cuatro  meses;  limitación  que*  como 
un  mandato  expreso  y  terminante  y  aún  de 
carácter  prohibitivo,  se  encuentra  asentado, 
para  tales  casos,  no  sólo  en  la  ley  que  acaba 
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de  citarse,  sino  en  todas  las  (jue  se  han  dictado 
con  posterioridad  á  la  de  15  de  octubre  de 
1875; 

4-'  Que  la  atribución  especial  de  nombtar  los 
magistrados  de  los  tribunales  superiores  de 
justicia  y  los  jueces  letrados  de  primera  ins- 
tancia que  corresponde  al  Presidente  de  la  Re- 
pública, en  virtud  de  la  parte  7*  del  artículo 
73  de  la  Constitución,  no  puede  ejercerse  sino 
en  la  forma  ordenada  por  la  ley,  según  lo  dis- 
poneelartículol04  de  la  misma  Constitución; 
y,  por  lo  tanto,  aun  cuando  en  el  decreto  en 
que  se  nombró  A  don  Alfredo  Thomdike  juez 
letrado  suplente  del  departamento  de  Pisagua, 
se  expresó  que  se  le  designaba  para  servir  ese 
Juzgado  mientras  el  propietai'io  desempeñaba 
en  igual  carácter  las  funciones  de  juez  letrado 
de  Tacna,  debe  entenderse,  dada  la  forma  en 
que  se  procedió  á  tal  nombramiento,  que  éste 
no  pudo  pasar  del  término  de  cuatro  meses, 
con  arreglo  á  lo  ordenado  en  las  leyes  de  19 
de  enero  de  1889,  18  de  enero  de  1894  y  10 
del  mismo  mjs  de  1895,  cuyas  disposiciones, 
encaminadas  al  mejor  acierto  en  la  elección  de 
los  magistrados  judiciales,  son  todas  de  orden 
público  manifiesto;  y  en  las  cuales,  como  tam- 
bién en  la  de  15  de  octubre  de  1875,  se  reitera 
de  un  modo  expreso  el  precepto  de  que  "la 
facultad  de  nombrar  los  jueces  que  correspon- 
de al  Presidente  de  la  República  en  virtud  de 
la  parte  7*  del  artículo  73  de  la  Constitución 
del  Estado  será  ejercidaen  la  forma  que  dichas 
leyes  determinan." 

5^  Que  así  lo  entendió  también  el  mismo 
Supremo  Gobierno,  el  que  en  vista  cíe  la  nota 
dirigida  por  la  Iltma.  Corte  de  Tacna,  en  que 
este  tribunal  le  llamaba  la  atención  hacía  la 
situación  anómala  en  que  se  hallaban  los  Juz- 
gados de  Tacna  y  de  Pisagua,  nombró  con 
fecha  25  de  jimío  último  á  don  Rafael  Muñoz 
N.,  propuestoen  la  lista  respectiva,  para  servir 
la  suplencia  del  Juzgado  de  Tacna,  volviendo 
con  tal  motivo  el  propietario  de  Pisagua,  don 
Ismael  Poblete,  á  reasumir  sus  funciones,  á 
pesar  del  nomhrumieutn  (jite  por  tiempo  inde- 
terminado se  hal)ía  hecho  en  don  Alfredo 
Thorndike; 

6'  Que  librada  la  resolución  de  fs.  1200, 
que  es  objeto  del  recurso,  cuando  don  Alfredo 
Thorndifie  había  ya  [wrdido  m  investidura 


legal  de  juez  suplente  de  Pisagua,  per  haber 
exptradoel  período  d*  cuatro  meaesen  qne'pudo 
legalmente  desempeñar  las  fttnctonca  de  tal, 
ese  fallo  ha  sido  dictado  por  el  expresado 
Thorndike  sin  jurisdicción  algunay,por  eoasi- 
guiente,  cuando  estaba  ya  privado  de  la  fn^ 
cuitad  que  corresponde  al  juez  para  conocer 
de  los  negocios  que  la  ley  ha  colocado  dentro 
de  la  esfera  de  sus  atribuciones,  que  es  k)  qu« 
constituye  la  competencia; 

Que,  según  lo  dispone  el  artículo  151  de 
la  Constitución  del  Estado,  "ninguna  magi»' 
tratura,  ninguna  persona,  ni  reunión  de  perso- 
nas pueden  atribuirse,  ni  aun  á  pretexto  de  cir- 
cunstancias  extraordinarias,  otra  autoridad 
ó  derechos  que  los  que  expresamente  se  les 
haya  conferido  por  las  leyes.  Todo  acto  en 
contravención  á  este  articulo  es  nulo." 

8^  Que  la  falta  en  qne  se  funda  la  primera 
de  las  causas  de  casación  invocadas  por  Ver- 
nal y  Castro  y  de  que  se  ocupan  los  anteriores 
considerandos,  ha  tenido  lugar  en  el  pronun- 
ciamiento mismo  de  la  resolución  impugnada; 
y  aun  cuando  aquélla  arranca  su  origen  de  la 
carencia  absoluta  de  jurisdicción  del  jnes  que 
dictó  la  expresada  sentencia,  el  defecto  no  ha 
podido  reclamarlo  oportunamente  Vernal  y 
Castro  como  de  ello  dan  testimonio  los  antos, 
pues  el  último  decreto  que  le  fué  notiBcado,  ó 
sea  el  "cúmplase"  de  lasentencia  de  la  Bxcma. 
Corte  que  anuló  la  anterior,  se  dictó  por  el 
juez  en  3  de  marzo  de  este  año,  cuando  aun  no 
había  perdido  su  investidura  legal;  y  la  reso* 
lución  atacada  de  nulidad  fué  pronunciada  en 
19  de  junio,  no  habiéndose  notificado  á  Ver- 
nal y  Castro  ningún  decreto  ó  actuación  en 
el  tiempo  intermedio  que  le  diera  á  entender 
que  el  juez  que  había  cesado  por  el  ministerio 
de  la  ley  en  el  ejercicio  de  bus  fandones  el  24 
de  mayo  se  proponía,  sin  embargo,  resolver  la 
cuestión  pendiente; 

9^  Que  acogiéndose  la  primera  délos  causas 
de  casación  en  la  forma  invocada  por  Vernal 
y  Castro  al  interponer  el  recurso  en  el  escrito 
de  fs.  1227  y  fundándose  la  causal  aceptada 
en  la  incompetencia  del  juez  que  pronunció  la 
sentencia  que  se  impugna,  es  innecesario  pro- 
nunciarse sobre  las  demás  que  aquél  hace  va- 
ler en  el  escrito  de  que  se  acaba  de  hacer  mea' 
dón. 
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yísto,  además,  lo  dispuesto  en  los  artículos 
941  y  959  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  que  ha  lugar  á  la  casación  en  la 
fprms.  interpuesta  por  Vemai  y  Castro  contra 
la  sentencia  de  19  de  junio  de  este  año,  que  se 
registra  á  fs.  1210  de  estos  autos,  por  incom- 
petencia del  jnes  que  la  dictó.  Se  repone,  en 
eoBsecuencia,  el  proceso  en  el  estado  de  citarse 
á  las  parttt  para  oír  resolución,  en  conformi- 
dad á  lo  ordenado  A>n  respecto  A  este  trámite 
en  la  sentencia  de  laExcma.  Corte  Suprema 
de  fecha  16  de  diciembre  de  1902,  que  se  regis- 
tra A  h.  1183,  debiendo  seguir  conociendo  en 
él  y  fallarlo  el  juex  letrado  de  Písagua,  y  se 
condena  en  las  costas  del  recurso  á  la  parte 
de  MoHnorích  Hnos. — Publfquese  y  devuél- 
Tanse. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Bema- 
lp«M. 

./.  Beramíea  ilf.— il.  Vejjgwa  Albaao  E.  Do- 


Corte  de  Valparaíso.— 18  de  noviembre 
de  1903 

Ponoe  de  León  Olivares  con  Fernández 

Saeoluslón  eleotoral.— Prefecto  de  Fo- 
lióla de  Seguridad.— Oiudadanía  en 
"Ojerololo. 

'  Doctrina: — La  inhabilidad qae estable- 
ce elartícah  26,  número  6°  déla  íey  de 
^  de  agosto  de  1890,  no  debe  extender^ 
se  á  los  je&8  de  policía,  tanto  porque,  se- 
giin  el  lenguaje  usual,  las  expresiones  "un 
individuo  enrolado  en  la  policía^',  *'in- 
árvídaos  que  desempeñan  en  ella  cual- 
¿¡üier  servicio  rentado",  sólo  se  aplican  á 
las  clases  y  soldados  de  dichos  cuerpos  y 
á.los  que,  no  estando  enrolados  en  ellas, 
les  prestan  servicios  extraños,  como  he- 
rradores, maríscales,  carretoneros,  etc., 


cuanto  porque  estas  instituctones  están 

organizadas  sobre  la  base  de  la  subordi- 
nación y  disciplina  militar  y  no  es  presu- 
mible que  se  hallen  revestidas  de  la  de- 
bida independencia  para  la  emisión  del 
sufragio,  lo  que  no  rige  con  los  je&s  sw 
periores. 

Esta  conclusión  guarda  conformidad 
con  el  número  T'  del  mismo  artículo,  re- 
ferente á  las  clases  y  soldados  del  Ejérci- 
to permanente  y  de  la  Armada* 


Ante  la  Junta  de  Alcaldes  de  San  Francisco 
de  Limache  se  presentó  don  Abrahám  Fernán- 
dez O.,  solicitando  la  exclusión  de  don  Ernes- 
to Ponce  de  León  de  los  registros  electorales 
de  ese  Municipio,  por  ser  dicho  ciudadano 
Prefecto  de  Polida  de  Seguridad  de  Limache^ 
cargo  que  es  rentado  y,  por  lo  tanto,  incom- 
patible con  la  ciudadanía  en  ejercicio,  confor- 
me al  número  6^  del  artículo  26  de  la  ley  de 
20  de  agosto  de  1890. 
Considerando: 

1^  Que  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  26 
de  la  ley  electoral  vigente,  relacionado  con  el 
29,  inciso  3^  de  la  misma,  "no  pueden  adqui- 
rir la  ciudadanía  activa,  y  la  pierden  después 
de  adquirida,  entre  otros,  los  individuos  enro- 
lados de  las  policías  urbana  y  rural,  6  que  de- 
sempeñaren en  ellas  cualquier  servicio  ren- 
tado". 

2'  Que  el  alcance  y  extensión  del  vocablo 
"individuo"  no  puede  ser  otro  que  el  generaly 
amplio  que  le  dan  todas  las  leyes  del  país  y 
especialmente  la  Constitución  del  Estado  en 
su  artículo  134  (143); 

3^  Que  aún  descartando  lo  expuesto  en  el 
número  anterior,  siempre  quedaría  subsisten- 
te la  inhabilidad  que  establece  la  parte  final 
del  número  6'  del  artículo  26  de  la  ley  citada, 
que  niega  la  ciudadanía  en  ejercicio  á  los  que 
desempeñaren  en  las  policías  urbana  ó  rural 
cualquier  servicio  rentado; 

4'  Que  en  este  caso  se  halla  don  Ernesto 
Ponce  de  León,  quien  por  confesión  propia* 
que  corrobora  lo  dicho  por  el  redanlante,  de* 
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aempeña  en  la  actualidad  el  cargo  de  prdecto 
de  la  policía  de  Limache: 

5^  Que,  á  mayor  abanda miento,  *'Ia  Corte 
de  Valparaíso  ha  excluido  á  tres  comandantes 
de  policía  de  los  registros  electorales  de  este 
departamento,  por  reclamaciones  idénticas  á 
ésta'*,  cosa  que  también  hizo  con  otra  la  Cor- 
te de  Santiago  en  1890,  época  en  que  Lima- 
che  estaba  dentro  del  distrito  de  este  último 
Tribunal. 

Por  estos  fundamentos,  se  declara  que  ha 
lugar  á  la  exclusión  de  don  Ernesto  Ponce  de 
León.  Acordada  contra  el  roto  del  tercer  al- 
calde don  Adolfo  Eastman  Cox,  quien  estuvo 
por  que  se  desechara  la  reclamación  del  señor 
Abrahám  Fernández  Otero  por  las  considera- 
ciones siguientes: 

1^  Que  la  causal  del  inciso  6'  del  artículo 
26  de  la  ley  electoral  no  comprende  A  los  pre- 
fectos de  polida  con  nombramiento  del  Presi- 
dente de  la  República,  sino  á  los  individuos 
de  tropa  enrolados  en  las  mismas,  como  lo  ha 
establecido  la  Corte  de  Apelaciones  de  Valpa- 
raíso en  sentencias  de  12  de  noviembre  de 
1900y  llde  noviembredel901  "que  nodieron 
lugar  á  la  exclusión"  de  los  prefectos  de  San 
Francisco  de  Limache  y  Límache,  señores  De- 
siderio Avilés  y  Ricardo  Benavides; 

2^  Que  nuestras  leyes,  como  la  Ordenanza 
General  del  Ejército,  distinguen  perfectamen- 
te las  diversas  categorías  de  sus  miembro<i  v 
así»  al  ordenar  ó  prohibir,  dice:  "Los  jefes,  ofi- 
ciales ó  individuo  de  tropa"  y  que,  en  conse- 
cuencia, la  disposición  del  artículo  é  inciso 

citados  al  hablar  de  individuos  enrolados  en 
las  policías  se  re6ere  indudablemente  á  la  tro* 
pa  y  no  al  jefe;  y 

3^  Que  respecto  á  los  que  desempeñan  en 
ellas  cualquier  servido  rentado,  con  esto  ha 
querido  indicar  á  los  que  prestan  sus  servicios 
en  las  policías  en  calidad  de  caballerizos,  he- 
rradores, veterinarios,  etc.,  y  en  manera  algu- 
na á  los  que  desempeñan  un  carago  de  autori- 
tíad  y  honor  — BUsett  Soto—José  A'.  2^  Pal- 
ma.— Adolfií  Eastman  Cux. 

La  Corte: 

vistos:  Reproducieudu  ta  parte  expositiva 
de  la  resolución  de  primera  ínstanaa;  t 
Teniendo  presente: 


Que  atendidoel  tenor  literal  del  nfimero6^ 
del  artículo  26  de  la  ley  de  20  de  agosto  de 
1890,  y  el  espíritu  general  de  la  misma  ley, 
no  debe  extenderse  á  los  jefes  de  policía  la  in- 
habilidad que  establece  esa  disposición,  tan- 
to porque  según  el  lenguaje  nsnal,  las  ex- 
presiones "un  individuo  enrolado  en  la  poli- 
cía", "individuos  que  desempeñan  en  ellas 
cualquier  servicio  rentado",  sólo  se  aplican  ft 
las  clases  y  soldados  de  dichos  cuerpos  y  á  los 
que,  no  estando  enrolados  en  ellos,  les  pres- 
tan servicios  extraños,  como  herr.  dores,  ma- 
riscales, carretoneros,  etc.,  cuanto  porque  es- 
tas instituciones  están  organizadas  sobre  la 
base  de  la  subordinación  y  disciplina  niiUtar, 
y  no  es  presumible  que  aquellos  individuos  se 
hallen  revestidos  de  la  debida  iadependenria  y 
libertad  para  la  emisión  del  sufi'agio,  lo  cual 
no  rige  con  los  jefes  superiores  que  prestan 
sus  serricios  en  virtud  de  nombramiento  del 
Presidente  de  la  República,  en  conformidad 
con  lo  que  dispone  la  ley  de  12  de  febrero  de 
1896; 

2^  Que  esta  interpretación  se  encuentra  con- 
firmada con  la  prescripción  del  número  7^  de) 
citado  artículo  26,  según  la  cual  son  inhábiles 
para  inscribirse  en  el  registro  electoral  tan  só- 
lo las  clases  y  soldados  del  Ejército  perma- 
nente y  de  la  Armada,  y  no  es  vero^mil  que  el 
legislador  haya  considerado  á  los  jefes  de  po- 
licía más  dependientes  de  sus  superiores  ó  me- 
nos aptos  para  la  libre  emisión  del  sufragio 
que  los  jefes  y  oficiales  del  Ejercito  y  Armada. 

Por  tales  fundamentos,  se  revoca  la  resolu- 
ción consultada  de  22  de  octubre  último,  que 
se  registra  á  fs.  3  vta.,  y  se  declara  que  no  ha 
lugar  á  la  exclusión  de  don  Ernesto  Ponce  de 
León  Oliveros  de  los  registros  electorales  de 
San  Francisco  de  Limache. 

Acordada  contra  el  voto  del  presidente  señor 
Moreno,  quien  atendiendo  á  que  la  prescripción 
legal  citada,  ñnica  que  rige  sobre  la  materia, 
dispone  de  un  modo  general  y  sin  hacer  excep- 
rión  alguna,  que  no  deben  ser  incriptos  en  los 
registros  electorales  los  que  desempeñaren  en 
las  policías  urbana  y  rural  cualquier  servicio 
rentado,  6  sea,  sin  hacer  distinción  de  que 
ellos  sean  de  mayor  6  menor  importancia, 
estuvo  por  confirmar  la  referida  sentencia. — 
Braulio  Mnrvmi.—Luis  Igvado  Silva.— Pedro 
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N,  Piaeda  B.  Alamos  Gonzákx.~A.  Bexani- 

Ila  Silva. 


Corte  de  Tacna.— 6  de  noviembre  de  1903 

Compañía  Salitrera  Liverpool  con  Munici- 
palidad de  Iquique 

Patente.— Reclamo  sobre  olaslfíoaolóa 
Indebida.  —  Patente  por  lioores  de 
nna  pulpería. 

Doctrina:— Las  patentes  que  impone 
la  ley  de  alcoholes  de  18  de  enetodel902 
á  los  establecimientos  en  qve  se  venden 
al  público  bebidas  destiladas  ó  Cimenta- 
das con  base  alcohólica  para  ser  consu- 
midas dentro  del  local  en  que  se  hace  el 
expendio  ó  en  sus  dependencias,  no  están 
sajetas  al  avalúo  de  la  comisión  avalua- 
dora de  patentes  profesionales  é  indus- 
tríales sino  que  deben  sacarse  á  remate. 
En  consecuencia,  no  es  aplicable  la  dis- 
posición del  artículo  10  de  la  ley  de  22 
de  diciembre  de  1866, en  cuanto  atribuye 
al  juez  de  comercio  ¡a  decisión,  sin  ulte- 
rior recurso,  de  los  reclamos  sobre  clasi- 
ficación de  patentes,  al  caso  en  que  se 
haya  clasificado  con  la  rúbrica  de  "ofici- 
na salitrera"  con  patente  de  primera  cla- 
se á  una  oficina  por  el  hecho  de  tener  una 
pulpería  con  el  objeto  exclusivo  de  pro- 
veer de  víveres  á  sus  propios  operarios; 
tal  dasiñcación  es  ilegal. 


Don  León  B.  Northcote,  por  la  Compañía 
Salitrera  Liverpool,  reclamó  de  la  clasiBca- 
ción  y  asignación  de  la  patente  que  se  bahía 
impnesto  á  la  oficina  "Ramires",  exponiendo: 


que  en  el  rol  de  patentes  industríales  de  la  co- 
muna de  Iquique,  después  de  una  lista  de  al- 
macenes de  mercaderías,  6gura  con  el  rubro 
de  '  oficinas  salitreras"  la  oficina  "Ramírez" 
con  una  patente  de  prímcra  clase,  de  valor  de 
un  mil  doscientos  pesos;  que  no  existe  en  la 
ley  ninguna  patente  que  se  llame  "oficina  sa- 
litrera" y  nadie  puede  crear  tal  contribución 
sin  antecedente  ni  fundamento;  que  no  puede 
entenderse  que  esa  clasificación  se  refiere  al 
rubro  de  "mercaderías  surtidas"  porque  en  la 
ley  no  hay  patente  alguna  por  aquel  valor,  y 
si  esa  inteligencia  hubiera  de  darse  á  la  expre- 
sada clasificación,  ésta  sería  ilegal  por  lo  que 
se  ha  expuesto  y  porque  las  oficinas  salitre- 
ras no  tienen  almacenes  de  mercaderías  surti- 
das para  negociar  con  el  público,  sino  una 
pulpería  con  el  objeto  exclusivo  de  proveer  de 
víveres  á  sus  propios  opéranos;  que  si  esos 
artículos  hubieren  de  gravarse  con  patente,  la 
única  que  pudiera  corresponderles  sería  la  de 
"tienda  de  menestras",  que  esel  rolque desem- 
peña la  pulpería  en  las  oficinas  salitreras. 

Pedía,  en  consecuencia,  que  se  declarara  que 
debía  eliminarse  del  rol  la  enunciada  oficina 
y,  en  subsidio,  que  se  clasificara  como  "tien- 
da de  menestras"  con  una  patente  de  treinta 
pesos. 

Citados  á  comparendo  el  reclamante  y  la 
comisión  avaluadora,  expuso  ésta  que  la  pa- 
tente de  mil  doscientos  pesos  era  por  bebidas 
alcohólicas  y  no  por  contribución  de  expendio 
en  la  fi>nda  de  la  oficina  "Ramírez". 

El  juezseñor  Fuenzalida  negó  lugar  al  recla- 
mo por  sentencia  de  10  de  octubre  de  1903, 
teniendo  presente  que  la  patente  que  se  hacia 
figurar  en  el  rol  es  la  de  bebidas  alcohólicas 
rematada  por  la  oficina  "Ramírez". 

Apelada  esta  sentencia  la  Corte  resolvió: 

Considerando: 

1^  Qae  en  el  presente  caso  no  se  trata  de 
apreciar  la  clasificación  que  se  ha  hecho  de  la 
patente  asignada  á  la  oficina  salitrera  "Ra- 
mírez", sino  de  resolver  si  debe  ó  no  pagar  al- 
guna patente  por  los  licores  que  pueda  tener 
la  pulpería  de  esa  oficina; 

2*^  Que  no  se  ha  establecido  ni  alegado 
que  ese  local  sea  un  establecimiento  en  que  se 
vendan  al  público  bebidas  destiladas  6  fier- 
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mentadas  con  base  alcohólica  para  ser  consu- 
midas dentro  del  local  en  que  se  hace  el  expen- 
dio 6  en  locales  de  su  dependencia,  único  caso 
en  que  tales  establecimientos  deben  satisfacer 
la  patente  establecida  por  la  ley  sobre  alcoho_ 
les  de  18  de  enero  de  1902; 

3^  Que  las  patentes  que  impone  esta  ley  á 
los  establecimientos  mencionados  no  están 
sujetas  al  avalúo  de  la  comisión  avaluadora 
de  patentes  profesionales  é  industríales  sino 
que  deben  sacarse  á  remate,  pudiendo  el  con- 
tribuyente licitar  cualquiera  de  las  clases  que 
dicha  ley  establece;  y  , 

4^  Que,  en  consecuencia,  no  es  aplicable  en 
este  caso  la  disposición  del  articulo  10  de  la 


ley  de  22  de  diciembre  de  1866,  en  cnanto 
atribuye  al  jnes  de  comercio  la  decisiAnp  nn 
ultenor  recurso,  de  los  reclamos  sobre  califi- 
cación de  patentes. 

En  mérito  de  las  consideracioneii  y  dispcMÍ- 
ciones  legales  citadas,  se  revoca  la  sentencia 
apelada  de  10  de  octubre  último,  y  se  declara 
que  ha  lugar  al  reclamo  deducido  á  nombre 
de  la  oficina  "Ramírez",  en  cuanto  no  debe 
pagar  la  patente  de  mil  doscientos  pesos  que 
se  le  ha  asignado. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Ve^^a. — 

Aníbal  Palacios  P.  Roberto  Vega,—M.  A. 

QaireÜ. 
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Cnntienáfí  fie  competencia.— 13  rie  enero 
de  1904 

Juez  de  letras  de  Lautaro  con  capitán  de 
Puerto  de  Coronel. 

Extraooión  de  carbón  y  otros  ot^jetos 
del  mar.  -  Autoridad  oompetente 
para  autorizar  loe  trab£yo8  -  Policía, 
segruridad  7  limpieza  de  los  puertos. 

Doctrina:— Los  tmbajosáe  extrncción 
de  carf?ón  y  otros  objetos  que  existan 
en  Jos  puertos,  autorizados  por  el  Juez 
provisoriamente^  desde  que  deben  llevarse 
ñ  efecto  en  el  mar  territorial,  que  es  de 
dominio  nacional,  sólo  pueden  ser  auto- 
rizados por  la  autoridad  competente  se- 
gán  las  disposiciones  del  Código  Civil  y 
de  las  ordenanzas  generales  ó  locales,  y 
nadie  puede  construir,  sin  permiso  espe- 
cial déla  autoridad  competente,  obra  al- 
guna sobre  las  playas  y  demás  lugares 
de  propiedad  nacional. 


La  facultad  de  conceder  este  permiso 
corresponde  á  la  autoridad  admidi.ttra- 
ti  va. 

Con  arreglo  A  la  Ordenanza  General 
de  la  Armada  y  al  Reglamento  de  5  de 
octubre  de  1887,  á  la  autoridad  mariti' 
ma  corresponde  lo  concerniente  á  la  pO' 
licia,  seguridad  y  limpieza  de  los  puertos. 
El  juez  de  letras^  ni  aún  por  vía  de  resol- 
ver incidencias  en  un  juicio  sometido  á 
su  conocimiento,  puede  ejercer  funciones 
que  son  del  resorte  de  la  autoridad  admi- 
nistrativa. 


Santiago,  13  de  enero  <le  1904.— Por  decre- 
to supremo  de  28  de  lebrero  de  1897,  se  con- 
cedió á  don  Natalio  Sota  Dávila,  bajo  ciertas 
condiciones  y  por  el  término  de  cinco  años,  el 
derecho  exclusivo  de  extraer  carbón  y  otros 
objetos  del  fondo  de  las  bahías  de  Lota  y  Co- 
ronel, y  por  decreto  de  22  de  julio  de  1898  se 
prorrogó  aquel  plazo  por  otros  cinco  años, 

3> 
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Don  Natalio  SotaDávila  cedió  estos  dere- 
chos á  don  Evaristo  Barrio  Canal,  como  re- 
presentante de  don  Femando  Moco9ain,  según 
escritura  pública  de  3  de  abril  de  1901,  y  el 
Supremo  Gobierno,  por  decreto  de  8  de  octu- 
bre de  1902,  aceptó  esta  transferencia. 

Posteriormente,  por  resolución  gubernati- 
va de  30  de  mayo  del  año- próximo  pasado,  se 
declararon  terminadas  todas  las  concesiones 
de  lanaturaleza  indicada, hechas  tantoáSotn 
Dávila  como  á  otras  personas,  con  relación  á 
diferentes  puertos. 

En  tal  situación,  don  Evaristo  Barrio  Ca- 
nal, por  sí  y  por  don  Femando  Moco^ain,  ha 
ocurrido  ante  el  Juzgado  de  Letras  de  Lauta- 
ro interponiendo  demanda  contra  el  Fisco 
para  que  se  declare  subsistente  la  concesión 
hecha  á  Sota  Dávila  y  su  traspaso  á  los  de- 
mandantes, ó  en  su  subsidio  para  que  les  in- 
demnicen los  perjuicios  resultantes  de  la  in- 
fracción de  lo  estipulado  ó  prometido  en  dicha 
concesión. 

En  la  misma  demanda  formularon  una  pe- 
tición accesoria  para  que  el  Juzgado  ordenara 
desde  luego  á  la  autoridad  maritima  que, 
mientras  estuviera  pendiente  el  juicio,  mantu- 
viera 9in  alteración  á  los  demandantes  en  la 
explotadón  de  las  faenas  que  tenían  estable- 
cidas al  amparo  de  los  decretos  derogados. 

£1  Juzgado  accedió  llanamente  á  lo  pedido 
j  posteriormente  dispuso,  á  solicitud  de  los 
mismos  demandantes,  que  se  reiterara  aque- 
lla orden,  ampHándola  expresamente  en  el 
sentido  de  prohitur  á  toda  otra  persona  la  ex- 
tracción de  carbón  en  la  bahía. 

Contra  estas  resoluciones  ha  reclamado  el 
capitán  de  puerto  de  Coronel  por  medio  del 
oficio  que  se  registra  á  fs.  1  de  estos  antece- 
dentes, en  el  cual  manifiesta  al  Juzgado  que 
tales  órdenes  extralimitan  lasatribncíones  del 
poder  judicial  é  invaden  la  esfera  de  acción 
propia  de  la  autoridad  maritima,  ya  que  á 
ella  está  subordinado  exclusivamente  cuando 
se  relaciona  con  el  tráfíco  de  la  bahía. 

Cita  en  apoyo  de  su  reclamación  diversos 
preceptos  de  la  Ordenanza  General  de  la  Ar- 
mada y  del  Reglamento  General  de  Policía 
Marítima  é  invoca,  al  mismo  tiempo,  las  ins- 
trucciones recibidaB  de  sos  superiores  gerár- 
quicos  en  el  sentido  de  impedir  al  ex-concesio' 


nario  señor  Barrio  Canal  los  trabajos  que 
antes  efectuaba  para  la  extracción  de  carbón, 
en  virtud  de  una  concesión  declarada  caduca 
por  el  Supremo  Gobierno. 

En  resguardo  de  sus  atribuciones  concluye 
formulando  la  respectiva  contienda  de  compe- 
tencia. 

El  Juzgado,  á  su  vez,  mantuvo  sus  decisiones 
por  el  auto  que  corre  á  fs.  8  y  dió  por  trabado 
el  conflicto  así  promovido. 

Oído  el  señor  Fiscal  de  la  Excma.  Corte  Su- 
prema, y 

Considerando: 

1'  Que  los  trabajos  cuya  ejecución  ha  au- 
torizado el  Juzgado  de  Letras  provisoriamen- 
te deben  llevarse  á  efecto  en  el  mar  territorial, 
que  es  de  dominio  nacional;  que  el  uso  y  goce 
que  en  el  mar  y  sus  playas  correspondan  ó  los 
particulares,  están  sujetos  á  las  disposiciones 
del  Código  Civil  y  á  las  ordenanzas  generales 
ó  locales  y  que  nadie  puede  construir,  sino  por 
permiso  especial  de  autoridad  competente, 
obra  alguna  sobre  las  playas  y  demás  lugares 
de  propiedad  nacional; 

2°  Que  la  facultad  de  conceder  este  permiso 
corresponde  á  la  autoridad  administrativa,  y 
el  decreto  supremo  que  lo  había  otorgado  al 
demandante  fué  revocado; 

3*^  Que  según  la  Ordenanza  General  de  la 
Armada  (tít.  7^  del  cap.  S*')  corresponde  á  la 
autoridad  marítima  todo  lo  concerniente  á  la 
policía,  seguridad  y  limpieza  de  los  puertos,  y 
el  artículo  1^  del  Reglamento  de  5  de  octubre 
de  1887  atribuye  igualmente  á  la  autoridad 
marítima  la  policía  del  mar  territorial  y  de 
los  puertos; 

4'  Que  el  Juzgado  de  Letras  de  Lautaro  ni 
aún  por  vía  de  resol  ver  incidencias  de  un  juicio 
sometido  á  su  conocimiento  puede  ejercer  fun- 
ciones que  son  del  resorte  de  la  autoridad  ad- 
ministrativa. 

Con  arreglo  á  las  consideraciones  que  pre- 
ceden y  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  593, 
598  y  599  del  Código  Civil,  artículos  1^,  2**, 
6'  y  7«  del  tratado  5',  título  7'  de  las  Orde- 
nanzas Generales  de  la  Armada  de  1793,  y  ar- 
tículo 1^  del  Reglamento  de  Policía  Marítima 
de  5  de  octubre  de  1887,  se  declara  sin  lugar 
la  competencia  deducida  por  el  Jugado  de 
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Letras  de  Lautaro  contra  el  capitán  de  puerto 

de  Coronel. — Pedro  Montt.— Enrique  Richard 
F.~J.  J.  hatorre. — Benjamín  Vergaru 
D.  Amnoátegui  Sivern. — Ramón  Aatonio  Ver. 
gara.^A.  RotJrígueM  H,,  secretario. 

Los  artículos  593,  598  y  599  del  Códi- 
go Civil  en  que  se  funda  la  sentencia  del 
Consejo  de  Estado,  sientan  efectivamente 
las  reglas  consignadas  en  el  considerando 
primero  de  dicho  falIo;pcro  en  el  caso  ac- 
tual no  se  trataba  propiamente  de  obras 
que  deban  ejecutarse  sobre  la  playa  y 
mucho  menos  ^obre  el  mar  territorial. 

El  derecho  de  los  particulares  para  ex- 
traer especies  que  han  caído  en  el  fondo 
del  mar  territorial,  principalmente  en  las 
bahías  y  puertos  habilitados  no  se  rige 
exclusivamente  por  el  artículo  598  del 
Código  Civil.  Es  evidente  que  el  uso  pú- 
blico del  mar  territorial  no  consiste  en  la 
extracción  de  tales  especies,  sino  en  la 
navegación,  el  tránsito,  que  constituyen 
lo  que  puede  calificarse  de  "uso  y  goce 
público",  según  dicho  artículo.  "El  uso  y 
goce  que  para  el  tránsito^  rifego,  navega- 
ción y  cualesquiera  otros  objetos  lícitos, 
corresponden  á  los  particulares  en  las 
calles,  plazas,  puentes  y  caminos  públi- 
cos, en  el  mar  y  sus  playas,  en  ríos  y  la- 
gos y  generalmente  en  todos  los  bienes 
nacionales  de  uso  público,  dice  el  artículo 
598,  estarán  sujetos  á  las  disposiciones 
de  este  Código  y  á  las  ordenanzas  gene- 
rales y  locales  que  sobre  la  materia  se 
promulguen."  Este  uso  y  goce  que corres- 
ponden  á  los  particulares  es  el  que  indi- 
ca el  artículo  589  como  base  de  la  defini- 
ción misma  de  los  bienes  nacionales  de 
uso  público:  "Se  llaman  bienes  naciona- 
les, aquellos  cuyo  dominio  pertenece  á  la 
nación  toda.  Si  además  su  uso  pertenece 
á  todos  los  habitantes  de  la  nación,  como 
el  de  calles,  plazas,  puentes  y  caminos, 


el  mar  adyacente  y  sus  playas,  se  llaman 

bienes  nacionales  de  uso  público.** 

En  el  mar  territorial  pueden  pescar  li- 
bremente los  chilenos;  pero  esto  no  es  el 
uso  público  que  hace  del  mar  territorial 
ó  adyacente  uno  de  los  bienes  naciona- 
les de  uso  público.  Es  el  derecho  de  ocu- 
pación, modo  df  adquirir,  el  que  los  hace 
dueños  de  los  animales  bravios  que  cogen 
en  sus  redes  y  demás  instrumentos  de 
pesca. 

En  cuanto  á  la  extracción  de  especies 
que  pueden  haber  caído  al  fondo  del  mar, 
no  cabe  la  idea  de  un  nso  público,  ya  que 
ni  siquiera  es  admisible  la  idea  de  la  ocu- 
pación como  modo  de  adquirir  esa  clase 
de  cosas.  La  ocupación  sólo  existe  para 
adquirir  el  dominio  de  las  cosas  que  no 
pertenecen  á  nadie  y  cuya  adquisición  no 
es  prohibida  por  las  leyes  chilenas  ó  por 
el  Derecho  Internacional.  Nuestro  Código 
admite  la  ocupación  de  las  cosas  anima- 
das por  medio  de  la  caza  y  de  la  pesca,  y 
la  de  las  cosas  inanimadas  que  no  perte- 
necen á  nadie,  es  decir,  que  no  presentan 
señales  de  dominio  anterior.comolas pie- 
dras, conchas  y  otras  sustancias  que  el 
mar  arroja  á  las  playas.  Así  como  el  ha- 
llazgo de  los  animales  que  viven  ordina- 
riamente bajo  la  dependencia  del  hombre, 
no  es  título  suficiente  de  adquisición  que 
pueda  poner  término  al  dominio  anterior, 
tampoco  pueden  ser  ocupadas  las  cosas 
inanimadas  que  presentan  señales  de  do- 
minio anterior. 

Puede  suceder,  sin  embargo,  que  estas 
cosas  se  encuentren  en  una  situación  que 
haga  presumir  el  abandono  de  su  dueño 
en  beneficiodel  primer  ocupante,  ó  que  no 
haya  memoria  ni  indicio  de  su  dueño.  En 
el  primer  caso  la  ley  admite  su  ocupación; 
en  el  segundo,  las  consideracomo  un  teso- 
ro, si  han  estado  largo  tiempo  sepultadas 
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Ó  escondidas.  Pero  no  apHca  la  ley  igual 
criterio  á  las  especies  náufragas  6  á  las 
especies  al  parecer  perdidas  ó  que  su  due- 
ño se  ve  momentáneamente  obligado  á 
abandonar,  sin  ánimo  de  desprenderse  de' 
su  dominio. 

No  puede  decirse  que  se  comprendan  en- 
tre aquellos  cosas  cuya  propiedad  aban- 
dona su  dueño  para  que  las  haga  suyas 
el  primer  ocupante,  el  carbAn  que  cae  al 
mar  de  la  carga  ó  descarga  de  buques, 
las  anclas,  cadenas  que  se  cortan  y  que- 
dan en  el  fondo  de  los  puertos,  etc.,  etc. 
Bstn  clase  de  cosas  no  pueden  estimarse 
res  nulliaSf  asf  como  no  se  consideran  ta- 
les los  fragmentos  de  un  buque  6  los  efec- 
tos que  puedan  pertenecer  al  aparejo  6 
carga  de  un  buque  que  naufrague  en  las 
costas  de  la  República. 

Las  especies  perdidas  ó  las  especies  náu- 
fragas no  son  ocupadas  por  el  primero 
que  las  encuentre.  Nuestro  Código  Civil 
(artículos  629  á  634)  dispone  respecto  de 
las  primeras  (^ue  el  descubridor  debe  po- 
nerlas á  disposición  de  su  dueño,  y  no 
presentándose  nadie  que  pruebe  dominio, 
debe  entregarlas  á  la  autoridad  respecti- 
va, la  que  da  noticia  del  hallazgo  y  llena- 
dos los  trámites  legales,  ordena  su  venta, 
dándose  á  la  persona  que  las  encontró  la 
mitad  del  remanente  que  quede  del  precio 
después  de  pagados  los  gastos.  En  cuan- 
to á  las  especies  náufragas,  los  artículos 
635  y  siguientes  establecen  una  tramita- 
ción análoga,  asegurando  un  premio  de 
salvamento  al  que  salvó  6  encontró  la 
especie,  premio  que  según  la  ley  de  nave- 
gación de  24  de  juniodel878,es  también 
de  la  mitad  del  remanente. 

Pero  estas  disposiciones  aseguran  á  to- 
dos los  habitantes  del  país,  sin  necesidad 
de  permiso  especial  alguno  de  autoridad 
que  pudiera  otorgarlo  ó  negarlo,  el  dere- 


cho de  salvar  las  especies  náufragas,  ha- 
ciendo para  ello  los  trabajos  necesarios, 
mediante  el  premio  de  salvamento.  No  se 
puede  aceptar  que  la  autoridad  adminis- 
trativa pueda  otorgar  este  derecho,  é, 
unos  y  negarlo  á  otros,  6  negarlo  á  to- 
dos. 

La  única  intervención  que  corresponde 
en  estos  casos  á  la  autoridad  marítima  6 
administrativa,  es  la  que  se  refiere  á  la 
policía  marítima  para  el  expedito  trán- 
sito y  para  asegurar  el  cumplimiento  de 
las  leyes  aduaneras.  Los  particulares  no 
necesitan  de  permiso  especial  para  llevar 
á  cabo  los  trabajos  que  se  propongan 
emprender,  á  fin  de  sacar  el  carbón  ó  efec- 
tos depositados  en  elfondo  de  las  bahías, 
puesto  que  éste  es  un  derecho  que  la  ley 
les  reconoce  expresamente  y  que  no  ha  so- 
metido á  permiso  alguno  previo. 

No  cabe  aplicar  á  esta  clase  de  actos  la 
regla  que  consigna  el  artículo  599  del 
Código  Civil  y  que  por  su  texto  se  refiere 
á  construcción  permanente  de  edificios. 
La  extracción  del  carbón  ó  efectos  del 
fondo  de  las  bahías  se  efectúa  por  medio 
de  botes  ó  lanchas  y  de  pequeñas  dra- 
gas que  no  pueden  calificarse  de  obras 
para  cuya  construcción  se  necesite  de  per- 
raisoprevio.  "Nadie  podrá  construir,  sino 
por  permiso  especial  de  autoridad  com- 
petente, dice  el  artículo  599,  obrn  aigatifi 
só&re  las  calles,  plazas,  puentes,  playas, 
terrenos  fiscales  y  demás  lugares  de  pro- 
piedad nacional.**  La  extracción  no  se 
hace  por  medio  de  obras  que  sea.  necesa- 
rio construir  sobre  el  mar. 

Ahora  bien,  el  derecho  que  los  particu- 
lares tienen  para  llevar  á  efecto  el  salva- 
mento de  especies  náufragas  debe  ser 
amparado  por  la  autoridad  judicial,  co- 
mo cualquier  otro  derecho.  senten- 
cia del  Consejo  de  Estado  no  consulta,  á 
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nuestro  juicio,  los  verdaderos  principios 
consagrados  por  nuestra  legislación  sus- 
tantiva y  ha  ido  más  lejos  del  punto  á 
que  debió  llegar.  Todo  lo  referente  á  la 
polidat  seguridad  y  limpieza  de  los  puer- 
tos toca  á  Ja  autoridad  administrativa; 


pero  lo  que  mira  al  derecho  de  los  parti- 
culares á  extraer  objetos  caídos  al  mar, 
debe  quedar  sometido  al  amparo  del  po- 
der judicial. 

L.  C.  S. 


CORTE  SUPREMA 


Apelación.— 4  de  diciembre  de  1903 

Improcedencia  del  recurso  de  casa- 
ción.-Sentencia  Invalidada  de  ofi- 
cio.—Unica  Instancia. 

Doctrina: — La  resolución  que  niega 
lugar  al  recurso  de  casación  contra  un 
fallo  dictado  en  ejercicio  de  la  facultad 
que  conñere  el  articulo  949  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  en  virtud  del 
cual  pueden  los  Tribunales,  que  conocen 
por  via  de  apelación  ó  casación,  invali- 
dar de  oScio  las  sentencias  cuando  apa- 
rece de  maniñesto  en  ellas  alguna  de  las 
causas  que  dan  lugar  á  la  casación  en  la 
forma,  no  es  apelable,  por  tratarse  de 
una  resolución  dictada  por  lá  Corte  de 
Apelaciones  como  Tribunal  de  Casación. 

Contra  esta  clase  de  resoluciones  no  se 
da  este  recursot  pues  el  artículo  67  de  la 
ley  de  15  de  octubre  de  ISTodispone  que 
laa  Cortea  de  Apelaciones  conocen  en  úni- 
ca instancia  de  loa  recursos  de  casación 


contra  las  sentencias  fie  los  juzgados  de 
letras,  precepto  que  no  ba  sido  derogado 
por  el  Código  de  Procedimiento  Civil. 


Deelaradacn  quiebra  la  Sociedad  Fundición 
Templemnn  L.  por  el  Juzgado  de  Antofagas- 
ta,  don  Melanio  Valladares,  uno  de  los  acree- 
dores, se  presentó  solicitando  dentro  de  cuar- 
to día,  con  arreglo  á  los  artículos  1382  y 
1385  del  Código  de  Comercio,  se  amplíase  el 
auto  de  quiebra  á  los  directores  déla  Socie- 
dad, fundado  en  que  no  había  sido  legalizada 
con  arreglo  á  las  leyes  chilenas  ni  se  había 
autorizado  en  forma  su  establecimiento. 

El  Ministerio  Público  opinó  que  el  Juzga- 
do era  incompetente  por  no  estar  domicilia- 
das en  Chile  las  personas  indicadas,  y  los  sín- 
dicos, por  su  parte,  se  adhirieron  á  la  petición 
exponiendo  en  su  memoria  diversos  antece- 
dentes sobre  la  constitución  y  marcha  de  la 
Sociedad. 

El  Juzgado  de  Antofagasta  resolvió  con  fe- 
cha 27  de  febrero  de  1903: 
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Teniendo  presente: 

1'  Que  bajo  el  número  3'  de  los  estatutos 
de  la  Fundición  Templeman  Limitada,  de  Lon- 
dres se  determinó,  como  objeto  de  la  consti- 
tución de  la  Sociedad,  adquirir  ciertos  bienes 
situados  en  el  territorio  de  Chile  y  hacer  todo 
cuanto  fuere  necesario  para  legalizar  la  Com- 
pañía en  esta  República; 

2^  Que  está  señaládo  este  objeto  no  entre 
las  disposiciones  accidentales  ó  transitorias 
de  los  estatutos,  sino  como  uno  de  los  puntos 
principales  á  que  se  encaminaba  la  constitu- 
ción de  la  Empresa; 

3^  Que  son  dignos  de  notar  los  términos 
de  la  redacción  de  los  estatutos  en  cuanto 
allí  se  declara  y  establece,  no  qne  se  gestionará 
la  mera  y  usual  autorización  para  que  una 
compañía  extranjera  instale  agentes  en  Chile, 
sino  que  se  hará  cuanto  fuere  necesario  para 
legalizar  la  Compañía  misma  en  esta  Repú- 
blica; 

4'  Que  estos  antecedentes  manifiestan  el 
propósito  y  decisión  fundamental  de  confor- 
mar la  constitución  de  la  Compañía  á  las  le- 
yes chilenas  y  no  á  establecer  simplemente 
agencias  en  este  país; 

5*^  Que  estos  mismos  antecedentes  han  sido 
consagrados  de  un  modo  auténtico  y  categó- 
rico por  el  primero  de  sus  actos,  esto  es,  con- 
firiendo poder  á  don  Walter  Grower  Andrews, 
otorgado  en  Londres  seis  días  después  de  su 
organización,  facultando  ó,  mejor  dicho,  or- 
denándole solicitar  y  obtener  del  Presidente 
de  la  República  de  Chile  la  aprobación  de  los 
estatutos  de  la  Compañía  y  el  reconocimien- 
to de  ésta  en  su  calidad  de  persona  jurídica 
en  dicha  República,  debiendo  inscribir  los  es- 
tatutos en  el  Registro  de  Comercio,  fijarlos  y 
publicarlos,  constituir  domicilio  en  Chile,  etc. 
En  suma,  se  encomienda  al  mandatario  An- 
drews hacer  todo  cuanto  prescriben  las  leves 
chilenas  para  la  constitución  legal  déla  Socie- 
dad anónima  en  el  país; 

Que  cl  señor  Andrews,  apartándose  de  lo 
expresado  en  su  mandato,  solicitó  simplemen- 
te autorización  del  Gobierno  para  establecer 
agenciasen  el  país  y  noconstituyó  la  Sociedad 
anónima  con  arreglo  á  las  leyes; 

7^  Que  no  hay  en  autos  antecedente  algu- 


no que  permita  establecer  que  hasta  el  mo- 
mento de  la  declaración  de  quiebra  de  la  Fun- 
dición Templeman  Limitada,  en  24  de  junio  de 
1902,  se  hayan  modificado  los  estatutos  de 
esta  Compañía  ó  revocádose  el  mandato  de  19 
de  noviembre  de  1897  en  términos  que  esta- 
blezcan que  había  cesado  et  propósito  de  cons- 
tituirse en  Chile  como  persona  jurídica; 

8^  Que  cualesquiera  declaraciones  poste- 
riores carecerían  de  todo  valor,  por  estar  ya 
producido  el  estado  de  quiebra  de  la  asocia- 
ción y  suspendidas  las  facultades  administra- 
tonas  de  sus  directores  ó  socios,  conforme  á 
lo  dispuesto  en  el  artículo  1362  del  Código  de 
Comercio; 

9'  Que  no  habiendo  existido  legalmente  en 
Chile  la  Compañía  Fundición  Templeman  Li- 
mitada por  defecto  en  las  formalidades  pres- 
criptas  por  los  artículos  427  y  siguientes  del 
Código  de  Comn-cio,  y  qne  ello,  no  obstante, 
aparece  de  autos  que  diversas  personas  ó  so- 
cios de  la  misma  han  tomado  parte  en  la  ad- 
ministración de  la  Empresa,  por  lo  cual  han 
caído  en  la  sanción  que  prescribe  el  artículo 
441  del  citado  Código,  haciéndose  solidaria- 
mente responsables  como  socios  colectivos  de 
las  obligaciones  contraídas  á  favor  de  ter- 
ceros; 

10.  Que  reputando  la  ley  en  este  caso  como 
socios  colectivos  á  los  miembros  de  la  Socie- 
dad anónima  nula,  procede  la  aplicación  del 
artículo  1329  de  dicho  Código,  esto  es,  la  de- 
claración de  la  quiebra  personal  de  cada  uno 
de  los  socios  qne  la  componen; 

11.  Que  los  anteriores  conúderandoB  permi- 
ten establecer  el  ánimo  de  los  asociados  de  la 
Fundición  Templeman  Limitada  de  someterse 
á  las  leyes  y  jurisdicción  chilenas; 

12.  Que,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 16  del  Código  Civil  y  113  del  de  Comer- 
cío,  los  bienes  situados  en  Chile  están  sujetos 
á  las  leyes  chilenas,  aunque  sus  dueños  sean 
extranjeros  y  no  residan  en  Chile,  y  los  efectos 
de  los  contratos  otorgados  en  país  extranjero 
para  cumplirse  en  Chile  se  reglarán  igualmen- 
te por  las  leyes  chilenas; 

13.  Que,  á  mayor  abundamiento,  un  man- 
datario suficiente  de  la  Sociedad  nula  Fundí-' 
ción  Templeman  Limitada  y,  por  tanto,  un 
representante  de  todas  las  personas  interesa- 
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das  en  ella  se  presentó  provocando  la  declara- 
ción en  quiebra  de  la  propia  Compañía,  some- 
tiéndola deliberadamente  ála  jurisdicción  de 
los  Tribunales  y  A  las  leyes  de  Chile,  é  igual- 
mente sometiendo  á  las  mismas  leyes  y  Tri- 
bunales á  laa  personas  qne  constituyen  la 
Empresa,  por  cuanto  éstas  deben  también  ser 
declaradas  en  quiebra  conjuntamente  con  la 
Sociedad  que  ellas  forman,  de  acuerdo  con  los 
recordados  artículos  '441  y  1329  del  Código 
de  Comercio; 

14.  Que  radicado  el  conocimiento  de  la 
quiebra  de  la  Sociedad  nula  Fundición  Tcm- 
plcman  Limitada  ante  este  Tribunal,  la  com- 
petencia de  él  no  se  altera  por  causa  sobre  vi- 
niente, artículo  193  de  la  Ley  Orgánica  de  los 
Tribunales; 

15.  Que  todavía,  provocada  la  quiebra  de  la 
Fundición  Templeman  Limitada  por  acto  es- 
pontáneo del  mandatario  de  los  interesados  ó 
representantes  dcesta  sociedad  y,  deducida  con 
motivo  de  dicha  declaración  de  quiebra,  la 
acción  del  acreedor  don  Melanio  Valladares, 
reconviniendo  de  hecbo  á  la  entidad  fallida 
para  que  se  amplíe  la  quiebra  de  éste  á  los 
miembros  que  individualmente  la  componen, 
procede  también  aplicar  el  artículo  195  de  la 
ley  orgánica  de  los  Trihunales  y,  en  consecuen- 
cia, este  Tribuna]  puede  conocer  de  todas  tas 
incidencias  del  juicio  yde  todas  las  cuestiones 
que  se  susciten  por  vía  de  ampliación  ó  recon- 
vención; 

16.  Que,  con  arreglo  á  los  considerandos  1 2 
y  siguientes  y  al  artículo  1344  del  Código  de 
Comercio,  este  Juzgado  tiene  competencia  para 
conocer  en  la  solicitud  de  don  Melanio  \'alta- 
dnres  y  es  innecesario,  para  apoyar  esa  com- 
l>etencia,  entrar  á  pronunciarse,  por  ahora, 
sobre  el  carácter  de  fraudulenta  que  pueda 
tener  la  quiebra  de  la  sociedad  fallida  y  sobre 
la  competencia  civil  y  penal  que  el  Juzgado 
tendría  en  tal  caso  respecto  de  la  persona  y 
bienes  de  los  socios,  según  el  artículo  1340  del 
Código  de  Comercio; 

£n  virtud  de  estos  fundamentos,  de  las  dis- 
posiciones legales  citadas  y  de  los  artículos 
1350  y  1359  y  siguientes  del  Código  de  Co- 
mercio y  ampliando  el  auto  de  24  de  junio  de 
1902,  se  declara  en  quiebra  á  los  socios  y  di- 
rectores de  la,  Fundición  Templeman  Limita- 


da, que  figuran  en  sus  estatutos  de  f.  1  y  si- 
guientes del  cuaderno  de  documentos,  señores 
Federico  José  Prankan,  Herbert  Jhon  Fage, 
Franklin  S.  Saunders,  Kobertson  Lawson,  A. 
Woodbum,  Kvüey  Henry,  C.  Geare,  Chas 
Pease,  Walter  Grower  Andrewsy  William  Hen- 
ry Speer  y  demás  personas  cuya  calidad  de 
socios  se  justifique  en  su  oportunidad,  que  di* 
recta  6  indirectamente  hayan  tomado  parte 
en  la  administración  de  la  misma  Compañía, 
dejando  á  salvo  sus  derechos  para  que  ejerci- 
ten las  acciones  que  les  competan. 

Fíjese  cartelesy  publíquese  en  la  forma  pres- 
crita por  el  artículo  1357  del  Código  de  Co- 
mercio.— Varas. 

Pedida  reponción  de  este  auto,  el  Juzgado 
resolvió; 

Antofagasta,  18  de  abril  de  1903.— Vistos: 
teniendo  presente  lo  expuesto  por  las  partes, 
el  mérito  de  la  prueba  rendida  y  de  los  docu- 
mentos mandados  agregar,  que  corren  en  el 
expediente  sobre  calificación  de  la  quiebra  de 
la  Fundición  Templeman  Limitada,  que  se  ha 
tenido  á  la  vista,  se  declara  sin  lugar  la  repo- 
sición del  auto  de  quiebra  de  27  de  febrero 
último,  que  han  solicitado  don  Walter  G.  An- 
drews y  don  Ricardo  Orchard. 

Se  otorga  el  recurso  de  apelación  interpues- 
to en  subsidio  sólo  en  el  efecto  devolutivo. 

Elévense  los  autos  originales,  con  citación  y 
emplazamiento,  dejándose  las  compulsas  ne- 
cesarias para  la  prosecución  deljuicio,—  Varas. 

Viendo  la  apelación,  la  Corte  de  Tacna  re- 
solvió: 

Tacna,  18  de  junio  de  1903.— Vistos:  repro- 
duciendo la  parte  espositiva  de  la  sentencia 
apelada  de  27  de  febrero  último,  que  se  regis- 
tra á  f.  5  vta.  de  este  cuaderno,  y 

Teniendo  presente: 

1^  Que  como  aparece  de  la  copia  de  fs.  16  del 
cuaderno  sobre  quiebra  de  los  directores  de  la 
Fundición  Templeman  Limited,  el  Presidente 
de  la  República  por  decreto  supremo  de  30  de 
abril  de  1898,  en  vista  de  los  documentos  que 
se  le  presentaron  y  oido  el  dictamen  del  señor 
Fiscal  de  la  Bxcma.  Corte  Suprema,  autorizó 
á  la  sociedad  Fundición  Templeman  Limited, 
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domiciliada  en  Londres,  para  establecer  agen- 
tes en  Chile;  , 

2'  Que  esta  autorizacién  fue  concedida  en 
ejercicio  de  ta  facultad  que  el  artículo  468  del 
Código  de  Comercio  confiere  al  Presidente  de 
la  República  para  que  pueda  permitir  el  esta- 
blecimiento de  tales  agentes,  únicamente  res- 
pecto de  sociedades  anónimas  extranjeras;  y, 
por  consiguiente,  el  mencionado  decreto  de  30 
de  abril  sólo  pudo  referirse  y  se  refirió  expre- 
samente á  una  sociedad  de  esta  clase; 

3*^  Que  la  ley  no  exige  otra  solemnidad  para 
que  puedan  funcionar  en  el  país  los  expresa- 
dos agentes  de  sociedades  anónimas  extranje- 
ras y,  por  tanto,  no  son  obligatorias  para 
ellas  el  otorgamiento  en  Chile  de  la  escritura 
social  suscrita  por  los  accionistas,  ni  la  fija- 
ción y  publicación  inscrita  y  demás  solemnida- 
des requeridas  por  los  artículos  426  y  siguien- 
tes del  Código  de  Comerdo.para  la  formación 
y  constitución  de  sociedades  anónimas  chile- 
nas; 

4'  Que,  en  consecuencia,  la  sociedad  Fun- 
dición Xempleman  Limited  ha  podido  ejecutar 
en  la  República,  por  medio  de  sus  agentes,  las 
operaciones  propias  de  su  giro  mientras  sub- 
sista aquella  autorización  ó  no  se  produzca 
otra  causa  legal  que  los  inhabilite  para  ejecu- 
tarlas; 

5^  Que  las  personas  que  han  contratado 
con  la  expresada  sociedad  han  debido  saber 
que  contrataban  con  agentes  de  la  sociedad 
anónima  constituida  en  Londres  y  no  con  una 
sociedad  anónima  chilena,  puesto  que  no  se 
había  formado  en  Chile  ninguna  sociedad  de 
esta  clase  bajo  aquella  denominación; 

6'  Que  la  con  sideración  de  que  el  poder  con- 
ferido por  el  directorio  de  Londres  de  la  socie- 
dad Fundición  Templeman  Limited  á  favor 
de  don  Walter  Grower  Andrews  para  legalizar 
en  esta  República  dicha  sociedad,  no  ha  sido 
cumplido  en  los  términosque  en  ¿1  se  expresan 
á  este  respecto,  no  es  atendible  tanto  porque 
del  cumplimiento  ó  inobservancia  de  ese  man- 
dato sólo  nacerían  obligaciones  y  responsabi- 
lidades entre  mandante  y  mandatario  y  sólo 
aquél  podría  reclamar  de  su  inejecución  ó  nó 
cumplimiento,  cuanto  porque  no  consta  si  tal 
poder  faé  6  no  modificado  por  otro  posterior; 

7^  Que  las  consideraciones  precedentes  no 


obstan  al  derecho  que  puedan  ejercitar  los  in- 
teresados en  juicio  ordinario  de  lato  conoci- 
miento, seguido  contra  las  personas  á  quienes 
debe  afectar  el  fallo,  para  demandar  ó  la  de- 
claración de  que  la  sociedad  Fundición  Tem- 
pleman Limited  no  se  ha  constituido  con  las 
formalidades  exigidas  por  las  leyes  del  país  en 
que  se  formó  ó  que  los  instrumentos  públicos 
que  se  presentaron  para  obtener  la  autoriza- 
ción de(  Presidente  de  la  República  no  cum- 
plían con  esas  formalidades  ó  que  carecían  de 
autenticidad,  conforme  á  lo  estatuido  en  los 
artículos  17  y  18  del  Código  Civil,  ú  otras  de- 
claraciones semejantes  y  para  jiedir  como  con- 
secuencia de  tales  declaraciones  que  no  debe 
considerarse  en  Chile  á  los  asociados  en  Lon- 
dres como  sociedad  anónima  extranjera,  ni 
como  representantes  autorizados  suyos  á  los 
agentes  que  hubieren  constituido  en  la  Repú- 
blica é  imi^etrarlas  responsabilidadesque  pue- 
den afectar  á  los  demandados  por  esa  ó  algu- 
nas de  esas  declaraciones; 

8''  Que  la  petición  hecha  por  don  Melanio 
Valladares  en  su  solicitud  para  que  se  amplíe 
el  auto  ejeinitoriado  declaratorio  de  quiebra 
de  la  Fundición  Templeman  Limited,  de  fecha 
24  de  junio  de  1902,  y,se  declare  también  per- 
sonalmente en  quiebra  á  los  socios  y  accionis- 
tas de  dicha  sociedad,  implica  la  jKtición  de 
(|uc  se  declare  desde  luego  y  en  la  forma  inci- 
dental en  que  se  ha  tramitado  la  petición,  sin 
audicnciade  la  mayor  parte  de  los  interesados, 
que  la  sociedad  mencionada  no  es  anónima  ó 
no  se  ha  constituido  debidamente,  ya  que  no 
siendo  responsables  los  accionistas  de  una  so- 
ciedad de  esta  clase  sino  basta  el  monto  del 
valor  de  sus  acciones,  no  es  compatible  rata' 
limitación  de  res|)onsabilicIad  con  la.  responsa- 
bilidad c(mtpleta  de  la  quiebra  personal; 

0^  Que  la  sentencia  apelada  de  27  de  febrero 
da  lugar  á  esta  petición,  fundándose  prinuipal- 
'  mente  en  que,  según  las  consideraciones  que 
ndiicc,  no  ha  existido  legalmente  en  Chile  la 
sociedad  Fundición  Templeman  Limited  por 
defecto  de  las  tbrmalidades  prescritas  en  los 
artículos  427  y  siguientes  del  Código  de  Co- 
mercio para  la  formación  de  las  sociedades 
anónimas  chilenas,  y  en  mérito  de  ese  funda- 
mento y  de  la  sanción  que  establece  el  artículo 
441  del  mismo  Código  para  el  caso  de  omisión 
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de  las  solemnidades  á  que  deben  sujetarse  en 
Chile  las  sociedades  de  esta  clase,  declara  la 
quiebra  ^lersonal  de  los  socios  que  consiitu- 
ven  el  directorio  de  Londres  y  de  los  demás 
accionistas  que  se  reserva  designar  posterior- 
mente; y 

10.  Que  el  fundamento  aducido  por  dicha 
sentencia  no  es  aplicable  al  caso  de  que  se  tra- 
ta, en  el  estado  actual  de  Ins  cosas,  como  se 
ha  expresado  en  las  consideraciones  que  ante- 
ceden, ya  que  sólo  han  existido  en  Chile  agen- 
tes autoríxados  de  una  sociedad  anónima 
extranjera  y  que  no  se  ha  (juerido  constituir 
ni  se  ha  constituido  en  el  país  una  sociedad 
anónima  chilena  de  la  denominación  expresa- 
da, ya  que  no  se  ha  ejecutado,  ni  declarado  en 
forma  debida  el  derecho  á  que  se  refiere  el  con- 
siderando séptimo  de  esta  sentencia; 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones,  y  visto 
lo  dispuesto  en  el  artículo  949  del  Código  de 
Procedimiento  CítíI,  se  suspenden  los  efectos 
de  la  sentencia  apelada  de  27  de  febrero  citada 
al  principio  y  de  los  autos  también  apelados 
de  17  y  18  de  abril  último,  recaídos  en  las  so- 
licitudes formuladas  por  don  Walter  Grower 
Andrews  y  por  don  Ricardo  Orchard,  y  se  de- 
clara sin  lugar  lo  pedido  por  don  Melanio  Va- 
lladares en  su  solicitud  de  fs.  34  del  cuaderno 
prindiml  6  número  1.°,  y  por  don  Carlos  Leu- 
veneren  su  escrito  del  mismo  cuaderno,  sin 
perjuicio  de  otras  acciones  que  puedan  ejerci- 
tarse en  debida  forma  contra  la  sociedad  Fun- 
dición Templeman  Limited  ó  contra  sus  accio- 
nistas. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Vega. — A. 
Falacias. —  E,  Cistcraas  Peña.~~  P.  Roberto 
Vejfa. 

Interpuesto  recurso  de  casaciiSn  en  el  fondo 
contra  esta  sentencia  por  violación  de  las  dis- 
posiciones del  Código  de  Comercio  citadas  en 
fallo  de!  Juzgado  de  Antofagasta  la  Corte  de 
Tacna  negó  lugar  al  recurso  y  en  la  apelación 
que  se  interpuso  contra  esta  resolnción  la 
Corte  resolvió: 

Teniendo  presente: 
Que  la  resolución  contra  la  cual  se  ha  inter- 
puesto el  recurso  de  apelación,  ha  sido  pro- 
nunciada por  la  Corte  de  Apelaciones  de  Tac- 
na, negando  lugar  al  recurso  de  casación  con- 
luxis. 


tra  tm  fallo  dictado  en  ejercicio  de  la  facultad 
que  confiere  el  artículo  949  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  yen  virtud  de  la  cual  pueden 
los  Tribunales,  que  conocen  por  vía  de  apela- 
ción ó  casación,  invalidar  de  oficio  las  senten- 
cias cuando  aparece  de  manifiesto  en  ellas 
alguna  de  las  causas  que  dan  lugar  á  la  casa- 
ción en  la  forma. 

Que,  por  lo  tanto,  setratade  una  resoludón 
dictada  por  la  Corte  como  Tribunal  de  Casa- 
ción y  contra  esta  clase  de  resoluciones  no  se 
da  ese  recurso  porque,  según  el  artículo  67  de 
la  ley  de  15  de  octubre  de  1875,  las  Cortes  de 
Apelaciones  conocen  en  única  instancia  <le  los 
recursos  de  casación  contra  las  sentencias  de 
los  juzgados  de  letras,  precepto  hoy  día  en 
vigor,  ya  que  no  ha  siclo  derogado  en  el  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  que  no  ha  dispues- 
to nadaen  contrario  como  sería  indispensable 
para  que  se  entendiere  que  este  Código  había 
derogado  á  la  ley  orgánica  según  se  expresa  en 
el  título  final  de  aquél. 

Se  confirma  el  auto  apelado  de  27  de  junio 
de  1903,  con  costas.  Se  aplica  á  favor  del  Pis- 
co la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Alfonso. 
Acordada  contra  el  voto  de  los  señores  Minis- 
tros Varas  y  Saavedra,  quienes  estuvieron  por 
nykTocarel  auto  apelado  ydeclararadmisibleel 
recurso  <le  casación  interpuesto.— tia/rar/ao 
Gallardo.— José  Alfonso.— Leopo/do  Urrutia, 
—V.  Agaim  Vargas.—Leoncio  Rodríguez.— 
Carlos  Varas  Ahel  Saavedra. 

Hé  aquí  el  voto  de  los  señores  Varas  y  Saa- 
vedra: 

VOTO 

En  el  expediente  de  quiebra  de  lasociedad  de 
Templeman  y  Compañía,  los  que  suscriben,  di- 
sintiendo de  la  mayoría  del  Tribunal,  han  sido 
de  opinión  que  se  revoque  la  resolución  de  la 
Corte  de  Tacna  y  se  declare  admisible  el  re- 
curso de  casación  int^puesto  en  virtud  de  los 
fundamentos  siguientes: 

1'  Que,  en  el  escrito  del  señor  Valladares, 
aun  cuando  se  habla  de  la  ampliación  de  ta 
quiebra  de  la  sociedad  de  Templeman  y  Com- 
pañía, se  solicita  en  realidad  determinada- 
mente que  se  declare  personalmente  en  quiebra 

3» 


Digitized  by 


250 


SEGUNDA  PARTE 


á  los  socios  y  directores  de  dicha  sociedad  que 
en  aquel  escrito  se  mencionan; 

2'  Que  la  quiebra  es  un  verdadero  juicio, 
como  lo  llama  la  ley,  y  se  deduce  del  estado 
que  por  ella  se  constituye,  juicio  universal  que, 
salvo  los  casos  de  convenio  ó  sobreseimiento, 
termina  por  la  respectiva  sentencia; 

3'  Que,  teniendo  la  quiebra  este  carácter,  la 
resolución  que  se  pronuncia  sobre  la  solicitud 
para  que  se  declare  la  de  alguna  persona  recae 
por  consiguiente  en  un  juicio,  y  en  cuanto  de- 
niega la  declaración  solicitada,  pone  término 
al  juicio  de  quiebra,  y.  por  tanto  procede  en  su 
contra,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  segundo 
inciso  del  artículo  939  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  el  recurso  de  casación  en  el  fondo; 

4'  Que  la  circunstancia  de  expresarse  en  la 
resolución  recurrida  que  se  reserva  al  interesa- 
do el  ejercicio  de  acciones  de  otro  género,  ó  con- 
tra otras  personas,  no  puede  quitar  á  aquella 
resolución  su  carácter  propio  ó  peculiar  de  po- 
ner término  al  juicio  de  quiebra  que  queda  asi 
definitivamente  cerrado  para  el  demandante 
respecto  de  los  demandados; 

5^  Que  si  bien  la  sentencia  de  que  se  trata 
cita  el  artículo  949  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  como  para  indicar  el  Tribunal  que 
pone  en  ejercicio  la  facultad  de  invalidar  de 
oficio,  por  casación  en  la  forma,  la  resoluciót^ 
de  primera  instancia  que  recayó  en  la  solicitud 
de  Valladares,  y  dice  que  se  suspenden  los  efec- 
tos de  esta  resolución,  contiene,  sin  embargo^ 
aquella  sentencia  la  declaración  de  que  no  ha 
lugar  á  la  solicitud  por  la  cual  se  requirió 
la  quiebra  de  las  personas  que  ahiseexpresan, 
y  por  consiguiente,  contiene  un  pronunciamien- 
to 6  decisión  directa  y  expresa  sobre  dicha  so< 
licitud.  Contra  esta  decisión,  por  la  cual  que- 
da expresamente  denegada  la  petición  de  quie- 
bra, no  pueden  quedar  cerrados  los  recursos 
que  la  ley  permite  contra  decisiones  de  la  mis- 
ma naturaleza.  No  puede  aceptarse  que,  por  el 
hecho  de  dar  un  tribunal  á  su  resolución  la 
apariencia  de  una  sentencia  de  casación  en  la 
forma,  se  vean  privados  los  litigantes  del  ejer- 
cicio de  los  recursos  legales,  cuando  tal  sen- 
tencia contiene  en  realidad  decisiones  que  son 
susceptibles  de  tales  recursos. 
Han  tenido  además  presente  loprevenidoen 

los  artículos  1366  y  1500  del  Código  de  Co- 


mercio y  897  y  641  de!  Código  de  Procedimien- 
to Civil. 

Santiago,  diciembre  de  1903.— CaWos  Va- 
ras.—^6e/  Saaredra. 


No  vacilamos  en  adherir  á  la  opinión 
de  la  minoría  en  el  caso  que  precede  y  en 
creer,  como  lo  dicen  muy  expresivamente 
los  señores  ministros  Varas  y  Saavedra, 
que  "no  puede  aceptarse  que  por  el  he- 
cho de  dar  un  tribunal  á  su  resolución  l<i 
apariencia  de  una  sentencia  de  casaci6n 
en  la  forma,  se  vean  privados  los  litigan- 
tes del  gercicio  de  los  recursos  legales, 
cuando  tal  sentencia  contiene  en  realidad 
decisiones  que  son  susceptibles  de  tales 
recursos." 

La  Corte  de  Tacna,  en  su  resolución, 
citó  el  articulo  949  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  y  dijo  que  suspendía  los 
efectos  de  la  sentencia  apelada;  pero,  en 
realidad  de  verdad,  no  hizo  uso  de  la  fa- 
cultad excepcional  que  ese  precepto  con- 
ceded los  tribunales  de  invalidar  de  oficio 
las  sentencias  que  les  son  sometidas  por 
vía  de  apelación  ó  do  casación. 

El  ejercicio  de  esa  facultad  está  limita- 
do á  los  casos  en  que  aparece  de  manifies- 
to en  los  sentencias  alguna  de  las  causas 
que  dan  lugar  á  la  casación  en  la  forma; 
esas  causas  están  indicadas  envíos  artícu- 
los 941  y  193  del  Código  citado;  pues 
bien,  la  lectura  de  estos  artículos  y  de 
los  considerandos  de  la  resolución  libra- 
da por  la  Corte  de  Tacna,  deja  el  perfecto 
convencimiento  de  que  este  tribunal  no 
invalidó  sino  que  revocó  la  sentencia  del 
juez  de  Antofagasta. 

En  materia  de  casación  en  Chile,  todos 
somos  principiantes;  y  conviene,  porcon- 
siguiente,  evitar  precedentes  que  podrían 
ir  encaminados  á  sacrificar  el  fondo  por 
la  forma,  subordinando  áésta  el  ejercido 
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de  un  derecho  de  los  litigantes,  y  de  las 
facultades  ñscaÜzadoras  de  la  Corte  Su- 
prema. 

E.  Y. 


cióapara  oír  sentencia  deñnitiva,  de  que 
se  prescindió  en  la  especie,  constituyen 
diligencias  esenciales  cuya  omisión  vicia 
de  nulidad  el  procedimiento,  no  habien- 
do podido  la  parte  reclamar  de  dichas 
faltas. 


Cas,  ea  1&  forma  11  de  marzo  de  1904 

Vega  con  León 

Poder.— AGOiones  diversas.— Adheri- 
mlento.  —  Primera  notlfloaolóa  de 
una  grestlón.— Citación  para  oír  sen- 
tenola  definitiva.— Omisión  de  trá- 
mites esenciales. 

Doctrina; — El  poder  otorgado  por  el 
heredero  universal  para  representarlo  en 
an  juicio  iniciado  por  un  legatario  sobre 
nulidad  de  una  cancelación  de  deudas  á 
favor  de  la  sucesión  y  pago  de  su  legado 
no  es  suñciente  para  representar  al  po- 
derdante en  la  gestión  provocada  por  el 
adherimiento  de  otro  legatario  que  se 
presentó  en  el  mismo  juicio  demandando 
el  pago  de  otro  legado.  Este  adherimien- 
to es  una  nueva  acción  diversa  de  la 
anterior^  interpuesta  por  persona  distin- 
ta y  en  que  se  pide  un  objeto  Jurídico  dife- 
rente; y  la  providencia  que  aceptó  "con 
citación"  el  adherimiento  debió  ser  noti- 
£cada  personalmente  al  demandado  con 
arreglo  al  articulo  43  del  Código  de 
Procedimiento  Civil.  La  notiñcación  de 
dicha  providencia  hecha  al  apoderado 
constituido  para  la  primera  demanda  no 
podía  obligar  al  mandante  para  el  adhe- 
rimiento. 

El  emplazamiento  de  las  partes  en  la 
forma  ñjada  por  el  artículo  43  y  la  cita- 


Doña  Ana  María  Vega  G.  en  su  carácter  de 
Icgataria  de  doña  A.  María  Vega  v.  de  G.,  de- 
mandó á  doña  Mercedes  Ignacía  León  herede- 
ra beneficiaría  de  esta  señora  y  á  doña  María 
del  Carmen  León  t.  de  Ruiz  para  que  se  decla- 
raran nulas  y  falsas  las  escrituras  de  cancela- 
ción, de  12  de  septiembre  de  1900,  de  deudas 
que  las  demandadas  reconocían  á  favor  de  la 
testadora  y  de  que  ésta  se  confiesa  pagada 
en  dichas  escrituras. 

Notificadas  las  demandadas,  dieron  poder, 
ante  el  secretario  de  la  causa,  á  don  Francisco 
Delpiano  para  representarlas  en  este  juicio. 
Delpiano  formuló  artículo  de  incontestadón, 
sosteniendo  que  la  demandante  carecía  de  per- 
sonería para  entablar,  en  rei>resentación  de  la 
sucesión,  la  acción  deducida;  y  la  demandante 
modificó  entonces  su  petición  expresando  que 
perseguía  el  pago  íntegro  de  su  legado  y  no 
con  el  prorrateo  que  señalaba  el  laudo  dictado 
por  el  partidor  de  la  herencia. 

Contestada  la  demanda,  así  modificada  ó 
ampliada,  el  apoderado  de  la  demandante,  en 
un  otrosí  del  escrito  de  réplica,  se  adhirió  á  la 
demanda  como  mandatario  de  doña  Rosario 
Vega  V.  de  Pomar,  Icgataria  también  de  la 
señora  Vega  v.  de  García,  para  que  se  le  paga- 
ra íntegro  su  legado,  aceptando  y  ratificando 
lo  obrado  en  la  causa  en  el  estado  en  que  se 
encontraba  y  solicitó  se  le  tuviera  por  adheri- 
do en  esta  forma  y  como  parte.  El  juzgado 
proveyó  "como  se  pide,  con  citación",  provi- 
dencia que  sólo  fué  notificada  al  apoderado 
Delpiano, 

Este  duplicó 'BÍn  tomar  en  cuenta  el  adheri- 
miento de  doña  Rosario  Vega  v.  de  Pomar,  y 
en  esta  forma  se  pronunció  por  el  juez  señor 
Marín  la  sentencia  de  2  de  enero  de  1903,  de- 
clarando haber  lugar  á  la  demanda  modificada 
"sólo  en  cuanto  se  cobra  á  la  heredera  el  lega- 
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do  y  á  prorrata,  como  ésta  lo  expresa  en  su 
contestación"  y  negando  lugar  á  las  demás 
peticiones.  El  apoderado  de  las  demandantes 
pidió  secompletara  la  sentencia  en  loreferente 
á  la  adhesión  de  doña  Rosario  Vega  v.  de 
Pomar  y  por  resolución  de  3  de  enero,  el  juz- 
gado mandó  tener  por  sentencia  á  favor  de 
ésta  la  que  se  haUa  dictado  el  día  anterior, 
en  la  cual,  por  error  de  copia,  se  liabía  omiti- 
do á  la  expresada  doña  Rosario  Vega  v.  de 
Pomar. 

Apeladas  estas  sentencias,  la  Corte  de  Ape- 
laciones de  Santiago,  compuesta  de  los  señores 
ministros  Fernández,  Larraín  Z.  y  Castillo 
las  revocó  declarando:  "que  doña  Mercedes 
Ignacia  León  como  heredera  de  doña  Ana  Ma- 
ría Vega  Costa  es  obligada  al  pago  de  las  su- 
mas que  importan  los  legados  hechos  en  favor 
de  las  demandantes  doña  Ana  María  Vega  V. 
y  doña  Rosario  Vega  t.  de  Pomar  conforme  á 
lo  pedido  por  éstas  en  la  ampliación  de  la  de- 
manda". 

Contra  esta  sentencia  interpuso  el  procura- 
dor de  doña  Mercedes  Ignacia  León  los  recur- 
sos de  casación  en  la  forma  y  en  el  fondo. 

£1  recurso  de  casación  en  la  formn  se  fiinda 
en  las  causas  siguientes: 

1*^  Haberse  omitido  en  la  sentencia  los  re- 
quisitos indicados  en  los  números  1*,  2^  y  3' 
del  artículo  193  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  referentes  A  la  designación  precisn  ríe 
las  partes  litigantes,  su  domicilio  y  profesión 
ú  olicio;  enunciación  breve  de  las  peticiones 
ó  acciones  deducidas  por  el  demandante  y  de 
sus  fundamentos;  é  igual  enunciación  de  las 
exwpciones  ó  defensas  alegadas  por  el  reo; 

2*  Falta  de  emplazamiento  de  la  recurrente, 
en  la  forma  prescrita  por  la  ley,  para  contes- 
tar la  demanda  interpuesta  por  doña  Rosario 
Vega  v.  de  Pomar,  y  en  consecuencia,  no  ha- 
berse oidu  la  contestación  á  la  expresión  de 
agravios,  ni  haberse  citado  n  la  recurrente 
para  oír  sentencia  definitiva; 

3*  Haberse  dictado  la  sentencia  con  el  vicio 
de  vkru  petita^  extendiéndola  á  puntos  no  so- 
metidos á  la  decisión  del  tribunal; 

4*  Incompetencia  del  tribunal  de  primera 
instancia,  por  no  haber  precedido  la  designa- 
ción de  juez  para  conocer  de  la  acción  deduci- 
da por  doña  Rosario  Vega  v.  de  Pomar,  con 


arreglo  al  artículo  4^  de  la  ley  de  13  de  enero 

de  1897;  y 

5^  Que  ta  sentencia  recurrida  contiene  deci- 
siones contradictorias. 

La  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente: 

1''  Que  el  poder  conferido  por  las  demanda- 
das á  don  Francisco  Delpiano  V.,  sr  otorgó 
expresamente  para  el  juido  iniciado  por  doña 
Ana  María  Vega  Garay,  sobre  el  cobro  del  le- 
gado de  diez  mil  pesos  que  le  asignó  en  su  tes- 
tamento doña  María  Vega; 

¿■^  Que  el  adherimiento  á  la  demanda  hecho 
en  el  segundo  otrosí  del  escrito  de  réplica,  por 
el  representante  de  doña  Rosario  Vega  v.  de 
Pomar,  sobre  cobro  de  otro  legado  de  mil  pe- 
sos asignado  en  el  mismo  testamento,  importa 
la  iniciación  de  una  nueva  demanda,  diversa 
de  la  anterior,  interpuesta  por  persona  distin- 
ta de  la  primera  demandante,  y  en  que  se  pide 
un  objeto  jurídico  diferente  de  lo  que  reclama- 
ba doña  Ana  María  Vega  Garay; 

3^  Que,  en  autos,  no  aparecen  notificadas 
persoaalmente  las  demandadas,  de  la  provi- 
dencia que  aceptó,  con  citación,  el  adheri- 
miento hecho  á  nombre  de  la  nueva  deman- 
dante, no  obstante  de  que  ea  toda  gestión 
judicial,  según  el  artículo  43  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  la  primera  notificación 
debe  hacerse  á  las  partes  ó  á  su  procurador  Ic- 
^timamente  constituido; 

4'  Que  la  notificación  del  auto  de  fs,  30, 
verificada  al  apoderado  de  las  demandantes, 
no  ha  podido  obligar  &  éstas,  tanto  porque  se 
trataba  de  una  nueva  gestión,  como  porque  el 
poder  de  don  Francisco  Delpiano  se  constitu- 
yó, según  queda  dicho,  únicamente  para  .el 
juicio  promovido  por  la  señora  Vega  Garay; 

5''  Que  en  los  antecedentes  no  hay  testimo- 
nio de  que  las  demandados  hubieran  tenido 
conocimiento  de  modo  alguno  de  la  nueva  de- 
manda, ni  siquiera  aparece  que  el  procurador 
Delpiano  haya  presentado  escrito  haciéndose 
cargo  de  dicha  demanda; 

6^  Que  el  emplazamiento  de  las  partes,  en  la 
forma  prcsmta  por  el  artículo  43,  y  la  cita^ 
ctón  para  oír  sentencia  definitiva,  de  que  seha 
prescindido,  constituyen  diligencias  esencia- 
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le«,  cuya  omisión  vicia  de  nulidad  el  procedi- 
miento; 

7^  Qqc,  en  consecuencia,  las  demandadas 
no  han  podido  reclamar  faltas  cometidas  en  la 
tramitación,  ni  ejercer  oportunamente  los  re- 
cursos legales  á  causa  de  no  haber  sido  cita- 
das legalmente  al  juicio;  y 

8^  Que  siendo  procedente,  á  virtud  de  los 
hechos  relacionados,  la  nuUdad  del  fallo  recu- 
rrido, es  innecesario  pronunciarse  sobre  cada 
una  de  las  demás  causas  en  que  se  funda  el  re- 
curso. 

Y  visto  los  artículos  966,  números  1 '  v  6'; 
970,  números  1',  2'  y  5';  941,  nííniero  9'; 
959,  978  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil; 

Se  declara: 

Que  ha  lugar  al  recurso  de  casación  en  la 
ñiima  deducido  por  doña  Mercedles  Tgnacia 
I^ón  contra  la  sentencia  pronunciada  el  2  de 
diciembre  próximo  pasado  por  una  de  las  sa- 
las de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago;  y 
se  repone  el  proceso  al  estado  de  cumplirse  el 
trámite  de  la  citación  ordenada  en  la  provi- 
dencia de  1 1  de  septiembre  de  1 900,  recaída  en 
la  demanda  iniciada  por  el  procurador  de 
doña  Rosario  Vega  v.  de  Pomar. 

Devuélvase  A  la  parte  recurrente  el  valor  de 
la  consignación. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gallardo. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Aguirre  Vargas,  quien  opinó  que  no  debía  dar- 
se lugar  al  recurso  de  casación  en  cuanto  fun- 
dado en  la  causal  acogida  por  la  mayoría  del 
tribunal,  pues,  el  procurador  de  las  señoras 
demandadas  tenía  poiler  suficiente  para  opo- 
nerse á  que  otra  persona  que  la  demandante 
se  adhiriese  A  la  acción  de  esta  última,  y,  en 
consecuencia,  para  reclamar  de  que  el  fallo  de 
la  causa  se  extendiese  á  puntos  no  comprendió 
dos  en  el  debate.  Y  no  habiéndose  reclamado 
en  primera  instancia  de  dicho  vicio  por  el  pro- 
curador de  las  demandadas,  éstas  no  pueden 
ahora  interponer  el  recurso  de  nulidad  respec- 
to de  la  sentencia  de  segunda  instancia,  que  se 
limitó  en  dicho  punto  á  confirmar  la  de  pri- 
mera.—/osé  Alfonso.  —  Leopoldo  Urrntia  

Galvaríao  Gallardo.—Vicente  Aguirre  Vareas. 


Cas.  Civ.—ll  de  mano  de  0*04 
Croharé  con  &ysaguirre 

Plazo  para  fonuallzar  el  recurso  de 
casación. -Facultad  para  saoar  los 
autos  de  la  secretaría. 

Doctrina: — Con  arreglo  a¡  articulo  943 
del  Código  de  Procedimiento  Civily  hecho 
el  anuncio  del  recurso  de  casación  en  e. 
fondo,  el  recurrente  tiene  el  plazo  de  dkz 
días  para  formalizarlo  jr  si  no  lo  forma- 
lizare en  el  plazo  referido  ta  sentencia 
quedará  6rm€  {!). 

B1  recurrente  no  tiene  derecho  para  sa- 
car ios  autos  de  secretaría  con  el  objeto 
de  formalizar  el  recurso,  pues  el  articulo 
37  del  Código  de  Procedimiento  Civil  sólo 
otorga  esta  facultad  cuando  se  trata  de 
preparar  el  escrito  de  fundación  del  re- 
curso; y  la  resolución  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones que  declara  que  no  correrá  el  pla- 
zo para  formalizar  el  recurso  mientras  no 
se  entregue  el  expediente  por  el  secretario 
á  la  parte  por  haberlo  tenido  dicho  fun- 
cionario ocupado  para  una  tasación  de 
costas  debe  entenderse  sin  perjuicio  de  loa 
facultades  que  comjieten  al  tribunal  su- 
perior para  examinai  y  decidir  si  se  ha 
interpuesto  en  tiempo  y  forma  el  recurso 
sobre  el  cual  está  llamado  por  la  hy  á 
pronunciarse  (2). 


Pronunciada  por  la  Corte  de  Tacna  senten- 
cia en  la  causa  seguida  por  don  Enrique  Cro- 
haré con  don  Salvador  Brzaguirre,  anuncia 

(i)  y  (3)  La  Corte  Suprema  resuelve  en  esta 
sentencia  que  el  plazo  para  anuncio  y  el  plazo 
para  formalizar  el  recurso  de  casaci<Sn  en  la  for- 
ma y  en  el  fondo  son  fatales  y  no  pueden  ser 
ampliados  en  la  forma  que  lo  habfa  hecho  la 
Coitf  de  Tacna, 
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Croharé  dentro  del  término  de  cinco  días  el 
recurso  de  casación  en  el  fondo. 

Para  formalizarlo,  pidió  se  le  entregara 
el  expediente  y  habiéndole  manifestado  el  se- 
cretario que  no  podía  facilitárselo  por  tener 
que  hacer  la  tasación  de  costas  pedida  por  la 
parte  contraria,  solicitó  Croharé  de  la  Corte 
declarara  que  no  le  correría  término  para  for- 
malizarlo mientras  no  se  le  entregaran  los  au- 
tos; y  así  lo  declaró  el  Tribunal. 

Ante  la  Corte  Suprema  se  formó  incidencia 
sobre  improcedencia  del  recurso  por  haber 
sido  formalizado  con  posterioridad  á  los  diez 
días,  contados  desde  el  anuncio,  que  la  ley 
concede  para  ello. 

La  Corte  resolvió: 

Vistos:  con  lo  expuesto  por  las  partes,  y  te- 
niendo presente: 

1'  Que  el  artículo  943  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  prescribe  que,  hecho  el  anuncio 
del  recurso  de  casación  en  el  fondo  tendrá  el 
recurrente  el  plazo  de  diez  días  para  formali- 
zarlo,  y  si  no  lo  anuncíase  ó  formalizase  en  los 
plazos  fijados,  la  sentencia  quedará  firme; 

2^  Que  el  recurso  de  casación  en  el  fondo, 
deducido  por  don  Enrique  Croharé  respecto 
de  la  sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones  de 
Tacna,  fecha  5  de  octubre  de  1903,  fué  anun- 
ciado el  día  10  del  mismo  octubre,  y  sólo  fué 
formalizado  el  31  de  dicho  mes,  con  algunos 
días  de  posterioridad  al  vencimiento  del  plazo 
legal; 

3'  Que  la  resolución  en  virtud  de  la  cual  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Tacna  declaró  que  no 
correrfa  el  plazo  para  Formalizar  el  recurso 
mientras  no  se  entregase  el  expediente  por  el 
secretario  á  la  parte  por  haberlo  tenido  ocu- 
pado dicho  funcionario  con  motivo  de  una  ta- 
sación de  costas,  constituye  una  declaración 
que  debe  entenderse  sin  perjuicio  de  las  facul- 
tades que  competen  al  Tribunal  superior  para 
examinar  y  decidir  sí  se  ha  interpuesto  en 
tiempo  y  forma  el  recurso  sobre  el  cual  está 
llamado  por  la  ley  á  pronunciarse; 

4'  Que  el  recurrente  no  tenía  derecho  para 
sacar  los  autos  de  la  secretaría,  pues  el  artícu- 
lo 37  del  Código  citado  sólo  reconoce  esta  fa- 
cultad cuando  se  trata  de  preparar  el  escrito 
de  fundación  del  recnrao,  y  no  aparece  de  au- 


tos ni  es  admisible  suponer  que  el  recurrente 
hubiera  estado  en  la  imposibilidad  de  consul- 
tar losautos  en  la  secretaria  nadamásquepor 
el  hecho  de  que  hubiera  pendiente  una  orden 
reclamada  sobre  tasación  de  costas  ó  se  tratase 
del  cumplimiento  de  dicha  orden,  no  sometida 
á  plazo  determinado;  visto  además  lo  prescri- 
to en  el  artículo  979  del  Código  citado,  se  de- 
clara improcedente  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo,  entablado  por  don  Enrique  Croharé 
respecto  de  la  sentencia  indicada  en  el  2^  con- 
siderando. Queda  aplicada  á  beneficio  fiscal  la 
cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Aguirre 
Vargas  —Gabrícl  Gáete—José  Alíóasf*.— Leo- 
poldo Urrutia—J.  Gabriel  Palma  Guzmán.— 
Galvarino  Gallardo.— V.  Aguirre  Vargas.  — 
Carlos  Varas. 


Casación  de  oñeio,—15  de  marzo  de  7904 

Ripley  y  Fisco  con  Iriarte  y  otros 

Denunoia  de  terrenos  vacantes.— Omi- 
sión de  fallo  del  asunto  oontrovertl- 
do.— Oasaoión  de  ofloio. 

Doctrina: — Acogida  por  el  represen- 
tante del  Fisco  ana  denuncia  j  seguido  eí 
Juicio  sobre  la  posesión  y  dominio  de  los 
terrenos  denunciados  como  vacantes, 
debe  ser  fallada  esta  cuestión  en  la  sen- 
tencia. 

Es  nulay  en  consecuencia^  la  sentencia 
gaedespués  de  seguida  la  causa  por  todos 
sus  trámites,  se  Umita  á  mandar  poner 
en  conocimiento  del  ^Ministerio  Público 
la  denuncia  qae  dió  lugar  á  dicho  juicio^ 
con  arreglo  á  los  artículos  193  número  6^ 
y  941  número  5*  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil. 
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Don  Santiago  Ripley  se  presentó  al  Juzgado 
de  Letras  de  Lebu  el  8  de  junto  de  1888,  di- 
ciendo que  en  la  tercera  subdelegación  del  de- 
partamento de  Cañete  existen  quince  mil  hec- 
táreas de  terreno  de  propiedad  del  Estado,  que 
detentan  ¡legalmente  don  Estéban  Iriarte,  Da- 
niel Píncheira  y  Dámaso  Acuña.  Agrega  que 
faace  abstracción  de  los  defectos  é  irregulari- 
dades de  que  puedan  adolecer  los  títulos  que 
tienen,  Iriarte  para  llamarse  dueño  del  fundo 
Natri,  y  Acuña  para  alegar  dominio  al  fundo 
Bntamalal.  Pero  que  hay  un  becho  inconcu- 
so,'que  consta  de  las  escrituras  de  dichos  ca- 
balleros y  es  que  el  predio  Natri  deslinda  por 
el  costado  norte  con  el  estero  Huelquehue  des- 
de sn  origen  en  la  cordillera  de  Nahuelbuta;  y 
este  mismo  estero,  desde  su  origen,  sirve  de 
lindero  por  el  costado  sural  fundo Butamalal, 
siendo  el  deslinde  de  este  último  fundo  por  el 
norte  el  estero  de  la  Cabrería,  que  lo  separa 
de  terrenos  poseídos  por  don  Francisco  Mén- 
dez ürrcjola;  y  que  aunque  ambas  propieda- 
des colindantes  deslindan  porelcostado  orien- 
te con  la  cordillera  de  Nahuelbuta,  pretenden 
qae  su  límite  norte  y  sur  respectivo,  esto  es, 
el  origen  del  estero  Huelquehue  se  prolonga 
hasta  más  allá  de  la  cima  de  la  cordillera  de 
Nahuelbuta,  estableciendo  en  ese  límite  sur  y 
norte  respectivo  una  relación  de  continuidad. 
Agrega  que  con  fecha  dieciséis  de  marzo  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  dos,  otorgaron  las 
personas  nombradas  una  escritura  de  división 
de  límites,  en  que  se  han  dividido  entre  sí  y 
ante  sí  la  grande  extensión  de  terreno  que 
existe  entre  el  origen  de  los  esteros  Natri, 
Huelquehue  y  la  Cabrería  por  el  poniente  y  la 
cima  de  la  cordillera  de  Nahuelbuta,  traspa- 
sándola hasta  dar  vista  á  Angel  por  el  orien- 
te, con  cuya  escritura  de  deslindes  han  creído 
salvar  el  defecto  é  insuficiencia  de  sus  títulos 
respectivos,  abarcando  una  extensión  de  ocho 
á  quince  mil  hectáreas,  extensión  de  terreno 
que  es  el  objeto  de  esta  denuncia  y  que  deslin- 
da en  la  forma  siguiente:  por  el  sur,  con  terre- 
nos poseídos  por  los  señores  Quijada,  Juan 
Miguel  Mendoza  y  Anastasio  Hernández  has- 
ta llegar  á  la  cima  de  la  cordillera  de  Nahuel- 
buta, en  la  línea  divisoria  de  los  departamen- 
tos de  Cañete  y  Angol;  por  el  oriente  con  esta 
misma  línea  divisoria  de  ambos  departamen- 


tos hasta  enfrentar  con  el  estero  de  la  Cabre- 
ría, que  lo  separa  con  terrenos  de  don  Fran- 
cisco Méndez  Urrqola;  por  el  poniente  una 
línea  que  partiendo  del  origen  del  estero  Huel- 
quehue va  á  terminar  en  el  estero  la  Cabrería, 
abarcando  una  extensión  de  menos  de  mil 
cuadras  para  Pincheira  y  Acuña;  pues  si  se 
hubiera  comprendido  más  de  mil  cuadras,  se- 
ría nula  la  escritura  de  Pincheira,  conforme  al 
artículo  3'  de  la  ley  de  14  de  marzo  de  1853; 
por  el  norte  el  estero  de  la  Cabrería,  desde 
donde  termina  la  línea  del  poniente  de  Pin- 
cheira, estero  arriba,  hasta  la  cima  de  la  cor- 
dillera de  Nahuelbuta,  en  la  línea  divisoria  de 
los  departamentos  de  Cañete  y  Angol. 

Estos  deslindes  abarcan  una  extensión  npro- 
xiniativa  de  cuatro  leguas  de  largo  por  dos 
leguas  de  ancho,  encerrando  los  lugares  deno- 
minados "Montaña  Negra"  y  '*Ix>m£t  Negra" 
que  desde  tiempo  inmemorial  se  han  conside- 
rado vacantes. 

Agrega,  finalmente,  que  teniendo  á  la  vista 
las  escrituras  en  que  apoyan  su  dominio  Iriar- 
te, Pincheira  y  Acuña,  incluso  la  de  división 
de  deslindes,  el  Juzgado  se  convencerá  que  al 
otorgar  esta  última  escritura  aquellos  señores 
quisieron  crearse  un  título  que  legitimara  la 
detención  que  hacen  al  Pisco,  quien  tiene  dere- 
cho indisputable  para  reivindicar  el  terreno 
fiscal  que  aquellos  señores  tienen  tomado;  y 
concluye  que  se  le  tenga  por  denunciador  y 
coadyuvante,  y  que  se  ponga  la  denuncia  en 
conocimiento  del  Ministerio  Público  para  los 
efectos  legales. 

Don  Dámaso  Acuña,  por  sí,  y  como  apode- 
rado de  don  Daniel  Pincheira  y  otros,  pidió 
que  se  declarara  sín  lugar  la  denuncia  ó  deman- 
da,  con  costas.  Dice  que  carece  de  fundamento 
la  denuncia,  tanto  porque  no  es  efectivo  lo  de 
la  grande  extensión  de  que  habla  el  señor  Ri- 
pley.como  porque  dentro  delfundo Butamalal 
no  existe  ni  ha  existido  terreno  vacante,  fun- 
do, que  posee  desde  tiempo  inmemorial  con 
el  señor  Pincheira,  de  que  son  dueños  por 
compraventa  y  adjudicación  judicial.  Este 
fundo  limita  al  sur  con  el  fundo  Natri,  de  don 
Esteban  Iriarte;  al  oriente  con  ta  cordillera  de 
Nahuelbuta  y  el  estero  Maque-Malsuida,  don- 
de divide  los  departamentos  de  Cañete  y  An- 
gol; al  norte  con  Francisco  Méndez  Urrejola, 
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CBtCFO  Codigua  6  Cabrería  por  medio;  y  al  po- 
niente con  don  Alberto  Schliebener  y  Ensebio 
Albial,  estero  Agua  de  Piedras  por  medio.  Agre- 
ga que  su  poBerión  es  en  común  con  Pincheira, 
habiendo  comprado  éste  á  varios  indígenas, 
por  escrituras  queestán  inscritas;  y  que  Acuña 
es  adjudicatario  judidal  délas  acciones  y  de- 
rechos de  varios  indígenas;  y  que  además  son 
tenedores  de  las  acciones  y  derechos  que  co- 
rresponden á  unos  pupilos  de  ambos  comune- 
roa;  y  que  pagan  el  impuesto  agrícola  entre 
todos  ellos,  en  un  solo  recibo.  Dice  que  dentro 
de  Butamalal  se  hallan  las  accionesyderechos 
de  los  siete  indígenas  menores  de  edad  á  quie- 
nes representan  Pincheira  y  Acuña  comocura- 
dores  generales.  Advierte  que  renuncia  el  dere- 
cho que  les  da  la  escritura  de  demarcación  de 
límites  otorgada  en  Cañete  el  16  de  marzo  de 
1882,  aceptando  la  demanda  en  lo  que  respec- 
ta á  los  límites  establecidos  en  sus  títulos  de 
denuncia. 

Don  Esteban  Iríarte  expone  quees poseedor 
de  más  de  treinta  años  del  fundo  Natri  y  pide 
que  se  tengan  por  acompañadas  cinco  escritu- 
ras públicas  de  compraventa  y  que  se  deseche 
ta  demanda,  con  costas. 

Replicando,  el  señor  Promotor  fiscal  sostie- 
ne que  debe  darse  lugar  á  la  denuncia  de  terre- 
nos vacantes  comprendidos  dentro  délos  lími- 
tes fijados  en  la  demanda,  con  costas.  Sostiene 
que  Iríarte,  Acuña  y  Pincheira  detentan  una 
cantidad  considerable  de  terrenos  vacantes  6 
de  propiedad  fiscal.  Dice  que  las  cinco  escHtu- 
ras  acompañadas  por  el  señor  Iríarte  justifi- 
can la  demanda  ó  denuncia,  ya  que  los  deslin- 
des fijados porlosvendedorcH son:  "porelnorte 
el  río  Huelquebue  desde  su  orígen  en  la  conli- 
llera  de  Nahuelbuta  basta  su  desaguadero  en 
la  laguna  de  Lanalhue;  al  poniente  y  sur  la 
expresada  laguna  de  Lanalhue  desde  la  boca 
del  río  Huelquebue,  hasta  el  desaguadero  del 
estero  Natrí;  y  al  oríente  con  la  cima  de  la 
cordillera  de  Nahuelbuta,  comprendiendo  la 
aprte  encerrada  por  los  esteros  Huelquebue  y 
Natri  desde  su  origen."  Pero  previene  que  una 
de  las  escrituras  dice  que  el  fundo  del  señor 
Iríarte  limita  "al  oriente  la  cima  de  la  cordi- 
llera de  Nahuelbuta,  esta  línea  parte  desde  el 
origen  del  estero  Huelquebue  hasta  la  boca  del 
estero  Natri."  Todos  tos  terrenos  situados  al 


norte  del  estero  Huelquebue,  y  al  este  del  es- 
tero Natri  no  pertenecen  al  señor  Iriarte  ni 
han  pertenecido  á  sus  antecesores  en  el  fundo 
Natrí. 

No  acepta  la  renunciíi  qüe  hace  el  señor  Acu- 
ña en  la  contestación,  porque  la  escritura,  de 
16  de  marzo  de  1882  á  que  alude  la  renuncia 
favorece  los  intereses  del  Fisco,  poniendo  de 
manifiesto  la  dañada  intención  con  que  la 
otor^^ron  Acuña  y  demás  otorgantes.  Agre- 
gaque  la  escritura  de  adjudicación  acompaña- 
da por  Acuña  carece  de  valor  real  porque  se  la 
otorgó  en  contravención  á  los  artículos  1',  3^ 
y  6**  del  decreto  supremo  de  14  de  marzo  de 
1853:  no  hubo  subasta  ni  se  extendió  la  escri- 
tura en  la  Secretaria  de  la  Intendencia  de 
Arauco.  Aunque  la  escritura  de  adjudicación 
fuese  válida,  los  terrenos  á  que  alude  no  han 
«do  poseídos  en  toda  su  extensión  por  los  in- 
dígenas vendedores;  y  á  pesar  de  tratarse  de 
más  de  mil  cuadras  no  se  obtuvo  el  permiso 
del  Gobierno  al  otorgar  la  escritura.  Las  es- 
crituras acompañadas  á  nombre  de  Pincheira 
abrazan  casi  todo  el  terreno  denunciado,  más 
6  menos  diez  mil  cuadras  que  no  han  sido  ja- 
más poseídas  por  los  que  se  dicen  vendedores; 
y  en  el  otorgamiento  de  ellas  se  contravino  al 
artículo  3' de  !a  ley  de  14  de  marzo  de  1853, 
que  ordena  la  consulta  al  Gobierno. 

Duplicando,  Pincheira  y  Acuña,  por  sí  y 
otros,  dicen  que  compraron  el  fundo  Butama- 
lal á  los  indígenas  indicados  en  las  escrituras, 
compra  hecha  legalmente  y  de  buena  fe.  La  es- 
critura de  16  de  marzo  de  1882  no  tiene 
la  invalidez  de  que  habla  el  señor  Promotor 
Fiscal,  deduciéndola  del  decreto  <le  17  de  abril 
de  1856,  porque  en  esa  fecha  no  existían  los 
departamentos  de  Cañete,  Lebu  c  Imperial,  y 
el  poder  judicial  de  la  provincia  de  Arauco  es- 
taba en  la  mismaciudadenque  ejercía  sus  fun- 
ciones el  Intendente;  y  porque  el  juez  de  Cañe- 
te no  debe  ni  puede  salir  de  la  sala  de  su  des- 
pacho para  otorgar  las  escrituras  que  tenga 
que  suscribir  á  favor  de  cualquiera,  nopudien- 
do,HÚn  menos  todavía,  trasladarse  á  otro  de- 
partamento con  ese  objeto.  La  ley  de  17  de 
abril  del  56,  con  la  creación  de  nuevos  depar- 
tamentos y  nuevas  judicaturas  ha  quedado 
derogada  en  la  parte  que  trata  dellibroenque 
debe  otorgarse  la  escrítnra  de  remate  de  los 
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terrenos  de  indígenas  relativos  á  departfimen- 
tos  diversos  de  aquel  en  que  está  el  asiento  tie 
la  Intendencia. 

Por  el  Senado-consulto  de  4  de  marzo  de 
1819,  los  indígenas  son  ciudadanos  activos  y 
hábiles  para  celebrar  toda  clase  de  contratos; 
con  esta  habilidad  procedieron  legalmente  á 
otorgar  la  escritura  y  en  conformidad  al  ar- 
tículo 2446  del  Código  Civil;  transacción  que 
tienda  fuerza  de  cosa  juzgada,  según  el  artícu- 
lo 24fí0  del  mismo  Código.  Al  otorgar  las  es- 
crituras respectivas  los  indígenas  prestaron 
libremente  su  consentimiento,  dispusieron  de 
terrenos  que  legalmente  les  pertenecían,  y  reci- 
bieron su  precio.  También  hubo  intervención 
judicial  en  los  contratos.  No  se  alega  la  nuli- 
dad de  las  escrituras,  ó  más  bien  no  se  pide 
que  se  declare  esa  nulidad;  y  at  realmente  fue- 
ran nulas— lo  que  no  sucede — los  terrenos  vol- 
verían á  los  vendedores  y  no  al  Pisco,  ya  que 
no  serían  vacantes.  La  escritura  de  demarca- 
ción de  límites  otorgada  por  Iriarte,  Acuña  y 
Pincheira  no  ha  tenido  más  objeto  que  ñjar 
una  línea  recta  entre  los  fundos  (¡ue  les  perte- 
necen; y  concluyen  pidiendo  conforme  al  escri- 
to de  contestación. 

En  sn  dúplica,  don  Esteban  Iriarte,  dice 
hatjer  poseído  por  más  de  treinta  años  el  fun- 
do Natrí,  y  la  escritura  de  10  de  ninrzo  del  82 
no  altera  ni  modifica  esa  posesión, 
causa  se  recibió  á  prueba. 

Alegando,  pide  el  señor  Kipley  que  se  de  lu- 
gar á  la  demanda.  Analiza  la  escritura  de  ad- 
judicación de  fecha  1 9  <le  diciembre  del  82,  á  fa- 
vor de  Acuña,  dos  escrituras  de  compraventa 
á  favor  de  Pincheira,  relativas  :'i  Hutnmalal;y 
las  escrituras  de  compraventa  del  señor  Iriar- 
te. Suponiendo  eñcaces  esos  títulos,  dice  que 
los  señores  Iriarte,  Pincheira  y  Acuña  ocupan 
terrenos  que  varían  entre  ocho  y  quince  mil 
hectáreas  no  comprendidos  en  los  límites  de 
lasescrituras  respectivas. 

Con  la  prueba  testimonial  se  ha  pretendido 
dar  otro  alcance  á  los  límites  de  que  hablan 
las  escrituras,  haciendo  que  el  origen  de  los  es- 
teros Huelquehue  y  Natrí  esté  más  allá  del 
divortia  aquarutn  de  Nahuelbuta.  Han  con- 
fundido maliciosamente  la  montaña  Natrí 
con  el  filo  ó  cordón  prindpal  de  Nahuelbu- 
ta; para  cohonestar  la  detentación  de  terreno 
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hasta  dar  vista  a!  departamento  de  Angol. 
Agrega,  que  los  señores  Iriarte  y  demás  de- 
nunciados pretenden  que  se  declare  judicial- 
mente que  la  laguna  Lunalhue  está  en  el  de- 
partamento de  Traiguén;  que  los  testigos 
contrarios  carecen  de  conocimientos  técnicos 
indispensables  para  determinar  el  verdadero 
alcance  y  ubicación  de  las  líneas  imaginarias, 
el  orígen  de  los  esteros  y  el  divortia  aquarutn; 
que  es  inverosímil  que  aquellos  testigos  conoz- 
can palmo  á  palmo  tan  gran  terreno,  casi  en 
su  totalidad  virgen  é  inexplorado;  que  es  im- 
posible que  indígenas  hayan  poseído  aquellos 
terrenos;  que  nada  tiene  que  agregar  á  los  ra- 
zonamientos de  los  escritos  de  denuncia  y  de 
réplica. 

Alegando  don  Dámaso  Acuña  por  síy  otros, 
pide  que  se  le  absuelva  de  la  demanda  ó  de- 
nuncia; que  según  los  autos  no  se  ha  denuncia- 
do terreno  vacante  dentro  de  los  límites  de  las 
escrituras  en  que  él  y  sus  representados  apo- 
yan sus  derechos;  que  alega  prescripción  inme- 
morial en  el  fundo  Butamalal,  como  lo  acredi- 
ta con  la  prueba  testimonial;  que  aceptaría 
gustoso  que  se  midiera  el  fundo  Butamalal, 
con  la  condición  de  que  el  Fisco  le  enterara  los 
terrenos  que  cree  le  faltan;  que  probablemente 
el  señor  Iríarte  aceptaría  también  que  á  su 
costa  se  midiera  el  fundo  Natrí  para  que  que- 
dara de  manifíesto  que  la  cabida  de  éste  es 
muy  inferior  á  la  que  le  asignan  las  escrituras 
respectivas;  que  hay  tierras  vacantes  fuera  de 
los  fundos  Butamalal  y  Natri,  cuyas  tierras 
denunció  antes  de  trabar  esta  litis  con  Ripley, 
y  relativas  á  terrenos  distintos  de  los  que  ha- 
bla el  recordado  señor  Santiago  Ripley;  y  que 
el  terreno  vacante  que  se  encuentra  al  sur  de 
Butamalal  ó  al  oriente  de  Natri,  no  lo  han  po- 
seído jamás  y  es  el  mismo  ú  que  se  refiere  el 
aviso  del  Conservador,  firmado  por  el  señor 
Promotor  Fiscal  á  fs.  465  vuelta. 

En  el  informe  pericial  dado  por  el  señor 
don  Carlos  A.  Prieto,  se  dice  que  la  cabida 
del  fundo  Butamalal  será  como  de  tres  mil  á 
tres  mil  quinientas  hectáreas;  que  según  las 
escrituras  presentadas  por  Acuña  y  Pincheira 
el  límite  oriente  de  Butamalal  escaparte  el 
estero  Manquemáhuida,  afluente  del  río  Pu- 
rén,el  cual  llevasus  aguas  al  río  Lumaco;que, 
por  consiguiente,  no  puede  considerarse  el  este- 
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ro  ManquemáhuHln  cnmn  límite  oriental  de 
Butamalal,  ya  "que  abandonad  divorcio  de 
las  aguas  á  algunadistancia",  frase  que  inter- 
preto en  el  sentido  He  correr  dicho  estero  más 
allá,  ó  sea  el  oriente  de  la  línea  divisoria  del 
departamento  de  Cañete;  que  otro  tanto  dice 
respecto  del  estero  Pichimanquemáliuida;  que 
dentro  de  los  límites  precisos  de  ese  fundo  (los 
que  le  dan  las  escrituras  acompañadas  por 
Acuña  y  Pincheira)  cree  que  no  hará  terreno 
fiscal;  que  los  terrenos  queerrónenraente  creen 
suyos  los  señores  Pincheira  y  Acuña  (ndvir- 
tiéndose  que  esos  terrenos  estññ  fuera  del  de- 
partamento de  Cañete,  abarcan  de  ocho  A  dieí 
mil  hectáreas,  de  las  cuales  sólo  algo  como 
unas' mil  corresponden  á  los  falsos  limites  que 
los  señores  Acuña  y  Pincheira  creen  los  verda- 
deros límites  de  Butamalal;  que  las  otras  siete 
mil  hectáreas  están  ocupadas  por  inquilinos 
fiscales  colocados  por  el  Intendente  de  Malle- 
co;  que  "la  cordillera  de  Nahuelbuta  en  la  par- 
te que  abarcan  los  límites  de  los  terrenos  de- 
nunciados corre  de  norte  á  sur  y  en  el  punto 
llamado  Cerro  del  Mirador  girandoen  seguida 
hacia  el  suroeste  hasta  el  punto  llamado  la 
Loma  Larga  desde  donde  continúa  formando 
una  curva  en  dirección  al  sureste,  pasa  por  el 
cerro  ó  altura  "Provoque"  y  va  A  terminar  en 
el  cerro  de  Contulmo,  llamado  comunmente  el 
"Palo  Botado".  Dentro  <Ie  esta  línea  así  des- 
crita se  encuentran  los  terrenos  físcales  men- 
cionados anteriormente,  y  que  limitan  con  el 
estero  "Manquemáhuida". 

Desde  esta  línea  oriental  eldivortiaaquarum 
de  Nahuelbuta  hacia  el  poniente,  están  perfec- 
tamente fijados  y  con  todaclaridad  los  deslin- 
des de  los  fundos  "Hiedra",  "Natri",  "Chan- 
cha»" y  "Butamalal". 

Continlía  el  señor  Prieto  describiendo  las 
ramificaciones  y  otros  accidentes  de  la  cordille- 
ra de  Nahuelbuta,  en  la  parte  que  se  relaciona 
con  los  fundos  Natri  y  Butamalal.  Dice  tam- 
bién que  el  señor  Iríarte  (según  sus  escrituras, 
cuya  validez  6  legalidad  no  le  corresponde  de- 
clarar) ocupa  tierras  suyas,  no  fiscales. 

Á  fs.  525  pidió  el  señor  Promotor  Fiscal  que 
sin  perjuicio  de  la  citación  para  sentencia  se 
tuvieran  presentes  las  consideraciones  que  allí 
expone,  para  que  el  Juzgado  "se  sirva  dar 
lugar  á  la  denuncia  de  fs.  1,  declarando  de 


propiedad  fiscallosterrenos  que  se  han  denun- 
ciado como  tales  en  el  escrito  de  denuncia. 
Extracta  lo  alegado  por  el  denunciante  y  por 
los  denunciados;  analiza  la  prueba  testimonial 
é  instrumental;  admite  el  croquis  del  señor 
Prieto  pero  no  da  carácter  legal  á  la  escritura 
acompañada  por  aquél;  llama  especialmente 
la  atención  á  lo  declarado  por  el  diputado  se- 
ñor Urrutia,  en  su  informe;  estima  inferior  la 
prueba  de  los  señores  Acuña  y  Pincheira,  á  la 
rendida  por  el  denunciante;  estima  que  los  tí- 
tulos de  denuncia  presentados  por  aquéllos, 
no  pueden  ser  tomados  en  consideración,  ya 
que  no  se  presentaron  al  contestar  la  deman- 
da, y  ya  que  esos  títulos  no  se  refieren  á  un 
cuerpo  cierto  y  determinado,  sino  á  simples 
copias  de  acciones  y  derechos;  advierte  que  la 
prueba  testimonial  de  los  demandados  carece 
de  importancia  y  de  mérito,  pues  es  vaga  é  in- 
determinada, al  contrario  de  la  del  interroga- 
tario  de  Riplev;  las  copias  presentadas  por  el 
ingeniero  y  las  que  acompañó  á  su  informe  no 
tienen  valor  alguno  judicial,  ya  que  fueron 
otorgadas  durante  el  juicio,  contraviniendo 
al  número  4^  del  artículo  1464  del  Código 
Civil. 

Con  fecha  25  de  febrero  de  1901  el  juez  de 
Cañete  pronunció  el  siguiente  fallo: 

Considerando: 

Que  la  declaración  concreta  y  claramente 
formulada  por  don  Santiago  Ripley  en  sn  e^ 
crito  de  fs.  1  (titulado  denuncia  por  el  mis- 
mo) es  para  que  se  mande  "poner  esta  denun- 
ciaen  conocimiento  del  ministerio  público  para 
los  efectos  legales",  sin  formular  ninguna  otra 
petición,  á  pesar  de  que  en  el  cuerpo  de  su  es- 
crito manifestó  que  el  Estado  tenia  derecho 
indisputable  para  reivindicar  los  terrenos  de- 
nunciados; 

Considerando  que  el  señor  juez  letrado  de 

Lebu  proveyó  aquella  solicitud  como  si  fuera 
demanda,  dándole  este  nombre  y  mandán- 
dola poner  en  conocimiento  del  ministerio  pú- 
blico, sin  que  esa  providencia  diera  6  pudiera 
dar  el  carácter  de  demanda  reivindicatoria  á 
la  petición  formulada  por  el  señor  Ripley  en  lo 
principal  de  su  recordado  escrito  de  fs.  1; 

Considerando  que  la  recordada  denuncia, 
"con  carácter  de  demanda  reivindicatoria**, 
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según  dijo  incidentalmente  don  Dámaso  Acu- 
ña y  otros  á  fs.  43,  no  ha  adquirido  el  carác- 
ter de  demanda  reivindicatoría,  ja  que  ni  el 
señor  Ripley  ni  el  señor  Promotor  fiscal  lo  han 
solicitado  asi  con  precisión  y  clarídad,  al  me- 
nos ántcs  de  ser  redbida  á  prueba  la  causa; 

Considerando  que  sólo  en  el  alegato  de  bien 
probado,  después  de  la  citación  para  sen  ten- 
aa  vino  á  pedir  el  señor  Promotor  Fiscal  que 
se  declarara  de  propiedad  del  Fisco  los  terre- 
nos denunciados,  lo  que  hace  que  esta  peti- 
ción sea  estemporánca; 

Considerando  que  la  sentencia  debe  referirse 
y  concretarse  precisamente  á  las  cosas  objeto 
de  la  demanda  ó  á  lo  pedido  en  ella,  siendo 
nulo  el  fallo  que  se  aparte  de  esta  regla; 

Considerando  que  don  Santiago  Ripley  ha 
estado  en  su  [perfecto  derecho  para  formular 
su  tantas  veces  recordada  petición  de  fs.  1, 
á  la  que  debió  nccederse  inmediatamente,  ya 
que  ello  no  importaba  lesionar  los  derechos 
de  los  señores  Iríarte,  Acuña  y  Daniel  Pinchei- 
ra  ni  ningunos  otros; 

Considerando  que  la  larga  tramitación  dada 
á  aquella  denuncia  ha  sido  completamente 
inútil,  ya.  que  no  hay  necesidad  de  tratado 
para  resolver  petición  semejante,  ni  de  réplica, 
duplica,  término  probatorio,  alegatos  de  bien 
probado  y  citaciones  para  sentencia,  bastan- 
do un  simple  como  se  pide;  y  teniendo  además 
presente  lo  dispuesto  en  las  leyes  15  y  25,  tí- 
tulo 2*?,  Partida  3*  y  16  (del  mismo  título  y 
Partida),  título  22,  Partidas 3*  y  4% título  3^ 
libro  1 1  de  la  Novísima  Recopilación  y  en  el 


artículo  2',  número  8  de  la  ley  de  1'  de  marzo 
de  1837,  se  declara  que  ha  lugar  á  lo  pedido 
por  don  Santiago  Ripley  en  lo  principal  de  su 
recordado  escrito  de  fs.  1. 

En  consecuencia,  póngase  aquella  denuncia 
en  conocimiento  del  ministerio  público  para 
los  dectos  legales. — Mardonea. 

La  Corte,  viendo  la  cansa  en  apelación,  re- 
solvió: 

Vistos:  con  el  mérito  de  los  antecedentes  re- 
lacionados en  la  sentencia  apelada  de  25  de 
febrero  de  1901,  y  teniendo  presente: 

1^  Que  la  solicitud  para  que  se  pusiera  la 
denancia  en  conocimiento  del  Promotor  Fis- 
cal fué  acogida  en  la  providencia  de  fs.  4  y  en 
efecto  se  notificó  dicha  denuncia  á  aquel  hm- 
cionario;  y 

.  2^  Que  desde  los  escritos  de  contestación, 
replica  y  dúpÜca  hasta  In  prueba  y  alegatos  de 
bien  probado  la  cuestión  debatida  por  las  par- 
tes se  refiere  á  la  posesión  y  dominio  de  los 
terrenos  denunciados  como  vacantes,  aiestión 
que  no  ha  sido  fallada  en  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia; 

Visto  lo  prescripto  en  los  artículos  193,  nú- 
mero 6^,  941  número  S*?  y  949  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  invalida  dicha  senten- 
cia y  se  repone  la  cansa  en  el  estado  de  dictar- 
se la  sentencia  de  primera  instancia  por  el  juez 
correspondiente.— Redactada  por  el  señor  V. 
Aguirre  Vargas.  —  Gairaríno  GttJIardo.  —  V. 
Aguirre  Vargas. — Leoncio  Rodríguez. — Alejo 
Femánde*. 
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CORTES  DE  APELACIONES 


Corte  áe  Santiago— 11  de  enero  fJc  1904 
Otero  con  Mimicipaliclnd  ríe  Rantingn 

Reolamaolón  de  aoaerdo  municipal.— 
Arrendamiento  de  bienes  oomnna- 
les- -.Prórroga. 

Doctrina:  —  Todo  arrendamiento  de 
bienes  raices  comunales  debe  hacerse  en 
licitación  páblica  conforme aí  artículo  o7 
de  la  ley  de22  de  diciembre  de  1891, pues 
¡a  naturaleza  del  contrato  no  lo  impide^ 
que  es  el  caso  de  excepción  establecido  en 
el  mismo  artículo. 

La  prórroga  de  un  arrendamiento  no 
puede  estimarse  comprendida  en  esta  ex- 
cepción y  eSy  por  lo  tanto,  ilegal  el  acuer- 
do que  acepta  una  prórroga  sin  la  res- 
pectiva subasta. 

La  prórroga  que  da  al  contrato  una 
duración  de  más  de  cinco  años,  sería  tam- 
bién contraria  ni  artículo  60  de  aquella 
ley. 

El  principio  consagrado  por  el  artículo 
11  del  Código  Civil  debe  aplicarse  con 
mayor  razón  tratándose  de  actos  de  los 
poderes  públicos,  los  cuales  no  pueden 
atribuirse  ni  aun  á  prete:,i.to  de  circuns- 
tancias extraordinarias  otra  aatoridadó 
derechoB  que  los  que  expresamente  se  les 
hayan  con&rído  por  las  leyes  sin  que  pue- 
dan tomarse  en  cuenta  consideraciones 
de  conveniencia  contra  la  expresa  prohi- 
bición de  la  lev. 


Don  Franklin  Otero  B.  reclamó  contra  el 
acuerdo  de  la  Municipalidad  de  Santiago  to- 
mado en  sesión  de  27  de  noviembre  de  1903, 
según  el  cual  prorrogó,  sin  licitación  previa, 
por  un  nuevo  período  de  cinco  años,  el  con- 
trato de  arrendamiento  del  cerro  de  Santa 
Lucía,  celebrado  con  don  Lorenzo  Lalloni,  se- 
gún escritura  pública  de  30  de  noviembre  de 
1898. 

Ese  acuerdo  es  ilegal,  á  juicio  del  reclaman- 
te, ya  que  con  la  prórroga  concedida  se  han 
infringido  los  artículos  57  y  60  de  la  ley  de  22 
de  diciembre  de  1891.  Y  como  In  Municipali- 
dad se  ha  negado  á  reconsiderarlo,  hace  uso 
de  la  acción  popular  que  otorga  el  artículo  20 
de  la  misma  ley. 

Pedido  informe  á  la  Municipalidad  recibió 
ésta  como  tal  el  que  á  su  vez  expidió  el  abo- 
gado municipal  sobre  la  reclamación  del  se- 
ñor Otero.  Se  sostiene  en  que  era  innecesa- 
ria la  subasta  ])or  cuanto  la  prórroga  no  es 
un  nuevo  contrato  sino  la  continuación  del 
antes  pactado  que  fué  convenido  previa  lici- 
tación, estando  así  llenada  la  exigencia  legal. 

Se  agrega  que  cuando  se  trata  de  resolver 
sobre  la  kgalidad  ó  ilegalidad  de  un  acuerdo, 
del>e  considerarse  como  situación  legal  la  que, 
sin  lesionar  derechos  de  terceros  ni  contratas 
vigentes,  consulta  el  beneficio  positivo  de  la 
corporación. 

Pára  manifestar  que  la  prórroga  es  de  evi- 
dente conveniencia,  se  hace  presente  que  In 
Municipalidad  se  obligó  á  pagar  hasta  cua* 
renta  mil  pesospor  las  mejoras  realizadas  por 
el  arrendatario  y  que  esta  obligación  cesa,  se- 
gún los  convenios  vigentes,  por  el  solo  hecho 
de  prorrogarse  el  primitivo  contrato.  Se  juzga 
á  todas  luces  absurdo  pretender  que  pudiera 
obtenerse  hoy  una  renta  que  permitiera  reem- 
bolsarse de  un  gasto  semejante,  ya  que  el  ca- 
non ordinario  ha  sido  de  dos  mil  pesos  y  ha 
habido  necesidad  de  ocurrir  constantemente  á 
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la  justiiia  para  obtener  su  cuncelncióii,  por- 
que en  rralidnd  el  negocio  no  da  para  facilitar 
el  pago. 

Con  igual  objeto  se  hace  mención  en  cl  in- 
forme tle  que  la  supuesta  expiración  del  con- 
trato ha  dado  pretexto  á  don  Ricardo  Wcde- 
les,  que  vendió  al  señor  Lalloni  un  ferrocarril 
de  cremallera,  para  pedir  un  mandamiento  de 
embargo  en  contra  del  municipio,  como  fiador 
del  arrendatario,  por  sesenta  y  tres  mil  seis> 
cientos  noventa  y  nueve  pesos  sesenta  y  cua- 
tro centavos,  precio  insoluto  de  dicho  ferroca- 
rril. Y  es  el  hecho  que  el  mandamiento  se  ha 
despachado,  nunquc  es  de  esperar  que  se  revo 
que  en  la  segunda  instancia  de  la  causa. 

Se  pidió  vista  al  señor  fiscal  y  este  funciona- 
rio, en  su  dictamen,  opina  por  que  se  acepte  la 
reclamación. 

La  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente: 

1^  (¿ue  el  articulo  57  de  la  ley  de  22  de  di- 
ciembre de  1891  prescrilje  que  lodo  arrenda- 
miento de  bienes  rafees  deturrá  hacerse  en  lici- 
tación pública  sin  otra  excepción  que  la  indi- 
cada en  la  pnrte  fínal  del  mismo  artículo; 

2^  Que  la  prórroga  materia  de  la  actual  re- 
clamación no  puede  estimarse  comprendida  en 
la  mencionada  excepción  y  fué  convenida  sin 
que  procediera  la  respectiva  subasta  y  que,  en 
consecuencia,  ei<  ilegal  el  acuerdo  que  la  aceptó 
infringiendo  el  precepto  expreso  de  la  ley  ci- 
tada: 

3*^  Que  lo  sería  igualmente  si  hubiera  de  es- 
timarse que  la  prórroga  aludida  no  importa 
un  nuevo  contrato  sino  la  continuación  del 
celebrado  en  1898,  como  lo  sostiene  la  Ilustre 
Municipalidad  deSantiago, ya  que  en  tal  caso 
se  habría  contravenido  ñ  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 60  de  la  misma  ley,  que  prohibe  dar  en 
arrendamiento  los  bienes  raíces  municipales 
por  más  de  cinco  años; 

4^  Que  en  materia  civil  •  cuando  la  ley  de- 
clara nulo  algún  acto  con  el  fin  expreso  6  tá- 
cito de  precaver  un  fraude  ó  de  proveer  A  un 
objeto  de  conveniencia  pública  ó  privada,  no 
se  dejará  de  aplicar  la  ley  aunque  se  pruebe 
que  el  acto  que  ella  anula  no  ha  sido  fraudu- 
lento ó  contrario  al  fin  de  la  ley»  (artículo  11 
del  Código  Civil); 


Que  el  principio  contenido  en  el  precepto 
legal  citado  ha  de  aplicarse  con  mayor  razón 
tratándose  de  los  actos  de  los  poderes  públi- 
cos, los  cuales  no  pueilen  atribuirse  ni  aun 
á  pretexto  de  circunstancias  extraordinarias 
otra  autoridad  ó  derechos  que  los  que  expre- 
samente se  les  haya  conferido  por  las  leyes 
(artículo  1 51  de  la  Constitución  Política  y  33 
de  la  ley  de  Municipalidades);  y 

6^  Que  las  consideraciones  de  conveniencia 
á  que  alude  el  informe  de  la  Corporación  no 
pueden,  por  consiguiente,  tomarse  en  cruenta 
para  apreciar  la  legalidad  6  ilegalidad  del  con- 
trato objetado,  y  en  ningún  caso  bastarían 
para  autorizar  la  celebración  de  un  convenio 
pactado  contra  la  expresa  prohíbídón  de  la 
ley. 

Visto,  además,  lo  dispuesto  en  el  articulo  99 
de  la  ley  orgánica  de  Municipalidades  y  6^  de 
la  de  28  de  agosto  de  1902,  se  declara  ilegal 
el  acuerdo  reclamado  por  don  Frankiin  Ote- 
ro E. 

Publtquese  y  trascrílmse  A  la  Municipalidad 
de  Santiago. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Luis 
Barriga.— If.  Mora.— A.  Montt.—Luis  Ba- 
rriga. 


Corte  de  T acaa  7  de  noviembre  de  lüOH 

Locketts,  Brothers  y  C*  con  Municipalidad 
de  Iquique. — Chinchilla  y  C*  con  id. 

Patente.— Reolam O  sobre claslfioaolón. 
—Improcedencia  de  la  apelaolón 

Doctrina: — La  ley  de  Municipalidades 
de  Ü'J  de  diciembrede  JSÍtl,  a¡ determinar 
en  su  artículo  34  que  las  reatas  ntanici- 
pales  se  componen,  entre  otras,  del  im- 
puesto de  patente  sobre  industrias  y  pro- 
fesiones, no  bu  alterado  ni  la  cuantía  ni 
la  manera  de  clasificar  dichas  patentes 
establecidas  por  la  ley  de  22  de  diciembre 
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de  ISOSf^la  kjrperíódtca  de  contríbacio- 
nes  al  autorizar  su  cobro,  se  reñere  Á  di- 
chas leyes. 

El  artículo  10  de  la  ley  de  22  de  diciem- 
bre de  1866  atribuye  al  Juez  de  comercio 
la  decisión,  sin  ulterior  recurso,  de  los 
reclamos  sobre  clasificación  de  patentes 
profesionales  é  industríales;  y  aunque  el 
articulo  50  de  la  ley  de  22  de  diciembre 
de  1891  prescribe  que  las  aj^elaciones  de- 
ducidas con  ira  resoluciones  del  Juez  serán 
resueltas  por  ¡os  Tribunales  de  Alzada 
respectivos,  esta  disposición  no  es  aplica- 
ble á  los  reclamos  sobre  clasiñcación  de 
patentes. 


Los  señores  Manuel  ChincfaiUa  y  C*  y  Loc- 
ketts,  Brothers  y  C*  reclamaron  de  la  clasifí- 
cación  que  se  Ies  había  hecho  por  la  comisión 
avaluadora  de  casas  importadoras  de  primera 
clase  con  patente  de  dos  mil  pesos,  y  pidieron 
se  les  clasificara  en  la  segunda  clase  con  qui- 
nientos pesos  de  patente  como  en  los  años  an- 
teriores. 

La  comisión  avaluadora,  en  el  comparendo 
determinado  por  la  ley,  mantuvo  su  clasifica- 
ción en  atención  á  que  ta  administración  de  la 
Aduana  de  Iquiqne  habfa  clasificado  á  los  re- 
clamantes como  casas  importadoras  de  pri- 
mera clase. 

El  juez  de  Iquique,  por  aentennas  de  3  y  15 
de  octubre  de  1903,  desechó  estas  reclamacio- 
nes, y  habiéndose  interpuesto  recurso  de  ape- 
lación contra  sus  fallos. 

La  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente: 

Que  la  ley  orgánica  de  Municipalidades  de 
22  de  diciembre  de  1891,  al  determinaren  su 
artículo  34  que  las  rentas  municipales  se  com- 
ponen, entre  otras,  del  impuesto  de  patentes 
sobre  industrias  y  profesiones,  no  ha  alterado 
ni  la  cuantía  ni  la  manera  de  clasificar  dichas 
patentes  establecidas  por  la  ley  de  22  de  di- 
ciembre de  1866; 


Que  la  ley  vigente  de  22  de  julio  de  1902,  que 
autorízóel  cobro  de  las  contríbudones  fiscales 
y  municipales,  como  las  de  igual  clase  que  le 
han  precedido,  establece  en  el  número  2^  del 
artículo  2^  que  el  impuesto  de  patentes  sobre 
profesiones  c  industrias  se  cobrará  conforme 
á  las  leyes  de  22  de  diciembre  de  1866  y  22  de 
diciembre  de  1891; 

Que  sí  bien  el  artículo  50  de  esta  última  ley 
prescribe  que  las  apelaciones  dilucidas  sobre 
resoluciones  del  juez  serán  resueltas  por  los 
tribunales  de  alzada  respectivos,  esta  disposi- 
ción se  refiere  manifiestamente  á  las  apelacio- 
nes que  se  deduzcan  contra  las  resoluciones 
que  recaigan  en  los  reclamos  sobre  la  lista  de 
los  habitantes  que  deben  pagar  el  impuesto 
personal  (impuesto  cuyo  cobro  no  está  auto- 
rizado por  la  ley  correspondiente)  y  sobre  la 
lista  ó  rol  de  avalúos  de  los  haberes  de  que 
tratan  los  artículos  que  le  preceden; 

Que  el  artículo  10  de  la  citada  ley  de  22  de 
diciembre  de  1866  atribuye  ni  juez  decomerrio 
la  decisión,  sin  ulterior  recurso,  de  los  recla- 
mos sobre  clasificación  de  patentes  profesio- 
nales é  industriales. 

En  mérito  de  estas  consideraciones  y  leyes 
referidas,  se  declara  improcedente,  en  la  parte 
apelada,  el  recurso  deducido  contra  la  resolu- 
ción citada  al  principio  de  esta  sentencia. 

Publíquese  y  devuélvanse.  Redactada  por  el 
señor  Ministro  Vega,  — Aníbal  Palacios.— P- 
Roberto  Vega.—M.  A.  Quirell. 


Corte  de  Valparaíso.— 23  de  noviembre  de 

1903 

Lemaitrc 

Reclamo  de  avalúo. —Impuesto  de  ha- 
beres Inmuebles  por  destlDaolón. 

Doctrina: — Los  haberes  inmuebles  su- 
jetos al  impuesto  de  este  nombre  son 
únicamente  los  temaos,  ediñciosy  obje- 
tos que  la  ley  considera  adheridos  á  elloSf 
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¡a  propiedad  carbonS&ra  y  ta  propiedad' 
salitrera. 

Entre  estos  bienes  no  estáy  ní  puede  es- 
tar comprendido  género  alguno  de  ani- 
makSf  pues  el  artículo  36  de  ¡a  Ley  de 
Municipaiidades  establece  expresamente 
que  todos  los  animales  son  haberes  mo- 
biliarios para  lose^tos  del  impuesto. 


Don  Pedro  LcainUrc,  vecino  de  Magalhiiics, 
reclamó  del  nvnlúo  ele  cuarenta  mil  pesos  que 
liabía  hecho  la  comisión  municipal  de  Punta 
Arenas  de  su  propiedad  designada  por  el  lote 
nám.  78  en  el  plano  rural  del  territorio  de 
Magallanes,  y  pidió  se  redujese  á  diez  y  ocho 
mil  trescientos  ochenta  pesos,  que  fué  el  precio 
por  el  cual  lo  adquirió  en  el  remate  resi>ecl¡vo. 

Agregaba  que  no  h*ibía  justificación  para  el 
avalúo  excesivo  que  se  había  hecho,  por  cuan- 
to para  efectuarlo  la  comisión  tomó  en  cuenta 
los  bienes  semovientes  que  había  podido  intro- 
ducir á  la  propiedad  y  las  casas,  cercos  y  me- 
joras que  existen  en  el  terreno,  procedimiento 
que  no  es  conforme  A  la  ley,  des<Ie  que  sobre 
la  primera  clase  de  bienes  sólo  procede  la  con- 
tribución adicional  de  un  diez  por  ciento  del 
valor  del  tenvno  y  siempre  que  éste  sea  ocu- 
pado por  el  mismo  dueño  y  In  segunda  clase 
pertenece  al  Fisco. 

La  comisión  expuso  por  su  parte  que  estaba 
conforme  en  que  el  terreno  costó  diez  y  ocho 
mil  trescientos  ochenta  pesos,  pero  había  que 
agregarle  quince  centavos  por  hectárea  que 
debe  pagar  el  comprador  por  la  mensura  y  en- 
trega de  dicho  terreno  y  ademáis  existían  ins- 
talaciones por  valor  de  diez  mil  pesos  y  tam- 
bién doce  mil¡}esos  en  anímales,  los  cualeshan 
sido  avaluados  á  cuatro  pesos  cada  uno. 

El  Juez  de  Punta  Arenas,  con  fecha  28  de 
agosto  último,  falló: 

Teniendo  presente: 

Que  según  el  artículo  36  de  la  Ley  de  Muni* 
cipalidades,  para  los  efectos  del  impuesto,  los 
haberes  inmuebles  comprenderán  los  terrenos, 
edificios  y  objetos  que  la  ley  considera  adheri- 
dos á  elloi; 


Que  el  artículo  570  del  Código  Civil  reputa 
inmuebles,  aunque  por  su  naturaleza  no  lo 
sean,  las  cosas  que  están  permanentemente 
destinadas  al  uso,  cultivo  y  benefício  de  un  in- 
mueble, sin  embargo  de  que  puedan  separarse 
sin  detrimento.  Tales  son  entre  otros:  los  uten- 
silios de  labranza  y  los  animales  actualmente 
destinados  ni  cultivo  y  beneficio  de  una  finca, 
con  tal  que  hayan  sido  puestos  en  ella  por  el 
dueño  de  la  finca; 

Que  la  estancia  del  reclamante  se  dedica 
sólo  á  la  industria  ganadera; 

Que  dados  estos  antecedentes,  las  instala- 
ciones adherentes  al  suelo  de  esta  estanda, 
como  sus  animales,  se  reputan  inmuebles  en 
conformidad  al  artículo  570  del  Código  Civil 
citado; 

Que  en  esta  virtud  no  es  atendible  la  peti- 
ción deducida  por  don  Pedro  Lemaitre  para 
que  sólo  se  avalúe  en  su  totalidad  el  terreno 
de  su  estancia  y  por  el  diez  por  ciento  las  ins- 
talaciones y  los  animales  existentes  en  ella. 

Con  el  mérito  de  estas  consideraciones  y  lo 
expuesto  por  las  partes  en  el  comparendo,  se 
declara  que  no  ha  lugar  al  reclamo  deducido 
por  don  Pedro  Lemaitre  Waldo  Seguel. 

Apelada  esta  resolución,  U  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente: 

1^  Que,  conforme  al  artículo  36  de  la  Ley  de 
Municipalidades,  los  haberes  inmuebles  suje- 
tos al  impuesto  de  este  nombre  son  única- 
mente los  terrenos,  edificios  y  objetos,  que  la 
ley  considera  adheridos  á  ellos,  la  propiedad 
carbonífera  y  salitrera; 

2^  Que  entre  esos  bienes  no  está  ni  puede 
hallarse  comprendido  género  alguno  de  ani- 
males y,  por  el  contrario,  la  misma  disposi* 
ción  legal  establece  expresamente  que  todos 
los  animales  son  haberes  mobiliarios  para  los 
efectos  del  impuesto  indicado; 

3^  Que  en  tal  virtud  no  han  debido  tasarse 
los  animales  que  cl  reclamante  posee  en  lus 
terrenos  de  Magallanes  como  parte  de  sus  ha- 
Ijeres  inmuebles  y  es  procedente  la  petición  del 
a|)etante  para  que  se  reduzca  la  estimación  de 
esos  haberes; 

4*^  Que  no  se  ha  justificado  que  las  casas, 
cercos  y  mejoras  que  existen  en  el  terreno  per- 
tenezcan al  Fisco ; 
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Se  conHriiia  la  sentencia  apelada  de  28  de 
agosto  álfimo,  con  declaración  de  que  se  re- 
duce á  veintiocho  mil  pesos  el  avalúo  del  in- 
mueble de  don  Pedro  Lemattre  &  que  se  re- 
fiere el  redamo  deducido. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Silva.— 
Luis  IguRcio  Silva.  —  Pedro  N.  Pincdu. — B- 
Alamos  González. — .4.  Bezanilla  Silva. 


Corte  tic  Tacna.— 12  de  ovtubvc  ü¿  1íH)3. 

Fagalde  coii  Compañía  de  Aguas  deTarapatá 
(incidente  con  la  Municipalidad  delquiquc). 

Acción  popular  á  nombre  de  la  Mu- 
nlolFalidad— Reconvenolón. 

LHíCTKina: — La  autorízución  concedida 
á  los  vecinos  de  ana  Municipalidad  para 
ejercitar  las  acciones  que  á  ésta  corres- 
ponden^ conforme  al  articulo  64  de  la  ley 
de  22  de  diciembíe  de  1891  no  obliga  al 
Municipio  á  intervenir  en  la  cansa  y 
aceptar  el  ejercicio  de  tales  derechos  ó  la 
oportunidad  y  fundamento  con  que  se  de- 
ducen, ya  que  el  propósito  de  cautelarlos 
intereses  comunales  que  tal  disposición 
consulta,  no  podría  entenderse  con  per- 
juicio de  la  independencia  de  que  gozan 
esas  corporaciones  en  la  administración 
de  los  negocios  que  les  están  condados; 
ni  puede,  en  consecuencia,  obligarlas  á 
contestar  las  reconvenciones  que  los  de- 
mandados prometan  y  éstos  tienen  su 
derecho  á  salvo  para  entablar  por  sepa- 
rado el  juicio  que  corresponda. 


iin  una  demanda  entablada  ante  el  juez  de 
letras  de  Iquique  por  don  Carlos  Fagalde  con- 


tra la  Compañía  de  Aguas  de  Tarapacá,  ésta 
entabló  reconvención  contraía  Munidpalidad. 

Esta  corporación  solicitó  se  declarara  que 
no  estaba  obligada  á  contestar  dicha  recon- 
vención y  el  Juzgado  resolvió: 

Iquique,  14  de  julio  de  1903.  —  Vistos:— 
Con  el  mérito  de  lo  expuesto  por  las  partes 
en  esta  incidencia  y  de  acuerdo  con  lo  dicta- 
minado por  el  señor  promotor  fiscal,  se  de- 
clara con  lugar  lo  pedido  por  el  representante 
de  la  Municipalidad  de  Iquique,  sin  peijnicio 
de  los  derechos  que  en  su  contra  pueda  ejerci- 
tar la  Compañía  de  Aguas  en  forma  legal.— 
R.  Fttenzalída  G, 

Apelada  esta  resolución,  La  CortC  falló: 

Teniendo  presente: 

Que  la  autorización  concedida  á  los  vecinos 
de  una  Municipalidad  para  ejercitar  las  accio- 
nes que  6.  ésta  correspondan,  «onfonnc  á  lo 
dispuesto  en  el  artículo  fí4  de  la  ley  de  22  de  di- 
ciembre de  18!)1,  no  significa  respecto  del  mu- 
nlapio  la  obligación  de  intervenir  en  la  causa 
y  de  aceptar  el  ejercicio  de  tnles  derechos  6  la 
oportunidad  y  fundamentos  con  que  se  dedu- 
cen, ya  que  el  propósito  de  cautelar  los  intere- 
ses comunales  que  esa  disposición  legal  con- 
sulta, no  podría  racionalmente  entenderse  con 
perjuicio  de  la  independencia  de  las  corpora- 
ciones municipales  para  dirigir  la  administra- 
ción de  los  negocios  que  les  están  confiados  en 
la  forma  que  estimen  conveniente; 

Que,  por  lo  tanto,  ta  circunstancia  de  ejerci- 
tarse por  un  vecino  acciones  pertenecientes  á 
la  Municipalidad,  no  bastaría  por  sí  sola  para 
obligar  á  esta  á  contestaría  reconvención  que 
en  tal  juicio  se  dedujera,  desde  que  ello  impor- 
taría obligarla  á  intervenir  como  parte  en  un 
juicio  que  no  ha  promovido  y  cuya  proceden- 
cia, oportunidad  y  fundamentos  pueden  esti- 
marse inaceptables; 

Que  esta  manera  de  apreciar  la  situación  de 
las  Municipalidades  en  los  juicios  que  se  pro- 
muevan A  virtud  de  la  recordada  disposición 
del  artículo  64-,  además  de  consultarla  inde- 
pendencia de  dichas  corporaciones  y  el  ejerci- 
cio expedito  de  la  acción  popular  indicada  no 
puede  estimarse  gravosa  ])ara  el  demandado, 
á  quien  queda  á  salvo  el  derecho  que  pretende 
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hacer  valer  cu  la  reconvención  para  deducirlo 
enjuicio  por  iteparado. 

Se  con6rma  el  auto  apelado  de  14  de  julio 
último,  con  costas  del  recurso. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Palacios.— 
A.  PttlHCíns—E.  Cisternas  Peña. — M.  A.  Qai- 
rcll 


1u  ílesigiiHción  hecha  por  eí  akaldCf  (un- 
(fadfi  en  ta!  autorización,  no  puede  crear 
un  vinculo  jurídico  entre  el  abogado  á 
quien  aquél  encargó  ¡a  de&nsayla  Muni- 
cipalidad, que  pudiera  obligar  á  ésta  á 
abonar  el  honorario  por  su  de&nsa. 


Curte  fie  Valpuruíso.—^7  de  inivieinhre  de 
1903 

Santa  Cruz  con  Municipalidad  de  Valparaíso 
Abogado.— Honorario 

Doctrina:— vS'c^tííí  ¡o  dispuesto  en  el 
artículo  W,  número  ^  de  la  ley  de  Muni- 
cipalidades, la  defenaa  de  la  Municipali- 
dad en  Juicio  está  encomcndadn  en  pri- 
mera instancia  al  secretario,  v  en  segun- 
da instancia  al  Ministerio  Público,  salvo 
en  los  casos  en  que  la  misma  corporación 
acuerde  encomendar  su  defensa  á  otra 
persona;  de  modo  que  es  de  absoluta  ne- 
cesidad la  exiatencia  de  un  acuerdo  ex- 
preso, con  designación  de  perdona,  to- 
mado por  la  Municipalidad  para  que  la 
defensa  de  ésta  en  juicio  pueda  ejercitar- 
se por  otra  persona. 

El  derecho  de  la  Municipalidad  para 
hacer  la  designación  de  ésta  es  indelega- 
ble, como  toda  facultad  atribuida  por  las 
leves  á  los  funcionarios  ó  corporaciones 
tpte  ella  crea  para  el  servicio  público.  Por 
lo  demás,  tampoco  puede  estimarse  que 
existiera  esta  delegación  en  un  acuerdo 
en  que  se  autoriza  alalcalde**para  tomar 
todas  ¡as  medidas  necesarias  con  el  objeto 
de  defender  á  su  debido  tiempo  ¡os  dere- 
chos de  la  Municipalidad  en  punto  á  los 
acuerdos  obJetados*\  Por  consiguiente, 

lURlS. 


El  .ihojíado  don  Vicente  Santa  Cruz  fué  co- 
misionado por  el  primer  alcalde  de  la  Munici- 
palidad de  Valparaíso  don  Alberto  Mcrlet, 
según  decreto  de  23  de  octubre  de  1899,  para 
que  defendiese  ante  la  Corte  Suprema  los 
acuerdos  referentes  A  la  concestón  hecha  A  don 
Josías  Harding  sobre  tracción,  alumbrado  y 
fuerza  motriz  eléctrica,  reclamados  de  ilegali- 
dad por  el  ciudadano  don  Alejandro  Cervan- 
tes, decreto  que  el  mencionado  primer  alcalde 
dictó  ejercitando  la  facultad  que  la  referida 
corporación  le  otorgó  en  et  acuerdo  tomado 
en  sesión  de  1^  de  diciembre  de  1897.  Don 
Luis  Garnham  demandando  ¿  dicha  Corpora- 
ción, decía  que  en  cumplimiento  de  dicho  en- 
cargo tuvo  el  señor  Santa  Cruz,  convaleciente 
á  la  sazón  de  «na  grave  y  delicada  -enferme- 
dad, que  imponerse  en  más  de  quince  días  de 
continuo  y  constante  trabajo  de  los  numero- 
sos y  complicados  antecedentes  relacionados 
con  los  acuerdos  cuya  defensa  se  le  confiaba, 
para  defender  con  acierto  é  inteligencia  los  de- 
rechos y  fueros  municipales  y  trasladarse  en 
seguida  á  Santiago  con  el  fin  de  alegar  ante 
el  Tribunal  Supremo,  ocupando  una  audiencia 
entera  de  dicho  Tribunal  con  su  alegato, 
tiempo  igual  al  que  ocuparon  los  ahogados 
patrocinantes  de  los  señores  Cervantes  y  Har- 
ding;  que  el  resultado  de  la  causa  fué  adverso 
á  la  Municipalidad,  no  por  culpa  de  su  abo- 
gado, quien  recibió  felicitaciones  aun  del  abo- 
gado contrario,  sino  debido  á  causas  nacidas 
de  la  misma  Municipalidad;  que,  terminada 
su  misión  el  señor  Santa  Cruz  y  dada  cuenta 
de  ella  al  señor  alcalde,  solicitó  de  la  Corpo- 
ración el  pago  de  su  honorario,  pero  con  gran 
sorpresa  se  impuso  de  que  la  Ilustre  Munici- 
palidad se  resistía  á  ello  por  razones  despro- 
vistas de  toda  justicia  y  fundamento;  y  que, 
dada  está  resistencia  de  parte  de  la  Ilustre 
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MnnkípaKdad,  se  tc  e!  señor  Santa  Cruz  en  la 
necesidad  de  demandarla  para  qne  le  pague, 
dentro  de  tercero  día,  la  suma  de  cinco  mil  pe- 
sos  en  qne  estima  su  honorario,  6  la  qne  el 
Juzgado  determine,  de  acuerdo  con  lo  estable- 
cido en  el  artículo  2117  del  Código  Civil. 

En  rebeldía  del  tesorero  municipal,  sedió 
por  contestada  la  demanda. 

Con  fecha  3  de  julio  de  1902  el  juez  de  Val- 
par^so,  señor  BezaniUa  Silva,  dictó  la  si- 
guiente sentencia: 

Considerando: 

1^  Que  el  acuerdo  tomado  por  la  Ilustre 
Municipalidad  en  sesión  de  1^  de  diciembre  de 
1897,  en  cuya  virtud  confió  el  primer  alcalde 
municipal  al  abogado  don  Vicente  Santa 
Cmz  la  defensa  ante  la  Corte  Suprema  de  los 
acuerdos  reclamados  de  ilegalidad  por  don 
Alejandro  Cervantes,  según  decreto  de  23  de 
octubre  de  1899,  dice  textualmente  como  si- 
gue: "La  Ilustre  Municipalidad,  en  sesión  se- 
creta de  ayer,  tomando  en  consideración  la 
providencia  de  la  Excelentínma  Corte  Supre^ 
ma  de  Justicia,  fecha  10  de  noviembre  del  año 
en  curso,  recaída  en  la  presentación  hecha 
ante  ese  Tribunal  por  don  Alejandro  Cervan- 
tes sobre  nulidad  de  ciertos  acuerdos  tomados 
por  la  Ilustre  Municipalidad  en  sesión  de  7  de 
agosto  del  año  próximo  pasado  y  36  de  octu- 
bre último,  relativos  A  tracción  y  alumbrado 
eléctricos,  acordó  autorizar  plenamente  á  la 
Alcaldía  para  espedir  el  informe  á  que  se  re- 
fiere la  aludida  providencia  de  la  Excelentísi- 
ma Corte,  como  asimismo,  para  tomar  todas 
las  medidas  que  sean  necesarias  con  el  objeto 
de  defender,  á  su  debido  tiempo,  los  derechos 
de  la  Municipalidad  en  punto  á  los  acuerdos 
objetados  ante  el  Excmo.  Tribunal"; 

2*  Que,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  9', 
número  2' de  la  Ley  de  Municipalidades,  la  de- 
fensa de  la  Municipalidad  en  juicio  está  enco- 
mendada en  primera  instancia  al  secretario  v 
en  segunda  instancia  al  Ministerio  Público, 
salvo  en  los  casos  en  que  la  misma  corpora- 
ción acuerde  encomendar  sn  defensa  á  otra 
persona; 

3*  Que,  en  tal  virtud,  es  de  absoluta  necesi- 
dad la  existencia  de  un  acuerdo  expreso,  con 
designación  de  persona,  tomado  por  la  Muni- 


cipalidad,  para  que  la  defensa  de  ésta  enjuicio 
pueda  ejercitarse  por  otro  que  sus  patrocinan- 
tes legales  indicados  en  el  precedente  conside- 
rando; 

4^  Que  del  acuerdo  trascrito  en  el  primer 
considerando  no  consta  en  manera  alguna 
que  la  Ilustre  Munidpalidad  de  Valparaíso 
haya  encomendado  la  defensa  de  los  acuerdos 
á  que  alude  la  demanda  al  abogado  don  Vi- 
cente Santa  Cmz; 

5^  Que  este  derecho  de  la  Municipalidad, 
para  acordar  qne  su  defensa  en  juicio  se  haga 
por  otra  persona  que  el  secretario  ó  el  Minis- 
terio Público,  es  indelegable  como  toda  facul- 
tad atribuida  por  las  leyes  á  loe  funcionarios 
ó  corporaciones  que  ella  crea  para  el  servicio 
público  y,  por  lo  tanto,  la  Municipalidad  de- 
mandada no  ha  podido  legalmente  autorizar 
al  primer  alcalde  para  que  nombre  abogados 
que  la  defiendan  en  el  asunto  á  que  se  refiere 
la  demanda  ni  en  otro  alguno; 

Que  del  contexto  del  acuerdo  municipal 
de  1^  de  diciembre  de  1897  tampoco  puede 
deducirse  que  la  corporación  demandada  au- 
torizara al  primer  alcalde  para  nombrar  abo- 
gados con  el  objeto  expresado,  puesto  que 
teniendo  patrocinantes  legales  no  era  necesa- 
rio el  nombramiento  de  un  abogado  especial 
y  porque  al  acuerdo  referido  no  debe  dársele 
una  inteligencia  que  contraríe  las  disposicio- 
nes legales,  como  sucedería  en  este  caso; 

7^  Que,  en  consecuencia  de  lo  dicho,  la  Mu- 
nicipalidad demandada  no  tiene  vínculo  jurí- 
dico algtino  con  el  demandanteen  cuya  virtud 
pueda  éste  obligarla  al  pago  de  los  servicios 
profesionales  cuyo  honorario  cobra;  visto 
además  el  artículo  1437  del  Código  Civil,  se 
declara  que  no  ha  lugar  á  la  demanda,  nn 
perjuicio  de  los  derechos  que  el  demandante 
pueda  hacer  valer  contra  otra  persona  qne  la 
Municipalidad  demandada. 

La  Corte: 

Vistos:  se  confirma  la  sentencia  apelada  de 
3  de  julio  del  año  próximo  pasado,  ^n  costas, 
por  aparecer  de  autos  que  don  Vicente  Santa 
Cruz  ha  tenidoniotivosplausibles  para  litigar. 
--Braulio  Morenn.—Luh  Ignacio  Silva.— i^' 
dro  N.  Pineda. 
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Corte  de  Santiago.— 20  de  julio  de  1903 

Gamham  con  Concha  y  Toro 

Mensura  de  minas  — Oposición  ñiera 
de  término 

Doctrina:  — Los  eolindatites  tienen  el 
término  de  diez  días  para  recíamarla  men- 
sura preferente  respecto  de  la  mina  que 
se  trate  de  mensurar  y  no  es  necesario 
que  se  acuse  rebeldía  para  dar  por  termi- 
nado este  ph¡zo,¡jeroeI  dereeho para  opo- 
nerse á  la  mcnsurii  caduca  de  hecho  una 
vez  vencido  el  plazo  en  virtud  de  lo  dis- 
puesto por  el  artículo  4íf  del  Código  Civil. 


Ante  el  Juzgado  de  la  Ligua  se  presentó  don 
José  A.  Gamham  solicitando  mensura  de  las 
minas  que  enumera,  previo  los  trámites  indi- 
cados por  el  artículo  47  del  Código  de  Minería, 
y  propuso  perito  para  la  operación. 

Decretadas  las  citaciones  de  estilo,  se  opuso 
á  la  mensura  don  Manuel  J.  Barrenechea  y  se 
desistió  después. 

Don  Enrique  Concha  y  Toro  se  opuso  tam- 
bién exponiendo:  que,  según  los  títulos  que 
acompaña,  es  dueño  de  la  mina  "Leal",  ma- 
nÜestada  en  1896  y  ubicada  en  la  6'  subdele- 
gación  de  ese  departamento,  hacienda  de  los 
Angeles,  y  que  ha  llegado  á  su  conocimiento 
quedon  José  A.Garnham  ha  solicitado  demar- 
cación y  mensura  de  varias  pertenencias  situa- 
das en  la  misma  localidad  y  de  las  cuales  se 
hizo  manifestación  con  mucha  posterioridad  á 
la  concesión  otorgada  á  su  favor. 

Y  que,  como  el  artículo  48  del  Código  de 
Minería  le  otorga  el  derecho  para  demarcar 
y  mensurar  con  preferencia,  se  re  en  el  caso  de 
oponerse  á  la  operación  solicitada  por  el  señor 
Gamham  mientras  no  se  lleve  á  efecto  la  que 
debe  practicarse  respecto  de  la  propiedad  mi- 
nera que  le  pertenece. 

Teniéndose  como  demanda  la  presentación 
anterior  se  comunicó  traslado,  y  contestan- 
dodon  José  A.  Garnham  expone:  que  la  oposi- 
ción es  ilegal  por  haberse  deducido  fuera  de 


término  y  en  virtud  de  un  título  aalo  por  no 
estar  inscrito. 

Para  desautorizar  lo  oposición,  dice  que 
bastaría  oponerle  la  improcedencia  porestem- 
poránea,  por  haberse  dejado  transcurrir  todos 
los  términos  6jados  por  la  ley  para  la  citación 
de  los  colindantes  y  los  diez  días  que  el  artícu- 
lo 47,  inciso  2''  del  Código  de  Minería  concede 
á  los  citados  para  reclamar  mensura  preferen- 
te, como  lo  comprobará  con  el  certificado  co- 
rrespondiente. 

Pero  aun  suponiendo  que  la  oposición  se 
hubiera  deducido  dentro  de  término,  obstaría 
á  su  admisión  la  falta  de  título  legal,  porque 
la  ratificación  de  la  pertenencia  "Leal"  es  do- 
cumento que  no  está  registrado  en  el  libro  de 
descubrimientos  de  la  notaría  de  minas,  como 
lo  ordenan  los  artículos  33  y  38  del  citado 
Código. 

Celebrado  el  comparendo  legal,  se  citó  para 
sentencia,  y  el  Juzgado  resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  de  los  documentos  acompañados 
consta  que  se  hizo  manifestación  de  ta  perte- 
nencia minera  denominada*'Lcal"yse  ratificó 
el  registro  oportunamente  y  sin  observación; 

2^  Que,  al  pedirse  mensura  por  don  José 
A.  Garnham,  de  las  pertenencias  que  enumera 
en  su  presentación,  se  ha  opuesto  don  Enrique 
Concha  y  Toro,  fondado  en  la  prioridad  que 
concede  el  artículo  48  del  Código  de  Minería; 

3^  Que  el  demandado  hace  valer  la  circuns- 
tancia de  no  aparecer  registrada  la  ratifica- 
ción, como  causal  de  nulidad  de  su  título  pro- 
visorio, además  de  no  haberse  opuesto  á  la 
mensura  dentro  del  plazo  de  la  citación  pre9- 
crípta  por  el  articulo  47  del  expresado  Có- 
digo; 

4^  Que,  según  el  artículo  41  del  mismo  Có- 
digo, cuando  el  registrador  no  labrase  el  pozo 
y  no  ratificase  su  registro  se  le  tendrá  por  de- 
sistido de  sus  derechos; 

5*^  Que,  habiendo  el  demandante  cumplido 
con  los  requisitos  indicados  enel número  ante- 
rior, como  consta  de  autos,  no  puede  tenértele 
por  desistido  de  sus  derechos  como  poseedor 
con  título  provisorio  inscrito; 

6^  Que  si  bien  es  cierto  que  el  Inóso  2*  del 
articulo  38  ordena  que  el  pedimento  de  la  ra- 
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tificucióli  se  registre  como  el  de  la  inaiiifesta- 
ción  y  como  una  solemnidad  para  la  constitu- 
ción del  título  provisorio  de  la  pertenencia 
minera,  esta  obligación  rige  no  sólo  para  el 
registrador  sino  también  para  los  empleados 
judiciales  quedeben  intervenir  para  su  cumpli- 
miento, y  de  autos  consta  que  se  presentó  y 
proveyó  oportunamente  la  ratificación  y  que 
el  notario  que  suscribe  dicha  copia  no  hizo  el 
registro  correspondiente; 

7'  Que  la  obligación  de  registrar  la  ratifica- 
ción no  está  comprendida  entre  las  que  de- 
termina el  artículo  41  "de  labrar  el  pozo  y 
ratificar  el  registro"  y  que  sanciona  con  el  de- 
sistimiento de  los  derechos  del  registrador;  y 

8^  Que,  con  relación  á  los  plazos  fijarlos  por 
el  artículo  4-7  para  la  mensura,  éstos  no  son 
fatales,  de  tal  manera  que  el  reclamante  ha 
podido  legalmente  oponerse,  como  lo  hizo, 
antes  de  practicarse  y  aun  de  fijarse  día  para 
la  operación. 

Con  el  mérito  de  las  consideraciones  prece- 
dentes y  disposiciones  legales  citadas,  se  decla- 
ra que  ha  lugar  ü  la  demanda  y  que,  en  conse- 
cuemia,  don  Enrique  Concha  y  Toro  tiene 
preferencia  para  mensurar  su  pertenencia  mi- 
nera "Leal"  sobre  las  que  indica  don  José  An- 
tonio Gnmham  en  su  presentación.— 5ofo  /. 

La  Corte  falló: 

Vistos:  reproduciendo  los  hechos  de  la  sen- 
tenciii  de  primera  instancia,  y 

Teniendo  presente: 

1'  Que,  según  el  artículo  47  del  Código  de 
Minería,  los  colindantes  tienen  el  término  de 
diez  días  p<irn  reclamar  la  mensura  preferente 
de  la  mina  que  se  trata  de  mensurar; 

2^  Que  consta  de  autos  qne  don  Enrique. 
Concha  y  Toro  dedujo  su  oposición  fuera  de 
este  término,  según  se  acredita  con  el  certifi- 
cado corriente  ñ  fs.  17  vuelta,  que  no  ha  sido 
impugnado  en  autos; 

3'  Que  no  es  menester  se  acuse  rebeldía  para 
dar  por  terminado  este  plazo,  tanto  porque 
no  se  trata  de  un  juicio  en  que  podría  ser 
aquella  menester,  cuanto  porque  el  Código 
respectivo  no  exige  tal  trámite  para  la  caduci- 
dad del  derecho; 

4-''  Que,  por  otra  ])arte,  el  derecho  para'for- 


mular  la  oposición  caduca  de  hecho  una  vez 
vencido  el  plazo,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en 
el  artículo  4-9  del  Código  Civil,  según  el  cual 
debe  entenderse  que  sólo  s<m  válidos  los  actos 
que  deben  ejecutarse  dentro  de  cierto  plazo 
cuando  se  celebra  antes  de  la  media  noche  del 
último  día  de  éste,  expirando  estos  derechos 
en  ese  momento. 

Con  el  mérito  de  estas  consideraciones  y 
disposiciones  legales  citadas,  se  revoca  la  reso- 
lución apelada  de  15  de  abril  de  1902,  y  se  de- 
clara sin  lugar  la  demanda  y,  en  consecuencia, 
que  don  Enrique  Concha  y  Toro  no  tiene  dere- 
cho para  mensurar  preferentemente  su  perte- 
nencia "Leal"  sobre  tas  que  indica  don  José  A. 
Gamham  en  su  libelo  de  (a.  1 . 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Larraín  Za- 
ñartu. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 

Fóster  Recabarren,  quien  opínÓ  porlaconfir- 
nuitoríade  la  sentencia  apelada,  teniendo  ade- 
más presente: 

1'  Que  el  plazo  que  la  ley  concede  á  los  co- 
lindantes para  oponerseáuna  mensura  minera 
y  para  reclamar  la  mensura  preferente  de  su 
mina  sólo  puede  comenzar  íi  correr  después  de 
la  notificación  en  forma  de  los  referidos  colin- 
dantes, notificación  que,  con  arreglo  á  derecho, 
debe  hacerse  &  los  ausentes  por  medio  de  un 
edicto  fijado  durante  quince  días  en  laspuertas 
del  Juzgado  y  publicado  por  tres  veces  en  un 
periódico  del  departamento;  y 

2'  Que,  según  constadel  certificado  de  fe.  14 
vuelta,  la  inserción  del  edicto  correspondiente 
á  este  juicio  se  hizo  en  un  ejemplar  del  perió- 
dico El  Deber,  publicado  el  5  de  septiembre, 
publicación  única  queno basta  para  satisfacer 
las  exigencias  de  la  ley. 

Publíquese.— fí.  FósterRecaharren.—J.  Igna- 
cio Larraín  Z.— Agustín  Rojas. 
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Corte  de  Tacaa.~24  de  septiembre  de  1903 

Grímberg  con  Compañía  "Santa  Rosa" 

Mensura  de  minas.— Preferenola  — Fi- 
jación de  plazo  para  la  mensura  pro- 
ferente.— Mensura  anterior  de  lami- 
na nuevamente  denunciada  —  Oosa 

juzgrada. 

Doctrina: — La  sentencia  que  declaró 
el  derecho  preferente  ála  mensura  de  una 
mina^  produce  cosa  juzgada  respecto  de 
la  petición  para  que  en  ¡a  mensura  se 
respeten  las  lincas  de  contacto  que  se- 
gún numerosos  intereses  se  habían  ñjado 
en  el  terreno  A  otras  minas  que  existieron 
en  el  mismo  terreno. 

Declarada  la  prioridad  para  la  mensu- 
ra de  una  mina,  puede  ñjarse  plazo  para 
que  se  eiecttíc. 


Ante  el  juez  dclqniquc  se  presen  ló  don  Adolfo 
Grímberg,  exponiendo  que  en  el  juicio  sobre 
preferenein  de  In  mensura  seguido  por  él  con- 
tra la  Compañía  Minera  de  "Santn  Rosa"  se 
declaró porsentencin  definitiva  que  debía men- 
sur.irse  primero  la  mina  "iMisteriosn",  perte- 
neciente fi  In  dicha  Compañía  y  no  la  "San 
RnmAn",  de  su  propiedad. 

{¿nc  no  pndiendo  estar  indefinidamente  en 
suspenso  el  cumplimiento  de  dicha  sentencia, 
se  considera  facultado  para  solicitar  que  fte 
obligue  A  la  Compañía  (i  practicar  dicha  men- 
sura dentro  de  un  término  prudencial. 

Que  debiendo  practicarse  la  mensura  de  una 
mina  consultando  los  derechos  de  las  minas 
colindantes,  la  "Misteriosa"  ha  de  medirse, 
conforme  á  lo  pedido  y  determinado  antes  en 
el  terreno  vacante  que  existió  A  la  fecha  de  su 
manifestación  y  de  la  ratificación  de  su  re- 
gistro. 

Y  por  lo  que  toca  A  la  mina  "San  Ramón", 
el  exponente  contradice  la  pretensión  de  ocu- 
par con  esa  mensura  la  más  pequeña  parte  de 
terreno  determinado  en  el  acta  de  mensura  de 
10  de  octubre  de  1887,  cuya  inscripción  -se  re- 


gistra compulsada  A  fs.  19  (cuaderno  agrega* 
do)  porque  este  terreno  le  pertenece,  en  virtud 
de  la  manifestación  de  25  de  octubre  de  1897. 

Que  la  Compañía  deriva  susderechos  de  don 
David  Mac-Iver,  que  hizo  la  manifestación  de 
la  mina  "Misteriosa"  en  12  de  marzodel887, 
á  la  que  había  precedido  la  solicitud  para  ex- 
plotar de  11  de  diciembre  de  1886. 

Que  cuando  don  Carlos  Tagle  Larraín  hízo 
mensurar  la  mina  "San  Ramón"  lo  hizo  de 
acuerdo  con  el  señor  Mac-Iver,  según  consta 
del  acta  citada,  lo  cual  se  comprueba  además 
con  la  copia  del  escrito  presentado  de  común 
acuerdo  entre  los  nombrados  en  13  deoctubre 
de  1887,  en  que  solicitaron  se  devolviera  el 
acta  de  mensura  al  ingeniero  don  Francisco 
Domingo  Gallo,  que  la  había  practicado  á  fin 
de  que  la  rehiciera,  de  acuerdo  con  las  indica- 
ciones de  ambos. 

Entonces  quedó  determinado  de  una  mane- 
ra inamovible  que  la  mina  "Misteriosa"  no 
habría  de  ocupar  parte  alguna  del  terreno  de- 
terminarlo en  esa  mensura. 

Que  si  el  exponente  no  hubiera  adquirídode- 
recho  de  propierlnd  minera  sobre  ese  terreno, 
hallándose  vacante,  sin  duda  alguna  que  la 
Compañía  podría  válidamente  ocuparlo  con 
la  mensura  de  la  "Misteriosa";  pero  en  la  si- 
tuación jurídica  actual  no  tiene  derecho  para 
ello,  porque  vendría  á  lesionar  derechos  que  el 
exponente  ha  adquirido  legalmente. 

Y  que,  en  mérito  de  lo  relacionado,  pedía  se 
declarara: 

1^  Que  la  Compañía  Minera  de  "Santa  Ro- 
sa" de)>e  mensurar  su  mina  "Misteriosa"  den- 
tro del  término  de  veinte  días,  bajo  apercibi- 
miento de  proceder  por  su  parte  á  la  mensura 
de  su  mina  "San  Ramón":  y 

2^  Que  ambas  minas  deben  mensurarse  res- 
petando las  líneas  de  contacto  entre  ellas, 
según  la  operación  practicada  por  don  Fran- 
cisco Domingo  Gallo  en  10  deoctubredel887. 

Conferido  traslado  de  esta  demanda,  se 
presentó  evacuándolo  don  Guillermo  Bucha- 
nan,  por  la  Compañía  demandado,  y  expo- 
niendo: que  no  tiene  inconveniente  para  que 
se  acepte  la  primera  petición  del  demandante, 
entendiéndose  que  los  veinte  días  fijados  deben 
correr  desde  la  illtima  notificación  de  los  co- 
lindantes. 
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Que  la  segunda  petición  debe  ser  rechazada, 
con  costas,  porque  hay  ya  cosa  juzgada  sobre 
particular,  puesto  que  en  el  juicio  ya  falla- 
do, el  misrao  á  que  se  refiere  el  señor  Grím- 
berg,  se  discutió  precisaniente  el  derecho  de  la 
mina  "Misteriosa"  para  mensurarse  con  pre- 
iérenda  á  la  mina  "San  Ramón",  ubicándose 
aquélla  en  cualquier  terreno  hasta  completar 
las  cuadras  que  debe  tener  segfin  la  extensión 
de  la  pertenencia. 

Que  en  aquel  juicio  dedujo  el  señor  Grímberg 
las  mismas  razones  que  ahora  alega,  y  agregó 
entonces  en  su  apoyo  la  copia  de  la  operación 
del  señor  Gallo  que  corre  en  autos. 

Con  todos  estos  antecedentes  se  dictó  por 
el  mismo  Juzgado  de  Iqutque  la  sentencia  de 
30  de  octubre,  declarando  que  la  miua  "Mis- 
teriosa" debe  ser  mensurada  preferentemente 
á  la  ''San  Ramón"»  sentencia  que  ha  causado 
ejecutoria. 

Que  el  señor  Grímberg  ha  sufrido  y  sigue  su- 
friendo el  error  de  creer  que  es  dueño  de  una 
mina  meusurada  porque  registró  en  terreno 
que  antes  constituía  una  mina  en  esas  condi- 
ciones. 

No  ha  comprendido  las  consideraciones  de 
la  sentencia  aludida,  que  le  señalan  de  un 
modo  claro  el  alcance  de  sus  derechos  de  sim- 
ple registrador  de  la  "Misteriosa." 

Y  que  por  lo  expuesto,  se  resuelva  á  su  tiem- 
po como  lo  ha  expresado. 

Citadas  las  partes  al  comparendo  de  ley, 
acordaron  las  mismas  que  se  fallara  la  causa 
con  el  mérito  de  autos  y  con  el  del  expediente 
seguido  anteriormente  entre  ellas. 

Bl  Juzgado  resolvió,  teniendo  presente: 

1^  Que  por  sentencia  de  30  de  octubre  de 
1900,  del  expediente  agregado  seguido  entre 
las  mismas  partes,  se  declaró  el  derecho  prefe- 
rente de  la  mina  "Misteriosa"  para  mensurar- 
se respecto  de  la  mína"San  Ramón"  y  que,  en 
consecuencia,  obsta  á  la  petición  segumla  de 
la  actual  demanda  la  excepción  de  cosa  juz- 
gada; y 

2*  Quees  procedente  la  primera  petición  de 
la  misma  demanda,  la  que,  por  otra  parte, 
acepta  la  demandada. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  19,  tít. 
22,  Part.  3*  y  artículo  47  del  Código  de  Mine- 
rfa,  se  declara  que  há  lugar  solamente  á  la 


primera  petición  de  la  demanda,  lijííndosepara 
la  mensura  de  la  mina  "Misteriosa",  el  vigési- 
mo día  hábil  después  de  la  última  notilicación 
de  los  colindantes,  si  fueran  conocidos,  ó  des- 
de la  publicación  de  los  edictos  del  caso,  si  no 
lo  fueren,  y  que  se  desecha  la  segunda  petición 
de  la  misma  demanda.—  Vargas  M. 

La  Corte: 

Vistos:  se  confirma  la  sentencia  apelada  de 
17  de  mayo  del  año  próximo  pasado,  corrien- 
te A  fs.  17,  con  costas  del  recurso.— B.  Barros. 
—  Aníbal  Palacios.—  E.  Cisternas  Peña.—  M. 
A,  Quirell 


Corte  de  la  tierena.~íí4  ae  octubre  tic  190H 

Cortés  con  Salinas  Pino 

Hlna&  —  Ratifloaolón  del  reg'istro-  — 
Cómputo  del  plazo  para  efeotuarla. 
-  Prioridad  de  manifestación.— Nu- 
lidad de  un  pedimento. 

Doctrina: —  Reg'tstraflo  un  descubri- 
miento y  ratiñcado  su  registro  no  puede 
otra  persona  solicitar  la  misma  perte- 
nencia. 

El  plazo  de  noventa  días  pura  ratifi- 
car el  registro  y  labrar  el  pozo  debe  con- 
tarse desde  la  fecha  de  la  providencia  re- 
caída en  ta  solicitud  de  manifestación  y 
no  desde  eí  registro  de  ésta. 

Presentada  la  solicitud  de  ratificación 
del  registro  dentro  de  los  noventa  días 
contados  desde  esa  fecha  se  llenan  las 
exigencias  legales  y  no  es  necesario  que 
elregistro  de  la  ratificación  se  haga  tam* 
hién  dentro  del  mismo  termino,  pues  el 
artículo  1 1  del  Código  de  Minería  pena 
con  la  pérdida  de  derechos  la  falta  de  ra- 
tiScación  mas  no  la  falta  de  registro  de 
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ella,  la  cual  sólo  tiene  como  sanción  la 
falta  de  titulo  provisorio  para  el  denun- 
ciante. 


Ante  el  Juzgado  de  In  Serena  se  presentó 
con  fecha  4  de  ngosto  de  1902  don  Eusebío 
Cortés,  exponiendo  que  es  dueño  de  la  mina  de 
cobalto  llamada  "San  José",  situada  en  la 
subdelegeción  del  AIgnrrobito  de  ese  depar- 
tamento, que  le  fué  concedida  el  15  de  abril 
del  presente  año  y  ratificó  su  manifestación 
con  la  patente  respectiva  dentro  del  plnzo  le- 
gal, 6  sea  el  14  de  junio  último,  obteniendo 
así  el  título  provisorio. 

Sin  embargo  de  títulos  tan  daros  é  inamo- 
vibles, don  Ramón  Peña  ha  manifestado  la 
misma  pertenencia,  según  lo  acredita  con  el 
periódico  6  diario"H/ Comercio"  queacompa- 
ña,  y  le  ha  sido  concedida  con  fecha  16  del 
mes  próximo  pasado. 

No  pudiendo  denunciarse  pertenencia  mi- 
nera alguna  ocupada  por  otro  con  título  le- 
gal, como  consta  de  los  títulos  que  acompa- 
ña, es  evidente  que  tal  manifestación  es  nula 
y  de  ningún  valor. 

En  mérito  de  lo  expuesto,  entabló  deman- 
da en  juicio  ordinario  contra  el  referido  don 
Ramón  Peña,  para  que  se  declarara  en  defini- 
tiva: 

"1'  Que  es  nula  y  de  ningún  valor  la  conce- 
sión que  se  ha  hecho  el  16  de  julio  del  pre- 
sente año  de  la  mina  "San  José"  á  don  Ramón 
Peña,  por  ser  dicha  mina  de  su  propiedad; 

"2'  Que,  en  consecuencia,  debe  cancelarse 
la  inscripción  que  se  ha  hecho  de  dicha  conce- 
sión en  el  registro  de  descubrimientos,  notifi- 
cándose para  el  efecto  al  conservador  de  mi- 
nas respectivo;  y 

"3^  Que  debe  condenársele  en  las  costas 
de  esta  causa". 

Habiendo  vendido  posteriormente  sus  de- 
rechos el  demandado,  el  demandante  pidió  se 
tuviera  como  dirigida  su  demanda  contra  la 
compradora  doña  Rosa  Salinas  Pino,  quien 
contestando  dijo:  "según  aparece  de  la  mani- 
festación  adjunta  de  16  de  julio  último,  don 
Ramón  Peña,  mí  vendedor,  hizo  pedimento  de 


la  mina  "San  José"  ubicada  en  la  Barrilla  de 
la  comuna  del  Algarrobito,  á  consecuencia  de 
no  haber  llenado  las  condiciones  de  la  ratifi- 
cación del  registro  su  concesionario  anterior, 
el  actual  demandante. 

"Además  ratifiqué  á  mi  nombre  el  registro, 
el  27  de  agosto  último,  despuésdecumplircon 
las  exigencias  legales  de  la  publicación  del  re- 
gistro, pago  de  patente  y  apertura  del  pozo 
legal,  dentro  de  los  plazos  fijados  por  el  Códi- 
go de  Minería. 

"Mi  título  de  compra-venta  acompañado, 
de  22  de  agosto  y  los  que  he  mencionado,  me 
dan  el  dominio  como  concesionaria  legal  déla 
expresada  mina. 

"El  derecho  que  hace  valer  el  señor  Cortés 
está  caducado,  pues  se  solicitó  la  ratificación 
del  registro  un  día  después  de  expirados  los 
noventa  días  que  tenía  para  hacerlo;  inscribió 
la  petición  machos  días  después  de  estar  ins- 
crita la  manifestación  del  señor  Peña. 

"La  ley  quiere  que  cl  títíilo  provisorio  de  la 
propiedad  minera  se  verifique  dentro  de  los 
noventa  días  siguientes  á  la  manifestación  y 
que  á  la  fecha  se  hayan  cumplido  los  requisi- 
tos esenciales  que  lo  constituyen: 

"1'  Pedimento  dirigido  al  juez; 

"2*^  Apertura  del  pozo  ypago  de  patente;  y 

"3*  Inscripción  del  pedimento  de  ratifica- 
ción. 

"Sin  estos  requisitos  no  hay  ratificación  ni 
concesión  del  dominio  con  título  provisorio  de 
propiedad. 

"La  propiedad  raíz  se  transfiere  esencial- 
mente según  nuestras  leyes  por  la  tradición,  y 
ésta  no  existe  nn  inscripción  del  título  en  el 
conservador  de  minas." 

Concluye  solidtando  se  declare  que  no  ha 
lugar  á  la  demanda,  quedando,  en  consecuen- 
da,  válidos  sus  títulos  á  la  mina  "San  José". 

El  juez  de  la  Serena  falló  con  fecha  14  de 
enero  de  1903: 

Considerando: 

1*^  Que  de  los  títulos  acompañados  por  el 
demandante  don  Eusebío  Cortés  aparece  que 
éste  presentó  la  manifestación  de  la  mina 
"San  José"  el  14  de  abril  de  1902;  que  al  día 
siguiente  se  mandó  registrar  y  que  se  hizo  el 
registro  el  9  de  mayo;  qne  el  14  de  julio  pagó 
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la  patente  é  hizo  la  ratificación;  que  al  día  si- 
guiente 15  se  mandó  tener  por  hecha  y  regis- 
trar la  ratificación  y  que  este  registro  se  hizo 
el  24  del  mismo  mes  de  julio; 

2'  Que  en  los  títulos  del  deinandíido  se  ve 
que  éste  presentó  la  manifestación  de  la  mis- 
ma mina  A  las  cuatro  de  la  tarde  del  15  de  ju- 
lio; que  al  día  siguiente  se  mandó  registrar  y 
que  se  hizo  el  registro  el  29  del  mismo  mes  de 
julio;  que  el  27  de  agosto  hizo,  y  se  mandó  te- 
ner por  hecha,  la  ratificación  y  que  al  día  si- 
guiente se  registró  dicha  ratificación; 

3'  Que,  segfin  los  artículos  38,  inciso  final, 
y  35  del  Código  de  Minería,  el  plazo  que  tiene 
el  registrador  para  ratificar  el  registro  es  el 
de  noventa  días; 

4^  Que  ese  plazo  debe  contarse  desde  que 
se  hace  el  registro,  pues  solo  desde  entonces  el 
manifestador  se  convierte  en  registrador; 

5^  Que  habiendo  el  demandante  hecho  el  re- 
gistro de  su  manifestación  el  9  de  mayo,  los 
noventa  días  se  vencieron  á  las  doce  de  la  no- 
che del  7  de  agosto,  y  habiéndose  efectuado 
antes  de  este  último  día  no  sólo  la  ratificación 
sino  también  el  registro  de  ella  por  el  mismo 
demandante,  éste  no  ha  podido  perder  sus  de- 
rechos por  la  falta  que  no  ha  existido  de  rati- 
ficación oportuna  ni  tampoco  ha  podido  ad- 
quirir derechos  ñ  la  misma  mina  el  deman- 
dado. 

A  mayor  abundamiento: 
,  O'  Que  aun  en  la  hipótesis  de  que  los  no- 
venta días  debiesen  contarse  desde  que  el  Juz- 
gado mandó  registrar  la  inanifcstación,  siem- 
pre estaría  presentado  el  pedimento  de  ratifi- 
cación'dentrh  de  dicho  plazo  que  se  habría 
vencido  ii  la  media  noche  del  14  de  julio; 

7^  Que  la  manifestación  del  demandado  se 
presentó  al  día  siguiente  después  que  eljuzga- 
do  había  provieído  el  pedimento  de  ratiíicn- 
•  ción,  mandando  tener  ésta  por  hecha  y  que  se 
registrara; 

8'  Que  ese  registro  de  la  ratificación  del  de- 
mandante se  hizo  antes  de  que  el  demandado 
registrara  su  manifestación; 

9^  Que  en  el  artículo  11  del  Código  de  Mi- 
nería se  pena  con  la  pérdida  de  derechos  la 
falta  de  ratificación  y  no  la  falta  de  registro 
de  ella; 

10.  Que  aunque  la  ley  dispone  que  se  regis- 


tre también  la  ratificación,  este  precepto  no 
tiene  más  sanción  que  la  de  no  obtener  el  con- 
cesionario título  provisorio  de  propiedad  has- 
ta que  no  cumpla  con  ese  precepto,  estando 
mientras  tanto  expuesto  A  todos  los  inconve- 
nientes de  los  poseedores  sin  título  inscrito; 

11.  Que  ademíís  el  demandante,  al  presen- 
tar el  pedimento  de  ratificación,  acompañó  cer- 
tificado de  pago  de  la  patente  respectiva  el 
14  de  julio,  esto  es,  dentro  de  los  noventa  días 
aun  contados  desde  la  fecha  que  se  indica  en 
el  considerando  sexto  y,  por  consiguiente,  no 
han  podido  caducar  sus  derechos  en  conformi- 
dad á  lo  prevenido  en  los  artículos  18  y  l.'H 
del  Código  citado. 

Sobre  las  costas: 

12.  Que  no  haj' antecedentes  para  estimar 
que  haya  litigado,  maliciosamente  el  deman- 
dado y,  por  el  contrario,  existe  para  creer  que 
ha  procedido  de  buena  fe  el  de  que  se  han  dic- 
tado algunos  faltos  de  Tribunales  de  segunda 
instancia  en  que  se  acepta  como  más  legal  la 
teoría  que  él  sostiene. 

Por  tanto,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  1698  del  Código  Civil,  se  declara  que 
ha  lugar  á  la  demandn,  menos  en  lo  relativo 
á  la  condennción  en  costas.— Fuente- 

Apelada  esta  sentencia  la  Corte  resolvió: 

eliminando  le»  considerandos  cuarto,  quinto, 
sexto  y  décimo  de  la  sentencia  apelada,  y 

Teniendo  además  presente: 

1''  Que  el  plazo  de  noventa  días  concedidos 
al  registrador  para  labrar  el  pozo  y  ratificar 
el  registro  debe  contarse  desde  la  fecha  de  la 
[}rovtdencia  recaída  en  la  solicitud  de  manifes- 
tación; 

2^  Que  la  solicitud  de  manifestación  de  la 
mina  "San  José",  presentada  por  don  Ensebio 
Cortés,  fue  proveída  el  15  de  abril  de  1902,  y 
por  consiguiente,  los  noventa  días  para  ra- 
tificar el  registro  vencieron  el  14  de  julio  de 
ese  mismo  año; 

3^  Que  consta  del  documento  de  fs.  3  que 
don  Emilio  Cortés  presentó  el  pedimento  de 
ratificación  el  14  de  julio  citado,  esto  es,  den- 
tro del  término  legal;  y 

4''  Que  atendido  el  mérito  de  losanteceden- 
tes  y  lo  dispuesto  en  el  artículo  151  del  Códi- 
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go  de  pTQcedhnicnto  CítíI,  no  procede  la  con- 
denación en  costas  que  se  solicita  en  la  de- 
manda. 

Se  confirma  la  sentencia  apelada  de  14  de 
enero  úlnmo,  sin  coríoí».  &  virtud  de  lo  pres- 
i-rito  en  el  artículo  ^[>'^  del  Cñdigo  citado. 

En  la  primera  vista  fie  la  causa  t*e  produjo 
discordia  de  voton,  y  conforme  con  el  artículo 
190  del  Código  de  Froccciimiento  Civil,  se  lla- 
mó para  dirimirla  fi  los  señores  I'iscal  don  Ri- 
cardo Monreal  Marínyabogndos  integrantes 
don  Juan  Guillermo  Zavala  y  don  Adolfo  Cal- 
derón Silvn. 

Vista  de  nuevo  la  causa,  el  señor  Ministro 
Abalos  hizo  indicación  para  que  se  mandase 
expresar  agravios  al  apelante,  porque,  á  sn 
juicio,  no  habia  cumplido  este  trámite  con  la 
presentadón  del  escrito  de  fs.  48,  ¡n<I¡cnciói) 
que  filé  desechada  contra  el  parecer  del  mismo 
señor  Ministro  Abalos  y  Fiscal  señor  Mon- 
real. 

£n  seguida  la  sentencia  fué  acordada  con- 
tra el  voto  del  señor  Ministro  Gómez  Herre- 
roSj  quien  estuvo  por  revocarla,  y  declarar 
que  no  se  diese  lugar  á  la  demanda,  por  esti- 
mar qae  el  demandante  no  había  cumplido 
con  lo  dispuesto  en  los  artículos  35  y  38  del 
Código  de  Minería. 

El  señor  Presidente  Carvallo,  eliminando 
los  considerandos  cuarto,  quinto,  sexto  y  dé- 
cimo y  aceptando  la  modiñcnctón  del  doce  en 
la  forma  expresada  en  esta  sentencia,  tiene 
ademAs  presente,  para  confirmar  el  fallo  de 
primera  instancia,  las consideracionesque con- 
signó en  el  voto  especial  emitido  en  el  juicio 
que  siguió  dtm  Primo  PAez  con  don  Roberto 
Hernández,  sobre  nulidad  deratifícacíón  de  la 
mina  **San  Pablo"  que  se  registra  en  la  sen- 
tencia número  276,  página  289  de  la  Gaceta 
del 902. 

El  señor  Ministro  Abalos  confirma  única- 
mente por  no  hacerse  en  el  escrito  que  se  tiene 
como  expresión  de  agravios,  petición  alguna 
concreta  sobre  la  cual  deba  pronunciarse  el 
Tribunal. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Dr- 
nicl  Cádiz.— Af.  Carvallo. — Manimiliano  K. 
Aím¡os.~'Eáuaráo .  Gómez  Ifemro3.-^¡}aawl 
Cáda.~R.  Monreal  M.—AdoUo  Calderón  Sil- 
va.—Jaan  Gailfermo  Zavala. 

lÜKIb. 


Corte  de  Santiago.~~23  de  julio  de  1903 

Tbíeta  y  del  Río  con  Pisco 

Deol  natoriade  Jurlsdiooión.— Aoolón 
mueble.-  Resolución  de  oontrato  — 
Pluralidad  de  domicilio. 

Doctrina  : —  El  Juez  competente,  para 
conocer  de  ana  demanda  civil  es  el  det 
domicilio  del  demandado;  y  si  bien  el  ar- 
ticulo 216  de  la  ley  de  15  de  octubre  de 
1H75  determina  qae  cuando  la  acción  en- 
tablada  fuere  mueble,  aerá  competente  el 
Juez  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la 
obligación,  tal  precepto  no  se  aplica  ai 
caso  en  que  se  demanda  la  resolución  de 
un  contrato. 

Cuando  el  demandado  es  una  persona 
Jurídica  que  tiene  establecimiento  ú  olí- 
cina  en  diversos  lugares,  debe  ser  de- 
mandado  ante  el  Juez  del  lugar  donde 
exista  la  oñcina  6  establecimiento  que 
intervino  en  el  hecho  que  da  mérito  al 
Juicio. 


Ante  el  Juzgado  de  Concepción  se  presenta* 
ron  los  señores  Ignacio  Ilneta  P.  y  Alfredo  del 
Río  S.,  solicitando  que  como  medida  prejudi- 
cial para  preparar  una  demand^contra  el  Fis- 
co, sobre  resolución  de  un  contrato  de  provi- 
sión de  rancho,  se  decrete  la  exhibición  de 
libros  de  la  Tesorería  Fiscal  de  Talen,  á  fin  de 
estableceré!  nfimero  de  raciones  suministra- 
das por  los  actuales  proveedores  en  el  tiempo 
comprendido  entre  el  1*  de  abril  y  el  31  de  di- 
ciembre de  1902. 

Acompañan  el  contrato  de  provisión  firma- 
do en  esta  ciudad  por  el  delegadode  la  tercera 
zona  militar,  según  el  cual  se  comprometieron, 
bajo  las  condiciones  en  él  expresadas,  á  sumi- 
nistrar, el  rancho  en  el  tiempo  comprendido 
entre  el  7  de  eneroyclSl  de  diciembre  del902, 
A  las  fuerzas  militares  que  residieran  A  transi- 
taran en  la  provincia  de  Talca. 

35 


Digitized  by 


274  SEGUNDA  PARTE 


E«e  contrato  iuc  rescindido  sin  causa  legal 
por  el  Supremo  Gobierno,  y  cíe  aquí  el  origen 
de  la  demanda  que  piensan  instaurar. 

Invocan,  al  hacer  su  petición,  las  disposicio- 
nes de  los  artículos  263,  número  4^  267,  277 
y  279  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

El  Juzgado  confirió  traslado  de  la  presen- 
tación íi  los  representantes  del  risco  y  éstuK 
kan  dediuado  de  jurisdicción,  alegando  que 
como  el  contrato  debía  ser  cumplido  en  Talca, 
no  es  competente  el  Juzgado  de  Concepción 
para  conocer  de  la  medida  prgudicial,  según 
la  regla  de  los  artículos  216  y  195  de  la  Ley 
de  Organización  y  Atribuciones  de  los  Tribu- 
nales. 

Además  el  hecho  de  la  rescisión  del  contra- 
to y  la  apertura  de  nuevas  propuestas  se  veri- 
ficó en  Talca,  de  orden  de  la  Intendencia  Ge- 
neral del  Ejército. 

Por  lo  relacionado  y  teniendo  presente  que 
la  acción  que  se  intenta  instaurar  en  la  deman- 
da ea  de  las  que  se  reputan  muebles  y  ella  tiene 
por  objeto,  según  expresan  los  solicitantes, 
obtener  la  resolución  de  un  contrato  cuyas  es- 
tipulaciones han  debido  cumplirse  en  la  pro- 
vincia de  Talca  y  conforme  á  lo  dispuesto  en 
el  artículo  216  de  la  Ley  de  Organización  y 
Atribuciones  de  los  Tribunales,  el  juez  señor 
F.  A.  Salas,  con  fecha  3  de  junio  de  1903  decla- 
ró que  haUa  lugar  á  la  declinatoria. 

Apelada  esta  resolución,  la  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente: 

1*  Que,  conforme  al  artículo  312  de  la  ley 
de  15  de  octubre  de  1875,  es,  en  general,  juez 
competente  para  conocer  de  una  demanda  ci- 
vil ó  para  intervenir  en  un  acto  no  contencio- 
so el  del  domicilio  del  demandado  ó  interesa- 
do, sin  perjuicio  de  las  reglas  establecidas  en 
los  artículos  siguientes; 

2^  Que  si  bien  el  artículo  216  determina  que 
cuando  la  acción  entablada  fuere  mueble  será 
competente  para  conocer  del  juicio  el  juez  del 
lugar  en  donde  deba  cumplirse  la  obligación, 
con  arreglo  A  lo  prevenido  en  los  artículos 
1587, 1588  y  1589  del  Código  Civil,  tal  pT«- 
cepto  no  puede  aplicarse  en  el  presente  caso, 
porque  no  se  trata  del  cumplimiento  de  las 
obligaciones  contefaidas  en  el  contrato  defs.  3, 


stnu  de  entablar  una  demanda  en  contra  del 
Fisco,  sobre  resolución  de  contrato  con  indem- 
nización de  perjuicios,  por  haberlo  rescindido 
éste  sin  derecho; 

3'  Que  cuando  el  demandado  fuere  una  per- 
sona jurídica  que  tenga  establecimientos,  co- 
misiones ú  oficinas  en  di  versos  lugares,  deberá 
ser  ilcinaiidado  ante  el  juez  del'lugar  donde 
exista  el  establecimiento,  comisión  ú  ofii-iua 
que  celebró  el  contrato  ú  que  intervino  en  el 
hecho  que  da  origen  al  juicio;  y 

4^  Que  el  contrato  de  cuya  resolución  se  va 
á  tratar  fué  celebrado  en  Concepción  con  el 
delegado  de  la  Intendenda  General  del  Ejérdto 
en  la  tercera  zona  militar,  que  tiene  ahí  su  ofi- 
cina, y,  por  lo  tanto  es  competente,  para  co- 
nocer del  pleito  y  de  las  medidas  prejudicialcB 
solicitadas,  el  juez  de  letras  de  dicho  departa- 
mento. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  el  artículo  220 
de  la  atada  ley  de  15  de  octubre  de  1875,  se 
revoca  la  resolución  apelada  de  fecha  3  de  ju- 
nio último,  y  se  declara  que  no  ha  lugar  á  la 
declinatoria  de  jurisdicción  deducida  por  el 
promotor  fiscal. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Bena vente. 
L.R.Mora.—A,  Montt.—Dario  Benavente.-- 
Luis  Rarrí^a. 


Corte  ífr  Saatiago.~19  de  ngnsto  de  Í90!s 

Kivas  con  Tarragó 

Cerramienta— Medianería.— Abandono  ó 
renuncia  de  ella.— Contribución  de  los 
colindantes. 

Doctrina: —£/a¿aj7c/ono  de  la  media- 
nería DO  exonera  ai  colindante  que  lo  ha- 
ce  de  la  obligación  de  contribuir  al  cerra- 
miento en  la  forma  que  el  Juez  señale  con 
arreglo  al  articulo  846  del  Código  Civil, 
que  impone  á,  los  propietarios  colindan' 
tes  la  obligación  de  conenrrir  á  losgastos 
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de  construcción  de  tales  cierros  v  encar- 
ga al  Juez  reglar  el  modo  y  forma  de  con' 
currencia. 


Don  Francisco  Rtvasdtfinanclóá  don  Carlas 
Taifagó  para  que  en  definitiva  se  le  condena- 
ra á  pagar  la  suma  de  trescientos  cincuenta 
|>esos,  intereses  legales  y  costas,  exponiendo 
que  es  dueño  de  unn  propiedad  sitiinda  cu  la 
calle  de  Santa  Kos:i,  la  que  deslinda  por  el  sur 
con  propiedad  del  señor  Tarragó.  Dichas  pro- 
piedades no  tenían  deslindes  y  se  convino  con 
el  dcmamlndoquc  el  demandante  hidera cons- 
truir la  murnlln  divtsorin,  debiendo  nijuélin- 
demnizarle  la  mitad  del  precio  de  dicha  mura- 
lla: que  estn  constnicci<'n  duró  cuatro  años, 
al  fin  de  los  cuales  y  debido  A  nn  riguroso 
invierno,  se  cayó  en  la  extensión  de  cuarenta 
ó  cincuenta  metros,  por  lo  que  el  demandante 
tuvo  que  reconstruirla  en  esa  parte,  sín  que 
hasta  la  fecha  se  le  haya  pagado  por  el  señor 
Tarragó  la  mitad  del  valor  de  la  construcción 
y  reconstrucción. 

Contestando  don  Carlos  Tarragó,  solicitó 
que  en  ilefinitiva  se  desechara  la  demanda  en 
todas  sus  partes,  con  costas,  y  se  diera  .lugar 
á  la  reconvención  que  formula.  Sostenía  que 
jamás  había  tenido  trato  alguno  con  d  señor 
Rivas  sobre  dicha  muralla  tlivisoria,  ni  siquiera 
han  hablado  las  partes  sobre  ello,  y  agregaba 
que  no  tenía  interés  alguno  en  la  medianería 
de  dicha  muralla,  y  que  no  apoyando  cons- 
trucción en  ella,  abandonaba  el  derecho  de 
medianería,  en  conformidad  al  artículo  858 
del  Código  Civil. 

Agregaba  que  el  precio  que  el  demandante 
asigna  á  la  muralla  es  excesivo,  y  si  se  cayó 
parte  de  ella  fue  debido  á  hecho  ó  culpa  del 
señor  Rivas  y  que  sería  un  absunlo  pretender 
cobrar  dos  veces  sn  trabajo.  Y  que  como  la 
muralla  era  la  primera  ver  que  se  construía, 
debió  el  demandante  contar  con  la  anuencia 
del  dcmandáilo  para  el  pago  proporcional  del 
precio  ó  haber  provocado  un  juicio  para  que 
se  obligara  al  demandado  á  concurrir  al  ce- 
rramiento, lo  que  no  se  ha  hecho. 

Respecto  á  la  reconvención,  dice  el  deman- 


dado que  debe  el  demandante  abonarle  el  pre- 
cio del  terreno  ocupado  por  parte  de  la  mura- 
lla como  también  la  tierra  ocupada;  dice  que 
es  de  un  metro  y  medio  en  toda  su  extensión, 
de  aquélla,  que  es  de  ciento  ochenta  metros  y, 
por  consiguiente,  el  terreno  ocupado  es  de 
doscientos  setenta  metros  y  que  avaliJa  el  me- 
tro en  un  peso. 

Por  lo  que  respecta  á  la  tierra  tomada,  se 
acostumbra  valorizarla  en  la  misma  cantidad 
que  la  obra  de  mano  en  las  murallas  de  ado- 
ban, y  cobrando  el  señor  Rivas  setecientos 
])Csos  por  el  trabajo  de  construcción,  quiere 
decir  que  también  le  deberá  por  este  capítulo 
igual  cantidad. 

En  el  escrito  de  réplica  don  Francisco  Rivas 
sostiene  sus  peticiones  de  la  demanda;  y  con- 
testando la  reconvención,  niega  la  existencia 
de  los  hechos  en  que  aquélla  se  funda  y  pide, 
en  consecuencia,  no  se  le  dé  lugar.  Sobre  la 
tierra  con  que  se  construyó  la  tapia,  dice  que 
se  ha  seguido  la  regla  gei^eral,  es  decir,  se  hace 
un  tapial  con  tierra  de  un  propietario  y  otro 
tapial  con  tierra  del  otro. 

El  juez  señor  Castillo  resolvió: 

Considerando: 

1'  Que  en  el  escrito  de  contestación  á  la  de- 
manda don  Carlos  Tarragó  abandonó  el  de- 
recho de  medianería  que  tiene  en  la  muralla 
que  divide  su  predio  del  perteneciente  á  don 
Francisco Rivasyque,seg6n  aparecede  autos, 
fué  construida  y  reparada  por  éste; 

2^  {¿ue,  á  virtud  de  este  abtuidono,  Tarra- 
gó está  exonerado  de  contribuir,  en  la  propor- 
ción correspondiente  á  su  derecho,  á  las  expen* 
sas  de  construcción  y  reparación  del  indicado 
cierro; 

3^  Que  habiendo  el  cierro  sido  medianero> 
el  demandado  carece  de  derecho  para  cobrar 
al  demandante  el  valor  del  terreno  de  su  perte- 
nencia ocupado  por  dicho  cierro,  que  le  perte- 
nece, puesto  que,  como  colindante,  está  sujeta 
su  propiedad  á  la  servidumbrede  cerramiento, 
con  arreglo  á  la  ley,  y  si  bien  hace  abandono 
á  la  medifinería,  este  acto  no  le  da  derecho 
para  recuperar  el  terrenoenqne  está  edificado 
6  su  valor; 

4^  Que  el  demandado,  no  obstante  el  aban- 
dono de  la  medianería,  tiene  derecho  para  ext- 
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gir  el  pago  fiel  material  de  su  propiedad  que 
empleó  el  demandante  en  la  construcción  de  la 
muralla; 

Que  dicho  material  empleado  ])or  el  de- 
mandante, en  el  presente  caso,  consistió  en  la 
tierra  necesaria  para  efectuar  la  mitad  de  la 
inurnlla;  y 

Que,  no  estando  las  partes  de  acuerdo 
respecto  al  valor  de  esa  tierra,  eljuzgado  esti- 
ma equitativo  regularlo  en  cincuenta  pesos. 

Por  estos  fundamentos  y  visto,  además,  lo 
dispuesto  en  la  ley  1*,  tit.  14,  Part.  3»  y  en 
los  artículos  658  y  1698  del  Código  Ci\'il,  se 
declara  que  don  Francisco  Rivas  debe  pagar 
á  don  Carlos  Tarragó  la  suma  de  cincuenta 
pesos  en  que  el  Juzgado  regula  el  valor  de  la 
tierra  del  segundo  empleada  en  la  murallaque 
separa  los  predios  pertenecientes  á  ellos  y  que 
no  ha  lugar  á  la  demanda  ni  á  las  demás  |ie- 
liciones  formuladas  en  la  reconvención. 

La  Corte: 

Reproduciendo  ta  parte  expositivade  la  sen- 
tencia de  primera  instancia,  y  ■ 

Teniendo  presente: 

I*'  Que  el  demandado  ha  reconocido  en  el 
curso  de  la  causa,  principalmente  en  la  pre- 
gunta tercera  del  interrogatorio  de  (s.  22,  que 
el  cierro  materia  del  presente  juicio  íué  cons* 
truido  por  don  Francisco  Kivas  y  á  expensas 
de  éste; 

2^  Que  aparece  de  los  antecedentes  y  de  las 
a^rmadones  hechas  por  don  Carlos  Tarragó, 
entre  otras,  en  la  pregunta  citada,  que  el  ce- 
rramiento de  que  se  trata  es  sólo  una  cerca  de 
tapia  qne  separa  los  predios  de  ambas  partes 
y  que,  en  consecuencia,  sólo  puede  aplicarse  al 
caso  actual  la  disposición  contenida  en  el  ar- 
tículo 846  del  Código  Civil,  que  impone  á  los 
propietarios  colindantes  la  obligación  de  con- 
currir á  los  gastos  de  construcción  de  tales 
cercos  y  encarga  al  Juez  reglar  el  modo  y  fnr. 
ma  de  concurrei»cía; 

3^  Qne  la  prueba  que  obra  en  autos  no  es 
bastante  para  establecer  el  valor  de  la  cerca 
construida  por  don  Francisco  Rivas. 

Se  revoca  la  sentencia  apelada  de  17  de  di- 
ciembre áltímo,  y  se  declara  que  no  ha  lugar  á 
la  reconvcndótt  y  qne  don  Carlos  Tarragó 


debe  pagar  al  demandante,  en  el  tcnnino  de 
quinto  día,  la  mitad  del  valor  de  la  cerca  cons- 
truida por  don  Francisco  Rivas.  Este  valor 
será  fijado  por  el  Juez,  oyendo  previamente  el 
dictamen  de  un  perito. 

Devuélvanse  y  agrégtiese  el  papel  competen- 
te. Publíquese. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Luis 
Barriga.—/..  Mora.— A,  Mftntt.-'Laia' Ba- 
rríea- 


Corte  de  la  Serena  7  de  octubre  de  190!t 

Marín  Fructuoso(sucesión)con Jamett  Hnos. 

Albaoea.— Capacidad  y  personería 
para  demandar.— Tenencia  de  bienes. 

Doctrina:— £/  albacca  á  quien  se  ba 
conferido  ¡a.  tenencia  y  administración 
de  los  bienes  puede  parecer  en  juicio  con 
arreglo  á  los  artículos  1296  y  487  del 
Código  Civil  para  cobrar  los  créditos  de 
la  testAwentaria,  sobre  todo  si  los  here 
deros  ratifican  lo  obrado  por  él. 


Ante  el  Juzgado  de  la  Serena  se  presentó 
don  Justiniano  Moas,  en  su  carácter  de  alba- 
cea  con  administración  y  tenencia  de  bienes  de 
la  testamentaría  de  don  Fructuoso  Marín,  de- 
mandando qecativamente  á  don  Pedro  F.  Ja- 
mett, como  sucesor  de  la  sociedad  Jamett 
Hermanos,  el  pago  de  tres  mil  pesos  é  intere- 
ses del  ocho  por  ciento  estipulados  en  el  paga- 
ré á  favor  de  Marín  suscrito  por  Jamett  Her- 
manos, cuya  firma  ha sidoreconocida,  fechado 
el  1^  de  mayo  de  1901,  siendo  e^  |)laso- dé-6ché 
meses,  abonánd(»e  desde  el  vencitníento  totf 
intereses  indicados. 

Despachado  mandamiento  de  embargo  y  eU 
tádose  de  remate,  el  deudor  se  opuso  á  ta  efe- 
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cución  pidiendo  se  alzara  el  embargo,  con  cos- 
tas, en  virtud  de  las  excepciones  siguientes: 
Falta  de  capacidad  para  demandar. 

"Los  albaceas  no  tienen  facultad  de  compa- 
recer en  jntcio  sino  para  defender  la  validez  del 
testamento.  La  ley.  no  les  permite  el  ejercicio 
de  tal  derecho,  ó  más  bien  se  lo  prohibe,  como 
se  previene  en  el  artículo  1295  del  Código  Ci- 
vil.  Fundo  en  lo  expuesto  esta  excepción. 

"2*  Falta  de  personería  para  deninndnr. 

"Esta  excepción  la  fundo  en  que,  no  pudien- 
do  don  Justiniano  Moas,  como  albaceade  don 
Fructuoso  Marín,  pareceren  juicio,  al  entablar 
ejecución  en  mi  contra,  tiene  que  atribuirse  la 
representación  de  la  sucesión  y  la  autorización 
6  intervención  necesaria  de  los  herederos  que 
no  existen. 

"3*  Fago  de  la  deuda. 

"La  fundo  en  qne  he  extinguido  por  el  pago 
efectivo  la  obligación  que  debía  á  don  Fruc- 
tutMO  Marín  y  que  hoy  me  cobra  indebida- 
mente el  albacea. 

"4*  Caducidad  del  título. 

"Fundo  esta -excepción  en  que,  estando  pa- 
gado el  crédítoque  indebidamente  se  me  cobni, 
la  obligación  que  contraje  ha  sido  extinguida 
y  el  título  caduca  por  el  mismo  hecho." 

Con  fecha  13  de  abril  de  1903  el  Juzgado 
resolvió: 

Considerando: 

1'  Üue  del  testamento  apareceque  don  Fruc- 
tuoso Marín  confirió  á  su  albacea  la  tenencia 
y  administración  de  los  bienes,  de  manera  que, 
en  conformidad  á  lo  establecido  en  los  artícu- 
los 1296  y  487  del  Código  Civil,  el  señor  Moas 
ha  podido  pareceren  este  juicio  cobrando  uno 
de  los  créditos  de  hi  testamentaría; 

2^  Que,  ademAs,  en  el  escrito  de  fs.  18  lus 
henderos  del  señor  Marín  ratificaron  lo  obra- 
do por  dicho  albacea  y  tenedor  de  bienes; 

3^  Que,  en  consecuencia.,  no  son  procedentes 
la  primera  ni  la  segunda  de  las  éxcepctones 
opuestas  por  el  ejecutado; 

4fl  Que,  al  dorso  del  pagaré  de  fs.  1  que  se 
cobra,  hay  anotado  un  abono  de  mil  pesos 
con  fecha  26  de  agosto  de  1901; 

5^  Que,  aunque  sobre  esa  anotación  hay 
otra  en  qne  te  dice  que,  de  acuerdo  con  el  deu- 
dor, se  ha  dejado  sin  efecto  eae  abono  para 


transladarlo  á  otra  cuenta,  el  deudor  ha  ne- 
gado tal  acuerdo  y  el  ejecutante  no  lo  hacom- 
probado; 

6'  Que  si  bien  el  ejecutado  ha  rendido  prue- 
ba para  acreditar  que  se  le  deben  por  la  suce- 
sión Marín  las  cuentas  defs.  56 y  56  vta.  y  que 
es  efectivo  el  recibo  compulsado  á  f.  57,  esos 
documentos,  cualquiera  que  sea  su  mérito,  no 
pueden  ser  tomados  en  conúderadón  en  el 
presente  juicio  por  haber  sido  presentados  para 
su  cobro  en  otro  juicio  cuya  acumulación  no 
se  hn  decretado  ni  aun  pedido; 

7'^  Que  aunque  el  ejecutado  también  ha  tra- 
tado de  acreditar  que  ha  pagado  varias  deu- 
das de  don  Fructuoso  Marin  ó  de  su  sucesión 
y  que  ha  prestado  otros  servicios  á  ésta,  no 
ha  comprobado  qne  esto  lo  hiciera  en  abono 
del  pagaré  que  ahora  se  cobra,  de  manera  qne 
esos  créditos,  dado  caso  de  que  fueran  líqui- 
dos, sólo  autorizarian  la  excepción  de  com- 
|)ensación,  que  no  lia  sido  deducida; 

8*  Que,  fuera  del  aludido  en  el  considerando 
4',  no  se  ha  justificado  que  se  haya  hecho  nin- 
gún otro  abono  al  pagaré  materia  de  esta 
ejecución; 

9'  Que  no  estando,  por  consiguiente,  com- 
probada la  excepción  de  pago,  tampoco  puede 
estarlo  la  de  caduridad  del  título  que  sólo  se  ha 
fundado  en  haberse  extinguido  la  obligación 
en  virtud  del  pago. 

Por  tanto,  y  con  arreglo  A  lo  dispuesto  en  el 
artículo  1698  del  Código  Civil  y  en  los  artícu- 
los 41  y  30  de  la  ley  de  8  de  febrero  de  1837, 
se  declara  que  no  ha  lugar  á  las  excqiciones  y 
que,  en  consecuencia,  debe  llevarse  adelante  la 
ejecución  hasta  hacer  entero  pago  al  ejecutan- 
te del  capital  é  intereses  demandados  y  costas 
de  la  cobranza,  con  deducción  del  abono  áqoe 
se  refiere  el  considerando  cuarto. 

Anótese  y  reemplácese  el  papel — A.  M.  de  ¡a. 
Fuente. 

La  Oorte, 

Vistos:  se  confirma,  con  costas  del  recurso, 
la  sentencia  apelada  de  13  de  abril  i'dtimo. 

Pnblíquese  y  devuélvanse  M.  Carvallo — 

Edttartio  Gomes  Herreros — Daniel  Cádix. 
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Corte  de  Tacau  71  de  noviembre  de  1903 

Téllez  con  Varga»  y  otro 

PoBlolones.— Notifloaoión  al  prooura* 
dor  de  la  parte  que  debe  absolverlar. 
—Rebeldía. 

Doctrina: — El  procurador  es  obtígndo 
á  hacer  comparecer  á  su  mandan^  para 
absolver  posiciones  en  el  término  pruden- 
cia t  que  el  Tribunal  designe  y  bajo  el  aper- 
cibimiento indicado  en  el  artículo  384del 
Código  de  Procedimiento  CiviU  el  cual 
prescribe  que  si  el  litigante  no  comparecie- 
re al  segundo  llamado  se  le  dará  poi  con- 
feso á  petición  de  parte. 

Ba  consecuenciat  no  puede  darse  por 
confeso  al  litigante  que  citado  una  vez  no 
comparece  á  absolver  la  posición,  ya  sea 
que  se  le  notifique  personalmente^  ya  por 
medio  de  su  apoderado  en  el  juicio. 


jo  el  apercibimiento  indicado  en  el  artúulo 
384  del  mismo  Código; 

Que  este  último  artículo  prescribe  que  si  el 
litigante  no  compareciere  al  segundo  llama- 
miento, se  k  dará  por  confeso  A  peticiáa  de 
parte  en  todos  aquellos  hechos  que  estén  cate- 
góricamente afirmados  en  el  escrito  en  que  iie 
pide  la  declaranón; 

Que,  conforme  á  estas  dispondones,  el  pro- 
pósito de  la  ley  es  claro  en  el  sentido  de  que 
no  debe  darse  por  confeso  al  litigante  que  ci- 
tado una  vez  no  comparece  á  absolver  posicio- 
nes,  ya  sea  que  se  le  notifique  personalmente 
ya  por  medio  de  su  apoderado  en  el  juicio: 
■  Stf  revoca  el  auto  apelado  de  24  de  octubre 
último,  y  se  declara  que  no  ha  lugar  á  tener 
por  confesa,  por  ahora,  á  doña  Herminia  Var- 
gas de  las  posiciones  á  que  este  incidente  se 
refiere. 

Redactada  por  el  señor  ministro  Palado». 
Acordada  por  los  señores  Ministros  Palacios 
y  Vargas  contra  el  voto  del  señor  Presidente 
Barros  que  opinó  por  la  confirmatoria  del  re- 
ferido anto,  con  costas  del  recurso. — E.  Ba- 
rros .4.  Palacios.,— P.  Roberto  Vega.. 


En  un  juicio  seguido  ante  el  Juzgado  de  Tac- 
na por  don  César  C.  Téllez,  contra  doña  Her- 
minia Vargas  y  otro,  aquél  puso  posiciones  á 
ésta  y  notificó  al  procurador  para  que  lu  pre- 
sentara á  absolverlas.  No  habiendo  compare- 
cido en  el  término  señalado  le  acusó  rebeldía 
y  pidió  se  dieran  por  absueltas  afirmativa- 
-  mente  Ins  posiciones. 

El  Juzgado  resolvió: 

Tacna,  24  de  octubre  de  lí>03. -Vistos:  en 
rebeldía  de  doña  Herminia  Vargas,  ténganse 
por  absueltas  las  posiciones,  y  agregúese  el 
pliego  á  los  autos  una  vez  que  las  haya  ab- 
suelto  la  otra  demandada  /i.  Muñoz. 

La  Corte: 

Vistos,  y  Lenicudu  presente: 

Que  á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
387  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  el  pro- 
curador es  obligado  á  hacer  comparecer  á  su 
mandante  para  absolver  posiciones  en  el  tér- 
mino razonable  que  el  Tribunal  designe  y  ba< 


Corte  de  Santiago  14  de  diciembre  de  1903 

Ponoe  con  cura  de  Lamjja 

Po&ioionos.  —  Presenoia  del  abogrado 
del  absolvente  en  el  aoto  de  la  abso- 
luoión. 

Doctrina:—  Siendo  la  absolución  de 
posiciones  un  acto  de  carácter  exclusiyu- 
mente  personal,  «o  tiene  derecho  el  abo- 
gado del  absolvente  á  presenciar  su  ab- 
solución. 


El  señor  cura  de  I/ampa  demandó  á  don 
Eugenio  Ponee  y  otros  sobre  entrega  de  una 
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cn|Hll£u  Habiendo  puesto  ú  cstus  posiciones:, 
se  presentaron  á  absolverlas  ante  el  juez  de  la 
causa  acompañados  del  procurador  3'  aboga- 
do que  los  patrocinan;  y  en  presencia  de  éstos 
se  dió  príneipio  &  la  diligencia. 

El  demandante  redamó  de  este  heclin  y  de 
que  el  abogado  no  observara  una  eonihicln 
pasiva,  sino  que  intervenía  á  menudo  cu  la 
diligencia  so  pretexto  de  explicar  el  contenido 
de  las  posiciones  y  las  respuestas  qtie  debfnn 
6  no  dar  los  al>8olventes. 

Kl  Juzgado  resolvió  verbalniente  que  podía 
continuar  presenciando  la  absolución  de  las 
]>os¡cione8  el  abogado,y  apelada  su  resolución 
otorgó  el  recurso  sólo  en  lo  devolutivo. 

£1  secretario  del  Juzgado  certifica  la  con- 
formidad de  estos  hechos  menos  en  lo  referen- 
te á  la  intervención  del  abogado  de  los  absol- 
ventes,  que  dice  haberse  red  nctdo  á  que  una 
Sf>1a  vez  intervino  para  pedir  ni  Juzgado  se 
sirviese  aclarar  el  sentido  de  una  pregunta. 

La  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente  la  naturaleza  de  la  dili- 
gencia de  carácter  exclusivamente  personal,  y 
que  en  autos  no  hay  antecedentes  que  autori- 
cen la  presencia  del  abogado  de  los  deman- 
dantes en  el  acto  de  la  absolución  de  posicio- 
nes de  éstos,  se  revoca  la  resolución  apelada  á 
qoe  se  refiere  el  certificado  de  f».  2,  de  4  de 
agosto  último,  y  se  declara:  que  debe  de  ha- 
cerse como  se  ha  pedido  por  la  parte  deman- 
dante. 

J,  Ignacio  Larraia— Eduardo  CastiUor-J. 
Ágastfn  Rojas. 

La  sentencia  de  la  Corte  nn  cita  dispo- 
sición legal  en  que  se  funde  3'  parece  ad- 
mitir que  la  presencia  del  abogado  de  la 
parte  que  absuelve  posiciones  puede  estar 
autorizada  por  antecedentes  que  obren 
en  autos,  desde  que  invoca  esta  circuns- 
tancia para  revocar  el  fallo  de  primera 
instancia  que  admitía  como  legítima  la 
presencia  del  abogado  del  absolvente  en 
el  acto  de  la  absolución  de  las  posiciones. 

No  está,  pues,  bien  fijada  la  doctrina  á 
este  respecto.  Tratándose  de  posiciones 


puestas  en  la  segunda  instancia,  en  efec- 
to, otra  de  las  salas  de  la  Corte  de  San- 
tiago ha  resuelto  lo  contrario  de  lo  que 
establece  el  fallo  anterior.  En  un  juicio 
seguido  jxir  don  Felipe  Casas  Espinóla 
con  di»fííi  Victoria  Aguirre  v.  de  Bascu- 
ñán  y  otros,  el  señor  Casas  Espinóla  pu- 
so á  estas  ^lersonas  posiciones  ante  la 
Corte  y  habiéndose  mandado  absolveren 
la  casa  de  las  demandadas,  ante  uno 
de  los  Ministros  del  Tribunal,  el  señor 
Casas  Espinóla  pidióse  declarara  que  no 
podfa  concurrir  ála  absolución  el  aboga- 
do que  patrocinaba  á  las  ábsolventes.  El 
Tribunal,  sin  oir  sobreestá  solicitud  á  las 
demandadas,  resolvió  con  fecha  5  de  di- 
ciembre: *'se  declara  que  puede  concu- 
rrir á  la  diligencia  de  la  absolución  de  po- 
siciones el  patrocinante  abogado  de  doña 
Victoria  Aguirre  v.  de  Bascuñán  y  com- 
partes.—L.  R.  Mora. — A.  Montt. — Darío 
Benaventc." 

resolución  de  la  segunda  Sala  nos 
parece  que  es  la  única  admisible  en  dere- 
cho, aunque  no  exista  disposición  algu- 
na en  el  Código  de  Procedimiento  Civil 
que  establezca  expresamente  la  prohibi- 
ción de  la  presencia  del  abogado  del  ab- 
solvente en  el  acto  de  prestar  su  confe- 
sión. 

Las  leyes  del  titulo  XIII  de  la  Parti- 
da III,  que  hablaban  délas  "conocencias" 
que  las  partes  hacen  en  juicio,  estando  su 
contendor  delante,  establecían  expresa- 
mente el  carácter  exclusivamente  perso- 
nal de  la  confesión  y  ordenaban  que  de- 
bía "ser  auisado  el  Judgador,  que  de 
mientra  se  fizieren  las  preguntas  á  las  par- 
tes, non  deuen  estar  y  el  abogado,  de 
aquel  á  quien  faze  la  pregunta.  Ca,  agre- 
gaba la  ley,  muchas  vegadas  acaece  que 
los  abogados,  con  gran  sabor  que  han  de 
vencer  el  pleito,  non  catan  á  Dios,  nin  á 
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SUS  almas:  e  l'azen  á  sabiendas  que  las 
partes  nieguen  la  verdad  de  las  cosas,  so- 
bre que  les  fazcn  las  preguntas."  Las  le- 
yes de  Partida  exigían,  pues,  que  la  ab- 
solución de  posiciones  se  hiciera  sin  que 
la  parte  pudiera  ser  influenciada  por  el 
consejo  6  la  actitud  de  su  abogado,  y  or- 
denaban á  más,  parad^r  al  acto  toda  su 
importancia,  que  la  absolución  se  presta- 
ra ante  la  parte  contraria  asistente  al 
acto  y  que  de  este  modo  confirmaba  una 
vez  más  la  afirmación  que  hacía  en  la 
pregunta,  puesta  en  cirto  como  lo  dispo- 
nía la  ley  y  -estaba  establecido  por  la 
práctica  constante  y  uniforme.  La  ley 
2  del  Título  IX,  Libro  XI,  de  la  Novísima 
Recopilación  reiteró  la  orden  de  que  la 
absolución  debía  serprestada  por  la  par- 
te, sin  consejo  de  "letrado*',  pero  la  mis- 
ma ley  dispuso  que  la  absolución  se  pres- 
tara "secreta  y  apartadamente",  con  lo 
que  excluyó  la  presencia  de  la  parte  que 
ponía  las  posiciones. 

La  Ley  de  Enjuiciamiento  de  España 
de  1855  mantuvo  la  disposición  de  las 
Ordenanzas  de  Madrid  que  formaron  la 
indicada  ley  recopilada;  pero  en  la  ley  re- 
formada de  1881  se.  volvió  al  sistema 
de  las  Partidas,  estableciendo  el  artícu- 
lo 585  que  "el  declarante  responderá  por 
sí  mismo,  de  palabra,  á  presencia  de  la 
parte  contraria  y  de  su  letrado,  si  asis- 
tieren. No  podrá  valerse  de  ningún  borra- 
dor de  respuestas;  pero  se  le  permitirá 
que  consulte  en  el  acto  simples  notas  ó 
apuntes,  cuando,  á  juicio  del  juez,  .sean 
necesarios  para  auxiliar  la  memoria." 

B9tos  antecedentes  que  se  tuvieron  pre- 
,  «entes  al  redactar  e!  proyecto  de  Código 
de  Procedimiento  Civil,  deben  ser  toma- 
dos en  cuenta  para  fijar  el  sentido  de  las 
disposiciones  de  la  ley.  BI  Código  man- 
tiene el  carácter  oclusivamente  personal 


de  la  absolución  de  posiciones  y  en  el 
artículo  382  dispone  que  "puede  toi/o  /rti- 
gante  presenciar  la  declaración  del  con- 
tendor y  hacer  al  Tribunal  las  observa- 
ciones que  estime  conducentes  para  acla- 
rar, explicar  ó  ampliar  las  preguntas  que 
han  de  dirigírsele."  Al  hablar  de  litigan- 
te la  ley  excluye  por  el  mismo  hecho  á  los 
abogados:  quiere  que  la  absolución  de 
posiciones  sea  un  acto  personalísimo  de 
las  partes.  Y  ello  se  explica,  puesto  que 
la  posición  lleva  consigo  la  afirmación  de 
un  hecho,  ó  una  verdadera  confesión  á  su 
vez,  de  parte  del  que  formúlala  pregunta 
y  es  natural  que  la  ley  quiera  que  de  la 
entrevista  de  los  litigantes  ante  el  juez 
resulte,  si  es  posible,  toda  la  verdad  y 
que  no  pueda  ser  obscurecida  por  las  re- 
ticencias de  la  defensa.  De  aquí  la  dife- 
rencia de  redacción  adoptada  en  el  Códi- 
go, apartándose  de  la  ley  espafiola  que 
generalmente  ha  sido  seguida. 

Si  hubiera  habido  el  propósito  de  mo- 
dificar en  este  punto  la  legislación  de  las 
Partidas  y  de  la  Novísima  Recopilación, 
es  evidente  que  se  habría  consignado  unn 
disposición  especial  que  autorizara  á  los 
abogados  de  las  parteis  para  compare- 
cer al  acto  de  la  absolución  de  las  posi- 
ciones, y  como  tal  cosa  no  ha  sucedido,  el 
propósito  de  no  innovar  se  manifiesta 
bien  claramente  en  este  punto. 

L.  C.  S. 
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Corte  de  l'acna  14  de  noviembre  áe  1903. 

Bcrríos  con  Bclaunde. 

Plazo  para  duplicar.  —  Cómputo.  — 
Términos.— Derograolón. 

Doctrina: — La  disposición  del  ártica' 
lo  68  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, según  la  cual  los  términos  comenza- 
rán á  correr  para  cada  parte  desde  el 
día  de  la  notiñcación,no  ha  derogado  las 
reglas  contenidas  en  los  artículos  48  y 
49  del  Código  Civil. 

Bn  consecuencia,  los  plazos  deben  en- 
tenderse completos,  v  corren,  además, 
hasta  la  media  noche  del  último  día  del 
término,  sin  contarse  los  triados. 


En  el  juicio  seguido  ante  el  Juzgado  de  Tac- 
na por  doña  Marcelina  Berrios  con  don  Ma- 
nuel J.  Belaunde  se  notificó  á  éste  con  fecha  13 
de  octubre  el  traslado  para  duplicar. 

£1  20  de  octubre  la  parte  demandante  acusó 
rebeldía,  y  dándola  por  acusada  el  Juzgado 
proveyó:  "autos." 

El  dfa  21  de  octubre  presentó  Belaunde  su 
escrito  de  dúplica  y  el  Juzgado  proveyó: 

Tacna,  21  de  octubre  de  1903._A  lo  princi- 
pal, lo  próvido  con  fecha  de  ayer  en  solicitud 
contraria;  al  otrosí;  debiendo  contarse  el  pla- 
zo de  seis  días  para  duplicar  desde  el  13  del 
presente,  fecha  de  In  notificación  del  demanda- 
do, el  que,  descontando  el  día  18,  que  fué  festi- 
vo, expiró  el  día  19  á  las  doce  de  la  noche,  ha- 
biendo  sido  acusada  la  rebeldía  el  día  20;  y 
visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  68  y  69  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  no  ha  lugar,— 
R.  Muñoz. 

La  Oorte: 

Vistos,  y  teniendo  presente: 

Que  la  disposición  del  artículo  68  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  según  la  cual  los 
términos  comenzarán  á  correr  para  cada  par> 
te  desde  el  día  de  la  notificación,  no  ha  dero- 
gado las  reglas  contenidas  en  los  artículos  48 
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y  49  del  Código  Civil  referentes  ¿  la  manera 
de  contar  los  plazos  que  señalan  las  leyes,  los 
decretos  del  Presidente  de  la  República  y  los  de 
los  Tribunales  ó  Juzgados,  sino  que  se  ha  limi- 
tado á  consignarla  fecha  inicial  de  dichos  pla- 
zos en  el  Procedimiento  Civil; 

Que,  según  el  artículo  48  ya  citado,  los  pla- 
zos de  días,  meses  3'  años  se  entenderá  que 
han  de  ser  completosy  correrán  además  hasta 
la  media  noche  del  último  día  de  los  mismos, 
y  conforme  al  artíctdo  49  del  mismo  Código, 
cuando  un  acto  debe  ejecutarse  en  ó  dentro 
de  cierto  plazo  se  entenderá  que  vale  si  se  eje- 
cuta antes  de  la  media  noche  en  que  termina 
el  último  día  de  ese  plazo; 

Que  notificado  don  Manuel  J,  Belaunde  del 
traslado  para  dúplica  el  día  13  de  octubre,  el 
plazo  de  seis  días  que  la  le>'  confiere  al  efecto, 
sólo  terminaba  á  las  doce  de  la  noche  del  día 
20  del  mismo  mes,  pues  hay  que  descontar  el 
dfa  18  que  fué  feriado; 

Que,  en  consecuencia,  la  rel)cldía  no  fué 
oportunamente  acusada  y  el  demandado  hn 
estado  dentro  del  termino  al  presentar  en  el 
mismo  día  20  el  escrito  de  duplica. 

Visto  además  lo  prescrito  en  el  artículo  69 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  revocan 
los  autos  apelados  de  20  y  21  de  octubre  últi- 
mo, y  se  declara  que  el  escrito  de  dúplica  ha 
sido  presentado  en  tiempo  y  que  el  juez  a  gao 
debe  proveerlo  con  arreglo  á  derecho. 

Publfquese  y  devuélvanse.  Redactada  por  el 
señor  Ministro  Palacios.— Barros.— il.  Pa- 
lacios P.  Roberto  Vega  M.  A.  Qairell. 

.  La  demandante  pidió  reconsideración  de 
esta  resolución,  fundándose  en  que  el  Tribunal 
incurría  en  el  error  de  suponer  que  el  escrito 
de  dúplica  había  sido  presentado  el  día  20  de 
octubre,  siendo  que  su  presentación  se  había 
efectuado  el  día  21,  y  el  Tribunal  resolvió; 

Tacna,  14  de  noviembre  de  1903  Vistos: 

teniendo  presente  que,  si  bien  el  escrito  de  dú- 
plica fué  presentado  fuera  del  término,  esto  es, 
el  21  de  octubre  último,  la  rebeldía  no  había 
sido  oportunamente  acusada  y,  por  lo  tanto, 
no  ha  debido  tomarse  en  cuenta  para  proveer 
dicho  escrito,  no  ha  lugar  á  la  reposición  que 
se  solicita.— £.  Barros.— A.  Palacios.— P.  Ro- 
berto Vega—M.  A.  Qairell. 
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SEGUNDA  PARTE 


Corte  áe  Santiago.— 11  de  dkúmhre  de  1903 
CáccFcs  Martínez  con  Darrouy 

Abogado.— Pago  de  honorario.  —  Tra- 
mitación de  la  acción.— Reoonven- 
oión. 

Doctrina: — Ejercitándose  la  acción  so- 
bre pago  de  honorarios  de  abogado  por 
la  defensa  de  an juicio^  cuyo  procedimieti' 
ta  determina  el  tituló  XIV  del  libro  III 
del  Código  de  Procedimiento  Civii,  no 
cabe  la  reconvención  del  demandado  quf.^ 
atendidos  su  naturaleza  y  objeto,  no  es 
susceptible  de  sustanciárse  por  los  miS' 
mos  trámites  que  la  demanda  principal 
conforme  al  articulo  306 del  Código  indi- 
cado. 


Don  Abel  CAceres  Martínez  demandó  A  don 
Lino  2*  Darrouy  el  pago  de  servicios  que  como 
abogado  le  lia  prestado  en  diversos  asuntos. 

Notificado  el  demandado,  reconvino  al  con- 
testar la  demanda  reclamando  el  pago  de  per* 
juicios  que  dice  babersufrído  con  motivo  de  la 
mala  deímsa  que  de  sus  derechos  había  hecho 
el  demandante. 

El  Juzgado  de  San  Felipe  proveyó:  "tras- 
lado." 

El  demandante  pidió  se  aplicase  el  articulo 
854  del  Código  de  Procedimiento  Civil  y  se  re- 
considerara la  resolución  aludida. 

El  juez  señor  Sepúlveda  proveyó: 

"Teniendo  presente  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 854  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  como 
se  pide  y  se  señala  para  el  comparendo  el  21 
del  corriente  á  las  cuatro  de  la  tarde." 

El  demandado  pidió  reconsideración  de  esta 
proTÍdenda,  sosteniendo  que  el  artículo  854 
del  Código  de  Procedimiento  sólo  puede  tener 
aplicación  cuando  no  se  dedujere  reconvención 
y  que  debían  aplicarse  las  disposiciones  de  los 
artículos  304  y  306. 

El  demandante  sostuvo  que  la  reconvención 
no  era  admisible  porque  es  unu  demanda  de 
bei^nicios  sujeta  á  los  trámites  de  un  juicio 


ordinario  y  que  no  eran  aplicables  al  caso  ac- 
tual las  disposiciones  citadas. 

Con  fecha  23  de  septiembre  último  el  Juzga- 
do proveyó: 

"Teniendo  presente  que  en  el  escrito  de  fs.  1^ 
se  reconocía  al  demandante  y  que  este  Juzga- 
do es  competente  para  conocer  de  ello,  se  de- 
clara que  ha  lugar  ála  revocatoria  y  que  debe 
evacuarse  el  traslado  de  la  reconvención  den  - 
tro  del  término  legal." 

El  demandante  contestó  la  reconvención 
sosteniendo  su  improcedencia,  y  con  fecha  24- 
de  setiembre  se  comunicó  traslado  de  esta 
contestación.  Enseguidaapelódel  auto  del  23, 
y  conociendo  de  esta  apelación  la  Corte  re- 
solvió: 

Teniendo  presente: 

1'  Que  en  la  demanda  se  ejercita  por  don 
Abel  Cáceres  Martínez  el  procedimiento  esta- 
blecido en  el  título  XIV  del  libro  III  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil  para  obtener  el 
pago  de  sus  honorarioscomo  abogado  de  don 
Lino  2' Darrouy;  Y  éste  á  su  vez  reconviene 
por  indemnización  de  los  perjuicios  que  dice  le 
ha  ocasionado  la  defensa  hecha  por  el  deman- 
dante; 

2^  Que  en  jeneral  la  reconvención,  atendidos 
su  naturaleza  y  objeto,  sólo  puede  oponerse 
cuando  la  acción  que  en  ella  se  interpone  es 
snsceptible  de  sustandarse  por  los  mismos  trá- 
mites que  la  demanda  principal,  y  así  lo  esta- 
blecen también  los  términos  del  artículo  306 
del  Código  atado;  y  ^ 

3'  Que  la  acción  deducida  en  la  reconvención 
es  materia  de  un  juicio  de  lato  conocimiento  y 
ao  podría,  en  consecuenciai  oponerse  en  esta 
causa  sin  privar  al  demandante  del  derecho 
que  le  otorga  la  ley  recordada  para  exigir  en 
forma  sumaria  el  pago  de  sus  honorarios  pro- 
fesionales; 

Se  revoca  la  resolución  apelada,  de  23  de 
septiembre  último,  y  se  declara  que  ha  lugar  & 
lo  pedido  por  don  Abel  Cáceres  Martínez  y  se 
suspenden,  en  consecuencia,  losefectos  del  auto 
de  24  del  mismo  mes. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Luís 
Barriga. — L.  R.  Mora.— Darío  tíeaaventé.— 
£mÍ8  Barriga. 


Digitized  by 


Google 


JURISPRUDENCIA 


283 


Corte  de  Santiago.— S9  de  diciembre  de  1903 
Gajardo  y  otro  con  Pisco 

Honorario— Peritos  nombrados  en  J  ui- 
olo  criminal.— Prescripción  de  corto 
tiempo. 

Doctrina:— La  prescripción  de  corto 
tiempo  establecida  en  el  artículo 2321  del 
Código  Civil  puede  interrumpirse  por  ha- 
ber intervenido  simple  requerimiento  ó 
sea  la  comprobación  auténtica  y  ^hacien- 
te de  haberse  dirigido  el  acreedor  al  deu- 
dor cobrándole  la  suma  adeudada.  Im- 
porta este  requerimiento  la  petición  que 
ante  el  Juez  del  Crimen  que  había  decre- 
tado  la  prestación  de  los  servicios  hace 
el  perito  después  del  desempeño  de  sti  car- 
go,  puesta  en  conocimiento  del  represen- 
tante fiscal;  y  la  circunstancia  de  haber- 
se declarado  que  el  Juez  del  Crimen  no  era 
competente  para  decretar  el  pago  enerva 
los  electos  del  requerimiento  al  deudor 
desde  que  existe  constancia  auténtica  de 
la  exigencia  del  acreedor  por  medio  de  ac- 
tuaciones y  diligencias  judiciaks. 

En  consecuencia,  mediando  un  requeri- 
miento semejante,  noprocede  la  prescrip- 
ción de  tres  años. 


Don  Joaquín  L.  Gajardo  y  don  Carlos  Hor- 
ment  fueron  nombrados  peritos  por  el  juez  de! 
crimen  que  conocía  del  juicio  seguido  contra 
un  empleado  de  los  frrrocarrilesdel  Estado  pa- 
ra que  examinaran  los  libros  de  contabilidad 
de  la  Empresa  y  de  las  compañías  de  carbón 
de  Lotay  Coronel,  é  informasen  al  Juzgado  so- 
bre los  puntos  que  se  Ies  indicaron.  El  nom- 
bramiento se  hizo  con  fecha  18  de  octubre  de 
1892  y  el  informe  fué  presentado  por  ellos  el 
23  de  diciembre  del  mismo  año,  solicitando 
los  peritos  el  pago  de  su  honorario  en  escrito 
presentado  al  mismo  Juzgado  en  6  de  febrero 
de  1893.  Tramitada  esta  presentación  con  el 


promotor  fiscal,  el  Juez  del  Crimen  recibió  á 
prueba  el  negocio,  pero  su  resolución  fué  revo- 
cada por  la  Corte  Suprema  que  declaró  que 
habiendo  los  peritos  deducido  acción  en  forma 
por  separado  del  juid»  criminal  contra  el  Pis- 
co, debían  ocurrir  ante  el  juez  competente. 

Con  fecha  27  de  junio  de  1898  los  peritos 
entablaron  demanda  ante  el  juez  civil.  El 
promotor  fiscal  suplente  aceptó  ta  demanda, 
observando  únicamente  la  cuantía  del  hono- 
rario demandado,  pero  el  promotor  propieta- 
rio, al  duplicar,  opuso  la  excepción  de  pres- 
cripción, que  retiró  después  al  responder  al 
alegato  de  bien  probado. 

El  juez  señor  Vergara,  con  fecha  30  de  octu- 
bre de  1900,  teniendo  presente  que  se  había 
justificado  en  los  autos  el  desempeño  de  la  co- 
misión conferida  á  loa  demandantes  porel  Juz- 
gado del  Crimen  en  uso  de  las  facultades  que 
le  confiere  la  ley  para  pesquisar  los  delitos  y 
que  correspondía  al  Juzgado  regular  el  hono- 
rario atendido  á  que  no  existia  convento  en- 
tre el  Fisco  y  los  demandantes,  conforme  al 
artículo  2117  del  Código  Civil  y  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  el  artículo  240  de  la  Cons- 
titución, declaró  haber  lugar  á  la  demanda  y 
reguló  en  ochocientos  pesos  el  honorario  de 
cada  uno  de  los  peritosque  ellos  fijaban  en  dos 
mil  pesos. 

Elevada  en  consulta  esta  sentencia  á  la  Cor- 
te Suprema  fué  retenida  porella  en  13  de  abril 
de  1901,  y  el  fiscal,  estimando  como  una  tran- 
sacción el  desistimiento  de  la  excepción  de 
prescripdón  hecho  por  el  promotor  fiscal  en 
la  respuesta  al  alegato,  transacción  perjudi- 
cial al  Fisco  y  nula  con  arreglo  á  los  artículos 
151  ri60)  de  la  Constitución  y  2447  del  Có- 
digo Civil,  reprodujo  dicha  excepción  con  arre- 
glo al  artículo  2497  del  mismo  Código  y  so- 
lídtó  el  rechazo  de  la  demanda.  La  Cprte-Su^ 
prema,  con  fecha  8  de  julio  de  1901,  proveyó 

"Vuelvan  los  autos  á  primera  instancia  para 
que  el  juez  de  la  causa  se  pronuncie  como  fnere 
de  derecho  sobre  In  excepción  de'  prescriprión 
hecha  valer  por  el  señor  fiscal  en  esta  segund.i 
instancia.  Aconladaporlos  señores  presidente 
y  ministros  Alfonso,  Flores  y  Gallardo,  contra 
el  voto  de  los  señores  ministros  Palma  Guz- 
mán  y  Rodríguez,  quienes  opinaron  que  se  fa- 
llara desde  luego  la  consulta". 
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SEGUNDA  PARTB 


Con  lecha  25  de  febrero  de  1903,  el  juo! 
acñor  Guzmán  resolvió:  Considerando: 

1^  Que  los  servicios  de  cuya  remuneración 
•se  trata  fueron  prestados  por  los  demandan- 
tes en  desempeño  de  su  profesión  de  contado* 
Tes,  la  cual  por  su  naturaleza  pertenece  al 
género  de  las  denominadas  "liberales"  á  que  se 
refiere  el  artículo  2521  del  Código  Civil,  y  de 
'Consiguiente  los  respectivos  honorarios  pres- 
criben en  tres  años; 

2^  Que  los  servicios  quedaron  realizados  el 
"23  de  diciembre  de  1892,  y  desde  entonces  na- 
ció el  derecho  de  cobrar  los  honorarios; 

3^  Que  la  actual  demanda  sólo  fué  notifica- 
da al  Fisco  el  4  de  julio  de  1893,  ó  sea,  cuando 
ya  habían  transcurrido  con  exceso  los  tres 
años  de  la  prescripción; 

4^  Que,  según  el  artículo  2523  del  Código 
Civil  la  indicada  prescripción  se  interrumpe 
únicamente  interviniendo  pagaré  ú  obligación 
escrita  ó  concesión  de  plazo,  ó  mediando  re- 
querimiento; 

5^  Que  no  se  ha  alegado  concesiónde  plazo, 
ni  que  exista  pagaré  ú  obligación  escrita,  ni, 
en  la  hipótesis  á  ésta  la  confesión  del  deman- 
dado, habría  tenido  atribuciones  para  otor- 
garla el  promotorfiscal, confesión qneporotra 
parte  fué  prestada  cuando  ya  no  podía  inte- 
rrumpirse la  prescripción  por  haber  concluido 
su  término; 

6^  Que,  si  bien  los  señores  Harment  y  Ga- 
jardo  reclamaron  el  pago  ante  el  juez  del  cri- 
men que  entendió  del  proceso  en  el  cual  fueron 
exigidos  los  servicios,  el  tribunal  superior  anu- 
ló lo  obrado  sobre  la  materia,  por  estimar 
incompetente  á  dicho  juez:  de  donde  resulta 
que  esa  gestión  no  pudo  importar  "requeri- 
miento" en  la  acepción  pertinente  de  esta  pa- 
lera, que,  con  arreglo  á  los  diccionarios  de  la 
lengua,  signíñca  intimar,  avisar  ó  hacer  saber 
alguna  cosa  con  autoridad  pública,  puesto  que 
la  autoridad  pública  en  lo  judicial  no  la  invis- 
te el  juez  ó  tribunal  sino  en  los  negocios  que  la 
ley  ha  deferido  á  su  conocimiento  ó  colocado 
dentro  de  la  esfera  de  sus  facultades. 

Teniendo  presentes  las  disposiciones  citadas 
y  el  artículo  192  de  la  ley  de  15  de  octubre  de 
1875,  se  declara  que  ha  lugar  &  la  excepción 
de  prescripción. 

Apelada  esta  sentencia,  y  viendo  la  causa 
sobre  ambos  fallos, 


La  Corte  resolvió: 
Vistos:  teniendo  presente: 
1^  Que  á  diferencia  de  las  prescripciones  de 
largo  tiempo  que  sólo  se  interrumpen  civil- 
mente en  virtud  de  la  notificación  de  la  de- 
manda ó  recurso  judicial,  la  establecida  en 
el  artículo  2521  del  Código  Civil,  que  es  la  in- 
vocada por  el  representante  del  Fisco  en  este 
caso  para  rechazar  el  cobro  de  honorario  he- 
cho por  los  demandantes,  puede  interrumpir- 
se por  haber  intervenido  simplerequerimiento 
ó  sea  la  comprobación  auténtica  y  fehaciente 
de  halierse  dirigido  el  acreedor  al  deudor  co- 
brándole la  suma  adeudada; 

2^  Que  como  lo  manifiestan  estos  antece- 
dentes, los  demandante  solicitaron  el  pago 
de  sus  honorarios  ante  el  juez  del  crimen  que 
había  d.cretado  la  prestación  de  sus  servicios 
nombrándoles  peritos,  solicitud  que,  proveída 
favorablemente  á  los  demandantes,  fué  pues- 
ta en  conocimiento  del  representante  fiscal, 
quien  aun  recouodó  la  obligación  de  pagar  lo 
que  fuere  de  justicia;  de  lo  cual  resulta  que  ha 
existido  el  requerimiento  de  pago  hecho  al 
deudor  en  condiciones  legales  suficientes  para 
interrumpir  la  prescripción,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 2523  del  Código  citado; 

3'  Que  la  circunstancia  de  haber  más  tar- 
de la  Excma.  Corte  Suprema  declarado  que  el 
juez  del  crimen  no  era  el  competente  para  de- 
cretar el  pago  solicitado  por  los  demandantes 
noenerva  los  efectos  del  requerimiento  al  deu- 
dor desde  que  existe  constancia  auténtica  de 
la  exigencia  hecha  por  el  acreedor  para  el  pa- 
go del  crédito,  por  medio  de  actuaciones  ó  di- 
ligencias judiciales  que  no  han  sido  impugnar 
das  por  defecto  en  la  forma  en  que  fiieron 
practicadas; 

4^  Que  dados  estos  antecedentes  no  proce- 
de la  prescripción  de  tres  años  invocada  en 
esta  causa  por  el  representante  fiscal; 

Por  estos  fundamentos  y  disposiciones  le- 
gales ya  citadas,  se  revoca  la  sentencia  de  fe- 
cha 25  de  febrero  último  y  se  declara  que  no 
ha  lugar  á  la  excepción  de  prescripción. 

Se  confirma  la  sentencia  apelada  de  fecha 
30  de  octubre  de  1900. 

Publíquese  y  devuélvanse — Redactada  por 
el  Ministro  señor  Bemales  A.— A.  Vetara  AI- 
bano.—E  Donoao  V, 
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ConthnÚA  fíe  competencia,—  16  de  diciembre 
de  1903. 

Juzgado  de  letras  He  Yuiigay  con  Municipali- 
dad de  Pemuco 

Camino  vecinal;  cerramiento. -Uso 
público.— Autoridad  competente. 

Doctrina:  —  Con  arreglo  al  número  6^ 
del  artículo  25  de  la  ley  de  22  de  diciem- 
bre de  1801,  corresponde  especialmente  íi 
las  Municipalidades  impedir  que  se  em- 
barace ú  obstruya  el  tráñco  en  las  vías 
públicas;  y  por  consiguiente,  el  acuerdo 
tomado  por  una  Municipalidad  para  que 
se  notiñque  al  propietario  del  fundo  co' 
lindante  con  un  camino  vecinal  que  man- 
tenga constantemente abhrto  en  toda  su 
extensión  dicho  camino  y  que  en  la  parte 
en  que  aún  no  tiene  callejón^  si  quisiere 
hacerlo,  debe  dejar  ¡a  vía  de  un  ancho  de 
diez  metros  dio  menos,  se  encuentra  den- 

III RIS. 


tro  de  los  límites  de  las  atribuciones  que 
la  ley  otorga  á  la  Municipalidad  y  la  ao- 
toridad  judicial  es  incompetente  para  en- 
tender  en  ello. 


Santiago,  16  de  diciembre  de  1903  La 

Municipalidad  de  Pemuco  celebró  el  acuerdo 
transcrito  á  fs.  4  de  estos  antecedentes,  por  el 
cual  se  ordenó  &  don  Agustín  Landa  y  á  otroB 
vecinos  entregar  al  tráfico  público  un  camino 
vecinal  ó  servidumbre  de  tránsito  quecomuni- 
caba  el  fundo  "Camarico"  con  la  población 
cabecera  de  la  comuna. 

Como  fundamento  de  esta  resolución  se  in- 
voca la  existencia  de  antiguos  títulos  de  com- 
praventa que  establecen  dicha  servidumbre 
entre  compradores  y  vendedores  de  los  predios 
respectivos,  las  necesidades  del  tráfico  para  el 
abasteámiento  del  pueblo  y,  por  ñn,  la  cir- 
cunstancia de  haber  estorbado  Landa  el  trán- 
sito por  su  propiedad,  colocando  cierros  y 
puertas  para  impedirlo. 
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Concluye  el  acnerdo  disponiendo  que  los  ve- 
cinos que  quieran  cerrar  sus  fundos  deben  ha- 
cerlo dejando  una  extensión  de  terreno  de  diez 
metros  de  ancho,  por  lo  menos,  para  el  cami' 
no  de  que  se  trata  y,  por  fin,  se  conmina  á  los 
infractores  con  el  uso  de  la  fuerza  pública  para 
hacer  destruir  toda  obra  ó  cerramiento  que  se 
construya  en  contravención  á  lo  ordenado. 

Don  Agustfn  Londa.  y  don  Bleuterío  Stnar- 
do,  afectados  por  esta  resolución,  ocurrieron 
ante  el  Juzgado  de  letras  de  Yungay  por  me- 
dio de  la  solicitud  de  f.  1,  en  la  cual  expresan 
que  en  sus  propiedades  no  existe  camino  ni 
servidumbre  de  tránsito  legalmente  constitui- 
da, m  bien  han  'solido  tolerar,  por  mera  com- 
placencia, el  tráfico  de  los  vecinos  del  fundo 
"Camarico",  de  propiedad  dedon  Alberto  Val- 
d£s  Errázuriz;  pero  que  habiendo  correspondi- 
do éstos  con  atropellos  y  actos  de  violencia, 
al  favor  que  se  lea  dispensaba,  procedieron  á 
cerrar  toda  comunicación  á  fin  de  ahorrarse 
mayores  molestias, 

£n  esta  situadón  dicen  que  la  Municipali- 
dad de  Pemnco  ha  entrado  á  resolver  sobre 
materia  que  es  del  resorte  exclusivo  de  la  jus- 
ticia ordinaria  al  celebrar  el  acuerdo  de  qae  se 
ha  hecho  mérito. 

Piden,  por  lo  tanto,  al  Juzgado  que,  decla- 
rándose competenteparaconoceren  este  asun- 
to, oficie  á  la  Municipalidad  expresada  exi- 
giéndole el  envío  de  los  antecedentes  y  que, 
para  el  caso  de  no  acceder  ésta  á  la  inhibición, 
le  forme  la  contienda  correspondiente. 

Bl  Juzgadodespachólacomnnicación  pedida 
y  la  Municipalidad,  en  respuesta,  sostuvo  á  au 
vez  su  competencia,  negando  á  aquel  Tribunal 
toda  jurisdicción  para  intenrenir  en  nna  mate- 
ria exclusivamente  administrativa,  como  la 
apertura  y  conservación  de  los  caminos  públi- 
cos, la  cual  ha  sido  confiada  por  la  ley  á  la 
acción  y  vigilancia  de  la  autoridad  municipal. 

Dados  los  antecedentes  de  la  contestación 
evacuada  por  la  Municipalidad,  el  Juzgado 
declaró  trabada  la  contienda  de  jurisdicción. 

Oído  eldictamen  del  señor  Fiscal  de  la  Exce- 
lentísima Corte  Suprema,  y 

Considerando: 

1^  Que  la  Montcipalidad  de  Pemuco  acordó 
se  notificara  al  propietario  del  fundo  "Santa 


Lidia"  que  mantuviera  constantemente  abier- 
to al  público,  en  toda  la  extensión  de  su  fundo, 
el  camino  vecinal  que  conduce  del  pneblo  al 
fiindo  "Camarico"  y  que  en  la  parte  que  aún 
no  tiene  callejón,  si  quisiere  hacerlo,  debe  dejar 
la  vía  de  un  ancho  de  diez  metros  á  lo  menos; 

2^  Que  en  vista  de  este  acuerdo,  don  Juan 
Agustín  Landa  y  don  Eleuterio  Stuardo  ocu- 
rrieron al  Juzgadode  Letras  de  Ynngay  pidién- 
dole se  declarara  única  autoridad  competente 
para  conocer  de  la  presente  cuestión  y  el  Juz- 
gado así  lo  resolvió  por  auto  de  25  de  agosto 
último; 

3^  Que  con  arreglo  al  número  6^  del  artícu- 
lo 25  de  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1891,  co- 
rresponde especialmente  á  las  Municipalida- 
des impedir  que  se  embarace  ú  obstruya  el  trá- 
fico en  las  vías  públicas; 

4'  Que  el  acuerdo  municipal  referido  se  en- 
cuentra dentro  de  los  límites  de  las  atribucio- 
nes precedentes. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  citado  de  la 
ley  de  Municipalidades  y  el  artículo  4^^  de  la 
ley  de  15  de  octubre  de  1875,  se  declara  sin 
lugar  la  competencia  deducida  por  el  Juzgado 
de  Letras  de  Yungay  contra  la  Municipalidad 
de  Pemnco,  sin  perjuicio  de  los  recursos  lega- 
les que,  en  defensa  de  los  derechos  que  tuvie- 
ren, puedan  entablar  los  reclamantes  Pcrfro 

Montt — Jprge  Montt  Z,o/s  Pereira.—  Ra- 
món Antonio  Vergara.—J.  J.  Latorre.—Hora- 
cio  Pinto  Agüero.— J.  D.  Amanátegai  Rivera. 
—Enrique  Richard  F.—  Benjamín  Vetgara  B. 


Contienda  de  competencia.— 3  de  febrero  de 
1904 

Gobernador  con  Juez  de  Letras 
de  Nueva  Imperial 

OaminoB  privados.— Servidambre  de 
transita— Autoridad  competente. 

DocTRiKA.:— ¿as  atribuciones  coaéeri- 
das  porel  artículo  8^  de  la  ky  delTde 
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diciembre  de  1842  á  ta  autoridad  admi- 
nistrativa sobre  los  caminos,  no  se  ex- 
tiendeal  conocimiento  y  fallo  de  losastin- 
tos  contenciosos  de  interés  privado.  Las 
atribuciones  de  carácter  jadicial  otorga- 
das  á  los  Gobernadores  por  dicha  ley  fue- 
ron derogadas  por  el  artículo  5^  de  Ja 
ley  de  15  de  fxtubre  de  1875;  y  las  cues- 
tioaes  sobre  existencia  j  reconocimiento 
de  ana  servidumbre  particular  de  tránsi- 
to son  del  resortedela Jastkia ordinaria. 


Santiago,  3  de  febrera  de  1904.— E!  Gober- 
nador del  departamento  de  Imperial,  fundado 
en  el  artículo  de  la  ley  sobre  caminos  de 
17  de  diciembre  de  1842  y  en  un  informe  eva- 
cuado de  orden  suya  por  el  prefecto  de  policía, 
mandó  abrir  un  camino  que,  á  su  ¡uicio,  debía 
atravesar  algunas  propiedades  de  particula- 
res, para  dar  salida  á  otras  que  caredan  de 
comunicación  con  la  ciudad  cabecera  del  mis- 
mo deparlamento. 

Dicho  camino  se  hallaba  cerrado  en  el  predio 
de  don  Ruperto  Hernández,  uno  de  los  hijue- 
lataríos  de  los  terrenos  fiscales  vendidos  en 
aquella  zona. 

Pocos  días  después  de  dictada  y  ejecutada 
la  orden  de  la  Gobernación «  don  Juan  de 
Dios  Encina,  uno  de  los  beneficiados  con  clin, 
se  presentó  ante  el  Juzgado  de  Letras  respecti- 
vo interponiendo  demanda  ordinaria  contra 
el  expresado  don  Ruperto  Hernández,  para 
que  se  declarara  en  definitiva  que  el  demanda- 
do debía  mantener  expedita  la  servidumbre 
de  tránsito  indicada.  En  un  otrosí  de  la  de- 
manda dice  textualmente  et  señor  Encina: 

"Como  el  señor  Gobernador  del  departa- 
mentó  ha  tomado  también  ingerencia  en  este 
Asunto,  en  favor  del  derecho  que  reclamo,  y 
como  considero  más  expedita  la  vía  judidal 
para  conseguir  el  fin  que  deseo,  sírvase  V.  S. 
ordenar  se  le  despache  un  oficio,  desde  luego, 
áfin  de  que  deje  de  inmiscuirse  y  de  tomar  par- 
te en  este  negocio,  por  estar  entregado  á  la  aa- 
toridad  judicial." 

Et  Juzgado  trasmitió  la  demanda,  y  acogien- 


do la  petición  del  otrosí,  despachó  el  oficio 
solicitado. 

El  Gobernador  contestó  esta  comunicación 
rechazando  la  inhibitoria  y  sosteniendo,  á  su 
vez,  su  competeiiciaparaintervenir  en  et  asun- 
to que  motiva  la  reclamación,  en  virtud  de 
las  atribuciones  que  sobre  la  materia  confiere 
á  los  gobernadores  el  articulo  citado  de  la  ley 
de  caminos. 

£1  Juzgado,  á  su  vez,  dando  por  trabada  la 
contienda  de  competencia  a^  promovida,  ha 
elevado  los  antecedentes. 

Oído  el  señor  Fiscal  de  la  Bxcma.  Corte  Su- 
prema, y 

Considerando: 
1^  Que  tanto  los  términos  de  la  demanda 
presentada  al  Jnzgado  como  los  antecedentes 
producidos  ante  la  Gobernación,  demuestran 
que  en  este  caso  no  se  trata  de  un  camino  pú- 
blico sino  de  una  servidumbre  particular  de 
tránsito; 

2'  Que  las  atribuciones  conferidas  por  el 
artículo  8^  de  la  ley  de  17  de  diciembre  de 
1842  á  la  antoridad  administrativa  sobre  los 
caminos,  en  ningún  caso  pueden  extenderse 
al  conocimiento  y  fallo  de  los  asuntos  conten- 
ciosos de  interés  privado,  porque  las  atribu- 
ciones de  carácter  judicial  otorgadas  á  los 
gobernadores  por  dicha  ley  fueron  derogadas 
por  el  artículo  5^  de  la  ley  de  15  de  octubre 
de  1875; 

3^  Que  tas  cuestiones  sobre  existencia  y  re- 
conocimiento de  servidumbres  son  del  resorte 
de  la  justicia  ordinaria. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones  y  al 
artículo  S^de  la  ley  de  15  de  octubre  de  1875, 
se  declara  sin  lugar  la  competencia  promovi- 
da por  el  Gobernador  de  Nueva  Imperial  al 
Juzgado  de  Letras  del  departamento. 

Devuélvanse  y  publíquese.— Pcfíro  Moatt, 
—José  Alfonso. —Benjamín  Vergara  E.~Jorgií 

Moatt  Ramón  A.  Vergara.— J.J.  Latomt.— 

Luis  Pereira. 
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Competencia.— 5  áá  febrero  de  1904 

Mniiicipalídad  de  Melípilla  con  Juzgado 
de  Tvetras  del  departamento 

Servloio  de  agrua  potable.— Permiso 
del  Gobernador.— Prohibición  mu 
nloipa].— Querella  oriminal  por  em- 
pleo de  la  fuerza  pública  por  parte 
del  alcalde —Competencia. 

Doctrina:— Z,a  querella  criminal enta' 
bladn  por  un  vecino  contra  el  alcalde  mu- 
tiicipal  que  ordenó  quitar  por  la  fuerza 
pública  un  ramal  sacado  de  ¡a  cañería  de 
agua  potable  de  la  ciudad  con  autoriza- 
ción del  Gobernador  y  en  que  se  pide  la 
investigación  y  castigo  de  estos  hechos 
que  el  querellante  considera  constitutivos 
de  delitos  previstos  por  el  Código  Penal, 
importa  una  contienda  que  corresponde 
á  los  Tribunales  resolver  con  arreglo  al 
artículo  99  de  la  Constitución  y  artículos 
í '  y  3^  de  la  ley  de  15  de  octubre  de  1875. 

Los  alcaldes  sólo  tienen  facultades  ad- 
ministrativas y  no  judiciales;  y  por  con- 
siguiente,  para  conocer  de  talquerella  no 
son  ellos  competentes  sino  los  tribunales 
ordinaríos. 


Santiago,  5  de  febrero  de  IQO^.— Don  José 
María  Arcvalo  se  presentó  ante  el  Juzgado  de 
IwCtras  de  Melipilla  exponiendo  que  con  auto* 
rízácidn  del  Gobernador,  como  representante 
del  Fisco,  había  establecido  nn  servicio  de 
agua  potable  para  su  propiedad,  sacando  al 
efecto  un  ramal  de  la  cañería  matriz  que  se 
está  estableciendo  en  dicha  ciudad;  que  el  pri- 
mer alcalde  de  la  Municipalidad  lo  hizo  notifi- 
car para  que  sacara  ese  ramal  dentro  de  un 
breve  término;  que  el  exponentc,  desconoden- 
do  las  facultades  del  alcalde  para  dictar  esa 
orden,  ocurrió  á  lajusticia  ordinaria  interpo- 
niendo demanda  contralaMunicipalidadpara 
que  se  declarara  en  definitiva  su  derecho  A 


mantener  ese  servicio;  y,  por  fin,  que  después 
de  notificado  el  traslado  de  su  demanda  ai 
representante  del  Municipio,  y  estando,  por 
consiguiente,  sometido  el  asunto  á  la  resolu- 
rión  de  los  Tribunales,  había  procedido  el  al- 
calde, por  medio  de  la  fuerza  pública,  á  hacer 
sacar  la  cañería  de  la  propiedad  del  ocurrente. 

Agrega  que  este  acto  constituye  el  delito 
previsto  en  el  núm.  6  del  artículo  158  del  Có- 
digo Penal  y  además  el  de  prevaricación  que 
castiga  el  artículo  228  del  mismo  Código. 

En  consecuencia,  termina  diciendo  que  se 
querella  criminalmente  contra  el  alcalde  ex- 
presado, ofrece  información  sumaria  para  acre- 
ditar los  hechos  expuestos  y  pide  que  con  su 
mérito  se  despache  mandamiento  de  prisión 
contra  el  presunto  culpable  y  en  seguida  se  le 
entreguen  los  antecedentes  para  acusar  en 
forma. 

Expresa  asimismo  que,  para  el  caso  de  re- 
sultar que  el  alcalde  ha  procedido  en  cumpli- 
miento de  una  resolución  de  la  Municipalidad, 
lince  extensiva  desde  luego  su  querella  á  los 
municipales  que  hubieren  concurrido  con  sti 
voto  á  la  celebración  de  tal  acuerdo. 

Mandada  recibir  lainfomiacíón  concitación 
del  alcalde,  dirigió  éste  al  Juzgado  la  comuni- 
cación de  fs.  10,  en  la  cual  dice  que  la  querella 
criminal  de  que  se  trata  trae  su  origen  del  jui- 
cio civil  iniciado  por  el  mismo  Arévalo  con  el 
Bn  de  que  se  le  permita  seguir  usando  la  cañe- 
ría que  clandestinamente  había  colocado  para 
sustraer  el  agua  del  conducto  matriz;  y  como 
la  alcaldía  ha  negado  al  Juzgado  su  compe- 
tencia para  conocer  en  esejuicio,hacecxtenstTa 
igual  reclamación  á  la  causa  criminal,  respec- 
to de  la  cual  promueve  también  la  correspon- 
diente contienda,  como  lo  había  hecho  en  la 
civil. 

El  Juzgado,  á  su  vez,  previa  audiencia  del 
Ministerio  Público  y  del  interesado,  dictó  la 
resolución  de  fs.  14,  en  que  sostiene  su  compe- 
tencia y  desecha  la  reclamación  del  alcalde. 

Oído  el  señor  Fiscal  de  la  Excma.  Corte  Su- 
prema, y 

Considerando: 

1*  Que  en  la  querella  de  f.  1,  presentada  por 
Arévalo,  se  instaura  una  acción  penal  dirigida 
á  la  investigación  y  castigo  de  hechos  que  el 
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cpierellatite  detalla  y  que  considera  constituti- 
vos de  delitos  previstos  por  el  Código  Penal; 

2'  Que  el  qercicio  de  esta  acción  provoca 
una  contención  que  corresponde  á  los  Tribu- 
nales resolver,  porque,  según  el  artículo  99  de 
la  Constitución  y  1'  y  5'  de  la  ley  de  15  de 
octubre  de  1875,  es  de  la  exclusiva  competen- 
cia de  los  Tribunales  el  conocimiento  de  todas 
las  causas  civiles  y  criminales,  sin  otras  excep- 
ciones que  las  expresamente  establecidas  en 
las  leyes,  entre  las  cuales  no  se  encuentran  las 
causas  contra  los  alcaldes; 

3'  Que  los  alcaldes  sólo  tienen  facultades 
administrativas  y  no  judiciales,  y  carecen,  por 
consiguiente,  de  jurisdicción  para  fallarningn- 
na  causa; 


•i^  (Juc  lacontieudade  competcucia  no  tiene 
por  objeto  resolver  sí  el  alcalde  ha  obrado  co- 
rrectamente dentro  de  sus  atribuciones  ó  co- 
metido delitos  como  el  querellante  le  imputa, 
sino  sólo  determinar  cuál  es  la  autoridad  com- 
petente para  conocer  en  la  querella  de  Aré- 
valo. 

Con  arreglo  á  las  consideraciones  preceden- 
tes y  disposiciones  legales  citadas,  se  declara 
sin  lugar  la  competencia  promovida  por  el  pri- 
mer alcalde  de  Melipilla  al  Juzgado  de  Letras 
del  departamento. 

Devuélvase  y  publíquese.— ft-f/ro  A/o/ítí.— 
Jorge  Moiitt. — Benjamín  Vergara  K.^j.J.  La- 
torre.— Luis  Pcreirú  Enrique  Richard  F. 


CORTE  SUPREMA 


Cas.  Civ.  vn  la  Ihnna.—^4  tic  üicicmhrc 
üc  lOOit 

Araneda  con  Valdcs 

Medidas  precautorias. —Inoompeten- 
ola—Fallo  "ultra  petita."- Falta  de 
oltaolón  para  la  vista  de  la  causa. 

Doctrina: — La.  falta  de  notiñcación  det 
decreto  de  autos  en  relación  sólo  puede 
ser  invocada  por  ¡a  parte  agraviada. 

La  circunstancia  de  no  tener  el  deudor 
otros  bienes  que  los  qae  son  objeto  de 
tttta  medida  precautoria  revocada  por  el 
tribunal  de  alzada^  no  es  causal  qae  au- 
torice la  casación  en  la  forma  de  una  sen- 
tencia interlocutoria. 


Hu  el  juicio  que  sobre  imlenmizíición  <le  da- 
ños y  perjiiicios  sigue  don  Víctor  Aráñala  con 
don  Eduardo  Valdés  Valdés  pidió  aquel  mc<H- 
das  precautorias  indicadas,  y  habiéndose  ac* 
cedido  á  ellas  provisoriamente,  apeló  Valdés 
de  esa  resolución  y  la  Corte  de  Santiago,  por 
auto  de  4  de  noviembre  último,  la  revocó  y 
declaró  que  no  había  lugar  al  otorgamiento 
de  las  medidas  precautorias  referidas. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  Araneda 
recurso  de  casación  en  la  forma,  y  formalizán- 
dolo aduio  como  causales  las  siguientes: 

1^  La  at)elación  ({uededujo  la  contraria  fué 
de  la  providencia  siguiente: 

"Santiago,  12  de  noviembre  de  1903.— Para 
proveer,  aguárdese  que  el  Juzgado  recobre  su 
jurisdicción,  de  la  que  carece  con  motivo  de 
la  apelación  concedida  por  el  decreto  de  1^  del 
actual." 

De  consiguiente,  según  Araneda,  la  senten- 
cia debía  conñrmar  ó  revocar  esta  providencia 
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7  no  pronunciarse  sobre  las  medidas  precau- 
torias decretadas  provisoriamente; 

2*  Por  estar  basado  el  juicio  en  la  circuns- 
tancia de  no  tener  Valdés  otros  bienes  que 
aquellos  á  que  se  refería  la  probibidón  ó  de  estar 
gravados  en  fuertes  sumas  los  que  posee; 

3*  En  haber  fallado  ultra  petita  el  tribunal 
de  apelación  por  haberse  pronunciado  sobre 
una  resolución  que  no  era  la  apelada;  y 

4*  Por  no  haberse  notificado  á  Valdés  el 
decreto  de  autos  en  relación  recaído  en  el  inci- 
dente apelado. 

La  Oorte  resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  la  causal  primera  de  las  alegadas  es 

inexacta  por  cuanto  consta  del  escrito  de  fs.  8 
que  Valdés  apeló  en  realidad  del  auto  que  dió 
lugar  provisoriamente  á  las  medidas  precau- 
torias; 

2**  Que  por  el  mismo  motivo  es  también 
inexacta  la  cansal  de  ultra  petita  aducida  por 
el  recurrente; 

3^  Que  la  circunstancia  de  no  haber  sido 
notificado  Valdés  del  decreto  de  autos  en  re- 
lación no  puede  invocarla  Araneda  por  no  ser 
él  la  parte  agraviada;  y 

4^  Que  la  otra  causal  de  no  tener  bienes  la 
parte  recurrida  ó  de  tenerlos  muy  gravados, 
no  es  de  las  que  señala  el  artículo  943  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Cívil  para  conceder  la 
casación  en  la  forma  contra  sentencia  inter> 
locntoría. 

Por  tales  fundamentos  y  disposición  legal 
dtada,  se  declara  sin  lugar  dicho  recurso,  con 
costas,  que  por  litigar  el  recurrente  con  privile- 
gio de  pobreza  podrán  hacerse  efectivas  con 
arreglo  á  derecho. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Enrí* 
que  Póster  Recabarren.— Gabne/  Gaete.~V. 

Agairre  Vargaa~.B.  Fóater  Reeabarren  A. 

Montt. 


Cas.  cir.-^de  diciembre  de  1903 

Castro  Calderón  con  Didier 

Eféoto  retroautlvo-  —  Sueldo  de  em- 
pleados públlbos.~Dereoho  de  los 
aoreedores.—  Embargó). —Sentenola 
definitiva- 

Doctrina:— La  sentencia  de  la  Corte 
de  Apelaciones  que  niega  lugar  á  la  ejecu_ 
ción  sobre  bienes  del  (hudor,pronutKíán- 
dose  asi  sobre  ta  existencia  r  extensión 
de  las  deudas  y  obligaciones  proce€lentes 
del  contrato  de  mutuo  es  por  su  natura- 
leza deñnitiva. 

El  derecho  de  un  acreedor  que  embarga 
bienes  para  el  pago  de  su  acreencia^  no 
puede  considerarse  como  una  simple  fa- 
cultad que,  en  general,  le  corresponda 
por  el  contrato  de  mutuo  y  á  que  pudiera 
poner  término  la  ley  posterior,  sino  que 
debe  considerarse  como  un  derecho  ad- 
quiridoy  perfecto  ó  como  un  hecho  legal- 
mente realizado  con  anterioridad  á  la 
^echa  en  que  empezó  á  regir  la  ley  que  de- 
claró no  embargabJe  la  totalidad  del  sae/- 
do  de  los  empleados  públicos  y  prohibió 
cederlo  en  cualquiera  forma  y  cantidad. 

Los  derechos  adquiridos  ó  los  actos 
ya  veriñcados  bajo  ana  antigua  ley  sub- 
sistea  bajo  el  imperio  de  la  nueva  con 
todos  aquellos  efectos  que  sean  conse- 
cuencia inmediata  y  necesaria  de  hs  mia- 
mos derechos  ó  actos,  á  no  ser  que  de 
una  manera  expresa  el  legislador  haya 
ordenado  que  las  disposiciones  de  ¡a 
nueva  ley  deban  aplicarse  á  los  actos 
realizados  con  anterioridad  á  ella. 

El  embargo  parcial  del  sueldo  de  los 
empleados  en  servicio  público,  como  en 
general  sucede  con  cualesquiera  otros 
bienes  íuturos,  constituye  un  solo  acto 
que  se  veriñca  una  sola  vez,  sin  necesidad 
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2»  motivo  para  que  se  vava  repitiendo 
día  á  día  ó  periodo  á  período  de  tiempo^ 
á  medida  qae  el  sueldo  ae  devengue. 

B¡  derecho  del  empleado  á  su  sueldo 
dimana  originariamente  de  su  nombra- 
miento y  no  necesita  éste  renovarse  para 
que  tal  derecho  pueda  ser  a&ctado  á  la 
solución  de  sus  obligaciones. 

La  disposición  que  declara  noembarga- 
ble  el  sueldo  de  los  empleados  en  servicio 
público^  no  es  una  ley  concerniente  á  la 
sustanciación  y  ritualidad  de  losjuicios^ 
porque  su  objeto  es  deslindar  derechos  y 
obligaciones  de  las  personas;  ni  es  perte- 
necienteal  arreglo  del  orden público.por- 
que  no  tiene  por  objeto  regir  de  algún 
modo  las  fiincionea  de  los  empleos,  sino 
el  derecho  que  los  tercer<^  pueden  ejerci- 
tar sobre  los  sueldos  que  son  bienes  re- 
gidos por  la  ley  sustantiva  civil. 

La  calidad  de  prohibitivo  de  ese  pre, 
cepto  no  basta  para  atribuirle  acción  in- 
mediata,  por  no  tratarse  de  la  abolición 
absoluta  de  una  institución  jurídica. 

Hn  noviembre  del  año  1902,  se  presentó  ante 
uno  de  los  Juzgados  de  letras  en  lo  civil  de 
esta  capital  don  Juan  Castro  Calderón,  pidien- 
do mandamiento  de  embargo  sobre  loa  bienes 
de  don  Cirilo  Didier  por  la  cantidad  de  mil 
pesos,  intereses  y  costas,  de  que  el  último  le 
era  deudor  segfin  la  escritura  pública  de  mu- 
tuo acompañada,  extendida  en  Valparaíso 
ante  el  notario  don  José  María  Vega  V.,  en 
29  de  septiembre  de  1897. 

Despachado  el  mandamiento,  se  trabó  em- 
bargo, á  petición  del  acreedor,  en  11  de  di- 
dembre  siguiente  en  la  parte  embargable  del 
sueldo  que  el  deudor  percibía  como  empleado 
en  los  Ferrocarriles  del  Estado,  y,  por  no  ha- 
berse deducido  excepciones,  se  dictóla  sentencia 
de  trance  y  pago  de  12  de  enero  del  presente 
añO|  de  la  cual  el  ejecutado  se  da  por  sabedor 
en  el  escrito  de  h.  29,  aunque  alegando  que 
carece  de  eficacia  por  no  habérsele  notificado. 


A  fines  de  abril  último  Didier  ocurrió  al  Juz- 
gado solicitando  se  declarase  alzado  el  embar- 
go de  su  sueldo  desde  el  1^  de  mano  anterior 
y  se  ordenase  á  Castro  reintegrara  las  sumas 
que  desde  ese  día  hubiese  percibido,  pues  el 
artículo  446  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil había  derogado  el  artículo  1618  del  Códi- 
goCivil,  que  permitía  antes  el  embargo  de  una 
parte  de  los  sueldos  de  los  empleados. 

El  juez  de  letras  proveyóesta  solicitud  como 
en  ella  se  pedía,  con  citación  del  ejecutante;  y 
habiendo  deducido  oposición  Castro,  pidiendo 
se  desechara  tal  solicitud  por  cuanto  la  dispo- 
sición del  Código  de  Procedimiento  Civil  in* 
vocada  de  conbttrio  caret^a  de  efecto  retroac- 
tivo, se  tramitó  la  instancia  como  incidente 
con  audiencia  de  Didier,  y  se  dictó  en  ella  la 
resolución  de  14  de  mayo  último,  en  que  no  se 
dió  lugar,  con  costas,  á  lo  pedido  por  el  ejecu- 
tante y  se  le  concedió  la  apelación  que  en  sub- 
sidio había  interpuesto. 

Una  de  las  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones 
de  Santiago  confirmó  esta  resolución  en  31  de 
agosto  de  este  aSo,  pero  declarando  que  no 
había  lugar  al  pago  de  costas  por  el  ejecu- 
tante. 

Don  Juan  Castro  Calderón  ha  entablado  en 
tiempo  y  forma  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo  contra  esta  sentencia,  apoyándolo  en 
los  siguientes  motivos: 

1^  La  sentencia  reclamada  atribuye  al  ar- 
tículo 446  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
un  alcance  que  en  derecho  no  le  corresponde, 
al  ordenar  que  se  alce  el  embargo,  con  lo  cual 
ha  dado  á  dicha  disposición  efecto  retroacti- 
vo, infringiendo  con  ello  el  artículo  9^  del  Có- 
digo Civil,  que  establece  que  la  ley  dispone 
sólo  para  lo  futuro  y  no  tendrá  jamás  efecto 
retroactivo; 

2*  Ha  destruido  los  efectos  jurídicos  ya  ad- 
quiridos que  asignan  al  embargo  los  artículos 
1619,  número  2^  1624,  2465  y  otros  del  Có- 
digo Civil,  según  los  cuales  el  embargo  puede 
afectar  bienes  presentes  ó  futuros  del  deudor, 
jt  por  consiguiente,  los  derechos  que  nacen  de 
contratos  como  el  de  arrendamiento  de  servi- 
cios que  cumple  Didier  para  con  el  Estado, 
por  el  cual  debe  percibir  una  renta  ó  sueldo; 

3^  Lasentenda  desvirtúa  lo  dispuesto  en 
los  artículos  7'  y  24  de  la  ley  de  7  de  octubre 
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de  1861,  pues  no  debe  estimarse  como  mera 
espectativa  el  derecha  de  los  empleados  á  su 
sueldo,  ni  las  disposiciones  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  pueden  aplicarse  á  las  actua- 
ciones y  diligencias  ya  verificadas,  como  el 
embargo  que  en  1901  se  trabó  en  el  sueldo  del 
ejecutado. 

Don  Cirilo  Didier  ha  sostenido  que  el  recur- 
so es  improcedente  |>or  no  referirse  á  una  sen- 
tencia definitiva  ni  siquieraá  una  interiocuto- 
ria  que  ponga  fin  al  pleito  ó  haga  imposible 
SU  continuación,  sino  á  un  simple  auto  no  sus- 
ceptible de  casación. 

Alega,  además,  que  el  Código  de  Procedi- 
miento Civil  derogó  desde  el  1^  de  marzo 
todas  las  leyes  de  tramitación;  que  el  ejecu- 
tante no  tenía  adquirido  á  firme  ningún  dcre- 
cho,  ni  había  percibido  nada  ni  hecho  suyo 
nada  del  ejecutado,  pues  el  embargo  tiene  que 
recaer  sobre  cosa  cierta  y  no  sobre  lo  que  una 
persona  pueda  ganar  con  su-inteligencia  en  lo 
futuro,  lo  cual  es  mera  espectativa  y  no  cons- 
tituye derecho;  y,  por  fin,  que  la  ley  da  el  suel- 
do á  los  empleados  para  que  puedan  vivir  y 
no  para  pagar  deudas  de  otra  naturaleza. 

La  Corte  resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  la  sentencia  de  que  se  recurre,  expe- 
dida en  segunda  instancia  por  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Santiago,  es  inai^elable  y,  por 
su  naturaleza,  es  definitiva,  pues  resuelve  so- 
bre la  existencia  y  extensión  de  derechos  y 
obligaciones  procedentes  del  contrato  de  mu- 
tuo que  sirve  de  título  á  la  ejecución  y  deja 
sin  efecto  la  sentencia  que  ordenó  llevar  ade- 
lante la  misma  ejecución  hasta  hacer  en  tero 
pago  al  acreedor  con  el  dinero  embargado, 
sentencia  esta  última  respecto  de  la  cual  no  se 
ha  interpuesto  ningún  recurso; 

2°  Que  el  mutuo  referido  fué  otorgado  por 
don  Cirilo  Didier,  como  deudor,  en  23  de  sep- 
tiembre de  1897,  con  arreglo  á  las  leyes  vigen 
tes  en  esa  fecha,  las  cuales,  según  establece  et 
artículo  2^  de  la  ley  sobre  efecto  retroactivo 
de  7  <le  octubre  de  1861,  deben  entenderse  in- 
corporadas en  el  mismo  contrato; 

3^  Que  en  conformidad  á  dichas  leyes  vi- 
gentcsal  tiempo  de  pactarseel  mutuo, el  aeree 


dor  adquirió  con  el  contrato  la  facültad  de 
embargar  una  parte  del  sueldo  del  deudor 
j)ara  pagarse  del  crédito,  ya  que  el  artículo 
2465  del  Código  Civil  dispone  que  "toda  obli- 
gación personal  da  al  acreedor  el  derecho  de 
perseguir  su  ejecución  sobre  todos  los  bienes 
raíces  ó  muebles  del  deudor,  sean  presentes  ó 
futuros,  exceptuándose  solamente  los  no  eni- 
bargables  designados  en  el  artículo  1618  y  en 
este  último  artículo;  en  cuanto  ni  suelda  de 
los  empleados  públicos  únicameiitL-  se  declara- 
ban embargables  las  dos  terceras  partes  de 
dicho  sueldo  cuando  éste  no  excediese  de  no' 
vccientos  pes^s  y  la  mitad  del  excno  si  subía 
de  esta  cantidad; 

4^  Que  el  acreeedor  usó  de  esta  facultad  al 
presentarse  ejecutivamente  contra  Didier  y 
hacer  trabar  el  embargo  en  11  de  diciembre 
de  1902,  en  la  parte  embargable  del  sueldo 
fiscal  del  deudor,  acto  que  fué  consentido  por 
el  ejecutado  por  no  haber  reclamado  de  él  ni 
opuesto  excepciones  á  la  ejecución; 

5'^  Que  el  derecho  del  acreedor  así  ejercitado 
no  pudo  considerarse,  desde  entonces,  como 
tina  simple  facultad  que,  en  general,  le  corres- 
pondiese por  el  contrato  de  mutuo  y  á  que 
pudiera  poner  término  una  ley  posterior,  sino 
que  debe  estimarse  como  un  derecho  adquirí- 
do  y  perfecto  6  como  un  hecho  legalmente 
realizado  con  anterioridad  al  día  en  que  empe- 
zó &  regir  la  ley  que  declaró  inembargable  la 
totalidad  del  sueldo  de  los  empleados  públicos 
ó  municipales  y  prohibió  cederlo  en  cualquier 
forma  y  cantidad; 

6^  Que  estos  derechos  adquiridos  ó  actos 
va  verificados  con  arreglo  á  la  antigua  ley 
deben  sulisistirbajo  el  imperiode  la  nueva  con 
todos  aquellos  efiíctos  que  sean  consecuencia 
inmediata  y  necesaria  de  los  mismos  derechos 
ó  actos,  á  no  ser  que,  de  un  modo  expreso,  el 
mismo  legislador,  en  el  interés  de  modificar 
situaciones  antes  creadas,  haya  ordenado  que 
las  disposiciones  de  la  nueva  ley  deban  apli- 
carse también  á  los  efectos  de  los  actos  reali- 
zados con  anterioridadá  ella,  extensión  expre- 
sa que  no  dio  el  legislador  al  artículo  466  del 
Código  de  Procedimiento  Civil; 

7'  Que  el  artículo  1624  del  Código  Civil  pre- 
viene que  es  aplicable  al  embargo  por  acción 
ejecutiva  del  acreedor  lo  dispuesto  acerca  de 
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la  cesión  de  bienes  en  los  artículos  1698  y  si- 
pfuientes  del  mismo  Código;  y  en  el  artículo 
1612  se  establece  (|ue  esta  cesión,  entre  otros 
efectos,  produce  el  de  que  las  deudas  se  extin- 
gan basta  la  cantidad  en  que  sean  satisfechas 
con  los  bienes  cedidos  y  el  de  que  los  acreedo- 
res adquieran  desde  luego  la  facultad  de  dis- 
poner de  esos  bienes  hasta  obtener  el  pago 
íntegro  de  sus  créditos; 

8'  Que,  por  consiguiente,  con  el  embargo 
trabado  en  11  de  diciembre  de  1902  adquirió 
Castro  el  derecho  de  pagarse  de  su  crédito  con 
la  parte  embargablc  del  sueldo  ,de  Didier,  has- 
ta dejar  íntegramente  satisfecho  el  valor  de  la 
deuda,  quedando  afectas  á  este  pago  todas 
las  cantidades  que  en  lo  sucesivo  se  fueren 
devengando  y  correspondieren  á  dicha  parte 
embargablc,  lo  mismo  que  si  hubiera  mediado 
una  cesión  hecha  legalmente  por  el  deudor  y 
aceptada  por  los  acreedores; 

9'  Que  el  derecho  de  embargar  y  de  ceíler 
cierta  parte  de  los  sueldos  se  hallaba  recotio- 
ddo  expresamente  para  toda  clase  de  obliga- 
ciones en  el  nfiniero  1*  del  artículo  1618  del 
Código  Civil,  de  suerte  que  no  hay  para  (lué 
ocuparseen  examinar  silos  sueldos  por  deven- 
garse constituían  ó  no  una  mera  es]jectativa 
para  el  deudor  ó  el  acreedor; 

10.  Que  el  embargo  permitido  del  sueldo, 
como  sucede  con  cualquier  embargo  de  bienes 
futuros,  consiste  en  un  acto  único,  que  se  veri- 
fica una  sola  vez,  sin  necesidad  ni  moti  vo  para 
((uc  se  vaya  repitiendo  día  A  día  ó  período  á 
período  de  tiempo,  ñ  medida  que  el  sueldo  se 
devengue,  pues  el  derecho  del  empleado  á  su 
sueldo  dimana  originariamente  de  su  nombra- 
miento aceptado  por  él  mismo  ó  del  contrato 
respectivo  en  su  caso,  título  (|ue  tampoco 
debe  renovarse  sucesivamente  cada  día  ó  pe- 
ríodo de  servicios  para  que  el  empleado  tenga 
derecho  al  pago  subsiguiente,  y  este  derecho 
puede  ser  afectado  á  la  solución  ile  sus  obliga- 
ciones; 

n.  Que  es  manifiesto  que  la  disposición  del 
artículo  466  del  Cü<Hgo  de  Procedimiento  Ci- 
vil, en  cuanto  declara  la  inembargabilidad  de 
los  sueldos  de  los  empleados  fiscales  ó  munici- 
pales, no  constituye  una  ley  concerniente  á  la 
sustandacíón  y  ritualidad  de  los  juicios  que 
desde  el  momento  de  su  promulgación  deba 


prevalecer  sóbrelas  anteriores  acerca  de  la 
misma  materia,  sino  que  es  una  disposición 
r|ue  tiene  por  objeto  deslindar  derechos  y  obli- 
gaciones civiles  de  las  personas,  sin  que  baste, 
por  tanto,  á  darle  el  primer  carácter  la  cir- 
cunstancia eventual  de  que  ahora  figure  en  un 
Código  procesal  cuando  antes  pertenecía  al 
Código  Civil;  y  si  por  vía  de  hipótesis  se  la 
pudiese  incluir  entre lasleyes  que  fijan  el  orden 
(le  la  litis,  estaría  comprendida  en  la  excep- 
ción,que  á  favor  de  la  aplicación  de  la  ley  ante" 
lior  consigna  expresamente  el  artículo  24  de 
la  ley  de  efecto  retroactivo,  en  cuanto  á  las  ac 
tuaciones  y  diligencias  ya  iniciadas  á  la  época 
de  la  promulgación  de  la  ley  posterior; 

12.  Que  para  atribuir  acción  inmediata  al 
precepto  del  artículo  466  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  tampoco  es  admisible  calificar- 
lo como  una  ley  perteneciente  al  arreglo  del 
orden  público,  ya  que  no  tiene  por  objeto  regir 
de  algún  modo  las  funciones  de  los  empleos 
mismos,  sino  que  se  refiere  á  los  derechos  que 
terceras  personas  pueden  ejercitar  respecto  de 
los  sueldos,  que  son  bienes  sometidos  á  la  ley 
civil,  ni  sería  aquella  calificación  conciliable 
con  la  embargabilidad  que  el  propio  artículo 
466  reconoce  sobre  una  parte  de  los  sueldos 
cuando  se  trata  de  hacer  efectivo  el  pago  de 
pensiones  alimenticias  decretadas  judicialmen- 
te; siendo  de  notar,  ademas,  que  en  dicho  ar- 
tículo la  inembargabilidad  de  los  sueldos  de 
los  empleados  figura  aliado  de  la  de  los  joma* 
les  y  salarios  de  los  jornaleros  y  criados,  de 
las  pensiones  alimenticias  forzosas,  de  las  can- 
tidades depositadas  en  ciertas  cajas  de  aho- 
rros, de  las  pólizas  de  seguros,  de  las  sumas 
pagadas  á  empresarios  de  obras  públicas,  del 
lecho  del  deudor,  de  su  mujer  é  hijos,  de  los  li- 
bros, máquinas  ó  útiles  profesionales  hasta 
determinado  valor,  y  de  todas  las  otras  res- 
tricciones del  derecho  de  embargar  que  no  mi- 
ran absolutamente  al  orden  de  los  intereses 
públicos; 

13.  Que  para  producir  la  acción  inmediata 
de  que  se  habla  en  el  considerando  anterior, 
no  sería  suficiente  estimar  como  prohibitiva 
la  disposición  del  artículo  466,  pues  por  una 
parte  no  se  trataría  de  instituciones  jurídicas 
abolidas  en  absoluto  y,  por  otra,  el  caso  en 
examen  se  refiere  A  hechos  ya  realizado»  váli- 
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damente  bajo  el  imperio  de  unalegislacíóii  an- 
terior; 

14.  Que  de  todo  lo  expuesto  resulta  que  la 
Bentencia  de  que  se  recurre,  al  aplicar  desde 
luego  al  embargo  trabado  en  1902  la  disposi- 
ción del  artículo  466  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  que  principió  á  imperar  sólo 
desde  el  1^  de  marzo  último,  ha  contrariado  el 
artículo  9'  del  Código  Civil,  que  establece  que 
"la  ley  sólo  paede  disponer  para  lo  futuro  y 
jamás  tendrá  efecto  retroactÍTO»,  infracción 
que  ha  influido  directamente  en  el  alzamiento 
de  dicho  embai*go  que  ordena  la  indicada  re- 
solución. 

Visto,  también,  lo  prescrito  en  los  artículos 
940  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  que  ha  lugar  al  recurso  de  casación 
en  el  fondo  entablado  por  don  Juan  Castro 
Calderón  contra  la  sentencia  de  ta  Corte  de 
Apelaciones  de  Santiago,  fecha  31  de  agosto 
del  año  actual,  que  se  registra  a  fs.  18  de  estos 
autos,  y  por  tanto  se  invalida  dicha  sentencia 
y  se  reemplaza  por  la  que  este  Tribunal  dicte 
á  continuación  dé  la  presente. 

Devuélvase  al  recurrente  la  cantidad  con* 
signada. 

Comuniqúese  al  Tribunal  de  Cuentas  y  á  la 
Tesorería  Fiscal  de  Santiago. 

Acordada  contra  el  voto  de  los  seiíores  Mi* 
nistros  Varas  y  Fóster  Recabarren,  quienes 
opinaron  no  se  diera  lugar  al  recurso  por  las 
razones  que  expresan  en  el  libro  de  acuerdos. 
(1) 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Aguirre 
Vargas.— Ga/ranno  Gallardo.— Jo^  Alfonso. 

—J.  Gabrhl  Palma  Gaxmán  Gabriel  Gaete.— 

V.  Agüirrc  Vareas. — Leoncio RodrígacM. — Car- 
los Varas.— E.  Fóster  Keca barren. 

LaOorte: 

Pronunciándose  en  seguida  sobre  el  fondo, 
dictó  la  sentencia  siguiente: 

Santiago,  26  de  diciembre  de  1903.— Don 
Juan  Castro  Calderón,  en  noviembre  de  1902, 
entabló  demanda  ejecutiva  contra  don  Cirilo 
Didier  ante  uno  de  los  Juzgados  de  Letras  de 
Santiago  para  que  se  pagara  el  capital  de  mil 

(1)  Etvotodelosseflorei  VnruiFosterB.nofas 
sido  redaeUdo  sAn. 


pesos  é  intereses  de  la  escritura  de  mutuo  de 
f.  1,  con  más  las  costas  de  la  cobranza. 

Despachado  el  respectivo  mandamiento,  se 
trabó  embargo  á  petición  del  ejecutante  en  la 
parte  embargable  del  sueldo  que  al  deudor  co- 
rrespondía como  empleado  de  los  Ferrocarri- 
les del  Estado,  y  no  habiéndose  opuesto  excep- 
ciones, se  dictóla  sentencia  de  12  de  enero  últi- 
mo, en  que  se  mandó  llevar  adelante  la  ejecu- 
ción hasta  hacerse,  con  el  dinero  embargado, 
entero  pago  al  acreedor  por  el  capital,  intere- 
ses y  castas  demandados. 

El  ejecutado,  sin  notificarse  de  esta  senten* 
cia,  presentó  en  abril  del  año  actual  la  solici- 
tud de  fs.  9,  en  que,  alegando  que  el  artículo 
466  del  Código  de  Procedimiento  Civil  había 
derogado  las  leyes  anteriores  que  permitían  el 
embargo  de  los  sueldos,  pedía  se  declarase  al- 
zado, desde  el  l^de  marzo,  el  que  se  había  tra~ 
bado  en  esta  ejecución  y  se  obligase  al  acree- 
dor á  reembolsarle,  con  costas,  lo  que  hubiera 
percibido  del  sueldo  retenido,  mandándose 
noti6car,  para  aquel  efecto,  al  contador  de  los 
Ferrocarriles  del  Estado. 

El  Juzgado,  en  29  del  referido  mes  de  abril, 
acogió  favorablemente  esta  solicitud,  mandan- 
do se  hiciera  como  se  pedCa  por  Didier,  con  ci* 
tación. 

El  ejecutante,  usando  de  esta  citación,  se 
opuso  al  alzamiento  del  embargo  y  pidió  que 
éste  se  mantuviera,  alegando  que  no  podía 
darse  efecto  retroactivo  á  la  disposición  del 
artículo  466  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, por  tratarse  de  derechos  ya  adquiridos  á 
la  fecha  de  su  promulgación. 

Con  audiencia  del  eiccntado  el  Juzgado  pro- 
nunció la  resolución  de  fs.  16,  de  14  de  mayo 
último,  en  que  se  declaró  sin  lugar,  con  costas, 
la  oposición  formulada  por  el  ejecutantey  con- 
cedió el  recurso  de  apelación  subsidiariamente 
deducido  por  el  mismoejecutante. 
Teniendo  presente: 

1'  Que  el  embargo  de  que  se  tratafué  traba- 
do en  1 1  de  didembre  de  1 902  y  fué  sancionado 
por  la  sentencia  de  trance  y  pago  de  12  de  ene- 
ro último,  contra  la  cual  no  se  ha  interpuesto 
recurso  alguno; 

2'  Que  dicho  embargo  se  produjo  con  arre- 
glo á  la  ley  entonces  vigente,  que  confería  de- 
recho al  acreedor  para  satisfacer  su  crédito  con 
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una  parte  del  sueldo  del  deudor,  conforme  á 
los  arHculos  2465  y  1618  del  Código  Civil; 

3^  Que  el  acto  TáHdamente  ejecutado  bajo 
el  imperio  de  la  ley  anterior  debe  subsistir  con 
sus  efectos  inmediatos  bajo  el  imperio  de  la  ley 
posterior,  aunque  ésta  haya  adoptado  otros 
disposiciones  al  respecto  de  los  actos  de  la 
clase  á  que  pertenezca  el  anterior  ja  verifi- 
cado; 

4'  Que  según  los  artículos  1624  y  1619  del 
Código  Civil,  el  embargo  produce,  entre  otros 
efectos,  el  de  que  la  deuda  queda  extinguida 
hasta  la  cuncnrrenda  del  valor  de  los  bienes 
embargados,  y  el  de  que  el  acreedor  adquiera 
la  facultad  de  disponer  de  esos  bienes  hasta 
obtener  dicho  pago  (ntegro; 

5'  Que  en  consecuencia,  con  el  embargo  tra- 
bado  en  1 1  de  diciembre  de  1 902,  tenía  Castro, 
al  comensar  A  regir  el  Código  de  Pocedimíento 
Civil,  adquirido  el  derecho  de  pagarse  de  su 
crédito  con  la  parte  embargable  del  sueldo  de 
Didier,  no  sólo  con  las  cantidades  devenidas 
hasta  la  fecha  del  embargo,  sino  con  las  que 
en  lo  sucesivo  se  fuesen  devengando,  extensión 
que  hastaahora  se  conserva  en  el  caso  del  inci* 
8o  2"  del  número  1*  del  artículo  466  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil  citado. 

Visto,  ademas,  lo  prevenido  en  los  artículos 
7^^,  22  y  24  de  la  ley  de  7  de  octubre  de  1861  y 
958  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  re- 
voca la  sentencia  apelada  de  14  de  mayo  últi* 
mo,  y  se  declara  que  debe  hacerse  como  se  pide 
por  el  ejecutante  quedando,  en  consecuencia, 
>Ín  efecto  el  decreto  de  29  de  abril  último,  en 
el  cual  se  mandó  alzar  el  embargo. 

PubKquese  y  devuélvanse. 

Acordada  contra  el  voto  de  los  señores  Mi- 
nistros Varas  y  Póster  Recabarren,  quienes 
opinaron  que  debía  confirmarse  la  aentenda 
apelada,  en  virtnd  de  las  consideraciones  que 
expresan  en  el  libro  de  acuerdos. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Agnirre  Var- 
gas.—Ga/ranno  Gattardo.—José  Al&mso.—J, 
Gabriel  Palma  Guzmán.^Gabrieí  Gaete. — V. 
Agairre  Vargas.— Leoncio  Rodríguez.— Carlos 
Varas.  — B.  Fóster  Recabarren, 


Apelación  22  de  diciembre  1903 

Carrillo  con  Pisco 

Herencia  yacente  -  Posesión  efectiva- 
— Sstado  civil. —Documentos  saple 
torios.— Posesión  notoria. 

Doctrina:—^/  estado  civil  de  hijo  legí- 
timo se  prueba  por  las  respectivas  parti- 
das de  nacimiento  6  bautismo  del  hijo  y 
de  matrimonio  de  los  padres;  y  la  falta 
de  ésta  que  se  explica  fácilmente  por  la 
época  remota  en  que  el  acto  debió  tener 
lugar,  puede  suplirse  por  otros  documen- 
tos auténticos,  como  lo  son  la  partida  de 
defunción  del  padre  en  que  se  expresa  que 
es  marido  de  la  madre;  la  partida  de  de- 
función en  que  se  expresa  que  la  persona 
á  que  se  reñere  es  hijo  legítimo  de  aqué- 
llos; las  partidas  de  bautismo  de  los  hei- 
manos  déla  persona  cayo  estado  ae  trata 
de  establecer  en  que  también  se  expresa 
que  son  hijos  legítimos  de  los  mismos  pa- 
dres; la  partida  de  defunción  de  la  madre 
en  que  seañrma  que  es  viuda  del  padre  co- 
mún; el  testamento  en  que  se  expresa  que 
dicha  persona  es  hijo  legitimo  de  aquellos, 
y  finalmente  documentos  públicos  y  au- 
ténticos en  que  otros  descendhntes  de  las 
mismas  ramas  reconocen  el  parentesco 
mutuo  que  los  liga  con  dicha  persona. 


Doña  Juana  Leonor  Ravest  y  Olguín  pidió 
la  poseuÓn  efisctÍTa  de  los  bienes  quedados  por 
fallecimiento  de  doña  Petronila  Carrillo  y  Ra- 
vest, como  pariente  de  ésta  dentro  del  sexto 
grado,  y  acompañó  al  efecto  un  árbol  genealó- 
gico y  los  demás  antecedentes  que,  en  su  con- 
cepto, justificaban  su  derecho. 

Don  Germán  Villegas  A.,  que  haMa  denun- 
ciado como  yacente  la  herencia,  se  opuso  á  la 
petición  de  la  señora  Leonor  Ravest  y  solicitó 
que  se  negara  lugar  á  ella  por  no  ser  la  solíri* 
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tante  pariente  legítima  y  dentro  del  grado  que 
indica. 

Con  fecha  21  de  octubre  de  1902  el  juez  se- 
ñor Castillo  resolvió:  Considerando:  que  si 
bien  la  prueba  rendida  perdona  Juana  Leonor 
Ravest  es  suficiente  para  establecer  su  entron- 
camiento  legítimo  con  don  Bernardo  Ravest  y 
doña  Francisca  Castillo,  no  es  bastante,  sin 
embargo,  para  comprobar  el  parentesco  legí- 
timo, dentro  del  grado  necesario,  de  estos  iiltí- 
mos  con  doña  Petronila  Carrillo  Ravest,  de 
cuya  herencia  se  trata. 

Visto,  además,  lo  dis})uesto  en  la  ley  1*^,  títu- 
lo 14-,  Part.  3*,  se  declara  que  no  ha  lugar  á  la 
petición  de  doña  Leonor  Ravest.  —Castillo. 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Oorte  falló: 

Vistos:  reproduciendo  la  parte  expositiva  de 
la  sentencia  de  primera  instancia,  y 

Considerando: 

1^  Que  doña  Juana  Leonor  Ravest  ha  com- 
]irobado  c<m  diversas  partidas  de  bautismo  y 
matrimonio  y  otros  documentos  que  obran  en 
autos,  hecho  qne.  en  representación  del  Fiscof 
i*econocc  también  el  Director  del  Tesoro,  que 
es  hija  legítima  de  doña  Carmen  Oíguín  y  de 
don  Domingo  Ravest;  que  doña  Carmen  Olguín 
es  á  su  vez  hija  legítima  de  don  Domingo  01- 
giiín  y  de  doña  Dolores  Ravest;  y  que  doña 
DoloresRavest  es  hija  también  legítima  de  don 
BernardoRavesty  de  doña  Francisca  Castillo, 
tronco  ó  ascendientes  comunes  de  la  citada 
doña  Juana  Leonor  Ravest  y  de  doña  Petro- 
nila Castillo,  según  lo  afirma  la  demandante; 

2^  Que  la  misma  demandante  ha  acreditado 
en  legal  forma,  cosa  en  que  también  conviene 
el  representante  6scal,  que  don  Pedro  Nolasco 
Ravest  Castillo  es  hijo  legítimo  de  los  antes 
nombrados  don  Bernardo  Ravest  y  don  Fran- 
cisco Castillo; 

3^  Que  de  la  fe  de  bautismo  de  fs.  12,  no  re- 
dargüida de  falsa,  aparece  que  doña  Dominga 
Ravest  Hidalgo  fue  hija  legítima  de  don  Pedro 
Nolasco  Ravestydc  doña  Agustina  Hidalgo,  y 
si  bien  no  se  ha  presentado  la  partida  de  ma- 
trimonio de  estos  ñltimos,  tal  documento, 
cuya  falta  se  explica  fácilmente  por  la  época 
remota  en  que  aquel  acto  debió  tener  lugar, 


se  encuentra  suplido  en  la  partida  de  defun- 
ción y  pase  de  entierro  que  á  la  letra  dice: 
*'En  9  de  enero  de  1890  enterré  en  hi  Merced, 
con  los  sufragios  de  entierro  menor,  el  cuerpo 
de  Nolasco  Ravest,  marido  de  Agustina  Hidal- 
go. RecibiiS  los  sacramentos;  no  testó  por  po- 
bre; de  que  doi  fe— José  Javier  de  Garzo"; 

4^  Que,  en  consecuencia,  debe  tenerse  asimis- 
mo, por  legalmente  acreditado,  que  la  referida 
Dominga  Ravest  4  Hidalgo  es  hija  legítima  de 
los  ya  citados  don  Pedro  Nolasco  Ravest  y 
doña  Agustina  Hidalgo; 

5'*  Que  la  partida  de  bautismo  de  fs.  11; 
repetida  á  fs.  44,  da  testimonio  de  que  doña 
Petronila  Carrillo  y  Ravest,  6  sea  la  persona 
de  cuya  herencia  se  trata,  es  hija  legítima  de 
don  José  Ignacio  Carrillo  y  de  doña  Dominga 
Ravest,  y  aun  cuando  no  corre  en  autos  la  par- 
tida de  matrimonio  de  los  padres,  su  faltase 
halla  suplida  por  los  siguientes  documentos, 
no  redargüidos  de  falsos: 

Primero.— La  partida  de  defunción  de  f.  1, 
repetida  á  fs.  12,  correspondiente  á  doña  Pe- 
tronila Carrillo,  en  la  que  se  dice  que  era  hija 
legítima  de  don  Ignacio  Carrillo  y  de  doña 
Dominga  Ravest; 

Segtmdo.—Las  partidas  de  bautismo  de  don 
Silvestre  y  de  doña  Raimunda  Carrillo,  herma' 
nos  de  la  anterior,  en  las  que  ambos  figuran 
como  hijos  legítimos  de  los  mismos  padres,  ó 
sea  don  Ignacio  Carrillo  y  doña  Dominga  Ra- 
vest; 

Tercero. — La  partida  de  defunción  y  pase  (le 
entierro  de  doña  Dominga  Ravest,  en  la  que 
se  afirma  que  era  viuda  de  don  José  Ignacio 
Carrillo;  y,  Analmente,  el  testamento  de  la 
misma  doña  Petronila,  en  el  que  declara  tener 
cuarenta  años  de  edad  y  ser  hija  legítima  de 
don  José  Ignacio  Carrillo  y  de  doña  Dominga 
Ravest; 

Que  los  anteriores  documentos,  de  carác- 
ter supletorio,  todos  los  cuales  concurren  en 
presentar  como  casados  á  don  José  Ignacio 
Carrillo  y  doña  Dominga  Ravest,  bastan,  en 
concepto  de  este  Tribunal,  para  dar  por  jasti- 
hcaüo  el  hecho  de  su  matrimonio  y,  por  lo  tan- 
to, la  filiación  legítima  de  doña  Petronila  Ca- 
rrillo; 

7^  Que  la  objeción  que  se  hace  á  esa  filiación 
fundada  en  las  fiechas  en  que,  según  las  parti- 
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fias  de  bautismo  de  fa.  12  y  fs.  14,  nacieron 
doña  Dominga  Ravest  y  doña  Petronila  Ca- 
rrillo y  la  imposibilidad  física  que  habría  en 
que  la  última  fuera  hija  de  la  primera,  por  ha* 
l3er  trascurrido  menos  de  doce  años  entre  am- 
bos nacimientos,  no  es  suficiente  por  sí  sola 
para  destruir  la  fuerza  probatoria  de  aquellos 
documentos:  en  primer  lugar,  porque  no  apa- 
rece acreditada,  con  arreglo  á  derecho,  en  el 
caso  concreto  de  que  se  trata,  esa  imposibilí 
dad  física,  siendo  de  aJvertir  que  doña  Domin- 
ga Ravest  debió  casarse  en  realidad  mu^'  jo- 
ven, como  lo  comprueba  la  partida  de  bautií  - 
mo  de  su  otro  hijo  don  Silvestre,  nacido  el  21 
de  diciembre  de  1814,  ó  sea  cuando  aquélla  de- 
bía tener  sólo  treceañósdeedad;y,en  seguida, 
porque  no  es  difícil  que  se  incurra,  consciente  6 
inconscientemente, en  errores  de  fecha  cuando, 
como  en  el  caso  de  doña  Dominga  Ravest,  el 
bautismo  tiene  lugar  en  época  muy  posterior 
á  la  del  nacimiento,  posible  error  que  aquí 
guardaría  concordancia  con  la  edad  de  ochen- 
ta años  que  se  atribuye  á  dicha  señora  en  su 
partida  de  defunción,  lo  que  significaría  que 
había  nacido  con  mucha  anterioridad  A  la  fe- 
cha consignada  en  sti  partida  de  bautismo; 

8'  Que  en  corroboración  de  lo  anterior  obran 
todavía  en  el  proceso  otros  documentos  públi- 
cos y  auténticos  emanados  de  personas  des- 
cendientes de  cada  una  de  las  ramas  de  don 
IVdro  Nolasco  Ravest  y  Castillo,á  la  que  per- 
tenece doña  Petronila  Carrillo  y  de  doña  Do- 
lores Kavest  y  Castillo,  á  la  que  pertenece  doña 
Juana  Leonor  Ravest,  en  los  cuales  documen- 
tos se  reconoce  el  parentesco  mutuo  que  liga  á 
los  descendientes  de  una  y  otra  rama  y  en  es- 
pecial el  que  entre  sí  tienen  doña  Petronila  Ca- 
rrillo y  la  demandante:  tales  son  el  testamento 
del  presbítero  don  Martín  Olguín  y  Ravest,  lier- 
mano  legítimo  de  d&ña  Carmen  Olguín,  madre 
de  la  demandante;  y  el  testamento  de  doña 
Petronila  Carrillo,  el  cual  no  surtió  efecto  en 
cuanto  á  la  designación  de  heredero  por  haber 
fallecido  la  persona  designada  antes  que  la 
testadora. 

La  cláusula  décimatercera  del  primero  de  los 
documentos  recordados  dice  á  la  letra  lo  que 
sigue:  "instituyo  en  el  remanente  de  mís  bienes 
por  mis  universales  herederos  á  mi  sobrina 
doña  Leonor  Ravest,  ó  sea  á  la  actual  deman  - 


dante,  y  á  mis  primas  doña  Petronila  y  doña 
Raimnnda  Carrillo  A  las  tres  por  iguales  par- 
tes". Y  la  cláusula  tercera  del  segundo,  esto  es, 
del  testamento  de  doña  Petronila  Carrillo, 
contiene  la  siguiente  textual  declaración;  "es 
mi  voluntndquetodoloqueme  pudiera  corres- 
ponder en  el  remanente  de  los  bienes  del  finado 
presbítero  don  Martín  Olguín,  cuya  partición 
no  se  ha  realizado  hasta  la  fecha,  se  lo  dejo  A 
mi  prima  doña  Leonor  Ravest,  religiosa  del 
monasterio  del  Corazón  de  Jesús,  etc."; 

9^  Que  todo  lo  expuesto  en  los  consideran- 
dos precedentes  acreditalaexactitud  del  árbol 
genealógico  de  fs.  20  y  el  parentesco  de  consa- 
guinidad  legítima  en  sexto  grado  civil,  que  liga 
A  la  difunta  doña  Petronila  Carrillo  con  doña 
Juana  Leonor  Ravest; 

10.  Que,  con  arreglo  á  derecho,  los  colatera- 
les en  sexto grado  civil  de  una  persona  difunta 
son  llamados  A  sncederle  como  herederos  ab 
inteatato,  A  falta  de  otros  parientes  de  grado 
más  próximo; 

11.  Que  ni  por  parte  del  denunciante  don 
GermAn  Villegas  ni  por  parte  del  Fisco  se  ha 
acreditado  que  doña  Juana  Leonor  Ravest  hu- 
biera muerto  civilmente  por  haber  sido  admi- 
tida A  profesar  con  voto  ¡perpetuo  en  la  Con- 
gregación del  Sagrado  Corazón  de  Jesfis. 

Visto,  además,  lo  prevenido  en  los  artículos 
30f.,  309, 1698,  983  y  992  del  Cóiligo  Civil,  se 
revoca  la  sentencia  apelada  de  21  de  octubre 
de  1902  y  se  declara  que,  sin  perjuicio  de  ter- 
cero, debe  darse  á  doña  Juana  I^onor  Ravest 
la  posesión  efectiva  de  In  herencia  de  doña  Pe- 
tronila Carrillo. 

Acordada  contra  el  voto  del  Presidente  Ga- 
llardo y  del  señor  Ministro  Gaete,  quienes  estu- 
vieron por  confirmarla  mencionada  sentencia. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Fóster  Re  ■ 
cabarren.  —  Gaívatino  Gallardo.  —  Leopoldo 
Urrutia.— Gabriel  Oaete.—  V.  Aguirre  Vtirgña^ 
—B.  Fóster  Recah&rren. 
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Cas.Civ,en  la,  form&.—30dedkicmhrede  1903 
Gtmzález  con  Pasá 

Plazo  para  Interponer  el  reourso  y 
formalizarlo  -  Improcedencia 

Doctrika:— ilungae  se  anuacien  con- 
juntamente tos  recataos  de  casación  en 

la  forma  y  en  el  fondo,  el  primero  de  di- 
chos recvrsos  debe  formalizarse  dentro 
del  plazo  de  cinco  días  contados  desde  el 
anuncio. 


En  el  juicio  seguido  por  doña  Amalia  Riveras 
de  González,  que  litiga  con  privilegio  de  pobre- 
za, curadora  de  don  Tadeo  González,  contra 
don  Bnríqne  O,  Passi,  sobre  nulidad  de  un  fini- 
quito, la  Corte  de  Apelacionesde  Santiago,  en 
auto  dictadocn  12  de  septiembre  próximo  pa- 
sado, declaró  que  correspondía  el  conocimien- 
to de  la  causa  al  juez  del  primer  Juzgado  de 
Letras  de  San  Femando,  á  quien  debían  re- 
mitirse los  antecedentes. 

La  demandante  pidió  reconsideración  de  ese 
anto,  anunciando  en  subsidio  el  recurso  de  ca- 
sación en  el  fondo  y  en  la  forma  en  escrito  pre- 
sentado el  día  16  de  septiembre. 

La  Corte,  en  mérito  de  la  rebeldía  acusada 
por  la  reclamante,  desechó  la  reconsideración 
pedida»  y  respecto  de  las  peticiones  subsidia- 
rias, ordenó  se  tuviera  presente  lo  demás  que 
se  indica  en  dicho  escrito. 

La  recurrente  fundó  los  recursos  en  escrito 
que  presentó  el  26  de  octubre,  y  la  Corte  de 
Apelaciones»  en  providencia  de  31  del  mismo 
mes»  concedió  el  rerarso  de  casaríón  en  la  for- 
ma, no  dando  lugar  al  de  casación  en  el  fon- 
do por  interponerse  contra  una  resolución 
que  no  reviste  los  caracteres  de  definitiva»  ni 
pone  término  al  juicio»  ni  hace  imposible  su 
continuación. 

La  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente: 
1^  Qne  de  autos  aparece  que  la  parte  icen- 
rrente,  después  de  haber  anundado  los  recur- 


sos deducidos  el  día  16  de  septiembre  próximo 
pasado,  solamente  formalizó  ambos  recursos 
el  día  26  de  octubre,  fecha  en  que  fué  presenta- 
do el  escrito  de  fs.  31; 

2^  Que  según  el  artículo  943  del  Código  de 
Procedimiento  Ci til,  el  recurrente,  después  de 
anunciado  el  recurso,  tendrá  el  plazo  de  cinco 
días  para  formalizar  el  de  casación  en  la  for- 
ma y  de  diez  para  el  de  casación  en  el  fimdo;  y 

3^  Que  habiendo  trascurrido  en  el  caso  de 
que  se  trata  más  de  treinta  días  entre  el  anun- 
cio y  el  día  en  qne  se  presentó  el  escrito  de 
fs.  31,  el  recurso  no  ha  sido  formalizado  en  los 
plazos  legales»  debiendo,  en  consecuencia»  con 
arreglo  al  inciso  3^  del  citado  artículo  943» 
quedar  firme  la  sentencia  recurrida. 

Visto, además» lodispuestoen  el  artículo 953 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara 
improcedente  el  recurso  de  casación  en  la  for- 
ma interpuesto  por  doña  Amalia  Riveros  de 
González,  con  costas,  que  pagará  en  la  forma 
legal. 

Redactada  por  el  señor  presidente  Gallardo. 
—Gaívarino  Gallardo.  —  Gabriel  Gaete.  —  A. 
Montt.—V.  Agairre  Vargas. 


Apelación  2  de  marzo  de  1904 

Vega  y  otros  con  Fisco 

Aduanas.— Oratifioaolón  á  los  em- 
pleados 

Doctrina:— La  ley  de  18  de  noviembre 
de  1893  concede  una  gratíñcación  á  los 
empkados  de  aduana  de  an  uno  porcieo- 
to  de  las  entradas  £aealea  liquidas  de 
cada  Hdaana(exceptuadaslas  de  Iqaique 
y  Pisagaa,  en  que  ese  tanto  por  ciento  es 
menor j y  además  el  cuatro  por  cientodel 
ejoxdente  del  producto  liquido  de  las  en- 
tradas de  cada  aduana  en  el  año  áltimo 
sobre  el  precedente,  gratíñcación  pagmde- 
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ra  en  la  forma  determinada  por  la  ley. 
La  ley  de  13  de  enero  de  1894  establece 
qae  la  participación  referida  no  podrá 
exceder  del  treinta  por  ciento  del  sueldo 
de  cada  empleado;  de  modo  que  su  obje- 
to manifiesto  fué  limitar  el  beneficio  con- 
cedido por  aquella  lejr,  de  manera  que  en 
ningún  caso  excediese  la  gratificación  del 
treinta  por  ciento  del  sueldo  por  lo 
tantOt  si  el  uno  por  ciento  y  el  cuatro  por 
ciento  indicados  exceden  del  treinta  por 
ciento  del  sueldo,  sólo  pueden  tener  dere- 
cho á  este  treinta  por  ciento. 


Don  Alejandro  Vega  C,  por  los  señores  Ma< 
noel  Muñoz,  Enrique  Arríeta,  Tomás  Martí- 
nez, Sixto  Araos,  José  R.  Villegas  y  demás  em- 
pleados de  la  Aduana  de  Valparaíso,  expone 
que  encontrándose  sus  representados  insolu- 
tos en  parte  de  la  gratífícacidnqueles  acuerda 
el  artículo  2'  de  la  ley  de  18  de  noviembre  de 
1893,  correspondiente  al  exceso  sobre  el  pro- 
ducto del  impuesto  de  1895  y  1896  y  no  ha- 
biendo podido  obtener  su  pago  administrati- 
vamente, interpone demandaordinaría  contra 
el  Fisco  á  fin  de  que  se  declare  que  debe  pagar- 
les dicha  asignación  con  sus  intereses  corrien- 
tes desde  las  fechas  en  que  la  ley  dispone  su 
pago,  nna  vez  ejecutoriada  la  sentencia  que  á 
este  efecto  se  pronuncie. 

Esa  ley  fija  en  su  artículo  l*'  una  gratifica- 
ción de  tino  por  dentó  sobre  el  producto  líqui- 
do del  impuesto  y  en  su  artículo  2^  otra 
gratificación  de  cuatro  por  ciento  sobre  el  ex- 
cedente del  producto  Uqnido  sobre  el  del  afio 
precedente,  y  establece  en  su  artículo  3^  que  el 
pago  de  estas  gratificaciones  deberá  efectuarse 
en  d  mes  de  enero  de  cada  año,  proporcional- 
mente  al  sueldo  de  cada  empleado  y  á  su  asis- 
tencia diaria. 

Bl  16  de  enero  de  1894  se  dictó  otra  ley  res- 
trictiva del  artículo  disponiendo:  "que  la  par- 
ticipación que  se  concede  á  los  empleados  de 
las  aduanas  de  la  República  en  el  producto  del 
impuesto  por  la  1^  núm.  121,  de  18  de  no- 
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vierabre  de  1893,  no  podrá  exceder  del  treinta 
por  ciento  del  sueldo  que  á  cada  uno  de  ellos 
asigna  la  ley." 

Esta  se  dictó  sólo  como  excepción  al  artícu- 
lo 1^  de  la  ley  anterior,  restringiendo  la  grati- 
ficación sobre  el  producto  del  impuesto,  mas 
no  sobre  el  excedente  del  producto  á  que  se 
refiere  el  artículo  2^;  una  y  otra  cosa,  es  decir, 
el  producto  del  impuesto  y  el  excedente  del 
producto,  son  diferentes  y  la  ley  restrictiva  se 
refiere  expresa  y  taxativamente  sólo  al  pro- 
ducto del  impuesto;  si  hubiera  sido  la  mente 
del  legislador  comprender  en  la  restricción  el 
exceso  sobre  el  producto  del  impuesto,  era  na- 
tural y  lógico  que  a^  lo  hubiera  determinado 
expresamente;  si  no  lo  hizo  fué  para  no  des- 
t  ruir  por  su  base  el  fin  que  se  propuso  al  dictar 
la  ley  de  18  de  noviembre  de  1893,  cuyo  ar- 
tículo 2*^  estimula  el  interés  del  empleado  y 
la  puntual  asistencia  para  la  mejor  percep- 
ción del  impuesto;  si  la  gratificación  sólo  tu- 
viere por  base  el  treinta  por  ciento  de  los  suel- 
dos, quedaría  en  igual  condición  el  empleado 
celoso  del  cumplimiento  de  sus  deberes  con  el 
que  no  lo  fuere. 

El  producto  liquido  del  impuesto  el  añol894 
alcanzó  en  la  Aduana  de  Valparaísoá  lasuma 
de  diez  millones  setecientos  cincuenta  y  cuatro 
mil  setenta  y  ocho  pesos  ochenta  y  nueve  cen- 
tavos, y  el  año  1895  fué  de  catorce  millones 
quinientos  tres  mil  ochocientos  setenta  y  sás 
pesos  noventa  y  nueve  centavos,  siendo  su 
exceso  sobre  el  año  anterior  de  tres  millones 
setecientos  cuarenta  y  nueve  mil  setecientos 
noventa  y  ocho  pesos  diez  centavos;  el  pro- 
ducto del  año  1896  íué  de  diez  y  seis  millones 
setecientos  veinte  mil  cuarenta  pesos  noventa 
centavos,  y  su  exceso  sobre  el  ano  anterior  dos 
millones  doscientos  diezy  seis  mil  ciento  sesen- 
ta y  tres  pesos  noventa  y  un  centavos. 

Por  consiguiente,  dichos  excesos  durante  los 
años  1895  y  1896  suman  cinco  millones  nove- 
cientos sesenta  y  cinco  mil  novedentos  sesenta' 
y  dos  pesos  un  centavo;  el  cuatro  por  ciento 
de  esta  suma  es  doscientos  treinta  y  ocho  mil 
seiscientos  treinta  y  odio  pesos  cuarenta  y 
ocho  centavos,  cantidad  que' corresponde  á  los 
empleados  de  esta  Aduana  por  gratificadón  y 
cuyo  pago  solidta  en  la  presente  demanda. 

Contesta  el  tesorero  fiscal,  á  nombre  del 
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Fisco,  pidiendo  se  niegue  lugar  á  la  demanda 
referida. 

Alega:  que  la  ley  de  15  de  enero  de  1894  li- 
mitó la  participación  ósea  la  gratificación  que 
la  del8  de  noviembre  de  1893  había  asignado 
á  los  empleados  de  aduanas  en  el  producto  del 
impuesto,  al  treinta  por  ciento  de  su  sueldo; 
ésta  es  la  letra  clarísima  de  la  ley,  y  tanto  sii 
historia  como  la  aplicación  que  ae  ha  hecho  de 
ella  están  conformes  con  este  modo  de  enten- 
derla, no  habría  razón  alguna  para  hacer  dife- 
rencia á  este  respecto  entre  la  gratificación 
acordada  en  el  artículo  1'  y  la  establecida  por 
el  artículo  2'  de  la  ley  de  1893;  el  legislador 
que  quiso  poner  un  límite  á  la  primera  no  ha- 
bría tenido  por  qué  dejarilimitada  la  segunda. 

Es  acuciosa  la  distinción  que  los  demandan- 
tes pretenden  hacer  entre  el  impuesto  total- 
mente tomado  y  el  impuesto  relacionado  con 
el  del  año  anterior;  tanto  lo  uno  como  lo  otro 
es  el  impuesto  mismo,  ó  sea  el  producto  del 
impuesto,  para  usarlaexpresiónque  empléala 
ley,  y  en  tal  virtud  la  limitación  que  para  la 
gratificación  pone  la  ley  de  1894  alcanza  á 
todo  el  producto  del  impuesto,  sea  considera- 
do aisladamente,  sea  mirado  con  relación  al 
producto  de  otro  año. 

Por  otra  parte,  los  demandantes  no  han 
acreditado  que  sean  empleados  de  la  Aduana 
de  Valparaíso,  ni  c|ue  sean  todos  y  los  únicos 
empleados  de  dicha  Aduana,  ni  cuáles  son  sus 
sueldos,  la  fecha  de  sus  nombramientos,  etc., 
para  que  pretendan  derecho  á  la  gratificación 
total  que  según  la  ley  primitiva  se  había  acor- 
dado para  todos  los  empleados  proporcional- 
mente  y  no  para  algunos  solos  de  ellos. 

Finalmente,  según  la  nota  que  se  acom- 
paña del  Administrador  de  la  Adunan,  los 
empleados  de  ésta  han  iwrcibido  ya  treinta  y 
cuatro  mil  seiscientos  setenta  y  cuatro  pesos 
noventa  y  ocho  centavos,  del  cuatro  por  cien- 
to del  exceso  del  impuesto  en  los  años  1895  y 
1896,  por  lo  cual,  si  la  demanda  fuera  proce- 
dente y  si  los  demandantes  fueran  todos  em- 
picados de  la  Aduana,  no  tendrían  derecho 
más  que  al  saldo  que  dejó  de  repartirse,  as- 
cendente á  doscientos  tres  mil  novecientos  se- 
senta y  tres  pesos  cincuenta  centavos. 

Cree  excusado  agregar  que  en  ningún  caso 
podría  darse  lugar  a)  pago  de  los  intereses. 


lil  juez  de  Valparaíso  resolvió; 

Considerando: 

1'  Que  la  ley  núm.  121  de  18  de  noviembre 
de  1 893,  concede  una  gratificación  á  los  emplea- 
dos de  aduanas,  la  cual  consiste,  según  lo  (juc 
expresan  sus  artículos  1^,  2^  y  3'  en  asig- 
narles el  uno  por  ciento  de  las  entradas  fisca- 
les líquidas  de  cada  Aduana  (exceptuadas  Ins 
de  Iquiqtie  y  I'isagua  en  las  que  ese  tanto  por 
ciento  es  menor)  y  ademíis  el  cuatro  por  ciento 
del  excedente  del  producto  líquido  de  las  en- 
tradas de  cada  Aduana  en  el  último añosobre 
el  que  inmediatamente  le  precedió,  debiendo 
hacerse  el  pago  de  esta  gratificación  el  mes  de 
enero  de  cada  año  en  proporción  al  sueldo  de 
cada  empleado  y  al  número  de  días  qne  haya 
asistido  á  su  oficina; 

2'  Que  la  ley  de  15  de  enero  de  1804  dispo- 
ne textualmente:  "la  participación  que  se  con- 
cede I)  los  empicados  de  las  aduanas  de  la  Re- 
pública en  el  producto  del  impuesto  por  la  ley 
núm.  121  de  18  de  noviembre  de  1893  no  po- 
tlrá  exceder  del  treinta  por  ciento  del  sueldo 
que  A  cada  uno  de  ellos  asigne  la  ley." 

3^  Que  atendida  la  letra  y  el  espíritu  mani- 
fiesto de  esta  última  ley,  parece  indudable  que 
no  tuvo  otro  objeto  sino  limitar  el  beneficia 
concerlido  por  aquélla,  de  manera  que  en  nin- 
gún caso  excediese  la  gratificación  por  ella 
acordada,  ó  sea  la  participación  en  el  produci- 
do del  impuesto,  del  treinta  por  ciento  del 
sueldo  que  á  cada  empleado  corresponde; 

4'  Que  en  tal  virtud,  si  el  uno  por  ciento  á 
que  se  refiere  cl  artículo  I*'  de  la  ley  de  18  de 
noviembre  de  1H93  y  el  cuatro  por  ciento  á 
que  se  refiere  cl  articido  2*.  sumados,  exce<Icn 
del  treinta  por  ciento  del  sueldo  de  losemplea- 
dos,  no  tienen  estos  derecho  á  más  que  ese 
treinta  por  ciento,  y  si  el  uno  por  ciento  ó  el 
cuatro  por  ciento  referidos  exceden,  aislada- 
mente considerados,  de  aquel  treinta  por  cien- 
to, tampoco  tienen  derecho  los  empleados  á 
niíís  que  este  treinta  por  ciento; 

a'  Que  esta  inteligencia  es  la  misma  que 
atribuyó  el  señor  Ministro  de  Hacienda  al 
proyecto  que  presentócomo  Senador,  pero  con 
aprobación  del  Gobienio,  convertido  en  la  lev 
de  15  de  enero  de  1894  al  fundar  verbalmente 
ante  el  Senaflo  los  motivos  que  aconsejaban 
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la  íiccplación  -de  ese  proyecto  de  ley,  Boletín 
(le  las  Sesiones  extraordinarias  de  la  Cámara 
de  Senadores  en  18f»3,  pájtna  fí21; 

O"  Que  igual  inteligencia  se  desprende  del 
preámbulo  del  decreto  supremo  de  27  de  mar- 
zo de  1A94,  reglamentario  de  esta  gratifica- 
ción, y  es  la  misma  que  prácticamente  se  ha 
dado  por  las  aduanas  al  hacer  la  liquidación 
respectiva; 

Que  de  los  informes  del  jefe  de  la  Con- 
taduría y  de  la  Comisión  liquidadora,  inser- 
tos en  el  del  Administrador  de  la  Aduana 
de  Valparaíso  aparece:  que  el  cuatro  por 
ciento  tiel  excedente  en  los  años  1895  y  1890 
alcanzó  á  la  suma  que  indica  la  demanda 
de  doscientos  treinta  j*  ocho  mil  seiscientos 
treinta  y  ocho  [lesos  cuarentay  ocho  centavos; 
que  el  uno  por  ciento  del  producto  líquido  de 
Ins  entradas  en  esos  años  no  alcanzó  al  trein- 
ta por  ciento  de  los  sueldos  de  los  empleados; 
y  que  éstos  fueron  pagados  de  ese  treinta  por 
ciento  íntegro,  completándose  lo  que  faltaba 
del  uno  por  ciento  de  las  entradas  líquidas  con 
treinta  y  cuatro  mil  seiscientos  setenta  y  cua- 
tro pesos  sesenta  y  nueve  centavos  tomados 
de  aquel  excedente,  y,  por  lo  tanto,  quedó  sin 
repartirse  del  mismo  excedente  la  suma  de 
doscientos  tres  mil  novecientos  sesenta  y  tres 
pesos  cincuenta  centavos; 

Que  el  reparto  de  la  gratificación  en  la 
forma  practicada  se  ajusta  perfectamente  á  la 
ley,  segón  lo  que  se  ha  dicho  y  en  tíil  virtud 
no  tienen  derecho  los  empleados  de  la  Aduana 
de  Valparaíso,  ú  cuyo  nombre  seha  interpues- 
to la  demanda,  para  reclamar  ni  toda  la  suma 
excedente  de  los  años  18í>o  y  1806,  ni  el  resto 
no  repartido  de  ese  excedente  y  ni  aún  la  parte 
que  proporcionalmcnte  A  la  totalidad  de  los 
empleados  de  la  misma  Aduana  les  correspon- 
dería en  ese  resto;  visto,  además,  el  artículo 
1437  del  Código  Civil,  se  declara  que  no  ha 
lugar  á  la  demanda — BeznniUa  Silva. 

La  Corte: 

Santiago,  2  de  marzo  de  1904._Vistos:  se 
apruébala  sentencia  consultada  de  16  de  julio 
de  1901. 

Devuélvanse.— Pnblíquese.—  Gahrieí  Oaete, 
—José  AIfonso.~J.  Gabríel  Palma  Gu*mán.~ 
Leoncio  Rodrigue». — Carias  lluras. 


Cas.  Civ.  en  la  forma.— 21  de  marzo  de  1904 

Joríjuera  con  fiómez 

Inspecoión  personal  en  seerunda  Ins- 
tancia.—Omisión  de  la  enunciación 
de  las  petiolones  deducidas  en  se- 
gunda instancia.- Pronunciamiento 
de  la  sentencia  sin  la  Inspección. 

Doctrina: — La  inspección  personal  so- 
licitada en  sef^nda  instancia  constitajre 
una  simple  diligencin  probatoria  de  Ubre 
aceptación  para  el  tribunal  de  alzada  y 
no  importando^  en  consecuencia^  dicho 
trámite^  acción  ó  petición  siístancial  de- 
ducida por  el  demandante  ó  excepción 
alegada  por  el  demandado  sobre  las  cua- 
les debiera  versar  la  sentencia,  no  es  le- 
galmente necesario  que  la  Corte  de  Ajx- 
lacioneshaga  mención  expresa  de  esa  so- 
licitud en  su  falló.  No  es  tampoco  necesa- 
rio que  el  Tribunal  de  Alzada  se  pronun- 
cié  inmediatamente  sobre  ella  cuando  no 
se  formula  como  un  incidente  previo;  ni 
se  reclama  de  la  providencia  que  manda 
tener  presente  la  petición  en  la  vista  de 
la  causa^ 


Kn  el  juicio  seguido  por  don  Matías  Jorquera 
contra  don  Ksteban  Gómez  sobre  falsedad  de 
una  qucrellade  despojo  y  entrega  de  un  terreno, 
litis  A  la  cual  se  acumulo  posteriormente  otra 
iniciada  por  (^ómezen  contra  de  Jorquera  por 
cobro  de  los  perjuicios  del  desjjojo  aludido  en  la 
demanda  anterior,  se  pronunció  por  el  juez  de 
letras  de  Coquimbo  la  sentencia  de  28  de  junio 
de  1902  y  más  tarde  la  complementaría  de  7  de 
abríl  último,  en  la  que  se  declaró,  con  reserva 
de  ciertos  derechos,  en  favor  del  pnmer  deman- 
dante: 1"  Sin  lugar  la  demanda  y  la  reconven- 
ción de  fs.  1 5;  2*^  que  había  lugar  á  la  deman- 
da de  perjuicios  de  fs.  19  y  no  á  la  reconven- 
ción de  fs.  21;  3'^  que  los  j>erjuicÍos  debían  ser 
apreciados  por  peritos  nombradosenla  forma 
ordinaría;  y  4-^  (pie  había  lugar  también  á  la 
petición  subsidiaria  de  la  prímcra  demanda, 
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consignada  en  el  escrito  de  fs.  25,  y  que,  en 
consecuencia,  se  declaraba  nula  la  escritura  de 
tomprnventa,  corriente  A  fs.  1,  por  falta  de 
conformidad  de  las  partes  en  la  cosa  vendida. 

Apeladas  estas  sentencias  por  ambos  liti- 
gantcsen  la  parte  en  que  las  estimaron  gravo- 
sas, se  solicitó  en  segunda  instancia  por  don 
Matías  Jorquera,  en  el  primer  otros!  del  escri- 
to de  fs.  118,  una  inspección  jiersonal  que  ha- 
bría de  practicarse  por  uno  de  los  miembros 
del  Tribunal  de  Alzada,  á  fin  de  determinar 
con  precisión  en  su  lado  poniente,  los  verdade- 
ros linderos  del  predio  comprado  por  él  á  don 
Esteban  (*ómez,  ya  que  los  considerandos  de 
la  sentencia  de  primera  instancia  demostra- 
ban la  paralogizactón  que,  en  su  concepto,  ha- 
bía sufrido  el  juez  en  este  punto. 

La  Corte  de  Apelaciones  de  la  Serena  orde- 
nó  ({ue  esa  petición  se  tuviera  presente  en  la 
vista  de  la  causa,  y  sin  llevar  á  cabo  la  dili- 
gencia solicitada,  expidió  el  24  de  agosto  del 
año  íiltimo  la  sentencia  que  corre  á  fs.  129,  en 
ta  que,  A  virtud  de  algunos  de  los  consideran- 
dos de  las  sentencias  apeladas  y  de  otros  que 
en  el  mismo  fallo  se  consignan,  se  confirman 
las  predichas  sentencias  en  cuanto  no  daban 
lugar  :i  la  demanda  sobre  falsedad  de  quere- 
lla, entrega  de  terrenos  y  reconvención  de  fs, 
21,  y  en  cuanto  daban  lugar  á  la  demanda  de 
perjuicios  de  fs.  19,  debiendo  avaluarse  éstos 
en  conformidad  á  lo  resuelto  en  la  declara- 
ción segunda  de  fs.  125;  y  se  revocaron  en  lo 
demás,  declarándose  por  mayoría  de  votos: 
1"  que  no  había  lugar  ñ  la  petición  subsidia- 
ria de  fs.  25  sobre  invalidez  de  la  escritura  de 
compraventa  de  f.  1;  y  2*^  que  se  aceptaba  la 
reconvención  deducida  por  don  Esteban  Gó- 
mez, á  fs.  15,  sobre  entrega  de  los  terrenos  en 
ella  indicados. 

Contra  esta  sentencia  anunció  Jorquera  los 
recursos  de  casación  en  la  forma  y  en  el  fondo, 
y  formalizando  el  primero  expuso  en  el  escrito 
de  fs,  133  <iue  en  el  fallo  recurrido  se  habfa 
oniilido  la  oinniciación  breve  de  las  peticiones 
deducirlas  por  su  parte  en  la  segunda  instan- 
cia, pues  no  se  había  hecho  referencia  ni  recuer- 
do alguno  sobre  su  solicitud  de  fs.  118,  relati- 
va á  la  insjx'cción  (Krsonnl  allí  pedida,  infrin- 
jiéndosc  asi  el  inciso  2'^del  artículo  103  del  Có- 
digo de  [Procedimiento  Civil. 


Agregó,  además,  el  recurrente,  como  otra 
causal  de  nulidad,  la  circunstancia  de  no  ha- 
lierse  proveído  ni  menos  resuelto  la  indicada 
solicitud  de  fs.  118,  puesto  que  el  Tribuna!  la 
agregó  á  los  autos  con  el  decreto  de  "téngase 
presente  para  la  vista  de  la  causa",  y  en  la 
vista  hizo  caso  omiso  de  ella,  con  lo  que  se  in- 
fringió el  artículo  445  del  Código  más  arriba 
citado  y  se  dgó  indefensa  á  su  parte,  toda  vez 
que  con  la  inspección  solicitada  se  habría  es- 
clarecido completamente  su  derecho,  ponién- 
dose en  evidencia  los  linderos  cuya  indetermi- 
nación era  la  base  del  juicio.  Esta  omisión  co- 
locó también  al  Tribunal,  á  jnicio  de  Jorquera, 
en  la  imposibilidad  de  tomar  cabal  conod- 
miento  de  los  linderos,  materia  esencial  del 
pleito. 

La  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  la  inspección  personal  solicitada  por 
Jorquera  en  segunda  instancia  constituía  una 
simple  diligencia  probatoria  de  libre  acepta- 
ción para  el  Tribunal  de  Alzada,  y  no  impor- 
tando, en  consecuencia,  dicho  trámite  acción 
ó  petición  sustancial  deducida  por  el  deman- 
dante, ó  excepción  alegada  por  el  demandado 
sobre  las  cuales  debiera  versar  la  sentencia, 
no  era  legalmente  necesario  que  la  Corte  de  la 
Serena  hiciera  mención  expresa  de  esa  solici- 
tud en  el  fallo  que  motiva  este  recurso; 

2**  Que  tampoco  era  necesario  que  el  Tribu- 
nal de  Alzada  se  pronunciara  inmediatamente 
sobre  la  referida  solicitud  de  inspección  ocular, 
ni  que  le  diera  la  tramitación  especial  de  un 
incidente,  ya  que  el  recurrente  no  la  formuló 
como  cuestión  previa  ó  accesoria,  ni  reclamó 
de  la  providencia  que  mandó  tenerla  presente 
en  la  vista  de  la  causa;  y 

3^  Que  á  mayor  abundamiento,  de  los  consi- 
derandos de  la  sentencia  recurrida  y  especial- 
mente de  los  dos  primeros  y  del  final,  se  des* 
prende  que  la  Corte  de  la  Serena  tomó  en 
cuenta  la  referida  solicitud  y  no  decretó,  por 
estimarla  innecesaria,  la  inspección  personal 
de  que  se  trata. 

Por  estos  fundamentos»  y  visto,  además,  lo 
dispuesto  por  los  artículos  166,941,  946,  960 
y  970  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  ae 
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declara  sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  de  ca- 
sación en  la  forma  A  que  se  refiere  el  escrito 
de  fojas  133.  Queda  aplicada  al  Fisco  la  par- 
te correspondiente  de  la  cantidad  consignada 
para  la  mterposición  de  este  recurso,  6  sea  la 
suma  de  treinta  y  tres  pesos  treinta  y  tres 
centavos. 

Redactada  por  el  seflor  Ministro  Ffister  Re- 
cabar ren.—Gafc/Tc/  Oaete.—Galvarino  Gnünr- 
flo.~  V.  Aguim  V.—H.  Fóster  Recnharrcn. 


Cas.  CÍV.—6  de  ahrít  de  1904 
Labayrú  y  C*  con  Medina  y  Daza 

Avíos;  SU  terminación  y  entregrade  las 
minas  aviadas  al  aviador.— Reoon- 
vendón  de  perjuiolos  por  folta  de  su- 
ministro de  los  avíos  — Renuncia  del 
aviador;  presunción  legral. —  Oom- 
pensaolóa  —  Indeterminación  del 
plazo  de  los  avíoa— Interpretación 
de  contrato. 

Doctrina: — No  habiéndose  ñjado  plazo 
para  la  terminación  del  avío,  según  el 
cual  el  aviador  debía  suministrar  men- 
saalmente  una  cantidad  prudencial  para 
la  explotación  de  las  minas,  cualquiera 
de  los  contratantes  puede  poner  término 
al  contrato,  previo  pago  de  lo  debido, 
sobre  todo  si  se ba  estipulado  que  el  avío 
obligará  A  las  partes  siempre  que  el  va' 
Jar  de  la  explotación  mensual  cubra  los 
gastos  déla  aviación  por  igual  tiempo 
después  del  segundo  mes.  Esta  es  una 
condición  que  puede  producir  "ipso  jure" 
la  resolución  del  contrato  sin  necesidad 
desentencia  judicial,}'  que  autoriza  para 
hacer  uso  del  derecho  que  consagrad  ar- 
tículo 146  del  Código  de  Minería. 

No  apareciendo  de  los  autos  que  en  la 


interpretación  que  hace  la  sentencia  para 
establecer  que  en  el  contrato  no  se  ñjó 
plazo  á  la  terminación  de  los  avíos,  se 
hayan  infringido  las  disposiciones  del  tí- 
tulo XIII,  Libro  IV,  del  Código  Civil,  la 
aplicación  del  artículo  140  del  Código  de 
Minería  es  correcta  y  no  infringe  la  ley 
sino  que,  al  contrario,  hace  una  certera 
aplicación  de  ella. 


Vistos:  En  7  de  enero  de  1901  el  represen- 
tante de  la  sociedad  de  Labayrú  y  C*  inter- 
puso, ante  el  Juzgado  de  Letras  de  Copiapó, 
la  demanda  de  fs.  4,  contra  don  Antonio  Me* 
dina  y  don  José  Daza,  exponiendo:  que  por 
escritura  pública  otorgada  en  14  de  agosto 
de  1899,  la  sociedad  que  representa  celebró 
un  contrato  de  avíos  con  los  demandados, 
relativo  á  las  minas  "Atahualpe",  "Juana" 
"Elvira",  "California",  "Descubridora"  y 
otras  del  mineral  de  Jesús  María;  que  Daza  y 
Medina  no  cumplieron  jamás  ese  contrato,  y 
especíalmen  te  la  obligación  depagar  los  saldos 
del  avío  en  el  tiempo  y  forma  estipulados,  y 
la  entrega  del  oro  al  aviador,  por  lo  cual,  re- 
conocido ya  por  los  mismos  demandados  el 
saldo  considerable  de  que  quedan  deudores  y 
en  descubierto,  solicita:  1'  que  se  dé  por  ter- 
minado el  pacto  de  avío  sin  más  trámite  y 
formalidad;  2'  que  se  le  haga  entrega  de  las 
minas  mencionadas  con  arregloá  losarticulos 
145  y  146  del  Código  de  Minería;  y  3^  que  se 
le  paguen  las  costas  de  esta  causa,  daños  y 
perjuicios. 

Don  Antonio  Medina,  por  sí  y  en  repre- 
sentación de  don  José  Daza,  contestando  y 
reconviniendo  á  fs.  22,  pide  se  deseche  la 
demanda  y  se  admita  la  reconvención,  y 
agrega:  que  niega  terminantemente  los  funda- 
mentos de  esa  demanda,  pues  jamás  se  ha 
burlado  por  su  parte  ninguna  de  lascláusulas 
del  contrato  respectivo;  que,  al  contrario, 
Labayrú  y  C^,  c  sea  don  Aniceto  Labayrú,  que 
representa  á  la  sociedad,  puso  termino  brus- 
camente al  avío  con  toda  deliberación  y  ter- 
quedad y  que,  acto  continuo,  inició  ejecución 
contra  los  demandados,  con  el  mismo  crédito 
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pendiente  y  sin  liquidar,  causííndoles  perjut- 
ciíís  cuantiosos  é  irreparables;  que,  aun  cuan- 
do fueron  abstieltos  de  esa  ejecución,  hasta  la 
fecha  de  la  contestación  i'i  la  demanda,  es  de- 
cir, trascurrido  ya  el  término  de  nn  año,  no 
han  podido  conseguir  aún  el  cumplimiento  de 
la  sentencia  que  ordenaba  reponerlos  en  la 
posesión  de  los  bienes  ilegalniente  endjarga- 
dos;  que,  además,  hizo  inscribir  en  el  Conser- 
vador de  Bienes  Raíces  la  prohibición  de  ena- 
jenar, ;;ravnr  é hipotecar  sus  bienes  que  obtu- 
vo del  Juzgado  sin  conocimiento  alguno  de  los 
demandados,  y  que  así  permaneció  durante 
un  año  hasta  que,  liabiéndoseles  presentailo 
una  negociacÍ<'»n  ([ue  se  frustró  á  causa  de  esas 
medidas,  pudieron  pedir  su  revocación  que  se 
ordenó  por  sentencia  de  primera  y  de  segunda 
instancia;  que  en  cuanto  á  las  citas  de  los 
artículos  145  y  14fi  del  Código  de  Minería 
que  hacen  los  demandantes  para  pedir  la  en- 
trega de  las  minas,  si  es  verdad  (¡ue  ellos  con- 
sultan un  derecho  á  favor  de  los  aviadores, 
es  sin  duda  resjiectode  aquellos  que  han  cum- 
plido ])untuahnente  sus  obligaciones.  Fundan 
los  demandados  su  reconvención  en  los  per- 
juicios que  dicen  se  les  ha  irrogado  por  los 
demandantes  con  las  medidas  A  que  se  acaba 
de  hacer  referencia,  ¡jerjuicios  que  estiman  en 
la  cantidad  de  cincuenta  mil  pesos. 

Los  demandantes,  al  contestar  dicha  recon- 
vención y  pedir  que  se  deseche,  aducen  los  mis- 
mos fundamentosen  que  se  apoya  la  demanda. 

Tramitada  la  causa  con  arreglo  A  derecho, 
el  Juzgado  de  Copiapó  resolvió  con  fecha  18 
de  octnbre  de  1902: 

Considerando: 

En  cuanto  ú  la  demanda: 

Que  la  sociedad  demandante  Labayró  y  C", 
aviadores  de  las  minas  "Atahualpa",  "Jua- 
na", "Elvira"  y  otras  del  mineral  de  Jesús 
María,  pertenecientes  á  don  Antonio  Medina 
y  don  José  Daza,  no  ha  comprobado  que  los 
aviados  señores  Daza  y  Medina  dejaran  de 
cumplir  el  pacto  de  avío  de  f.  1; 

Que  el  expresado  pacto  de  avío  de  f.  1  no 
reza  en  ninguna  de  sus  cláusulas  que  los  avia- 
dos Daza  y  Medina  se  obligaran  A  (pie  no  re- 
sultare saldo  en  contra  de  ellos  en  uno  ó  más 
meses,  6  en  una  ó  más  temporadas,  y  por  con- 


siguiente, no  faltaron  al  pacto  de  avío  por  ha- 
ber resultado  saldo  en  contra  de  ellos  en  los 
dos  meses  siguientes  á  la  escritura  de  f.  1; 

Que  los  demandantes  no  han  comprobado 
tampoco  que  los  mineros  aviados  Daza  y  Me- 
dina invirtieran  en  otro  destino  el  dinero  ó 
mercaderías  del  avío  sin  consentimiento  fWl 
aviador  Lahayrú  y  C*,  ni  se  ha  probado  en 
autos  ((ue  dichos  mineros  Daza  y  Medina 
llevaran  una  administración  descuidada  y  dis- 
pendiosa y  que  se  reclamara  de  ese  abuso. 

Que  no  está  justificado  por  Labayrfi  y  C* 
se  entregara  á  otras  personas  que  al  aviador 
el  oro  producido  por  las  minas  de  Jesús  María 
con  el  dinero  y  mercaderías  del  avío; 

Que,  en  cambio,  Iof  demandados  Daza  y 
Medina  han  comprobado  fehacientemente  que 
los  aviadores  no  dieron  aviso  judicial,  ni  ex- 
trajudicial  de  la  cesación  del  avío  en  forma  le- 
gal, y  que  Labayrfi  y  C  suspendieron  brusca- 
mente el  avío  escriturado  apenas  trascurridos 
dos  meses  á  contar  desde  la  fecha  del  pacto 
de  f.  1; 

Que  también  han  justi6cado  los  demanda- 
dos Daza  y  Medina  que  los  demandantes  La- 
bayrfi y  C^  quebrantaron  judicíalmeate  el  avio, 
iniciando  contra  aquéllos  acción  ejecutiva  por 
el  salilo  reconocido  en  la  escritura  de  f.  1  y 
embargando  la  industria  misma  objeto  del 
avío,  elementos  de  trabajo  y  el  azogue  para 
los  beneficios  que  debían  producir  el  oro  desti. 
nado  al  pago  del  avío; 

Que  habiendo  quebrantado  el  avío  Labay. 
rú  y  C  manifestó  esta  sociedad  claramente 
que  quería  poner  fin  á  los  avíos,  renunciando 
de  esa  manera  á  su  crédito  y  á  la  posesión  de 
las  minas  aviadas,  con  arreglo  á  los  artículos 
141  y  147  del  Código  de  Minería. 

Considerando: 

En  cuanto  á  la  reconvención: 

Que  los  demandados  Daza  y  Medina  han 
comprobado  plenamente  que  han  recibido  per- 
juicios  con  el  procedimiento  de  los  aviadores 
Labayrú  y  C  para  quebrantar  el  pacto  de 
avío  de  f.  1,  sin  haberse  establecido  el  valor 
exacto  de  esos  perjuicios; 

Que  los  perjuicios  causados  á  los  demanda- 
dos pueden  compensarse  equitativamente  con 
los  créditos  y  posesión  de  las  minas  renuncia- 
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dos  por  los  demandantes,  según  se  establece 
en  los  considerandos  referentes  á  la  demanda. 

Conforme  á  estas  consideraciones  y  dispo- 
sidones  legales  citadas  y  con  arreglo  á  la  ley 
!•  título  14,  Partida3»yáIos  artículos  1698 
y  1489  del  Código  Civil,  se  declara:  1'  sin  lu- 
gar la  demanda  de  fs.  4;  y  2^  que  ha  lufj[ar  á 
la  reconvención  y,  por  consiguiente,  á  la  reso- 
lución del  contrato  de  avío  de  f.  1  y  al  pago 
de  los  perjuicios  reclamados  por  los  demanda- 
dos, los  cuales  se  consideran  compensado's  con 
los  créditos  renunciados  por  los  demandantes. 
—Reemplácese  el  papel.— O.  Vial. 

Interpuestos  contra  estasenteucía  los  recur- 
sos de  nulidad  y  apelación  por  los  demandan- 
tes y  sólo  el  de  apelación  por  los  demandados, 
la  Corte  'de  la  Serena  desechó  el  de  nulidad,  y 
pronunciándose  sobre  el  de  apelación  en  sen- 
tencia de  17  de  julio  de  1903,  resolvió: 

Vistos:  Con  lo  relacionado  en  la  sentencia 
de  primera  instancia,  y  teniendo  presente: 

1^  Que  en  el  contrato  de  avíos  de  f.  1,  por  el 
cual  Laba3-rá  y  C  se  comprometió  á  suminis- 
trar mensualmente  á  don  Antonio  Medina  y  á 
don  José  Daza  una  cantidad  prudencial  para  la 
explotación  de  las  minas  "Atahualpa",  "Jua- 
na", "Elvira"  y  otras,  no  se  fijó  plazo  para  la 
terminación  del  avío; 

2'  Que  en  tal  caso,  conforme  á  lo  dispuesto 
en  el  artículo  140  del  Código  de  Minería,  pue- 
de cualquiera  de  los  contratantes  ponerle  fin 
cuando  lo  estime  conveniente,  previo  pago  de 
lo  debido; 

3''  Que  por  lo  tanto,  y  siendo  Labayrú  y 
C*  acreedor  de  los  aviados,  ha  podido  legal- 
mente suspender  el  avío,  poniendo  así  fin  al 
contrato  en  uso  de  un  derecho  que,  emanado 
de  la  ley  y  no  modificado  por  convención  de 
las  partes,  no  necesita  de  resolución  ó  autori- 
zación judicial  para  su  debido  ejercicio; 

4^'  Que,  por  otra  parte,  demandante  y  de- 
mandados estipularon  por'Tf^'cláusula  6'  del 
contrato  referido  que  éste  "obligará  á  las  par- 
tes siempreque  el  valor  de  la' explotación  men- 
sual cubra  los  gastos  de  la  im^ción  por  igual 
tiempo,  incluso  fletes,  máquinas,  etc.,  comen- 
zando á  regir  esta  cláusula  después  de  la  se- 
gunda temporada  ó  sea  segundo  mes";  y  como, 
según  lo  afirma  el  demandante  sin  contradic- 
ción de  los  demandados  y  aparece  además  de 


los  antecedentes  del  proceso,  la  producción  de 
las  minasen  los  dos  primeros  mesesno  ha  sido 
suficiente  para  satisfacer  los  gastos  de  la  avia- 
ción, resulta  que, con  arreglo  á  lo  estipulado 
en  el  mismo  contrato,  que  es  ley  para  los  con- 
tratantes, Labayrú  y  C.^  ha  podido  suspen- 
der ta  entrega  de  dinero  ó  de  bienes  en  que  de- 
bía hacerse  el  avío; 

5°  Que  á  mayor  abundamiento,  y  atendido 
el  contexto  literal  de  la  cláusula  trascrita,  se 
ve  que  los  contratantes  han  convenido  en  una 
condición  realizada,  como  ha  sucedido  en  el 
caso  de  autos  que  ha  podido  producir  ipso  jure 
la  resolución  del  contrato,  sin  necesidad  de  sen- 
tencia judicial; 

6^  Que  dado  lo  expuesto  en  los  consideran- 
dos anteriores,  es  improcedente  la  reconven- 
ción deducida  por  los  demandados,  tanto  para 
que  se  le  indemnicen  los  perjuicios  que  se  dicen 
causados  por  Labayrú  y  C^  por  falta  de  cum- 
plimiento del  contrato,  como  para  que  se  de- 
clare resuelto  ese  mismo  contrato,  por  igual 
motivo; 

7^  Que  ios  demandados  no  han  comprobado 
suficientemente  los  perjuicios  que  sostienen  se 
les  ha  causado  con  motivo  de  la  ejecución  á 
que  se  refieren  las  compulsas  de  fs.  8  vta.,  ni 
han  allegado  los  antecedentes  y  probanzas  ne- 
cesarios para  poder  regularlos  con  arreglo  á 
la  ley; 

8'  Que  habiendo  quedado  la  mina  en  descu- 
bierto, es  procedente  la  segunda  [>etición  de  la 
demanda,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 146  del  Código  antes  citado. 

Por  estas  consideraciones,  y  dcconformíílad 
con  lo  prescrito  en  el  artículo  1698  del  Código 
Civil,  se  declara: 

1^  Que  ha  lugar  á  la  primera  petición  de  la 
demanda,  y  que  ha  lugar  también  á  la  segun- 
da petición,  previa  liquidación  de  los  avíos, 
sin  perjuicio  del  derecho  de  los  demandados 
para  satisfacer  el  pago  de  lo  que  resultaren 
deber,  y 

2^  Que  no  ha  lugar  á  la  tercera  de  dichas 
peticiones,  ni  á  la  reconvención. 

Se  revoca,  en  consecuencia,  la  sentencia  ape- 
lada de  18  de  octubre  de  1902,  en  lo  contra- 
rio á  la  presente,  y  se  confirma  en  lo  demás. 

Acordada  por  los  señores  Presidente  Carva- 
llo v  ministros  (lónicz  Ilcrrctos  y  Cátliz,  opi* 


Digitized  by 


306 


SEGUNDA  PARTE 


liando  los  señores  ministros  Avalos  y  Herrera 
por  la  confirmación  de  la  sentencia  aludida, 
con  declaración  de  que  no  ha  lugar  á  la  recen* 
vención  en  el  punto  en  que  se  refiere  A  los  per- 
juicios que  se  dicen  causados  por  Labayrú  y 
C*,  por  no  aparecer  justificados  éstos  en  au- 
tos; y  teniendo  presente,  en  lugar  del  último 
considerando  relativo  á  la  demanda,  el  que 
consignan  en  el  libro  de  acuerdos. 

Publíquese,  devuélvanse  y  aí^réguesc  el  pa- 
pel competente. 

Keilactada  por  el  señor  Ministro  Cádiz.— 
M.  Carvallo. — Af.  Aralos.— Felipe  Herrera — 
Eduardo  Gómez  Herreros.  —  Daniel  Cádiz. 

Contra  esta  sentencia  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones de  la  Serena,  se  anunció  primero  y  se 
formalizó  después,  á  nombre  de  Medina  y  Da- 
za, recurso  de  casación  en  el  fondo,  exponién- 
dose: que  ella  interpreta  el  contrato  de  avíos, 
compulsado  á  f .  1,  con  abierta  infracción  del 
título  XIII  del  Código  Civil,  y,  especialmente, 
de  los  artículosl560, 1562, 1563, 1 564y  1565. 

Así,  en  el  considerando  1*  se  consigna  que 
en  dicho  contrato  no  se  ha  fijado  plazo  para 
la  terminación  del  avío,  interpretación  mani- 
fiestamente contraria  á  su  letra,  pues  en  la 
cláusula  primera  se  establece  que  Labayrú  se 
obliga  á  entregar  cada  mes,  por  aviación,  la 
cantidad  prudencialmente  necesaria;  en  la  cláu- 
sula tercera  se  determina  que  los  aviados  pa- 
garán mensualmente  la  cuenta  de  los  gastos 
que  ocasione  la  aviación,  y  la  sexta  trata  asi- 
mismo de  la  explotación  mensual  y  fija  perío- 
dos también  mensuales  en  los  cuales  debe  con- 
tinuar el  contrato  aun  cuando  la  explotación 
dejara  pérdidas,  y  consigna  que  sólo  después 
de  dos  períodos  de  un  mes,  ó  sea  de  dos  tem- 
poradas, se  podrá  poner  término  á  los  avíos  sí 
el  valor  de  la  explotación  mensual  no  alcanza- 
ra para  cubrir  los  gastos,  es  decir,  después  de 
un  mes  más,  contado  desde  la  expiración  de  los 
dos  primeros. 

En  el  contrato  se  fijaron,  pues,  plazos  men» 
snales  eslavonados  ó  sea  varias  fechas  sucesi- 
vas para  su  terminación. 

Que,  como  consecuencia  de  la  errada  inter- 
pretación que  queda  expresada,  se  aplica  al 
juicio,  en  el  considerando  2^,  el  artículo  140 
del  Códig»!  de  Minería,  disposición  referente 
sólo  á  los  contratos  de  avíos  sin  plazos; 


Que,  asimismo,  se  interfireta  ile^Imente  la. 
cláusula  tercera,  pues  no  se  ha  establecido  en 
los  antecedentes  que  Labayrú  y  C*  sea  acree- 
dor de  los  aviados  con  motivo  de  la  aviación; 

Que  el  contrato  de  avíos  comenzó  el  14- de 
agosto  de  1899,  de  manera  quela  primera  tem- 
porada, Ó  sen  el  primer  mes,  terminó  el  1  -t  de 
septiembre  siguiente,  la  segunda  el  14-  de  oc- 
tubre y  la  tercera  en  igual  día  de  noviembre; 

Que  según  la  cláusula  sexta  Labayrú  y  C^ 
no  podrían  poner  fin  á  los  avíos  en  las  dos 
primeras  temporadas  ó  meses,  pues  su  de- 
recho para  hacerlo  sólo  comenzaba  al  fin  del 
tercer  mes,  si,  en  la  explotación  hecha  en  el 
curso  de  él,  los  producidos  dejaban  pérdidas; 

No  obstante,  los  aviadores  ejecutaron  por 
los  avíos  el  31  de  octubre  de  1899,  embarga- 
ron la  barra  de  oro  producida,  el  azogue  des- 
tinado á  los  trabajo?,  las  máquinas,  etc.,  y 
colocaron  á  los  aviados  en  la  imposibilidad  de 
continuar  la  explotación.  Legalmente  hablan- 
do, Labayrú  y  C*  no  son  acreedoresde  Medina 
y  Daza  en  razón  de  los  avíos; 

Que  en  el  considerando4^  se  continúa  inter- 
pretando el  contrato  contra  su  tenor  literal. 
Se  establece  en  él  que  en  las  dos  primeras  tem- 
poradas la  negociación  dejó  pérdidasy  que,  por 
tanto,  pudieron  los  demandantes  ponerle  tér- 
mino, lo  que  es  inexacto,  aun  dándose  por  sen- 
tado el  hecho  de  que  no  hubiese  beneficio,  por- 
que la  cláusula  sexta  determinaque  lafalta  de 
utilidad  en  los  dos  primeros  meses  no  es  moti- 
vo para  la  terminación  de  los  avíos;  para  ello 
se  estatuye  la  necesidad  de  que  la  pérdida  se 
verifique  en  otra  temporada  que  no  sea  la  pri- 
mera ni  la  segunda,  y  después  de  estas  dos  no 
alcanzó  á  correr,  hasta  su  término,  ninguna 
otra,  por  lo  que  no  ha  podido  saberse  la  mar- 
cha del  negocio; 

Que  en  el  considerando  5^  se  da  por  cumpli- 
da la  condición  resolutoria  de  que  se  ha  ha- 
blado y  se  llega  hasta  darle  el  carácter  de  pro- 
ducir ipso  jure  la  resolución  del  contrato  y  que 
ya  antes,  en  el  considerando  3^  se  había  tam- 
bién establecido  que  Labayrú  y  C*,  por  síy  sin 
necesidad  de  trámite  alguno,  ha  podido  de- 
clararlo terminado. 

Que  en  el  considerando  8'  se  repite  sin  fun- 
damento que  la  mina  había  quedado  en  des- 
cubierto, y,  como  se  ha  dicho  que  por  culpa  de 
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Labayrú  y  C*  no  se  terminó  la  tercera  tempo- 
rada, no  puede  legalmente  afirmarse  aquella 

tesis. 

Que  todavía  se  agrega  en  ese  mismo  consi- 
derando que,  á  causa  del  descubierto  en  que 
quedó  la  mina,  Labayrú  y  C"  tiene  derecho 
]utra  retenerla,  resolviéndose,  en  consecuencia, 
que  Daza  y  Medina  deben  entregarla  al  avia- 
dor previa  liquidación  de  los  avíos,  lo  que  es 
ilegal:  1*^  por  que  no  ha  existido  tal  descubier- 
to, y  2^  porque  aun  en  la  hipótesis  de  que  lo 
hubiera,  Daza  y  Medina  se  encuentran  en  la 
imposibilidad  de  entregarla,  porque  la  han 
enajenado  usando  de  su  derecho,  como  se  de- 
mostrará á  su  tiempo,  siendo  de  notar,  ade- 
más, que  nadie  puede  retener  lo  de  que  nunca 
ha  estado  en  posesión  ni  ha  tenido  siquiera 
la  tenencia. 

Que,  i>or  otra  parte,  la  sentencia  recurrida 
ordena  liquidar  los  avfos,  reconociendo  así 
que  no  se  sabe  si  hay  ó  no  pérdidas,  ya  que 
una  negociación  sin  liquidar  es  una  incógnita 
respecto  á  utilidades  ó  beneficios  que  no  viene 
á  despejarse  hasta  que  se  opere  la  liquidación. 

Que  á  este  respecto  conviene  llamar  la  aten- 
ción á  la  existencia  de  una  barra  de  oro  pro- 
ducida en  la  explotación  de  la  mina,  barra  em- 
bargada por  Labayrú  y  C*,  retenida  durante 
largo  tiempo  y  cuyo  valor  excede  al  alcance 
que  estos  reclaman. 

Que  demostrada  la  infracción  de  la  ley  en  el 
fallo  recurrido,  tanto  en  las  disposiciones  del 
Código  Civil,  referentes  á  la  interpretacínu  de 
los  contratos,  cuanto  en  la  aplicación  de  los 
artículos  140  y  146  del  Código  de  Minería, 
improcedentes  en  estosautos,es  necesario  ma- 
nifestar la  justicia  con  que  se  reclama  el  pago 
de  perjuicios. 

Que  Labayrú  y  C*  pusieron  violenta  é  ¡le- 
galmente término  á  los  avíos, embargaron  los 
productos  de  la  mina,  la  máquina  de  beneficio, 
el  azogue  destinado  á  este  efecto  y  solicitaron 
y  obtuvieron  que  se  impidiera  á  Daza  y  Medi- 
na la  enajenación  de  sus  bienes,  colocándolos 
en  la  imposibilidad  de  trabajar  la  mina,  bene- 
6cÍar  sus  minerales  y  emprender  otras  nego- 
ciaciones. 

Han  dado,  pues,  motivo  para  que  se  pida 

la  resolución  del  contrato  con  indemnización 
de  perjuicios,  y,  al  negarse  el  Tribunal  de  Ape- 


lación á  esta  petición,  ha  infringido  el  artícu- 
lo 1489  del  Código  Civil.  . 

Que  la  existencia  de  los  perjuicios  se  encuen- 
tra comprobada  y  su  avaluación  debe  hacerse 
en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  articule» 
151  del  Código  de  Minería;  que  la  Corte  (le 
Apelaciones  debió  ordenar  su  cumplimiento, 
fallando  con  infracción  de  ley  por  no  halierlo 
hecho. 

Al  fundar  el  recurso  se  refiere  el  recurrente, 
en  absoluto,  á  las  consideraciones  expuestas 
en  el  escrito  en  que  lo  formalizó,  y  la  parte 
contraria,  respondiendo,  se  limita  á  pedir  su 
rechazo. 

La  Corte  falló: 

Considerando:  1'  Que  no  aparece  que  en  la 
interpretación  que  se  hace  en  la  sentencia  con- 
tra la  cual  se  ha  deducido  el  recurso,  para  es- 
tablecer que  en  el  contrato  de  f.  1  no  se  fijó 
plazo  á  la  terminación  de  los  avíos,  se  hayan 
infringido  las  disposiciones  del  titulo  XIII, 
libro  IV  del  Código  Civil. 

2^  Que,  atendido  lo  expuesto  en  el  conside- 
rando anterior,  la  aplicación  del  artículo  14(1 
del  Código  deMinería,hn  sido  correcta  y  nose 
ha  infringido  la  ley,  ya  que  el  caso  de  no  ha- 
berse estipulado  plazo  para  los  avíos  es  pre- 
cisamente el  contemplado  en  ese  artículo; 

3^  Que  tampoco  hay  infracción  legal  en  la 
aplicación  del  artículo  146  del  Código  citado, 
pues  dado  el  hecho  que  debe  servir  de  base,  ite 
que  las  minas  han  quedado  en  descubierto^á  la 
terminación  del  pacto  de  a\íos,  es  indiscutible 
el  derecho  del  ariadorpararetenerlasyscguir- 
las  aviando  bajo  su  administración; 

4*  Que  en  la  misma  sentencia  recurrida  se 
han  sentado  también  otros  hechos,  aprecian- 
do los  antecedentes  del  proceso,  hechos  que, 
tales  como  se  han  dado  por  establecidos  en 
esa  sentencia,  delwn  servir  de  base  en  el  pro- 
nunciamiento sobre  el  actual  recurso; 

Que  la  alegación  referente  á  la  imposibi- 
lidad en  que  pudieran  encontrarse  los  deman- 
dados para  entregar  las  minas  materia  de  la 
cuestión,  no  es  aceptable  en  este  recurso,  toda 
vez  queella  esnjenaálannturalezn  del  derecho 
estricto  y  se  refiere  á  la  prueba  de  hecho  y  íl  las 
consecuencias  que  pudieran  derivarse  de  ella. 
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Visto,  además,  lo  dispuesto  en  los  artículos 
958  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  sin  lugar  el  recurso,  con  costas. 

Queda  aplicada  al  Fisco  la  cantidad  de  tres- 
cientos pesos  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Gaete.— 
Gabriel  Gaete.— José  Alfonso—  J.  Gabriel  PaU 
ma  Guzmán.—  V.  Aguirre  V.— Carian  Varas.— 
E.  Fóster  Rvcabarren.—  Miguel  L.  Valdes. 


Cas.  Civ.  en  la  Iurnm.—Í2  tic  abril  líiO-l 
Guzmán  y  tiuzmán  Peilro.— Particiones 

Inoompetenoia.—  Resolución  en  única 
instanola.— Apreolaolón  de  la  cali- 
dad del  heredero. 

Doctrina:— /;/ Tn7íf/»¿i/  de  Alzada  ca- 
rece de  competencia  para  pronunciarse 
acerca  de  ¡a  calidad  de  herederos  de  los 
adjudicatarios  de  una  propiedad  subas- 
tada en  la  liquidación  de  una  herencia, 
para  declarar  que  deben  considerarse  ins- 
tituidos bajo  condición  suspensiva  y  que 
no  poseen  en  la  sucesión  más  que  meras 
espectativas,  cuando  este  punto  no  fué 
comprendido  en  ¡a  jurisdicción  del  Arbi- 
tro, ñi  en  la  resolución  de  primera  instan- 
cia,  que  fundándose  en  resoluciones  ejecu- 
tivas de  las  cuales  una  ordenaba  llevar 
adelante  la  subasta  de  dicha  propiedad, 
se  limito  á  rechazar  la  solicitud  formula- 
da para  que  se  dejara  sin  efecto  esa  su- 
basta. 


Constituido  el  compromiso  píira  liquidar  la 
sociedad  conyugal  habida  entre  don  Pedro 
(vuzmán  y  doña  Sabina  Solar  y  dividir  los  bie- 
nes dejados  por  aquel  entre  sus  herederos,  se 


celebrói  con  fecha  cinco  de  junio  de  mil  nove- 
cientos dos,  ante  el  árbitro  don  Ramón  Anto- 
nio Vergara  Donoso,  un  comparendo  decreta- 
do en  rebeldía  del  inasistente,  con  la  sola  pre- 
sencia de  don  Juan  de  la  Cruz  Guzmán,  uno  de 
los  interesados.  En  dicho  acto  se  acordó: 
Proceder  al  remate  de  la  casa  que  la  sucesión 
posee  en  la  calle  de  Huérfanos  de  esta  ciudad 
y  de  los  muebles  inventariados,  debiendo  acor- 
darse en  el  comparendo  próximo  las  condicio- 
nes de  venta  y  bases  de  remate;  4"^  Aprobar  el 
testamento  de  don  Pedro  Guznián,  entendién- 
dose <¡uc  la  litiiiidacíón  de  la  sociedad  conyu- 
gal y  la  detcrulínación  de  los  derechos  (|uc  en 
ella  corresponde  á  doña  Sabina  Solar,  v.  de 
(íuzmán,  debe  rej^ularse  en  conformidad  á  la 
situación  que  el  mismo  testamento  contempla 
en  el  caso  de  no  aceptarse  por  los  parientes  de 
ésta  que  su  guarda  sea  ejercida  por  las  perso- 
nas y  en  hi  forma  ordenada  por  el  testador, 
como  ha  sucedido,  habiéndose  nombrado  cu- 
rador á  ílon  l'élix  Solar,  cxckivciidose  á  los 
guardadores  nombrados  en  el  testamento  á 
consecuencia  de  ese  rechazo." 

Don  Jorge  García  Huidobro,  representante 
del  curador  de  la  interdicta,  habiéndose  incor- 
porado al  comparendo,  expresó  que  no  consi- 
deraba oportuno  proceder  al  remate  mientras 
no  se  resolviese  cuál  era  la  inteligencia  que  de- 
bía darse  al  testamento,  no  acqitando  la  decla- 
ración extendida  en  el  acuerdo  cuarto,  á  que 
no  había  concurrido,  expresando  que  en  su 
concepto  la  designación  del  señor  Solar,  como 
curador,  no  ha  producido  la  situación  que  el 
testamentocontemplaen  la  última  parte  de  la 
cláusula  octava. 

£1  juez  compromisario  mandó  tener  por  de- 
manda el  cuarto  de  los  acuerdos  reproducidos, 
y  contestándola  el  curador  expuso  que  debía 
tenerse  presente,  en  primer  lugar,  que  la  volun- 
tad del  testador  es  que  antes  de  la  muerte  de 
doña  Sabina  Solar,  su  mujer,  no  se  distribuya 
un  solo  centavo  de  lo  que  le  corresponde  de  la 
sociedad  conyugal  al  señor  Guzmán;  <!e  lo  que 
deduce  que  el  remate  de  la  casa  y  toda  preten- 
sión de  remate  de  bienes  en  vida  de  su  viuda 
son  contrarios  á  la  voluntad  del  señor  Guz- 
mán de  que  su  viuda  permanezca  hasta  su 
muerte  en  la  casa  en  que  vivió  con  su  marido. 
Bn  cuanto  al  nombramiento  del  curador,  que 
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fné  hecho  previa  vi^ta  del  defensor  de  menores, 

debe  estimarse  como  una  interpretación  cíe  la 
voluntad  del  testador  y  estimarse  en  todo 
caso  el  testamento  en  el  sentido  de  reconocerse 
como  introducida  por  doña  Sabina  Solar  al 
matrimonio  la  cantidad  de  cuarenta  y  cinco 
mil  jwsos,  ademíís  de  su  parte  de  gananciales, 
si  los  hubiere. 

Kn  la  replica  se  sostuvo  que  debían  conside- 
rarse caducadas  las  concesiones  que  el  testa- 
mento hace  á  la  viuda  porque  estaban  sujetas 
A  la  condición  de  que  se  respetasen  sus  dispo- 
siciones en  orden  á  la  ^arda  de  su  esposa  que 
el  testador  (|uÍso  á  toda  costa  sustraer  de  sus 
parientes,  y  como  éstos  no  se  conformaron 
ó  hicieron  valer  sus  derechos,  la  cúratela  no 
pudo  darse  A  la  persona  designada  por  él,  incu- 
rricndose  así  en  la  sanción  establecida,  que  es 
la  de  que  la  partición  y  liquidación  se  haga  con 
sujeción  A  la  ley  y  prescindiendo  de  las  conce- 
siones que  acordaba  á  su  viuda. 

El  compromisario, en  virtud dediversas  con- 
sideraciones, Y  leniL-ndo  presente  el  contexto 
de  la  declaración  S**  de  la  cláusula  3^  del  testa, 
mentó,  que  decía:  "si  mi  mujer  me  sobreviviera, 
como  es  lo  natural,  por  tener  ni^nos  edad,  es 
mi  voluntad, si  siis  herederos  nb  intestato  res- 
petan las  disposiciones  (|ue  más  adelante  haré, 
referentes  ála  atención  y  guarda  de  su  persona 
y  á  la  administración  de  sus  bienes,  que  se  re- 
conozca como  introducida  por  ella  al  matri- 
nionio  la  cantidad  de  cuarenta  y  cinco'mil  pe* 
sos,  además  ile  su  ¡jarte  en  los  gananciales  si 
los  hubiere;  pero  si  no  respetaren  dichas  dis- 
posiciones, lo  que  no  espero,  la  liquidación  de 
lo  introducido  al  matrimonio  por  mi  mujer  y 
por  mí  se  hará  con  sujeción  á  las  disposiciones 
legales  y  tomando  en  cuenta  las  anteriores 
declaraciones";  declaró:  "halier  lugar  á  la  de- 
manda en  los  términos  que  aparece  formulada 
como  acuerdo  en  el  número  cuarto  del  acta  de 
5  de  junio  último". 

Bsta  sentencia  fué  confirmada  por  la  Corte 
de  Santiago  con  fecha  2  de  diciembre  de  1902 
y  por  resolución  d^l  corúpromisarío  de  16  del 
mismo  mes,  fundada  en  este  fallo  y  en  el  ar- 
tículo 1337  del  Código  Civil  se  declaró  haber 
lugar  al  remate  solicitado  por  don  Juan  de  la 
Cruz  Guzmán  de  la  casa  y  muebles  á  que  se  re- 
Here  el  acuerdo  tercero  arriba  transcrito,  reso- 

]UK1S. 


luciÓn  quefué  también  confirmada  por  la  Cor- 
te de  Apelaciones  en  17  de  Junio  de  1903. 

En  vista  de  estas  resoluciones  se  fijaron  ba- 
ses para  el  remate  en  comparendo  de  4  de  julio 
siguiente,  y  no  habiendo  habido  postores  por 
el  mínimum  señalado,  se  rebajó  éste  en  com- 
parendo de  S  de  agosto  y  se  acordó  sacar  nue- 
vamente  la  casa  á  remate  para  el  5  de  septiem- 
bre, en  cuyo  día  fué  adjudicada  á  don  Juan  de 
la  Cruz  Guzmán. 

Kn  el  acta  respectiva  se  expresó  que  "des- 
pués de  varias  ofertas,  don  Juan  de  la  C.  Guz- 
mán, heredero  de  la  sucesión,  ofreció  por  la 
propiedad  la  suma  de  cuarenta  mil  peso8;y  no 
habiendo  quien  mejorara  la  oferta,  el  señor 
juez  compromisario  declaró  adjudicada  la  pro- 
piedad al  señor  Guzmán,  quien  declaró  que  el 
remate  lo  hacía  para  las  herederas  señoritas 
Enriqueta,  Isabel,  Rebeca,  Julia  y  Adela  Guz- 
mán." 

En  comparendo  de  8  de  agosto  del  mismo 
año  se  había  acordado,  también  "entregar  & 
don  Juan  de  la  C.  Guzmán  mil  pesos  á  cuenta 
de  fu  usufructo." 

La  parte  de  doña  Sabina  Solar,  cónyuge  so- 
breviviente de  don  Pedro  Guzmán,  se  opuso  á 
esta  entrega  de  dinero  y  á  la  adjudicación  de 
la  casa,  sosteniendo  que  ni'don  Juan  de  la  C. 
Guzmánnisus  hijas  las  adjudicatarias  eran  he- 
rederos actuales  de  don  Pedro  Guzmán,  pues, 
según  el  testamento  de  este  caballero,  no  era 
llamado  don  Juan  de  la  Cruz  al  usufructo  de 
los  bienes  sino  después  délos  días  de  la  señora 
Solar,  y  sus  hijas  debían  entrar  á  la  propiedad 
sólo  á  la  muerte  del  usufructuario.  Solicitó,  en 
consecuencia,  que  el  compromisario  no  llevara 
adelante  la  adjudicación  de  la  casa,  abstenién- 
dose de  firmar  la  escritura,  6,  si  la  hubiese  ya 
suscrito,  ordenase  que  no  se  inscribiera  en  el 
Conservador  de  Bienes  Raíces,  para  lo  cual  no 
debía  notificarse  á  la  otra  parte;  y  aunque  no 
se  hiciera  así,  pidió  que  en  todo  caso  se  suspen- 
dieran los  trámites  noefectuadps  de  la  adjudi- 
cación hasta  que  se  resolviera  por  el  tribunal 
competente  la  condición  en  que  don  Juan  de  la 
Cruz  Guzmán  se  encontraba  en  la  partición, 
esto  es,  si  tenía  la  calidad  de  heredero  A  la  de 
un  simple  interesado  á  un  derecho  futuro,  con- 
dición á  la  cual  estaba  subordinada  también 
la  de  sus  hijas. 
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Tramitadas  estas  oposiciones,  el  juez  com- 
promisario, en  el  comparendo  de  5  de  septiepi- 
brc  de  1903,  no  dió  lugar  á  la  relativa  á  la 
entrega  de  los  mil  pesos  á  don  Juan  de  la  Cruz 
Giizmán;yen  auto  de  fec^^a  12  del  mismo  mes» 
rechazó  también  la  referente  á  la  adjudicación 
de  la  casa. 

Con  fecha  14  de  diciembre  la  Corte  de  Ape- 
laciones falló  el  recurso  interpuesto  contra  las 
n'soluciones  del  compromisarío  en  la  forma 
siguiente: 

Vistos,  y  teniendo  presente: 

1'  üue  en  la  cláusula  7*del  testamento,  don 
Pedro  Guzmán  dispuso  que,  á  fin  de  que  su  es* 
posa  doria  Sabina  Solar  fuera  atendida  con 
cuidado  y  pasara  su  vida  en  la  mayor  como- 
didad posible,  los  administradores  de  sus  bie- 
nes quedaban  autorizados  para  obrar  en  el 
desempeño  de  su  cargo  como  lo  creyeran  más 
conveniente,  expresándose  al  final  de  esa  cláu- 
sula en  los  términos  siguientes: 

"En  consecuencia,  si  los  productos  de  los  bie- 
nes de  mi  mujer  no  bastaren  para  los  gastos 
que  demande  su  atención,  mantenimiento  y 
habitación,  se  saldarán  con  los  productos  de 
mis  bienes,  pues  repito  que  es  mi  más  vehemen- 
te deseo  que  se  inviertan  en  su  beneficio  ínte- 
gramente, si  fuere  necesario,  después  de  ago- 
tados los  que  produzcan  los  suyos  propios"; 

2'  Queen  lacláusula  décimaterciadel  citado 
testamento,  ordenó  el  mismo  señor  Guzmán 
que  al  fallecimieoto  de  su  esposa  y  después  de 
haber  atendido  á  su  funeral  con  toda  decencia, 
el  administrador  de  los  bienesque  hubieran  de 
corresponderle,  proce<lerá  á  pngar  los  legados 
y  á  invertir  el  remanente  en  billetes  hipoteca- 
rios que  retiraría  déla  circulación,  dejando  los 
intereses  de  esos  billetes  en  calidad  de  usufruc- 
to á  sus  hermanos  José  María  y  Juan  de  la 
Cruz  Guzmán,  y  la  propiedad  de  ellos  á  las  hi- 
jas mujeres  solteras  de  este  último  habidas  de 
su  matrimonio  con  doña  Adela  Cienfuegos; 

3'  Que,  en  virtud  de  la  anterior  disposición, 
donjuán  de  la  Cruz  Guzmán  es  un  simple  usu- 
fructuario de  ima  parte  de  los  bienes  del  testa- 
dor, perteneciendo  á  sus  hijos  la  nuda  propte- 
dad  de  ellos,  por  lo  cual,  tanto  la  calidad  de 
herederos  de  éstos  como  la  de  usufructuario 
de  aquél,  están  bajo  condición  suspensiva  que 


por  ahora  no  les  da  otro  derechoquc  el  de  una 
mera  espectativa; 

4'  Que  la  sentencia  ejecutoriada  de  fs.  53  re- 
solvió únicamente  la  cuestión  promovida  en  el 
número  cuarto  del  comparendo  de  fs.  28,  para 
que  se  declarara  que  la  liquidación  de  la  socie- 
dad conyugal  y  la  determinación  de  los  dere- 
chos correspondientes  á  doña  Sabina  Solar, 
debió  reglarse  conforme  á  la  situación  contem- 
plada en  el  número octavode la  cláusula  terce- 
ra del  testamento,  la  cual  prescribía  que  si  los 
herederos  ab  iatestato  de  esta  señora  no  res- 
petaban las  disposiciones  del  testamento  refe- 
rentes á  la  atención  y  guarda  de  su  persona, 
la  liquidación  de  lo  introilucido  al  matrimonio 
por  cada  uno  de  los  cónyuges,  se  hiciese  con 
sujeción  ú  las  disposiciones  legales;  y 

5°  Que,  por  lo  expuesto,  tampoco  tiene  de- 
recho don  Juan  de  lai  Cruz  Guzmán  á  los  mil 
pesos  que  se  ordenó  entregarle  á  cuenta  de  su 
usufructo  en  el  comparendo  á  fe.  80,  porque 
no  puede  entrar  en  el  goce  de  él  mientras  no 
llegue  la  época  y  se  cumplan  las  demás  condi- 
ciones establecidas  en  el  testamento. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  1070, 
1098, 1479  y  1698  del  Código  Civil,  se  revoca 
el  auto  apelado  de  12  de  septiembre  último  y 
la  resolución  contenida  en  el  número  tercero 
del  comparendo  de  fecha  5  del  mismo  mes  de 
septiembre,  y  se  declara:  que  ha  lugar  á  lo  pe- 
dido por  don  Félix  Solar,  en  su  escrito  de  fs.  83, 
en  cuanto  debe  quedar  sin  efecto  la  adquisi- 
ción de  la  casa  número  1627  de  la  calle  de 
Huérfanos,  hecha  á  las  señoritas  Enriqueta, 
Isabel,  Rebeca,  Julia  y  Adela  Guzmán  en  su 
calidad  de  herederos  de  don  Pedro  Guzmán, 
pndiendo  subsistir  ella  si  tales  adjudicatarios 
cancelan  en  dinero  el  valor  en  que  se  subastó 
dicha  propiedad;  y  que  ha  lugar  también  á  la 
oposíci(fn  deducida  por  el  mismo  señor  Solar 
en  su  escrito  de  fs.  81. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Benavente. 
— R.  Mora.— A.  Montt.— Darío  Benavente. 

Contra  esta  sentencia,  don  Juan  de  la  Cruz 
Guzmán  y  don  Carlos  Ugarte  Valenzuela,  con- 
juntamente, han  interpuesto  recurso  de  casa- 
ción en  la  forma,  fundado  en  las  siguientes 
causales: 

1*  La  sentencia,  al  desconocer  la  calidad  de 
herederos  usufructuarios  y  propietarios  de 
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(Ion  Juan  de  la  Cruz  Guzmán  y  de  sus  hijas, 
ha  venido  á  echar  por  tierra  dos  resoluciones 
ejecutorías  en  que  se  reconoció  esa  calidad, 
como  son  laquedió  lugar  al  compromiso  para 
la  hquidación  de  la  sociedad  conyugal  de  don 
Pedro  Guzmán  y  doña  Sabina  Solar,  y  la  que 
aceptó  la  petición  de  los  mismos  herederos 
para  proceder  al  remate  de  la  casa;  causal  de 
nulidad  establecida  en  el  número  6^  del  ar- 
tículo 941  del  Código  de  Procedimiento  Civil; 

2^  La  Corte  de  Apelaciones  ha  carecido  de 
competencia  para  decidir  en  única  instancia 
que  don  Juan  de  la  Cruz  Guzmán  y  sus  hijas 
son  herederos  condicionales,  sujetos  á  condi- 
ción suspensiva;  pues  este  punto  no  fué  some- 
tido á  la  jurisdicción  del  compromisario  ní  re- 
suelto por  el,  ni  habría  sido  de  su  competencia, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  1330 
del  Código  Civil.  La  competencia  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  según  el  artículo  67  de  la  Ley 
Orgánica  de  Trilninales,  es  sólo  para  fallar  en 
segunda  instancia;  y  al  resolver  que  los  here- 
deros mencionados  son  condicionales,  sin  ha- 
berse tratado  de  este  punto  en  primera  instan- 
cia, ha  incurrido  en  la  causal  de  nulidad  indi- 
cada en  el  número  1'^  del  artículo  941  del 
Código  de  Procedimiento  Civil; 

3*^  La  circunstanciade  no  haber  sido  resuel- 
ta por  el  compromisario  esta  cuestión  y  de  no 
ser  de  su  competencia  pronunciarse  sobre  la 
calidad  de  los  herederos,  cuando  éstos  habían 
aceptado  la  herencia,  se  les  había  reconocido 
el  derecho  de  provocar  la  partición,  y  conce- 
dídoseles  la  posesión  efectiva  de  la  herencia, 
hace,  además,  procedente  la  causal  de  nulidad 
del  número  4'  del  artículo  94-1  citado,  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  por  haberse  pro- 
nunciado la  sentencia  sobre  un  punto  que  no 
estaba  sometido  á  su  decisión; 

4^  El  compromisarío  se  limitó  A  resolver 
una  simple  cuestión  incidental,  á  saljer,  si,  re- 
conocida la  calidad  de  herederos  en  virtud  de 
la  cual  don  Juan  de  la  Cruz  Guzmán  y  sus  hi- 
jas concurrieron  á  la  organización  del  juicio 
divisorio,  había  algún  derecho  de  la  señora 
Solar,  procedente  del  testamento,  que  tmpidie. 
se  la  adjudicaci  n  de  la  casa  que  los  mismos 
herefleros  solicitaban,  resolución  de  naturaleza 
interlocutoria,  conforme  al  artículo  165  del 
Código  de  Procedimiento  Civil.  Mientras  tan- 


to, la  Corte  de  Apelaciones  no  rechaza  la  ad- 
judicación en  virtud  de  los  derechos  testa- 
mentarios de  la  señora  Solar,  que,  en  caso  de 
existir,  sólo  le  darían  títulos  para  impetrar 
providencias  precautorias  para  el  caso  de  no 
bastar  sus  recursos  propios  para  las  necesida- 
des de  la  subsistencia;  sino  que  anula  aquella 
adjudicación,  fundándose  sólo  en  el  desconoci- 
miento de  la  calidad  de  herederos  de  los  recu- 
rrentes, por  estimar  el  Tribunal  que  ellos  eran 
asignatarios  condicionales,  de  condición  sus- 
pensiva; lo  cual  sólo  podía  declararse  en  una 
sentencia  definitiva,  previo  debate  del  punto 
por  las  partes,  iniciado  por  demanda  en  forma 
de  doña  Sabina  Solar. 

El  fallo  reclamado  quita  á  los  recurrentes  la 
posesión  efectiva  de  la  herencia  que  se  les  ha- 
bía concedido,  príva  álos herederos  nados pro- 
pietaríos  del  derecho  de  transmisión,  y  anula 
por  completo  el  derecho  de  usufructo  que  con- 
cede el  testamento,  materias  que  sólo  pueden 
resolverse  en  una  sentencia  definitiva;  y  siendo 
de  esta  especie  la  reclamada,  adolece  del  vicio 
de  nulidad  señalado  en  el  número  5''  del  ar- 
tículo 941  del  Código  Civil,  porque  falta  en 
dicha  sentencia  el  nombre  de  las  partes,  la  de- 
signación de  su  domicilio  y  profesión  ó  indus- 
trias, y  la  exposición  de  los  antecedentes  y 
alegaciones  de  las  partea,  requisitos  exigidos 
en  los  números  1",  2«  y  3?  del  artículo  193  de 
dicho  Código;  y 

5^  Por  último,  se  ha  omitido  la  expresión 
de  agravios  del  apelante  y  la  respuesta  del 
apelado,  causal  de  nulidad  establecida  en  el 
número  9'  del  artículo  941  antes  citado,  por 
ser  esenciales  estos  trámites  según  el  núme- 
ro 2^  del  artículo  970  del  mismo  Código,  y  en 
la  cual  se  ha  incurrido  por  el  carácter  de  sen- 
tencia definitiva  dado  al  resolver  una  cuestión 
que  sólo  era  de  naturaleza  incidental. 

La  Oorte  resolvió: 

Teniendo  presente: 

1'  Que  la  sentencia  de  que  se  recurre  se  pro- 
nuncia acerca  de  la  calidad  de  herederos  de 
don  Juan  de  la  Cruz  Guzmán  y  de  sus  hijas 
según  el  testamento  de  don  Pedro  Guzmán, 
estableciendo  que  el  uno  y  las  otras  fueron 
instituidos  bajo  condición  suspensiva  y,  por 


Digitized  by 


312 


SEGUNDA  PARTE 


lo  mismo,  no  poseen  en  la  sucesión  más  que 
meras  espectativas; 

2^  Que  la  resolución  de  primera  instancia 
no  falló  este  punto,  no  comprendido  tampoco 
en  la  jurisdicción  del  árbitro,  sino  que,  fun- 
dándose en  el  mérito  de  dos  sentencias  ejecu- 
torias, de  las  cuales  una  había  declarado  que 
debía  procederse  en  conformidad  á  la  ley  en  la 
determinación  de  los  aportes  de  doña  Sabina 
Solar,  y  la  otra  que  debía  llevarse  adelante  la 
subasta  de  la  casa  de  la  sucesión,  se  limitó  á 
rechazar  la  solicitud  del  representante  de  di- 
cha señora  para  que  se  dejase  sin  efecto  la  ad- 
jndicacidn  del  referido  inmueble  á  las  hijas  de 
don  Juan  de  ta  Cruz  Guzmán; 

3^  Que  con  lo  expuesto  se  manifiesta  que 
la  Corte  de  Apelaciones  carecía  de  comj>eten- 
cia  para  pronunciarse  en  In  alzada  de  esta 
última  resolución  acerca  de  la  calidad  de  here- 
deros que  asumían  don  Juan  de  la  Cruz  Guz- 
mán y  sus  hijas  á  virtud  del  testamento  de 
don  Pedro  Guzmán;  y 

4^  Que,  aceptada  una  causal  de  casación, 
es  inoficioso  examinar  las  otras  que  se  han 
aducido; 

Visto  también  lo  prescrito  en  los  artículos 
67  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales  y  939, 
94.1,  numero  1»,959  y  979  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  se  declara  que  ha  lugar  al 
recurso  de  casación,  y,  en  consecuencia,  se  in- 
valida la  sentencia  de  15  de  didembre  último 
corriente  á  fojas  94  de  estos  autos,  y  se  repo- 
ne la  causa  en  el  estado  de  verse  nuevamente 
y  fallarse  conforme  á  derecho  la  apelación 
pendiente,  por  el  tribunal  á  que  corresponda. 

Devuélvase  á  los  recurrentes  la  cantidad  de 
doscientos  pesos  consignada  según  la  boleta 
de  fojas 97,que  se  les  entregará  á  dicho  efecto. 
Comuniqúese  al  Tribunal  de  Cuentas  y  á  la 
Tesorería  Fiscal  de  Santiago. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Aguirre 
Vargas.— Leopo/rfo  Urmtia.—Galvariao  Ga- 
llardo. —  Vicente  Aguim  Vargas.  —  Enrique 
Fóster  Recaharren. 


Recusacióa. — 14  de  abril  de  1904 
Núñez  de  Vaccaro  con  Vaccaro 

Reousaolón.  -  Prejuzgamlento.— Dlo- 
tamen  dado  por  el  juez  en  la  cues- 
tión pendiente.— Hedidas  precauto- 
rias rechazadas. 

Doctrina; — El  fallo  que  al  rechazarlas 
medidas  precavtorias  se  basa  en  que  los 
antecedentes  del  nuevo  juicio  de  divorcio 
entablado  por  ¡a  mujer  contra  el  marido 
por  adulterio  é  incesto  son,  en  el  fondo, 
los  mismos  que  sirvieron  de  base  á  un  jui- 
cio anterior  de  divorcio  por  malos  trata- 
mientos, importa  un  prejuzgamieato  de 
la  cuestión  que  se  ventila  en  el  nuevo  jui- 
cio, á  que  es  aplicable  la  disposición  del 
número  ¿f'  del  artículo  130del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 

La  recusación  encausa  criminal  no  está 
sujeta  á  las  mismas  reglas  que  ñja  dicho 
Código  para  los  asuntos  civiles. 


La  demanda  de  divorcio  queinterpuso  doña 
Victoria  Núñez  de  Vaccaro,  contra  su  mari- 
do don  Santiago  Vaccaro,  iundada  en  malos 
tratamientos  de  este  último,  fiié  rechazada 
por  sentencia  de  término  que  pronunció  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Talca. 

Con  posterioridad,  la  señora  Núñez  ha  fle- 
ducido  nuevamente  juicio  de  divorcio  por  los 
hechos  que  detalla,  y  en  un  otrosí  del  escrito 
de  demanda,  solicitó  medidas  precautorias, 
las  cuales  fueron  concedidas  en  primera  ins- 
tancia y  la  Corte  de  Apelaciones  de  Talca  las 
denegó  en  rirtud  del  siguiente  fundamento: 

"Considerando  que  los  antecedentes  que 
obran  en  este  nuevo  juicio  de  divorcio  son,  en 
el  fondo,  los  mismos  que  sirvieron  de  base  al 
juicio  anterior,  fallado  en  contra  de  la  señora 
Núñez  de  Vaccaro,  se  revoca  el  auto  apelado 
de  11  de  mayo  último  corriente  á  fs.  13  de  ea- 
tas  compulsas,  en  cuanto  da  lugar  á  las  medi- 
das precautorias  solicitadas  en  el  primer  otro- 
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SÍ  de  la  demanda  y  se  declara  sin  lugar  dichas 
medidas  precautorias". 

£1  procurador  don  Amadeo  Gundelach,  A 
nombre  de  la  demandante,  ha  recusado  al  se- 
ñor Ministro  don  Manuel  Montero,  para  que 
se  abstenga  de  intervenir  en  el  juicio  civil  de 
divorcio  y  en  el  criminal,  concretando  esta  pe* 
tición,  en  subsidio,  al  primero  de  los  juicios 
indicados. 

La  Corte  resolvió; 

Teniendo  presente: 

1^  Que  el  expresado  fundamento  en  que  se 
apoya  la  resolución  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes de  Talca,  para  no  dar  lugar  á  las  medidas 
precautorias,  importaun  prejuzgamiento  de  la 
cuestión  pendiente,  y,  por  lo  tanto,  se  encuen- 
tra comprobada  la  causal  de  recusación  esta- 
blecidaen  el  número  8^ del  artículo  130  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil;  y 

2^  Que  la  recusación  en  causa  criminal  no 
está  sujeta  á  las  mismas  reglas  que  fija  el  Có- 
digo citado,  relativas  &  asuntos  civiles;  vis- 
to lo  prevenido  en  el  niímero  2^  del  artículo 


124  del  ya  citado  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  que  es  legal  y  está  justificada 
dicha  causal  sólo  respecto  del  juido  de  divor- 
cio. Póngase  estn  resolución  en  conocimiento 
de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Talca  y  del  se* 
ñor  Ministro  de  este  Tribunal,  don  Manuel 
Montero,  para  los  efectos  legales.  Devuélvase 
la  cantidad  consignada  según  la  boleta  de  fo- 
ja 1.— Publíquese  y  archívese. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Fóster  Recabarren,  quien  teniendo  presente  qne 
el  juicio  de  divorcio  qnesefunda  en  una  causal 
distinta  de  la  anterior,  se  halla  sólo  en  estado 
de  demanda,  sin  que,  por  tanto,  se  hayan 
producido  todavía  en  él  los  antecedentes  ne- 
cesarios para  pronunciar  sentencia,  requisito 
que  exige  el  número  8^ del  artículo  130  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  para  que  la  cau- 
sal invocada  proceda  legalmente,  fué  de  pare- 
cer que  no  Se  diera  lugar  al  artículo  de  que  se 
trata. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gallardo. 
—  Gabriel  Gaete.—José  Alfonso.  — Gaívarino 
Gallardo.— Enrique  Fóster  Recabarren. 


CORTES  DE  APELACIONES 


Corte  de  Tacna.— 19  de  diciembre  de  1903 

Compañía  de  Agua  de  Tarapacá  con 
Mnnidpalidad  de  Iquiqne 

Aooión  ejecutiva  oontra  los  oonsumi- 
dore&-Prooedimiento  espeoial. 

Doctrina:— La  hv  de  15  de  octubre  de 
1875,  sobre  Empresas  de  GasyAguR  Po- 
table, establece  disposiciones  de  procedi- 
miento en  los  artículos  S'*  y  6^  que  no 
sólo  noba  derogado  ni  expresa  ni  tácita- 
mente el  Código  de  Procedimiento  Civil 


sino  que  se  reñcre  á  ellas  cuando  ordena 
en  el  artículo  837  que  el  procedimiento 
sumario  se  aplicará  en  defecto  de  otra 
tramitación  especial  á  los  casasen  que  la 
ley  ordena  proceder  sumariamente  ó  bre- 
ve y  sumariamente  ó  en  otra  forma  aná- 
loga, que  es  precisamente  cl  modo  como 
quiere  que  se  proceda  la  ley  citada. 

En  consecuencia,  estas  demandas  con- 
tra los  consumidores  morosos  deben  tra- 
mitarse en  la  forma  verbal  y  sumaria  es- 
tablecida en  el  artículo  5^  de  esa  íey^  su- 
jetándose, en  cuanto  al  procedimiento,  á 
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lo  qae  dispone  cl  tita  Jo  X 11  del  h'bro  III 
del  Código  de  Procedimiento  Civil. 


La  Compañía  de  Agua  Potable  de  Iquique 
inició  juicio  ejecntivo  contra  la  Municipalidad 
de  esa  ciudad  con  el  certificado  del  ins|)ector 
establecido  por  la  ley  de  15  de  octubre  de  1875 
para  laa  empresas  de  gas  y  de  agua  potable,  y 
liacicDdo  uso  de  los  medios  compulsivos  que 
esa  ley  establece,  pidió  se  notificara  á  la  MunÍ< 
cipalidad  para  que  pagara  lo  adeudado. 

La  Munidpalidad  á  la  cual  se  notificó  para 
que  pagara  dentro  de  tercero  día,  bajo  aperci- 
bimiento de  despacharse  sin  más  tramite  man- 
damiento de  embargo,  se  opuso  A  dicha  pett- 
ct  n  por  carecer  de  fuerza  ejecutiva  los  docu- 
mentos en  que  se  apoyaba  la  demanda. 

El  Juzgado  de  Iquique  resolvió  con  fecha  31 
de  octubre  de  1903: 

Teniendo  presente: 

1'  Que  por  el  artículo  final  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  han  quedado  derogadas 
todas  las  leyes  preexistentes  sobre  las  mate- 
rias que  en  él  mismo  se  tratan;  y 

2^  Que,  en  consecuencia,  están  actualmente 
derogadas  las  disposiciones  relativas  á  proce- 
dimiento que  contiene  la  ley  de  15  de  octubre 
de  1875,  sobre  Empresas  de  Gas  y  Agua  Po- 
table y  no  puede,  por  lo  tanto,  procederse  eje- 
cutivamente en  contra  de  los  consumidores 
con  el  simple  certificado  del  inspector  que  com- 
pruebe la  falta  de  pago  del  consumo;  se  decla- 
ra que  ha  lugar  á  la  oposición  deducida  por  el 
Tesorero  Municipal  y  que  la  Empresa  deman- 
dante debe  entablar  en  persona  la  acción  co- 
rrespondiente.—A/.  Vár^as  Mardones. 

La  Corte  falló: 

Vistos,  y  teniendo  presente: 

Que  la  ley  de  15  de  octubre  de  1875  sobre 
Empresas  de  Gas  y  Agua  Potable  no  contiene 
más  disposiciones  de  procedimiento  judicial 
que  la  consignada  en  el  artículo  5',  que  esta- 
blece que  de  las  cuestiones  quí  se  susciten  en- 
tre las  Empresas  de  Gas  y  Agua  Potable  y  los 
consumidores  conorerá  el  juez  letrado  en  lo 
civil,  verbal  y  sumariamente  y  la  del  artícu- 
lo 6';   .  ' 


Que  el  Código  de  Procedimiento  Civil  no  s6, 
lo  no  ha  derogado  ni  expresa  ni  tácitamente 
esta  disposición,  sino  que  se  refiere  A  ella  cuan- 
do ordena  en  el  artículo  837  que  el  ¡irocedi- 
miento  sumario  se  aplicará  en  defecto  de  otra 
tramitación  especial: 

1^  A  los  casos  en  que  la  ley  ordena  proceder 
sumariamente  ó  breve  y  sumariamente  Ó  en 
otra  forma  análoga,  que  es  precisamente  el 
modo  como  quiere  que  se  proceda  laya  citada 
ley  de  15  de  octubre  de  1875; 

Que  el  procedimiento  sumario  se  impone 
tanto  más  en  este  caso  en  que  se  pide  la  apli- 
cación de  una  ley  que  el  legislador  estimó  de 
orden  público,  como  lo  revela  el  hecho  de  ha- 
ber prohibido  expresamente  la  renuncia  de  sus 
disposiciones; 

Que,  en  consecuencia,  la  demanda  de  fs.  16 
no  puede  tramitarse  sino  en  la  forma  verbal 
y  sumaría  establecida  en  el  artículo  5'^,  ántes 
citado,  de  la  ley  de  15  de  octubre  de  1875,  su- 
jetándose, en  cuanto  al  procedimiento,  á  lo  que 
dispone  el  título  XII  del  libro  III  "del  Código 
de  Procedimiento  Civil;  con  arreglo  á  estas 
consideraciones,  y  visto,  además,  lo  dispuesto 
en  los  artículos  12,  52  y  53  del  Código  Civil  y 
7^  de  la  ley  sobre  Empresas  de  Gas  y  Agua 
Potable,  se  revoca  el  auto  apelado  de  31  de 
octubre  último,  y  se  declara  sin  lugar  la  opo- 
sición deducida  por  la  Municipalidad  de  Iqui- 
que en  los  escritos  de  fs.  18  v  20,  debiendo  el 
Juez  n  quo  tramitar  este  juicio  en  la  forma 
verbal  y  sumaría  establecida  por  la  ley. 

Publíquese  y  devuélvanse.  Redactada  por  el 
señor  Ministro  Cisternas  Peñay  acordada  por 
los  votos  del  expresado  señor  Ministro  y  los 
de  los  señores  Palacios  y  Vega  y  contra  el  vo- 
to del  señor  Ministro  Quirell  que  opinó  por  la 
confirmatoria  del  auto  apelado  en  la  forma  y 
por  las  razones  que  consigna  en  el  libro  res- 
pectivo.—A.  Palacios.— E.  Cisternas  Peña. — 
P.  Roberto  VcQñ.—M.  A.  Quirell. 

VOTO  RSI'KCIAI. 

En  las  gestiones  de  la  Compañía  de  Agua 
Potable  de  Iquique  contra  la  Municipalidad 
por  cobro  de  pesos  y  en  la  apelación  deducida 
por  aquella  contra  hi  resolución  de  31  del  mes 
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antepasado,  el  infrascrito  ha  opinado  por  que 
se  confírnie  esn.  resolución  en  la  forma  y  por 
las  razones  que  se  indican  más  adelante. 

A  fs.  16  se  presentó  la  Compañía  con  varías 
cuentas  de  consumo  de  agua  visadas  por  el 
inspector  respectivo,  pidiendo  se  notificara  a) 
Tesorero  Municipal  para  que  las  pagara  den- 
tro de  tercero  día,  bajo  apercibimiento  de 
despacharse,  sin  más  trámite,  mandamiento 
de  embargo. 

Decretodaestanotificación  por  el  Juez  a  91ro 
para  los  fines  á  que  hubiere  lugar,  se  presentó 
á  fs.  18  la  Municipalidad  oponiéndose  á  dicha 
petición  por  carecer  de  mérito  ejecutivo  los 
documentos  que  se  acompañaban  de  parte  de 
la  Empresa  y  por  varías  otras  consideracio- 
nes que  es  innecesarío  exponer. 

Comunicado  traslado  de  esta  oposición  y 
respondiendo  la  Empresa  á  fs.  21,  dijo  que  si 
en  su  escrito  de  fs.  16  no  había  pedido  directa 
é  inmediatamente  mandamiento  de  embargo 
había  sido  por  una  condescendencia  para  con 
la  Municipalidad,  pero  en  vista  de  la  oposi- 
ción formulada  por  esta  Corporación,  venía 
en  solicitar  se  despachara  mandamiento  sin 
más  trámite. 

El  Juez  dictó  en  seguida  la  resolución  ape- 
lada indicada  arríba. 

En  ella,  fundándose  en  que  la  ley  sobre  Em- 
presas de  Agua  Potable  y  de  Gas  ha  sido  de- 
rogada por  el  Código  de  Procedimiento  Civil 
y  en  que,  por  consiguiente,  no  puede  ya  prece- 
derse ejecutivamente  contra  loa  consumidores 
con  el  simple  certificado  del  Inspector  que  com- 
pruebe lafaltade  pago  del  consumo,  se  declara 
que  ha  lugar  á  la  oposición  deducida  de  fs.  18 
y  que  la  Empresa  debe  entablar  en  forma  la 
acción  correspondiente. 

Aunque  habría  «ido  de  desear,  para  mayor 
consecuencia  del  fallo  con  los  considerandos 
en  que  lo  apoya,  que  el  Juez  lo  hubiese  comple- 
tado, declarando  expresamente  sin  lugar  el 
mandamiento  solicitado,  ello  va  subentendi- 
do ó  se  desprende  claramente  del  tenor  de  esos 
considerandos  y  de  la  aceptación  de  la  oposi- 
ción á  todo  procedimiento  ejecutivo  formula- 
da á  fs.  18  por  la  Municipalidad. 

Como  se  ve,  la  cuestión  se  reduce  á  uaber  si 
los  documentos  presentados  por  la  Empresa 


tienen  mérito  ejecutivo  ó  sea,  si  procede  el 
mandamiento  de  embargo  solicitado. 

El  infrascrito  considera  innecesario  e  incon  - 
dueente  el  ocuparse  de  si  la  ley  antes  citada 
está  vigente  ó  si  ha  sido  derogada  por  el  Có- 
digo de  Procedimiento,  por  cuanto  así  como 
en  ninguna  otra  ley,  tampoco  en  la  de  15  de 
octubre  de  1875  hay  disposición  alguna  que 
dé  carácter  ejecutivo  álos  documentos  presen- 
tados por  la  Empresa. 

En  efecto,  el  artículo  6'  de  esta  última  ley, 
cuando  habla  del  certificado  del  Inspector,  es 
sólo  para  los  efectos  de  cortar  la  cañería. 

Y  si  allí  se  hace  referencia  al  pago  del  con- 
sumo es  indicando  que,  entre  otras  cosas,  se 
puede  pedir  ese  pago,  petición  que  debe  some- 
terse á  la  tramitaciónseñalada  por  el  artículo 
5*  de  esa  ley. 

No  cabe,  pnes, ejecución  en  elpresente  caso  y 
ello,  como  se  ha  dicho,  porque  los  documentos 
acompañados  no  tienen  en  sí  mismo  mérito 
ejecutivo. 

En  consecuencia,  el  infrascrito,  eliminando 
los  considerandos  de  la  resolución  apelada,  ha 
estado  por  declarar  lisa  y  llanamente  que  no 
ha  lugar  al  mandamiento  de  embargo,  confir- 
mando  en  este  sentido  dicha  resolución. 

El  infrascrito  cree,  ademas,  conveniente  eli- 
minar,  por  ser  del  todo  innecesaria,  la  reserva 
que  se  hace  en  la  indicada  resolución  ó  mas 
exactamente  la  parte  finnlde  ella  en  que  se  dice 
que  la  Empresa  debe  entablar  en  forma  la  ac- 
ción correspondiente. 

Tacna,  19  de  diciembre  de  1903.— Af.  A. 
Qatrtll. 


Corte  fie  Tacna  26  de  díciambn  de  1903 

Violdo  con  Marré 

Uenunola  de  obra  nueva.- RelTlndi- 
oaoión.  -  Falta  de  deolslón  del  asun- 
to controvertida 

Doctrina: — No  inírmge  el  artículo  193 
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número  6^  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  la  sentencia  que  aprecia  en  sus  con- 
siderandos todas  las  acciones  deducidas 
en  el Juicio,  aunque  sólo  se  pronuncie  es' 
pedal  y  determinadamente  sobre  la  ac- 
ción principal  y  de  un  modo  general  sobre 
las  demás  peticiones. 


En  el  juicio  seguido  por  doña  Dominga 
Violdo  contra  don  José  N.  Marré,  sobre  denun- 
cia de  obra  nueva,  la  primera  ha  deducido  los 
recursos  de  apelación  y  casación  en  la  forma 
contra  la  sentencia  de  12  de  octubre  último, 
exponiendo,  en  cuanto  al  segundo  de  estos  re- 
cursos: que  en  realidad  la  sentencia  no  contie- 
ne la  decisión  del  asunto  controvertido  en  to- 
das sus  partes,  con  lo  que  se  infringe  la  dispo. 
sición  del  inciso  6^  del  artículo  193  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  y  da  mérito  al  recurso 
de  casación  en  la  forma,  de  acuerdo  con  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  941,  inciso  5^  del  mismo 
Código. 

La  recurrente  ha  relacionado  los  anteceden- 
tes que  se  enuncian  en  seguida  como  funda- 
mentos ó  motivos  del  recurso  de  casación  que 
deduce: 

Que  interpuesta  su  demanda  por  denuncia 
de  obra  nueva  á  consecuencia  de  que  el  cdi6- 
cío  del  señor  Marré  atravesaba  el  plano  verti- 
cal de  la  línea  divisoriade  ambas  propiedades, 
se  tuvo  por  interpuesta  y  se  entró  en  los  trá- 
mites del  juicio  ordinario  que,  en  conformidad 
á  la  ley  vigente  en  esa  fecha,  correspondía 
seguir. 

Que  al  formalizar  su  demanda,  expuso  que 
estimaba  procedente  continuar  juntamente 
con  la  denuncia  la  acción  reivindicatoria  por 
ios  dos  metros  de  terreno  á  que  ella  se  refería, 
ya  que  esta  acción  y  la  denuncia  de  obra  nue- 
va seguían  los  mismos  trámites  del  juicio  or- 
dinario desde  la  suspensión  de  la  obra  ade* 
lante. 

Que  había  manifestado  también  que  mante- 
nía la  denuncia  de  obra  nue\'a,  ó  sea  la  acción 
posesoria,  sólo  respecto  de  los  centímetros  de 
terreno  que,  fuern  de  los  dos  metros  antes 


indicados,  ocupaba  asimismo  el  edificio  de 
Marré. 

Que  durante  el  término  de  prueba  justificó 
esta  parte  su  demanda,  acompañó  un  croquis 
que  la  patentizaba  y  en  el  alegato  de  bien  pro- 
bado insistió  en  ello,  pidiendo  se  diera  lugar  á 
la  denuncia  de  obra  nueva,  en  vista  de  que 
había  comprobado  que  el  plano  vertical  del 
edificio  de  Marré  atravesaba  en  más  de  quince 
centímetros  la  línea  divisoria  de  amlws  pre- 
dios. 

Que  en  repetidas  ocasiones  expuso  en  el  jui- 
cio que  aljandonaba  su  acción  posesoria  por 
los  dos  metros  que  había  indicado  al  principio 
y  la  mantenía  por  los  centímetros  restantes 
que  le  ocupaba  el  edificio  vecino. 

Que  si  la  sentencia  no  toma  en  cuenta  esta 
acción  en  la  parte  enunciada,  es  evidente  que 
no  falla  ni  resuelve  la  acción  posesoria  forma- 
lizada, pues  que  á  esta  única  parte  circunscri- 
bió la  denuncia  el  interesado;  y  que  al  mismo 
tiempo  no  falla  tampoco  la  demanda  ordina- 
ria por  la  rein vindicación  de  los  dos  metros 
de  terreno,  á  pesar  de  que  esta  acción  se  for- 
malizó de  hecho  en  el  cursodel  juicio  vse  tuvo 
por  deducida  en  esa  forma  ó  sea,  por  modifi- 
cada en  ese  senti<lo,  sin  que  nadie  protestara 
de  esta  modificación  de  la  demanda,  limitán- 
dose la  sentencia  á  determinar  que  no  pudie- 
ron ventilarse  dos  acciones  distintas  en  el  mis- 
mo juicio. 

La  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente: 
Que  la  sentencia  recurrida  hace  relación 
completa  del  escrito  de  denuncia,  de  la  amplia- 
ción de  la  demanda  y  de  su  respuesta  c  indica 
el  contenido  de  los  escritos  de  réplica  y  dii- 
pHca; 

Que  cualquiera  (jue  sea  la  apreciación  que  el 
juez  a  t/uo  hace  en  la  sentencia  con  relación  á 
la  acción  reivindicatoria  y  á  la  denuncia  de 
obra  nueva,  es  el  hecho  que  en  los  consideran- 
dos de  dicha  sentencia  se  toman  en  cuenta  las 
dos  acciones; 

Que  en  la  parte  resolutiva  el  Juzgado  se 
pronuncia  esiiecial  y  determinadamente  sobre 
■  la  acción  principal  y  originaria  del  juicio  y  de 
un  modo  general  sobre  las  demás  peticiones 
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deducidas  por  las  partes  en  ¿1  curso  del  mismo 
juivio; 

Que,  en  consecuencia,  no  se  ha  infringido  la 
disposición  contenida  en  el  número  6'  del  ar- 
tículo 193-deí  Có(li<;o  de  Procedimiento  Civil, 
en  cuya  omisión  se  funda  el  recurso  de  que  se 
trata. 

Visto  lo  prescrito  en  el  artículo  960  del  Có- 
digo  de  Procedimiento  Civil,  se  declara  sin 
lugar  el  recurso  de  casación  en  la  forma  dedu- 
cido contra  ia  sentencia  citada  al  principio, 
con  costas,  en  que  se  condena  at  recurrente  y 
habiéndose  interpuesto  también  el  recurso  de 
apelación  contra  la  misma  sentencia,  entré- 
guese  los  autos  para  expresar  agravios. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Vega.--£. 
Barros,— Aníbal  Palacios. — li.  Cisternas  Pe- 
ña.— P.  Roberto  Vega. 


Corte  de  Tacn»  26  de  diciembre  de  1903 

Banco  Alemán  Transatlántico  con  Espada 

Prueba.-Tórmino  extraordinario  para 
rendirla  fuera  de  Chile. —Suspen- 
sión durante  el  feriado. 

Doctrina:— JS/  término  extraordinario 
para  rendir  prueba  ñtera  de  la  República 
es  común  y  uno  mismo  respecto  de  todos 
los  lugares  de  la  nación  para  la  cual  se 
otorga;  y  habiéndose  concedido  sin  opo- 
sición el  aumento  correspondiente  á  Are- 
quipa (Perú),  no  es  procedente  ni  necesa- 
rio otorgar  especialmente  el  aumento  ex- 
traordinario correspondiente  á  Lima. 

Para  que  pueda  decretarse  y  tenga  eñ- 
cacia  la  prueba  instrumental  que  se  trata 
de  rendir  fuera  de  la  República  la  ley 
exige,  entre  otras  cosas,  que  se  determine 
la  clase  ó  condición  de  los  instrumentos 
deque  el  solicitante  piensa  valerse  y  ei 

JURIS. 


lugar  en  que  se  encuentran,  no  siendo  da- 
ble consideraren  la  especie  como  suñcien- 
te  determinación  de  la  clase  y  condición 
de  los  instrumentos  de  que  el  solicitante 
piensa  valerse  y  del  lugnr  preciso  en  que 
se  encuentran,  el  expresur  que  se  van  á 
bascaren  los  archivos  del  Congreso  y  de 
los  Ministerios  del  Gobierno  de  ese  país 
ó  en  las  leyes,  decretos  y  reales  cédulas 
que  en  esa  ciudad  puedan  encontrarse,  los 
antecedentes  que  sirvan  para  determinar 
la  delimitación  de  los  departamentos  de 
Pisagua  y  Arica  y  si  en  tiempo  de  la  do- 
minación peruana,  Snrire  dependía  de  las 
autoridades  de  Tarapacá. 


En  el  juicio  que  sigue  el  Banco  Alemán  Tran- 
satlántico y  otroscon  don  José  Bspadayotros 
sobre  reivindicación  de  pertenencias  de  bórax 
de  Suríre  solicitó  el  espresado  Banco  el  térmi- 
no extraordinario  para  rendir  prueba  en  Li- 
ma; y  habiéndose  concedido,  la  parte  de  Espa- 
da pidió  se  dejara  sin  efecto  esta  concesión  y 
se  declarara  que  el  término  extraordinario 
para  rendir  prueba  en  Arequipa  no  debía  inte- 
rrumpirse durante  el  feriado  de  vacaciones. 

El  juez  de  Tacna,  subrogando  al  de  Arica, 
resolvió  con  íecha  5  de  diciembre  de  1903: 

Vistos:  con  lo  expuesto  por  las  partes,  y  te- 
niendo presente,  en  orden  á  la  petición  para 
que  el  término  extraordinario  concedido  para 
rendir  prueba  fuera  del  país  no  se  interrumpa 
durante  el  feriado  de  vacaciones: 

l''  Que  los  términos  probatorios,  según  el 
artículo  69  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  deben  entender  suspendidosdurante los  días 
feriados;  y 

2'  Que  si  bien  es  cierto  que  por  excepción 
los  Tribunales  pueden  disponer  lo  contrario, 
también  lo  es  y  no  menos  cierto,  que  es  nece- 
sario obren  motivos  calificados  de  graves,  he- 
cho 6  circunstancia  no  justificado  en  el  presen- 
te caso,  y  considerando  respecto  (x  no  ser  pro- 
cedente el  aumento  extraordinario  del  térmi- 
no de  prueba  para  la  ciudad  de  Lima,  pedido 
por  una  de  las  partes: 

41 
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T  Que  (lidio  término  lui  sido  pedido  en 
tiempo  y  Toriníi;  y 

2'  Que  é]  está  ajustado  A  las  condiciones  ó 
requisitos  prescriptos  como  esenciales  por  el 
artículo  320  del  ya  citado  Código  de  Trocedi- 
miento,  se  declara  que  no  ha  lugar  fi  las  peti- 
ciones formuladas  por  don  José  Espada,  y 
otros  en  su  escrito  de  1'  del  actual,  debiéndo- 
se hacer  como  lo  solicitan  el  Banco  Alemán 
Transatlántico  y  comi»artes  en  los  otrosíes  en 
traslado.— í,.  Cnstilío  U. 

Apelada  esta  resohición,  la  Oorte  falló: 

Vistos  y  teniendo  presente,  con  relación  ála 
segunda  de  las  [}eticione8  hechas  en  la  solici- 
tud de  fs.  3,  A  las  cuales  se  ha  negndo  lugar  en 
el  auto  apelado  de  5  del  mes  corriente,  que  se 
registra  á  f.  14  vta.: 

Que  el  aumento  extraordinario  del  término 
de  prueba  para  rendirla  fuera  de  la  República 
es  común  y  uno  mismo  respecto  de  todos  los 
lugares  de  la  nación  para  la  cual  se  otorga; 

Que  está  concedido  sin  oposición  el  aumen- 
to extraordinario  correspondiente  á  Arequi- 
pa (Perú),  para  producir  la  prueba  testimo- 
nial á  que  se  refiere  el  primer  otrosí  testimo- 
niado á  f.  1  y  no  es  procedente  ni  necesario,  ft 
virtud  de  lo  dispuesto  en  el  considerando  an- 
terior, otorgar  cspecinlnientc  c!  aumento  ex- 
traordinario correspondiente  á  Lima,  como  se 
ha  solicitado  en  el  segundo  otrosí  testimonia- 
do también  á  f.  1; 

Que  para  que  pueda  decre.tarse  y  tenga  efi- 
cacia la  prnelui  instrumental  que  se  trate  de 
rendir  fuera  de  la  República,  la  ley  exige  la 
concurrencia  de  estas  dos  circunstancias: 

Primera.— Que  del  tenor  de  la  demanda,  de 
la  contestación  6  de  otra  pieza  del  expediente 
aparezca  que  los  hechos  á  que  se  refieren  las 
diligencias  probatorias  solicitadas  han  acae- 
cido en  el  país  en  que  deben  practicarse  dichas 
diligencias  ó  que  allí  existen  los  medios  proba- 
torios que  se  pretende  obtener;  y 

Segunda.— Que  se  determine  la  clase  ó  con- 
dición  de  los  instrumentos  deque  el  solicitante 
piensa  valerse  y  el  lugar  en  que  seencuentran;y 

Que  si  bien  se  puede  considerar  como  exts* 
tente  en  el  caso  actual  la  primera  de  las  cir. 
cuiistancias  transcritas,  ó  sea  la  posibilidad 


de  que  existan  en  Lima  documentos  (lertinen- 
tcs  á  los  hechos  que  se  trata  de  establecer,  no 
puede  darse  como  concurrente  la  segunda  de 
esas  circunstancias,  pues  no  es  dable  conside- 
rar como  suficiente  determinación  de  la  clase 
y  condición  de  los  instrumentos  de  que  el  soli- 
citante piensa  valerse  y  del  higar  preciso  en 
que  se  encuentran,  la  que  sólo  enuncia  del  mo- 
do ({ue  lo  hace  el  mencionado  segundo  otros{ 
y  la  parte  final  del  escrito  de  fs.  11,  ya  que  en 
ellas  solamente  se  pide  el  término  extraordi- 
nario para  Lima,  para  ir  (\  buscar  en  los  ar- 
chivos del  Congreso  y  de  los  Ministerios  del 
Gobierno  de  ese  país  6  en  tas  leyes,  decretos  y 
reales  cédulas  que  en  esa  ciudad  puedan  encon- 
trarse, los  antecedentes  que  sirvan  para  deter- 
minar la  delimitación  de  los  departamentos 
de  Pisagua  y  Arica  y  si  en  tiempo  de  la  domi- 
nación peruana,  Surire  dependía  de  las  autori- 
dades de  Tarnpacá. 

En  mérito  de  estas  consideraciones  y  de  las 
dos  primeras  consignadas  en  el  auto  apelado 
de  5  del  mes  en  curso»  que  se  cita  al  principio, 
se  confirma  dicho  auto,  con  declaración  de  que 
para  admitir  la  prueba  que  se  ofrece  rendir  en 
Lima  debe  hacerse  previamente  la  determina- 
ción que  señala  la  circunstancia  segunda  del 
artículo  320  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Vega. — 
/:.  ñarros.— Aníbal  Palacios.  —  f?.  Cisternas 
Peña,~P.  Roberto  Vega. 


CoHc  de  Tacna.— 28  de  diciembre  de  1903 
Pinera  con  López  Ochoa 

Z^etra  de  oambio.  —  Aoeptaoión  oon- 
diolonal — Protesto.  —  Mérito  ejecu- 
tivo. 

Doctrina:— Tiene  mérito  ejecutivo  la 
letra  de  cambio  ''respecto  del  aceptan^ 
qtte  no  hubiere  puesto  tacha  de  falsedad 
á  su  aceptación  al  tiempo  de  protestarla 
la  letra  por  falta  de  pago." 
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Trfis  kyes  7'  r  4'  del  tit.  del  libro  XI 
de  la  Noy.  Kecop.^  la  de  S  de  febrero  de 
y  el  título  ^  del  libro  III  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil  han  dado  fuer- 
za ejecutiva  á  los  documentos  privados 
reconocidos  judicialmente  por  la  parte 
que  los  ha  suscrito  jr  entre  ellos  á  Jas  le- 
tras de  cambio,  agregando  el  último  Có- 
digo con  relación  á  éstas,  que  el  reconoci- 
miento no  es  necesario  respecto  del  acep- 
tante que  no  hubiere  opuesto  la  tacha  de 
falsedad  en  la  forma  dicha;  de  modo  que 
habiendo  uniformidad  en  la  legislación, 
en  el  principio  de  que  las  letras  de  cambio 
tienen  fuerza  ejecutiva,  sólo  han  diferido 
en  el  procedimiento,  no  exigiéndose  aho- 
rael  reconocimiento  de  la  ñnnnque  antes 
se  exigía. 

Siendo  la  letra  de  cambio  sólo  un  ins- 
trumento para  ejecutar  un  contrato  de 
cambio,  deben  considerarse  incorpoiadas 
á  ella  todas  las  leyes  vigentes  al  tiempo 
de  su  celebración  y  entre  ellas  el  articulo 
676  del  Código  de  Comercio,  que  ha  veni- 
do á  ser^  además,  confirmado  por  el  ar- 
tículo 455  del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 

Renuericío  de  pago  don  Francisco  López 
Oclioaeii  ejecución  seguida  por  don  José  M. 
Pinera,  como  endosatario  del  Banco  Tarapn- 
Cí'i  y  Argentina,  por  la  suma. de  dos  mil  tres- 
cientos noventa  y  seis  pesos  treinta  y  un  cen- 
tavos, se  presentó  dentro  del  término  legal 
oponiéndose  A  la  ^ecución  con  las  siguientes 
excepciones: 

1*  No  tener  el  titulo  mérito  ejecutivo,  por 
cuanto  el  protesto  de  una  letra  de  cambio 
aceptada  hace  más  de  dos  años,  no  traía  apa- 
rejada ejecución,  conforme  á  la  ley  que  á  la 
sazón  regia,  ya  que  el  actual  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  no  puede  tener  efecto  retro- 
activo. Además,  la  aceptación  de  la  letra  en 
reficrencia  fué  condicional,  para  el  caso  de  que 
las  mercaderías  para  cuyo  pago  habia  sido 
girada  fueran  de  su  aceptación; 


2*  Compensación  fundada  en  que  el  crédito 
que  se  le  cobra  es  ilíquido,  por  cuanto  se  debe 
compensar  con  lo  que  el  librador  le  adeuda  & 
su  vez,  ó  sea,  la  suma  de  ochenta  y  ocho  libras 
esterlinas  diez  chelines  v  diez  i>eniques,  valor 
de  la  mercadería  enviada  que  no  resultó  con- 
forme con  el  pedido,  y  además  veinticinco  pe- 
sos mensuales  por  bodegaje  de  la  misma  mer- 
cadería; y 

Ineptitud  del  libelo,  causal  que  está  de 
manifiesto  y  que  ]jor  si  sola  <la  mérito  sufi- 
ciente [Kira  revocar  en  todas  sus  partes  la  eje- 
cución. 

Conferido  traslado  al  ejecutante,  éste  pidió 
se  desecharan  las  exccjiciones;  la  primera,  por 
cuanto,  conforme  á  las  disposiciones  vigentes 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  y  de  la  ley 
de  Efecto  Retroactivo,  el  titulo  en  que  se  ha 
fundado  la  ejecución  tiene  mérito  ejecutivo;  la 
segunda,  por  cuanto  cl  pretendido  crédito  del 
ejecutado  no  es  líquido  ni  actualmente  exigi- 
blc;  y  la  tercera,  por  no  estar  especificada  en 
forma  legal. 

£1  Juzgado  de  Iqutque,  con  fecha  6  de  agosto 
de  1903,  expidió  el  fallo  siguiente: 

X°  Que  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  455 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  tiene  mé- 
rito ejecutivo,  entre  otros  títulos,  la  letra  de 
cambio,  "respecto  del  aceptante  que  no  hubie- 
re puesto  taclia  de  falsedad  A  su  ace{)tactón  ni 
tiempo  de  protestar  la  letra  por  falta  de 
pago",  caso  que  es  cl  del  ejecutado; 

2"  Que  el  ejecutado  no  ha  comprobado  en 
manera  alguna  la  existencia  del  supuesto  cré- 
dito con  que  pretende  compensar  en  parte  la 
deuda  materia  de  la  ejecución,  y  de  su  propia 
exposición  aparece  que  su  crédito  no  es  liqui- 
do; y 

3^  Que  la  excepción  de  ineptitud  del  libelo 
no  ha  sido  deducida  en  forma  legal. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
485,  486  y  citado  del  Código  de  Procedímien- 
to  Civil  y  1656  del  Código  Civil,  se  desechan 
las  excepciones  propuestas  y  se  declara  que 
debe  llevarse  adelante  la  ejecución.— M.  Var- 
gaa  Mardoaes. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  resolvió: 
VistoH,  y  teniendo  además  presente: 
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1^  (¿ue  las  leyes  1"  >■  -i"  del  título  8'  del  li- 
bro 11  de  la  Nov.  Kecop.  disponea  que  traen 
aparcjíida  ejecución  todos  los  conocimientos  ó 
documentos  privados  reconocidos  judicial- 
mente  por  la  parte  que  los  ha  suscrito  ú  otor. 
gado; 

2'  Que  la  ley  de  8  de  febrero  de  1837  que 
vino  A  reemplazar  al  título  citado,  dictando 
nuevas  reglas  sobre  procedimiento  ejecutivo, 
maiiluvo  el  mismo  principio,  dando  fuerza 
ejecutiva,  entre  los  documentos  privados,  á 
las  letras  de  cambio  que  hubieren  sido  judi- 
cíalniente  reconocidas  por  el  librador,  acep- 
tante ó  endosante  contra  quien  se  dirigiere  la 
ejecución; 

3''  Que  igualmente  el  título  1'  del  Rbro  III 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  que  trata 
del  juicio  ejecutivo,  sigue  la  misma  regla,  dis- 
poniendo que  procede  esta  clase  de  juicios  res- 
pecto de  instrumentos  privados  reconocidos 
judicialmente,  agregando  con  relación  á  las 
letras  de  cambio  que  el  reconocimiento  no  es 
necesario  respecto  del  aceptante  que  no  hu- 
biere puesto  tacha  de  falsedad  á  su  aceptación 
al  tiempo  de  pratcstar  la  letra  por  falta  de 
pago; 

4"  Que  lo  expuesto  en  los  considerandos 
que  preceden,  basta  para  dar  por  establecido 
que  todas  las  leyes  procesales  que  han  regido 
en  Chile  han  mantenido  uniformemente  el  mis- 
mo principio,  de  que  las  letras  de  cambio  tie- 
nen fuerza  ejecutiva,  difiriendo  únicamente  en 
cuanto  al  procedimiento,  pues  mientras  las 
dos  primeras  exigían,  para  poder  instaurar  la 
acción,  el  reconocimiento  de  firma,  la  actual 
no  lo  estima  necesario  sino  en  los  casos  que 
ella  contempla; 

5^  Que  siendo  la  letra  de  cambio  sólo  un  ins- 
trumento para  ejecutar  un  contrato  de  cam- 
bio, según  los  términos  del  articulo  621  del 
Código  de  Comercio,  debe  entenderse  que  han 
estado  incorporadas  ñ  este  contrato  todas  las 
kyes  vigentes  al  tiempo  de  su  celebraciÓM,  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artícnlo  22  de  la 
ley  de  7  de  octubre  de  1861; 

6^  Que  en  todo  caso  la  ligera  modificación 
que  consigna  el  artículo  455  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  respecto  de  la  letra  de 
cambio  no  afecta  al  contrato  mismo,  sino  á 
la  sustanciación  6  ritualidad  del  juicio  instau* 


rado  para  hacer  efectivas  las  obligaciones  que 
de  él  resultan,  por  lo  cual  es  de  rigurosa  apli- 
cación lo  dispuesto  en  el  artículo  24  de  la  ci- 
tada ley  de  7  de  octubre  de  1861; 

7^  Que,  á  mayor  abundamiento,  la  modifi- 
cación á  que  serefiereel  considerando  anterior 
ha  sido  establecida  teniendo  en  vista  lo  que 
dispone  el  artículo  676  del  Código Comer- 
cio, con  el  que  guarda  perfecta  congruencia 
y  armonía;  con  arreglo  á  estas  consíderacio- 
nesy  disposiciones  legales  citadas,  se  confirma 
la  sentencia  apelada  de  5  de  agosto  ültimo, 
con  costas  de  toda  la  causa. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Cisternas 

Peña.— R  Barros  A.  Palacios— E.  Cisternas 

Peña  P.  Roberto  Vega  Af.  A.  QuirelL 


Corte  de  la  Serena.— 25  de  noviembre  de  1903 
Marco  con  Laba3rrú  y  C» 

Arrendamiento.-  Desahuolo.  —  Falta 
de  oitaolón  de  una  de  las  partes. — 
Comparendo  de  prueba  sin  receptor. 
—  Posiciones  no  absueltas. 

Doctrina; — El  juicio  especial  de  desa- 
hucio se  rige  por  disposiciones  también  es- 
peciales y  no  es  aplicable  al  comparendo 
de  prueba  la  disposición  del  artículo  359 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  que 
exige  la  presencia  de  un  receptor  en  la 
audiencia  de  prueba. 

Dados  los  términos  del  artículo  750  de 
dicho  Código,  no  procede  la  petición  para 
que  una  parte  absuelva  posiciones  des- 
pués de  la  audiencia. 


Pronunciada  sentencia  en  el  juicio  que  sigue 
don  Joaquín  Marco  con  don  Benito  Labayrú, 
sobre  desahucio  de  un  contrato  dé  arrendA- 
miento,  don  Aniceto  I/abayrü,  por  la  «qciedvd 
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Labayrú  y  C*,  interpuso  contra  dicha  senten- 
cia los  recursos  de  apelación  y  casación  en  la 
forma. 

Funda  el  recurrente  el  recurso  de  casación 
en  las  siguientes  causales: 

Haberse  procedido  sin  la  citación  y  conoci- 
miento de  don  Benito  Labayrú,  quien  fué  no- 
tificado de  la  príniern  actuación  del  desahucio, 
pero  no  de  la  citación  para  sentencia,  ni  de  la 
citación  al  comparendo,  ni  de  la  resolución 
que  desechó  las  peticiones  formuladas pordou 
Benito  Labayrú  en  su  escrito  de  fs.  4,  infrin- 
giéndose así  los  artículos  941 ,  número  9',  y 
966,  números  1',  2^  3',  4',  5»  y  6"  del  Código 
de  Procedimiento  Civil. 

En  que  en  el  comparendo  del  desahucio  no 
actuó  ningún  receptor,  invocando  á  este  res- 
pecto los  artículos  941,  número  9^,  746  y  359 
del  Código  citado. 

Y,  por  último,  en  que  cl  Juzgado  no  dió  lu- 
gar á  la  absolución  de  posiciones  acompaña- 
das por  el  recurrente  á  su  escrito  de  fs.  3G, 
produciéndose  así  la  indefensión  de  que  trata 
el  artículo  966,  número  3'  del  Código  de  Pro- 
cedimiento. 

La  Corte  falló: 
Teniendo  presente: 
1'  Que  atendida  la  naturaleza  de  la  deman- 
da que  se  interpuso  en  contra  de  don  Benito 
y  de  don  Aniceto  Labayrú,  la  apreciación  y 
fallo  de  la  primera  délas  causales  en^quese 
funda  la  casación  importa  un  pronuncia- 
miento sobre  el  fondo  de  la  cuestión  ventilada 
en  autos; 

2^  Que  la  disposición  general  del  artículo 
359 del  Código  de  Procedimiento  Civil,  en  que 
se  funda  la  segunda  causal  de  casación,  no  es 
aplicableal  caso  de  autos,  por  cuanto  el  juicio 
especial  de  desahudo  se  rige  por  las  disposi- 
ciones, también  especiales,  que  consigna  el 
párrafo  primero  del  título  VII  de  dicho  Códi- 
go; X 

3'  Que,  atendido  el  estado  de  la  causa  cuan- 
do se  presentaron  las  posiciones,  fué  arregla- 
da á  la  ley  (art.  750  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil)  la  negativa  del  Juez  para  man- 
darlas absolver. 

Por  estos  fundamentos  y  disposiciones  lega' 
les  citadas,  se  declara  inadmisible,  con  costas. 
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el  recurso  de  casación  enlaforraa  interpuesto, 
y  tráiganse  los  autos  en  relación  paraconocer 
de  la  apelación  pendiente. 

Acordada  por  unanimidad  en  cuanto  á  la 
inadmisibilidad  de  lasegunda  y  tercera  causal 
y  contra  el  voto  del  señor  Presidente  Carvallo 
en  cuanto  á  la  primera,  pues  estuvo  por  que 
se  diera  lugar  á  ella,  por  cuanto  constaba  de 
autos  que,  aunque  la  demanda  se  había  enta- 
blado contra  don  Benito  Labayrú,  con  quien 
se  había  celebrado  cl  contrato  de  arrenda- 
miento que  consta  de  la  escritura  pública  de 
fs.  15,  no  obstante,  se  había  seguido  el  juicio 
notificándosele  únicamente  el  escrito  de  desa- 
hucio, sin  hacci^le  después  ninguna  otra  no- 
tificación,faltándose  así  á  los  trámites  prescri- 
tos en  los  números  5*^  y  6*^  del  articulo  966 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  referentes 
á  las  diligencias  de  prueba  y  citación  para  oír 
sentencia  definitiva. 

Tuvo  además  presente  que,  según  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  749  del  Código  citado, 
los  Tribunales,  conociendo  por  vía  de  casa- 
ción, pueden  invalidar  de  oficio  las  sentencias 
cuando  aparece  de  manifiesto  en  ellas  alguna 
de  las  causas  que  dan  lugar  á  la  casación  en 
la  forma,  sin  tomar  en  cuenta  si  esa  invalida- 
ción pueda  afectaré  noel  recurso  de  apelación 
deducido  al  mismo  tiempo.— M.  Carvallo.— 
Maximiliaao  B.  Aralos. —  FeU[ie  Herrera,— 
Eduardo  Gómez  Herreros. 


Corte  de  Valparaíso— 4  de  diciembre  de  1903 
Convento  de  la  Merced  con  Arandbía 

Querella  de  amparo— Posesión  del 
suelo.— Inscripción 

DocTTtmw—J^a  inscripción  riel  titulo  de 
dominio  no  es  suficiente  prueba  de  hi  ¡to- 
sesióndel  suelo  cuando  no  sejustifícu  ha- 
ber ejecutado  algún  acto  de  aquellos  á 
que  solo  da  derecho  el  dominio;  y  por 
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consiguiente;  el  i¡uctvihwtc  ifuc  sólo  in- 
vócala posesión  legal  dcrivaün  fie  ki  ins- 
cripción, carece  de  hi  condición  ¡arídicn 
primera  y  esencial  de  Ju  posesión  tran- 
(jnÜH  y  no  interrumpida  durante  un  año 
completo  anterior  ú  ¡a  fecha  del  acto  de 
molestia  ó  embargo  opuesto  A  ella  por 
otra  persona,  que  la  ky  exige  para  poder 
entablar  una  acción  posesoria. 


Don  llernanlo  Sí)lar  Avarta,  ptir  el  Conven- 
to  de  la  Merced  de  Vníparaíso,  cx|)oiic  cu  su 
(|ticrella  (|ue  su  mandante  compró  á  doña  Ber- 
nardina del  Hoyo,cU9dejuliodel880,  un  sitio 
en  el  cerro  de  Portales  de  esta  ciudad,  que  mide 
cuatrocientos  once  metros  noventa  y  un  centí- 
metros cuadrados  deBU|)crficÍe,  y  que  deslinda: 
por  el  norte,  con  calle  púhlicn;  por  el  sur,  con 
sitio  y  casa  de  la  vendedora;  -por  el  oriente, 
con  propiedad  de  don  I,uis  Arrate;  y  por  el 
poniente,  con  don  Miguel  Olivares,  escritura 
que  fué  inscripta  en  el  Conservador  al  día  si- 
guiente de  la  compra,  como  apnrece  de  laano- 
taci6n  ((ue  corre  al  pie  de  la  misma  escritura. 

Conforme  &  los  artículos  728.  024  y  2505 
del  Código  Civil,  el  Convenio  lia  tenido  desde 
entonces  la  posesión  legal  de  dicho  terreno;  y 
aun  tuvo  por  algún  tiempo  la  |x»scs)6n  mate- 
rial de  el,  hasta  <|uc,  ya  sea  por  descuido  de  la 
|)ersana  (pie  lo  tenía  A  su  cargo  ó  por  cual- 
quier otro  motivo,  el  terreno  quedó  abando- 
nado; pero  6  principios  de  abril  de  este  año, 
habiendo  ido  &  tomar  posesión  material  del 
dicho  terreno  uno  de  los  relijíirjSDS  del  Conven- 
to, comisionado  por  el  sui>crior,  no  pudo  ha- 
cerlo por((nc  doña  Delfina  Arancibia,  que  esta- 
ba dentro  de  él,  se  negó  á  entregarlo,  alegan- 
do i>crtenecerle. 

Como  jamás  se  ha  notificado  al  Convento 
demanda  alguna,  contrato  ni  acto  de  la  seño- 
ra Arancibia  en  que  ésta  dispute  á  aquél  la 
piopiedad  aludida,  debe  tenerse  como  entera- 
mente clandestino  el  acto  por  el  cual  dicha  se- 
ñora se  apoderó  de  ella. 

Con  la  inscripción  no  disputafla  por  nadie, 
tiene,  pues,  el  Convento,  desde  hace  más  de 
veinte  años,  la  posesión  tranquila  y  uu  inte- 


rrumpida del  terreno;  |K*ro  hoy,  por  actos 
clandestinos  de  la  señora  Arancibia,  por  la  ne- 
gativa reciente  de  la  misma  para  entregarlo, 
se  ve  privado  de  la  tenencia  material  y  pertur- 
bado en  su  posesión. 

Pedía,  en  consecuencia,  que  con  cl  mérito  de 
las  disposiciones  legales  citadas,  documentos 
acompañados  c  informnción  (pie  ofrece,  se  de- 
clarara (|ue  el  terreno  de  que  se  ha  hecho  men- 
ción debía  ser  entregado  al  Convento,  con  ex- 
¡iresa  condenación  de  las  costai,  tlaños  y  per- 
juicios del  Ínjn:Uo  deten tador. 

Se  ordenó  recibir  la  inforni:ic!ón  ofrecida, 
con  citación,  y  ésta  se  hizo  &  duii  Julio  Kuz, 
marido  de  doña  Kclfina  Arancibia,  contra  quíen 
se  ha  tenido  por  interpuesta  la  querella  en  su 
calidad  de  representante  legal  de  la  señora 
Arancibia. 

lil  Juzgado  resolvió  con  fecha  l'J  de  diciem- 
bre dt:  1902: 

Teniendo  presente: 

IV  Oue  las  acci<mes  posesorias  IÑeneu  |K>r 
objeto  conservar  ó  recujjcrar  la  ])osesÍ6n  de 
bienes  raíces  ó  de  derechos  reules  constituidos 
en  ellos; 

2"  Oue  no  puede  instaurar  una  acción  pose- 
soria sino  el  que  ha  estado  en  posesión  tran- 
(¡uila  y  no  interrumpida  un  año  completo  an- 
terior á  la  fecha  del  despojo  de  esa  posesión,  ó 
del  acto  de  molestia  ó  embarazo  opuesto  á 
ella  |K>r  <itra  persona; 

3^  Que  la  posesión  del  suelo  del>c  probarse 
por  hechos  positivos,  de  aquellos  íi  que  sólo 
da  derecho  el  dominio,  como  corte  de  made- 
ras, la  construcción  de  edificios,  la  de  cerra- 
mientos, las  plantaciones ósementcras  y  otros 
de  igual  significación,  ejecutados  sin  el  con- 
sentimiento del  que  disputa  la  posesión; 

4^  Que  el  querellante  no  sólo  no  ha  probado 
su  posesión  tranquila  y  no  interrumpida  del  te- 
rreno^ t|ue  alúdela  querella  en  la  forma  en  que 
indican  los  dos  considerandos  anteriores  sino 
que  confiesa  no  haber  tenido  esa  posesión  des- 
de hace  mucho  tiempo,  y  sólo  funda  la  quere- 
lla en  el  hecho  de  la  posesión  legal  del  inísmo 
terreno,  á  virtud  de  la  inscripción  del  respecti- 
vo título  de  dominio; 

5°  Que  la  lev  no  acepta  la  inscripción  como 
prueba  de  la  posesión  smo  con  referencia  á  \os 
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derechos  reales  constituidos  sobre  los  bienes 
míceii,  segfin  claramente  se  deduce  de  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  924  y  925  del  Código 
Civil  y  del  contexto  general  de  las  disposicio- 
nes contenidas  en  el  título  de  dicho  Código 
que  tríita  de  las  acciones  posesorias;  y 

6''  yue,  en  consecuencia»  carece  el  querellan- 
te de  la  condición  jurídica  primaría  y  esencial 
para  instaurar  la  acción  que  ha  deducido;  vis- 
tos, además,  los  artículos  1713,  916  y  918del 
Código  Civil,  se  declara  que  no  ha  lugar  á  la 
querella,  con  costas. 

Anótese. -  /Íczam7/n  Sí/ra. 

La  Corte: 

Vistos:  eliminando  el  tiuiiito  coiisiilerauilo^ 
se  conñrma,  con  costas  también  del  recurso, 
la  sentencia  de  19  de  diciembre  de  1902. — 
Brauiio  Moreno.—  Luis  Ignacio  Silva. — Pedro 
.Y.  Pineda, 


Curte  de  Val¡mrmsi».-~iíl  de  diciendtredel903 

Soto  V.  de  Kamírez  con  J.  Guillermo  Puzuls 

Ootedo  de  firmas.  -  Prueba  semiplena. 
-Una sola  presunción 

DüCTKhNA: — El  cotejo  de  ñrnms  de  un 
documento  privado  no  reconocido  por  e¡ 
demandado,  no  es  bastante  por  sS  so/o, 
con  arreglo  al  articulo  H4-2,  para  consti- 
tuir jtrueba  plena  (¡uc  justiti<{uc  la  efecti- 
vidad del  documento  cuyo  pago  se  de- 
manda. 


Contestando  el  señor  Pazols,  negó  eji  iibso- 
luto  deber  cantidad  alguna  á  la  sefiorn  Soto 
y  pidió  se  dcsccharíi  hi  demanda,  con  costas. 

EIJuez  <le  Limadle,  con  fecha  2Udc  mayo  de 
1903,  resolvió: 

Considerando: 

<Jiie  del  eotejo  de  (|ue  da  cuenta  el  acta  de 
fs.  19,  resulta  que  es  de  don  José  G.  Pazots  la 
firma  del  pagare  de  f.  1 ; 

Que  á  virtud  de  la  comprobación  ordenada 
en  el  articulo  342  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  el  infrascríto  ha  cotejado  la  firma  del 
pagaré  de  f.  1  con  las  demás  del  señor  Pazols 
que  corren  en  autos  y  encuentra  que  son  aná- 
logas Y  puestas  por  una  misma  (Tersona. 

Por  estos  fundamentos  y  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  428  del  citado  Código, 
se  declara  que  ha  lugar  en  todas  sus  partea  A 
la  demanda  Migue/  Saldías. 

Apelada  esta  sentencia  la  Corte  falló: 

Vistos:  reproduciendo  lá  parte  expositiva 
de  la  sentencia  de  primera  instancia  y  tenien- 
do presente  que  el  cotejo  de  firmas  de  que  da 
cuenta  el  acta  de  fs.  19  no  es  bastante  por  sí 
solo  para  constituir  prueba  plena  que  ¡ustifi- 
(jue  la  efectividad  del  documento  de  f.  1,  que 
sirve  de  base  A  la  demanda;  y  vistos  los  ar- 
tículos 343  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
y  1698  del  Código  Civil,  se  revoca  la  aludida 
sentencia  de  29  de  nmyo  último,  y  se  decla- 
ra ({ue  no  ha  lugar  á  la  demanda. 

Se  ])reviene  que  el  señor  Ministro  IWzanilla 
Silva  no  condena  en  costas  á  la  demandante 
doña  Tomas:)  Soto  viuda  de  Raniírez|)nresti- 
mar  que  ha  tenido  motivo  plausible  para  li- 
tigar. 

i'ublíquese  y  dcvuclvanse.-»/ír/íi///u  Mure- 
uo.—Luis  Igmtcio  Silva.— A.  UezanUlu  Silva. 


Doña  Tomasa  Soto  v.  de  Kamírez  demandó 
&  don  José  Guillermo  Pazols  para  obtener  el 
pago  de  un  pagare  por  la  suma  de  seiscientos 
pesos,  con  costas. 

La  demanda  se  interpuso  porque  el  señor 
Pazols  negó  la  firma puestaal  pie  del  expresa- 
do documento. 
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Corte  de  Valparaíso  12  de  enero  de  1904 

RoBS  con  Varas 

Salitreras.  -  A.oalón  ejecutiva. —Em- 
bargrabi  1  dad.— Privilegio  minero.— 
Efecto  retroactivo. 

Doctrina  : — El  principio  general  de  que 
toda  obligación  personal  da  al  acreedor 
el  derecho  de  perseguir  su  ejecución  sobre 
todos  los  bienes  del  deudor,  raíces  ó  mue- 
bles, presentes  ó  futuros,  tiene  excepciones 
tanto  en  la  ley  civil  como  en  los  Códigos 
especiales  cuyas  disposiciones  deben  apli- 
carse de  preferencia. 

El  actual  Código  de  Minería  compren- 
de en  sus  disposiciones  no  sólo  las  minas 
metálicas  sino  también  el  carbón,  los  de- 
pósitos de  nitratos  y  demás  fósiles  y  por 
lo  tanto  las  reglas  genera  les  en  él  estable- 
cidas deben  aplicarse  á  todas  estas  clases 
de  propiedades  mineras  y  entre  esas  re- 
glas la  del  articulo  155, pues  aun  cuando 
todo  derecho  real  adquirido  bajo  una  ley 
subsiste  bajo  el  imperio  de  otra,  en  cuan- 
to á  sus  goces  y  cargas  y  en  lo  tocante  Á 
su  extinción  prevalecen  las  disposiciones 
de  la  nueva  lev. 


Kn  el  juicio  ejecutivo  scguidopor (Ion  Eduar- 
do Koss  contra  don  Arturo  Varas  se  embargó 
la  parte  que  le  pertenececn  lus  salitreras  ".\de- 
laida"y  '•Ser£rtina"dcl  departamento  de  Tal- 
tal. 

Efectuada  la  trabn,  Varas  se  presentó  soli- 
citando se  alzara  el  embargo,  fundándose  en 
que  las  minas  "no  son  embargables",  con 
arreglo  al  artículo  155  del  Código  de  Minería. 

Tramitado  este  incidente  el  juez  de  Valpa- 
raíso resolvió: 

Vistui-:  Resolviendo  el  incidente  st>bre  sus- 
pensión de  embargo  trabado  sobre  una  parte 
de  las  salitreras  "Adelaida"  y  "Serafina",  pro- 
movido por  don  Arturo  Varas  D.  y  teniendo 


presente:  que  no  son  objeto  de  las  disposicio- 
nes del  Código  de  Minería  los  depósitos  de 
salitre  y  demás  sustancias  terrosas  que  se  en- 
cuentran en  tierras  de  dominio  privado,  cuya 
explotación  cede  al  dueño  del  suelo,  excepto 
en  ciertos  puntos  expresamente  determinados 
y,  por  consiguiente,  están  sujetos  al  derecho 
común;  visto  lo  dispuesto  en  los  artículos 
466  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  591 
del  Código  Civil,  2'  del  Código  de  Minas  y 
articulo  36,  inciso  1^  de  la  ley  de  22  de  di- 
ciembre de  1891,  se  declara  sin  lugar  la  sus- 
pensión del  embargo  solicitada. 

Certifique  el  secretario  por  qué  se  ha  traído 
sólo  ahora  este  expediente  para  su  resolución. 
— l/-  Germán  Alzérreca. 

Apelado  este  auto,  la  Corte  falló: 

Teniendo  presente: 

1'  Que  el  principio  general  de  que  toda  obli- 
gación personal  da  al  acreedor  el  derecho  de 
perseguir  su  ejecución  sobre  todos  los  bienes 
raíces  ó  muebles  del  deudor,  sean  presentéis  ó 
futuros,  tiene  excepciones  tanto  en  la  ley  civil 
como  en  los  Códigos  especiales  cuyas  disposi- 
ciones deljen  aplicarse  de  preferencia; 

2^  Que  conforme  á  lo  preceptuado  en  el  ar- 
tículo 12  de  la  ley  de  Efecto  Retroactivo  de  7  de 
octubre  de  1861,  todo  derecho  real  adquirido 
bajo  una  ley  y  en  conformidad  á  ella,  subsiste 
bajo  el  imperio  de  otra;  pero  en  cuanto  á  sus 
goces  y  cargos  y  en  lo  tocante  á  su  extinción 
prevalecen  las  disposiciones  de  la  nueva  ley; 

3^  Que,  en  consecuencia,  sea  cual  fuere  la 
época  en  que  se  haya  constituido  provisoria  ó 
definitivamente  et  titulo  de  la  propiedad  sali- 
trera de  cuyo  embargo  se  reclama,  su  goce, 
cargos  y  extinción  están  sujetos  á  la  ley  vi- 
gente; 

4^  Que  el  actual  Código  de  Minería  que  de- 
rogó aun  en  la  parte  que  no  fueren  contrarias 
á  él  las  leyes  y  ordenanzas  preexistentes  sobre 
minería,  comprende  en  sus  disposiciones  no 
sólo  las  minas  metálicas,  sino  también  el  car- 
bón, los  depósitos  de  nitratos  y  demás  fósÜcü, 
como  aparece  demanifiestocn  lít«lol',qHe 
trata  "De  las  minasyde  la  propiedad  minera" 
y,  por  tanto,  las  reglas  generales  en  él  esta- 
blecidas deben  necesariamente  aplicarse  á  to' 
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das  las  indicadas  clases  de  propiedades  mi- 
neras; 

5'  Que  en  esa  inteligencia,  lo  dispuesto  en  el 
artículo  155  del  Código  vigente,  sobre  que  en 
los  inicios  ejecutivos  no  se  podrá  embargar  ni 
enajenar  la  mina  del  deudor,  ni  tos  utensilios 
y  provisiones  introducidos  en  ella  para  su  la- 
boreo, tiene  también  que  referirse  A  las  salitre- 
ras ó  depósitos  de  nitrato;  y 

6'  Que  contribuye  á  reforzar  aún  más  el  al- 
cance que  se  da  á  las  disposiciones  legales  cita- 
das la  reserva  excepcional  que  á  favor  del  Es- 
tado consigna  el  inciso  5'  del  artículo  2^  del 
expresado  Código  sobre  las  guaneras  y  depó- 
sitos de  nitratos  ó  sales  amoniacales  análogas 
que  se  encontraren  en  terrenos  fiscales  ó  de  las 
municipalidades  y  sobre  las  cuales  "por  leyes 
anteriores  no  se  hubiese  constituido  propie- 
dad minera  de  particulares". 

Y  visto,  además,  lo  dispuesto  en  el  artículo  4^ 
del  Código  Civil,  final  del  de  Minería  y  466, 
núm.  18,  del  Código  de  Proc'Cilimiento  Civil,  se 
revoca  el  auto  apelado  de  10  de  noviembre  úl- 
timo, y  se  declara  que  ha  lugar  al  alzamien- 
to del  embargo  y  demás  solicitado  por  don 
Arturo  Varas  D. 

Acordada  contra  el  voto  del  seiíor  Presiden- 
te Pineda,  quien  estuvo  por  confirmar  la  reso- 
lución almelada  en  virtud  de  las  consideracio- 
nes que  expone  en  el  libro  respectivo. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Moreno.— 

Pedro  N.  Pineda  Braulio  Moreno. — Luis  Ig- 

aacio  Silva.  —  A.  BcManiHa  Silva. 

VOTO  nSPKCIAL 

Para  confirmar  la  resolución  apelada  en  el 
juicio  ejecutivo  sobre  cobro  de  pesos  de  don 
Eduardo  Koss  con  don  Arturo  Varas  D.,  el 
infrascrito  ha  tenido  en  vista  las  siguientes 
consideraciones: 

!♦  Que  por  el  artículo  l'del  Código  de  Mine- 
ría de  18  de  noviembre  de  1874  sólo  eran  ob- 
jeto de  sus  disposiciones  las  minas  que  indica  el 
inciso  1^,  esto  es,  las  minas  metálicas,  con  la 
excepción  consignada  en  el  2'  respecto  del 
carbón  y  demás  fósiles  no  comprendidos  en 
el  núm.  1'; 

2*  Que,  según  esto,  no  era  aplicable  á  los  ya- 
dmientos  de  salitre  el  artículo  295  del  mismo 

J»19. 


Có<ligo,  que  prohibía  embargar  en  los  juicios 
ejecutivos  la  mina  del  deudor  y  los  utensilios 
y  provisiones  introducidos  en  ella  para  su  la- 
boreo; 

3*  Que  si  bien  el  artículo  2' del  decreto  regla- 
mentario de  28  de  julio  de  1877,  ya  derogado, 
prescribía  que  el  registro,  posesión  y  propiedad 
de  los  depósitos  de  salitre  deben  regirse  por  las 
disposiciones  del  Código  de  Minería,  esa  pres- 
cripción no  podía  naturalmente  entenderse 
sino  en  el  sentido  de  que  para  obtener  una  ó 
más  pertenencias  de  salítreera  necesario  llenar 
las  condicionesexigidasporel  Código  en  orden 
ai  registro,  posesión  y  propiedad  de  las  minas 
metálicas; 

4*  Que  así  se  colige  claramente  de  la  parte 
final  del  artículo  2*^  del  Código  en  cuanto  facul- 
tó al  Supremo  Gobierno  para  conceder  á  los 
particulares  depósitos  de  salitres  bajo  las  con- 
diciones que  se  determinan  en  los  reglamentos 
que  al  efecto  se  dictasen;  del  artículol'  del  de- 
creto de  28  de  julio  de  1877,  expedido  en  vir- 
tud <le  esa  autorización,  en  cuanto  concedía 
permiso  para  explorar  yexplotardepí<sitos  de 
salitre  mediante  el  cumplimiento  de  las  condi- 
ciones que  en  el  reglamento  se  imponían  y  de 
lo  dispuesto  en  los  artículos  3^y  siguientes, en 
cuanto  prescriben  ciertas  condiciones  especia- 
Ies  para  la  concesión  y  conservación  de  tales 
depósitos; 

5'  Que  importando  la  no  embargabilidad  de 
las  minas  un  privilegio  que  se  otorga  al  mine- 
ro en  atendón  á  circunstancias  peculiares  de 
cierta  clase  de  minas,  no  procede  estimarla 
como  condición  paraadquirirdicha  propiedad 
ni,  por  lo  tanto,  considerarla  comprendida  en- 
tre las  condiciones  á  que  se  refiere  el  artículo  2^ 
del  Código  de  1874  y  que  el  decreto  de  28  de 
julio  de  1877  pndo  establecer; 

6»  Que  según  el  artículo  2465  del  Código  Ci* 
cil,  toda  obligación  personal  da  al  acreedor  el 
derecho  de  perseguir  su  ejecución  sobre  todos 
los  bienes  raíces  ó  muebles  del  deudor,  sean 
presentes  ó  futuros,  exceptuándose  solamente 
los  no  embargables  designados  en  el  artículo 
1618; 

7*  Que  siendo  esta  prescripción  materia  de 
una  ley,  sólo  por  medio  de  otra  ley  podrían 
añadírsele  excepciones,  declarando  no  embar- 
gables otros  bienes  del  deudor,  de  lo  que  resnl- 
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ta  (juc,  aun  en  el  siipueslu  de  que  eu  el  regla* 
inento  «le  28  de  julio  de  ISTThnljiera  tenido  el 
propósito  de  extender  á  los  depósitos  de  sali- 
tre el  privilegio  del  artículo  305  citado,  como 
simple  decreto  que  fué,  liabría  sido  ineficnz 
parn  establecerlo,  ya  que  siendo  un  privilegio 
ynouna  condición  de  adquisición  de  la  propie- 
dad minera  la  prerrogativa  de  dicho  artículo, 
la  concesión  de  ella  no  estaría  incluida  entre 
las  facultades  conferidas  al  Ejecutivo  por  el 
artículo  2^  delC6dtgodeMinerfadel874  para 
reglamentar  la  constitución  del  dominio  de 
particulares  sobre  pertenencias  salitrales; 

8*  Que,  por  lo  tanto,  no  es  lícito  invocar  ní 
el  Código  de  1874  ni  el  decreto  de  28  de  julio 
de  1877  para  sostener  que  no  son  embargables 
en  el  todo  á  parte  las  oficinas  "Adelaida"  y 
**Serafína",  de  que  se  trata  en  el  juicio  en  que 
este  voto  incide; 

9*  Que  tal  pretensión  tampoco  encuentra 
asidero  en  el  Código  de  Minería  vigente,  pues 
habiendo  reservado  al  Estado  ( art.  2^.  inc.  5^ ) 
la  explotación  de  los  depósitos  de  nitratos,  no 
autoriza  para  concederlos  á  particulares,  y  es 
entonces  manifiesto  que  no  legisla  respecto  de 
ellos  y  que  sus  disposiciones,  entre  las  cuales 
figura  la  «{ue  otorga  el  privilegio  en  cuestión, 
no  rezan  con  depósitos  de  esa  sustancia: 

10.  Que  «o  cabe  inferir  lo  contrario  ile  la  re- 
ferencia que  el  tnismo  inciso  hace  a  los  depósi- 
tos sobre loscualessc  hubiera  constituido  pro- 
piedad minera  de  particulares,  pues  no  liciic, 
como  se  desprende  de  sus  propios  términos, 
otro  fin  que  evitar  se  de  á  la  reserva  efecto 
retroactivo,  consagranilo  así  de  una  manera 
expresa  el  respeto  &  esa  propiedad; 

11.  Que  en  vista  de  lo  expuesto  en  los  tíos 
considerandos  precedentes,  para  a|)licar  el  ar- 
tículo 155  del  Código  actual  á  lua  yacimientos 
de  salitre  Habría  sido  menester  que  éste  expre- 
samente lo  hubiera  hecho  extensivo  á  ellos,  lo 
(|ue  no  ha  sucedido; 

12.  Que  tarazón  del  privilegio  otorgado  por 
el  artículo  295  del  Código  de  Minería  de  1874- 
y  por  el  155  del  Código  vigente  reside  en  la 
incertidumbre  sobre  la  importancia  de  las  mi" 
ñas  metálicas  que,  siendo  de  más  ó  menos  con- 
siderable profundidad,  no  son  susceptibles  de 
una  avaluación  siquiera  aproximativa,  y  en  e] 
interés  de  que  no  se  prive  al  minero  por  una 


deuda  relativamente  insignifícaute  ileuna  pro- 
piedad que  pudiera  valer  infinitamente  m<^s; 

13.  Que  esta  consideración  no  milita  resjjec- 
to  de  los  depósitos  de  salitre,  que  son  más  ó 
menos  superficiales  y  cuyo  valor  puc<le  deter- 
minarse casi  nintem:Uicanientc  por  medio  de 
cierto  número  de  adecuados  recou(K*imientos; 

14.  Que  no  es  aceptable  la  idea  de  que  el  le- 
gislador haya  (jucrido  favorecer  con  una  exen- 
ción tan  excepcional  aun  á  los  dueños  de  per- 
tenencias que  no  se  hallnn  en  el  caso  de  aqué- 
llas, cuya  es|)ecial  condición  ha  determinado  il 
otorgamiento  del  privilegio;  y 

16.  Que  de  todo  lo  expuesto  se  deduce  que, 
cualquiera  que  sea  el  Código  bajo  cuyo  impe- 
riose  hayaconstituido  la  propiedad  de  las  per- 
tenencias salitreras  "Adelaida"  y  "Serafina", 
ninguna  de  ellas  goza  de  la  inembargabilidad 
establecida  por  esos  dos  cuerpos  de  leyes  y 
que,  en  consecuencia,  la  resolución  apelada 
debe  legalmente  confirmarse. 

Valparaíso.  12  de  enero  de  1904.— Pedro  JV, 
PioedH. 


Curte  </f  íwi«íifi¿'o.— í¡v  iiv¡uicinl¡re<lc  iiXKt 
Karenas  con  l^isco 

Hijuelas  á  militares,  ley  de  19  de  ese- 
ro  de  1894. -Sorteo.— Plazo  para  la 
entrega.  -  Hora  del  Fisco.— Indemni- 
zación de  perjuicios. 

IXíctkina:— /.ríi  I'hUh  de  entrega  por  cí 
Fisco  de  ias  hijuelas  concedidas  por  la 
ley  de  19  de  enero  de  ÍHi)4  durante  el  año 
citado,  previo  el  sorteo  determinado  en 
la  misma  ley  entre  ¡os  militares  que  se 
acogieron  d  sus  beneficios  al  obtener  su 
cédula  de  retiro  absoluto  del  Ejército^  á 
pesar  dehaberse  presentado  el  agraciado 
á  recibirla,  constituye  al  Fisco  en  mora 
de  entregar  dichas  hijuelas  aunque  la  fal- 
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ta.  de  entrega  se  deba  á  causas  indepen- 
dientes de  su  voluntad  y  debe,  en  coase- 
caencia,  indemnizar  perjuicios. 

Estos  perjuicios  deben  ser  establecidos 
para  que  puedan  ser  exigidos,  y  no  estan- 
do acreditados  no  pueden  consistir  sino 
en  el  valor  que  pudo  tener  la  hijuela  al 
tiempo  en  que  debió  entregarse,  y  en  los 
intereses  de  este  valor^  ocasionados  por 
el  re  tardo. 


Don  Isnutel  Larenas  al  demandar  al  I''isco, 
expone:  que  ha  prestado  servicios  al  país  des- 
de el  año  1875  y  ha  hecho  las  campañas  del 
Perú  y  Bolivia  y  la  de  1891. 

Que  después  de  esta  última  y  cuando  se  re- 
formó la  planta  del  Ejército,  se  encontró  éste 
con  un  exceso  de  oficiales  superiores  del  grado 
de  sargento  mayor  y  teniente-coronel,  lo  que 
díó  margen  para  que  se  les  obligara  á  reti- 
rarse. 

Que  como  el  Ejecutivo  estimara  que  despe- 
dirles sencillamente  habría  sido  dejar  en  una 
situación  angustiosa  y  difícil  á  distinguidos 
servidores,  propuso  al  Congreso  un  proyecto 
que  fué  ley  en  19  de  enero  de  1894-,  en  la  cual 
se  consultó  base  de  Justina  y  de  utilidad  sin 
imponer  al  Estado  sacrificios  dispendiosos. 

Que  dicha  lev  ordenó  que  el  Fisco  diera  á 
cada  uno  de  los  sargentos  mayores  una  hijue- 
la de  terreno  de  ciento  cincuenta  hectáreas  al 
sur  del  Río  Imperial,  terreno  de  calidad  tal 
que  su  precio  no  debía  bajar  de  cincuenta  pe- 
sos hectárea. 

Que  esta  dación  de  un  cuerpo  cierto  se  obli- 
gó á  hacerla  el  Pisco  en  cambio  de  la  pensión 
de  retiro  cjue  les  habría  correspondido,  ascen- 
dente á  cerca  de  doscientos  jiesos  al  mes,  á 
cada  sargento  mayor. 

Que  el  inciso  2.'  del  artículo  10  de  la  ley  ci~ 
tada  dispone  que  el  Ministerio  de  Coloniza- 
ción debe  ordenar  la  demarcación  de  las  hijué" 
las  destinadasá  los  tenientes-coroneles  y  á  los 
sargentos  mayores,  procurando  que  su  ubi- 
cación quede  comprendida  en  una  misma  zona 
de  terreno  y  á  continuación  unas  de  otras  y 
que  el  respectivo  valor  de  éstas  guarde  la  po- 


sible equivalencia  en  cada  uno  de  los  dos  gru- 
pos de  hijuelas. 

Que  la  entrega  se  debería  hacer  previo  sor- 
teo, el  que  se  verificó  el  22  de  septiembre  de 
1894,  á  cuyo  efecto  se  levantó  en  el  Ministerio 
de  Colonización  el  neta  respectiva  y  en  él  le 
cupo  la  hijuela  número  13. 

Que  desde  el  momento  del  sorteo  pasó  &  ser 
acreedor  del  Fisco  de  una  especie  ó  cuerpo  der- 
to  y  aunque  la  ley  mencionada  ordena  que  la 
entrega  de  las  hijuelas  se  verificará  en  el  curso 
del  año  1894,  sin  embargo,  á  el  no  se  le  ha  he- 
cho dicha  entrega,  á  pesar  de  haber  gestiona- 
do con  ese  fin  porcuantosmedios  estabaná  su 
alcance,  por  lo  ctinl  se  ha  visto  obligado  á  ocu- 
rrir judicialmente  deduciendo  demanda  en  con- 
tra del  Fisco  yptdiendoquc  en  definitiva  se  de- 
clare que  la  parte  demandada  debe  pagarle, 
dentro  de  segundo  día,  los  perjuicios  que  le  ha 
irrogado  y  que  le  irrogue  la  no  entrega  hasta 
el  entero  abono  ó  pago  de  estos  perjuicios, 
que  consisten,  por  una  parte,  en  el  justo  valor 
de  la  hijuela  que  le  tocó  en  el  sorteo  y  que  de- 
bía valer  de  cincuenta  á  sesenta  pesos  hectá- 
rea, y  por  otra,  en  lo  que  racionalmente  haya 
podido  producir  desde  el  1^  de  enero  de  1895, 
fecha  en  que,  por  el  vencimiento  del  plazo,  se 
constituyó  en  mora  el  deudor,  y  que  estima 
en  dos  mil  pesos  eu  cada  año,  debiendo  unos 
y  otros  justipreciarlos  el  Juzgado  oyendo  pre- 
viamente el  informe  de  un  perito. 

Contestando  la  demanda  el  señor  Promotor 
Fiscal  por  su  escrito  de  fs.  15,  pide  que  en  de- 
finitiva sea  ella  desechada  y  expone:  que  los 
documentos  que  acompaña,  que  hacen  plena 
prueba,  como  emanados  de  la  oficina  pública 
correspondiente,  manifiestan  que  no  es  verdad 
que  el  demandado  se  halle  en  mora  y  haya 
faltado  á  la  obligoaón  legal  de  entregar  al 
señor  Larenas  la  hijuela  de  terreno  á  que  alu- 
de en  su  demanda. 

Que  al  señor  Larenas  se  quiso  hacer  entrega 
por  quien  debía  hacerlo  de  la  hijuela  que  le  co- 
rrespondía, pero  este  se  negó  á  recibirla. 

Que  si  dicha  hijuela  pudo  no  ser  del  valor  y 
condiciones  que  habrían  agradado  al  señor 
Larenas,  lo  cual  pudo  ser  objetado  por  éste, 
que  tenia  el  camino  expedito  para  pedir  otra 
de  su  agrado;  y  que  si  hubiera  procedido  así 
el  demandante  el  Fisco  no  se  hubiera  negado 
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á  complacerle,  pero  el  señor  Larenas  no  ha 
solicitarlo  otro  terreno  y  así  ha  pasado  el 
tiempo  sin  que  nada  se  haya  hecho  definitivo 
al  res|)ecto. 

En  la  rí plica  don  Abddn  Góngora,  en  repre- 
scntíición  del  flcmaiidante,  sostiene  lo  expues- 
to y  pide  por  su  representado  que  no  se  dé 
lujj^ar  A  lo  pedido  por  el  señor  Promotor  Fis- 
cal en  su  csi'i  ílo  de  contestación  á  la  dcniínuln, 
y  agrega:  que  los  dos  oficios  acompañados 
por  la  Defensa  Fiscal  nada  prueban,  pues  no 
importan  un  elemento  probatorio,  y  lo  que  en 
ellos  se  afirma  es  Falso,  por  lo  cual  impugna  y 
rechaza  su  mérito. 

Que  no  se  puso  empeño  alguno  para  hacerle 
entrega  á  su  patrocinado  de  la  hijuela  fi  que 
alude  en  su  demanda,  ni  siquiera  se  le  invitó  A 
que  fuera  A  recibirse  de  ella. 

Que  habría  sido  inútil  que  e!  señor  Larenas 
solicitara  otra  hijuela,  porque  no  se  habría 
dado,  ni  estaba  el  Fisco  facultado  para  ii\ 
cambio;  que  en  el  oficio  de  7  de  mayo  se  niega 
que  se  hubiera  tasado  las  hijuelas  eoncedÍ<lns 
&  los  militares,  pero  él  tiene  en  su  poder  cons- 
tancia de  esa  tasación,  practicada  por  el  señor 
Socad  i. 

Con  fecha  11  de  julio  de  1903  el  juez  don 
Gabriel  Rencoret  dictó  la  siguiente  sentencia: 

Considerando: 

1''  Que  según  se  ha  expresado  en  el  decreto 
supremo  de  31  de  marzo  de  1894,  inserto  en 
el  Diario  Ofícial  que  corre  á  fs.  50,  el  deman- 
dante, ejercitando  el  derecho  que  la  ley  de  l'J 
de  enero  de  1894-  otorgó  á  los  militares  A  que 
alude  la  misma,  optó,  al  obtener  cédulri  de  re- 
tiro absoluto  como  sargento  maj'or  de  ejér- 
cito, por  la  concesión  de  una  hijuela  de  terre- 
no de  ciento  cincuenta  hectáreas  al  sur  del  río 
Imperial  en  lugar  del  abono  de  servicios  que 
habría  podido  reclamar,  según  la  expresada 
ley; 

2°  Que  en  virtud  de  lo  ordenado  en  la  ley 
citada  en  el  considerando  anterior,  se  proce- 
dió al  sorteo  de  las  hijuelas  entre  los  diversos 
militares  que  se  acogieron  ¡í  la  misma,  corres- 
pondiendo al  demandante  la  númerolS,  según 
se  expresa  en  el  decreto  supremo  de  22  de  sep- 
tiembre de  1894,  inserto  en  el  Diario  Oñcial 
c^ue  corre  á  fs.  51; 


3'  Que  con  el  mérito  de  la  prueba  testimo- 
nial rendida  por  el  demandante  al  tenor  rW  in- 
terrogatorio corriente  á  fs.  26,  ha  estableci- 
do que  ni  en  el  año  1894,  ni  con  posterioridad, 
le  ha  sido  entregada  la  hijuela  de  que  se  hace 
mención  ni  enel  considerando  anterior,  sin  em- 
bargo de  haberse  trasladado  al  lugar  mismo 
donde  se  encontraba  ubicada  dicha  hijuela  en 
la  fecha  en  que  debió  verificarse  la  entrega  de 
ella,  y  de  las  diversas  gestiones  que  adminis- 
trativamente ha  practicado  encaminados  á 
ese  fin; 

4'  Que  la  falta  de  la  entrega  al  demandante 
de  la  hijuela  miniero  13,  que  le  correspondió 
en  el  sorteo,  segím  se  expresa  en  el  consideran- 
do segundo,  pe  establece  también  con  el  mérito 
del  mensaje  y  proyecto  de  ley  inserto  en  el  Bo- 
letín de  Sesiones  de  la  Cámara  de  Diputados, 
que  corre  A  fs,  31,  en  el  cual  se  expresa  por  el 
Ejecutivo,  con  fecha  9  de  julio  de  1898,  que 
por  diversas  circunstancias  algunos  de  tos  je- 
fes agraciados  por  la  ley  de  19  de  enero  de 
1894  y  que  optaron  por  In  concesión  de  las 
hijuelas  ni  sur  del  río  Imperial,  no  las  han  reci- 
bido, señalando  en  ese  nñmcro  al  demandante 
señor  Larenas,  según  se  expresa  en  el  doca- 
mento  inserto  en  el  Boletín  de  Sesiones  men- 
cionado v  que  corre  A  fs.  31  vita.,  y  aunque,  se- 
gún se  expresa  en  los  documentos  corrientes 
á  fs.  13  y  68  vta.,  si  el  demandante  no  ha  re- 
ciI)Ído  la  hijuela  en  referencia,  ha  .sido  por 
halierse  resistido  A  recibirla  y  haber  entabla- 
do gestiones  para  cambiarla  por  otra,  por 
no  reunir  la  número  13  las  condiciones  de  la 
ley  de  19  de  enero  de  1894,  circunstancia  esta 
última  que  reconoce  el  funcionario  firmante 
del  documento  de  fs.  68  vita.,  ello  no  es  sufi- 
ciente para  desvirtuar  la  prueba  producida 
por  el  señor  larenas  y  de  que  se  hace  mención 
en  el  presente  considerando  y  en  el  anterior, 
con  la  cual  establece  la  falta  de  entrega  por 
parte  del  Fisco  de  la  hijuela  citada,  sin  embar 
go  de  sus  reiteradas  gestiones  A  ese  fin  y  que 
el  Ejecutivo  reconoce  que  el  Fisco  está  obliga- 
do en  favor  de  Larenas  por  la  falta  de  entrega 
de  dicha  hijuela,  lo  que  revela,  por  otra  parte, 
que  éste  no  se  resistió  á  recibirla; 

5^  Que  la  ley  mencionada  determinó  plazos, 
no  sólo  A  los  militares  que  reuniendo  los  re- 
quisitos fijados  en  la  misma  se  acogieron  % 
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SU8  beneficios,  para  que  hicieran  valer  el  dere- 
cho de  opción  que  elia  les  concedía,  sino  tam- 
bién para  la  entrega  de  la  hijuela  que  ks  co- 
rrespondiera, previo  el  sorteo  establecido  en 
la  misma,  siendo  este  último  el  correspondien- 
te á  todo  el  año  1894;  y 

6^  Que  no  habiéndose  cumplido  por  parte 
del  Fisco  con  la  obligación  de  entregar  la  hi- 
juela en  cuestión  en  el  plazo  lijado  en  la  ley  ci- 
tada y  que  lo  fué  todo  el  año  1894-,  se  ha  cons- 
tituido en  mora  desde  el  momento  que  expiró 
dicho  plazo,  esto  es,  el  1^  de  enero  de  1895,  y 
en  consecuencia,  se  ha  hecho  responsable  de 
los  perjuicios  consiguientes,  A  contar  desde  el 
1' de  enero  del  año  expresado,  perjuicios  que 
se  refieren  al  justo  valor  de  la  hijuela  y  á  lo 
que  ésta  haya  podido  racionalmente  producir. 

De  conformidad  con  los  considerandos  que 
preceden,  ley  en  ellos  citada,  y  lo  dispuesto  en 
los  artículos  374  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  y  1548,  1551,  1557  y  1698  del  Código 
Civil,  se  declara  que  há  lugar  á  la  demanda  y, 
en  consecuencia,  que  el  F'isco  debe  pagar  al 
demandante  el  valor  de  la  hijuela  número  13i 
á  que  se  alude  en  la  demanda  y  en  el  decreto 
Bupremo  de  22  de  septiembre  de  1894,  inserto 
en  el  ÜiarioOñcial  que  corre  áfs.  51,  el  impor" 
te  de  los  perjuicios  causados  al  mismo,  &  con- 
tar desde  el  1'  de  enero  de  1895,  valor  y  per- 
juicios que  serán  ñjados  por  el  Juzgado  oyendo 
previamente  el  informe  de  un  perito.— Ga6r/e/ 
Rencoret. 


de  terreno  de  las  hijuelas  mandadas  entrvgar 
al  tiempo  que  debió  veriticarse  la  entrega,  co- 
mo así  se  acredita  en  la  prueba  rendida  al  te- 
norde  In.seguada  pregunta  del  interrogatorio 
de  fs.  2fi; 

3*^  Que  debiendo  ser  la  hijuela  del  deman- 
dante de  una  superficie  de  ciento  cincuenta 
liectAreas,  el  monto  de  su  precio,  según  esa 
prueba  del  demandante,  ascendería  á  doce  mil 
pesos,  estimación  que  es  de  equidad  y  pruden- 
cia moderar; 

4'  Que  la  solución  m£ís  equitativa  para  de- 
terminar el  perjuicio  que  se  cobra  por  el  retar- 
do en  la  entrega  de  la  hijuela  de  que  se  trata 
consiste  en  el  abono  de  una  cantidad  alzada 
equivalente  al  interés  del  monto  del  precio  de 
la  misma  hijuela. 

Conforme  también  con  lo  dispuesto  en  los 
artículos  1167  y  196  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  y  1556  del  Código  Civil,  se  con- 
firma la  referida  sentencia,  con  declaración  de 
que  lo  que  debe  abonarse  al  demandante,  en 
razón  de  los  perjuicios  que  cobra,  es  la  canti- 
dad de  diez  mil  quinientos  pesos  y  el  interés 
legal  de  esta  suma  desde  la  fecha  indicada  en 
la  misma  sentencia. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Rojas.— 
José  Alejo  Fernández— J.  Ignacio  Larraia  Z.— 
J.  Agustín  Rojas. 


Apelada  esta  sentencia  laCortd  falló: 

Vistos:  eliminando  el  considerando  sexto  de 
la  sentencia  apelada  de  11  de  julio  último,  y 

Teniendo,  además,  presente: 

1^  Que  no  habiendo  cumplido  el  Fisco  con 
la  obligación  de  entregar  la  hijuela  de  la  de- 
manda dentro  del  plazo  establecido  por  la  ley 
aunque  fuera  por  causa  independiente  de  su 
voluntad,  incurrió  en  mora  y  quedó  obligado 
á  indemnizar  los  perjuicios  causados  por  ella; 

2^  Que  el  demandante  ha  debido  justificar 
tales  perjuicios  y  su  monto  para  que  se  conde- 
nara al  Fisco  ú  resarcirlos  y  no  lo  ha  hecho 
de  manera  alguna,  salvo  en  cuanto  al  precio 
de  ochenta  pesos  que  tuviera  cada  hectárea 


Corte  de  Santiago  21  de  diciembre  de  1903 

Navarreté  con  Polloni 

Comunidad  de  agruas  de  un  canal 
artificial.  -  Distribución  provisional; 
tumo. 

Doctrina: — Mientras  se  ñja  deñmtiva- 
mente  la  forma  en  que  dos  comuneros  de 
las  aguas  de  un  canal  artiñciaí  deben  go- 
zar del  agua,  procede  ¡a  distribución  por 
turno  en  que  al  dueño  de  las  tres  cuartas 
partes  corresponderá  el  goce  de  todas  las 
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aguas  durante  tres  días,  y  al  dueño  de  la 
cuarta  parte  un  día  después  de  esos  tres. 


Don  Mariano  Navarrete,  propietario  del 
fundo  "Los  Trancos",  ubicado  en  la  quinta 
subdelegadftn  de  San  Fernando  y  que  se  rega- 
ba en  parte  con  un  canal  que  sale  del  estero 
dentro  de  la  propiedad  de  don  Justo  Luis  Po- 
lloni,  deseando  regar  una  superficie  mayor, 
previa  merced  de  la  autoridad  respectiva,  re- 
gistrada en  el  Conservador,  solicitó  se  le  per- 
mitiera construir  más  arriba  y  en  la  misma 
propiedad  de  PoUoni.  otro  cauce  que  debía 
llevar  por  los  lomajes  incultos  de  esta  última 
propiedad. 

Bn  nn  comparendo  celebrado  el  ano  1896 
ante  el  señor  juez  de  San  Fernando,  convinie- 
ron las  partes  en  que  Navarrete  construiría  el 
acueducto  más  arriba  de  otro  canal  de  Pollo- 
ni  y  quedaría  exento  del  pago  del  terreno,  per* 
inicios,  construcciones  de  puentes  y  demás 
obligadones  que  la  ley  impone  á  todo  dueño 
de  acueducto  mediante  la  cesión  que  hizo  á 
PoUoni  de  la  cuarta  parte  del  agua  del  canal 
que  construyere. 

Construido  este  canal,  Navarrete  se  presentó 
en  octubre  último,  ante  el  juez  de  San  Fernan- 
do, solicitando  se  citara  A  comparendo  para 
nombrar  el  iírbitro  o  más  bien  perito,  que 
ejecutara  el  marco  partidor  de  las  aguas  éii  el 
punto  que  indicara  Polloni,  en  la  proporción 
legal  correspondiente.  En  el  comparendo  A 
que  se  citó,  Polloni  se  opuso  al  nombramiento 
pedido  en  la  forma  solicitada,  porque  lo  que- 
brado 6  accidentado  del  terreno  impedía  ha- 
cer la  distribución  en  un  solo  punto  y  solicitó 
al  mismo  tiempo  se  reglamentara  provisional- 
mente el  uso  de  las  aguas.  No  habiéndose  pro- 
ducido acuerdo,  el  Juzgado,  estimando  la  opo- 
sición de  Polloni  delato  conociniiento,  ordenó 
tener  por  demanda  la  solicitud  de  Navarrete  y 
por  contestación  la  oposición  referida,  pudien- 
do  cada  parte  ampliar  y  especificar  sus  alega- 
ciones en  los  escritos  de  réplica  y  dáplica.  Na- 
varrete pidió  se  dejara  constancia  de  que  él 
no  daba  el  carácter  de  demanda  á  su  presen- 
tación. 

Días  después,  Polloni  insistía  en  que  se 


adoptara  una  reglamentación  provisional  3' 
propuso  que  se  sometiera  á  tumo  el  so€x  de 
todas  las  aguas,  pues  la  extensión  He  una 
legua  que  recorría  el  canal  en  su  fundo,  en  un 
terreno  accidentado,  á  media  falda  del  cerro  y 
cortando  un  sinnúmero  de  quebradas,  liacía 
imposible  la  construcción  de  otra  acequia  y 
exigía  el  aprovechamiento  del  cauce  del  canal 
para  sacar  su  derecho  de  agua.  Navarrete  se 
opuso  alegando  que  su  obligación  consistía 
sólo  en  dar  la  cuarta  parte  del  agua,  lo  que 
estaba  dispuesto  á  hacer,  que  Polloni  no  tenía 
derecho  alguno  en  el  acueducto  y  sólo  eti  las 
aguas  y  que  no  se  creía  obligado  á  proporcio- 
narte su  cauce  para  llevar  las  aguas  por  todas 
las  múltiples  sinuosidades  del  terreno. 

El  Juzgado,  con  fecha  30  de  noviembre  últi- 
mo, resolvió: 

Resolviendo  el  incidente  promovido  por  don 
Justo  Luis  Polloni,  oídas  las  partes  y  con  el 
mérito  de  autos,  se  declara:  que  mientras  se 
fije  definitivamente  la  forma  en  que  don  Ma- 
riano Navarrete  y  don  Justo  Luis  Polloni  de- 
ben gozar  del  agua  del  canal  que  poseen  en 
comunidad,  harán  uso  de  ella  por  turno,  en 
que  corresponderá  al  primero  tres  días,  el 
cuarto  á  Polloni,  fijándose  para  el  comienzo 
del  turno  el  día  1^  de  diciembre  venidero. — 
Larrfíín. 

La  Corte  resolvió: 

Vistos:  Se  confirma,  con  costas  del  recurso, 
la  resolución  apelada  de  30  de  noviemlnr  úl- 
timo. 

El  st:ñor Castillo  tuvoademáspresente,para 
ccmfírmar  la  rcsoludón  apelada,  lacircunstan- 
cia  de  que  la  parte  de  don  Mariano  Navarrete 
no  ha  formulado  petición  alguna  tendente  á 
determinar  la  forma  en  que  deben  gozar  del 
agua  durante  la  secuela  del  juicio. — José  Alejo 
Fernández.  —  Eduardo  CasttUo.  —  Agustín 
Rotas. 
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Corte  de  Santiafrr>  ~~J3  y  18  de  abril  de  1904 
Alvarez  con  BecL'rra  de  N.  y  otro 

Apelaolón  en  ambos  efectos.  -Aperoi- 
bimiento  para  elevar  los  autos.  -  De- 
serolón. 

Doctrina:— Cuant/o  se  concede  la  apc- 
íación  en  ambos  efectos  no  procede  el 
apercibimknto  para  elevar  los  aatos  y 
declarar  desierta  la  apelación,  pero  la 
disposición  del  artículo  222  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  se  infiere  sólo  al 
caso  en  que  la  apelación  se  haya  concedi- 
do en  el  electo  devolutivo  y  sea  necesario 
sacar  compulsas  de  los  autos,  según  lo 
que  dispone  el  articulo  220  del  mismo 
Código.  (1) 


Bn  el  juicio  seguido  por  clon  Isuac  Alvarez 
contra  doña  Tomasa  Becerra  y  don  Eloy  Vil- 
ches,  ante  el  tercer  Juzgado  de  esta  ciudad,  de< 
clinó  este  último  de  la  jurisdicción  del  Juzgado 
y  reclamó  de  la  personalidad  del  demandante. 
Por  auto  de  28  de  abril  delDOS,  el  juez  señor 
Marín  declaró  sin  lugar  ambos  artículos,  y 
apelada  su  resolución  por  don  José  Mercedez 
Pérez,  apoderado  de  Vilches,  leconcedióen  am- 
bos efectos  el  recurso  con  fecha  2  de  mayo  ilel 
mismo  ano. 

Bl  5  de  junto  Alvarez  pidió  á  fs.  109  se  or- 
denara á  Vilches  que  allanara  la  remisión  de 
los  autos  al  Tribunal  Superior  dentro  de  cua- 
tro días,  bajo  apercibimiento  de  darse  por  de- 
sierta, su  apelación.  Bl  Juzgado  proveyó:  "co- 
mo se  pide,  bajo  apercibimiento  de  derecho". 

( I }  Segiin  este  falto,  la  deserción  en  primera  ins- 
tancia sólo  puede  ser  declarada  cuando  la  ape- 
lación se  ha  concedido  en  el  efecto  devolutivo  y 
á  este  caso  se  refieren  los  artículos  220,  aai  y  922 
del  Código  de  Procedimiento  Civil.  Sí  la  apela- 
ción se  ha  concedido  en  ambos  efectos,  la  juris- 
dicción del  juez  a  quo  queda  suspendida  y  la  de- 
serción debe  ser  declarada  por  el  tribunal  al  cual 
se  devuelve  la  jurisdicción  con  arreglo  al  arifcu- 
In  224. 


Bl  apoderado  de  Vilches,  en  escrito  que  co- 
rre á  fs.  110  de  los  autos,  se  opuso  á  esta  pe- 
tición; no  reconociendo  la  obligación  que  que- 
ría imponerle  la  parte  de  Alvarez,  de  hacer 
notificar  la  concesión  del  recurso,  obligación 
que  no  le  impone  la  ley  y  concluyó  solicitando 
se  dejara  sin  efecto  el  decreto  de  5  de  junio  y 
en  caso  de  negado  concederle  la  apelación  que 
interponía  contra  dicho  decreto.  Con  fecha  10 
de  junio  resolvió  el  Juzgado:  "No  ha  lugar  y 
concédese  el  recurso  interpuesto  en  subsidio." 
Don  Isaac  Alvarez  solicitó  reconsideración  de 
esta  resolución  anterior,  fundándose  en  que  es 
sólo  un  decreto,  según  la  definición  del  ar- 
tículo 165  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
la  orden  por  la  cual  se  ordenó  á  la  parte  ape- 
lante allanara  la  elevaci<^n  del  expediente  ¿  la 
Corte  de  Apelaciones  y  por  lo  tanto  inapela- 
ble con  arreglo  al  artículo  211  c  invocando 
las  disposiciones  de  los  artículos  221  y  214 
concluyó  pidiendo  se  revocara  el  auto  y  se  de- 
clarara improcedente  la  apelación  concedida, 
ó  en  subsidio  se  ordenara  á  Vilches  que  allana- 
ra la  remisión  de  los  autos  al  Tribunal  Supe- 
rior para  conocer  de  las  apelaciones  pendien- 
tes dentro  de  tercero  día,  bajo  apercibimiento 
de  darse  por  desiertas  esas  apelaciones.  El 
Juzgado  proveyó:  "Santiago,  15  de  junio  de 
1903.  Como  se  pide  en  la  parte  subsidiaría 
bajo  apercibimiento  de  derecho". 

A  fa.  114  3'  con  fecha  19  de  junio,  Alvarez 
acusó  rebeldía  y  el  Juzgado  proveyó:  "Notffi- 
queseAdon  Eloy  Vikhes  para  quecn  el  tercero 
día  haga  las  notificaciones  ordenadas,  bajo  el 
apercibimiento  contemplado  ea  el  artículo 
222  del  Código  de  Procedimiento  Civil.— /osé 
T.  Marín. 

Viendo  la  apelación  la  CortC: 

Santiago,  19  de  octubre  1903. — Vistos:  Te- 
niendo presente  que  el  juez  de  la  causa  no  se 
ha  pronunciado  respecto  de  la  deserción  que 
se  ha  pe<Iido  y  cuya  rebeldía  fué  acusada  en 
el  escrito  de  fs.  114,  vuelva  el  proceso  á  prime- 
ra instancia  para  que  el  referido  juez  se  pro- 
nuncie como  fuese  de  derecho  acerca  de  la 
mencionada  deserción.—/.  Ignacio  LarraÍB  Z. 
—E.  C.  Olivos.— Eduardo  Castillo. 

El  juez,  con  fecha  30  de  octubre  de  1903: 
"Ctímpinse,  y  teniendo  presente  que  por  el 
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proveído  á  fs.  114  se  orcIen<í  á  la  parte  de  don 
Eloy  Viches  hiciese  practicar  las  notificaciones 
ordenadas  por  el  Juzgado,  bajo  el  n|>crt:ibi- 
miento  contemplado  en  el  articulo  222  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  notificaciones 
que  debió  haar  dentro  de  tercero  día.  que  ha- 
biendo sido  notificado  en  19  de  junio  último, 
según  consta  á  fs.  114  vuelta,  no  cumplió  con 
lo  mandado  dentro  del  término  que  se  te  fij(^, 
pues  desde  la  fecha  de  la  notificación  hasta 
que  los  autos  entraron  en  relación  á  la  Iltma. 
Corte  pasaron  más  de  los  tres  días,  incurrien- 
do en  consecuencia  en  el  apercibimiento.  Con 
el  mérito  de  la  disposición  legal  citada  se  de- 
clara desierto  el  recurso  de  fs.  lQ8.~-José  To- 
Tibio  Marín. 

Vilches  apeló  de  esta  resolución  y  el  Juzgado 
le  concedió  el  recurso  y  en  13  de  abril  de  1904 

La  Corte: 

Teniendo  presente  que  el  apercibimiento  es- 
tablecido en  el  artículo  222  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  es  para  el  caso  en  que  se 
haya  concedido  la  apelación  en  el  efecto  devo- 
lutivo y  no  para  cuando  se  haya  concedido  en 
ambos  efectos  y  que  en  el  presente  se  trata  de 
apelaciones  concedidas  en  esta  última  forma, 
se  revoca  la  resolución  apelada  de  30  de  octu- 
bre último  y  se  declara  que  no  ha  lugar  á  la 
deserción  solicitada  en  la  petición  subsidiaria 
del  escrito  de  fs.  112  y  tráiganse  los  autos  en 
relación  respecto  de  la  apelación  de  la  resolu- 
ción de  fs.  110.— A.  Vcrgara.—A.  Montt  —Da- 
río Beaavente.—B.  Castillo. 

Vilches  pidió  entonces  se  diera  por  fallada 
la  apelación  en  su  contra;  pero  se  proveyó 
"no  ha  lugar/'y  viendo  la  apelación  del  18  de 
abril: 

Vistos:  Se  revoca  la  resolución  apelada  de  5 
de  junio  último  corriente  á  fojas  109  y  se  de- 
clara que  ha  lugar  á  lo  pedido  por  don  J.  M. 
Pérez  á  nombre  de  don  Eloy  Vilches  en  el  escri- 
to de  fs.  110. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  ministro 
Castillo  quien  estuvo  por  confirmar  la  resolu- 
ción apelada. — A.  VergHra. — A.  Moatt.—E, 
Castillo. 


Corte  áe  Santiago.— 2fi  de  marzo  de  1904 

Contreras  con  Araya 

Dereoho  de  las  partes  para  saoar  los 
autos  de  secretaría  por  medio  de  su 

abogado. 

Doctrina:  ~/,fis  partes  tienen  derecha 
á  sacar  ios  autos  de  secretaría  para  ale- 
gar por  medio  de  sa ahogado,  cuando  no 
hay  procurador  del  número.  La  disposi' 
ción  del  artículo  38  del  Código  de  Pr€?ce- 
dimiento  Civil  según  la  cual  el  proceso, 
cuando  puede  ser  sacado  de  la  oñcina,  se 
entregará  á  vn  procarador  del  número, 
quien  deberá  otorgar  recibo  expresando 
el  abogado  para  quien  lo  pide,  no  es  un 
óbice  para  el  ejercicio  de  este  derecho.  (2) 


En  un  juicio  que  sigue  en  Petorca  doña  Cla- 
ra Contreras  con  don  José  de  la  Cruz  Araya 
se  presentó  el  apoderado  de  Ui  primera,  don 
Carlos  SilvaG., exponiendo  que  había  ido  á  la 
secretaría  del  Juzgado  acompañado  de  su 
abogado  á  sacar  los  autos  para  alegar  de 
bien  probado  y  el  secretario  se  negó  á  entre- 
garlos sin  el  acuerdo  de  la  otra  parte,  por  no 
haber  procurador  del  número  que  los  sacara. 

Fundado  en  los  artículos  433  y  434  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  pidió  el  apodera- 
dodedona  Clara  Contrerasse  ordenara  al  ac- 
tuario entregara  los  autos  á  su  abogado  bajo 
recibo  el  Juzgado  resolvió: 

Visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  38  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  no  ha  lagar.— Urratia. 

Apelada  esta  resolución,  la  Corte  falló: 

Vistos:  Se  revoca  la  resolución  apelada  y  se 
declara  que  ha  lugar  á  lo  pedido  por  don  Car- 
los Silva  G.  por  doña  Clara  Contreras.— L. /?. 
Mora. — Luis  Barriga.— J.  Agustín  Rojas. 

(i)  La  Curte  no  funda  su  resolución  pero  ha 
aceptado  implicitamente  las  razones  que  invoca- 
ba el  apelante  fundadas  en  la  imposibilidad  de 
aplicar  la  disposición  del  artículo  38,  cuando  no 
hay  procurador  del  nümero. 
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Contienda  tic  compctencin.—SS  de  diciembre 
de  WOH 

Alcalde  de  la  Comnna  con  juez  de  letrns  de 
Talca 

Entrega  de  registros  eleotorales.  — 
Fraudes  electorales.  —  Custodia  de 
loa  registros. 

Doctrina: — La  autoridad  municipal, 
encargada  por  la  ley  de  la  custodia  y 
conservación  de  los  registros  electorales, 
así  como  debe  proporcionarlos  á  las  jun- 
tas receptoras  para  el  desempeño  de  sus 
funciones,  asf  también  debe  suministrar- 
los á  las  otras  autoridades  que  los  hayan 
menester  para  igual  objeto,  y  á  la  justicia 
ordinaria  para  la  instrucción  de  los  pro- 
cesos y  á  las  Cámaras  legislativas  para 
eí  ju^amiento  de  la  elección. 

Bn  consecuencia,  ¡a  autoridad  judicial 
es  competente  para  conocer  en  la  gestión 
sobre  exhibición  de  los  registros. 


Don  José  Méndez  Concha  se  presentó  nnie 


el  Juzgado  del  Crimen  de  Talca  el  11  de  mar- 
zo de  1903,  exponiendo  que  en  la  reciente  pa- 
sada elección  de  diputados  y  municipales  se 
habían  cometido  en  la  comuna  de  Talca  abu- 
sos de  todo  género  con  el  objeto  de  falsear  el 
resultado  de  la  elección  para  arrebatar  el 
triunfo  á  candidatos  determinados. 

Para  ejercitar  las  rtclaraaciones  conducen- 
tes por  los  abusos  perpetrados  y  hacer  efecti- 
va la  responsabíHd^  criminal  de  los  funciona- 
rios culpables,  ha  procurado  ver  los  registros 
electorales  á  fin  de  tomar  los  datos  necesarios, 
pero  no  le  ha  sido  posible  proporcionárselos. 

El  primer  alcalde  no  ha  permitido,  bajo  di- 
versos pretextos,  que  se  haga  el  examen  de  los 
registros  impidiendo  de  ese  modo  el  ejercicio 
de  las  acciones  legales  que  se  trata  de  ejercitar. 

En  el  Juzgado  existen  antecedentes  que  ma- 
nifiestan la  resistencia  del  expresado  alcalde  pa- 
ra cumplir  las  órdenes  que  porese  conducto  se 
han  impartido,  referentes  á  los  registros  elec- 
torales. 

Para  evitar  que  el  alcalde  continúe  adelante 
en  su  plan  de  impedir  el  ejercicio  de  las  accio- 
nes que  la  ley  acuerda  para  inidar  las  recla- 
maciones del  caso  por  los  procedimientos  que 
hayan  viciado  la  elección  y  hacer  efectivas  las 
responsabilidades  consiguientes  por  los  abu- 
sos cometidos  en  la  generalidad  de  las  mesas 
receptoras  de  la  comnna,  pedía  se  hicieran 
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Ilevnr  al  Juzgado  los  registros  dclns  secciones 
primera,  tercera,  cuartn  y  quinta  de  la  prime- 
ra subflelegación;  primera,  segunda,  tercera, 
cuarta,  sexta,  séptima  y  octava  de  la  sub* 
delegación  segunda;  primera,  segunda,  tercera 
y  cuarta  de  la  subdelegación  tercera;  todos 
los  de  la  cuarta  subdelegación;  primera,  ter- 
cera, cuarta  y  quintada lasubdelegación  quin- 
ta; y  primera  y  segtmda  de  la  subdelegación 
sexta. 

En  consecuencia,  solicitaba  que  el  Juzgado 

ordenara  que  el  actuario  ó  cualquier  Ministro 
de  fe  notificara  al  primer  alcalde  ó  en  caso  de 
no  encontrársele,  al  secretario,  para  que  en  el 
acto  entregue  bajo  recibo,  para  ser  deposita- 
dasen  el  Juzgado,  las  secciones  de  los  registros 
electorales  á  que  se  ha  aludido,  bajo  el  aper- 
cibimiento á  que  hubiere  lugar. 

Bl  Juzgado  no  dió  lugar  &  lo  solicitado  en 
razón  á  que  no  se  indicaba  un  delito  concreto 
que  debía  pesquisarse  y  para  cuya  comproba- 
ción fueren  necesarios  los  registros  electo- 
rales. 

El  peticionario  don  José  Méndez  Concha  pi- 
dió reconsideración  de  esta  providencia,  insis- 
tiendo en  sus  anteriores  observaciones. 

Ademássostieneque  en  la  elección  se  habfan 
perpetrado  los  fraudes  siguientes: 

1^  En  todas  las  mesas  receptoras  indicadas 
se  impidió  sufragar  á  diversos  electores  á  pre- 
texto de  disconformidad  de  firmas.  Algunos 
de  esos  ciudadanos  fueron  puestos  A  la  dispo- 
sición del  Juzgado;  pero  en  general  no  sucedió 
Rsf;  se  les  impedía  votar  y  se  les  dejaba  libres, 
en  contravención  &  In  dispuesto  en  el  artículo 
69  de  la  Ley  de  Elecciones.  Debió  dejarse  cons- 
tancia en  el  acta  de  ese  hecho  y  para  saberse 
si  se  ha  cumplido  con  la  ley  se  necesita  exami- 
nar los  registros;  y 

2^  En  todas  las  mesas  indicadas  aparecen, 
á  80  juicio,  sufragando  mayor  número  de  elec- 
tores que  el  de  los  inscritos  hábiles,  ó  sea  des- 
contando muertos  y  ausentes  en  la  respectiva 
sección  del  registro,  lo  cual  constituye  un  deli- 
to para  cuyo  esclarecimiento  es  indispensa- 
ble examitiar  el  reípectivo  registro. 

El  Juzgado  no  dió  lugar  á  la  reconsidera- 
ción y  se  iijwló. 

La  Corte  de  A|ielnciones  de  Talen,  cono- 


ciendo en  este  recurso,  por  resolución  de  16  de 
marzo  de  1903,  revocó  la  sentencia  de  prime- 
ra instancia  y  ordenó  proceder  en  la  forma 
pedida  por  Méndez  Concha, esto  es,  disponien- 
do que  se  notificara  al  alcalde  para  que  hiciera 
entrega  de  los  registros  electorales  y  cuader- 
nos de  firmas,  A  fin  de  que  fueran  mantenidos 
en  depósito  en  la  Secretaría  del  Juzgado,  con 
el  objeto  de  que  el  denunciante  pudiera  cono- 
cer y  detallar  los  delitos  sobre  los  cuales  ten- 
dría que  recaer  la  investigación. 

El  juez  letrado  del  crimen,  dando  cumpli- 
miento álo resuelto  por  elTribunal  de  Alzada, 
ordenó  recoger  dichos  registros  y  cuadernos, 
pero  á  ello  ac  opuso  el  alcalde  en  el  oficio  de  19 
de  marzo  citado  que  dirigió  al  indicado  juez, 
fundándose  en  que  dicha  orden  no  tenia  por 
base  un  procedimiento  judicial  concreto  ydiri- 
)i;ido  contra  persona  determinada  para  la  in- 
vestigación de  algún  delito  6  fraude  electoral. 

La  entrega  de  los  documentos  en,  referencia 
importaba  para  la  autoridad  municipal  decli- 
nar en  la  autoridad  judicial  la  facultad  tle 
guardar  esos  documentos,  delier  que  la  ley  le 
imponía  al  alcalde. 

I^s  prescripciones  de  los  artículos  35,  38, 
inciso  3*,  65  y  79  y  varios  otros  de  la  Ley 
Electoral,  concurren  al  propósito  de  dicha  ley, 
de  constituir  á  la  autoridad  niunidpnl  en  cus- 
todia superior  de  los  registros  electorales  y  á 
las  tesorerías  municipales  eii  oficina  pública 
para  la  guarda  yexnnien  de  esos  documentos. 

Por  estas  consideraciones  el  alcalde  termi- 
na formando  al  juez  letrado  del  crimen  de  Tal- 
en la  debida  contienda  deeomjKtencia  de  atri- 
buciones, íí  fin  de  que  la  autoridad  llamada  A 
dirimirla  declare  que,  en  el  conflicto  de  atribu- 
ciones á  que  se  refieren  estos  antecedentes,  co- 
rresponde al  alcalde  vigilar  y  dirigir  el  examen 
de  los  registros  electorales  en  las  oficinas  mu- 
nicipales, para  los  fines  que  ¡lersigue  don  José 
Méndez  Concha,  que  gestiona  su  entrega  ante 
el  juez  letrado  del  crimen,  mientras  este  fun- 
cionario no  manifieste  que  esos  documentos 
son  requeridos  para  alguna  investigación  pro- 
cesal en  que  se  haya  formulado  algún  procedí, 
miento  formal  dirigido  á  la  pesquisa  de  algún 
hecho  punible,  pero  determinado,  ya  de  oficio 
ó  por  instancia  de  parte. 
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El  juez  letrndo  del  crimen  dió  por  trabado 
el  conflicto  y  elevó  los  antecedentes  al  Excnio. 
Consejo  de  Estado. 

Oído  el  fiscal  de  la  Bzcma.  Corte  Suprema, 

£1  Consejo  resolvió: 
Considerando: 

1^  Que  en  los  escritos  compulsados  de  fe.  7  y 
8,  don  José  Méndez  Concha  expone  que  en  las 
elecciones  verificadas  en  la  comuna  de  Talca 
el  mes  de  marzo  último,  se  cometieron  varios 
delitos,  como  impedir  el  sufragio  de  diversos 
electores,  á  pretexto  de  disconformidad  de  fir- 
mas, sin  que  algunos  de  ellos  fueran  pues- 
tos á  disposición  de  la  justicia  como  ordena 
la  lej,  y  sufragar  mayor  número  de  electores 
que  el  de  inscritos  hábiles  y  que,  para  hacer 
efectiva  la  responsabilidad  criminal  de  los  fun- 
cionarios culpables,  ha  procurado  ver  los  re- 
gistros electorales  para  tomar  de  ellos  los  da- 
tos necesarios  y  no  le  ha  sido  posible  conse- 
guirlo, porque  el  primer  Alcalde,  bajo  diversos 
pretextos,  no  ha  permitido  el  examen  de  di- 
chos registros  y  concluye  pidiendo  se  ordene 
depositar  en  la  Secretaría  del  Juzgado  las  sec- 
ciones que  enumera  de  los  registros  electorales 
á  fin  de  deducir  las  acciones  que  correspondan 
y  hacer  efectiva  Ina  resjionsabilidades  consi- 
guientes por  los  abusos  cometidos; 

2^  Que  habiendo  negado  lugar  á  esta  soli 
citud  el  Juzgado  de  Letras,  por  no  indicarse  el 
delito  concreto  que  se  trata  He  pesquisar,  la 
Iltraa.  Corte  de  Apelaciones  de  Talca,  tenien- 
do presente  que  se  trataba  de  delitos  pesqui- 
sables  de  oficio,  respecto  de  los  cuales  el  juez 
debe  tomar  todas  las  indicaciones  conducen- 
tes á  su  esclarecimiento  y  que  entre  éstas  era 
de  importancia  el  examen  de  los  registros  elec- 
torales, revocó  el  auto  de  primera  instancia  y 
resolvió  que  había  lugar  á  lo  pedido  por  Mén- 
dez Concha,  en  la  forma  indicada  en  autos  an- 
teriores del  Juez,  es  decir,  que  los  registros  se 
mantuvieran  en  Secretaría  por  el  término  de 
ocho  días; 

3'  Que  requerido  el  primer  Alcalde  para  la 
entrega  de  los  mencionados  documentos,  con 
arreglo  á  la  resolución  de  la  Iltma.  Corte,  se 
excusó  de  verificar  dicha  entrega  por  nota  de 
19  de  marzo  dltimo,  corriente  A  f.  1,  fundán- 


dose en  que  la  ley  encarga  A  la  autoridad  mu- 
nicipal y  no  á  la  judicial  la  custodia  de  los  re- 
gistros, y  que  si  bien  la  autoridad  judicial 
tiene  facultad  de  reclamar  la  entrega  de  los 
antecedentes  electorales  en  referencia,  siempre 
que  exista  un  procedimiento  formal  dirigido  á 
la  investigación  de  un  delito  concreto,  ya  de 
oficio  ó  por  gestión  de  parte  interesada,  la  or- 
den emanada  de  Juez  en  el  presente  caso  no 
tiene  por  base  un  procedimiento  judicial  con- 
creto y  formalmente  dirigido  contra  persona 
determinada  para  la  investigación  de  algún 
delito  ó  fraude  electoral  denunciado  ó  pesqui- 
sado de  oficio  por  la  justicia,  sino  que  emana 
de  una  solicitud  presentada  al  Juzgado  con  el 
objeto  de  hacer  presente  que  posiblemente  se 
han  cometido  diversas  trasgrestones  legales 
por  los  funcionarios  d  miembros  de  las  juntas 
electorales; 

4^  Que  de  lo  expuesto  resulta  que  la  Alcal- 
día de  Talca  no  niega  al  juez  de  un  modo  ab- 
soluto la  facultad  de  pedir  los  antecedentes, 
pues  le  reconoce  esa  facultad  en  ciertos  casos; 
y  la  negativa  se  funda  en  que  los  términos  de 
las  presentaciones  de  Méndez  Concha  son  du- 
bitativos y  vagos; 

5^  Que  la  facultad  de  apreciar  los  términos 
y  alcance  de  escritos  presentados  ante  la  jus- 
ticia para  los  efectos  de  los  actos  de  instruc- 
ción que  hayan  de  ejecutarse  en  mérito  de  ellos 
corresponde  ni  Juez  de  la  causa;  que  la  Iltma. 
Corte  de  Talca  ha  resuelto  que  los  libelos  de 
Méndez  Concha  autorizan  la  petición  de  los 
documentos  en  cuestión  tratándose  de  delitos 
pesquisables  de  oficio;  que,  por  otra  parte,  la 
jurisdicción  del  Juez  no  se  funda  en  que  los  tér- 
minos de  los  libelos  sean  6  no  concretos,  sino 
en  la  naturalc^za  del  asunto  llevado  á  su  cono- 
cimiento; que  en  materia  criminal,  que  debe 
seguirse  de  oficio,  el  juez  debe  pedir  los  anteen 
dentes  necesarios,  aun  sin  solicitud  de  parte; 
y  que  Méndez  Concha  afirma  en  sus  libelos 
haberse  cometido  diversos  delitos  que  enume- 
ra y  si  no  indica  todavía  á  todos  los  que,  á  su 
juicio,  sean  responsables,  para  lo  cual  solicita 
justamente  la  entrega  de  los  re^stros,  señala 
entre  ellos  al  mismo  alcalde; 

6^  Que,  según  el  artículo  15  de  la  ley  de  15 
de  octubre  de  1875,  los  tribunales  pueden  re- 
querir de  las  demás  autoridades  los  medios  de 
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acción  de  que  ellas  dispusieren  para  practicar 
los  actos  de  instrucción  que  decreten  y  á  la 
aulorídad  legalmente  requerida  no  le  corres- 
ponde calificar  el  fundamento  con  que  se  le 
pide  el  auxilio; 

7*  Que  la  autoridad  municipal,  por  estar 
encargada  de  la  custodia  y  conservación  de 
los  registros  y  demás  documentos  electorales, 
así  como  debe  proporcionarlos  á  las  juntas 
receptoras  para  el  desempeño  de  sus  funcio- 
nes, así  también  debe  suministrarlos  á  las 
otras  autoridades  que  los  hayan  menester  para 
igual  objeto  y  á  la  justicia  ordinaria  para  la 
instrucción  de  los  procesos  y  á  las  Cámaras 
legislativas  para  el  juzgamiento  de  las  elec- 
ciones. 

En  mérito  de  las  consideraciones  que  prece- 
den y  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  10  de  la 
ley  de  15  de  octubre  de  1875,  se  declara  sin  lu- 
gar la  competencia  formada  por  la  Alcaldía 
de  Talca  al  Juzgado  del  Crimen  de  la  misma 
ciudad. 

Esta  sentencia  ha  sido  acordada  contra  el 
voto  de  los  consejeros  señores  Pinto  Agüero  y 
Latorre,  quienes  opinaron  por  que  se  diera 
lugar  6.  la  competencia  instaurada  por  el  al- 
calde, en  mérito  de  los  fundamentos  que  con- 
signan en  voto  especial. 

Anótese,  devuélvanse  y  publíquese.— Pedro 
Montt — BenjHmía  Versara  U.—Luis  Pcreira. 
—Ramón  Antonio  Vergara.—J.  J.  Latorre.— 
ISorttcio  Pinto  Agüero.  —J.  I).  Amunátegui 
Rivera.— Knriqac  Richard  F. 


Contienda  de  competencia  23  de  diciembre 

de  190S 

Juez  letrado  de  Lautaro  con  Gobernador  del 
departamento 

Suspensión  de  trabajos  en  una  mina 
de  carbón  de  piedra.  —  Autoridad 
competente. 

Doctrina:— ¿a  autoridad  administra- 


tiva es  competente  para  dictar  medidas 
en  orden  á  la  seguridad  personal  de  los 
trabajadores  de  una  mina,  amenazados 
en  sus  vidas  por  la  forma  en  que  se  ejecu- 
tan  los  trabajos  en  otra  mina  colindan- 
te. El  particular  que  denuncia  á  la  Go- 
bernación los  defectos  de  la  explotación 
de  una  mina  para  que  se  dicten  medidas 
que  garantitxn  la  vida  de  los  operarios^ 
no  instaura  una  acciónsobre  derechos  de 
dominio  ó  posesión,  ni  ninguna  otra  de 
interés  particular,  sino  que  hace  á  la  au- 
toridad administrativa  una  denuncia  de 
hechos  que  requieren  la  inmediata  inter- 
vención de  esa  autoridad;  y  las  medidas 
adoptadas  por  ésta  no  invaden  el  campo 
de  la  exclusiva  competencia  de  la  autori- 
dad judicial. 


Don  Ezequiel  Bravo,  como  apoderado  de  la 
Compañía  Explotadora  de  Lota  }'  Coronel,  se 
ha  presentado  ante  el  Gobernador  del  depar- 
tamento (le  Lautaro  exponiendo  que  su  man- 
dante explota  á  título  de  dueño  excinstvo, 
desde  algunos  años,  una  mina  de  carbón  de 
piedra  en  el  fundo  "Yovüo",  situado  al  oriente 
del  cementerio  de  la  ciudad  de  Coronel;  que 
desde  un  mes  atrás,  más  6  menos,  don  Galva- 
rino  de  la  Jara  está  también  explotando,  aun- 
que sin  título  alguno,  una  veta  de  carbón  A 
inmediaciones  de  aquella  mina,  cuyas  labores 
amenaza  cortar  de  un  momento  á  otro,  pues 
se  ha  aproximado  tanto  con  las  suyas  que  de 
una  mina  á  otra  se  percibe  el  ruido  formado 
por  las  faenas  de  la  explotación.  No  hay  du- 
da, dice,  que  el  intento  de  Jara,  al  seguir  el 
rumbo  que  ha  impreso  á  sus  trabajos,  es  lle- 
gar á  penetrar  en  las  labores  de  la  Compañía, 
provocar  un  conflicto  violento  con  los  obre- 
ros de  ésta  y  concluir  así  por  apoderarse  de 
los  carbones  que  pertenecen  á  su  mandante. 

Agrega  que  no  sólo  de  este  modo  se  encuen- 
tran amenazadas  la  seguridad  y  la  vida  de  los 
trabajadores  de  la  Compañía,  sino  que  tam- 
bién iwligrnn  |)or  la  insuficiencia  de  ventila- 
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Hón  que  necesariamente  habrá  de  producirse 
eti  cuanto  estén  comunicadas  ambas  mina?, 
ya  que  la  explotación  de  Jara  no  se  sujeta  á 
ninguna  de  las  condiciones  tccnicns  exigidas 
al  respecto,  y  la  de  la  Compañía  consulta  sólo 
las  necesidades  de  la  aereación  para  su  propia 
mina  y  no  para  ésta  y  la  de  Jara. 

Denuncia,  en  consecuencia,  los  hechos  ex- 
puestos 3'  pide  al  Gobernador  (pie,  en  uso  dv 
las  atribuciones  de  policía  sobre  las  minas  que 
le  confieren  los  artículos  68  v  69  del  C-  digo 
de  Minería,  dicte  las  medidas  que  conceptúe 
prudentes  pnrn  cautelar  en  este  caso  la  vida 
de  los  mineros. 

La  GolKmación  comisionó  ni  ingeniero  don 
Hugo  Gardner  para  que  tnsi>ecc¡onara  los  tra- 
bajos denunciados  é  informara  sobre  el  objeto 
de  la  solicitud. 

Evacuando  su  cometido,  este  perito  dice  á 
fs.  4:  que  ha  observado  que  aunque  los  frentes 
en  carbón  de  las  labores  de  la  Compañía  Ex- 
plotadora de  Lota  y  Coronel  se  encuentran 
paralizados  desde  algún  tiempo,  los  frentes  de 
la  galena  principal  de  la  mina  de  don  Galva- 
rino  de  la  Jara  y  todas  las  labores  que  de  ella 
arrancan  hacia  el  sur,  se  hallan  en  activa  ex 
plotactón  y  avanzan  rápidamente  hacia  las 
de  la  Compañía. 

Que  esta  proximidad,  ó  sen  la  falta  de  una 
barrera  s  ilida  y  espesa  entre  ambas  minas, 
es  causa  de  serios  peligros,  que  entra  á  enu- 
merar. 

Entre  ellos  figuran  los  siguientes: 

Las  aguas  acumuladas  en  las  labores 
abandonadas  podrían,  con  su  propia  presíiin, 
romper  esa  barrera  é  inundar  repentinamente 
la  mina  vecina,  produciendo  lamentables  con- 
secuencias; 

2'  El  sistema  de  ventilación  moderna  y  bien 
combinado  que  usa  la  Compañía  resultaría 
insuficiente  si  llegaran  á  comunicarse  ambas 
minas,  pues  las  labores  de  Jara  carecen  de 
ventilación  y  se  crearía  así  una  situación  peli- 
grosa para  la  vida  de  los  trabajadores;  y 

3'  Los  derrumbes  de  que  están  amenaza- 
das las  labores  de  Jara  por  falta  de  pilares  de 
la  resistencia  necesaria,  se  comunicarían  á  la 
mina  de  la  Compañía,  encerrando  á  los  ojiera- 
rios  sin  posibilidad  de  salvar. 

Con  el  mérito  de  este  informe  el  Goberna- 


dor decretó  la  suspensión  de  los  trabajos  mi- 
neros tanto  de  don  Gálvarinode  la  Jara  como 
de  la  Compañía  Explotadora  de  Lota  y  Coro- 
nel en  la  parte  á  que  dicho  informe  se  refiere, 
mientras  esos  trabajos  no  se  efectúen  en  forma 
que  garanticen  plenamente  la  vida  de  los  tra- 
bajadores. 

Posteriormente  el  mismo  perito,  requerido 
por  la  Gobernación  en  vista  de  un  nuevo  de- 
nuncio de  la  Compañía,  informó  que  ya  las 
labores  de  Jara  habían  llegado  á  comunicarse 
con  las  del  denunciante,  produciéndose  por 
esta  causa  la  alteración  que  había  predicho 
en  orden  á  la  aereación  de  la  mina. 

En  estas  circunstancias  se  recibió  en  la  Go- 
bernación el  oficio  del  Juzgado  de  Letras  del 
departameuto,  que  corre  á  fs.  10  de  este  expe- 
diente. 

En  él  se  trascribe  una  presentnci 'n  hecha  al 
Juzgado  por  don  Galvarino  de  la  Jara,  en  la 
cual  protesta  de  la  intervención  tomada  por  el 
Gobernador  en  la  denupcia  de  la  Compañía  y 
de  las  resolaciones  dictadas  al  respecto,  pues 
estima  que  este  asunto  es  de  carácter  conten- 
cioso y,  por  lo  tanto,  del  resorte  exclusivo  de 
la  autoridad  judicial. 

En  consecuencia,  pide  Jara  en  su  solicitud 
que,  declarándose  competente  el  Juzgado  para 
conocer  en  la  denuncia  referida,  invite  al  Go- 
IxTnador  á  inhibirse,  y  en  caso  de  no  aceptar 
esta  autoridad  la  inhibición,  le  promueva  la 
respectiva  contienda  Je  competencia. 

Según  las  resoluciones  trascritas  en  el  mis- 
ino oficio,  el  Juzgado  accedió  llanamente  á 
esta  petición. 

El  Gobernador  á  su  vez,  por  el  decreto  que 
se  registra  á  fs.  2Ü,  desechó  implícitamente  la 
inhibitoria,  y  dando  por  trabado  el  conflicto 
de  competencia,  ordenó  elevar  al  conocifnien- 
to  del  Consejo  los  antecedentes. 

Oído  el  señor  Eiscal  de  la  Excma.  Corte  Su- 
prema, y 

Considerando: 
f  Ouc  las  peticiones  formuladas  ante  la 
Gobernación  de  Lautaro  por  la  Compañía 
Explotadora  de  Lota  y  Coronel  no  tienen  por 
objeto  instaurar  una  acción  sobre  derechos  de 
dominio  ó  posesión  ni  ninguna  otra  de  interés 
particular  de  la  Compañía  denunciante,  sino 
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que  se  dirigen  obtener  medidas  d ;  seguridad 
personal  para  los  trabajadores  de  las  minas, 
amenazados  en  sus  vidas  con  motivo  de  los 
hechos  que  se  denuncian; 

2'  Que  no  se  ejercita  iinaaccií^njiidicial  sino 
que  se  hace  á  la  autoridad  administrativa 
una  denuncia  de  hechos  que  reqnieren  la  inme- 
diata intervención  deesa  autoridad,  llamada 
á  velar  por  la  seguridad  y  vida  de  los  mineros 
en  las  labores,  y  no  se  invade  el  campo  de  la 
exclusiva  competencia  de  la  autoridad  judi- 
cial; 

39  Que  los  artículos  68  y  69  del  Código  de 
Minería,  sujetan  la  explotaclíín  minera  á  la 
observancia  de  los  reglamentos  de  policía  y 
seguridad  y  para  tales  fines,  declara  sometidas 
las  minas  á  la  vigilancia  de  la  autoridad  ad- 
ministrativa; 


4-'  Que  teniendo  en  vista  el  informe  pericial 
de  fs.  4,  en  el  cual  se  manifiestan  con  toda  pre- 
cisión los  graves  peligros  á  que  estaba  ex- 
puesta la  vida  de  los  trabajadores  de  la  Com- 
pañía Explotadora  de  Lota  y  Coronel,  dada 
la  forma  en  que  se  ejecutaban  los  trabajos  por 
el  señor  don  Galvaríno  de  la  Jara,  la  autori- 
dad  administrativa  procedió  dentro  de  sus 
atribuciones  al  adoptar  medidas  de  seguri- 
dad. 

Se  declara  sin  lugar  la  competencia  enta- 
blada por  el  juez  letrado  de  Lautaro  al  Go- 
bernador del  departamento. 

Anótese,  publíquese  y  devuélvanse.— Pcí/ro 
Montt.—Luis  Penira,—].  D.  Amunátegui  Ri- 
vera.—Horacio  Pinto  Agüero.— Ramón  Anto- 
nio Vergara.—Bcnjamía  Vergara  B. 


CORTE  SUPREMA 


Cas.  CiV.— 4  deahrílde  1904 

Prueba  testimonial;  admisibilidad  de 
ella.  -  Arrendamiento  de  servlolos.- 
I^jeouolón  de  las  obras. 

Doctrina  :—  Establecida  la  existencia  del 
contrato  de  arrendamiento  de  servicios 
para  la  ejecución  de  unos  trabajos  de  car- 
pintería, es  admisible  la  prueba  testimo- 
nial que  tiene  por  objeto  justiñcai  el  he- 
cho de  haberse  ejecutado  las  obras  y  la 
extensión  de  los  trabajos  verifícados  en 
virtud  de  ese  contrato,  no  siendo,  por  lo 
tanto,  aplicable  la  disposición  del  articulo 
1710  del  Código  Civil. 


Por  sentencia  de  30  de  junio  del  año  próxi- 
mo pasado,  una  de  las  Salas  de  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Santiago,  revocando  la  de  pri- 
mera instancia,  declaró  que  la  sucesión  de  don 
Eduardo  Mac-Clure  estaba  obligada  á  pagar 
á  don  Fermín  de  Diego  el  valor  de  unos  traba- 
jos de  carpintería  ejecutados  en  la  casa  número 
103  de  In  calle  de  San  Ignacio  de  esta  ciudad, 
previa  avaluación  judicial  de  las  indicadas 
obras  y  deducidas  las  cantidades  que  de  Diego 
confesaba  halxr  recibido  A  cuenta. 

Esta  resolución  se  fundó  en  que  el  demanda- 
do no  había  negado  la  existencia  de  los  traba- 
jos ni  probado  que  estuvieran  pagados,  mien- 
tras que  el  demandante  había  justificado  con 
testigos  el  hecho  de  haber  ejecutado  en  calidad 
de  contratista  todas  las  obras  que  detallaba 
en  la  demanda,  y  había  sufragado  de  su  cuenta 
los  gastos  de  materiales  y  trabajadores  em- 
pleados en  dichas  construcciones. 
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Coiitm  csla  sctitcncia,  la  siict-sión  de  don 
Eduardo  Mac-Llure  dedujo  los  recursos  de  ca- 
sación en  la  forma  y  en  el  fondo,  el  primero  de 
los  cuales  fué  ya  rechazado  por  sentencia  de 
4  de  septiembre  de  1903  11);  y  el  segundóse 
apoya  en  que  para  declararse  la  obligai-ión  de 
pagnr  los  trabajos^  se  ha  admitido  la  prueba 
de  testigos  que  la  ley  no  acepta  cuando  se  tra- 
ta de  obligaciones  que  hayan  deludo  consig- 
narse por  escrito,  como  es  la  de  pagar  una  su- 
ma sujicrior  A  dowientos  pesos;  con  lo  cual  se 
ha  infringido  el  artículo  1710  del  Có<IÍgo  Civil. 

La  Corte  risolvió: 

Consillera ndo  que  la  sentencia  de  la  cual  se 
recurre  establece  la  existencia  del  conlrnto  ile 
arrendamiento  de  servicios  entre  el  demandan- 
te y  el  demandado,  fundándose  en  el  acuerdo 
de  las  partes,  y  admite  la  )>nieba  testimonial 
sólo  para  justificar  el  hecho  dehal)ercjecutado 
las  obras  y  la  extensión  de  los  trabajos  verifi- 
cados en  virtud  de  ese  contrato. 

Visto  lo  prevenido  en  los  artícidos  1709  y 
1711  del  Código  Civil  y  en  los  artículos  960  y 
979  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  Fe  de- 
clara sin  lugar,  con  costas  en  que  se  conderia 
al  recurrente, el  recurso  decasacíún  en  el  fondo 
tIeduL'ído  por  don  Abraham  Herrera  Uravo, 
por  hi  sucesión  de  don  Eduardo  Mac-Clurc 
contra  la  sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones 
de  Santiago,  fecha  30  de  junio  último. 

Se  aplica  á  beneficio  fiscal  la  cantidad  ele 
ciento  cincuenta  pesos  consignada  para  este 
recurso. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Aguírre 
Vargas,— tía  ¿ríe/  Gacte.—José  Alfonso.— í^o- 
poldo  Urratia.—J.  Gabriel  Pahua  Guzmán.— 
V.  Affuirre  V.—  Inundo  Rodríguez.—  Carlos 
Varas. 

(I)  Pájí.  .!4. 


Cas.  Civ.  en  la  forma  15  de  abril  de  1904- 

Levéque  con  Dussand 

Falta  de  resolución  del  asunto  contro- 
vertido.- Omisión  de  las  considera 
dones  de  hecho  ó  de  derecho  que 
sirven  de  fundamento  á  la  senten- 
cia. —  Compensación.  —  Decisiones 
oontradiotorlas  -  Excepciones  no 
opuestas  en  priirera  Instancia. 

Doctrina:—!^  sentencia  de  segunda  ins- 
t¿tncia,  al  aceptar  la  exposición  y  los  fun- 
damentos de  la  de  primera  instancia  que, 
por  las  razones  en  ella  consignadas,  dese- 
cha en  forma  expresa  y  categórica  todas 
las  excepciones  opuestas  por  una  de  las 
partes  á  la  demanda  ejecutiva  de  la  otra, 
dando  sólo  lugar  á  la  de  compensación 
que  esta  última  parte  opuso  á  la  deman- 
da ejecutiva  de  aquélla,  acumulada  al 
proceso,  y  aí  con ñrmar  además  sin  mo- 
diñcación  lo  resuelto  por  dicha  sentencia, 
reproduce  sin  necesidad  de  mención  ex- 
presa y  por  el  sólo  ministerio  de  la  ley, 
todos  los  elementos  ó  requisitos  que  ju- 
rídicamente constituyen  el  fallo  revisado. 

El  tribunal  de  alzada  no  puede  fallar  en 
única  instancia  las  excepciones  de  un  juir 
ció  ejecutivo,  propuestas  y  discutidas  en 
la  primera  mstancia,queno  fueron  resuel- 
tas por  el  juez  a  quo,  salvo  el  caso  del 
artículo  231  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  que  se  reñcre  únicamente  á  las  ex- 
cejjciones  no  falladas  por  ser  incompati- 
bles con  lo  resuelto  en  la  sentencia  apela- 
da; de  modo  que  no  basta  el  recurso  de 
apelación  para  remediar  las  omisiones  Ó 
deltas  de  esta  clase;  es  necesario,  ade- 
más, para  ello,  la  vía  de  la  casación,  sin 
lo  cual  la  sentencia  de  primera  instancia 
queda  ñrme  en  cuanto  A  los  vicios  ó  de- 
litos de  forma  de  que  puede  adolecer;  y 
no  pueden  servir  de  base  al  recurso  de  ca- 
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sación  contra  la  senteacia  de  segunda  ins- 
tancia esos  mismos  vicios  ó  defectos  que 
debian  ser  metería  del  recurso  de  casa- 
ción contra  la  de  primera  instancia  que 
habría  debido  fallar  la  respectiva  Corte 
de  Apelaciones,  con  arreglo  al  artículo 
946  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Siendo  conñrmatoria  de  la  de  primera 
instancia  la  sentencia  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones,no  es  oecesarío  que  contenga  los 
detalles  exigidos  en  los  números  4^  y  S'* 
del  articulo  193  del  Código  citado. 

Lh  omisión  del  pronunciamiento  sobre 
peticiones  subsidiarias  formuladas  en  ei 
escrito  de  apelación,  no  aducidas  en  tiem- 
po y  forma  como  excepciones  á  la  ejecu- 
ción, no  importa  infracción  de  la  ley. 


En  las  causasejecutivaspor  cobro  de  pesos, 
seguidas  recíprocamente  entre  don  Alfredo 
Léveque  y  don  Luís  Dussand,  las  que  para  no 
dividir  su  continencia,  habían  sido  acumula- 
das por  decreto  judicial,  se  dictó  en  primera 
instancia  la  sentencia  de  6  de  marzo  del  año 
último,  (corriente  á  fs.  150),  que  falló  las  ex- 
cepciones propuestas  por  cada  uno  de  los  eje- 
cutados y  que  en  virtud  de  los  considerandos 
que  en  ella  misma  se  consignan,  declaró  que 
había  lugar  A  la  excepción  de  pago  por  com- 
pensación deducida  por  parte  de  don  Luís 
Dussand  y  sin  lugar  las  demás  excepciones 
opuestas  por  las  partes;  y  como  consecuencia 
de  esta  declaración,  resolvió  además  que  las 
deudas  que  servían  de  título  á  las  dos  deman- 
das ejecutivas  quedaban  comjwnsadas  y  extin- 
guidas hasta  la  concurrencia  de  sus  valores, 
debiendo  seguir  adelante  la  ejecución  respecti- 
va para  el  pago  del  saldo  correspondiente. 

Contra  esta  Reiiteniria  interpuso  la  parte  fie 
lÁvcque,  en  el  escrito  de  fs.  155,  el  recurso  de 
apelación  y  después  de  entrar  en  ese  libelo  en 
distintas  consideraciones  tendentes  á  atacar 
el  fallo  expedido  y  á  reforzar  el  fundamento 
de  sus  excepciones,  termina  así:  "Me  veo  pues 
en  el  caso  de  apelar  de  la  sentencia  de  V.  S.  de 


6  de  marzo  del  corriente  año  pura  c^ne  se  de- 
clare: 

"1^  Que  ha  lugar%  la  ejecución  deducida  por 
mi  parte  por  los  frs.  10,000  á  que  ascienden 
sus  sueldos  durante  los  meses  de  agosto  á  di- 
ciembre de  1890;  porque  no  se  ha  justificado 
que  se  hayan  pagado,  estando  establecida  la 
deuda  por  el  contrato  de  1889  y  por  la  sen- 
tencia recaída  en  el  juicio  principal. 

*'2'  Que  no  ha  lugar  á  la  excepción  de  com- 
pensación opuesta  por  el  ejecutado  ni  á  la 
ejecución  iniciada  por  él,  que  se  ha  mandado 
acumular  á  estos  autos;  porque  se  opone  á 
ellos  la  litis  pendiente,  provocada  por  él  al  so- 
meter ó  presentar  la  cuenta  particular  del  se- 
ñor Léveque  con  la  Empresa  para  ser  discuti- 
da en  el  compromiso  constituido  para  liquidar 
<ticha  Empresa;  y  porque  sin  la  dwisidn  de 
los  árbitros  no  se  puede  establecer  cuál  es  el 
saldo  verdadero  que  resulta  en  contra  del 
señor  Lévéque,  habiendo  sido  objetada  esa 
cnenta  por  mi  parte  en  el  sentido  de  que  en 
vez  de  un  "saldo  en  contra"  la  cuenta  debe 
arrojar  "saldo  á  su  favor"  por  la  "diferencia 
de  cambio"  sobre  el  importe  de  sus  sueldos 
que  no  le  ha  sido  abonado. 

"La  compensación  no  puede  tener  cabida 
desde  que  no  hay  una  deuda  líquida  y  deter- 
minada y  exigible  que  pueda  cobrarse  al  señor 
Léveque  independientemente  ó  con  prescinden- 
cia  de  sus  sueldos  devengados  hasta  el  1^  de 
agosto  de  1890,  que  según  la  sentencia  que 
sirve  de  base  á  la  ejecución  Dussand  deben 
serle  de  abono  á  mi  parte. 

"3'  Que  en  caso  de  deber  algo  Léveque,  su 
deuda  sería  á  favor  de  la  Empresa  del  Dique 
en  que  es  comunero,  con  arreglo  á  la  misma 
sentencia  que  sirve  de  base  á  la  ejecución  con- 
traria; y  estaría  en  todo  caso  sujeta  á  la  li- 
quidación de  la  comunidad  la  determinación 
de  lo  que  en  el  crédito  de  la  Empresa  pudiera 
corresponder  al  señor  Dussand,  pues  tendría 
que  cum|iensnrse  con  lo  que  éste  hubiera  to- 
niíulo  para  sí  de  fondos  de  la  comunidad;  de 
tal  manera  que  mandándose  pagar  el  total  de 
la  deuda  á  Dussand,  se  le  mandaría  pagar  la 
parte  que  corresponde  al  señor  Lévéque,  qoe 
no  se  le  del». 

"4'  Que  aparte  de  lo  expuesto,  seopone  á  la 
ejecución  el  derecho  de  los  comuneros  para 
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tomar  para  si  los  iondos  de  la  comunidad,  en 
la  misma  forma  que  los  socios  de  una  socie- 
dad, lo  cual  si  bien  obliga  á  la  devolución  de 
las  sumas  percibidas  con  intereses,  no  obliga 
al  reembolso  inmediato,  antes  de  la  liquida- 
ción de  la  comunidad,  sino  cuando  aparece 
que  se  ha  desnivelado  la  condición  de  los  co- 
muneros, lo  que  no  sucede  en  este  caso,  pues 
no  sólo  no  se  ha  justificado  que  el  señor  Lévé- 
que  haya  retirado  más  de  lo  que  puede  corres- 
ponilerle,  sino  que,  por  el  contrario,  resulta  de 
las  mismas  cuentas  de  Dussand,  que  se  le  del>e 
una  fuerte  suma  muy  su[xrior  á  la  cobranza 
que  se  le  hace,  y 

"5'  Qae  debe  revocarse  la  sentencia,  y  con- 
denarse en  costas  A  la  {utrte  de  Dussand". 

En  subsidio  pide  se  declare: 

"1'  Que  la  compensación  sólo  puede  tener 
cabida  en  la  parte  que  corresponda  al  señor 
Dussand  en  las  cantidades  que  debe  devolver 
el  señor  Lévcque,  considerando  éstas  como 
utilidades  de  la  Empresa  del  Dique  seco  de 
Talcabuaiio;  y 

"2?  Que  queda  reservado  al  señor  Lévéque 
el  derecho  de  cobrar  sus  sueldos  insolutos  de- 
vengados con  anterioridad  al  1^  de  agosto  de 
1890,  y  que  mi  parte  no  ha  cobrado  por  ha- 
berlos dado  por  compensados  en  las  sumas 
percibidas  por  él  y  que  se  le  han  mandado 
reintegrar  por  la  sentencia  que  sirve  de  base 
&  la  ejecución  contraria". 

La  parte  de  Dussand  se  adhirió  al  recurso 
de  la  contraria  en  el  escrito  de  fs.  159,  á  fia  de 
obtener  la  revocatoria  de  la  sentencia  en  cuan- 
to desechaba  las  demás  excepciones  con  que 
se  habfa  también  opuesto  á  la  ejecución  de 
Lévéque. 

Tramitado  el  recurso  con  arreglo  á  derecho, 
se  pronunció  por  una  de  las  salas  de  la  Corte 
de  Apelaciones  de  esta  capital  la  scntenda  de 
10  de  septiembre  de  1903,  en  la  que  se  confir- 
mó, sin  modificación  alguna  el  fallo  apelado, 
tomando  en  consideración  sus  propios  funda- 
mentos y  otros  que  se  agregaron  para  hacer- 
se también  cargo  de  las  alegaciones  y  peticio- 
nes formuladas  por  Lévéque  en  su  ya  recorda- 
do escrito  de  fs.  155. 

La  misma  parte  de  Lévéque  anunció  contra 
el  fallo  de  la  Corte  de  Apelaciones  los  recursos 
de  casación  en  el  fondo  y  en  la  forma  y  forma- 

lURIS. 


lizando  este  último  en  el  escrito  de  fs.  168,  ex- 
puso á  la  letra  lo  que  sigue:  "que  V.  S.  L  ha 
fallado  esta  causa  haciendo  caso  omiso  de  las 
excepciones  ó  defensas  de  mi  parte,  fundadas 
en  que  el  reintegro  ordenado  hacer  por  la  sen- 
tencia de  1895  al  señor  Lévéque  estaba  hecho 
con  los  sueldos  con  posterioridad  á  la  causa 
que  motivó  esa  declaración,  lo  que  hace  pro- 
cedentes las  excepciones  de  falsedad  déla  deuda 
y  pago.  No  otra  cosa  importa  el  consideran- 
do noveno,  que  dice  que  no  es  materia  de  la 
resolución  de  V.  S.  L  decidir  sobre  el  derecho 
del  señor  lévéque  á  los  sueldos  devengados 
antes  del  1^  de  agosto  de  1890. 

"Esta  omisión  produce  la  nulidad  de  la  sen- 
tencia de  V.  S.  1.  en  conformidad  con  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  193,  números  4  y  6  y 
938,  939  y  941,  número  5  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil. 

"El  señor  Lévéque  ejecutó  por  los  sueldos 
devengados  de  agosto  á  diciembre  de  1890, 
porque  era  lo  que  se  le  adeudaba  determina- 
damente por  haberse  cerrado  por  Dnssand  en 
agosto  de  ese  año  la  cuenta  corriente  qae  se  le 
habfa  abierto  en  la  contabilidad  de  la  Empre- 
sa del  Dique,  de  tal  manera  que  esos  sueldos 
no  podían  imputarse  á  esa  causa,  toda  vez 
que  Dussand  desconocía  deberlos  y  que  el  cré- 
dito del  señor  lévéque  sólo  vino  á  quedar  re- 
conocido por  la  sentencia  de  1895,  es  decir, 
cinco  años  más  ó  menos  después  de  que  había 
sido  separado  de  la  Empresa. 

"A  su  tumo,  gecutado  el  señor  Lévéque  por 
Dussand,  se  ha  excepdonado  diciendo:  1^  que 
todas  las  cantidades  que  se  le  mandaron  de- 
volver por  lasentencia  de  1895  le  hablan  sido 
cargadas  en  lacuenta  corrienteque  se  le  había 
abierto  en  la  contabilidad  de  la  Empresa;  2" 
que  en  esa  cuenta  se  le  debieron  abonar  los 
sueldos  que  había  devengado  hasta  el  1^  de 
agosto  de  1890;  3^  que  el  abono  no  se  le  ha- 
bía hecho  correctamente,  y  que  con  las  "dife- 
rencias de  cambio"  que  le  correspondían,  las 
sumas  que  le  eran  de  cargo  quedaban  pagadas 
y  resultaba  un  "saldo"  todavía  á  su  favor,  4*^ 
que  la  cuenta  corriente  en  la  forma  irregular 
como  había  sido  formada  por  Dussand,  arro- 
jaba un  "saldo"  (según  las  primeras  cuentas 
presentadas  por  Dussand  ante  la  justicia  or- 
dinaria y  que  se  declaró  debía  ser  materia  del 
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compromiso  mandado  organizar  para  liqui- 
dar la  comunidad  de  la  Empresa  del  Dique, 
por  sentencias  judiciales)  en  su  contra  ascen- 
dente á  francos  4, 74-2.05,  saldo  objetado  por 
mi  parte  en  el  compromiso;  5^  que  mientras 
no  se  liquide  la  cuenta  y  se  establezca  en  el 
compromiso  el  saldo  verdadero  en  contra 
del  señor  Lévcque,  no  puede  perseguirse  la  res- 
imnsabilidad  de  éste;  6^  que  In  sentencia  ha- 
bía mandado  pagar  también  los  mil  francos 
de  gratificación  á  favor  del  señor  La-Motte, 
los  cuales  aparecen  descontados  en  la  cuenta 
(|uc  se  le  había  abierto  en  la  eontabilidad,  y 
as!  como  no  podría  cobrarse  esta  suma  al  se- 
ñor I^vSque  tampoco  podría  cobrársele  lo 
demás  que  se  ha  declarado  en  su  contra  por- 
que aparece  del  mismo  modo  compensado  con 
los  sueldos  devengados  por  el  señor  I^véque 
desde  fines  de  1889  para  adelante;  de  tal  ma- 
nera que  sería  menester  para  aceptar  el  cobro 
que  hace  Dussand  reconocer  al  señor  Lévéque 
el  derecho  á  cobrar  sus  sueldos  anteriores  á 
agosto  de  1890  que  no  le  habían  sido  paga- 
dos; y  7'  que  dejando  á  un  lado  todo  esto  no 
podría  en  ningún  caso  hacerse  responsable  al 
señor  I^véque  por  la  suma  del  saldo  de  fran- 
cos 4, 742. 05,  que  ha  declarado  Dussand  que 
es  lo  único  que  quedaba  adeudando  en  31  de 
diciembre  de  1SÍ>4. 

"Pero  V.  S.  I.  declarando  (jue  no  son  nia- 
teriadesu  resolución  los  sueldos  devengados 
con  anterioridad  al  1^  de  agosto  de  18ü0,  de 
hecho  ha  dejadode  considerary  resolver  todas 
estas  excepciones  opuestas  por  mi  parte  á  la 
ejecución  del  señor  Dussand,  produciétidosecon 
esto  la  nulidad  por  las  causales  antes  apun- 
tadas. 

"Tampoco  ha  considerado  y  resuello  V. 
S.  I.  la  excepción  fundada  en  que  la  sentencia 
no  declara  que  el  señor  J<év«que  debía  pagar 
una  suma  determinada  al  señor  Dussand,  sino 
que  se  le  mandó  restituir  con  intereses  lo  que 
aparecía  que  había  tomado  para  gastos  de 
representación  y  por  anticipos  de  sueldos,  se- 
gún los  asientos  de  los  libros  á  que  se  hace 
referencia  en  los  considerandos  de  la  reconven- 
ción; de  tal  manera  que,  como  la  contabilidad 
se  ha  llevado  en  francos  nominales,  debía  pre- 
cederse á  la  liquidaciónódeterminación  previa 


del  valor  efectivo  qL'e  esos  cifras  debiernn  re 
presentar. 

"Por  último,  en  el  considerando  8**  V.  S.  1. 
declara  que  no  se  pronuncia  sobre  la  petición 
de  si,  dada  la  procedencia  del  cobro  que  hace 
el  señor  Dussand,  es  aceptable  ó  no  Ih  petición 
de  mi  parte  para  que  en  subsidio  se  declare  <jiic 
el  señor  Dussand  sólo  tiene  derecho  al  TO'-í  cicl 
importe  de  lo  que  el  señor  Lévéque  tendría  que 
reintegrar  á  la  caja  de  la  Empresa  ])or  ser  la 
decisión  de  este  punto,  matería  del  compromi- 
so que  se  ha  organizado  para  la  liquid.-uión  de 
dicha  Empresa. 

"Se  ve,  pues,  que  V.  S.  I.  ha  dejado  n  un  lado 
y  omitido  pronunciarse  sobre  todas  las  defen- 
sas ó  excepciones  y  peticiones  de  mi  parte,  lo 
que  hace  nula  la  sentencia  de  V.  S.  I.,  á  virtud 
de  los  artículos  941,  número  5^  y  193,  núme- 
ros 4^  y  6'  del  Código  de  Procedimiento  Ciríl. 

"En  realidad,  V.  S.  I.  se  ha  declarado  incom- 
petente para  resolver  sobre  las  excepciones  ó 
defensas  de  mí  parte,  justificando  de  este  modo 
prácticamente  la  procedencia  de  la  excepción 
de  litis  pendencia  opuesta,  entre  otras,  por  mi 
parte  á  la  ejecución  de  Dussand,  lo  que  hace 
además  procedente  la  causal  de  nulidad  esta- 
blecida en  el  número  7'  del  artículo  941  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  porque  hay 
contradicción  en  el  rechazo  de  la  excepción  de 
litis- pendencia  y  la  declaracitín  de  incompeten- 
cia para  pronunciarse  sobre  las  partictdarcs  á 
que  se  refieren  los  considerandos  8^  y  9^  del 
fallo  deUS.  Utma." 

La  Corte  resolvió: 

Considerando  en  cuanto  á  la  causal  funda- 
da en  haberse  dictado  fallo  en  este  asunto  ha- 
ciendo caso  omiso,  y  sin  pronunciarse  sobre 
las  excepciones  de  pngo,  falsedad  de  la  deuda* 
insuficiencia  del  título  y  litis-pendencia,  opues- 
tas en  la  ejecución  por  el  recurrente: 

1^  Que  en  la  sentencia  definitiva  de  fs.  150, 
expedida  en  estos  autos  por  el  juez  letrado  de 
primera  instancia,  este  funcionario, por  las  ra- 
zones que  estimó  conducentes  y  que  consignó 
en  su  fnllo,  desechó  en  forma  expresa  y  categó- 
rica todas  las  excepciones  opuestas  por  Lévc- 
que á  la  ejecución  de  Dussand,  dando  súlo  lugar 
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á  la  com]>ensación,introdttcídapor  esteúlttmo 
en  contra  de  la  demanda  ^ecutiva  del  primero; 

2^  Que  habiendo  aceptado  la  sentencia  en 
segunda  instancia  de  que  ahora  se  reclama,  la 
exposición  y  los  fundamentos  de  la  primera 
instancia,  y  habiendo  confirmado,  además,  sin 
modiñcación  alguna  su  parte  resolutiva,  deben 
entenderse  por  tal  circunstancia  reproducidos 
en  ella,  sin  necesidad  de  mención  expresa  y  por 
el  sólo  ministerio  de  la  ley,  todos  los  indicados 
elementos  ó  requisitos  que  jurídicamente  cons- 
tituían el  fallo  revisado; 

3'  Que,  por  otra  parte,  no  pudiendo  fallarse 
en  única  instancia  por  el  tribunal  revisor  las 
excepciones  de  «n  juicio  ejecutivo,  propuestas 
y  discutidas  en  la  primera  instancia,  salvo  el 
caso  contemplado  en  el  artículo  231  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  del  cual  aquí  no  se 
trata,  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago  no 
habría  podido  pronunciarse  válidamente  sobre 
las  excepciones  que  no  hubieran  sido  resueltas 
por  el  juez  a  quo^  y  en  consecuencia,  no  habría 
podido  tampoco  remediarse  por  la  vía  de  la 
apelación  cualquiera  omisión  ó  defecto  de  esta 
especie  en  que  la  sentencia  reclamada  hubiere 
incurrido.  Por  eso,  si  el  ejecutado  creyó  que 
esas  omisiones  existían  realmente  en  el  fallo 
del  juez  de  letras,  debió  en  tal  evento  interpo- 
ner,  á  más  del  recurso  de  apelación  que  tendía 
á  remediar  otros  agravios,  el  de  casación, 
creado  por  la  ley  para  corregir  y  sancionar  los 
vicios  ó  defectos  de  forma  que  producen  la  nu- 
lidad de  una  sentencia; 

4'  Que  no  habiendo  proceilido  de  esa  mane- 
ra el  ejecutado  Lévéque  y  habiendo,  además, 
su  parte  dejado  transcurrir  el  plazo  que  la  ley 
concede  para  entablar  el  recurso  de  casación 
en  la  forma  sin  hacer  uso  de  su  derecho,  re- 
nunciando así  tácitamente  á  su  ejercicio,  la 
sentencia  de  primera  instancia  quedó  firme 
respecto  del  agraviado  por  los  vicios  y  defec- 
tos de  forma  que  pudieron  invalidarla,  vicios 
ó  defectos  que,  por  lo  mismo,  no  podrían  ser- 
vir ya  de  base  para  interponer  en  la  segunda 
instancia  del  pleito  un  recurso  definitivamente 
caducado  en  la  pri  mera,  y  del  cual  debiera  ha- 
ber conocido  la  Corte  de  Apelaciones  respec- 
tiva; 

5^  Que  este  orden  de  ideas  guarda  también 


estricta  conformidad  con  la  disposición  termi- 
nante del  artículo  í>46  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  que  á  la  letra  dice:  "Para  que 
pueda  ser  admitido  el  recurso  de  casación  en 
la  forma  es  indtspensableque  el  que  lo  entabla 
haya  reclamado  de  la  falta,  ejerciendo  oportu- 
namente y  en  todos  sus  grados,  los  recursos 
establecidos  por  la  ley." 

6^  Que  la  argumentación  relativa  á  las  ex- 
cepciones que  se  dicen  preteridas  en  el  fallo 
recurrido,  es  aplicable  igualmente  al  vicio  de 
contener  decisiones  contradictorias  que  asi- 
mismo se  le  atribuye  por  el  recurrente,  ya  que 
no  se  reclamó  oportunamente  y  de  grado  en 
grado  de  un  defecto  de  que  también  adolecía 
la  sentencia  de  primera  instancia,  confirmada 
en  todas  sus  partes  por  la  de  segunda; 

7°  Que  en  su  carácter  de  sentencia  confirma- 
toria de  la  de  primera  instancia,  no  es  necesa- 
rio que  la  de  la  Corte  de  Apelaciones  contenga 
los  detalles  exigidos  en  los  números  4^  y  S*' 
del  articulólos  del  Código  mas  arríbacitado, 
en  cuya  omisión  se  funda  también  el  presente 
recurso.  * 

Considerando  en  cuanto  á  la  omisión  de  un 
pronunciamiento  sobre  las  peticiones  subsi- 
diarias, formuladas  en  el  escrito  de  apelacio- 
nes del  recurrente,  que  no  habiendo  sido  adu- 
cidas dichas  peticiones  en  tiempo  y  forma 
como  excepciones  opuestas  á  la  ejecución,  la 
Corte  de  Apelaciones  ha  podido,  sin  infracción 
de  ley,  no  pronunciarse  acerca  de  ellas;  y  que 
á  mayor  abundamiento,  el  mencionado  tribu- 
nal, en  los  considerandos  8^  y  9^  de  sn  fallo, 
enuncia  los  motivos  legales  que  lo  indujeron  á 
no  expedir  ese  pronunciamiento. 

Por  estas  consideraciones  y  disposiciones 
legales  citadas,  y  conforme,  además,  con  lo 
prevenido  en  los  artículos  193,  inciso  1',  943, 
950,  número  5",  953,  971  y  973  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara  sin  lugar,  con 
costas,  el  recurso  de  casación  en  la  forma  á 
que  estos  antecedentes  se  refieren.  Queda  apli- 
cada al  Pisco  la  cantidad  de  sesenta  y  seis  pe- 
sos sesenta  y  seis  centavos,  parte  correspon- 
diente á  este  recurso  en  la  consignación  de 
fs.  174. 

Pasen  los  autos  al  Tribunal  Pleno  para  los 
efectos  del  recurso  de  casación  en  el  fondo. 
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Redactada  por  el  señor  Ministro  Fóster  Re- 
tíabarñn.— Gabriel  Gaete.—f^opoldo  Urratia. 
—Galvarino  Gallardo.— V.  Aguirrc  V.—H.  Fó^- 
tcr  Recabarren. 


Cas.  Civ.  en  la  forma  19  de  abril  de  1904 

Pastéii  con  Jara 

Sentencias  otvlles  definitivas;  núme- 
ro de  Jueoes  que  deben  oonourrir  á 
diotarlas  en  las  Cortes  de  Apelacio- 
nes.—Acuerdo  de  la  sentencia  por 
menor  número  de  jueces  que  el  que 
concurrió  ¿  la  vista  de  la  causa. 

Doctrina: — En  los  tribunales  colegia- 
dos las  sentencias  deñnitivas  exigen  la 
concarrencíH  de  tres  de  sus  miembros^  á 
¡o  menos,  con  arreglo  al  artículo  176  del 
Código  de  Procedimiento  Civil;  de  modo 
que  con  arreglo  al  articulo  final  de  este 
Código  ha  quedado  derogada  en  materia 
civil  la  disposición  del  articulo  80  de  la 
ley  de  15  de  octubre  de  1875. 

Encontrándose  imposibilitado  por  más 
de  treinta  dias  para  concurrir  al  acuerdo 
ano  de  los  miembros  que  concurrieron  á 
la.  vista  de  la  causa,  puede  pronunciarse 
sentencia,  sin  nueva  vista,  por  los  miem- 
bros hábiles  siempre  que  el  Tribunal  que- 
de compuesto  de  un  número  que  no  sea 
in&rior  al  mínimum  fijado  por  ¡a  ley. 


Don  José  (leí  Pilar  Pasten  interpuso  recurso 
de  casación  en  la  forma  contra  1n  sentencia 
dictada  por  la  Corte  de  Apelaciones  de  Talca 
con  fecha  15  de  diciembre  último  en  c1  juicio 
seguido  por  el  mencionado  Pasten  contra  don 
Manuel  Jesús  Jara  y  otros,  sobre  cumplimien- 
to de  un  contrato  de  arrendamiento. 


Formalizando  el  recurso  expone:  que  la 
causa  fué  vista  por  cuatro  niinistros,  que  no 
obstante  fué  fallada  y  firmada  por  solo  tres 
en  virturl  de  un  acuerdo  expreso  del  tribunal 
fundado  en  el  artíado  182  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil.  Quees  verdad  que  ese  artícu- 
lo fa«'ulta  á  los  triltunales  para  sentenciar  Al- 
gunas causas  sin  necesidad  de  nueva  vist^i, 
pero  que  se  necesita  que  queden  siempre  com- 
puestos de  un  número  de  miembros  hábiles 
que  no  sea  inferior  al  minimam  fíjndu  p  yt  la 
ley:  y  que  la  de  Organización  y  Atrílnuionc  s 
de  los  Tribunales  en  su  artículo  86,  exige  la 
concurrencia  de  cuatro  jueces  para  ver  en  defi- 
nitiva II nn.  causa  de  más  de  diez  mil  pesos  de 
valor.  Que  este  valor  lo  lija  la  parte  deman- 
dante en  las  acciones  personales,  según  el  ar- 
tículo 199  de  la  ley  citada,  y  en  la  estimación 
corriente  á  fs.  32  vta.  de  estos  autos,  los  per- 
juicios y  mejoras,  sin  contar  la  demanda  mis- 
ma, valen  más  de  diez  mil  pesos. 

La  Corte  falló: 

Teniendo  presente:  1'  Que  según  lo  pres- 
crito en  el  artículo  176  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  en  los  tribunales  colegiados  las 
sentencias  definitivas,  como  la  de  que  se  trata 
exigen  la  concurrencia  de  tresde  susniiumbros 
á  lo  menos;  2*^  Que  en  consecuencia,  atendido 
á  lo  dispuesto  en  el  artículo  final  del  Código 
citado,  ha  quedado  derogada  en  materia  civil 
la  disposición  del  artículo  86  de  la  ley  de  15 
de  octubre  de  1875;  3' Que  del  certificado  de 
fs.  208  vta.  aparece  que  uno  de  los  miembros 
que  concurrieron  á  la  vista  de  la  causa  se  en- 
contraba imposibilitado  desde  hacía  más  de 
treinta  días  para  concurrir  al  acuerdo;  y  que 
en  conformidad  íí  lo  establecido  en  el  articulo 
821  del  Código  de  Procedimiento  Civil  citado, 
en  este  caso  no  se  verá  de  nuevo  la  causa  aun- 
que deje  de  tomar  parte  eii  el  acuerdo  alguno 
ó  algunos  de  los  que  concurrieron  á  la  vista, 
siempre  que  el  Tribunal  quede  compuesto  de 
un  número  de  miembros  hábiles  que  no  sea 
inferior  al  mínimum  fijado  por  la  ley. 

Con  el  mérito  de  las  consideraciones  que 
preceden  y  disposiciones  legales  citadas  se  de- 
clara sin  lugar  el  recurso  de  casación  en  la 
forma,  con  costas  que  pagará  el  recurrente 


Digitized  by  Google 


lURISPRUDRNCIA 


a45 


con  arreglo  á  la  ley  cuando  mejore  de  fortuna 
por  halxr  litigado  con  privilegio  de  pobreza. 

Pasen  los  antecedentes  al  Tribunal  Pleno 
para  los  efectos  del  recurso  de  casación  en  el 
fondo,  también  interpuesto. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Gaete — 
Gabriel  Gaete.— José  Alfonso  Gairaríno  Ga- 
llardo.—Carlos  Varas. 


Cas.  CÍV.—25  tic  abril  de  1904 

Gaete  con  Vnlderramn 

Ol^eto  lliolto;  derechos  litigiosos.— 
Subrogaolón  oonvenolonal;  entrega 
del  título  del  crédito.— Motivos  que 
afectan  á  la  sentencia  de  primera 
Instancia  no  reclamada  en  esa  parte. 

Doctrina: — No  habiendo  reclamado  el 
recurrente  de  la  sentencia  de  primera  úis- 
tanciaj  la  jurisdicción  deí  Tribunal  "ad 
quem"  quedó  circunscrita  á  los  puntos 
materia  de  la  apelación  de  la  otra  parte; 
y  dicho  Tribunal  al  fallar  esta  apelación, 
resolviendo  en  la  parte  dispositiva  única- 
mente la  cuestión  planteada  por  el  ape- 
lante, aunque  en  los  considerandos  del 
fallo  haga  alusión  á  los  demás  puntos 
controvertidos  en  el  Juicio  en  laprímcra 
instancia,  no  incurre  en  vicio  que  pueda 
dar  lugar  á  casación  enel  fondo,  la  que 
sólo  puede  tener  cabida  por  infracción  de 
ley  que  haya  influido  en  lo  dispositivo 
del  fallo. 

La  excepción  de  falsedad  del  título  para 
ejecutar  se  establece  por  la  comproba- 
ción de  los  hechos  ó  circunstancias  que 
la  ley  determinacomo constitutivos  de  la 
falsedad;  y  la  apreciación  de  la  prueba, 
que  para  acreditar  la  existencia  de  esos 


hechos  ó  circunstancias  se  produzca,  co- 
rresponde al  Tribunal  sentenciador,  el 
cual  ejerciendo  esta  facultíid  que  le  es 
privativa  puede  decidir  que  no  se  ha 
comprobado  dicha  excepción.  (1) 


Por  la  escritura  otorgada  ante  un  notario 
de  Concepción  el  5  de  enero  de  1903,  don  José 
Manuel  Gaete  canceló  á  doña  Domitila  Valde< 
rrama  viuda  de  Navarrete,  el  crédito  que  ante 
el  segundo  juzgado  de  letras  de  dicha  ciudad, 
cobraba  aquel  á  la  sucesión  de  don  Tolindor 
Navarrete  y  que  procedía  del  pago  que,  como 
fiador  de  este  último,  había  efectuado  Gaete 
del  saldo  fie  una  cuenta  corriente  abierta  en  el 
Banco  de  Chile  y  Alemania,  según  escritura 
públii-a  extendida  en  la  misma  ciudad  de  Con- 
cepción el  12  de  abril  de  1898.  Subrogó,  ade- 
más, el  compareciente  á  la  señora  Valderrama 
en  sus  derechos  y  acciones  contraía  sucesión 
Navarrete. 

Doña  Domitila  Valderrama,  por  su  parte, 
declara  en  el  instrumento  de  f.  1  que  se  rece- 
noce  deudora  de  Gaete  de  la  cantidad  de  dos 
mil  quinientos  pesos,  precio  de  la  cancelación 
y  subrogación,  que  ofreció  pagar  en  el  plazo 
de  dos  meses,  autorizando  á  don  José  Manuel 
Gaete,  caso  de  no  verificar  el  pago  en  el  tér- 
mino  convenido,  para  exigir  á  ella  personal- 
mente, la  totalidad  del  crédito  adeudado  por 
la  sucesión  Navarrete,  ó  sea,  la  suma  de  dos 
mil  novecientos  cincuenta  pesos  y  treinta  y 
seis  centavos,  con  el  interés  del  díez  por  ciento 
anual,  desde  el  16  de  diciembre  de  1901. 

Vencido  el  término  de  la  escritura  de  f.  1 
sin  cumplirse  la  obligación  ahí  estipulada,  so- 
licitó y  obtuvo  don  José  Manuel  Gaete,  con  el 
mérito  de  aquélla,  que  se  despachara  manda- 
miento de  embargo  contra  doña  Domitila 
Valderrama,  por  el  capital  de  dos  mil  nove- 
cientos cincuenta  peso?  treinta  y  seis  centavos 
y  los  intereses  de  año  y  cuatro  meses,  ascen- 
dentes á  trescientos  noventa  y  tres  pesos 
treinta  y  siete  centavos,  cantidades  ambas 


(l)Véanfie  las  «enteocÍEB  p^.  56,  89,  210  y  la 
Mntenciu  uguiente. 
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que  hacen  en  conjunto  la  suma  de  tres  mil 
trescientos  treinta  y  ocho  pesos  y  setenta  y 
tres  centavos. 

La  deudora  opuso  ñ  la  ejecución  las  excep- 
ciones de  los  números  6  3'  7  del  artículo  485 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  esto  es,  la 
falsedad  del  título  y  la  falta  de  alguno  de  los 
requisitos  ó  condiciones  exigidas  por  las  leyes 
para  que  dicho  título  tenga  fuerza  ejecutiva^ 
sea  absolutamente,  sea  con  relación  al  deman- 
dado. 

Para  fundar  estas  excepciones,  expone  que 
se  trata  de  un  pago  con  subrogación  conven- 
cional, ejecutado  por  ella  al  señor  Gaete,  res- 
pecto del  cual  no  se  htm  cumplido  las  fonnali- 
dades  requeridas  por  ta  ley  para  la  cesión  de 
derechos. 

Gaete  le  cedió  un  crédito  contra  la  sucesión 
de  su  marido,  don  Tolindor  Navarrete,  pero 
esta  cesión  no  ha  sido  notificada  á  la  sucesión 
ui  aceptada  por  fsta,  ni  se  ha  hecho  tampoco 
entrega  á  la  cesionaría  del  título  para  poderlo 
exhibir  á  los  deudores  y  hacérselo  efectivo, 
de  acuerdo  con  lo  prevenido  en  los  artículos 
1611, 1981, 1902  y  1903  del  Código  Civil. 

Cierto  es  que  se  comprometió  á  dar  por  la 
cesión  dos  mil  quinientos  pesos,  pero  en  el  su- 
puesto de  que  el  crédito  que  se  le  cedía  fuera 
efectivo  y  de  que  el  cedente  pusiera  en  sus  ma- 
nos los  medios  legales  para  cobrarlo,  y  entre- 
tanto sabe  extrajudicialmente  que  la  sucesión 
á  quien  se  presenta  como  deudora  en  el  con- 
trato, nada  cree  deber  al  señor  Gaete. 

De  lo  expuesto^  concluye  diciendo  la  ejecuta- 
da, se  desprende  que  el  titulo  con  que  se  le  de- 
manda no  sólo  no  produce  efecto  entre  ella  y 
el  cedente  ni  entre  ella  y  los  pretensos  deudo- 
res, sino  que  carece  además  de  causa,  como 
quiera  que  se  trata  de  la^sión  de  un  crédito 
que  no  existe,  ó  que,  por  lo  menos,  es  litigioso. 

Para  el  ejecutante,  que  responde  á  esta  opo- 
sición á  fs.  7,  debe  el  juez  declarar  inadmi- 
sibles las  excepciones  propuestas  por  la  eje- 
cutada y  pronunciar  desde  luego  sentencia 
definitiva  en  la  causa. 

Las  excepciones,  conforme  al  artículo  486 
del  Código  de  Procedimiento,  se  han  de  opo- 
ner expresando  con  claridad  y  precisión  los 
hechos  en  que  se  apoyan  y  los  medios  de  prue- 
ba con  que  han  de  acreditarse;  y  en  el  escrito 


en  que  las  formula  el  contendor  no  se  aduce 
ningún  hecho  concreto,  ni  se  insinúa  ningún 
medio  de  prueba  para  acreditarlo:  esta  cir- 
cunstancia las  hace  inadmisibles,  pues  se  ig- 
noraría sobre  qué  se  va  á  discutir. 

Por  lo  demás,  según  el  artículo  455  del  mis- 
mo Código,  el  juicio  ejecutivo  tiene  lugar  cuan- 
do para  exigir  su  cumplimiento  se  hace  valer: 
"2^  escritura  pública,  con  tal  que  sea  primera 
copia,  ú  otra  posterior  dada  con  decreto  judi- 
cial y  citación  de  la  persona  á  quien  debe  per- 
judicar, ó  de  su  causante". 

El  acreedor  exhibe  una  escritura  pública  de 
plazo  vencido  y  actualmente  exigible,  quecon- 
tiene  una  obligación  de  dar,  de  donde  resulta 
que  al  título  presentado  no  falta  ninguno  de 
los  requisitos  ó  condiciones  establecidos  por 
las  leyes  para  que  tenga  fuerza  ejecutiva. 

Por  el  auto  de  fs.  81  no  reclamado  por  las 
partes,  el  juez  declaró  admisibles  las  excepcio- 
nes, y  estimando  innecesaria  la  prueba  por 
fundarse  aquéllas  en  el  título  mismo  que  ser- 
vía de  base  á  la  ejecución,  citó  desde  luego  para 
sentencia,  que  expidió  en  la  forma  siguiente, 
con  techa  11  de  julio  de  1903: 

Considerando: 
Que  uo  siendo  el  objeto  directo  de  In  cesión 
el  evento  incierto  de  la  litis  sino  que  se  cede 
un  crédito  contra  la  sucesión  de  don  Tolindor 
Navarrete  sobre  cuya  efectividad,  según  expre- 
sa dicha  escritura,  seguía  juicio  el  cedente  con 
1 1  sucesión  mencionada;  es  evidente  que  el  con- 
trato ha  tenido  una  causa  ilícita,  puesto  que 
al  celebrarlo  no  constaba  la  existencia  del  cré- 
dito por  cuya  cesión  se  obligaba  la  señora 
Valderrama  de  Navnrrctc  á  pagar  la  suma  de 
dinero  porque  se  le  ejecuta  ni  se  ha  establecido 
después  su  efectividad;  y  de  consiguiente  dicho 
contrato  es  absolutamente  nulo  y  de  ningún 
valor. 

Y  visto  lo  prescrito  por  los  artículos  1698, 
1467,  1681,  1682  y  1683  del  Código  Civil  y 
artículo  492  inciso  2'  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se  desecha  la  excepción  opuesta 
fundada  en  el  núm.  7°  del  artículo  485  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  y  se  declara  pro- 
bada la  excepción  de  falsedad  del  titula. 
.  Se  condena  en  costas  al  ejecutante.— i>ariV/ 
Costa  Praaefia. 
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Apelada  esta  sentencia  sólo  por  el  ejecutan- 
te la  Corte  de  Apelaciones  resolvió: 

Concepción,  diez  y  seis  de  octubre  de  míl  no- 
vecientos tres. —Aceptando  la  parte  expositiva 
de  In  sentencia  de  1^  instancia  y  teniendo  en 
consideración; 

Que  según  aparece  de  la  escritura  púMica 
acompañada  á  f.  1,  doña  Domittln  Valderra- 
ma  viuda  de  Navarrcte  contrajo  la  oliligacíón 
personal  de  pagar  &  don  José  Manuel  Gaete 
la  suma  que  expresa  la  misma  escritura,  en 
virtud  de  haber  cancelado  el  referido  Gaete  un 
crédito  que  tenia  contra  la  sucesión  de  don 
Tolindor  Navarrete; 

Que  la  primera  copia  de  una  escritura  pú- 
blica á  que  no  falta  ninguno  de  los  requisitos 
establecidos  por  las  leyes,  como  es  la  de  f.  1, 
es  suficiente  título  ejecutivo;  y 

Que  la  parte  ejecutada  no  ha  justificado  nin- 
guna de  las  dos  excepciones  opuestas;  y  de 
conformidad  con  lo  prescrito  en  los  artículos 
455  número  2'  y  492  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se  revoca,  en  la  parte  apelada  la 
sentencia  de  once  de  julio  último,  y  se  declara 
que  se  desecha  también  la  excepción  fundada 
en  el  número  6^del  artículo  485  del  Código  de 
Procedimiento  Civil.  Hn  consecuencia,  sígase 
adelante  la  ejecución  y  se  imponen  las  costas 
á  la  parte  ejecutada. 

Redacción  del  señor  Ministro  Fuentes  R.— 
Juaa  N.  Parga.—[¡.  Fuentes  R.—Lais  David 
CruM,—J.  Guillermo  Mackay. 

Doña  Domitila  Valderrnma  ha  interpuesto 
contra  ta  sentencia  de  la  Corte  de  Concepción 
et  recurso  de  casación  en  el  fondo,  que  aparece 
formalizado  en  el  escrito  de  fs.  21. 

Para  la  recurrente,  según  lo  manifiesta  en 
dicho  escrito,  la  sentencia,  al  desechar  la  ex- 
cepción de  falsedad  del  título,  ha  infringido  los 
artículos  1698, 1682,  1683  y  1464  del  Código 
Civil  y  el  485,  número  6*? del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil. 

Consta,  en  efecto,  del  mismo  título,  que  Gaete 
recibió  de  la  recurrente  una  obligación  pura, 
determinada  y  que  habria  sido  rigorosamente 
exigtble,  en  cambio  de  una  cesión  de  derechos 
sin  título  alguno,  á  mayor  abundamiento  liti- 
giosos y  que  se  le  traaferían  en  el  concepto  de 
|ieríectamente  claros  y  saneados;  no  aceptó 


ella  obligarse  |>or  el  evento  incierto  de  la  IÍt¡s, 
sino  por  derechos  electivos  y  fuera  de  toda  dis- 
ensión, muydiversos  por  cierto  de  los  que  dice 
tener  Gaete  contra  la  sucesión  Navarrete. 

Es  evidente  cntónces  que  elcontrato  de  f.  1 
tiene  objeto  ilícito,  cuales  son  los  derechos 
litigiosos,  en  cl  caso  todavía  de  existir  real- 
mente estos  derechos,  que  lia  pretendido  ceder- 
le y  venderle  don  José  Manuel  Gaete  en  las 
condiciones  expresadas  en  el  contrato. 

Al  no  hacerse  lugar  tampoco  A  la  segunda 
de  las  exceiKñonesque  propuso,  se  han  violado 
también  los  nrtículosl611, 1901,1902  y  1903 
del  Código  Civil,  y  el  485  número  9^  del  de 
Procedimiento. 

Conforme  al  primero  de  los  artículos  que  se 
acaban  de  citar,  cl  pago  con  subrogación  se 
sujeta  á  las  reglas  de  la  cesión  de  derechos;  por 
consiguiente,  Gaete,  para  dar  cumplimiento  á 
lo  que  disponen  los  artículos  1901,  1902  y 
1903,  debió  entregar  el  título  de  crédito  que 
cedía,  pero  mal  podía  hacerlo  Gaete  cuando 
no  tenía  ni  ha  tenido  jamás  título  alguno  con* 
tra  la  sucesión  Navarrete, 

En  rebeldía  de  la  recurrente,  que  dejó  pasar 
el  término  sin  fundar  el  recurso,  y  á  solicitud 
de  la  parte  contraria  formulada  en  el  escrito 
de  fs.  27,  en  que  se  consignan  algunas  conside- 
raciones para  que  se  tengan  presente  encentra 
del  recurso,  se  pasaron  los  antecedentes  al  mi- 
nistro que  ha  dictaminado  en  la  causa. 

La  Oorte  falló: 

Considerando: 

1'  Que  doña  Domitila  Valderrama  no  recla- 
mó de  la  sentencia  de  primera  instancia,  la 
cual  fue  apelada  sólo  por  don  José  Manuel 
Gaete,  en  cuanto  dicha  sentencia  hacia  lugar  á 
una  de  las  dos  excepciones  opuestas  á  su  de- 
manda ejecutiva; 

2'  Que  la  jurisdicción  del  tribunal  ad  quem 
quedó  así  circunscrita,  por  la  apelación  de 
Gaete,  á  resolver  la  única  cuestión  que  se  le  so- 
metía, esto  es,  la  de  si  existía  ó  nó  la  falsedad 
del  título,  aceptada  por  el  juez  a  quo; 

3^  Que  esta  fué  también  la  sola  cuestión  que 
falló  realmente  la  sentencia  recurrida,  porque, 
si  bien  los  considerandos  de  ella  se  refieren  á 
las  dos  excepciones  debatidas  en  primera  ins- 
tancia, su  parte  dispositivaresuelveúnicamen- 
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te  la  excepción  de  falsedad  del  título,  pues  en 
dicha  parte  dispositÍTa  se  expresa  que  "se 
revoca,  en  la  parte  apelada,  la  sentencia  de 
11  de  junio  último,  y  se  declara  que  se  desecha 
también  la  excepción  fundada  en  el  número  6^ 
del  artículo  485  del  Código  de  Procedimiento 
Civil"; 

4^  Qae,  en  consecuencia,  el  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondodeducidocontra  esta  sentencia 
no  puede  tener  otro  objeto  que  el  de  qae  se 
invalide  esta  sentencia,  por  haber  infringido 
alguna  ley  que  ha  influido  en  lo  dispositivo  del 
fallo,  al  pronunciarse  como  se  ha  hecho  sobre 
la  cuestión  que  resolvió,  esto  es,  sobre  la  ex- 
cepción de  falsedad  del  título; 

5^  Que  la  falsedad  del  título  se  establece  por 
la  comprobación  de  alguno  de  los  hechos  ó  cir- 
cunstancias que  la  ley  determina  como  consti- 
tutivos de  la  falsedad;  y 

6*  Qne  la  apreciación  de  la  prueba,  que  para 
acreditar  la  existencia  de  estos  hechos  ó  cir- 
cnnstnncias  se  produzca,  corresponde  al  tribu- 
nal sentenciador,  el  cual,  ejerciendo  esta  facul- 
tad que  le  es  privativa,  ha  decidido  en  este 
caso,  como  se  ha  visto,  que  no  se  ha  compro- 
bado la  excepción  de  falsedad  de  que  se  trata. 

Visto  lo  expuesto  en  los  artículos  958,  977, 
960,  979  y  249  del  Cófligo  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  recur- 
so de  casación  en  d  fondo,  formalizado  en  el 
escrito  de  fs.  20,  contra  U  sentencia  de  16  de 
octubre  último. 

Queda  apUcada  al  Pisco  la  cantidad  consig- 
nada. 

Redactada  por  el  señor  Saavedra. — Gabriel 
Gaete.—Jtaé  Aííonso— Leopoldo  Vmitia.—V. 
Agnirre  Vargas. — Carlos  Varas.— Abel  Saave- 
dra.—E.  Fóster  Recabarren. 


Cas.  CÍV.—21  de  abril  de  1904 
Herbage  v.  de  Sepúlveda  con  Lillo 

Sociedad  conyugal;  su  liquidación.— 
Porción  conyugal  y  gananciales;  de- 
recho de  opción  del  cónyuge  sobre- 
viviente. —  Partidor  nombrado  por 
el  testador. 

Doctrina:— £7  cón^-uge  sobrcvivieatCt 
en  el  carácter  de  tul,  tiene  derecho  para 
pedir  la  liquidación  de  la  sociedad  conyu- 
gal, según  las  disposiciones  del  §  5,  titu- 
lo XXJl,  libro  IV  del  Código  Civil  á  fin 
de  determinar  el  haber  total  de  cada  cón- 
y^gC%  por  gananciales,  aportes,  restitu- 
ciones y  compensaciones  á  que  haya  lu- 
gar. Este  derecho  no  se  halla  limitado 
por  ninguna  disposición  legal;  y,  al  con- 
trario, las  reglas  del  §  2^,  titulo  V,  del  li- 
bro III  del  dicho  Código  lo  consagran, 
pues  la  liquidación  previa  de  la  sociedad 
es  necesaria  en  el  caso  de  aceptarse  la 
porción  conyugal,  sea  para  computar,  sea 
para  enterar  dicha  porción  con  la  mitad 
de  gananciales;  ó  simplemente  para  de- 
terminar esta  mitad,  aun  cuando  el  cón- 
yuge optase  por  no  hacer  tal  aceptación. 

No  es  iKcesario,  por  consiguiente,  que 
el  cónyuge  sobreviviente  renuncie  á  la 
porción  conyugal  para  poder  solicitar  la 
liquidación  de  la  sociedad  conyugal,  aun- 
que el  cónyuge  muerto  haya  dispuesto  en 
su  testamento  que  "no  le  pertenecerá  en 
su  sucesión  más  qae  la  cuarta  conyugal 
que  la  ley  le  asigna*',  y  se  haya  con&rido 
al  cónyuge  sobreviviente,  sin  protesta  de 
su  parte,  conjuntamente  con  los  demás 
herederos,  la  posesión  e&ctiva  de  la  he- 
nncia.  Ni  es  tampoco  un  obstáculo  para 
el  ejercicio  de  su  acción  el  hecho  de  haber 
nombrado  el  cónyuge  muerto  partidor 


Digitized  by  Google 


JURISPRDDENCU 


349 


que  ha  aceptado  el  cargo  y  se  halla  en  el 
desempeño  de  sus  funciones. 

Siendo  el  cónyuge  sobreviviente  comu' 
ñero  en  los  bienes  pertenechntes  á  la  so- 
ciedad conyugály  no  estando  obligado  á 
permanecer  en  ¡a  indivisión,  tiene  derecho 
á  pedir  el  nombramiento  de  liquidador 
de  dicha  sociedad,  pues  la  liquidación  de 
patrimonios  debe  practicarse  con  ante- 
rioridad á  la  partición  de  los  bienes  pro- 
pios del  cónyuge  difunto  con  arreglo  á 
los  artículos  1177, 1317  y  1341  del  Có- 
digo Civil. 

En  consecuencia,  el  tribunál  que  recha- 
za la  petición  del  cónyuge  sobreviviente 
para  que  se  practique  la  liquidación  de  la 
sociedad  conyugal  por  existir  partidor 
nombrado  por  el  cónyuge  premuerto  y 
no  haber  hecho  previamente  la  opción  el 
cónyuge  sobreviviente  entre  los  ganan- 
ciales y  la  porción  conyugal,  iníitinge  el 
articulo  1341  del  Código  Civil. 


Don  José  Vicente  Sepúlveda  dispuso  en  su 
testamento  que  su  vínda  doña  Julia  Herbnge 
sólo  tendría  derecho  "á  la  cuota  conyugal  que 
la  ley  le  asigna",  y  nombró  partidor  de  los 
bienes  quedados  á  su  fallecimiento  al  abogado 
don  Antonio  Zapata  Líllo  quien  aceptó  el  car* 
go  y  principió  á  desempeñarlo. 

La  viuda  del  testador,  doña  Julia  Herbage 
pidió  le  citara  á  un  comparendo  con  los  he- 
rederos de  su  marido  para  proceder  al  nom- 
bramiento de  un  árbitro  que  liquidara  la  so- 
ciedad conyugal;  y  solicitó  además  se  mandara 
paralizar  la  partición  iniciada  por  el  abogado 
don  Antonio  Zapata  Lillo,  pues  en  conformi* 
dad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  1341  del 
Código  Civil  debía  efectuarse  previamente  la 
separación  de  patrimonios. 

Don  Olegario  y  don  José  Santos  Lillo,  se 
opusieron  á  la  designación  de  Arbitro  para  li- 
quidar la  sociedad,  fundándose  en  que  el  par- 
tidor don  Antonio  Zapata  Lillo  hal^  acepta- 
do el  cargo  y  había  empezado  á  desempeñar 

lURlS. 


su  cometido;  yenquela  señora  Herbage, como 
asignatariade  nna  cuota,  era  heredera  y  debía 
aceptar  el  nombramiento  de  partidor. 

Eljue«de  Talca  falló: 

Talca,  19  de  mayodel903.— Vistos:  que  del 
expediente  tenido  &  la  vista  consta  que  don 
José  Vicente  Sepúlveda,  por  una  de  los  cláusu- 
las de  su  testamento,  nombró  partidor  de  sus 
bienes  al  abogado  don  Antonio  Zapata  Lillo, 
quien  ha  aceptado  el  cargo  y  ha  principiado  á 
ejercerlo;  que  dicho  nombramiento  ha  sido 
objetado  por  la  viuda  de  Sepúlveda,  señora 
Julia  Herbage  porque,  á  su  juicio,  el  Juez  ár- 
bitro nombrado  no  tiene  competencia  para  li- 
quidar la  disuelta  sociedad  conyugal,  por  no 
ser  ella  heredera  del  testador;  que,  sin  embar- 
go, éste  no  sólo  confinó  al  partidor  la  facul- 
tad de  practicar  la  división  de  su  patrimonio, 
sino  también  la  de  los  bienes  que  por  razón  de 
gananciales  ú  otro  titulo  puedan  correspon- 
der Á  su  cónyuge,  por  cuanto,  según  ta  ley,  la 
mujer  del  testador  es  heredera  como  asignata- 
rio de  la  porción  conyugal;  que  siendo  esto  airi, 
la  división  de  los  bienes  sociales  debe  sujetarse 
á  las  reglas  dadas  para  la  partición  délos  bie- 
nes hereditarios  y  sí  estos  bienes  corresponden 
á  gananciales  del  cónyuge,  el  partidor  nom- 
brado por  el  testamento  tiene  atribudones 
para  separar  de  los  bienes  sociales  dichos  ga* 
nanciales,  previa  liquidación,  y  conforme  á  lo 
dispuesto  en  los  artículos  1324, 1341  y  1776 
del  Código  Civil,  se  declara  que  ha  lugar  á  la 
oposición  deducida  por  don  Olegario  Lillo,  y 
que,  en  consecuencia,  no  ha  lugar  á  la  peti- 
ción hecha  por  doña  Jalia  Herbage  para  que 
se  nombre  un  nuevo  partidor  para  que  divida 
los  bienes  de  la  sucesión  de  don  José  Vicente 
Sepúlveda.— Duelas  G. 

Apelada  esta  rcsoluáón,  la  Corte  de  Talca 
resolvió: 

Talca,  28  dejuliode  1903.— Vistos:  teniendo 
presente: 

1^  Que  don  José  Vicente  Sepúlveda,  por  su 
testamento  conpulsado  á  fs.  20,  nombró  Juez 
árbitro  para  la  partición  de  los  bienesqueque- 
daren  á  su  fallecimiento,  y  reconoció  tamtnén 
que  su  cónyuge  doña  Jnlía  Herbage  es  su  ang» 
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niLtarín  forzosa,  y  como  á  tnl,  le  correspondía 
eu  esos  bienes  la  cuarta  conyugal  á  que  tiene 
derecho,  designando  al  mismo  tiempo  las  espe- 
cies con  que  debe  pagarse  esta  cuarta; 

2^  Que,  dados  estos  antecedentes,  para  re- 
solver sobre  la  petición  de  la  señora  Herbage 
de  f.  l.por  la  cual  solicita  el  nombramiento  de 
un  árbifro  que  practique  la  liquidacíAn  de  la 
sociedad  conyugal  habida  con  su  marido,  es 
necesario  establecer  previamente  si  ella  acepta 
6  no  la  asignación  testamentaria  que  le  ha 
dejado  éste,  porque,  según  sea  la  determina- 
ción que  tome  á  este  respecto,  será  ó  no  pro- 
cedente aquella  petición. 

Si  prefiere  su  mitad  de  gananciales  á  la  por- 
ción conyugal,  habrá  separación  de  patrimo- 
nios, y  nada  tendrá  que  hacer  con  los  bienes 
dejados  por  su  marido  que  forman  una  enti- 
dad distinta;  pero  si,  por  el  contrario,  acepta 
la  asignación  testamentaria,  aceptación  que 
naturalmente  hade  llevar  consigo  la  de  renun- 
ciar los  gananciales,  pues  de  ese  modo  aumen- 
ta el  haber  del  cónyuge  difun.to  y,  por  consi- 
guiente, aumenta  también  la  cuarta  que  le 
corresponde  en  este  haber,  no  procede  la  Hqui- 
dación  de  la  sócie<fnd  conyugal  porque  todos 
los  bienes-  forman  el  patrimonio  del  marido, 
para  cuya  difisión  nombró  éste  partidor  por 
su  testamento; 

3^  Que  dtl  documento  de  fs.  31,  agregado 
en  segunda  instancia,  consta  que  por  decreto 
judicial  de  11  <le  mar^o  último  se  ha  conferido 
á  doña  Julia  Herbage  y  demás  herederos  tes- 
taméntanosla posesión  cfcctivade  la  herencia 
de  don  José  Vicente  Sepúlveda,  decreto  notifi- 
cado á  aquélla  personalmente,  publicado  é 
inscrito,  lo  que  manifiesta  que  si  no  ha  habido 
por  parte  de  ella  aceptación  expresa  de  la  he- 
rencia, no  está  también  dispuesta  &  repudiarla 
por  no  convenir  á  sus  intereses,  y  por  eso  no 
ha  reclamado  del  decreto  que  le  reconoce  la 
calidad  de  heredera  de  su  marido,  calidad  que 
importa  constituirla  asignatario  á  título  uni- 
versal en  la  cuarta  parte  de  los  bienes,  y  re- 
nuncia, por  lo-tanto,  de  todo  otro  derecho, 
incluso  su  mitad  de gananciaIes,artícu1os  1177 
y  1180  del  Código  Civil; 

4^  Que  este  antecedente  hace  más  necesario 
un  pronunciamiento  previo  de  la  cónyuge  so- 
breviviente para  resolver  su  petición  de  f.  1,  y 


mientras  él  no  se  produzca,  no  es  estable  dicha 
petición,  pues  puede  muy  bien  suceder  que  la 
determinación  que  tome  haga  eficaz  la  liquida- 
ción de  la  sociedad  conyugal,  y  á  este  resulta- 
do es  de  creer  que  se  llegue  en  definitiva,  tanto 
por  el  mérito  del  citado  documento  de  fs,  31, 
como  por  el  reconocimiento  que  hace  el  testa- 
dor de  que  su  mujer  es  asignataria  forzosa  en 
la  cuarta  parte  de  sus  bienes,  reconocimiento 
que,  dados  los  términos  en  que  está  concebido, 
no  lo  habría  hecho  si  no  estuviese  íntimamen- 
te convencido  de  que  los  gananciales  son  me- 
nores que  la  porción  conyugal;  y 

5'  Que  aún  suponiendo  que  la  señora  Her- 
bage no  tuviera  antecedentes  para  pronunciar- 
se desde  luego  sobre  lo  que  más  convenga  á 
sus  intereses,  y  para  obrar  con  entero  conoci- 
miento solicitara  la^iqutdación  de  la  sociedad 
conyugal,  tampoco  sería  aceptable  su  petición 
porque  con  ella  gravaría  á  los  accionistas  con 
las  costas  de  un  nuevo  juicio  arbitral,  aparte 
del  constituido  en  el  testamento  y  del  cual  no 
puede  prescindirse  en  provecho  exclusivo  de 
aquélla,  juicio  que,  como  se  ha  dicho,  podría 
llegar  á  ser  útil^  á  lo  qué  se  agrega  que  ante  el 
árbitro  testamentario  podría,  en  último  caso, 
adquirir  este  conocimiento  ylos  datos  que  cre- 
yese necesarios  para  resolverse,  sin  imponer 
mayores  desembolsos  á  los  herederos  ni  dividir 
lu  continencia  de  la  causa. 

Por  éstos  fundamentos,  y  visto  además  lo 
dispuesto  en  el  artículo  1233  del  Código  cita- 
do, se  confirma  el  auto  apelado  de  19  de  mayo 
último,  corriente  á  f.  7  vuelta,  con  declaración 
de  que  no  ha  lugar  por  ahora  al  nombramien- 
to de  árbitro  que  se  solicita  á  f.  1. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Presiden, 
te  Montero,  que  estuvo  por  revocar  el  referido 
auto  y  dar  lugar  á  lo  pedido  por  doña  Julia 
Herbage  en  su  mencionado  escrito  de  f.  1,  á 
virtud  de  los  fundamentos  que  consigna  en  el 
libro  de  acuerdos. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Herrera.— 
Montero.— Herrera. — Román  Blanco. 

El  señor  Montero  se  fundó  para  revocar  en 
las  siguientes  razones:  ' 

1^  Que  en  el  caso  actual  los  bienes  de  la  su- 
ceúón  de  don  José  Vicente  Sepúl veda  aparecen 
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confundidos  con  los  que  en  razón  de  ganancia- 
les corresponden  á  su  viuda  doña  Julia  Herba- 
ge,  por  lo  que  para  dividir  aquéllos  se  hace 
necesario  liquidar  previamente  la  sociedad  con- 
jugal; 

2^  Qne  no  aparece  plenamente  establecido 
que  la  señora  Herbage,  ha  hecho  acto  de  here- 
dero, ni  puede  darle  tal  carácter  el  hecho  de 
qne  su  marido  en  el  testamento  compulsado  á 
fs.  20  establezca  que  ''no  le  pertenecerá  en  su 
sucesión  más  que  la  cuarta  conyugal  que  la 
ley  le  asigna»,  puesto  que  el  cónyuge  sobrevi- 
viente es  libre  para  optar  á  su  arbitrio  por  los 
gananciales  ó  la  porción  conyugal; 

3^  Que  si  bien  el  difunto  pudo  nombrar  vá- 
lidamente partidor  para  la  división  desús  bie- 
nes propios,  como  en  efecto  lo  hizo,  careció  de 
esta  facultad  para  la  de  los  bienes  sociales,  ya 
que  la  ley  no  se  la  acuerda  expresamente  y  es- 
tablece marcada  diferencia  entre  unos  y  otros 
aun  cuando  los  sujete  á  las  mismas  reglas 
para  el  solo  hecho  de  distribuirlos  ó  partirlos. 

Contra  la  sentencia  de  la  Corte  de  Talca 
doña  Julia  Herbage  interpuso  recurso  de  casa- 
ción en  el  iondo,  expresando  que  el  Código  Ci- 
vil no  impone  al  cónyuge  sobreviviente  la  obli- 
gación de  optar'  entre  la  porción  conyugal  y 
los  gananciales,  ni  á  renunciar  éstos  para  to- 
mar aquella,  pues  el  artículo  1176  manifiesta 
que  ambos  derechos  pueden  coexistir  y  que 
bien  puede  el  cónyuge  retener  su  mitad  de  ga- 
nanciales, tornando  &  título  de  porción  con- 
yugal lo  que  falte^para  completar  la  cantidad 
á  que  ésta  ascienda,  de  modo  qne  la  tesis  con- 
traria sostenida  eri  el  considerando  2°  de  la 
sentencia  es  inadmisible  y  tiende  á  coartar  de- 
rechos establecidos  expresamente  por  la  ley; 

Que,  aún  en  el  supuesto  de  que  la  opción 
fuera  de  necesidad,  bajo  ningún  concepto  debe 
admitirse  la  condición  de  previa  que  la  senten- 
cia exige  para  que  pueda  pedirse  la  liquidación 
de  la  sociedad  conyugal.  Lejoaúcprevia  la  op- 
ción, tiene  que  ser  posterior  á  la  liquidación, 
pues  esta  última  operación  es  la  que  demues- 
tra la  superior  entidad  de  la  initad  de  ganan- 
ciales 6  de  la  porción  conyugal; 

Que  carecen,  en  realidad,  de  importancia  las 
disposiciones  testamentarias  en  que  el  cónyuge 
difunto  haya  manifestado  dejar  al  sobrevi- 
viente su  porción  conyugal  en  el  sentido  de 


constituirle  participe  de  su  sucesión,  porque 
con  ó  sin  esas  disposiciones  tiene  los  derechos 
que  la  ley  le  acuerda  con  absoluta  prescinden- 
cia  del  testador  y,  para  ejercitarlos,  le  es  indi- 
ferente su  voluntad;  y  finalmente, 

Que  ante  lo  dispuesto  en  el  artículo  1341  del 
Código  Civil  no  ha  podido  la  Corte  de  Talca 
desentenderse  de  su  aplicación  so  pretexto  de 
que  la  separación  previa  de  patrimonios  im* 
pone  á  los  heredero^  el  mayor  gasto  inherente 
á  una  doble  partición. 

El  procurador  de  los  herederos  de  don  José 
Vicente  Sepúlveda,  expresó  por  su  parte: 

Que  la  Corte  de  Apelaciones  de  Talca  no  ha 
resuelto,  como  lo  cree  la  recurrente,  que  el  par- 
tidor nombrado  por  el  testamento  sea  compe- 
tente para  liquidar  la  sociedad  conyugal  ó  de- 
terminar los  gananciales,  sino  que  declaró  ino- 
portuna 'la  petición  de  la  señora  Herbage,  por 
cuanto  no  se  había  determinado  á  aceptar  la 
porción  conyugal  ó  los  gananciales  á  lo  que, 
según  la  Corte,  la  podrían  obligar  ;Ios  herede- 
ros de  Sepúlveda,  con  arreglo  alartículo  1232 
del  Código  Civil; 

La  Corte  resolvió: 

Considerando: 

1'  Que  á  virtud  del  fallecimiento  del  mari- 
do, el  cónyuge  sobreviviente,  como  tal,  tiene 
derecho  para  pedir  la  liquidaaón  de  la  socie- 
dad conyugal,  según  las  disposiciones  del  pá- 
rrafo 5',  título  22  del  libro  4»  del  Código  Ci- 
vil; á  fin  de  determinar  el  haber  total  de  cada 
cónyuge,  por  gananciales,  aportes,  restitucio- 
nes y  compensaciones  á  que  haya  lugar;  • 

2'  Que  el  derecho  de  pedir  esta  liquidación 
no  se  halla  limitado  por  ninguna  disposición 
legal,  y  antes,  al  contrario,  las  reglas  del  pá-' 
rrafo  2^  título  5«  del  libro  3^  del  citado  Códi- 
go, lo  consagran,  pues,  según  ellas,  la  liquida- 
ción previa  de  la  sociedad  es  necesaria  en  el 
caso  de  aceptarse  la  porción  conyugal,  sea 
para  computar,  sea  para  enterar  meramente 
dicha  porción,  como  fuere  de  derecho  con  la 
mitad  de  gananciales;  6  simplemente  sólo  para 
determinar  esa  mitad,  aun  cuando  el  cónyuge 
sobreviviente  optare  por  no  hacer  tal  acepta- 
ción; y 

3^  Que  de  lo  expuesto,  resulta  que  la  Corte 
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de  Apelaciones  de  Talca,  al  rechazar  las  peti- 
ciones de  doña  Julia  Herbage,  le  desconoce  el 
derecho  á  que  se  refieren  los  considerandos 
precedentes,  infringiendo  el  artículo  1341  del 
Código  Civil,  infracción  que  ha  influido  sus- 
tancialmente  en  lo  dispositivo  de  la  sentencia. 

Visto  también  lo  prescrito  en  los  artículos 
940  y  979  del  citado  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  se  declara  que  há  lugar  al  recurso  de 
casadón  en  el  fondo,  interpuesto  por  doña  Ju- 
lia Herbage,  viuda  de  Sepúlveda,  respecto  de 
la  sentencia  de  28  de  julio  de  1903,  corriente 
á  fs.  32,  la  cual  se  invalida,  en  consecuencia. 

Publíquese. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Gallardo. 
■— Gafcrre/  Gaete.  —José  Alfonso.—  Leopoldo 
ürratia, — Gabriel  Palma  Gazmán.—Galvaríno 
Gallardo.  —  V.  Aguirre  V.  —José  Alejo  Fer- 
aáttdez.  . 

Y  fallando  la  cuestión  controvertida,  pro- 
nunció la  «guiente  sentencia: 

Santiago,  veintiuno  de  abril  de  mil  ootc- 
cíentos  cuatro. —Vistos:  en  los  antecedentes 
judiciales  producidos  con  motivo  de  la  aper- 
tura de  la  sucesión  de  don  José  Vicente  Sepúl- 
veda, su  viuda  doña  Julia  Herbage  ha  solici- 
tado que  se  nombre  árbitro  liquidador  de  la 
sociedad  conyugal  habida  entre  ella  y  su  ma- 
rido, paralizándose  la  partición  de  los  bienes 
que  está  practicando  el  árbitro  nombrado  en 
su  testamento,  don  .Antonio  Zapata  Lillo. 

Habiéndose  deducido  oposición,  se  resolvió 
en  primera  instancia  "no  há  lugar  á  la  peti- 
ción hecha  por  doña  Julia  Herbage  para  que 
se  nombre  un  nuevo  partidor  que  divida  los 
bienes  de  la  sucesión  de  don  José  Vicente  Se- 
púlveda, y  no  há  lugar  á  que  se  paralice  su 
partición." 

A  virtud  de  lo  prevenido  en  el  artículo  958 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  y 

Teniendo  presente: 

1^  Que  siendo  doña  Julia  Herbage,  en  su 
carácter  de  cónyuge  sobreviviente,  comunera 
en  los  bienes  pertenecientes  á  la  sociedad  con- 
yugal de  su  finado  marido  don  José  Vicente 
Sepúlveda,  y  no  estando  obligada  á  permane- 
cer en  la  indivisión,  tiene  derecho  á  pedir  el 


nombramiento  de  compromisario  de  la  socie- 
dad conyugal;  y 

2*^  Que  la  liquidación  de  patrimonios  debe 
practicarse  con  antcíríoridad  á  la  partidón  de 
los  bienes  propios  del  difunto;  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  los  artículos  1177,  1317  y  1341 
del  Código  Civil,  se  revoca  la  resolución  ape- 
lada de  19  de  mayo  de  1903,  corriente  á  fs.  7 
vuelta,  y  se  declara  que  há  lugar  al  nombra- 
miento de  árbitroJiquidador  de  la  referida  so* 
ciedad  conyugal  y  á  la  paralización  del  com- 
promiso iniciado  por  el  partidor  testamenta- 
rio don  Antonio  Zapata  Lillo,  mientras  aque- 
lla liquidación  no  se  verifique. 

Publíquese  y  devuélvanse. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Gallardo. 
— Gabriel  Gaete.  —  [osé  Alfonso.—  Leopoldo 
ürratia.— J^  Gabriel  Palma  Guxmáa.—Galra- 

riao  Gallardo  V.  Agüirrc  V.-Joaé  Alejo  Pcf 

nándei. 


Apelac!ón.~21  de  abril  de  1904 

Banco  de  Tacna  con  Artola 

Desiffnaolón  de  Juzgrado.- Sentencia 
lnterlooutoria.~Inadml8lblUdad  del 
reourso  de  oasaolón.— Desistimiento 
de  la  apelación;  multa. 

Doctrina: — La  designación  del  juez  que 
debe  conocer  en  un  juicio  prescripta  por 
la  ley  de  13  de  enero  de  1897^  moditicada 
por  la  de  15  de  septiembre  de  1898j  no 
ñja  la  competencia  de  los  jueces^  sino  que 
es  de  orden  meramente  económica  y  diri- 
gida á  regular  la  distribución  deltrabajo 
de  los  que  ejercen  una  misma  jurisdicciónt 
no  existiendo  ley  alguna  que  establcMca 
que  la  omisión  del  referido  trámite  im- 
porte legalmente  nulidad;  yporotrapar- 
té,  las  cuestiones  de  competencia  pueden 
originarse  por  declinatoria  ó  por  inhibi- 
toria» 
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La.  sentencia  que  recbaxa  la  nulidad  de 
todo  lo  obrado  en  un  juicio  pomo  haber- 
se designado  oportunamente  el  Juzgado 
que  debía  entender  en  él,  no  es  deñnitiva, 
ni  ittterlocutoría  que  ponga  ñn  al  juicio 
ó  haga  imposible  su  continuación;  y,  por 
lo  tanto,  es  inadmisible  el  recurso  de  ca- 
sación que  contra  ella  se  interponga;  y 
desistida  la  apelación  interpuesta  contra 
el  auto  quelo  deniega,  se  aplica  al  Fisco  la 
cuarta  parte  de  la  cantidad  consignada. 


£1  Banco  de  Tacna  se  presentó  solicitando 
se  le  facilitaran  ciertos  antecedeiites  que  exis- 
tían en  uno  délos  juzgados  de  Valparaíso  para 
hacer  uso  de  su  derecho.  La  Corte  de  Apelacio- 
nes designó  el  segundo  juzgado  de  esa  ciudad 
para  entender  en  dicha  presentación,  fijándole 
el  número  177  entre  las  de  su  clase. 

Admitida  por  el  juzgado  la  presentación,  el 
referido  Banco  inició  juicio  contra  don  Daniel, 
(Ion  Francisco  y  don  Ramón  de  Artola  porco- 
bro  de  una  deuda  de  la  sociedad  dtf  Artola 
Hermanos;  y  después  de  diversos  incidentes! 
los  demandados  formularon,  áfs.  231,  inciden- 
te, solicitando  se  declarara  sin  valor  todo  lo 
obrado  por  haber  procedido  el  juzgado  con 
mnnifíesta  incompetencia  por  no  haber  sido 
designado  en  forma  para  entender  en  el  juicio. 

Tramitado  este  incidente  el  jaez  don  José  R. 
Guzmán  resolvió: 

Valparaíso,  20  de  abril  de  1903. 

Considerando: 

1^  Que  la  jurisdicción  del  juez  Letrado  de 
Valparaíso  es  actualmente  ejercida  en  lo  civil 
y  comercial  por  dos  funcionarios  llamados  fi 
conocer  de  los  asuntos,  contenciosos  ó  no  con- 
tenciosos, que  deban  sometérseles  con  arreglo 
al  turno  legal  en  cuanto  &  los  últimos,  y  á  la 
designación  que  efectúe  para  los  primeros  la 
Corte  de  Apelaciones  en  cada  caso  especial; 

2'  Que  la  solicitud  de  fs.  27  vta.,  hecha  al 
juez  de  letras  pidiendo  ciertos  antecedentes 
prejudiciales  para  formalizar  ante  la  misma 
autoridad  la  demanda  ahí  aludida  y,  "como 


incidente  preliminar  y  necesario  de  ella"  fué 
previamente  presentada  á  la  Iltma.  Corte  de 
Apelaciones,  tribunal  que  designó  al  segundo 
juzgado  de  letras  para  entender  en  el  negocio 
i;eferente  á  esa  solicitud,  fijándole  el  número 
177  entre  las  de  su  clase; 

3^  Que  no  necesitándose  designación  de  juz- 
gado, para  asuntos  no  contenciosos  ó  para 
pedir  y  buscar  documentos  de  secretaría,  y 
siendo  inadmisible  suponer  que  el  Tribuna' 
obrara  por  error,  y  menos  que  al  juzgado  in- 
cumbiera enmendar  el  error,  caso  de  existir, 
ha  debido  creerse  lógicamente  que  aquella  de- 
signación comprendía  el  conocimiento  de  la 
litis  promovida  sobre  la  base  de  los  anteceden- 
tes reunidos  por  medio  de  dicha  solicitud:  pro- 
cedimiento enteramente  análogo  al  que  seem- 
plea  cuando  se  trata  de  preparar  la  acción 
ejecutiva,  pues  entonces  el  mandamiento  de 
embargo  se  exige  ante  el  juez  designado  para 
las  diligencias  preparatorias  sin  requerirse  una 
segunda  designación; 

4>^  Que,  en  todo  caso,  la  designación  del  juez 
-prescrita  por  la  ley  de  13  de  enero  de  1897, 
modificada  por  la  de  15  de  septiembre  de  1898, 
no  fija  la  competencia  de  los  jueces,  sino  que 
es  de  orden  meramente  económico  y  dirigida  á 
regular  la  dístríburión  del  trabajo  de  los  que 
ejercen  una  misma  jurisdicción;  y  además, 
no  existe  ley  alguna  estableciendo  que  la  omi- 
sión del  referido  trámite  importe  legalmen- 
te nulidad,  la  cual,  en  consecuencia,  tampoco 
podrían  declarar  los  tribunales,  ya  que  sólo 
les  está  permitido  hacer  aquélla  para  que  se 
hallan  expresamente  facultados; 

5^  Que  por  otra  parte,  las  cuestiones  de 
competencia  pueden  originarse  únicamente 
por  declinatoria  ó  por  inhibitoria,  y  aquí  no 
hay  otro  juez  determinado  que  reclame,  ó  pa- 
ra quien  se  reclame  la  jurisdicción. 

Conforme  también  á  lo  dictaminado  por  el 
señor  Promotor  Fiscal,  y  á  las  disposiciones 
citadas,  declárase  sin  lugar  lo  pedido  por  los 
señores  Daniel,  Francisco  y  Ramón  de  Artola 
en  lo  principal  de  su  escrito  de  fs.  231,  con 
costas.— yosé  R.  GuBoán. 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte  de  Valparaíso  falló: 

Valparaíso,  9  de  diciembredel903.— Vistos: 
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con  el  mérito  de  los  considerandos  cuarto  y 
quinto  de  la  resolución  apelada,  de  20  de  abril 
último,  corriente  á  fs.  475,  se  confirma  la 
expresada  resolución,  declarándose  que  estos 
antecedentes  deben  remitirse  al  Presidente  de 
este  Tribunal  para  el  efecto  de  designar,  en 
cumplimiento  de  la  ley  de  13  de  enerodel897, 
el  juzgado  que  deba  seguir  conociendo  del  pre- 
sente juicio. 

Acordada  por  los  ministros  señores  Silva  y 
Pineda  y  el  juez  letrado  señor  Alcérreca,  lla- 
mado para  dirimir  la  discordia  producida  en 
la  primera  vista  de  la  causa,  contra  el  voto 
del  Presidente  señor  Moreno  y  Ministro  señor 
Bezanilla  Silva,  quienes  estuvieron  por  revo- 
car la  resolución  de  primera  instancia  y  por 
declarar  que,  habiendo  carecido  de  competen- 
cia el  juez  letrado  para  conocer  en  la  causa 
por  falta  de  la  designación  del  Juzgado  reque- 
rida por  la  ley,  debía  darse  lugar  á  lo  pedido 
en  el  escrito  de  fs.  231  por  los  demandados  y, 
en  consecuencia,  suspenderse  los  efectos  de  lo 
obrado  y  reponerse  el  procedimiento  al  estado 
de  practicarse  la  referida  designación. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Silva.— 
Braulio  Moreno.~Lais  Ignacio  Silva.— Pedro 
N.  Pineda.— A.  Beutailla  Silva. 

La  parte  de  los  señores  Artola  entabló  con- 
tra esta  sentencia  el  recurso  de  casación  y 

La  Corte  proveyó: 

Valparaíso,  28  de  diciembre  de  l9ü3.~Vis- 
tos:  Teniendo  presente  que  la  resolución  de  9 
del  actual,  corriente  A  fs.  483,  contra  la  cual 
se  interpone  el  recurso  de  casación  en  el  fondo, 
no  es  sentencia  definitiva  ni  interlocutoria 
qne  ponga  fin  al  juicio  6  haga  imposible  su 
continuación,  y  vistos  los  artículos  939,  950, 
número  1'  y  953  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  inadmisible  dicho  recurso.— 
Braulio  Moreno —Luis  Ignacio  Silva.-Pedro 
N.  Pineda.— A,  Bezanilla  Silva. 

Ante  la  Corte  Suprema  los  recurrentes  se 
desistieron  de  la  apelación  y 

La  Corte  proveyó: 

Téngasele  por  desistido  con  costas.  Queda 
aplicada  ni  Fisco  la  cuarta  parte  de  la  canti- 
dad consignada.  Comuniqúese  al  Tribunal  de 


Cuentas  y  á  la  Tesorería  Fiscal  de  Valparaí- 
so.—Devuélvanse.— La  declaración  qne  aplica 
al  Fisco  la  cuarta  parte  de  la  suma  consigna- 
da fué  acordada  contra  los  votos  de  los  seño- 
res ministros  Palma  Guzmán,  Varas  y  Póster 
Recabarren,  quienes  opinaron  que  no  procedía 
la  aplicación  de  la  pena  relativa  al  recurso  de 
casación  en  la  apelación  de  un  incidente  en 
que  se  trata  sólo  de  la  admisibilidad  de  dicbo 
recurso,  por  lo  cual  el  Tribuna!  no  ha  tenido 
tampoco  jurisdicción  para  aplicar  la  pena. 
Reemplácese  el  papel.— GaAr/W  Gaete.—JosS 

Alfonso  J.  Gabriel  Palma  Gazmán  Ga/va- 

riño  Gallardo.— V.  Aguirre  V.— Carlos  Varas. 
— B.  Fóater  Kecabarren. 


Recurso  de  queja.— 23  de  abril  de  1904 
Arturo  Coo  Thompson  y  otros 

Gxtradlolón.— A.oamulaoión  de  autoa 
—Delito  no  previsto  al  oonoeder  la 
eztradlolón. 

Doctrina: — Todo  reo  tiene  derecho  du- 
rante la  secuela  del  proceso  á  exigir  se 
ñje  la  posición  que  debe  corresponderle, 
ya  sea  con  relación  á  las  acciones  del  de- 
mandante  ó  acusador,jra  sea  respecto  de 
los  cargos  que  se  le  hagan  de  oñcio  á  ñn 
de  atender  en  forma  concreta  v  regular  á 
sus  medios  de  deknsa  y  en  especial  á  los 
recursos  que  confiere  á  los  procesados  la 
ley  de  garantías  individuales. 

Con  arreglo  á  los  principios  del  Dere- 
cho Internacional,  los  reos  extraídos  del 
territorio  de  ana  nación,  no  pueden  ser 
juzgados  en  el  país  que  solicitó  su  entrega^ 
sino  de  conformidad  con  los  tratados 
que  existan,  ó  con  sujeción  á  Jas  condi- 
ciones de  la  entrega.  Concedida  la  extra- 
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diciótt  por  un  delito  determinado  y  acep- 
tada en  esta  forma  por  el  país  que  la 
reclama,  no  puede  juzgarse  á  los  tvos  ex- 
traídos por  otros  delitos  anteriores  co- 
wetidos  en  el  mismo  país  y  cuya,  acumu- 
lación procede  respecto  de  otros  de  los 
reos  comprometidos  en  el  mismo  delito 
que  motivó  la  extradición. 


Arturo  Coo  Thompson.  César  2^  Koma- 
gnoli  y  Sara  Miranda  v.  de  Herrera,  cuya  ex- 
tradición fué  solicitada  por  Chile  de  la  Repú- 
blica Argentina,  por  el  delito  de  estafa  del 
Banco  de  Chile,  cometido  por  ellos  en  unión 
de  otras  personas,  interponiendo  ante  la  Corte 
Suprema,  recurso  de  queja  contra  una  de  las 
salas  de  la  Corte  'de  Apelaciones  de  Santiago, 
dicen  que  dicha  Corte,  en  resolución  dictada 
con  fecha  4  de  enero  último,  declara  que  sólo 
al  fallarse  en  definitiva  la  causa  criminal  que 
se  les  sigue  por  el  delito  de  estafa,  se  resolverá 
si  ha  de  juzgárseles  exclusivamente  por  el  ex- 
presado delito  origen  de  la  extradición  conce- 
dida por  el  gobierno  argentino,  ó  además  por 
los  otros  que  se  mencionan  en  los  expedientes 
acumulados  al  proceso.  Creen  los  reclaman- 
tes que  tal  resolución  del  tribunal  chileno  es 
ilegal  y  les  causa  daño  irreparable,  no  sólo 
porque  no  pueden  de  un  modo  cierto  y  opor- 
tuno atender  á  su  propia  defensa  en  la  inccr- 
tidumbre  á  que  se  les  deja  sometidos,  sino 
porque  se  contraría  alcontextoy  á  las  bases  de 
la  extradición  concedida.  Desarrollando  este 
punto  yen  virtud  de  los  antecedentes  obrados 
ante  el  gobierno  argentino,  que  en  copia  agre- 
gan á  su  solicitud,  piden  que  conforme  "á  la 
condición  que  encierra  el  artículo  000  del  Có- 
digo de  Procedimiento  en  lo  criminal  argenti- 
no, la  Corte  Suprema",  atendiendo  á  la  queja 
que  formulan  "ordene  que  desde  luego  debe 
únicamente  procesárseles  por  el  delito  que  ori- 
ginó la  estradición".  Sostienen  que  su  petición 
es  justa  y  equitativa,  pues  el  gobierno  de  Chi- 
le al  aceptar  la  entrega  de  que  se  trata,  explí- 
citamente aceptó  también  los  condiciones  bajo 
las  cnalea  fué  otorgada,  condiciones  que  los 


tribunales  se  hallan  en  el  deber  de  aiatar,  con 
arreglo  íí  toflos  los  principios  del  Derecho  He 
gentes  y  á  la  cultura  que  obliga  n  guardar 
escrupulosa  lealtad  respecto  de  la  palabra 
empeñada  en  el  pacto  es[Kcial  de  extradición. 

Trascriben  los  solicitantes,  en  comprobante 
de  sus  alegaciones,  los  siguientes  preceptos  de 
leyes  argentinas,  que,  á  su  juiao,  forman  par- 
te integrante  del  aludido  pacto: 

Artículo  número  648  del  Código  de  Proce- 
dimiento en  lo  criminal  argentino: 

"Habiendo  tratados,  la  extradición  será 
pedida  ú  otorgada  en  la  formaycon  los  requi- 
sitos que  aquéllos  prescriben. 

"A  falta  de  tratados,  la  extradición  será 
pedida  ú  otorgada  por  la  vía  diplomática, 
con  arreglo  al  procedimiento  y  condiciones 
que  se  establecen  en  este  Código". 

Artículo  número  660: 

"Ningún  reo  extraído  podrá  ser  juzgado 
por  ningún  delito  anterior  al  que  motivó  la 
solicitud  de  extradición. 

"Si  por  causa  del  delito  anterior  al  hecho  de 
la  extradición,  jjero  descubierto  con  posterio- 
rídud,  se  pidiere  autorización  para  procesar 
al  individuo  ya  entregado,  el  ¡jedido  que  delíe- 
rá  venir  aeompañadode  las  piezasdel  proceso, 
en  que  consten  las  observaciones  del  individuo 
acusado  ó  declaración  firmada  de  no  tener 
ninguna  que  hacer,  será  sometitlu  al  juez  de 
sección  que  hubiere  entendido  en  la  demanda 
de  extradición  y  su  resolución  será  apelable". 

Añaden  tos  recurrentes  que  el  proceso  crimi- 
nal acumulado  al  de  estafas  al  Baneode  Chile, 
es  anterior  y  descubierto  también  con  ante- 
rioridad; por  lo  cual,  ni  en  hipótesis  podría  la 
Argentina  autorizar  un  juzgamiento  por  el  de- 
lito de  falsificación  de  billetes,  porque  la  ex- 
tradición fué  solicitada  respecto  de  esta  falsi* 
fícnción  y  la  autoridad  de  la  vecina  República 
no  accedió  á  ella,  desechando  de  plano  y  ex- 
presamente lo  pedido. 

Por  esos  antecedentesque  explayan  más  los 
escritos  en  que  se  funda  el  recurso  de  queja,  se 
concluye  solicitando  textualmente  en  el  de  f.  1 
"que  esta  Corte,  previo  el  informe  del  Tribu- 
nal de  Apelaciones,  tenga  á  bien  ordenar  que 
se  desacumule  la  causa  por  estafas  al  Banco 
de  Chile,  y  aceptando  el  cumplimiento  de  las 
condiciones  de  la  extradición  concedida,  dis- 
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póngase  se  les  procese  y  juzgue  sólo  por  el 
expediente,  origen  de  dicha  extradición,  ó  en 
suma,  lo  que  fuere  de  justicia  en  concepto  del 
tribunal". 

La  Oorte  resolvió: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  todo  reo  tiene  derecho  para  exigir 
en  la  secuela  de  la  causa  que  se  6je  la  posición 
que  en  ella  debe  corresponderle  ya  sea  con  re- 
lación á  las  acciones  del  demandante  6  acusa- 
dor, ó  ya  sea  respecto  de  los  cargos  que  se  le 
hagan  de  oficio,  á  fin  de  atender  en  forma  con- 
creta y  regular  á  sus  medios  de  defensa  y  en 
especial  á  los  recursos  que  á  los  procesados 
confiere  la  ley  de  garantías  individuales. 

2^  Que  con  arreglo  á  los  principios  del  De- 
recho Internacional,  los  reos  extraídos  del  te- 
rritoriode  una  nación,  no  pueden  ser  juzgados 
en  el  país  que  solicita  la  entrega,  sino  de  con- 
formidad á  los  tratados  que  existan,  ó  á  falta 
de  tratados  con  sujeción  á  las  condiciones  de 
la  entrega  realizada  entre  autoridades  que  le- 
galmente intervienen  en  la  extradición  de  pre- 
suntos criminales.  Que  aparece  de  los  antece- 
dentes que  obran  en  este  recurso  de  queja,  que 
los  reos  solicitantes,  fueron  entregados  á  las 
autoridades  chilenas  en  el  carácter  únicamente 
de  responsables  del  delito  de  estafas  al  Banco 
de  Chile  y  por  lo  tanto,  aceptada  la  extradi- 
ción en  esta  forma,  la  acumulación  de  autos 
decretada  con  otros  procesos  por  distintos 
delitos,  no  puede  comprender  á  los  menciona- 
dos reos,  ni  afectar  sus  derechos  para  que  se 
les  juzgue  sólo  por  el  delito  que  motivó  tal  ex- 
tradición yno  por  otros  de  fecha  anterior. 

Vistos  los  artículos  69,  109  y  117  de  la  ley 
orgánica  de  los  tribunales,  se  declara:  que  los 
recurrentes  Arturo  Coo  Thompson,  designado 
también  en  la  causa  con  el  nombre  de  Segundo 
Somavía,  César  2^  Romagnoli  y  Sara  Miran- 
da, deben  ser  juzgados  en  el  proceso  á  que  se 
refiere  el  presente  recurso  sólo  por  el  delito 
que  motivó  su  extradición  del  territorio  de  la 
República  Argentina,  y  en  consecuencia  que  la 
acumulación  de  autos  decretada  por  los  tribu- 
nales de  dicho  proceso  no  comprende  á  los  in- 
dicados reos.  En  esta  forma  se  da  lugar  á  la 
queja  interpuesta. 


Transcríbase,  archívese.  Acordada  por  una- 
nimidad después  de  desecharse  la  indicación 
del  señor  Ministro  Fóster  Recabarren  para 
que  esta  Corte  se  avocara  también  el  conoci- 
miento del  proceso  criminal  por  considerarlo 
comprendido  entre  los  asuntos  que  deben  fa- 
llarse con  sujeción  al  Derecho  Intemadonal, 
todo  de  acuerdo  con  el  voto  emitido  en  la 
causa  de  extradición  de  Jorge  \^'alker  en  la 
Corte  de  Apelaciones. — Gabriel  Gaete.—Leo' 
poldo  Ürratin.—V.  Agairre  Vareas,— Carlos 
Varas. — E.  Fóster  Recabarren.— Joaé  Algo 
Femáadex. — Anadeto  Moatt  Pérez, 


Cas.  CÍV.-25  de  abril  de  1904 

Téllez  V.  de  Ossa  con  Alvarez  Condarco 

Prueba  testimonial;  admisibilidad  de 
ella.  -  Depósito;  oonibsión  indivisi- 
ble.—Administrador. -Pagro  nulo.— 
Apreciación  de  la  prueba. 

Doctrina: — Coníesado  por  el  demait' 
dado  el  hecho  deldepásitode  una.  partida 
de  trigo  en  un  molino  para  ponerle  precio 
más  tarde  y  venderlo,  es  procedente  la 
prueba  testimonial  para  justiñcar  la  cir- 
cunstancia complementaría  del  contrato 
consistente  en  que  el  trígo  procedía  de  un 
fundo  depropiedadde  la  demandante  que 
administraba  el  depositante  (1). 


(i)  la  disposición  del  articulo  221 7  del  Códi- 
go Civil,  invocada  por  el  recurrente,  no  era  evi- 
dentemente apitrable  al  presente  caso.  dispo- 
sición de  ese  artículo  rechaza  la  admisibilidad  de 
la  prueba  testlimoníat  en  e\  depósito,  ucuando, 
segiin  las  reglas  gt'nrrales,  dtrbe  otorgarse  este 
contrato  por  eícritou,  es  decir,  cuando  se  iratt 
de  una  rosa  que  valga  más  de  doscientos  pesos, 
pero  no  excluye  en  absoluto  la  prueba  por  otros 
medios  y  entre  ellos  la  califíración  de  la  confe- 
sión judicial  del  depositario  que  reconoce  el  he- 
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Al  apreciar  la  fuerza  probatoria  de  las 
declaraciones  de  los  testigos  j  de  la  con- 
íesión  judicial  del  demandado  para  dar 
por  establecidos  los  hechos  invocados  ea 
la  demanda,  la  Corte  de  Apelaciones  ejer- 
ce una  facultad  privativa,  según  se  dedu- 
cede  los  artículos  958 y  9TT del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  sin  que  al  Tribunal 
que  conoce  del  recurso  de  casación  en  ei 
fondo  le  corresponda  otra  cosa  que  acep- 
tarlos (2). 


Don  Carlos  Alvarez  Coddarco  demandó  á 
doña  TeodoBÍa  T¿Uez  v.  de  Ossa,  para  que  le 

chn  del  depósito  y  pretende  que  su  responsabiti 
dad  de  depositario  se  ha  extinguido  por  otros 
hechos  ó  circunstancias  independientes  del  de- 
pósito mismo. 

Si  el  demandado,  en  el  caso  á  que  se  rtfiere 
esta  sentenciii,  hubiera  negado  el  hecho  del  de- 
pósito, la  prueba  testimonia)  habría  sido  inadmi- 
sible, y  él  habría  sido  creído  sobre  su  palabia. 
Sí,  reconocido  el  hecho  del  depósito,  se  hubiera 
limitado  á  decir  que  habla  devuelto  ei  trigo  de* 
pusitadn,  también  habría  tenido  que  ser  creído 
sobre  su  palabra.  Pero  ai  reconocer  el  hecho  del 
depósito  y  expresar  que  el  trigo  le  había  sido 
vendido  y  su  precio  había  sido  aplicado  j  or  el 
vendedor  al  pago  en  parte  de  una  deuda  de  sú 
hermaiio,  la  validez  de  este  pago  quedaba  some- 
tida á  la  apreciación  del  tribunal,  con  arreglo  al 
precepto  legal  establecido  por  el  aitícu'o  1575, 
previa  romprohición  de  que  el  trigo  no  pertene- 
cía al  dep.isitante,  para  lo  cual  era  indispensable 
que  el  tribunal  apreciara  la  prueba  rendida  para 
acreditar,  no  el  hecho  mismo  del  depósito  que 
era  ronfef:ido,  sino  la  procedencia  del  trigo.  El 
depositJiio,  además,  decía  haber  restituido  el 
depósito  en  una  forma  espe<-ial  que  i^uponfa  en 
el  depositante  la  facultad  de  enajenar  la  cosa  y 
aplicarla  á  un  nbjL-to  esiiecial,  no  comprendido 
en  sus  facultades  de  simple  adminibtrador  del 
fundo  de  que  procedía  el  triga 

La  Corte  de  Talca  pudo,  por  eso,  apreciar  la 
l^alidad  de  estos  hechos  sin  violar  las  disposi- 
ciones legales  en  que  se  basaba  et  recurso. 

(3)  Véase  la  nota  de  la  sentencia  anterior. 

JDRU. 


pagase  cuatro  mil  dosciento8cmcuenta7CÍttco 
pesos  ($  4,255),  intereses  y  costas,  valor  de 
unos  documentos  de  préstamo  que  su  hijo  don 
Alfredo,  como  mandatario  de  ésta  y  adminis- 
trador de  su  fundo  "Pomuyeto",  había  suscri- 
to en  favor  de  aqnél,  demanda  á  que  no  se  di6 
lugar  por  seutencia  de  5  de  septiembre  de 
1901,  del  Juzgado  de  San  Carlos,  y  en  la  cual 
se  expresa  que  n  bien  don  Alfredo  tenía  poder 
de  su  madre  para  la  administración  del  fiindo, 
dicho  mandato  no  era  suñciente  para  obli- 
gar á  la  señora  al  pago  de  tales  documentos. 

En  noviembre  del  mismo  año  y  ante  el  dicho 
Juzgado,  la  señora  Téllez  v.  de  Ossa  interpuso 
demanda  contra  el  expresado  don  Carlos  Ai- 
raren Condarco  para  que  se  declare  que  éste 
estaba  obligado  á  restituirle  cuatrocientas 
sesenta  y  seis  fanegas  de  trigo  limpio  y  de 
buena  calidad,  ó  la  cantidad  de  dos  mil  qui- 
nientos sesenta  y  tres  pesos  ($  2,563),  en  que 
estima  su  valor,  con  intereses  de  uno  por  cien- 
to y  las  costas;  trigo  que,  en  febrero  6  marzo 
de  1896  don  Arturo  E.  Ossa,  otro  hijo  de  la 
demandante  y  á  la  sazón  administrador  del 
fiindo,  haUa  depositado  en  las  bodegas  de 
Alvarez  Condarco,  como  producto  de  la  cose- 
cha de  ese  año,  á  fin  de  fijarle  precio  después  y 
vendérselo;  y  que  el  señor  Alvarez  Condarco, 
de  propia  autoridad,  detuvo  indebidamente 
en  su  poder  las  cuatrocientas  sesenta  y  seis  fa- 
negas de  trigo,  y  hasta  la  fecha  de  esta  de- 
manda no  las  ha  devuelto  ni  ha  querido  pa- 
garlas; y  que  en  la  fecha  en  que  se  entregó  el 
trigo  en  el  molino,  el  precio  corriente  en  plaza 
era  de  cinco  pesos  cincuenta  centavos  por  fa- 
nega. 

Don  Carlos  Alvarez  Condarco,  contestando, 
pide  que  no  se  dé  lugar  á  la  demanda,  con 
costas,  exponiendo:  que  don  Arturo  E.  Ossa 
jamás  ha  depositado  en  las  bodegas  del  moli- 
no "San  Carlos"  la  cantidad  de  fanegas  de 
trigo  á  que  se  refiere  la  demanda;  que  en  el 
supuesto  de  que  tal  depósito  se  hubiera  efec- 
tuado, el  depositante  debería  tener  en  su  po- 
der la  seña  ó  vale  que,  según  costumbre,  se 
da  como  resguardo  en  todas  las  bodegas  que 
reciben  trigo  en  depósito;  que  no  recuerda  ha- 
ber tenido  otro  juicio  con  la  demandante,  que 
uno  por  el  cual  cobraba  &  la  señora  Téllez  v. 
de  Ossa  el  valor  de  unos  pagarées  que  otorgó 
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8u  hijo  don  Alfredo  Ossa,  dícíéndoM  admtnrt- 
trador  del  fundo  "Pomujcto",  en  favor  del 
exponente;  que  ese  juicio  se  falló  dedarándoae 
que  el  atado  señor  Ossa  carec!a  de  fucnltad 
para  obligar  en  esa  forma  á  su  señora  madre 
j  que  de  conngniente  la  obligación  era  perso- 
nal de  don  Alfredo  Ossa;  que  en  abono  de  esta 
deuda  don  Arturo  B.  Ossa  pagó  cierta  can- 
tidad de  trigo,  cuyo  valor  se  liquidó,  7  tal 
abono  es  peritamente  válido,  como  que  pue 
de  hacerlo  cualquiera  persona,  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  artfculol672  del  Código  Civil. 

En  la  réplica,  la  demandante  agrega:  que 
aun  cuando  el  demandado  principia  por  negar 
en  la  contestación  el  hecho  de  haber  deposita- 
do don  Arturo  E.  Ossa  cierta  cantidad  de  tri- 
go en  el  molino  "San  Carlos",  sin  embargo,  la 
efectividad  de  tal  hecho  la  confiesa  en  los  últi- 
mos acápites  del  referido  escrito,  y  con  ante- 
rioridad la  haUa  confesado  también,  absol- 
viendo posiciones  en  el  juicio  relacionado  en  la 
contestación;  que  si  bien  es  verdad  que  no  con- 
serva en  su  poder  los  vales  que  se  le  dieron  en 
la  fecha  en  que  se  hizo  el  depósito,  tal  cosa  se 
debe  á  una  imprevisión  de  su  hijo  don  Artu- 
ro B.  Ossa,  quien  habiéndose  presentado  con 
ellos  al  señor  Alvarez  Condarco  con  el  objeto 
(le  cobrar  el  valor  que  representaban,  éste  los 
retuvo  indebidamente,  negándose  á  efectuar 
el  pago  ó  la  restitución  del  trigo;  que  don  Ar- 
turo E.  Ossa  jamás  tuvo  siquiera  la  intención 
de  hacer  abono  alguno  á  la  deuda  personal 
de  don  Alfredo,  ycaso  de  que  así  hubiera  suce- 
dido, el  abono  lo  habría  hecho  en  favor  de  la 
demandante  á  quien  el  demandado  considera- 
ba como  deudora  en  la  fecha  del  depósito, 
puesto  que  contra  ella  habia  dirigido  la  de- 
manda referida  en  la  contestación. 

En  lá  dúplica  se  insiste  en  lo  aseverado  en  la 
contestación  acerca  de  que  don  Arturo  E.  Ossa 
ni  á  nombre  propio  ni  á  nombre  de  la  deman- 
dante hizo  depósito  de  trigo  en  el  molino  "San 
Carlos",  y  que  la  manera  como  explica  la  de- 
mandante la  no  esrísteticia  de  los  vales  en  sn 
poder  es  ridicula  y  pueril  é  importa  nn  cargo 
injustificado  que  se  dirige  á  una  persona  de 
reconocida  honorabilidad. 

El  Juzgado  de  San  Carlos  con  fecha  27  de 
febrero  de  1903  falló: 


Considerando: 
Que  por  la  demanda  se  pide  la  restitución 
de  cuatrocientas  sesentay  seis  fanegas  de  trigo 
limpio  de  buena  calidad  que  depositó  la  de- 
mandante en  el  molino  "San  Carlos",  perte- 
neciente al  demandado,  ó  bien  el  valor  de  ellas 
ascendente  á  la  suma  de  dos  mil  quinientos 
sesenta  y  tres  pesos; 

Que  deberán  constar  por  escrito  los  actos  ó 
contratos  que  contienen  la  entrega  ó  promesa 
de  una  cosa  que  valga  más  de  doscientos  pesos 
y  la  prueba  testimonial  es  inadmisible  para 
acreditar  las  expresadas  obligaciones; 

Que  la  demandante  confiesa  en  el  escrito  de 
réplica  que  ella  recibió  del  demandado,  con 
resguardo  del  depósito,  las  señas  ó  vales  co< 
rrespondientes,  y  éstos  no  han  ndo  presenta- 
dos en  juicio  á  fin  de  acreditar  la  demanda; 

Que  la  manera  como  la  demandante  explica 
la  no  existencia  de  los  vales  en  su  poder,  no 
puede  ser  aceptada  como  bastante,  ya  que  ella 
importaría  un  delito  cuya  existencia  no  se  en- 
cuentra establecida  en  debida  forma; 

Que,  si  bien  el  demandan  te  confiesa  en  varias 
diligencias  que  corren  en  autos,  en  especial 
absolviendo  las  posidonesde  fs,  51,  que  recibió 
en  depósito  las  cuatrocientas  sesenta  y  seis 
fanegas  de  trigo  á  que  se  refiere  la  demanda, 
afirma  también  que  ellas  fueron  pagadas  al 
depoüitante,  previa  devolución  de  las  señas  y 
aparte  de  que  dicha  confesión  no  podría  divi- 
dirse, incumbiría  la  prueba  á  la  demandante, 
conforme  á  lo  expuesto  en  los  considerandos 
segundo  y  tercero  de  esta  sentencia. 

Con  arreglo  á  los  artículos  1698,  1709  y 
1710  del  Código  Civil,  se  declara  que  no  ha 
lugar  á  la  demanda,  de  la  cual  se  absuelve 
á  don  Carlos  Alvarez  Condarco.  —  Felipe  S. 
IJrEÚA. 

Apelada  estn  sentencia  la  Corte  de  Talca 
resolvió: 

Talca,  9  de  septiembre  de  1903.— Vistos:  con 
lo  reclamado  en  la  sentencia  de  1*  instancia, 
y  teniendo  presente: 
1^  Que  de  autos  aparecen  estos  hechos: 
a)  Que  con  anterioridad  al  presente  juicio, 
el  señor  Alvarez  Condarco  había  demandado 
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á  la  aeñora  Téllez,  viuda  de  Ossa,  á  fin  de  que, 
en  calidad  demandante  de  »u  hijo  don  Alfredo 
Ossa,  le  pagase  cuatro  mil  j  tantos  pesos  faci- 
litados á  éste  mientras  administraba  el  fiindo 
"Pomuycto",  propiedad  de  aquélla; 

b)  Que  dicho  juicio  se  falló  contra  el  señor 
Alvarez  Condarco  tomando  en  cuenta,  "que  sí 
bien  don  Alfredo  Ossa  tenía  poder  para  la  ad- 
ministración del  fundo  "Pomuyeto",  dicho 
mandato  sólo  confería  al  mandatario  el  podo- 
de  efectuar  los  actos  de  administración,  y  en 
maneraalganacontraer  las  obligaciones  á  qne 

se  refieren  los  documentos  de  fs  los  cuales 

contienen  un  verdadero  mutuo"; 

c)  Que  la  actual  demanda  se  funda  en  que, 
en  febrero  ó  marzo  de  1896,  don  Arturo  B. 
Ossa,  administrador  entonces  del  fundo  "Po- 
muyeto",  depositó  en  las  bodegas  del  señor 
Alvarez  Condarco  cnatrodentas  sesenta  y  seis 
^anegas  de  trigo  limpio,  producto  de  la  cose- 
cha de  ese  año,  á  fin  de  fijarle  precio  y  vender- 
lo después  al  mismo  señor  Alvarez  Condarco; 
y  en  que,  con  motivo  del  juicio  antes  aludido, 
éste  retuvo  el  trigo  sin  orden  judicial,  y  sin  de- 
volverlo, ni  pagarlo  hasta  la  fecha;  y 

d)  Que  el  demandado  seexcepciona  diciendo 
en  la  contestación  de  fs.  7  que  don  Arturo  E. 
Ossa  pagó  efectivamente  cierta  cantidad  de 
trigoen  abono  de  la  obligación  de  su  hermano 
don  Alfredo  cuyo  valor  se  liquidó  y  cuyo  abo- 
no es  válido,  según  lo  dispuesto  eo  el  articulo 
1572  del  Código  Civil¡y  que  en  la  hipótesis  de 
que  el  trigo  no  hubiese  pertenecido  al  deposi- 
tante don  Arturo,  éste,  y  no  el  demandado,  se- 
ría responsable  para  con  terceros; 

2^  Qne  con  la  prueba  rendida  por  la  deman- 
dante al  tenor  de  las  preguntas  2*  y  3*  del  in- 
terrogatorio de  fs.  32  se  establece  el  efectivo 
depósito  del  trigo,  producto  del  fundo  "Pomu- 
yeto",  verificado  en  las  bodegas  del  señor  Al- 
varez Condarco  por  el  administrador  de  dicho 
fundo  don  Arturo  E.  Ossa; 

3^  Que  estos  mismos  hechos  se  hallan  tam- 
bién reconocidos  por  el  propio  señor  Alvarez 
Condarco,  pues  en  respuesta  á  la  primera  pre- 
gunta de  las  posiciones  compulsadas  á  fs.  20 
vta.,  dice  textualmente  lo  que  signe:  "que  no 
recuerda  precisamente  su  fecha;  pero  que  en  el 
año  mil  ochocientos  noventa  y  seis  depontó 
don  Arturo  E.  Ossa  por  el  fundo  "Pomuyeto", 


que  administraba,  la  cantidad  de  trigo  indica- 
da en  la  pregunta,  más  6  menos"; 

4'  Que,  á  virtud  de  lo  expuesto  en  los  dos 
considerandos  anteriores  queda  demostrado 
que  el  trigo,  materia  del  depósito  á  que  se  refie- 
re la  demanda,  era  producto  de  la  cosecha  del 
fundo  "Pomuyeto'*y  pertenecia,en  consecuen- 
cia, á  su  dueño  doña  Teodosia  Téllez,  viuda  de 
Ossa; 

5^  Que  añn  enel  supuesto  de  qne  don  Arturo 
E.  Ossa  hubiese  convenido,  algún  tiempo  des- 
pués del  depósito,  en  Hquidarel  valor  del  trigo 
y  abonarlo  en  pago  á  la  cuenta  de  su  hermano 
don  Alfredo,  como  lo  dice  el  demandado,  con- 
testando la  demanda,  tal  convenio  no  puede 
afectar  á  la  demandante  en  forma  alguna^ 
puesto  que  aquél  en  su  calidad  de  simple  admi- 
nistrador de  "Pomuyeto"  carecía  de  facultad 
para  celebrarlo,  y  el  señor  Alvarez  Condarco, 
á  quien  incumUa  la  prueba  en  este  caso,  no  ha 
establecido  lo  contrario; 

6'  Que,  por  lo  tanto,  ^on  Arturo  B.  Ossa 
habría  pagado  una  deuda  ajena  con  una  cosa 
también  ajena  y  sin  la  voluntad  de  su  dueño, 
circunstancia,  la  última,  sobre  que  el  señor  Al- 
vares Condarco  no  puede  alegar  ignorancia 
desde  que  en  esa  época  había  ya  demandado  á 
la  señora  Téllez,  viuda  de  Ossa,  á  fin  de  qiie  le 
pagase  la  deuda  de  su  hijo  don  Alfredo,  pago 
que  dicha  señora  resistía  y  de  que  fué  absuel- 
ta;  y 

7^  Que,  absolviendo  la  segunda  pregunta  de 
las  posiciones  corrientes  en  compulsa  á  fe.  20 
vta.,  reconoce  el  demandado  qne  convino  en 
abonar  cinco  pesos  cincuenta  centavos  por 
cada  fanega  de  trigo  del  depósito. 

En  esta  virtud  y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto 
en  ios  artículos  374  y  388  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  y  1575  y  1698  del  Código  Ci- 
vil se  revoca  la  sentencia  apelada  de  veintisiete 
de  febrero  último,  y  se  declara;  qne  ha  lugar 
á  la  primera  petición  contenida  en  la  deman- 
da, debiendo  también  el  demandado  abonar 
intereses  legal»  desde  la  fecha  de  la  contesta- 
ción de  la  demanda. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Herrera  que  estuvo  por  confirmar  la  referida 
sentenria  teniendo  además  presente  que  cons- 
ta de  los  libros  del  demandado  que  et  trigo  de- 
positado, que  es  inferior  al  que  se  cobra,  lofu{ 
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á  nombre  de  don  Arturo  £.  Ossa  y  comprado 
por  aquél,  abonándose  su  valor;  que  estos  li- 
bros hacen  fe  contrata  demandanteporqueella 
misma  pidió  que  se  tomaran  de  ahí  algunba 
datos;  articulo  1704  del  Código  Civil.  Obra 
también  á  favordel  demandado  la  disposición 
del  artículo  2217  del  mismo  Código,  ya  que  no 
presentándose  los  vales  en  que  constaba  el  de- 
pósito, debe  ser  creído  el  depositario  sobre  su 
palabra,  sea  en  orden  al  hecho  mismo  del  depó- 
sito, sea  en  cnanto  á  la  cosa  depontada  ó  al 
hecho  de  la  restitución. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Montero. 

—Montero.— I.  Urrotia  Herrera. 

parte  de  Alvarez  Condarco  ha  deducido 
recurso  de  casación  en  el  fondo  contra  la  refe- 
rida sentencia  que  pugna,  en  su  concepto,  con 
lo  presento  en  los  artículos  2217,  1708,1711, 
1704,  1567,  número  1^  1572  y  1576  del 
Código  Civil  y  39  del  Código  de  Comercio, 
cuya  aplicación  habrían  determinado  el  re- 
chazo de  la  demanda. 

Arguye  el  recurrente:  que  la  Corte  no  ha  con- 
siderado la  existencia  de  un  título  ó  contrato 
de  depósito  del  trigo  y  que  su  falta  de  presen- 
tación por  la  demandante  se  excusa  imputan- 
do al  demandado  un  hecho  delictuoso  que  no 
se  ha  perseguido  ni  intentado  probar;  que  la 
devolución  del  título  de  su  obligación  al  deu- 
dor implica  el  pago  de  la  misma;  que  si  no  se 
entendiera  esto  así,  sería  aplicable  el  artículo 
2217  del  Código  Civil  que  estatuye  qu<,  si  se 
hubiere  omitido  otorgar  por  escrito  el  contra- 
to de  un  depósito  que  ha  debido  consignarse 
en  esa  forma,  será  creído  el  depositario  sobre 
su  palabra,  sea  en  orden  al  hecho  mismo  del 
depósito,  sea  en  cuanto  á  la  cosa  depositada 
ó  al  hecho  de  la  restitución;  que  esto  último 
es  lo  que  el  demandado  aduce  al  afirmar  que 
pagó  ñ  don  Arturo  E.  Ossa  el  valor  del  trigo 
y  que  éste  voluntariamente  lo  abonó  á  la  deu- 
da de  su  hermano  don  Alfredo;  que  la  prueba 
testimonial  es  inadmisible  por  haber  existido 
contrato  escrito  y  ser  inaplicable  el  artículo 
1711  del  mismo  Código;  que  la  sentencia  ha 
desatendido  el  mérito  de  los  libros  de  comer- 
cio del  demandado,  según  los  cuales  se  esta- 
blecen el  depósito  personal  de  don  Arturo,  el 
pago  del  trigo  y  el  abono  que  éste  hizo  &  la 
deuda  de  su  hermano  don  Alfredo,  libros  acep- 


tados por  la  demandante  en  la  parte  que  le 
favorecen;  que,  aunque  el  depósito  no  hubiera 
sido  personal  de  don  Arturo,  el  pago  del  trigo 
que  á  éste  hizo  el  depositante  seria  legal  por- 
que don  Arturo  estaba  en  posesión  delcrédito 
y  porque,  como  mandatario  de  su  madre,  pu- 
do percibir  su  valor,  previniéndose  que  éste 
reconoce  que  ese  depósito  tenía  por  objeto 
fijar  después  precio  al  trigo  y  venderlo  al  mis- 
mo depositario;  que  la  cancelación  ó  pago  del 
depósito  existe  á  virtud  de  la  devolución  del 
título  al  deudor  y  de  lo  ya  expuesto,  sin  cjnc 
este  hecho  jurídico  se  altere  por  la  aplicación 
que  don  Arturo  hiciera  del  valor  del  trigo  á 
la  deuda  de  su  hermano,  acto  que  habría  sido 
meramente  personal  de  aquél,  que  pudo  ejecru- 
tar  y  que  no  está  reclamado  en  la  demanda. 

La  parte  de  doña  Teodosia  Téllez,  respon- 
diendo &  lo  expuesto  por  el  recurrente  se  limi- 
ta á  pedir  el  rechazo  del  recurso  en  razón  de 
que  la  sentencia  no  contiene  ninguna  infrac- 
ción de  ley  que  influya  en  lo  dispositivo  del 
fallo. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  la  Corte  en  la  sentencia  recurrida  al 
apreciar  la  fuerza  probatoria  de  las  declara- 
ciones de  testigos  y  de  la  confesión  judicial  del 
demandado,  para  dar  por  establecidos  los  he- 
chos invocados  en  la  demanda,  ha  ejercido  una 
facultad  privativa,  según  se  deduce  de  los  ar- 
tículos 958  y  977  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  sin  que  al  Tribunal  que  conoce  del  re- 
curso de  casación  en  el  fondo  le  corresponda 
otra  cosa  que  aceptarlos; 

2^  Que  confesado  por  eldemandadoelhecfao 
del  depósito  del  trigo,  la  prueba  testimonial 
ha  sido  procedente  para  justificar  la  circuns- 
tancia complementaria  del  contrato,  cones- 
tente en  que  el  trigo  procedía  del  fundo  "Pomu- 
yeto",  de  propiedad  de  doña  Teodosia  Téllez 
V.  de  Ossa; 

3^  Que,  en  consecuencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones no  ha  infringido  ley  alguna  al  estimar 
los  hechos  discutidos  en  el  juicio,  y  al  revocar 
la  sentencia  de  primera  instancia. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
940  y  960  del  Código  citado,  se  declara  sin 
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lugar,  con  costas,  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo,  interpuesto  por  don  Carlos  Alvares 
Condarco  respecto  de  la  sentenóa  de  la  Corte 
de  Apelaciones  de  Talca  de  nueve  de  septiem- 
bre de  mil  novecientos  tres.  Se  aplica  al  Fisco 
la  cantidad  consignada.  Se  previene  que  el  se- 
ñor  Ministro  Fóster  Recabarren  no  acepta  la 
parte  ñnal  del  primer  considerando  por  esti- 
marla innecesaria. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gallardo. 
— Publíquese  y  devuélvanse.— :/bsé  Alfonso. — 
Leopoldo  Urrutia.— J.Gabriel  Palma  Gttimáa. 
—Gaharíno  Gallardo —V.  Agnirre  V.~Carlos 
Varas. — E.  Fóster  Recabarren, 


Cas.  Civ.  en  la  forma  29  áe  abril  de  1904 

The  Chile  Telepfaone       Ld.  con  The  Chilian 
Electric  Tramway  and  Ligfat  C^  lA. 

Fallo  cultra  petita».— Incompetenola. 
—Omisión  de  las  Indioaolones  que  el 
fállo  debe  contener. 

Doctrina:— Fa//atfa  la  causa  por  el 
juez  de  primera  instancia  dando  lugar 
sólo  en  parte  á  la  demanda  y  apelada  la 
sentencia  únicamente  por  el  demandado^ 
sin  que  se  adhiriera  á  la  apelación  el  de* 
mandante^  quien  se  limitó  en  la  segunda 
instancia  á  pedir  se  conñrmata  la  sen- 
tencia apelada,  la  sentencia  de  la  Corte 
de  Apelaciones  que  confirmó  aquella  "en- 
tendiéndose que  lo  que  por  ella  se  resueh 
ve  es  que  bá  lugar  á  ¡a  demanda",  ñtlla 
"ultra  petita'\  otorgando  más  de  lo  pe' 
dido  en  segunda  instancia  por  la  parte 
demandante,  é  incurre  en  nulidad. 

Aceptada  una  causal  de  casación  es 
inoñcioso  pronunciarse  sobre  las  demás 
invocadas  en  el  recurso. 


En  el  juicio  iniciado  por  la  Chile  Telephone 
C*  Ld.  contra  la  Chilian  Electric  Tramway 
and  Light  C^  Limited,  por  demanda  de  pe- 
sos, una  de  las  salas  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones de  esta  ciudad,  pronunciándose  en  el 
recurso  de  apelación  interpuesto  por  la  parte 
demandada,  contra  la  sentencia  de  primera 
instancia,  expidió  la  de  17  de  diciembre  del 
año  próximo  pasado,  expresándose  lo  siguien- 
te en  la  parte  dispositiva: 

"Visto  también  lo  dispuesto  en  los  artículos 
1467  del  Código  Civil  y 330  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  se  confirma  la  recordada  sen- 
tencia de  30  de  abril  último,  entendiéndose  que 
lo  que  por  ella  se  resuelve  es  que  há  lugar  á  la 
demanda." 

Contra  esta  sentencia,  la  misma  parte  de- 
mandada anundó  primero  y  formalizó  en  se- 
guida el  recurso  de  casadón  en  la  forma,  ex- 
poniendo que  el  fallo  recurrido  es  nulo,  con 
arreglo  al  artículo  941  del  Código  de  Procedí- 
miento  Civil,  porque  en  él  se  ha  incnrrido  en 
varios  vicios. 

Se  ha  pronunciado  por  un  Tribunal  incom- 
petente, número  1^  del  citado  artículo,  pues, 
apelada  por  su  parte  la  sentenda  de  primera 
instancia,  expresó  agravios  á  su  tiempo  y,  res- 
pondiendo la  contraría,  solidtó  que  se  confir- 
mara con  costas.  De  manera  que  la  competen- 
cia del  Tribunal  quedó  circunscrita  ó  á  revocar 
el  fallo  como  lo  pedía  su  parte  ó  á  confirmar* 
lo  lisa  y  llanamente  como  lo  solidtaba  la  de- 
mandante, ya  que  la  jurisdicción  del  Tribunal 
sólo  se  extiende  á  tanto  cuanto  comprende  la 
apelación,  que  se  determina  por  los  escritos 
de  la  expresión  de  agravios  y  su  respuesta. 

Que  además  se  ha  iacurrído  en  el  vido  se- 
ñalado en  el  número  4^  de  ese  mismo  artícu- 
lo 941,  que  consiste  en  haberse  dado  el  fallo 
okra  petíta,  esto  es,  otorgando  más  de  lo  pe- 
dido por  las  partes  ó  extendiéndolo  á  puntos 
no  sometidos  á  la  decisión  del  Tribunal,  sin 
peijuido  de  la  facultad  que  éste  tenga  para 
fallar  de  ofido  en  los  casos  determinados  por 
la  ley  y  que,  á  pesar  de  que  la  sentenda  de  pri- 
mera instanda  limita  enormemente  las  preten- 
siones del  demandante,  éste  se  conformó  con 
ellay  pidió  su  confirmadón,  mientras  que  el  fa- 
llo reclamado  la  confirmó  agregando  que  lo 
que  se  resuelve  es  que  há  lugar  á  la  demanda. 
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Que  todavía  este  mismo  fallo  ba  sido  dado 
(Mntraríando  lo  dispuesto  en  el  número  5^  del 
citado  articulo,  que  consiste  en  haber  sido 
pronunciado  con  omin6n  de  cualquiera  de  los 
requisitos  enumerados  en  el  artículo  193  y, 
que  la  sentencia  de  que  se  recurre,  aunque  mo- 
difica la  de  primera  instancia  de  un  modo  sus- 
tancial, no  contiene  las  condiciones  previstas 
en  los  tres  primen»  nfimeros  de  ese  artículo. 

La  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  en  la  demanda  solicita  la  parte  de* 
mandante,  que  se  declare:  1^  "Que  la  Empre- 
sa de  Tracción  Eléctrica  debe  pagarle  el  sal- 
do de  la  suma  de  setenta  mil  pesos  ($  70,000) 
estipulada  en  el  contrato  de  2  de  agosto  de 
1900,  con  deduca'ón  de  la  suma  de  treinta  y 
seis  mil  doscientos  pesos  ($36,200)  que  tenían 
recibida  y  de  la  suma  de  veinte  mil  pesos 
($  20,000)  acordada  pata  defensas  de  las  lí- 
neas eUctrícas;  y  2^  Que  la  Empresa  de  Trac- 
ción debe  ser  condenada  expresamente  en  las 
costas  de  este  juicio  é  intereses  de  la  deuda  á 
que  se  refiere  el  número  anterior"; 

2^  Que  la  sentencia  de  primera  instancia 
resuelve  lo  siguiente  en  su  parte  dispositiva: 
"se  declaraque  há  lugar  á  la  demanda  sólo  en 
cuanto 'por  ella  se  pide  el  valor  de  los  traba- 
jos hechos  en  los  circuitos  concluidos,  con  in- 
tereses desde  la  fecha  de  la  demanda,  y  las  su- 
mas convenidas  para  la  inidadón  de  los  tra' 
bajos  en  los  demás  drcuítos  que  las  partes 
ccmvinieren  ó  fuere  necesario  terminar.  No  há 
lugar  á  las  demás  petidones"; 

B"*  Qne  de  esta  sentencia  apeló  solamente 
la  parte  demandada,  limitándose  la  deman- 
dante  á  pedir  su  confirmadón,  y  qne,  no  obs- 
tante, en  la  de  la  Corte  de  Apelaciones  se  con- 
firma la  recordada  sentenda  de  primera  ins- 
tonda,  entendiéndose  "qne  lo  que  por  ella  se 
resuelve  es  que  há  lugar  á  la  demanda"; 

4^  Que,  en  consecuenda,  la  sentenda  recu- 
rrida ha  fallado  uHra  pctita,  esto  es,  otorgan- 
do más  de  lo  pedido  en  segunda  instanda  por 
la  parte  demandante  al  responder  á  la  expre- 
sión de  agravios  de  la  «mtraria,  vido  previsto 
en  el  número  4^  del  articnlo  941  del  Código  de 
Procedimiento  Civil;  y 


6^  Que  aceptada  una  causa  de  casación  es 
inofidoso  pronundarse  sobre  las  otras  «i  que 
también  se  funda  el  recurso. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
946,  959  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  que  há  lugar  al  recurso  de  ca- 
sadón  en  la  forma  interpuesto  contra  la  sen- 
tenda de  17  de  diciembre  de  1903,  y  se  invali- 
da, por  consiguiente,  esa  sentenda,  reponién- 
dose el  proceso  en  el  estado  de  autos  para 
sentencia  qne  deberá  pronundarse  por  el  Tri- 
bunal á  quien  corresponda. 

Devuélvase  á  la  parte  recurrente  la  canti- 
dad de  doscientos  pesos,  consignada  según  la 
boleta  de  fs.  132,  entregándola  al  efecto. 

Redactada  por  el  Presidente  señor  Gaete.— 
Gabriel  G&cte.—José  Alfonso.— J.  Gabrkl  Pal- 
ma Gaxmán.—Galvariao  Gallardo. 


Caá.  Civ.  en  la  ñirma.-^lG  de  majo  c/e  1904 

Banco  Intemadonal  con  Herrera 

Formalizaolón.— Plazo. — Pena.  —  Sen- 
tencia interlooutoria.— Apelaoiór. 

Doctrina: — Habiéndose  formalizado  el 
recurso  de  casación  en  la  forma  al  sexto 
día  después  de  anunciado,es  improceden- 
jr  resuelto  este  punto  es  innecesario 
el  pronunciamiento  sobre  la  apelación 
concedida  en  lo  devolutivo  del  auto  en 
que  la  Corte  de  Apelaciones  había  decía- 
rada  la  improcedencia  del  mismo  recurso 
por  tratarse  de  un  auto  interlocutorio 
que  no  pone  término  al  juicio  ni  bace  im- 
posible su  prosecución  (2). 


(i)  Véanse  sentencias  pigs.  8,  50  y  65. 

(i)  Nu  habiéndose  pronundado  en  la  apeU- 
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En  el  juicio  seguido  por  el  Hanco  Internacio- 
nal con  don  Demófilo  Herrera  sobre  cobro  de 
pesos,  se  presentó  don  Luis  Felipe  Videla  ex- 
poniendo que  dicho  juicio,  que  después  de  dic- 
tarse sentencia  de  trance  y  remate,  se  encon- 
traba en  estado  de  efectuarse  la  venta  de  la 
propiedad  embargada,  estaba  suspendido  des- 
de el  4  de  enero  de  1901,  en  virtud  de  haber 
consentido  el  acreedor  en  dar  á  Herrera  facili- 
dades para  el  pago. 

En  cambio  el  deudor  se  comprometió  á  pa- 
gar al  Banco  con  los  productos  de  la  mina 
"Panizos",  de  su  propiedad,  en  la  forma  que  en 
ella  se  indica:  con  el  producto  de  todos  loa 
metales  de  la  mina  hasta  enterar  tres  mil  pe- 
sos ($  3,000)  y  el  cuarenta  por  ciento  de  ellos 
hasta  la  completa  extinción  del  crédito,  y  se 
dejó  establecido  que  si  Herrera  feltase  á  lo 
estipulado,  el  señor  Videla,  representante  en- 
tonces del  Banco  acreedor,  queda  facultado 
para  seguir  la  tramitación  del  juicio. 

Expone  que  el  dendor  do  ha  cumplido,  según 
los  antecedentes  que  invoca,  y  concluye  solici- 
tando se  decrete  la  continuación  del  juicio  eje- 
cutivo. 


ción,  la  Corte  ha  dejado  sin  resolver  si  procede  la 
aplicación  de  la  multa  cuando  sólo  ve  la  inciden- 
cia provocada  por  la  resolución  de  la  Corte  de 
Apelaciones  que  declara  improcedente  el  recurso 
de  casación.  En  la  especie  la  Corte  Suprema 
entró  á  pronunciarse  sobre  la  procedencia  del 
recurso  de  casación  que  no  le  ebtaba  sometido 
por  no  haber  dado  lugar  á  él  la  Corte  tie  Apela- 
ciones por  un  motivo  diverso,  con  arreglo  al 
artículo  954  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
i^un  el  cual,  si  elevado  el  proceso  en  apelación 
encontrase  mérito  el  tribunal  para  considerar  in- 
admisible el  recurso,  mandará  traer  los  autos  en 
relación  sobre  este  punto  y  si  lo  eittímare  tam- 
bién improcedente  lo  declarará  asf.  De  esiemodo 
aplicó  la  multa  con  arrq^lo  al  artículo  979  que  la 
manda  aplicar  en  todos  los  casos  no  exceptuados 
expresamente,  pero  reducida  á  la  cuarta  parte  que 
fija  el  inciso  4.^  del  artículo  943  para  el  caso  en 
que  la  parte  que  anunció  el  recurso  no  lo  forma- 
lizare en  el  término  legal,  pena  que  en  el  meca- 
nismo de  la  ley  debe  ser  impuesta  en  este  caso 
por  el  tribunal  que  debe  conceder  ó  no  el  re- 
curso. 


Trami  tado  este  incidente  el  juzgado  resolvió: 
Iquique,  10  de  octubre  de  1903  Vistos:  te- 
niendo presente  lo  expuesto  en  este  escrito  y 
en  el  de  fs.  117  y  el  mérito  que  arroja  la  prue- 
ba que  obra  en  autos,  se  declara  que  el  Banco 
Internacional  tiene  derecho  para  continuar  el 
juicio  ejecutivo  á  que  se  refieren  estos  antece- 
dentes.—Fueazalida  G. 

El  ejecutado  apeló  é  interpuso  el  recurso  de 
casación  contra  esta  resolurión  y  el  jaez  pro- 
veyó: 

Iquique,  20  de  octubre  de  1903.— Tratán- 
dose de  una  resolución  interlocntoría  que  no 
pone  término  al  juicio  ni  hace  imposible  sn 
continuación,  no  há  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción. 

Concédese  el  de  apelación  y  elévense  los  au- 
tos con  citación  y  emplazamiento  de  las  par- 
tes.—/sniae/  Poblete. 

El  procurador  del  rematante  apeló  también 
de  este  auto  y  el  juez  le  concedió  este  recurso: 

La  Corte  de  Tacna  dictó  las  siguientes  re- 
soluciones: 

Tacna,  14  de  noviembre  de  1903.— Vistos: 
Se  conñrma,  con  costas  del  recurso,  la  resolu- 
ción apelada  de  diez  del  mes  pasado. 

Devuélvanse.— Barros.  — A.  Palacios, — 
P.  R.  Ve^a.-Af.  A.  Qairell 

Tacna,  14  de  noviembre  de  1903. 

Vistos  y  considerando: 

1^  Que  la  petición  de  fs.  109  sobre  prosecu- 
ción deljucio  ejecutivo  se  formuló  como  inci- 
dente, como  tal  se  tramitó  y  resolvió  por  el 
juez  y  como  tal  fué  reconocido  por  la  parte  de 
Herrera  (Videla)  en  los  escritos  que  en  el  curso 
del  incidente  presentó; 

2^  Que  ella  en  su  fondo  no  puede  mirarse 
de  otro  modo.  En  efecto,  se  refiere  á  si  debe 
seguir  adelante  el  juicio  ejecutivo  que  se  había 
acordado  suspender,  de  modo  que  esa  cues- 
tión, como  cualquiera  otra  que  se  suscite  den- 
tro de  un  juicio,  es  sólo  un  incidente  de  él; 

3^  Que,  en  consecuencia,  la  resolución  de 
fs.  136  vta.  no  pone  término  á  juicio  alguno 
ni  hace  imposible  su  prosecución,  sino  que,  al 
contrarío,  provee  á  la  prosecución  de  él; 

4^  Que  no  hay  para  qué  tomar  en  cuenta  la 
solicitud  de  fs.  72,  la  cual  se  haUa  mandado 
tener  come  demanda  ordinaria,  por  cuanto 
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Herrera  se  desistió  de  ella  formulando  más 
tarde  la  presentación  citada  de  fs.  109. 

Por  estas  consideraciones  y  de  conformidad 
con  los  artfcnloa  939  y  954  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  confirma  con  costas 
del  recurso  la  resolución  apelada  del  20  del 
mes  pasado,  corriente  á  fs.  138  que  declara 
improcedente  el  recurso  de  casación  en  la  for- 
ma, deducido  á  fs.  137  contra  la  resolución  ya 
indicada  de  fs.  136  vta.,  fecha  10  del  mes  pa- 
sado. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Quirell.— 
B.  Barros.— A,  Palacios.— P.  R.  Vega.—M.  A. 
Quirrll. 

Notificadas  las  partes  de  esta  sentencia,  el 
16  de  noviembre,  don  Pedro  V.  Real,  por  don 
Demófilo  Herrera,  anunció  el  recurso  de  casa- 
ción en  la  forma  con  fecha  21  de  noviembre  y 
con  fecha  28  del  mismo  mes  lo  formalizó. 

La  Corte  proveyó: 

Tacna,  30  de  noviembre  de  1903.— Tratán- 
dose de  un  auto  interlocutorío  que  no  pone 
término  al  juicio  ni  hace  imposible  su  prose- 
cución; conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
939  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara improcedente  el  recurso  de  casación  á 
que  este  escrito  se  refiere.— £.  Barros. — A.  Pa- 
fados.— R.  Vega.—M.  A.  Qaintt. 

Y  apelado  este  decreto: 
Tacna,  1^  de  diciembre  de  1903.— Concédese 
en  lo  devolutivo  el  recurso  de  apelación  inter- 
puesto; elévense  los  autos,  con  citación  y  em- 
plazamiento de  las  partes,  dejándose  las  com- 
pulsas necesarias  para  la  prosecución  de  la 
causa.— £.  Barros. — A.  Palacios.~R.  Vega. — 
M.  A.  Quireil 

La  Corte/alló: 

Santiago,  26  de  mayo  de  1904.  —  Vistos; 
Teniendo  presente  que,  anunciado  el  recurso 
de  casación  en  la  forma  el  21  de  noviembre, 
fué  formalizado  el  28  del  mismo  mes,  y  que, 
deducido  el  día  domingo  22,  resulta  siempre 
que  la  formalizadón  se  hizo  el  sexto  día  des- 
pués de  anunciado,  ó  sea  fuera  del  término  le- 
gal; visto  además  lo  dispuesto  en  los  incisos 


2' y  4' del  artículo  943  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  se  declara  improcedente  el  re- 
curso interpuesto,  con  costas.  Queda  aplicada 
á  favor  del  Fisco  la  cuarta  parte  de  la  canti- 
dad de  doscientos  pesos,  consignada  según  la 
boleta  de  fs.  148.  Comuniqúese  al  Tribunal  de 
Cuentas  y  á  la  Tesorería  Fiscal  de  Tacna. 

Y  siendo  innecesario,  atendido  lo  resuelto, 
pronunciarse  sobre  la  apelación  pendiente,  de- 
vuélvanse Gabriel  Gaete.—José  Al/oaso.— 

J.  Gabriel  Palma  GuMtnán. —Carlos  Varas. 


Cas.  Civ.  ea  la  forma  16  de  mayo  de  1904 

Castro  con  Sáez 

Formallzaoión.—  Plazo.—  Pena.—  Sen- 
tencia Interlooutorla.— Apelación 

Doctrina: — La  consideración  de  ha- 
berse formalizado  el  ivcurso  después  de 
traoscarridos  más  de  cinco  días  hábiles 
desde  aquel  en  que  se  anunció,  es  de  ca- 
rácter previo  respecto  de  la  que  se  funda 
en  tratarse  de  ana  sentencia  interlocutO' 
ría  (1). 


En  el  juicio  seguido  por  don  Ramón  Castro, 
como  marido  de  doña  Catalina  Vitaglich  Oli- 
veros, contra  don  Víctor  Sáez,  ex-curador  de 
ésta,  y  á  que  se  adhiere  doña  Rosa  Oliveros,  en 
nombre  propio,  como  heredera  de  don  Santia- 
go 2^  Vitaglich  y  en  su  carácter  de  curadora 

(i)  En  este  fallo  la  Corte  se  pronuncia  en  la 
apelación  adiniticndu  la  improcedencia,  elimi- 
nando, sin  embaigo,  el  dnico  fundamento  de  la 
resolución  del  Tribunal  de  apelaciones  y  aplica 
al  Fisco  la  multa  consignada  pnr  declarar  la  im- 
procedencia del  rerunu.  Queda  siempre  en  pie 
la  cuestión  propuesta  en  la  nota  *  de  la  senten- 
cia anterior. 
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especial  de  doña  Ana  María  Vitaglich  se  opu- 
so Sáez  á  la  ratificación  de  lo  obrado  por  par- 
te de  ésta,  y  tramitada  la  incidencia  el  Juzgado 
resolvió; 

Iquiqne,  29  de  agosto  de  1903.— Vistos:  con 
lo  expuesto  por  las  partes  y  teniendo  además 
presente  que  en  et  juicio  ordinario  que  prece- 
dió al  actual  ejecutivo  pretendió  el  ex-guarda- 
dor  don  Víctor  Sáez,  la  aprobación  de  su  cuen- 
ta administrativa  de  todos  los  bienes  de  la 
sucesión  de  don  Santiago  Vitaglich  y  com- 
prendiendo por  lo  tanto  en  ella  los  derechos 
comprendidos  á  los  otros  dos  hijos  del  citado 
don  Santiago,  los  menores  Ana  María  y  San- 
tiago 2^  Vitaglich,  se  declara  sin  lugar,  con 
costas,  todo  lo  pedido  en  lo  principal  del  escri- 
to de  fs.  201  del  ejecutado,  otorgándose  en  lo 
devolutivo  la  apelación  subsidiaría  interpues- 
ta y  debiendo  elevarse  los  antecedentes  en 
compulsa. 

Al  primer  otrosí  del  aladido  escñto,  téñgase 
presente  en  su  oportunidad  al  dictarse  sen- 
tencia.— M.  Vargas  Maráones. 

Contra  esta  resolución  Sáez  interpuso  los 
recursos  de  apelación  y  casación  y  la  Corte 
faUó: 

Tacna,  16  de  noviembre  de  1903.— Vistos: 
en  este  juicio  ejecutivo  seguido  por  el  repre- 
sentante legal  de  doña  Catalina  Vitaglich  de 
Castro  contra  su  ex-guardador  don  Víctor 
Sáez  sobre  cumplimiento  de  la  sentencia  de 
28  de  noviembre  de  1902,  corríante  á  fs.  102, 
y  al  cual  juicio  se  han  adherido,  ratificando 
todo  lo  obrado,  los  coherederos  de  aquslla, 
don  Santiago  2^  y  doña  Ana  María  Vitaglich, 
representados  por  su  madre  doña  Rosa  Olive- 
ros, como  heredera  del  primero  y  como  cura- 
dora ad-Utem  de  la  segunda,  el  Secutado  don 
Víctor  Sáez  ha  deducido  los  recursos  de  ca- 
sación y  apelación  contra  el  fallo  de  29  de 
agosto  ültímo,  que  se  registra  á  fs.  215  vta. 

Bxpone:  que  deduce  el  primero  de  estos  re- 
cursos, porque  el  expresado  fallo  tiene  el  ca- 
rácter de  sentencia  definitiva;  puesto  que  se 
pronuncia  desechando  la  prescripción  alegada 
por  el  recurrente,  y  lo  funda  en  tas  causales 
determinadas  en  los  números  1',  2'  y  6'  del 
artículo  966  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil y  en  las  que  previenen  los  números  5'  y  9» 
del  artículo  941  del  mismo  Código;  y  supo- 

JUHU. 


niendo  que  el  fallo  fuera  una  sentencia  inter- 
locutoría,  procede  contra  ella  el  recurso  de 
casación,  porque  pone  término  al  juicio,  en 
cuanto  Á  la  prescrípción  que  el  juez  a  quo  ha 
desechado.  Respecto  de  la  apelación  que  inter- 
pone en  subsidio,  ella  es  procedente,  porque 
se  ha  dictado  una  sentencia  que  le  perjudica. 

Teniendo  presente: 

Que  la  excepción  de  prescripción  de  la  deuda, 
en  la  parte  que  corresponde  á  los  menores 
Ana  María  y  Santiago  2^  Vitaglich,  opuesta 
á  la  ejecución  en  el  escrito  de  fs.  830,  como  las 
demás  excepciones  opuestas  por  el  ejecutado 
en  el  mismo  escrito  y  en  el  de  fojas  191,  no 
han  sido  aún  aceptadas  ni  rechazadas  en  pri- 
mera instancia;  pues  se  halla  pendiente  la  re- 
solución que  debe  darse  á  dicha  oposición;  y 

Que  el  auto  recurrido  de  29  de  agosto  atado 
más  arriba,  no  tiene  el  carácter  de  sentencia 
definitiva,  ni  de  interlocutoria  que  ponga  tér- 
mino al  juicio,  ó  haga  imposible  su  prosecución. 

De  conformidad  con  lo  prescríto  en  el  ar- 
ticulo 939  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  que  no  hay  casación,  y  se  confirma 
el  indicado  auto  de  29  de  agosto  último,  con 
costas  del  recurso. 

Se  confirman,  asimismo,  los  autos  de  18  de 
agosto  y  4  de  septiembre  del  año  en  curso,  este 
último  en  la  parte  reclamada,  que  respectiva- 
mente, corren  á  h.  200  y  is.  227  vta.,  con  cos- 
tas del  recurso. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Vega.'^. 
Barros.— i4.  Palacios.— R.  Vega.—M.A.Quirel, 

Anunciado  recurso  de  casación  contra  esta 
sentencia  el  21  de  noviembre  de  1903,  sólo  fué 
formalizado  el  28  de  dicho  mea  y 

La.  Corte  resolvió: 

Tacna,  30  de  noviembre  de  1903.— Tratán- 
dose de  un  auto  interlocutoríoqueno pone  .tér- 
mino al  juicio  ni  hace  imposible  su  prosecu- 
ción, conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
939  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara improcedente  el  recurso  de  casación  á 
que  este  escríto  se  refiere. — E.  BaiTOa,—A.  Pm- 
lacios.— R.  Vega. — M.  A.  Quirel. 

Apelada  esta  resolución  el  TribunolconccdiÓ 
el  recurso  sólo  en  lo  dcrolutiro. 

47 


Digitized  by 


366 


8BGVNDA  PARTB 


La  Oorte: 

Santia^,  16  de  mayo  de  1904.— Vistos:  Te- 
niendo presente  que  el  recurso  de  casación  fué 
formalizado  despnés  de  haber  transcnrrído 
cinco  dfas  hábiles  de  aquél  en  que  se  anundó, 
y  que  la  consideración  apuntada  es  de  carác- 
ter previo  respecto  de  la  que  se  consigna  por 
la  Corte  de  Apelaciones  en  el  auto  apelado 
para  declarar  la  improcedencia  de  dicho  re- 
curso. Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  953  y 
954  del  Código  de  Procedimiento  Civil  se  con- 
firma dicho  auto  de  30  de  noviembre  de  1903, 
que  se  registra  á  fik  261  vta.  en  cuanto  declara 
esa  improcedencia.  Y  conforme  á  lo  dispuesto 
en  el  inciso  final  del  artículo  94-3  del  mismo 
Código,  se  apKca  al  Fisco  la  cantidad  de  dn- 
cuenta  pesos  del  valor  consignado .  segfin  la 
boleta  de  fs.  252,  con  costas.— Lenpo/c/o  Ürru- 
tía.—V,  Aguirrc  Y.—Abeí  S&avedrB.—B.  Fóa- 
ter  Reeáüuureo. 


Con^»eteiKía.—ÍS3  de  mayo  de  1904 
Mord  con  Pisco 

Oausas  de  que  puede  conocer  la  Oorte 
.  Suprema.— Oompetencia  de  la  Oor- 
te de  Apelaolones  de  Santiago. 

Docthina:— Corte  de  Apelaciones  de 
Santiago  debe  conocer  de  las  causas  de 
hacxnda  de  que  conoda  la  Corte  Supre- 
ma al  promulgarse  la  ley  núm.  1552  de 
2S  de  agosto  de 1902,  aprobatoria  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  correspon- 
diendo A  la  Corte  Suprema,  tínicamente, 
el  conocimiento  de  las  causas  de  baexnda 
que  estaban  pendientes  ante  ella  el  1^  de 
marzo  de  1903 


Bn  23  de  didembre  de  1901  la  Hxcma.  Oorte 
confirmó  la  sentenda  de  25  de  noviembre  de 
1899  del  primer  juzgado  de  Santiago  con  las 
ngnientes  declaradonea: 

"Se  declara  que  debe  pagarse  por  el  Pisco  al 
demandante  el  valor  de  las  especies  que,  ae^n 


(i)  La  resolución  de  la  Corte  no  es  bastante 


explícita  en  orden  á  lo  que  debe  entenderse  por 
causas  «que  estuvieren  pendientes  ante  dicbo 
Tribunal  en  la  fecha  indicada»  de  que  habla  el 
nriículo  i.«  de  los  transitorios  de  la  ley. 

Kn  la  causa  de  que  se  trata,  la  Crorte  Suprema 
lubfa  confirmado  la  sentencia  de  primera  instan- 
cia con  fecha  23  de  diciembre  de  1901. 

Segtin  ese  fallo  dthfa  fijarse  por  et  juez,  oyen- 
do el  informe  de  un  perito,  el  monto  de  las  in- 
demnizaciones que  el  Fisco  dtlie  pagar.  £1  juz- 
gado fijó  esas  indemnizaciones  por  resolución  de 
39  de  abril  dltimo.  De  modo  que  se  trata  del 
cumplimiento  de  la  sentencia  de  la  misma  Coitc 
Suprema. 

Esta,  sin  embargn,  se  ha  declarado  incompe- 
tente por  estimar  que  la  causa  no  es  de  las  que 
le  encontraban  pendientes  ante  el  Tribunal  el  1." 
de  marzo  de  1903  con  In  que  da  á  entender  que 
sólo  deben  considerarse  pendientes  las  que  esta- 
ban en  esa  fecha  en  apelación  y  no  habían  sido 
folladas  aiin. 

No  parece  perfectamente  ajustada  á  la  letra  y 
espíritu  de  la  disposición  transitoria  recordada 
esta  inteligencia  dada  á  la  ley.  Es  evidente  que 
esta  causa  no  estaba  terminada  defin>ti%'amente 
el  1."  de  marzo  de  1903,  puesto  que  era  necesa- 
rio dictar  una  resolución  complementaría  que  vi- 
niera á  fijar  el  monto  de  la  índemnisación  man- 
dada pagar  por  el  Tribunal;  y  no  puede  negarse 
la  conveniencia  de  que  fiiera  el  mismo  Tribunal 
que  dictó  la  sentencia  de  que  esa  indemnización 
arranca,  el  que  fijara  el  monto  de  la  indemniza* 
ción;  esto  aparece  de  maniñesto  en  los  conside- 
randos del  auto  del  juez  de  primera  instancia, 
Corte  Suprema  ha  resuelto  en  otros  casos  que  es 
competente  para  pronunciarse  en  las  estimacio- 
nes de  indemnización  que  procedan  de  senten- 
cias que  ha  dictado  después  del  i."  de  marzo  de 
1903;  nada  impedía  que  hubiera  aplicado  el  mis- 
mo criterio  á  las  incidencias  relacionadas  con  d 
cumplimiento  de  fallos  dictados  con  anterioridad 
á  esa  fecha,  que  eran  necesariamente  consulta- 
bles y  que,  por  lo  mismo,  se  hallaban  pendientei 
aún. 
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el  inrentario  &  que  se  refiere  dicho  informe  de 
fs.  81  de  la  Delegación  de  salitreras,  fueron  re- 
cibidas por  la  Pemvían  Corporation  cuando 
tomó  posesián  de  las  covaderas. 

"Se  declara  también  quelosavalúos  manda- 
dos practicar  deben  ser  hechos  por  el  juez 
oyendo  el  informe  de  un  perito  nombrado  en 
la  forma  ordinaria. 

"En  consecuencia,  se  confirma  la  sentencia 
apelada  de  25  de  noviembre  de  1899,  corrien- 
te á  fs.  278  con  las  declaraciones  precedentes, 
revocándose  en  lo  que  fuere  contraria  á  estas 
declaraciones." 

Bn  cumplimiento  de  lo  mandado  por  la  Cor- 
te, el  jnez  pronunció  el  siguiente  fallo: 

"Santiago,  29  de  abril  de  1904. —Vistos:  por 
sentencias  ejecutoriadas  á  fs.  278  y  311,  se  or- 
denó que  el  Fisco  debía  pagar  á  la  empresa  de 
Carguío  de  Guano,  el  valor  de  las  especies  en- 
tregadas al  vapor  Haetaaí  y  al  remolcador 
MiraSores,  á  que  se  refiere  la  demanda;  y  el 
valor  de  las  especies,  que  según  el  inventarío 
á  que  ae  refiere  el  informe  de  fs.  81  de  la  Dele- 
gación Fiscal  de  Salitreras,  fueron  recibidas 
por  la  Peruvian  Corporation  cuando  tomó 
posenón  de  las  covaderas,  según  |lo  resuelto 
por  la  Excma.  Corte  en  el  fallo  de  fs.  311. 

El  avalito  de  estas  especies  del^  determi- 
narse por  el  juzgado  tiendo  el  dictamen  de  un 
perito. 

Para  dar  cumplimiento  á  lo  resuelto,  las 
partes,  de  común  acuerdo,  designaron  como  pe- 
rito á  don  José  Luis  Lira,  quien  aceptó  el  car- 
go, según  diligencia  de  fs.  314. 

Bl  perito  presentó  el  informe  de  fs.  354,  esti- 
mando en  $  62.042,94^  el  valor  de  las  indem- 
nizaciones. 

Bl  Director  del  Tesoro  ha  impugnado  esta 
tasación  fundándose  en  que,  en  general,  el  va- 
lor delasespecies  aparece  exagerado  y  además 
se  ha  tomado  el  inventarío  de  las  espedes  re- 
cibidas por  la  Peruvian  Corporation,  acep- 
tando el  precio  en  él  indicado,  siendo  que  debe 
ser  un  simple  antecedente  para  hacer  la  regu- 
lación pericial. 

Agrega  que  no  se  ha  tomado  en  cuenta  la 
deprenanón  natural  de  las  especies  por  el  uso 
desde  1886  á  1891  y  que  no  es  aceptable  com- 
parar esta  depreciación  con  la  de  nuestra  mo- 
neda, porque  las  obligaciones  contraidas  en  el 


país  se  solucionan  con  el  valor  real  de  la  mone- 
da sin  tomar  en  cuenta  el  cambio  internacio- 
nal, salvo  estipulación  expresa. 

La  Bmpresa  demandante  pide  se  desechen 
las  impugnaciones  por  no  ser  atendibles  sus 
fundamentos,  como  sucede  con  el  carbón  de 
piedra,  en  que  el  perito  ha  pecado  de  fiscalista 
señalándole  un  precio  ínfimo,  muy  distante  de 
su  valor  comerrial.  Agrega  que  no  entra  á  ob- 
servar el  informe  á  fin  de  que  se  termine  pron- 
to este  asunto  y  se  limita  á  aceptar  sus  con- 
clusiones. 

Considerando: 

1^  Que  la  sentencia  de  fs.  311  declaró  que 
los  avalúos  mandados  practicar  deben  ser  he- 
chos porel  juez  oyendo  el  informe  de  un  perito, 
sin  hacer  excepción  de  especies  determinadas; 

2^  Que  el  espíritu  de  esta  resolución  es  esta- 
blecer en  forma  legal  un  antecedente  autori- 
zado que  sirva  á  formar  la  conciencia  y  el  cri- 
terio del  juez; 

Que  la  drcunstancía  de  haber  sido  nom- 
brado el  perito  de  común  acuerdo,  es  porque 
los  interesados  tenían  plena  confianza  en  su 
honorabilidad  y  en  su  preparadón  para  apre- 
dar  debidamente  las  cuestiones  debatidas,  y  así 
lo  expresan  las  partes  en  el  escrito  de  fs.  314; 

4^  Que  por  tal  motivo,  el  jnido  del  juzgado 
será  tanto  más  exacto  y  equitativo  cuanto 
más  se  conforme  al  antecedente  peridal  pro- 
duddo; 

5^  Que  es  de  prudencia,  tratándose  de  espe- 
des tasadas  ó  adquiridas  en  otra  época,  to- 
mar en  cuenta  la  diferenda  decambío  6  d  ma- 
yor ó  menor  valor  de  la  moneda  en  que  ac- 
tualmente se  pretende  soludonar  la  obliga- 
ddn; 

6*^  Que  A  falta  de  datos  predsos,  el  único 
procedimiento  legal  para  fijar  el  predo  de  los 
artículos  6  esptcies  en  Ktigio  es  el  predo  me- 
dio que  les  asignan  las  partes; 

7^  Que  los  valores  determinados  en  el  infor- 
me peridal  de  que  se  trata,  se  ajustan  á  este 
procedimiento  regulatorio; 

8^  Que  en  vista  de  tal  antecedente  seria  in- 
necesario, moroso  y  gravaría  más  á  las  par- 
tes la  designadón  de  otro  perito. 

Por  estas  consideraciones  y  conforme  á  lo» 
articnlos  1070  á  1074  del  Código  de  Frooedi- 
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miento  Ciríl,  se  fija  como  valor  de  las  indem- 
nizaciones á  que  está  obligado  el  Pisco  respec- 
to de  la  Empresa  de  Carguío  de  Guanos,  el 
señalado  por  el  perito  en  sn  informe  de  fs.  354, 
ó  sea  el  de  $  62.042.94^. 

Apelado  este  fallo  por  el  Director  del  Tesoro 
fué  remitido  el  expediente  á  la  Corte  de  Apela- 
ciones de  Santiago  á  la  cual  se  presentó  el  pro- 
curador don  Amadeo  Gundelach  por  don  Mi* 
guel  E.  Morel,  exponiendo  que  por  equivoca- 
ción se  había  enviado  el  expediente  á  dicho 
Tribunal  para  que  conociera  en  segunda  ins- 
tancia de  la  causa;  pero  que,  como  en  este  jui- 
cio ha  prevenido,  en  conformidad  á  las  leyes 
procesales  anteriores  al  Código  de  Procedi- 
miento, la  Bxcma.  Corte  Suprema,  ella  debe 
seguirconodendoen  segunda  instancia  en  con- 
formidad al  artículo  194  de  la  Ley  Orgánica  de 
Tribunales  y,  al  acuerdo  tomado  por  la  Bxcma. 
Corte  en  conformidad  á  este  mismo  artículo. 
Terminaba  pidiendo  se  remitieran  los  autos  á 
la  dicha  Corte. 

El  Tribunal  proveyó: 
Santiago,  21  de  mayo  de  1904.— Como  m 
pide.— A.  Vagar*.— DaríoBenareate.—B.Caa- 
tillo. 

Recibidos  lot  autos 

La  Oorte  resolvió: 

Vistos:  No  siendo  esta  causa  de  las  que  ss 
.encontraban  pendientes  ante  este  Tribunal  á 
]a  fecha  en  que  empezó  á  regir  la  ley  de  28  de 
de  agosto  de  1902;  visto  lo  dispuesto  en  el  in- 
ciso 1'  del  articulo  5'  de  la  ley  citada,  se  de- 
clara que  el  conocimiento  de  este  asunto  co- 
rresponde á  la  Corte  de  Apelaciones  de  San- 

,tÍBgO. 

Devuélvase,  en  consecuencia,  el  expediente. 
—Gabriel  Gaete.—JoaS  Álibaso.—J.  Gabriel 
Palma  Gusmáa.—V.  Agaim  Vr~E.  Fóster 
Recabarren. 


Apelación— 23  de  mayo  de  1904 

Gran  y  C*  (liquidación) 

Oompetenoia. — Arbltrador.— Tribanal 
de  segrunda  Instanola.-  Jurisdiootón 
de  las  Cortes  de  Apelaolones. 

Doctrina: — Los  arhitradores  no  están 
obligados  á  sujetar  su  fallo  estrictamen- 
te á  las  legres  sino  sólo  á  darlo  con  suje-, 
ción  á  lo  qae  su  prudencia  y  la  equidad 
les  dictaren. 

La  Corte  de  Apelaciones  no  tiene  Juris- 
dicción para  conocer  del  recurso  de  ape- 
lación qae  puede  proceder  contra  la  sen- 
tencia que  dicten  jaeces  arhitradores; 
pues  el  recurso  reterído  sólo  procede  para 
ante  otros  árbitros  del  mismo  carácter 
designados  expresamente  por  las  partes 
en  la  escritata  en  qae  se  constituyó  él 
compromiso. 


En  escritura  otorgada  en  Santiago  el  vein- 
tisiete de  marzo  de  mil  novecientos  tres,  don 
Rafael  Brráxuríz  E.  y  don  Rafael  Riesco  por 
una  parte  y  por  la  otra  don  Rafael  y  don  An- 
tonio Grau,  que  habían  transigido  el  juicio  á 
que  dió  lugar  la  liquídarión  de  la  sociedad 
»Grau  y  C*'>,  para  salvar  dificultades  qne 
Se  suscitaron  con  posterioridad  nombraron 
al  abogado  don  Arturo  Alessandri  para  qne, 
como  árbitro  arbitrador  y  amigable  com- 
ponedor, resolviera  la  cuestión  pendiente  con 
solo  un  escrito  que  presentara  cada  parte  y 
con  el  mérito  del  expediente  de  liquidación  de 
la  sociedad  "Grau  y  C^n  que  se  tramitó  ante 
el  árbitro  don  Germán  Munita.  "La  juris- 
dicción del  árbitro,  deda  la  escritura,  se  es- 
tiende á  toda  cuestión  que  pueda  suscitarse 
con  motivo  del  cumplimiento  de  la  escritura 
de  transacción  y  liquidación  referida^  reser- 
vándose las  partes  el  recurso  de  apelación  del 
lallo  del  árbitro  para  ante  la  Ilustrísima  Cor- 
te de  Apelaciones  de  Santiago," 
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Dictada  sentencia  por  el  árbitro  en  30  de 
marzo  de  1903,  Fué  ella  apelada  y  la  Corte  de 
Apelaciones,  riendo  la  causa,  proveyó  con  fe- 
cha 4  de  enero  último: 

Se  suspende  el  decreto  de  autos  y  pasen  loa 
antecedentes  en  vista  ni  señor  Fiscal  para  que 
dictamine  sobre  la  competencia  de  esta  Corte 
para  conocer  en  la  apelación  pendiente. — 
L.  R.  Mora.— A.  Moatt. —  Darío  Benaveate. 
Luis  Barrica. 

El  Fiscal  don  Osvaldo  Rodríguez  fué  de  opi- 
nión que  la  cláusula  de  la  escritura  de  compro- 
miso, segün  la  cuni  el  recurso  de  apelación  que- 
daba deferido  á  la  Iltma.  Corte  de  Apelaciones 
de  Santiago,  no  tenía  valor  por  ser  contrarío 
al  precepto  del  artículo  798  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  que  quiere  que  el  fallo  de 
nn  arbitrador  sea  revisado  por  otros  arbitra- 
dores  del  mismo  carácter,  debiendo  designarse 
sus  personas  en  el  instrumento  en  que  se  cons- 
tituye el  compromiso;  y,  por  lo  tanto,  la  Corte 
era  incompetente. 
Esta  resolvió: 

Santiago,  15  de  abril  de  1904.— Con  lo  ex- 
puesto por  el  señor  Fiscal,  y  teniendo  pre- 
sente: 

1^  Que  el  árbitro  don  Arturo  Alessandrí  fué 
nombrado  con  la  calidad  de  arbitrador,  por 
lo  cual  debe  entenderse  que  no  está  obligado  á 
sujetar  su  fallo  estrictamente  á  las  leyes  y  sólo 
darlo  con  sujeción  A  lo  que  su  prudencia  y  la 
equidad  le  dictaren,  en  conformidad  á  lo  dis- 


puesto en  el  artículo  173  de  la  Ley  Oi;gánica 
de  Tribunales  y  artículos  793  y  796  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil;  y 

2^  Que  con  arreglo  á  lo  establecido  en  las 
disposiciones  legales  citadas  y  dada  la  natu- 
raleza de  las  funciones  que  está  llamado  á  de- 
sempeñar el  arbitrador,  no  es  procedente  en 
derecho  la  designación  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones como  tribunal  de  alzada  para  rever  el 
fallo  que  ¿ste  pronunciare,  designación  que 
sólo  pudo  recaer  en  otros  árbitros  del  mismo 
carácter  que  hubieran  «do  nombrados  expre- 
samente por  las  partes  en  la  escritura  en  que 
constituyan  el  compromiso,  se  declara  que 
esta  Corte  no  es  competente  para  conocer  de 
la  apelación  de  la  sentencia  de  30  de  mayo  úl- 
timo.—/. Beraalea  M.~E.  Donoso  V.—J.  Ig- 
nacio Larrafn  Z. 

Apelada  esta  sentencíai 

La  Corte: 

Vistos:  con  el  mérito  del  primer  consideran- 
do de  la  resolución  apelada,  y  teniendo  además 
presente  que  la  Corte  de  Apelaciones  no  tiene 
jurisdicción  para  conocer  del  recurso  de  apela- 
ción que  puede  proceder  contra  la  sentencia 
que  dicten  jueces  arbítradores,  se  confirma  di- 
cha resolución  de  15  de  abril  último,  con  cos- 
tas del  recurso.— LeopoA/o  UrrottM.— Carlos 
Varas. — Abel  Saavedra.~-L.  R,  Mora. 


CORTES  DE  APELACIONES 


Coríe  de  la  Serena.—?  rfe  enero  de  7904 

Estjuivel  con  Sociedad  de  Mitins  y  Fundición 
de  Carrizal 

Hedidas  precautorias. -Secuestro  de 
una  mina  —  Prohlblolón  de  enaje- 
nar y  gravar.— Apreciación  de  los 
documentos  aoompafiados.  . 

Doctrina:— Ci/anrfo  se  demanda  el  do- 


minio  constítaido  aobre  un  inmueble,  el 
poseedor  seguirá  goMando  de  él  hasta  la 
sentencia  defínitiva  pasada  en  autoridad 
de  cosa  juzgada,  y  no  procede  el  secues- 
tro con  arreglo  al  artículo  281  del  Códi- 
go de  Procedimknto  Civil, 

La  prohibición  de  celebrar  actos  ó  conr 
tratos  puede,  en  general,  decretarse  con 
relación  á  los  bienes  que  son  materia  del 
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pleito;  pero  sólo  evado  las  facultades  del 
demandado  no  oírecierea  suñciente  ga- 
rantía para  asegurar  el  resaltado  del 
juicio  (1). 

AI  pronunciarse  sobre  las  medidas  pre- 
cautorias el  Tribunal  puede  apreciar  los 
documentos  presentados  sin  que  esto  im- 
porte  un  prejuxgamiento. 


En  el  juicio  seguido  por  don  José  María  £s- 
qnivel  contra  la  Sociedad  de  Minas  y  Fundi- 
ción de  Carrízal'sobre  mejor  derecho  á  la  mina 
"Armonía"  la  parte  de  don  José  María  Bsqui- 
vel  pidió  en  el  primer  otrosí  de  su  escrito  de  fs. 
79,  en  donde  amplía  y  reforma  su  demanda, 
que  con  el  mérito  de  los  documentos  acompa- 
ñados j  especialmente  en  vista  de  los  títulos 
de  dominio  de  la  mina  "Armonía"  que  le  favo- 
receny  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 154  del  Código  de  Minería,  se  decretase  el 
secuestro  de  dicha  mina. 

En  el  segundo  otrosí  agregó  queen  resguar- 
do de  sus  intereses  y  conforme  con  el  artículo 
1464  del  Código  Civil,  se  decretase,  desde  lue- 
go, provisoriamente  y  bajo  su  responsabili- 
dad, la  prohibición  de  gravar  ó  enajenar  de 
cnnlquier  modo  la  misma  mina  en  discusión, 
para  cuyo  efecto  se  notificaría  al  conservador 
del  departamento  á  fin  de  que  inscriba  la  pro- 
hibición y  sin  perjuicio  de  comunicarse  trasla- 
do de  la  petición. 

El  Juzgado,  por  decreto  de  8  de  noviembre 
de  1902,  dió  trabado  y  autos  á  lapetición  for- 
mulada en  el  primer  otrosí,  y  ordenando  igual 
tramitación  á  la  petición  del  segundo  otrosí, 
accedió,  mientras  tanto,  á  lo  solicitado,  bajo 
la  responsabilidad  del  demandante. 

Respondiendo  á  estas  peticiones,  don  Juan 
de  la  Crux  Poblete,  por  la  Sociedad  demanda- 
da, pide  que  se  desechen  las  medidas  precauto- 
rias á  que  ellas  se  refieren,  y  alega: 

Que  tratándose  en  este  juicio  sobre  el  mejor 
derecho  á  la  mina  "Armonía",  no  procede  res- 

(])  Véase  sentencia  de  la  Corte  de  Valparaíso, 
Escobar  con  Reyes,  de  7  de  noviembre  de  1903, 
n,  pág.  166. 


pecto  de  ella  el  secuestro  judicial,  conforme  al 
artículo  281  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil y  que  ahora  debe  el  Juzgado  prescindir  del 
mérito  de  los  títulos  presentados  por  EsqnS- 
vcl,  porque  habría  un  prejuzgamiento  de  la 
cuestión  principal  si  se  diera  lugar  al  secuestro 
so  pretexto  de  que  los  títulos  del  demandante 
eran  mejores  que  los  de  la  Sociedad  deman- 
dada. 

Que  con  respecto  á  la  prohibición  de  cnajo> 
nar  ó  gravar  solicitada^debeprescindirsetam- 
bién  de  las  escrituras  aco|npañadas  por  temor 
de  un  prejuzgamiento  de  la  cnestiÓn  principal. 

Que  la  prohibición  de  enajenar  ó  gravar 
exige,  segfin  el  artículo  286  del  mismo  Código, 
que  las  facultades  del  demandado  no  ofrezcan 
suficiente  garantía  para  Megurar  el  resultado 
del  juicio,  requisito  que  no  milita  en  el  caso  de 
autos  y  que  el  demandante  es  irresponsable. 

Que  las  medidas  de  esta  naturaleza  pueden 
ocasionar  perjuicios  de  consideración  y  la  So- 
ciedad demandada  no  tendría  contraquien  re- 
petir su  demanda  de  indemnizaáón  por  la  in- 
solvencia de  Esquivel. 

Termina  pidiendo  que  se  alce  la  prohibición 
decretada  y  que,  en  subsidio,  el  demandante 
rinda  caución  suficiente  para  responder  por 
los  perjuicios  que  cause  á  la  Sociedad  la  prohi- 
bición que  se  decrete  á  solicitud  de  él  y  sobre 
lo  cual  hace  formal  petición. 

El  señor  Poblete  expone  en  el  otrosí  de  su 
citado  escrito  que,  debido  á  la  irregularidad 
de  la  carrera  de  los  vapores,  el  representante 
de  la  Sociedad  demandada  no  ha  alcanzado  á 
remitirle  poder  para  este  juicio  y  por  lo  cual, 
ofreciendo  fianza  de  rato  de  don  Aladín  Car- 
mona,  pide  que  se  le  acepte  conforme  á  la  ley 
y  se  fije  un  plazo  prudencial  para  la  ratifica- 
ción del  interesado. 

Con  fecha  29  de  octubre  de  1903  el  Juzgado 
de  Freirina  resolvió: 

Considerando: 
1^  Que  disponiendo  la  ley  (art.  253,  inc.  1^ 
del  Código  de  ProcedimientoCivil)  queel  actor 
debe  presentar  en  su  demanda  los  instrumen- 
tos en  que  la  funde,  es  natural  que  el  Tribunal 
pueda  tomar  conocimiento  de  esos  instrumen- 
tos para  pronunciarse  sóbrelas  peticiones  que 
formulen  las  partes  en  d  curso  del  juicio; 
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2^  Que  con  arreglo  al  artículo  281  del  mis- 
mo Código,  no  es  procedente  el  seiruestro  soli- 
átado; 

39  Que  cuando  se  demanda  el  dominio  cons- 
titnfdo  sobre  un  inmueble,  el  poseedor  seguirá 
gozando  de  él  hasta  la  sentencia  definitiva  pa- 
sada en  autoridad  de  cosa  juzgada; 

4^  Que  la  Sociedad  demandada'ea  anónima, 
y  por  lo  tanto,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  424  del  Código  de  Comercio,  los  ac- 
cionistas sólo  son  responsables  hasta  el  mon- 
to de  sus  respectivos  aportes,  y  consta  del  do- 
cumento de  fs.  65  que  el  socio  de  ella,  don 
Marcos  Clegg,  reside  en  Inglaterra; 

5'  Que  la  prohibición  de  celebrar  actos  6 
contratos  puede,  en  general,  decretarse  con  re- 
lación á  los  bienes  que  son  materia  del  juicio;  y 

6'  Que  no  hay  antecedentes  para  acceder  á 
la  petición  subsidiaria  del  señor  Poblete,  ten- 
dente á  que  se  ordene  al  demandante  rendir  ta 
caución  de  su  referencia. 

Con  arreglo  á  las  disposiciones  legales  cita- 
das, y  visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  2250 
7  1464  del  Código  Civil, 

Se  declara: 

1^  Que  no  ha  lugar  al  secuestro  de  la  mina 

"Armonía"  pedido  por  la  parte  demandante 
en  el  primer  otrosí  de  su  escrito  de  fs.  79; 

2^  Que  debe  mantenérsela  prohibidón  de- 
cretada á  fs.  87,  el  8  de  noviembre  del  año 
pasado,  desechándose  la  petición  formulada 
por  el  señor  Poblete  para  que  se  ordene  al  de- 
mandante rendir  la  fianza  á  que  se  refiere  en  lo 
principal  de  su  escrito  anterior;  que  se  acepta 
la  fianza  ofrecida  en  el  otroiri  del  mismo  escri- 
to y  se  fija  el  plazo  improrogable  de  quince 
días  para  la  ratificación  del  representante  le> 
gal  de  la  Sociedad  demandada. — Alejandro  det 
Canto. 

La  Oorte: 

vistos:  teniendo  presente  el  mérito  de  los 
antecedentes  y  lo  dispuesto  en  el  artículo  286 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  confir- 
ma el  auto  apelado  de  29  de  octubre  último, 
con  declaración  de  que  no  ha  lugar,  por  ahora, 
á  la  prohibición  de  gravar  y  enajenar  pedida 


en  el  segundo  otrosí  del  escrito  de  fs.  79.— 
Eduardo  GómcM  Herreros.— M.  Carvallo.— R. 
Monreal  M. 


Corte  de  Valparaíso.— 18  de  diciembre 
de  1903 

Canto  del  con  Municipalidad  de  Viña  del  Mar 

Arrendamiento  de  las  entradas  del 
matadero  público.  -  Facultades  de 
laa  Hunioipalidades.— Expendio  de 
carnes  beneficiadas  Aiera  del  mata- 
dero.—Declaración  de  orden  gene- 
ral; inoompetenola  del  tribunal  para 
hacerla. 

Doctrina:— JSs  lícito  y  arreglado  á  la 
ley  el  contrato  en  que  una  MankipaHdad 
da  en  arrendamiento  el  ramo  de  entradas 
del  matadero  público. 

Siendo  de  orden  general  y  ajena  á  la 
competencia  de  los  Tribunales  de  Justicia 
la  declaración  que  tiene  por  objeto  esta^ 
blecer  que  la  Municipalidad  no  tíeae  &' 
cuitad  de  imponer  el  cobro  de  un  centavo 
por  kilogramo  de  carne  que  se  introdax- 
ca,  por  no  reíerírse  á  hechos  determinar 
dos  que  ahctea  derechos  M  demandante^ 
no  procede  la  ^laraeión  de  nulidad  del 
contrato. 


Don  Daniel  W.  del  Canto,  demandando  á  la 
Municipalidad  de  Viña  del  Mar,  expone:  que 
según  aparece  de  lasescrituras  públícasacom- 
pañadas,  es  arrendatario  del  ramo  de  entra- 
das del  Matadero  de  la  Comuna  de  Viña  del 
Mar,  por  el  término  de  tres  años,  contados 
desde  el  16  de  abril  de  1901. 

Que  entre  los  derechos  que  le  corresponde 
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percibir  con  arreglo  á  las  cláusulasdel  contra- 
to, figura  el  de  un  centavo  por  cadakilogramo 
de  carnes  muertas  que  se  introduzcan  en  Viña 
del  Mar. 

Qne  el  pago  de  este  derecho  ha  sido  resistido 
por  los  introductores,  originándosele  por  ello 
pérdidas  considerables  porque,  fuera  de  mu- 
chos particulares,  el  batallón  del  2^  de  línea, 
las  guamiáones  de  los  fuertes  y  el  Hospicio, 
consumen  carnes  llevadas  de  Valparaíso,  con 
un  gasto  de  más  de  setecientos  kilogramos  al 
día,  que  debían  producirle  siete  pesos  diarios, 
suma  que  ha  dejado  de  percibir  dcsdeel  citado 
16  de  abril  de  1901. 

Qne  los  introductores  se  excusan  alegando 
que  la  Mnnidpalídad  carece  de  facultades  para 
imponer  contribuciones  y  el  exponente  opina 
del  mismo  modo,  por  lo  cual  piensa  se  le  ha 
dado  en  arriendo  algo  que  no  existe  ó  que  no 
puede  cobrar. 

Que  como  semejante  situación  es  insosteni- 
ble y  como  nada  ha  logrado  conseguir  del  pri- 
mer alcalde,  demanda  á  la  Municipalidad  de 
Viña  del  Mar,  á  fin  de  que  se  declare: 

1'  Que  no  ha  tenido  facultad  de  imponer  el 
cobro  de  un  centavo  por  kilogramo  de  carne 
que  se  introduzca,  por  cuanto  este  cobro  es  un 
verdadero  impuesto  y  las  municipalidades  no 
tienen  derecho  para  decretar  impuestos; 

2^  Que  debe  serle  de  abono  la  suma  que  ha 
dqado  de  percibir  por  el  derecho  de  un  centa* 
TO  por  kilogramo  de  carne  introducida  en  Vi- 
ña del  Ma,r,  desde  el  16  de  abril  de  1901  hasta 
la  fecha  de  la  demanda;  y 

3^  Que  dicha  corporación  está  obligada  á 
rebajar  el  canon  de  arrendamiento  en  una  cuo- 
ta proporcional  á  los  derechos  no  percibidos. 

La  Municipalidad  de  Viña  del  Mar  contesta 
pidiendo  el  rechazo  de  la  demanda  y  haciendo 
valer  las  razones  que  snstancialmente  van  á 
enunciarse. 

La  cláusula undécimadel contrato  dice:  "La 
Ilustre  Municipalidad,  por  su  parte,  haciendo 
uso  de  la  autorización  que  le  conliere  la  le^'  de 
26  de  noviembre  de  1873,  prohibirá  que  en  los 
mercados,  calles,  plazas  y  casas  de  la  pobla- 
ción se  expenda  otra  carne  que  la  de  los  ani- 
males beneficiados  en  el  Matadero  de  Viña  del 
Mar. 

'^Q  obstante  lo  anterior,  se  permitirá  laen- 


trada  á  la  población  de  carnes  no  beneficiadas 
en  el  Matadero  de  Viña  del  Mar,  en  los  casos 
que  la  Alcaldía  estime  conveniente,  debiendo 
pagar  por  estas  carnes  el  derecho  de  un  centa- 
vo por  cada  kilogramo." 

Ja  prohibición  indicada  no  tiene  plazo  y,  de 
consiguiente,  no  ha  podido  incurrir  en  mora 
la  Municipalidad  por  no  haberla  dictado,  má- 
xime cuando  para  esto  habría  que  llenar  loa 
requisitos  exigidos  por  el  artículo  4^  de  la  re- 
cordada ley. 

No  encontrándose  establecida  esa  prohibi- 
ción, no  ha  llegado  tampoco  la  oportunidad 
de  qne  pueda  apreciar  el  alcalde  la  convenien- 
cia de  permitir  la  introducción  de  carnes  A 
condición  de  abonar  el  derecho  de  un  centavo 
por  kilogramo,  derecho  que,  por  otra  parte, 
no  se  divisa  porqaédebería  beneficiar  al  arren- 
datario y  no  habria  de  corresponder  á  la  Mu- 
nicipalidad por  originarse  de  una  facultad  ex- 
clusiva de  la  Alcaldía. 

Además,  no  es  efectivo  que  la  referida  cláu- 
sula autorice  al  demandante  para  percibir  nn 
centavo  por  cada  kilógramo  qne  se  introduz- 
ca, ya  que  á  ello  no  habría  podido  comprome- 
terse la  Municipalidad  conforme  á  la  ley  de 
1B73,  qne  la  facultó  para  prohibir  la  interna- 
ción de  carnes  destinadas  al  expendio  única 
mente,  sin  incluir  siquiera  las  destinadas  al 
consumo. 

El  Juzgado  no  sería  competente  para  hacer 
la  declaración  de  carácter  general  que  se  soli- 
cita en  el  primer  punto  de  las  peticiones  de  la 
demanda,  declaración  que  todavía  seria  inne- 
cesaria en  cuanto  vendría  á  afirmar  una  doc- 
^  trina  que  nadie  niega  y  que  todos  reconocen. 

En  otros  escritos  las  partes  explanan  sus 
razonamientos  ó  examinan  la  prueba  rendida, 
pero  es  de  notar  que  en  la  réplica  el  deman- 
dante acepta  que  la  Alcaldía  no  ha  tenido 
oportunidad  de  estudiar  la  conveniencia  de 
permitir  la  introducción  de  carnes  en  pago  de 
derechos,  justamente  por  no  haljerse  decreta- 
do la  prohibición  aludida,  si  bien  sostiene  exis- 
te plazo  para  acordarla,  el  cual  debe  suponer- 
se anterior  á  la  fecha  del  contrato. 

El  juez  de  Valparaíso  resolvió  con  fecha  9  de 
febrero  de  1903: 

Considerando: 
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1'  Que  entre  los  ramos  de  entradns  suscep- 
tibles de  arreudainiento  á  que  se  refiere  el  títu- 
lo 6'  de  la  ley  de  municipalidades  de  22  de 
diciembre  de  1891,  como  ser,  por  ejemplo,  un 
ferrocarril  urbano,  no  pueden  hallarse  com- 
prendidos loa  mataderos,  para  cuyos  servicios 
■e  pagan  contribudones  mencionadas  expre- 
samente en  la  ley  constitucional  que  autoriza 
BU  cobro  y  cuyo  establecimiento  responde,  no 
tanto  á  crear  una  fuente  de  entradas,  cuanto 
á  revestir  de  las  correspondientes  garantías  el 
beneficio  de  animales  deptinndos  al  consumo 
de  las  poblaciones; 

2*  Que  la  recordada  ley  de  1891  ha  señala- 
do el  modo  como  deben  cobrarse  las  contribu- 
nones  municipales  y,  no  existiendo  le;  especial 
en  contrario,  no  es  lícito  á  la  Municipalidad 
determinar  otra  cosa,  porque  no  ha  sido  au- 
torizada para  verificarlo,  ni  para  delegar  sus 
atribuciones  peculiares  y  puesto  que  las  auto- 
ridades y  funcionarios,  al  revés  de  los  indivi- 
duos, no  pueden  hacer  sino  aquello  para  que 
están  expresamente  facultados; 

3'  Que,  sin  embargo,  la  Municipalidad  de 
Viña  del  Mar,  sin  ley  especial  que  varíe  en  el 
presente  caso  el  orden  prefijado,  ha  dado  el 
matadero  de  esa  ciudad  en  arrendamiento  á 
don  Manuel  W.  del  Canto,  cediéndole  su  ex- 
clusiva atribución  de  cobrar  y  recibir  el  pro- 
ducto exacto  de  la  contribución  respectiva,  y 
cercenando  indudablemente  cierta  parte  de  ese 
producto  para  proporcionar  al  arrendatario 
nn  beneficio  sin  cuyo  incentivo  no  habria  ra- 
zonablemente celebrado  el  contrato; 

4'  Quesemejantes procedimientos  importan 
contravenir  al  derecho  publico  chileno; 

5'  Que  los  contratos  celebrados  en  contra- 
vención al  derecho  público  chileno  son  nulos 
absolutamente; 

6'  Que  la  nulidad  absoluta  puede  ydcbe  ser 
declarada  de  oficio  cuando,  como  ahora,  apa- 
rece de  manifiesto  en  el  contrato,  á  lo  que  se 
agrega  que  también  ha  sido  alegada  por  el 
Ministerio  Público; 

7^  Que  en  mérito  de  lo  dicho,  falla  por  su 
base  la  acción  deducida. 

Vistos,  además,  lo  dispuesto  en  los  artículos 
1462, 1681, 1682  y  1683  del  Código  Civil,  en 
ta  ley  1»  tít.  14,  Part.  3»  en  el  artículo  33  de 
la  de  Municipalidades  y  en  el  160  de  la  Cons- 

JDRtf. 


titución  de)  Estado,  se  declara  sin  lugar  la  de- 
manda,  fundada  en  el  contrato  nulo  contenido 
en  las  escrituras  públicas  que  á  ella  se  acom- 
pañan, reservándose  á  las  partes  las  acciones 
que  les  asistan  para  exigirse  las  prestaciones 
recíprocas  procedentes. 

Habilitase  el  actual  feriado  de  vacaciones 
para  pronunciar  y  notificar  esta  sentencia. 

Anótese.— Gazm^n . 

La  Oorte  falló: 

Vistos:  reproduciendo  la  parte  expositiva 
de  la  sentencia  apelada,  y 

Teniendo  presente: 

1^  Que  la  convención  celebrada  por  la  Mu- 
nicipalidad de  Viña  del  Mar  con  don  Da- 
niel W.  Canto,  deque  da  testimonio  la  escritu- 
ra de  f.  1  y  por  la  cual  aquélla  dió  en  arrenda- 
miento el  ramo  de  entradas  del  Matadero 
Público  de  esa  localidad,  es  un  contrato  lícito, 
autorizado  por  la  Ley  de  Munídpalidades,  la 
cual  en  su  artículo  67  faculta  expresamente  la 
enajenación  ó  arrendamiento  de  los  bienes  rai- 
ces ó  ramos  de  entradas  6  arbitrios  municipa- 
les, sujetándola  sólo  á  la  formalidad  de  la  su- 
basta pública  cuando  su  monto  excediese  de 
quinientos  pesos; 

2'  Que  no  se  ha  justificado  por  el  deman- 
dante que  la  Municipalidad  de  Viña  del  Mar 
haya  faltado  al  cumplimiento  del  referido  con- 
trato, autorizando  el  expendio  de  carnes  bene- 
ficiadas fuera  del  Matadero  Público;  y 

3^  Que  por  el  primer  punto  de  la  indicada 
demanda  se  solicita  una  declaración  de  orden 
general,  que  en  la  forma  propuesta  y  por  no 
referirse  á  hechos  determinados  que  afiíctende' 
rechos  del  demandante,  no  es  del  resorte  délos 
Tribunales  de  Justicia. 

Y  visto,  además,  lo  dispuesto  en  el  núm.  5^ 
del  artículo  34  de  la  citada  Ley  de  Municipali- 
dades y  artículos  3'  y  1698  del  Código  Cívily 
artículos  4'  y  6'  de  la  Ley  de  Organización  de 
Tribunales,  se  confirma  la  sentencia  apelada 
de  9  de  febrero  último,  en  cuanto  no  se  da 
lugar  por  ella  á  la  demanda  y  se  la  revoca  en 
cuanto  declara  de  oficio  la  nulidad  absoluta 
del  contrato  de  f.  1  y  en  cuanto  á  la  consi- 
guiente reserva  de  derechos  consignada  en  la 
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misma  sentencia,  y  declárase  que  no  proce- 
den la  declaración  de  nulidad  de  dicho  con- 
trato ni  la  reserva  mencionada. 
Redactada  por  el  señor  presidente  Moreno. 

—Braulio  Moreao.-  Pedro  N.  Pineda  i4.  J3e- 

taailla  Silva. 


Corte  de  Valparaíso.— 10  de  mar»}  de  1904 

Ferretti  con  Fermer 

Inoompetenola.— Falta  dereolamaolón 
oportuna.- Omisión  de  enunolaolo- 
nes  en  el  fiiUa 

Doctrina:— £a  los  juicios  de  menor 
caantia  aoprocede  el  recurso  de  casación 
por  la  causal  5.*  del  artícalo  941  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil. 

Para  poder  interponer  el  recurso  de 
casación  por  incompetencia  del juezes  ne- 
cesario haber  reclamado  de  ella  oporta- 
ñámente. 


citar  la  disposición  del  artículo  941 ,  número 
5^  del  mencionado  Código. 

Concedido  d  recurso,  tnvo  lugar  ante  el  tri- 
bunal de  aleada  el  comparendo  que  la  ley  de- 
termina. 

La  Corte  falló: 

Considerando: 

1^  Que  no  procede  en  el  presente  juicio  el 
recurso  de  casación  en  la  forma  por  la  causal 
5*  del  articulo  941  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil;  y 

2^  Que  el  recurrente  no  reclamó  de  la  com- 
petencia del  juez. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
946  y  961  del  mismo  Código,  se  declara  inad- 
misible el  recurso  de  casación  en  la  forma  á 
que  se  refiere  la  diligencia  de  fs.  14,  con  costas. 

Publiquese  y  devuélvanse.  Redactada  por  el 

señor  presidente  Pineda.— Pedro  N.  Pineda  

Braulio  Moreno.  —  huis  Ignacio  Sííya, — B. 
Atamos  GonMák*.~A,  Bexanilla  Silva. 


Pronunciada  por  el  juez  especial  de  apel.i- 
ciones  la  sentencia  de  24  de  noviembre  del 
ano  próximo  panado,  que  se  i^stra  á  fs.  8 
vuelta,  en  el  juicio  de  menor  cunntía  seguido 
entre  don  Luis  Ferretti  y  don  Ernesto  2^  Fer- 
mer r  por  la  cual  se  declara  que  el  segundo  de 
los  nombrados  debe  pagar  al  primero  la  suma 
de  cuarenta  y  ocho  pesos  siete  y  medio  cen- 
tavos á  que  w  refieren  las  planillas  de  f.  1  y 
fs.  7,  Fermer  dedujo  recnrso  de  casación  con- 
tra la  expresada  sentencia,  fundándolo  en  las 
causales  1*  y  5*  del  artículo  941  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  por  haber  fallado  el 
juez  a  quo  una  causa  que  no  es  de  su  jurisdic- 
ción, pues  el  recurrente  no  tiene  el  carácter  de 
comerciante. 

Respecto  de  la  scj^nda  causal,  limitase  á 


Corte  de  Santiago.— 17  de  diciembre  de  ISH^ 
Moyano  con  Poblete 

EzoluBión  de  un  munioipal.— Residen- 
ola.  —  Munlolpalidad  de  reciente 
oreaoión. 

Voctkíka;— Atendido  el  tenor  literal  j 
el  objeto  maniñesto  de  la  dísposidÓn  del 
articulo  4^  de  la  ley  de  22  de  diciembre 
de  1891,  es  indispensable  haber  tenido 
cinco  años  de  vecindad  en  el  territorio 
asignado  á  la  Munhipalidad  de  miente 
creación  para  poder  aer  elegido  munici- 
pal, no  bastando,  por  lo  tanto,  la  vecin- 
dad ea  otra  sección  del  territorio  comu- 
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naide  que  formaba  parte  el  de  la  nueva 
Municipalidad. 

Si  bien  es  cierto  que  á  falta  de  pres- 
cripción legal  expresa  deben  aplicarse  las 
del  título  primero  del  Libro  I  del  Código 
Civil  para  determinar  cómo  se  adquiere 
ó  pierde  el  domicilio  comunal,  tamban 
lo  es  que  el  único  derecho  adquirida  por 
el  ciudadano  que  residía  en  otra  sección 
del  territorio  de  la  antigua  Municipali- 
dad era  el  de  poder  representar  en  el  mu- 
nicipio á  todas  las  suhdelegaciones  que 
formaban  ese  territorio,  incluso  la  que  se 
ha  constituido  en  nueva  municipalidad , 
mientras  sus  territorios  formaban  parte 
de  dicha  comuna. 


Don  Joflé  Ramón  Moyano,  ejeratamlo  la 
acción  popular  que  le  concede  la  lej',  pidió  la 
exclusión  del  municipal  electo  en  la  comuna 
de  Cartagena,  don  Francisco  Poblete,  fun- 
dándose para  ello  en  que  dicho  caballero  resi- 
de en  la  comuna  de  San  Antonio,  por  lo  cual, 
á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  inciso  2^  del  ar- 
tículo 4^  de  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1891, 
no  podía  ser  municipal  de  la  primera  de  las 
comunas  antes  nombradas,  connlituída  en  co- 
muna distinta  por  decreto  de  10  de  agosto  de 
1901. 

Advertía  que  había  solicitado  dicha  exclu- 
sión ante  la  Municipalidad  y  le  fué  denegada. 

En  la  copia  de  la  parte  pertinente  del  acta 
municipal,  tonsta  que  fué  rechazada  por  dicha 
corporación  la  solicitud  de  exclusión  presen 
tada  contra  el  municipal  Francisco  Poblete. 

En  el  comparendo  celebrado  entre  el  recla- 
mante y  reclamado,  ante  el  juez  de  Metipilla, 
el  primero  insistió  en  su  petición  y  acudió  con 
los  testigos  para  justificar  ta  causal  que  sir- 
ve de  base  á  la  reclamación,  los  cuales  no 
fueron  examinados  porque  el  reclamado  ma- 
nifestó que  él  no  negaba  que  su  residencia  era 
en  la  comuna  de  San  Antonio  y  que  estimaba 
la  presente  cuestión  como  de  puro  derecho, 
pues,  á  su  juicio,  aunque  no  residiera  en  Car- 


tagena, podía screlegido  municipal  de  esta  co- 
muna, en  razón  de  que  Cartagena  perteneció 
hasta  el  año  1901  á  la  comuna  de  San  Anto- 
nio, en  cuya  fecha,  por  decreto  supremo,  fué 
separada  de  ésta  para  formar  comuna  aparte, 
haI>iendo  elegido  Municipalidad  por  primera 
vez  en  marzo  de  este  año,  la  cual  se  instaló  en 
el  mes  de  mayo. 

El  juez  de  Mclipilla,  con  fecha  10  de  noviem- 
bre de  1903,  falló: 

Considerando: 

1^  Que  el  domicilio  municipal  parroquial, 
provincial  ó  relativo  á  cualquiera  otra  sección 
del  territorio,  se  determina  principalmente  por 
las  leyes  y  ordenanzas  que  constituyen  dere- 
chos y  obligaciones  especiales  para  objetos 
particulares  de  Gobierno,  policía  y  admipis- 
tractón  en  las  respectivas  parroquias,  comu- 
nidades, provincias,  etc.,  y  se  adquiere  ó  pier^ 
de  conforme  á  dichas  leyes  ú  ordenanzas,  y 
que  á  falta  de  disposiciones  especiales,  se  ad- 
quiere ó  pierde,  segán  las  reglas  del  título  pri- 
mero del  Código  Civil; 

2'  Que  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1891,  al 
establecer  que  para  ser  municipal  se  necesita 
que  el  interesado  tenga,  al  menos,  cinco  años 
de  vecindad  en  el  territorio  municipal,  no  fija 
el  modo  cómo  se  adquiere  ó  pierde  dicha  ve- 
cindad, por  lo  cual  este  asunto  se  resuelve  en 
conformidad  á  las  disposiciones  del  Código 
Civil  que  son  pertinentes; 

3^  Que  consta  de  autos  que  la  subdelega- 
ción  de  Cartagena  formaba  parte  de  la  comu- 
na de  San  Antonio  y  dependió  de  ella  en  go- 
bierno y  administración  hasta  el  mes  de  mar- 
zo del  presente  año,  época  en  que  por  primera 
vez  eligió  Municipalidad,  á  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  el  decreto  supremo  de  10  de  agosto 
de  1901,  que  la  constituyó  comuna,  por  lo  cual 
la  vecindad  de  los  ciudadanos  residentes  en 
Cartagena  ó  San  Antonio  era  relativa  á  todo 
el  territorio  comunal  de  esta  última,  la  que, 
como  se  ha  dicho,  comprendía  aquella  en  su 
jurisdicción; 

4'  Que  el  señor  Francisco  Poblete  haestado 
domiciliado  en  el  territorio  comunal  de  San 
Antonio,  domicilio  que  no  lo  ha  perdido  con 
respecto  á  Cartagena  por  haberse  decretado  ta 
creación  de  esta  comuna,  la  cual  sólo  en  este 
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año  ha  entrado  á  administrar  por  si  sola  y 
cuyos  electores  se  han  inscrito  ante  la  Junta 
de  Alcaldes  de  San  Antoníot  pues  la  ley  exige 
para  poder  ser  municipal  cinco  años  de  vecin- 
dad y  este  requisito  no  puede  negársele  al  se^ 
ñor  Poblete. 

Por  estas  consideraciones,  y  teniendo  pre- 
sente nrlemás  lo  dispuesto  en  el  artículo  4^  de 
la  ley  Orgánica  de  Municipalidades,  se  decla< 
ra:  que  no  há  lugar  á  la  exclusión  del  munici- 
pal don  Francisco  Poblete.— ZJe  la  Fuente, 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Oorte  resolvió: 

Vistos:  Reproduciendo  la  jmrte  expositiva 
de  la  sentencia  de  1."  instanciay  teniendo  pre- 
sente: 

1^  Que  aparece  de  los  antecedentes  que  la 
antigua  comuna  de  San  Antonio  comprendía 
las  aubdelegaciones  de  Cartagena,  San  Anto- 
nio y  Cuncumcn;  y  que  por  decreto  supremo 
de  10  de  agosto  de  1901  se  creó  la  nueva  co- 
muna de  Cartagena,  asignándole  el  territorio 
d':  la  subdetegación  de  este  nombre  y  conser- 
vando la  de  San  Antonio  el  territorio  de  las 
dos  últimas; 

2'  Que  don  Francisco  Poblete  ha  reconoci- 
do que  ha  tenido  su  domicilio  en  San  Antonio 
y  no  en  el  territorio  comprendido  en  la  actual 
comuna  de  Cartagena; 

3^  Que  et  artículo  4^  de  la  Ley  de  Munici* 
palidades  requiere  para  ser  elegido  municipal 
"cinco  años  á  lómenos  de  vecindad  en  el  terri- 
torio de  la  Municipalidad",  y  que,  atendidos 
el  tenor  literal  y  el  objeto  manifiesto  de  esta 
disposición,  no  puede  estimarse  que  el  expre- 
sado don  Francisco  Poblete  ha  adquirido  el 
derecho  de  ser  elegido  municipal  de  la  comuna 
de  Cartagena  por  el  hecho  de  que  ésta,  haya 
formado  parte  de  la  antigua  comuna  de  San 
Antonio  y  tener  cinco  años  de  vecindad  en  el 
territorio  correspondiente  á  la  subdelegación 
de  este  nombre; 

4^  Que  esta  situación  no  se  altera,  ní  podría 
prescindirst  del  requisito  exigido  por  el  artícu- 
lo 4'  de  la  ley  citada,  por  no  tener  aún  cinco 
años  de  existencia  la  comuna  de  Cartagena, 
ya  que  ha  podido  adquirirse  la  vecindad  en  el 


territorio  señalado  á  dicha  comuna  con  ante- 
rioridad á  la  fecha  de  su  creación;  y 

5^  Que  si  bien  es  cierto  que  á  falta  de  pres- 
cripción legal  expresa,  deben  aplicárselas  del 
título  1^  del  Libro  I  del  Código  Civil,  para 
determinar  cómo  se  adquiere  ó  pierde  el  domi- 
cilio comunal,  también  lo  es  que  el  único  dere- 
cho adquirido  por  don  Francisco  Poblete,  á. 
virtud  de  su  vecindad  de  San  Antonio,  era  el 
de  poder  representaren  el  Municipio  á  las  sub- 
delegaciones  que  componían  la  antigua  comu- 
na del  mismo  nombre,  incluso  las  de  Cuncu- 
mén  y  Cartagena,  mientras  sus  respectivos 
territorios  formaran  parte  de  dicha  comuna. 

Por  estos  fundamentos,se  revoca  ta  senten- 
cia apelada  de  10  de  noviembre  último,  y  se 
declara  que  há  lugar  á  la  exclusión  del  munici- 
pal don  Francisco  Poblete  solicitada  en  el  es- 
crito de  f.  1.— Zr.  R.  Mora.— A,  Moott^—Luís 
Barriga. 


El  fallo  de  la  Corte  de  Santiago  está 

de  acuerdo  con  la  jurisprudencia  más  ge- 
neralmente seguida  en  los  años  anterio- 
res; pero  estimamos  preferible  la  doctrina 
sustentada  por  el  juez  de  Melipilla. 

El  artículo  4'  de  la  ley  de  22  de  diciem- 
bre de  1891,  reproduciendo  el  artículo 
126  (117J  de  la  Constitución,  dispone  que 
"para  poder  ser  elegido  municipal  se  re- 
quiere: 1'  ciudadanía  en  ejercicio;  y  2' 
cinco  años  á  lo  menos  de  vecindad  en  el 
territorio  de  la  Municipalidad."  El  ar- 
tículo 122  (113)  de  la  Constitución  dis- 
pone que  **habi^  una  Municipalidad  en 
todas  las  capitales  del  departamento,  y 
en  las  demás  poblaciones  en  que  el  Presi- 
dente de  la  República,  oyendo  á  su  Con- 
sejo de  Estado,  tuviere  por  conveniente 
establecerlo,"  y  el  articulo  1^  de  la  ley  de 
Municipalidades  después  de  reproducir 
este  precepto,  agrega:  *'E]  Presidente  de 
la  República,  al  establecer  una  Municipa- 
lidad fijará  las  subdelegaciones  ó  seccio- 
nes del  departamento  que  deben  formar 
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el  nuevo  territorio  municipal.  Las  Muni- 
cipalidades que  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica establezca,  sólo  podrán  ser  supri- 
midas por  una  ley." 

Dentro  del  sistema  constitucional  cada 
departamento  era  un  territorio  muniii. 
pal  y  todos  los  habitantes  de  ese  territo- 
rio que  habían  estado  avecindados  en  él, 
cinco  años  á  lo  menos,  podían  ser  elegi- 
dos regidores  de  la  Municipalidad  esta- 
blecida en  la  capital  del  departamento  y 
atender  á  la  administración  local  de  to- 
das las  demás  poblaciones,  aunque  en 
ellas  no  hubieran  residido  nunca.  Hay 
por  esto  algo  de  chocante  desde  luego  en 
que  una  persona  que  pudo  hasta  ayer  ser 
municipal  de  todo  un  territorio  dado  y 
atender  á  la  administración  local,  no 
pueda  servir  el  cargo  de  regidor  en  la 
nueva  Municipalidad  que  se  forma  en  una 
población  tal  vez  improvisada,  en  terri- 
torios municipales  que  no  tienen  quizás 
ni  los  cinco  años  de  existencia,  porque  se 
han  formado  con  ocasión  de  un  descubri- 
miento minero  6  de  una  grande  empresa 
industrial  á  cuyos  alrededores  se  ha 
levantado  una  población  que  requiere  se 
preste  especial  atención  á  sus  servicios  lo- 
cales por  medio  del  poder  comunal. 

Bsta  idea  no  la  pudieron  contemplar 
siquiera  los  constituyentes  de  1833.  Ellos 
dispusieron  que  hubiera  una  Municipali- 
dad en  todas  las  capitales  de  departa- 
mento, es  decir,  en  ciudades  que  debían 
ser  un  centro  importante  de  habitantes, 
con  muchos  años  de  existencia;  y  habla- 
ban de  las  municipalid&des  en  el  capitulo 
VIII,  destinado  á  tratar  Del  Gobierno^ 
adminiatración  iateríor  en  que  principia^ 
ban  por  dividir  el  territorio  de  la  Repú- 
blica en  provincias,  las  provincias  en 
departamentos,  los  departamentos  en 
«ubdelegacíones  y  las  subdelegaciones  en 


distritos.  Ix>s  departamentos  debían  te- 
ner á  lo  menos  veinte  mil  habitantes, 
puesto  que  debían  elegir  un  diputado  por 
cada  veinte  (hoy  treinta)  mil  almas  y  por 
una  fracción  que  no  bajara  de  diez  (hoy 
quince)  mil  almas;  de  modo  que  la  condi- 
ción de  residencia  no  era  difícil  de  llenar 
puesto  que  se  trataba  de  ciudades  que  se 
habían  fundado  desde  muchos  años  atrás. 
Admitían  también  la  creación  de  munici- 
palidades; en  las  demás  poblacioaes  del 
mismo  territorio  en  que  el  Presidente  de 
la  República,  con  audiencia  del  Consejo 
de  Estado,  tuviere  por  conveniente  esta- 
blecerlas. Siempre  la  idea  dominante  era 
la  de  que  ha1>ía  un  centro  de  población. 
La  creación  de  municipalidades  á  desta- 
jo, como  se  hizo  con  motivo  de  la  refor- 
ma municipal  realizada  por  la  ley  de  22 
de  diciembre  de  1891,  no  pudo  entrar  en 
la  mente  de  los  constituyentes  de  1833 
que  habían  querido  dejar  á  la  iniciativa 
presidencial  la  creación  de  las  municipali- 
dades en  otros  centros  de  población. 

Si  la  Constitución  exigía  cinco  años  de 
residencia  en  el  departamento,  que  era  el 
territorio  municipal,  no  se  comprende 
que  no  pudiera  ser  municipal  de  una  mu- 
nicipalidad creada  dentro  de  ese  mismo 
departamento,  en  una  población  separa- 
da de  la  capital,  el  que  lo  habría  sido  de 
todo  el  territorio.  La  Constitución  no 
fijaba  el  modo  cómo  se  adquiere  ó  pierde 
la  vecindad  y,  por  lo  tanto,  este  punto 
quedaba  sometido  á  la  ley;  pero  la  ley  de 
.1891,  así  como  las  anteriores,  nada  dis- 
pone sobre  el  particular  y  en  consecuen- 
cia es  necesario  aplicar  las  reglas  del  Có- 
digo Civil.  Por  consiguiente,  si  una  per- 
sona tenía  vecindad  en  el  sentido  legal 
para  ser  regidor  de  una  municipalidad 
que  comprende  en  su  territorio  una  sub* 
delegación,  teafa  esa  vecindad  para  todo 
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d  territorio  y  para  cada  una  de  sus  par- 
tes; y  no  puede  decirse  que  haya  perdido 
esa  vecindad  por  el  hecho  de  establecerse 
una  municipalidad  independiente  de  esa 
subdelegación  en  la  cual  se  establece  y  en 
la  cual  están  tal  vez  radicados  sus  prin- 
cipales intereses. 

El  señor  Correa  Bravo,  en  su  interesan- 
te estudio  sobre  la  Ley  Orgánica  de  Mu- 
nicipalidades, 2*  edición,  pág.  58,  núm.  24 
refiriéndose  al  caso  de  territorios  munici- 
pales que  no  tienen  cinco  años  de  exis- 
tencia, dice: 

"Si  el  artículo  4"  de  la  Ley  Orgánica 
exige  para  poder  ser  elegido  municipal 
vecindad  de  cinco  años  en  el  territorio  de 
la  respectiva  municipalidad,  nos  parece 
fuera  de  duda  que  paradarcumplimiento 
á  este  precepto  en  las  comunas  que  no 
tengan  esos  cinco  años  de  existencia,  es 
indispensable  haber  tenido  domicilio  en 
el  territorio  municipal  á  que  el  de  la  nue- 
va comuna  pertenecía  antes  de  ser  eleva* 
do  á  Municipio."  Esta  es  efectivamente 
la  ánica  interpretación  correcta  de  la  ley, 
porque  de  otro  modo  se  podría  llegar  al 
absurdo  de  que  no  pudiera  haber  munici- 
palidad por  falta  de  regidores  que  tuvie- 
sen la  residencia  dentro  del  territorio 
asignado  á  la  nueva  comuna. 

£1  señor  Correa,  no  acepta,  sin  embar- 
go, la  resolución  de  la  Corte  de  Iquique, 
en  el  caso  de  la  Comuna  de  Caracoles  á 
que  se  refiere  la  sentencia  de  1^  de  junio 
de  1897  publicada  bajo  el  número  1595 
en  la  Gaceta  de  los  Tribunales  de  ese  año» 
tomo  I.  pág.  974. 

Bn  esa  sentencia  está  netamente  plan- 
teada la  cuestión  que  nos  ocupa.  "Consi- 
derando, dice  ese  fallo:  1''  que  tanto  el  re- 
damo contra  el  señor  López  como  el  en 
contra  del  señor  Toledo,  se  fundan  princi- 
palmente en  que  á  dichos  señores  les  falta 


cumplir  los  cineo  años  de  vecindad  exigí- 
dos  por  el  arlíciilo  4'  de  la  ley  de  22  de 
diciembre  de  1891;  2'^  que  la  Comuna  de 
Caracoles  no  tiene  sino  tres  años  de  exis- 
tencia, ))uesto  que  fu£  creada  por  la  ley 
antes  citada  y  que  comenzó  á  regir  en 
1894;  3*'  que  consta  de  autos  que  amijos 
municipales  electos  han  residido  en  el  te- 
rritorio correspondiente  á  la  comuna  de 
Caracoles,  durante  los  tres  afiosque  lleva 
de  existencia;  4"  que  á  mayor  abunda- 
miento, los  señores  López  y  Toledo  resi- 
dían en  el  departamento  de  Antofagasta 
antes  que  se  creara  la  expresada  comuna 
de  Caracoles." 

Este  fallo  del  señor  juez  Fuenzalida  fué 
confirmado  por  la  Corte  de  Iquique  con 
el  voto  de  los  señores  ministros  Barros, 
Donoso  Vildósola,  Palados,  Cisternas 
Peña  y  Garmendia  Reyes,  y  el  señor  Mi- 
nistro Cisternas  Peña  eliminaba  el  consi- 
derando  3*^  y  la  frase  "á  mayor  abunda- 
miento" del  considerando  4^. 

La  Corte  de  Talca  ha  resuelto,  entre- 
tanto, lo  contrario  en  la  sentenda  de  14 
de  julio  de  1900,  publicada  bajo  el  núme- 
ro 1361  de  la  Gaceta  de  los  Tribunales 
de  dicho  año,  tomo  I,  pág.  1329.  Se  lee 
en  la  sentencia  del  juez  de  Molina,  con- 
firmada sin  modificación  en  ese  fallo: 
"2^  que  el  señor  Ramírez  no  ha  justifica- 
do haber  residido  dentro  de  la  comuna 
de  Pequén,  sino  de  este  departamento,  Ío 
cual  es  diverso,  el  tiempo  que  requiere  la 
ley;  3^  que  la  circunstancia  de  hallarse 
inscrito  en  el  registro  electoral  de  la  5* 
subdelegadón(la  de  Pequén) el  año  1893 
y  de  no  haber  cancelado  esa  inscrípdón 
no  es  prueba  suficiente  para  acreditar 
que  su  residencia  ha  sido  permanente, 
desde  entonces,  dentro  del  territorio  mu- 
nidpal;  4^  que  el  señor  Moreno  ha  acre- 
ditado en  forma  legal  y  fehaciente  que  d 
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señor  Kíimfrez  nunca  ha  vivido  ni  ha  te- 
tenido  residencia  dentro  de  la  comuna  de 
Pequén....  se  declara  que  há  lugar  á  la 
exclusión...." 

Idéntica  i'esolución  dictó  la  misma  Cor' 
te  respecto  de  un  regidor  elegido  para  la 
Municipalidad  de  Pencahue,  en  sentencia 
de  2  de  junio  de  1903,  publicada  bajo  el 
número  1.021  de  la  Gaceía  de  los  Tribu- 
nales  de  ese  año,  tomo  1,  pág.  1.065. 

Idéntica  resolución  dictó  también  la 
Corte  de  Valparaíso  en  la  sentencia  de  19 
de  junio  de  1897,  publicada  bajo  el  núme- 
ro 1.550  de  la  Gaceta  de  los  Tribunales 
de  ese  año,  tomo  I,  pág.  934,  respecto  de 
un  regidor  de  la  Municipalidad  de  Lima- 
che  á  pesar  de  tratarse  de  un  caso  diverso. 
Los  considerandos  de  ese  fallo  dicen:  "1" 
que  tanto  los  testigos  del  reclamante  Po- 
mar, como  los  presentados  por  don  Mar- 
co A.  Latuz,  están  conformes  en  que  los 
curadores  del  primero,  doña  Carmen  Ló- 
pez y  don  Emilio  Pomar,  residieron  algún 
tiempo  j  tuvieron  domicilio  en  San  Fran- 
cisco de  Limache;  2"  que  conforme  al  de- 
creto supremo  de  14  de  octubre  de  1893, 
el  territorio  de  las  subdelegaciones  5*  y 
6*  del  departamento  de  Limache,  consti- 
tuye con  el  nombre  de  San  Francisco  una 
comuna  distinta  de  la  de  Limadle;  y  3^ 
<|ne  para  poder  ser  elegido  municipal  la 
ky  requiere  de  parte  del  electo  cinco  años 
á  lo  menos  de  vecindad  en  el  territorio 
asignado  á  la  corporación  en  que  ha  de 
desempeñar  su  cargo."  La  Corte  de  Val- 
paraíso fué,  pues,  más  lejos  en  esta  teo- 
ría, pues  excluyó  de  la  Municipalidad  de 
Limache  á  un  regidor  que  había  estado 
domiciliado  en  el  territorio  de  la  Munici- 
palidad, que  lo  era  todo  el  departamento 
de  Limache,  por  la  circunstancia  de  ha- 
ber pasado  á  formar  territorio  comunal 


independiente  la  subdele^ción  en  que 
había  tenido  antes  su  domicilio  el  electo. 

La  verdad  de  las  cosas  es  que  en  esta 
vía  de  las  interpretaciones  se  puede  ir 
muy  lejos  y  llegar  á  conclusiones  del  todo 
inequitativas  y  hasta  absurdas. 

Hay  conveniencia  en  que  se  reforme  la 
disposición  constitucional  y  se  haga  más 
efectiva  que  teórica,  esta  comuna  autó- 
noma, separando  sus  funciones  de  toda 
idea  política  y  admitiendo  á  la  edilidad  á 
todos  los  habitantes  que  con  una  residen- 
cia corta,  un  año,  por  ejemplo,  están  en 
situación  de  hacerse  cargo  de  las  necesi- 
dades locales  y  de  satisfacerias  en  su  pro- 
pio y  personal  interés,  con  mayor  eficacia 
talvcz  que  otros  que  tienen  una  residen- 
cia mas  larga. 

LtTis  CtARo  Solar. 


Corte  de  Saatiago,—27  de  diciembre  de  1903 

Hameres  Fernández  con  Humeres  G.  Luis 

Donaolón  de  derecho  de  herencia-— 
Falta  de  insinuación.— Aceptación 
de  la  donación  é  irreTocablUdad.  - 
Fallo  cuitra  petlta*. 

Doctrina: — La  circunstancia  de  haber 
percibido  el  donante  los  derechos  heredi- 
tarios cedidos  y  haber  dispuesto  de  lo 
que  percibió  antes  de  la  insinuación  que 
se  hizo  más  tarde,  no  acarrea  ni  la  nuli- 
dad ni  la  ineñcacia  déla  donación  porque, 
constituida  legalmente,  aceptada  y  noti- 
ñcada  la  aceptación  al  donante,  ya  no 
puede  él  reyocsu-la  á  su  arbitrio,  y  menos 
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cuando  el  donante  ya  fallecido  manifestó 
intención  de  perseverar  en  c//a,  cedien- 
do perpetaa  é  incondicionalmente  un  do- 
cumento queie  adeudaba  un  tercero  y 
que  se  obligó  á  retirarlo  de  un  Banco  que 
¡o  retenía  como  acreedor  prendario^  ce- 
sión que  hacia  "paradar  cumplimiento  á 
la  escritura  de  donación"  y  con  el  íin  tam- 
bién de  remunerar  servicios  prestados  por 
el  marido  de  la  cesionaria. 

Un  derecho  en  la  cuarta  de  mejoras  ó 
en  la  de  libre  disposición  de  una  herencia 
no  puede  estimarse  desde  luego  y  en  todo 
caso  como  una  cosa  raíz,  aunque  en  la 
herencia  existan  bienes  raices,  razón  por 
la  cual  el  derecho  de  herencia  no  se  encuen- 
tra comprendido  entre  los  títulos  que 
deben  inscribirse  según  los  artículos  686 
del  Código  Civil  y  52  del  reglamento  res- 
pectivo; no  siendo  necesaria,  por  ¡o  tan- 
to, la  inscripción  para  la  donación  de  ta¡ 
derecho. 

Habiendo  el  demandante  entablado  su 
acción  para  hacer  emotivo  el  pago  de  la 
cantidad  á  que  ascendía  eldocumento  ce- 
dido por  el  donante  para  dar  cumpli- 
miento á  la  donación  ó  sea  una  cantidad 
£ja  y  determinada,  la  sentencia  que  dió 
lugar  á  la  demanda  en  cuanto  el  herede- 
ro del  donante  debe  pagar  la  parte  de  la 
cuota  de  mejoras  y  la  parte  de  la  cuota  de 
Ubre  disposición  á  que  se  re&ria  la  dona- 
ción primitiva,  con  intenses  legales  desde 
lanotiñcaciónde  la  demanda,  falla** ultra 
p€tita"y  sobre  puntos  no  sometidos  á  la 
decisión  del  Tribunal,  y  es,  por  lo  tanto^ 
na  la. 


Don  Manuel  Luis  Infante  Fernández  expo- 
ne que  su  esposa,  doña  Sara  Humeres,  sólo 
heredó  de  su  padre  don  Ricardo  Humeres  Cris- 
ti la  kgítíma  rigurosa  por  haber  dispuesto  él 


de  In  cuarta  de  mejoras  y  de  la  de  libre  üispo- 
sición  á  fnvor  sólo  de  sus  otros  hijos,  según 
testamento  otorgado  en  octubre  de  1894. 

£1  señor  ?Iumcrcs  Cristi,  penetrado  de  que 
las  consideraciones  que  lo  indujeron  á  tal  de- 
terminatión  no  revestían  los  caracteres  que 
les  había  atribuido,  anunció  la  reforma  del 
testamento,  pero  desgraciadamente  no  la  lle- 
vó á  cabo. 

Fallefido  el  testador,  uno  de  sus  hijos,  don 
Luis  Huinercs  Gac,  inspirado  en  et  laudable 
propósito  <le  igualar  la  condición  de  la  se- 
ñora Humeres  de  Infante  con  la  de  sus  herma- 
nas en  la  distribución  de  la  herencia  paterna, 
y  persuadido  de  que  tal  era  la  intención  de 
acjitél,  le  hizo  cesión  incondicional  de  la  sépti- 
ma parte  de  lo  que  le  correspondía  en  la  cuar- 
ta de  mejoras  y  de  libre  disposición,  estimada 
aproximadamente  en  la  suma  de  ocho  mil 
pesos. 

Esta  donación  se  otorgó  por  escritura  pú- 
blica de  7  de  agosto  de  1899,  acompañada  á 
la  presente  solicitud,  que  se  revistió  de  todas 
las  formalidades  legales  para  su  validez,  se* 
gún  se  comprueba  con  los  demás  antecedentes 
agregados. 

El  1^  de  junio  de  1900,  para  llevar  á  efecto 
la  obligación  contraída,  firmó  el  demandante 
en  la  notaría  de  don  Isaac  Ortiz  y  Vera  cesión 
á  favor  de  su  hermana  nombrada  de  un  crédi- 
to que  ¿1  tenía  contra  doña  Luisa  Ossa,  viuda 
de  Julliet,  por  once  mil  seiscientos  noventa  y 
cuatro  pesos  veinticuatro  centavos,  y  como 
esta  cantidad  excede  al  valor  de  la  donación, 
quedó  establecido  en  el  mismo  instrumento 
que  el  exceso  le  corresponde  al  exponente  en 
pago  de  servicios  prestados  al  donante  señor 
Humeres  Gac 

El  cedente  firmó  la  cesión,  pero  no  pudo 
hacerlo  la  señora  Humeres  de  Infante  mien- 
tras no  se  llenara  el  requisito  expresado  en 
ella  de  verificarse  la  compraventa  del  fundo 
"El  Quemado",  la  cual  demoró  por  no  estar 
expedito  el  título  del  vendedor  don  Luis  Hu- 
meres. 

Hace  notar  que  el  instrumento  de  la  cesión, 
á  pesar  de  no  estar  firmado  por  la  cesionaria, 
manifiesta  la  voluntad  del  cedente  y  que  aquel 
fondo  ha  pasado  al  dominio  de  su  esposa. 

El  fallecimiento  del  señor  Humeres  Gac, 
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acaecido  el  IG  de  mayo  de  1901,  impidió  lle- 
var á  término  las  obligaciones  contraídas  por 
él  á  favor  de  su  hermana  nombrad^^  y  ahora 
corresponde  hacerlo  á  su  esposa  y  única  here- 
dera, la  señora  Mercedes  Miralles  viuda  de 
Humeres. 

Privadamente  ha  gestionado  el  pago  de  las 
cantidades  debidas  por  donación  á  la  señora 
Humeres  de  Infante  y  al  exponente;  se  te  ha 
dicho  que  s61o  un  fallo  judicial  puede  dejar  á 
salvo  la  responsabilidad  del  curador  de  la  se- 
ñora Miralles  viuda  de  Humeres,  menor  de 
edad,  don  Ricardo  Humeres  Gac.  Por  esto  la 
demanda  á  ñn  de  que  se  declare  que  debe  pa- 
garle en  la  forma  estipulada  le»  once  mil  seis- 
cientos noventa  y  cuatro  pesos  veinticuatro 
centavos  adeudados  al  exponente  y  su  esposa 
por  la  sucesión  de  don  Luis  Humeres  Gac  y 
también  debe  abonarle  los  intereses  y  costas. 

Don  Ricardo  Humeres  Gac,  como  curador 
^neral  de  doña  Mercedes  Miralles  viuda  de 
Humeres,  contestando,  expone:  que  los  de- 
mandantes le  exigieron  el  reconocimiento  de 
loque  ahora  piden  y  lea  contestó^que  era  nece- 
sario una  autorización  judicial  al  respecto  en 
virtud  de  los  antecedentes  invocados  por  ellos 
como  fundamento  de  su  derecho. 

La  escritura  de  7  de  agosto  de  1899  es  de 
cesión  lisa  y  llana  de  una  cuota  de  la  herencia 
de  su  señor  padre  don  Ricardo  Humeres  Cris- 
ti y  no  ha  sido  inscrita  en  el  registro  del  con- 
servador; no  se  ha  verificado,  por  consiguien- 
te, la  tradición  que  permitía  á  los  deman- 
dantes decirse  dueños  ó  poseedores  de  esa 
cuota.  Así  lo  han  entendido  ellos,  pues  no  hi- 
cieron observación  alguna  cuando  don  Luis 
Humeres  Gac  ejercitó  sus  derechos  en  la  parti- 
ción de  la  herencia  paterna  sin  consideración 
A  la  referida  escritura. 

Conforme  á  los  artículos  1386  y  14O0  del 
Código  Civil,  no  habiendo  transferencia  de  lo 
donado  no  hay  donación  y  ésta  es  nula  tra- 
tándose de  bienes  raíces  cuando  aquella  falta, 
la  cual  debe  hacerse  por  inscripción  en  el  Re- 
gistro del  Conservador. 

La  donación  no  fué  insinuada  y  el  señor 
Humeres  Gac  la  transformó  en  lo  que  aparece 
de  la  escritura  de  julio  de  1901,  que  quedó 
también  mn  efecto. 

La  insinuación  acompañada  &  fs.  9  fué  tar- 

JUIIS. 


día,  porque  ya  el  donante  había  manifestado 
voluntad  de  revocar  ó  modificar  la  donación. 

Habiendo  sido  nula  la  donación  por  falta 
de  insinuación,  hasta  ahora  no  se  ha  revali- 
dado ni  se  ha  modificado  ó  aceptado  la  reva- 
lidación pdr  el  donante. 

Además  la  donación  es  nula  porque  carece 
de  causa;  el  señor  Humeres  Gac  no  ha  tenido, 
dice,  el  propósito  de  donar  sino  de  salvar  una 
equivocación  producida  por  el  padre  común 
al  otorgar  su  testamento,  lo  cual  no  puede  ser 
causa  de  una  obligación.  También  carece  de 
causa  la  asignación  al  señor  Infante,  porque 
no  fué  sino  un  pretexto  excogitado  para  jus- 
tificar la  cesión  á  su  esposa  del  crédito  contra 
la  señora  viuda  de  JuUiet. 

El  Juzgado  resolvió: 

1^  Que  por  resolución  de  fs.  62,  de  11  d» 
julio  último,  se  recibió  á  prueba  esta  causa  por 
todo  el  término  legal; 

2^  Que' el  curso  de  ese  plazo  comenzó  el  16 
del  mismo  mes  por  haberse  hecho  el  15  la  úl- 
tima notificación  de  la  resolución  dictado,  se- 
gún consta  á  &.  62  vta.; 

3^  Que  no  habiendo  sido  interrumpido  aquel 
plazo,  terminó  el  24  de  agosto  siguiente; 

4^  Que  el  29  de  ese  mes,  esto  es,  vencido 
dicho  plazo,  declararon  todos  los  testigos  pre- 
sentados por  la  parte  demandante,  según 
aparece  de  fs.  66  vta.  á  fs.  67  vta.; 

5*^  Que,  por  consiguiente,  conforme  á  lo 
dispuesto  por  los  artículos  1^  de  la  ley  de  9  de 
octubre  de  1855  y  50  del  Código  Civil,  las  de- 
claraciones de  los  referidos  testigos  son  nu- 
las; y 

6^  Que,  dada  esta  nulidad,  es  inútil  pro- 
nunciarse sobre  las  otras  causales  de  tachas. 

Se  declara  que  ha  lugar  á  las  tachas  de 
dichos  testigos  .por  haber  declarado  fuera  del 

término. 

Considerando  en  cuanto  á  la  cuestión  prín 
ctpal: 

1'  Que  las  partes  estén  de  acuerdo  en  que 
es  de  donación  entre  vivos  la  escritura  de  7 
de  agosto  de  1899,  registrada  á  fs.  6,  otorga* 
da  ante  el  notario  don  Isaac  E.  Ortiz  y  Vera 
en  esta  capital,  por  la  cual  don  Lnis  A.  Hu- 
meres Gac  cedió  á  su  hermana  doña  Sara  Hu- 
meres de  Infante  la  sexta  parte  de  la  sexta 
parte  de  la  cuarta  de  mejoras  y  la  sexta  parte 
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de  la  décima  parte  de  la  cuarta  de  libre  dispo- 
siciAn,  que  es  la  cuota  que  le  corresponde  al 
cedente,  según  lo  ordenado  en  el  testamento 
otorgado  en  octubre  de  1894  por  el  padre  co- 
mún don  Ricardo  Humeres  Cristi; 

2^  Que  consta  de  la  escritura  de  fs.  9,  de 
26  de  julio  de  1900,  otorgada  en  esta  capital 
ante  el  notario  don  C.  Avalos,  que  dicha  do- 
nación fué  insinuada; 

3^  Que  las  partes  están  también  de  acuer- 
do en  que  se  efectuó  la  partición  de  la  herencia 
del  señor  Humeres  Cristi  y  que  en  ella  el  señor 
Humeres  Gac  percibió  y  dispuso  de  las  cuotas 
que  había  donado  á  su  hermana  señora  Hu- 
meres de  Infante; 

4^  Que  la  circunstancia  de  haber  el  señor 
Humeres  Gac  percibido  ó  dispuesto  de  lo  do- 
nado antes  de  haberse  insinuado  la  donación 
no  acarrea  ni  la  nulidad  ni  la  ineficacia  de  és- 
ta, porque  constituida  legalmente,  aceptada 
y  notificada  ta  aceptación  al  donante,  ya  no 
pudo  él  á  BU  arbitrio  revocarla; 

59  Que  tal  procedimiento  del  señor  Humeres 
Gac  no  puede  estimarse  legalmente  como  re- 
vocación de  la  donación  mencionada»  porque, 
como  lo  dispone  el  articulo  1412  del  Código 
Civil,  el  donante  puede  revocar  á  su  arbitrio 
la  donación  entre  vivos  mientras  no  ha  sido 
aceptada  y  no  se  le  ha  notificado  la  acepta- 
ción al  donante  en  la  misma  escritura  pública 
de  su  constitución; 

6'  Que  un  derecho  en  la  cuarta  de  mejoras 
ó  en  la  de  Ubre  disposición  de  una  herencia  no 
puede  estimarse  desde  luego  y  en  todo  caso 
como  bien  raíz,  aunque  en  dicha  herencia  los 
haya;  si  esas  cuartas  se  enteran  con  bienes  de 
esa  clase  entonces  aquel  derecho  será  raíz  y 
si  no  será  mueble;  por  consiguiente,  para  de- 
terminar la  naturaleza  del  derecho,  es  indis- 
pensable atender  al  resultado  de  la  partición. 
Y  de  aquí  la  razón  porque  el  derecho  de  heren- 
cia no  está  entre  los  títulos  que  para  su  tradi- 
ción deben  inscribirse  en  el  Registro  del  Con- 
servador, según  los  artículos  686  del  Código 
citado  y  52  del  reglamento  respectivo; 

7^  Que  como  consecuencia  del  consideran* 
do  anterior,  para  la  validez  de  la  donación  de 
que  se  trata,  no  ha  sido  necesaria  la  inscríp- 
dón,  tanto  menos  cnanto  no  consta  que  las 
cuotas  donadas  se  hayan  enterado  con  bienes 


raíces  y,  por  el  contrario,  se  deja  entender  cla- 
ramente que  no  lo  fueron,  puesto  que  el  señor 
Humeres  Gac  percibió  ó  dispuso  de  su  valor 
en  la  partición  de  la  herencia  del  señor  Hume- 
res  Cristi. 

8°  Que  el  propósito  de  salvar  una  equivoca- 
ción de  don  Ricardo  Humeres  Cristi  en  su  tes- 
tamento importa  una  causa  real  y  lícita,  ya 
que  esto  no  se  halla  prohibido  por  ley  y  no  es 
contrario  á  las  buenas  costumbres  ó  al  orden 
público  y  aun  sin  atender  á  ese  motivo,  siem- 
pre la  donación  de  que  se  trata  no  carecería 
de  causa  porque  la  pura  liberalidad  ó  benefi- 
cencia es  causa  suficiente,  según  lo  dispuesto 
por  el  artículo  1467  de  dicho  Código; 

9"  Que  el  instrumento  corriente  en  copia  & 
fs.  14,  lejos  de  significar  revocación  de  la  do 
nación  mencionada,  importa  la  confirmación^ 
ya  que  por  medio  de  él  el  donante  cedía  A  la 
donataria,  en  pago  de  las  cuotas  donadas,  xxrx 
crédito  contra  doña  Luisa  Ossa  v.  de  Julliet; 

10.  Que  el  instrumento  citado  no  tuvo  efec- 
to respecto  de  la  cesidn,  tanto  por  no  haberse 
firmado  por  doña  Sara  Humeres  de  Infante 
que,  como  se  expresa  en  la  demanda,  no  la 
aceptó  entonces,  cuanto  porque  no  habiéndose 
entregado  el  título  del  crédito  cedido,  la  cesión 
fué  ineficaz  entre  el  cedente  y  la  cesionaría,  con- 
forme el  artículo  1901  del  Código  citado; 

11.  Que  habiendo  sido  ineficaz  la  referida 
cesión,  como  consecuencia  quedó  también  sin 
efecto  el  pago  que  por  medio  de  ella  se  hacía 
de  lo  donado,  y  el  señor  Humeres  Gac  (ó  sea 
8U  sucesión)  que  lo  percibió,  está  en  la  obliga- 
ción de  restituirlo  á  la  donataria  señora  Hu- 
meres de  Infante;  y 

1 2.  Que  la  donación  A  don  Manuel  Luis  In- 
fante, mencionada  en  el  citado  instrumento  de 
fs.  14,  no  tiene  valor  como  remuneratoria  por 
no  haberse  espedficado  los  servicios,  ni  como 
gratuita,  por  las  razones  siguientes: 

a)  Porque  doña  Sara  Humeres  de  Infante 
no  firmó  la  respectiva  escritura,  que  quedó  sin 
efecto,  faltando  así  la  aceptación  de  la  do- 
nación; 

b)  Porque,  aun  firmada  esa  escritura,  siem- 
pre habría  faltado  la  aceptación,  ya  que  nadie, 
según  el  artículo  1411  del  referido  Código, 
puede  aceptar  donación  sino  por  %i  mismo  ó 
por  medio  de  una  persona  que  tuviere  poder 
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cspedal  suyo  al  intento,  ó  poder  g;eneral  para 
la  administración  de  sus  bienes,  ó  por  medio 
de  su  representante  legal  ó  de  un  ascendiente 
ó  descendiente  legítimo  capaz  de  contratar  y 
de  obligarse  y  la  señora  Huraeres  de  Infante 
no  se  encuentra  en  ninguno  de  esos  casos  res- 
pecto del  donatario  señor  Infante; 

c)  Porque  la  cesión  quedó  de  hecho  sín  efec- 
to y,  por  tanto,  sin  efecto  ó  revocada  la  dona- 
ción; y 

d)  Porque  la  aceptación  posterior  del  do- 
natario señor  Infante  es  extemporánea  y  no 
puede  dar  existencia  á  una  donación  ineficaz 
en  su  origen. 

Con  arreglo  también  á  lo  dispuesto  por  los 
artículos  1097, 1545, 1551, 1659, 1698,1700 
y  1713  del  Código  Civil  y  artículos  167  y  39 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara: 
que  ha  lugar  á  la  demanda  sólo  en  cuanto  á 
que  doña  Mercedes  Miralles  v.  de  Humeres, 
como  heredera  única  de  don  Luis  Humeres 
Gac,  debe  pagar  dentro  de  tercero  día  de  eje- 
cutoriada esta  sentencia,  á  doña  Sara  Hume- 
res  de  Infante  la  snma  que  importa  "la  sexta 
parte  de  la  sexta  parte  de  la  cuarta  de  mejo* 
ras  y  la  sexta  parte  de  la  décima  parte  de  la 
cuarta  de  libre  disposición"  de  la  herencia  de 
don  Ricardo  Humeres  Cristi,  que  el  expresado 
señor  Humeres  Gac  le  donó,  según  la  escritura 
de  7  de  agosto  de  1899.  corriente  á  fs.  6,  con 
intereses  legales  desde  la  notificación  de  la 
demanda  y  que  no  ha  lugar  á  to  demás  pedido 
en  ésta. 

Anótese  y  reemplácese. — A.  AyaJa. 

El  representante  de  doña  Mercedes  Miralles 
viuda  de  Humeres  interpuso  el  recurso  de  ca- 
sación en  la  forma  contra  esta  sentencia,  fun- 
dándose en  que  la  referida  sentencia  se  ha  ex- 
tendido á  puntos  no  sometidos  á  la  decisión 
del  Tribunal,  violándose  de  esta  manera  lo 
dispuesto  en  loa  núms.  4'y5''del  artículo  941 
y  193  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

En  efecto,  dice,  la  sentencia  declara  que  la 
parte  demandada  debe  pagar  á  los  deman- 
dantes el  valor  de  la  donación  que  consta  de 
la  escritura  de  7  de  agosto  de  1899,  mientras 
que  en  la  demanda  se  cobra  sólo  la  suma  de 
once  mil  seiscientos  noventa  y  cuatro  pesos 
veinticuatro  centavos  á  que  se  refiere  el  pro. 
yecto  de  escritura  pública  de  1^  de  junto  de 


1900,  compulsada  á  fs.  l-l-,  sin  que  se  deduzca 
acción  alguna  respecto  del  cumplimiento  de  la 
citada  escritura  de  1899. 

La  OOFte  falló: 

Con  lo  expuesto,  y  considerando: 

1'  Que  por  escritura  pública  de  7  de  agosto 
de  1899  don  Luis  Humeres  Gac,  cuyos  dere- 
chos y  obligaciones  se  encuentran  representa- 
dos en  este  juicio  por  su  viuda  doña  Mercedes 
Miralles,  hizo  cesión  á  su  hermana  doña  Sara 
Humeres  de  la  cuota  que  correspondía  al  ce' 
dente  en  las  cuartas  de  libre  disposición  y  de 
mejoras  en  la  herencia  testada  de  su  padre 
don  Ricardo  Humeres  Cristi; 

2**  Que  con  posterioridad,  en  1'  de  junio  de 
1900,  el  donante  don  Luis  Humeres  Gac  sus- 
cribió el  documento  compulsado  á  fe.  14,  por 
el  cual  cedió  á  su  expresada  hermana  doña 
Sara,  perpetua  é  tncondicíonalmente,  un  docu- 
mento que  le  adeudaba  doña  Luisa  Ossa  viu- 
da de  JuUiet,  obligándose  el  cedente,  en  un 
plazo  determinado  y  verificada  una  condición, 
á  retirar  ese  documento  de  uno  de  los  bancos 
de  esta  ciudad  que  lo  retenía  como  acreedor 
prendario,  cesión  que  la  hacía  para  "dar  cum- 
plimiento á  la  escritura  de  donación  de  7  de 
agosto  de  1899"y  con  el  fin  también  de  remu- 
nerar servicios  prestados  por  el  marido  de  la 
cestonarin  don  Manuel  Luís  Infante; 

3^  Que  el  expresado  don  Manuel  Luis  In- 
fante, con  los  documentos  citados,  ha  enta- 
blado la  demanda  que  dió  origen  á  este  juicio, 
pidiendo  que  se  declare  en  definitiva  que  la 
señora  Miralles  debe  entregarle,  en  la  forma 
estipulada  en  el  documento  de  12  de  junio  de 
1900,  los  once  mil  seiscientos  noventa  y  cua- 
tro pesos  veinticuatrocentavos,  importe  de  la 
obligación  de  doña  Luisa  Ossa  viuda  de  Julliet, 
que  le  adeuda  personalmente  y  en  representa- 
ción de  los  derechos  de  su  mujer  doña  Sara 
Humeres; 

4^  Que  no  obstante  los  términos  precisos 
de  la  ])ecición  de  la  demanda,  la  sentencia  re- 
currida declara:  "que  ha  lugar  á  la  demanda 
en  cuanto  doña  Mercedes  Miralles  v.  de  Hu- 
meres, como  heredera  única  de  don  Luis  Hu- 
meres Gac,  debe  pagar  dentro  de  tercero  día 
de  ejecutoriada  esta  sentencia,  á  doña  Sara 
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Hutneres  de  Infante  la  suma  que  importa  la 
sexta  parte  de  la  sexta  parte  de  la  cuarta  de 
mejoras  y  la  sexta  parte  de  la  décima  parte 
de  la  cuarta  de  Hbre  disposición  de  la  herencia 
de  don  Ricardo  Humeres  Cristi,  que  el  expre- 
sado señor  Humeres  6ac  le  donó,  según  la 
escritura  pública  de  7  de  agosto  de  1899,  co- 
rriente á  fs.  6,  con  intereses  legales  desde  la 
notificación  de  la  demanda,  y  que  no  ha  lugar 
á  lo  demás  pedido  en  ésta"; 

5^  Que  de  lo  expuesto  se  deduce  que  el  de- 
mandante ninguna  acción  entabló  en  la  de- 
manda tendente  &  exigir  el  cumplimiento  de 
las  obligaciones  que  contrajo  don  Luis  Hu- 
meres Gac  por  la  citada  escritura  de  donación 
de  7  de  agosto  de  1899  y  que  In  sentencia  de 
primera  instancia,  al  fallar  sobre  el  particu- 
lar, se  ha  extendido  á  puntos  no  sometidos  á 
la  decisión  del  Tribunal; 

6^  Que  la  ley  invalida  expresamente  las 
sentencias  dadas  ultra  petita,  salvo  los  casos 
determinadamente  exceptuados,  ninguno  de 
los  cuales  es  el  presente;  y 

7^  Que  siendo  nula  la  sentencia  de  primera 
instancia  por  la  causal  tratada  en  los  consi- 
derandos  anteriores,  es  inoficioso  pronunciar- 
se acerca  de  ta  segunda  de  las  causales  invo. 
cadas  por  la  recurrente. 

Visto  además  lo  prevenido  en  los  artículos 
937,  941,  núm.  4.*^,  y  959  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  se  declara  que  ha  lugar  al 
referido  recurso  de  casación  y  se  repone  la 
causa  al  estado  de  dictarse  nuevo  fallo  por  el 
jues  que  corresponda,  al  cual  se  remitirán  los 
antos. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Castillo. 
/.  Igaacio  Larrain  Z.— Eduardo  Castillo. — 
J.  Agustín  Rojas. 


Corte  de  Santiago.— 14  de  abril  de  79fj4 
Ugarte  con  Ugarte 

Hinnta  de  prueba.— Lista  de  tesUgros. 
Oopla  de  ^las.— Imposibilidad  de 
rendir  prueba. 

Doctrina:— La  minuta  de  prueba  y  lis* 


ta  de  testigos  presentadas  dentrodd  tér- 
mino, deben  ser  tomadas  en  cuenta  aun- 
que el  escrito  no  sea  proveído  por  no  ha- 
berse acompañado  ¡a  copla  determinada 
por  el  articulo  32  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  si  se  subsana  esta  omisión 
antes  de  recibirse  ¡a  prueba. 


En  el  juicio  que  sigue  don  Carlos  Ugarte  Do- 
noso con  don  Abdón  Ugarte  sobre  alimentos 
en  el  cuarto  Juzgado  de  Santiago,  el  juez  don 
Gabriel  Rencoret,  por  decreto  de  17  dejanio 
de  1903,  ordenó  se  notificara  á  las  partes  pa- 
ra que  dentro  de  quinto  día  presentaran  una 
minuta  de  los  puntos  de  prueba  que  desearan 
producir. 

Notificadas  las  partes  el  mismo  día,  don 
Francisco  Salas  O.,  por  don  Carlos  Ugarte  D-, 
presentó  con  fecha  22  de  junio  un  escrito  en 
que  incorporaba  la  minuta  de  prueba  y  los 
testigos  de  su  parte.  El  Juzgado  proveyó: 

"Santiago,  23  de  junio  de  1903.— Para  pro- 
veer, c&mplase  con  loqueordena  el  artículo  33 
del  Código  de  Procedimiento  Civil. — Gabríeí 
Rencoret". 

Vencido  el  plazo,  la  parte  contraria  pidió  se 
recibiese  la  causa  á  prueba,  y  el  Juzgado,  para 
proveer,  ordenó  notificar  á  don  Cárlos  Ugarte 
D.  el  decreto  de  23  de  junio,  notificación  que 
se  hizo  el  día  30  y  con  fecha  2  de  julio  se  reci- 
bió la  causa  á  prueba,  disponiendo  á  la  vez 
que  se  notificara  nuevamente  á  don  Francisco 
Salas  O.  para  que  diese  cumplimiento  &  aquel 
proveído  bajo  apercibimiento  de  tenerse  como 
no  formuladas  las  peticionej  consignadas  en 
el  escrito  de  f».  63,  en  que  ese  proveído  había 
recaído. 

Con  fecha  21  de  julio  don  Carlos  Ugarte  D. 
pidió  se  diesen  por  acompañadas  las  copias 
pedidas  y  que  había  presentado  el  día  8  de 
Julio  conjuntamente  con  el  escrito  en  que  re- 
vocaba el  poder  que  había  conferido  A  Salas. 
HI  Juzgado  mandó  tenerla  presente  con  cita- 
ción. 

La  prueba  principió  á  rendirse  y  en  estas 
circunstancias  la  parte  de  don  Abdón  Ugarte 
solicitóse  declarara  que  nohabía  lugar  al  exa- 
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m«i  de  los  testigos  de  don  Carlos  Ugarte  Do- 
noso por  no  haber  presentado  la  copía  que 
requiere  el  articulo  32  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  oportunamente.  Por  su  parte 
don  Carlos  Ugarte  Donoso  solicitó  se  suspen- 
diese et  término  de  prueba  para  el  solo  efecto 
de  recibir  la  que  iba  á  rendir  y  que  había  im- 
pedido aquella  incidencia.  Tramitadas  estas 
peticiones  r  después  de  certificar  el  secretario 
que  no  había  en  autos  constancia  de  la  entre- 
ga de  las  copias  á  la  parte  contraria  y  que  no 
existían  en  la  secretaría,  el  Juzgado  resolvió: 

Santiago,  24  de  agosto  de  1903  En  un 

juicio  seguido  entre  don  Carlos  Ugarte  Dono- 
so contra  don  Abdón  Ugarte,  por  alimentos, 
el  juez  de  la  causa  ordenó  á  las  partes,  en  con- 
formidad al  inciso  2'  del  artículo  361  del  Có- 
digo de  Procedimiento,  presentaran  lista  de 
testigos. 

Don  Carlos  Ugarte  presentó  dicha  lista  pe- 
ro no  acompañó  la  copiaque  ordena  el  artícu* 
lo  32  del  mismo  Código. 

La  parte  de  don  Abdón  Ugarte  se  presentó 
pidiendo  no  se  tomara  examen  á  los  testigos 
de  don  Carlos  por  haber  omitido  acompañar 
la  copia  indicada. 

Vistos:  Con  lo  expuesto  en  los  escritos  de 
fs.  79,  81,  83  y  85  y  el  mérito  del  certificado 
de  fs.  82  vta.,  se  declara: 

1'  Que  no  ha  lugarálo  pedido  por  don  Car- 
los Ugarte  Donoso  en  lo  principal  del  citado 
escrito  de  fs.  81;  y 

2*^  Que  ha  lugar  á  lo  pedido  por  don  Anto- 
nio Pinto  D.  en  representación  de  don  Abdón 
Ugarte  en  lo  principal  del  escrito  de  fs.  19,  y 
en  consecuencia,  que  no  procede  el  examen  de 
los  testigos  de  la  parte  demandante  y  á  que 
alude  don  Antonio  Pinto  en  el  citado  escrito 
de  fs.  79.— Gabriel  Rencoret. 

La  Oorte 

Vistos,  teniendo  presente: 

I'  Que  la  minuta  de  prueba  y  lista  de  testi" 
gos  fué  presentada  oportunamente  por  el  de- 
mandante según  consta  del  cargo  puesto  al 
escrito  de  fojas  63; 

2^  Que  si,  bien  el  escrito  expresado  no  fué 
proveído  por  haberse  omitido  la  copia  orde- 
nada por  la  ley,  delxr  entenderse  que  tnl  omi" 
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sión  fué  subsanada  en  tiempo  hábil  como  se 
infiere  de  la  providencia  puesta  en  el  escrito  de 
fs.  71; 

3*^  Que  habiéndoseencontrado  imposibilita- 
do don  Carlos  Ugarte  para  rendir  la  prueba 
testimonial  ofirecida  por  él,  por  no  haber  apa- 
recido en  secretaría  la  referida  copia,  se  halla 
esta  parte  en  el  caso  contemplado  en  el  articu- 
lo 328  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
revoca  el  auto  apelado  de  24  de  agosto  del 
año  próximo  pasado,  corriente  á  fs.  88  vuelta, 
y  se  declara:  que  el  juez  debe  abrir  un  término 
especial  de  prueba  con  el  exclusivo  objeto  d* 
proceder  al  examen  délos  testigos  á  que  se  re- 
fiere la  lista  inserta  en  el  escrito  de  fs.  63  por 
el  número  de  días  que  haya  durado  el  entorpe- 
cimiento.—^. Aiejn  Fernández.— J.BernaíesM. 
—E.  Donoso  V.—J.  Ignacio  Larraín  Z. 


Corte  de  Talca  20  de  noviembre  de  1903 

Opazo  con  Proitán  Luna  (su  sucesión) 

Nulidad  absoluta-  —  Prohlblolóa  de 
enajenar.— Oonoolmlento  del  violo. 
—Imposibilidad  de  alegrarlo  ni  de- 
clararlo de  oficio. 

Doctrina:— físíanc/o  inscritas  las  pro- 
hibiciones de  enajenar jr gravar  los  bienes 
de  ana  herencia^  la  nulidad  absoluta  de 
queadokce  la  venta  hecha  ápcsar  de  esta 
prohibición  no  puede  ser  invocada  por  la 
vendedora  que  sapo  ó  debió  saber  el  vicio 
que  invalidaba  dicha  enajenación. 

Los  terceros  que  habían  pedido  esas  pro- 
hibiciones y  que  adhieren  al  juicio  de  nu- 
lidad deben  seguir  la  suerte  de  la  parte  á 
quien  adhieren^  no  teniendo  interés  propio 
y  personal  en  la  nulidad  por  ese  solo  he- 
cho, sino  se  acredita  que  ¡os  derechos  que 
trataban  de  garantizar  con  ellas  les  han 
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sido  reconocidos  en  definitiva  ó  si  están 
resguardados  de  otro  modo. 

La  lesión  enorme  no  es  procedente  cuan- 
do se  trata  de  acciones  jr  derechos  á  una 
cosa  común. 


Don  Fidel  Opazo,  como  representante  legal 
de  su  mujer  doña  Sofía  del  Carmen  Novoa, 
expone:  que,  según  consta  de  los  documentos 
que  acompaña,  don  Fidel  Verdugo,  como  man- 
datario de  su  citada  esposa,  vendió  por  escri- 
turas de  16  de  noviembre  y  4  de  diciembre  de 
1R95,  á  don  Froilán  Luna,  las  acciones  y  de- 
rechos que  correspondían  á  su  esposa  en  la  su- 
cesión de  sus  padres  don  Saturnino  Novoa  y 
doña  Juana  María  Garrido  y  en  la  de  don 
Juan  Miguel  Garrido. 

Que  del  citado  documento  consta  que  la 
venta  de  las  acciones  mencionadas  fue  por  el 
precio  de  novecientos  cincuenta  pesos,  de  los 
cuales  quedó  adeudando  el  comprador  tres- 
cientos cincuenta  pesos  y  que  &  la  fecha  de  la 
venta  existían  prohibirioncs  de  enajenar  y 
gravar  dichos  bienes. 

Que  en  confoi:midad  á  los  artículos  1616, 
1681  y  1682  del  Código  Civil,  la  venta  de  bie- 
nes á  los  cuales  afectan  restricciones  como  la 
citadas,  es  nula. 

Que  en  esa  venta  existen  además  otras  can. 
sales  de  nulidad,  cuales  son:  que  el  poder  con- 
ferido al  señor  Verdugo  es  nulo,  porque  á  su 
otorgamiento  faltó  el  consentimiento  libre  y 
espontáneo  de  la  señora  Novoa,  el  que  sólo  se 
obtuvo  mediante  la  presión  y  el  engaño,  ya 
teniéndola  secuestrada,  ya  diciéndole  que  el 
poder  conferido  era  sólo  para  representarla  en 
la  partición  de  los  bienes  dejados  por  sus  pa- 
dres y  no  como  aparece  conce<liéndose  para 
enajenarlos. 

Que,  además,  en  las  hipótesis  que  los  con- 
tratos celebrados  fueran  válidos,  seria  llegado 
el  caso  de  rescindirlos  por  lesión  enorme; 

Que,  al  efecto,  la  cuota  hereditaria  que  co- 
rrcspondía  á  su  citada  esposa  en  la  sucesión 
de  sus  padres  vale  más  de  doscientos  pesos;  y 
en  la  sucesión  de  don  Juan  Miguel  Garrido  más 
de  doce  mil,  habiéndose  dado  por  el  compra- 


dor y  por  todas  las  acciones  y  derechos  sólo 
la  exigua  suma  de  novecientos  cincuenta  pesos; 

Que,  como  se  puede  ver  claramente,  han  sido 
inicuamente  explotados,  causando  con  esto  la 
ruina  de  una  familia  entera,  llegando  hasta  el 
extremo  de  que  en  la  actualidad  carezcan  de 
los  más  indispensables  recursos  para  vivir; 

Que  don  Froilán  Luna  falleció  quedando  su 
snceraón  compuesta  actualmente  por  sn  espo- 
sa doña  Clarisa  Céspedes  y  sn  padre  dou  Ma- 
nuel Jesús  Luna; 

Que  á  virtud  de  las  razones  expuestas,  viene 
en  entablar  demandncontra  el  nombrado  don 
Froilán  Luna,  ya  fallecido,  6  su  sucesión  para 
que  se  declare: 

1'  Nulas  las  escrituras  de  16  de  noviembre 
y  de4de  diciembre  de  1895,  por  las  cualesdon 
Fidel  Verdugo  vendió  á  don  Froilán  Luna  las 
acciones  y  derechos  que  correspondían  á  sn 
esposa  en  los  bienes  de  sus  padres  don  Satur- 
nino Novoa  y  doña  Juana  Mana  Garrido  y  en 
los  bienes  de  la  sucesión  de  don  Juan  Miguel 
Garrido; 

2^  Que  como  consecuencia  de  lo  primero  se 
declare  nula  también  la  escritura  de  6  de  fe- 
brero de  1890,  por  la  que  el  citado  don  Froi- 
lán vendió  á  su  padre  don  Manuel  Jesús  Luna 
las  acciones  y  derechos  que  por  las  escrituras 
citadas  anteriormente  compró  á  don  Fidel 
Verdugo  y  que  pertenecían  á  su  esposa; 

3^  Que  en  subsidio  y  para  el  caso  que  no  se 
diere  lugar  á  las  peticiones  anteriores,  se  de- 
claren rescindidos  por  lesión  enorme  los  con- 
tratos de  compraventa  mencionados. 

Don  Justo  P.  León,  por  sí  y  como  manda- 
tario de  don  Pedro  José  Bustos,  haciendo  uso 
del  derecho  que  le  conceded  artículo  1683  del 
Código  Civil,  se  adhiere  á  la  demanda,  expo- 
niendo que  á  la  fecha  del  contrato  de  venta 
existían  prohibiciones  inscritas  de  enajenar 
las  indicadas  acciones  y  derechos. 

Dos  de  esas  prohibiciones  fueron  decretadas 
á  solicitud  de  los  adherentes  en  juicio  que  por 
cobro  de  pesos  siguieron  contra  la  indicada 
doña  Sofía  del  Carmen  Novoa  y  otros. 

El  juez  de  Talca  falló  con  fí^rha  16  de  agos- 
to de  1903. 

Considerando  en  cuanto  á  la  aoctón  prin- 
cipal: 

1^  Que  doña  Sofía  del  Carmen  Novoa  pre- 
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tende  en  este  juicio  se  declaren  absolutamente 
nalos  los  contratos  de  compraventa  que  cele- 
bró con  don  Froilán  Luna  el  16  de  noviembre 
y  4  de  diciembre  de  1895  y  de  que  dan  testi- 
monio las  escrituras  públicas  compulsadas  á 
fs.  25  y  28  vtn.  respectivamente,  fundada  en 
que  á  la  fecha  del  otorgamiento  de  dichas  es- 
enturas  existían  prohibiciones  de  ena,ienar  y 
gravar  los  bienes  vendidos; 

2'  Que,  según  lo  confiesan  los  demandantes 
á  fs.  9  vta.,  la  vendedora  tenia  pleno  conoci- 
miento  de  la  existencia  del  auto  judicial  que 
prohibía  la  enajenación  con  anterioridad  á  la 
fecha  de  los  contratos  y,  por  consiguiente, 
procedió  á  vender  á  sabiendas  de  que  existia 
un  vicio  que  invalidaba  aquellos  contratos; 

3?  Que  en  conformidad  á  lo  prescrito  por  el 
articulo  1683  del  Código  Civil,  la  nulidad  ab- 
soluta no  puede  alegarse  por  el  que  ha  ejecu- 
tado el  acto  ó  celebrado  el  contrato  nulo, 
sabiendo  ó  debiendo  saber  el  vicioque  lo  inva- 
lidaba y,  por  lo  tanto,  en  el  presente  caso  la 
nulidad  no  ha  podido  alegarse  por  la  vende* 
dora  señora  SoKa  del  Cármen  Novoa  ni  por 
su  marido  que  la  representa  legalmente  en  sus 
derechos  y  obligaciones; 

4^  Que  no  apareciendo  de  manifiesto  en  los 
contratos  de  fs.  25  y  28  vta.  que  éstos  se  hu- 
bieran celebrado  existiendo  una  prohibición 
de  enajenar  ú  otro  vicioque  los  invalidara,  no 
procede  en  el  presente  caso  la  declaración  de 
nulidad  que  ordena  el  artículo  1683  del  Códi- 
go Civil. 

Considerando  en  cuanto  á  la  acción  de  le- 
sión enorme: 

5'  Que  por  los  contratos  de  fs.  25  y  28  vta. 
la  demandante  vencUó  sus  cuotas  hereditarias 
de  las  sucesiones  de  don  Juan  Miguel  Garrido 
y  de  sus  padres  don  Saturnino  Novoa  y  Juana 
M.  Garrido  en  la  suma  de  novecientos  cin- 
cuenta pesos; 

6^  Que  lo  vendido  no  ha  sido  una  cosa  cier- 
ta y  determinada  sino  acciones  y  derechos  á 
una  cosa  común,  por  lo  que  no  ha  podido  es- 
tablecerse el  justo  precio  de  la  cosa  vendida  á 
la  fecha  de  los  contratos  y,  siendo  ello  así,  la 
acción  rescisoría  por  lesión  enorme  es  impro- 
cedente en  el  presente  año; 

7^  Que  dado  el  caso  de  la  procedencia  de  la 
acción,  no  existen  tampoco  en  autos  antece- 


dentes probatorios  que  permitan  dar  por  es- 
tablecida la  lesión  enorme  invocada. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  1713  y 
1682  del  Código  Civil  y  ley  1»  título  14,  par- 
tida 3^,  se  declara  sin  lugar  la  demanda. 

Apelada  esta  sentencia. 

La  Oorte  resolvió: 

Eliminando  el  considerando  sexto  de  la  sen- 
tencia apelada;  y 

Teniendo  además  presente: 

I"  Que,  según  aparece  de  los  certificados  de 
fs.  22  vta.  y  fs.  23  vta.,  los  decretos  que  acor- 
daron  las  prohibiciones  que  sirven  de  base 
á  la  demanda  de  nulidad  se  encontraban  ya 
ejecutoriadas  á  las  fechas  de  las  ventas  á  que 
se  refieren  las  escrituras  públicas  de  16  de  no- 
viembre y  4  de  diciembre  de  1893,  corrientes 
respectivamente  en  compulsa  á  fs.  25  y  fs.  28 
vta.,  por  lo  cual  la  vendedora  y  actual  de- 
mandante supo  y  debió  saber  el  vicio  que  in- 
validaba dichas  enajenaciones; 

2'  Que  don  Justo  Pastor  León  y  don  Pedro 
José  Bustos,  adherentes  á  la  demanda  de  fs.  2, 
según  se  ve  A  fs.  9,  por  la  misma  naturaleza 
de  las  cosas,  deben  segntr  la  suerte  de  la  parte 
A  quien  se  adhieren;  y 

3'  Que,  por  otra  parte,  ni  don  Pedro  J. 
Bustos  ni  don  Justo  Pastor  León  han  justifi- 
cado, ni  pretendido  hacerlo,  que  la  venta  que 
doña  Sofía  Novoa  hizo  de  su  cuota  hereditaria 
á  favor  de  don  Froilán  Luna  les  hubiera  oca- 
sionado perjuicios,  ó  sea,  que  tengan  interés 
en  pedir  la  nulidad  de  este  contrato,  pues  no 
basta  para  constituir  este  interés  la  sola  cir- 
cunstancia de  haber  sído  decretada  la  prohi- 
bición de  enajenar  para  garantir  derechos  que 
ellos  hadan  valer  en  juicio,  por  cuanto  no  se 
sabe  si  esos  derechos  se  les  han  reconocido  en 
definitiva  ó  si  no  están  resguardados  de  otro 
modo,  sea  por  retenciones  de  dinero  suficiente 
ó  por  reconocimiento  expreso  de  los  mismos 
compradores. 

Se  confirma  la  sentencia  apelada  de  16  de 
agosto  del  año  próximo  pasado,  corriente 
á  fs.  42. 

.^cordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Urrutíaque  estuvo  por  revocarla  referida  sen- 
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tcncia  y  dar  lugar  á  la  demanda  en  cuanto  se 
pide  la  nulidad  de  las  escrituras  de  16  de  no- 
viembre y  4  de  diciembre  de  1895,  á  virtud  de 
los  fundamentos  que  consigna  en  el  libro  de 
acuerdos. 

Publíquese  y  devuélvanse— M.  Montero. — 
J.  C.  Herrera. — F.  Román  Blanco.— F.  Urrutia. 


VOTO  ESPECIAL 


En  la  causa  seguida  por  Fidel  Qpazo  con  la 
sucesión  de  Proitán  Luna  sobre  la  nulidad  de 
escrituras  de  compraventa  y  lo  demás  dedu- 
cido, disintiendo  de  la  mayoría  del  Tribunal, 
el  infrascrito  estuvo  por  revocar  ta  sentencia 
apelada  de  16  de  agosto  de  1902  y  dar  lugar 
á  la  demanda  en  cuanto  se  pide  la  nulidad  de 
las  escrituras  de  16  de  noviembre  y  4  de  di- 
ciembre de  1895,  á  virtud  de  las  piguientes 
consideraciones: 

1*  Que  á  la  fecha  del  otorgamiento  de  las 
mencionadas  escrituras  existen  prohibiciones 
de  enajenar  y  gravar  los  bienes  vendidos; 

2*  Que  decretadas  esas  prohibiciones  y  es- 


tando todavía  sin  cancelarse,  ni  habiendo  el 
juez  autorizado  la  venta,  hay  nulidad  absolu- 
ta, según  lo  prescrito  en  el  articulo  1464  del 
Código  Civil; 

3*  Que  habiéndose  adherido  á  la  demanda 
de  fs.  2  don  Justo  P.  León  y  don  Pedro  José 
Bustos,  por  el  escrito  de  fs.  9,  son  partes  inde- 
pendientes de  la  esposa  del  demandante  y, 
con  lo  tales,  han  ín  tervenido  y  tienen  interés  en 
el  pleito; 

4^  Que  ese  interés  nace  de  los  perjuicios  que 
pueden  sufrir  León  y  Bustos,  pues  quedan  im- 
pagos del  crédito  que  cobran; 

5^  Que  sus  derechos  de  acreedores  están  re- 
conocidos en  el  mismo  juicio  en  que  incidió  la 
retención; 

6^  Que  Bustos  y  León  pueden  reclamar  de 
la  nulidad  absoluta,  porque  ellos  no  han  in- 
tervenido en  los  contratos  de  compraventa;  y 

7*  Que,  según  el  artículo  1683  del  citado 
Código,  la  nulidad  absoluta  puede  alegarse 
por  todo  el  que  tenga  interés  en  ello  y  no  ha 
habido  ratificación  de  ningún  género  para  sa* 
near  la  nnlidad. 

Talca,  20  de  noviembre  de 1903._F.  ürrutia. 
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CONSEJO  DE  ESTADO 


Contienda  de  competenc¡a.~~9  de  diciemhre 
de  1903 

Alcalde  de  Melipílla  con  Juez  de  Letras 

Querella  de  amparo  posesorio.  —  Ao- 

oión  criminal  por  aotos  de  los  alcal- 
des munlolpales.  —  Autoridad  com- 
petente. 

Doctrina:— ¿a  facultad  de  conocer  de 
¡US  causas  civiles  y  criminales,  de  Juzgar- 
las y  de  hacer  ejecutar  lo  Jaldado  pertC' 
nece  exclusivamente  á  los  tribanalea  de 
Justicia,  cualquieraque  sea  su  naturaleza 
Y  la  calidad  de  las  personas  que  interven- 
gan en  ellas. 

La  acción  que  se fíindaenel articulo 921 
del  Código  Civil,  provoca  ua&  contienda 
Judicial  de  interés  privado  y  sometida, 
por  lo  tanto,  al  conocimiento  de  los  tri- 
bunales de  justicia. 

Del  mismo  modo,  la  acción  que  los  ar- 

JDKIS. 


tículos  94  y  siguientes  de  la  ley  de  22  de 
diciembre  de  1891  conceden  á  toda  per- 
sona  agraviada  por  una  resolución  del 
alcalde  para  hacer  estiva  su  responsa- 
bilidad en  íá  forma  prescripta  por  los 
artículos  459  y  460  del  Código  Penal, 
provoca  una  contienda  Judicial  sometida 
exclusivamente  á  los  tribunales  de  jus- 
ticia. 


Santiago,  9  de  diciembre  de  1903.— Vistos: 
el  25  de  octubre  de  1902  se  presentó  ante  el 
Juez  de  Letras  del  departamento  de  Melipílla, 
don  José  Manuel  Balmaceda,  exponiendo  que 
era  propietario  del  fundo  "Huechún",  ubicado 
en  el  citado  departamento. 

Hada  más  de  veinte  años  á  la  fecha,  unida 
su  posesión  á  la  de  su  antecesor,  á  que  el  fundo 
"Huechún"  se  ha  regado  con  las  aguas  del  es- 
tero El  Bajo,  por  medio  de  una  bocatoma  cons- 
truida en  propiedad  de  don  José  Martin  Aré- 
valo  j  por  donde  se  extraía  el  agua. 

P» 
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Por  cuenta  fiscal  se  construyeron  en  el  nño 
recordado  un  pretil  en  el  estero  El  Rajo,  en  el 
deslinde  con  su  fundo,  y  una  zanja,  encamina- 
dos, el  primer  trabajo  para  obstruir  el  curso 
natural  de  las  aguas,  y  el  segundo,  para  con- 
ducir esas  mismas  aguas  6  desviarlas  al  río 
Maipo,  con  el  pretexto  de  defender  de  innun- 
daciones  imaginarias  á  las  poblaciones  de  El 
Bajo  y  de  MelipiUa. 

Con  este  motivo  presentó  ana  solicitud  al 
Ministerio  de  Industria  y  Obras  Públicas  ha- 
ciendo presente  que,  con  los  trabajos  á  que  se 
ha  hecho  referencia,  se  le  despojaba  del  uso  de 
las  aguas  del  estero  de  que,  como  ha  dicho, 
estaba  en  posesión  desde  hacía  más  de  veinte 
años. 

Para  en  caso  que  las  aguas  del  estero  pudie- 
ran causar  perjuicios  siguiendo  su  curso  natu- 
ral, lo  que  sólo  era  de  temer  en  el  invierno,  se 
allanaba  á  que  se  construyeran  compuertas 
en  vez  de  pretil  y  así  se  podría  precaver  cual- 
quier daño,  respetándose  sus  derechos;  pero 
que  debía  destruirse  el  pretil. 

Pendiente  esa  petición,  las  obras  se  termina- 
ron y  á  la  fecha  de  su  presentación  se  dejó  en 
seco  el  estero  en  la  parte  en  que  estaba  situa- 
da la  toma,  y  &  consecuencia  de  esas  obras. 

Haciendo  uso  de  un  legítimo  derecho  mandó 
destruir  el  pretil  y  tapar  el  cauce  artificial,  con 
lo  cual  las  aguas  tomaron  su  curso  hasta  en- 
trar en  la  bocatoma  de  su  fundo. 

En  tales  circunstancias,  el  primer  Alcalde  de 
la  comuna  de  Meltpilla,  don  Manuel  J.  Bení- 
tez,  accediendo  á  una  presentación  interesarla 
de  vecinos,  hizo  abrirle  de  nuevo  el  acueducto 
destinado  A  vaciar  las  aguas  al  río  Maipo, 
reiterando  así  el  despojo  anterior  y  aperci- 
biéndolo con  una  multa  para  el  caso  de  que 
volviera  á  cerrar  ese  desagüe. 

Al  día  siguiente,  ó  sea  el  24  de  octubre  de 
1902,  convencido  de  su  derecho,  tapó  nueva- 
mente el  acueducto,  por  lo  cual  el  Alcalde  lo 
declaró  incurso'  en  el  apercibimiento  decre- 
tado. 

Agrega,  asimismo,  que  ejecutó  la  destruc- 
ción del  pretil  y  el  cierro  del  cauce  artificial  de 
que  se  trata,  con  la  aprobación  ó  aquiescencia, 
por  lo  menos  tácita,  del  Ministro  de  Indus- 
tria y  Obras  Públicas,  que  mandó  ejecutar 


CS1S  trabajos  y  ¿\  quien  el  exponente  manifestó 
el  daño  injusto  que  ellos  le  inferían  en  su  pro- 
piedad. 

Concluye  calificando  los  actos  ejecntadoa 
por  el  Alcalde  como  perturbadores  de  la  pose- 
sión de  las  aguas  de  su  propiedad  y,  en  conse- 
cuencia, se  querella  de  amparo  contra  la  Mu- 
nicipalidad de  Melipilla,  haciendo  uso  de  la 
acción  (jue  le  da  el  artículo  921  del  Código  Ci- 
vil, para  que  se  declare  que  debe  amparársele 
en  la  posesión  de  las  aguas  del  estero  El  Bajo, 
se  le  indemnicen  los  perjuicios  y  se  coomine  á 
la  autoridad  municipal  con  una  multa  para  el 
caso  de  incurrir  en  actos  análogos  de  tur* 
bación. 

El  Juzgado,  por  decreto  de  25  de  octubre  del 
nño  último,  dio  á  la  querella  la  sustanciación 
prescrípta  por  las  leyes  de  procedimiento  vi- 
gentes en  esa  fecha,  rindiéndose  la  prueba  de 
testigos  conducente  con  citación  del  represen- 
tante de  la  corporación  querellada. 

Al  mismo  tiempo  ocurría,  á  su  vez,  el  Alcal- 
de denunciando  ante  el  Juzgado  como  delitos 
los  actos  ejecutados  por  don  José  Manuel  Bal- 
maceda  en  el  pretil  y  cauce  artificial  ya  men- 
cionados y  pidiendo  su  investigación  y  el  cas- 
tigo del  presunto  delincuente. 

Mandado  instruir  por  el  Juzgado  el  sumario 
correspondiente,  se  presentó  Balmaceda  que- 
rellándose también,  por  su  parte»  criminal- 
mente contra  los  alcaldes  don  Manuel  J.  Bení- 
tez  y  don  P.  Rocuant  que  habían  dictado  las 
diversas  órdenes  de  que  se  ha  hecho  mérito, 
las  cuales  califica  el  ocurrente  de  ilegales  y 
constitutivas  de  los  delitos  que  castigan  los 
artículos  459  y  460  del  Código  Penal. 

El  Juzgado  ordenó  acumular  esta  reclama- 
ción á  la  querella  criminal  del  Alcalde  para 
tramitarlas  conjuntamente. 

Producidos  estos  antecedentes,  el  primer  Al- 
calde don  Pedro  José  Rocuant  dirigió  al  Juz- 
gado el  oficio  de  12  de  noviembre  de  1902,  que 
se  registra  á  fs.  25  del  expediente  civil.  En  él 
hace  presente  que  los  diversos  actos  de  la  Al- 
caldía que  motivan  las  reclamaciones  de  Bal- 
maceda, han  tenido  por  objeto  impedir  la  con- 
sumación del  atentado  que  importaba  la  des- 
trucción de  una  obra  pública  construida  á 
expensas  del  Fíaco,  del  Mnmciplo  y  de  los  ve* 
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cinos,  para  precaver  de  inundaciones  al  vecin- 
dario de  El  Bajo  y  evitar  la  paralización  del 
tráfico  en  los  caminos  pfiblicos. 

Cree,  en  consecuencia,  halier  procedido  en  el 
ejercicio  legítimo  de  sus  atribuciones  y  desco- 
noce, por  lo  tanto,  á  toda  otra  autoridad  él 
derecho  de  rever  tales  actos  para  modificar  6 
suspender  sus  efectos. 

Concluye  pidiendo  al  Juzgado  que  se  inhiba 
del  conocimiento  de  las  reclamaciones  instau- 
radas por  don  José  Manuel  Balmaceda  y  que, 
en  caso  de  no  accederse  á  esa  petición,  se  ten- 
ga por  deducida  la  correspondiente  contienda 
de  competencia. 

Bl  Juzgado,  por  resolución  de  26  dé  noviem- 
bre del  año  próximo  pasado,  de  fs.  29  vta. 
del  mismo  cuaderno,  negó  lugar  &  la  inhibi- 
ción, y  fundando  en  el  mismo  auto  su  compe- 
tencia, dió  por  trabado  el  conflicto  y  elevó  los 
antecedentes  al  Excmo.  Consejo  de  Estado. 

Oído  et  señor  Fiscal  de  la  Excma  Corte  Su- 
prema; y 

Considerando: 

1^  Que,  conforme  A  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 99  de  la  Consticución  Política  del  Estado 
y  artículos  1'  y  5'  de  la  lei  de  15  de  octubre 
de  1875,  la  facultad  de  conocer  de  las  causa? 
civiles  y  criminales,  de  juzgarlas  y  de  hacer 
ejecutar  lo  juzgado  pertenece  exclustvamenteá 
los  Tribunales  de  Justicia,  cualquiera  que  sea 
su  naturaleza  ó  la  calidad  de  las  personas  que. 
intervengan  en  esos  asuntos; 

2^  Que  la  acción  civil  instaurada  por  don 
José  Manuel  Balmaceda  se  funda  en  el  artícu- 
lo 921  del  Código  Civil,  que  autoriza  al  po- 
seedor para  pedir  que  no  se  turbe  6  embarace 
su  posesión  y  se  le  indemnice  del  daño  que  hu- 
biere recibido; 

3^  Que  el  ^ercicio  de  dicha  acción  posesoria, 
deducida  en  forma  correcta  y  adecuada,  pro- 
voca una  contienda  judicial  de  interés  privado 
y  sometida,  por  lo  tanto,  a!  conocimiento  de 
los  Tribunales  de  Justicia; 

4^  Que  la  acción  criminal  encaminada  á 
hacer  efiíctiva  la  responsabilidad  de  los  alcal- 
des don  Manuel  J.  Benítez  y  don  P.J.  Rocuant 
por  decretos  librados  por  estos  ñincionaríos 
que  se  califican  de  ilegales,  está  fundada  en  los 
artículos  459  y  460  del  Código  Penal;  y 


QuCr  según  lo  dispuesto  en  los  artículos 
94,  95,  96  y  97  de  la  ley  de  22  de  diciembre  de 
1891,  toda  persona  f^raviada  por  una  reso- 
lución ilegal  del  Alcalde  tiene  derecho  para 
hacerle  efectiva  su  responsabilidad  en  la  forma 
prescripta  por  las  leyes'. 

En  mérito  de  lo  expuesto,  se  declara  que  no 
ha  lugar  á  la  competencia  entablada  por  el 
primer  Alcalde  de  la  Municipalidad  de  Melipi- 
lla  contra  el  Juez  de  Letras  de  dicho  departa- 
mentó  para  inhibirlo  en  el  conocimiento  de  la 
querella  de  amparo  á  que  se  ha  aludido  y  de 
la  querella  criminal  formulada  contra  los  Al- 
caldes don  Manuel  J.  Benítez  y  don  P.  J.  Ro- 
cuant, debiendo  el  mencionado  juez  continuar 
conociendo  en  dichas  querellas. 

Anótese,  publíquese  y  devuélvanse. — Hora- 
cío  Pinto  Agüero,— J.  J.  Latorre.  —  Ramón 
Antonio  Vergara,  —  Luis  Penira.  —  Benjamín 
Vergara  B.— Jorge  Montt. 


Contienda  de  Competencia.— £  de  mayo 
de  1904 

Administrador  de  Aduana  con  juez  de  letras 
de  Arica 

Hovillzaolón  de  oarga  de  la  Aduana.  — 
Deterioros  causados  en  la  desoargra 
de  una  maquinarla.— Indemnización 
de  peijulcios.  —  Autoridad  compe- 
tente. 

Doctrina,:— virtud  de  lo  dispuesto 
en  el  articulo  99  ( 108)  de  la  Constitución 
Política  de  la  República^  la  facultad  de 
juzgar  las  causas  civiles  y  criminales  per- 
tenece exclasivamente  á  los  tribunales  eS' 
tablecidos  por  la  ley;  y  según  los  artícu- 
los V*  y  5^  de  la  ley  de  15  de  octubre  de 
1875  á  los  tribunales  qaeellaestablecee»- 
tárá  sujeto  el  conocimiento  de  todos  loa 
asuntos  judiciales  que  se  promuevan  en  el 


Digitized  by 


392 


SEGUNDA  PARTE 


orden  tcmporni  dentro  del  territorio  de 
¡n  Repíthlifn,  cualquiera  que  sea  su  natu- 
raleza ó  Ui  cídidnd  de  las  personas  que 
en  etíos  intervengan,  salvo  las  excepcio- 
nes taxativamente  especificadas. 

Por  constélente,  la  demanda  de  fter- 
juicios  por  deterioros  causados  ñ  unas 
maquinarias  en  la  descarj^a  efectuada 
por  los  contratistas  del  servicio  de  movi- 
lización de  bultos  de  una  aduana  corres- 
ponde á  la  justicia  ordinaria. 


Don  David  Sinipson,  en  representación  de  la 
viuda  de  Nugent  y  Simpson,  ocurrió  ante  el 
juzgado  de  letras  de  Arica,  interponiendo  de- 
manda contra  los  señores  Mathieu  y  Palacios, 
contratistas  del  servicio  de  movilización  de 
carga  de  la  Aduana  de  dicho  puerto  para  que 
se  les  condene  á  pagar  la  suma  que  expresa  la 
cuenta  que  presenta  por  deterioros  causados 
en  la  descarga  de  una  maquinaria  efectuada 
por  cuenta  de  los  demandantes. 

Esa  demanda  fué  ampHaJa  posterionnente. 

Los  demandados  opusieron  ta  excepción  di- 
latoria de  incompetencia  del  juzgado  y  fué  de- 
sechada por  resolucionesejecutoriadas 

Ocurrieron  en  seguida  al  administrador  de 
Aduana  de  Arica  para  que  reclamara  la  inhí- 
hición  del  juez. 

Bl  expresado  cmplcailo  acogió  la  solicitud  de 
lós  señores  Mnthieu  y  Palacios,  y,  en  conse- 
cuencia, dirigió  al  juzgado  una  comunicación 
de  en  la  cual  sostiene  que  es  de  su  exclusi- 
va competencia  resolver  acerca  de  la  reclama- 
ción instaurada  judicialmente  por  la  casa  de- 
mandante. 

Funda  esa  presentación  en  lo  que  disponen 
los  números  y  4''  del  artículo  2'  del  decreto 
supremo  de  14  de  noviembre  de  1901,  que  re- 
glamentó el  servicio  de  descarga  y  moviliza- 
ción de  bultos  en  las  Aduanas. 

Según  dichos  preceptos,  los  contratistas  del 
servicio  mencionado  se  obligaron  "á  pagar 
ti»da  falta  ó  deterioro  de  mercaderías  que  por 
culpa  6  descuido  propio  ó  de  sus  jornaleros 
resultare",  y  á  someterse,  en  cuanto  á  las  im- 


putaciones qm-  les  hicieren  losinteresados,  por 
faltas  ó  deterioros  de  mercaderías,  "Alas  reso- 
luciones del  administrador  respectivo,  quien 
intervendrá  en  estos  asuntos."  IVduce  de  aqu' 
el  administrador  de  la  Aduana  ile  Arica  que  él 
es  el  único  juez  llamailo  n  conocer  en  la  de- 
manda, promoviila  por  la  casa  "Viuda  de  Nu- 
gent y  Simpson"  contra  los  contratistas  Ma- 
tliieu  y  Palacios. 

Agrega  que  no  es  el  único  caso  en  que  puede 
verse  A  un  funcionario  administrativo  investi- 
do de  atribuciones  judiciales,  pues  la  lejísla- 
dón  aduanera  suministra  numerososejemplos 
de  esta  variedad  de  funciones. 

Concluye  promoviendo  la  resiiecti  va  contien- 
da de  competencia  para  el  caso  de  no  acceder 
el  juzgado  A  su  reclamación. 

Rechazada  por  el  juez  la  inhibitoria,  se  ele- 
varon los  autos  al  Consejo  de  Estado  para 
dirimir  el  conflicto. 

Oído  el  señor  Fiscal  de  la  Corte  Suprema,  el 
Consejo  falló: 

Considerando; 

1^  Que  el  demandante  ha  deducido  una  de- 
manda por  cobro  de  perjuicios  contra  los  se- 
ñores Mathien  y  Palacios,  encargados  del  ser- 
vicio de  descarga  y  movilización  de  bultos  en 
la  Aduana  de  Arica. 

2'  Que  á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 99  (108)  de  la  Constitución  Política  del  Es- 
tado, la  facultad  de  juzgar  las  causas  civiles  y 
criminales  pertenece  exclusivamente  A  los  tri- 
bunales establecidos  por  la  le^';  y  en  los  ar- 
tículos 1*' y  5' de  la  ley  de  15  de  octubre  de 
1875  se  prescribe  que  íl  los  tribunales  estable- 
cidos por  dicha  ley  estará  sujeto  el  conoci- 
miento de  todos  los  asuntos  judiciales  que  se 
promuevan  en  el  orden  temporal  dentro  del 
territorio  de  la  República,  cualquiera  que  sea 
su  naturaleza  6  la  calidad  de  las  personas  que 
en  ellos  intervengan,  salvo  ciertas  excepciones 
taxativamente  especiBcadas. 

En  vista  de  las  consideraciones  expuestas,  se 
declara  sin  lugar  la  contienda  de  competencia 
de  jurisdicción  deducida  á  fs.  66  poreladmi* 
nistrador  de  la  Aduana  de  Arica  al  juez  de  le- 
tras de  ese  departamento. 

Esta  sentencia  ha  sido  acordada  contra  el 
voto  de  los  consejeros  señores  PintQ  Agüero 
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y  Vcrgara  don  Benjamín,  quienes  opinaron 
porque  Se  declarara  que  la  contienda  de  com- 
petencia era  improcedente,  por  cuanto  única- 
mente podían  deducir  competencia  las  autori- 
dades administrativas,  y  el  administrador  de 
la  Aduana  de  Arica  no  inviste  aquel  carácter, 
en  mérito  de  los  fundamentos  que  consignan 
en  voto  especial. 

Anótese,  devuélvanse  y  publiquen  se.— Pedro 
Montt.—José  Alfonso.— Horacio  Pinto  Aiíiie- 

ro — Luis  Pereira  J.  Domingo  AmunAtcgui  R. 

—Benjamín  Vergara  Enrique  Richard. —Ra- 
món Antonio  Versara. 

vero  ESPUCIAI. 

lín  la  contienda  de  competencia  de  jurisdic- 
ción promovida  por  el  administrador  de  la 
Aduana  de  Arica,  al  juez  de  letras  de  esc  de- 
partamento en  una  causa  sobre  cobro  de  per- 
juicios, deducida  por  la  casa  "Viuda  de  Nu- 
gent  y  Simpson"  contra  los  señores  Mathieu 
y  Palacios,  encargados  del  servicio  de  descar- 
ga y  movilización  fie  bultos  en  la  indicada 
Aduana  de  Arica,  los  infrascritos,  disintiendo 
de  la  opinión  de  la  mayoría,  consignan  su  voto 
csjKcial  en  los  términos  siguientes: 

Teniendo  presente: 

1'  Que  en  la  cuestión  formulada  por  el  ad- 
ministrador de  la  Aduana  de  Arica  á  fs.  (>6 
se  plantea  una  competencia  de  jurisdicción, 
pretendiendo  aquel  empleado  impedir  que  el 
juez  de  letras  del  departamento  conozca  en 
una  causa  civil  sobre  cobro  de  perjuicios; 

2^  Que  según  el  artículo  95  (104)  de  la 
Constitución  l'olítica  del  Estado,  son-atribu- 
ciones del  Consejo  de  listado,  entre  otras,  co- 
nocer en  las  competencias  que  ocurrieren  entre 
las  nutoridarJcs  administrativas  y  los  tribu- 
nales de  justicia; 

3°  Que  para  determinar  con  precisión  d  al- 
cance de  tas  palabras  autoridades  administra' 
tivas  que  el  artículo  constitucional  empica, 
basta  fijarse  en  lo  que  estatuye  el  artículo  3" 
(4-*')  de  nuestra  Carta  Fundamental  cuando 
dice  que  "la  soberanía  reside  esencialmente  en 
la  Nación  que  delega  su  ejercicio  en  las  anío> 
ridades  que  establece  esta  Constitución." 

4^  Que  dada  la  disposición  á  que  se  ha  alu- 


dido, las  autoridades  administrativas  de  que 
habla  el  artículo  95  (104)  de  la  Constitución, 
no  pueden  ser  otras  que  las  que  ella  misma 
establece  para  la  administración  y  gobierno 
del  país; 

5^  Que  los  distinguidos  tratadistas  Merlfn 
y  Dalloz,  al  definir  lo  que  debe  entenderse  por 
autoridades  constituidas,  sostienen  que  auto- 
ridades constituidas  son  los  poderes  que  la 
Constitución  de  cada  pueblo  ha  establecido 
para  gobernarle  y  hacer  respetar  sus  dere- 
chos; 

6*  Que  según  el  artículo  50  (59)  de  laCons- 
titución  recordada,  un  ciudadano  con  el  título 
de  Presidente  de  la  República  administrará  el 
Estado  y  es  Jefe  Supremo  de  la  nación,  y,  fuera 
de  este  primer  magistrado  administrativo,  no 
existen  otros  funcionarios  administrativosdel 
orden  civil  con  autoridad  pública  que  los  in- 
tendentes, gobernadores,  subdelegados,  ins- 
pectores y  el  representante  de  las  municipali- 
dades, enumerados  en  el  capitulo  VIII  de  la 
Constitución,  intitulado  "del  Gobierno  y  ad- 
ministración del  Estado"; 

7^  Que  no  invistiendo  el  administrador  de 
la  Aduana  de  Arica  el  caríícter  de  autoridad 
administrativa  en  la  jerarquía  del  Poder  Eje- 
cutivo, y,  no  siendo  sino  un  empleado  superior 
administrativo,  no  tiene  derecho  para  deducir 
contienda  de  competencia  de  jurisdicción  á  un 
juez  de  letras  que  ejcrcefacultades  constitucio- 
nales en  representación  de  uno  de  los  poderes 
públicos. 

En  mérito  de  las  consideraciones  espuestas 
los  infrascritos  estiman  que  debe  declararse  im- 
procedente la  contienda  de  competencia  de 
jurisiltcción  deducida  á  fs.  60,  el  2  de  julio 
de  1903,  por  e!  administrador  de  la  Aduana 
de  Arica  al  juez  letrado  del  departamento,  de- 
biendo este  funcionario  continuar  en  el  cono- 
cimiento de  la  causa. 

Santiago,  4  de  mayo  de  1904,  —  Horacio 
Pinto  Agüero. — Benjamín  Vergara. 


Rechazada  por  unanimidad  la  contien- 
da de  coni|)etencia  de  jurisdicción  promu- 
vida  por  el  admistrador  de  Aduana  de 
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Arica  al  juez  de  letras,  á  que  se  refiere  el 
fallo  precedente,  la  mayoría  del  Consejo 
de  Estado  no  cnyó  del  caso  entrar  á 
pronunciarse  en  lacuestiónsuscitadapor 
el  voto  especial  sobre  la  inteligencia  que 
deba  darse  á  la  expresión  "autoridades 
administrativas"  de  que  se  sirve  el  ar- 
tículo 95  (104)  de  la  Constitución  políti- 
ca de  la  República. 

Tal  pronunciamiento  habría  sido  fitil, 
sin  embargo,  porque  las  contiendas  de 
esta  clase  hieren  siempre  los  intereses 
privados^  impidiendo  la  inmediata  reso- 
lución de  los  asuntos  judiciales  promovi- 
dos por  los  particulares;  yestos  intereses 
son  tan  sagrados,  como  el  mantenimien- 
to de  cada  autoridad  dentro  de  la  órbita 
de  sus  funciones. 

Los  ifanc/Oiianos  del  oráenadministra- 
f/Vo  son  muy  numerosos,  como  lo  son  los 
distintos  repartimientos  de  la  adminis- 
tración; y  si  todos  ellos  debieran  ser  cali- 
ficados de  autoridades  administrativas 
se  podría  llegar  á  extremos  realmente 
inverosímiles,  que  por  supuesto  no  tuvie- 
ron en  mira  la  Constitución  Política  del 
^tado,  al  querer  asegurar  laíndependcn- 
cia  de  los  poderes  ejecutivo  y  judicial,  y 
la  ley  orgánica  de  los  tribunales  al  esta- 
blecer por  una  parte  el  principio  geneial 
de  que  "la  facultad  de  conocer  de  las 
causas  civiles  y  criminales,  de  juzgarlas 
y  de  hacer  ejecutar  lo  juzgado  pertenece 
exclusivamente  á  loa  tribunales  que  esta- 
blece la  ley,  cual({uiera  que  sea  su  natu- 
raleza ó  la  calidad  de  las  personas  que 


en  ellas  intervengan";  y  decir  por  otra 
parte  que  "es  prohibido  al  poder  judicial 
mezclarse  en  las  atribuciones  délos  otros 
poderes  púbUcos." 

La  ley  y  la  Constitución  se  han  referido 
á  los  poderjs  públicos;  y  no  sería  posible 
estimar  como  autoridad  administrativa 
al  jefe,  ó  empleado  de  una  oficina  admi- 
nistrativa cualquiera.  Un  administrador 
de  correos  do  u:ia  cabecera  de  departa- 
mento, un  jefe  de  la  oficina  telegráfica, 
etc.,  etc.,  no  se  concibe  que  puedan  en- 
contrarse en  conflictos  de  atribuciones 
con  un  tribunal  de  justici.i.  Los  emplea- 
dos administrativos  dependen  de  una 
oficina  central  y,  en  último  término,  del 
Presidente  de  la  República  ó  de  sus  agen- 
tes inmediatos  los  intendentes,  goberna- 
dores, subdelegados  é  inspectores.  A.1  em- 
pleado subalterno  le  corresponde  dar 
cuenta  al  superior  de  los  actos  con  que 
el  poder  judicial  pudieraentrabar  ó  inva- 
dir el  ejercicio  de  sus  funciones  privativas; 
pero  no  cabe  la  idea  de  una  contienda  de 
competencia. 

Llamamos  la  atención  al  artículo  "la 
jurisdicción  administrativa  y  conflictos 
de  atribuciones  entre  las  autoridades 
administrativas  y  las  judiciales"  que  se 
publica  en  la  sección  Derecho  y  que  de- 
b.-mos  á  la  amabilidad  del  señor  Anto- 
nio Subercaseaux  Pérez,  profesor  de  De- 
recho Administrativo  de  la  Universidad 
Católica. 

L.  C.  S. 
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Cas.  Cív.  en  el  fondo.— 23  de  abril  de  1904 

Vergara  Iñiguez  con  Robles 

Teroeria  de  dominio.— Inmueble  ad- 
quirido durante  la  sociedad  oonyu- 
gral.— Hlpoteoaolón  hecha  por  el  viu- 
do. ^Adjudioaolón  de  un  comunero 
que  no  hipotecó. -Ohjeto  ilícito.— 
Falta  de  inscripción. 

Doctriha:— Adquirido  an  inmueble  du- 
rante la  sociedad  conyugal,  el  derecho 

que  á  él  tenia  uno  de  los  cónyuges  se 
trasmite  por  su  fallecimiento  á  sus  here- 
deros, y  el  otro  cónyuge  no  puede  váli- 
damente hipotecarlo  sino  erentualmente, 
para  el  caso  de  pasar  á  set  de  su  ex- 
clusivo dominio  conforme  al  articulo 
2418  del  Código  Civil. 

Lasucesión  por  causa  de  muerte  es  por 
si  sola  un  modo  de  adquirir  el  dominio 
que  no  necesita  para  producirse  de  otro 
de  los  modos  de  adquirir  ó  sea  de  la  tra- 
dición, por  medio  de  la  inscripción  en  el 
registro  del  Conservador  de  Bienes  Raí- 
ees.  Tratándose,  además,  de  bienes  comu- 
nes el  artículo  718  de  dicho  Código  de- 
clara que  cada  uno  de  los  partícipes  de 
una  cosa  poseída  proindiviso  se  entende- 
rá haber  poseído  exclusivamente  ¡a  parte 
que  por  la  división  le  cupiere  durante 
todo  el  tiempo  que  duró  la  indivisión;  y 
completando  esta  disposición  el  articulo 
1344  declara  que  cada  asignatario  se 


reputará  haber  sucedido  inmediata  y  ex- 
clusivamente al  difunto  en  todos  los  e&c- 
tos  que  le  hubiesen  cabido.  Las  enajena- 
ciones y  los  derechos  reales  con  que  el 
comunero  ó  coheredero  haya  gravado  la 
cosa  común  subsisten  sólo  sobtv  la  parte 
que  en  la  división  le  cupiere  ásele  adju- 
dicare, y  sobre  la  parte  no  adjudicada  se 
podrá  proceder  por  los  demás  copartíci- 
pes como  en  el  caso  de  venta  de  cosa 
ajena. 

Ln  adjudicación  que  se  hace  para  la 
división  de  una  masa  hereditaria  no  cons- 
tituye una  enajenación  de  comunero  á  co- 
munero, sino  una  simple  determinación 
y  singularización  de  lo  que  pertenece  á 
cada  uno  en  la  universalidad  de  los  bie- 
nes del  antecesor. 

La  adjudicación  entre  henderos  no  se 
encuentra  comprendida,  por  lo  tanto,  en 
la  enajenación  de  bienes  embargados  á 
que  se  reñere  el  número  3^  del  artículo 
1464  del  Código  Civil  y  en  dicha  adjudi- 
cación no  hay  objeto  ilícito,  aunque  no  se 
haya  hecho  con  autorización  del  juez  ó 
consentimiento  del  acreedor  ejecutante. 


En  ejecución  deducida  por  don  Carlos  Ver- 
gara  Iñiguez  contra  don  Vicente  Robles,  se 
trabó  embargo  en  una  casa  de  la  calle  de  Bas- 
cuñán  Guerrero,  de  esta  capital,  hipotecada 
por  Robles  á  favor  de  Vergara  Iñiguez,  para 
garantir  el  pago  del  crédito. 
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Don  José  del  Carmen  Bilbao,  como  curador 
de  los  menores  hijos  de  doña  María  Antonia 
Gamboa  y  de  don  Vicente  Robles,  opuso  terce- 
ría de  dominio,  y  solicitó  se  alzara  el  embargo 
y  se  ordenara  inscribir  el  título  que  presenta- 
ba de  adjudicación  de  la  indicada  casa;  para 
lo  cual  alegó  que  este  inmueble  había  sido 
comprado  por  Robles  durante  la  sociedad 
conyugal  que  existió  entre  él  y  la  señora  Gam- 
boa, hipotecado  totalmente  y  sin  autorización 
judicial  por  dicho  Robles  después  del  falleci- 
miento de  la  señora  Gamboa,  y  adjudicado  á 
los  menores  hijos  de  ambos  en  el  juicio  de  li- 
quidación de  la  referida  sociedad  conyugal, 
aunque  no  inscrito  el  título  en  el  Conservador 
de  Bienes  Ratees  por  efecto  del  embargo  indi- 
cado. 

El  Juzgado  resolvió; 
Santiago,  27  de  noviembre  de  1900.— 
Vistos: 

Considerando: 

1'  Que  el  título  en  que  se  funda  la  tercería 
no  es  bastante  para  acreditar  el  dominio  por- 
que no  se  encuentra  inscrito  y  en  él  se  tras- 
mite la  propiedad  de  un  predio  embargado  á 
la  fecha  de  su  otorgamiento  sin  que  el  juez  que 
lo  decretara  interviniese  en  la  adjudicación,  ni 
el  acreedor  consintiera  en  ella;  y 

3'  Que  no  siendo  aceptable  el  título  ni  ha- 
biéndose justificado  otros  antecedentes  que 
acrediten  aquel  dominio,  existe  la  fuerza  de  la 
cosa  juzgada  en  rirtud  de  sentencia  expedida 
en  juicio  de  tercería  sobre  la  misma  propiedad 
y  entre  las  mismas  partes. 

Con  el  mérito  de  estas  consideraciones  y  con 
lo  que  disponen  los  artículos  1681, 1682, 1683 
y  1698  del  Código  Civil  se  declara:  que  no  ha 
lugar  á  la  tercería,  con  costas,  y  que  es  nulo 
el  título  con  que  se  la  entabló  Marín. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones la  revocó  en  la  siguiente: 

Santiago,  17  de  junio  de  1993.— Vistos:  Re- 
produciendo la  parte  expositiva  de  la  senten- 
cia de  primera  instancia  y  considerando: 

1^  Que  consta  de  autos  que  la  propiedad  de 
que  se  trata  adquirida  durante  la  vigencia  de 
la  sociedad  conyugal  habida  entre  don  Vicen- 
te Robles  y  doña  María  Antonia  Gamboa,  fué 
hipotecada  por  el  primero  á  favor  del  ejecu* 


tante  con  posterioridad  al  fallecimiento  de  su 
esposa; 

2''  Que  de  este  antecedente  se  deduce  que  lo 
que  pudo  válidamente  hipotecar  don  Vicente 
Robles  no  pudo  ser  la  propiedad  que  en  reali- 
dad no  le  pertenecía,  sino  el  derecho  eventual 
que  podía  tener  á  ella,  en  el  caso  de  pasar  á 
ser  de  su  dominio  particular,  conforme  á  lo 
que  determina  el  articulo  2418  del  Código  Ci- 
vil; 

3^  Que  consta  asimismo  de  autos  que  el 

ejecutado  no  lin  adquirido  este  dominio  sino 
que  á  virtud  de  la  adjudicación  hecha  en  el 
juicio  respectivo  de  partición,  aquélla  ha  radi- 
cado en  los  terceristas,  quienes  han  pasado  á 
ser  dueños  únicos  y  absolutos  de  ella,  cadu- 
cando asi  todo  título  {leí  ejecutado  sobre  el 
mismo  predio; 

4^  Que  la  falta  de  inscripción  del  título  de 
los  terceristas  no  puede  ser  en  este  caso  un  in- 
conveniente prira  que  se  dé  lugar  á  su  acción, 
desde  que  no  se  desconoce  por  el  ejecutante,  i 
aún  así  consta  de  los  titules  de  propiedad* 
que  el  predio  pertenecía  á  la  sociedad  conyu- 
gal cuyos  continuadores  en  el  dominio  han 
llegado  á  ser  las  terceristas  á  virtud  de  la  ad- 
judicación; 

5^  Que  no  importando  la  adjudicación  una 
enajenación  de  la  propiedad  no  es  aplicable  en 
este  caso  el  artículo  1464  del  Código  Civil  y, 
de  consiguiente,  el  embargo  trabado  por  el 
ejecutante  no  hizo  ilícita  la  adjudicación  pos- 
terior hecha  á  los  terceristas; 

6^  Que  aendo  así  perfectamente  aceptable 
en  derecho  el  título  de  los  terceristas  no  cabe 
tampoco  en  contra  de  su  acción  la  alegación 
de  la  cosa  juzgada  fundada  en  la  sentencia 
pronunciada  entre  las  mismas  partes  con  oca- 
sión de  esta  misma  propiedad  y  que  corre  & 
fs.  4-6  del  cuaderno  2'  de  estos  autos,  porque 
en  aquel  juicio  alegaron  los  terceristas  su  títu- 
lo de  comuneros,  en  la  propiedad,  único  que 
entonces  tenían,  y  hoy  se  fundan  en  elde  exclu> 
sivos  dueños,  que  les  faculta  para  reclamar  la 
entrega  que  les  pertenece; 

7^  Que  á  virtud  de  lo  expuesto,  los  terceris- 
tas han  justificado  su  dominio  sobre  el  predio 
y,  por  lo  tanto,  la  acción  que  ejercitan;  y 

8*^  Que  lo  anterior  no  obsta  para  que  el  eje- 
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cútante  haga  valer  los  derechos  que  tiene  en 
contra  del  ejecutado,  sea  en  el  mismo  juicio  de 
liquidación  de  la  sociedad  conyuj^al  que  exis- 
tió entre  éste  í  doña  María  Antonia  Gamboa, 
ó  sea  en  otra  forma  distinta. 

Con  el  mérito  de  estas  consideraciones,  y 
visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  citados  y 
76  de  la  ley  de  8  de  febrero  de  1837  se  revoca 
la  sentencia  apelada  de  27  de  noviembre  de 
1900  y  se  declara  que  ha  lugar  íí  la  tercería, 
debiendo,  en  consecuencia,  alzarse  el  embargo 
trabado  en  la  propiedad  á  que  se  refiere  la  es- 
critura de  adjudicación  y  entregar  ésta  A  los 
terceristas  inscribiéndose  su  título  y  conde- 
nándose en  costas  al  ejecutante. 

Resérvanse  á  éste  sus  derechos  para  que  los 
haga  valer  en  la  forma  que  viere  convenirle  en 
contra  del  ejecutado. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Larraín 

Zañartu,— ^.  Fóstcr  Rccabártvn  J.  Ignacio 

Larraín  Z. — Eduanlo  Castillo. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  don  Carlos 
Vergara  Iñíguez  los  recursos  de  casación  en  la 
forma  y  en  el  fondo,  el  primero  de  los  cuales 
fue  ya  fallado  por  la  sala  correspondiente  del 
Tribunal  (1),  y  el  segundo  se  funda  en  que  la 
sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones  ha  infrin- 
gido los  artículos  686,  687,  696,  728  y  1464, 
número  3^  del  Código  Civil;  aquéllos,  en  cuan 
to  ha  dado  efecto  á  un  título  no  inscrito  de 
enajenación  de  comunero  á  comunero;  y  el  úl- 
timo, por  cuanto  ha  admitido  esa  enajenación 
A  pesar  de  que  el  embargo  y  la  falta  de  con- 
sentimiento del  acreedor  ó  de  autorización  ju- 
dicial constituían  un  objeto  lícito  en  la  trans- 
ferencia. 

La  Corte  falló: 

Considcramlo: 
1''  Que  la  sentencia  (le  (|ue  se  recurre,  al  re- 
ferirse á  la  falta  de  inscripción  del  título  de 
adjudicación  de  los  menores,  se  limita  á  expre- 
sar que,  para  los  efectos  de  la  tercería,  no  obs- 
ta dicha  falta  para  aceptar  la  acción  deducida 
por  los  terceristas,  pues  aparece  de  los  ante- 
cedentes que  la  casa  embargada  fué  adquirida 
por  la  sociedad  conyugal  cuyos  continuadores 

(1)  Suatuiicia  de  IK  de  noviembre  de  1903,  pij.  ti9. 
JURIS. 


en  el  dominio  han  llegado  &  ser  los  mismos 
terceristas  á  virtud  de  la  adjudicación; 

2^  Que  siendo  la  sucesión  por  causa  de 
muerte  un  modo  de  adquirir  el  dominio,  este 
derecho  no  necesita,  para  producirse,  de  otro 
de  fos  modos  de  adquirir,  ó  sea  de  la  tradición 
por  medio  de  In  inscripción  en  cl  Conservador 
de  Bienes  Raices,  sino  que  esta  solemnidad  es 
requerida,  tratfíndose  de  los  inmuebles  heredi- 
tarios, para  otros  efectos,  entre  los  cuales  ' 
ñgura  el  que  indica  el  articulo  688  del  Código 
Civil,  disposición  que  establece  expresamente 
que  la  posesión  legal  de  la  herencia  se  conñcre 
por  ministerio  de  la  ley  al  heredero  desde  el 
momento  de  abrirse  la  sucesión; 

3^  Que,  en  conformidad  á  estas  prescripcio- 
nes, el  articulo  718  del  Código  Civil  declara 
íjue  cada  uno  de  los  partícipes  de  una  cosa 
que  se  poseía  proindiviso,  se  entenderá  haber 
poseído  exclusivamente  la  parte  que  por  la 
división  le  cupiere,  durante  todo  el  tiempo  que 
duró  la  indivisión;  de  modo  que  las  enajena- 
ciones que  hubiere  hecho  por  sí  solo  de  la  cosa 
común  V  los  derechos  reales  con  que  la  hubie- 
re gravado,  subsistirán  sobre  dicha  parte  si 
estuviera  comprendida  en  la  enajenación  ó 
gravamen,  y  no  subsistirán  contra  la  volun- 
tad de  los  respectivos  adjudicatarios  si  la  ena- 
jenación ó  gravamen  se  extcndleren  á  más; 

4'  Que,  complementando  esto  disposición, 
el  artículo  1344  del  Código  Civil,  relativo  á  la 
partición  de  bienes,  declara  que  "cada  asigna- 
rio  se  reputará  haber  sucedido  inmediata  y 
exclusivamente  al  difunto  en  todos  los  efectos 
que  le  hubieren  cabido,  y  no  haber  tenido  ja- 
más parte  algima  en  los  otros  efectos  de  la 
sucesiónn;  por  lo  cual  "si  alguno  de  los  coa- 
signatarios  ha  enajenado  una  cosa  que  en  la 
partición  se  adjudica  á  otro  de  ellos,  se  podrá 
proceder  como  en  cl  caso  rtc  la  venta  de  cosa 
ajena". 

5'  Que  de  estas  disposiciones  resulta  que  la 
división  de  la  masa  hereditaria  no  constituye 
una  enajenación  de  comunero  á  comunero, 
sino  una  simple  determinación  y  singulariza- 
ción  de  lo  que  pertenece  á  cada  uno  en  la  uni- 
versalidad de  bienes  del  antecesor,  título  que 
se  refiere  á  la  transmisión  del  dominio  ya 
efectuado  del  antecesor  al  sucesor;  y 
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6^  Que  por  el  mismo  fundamento,  la  adjudí- 
caci6n  entre  herederos  no  se  encuentra  com- 
prendida en  la  enajenación  de  bienes  embarga- 
dos á  que  se  refiere  el  número  3^  del  articulo 
1464  del  Código  Civil; 

Visto,  además,  lo  preceptuado  en  los  artícu- 
los 960  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  recur- 
so de  casación  en  el  fondo  interpuesto  por  don 
,  Carlos  Vergara  íñtguez,  contra  la  sentencia 
de  17  de  junio  último,  que  se  registra  á  fs.  60 
del  cuaderno  de  tercería.  Se  aplica  á  beneficio 
fiscal  la  cantidad  de  150  pesos,  consignada 
para  este  recurso,  según  la  boleta  de  fs.  67.  Co- 
muniqúese al  Tribunal  de  Cuentas  y  á  la  Te* 
sorcrfa  Fiscal  de  Santiago.  Publíquese.  De- 
vuélvanse. Redactada  por  el  Ministro  señor 
Aguirre  Vargas. 

El  señor  Ministro  Gallardo  tnvo,  además, 
presente,  para  no  dar  lugar  al  recurso,  las  con- 
sideraciones que  espresa  en  el  libro  de  votos. 
— Gabriel  Gaete.— Leopoldo  Urmtia.— Calva- 
nao  Gallardo.— V.  Aguirre  Vargas. —Leoncio 
Rodrigue*.— M.  L.  Valt^a.—Aaacleto  Montt. 

El  voto  del  Ministro  señor  Gallardo  es  el  si- 
guiente: 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  inter- 
puesto por  don  Carlos  Vergara  Iñiguez  contra 
!a  sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones  de 
Santiago,  pronunciada  en  17  de  junio  de  1903, 
corriente  á  fs.  60,  que  dió  lugar  á  la  tercei  ía 
de  dominio  deducida  por  el  representante  de 
los  menores  Robles  Gamboa  en  la  ejecución 
iniciada  contra  don  Vicente  Robles,  el  infras- 
crito, de  acuerdo  con  la  resolución  del  Tribu- 
nal para  no  dar  lugar  al  recurso,  tuvo,  ade- 
más, presente  las  siguientes  consideraciones: 

1'  Que  la  tercería  interpuesta,  se  funda  en 
el  dominio  que  alegan  los  terceristas  sobre  la 
casa  y  sitio  de  la  calle  Bascuñán  Guerrero  de 
esta  ciudad,  á  que  se  refiere  la  escritura  de 
adjudicación  de  28  de  julio  de  1899  y  qne  fué 
embargada  en  dicha  ejecución; 

2^  Que,  según  consta  de  esa  escritura,  la 
propiedad  de  que  se  trata,  que  perteneció  á  la 
sociedad  conyugal  habida  entre  don  Vicente 
Robles  y  doña  María  Antonia  Gamboa,  fué 
adquirida  por  los  herederos,  desde  el  falleci* 


miento  de  la  expresada  cónyuge  á  virtud  de  la 
sucesión  por  causa  de  muerte; 

3*^  Que  la  sentencia  recurrida,  al  dar  lugará 
la  tercería,  se  ha  limitado  á  reconocer  el  dere- 
cho de  propiedad  alegado  por  los  terceristas, 
el  cual  una  vez  adquirido  en  el  momento  de 
deferirse  la  herencia,  no  se  enerva  por  haberse 
omitido  la  inscripción  de  la  respectiva  senten- 
cia de  adjudicación,  que  solamente  determina 
los  bienes  en  que  cada  heredero  sucede  al  di- 
funto; 

4'  Que,  habiéndose  verificado  en  el  presente 
caso  la  transmisión  del  dominio  del  bien  raíz 
á  virtud  de  la  sucesión  por  causa  de  muerte, el 
15  de  marzo  de  1892,  día  del  fallecimiento  de 
la  señora  Gamboa,  dicha  transmisión  ha  pre- 
cedido muchos  años  al  embcu'go  habido  en  el 
juicio  ejecutivo; 

5'  Que  aun  cuando  el  artículo  703  del  Códi- 
go Civil  incluye,  entre  los  títulos  translaticios 
de  dominio,  las  sentencias  de  adjudicación  en 
juicios  divisorios  y  los  actos  legales  de  parti- 
ción, debe  entenderse  que  la  translación  de  do- 
minio, á  que  se  refieren  estos  títulos  es  la  ope- 
rada entre  el  antecesor  y  el  sucesor  y  no  de 
comuneros  á  comuneros. 

6^  Que  corrobora  lo  expuesto  en  el  conside- 
rando anterior,  la  disposición  del  artículo  71 8, 
al  tenor  de  la  cual  "Cada  uno  de  los  partíci- 
pes de  una  cosa  que  se  poseía  proindiviso,  se 
entenderá  haber  poseído  exclusivamente  la 
parte  que  por  la  división  le  cupiere,  durante 
todo  el  tiempo  que  duró  la  indivisión"  y  el  ar- 
tículo 1344,  según  el  cual:  "Cada  asignatario 
se  repata  haber  sucedido  inmediata  y  exclu- 
sivamente al  difunto  en  todos  los  efectos  que 
le  hubiere  cabiiloyno  haber  tenido  jamás  par- 
te alguna  en  los  otros  efectos  de  la  sucesión"; 

7'  Que  la  inscripción  prevcnidaenel  inciso3' 
del  artículo  687,  sobre  adjudicaciones  heredi- 
tarias, es  para  el  efecto  de  constituir  la  pose- 
sión efectiva,  y  el  inciso  final  del  688  establece: 
"que  sin  esta  inscripción  no  podrá  el  heredero 
disponer  por  sí  sólo  de  los  inmuebles  heredita- 
rios que  en  la  partición  le  hayan  cabido",  de 
donde  se  deduce  que  la  falta  de  inscripción  no 
obsta  al  derecho  de  dominio; 

8^  Que  la  sentencia  de  fs.  60  no  ha  infringi- 
do los  artículos  686,  687,  inciso  3^  724  y  728 
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del  Código  Civil,  declarando,  como  se  afirma 
en  el  escrito  de  fs.  70,  que  no  es  necesario  ins- 
cribir las  adjudicaciones  hechas  en  juiciosdiví- 
sorios,  pues  el  considerando  4^  de  la  sentencia 
que  ha  motÍTado  este  recurso,  relativo  á  este 
punto,  se  limita  á  expresar  sin  contravenir  los 
preceptos  legales,  que  la  falta  de  inscripción 
del  título  de  adjudicación  de  los  terceristas  no 
puede  ser,  en  este  caso,  un  inconveniente  para 
dar  lugar  á  la  tercería,  en  vista  de  hallarse  re- 
eonocido  el  derecho  de  propiedad  en  que  se 
basa  la  acción  ejercida; 

9'  Que,  atendido  lo  prescrípto  en  los  artícu- 
los 688,  718,  956  y  1314  del  Código  Civil,  las 
adjudicaciones  hereditarias  no  importan  ena- 
jenación, venta  ó  permuta,  pues  en  las  senten- 
cias respectivas  se  limitan  á  determinar  los 
bienes  en  que  cada  heredero  sucede  al  difunto, 
por  lo  que  no  es  aplicable  en  este  juicyi,  el  ar- 
tículo 1464,  número  3',  en  que  se  apoya  el 
recurso  para  sostener  la  nulidad  de  la  adjudi- 
cación hecha  en  favor  de  los  terceristas;  y 

10.  Que,  en  consecuencia,  no  se  ha  cometido 
ninguna  de  las  infracciones  reclamadas  por  el 
recurrente,  y  que  hubieran  podido  influir  sus- 
tancialraente  en  lo  dispositivo  de  la  sentencia. 
—Santiago,  23  de  abril  de  1 904.— Ga/rar;no 
Gatlardo. 


De  acuerdo  con  la  conclusión  á  que  lle- 
ga la  sentencia  de  la  Corte  Suprema  al 
rechazar,  en  la  especie,  el  recurso  de  casa- 
ción, y  con  la  teoría  desarrollada  en  sus 
considerandos,  no  lo  estatnos,  sin  embar- 
go, en  la  apreciación  que  ha  hecho  de  la 
cuestión  controvertida. 

Conviene  fijar  con  precisión  sus  térmi- 
nos. Durante  el  matrimonio  el  marido 
adquiere  á  título  oneroso  una  casa.  Di- 
suelta la  sociedad  conyugal  por  el  falleci- 
miento de  su  mujer,  el  viudo  hipoteca  la 
casa  en  garantía  de  una  deuda  contraída 
con  posterioridad,  sin  obtener  la  autori- 
zación judicial  necesaria  por  el  interés  de 
los  hijos  comunes,  menores  de  edad.  Bl 


acreedor  embarga  la  casa  r  hace  inscribir 
el  embargo.  Los  menores  y  el  viudo  cons- 
tituyen un  compromiso  para  liquidar  la 
sociedad  conyugal  y  partir  la  herencia 
de  la  mujer;  y  en  dicha  liquidación  es  ad- 
judicada la  c€isa  á  los  menores.  El  título 
deéstosno  es  inscripto  ácausadehallarse 
inscripto  el  embárgo  A  solicitud  del  acree- 
dor ejecutante;  y  se  presentan  interpo- 
niendo la  tercería  de  dominio  y  solicitan- 
do la  inscripción  de  la  adjudicación. 

La  sentencia  ha  admitido  esta  tercería 
fundada  en  que  se  trata  de  una  adjudica- 
ción entre  herederos  y  en  que  siendo  la 
sucesión  hereditaria  un  modo  de  adquirir 
el  dominio,  este  derecho  no  necesita  para 
producirse  de  otro  modo  de  adquirir,  ó 
sea  de  la  tradición  por  medio  de  la  ins- 
cripción en  el  Conservador  de  Bienes  Raf- 
ees. Pero  en  la  especie  no  se  trataba  de 
una  adjudicación  entre  herederos,  sino  de 
una  adjudicación  entre  comuneros,  pues 
la  liquidación  de  la  sociedad  conyugal  es 
distinta  de  la  liquidación  de  la  herencia, 
por  más  que  se  practiquen  al  mismo  tiem- 
po y  ante  el  mismo  compromisario. 

La  casa  no  pertenecía  á  doña  María 
Antonia  Gamboa  sino  á  la  sociedad  con- 
yugal habida  entre  ella  y  don  Vicente 
Kobles.  En  la  liquidación  de  la  sociedad 
conyugal  ñguraba  como  una  de  las  par- 
tes don  Vicente  Robles  y  la  otra  parte  la 
constituían  sus  hijos,  como  representan- 
tes de  doña  Muría  Antonia  Gamboa;  y 
para  efectuar  esa  liquidación  se  adjudicó 
la  cosa  común  á  los  hijos  en  su  carácter 
de  comunero  s. 

La  sentencia  no  resuelve,  por  esto,  ta 
verdaderacuestión  controvertida,  que  era 
la  de  determinar  si  la  adjudicación  en- 
tre comuneros  importa  ó  no  enajenación 
y  requiere  ó  no  la  inscripción  como  tra- 
dición del  dominio.  Esta  cuestión,  apenas 
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insinuada  en  la  sentencia  de  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Santiago,  ha  sido  dejada 
á  un  lado  por  la  Corte  Suprenia,y  queda 
en  el  hecho  sin  solución,  á  j^esar  de  la 
importancia  que  t-lla  encierra  y  de  los 
trascendentales  principios  de  dcrechoque 
en  ella  se  encuentran  comprometidos. 


Hemos  dicho  que  estamos  de  acuerdo 
con  la  teoría  desarrollada  en  los  conside- 
randos del  fallo  de  casación.  Cuando  se 
trata  de  una  herencia  hay  un  principio 
fundamental  que  domina  la  solución  del 
problema  (|ue  puede  presentar  una  adju- 
dicación á  uno  de  los  herederos.  La  suce- 
sión por  causa  de  muerte  es  por  sí  sola 
un  modo  de  adquirir  el  dominio  que  se 
basta  de  título  á  sí  mismo  para  el  efecto 
deesa  adquisición  (art.  588  del  Cód.  Ci  v. ). 
Y  como  el  dominio  se  adquiere  con  un 
solo  título,  pues  una  vez  ailquirido  no 
puede  volverse  á  adquirir,  el  heredero  es 
dueño  desde  que  se  le  defiere  la  herencia, 
como  representante  de  la  persona  del  di- 
funto para  sucederle  en  todos  sus  dere- 
chos y  obligaciones  transmisibles. 

Se  sigue  de  esto,  por  consiguiente,  que 
los  herederos  no  necesitan,  para  adqui- 
rir el  dominio  de  los  bienes  raíces  que 
existen  en  la  herencia,  de  la  inscripción 
en  el  Registro  del  Conservador.  La  pose- 
sión efectiva  de  la  herencia  cuya  inscrip- 
ción dispone  el  artículo  088  del  Código 
Civil,  no  tiene  por  objeto  traspasar  el 
dominio  del  de  cuyus  al  heredero  ó  he- 
rederos, sino  evitar  la  solución  de  conti- 
nuidad del  registro.  El  mismo  articulo  se 
encarga  de  decirlo  al  oponer  la  posesión 
e&ctiva,  obtenida  por  el  decreto  judicial 
inscripto,  á  la  posesión  legal  que  se  con- 


fiere al  heredero  por  el  ministerio  déla  ley 
en  el  momento  de  deferirse  la  herencia. 

Mientras  los  herederos  permanecen  in- 
divisos no  está  determinado  cuál  de  ellos 
es  el  sucesor  inmediato:  la  adjudicación 
viene  á  manifestarlo,  sin  que  el  adjudica- 
tario adquiera  de  sus  coherederos,  sino 
única  y  exclusivamente  del  difunto  y  por 
el  modo  de  adquirir  llamado  sucesión  por 
causa  de  muerte. 

La  ley  dice  (art.  703  C.  C.)  que  perte- 
necen á  ¡a  clase  de  los  títulos  translati- 
cios  de  dominio  las  sentencias  de  adjudi- 
cación en  los  juicios  divisoriosy  los  actos 
legales  de  partición,  equiparándolos  has- 
ta cierto  punto  á  aquéllos;  pero  no  por- 
(juc  sean  por  su  naturaleza  translaticios 
de  dominio,  es  decir,  **quc  por  su  natura- 
leza sirvan  para  transferirlo,  como  la 
venta,  la  (K*rmuta,  la  donación  entre  vi- 
vos", pues  la  sucesión  por  causa  de  muer- 
te no  ttansfiere  sino  (jue  transmite. 

Según  el  artículo  1344  del  Código  Civil 
"cada  asignatario  se  reputa  haber  sucedi- 
do inmediatay  exclusivamente  al  difunto 
en  todos  ios  efectos  que  le  hubieren  cabí- 
doy  no  haber  tenido  jamás  parte  alguna 
en  los  otros  efectos  de  la  sucesión.  I*or 
consiguiente,  si  alguno  de  los  coasigna- 
tarios ha  enajenado  una  cosa  que  en  la 
partición  se  adjudica  á  otro  de  ellos,  se 
})odrá  proceder  como  en  el  caso  de  la  ven- 
ta de  cosa  ajena."  Y  el  artículo  718  dis- 
pone igualmente  que  "cada  imo  do  los 
partícipes  de  una  cosa  que  se  poseía  pro- 
indiviso,  se  entenderá  haber  poseído  exclu- 
sivamente la  parte  que  por  la  división 
le  cupiere  durante  todo  el  tiempo  que 
duró  la  indivisión". 

Según  esto  el  acto  legal  de  partición  no 
importa  una  transkrencia  de  dominio» 
sino  la  determinación  del  sucesor  inme- 
diato del  difunto  en  los  efectos  que  se  le 
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han  acljudicado;  la  adjuflicnción  heredi- 
taria, según  nuestro  derecho,  no  importa 
evidentemente  enajenación.  Los  que  mue- 
ren no  enajenan  sus  bienes;  los  transmi- 
ten. Los  coasignataríos  del  adjudicata- 
rio no  venden  6  permutan,  asignan  sim- 
plemente los  bienes  los  unos  A  los  otros; 
declaran  la  propiedad  de  ellos  adquirida, 
con  la  delación  de  la  herencia,  directa  é 
inmediatamente  del  difunto. 

El  señor  Fábres  en  una  interesante  nota 
de  sus  Instituciones  de  derecho  civil  chi- 
leno (nota  59,  pág.  413,  t.  I,  segunda 
edición),  refiriéndose  á  los  artículos  703 
y  1344  dice  á  este  respecto:  "Según  ésto, 
la  partición  no  es  título  de  adquisición, 
sino  que  es  sólo  declarativa  de  la  propie- 
dad (según  la  fórmula  francesa);  esto  es, 
los  actos  legales  de  partición  V  las  sen- 
tencias de  adjudicación  en  juicios  diviso- 
rios, no  tienen  otro  objeto  que  determi- 
nar los  bienes  en  que  cada  adjudicatario 
6  cada  heredero  ha  sucedido  al  difunto. 
Los  actos  legales  de  partición  y  las  adju- 
dicaciones en  juicios  divisorios  no  son, 
en  consecuencia,  títulos  en  el  sentido  de 
causas  de  adquisición;  la  causa  de  la  ad- 
quisición es  la  siicesió/i  por  causa  de  muer- 
te, la  que  es  modo  de  adquirir  ó  causa 
próxima  en  algunos  casos  y  en  otros  es 
solamente  titulo  ó  causa  nmota.'* 

La  adjudicación  hereditaria,  en  otros 
términos,  no  es  un  título  independiente 
de  la  sucesión  por  causa  de  muerte  v  en 
la  cual  se  pueda  prescindir  de  ésta  para 
suponer  enajenaciones  de  heredero  á  he- 
redero, cuando  sólo  hay  sucesión  here- 
ditaria. 

La  posesión  debe  ser  adquirida  en  vir- 
tud de  un  justo  título  para  que  sea  regu- 
lar. Ese  título  puede  ser  originario  y 
constitutivo  de  dominio,  y  entonces  el 
poseedor  será,  á  la  vez,  dueño;  ó  puede 


ser  derivativo  y  translaticio  de  dominio, 
y  entonces,  sí  el  tradtnte  ó  la  persona  de 
quien  deriva  el  titulo  no  era  dueño,  el  po- 
seedorno  será  dueño  tampoco,  sino  mero 
poseedor  que  podrá  llegar  á  serdueñocon 
la  prescripción  adquisitiva,  es  decir,  en 
virtud  de  un  modo  de  adquirir  constitu- 
tivo de  dominio,  del  todo  independiente 
del  dueño  de  quien  el  que  ha  prescripto 
no  es  sucesor,  en  la  propia  acepción  de 
esta  palabra.  Cuando  el  título  se  consti- 
tuye por  un  acto  entre  vivos  en  que  el  po- 
seedor transfiere  su  derecho  á  otro,  el 
título  será  translaticio:  cuando  el  trans- 
paso de  la  posesión  se  opera  después  de 
la  muerte  del  poseedor,  la  causa  de  la  ad- 
quisición de  la  posesión  y  del  dominio  es 
la  sucesión  hereditaria  y  el  acto  legal  de 
partición  no  desempeña  otro  papel  que  el 
de  prueba  de  la  existencia  de  esa  causa. 

**Según  los  principios  del  derecho  ro- 
mano, diferentes  en  esto  de  los  principios 
de  nuestro  derecho,  dice  Pothier  {Traité 
dü  contrat  de  vente,  núm.  631 )  la  parti- 
ción entre  coherederos,  ó  entre  cuales- 
quiera otros  copropietarios,  era  mirada 
como  una  especie  de  contrato  de  cambio, 
por  el  cual  yo  era  reputado  cambiar  In 
porción  indivisa  que  tenía  en  las  cosas 
que  se  comprendían  en  vuestro  lote,  por 
laque  vos  teníais  en  las  cosas  que  se  com- 
prendían en  el  mío.  Por  eso  la  partición 
era  llamada  permutado  en  la  ley  77,  §  18 
de  legal.  2',  y  se  dice  en  la  ley  I,  Código 
3.  38  communia  utriusque  Judici....  que 
vicem  emptionis  obtinet  ( que  la  división 
de  /os  bienes  tiene  ¡a  fíierza  de  una  ven- 
ta).  Conforme  á  este  principio  decía  Ul- 
piano  en  la  ley  6,  §  8,  D.  10.  3  commum 
dividando,  que  mi  acreedor  conserva  su 
hipoteca  sobre  la  parte  que  yo  tenía  an- 
tes de  la  partición  en  las  cosasquese  han 
comprendido  en  vuestro  lote,  porque  re- 
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pütándose  que  tenéis  de  mí  esta  parte  y 
que  la  habéis  adquirido  por  la  partición, 
no  podéis  haberla  adquirido  sino  tal 
como  3'o  la  tenía  y  con  el  gravamen  de 
las  hipotecas  de  mis  acreedores." 

"Según  los  principios  de  nuestro  dere- 
cho francés,  muy  opuestos  á  los  del  dere- 
cho romano,  las  particiones  no  tienen 
ninguna  relación  con  el  contrato  de  cam- 
bio; no  son  actos  por  los  cuales  los  co- 
partícipes adquieran,  ni  es  reputado  que 
adquieran  algo  los  unosde  losotros.  Una 
partición,  según  nuestros  principios,  no 
es  otra  cosa  que  un  acto  que  determina 
la  parte  indeterminada  que  tenía,  antes 
de  la  partición,  cada  coheredero  en  la 
masa  que  se  ha  partido,  á  las  cosas  solas 
que  se  comprenden  en  su  lote." 

Y  en  otro  lugar  (Traiíé  des  successions, 
ch.  IV  art.  V  §  I)  agrega  Pothicr:  "El 
principal  efecto  de  lapartición'esc/eterm/- 
nar  la  porción  de  cada  uno  de  los  cohere- 
deros, y  restringirla  á  los  solos  efectos 
que  se  le  han  adjudicado  en  su  lote,  de 
manera  que  cada  coheredero  se  reputará 
haber  sucedido  solo  é  inmediatamente  al 
difunto  en  todos  los  efectos  comprendí- 
dos  en  su  lote,  y  no  haber  sucedido  en 
ninguno  de  aquellos  comprendidos  en  los 
lotes  de  sus  coherederos,  La  partición  no 
es  considerada,  pues,  como  un  título  de 
adquisición  por  el  cual  cada  coheredero 
adquiere  de  sus  coherederos  las  porcio- 
nes indivisas  que  ellos  tenían  antes  de  la 
partición  en  los  efectos  que  se  le  asignan 
en  su  lote,  sino  que  es  únicamente  un  acto 
determinativo  de  las  cosas  en  las  cuales 
cada  uno  de  los  coherederos  ha  sucedido 
al  difunto,  no  habiendo  podido  cada  uno 
de  los  herederos,  que  no  era  heredero  sino 
en  parte,  suceder  en  todos,  sino  solamen- 
te en  aquellos  que  le  asignará  un  día  la 
partición  que  la  naturaleza  indivisa  de 


la  sucesión  exigía.  Cada  heredero  no  ad- 
quieta,  pues,  nada  por  la  partición  con 
sus  coherederos;  él  recibe  todo  del  diñinto 
inmediatamente.*^ 

Es  fácil  ver  en  estas  palabras  de  Pothier 
el  artículo  883  del  Código  de  Napoleón: 

"Art.  883.  Cada  heredero  es  repu- 
tado haber  sucedido  solo  é  inmediata- 
mente en  todos  los  efectos  comprendidos 
en  su  lote  6  que  se  le  han  adjudicado  en 
la  licitación,  y  no  haber  tenido  jamás 
la  propiedad  de  los  otros  efectos  de  la 
sucesión." 

Y  el  articulo  1344  de  nuestro  Código, 
está  f.'rmulado  únicamente  en  términos 
más  precisos: 

"Art.  1344.  Cada  asignatario  se  re- 
putará haber  sucedido  iauKdiata  y  ex- 
clusivamente al  difunto  en  todos  los  e^- 
tos  que  le  hubiesen  cabido,  y  no  haber  te- 
nido jamás  parte  alguna  en  los  otros 
efectos  de  la  sucesión". 

Apártose,  pues,  nuestro  Código  del  de- 
recho romano  en  este  punto  y  adoptó 
francamente  la  doctrina  francesa,  repi- 
tiendo esta  disposición  en  varios  artfcu- 
loscon  marcada  persistencia.  "Por  consi- 
guiente, dice  el  artículo  1344,  sacando 
así  la  deducción  del  principio  sentado,  si 
alguno  de  los  coasignatarios  ha  enajena- 
do una  cosa  que  en  la  partición  se  adju- 
dica á  otro  de  ellos,  se  podrá  proceder 
como  en  el  caso  de  venta  de  cosa  ajena", 
es  decir,  podrá  ser  reivindicada  la  cosa 
por  su  dueño.  Y  el  artículo  2417,  ocu- 
pándose precisamente  de  la  hipoteca,  di- 
ce: "El  comunero  puede,  antes  de  la  divi- 
sión de  lacosacomún.hipotecarsu cuota; 
pero  verificada  la  división,  la  hipoteca 
afectará  solamente  los  bienes  que  en  ra- 
zón de  dicha  cuota  se  adjudiquen,  si  fue- 
sen hipotecables'  '.dando  así  una  solución 
diametralmente  distinta  de  la  que  daba 
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sobre  este  mismo  caso  la  ley  romana:  illad 
tenendum  est.  si  quis  commanis  reí par- 
tem  pro  indiviso  dederit  hipotecse,  divi- 
tione  facta  cuna  socio,  non  utique  eam 
partera  cteditorí  obUgatam  esse,  qaaei 
obtíngit,  qui pignorí  dedit  sed  utriasque 
pars  pro  indiviso  pro  parte  dimidia  ma- 
nebit  nbligata;  se  ha  de  decir  que  si  algu- 
no hipotecase  la  parte  de  la  cosa  común 
que  estaba  sin  dividir,  hecha  la  división 
con  el  compañero  ciertamente  no  está 
obligada  al  acreedor  la  parte  que  corres- 
pondió at  que  dió  la  prenda,  sino  que  la 
de  uno  y  otro  sin  dividir  permanecerá 
obligada  por  la  mitad  (D.  ley  7  §  4  títu- 
lo 6  libro  20  quibus  modís  pig,  vel  hi- 
poth.  solvitar^  traducción  de  Rodríguez 
de  Fonseca). 

La  antinomia  entre  nuestro  Código  y 
el  derecho  romano  no  puede  ser,  pues, 
más  maniñesta;  y  debemos  buscar  en  el 
derecho  francés  la  interpretación  justa  y 
completa  que  deba  darse  al  artículo  1344> 
para  precisar  el  alcance  del  inciso  4^  del 
artículo  703  y  del  artículo  688,  el  prime- 
ro de  los  cuales  es  una  reminiscencia  ro- 
manista y  el  segundo  parece  á  primera 
vista  exigir  una  especie  de  tradición  de  la 
herencia. 

Ix)S  tratadistas  que  han  comentado  el 
Código  de  Napoleón  están  de  acuerdo, 
todos  ellos,  y  como  modelo  podemos  ci- 
tar á  Laurent:  "Segfin  el  derecho  francés, 
dice  este  autor,  tomo  X,  número  394,  la 
partición  no  es  ya  atributiva  de  propie- 
dad, es  declarativa,  es  decir,  que  '*cada 
coheredero  es  reputado  haber  sucedido 
solo  é  inmediatamente  en  todos  los  efec- 
tos comprendidos  en  su  lote,  ó  que  se  le 
han  adjudicado  en  la  licitación;  y  no  haber 
tenido  jamás  la  propiedad  de  los  otros 
déctos  de  la  sucesión".  Así  el  heredero  no 
adquiere  nada  de  su  copartícipe,  y  nada 


le  transñere;  la  propiedad  indivisa  es  bo- 
rrada por  la  partición,  como  si  ella  no 
hubiese  jamás  existido.  Cada  copartícipe 
tiene  su  derecho  directamente  del  difunto 
ó  de  la  ley,  que  le  trasmite  la  propiedad 
de  los  bienes  comprendidos  en  su  lote 
desde  la  apertura  de  la  sucesión.  La  par- 
tición no  hace  más  que  declarar  cuales 
son  los  bienes  que  han  pertenecido  siem- 
dre  al  copartícipe.  Y  siendo  exclurara  la 
propiedad  de  cada  uno,  ninguno  de  ellos 
ha  tenido  jamás  la  propiedad  de  los  efec- 
tos de  la  sucesión  que  no  se  comprenden 
en  su  lote." 

De  lo  que  se  desprende,  por  lo  tanto, 
que  la  adjudicación,  por  sí  sola,  no  puede 
constituir  la  causa  de  la  adquisición  del 
dominio;  es  sólo  el  documento  que  acre- 
dita la  causa  ó  título  de  la  adquisición, 
que  es  la  sucesión  por  causa  de  muerte. 
La  inscripción  de  una  sentencia  de  adju- 
dicación ó  de  un  acto  legal  de  partición, 
no  tiene,  por  lo  mismo,  por  objeto  efec- 
tuar la  tradición,  esto  es  constituir  á  fa- 
vor del  adjudicatario  un  modo  de  adqui- 
rir el  dominio  de  que  antes  carecía,  de  tal 
modo  que  sin  esa  inscripción  el  dominio 
permanezca  en  otras  manos:  esa  inscrip- 
ción llena  un  fin  puramente  económico 
del  registro  conservatorio  para  dar  á 
éste  toda  su  importancia,  permitiéndole 
presentar  la  propiedad  como  en  un  cua- 
dro que  represente  la  propiedad  territo- 
rial á  la  vista  de  todos,  con  sus  mutacio- 
nes y  cambios  sucesivos. 

Por  eso,  reproduciendo  las  disposicio- 
nes de  los  artículos  687  y  691  del  Código 
Civil,  los  artículos  78  y  79  del  Reglamen- 
to del  Conservador  de  Bienes  Raíces  dis- 
tinguen enti*e  la  forma  de  inscripción  de 
un  título  de  propiedad  y  de  los  derechos 
reales  y  la  forma  de  inscripción  de  un 
acto  legal  de  partición.  Según  el  artículo 
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78  la  inscripción  de  un  título  translaticio 
de  dominio  debe  ser  firmada  por  las  par- 
tes, "porque  en  este  caso  (Fabres,  página 
404-,  ob.  cit.)  la  inscripción  hace  las  veces 
de  tradición  y  en  ella  deben  ñgurarel  tra- 
deate  jr  el  adquirente".  Según  el  artículo 
79,  la  inscripción  de  un  acto  legal  de  par- 
tición supone,  ó  que  el  título  estaba  ya 
inscripto  á  nombre  del  causante  de  la  su- 
cesión, ó  que,  caso  de  no  estarlo,  el  cau- 
sante era  dueño  ó  poseedor  no  inscripto 
y  se  han  hecho  las  publicaciones  que  el 
mismo  reglamento  determina  para  los  tí- 
tulos que  no  han  sido  antes  inscriptos, 
fuera  de  las  que  ahora  exige  el  Código  de 
Procedimiento  Civil.  La  inscripción,  en 
el  cai^cter  que  le  atribuyeel  artículo  686 
del  Código  Civil,  no  es  otra  cosa  que  la 
tradición  del  dominio  y  demás  derechos 
reales  sobre  bienesraíces  y  supone,  por  lo 
tanto,  una  translación  de  propiedad,  un 
traspaso  de  los  derechos  del  tradente  al 
adquireute,  en  que  haya  poruña  parte  la 
intención  de  transferir  y  por  la  otra  la 
intención  de  adquirir.  La  ley  ha  hecho 
extensiva  la  inscripción  al  derecho  real 
de  herencia,  no  porque  exista  en  este  caso 
verdadera  tradición,  desde  (jue  el  modo 
de  adquirir,  si  tiene  cabida,  es  la  sucesión 
por  causa  de  muerte;  sino  con  el  objeto 
de  evitar,  como  hemos  indicado,  la  solu- 
ción de  continuidad  en  el  registro  y  para 
alcanzar  el  propósito  perseguido  de  po- 
ner "la  propiedad  territorial  de  toda  la 
República,  á  la  vista  detodos,  en  un  cua- 
dro que  representaría,  por  decirlo  así, 
(ntimamente  sus  mutaciones,  cargas  y 
divisiones  sucesivas",  según  las  palabras 
del  mensaje. 

"Hemos  hablado  de  trans&rencia  del 
dominio  y  délos  derechos  reales,  efectua- 
da por  la  tradición,  como  modo  de  ad- 
quirir, dice  el  señor  Fábres  (nota  citada 


pág.  85íí);v  llamamos  sohreesto  la  aten- 
ción, porque  el  Código  exige  que  se  inscri- 
ba la  adquisición  del  dominio  de  bienes 
raíces  que  se  hace  por  otros  modos,  su- 
cesión por  causa  de  muerte  y  prescrip- 
ción; pero  en  estos  casos  la  inscripción 
no  hace  Jas  veces  de  tradición,  no  hay 
transferencia  de  dominio:  no  pueden  con~ 
currir  dt>s  modos  de  adquirir  en  una  mis- 
ma persona  sobre  una  misma  cosa;  lo 
que  es  mío  no  puedo  adquirirlo  por  me- 
dio alguno;  habría  implicancia  en  los  tér- 
minos. Se  puede  poseer  una  cosa  por 
varios  títulos  (art.  701  del  Cód.  Civ.) 
y  puede  haber  dos  distintos  poseedores 
in  solidum  de  una  misma  cosa  (art.  894 
del  Cód.  Civ.);  pero  esto  no  puede  te- 
ner lugar  jamás  en  el  dominio."  Y  más 
adelante  agrega:  "es  preciso  advertir  que, 
según  el  lenguaje  usado  en  nuestro  Códi- 
go Civil,  hay  substancial  diferencia  en- 
tre las  palabras  transñrir  y  transmitir^ 
transferencia  y  transmisión.  Aunque  es- 
tas palabras  no  han  sido  definidas  expre- 
samente, el  uso  uniforme  y  constante 
que  de  ellas  hace  el  legislador(sólo  existe 
uno  que  otro  desliz)  establece  aquella  di- 
ferencia: se  trnnsñere  por  acto  entre  vi- 
vos, se  transmite  por  causa  de  muerte; 
transferencia  es  la  translación  del  derecho 
de  una  persona  viva  á  otra  persona  vi- 
va; mientras  que  transmisión  eñ  la  trans- 
lación del  derecho  de  una  persona  que 
muere  á  una  persona  que  vive.  Por  eso 
la  ley  (art.  951  del  Cód.  Civ  )  dice  que 
se  sucede  á  una  persona  difunta,  mien- 
tras que  la  tradición  supone  esencialmen- 
te dos  personas  vivas  una  que  entrega  y 
otra  que  adquiere  (art.  670  del  Cód.  Ci- 
vil); una  que  se  llama  tradente  y  otra 
que  se  \\am&  adquirente  [art.  671).  La 
sucesión  porcausa  de  muerte  es  modo  de 
adquirir  el  dominio  y  los  derechos  reales 
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y  en  este  carácter  no  necesita  de  tradi- 
ción como  modo  de  adquirir,  ni  necesita 
por  consiguiente,  de  la  inscripción  en  el 
Registro  del  Conservador  cuando  ésta 
debe  desempeñar  las  funciones  de  tradi- 
ción, porque  entonces  un  modo  de  adqui- 
rir el  dominio,  necesitaría  de  otro  modo 
de  adquirirel  dominio,  lo  queesabsurdo, 
según  lo  dejamos  demostrado." 

Cuando  la  causa  de  la  inscripción  es 
la  sucesión  por  causa  de  muerte,  un  acto 
legal  de  partición,  un  testamento,  la  ins- 
cripción no  puede  darnada  que  no  tuvie- 
ra ya  el  adjudicatario  en  virtud  de  la 
sucesión  por  causa  de  muerte:  sus  cohe- 
rederos no  le  transfieren  nada,  porque 
nada  han  tenido  ellos  en  concepto  de  la 
ley,  "se  reputará  no  ha1>er  tenido  parte 
alguna  en  los  otros  efectos  de  la  suce- 
sión". De  lo  que  se  deduce  que  la  inscrip- 
ción del  acto  legal  de  partición  no  es 
necesaria  para  la  adquisición  del  domi- 
nio. Por  eso  en  Francia  la  ley  de  23  de 
marzo  de  1855  que  estableció  el  registro 
para  la  transferencia  del  dominio  respec- 
to de  terceros,  no  sometió  á  inscripción 
los  actos  legales  de  partición.  "Se  debe 
quizás  sentir  esta  consecuencia  extrema 
de  un  sistema  bienhechor  en  su  principio, 
dice  un  distinguido  profesor  de  derecho 
civil,  Plañid  (Traité  élémentairede  droit 
civil,  t.  III,  núm.  2405):  si  no  hay  enaje- 
nación, hay  á  lo  ménos  atribución,  y  la 
dispensa  acordada  á  la  partición  crea 
una  laguna  enfadosa  en  el  régimen  de 
publicidad  organizada  para  la  propie- 
dad raíz."  Este  inconveniente  señalado 
por  el  jurisconsulto  francés,  lo  previeron 
los  redactores  de  nuestro  Código  Civil  y 
supieron  salvarlo  con  la  inscripción  de 
la  posesión  efectiva  de  la  herexicia,que 
en  sí  sola  no  podría  nadie  decir  que  es 
una  trans&rencia  sin  desconocerlos  prín- 


ctpios  elementales  á  que  nos  hemos  veni- 
do refiriendo,  y  cuyo  objeto  es  dejarcons- 
tancia  del  fallecimiento  del  poseedor  ins- 
cripto y  de  quiénes  son  sus  herederos;  y 
en  seguida  con  las  inscripciones  especia- 
les, hasta  llegar  á  la  del  acto  legal  de 
partición  que  atribuye  el  dominio  de  los 
bienes  inscriptos  á  uno  de  esos  herederos 
determinados,  sin  afectar,  por  lo  demás, 
en  lo  más  minimo,  al  principio  consagra- 
do en  el  artículo  3  344. 

Con  razón  ha  podido,  pues,  decir  la 
Corte  Suprema  que  "la  división  de  la  ma- 
sa hereditaria  no  constituye  una  enaje- 
nación de  comunero  á  comunero,  sino  una 
simple  determinación  y  singalarízación  de 
lo  que  pertenece  á  cada  «no  en  la  univer- 
salidad de  bienes  del  antecesor,  título  que 
se  refiere  á  la  transmisión  del  dominio  ya 
efectuado  del  antecesor  al  sucesor;  y  que, 
por  el  mismo  fundamento,  la  adjudicación 
entre  herederos  no  se  encuentra  compren- 
dida en  la  enajenación  de  bienes  embar- 
gados á  que  se  refiere  el  número  3'  del 
artículo  1464  del  Código  Civil". 

La  doctrina  nos  parece  rigorosamente 
exacta  dentro  de  nuestra  legislación  y 
ella  será  evidentemente  seguida  por  la 
jurisprudencia  cuando  se  trate  de  esta 
clase  de  adjudicaciones,  sin  que  pueda  im- 
portar upa  injusticia  notoria  que  desco- 
nozca los  derechos  del  ejecutante  que  em- 
bargó bienes  que  no  eran  de  su  deudor, 
puesto  que  aquél  puede  intervenir  en  la  li- 
quidación de  la  herencia,  persiguiendo  el 
reconocimiento  de  los  derechos  de  su  deu- 
dor, como  una  garantía  de  pago  de  su  cré- 
dito, como  lo  espresa  la  Corte  de  San- 
tiago. 

n 

Pero,  como  hemos  visto,  en  la  especie 

s* 
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á  que  se  refiere  la  sentencia  no  se  trata  de 
bienes  heredados,  sino  de  bienes  comunes 
que  se  adjudican  en  la  liquidación  de  la 
comunidad. 

Es  útil,  por  lo  tanto,  analizar  la  cues- 
tión bajo  este  punto  de  mira  en  que  inci- 
dentalmente  la  contempló  lasentenciade 
la  Corte  de  Apelaciones,  sin  referirse  á 
disposiciones  legales,  que  permitan  fun- 
dar una  doctrina  definida,  porque  hay 
un  punto  de  divergencia  que  puede  esti- 
marse bastante  grave  para  determinar 
una  solución  distinta  de  la  que  se  hadado 
al  caso  de  adjudicación  hereditaria. 

En  ésta  tenemos  el  modo  de  adquirir 
llamado  sucesión  por  causa  de  muerte; 
mientras  que  en  ta  liquidación  de  una  co- 
munidad proveniente  de  una  adquisición 
por  acto  entre  vivos,  no  existe  ese  modo 
de  adquirir,  que  por  sí  solo  decide  la  cues- 
tión. 

Creemos,  sin  embargo,  que  la  solución 
debe  ser  la  misma. 

El  artículo  718  del  Código  Civil  esta- 
blece que  "cada  uno  de  los  partícipes  de 
una  cosa  que  se  poseía  proindiviso,  se 
entenderá  haber  poseído  exclusivamente 
la  parte  que  por  la  división  le  cupiere, 
durante  todo  el  tiempo  que  duró  la  indi- 
visión"; y  el  artículo  2313  agrega  que: 
"la  división  de  las  cosas  comunes  y  las 
obligaciones  y  derechos  que  de  ella  resul- 
ten, se  sujetarán  á  las  mismas  reglas  que 
en  la  partición  de  la  herencia",  disposi- 
ción que  consigna  también  et  art.  1776 
para  la  liquidación  de  la  sociedad  con- 
yugal. Por  consiguiente,  la  ley  establece 
una  ficción  que  suprime,  para  los  efectos 
de  la  posesión  y  consiguientemente  del 
dominio,  el  tiempo  de  la  indivisión,  hasta 
el  punto  de  suponer  que  el  único  que  ha 
poseído  y  el  único  queha  tenido  derechos 


en  la  cosa  común  es  el  copartícipe  á  quien 
se  adjudica. 

£n  el  caso  propuesto  el  marido  había 
adquirido  á  título  oneroso  una  casa  que 
naturalmente  entró  á  formar  parte  del 
haber  social;  y  fallecida  la  mujer  quedó 
subsistente  una  comunidad  entre  él  y  los 
hijos  de  ambos.  Adjudicada  la  propiedad 
á  los  hijos,  como  representantes  de  la  ma- 
dre, se  entiende  que  ésta  fué  la  que  adqui- 
rió desde  un  principio,  y  que  la  sociedad 
conyugal  ó  el  marido  nada  tuvieron  ni 
poseyeron;  y  como  consecuencia  de  ello, 
que  los  hijos,  adjudicatarios  actuales,  reci- 
bieron á  tíulode  herencia  algo  que  existía 
en  el  patrimonio  de  la  madre  que  ellos  re- 
presentan en  la  liquidación  déla  sociedad 
conyugal. 

Según  el  principio  sentado  por  el  ar- 
tículo 718  los  comuneros,  al  liquidar  y 
adjudicar  á  uno  de  ellos  la  cosa  común, 
no  se  desprenden  de  nada  ni  nada  trans- 
fieren, como  quiera  que  el  precio  reempla- 
za á  la  cosa  común  para  el  efecto  de  ejer- 
citar sobre  él  sus  derechos,  conforme  al 
artículo  1337,  número  1^.  La  adjudica- 
ción conserva  siempre  su  carácter  decía- 
rativo  y  no  atributivo  de  propiedad:  el 
adjudicatario  "se  entenderá  haber  poseí' 
do  exclusivamente  la  parte  que  por  la  di- 
visión le  cupiere,  durante  todo  el  tiempo 
que  duró  la  indivisión",  como  si  ésta  no 
hubiere  existido  y  él  hubiera  adquirido 
directa  y  exclusivamente  del  antecesor. 

De  aquí  desprende  la  ley  la  consecuen- 
cia de  que  "podrá,  pues,  añadir  este  tiem- 
po (el  de  la  indivisión)  al  de  su  posesión 
exclusiva  (es  decir,  posterior  á  la  divi- 
sión ó  adjudicación),  y  las  enajenaciones 
que  haya  hecho  por  sí  solo  de  la  cosa  co- 
mún, y  los  derechos  reales  con  que  la  ha- 
ya gravado,  subsistirán  sobre  dicha  par- 
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te  si  hubiere  sido  comprendida  en  la  ena- 
jenación ó  gravamen.  Pero  si  lo  enaje- 
nado ó  gravado  se  extendiese  á  más,  no 
subsistirá  la  enajenación  ógravamen  con- 
tra la  voluntad  de  los  respectivos  adju- 
dicatíirios"  disposición  que  repite  el  ar- 
tículo 24-1 7  al  establecer  que  "el  comune- 
ro puede,  antes  de  la  división  de  la  cosa 
común,  hipotecar  su  cuota;  pero  verifica- 
da la  división,  la  hipoteca  afectará  sola- 
mente los  bienes  que  en  razón  de  dicha 
cuota  se  adjudiquen,  si  fueren  hipoteca- 
bles.  Si  no  lo  fueren  caducará  la  hipo- 
teca". 

La  liquidación  de  la  comunidad  viene 
asf  á  determinar  quién  fué,  de  los  cónyu- 
ges, el  que  adquirió  tal  6  cual  de  los  bie- 
nes que  formaron  el  haber  de  la  sociedad 
conyugal;  y,  por  lo  tanto,  no  hay  una  ven- 
ta de  un  cónyuge  al  otro,  sino  una  simple 
singularízación  ó  determinación  del  pro- 
pietario de  determinados  bienes. 

De  este  modo  el  comunero  adjudicata- 
rio no  puede  ser  perjudicado  por  los  vi- 
cios de  que  haya  adolecido  la  posesión  de 
los  demás  comuneros  y  si  él  ha  estado  de 
buena  fe  desde  el  principio  y  durante  todo 
el  tiempo  que  duró  la  indivisión,  será 
considerado  como  poseedor  regular. 

Lo  que  hemos  dicho  de  las  sentencias 
de  adjudicación  en  juicios  divisorios  y  de 
los  actos  legales  de  partición  con  referen- 
cia á  las  herencias,  se  aplica,  por  lo  tanto, 
á  la  división  de  los  bienes  comunes.  La 
inscripción  que  se  hace  en  el  registro  no 
importa  tradición^  que  ya  está  hecha  al 
adquirir  loscomuneros  la  cosa  c&mún;8u 
objeto  es  particalartzar  en  uno  de  los  co- 
muneros el  adquirente,  que  hasta  el  acto 
de  partición  había  estado  indeterminado. 

"Conviene  advertir,  dice  el  señor  Fa- 
bres  (nota  59,  pág.  414)  que  el  artículo 
703  dice,  sentencias  de  adjudicación  en  jai- 


dos  divisorios  y  actos  legales  de  parti- 
ción, lo  que  puede  aplicarse  no  sólo  á  la 
división  de  una  herencia  ó  legado,  sino  á 
toda  partición  de  un  haber  común.  Y  en 
efecto,  los  artículos  1776,  2115  y  2313 
sujetan  á  las  mismas  reglas  la  partición 
de  la  herencia,  la  de  la  sociedad  con- 
yugal, la  de  la  sociedad  civil  y  la  del  ctia- 
si  contrato  de  comunidad."  Y  más  ade- 
lante (pág.  417)  agrega:  "lo  que  dqa- 
mos  dicho  de  las  sentencias  de  adjudi- 
cación en  juicios  divisorios  y  de  actos  le- 
gales de  partición,  relativamente  á  la 
sucesión  por  causa  de  muerte,  puede  de- 
cirse de  los  casos  en  que  se  parten  los 
bienes  sociales  ó  el  haber  de  una  comu- 
nidad: estas  dos  clases  de  particiones 
están  sujetas  á  las  mismas  reglas  de 
la  división  de  bienes  hereditarios  (arts. 
2115  y  2313).  Según  el  artículo  718,  con 
el  que  está  de  acuerdo  el  2417,  se  aplica 
á  los  comuneros  la  misma  doctrina  que 
el  artículo  1344  establece  para  los  here- 
deros; de  manera  que  cada  comunero  en 
la  cosa  que  se  le  adjudica  tiene  por  titulo 
de  adquisición  el  que  corresponde  á  la 
sociedad  ó  á  la  comunidad,  y  ese  mismo 
título  le  servirá  para  prescripción,  puesto 
que  se  entiende  haber  poseído  exclusiva* 
mente  la  parte  que  por  la  división  le  cu- 
piere, durante  todo  el  tiempo  que  duró 
la  indivisión." 

Podemos,  por  lo  tanto,  establecer  que 
en  la  liquidación  de  la  sociedad  conyugal 
no  enajena  uno  de  los  cónyuges  al  otro 
los  bienes  que  á  éste  se  adjudicaron,  trana- 
ñríéndole  el  todo  ó  parte  de  ellos,  de  ma- 
nera que  sea  necesario  un  modo  de  adqui- 
rir,  la  tradición,  para  adquirir  el  dominio 
de  los  objetos  adjudicados;  lo  único  que 
se  bace  es  declarar  cual  de  los  cónyuges 
es  el  que  adquirió  ese  dominio  yha  poseí- 
do y  puede  invocar  la  posesión  desdeel  día 


Digitized  by 


4U8 


SEGUNDA  PARTE 


de  la  adquisición  que  hizo  el  marido  para 
la  sociedad  conyugal.  La  inscripción  que 
debe  efectuarse  para  dejar  en  el  registro 
constancia  de  esta  declaración  y  dar  al 
adjudicatario  la  facultad  de  poder  dispo- 
ner más  tarde  por  sí  solo,  no  importa 
írat//cj<5n,  desde  que  nada  se  transñere. 

La  disposición  del  artículo  1464  según 
la  cual  hay  objeto  ilícito  en  la  enajena- 
ción de  las  cosas  embargadas  por  decreto 
judicial,  á  menos  que  el  juez  lo  autorice 
6  el  acreedor  consienta  en  ello,  no  es  apli- 
cable literalmente  á  la  adjudicación  que 
se  hace  en  una  liquidación  de  la  comuni- 
dad. Ese  embargo  está  subordinado  á 
la  circunstancia  dequeel  ejecutado  sea  el 
adjudicatario,  así  como  lo  están  los  de- 
rechos reales  queel  comunero  pueda  cons- 
tituir sobre  la  cosa  común  durante  la 
indivisión.  El  ejecutante  tiene  sin  duda 
su  derecho  á  salvo  para  intervenir  en  la 
liquidación  y  ejercitar  su  acción  sobre  lo 
que  pertenezca  en  ella  al  ejecutado  en  ra- 
zón de  su  interés  en  la  comunidad.  Si  no 
toma  medida  alguna,  suya  será  la  culpa 
y  suyas  las  consecuencias  de  su  descuido; 
pero  no  sería  posible  que  el  embargo  he- 
cho á  un  comunero  impidiera  a!  otro  el 
ejercicio  de  su  derecho  ó  lo  obligara  á  en- 
tenderse con  un  tercero  y  consultar  la 
voluntad  de  éste. 

La  resolución  de  la  Corte  Suprema  está 
ajustada,  á  nuestro  juicio,  á  los  princi- 
pios aceptados  por  nuestro  Código  Civil, 
y  lo  está  también  á  la  reglas  que  gobier- 
nan el  recurso  de  casación  en  el  fondo, 
puesto  que  no  existe  ley  alguna  que  pu- 
diera considerarse  violada  con  )a  acep- 
tación de  la  tercería. 

Luis  Claro  Solar 


Cas.  CÍV.—28  de  abril  de  1904- 

Banco  Español-Italiano  con  Limozin 

Mandato.— Faotor.—  Admiaistraolón; 
giro  ordinario.— Facultad  para  to- 
mar dinero  en  mutuo.— Ratlfloaolón 
y  apreciación  soberana  de  loa  he- 
chos de  la  causa.— Falsedad  del  títu- 
lo; insufioiencia.  —  Reoonooimiento 
de  deuda  posterior  á  la  revocación 
del  mandato.— Representación  de 
sociedad  anónima. 

Doctrina:— mandatario  está  obliga- 
do á  ceñirse  rigorosamente  á  los  térmi- 
nos del  mandato,  fuera  de  ios  casos  en  que 
las  leyes  le  autorizan  para  obrar  de  otro 
modo;  y  el  mandato  no  conñcre  natural- 
mente al  mandatario  más  que  el  poder  de 
efectuar  los  actos  de  administración,  co- 
mopagarlas  deadasy  cobrarlos  créditos 
del  mandante  pertenecientes  anos  y  otros 
al  giro  administrativo  ordinario;  perse- 
guir en  juicio  A  los  deudores;  intentar 
las  acciones  posesorias  é  interrumpir  las 
prescripciones  en  lo  tocante  á  dicho  giro; 
contratar  las  reparaciones  de  las  cosas 
que  administra;  y  comprar  los  materiales 
necesarios  para  el  cultivo  ó  beneficio  de 
las  tierras,  minas,  fábricas,  ú  otros  obje- 
tos de  industria  que  se  le  hayan  encomen- 
dado;  necesitando  de  poder  especial  para 
todos  los  actos  que  salgan  de  estos  limi- 
tes; y  no  se  entenderá  autorizado  para 
alterar  la  sustancia  del  mandato,  ni  para 
los  actos  que  exijan  poderes  ó  cláusulas 
especiales,  aun  cuando  se  dé  al  mandata- 
rio la  facultad  de  obrar  del  modo  que 
más  conveniente  le  parezca.  En  conse- 
cuencia, el  mandato  conferido  á  una  per- 
sona para  administrar  ana  casa  de  co- 
mercio de  quincallería  no  lleva  consigo  la 
facultad  de  contraer,  á  nombre  del  man- 
dante, propietario  de  dicho  negocio,  deu- 
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dns  procedentes  de  contratos  de  mutuo 
que  no  se  pruebe  haber  sido  contraídas 
en  servicio  de  la  administración  del  mis- 
mo negocio,  no  siendo  bastante  autori- 
zación para  ello  la  cláusula  especial  con- 
tenida en  el  poder,  de  que  el  mandatario 
pueda  celebrar  contratos  de  cuenta  co- 
rriente para  el  giro  del  negocio,  como- 
quiera que  el  contrato  de  mutuo  ordi- 
nario es  enteramente  diverso  de  aquél, 
atendida  la  naturaleza  jurídica  de  uno 
y  otro. 

Esta  solución  no  cambia  por  t¡  hecho 
de  tratarse  de  un  factor  de  un  estable- 
cimiento de  comercio,  pues  los  factores 
se  entienden  autorizados  sólo  para  los 
actos  que  abrace  la  administración  del 
establecimiento  y  no  se  entienden  facul- 
tados para  celebrar  contratos  de  mutuo, 
no  correspondiendo  tal  contrato  al  giro 
ordinario  del  establecimiento,  ó  no  sien- 
do celebrado  por  orden  del  comitente,  ó 
no  habiéndose  convertido  el  resultado  de 
la  negociación  en  provecho  del  comiten- 
te, ó  no  habiéndolo  éste  ratiñcado  ex- 
presa  ó  tácitamente.  Los  actos  de  ra- 
tiñcación  que  al  respecto  se  invoquen, 
constituyen  una  cuestión  de  hecho  que  el 
Tribunal  de  Apelaciones  puede  apreciar 
con  facultad  privativa.  Si  bien  la  viola- 
ción de  ¡as  instrucciones  ó  el  abuso,  de 
confianza  de  parte  de  los  factores  ó  de- 
pendientes no  exoneran  á  sus  comitentes 
de  la  obligación  de  llevar  á  efecto  lo  que 
aquellos  hagan  á  nombre  de  éstos,  no 
sucede  lo  mismo  con  las  autorizaciones 
ó  facultades  dentro  de  las  cuales  debe 
obrar  el  mandatario  para  que  el  contra- 
to pueda  afectar  al  mandante.  Las'*auto- 
rizaciones"  conferidas  al  mandatario,  de 
las  cuales  se  ordena  tomar  razón  en  la 
inscripción  de  los  poderes  en  el  registro 
de  Comercio,  prevenida  por  los  artículos 


22  núm.  5^  y  339  del  Código  de  Comer- 
cio, son  de  muy  diversa  naturaleza  que 
las  "instrucciones"  que  pueden  ser  y  que 
de  ordinario  son  privadas,  para  el  mane- 
Jo  interno  del  negocio  y  que  no  es  necesa- 
rio conozcan  los  terceros  que  contratan 
con  el  mandatario,  desde  que  no  les  afec- 
tan. 

El  reconocimiento  de  la  firma  de  un  do- 
cumento hecho  por  un  mandatario  con 
posterioridad  al  conocimiento  que  ha  te- 
nido de  la  revocación  de  su  mandato,  he- 
cho de  que  se  deja  también  constancia  en 
¡a  diligencia,  no  puede  considerarse  como 
el  reconocimiento  "del  deudor**  que  exigía 
la  ley  de  8  de  febrero  de  1837  para  dar 
mérito  ejecutivo  á  un  documento  pri- 
vado. 

No  es  nulo  el  procedimiento  ejecutivo 
por  no  haber  presentado  su  título  el  ge- 
rente del  Banco  ejecutante. 


Don  Enrique  Duval,  á  nombre  del  Banco 
Kspañot-Italiano,  solicitó  con  fecha  19  de  ma- 
yo de  IdOl,  que  don  Feliciano  Delaitrc  que, 
como  apoderado  y  representante  debidamente 
autorizado  de  don  José  Limozin  suscribió  los 
documentos  que  exhibía,  reconociese  su  firma 
para  pedir  lo  conveniente. 

Decretado  ese  reconocimiento,  Delaitre  ex- 
puso al  día  siguiente,  ó  sea  el  20  del  mismo 
mes  de  marzo,  "que  reconoce  como  suyas  las 
firmas  que  aparecen  al  pie  de  los  ilocumcntos 
que  suscribió  en  su  carácter  de  apoderado  de 
don  J.  Limozin,  poder  que  á  la  fecha  le  ha  sido 
revocado". 

El  mismo  representante  del  Banco  Español- 
Italiano  pidió  que  en  seguida,  con  el  mérito 
de  este  reconocimiento,  se  despachase,  en  con- 
tra de  don  José  Limozin,  mandamiento  de  eje- 
cución y  embargo,  por  la  cantidad  de  cuarenta 
mil  pesos,  á  que  asciende  el  capital  de  uno  de 
esos  documentos,  intereses  y  costas,  por  haber 
sido  pagado  el  otro  documento. 
Despachado  este  mandamiento,  previa  cer- 
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tificación  del  notario  Márquez  de  la  Plata,  en 
que  se  establece  que  el  mandato  de  Limozin  á 
Delaítre  fué  rerocado  con  fischa  14  de  mareo 
de  1901,  y  requerido  de  pago  don  Jorge  Du- 
cher.como  representante  de  don  José  I^imozin, 
expuso  que  no  efectuaba  el  pago  por  cuanto 
el  poder  que  tenía  no  lo  autorizaba  para  con- 
testar  nuevas  demandas  sin  notificación  pre* 
vía  de  su  mandan  te;  y  á  fs.  20  el  mismo  señor 
Oucher,  por  don  José  Limozin,  según  el  poder 
acompañado,  pidió  se  dejara  sin  efecto  todo 
lo  obrado  y  se  repusiera  la  causa  al  estado  de 
reconocer  In  firma  ó  confesar  la  deuda  fundán- 
dose en  las  razones  que  extensamente  desarro- 
.11a  en  dicha  solicitud.  Esta  petición  se  desechó 
por  auto  confirmado  por  el  Tribunal  de  Alza- 
da y  se  reservó  á  la  parte  del  señor  Ducher 
el  derecho  de  oponer  excepciones  oportuna- 
mente. 

En  31  de  marso  el  señor  Jorge  Dacher  pre- 
sentó una  boleta  de  consignación  por  cuaren- 
ta mil  pesos  para  responder  al  cobro  del  Ban- 
co Español-Italiano,  depósito  que  fué  embar- 
gado á  peticidn  de  don  Enrique  Duval. 

Citado  de  remate,  se  opuso  el  ejecutado  con 
las  excepciones  siguientes: 

1*  Palta  de  capacidad  ó  personería  para  de- 
mandar, pues  don  Enrique  Duvnl  que  obra  en 
este  juicio  como  representante  del  Banco  Es- 
pañol-Italiano en  calidad  de  gerente,  no  ha 
presentado  su  titulo  y  no  ha  podido,  por  con- 
siguiente, despacharse  el  mandamiento  de  em- 
bargo sin  que  previamente  hubiese  acreditado 
sn  personería; 

2^  Falsedad  ó  insuficiencia  del  título,  ó  no 
ser  bastante  para  la  ejecución. 

A  este  respecto  se  expone  que  el  título  con 
que  el  Banco  ejecuta,  es  un  pagaré  privado, 
suscripto  por  don  Feliciano  Delaítre,  en  el  ca- 
rácter de  apoderado  de  Limozin,  que  Delaítre 
administrador  del  negocio  de  quincallería  del 
ejecutado,  denominado  San  Pedro,  no  tenia 
facultad  para  tomar  dinero  en  mutuo  ni  con- 
traer deudas,  por  lo  cual  la  obligación  de  que 
se  trata  no  ha  podido  afectar  á  Limozin,  y  no 
ha  debido  despacharse  mandamiento  de  em- 
bargo en  su  contra,  siendo  ineficaz  el  que  se 
expidió;  que  es  también  falso  el  titulo  ó  insufi- 
ciente para  la  ejecución,  porque  siendo  un  do- 
cumento privado  suscripto  por  Delaítre  en  re- 


presentación de  Limozin,  segán  se  dice,  el  reco- 
nocimiento de  su  firma  fué  hecho  por  aquél 
cuando  su  poder  ya  estaba  revocado,  como  él 
mismo  lo  asegura  en  la  diligencia  respectiva, 
no  pudiendo,  por  tanto  reconocer  deudas  de 
Limozin  aún  en  el  caso  de  ser  verdaderas;  y 

3*  Nulidad  del  procedimiento  observado  en 
esta  ejecución,  así  como  del  mandamiento  de 
embargo  y  de  las  actuaciones  y  resoluciones 
que  de  él  se  derivan,  por  cuanto  se  ha  despa- 
chado ese  mandamiento  por  un  titulo  que  no 
trae  aparejada  ejecución,  desde  que  el  que  lo 
firm-í.en  nombre  del  ejecutado,  no  tenía  facul- 
tad para  tomar  dinero  á  interés,  ni  contraer 
obligaciones  de  esa  naturaleza;  (|ue,  además, 
es  nulo  el  procedimiento  en  razón  de  que  se  ha 
intimado  el  mandamiento. y  citado  de  remate 
al  apoderado  de  Limozin,  que  no  tiene  facultad 
de  contestar  nuevas  demandas  sin  la  notifica- 
ción previa  del  mandante,  como  en  la  debida 
oportunidad  lo  hizo  presente. 

El  juez  señor  A^-ala  con  fecha  14  de  junio  de 
1902  dictó  la  siguiente  sentencia: 

Considerando: 

1'  Que  el  título  que  sirve  de  base  á  la  pre- 
sente ejecución  es  el  documento  de  fs.  2,  paga- 
■"é  á  la  vista  y  orden  del  Banco  Español  Iln- 
liano  por  la  suma  de  cuarenta  ntit  pesos  al 
interés  de  nueve  por  ciento  anual,  fechado  en 
Santiago  el  ocho  de  octubre  de  mil  novecien- 
tos, suscripto  en  esta  forma:  p.  p.  J.  Limozin, 
F.  Delaítre. 

2'  Que  esta  forma,  según  el  uso  del  comer- 
cío,  significa  que  el  señor  F.  Delaitre  suscribe 
el  pagaré  por  poder  del  señor  J.  Limozin,  lo 
cual,  además,  está  conforme  con  la  diligencia 
de  fs.  4,  en  la  cual  el  señor  Delaítre  declara 
que  lo  suscribió  en  el  carácter  de  apoderado 
de  don  J.  Limozin; 

3'  Que  el  mandatario  está  obligado  á  ce- 
ñirse rigorosamente  á  los  términos  del  man- 
dato, fuera  de  los  casos  en  que  las  leyes  le  au- 
toricen para  obrar  de  otro  modo;  y  que  el 
mandato  no  confiere  naturalmente  al  manda* 
tario  más  que  el  poder  de  efectuarlos  actos  de 
administración,  como  pagar  las  deudas  y  co- 
brar los  créditos  del  mandante,  perteneciendo 
unos  y  otros  al  giro  administrativo  ordinario, 
perseguir  enjuicio  á  los  deudores,  intentar  las 
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acciones  poscsorías  é  interrumpir  las  prescrip- 
ciones en  lo  tocante  ú  dicho  giro;  contratar  las 
reparaciones  de  las  cosas  que  administra  y 
comprar  los  materiales  necesarios  para  el  cul- 
tivo 6  beneficio  de  las  tierras,  minas,  fábricas 
ú  otros  objetos  de  industria  que  se  le  hayan 
encomendado. 

Para  todos  los  actos  que  salgan  de  estos  lí- 
mites necesitará  de  poder  especial;  y  cuando 
se  da  al  mandatario  la  facultad  de  obrar  del 
modo  que  más  conveniente  le  parezca,  no  por 
eso  se  entenderá  autorizado  para  alterar  la 
sustancia  del  mandato,  ni  para  los  actos  que 
exigen  poderes  6  cláusulas  especiales:  artícu- 
los 2131,  2132  y  2133  del  Código  Civil; 

4'  Que  en  el  poder  de  fs.  5  don  José  Ltmozin 
no  confirió  á  don  Feliciano  Delaitre  la  facul- 
tad de  contraer  á  su  nombre  deudas  ú  obliga- 
ciones, ni  tampoco  le  correspondía  esta  facul- 
tad según  las  reglas  legales  citadas  en  el  con- 
siderando anterior; 

5^  Que  una  obligación  como  la  establecida 
en  el  documento  de  fs.  2,  no  podría  ligar  á 
don  J.  Limozin  sino  en  cuanto  hubiera  sido 
contraída  en  servicio  de  la  administración  del 
negocio  de  quincallería  denominado  "San  Pe- 
dro'i  y  esta  circunstancia  ha  sido  fuertemente 
contradicha  por  parte  de  Limozin,  sin  que  el 
Banco  Español- Italiano  haya  probado  de 
modo  alguno  lo  contrarío; 

6^  Que  según  la  veríficación  de  libros  de  que 
da  testimonio  la  diligencia  de  fs.  64  vta.,  ni 
en  el  de  >>Caja<r  ni  en  el  de  "Diarío",  durante 
los  meses  de  septiembre,  de  octubre  y  de  no- 
viembre de  1900,  aparece  que  haya  ingresado 
al  negocio  de  «San  Pedro»  la  cantidad  de 
40.000  pesos  tomada  del  Banco  ejecutante  en 
8  de  octubre  del  mismo  año;  y,  al  contrario, 
tanto  en  la  operación  de  fs.  65  como  de  los 
testimonios  de  h.  85  á  fs.  87,  resulta  clara- 
mente que  donF,  Delaitre  depositó  los  40.000 
pesos  en  el  mismo  Banco  Español-Italiano  á 
la  orden  del  Ministerio  de  Industria  y  Obras 
Públicas,  depósito  que  unido  al  de  36.000  pe- 
sos en  bonos  de  la  Caja  de  Crédito  Hipoteca- 
rio, constituido  por  don  José  Pedro  Alessan- 
dri,  forma  la  suma  de  76.000  pesos  dados  en 
garantía  para  responder  al  contrato  de  cons- 
trucción del  ferrocarril  de  Temnco  á  Carahne; 
de  que  resulta  que  los  40.000  pesos  del  docu- 


mento de  fs.  2  no  correspondían  al  giro  ordi- 
nario del  negocio  cuya  administración  se  confi- 
rió, según  el  mandato  de  fs.  5,  á  don  Feliciano 
Delaitre,  sino  á  un  negocio  particular  de  éste; 

7'  Que  estas  circunstancias  se  corroboran 
<en  la  escritura  pública  otorgada  en  Santiago 
el  9  de  octubre  de  1900,  un  día  después  del 
documento  defs.  2,  en  la  cual  comparecen  don 
Feliciano  Delaitre  y  don  Pedro  EvaristoSaint- 
Aune,  y  éste  expone  que  ha  contratado  con 
don  José  Pedro  Alessandri  la  construcción  del 
ferrocarril  de  Teniuco  á  Carahue  y  que  en  ga- 
rantía de  dicho  contrato  le  ha  prestado  el  se- 
ñor Delaitre  su  fianza  personal  y  á  favor  del 
Pisco  por  la  suma  de  40.000  pesos,  declara* 
ción  plenamente  aceptada  por  el  señor  De- 
laitre; 

8^  Que  estos  antecedentes  no  se  desvirtúan 
por  la  escritura  de  fs.  69,  fecha  18  de  marzo 
de  1901,  porque  manifiesta  una  declaración 
de  voluntad  sólo  de  don  Evaristo  Saint-Aune, 
sin  que  concurriera  á  ella  don  José  Limozin 
por  sí  ni  por  algún  representante;  ni  por  la 
escritura  de  fs.  67,  fecha  4  de  mayo  también 
de  1901,  porque  sólo  se  refiere  al  modo  de 
pago  de  la  cantidad  de  $  21.826,25,  precio  de 
mercaderías  entregadas  á  Saint-Aune  por  la 
casa  de  "San  Pedro»  de  don  José  Limozin;  ni 
por  la  carta  de  fs.  61,  que  además  de  estar 
impugnada  en  el  escrito  de  fs.  58  no  se  refiere 
ni  dice  algo  acerca  del  préstamo  contraído  á 
favor  del  Banco  Español-Italiano  según  el  pa- 
garé de  fs.  2,  siendo  que  su  fecha  es  en  París  á 
17  de  noviembre  de  1900,  "uarenta  días  des- 
pués de  la  del  préstamo;  ni,  por  último,  por  el 
pagaré  de  f.  1,  que  manifiesta  nn  préstamo 
por  mil  pesos  solamente  acerca  del  cual  se  dan 
exphcaciones  claras,  que  no  dejan  lugar  á 
duda,  como  es  de  verse  en  las  posiciones  de 
fS.  43  Tta.; 

9?  Que  las  consideraciones  expuestas  raani* 
fiestan  un  acto  ejecutado  por  don  Feliciano 
Delaitre,  que  excede  las  facultades  de  adminis- 
tración que  se  le  confirieron  por  el  poder  de 
fs.  5,  del  cual  puede  ser  personalmente  respon- 
sable y  que  no  obliga  á  su  mandante  don  José 
Limozin  á  favor  del  Banco  prestamista; 

10.  Que,  por  consiguiente,  el  título  de  2 
no  es  bastante  para  la  ejecución  entablada 
contra  el  señor  Limozin;  y 
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11.  Que  don  Enrique  Du  val  representa  como 
gerente  al  Banco  Español-Italiano. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  1*,  títu- 
lo 14,  Part.  3*  artículos  2',  31,  33  y  41  de  la 
ley  de  8  de  febrero  de  1837.  artículo  1698  del 
Código  Civil  y  demás  disposiciones  legales  ci^ 
tadas  del  mismo  Código, 
-  Se  declara:  que  ha  lugar  sólo  á  la  excepción 
de  no  ser  bastante  el  título  para  ejecutar.  En 
consecruencia,  se  revoca  la  ejecución,  álcese  el 
embargo  y  entréguense  Ubres  los  bienes  em- 
bargados, con  costns  en  que  se  condena  al 
ejecutan  te. — Ay&Ja. 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte  proveyó: 

Santiago,  26  de  diciembre  de  1902.— Vistos: 
Teniendo  presente  que  el  juer  de  la  causa  no  se 
ha  pronunciado  sobre  la  excepción  de  falsedad 
del  tftulo  6  su  insuficiencia  para  la  ejecnción, 
basada  en  la  circunstancia  de  haber  reconoci- 
do don  Feliciano  Delaitre  la  firma  puesta  por 
¿I,  en  representación  de  don  José  Limozin,  en 
el  documento  de  fs.  2  cuando  su  poder  le  había 
sido  ya  revocado,  vuelvan  los  antecedentes  al 
Juzgado  de  su  origen,  á  fin  de  que  se  comple- 
mente la  sentencia  de  14  de  junio  último  co- 
rriente á  fs.  93,  pronunciándose  el  juez  a  quo 
con  arreglo  á  derecho  sobre  el  punto  omitido. 

Acordada  contrae!  voto  del  señor  Ministro 
Olivos,  quien  fué  de  opinión  que  el  Tribunal 
debía  foliar  desde  luego  la  causa,  tomando  en 
consideración  en  la  respectiva  sentencia  el  fun- 
damento de  la  excepción  de  insuficiencia  del 
título,  que  ha  sido  omitido  en  la  de  primera 
instancia. — Bernales  M. — Fóster  Recabarren. 
—Larrain  Z.— Olivos. 

Cumpliendo  esta  resolución  el  Juzgado  dictó 
la  siguiente  sentencia  complementaria: 

Santiago,  15  de  abril  de  1903.— Vistos:  Por 
resolución  de  segunda  instancia  corriente  á  fs. 
15ñ  vta.  se  mandaron  devolver  los  anteceden- 
tes á  primera  para  que  se  complemente  la  sen- 
tencia de  14  de  junio  último,  corriente  á  fs.  93, 
pronunciándose  el  juez  a  tjao,  con  arreglo  á 
derecho,  sobre  la  excepción]  de  falsedad  del  tí- 
tulo ó  su  insuficiencia  para  la  ejecución  basa- 
da en  la  circunstancia  de  haber  reconocido  don 
Feliciano  Delaitre  ta  firma  puesta  por  él  en 


representación  de  don  José  Limozin,  en  el  do- 
cumento de  fs.  2,  cuando  su  poder  le  había, 
sido  ya  revocado. 

Cumpliendo  la  resolución  citada, se  ha  man- 
dado regir  la  citación  para  sentencia. 
Considerando: 

1'  Que  es  falso  el  título  ó  documento  en  que 
se  han  hecho  alteraciones  sustanciales  ó  en 
que  se  ha  cometido  alguna  suplantación,  de- 
fectos ó  vicios  que  no  se  atribuyen  al  docu- 
mento de  fa.  2;  por  lo  que  es  improcedente,  á  su 
respecto,  la  exte]>ci6n  de  falsedad  del  título; 

2^  Que  consta  de  la  escritura  de  fs.  13  que 
el  14  de  marzo  de  1901,  se  revocó  á  don  Feli- 
ciano Delaitre  el  poder  con  que  representaba  A 
don  José  Limozin,  y  de  la  declaración  hecha 
por  el  señor  Delaitre  en  la  diligenci.i  de  reco- 
nocimiento registrada  á  fs.  4  de  20  de  ese  mis- 
mo mes,queya  entonces  tenia  él  conocimiento 
de  la  revocacidn; 

3'  Que  la  revocación  del  mandato,  expresa 
ó  tacita,  produce  su  efecto  desde  el  día  en  que 
el  mandatario  ha  tenido  conocimiento  de  ella, 
según  lo  dispone  el  artículo  2165  del  Código 
Civil; 

4^  Que,  conforme  al  articulo  10  de  la  ley  de 
8  de  febrero  de  1837,  que  rige  las  excepciones, 
por  hal>er  estado  vigente  cuando  se  opusieron, 
"si  se  hubiere  de  preparar  la  vía  ejecutiva  por 
la  confesión  judicial  ó  el  reconodmiennto  de  la 
firma  del  dendor  en  documento  que  sin  este 
requisito  no  sea  ejecutivo,  se  pedirá  por  escri- 
to ante  el  mismo  juez  que  practique  la  que  co- 
rresponda de  estas  diligencias,  y  se  hará  com- 
parecer a/ deurfor  para  que  responda  ó  reco- 
nozca"; 

5''  Que,  en  el  presente  caso,  preparándose  la 
vía  ejecutiva  por  el  reconocimientode  la  firma 
del  documento  privado  de  fs.  2,  no  ha  sido  ese 
reconficimiento  hecho  por  e/ rfeurfor,  ni  perso- 
nalmente ni  por  mandatario  que  pudiera  re- 
presentarlo, porque  cuando  se  practicó  la  cita- 
da diligencia  de  fs.  4,  ya  había  terminado  el 
mandato  del  señor  Limozin  al  señor  Delaitre, 
según  se  manifiesta  en  los  considerandos  2' 

y  30;  y 

6^  Que  no  habiéndose  eflectuado  dicho  reco- 
nocimiento, conforme  á  lo  dispuesto  por  el  ar- 
tículo 10  de  la  ley  citada,  el  título  no  es  bas- 
tante para  la  ejecución. 
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Teniendo  también  presente  lo  preceptuado 
por  el  artículo  144^  del  Código  Civil,  además 
de  las  disposiciones  legales  citadas  en  la  sen- 
tencia de  fs.  93,  que  se  complementa,  se  decla- 
ra: que  no  ha  lugar  á  la  excepción  de  falsedad 
del  título  yque  halugar  &  la  de  no  ser  bástame 
el  título  para  la  ejecución,  revocándose  ésta, 
en  consecuencia,  como  está  resuelto  en  esa 
sentencia  Ayala. 

Apelada  también  esta  sentencia  la  Corte  se 
pronunció  sobre  ambos  en  los  términos  si- 
guientes: 

Santiago,  agosto  19  de  1903.— Vistos:  se 
con6rman  con  costas  también  del  recurso  las 
sentencias  de  fechas  14  de  junio  del  año  últi- 
mo y  15  <le  abril  del  actual,  corrientes  respec- 
tivamente a  fs.  93  y  159  entendiéndose  en  la 
parte  apelada  respecto  de  In  segunda.— y.  Ber- 

miles  M  .A.  Versara  Albana. — £\  Donoso  V, 

~C.  U.  Olivos. 

Contra  esta  sentencia  se  interpusieron  por 
el  Banco  Español-Italiano  los  recursos  de  ca- 
sación en  la  forma  y  en  el  fondo,  habiendo  sido 
desechado  ya  el  primero  ( 1 ). 

Formalizándose  el  segundo,  se  dice  que  la 
sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones,  confir- 
mando la  del  juzgado,  ha  infringido  el  artículo 
2132  del  Código  Civil,  porque  el  mandatario 
obliga  al  mandante  en  todos  aquellos  actos 
que  ejecuta  dentro  de  la  órbita  de  su  mandato 
y  á  virtud  de  facultades  especiales; y,  conforme 
á  los  términos  del  poder,  Delattre  estaba  fa- 
cultado para  tomarempréstitos.ya  que  podía 
contratar  cuentas  corrientes  y  estas  operacio- 
nes importan  sólo  un  ejercicio  del  crédito  que 
equivale  á  tantos  mutuos  cuantos  sean  los 
giros  en  descubierto. 

Que  se  ha  infringido  también  el  precepto  del 
artículo  15GÜ  del  mismo  Código,  porque  la 
intención  claramente  manifestada  por  las  par- 
tes, según  aparece  del  examen  del  expediente, 
fué  la  de  que  el  mandato  facultaba  á  Delaitre 
para  contraer  empréstitos,  obligando  la  res- 
ponsabilida<l  de  su  mandante.ylas  partes  han 
aplicado  en  este  sentido  et  contrato^  violán- 
dose, al  fallar  lo  contrario,  el  artículo  1 564. 

rij  PáR.  4y. 

JUKIS. 


Que  tampoco  tomó  en  cuenta  la  Sala  senten- 
ciadora que  el  acto  ejecutado  por  Delaitre  ha 
sido  expresamente  ratificado,  infringiendo  así 
los  artículos  325,  326,  327  y  328  del  Código 
de  Comercio,  según  los  cuales  un  factor,  como 
era  Delaitre  respecto  de  Limoun,8Ólo  por  este 
hecho  obliga  á  su  comitente  en  todo  caso,  aun 
cuando  abuse  ó  viole  sus  instrucciones. 

Que  al  aceptar  la  sentencia  recurrida,  la  de 
primera  instancia,  que  declara  que  no  es  bas- 
tante el  título  para  la  ejecución,  infringió  la 
ley  de  8  de  febrero  de  1837,  porque,  según  esta, 
habría  procedido  la  nulidad;  y  no  acoger  la 
excepción  que  sólo  procede  cuando  se  trata  de 
vicios  que  miran  á  la  forma  del  documento  y 
no  al  fondo,  y  además  porque  según  esta  ley, 
que  regía  á  la  época  en  que  se  ejecutaron  los 
actos  que  motivan  el  recurso,  el  documento 
^ué  reconocido  judicialmente  por  la  única  per- 
sona que  podía  hacerlo,  y  adquirió  por  ello  el 
debido  mérito  ejecutivo. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  la  sentencia  recurrida,  que  confirmó 
sin  modificación  alguna  la  de  primera  instan- 
cía,  y  aceptó,  en  consecuencia,  todos  los  fun- 
damentos y  consideraciones  legales  en  que 
aquélla  se  apoya,  no  ha  infringido,  como  se 
pretende,  la  disposición  del  artículo  2132  del 
Código  Civil,  pues  sí  bien  este  artículo  pres- 
cribe que  el  mandato  confiere  al  mandatario 
el  poder  de  efectuar  los  actos  de  administra- 
ción, y  si  el  mandato  que  en  compulsa  aparece 
á  fs.  5  para  que  don  Feliciano  Delaitre  admi- 
nistrase el  negocio  de  quincallería  denominado 
"San  Pedro",  de  propiedad  de  don  José  Limo- 
zin,  contiene  la  cláusula  especial  deque  el  man- 
datario puede  celebrar  contratos  de  cuenta 
corriente,  deninguno  de  los  preceptos  de  aquel 
artículo  se  desprende  que,  con  motivo  de  esa 
ariministración,  ni  á  consecuencia  de  la  cláu- 
sula especial,  el  mandatario  pueda  entenderse 
facultado  también  para  celebrar  contratos  de 
mutuo  ordinario,  enteramente  diversos  de 
aquél,  atendida  la  naturaleza  jurídica  de  uno 
y  otro; 

2^  Que  tampoco  aparece  que  en  el  pronun. 
ciamiento  de  esa  sentencia  se  haya  violado  lo 
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prescrípto  en  los  artículos  1560  y  1564  del  zacioaes  que  se  hayan  conferido  al  mandnta- 

Código  Civil,  va  que,  atendido  lo  expuesto  en  rio,  siendo  éstas  de  muy  diversa  natnraleza 

el  considerando  anterior,  lainterpretación  que  que  las  iastruccioncs,  que  pueden  ser  y  que  rie 

se  ha  dado  al  contrato  de  mandato  á  que  se  ordinario  son  privadas,  que  á  este  mismo  se 

refiere  el  documento  de  fs.  5,  es  la  genuina  y  dan  por  el  mandante  para  el  manejo  interno 

verdadera;  del  negodo  y  que  no  es  necesario  conozcaji  los 

3^  Qtie,  en  cuanto  á  la  violación  de  los  ar-  terceros  que  contratan  con  el  mandatario,  en 

tículos  225  y  228  del  Código  de  Comercio,  en  representación  de  su  mandante,  desde  que  no 

que  también  se  funda  el  recurso,  exponiendo  Ies  afectan; 

que  el  contrato  de  mutuo  de  que  da  cuenta  el  7^  Que  lejos  de  aparecer  que  en  la  sentencia 

documento  de  fs.  2,  ha  sido  ratificado  por  el  recurrida  se  haya  violado  la  ley  deSde  febrero 

mandante  don  José  Limozin,  ratificación  que,  de  1837,  vigente  á  la  fecha  en  que  Del.-iiírc 

según  se  desprende  del  considerando  8^  de  la  practicó  el  reconocimiento  de  la  firma  del  do- 

sentencia  de  fs.  93,  no  ha  existido,  sería  ésta  cumento  deis.  2,  por  no  habérsele  atribuido 

una  cuestión  de  hecho  que  el  Tribunal  de  Apc-  mérito  ejecutivo  en  virtud  de  ese  reconoci- 

laciones  ha  podido  apreciar  con  facultad  pri-  miento,  se  ha  cumplido  estrictamente  con  sus 

vativa;  prescripciones  y  especialmente  con  lo  dispues- 

4'  Que,  por  otra  parte,  cualquiera  que  sea  to  en  el  número  5'  del  artículo  1'  y  artículos 

la  índole  ó  naturaleza  jurídica  del  contrato  á  10  y  12,  según  los  cuales  el  reconocimiento  de 

que  se  refiere  el  ya  citado  documento  de  fs.  2,  la  firma  de  un  documento  privado  debe  ser 

y  aun  cuando  hubiere  de  aplicarse  á  él  la  legis-  practicado  por  el  deudor  ó  la  parte  contra 

lación  comercial  para  la  resolución  del  juicio  quien  se  diríjala  ejecución,  que  debe  seguir, 

segfutdo  en  estos  autos,  no  habría  tampoco  también  contra  el  deudor  que  la  ha  recono- 

violación  de  los  artículos  del  Código  de  Co-  cido,  siendo  que  en  el  caso  de  que  se  trata 

mercio,  que  se  dicen  infringidos,  toda  vez  que  dicho  reconocimiento  fué  efectuado  por  ilon 

ese  contrato  no  corresponde  al  giro  ordinario  Feliciano  Delaitre  en  circunstancias  deque 

del  negocio  para  cuya  administración  se  con-  había  sido  revocado  ya  el  poder  que  tenía 

finó  el  poder,  ni  se  ha  pretendido  siquiera  que  de  don  José  Limozín,  como  aquél  mismo  lo  cx- 

hubiese  sido  celebrado  por  orden  del  comiten-  presa  en  la  diligencia  respectiva, 

te,  ni  que  el  resultado  de  la  negociación  se  hu-  Con  el  mérito  de  las  consideraciones  que 

hiere  convertido  en  provecho  de  este  mismo;  preceden  y  visto  además  lo  dispuesto  en  los 

5'  Que  si  bien  la  violación  de  las  instruc^^^ío-  artículos  940,  960  y  979  del  Código  de  Proce- 

nes  ó  el  abuso  de  confianza  de  parte  de  los  dimiento  Civil,  se  declara  sin  lugar  el  recurso, 

factores  ó  depedíentes,  no  exoneran  á  sus  co-  con  costas.  Queda  aplicada  A  favor  del  Fisco 

mitentes  de  la  obligación  de  llevar  á  efecto  los  la  cantidad  de  300  pesos,  consignada  para  la 

contratos  que  aquellos  hagan  á  nombre  de  és-  interposición  de  este  recurso  de  casación  en  el 

tos,  como  se  prescribe  en  el  articulo  327,  no  fondo.—Gabriel  Gacte.—José  Alfonso  Gaíva- 

sucede  lo  mismo  con  las  autorizaciones  ó  fa-  nno  Gallardo. — V.  Aguirre  V. — Leoncio  Rodrí- 

cultades  dentro  de  las  cuales  debe  obrar  el    guez  Miguel  L.  Valdes.—L.  Romilio  Mora. 

mandatario  para  que  el  contrato  celebrado  A 
nombre  del  mandante  pueda  afectar  A  éste; 

6^  Que  lo  expuesto  en  el  considerando  pre- 
cedente toma  todavía  mayor  fuerza,  si  se   

atiende  á  lo  prescripto  en  los  artículos  22,  nú- 
mero 5^  y  339  del  Código  aludido  y  artículo 
35  del  Reglamento  para  el  Registro  de  Comer- 
cío,  pues  en  esas  disposiciones  se  ordena  tomar 
razón  de  los  poderes  en  el  Registro  respectivo, 
debiendo  contener  la  inscripción  correspon- 
diente, entre  otras  circunstancias,  las  autorr 
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Cas.  CÍV.—28  dé  majo  de  1904 

Soto  con  Fernández 

Insoripoión  de  propiedad.  —  Prohibí, 
olón  de  enajenar.— Faltada  oitaoión. 
-Sentencia  Inteloontoria  qne  pone 
término  al  juicio. -lyeouolÓT  de  la 
sentencia  reclamada  mientras  pende 
el  reoarso. 

Doctrina:— fixisí/encfo  una  prohibición 
judicial  de  enajenar  ó  gravar  un  fundo 
inscrito  con  anterioridad á  ta  ^ha  en  que 
la  personn  á  quien  se  impuso  dicha  pro- 
hibición lo  vende  á  un  tercero^  no  puede 
procederse  á  cancelar  dicha  prohibición 
é  inscribir  la  compraventa  sin  que  en  la 
instancia  sea  oído  el  tercero  que  obtuvo 
la  prohibición. 

El  recurso  de  casación  en  el  fondo  inter- 
puesto contra  ¡a  sentencia  que  ordenó  la 
cancelación  de  esa  prohibición  sin  oir  al 
que  ¡a  había  obtenido,  no  suspende,  sin 
embargo,  el  cumplimiento  de  dicha  sen- 
tencia con  arreglo  al  número  1^  del  ar- 
ticulo 947  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil 


En  un  juicio  seguido  por  don  Cotidto  Per. 
nández  contra  don  Manuel  Aguirre  solicitó 
aquel  la  prohibición  de  enajenar  y  gravar  una 
propiedad  ubicada  en  el  departamento  de  la 
Victoria.  La  prohibición  fué  decretada  el  11 
de  noviembre  de  1901  y  fué  anotada  presunti- 
vamente en  el  Registro  del  Conservador  de 
Bienes  Raíces,  renovándose  periódicamente  la 
anotación;  y  hallándose  ésta  vigente,  Aguirre 
vendió  la  propiedad  á  don  José  Ventura  Soto, 
quien  requirió  del  Conservador  de  Bienes  Raf- 
ees lainscripcíón  de  la  escritura  públicadecom- 
praventa  y  habiéndose  negado  á  efectuarla, 
Soto  se  presentó  al  Juzgado  de  San  Bernardo 
solicitando  se  ordenara  á  dicho  funcionario 
practicara  la  inscripción. 


Explicando  los  fundamentos  de  su  negativa 
expuso  éste  lo  siguiente: 

"Certifico  que  no  he  procedido  á  inscribir  el 
título  á  que  estos  antecedentes  se  refieren  por- 
que existe  anotada  una  prohibición  presunti- 
va de  enajenar  ó  gravar  dicha  propiedad,  de- 
cretada en  el  juicio  que  don  Cotidio  Fernández 
sigue  con  don  Manuel  Aguirre  sobre  cumpli- 
miento de  contrato,  con  fecha  11  de  noviem- 
bre de  1901,  la  que  se  ha  ido  renovando  de 
dos  en  dos  meses  á  solicitud  verbal  del  intere- 
sado. 

Existe,  además,  vigente  una  inscripción  so- 
bre promesa  de  venta,  celebrada  entre  loa  se- 
ñores Aguirre  y  Fernández,  referente  á  la  mis- 
ma propiedad,  con  fecha  26  de  marzo  de  1899. 

—San  Bernardo,  7  de  septiembre  de  1903  

Ramón  Baeza." 

El  Juzgado  proveyó: 

San  Bernardo,  7  de  septiembre  1903 — Vis- 
tos: teniendo  presente: 

1'  Lo  expuesto  en  el  certificado  que  precede; 

2^  Que  la  prohibición  de  enajenar  á  que  se 
refiere  el  primer  punto  de  ese  certificado,  ha 
caducado  por  no  haberse  renovado  oportuna- 
mente, por  decreto  judicial;  y 

3^  Que  la  inscrípdón  de  la  escritura  de  pro- 
mesa de  venta  á  que  se  refiere  el  segundo  pun- 
to del  mismo  certificado,  quedó  sin  efecto  por 
sentencia  gecutoríada,  de  lo  cual  da  testimo- 
nio el  expediente  que  se  ha  tenido  á  la  vista  y 
lo  dispuesto  en  los  artículos  18  y  59  del  Re- 
glamento del  Conservador  de  Bienes  Raíces, 
se  declara:  que  debe  hacerse  la  inscripción  que 
se  solícita  en  el  escrito  de  f.  1,  cancelándose, 
en  consecuencia  la  prohibición  presuntiva,  de- 
cretada por  este  juzgado  r  la  inscripción  de 
la  escritura  de  promesa  de  venta  A  que  se  re- 
fiere el  certificado  del  Conservador. —  L.  Le- 
zaeta. 

Y  como  reclamase  Fernández,  dictó  la  si- 
guiente resolución: 

San  Bernardo,  9  de  septiembre  de  1903.— 
Vistos:  teniendo  presente: 

1*^  Que  este  juzgado  no  ha  mandado  cance- 
lar ninguna  prohibición  decretada  por  los  se- 
ñores jueces  de  Santiago;  y 

2'  Que  la  decretada  presuntivamente  por 
este  juzgado,  en  el  juicio  que  sigue  don  Cott- 
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dio  Fernández  con  don  Manuel  Aguirre,  cadu- 
có de  hecho  por  no  haberse  renovado  oportu- 
namente por  decreto  judicial,  se  declara:  que 
no  ha  lugar  á  lo  que  se  pide  en  lo  principal  de 
este  escrito  y  se  concede  el  recurso  de  apela- 
ción interpuesto  en  subsidio  L.  Lezaeta. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  falló: 

Santiago,  19  de  octubre  de  1903.— Vistos: 
se  confirma,  con  costas  del  recurso,  el  auto 
apelado  de  9  de  septiembre  del  presente  año. 
corriente  á  fs.  9.— Devuélvanse. -J^.  Beraales.— 
A.  Vergara  Albaao.—E.  Donoso  V. 

Don  Cotidio  Fernández,  interpuso  contra 
esta  sentencia  el  recurso  de  casación  en  el  ton- 
da, fundado  en  que  al  mandarse  inscribir  un 
título  de  propiedad,  á  pesar  de  existir  vigente 
la  inscripción  de  una  prohibición  de  enajenar 
esa  misma  propiedad,  sin  que  previamente  se 
cnnoeUise,  cou  citación  suya,  la  referida  pro- 
hibición de  enajenar;  dicha  sentencia  infringía 
el  artículo  1464  del  Código  Civil;  los  artículos 
57,  90  y  91  del  Reglamento  del  Conservador 
de  Bienes  Raíces,  y  287,  inciso  1^  del  Código 
de  Procedimiento. 

Mientras  se  tramitaba  el  recurso  ante  la 
Corte  Suprema  el  mismo  recurrente  hizo  pre- 
sente que  Soto  había  logrado  inscribir  sutítu- 
ioyhacerque  cancelasen  la  prohibición  de  ena- 
jenar y  gravar,  todo  lo  que  estimaba  absolu- 
tamente irregular  y  pedía  se  ordenara  sin  más 
trámite  que  se  dejaran  las  cosas  tales  curjo 
estaban  antes. 

Para  formular  esta  petición  se  fundaba  en 
el  inciso  1'  del  artículo  947  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  el  cual  dispone  que  el 
recurso  de  casación  suspende  la  ejecución  de 
la  sentencia. 

Tramitada  esta  incidencia, 

La  Corte  resolvió: 

Santiago,  9  de  marzo  de  1904.  —  Vistos: 
Teniendo  presente  la  naturaleza  del  asunto  y 
visto  lo  dispuesto  en  el  número  1'  del  artícu- 
lo 947  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
declara  sin  lugar  lo  pedido  por  don  Cotidio 
Fernández  en  el  escrito  de  fs.  32. 

Esta  resolución  ha  sido  acordada  por  una- 
nimidad después  de  desechada  la  indicación 
previa  del  señor  Ministro  don  Anacleto  Montt 


para  que  se  devolvieran  los  autos  al  juez  de 
primera  instancia  á  quien,  en  su  concepto, 
correspondía  conocer  del  incidente  [Hximovi- 
do.~Gabriel  Gaetc  — Leopoldo  Vrratia.— J. 
Gabriel  Palma  Guzmán.—Galvaríno  Gallar- 
do.—V.  Aguirre  V.— Leoncio  Rodríguez. — .4. 
Montt. 

Y  en  el  recurso  de  casación  falló: 

Teniendo  presente: 

1^  Que,  con  anterioridad  á  la  fecha  en  que 
don  Manuel  Aguirre  Formas  transfirió  ü  don 
José  Ventura  Soto  el  dominio  del  fundo  "Los 
Inquilinos"  había  obtenido  don  Cotidio  Fer- 
nández la  prohibición  judicial  de  enajenar  ó 
gravar  dicho  fundo,  prohibición  que  no  había 
sido  revocada  por  ningún  decreto  posterior;  y 

2*^  Que,  en  consecuencia,  en  la  gestión  en- 
tablada por  Soto  para  que  se  inscribiera  su 
títido  de  propiedad  y  se  cancelara  la  prohibi- 
ción de  que  se  trata,  que  aparecía  subsistente 
en  el  Registro  del  Conservador  respectivo,  de- 
bía ser  oído  don  Cotidio  Fernández  como  in- 
teresado en  el  mantenimiento  de  ella. 

Visto  lo  prevenido  en  los  artículos  949  y 
941,  número  9'  y  966,  número  1',  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  se  suspenden  los  efec- 
tos de  la  resolución  dcTde  septiembre  último, 
que  se  registra  á  fs.  6  vuelta,  y  de  todo  lo 
obrado  con  posterioridad,  y  se  repone  el  ne< 
gocio  al  estado  de  proveer  conforme  á  dere- 
cho la  solicitud  de  f.  1,  la  cual  debe  ser  re- 
suelta con  audiencia  de  don  Cotidio  Fernán- 
dez y  de  don  Manuel  Aguirre  Formas. 
.  Redactada  por  el  señor  Ministro  Saavedra. 
Gabriel  Gaete.—José  AUoaso. —  Leopoldo 

Urrutia  V.  Aguirre  ".—Leoncio  Rodríguez.— 

Carian  Varas.—  Abel  Saavedra.—  E.  Fóstcr 
Rccabarren. 
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Cas.  CÍV.—28  (Je  mayo  de  1904 
Morales  Samuel  Jesús 

Exoluslón  de  municipales.  -Parentes- 
00;  prueba  por  documentos  supleto- 
rios.—Residenoia  anterior  á  la  eleo* 
olón.— Improoedenola  del  reourso. 

Doctrina: — A  falta  de  las  partidas  de 
nacimiento^  comprueban  el  estado  civil 
de  hermanos  legítimos,  las  partidas  de 
matrimonio  y  de  defunción  jr  el  testamen- 
to que  conñrman  la  información  testimo- 
nial. 

La  vecindad  que  exige  el  artículo  4^  de 
la  ley  de  municipalidades  para  poder  ser 
elegido  municipal  debe  entenderse  en  ei 
sentido  que  el  elegido  resida  en  el  territo- 
rio municipal,  á  la  lecha  de  la  elección^ 
pues  la  ley  no  ha  podido  ponerse  en  el 
caso  de  que  los  ciudadanos  pudieran  con- 
ñar  la  gestión  de  sus  intereses  comunales 
á  personas  que  por  no  residir  dentro  del 
territorio  municipal,  no  tendrían  en  él  un 
interés  inmediato,  ó  que  se  obligara  á  un 
ciudadano,  por  el  hecho  de  elegirlo  muni- 
cipal, á  concurrir  bajo  severas  penas,  á 
desempeñar  su  mandato  á  un  lugar  dis- 
tante del  de  su  residencia. 

El  recurso  de  casación  es  de  derecho  es- 
tricto y  no  puede  aplicarse  á  las  senten- 
tias  recaídas  en  una  reclamación  sobre 
exclusión  de  municipales  que  versa^  por 
consiguiente,  sobre  constitución  de  un 
poder  páhlico,  asunto  de  índole  política 
que  no  está  reglamentado  por  el  Código 
de  Procedimiento  Civil,  cuyas  disposicio- 
nes, según  lo  prevenido  en  el  articulo  V* 
se  aplican  á  las  reglas  de  enjuiciamiento 
en  contiendas  cirika  entre  partes  y  en  los 
actos  de  jurisdicción  no  contenciosa  cuyo 


conocimiento  corresponde  á  los  tribuna 
les  de  justicia  (1). 


Don  Samuel  Jesús  Morales  se  presentó  á  la 
Municipalidad  de  Curepto  pidiendo  la  exclu- 
sión de  los  municipales  don  Manuel  Gregorio 
González  y  don  Romilio  Labra. 

La  deJ  primero  fundada  en  el  artículo  7* 
de  la  ley  de  municipalidades,  por  cuanto  fue- 
ron elegidos  municipales  de  la  comuna  en  las 
últimas  elecciones  el  dicho  don  Manuel  Gre- 
gorio González  y  don  Bfrain  González  que  son 
primos  hermanos,  y  consta  del  documento 
que  acompañaba  que  don  Manuel  Gregorio  ob- 
tuvo mayor  número  de  votos  que  don  EfrcUn. 

La  de  don  Romilio  Labra  la  fundó  en  no 

<1|  Partieípamos  de  la  opinión  de  los  Beflores  mi- 
nistros Palma  Gaztnán,  Urrutia  y  Rodríguez.  Ki 
ley  de  municipalidades  no  h<i  sometido  las  reclama- 
ciones sobre  exclusión  de  municipales  i  un  prooedi- 
miento  especial  y  deben  estar  .naturalmente  com- 
prendidos entre  los  asantos  civiles,  desde  que  las 
cansas  de  que  conocen  los  Tribunales  de  Justicia  son 
civiUit  6  eriminaUt  segi'm  el  precepto  constitucional  y 
la  disposicióu  de  la  ley  de  15  de  octubre  de  1875  que 
les  someten  todos  los  asuntos  judiciales  que  se  pro- 
mnevan  en  el  orden  temporal  dentro  del  territorio 
de  la  República  cualquiera  qae  sea  ou  naturaleza. 

Las  reclamaciones  presentadas  á  la  justicia  ordi- 
naria contra  las  resulucionea  de  las  mimioipalidadei} 
referentes  á  exclusiones  de  sus  miembros  y  que  de- 
ben ser  resueltas  en  plazo  breve,  prooedténdosa  en 
dicho»  Juicios,  según  la  expresión  del  artículo  15  de 
la  ley  de  22  de  diraembre  de  I89t  de  oficio,  breve  y 
sumariamente,  con  intervención  del  ministerio  pú- 
blico., en  papel  simple,  libres  de  derechos  de  arance- 
les y  oonsnlt&ndose,  si  no  fuere  apelada,  k  senten- 
cia de  primera  instancia,  y  fallándose  en  8egnn<la, 
sin  esperar  la  comparecencia  de  laa  partes,  no  han 
sido  sometidas  á  reglas  especiales  en  lo  referente  á 
loa  trámites  del  juicio,  rendición  de  la  prueba,  etc  , 
y  se  había  entendido  antes  de  la  promulgación  del 
Código  de  Procedimiento  Civilqne  rejían  al  respecto 
laa  reglas  ordinarias  del  enjuiciamiento. 

La  citación  det  municipal  objetado  era  estimada 
uniformemeote  como  caUHol  de  nulidad  y  había  sido 
declarada  repetidas  veces  por  los  Tribunales,  ya  du 
oficio,  ya  á  petición  de  la  )>arte  interesada. 

Yéase  el  artionlo  f  Uu  causas  electorales  ante  el 
Código  de  Procedimiento  Oivil,ide  don  Manuel 
Salas  Lavaqui,  Part.  1  pág.  24. 

L.  O.  S. 
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tener  la  residencia  6  vecindad  que  exige  el 
articulo  4'  de  la  ley  de  municipalidades  y  por 
estar  inscripto  en  la  comuna  y  departamento 
de  Vichuquén»  según  consta  del  certificado  que 
acompañó. 

La  mayoría  de  la  Ilustre  Municipalidad, 
negó  lugar  á  estas  exclnsiones;  y  con  este  mo- 
tivo solicitó  de  la  justicia  ordinaria  se  diera 
lugar  á  la  exclusión  de  los  dos  municipales  in- 
dicados. 

Con  fecha  5  de  agosto  de  1903  el  juzgado 
de  Curepto  resolvió: 

Considerando  en  cuanto  á  la  reclamación 
contra  el  municipal  don  Manuel  Gregorio 
González: 

Que  de  las  partidas  de  fs.  19  y  20  consta 
que  el  municipal  expresado  es  hijo  legítimo  de 
don  José  Ignacio  González  y  el  municipal  don 
Efraín  González,  lo  es  de  don  Juan  González. 

Que  para  establecer  que  don  José  Ignacio  y 
donjuán  González  fueron  hermanos  legítimos, 
hijos  de  don  José  Miguel  González  y  de  doña 
Bartolina  Date,  obran  á  falta  de  las  partidas 
de  nacimiento,  las  de  defunciones  y  matrimo- 
nias de  ambos,  que  así  lo  declaran,  corrríentes 
á  fs.  21,  22,  23  y  24,  y  el  testamento  de  don 
José  Ignacio,  en  que  hace  igual  declaración  y 
que  en  la  parte  conducente  se  ha  certificado. 

Que  el  mérito  de  estos  documentos,  lo  con- 
firma la  información  testimonial  rendida. 

Que  el  mismo  municipal  objetado  expuso  en 
su  declaración  ser  hijo  de  don  José  Ignacio 
González,  quien  á  su  vez  lo  era  de  don  José  Mi- 
guel González  y  de  doña  Bartolina  Date;  que 
en  cuanto  A  don  Efraín  González  había  oído 
decir  que  era  hijo  de  don  Juan  Nicolás  Gonzá- 
lez, y  éste  á  su  vez  de  su  abuelo  don  José  Mi- 
guel, no  negándolo  por  su  piu'te,  sino  agregan- 
do simplemente  que  eso  á  él  no  le  constaba. 

Que  asimismo  el  coadyuvante  que  se  ha 
hecho  parte  en  la  causa  para  defender  la  vali- 
dez de  la  elección  de  don  Manuel  Gregorio 
González  no  ha  probado  ni  intentado  probar 
que  los  nombrados  don  José  Ignacio  y  don 
Juan  González  no  hubieran  sido  hijos  de  don 
José  Miguel  González  y  de  doña  Bartolina 
l»atc  sino  de  otras  personas. 

Y  que  del  certificado  de  f.  1  consta  que  el 
municipal  don  Efraín  González  obtuvo  tres 
votos  más  que  dan  Manuel  Gregorio, 


Considerando  en  cuanto  á  la  reclamación 
del  municipal  don  Romilio  Labra: 

Que,  según  las  declaraciones  de  don  Pedro 
Tejías,  don  Manuel  Jesús  Velasco  ydon  Eñ-aín 
González,  rendidas  por  el  reclamante,  el  expre- 
sado señor  Labra  vivió  en  este  pueblo  hasta, 
fines  del  año  en  que  contrajo  matrimonio, que 
fué  en  septiembre  del  97;  que  con  postmoñ 
dad  vivió  tres  años  en  ••Docamávida  comuna 
de  Gualleco  de  este  departamento  y  desde  ha- 
cen dos  en  ••Idahue>'  del  departamento  de  Vi- 
chuquén. 

Que,  según  las  declaraciones  de  don  Antonio 
Segovia,  don  Pascual  Morales  y  don  Manuel 
Gregorio  González,  rendidas  por  el  coayuvan- 
te  que  sostiene  la  validez  de  la  elección  del  se- 
ñor Labra,  éste  residió  en  este  pueblo  hasta 
poco  más  de  un  año  después  de  casado. 

Que,  en  consecuencia,  el  reclamante  y  la  con- 
traparte están  implícitamente  de  acuerdo  en 
que  á  lo  menos  desde  cuatro  años  antes  de  la 
elección  el  señor  Labra  había  dejado  de  residir 
en  la  comuna  de  este  pueblo. 

Que  el  artículo  4*  de  la  ley  de  municipalida- 
des, dice:  "que  para  poder  ser  elegido  municí- 
par\se  requieren  cinco  años,á  lómenos, deve- 
cindad  en  el  territorio  de  la  Municipalidad. 

Que  esta  prescripción  debe  entenderse  en  el 
sentido  que  el  elegido  resida  en  el  territorio 
municipal,  á  la  fecha  de  laelección.áfin  de  evi- 
tar ponerse  en  el  casoquelaley  haya  aceptado 
que  los  ciudadanos  pudieran  conferir  la  ges- 
gión  de  sus  intereses  comunales  á  personas  que, 
por  no  residir  dentro  del  territorio  municipal, 
no  tendrían  en  ellos  un  interés  inmediato;  y  lo 
que  es  más,  á  aceptar  que  se  obligara  á  un  ciu- 
dadano por  el  hecho  de  elegirlo  municipal,  que 
es  catgo  irrenunciable,  á  concurrir,  bajo  seve- 
ras penas,  á  desempeñar  su  mandato,  á  un  dis- 
tante punto  del  que  ha  fijado  su  residencia. 

Vista  la  disposición  citada  y  el  artículo  7^ 
de  la  misma  ley,  se  da  lugar  á  la  exclusión  de 
los  municipales  don  Manuel  Gregorio  Gonzá- 
lez y  don  Romilio  Labra.— Afart/jief. 

Don  M  anuel  Gregorio  González  y  don  Romi- 
lio Labra,  dedujeron  contra  esta  sentencia 
los  recursos  de  nulidad  y  apelación. 

Fundaban  el  primero  de  dichos  recursos  en 
varias  causales  que  se  resumen  todas  en  no  ha- 
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ber  sido  parte  en  el  juicio  n¡  tenido  siquiera 
conocimiento  de  él. 

La  Corte  de  Talca,  falló  con  fecha  8  de  octu- 
bre de  1903: 

Considerando  en  cnanto  al  recurso  de  nu- 
lidad: 

f  Qnc  si  bien,  según  se  desprende  de  autos 
que  en  concepto  deljueza^uo  no  debió  de  tenér- 
seles como  parte,  aparece,  sin  embargo,  de  las 
diligencias  de  fs.  13  y  fs.  14  que  fueron  llama- 
dos é  declarar  y  dieron  todas  las  explicaciones 
que  estimaron  del  caso  á  ñn  de  desvirtuar  los 
fundamentos  aducidos  á  favor  de  su  exclusión 
en  el  escrito  de  fs.  5;  y 

2^  Qne  á  pesar  de  haber  tenido  pleno  cono- 
cimiento del  juicio,  según  lo  expuesto  en  el  con- 
siderando anterior  no  se  hicieron  parte  ni  de- 
dujeron reclamación  de  ninguna  clase  en  tiem- 
po oportuno. 

Por  estos  fundamentos  y  de  acuerdo  con  lo 
dispuesto  en  el  artículo  6^  de  la  ley  de  1^  de 
marzo  de  1837,se  declaraque  no  hay  nulidad. 
Y  viendo  lacausaporla  apelación,  se  confirma 
la  sentencia  apelada  de  5  de  agosto  último. 

Se  revoca  en  la  parte  apelada  el  auto  de  21 
de  septiembre  próximo  pasado,  y  se  declara 
sin  lugar  lamultade  cincuenta  pesos  impuesta 
á  don  Romilio  Labra. 

Acordada  por  unanimidad,  menos  en  cuanto 
A  la  inadmisibilidad  del  recurso  de  nulidad  que 
lo  fué  contra  el  voto  del  señor  Ministro  Urru- 
tia  que  estuvo  por  dar  lugar  á  la  nulidad  fun- 
dándose en  que  la  citación  de  las  partes  es  trá- 
mite esencial  en  todo  juicio  y  su  omisión  vicia 
el  procedimiento,  por  lo  que  debe  reponerse  el 
proceso  al  estado  de  notificarse  á  los  excluidos 
don  Manuel  Gregorio  González  y  don  Romilio 
Labra  la  reclamación  de  don  Samuel  Jesús 
Morales. 

El  señor  Ministro  Herrera  tuvo  además  pre- 
sente para  desechar  la  nulidad  los  fundamen- 
tos consignados  en  su  voto  especial,  emitido  el 
26  de  junio  de  1900  en  la  reclamación  sobre 
exclusión  de  un  miembro  de  la  Municipalidad 
de  Cauquénes  interpuesta  por  don  Serapío 

Soto  Montero.— J,  C.  Herrera.— F.  Román. 

—Z.  Urrutia. 

DonLucindo  Matus,por  don  Romilio  Labra 
y  otros,  interpuso  recurso  de  casación  en  el  fon- 
do contra  esta  sentencia,  por  cnanto  al  desesti- 


marlos recursos  de  nulidad  ó  casación  en  la  for- 
ma interpuestos  contrata  sentencia  de  primera 
instancia,  fundados  en  haberse  omitido  en  la 
secuela  del  juicio  algunos  de  los  trámites  ó  di- 
ligencias esenciales  determinadosen  el  artículo 
966  del  Código  citado,  había  infringido  el  nú- 
mero 9^  del  artículo  941  del  mismo,  y  porcjue  al 
confirmar  la  sentencia  de  primera  instancia 
que  excluyó  á  don  Romilío  Labra,  por  no  resi- 
dir actualmente  y  desde  cinco  años  antes  en  el 
territorio  municipal,  sin  embargo  de  constar 
y  reconocer  por  el  reclamante  que  con  anterio- 
ridad había  residido  más  de  ese  período,  y  á 
don  Manuel  Gregorio  González  como  pariente 
en  cuarto  grado  de  consanguinidad  de  don 
Efraín  González,  infringió  el  artículo  4'  de  la 
ley  de  municipalidades  que  si  bien  exige  para 
ser  municipal  cinco  años  de  vecindad  en  el  te- 
rritorio delacomuna,nod¡ceen  ninguna  parte 
que  esos  cinco  años  deben  ser  inmediatamente 
anteriores  á  la  elección,  y  los  artículos  305  y 
309  del  Código  Civil  que  establecen  el  modo  y 
forma  enteramente  diversos  á  los  ejercitados 
en  esta  causa,  como  debe  acreditarse  el  estado 
civil  de  las  personas. 

Por  parte  de  don  Samuel  Jesús  Morales  se 
pidió  se  declarara  improcedente  el  recurso  in- 
terpuesto, y 

La  Corte  ordenó  traer  los  antecedentes  en 
relación  sobre  la  procedencia  del  recurso  y 
dictó  la  sentencia  siguiente: 

Teniendo  presente: 

1'  Que,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  1' 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  susdisposi- 
ciones  se  aplican  á  las  reglas  de  enjuiciamien- 
to, en  contiendas  civiles  entre  partes,  y  en  los 
actos  de  jurisdicción  no  contenciosa,  cuyo 
conocimiento  corresponde  á  los  Tribunales  de 
Justicia  y,  en  consecuencia,  los  recursos  esta- 
blecidos en  dicho  Código  sólo  pueden  regir 
respecto  de  sentencias  pronunciadas  en  los  ne- 
gocios á  que  ese  artículo  se  refiere; 

2^  Que,  en  el  caso  actual,  se  trata  de  un 
recurso  de  casación  en  el  fondo  interpuesto 
contra  la  sentencia  recaída,  en  una  reclama- 
ción sobre  exclusión  de  municipales  que  versa, 
por  consiguiente,  sobre  constitución  de  un  po- 
der público,  asunto  de  índole  política  que  no 
está  reglamentado  por  las  disposidones  de 
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aquel  Código,  sino  en  la  ley  especial  de  22  de 
diciembre  de  1891;  y 

3'  Que.  sieiido  el  recurso  de  casación  de  de. 
recho  estricto,  no  puede  aplicarse  por  analo- 
gía, pues,  con  arreglo  al  articulo  937  del  cita' 
do  Código,  "se  concede  para  invalidar  una 
sentencia  en  los  casosexpresamente  señalados 
por  la  ley;»  y 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  954,  OfíO 
y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
declara  improcedente  el  recurso  de  casación  en 
el  fondo  deducido  contra  la  sentencia  de  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Talca  de  8  de  octubre 
de  1903,  con  costas.  Queda  aplicada  al  Pisco 
la  multa  consignada.— Redactada  por  el  Mi* 
nistro  señor  Gallardo. 

Acordada  contra  el  voto  de  los  señores  Mi- 
nistros  Urrutia,  Palma  Guzmán  y  Rodríguez, 
quienes  opinaron  por  la  procedencia  del  recur. 
so  en  virtud  de  los  fundamentos  que  consignan 
en  el  libro  respectivo.—  Gabriel  Gaete, — 7osé 
Alfonso.— Lcopoido  Ürratia.—J.  Gabriel  Pal- 
ma GaMináa.—Galrariao  Gallardo  V.  Águi- 

rre  V, — Leoncio  RodrígncM. —  Carlos  Varas.— 
E.  Fóster  Recabarren. 

VOTO  BSPBCIAI, 

En  el  recurso  de  casación  en  la  forma,  ínter- 
puesto|á  nombre  de  don  Romilio  Labra  y  otros 
contra  la  sentencia  pronunciada  en  8  de  octu- 
bre de  1903,  que  se  registra  á  fs.  120,  «1  Tri- 
bunal ha  declarado  improcedente  el  recurso, 
pero  el  que  suscribe  disintiendo  de  la  mayoría 
del  Tribunal,  ha  sido  de  opinión  que  el  recurso 
es  procedente  y  que  debe  darse  lugar  A  &\  por 
las  razones  siguientes: 

La  jurisdicción  de  los  tribunales  de  justicia 
está  dividida  y  se  ejerce  en  dos  clases  de  pro- 
cedimientos: el  civil  y  el  criminal.  KI  procedi- 
miento civil,  es  regido  por  el  Código  de  Troce- 
dimiento  Civil;  el  criminal  se  regirá  por  el  Có- 
digo de  Procedimiento  criminal,  y,  mientras 
se  promulga  el  que  se  encuentra  en  pro^'ecto, 
por  las  leyes  vigentes  en  materia  criminal. 

Esta  regla  no  admiteotrasexcepciones  sino 
las  establecidas  en  leyes  especiales,  las  que  se 
aplican  de  preferencia  en  todo  aquello  que  mo- 
di6ca  las  disposiciones  generales. 

En  la  ley  de  Organización  de  Municipalida- 


des no  se  han  estiibletido  otras  disposiciones 
especiales  á  que  deba  sujetarse  el  procedimien. 
to  en  las  reclamaciones  contra  las  cxclusioneu 
y  calificaciones  ilegales  6  contra  admisión  de 
escusas  resueltas  por  la  Municipalidad  que  las 
establecidas  en  el  artículo  15,  relativas  al  pla- 
zo en  que  deben  dictarse  las  sentencias,  y  á  or. 
(leñar  que  el  procedimiento  debe  ser  breve  y 
sumario,  debiéndose  fallar  en  segunda  instan- 
cia sin  la  comparecencia  de  las  partes. 

En  todo  aquello  que  no  ha  sufrido  modifi- 
cación deben  aplicarse  las  reglas  generales  del 
procedimiento  establecido  por  el  Código,  pues- 
to que  si  así  no  se  hiciera  resultaría  que  los 
tribunales  no  tendrían  regla  alguna  á  que  su- 
jetarse. 

Las  notificaciones  de  las  partes,  las  abso- 
luciones de  las  posidones,  la  forma  en  que  han 
de  ser  oídos  los  interesados;  el  pronunciamien- 
to de  las  sentencias  y  la  rendición  de  la  prue- 
ba, no  tendrían  preceptos  legales  á  que  suje- 
tarse, y  se  produciría  así  una  situación  jurídi- 
ca inaceptable  dentro  de  nuestro  sistema  de 
administración  de  justicia,  si  no  se  aplicara  el 
Código  de  Procedimiento  Civil,  desJe  que  to- 
das las  leyes  anteriores  han  quedado  deroga- 
das por  el  artículo  final. 

Este  caos  felizmente  no  se  produce  porque 
los  tribunales  comprenden  que  el  Código  de 
Procedimiento  rige  respecto  de  todos  aquellos 
trámites  legales  que  no  están  modificados  por 
el  artículo  15  mencionado. 

El  artículo  S*'  de  la  ley  Orgánica  de  Tribu- 
nales, así  como  el  proyecto  revisado  por  la  co- 
misión y  sometido  á  la  aprobación  del  Congre- 
so, disponen  también  que  quedan  sujetos  á  los 
tribunales  que  esa  ley  establece  todos  los  asun- 
tos judiciales  que  se  promuevan  dentro  del  or- 
den temporal  en  el  territorio  de  la  República, 
cualquiera  que  sea  su  naturaleza  ó  la  calidad 
de  las  personas  que  en  ellos  intervengan,  con 
solo  las  excepciones  ahí  enumeradas,  entre  las 
cuales  no  se  encuentran  las  causas  de  carácter 
político  que  están  destinadas  á  la  organiza- 
ción de  poderes  públicos,  las  que  por  excep- 
ción, y  en  ocasiones,  se  han  regido  por  leyes 
especiales. 

Ni  el  Código  de  Procedimiento  ni  las  leyes 
e^eciales,  reconocen,  dentro  de  la  calificación 
de  causas  civiles,  en  contraposición  á  causas 
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críminiiles,  la  calificación  de  causas  de  ordt'n 
político;  ni  hay  tal  procedimiento  especial  que 
importe  un  régimen  distinto  que  las  sustraiga 
de  la  aplicación  de  sus  disposiciones. 

Si  se  atiende  al  procedimiento  que  se  obser^ 
Ta  para  juzgar  los  actos  que  importan  la  in- 
fracción de  la  ley  Orgánica  de  Municipalida- 
des, se  Te  también  que  en  la  prosecución  de 
estos  juicios  se  aplican  únicamente  los  proce- 
dimientos ordinarios  en  el  juicio  criminal. 

La  ley  citada  no  manifiesta  en  sus  dÍTersas 
prescripciones,  que,  á  estas  cansas  llamadas 
de  orden  político,  haya  querido  sustraerlas  de 
las  prescripciones  de  las  leyes  generales. 

Ni  es  ésta  la  tendencia  que  domina  en  nues- 
tra legislación.  En  nuestro  Código  Penal,  es- 
tán consignadas  las  disposiciones  que  castigan 
los  delitos  contra  la  seguridad  interior  del  Es- 
tado y  los  que  afectan  losderechosgarantidos 
por  la  Constitución,  sin  que  haya  intentado 
establecer  procedimientos  especiales  para  cas- 
tigar los  delitos  políticos. 

La  aceptación  de  esta  clase  de  recursos,  se 
conforma  también  á  la  práctica  uniforme  de 
la  Corte  Suprema,  que  uniformemente  ha  de- 
clarado que  había  lugar,  en  sus  casos,  al  re- 
curso de  nulidad  en  esta  chtse  de  juicios,  funda- 
da en  que  no  estaba  suprimido  por  la  ley 
de  Municipalidades.  Y  como  los  recursos  de 
nulidad  que  se  concedían  cuando  no  se  habían 
obserrado  los  trámites  esenciales  en  la  ritua- 
lidad de  los  juicios  son  los  mismos  que  consti- 
tuyen el  recurso  de  casación  en  la  forma,  debe 
darse  cabida,  con  igual  razón  á  esta  clase  de 
recursos.—/.  Gabriel  Palma  Guzmáo. 

Aceptamos  el  voto  anterior.  —  Leopoldo 
Urrutia.—Leotteio  Rodrigue*. 


Cas.  CÍV.—28  de  mayo  de  190* 
Campos  con  Meló 

Querella  de  restltnolón.  —  Posesión.— 
Oosa  mueble;  inmueble  por  desti- 
nación. —  Instrumentos  privados.— 
Apreolaoión  de  la  prueba  testimo- 
nial. 

Doctrina:  —  Concedido  por  la  autori' 
dad  administrativa  el  uso  j  goce  de  te- 
rrenos, tal  concesión  da  origen  á  un 
derecho  real  porque  se  ejerce  sin  respecto 
á  determinada  persona  y,  en  consecuen- 
cia,  puede  ser  objeto  de  ana  acción  pose- 
soria la  posesión  de  dicbo  derecho,  pues 
las  acciones  posesorias  tienen  por  objeto 
conservar  ó  recuperar  la  posesión  de  los 
bienes  raices  y  de  los  derechos  reahs 
constituidos  en  ellos. 

Una  máquina  de  elaborar  maderas  que 
forma  un  establecimiento  industrial  ad- 
herido al  suelo  y  destinado  á  la  explota- 
ción del  predio  en  que  se  encuentra,  aun- 
que mueble  por  naturalexa^  pasa  á  ser 
inmueble  por  su  destino  y  es  susceptibh 
en  este  concepto  de  ser  comprendida  en 
una  querella  posesoria  de  restitución. 

Los  documentos  expedidos  por  los  fun- 
cionarios públicos  respecto  de  actos  en 
que  han  intervenido  en  ratón  de  su  oñcio, 
son  documentos  auténticos  á  los  cuales 
no  es  aplicable  la  disposición  del  articu- 
lo 335  del  Código  de  Procedimiento  CiviU 

Corresponde  privativamente  á  los  tri- 
bunales llamados  á  resolver  las  contíen- 
das  judiciales  la  apreciación  de  la  ñiersa 
probatoria  de  las  declaraciones  de  los 
testigos  y  esta  apreciación  no  está  some- 
tida á  la  revisión  del  Tribunal  de  Casa- 
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ctón  que  sólo  conocedela  infracción  de  la 
hr  ó  aea  (Je  la  violación  del  derecho  (1). 


Doña  Elvira  Campos  interpuso  el  16  de 
marzo  del  año  próximo  pasado,  ante  el  Juzga- 
do de  Letras  de  Temuco.en  contra  de  don  Dio- 
nisio Meló,  una  querella  de  restitución.  Expo- 
ne en  ella  que,  con  autorización  del  adniinís- 
trador  de  las  colonias  don  Luis  Hurtado,  se 
halla  desde  hncc  dos  años  en  posesión  tran- 
quila y  no  interrumpida  de  un  retazo  de  terre- 
no de  propiedad  liscal  de  80  hectáreas,  más  ó 
menos,  ubicado  en  el  valle  de  Llalma,  terreno 
que  anteriormente  había  esfiulo  en  poder  de 
don  Juan  Bautista  (>aete,  ñ  quien,  por  conce- 
sión de  la  Sul> Inspección  de  Tierras,  se  le  fa- 
cultó para  ocuparlo.  Igualmente  es  dueña, 
por  compra  que  hizo  al  expresado  Gaete,  de 
una  máquina  aserradora  con  todos  sus  útiles, 
la  cual  se  encuentra  instalada  desde  principios 
de  1900  dentro  de  ese  terreno  y  se  sirve  de 
ella  para  elaborar  con  medieros  la  madera 
existente  en  el  predio.  £1 14  de  febrero  último, 
uno  de  los  medieros,  don  Dionisio  Meló  se  apo- 
deró de  la  máquina  y  del  suelo  en  que  está  ubi- 
cada en  una  extensión  de  media  cuadra  más 
6  menos,  y  habiendo  sido  inútiles  las  gestiones 
para  obtener  amistosamente  la  devolución  del 
suelo  y  de  la  máquina  íniitalada  en  £1,  se  que- 
rella en  contra  de  Meló,  A  ñn  de  que  restituya 
el  terreno  y  especies  de  que  lia  sido  despojada 
con  indemnizadón  de  perjnicios. 

Acompañó  á  la  querella  dos  documentos 
expedidos  respectivamente  pordon  Carlos  Oli- 
vos, director,  y  por  don  Alejandro  Metcaye, 
mayordomo  de  colonias;  y  que  expresan  que 
se  autorizó  á  don  Juan  Bautista  tíaete  para 
ocupar  una  extensión  de  80  hectáreas  de 
terrenos  en  el  valle  de  Llaima,  y  que  este 
terreno  ha  sido  después  ocupado  por  doña 


(1)  Véanse  las  sentencias,  Parte  11,  pag8.  13,  5;'i, 
89, 210, 303, 345,  y  356,  en  que  U  Corte  ha  estableci- 
do uniformemente  esta  misma  doctrÍDa.  Kn  el  cuso 
actual  en  evidente  que  el  poder  snlxinuK^  de  Ir»; 
jaeces  de  la  caima  tenía  que  ser  rtíronomlo,  pue.sio 
qoe  se  trataba  de  establecer  lo^  hechoa  en  que  se 
basaba  U  poeesitSa  invocada  por  Ja  parte  querellante. 


Elvira  Campos  con  autorización  de  don  Luis 
Hurtado,  administrador  de  las  colonias. 

Acompañó,  igualmente,  una  escritura  públi- 
ca, otorgada  en  Collipulli  el  13  de  octubre  de 
1900.  por  la  cual  don  Juan  Bautista  Gaete 
vende  á  doña  Elvira  Campos  una  máquina 
aserradora  con  todos  sus  útiles,  instalada  en 
el  valle  de  Llaima. 

Recibida  á  prueba  la  querella  se  rindió  por 
la  querellante  en  la  audiencia  señalada  por  el 
Juzgado,  cou  arreglo  á  ley,  la  que  creyó  con- 
ducente para  justificar  sea  derecho.  Posterior- 
mente el  (luerellado  rindió  también  una  infor- 
mación de  testigos,  que  fué  recibida  en  diverso 
día  del  fijado  para  examinar  á  los  testigos  del 
querellante  y  querellado. 

Con  estos  antecedentes  se  dictó  la  sentencia 
de  primera  instancia  de  G  de  abril  de  1903, 
que  dice: 

Considerando: 

I'  Que  la  querellante  debió  probar  haber 
tenido  laposesióntranquilay  no  interrumpida 
durante  un  año  del  terreno  en  cuestión,  según 
lo  dispuesto  en  los  artículos  1G98  del  Código 
Civil  y  716  y  703,  circunstancia  1*  del  Código 
de  Procedimiento; 

2^  Que  no  se  han  especificado,  como  lo  orde- 
na el  citado  articulo  716,  los  actos  en  que 
consiste  el  despojo  con  la  claridad  y  especifi- 
cación posible,  pues  no  se  ha  hecho  ninguna 
especificación,  según  se  ve  en  la  querella;  y 

3^  Que  no  se  ha  acreditado  por  la  querellan- 
te ni  la  posesión  alegada,  ni  otra  alguna  del 
tiempo  y  circunstancia  exigida  por  la  ley  ni  el 
despojo  de  que  se  queja. 

Teniendo  presente  lo  dispuesto  en  las  leyes 
citadas  y  las  reglas  de  los  artículos  71 3  y  714, 
inciso  2^  del  mencionado  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se  declara  sin  lugar  la  querella  y 
se  condena  con  costas  A  la  querellante.— ,4 . 
Oynne. 

Apelada  esta  sentencia  fué  revocada  por  la 
siguiente: 

Concepción,  24  de  agosto  de  1903. — Acep- 
tando la  parte  expositiva  de  la  sentencia  n|>e- 
lada,  y  teniendo  en  consideración: 

l'i'  Que  por  el  documento  emanado  de  la 
liiSL>ección  de  Tierras  y  Colonización,  y  sus- 


Digitized  by  Google 


JURISPRUDENCIA 


423 


crípto  por  don  Carlos  Olivos,  director  de 
la  colonia,  se  autoriza  al  colono  nacional  don 
Juan  Bautista  Gacte  para  ocupar  una  exten* 
sión  de  ochenta  hectáreas  de  terreno  en  el  va- 
lle de  Llainia  á  orillas  del  estero  del  Manzano; 

2^  Que,  según  el  documento  dado  por  don 
Alejandro  Meteaye,  mayordomo  de  la  colo- 
nia, la  querellante  doña  Elvira  Campos  está 
en  posesión,  con  autorización  del  Adminis- 
trador de  la  misma  colonia  y  desde  hace 
dos  años,  del  antedicho  terreno  que  ocupaba 
Gaete; 

3?  Que  por  la  escritura  pública  otorga- 
da en  octubre  de  1900,  el  referido  don  Juan 
Bautista  Gaete  vendió  á  la  querellante  Cam- 
pos por  el  precio  de  dos  mil  pesos ''una  má- 
quina aserradora  con  todos  sus  útiles  que 
actualmente  estaba  instalada  en  el  valle  de 
Llaima,  concediéndole  también  el  derecho  de 
cincuenta  regadores  de  aguas  del  estero  del 
Manzano,  del  mismo  lugar"; 

4^  Que  estos  instrumentos,  que  se  acompa- 
ñaron con  la  querella,  no  fueron  redargüidos 
en  forma  legal;  pues  sólo  en  un  escrito  pre- 
sentado dfas  después  de  haberse  veríñcado 
la  audiencia  de  prueba,  se  dice  que  la  venta  de 
la  máquina  de  aserrar  es  simulada  y  nula;  pero 
ni  siquiera  se  ha  intentado  comprobar  esta 
aseveración; 

5*^  Que  la  pueba  de  testigos  rendida  por  la 
querellante  confirma  los  beclios  de  que  dan 
constancia  los  expresados  instrumentos;  y 
por  lo  tanto,  se  han  justificado  los  fundamen- 
tos de  la  querella;  la  cual  se  halla  suficiente- 
mente especificada; 

6*'  Que,  por  otra  parte,  el  querellado  Meló 
reconoce  en  su  recordado  escrito,  que  el  co- 
lono Gaete  era  dueño  del  establecimiento  de 
aserrar  de  que  se  dice  despojada  U  querellan- 
te Campos;  y  sin  alegar  siquiera  que  él  ten* 
ga  algún  derecho  sobre  tal  establecimiento, 
se  limita  á  exponer  que  doña  María  del  Trán- 
sito Troncoso,  esposa  legítima  de  Gaete,  que- 
dó á  cargo  de  todos  loa  bienes  de  éste  cuando 
desapareció  dicho  Gaete; 

7^  Que  la  prueba  testimonial  del  querella- 
do, además  de  no  desvirtuar  la  producida  por 
la  querellante,  ha  sído  rendida  después  de  la 
audiencia  de  prueba,  en  contravención  á  la 
ley;  por  cnanto  si  bien  es  cierto  que  el  juez  or- 


denó para  mejor  resolver,  que  se  examinase 
á  los  testigos  indicados  por  aquél,  también 
lo  es  que  estos  testigos  no  fueron  interro- 
gados en  dicha  audiencia;  y  las  providencias 
de  esta  clase  que  el  juez  puede  expedir,  son 
para  hacer  comparecer  á  los  testigos  que  hu- 
biesen declarado  en  el  juicio,  á  fin  de  que  acla- 
ren ó  expliquen  sus  dicbos  oscuros  ó  contra- 
dictorios; y 

8^  Que  los  perjuicios  que  cobra  la  querellan* 
te  y  cuyo  monto  ha  sido  también  discutido, 
no  resultan  comprobados. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad 
con  lo  prevenido  en  los  artículos  922  del  Códi- 
go Civil  y  153,  156,  196,  706,  716  y  717  del 
de  Procedimiento  Civil,  se  revoca  la  susodicha 
sentencia  de  G  de  abril  último,  y  se  declara  que 
ha  lugar  á  la  querella  de  restitución,  menos 
en  cuanto  á  la  indemnización  de  perjuicios  y  & 
la  condenación  del  pago  de  costas. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Zenteno  B.,  quien  estuvo  por  confirmar  la  sen- 
tencia de  primera  instancia. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Rodri- 
guez  C. 

B.  Bgañít.— Julio  Zenteno  B  Manuel  So* 

driguez,~Exeqttiel  Figaeroa, 

Contra  esta  sentencia  interpuso  don  Dioni- 
sio Meló  el  recurso  de  casación  en  el  fondo, 
fundado  en  los  siguientes  motivos: 

19  Que  se  ha  violado  el  artículo  916  del  Có- 
digo Civil,  aceptándose  la  querella  posesoria 
respecto  de  un  bien  raíz  del  cual  la  querellante 
no  ha  estado  en  posesión,  pues  ella  misma 
reconoce  que  el  terreno  es  de  propiedad  del 
Fisco;  y  porque  la  querella  es  improcedente 
respecto  de  la  máquina  aserradora,  que  es  un 
bien  mueble; 

2*^  Que  es  inexacto  que  doña  Elvira  Campos 
haya  justificado  que  es  poseedora  ó  usufruc- 
tuaria ó  usuaria  del  terreno  objeto  de  la  que- 
rella, porque  no  son  auténticos  los  documen- 
tos presentados  y  al  tenerlos  como  tales  se 
infringe  el  número  3''  del  artículo  335  del 
Código  de  Procedimiento  Cívil  que  dispone 
que  los  instrumentos  privados  se  tendrán  por 
reconocidos  cuando  puestos  en  conocimiento 
de  la  parte  contraria  no  se  alega  su  falsedad 
6  falta  de  integridad  dentro  de  los  sris  dias 
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«guientes  á  su  presentación,  debiendo  el  tri- 
bunal para  este  efecto,  apercibir  á  aquella  par- 
te con  el  reconocimiento  tácito  del  instrumen- 
to si  nada  expusiere  dentro  de  dicho  plazo, 
circunstancias  que  no  se  han  verificado  en  este 
juicio; 

3'  Que  se  ha  infringido  el  artículo  374  del 
mismo  Código,  al  darse  mérito  probatorio  á 
las  declaraciones  de  los  testigos  presentados 
por  los  querellantes,  declaraciones  que  se  re- 
fieren á  hechos  vagos  é  indeterminados;  y  por 
haberse  desatendido  la  prueba  rendida  por  el 
querellado. 

La  Oorte  resolvió: 

Considerando: 

1'  Que  la  sentencia  de  que  se  recurre  al  dar 
lugar  &  la  querella  de  restitución,  establece 
como  antecedente  del  fallo  que  la  querellante 
estaba  en  posesión  de  un  derecho  real  consti* 
tuído  sobre  el  terreno  de  que  fué  despojada; 

2*^  Que,  concedido  por  la  autoridad  admi" 
nistrariva  el  uso  y  goce  de  los  terrenos  com- 
prendidos en  la  querella,  esta  concesión  da 
origen  á  un  derecho  real,  porque  se  ejerce  sin 
respecto  á  determinada  persona; 

3^  Que  las  acciones  posesorias  tienen  por 
objeto,  en  conformidad  al  articulo  916  del 
Código  Civil,  conservar  ó  recuperar  la  pose- 
sión de  los  bienes  r^ces  y  de  los  derechos  rea- 
les constituidos  en  ellos;  y  por  tanto,  la  sen- 
tencia, al  aceptar  la  acción  posesoria  instau- 
rada, no  ha  infringido  ese  artículo,  sino  que, 
al  contrario,  se  ha  conformado  &  sus  disposi  • 
ciones; 

4^  Que  la  máquina  de  elaborar  maderas, 
que  ha  sido  objeto  de  la  misma  acción  pose- 
soria, formaba  un  establecimiento  industrial 
adherido  al  suelo  y  destinado*^  la  explotación 
del  predio  sobre  que  se  ejercía  el  derecho  real 
reconocido  á  la  querellante;  y  aunque  mueble 
porsu naturaleza  pasó,  conforme  á  lo  díspues* 
to  en  el  inciso  6'  del  artículo  570  del  Código 
Civil,  á  ser  inmueble  por  su  destino;  y  suscep- 
tible en  este  concepto  de  ser  comprendida  en 
la  querella; 

6^  Que  al  aceptarse  respecto  de  ese  estable- 
cimiento, la  acddn  posesoria  de  restitución  no 
se  ha  violado  la  ley;  que  en  los  términos  gene- 


rales de  inmuebles  comprende  tanto  á  los  que 
lo  son  por  su  naturaleza  como  á  los  que  se  re- 
putan tales  por  su  destinación; 

6^  Que  al  darse  mérito  probatorio  á  los 
documentos  estimados  como  auténticos  y 
como  expedidos  por  funcionarios  públicos  res- 
pecto de  actos  en  que  han  intervenido  en  ra. 
zón  de  su  oficio  y  cuyo  carácter  y  facultades 
nu  se  han  punto  en  duda,  no  se  infringe  el 
artículo  335  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  que  se  refiere  á  los  documentos  privados 
y  no  á  los  que  tienen  la  calidad  de  auténti- 
cos; y 

7^  Que  corresponde  privativamente  á  los 
tribunales  llamados  á  resolver  las  contiendas 
judiciales  apreciar  la  fuerza  probatoria  de  las 
declaraciones  de  los  testigos;  y  esta  aprecia- 
ción no  está  sometida  á  la  revisión  del  tribu- 
nal de  casación  que  sólo  conoce  de  la  infrac- 
ción de  la  ley  6  sea  déla  violación  del  derecho. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  960  y 
979  del  Código  de  Procedimiento  Civil;  se  de- 
clara sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo  interpuesto  por  don  Dionisio 
Meló  en  contra  de  la.  sentencia  de  24  de  agos- 
to de  1903.  Se  aplica  á  beneficio  fiscal  la  can- 
tidad de  ciento  cincuenta  pesos,  consignada 
para  este  recurso. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Varas. — 
Gabriel  Gaete.  —  José  A16>nso.  —  Leopoldo 
Orratia.—J.  Gabriel  Palma  Guzmán.—^iaÍYH- 
riao  Gallardo, — V.  Agairre  V.—Leoacio  Jfo- 
driguex.~-Carloa  Varas.  — B.  Fóster  Recaba- 
rren. 


Cas.  Cir.—ll  de  junio  de  1904 

Solarí  con  Maldonado 

Arrendamiento.— Mejoras  no  consen- 
tidas por  el  arrendador. -Abono  de 
ellas  ó  retiro  de  los  materiales;  de- 
reohos  del  arrendador  y  del  arren- 
datario. 

Doctrina:— £/  arrendador  no  está  obli- 
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gado  á  reembolsar  ai  arrendatario  el 
costo  de  las  mejoras  útiles  en  que  ao  ha 
consentido  con  la  expresa  condición  de 
abonarlas;  pero  puede  hacerlas  sayas 
abonándole  lo  que  valdrían  los  materia- 
les considerándolos  separados  del  suelo, 
con  arreglo  al  artículo  1936  del  Código 
Civil.  El  derecho  que  este  artículo  reco- 
noce al  arrendatario  para  separar  y  lie- 
varse  los  materiales,  no  es  absoluto  y 
está  limitado  por  aquél. 

El  artículo  760  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  no  ha  derogado  ni  modiñ- 
cado  este  precepto  de  la  ley  sustantiva, 
limitándose  á  determinar  el  procedimien- 
to á  que  deben  subordinarse  las  acciones 
respectivas* 


Por  escritura  pública  otorgada  en  Valpa- 
raíso el  27  de  noviembre  de  1893,  don  Martín 
Maldonado  dió  en  arrendamiento  á  don  Jnan 
A.  Solarí  un  terreno  de  propiedad  de  doña  Pe- 
tronila Prítis,  mujer  de  aquél,  ubicado  en  el  ce- 
rro de  Polanco,  cuyos  límites  quedaron  con- 
signados en  la  escritura. 

Se  fijó  para  la  duración  del  arriendo  el  tér- 
mino de  nueve  años  forzosos  para  ambas  par- 
tes, á  contar  desde  el  1^  áe  diciembre  del  indi- 
cado año  de  1893;  se  determinó  la  i%nta  que 
mensualmente  debía  pagar  el  arrendatario;  j 
se  consignaron  otras  cláusulas,  ninguna  de 
las  cuales  decía  relación  con  las  mejoras  que 
se  hicieran  en  el  predio  arrendado,  en  el  cual 
el  arrendatario  Solari  construyó  un  edificio 
destinado  á  conventillo. 

Con  posterioridad  á  la  fecha  en  que  expiró 
este  contrato,  Maldonado  solicitó  del  juzgado 
civil  de  Valparaíso  que  se  notificase  á  Solari  á 
fin  de  que  en  el  término  de  undécimo  día  le  res- 
tituyera el  terreno  arrendado  juntamente  con 
los  edificios  que,  segtin  lo  reconoce,  Solarí  ha- 
bía construido  en  él,  sin  pcijuicio  del  derecho 
que  pudiera  corresponder  á  éste  por  las  mejo- 
ras hechas,  expresando  á  la  vez  que  se  hallaba 


dispuesto  á  abonar  el  valor  de  los  materiales, 
considerándolos  separados  del  suelo,  con  arre- 
glo á  lo  prescrito  en  el  artículo  1936  del  Códi- 
go Civil. 

Respondiendo  Solari  á  esta  petición,  expuso 
que  estaba  dispuesto  á  hacer  la  entrega  que  se 
le  pedía;  mas  no  á  consentir  que  Maldonado 
se  apropiase  los  edificios,  por  cuanto  el  artícu- 
lo 194-7  del  Código  Civil  no  le  imponía  otra 
obligación  que  )a  de  restituir  la  cosa  arrenda- 
da en  el  estado  en  que  le  había  sido  entregada 
y  por  hallarse  amparado  en  el  derecho  indis- 
cutible que  la  ley  le  ha  otorgado  para  retirar 
los  materiales  que  son  de  su  exclusivo  dominio 
y  nadie  podía  hacerlos  suyos  sin  su  voluntad. 
Se  opuso  también  al  plazo  solicitado  para 
efectuar  la  restiturión,  pues  este  no  podía  ba- 
jar de  treinta  días  contados  desde  el  momento 
en  que  la  contraria  se  allanase  á  permitir  el 
retiro  de  los  materiales. 

Con  lo  expuesto  por  las  partes  y  estimándo- 
se la  cuestión  como  de  mero  derecho,  en  el 
comparendo  de  que  da  testimonio  el  acta  res- 
pectiva, se  citiS  para  sentencia  y  el  juez  resolvió: 

Valparaíso,  mayo  22  de  1903.— Vistos:  con 
lo  expuesto  por  las  partes,  y  estando  éstas  de 
acuerdo  acerca  de  la  expiración  del  arriendo  y 
dispuesto  el  demandado  á  entregar  la  propie- 
dad, procédase  á  la  entrega  en  el  térnii/io  de 
diez  días  bajo  apercibimiento  de  derecho. 

Teniendo  presente  que  el  arrendador  está 
dispuesto  á  pagar  las  mejoras  fitiles  hechasen 
la  casa  arrendada,  abonando  lo  que  valdrían 
los  materiales  considerándolos  separados,  con 
arreglo  al  artículo  1936  del  Código  Civil  y 
759  del  Código  de  Procedimiento,  se  declara 
que  don  Martín  Maldonado  puede  hacer  su- 
yos los  edificios  construidos  en  esa  propiedad 
por  don  Juan  Alberto  Solari,  previo  el  pago 
correspondiente,  con  arreglo  A  la  disposición 
citada. 

Al  efecto,  vengan  las  partes  á  comparendo 
para  el  29  del  actual,  á  las  2  de  la  tarde,  con 
el  obieto  de  nombrar  perito  tasador.-;/.  Ger- 
mán Alccrreca. 

Apelada  esta  resolución,  la  Corte  de  Val- 
paraíso, con  fecha  22  de  julio  de  1903,  falló: 

Vistos:  Se  confirma,  con  costas  dtl  incidente, 
la  sentencia  interlocutoria  de  22  de  mayo  últi- 
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mo.— Braulio  Morcao— Pedro  N.  Pineda.— B, 
Alamos  González. 

Contra  esta  sentencia  anunció  Solari,  en 
tiempo,  el  recurso  de  casación  en  el  fondo,  y 
formalizándolo  hiso  la  hiatoría  de  sns  relacio- 
nes con  Maldonado,  examinó  brevemente  los 
fallos  de  primera  y  segunda  instancia  y  conti- 
nuó á  la  letra. 

"Yo  estimo  que  este  fallo  (el  de  l*instancia) 
aceptado  en  todas  sus  partes  por  el  Ilustrísi- 
mo  Tribunal,  ha  sido  dictado  con  infracción 
de  la  ley  y  voy  á  demostrarlo. 

"Sostengo,  en  primer  término,  que  el  artícu- 
lo 1936  del  Código  Civil  no  concede  un  dere- 
cho al  arrendador,  sino  al  arrendatario. 

"Esa  opinión  está  fundada  en  los  términos 
de  esa  dUposíción  legal,  en  el  orden  que  el  le. 
j^slador  le  dió  y  en  la  propia  fuente  de  que 
aparece  tomada. 

"En  el  párrafo  2?  del  título  XXVI  del  libro 
IV  del  Código  Civil,  consigna  la  ley  las  obli- 
gaciones del  arrendador  y  los  casos  en  que 
esas  obligaciones  no  existen.  £1  articulo  1936 
señala  la  situación  del  arrendador  y  arrenda- 
tarios en  caso  de  haber  mejoras  útiles  en  que 
aquel  no  ha  consentido  con  la  expresa  condi- 
ción de  abonarlas. 

"En  esta  situación,  dice  la  ley,  el  arrendador 
no  está  obligado  á  reembolsar  el  costo  de  esas 
mejoras,  pero  no  podrá  tampoco  apropiárse- 
las, si  el  arrendatario  quiere  separar  y  llevar, 
se  los  materiales  y  puede  hacerlo  sin  detrimen- 
to de  la  cosa  arrendada. 

"Después  de  estos  derechos  que  la  ley  con- 
cede al  arrendador  y  al  arrendatario,  al  uno 
de  no  pagar  el  costo  de  las  mejoras  útiles  y  al 
otro  de  llevarse  los  materiales,  viene  la  dis- 
posición que  consulta  la  conveniencia  de  am- 
bas partes  y  que,  naturalmente,  tiene  que  ser 
objeto  de  un  convenio  ó  acuerdo  entre  ellas. 

*'Puede  octirrir  que  al  arrendatario  le  con- 
venga más  obtener  el  precio  de  los  materiales 
considerándolos  separados,  que  retirar  esos 
mismos  materiales;  la  ley  define  para  ese  caso 
la  situación  de  los  interesados  y  señala  el  pro- 
cedimiento á  que  deben  ajustarse  sus  actos. 

"Es  la  única  interpretación  lógica;  la  que  da 
el  juez  llevaría  á  la  conclusi'ín  de  que  el  ai^ 
tículo  1936  da  dos  derechos  al  arrendador  y 
ninguno  al  arrendatario.  Si  a^  fuera,  el  ar- 


tículo no  tendría  la  redacción  que  tiene,  sino 
esta  otra:  "El  arrendador  no  es  obligado  á 
reembolsar  el  costo  de  las  mgoras  útiles,  en 
que  no  ha  consentido,  con  la  expresa  condi- 
dón  de  abonarlas,  pero  podrá  apropiarse  esas 
mejoras  pagando  lo  que  valdrían  los  mjateria- 
les  considerándolos  separados.  Si  el  arrenda- 
dor no  estuviere  dispuestoá  hacer  este  abono, 
el  arrendatario  podrá  separar  y  llevarse  los 
materiales,  sin  detrimento  de  la  cosa  arren- 
dada." 

"La  interpretación  de  la  Iltma.  Corte  me- 
noscaba el  dominio  y  sanciona  un  principio 
que  no  considero  de  justicia;  mientras  que  la 
que  yo  doi  á  la  cuestión  establece  una  situa- 
ción justa  y  equitativa;  el  arrendatario  se  lie* 
va  lo  suyo,  el  fruto  de  su  trabajo  y  de  so  capi- 
tal, y  el  arrendador  se  queda  con  su  propie- 
dad, sin  detrimento.  Más  claro,  la  ley,  que  es 
la  expresión  de  la  justicia  y  de  la  equidad  na- 
tural, no  ha  podido  querer  que  alguien  se  per- 
judique sin  causa  ni  razón. 

"De  ahí  que  lar  otras  legislaciones  adelanta- 
das no  consignen  en  ninguna  forma  ese  pre- 
tendido derecho  del  arrendador  y  que  los  co- 
mentadores traten  la  cuestión,  sin  contemplar 
tampoco  esa  ventaja. 

"Así  Pothier,  tomo  IV,  página  50,  número 
131,  á  quien  se  refiere  nuestro  Código  Civil, 
al  señalar  la  fuente  del  precepto  del  artículo 
1936,  dice: 

"Respecto  de  las  mejoras  simplemente  útiles 
que  un  arrendatario  hubiere  hecho,  no  tiene 
derecho  para  hacérselas  reembolsar  por  el 
arrendador,  si  éste  no  ha  dado  orden  de  efec- 
tuarlas; pero  le  será  permitido,  á  lo  menos,  al 
arrendatario  retirar  al  fin  del  arrendamiento 
todo  lo  que  pueda  levantar,  restableciendo,  á 
sus  expensas,  las  cosas  al  estado  en  que  se  en- 
contraban, de  modo  que  la  cosa  no  reciba 
perjuicio  alguno." 

"Todavía,  interpretar  el  artículo  1936,  co- 
mo lo  ha  hecho  U.  S.  I.,  importa  equiparar  al 
arrendatario  con  el  poseedor  de  mala  fe  (ar- 
tículo 910  del  Código  Civil),  para  lo  cual  no 
hay  razón  alguna  legal. 

"lie  entrado  en  las  precedentes  explicacio- 
nes para  llegar  á  la  conclusión  de  que,  aun  en 
caso  de  que  tuviera  razón  el  fallo,  no  podría 
decirse  que  la  disposición  del  artículo  1936 
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sancionaba  de  una  manera  concluycnte  c  in- 
controvertible los  pretendidos  derechos  del  se- 
ñor Maldonado;  pero,  no  es  eso  lo  más  grave, 
pues  la  íltma.  Corte,  al  confirmar  la  sentencia 
de  primera  instancia,  ha  pasado  por  sobre  un 
precepto  claro  j  terminante  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 

"El  artículo 760 faculta  al  arrendatario  para 
reclamar  el  abono  de  la  cantidad  en  que  haya 
sido  apreciado  lo  que  creyese  corresponderle, 
ó  para  que  se  le  permita  separar  y  llevarse  los 
materiales  que  pudiere  retirar  sin  detrimento 
de  la  cosa  arrendada. 

"Bstas  disposiciones  ban  venido  á  aclarar 
en  una  forma  que  no  admite  duda  el  precepto 
de!  Código  Civil,  de  manera  que  no  habría  me- 
dio de  discutirle  al  arrendatario  el  derecho  de 
aparar  y  llevarse  los  materiales. 

"El  Código  de  Procedimiento  Civil  le  da  la 
facultad  alternativa  de  reclamar  el  pago  ó  de 
llevarse  los  materiales  y,  en  el  caso  en  debate, 
mi  parte  ha  optado  j)or  lo  segundo  en  el 
ejercicio  del  más  legítimo  de  los  derechos." 

La  Corte  falló: 

Considerando: 

1'  Que  !a  actual  casación  se  funda  en  que 
el  Tribunal  de  Alzada,  confirmando  en  toilas 
sus  partes  la  sentencia  de  primera  instancia 
que  declara  el  derecho  del  arrendador  para 
hacer  suyos  los  edificios  con5;triiidos  en  su  sue- 
lo por  el  arrendatario,  previo  pago  de  !os  ma- 
teriales, ha  infringido  los  artículos  1936  del 
Código  Civil  y  TOO  del  Código  de  l*rocedi- 
mientü  Civil; 

2*^  <jue  los  derechos  y  obligaciones  del  arren- 
dador y  lus  del  arrendatario,  en  lo  tocante  á 
mejoras  útiles,  el  Código  Civil  loa  establece  en 
el  artículo  1936,  diciendo:  "el  arrendador  no 
está  obligado  á  reembolsar  el  costo  de  las  me- 
joras útiles,  en  que  no  ha  convenido  con  la 
expresa  condición  de  abonarlas;  pero  el  arren- 
datario podrá  separar  j  llevarse  los  materia- 


les sin  detrimento  de  la  cosa  arrendada,  á 
menos  que  el  arrendador  esté  dispuesto  á  abo- 
narle lo  (|ue  valdrían  los  materiales  conside- 
rándolos separados"; 

3^  Que  el  derecho  que  este  artículo  reconoce 
al  arrendatario  para  separar  y  llevarse  los 
materiales  no  es  absoluto,  pues  el  mismo  ar- 
tículo lo  hmita  por  el  que  reconoce  al  arrenda- 
dor para  pagar  el  valor  de  ellos,  haciéndolos 
en  consecuencia  suyos; 

■I-''  Que  el  articulo  1936  en  referencia  de- 
be entenderse  incorporado  en  el  contrato  de 
arrendamiento  que  ha  sido  antecedente  de  es- 
te juicio  (art.  22  de  la  ley  de  7  de  octubre  de 
1861 ),  su  sentido  es  claro,  por  lo  cual  no  es 
dado  desentenderse  de  su  tenor  literal  á  pre- 
texto de  consultar  su  espíritu  (art.  19  del  Có- 
digo Civil)  y  habiéndose  aplicado  para  decla- 
rar el  derecho  del  arrendador  para  hacer  suyo 
el  edificio,  la  sentencia  recurrida,  lejos  de  in- 
fringirlo se  ha  ajustado  á  sus  literales  dispo- 
siciones; 

5'-'  Que  el  artículo  760  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  no  ha  derogado  ni  modificado 
precepto  alguno  de  la  ley  sustantiva,  limitán- 
dose á  determinar  el  procedimiento  áque  debe 
subordinarse  el  ejercicio  de  las  acciones  que  de 
aquella  emanan;  y  por  consiguiente  tampoco 
ha  sido  infringido  <licho  articulo; 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones,  dispo- 
bicionc-s  legales  citadas  y  los  artículos  940, 
900  y  U79  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  sin  lugar  con  costas,  el  recurso  de 
casación  cu  el  fondo  deducido  por  la  parte  de 
don  Alberto  Solari  contra  la  sentencia  de  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Valparaíso,  fecha  22 
de  julio  de  1903. 

Se  aplica  ít  beiieticio  fiscal  la  cantidad  con- 
signada. 

Redactada  pur  el  señor  Ministro  Mora — 
0¿ibrkl  Gaete.  José  Alfonso.— Leopoldo  Urra- 
tia.~J.  Guhrivl  PalmaGuzmán.—V.  Aguim  V. 

—Carlos  Varas  Abel  Saaredra — L.  Romüio 

Mora. 
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CORTES  DE  APELACIONES 


Corte  de  Tacna  2  de  enero  de  1904 

Stambuk  yGavulovích  con  Sociedad  de  Minas 
y  Pnndiciones  de  Gatíco 

Flohas;  mérito  ejecutivo. —Falsedad 
del  titulo;  &lta  de  requisitos  lega- 
les. 

Doctrina:— Las  ñchas  que  asa  un  esta- 
blecimiento industrial  en  sus  operaciones 
intemaSt  en  las  cuales  se  expresa  que  cada 
una  de  ellas  "vale  en  mercaderías"  y  que 
se  consideran  en  dicho  establ^imiento  j 
son  canjeadns  como  moneda  corriente, 
aceptándose  en  este  carácter  por  los  co- 
merciantes, llevan  tácitamente  envuelta 
Ir  condición  de  an  vale  en  dinero  al  por- 
tador, sobre  todo  si  se  dan  á  los  opera- 
rios en  pago  de  sus  salarios  y  no  se  acre- 
dita que  éstos  se  han  comprometido  á 
comprar  mercaderías  en  la  tienda  6  pul- 
pería de  dicho  establecimiento. 


Ante  el  Juzgado  de  Tocopilla  se  presentó 
don  Pablo  Stambuk,  gestor  de  la  Sociedad 
Stambuk  y  Gavulovich,  comerciantes,  residen- 
tes  en  la  calle  Veintiuno  de  Mayo,  exponiendo: 
que  la  Sociedad  de  Minas  y  fundiciones  de 
Gatico  emite  en  su  establecimiento  fíclias  de  la 
materia  y  valor  nominal  de  las  que  acompa- 
ña, del  tipo  de  á  diez,  veinte  y  cincuenta  centa- 
vos, y  de  á  uno,  cinco  y  diez  pesos  y  las  hace 
circular  en  el  comercio  y  población  de  Gatico 
como  vales  convertibles  por  ella  en  moneda 
legal. 

Mediante  venta  de  mercaderías  en  la  casa 


de  Stambuk  y  Gavulovich  en  aquella  pobla- 
ción, ha  reunido  la  cantidad  de  cuatro  mil 
ochocientos  cincuenta  pesos  en  vales,  de  cuyo 
valor  en  moneda  legal  le  es  deudora  la  Socie- 
dad de  MtnasyFundicionesde  Gatico  y  se  nie- 
ga á  hacerle  el  canje  con  grave  perjnicio. 

Notificado  don  Francisco  de  Artola  para 
que  reconociera  los  vales  acompañados,  expu- 
so que  las  fichas  que  se  le  presentan  las  asa  el 
Establecimiento  de  Fundición  y  Sociedad  de 
Minas  de  Gatico  en  sus  operaciones  internasy 
no  son  vales  al  portador,  y  como  se  puede  ver 
en  las  mismas  fichas,  expresa  que  cada  una  de 
ellas  "vale  en  mercaderías". 

Expresa,  además,  que  á  los  señores  Stambuk 
y  Gavulovich  nada  Ies  debe  la  casa  ni  tiene 
ninguna  cuenta  que  irconocerles. 

A  solicitud  de  don  Pablo  Stambuk  se  despa- 
ché mandamiento  de  ejecución  y  embai^  con- 
tra los  bienes  de  la  Sociedad  de  Minas  y  Fun- 
diciones de  Gatico  por  la  suma  de  cuatro  mil 
ochocientos  cincuenta  pesos  más  los  intereses 
y  costas,  habiéndose  trabado  el  embargo  en  ki 
boleta  de  depósito  que  se  acompaña  á  los 
autos. 

Don  Franaaco  E.  Basterríca,  por  la  Socie- 
dad de  Minas  y  Fundiciones  de  Gatico,  se  pre- 
sentó {poniéndose  á  la  ejecución  con  las  si- 
guientes cxcepdones: 

1*  La  sexta  de  las  enumeradas  en  el  artícu- 
lo 485  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  6 
sea,  la  falsedad  del  titulo,  la  cual  funda  caque 
las  fichas  por  las  cuales  se  ha  despachado  el 
mandamiento  de  embargo  no  traen  la  obliga- 
ción de  pagar  en  dinero,  pues  claramente  se  ve 
en  la  leyenda  de  dichas  fichas  que  es  un  pago 
en  mercaderías  y  no  en  dinero; 

2*  Excepción  séptima.  Falta  de  requisitos 
legales  para  que  se  dé  la  fuerza  ejecutiva  á  las 
fichas. 
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A  este  respecto  alega  la  circunstancia  deque 
la  obligación  no  es  actualmente  exigible,  no 
procediendo,  en  consecuencia,  la  obligación. 
Que  además  el  título  no  tiene  fuerza  ejecutiva 
contra  el  demandado  porque  no  ha  hecho  re- 
conocimiento de  la  deuda; 

3^  duodécima  excepción,  ó  sea  la  nova- 
ción, tiene  su  base  en  que  las  fichas  han  sido 
entregadas  á  los  operarios  de  la  Sociedad  de 
Gatico  y  resulta  que  la  Sociedad  que  represen- 
ta don  Pablo  Stambuk  las  acapara  y  exige  su 
valor  en  dinero. 

Con  fecha  20  de  noviembre  de  1903  el  juez 
de  Tocopilla  resolvió: 

Considerando: 

1"  Que,  notificado  don  Fraucisco  de  Artola, 
reconoció  que  las  fichas  que  se  le  presentan  las 
usa  el  Establecimiento  de  Fundición  y  Socie- 
dad de  Minas  de  Gatico  en  sus  operaciones 
internas,  y  en  cuyas  fichas  se  expresa  que  cada 
una  de  ellas  "vale  en  mercaderías''; 

2'  Que  se  ha  ¡ustificado  ampliamente  en 
autos  que  las  fichas  A  que  se  refiere  el  conside- 
rando anterior  son  consideradas  en  el  Esta- 
blecimiento de  Gatico  y  canjeadas  como  mo- 
neda corriente; 

3*^  Que  en  esas  condíaones  han  sido  acepta- 
das por  los  comerciantes  Stambuk  y  Gavu- 
lovich; 

4^  Que  la  emisión  de  fichas  en  cualquier 
sentido  ó  significado  que  sea,  es  una  operación 
que  no  puede  hacerse  por  los  particulares  sino 
únicnmente  por  el  Estado; 

5'  Que,  aceptada  la  emisión  por  los  parti- 
culares, sean  ó  no  empleados  del  Estableci- 
miento que  las  emite,  llevan  tácitamente  en- 
vuelta la  condición  de  un  vale  en  dinero  al 
portador,  desde  que  asi  son  aceptadas  y  reci- 
bidas en  el  comercio; 

6'  Que  debe  tenerse  presente,  á  mayor  abun- 
damiento, que  las  fichas  &  que  se  refieren  estos 
antecedentes  se  dan  á  los  operarios  en  pago 
de  sus  salarios,  según  es  público  y  notorio  en 
empresas  de  esta  naturaleza  y  asimismo  se 
deduce  de  la  prueba  rendida;  y 

7'  Que  no  se  ha  probado  la  novación  que  se 
alega  por  el  ejecutado. 

Visto  además  lodÍ8paestoenelartículol698 
del  Código  Civil  y  4-1  de  la  ley  de  8  de  febrero 

JOIIS. 


de  1837,  se  desechan  las  excepciones  opuestas 
y  se  declara  que  debe  llevarse  adelante  la  eje- 
cución hasta  hacer  trance  y!pago  de  los  bienes 
embargados  por  el  capital  que  se  cobra,  inte- 
reses y  costas. 
Anótese.— /oagti/n  Blizalde. 

Apelada  esta  sentencia 

La  Oorte: 

Vistos:  eliminando  el  considerando  4^  de  la 
sentencia  apelada  de  30  de  noviembre  último, 
y  la  cita  de  la  ley  de  8  de  febrero  de  1837,  y 
teniendo,  además,  presente  que  no  se  ha  pro- 
bado por  el  ejecutado  que  entre  él  y  los  traba- 
jadores y  tenedores  de  las  fichas  se  haya  cele- 
brado un  contrato  por  el  cual  estos  últimos  se 
comprometan  á  comprar  mercaderías  en  la 
tienda  ó  pulpería  del  primero;  y  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  artículo  422  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  confirma  la  sentenón 
citada  al  principio,  con  costas  también  del  re- 
curso. 

PubKqaese  y  devuélvanse  Anihut  Patadas. 

—B.  Barro3.~B.  Cisternas  Peña  P.  Roberto 

Vega,—M.  A,  QuireJl. 


Corte  de  Tacna.— 7  de  enero  de  1904 

Bravo  con  Banco  de  Chile 

Declinatoria  de  jurlsdlooión.— Seoolón 
de  ahorros  del  Banoo  deOhile.— Juez 
oompetente. 

Doctrina. — La  sección  de  ahorros  y 
retiro  del  Banco  de  Chile  no  es  un  esta- 
bJecimiento,  comisión  á  oScina,  sino  vn 
departamento  anexo  &  la  oficina  princi- 
pal, que  no  tiene  nt  puede  tener  por  sí 
solo  representación  ó  personería  para 
parecer  en  juicio. 

Por  consiguiente,  tratándose  de  un 
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arrendamiento  de  servicios  celebrado  en 
Antofagasta,  debe  aplicarse  estrictamen- 
te el  articulo  :¿2f)  inciso  'J^  de  la  lev  de 
Organización  y  A  tríhucioues  de  los  Tri- 
bunales. 


Ante  cl  Juzyado  tic  Letras  (le  Antolagasta  y 
á  nombre  de  dt>n  Ricardo  Rra.vi>,  como  ce- 
sionario de  los  ex-enipleados  de  la  agencia  del 
líanco  de  Chile  en  esa  ciudad,  señores  Eudoro 
Gotcolea  y  Pedro  Basaure,  se  inició  demanda 
contra  dicha  Banco  para  que  se  declarara  que 
debe  pagarle  ciertas  sumas  de  dinero  pro- 
venientes de  ios  fondos  de  ahorro  y  de  retiro 
á  (|uc  se  refiere  la  cvsiÓn,  y  la  cantidad  c|ue  se 
designe  &  favor  de  Basaure  en  remuneración  y 
por  gastos  que  expone  debérsele,  como  depo- 
sitario de  los  bienes  embargados,  á  don  Juan 
R.  Neves,  con  intereses  y  costas. 

El  agente  del  Banco  demandado  declinó  de 
jurisdicción,  exponiendo:  que  en  la  misma  de- 
manda se  reconoce  que  los  reglamentos  inter- 
nos del  Banco  que  rigen  las  secciones  de  aho- 
rro y  de  retiro  forman  parte  integrante  del 
contrato  de  arrendamiento  de  servicios  que 
a({uél  celebra  con  sus  empleados,  y  que  dicho 
reglamento  di.sponc  (|ue  esos  fondos  estarán 
bajo  la  supcrvigtlancia  <lel  Consejo  (lencral  y 
su  administración  se  ejercerá  por  iiiterniL-dio 
de  los  empleados  ((ue  se  designen  cu  la  oliciiia 
central  de  contabitidail,  oficina  cjuc  funciona 
únicamente  en  Valparaíso;  que  ineumbiéudole 
á  ella  la  administración  y  el  cumplimiento  de 
las  obligaciones  ([ue  se  derivan  de  las  relacio- 
nes entre  el  Banco  y  sus  empleados  por  causa 
de  esos  fondos,  debe  entablarse  la  demanda 
ante  el  juez  del  lugar  donde  exista  la  oficina 
que  celebró  cl  contrato  ó  intervino  cu  el  hecho 
que  da  origen  al  juicio,  y  no  podría  la  olieina 
de  Antofagasta  dar  cumplimiento  A  ninguna 
de  las  obligaciones  que  pudieran  nacer  del  fon. 
do  de  ahorro  y  retiro;  y  que  prueba  de  que  es 
la  oficina  de  Valparaíso  la  que  interviene  en 
estos  asuntos  son  las  circunstancias  acompa- 
ñadas á  la  demanda. 

Pedía,  en  conclusión,  que  declarándose  in- 
competente el  Juzgado  para  conocer  en  el  jui- 


cio, ordenara  remitir  los  antecedentes  al  Juz- 
gado de  turno  en  lo  civil  de  Valparaíso. 

Bl  demandante  para  pedir  que  se  deseche, 
con  costas,  la  declinatoria  solicitada,  expuso 
que  sus  cedetites  no  habían  firmado  contrato 
de  arrendamiento  con  el  Banco,  ni  suscripto 
convenio  expreso  aceptando  el  reglamento  de 
los  fondos  de  ahorro  y  de  retiro. 

Que  recibían  sus  sueldos  con  un  descuento  y 
tomaban  nota  del  aumento  de  sus  economías. 

Oue  si  el  Banco  cree  tener  justicia,  lo  natural 
y  lógico  es  que  se  defienda  en  juicio,  pero  no 
que  procure  dilatar  la  traniitacióny  hostilizar 
A  su  adversario  con  gastos  innecesarios,  y  que 
la  única  disposición  aplicable  de  la  Ley  Orgá- 
nica de  Tribunales  es  la  del  artículo  218. 

El  Juez  resolvió: 
Antofagasta,  1.1  de  noviembre  de  1903. — 
Vistos:  no  ha  lugar  á  hi  ineidenciii  sobre  decli- 
natoria üc  jurisdicción  que  se  ha  promovido 
y  contéstese  á  la  demanda  en  el  ténnino  legal. 
— L.  A.  Molina. 

Apelada  esta  sentencia 

La  Corte  falló: 

Considerando: 

Oue  cl  contrato  de  arrendamiento  de  servi- 
cios cuyo  cmiiplimiento  se  reclama  en  la  de- 
manda se  celebró  en  Antofagasta,  siendo,  por 
lo  tanto,  de  aplicación  estricta  lo  dispuesto  cu 
el  inciso  2*^  del  artículo  220  de  la  Ley  de  Orga- 
nización y  Atribuciones  de  los  Tribunales;  y 

Oue,  á  mayor  abundamiento,  la  sección  de 
ahorro  y  retiro  del  Banco  de  Chile  no  es  un 
cstablcciiiiicnto,  comisión  ú  oficina  que  lo  re- 
presente en  otros  lugares,  sino  un  departa- 
mento anexo  á  la  oficina  principal,  que  no  tiene 
ni  puede  tcTier  por  sí  solo  representación  ó  per- 
sonería para  parecer  enjuicio. 

Se  confirma  el  auto  apelado  de  13  de  no- 
viembre último,  con  costas  del  recurso. 

Redactada  por  cl  señor  Ministro  Cisternas 
I'ena  y  acordada  en  la  segunda  vista  de  la 
causa  por  los  votos  del  señor  Presidente  Pala- 
cios, del  expresado  señor  Ministro  y  del  señor 
Fiscal  Risopatrón,  llamado  á  dirimir  el  empa- 
te ocurrido  en  la  primera»  y  contra  los  votos 


Digitized  by 


Google 


JURISPRTtDENCU 


(le  los  señores  Ministros  Barros  y  Vega  que 
opinaron  por  la  revocatoria  del  auto  apelado 
por  las  consideraciones  que  consignan  en  el  li- 
bro respectivo. 

Publíqucse  y  devuélvanse. — Aníbal  Palacios. 
—E.  Barros.— B.  Cisternas  Pcña.—P.  Rober- 
to  Vega.—V.  Risopatrón. 

VOTO  KSPKC1.VL 

Teniendo  presente: 

(Jue,  según  aparece  de  las  circulares  que  sir- 
ven de  fundamento  á  la  demanda,  las  seccio- 
nes del  fondo  de  ahorro  y  del  fondo  de  retiro 
de  los  empleados  del  Banco  de  Chile  se  admi- 
nistran en  la  o6cina  del  Banco  en  Valparaíso; 

Que  esto  mismo  consta  del  Reglamento  que 
corre  en  autos,  cuya  conformidad  no  se  ha 
puesto  en  duda  y  el  cual  ha  creado  y  estable- 
cido dichos  fondos; 

Que  para  estimar  la  validez  de  las  dispoM- 
cioncs  de  ese  reglamento  para  los  empleados 
del  Bancoá  cuyo  favor  se  han  instituido  aque- 
llos fondos,  no  es  necesario  que  dichos  emplea- 
dos hayan  ñrmado  contrato  ó  suscripto  con* 
venio  expreso  para  aceptar  el  reglamento,  ya 
que  el  derecho  que  el  demandante  persigue  en 
la  demanda  nace  de  esa  fuente; 

Que  no  se  ha  formulado  petición  especial  re- 
lativa á  la  competencia  con  relación  al  cobro 
de  remuneración  y  gastos  que,  á  título  de  de- 
positario de  bienes  embargadas,  reclama  el 
demandante  como  cesionario  de  don  Pedro 
Basaure; 

Que  uo  tratándose  eii  el  presente  caso  de 
contrato  que  se  haya  celebrado  ó  de  hecho  en 
que  haya  intervenido  la  agencia  ú  oficina  del 
Banco  de  Chile  en  Antofagasta,  la  competen- 
cia del  juez  que  deba  conocer  del  juicio  debe 
regirse  por  la  regla  general  que  prcscrilie  que, 
cuando  el  demandado  fuere  una  persona  jurí- 
dica, se  reputará  por  domicilio,  para  el  objeto 
de  fijar  la  competencia  del  juez,  el  lugar  donde 
tenga  su  asiento  la  respectiva  corporación  ú 
fundación;  y 

Que  tratándose  de  contratos  ó  de  hechos  que 
digan  relación  á  un  establecimiento,  comisión 
ú  oficina  determinada  de  una  persona  jurídica 
que  fuere  sociedad  comercial,  debe  demandár- 
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sele  ante  el  juez  del  lugar  donde  esté  el  esta- 
blecimiento, comisión  ú  oficina,  y  tanto  en  este 
caso  como  en  el  del  considerando  anterior,  ese 
lugar  sería  Valparaíso,  ya  que  allí  se  encuen- 
tran el  asiento  de  la  sociedad  y  la  oficina  que 
administra. los  fondos  de  que  se  trata. 

En  mérito  de  estas  consideraciones  y  de  con- 
formidad con  lo  dispuesto  en  artículo  220  de 
la  ley  de  15  de  octubre  de  1875,  los  infrascri- 
tos han  sido  de  opinión  de  fallar  esta  inciden- 
cia como  lo  expresan  en  la  sentencia  de  esta 
fecha  de  la  causa  referida. 

Tacna,  7  de  enero  de  1904.— B.  Barros.— 
P.  Roberto  Vega. 


Corte  tic  Valparaíso.  —  12  de  enero  de  tOOÍ 

Francisco  López 

Auditor  de  Guerra.— Auditor 
de  Marina 

Doctrina:— La  ley  número  1000  de  3 
de  agosto  de  189S  creó  el  cargo  de  audi- 
tor de  marina  para  ilustrar  al  Director 
General  en  todos  Jos  asuntos  legales  y 
Judiciales  qac  se  relacionen  con  el  servicio 
de  la  Armada,  sin  perjuicio  de  las  facul- 
tades y  obligaciones  que  le  señalen  las 
leyes  y  reglamentos  especiales;  y,  por  lo 
tanto,  desde  la  promulgación  de  la  ley, 
los  jueces  de  letras  no  están  obligados  á 
servir  de  auditores  de  marina,  ya  que  el 
articulo  i"  del  titulo  LXXV  de  la  Orde- 
nanza General  del  Ejército  sólo  dispone 
que  los  Jueces  de  letras  serán  íiuditores 
de guerrade  1^ Comandancia  Generales 
de  Armas  provinciales  y  el  decreto  de  24 
de  agosto  de  1869  sólo  declaró  que  los 
Jueces  de  letras  debían  asesorar  al  Co- 
mandante en  je&  de  la  escuadra  de  la 


Digitized  by 


432 


SÉGXn^DA  PARTE 


República  ea  las  causas  militares  correS' 
ponáientesque  se  ventilen  en  sas  jurisdic- 
ciones respectivas,  mientras  no  existiera 
en  dicha  escuadra  un  auditor  especial  de 
guerra. 


Con  motivo  de  las  lesiones  inferidas  á  Vir- 
ginio Calderón  en  una  riña  que  tuvo  en  el  pon- 
tón Peebes,  con  el  capitán  de  altos  Francisco 
López,  el  Comandante  en  jefe  del  Apostadero 
Naval  de  Magallanes,  residente  en  Punta  Are- 
nas, mandó  instruir  d  sumario  correspondien- 
te al  tenor  del  parte  respectivo. 

Concluido  este  sumario  se  ordenó  pasarlo 
por  providencia  de  22  de  agosto  del  año  úl- 
timo, al  señor  juez  letrado  de  Punta  Arenas 
para  que  dictaminase  en  conformidad  á  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  1^,  del  título  LXXV  de 
la  Ordenanza  General  del  Ejercito,  sobre  si 
debía  ó  no  elevarse  A  proceso. 

El  expresado  juez  letrado,  por  nota  de  2  de 
octubre  devolvió  el  sumarioy  se  excusó  de  des- 
empeñar las  funciones  de  auditor,  manifestan< 
do  que  después  de  dictada  la  ley  número  1060 
de  10  de  agosto  de  1898,  y  en  conformidad  con 
lo  establecido  en  el  artículo  1^  título  LXXV 
y  artículo  4»,  título  LXXIV  de  la  referida  Or- 
denanza, él  sóloestá  obligado  á  asesorar  tuniu 
auditor  á  los  Comandantes  frenerales  de  Ar- 
mas en  las  provincias  y  en  procesos  que  se 
sigan  contra  individuos  del  Ejército;  y  que  la 
obligación  de  dictaminar  en  los  asuntos  de  la 
Armada  corresponde,  única  y  exclusivamente, 
alauditorde  marina,  fnndonariocreadopor  la 
indicada  ley  de  10  agosto  de  1898. 

Por  oficio  de  3  octubre  el  Comandante  en 
jefe  del  Apostadero  de  Magallanes  se  diri^ó  á 
la  Corte  de  Apelaciones  de  Valparaíso  hacién- 
dole saber  la  negativa  del  juez  de  Magallanes 
para  que,  en  cumplimiento  de  los  deberes  que 
corresponden  á  esta  Corte,  en  conformidad  al 
artículo  68  de  la  ley  de  15de  octubre  de  1875, 
se  ordenara  al  referido  funcionario  que  cuni< 
pilera  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  citado  de 
la  Ordenanza  y  que,  en  consecuencia,  dictami- 
nara en  el  proceso  de  que  se  trata. 


La  Oorte  falló: 

Teniendo  presente: 

1'  Que,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  1' 
del  titulo  LXXV  de  la  Ordenanza  General  del 
Ejército,  los  jueces  de  letras  son  auditores  de 
las  Comandancias  Generales  de  Armas  de  las 
provincias  y,  sí  bien  por  decreto  de  24  de  agos- 
to de  1869  se  hizo  extensiva  á  dichos  funcio- 
narios la  obligación  de  asesorar  también  al 
comandante  en  jefe  de  la  Escuadra  Nacional, 
ello  fué  para  mientras  no  existiere  en  In  escua- 
dra un  Auditor  especial  de  Guerra; 

2?  Que  por  la  ley  de  3  de  agosto  de  1898  se 
creó  la  Dirección  Superior  de  la  Marina  á  car- 
go de  un  Director  General,  en  quien  reside  no 
sólo  el  mando  y  direcaón  de  toda  la  Armada 
de  la  República  y  sus  dependencias,  incluso  el 
Apostadero  de  Magallanes  y  demás  que  con- 
venga  establecer,  sino  también  la  jnrisdicrión 
militar  de  la  misma  Armada,  puesto  que  tiene 
las  atribuciones  fijadas  por  las  Ordenanzas 
Navales  y  disposiciones  vigentes; 

3^  Que  por  el  artículo  11  de  la  propia  ley  se 
creó  también  el  cargo  de  Auditor  de  Marina 
para  ilustrar  al  Director  General  en  todos  los 
asuntos  legales  y  judicial»  quf  se  relacionen 
con  el  servicio  de  la  Armada,  sin  perjuicio  de 
las  facultades  y  obligaciones  que  le  señalen  las 
leves  y  reglamentos  especiales;  y 

4-^  Que,  en  consecuencia,  para  resolver  el 
conflicto  de  atribuciones  que  ha  sur^do  entre 
la  autoridad  naval  y  el  señor  juez  letrado  de 
Magallanes  no  es  dado  atender  sino  á  la  ley 
citada  de  10  de  agosto  de  1898. 

En  mérito  de  estas  consideraciones  y  leyes 
citadas,  se  declara  que  el  juez  letrado  de  Ma- 
gallanes no  está  obligado  A  servir  el  cargo  de ' 
auditor  en  este  proceso  y,  por  lo  tanto,  no  es 
llegado  el  caso  de  que  este  Tribunal  ejercite 
las  atribuciones  conferidas  por  el  artículo  68 
de  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales  de  15  de 
octubre  de  1875. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Presiden- 
te Pineda,  que  estuvo  porque  se  declarase  que 
el  juez  de  letras  de  Punta  Arenas  debía  ejercer 
en  este  proceso  las  funciones  de  auditorde ma- 
rina, por  las  consideraciones  expuestas  por  el 
señor  Piscal  en  su  dictamen. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Silva. 
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Publíquese  y  comuníqiiese  al  juez  letrado  de 
Magallanes.— Pe</ro  N.  Pineda.— Braulio  Mo- 
nao.— Luis  Ignacio  Silva. 

La  sentencia  anterior  de  la  Corte  de 
Valparaíso  está  fundada  en  un  error  evi- 
dente que  creemos  conveniente  señalar 
para  que  no  establezca  jurisprudencia. 

Bastaren  efecto  consultar  las  Ordenan- 
zas navales  de  1748  y  de  1793,  que  tan- 
tas veces  han  aplicado  los  Tribunales  has- 
ta aceptando  recursos  formulados  por  el 
auditor  en  virtud  de  disposiciones  de  esas 
Ordenanzas»  y  la  misma  Ordenanza  del 
Ejército,  mandada  observar  en  la  Arma- 
da en  lo  que  con  el  servicio  es  compatible 
y  que  como  ley  patria  prima  sobre  las 
ordenanzas  españolas;  basta  examinar 
las  leyes  de  presupuesto  anterioresá,1898 
y  el  artículo  45  de  la  ley. número  21  del'' 
de  febrero  de  1893  que  fija  el  sueldo  y 
rango  del  Auditor  de  Guerra  de  la  Arma- 
da, para  ver  que  el  cargo  de  auditor  de 
marina,  ó  de  guerra  de  la  armada,  pues 
las  dos  denominaciones  usan  las  ordenan- 
zas, existe  desde  que  Chile  es  independien- 
te; que  por  decreto  de  23  de  junio  de  1819 
se  fijaba  al  auditor  de  marina  su  rango  y 
prerrogativas;  que  ese  cargo  figuraba  con 
el  sueldo  respectivo  en  las  leyes  de  presu- 
puesto anteriores  á  1893  y  después  de 
ese  año  con  el  qne  desde  esa  fecha  se  asig- 
nó á  ese  funcionario;  á  lo  que  se  agrega 
que  el  actual  auditor  de  marina  fué  nom- 
brado el  10  de  noviembre  de  1891.  Con 
esos  antecedentes  estamos  ciertos  qne  no 
habría  podido  afirmar  la  mayoría  del 
Tribunal  que  el  cargo  de  auditor  de  ma- 
rina fué  creado  por  la  recordada  ley  de 
agosto  de  1898;  tanto  más  cuanto  que  el 
propio  artículo  11  de  esa  ley  habla  en  pre- 
senté  de  subjuntivo  común  y  emplea  la 
forma  que  don  Andrés  Bello  llama  impie- 
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rativa,  por  cuanto  expresa  un  algo  pasa- 
do cuya  existencia  actual  se  reconoce.  La 
ley  al  referirse  al  auditor  de  marina  y  de- 
cir "sin  perjuicio  de  las  facultades  que  le 
señalan  las  leyes",  no  crea  nada,  sino  que 
reconoce  lo  que  existe. 

Además,  la  tantas  veces  citada  ley  de 
1898,  expresa  claramente  que  el  Director 
General  tiene  las  atribuciones  fijadas  en 
las  ordenanzas  navales,  y,  según  éstas, 
los  comandantes  de  buques  sueltos  fuera 
del  departameato,  los  jefes  de  escuadra, 
y  los  jefes  de  apostaderos  tienen,  por  de- 
Ilación  legal,  dentro  de  la  escuadra,  bu- 
que ó  apostadero  de  su  mando,  las  facul- 
tades judiciales  ó  sea  la  jurisdicción  que 
esas  ordenanzas  y  la  recordada  ley  de 
agosto  que  se  refiere  á  ellas,  acuerdan  al 
Director  General. 

Esa  ley,  que  organizó  el  Estado  Mayor 
de  la  Marina  no  ha  modificado  ni  dero- 
gado las  Ordenanzas.  Por  el  contrario, 
reproduce  sus  disposiciones;  claramente 
establece  que  el  Director  General  tendrá 
el  mando  y  dirección  de  toda  la  Armada 
y  de  las  partes  que  ta  componen  coa  las 
atríbuciones  que  le  acuerdan  las  Ordenan- 
zas del  ramo  y  disposiciones  vigentes;  de 
modo  que  no  se  han  introducido  las  in- 
novaciones que  la  sentencia  de  la  Corte 
que  nos  ocupa  da  por  establecidas. 

La  jurisdicción  criminal,  ó  sea,  las  fun- 
ciones judiciales  del  Director  General,  son 
hoy  las  mismas  que  antes  ejercía  el  Co- 
mandante General  de-Marina  que  tenía 
las  que  el  artículo  1^,  título  II,  trata- 
do 2^  de  las  Ordenanzas  de  1793  señalan 
al  Director  General.  Así  está  declarado 
por  el  Gobierno  en  múltiples  resoluciones 
y  una  de  las  más  explícitas  y  recientes  es 
la  de  18  de  abril  de  1895,  cuya  parte  re- 
solutiva es  como  sigue: 

"El  Jefe  de  la  Armada  que  desempeña 
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la  comisión  de  Comandante  General  de 
Marina  ejercerfi,  bajo  la  misma  denomi- 
nación actual  y  sin  perjuicio  de  las  facul- 
tades y  deljeres  que  le  están  señalados 
como  tal,  las  funciones  que  el  título  2*^, 
tratado  2^  de  las  Ordenanzas  Generales 
señíilnn  al  Director  General  de  la  Ar- 
mada." 

En  la  escuadra,  ó  sea  en  la  división  de 
naves  de  guerra  en  evoluciones  en  tiempo 
de  paz,  no  hay  ni  ha  habido  hasta  el  pre- 
sente auditor  embarcado.  En  cambio,  en 
escuadra  en  campaña,  es  decir,  en  tiempo 
de  guerra,  siempre  h.i  habido  auditor.  Y  la 
razón  que  ha  determinado  que  lo  haya 
en  tiempo  de  guerra  y  no  en  tiempo  de 
paz  es  por  demás  obvia. 

En  el  segundo  caso  la  escuadra  ó  divi- 
sión no  sale  del  territorio  nacional  y  está 
en  constante  y  fácil  comunicación  con  las 
autoridades,  ya  sea  las  superiores  ó  ya 
las  que  debe  consultar  en  calidad  de  au- 
ditores, como  son  los  jueces  de  letras;  en 
el  segundo,  opera  fuera  del  territorio  de 
la  República,  necesita  resolver  con  prpn- 
titud  los  casos  judiciales  ó  legales  que  le 
ocurran  y  es  natural  y  necesario  entonces 
que  tenga  auditor  ó  sea  asesor  letrado. 

El  decreto  de  30  de  agosto  de  1869  que 
la  sentencia  cita,  se  refiere,  como  consta 
de  sus  consideraciones  y  partes  dispositi- 
vas, al  comandanteen  jefede  la  Escuadra 
de  la  República,  no  á  la  Armada,  como 
parece  haber  entendido  la  Corte  de  Val- 
paraíso. "En  vista  de  la  nota  que  prece- 
de y  de  los  antecedentes  que  se  acompa- 
ñan y  considerando,  dice  ese  decreto: 

"1^  Que  el  comandante  en  jefe  de  la  Es- 
cuadra de  la  República  ejerce  sus  atribu- 
ciones de  tal  en  cualquiera  parte  del  te- 
rritorio del  Estado  en  donde  se  encuentre 
con  buques  de  su  mando;  y 

"2^  Que  mientras  no  exista  en  la  Escua- 


dra auditor  especial  de  guerra,  los  res- 
pectivos jueces  de  letras,  para  el  caso  de 
dictaminar  como  asesores  en  causas  mi> 
litares  de  marina,  se  encuentran  en  rela- 
ción á  ese  jefe  en  las  mismas  circunstan- 
'  cias  que  con  relación  á  los  comandantes 
generales  de  armas  de  las  provincias  en 
donde  no  hay  auditor  especial,  se  decla- 
ra que  los  jueces  de  letras  deben  aseso- 
rar al  comandante  en  jefe  de  la  escuadra 
de  la  Rqjública  en  las  causas  militares 
correspondientes  que  se  ventilen  en  sus 
jurisdicciones  respectivas." 

Este  decreto  se  ¡ha  seguido  aplicando 
aún  después  de  creado  el  auditor  de  mn- 
rina  con  residencia  en  Valparaíso. 

La  resolución  de  la  Corte  de  Valparaí- 
so, que  el  comandante  en  jefe  del  Aposta- 
dero de  Magallanes  recabó  de  ella  en  con- 
formidad al  acuerdo  del  Consejo  de  De- 
fensa Fiscal  á  quien  el  Ministerio  había 
pedido  dictamen  sobre  la  manera  de  so- 
lucionar la  dificultad  que  presentaba  la 
negativa  del  juez  de  letras  de  Magallanes, 
perjudicará  notablemente  á  todos  los 
sumariados  ó  procesados  de  marina  de 
aquella  jurisdicción.  Todos  los  sumarios 
y  procesos  que  se  instruyan  6  se  trami- 
ten en  Punta  Arenas  tendrán  que  venir 
por  lo  menos  dos  veces,  sino  más,  á  Val- 
paraíso, capital  del  departamento  del  te- 
rritorio marítimo  de  la  República,  para 
el  trámite  de  oir  el  dictamen  del  auditor. 
Y  esta  demora,  sólo  existirá  para  las 
causas  de  Magallanes,  pues  en  Talca- 
huano,  donde  también  hay  Apostadero 
ó  en  los  puertos  en  que  la  escuadra  suele 
hallarse  de  estación,  como  ^r  Iquique, 
Caldera,  Coquimbo,  etc.,  ese  retardo  no 
se  produce  porque  los  jueces  letrados  no 
han  desconocido  ni  protestado  jamás  el 
deber  impuesto  por  la  Ordenanza  del 
Ejército  de  .servir  de  auditores  á  los  co- 
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mandantes  jcneralcs  de  armas,  jefes  de 
apostaderos  ó  jefes  de  escuadra  que,  con 
arreglo  á  las  Ordenanzas,  tienen  jurisdic- 
ción delegada  del  director  general.  Al  co- 
nocer la  resolución  de  la  Corte  de  Valpa- 
raíso podrían,  sin  embargo,  cambiar  de 
niixlo  de  pensar  y  suscitar  la  cuestión 
(jue  ha  provocado  el  juez  de  Magallanes; 
y  por  eso  llamamos  la  atención  al  error 
en  que,  á  nuestro  juicio,  lia  incurrido 
aquel  tribunal. 

Las  Ordenanzas  de  1748,  por  otra  par- 
te, autorizan  expresamente  A  los  jefes  de 
marina  con  jurisdicción  para  requerir 
dictamen  de  auditor  á  la  persona  íjue 
ellos  elijan  ó  designen  siempre  (jue  fuere 
letrado. 

¡Qué  raro  es  entonces  que  dentro  de  la 
mayor  lógica  y  consecuencia  sean  los 
jueces  letrados  los  elegidos  ó  designados 
por  esos  jefes  para  que  les  sirvan  de  au- 
ditores fuera  de  la  capital  del  departa- 
mento marítimo  de  la  República! 

Antonio  Varas. 


Corte  fie  Santiago.— 21  de  abril  de  1ÍH)4 

Ravest  con  Fisco 

Ofiolal  del  Regrlstro  Civil.— Locales 
para  oficina.— Falta  de  oMigaclón 
del  Flsoo  de  abonarlos.— Presupues- 
tos.— Carenóla  de  fbndos- 

Doctrina;— i4/ crearse  por  la  ley  los  car- 
gos de  oñciales  del  Registro  Civil  se  les 
asignó  sn  remuneración,  tomando  natu* 
raímente  en  cuenta  que  dichos  funciona- 
rios debían  mantener  una  oñcina  para  el 


servicio  del  público,  r  de  consiguiente, 
esto,  dada  la  naturaleza  del  cargo,  debe 
considerarse  que  forma  parte  de  las  obli- 
gaciones de  quien  lo  ejerce  j  no  se  le  debe 
por  ello  retribución  alguna.  Esta  conclu- 
sión se  corrobora  con  el  hecho  de  que  en 
la  ley  de  presupuestos  se  consultan  diver- 
sos ítem  para  arrendamiento  de  oficinas 
para  determinados  oñciales  civiles. 


El  oficiiil  (le  la  1"  circiniscripcióri  del  Regis- 
tro Civil  del  departamento  de  la  Victoria,  don 
AllKrto  Ravest,  demandando  ni  Fisco  expone: 
que  desde  el  l"de  septiembre  de  1895  hasta  la 
fecha  en  que  enlabia  la  demanda,  22  de  no- 
viembre de  1 902,  se  ha  visto  en  la  necesidad  de 
arrendar  una  oficina  para  el  ejercicio  de  su 
cargo,  pagando  un  canon  de  doce  pesos  men- 
suales. El  Fisco  no  le  ha  pagado  sinoiin  semes- 
tre, ó  sean  setenta  y  dos  pesos,  quedándole 
adeudando  la  suma  de  novecientos  setenta  y 
dos  [lesos. 

Sostiene  que  en  la  ley  de  presupuestos  se  con- 
sulta una  cantidad  para  arriendo  de  oficinas 
del  Registro  Civil,  y  por  lo  tanto  los  oficiales 
de  dicho  Registro  no  están  obligados  á  hacer 
ese  gasto  de  su  propio  peculio  sino  de  fondos 
nacionales. 

Agrega,  finalmente,  que  los  oficiales  del  Re- 
gistro Civil  de  Talcahuano,  Los  Andes,  Línia- 
che  y  San  Carlos  han  cobrado  judicialmente  el 
valor  del  canon  de  arrendamiento  de  sus  res- 
pectivas oficinas  y  se  les  ha  mandado  pagar. 

En  consecuencia,  entabla  demanda  contra 
el  Fisco  para  que  declare  que  debe  pagársele 
la  suma  de  novecientos  setenta  y  dos  pesos 
que  se  le  adeuda  por  saldo  de  los  cánones  de 
arrendamiento  que  ha  pagado  del  local  de  la 
oficina  del  Registro  Civil  que  tiene  A  su  cargo. 

El  promotor  fiscal,  contestando  la  deman- 
da, pide  no  se  dé  lugar  A  ella  por  cuanto  la  ley 
que  creó  los  cargos  de  oficiales  del  Registro 
Civil  no  quiso  gravar  el  Erario  Público  con  el 
arriendo  de  locales,  sino  con  los  sueldos  fijos 
que  asignó  á  cada  cmj)leado;  que  es  efectivo 
que  en  I.i  ley  de  presupuestos  echa  fijado  anual- 
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mente  una  partida  en  globo  para  arriendo  de 
locaks^  pero  que  ello  no  quiere  decir  que  se  le 
hubiera  impuesto  al  Fisco  la  obligación  de  pa- 
gar todos  los  locales  en  que  funcionan  las  ofi- 
cinas del  Registro  Civil,  sino  que  se  le  dejaba 
A  su  arbitrio  el  invertir  6  no  esa  suma. 

No  acepta  los  precedentes  invocados  res- 
pecto de  haber  algunos  fallos  que  ÍTavorezcan 
las  pretensiones  del  demandante,  por  cuanto 
no  han  sido  revisados  por  los  tribunales  supe- 
riores. Por  último  el  demandante  no  ha  recla- 
mado ante  el  ejecutivo  el  cobro  de  los  cánones 
que  se  supone  se  adeudan. 

El  Juzgado  resolvió: 

Considerando: 

Vf  Que  la  ley  de  17  de  julio  de  1884,  que 
creó  el  Registro  Civil,  en  su  artículo  16,  fijó 
los  sueldos  de  que  debían  gozar  anualmente 
los  Oficiales  del  Registro  Civil  y  en  ninguna 
de  las  disposiciones  de  la  ley  recordada  se  im- 
puso A  esos  empleados  la  obligación  de  pagar 
por  su  cuenta  los  cánones  de  arrendamiento 
de  sus  respectivas  oficinas; 

2^  Que,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  140 
de  la  Constitución  Política  del  Estado,  no 
puede  exigirse  ninguna  especie  de  servicio  per- 
sonal, ó  de  contribución,  sino  en  virtud  de  un 
decreto  de  autoridad  competente,  deducido  de 
la  ley  que  autorice  aquella  exacción  y  mani- 
festándose el  decreto  al  contrílniyente  en  el 
acto  de  imponerle  el  gravamen; 

3^  Que  no  cabe  duda  que  los  locales  en  que 
funcionan  los  Oficiales  del  Registro  Civil,  son 
ofícinns  del  servicio  público  y  su  mantenimien- 
to es  (le  rigor  que  sea  costeado  con  fondos  del 
Erario  público,  ya  que  la  ley  especial  no  im- 
pone esa  contribución  al  empleado  encargado 
de  servirla; 

4fi  Que  á  mayor  abundamiento  consta  del 
documento  de  fs.  8,  que  por  decreto  supremo 
de  16  de  noviembre  de  1895,  se  mandó  poner 
&  disposición  del  Oficial  del  Registro  Civil  de 
San  Bernardo  la  cantidad  de  treinta  y  seis 
pesos,  á  efecto  de  atender  el  pago  del  cánon 
de  arrendamiento  de  la  oficina  de  su  caigo, 
por  el  trimestre  de  octubre,  noviembre  y  di- 
ciembre de  aquel  año,  reconociéndose  así  el 
derecho  que  reclama  el  demandante; 

Y  visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  1690  del 
Código  Civil  y  303  del  Código  de  Procedi- 


miento Civil,  se  declara:  que  ha  lugar  á  la  de- 
manda, en  cuanto  á  que  el  Fisco  debe  pagar  ú 
don  Alberto  Ravest  la  suma  de  novecientos 
setenta  ydos  pesos, saldode  cánones  de  arren- 
damiento que  se  le  adeudan  por  el  local  que  hn 
ocupado  la  Oficina  del  Registro  Civil  de  San 
Bernardo,  circunscripción  primera  del  depar- 
tamento de  la  Victoria,  desde  el  17  de  septiem- 
bre de  1895,hastael  22 de  noviembre  del902. 
—Anótese  y  consúltese.— I^uis  Leiaeta. 
Apelada  esta  sentencia 

La  Oorte: 

Vistos:  Reproduciendo  la  relación  de  los  he- 
chos contenida  en  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia, y  considerando: 

1'  Que  al  crearse  por  la  ley  de  17  de  julio 
de  1884  los  cargos  de  oficiales  del  Registro 
Civil  se  les  asignó  igualmente  su  remunera- 
ción y  de  consiguiente,  al  aceptarse  por  el  de- 
mandante el  puesto  de  Oficinl  del  Registro 
Civil  de  San  Bernardo  lo  hizo  en  las  condicio- 
nes que  esa  ley  lo  establecía,  la  cual  no  ha  sido 
modificada; 

2*  Que  si  bien  el  local  en  que  desempeña  sus 
funciones  el  demandante  presta  sus  servicios 
de  Oficina  Pública,  esto  se  debe  al  mismo  car- 
go que  ejerce,  el  cual  trae  anexa  la  obligación 
de  tener  un  local  adecuado  para  el  público,  y, 
de  consiguiente,  esto,  dada  la  naturaleza  del 
cargo,  debe  considerarse  que  forma  parte  de 
las  obligaciones  de  quien  lo  ejerce  y  no  se  le 
debe  por  ello  remuneración  alguna; 

3'  Que  la  circunstancia  de  figuraren  el  Prc- 
'supuesto  Nacional  diversas  partidas  para  asig- 
naciones de  casas  á  oficiales  determinados  del 
Rejistro  Civil,  lejos  de  significar  un  reconoci- 
miento del  derecho  que  se  pretende  ejercitar 
en  este  juicio,  importa  una  negación  de  él  pues- 
to que,  estableciendo  el  legislador  excepciones 
por  razones  que  el  solo  califica,  deja  vigente  el 
precepto  general  déla  ley  que  no  concede  á  los 
demás  tales  remuneraciones. 

Que  tampoco  puede  servir  de  fundamen- 
to á  la  demanda  la  alegación  de  haberse  pa- 
gado en  una  ocasión  una  suma  para  el  objeto 
que  hoy  se  pretende,  ya  que  en  el  decreto  en 
que  se  ordenó  hacer  tal  pago,  se  limitó  á  una 
época  determinada,  y  no  habiéndolo  hecho,  el 
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Supremo  Gobierno  expresó  su  voluntad  tic  po- 
ner término  á  esa  concesión;  y 

5'  Que  en  virtud  de  los  Antevientes  expues- 
tos, no  existe,  pues,  fuente  alguna  de  obliga- 
ción en  virtud  de  la  cual  pueda  sostenerse 
que  el  Fisco  ha  contraído  la  que  hoy  se  le  pre- 
tende imponer. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  1437  del 
Código  Civil,  se  revoca  la  sentencia  apelada, 
fecha  veinte  de  mayo  del  corriente  año,  y  se 
declara  sin  lugar  la  demanda. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Larraín  Z. 
—J.  Bemales  Af.~B.  Donoso  V.~J.  Ignacio 
Larmin  Z. 


Corte  de  Santiago.— a9  de  abril  de  1904 

llriceño  con  Municipalidad  de  Santiago  y 
Fisco 

Retiro  munlolpal.— Convenio  especial. 
— Áouerdoa  munloipales. 

Doctrina: — No  existiendo  un  convenio 
especial,  los  beneñcioa  qae  pueden  ema' 
nar  de  acuerdos  ó  reglamentos  de  la  Mu- 
nicipalidad de  Santiago  referentes  al  ser- 
vicio.de  la  policía  de  seguridad,  suponen 
Ja  caÜñcación  de  los  requisitos  qae  debe  te- 
ner el  agraciado  para  poder  gozar  de  ellos; 
de  lo  que  se  deduce  que  éste  sólo  tenía 
una  espectativa  sujeta  al  acuerdo  previo 
de  una  corporación  que  tiene  facultades 
que  le  soa  privativas  j  que  ejercita  con 
independencia  de  otros  poderes  públicos. 


Don  Hermógencs  Brtceño  expone  que  sirvió 
en  la  guardia  municipal  de  Santíp.go  durante 
diez  años  ocho  meses  y  trece  días,  prestando 
sus  servicios  desde  el  empleo  de  sargento  pri- 


lURIS. 


mero  hasta  capitíín,  grado  que  tenía  al  «ti- 
rarse en  18  de  noviembre  de  1890. 

El  artículo  1'  del  Acuerdo  Municipal,  apro- 
bado por  Decreto  Supremo  de  3  de  abril  de 
1868,  dice:  "Todos  los  jefes  y  oficiales  de  la 
guardia  municipal  que  habiendo  servido  diez 
añosconsecutivos,seimposibil¡tasen  por  acha- 
ques ó  enfermedades  incurables,  tendrán  dere- 
cho al  retiro  con  opción  al  sueldo  de  infantería 
dividido  en  cuarenta  partes,  que  corresponde, 
rá  al  agraciado,  según  los  anos  que  tenga  de 
servicios." 

El  artículo  2'  de  la  Ordenanza  de  Policía  de 
25  de  mayo  de  1889  dice:  "Sin  embargo  de  lo 
dispuesto  en  el  artículo  anterior,  los  emplea* 
dos  que  hubiesen  servido  diez  ó  más  años  y 
continuasen  en  el  servicio,  conservarán  su  de- 
recho para  retirarse  en  la  forma  establecida 
antes  de  la  vigencia  de  esta  Ordenanza;  pero 
llegado  el  caso  de  retiro  se  otorgará  por  sólo 
los  años  que  el  empleado  hubiese  servido  has- 
ta la  época  en  que  principie  á  regir,  con  rela- 
ción al  sueldo  que  hubiese  disfrutado  hasta 
esa  fecha." 

Según  el  informe  médico  expedido  por  el 
doctor  don  Eduardo  Lira  Errázuriz,  que  era 
médico  de  ciudad  y  al  servicio  del  Municipio 
en  el  año  1890,  el  señor  Briceño  contrajo  una 
afección  reumática  que  lo  inutilizó  para  el  ser- 
vicio de  la  guardia  nacional. 

Con  estos  antecedentes  y  estimando  el  inte- 
resado que  tenía  derecho  á  retiro  con  opción  á 
ta  cuarta  parte  del  sueldo  de  capitán  de  que 
disfrutaba  al  retirarse  de  la  polida,  recurrió 
á  la  Munidpalidad  solicitando  se  le  reconocie- 
se su  derecho,  sin  que  le  fuese  dado  conseguir 
rebultado  alguno  favorable. 

En  mérito  de  lo  expuesto,  entabla  demanda 
ordinaria  en  contra  de  la  Municipalidad  de 
Santiago  y  pide  se  declare:  1^  que  tiene  dere- 
cho á  la  pensión  de  retiro  en  la  forma  estable- 
cida; y  2^  que  la  Municipalidad  debe  pagarle 
la  suma  de  tres  mil  cuatrocientos  veinte  pesos 
($  3.420)  por  mensualidades  vencidas  hasta 
la  presentación  de  la  demanda  y  las  demás  que 
venzan  durante  el  juicio. 

Contestando  el  Tesorero  Municipal  dice: 
que  la  policía  de  seguridad  pasó  á  depender 
del  Ejecutivo  por  la  ley  de  12  de  febrero  de 
1896  y  la  corporación  nada  tiene  que  ver  con 

56 


Digitized  by 


Google 


438 


SEGUNDA  PARTB 


este  servicio;  (jue  los  acuerdos  iiiiinicipales  á 
que  alude  la  demanda  carecen  de  fuerza  obli- 
gatoria, son  nulos  y  de  ningún  valor;  que 
aún  en  el  supuesto  de  ser  válidos  esos  acuer- 
dos, así  como  es  facultad  prirativa  del  Ejecu- 
tivo conceder  6  denegar  jubilaciones,  si-ría  de 
la  incumbencia  de  la  Municipalidad  exclusiva- 
mente conceder  ó  denegar  el  n-tíro  de  que  se 
trata;  que  Ui  justicia  ordinaria  sería  Íncoin|>e- 
teutc  para  hacer  la  declaración;  y  (juc,  por  úl- 
timo, suponiendo  que  el  demandante  tuviese 
algún  derecho,  habría  prescrito  conforme  A  lo 
dispuesto  en  el  artículo  2522  del  Código  Civil. 
Termina  pidiendo  se  rechace  la  demanda. 

Como  resultado  de  la  contestación  de  la  de- 
manda, el  demandante  la  hizo  extensiva  al 
Fisco  y  solicitó  corriese  también  con  el  repre- 
sentante fiscal. 

El  Director  del  Tesoro  se  limita  á  hacer 
suvns  las  alegaciones  del  representante  muni- 
ci^wil  y  agrega:  qae  la  ley  de  13  de  febrero  de 
1891)  establece  que  son  de  cargo  del  Tesoro 
Nacional  "los  gastos  que  exige  el  susteníniien- 
to  de  la  Policía  de  Seguridad  de  Santiago", 
que  esta  disposición  legal  nada  reconoce  res- 
pecto al  fundamento  de  ta  demanda  de  que 
se  trata. 

En  la  réplica  el  demandante  sostiene  los  tér- 
minos de  sn  demanda  y  agrega  que  el  servicio 
que  él  prestaba  en  la  Policía  de  Seguridad  era 
multado  de  un  convenio  con  el  Municipio,  y 
en  este  contrato  están  incluidos  los  acuerdos 
y  Ordenanzas  Municipales  relativos  al  servicio 
de  poKt^;  que  es  la  justicia  ordinaria  la  que 
debe  pronunciarse  sobre  el  cumplimiento  del 
contrato,  y  que  si  e»  el  Fisco  el  que  hoy  tiene 
&  su  cargo  el  sostenimiento  de  la  Policía  de 
Seguridad  de  Santiago,  ese  gasto  comprende 
toilo  el  servicio  de  policía,  empleados,  pensio- 
nes, etc.,  pues  la  ley  de  12  de  febrero  de  1896 
no  ha  detallado  las  obligaciones  que  afectan 
al  Fisco. 

Respecto  de  la  prescripción  sostiene  que  el 
término  no  ha  podido  correrle  porque,  tratán- 
dose del  cobro  de  pensiones  que  se  derivan  del 
Kconodmiento  de  un  derecho,  mientras  éste 
no  se  establezca  no  puede  correr  plazo  alguno 
para  exigir  su  cumplimiento.  Agrega  que  en  la 
Caja  Municipal  hay  retenciones  que  le  perte- 
necen por  descnentOB  que  se  hacían  á  los  em- 


pleados de  [Milicia  para  la  Caja  de  Ahorros  y 
que  esus  sumas  no  pueden  quedar  sujetas  á  la 
resolución  (jue  caprícliosameute  quiera  adop- 
tar la  Municipalidad. 

Duplicando  el  Tesorero  Municipal  expone; 
que  las  alegaciones  ilel  demandante  no  han 
desvirtuado  los  fundamentos  de  la  defensa 
consignailos  en  la  contestación  y  sólo  tiene 
que  agregar  que  las  pensiones  acordadas  por 
el  Municipio  á  varios  servidores  de  policía,  no 
han  sido  á  título  de  derecho  sino  de  gracia,  de 
mera  beneficencia. 

En  cuanto  &  los  fondos  que  el  demandante 
pueda  tener  en  la  Caja  de  Ahorros,  tiene  su 
derecho  expedito  para  ejercitarlo  reclamando 
ante  la  comisión  municipal  respectiva,  la  liqui- 
dación de  lo  que  le  corresponda. 

Kl  Juzgado  resolvió  con  fecha  9  de  febrero 
de  1903: 

Considerando: 

1"  Que  el  demandante  no  ha  justifícado  la 
celebración  de  un  convenio  especial  para  pres- 
tar sus  servicios  en  la  Policía  de  Scguridadde 
Santtíijío  durante  el  período  á  (jue  se  refiere  el 
certificado  de  f.  1; 

2^  Que  la  demanda  no  ¡lersigue  el  pago  ó 
remuneración  de  lofs  servicios  prestados,  sino 
el  reconocimiento  de  un  derecho  para  exigir 
beneficios  ulteriores  después  de  haber  renun- 
ciado un  cargo  en  la  administración  local,  be- 
neficios no  contemplados  en  la  Ley  Orgñnica 
de  las  MunicipaHdades,  sino  procedentes  de 
acuerdos  transitorios  y  sujetos  á  la  voluntad 
de  estas  coriioraciones  en  cuanto  á  mantener- 
"^Iqs  ó  derogarlos; 

3*^  Que  la  naturaleza  del  beneficio  cuyo  de- 
recho se  invoca,  supone  que  la  Municipalidad 
que  lo  establece  como  una  rcconpcnsa  extra- 
ordinaria, es  la  llamada  á  calificar  si,  dados 
los  servicios  y  condiciones  del  que  to  pretende, 
éste  reúne  los  requisitos  necesarios  para  go- 
zarlo, interpretación  que  se  deduce  también 
lógicamente  de  los  documentos  acompañados 
por  el  demandante; 

4'  Que  cualquiera  que  se.i  el  alcance  que  se 
atribuya  á  los  acuerdos  ó  reglamentos  muni- 
cipales concernientes  ni  servicio  de  policía  de 
seguridad,  en  lo  relativo  A  las  obligaciones  re- 
cíprocas de  la  M'inieipalidad  y  sus  empleados, 
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tanto  el  acuerdo  de  3  de  abnl  de  1878,  como 
la  ordenanza  de  25  de  mayo  de  1889,  invoca- 
dos por  el  demandante,  suponen  qne  el  que 
solícita  ó  pide  el  beneficio  está  actualmente 
prestando  el  servicio; 

5"  Que  del  certificado  de  f.  1  consta  que  el 
demandante  reaimció  su  destino  de  inspector 
de  la  cuarta  comisaría,  por  el  estado  de  su 
salud,  el  18  de  noviembre  de  1890; 

6^  Que  del  certificado  de  fs.  38  consta  que, 
si  bien  el  señor  Briceño  había  presentado  una 
solicitud  impetrando  de  ta  Municipalidad  el 
beneficio  que  hoy  demanda,  retiró  volunta- 
riamente  ese  memorial,  diesistiéndose  de  su  pe- 
tición; 

7*  Qne  aún  cuando  no  hubiera  existido  tal 

desistimiento,  como  en  el  presente  caso  no  se 
trata  de  reconocer  un  derecho  establecido  por 
la  ley,  sino  de  una  mera  espectativa  sujeta  al 
acuerdo  previo  de  una  corporación  que  tiene 
facultades  que  le  son  privativas  y  que  ejercita 
con  independencia  de  otros  poderes  públicos, 
sin  existir  ese  acuerdo,  no  hay  obligación  que 
afecte  al  Municipio,  ni  hay  derecho  ulgunu 
que  asista  al  demandante; 

8^  Ouc  no  cxisticndu  uu  derecho  perfecto 
á  tavor  ilel  deniantlante,  es  improcedente  la 
prescripción  alegada  por  el  representante  de 
la  Municipalidad  y  por  el  Pisco;  y 

9'  Que  la  ley  de  12  de  febrero  de  1896  que 
pasó  A  cargo  del  Fisco  la  Policía  de  Seguri- 
dad no  le  impuso  obligaciones  determinadas 
respecto  de  los  empleados  en  funciones  ni  de 
los  que  se  hubieren  retirado  del  servicio. 

Por  estos  fundamentos  y  de  acuerdo  con  lu 
dispuesto  en  los  artículos  1437, 1438,  1470, 
1698  y  2493  del  Código  Civil,  70  de  la  ley 
de  7  de  octubre  de  1861,  ley  de  12  de  febrero 
de  1896,  artículo  4^  de  la  ley  Orgánica  de  \oi> 
Tribunales,  y  ley  título  14,  partida  3»  se 
declara  sin  lugar  la  demanda.  Habilitase  el 
feriado  para  el  prcmnncíamiento  de  este  feUo. 
Anótese  y  consúltese.—^.  Ahumada  M. 

La  Corte: 

Vistos:  Se  confirma  con  costas  del  recurso 
la  sentencia  apelada  de  9  de  febrero  del  año 
último.  Devuélvanse.— í4.  Vergara.~A.  Montt. 
—Darío  Benavente. 


Corte  de  Santiago  19  de  mnvo  de  1904 

Agüero  José  María  (su  sacesión) 

Albaoea,  tenedor  de  bienes.— Admi- 
nistraoión  prolndlvlao.  -Oompeten- 
ola  del  partidor. 

Doctrina; — Al  partidor  nombrado  pa- 
ra liquidar  ¡a  sucesión  corresponde  el 
conocimiento  de  todas  las  cuestiones  re- 
lativas á  la  administración  proindiriso 
de  los  bienes  comunes,  con  arreglo  alar* 
tículo  809  del  Código  de  Pro<xdimiento 
Civil. 

Los  albaceas  sólo  están  ütcultAdos  pa- 
ra ocurrir  á  la  Justicia  ordinaria  en  las 
cuestiones  relativas  á  las  cuentas  y  ho- 
noratiob. 


Constituido  el  compromiso  para  liquidar 
la  herencia  de  don  José  María  Agüero  ante  el 
árbitro  señor  don  Arturp  Alessandrí,  se  pre- 
sentó ante  el  juzgado  de  San  Felipe  don  Fede- 
rico Silva  Moreno,  albacea  tenedor  de  bienes 
nombrado  por  don  José  Marta  Agüero,  soli- 
citando se  le  mandaran  entregar  todos  los 
bienes  de  la  sucesión  y  se  oficiara  al  compro- 
misario nombrado. 

Bste  formó  contienda  de  competencia  al 
jusgado  de  San  Felipe,  por  estimar  que  no  co- 
rrespondía á  la  justicia  ordinaria  entender  en 
lo  referente  á  la  administradón  de  los  trienet. 

B1  Juzgado  de  San  Felipe  resolvió: 

"San  Felipe,  9  de  enero  de  1904.— Vistos,  j 
teniendo  presente: 

1'  Que  don  Federico  Silva  Moreno  fué 
nombrado  por  don  José  Marte  Agüero  alba- 
cea  y  tenedor  de  bienes  por  el  término  de  cua- 
tro años,  según  se  expresa  en  la  cláusula  9* 
del  testamento  del  señor  Agüero,  otorgado  en 
Santiago  el  12  de  agosto  de  1889,  ante  el  no- 
tario don  Juan  Gómez  Solar; 


Digitized  by 


440 


SSGUKDA  I*ARTR 


2'  Que  aunque  el  mismo  señor  Agüero  vol- 
vió á  otorgar  un  testamento  posterior,  en  esta 
dudad,  el  24  de  noviembre  de  1902  ante  el  no- 
tario don  Luis  Camus  Luco,  en  este  testa- 
mento no  revocó  el  anterior  y,  por  lo  tanto, 
quedó  vigente  aquel  nombramiento  de  albacea 
y  tenedor  de  bienes,  hecho  en  don  Federico 
Silva  Moreno; 

3'  Que  este  caballero,  ejercitando  sus  dere- 
chos de  tenedor  de  bienes  solicitó  de  este  juz- 
gado la  entrega  délos  bienes  que  dejÓ  el  señor 
Agüero  á  su  fallecimiento,  á  lo  cual  se  accedió 
por  decreto  de  fecha  23  de  diciembre  del  año 
próximo  pasado  y  con  esa  misma  fecha  se  le 
hizo  la  entrega,  como  consta  de  la  diligencia 
practicada  por  el  receptor  don  Elíseo  Otaiza; 

4^  Que  al  acceder  este  juzgado  á  la  petición 
del  señor  Silva  Moreno  lo  hizo  en  virtud  de  lo 
dispuesto  en  el  artículo  809  del  Código  de 
Procedimiento  Civil; 

5*  Que  consta  del  oficio  dirigido  á  este  juz- 
gado por  don  Arturo  Alessandri,  como  juez 
compromisario,  que  está  organizado  ante  él  el 
juicio  de  partición  de  los  bienes  quedados  al 
fallecimiento  de  don  José  María  Agüero; 

6''  Que  A  la  fecha  en  que  don  Federico  Silva 
Moreno  solicitó,  en  su  carácter  de  albacea  y 
tenedor  de  bienes,  se  le  pusiera  en  posesión  de 
los  del  fallecido  señor  Agüero,  ya  se  encontra- 
ba con  antelación  ofganisado  el  compromiso, 
correspondiendo  por  esta  causa  al  partidor 
entender  en  lo  concerniente  á  la  administra- 
ción de  los  bienes,  á  virtud  de  lo  dispuesto  en 
el  inciso  2^  del  artículo  citado; 

7^  Que  la  intervención  que  el  inciso  2^  del 
articulo  807  del  mismo  Código,  invocado  por 
el  albacea,  le  da  á  la  justicia  ordinaria,  es  úni- 
camente para  conocer  en  la  formación  de  in- 
Tentario,  rendición  de  cuentas  y  honorarios 
de  los  albaceas,  administradores  y,  por  lo 
tanto,  esta  disposición  no  es  aplicable  á  la  ad- 
ministrnción  de  bienes. 

Por  estas  consideraciones,  se  declara  que 
ha  lugar  á  la  inhibitoria  solicitada.  Ejecuto- 
riada que  sea  esta  resolución,  remítanse  los 
antecedentes  al  señor  juez  compromisario  don 
Arturo  Alessandri.— A.  Urtáa  Rofas. 
Aptlada  esta  rcBolncíón  por  el  albacea, 


La  Corte: 

Vistos  y  teniendo  presente: 

1'  Que  el  artículo  809  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  somete  al  juez  árbitro,  el  cono- 
cimiento de  todas  las  cuestiones  relativas  á  la 
administración  pro-indiviso  de  los  bienes  co- 
munes; y 

2*  Que  el  inciso  2'  del  artículo  807  del  mis- 
mo Código  sólo  faculta  á  los  albaceas  para 
ocurrir  á  la  justicia  ordinaria  en  lascuestionn 
relativas  á  sus  cuentas  y  honorarios. 

Se  confirma  la  resoludón  apelada  de  9  de 
enero  último.— Devuélvanse. 

Acordada  contra  el  parecer  del  señor  Minis- 
tro Rojas,  quien,  dados  los  términos  de  la  so- 
licitud del  albacea,  contenida  en  el  escrito 
inserto  en  el  ofido  de  f.  1  del  expediente  agre- 
gado, donde  no  se  trata  de  posesión  pro-indi- 
viso, y  que  relativamente  á  la  materia  de  qne 
es  objeto  aquella  solidtud  no  le  da  interven- 
dón  expresamente  al  árbitro.con  exclusión  de 
la  justicia  ordinaria,  el  artículo  807  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  visto  también  lo  dis- 
puesto en  él  artículo  37,  número  1',  inciso  2', 
de  la  ley  de  1 5  de  octubre  de  1875,  estuvo  por 
revocar  la  resolución  apelada  y  declarar  que 
corresponde  al  juez  de  letras  de  San  Felipe  co- 
nocer de  la  incidcnda  sobre  entrega  de  los  bie- 
nes ya  inventariados  de  la  testamentaría  de 
don  José  María  Agüero  á  su  albacea  con  te- 
nenda  de  ellos  don  Federico  Silva  Moreno. — 
L.  R.  Mora.— Luis  Barriga.— J.  A.  Rojas. 


Corte  de  Santiago  17  de  junio  de  1904- 

José  Estrada  con  Munidpalidad  de  Calera 
de  Tango 

Reolamaolón  de  aouerdo  municipal.— 
Patente  para  expendio  de  bebidas 
aloohólioas.— Tiempo  qne  compren- 
de la  patente.— Periodos  de  pas^)- 

Doctrina:— Se^otííj  e¡  sentido  natural  y 
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obvio  de  los  términos  empleados  en  el 
artículo  81  de  la  ley  de  18  de  enero  de 
1902,  laspateatesde  los  establecimientos 
indicados  en  el  artícalo  71  deben  ser  ad- 
¡adicadasal  mejor  postor  cada  tres  años, 
debiendo  ser  el  mínimum  para  la  licita- 
ción el  valor  de  la  patente  ñjado  en  la 
misma  ley;  por  consiguiente,  al  ñjar  una 
municipalidad  para  la  subasta  ese  míni- 
mum como  **anuaT\  viola  el  precepto  del 
articulo  81  citado,  y  esta  ilegalidad  no 
se  subsana  por  el  hecho  de  que  los  rema- 
tantes hayan  aceptado  las  bases  del  rema- 
te y  hayan  hecho  pagos  con  arreglo  á  él. 

El  sentido  de  la  ley  es  claro  en  este  ca- 
so, y  no  tiene,  por  lo  tanto,  aplicación  el 
precepto  que  ordena  recurrir  á  la  inten- 
ción 6  espíritu  del  hgislador. 


Varios  ciudadanos  rematantes  de  patentes 
para  vender  bebidas  destiladas  6  fermentadas 
con  base  alcohólica,  se  presentaron  á  la  Muni- 
cipalidad de  la  Calera  de  Tango,  reclamando 
del  acuerdo  municipal  que  ñjó  bases  para  el  re- 
mate de  dichas  patentes  y  pidieron  que  se  mo- 
dificaran dichas  bases  disponiendo  que  los  mí- 
nimum que  se  ñjaron  para  el  remate  y  confor- 
me á  los  cuales  hicieron  la  subasta  de  patentes 
debían  considerarse  trienales  y  no  anuales,  sir- 
viendo la  cantidad  por  la  cual  los  compare- 
cientes  subastaron  patentes  en  el  referido  re- 
mate por  tres  años  en  ves  de  uno  solo  y  que  se 
les  rectificaran  los  recibos  que  se  les  han  dado 
en  la  tesorería  municipal  por  el  valor  de  las 
patentes  durante  los  semestres  que  ya  han  pa- 
gado expresándose  que  por  la  sola  suma  pa- 
gada por  cada  semestre  dichas  patentes  les 
sirven  para  tres  de  ellos. 

La  Municipalidad  de  la  Calera  de  Tango, 
por  acuerdo  de  2  de  septiembre  de  1903,  no 
di6  lugar  á  esta  solicitud;  por  lo  cual  uno  de 
los  reclamantes,  don  José  Bstrada,  se  presen- 
tó ante  la  Corte  de  Apelaciones  pidiendo  se 
declare  legal  el  mencionado  acuerdo. 

Se  pidió  informe  á  la  Municipalidad  de  la 
Calera  de  Tango  y  el  primer  alcalde  de  ésta 


informando  dice:  que  efectivamente  la  Muni- 
palidad  negó  lugar  A  la  reclamación  de  los 
comerciantes  de  bebidas  alcohólicas  por  las 
siguientes  razones: 

1*  Por  haber  aceptado  dichos  comerciantes 
las  bases  publicadas  en  el  Boletín  Municipal 
de  fecha  11  de  marzo  de  1902  y  rematado  las 
patentes  conforme  á  ellas,  según  consta  de  las 
actas  respectivas,  acompañando  al  efecto  co- 
pia de  una  de  ellas; 

2*  Por  haber  los  mismos  aceptado  los  reci- 
bos expedidos  por  ta  tesorería  municipal  y 
pagado  el  primero,  segundo  y  la  mayor  parte 
el  tercer  semestre  sin  protesta  alguna; 

3*  Porque  siendo  la  ley  de  18  de  enero  de 
1902,  una  ley  de  represión  del  alcoholismo, 
no  es  posible  creer  que  los  legisladores  al  co- 
piar á  la  letra  la  de  1 1  de  agosto  de  1902,  ha- 
yan querido  bajar  en  dos  terceras  partes  el 
precio  de  las  patentes,  favoreciendo  además, 
con  un  monopolio  á  los  rematantes; 

4*  Por  haber  entendido  todos  los  rema- 
tantes de  patentes  que  el  remate  era  anual, 
el  mínimum  anual  y  que  la  duración  del  re- 
mate sería  por  tres  años;  y 

5*  Por  no  haber  creído  el  Municipio  que 
debía  cumplir  sentencias  en  juicios  en  que  no 
había  tenido  parte. 

Se  oyó  al  Fiscal  de  la  Corte,  quien  fué  de  opi- 
nión que  procede  declarar  ilegal  el  acuerdo 
reclamado. 

La  Corte: 

£n  sentencia  de  17  de  junio  de  1904  re- 
solvió lo  signiente: 

Con  lo  relacionado  y  teniendo  presente: 

1^  Que  según  el  sentido  natural  y  obvio  de 
los  términos  empleados  en  el  artículo  81  de 
la  ley  de  18  de  enero  de  1902,  las  patentes  de 
los  establecimientos  indicados  en  el  artícalo 
71  deben  ser  adjudicadas  al  mejor  postor,  cada 
tres  años,  debiendo  ser  el  mínimum  para  la 
licitación  el  valor  de  la  patente  fijado  en  la 
misma  ley; 

2'  Que,  en  conformidad  á  dicho  precepto 
legal,  la  Municipalidad  de  la  Calera  de  Tango 
debió  fijar  como  mínimum  para  la  subasta 
de  las  patentes,  por  tres  años,  en  el  remate 
que  tuvo  lugar  en  el  año  próximo  pasado,  las 
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sumas  de  200,  de  150  >  de  75  peaoi,  •egfio  U 

clase; 

3^  Que,  no  obstante,  de  los  antecedentes 

aparece  que  laexpreaada  corporación  fijó  para 
la  subasta  como  ••minimum  anualu,  la  misma 
cantidad  que,  conforme  &  la  lejr,  debió  fijar 
para  "un  trienio-',  violando,  por  tanto,  el  in- 
dicado precepto  del  artículo  81; 

4*^  Que,  si  bien  los  tiubastadores  aceptaron 
como  mínimum  el  fijado  por  la  corporación, 
este  hecho  no  legaliza  el  procedimioito  segui- 
do por  ella,  ni  les  priva  del  derecho  de  recla- 
mar de  un  acuerdo  que  consideran  ilegal,  ya 
que  para  ello  la  ley  confiere  acción  pojiulur; 
'  5^  Que  no  es  aplicable  en  esta  causa  el  pre- 
cepto que  ordena  recurrir  á  la  intención  y  es- 
píritu del  legislador  para  interpretar  la  ley, 
por  cuanto  dicho  precepto  es  sólo  aplicable  A 
la  interpretación  de  las  expresiones  oscnras 
empleadas  en  ella  y  no  cuando  el  sentido  es 
claro,  como  sucede  en  el  presente  caso. 

Visto,  además,  lo  prerenido  en  los  artículos 
99  de  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1891  y  19 
del  Código  Civil,  se  declara  ilegal  el  acuerdo 
de  la  Municipalidad  de  la  Calera  de  Tango  de 
que  se  trata,  quedando  á  salvo  los  derechos 
de  la  Municipalidad  para  proceder  á  la  subas- 
ta de  las  patentes  en  la  forma  legal  que  co- 
rresponda. No  ha  lugar  A  lo  demás  que  se  so- 
licita en  la  reclamación,  sin  perjuicio  del  dere- 
cho de  los  reclamantes  en  orden  á  la  devolu- 
ción del  impuesto  pagado  de  más,  en  virtud 
del  acuerdo  municipal  declarado  nulo  en  este 
fallo. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Castillo. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Marín,  quien  fu£  de  opinión  de  que  se  negara 
lugar  á  dicha  reclamación,  por  estimar  que 
el  acuerdo  reclamado  está  ajustado  á  dere- 
cho.—.4/b/o  FeraantUj.— Eduardo  Casdlh.—/, 
T.  MMHn. 


No  estamos  de  acuerdo  con  la  mayoría  del 
Tribunal,  á  pesar  de  que  la  sentencia  trans- 
crita ha  reproducido  la  doctrina  sancionada 
por  la  jurisprudencia  de  la  Corte  Suprema  y 
de  otras  Cortes  de  Apelaciones. 

Sobre  el  particular  puede  verse  la  nota  que 
se  publica  al  pié  de  las  sentencias  de  la  Corte 


de  Tacna  y  de  otra  Sala  de  la  Corte  de  San- 
tiago OI  la  página  178  de  esta  sección. 

Reprodncimos  á  eontinuadón  el  dictamen 
del  fiscal  de  la  Cortede  Tacna  que  sustenta  la 
misma  opinión: 

Iltma.  Corte: 
Hay  razón  para  creer  que  en  la  mente  del 
legislador  dominó  la  idea  de  que  el  impuesto 

creado  por  la  "ley  de  alcoholes"  de  18  de 
enero  de  1902  debe  de  percibirse  por  medio  de 
patentes  anuales. 

Esta  es  la  duración  ile  las  patentes  profe- 
sionales, industriales  y  otras  existentes  en  la 
República.  Pero  como  la  ley  no  consignó  ex- 
presamente esa  idea,  algunos  tribunales  han 
creído  justo  no  violentar  su  espíritu,  sino  in- 
terpretarla en  sentido  favorable  á  los  contri- 
buyentes, quienes  se  han  asilailo  en  la  dispo- 
sición del  artículo  81. 

Fácilmente  puede  verse  que  este  artículo  ^1 
no  dice  que  la  patente  debe  ser  de  tal  ó  cual 
duración,  no  áia  que  durará  tres  años. 

Se  refiere  á  los  periodos  de  tiempo  en  que 
delte  procederse  á  adjudicar  las  patentes  en 
licitación  pública. 

Y  se  comprende  que  este  plazo  uo  debe  ser 
breve.  Un  año,  dos  años,  es  corto  término  de 
duración  para  negocios  que  se  establecen  con 
capitales  considerables,  y  por  los  cuales  debe 
pagarse  un  impuesto  caro,  como  ha  sido  el 
propósito  primordial  de  la  ley.  Así,  pues,  si 
los  jieriodos  para  In  licitación  y  adjudicación 
de  las  patentes,  se  hubieran  fijado  en  cuatro 
ó  cinco  años,  no  habrían  sido  acaso  exagera- 
dos. Pero  de  ninguna  manera  se  pueden  acep- 
tar esos  plazos  para  la  percepción  del  impuesto. 

La  misma  ley  fart.  76)  fijó  el  monto  míni- 
mo de  las  patentes,  mínimo  que  en  general  no 
ha  sido  extralimitado  por  las  ofertas  de  los 
respectivos  remates. 

¥  si  bien  se  examina,  considerando  las  ca- 
tegorías establecidas  en  relación  á  las  locali- 
dades, no  guardaría  proporción  alguna  e! 
nuevo  impuesto  con  el  anterior  que  existía 
sobre  el  expendio  ó  consumo  de  bebidas  alco- 
hólicas, si  hubiéramos  de  aceptar  como  dura- 
ción de  la  patente  todo  el  período  del  remate. 

En  efecto,  la  ley  de  S  de  agofto  de  1892, 
que  estableció  el  "impuesto  de  patentes  para 
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los  establecimientos  en  que  se  venda  al  públi- 
co bebidas  destiladas  ó  fermentadas",  divide 
(art.  2^)  los  departamentos  de  la  Repúbli- 
ca en  cinco  órdenes  ó  grupos,  y  los  enumera; 
y  en  su  artículo  3^  divide  las  patentes  en  tres 
clases,  y  ordena  que  para  los  departamentos 
del  primer  orden  la  patente  dt:  primera  clase 
será  de  1.200  pesos,  la  de  segunda  de  800  pe- 
sos y  la  de  tercera  de  400  pesos;  y  sucesiva- 
mente bájala  patentecn  considernción  al  gru- 
po y  á  la  clase. 

Precursora  como  fué  esa  ley  de  1892  de  la 
actual,  lecha  18  de  entro  del'J02,fspccÍalmen- 
te  en  lo  relativo  al  ímpuet-to  sobre  el  consumo 
d«  bebidas  alcohólicas,  principal  y  casi  único 
objeto  de  aquélla,  como  medio  de  combatir  la 
embriaguez,  fué  copiada  casi  literalmente  por 
la  última,  en  cuanto  ésta— de  alcance  más 
vasto— sancionó  también  el  impuesto  sobre  el 
consumo  de  bebidas  alcohólicas,  de  tal  man<.- 
ra  que  el  articulo  74  y  siguientes  que  organí* 
zan  el  impuesto,  son  copia  casi  literal  los  de 
una  y  otra  ley. 

El  artículo  6^  de  la  de  1892  dice  que  el  im- 
puesto se  percibirá  "en  la  forma  establecida  en 
la  ley  de  22  de  diciembre  de  1866,  y  en  las  le- 
yes y  reglamentos  que  con  ella  se  relacionan". 

Dicha  ley  de  1S66,  por  su  parte,  en  su  ar- 
tículo 3*^,  dispone  que  "las  patentes  servirán 
por  un  nño",  y  da  las  reglas  para  su  percep- 
ción. 

Todo  lo  cual  se  siguió  al  pie  de  la  letra 
mientras  duró  la  vigencia  de  la  ley  de  1892, 
sin  que  nadie  pusiera  en  duda,  ni  por  un  mo- 
mento, que  la  patente  duraba  sólo  por  un 
año;  pagando,  cu  consecuencia,  ta  suma  de 
1.200  pesos  todos  los  negocios  correspondien- 
tes al  primer  grupo  y  primera  clase,  y  sucesi- 
vamente, se^^ún  las  categorías  i-stablecidss. 
todos  los  negocios  afectados  por  el  impuesto. 

La  reciente  ley  del  año  pasado  no  consigna 
la  referencia  á  la  ley  del  66,  probablemente 
porque  se  propuso  reglamentar  de  otra  mane- 
ra la  percepción  del  impuesto,  y  omitió  decir 
que  la  duración  de  la  patente  debe  ser  de  un 
año. 

¿Tal  omisión  ha  tenido  el  alcance  de  dero- 
gar la  disposición  de  carácter  general  conte- 
nida en  el  artículo  3'^  citado?  Indudablemente 
•que  no:  primero,  porque  la  derogación  que  es- 


tablece el  artículo  1Ü6,  tinaí  de  la  ley  de  1902 
comprende  ó  abarca  las  leyes  preexistentes 
sobre  "las  materias  que  en  la  presente  se  ira* 
tan";  y  no  fué  "materia"  de  la  misma  ley  fijar 
duración  á  ia  patente  industrial  que  ella  creó; 
y  segundo,  poniue  nada  inducía  á  cambiar  el 
monto  del  impuesto  en  el  scntidode  una  enor- 
me reducción,  y  al  contrario,  toda  ia  tenden- 
cia claramente  manifestada  en  la  historia  y 
elaboración  de  la  última  ley,  ha  venido  dirigi- 
da á  aumentar  el  gravamen  impuesto  al  con- 
sumo de  liebidas  alcohólicas.  De  manera  que 
por  lo  minos  (k  t3t;  creerse  que  la  ley  quiso  con- 
servar la  misma  patente  anual;  como  mínimo, 
el  gravamen  anual  ya  existente,  y  no  derogar 
la  disposición  general  sobre  la  materia,  con- 
forme á  la  cual  es  posible  obtener  ese  resul- 
tado. 

Y  de  otra  suerte  no  se  explicaría  que  la  ley 
adoptara  el  mismo  plan  de  grupos  y  clasifica- 
ción, ya  en  vigencia  desde  la  ley  de  1892,  como 
lo  adopta  casi  al  pie  de  la  letra  (arts.  75  y 
76),  fijando  en  1.200  pesos  la  patente  para 
el  primer  grupo  y  clase,  en  800  pesos  para  la 
segunda  clase  del  primer  grupo,  y  as!  snoesi- 
vamcntc. 

Por  otra  parte,  debe  notarse  que  luego  de 
comenzar  A  regir  la  ley  de  1892,  se  creyó  de 
necesidad  dictar  una  ley — apéndice — la  de  31 
de  diciembre  del  mismo  año,  con  un  artículo 
que  dice:  "Se  suspenden  los  efectos  de  la  ley  de 
8  de  agosto  de  1892  para  los  establecimientos 
que  expendan  bebidas  cuya  base  de  alcohol  no 
pase  de  15  por  ciento,  los  cuales  pagarán  el 
tercio  de  la  patente  establecida  por  la  ley  ci- 
tada." 

La  base  del  15  por  ciento  no  es  del  todo 
cicntíHca  no  diciéndose  al  mismo  tiempo  que 
se  trata  de  alcohol  absoluto. 

l'ero  sin  duda,  y  ese  fue  el  objeto  de  la  ley 
'  complementaria,  quedaron  favorecidos  con 
sóio  la  tercera  parte  de!  impuesto  todas  las 
bebidas  y  vinos  corrientes  de  mesa  y  de  consu* 
mo general,  finos  ú  ordinarios,  yaque  ninguno 
de  éstos,  nacionales  ó  extranjeros,  de  los  tipos 
dé  Burdeos,  Borgoño,  Sauteme,  Champagne, 
etc.,  alcanzan  á  la  proporción  del  quince  por 
ciento. 

La  ley  de  1902  no  ha  consignado  esas  dis- 
posidonea  en  favor  de  las  bebidas  alcohólicas 
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con  proporción  de  15  por  ciento  6  menos;  y 
antes  bien  derogó,  en  términos  generales,  la 
ley  complementaría  ya  citada. 

Pero  la  ley  vigente  preceptúa  en  su  artículo 
9^  que  "para  los  efectos  de  esta  ley  se  consi- 
derarán belridas  alcohólicas  las  que  contengan 
16  ó  más  grados  de  alcohol  del  alcohómetro 
Gay-Lussac  á  la  temperatura  de  15  grados 
centígrados"  (es  la  temperatura  considerada 
como  normal  en  todas  las  tabla3)y  "cada  vez 
que  en  esta  ley  se  diga  alcoholes,  se  entenderá 
qne  están  comprendidas  las  bebidas  alcohó- 
licas." 

¿Ese  artículo  9^  reemplaza  á  la  ley  de  31  de 
diciembre  de  1892  en  lo  relativo  á  la  reduc- 
ción que  se  hace  del  impuesto  en  favor  de  las 
bebidas  alcohólicas  de  baja  ley? 

Creemos  que  n6. 

Porque, en  efecto,  el  sistema  de  ta  ley  vigente 
es  crear  un  doble  impuesto:  sobre  la  produc- 
ción, ó  sea,  sobre  la  industria  misma  n  fabri- 
cación de  alcoholes;  y  sobre  el  coasamo,  con- 
tribución indirecta  por  medio  de  las  patentes 
que  toman  en  remate  los  expendedores,  y  que 
en  último  término  la  pagan  los  consumidores. 

La  contribución  sobre  la  producción  se  rige 
por  las  disposiciones  del  título  III. 

Al  paso  que  la  establecida  sobre  el  consamo 
se  rige  por  los  artículos  74  y  siguientes,  que 
corresponden  al  título  V.  Estos  últimos,  que 
son  los  que  reemplazan  el  impuesto  de  la  ley 
anterior,  se  refieren  á  todas  tas  "Iscbidas  des- 
tiladas ó  fermentadas  con  base  alcohólica." 
Por  consiguiente,  comprenden,  tanto  los  al- 
coholes ó  bebidas  alcohólicas  propiamente 
tales,  como  cognac,  pisco,  ginebra,  wislíy  y 
otros  ai(uardieates,  por  el  hecho  de  ser  expen- 
didos y  consumidos,  cuanto  las  demás  bebidas 
y  licores,  y  los  vinos,  corrientes  ó  finos,  secos 
ó  dulces,  nacionales  ó  extranjeros,  delgados  6 
gruesos,  sin  limitación  alguna  en  cuanto  á  la 
proporción  de  alcohol,  pues  no  se  hace  dife- 
rencia en  favor  de  las  bebidas  cuya  base  de  al- 
cohol sea  de  15  por  ciento  ó  menos,  como  lo 
hubo  establecido  la  ley  de  diciembre  de  1892, 
ni  tampoco  se  establece  un  límite  de  diferencia 
basado  en  los  16  grados  Gay-Lussac. 

Las  expresiones  que  usa  el  articulo  74,  que 
establece  el  impuesto  déla  patente  sobre  el 
consumo,  ¡tou  muy  generales:  "l^ebidaR  desti- 


ladas ó  fermentadas  con  base  alcohólica."  Y 
ad,  quedan  gravadas  con  la  patente  todas  las 
bebidas  capaces  de  embriagar;  ya  intoxicando 
el  organismo,  ya  turbando  más  ó  menos  pro- 
fundamente la  razón,  ya  debilitando  las  fuer- 
zas musculares,  ya  relajando  ó  extraviando 
los  impulsos  fk-  la  voluntad, yaamortiguando 
ó  corrompiendo  el  sentimiento  moral,  ya  exal- 
tando ó  depravando  las  intuiciones  del  deber 
y  las  nociones  de  los  derechos  y  obligaciones 
relativos  al  orden  y  al  bienestar  de  la  so- 
ciedad. 

La  ley  de  1902,  es  ley  de  progreso  econó- 
mico, individual  y  social,  fisiológico,  tributa* 
río  y  penal. 

Aún  no  es  dado  apreciar  sas  resultados, 
porque  apenas  se  comienza  A  poner  en  ejecu- 
ción y  tiene  defectos  y  errores  subsanables. 
Pero  nadie  puede  negar  que  ella  significa  un 
paso  considerable  en  el  camino  del  derecho, 
especialmente  en  loque  se  refiere  á  la  represión 
de  la  embriaguez. 

Desde  años  atrás  se  venía  acentuando  la 
necesidad  de  corregir  y  prevenir  el  funesto  vi- 
cio, dentro  del  sistema  penal,  con  sanciones 
más  ó  menos  eficaces,  y  dentro  del  sistema 
tributario,  con  impuestos  subidos,  especial- 
mente sobre  el  consumo. 

Si  dentro  de  este  plan  de  progreso  se  llegó 
en  1892  á  fijar  eu  1.200  pesos  el  valor  de  la 
patente  de  primera  clase  en  un  año,  en  800 
pesos  la  patente  de  segunda  clase,  etc.,  seria, 
no  ya  ilógico,  sino  absurdo,  creer  que  10  años 
después  se  reduciría  á  la  tercera  parte  el  valor 
de  esas  mismas  patentes;  absurdo  que  resul- 
taría si  hubiera  de  entenderse  que  la  duración 
de  la  patente  fuera  de  3  años,  y  no  de  un  año 
como  lo  ha  síio  antes,  y  como  lo  es  en  las 
demás  patentes  industriales.  Ni  podría  decirse 
que  al  fijar  la  ley  el  mínimum  de  1.200  pesos, 
800  pesos,  etc.,  haya  dejado  margen  ilimitada 
para  que  sabiendo  las  ofertas,  pueda  llegarse 
á  obtener  por  los  tres  años  3.600  pesos,  2.400 
pesos,  etc.,  respectivamente.  Nó,  ni  las  prác- 
ticas inmemoriales,  ni  los  racionales  cálculos 
de  la  ley,  ní  los  hechos,  en  fin,  comprueban  ta^ 
resultado. 

Lo  contrarío  es  lo  que  sucede,  pues  nunca 
se  ha  fijado  como  mínimum  de  ofertas  una 
tercera  parte  de  aquella  suma  que  se  propone 
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el  le>;islador  obtener,  sino  i{ue  se  tija  el  más 
probable  valorvenal,  6  el  de  tasación  pericial, 
tratándose  de  venta;  ó  la  cantidad  misma 
que  se  señala  como  monto  dei  impuesto,  tra- 
tándose de  imposición  tributaria.  Es  un  error 
imaginarse  que  el  valor  de  la  patente  subirá 
en  la  licitación  tres  veces  ó  más  sobre  su  mí- 
nimum; y  mayor  error  aún,  formar  cálculos 
cifrados  en  esas  espectativas. 

Sobre  la  base  de  la  patente  anual  pudo 
mny  bien  calcularse  que  el  doble  impuesto 
creado  por  la  ley  de  alcoholes,  produciría, 
como  se  dijo,  de  6  á  8  millones  de  pesos 
anuales. 

Y  es  de  notar  que  hasta  el  momento  del  pri- 
mer remate,  los  interesados  mantuvieron  en- 
tre sí,  recíproca  y  tácitamente,  el  convenci- 
miento de  que  se  trataba  de  patente  anual. 

Después,  naturalmente,  han  formulado  sus 
reclamos;  y  han  obtenido  resoluciones  favora- 
bles, por  el  hecho  de  no  haber  expresamente 
la  ley  consignado  el  precepto. 

Con  los  antecedentes  expuestos  se  ve,  sin 
embargo,  que  está  muy  lejos  de  ser  clara  la 
ley  en  el  sentido  de  interpretarse  que  la  dura- 
ción de  la  patente  sea  de  tres  años. 

Una  cosa  es  el  procedimiento  déla  licitación, 
que  se  halla  consignado  en  el  artículo  81. 

Otra  cosa  muy  diversa  es  la  duración  mis- 
ma de  la  patente. 

Puede  haber,  y  en  realidad  hay  conveniencia 
en  que  las  épocas  de  la  licitación  no  bajen  de 
tres  años. 

Pero  no  hay  conveniencia  alguna,  ni  ante' 
cedente  legal  que  justifique  la  duración  por 
más  de  un  año:  cuando  se  ha  visto  que  siendo 
de  igual  valor  la  patente,  su  duración  según 
la  ley  anterior,  análoga  y  precursora,  era  de 
un  año;  y  cuando  la  tendencia  manifiesta  del 
legislador  y  el  espíritu  reconocido  de  la  nueva 
ley  han  sido  aumentar  el  impuesto  antes  bien 
que  disminuirlo. 

Debe  también  observarse  que  d  artículo  86 
ordena  que  "el  pago  de  la  patente  deberá  ha- 
cerse por  semestres  ó  por  años  anticipados"; 
lo  que  está  conforme  con  las  disposiciones  que 
han  regido  anteriormente,  en  cuanto  han  per- 
mitido el  pago  por  semestres,  seccionando  así 
las  patentes  en  dos  dividendos,  á  fin  de  facili- 
tar, por  una  parte,  el  cobro,  y  por  otra  parte 
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recaudar  el  impuesto  en  períodos  cortos,  ya 
que  su  producido  debe  destinarse  á  satisfacer 
el  presupuesto  de  gíutos,  los  cuales  se  están 
verificando  constantemente,  y  día  á  día,  y  no 
admiten,  por  lo  mismo,  esas  dilaciones  ó  |>e- 
ríodos  largos  de  año  y  medio  6  tres  años  en 
la  recaudación. 

Pugna  abiertamente  con  un  buen  sistema 
tributario  el  prolongar  la  recaudación  del  im- 
puesto por  más  de  un  año. 

Ese  plazo  de  nn  año  es  también  el  adoptado 
por  la  Constitución  (arts.  28-37)  para  formar 
y  desarrollar  el  ejercicio  de  los  presupuestos 
de  gastos  públicos. 

Y  llegamos  de  esta  manera  á  la  razón  más 
poderosa  en  apoyo  de  la  opinión  que  sostene' 
mos:  constitucionalmente  las  contribuciones 
sólo  pueden  decretarse  por  diez  y  ocho  meses, 
de  donde  se  deduce  que  sí  en  la  práctica  ó  por 
decreto  de  autoridad,  ó  por  disposición  de  ley 
se  pretende  hacerla  pagar  por  tres  años,  se  va 
contra  la  Constitución. 

En  consecuencia,  el  fiscal  estima  que  V.  S.  I. 
puede  revocar  la  sentencia  apelada,  y  no  dar 
lugar  á  la  petición  principal  de  la  demanda, 
por  la  cual  se  pretende  que  dure  tres  años  el 
pago  que  hasta  ahora  han  hecho  sobre  su  pa- 
tente industrial  de  bebidas  alcohólicas  los  co- 
merciantes delquique  que  han  mantenido  esta 
demanda;  y  puede  V.  S,  I  otorgar  la  petición 
subsidiaria  de  la  misma. 

Tacna,  11  de  agosto  de  1003.— K  Risopa- 
tróa. 

La  administración  del  impuesto  hal>ía 
por  su  parte  emitido  idéntica  opinión  en 
nota  de  6  de  junio  de  1902,  que  trascribi- 
mos en  su  parte  pertinente: 

"En  concepto  de  esta  administración 
debe  distinguirse  como  cuestión  funda- 
mental lo  que  en  el  mecanismo  de  la  ley 
es  la  licencia,  el  permiso  6  privilegio  para 
establecer  6  regir  un  local  de  expendio 
por  menor,  y  lo  que  es  la  patente  ó  con- 
tribución á  que  dichos  locales  quedan  so- 
metidos. 

"Iva  licencia  se  obtiene  en  subasta  por 
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el  término  de  tres  años,  aunque  la  ley  no 
emplea  precisamente  este  concepto,  que 
es  el  usado  portodas  las  le^slaciones  ex- 
tranjeras relativas  a!  régimen  de  taber- 
nas, cantinas,  Lares,  etc.,  el  mecanismo 
de  la  licencia  está  clnr.tmente  delineado 
en  el  título  V  de  la  ley. 

"Se  establece  en  él  un  privilegio  A  favor 
de  determinados  gremios  cfm  requisitos 
especiales,  el  principal  de  ios  cuales  es  el 
pago  de  la  patente  ó  contribución  indi- 
recta sobre  el  consumo,  y  se  somete  á  Iu> 
expendedores  á  un  régimen  particular  du- 
rante el  plazo  de  tres  años. 

"La  palabra  patente  está  mal  emplea- 
da cuando  se  refiere  á  toda  la  serie  de  me- 
didas cuya  duración  es  de  tres  años,  la 
patente  no  puede  ser  estimada  cada  tres 
años,  pues  es  una  contribución  que  ha  de 
ser  necesariamente  autorizada  para  su 
cobro  cada  diez  y  ocho  meses,  por  la  ley 
(.-<mstitucional  que  se  dicta  para  este  ob- 
to.  Ninguna  prescripción  expresa  (pie  la 
ley  1.515  deroga,  por  otra  parte,  el  ar- 
tículo 30  de  la  ley  de  22  de  diciembre  de 
1891  que  fija  á  las  municipalidades  las 
reglas  para  el  cobro  anual  de  la  patente- 

"Todo  el  sistema  tributario  de  la  Na" 
ción  descansa  sobre  la  base  del  pago 
anual  de  los  impuestos. 

"Hn  consecuencia,  si  se  considera  que 
el  mínimum  de  las  patentes  corresponde 
á  un  trienio,  habría  que  dividir  las  cuo- 
tiis  lijadas  por  el  artículo  7ü,eu  tres  par- 
tes y  asignar  una  de  ellas  á  cada  año. 
con  lo  cual  se  burlaría  sin  disputa  el  espí- 
ritu general  de  la  reforma. 

"Los  artículos  75  á  7G  de  la  ley  1.515 
no  son  stnr.  los  artículos  20  y  30  de  la  ley 
de  8  de  agosto  de  1902,  que  dividieron 
los  departamentos  de  la  República  en 
cinco  órdenes  y  las  patentes  en  tres  cla- 
ses. Si  se  considera  que  la  tarifa  es  anuab 


como  lo  estímala  administración,  se  deja 
subsistente  el  monto  de  las  antiguas  pa- 
tentes como  base  inicial  de  la  subasta. 

"Si  se  declara  que  el  mínimum  fijado 
por  la  ley  1.515  es  trienal,  se  habría  dis- 
minuido en  dos  tercios  el  valor  de  la  ac- 
tual patente.  Nada  más  opuesto  al  espí- 
ritu general  de  la  le>  1.515,  destinada  en 
buena  parte  á  restringir  el  consumo  y  6 
encarecer  las  liebidas  espirituosas. 

"Los  tribunales  han  persistido  sin  em- 
bargo en  no  atender  estas  fundadas  con- 
sideraciones; y  aunque  la  opinión  hasta 
hoy  aislada  del  señor  juez  don  José  To- 
ribio  Marín  pudiera  considerarse  como 
un  principio  de  reacción,  ci'eemos  sin  em- 
bargo, que  es  indispensable  una  declara- 
ción legislativa  que  restablezca,  en  tér- 
minos que  no  se  presten  á  duda,  el  espí- 
ritu y  el  propósito  de  la  ley  que  estableció 
en  Chile  el  rígimen  de  las  bebidns.*' 


Corte  de  Saiiciaga  IS  de  junio  de  1904 

Arzobispado  de  Santiago  con  Delpíano 

Querella  de  ampare— Letreros  en  una 
pared  divisoria.  Posesión 

Doctrina: — En  ¡os  Juicios  posesorios 
sólo  se  toma  en  cuenta  la  posesión  conti- 
nuada y  pública  por  más  de  un  año;  en 
consecnencin  es  necesario  probar  la  pose- 
sión do  la  pared  divisoria  con  el  predio 
vecino  en  que  el  dueño  de  ésta  ha  escrito 
avisos  refréndales  á  un  diario  que  edita 
en  dicho  predio,para  poder  bonar  los  /e- 
frcros  puestos  ahí  y  reemplazarlos  por 
otros  referentes  al  diario  que  puolica  ei 
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otro  propktarío,  no  siendo  prueba  sa& 
dente  el  títalo  de  dominio  de  la  propiedaa 
ni  la  cireanstaneia  de  no  haberse  pagado 
aún  el  terreno  expropiado  para  la  calle 
pública  y  que  forma  actualmente  parte  de 
la  acera  destinada  al  tránsito,  aunque  en 
la  compra  de  la  propiedad  haya  entrado 
el  derecho  para  reclamar  el  valor  del  te- 
rreno con  qae  se  ha  dado  ensanche  á  la 
via  pública. 


El  arzobispado  de  Santiago  expone,  con  fc- 
L-lia  5  de  enero  último,  que  el  ediñcioque  ocupa 
Ininiprentu  de  ¿/Porvea/rcnlacallcdelaBaii' 
(Icrn  de  esta  ciudad,  de  su  propiedad,  da  frente 
en  parte  de  su  costado  sur  á  la  vía  pública 
{>orque  la  cosa  vecina,  situada  en  dicho  deslin- 
de sur,  está  construida  algunos  metros  mns 
adentro  déla  linea  que  ocupan  los  edificios  con 
frente  á  la  calle  de  la  Bandera;  que  en  la  pared 
del  costado  sur  tiene  E¡  Porvenir  letreros  que 
expresan  la  dirección  del  diario  y  referencias 
de  suscripciones  y  avisos;  que  el  4  de  enero  de 
este  año  el  dueño  de  la  casa  vecina  don  Enri- 
■|ue  Delpiano,  que  lo  es  también  de  la  imprenta 
de  El  Chileno,  domiciliado  en  la  expresada  ca- 
lle ile  la  riaiideru,  número  641',  Ka  mandado 
borrar  los  letreros  y  anuncios  que  desde  algu- 
nos años  tiene  El  Porvenir  en  la  mencionada 
pared,  y  como  el  trabajo  no  es  largo,  probable- 
mente el  día  de  la  presentación  quedarían  bo- 
rrados tos  referidos  avisos;  qne  el  acto  ejecu- 
tado por  el  vecino  perturba  la  posesión  que 
tiene  de  la  pared  y  de  uno  de  los  servicios  que 
puede  prestarte  y  que  es  frecuente  usar  en  los 
edificios  que  se  encuentran  en  la  condición  de 
la  imprenta;  qne  le  corresponde,  en  consecuen- 
cia, el  derecho  que  el  artícnlo  931  del  Código 
Civil  otorga  para  pedir  que  no  se  le  turbe  en 
la  posesión,  que  se  le  indemnice  del  daño  reci- 
bido y  se  le  dé  seguridad  para  lo  futuro  por 
medio  de  fianza  competente;  que  el  medio  de 
que  se  valdrá  para  justificar  los  hechos  que 
dan  fundamento  á  la  querella  será  la  declara- 
ción del  mismo  don  Enrique  Delpiano;  y  con- 
cluye pidiendo  se  tenga  por  interpuesta  la 


querella  y  con  el  mérito  de  lo  que  los  partes 
expongan  y  de  las  pruebas  que  se  rindan  se  le 
ampare  en  la  posesión,  condenando  lü  quere- 
llado con  las  costas,  dañosy  perjuicios  y  aper- 
cibiéndolo con  una  multa  de  quinientos  pMOS 
si  en  lo  sucesivo  pretende  borrar  los  letreros 
que  ponga  en  la  referida  pared. 

En  el  codiparendo  á  que  fueron  citadas  las 
partes,  el  querellado  pidió  se  desechara  la  que- 
rella fundándose  en  que,  según  consta  del  certi- 
ficado que  presenta,  el  edificio  que  ocupa  fué 
construido  por  don  Luís  Larraín  Prieto,  de- 
jando un  espacio  á  la  vía  pública  que  aún  no 
ha  sido  pagado  yquedando  en  consecuencia  el 
trozo  de  pared  en  donde  existió  el  letrero  de 
El  Porvenir  que  borró  y  reemplazó  por  el  que 
ahora  existe,  en  terreno  de  su  propiedad  y  que 
la  pared  es  divisoria  6  mediaiwra,  hecho  qtie 
no  puede  precisar;  que  había  un  acto  de  tole- 
rancia del  señor  LarraSn  Prieto  en  permitir 
e  ios  letreros,  pero  que  él  ha  ejecutado  uñ  acto 
de  dominio  al  comprar  la  propiedad  de 
rraín  y  que  siendo  medianera  la  pared  no  pro- 
cede la  querella. 

El  querellante  insistió  en  su  querella  fundán- 
dose en  que  no  es  oportunala  alegación  hecha 
de  contrario,  pues  aquí  no  se  discute  el  domi- 
nio sino  la  posesión;  además  desde  el  plano 
vertical  del  edificio  del  querellado  hasta  la 
cille  pública,  está  cedida  al  tránsito  público 
toda  lu  vereda,  sin  que  haya  obstáculo  alguno 
que  lu  impida;  y  ta  parte  de  la  pared  en  que 
e^tán  los  letreros  tiene  también  Ubre  acceso,  lo 
que  para  los  efectos  de  la  querella  hace  innece- 
sario considerar  si  ha  habido  ó  no  expropia- 
ción en  forma.  ' 

El  Juz£^o  resolvió: 

Considerando: 

f  (Jue  la  querella  se  hace  consistir  en  el 
hecho  de  haberse  borrado  los  letreros  que 
existían  en  la  muralla  sur  del  edificio,  qne  El 
Porrenirteníacolocados  desde  más  de  un  año, 
acto  que  el  querellado  voufiesa,  alegando  de- 
recho para  ello  por  pertenecerle  esa  parte  del 
muro,  como  todo  él; 

2^  Que  en  esta  clase  de  juicios  sólo  se  toma 
tn  cuenta  la  posesión  continuada  y  pública 
por  más  de  un  oho,  hechos  justificados  por  la 
parte  querellante; 
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3''  l¿ue  aun  cuandoclseñorDelpiauo  ha  pro- 
bado su  dominio  al  predio  contiguo  á  la  im- 
prenta de  El  Porvenir,  no  ha  justificado  en 
forma  legal  la  posesión  de  la  parte  de  muralla 
en  donde  estaban  los  letreros  que  hizo  borrar 
3'  reemplazar  por  otros  distintos,  pues  no  es 
prueba  suficiente  el  título  presentado,  que  fija 
como  limite  oriente  la  calle  de  la  Bandera,  ni 
tampoco  la  circunstancia  de  no  habérsele  pa- 
gado aún  la  parte  de  terreno  dejada  á  la  vía 
pública  al  reedificar,  no  habiéndose  negado  que 
tal  porción  de  terreno  está  al  servicio  del  trá- 
fico; 

4^  Que «  bien  se  comprendió  en  ta  venta 
aquella  posesión,  ello  sólo  puede  estimarse  para 
los  electos  de  la  indemnización  ó  pago  corres- 
pondiente del  valor  del  suelo  dejado  á  la  vía 
ptíblica,  mas  no  para  acreditar  tal  posesión  de 
la  parte  del  muro,  ya  que,  según  la  misma 
escritura  el  deslinde  norte  sólo  expresa  que 
limita  con  la  imprenta  de  El  Porvenir^  ha- 
biéndose comprado  el  todo  como  cuerpo 
derto; 

5'  Que  tal  situación  no  se  altera  por  el  he- 
cho de  no  estar  pagado  aún  el  valor  del  suelo 
dejado  &  la  vfa  pública,  ja  que  tal  suelo  está 
incorporado  á  la  vereda  en  actual  uso;  y 

6^  (Jue  no  se  ha  probado  en  debida  forma 
la  tacha  opuesta  á  los  testigos  presentados 
por  la  parte  querellante: 

Por  estosfundamentosy  lo  dispuesto  por  los 
artículos  921,  923.  1098  del  Código  Civil, 
167,  331,  374,  392.  714  y  715  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara:  1',  que  no  ha 
lugar  á  la  tacha  opuesta  á  los  testigos  don 
Manuel  Domínguez  Cerda  y  don  Juan  Miquel; 
y  2',  que  ha  lugar,  con  costas,  A  la  querella, 
apercibiéndose  al  querellado  con  cien  pesos  de 
mnita  por  cada  vez  que  pretendiere  borrar  los 
letreros  que  el  querellantepongaen  la  muralla 
á  que  se  refiere  la  (luerella. 

Déjase  á  salvo  el  derecho  de  ejercitar  en  for- 
ma ordinaria  la  acción  que  corresponda. 

Anótese.— ^osé  T.  Marín. 

Apelada  esta  resolución. 

La  Oorte  falló: 
Vistos:  se  confirma  con  costas  del  recurso 


la  resolución  apelada  de  15  de  abril  último.-- 

A.  Vergara  A.  Montt,— Darío  Benavente.— 

E.  Castillo, 


Corte  de  Concepción.—lS  de  octubre  de  1903 

Hardt  con  SaldCas 

Aooión  hipotecaria;  abandono.de  pro- 
pledad—Fosioionos;  pronunciamien 
to  de  la  sentencia  sin  ser  absueltas. — 
Deslgmaolón  del  domicilio  y  profe- 
sión de  las  partes  lltiguntes.~Aoep- 
taolón'de  una  causal  de  nulidad  por 
ambas  partes. 

Doctrina: — Tramitado  el  Juicio  basta 
quedar  las  partes  citadas  para  seatencia 
con  anterioridad  ála  vigencia  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  no  son  aplicables 
las  disposiciones  délos  artículos 193,937 
y  941  que  evidentemente  suponen  que  las 
partes  han  debido  á  su  vez  hacer  las  de- 
signaciones de  su  domicilio,  profesión  ú 
oñcio;  y  no  estando  éstas  obligadas  á 
hacerlas^  aunque  lo  hayan  hechodespués, 
tampoco  existe  de  parte  del  Juez  obliga- 
ción de  consignarlas  en  la  sentencia  en 
términos  de  que  ésta  fuera  nula  en  caso 
de  omitirlas. 

La  apelación  interpuesta  contra  la  reso- 
lución que  desecha  la  petición  para  que 
se  suspenda  el  decreto  de  citación  para 
sentencia  mientras  no  se  absuelvan  por 
la  parte  ejecutante  las  posiciones  acom* 
panadas  por  el  ejecutado  con  fecha  ante- 
rior Á  aquel  decreto,  apelación  que  fué 
concedida  en  lo  devolutivo^  no  impide  al 
juez  seguir  conociendo  en  la  causa  y  dic- 
tar sentencia. 
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La  circunstancia  de  que  Jas  partes  estén 
de  acuerdo  en  aceptar  una  causal  de  ca- 
sación, no  impide  al  tribunal  que  conoce 
del  recurso  pronunciarse  sobre  ella  acep- 
tándola ó  denegándola,  según  proceda, 
por  cuanto  una  vez  deducido  el  recurso 
debe  ser  fallado  sin  esperar  la  compare- 
cencia de  las  partes,  y  la  ley  no  autoriza 
que  sea  aceptada  por  el  solo  hecho  de 
que  las  partes  estén  de  acuerdo  en  su  pro- 
cedencia. 


Los  señorea  E.  y  W.  Hardt  se  presenta- 
ron ante  el  juzgado  de  Temnco,  haciendo 
nao  de  la  acción  concedida  por  el  artfcnlo 
2428  del  Código  Civil  que  autoriza  al  acree- 
dor para  perseguir  la  finca  hipotecada,  sea 
quien  sea  el  deudor,  en  contra  de  doña  Dolo- 
res Alvarez  v.  de  Saldías,  poseedora  de  dicha 
finca,  entablando  ejecución  paraque pague  los 
doce  mil  pesos  adeudados,  con  sos  intereses  y 
las  costas  de  la  cobranza,  ó  abandone  la  pro- 
piedad con  el  mismo  objeto.  I^a  ejecutada  opu- 
so las  eicoepdones  de  litis  pendencia  y  de  no 
ser  bastante  el  título  para  la  eiecución. 

I^a  primera  se  funda  en  que  los  mismos  eje- 
cutantes tienen  juicio  pendiente  por  la  misma 
deuda  que  se  ejecuta  ante  ese  mismo  juzgado 
y  contra  el  primitivo  deudor  don  Juan  B.  Sal- 
dias. 

La  segunda  en  que  el  titulo  es  una  cuenta 
corriente,  contrato  bilateral  y  conmutativo  y 
mientras  no  se  liquide  no  puede  saberse  cuál 
de  los  contratantes  sea  el  deudor  ó  el  acree- 
dor] 7  además  porque  la  escritura  de  hipote- 
ca está  tamlnén  extendida  á  favor  de  los  seño- 
res Luttermercks  y  Winckelhagen  y  la  acción 
hipotecaria  es  indivisible. 

Estos  señores  se  apersonaron  después  al  jui- 
do  ratificando  lo  obrado. 

Con  fecha  28  de  majo  de  1903  el  Juzgado 
resolvió: 

Teniendo  presente: 
Que  no  se  ha  comprobado  ^ne  exista  litis 
pendencia  entre  el  ejecutante  y  la  ejecutada, 


pues  el  juicio,  A  que  por  ésta  se  alude,  terminó 
con  la  tercería  de  dominio  por  ella  misma  in- 
terpuesta respecto  á  las  hijuelas  dadas  en  ga- 
rantía hipotecaria  de  la  deuda  cuyo  pago  se 
persigue,  según  los  antecedentes  tenidos  á  la 
vista; 

Que  cualquiera  que  sea  el  carácter  de  la 
obligación,  la  deuda  es  líquida,  puesto  que  la 
misma  ejecutada  ha  reconocido  deber  la  suma 
de  diez  mil  seiscientos  cuatro  pesos  ochenta  y 
tres  centavos  por  la  escritura  de  dación  en 
pago  de  fs.  10,  y  porque  además,  siendo  el 
medio  de  comprobar  la  deuda  los  pagarées 
firmados  por  el  deudor,  éste  reconoció  los  que 
corren  en  autos  ascendentes  á  la  suma  refe- 
rida; 

Que  los  señores  Luttermercks,  Winckelhagen 
y  Ca.,  representados  también  por  el  señor 
Leas,  se  han  hecho  parte  en  este  juicio,  acep- 
tando y  ratificando  todo  lo  obrado  en  él. 

¥  visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  485  y 
492  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara que  no  ha  lugar  á  las  excepciones  y  debe 
llevarse  adelante  la  ejecución  por  todos  sus 
trámites,  hasta  hacer  entero  y  cumplido  pago 
al  acreedor  de  la  cantidad  adeudada,  intereses 
insolutos  y  costas. 

Y  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  articulo 
517  del  citado  Código,  vendrán  las  partes  6 
comparendo  á  la  audiencia  del  segundo  día 
hábil  después  de  notificada  esta  sentencia  para 
el  nombramiento  de  peritos  tasadores. 

Anótese. — C.  Astaburaaga. 

Contra  esta  sentencia  don  Manuel  A.  Osses, 
por  dona  Dolores  Alvarez  de  Saldías,  interpu- 
so recurso  de  casación  en  la  lorma  por  las  si- 
guientes causales: 

1*  Durante  el  término  probatorio  se  presen- 
tó por  su  parte  un  pliego  de  posiciones  para 
que  fueran  absueltas  por  los  ejecutantes  y  co- 
mo no  pudiera  obtener  la  comparecencia  de 
éstos,  se  pidió  que  de  conformidad  con  lo  pres- 
crito en  el  artículo  387  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se  notificara  á  su  apoderado 
para  que  hiciera  comparecer  á  sus  mandantes 
á  absolver  aquellas  posiciones,  y  que  á  virtud 
de  lo  dispuesto  en  el  articulo  384  del  mismo 
Código  no  se  pronunciara  sentencia  mientras 
no  se  evacuara  la  confesión  solicitada;  pero  no 
habiendo  dado  lugar  el  jnq<ado  á  esas  peti^ 
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tíciones,  se  dedujo  el  recurso  de  apelación,  el 
que  se  concedió  sólo  en  el  efecto  devolutivo;  t 
cuando  se  sacaban  las  compulsas  para  ocurrir 
al  tribunal  de  alzada,  se  pronunció  la  senten- 
cia recurrida; 

2"*  Se  omitit')  en  la  sentencia  la  designacif'ui 
del  douiictlio  y  profesión  de  las  partes  litigan- 
tes, habiendo  constancia  en  autos, de  la  desig- 
nación de  esos  requisitos. 

Agrega  que  con  las  omisiones  indicadas  se 
han  quebrantado  las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos 193,  164,387  y  396  del  Código  de 
Procedimiento  Civil;  y  la  sentencia  er  nula 
conforme  &  lo  dispuesto  en  los  números  5^  y 
9^  del  artículo  941  del  mismo  Código. 

Concedido  el  recurso  y  elevados  los  autos, 
se  mandaron  traer  en  relación,  y  antes  de  ser 
puesta  la  causa  en  tabla  se  presentó  la  parte 
de  E.  y  W.  Hardt  y  compartes  aceptando  la 
segunda  de  las  causas  de  nulidad  alegadas  y 
pidiendo  que  en  consecuencia  de  esta  acepta* 
ci6n,  se  devolviera  el  proceso  al  funcionario 
que  debe  subrogar  al  juez  de  letras,  para  que 
pronuncie  nueva  sentencia  con  arreglo  á  la 
ley. 

Se  mandó  tener  presente  esta  solicitud  eu  la 
vista  de  la  causa. 

La  Corte  faltó: 

Con  lo  expuesto  y  considerando: 
1^  Que  este  juicio  se  inició  y  se  tramitó 
hasta  quedar  las  partes  citadas  para  senten- 
cía  con  anterioridad  á  la  fecha  en  que  empezó 
á  regir  el  Código  de  Procedimiento  Civil; 

2^  Que  la  petición  para  que  se  suspendiera 
el  decreto  de  citación  para  sentencia  mientras 
no  se  absolvieran  por  la  parte  ejecutante  las 
poBcionee  acompañadas  por  el  ejecutado  con 
fecha  anterior  á  aquel  decreto,  fué  presentada 
cuando  ye.  re;gía  el  mencionado  C^i^  de 
Procedimiento,  y  la  apelación  dedudda  con- 
tra resolución  que  negó  lugar  á  dicha  peti- 
ción M  concedió  sólo  en  defecto  devolutivo, 
por  lo  coal  el  jue»  de  letras  pudo  seguir  cono- 
ciendo de  la  causa  y  pronnnciar  en  ella  senten- 
cia definitiva, conforme  á  lo  prescrito  en  el  ar- 
tículo 213  del  Código  ya  citado; 

3^  Que  dado  lo  expuesto  en  el  considerando 
anterior,  no  es  procedente  la  primera  de  las 


causales  de  casación  en  la  forma  alegada  por 
el  ejecutado; 

4'  Que  tampoco  es  aceptable  la  segunda  de 
dichas  causales  que  se  funda  en  el  he<^o  de 
haberse  omitido  en  la  sentencia  recurrida  la 
designnrinn  del  domicilio,  profesión  tí  oficio 
de  las  partes  litigantes,  porque  si  bien  es  cierto 
que  elartículo  193  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil  ordena  que  toda  sentencia  definitiva 
debe  contener  esas  designaciones,  pudiendo 
ser  invalidadas  aquellas  en  que  se  omitan,  se- 
gún lo  dispuesto  en  los  artículos  937  y  94-1 
del  mismo  Código;  y  que  la  ley  de  7  de  octu- 
bre de  1861  dispone  en  su  artículo  24  que  las 
leyes  concernientes  ¿  la  sustancíactón  y  ritua- 
lidad de  los  juicios  prevalecen  sobre  las  ante- 
riores desdeel  momento  en  quedeban  empezar 
á  regir,  también  lo  es  que  aquellas  disposicio- 
nes sólo  pueden  referirse  á  los  juicios  que  se 
hayan  iniciado  con  posterioridad  á  la  fecha 
en  que  empezaron  &  regir,  tanto  por  lo  que  al 
respecto  dispone  el  artículo  9°  del  Código  Ci- 
vil, cuanto  porque  dichas  disposiciones  evi- 
dentemente suponen  que  las  partes  han  debido 
í'i  .su  vez  hacer  esas  designaciones  enlasé{)uca> 
determinadas  por  el  mismo  Código  de  PrtH-e- 
dimiento; 

.")''  Que,  como  se  expone  en  el  primer  consi- 
derando, en  el  juicio  de  que  se  trata  ya  se  ha- 
bía ordenado  citar  á  las  partes  para  sentencia 
cuando  empezó  á  regir  el  Código  de  Procedi- 
miento Civil;  y  por  consiguiente,  no  teniendo 
ya  aquéllas  la  obligación  de  hacerlas  designa- 
ciones, tampoco  la  habría  de  parte  del  juez  de 
consignarlas  en  la  sentencia,  en  términos  tic 
que  ésta  üiera  nula  en  caso  de  omitirlas; 

6^  Que  la  circunstancia  de  que  los  ejecutan- 
tes hayan  manifestado  en  segunda  instancia 
que  aceptaban  la  segunda  de  las  causales  de 
casación  deducidas  porel  ejecutado,  no  impide 
que  este  Tribunal  se  pronuncie sobreella,acep* 
tándola  6  denegándola,  según  proceda  en  de- 
recho, por  cuanto  una  vez  deducido  el  recurso, 
debe  ser  fallado  sín  esperar  la  comparecencia 
de  las  partes;  y  la  ley  no  autoriza  que  sea 
aceptado  por  el  solo  hecho  de  que  las  partes 
estén  de  acuerdo  acerca  de  su  procedencia. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad 
con  lo  prescrito  en  el  articulo  955  del  Código 
de  Frooedimirato  Civil,  se  declara  sin  lugar  el 
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recurso  de  casación  de  qwc  se  ha  hecho  mérito. 

Tráiganse  los  autos  en  relación  píira  ver  eL 
recurso  de  apelación. 

Acordada  por  unanimidad  en  cuanto  de- 
secha la  primera  causal  de  casación,  y  en 
ctinnfo  ii  la  sejíunda,  contra  el  voto  del  señor 
Ministro  Rodríguez  C,  tjuien,  aceptando  esta 
segunda  causal,  opinó  por  invalidarla  senten- 
cia de  que  se  ha  hecho  referencia,  en  virtud  de 
las  consideraciones  que  consigna  en  el  libro 
respectivo. 

Redactada  pnr  el  señor  Ministro  Figueroa 
Lagos.— A/nnuc/  Rodríguez  C.—Junn  N.  Par 
ga. — Exequiei  Figueroa  Lagos. 

¥  resolviendo  en  seguida  la  apelación: 

Concepción,  10  de  marzo  de  1904.— Se  con- 
firma la  sentencia  apelada  de  28  de  mayo  de 
1903,  con  costas  también  del  recurso. 

Los  ejecutantes  son  comerciantes,  domici- 
liados en  Valparaíso;  la  ejecutada  es  comer- 
ciante, domiciliada  en  Temuco. 

Publíquese  y  devuélvanse.— /««n  N.  Farga. 
—  Exequicl  Figueroa  Lagos.  —  Luis  Dartti 
Ciiii:. 

VOTO  ESl'KCIAl. 

En  tA  juicio  de  E.  y  W.  Hardt  y  otros  con 
Juan  B.  Baldías,  sobre  cobro  de  pesos,  el  Mi- 
nistro insfrascrito,  disintiendo  del  voto  de  la 
mayoría  del  Tribunal,  opinó  por  aceptar  la 
segunda  causal  de  casación  alegada  á  nombre 
de  doña  Dolores  Alvarez  de  Saldías,  ó  sea,  la 
de  haberse  omitido  en  la  sentencia  definitiva 
pronunciada  en  el  litigio,  la  designación  del 
domicilio  y  la  profesión  ú  ofício  de  las  partes 
litigantes  y,  en  consecuencia,  por  invalidar  la 
expresada  sentencia,  en  virtud  de  los  funda- 
mentos que  pasa  á  consignar. 

Bt  juicio  át  que  se  hace  teferenna  fué  en  efec- 
to iniciado  antes  de  la  agencia  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  y  aunque  con  anteriorl. 
dad  también  6  dicha  vigencia,  ó  sea  el  16  de 
enero  último,  se  ordenó  citar  para  sentencia 
definitiva,  la  parte  Recatada  se  presentó  den- 
tro de  término  el  20  de  dicho  mes  de  enero,  pi- 
diendo se  suspendiera  el  auto  de  citación  para 
sentencia,  por  cuanto  no  se  habían  agregado 
al  proceso  unas  compulsas  solicitadas  dentro 
del  término  probatorio,  ni  se  habían  diligen- 


ciado tampoco  las  posiciones  que  dentro  del 
mismo  término  presentó  para  que  las  absol- 
viera "el  representante  en  Valparaiso  de  la  fir- 
ma social  ejecutante". 

Esta  petición  de  la  ejecutada  fué  acogida 
por  la  decisión  dictada  en  ó  ile  febrero  si- 
guiente, y  aunque  el  procurador  délos  ejecu- 
tantes apeló  de  ella  el  19  del  mismo  mes  y  se 
le  concedió  el  recurso,  la  ejecutada  Alvarez 
sólo  fué  notificada  el  14  de  marzo,  ó  sea,  cuan- 
do ya  regía  elcitadoCódigode Procedimiento. 

Dados  estos  antecedentes,  estima  el  infras- 
crito que  las  partes  no  estaban  legalmente  ci- 
tadas para  oÍr  sentencia  antes  de  la  vigencia 
de  aquel  Código. 

Es  cierto  que  por  la  resolución  de  22  de 
abril  del  presente  año,  dictada  por  esta  Corte, 
se  revocó  la  de  primera  instancia  de  5  de 
febrero  á  que  se  há  aludido  anteriormente; 
pero  también  lo  es  que  sólocon  la  notificación 
del  ciímplasc  de  aquella  resolución  quedó  la 
causa  venladera mente  en  estado  de  poderse  - 
dictar  en  ella  sentencia  definitiva. 

.Votíficadas  de  dicho  cúmplase  las  partes,  se 
presentaron  haciendo  la  designación  de  su  do- 
micilio 5'  profesión,  á  fin  de  que,  como  lo  expo- 
nen los  ejecutantes,  «1  Juzgado  pudiera  dar 
cumplimiento  á  la  disposición  del  artículo  193 
del  Código  de  Procedimiento. 

El  juez  proveyó  en  ambas  solicitudes  "como 
se  pide",  pero  no  obstante  esto,  en  el  pronun- 
ciamiento de  la  sentencia  definitiva  omitió 
aquellos  requisitos,  y  ello  ha  dado  lugar  á  la 
segunda  causal  de  casación  en  la  forma  hecha 
valer  contra  esa  sentencia,  y  que,  como  se  ha 
expuesto,  fué  desechada  contra  el  voto  del  in- 
frascrito. 

La  mayoría  del  Tribunal  ha  tenido  presente 
para  desecharla  que  "las  disposiciones  de  los 
artículos  193, 937  y  941  del  Código  de  Proce- 
ditmento  Civil  sólo  pueden  referirse  &  los  jui* 
cios  que  se  hayan  inidadocon  posterioridad  á 
la  fecha  en  que  empezaron  á  regir,  tanto  por 
lo  que  al  respecto  dispone  el  artíctdo  9*^  del 
Código  Civil,  cuantoporqoe  dichas  disposicio- 
nes evidentemente  suponen  que  las  jiartes  han 
debido  fi.  su  vez  haceresas  designaciones  en  las 
épocas  determinadas  por  el  mismo  Código  de 
Procedimiento". 

El  Ministro  infrascrito  considera  que  la  doc- 
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trina  sustentada  por  la  mayoría  del  Tribunal 
que  formó  sentencia  no  se  armoniza,  según  su 
criterio,  con  los  preceptos  legales  que  rigen  la 
materia. 

En  efecto,  es  un  j)rincipio  de  derecho,  consig- 
nado en  el  artkulo  24  de  la  ley  de  efecto  retro- 
activo de  7  de  octubre  de  1861,  que  "las  leyes 
concernientes  á  la  sustanciacíón  y  ritualidad 
de  los  juicios  prevalecen  sobre  las  anteriores 
desde  el  momento  en  que  deben  empezar  á  re- 
gir; pero  los  términos  que  hubiesen  principiado 
á  correr  y  las  actuaciones  y  diligencias  que  ya 
estuvieren  iniciadas,  se  regirán  por  la  ley  vi- 
gente al  tiempo  de  su  iniciación". 

Del  contexto  de  la  disposinón  transcrita 
fluye  lógicamente  que  las  leyes  de  procedimien- 
to se  aplican  no  sólo  á  los  juicios  iniciados 
bajo  su  imperio,  sino  también  á  los  que  con 
anterioridad  á  ellas  se  hubieran  promovido, 
salvo  que  en  éstos  se  tratare  de  términos  que 
hubieren  empezado  á  correr  ó  de  actuaciones 
y  diligencias  iniciadas. 

Como  aparece  de  la  exposición  hecha  al  co. 
mienzo  de  este  voto,  cuando  el  juicio  de  Hardt 
con  Alvarez  quedó  legalmente  en  estado  de 
poderse  fallar  y  cuando  regía  ya  el  referido 
Código  de  Procedimiento,  no  había  ninguna 
actuación  ó  diligencia  iniciada  que  debiera  so- 
meterse en  su  tramitación  á  la  ley  vigente  al 
tiempo  de  su  iniciación. 

S  'do  estaba  pendiente  el  pronunciamiento 
de  la  sentencia  definitiva  que  debía  recaer  en 
la  causa,  y  en  él  el  juez  debía  ajustarse  á  los 
preceptos  que  lo  ley,  ya  en  vigencia,  establecía 
sobre  la  materia;  y  así  lo  comprendieron  tam- 
bién las  partes,  haciendopara  los  efectos  lega- 
les las  designaciones  que  no  pudieron  efectuar- 


se cuando  se  presentó  la  demanda,  ya  que  en- 
tonces no  regía  el  precitado  Código. 

Es  cierto  que  la  ley  ordena  que  la  designa 
ción  del  dominio  y  la  profesión  ú  oficio  de  las 
partes  litigantes  se  contenga  en  la  demanda; 
pero  el  hecho  de  que  por  error  ú  olvido  del  ac- 
tor fí  otra  causa  no  se  hiciera  en  esa  época  ó 
estación  del  juicio,  no  inhabilita  á  aquél  para 
hacerla  después;  ni  tal  hpcho  excusaría  al  juez 
del  cumplimiento  de  su  deber,  por  cuanto  la 
ley  en  forma  imperativa  establece  que  debe  ex- 
presar en  la  sentencia  defínitira  los  requisitos 
recordados,  so  pena  de  casación  de  ésta. 

¥  tan  efectivo  es  que  en  la  demanda  pueden 
omitirse  estos  requisitos,  que  la  ley  faculta  al 
juez  para  que  de  oficio  no  dé  curso  á  tales  de- 
mandas, expresando  el  defecto  de  que  ado* 
lecen. 

Si  el  juez,  por  inadvertencia  tramitare  algu- 
na demanda  con  la  omisión  apuntada,  deberá 
sin  duda,  antes  de  expedir  el  fallo  definí- 
tivo,  disponer  que  el  demandante  dé  cumplí, 
miento  á  la  obligación  que  sobre  este  particu- 
lar le  impone  la  ley;  y  si  adoptare  un  procedi- 
miento diverso,  lasentencia  que  expida, podrA 
ser  impugnada  de  nulidad. 

Estas  razones,  brevemente  expuestas,  son 
las  que  han  movido  al  infrascrito  á  ac-eptar  la 
mencionada  segunda  causal  de  casación;  y  con- 
forme á  lo  prescrito  en  los  artículos  193,  937 
y  941  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  y  24 
citado  de  la  ley  de  7  de  octubre  de  1861,  de- 
clarar sin  valor  la  sentencia  definitiva  de  r|ue 
se  hace  referencia,  en  lo  que  están  también  de 
acuerdo  las  partes. 

Concepción,  13  de  octubre  de  1903.— A/a- 
naeJ  Rodríguez  C. 
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CORTE  SUPREMA 


Cas.  Civ.—U  de  jumo  de  1904 
Defilippi  con  Sica 

Julolo  QjeoutlTO.— Falta  de  personali- 
dad para  demandar;  &llldo.  -  Beha- 
bilitaoión. 

Doctrina:— Con  arreglo  a)  artículo 
1362  del  Código  de  Comercio  ¡a  admi- 
nistración de  ios  bienes  futuros  adquiri- 
dos á  titulo  oneroso  por  el  fallido,  corres- 
ponde de  derecho  á  éste,  aun  cuando  no 
se  haya  rehabilitado;  pues  la  ley  no  priva 
á  la  persona  declarada  en  insolvencia  del 
derecho  de  atender  por  medio  del  trabajo 
á  la  sustentación  de  su  vida,  sino  que  fa- 
calta  á  los  acreedores  del  no  rehabilitado, 
no  á  sus  deudores,  para  someter  á  inter- 
vención la  administración  de  dichos  bic 
nes. 

Si  esa  administración  no  ha  sido  s<y 
metida  á  intervención,  el  fallido  contrata 
legalmente  y  el  deudor  no  puedejurídica- 

JUKIS 


mente  excasar  su  cumplimiento,  á  pre- 
texto de  que  sólo  los  síndicos  representan 
los  derechos  del  declarado  en  quiebra;  é 
infringe,  por  lo  tanto,  los  artículos  1362 
del  Código  de^Comercio  y  1437 y  1545 
del  Código  Civil  la  sentencia  que  niega  al 
fallido  su  personalidad  para  demandar 
el  pago  de  la  cantidad  que  dió  en  mutuo, 
en  administración  de  sus  bienes  futuros 
no  comprendidos  en  la  quiebra. 


En  el  juicio  ejecutivo  iniciado  ante  ano  de 
los  juzgado»  de  letras  de  esta  ciudad  por  don 
Antonio  Defilippi,  y  continuado  deq>aé0  por 
doña  Angela  Falermo  viuda  de  Defilippi  con- 
tra don  Alfonso  Sica,  por  cobro  .de  la  can- 
tidad de  un  mil  pesos,  intereses  y  costas,  el 
ejecutado  se  opOBo  A  la  ejecución  con  las  si- 
guientes excepciones: 

!•  Falta  de  personería  para  ejecutar,  y  la 
funda  en  el  hecho  de  no  tener  representación 
acreditada  la  actual  ejecutante  por  no  haber 
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exhibido  los  documentos  que  la  acrediten  co- 
mo mujer  y  legítima  heredera  del  señor  Defi- 
lippi  y  por  no  haber  presentado  los  docnmcn- 
tos  en  que  conste  la  aceptación  de  la  herencia, 
requisito  esencial,  para  que  pueda  qercitar 
derechos  contra  terceros  ¿  virtud  de  la  heren- 
cia referida;  pero  aun  establecido  por  actua- 
ciones anteriores  A  esta  ejecución  que  la  ejecu- 
tante es  heredera  y  se  le  hn  concedido  In  pose- 
sión efectiva  de  la  herencia,  todavía  faltaría 
la  personería  para  ejecutar  porque,  declarado 
en  quiebra  el  señor  DefiHppi,  estando  vigen- 
tes los  efectos  de  ésta,  corresponde  únicamen- 
te al  síndico  la  percepción  de  cualquiera  suma 
que  á  cualquier  título  le  corresponda  al  falli- 
do; y 

2*  Pago  de  la  deuda.  Ha  afirmado  que  tie- 
ne hecho  pagos  y  en  su  oportunidad  estable- 
cerá la  veracidad  de  esta  afirmación. 

Con  fecha  29  de  diciembre  de  1902  el  Juz- 
gado resolvió: 

Considerando: 
1^  Que  el  ejecutante,  según  el  certificado  de 
fs.  9,  fué  declarado  en  quiebra  con  fecha  1 7  de 
enero  de  1891,  y  según  el  otro  certificado  de 
fs.  21,  seguía  el  estado  de  dicha  quiebra,  no  se 
ha  producido  todavía  su  calificación,  ni  cons- 
ta tampoco  qne  el  fallido  hubiera  sído  rehabi- 
litado; 

29  Que  sólo  la  rehabilitación  del  fallido  pone 
término  á  las  interdicciones  que  produce  la 
declaración  de  quiebra,  y  desde  la  hora  en  que 
se  pronuncie  dicha  declaración,  el  fallido  que- 
da inhibido  de  derecho  de  la  administración 
de  todos  sus  bienes,  la  que  pasa  también  de 
derecho  á  los  índicos,  no  pudiendo  aquél 
comparecer  en  juicio  ni  como  actor  ni  como 
reo;  y 

3*  Que  la  personería  de  la  señora  Anjgela 
Falermo  v.  de  Defilippi  se  comprueba  con  la 
compulsa  de  autos,  y  la  excepción  de  pngo  no 
cstA  debidamente  comprobada. 

Conforme  también  con  lo  dispuesto  en  los 
artículos  1698  del  Código  Civil  y  1362,1364, 
1528  y  1533  del  Código  de  Comercio,  é  inciso 
2'  del  número  13  del  artículo  único  de  la  ley 
de  11  de  enero  de  1879,  se  acepta  la  primera 
de  las  excepciones  opuestas  relativa  á  la  falta 
de  personería  para  ejecutar  en  razón  de  la 


quiebra  del  ejecutante  ó  acreedor  y  de  no  ha- 
ber sido  rehabilitado,  y  se  desechan  las  otras; 
y  se  declara,  en  consecuencia,  que  debe  suspen- 
derse el  embargo  trabado  en  el  crédito  con 
trostas  en  que  se  condena  al  ejecutante. — 
Rojas. 

Apelada  esta  sentencia  la  Corte  de  Apela- 
ciones falló: 

Santiago,  5  de  noviembre  de  1903 — Vis- 
tos: se  confirma  con  costas  también  del  re- 
curso la  sentencia  apelada  de  29  de  diciembre 
de  1 902— Devuélvanse.— José  Alejo  Femándet, 
~J.  Ignacio  Larrain  Z.—Hduarflo  Castillo. 

Contra  esta  última  sentencia,  doña  Angela 
Palermo  v.  de  Defilippi  interpuso  recurso  de 
casación  en  el  fondo  á  fin,  según  se  expresa 
en  el  escrito  en  que  lo  formaliza,  deque  se  case 
esa  sentencia,  se  revoque  el  fallo  de  primera 
instancia  declarando  inaceptable  la  excepción 
opuesta  y  que  la  recurrente  tiene  personería 
para  demandar  y  percibir  la  suma  porque  se 
ejecuta,  condenando  al  ejecutado  en  costas  de 
toda  la  causa. 

En  el  mismo  escrito  se  dice  que  la  sentencia 
recurrida,  aceptando  la  de  primera  instancia, 
ha  sido  pronunciada  con  infracción  de  los  ar- 
tículos 1437, 1438, 1545, 1546,  2335,  2336 y 
2338  del  Código  Civil,  y  número  3'  del  artícu- 
lo 455  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
pues  el  ejecutado  se  comprometió  á  pagar  A 
la  ejecutante,  afianzó  el  cumplimiento  de  esta 
obligación  y  bajo  ningún  pretexto  ha  podido 
negarse  á  hacerlo. 

Que  esa  sentencia  ha  infringido  también  e! 
artículo  1533  del  Código  de  Comercio  com- 
pletado por  el  número  13  de  la  ley  de  11  de 
enero  de  1879  sobre  quiebras,  y  el  número  6' 
del  artículo  1626  del  Código  Civil,  puesto  qae 
la  sentencia  ejecutoriada  que  declara  fortuita 
la  quiebra  produce  de  derecho  la  rehabilita- 
ción del  fallido  y  ie  otorga  el  beneficio  de  com- 
petencia respecto  de  lo  que  haya  adquirído 
ó  adquiera  después,  produciendo  sus  efectos 
desde  la  fecha  de  la  declaración  en  quiebra. 

Al  fundar  el  recurso  deducido  se  explayan 
los  razonamientos  de  que  se  hace  mérito  al 
formalizarlo,  exponiendo:  Que,  pocos  meses 
después  de  la  quiebra,  tanto  £.  W.  Hardt,  el 
ni^s  fuerte  acreedor,  como  todos  los  demfta 


Digitized  by 


Google 


JIIKISPKUDKNCU 


455 


continuaron  dispensando  el  mismo  crédito  á 
DefiHppi  y  se  produjo  así  de  hecho  la  rehabili- 
tación por  consentimiento  de  los  acreedores; 
Que,  por  otra  parte,  la  sentencia  que  declaró 
fortuita  la  quiebra  produjo  también  de  dere- 
cho esa  rehabilitación,  retrotrayendo  ésta  á 
la  fecha  de  la  quiebra  misma  como  que  es  ésta 
la  caliñcada  por  dicho  fallo,  y  que,  con  esta 
caltfícación  el  demandante  había  tenido  loque 
desde  un  principio  tuvo  por  el  consentimiento 
unánime  de  los  acreedores:  libertad  para  tra- 
bajar y  adquirir. 

Que  además  hubo  un  arreglo  ó  convenio 
entre  el  deudor  mismo  y  la  ejecutante,  según 
aparece  de  la  diligencia  de  autos,  y  que,  sí  bien 
es  verdad  que  la  redacción  que  se  dió  á  la  di- 
ligencia en  que  ese  convenio  se  celebró  y  cier- 
tas faltas  de  esplicación  de  que  se  resiente, 
pudieran  inducir,  en  el  primer  momento  á  una 
paralogízación,  meditado  el  asunto,  se  ve  que 
si  no  obstante  el  arreglo,  se  llevó  adelante  el 
embargo  y  citación  de  remate,  fué  por  la  falta 
de  confianza  que  se  tenía  en  el  deudor.  Que  es- 
to se  corrobora  de  una  manera  inequívoca 
con  la  fianza  dada  por  el  hijo  del  deudor  mis- 
mo, ya  que  no  puede  haber  obligación  acceso- 
ria sin  una  obligación  principal  y  ésta  es  la  que 
contrajo  Sica  de  pagar  capital,  intereses  y 
costas,  de  una  manera  incondicional. 

Que  prescindiendo  de  ese  convenio,  se  obje- 
tó la  personería  de  la  ejecutante,  tanto  porque 
no  está  en  posesión  de  la  herencia  de  Defílippi, 
lo  que  es  inexacto  como  aparece  del  documen- 
to en  que  se  le  concedió  la  posesión  efectiva  de 
esa  herencia,  inscripto  en  el  Registro  del  Con- 
servador, como  porque  el  mencionado  Defilippi 
filé  declarado  en  quiebra;  pero  que  á  este  res- 
pecto se  ha  dicho  ya  que  de  hecho  obtuvo  su 
rehabilitación. 

Que  si  apeló  de  la  sentencia  de  29  de  di- 
ciembre, fué  porque  ella  desatendió  ese  con- 
venio 6  arreglo,  y  porque  estimó  este  caso 
como  si  no  tuviera  la  especialidad  que  las 
partes  quisieron  darle,  que  le  dieron  realmente 
y  que  afianzó  el  deudor. 

Que  el  procedimiento  que  se  siguió  es  el  que 
observan  siempre  las  instituriones  bancarias 
y  especialmente  la  Caja  de  Crédito  Hipoteca- 
rio, sin  que  jamás  se  baya  desestimado  los 
convenios  que  celebran  con  el  deudor,  por  lía 


circunstancia  de  dejarse  abierto  el  procedi- 
miento ejecutivo. 

Respondiendo  la  parte  contraría,  ó  sea»  el 
ejecutado,  pide  que  se  deseche  el  recurso  por 
cnanto  las  sentencias  de  primera  y  de  segun- 
da instancia  son  perfectamente  correctas,  jus- 
tas y  legales. 

Agrega  que  los  artículos  1362,  ISG^y  otros 
del  Código  de  Comercio,  establecen  de  mane- 
ra clara  que  el  fallido  queda  de  derecho  inhi- 
bido de  la  administración  de  sus  bienes,  que 
no  pueda  comparecer  en  juicio,  etc.,  y  que 
siendo  esto  así,  como  lo  es,  don  Antonio  Defi- 
lippi carecía  de  personería  para  demandar  lo 
mismo  que  la  señora  Palermo,  falta  de  ca- 
pacidad que  necesariamente  debía  ser  decla- 
rada. 

Que  las  sentencias  de  primera  y  de  segunda 
instancia  han  tenido  presente  las  disposicio- 
nes terminantes  de  los  Códigos  Civil  y  de  Co- 
mercio, como  también  el  número  2' del  artícu- 
lo4S6  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  que 
establece  que  la  oposición  del  ejecutado  será 
admisible  cuando  se  funde  en  la  falta  de  capa- 
cidad del  demandante  ó  de  personería  6  re- 
presentación legal  de  quien  comparezca  en  sn 
nombre,  y  que  si  bien  doña  Angela  Palermo 
pretendió  que  se  revocase  la  sentencia  porque 
posteriormente  su  marido  fué  rehabilitado  á 
virtud  de  diligencia  que  practicó  don  José  Ra- 
món Maluenda  que,  siendo  su  apoderado  en 
este  juicio,  consiguió  la  representación  del  sín- 
dico en  el  otro,  al  Tribunal  de  Apelaciones  no 
le  era  dado  modificar  la  rrsoludón  del  juez  de 
primera  instancia,  por  cuanto  ésta  fué  pro- 
nunciada con  el  mérito  de  la  prueba  que  corre 
en  autos,  y  de  ella  aparece  que  Defilíppt  no  es- 
taba rehabilitado  en  la  fecha  en  que  se  expi- 
dió. Que  esa  rehabilitadón  es  posterior  á  la 
muerte  del  demandante  y  al  pronunciamiento 
de  la  sentencia  apelada. 

La  Corte  resolvió: 

Con  lo  expuesto  y  considerando: 
1^  Que  sí  bien  es  cierto  que  el  ejecutante 
don  Antonio  De€lippi,  declarado  en  quiebra 
en  1801,  no  se  hallaba  rehabilitado  á  la  fecha 
en  que  inició  la  ejecución  resuelta  por  la  sen- 
tencia recurrida,  también  lo  es  que  el  contrato 
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íle  mutuo  que  celebró  con  Ann  Alfonso  Sica, 
por  escritura  pública  tic  10  tle  enero  de  1900, 
tuvo  por  materia  valores  adquiridos  con  pos* 
terioridad  á  la  declaración  de  quiebra,  que  no 
entraron  bajo  la  administración  de  los  síndi* 
eos  segfin  lo  comprueba  la  discusión  misma 
habida  entre  las  partes,  quienes  ni  siquiera 
han  puesto  en  duda  esta  circunstancia; 

2^  Que  es  un  principio  inconcuso,  consagra- 
do especialmente  en  el  artículo  1362  del  Có- 
digo de  Comercio  que  la  administración  de  los 
bienes  futuros  adquiridos  íl  titulo  oneroso  por 
el  fallido,  corresponde  de  derecho  á  éste,  aun 
cuando  no  se  halle  rehabilitado;  pues  la  ley  no 
priva  al  declarado  en  insolvencia  del  derecho 
de  atender  por  medio  del  trabajo,  á  la  susten* 
tactón  de  su  vida,  sino  que  faculta  á  los  acree- 
dores del  no  rehabilitado,  no  á  sus  deudores, 
para  someterátntervencíón  la  administración 
de  dichos  bienes; 

3"  Que  no  sometida  &  intervención  la  ad- 
ministración de  los  bienes  futuros  de  qne  se 
habla,  fué  legalmente  celebrado  el  contrato 
del  fallido,  y  el  deudor  no  ]iuedc  jurídicamente 
excusar  su  cumplimiento,  á  pretexto  de  que 
sólo  los  síndicos  representan  los  derechos  del 
declarado  en  quiebra; 

4'  Que,  en  consecuencia,  al  resolver  la  Corte 
de  Apelaciones  confirmando  la  sentencia  de 
primera  instancia,  que  Defílippi  carece  de  per- 
sonería para  demandar  el  pago  de  la  cantidad 
que  dió  en  mutuo,  ha  infringido  el  artículo 
que  acaba  de  mencionarse,  así  como  los  artí* 
culos  1437  y  1543  del  Código  Civil,  en  los 
cuales  se  funda  el  recurso;  infracción  que  ha 
inñuído  sustancial  mente  en  lo  dispositivo  de 
la  sentencia  recurrida. 

Vistos  los  artículos  940  y  979  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  se  invalida  dicha  sen- 
tencia de  5  de  noviembre  de  1903  Devuélva- 
se á  la  parte  recurrente  la  cantidad  consig- 
nada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia. — 

fosé  Alfonso.— Lcftpoldo  Urrutia.— J.  Gabriel 
Palma  GujtmAa.—V.  Aguirre  V. — Carlos  Va- 
rus — Abel  Saavedra.—I¡.  Fóster  R^abamn, 
— ¿.  R.  Mora. 

'  Y  pronunciándose  en  el  fondo  dictó  la  sí- 
guíente  sentencia: 


-  Santiago,  14  de  junio  de  1904.— Vistos:  en 
mérito  de  la  resolución  que  precede,  de  lo  que 
preceptúa  el  artículo  958  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil;  reproduciendo  la  parte  expo- 
sitiva de  la  sentencia  apelada  de  29  de  diciem- 
bre de  1902;  y 

Considerando: — Que  la  excepción  de  falta 
de  personería  para  ejecutar  en  razón  de  la 
quiebra  del  ejecutante,  es  inadminble  porque 
don  Antonio  Defilippi  pudo  válidamente  cele- 
brar el  contrato  de  mutuo  de  que  da  testimo- 
nio la  escritura  de  16  de  enero  de  1900,  por- 
que cuando  se  celebró  se  hallaba  investido  de 
capacidad  bastante  para  administrar  loa  bie- 
nes que  no  entraron  bajo  la  admtnistradón 
de  los  síndicos. 

Vistos  los  artículos  1698  y  1545del Código 
Civil  y  1362  del  Código  de  Comercio,  se  dese- 
cha la  excepción  opuesta  de  que  se  trata  y  se 
declara  que  debe  llevarse  adelante  el  embargo 
y  la  ejecución  en  la  forma  legal.  Se  revoca  en 
la  parte  apelada  la  sentencia  de  29  de  diciem- 
bre de  1902,  con  costas  del  recurso. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia. — 
José  Alfonso.— Leopoldo  Urrutia.— J.  Gabriel 
Palma  Guzmán.—V.  Aguirre  K—  Carlos  Va- 
ras Abel  Saavedra. — B,  Fóster  Recabarren, 

L.  Romiiio  Mora, 


Apelación  27  de  junio  de  1904 

Braun  con  «The  Lautaro  Nítrate  C^  L.ii 

impUoanoia.— RoaoluQlón  en  única 
instancia 

Doctrina:— ¿os  sentencias  que  se  dic- 
tan en  los  incidentes  sobre  implicancia  ó 
recusación,  son  inapelables,  según  el  ar- 
ticulo 131  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  salvo  las  excepciones  que  en  él  se 
enumeran;  y  por  ¡o  tanto,  es  improce^ 
dente  ¡a  apelación  otorgada  por  una 
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Corte  de  Apelaciones  de  una  resolución 
sobre  implicancia  de  algunos  de  sus  miem- 
bros. 


En  un  juicio  seguido  por  "The  Lautaro  Ni- 
trate  C  L."  contra  don  Julio  Braun,  sobre 
derecho  ála  Aguada  de  CachinaJ,  el  represen- 
tante de  la  Compañía  pidió  ante  la  Corte  de 
la  Serena  que,  por  tener  ínteres  el  Pisco,  direc- 
ta 6  indirectamente,  en  la  cuestión  controver- 
tida se  declarara  el  Tribunal  incompetente 
para  conoccrde  ellay  se  remitieran  los  antece- 
dentes &  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago, 
don  ArmandoGonzález  P.  por  don  Julio  firaun 
hizo  presente  que  esta  cuestión  se  había  pro- 
puesto y  resuelto  ya  en  otros  juicios  sobre  la 
misma  materia  y  entre  las  mismas  partes, 
por  mayoría  de  votos  en  favor  de  la  "Lauta- 
ro", con  los  votos  de  los  señores  Ministros 
don  Maximiliano  £.  Abalos  y  don  Eduardo 
Gómez  H.,  por  lo  que  consideraba  qne  ambos 
señores  Ministros  habían  manifestado  su  opi- 
nión en  este  asunto  con  conocimiento  de  causa. 

En  esta  virtud  y  con  arreglo  A  lo  dispuesto 
en  el  artículo  129  del  Código  de  Procedimien- 
to, pedía  se  declarara  que  dichos  señores  Mi- 
nistros se  hallaban  inhabilitados  para  cono- 
cer en  este  negocio. 

El  Tribunal  proveyó  esta  presentación  en 
la  forma  siguiente: 

La  Serena,  12  de  noviembre  de  1903.— Dése 
cuenta,  y  para  el  caso  de  hallarse  imposibili- 
tadas las  personas  llamadas  por  la  ley  para 
integrar  el  Tribunal,  llámese  á  los  abogados 
don  Adolfo  Calderón  Silva  y  don  David  V. 
Aguirre.— A/.  Carvallo, 

El  representante  de  la  Compañía  observó: 
1^  Que  la  causal  de  recusación  insinuada  no 
existe,  puesto  que  si  los  señores  Abalos  y  Gó- 
mez Herreros  hubiesen  manifestado  una  opi- 
nión dada,  los  señores  Carvallo  y  Cádiz,  por 
la  inversa,  habrían  manifestado  la  opinión  con- 
traria, y  se  encontrarían  en  el  mismo  caso; 

2^  Que  en  esta  causa  no  han  manifestado 
opinión  alguna  los  señores  Ministros  puesto 
que  el  incidente  no  ha  sido  visto; 
3^  Que  no  se  puede  recusar  áun  juez  por  opi- 


niones emitidas  en  una  causa  diversa  de  la  de 

que  se  trata;  y 

4^  Que  la  "Compañía  Lautaro"  no  acepta  el 
llamamiento  hecho  &  los  abogados  señores 
Calderón  Silva  y  Aguirre,  para  sustituir  á  los 
señores  ministros  titulares,  protestando  de  la 
nulidad  del  fallo  que  se  dicte  por  un  tribunal 
compuesto  adhoc  y  que  no  es  competente. 

Para  el  caso  de  que  esta  reclamación  no  fue- 
re aceptada,  la  "Compañía  Lautaro",  á  su 
vez,  invocando  el  mismo  artículo  129  del  Có- 
digo de  Procedimiento,  solicitaba  que  se  abs- 
tuvieran de  entrar  en  la  vista  de  la  causa  los 
señores  Ministros  don  Manuel  Carvallo  y  don 
Daniel  Cádiz,  quiénes  en  tal  caso,  también  ha- 
brían manifestado  sus  opiniones  contrarias  á 
la  de  los  señores  Abalos  y  Gómez  Herreros. 

La  Corte  de  Apelaciones  resolvió: 

La  Serena,  18  de  diciembre  de  1903. — Vis- 
tos: Teniendo  presente  lo  pedido  en  los  escri- 
tos presentados  por  las  partes,  los  Ministros 
que  suscriben  se  declaran  implicados  para  pro- 
nunciarse sobre  el  incidente  A  que  dichas  soli- 
citudes se  refieren. 

El  señor  Ministro  Gómez  Herreros  estima 
improcedente  la  declaración  de  implicancia  ex- 
presada.—.1/,  Carvallo  Max.  E.  Abalas.— 

Eduardo  Gómez  Herreros.—Daniel  Cádiz. 

Apelada  esta  sentencia  el  tribunal  concedió 
el  recurso  y  tramitado  éste 

La  Oorte  falló:  (i) 

Vistos:  Teniendo  presente  que,  según  lo  pres- 
cripto  en  el  artículo  131  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  son  inapelables  las  sentencias 
que  se  dictan  en  los  incidentes  sobre  impli- 
cancia ó  recusación,  salvo  las  excepciones  que 
consigna  el  mismo  artículo,  de  las  cuales  no  se 
trata  en  el  presente  caso,  se  declara  improce- 
dente la  a|>elac¡ón  deducida  contra  la  provi- 
dencia de  18  de  diciembre  de  li)03.~ Leopoldo 
Vrrutia.—Oalvarino  Gallardo.  —  Caríus  Va- 
ras.— A  bel  Saa  vedra . 


(1)  La  nií)>iDa  resolución  ha  nido  dictada  en  otro 
joioio  anúlogo  Eicguido  entre  In  tCompañia  Lautaro* 
y  don  Rfnílio  lihoste. 
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Apelacióa.—S  de  julio  de  1904 
Federico  Pinto  Izarra  con  Fisco 

Querella  de  despojo.— Linea  divisoria 
Falta  de  demaroaolón 

Doctrina: — Si  dos  propiedades  no  se 
hallan  deslindadas  por  una  linea  recono- 
cida por  ambas  partes,  esta  falta  de  dc' 
marcación  impide  que  se  verifique  la  po 
sesión  necesaria  para  entablar  interdicto 
restitutorio. 


Don  Federico  Pinto  Izarra  expone:  que  des- 
de hace  más  de  diez  años  es  dueño  de  un  pre- 
dio situado  en  el  barrio  de  hos  Placeres  de 
esta  ciudad,  que  mide  entre  diez  y  doce  mil 
metros  cuadrados,  /  que  adquirió  por  compra 
según  título  debidamente  inscrito;  que  su  pre- 
dio deslinda  por  el  lado  norte  con  el  fuerte 
Pudeto  de  propiedad  fiscal  y  la  linea  divisoria 
ha  estado  siempre  marcada  por  un  foso  de 
más  de  un  metro  de  ancho,  siendo  la  línea  cen- 
tral del  foso  el  verdadero  deslinde  entre  am- 
bos predios;  que  dentro  de  e'sa  línea  ha  ejer- 
cido siempre  actos  de  dominio;  que  en  el  mes 
de  enero  del  año  último  la  autoridad  militar 
ordenó  cerrar  el  fuerte  por  el  lado  de  su  predio 
con  cierro  de  postes  de  madera  y  alambre; 
que  se  empezó  el  trabajo  colocando  los  postes 
en  la  verdadera  línea  divisoria,  pero  después 
los  han  cambiado  avanzándolos  algún  trecho 
sobre  el  borde  sur  del  foso;  que  de  esta  mane- 
ra ha  sido  despojado  de  una  extensión  de  te- 
rreno que  estima  entre  trescientos  y  cuatro- 
cientos metros  y  cuyo  valor  excede  de  cuatro 
mil  pesos;  que  con  estos  antecedentes  se  que- 
rella de  despojo  contra  el  Fisco  y  pide  se  or- 
dene la  restitudón  del  terreno  de  que  ha  sido 
despojado  dentro  de  tercero  día  y  que  se  varíe 
al  centro  del  foso  indicado,  en  el  mismo  tér- 
mino, el  cierro  A  que  se  ha  referido. 


Pedía  igualmenteel  pago  de  los  daños  y  per- 
juicios que  se  le  han  ocasionado  y  que  se  con- 
minara con  una  multa  de  veinte  pesos  á  be- 
neficio municipal  todo  acto  de  turbación  6 
embarazo  en  la  posesión  que  en  lo  sucesivo  se 
consume,  con  costas. 

Bl  señor  Promotor  Fiscal  expuso  que,  á  su 
juicio,  no  era  procedente  la  querella  por  cuan  - 
to  la  ley  tiene  dispuesto  que  el  Fisco  no  pue- 
de litigar  despojado. 

Tramitada  la  i[uerella,  el  Juzgado  resolvió, 
con  fecha  15  dc  abril  de  1901: 

Teniendo  presente: 
yue  las  acciones  posesorias  proceden  contra 
toda  clase  de  personas,  sean  naturales  ó  jurí- 
dicas; 

Que  con  la  información  sumaria  rendida  se 
han  acreditado  los  hechos  en  que  el  querellan- 
te funda  su  querella; 

Y  vistos  los  artículos  916,  918  y  921  del 
Código  Civil,  se  declara  haber  lugar  á  la  que- 
rella que  en  consecuencia  debe  restituirse  al 
querellante  la  posesión  del  terreno  de  que  ha 
sido  despojado. 

Anótese  y  consúltese. — Alcérreca. 

A{)elada  esta  sentencia  y  agregados  por  el 
Fisco  diversos  antecedentes  para  que  se  tu- 
vieran presentes, 

La  Oorte  falló: 

Vistos:  Reproduciendo  la  parte  expositiva 
de  la  sentencia  apelada  y 

Teniendo  presente: 

Que  no  aparece  dc  autos  que  las  propteda- 
desde  que  se  trata  en  esta  querella  se  hallen 
deRtindad.iü  por  una  línea  reconocida  por  am- 
bas p.nrtcs;  y 

Que,  en  consecuencia,  por  esta  falta  de  de- 
marcación, no  ha  podido  verificarse  la  pose- 
sión necesaria  para  entablar  un  interdicto 
restitutorio. 

De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 700  y  í)18  del  Código  Civil,  se  revoca 
la  sentencia  de  15  de  abril  de  1901,  se  decla- 
ra sin  lugar  la  restitución  solicitada  en  la 
querella  entablada  por  don  Federico  Pinto 
Izarra,  reservándose  al  querellante  sus  dere- 
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chos  pani  que  los  haga  valer  por  la  vía  or- 
dinaria.—V.   Agairre   V.~AM  Saavedra  

A.  Vergara  Albaao.—E.  Fóater  Recabarren. 


Cas.  Civ.  en  ta  forma.— 12  de  julio  de  1904 

Melítón  Padilla  (sucesión)  con  Moltnay  otros 

Gitaoióu  l  ara  sentenoia  Improce- 
denota 

Doctrina:— La  falta  de  citación  para 
atia  resolución  de  primera  instancia  di- 
versa de  la  que  fué  motivo  del  fallo  de 
segunda  instancia,  no  puede  ser  invoca- 
da  como  causal  de  casación  en  la  forma 
contra  este  último  fallo. 


Por  resolución  de  primera  instancia  se  de- 
claró que  debía  notiñcarse  á  don  Manuel  Mo- 
lina para  que  dentro  de  segundo  día  desocu- 
para una  propiedad  de  don  Santos  Pardo. 

Apelada  esta  resolución  la  Corte  resolvió: 
Santiago,  9  de  mayo  de  I904.-Vistos:  Se 
confirma  con  costas  del  recurso  la  resolu- 
ción apelada  de  16  de  octubre  último,  sin  per- 
juicio de  los  derechos  que  pueda  hacer  valer 
la  sucesión  de  don  Melitón  Padilla  en  la  for- 
ma y  modo  que  viere  convenirle — Devuélvan- 
se.—;/. Bernah^.—-B.  Donoso  V.—J.  Ignacio 
Larrain  Z. 

El  mismo  don  Manuel  Molina  interpuso 
contra  esta  resolución  recurso  de  casación  en 
^a  forma,  y  al  formalizarlo  expuso  que  al  pro- 
nunciarse la  sentencia  referida  no  se  le  citó. 

La  Corte: 

Considerando  que  la  falta  de  citación  áque 
alude  el  recurrente  se  refiere  á  una  resolución 


de  primera  instancia,  diversa  de  la  anterior, 
y  respecto  de  la  cual  no  se  interpuso  recurso 
de  apelación,  y  que,  al  contrario,  de  autos 
aparece  que  el  indicado  recurrente  fué  citado 
imra  el  pronunciamiento  de  la  sentencia  de  pri- 
mera instaneia,  como  también  lo  fué  para  el 
de  segunda,  contra  la  cual  se  interpone  casa- 
ción; 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  941  y 
970  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara sin  lugar  el  recurso,  con  costas,  que  pa- 
gará don  Manuel  Molina,  que  litiga  con  pri- 
vilegio de  pobreza,  cuando  mejore  de  fortuna. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Gaete.~ 
Gabriel  Gaete.— José  Alfonso.— f.  Gabriel  Pal- 
ma Guxmán. — Carlos  Varas. 


Cas.  Civ.—liS  de  junio  de  1904 

Ortiz  Manuel  Antonio  (sucesión!  con  Fisco 

Salitreras,  pedimentos  de  1873;  cabi- 
da; número  de  estacas  del  denun- 
ciante no  descubridor.  -  Efecto  re- 
troactivo—Mensura. 

Doctrina:— Lfl  disposición  del  articulo 
161  del  Código  de  Minería  de  1888,  se- 
gún la  cual  "los  poseedores  actuales  de 
minas  podrán  constituir  sus  pertenencias 
en  la  forma  determinada  por  el  presente 
CódigOf  sin  perjuicio  de  los  derechos  ad- 
quiridos por  terceros*',  disposición  que 
también  contenía  textualmente  el  art. 
211  del  Código  de  1874,  con  la  única  va- 
riante de  la  palabra  "separadamente"  que 
seguía  á  la  expresión  ^'constituir  sus  ¡xr- 
tenencias",  establecía  una  mera  facultad 
que  podían  ejercitar  ó  no  las  personas 
que  ya  poseían  minas  al  tiempo  de  la 
promulgación  de  dicho  Código. 

No  pidiéndose  oportunamente  que  la 
mensura  de  un  pedimento  de  salitre  ante- 
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rior  al  Código  de  1874  se  haga  coa  arre- 
glo á  la  disposición  del  dicho  artículo 
211  y  decreto  supremo  de  28  de  julio  de 
1877  que,  con  la  autorización  conferida 
en  el  articulo  3^  del  mismo  Código,  re- 
glamentó la  concesión  de  las  pertenen- 
cias de  salitre  y  ñjó  el  número  y  exten- 
sión de  las  qae  podían  darse  á  los  que 
las  solicitaran,  no  comete  una  infracción 
de  tales  disposiciones  la  sentencia  que 
manda  aplicar  en  las  mensaras  las  dispo- 
siciones rigentes  antes  de  la  promulga' 
ción  de  dicho  Código  y  ordena  que  las 
pertenencias  de  denunciantes  nodescubri- 
dores  no  pueden  ser  más  de  dos  y  su  ca- 
bida de  ciento  sesenta  mil  metros  caá- 
drados. 


El  1'  de  abril  de  1878  don  José  M.  Anthoni 
solicitó  de  la  intendencia  de  Atacama  una 
pertenencia  de  salitre  en  los  depósitos  salitre- 
ros que  obtuvo  don  Domingo  Saavedra  con 
el  nombre  de  Serena,  ubicados  al  poniente  en 
el  Desierto  de  Atacama  como  á  catorce  le- 
guas de  la  costa  por  donde  pasa  un  cami- 
no que  viene  desde  la  aguada  de  Sortija  al 
interior  del  Desierto  y  á  diez  leguas  de  una 
mina  conocida  con  el  nombre  de  Descubridora, 
al  oeste  de  un  llano  que  corre  de  este  á  oes- 
te entre  Paposo  y  el  Cobre. 

La  concesión  se  registró  el  mismo  día  bajo 
el  número  10  del  Registro  de  1878  de  la  No- 
taría de  don  Agapito  Vallejo, 

Don  Manuel  Antonio  Ortíz  C.  solicitó  y  ob- 
tuvo de  la  Intendencia  de  Atacama,  en  26  de 
septiembre  de  1873  cuatro  estacas  ó  pertenen- 
cias salitrales  ubicadas  al  norte,  sur,  este  y 
oeste,  de  los  depósitos  de  salitre  descubiertos 
por  don  Manuel  Fernández  López  en  Aguas 
Blancas,  registrados  el  mismo  día  bajo  los 
números  1011, 1028, 1029  y  1030  del  mismo 
año. 

Con  todos  estos  pedimentos  don  Luis  Ro- 

merí,  por  la  sucesión  de  don  José  M.  Anthoni, 
y  don  Luis  Aníbal  Barros  por  la  sucesión  de 


don  Manuel  A.  Ortiz,  entablaron  demanda 
contra  el  Fisco  á  fin  de  que  en  definitiva  se 
declarara  que  debe  precederse  á  la  mensura 
de  las  pertenencias  aludidas. 

Contestando  el  Promotor  Fiscal  dijo  que 
no  habiéndose  ellas  mensurado,  pertenecen  al 
Estado,  según  el  artículo  2^  del  Código  de 
Minas,  sin  que  pueda  dedrse  que  hayan  sido 
amparadas  por  el  supremo  decreto  de  28  de 
mayo  de  1881  pues  él  se  refiere  solo  á  las  per- 
tenencias en  estado  de  explotarse,  esto  es, 
aquellas  de  que  se  ha  tomado  posesión  por  la 
mensura. 

Por  un  otrosí  el  mismo  íancionario  alegó 
la  excepción  de  prescripci<ín  extintiva  ordina- 
ria de  veinte  años  del  artículo  2515  del  Códi- 
go Civil  por  haber  trascurrido  más  de  esc  pla- 
zo desde  la  manifestación  hasta  la  actual  de- 
manda. 

En  la  réplica  insistieron  los  demandantes 
en  las  alegaciones  de  su  demanda  y  respon- 
diendo A  la  excepción  de  prescripción  pidieron 
se  desechara:  1^  porqae  el  Fisco  no  ha  posefdo 
y  sin  posesión  no  hay  prescripción;  2*  porque 
estando  en  Aguas  Blancas  las  pertenencias,  se 
encuentran  amparadas  por  el  supremo  decre- 
to de  28  de  mayo  de  1881  que  suspendió  to- 
dos los  términos  y  obligaciones  que  pesaban 
isobre  los  concesionarios  de  esa  zona. 

Nada  de  nuevo  se  agregó  en  la  dúplica. 

Se  recibió  la  causa  A  prueba  y  se  rindió  por 
tos  demandantes  la  testimonial  que  obra  en 
autos,  para  justificar  que  las  pertenencias  se 
encuentran  ubicadas  en  Aguas  Blancas. 

Con  fecha  11  de  mayo  de  1903  el  juzgado 
de  Antofagasta  resolvió: 

Considerando: 
1'  Respecto  de  los  pedimentos  de  1873; 
que  según  el  artículo  22  del  título  6^  de  las  or- 
denanzas de  minería  el  salitre  así  como  otras 
sustancias  análogas  podrian  ser  solicitadas  y 
registradas  por  los  particulares;  y  aunque  no 
se  indicaba  con  que  extensión  debían  hacera 
las  concesiones,  dejándose  ello  á  la  prudencia 
del  concedente  en  cada  caso,  el  supremo  de- 
creto de  2  de  enero  de  1873,  llenó  ese  vacío 
prescribiendo  cual  era  la  extensión  que  corres- 
pondía á  descubridores  y  otros  solicitantes, 
prescripción  que  aparece  confirmada  por  el 
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supremo  decreto  de  16  de  junio  del  mismo 
año; 

2^  Que  el  pedimento  6  manifestación  y  el 
registro,  primeras  diligencias  prescriptas  al 
peticionario,  conferían  ya  á  éste  un  derecho 
sobre  la  cosa  pedida  mientras  venfa  el  título 
completo  y  definitivo  con  la  mensura  y  entre- 
ga de  la  pertenencia,  ordenadas  por  el  citado 
supremo  decreto  de  2  de  enero  de  1873; 

3^  Que,  en  consecuencia,  Ortiz  por  la  conce- 
sión y  registro  adquirió  un  derecho  real  y  efec- 
tivo sobre  el  terreno  á  que  se  refieren  sus 
dimentos  quedando  con  esas  primeras  dilifren- 
cias  en  condiciones  de  obtener  por  la  mensura 
y  posesión  el  título  definitÍTo; 

4^  Que  es  verdad  que  el  actual  Código  de 
Minería  en  su  artículo  2^  reserva  al  Estado  la 
explotación  de  salitres  en  terrenos  fiscales  y 
municipales;  empero,  á  continuación  esceptfia 
aquellos  depósitos  en  que  se  hubiere  consti- 
tuido propiedad  minera  de  particulares  y  ya 
se  ha  dejado  establecido  que  en  los  terrenos 
de  que  aquí  se  trata  se  había  constituido  un 
dcreclio  real  y  efectivo; 

5^  Que  respecto  del  pedimento  de  1878  fué 
la  pertenencia  de  que  él  tcata  solicitada  bajo 
el  imperio  del  anterior  Código  de  Mineria,  ar- 
tículo 3*  del  supremo  decreto  provisorio  de  27 
de  junio  de  1876,  completado  por  el  de  11  de 
septiembre  del  mismo  año  y  modificado  y 
completado  también  por  el  de  13  de  ese  mes. 

6^  Que  según  esas  disposiciones  el  conce- 
sionario de  una  merced  de  salitre  tenía  dere* 
cho  á  la  mensura  y  posesión  de  la  pertenencia 
respectiva,  esto  es,  adquiría  sobre  ella  un  de- 
recho real  y  efectivo  á  completar  por  la  dili- 
gencia de  mensura  el  titulo  definitivo  de  dicha 
pertenencia; 

7^  Que  Igualmente  es  aplicable  á  la  perte- 
nencia de  1878  &  que  este  juicio  se  refiere,  el 
(.onsiderando  4^; 

8^  Que  la  prescripción  extintiva  de  acciones 
deducida  por  el  señor  Promotor  Fiscal,  según 
Fe  desprende  del  artículo  2514  del  Código  Ci- 
vil, se  refiere  á  las  acciones  en  que  se  exige  de 
otra  persona  el  cumplimiento  de  una  obliga- 
ción de  ésta,  como  la  acción  por  cobro  de  di- 
nero dado  en  préstamo,  por  ejemplo,  y  en  las 
cuales  el  plazo  de  prescripción  corre  desde  que 
la  obligación  se  haya  hecho  exigible; 

JURIS. 


9'  Que  aún  más,  los  supremos  decretos  de 
28  de  mayo  de  1881  y  de  22  de  diciembre  de 
1896,  han  mantenido  en  suspenso  respecto  de 
los  concesionarios  de  pertenencias  de  Aguas 
Blancas,  las  obligaciones  prescriptas  en  varios 
artículos  del  supremo  decreto  de  28  de  julio 
de  1877,  de  modo  que  aunque  fuera  proceden- 
te en  casos  como  el  presente  la  prescripción, 
estarfa  también  en  suspenso  el  plazo  de  ella. 

Por  tales  consideraciones  y  disposiciones  d- 
tadas,  y  visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  1698 
del  Código  Civil,  ae  declara  que  ha  lugar  á  la 
demanda  y  que  no  ha  lugar  á  la  prescripción. 
— Ubaoo. 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte  falló: 

Santiago,  18  de  agosto  de  1903.— Vistos: 
eliminando  el  considerando  9^  de  la  sentencia 
de  primera  instancia  y  teniendo  presente  en 
cuanto  A  las  estu:as  de  salitre  denunciadas  en 
1873  por  don  Manuel  Antonio  Ortiz  C,  que 
conforme  á  la  Ordenanza  de  Minería  no  pue- 
de solicitarse  por  una  misma  persona  más  de 
dos  pertenencias  seguidas  ó  interrumpidas  en 
un  mineral  ya  conocido,  y  que  la  extenúón  de 
cada  pertenencia  de  salitre  era  de  160.000 
metros  cuadrados  según  lo  dispuesto  en  el  su- 
premo decreto  de  16  de  junio  de  1873,  aclara- 
torio del  de  2  de  enero  del  mismo  año,  se  con- 
firma la  sentencia  apelada  de  11  de  mayo  úl- 
timo, con  declaración  de  que  no  ha  lugar  á  la 
mensura  de  las  estacas  á  que  se  refieren  los 
pedimentos  de  1873,  corrientes  á  fs.  6  y  7  que 
fueron  anotados  en  el  registro  respectivo  con 
posterioridad  á  los  defs.  4  y  5  del  mismo  año, 
los  cuales  se  mandan  mensurar  con  unaexten- 
sión  total  de  320.000  metros  cuadrados. 

Publíquese  y  devuélvanse.—/.  Ignacio  La- 
rrata  Z.~Bduardo  CastiUo.—J,  Ag,  Rojas. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  la  sucesión 
Ortiz  el  recurso  de  casación  en  el  fondo. 

Según  la  sucesión  recurrente,  la  sentencia  de 
la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago  ha  infrin- 
gido la  disponción  del  artículo  211  del  Códi- 
go de  Mineria  de  1874,  reproducido  en  el  ar- 
tículo 161  del  Código  de  1888. 
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Estos  artículos  reconocen  la  validez  de  las 
concesiones  salitreras  anteriores  á  su  vigencia 
como  son  las  de  los  recurrentes,  y  facultan  al 
concesionario  para  mensurarlas  conforme  á 
dicho  Código  sin  peijuicio  de  derechos  adqui- 
ridos por  terceros. 

Por  no  estar  determinadas  en  el  Código  las 
dimensiones  que  habian  de  tener  los  estaca- 
mentos  salitreros,  ae  les  asignó  por  el  artículo 
5'  del  Reglamento  de  28  de  julio  de  1877,  que 
.vino  á  llenar  el  vacío  que  había  en  esta  mate- 
ría,  cien  hectáreas,  pudiendo  conceder  á  los 
descubridores  tres  pertenencias  continuas  6 
discontinuas,  sin  que  se  hubiera  limitado  el 
número  qne  podía  concederse  á  los  denun- 
ciantes. 

La  sentencia  de  la  Corte,  contrariando  es- 
tas disposiciones,  ha  reconocido  solamente  á 
los  recurrentes  derecho  á  dos  pertenencias  y  ha 
reducido  las  otras  dos  á  160.000  metros  cua- 
drados cada  una,  en  vez  de  las  400  hectáreas 
que  les  corresponderían,  conforme  álosdenan- 
cios. 

Según  el  Código  de  Minería  de  1874,  que  es 
el  que  ha  legislado sobrepropledades salitrales 
y  otras  sustancias  análogas,  complementado 
por  el  Reglamento  de  28  de  julio  de  1877,  las 
propiedades  mineras  eran  de  tres  clases: 

1^  Las  metalíferas  de  que  se  ocupa  el  articu- 
lo 1^,  que  se  regían  por  los  artículos  79,  80, 
81  y  82  cuando  se  trataba  de  criaderos  regu- 
lares; 

2^  Las  salitrales  y  demás  sustancias  análo 
gas  de  que  trata  el  artículo  3^;  y 

3^  Las  auríferas  y  demás  análogas  com- 
prendidas en  el  artículo  4^  y  reglamentadas 
por  el  artículo  84. 

Estas  pertenencias  se  constituían  del  modo 
siguiente:  los  criaderos  regulares  formando 
un  rectángulo  de  250  metros  de  longiturl 
horizontal  por  100  á  200  de  aspas;  los  cria- 
deros irregulares  ó  en  masa,  formando  un 
prisma  recto,  cuya  sección  horizontal  daba  un 
cuadrado  d .-  200  metros  de  lado;  y  las  salitre- 
ras formando  un  polígono  irregular  que  tU' 
viera  cien  hectáreas  de  superficie  limitado  por 
líneas  rectas. 

Sólo  se  hizo  por  el  Código  una  excepción  á 
estas  reglas,  que  se  contiene  en  el  artículo  85 
y  que  se  refiere  á  la  constitución  de  las  perte- 


nencias de  minerales  de  cobre,  dejándolas  per- 
tenencias antiguas,  cualquiera  que  fuera  sii 
clase,  con  la  facultad  de  mensurane  en  la  for- 
ma y  cabida  que  les  correspondía,  porqtic  no 
se  les  señaló  otra  especial. 

Dados  estos  precedentes,  sostiene  la  sucesión 
recurrente  que  no  es  posible  mensurar  nnn 
pertenencia  salitrera  de  otro  modo  que  con 
arreglo  al  decreto  de  28  de  julio  de  1877,  que 
en  su  artículo  5'  dispone  que  la  pertenenci.i 
salitrera  podrá  ser  un  polígono  irregular  que 
contenga  100  hectáreas  de  superficie,  limi'..':- 
do  por  líneas  rectas,  ya  que  el  Código  vigente 
ha  reconocido  como  minas  estas  propiedades 
de  anterior  otorgamiento  y  faculta  á  los  po- 
seedores para  mensurarlas,  sin  cambiar  la 
forma  y  extensión  de  las  pertenencias  concedi- 
das con  anterioridad  á  la  promulgación  del 
Código  de  1874. 

Y  en  tal  caso,  completadas  las  disposiciones 
respecto  á  las  salitreras  por  el  decreto  de  1877, 
deberán  mensurár  ele  á  la  sucesión  del  recu- 
rrente las  cuatro  (lertenencias  maniíestadns, 
ya  que  el  citado  decreto  sólo  limita  las  conce- 
siones que  se  han  de  hacer  al  descubridor  y  no 
á  los  denunciantes.  . 

Estos  antecedentes  demuestran,  según  la  su- 
cesión recurrente,  que  la  sentencia  de  la  Corle 
de  Apelaciones  ha  infringido  la  ley,  aplicando 
erróneamente  en  la  resolución  del  asunto,  lii 
Ordenanza  de  Minería  en  cuantoal  número  de 
pertenencias  que  les  concede. 

No  han  debido  tomarse  en  cuen  ta  esas  dispo- 
siciones para  fijar  el  número  de  pertenencias, 
porque  cuando  se  dictó  la  ordenanza  no  crn 
conocido  el  salitre  ó  al  menos  no  era  conoci- 
da la  aplicación  industrial  que  ha  venido  á 
darle  importancia  posteriormente.  Pruebn  de 
ello  es  que  las  únicas  disposiciones  que  reglnn 
su  explotación  han  empezado  á  dictarse  en  2'.> 
de  octubre  de  1812,  habiéndose  dictado  en  se- 
guida varios  decretos  que  alentaban  la  espK>- 
tarión,  hasta  que  el  decreto  de  julio  de  1877 
vino  en  definitiva  á  fijar  la  cabidaconvenjentc 
de  cien  hectáreas  para  un  estacamento  sali- 
trero. 

Después  de  este  decreto  se  ha  dictado  tnni- 
bién  el  de  28  de  |mayo  de  1881  que  permitió 
dejar  sin  mensura  las  mercedes  ubicadas  en 
Taltal  hasta  el  27  de  diciembre  de  1896,  fecha 
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en  que  se  dictó  el  decreto  que  permite  poster- 
gar las  mensuras  de  las  pertenencias  ubicadas 
en  Aguas  Blancas. 

Son,  pues,  como  se  ve,  las  disposiciones  dic- 
tadas por  el  Gobierno  de  Chile  las  que  han 
venido  á  reglamentar  las  materias  relativas 
al  salitre  y  no  las  disposiciones  de  las  orde- 
nanzas que  sirveii  de  base  legal  á  la  sentencia 
contra  !a  cual  se  recurre. 

La  sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones  ha 
aplicado  indebidamente  el  decreto  de  27  de 
junio  de  1S76,  para  determinar laextensión  de 
las  dos  pertenencias  á  que  reconoce  derecho 
puesto  que  estando  vigente  el  decreto  de  23  de 
julio  de  1877  á  la  época  en  que  se  ha  solicita- 
do la  mensura  ha  debidoajustarsu  resolución 
á  estas  prescripciones  y  no  á  las  que  ya  no  te- 
nían valor  por  haber  sído  derogadaj. 

Los  recurrentes  hacen  valer  finalmente  en 
su  favor  la  equidad  para  que  no  se  les  deje 
por  U  sentencia  en  utia  situacidn  distinta  de 
la  de  todos  aquellos  que  han  obtenido  que 
se  les  manden  mensurar  sus  pertenencias  con 
cien  hectáreas  con  arreglo  á  sentencias  pro* 
nunciadas  antes  de  esta  fecha. 

Concedido  el  recurso  y  elevados  tos  antece- 
dentes, se  mandaron  entregar  los  autos  á  la 
sucesión  recurrente  para  que  haga  uso  de  su 
derecho. 

Fundando  el  recurso  la  sucesión  de  Ortiz 
dice:  que  los  poseedores  de  mercedes  concedi- 
das durante  la  vigencia  de  la  Ordenanza  de 
Minería,  tienen  derecho  para  mensurarse  con- 
forme á  las  disposiciones  del  Código  de  Mine- 
ría de  IS?^  y  al  reglamento  de  28  de  julio  de 
1877  dictado  á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  3'  del  Código,  con  el  fin  de  completar 
y  reglamen  tar  sus  disposiciones,  todo  lo  cual 
solicita,  amparado  por  el  artículo  211  del 
mencionado  Código,  (|uc  concede  A  los  posee- 
dores actuales  de  salitreras  la  facultad  de 
constituir  sus  pertenendassín  [perjuicio  de  ter- 
ceros; y  que  la  posesión  ó  el  dominio  que  tiene 
la  sucesión  es  un  derecho  que  está  reconocido 
por  el  artículo  14Ü  del  Código  de  1874,  que 
establece  que  la  ¡losesión  originaria  de  las  mi- 
nas se  adquiere  por  el  registro  legalmente  ve- 
rileado, quedando  la  mina  desde  la  fecha  del 
registro  sujeta  á  las  prescripdones  que  rigen 
la  propiedad  inscripta. 


Constituido  así  el  título  originario,  conser- 
vará un  derecho  para  proceder  á  la  mensura 
indefinidamente,  ó  hasta  que  una  ley  venga  á 
poner  término  al  ejercicio  de  este  derecho. 

La  facultad  de  ejercer  este  derecho,  no  está 
regida  por  las  disposiciones  délas  Ordenanzas 
de  Minería  sino  por  las  disposiciones  patrias, 
que  desde  principio  del  siglo  pasado  vienen 
amparando  y  reglamentando  el  beneficio  del 
salitre,  sin  poner  limite  al  número  de  concesio- 
nes salitreras  que  podrían  otorgarse  á  un  so- 
licitante, lo  que  demuéstrala  falta  de  funda- 
mento legal  de  la  sentencia  recurrida. 

Esa  protección  ilimitada  á  la  industria  sali- 
trera rigió  hasta  1873  en  que  un  decreto  del 
Supremo  Gobierno  fijó  la  extensión  máxima 
que  se  podía  conceder,  el  cual  estuvo  vigente 
hasta  que  después  de  algunas  modificaciones 
quedó  fijada  en  último  término  la  extensión 
de  los  mercedes  salitreras  á  la  fijada  por  el 
Reglamento  de  28  de  julio  de  1877,  que  es  lo 
que  ahora  solicita. 

Un  cuanto  al  derecho  que  tiene  sobre  las 
concesiones  á  que  se  refieren  los  pedimentos, 
dice  que  tienen  todos  los  requisitos  de  propie- 
dad perfecta,  pues  hay  título  y  modo  de  ad- 
quirir. El  título  es  la  concesión  hecha  en  segui- 
da de  la  manifestación,  que  constituye  un  ver- 
dadero título  traslaticio  de  dominio;  y  la 
traslación  del  dominio  es  lamensuraque  viene 
á  ser  la  entrega  material  de  la  pertenencia. 

Esta  propiedad  y  posesión  inscripta  sólo  se 
extinguía  por  el  abandono  y  por  el  despueble, 
causales  de  caducidad  que  desaparecieron  con 
la  promulgación  del  Cóiligo  de  Minería  vigen- 
te, que  las  reemplazó  por  el  no  pago  de  la  pa- 
tente establecida.  Y  aunque  el  Reglamento  de 
28  de  julio  de  1877,  sancionó  la  falta  de  am- 
paro especial  de  las  concesiones  salitreras  con 
la  caducidad,  sus  disposiciones,  estando  en 
contradicción  con  el  Código  vigente  que  no 
reconoce  esa  cansal  de  extinción  de  la  propie- 
dad, no  pueden  prevalecer  sobre  la  ley. 

Pero,  como  las  pertenencias  están  ubicadas 
en  Aguas  Blancas,  están  además  amparadas 
por  el  supremo  decreto  de  27  de  diciembre  de 
1806,  decreto  que  ha  sido  de  constante  aplica- 
ción por  la  Excma.  Corte  antes  de  la  vigencia 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  por  lo  que 
espera  que  habiendo  estado  de  acuerdo  la  su- 
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cesión  demandante  con  el  Promotor  Fiscal,  y 
estando  de  acuerdo  con  las  prescripciones  que 
reglan  la  materia  del  juicio,  la  resolución  ha 
de  serle  favorable. 

La  sentencia  déla  Iltma.  Corte  de  Apela- 
ciones no  lia  tenido  presente  estas  disposicio- 
nes al  pronunciar  su  fallo,  sino  que  lo  ha  fun- 
dado en  las  Ordenanzas  de  Nueva  España  sin 
que  sus  disposiciones  establecieran  la  sanción 
aplicada  por  la  Corte,  y  sin  que  hubiera  fun- 
damento legal  para  limitar  la  extensión  de  las 
dos  pertenencias  que  le  deja,  puesto  que  las 
pertenencias  no  fueron  ni  pudieron  ser  mate- 
ria de  las  Ordenanzas. 

Comunicando  traslado  al  Director  del  Te- 
soro, que  se  hizo  parte,  respondió  pidiendo 
que  se  desechara  el  recurso  fundado  en  los  si- 
guientes razonamientos: 

El  artículo  940  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil  otorga  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo  contra  sentencin  pronunciada  con  in- 
fracción de  la  ley  siempre  que  esta  infracción 
haya  influídoen  lodispositivo  de  la  sentencia; 
y  el  artículo  945  dispone  que  el  escrito  en  que 
se  interpone  el  recurso  hará  mención  expresa 
y  determinada  de  la  ley  6  leyes  infringidas. 

Expresando  el  recurrente  cual  es  la  ley  in- 
fringida ha  dichoque  es  el  artículo  211  del 
Código  de  Minería  de  1874,  por  lo  que  el  es- 
tudio de  la  cuestión  presente  debe  concretarse 
á  examinar  si  existe  ó  no  tal  infracción. 

Ese  artículo  es  una  disposición  transitoria, 
llamada  á  resolver  la  dificultad  que  podía 
presentarse  en  la  práctica  respecto  á  las  per- 
tenencias ya  pedidas,  en  la  parte  que  el  Códi- 
go modificaba  las  pertenencias  de  la  Ordenan- 
za de  Minería,  dispondón  que  fué  reproducida 
por  el  artículo  161  del  Código  de  1888,  con  la 
sola  diferencia  de  haber  suprimido  la  palabra 
"separadamente." 

La  interpretaa'ón  que  debe  darse  á  ese  ar- 
tículo, no  es  como  parece  desprenderse  de  su 
letra,  que  tenga  aplicación  general  á  todas  las 
disposiciones  del  Código,  sino  que  como  la 
historia  de  la  discusión  del  Código  de  Minería 
lo  expresa,  tenia  porobjeto facultar  á  los  due- 
ños de  las  minas  de  cobre,  únicamente,  para 
mensurar  sus  pertenencias  ya  sea  prolongan- 
do imaginariamente  hacia  el  interior  de  la  tie- 
rra y  en  dirección  vertical  los  planos  corres- 


pondientes á  las  líneas  señaladas  en  la  super- 
ñcie,  lo  cual  tiene  el  inconveniente  de  cortar 
en  la  profundidad  la  veta  cuando  tiene  mucho 
recuesto,  ó  bien  pedir  la  mensura  arreglada  á 
la  inclinación  que  la  veta  manifiesta  en  la  la- 
bor legal  que  debe  trabajarse  antes  de  obtener 
la  mensura. 

Dada  esta  explicación  se  ve  claramente  cual 
es  el  alcance  de  la  disposición  contenida  en  el 
artículo  211  y  la  relación  que  tiene  con  los  ar- 
tículos 85,  86  y  87  del  Código  de  1874;  y  se 
Te  también  que  la  sentencia  de  la  Corte  de 
Apelaciones  no  ha  violado  en  su  fallo  la  dis- 
posición del  articulo  211,  que  ninguna  rela- 
ción tiene  con  lo  dispositivo  de  ella. 

La  sentencia  recurrida  contiene  dos  resolu- 
ciones: una  importa  la  modificación  del  fallo 
de  primera  instancia,  que  consiste  en  rednrirá 
dos  las  pertenencias  que  se  mandan  mensurar 
á  la  sucesión  de  don  Manuel  A.  Ortiz,  en  vez 
de  cuatro  que  la  sentencia  de  primera  instan- 
cia le  acordaba;  la  segunda  determina  la  ex- 
tensión total  que  debe  mensurarse  á  los  pedi- 
mentos de  4  y  fs.  5,  que  reduce  á  320.000 
metros  cuadrados  de  conformidad  con  lo  que 
el  fallo  de  primera  instancia  decía  en  el  consi- 
derando primero  y  de  conformidad  con  el  de- 
creto de  16  de  junio  de  1873. 

Respecto  al  número  de  pertenencias,  no  dta 
el  recurrente  al  formalizar  el  recurso,  ley  algu- 
na que  haya  sido  violada  por  la  sentencia. 

La  sentenda  se  funda  en  las  disposidones 
del  título.  6^  de  las  Ordenanzas  de  Minería 
que  concede  en  los  artículos  l'y  2'  tres  pertc- 
nendas  seguidas  6  interrumpidas  al  descubri- 
dor, y  sólo  dos  pertenencias  seguidas  ó  inte- 
rrumpidasálosdemásdenundantes,  y  aunque 
el  recurrente  sostiene  que  no  son  aplicables  á 
las  pertenendas  salitreras  las  Ordenanzas,  con 
mayor  razón  no  le  serían  aplicables  las  dispo- 
tidoncs  del  Código  de  1874. 

El  decreto  de  2  de  enero  de  1873  que  es  la 
primera  disposidón  que  ha  reglamentado  so- 
bre pertenencias  salitreras,  entre  nosotros, 
dijo  que  las  Ordenanzas  no  fijaban  la  exten- 
nón  de  las  pertenendas  salitreras  y  otras 
sustancias  análogas,  sino  que  en  cada  caso 
especial  la  concesión  debería  fijarse  conforme 
á  las  providendas  que  se  dictaren,  por  lo  que, 
y  á  fin  de  establecer  una  regla,  dispuso  que  la 
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extensión  que  podía  concederse,  después  del 
informe  de  los  ingenieros  sobre  la  naturaleza 
del  depósito,  sería  de  480.000  metros  cuadra- 
dos superficiales  al  descubridor  y  la  tercera 
parte  de  la  extensión  á  los  otros  denuncian- 
tes. En  este  decreto  se  apoyó  la  sentencia  para 
dictar  la  resolución,  lacual  no  menciona  siquie- 
ra el  decreto  de  27  de  junio  de  1876,  que  afir- 
ma el  recurrente  que  es  el  que  fija  la  cabida  de 
las  concesiones  salitreras. 

En  rigor,  la  sentencia  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones debió  limitar  á  160.000  metros  el  total 
que  debería  asignársele  al  denunciante,  en  vez 
de  los  320.000  que  le  ha  concedido. 

No  hay  fundamento  para  aplicar  el  regla- 
mento de  1877  á  un  den  unció,  hecho  antes  de 
1873,  el  cual  debe  mensnrarae  con  arreglo  A 
las  disposiciones  de  los  decretos  de  este  año. 

No  existe  ley  alguna  que  determine  que  la 
mensura  de  que  se  trata  debiera  hacerse  en  la 
forma  que  lo  pretende  el  recurrente.  Y,  para 
que  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  fuera 
admisible,  es  indispensable  demostrar  cual  es 
la  ley  que  se  ha  violado  en  la  resolución.  N¡ 
las  interpretaciones  de  la  ley,  ni  la  mayor  6 
menor  frecuencia  con  que  se  haya  fallado  un 
asunto  en  un  sentido  determinado,  pueden 
servir  de  (nndamento  Aun  recurso  de  casación 
en  el  fondo. 

Pero  ya  que  se  alega  como  último  funda- 
mento la  equidad,  cree  oportuno  recordar  que 
una  de  las  salas  de  la  Corte  de  Apelaciones 
después  de  largas  alegaciones  sobre  pedimen- 
tos hechos  en  1876,  antes  del  decreto  de  13  de 
septiembre  del  mismo  año,  resolvió  que  las 
pertenencias  que  trataban  de  mensurarse  de- 
.  bían  tener  sólo  480.000  metros  'cuadrados 
para  el  descubridor  y  la  tercera  parte  para  el 
denunciante. 

61  señor  Ministro  ponente  informó  en  los 
términos  siguientes: 

Como  se  ve  de  la  exposición  que  precede, 
las  infracciones  de  la  ley  en  que  ha  incurrido 
la  sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones,  según 
el  recurrente,  consisten:  en  haberle  negado  el 
derecho  para  mensurar  dos  de  las  cuatro  per- 
tenencias, que  son  las  que  corresponden  á  los 
denuncios  de  fs.  6  y  7  que  fueron  anotadas  en 
el  registro  con  posterioridad  A  las  de  fs.  4  y 
fs.  C;  y  en  haberle  reducido  A  320.000  metros 


cuadrados  la  extensión  total  de  las  dos  perte- 
nencias que  le  reconoce,  en  vez  de  100  hectA- 
reas  para  cada  pertencnda. 

Estos  derechos  le  estaban  reconocidos  por  las 
Ordenanzas  de  Mineriaypor  las  disposiciones 
gubernativas  que  han  ido  dictAndose  para 
reglamentar  la  constitución  de  la  propiedad 
salitrera,  derechos  que  ha  podido  hacer  valer 
según  lo  dispuesto  en  et  artículo  21t  del  Có- 
digo de  Minería  de  1874,  reconocido  después 
por  el  artículo  161  del  Código  de  1888,  que  es 
la  ley  que  ha  sido  infringida  por  la  sentencia. 

Bn  cuanto  á  la  primera  cuestión,  esto  es  el 
número  de  pertenencias  ó  estacamentos  sali- 
treros que  pueden  obtener  los  descubridores  y 
denunciantes,  hay  en  primer  lugar  las  Orde- 
nanzas de  Nueva  España,  mandadas  regir  en 
Chile  en  11  de  junio  de  1833,  en  lo  que  no  fue- 
ren contrarias  al  reglamento  de  justicia  {Arau- 
cano núm.  144). 

En  estas  Ordenanzas  no  sólo  se  permitía 
denunciar  minas  de  plata,  cobre,  etc.,  sino  que 
se  concedía  que  pudieran  denunciar  "cuales- 
quiera fósiles,  ya  fueran  metales  perfectos  6 
medio  minerales,  bitúmenes  ó  jugos  de  la  tie- 
rra, dándose  para  su  logro,  beneficio  ó  labo- 
río, en  los  casos  ocurrentes,  tas  providencias 
que  correspondan." 

Y  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 1'  y  29  y  artículo  22  del  título  6»  de  estas 
Ordenanzas  se  ped^  y  se  concedían  las  per- 
tenencias salitrales  solicitadas,  ya  fuera  por 
los  descubridores  ó  denunciantes  posteriores. 

Las  Ordenanzas  de  Nueva  España  dejabmt 
sometido  lo  relativo  A  la  cabida  de  las  perte- 
nencias A  las  providencias  que  correspondie- 
ran, sin  designar  la  autoridad  .que  debería 
darlas,  ni  las  reglas  á  que  debería  sujetarse. 

Aunque  se  dictaron  algunos  decretos  para 
proteger  y  alentar  la  industria  salitrera  como 
loa  de  29  de  octubre  de  1812í<4arfira  Je  Chile 
de  5  de  noviembre  de  1812);  y  de  17  de  no- 
viembre de  1817  {Gaceta  de  Santiago  de  Chi- 
le),  estos  decretos  no  contentan  ninguna  dis- 
posición relativa  al  modo  de  adquirir  las 
pertenenrias,  ni  tampoco  A  los  derechos  6  di- 
mensiones que  pudieran  tener  las  pertenencias 
salitrales. 

Bl  supremo  decreto  de  23  de  mayo  de  1838 
que  dispuso  que  los  gobernadores  departa- 
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mentales  ejercieran  las  funciones  de  las  anti- 
guas diputaciones  de  minas,  y  que  ante  ellos 
se  pidieran  en  lo  sucesivo  las  mercedes  de  mi- 
nas que  se  comprendiesen  dentro  de  -los  Itmi* 
tes  de  BUS  departamentos  (Araucano  nfimero 
405  de  1*"  de  junio  de  1838),  nada  prescribió 
tampoco  respecto  A  la  cabida  de  las  perte- 
nencias. 

Para  llenar  el  vacío  que  dejaban  las  Orde- 
nanzas se  dictó  el  supremo  decreto  de  2  de 
enero  de  1873,  que  en  su  artículo  5^  dispuso 
que:  "£n  ntngün  caso  podríl  exceder  la  exten- 
sión que  se  concede  de  4^0.000  metros  cua- 
drados superfíóales  al  descubridor  y  la  tercera 
parte  de  esta  extensión  á  los  otros  denun- 
ciantes." El  decreto  de  16  de  junio  del  mismo 
año  confirmó  estas  disposiciones  y  aclaró  el 
anterior  decreto,  respecto  á  otras  disposi< 
cienes. 

Para  completar  el  procedimiento,  al  conce- 
der las  pertenencias  salitrales  se  dictó  el  de- 
creto de  11  de  septiembre  de  187fí,  en  el  que 
repitiendo  que  la  extensión  de  las  concesiones 
debería  ser  de  480.000  metros  cuadrados  al 
descubridor  y  la  tercera  parte  al  denunciante, 
establece:  "que  las  respectivas  pertenencias  de 
los  descubridores  y  denunciantes  se  medirán 
según  el  orden  legal  de  preferencia,  de  modo 
que  se  guarde  en  las  mensuras  la  debida  ante- 
lación de  las  mercedes'*. 

Pero  habiendo  demostrado  la  experiencia 
práctica  que  la  extensión  concedida  á  descu- 
bridores y  denunciantes  de  depósitos  de  salí 
tre  bórax,  sal  gema,  etc.,  eran  deficientes,  se 
expidió  el  decreto  de  13  de  septiembre  de  1876, 
que  aumentó  la  extensión  á  300  hectáreas 
cuadradas  para  los  decubridores,  y  á  100  hec- 
táreas para  los  denunciantes. 

Los  dimensiones  dadas  á  las  pertenencias 
salitrales  por  el  decreto  citado  fueron  fijadas 
definitivamente  en  300  y  en  100  hectáreas 
por  el  artículo  5^  del  Reglamento  de  28  de  ju- 
lio de  1877,  dictado  en  uso  de  la  facultad  con- 
cedidapor  el  articulo  3*^  del  Código  de  Minería 
de  1874. 

No  ha  sido  materia  de  discusión  la  legali- 
dad de  estos  decretos,  que  han  sido  expedidos 
á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  73  (82) 
de  la  Constitución  política,  que  faculta  al  Pre- 
sidente de  la  República  para  ex|»edir  los  regla- 


mentos, decretos  é  instrucciones  que  crea  con- 
venientes para  la  ejecución  de  las  leyes. 

De  las  disposicionesenumeradíis,  que  tratan 
del  número,  extensión  6  cabida  de  las  perte- 
nencias que  han  podido  concederse  á  descubri- 
dores y  denunciantes  de  salitreras,  se  ve:  que 
por  las  Ordenanzas  de  Minería  (arts.  1^,  2*^  y 
22  del  tít.  VI),  los  descubridores  de  uno  ó  mu- 
chos cerros  minerales  absolutamente  nuevos 
en  que  no  había  ninguna  mina  ni  cata  abier- 
ta, podían  adquirir  en  la  veta  principal  que 
más  les  agradare,  hasta  tres  pertenencins  con- 
tinuas ó  interrumpidas,  ctm  las  medidas  que 
se  fijarán  más  adelante...;  "y  á  los  descubri- 
dores de  vetanueva  en  cerro  conocido... podrá 
tener  en  ella  dos  pertenencias  seguidas  ó  inte- 
rrumpidas..."; 

Que  por  los  decretos  de  2  de  enero  y  16  de 
julio  de  1873,  la  extensión  de  los  pertenencias 
salitreras,  en  ningún  caso  podrá  exceder  de 
480.000  metros  cuadrados  superficiales  al  des- 
cubridor y  la  tercera  parte  de  esa  extensión  á 
los  denunciantes; 

Y  que  por  el  decreto  de  13  de  septiembre  de 
1876  y  reglamento  de  28  de  julio  de  1877,  la 
extensión  de  las  pertenencias  que  hay  que  con- 
ceder á  los  descubridores  es  de  trescientas  hec- 
táreas al  descubridor  y  den  hectáreas  á  los 
denunciantes. 

Como  la  posesión  originaría  de  las  perte- 
nencias, ya  sean  mineras  ó  salitreras,  se  ad- 
quiere por  el  registro  legalmente  verificado,  y 
las  pertenencias  salitrales  fueron  denunciada» 
por  don  Manuel  A.  Ortiz  y  concedidas  con 
arreglo  á  ordenanza  y  á  los  decretos  de  2  de 
enero  y  16  de  junio  de  1873,  según  se  expresa 
en  la  concesión  del  Intendente,  que  eran  las 
únicas  disposiciones  vigcntesquere^an  la  ma- 
teria en  esa  época,  resulta  que  la  sucesión  de- 
mandada no  puede  pretender  queá  sus  denun- 
nuncios  se  apliquen  otras  disposiciones  que 
aquellas  que  regían  á  la  fecha  de  su  denuncio 
y  con  arreglo  á  las  cuales  se  le  concedió  su  tí- 
tulo que  fué  el  que  él  inscribió  en  elregistroco^ 
rrespondiente. 

Pero  como  según  el  artículo  2'  del  título  VI 
de  las  Ordenanzas  de  Nueva  España  no  se  po* 
día  conceder  á  un  denunciante  en  veta  nuevaó 
en  cerro  conocido,  disposición  apIicaUe  á  los 
denuncios  de  salitre  por  el  artículo  22  del  niis- 
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mo  título,  m.^s  de  dos  pertenencias,  resulta  de 
esta  disposición  que  la  sucesión  Ortiz,  no  pue- 
de i>retemlcr  que  se  le  conceda  más  que  lo  que 
la  ley  permite  que  se  le  dé  y  que  es  lo  que  le  ha 
rcconiKÍdo  In  sentencia  recurrida. 

Iva  sucesión  recurrente  ha  sostenido,  ni  fun- 
dar BU  recurso,  que  no  son  aplicables  las  Orde- 
nantas  á  los  denuncios  que  ha  hecho  el  cau- 
san te  de  sus  derechos,  [kto  tal  alegación  es 
inaceptable,  no  sólo  porque  esas  eran  las  leyes 
(|uc  regían  á  la  fechaen  que  se  denunciaron  las 
pcrbenencias,  como  porque  la  concesión  se  le 
hizo  con  arreglo  á  esasOrdenanzasy  en  virtud 
de  la  facultad  que  tenían  los  gobernadoresquc 
reemplazaban  A  los  diputados  de  minas  de  las 
mismas  Ordenanzas  (decreto  de  23  de  mayo 
de  1838). 

Si  hubiera  de  estimarse  que  las  Ordenanzas 
no  eran  aplicables  á  la  constitución  de  la  pro- 
jiiettad  de  las  pertenencias  de  la  sucesión  Ortiz, 
i*estdtaría  que  el  título  que  adquirió,  no  se  ha- 
bría otorgado  apoyado  en  ninguna  ley  y  que, 
en  consecuencia,  sería  nulo  y  de  ningún  valor, 
situación  jurídica  que  no  querrá  aceptar  la 
sucesión  recurrente. 

I'>ii  caso  que  lá  sucesión  pretendiera  fundar 
su  derecho  en  la  disposición  del  número  2^  Hél 
ilcciieto  de  13  de  septiembre  de  1876,  que  esta- 
blece que,  en  ningún  caso  una  misma  persona 
ó  propiedad  podrá  reunir  más  de  diez  perte- 
nencias, cabe  recordar  que  esta  disposición  no 
se  refiere  al  modo  de  adquirir  por  denuncio, 
:>obre  lo  cual  ha  establecido  los  preceptos  del 
caso  en  el  número  1^,  sino  que  se  reñere  á  los 
otros  modos  de  adquirir,  como  sería  por  do- 
nación, compra,  permuta  ó  compañía. 

Esta  prohibición  tiene  por  objeto  limitar  la 
lacidtad  que  el  artículo  74  del  Código  de  Mi- 
nas de  1874,  conceda  á  cualquiera  persona 
hábil  para  adquirir  por  otros  títulos,  distin- 
tos del  denuncio,  las  pertenencias  que  quisie- 
re, sin  limitación  alguna,  lo  cual  estaba  con- 
loriae  con  la  prescripción  del  artículo  17,  títu- 
lo VI  de  las  Ordenanzas  de  Nueva  España  y 
declaración  34  de  las  mismas  Ordenanzas.  De 
modo  que,  después  de  esta  prohibición,  ningu- 
na |]ersona  ó  compañía  podrá  reunir,  por  cual- 
(liiier  titulo,  más  de  diez  pertenencias  al  rede- 
dor de  nn  mismo  denuncio. 

Lp  expuesto  tlemuestrn  que  la  sucesión  Ortíz 


sólo  ha  podido  adquirirlegalmentelasdos  pri- 
meras pertenencias  (¡ue  le  ha  reconocido  la 
sentencia  recurrida  y  que  no  se  ha  infringido 
ley  alguna  al  dar  este  fallo. 

La  apreciación  de  la  segunda  cuestión  se 
presenta  con  no  menos  claridad. 

Adquirida  la  concesión  durante  la  vigencia 
de  las  Ordenanzas  de  Minería,  debió  don  Ma- 
nuel A.  Ortiz,  constituir  su  título  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  el  artículo  4^  del  título  VI 
pero  no  habiéndolo  hecho,  y  no  habiendo  sido 
abandonada  la  pertenencia  con  arreglo  á  la 
ley,  ni  habiéndola  perdido  por  despueble  le^- 
timamente  declarado,  ha  conservado  la  pro- 
piedad, conformeálodispuestoen  losartículot 
35  y  149  del  Código  del  74,  y  gozado  de  los 
plazos  concedidos  por  los  decretos  gubernati- 
vos para  las  salitreras  ubicadas  en  la  zona  de 
Aguas  Blancas. 

La  cuestión  queda  reducida  á  saber  cuál  se- 
rá la  extensión  que  se  le  mida  para  constituir 
el  título  definitivo  de  su  pertenencia. 

Según  el  artículo  22,  titulo  VI  de  las  Orde- 
nanzas de  Nueva  Bspana  la  extensión  de  las 
pertenencias  estaba  sujeta  á  las  providencias 
que  correspondieran  á  los  diversos  casos,  pro- 
videncias para  las  cuales  no  habí::  una  regla 
establecida.  Los  decretos  del  Gobierno  de  que 
ya  se  ha  Iiecho  referencia,  llenando  este  vacío 
de  la  legislación,  dictaron  medidas  al  efecto 
concediendo  primero  480.000  metros  cuadra- 
dos superficiales  al  descubridor,  y  la  tercera 
parte  á  los  denunciantes,  después  se  concedie- 
ron 300  hectáreas  al  descubridor  y  ciento  al 
denunciante,  y  finalmente  el  Reglamento  de 
1877 dispuso  que  se  concedieran  tres  pertenen- 
cias de  cien  hectáreas  &  los  descnbríclores,  sin 
determinar  las  que  podían  concederse  á  los 
denunciantes,  dejándose  entender,  como  con- 
secuencia natural,  que  los  denunciantes  queda- 
ban en  la  misma  situación  que  los  había  colo- 
cado el  decreto  de  13  de  septiembre  de  1876, 
que  es  la  tercera  parte  de  la  concesión  hecha 
al  descubridor,  pues  no  se  puede  concebir  ra- 
cionalmente que  la  ley  hubiera  querido  favore- 
cer más  al  denunciante  que  sólo  se  presenta 
aprovechándose  de  los  trabajos  y  gastos  de 
otro. 

La  sentencia  recurrida,  sólo  lia  concedido 
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4S0.0OO  metros  cuadrados  superficiales  por 
cada  nda  de  las  dos  pertenencias  que  le  da  de- 
recho Á  mensurar,  fundándose  para  ello  en  los 
decretos  de  2  de  enero  y  16  de  junio  de  1873, 
con  arreglo  á  los  cnaks  se  le  otorgó  la  conce- 
sión, según  se  expresa  en  los  pedimentos  acom- 
pañados á  fs.  4  7  5. 

Pero  á  juicio  del  Ministro  que  suscribe  la 
sentencia  no  se  ha  ajustado  á  las  disposicio- 
nes legales  al  fallar  este  punto. 

S^^n  lo  prescripto  en  el  artículo  12  de  la 
ley  de  7  de  octubre  de  1861,  todo  derecho  real 
adquirido  bajo  una  ley  y  en  conformidad  á 
ella,  sulmste  bajo  el  imperio  de  otra;  pero  en 
cnanto  á  los  goces  y  cargos  y  en  lo  tocante 
á  sn  extindón,  prevalecerán  las  disposiciones 
de  la  nueva  ley- 
Adquirido,  pues,  el  derecho  á  las  pertenen- 
cias salitrales,  conforme  á  las  Ordenanzas,  la 
sncesiónha  conservado  su  derechoyha  estado 
en  situación  de  completar  su  título,  con  arre- 
glo á  las  disposiciones  posteriores  que  le  otor- 
gan mayores  dimennones  á  las  pertenencias 
adquiridas  con  arreglo  á  la  ley  posterior. 

Según  el  artículo  211  del  Código  de  Minería 
de  1874,  reproducido  por  el  articulo  161  del 
de  1888,  con  la  sola  diferencia  de  haber  supri- 
mido la  palabra  "separadamente",  los  posee- 
dores actuales  de  minas,  en  cuya  enumeración 
deben  comprenderse  las  pertenencias  salitra- 
les, como  se  ha  dicho  antes,  pueden  constituir 
sus  pertenencias  en  la  forma  determinada  por 
el  Código,  completado  por  el  decreto  de  13  de 
septiembre  de  1876  y  por  el  Reglamento  de 
1877,  en  lo  que  se  refiere  á  la  industria  sali- 
trera. Kendo,  pues,  éstas  las  disposiciones  vi- 
gentes que  reglan  la  materia,  es  fuera  de  toda 
cuestión  que  la  sucesión  Ortiz  está  en  su  per- 
fecto derecho  para  que  se  le  manden  mensurar 
las  dos  pertenencias  que  se  le  reconocen  por  la 
sentencia  con  cien  hectáreas  cada  una. 

De  lo  expuesto  se  deduce-  que  la  sentenda  de 
la  Corte  de  Apelaciones  de  18  de  agosto  de 
1903  ha  infringido  la  disposición  del  artículo 
211  del  Código  de  Minas  de  1874,  reprodu- 
cido por  el  articulo  161  del  Código  de  Minas 
de  1888  y  reglamentado  por  los  supremos  de- 
cretos citados,  por  no  haber  concedido  á  la 
sucesión  de  don  Manuel  A.  Ortiz  que  se  le  men- 
suren las  cien  hectáreas  de  terrenos  salitrales 


que  le  corresponden  en  cada  una  de  las  dos 
pertenencias  á  que  tiene  derecho. 

En  consecuencia,  el  Ministro  que  suscribe  es 
de  opinión  que  V.  E.,  haciendo  uso  de  las  fa- 
cultades que  le  conceden  los  artículos  940  y 
958  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  case  la 
sentencia  recurrida  y  la  invalide  en  esta  par- 
te, procediendo  &  dictar  la  sentencia  corres- 
pondiente.— Santiago,  2  de  diciembre  de  1903. 
~J,  Gabriel  Palma  Guxwáa. 

La  Oorte  falló: 

Considerando: 

1^  Que  el  presente  recurso  se  basa  en  que  la 
sentenda  reclamadahainfringido  losartículos 
161  del  Código  de  Minería  de  1888  y  211  del 
de  1874,  á  más  del  artículo  5^  del  Reglamento 
de  28  de  julio  de  1877; 

2^  Que  el  artículo  161  del  Código  de  1888 
se  Umita  á  expresar  que  "los  poseedores  actua- 
les de  minas  podrán  coastituirsus  pertenencias 
en  la  forma  determinada  por  el  presente  Códi- 
go, sin  perjuido  de  loa  derechos  adquiridos 
por  terceros"; 

3^  Que,  á  su  vez,  el  articulo  211  del  Código 
de  1874  contenía  textualmente  esta  misma 
disposidón,  con  la  única  variante  de  la  pala- 
bra separadamente  que  seguía  á  la  expresión 
"constituir  sus  pertenencias"; 

4^  Que  estas  dijiposidones  transitorias  esta- 
blederon  una  mera  facultad  que  podían  ej^r- 
dtar  ó  no  las  personas  que  ya  poseían  minas 
al  tiempo  de  la  promnlgadón  de  los  indicados 
Códigos; 

5*^  Que  ni  en  la  demanda  ni  en  ninguna  par- 
te de  los  autos  antes  del  recurso  de  casadón 
aparece  que  la  sucesión  de  don  Manuel  Anto- 
nio Ortiz  haya  siquiera  indicado  su  intendón 
de  hacer  uso  de  aquel  derecho  potestativo, 
para  que  la  mensura  de  sus  perteoendas  se 
verificara  en  la  forma  dispuesta  por  el  Código 
de  1874,  conforme  á  lo  prevenido  por  el  ar- 
ticulo 161  del  de  1888,  en  vez  de  que8eefcc< 
tuase  con  arreglo  á  las  disposidones  vigentes 
al  tiempo  en  que  fueron  concedidas  tales  per- 
tenendas; 

6'  Que  de  lo  expuesto  resulta  que  la  resolu- 
ción impugnada  no  ha  podido  aplicar  al  caso 
ni  el  articulo  211  del  Código  de  1874  ni  el  dc- 
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creto  Fupremo  de  28  de  julio  de  1877,  que,  con 
la  autorización  conferida  en  el  artículo  3^  del 
mismo  Código,  re^amentó  la  concesión  de  las 
pertenencias  de  salitre  y  fijó  el  número  y  ex- 
tensión de  las  que  podían  darse  A  los  que  las 
solicitaran;  y 

7*  Que,  en  consecuencia,  en  el  fallo  de  que 
se  recurre  no  se  han  cometido  las  infracciones 
invocadas  como  causales  del  presente  recurso 
de  casación  en  el  fondo. 

Vistos,  además,  los  artículos  940,  960  y 
979  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara sin  lugar,  con  costas,  dicho  recurso,  y  se 
aplica  al  Fisco  la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Aguirre 

Vargas.— 6'a6r/c/  Gaete.—José  Alfonso  Gal- 

varíno  GaUaido  V,  Aguitre  Vargas.— Leon- 
cio Rodríguez.— .Carlos  Varas  B.  Fóster  Re- 

caharretr. 


Cas.  Civ.—S  de  julio  de  1904 
Ouerrn  con  Fisco 

Salitreras,  pedimentos  de  1878;  oabl 
da;  número  de  efitaoas  del  denun- 
ciante no  descubridor.— £fecto  re- 
troactivo.—Mensura. 

Doctrina:— Afls  pertenencias  solicita- 
das en  IS73,  á  continuación  de  an  descu- 
brimiento hecho  por  otra  persona,  ñteron 
concedidas  con  arreglo  A  la  Ordenanza 
de  Minería  y  al  decreto  supremo  de  2  de 
enero  del  mismo  año,  que  eran  las  dis- 
posiciones vigentes  á  la  sazón.  La  Orde- 
nanza citada  determinaba  en  los  prime- 
ros artículos  del  titulo  VI  loa  derechos  de 
los  descubridores  de  retas  en  cerro  abso- 
lúíámente  nuevo  ó  en  cerro  conocido, 
disponiendo  que  no  se  tuviera  por  desear 
bridar  al  que,pidier^  mina  nueva  en  veta 
conocida,.permiiiendoáéste  adquirir  una. 

JL'KU. 


pertenencia  por  denuncio;  y  al  disponer 
en  seguida  en  el  artículo  22  del  mismo 
título  que  se  pudiesen  ^'descubrir,  solici' 
tar,  registrar  y  denunciar  en  la  forma  re- 
ferida, no  sólo  las  minas  de  oro  y  plata 
sino  también  las  de  piedras  preciosas,  co- 
bre, plomo,  estaño,- azogue,  antimonio, 
piedra  calaminar,  bismuto,  sal  gema  y 
cualesquiera  otros  fósiles,  ya  sea  meta- 
les perfectos  ó  medio  minerales,  bitúme- 
nes  ó  jugos  de  la  tierra^  dándose  para  su 
logro,  beneñcio  y  laborío,  en  los  casos 
ocurrentes,  las  providencias  que  corres- 
pondan", hacía  extensivas  á  cada  espe- 
cie de  concesiones  mineras  las  reglas  da- 
das para  conceder  la  propiedad  y  pose- 
sión de  las  minas  de  oro  y  plata,  ya  que 
el  alcance  de  la  expresión  "en  la  forma 
re&rida"  no  podía  limitarse  á  los  meros 
trámites  ó  actuaciones  del  procedimiento, 
como  se  desprende  de  otras  disposiciones 
de  la  misma  Ordenanza  y  del  decreto  de 
2  de  enero  de  1H73  y,  en  consecuencia, 
el  número  de  pertenencias  que  podían  ad- 
judicarse á  los  denunciantes  era  el  deter- 
minado por  In  Ordenanza  de  Minetin, 
así  como  su  cabida  se  determina  pttr  los 
decretos  vigentes  ñ  la  fecha  de  los  de- 
nuncios. 

A 1  prescindir  de  los  decretos  de  1 S  de 
septiembre  de  1870  y  28  de  julio  de  1877 
para  fíjar  la  cabida,  por  no  habersemani- 
íestadola  voluntad  de  asilarse  á  ladispo- 
sición  del  artículo  211  del  Código  de  Mi- 
nería de  1874,  la  sentencia  no  infringe 
tampoco  el  ai  tkulo  12  de  la  ky  de  7  de 
octubre  de  1861,  pues  la  cabida  de  las 
pertenencias  no  puede  estimarse  como  el 
goce,  carga  ó  extinción  reglados  por  una 
ley  posterior  en  un  derecho  real  adquirido 
en  conformidad  á  la  ley  anterior,  sino  que 
manifíestamente  la  mayor  ó  menor  ex- 
tensión de  las  pertenencias  forma  parte 
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del  derecho  mismo  y  debe  determinarse 
por  la  ley  rigente  al  tiempo  de  la  adqui» 
aición  de  ese  derecho. 


Doña  Mercedes  Guerra  demanda  al  Fisco 
diciendo  que  según  los  títulos  y  demás  piezas 
acompañadas  en  copia  autorizada,  su  hennc- 
no  don  Alejandro  Magno  Guerra,  de  quien  es 
heredera,  obtuvo  en  1873  de  la  autoridad 
competente  las  pertenencias  salitreras  siguien- 
tes, ubicadas  en  Aguas  Blancas: 

1^  Estacas  que  constan  de  los  títulos  nú- 
meros 6,  7,  8  y  9  del  Registro  de  1873; 

2^  Estacas  que  constan  de  los  títulos  núme- 
ros 37, 38, 39 y  40  del  Registro  del  mismo  año;  y 

3^  Estacas  que  constan  de  los  títulos  nú- 
meros 114, 115, 116  y  117,  del  Registro  de 
dicho  año. 

Son,  dice,  conocidas  y  claras  las  disposicio- 
nes legales  que  justifican  su  acción  y,  por  aho* 
ra,  se  limita  á  hacrr  presente  que  por  decreto 
supremo  de  28  de  mayo  de  1 881,  las  pertenen- 
cias salitreras  ubicadas  en  Aguas  Blancas 
quedaron  amparadas,  aunque  no  hicieran  los 
trabajos prescriptos por  el  decreto  supremo  de 
iuHo  de  1877,  mientras  no  se  terminara  el  fe- 
rrocarril de  Antofagasta  á  aquel  punto,  aún 
inconcluso. 

Por  lo  expuesto,  demanda  al  Fisco  para  que 
en  definitiva  se  declare  haber  lugar  á  la  men- 
sura de  las  estacas  de  que  ha  hecho  mención. 

Contestando  el  señor  Director  del  Tesoro 
por  el  Fisco  expone  que  la,  demandante  care- 
ce de  personería  para  entablar  por  sí  sola  la 
demanda  porque  no  representa  á  don  Guiller- 
mo Guerra,  hermano  también  de  don  Algañ- 
dro  Magno  Guerra,  y  para  el  caso  de  que  en 
el  curso  del  juicio  no  se  subsane  esta  omisión, 
pide  se  le  d£  el  carácter  de  excepción  de  fondo. 

Antes  del  Código  de  1874  la  propiedad  mi- 
nera se  constituía  y  regía  por  las  Ordenanzas 
de  Minería.  Conforme  al  artículo  22  del  títu- 
lo VI  de  estas  Ordenanzas  estaban  sometidos 
á  la  ley  minera,  entre  otros,  los  yacimientos  de 
salitre;  pero  la  ley  de  25  de  octubre  de  1854-, 
interpretativa  de  la  Ordenanza,  sustrajo  á  la 
k^lación  minera  y  sometió  al  deretjho  común 


dichos  yacimientos,  por  haber  dispuesto  que 
las  minas  y  depósitos  de  azufre,  cal  y  otras 
suHtancias  análogas  oo  se  hallaban  compren- 
didas entre  las  sustancias  deaunciables  de  qne 
habla  el  citado  articulo  22. 

Por  consiguiente,  ni  el  señor  Magno  Guerra 
pudo  denunciar  cosas  que  anu  la  ley  rigente 
cntoDoes  mo  eran  denoociaUes,  ni  el  Inten- 
dente de  Atacamn  pndo  Inoer  concesiones  de 
ellas. 

Tal  ve^  observa,  se  invoque  en  apc^o  de  ta- 
les irregularidades  el  decreto  supremo  de  2 
de  enero  de  1873;  pero  este  decreto  carece  de 
fuerza  por  descansar  sobre  la  base  errada  de 
que  tos  yacimientos  de  salitre  estuvieran  so- 
metidos á  la  lev  minera. 

Por  lo  demás,  los  títulos  acompafiodos  no 
fueron  otorgados  nquicra  en  conformidad  á 
ese  decreto,  porque  no  se  oyó  el  informe  del 
ingeniero,  no  reconoció  este  ingeniero  la  locali- 
dad, no  se  concedió  la  mensura  ai  la  posesión, 
no  se  expresó  la  extensión  concedida,  no  se  le- 
vantó el  acta  de  mensura  y  posesión  suscripta 
por  el  ingeniero,  el  interesado  y  los  testigos: 
en  una  palabra,  porque  no  se  dió  cumplimien- 
to á  ninguna  de  sus  disposiciones. 

El  decreto  supremo  de  1877,  otorgaba  pri- 
mero al  denunciante  una  concesión  de  registro 
que  servía  de  título  para  explorar  el  terreno 
dentro  de  sas  meses;  después,  dentro  de  otros 
seis  meses,  debía  hacerse  la  mensuro,  que  cons- 
tituía el  único  verdadero  título.  El  decreto 
supremo  de  1873,  no  concedió  otro  título 
que  el  de  la  mensura,  y  no  son  tales  los  acom- 
pañados á  la  demanda. 

Observa  que  el  demandante  se  limita  á  pe- 
dir la  mensura  de  su  pertenencia.  No  cree  que 
llegue  el  caso  de  proce<ler  A  ella.  Pero,  aún 
estando  al  decreto  supremo  de  1873,  como  el 
señor  Guerra  no  fué  descubridor  de  yacimien- 
tos de  salitre  sino  don  Pastor  Ovalle,  no 
puede  pretender  el  demandante  más  de  ciento 
sesenta  mil  metros  cuadrados,  cualquiera  que 
sea  el  número  de  estacas  solicitadas. 

Como  los  títulos  acompañados  á  la  deman- 
da no  indican  el  lugar  en  que  se  encuentran 
los  depósitos  salitrales,  debe  probarse  que  se 
hallan  en  la  antigua  snbdelegación  de  Taltal 
del  departamento  de  CopiapÓ,  ya  que  en  vir- 
tod  de  una  errada  interpretación  del  decreto 
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supremo  de  28  de  mayo  de  1881,  se  han  po- 
dido amparar  estas  pertenencias  y  acoger  es- 
tas demandas  infundadas. 

Pide  por  lo  expuesto  que  se  deseche  la  de- 
manda. 

Replicando  doña  Mercedes  Guerra,  expone 
que  conforme  al  artículo  1240  del  Código  Ci- 
vil, no  está  obligada  á  esperar  resolución  nl- 
guna  de  su  hermano  don  Guillermo  Guerra, 
para  reclamar  los  derechos  de  la  comunidad  y 
obtener  la  mensura. 

Es  absolutamente  infundada,  dice,  la  supo- 
sición de  que  la  ley  de  25  de  octubre  de  1854, 
haya,  en  el  sentido  expresado  en  la  contesta- 
ción, modi6cado  la  disposición  general  del  ar- 
tículo 22  del  título  VI  de  los  Ordenanzas  de 
Minería;  así  lo  manifiesta  la  historia  de  esa 
ley  cuya  frase  "sustancias  análogas"  lejos 
de  comprender  el  salitre,  se  limita  únicamente 
á  las  sustancias  que  tienen  analogía  con  In 
cal. 

Por  consiguiente,  el  decreto  de  2  de  enero 
de  1873  y  demás  que  hacen  á  su  derecho  son 
perfectamente  legales. 

Niega  que  las  concesiones  hechas  á  su  finado 
hermano  lo  fueran  sin  guardar  siquiera  con- 
formidad &  los  procedimientos  prescríptos  por 
el  decreto  últimamente  citado.  Todas  fnercm 
concedidas  "con  arreglo  á  Ordenanzas,"  agre- 
gándose: "En  cuanto  á  la  mensura  y  pose- 
sión, se  darán  oportunamente  al  solicitante, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  supremo  decre- 
to de  2  de  enero  próximo  pasado." 

No  puede  confundirse  la  merced  ó  conce- 
sión, ya  obtenida,  con  la  posesión  y  mensura, 
que  es  lo  que  ahora  debe  efectuarse  por  medio 
de  un  ingeniero  nombrado  judicialmente,  etc., 
etc. 

El  decreto  supremo  de  16  de  junio  de  1878, 
aclaratorio  del  de  2  de  enero  ya  citado,  asignó 
dentó  sesenta  mil  metros  cuadrados  á  cada 
pertenencia  minera  de  salitre,  correspondiei.- 
te  á  denunciantes  no  descubridores,  disposi- 
ción confirmada  posteriormente  por  los  de- 
cretos de  27  de  junio  y  11  de  septiembre  de 
1876  y  ampliada  por  el  decreto  de  13  de  sep- 
tiembre del  mismo  año,  á  cien  hectáreas  por 
pertenencia,  que  es  el  caso  de  la  exponente. 

Pide,  por  lo  tanto,  que  se  dé  lugar  á  la. de- 
manda. 


El  señor  Director  del  Tesoro  por  el  Fisco, 
expone  en  la  dúplicn,  que  la  interpretación 
dada  por  su  parte  á  la  ley  de  25  de  octubre 
de  1854,  es  la  verdadera  y  está  conforme  á  lo 
profesado  por  don  José  Bernardo  Lira,  según 
puede  verse  en  la  página  123  de  su  obra  Rx- 
posición  áe  las  leye/i  de  Minería  en  Chik, 
edición  de  1870.  Demostrado  que  esta  ley  se 
refiere  al  salitre  queda  también  demostrado 
que  el  decreto  de  2  de  enero  de  1873  fué  ilegal. 

Pero,  aún  en  el  supuesto  de  no  comprender  el 
salitre,  la  ley  citada,  siempir  sería  ilegal  aquel 
decreto,  porque  es  contrarío  á  prescrípctones 
de  la  Ordenanza,  á  cuyas  disposiciones  debe- 
rían someterse  en  este  caso  las  concesiones  de  . 
que  se  trata.  El  título  de  la  señora  Guerra  no 
reúne  ninguno  de  los  requisitos  exigidos  por- 
la  Ordenanza. 

Ln  causa  se  recibió  á  prueba. 

Se  formó,  por  parte  del  Fisco,  artículo  de  li- 
tis-pendencia, porque  en  juicio  de  don  Alejan- 
dro Meneses  y  otros  contra  el  I^scoantecl 
Juzgado  de  Antofagasta  se  pide  la  mensura 
de  los  pertenencias  números  37,  38,  39  y  40, 
que  son  también  objeto  del  presente  juicio  y  á 
las  cuales  se  refieren  las  copias  corrientes  en 
autos  y  solicita  se  eliminen  de  él. 

Reconocido  el  hecho  por  doña  Mercedes  Gue- 
rra, por  auto  de  17  de  octubre  último,  se  dtó 
lugar  al  articulo. 

Don  Guillermo  Guerra  hace  presente  que  se 
atiene  á  la  resolución  judicial  que  recaiga  so- 
bre la  acción  dedurida  en  la  demanda,  renun- 
ciando al  derecho  de  ejercitarla  nueramente 
por  su  parte. 

Se  oyó  al  señor  Promotor  Fiscal,  quien,  en 
su  dictamen  alegó  la  prescripción  según  los 
artículos  2514  y  2515  del  Código  Civil,  y  pi- 
dió se  desechara  la  demanda. 

Doña  Mercedes  Guerra,  á  quien  se  dió  tras- 
lado de  esa  exceiición,  solicitó  no  se  diera  lu- 
gar á  ella  por  ser  improcedente. 

Con  fecha  31  de  diciembre  de  1902,  el  Jux* 
gado  resolvió: 

Considerando: 
1''  Que  la  ley  de  25  de  octubre  de  1854  no 
modificó  la  disposición  del  artículo  22  del  tí- 
tulo VI  de  las  Ordenanzas  de  Minería  de  Nue- 
va España,  sustrayendo  de  esa  disposición  los 
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yacimientos  snlitralrs,  que  no  pueden  esti- 
marse como  sustancias  análogas  á  la  cal; 

2^  Que  las  concesiones  hechas  á  don  Alejan- 
dro Magno  Guerra,  cuyos  derechos  represen- 
tan doña  Mercedes  y  don  J.  Guillermo  Guerra, 
lo  fueron  con  arreglo  A  dicha  Ordenanza,  re- 
servAndose  la  mensura  y  posesión  para  darlas 
oportunamente  conforme  á  lo  dispuesto  en  el 
supremo  decreto  de  2  de  enero  de  1873; 

3"  Que  el  nombramiento  de  ingeniero  y  de- 
más formalidades  prescriptas  por  ese  decreto 
sólo  proceden  para  la  mensura,  (|iic  es  lo  (|ue 
se  demanda; 

4^  Que,  conforme  á  lasÜrdenanzas  citadas, 
la  posesión  originaria  de  las  minas  se  adqui- 
ría por  el  registro  legalmente  verificado; 
.  5*  Que  según  los  artículos  9'  10,  11  y  22 
del  título  VI  de  esa  Ordenanza,  la  referida 
posesión  constituía  un  doFcchoperfecto  de  pro- 
piedad; 

6^  Que  no  se  ha  probado  que  este  derecho  se 

haya  perdido  porabandono  ó  despueble  legíti- 
mamente declarado,  modos  únicos  determina- 
dos al  efecto  por  las  mencionadas  Ordenanzas; 

7^  Que,  tratándose  de  un  mineral  conocido, 
no  puede  peilirse  más  de  dos  pertenencias  se- 
guidas ó  interrumpidas,  conforme  al  artículo 
2'  del  título  VI  de  Ins  Ordenanzas  citadas; 

S**  Que  según  el  decreto  supremo  <le  Ki  de 
junio  de  1873,  aclaratorio  del  de  2  de  enero 
del  mismo  año,  cada  pertciienciaminera<le  sa- 
litre correspondiente  á  denunciantes  no  des- 
cubridores es  de  160.000  mecros  cuadrados; 

9*'  Que,  conforme  á  las  disposiciones  legales 
citadas  en  el  considerando  5^  de  esta  senten- 
cia, la  posesión  originaria  de  estas  estacas 
salitreras  ([ueda  constituídaporel  registro  del 
titulo  y,  por  tanto,  sujeta  á  las  prescripcio- 
nes que  rigen  la  propiedad  inscripta; 

10.  Que  las  disposiciones  de  los  artículos 
2514  y  2515  del  Código  Civil,  en  que  el  señor 
Promotor  Fiscal  funda  la  prescripción  alega- 
da son  inaplicables,  porque  se  refieren  á  ac 
ciones  personales  y  en  el  presente  juicio  se 
ejercita  una  acción  real;  y 

11.  Que  la  posesión  de  los  derechos  inscriptos 
se  prueba  por  la  inscripción  y  mientras  ésta 
subsista  y  con  tal  que  haya  durado  un  año 
completo  no  es  admisible  ninguna  prueba  de 
posesión  con  que  se  pretenda  impugnarla. 


Teniendo  también  presente  lo  dispuesto  en 
ha  ley  1*,  título  14,  partida  3'  y  en  los  artícu- 
los 728,  924, 1097  y  1698  del  Código  Civil, 
se  declara  que  ha  lugar  á  la  demanda,  en 
cuanto  debe  procederse  á  la  mensura  de  solo 
dos  pertenencias  seguidas  ó  interrumpidas» 
con  extensión  de  IBO.OOO  metros  cada  una.- 
Ayaln. 

Durante  la  tramitación  de  laa])elación  inter- 
puesta contra  esta  sentencia, 

La  Corte  proveyó: 

Santiago,  13  de  enero  de  19U3.— No  habicu- 
dose  pronunciado  expresamente  el  juez  de  pri- 
mera instancia  respecto  de  la  prescripción, 
devuélvanse  los  antecedentes  para  que  se  sub- 
sane esta  omisión. 

Acordada  por  los  señores  Presidente  Gallar- 
do y  Ministros  Palma  Guzmán,  Huidobro  y 
Fernández,  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Alfonso,  quien  opinó  que,  á  su  juicio,  estaba 
resuelta  «i  la  sentencia  de  que  se  trata  la  ex. 

cepción  de  prescripción  Gallardo.~AIfi3aso. 

—Palma  Gutmáa.—Haiüobro.—FemándeM. 

El  Juzgado  cumplió  esta  resolución  en  la 
forma  siguiente: 

Santiago,  13  de  enero  de  1903.— Vistos: 
Dada  la  sentencia  de  primera  instancia,  de  31 
del  mes  último,  por  resolución  de  13  del  pre- 
sente, el  Excmo.  Tribunal  ha  dispuesto  que 
vuelvan  al  juez  de  la  causa  los  antecedentes 
para  que  se  pronuncie  expresamente  respecto 
de  In  excepción  de  prescripción. 

En  cumplimiento  de  la  referida  resolución 
citadas  las  partes  para  sentencia,  con  el  méri- 
to de  lo  expuesto  en  los  considerandos  9^,  10 
y  1 1  de  la  mencionada  sentencia  de  primera 
instancia  y  conforme  á  lo  dispuesto  también 
en  los  artículos  728,  924, 1097  y  1698  del  Có- 
digo Civil,  se  declara:  que  no  ha  lugar  á  la 

excepción  de  prescripción .  —Anótese  Elévense 

nuevamente  los  autos  Ayala. 

Llevados  nuevamente  los  autos  á  la  Corte 
Suprema,  resolvió: 

Santiago,  3  de  marzo  de  1903.— Conside- 
rando que  esta  causa  no  se  halla  pendiente 
ante  esta  Corte  por  cuanto  la  resolución  de 
13  de  enero  del  año  en  curso,  suspendió  el  de- 
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creto  de  autus.  Visto  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 5^  y  1^  de  los  transitorios  de  la  ley 
1.552  de  28  de  agosto  último,  devuélvase  al 
Juzgadode  primera  instancia  para  que  la  eleve 
al  tribunal  respectivo.— Ga/rarino(^rai/arc/o.— 
Ramón  H.  Haidobro.~GabrieÍ  Gacte.— Miguel 
L.  Valdés. 

La  Corte  de  Apelaciones  falló: 

Santiago,  12  de  agosto  de  1903.— Vistos: 
Se  confirma  la  sentencia  apelada  de  31  de  di< 
ciembre  último.— Devuélvanse.— J.  Beraaks. — 
A.  Vergara  A¡bano.—B.  Olivos. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  la  parte  de 
doña  Mercedes  (xuerra  el  recurso  de  casación 
por  adolecer  de  dos  vicios,  consistentes,  el  pri- 
mero en  que  solo  le  reconoce  derecho  á  mensu- 
rar dos  pertenencias  de  las  ocho  que  reclama; 
y  el  segundo  en  que  limita  á  160  mil  metros 
cuadrados  la  cabida  de  cada  una  de  las  perte- 
nencias, cabida  que  debe  ser  de  100  hectáreas. 

Respecto  del  número  de  pertenencias,  se  sos- 
tiene que  la  sentencia  infringe  el  artículo  22  del 
título  VI  de  la  Ordenanza  de  Minería  de  Nue- 
va España  al  aplicar  á  mercedes  de  terrenos 
salitrales  la  disposición  del  artículo  2*^  del  mis- 
mo título,  que  sólo  es  aplicable  A  mercedes  de 
minerales  de  oro  ó  plata.  Infringe  también  ci 
decreto  de  2  de  enero  de  1 873,  que  no  limita 
el  número  de  pertenencias  de  salitre  que  se  po- 
dían conceder,  y  según  el  cual  han  debido  man- 
darse mensurar  las  ocho  pertenencias  sobre 
que  versa  la  demanda. 

En  cuanto  á  la  cabida  de  las  pertenencias  se 
agrega  que  la  sentencia  infringe  el  número  1^ 
del  decreto  de  13  de  septiembre  de  1876  y  el 
artículo  5'  del  Reglamento  de  28  de  julio  de 
1877,  últimas  disposiciones  dictadas  sobre  ca- 
bida de  pertenencias,  fijada  en  100  hectáreas 
por  pertenencia.  Infringe  también  el  artículo 
12  de  la  ley  de  7  de  octubre  de  18G1,  que  de- 
termina que  un  derecho  real  adquirido  bajo 
una  ley,  se  debe  regir  en  su  ejercicio  por  las  le- 
yes que  después  se  dicten,  al  aplicar  el  decreto 
de  16  de  junio  de  1873  limitando  la  cabida  de 
pertenencias  salitrales  que  están  por  mensu- 
rarse. 

Estas  infracciones,  según  la  parte  recurren- 
te, han  inílufdu  sustancialmenteen  la  parte  re- 


solutiva de  la  sentencia,  y  autorizan  para  in- 
terponer el  recurso  de  casación  en  el  fondo, 
conforme  al  artículo  940  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil. 

Fundando  el  recurso,  y  para  establecer  la 
existencia  de  las  infracciones  en  que  se  apoya, 
expuso  que  la  sentencia  manda  mensurar  sólo 
dos  pertenencias,  porque  tratándose  de  un  mi- 
neral conocido,  no  pueden  pedirse  más,  con- 
forme al  artículo  2^  del  título  VI  de  la  Orde- 
nanza de  Minería  de  Nueva  España,  sin  aten- 
der á  que,  al  dar  las  reglas  según  las  cuales 
debe  constituirse  la  propiedad  minera,  dicho 
título  no  se  ha  preocupado  sino  de  las  minas 
ó  yacimientos  de  oro  óplata,  únicos  á  los  cua- 
les se  atribuía  verdadera  importancia.  Lasde- 
más  sustancias  minerales,  ya  fueren  metales 
propiamente  dichos  ó  sustancias  semi-minera- 
les,  son  consideradas  como  cosa  de  poca  va- 
lía. Se  ha  determinado  y  prevista  todo  lo  que 
se  refiere  á  minas  de  oro  ó  plata,  fijándose  el 
número  de  pertenencias  que  se  deben  conceder 
á  los  descubridores  y  á  los  peticionarios,  y  ha- 
blándose de  cerrón  y  vetas  condiciones  carac- 
terísticas de  los  minerales  de  oro  ó  plata;  y  la 
prueba  de  que  el  legislador  (juiso  referirse  á 
minas  en  vetas,  es  que,  para  hacer  denuncia- 
bles  los  placeres  ú  otros  criaderos  de  oro  6  pla- 
ta, crevó  necesarií)  decirlo  expresamente  en  el 
artículo  especial,  el  18  del  citatlo  título  VI. 
Después  de  fijar  las  reglas  á  que  ilebían  suje- 
tarse las  adquisiciones  por  descubrimientos  ó 
por  denuncio  de  las  minas  y  yacimientos  de 
oro  ó  plata,  el  artículo  22  de  dicho  título  de- 
termina en  globo  lo  relativo  á  todas  las  de- 
más sustancia.s  minerales,  ya  sean  metálicas  ó 
semi-minerales,  betunes  ó  jugos  de  la  tierra, 
que  se  podrán  descubrir,  solicitar,  registrar  y 
denunciar  en  la  ü^rma  referida,  i>ero  sin  esta- 
blecer que  se  aplieguen  á  esas  sustancias,  entre 
las  cuales  se  encuentra  el  salitre,  las  disposi- 
ciones de  los  artículos  que  fijan  el  número  de 
pertenencias,  lo  cual  mira  al  fondo  de  In  cues- 
tión, lín  cuanto  á  la  traniílación  ó  j)rücc(lt- 
mientoja  propiedad  minera  de  particulares  se 
constituye  del  mismo  modo,  no  así  en  cnanto 
al  número  y  magnitud  de  las  pertenencias, 
punto  acerca  del  cual  el  citado  artículo  22  no 
establece  nada  que  pueda  servir  de  norma  á  la 
diputación,  pues  se  limita  á  decir  respecto  de 
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las  sustancias  queenumera  qne  para  su  logro, 
beneñcio  y  laborío  se  darán  en  los  casos  ocw 
rrentcs  las  providencias  que  correspondan,  es 
dedr,  que  cuando  se  descubran  y  soliciten  ya- 
dmientos  i!e  sustancias  semi-minerales,  la  au- 
toridad administrativa  dictará  las  medidas 
necesarias  para  sn  goce,  aprovechamiento  y 
explotación. 

Bsto  fué  to  que  aconteció  poco  después  de 
1870,  cuando  se  descubrió  que  existían  yací" 
mientos  salitrales  en  territorio  chileno.  Los 
particulares  podían  descubrirlos,  solicitarlos, 
registrarlos  y  denunciarlos,  pero  no  había  re- 
gla alguna  respecto  de  su  logro,  beneñcio  y 
laborío.  Como  no  había  ocurrido  el  caso  de 
que se8o]icitasen,no5e habían  dictado  las  pro- 
TÍdencia8Correspondicntes,procediendoenton- 
cesáexpedirse  el  decreto  de  2  de  enero  de  1873, 
en  conformidad  al  cual  fueron  concedidas  en 
31  de  enero  y  3  de  febrero  del  mismo  año  las 
pertenencias  á  qne  se  refiere  este  juicio.  El  de- 
creto de  2  de  enero  no  determinó  el  número  de 
pertenencias  que  podían  concederse.  Sólo  fijó 
una  cabida  máxima,  que  no  debin  exceder  de 
160.000  metros  cuadrados  para  un  denuncian- 
te no  descubridor.  Y  asi  fueron  hechas  varias 
concenoncs  de  pertenencias,  reconocidas  como 
válidas  por  sentencias  de  In,  Corte  Suprema, 
quedando  sólo  pendientes  las  de  este  juicio,  las 
cuales  han  sido  bien  concedidas,  sin  otra  limi- 
tnción  que  ladeque,al  ser  mensuradas,  no  po. 
drán  contener  en  su  conjunto,  según  ese  decreto, 
una  superücie  que  exceda  de  160.000  metros 
cuadrados.  En  último,  caso  dice  la  parte  recu- 
rrente, había  adquirido  las  ocho  pertenencias 
por  prescripción. 

La  sentencia  impugnada  limita  la  cabida  de 
cada  pertenendaál60.000 metros  cuadrados, 
ateniéndose  al  decreto  de  16  de  junio  de  1873. 
Hasta  aquí  ninguna  sentencia  sobre  mensura 
de  salitreras  había  determinado  esa  cabida, 
dejando  este  punto  á  la  autoridad  encargada 
de  efectuar  la  mensura,  la  Delegación  Fiscal  de 
Salitreras,  la  cual  al  dar  cumplimiento  á  una 
scntenciadel  supremo  tribunal  de  18  de  diciem- 
bre de  1902  que  mandaba  mensurar  otras  per- 
tenencias concedidas  en  1873  resolvió  la  cues- 
tión aplicando  las  últimosdispusicíones  dicta- 
das sobrecabida depertenencias  de  salitre,  que 
son  el  decreto  de  13  de  septiembre  de  1876  y  el 


Reglamento  de  28  de  julio  de  1877  que  están 
acordes  en  fijar  en  100  hectáreas  la  extenrióxa 
con  que  se  debe  mensurar  cada  estaca  ó  perte- 
nencia de  salitre,  aplicando  así  la  regla  vigente 
en  el  momento  de  la  mensura  6  que  haya  sido 
la  última  en  vigor.  La  propiedad  salitrera, 
como  fué  establecida  por  el  decreto  de2de  ene- 
ro de  1873,  que  llenó  al  vacío  de  la  Ordenanza, 
de  Mineria,  y  como  fué  otra  vez  sancionada 
por  los  decretos  de  27  dejunioyde  11  y  13  de 
septiembre  de  1876  y  28  de  julio  de  1S77,  que 
reglamentó  el  artículo  3^  del  Código  de  Mi- 
nas de  1874-,sc  constituye  por  medio  de  actos 
en  dos  grados:  1''  registro  legalmente  verifi- 
cado, y  2^  posesión  y  mensura,  y  no  por  tres 
grados  como  las  demás  propiedades  mine- 
ras: registro,  ratificación  y  mensura.  El  regis- 
tro legalmente  verificado  en  conformidad  al 
artículo  22  del  título  VI  de  la  Ordenanza,  y  al 
decreto  de  2  de  enero  de  1873,  confirió  al  con- 
cesionario derecho  real  de  dominio  sobre  las 
ocho  pertenencias,  quedando  aquel  autorizado 
para  reclamar  la  posesión  y  mensura  y  para 
explotar  el  terreno,  que,  según  el  decreto  cita- 
do, no  debía  exceder  de  160.000  metros  cua- 
drados. Ferocomoesta  cabidaera  insuficiente 
y  el  decreto  adolecía  de  otros  defectos,  se  expi- 
dió cl  decreto  de  16  de  junio  del  mismo  año, 
que  no  es  aclaratorio  del  anterior,  sino  que  lo 
modifica  sustancialmenle,  ordenando  que  se 
concedan  160.000  metros  cuadrados  fijos,  sin 
máximum  ni  mínimum,  y  que  ese  número  de 
metros  debe  mensurarse  al  denunciante  no 
descubridor  por  cada  pertenencia  minera  de 
salitre. 

Como  aún  así  la  situación  era  dura  para 
los  salitreros,  ya  vigente  el  Código  de  Minas 
de  1874,  se  dictaron  los  decretos  de  27  de  ju- 
nio y  de  11  de  septiembre  de  1876  que  repro- 
dujeron la  disposición  de  los  decretos  de  2  de 
enero  y  16  de  junio  de  1873,  con  la  modifica- 
ción de  que  las  pertenencias  podían  ser  men- 
suradas continuas  ó  interrumpidas.  Se  dictó 
en  seguida  el  decreto  de  13  de  septiembre  de 
1876,  que  reconociendo  en  su  preámbulo  que 
habían  resultado  deficientes  las  concesiones 
hechas  á  los  denunciantes,  fijó  en  cien  hectá- 
reas la  extensión  de  pertenencias  correspon- 
dientes á  denunciante  no  descubridor,  y  en  diez 
el  número  máximo  de  pertenencias  qne  puede 
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reunir  tina  persona  6  compañía.  Perodespués, 
en  28  de  juKo  de  1877,  se  expidió  el  Reglamen- 
to aotorisado  por  el  artftntlo  3^  del  Código  de 
Minas,  que  no  modificó  ta  situación  creada 
por  el  decreto  de  13  de  septiembre,  mantenien- 
do en  cien  hectáreas  la  cabida  de  pertenenóas 
concedidas  á  los  denunciantes,  Uespuís  no  se 
ha  dictado  ninguna  otra  disposición  relativa 
á  cabida  de  pertenencias  salitreras,  de  suerte 
que  las  últimas  en  vigor  han  sido  las  dos  que 
se  acaban  de  mencionar,  que  fijaron  definiti- 
vamente en  cien  hectáreas  esa  cabida. 

Tratándose  hoi  de  mensurar  las  mercedes 
registradas  en  1873, deberá  aplicarse  la  última 
regla  que  haya  estado  en  vigor,  como  lo  ha 
entendido  la  Delegación  Fiscal  de  Salitreras, 
porque  se  trata  de  ejecutar  un  acto  nuevo,  de 
apKcar  la  segunda  parte  de  un  sistema  de  pro- 
cedimientos establecido  para  la  constitución 
definitiva  de  la  propiedad  salitrera  de  particu- 
lares, sin  pretender  dar  efecto  retroactivo  á  la 
ley,  ya  qoe  los  registradores  de  1873  adquirie- 
ron un  derecho  real,  subordinado  á  las  leyes 
que  vinieran  á  reglarlo,  conforme  al  artícu- 
lo 12  de  la  de  7  de  octubre  de  1861.  segfin 
el  cual  todo  derecho  real  adquirido  bajo  una 
ley  y  en  conformidad  á  ella,  subsiste  bajo  el 
imperio  de  otra,  pero  en  cnanto,  á  sus  goces  y 
caicas  y  en  lo  tocante  á  su  extensión,  prevale- 
cerán las  disposiciones  de  la  nueva  ley.  ^  el 
conoenonario  hubiera  mensurado  sus  perte-  • 
nendas  conforme  al  decreto  de  2  de  enero  de 
1873,  que  le  asignaba  ciento  sesenta  mil  me- 
tros cuadrados  para  sus  ocho  pertenencias 
como  máximun,  y  hubiera  pretendido  después 
qne  se  le  remunerasen  con  arreglo  al  decreto 
de  16  de  junio  de  1873  qne  aumentaba  la  ca- 
bida hasta  un  millón  doscientos  ochenta  mil 
metros  cuadrados  para  las  ocho  pertenencias, 
entonces  se  habrüi  podido  decir  que  se  daba  ó 
se  pretendía  dar  efecto  retroactivo  á  la  ley,  ya 
qne  en  tal  caso  la  propiedad  salitrera  estaba 
definitivamente  constituida  por  el  registro,  y 
por  la  posesión  y  mensura,  lo  que  no  sucede 
en  este  caso  en  qne  se  pretende  constituir  la 
propiedad  minera  definitíva.  La  propia  senten- 
cia impugnada  consagra  esta  doctrina  al  or- 
denar que  se  mensuren  dos  pertenencias  de  160 
mil  metros  cuadrados  cada  una,  considerando 
el  decreto  de  16  de  junto  de  1873  adwatorio 


<del  de  2  de  enero  del  mismo  año,  cuando  este 
filtimo  no  autorizaba  como  máximun  sino 
para  obtener  160.000. 

El  Código  de  Minas  vigente,  reproduciendo 
una  disposición  contenida  en  el  Código  de 
1874,  y  tomada  por  éste  de  la  Ordenanza,  dis- 
pone en  su  artículo  161  que  íos  poseedores  ac* 
tuaks  de  minas  podráa  constituir  sas  perte- 
oeaciaa  en  la  forma  determinada  por  el  pre- 
sente Código  sin  perjuicio  de  los  derechos  ad- 
quiridos por  terceros.  Si  así  se  autoriza  á  los 
particulares  para  pedir  la  remensura  de  sus 
pertenencias  á  fin  de  entrar  en  el  goce  de  lo 
que  la  nueva  ley  tenga  de  más  favorable,  dán- 
dose á  ésta  efecto  retroactivo  á  fin  de  favore- 
cer á  los  registradores  que  tienen  ya  constí- 
t  lída  su  propiedad,  con  mucha  más  rozón 
halna  de  aplicarse  la  ley  en  su  efecto  ordinario 
para  completar  la  constiturión  de  la  propie- 
dad minera  en  vía  de  formación. 

£1  señor  Ministro  ponente  dió  su  opinión 
en  estos  términos: 

"Como  se  manifiesta  en  la  exposición  que 
precede,  la  cuestión  propuesta  por  el  presente 
recurso  es  la  de  saber,  ri  un  denunciador  que 
ha  obtenido  y  registrado  ocho  estacamentos 
salitrales  en  31  de  enero  y  3  de  febrero  de 1873, 
tiene  derecho  para  hacerlos  mensurar  todos 
en  1903  con  una  cabidadelOO  hectáreas  cada 
uno  y  no  sólo  dos  de  ellos  con  una  cabida  cada 
u  io  de  160.000  metros  cuadrados. 

En  este  estudio  conviene  proceder  sobre  la 
base  de  que  los  yacimientos  de  salitre  eran  de- 
n  indables  por  particulares  hasta  que  entró 
en  vigor  el  actual  Código  de  Minas,  promul- 
gado en  1888,  como  lo  reconoce  la  sentencia 
impugnada,  contra  la  cual  no  se  reclama  en 
este  punto.  En  efecto,  la  ley  de  25  de  octubre 
de  1854  no  modificó  la  situación  á  este  respec- 
to existente,  limitándose  á  declarar  qne  las 
minas  y  depósitos  de  azufre,  cal  y  sustancias 
análogas  no  se  hallan  comprendidas  entre  las 
sustancias  denunciables  de  que  tratael  artícu- 
lo 22,  título  VI  de  la  Ordenanza  de  Minería.  Y 
como  es  generalmente  reconocido  que  el  sali- 
tre no  es  una  sustancia  análoga  á  la  cal,  su 
situación  legal  continuaba  invariable,  de  ma- 
teria sujeta  al  denuncio,  siendo  sin  duda  un 
error  de  la  defensa  fiscal  el  sostener  qne  desde 
la  fecha  de  la  ley  de  octubre  de  1854  los  yact- 
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míenlos  de  salitre  habíaa  dejado  de  ser  denun- 

ciables. 

De  este  antecedente  resulta  que  las  pertenen. 
cías  de  denuncio  en  que  se  fundó  la  demanda 
fueron  legalmente  hethas  en  enero  y  febrero  de 
1873.  En  esta  lecha  regía  el  decreto  supremo 
de  2  de  enero  del  mismo  año,  cuyo  articulo  5^ 
dispone  que  en  ningún  caso  podrá  exceder  la 
extensión  que  se  conceda  de  480.000  metros 
cuadrados  al  descubridor  y  la  tercera  parte  á 
los  otros  denunciantes. 

Un  Ití  de  ¡linio  del  niístno  año  se  dictó  otro 
decreto  en  que  se  disponía  que  ta  cabidíi  ó  di- 
mensiones expresadas  en  el  anterior  debían 
entenderse  fijas  para  cada  pertenencia. 

Dictados  estos  decretos  sobre  denuncio  y  ca- 
bida de  pertenencias  salitrales  antes  de  que 
rigiera  ef  Código  de  Minas  de  1874,  promul- 
gado ya  este  Código,  se  expidieron  varios 
otros  sobre  la  misma  materia. 

Cuentan  en  este  número,  el  de  27  de  junio 
de  1876,  que  previene  en  su  artículo  4'^  que  en 
ningún  caso  podrá  exceder  la  extensión  (|ue  se 
conceda  de  480.000  metros  cuadrados  al  des- 
cubridor y  la  tercera  parte  á  los  denunciantes: 
las  perteneñcÍRS  podrán  ser  continuas  6  in- 
terrumpidas; y  el  de  11  de  septiembre  de  1876 j 
según  el  cual  la  extensión  A  que  se  refiere  el 
decreto  anterior  es  la  de  la  cabida  de  cada 
pertenencia,  y  el  de  13  de  septiembre  del  mis- 
mo año,  que  en  su  artículo  1^  establece  que  la 
extensión  que  se  conceda  al  descubridor  será  de 
300  hectáreas  y  de  100  á  los  otros  denuncian- 
tes; y  en  su  articalo2^que  en  ningún  caso  una 
misma  persona  ó  sociedad  podrá  reunir  más 
de  diez  pertenencias. 

Conviene  también  mencionar  en  este  punto 
el  decreto  de  28  de  julio  de  1877,  dictado  por 
el  Presidente  de  la  República  en  virtud  de  la 
nutoriznción  conferida  por  el  artículo  S''  del 
Código  de  Minas  de  1874,  que  dispone  en  su 
artículo  5*  que  cada  pertenencia  de  los  yaci- 
mientos de  salitre  deberá  constar  de  100  hec- 
táreas y  que  se  concederán  3  á  los  descubrido- 
res continuas  ó  discontinuas. 

No  se  puede  sostener  con  fundamento  que 
•alguno  de  los  decretos  expresados  sea  ilegal. 
Han  sido  expedidos  porautoridad  competente, 
en  el  ejercicio  de  sus  atribuciones. 

Examinando  los  dos  de  enero  y  junio  de 


1873,  dictados  cuando  aún  estaba  en  rigor  la 
Ordenanza  de  Minas  de  Nueva  España,  se  verá 
fácilmente  qne  se  proponían  llenar  un  vacío  de 
la  ley,  empleando  un  arbitrio  autorizado  por 
ella  misma.  Dicha  Ordenanza,  en  rfecto,  en  el 
artículo  22,  título  VI  disponía  que  se  podían 
descubrir,  solicitary  denunciar,  no  sólo  las  mi- 
nas de  oro  y  plata  sino  también  los  de  piedras 
preciosas,  cobre,  plomo,  estaño,  etc.  y  cuales- 
quiera otros  fósiles,  ya  sean  metales  perfectos 
ó  medio  minerales,  bitúmenesójugo*  de  la  tie- 
rra, (/án^osc  para  su  logro,  benefício  y  laboría 
en  ¡US  casos  ocurrentes,  las  provideadíis  e/nc 
correspoadnn. 

Como  se  ve,  autorizándose  el  denuncio  y  re- 
gistro de  cualesquiera  sustancias  fósiles,  ya 
sean  cnetnles  perfectos  y  medio  minerales,  bt- 
túmencs  ó  jugos  de      tu'rra,  entre  las  cuales 
sustancias  se  comprende  el  salitre,  no  se  deter- 
minabcuilaspertenendasqueabrazaria  la  cron- 
cesión  ni  la  cabida  de  cada  pertenencia,  quedan- 
do este  punto  sujeto  á  las  providencias  que  se 
dictasen  en  los  casos  ocurrentes. 
.  Es  claro  que  deeste modosedesigunba  la  su- 
perior autoridad  administrativa,  la  que,  seg^n 
nuestro  régimen  constitucional,  corresponde 
ejercer  y  desempeñar  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica, al  cual  está  confiada  la  administración 
y  gobierno  del  Estado  y  la  atribución  especial 
de  expedir  los  decretos,  reglamentos  é  instruc- 
ciones que  crea  convenientes  para  la  ejecución 
de  las  leyes. 

No  podrá  ciertamente  sostenerse  que  cuando 
el  legislador  se  refirió  á  proTÍdeuciast{ue  debe- 
rían adoptarse  en  los  casos  ocurrentes,  quiso 
que  se  dictara  una  ley  en  cada  uno  de  el1o8,-de- 
biendo  observarse á este  respecto  que  en  el  len- 
guaje legal  no  se  emplea  el  término  providen- 
cias para  designar  las  leyes. 

Kl  Código  de  Minas  de  1874  no  definió  la  si- 
tuación en  orden  al  número  de  pertenencias  de 
salitre  que  debían  concederseá  tos  descubrido- 
res V  denunciantes,  ni  á  la  cabida  de  cada  una 
de  ellas;  pero  prescribió  en  su  artículo  3*^  que 
se  dictara  un  reglamento  con  las  condiciones  á 
que  debían  stijetarse  la»  mercedes  que  puedan 
hacerse  á  particulares. 

Este  reglamento  se  dictó  ei  28  de  julio  de 
1877.  habiéndose  expedido  antes  como  se  ha 
dicho  los  decretos  de  27  de  junio,  de  11  y  13  de 
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septiembre  del876sobre  la  materia  en  que  re- 
cae este  dictamen.  Los  de  27  de  junio  y  11  de 
septiembre  no  son  más  que  la  reproducción  de 
los  de  2  de  enero  y  16  de  jimio  de  1873,  con 
esta  sola  diferencia  que,  según  el  de  27  de  junto 
las  pertenencias  pueden  ser  continuas  6  inte- 
rrumpídas.  Bl  decreto  de  13  de  septiembre 
llama  la  atención  por  las  dos  novedades  que 
contiene:  preceptúa  por  el  artículo  1^  que  las 
extensiones  que  se  concedan  á  los  descubrido* 
res  serán  de  300  hectáreas  cuadradas  y  de  100 
á  los  otros  denunciantes;  y  por  el  2^  que  en 
ningún  caso  una  misma  persona  ó  sociedad  po- 
drá reunir  más  de  diez  pertenencias. 

Bl  reglamento  de  1877  dispuso  por  su  parte 
en  el  artículo  5^  que  cada  pertenencia  constará 
de  100  hectáreas  y  se  concederán  á  los  descu* 
bridores  tres  pertenencias  continuas  ó  discon- 
tinuas,  sin  deoir  nada  de  la  extensión  que  se 
concedería  á  los  otros  denunciantes. 

Los  salitreseran  sustancias  denunciableti  por 
los  particulares  y  tuvieron  esta  condición  has- 
ta que  entró  en  vigor  el  Código  de  Minas  de 
1888,  según  el  cual  el  Bstado  se  reservaba  el 
aprovechamiento  de  los  nitratos  y  sales  amo- 
niacales análogas  que  se  encuentran  en  terreno 
del  Bstado  ó  de  las  Municipalidades,  sobre  los 
que  por  leyes  anteriores  no  se  hubiere  consti- 
tuido propiedad  minera. 

La  ley  contenía,  como  se  ve,  una  cláusula 
expresa  para  hacer  respetar  los  derechos  ad- 
quiridos. 

Bn  el  caso  actual  ¿cuál  es  el  alcance  del  dere- 
cho adquirido  por  medio  de  la  concesión  regis- 
trada de  los  pedimentos  'que  hace  valer  la 
parte  recurrente?  ¿Deberán  aplicarse  el  decre- 
to de  2  de  enero  de  1873  y  la  Onlenanza  de 
Minería  ó  los  decretos  de  13  de  septiembre  de 
1876  y  28  de  julio  de  1877? 

Bl  primero  de  esos  decretos  y  la  Ordenanza 
eran  las  disposiciones  que  regían  cuando  se 
presentaron  los  pedimentos  y  en  ambos  se 
funda  la  sentencia,  sin  considerar  que  la  Orde- 
nanza había  sido  reemplazada  por  el  Código 
de  1874  y  se  habían  dictado  el  decreto  de  13 
de  septiembre  y  reglamento  de  28  de  julio  de 
1876. 

Ajuicio  del  informante  son  estas  disposicio- 
nes las  que  .deben  prevalecer,  teniendo  en  con- 
sideración que  se  trata  de  un  derecho  real,  al 
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cual  es  aplicable  el  pret-epto  del  artículo  1 2  de 
la  ley  de  7  de  octubre  de  1861,  según  el  cual, 
todo  derecho  real  adquirido  bajo  una  ley  y  en 
conformidad  á  ella,  subsiste  bajo  el  imperio  de 
otra,  pero  en  cuanto  á  sus  goces  y  cargas,  y 
en  lo  tocante  á  su  extinción  prevalecerán  las 
disposiciones  de  la  nueva  ley. 

Que  los  pedimentos  otorgados  y  registra- 
dos constituyen  nn  derecho  real,  es  un  punto 
incuestionable;  habiendo  quedado  en  un  esta- 
do embrionario  hasta  su  presentación  para 
obtener  la  mensura,  pueden  reclamar  para  su 
goce  que  se  aplique  la  disposición  legal  poste- 
rior que  los  favorece,  ya  que  esta  disposición 
debe  prevalecer,  según  el  articulo  citado.  Los 
pedimentos  constituyen  un  derecho  incomple- 
to, en  vía  de  formación,  que  busca  la  forma 
definitiva  de  un  título  perfecto.  Su  dueño  pue- 
de aprovechar  la  apltcadón  de  las  reglas  pos- 
teriores por  tratarse  de  nn  derecho  real,  que, 
aunque  provisional,  no  es  menos  efectivo,  y 
que  ha  sido  siempre  reconocido  por  una  |>rác- 
tica  invariable  del  Supremo  Tribunal. 

Si  en  la  resolución  de  este  asunto  ha  de  pre- 
valecer la  aplicación  de  los  decretos  de  13  de 
septiembre  y  de  28  de  julio,  reglamentarios 
del  Código  de  Minería  de  1874,  desaparece 
toda  dificultad  en  cnanto  á  la  cabida  de  las 
pertenencias  salitrales  que  se  concedan.  Esta 
cabida  será  de  100  hectáreas  por  pertenencia, 
en  que  están  de  acuerdo  ambas  disposictoiies. 

Si  hay  este  acuerdo  entre  ellos  en  cuanto  á 
la  cabida  de  cada  pertenencia,  no  sucede  lo 
propio  en  lo  que  respecta  al  número  de  perte- 
nencias que  pueden  concederse,  que  es  el  otro 
punto  de  la  controversia.  Mientras  el  decreto 
de  13  de  septiembre,  estableciendo  que  la  ex- 
tensión acordada  al  descubridor  será  de  300 
hectáreas  y  de  100  á  los  otros  denunciantes, 
dispuso  que  en  ningún  caso  una  misma  perso- 
na podrá  reunir  más  de  diez  pertenencias,  el 
reglamento  reprodujo  la  regla  relativa  á  que 
al  descubridor  se  concederían  tres  pertenen- 
cias, continuas  ó  descontinuas,-  pero  sin  decir 
nada  respecto  de  lo  que  se  concedería  al  de- 
nunciante, ni  sobre  el  máximun  de  pertenen- 
cias que  podrían  reunirse  en  una  sola  persona. 

Bste  ñlencio  del  reglamento  no  puede  inter- 
pretarse en  el  sentido  de  que  no  se  otorgaría 
nada  al  simple  denunciante,  ni  como  revisato- 
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río  de  la  regla  relativa  al  máximun.  El  denun- 
ciante tendrá  derecho  á  menos  que  el  descubri- 
dor, mas  el  derecho  no  se  puede  poner  en  du- 
da. Podrá  disentirse  sobre  su  extensión,  mas 
no  8o|)re  su  existencia.  Y  la  revocación  no 
existe,  porque  no  ha  sido  prescrípta  expresa- 
mente y  porqne  el  reglamento  no  contiene  en 
esta  parte  una  disposición  inconciliable  con  la 
anterior.  Asi  debe  considerarse  que  el  decreto 
de  13  de  septiembre  quedó  subsistente  depués 
de  dictado  el  Reglamento,  el  cual  en  parte  lo 
reproduce,  y  en  parte  guarda  silencio  sobre  él, 
sin  contener  precepto  contradictorio. 

La  consecuencia  que  fluye  de  estos  antece- 
dentes es  que  el  denunciante  tendrá  derecho  á 
lo  menos  para  que  se  k  conceda  una  pertenen- 
cia y  á  lo  más  diez,  y  que  en  condición  podrá 
ser  igual  á  la  del  descubridor,  ya  que,  no  dis- 
tinguiéndose entre  descubridor  r  denunciante 
en  lo  tocante  al  máximum,  esa  disposición  los 
equipara. 

Se  deduce  asimismo  de  los  antecedentes  ana- 
lizados, que  la  pal-te  recurrente  ha  estado  en 
su  derecho  para  solicitar  la  mensura  de  ocho 
pertenencias  de  100  hectáreas  cada  una  que 
podía  reunir,  según  el  decreto  de  13  de  sep- 
tiembre. La  sentencia  reclamada  no  le  ha  re- 
conocido ese  derecho  sino  por  dos  pertenencias 
de  16  hectáreas  «ida  una,  no  conformándose 
á  lo  dispuesto  en  el  precepto  anterior  y  fun- 
dándose en  el  artículo  2^  del  título  VI  de  la 
Ordenanxa  de  Minas  de  Nueva  E^iaña  para, 
otorgar  sÓlo  dos  pertenencias  y  en  el  decreto 
de  16  de  junio  de  1873  respecto  de  la  cabida. 
A  juicio  del  Ministro  informante,  la  cuestión 
suscitada  ha  debido  ser  decidida  aplicándose 
el  decreto  de  13  de  septiembre  y  el  Reglamento 
de  28  de  julio,  en  virtud  de  la  disposición  con- 
ten ida  en  el  artículo  12  de  la  ley  de  7  de  octubre 
de  1861.  Y  por  no  haberse  procedido  en  esa 
forma,  lo  dispositivo  déla  sentondano  ha  otor- 
gado  lo  que  se  pedía  con  justicia,  ni  siquiera  lo 
que,  en  el  peor  de  los  casos,  había  derecho  para 
rcclamar,6  sea  la  concesión denna pertenencia 
con  100  hectáreas,  puesto  que  concede- sólo 
dos  pertenencias  con  extensión,  en  todo,  de  32 
hectáreas. 

Esta  falta  de  aplicación  de  los  preceptos  le- 
gales concernientes  al  caso  y  el  perjuicio  que 
d«  ella  de  origina  á  la  parte  recurrente,  que  no 


ha  obtenido  la  declaración  de  todo  aquello  Á 
que  tiene  derecho,  caen  bajo  el  imperio  del  ar- 
ticulo 940  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
según  el  cual  el  recurso  de  casación  en  el  fondo 
tiene  lugar  contra  sentencia  pronunciada  con 
infracción  de  ley,  siempre  que  esta  infracción 
haya  influido  sustanctalmenteen  lodt^Kwitivo 
de  tn  sentencia.  Haljrá  llegado  el  caso,  casan- 
do la  sentencia,  de  aplicar  el  articulo  958  del 
utadoCódigo,— Santiago,  octubre20de  1903. 
—José  Alfonso. 

La  Corte: 

Considerando: 

1'  Que  las  pertenencias  de  salitre  solicita- 
das en  31  de  enero  y  3  de  febrero  de  1873  per 
don  Alejandro  Magno  Guerra  en  el  descubri- 
miento de  don  Pastor  Ovalte  le  fueron  conce- 
dídns  con  arreglo  á  la  Ordenanza  de  Minería 
y  al  supremo  decreto  de  2  de  enero  de  aquel 
mismo  año,  dispowcioneB  que  eran  las  vigen- 
tes á  la  sazón; 

2*^  Que  dicha  Ordenanza  después  de  tratar, 
en  los  cuatro  primeros  títulos,  acerca  del  Tri- 
bunal de  Minería  de  Nueva  España  de  los  di- 
putados de  minas  y  de  los  litigios,  sobre  el  de- 
recho á  éstos,  determinó  en  el  tltolo  V  las 
condiciones  en  que  se  concedía  su  dominio  y 
posesión  á  los  particulares,  y  en  el  título  VI 
trató  "De  los  modos  de  adquirir  ha  minas; 
delosoueros  descabrimtentos,  registres  de  ve- 
tas /  denuncios  de  minas  abandonadas  ó  per- 
didas"; 

39  Que  en  el  artículo  1'  de  este  título  per- 
mitía que  los  descubridores  de  cerro  mineral 
absolutamente  nuevo  pudiesen  adquirir  hasta 
tres  pertenencias  continuas  ó  interrumpidas 
sobre  la  veta  principal  que  pre6riescn,  con  los 
medidas  que  más  adelanteseindicarlan,á  más 
de  una  pertenencia  sobre  cada  una  de  las 
otras  vetas  que  allí  hubiesen  descubierto;  en  el 
artículo  2^  concedía  dos  pertenencias  seguidas 
óinterrumpidasaldeseubridordevcta  en  cerro 
conocido;  en  el  S**  mandaba  que  no  se  tuviese 
por  descubridor  al  que  pidiese  mina  nueva  en 
veta  conocida,  al  cual  el  artículo  17  permitía, 
sin  embargo,  que  pudiese  adquirir  una  perte- 
nencia por  denuncia;  en  el  artículo  4>^  pnntiia- 
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lizó  los  trámites  ft  diligencias  que  debían  lle- 
narse para  pedir  las  mercedesyenlosarticnlos 
siji^ientes  contempló  diversos  casos  qne  po- 
dían ocurrir  ya  sobre  cuestiones  de  preferen- 
cia, ya  respecto  de  minas  abandonadas  ó  en 
despueble,  ya  sobre  otros  particulares  'de  la 
propiedad  minera,  dando  en  todos  esos  casos 
las  reglas  que  debían  aplicarse; 

4»  Que  el  articulo  22  del  mismo  título  per- 
mitía textualmente  quesepudiesen  "descubrir, 
solicitar,  registrar  y  denunciar  en  la  forma 
referida  no  sólo  las  minas  de  oro  y  pinta  sino 
también  las  de  piedras  preciosas,  cobre,  plo- 
mo, estaño,  azogue,  antimonio^  piedra  cala- 
minar,  bismuto,  sal  gema  y  cualesquiera  otros 
fósiles,  ya  sean  metales  perfectos  6  medio  mi- 
nerales, bitúmenes  6  jugos  de  la  tierra,  dándo- 
se para  su  logro,  1>eneíicio  y  laborío,  en  los  ca- 
sos ocurrentes,  las  providencias  que  corres- 
pondan"; 

5^  Que  este  artículo  hizo  extensivas  á  toda 
especie  de  concesiones  mineras  las  reglas  da- 
das para  conceder  la  propiedad  y  posesión  de 
las  minas  de  oro  ó  plata,  ya  que  el  alcance  de 
la  expresión  "en  \a.forma  referida"  no  podía  li- 
mitarse á  los  meros  trámites  ó  actuaciones  del 
procedimiento  prescripto  para  obtenerlas  mer- 
cedes, porque  dejaría  entonces  sin  determina- 
ción alguna  el  derecho  de  los  descubridores  y 
denunciantes  de  las  diversas  minas,  de  otros 
metales  6  minerales  que  el  oro  y  la  plata; 

6'  Que  esta  significación  restringida  sería 
inconciliable  también  con  el  empleo  de  la  pala- 
bra forma  de  que  se  valió  el  artículo  18  del 
mismo  título  VI  cuando  declaró  que  "los  pla- 
ceres y  cualquier  género  de  criaderos  de  oro  ó 
plata  se  descubrirán,  registrarán  y  denuncia- 
rán en  la  misma  forma  que  las  minas  de  veta, 
entendiéndose  lo  dicho  por  toda  especie  de  me- 
tales", disposición  que  si  hubiera  de  aplicarse 
en  la  inteTigencia  de  que  sólo  trataba  de  los 
procedimientos  ó  trámites  de  la  concesión,  de- 
jaría sin  fijar  los  derechos  de  los  descubridores 
y  de  los  denunciantes  hasta  en  las  minas  de 
oro  ó  piala  que  no  consistiesen  en  vetas  regu- 
lares; 

7"  Que  en  confirmación  del  sentido  más  la- 
to de  las  ]iatabras  en  la  forma  rtiñrida,  puede 
citarse  aán  el  mismo  decreto  supremo  de  2  de 
enero  de  1873,  en  cuyos  coo^d^'^ndo;  se  ex- 


presa que  en  la  Ordenanza  no  se  fijaron  "la 
extensión  y  límites  de  las  pertenencias"  y  que, 
según  el  artículo  10  del  título  VIII,  título  que 
trata  de  la  medida  de  las  pertenencias,  éstas 
deberían  arreglarse  y  medirse  en  los  criaderos 
irregulares  por  la  autoridad  correspondiente, 
con  relación  al  tamaño  y  á  la  riqueza  del  sitio; 
por  lo  cual  dicho  decreto  seconcretó  á  señalar 
las  condiciones  rdercntes  á  la  extensión  de  las 
pertenencias  y  Ins  diligencias  que  deberían 
practicarse  para  la  concesión  de  ellas; 

8^  Que  resultando  de  lo  expuesto  que  el  nú- 
nero  de  pertenencias  concedidas  por  la  Orde- 
nanza para  las  minas  de  oro  y  plata,  debía 
aplicarse  á  las  concesiones  de  snstanciasmine- 
rales  no  metálicas,  queda  también  manifesta- 
do que  el  fallo  reclamado  no  infringió  el  ar- 
tículo 22  del  título  VI  de  la  Ordenanza  oí  re- 
conocer el  máximum  de  dos  pertenencias,  con- 
siderándolo como  descubridor  de  veta  nueTa,en 
vez  de  solicitante  de  mina  en  veta  conocida, 
no  infringió  tampoco,  respecto  del  número  de 
pertenencias,  el  recordado  decreto  supremo  de 
2  de  enero  de  1873,  el  cual  ni  porsus  términos 
literales,  n¡  por  su  objeto,  ní  aún  por  su  natu- 
raleza ofreció  posibilidad  de  referirse  al  punto 
indicado,  ya  resuelto  en  la  Ordenanza; 

9^  Que  el  fallo  reclamado  tampoco  ha  po- 
dido infringir,  respecto  de  la  cabida  de  las 
pertenencias,'  los  decretos  supremos  de  13  de 
septiembre  de  1876  y  28  de  julio  de  1877,  ya 
que,  dictados  paradar  cumplimiento  al  artícu- 
lo 3^  del  Código  de  Minas  de  1874,  no  ha 
debido  la  sentencia  pronunciarse  acerca  de  la 
aplicación  que  tuvieran  en  el  caso  presente, 
pues  se  trataba  de  pertenencias  solicitadas 
c.m  anterioridad  y  cuyos  concesionarios  no 
manifestaron  en  la  demanda  ni  en  el  curso 
liosteríor  de  la  cansa,  su  intención  de  ejercitar 
la  simple  facultad  que  pudiera  conferirles  el 
artículo  211  del  CócKgo  de  Minas  de  1874, 
para  que  sus  pertenencias  se  mensurasen  con- 
forme A  dicho  Código  y  á  los  decretos  que  re- 
glamentaron la  concesión  de  salitreras;  y 

10.  Que  por  fin,  en  dicho  fallo  no  se  ha  in- 
fringido tampoco  el  artículo  1 2  de  la  ley  de  7 
de  octubre  de  1861,  pues  la  cabida  de  las  per- 
tenencias no  puede  estimarse  como  el  goce, 
carga  ó  extinción  reglados  por  una  ley  poste- 
rior en  qn  dereclio  real  adc^nirido  en  vonfor- 
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midad  ñ  la  ley  anterior,  sino  que  manifiesla- 
mcnte  la  mayor  6  menor  extensión  de  las  per- 
tenencias forma  parte  del  derecho  mismo  y 
debe  determinarse  por  la  ley  vigente  al  tiemiio 
de  la  adquisición  de  ese  derecho. 

Visto,  también,  lo  prevenido  en  los  artículos 
940,  960  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  re- 
curso de  casación  en  et  fondo  interpuesto  por 
doña  Mercedes  Guerra,  respecto  de  la  senten- 
cia de  12  de  agosto  último,  y  se  aplica  al  Pisco 
la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Aguirre 
Vargas. 

Acordada  contra  et  voto  del  Ministro  señor 
Palma  Guzmán,  quien  fué  de  parecer  que  se 
diera  lugar  á  ta  casación  en  el  punto  relativo 
á  la  cabida  de  las  pertenencias,  y  se  mandara 
que  las  que  reconoce  la  sentencia  recurrida  se 
mensuren  con  cien  hectáreas  cada  una,  á  vir- 
tud de  lo  dispuesto  en  el  artículo  161  tiet  Có- 
digo de  Minas  vigente,  del  artículo  12  de  ta 
ley  de  7  de  octubre  de  1861  y  supremos  decre- 
tos de  13  de  septiembre  de  1876  y  28  de  julio 
de  1877. 

Et  Ministro  señor  Fóster  Kecabarren  agre- 
gó otras  considerncioDes  en  el  libro  de  votos 
en  apoyo  de  esta  sentencia  (1  ),~Gabrí€¡Gaete. 
—J,  Gabriel  Palma  Guzmáa.—Gaívaríno  Ga- 
iíardo.—  V.  Aguirre  V.— Leoncio  Rodriguex. — 
Carlos  Varas.-^Abel  Saavedra,—  B.  Fóster 
Recaharren. 


Caá,  Civ.  en  Ib  forma— S  de  julio  de  1904 
Iland  con  Tornquist 

Deserción.— Conpareoenola  á  seguir 
la  apelación.— Plazo  para  expresar 

Doctrina: — La  deserción  de  un  recurso 
de  apelación  es  un  mero  incidente  de  se- 

(1)  El  voto  del  señor  Fúster  BUii  no  luí  nido  i-e- 
daotado. 


gunda  instancia  para  cuyo  fallo  no  se 
requiere  el  trámite  de  expresión  de  ata- 
vio; y  al  revés,  dicha  deserción  se  conce- 
de, entre  otros  casos,  cuando  el  apelante 
no  ha  expresado  los  que  le  corresponife 
hacer  valer  dentro  del  término  legal. 

La  deserción  del  recurso  puede  pedirse, 
cualquiera  que  sea  la  naturakza  del  tallo 
en  que  incida, cuando  el  apelante  no  com- 
parece á  seguir  el  recurso  dentro  del  plazn 
de  tres  días  que  le  concede  ¡a  ley  y  aunque 
esté  pendiente  el  plazo  para  expresar  los 
agravios. 


Ku  ta  causa  seguida  por  don  Efraín  Uand 
con  don  Adolfo  Tornquist  sobre  uso  de  marca 
comercial,  se  pronunció  en  primera  instancia 
la  sentencia  de  9  de  mayo  último,  que  declaró 
sin  lugar  la  demanda,  y  apelada  esta  resolu- 
ción oportunamente  por  el  demandante,  se  le 
concedió  el  recurso  eu  ambos  efectos. 

Los  autos  ingresaron  á  una  de  las  secuta- 
rías de  ta  Corte  de  Apelaciones  de  esta  capital 
el  23  del  mismo  mes  de  mayo,  según  consta 
del  certificado  del  Secretario,  y  al  día  siguiente 
24 de  mayojlaSalatramitadoramandó  expre- 
sar agravios. 

Pero  como  Band  no  compareciera  á  seguir 
la  apelación  interpuesta  dentro  del  plazo  tic  3 
días  señalado  por  la  ley,  contado  desde  la  fe- 
cha del  ingreso  del  expediente  en  la  Secretaria 
del  Tribunal  de  2^  instancia,  Tornquist,  i^n- 
diente  aún  el  plazo  para  expresar  agravios,  pi- 
dió que  se  declarara  desierto  el  recurso,  y  una 
de  his  Salas  de  aquella  Corte  así  lo  resolvió 
por  auto  de  31  del  citado  mes  de  mayo,  previo 
el  certificado  del  Secretario  sobre  In  no  concu- 
rrencia del  apelante,  y  después  también  ile 
haber  puesto  en  tabla  el  incidente, 

Band  pidió  reposición  de  ese  auto  y  habién- 
dosele denegado,  formalizó  el  recurso  de  casa- 
ciún  en  la  forma,  que  también  había  anunciado 
oportunamente.  Al  efecto,  expuso  que  la  sen- 
tencia que  declaró  desierta  la  apelación  dedu- 
cida contra  el  fallo  de  primera  instanci.i,  era 
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nula  porque  había  sido  dictarla  faltanflo  el 
trámite  de  la  expn-siAn  He  agravios  y  su  con- 
testacíAn,  que  debía  tener  lugar  por  tratarse 
de  un  juicio  ordinario,  causal  de  casación  indi- 
cada en  los  artículos  970, número  2^.  941.  nú* 
mero  9'  y  939  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  y 

La  Oorte: 

Considerando: 
1^  Que  la  deserción  de  un  recurso  de  a|>ela- 
ciÓn  es  un  mero  incidente  de  segunda  instancia 
para  cuyo  fallo  no  se  requiere  el  trámite  de  la 
expresión  de  agrnvios,  y  al  revés,  dicha  deser- 
ción, se  concede,  entre  otros  casos,  cuando  el 
apelante  no  ha  expresado  los  que  le  correspon- 
de hacer  valerdentro  del  término  señalado  por 
la  ley; 

2^  Que  las  partes  tienen  el  plazo  de  tres  días 
para  comparecer  ante  el  Tribunal  superior  á 
seguir  un  recurso  interpuesto,  contado  este 
plazo  desde  que  se  reciban  los  autos  respecti- 
vos en  la  Secretaría  del  Tribunal  de  segunda 
instancia  vencido  el  cual  y  no  compareciendo 
el  apelante,  corresponde  al  apelado  pedirse 
declare  desierta  la  apelación  cualquiera  que 
sea  la  naturaleza  del  fallo  en  que  Incida  el  re- 
curso; 

3*  Que  pedida  la  deserción  del  recurso,  cum- 
ple al  Tribunal  de  Alzada  pronunciarse  acerca 
de  ella  con  sólo  el  mérito  del  certificado  del 
secretario,  aceptado  sin  contradicción  por  el 
recurrente,  y  consta  que  cuando  se  solicitó  la 
deserción,  Rand  había  dejado  trascurrir  con 
exceso  el  plazo  de  la  ley,  sin  comparecer  á  se- 
guir la  instancia. 

I'or  estos  fundamentos  y  visto  lo  prevenido 
en  los  artículos  223,  224,  960  y  979  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  se  declara  rin  lugar, 
con  costas,  el  recurso  de  casación  interpuesto. 

Queda  aplicada  al  Pisco  la  multa  consig- 
nada. 

Redactada  por  el  Ministro  Fóster  Recaba- 
rren. — Leopoldo  Urrutia.—  V.  Aguirre  V.-~Ahe¡ 
Saavedni.—B.  Fósttr  Recahama. 


Cas.  Civ.—H  fie  julio  fie  1904 
Pino  con  Martínez 

Petlolón  de  herencia. -Estado  olTll.— 
Partida  de  matrimonio;  redargución 
de  falsedad;  Posesión  notoria  del 
estado.  — Oosa  juzgada.  —  Aproóla- 
olón  de  la  prueba. 

IX>cthina: — Lr  demanda  en  que  se  pi' 
de  se  declare  que  la  demandante  y  sus 
hijos  tienen  derecho  á  la  herencia  de  un 
hombre  conquien  la  demandante  dice  ha- 
ber contraído  matrimonio  y  que  la  de- 
mandada y  los  hijos  de  ésta  que  han  ob- 
tenido la  posesión  efectiva  de  la  herencia 
del  mismo  individuo  como  viuda  é  hijos 
de  éste,  no  tienen  tál  derecho,  requiere  la 
prueba  del  estado  civil  que  la  demandante 
invoca. 

Habiéndose  añrmado  por  la  demaa* 
dante  que  contrajo  matrimonio  siendo 
menor  de  edad  en  una  parroquia  distin- 
ta de  ta  que  le  correspondía  y  que  se  ha 
perdido  la  partida,  debió  producir  un 
conjunto  de  testimonios  fidedignos  que 
establecieran  su  estado  civil  de  un  modo 
irreíragable;  y  su  apreciación  correspon^ 
fie  al  Tribunal  de  la  causa. 

Estando  en  forma  correcta  las  parti- 
das de  matrimonio  y  de  bautismo  invo- 
cadas por  la  demandada  para  comprobar 
su  estado  civil,  se  presume  su  autentici- 
dad y  pureza;  y  aunque  no  produce  cosa 
juzgada  la  sentencia  dictada  en  juicio 
criminal  que  contra  ella  siguió  la  deman- 
dante  sobre  usurpación  de  estado  civil  y 
falsiñcación  de  la  partida  de  matrimonio 
en  la  cual  se  mandó  sobreseer  sw  expre- 
sarse las  razones  legales  de  tal  sobresei- 
miento, y  en  todo  caso  podría  impugnar- 
se en  juicio  civil  la  misma  partida  por 
defectos  que  hubieran  afectado  la  eficacia 
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Ó  valor  legal  de  ese  documento,  en  con- 
formidad al  artículo 306,  no  son  sufícicn- 
tes  para  invalidar  su  mérito  las  obser- 
vaciones referentes  principalmente  á  que 
la  partida  aparece  extendida  en  un  lugar 
distinto  del  que  por  la  fecha  del  acto  le 
correspondía  ocupar  en  los  libros  parro- 
quiales, y  á  que  se  expresa  en  la  partida 
que  los  coatrayentes  se  velaron  en  época 
en  que  esta  ceremonia  se  hallaba  suspen- 
dida.  Estas  observaciones  son  una  cues- 
tión de  hecho  que  corresponde  apreciar 
también  exclusivamente  al  Tribunal  para 
establecer  si  la  partida  impugnada  se  ha- 
llaba ó  no  en  la  forma  debida. 


Doña  María  Celia  Pino,  por  sí  y  como  guar- 
dadora de  sus  menores  liijos  Pedro  José,  Ma- 
ría, Mercedes,  María  Celia  y  Ana  Alvarez  y 
Pino,  interpuso  en  16  de  agosto  de  1898  de- 
manda contra  doña  Desideria  Martínez  á  fin 
de  que  ae  declarase  que  ésta  última  "no  tiene 
derecho  á  la  herencia  de  don  Pedro  José  Alva- 
fez"  y  que  la  demandante  "es  mujer  legítima 
y  sus  nombrados  hijos,  hijos  legítimos  de  don 
Pedro  José  Alvarez", 

Para  fundar  la  demanda,  expone  que  en 
mavo  de  1895  falleció  su  marido,  el  expresado 
Alvarez,  quién  dejó  algunos  bienes  de  fortuna, 
que  consistíauen  treinta  t  nueve  mil  seiscien- 
tos cinco  pesos  depositados  en  algunos  bancos, 
y  en  los  muebles  de  su  casa  habitación. 

Muerto  su  marido,  solicitó  para  sí  y  sus 
hijos  la  herencia  de  aquél,  pero,  por  no  haber- 
se encontrado  la  partida  de  su  matrimonio 
con  Alvarez,  que  se  efectuó  en  la  parroquia  de 
Renca  el  año  1879,  se  le  presentaron  dificul- 
tades para  obtener  la  posesión  efectiva  y  aún 
estuvo  á  punto  de  ser  arrastrada  á  un  juicio 
de  lato  conocimiento  para  probar  su  derecho 
y  el  de  sus  hijos  á  la  sucesión  de  su  esposo. 

En  esta  sitaacidn  y  teniendo  en  cuenta  que 
la  posesión  electiva  se  requiere  sólo  para  dis- 
poner de  los  bienes  inmuebles,  optó  por  or- 
ganizar un  compromiso  y  facultar  al  partidor 


que  en  él  se  nombró  para  retirar  los  dineros 

que  tenía  su  marido  en  los  bancosy  que  fueron 
colocados  en  cédulas  de  la  Caja  Hipotecnría. 

A  pesar  de  lo  expuesto,  dona  Desideria  Mar- 
tínez, mujer  que  había  mantenido  relaciones 
ilícitas  COR  su  marido  y  de  quién  habia  tenido 
éste  algunos  hijos  antes  de  cacarse  con  In  de- 
mandante, pidió  y  obtuvo,  para  ella  y  sus 
hijos,  en  uno  de  los  juzgados  de  Santiago,  la 
posesión  efectiva  de  la  herencia  de  don  Pedro 
José  Alvarez,  haciendo  valer  para  este  objeto 
una  copia  en  forma  de  una  partida  de  matri- 
monio datada  enCuricó  el  2  dcmarzode  1865 
y  que  no  pudo  ser  re<]argüidacn  ese  momento 
de  civil  ni  críminalmente  falsa. 

No  satisfecha  con  esto,  se  atrevió  tocia  vfn 
á  presentarse  críminalmenteacnsandoá  la  de- 
mandante de  impostora  por  hnberseatribuído 
la  calidad  de  mujer  de  Alvarez,  y  de  que  no 
obstante haWrseledcncgadola  posesión  efecti- 
va de  su  herencia,  lo  que  era  falso,  se  hnbía 
valido  de  otros  medios  para  apoderarse  de 
tos  dineros  que  su  marido  depositó  en  los 
bancos. 

Reducida  injustamente  á  prisión,  se  contra- 
querelló  contra  la  señora  Martfnezy  redar^- 
y6  de  criminalmente  falsa  la  partida  de  su  su- 
puesto matrimonio  con  Alvarez,  falsedad  que 
ha  quedado  establecida  con  los  diversos  ante- 
ceden te.<;  que  enumera. 

Por  lo  demAs,  en  el  proceso  criminal  corren 
numerosos  testimonios,  emanados  de  las  per- 
sonas más  conocidas  y  respetables,  que  com- 
prueban de  un  modo  irrefragable  la  posesión 
notoria  de  su  estado  civil  de  mujer  legítima  de 
Alvarez  y  del  desús  hijoscomobijos  legítimos 
de  su  marido. 

Doña  Desideria  Martínez  opuso  con  el  carác- 
ter de  prevfas  las  excepciones  de  cosa  juzgada 
y  de  litis-pendencia,  la  primera  en  cuanto  la  de- 
manda le  discute  su  derecho  á  la  herencia  de 
Alvarez  por  ser  falsa  la  partida  que  ha  exhibi- 
do para  acreditar  su  matrimonio,  y  la  segun- 
da en  cuanto  en  la  actualidad  se  halla  la  de- 
mandante procesada  criminalmente  por  usur- 
pación del  estado  civil  de  mujer  de  Alvarez. 

Refiriéndose  á  la  excepción  de  cosa  jazgada, 
dice  que  la  demandante  se  contraqnerelló  cri- 
minalmente en  su  contra  por  atribuirle  la  falsí* 
ficadón  de  la  partida  de  sn  matrimonio  con 
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Alvarez,  ó,  por  lo  menofl,  por  hnber  hecho  «so 
de  un  documento  fals^;  y  loa  hechos  y  sntece* 
dentrs  m  qne  ahora  le  apoya  son  exactamen- 
te los  mismos  que  produjo  para  probar  la  im- 
pugnación de  falsedad  en  el  juicio  criminal. 

La  sentencia  librada  en  este  jnicio  tenía  que 
declarar:  ó  la  falsedad  de  la  partida  y  en  tal 
caso  era  innecesario  un  nuevo  pleito,  porque 
despojada  del  titulo  qne  invoca  para  deciise 
mujer  legítima  de  Alvarez,  no  estaría  en  pose* 
síón  de  tal  calidad;  ó  la  verdad  de  aquella  par- 
tida, y  en  esta  hipótesis  le  reconocía  nn  derecho 
qneno  podria  someterseánaeva  controversia. 

Ahora  bien,  en  la  causa  criminal  se  sobreseyó 
definitivamente  á  so  respecto,  porque  no  hnijo 
mérito  para  aceptar  la  redargución  de  false- 
dad. Esta  resolución  de  término  causa  estado 
en  el  juicio  civil  en  el  cual  no  cabe  discutir  nin- 
jruna  proposición  que  pueda  contradecir  lo  ya 
resuelto  en  el  jnicio  criminal. 

En  orden  á  la  excepción  de  litis  jiendencia, 
recuerda  que  la  demandante,  procesada  por  el 
dcUtojie  usurpación  ilel  estado  civil  que  se  atri- 
buye, no  ha  opuesto  más  defimsa  eu  el  juicio 
criminal  que  la  de  haber  contraído  realmente 
matrimonio  con  su  supuesto  marido. 

Bl  juez  de  lo  criminal  tiene  necesariamente 
que  pronunciarse  respecto  de  esta  excepción  ó 
defensa  de  la  acusada;  y  evidente  es  que  no 
puede  traerse  artntrariamente,  con  el  carácter 
de  previa,  á  un  juicio  rivil,  la  misma  cuestión 
que  el  juex  de  lo  criminal  debe  resolver  como 
antecedente  preciso  para  determinar  si  existe 
ó  no  el  delito. 

Respondiendo  al  traslado  del  escrito  en  que 
se  propusieron  estas  excepciones,  expresa  doña 
María CeHa  Pino  quenn  auto  de  sobreseimien- 
to, aunque  ae  diga  definitivo,  no  tiene  el  alcan- 
ce de  una  aentenria  de  término,  como  lo  dejó 
ettaUerido  la  Corte  Suprema,  conodendo  de 
un  recurso  denulidad,  respecto  delque  se  trata; 
que  no  ha  existido  propiamente  un  juicio  cri- 
minal porque  sólo  se  formuló  una  contraque- 
rella por  falsedad  de  la  partida  que  exhibió  la 
señora  Martínez,  y  una  contraquerella  no  es 
«quieta  una  demanda  sino  una  diligencia  pre- 
paratoria de  un  juicio  especial;  que  faltaría 
también  la  identidad  de  la  acción  entre  la  que 
había  sido  materia  del  juido  criminal  y  la  del 
pmcnte,  porque  tn  aquel  le  perseguía  d  casti- 


go de  un  delito,  y  en  el  caso  actual  se  discute 
el  derecho  á  una  herencia  y  se  solicita  la  decla- 
ración sobre  estado  civil;  que  no  hay  tampoco 
identidad  de  personas,  desde  que  se  contraque- 
relló  á  su  propio  nombre  exclusivamente  y  la 
actual  demanda  es  deducida  también  en  repre- 
sentación de  sus  liijos;y,  por  último,  que  en  la 
instancia  criminal  se  le  dejaron  á  salvo  sus  ac- 
ciones civiles  que  son  precisamente  las  que  ejer- 
cita en  esta  demanda. 

Reservada  para  definitiva  la  resolución  de 
las  excejKriones  de<que  se  habla,  contestando 
doña  Desideria  Martínez,  soHcitaque  sea  dese- 
chada la  demanda  en  todas  sus  partes. 

Afirma  que  no  es  procedente  la  acdón  para 
negarle  su  estado  dvil  y  el  de  sus  hijos,  desde 
que  la  demandantcno tiene  interésen  ello; que, 
para  que  naciera  este  interés  que  podria  auto- 
rizar á  la  señora  Pino  para  impugnar  la  cali- 
dad de  que  la  demandada  y  sus  hijos  están  en 
posesión,  serla  preciso  que  comenzara  por  pro 
bar  que  fué  casada  con  Alvarez  y  que  de  este 
matrimonio  proceden  tos  hijos  á  quienes  r^re- 
senta;  que  no  es  aceptable  la  prueba  de  pose- 
sión notoria  del  estado  civil  que  pretende  la 
demandante,  porque,  para  que  lo  fuera,  seria 
menester  explicar  y  demostrar  satisfactoria- 
mente la  falta  de  la  respectiva  partida  de  ma- 
trimonio, lo  que  no  ha  hecho  ni  seria  posible 
que  hiciera  la  señora  Pino;  qneno  se  encuentra 
ninguno  de  los  numerosos  antecedentes  que 
debían  existir  relativos  al  matrimonio  de  la 
demandante,  cuya  pérdida  ó  extravío  tampoco 
se  explica,  como  ser  la  constancia  de  haberse 
dado  las  proclamas  ó  la  dispensa  de  ellas,  el 
consentimiento  del  padre,  indispensable  para 
el  matrimonio  de  una  menor  como  lo  era 
doña  Celia  de  quien  se  dice  que  tenía  catorce 
años  cuando  lo  contrnjo,  la  autorización  del 
cura  de  San  Bernardo  para  el  matrimonio  con- 
traído en  parroquia  distinta  del  domicilio  de 
loscontrayentesy  varios  otros;  que,  por  el  con- 
trario, hay  pruebadeqne  se  ha  intentado  con- 
feccionar ad  hoc  dichos  antecedentes;  que,  alín 
en  el  supuesto  inadmisible  de  que  el  matrimo- 
nio hubiera  sidorealmentecelebradosería  nulo 
por  el  vicio  de  clandestinidad  confesado  por  la 
demandante  y  por  el  impedimento  dirimente 
de  ligamen  conforme  á  las  leyes  canónicas 
bajo  cuyo  imperio  w  habría  9ekbrado¡  que  el 
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inatñmomo  de  la  demandada  con  Alvarez  está 
acreditado  con  el  original  de  la  partida  y  con 
la  copia  dada  antes  del  fallecimiento  de  su  ma- 
rido; y  con  el  sobreseimiento  dictado  en  el  jui- 
cio criminal,  que  importa  la  declaración  de  la 
verdad  de  la  partida. 

Como  curadora  de  sus  hijos  menores  Merce- 
des Kosa,  José  Manuel;  Carmela  Rosa  y  Ana 
María  Alvarez  Martínez  hace  presente  que  la 
legitimidad  deellosjamás  fué  objetada  por  don 
I'edro  José  Alvarez,  y  que  la  petición  de  la  de- 
mandante importa  la  impugnación  de  esa  legi- 
timidad, acción  que  en  defecto  del  padre  corres- 
ponde sólo  á  los  hel'ederos  y  demíís  personas 
actualmente  interesadas,  calidad  de  que  carece 
la  demandante  y  que  aiín  en  la  hipótesis  de  te- 
nerla, no  la  habilitaría  para  hacer  la  impugna- 
ción, por  haber  trascurrido  el  plazo  de  sesenta 
días  que  para  el  objeto  concede  la  ley. 

En  el  escrito  decontestación  pidió  la  deman- 
dada qne  se  citara  al  juicio  á  su  bija  Mercedes 
Alvares  de  L<eroux,  quien  se  hizo  parte  y  decla- 
ró aceptar  todo  lo  obrado  por  su  madre. 

El  Juzgado  falló: 

Considerando: 

1  Que  en  la  donanda  se  pide  se  declare  el 
derecho  á  la  herencia  de  don  Pedro  José  Alva- 
rez correspondiente  A  la  demandante,  como  es- 
posa de  aquel  y  á  his  hijos  de  ambos  como 
prole  habida  en  el  matrimonio  que  se  dice  cele- 
brado, y  que  doña  Desideria  Martínez  no  tiene 
derecho  A  tal  herencia  ni  los  hijos  de  ésta; 

2^  Que  la  ley  dispone  que  se  adjudique  la  he- 
rencin  y  se  les  restituyan  lascosas  hereditarias 
á  la  persona  que  probare  sus  derechos  á  una 
herencia  ocupada  por  otra  persona  en  calidad 
de  heredero; 

3^  Qne  corresponde,  en  consecuencia,  á  la  de- 
mandante probar  en  forma  legal  sus  derechos 
y  el  de  sus  hijos  á  la  herencia  ocupada  por  la 
demandada,  real  ó  fictidamente,cuyo  papel  le 
reconoce  por  el  hecho  de  haber  dirigido  la  de- 
manda en  su  contra; 

4*^  Que  como  hecho  primordial  debe  justifi- 
carse de  un  modoinconcusoel  matrimonio  vá- 
lido de  la  demandante  con  don  Pedro  José  Al- 
Tarez  ya.  que  de  tal  acto  6  contrato  nacen  los 


derechos  co-rrelativos  qne  se  hacen  valer  en  U 

demanda,  ó  sea  ta  calidad  de  herederos; 

5^  Que  habiendo  confesado  la  demandaou 
que  contrajo  matrimonio  en  la  Parroquia  de 
Renca,  siendo  menor  de  edad  y  dorniciliada  en 
San  Bernardo, peroque  se  ha  {Krdido  la  parti- 
da, ha  debido  producirel  conjunto  de  testimo 
níos  fidedignos  que  establezcan  su  estado  ci\~i- 
de  un  modo  irrefragable,  como  lo  dispone  el 
artículo  313  del  Código  Civil,  no  siendo  Imi- 
tante la  prueba  testimonial  rendida  ni  los  del 
más  fintecedentes  producidos;  pues  no  coniit.-i 
de  ellas  de  un  modo  grave  preciso  y  concor- 
dante el  consentimiento  delpadre,  la.  autoriza- 
ción del  párroco  de  San  Bernardo  para  wk- 
brar  el  matrimonio  en  Renca,  la  declaración 
del  cura  de  esta  parroquia,  la  inforrnación  en- 
nónica,  la  formación  del  expediente  del  caso, 
las  proclamas  ó  la  dispensa  de  ellas,  la  pérdida 
de  aquellos  antecedentes  ó  documentos,  etc., 
como  tampoco  el  haber  sido  recibida  en  el  ca- 
rácter de  esposa  de  Alvarez,  por  la  madre  de 
éste  y,  al  contrario,  se  confiesa  en  la  articula- 
ción 6^  del  interrogatorio  respectivo  que  se 
mantuvo  oculto  el  matrimonio  para  no  dis- 
gustar á  la  citada  madre  de  Alvarez; 

6^  Que  no  hay  cuestión  acerca  de  la  identi- 
dad de  la  persona  de  don  Pedro  José  Alvárez, 
ni  de  la  de  los  que  sostienen  su  matrtmonin 
con  dicha  señora; 

7''  Que  las  partidas  (W,  matrimonio  de  hi 
señora  Martínez  y  de  nacimiento  de  sus  hijos 
aparecen  revestidas  de  las  formnlidaües  delii- 
das,  debiendo  presumirse  su  autenticidad  par.i 
los  efectos  legales  del  presente  juicio  y  aún 
cuando  Re  ha  impugnado  esa  autenticidad  en 
un  juicio  criminal,  se  mandó  sobreseer  en  Sor- 
ma  definitiva,  sin  que  se  hayan  producido  ea 
el  actual  nuevos  hechos  para  hacer  aceptable 
la  impugnación  y  nada  se  ha  dÍ<^o  en  contra- 
rio respecto  de  las  partidas  de  nacimiento  de 
los  hijos  de  la  demandada; 

8^  Que  las  principales  causales  aducidas 
para  la  redargución  criminal  de  la  partMa 
de  matrimonio  ya  citada  no  están  debidamen- 
te comprobadas  en  la  forma  prescripta  por  Uis- 
leyes  117,  título  18,  Partida  3»y  32,  título  H 
partida  5*,  puesto  que  no  aparece  esclarecida 
la  suplantación  ó  alteraciones  esencial^  la 
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permanencia  de  Alvares  en  lugar  tan  remoto 
de  Curicó  que  le  fuera  imposible  ír  &  ese  pur.to 
á  celebrar  el  matrimonio,  ni  el  Cura  ha  nega- 
do terminantemente  que  sea  bu  firma  la  qt:e 
aparece  al  pie  de  la  partida  corriente  en  los 
libros  de  matrimonio  de  la  parroquia  de  Curi- 
có, ni  por  fin  que  los  vicios  6  defectos  de  tal 
partida  no  se  observen  en  otras  de  los  mismos 
libros,  sino  únicamente  en  la  redargüida; 

9^  Que  dado  lo  anterior,  es  admisible  en  el 
estado  actual  la  excepción  de  cosa  juzgada 
solo  res|)ecto  de  los  hechos  invocados  parn  la 
redargución  ó  impugnación  de  la  partida  de 
matrimonio  de  la  señora  Martínez,  redargu- 
ción que  no  consta  fuera  aceptada  en  el  juicio 
criminal,  puesto  que  se  mandó  sobreseer  en 
definitiva,  ó  en  otro  posterior; 

10.  Que  no  procede  la  excepción  de  litis 
pendiente  ya  que  la  invocada  es  diversa  de  la 
que  se  ha  producido  con  el  ejercido  de  los  de- 
rechos que  hace  valer  la  demandante; 

11.  Que  la  demandada  obtuvo  para  sí  y 
todos  sus  hijos  la  posesión  efectiva  de  la  he- 
rencia de  don  Pedro  Jos£Alvarez,  con  fecha  11 
de  diciembre  de  1895,  inscripta  el  29  de  mar- 
zo de  1898,  y  tal  título  subsiste  mientras  no 
se  presente  otro  que  lo  haga  inefica:^ 

12.  Que  corresponde  probar  la  acción  ó  la 
excepción  al  que  respectivamente  la  alega; 

13.  Que  los  defectos  de  la  prueba  testimc- 
nialydemás  que  se  han  manifestado,  y  la  opc- 
sicíón  formulada,  son  antecedentes  que  el  juez 
toma  en  cuenta  pora  darle  el  alcance  debido 
como  también  los  documentos  que  se  presen- 
ten al  juicio  antes  de  la  sentencia,  no  pudiendo 
subordinar  su  criterio  á.  lo  que  el  interés  de 
cada  parte  le  induzca  á  pedir  tobre  el  parti- 
cular; 

14.  Que  tratándose  del  estado  civil,  en  el 
que  aparecen  con  interés  personas  de  menor 
edad,  se  ha  oído  al  Defensor  de  Menores  y  al 
señor  Promotor  Fiscal  y  no  está  obligado  el 
Juez  á  subordinar  sus  procedimientos  á  lo  que 
indique  alguno  de  aquellos  funcionarios  para 
suspender  el  fallo  del  juicio  por  tiempo  indefi* 
nido, cuando  no  encuentre  enantes  fundamen- 
tos plausibles  para  ello. 

Por  estos  fundamentos,  lo  dispuesto  ade- 
más por  los  artículos  304,  306,  307,  309, 
310,  688, 1698. 1699. 1700, 1713  del  Código 

lURIV 


Civil,  leyes  1»  y  118,  título  18,  Partida  3* 
de  acuerdo  con  lo  dictaminado  por  el  señor 
Promotor  Fiscal,  se  declara:  1'  Que  sólo 
ha  lugar  á  la  excepción  de  cosa  juzgada  en 
la  forma  contemplada  en  el  considerando  9^, 
desechándose  la  de  litis  pendiente;  2'  Que  no 
ha  lugar  á  lo  pedido  en  el  escrito  de  fs.  304, 
y  3'^  que  no  ha  lugar  tampoco  á  la  demanda. 
— María. 

Pronunciándose  una  de  las  salas  de  la  Corte 
de  Apelaciones  de  Santiago  sobreel  recurso  de 
apelación,  deducido  por  la  demandante  doña 
María  Celia  Pino  contra  aquella  sentencia, 
expidió  la  siguiente: 

Santiago,  octubre  1'  de  1903. —  Vistos: 
eliminando  el  considerando  9^  de  la  sentencia 
de  1*  instancia,  y  teniendo  presente: 

1'  Que  aunque  en  el  proceso  criminal  segui- 
do entre  doña  M.  Celia  Pino  y  doña  M.  Desi- 
deria  Martínez,  por  usurpación  del  estado  d- 
vil  y  demás  deducido,  se  ordenó  sobreseer  de- 
finitivamente; sin  embargo,  en  el  auto  de  que 
se  trata,  no  se  expresan  las  razones  legales 
que  le  sirvieron  de  base,  y  porconsiguiente  no 
hay  mérito  para  establecer  que  esa  resoludón 
haya  deddido  determinadamente  la  contro- 
versia susdtada  en  el  juicio  criminal  acerca 
de  la  autentiddad  de  la  partida  de  matrimo- 
nio de  doña  M.  Desideria  Martínez  con  don 
Pedro  José  Alvarez,  ya  que  el  sobresdmiento 
ha  podido  dictarse  también,  por  no  resultar 
de  los  antecedentes  prueba  de  ser  la  expresa- 
da Martínez  autora  de  la  falsificación  referi- 
da; y 

2^  Que  en  todo  caso  doña  María  Celia  Pino 
no  habría  perdido  su  derecho  para  impugnar 
en  juido  dvil  la  partida  de  matrimonio  de  la 
señora  Martínez,  por  defectos  que  hubieran 
afectado  la  eficacia  ó  valor  legal  de  ese  docu- 
mento en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 306  del  Código  Civil,  se  confirma  la  sen- 
tenda  apelada  de  21  de  octubre  de  1902,  con 
declaración  de  que  no  ha  lugar  á  la  excepdón 
de  cosa  juzgada  opuesta  á  la  demanda  por 
doña  María  Desídeña  Martínez. 

Redacdón  del  'señor  Ministro  Bemales.-  ■ 
J.Beraales  M.  —.4.  Vvrgara  Albeno.  B,  Do- 
noso T'.-C.  E.  Olivos. 

ta  misma  doña  Moría  Celia  Pino  interpuso 
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contra  esta  filtima  sentencia  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo,  anunciánclolo  previamente 
dentro  del  término  y  con  la  consignación  legal 
correspondiente,  y  al  formalizarlo  y  fundarlo 
expone:  (jue  hay  (los  consideraciones  funda- 
mentales en  la  sentencia  confirmatoria  pro- 
nunciada por  el  Iltmo.  Tribunal:  1^  que  las 
partidas  de  matrimonio  de  la  señora  Martí- 
nez y  de  nacimiento  de  sus  hijos,  aparecen  re- 
vestidas de  las  formaliflades  requeridas,  de- 
hiendo  [trcsumirsc  su  autenticidad  para  los 
efectos  legales  de!  presente  ¡uicio;  y  2'^  que  ha- 
biéndose alegado  la  pérdida  de  la  partida  de 
matrimonio  de  dona  María  Celia  Pino,  ha  de- 
bido producirse  el  conjunto  de  testimonios 
fidedignos  que  establezcan  su  estado  civil  de 
un  modo  irrefragable,  como  lo  dispone  el  ar- 
tículo 313  del  Código  Civil,  no  siendo  bastan- 
te la  prueba  testimonial  rendida  ni  los  demás 
antecedentes  jiroduridos,  pues  no  nace  de 
ellos  de  unmodograve,  preciso  y  concordante 
el  consentimiento  del  padre,  la  autorización 
del  párroco  de  San  Bernardo  para  celebrar  el 
matrimonio  en  Renca,  la  declaración  del  cura 
de  esta  parrocinia,  la  información  canónica, 
la  formación  del  expediente  del  caso,  las  pro- 
clamas ó  la  dispensa  de  ellas,  la  pérdida  de 
aquellos  antecedentes  ó  documentos,  etc., 
como  tampoco  el  haber  sido  recibida  en  el  ca- 
rácter de  esposa  de  Alvarez  por  la  madre  de 
éste. 

Que  estas  consideraciones  importan  una  in- 
fracción de  la  ley  y  esta  infracción  ha  influido 
sustanriatmente  en  lo  dispositivo  de  la  sen- 
tencia. 

Que  el  artículo  3íM>  del  Código  Civil,  dice: 
"Se  presumirán  la  autenticidad  y  fuerza  de  los 
documentos  antedichos  (partidas  de  matri- 
monio, de  nacimiento  y  de  muerte)  estando  en 
Ta  forma  debidao. 

Que  es  un  hecho  no  discutido  y  establecido 
en  autos  que  la  partida  del  supuesto  matri- 
monio de  doña  María  Desideria  Martínez  con 
don  Pedro  José  Alvarez  que  aparece  celebrado 
én  marzo  de  1865  se  halla  escrita  en  la  última 
foja  del  libro  eorrespon diente  á  los  años  tras- 
curridos desde  1863  á  1872  y  después  de  las 
partidas  de  este  último  año. 

Que  cstA  estableciilo  por  certificación  del 
Arzobispado,  y  no  hny  prnelm,  ni  siquiera 


afirmación  en  contrario,  que  no  existe  autori- 
zación de  la  Curia,  que  era  neeesari.'i  en  el 
caso,  para  escribir  esa  partida  con  siete  años 
de  posterioridad. 

Que,  sin  hacer  caudal  de  otros  antecedentes, 
como  el  de  añrmarse  que  se  velaron  los  con- 
trayentes, cuando  en  esa  fecha,  canónicamen- 
te no  podía  llevarse  á  efecto  esa  ceremonia, 
queda  de  manifiesto  que  la  partida  de  que  se 
trata,  no  está  en  la  forma  debida,  no  es  de  las 
que  contempla  el  artículo  .'ÍOG  del  Código  Ci- 
vil, y  <[ue  se  ha  violado,  en  consecuencia,  esta 
disposición  al  presumirla  auténtica,  pues  la 
Ñ>rnia  que  se  exige  no  se  refiere  solamente  á  su 
redacción  sino  también  á  que  la  partida  se 
baya  extendido  en  tiempo  y  lugar  que  corres- 
pondan y  con  la  regularidad  exigida  por  las 
reglas  del  caso,  siendo  de  notar  que  el  cura 
que  aparece  extendiéndola  no  ha  reconocido 
su  firma. 

Que  el  artículo  310  del  citado  Código  dice 
({uc:  'da  posesión  notoria  del  estado  de  matri- 
monio consiste  ¡¡rincipalmente  en  haberse  tra- 
tado los  supuestos  cónyuges  como  marido  y 
fnujer  en  sus  relaciones  domésticas  y  sociales; 
y  en  haber  sido  la  mujer  recibida  en  esc  carác- 
ter i>or  los  deudos  y  amigos  de  su  marido  y 
por  el  vecindario  de  su  domicilio  en  geneniln; 
y  c!  313  agrega:  "que  la  posesión  notoria  del 
estado  civil  se  probará  por  un  conjunto  de 
testimonios  fidedignos  que  la  establezcan  ilc 
un  modo  irrefragable;  particularmente  en  el 
caso  de  no  explicarse  y  probarse  satisfactoria- 
mente la  falta  de  la  respectiva  jiartida  ó 
la  perdida  ó  extravío  del  libro  ó  registro  en 
que  debiera  encontrarse". 
'  Que  esto  manifiesta  que  el  conjimto  de  tes- 
timonios fidedignos  que  prueban  irrefragable- 
mente el  estado  civil  de  casado  se  refiere  tanto 
ñ1  hecho  de  halierse  tratado  los  supuestos 
cónyuges  como  marido  y  mujer  en  sus  relacio- 
nes domésticas  y  sociales,  como  al  de  halier 
sido  la  mujer  recibida  en  ese  car/ícter  por  los 
deudos  y  amigos  de  su  marido  y  por  el  vecin- 
dario tle  su  domicilio  en  general,  pues  éstos 
son  los  hechos  que  principalmenteeonstituycn 
la  posesión  notoria  de  ese  estado  civil. 

Que  la  sentencia  al  establecer  que  la  prueba 
ha  debido  referirse  al  consentimiento  del  pa- 
dre para  el  matrimonio,  á  la  autorización  del 
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cura,  n  In  inforinncíón  cnn6nica,  ñ  las  procla- 
iiKis  Ó  dispensa  de  cll.'is;  v  á  otros  hechos  se- 
mejantes, ha  dado  un  sentido  que  no  corres- 
ponde tanto  al  arlíeulo  310  como  al  313  del 
ya  mencioniulo  Cóch'go  Civil  y  hace  (jue  la  po- 
sesión notoria  del  esta<lo  civil  de  casado  con- 
sista en  otros  hechos  que  los  cxi>rcsaniente 
detcrniinados  por  hi  ley. 

Kespondiendo  doña  M.  Dcsideria  Martínez 
y  compartes  dicen  que  «seno  importa  una  vio- 
lación de  la  ley  expresa  que  pudiera  autorizar 
el  recurso  de  casación.  Se  trata  de  una  simple 
apreciación  de  la  prueba  hecha  jior  el  juez  a 
(¡noy  confirmatla  por  el  Tribunal  de  Apela- 
ciones, motivo  ]>or  el  cual  no  ha  podido  citar- 
se ley  alguna  violada,  sin  cuyo  requisito  no 
cabe  el  recurso. 

Agregan  que  la  partida  de  matrimonio  que 
se  ha  exhibido  está  en  la  forma  debida  desde 
que  el  artículo  306  del  Código  Civil,  se  refiere 
á  documentos  como  éste,  y  no  al  registro  6 
matriz  y  toda  vez  que  no  ge  ha  redargüido 
de  falso  el  certificado  ó  partida  de  matrimo- 
nio presentado,  sino  que  se  sostiene  que  lo  fal- 
sificado es  el  asiento  mismo  del  regiirtro  parro- 
quial, circunstancia  que  la  prueba  rendida  por 
la  parte  recurrente  no  logró  justificar  según 
la  apreciación  que  de  ella  hizo  el  juez  de  \yri- 
racra  instancia,  y  la  Corte  de  Apelaciones  res- 
pectiva al  confirmar  la  sentencia  apelada; 

El  sefior  Ministro  ponente  informó: 
"La  cuestión  ventilada  en  este  juicio,  como 
lo  habrá  notado  ya  el  Excmo.  Tribunal  y  co- 
mo se  establece  en  el  considerando  4^  de  la 
sentencia  de  primera  instancia,  confirmada 
por  la  Corte  de  Apelaciones  con  una  modifica- 
ción acerca  de  la  cual  no  se  hace  mérito  en  el 
recurso,  es  una  cuestión  de  hecho,  la  de  que  la 
demandante,  justificase  de  un  modo  inconcuso 
su  matrimonio  válido  con  don  Pedro  José  Al- 
va  rez. 

Otros  de  los  hechos  discutl<los  también  en 
este  expediente,  son  los  relativos  á  la  verifica- 
ción del  nmtrimonio  de  la  demandada  con  el 
mismo  don  Pedro  José  Alvarez  y  á  ia  redargu- 
ción de  falsedad  de  la  partida  respectiva  de  ese 
matrimonio  presentada  por  doña  Man'n  Desi- 
deria  Martínez,  partida  con  la  cual  obtuvo,  pa- 
ra ella  y  sus  hijos,  la  posesión  efectiva  de  la 


herencia  de  aquél,  inscribiéndose  en  el  registro 
del  Conservador  correspondiente  laresolución 
(«idicial  que  la  concedió. 

Sobre  estos  hechos  controvertidos  se  rindió 
minuciosa  prueba  por  una  y  otra  parte,  y  tan- 
to la  sentencia  de  primera  como  de  segunda 
instancia  que  la  confirmó,  apreciandoesa  prue- 
ba con  la  facultad  que  privativamente  corres- 
ponde á  los  Tribunales  que  las  pronunciaron, 
establecieron  que  la  demandante  no  había 
acreditado  el  matrimonio  que  afirma  haí>er 
contraído  con  don  Pedro  José  Alvarez,  ni  la 
redargución  de  falsedad  que  había  formulado 
respecto  de  la  partida  presentada  por  la  de- 
mandada para  justificar  á  su  vez  el  matrimo- 
nio que  dice  haber  celebrado  con  aquél. 

Estos  hechos  que  se  han  establecido  en  los 
considerandos  5',  7'  y  8'  de  la  sentencia  de 
primera  instancia,  y  que  han  sido  aceptados, 
también  por  la  de  segunda,  al  confirmar  aque- 
lla, sirvieron  de  base  para  la  aplicación  del  de- 
recho en  la  parte  resolutiva  de  esas  mismas 
sentencias. 

Conforme  á  lo  terminantemente  prescripto  en 
el  artículo  958  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  estos  hechos  son  inamovibles  y  deben 
mantenerse  tales  como  se  han  dado  por  esta- 
blecidos en  el  fallo  recurrido,  al  hacer  la  apli- 
cación de  la  ley  correspondiente  á  la  cuestión 
en  debate. 

No  aparece  tampoco,  por  otra  parte,  que, 
tanto  el  Tribunal  de  primera  como  el  de  se- 
gunda instancia  que  aceptó  la  sentencia  dic- 
tada |)or  aquel,  hayan  infringido  ley  alguna 
al  hacer  la  apreciación  de  la  prueba  existente 
en  autos  y  al  establecer  conforme  áellalos  he- 
chos que  se  han  mencionado  ya,  y  que  fueron 
ct  antecedente  necesario  de  la  parte  resolutÍTa 
de  esas  mismas  sentencias. 

Si  la  demandante  doña  María  Celia  Pino 
no  logró  acreditar  en  estos  autos  su  matri- 
monio con  don  Pedro  José  Alvárez,  y  si  esta 
falta  lie  justificación  que  e.stableció  la  senten- 
cia recurrida,  al  confirmar  la  de  primera  ins- 
tancia, es  inamovible  y  debe  servir  de  base 
para  la  aplicación  de  la  ley  respectiva  á  la  de- 
claracióñ  del  derecho  disputado,  no  aparece 
tampoco  que  en  el  pronunciamiento  de  la  sen- 
tencia recurrida  se  haya  violado  ley  alguna 
({ue  pudiera  dar  mérito  para  la  aceptación 
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del  recurso  de  casación  en  el  fondo  que  se  ha 
interpuesto. 

Verdad  es  que  se  ha  dicho  que  el  artículo 
310  del  Código  Civil  sólo  exige  para  acredi- 
tar la  posesión  notoria  del  estado  civil  de 
matrimonio  que  los  supuestos  cónyuges  se 
hayan  tratado  como  marido  y  mujer  en  sus 
relaciones  domésticas  y  sociales  y  que  la  mu- 
jer haya  sido  recibida  en  Cix  carácter  por 
los  deudos  y  amigos  de  su  marido  y  por  el 
vecindario  de  su  domicilio  en  general;  que  el 
conjunto  de  testimonios  fidedignos  que  esta- 
blezcan esa  posesión  notoria  de  un  modo  irre- 
fragable, ordenado  por  el  artículo  313  del 
mismo  Código,  se  refiere  sólo  á.  aquellos  he- 
chos que  son  los  que  principalmente  consti- 
tuyen la  posesión  notoria  del  estado  civil  de 
casado;  y  que,  mientras  tanto,  según  la  sen- 
tencia recurrida,  la  prueba  ha  debido  referir- 
se al  consentimiento  del  padre,  á  la  autori* 
zición  del  cura  y  demás  circunstancias  enu- 
meradas en  el  considerando  S*'  de  la  sentencia 
de  primera  instancia,  aceptado  por  la  senten- 
cia recurrida,  con  lo  cual  se  ha  dado  un  sen- 
tido que  no  corresponde  tanto  al  artículo 
310  cuanto  al  313  citado  ya,  y  se  ha  hecho 
consistir  la  posesión  notona  del  estado  civil 
de  casado,  en  otros  hechos  que  los  determi- 
nadamente prescriptos  por  ese  artículo,  con 
lo  cual  se  le  ha  infringido. 

Pero  cree  el  informante  que  si  bien  es  cierto 
que  la  posesión  notoria  de  un  estado  civil  de 
matrimonio  consiste  príncipalmeate  en  los 
hechos  ya  enumerados,  esto  mismo  está  indi- 
cando que  no  quedan  excluidos  otros  hechos 
que  pudieran  contribuir  al  mismo  fin  aunque 
no  con  el  carácter  de  principales,  debiendo 
también  tenerse  presente  que  para  establecer 
y  apreciar  la  fe  que  merece  eseconjanto  de  tes- 
timonios á  que  hace  referencia  el  ya  aludido 
artículo  313  del  Código  Civil,  ha  podido  el 
Tribunal  que  pronunció  lasentenáa  recurrida 
tomar  en  cuenta  las  circunstancias  indicadas 
en  el  considerando  5^  de  la  de  primera  ins- 
tancia, desde  que  precisamente  tendían  ellos 
á  formar  su  juicio  al  respecto. 

En  cuanto  á  la  infracción  del  artículo  306 
del  Código  Civil  que  se  hace  consistir  en 
que  en  el  considerando  7^  de  la  sentencia  de 
\  rímera  instanciat  aceptado  por  la  de  la  Cor- 


te de  Apelaciones,  se  establece  que  la  parti- 
da de  matrimonio  de  doña  María  Desidería 
Martínez  con  don  Pedro  José  Alvarez,  apare- 
ce revestida  de  las  formalidades  legales  re- 
queridas, debiendo,  en  consecnenda,  presu- 
mirse su  autenticidad,  siendo  que  dicha  par- 
tida,atendidos  los  antecedentes  que  constan 
de  autos,  no  es,  según  la  parle  que  interpo- 
ne el  recurso,  de  las  que  contempla  el  men- 
cionado artículo,  además  de  que  leson  aplica- 
bles las  consideraciones  generales  acerca  de  la 
apreciación  de  la  prueba  de  que  ya  se  ha  he- 
cho mérito  en  el  curso  de  este  informe,  no  in- 
fluiría ella  tampoco  sustancialmenteen  lo  dis- 
positivo de  la  sentencia,  condición  necesaria, 
según  lo  dispuesto  en  el  artículo  940  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  para  que  proce- 
da el  recurso  de  casación  en  el  fondo. 

En  efecto,  la  consideración  primordial  para 
el  rechazo  de  la  demanda  es  la  consignada  en 
el  considerando  5^  de  la  sentencia  de  primera 
instancia  relativa  á  que  la  demandante  no 
ha  justificado  el  matrimonio  que  dice  haber 
contraído  con  don  Pedro  José  Alvarez,  consi- 
deración que  tenía  tanto  mayor  fuerza  cuan- 
to que  á  la  demandada  se  había  concedido  la 
posesión  efectiva  de  la  herencia  de  que  se  tra 
ta,  posesión  que  apiuece  en  el  correspondien 
te  registro. 

Como  es  simple  el  asunto  sometido  hoy  ála 
consideración  de  V.  E.,cualquiera]quesea1a  im- 
portancia de  la  cuestión  que  se  ha  debatido  en 
estos  autos,  ha  parecido  innecesario  al  sus* 
cripto  continuar  desarrollando  las  considera- 
ciones apuntadas,  y  por  eso  termina  manifes- 
tando al  Excmo.  Tribunal  que,  no  aparecien- 
do que  se  haya  infringido  ley  alguna  en  el 
pronunciamiento  de  la  sentencia  recurrida,  es- 
tima que  debe  ser  rechazado  el  recurso  de  ca- 
sación interpuesto. 

Santiago,  diciembre  23  de  1903.— Ga^rw/ 
Gaete. 

La  Corte: 

Considerando: 
1'  Que  según  aparece  de  la  relación  prece- 
dente, la  controversia  del  presente  juicio  com- 
prende dos  cnestiones  distintas,  pues  se  lia 
solicitado,  por  nnn  pnrtc,  la  declaración  de 
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que  doña  María  Desidería  Martínez  no  tiene 
derecho  á  la  herencia  de  don  Pedro  José  Alva- 
res, por  ser  falsa  la  partida  de  matrimonio  que 
presentó  para  obtener  la  posesión  efectiva  de 
sus  bienes;  y  por  otra,  la  de  que  doña  María 
Celia  Pino  y  sus  hijos  son  respectivamente 
mujer  é  hijos  legítimos  del  expresado  Alvarez, 
y  como  tales  sus  únicos  herederos; 

2*^  Que  si  bien  se  niega  á  doña  María  Celia 
Pino  la  calidad  que  se  atribuye  de  mujer  legí- 
tima de  don  Pedro  José  Alvarez  y  en  tal  coi  - 
cepto  podría  parecer  necesario  resolver  esta 
cuestión  previamente  ft  fin  de  establecer  su  in- 
terés en  la  causa,  en  el  caso  actual,  los  dos 
puntos  de  discusión  que  propone  la  deman- 
da están  tan  íntimamente  ligados  que  se  com- 
penetran recí[>rocamente  y  no  es  posible  coíi- 
siderarlos  con  separación;  de  tal  modo  que  al 
apreciar  los  hechos  relativos  á  uno  de  ellos, 
no  ha  podido  prescindir  el  Tribunal  de  la  cau- 
sa de  estimar  también  el  mérito  comparativo 
de  los  antecedentes  que  se  reñeren  al  otro; 

39  Que,  en  consecuencia,  y  avalorando  la 
prueba  de  la  demandante  en  contraposición  á 
los  antecedentes  que  la  contradicen,  se  ba 
afirmado  categóricamente  en  el  considerando 
5^  de  la  resolución  de  primera  instancia,  acep- 
tado por  la  sentencia  recurrida,  que  "no  es 
bastante  la  prueba  testimonial  rendida  ni  los 
demás  antecedentes  producidos" para  darpor 
existente  "el  conjunto  de  testimonios  fidedig- 
nos que  establezcan  su  estado  civíl  de  iin  mo- 
do irrefragable".  En  presencia  de  esta  afir- 
mación positiva,  las  circunstancias  ó  hechos, 
cuya  falta  de  comprobación  anota  el  mismo 
considerando,  figuran  sólo  como  elementes 
informativos  del  juicio  que  mereció  al  Tríbt;- 
nal  aquella  prueba  y  que  lo  indujo  á  declarar- 
la insuficiente; 

4'  Que  no  estando  puesto  en  duda  que 
don  Eduardo  Millas  fuera  párroco  de  Curicó 
á  la  fecha  en  que  autorizó,  "el  documento  de 
fs.  119",  ni  que  en  este  carácter  tuviese  facul- 
tad de  dar  copias  autorizadas  de  los  asientos 
del  registro  parroquial  que  tenía  á  su  cargo, 
la  cuestión  de  determinar  si  la  partida  de  ma- 
trimonio de  fs.  119,  presentada  por  doña  Ma- 
ría Desideria  Martínez  está  ó  no  en  forma 
debida,  resalta  ser  sólo  una  cuestión  de  hecho 
que  corresponde  apreciar  e^tclnsivamente  i^l 


Tribunal  de  la  causa.  Y  declarado  como  lo 
ha  pido  por  este  Tribunal  que  la  partida  se 
halla  en  debida  forma,  la  sentencia  reclamada 
ha  interpretado  correctamente  el  nrtíciilo306 
del  Código  Civil  al  presumir,  deduciéndolas 
de  ese  antecedente,  la  autenticida-d  y  pureza 
d.-  ese  documento;  y 

5'  Qne  aún  cuando  se  ha  hecho  j¿;iialniente 
la  impugnación  de  serfalsificadocl  asiento  ori- 
ginal de  donde  fué  tomada  la  copia  de  fs.  119, 
el  Trihunal  sentenciador,  estimando  también 
en  ejercicio  de  sus  facultades  propias  la  prue- 
ba acumulada  para  establecer  los  hechos  6 
circunstancias  alegados  como  constitutivos  de 
la  falsedad,  ha  declarado  que  esa  prueba  no  es 
bastante  para  acreditar  la  impugnación,  sin 
que  aparezca  tampoco,  por  otra  parte,  <[ue  en 
esta  apreciación  se  haya  infringido  alguna 
ley. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  Í)5S, 
977,  960,  979  y  249  del  Código  de  Troccdi- 
miento  Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas, 
el  recurso  de  casación  en  el  fondo  formalizado 
contra  la  sentencia  de  1^  de  octubre  del  año 
próximo  pasado.  Queda  aplicada  al  Fisco  la 
cantidad  consignada. 

El  señor  Ministro  Fóster  Recabarren  tuvo 
ndemás  presente  para  acordar  este  fallo  que 
en  cuanto  á  los  vicios  ó  defectos  de  forma  que 
también  atribuye  el  recurrente  á  la  partida 
original  de  los  libros  parroquiales  de  Curicó, 
de  donde  se  tomó  la  copia  de  fs.  119y  que  con- 
sistirían principalmente  en  haberse  extendido 
en  un  lugar  distinto  de  aquel  que  en  los  cita- 
dos libros  le  habría  correspondido  según  su 
orden  cronológico  y  en  aparecer  que  los  con- 
traj'entes  se  velaron  en  época  en  (|ue  esta 
ceremonia  se  hallaba  suspendida,  si  bien  son 
irregularidades  censurables,  no  ha  citado  el 
recurrente  ley  alguna  que  las  sancione  con  la 
pena  de  nulidad. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Soavedra. 
—José  Alfonso —J.  Gabriel  Palma  Guzmán. 
—Galv&rino  Gallardo.— V.  Aguirrc  Víirf^as.— 
Carlos  Varas.— Abel  Saavedra.—E.  Fóster  Re- 
cabarren. 
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Cas.  Cir.  en  la  forma — 12  tic  jitUo  de  1904 
Erices  con  Barriga 

Arrendamiento.  —  Querella  de  resta- 
'bleolmiento; despojo  violento.— Ul- 
tra petlta. 

Doctrina:— /«ícr/>wes¿íi  en  forma  suh- 
síduirm  por  el  íirrcndiitiirio  ¡n  quercUn 
de  restablecimiento  por  despojo  violento, 
la  sentencia  que,  revocando  el  fallo  de 
primera  instancia,  manda  reponer  las  co- 
sas en  el  estado  que  tenían  al  iniciarse  los 
actos  de  perturbación,  resuelve  en  reali- 
dad la  cuestión  sometida  á  decisión,  sin 
que  pueda  sostenerse  que  el  fnUo  ha  sido 
dado  "ultra  petita". 


Duña  Carmen  Erices,  arrendataria  de  la  hi- 
juela ringtiídchue,  pidtñ  se  notificara  á  don 
Alejandro  Barriga  para  ([iie  el  y  sus  enipIeR- 
dos  se  abstuvieran  de  perturbarla  en  el  arrien- 
do. Habiéndose  resuelto  por  el  juzgado  que 
dicha  snlicitinl  no  era  materia  de  juicio  suma- 
rio, la  señora  Erices  entabló  subsidiariamente 
acción  de  despojo  violento  en  conformidad  á 
los  artículos  718,  719  y  720  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 

Tramitada  la  causa,  el  juez  de  primera  ins- 
tancia, estimando  que  no  se  h.abían  compre 
bado  los  hechos  (pie  servían  de  fundamento  á 
la  (picrella,  no  le  dió  lugar. 

Apelado  dicho  fallo  la  Corte  de  Concepción 
resolvió: 

Concepción,  7  de  mayo  de  190|.._Re[irodu- 

fiendo  la  parte  expositiva  de  la  sentencia  de 
l)rinicra  instancia  y  considerando:  (|ue  doña 
Carmen  Erices  ha  comprolKulo  los  hechos  en 
que  funda  su  cpierclla  de  restableeiniiento, 
tanto  con  las  decl.'iraciones  hechas  por  el  que- 
rellado, como  con  In  confesión  prestada  por 
el  mismo  tpicrellado  absolviendo  las  posicio- 
nes que  le  pusieron  y  de  conformidad  con  lo 


proscripto  en  los  artículi>s  92JS  del  Código 
Civil  y  71U  y  720  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  se  revoca  la  mencionada  sentencia  de 
11  de.  noviembre  del  año  próximo  pasado,  y 
se  declara  que  delwn  reponerse  las  cosas  en  el 
estado  q-.ie  tenían  cl  -t  de  octubre  del  año 
pasado,  con  costas  en  que  se  condena  á  don 
Alejandro  Barriga. 

Se  reservan  &  las  partes  sus  derechos  para 
<|nc  los  hagan  valer  en  la  forma  que  vieren 
convenirles. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Figiieroa 
I^ijí'is.  — /i.  /iX'/iHíi.  — /iiííH  A'.  Pargíi.  —  Hzc- 
(¡niel  Fif>ucrtm. 

Don  Alejandro  Barriga  interpuso  recurso 
de  casación  en  la  forma,  en  contra  de  esta 
sentencia,  y  formalizándolo  alegó  las  siguien- 
tes causales:—!"  haber  sido  dada  aquella  sen- 
tencia ultra  pctita,  esto  es,  otorgando  niAs  de 
lo  pedido  por  !a  parte  querellanteó  extcndién' 
dola  á  puntos  no  sometidos  á  la  decisión  del 
Tribunal;  y  2"  haber  sido  pronunciada  con 
infracción  del  requisito  exigido  por  el  número 
r>"  del  artíeuh)  liKÍ  del  Código  de  I'roeedi- 
miento  Civil,  por  no  contener  Indecisión  de 
totlas  las  acciones  y  excepeioncs  ipic  se  hubie- 
ren hecho  valer  en  el  juicio.  Respecto  de  la  pri- 
mera caiisíd,  dice  el  recurrente  tpie  la  quere- 
llante en  su  solicitud  expone  (pie  comoarren- 
dataria  ocupaba  la  hijuela  de  Plnguidahuc, 
según  consta  de  la  escritura  de  arriendo  que 
acompaña,  v  (juc  habiendo  eonienzado  &  prac- 
ticar trabajos  agrícolas,  llegó  á  la  propiedad 
arrendada  el  +  de  nciubre  don  Alejandro  Ba- 
rriga acompañado  de  otras  personas,  y  prin- 
cipiaron n  arrear  hacia  un  corral  animales, 
tanto  de  los  arrendados  como  de  los  (¡ue  esta- 
ban á  talaje,  y  que,  aún  cuando  puede  hacer 
uso  del  derecho  que  le  conceded  artículo  lU.'tÜ 
del  Código  Civil,  prefiere  iniciar  procedimien- 
to sumario,  á  fin  de  cpie  se  respeten  los  dere- 
chos ipte  como  arrendataria  ha  adquirido,  y 
|)orcst;ir  amenazada  de  ser  arrojada  del  fnn  ■ 
do  á  viva  fuerza;  por  lo  cual  p¡<le  se  ordene 
"(pte  don  Alejanclro  Harriga  ó  sus  empleados 
se  abstengan  de  perturbarla  en  el  arriendo  de 
a([uella  propiedad,  con  costas,  daños  y  ]kt- 
juicios,  y  debiendo  incurrir  en  unn  multa  de 
quinientos  pesos  porcada  acto  de  perturba- 
ción que  ejecute." 
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Como  puede  notarse,  continúa  el  recurren- 
te, nu  se  señala  un  sólo  hecho  ni  se  hace  peti- 
ción alguna  que  importe  el  ejercicio  de  la  ac 
ción  de  restablecimiento  que  determina  el  ar- 
tículo 928  del  Código  Civil,  3' la  que  se  entabla 
es  la  que  concede  al  poseedor  el  artículo  921 
del  mismo  Código.  Y  en  el  escrito  de  fs.  15  se 
ex])resa  que  los  hechos  que  se  determinan  au- 
torizan para  tener  por  deducida  la  querella 
de  despojo  violento,  sin  que  se  haga  petición 
concreta  al  respecto,  señalando  dos  actos  de 
despojo  verificados  uno  el  15  de  octubre  y 
el  otro  el  16  del  mismo  mes  v  pidiendo  se  de 
lugar  í'i  la  querella  de  restablecimiento  que  en- 
tabla subsidiariamente,  y  al  apercibimiento 
de  quinientos  pesos  de  multa  por  cada  acto 
de  perturbación. 

Kl  señor  juez  a  qao,  considerando  que  no 
se  han  comprobado  los  hechos  en  que  se  funda 
la  querella,  no  le  dió  lugar,  y  la  Iltnm.  Corte 
de  Concepción  revocó  la  antedicha  resolución, 
declarnnilo  (nic  deben  reponerse  las  cosas  en 
el  estado  que  tenían  el  4-  de  octubre  del  año 
pasado,  con  costas,  en  que  se  condena  á  don 
Alejandro  líarriga.—  De  lo  relacionado  se  de- 
duce, según  el  recurrente,  que  al  hacer  esa  de- 
claración se  ha  incurrido  en  la  causal  de  casa- 
ción contemplada  en  el  número  4-^  del  artículo 
D+l  del  Código  de  I'tocedimiento  Civil,  por- 
([ue  ella  importa  dar  lugar  á  la  querella  de 
restablecimiento  del  artículo  928  del  Código 
Civil,  petición  que  no  ha  sido  formalizada 
debidamente;  pues  la  acción  deducida  es  la  se- 
ñalada en  el  artículo  921  del  mismo  Código. 

Ademíls  en  los  escritos  de  fs.  1  y  16  vta.no  se 
pide  que  se  restablezcan  las  cosas  al  estado 
(|ue  tenían  el  4-  tic  octubre,  y  en  la  hipótesis  de 
que  la  solicitud  contenida  en  este  último  es- 
crito pudiera  considerarse  como  querella  de 
tiespojo  violento,  se  detallan  esos  actos  de 
despojo  sobre  bienes  muebles  únicamente  y 
como  acaecidos  los  días  15  y  Ifi  de  octubre; 
por  lo  cual  el  Tribunal  de  Apelación  pudo 
cuando  más  establecer  que  se  reponían  las  co- 
sas al  estado  que  tenían  en  esa  techa. 

En  cnanto  á  la  segunda  causal  alegada,  de 
([uecljueza  quo  en  la  parte  resolutiva  de  la 
sentencia  de  primera  instancia  declaró  que  no 
dabn  lugar  á  la  querella,  con  costas,  y  la  tic 
segunda  instancia,  al  revocar  esa  sentencia, 


no  resolvió  expresamente  que  daba  lugar  á 
dicha  querella,  dejando  sin  fallar  las  pclicio* 
nes  formuladas  en  el  interdicto. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  doña  CArmen  Brices  pidió  que  se 
notificara  á  don  Alejandro  Barriga  pnra  que 
él  y  sus  empicados  se  abstuvieran  de  pertur- 
barla en  el  arriendo  de  la  propiedad  de  que 
trata  este  juicio:  y  que  resolviéndose  acerca 
de  esta  solicitud  se  declaró  que  no  era  mate- 
ria de  juicio  sumario,  y  que  debían  hacerse  las 
peticiones  para  que  se  continuara  como  ordi- 
nario ó  deducirse  la  acción  que  se  estimare 
procedente; 

2^  Que  habiéndose  pedido  revocatoria  de 
esa  resolución,  la  cual  fué  denegada,  se  enta- 
bló subsidiariamente  la  acción  de  despojo  vio- 
lento, en  conformidad  íl  lo  prescripto  en  los 
artículos  718,  719  y  720  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  y  esta  acción  fué  tramitada 
y  fallada  por  la  sentencia  de  primera  instan- 
cia que  declaró  sin  lugar  la  querella  por  no 
haberse  comprobado  los  hechos  que  le  servían 
de  fundamento; 

3''  <Jue  la  Corte  de  Apelaciones,  a[)reciandü 
de  diversa  manera  la  prueba  rendida  y  los  an- 
tecedentes de  la  causa,  revocó  la  sentencia  de 
primera  instancia  y  declaró  que  debían  repo- 
nerse las  cosas  al  estado  que  tenían  el  4  de  oc- 
tubre de  1903,  en  conformidad  á  lo  prescripto 
en  los  iirtículos  928  del  Código  Civil,  y  719  y 
720  del  de  Procedimento  Civil,  resolviendo  de 
este  modo  la  querella  de  restablecimiento  in- 
terpuesta por  doña  Carmen  Erices  subsidia- 
riamente, y  a  la  cual  había  negado  lugar  la 
sentencia  de  primera  instancia; 

4*^  Que  de  los  antccetlentcs  expuestos  resul- 
ta que  la  Corte  de  Concepción,  en  la  sentencia 
de  que  se  recurre,  ha  resuelto  la  contienda  so- 
metidii  ;v  su  decisión  sin  que  pueda  sostenerse 
que  el  fallo  ha  sido  dado  ultra  petita  por  ha- 
berse señalado  como  fecha  del  restablecimien- 
to el  4  de  octubre,  día  en  que,  según  la  quere- 
llante, comenzaron  los  actos  de  perturbación; 

5*^  Que  la  sentencia  reclamada,  limitándose 
í'l  revocar  la  de  primera  instancia  v  declaran- 
do la  reposición  de  las  cosas  en  el  estado  que 
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tenfan  el  4  de  octubrr,  con.  costas,  nn  resolver 

expresamente  sobre  el  apercibimiento  pedido 
por  la  querellante,  no  ha  causado  al  recurren- 
te agravio  que  lo  autorice  para  entablar  por 
este  motivo  recurro  de  casación  en  la  tomín; 

Visto  lo  dtsj  u.'Sto  en  los  artículos  941, 9447 
960  del  Código  de  Procediminito  Civil,  se  de- 
clara sin  lugar  el  recurso  formalizado  por  don 
Alejandro  Barriga,  con  costas.— Apliqúese  á 
beneficio  Bacal  la  cantidad  de  treinta  y  tres 
pesos  treinta  y  cuatro  centavos  de  los  consig- 
nados Pase  al  Tribunal  pleno  para  la  trami- 
tación del  recurso  de  fondo  que  también  se  ha 
deducido. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Varas.— 
Gabriel  Gaete.—J.  Gabriel  Palma  GaamÁn.— 
Carlos  Varas.— A.  Versara  Albano. 


miento  eorrespoade  á  los  tribunales  de 
justicia. 


Apelación.— 14  de  julio  de  1904 
Ross  Santa  María 

Insorlpolón  en  los  regrlatroa  militares. 
— Servloio  obligatorio.— Pena.—  Im- 
prooedenoia  del  reourso  de  casación. 
— Uulta;  aplloaoión  de  ella. 

Doctrina: — La  falta  de  inscripción  en 
los  registros  militares  es  penada  con 
arrezo  á  ¡os  artículos  36,  37  y  39  de  la 
ley  de  reclutas  y  reemplazos  con  multa  é 
inhabilitación  para  cargos  y  oñcios  pú- 
blicos  mientras  los  infractores  no  hagan 
el  servicio  de  un  año  en  el  ejército. 

El  recurso  de  casación  no  procede  con- 
tra la  sentencia  que  así  lo  dispone,  pues 
dicho  recurso  ha  sido  establecido  y  regla- 
mentado por  el  Código  de  Procedimiento 
Civil  y  este  código  sólo  tiene  por  objeto 
regir  el protxdimiento  de  las  contiendas 
civiles  entre  partes  y  de  los  actos  de  jU' 
rísdicción  no  contenciosos  cuyo  conocí- 


Valparaíso,  septiembre  7  de  1903.— Vistos: 
el  ciudadano  don  Manuel  Marambio  G.  ha  de< 
nundado  al  Juzgado  que  don  Carlos  y  don 
Camilo  Ross  Santa  María  no  se  hallan  ins- 
criptos en  los  registros  militares. 

Citados  á  prestar  declaración  los  denuncia- 
dos, dice  don  Camilo  Ross  que  es  exacto  el  de- 
nuncio y  que  si  no  procedió  á  inscribirse  se 
debe  á  haber  estado  enfermo  durante  la  época 
que  determina  la  ley.  Adcmiis,  agregó,  que  ha- 
bía encomendado  á  dos  amigos  que  le  inscri- 
bieran, y  éstos,  por  olvido  ó  por  sus  numero- 
sas ocupaciones  no  lo  habían  hecho. 

Don  Carlos  Ross  no  ha  ndo  habido  para 
notificarle  la  comparecencia  al  Juzgado  y  ba 
sido  citado  en  la  forma  ordenada  por  la  ley. 

6n  esta  virtud  y  jusgando  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  los  artículos  36, 37  y  39  de  la  ley 
de  Reclutas  y  Reemplazos,  se  condena  A  los  re- 
feridos don  Camilo  Ross  y  don  Carlos  Ross  á 
cincuenta  pesos  demulta  á  cada  uno  debiendo 
además  quedar  inhabilitados  para  cargos  y 
ofíáos  públicos  mientras  no  hagan  su  servicio 
y  obligados  á  prestar  éste  en  el  Ejérdto  du- 
rante un  año. 

Trascríbase  esta  sentencia  al  Comandante 
General  de  Armas. 

Dése  orden  de  citación  bajo  arresto  para  los 
demandados. 

Individualizan  á  don  Camilo  Ross  Santa 
Mnria  las  siguientes  drcunstancias:  es  de  vein- 
tidós años,  natural  de  este  puerto,  soltero, 
rentista  y  lee  y  escribe. — Silva  Domiaguea. — 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte: 

Valparaíso,  marzo  7  de  1904.— Vistos:  se 
confirma  en  la  parte  apelada  por  don  Camilo 
Ross  la  sentencia  de  7  de  septiembre  último. 

Publíquese  y  devuélvanse.— Pedro  N.  Pine- 
da.—Braulio  Moreno.— Luis  Ignacio  Sitra,— 
B.  Alamos  Gonták*.-~A.  Bexanilla  Silva* 

Halnéndoae  interpuesto  contra  esta  senten- 
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da  el  recurso  de  casación,  la  Corte,  con  fecha 
17  de  marso  ele  1 904; 
Teniendo  presente: 

1'  Que  el  recurso  de  casación  ha  sido  esta- 
blecido y  reglamentado  por  el  Código  de  Pro- 
cedimiento CtTÍl; 

2'  Que  este  Código  sólo  tiene  por  objeto 
regir  el  procedimiento  de  las  contiendas  civi- 
les entre  partes  y  de  los  actos  de  jurisdicción 
no  contenciosa,  cuyo  conocimiento  correspon- 
da A  los  Tribunales  de  justicia; 

3^  Que  la  presente  causa  es  de  naturaleza 
completamente  diversa,  ya  que  en  ella  se  tra- 
ta de  la  aplicación  de  una  pena  por  ihfracción 
de  la  ley  de  Reclutas  y  Reemplazos; 

4^  Que  en  tal  virtud  no  procede  el  recurso 
de  casación  en  este  juicio; 

Se  declara  que  no  ha  lugar  á  los  interpues- 
tos por  don  Carlos  Ross  Santa  María  (1)  y 
devuélvasele  la  suma  consignada  en  arcas  fis- 
cales— Publíquese.— Pcrfro  JV.  Pineda.— Brau- 
lio Moreno — Luis  Ignacio  Silva.— B.  Alamos 
Gongákx.~A.  Betaniíta  Silva. 

La  Corte: 

Vistos:  se  confirman  los  autos  apelados  de 
17  de  marzo  iSltimo.  Y,  teniendo  presente,  que 
la  aplicación  de  la  cantidad  que  se  consigna 
para  interponer  el  recurso  de  casación,  queda 
subordinada  A  lo  que  se  resuelva  sobre  el  iv 
curso  mismo,  conforme  A  lo  prescripto  en  el 
artículo  979  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil: se  aplican  á  beneficio  fiscal  las  cantidades 
consignadas. 

Acordada  después  de  desechada  la  indica- 
«ón  de  los  señores  Ministros  Palma  G.,  Varas 
y  Póster  R.,  para  que  se  declarase  qtie  la  Cor- 
te Suprema  no  tenía  jurisdicción  en  lo  relati- 
vo á  la  multa,  panto  acerca  del  cual  no  se  ha 
deducido  aiKlación. 

Declarada  la  competencia  del  Tribunal,  los 
señores  Ministros  Palma  G.  y  Varas,  opina- 
ron que  no  del^a  condenarse  al  pago  de  la 
multa,  por  tratarse  en  el  presente  caso  de 
rever  un  recurso  de  apelación  sobre  admisibi- 

(1)  La  mianin  re.-ohición  dictó  «n  li  Techti  indi- 
cada en  el  recurso  qae  taaibiéu  interpuso  don  Ca- 
milo Boas  Santo  Harh. 

JURIS. 


lidad  de  la  casación  y  no  de  pronunciarse  so- 
bre la  casación  misma. 
Redactada  por  el  señor  Presidente  Gaete. 

—Gabriel  Gaete.— José  Alfonso,  —  Leopolrio 
Ürratia.—J.  Gabriel  Palma  Guzmán,— Carlos 
Varas.—Abel  Saavedra.—B.  Fóster  Recabar 
rrcn.—A.  Vergara  Albaao. 


Improcedencia.— 6  de  julio  de  1904 

Bravo  Ceballos  con  sindico  de  Gatica  Hnos, 

Anuncio  del  recurso.— Plazo  fktal.— 
Hulta 

Doctrina: — La  circunstancia  de  pedirse 
reposición  de  la  sentencia  de  que  se  recia- 
tna,  no  suspende  el  término  señalado  pot 
la  ky  para  anunciar  el  recurso  decasación. 


En  el  concurso  de  Gatica  Hnos.,  que  se  en- 
contraba paralizado  desde  años  atrás,  el  Juz- 
gado  nombró  síndico,  y  habiendo  solicitado 
éste  la  facción  de  inventarío,  el  Juzgado  pro- 
veyó: 

lUapcI,  enero  3  de  1903.— Vistos:  con  el  mé- 
rito de  los  autos,  hágase  como  lo  pide  el  sín- 
dico del  concurso  de  Gatica  Hnos.  Y  para  los 
efectos  de  lo  principal  de  dicha  solicitud,  se 
nombra  notario  ad  hoc  A  don  Aurelio  del  Río. 
—Rojas. 

Y  con  motivo  de  reclamaciones  de  don  Teo- 
doro Bravo  Ceballos,  expidió  la  resolución 

siguiente: 

lUapel,  enero  5  de  1903.— Se  nombra  ad  hoc 
notario  al  secretario  del  Juzgado  para  los  efec- 
tos del  decreto  de  fecha  3  del  presente. 

Concédese  el  recurso  de  apelación  sólo  en  el 
efecto  devolutivo,  por  tratarse  de  un  concarso 
que  se  inició  hace  mAs  de  treinta  años.  Elé- 
vense las  compulsas  con  citación  y  emplaza 
miento.— i?o/a5. 
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Illapel,  enero  5  de  1903  Vistos:  con  el  mé- 
rito de  Jo  expuesto  á  fs.  511,  lo  principal  del 
escrito  proveído  con  fecha  19  de  abril  de  1902 
y  lo  alegado  por  don  Teodoro  Rravo  Ceba- 
IIos  á  fs.  520,  se  declara:  no  há  lugar  á  lo  pedi- 
do por  Bravo  Ceballos,  quedando  subsistente 
el  nombramiento  de  síndico  en  don  Amador  2*^ 
Gatíca  y  dándose  lugar  á  lo  pedido  por  el  sín- 
dico.—/?o/as. 

Apeladas  estas  resoluciones, 

La  Corte  falló: 

Santiago,  noviembre  17  de  1903  Vistos:  se 

con6rman  las  resoluciones  apeladas,  de  3  y  de 
19  de  enero  último,  con  declaración  de  que  el 
nombramiento  de  síndico  debe  entenderse  en 

calidad  de  provisorio  Devuélvanse.  —José 

Alejo  FeraándcM.—J.  Ignacio  Larrain  Z.~J.  A. 
Rojas. 

De  esta  sentencia  pidió  reconsideración  Bra- 
vo Ceballos,  y  denegada,  anunció  y  formalizo 
el  recurso  de  casación  en  el  fondo. 

La  Oorte: 

Teniendo  presente: 

1^  üue  notificada  la  parte  de  don  Teodoro 
Bravo  Ceballos  el  17  de  noviembre  íilttmo  de 
la  resolución  expedida  por  una  de  las  Salas  líe- 
la Corte  de  Apelaciones  de  Santiago  en  la  mis- 
ma fecha,  sólo  se  anunció  el  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo  contra  dicha  resolución  el  1' 
de  diriembre  siguiente,  y, en  consecuencia,  l'ie- 
ra  del  término  legal;  y 

2^  Que  la  circunstancia  de  que  se  hubiese 
pedido  reposición  de  la  referida  sentencia  no 
suspende  el  término  señalado  por  la  lev  para 
anunciar  el  recurso  de  casación. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  943y  Íí79 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara 
improcedente  el  recurso,  con  costas. 

Queda  aplicada  á  favor  del  Fisco  la  canti- 
dad de  trescientos  pesos  consignada. 

Acordada,  en  cuanto  á  la  multa,  en  contra 
del  voto  íle]  señor  Ministro  Varas,  (juien  fué 
de  opinión  que  no  procedía  aplicar  al  Fisco  la 
consignación  hecha  en  los  casos  de  que  el  re- 
curso fuera  declarado  improcedente  por  ha- 


berse anunciado  fuera  de  término. — Gabrie-I 
Gaete.— Leopoldo  Unutia.—J.  Gabriel  Palma 
Guzmán—V.  Aguirre  V.— Carlos  Varas.. — B. 
Fóster  Rccaharren. — A.  Vergara  Albaao. 


Improcedencia.— 22  de  julio  de  1904 
Silva  con  Silva 

Formallzaolón  del  reuurso.— Plazo 
fatal. 

Doctrina:— £,7  hecho  de  no  haber  ad- 
mitido primeramente  la  Corte  de  Apela- 
ciones, por  considerarlo  extemporáneo,  el 
anuncio  del  tvcurso  de  casación  en  el  fon- 
do que  admitió  después,  no  suspende  el 
plazo  para  formalizarlo  dentro  de  los 
diez  dias  siguientes  al  anuncio. 


La  Oorte: 

Vistos:  Teniendo  presente:  1'  que  doña  Vir- 
ginia Silva  de  Vanini  anunció  oportunamente 
el  recurso  de  casación  en  el  fondo  el  día  20  de 
noviembre  del  año  último,  y  sólo  vino  &  for- 
malizarlo el  10  de  diciembre;  y  2*^  que  el  hecho 
de  no  haber  admitido  la  Corte  de  Apelaciones 
el  anuncio  indicado  por  considerarlo  extempo- 
ráneo, no  impedía  .-í  la  recurrente  formalizar 
el  recurso  dentro  del  plazo  legal,  esto  es  den- 
tro de  los  diez  días  siguientes  al  del  anuncio: 
visto  lo  prevenido  en  el  artículo  943  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  se  declara  impro- 
cedente dicho  recurso,  con  costas.  Aplícase  A 
favor  del  Prisco  la  cuarta  parte  de  la  cantidad 
de  ciento  cincuenta  pesos  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Aguirre 
Vargas. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Fóster  K.,  quien  opinó  que  el  tribunal  debía 
pronunciarse  sobre  el  fondo  del  recurso,  por 
estimar  qtte  se  había  forniaii^íado  en  tiempo, 
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¡tiics  el  plazo  de  la  Itv  estuvo  suspcnditio,  cu 
su  concepto,  desde  la  fecha  de  la  providencia 
en  que  la  Corte  de  Apelaciones  declaró  inadmi- 
sil)lc  dicho  recurso,  hasta  aquella  en  que,  sus- 
pendiendo los  efectos  de  dicha  providencia, 
mandó  tenerlo  por  anunciado. — Gabríel  Ouc- 
tc— Leopoldo  Urriitia.  —  Galvanno  GnUardo. 
—  V.  Aguirrc  V.~Cnrhs  Varas.— A.  Versara 
Alhano  E.  Fúster  Pccaharrcn. 


Improcedencia.— 2fi  de  Julio  de  1904 

Brañes  (sucesión)  con  tÜbbs  y 

Normalización  del  recurso.— Plazo 

Doctrina: — Cuando  se  anuncian  con- 
juntamente los  recursos  de  casación  en 
la  forma  y  en  el  fondo,  dche  formalizar- 
se el  primero  dentro  de  cinco  días,  plazo 
que  es  fatal  y  no  se  altera  por  la  eircuns- 
ttincia  de  que  se  hayan  interpuesto  con- 
juntamente ítmhns  rccurííus  y  se  presente 
el  escrito  en  que  se  formalizan  dentro  de 


los  días  que  ta  ley  concede  para  el  se- 
gundo. 


La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1''  Que  anunciado  el  recurso  de  casación  en 
la  forma  y  en  el  fondo  el  día  3  de  mayo  pró- 
ximo pasado,  sólo  se  formalizó  el  primero  de 
ellos  el  día  13  del  mismo  mes  y,  en  consecuen- 
cia, fuera  del  termino;  y 

2^  Que  la  circunstancia  de  haberse  forma* 
lizado  ambos  recursos  en  un  mismo  escrito  y 
la  de  que  el  plazo  para  hacerlo  respecto  del 
de  fondo  sen  el  de  diez  días,  no  altera  el  pla- 
zo fatal  de  cinco  días  qnc  la  ley  concede  para 
formalizar  el  de  forma. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  943  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara 
inadmisible,  con  costas,  el  recurso  de  casación 
en  la  forma. 

Queda  aplicada  á  favor  del  Fisco  la  cuarta 
parte  de  lasumaconsignadaparaeste  recurso. 

Pase  el  proceso  al  Tribunal  Pleno  para  los 
efectos  del  recurso  de  casación  en  el  fondo. 
Redactada  por  el  señor  Presidente  Gacte. — 
Gabriel  Gaetc.—J.  Gabriel  Palma  Gnzmnn. — 
Leoncio  Rodríguez.— Carlos  Varas.— A.  Vcrga- 
ra  Alhano, 


CORTES  DE  APELACIONES 


Corte  tic  Snntinffo.—l  í-  de  iniirzo  de  1904 
lirrázuviz  con  Cdo 

Oamlno;  dominio  ó  servidumbre.— 
Aoolón  real;  obligación  del  sucesor 
en  el  dominio. 

Doctrina: — La  acción  real  que  persi- 
gue el  reconocimiento  del  derecho  á  un 


camino  establecido  en  una  propiedad  en 
beneñcio  de  otta,  ya  comprenda  el  domi- 
nio del  suelo  mismo,  ya  los  derechos  pro- 
cedentes  de  una  servidumbre  de  tránaito, 
puede  ejercitarse  válidamente  contra  el 
dueño  y  actual  poseedor  del  suelo. 
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Don  Rafael  Giráznríz,  expone  que  es  dueño 
de  unahijuelade  terreno  del  fundo  "Peraltllo", 
de  la  antigua  hacienda  "El  Peral"  y  que  obtu- 
vo por  compra  que  se  hizo  á  don  Carlos  Aldu- 
nate  Solar,  quien  para  formarla  hijuela  convi- 
no en  designar  á  don  Alberto  González  Errá- 
zuríz  á  fin  de  que  fijara  el  área  superficial, 
rirviendo  la  operación  del  perito  de  base  á  este 
contrato. 

AI  hacer  la  hijuelación  el  señor  González 
Errázuriz  dijo: 

"Camino.— La  hijuela  que  formo  tendrá 
para  su  servicio,  á  más  de  la  salida  que  tiene 
actualmente  por  el  camino  de  San  José  de 
Maipo,  un  camino  que  se  abrirá  en  el  potrero 
de  la  estación,  prolongando  el  camino  desei  > 
vicio  que  actualmente  está  trazado' en  dicl  o 
potrero,  hasta  llegar  á  la  estación  de  Puente 
Alto  del  ferrocarril  del  llano  de  Maipo. 

"Don  Carlos  Aldunate  Solar  no  percibirá 
indemnización  alguna  por  el  terreno  que  ocufe 
este  camino  en  su  propiedad  y  costeará  los  cie- 
rros de  dichos  caminos  en  la  parte  que  atra- 
viesa sus  terrenos,  todo  esto  en  compensación 
de  los  derrames  de  agua  que  se  produzcan  en 
la  hijuela  que  formo  y  de  los  rasgos  de  acequia 
que  se  le  dejan." 

Posteriormente  don  Carlos  Aldunate  Solar 
vendió  á  don  José  Luis  Coo  los  terrenos  que 
se  había  reservarlo,  exceptuando  naturalmen  - 
te  déla  venta  las  setenta  y  dos  cuadras  cuatro- 
cientos cincuenta  y  cuatro  milésimas  del  fundo 
"Peralitio"  que  habia  traspasado  á  don  Rr.- 
fací  nrrázuriz. 

Entabla,  en  consecuencia,  demanda  en  con- 
tra de  don  José  Luis  Coo  para  que  se  declare 
que  no  está  obligado  á  entregarle  6  dejarle 
llevar  los  derrames  de  agua  que  se  produzcan 
en  la  hijuela,  si  dentro  de  quinto  día  de  ejecu- 
toriada la  sentencia  que  se  pronuncie  en  esta 
causa  no  le  ha  entregado  el  camino  asignado 
á  su  hijuela  por  el  perito  don  Alberto  Gonzá- 
lez Errázuriz,  debidamente  cerrado  y  debien- 
do considerarse  que  el  demandante  tiene  di- 
recho  á  disponer  libremente  de  los  expresados 
derrames. 

Contestando  don  José  Luis  Coo,  dice:  que 
la  demanda  entablada  no  ejercita  una  acción 
clftsij^cada  «n  la  cual  no  se  persigne  ni  obliga- 


ción de  dar,  ni  obligación  de  hacer  ni  obliga- 
ción de  no  hacer. 

Es  una  demanda  que  el  demandante  se  po- 
ne á  sí  mismo,  nna  demanda  negativa  en  que 
pide  se  declare  que  el  mismo  demandante  no 
está  obligado  á  entregar  los  derrames. 

No  existe  antecedente  del  cual  pueda  dedu- 
cirse que  el  señor  Errázuriz  tenga  derecho  de 
propiedad  en  parte  alguna  del  potrero  de  la 
estación  por  compra  hecha  á  don  Carlos  Al- 
dunate Solar  de  los  fundos  '*San  Carlos"  y 
"Peralillo". 

Que  al  hacer  la  compra  se  anunció  prolija- 
mente en  ella  los  lotes  de  terrenos  que  no  en- 
traban en  la  venta  y  todos  los  contratos,  in- 
clusive los  privados,  que  debería  respetar  y 
que  nada  se  le  dijo  acerca  de  que  había  que 
hacer  un  camino  en  el  potrero  de  la  estación  y 
mucho  menos  que  el  terreno  destinado  á  ese 
camino  fuera  de  propiedad  del  señor  Errázu- 
riz, y  que  en  el  mejor  de  los  casos  para  el  de- 
mandante, la  estipulación  sobre  el  camiuo,  ce- 
lebrada entre  don  Carlos  Aldunate  y  él,  sólo 
importaba  una  promesa  de  servidumbre  de 
tránsito  ó  de  senda  y  no  tina  transferenaa 
di-  propiedad  del  terreno;  el  solo  examen  de 
los  títulos  pone  de  manifiesto  que  el  señor 
Errázuriz  no  es  dueño  de  esa  faja  de  terreno; 
habría  sido  necesario  que  en  la  compra  que 
hizo  don  Rafael  Errázuriz  á  don  Carlos  Aldu- 
nate Solar  se  hubiera  expresado  que  entraba 
también  ese  terreno,  y  sería  además  necesario 
que  le  hubiera  hecho  la  entrega  inscribiéndose 
en  el  conservador  de  bienes  raíces;  que  la  es- 
critura de  1895  lo  dice  bien  claro:  "Una  hi- 
juela con  una  su^ierfície  de  setenta  y  dos  cua- 
dras cuadradas  y  cuatrocientos  cincuenta  y 
cuatro  milésimas  que  deslinda,  etc.,  etc.,  y  al 
poniente  terrenos  que  conserva  don  Carlos 
Aldunate  Solar",  y  no  se  hizo  ninguna  salve- 
dad que  diera  á  entender  que  en  esos  terrenos 
que  se  reservaba  el  señor  Aldunate  al  ponien- 
te no  entraba  la  faja  para  camino,  la  cual  co- 
rrespondería en  propiedad  al  señor  Errázuriz; 
pero  nada  de  esto  se  dijo  por  la  sencilla  razón 
de  que  el  señor  Errázuriz  no  adquirió  más  te- 
rreno en  propiedad  que  las  setenta  y  dos  cua- 
dras y  cuatrocientos  cincuenta  y  cuatro  milé- 
simas de  cuadra;  que  respecto  á  los  derrames 
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de  agua  se  consignó  en  la  escritura  de  com- 
pra venta  de  1895: 

"Sefívado  Lusderrnmcs  que  se  produzcnn 

en  esta  hijuela  quedan  A  benefícío  de  don  Car- 
los Aldunate  Solar",  lo  que  cquivnle  á  decir 
que  en  In  venta  liecha  al  señor  Errázuriz  no 
entrábanlos  derrames, sinoque,  por  el  contrc- 
rio,  fueron  expresamente  exceptuados,  reser- 
vándolos el  vendedor,  señor  Aldunate  Solar, 
para  sí. 

El  señor  Errázuriz  no  es  ni  ha  sido  nunca 
dueño  de  esos  derrames,  los  cuales  por  el  hecho 
mismo  de  producirse,  han  correspondido  ádon 
Carlos  Aldunate  Solar  y  ahora  son,  incondi- 
cionalmente,  á  virtud  de  la  compra  que  de  los 
fundos  "San  Carlos"  y  "Peralillo"  hizo  al  se- 
ñor Aldunate  Solaren  1900, de  propiedad  del 
demandado. 

En  la  réplica  el  señor  Errázuriz  reproduce 
los  fundamentos  de  su  demanda  y  terihina  di- 
ciendo que  de  no  entregar  el  señor  Coo  el  te- 
rreno para  el  camino,  se  dé  por  resuelta  la  es- 
tipulación contenida  en  la  operación  del  Ing  • 
niero  y  en  la  escritura  de  venta. 

Dnplicando  el  señor  Coo  se  refiere  á  lo  que 
tiene  expuesto  en  su  contestación,  agregando 
que  respecto  á  la  resolución  pedida  ahora  por 
el  señor  Errázuriz,  nada  puede  hacer  valer  por 
su  parte,  pues  jamás  ha  contratado  con  el  se- 
ñor Errázuriz,  no  le  une  vínculo  alguno  legal 
conél. 

Quien  contrató  fué  el  señor  Aldunate  Solar 
y  es  á  él,  por  consiguiente,  á  quien  incumbe 
responder. 

El  juez  de  San  Bernardo,  con  fecha  28  de 
junio  de  1903  resolvió: 

Considerando: 

1?  Que  en  la  demanda  no  existe  como  fun- 
damento acción  de  pedir  que  ejercitar  contra 
le^timo  contradictor; 

2^  Que  si  bien  es  cierto  que  en  la  réplica  se 
pide  la  resolución  de  la  estipuladón  contenida 
en  la  escritura  de  f.  1,  esta  acción  resolutoria 
■dio  rige  con  las  partes  contratantes,  y  el  de- 
mandado señor  Coo  no  liacelebrado  contrato 
alguno  con  el  demandante  señor  Errázuriz; 

3^  Qtie  el  seflor  Coo,  como  comprador  del 
Mfiur  Aldunate  Sular  de  los  fundos  "Snu  Car- 


los*'y  "Peralillo", tiene  los  derechos  de  propie- 
dad que  aquel  le  transfirió  y  ha  hecho  suyos 
por  la  escritura  de  fecha  de  9  de  junio  de  1900 
y  se  hallan  debidamente  inscriptos; 

4>^  Que  según  la  ley  no  hay  más  dueño  de 
un  bien  raíz  que  su  poseedor  inscripto. 

Por  estos  fundamentos  y  con  lo  dispuesto 
en  los  artículos  1608,  G70,  075  y  086  del 
Código  Civil,  se  declara  sin  lugar  la  deman- 
da, sin  costas  por  haljer  tenido  don  Rafael 
Errázuriz  fundamento  plausible  para  deman- 
dar. 

Apelada  esta  sentencia. 

La  Corte  falló: 

Vistos:  reproduciendo  la  parte  expositiva 
de  la  sentencia  de  primera  instancia;  y 

Teniendo  presente: 
1*^  Que  con  fecha  11  de  diciembre  de  1895, 
don  Federico  Errázuriz  Echáurren  compró  á 
don  Carlos  Aldunate  Solar  la  hijuela  de  terre- 
nos que  se  deslinda  en  la  escritura  pública  co- 
rriente á  £.  1,  otorgada antx  elnotario  de  esta 
ciudad  don  Florencio  Márquez  de  la  Plata; 

2^  Que  el  terreno  de  esa  hijuela  formaba  par- 
te integrante  del  fundo  "Peralillo",  de  que  el 
vendedor  era  dueño,  y  éste,  para  los  efectos  de 
su  enajenación,  encargó  al  ingeniero  don  Al- 
berto González  que  determíitara  su  extensión, 
límites,  derechos  de  agua,  caminos,  etc.; 

3*^  Que  el  mencionado  ingentero,|al  practicar 
esa  operación,  dió  á  la  hijuela  una  superficie 
total  de  setenta  y  dos  cuadras  cuadradas  y 
cuatro  mil  quinientos  cuarentay  dnco  décimos; 
y  en  lo  relativo  á  caminos,  estableció  lo  si- 
guiente: "La  hijuela  que  formo  tendrá  para  su 
servicio,  á  más  de  la  salida  que  tiene  actual' 
mente  para  el  camino  de  San  José  de  Maipo, 
un  camino  de  doce  metros  de  ancho  que  se 
abrirá  en  el  potrero  de  la  estación,  prolongan 
do  el  camino  de  servicio  que  actualmente  está 
trazado  en  dicho  potrero  hasta  llegar  á  la  es- 
tación de  Puente  Alto  del  ferrocarril  del  Llano 
de  Maipo.  Don  Carlos  Aldunate  Solar  no  per- 
cibirá indemnizadón  alguna  por  el  terreno  que 
ocupe  este  camino  en  su  propiedad  y  costeará 
los  cierros  de  dichos  caminos  en  la  parte  que 
atruviciicn  sus  tci'icuos,  ludu  cuto  cii  cout[K>ii- 
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SMción  tiu  los  flerra'ines  de  agua  que  se  produz- 
can en  la  hijuela  que  formo  y  de  los  rasgos  de 
acequia  que  se  le  dejan;*' 

4^  Que  de  esta  operación  se  dejó  testimonio 
en  la  escritura  de  venta  para  establecerla  cosa 
vendida,  su  extensión,  límites  y  los  derechos 
que  obraban  á  favor  del  comprador  sobre  los 
terrenos  del  vendedor  no  comprendidos  en  ia 
venta; 

5'  Que  con  posterioridad  al  31  de  diciem- 
bre de  1895  en  que  fué  otorgada  la  escritura 
de  f.  L,  don  Federico  Errñzuríz  H.  donó  &  su 
hermano  don  Rafael  Errázuriz  (escritura  pú- 
blica de  15  de  enero  de  1896),  la  hijuela  en 
referencia,  quedando,  en  consecuencia,  radi- 
cado en  este  último  el  dominio  de  ella;  y  con 
fecha  9  de  junio  de  1900  don  Carlos  Alduna- 
te  Solar,  vendió  á  su  vez  á  don  Luis  Coo 
el  fundo  "Peralillo",  en  cuyo  potrero  denomi- 
nado la  "Estación"  había  quedado  radicado 
el  camino  á  que  alude  el  considerando  ter- 
cero de  este  fallo,  6  sea  el  que  estableció  la 
operación  pericial  del  ingeniero  señor  Gonzá- 
lez para  el  servicio  de  lahtjuela  de  don  Federi- 
.co  Errñzuríz  Echaurren; 

6*^  Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  todos 
estos  hechos  y  solamente  diñeren  en  lo  tocan- 
te á  la  extensión  ó  alcance  del  derecho  que  les 
da  la  operación  pericial  practicada  para  for- 
mar la  hijuela,  sosteniendo  el  demandante  (pie 
el  suelo  en  que  ubicó  el  camino  forma  parte  in- 
tegrante del  que  fué  materia  de  la  venta  y  le 
pertenece  en  dominio;  y  el  demandado  á  su  vez, 
que  \íi  constitución  de  ese  camino  sólo  impor- 
ta para  aquél  ti  derecho  á  una  servidumbre  de 
tránsito  para  el  servicio  de  su  hijuela  ó  sea 
simplemente  un  derecho  de  uso  de  ese  te- 
rreno; 

7^  Que  de  lo  expuesto  en  los  considerandos 
que  anteceden  resulta  determinado  y  clara- 
mente establecido  queel  suelo  de  la  hijuela  ven. 
dida  á  don  Federico  Errázuriz  Echaurren  y 
donado  á  su  vez  á  su  hermano  don  Rafael,  fué 
una  extensión  de  setenta  y  dos  cuadras  cuatro 
mil  quinientoscuarcuta  y  cinco  décimos  de  su- 
perficie; y  de  la  demostración  hecha  por  el  peri- 
to González  Errázuriz  del  valor  de  la  hijuela  é 
inserta  en  la  escritura  de  venta  no  resulta  que 
elsnelo  del  camino  formase  parte  integrante 
de  aquella  superficie  ni  que  tampoco  quedase 


dentro  de  los  límites  que  á  la  extensión  vemli 
da  le  fueron  asignados; 

8"  Que  la  cireimstancia  de  hal>erse  declíim 
do  ({uc  don  Carlos  Aldunate  Solar  iit>  percihi 
ría  indemnización  alguna  por  el  terreno  oci: 
pado  por  el  camino  en  la  parteque  atrrivesa^t- 
sus  terrenos,  en  compensación  de  los  derrama  < 
de  agua  que  se  produjeran  en  la  hijuela,  vendi- 
da á  don  Federico  Errázuriz  Echaurren  V  lie  los 
rasgos  de  acequia  que  se  le  dtjaban,  tan  sñUt 
importa  una  determinación  de  la  manera  <'i 
forma  en  que  las  partes  hacían  las  prestacio- 
nes á  que  quedaban  obligadas  en  orden  íil  ce- 
rramiento del  camino  ó  al  uso  del  terreno  que 
había  tle  ocupar,  y  de  ningún  modo  la  deter- 
minación del  precio  en  que  se  vendía  dicho  ti*- 
rreno; 

9^  Que  así  aparece  también  de  la  estipula- 
ción á  que  alude  el  considerando  tercero  de 
este  fario,  cuyos  términos  no  permiten  decl.n- 
rar  que  la  obligación  de  entregar  el  camino 
para  el  servicio  del  fundo  del  señor  Errázuriz 
constitu3*e  una  transferencia  de  dominio  íU-I 
terreno  ocupado  por  dicho  camino; 

10.  Que  ya  sea  que  se  trate  del  dominio  del 
suelo  destinado  al  caniino,yade  derechos  pro- 
cedentes de  una  servidumbre  de  tránsito,  las 
acciones  ejercitadas  en  este  juicio,  por  tener  el 
carácter  de  reales,  han  podido  válidamente 
ejercitarse  contra  el  dueño  y  actual  poseedor 
del  suelo,  que  lo  es  el  demandado  don  Luis 
Coo; 

1 1,  Que  las  partes  están  de  acuerdo  (núme- 
ro VI  del  escrito  de  replica)  en  que  á  la  fecha  en 
que  el  demandado  compró  á  don  Carlos  Aldu- 
nate Solar  el  fundo  "I'eralillo"  no  estaba  ce- 
rrado, ni  lo  está  aún  el  camino  en  referencia; 
y  entre  las  peticiones  de  la  demanda,  reitera- 
das en  la  réplica,  ñgura  la  de  que  se  obligue  a) 
demandado  á  la  entrega  de  dicho  camino  debi- 
damente cerrado. 

En  mérito  de  estas  consideraciones  y  tenien- 
do presente  lo  dispuesto  en  los  artículos  577, 
582,  H20,  822.  882,  1553  y  1698  del  Código 
Civil; 

Se  declara: 
1^  Que  don  Luis  Coo  debe  entregar  á  <loa 
Rafael  Errázuriz,  para  el  servicio  de  su  fundo, 
el  camino  de  doce  metrosde  ancho  á  que  alude 
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In.  operactíin  pericial  inserta  en  la  escritura  de 
venta,  fceha  31  de  dícienihre  ríe  1K95,  debida- 
mente cerrado; 

'2.^  Que  para  los  efectos  de  la  entrega,  las 
partes  dentro  de  cjuinto  día  después  de  ejecu- 
toriada esta  sentencia,  se  reunirán  en  compa- 
rendo ante  el  juez  de  la  causa  para  nombrar  el 
perito  que  linya  de  hacer  la  demarcación  del 
camino  en  referencia,  y  en  desacuerdo  de  ellas, 
el  que  designe  el  Juzgado, 

Se  revoca,  en  consecuencia,  la  sentencia  ape- 
lada ile  28  de  junio  del  año  próximo  pasado. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Mora. — 
/?.  Aíora. — Luis  Rarrign.—José  T.  Marín. 


Corte  fie  Santiaf^.—IT  fie  mayo  de  1904 
Muñoz  con  Jorquera 

Abandono  de  la  iustanola;  feoha  des- 
de la  oual  debe  principiar  á  correr. 
—Efecto  retroactivo. 

Doctrina:— Como  en  nuestra  antigua 
legislación  no  existía  el  abandono  de  la 
instancia  establecido  por  cí  Código  de 
Procedimiento  CivH,  que  rige  desde  eJ  V 
de  marzo  de  1903,  no  podría  aplicarse  la 
sanción  que  establecen  sus  artículos  159 
y  163  á  los  plazos  trascurridos  con  ante- 
rioridad, sin  dar  ú  dichas  disposiciones 
efecto  retroactivo;  y  por  consiguiente  el 
término  ñjado  para  el  abandono  no  pue- 
de comenzar  á  correr  sino  desde  el  V  de 
marzo  de  1903,  siendo  aplicables  á  este 
caso  las  consideraciones  que  sirvieron  de 
expreso  fundamentó  al  artículo  23  de  la 
ley  de  7  de  octubre  de  1861  (1). 


El  Juzgado  resolvió: 
Santiago,  7  de  diciembre  de  lí)03.— Vistos: 
con  lo  expuesto  por  las  partes  y  en  conformi- 
dad ií  lo  proscripto  en  el  articulo  25  de  la  ley 
de  efecto  retroactivo  de  fecha  7  de  octubre  de 
1861,  tío  ha  lugar  á  lo  pedido  por  don  Mi- 
guel Jorquera  y  cúmplase  con  lo  ordenado  en 

el  decreto  de  24  de  octubre  último  Eufiocio 

González. 

La  Corte: 

Vistos:  teniendo  presente: 
.  1^  Que  en  nuestra  antigua  legislación  no 
existía  el  abandono  de  la  instancia  estable- 
cido por  el  Código  de  Procedimiento  Civil,  que 
rige  sólo  desde  el  1'  de  marzo  de  1903  y  que, 
en  consecuencia,  sin  dar  efecto  retroactivo  á 
las  disposiciones  de  los  artículos  159  y  163  de 
dicho  Código,  no  podría  aplicarse  la  sanción 
que  ellos  prescriben  á  los  plazos  trascurridos 
con  anterioridad  á  su  vigencia; 

2''  Que  á  virtud  de  lo  expuesto,  el  termino 
fijado  para  el  abandono  no  puede  comenzar 
fl  correr  sino  desde  el  1'  de  marzo  del  año 
próximo  |)asado;  y 

3^  Que,  por  otra  parte,  si  bien  es  cierto  que 
el  abandono  de  la  instancia  no  constituye  en 
rigor  unaespecie  de  prescripción,  le  son  sin  duda 
aplicables  las  consideraciones  que  sirvieron  de 
expreso  fnndainento  al  artículo  25  de  ta  ley 
de  7  de  octubre  de  1861,  y  con  arreglo  á  ellas 
el  término  fijado  para  el  abandono  de  la  ins- 
tancia no  podría  contarse  sino  en  la  forma 
indicada  en  el  considerando  que  precede. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  el  artículo  1^ 
del  Código  Civil,  se  confirma  el  auto  apelado 
de  7  de  diciembre  último,  sin  costasen  aten- 
ción al  mérito  de  los  antecedentes. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Luis 

Barriga  Luis  Barrí^a.—J.  Agustín  Rojas  

,4rfwro  Avala. 


(1)  Véase  la  sentencia  de  19  de  octubre  d»  1903, 
pííginn  ir>4. 
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Corte  de  Santiago.— 18  de  marzo  de  1904 

Grace  y  C*  con  Simonetti 

Letra  de  oamblo;  mérito  ejecutivo; 
ezoepoión  de  falsedad. -Letra  per- 
judicada; derechos  contra  el  aoep 
tante.— Bzoepoiones  en  un  sólo  es- 
crito. 

Doctrina:— fungue  documentos  pri' 
vados,  las  letras  de  cambio  no  necesitan 
ser  reconocidas  para  tener  mérito  ejecu- 
tivo contra  el  aceptante  que  no  opone 
tacha  de  falsedad  á  su  aceptación  al 
tiempo  de  protestar  la  letra  por  falta  de 
pago. 

El  protesto  de  una  letra  por  falta  de 
pago,  requisito  exigido  por  el  articulo 
455  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
para  que  tenga  mérito  ejecutivo,  debe 
hacerse  en  el  día  siguiente  al  de  su  venci- 
miento y  cobro;  y  el  retardo  en  llevar  á 
efecto  esta  diligencia  hace  ineficaz  el  pro- 
testo y  el  aceptante  no  se  encuentra  en 
la  situación  contemplada  por  la  ley  para 
que  la  omisión  de  la  tacha  de  falsedad 
de  la  aceptación  dé  mérito  ejecutivo  á  la 
letra,  oo  subsanándose  el  vicio  origina- 
río  del  titulo  en  el  momento  de  despa- 
charse el  mandamiento  de  embargo  por 
el  hecho  de  haber  reconocido  el  ejecutado, 
al  oponer  excepciones^  lacircunstanciade 
aa  aceptación. 


En  la  ejecución  seguida  por  don  Ricar- 
do A.  Símpson,  en  su  carácter  de  agente  en 
esta  ciudad  de  la  firma  social  W.  R.  Grace  y 
en  contra  de  don  Domingo  Simonetti, 
éstt  último  deduce  excepciones  y  expone:  que 
encontrándose  dentro  del  término  legal,  se 
opone  á  la  ejecución  con  la  excepción  conte- 
nida en  d  nfimero  7^  del  cu-tículo  485  del  Có- 
díjen  de  Procedimiento  Civil,  y  en  apoyo  de 
vl!a  cxprelui;  qtic  como  consta  de  la  letra  que 


se  le  cobra,  ésta  aparece  librada  á  sesenta 
días  con  fecha  19  de  noviembre  próximo  pa- 
sado y  aceptada  por  él  el  24  del  mismo  mes  y, 
en  consecuencia,  vencida  el  23  de  enero  del  co- 
rriente año. 

Que  según  aparece  del  acta  de  protesta  la 
letra  espreuida  fué  protestada  el  22  de  mayo 
del  presente  año,  es  decir,  cuatro  nieacs  des- 
pués de  su  venámiento. 

Que  según  el  artículo  724  del  Código  de 
Comercio,  el  protesto  por  falta  de  pago  debe- 
rá hacerse  en  el  día  siguiente  al  del  vencimien- 
to de  la  letra,  y  en  los  artículos  siguientes 
del  mismo  Código  se  establece  la  manera  le- 
gal y  forma  del  protesto  y  el  articulo  24  dis* 
pone  que  todo  protesto  que  no  esté  conforme 
con  las  prescripciones  precedentes  será  ine- 
ficaz. 

Que  dado  lo  expuesto,  el  protesto  de  la  letra 
carece  de  toda  eficacia  en  conformidad  á  las 
disposiciones  citadas,  ya  que  no  se  llevó  á  efec- 
to en  la  época  oportuna  dispuesta  por  el  ci- 
tado artículo  724. 

Que  siendo  ineficaz  el  protesto,  la  letra  de 
cambio  corriente  á  fs.  2,  carece  de  mérito  eje- 
cutivo. 

Concluye  pidiendo  que  se  dé  por  interpues- 
ta la  excepción  á  que  ha  hecho  referencia,  que 
en  definitiva  se  dé  lugar  á  ella  y,  en  consecuen- 
cia, que  se  deseche  la  ejecución,  con  costas. 

Habiéndose  conferido  traslado  á  la  casa  co- 
mercial ejecutante,  don  Luis  A.  Silva  Labbé, 
en  representación  de  la  misma,  evacuándolo, 
pide  se  rechace  la  excepción  opuesta  y  que  se 
ordene  llevar  la  ejecución  adelante  y  expone: 
que  aún  cuando  la  oportunidad  del  protesto 
en  nada  afecta  las  relaciones  del  aceptante 
con  el  portador,  se  hace  un  deber  en  recordar 
para  que  pueda  estimarse  debidamente  la  mo- 
ralidad de  la  excepción  opuesta,  que  entre 
otras  razones,  la  que  indujo  á  la  cosa  que  re- 
presenta para  no  hacer  ántes  el  protesto,  fue- 
ron las  mismas  instancias  del  deudor  para 
que  así  no  se  hiciera  y  las  reiteradas  prome- 
sas de  pago  no  cumplidas  sino  en  parte,  con- 
sideraciones éstas  que  sus  representados  guar- 
daban á  BU  deudor,  por  haberles  cumplido  re- 
gularmente sus  compromisos  auteriores. 

Que  nuestro  Código  de  Procedimiento  Civil 
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enumera  taxativamente  en  el  artículo  455 
cuales  son  los  títulos  que  autorizan  el  proce- 
dimiento ejecutivo. 

Que  el  número  4'  de  ese  artículo  com- 
prende el  instrumento  privado,  reconocido  ju- 
dicialmente ó  mandado  tener  por  reconocido, 
agregando  que  no  será  necesario  este  recono- 
cimiento respecto  de  unaceptantedeuna  letra 
de  cambio  que  no  hubiese  puesto  tacha  de 
falsedad  á  su  aceptación  al  tiempo  de  protes- 
tar la  letra  por  falta  de  pago. 

Que  dallo  lo  expuesto,  aceptada  la  letra, 
quedan  establecidas  ente  el  portador  y  acep- 
tante las  relaciones  de  acreedor  y  deudor,  y 
tan  perfectamente  constituida  la  obligación 
entre  ellos  que  sólo  puede  desaparecer  en  el 
caso  de  que  se  tache  defalsedad  la  aceptación. 

Que  si  requerido  de  pago  el  aceptante  de 
una  letra  de  cambio  no  expresa  que  es  falsa 
su  aceptación  ante  el  notario  encargado  de 
la  cobranza,  es  porque  reconoce  la  deuda  que 
se  le  cobra,  y  como  el  requerimiento  se  hace 
por  un  ministro  de  fe,  la  diligencia  no  tiene 
diferencia  alguna  conlaconfesión  judicial,  pue- 
da dar  mérito  ejecutivo  á  cualquiera  obliga- 
ción que  no  tenga  más  de  diez  años  desde  que 
filé  constituida. 

Que  en  virtud  de  lo  relacionado,  nada  im- 
porta que  el  protesto  se  haga  ó  nó  dentro 
del  plazo  fijado  por  el  artículo  724  del  Código 
de  Comercio. 

Que  lo  que  importaal  legislador  para  que  la 
letra  de  cambio  sea  ejecutiva,  es  que  haya  re- 
querimiento y  que  el  supuesto  aceptante  pueda 
poner  la  tacha  de  falsedad  de  su  aceptación, 
pudiendo,  en  consecuencia,  el  protesto,  para 
los  efectos  del  número  4'  del  artículo  455  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  hacerseen  cual- 
quier tiempo  dmtro  de  los  cuatro  años  en 
que  prescriben  las  acciones  provenientes  de  la 
letra  de  cambio. 

Que  si  el  espíritu  de  la  disposición  citada  fue- 
ra como  lo  supone  el  señor  Simonetti,  se  exigi- 
ría en  ella  que  el  protesto  fuera  hecho  en  el 
plazo  legal,  mientras  tanto  se  expresa  única- 
mente que  la  tacha  de  falsedad  debe  ponerse  al 
tiempo  del  protesto  por  falta  de  pago. 

Que  el  artículo  663  del  Código  de  Comercio 
hace  solidariamente  responsables  del  pago  de 
una  letra  de  cambio  «1  librador  y  á  los  endo- 
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santes,  y  la  obligación  se  hace  extgible  para 
ellos  desde  que  el  aceptante,  principal  deudor, 
no  la  cumple  por  su  parte. 

Que  es  indispensable,  por  consiguiente,  para 
constituir  la  responsabilidad  del  librador  y  en- 
dosante, y  á  fin  de  estimular  al  aceptante  al 
pago  de  la  letra,  un  requerimiento  público  de 
éste  para  que  cumpla  su  compromiso,  lo  que 
hace  siempre  necesario  dirigir  previamente  la 
cobranza  contra  el  aceptante,  y  haciendo  pú- 
blica su  insolvencia  solamente  dejarán  de  pa- 
garíamos realmente  insolventes  ólosque  no  sa 
ben  respetar  su  firma  y  su  honor,  y  se  contem- 
plarán los  intereses  del  librador  yendosante  y 
del  tenedor  garantizándolos  con  las  responsa- 
bilidades de  aquellos,  objeto  á  que  tiende  el 
protesto. 

Que  como  no  sería  justo  que  las  responsabi- 
lidades de  los  fiadores  estuvieran  vigentes  du- 
rante el  lapso  de  tiempo  en  que  prescriben  las 
acciones  provenientes  de  la  letra  de  cambio,  á 
voluntad  del  tenedor,  la  ley  ha  fijado  con  tal 
objeto  un  termino  para  hacer  el  protesto  y  si 
el  tenedor  no  llenaese  trámite  en  tiempo  opor- 
tuno, entiende  la  ley  que  basta  á  aquel  la  res- 
ponsabilidad delaceptante  y  Ubertade  su  obli- 
gación al  librador  y  endosante. 

Que  el  objeto  principal  y  único  del  protesto 
recaesobrelosdeudores  subsidiarios  de  la  letra 
de  cambio,  el  librador  y  endosante,  y  que  st  se 
omite  6  retarda,  siempre  queda  en  pie  la  obli- 
gación del  aceptante,  principal  deudor,  quien 
no  puede  excusarse  del  pago  de  la  letra  sino 
probando  que  ella  es  falsa. 

Que  si  el  protesto  tuviera  respecto  del  acep- 
tante la  importancia  que  le  dió  el  señor  Simo- 
netti para  extinguir  su  deuda,  el  legislador  ha- 
bría expresado  en  el  artículo  676  del  Código 
de  Comercio  que  la  obligación  del  aceptante 
termina  sí  prueba  la  falsedad  de  la  letra  ó  que 
ésta  no  fué  protestada  en  tiempo  y  forma. 

Que  nuestra  ley  comercial  haquerido  señalar 
los  efectos  de  la  omisión  del  protesto  ó  de  su 
ejecución  tardía  y  en  el  inciso  1'  del  artículo 
700  dice  textualmente:  'Xas  letras  no  cobra- 
das el  día  de  su  vencimiento,  ni  protestadas  en 
la  oportunidad  legal,  se  tendrán  por  peijudica- 
das;yen  tal  evento  caducarán  los  derechosdel 
portador  contra  el  librador  y  endosantes". 

Que  del  artículo  anterior  7  de  las  dísposicio- 
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nea  generales  del  titulo  respectivo  resulta  que 
hay  dos  clases  de  letras,  ambas  perfectamente 
válidas,  pero  de  diferentesefectosentre  las  |wr- 
9onas  á  quienes  ellas  afectan. 

Que  por  lá  letra  sana,  protestada  en  tiempo 
oportuno,  conservad  tenedor  de  la  misma  sus 
derechos  y  acciones  contra  el  aceptante,  el  li- 
brador y  endosantes,  pero  por  la  letra  perjudi- 
cada el  portador  pierde  sus  derechos  contra  el 
librador  y  endosantes  según  los  términos  tex- 
tuales <lel  articulo  700,  mas  no  caducan  los 
derechos  y  acciones  del  portador  contra  el 
aceptante. 

Qae  si  la  ley  no  hubiera  querido  dar  efecto 
alguno  al  protesto  tardío,  hubiera  dicho  que 
ea  nulo,  pero  ha  empleado  el  vocablo  ineñcaz, 
que  según  la  última  edición  del  Diccionario  de 
la  lengua  quiere  decir:  "no  eficaz",  y  según  di- 
cho Diccionario  el  vocablo  "eficaz"  significa, 
activo,  fervoroso,  poderoso  para  obrar. 

Que,  como  antes  lo  ha  expresado,  el  princi- 
pio jurídico  que  el  aceptante  de  una  letra  de 
canjbio  no  puede  excusarse  del  pago  sino  pro- 
bando falsedad  de  la  letra,  está  incorporado 
sin  excepción  A  las  legislaciones  comerciales  de 
los  pueblos  civilizados;  que  lo  contrarío  sería 
un  atentado  &  los  principios  elementales  de 
derecho  sobre  cumplimiento  de  las  obligacio- 
nes, y  un  golpe  de  muerte  al  instrumento  de 
comercio  denominado  letra  de  cambio  que  tan 
enorme  importancia  tiene  en  el  intercambio 
comercial  del  mundo. 

Que  dejando  de  lado  las  disposiciones  cita- 
das y  la  teoría  expuesta,  cabe  preguntarse  có- 
mo pretende  el  señor  Simonetti  que  sus  man- 
dantes sigan  en  su  contra,  juicio  ordinario 
para  la  cobranza  de  la  letra,  cuando  él  ha  re- 
conocido expresamente  en  el  escrito  en  trasla- 
do la  existencia  de  la  deuda  y  la  autenticidad 
de  la  aceptación. 

Por  decreto  del  juzgado,  la  causa  se  recibió 
á  prueba,  pero  las  partes  presentaron  en  este 
estado,  de  común  acuerdo,  un  escrito  por  el 
cual  renuncian  al  término  de  prueba,  lo  que 
dió  margen  para  que  se  les  citara  para  sen- 
tencia. 

Hl  juzgado  dictó  con  fecha  30  de  octubre  de 
1904  la  siguiente  sentencia: 

Considerando: 


1^  Que  dado  lo  que  dispone  el  articulo  486 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  el  ejecuta- 
do debe  oponer  sus  excepciones  en  un  solo  es- 
crito, expresando  con  claridad  y  precisión  los 
hechos  en  que  las  funda; 

2^  Que  en  virtud  de  lo  expuesto  en  el  consi- 
derando anterior,  en  la  presente  ejecución  co- 
rresponde únicamente  ocuparse  de  la  excep. 
ción  que  se  formula  en  el  escrito  de  fs.  16  y  no 
tomar  en  consideración,  para  los  efectos  de 
dictar  pronunciamiento  á  ese  respecto,  las  de- 
más que  se  deducen  en  escritos  posteriores; 

3^  Que  entre  los  títulos  que  traen  apareja- 
da ejecución  se  encuentran  las  letras  de  cam- 
bio, ello  respecto  del  aceptante  que  no  hubiese 
puesto  tacha  de  falsedad  á  su  aceptación  al 
tiempo  de  protestar  la  letra  por  falta  de  pago; 

4^  Que  el  ejecutado  don  Domingo  Simo- 
netti no  desconoce  hal)er  aceptado,  sin  formu- 
lar tacha  alguna  en  su  contra,  la  letra  de 
cambio  que  sirve  de  base  ó  título  al  ejecu- 
tante, según  aparece  en  la  misma,  quedando, 
en  consecuencia,  desde  ese  momento  entre 
acreedor  y  deudor  perfectamente  estableada 
la  obligación  de  éste  en  favor  de  aquél,  en  tér- 
minos  que  la  falta  de  oportunidad  del  protes- 
to en  nada  afecta  dicha  obligación  ni  altera 
las  relaciones  del  aceptante  con  el  portador, 
ya  que  la  aceptación  constituye  al  aceptante 
en  la  obligación  de  pagarla  á  sn  vencimiento, 
salvo  que  probase  su  falsedad,  circunstancia 
que  el  ejecutado  ni  ha  aducido  en  autos; 

5^  Que  si  es  verdad  que  una  letra  perjudi- 
cada por  no  haber  sido  cobrada  el  día  de  su 
vencimiento  ni  protestada  con  oportunidad 
legal,  hace  caducar  los  derechos  del  portador 
contra  el  librador  y  endosantes,  salvo  las  ex- 
cepciones que  la  ley  establece,  en  cambio  no 
altera  ni  afecta  á  los  derechos  del  portador 
contra  el  aceptante. 

De  conformidad  con  los  considerandos  an- 
teriores y  disposiciones  en  ellos  atadas  j  lo 
dispuesto  en  los  artículos  455,  número  4*^  y 
492  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  676 
y  700  del  de  Comercio,  se  declara  qae  no  ha 
lugar  á  la  excepción  que  se  formula  por  el 
ejecutado,  con  costas  y,  en  consecuencia,  que 
debe  llevarse  la  ejecución  adelante  por  sus  trá- 
mites ordinarios  hasta  hacer  cumplido  pago 
al  deudor  de  la  cantidad  cobrada  é  intereses. 
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Anótese  y  reemplácese  el  papel  — Rencotet. 

La  Corte: 

Vistos:  reproduciendo  la  parte  expositiva 
de  la  sentencia  apelada,  con  el  mérito  de  sus 
dos  primeros  considerandos  y 

Teniendo  ademas  presente: 

1?  Que  cuando  se  hace  valer  un  instrumen- 
to privado  para  reclamar  el  cumplimiento  de 
una  obligación  de  dar  por  medio  de  un  juicio 
ejecutivo,  debe  aquel  estar  reconocido  judi- 
cialmente ó  mandado  tener  por  reconocido; 

2^  Que  esta  regla  general  sufre  excepción 
respecto  de  las  letras  de  cambio;  las  cuales 
para  ser  título  ejecutivo  no  necesitan  ese  re- 
conocimiento, siempre  que  el  aceptante  no 
hubiese  puesto  tacha  de  falsedad  á  su  acepta- 
ción al  tiempo  de  protestar  la  letra  por  falta 
de  pago; 

3*^  Que  el  protesto  de  una  letra  por  falta  de 
pago,  requisito  exigido  por  el  artículo  455 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  para  que 
ésta  tenga  mérito  ejecutivo,  debe  hacerse  en 
el  día  siguiente  al  de  su  vencimiento  y  cobro, 
y  que  el  retardo  en  llevar  á  efecto  esta  diligen- 
cia hace  ineñcaz  el  protesto  ó  lo  que  es  lo 
mismo,  deja  la  diKgencia  de  producir  los  efec- 
tos que  la  ley  que  rige  el  procedimiento  eje- 
cutivo acuerda  á  los  actos  de  esta  especie; 

4^  Que  el  protesto  de  que  se  trata  se  llevó 
á  cabo  el  22  de  mayo  de  1900,  cuatro  meses 
después  del  vencimiento  de  la  letra; 

í)^  Que  siendo  ineficaz  el  protesto  de  que 
se  trata,  no  estuvo  el  aceptante  en  la  situa- 
ción contemplada  por  la  ley  para  que  la  omi- 
sión de  tacha  de  falsedad  de  la  aceptación  die- 
ra á  la  letra  fuerza  ejecutiva; 

6^  Que  ai  bien  el  requerimiento  de  pago, 
para  los  efectos  del  protesto  cuando  se  veri- 
fica en  tiempo  oportuno,  puede  hacerse  &  los 
dependientes  si  no  se  encontrare  al  librado  ó 
aceptante  en  su  morada  6  establecimiento,  en 
el  presente  caso  el  requerimiento  fuera  del  día 
señalado  por  la  ley  hecho  á  un  dependiente, 
no  puede  por  ningún  título  producir  en  contra 
del  librado,  por  falta  de  tacha  de  falsedad  de 
la  aceptación,  el  efecto  del  reconocimiento  de 
éste  y  el  consiguiente  mérito  ejecutivo  de  la 
letra; 


Que  la  circunstancia  de  halier  reconofido 
el  ejecutante,  en  el  escritode  excepciones,  el  he- 
cho de  la  aceptación  por  él  de  la  letra,  no  sub- 
sana el  vicio  originario  del  título  que  ha  ser- 
vido de  base  á  la  ejecución,  por  cnanto  la 
fuerza  ejecutiva  de  tales  títulos  ae  funda  en 
la  concurrencia,  al  tiempo  de  despacharse  el 
mandamiento  de  embargo,  de  los  requisitos 
que  para  ese  efecto  establece  la  ley  y  no  en  de- 
claraciones ó  actos  posteriores  del  ejecutado 
que  en  ningún  caso  podrían  suplir  tas  defi- 
denciasdel  título  mismo,  en  conformidad  A  lo 
dispuesto  en  los  artículos  453  y  462  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil;  y 

8'-'  Que  en  virtud  de  las  consideraciones  ex- 
puestas, el  mandamiento  de  embargo  se  des- 
pachó sin  que  los  documentos  con  que  se  so- 
licitaba trajeran  aparejada  la  ejecución. 

Por  tales  fundamentos,  disposiciones  legales 
citadas  y  visto  además  lo  establecido  en  los 
artículos  724  y  734  del  Código  de  Comercio, 
y  el  número  7^  del  artículo  485  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  revoca  la  sentencia 
apelada  de  30  de  octubre  de  1903,  y  se  decla- 
ra probada  laexcepción  opuesta. 

En  consecuencia,  se  absuelve  de  la  ejecución 
á  don  Domingo  Simonetti,  debiendo  alzarse 
elembargo,  y  se  condena  en  las  costas  al  ejecu- 
tante. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Donoso 
VildÓsoIa— /.  BcrnRieH  M.~E,  Donoso  V,—J. 
Igamcin  Larraín  Z. 


Corte  tJe  Santiago.— 24  de  mayo  de  1904 
Pisco  con  Municipalidad  de  Concepción 

Multas  por  infíraoolones  de  la  ley  de 
alcoholes.— Aplioaoión  de  ellas  al 
Fisoo. 

Doctrina:—!^ /ey  de  alcoholes  número 
1515  de  18  de  enero  de  1902  prevé  y  pe- 
na un  delito  muy  distinto  del  que  casti^ 
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ga  el  número  18  del  artículo  496  del  Có- 
digo Penal;  y  como  no  dispone  que  las 
conmutaciones  de  las  penas  impuestas  á 
los  infractores  se  apliquen  á  fondos  mu- 
nicipales, debe  seguirse  la  regla  general 
según  la  cual  ingresan  á  fondos  genera- 
les del  Estado  todos  los  dineros  que  in- 
gresan á  arcas  nacionaks, 

Conñrma  esta  conclusión  por  una  par- 
te el  hecho  de  que  cuando  la  ley  de  alco- 
holes ha  aplicado  á  fondos  municipales 
el  ingreso  de  una  multa  ó  el  pago  de  una 
patente^  asilo  ha  expresado  categórica- 
mente;  y  por  otra  parte  el  procedimiento 
adoptado  por  el  articulo  148  de  esa  ley 
para  hacer  estivas  las  condenaciones 
que  se  hubieran  impuesto  por  infracción 
de  dicha  /ey,  maniñesta  que  las  multas 
deben  ingresar  á  las  tesorerías  Escales, 
desde  que  se  ordena  que  el  juez  letrado 
trasmita  al  Gobernador  los  estados  de 
las  condenaciones  que  se  hubiesen  dicta- 
do,  como  también  las  que  hubiesen  pro- 
nunciado los  jueces  de  subdelegación  y 
de  distrito  para  que  ese  funcionario  las 
comunique  á  la  tesorería  respectiva» 


Don  Manuel  García  Collao,  tesorero  fiscal 
de  Concepción  expone  en  su  demanda  que  por 
nota  de  la  Dirección  General  de  Contabilidad 
de  fecha  26  de  julio  de  1902,  se  le  ha  impar- 
tido instrucciones  para  gestionar  judicialmen- 
te á  fin  de  obtener  que  las  multas  impuestas 
desde  la  vigencia  de  la  ley  de  alcoholca  como 
penas  de  la  ebriedad  ingresen  á  la  Tesorería 
Fiscal. 

Como  desde  que  entró  en  vigenda  la  ley  de 
alcoholes,  laa  multas  impuestas  ■como  penas 
de  la  ebriedad  por  uno  y  otro  de  los  Juzgados 
de  letras  de  Concepción  han  ingresado  á  la 
Tesorería  Munidpal  de  esta  ciudad  se  re  en 
el  caso  de  interponer  demanda  contra  la  Mu* 
picipalidad  de  Concepción  á  fin  de  que  w  de- 


clare: primero,  que  las  cantidades  que  como 
multas  por  pena  de  ebriedad  se  impongan  en 
Concepción  por  este  juzgado  deben  ingresar  á 
la  Tesorería  Fiscal  de  Concepción  en  confor- 
midad al  artículo  148  de  la  ley  de  alcoholes 
de  18  de  enero  de  1902;  segundo,  para  que  se 
declare  que  la  Tesorería  Municíiial  de  Concep- 
ción debe  devolver  la  cantidad  de  seiscientos 
setenta  pesos ílque,  según  el  certificado  acom- 
pañado, asciende  lo  que  indebidamente  ha  per* 
dbido  con  el  producto  de  las  multas  impues- 
tas poreste  juzgado  desde  la  vigenda  de  la  ley 
de  alcoholes  y  por  la  causa  expresada,  haden- 
do  entrega  de  esa  suma  á  la  Tesorería  Fiscal 
de  Concepdón  dentro  de  quinto  día  y  con  los 
intereses  legales  desde  la  contestadón  de  la 
demanda. 

Estima  que  las  multas  impuestas  en  el  (fta* 
lo  primero  del  libro  segundo  de  la  ley  de  alco- 
holes de  18  de  enero  de  1902  no  importa  la 
sanción  de  infracciones  al  Código  Penal,  para 
que  pudiera  tener  apticadón  lo  dispuesto  en 
el  artículo  60  de  ese  Código;  sino  que  son  la 
sanción  de  infracciones  de  disposiciones  espe- 
ciales establecidas  en  la  indicada  ley  de  18  de 
enero  de  1002. 

De  la  tramitación  que  el  art.  148  de  la  ley 
de  alcoholes  establece  resjjccto  de  los  estados 
en  que  conste  el  monto  de  esas  multas,  se  de- 
doce  que,  cuando  dicha  disposidón  alude  "á  la 
tesorería  respectiva"  con  semejante  frase  se 
refiere  á  la  tesorería  fiscal,  pues  cuando  la  mis- 
ma ley  ha  querido  aplicar  á  benefido  del  teso- 
ro municipal  algunas  de  las  otras  multas  que 
por  motivos  extraños  al  título  primero  del  li- 
bro segundo  establece,  ha  mendonado  expre- 
samente á  la  tesorería  munidpal  como  sucede 
en  el  artículo  110. 

En  consecuenda,  solidta  que  teniéndose  por 
interpuesta  la  demanda  en  contra  de  la  muni- 
cipalidad de  Concepdón  se  declare  en  confor- 
midad á  lo  pedido. 

Contestando  el  Tesorero  Munidpal  don  Na- 
cianceno  Basso  pide  que  se  deseche  en  todas 
sus  partes  la  demanda;  pues  considera  errónea 
¿  inaceptable  la  interpretadón  que  por  parte 
del  tesorero  fiscal  se  da  á  la  materia  en  dis- 
cusión. 

Le  bastará,  para  fundar  su  opinión,  manífei- 
tor  que  el  art.  60  del  Código  Penal  está  vigeo* 
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te:  ni  la  ley  de  alcoholes  ni  ninguna  otra  lo  ha 
derogado.  Igual  cosa  ocurre  al  art.  34  núme- 
ro 3?  de  la  ley  de  Municipalidades.  . 

Estableciéndose  por  la  primera  de  esas  dis- 
p  >sicione8  legales  que  el  producto  de  las  mul- 
tas impuestas  como  penas  se  aplicará  á  fon- 
dos municipales  del  departamento  6  territorio 
municipal  donde  se  cometa  el  delito  que  se 
castiga;  y  disponiendo  la  ley  municipal  en  el 
artículo  citado  quedíchas  multas  forman  par- 
te de  las  rentas  comunales,  para  que  esto  de- 
jara de  tener  la  fuerza  de  una  ley  obligatoria 
y  vigente,  era  necesario  que  se  le  derogara 
expresamente,  indicándose  la  corporación  ó 
persona  á  quien  dichas  multas  se  aplicaría  y 
quitándose  también  á  los  municipios  estas 
fuentes  de  entradas.  Estima  que  la  expresión 
"tesorería  respectiva"  contenida  en  la  ley  de 
alcoholes, indica  que  1^  multas  son  municipa- 
les y  no  fiscales,  puesto  que  sí  esto  último  se 
hubiera  querido,  la  palabra  respectiva  estaría 
demíís,  ya  que  en  todos  los  departamentos 
hay  sólo  una  tesorería  fiscal,  y  ya  que  ella 
no  expresaría  en  ningún  ca.w  la  idea  que  se 
pretende. 

La  ley  de  alcoholes  cnando  quiso  imponer 
contribuciones  en  Ijeneficio  del  Fisco,  lo  dijo 
así  en  todos  sus  artículos  expresamente,  como 
sucede  en  el  artículo  34  y  en  todos  los  que  al 
impuesto  de  alcoholes  se  refiere  y  cuando  se 
trata  de  contribuciones  á  fondos  municipales 
nada  dijo,  sino  que  reglamenta  lo  existente  sín 
determinar  ni  hablar  del  tesoro  municipal.  No 
se  trataba  de  innovar  en  esta  materia:  se  qtie- 
ría  ampliar  y  reglamentar  lo  que  ya  existía. 
No  había  pues  necesidad  de  expresar  y  repetir 
lo  que  está  claramente  establecido  en  las  le- 
yes. 

Refiriéndose  al  impuesto  fiscal  sobre  la  pro- 
ducción de  alcoholes,  ya  era  otra  cosa;  se  tra- 
taba de  crear  una  nueva  contribución  y  era 
necesario  establecer  en  beneficio  de  ([uien  se  ce- 
día. De  ahí  entonces  la  clara  determinación  de 
la  ley  y  !a  reglamentación  de  los  procedi- 
mientos para  percibir  el  impuesto,  la  creación 
de  oficinas  especiales  de  inspección,  etc. 

Cuando  la  ley  de  alcoholes  quiso  imponer 
una  contribución  á  ÍAvor  del  fisco,  lo  dijo  cla- 
ramente y  cuando  mantuvo  los  impuestos 
municipales  guardó  silencio.  Tratándose  de 


aquéllas  innovó;  tratándose  de  éstos  dejó  en 
vigor  lo  existente. 

Replicando  el  demandante  dice  que  el  ar^ 
tículo  60  del  Código  Penal  es  absolutamente 
extraño  á  la  cuestión  que  se  debate  porque  ese 
artículo  se  aplica  única  y  exclusivamente  á  las 
acciones  ú  omisiones  que  el  Código  Penal  con- 
sidera como  ¡lícitas  y  castiga  con  la  pena  de 
multa.  Hl  inciso  1^  de  ese  artículo  establece 
que  la  multa  es  la  pena  inmediatamente  infe- 
ríorá  la  última  en  todas  las  escalas  graduales 
de  penas  que  contiene  el  artículo  59  del  mis- 
mo Código.  El  inciso  2^  determina  la  manera 
de  fijar  la  cuantía  de  la  multa  y  los  casos  en 
que  corresponde  aplicarla. 

De  lo  expuesto  resulta  que  la  disposición  del 
inciso  3^,  se  refiere  A  las  multas  establecidas 
como  pena  por  el  inciso  1^  y  que  han  sido  de- 
terminadas y  aplicadas  en  conformidad  al  in- 
ciso 2" 

Teniendo  presente  la  disposición  del  inciso  3*^ 
del  artículo  60  del  Código  Penal,  la  ley  Orgá- 
nica de  Municipalidades,  de  fecha  muy  poste- 
rior á  ese  Código,  dispuso  que  las  multas  que 
dicho  Código  mandaba  entregar  en  arcas  mu- 
nicipales formaran  parte  del  Tesoro  Munici- 
pal, cuyos  componentes  enumera  el  artículo  34 
de  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1891. 

El  título  1'  del  libro  2'  de  la  ley  de  alco- 
holes que  pena  le  embriaguez,  para  nada  se 
refiere  en  ninguna  de  sus  disposiciones  al  Có- 
digo Penal.  La  primera  que  ese  título  impone 
como  pena  de  la  embriaguez  conmutable  en 
multa  se  gradúa  y  aplica  sin  tener  para  nada 
en  cuenta  las  escalas  graduales  del  Código 
Penal,  ni  ninguna  otra  de  las  circunstancias 
que  este  Código  ordena  tener  presentes  al  de- 
terminar y  aplicarla  pena  que  él  impone.  El 
título  1'  del  libro  2*  de  la  ley  de  alcoholes, 
junto  con  establecer  que  es  punible  el  encon- 
trarse en  manifiesto  estado  de  ebriedad  en  los 
lugares  que  designa  el  artículo  131,  determina 
la  pena  en  que  incurre  el  ebrio  manifiesto,  cir- 
cunscribiendo los  límites  de  la  pena  de  prisión 
ó  multa  por  la  primera  vez  y  creando  una  es- 
cala que  puede  recorrer,  según  el  artículo  132, 
para  castigar  á  los  reinctdentes;  y  agregando 
una  disposición  especial  que  debe  cumplirse 
cuando  se  trata  de  castigar  como  ebrio  á  cual- 
quiera de  las  personas  que  enumera  el  artículo 
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133.  De  consiguiente  puede  sostenerse  de  una 
manera  absoluta  que  cuando  se  trata  de  pe- 
nar á  la  persona  quees  encontrada  en  público 
en  manifiesto  estado  de  ebriedad  no  hay  para 
qué  atender  en  ningún  caso  al  Código  Fenai, 
ni  para  qué  buscar  la  pena,  ni  para  graduar- 
la ni  para  saber  si  sea  6  no  aplicable  atendida 
la  edad  f>  cualquiera  otra  circunstancia.  Si, 
pues,  esto  ocurre,  habráse  de  convenir  enton- 
ces que  traer  á  colación  en  el  debátela  disposi- 
ción del  articulo  60  del  Código  Pcnnl,  es  ente- 
ramente inoportuno,  porque  esta  disposición 
contempla  situaciones  que  existían  antes  que 
entrara  á  regir  la  ley  de  alcoholes  y  á  las  cua- 
les el  título  1^  del  libro  2"  de  esta  ley  es  ente- 
ramente extraño. 

Si  el  Código  Penal  en  ese  artículo  60  no  hu- 
biera dado  á  las  multas  que  con  arreglo  á  di- 
cho Código  se  imponen,  el  destino  particular 
de  que  ingresaran  al  tesoro  de  las  Municipali- 
dades, esas  multas  habrían  debido  ingresar  al 
tesoro  general  de  la  Nación;  porque  todo  lo 
que  se  percibe  por  vía  de  autoridad  pertenece  al 
tesoro  general,  á  menos  que  la  ley  que  prescri- 
be la  exacción  no  le  asigneun  destino  especial, 
por  la  misma  razón  que  son  bienes  del  Estado 
todas  las  tierras  que  estando  situadas  den- 
tro de  los  límites  territoriales  carecen  de  otro 
dueño. 

De  manera,  pues,  que  no  habiendo  designa- 
do la  ley  de  alcoholes  expresamente  que  las 
multas  que  se  impongan  con  arreglo  al  título 
primero  del  libro  segundo  de  esa  ley  ingresen 
al  Tesoro  Municipal,  talesmultasdeben  ingre- 
sar al  Tesoro  general  de  la  Nación,  desde  que 
aquellas  multas  traen  un  origen  enteramente 
distinto  de  las  asignadas  especialmente  á  las 
Municipalidades  por  el  artículo  60  del  Código 
Penal,  que,  como  se  ha  indicado  Antes,  es  de 
todo  punto  extraño  al  título  primero  del  libro 
segundo  de  la  ley  de  alcoholes  que  crea  el  deli- 
to de  embriaguez  y  le  asigna  penas  especiales 
para  cuya  aplicación  no  hay  para  qué  atender 
al  Códipo  Penal. 

Duplicando  expone  el  reprcsenL.intc  de  la 
corporación  demandada  cjue  las  disposiciones 
generales  del  Código  Penal,  entre  las  cuales 
ñgnra  la  aplicación  de  las  nmltns  puramente 
de  los  delitos,  rigen  en  la  República  mientras 
no  sean  especialmente  derogadas  por  leyes  es- 


pedales.  Es  ese  el  -código  fundamental  que  re- 
glamenta y  determina  la  penalidad  en  Chile. 
Los  otras  leyes  penales,  dictadas  con  posterio- 
ridad, no  pueden  tomarse  sino  como  comple- 
mentarías y  accesorias.  Por  consiguiente,  el 
artículo  60  del  Código  Penal  está  vigente  y  es 
apiteablc  al  presente  caso,  como  lo  son  tam- 
bién las  demás  disposiciones  que  ese  Código 
contiene  en  su  libro  primero  y  que  sean  com- 
patibles ó  no  se  hayan  expresamente  deroga- 
do por  la  ley  de  alcoholes. 

Pasados  los  antecedentes  en  vista  al  señor 
I*romotor  Fiscal,  este  funcionario  dice  que 
el  señor  Tesorero  Fiscal,  con  arreglo  al  artícu- 
lo 31  de  la  ley  de  Tesorerías  de  2  de  Julio  de 
1883,  requirió  el  auxilio  del  Promotor  Fiscal 
para  este  juicio.  Con  arreglo  á  la  ley  citada 
redactó  los  escritos  de  demanda  y  de  replica. 
En  consecuencia,  cree  que  debe  considerarse 
como  su  dictamen  lo  expuesto  en  los  expresa- 
dos escritos: 

El  juzgado  de  Concepción,  con  fecha  22  de 
mayo  de  1903,  falló: 

Considerando: 

f  Que  el  delito  penado  en  el  número  18  del 
artículo  496  del  Código  Penal,  es  de  "aquel 
ijue  con  su  embriaguez  molestare  á  terceros 
en  público",  mientras  que  la  ley  de  alcoholes 
en  su  artículo  131  prevé  y  pena  otro  muy 
distinto,  cual  es  "el  que  comete  toda  persona 
que  fuere  encontrada  en  manifiesto  estado  de 
ebriedad  en  las  calles,  caminos,  plazas,  tea- 
tros, hoteles,  cafees,  tabernas,  despachos  fi 
otros  lugares  públicos  ó  abiertos  al  público, 
estimándose  como  una  circunstancia  agra- 
vante, si,  hallándose  el  individuo  en  ese  esta- 
do en  lugares  públicos  ó  abiertos  al  público, 
molestare  de  palabra  ó  de  hecho  á  terceros  en 
cuyo  cnso  se  le  aplicaria  el  máximum  de  la 
pen.i". 

-"^  (Juc  no  disponiendo  la  ley  sobre  alcoho- 
les que  Ins  conmutaciones  aludidas  se  nplt- 
(|uen  n  fondos  municipales,  debe  seguirse  la 
regla  general  de  que  deben  ingresar  á  la  Te- 
sorería Fiscal  re5|)ectiva;  tanto  porque  esto 
es  lo  (|ue  á  falta  de  excepción  expresa  ha  de 
efectuarse  tratándose  de  dinero  que  ingresa  á 
arcas  nacionales,  ya  que  es  el  Estado  el  que 
¡m]K>ne  por  regla  general  la  pena  y  establece 
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su  conmutación;  cuanto  porque  cuando  la  ley 
sobre  alcoholes  ha  aplicado  á  fondos  munici- 
pales el  ingreso  de  una  multa  ó  el  pago  de 
una  patente,  asf  lo  ha  expresado  categórici- 
mente. 

Con  el  mérito  de  estas  consideraciones  y  lo 

prescrípto  en  las  disposiciones  legales  ya  cita- 
das, se  declara  que  ha  lugar  á  la  demanda.— 
David  Costa  Pruneda. 

Vista  la  causa  Ift  Oorte  proveyó: 

Santiago,  13  de  mayo  de  1904.— Vistos:  en 
empate  de  votos,  tráiganse  nuevamente  en  re- 
lación, llamándose  para  dirimirlo  al  señor 
Ministro  que  corresponda  Alejo  Fernán- 
dez.—J,  Beraalea  M.—E.  Donoso  V.—J.  Igna- 
cio Larraín  Z. 

Y  en  la  segunda  vista  falló: 

Vistos:  teniendo  además  presente  que,  aten- 
diendo el  procedimiento  adoptado  por  el  ar* 
tfcnlo  148  de  la  ley  de  18  de  enero  de  1903, 
para  hacer  efectivas  las  condenaciones  que  se 
hubieran  impuesto  por  infracciones  tie  dicha 
ley,  se  desprende  claramente  que  las  multas 
con  que  se  castigan  las  indicadas  infracciones 
deben  ingresar  á  las  tesorerías  fiscales,  desde 
que  en  el  artículo  ya  citado,  se  ordena  que  el 
juez  letrado  trasmita  al  gobernador  del  de- 
partamento los  estados  de  las  condenaciones 
que  se  hubieran  dictado,  como  también  las  que 
hubieran  pronunciado  los  jueces  de  subdele- 
gación  y  de  distrito,  para  que  ese  funcionario 
las  comunique  á  la  tesorería  respectiva,  se 
confirma  la  sentenda  apelada  de  22  de  mayo 
último. 

Acordada  por  unanimidad  por  haber  des- 
aparecido en  esta  segunda  vista  de  la  causa  el 

empate  que  se  produjo  en  la  primera.—^.  Ale- 
jo Fcrnándex.—J.  Bernales  M.—B.  Donoso  V. 
—y.  Ignacio  Larraio  Z. 


Corte  de  Santiago.— 23  de  junio  de  1904 
Carrasco  con  Carrasco 

Medidas  precautorias.  —  Notlfloaolón 
de  la  demanda;  oopia  de  ella 

Doctrina:  —Con  arreglo  al  artículo 
43  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
la  notiñcaciÓB  de  la  demaadadebe  hacer- 
se entregando  en  el  mismo  acto  copia 
integra  de  ella,  aunque  la  diligencia  se 
practique  en  lagar  distinto  de  aquel  en 
que  funciona  el  tribunal;  y  es  nula  si  asi 
no  se  bace. 

Teniendo  conocimiento  el  demandado 
de  la  demanda,  aunque  se  haya  practi- 
cado su  notihcación  en  forma  indebida^ 
pueden  mantenerse  las  medidas  precau- 
torias decretadas  provicionalmeate  (1). 


Entablada  demanda  por  doña  Albina,  doña 
Clarisa  y  doña  Luisa  Carrasco  Allendes  con- 

(I)  El  srtíualo  292  del  Código  de  Froosdtaiien- 
to  Civil  parece  oontrarío  á  la  dootrína  qne  ae  des- 
prende del  fallo  de  la  Corte  de  Santiago,  pues  exi- 
ge qne  se  notifiquen  las  medidas  precautorias  á  la 
persona  oontva  quien  se  dictan^  y  dispone  qne  que- 
dan MD  efecto  las  diligencias  practieadas  si  transoa- 
rndoi  einoo  días  no  so  efectuare  la  notificación. 
Habría  nido  preferible  que  la  Corte  hubiera  decla- 
rado ampliado  el  plaio  para  esta  notífioación,  si  es- 
timaba fundadas  las  medidas  preoaatoriss  pedidas. 
En  esta  materia  es  necesario  qne  se  proceda  oon 
toda  estrictez  y  observancia  de  las  formsa  estableci- 
das por  la  ley,  porque  las^ medidas  precautorias,  por 
indispensables  que  sean  para  garantirlos  roáiillados 
del  juicio  y  en  este  sentido  estar  perfectamente  jas- 
tífioada  la  ley  que  las  admite,  perturban  seriamente 
lúa  negodoB^y  ooasinnan  daflos  qaeldif  ícilmente  pue- 
paeden  ser  reparados.  £a  la  práctica  se  había  abu- 
sado demasiado  de  las  medidas  de  esta  clase,  que 
los  jueces  decretaban  fácilmente,  contentándose  con 
agregar  cbajo  la  responsabilidad  del  solicitante» 
que  en  el  ht-cho  no  existe  si  no  ae  prueba  la  abso- 
luta falta  de  fnndamento  de  la  demanda,  aparto  de 
qne  los  perjuicios  son  de  dificilísima  comprobación. 

Xjm  dispoaieionea  del  título  IV  del  libro  II  del 


Digitized  by 


Google 


508 


SBGtTNDA  PlftTB 


tra  don  Emilio  Carrasco  sobre  rendición  de 
cuentas,  se  despachó  carta  rogatoria  para 

notificar  at  demandado,  y  al  tratar  de  hacerse 
esta  notificación  en  Valparaíso  el  demandado 
exigió  la  copia  de  que  habla  el  artíctdo  43  del 
Código  de  Procedimiento  Civil  la  que  no  se 
le  entregó  y  como  el  receptor  expresara  haber 
hecho  la  notificación.el  apoderado  del  deman- 
dado reclamó  y  pidió  que  se  declarase  nula 
y  se  ordenara  que  debía  notificarse  nuevamen* 
te  la  demanda. 

El  Juzgado  resolvió,  después  de  oÍr  á  la  par- 
te contraria: 

Santiago,  26  de  marzo  de  1904  Vistos: 

con  lo  expuesto  por  las  partes,  diligencia  de 
fs.  23  y  lo  dispuesto  en  el  artículo  43  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  se  declara:  que 
ha  lugar  á  lo  pedido  por  don  Emilio  Carras- 
co.—£u(/oc/o  González. 

Al  entablar  su  demanda  habían  pedido  los 
demandantes,  con  motivo  de  estar  próximo  á 
efectuar  un  viaje  á  Europa  el  demandado,  se 
decretara  prohibición  de  enajenar  y  gravar 
los  derechos  que  don  Emilio  Carrasco  tiene 
en  la  oficina  "Lastenia"  en  Aguas  Blancas, 
como  asimismo  los  derechos  que  el  mismo  se- 
ñor tiene  á  otras  propiedades  ubicadas  en 
Antofagasta  y  el  Juzgado  proveyó: 

Santiago,  31  de  diciembre  de  1903  Tras- 
lado y  antos,  haciéndose  entre  tanto  como 
se  pide,  debiendo  quedar  sin  efecto  esta  medi- 
da si  no  se  hiciese  notificar  el  presente  decreto 
á  la  parte  contraría  en  el  término  de  cinco 
días  Eudocio  Goasákz, 

Habiendo  transcurrido  este  plazo  sin  noti- 
ficarse este  decreto,  pues  sólo  se  hizo  la  noti- 
ficación de  la  demanda  en  la  forma  que  se  ha 
indicado,  el  apoderado  del  demandado  solici- 
tó el  alzamiento  de  las  medidas  precautorias; 
pero  el  Juzgado  resolvió: 

Santiago,  5  de  abril  de  1904.— Vistos:  con 

Código  di  Procedimiento  Civil  eatAn  bien  inspira- 
du,  7  »i  1m  tribonalM  las  observan,  se  habrá  dado 
QB  puo  SQ  si  perfeccionamiento  de  las  reglas  pro- 
ceeiles. 

Ii.C.5. 


lo  expuesto  por  las  partes,  no  ha  lagar  á  lo 
solicitado  por  don  Emilio  Carrasco.— Encfocio 
Gonzákz. 

Apeladas  las  resoluciones  de  26  de  marzo  y 
la  anterior, 

La  Corte  resolvió  en  la  primera: 

Vistos:  se  confirma  el  auto  apelado  de  26 
de  marzo  del  presente  año. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Larraín  Z.  quien,  teniendo  presentes  los  funda- 
mentos que  consigna  en  el  libro  de  acuerdos, 
estuvo  por  revocar  dicho  auto,  declarando, 
por  tanto,  válida  la  notificación  do  la  deman- 
da hecha  á  don  Emilio  Carrasco.—/.  Akjo 
Fernándcz.—J.  Bernaíes  M.~E.  Donoso  V.~J. 
Ignacio  I^rraín  Z. 

V  en  la  segunda: 

Vistos:  se  confirma  el  auto  apelado  de  5  de 
abril  último  del  presente  año,  con  costas  del 
recurso — Practíquese  la  tasación  de  costas 
personales  por  el  señor  Ministro  de  semana  y 
por  el  secretario  las  procesales.-/.  Ah\o  Fcr> 
nández.—J.  Bernaks  M.—B.  Donoso  V,~J. 
Ignacio  Larraín  Z. 


Cotte  de  Santiago.— €  de  agosto  de  190i 
Luco  con  de  la  Fuente 

Puntos  de  prueba— Fljaoióii  de  ellos 
.  en  caso  de  rebeldia  del  demandado 
para  contestar  la  demanda. 

Doctrina:— Cou/brnie  al  artículo  308 
del  Código  de  Procedimiento  CiviU  jb.  se 
proceda  con  la  contestación  expresa  del 
demandado  ó  en  su  rebeldía,  el  Tribunal 
examinará  por  sf  mismo  los  autos,  y  si 
estimare  que  hay  ó  puede  haber  contro- 
Yersia  sobre  algún  hecho  sustancial  y  per- 
tinente eif.  eJ  JuKÍOf  ordenérá  <¡ue  ca<Ja 
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parte  presente  áentro  de  cinco  dfas  una 
minuta  de  los  puntos  sobre  que  piense 
rendir  prueba  de  testigos,  numerados  y 
especiScados  con  claridad  y  precisión.  Por 
coasigaieate,  aunque  el  demandado  no 
conteste  Ih  demanda,  no  sólo  tiene  dere- 
cho de  presentar  minuta  de  prueba  sino 
que  cumple  el  mandato  Judicial,  dictado 
con  arreglo  á  la  ley,  que  le  ordena  presen- 
tar dicha  minuta,  no  siendo  para  esto  un 
obstáculo  la  disposición  del  inciso  Z'  del 
articulo  309  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  que  manda  fíjar  como  puntos  de 
prueba  únicamente  Jos  hechos  sustancia' 
les  controvertidos  en  los  escritos  anterio- 
res á  la  resolución  que  ordena  recibirht 
pu?s  si  se  diera  á  esta  disposición  otra 
interpretación  quedaría  sin  aplicación  aU 
gima  el  articulo  308  en  la  parte  que  au- 
toriza la  presentación  de  minutas  al  de- 
mandado rebelde: 

No  hallándose  el  demandado  rebelde 
comprendido  en  ninguno  de  los  casos  en 
que,  según  el  artículo  303  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  puede  citar  para 
sentencia  sin  recibir  la  causa  á  prueba,  su 
rebeldía  para  los  efectos  de  los  artículos 
308 y  309  importa  según  el  espíritu  de 
la  ley,  manifestado  claramente  en  la  bis- 
toria  ñdedignade  su  establecimiento,  una 
presunción  de  que  no  acepta  por  su  par- 
te  loa  hechos  enunciados;  y  el  Juez  queda 
habilitado  para  £far  los  puntos  de  prue- 
ba,  considerando  como  hechos  sustan- 
ciales, materia  de  ¡a  controversia,  los  que 
creyere  pertinentes  en  el  Juicio,  tomando 
por  base  la  demandaylos  pantos  enumc' 
rados  y  especiñcadoscon  claridad  y preci' 
sión  en  las  minutas  que  hayan  presenta- 
do demandante  y  demandado,  siempre  que 
guarden  relación  Jurídica  con  aquélla. 

Los  puntos  de  prueba  deben  ser  ñjados 
expresa  y  determinadamente  por  el  mis- 


mo  Juez  y  no  en  forma  de  simple  referen- 
cia álas  minutas  ó  escritos  de  las  partes. 


Don  Julio  Silva  SomarrÍTn,  sub-arrendatario 
del  fundo  "Molino  de  Angostura"  entabló  de- 
mandacontra  doña  Dolores  Luco  v.  de  Rojas 
para  que  le  pague  diez  y  ocho  milcíentocator- 
ee  pesos  veintidós  centavos,  6  sea  la  mitad  de 
los  gastos  hechos  en  la  reparación  del  canal 
*'Lncano"  con  que  se  riega  la  propiedad  ex- 
presada y  á  múa  la  mitad  de  su  honorario  por 
la  atención  del  trabajo. 

En  vista  de  esta  demanda  la  señora  Luco  de 
Rojas  demandó  á  su  vez  á  don  Maximiliano 
de  la  Fuente  íí  quien  ella  tiene  arrendada  aque< 
lia  propiedad  para  que  se  declare  que  debe  pa- 
gar lo  que  ella  sea  condenada  á  pagar  á  su 
vez. 

Notiñcada  esta  demanda  con  fecha  13  de 
enero,  en  Santiago,  al  señor  de  la  Fuente  el  apo- 
derado de  la  demandante  le  acusó  rebeldía  en 
19de  marzo  y  por  autode  21  del  mismo niesse 
dió  por  contestada  la  demanda  y  en  conformi- 
dad al  artículo  308  del  Código  del  Procedi- 
miento Civil  se  ordenó  á  las  partes  presenten 
minutas  de  prueba. 

Notificado  el  demandado  por  el  estado  el 
mismo  día,  presentó  con  fecha  28  minuta  de 
prueba  y  lista  de  testigos;  dos  días  antes  ha- 
bía presentado  las  suyas  la  parte  demandan- 
te. El  juzgado  mandó  tenerlas  presentes. 

Con  fecha  12  de  abril  se  recibió  la  causa  á 
prueba  fijándose  como  puntos  de  ella  los  con- 
teniios  en  ambas  minutas. 

De  este  auto  reclamó  la  demandante  solici- 
tando que  el  juzgado  fijara  los  puntos  de  prue- 
ba de  un  modo  específico  pues  el  demandado 
había  fijado  algunos  que  no  habían  sido  mate- 
ria de  controversia  anterior.  El  juzgado  negó 
lugar  á  la  reconsideración  pedida  y  concedida 
la  apelación  la  Corte  resolvió: 

Santiago,  21  de  marzo  del904  Visto*:  Te- 
niendo presente  lo  dispuesto  en  el  artículo  309 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  se  suspenden 
los  efectos  del  auto  apelado  de  12  de  abril  úl- 
timo y  se  declara  que  el  juez  de  la  causa  debe 
fijar  determinadameqte  los  puntos  sobre  que 
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debe  recaer  la  prueba  de  tcRtigos  L.  R.  Mo- 
ra,—Lats  Barriga.— J.  A.  Rojas. 

Cumpliendo  esta  resolución»  el  juzgado  con 
fecha  30  de  marzo  de  1904  fijó  como  puntos 
de  prueba  no  sólo  los  hechos  alegados  por  la 
demandante  sino  algunos  que  eran  materia  de 
la  minuta  del  demandado  y  otros  no  contem- 
plados en  ninguna  de  las  minutas  de  las  partes. 

Apelada  esta  resolución, 

La  Corte  resolvió: 

Vistos,  y  teniendo  presente; 

1?  Que  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
308  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  ya  se 
proceda  con  \b.  contestación  expresa  del  de- 
mandado "ó  en  su  rebeldía",  si  examinados 
los  autos  por  el  tribunal,  estimare  que  hay  ó 
puede,  haber  controversia  sobre  algún  hecho 
sustancial  y  j^rtinente  en  el  juicio,  ordenará 
que  cada  parte  presente  dentro  de  cinco  dfas 
una  minuta  de  !os  puntos  sobre  que  piense 
rendir  prueba  de  testigos,  numerados  y  espe- 
cificados con  claridad  y  precisión. 

2''  Que  aun  cuando  en  el  presente  juicio  el 
demandado  no  contestó  la  demanda,  es  evi- 
dente que  al  presentar  su  minuta  de  puntos 
de  prueba  no  sólo  ha  hecho  uso  del  derecho 
que  le  acuerda  la  disposición  legal  citada, 
más  aún  ha  cumplido  el  mandato  judicial  dic- 
tado con  arreglo  á  ella,  que  le  ordenó  presen- 
tar dicha  minuta; 

3^  Que  si  hubiera  de  interpretarse  el  segun- 
do inciso  del  artículo  309  del  referido  Código, 
en  el  sentido  de  que  cuando  se  da  por  contes- 
tada la  demanda  en  rebeldía  del  demandado, 
debe  el  juez  fijar  los  puntos  de  prueba  desen- 
tendiéndose de  la  minuta,  por  haber  en  tal 
caso  hechos  sustanciales  controvertidos  en  los 
escritos  anteriores  á  la  resolución  que  ordena 
recibirla,  quedaría  sin  aplicación  alguna  el  ar- 
tículo 308,  y,  por  consiguiente,  sin  objetóla 
presentación  de  las  referidas  minutas,  que  aún 
en  el  caso  de  ser  rebelde  el  demandado  y  pre- 
via orden  judicial,  prescribe  á  ambas  partes 
dicho  artículo; 

At*  Que  no  hallándose  comprendido  el  de- 
mandado en  alguno  de  los  casos  señalados  en 
el  artículo  303  del  mismo  Código,  su  rebeldía, 


para  los  efectos  indicados  en  los  artículos  308 
y  309,  debe  estimarse  que  importa,  según  la 
ley,  una  presunción  de  que  á  lo  menos  no 
acepta  por  su  parte  los  hechos  enunciados  en 
la  demanda;  y,  en  consecuencia,  el  juez,  al  dar 
cumplimiento  á  la  última  disposición  citada, 
puede  fijar  en  una  situación  semejaote  puntos 
de  prueba,  considerando  como  hechos  sustan- 
ciales materia  de  la  controverma,  tos  que  cre- 
yere pertinentes  en  el  juicio,  tomando  por  base 
la  demanda  y  los  puntos  enumerados  y  espe- 
cificados con  claridad  y  precisión  en  las  minu- 
tas que  hayan  presentado  demandante  y  de- 
mandado, siempre  que  guarden  relación  jurí- 
dica con  aquélla. 

5^  Que  además,  interpretando  el  artícu- 
lo 309  en  conformidad  á  la  historia  fídedí^a 
de  su  establecimiento,  el  objeto  que  se  tuvo  en 
mira  al  consignar  tal  disposición,  fué  el  de  evi- 
tar que  se  produjera  por  las  partes  prueba  in- 
conducente a)  fallo  de  la  cuestión;  y  por  lo 
tanto,  concurre  al  propósito  manifestado  por 
el  legislador,  el  que  al  fijarse  los  puntos  de 
prueba,  el  juez  tome  en  consideración  todos 
aquellos  que  conduzcan  al  esclaredmiento  del 
asuuto  controvertido;  y 

6^  Que  versando  la  demanda  sobre  cobro 
de  indemnizaciones  por  haber  incurrido  el 
arrendatario  en  negligencia  grave  en  el  cum- 
plimiento de  las  obligaciones  que  le  imponía 
el  contrato  de  arriendo,  relativamente  al  cui- 
dado y  conservación  del  canal  llamado  Luca- 
no,  son  pertinentes  en  el  juicio  y  guardan  rela- 
ción jurídica  con  la  demanda  los  puntos  de 
prueba  fijados  por  el  juez  en  su  resolución, 
como  también  los  señalados  por  la  parte  de 
doña  Dolores  Luco,  en  su  escrito. 

Por  estos  fundamentos,  se  confirma  la  reso- 
lución apelada  de  fecha  30  de  Mayo  de  este 
año,  con  declaración  de  que  se  fijan  también 
como  puntos  de  prueba  en  esta  causa  los  enu- 
merados por  la  parte  de  doña  Dolores  Luco. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Berna- 
Ies  M.—J.  Alejo  Fernández.— José  Bernahs  M. 
—E.  Donoso  V.—José  Ignacio  Larrain  Z. 
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Corte  fk  Saatiago—S  de  agosto  de  1904 

Garín  con  Vergara  y  otro» 

Nulidad  de  adjudioaolón.  — Deolalón 
del  asunto  oontrovertido.— Ultra  pe 
tita. — Decisiones  oontradiotorlas.— 
Designación  precisa  de  las  partes 
litigantes,  sudomloiUo  yprofosión 
ú  ofloio. 

Doctrina: — Teniendo  por  objeto  ¡a 
acción  principal  entablada  en  la  deman- 
da que  se  deje  sin  efecto  una  adjudica- 
ción  hecha  en  la  partición  de  los  bienes 
de  una  comunidad,  por  adolecer  de  nuli- 
dad el  convenio  á  virtud  del  caal  se  lle- 
vó á  efecto,  y  pudiendo  esta  nulidad  ser 
absoluta  ó  rehitiva,  según  las  causas 
que  ¡a  originaron  y  que  el  Juez  debe 
tener  presentes  para  determinarla  en  hi 
sentencia,  pudiendo  dar  lugar  á  una  ú 
otra;  las  apreciaciones  y  calificaciones 
que  hayan  hecho  las  partes  en  el  curso 
del  juicio  sobre  la  signiñcaeión  de  la 
acción  entablada,  sosteniendo  los  de- 
mandantes que  es  absoluta  la  nulidad 
por  ellos  invocada  y  los  demandados 
que  sólo  se  trata  de  la  relativa,  no  alte- 
ran la  esencia  de  la  acción  establecida  en 
la  demanda  y  en  la  parte  petitoria  de  la 
réplica. 

La  disposición  del  número  l'^  del  ar- 
ticulo 941  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  es  correlativa  de  la  obligación  que 
se  impone  á  las  partes  por  el  articulo52, 
lo  cual  no  puede  entenderse  sino  respecto 
de  los  Juicios  que  se  hubieren  iniciado 
después  de  la  vigencia  del  referido  Códi- 
go, y  por  lo  tanto,  aquella  disposición 
sólo  puede  regir  respecto  de  los  Juicios 
iniciados  con  posterioridad á su  vigencia. 


Ante  uno  de  los  Juzgados  de  Santiago  se 
ha  seguido  juicio  por  don  Luis  Garfn  y  otros, 
demandando,  principalmente,  la  nulidad  del 
convenio  de  adjudicación  del  fundo  "Huemul" 
y,  subsidiariamente,  la  resolución  de  la  adju- 
dicación del  mismo  fundo  á  doña  Soledad 
Vergara  v.  de  Garín,  eii  la  partición  de  los 
bienes  de  don  Juan  Garín. 

Tramitado  el  juicio  con  arreglo  á  la  ley, 
se  pronunció  sentencia  en  30  de  abríl  último, 
por  el  señor  juez  Ayala,  declarándose  que  ha 
lugar  á  la  demanda,  aceptándose  la  rcsci' 
stón  de  la  adjudicación  del  fundo  "Huemul", 
sólo  en  favor  de  don  Eduardo  (iarín  Vergara, 
debiendo  tenerse  por  prescriptns  las  acciones 
resdsorias  de  los  otros  dos  demandantes, 
don  Luis  Garín  Vergara  y  doña  Hiena  Garín 
de  ruenzalida,  y  aceptándose  también,  respec- 
to de  todos  ellos,  la  resolución  de  dicha  adju- 
dicación. Hn  consecuencia,  las  cosas  se  i'etro- 
traerán  al  estado  que  tenían  ántes  deesa  ad- 
judicación, debiendo  don  Eduardo  Charme 
entregar  el  fundo  "Huemul"  con  sus  frutos 
correspondientes  desde  la  notificación  de  la 
demanda. 

Notificado  de  esta  sentencia  don  Eduardo 
Charme,  anunció  primero  y  formalizó  en  se- 
guida el  recurso  de  casación  en  la  forma,  á 
virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  943  del 
Código  de  Procedimiento  Civil.  Por  un  otrosí 
apeló  también  de  la  misma  sentencia.  Conoe* 
didos  ambos  recursos,  se  mandaron  traer  los 
autos  en  relación  sobre  el  de  casación,  el  cual 
se  funda  en  las  siguientes  causales: 

1*  No  contener  la  sentencia  decisión  sobre 
la  acción  principal  entablada,  estendiénJo^, 
en  cambio,  á  una  acción  no  deducida. 

Dice  al  respecto  que  los  demandantes  han 
manifestado  y  sostenido  durante  el  curso  del 
juicio  que  los  vicios  ó  defectos  de  que  la  ad* 
judicación  adolece,  producen  la  nulidad  abso- 
luta y  no  son,  en  consecuencia,  de  aquellos 
que  sólo  dan  derecho  A  la  rescisión  del  acto  ó 
contrato,  y  que,  sin  embargo,  la  sentencia  en 
la  primera  parte  de  lo  dispositiro  da  lugar  á 
la  rescisión  de  la  adjudicación  y  se  abstiene 
de  pronunciarse  sobre  la  acción  de  nulidad, 
que  es,  según  los  demandantes,  el  otqeto  prin- 
cipal de  la  litis. 

2*  La  sentencia  deja  sin  efecto  el  contrato 
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de  compraventa  del  fundo  "Huemul",  cele- 
brado entre  la  señora  Vergara  y  don  Eduardo 
Chnrme,  contrato  que  no  ha  sido  materia  del 
juicio,  causal  prevista  en  el  número  4'  del  ar- 
tículo 941  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

.  3^  La  senteneia  contiene  decisiones  contra- 
dictoriaB,  causal  de  casación  determinada  en 
el  número     del  artículo  941  citado. 

En  efecto,  se  declara,  dice,  que  ha  lugar  á 
la  demanda,  aceptándose  la  rescisión  de  la 
adjudicación  del  fundo  "Huemul"  sólo  á  fa- 
vor de  don  Eduardo  Garín,  debiendo  tenerse 
por  prescriptas  las  acciones  rescisorias  de  los 
otros  dos  demandantes,  y  aceptándose  tam- 
bién respecto  de  todos  ellos  la  resolución  de 
dicha  adjudicación. 

Los  únicos  demandantes  son  los  señores 
Garín  nombrados.  En  consecuencia,  no  está  re- 
sucita, ni  podía  legalmente  estarlo,  respecto  de 
doña  Soledad  Vergara,  demandada, y  respecto 
de  sus  otros  hijos  demandados  también.  No 
pudiéndolos  demandantes, como  partícipes  en 
el  fundo  "Huemul",  enajenar  ó  adjudicar  otra 
cosa  que  la  cuota  que  á  ellos  correspondía,  es 
innegable  que  al  resolverse  la  adjudicación,  lo 
único  que  han  recobrado  es  esa  cuota  que  les 
pertenecía  en  el  fundo  adjudicado.  Se  condena 
al  señor  Charme  á  la  entrega  del  fundo  "Hue- 
mul" con  sus  frutos.  Siendo  evidente  que  les 
demandantes  no  pueden  recobrar  el  todo,  por- 
que no  eran  ni  son  dueños  del  todo,  es  claro 
que  la  entrega  ó  devolución  ordenada  va  á 
aprovechar  á  la  señora  Vergara  y  &  sus  otros 
hijos  que  no  son  demandantes.  Hay  en  esto 
una  contradicción  nianiñesta.  Ni  estos  hijos  ni 
la  señora  Vergara  han  sido  favorecidos  con  la 
decisión  de  la  sentencia  qne  acepta  la  resolu- 
ción. 

Mas,  al  ordenarse  la  entrega  del  fundo,  se 
otorga  de  hecho  á  esos  demandados,  el  bene- 
ficio que  les  niega  al  acordarla  únicamente  á 
los  tres  demandantes.  Si  da  A  aquellos  en  una 
fórmalo  que  en  otra  forma  les  niega,  es  evi- 
dente que  es  contradictorio  el  iallo. 

4*  La  sentencia  no  se  ajusta  en  su  forma  á 
lo  dispuesto  en  el  número  1^  del  artículo  193, 
causal  de  casación  enunciada  en  el  número  5^ 
del  artículo  941  del  Código  ya  citado. 

I^a  Oorte:  resolvió; 


Con  lo  relacionado  y  considerando; 

1^  Que  la  acción  principal  entablada,  en  la 

demanda  tiende  á  que  se  deje  sin  efecto  la  ad- 
judicación del  fundo  Huemul,  que  se  hizo  á 
doña  Soledad  Vergara  de  Garín  en  la  parti- 
ción de  los  bienes  de  don  Juan  Garín,  por  ado- 
lecer de  nulidad  el  convenio  á  virtud  del  cual 
se  llevó  á  efecto; 

2^  Que  esta  nulidad  pudo  ser  absoluta  6 
relativa,  según  las  causas  que  la  originaron, 
causas  Ó  antecedentes  que  el  juez  debe  tener 
presente  para  determinarla  en  su  sentencia, 
pudiendodar  lugar  á  una  ú  otra,  segfin  los 
casos; 

3^  Que  las  apreciaciones  y  caliücacíones 

que  hayan  hecho  las  partes  en  el  curso  del  jui- 
cio sobre  la  signi&cación  de  la  aciión  entabla- 
da, sosteniendo  los  demandantes  que  la  nuli- 
dad por  ellos  invocada  es  la  absoluta,  y  los 
demandados  que  sólo  se  trata  de  la  relativa, 
no  tiene  el  alcance  que  se  le  atribuye  de  alte- 
rar la  esencia  de  dicha  acción,  establecida  en 
el  escrito  de  demanda  y  en  la  parte  petitoria 
del  de  réplica; 

4''  Que  hahiéndose  solicitado  expresamente 
por  los  demandantes  en  sus  escritos  de  de- 
manda y  de  modificación  de  la  misma,  que, 
en  definitiva  se  resuelva  que  don  Eduardo 
Charme  debe  entregar  el  fundo  "Huemul"  con 
sus  frutos  correspondientes  desde  la  contesta- 
ción de  la  demanda,  al  resolver  el  juez  este 
punto  en  su  sentencia,  no  ha  hecho  sino  fallar 
ana  délas  cuestiones  concretas  sometidas  á 
su  jurisdicción; 

5^  Que  habiendo  dado  lugar  el  juez  á  las 
acdones  de  resdsión  y  de  resolución  entabla- 
das sólo  á  favor  de  los  demandantes,  es  ino- 
portuno tratar  ahora  de  los  efectos  que  el  fa- 
llo puede  producir  respecto  de  otras  personas 
distintas  de  aquellas  que  han  obtenido  en  el 
juicio,  no  pudiendo,  por  tanto,  fundarse  en 
esas  consecuencias  para  admitirque  la  senten- 
cia contiene  decisiones  contradictorias; 

6^  Que  la  disposición  del  número  1^  del  ar- 
tículo 941  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
es  correlativa  de  la  obligación  que  se  impone 
á  las  partes  por  el  artículo  52,  la  cual  no  pue- 
de entenderse  sino  respecto  de  los  juicios  que 
se  hubieren  iniciado  después  de  la  vigencia  del 
referido  Código,  lo  qne  no  ha  sucedido  en  el 
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presente  caso,  careciendo,  en  consecuencia,  de 
fundamento  la  causal  de  casación  invocada  al 
respecto; y 

7''  Que,  por  lo  demás,  Ins  apreciaciones  y 
deducciones  que  se  hacen  al  fundar  algunas  de 
las  causales  de  casación  relacionadas,  tienen 
más  bien  cabirla  al  tratarse  de  la  apelat-íón  de 
la  sentencia  de  primera  instancia. 

Por  estas  consideraciones  y  visto  lo  dispues- 
to en  el  artículo  960  del  Código  de  Procedi- 
miento citado,  se  declara  sin  lugar  el  recurso 
de  casación  en  la  forma  inten^uesto  por  don 
Eduardo  Chnrmc,  contra  la  sentencia  de  30 
de  abril  último,  con  costas;  y  entregúense  los 
antos  al  apelante  para  que  exprese  agravios. 

Acordada  por  unanimidad,  menos  en  cuan< 
to  se  rechaza  la  primera  causal  de  casación 
alegada,  que  lo  fué  contra  el  voto  del  señor 
ministro  Barriga,  quien  opinó  por  acogerla 
por  Ins  razones  que  consigna  en  el  libro  res- 
pectivo. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Keyes  Solar. 
— Luis  Barriga.— J.  Agustín  Rojas.— Ricardo 
Reyes  Solar. 

Bl  voto  del  señor  Ministro  Barriga  es  el  si- 
guiente: 

£n  el  juicio  seguido  por  don  Luis  y  don 
Eduardo  Garfn  contra  doñn  Soledad  Vergara 
y  otros,  se  dictó  la  sentencia  definitiva  de  30 
de  abril  último. 

En  contra  de  esta  sentencia  interpuso  don 
Eduardo  el  recurso  de  casación  en  la  forma 
apoyado  en  las  cuatro  causales  que  menciona 
y  funda  en  el  escrito  correspondiente.  En^l 
sostiene  como  primera  causal  que  el  fallo  re- 
clamado no  contiene  decisión  sobre  la  acción 
entablada,  qne  es  la  nulidad  absoluta,  y  se 
extiende,  en  cambio,  &  una  no  deducida,  como 
es  la  acción  rescisoria. 

Por  sentencia  de  esta  fecha  se  ha  desechado 
el  referido  recurso  con  el  voto  unánime  del 
Tribunal;  menos  en  cuanto  á  la  causal  prime- 
ra, que  lo  fué  contra  el  voto  del  infrascripto  que 
opinó  por  acogerla,  teniendo  para  ello  pre- 
sente: 

1^  Que  la  nulidad  relativa  difiere  sustancial- 
mente  de  la  absoluta,  tanto  en  sus  requisitos 
esenciales,  como  en  las  consecuencias  legales 
que  de  una  y  otra  se  derivan; 

2^  Que  la  demanda  se  limita  á  pedir  la 


nulidad  de  la  adjudicación  del  fundo  "Hue- 
mul"; pero  la  acción  que  en  elia  se  ejercita  ha 
sido  concretada  en  la  réplica  y  dem^s  escritos 
posteriores  en  que  los  demandantes  reclaman 
la  nulidad  absoluta  de  dicha  adjudicación; 

3^  Que  definida  asi  la  acción  entablada  en 
el  presente  juicio,  el  juez  de  la  causa  no  ha  po- 
dido pronunciarse  sobre  una  acción  esencial- 
mente diverea  como  es  la  rescisoria  qne  nace 
de  In  nulidad  relativa;  y 

4'  Que,  en  consecuencia,  al  acoger  esta  últi- 
ma, ha  resuelto  una  cuestión  que  no  se  había 
sometido  á  su  decisión  y  omitido,  por  lo  tan- 
to, el  fallo  del  asunto  realmente  controverti- 
do, incurriéndose  de  esta  manera  en  las  cau- 
sales de  casación  en  la  forma  previstas  en  los 
números  4^  y  5^  del  articulo  941  del  Código 
de  Procedimiento  Civil. 

Santiago,  8  de  agosto  de  1904.— ¿nis  Sa- 
rriga. 


Corte  de  Talca  9  de  enero  d?  1904 

Villalobos  con  Rebolledo 

Embargo;  oJeouoión  de  dos  acreedores 
diversos  en  distintos  juiolos.  —  £1 
embargo  no  es  título  preferente.— 
Venta  de  los  biei  es  embargados;  es 
válida  á  pesar  de  otro  embargo.  — 
Hipoteca;  citación  del  hipotecarlo. 

Doctrina:— La  circunstancia  de  que  un 
acreedor  persiga  bienes  del  deudor  ha- 
ciéndolos embargar,  no  impide  que  otro 
acreedor  persiga  los  mismos  bienes  y  tra- 
be sobre  ellos  un  nuero  embargo,  porque 
lo  contrario  limitaría  el  derecho  absoluto 
que  tiene  el  acreedor  sobre  todos  los  bie- 
nes del  deudor,  sean  presentes  ó  futuros  y 
se  establecería  un  privilegio  á  favor  del 
primer  acreedor  que  la  ley  no  le  acuerda; 
de  lo  que  se  desprende  gae^pudiendo  con- 
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currir  varias  ejecuciones  sobre  ¡os  mismos 
bienes  y  no  siendo  un  título  preferente  el 
(íel  embargo  primero^  la  enajenación  de 
los  bienes  embargados  puede  hacerse  legí- 
timamente en  cualquiera  de  ellos  no  exis- 
tiendo, por  Jo  tanto,  objeto  ilícito  en  la 
enajenación  porque  se  hace  con  la  autori- 
zación del  juez  y  en  virtud  del  derecho  que 
la  ley  conñere  expresamente  á  los  acreC' 
dores. 

Esta  conclusión  toma  mayor  fuerza  st 
se  trata  de  bienes  hipotecados  persegui- 
dos por  un  acreedor  hipotecario  y  se  ha 
notificado  á  otro  acreedor  hipotecario, 
que  seguía  ejecución  por  separado,  que  iba 
A  e&ctuarse  el  remate. 


Don  Jovino  Villalobos,  en  escrito  proveido 
por  el  Juzgado  de  San  Javier  en  25  de  octu- 
bre de  1902,  dice:  que  en  ejecución  que  siguió 
contra  don  Juan  de  Mata  Sepúlveda,  ante  el 
Juzgado  de  Talca  embargó  y  remató  los  cua- 
tro retazos  de  terrenos  que  se  especifican  en  la 
escritura  pública  que  acompaña. 

El  primer  retazo  compuesto  de  treinta  cua- 
dras y  llamado  Potrero  de  los  Bueyes,  limita 
al  norte  con  terrenos  <le  Juan  Miguel  Sepúlve- 
4la  y  al  oriente  con  camino  público;  al  sur  con 
Delfinn  Soto,  Esteban  Villary  otros;  al  ponien- 
te con  Justo  y  Juana  María  Rojas, 

El  segundo  retazo  llamado  San  Bartolo,  de 
once  cuadras  más  ó  menos,  limita  al  norte  con 
el  deudor  y  herederos  de  Juan  Rojas;  al  oriente 
con  camino  público;  al  sur  con  sucesión  de  Ge- 
naro Sepúlveda,  y  al  poniente,  con  Jerónimo 
Rojas. 

El  tercer  retazo,  de  cuatro  cuadras  más  ó 
menos,  limita:  al  norte  con  Rufina  Sepúlveda 
y  Nieves  Morán;  al  oriente  con  sucesión  de  Ge- 
naro Sepúlveda;  al  sur  con  Juan  Miguel  Sepúl- 
veda, y  al  poniente  con  camino  público. 

Y  el  último  retazo,  llamado  Los  Márquez, 
de  cinco  cuadras  de  superficie  más  ó  menos, 
limita:  por  el  norte,  con  Rufina  Sepúlveda  y 
sucesión  de  Genaro  Sepúlveda;  por  el  oriente 


con  los  herederos  de  Juan  Márquez;  por  el  sur, 
con  Homero  Larraín,  y  por  el  poniente,  con 
Delfina  Arévalo. 

Que  inscrita  la  escritura  de  remate  entró  á 
gozar  los  terrenos  ya  deslindados  sin  oposi- 
ción de  nadie,  pero  últimamente  ha  sido  pri- 
vado de  la  posesión  de  ellos  con  motivo  de 
haberlos  hecho  embargar  don  Arturo  Rebolle 
do  en  una  ejecución  que  sigue  contra  don  Juan 
de  Mata  Sepúlveda  ante  este  Juzgado; 

Que  en  la  ejecución  que  siguió  ante  el  Juzga- 
do de  Talca  contra  don  Juan  de  Mata  Sepúl- 
veda ya  nombrado,  hizo  notificar  al  curador 
de  don  Arturo  Rebolledo,  don  Pedro  N.  Opazo 
y  este  señor  nada  dijo  que  importara  oposi- 
ción y  ante,  al  contrario,  aceptó  el  lemate, 
según  consta  del  respectivo  expediente; 

Que,  por  lo  expuesto,  se  ve  que  es  verdadero 
dueño  de  los  cuatro  retazos  de  terrenos  que 
ha  deslindado  por  haberlos  adquirido  en  re- 
mate público  y  estar  inscrita  la  escritura  res- 
pectiva; y 

Que  el  señor  Rebolledo  con  sa  embargo  lo 
priva  del  terreno  que  estaba  gozando  con  justo 
título  y  lo  coloca  en  el  caso  de  interponer 
tercería  de  dominio,  á  fin  deque  se  declare  que 
está  obligado  á  restituirle  los  terrenos  antes 
mencionados,  alzando  el  embargo  hecho  en 
ellos  y  á  pagarte  los  daños  y  perjuicios  que  le 
ha  irrogado  y  las  costas  del  juicio. 

El  Juzgado  resolvió: 

Considerando: 

1^' Que  en  las  declaraciones  de  los  testigos^ 
que  deponen  al  tenor  del  interrogatorio  de 
fs.  44  ha  justificado  don  Jovino  Villalobos  que 
los  terrenos  deslindados  en  la  pregunta  3*  de 
dicho  interrogatorio,  los  cuales  hipotecó  don 
Juan  de  Mata  Sepúlveda  .4  favor  de  don  Artu- 
ro Rebolledo,  contienen  dentro  de  susdeslindes 
los  que  el  señor  Villalobos  remató  en  ejecución 
que  siguió  en  Talca  contra  el  ya  nombrado 
don  Juan  de  Mata  Sepúlveda  y  los  cuales  ad- 
quirió mediante  la  escritura  pública  inscrita 
acompañada; 

2^  Que  los  aludidos  terrenos,  deslindados  en 
la  pregunta  3*  del  mencionado  interrogatorio, 
habiendo  sido  embargados  por  don  Arturo 
Rebolledo  A  don  Juan  de  Mata  Sepúlveda  en 
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26  de  septiembre  de  1898,  según  consta  de  la 
diligencia  r^pectiva,  mucho  antes,  por  consi- 
guiente, de  la  inscripción  de  la  escritura  pfihli 
ca  de  f.  1; 

3^  Que  hay  un  objeto  ilícito  en  la  enajena, 
ción  de  las  cosas  embargadas  por  decreto 
judicial,  á  menos  que  el  juez  la  autorice  ó  el 
acreedor  consienta  en  ello; 

4*^  Que  la  drcunstiancia  de  haber  hecho  noti- 
ficar don  Jovíno  Villalobos  á  don  Pedro  No- 
lasco  Opazo,  como  curador  de  don  Arturo 
Kebolledo,  para  los  efectos  de  dar  cumplimien- 
to á  lo  dispuesto  en  el  inciso  S*'  del  artícu- 
lo 2428  del  Código  Civil,  no  obsta  A  la  exis- 
tencia de  la  ilicitud  de  la  enajenación,  por 
cuanto  aparece  de  los  antecedentes  que  el  señor 
Villalobos  pidió  expresamente  al  Juzgado  que 
•e  suspendiera  el  embargo  j  que  se  dejara  sin 
efecto  el  remate  ya  efcctuadó  respecto  de  los 
terrenos  que  don  Juan  de  Mata  SepúWeda  ha 
hipotecado  á  favor  de  don  Arturo  Rebolledoy 
que  éste  hizo  embargar  en  la  respectiva  ejecu- 
ción, lo  cual  indujo,  naturalmente,  al  represen- 
tante legal  de  éste  á  no  tomar  ingerencia  algu- 
na en  la  ejecución  del  señor  Villalobos  contra 
el  señor  Sepúlveda  y  en  resguardo  de  los  inte- 
reses de  su  pupila; 

5^  Que  no  hay  constancia  de  que  este  Juzga- 
do autorizara  tampoco  la  enajenación  de  los 
terrenos  embargados  por  don  Arturo  Rebolle- 
do á  don  Juan  de  Mata  Sepñlveda,  según  la 
diligencia  copiada  á  fs.  37  vta.; 

6^  Que,  siendo  nula  la  enajenación  hecha 
por  el  señor  juez  letrado  de  Talca,  como  repre- 
sentante legal  de  don  Juan  de  Mata  Sepúlveda 
á  favor  de  don  Jovíno  Villalobos,  de  los  terre- 
nos deslindados  en  la  escritura  pública  de  f.  1, 
á  virtud  de  haber  objeto  ilícito  en  dicha  ena- 
jenación, el  dominio  de  ellos  quedó  siempre 
radicado  en  el  menaonado  donjuán  de  Mata 
Sepúlveda;  y 

7^  Que  los  antecedentes  dan  mérito  bastan- 
te para  estimar  que  ha  habido  por  parte  de 
donjovino  Villalobos  motivo  plausible  para 
iniciar  el  presente  juicio. 

Y  visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
151  y  374  del  Código  de  Procedimiento  Civil  y 
en  los  artículos  1464, 1682, 1683, 1687y  1713 
del  Código  Civil,  se  declara  que  no  ha  lugar  á 
la  tercería  de  dominio  deducida,  sin  costas. 


ha,  Oorte  falló: 

Vistos:  aceptando  la  parte  expositiva,  y  el 
considerando  primero  de  la  sentencia  apela- 
da; y 

Teniendo  presente: 
1^  Que  don  Jovino  Villalobos  ha  justificado 
con  la  escritura  pública  de  f.  1,  debidamente 
inscrita,  su  dominio  sobre  los  retazos  de  te- 
rrenos respecto  de  los  cuales  ha  interpuesto 
tercería,  los  que  adquirió  en  remate  público 
ante  el  juez  letrado  de  esta  ciudad,  en  ejecu- 
ción seguida  por  el  mismo  Villalobos  contra  el 
actual  ejecutado  donjnan  de  Mata  Sepúlve- 
da; 

2^  Que  este  título  no  adolece  de  defecto  de 
ninguna  clase  ni  lo  hace  ineficaz  el  hecho  de 
haberse  otorgado  cuando  había  otro  embargo 
sobre  los  mismos  bienes,  trabado  con  anterio- 
ridad por  otro  acreedor,'  porque  la  enajena- 
ción se  llevó  á  efecto  por  orden  judicial,  en  una 
ejecución  seguida  por  los  trámites  legales,  en 
virtud  del  derecho  que  los  artfcalos  2465  y 
2469  del  Código  Civil  conceden  á  todo  acree- 
dor de  obligación  personal  para  perseguir  m 
pago  sobre  todos  los  bienes  raices  6  muebles 
del  deudor,  exceptuando  solamente  los  no  em- 
bargables,  haaéndolos  vender  hasta  concu- 
rrencia de  sus  créditos,  intereses  y  costas,  lo 
que  importa  efectuar  dicha  enajenación  con 
autorización  del  juez; 

3^  Que  la  circunstancia  de  que  un  acreedor 
persiga  un  bien  del  deudor  haciéndolo  eml>ar- 
gar,  no  impide  que  otro  acreedor  persiga  tam- 
bién el  mismo  bien  y  trabe  sobre  él  un  nuevo 
embargo,  porque  sí  lo  impidiera  limitarla  el 
derecho  absoluto  que  tiene  el  acreedor  sobre 
todos  los  bienes  del  deudor,  sean  presentes  ó 
futuros,  excluyendo  bienes  que  la  ley  no  exclu- 
ye y  se  establecería  un  privilegio  á  favor  del 
primer  acreedor,  privilegio  que  la  ley  tampoco 
le  acuerda  ylejos  de  eso,  el  articulo  2469  cita- 
do reconoce  que  pueden  concurrir  varios  acree- 
dores persiguiendo  los  mismos  bienes  y,  en  tal 
caso,  dispone  que,  si  no  alcanzasen  á  pagarse 
íntegramente,  lo  hagan  á  prorrata,  salvo  que 
existan  causas  especiales  de  preferencia; 

4^  Que  pudiendo  concurrir  varias  ejecucio- 
nes sobre  un  mismo  bien  y  no  siendo  un  título 
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preferente  el  del  que  embarga  primero,  se  des. 
prende  que  la  enajenación  puede  hairerse  legí- 
timamente en  ciial(|iiiera  de  ellas,  porque  en 
una  y  otra  se  efectúa  con  la  autorización  del 
juez  y  en  virtud  del  derecho  que  la  ley  confiere 
expresamente  á  los  acreedores  y  si  así  no  fue- 
ra y  se  diera  al  artículo  14-64'  del  Código  Civil 
un  alcance  absoluto,  resultarfa  la  anomalía 
de  que  la  enajenación  no  podría  realizarse 
vAlidamente  en  ninguna  de  las  ejecuciones  por- 
que en  cualquiera  de  ellas  que  se  hiciere,  recae- 
ría sobre  un  bien  embargado  por  otro  y  sin  la 
autorización  del  juez  que  conocía  de  ella; 

5'  Que  con6rman  esto  mismo  las  prescrip- 
ciones del  Código  de  Procedimiento  Civil  que 
rige  actualmente,  pues  losartículos  549  y  550 
contemplan  los  casos  en  que  se  sigan  distintas 
ejecuciones  ante  diversos  Tribunales  sobre  los 
mismos  bienes  y  facultan  en  estos  casos,  no 
sólo  al  segundo  acreedor  para  pedir  retención 
de  su  cuota  en  los  bienes  subastados  por  el 
primer  acreedor,  sino  á  éste  para  intervenir 
en  la  realización  de  los  bienes  en  la  ejecución 
de  aquél,  lo  que  manifiesta  que  ambas  ejecu- 
ciones pueden  llevarse  á  término  sin  que  la  una 
sea  obstáculo  para  la  prosecución  de  la  otra; 

6'  Que  estas  observaciones  toman  mayor 
importancia  cuando  la  enajenación  se  refiere 
A  Inenes  hipotecados  que  se  realizan  judicial- 
mente para  cubrir  al  deudor  hipotecario,  como 
lo  era  don  Jovino  Villalobos^respecto  de  los 
retazos  de  terrenos  que  hizo  embargar  y  que 
remató,  pues  en  estos  casos  es  mAs  terminan- 
te el  derecho  del  acreedor  para  perseguir  los 
bienes  gravados,  sea  quien  fuere  el  que  los  po- 
sea y  á  cualquier  título  que  los  haya  adquirí- 
do;  artículo  2428  del  Código  Civil; 

7^  Que  aparte  de  estas  consideraciones,  obra 
también  á  favor  del  tercerista  la  circustancía 
de  que  la  enajenación  de  los  terrenos  de  que  se 
trata  se  hizo  con  el  consentimiento  del  actual 
ejecutante,  don  Arturo  Rebolledo,  que  los  te- 
nía embargados,  pues  consta  de  la  compulsa 
de  fs.  39  que  en  la  ejecución  seguida  por  don 
Jovino  Villalobos  solicitó  éste,  que  siendo  tam- 
bién acreedor  hipotecario  don  Pedro  Opazo 
(curador  de  don  Arturo  Rebolledo),  se  le  noti- 
ficara e]  dia  que  se  había  señalado  para  el  re- 
mate de  las  propiedades  embargadas,  en  vir- 
tud de  lo  dispuesto  en  el  artículo  2428  citado, 


notificación  que  se  le  hizo  el  80  de  julio  de 
1900  y  que  dió  lugar  &  la  presentación  de  este 
acreedor,  de  29  de  agosto  del  mismo  año,  en 
la  cual,  aceptando  el  remate  que  se  había  he- 
cho pocos  días  antes,  pide  que  con  el  produ- 
cido se  le  pague  preferentemente  su  crédito 
por  ser  primer  hinotecarío  y  á  más  cien  pesos 
que  había  gastado  en  la  ejecución  que  tenía 
iniciada  parasu  pago,y  si  bien  el  Juez  no  acce- 
dió á  esta  petición  por  la  forma  en  que  se  dedu- 
cía, queda  siempre  vigente  la  aceptación  que 
este  acreedor  hizo  del  remate  de  algunos  de  los 
predios  que  él  mismo  había  también  embar 
gado. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
670,  671,  675  y  686  del  Código  Civil,  se  revo- 
ca la  sentencia  apelada  de  22  de  julio  último, 
y  se  declara  que  ha  lugar  á  la  tercería  y,  en 
consecuencia,  que  debe  alzarse  el  embargo  y 
entregarse  al  tercerísta  los  retazos  de  terre- 
nos á  que  dicha  tercería  se  refiere  y  que  le  per- 
tenecen según  la  esentura  de  f.  1. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Montero,  que  estuvo  por  confirmar  la  referida 
sentencia. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Herrera. — 
F.  ürrutia.^.  C.  Herrera.— M.  Montero. 


Corte  de  Concepción  12  de  noviembre 

de  1903 

Artnro  del  Campo  con  GaWaríno  de  la  Jara 

Secuestro.—  Embargo  de  los  bienes 
seouastrados.  —  Facultades  del  se- 
cuestre para  latervenlr  en  el  Juicio 
ejecutivo  que  un  tercero  slgrue  sobre 
los  mismos  bienes. 

Doctrina: — BI  secuestre  que  se  halla 
en  la  tenencia  de  la  cosa  depositada  con 
anteriotidad  al  embargo  decretado  en 
otro  juicio,  tiene  derecho  para  mantener 
esa  tenencia^  no  pudieado  el  embargo  ah 
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tetar  /os  derechos  que  el  aecuestra  conñe- 
re  á  los  tetcerívi  que  lo  obtuvieron. 


declara  que  debe  hacerse  como  se  pide  en  lo 
principa!  del  escrito  de  fs.  6.— K  Egaña.—JO' 
lio  Zenteno  B.~ExequieI  Figueroa  Lagos. 


Decretado  un  secuestro  en  un  juicio  y  nom- 
brado el  secuestre,  se  entabló  por  un  tercero 
juicio  ejecutivo  contra  una  de  las  partes  y  se 
procedió  á  embargar  la  cosa  secuestrada.  El 
secuestre  don  Arturo  del  Campo  se  presentó 
solicitando  se  le  mantuviera  en  la  tenencia  de 
la  cosa,  á  lo  que  se  opuso  el  ejecutante  don 
(ralvarino  de  la  Jara. 

Con  fecha  14  de  octubre  de  1903  el  jueí  de 
Lautaro  resolvió: 

Teniendo  presente: 

Que  sólo  es  admisible  la  entrada  de  terceros 
al  juicio  ejecutivo  cuando  se  pretende  domi- 
nio, prelación  6  pago  á  prorrata;  y 

Que  estos  derechos  deben  hacerse  valer  por 
medio  de  la  respectiva  tercería. 

Y  visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  539  del 
1  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara  que 

no  há  lugar  á  las  peticiones  formuladas  en 
los  escritos  de  fs.  2  y  6,  con  costas. 

Se  deja  al  peticionario  don  Arturo  del  Cam- 
po su  derecho  á  salvo  para  que  pueda  deducir 
acciones  en  forma.— Arturo  Laíx  V. 

Apelada  esta  resolución 

La  Corte  falló: 

Teniendo  en  consideración: 
Que  el  secuestre  don  Arturo  del  Campo  se 
hallaba  en  la  tenencia  de  la  cosa  depositada 
con  anterioridad  al  embargo  dccretadoen  esta 
ejecución,  envirtudde  resolución  deautorídnd 
competente,  ^or  lo  cual  dicho  embargo  no 
puede  alterar  los  derechos  del  referido  secues- 
tre  le^timamente  adquiridos,  ni  las  obligacio- 
nes  que  emanan  de  estos  derechos  creados  en 
^  garantía  de  los  que  corresponden  á  los  terce- 

ros que  lo  obtuvieron; 

Que  la  propiedad  se  secuestró  sin  aquella 
medida  precautoria. 
V'^  y  de  conformidad  con  lo  prescrito  en  loa  ar- 

fí  tículos  47  del  Código  de  Procedimiento  Cívíl 

^  y  2234  del  Código  Civil,  se  revoca,  con  costas, 

^  la  resolución  apelada  de  14  de  octubre,  y  se 

JL'RIS 


Corte  de  Concepción.— 15  áe  diciembre  de  t903 

Rojas  Jorge  (su  sucesión)  con  Fischery  otros 

Hanlfestaolón  de  minas  -Oposición.— 
Aviadores-Teroeroa;  derechos  oom- 
prometldos  en  el  Juicio. 

Doctrina: — Los  aviadores  delasminas 
de  carbón  de  piedra  de  una  sucesión  con- 
cursada deben  reputarse  terceros  en  el 
juicio  seguido  con  motivo  déla  oposición 
que  el  representante  de  la  sucesión  tenia 
formulada  contra  la  mani&stación  de 
minas  submarinas  que  otras  personas 
habían  hecho  con  anteriorídád;  y  no  tie- 
nen derecho  á  ñgurar  en  dicho  juicio  por 
no  haber  constancia  que  la  sucesión  refe- 
rida tenga  constituida,  con  arreglo  á  dere- 
cho, propiedad  minera  sobre  esos  carbo- 
nes, y  no  constar  que  esos  aviadores 
tengan  algún  derecho  comprometido  en 
el  juicio^  de  que  emane  su  inUrés  actual 
en  su  resultado. 


Los  señores  Hermán  Físcher,  Tomás  Wood- 
send  y  Pedro  H.  Mac  Clelland  denunciaron 
unas  pertenencias  de  carbón  submarino  en  la 
bahía  de  Coronel  á  continuación  de  las  perte- 
nencias de  don  Jorge  Rojas  Miranda.  La  su- 
cewón  de  ¿ste  se  opuso  á  la  manifestación  j 
registro  de  esas  pertenencias  y  el  juido  quedó 
paralizado  por  defectos  de  forma. 

Concursada  la  sucesión  Rojas  Miranda  y 
habiéndose  concedido  por  sentenáa  judicial  á 
los  acreedores  hipotecarios  del  establecimien- 
to y  minas  de  Puchoco  la  prenda  pretoria  y 
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avinciñn  judicial  de  las  minas  para  pagarse 
con  sus  productos,  él  apoderado  de  dichos 
acree<1oreB  don  Guillermo  E.  Rogers  se  hizo 
parte  en  elexpcdietite  para  activar  su  tramita- 
ción; pero  los  denunciantes  de  las  ¡>ertenencias 
submarinas  le  negaron  la  personerfa,  desco- 
nociendo la  personalidad  de  dichos  acreedores 
para  gestionar  en  el  juicio. 

Con  fecha  6  de  mayo  de  1903,  el  juez  de  Lau- 
taro dictó  el  siguiente  auto: 

Teniendo  presente: 

1'  Que  fué  el  representante  de  la  sucesión 
de  don  Jorge  Rojas  quien  se  opuso  á  las  ma- 
nifestaciones de  minas  hechas  por 'los  seAores 
Hermán  Fischer,  Tomás  Woodsend  y  Pedro 
H.  Mac  Clelland; 

2*  Qne  don  Guillermo  E.  Rogers  se  presen- 
tó haciéndose  parte  en  la  misma  oposición, 
acompañando  poder  en  forma  de  los  Bancos 
Comercial  Hipotecario,  Sociedad  Comercial 
Francesa  y  demás  aviadores  de  las  minas  del 
concurso  formado  á  dicha  sucesión; 

Z**  Que  figurando  en  estas  gestiones  como 
demandante  la  sucesión  de  don  Jorge  Rojas  y 
como  demandados  los  señores  Mac  Clelland, 
Fischer  y  Woodsend,  el  poder  exhibido  por 
el  señor  Guillermo  E.  Rogers  no  es  bastante 
para  considerarlo  como  parte,  ya  que  sus  re- 
presentados no  aparecen  en  ninguno  de  los 
caracteres  expresados. 

Por  las  consideradoncs  expuestas,  se  decla- 
ra que  don  Guillermo  E.  Rogers  no  tiene  poder 
suficiente  para  figurar  como  parte  en  estos 
antecedentes;  y  se  deja  A  sus  representados  el 
derecho  A  salvo  para  que  lo  hagan  valer  como 
vieren  con  ven  irles. —Arturo  Laiz  V. 

Apelada  esta  sentencia, 

LaOorte  resolvió: 

Teniendo  además  en  consideración  que  no  hay 
constancia  en  autos  de  que  la  sucesión  Rojas 
tenga  constituida,  con  arreglo  á  derecho,  pro- 
piedad minera  sobre  los  carbones  de  que  se 
trata,  ya  que  sobre  esta  constitución  versa  la 
contienda  suscitada  entre  dicha  sucesión  y  los 
señores  Fischer,  Woodsend  y  Mac  Clelland;  y 
que  no  aparece  de  autos  que  los  representa- 
dos de  don  Guillermo  E.  Rogers  tengan  niglin 


derecho  comprometido  en  el  juicio,  de  modo 
que  tengan  interés  actual  en  su  resultado. 

Y  de  conformidad  con  lo  prescrípto  en  el  ar- 
tículo 24  del  Código  d-  Procedimiento  Civil, 
se  confirma  la  resolución  apelada  de  6  de 
mayo  áltimo. 

Acordada  por  los  señores  Ministros  Fuentes 
R.  y  Fiscal  Honorato  Silva,  llamado  á  inte- 
grar el  tribunal,  contra  el  voto  del  señor  Mi* 
nistro  Parga,  quien  estuvo  por  revocar  la 
referida  resolución  y  declarar  que  las  socieda- 
des aviadoras  de  las  minas  de  que  ae  trata 
tienen  derecho  para  figurar  como  parte  en  este 
juicio  y  después  de  desechada  la  indicación 
previa  del  mismo  señor  Ministro  para  snspen- 
der  los  efectos  de  la  resolución  apelada  y  or- 
denar que  el  juez  se  pronuncie  claramente 
como  fuere  de  derecho  sobre  las  peticiones  for- 
muladas en  los  escritos  de  fs.  1  y  31. 

Consigna  los  fundamentos  de  su  opinión  en 

el  libro  respcctivo.—/uan^.Pa/j9a  B.  Fuen- 

tep  R.~-M.  Honorato  Silra. 

TOTO  BSPBCIAL 

La  Corte  ha  confirmado  con  esta  fecha  la 
resolución  pronunciada  el  26  de  mayo  del  pre- 
sente año  en  el  juicio  seguido  por  la  sucesión 
de  don  Jorge  Rojas  Miranda  contra  don  Hcr- 
man  Fischer,  don  Tomás  Woodsen  y  don  Pe- 
dro H.  Mac  Clelland,  sobre  derecho  á  unas 
pertenencias  mineras  <le  carbón  submarino, 
por  la  cual  se  declara  que  don  Guillermo  E. 
Rogers,  mandatario  del  Banco  Comercial  Hi- 
potecario, de  la  Sociedad  Comercial  Francesa 
y  demás  aviadores  de  las  minas  carboníferas 
de  dicha  sucesión,  no  tiene  poder  suficiente 
para  figurar  como  parte  en  esta  causa,  dejan- 
do á  sus  representados  su  derecho  á  salvo 
para  que  lo  hagan  valer  como  vieren  conve- 
nirles. 

Antes  de  entrar  á  resolver  la  cuestión,  hice 
indicación  previa  para  suspender  los  efectos 
de  la  resolución  apelada  y  ordenar  al  juez 
a  gao  que  se  pronunciara  claramente  y  como 
fuere  de  derecho  sobre  la  petición  formulada 
por  las  instituciones  de  crédito  aviadoras  de 
las  minas  para  que  se  las  admitiese  como  par- 
te á  fin  de  defender  en  esta  causa  los  derechos 
que  como  átales  aviadores  consideran  que  les 
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aaiiten.  Bata  indicación  iué  desechada  y  en- 
trando á  pronunciarse  sobre  el  fondo  del  asun- 
to, he  opinado,  en  contra  de  la  mayoría,  por 
revocar  la  indicada  resolución  y  declarar  que 
los  aviadores  tienen  derecho  para  figurar  co- 
mo parte  en  este  juicio. 

Por  lo  que  respecta  A  la  indicación  previa, 
debo  dejar  constancia  de  que  no  se  ha  suscita- 
do cuestión  «Ignna  sobre  si  el  poder  conferido 
á  don  Guillermo  A.  Rogers  por  el  Banco  Co- 
mercial Hipotecario  j  demás  aviadores  de  las 
minas  es  deficiente  para  deducir  las  peticiones 
que  á  nombre  de  sus  comitentes  ha  formulado; 
y  no  era  posible  que  á  este  respecto  se  suscita- 
sen dudaSf  porqaeel  poder  agregado  en  autos, 
es  ampHsimo,  de  manera  que  el  apoderado  es- 
tá facultadoparaintentartodolo  que  habrían 
podido  hacer  en  persona  los  comitentes.  Y,  sin 
embargo  de  esto,  el  jues  concluye  por  declarar 
que  el  mandatario  señor  Rogers  no  tiene  po- 
der suficiente  para  figurar  como  parte  en  la 
causa. 

Bs  verdad  que  el  juez  puede  de  oficio  decla- 
rar que  no  es  bastante  nn  poder  para  evitar 
de  este  modo  que  una  causa  adolezca  de  vicios 
de  nulidad  en  su  tramitación,  pero  en  tales 
casos  todo  lo  que  puede  exigir  es  que  se  sub- 
sanen los  defectos  del  mandato  y  que  se  con- 
fiera al  mandatario  la  autorización  conve- 
niente para  representar  á  su  mandante.  En 
otros  términos,  la  falta  de  personería  que  ha 
resnelto  el  juez  de  Lautaro,  no  puede  basarse 
sino  en  la  insuficiencia  del  poder,  la  cual  se  su- 
ple por  el  remedio  sencillo  de  otorgar  un  nue- 
vo mandato  que  no  adolezca  de  ese  defecto. 
Esa  cuestión,  repito,  no  se  ha  promovido  y, 
por  lo  tanto,  el  juez  no  ha  podido  resolverla, 
si  se  toma  á  la  letra  el  pronunciamiento  que 
ha  hecho  y  á  esto  hay  que  agregar  que  siendo 
el  mandato  que  corre  en  autos  amplio  y  com- 
prensivo de  todos  los  derechos  de  las  sodeda- 
des  que  lo  confirieron,  la  falta  de  personería 
que  el  juez  dice  que  existe,  no  podría  subsa- 
narse de  modo  alguno,  llegándose  por  este 
motivo  á  la  situación  verdaderamente  rara 
de  que  una  incidencia  sobre  falta  de  persone- 
ría, tranñtoria  por  su  propia  (ndole,  se  con- 
vierta en  excepción  definitiva  y  perentoria. 

Estas  son  las  consideraciones  principales 
que  expuse  en  el  acuerdo  en  apoyo  de  la  indi- 


cación previa  para  suspender  los  efectos  de 
una  resolución  pronunciada  fuera  de  lo  pedido 
por  tas  partes,  y  ordenar  ni  juez  que  se  pro. 
nunciara  sobre  la  petición  de  las  sociedades 
aviadoras  sobre  intervención  en  la  causa  por 
derecho  propio,  que  es  la  única  que  los  interc' 
sadoa  han  debatido  y  presentado  á  la  decisión 
judicial. 

La  mayoría  ha  creído  que  lo  que  en  realidad 
ha  resuelto  el  juez  es  la  cuestión  propuesta, 
declarando,  aunque  sirviéndose  de  términos 
impropios,  que  el  Banco  Comercial  Hipoteca- 
rio, la  Sociedad  Comercial  Francesa  y  demás 
aviadores  no  tienen  derecho  á  intervenir  en 
esta  cansa  y  qne  deben  ser  excluidos  de  ella. 

Deddido  este  punto  de  la  manera  indicada, 
he  debido  aceptar  este  antecedente  y  partien- 
do de  £1,  he  creído  que  debía  revocarse  la  reso- 
luCTÓn  apelada  y  reconocerse  el  derecho  de 
aquellas  sociedades  para  figurar  como  parte. 

Sea  qne  el  juez  haya  resuelto  solamente  ana 
incidencia  sobre  personería  del  mandatario 
Rogers,  pronunciándose  acerca  de  sí  es  ó  no 
bastante  el  poder  que  ha  exhibido,  como  apa- 
rece de  los  términos  en  qne  está  concebida  la 
parte  resolutiva  del  auto,  ó  que  como  lo  es- 
tima la  mayoría  del  tribunal  y  como  puede 
haber  sido  la  mente  de  dicho  juez,  ha  declara- 
do qne  las  compañías  aviadoras  no  deben  ser 
oídas  en  este  juicio  sobre  derecho  á  las  perte- 
nenaas  mineras  objeto  de  su  contrato,  creo 
que  la  mencionada  resolución  no  está  arregla* 
da  á  derecho  y  debe  revocarse. 

En  el  primer  supuesto  basta  observar  que 
el  poder  que  figura  en  autos  es  indiscutible- 
mente bastante  para  instaurar  las  gestiones 
que  ha  iniciado  el  mandatario  Rogers  y,  en  tal 
caso,  la  resolución  carecería  de  base  en  que 
pudiera  descansar. 

En  la  segunda  hipótens  el  interés  de  los 
aviadores  para  intervenir  en  la  cansa  y  con- 
siguientemente su  derecho  para  ello,  se  halla 
demostrado  por  el  fin  á  que  se  dirige  la  con- 
tienda suscitada  entre  demandantes  y  deman- 
dados. 

Los  señores  Hermán  Pischer  y  compartes 
están  en  contienda  con  la  sucesión  de  don  Joi^ 
ge  Rojas  Miranda,  sobre  si  deben  ser  de  áqué- 
líos  ó  de  ésta  las  pertenencias  mineras  de  que 
se  trata,  lo  que  depende  del  derecho  con  que 
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se  hicieron  las  manifestaciones  de  minas  que 
se  registran  en  autos  y  de  la  legalidad  ó  ilega- 
lidad con  que  se  procedió  á  la  ratificación, 
todo  ello  en  oposición  á  los  derechos  exclusi- 
vos que  alega  la  sucesión  recordada,  con  ta 
cufal  han  celebrado  los  representados  de  Ro- 
gers  el  contrato  de  avío  de  que  derivan  el  de- 
recho que  ahora  ponen  en  ejercicio. 

Me  parece  incuestionable  que  si  la  propie- 
dad de  las  minas  en  litigio,  por  efecto  de  la 
sentencia  que  se  pronuncie,  llega  á  reducirse  á 
la  tercera  6  cuarta  parte  de  lo  que  el  dueño 
cree  que  es  suyo,  en  la  misma  proporción  tie- 
nen que  minorárselos  beneficios  del  aviador, á 
los  cuales  les  da  derecho  su  contrato  y,  por  lo 
mismo,  aparece  de  manifiesto  el  interés  que  en 
la  causa  tienen  los  apelantes. 

El  contrato  de  avio  confiere  derechos  actua- 
les y  no  mf  ras  expectativas,  vinculados  á  la 
explotación  actual  ó  futura  de  las  minas  y,  en 
consecuencia,  es  aplicable  en  favor  de  dichos 
apelantes  lo  dispuesto  en  los  artículos  24  y  25 
del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Es  inne^blc  que  un  interéscualquierano  da 
siempre  derecho  á  una  persona  para  interve- 
nir en  un  juicio  que  otros  agitan  entre  sí. 

Bl  interés  ha  de  estar  siempre  relacionado 
con  un  derecho  ya  constituido  y  es  menester 
además  que  la  relación  que  se  espera  pueda 
traer  consecuencias  capaces  de  afectarle,  cau- 
sándole daños  más  ó  menos  considerables. 

Estas  condiciones  se  hallan  reunidas  en  el 
caso  de  que  se  trata. 

La  propiedad  de  las  minas,  en  general,  tiene 
caracteres  peculiares  que  la  diferencian  nota- 
blemente del  dominio  común  y  ordinario  que 
se  tiene  sobre  las  cosas,  que  consiste  en  dispo- 
ner á  perpetuidad  de  ellas  al  arbitrio  del  dueño. 

Si  las  minas  son  metalíferas,  el  dominio  pro- 
piamente tal  corresponde  al  Estado,  el  cual 
concede  su  uso  y  goce  á  los  particulares;  y  este 
uso  y  goce  es  lo  que  constituye  el  dominio  de 
ellas  y  está  sujeto  á  contingencias  por  lo  que 
hace  á  los  modos  como  puede  terminar  contra 
su  voluntad. 

Esta  peculiaridad  del  dominio  de  las  minas 
y  los  resultados  inciertos  y  aleatorios  que  ge- 
neralmente forman  la  esencia  de  las  especula- 
ciones mineras,  son  causa  de  que  esta  materia 
sea  regida  por  disposiciones  que  en  muchos 


puntos  difieren  sustancialmente  del  derecho 
común. 

Las  minas  carboníferas,  aunque  accedan  al 
dominio  del  suelo,  están  regidas  por  las  reglas 
generales  del  Código  de  Minería,  porque  tie- 
nen casi  todos  los  caracteres  que  son  propios 
de  las  minas  metalíferas. 

El  contrato  de  avío,  en  atención  á  la  ¡ndole 
de  las  especulaciones  mineras  ya  indicadas,  se 
asemeja  más  al  contrato  desodedad  que  al  He 
préstamo. 

El  aWador,  como  el  minero,  corre  el  albur 
de  la  suerte  que  espera,  y  así  no  hay  tnsa 
para  el  provecho  que  estipula  en  su  favor  el 
aWador,  como  la  hay  para  los  intereses  del 
dinero  dado  en  mutuo;  si  el  negocio  es  desgra- 
dado, el  propietario  de  la  mina  puede  hacer 
dejación  de  ella  en  favor  del  aviador,  y  éste 
pierde  entonces  el  derecho  de  ser  reembolsado 
de  sus  capitales. 

Así  como  éstas  pueden  encontrarse  varias 
otras  peculiaridades  establecidas  en  el  título 
XIII  del  Código  de  Minería,  todas  las  cuales 
colocan  al  aviador  en  las  condiciones  de  una 
especie  de  sodo  del  dueño,  con  derechos  pro- 
pios sobre  la  mina  y  que  puede  ejercitar  por 
sí  solo. 

No  es  éste  el  momento  de  resolver  sóbrela 
efícada  de  las  peticiones  formuladas  por  las 
sociedades  aviadoras  de  las  minas  carbonifc- 
ras  de  la  sucesión  Rojas  Miranda  contra  los 
señores  Pischer,  Woodsen  y  Mac  Clelland. 

Eso  sólo  puede  resolverse  en  la  sentencia  de 
término  y  por  esta  razian  he  manifestado  que 
el  rechazo  actual  de  la  petidón  de  dichas  so- 
dedades  para  tomar  parte  en  la  causa  y  de- 
fender sus  intereses  que  consideran  amagados, 
lleva  consigo  la  resolución  antidpada  y  defi- 
nitiva en  sentido  desfavorable  á  las  petidones 
mencionadas. 

Como  consecuencia  de  esta  estimadón  que 
hago  de  la  cuestión,  me  he  formado  el  concep- 
to de  que  era  de  rigor  admitir  la  intervendón 
de  los  apelantes  como  parte,  á  fin  de  poder 
más  tarde  fallar  sobre  sus  derechos  con  an- 
dienda  suya  y  después  de  llenados  los  trámi- 
tes que  la  ley  prescribe, 

Concepción,  15  de  didembre  de  1903.— yir«B 
N.  Parga, 
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Competencia  15  de  junio  de  1904- 

Alcalde  de  ChocaUn  con  juez  de  Melipilla 

Animales  apareoidoa.— Denuncia  de 
hurto. 

Doctrina:  —  Los  procedimientos  ad- 
ministrativos establecidos  para  la  con- 
servación y  entrega  de  los  animales  apa' 
recidos  no  excluyen  las  acciones  que  pue- 
dan entablar  los  que  crean  que  sus  ani- 
males  habían  sido  robados.  Hecha  una 
denuncia  en  este  sentido,  el  juez  debe 
iniciar  el  correspondiente  sumario  y  la 
orden  dada  para  que  se  ponga  á  su  dis- 
posición el  animal  que  se  dice  robado  es 
uno  de  los  medios  de  instrucción  qae  en- 
tran  en-  las  atribuciones  del jugado;  y, 
por  lo  tanto,  la  autoridad á  quien  corres- 
ponde fallar  la  denuncia  es  la  justicia 
ordinaria. 


IVKIS. 


Ante  el  Juzgado  de  Letras  de  Melipílla  se 
presentó  don  Zoilo  Román,  exponiendo  que  de 
un  potrero  ubicado  en  la  comuna  de  Chocalán 
había  desaparecido  un  caballo  de  su  uso,  que 
le  tenia  dado  en  'préstamo  don  Francisco  J. 
Valencia;  que  después  de  muchas  ditigendas 
practicadas  en  busca  del  animal  había  logra- 
do encontrarlo  en  poder  de  la  policía  de  dicha 
comuna,  que  lo  había  marcado  con  la  marca 
de  la  Municipalidad  y  ttsado  en  los  meneste- 
res del  servicio  hasta  dejarlo  completamente 
inutilizado.  Agrega  que  el  comandante  de 
policía  se  negó  á  hacerle  entrega  de  su  caba- 
llo, y  le  expresó  que  lo  había  marcado  por  or- 
den del  alcalde.  Estimando  que  estos  hechos 
constituyen  un  delito,  los  denunda  al  Juzga- 
do para  que  ordene  recoger  el  caballo  y  pro- 
ceda en  seguida  como  corresponda  ñ  fin  de 
poner  coto  &  los  abusos  del  mismo  género  que 
comete  constantemente  la  policía  de  Chocalán. 

Don  Francisco  J.  Valencia,  dueño  del  ca- 
ballo, ratificó  á  su  vez  todo  lo  expuesto  por 
Román. 

Con  el  mérito  de  estas  diligencias  el  juez  de 
letras  ofició  al  alcalde  de  Chocalán  para  que 
ordencdra  poner  á  disposidón  del  Juzgado  el 
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caballo  de  que  se  trata  y  para  que  informa- 
ra sobre  su  adquisición  y  sobre  e]  motivo 
por  qué  habia  sido  marcado  para  la  policía  y 
nsado  en  el  servicio. 

El  alcalde,  á  su  vez,  dirigió  al  Juzgado  un 
oficio  en  el  cual  le  niega  su  competencia  para 
conocer  en  este  asunto,  y  sostiene  que,  tra~ 
tándose  de  animales  aparecidos,  condición 
que  al  parecer  atribuye  al  caballo  de  Valen- 
cia, es  la  autoridad  municipal  la  llamada  á 
recíbirloa  en  depósito  y  á  entregarlos  á  sus 
dueños,  previa  la  comprobación  de  su  domi- 
nio; todo  de  conformidad  con  lo  prescriptó 
en  los  artículos  629  del  Código  Civil  y  32 
de  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1891.  Agre- 
ga que  la  Alcaldía  de  Chocalán,  en  uso  de 
sus  atribuciones,  tiene  establecido  que  los 
reclamos  por  animales  aparecidos  se  presen- 
ten al  tesorero  municipal,  el  cual  recibe  la 
información  de  dos  testigos,  por  lo  menos, 
que  debe  producir  el  reclamante,  A  fin  de  que 
con  su  mérito  y  con  la  presentación  de  la 
marca  de  fuego,  resuelva  el  alcalde.  En  cuan- 
to á  la  marcación  del  caballo  de  Valencia,  con 
la  marca  de  la  policía,  dice  que  se  ha  procedi- 
do así  porque  tal  es  la  costumbre  establecida 
para  evitar  el  extravio  de  los  animales  que 
permanecen  en  poder  del  municipio  más  de  un 
mes;  y  por  lo  que  hace  al  uso  de  los  caballos 
aparecidos,  expresa  que  también  está  estable- 
cido que  sirvan  en  la  policía  á  condición  de 
eximir  á  sus  dueños  del  pago  de  multas,  tala- 
jes y  otros  gastos.  Concluye  promoviendo  la 
correspondiente  contienda  de  competencia. 

El  Juzgado,  previa  audiencia  del  Ministerio 
público,  dictó  una  resolución  en  la  cual  sostu- 
vo su  jurisdicción. 

Oído  el  señor  fiscal  de  la  Excma.  Corte  Su- 
prema, y 

Considerando: 

1'  Que  presentada  la  denuncia,  el  juez  ha 
debido  iniciar  el  correspondiente  sumario  pa- 
ra investigar  si  se  ha  cometido  ó  no  una  in- 
fracción de  la  1^  penal,  y  que  la  orden  para 
que  se  ponga  á  su  disposición  el  caballo  de  que 
se  trata  es  uno  de  los  medios  de  instrucción 
que  entra  en  las  atribuciones  del  Juzgado; 

2'  Que  los  procedimientos  administrativos 
establecidos  para  la  conservación  y  entrega 


de  los  animales  aparecidos  no  excluyen  las  ac- 
ciones que  puedan  entablar  los  que  crean  que 
sus  animales  hayan  sido  robados; 

3'  Que  no  se  trata  ahora  de  resolver  si  el 
alcalde  ó  algunos  de  sus  subordinados  han 
procedido  correctamente  ó  han  faltado  á  sus 
deberes,  sino  de  determinar  la  autoridad  & 
quien  corresponde  fallar  en  la  denuncia; 

4^  Que  la  facultad  de  juzgarlas  causas  crimi- 
nales corresponde  á  la  justicia  ordinaria,  y  la 
Alcaldía  no  puede  ejercer  funciones  judiciales; 

En  mérito  de  estas  consideraciones  y  de  lo 
dispuesto  en  el  artículo  5^  de  la  ley  de  IS  de 
octubre  de  1875,  se  declara  sin  lugar  la  com- 
petencia deducida  por  la  Alcaldía  de  Choca- 
lán al  Juzgado  de  Letras  de  Melipilla. — P. 

Montt.  —  Ramón  Antonio   Vergara  Jorge 

Motitt.— Benjamín  Vergara  E.— Horacio  Pin- 
to Agüero.~~J.  J.  Latorrc.—Luis  Pereira.—J, 
D.  Amunátegui  Rivera.  —Enrique  Richard.— 


Competencia.— 1^  de  agosto  de  1904 

Alcalde  de  Rinconada  del  Parral  con  Juez  del 
departamento 

Cuentas  municipales.— Ileg-alldad  de 
los  acuerdos  municipales. -Autori- 
dad competente.  -Declaraciones  de 
carácter  greneral.  —  Interpretación 
de  la  ley. 

Doctriha:— La  contienda  que  tiene  por 
objeto  obtenerla  declaración  de  carácter 
general  de  que  no  corresponde  á  la  Corte 
de  Cuentas  rever  en  forma  alguna  ¡os 
acuerdos  de  la  Municipalidad  y  sobre 
todo  para  dejarlos  sin  efecto,  no  recae 
sobre  un  Juicio  determinado  y  que  pueda 
dar  lugar  á  una  resolución  judicial^  que 
no  puede  pronunciarse  en  abstracto,  sino 
que  debe  resolver  casos  determinados  y 
concretos,  pues  sólo  corresponde  al  kgis- 
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lador  interpretar  Ja  ley  de  un  modo  ge- 
neral, y  deslindar  de  la  misma  manera 
las  atribuciones  de  Jos  poderes  públicos. 


El  primer  alcalde  de  In  Municipalidad  de  ]a 
Rinconada  del  Parral,  se  presentó,  á  nombre 
de  esta  corporación,  promoviendo  cuestión  de 
competencia  al  Tribunal  de  Cuentas  porque 
íste,  en  el  examen  y  juzgamiento  de  las  cuen- 
tas rendidas  por  el  tesorero  municipnl,  había 
extendido  sus  atribuciones  Imsta  declarar  nu- 
los algunos  acuerdos  municipales  con  arreglo 
á  los  cuales  se  habían  efectuado  ciertos  gastos 
por  la  tesorería. 

Sostiene  á  este  respecto  el  alcalde  que  la  fa- 
cultad de  juzgar  sobre  la  legalidad  y  validez 
de  los  acuerdos  6  resoluciones  de  los  Munici- 
pios constituye  una  atribución  exclusiva  de 
la  Corte  Suprema— hoy  de  las  Cortes  de  Ape- 
laciones—á  virtud  de  lo  prescrípto  en  los  ar- 
tículos S9  de  la  ley  de  diciembre  de  1891  y  6'' 
de  la  de  28  de  agosto  de  1902,  y  que  la  misión 
del  Tribunal  de  Cuentas  se  reduce  &  examinar 
si  las  inversiones  de  fondos  se  han  efectuado 
ó  nó  en  conformidad  con  los  respectivos  pre- 
supuestos y  acuerdos  de  la  Municipalidad, 
siempre  que  éstos  no  hayan  sido  anulados 
por  la  competente  autoridad  judicial. 

Así  lo  deduce  de  los  términos  de  la  ley  fié  14 
de  septiembre  de  1896  que  atribuj'ó  al  Tribu- 
nal de  Cuentas  el  examen  y  fallo  de  las  cuen- 
tas municipales,  estableciendo  que  esta  auto- 
ridad debía  someterse  en  cuanto  A  la  "forma", 
ó  sea  en  lo  relativo  al  proce<l  i  miento  del  jui- 
cio, á  las  reglas  establecidas  para  el  examen 
y  fallo  de  las  cuentas  fiscales;  pero  sin  confe- 
rirle, en  cuanto  al  fondo,  más  fdcultades  que 
las  que  la  ley  de  22  de  diciembredel891  otor- 
gaba á  los  Municipios  en  el  artículo  74,  el 
cual  prescribe  que  las  resolucionesqueexpídan 
estas  corporaciones  en  el  examen  de  las  cuen- 
tas de  su  tesorero  "deben  fundarse  exclusiva- 
mente en  haber  sido  ó  no  haber  sido  hechas 
las  inversiones  en  conformidad  al  presupuesto 
6  á  los  acuerdos  posteriores  de  la  Corpora- 
ción". 

Agrega  que  los  fallos  del  Tribunal  de  Cuen- 
tas á  que  alude,  son  errados  en  cuanto  consi- 


tleran  ilegales  los  acuerdos  en  cumplimiento 
de  los  cuales  se  han  hecho  las  inversiones  ob- 
jetadas por  dicho  Tribunal;  y  aduce  extensas 
consideraciones  en  apoyo  de  esta  tesis. 

Concluye,  en  consecuencia,  negando  al  mis- 
mo' tribunal  su  competencia  para  rever  en  for- 
ma alguna  los  acuerdos  de  la  Municipalidad, 
y  sobre  todo  para  dejarlos  sin  efecto;  y  pide 
que  el  Consejo  de  Estado  así  lo  resuelva,  de- 
clarando nulo  todo  lo  hecho  por  aquella  au- 
toridad ñ  pretexto  de  facultades  que  la  ley  no 
le  otorga. 

Informando  el  Tribunal  de  Cuentas,  de 
acuerdo  con  su  fiscal,  sostiene  que  en  el  cono- 
cimiento y  fallo  de  los  juicios  sobre  cuentas 
municipales  no  ha  extralimitado  sus  atríbu* 
cíones,  pues  dice  que  su  competencia  no  está 
limitada  á  examinar  la  conformidad  de  dichas 
cuentas  con  los  respectivos  presupuestos  6 
acuerdos  de  los  Municipios,  sino  que  se  extien- 
de al  examen  y  juzgamiento  sobre  la  legalidad 
de  las  inversiones  y,  por  consiguiente,  sobre 
la  eficacia  y  validez  de  dichos  presupuestos  y 
acuerdos. 

Dice  &  este  respecto  que  la  ley  de  14  de  sep- 
tiembre de  1896  hizo  extensivas  al  juicio  de 
cuentas  municipales  todas  las  prescripciones 
referentes  al  examen  y  fallo  de  las  cuentas  fis- 
cales, y  que,  i>or  lo  tanto,  es  tan  aplicable  á 
aquéllas  como  á  éstas  el  precepto  del  artícu- 
lo 9*'  de  la  I^y  Orgitnica  del  Tribunal,  según 
el  cual  el  examen  de  toda  cuentadebe  referirse 
no  sólo  á  la  exactitud  de  las  operaciones  arit- 
méticas y  de  contabilidad,  sino  también  á  su 
legalidad,  veracidad  y  fidelidad. 

Como  no  es  bastante  para  que  un  pago  ó 
percepción  de  fondos  sea  legal  el  que  haya 
sido  acordado  por  la  respectiva  Municipali- 
dad, es  obvio  que  el  juzgamiento  del  tribunal 
no  debe  detenerse  ante  estos  acuerdos  para 
respetarlos  y  reconocer  en  todo  caso  su  efica- 
cia, sino  que  debe  examinarlos  para  ver  si 
contrarían  ó  nó  la  ley,  y  por  lo  tanto,  si  la 
operación  que  autorizan  es  legal  6  ¡legal.  Con 
tal  procedimiento  el  tribunal  no  invade  las 
atribuciones  privativas  de  la  Municipalidad, 
sino  que  ejercita  su  propia  jurisdicción. 

Carece  de  valor,  dice,  la  argumentación  que 
hace  el  alcalde  para  circunscribir  las  funcio- 
nes del  Tribunal  de  Cuentas  al  examen  que 
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prescribe  el  artículo  7^  de  la  ley  de  22  de  di- 
ciembre del  91,  porque  esta  disposición  se 
refiere  sólo  á  las  municipalidades,  y  no  es 
aplicable  al  tribunal,  el  cual,  según  la  ley  del 
96,  no  ha  sustituido  á  éstas  corporaciones, 
sino  á  la  junta  de  vecinos  que  establecía  el 
artículo  78  de  aquélla. 

Concluye  exponiendo  que  el  Tribunal  de 
Cuentas,  al  ejercer  su  jurisdicción  en  la  forma 
antes  expresada,  no  sólo  se  ha  conformado  al 
texto  inequívoco  de  la  ley,  sino  también  á  su 
espíritu  y  al  propónto  que  tuvo  el  legislador 
al  incluir  entre  sus  atribuciones  la  de  fiscali- 
zar in  recaudación  é  inversión  de  las  rentas 
municipales.  Y  como  dato  ilustrativo,  para 
confirmar  este  acertó,  hace  presente  que  en  el 
año  último  elTribunal  haexaminado  trescien- 
tas veinte  y  siete  cuentas  municipales,  las  cua- 
les han  producido  mil  dentó  veintiún  reparos, 
por  valor  de  dos  mtlIoneQ  ochocientos  y  tan- 
tos mil  pesos,  cantidad  que  equivale  á  más  de 
un  veintey  ocho  por  ciento  sobre  elmonto  cal- 
culado de  las  rentas  comunales  estimadas  en 
diez  millones  de  pesos;  y  que  han  sido  suspci> 
didos  y  enjuiciados  sesenta  tesoreros. 

Oído  el  señor  fiscal  de  la  Excma.  Corte  Su- 
prema, y  considerando: 


1*  (Jue  la  presente  contienda  de  competen- 
cia no  recae  sobre  un  juicio  de  que  actualmen- 
te esté  conociendo  la  Corte  de  Cuentas  sino 
que  tiene  por  objeto  obtener  una  declaración 
de  carácter  general  para  todos  los  casos  en 
que  la  Corte  de  Cuentas  haya  de  fallar  las  del 
Municipio  de  la  Rinconada  de  Parral; 

2^  Que  las  sentencias  judiciales,  y  las  de 
competencia  que  revisten  igual  carácter,  no 
pueden  pronunciarse  en  abstracto  sino  que 
deben  resolver  casos  determinados  y^  concre- 
tos, y 

3^  Que  sólo  coresponde  al  legislador  inter- 
pretar la  ley  de  un  modo  general  y  deslindar 
de  la  misma  manera  las  ntríbucíones  de  los 
poderes  públicos. 

En  mérito  de  estas  consideraciones  y  de  lo 
dispuesto  en  el  artículo  4^  del  Código  Civil, 
se  declara  improcedente  la  competencia  y  ar- 
chívense los  antecedentes. —Pe(/ro  Montt. — 
José  Aífonso.—Benjamín  Vergar&  E,— Ramón 
Antonio  Vergara.— Horacio  Pinto  Agüero. — 
/.  /.  I^turrc.—Luis  Pereira — /.  D.  AmanA' 
tegui  Rivera.— Baríqae  Richard  K 


CORTE  SUPREMA 


Cas.  Civ.—2a  de  abril  de  3904 
Bueno  y  otros  con  González 

Escritura  pública;  firma  de  los  testi- 
gos instrumentales.— Presorlpolón; 
suspensión  de  ella. 

Doctrina:— iVo  es  sustancial  el  requisi- 
to  de  ¡a  ñrma  délos  testigos  instrumenta- 
les de  la  misma  escritura,  estando  subor- 
dinado según  las  leyes  54  y  1 11  del  titu- 
lo IH  de  la  Partida  3*  á  "la  costumbre 


de  la  tierra" f  hecho  que  sólo  puede  ser 
apreciado  por  el  tribunal  sentenciador 
de  la  causa  y  no  por  el  tribunal  de  casa- 
ción que  no  juzga  los  hechos  sino  la  co- 
rrecta inteligencia  y  aplicación  de  la 
ley. 

De  la  rúbrica  y  contenido  de  ¡a  ky  54 
citada^  aparece  que  en  ella  sólo  se  indi- 
can en  general '^las  formas  et  las  mane- 
ras'' que  convienen á  toda  escritura  para 
que  revista  carácter  de  instrumento  aw 
ténticosin  que  en  ella  se  eauacie  la  sath 
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ción  que  corresponda  á  la  falta  de  uno 
6  más  requisitos.  La  ley  111  consigna 
de  un  modo  expreso  é  indubitable  que  de 
las  solemnidades  indicadas  en  las  hyes 
anteriores  hay  algunas  cuya  omisión 
produce  nulidad  y  otras  que  si  bien  no  es 
conveniente  omitir,  su  taita  no  ¡a  produ- 
ce. Ambas  leyes  se  completan  y  la  se- 
gunda establece  que  los  testigos  deben 
ser  dos  d  lo  menos  en  vez  de  los  dos  no- 
tarios ó  tres  hombres  buenos  exigidos 
antes  y  que  el  notario  autorizante  puede 
expresar  por  sí  mismo  el  nombre  de  los 
testigos  "según  fuere  costumbre  de  la 
tierra",  lo  que  importa  dejar  establecido 
que  la  firma  personal  de  los  testigos  no 
es  sustancial,  porque  el  requisito  depen- 
de de  las  prácticas  locales  y  de  cada 
época,  como  también  ha  sido  de  aplica- 
ción variada  y  notoria  en  el  otorga- 
miento  de  escrituras  públicas  en  el  terri- 
torio de  la  nación. 


Por  escritura  pública  otorgada  en  Osorno 
en  11  de  abril  de  1872,  don  José  Vicente  Du- 
rán,  don  Ramón  Galo  García  y  don  Carlos 
Montecinos  vendieron  á  don  Pedro  Alejandro 
y  don  José  Hilario  González  las  acciones  y 
derechos  que  Ies  correspondían  en  el  potre- 
ro (1)  Rio  Negro,  situado  en  el  departamento 
de  Melipilla,  declarando  los  vendedores  que 
habían  recibido  al  contado  el  precio  esti- 
ptdado. 

En  la  escritura  se  expresa  que  se  otorgó  v 
firmó  "siendo  presentes  los  testigos  don  José 
Tomás  Cárcamo  y  don  Juan  Francisco  Ba- 
rríentos",  respecto  de  los  cuales  el  notario  da 

(I)  Coa  ]m  pnlahiñ.  jMlreri)  se  designaba  geiieral- 
mente  en  el  sur,  ud  predio  de  extensión  conndera- 
ble;  tniéntru  en  el  oeatro  del  país  se  emplea  para 
designar  las  peqneílas  secoiooes  de  na  fundo.  Según 
el  Dícoionarío  de  la  Ac  idetnia  solo  se  aplica  en  este 
sentido  al  csitío  destinado  k  la  cría  y  pattlo  de  ga- 
nado caballar». 


íe  conocerlos  como  vecinos.  El  acto  termina 
con  la  firma  de  los  contratantes  y  del  no- 
tario. 

Esta  escritura  fué  inscripta  en  el  registro 
del  Conservador  de  Bienes  Raíces  de  Puerto 
Montt  en  3  de  junio  de  1872. 

En  julio  de  1899,  veinte  y  siete  años  des- 
pués de  otorgado  aquel  contrato,  doña  Dolo- 
res Bueno,  dona  Dcidamia,  doña  Lucinda  y 
doña  GlaRra  García,  la  primera  viuda  y  las 
demás  herederas  de  don  Ramón  (talo  (*arcía; 
los  herederos  de  don  Carlos  Montecinos,  entre 
los  que  se  cuenta  doña  Elisa"  Montccinos, 
casada  con  don  Juan  Pablo  Rojas,  y  doña 
Candelaria  Mancilla  v.  de  Adriazola  y  don 
Lisandro  Adriazola,  que  representan  los  de- 
rechos de  don  José  Vicente  Durán,  interpu- 
sieron demanda,  en  su  carácter  de  sucesores 
de  los  vendedores, en  contra  de  los  comprado- 
res don  Pedro  Alejandro  y  don  José  Hilario 
González,  pidiendo  se  declarara  nulay  de  nín- 
gún  valor  aquella  escritura,  y  de  consiguien- 
te nulo  también  el  contrato  de  compraventa 
á  que  se  refiere,  debiendo  restituir  las  propie- 
dades que  fueron  objeto  del  contrato,  con  sus 
frutos  naturales  y  civiles. 

En  apoyo  de  la  demanda  exponen  que  dicho 
instrumento  no  tiene  carácter  de  escritura  pú- 
blica verdadera  y  perfecta,  capaz  de  llenar  la 
exigencia  que,  para  la  venta  de  bienes  raíces, 
establece  el  inciso  2^  del  articulo  1801  del  Có- 
digo Civil;  pues  en  él  se  dice  que  fueron  testi- 
gos instrumentales  don  José  Tomás  Cárcamo 
y  donjuán  Francisco  Barrientos^ysin  embar- 
go ninguno  de  ellos  firmó  la  escritura,  como  lo 
ordena  la  ley  111,  titulo  18,  Partida  3%  y  que 
la  falta  de  esta  solemnidad  y  formalidad  esen- 
cial vicia  de  nulidad  absoluta  tanto  la  escritu- 
ra como  d  contrato  de  venta  que  ella  contie- 
ne, conforme  á  lo  preceptuado  en  los  artículos 
10, 1681,1802,  1701  y  1801  del  Código  Civil. 

En  la  contestación  á  la  demanda,  los  de- 
mandados sostienen  la  validez  de  la  escritura 
con  arreglo  á  la  misma  ley  111,  título  18, 
Pa.  tida  3*  y  á  la  1*  título  23,  Hbro  10  de  la 
Novísima  Recopilación,  y  alegan,  además,  la 
excepción  de  prescripción  ordinaria  porhaber 
poseído  el  terreno  vendido  por  más  de  veinte 
anos  con  titulo  inscripto  y  de  bnena  fe. 

El  procurador  de  los  demandantes,  al  repH- 
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car,  rechaza  esta  excepción  de  prescripción  por 
las  siguientes  razones: 

a)  Porque  de  la  copia  que  los  demandados 
acompañaron  á  su  escrito  de  contestación 
aparece  que  su  posesión  no  ha  sido  con  justo 
título.  En  efecto  tal  documento  es  copia  de  la 
inscripción  de  la  escritura  que  adolece  de  nuli- 
dad absoluta  como  la  inscripción  que  A  ella 
corresponde,  á  la  cual  debió  negarse  el  Con- 
servador, según  lo  dispuesto  en  el  artículo  13 
delReglamento  del  Conservador  de  Bienes  Raí- 
ces, á  lo  que  se  agrega  que,  según  lo  dispuesto 
en  los  artículos  702,  704,  número  3*^  y  2507 
del  Código  Civil  los  demandados  no  pueden 
invocar  la  prescripción  que  alegan. 

b)  Aún  en  el  caso  que  el  titulo  de  la  contra- 
ria fuera  justo,  la  prescripción  estaría  suspen- 
dida en  favor  de  los  m:nores  á  que  se  refiere  la 
escritura  pública  de  discernimiento  acompaña- 
da, según  el  número  1'  del  artículo  2509  del 
Código  Civil. 

c)  Por  fin,  aún  en  el  caso  de  haber  poseído 
los  demandados  con  justo  título  y  de  no  exis- 
tir la  disposición  que  se  acaba  de  citar,  no  po- 
dría tener  cabida  la  prescripción  ordinaria  que 
alegan,  desde  que  su  posesión  la  han  tenido  á 
título  de  comuneros  ó  accionistas  solamente; 
pues,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  706  del 
Código  Civil,  es  indudable  que  los  demanda 
dos  han  sido  y  son  poseedores  de  mala  fe  de 
los  bienes  á  que  se  refiere  la  escritura  de  venta. 

Con  fecha  6  de  enero  de  1901  el  juez  de 
Osomo  falló: 

Considerando: 
1'  Que  la  acción  deducida  por  los  deman- 
dantes es  la  de  nulidad  de  la  escritura  de  com< 
praventade  11  de  abril  de  1872,  la  que  fun- 
dan en  que  en  dicho  instrumento  se  dice  fue- 
ron testigos  instrumentales  don  José  Tomás 
Cárcamo  ydonjuan Francisco Barrientos,  sin 
que  ninguno  de  ellos  haya  firmado  la  referida 
escritura; 

2'  Que  los  demandantes,  de  lo  expuesto  en 
el  considerando  anterior,  deducen  que  la  falta 
déla  referida  solemnidad  ó  formalidad  esen- 
cial de  la  citada  escritura,  la  vicia  de  nulidad 
absoluta,  y  vicia  de  la  misma  nulidad  el  con- 
trato de  compraventa  á  que  ella  se  refiere; 

3'  Que  según  disposición  expresa  de  la  ley 


es  nulo  todo  acto  Ó  contrato  á  que  falta  algu 

no  de  los  requisitos  que  la  ley  prescribe  para 
el  valor  del  mismo  acto  ó  contrato,  según  la 
especie  y  la  calidad  ó  estado  de  las  personas, 
y  cuando  dicha  nulidades  producida,  por  un 
objeto  6  causa  ilícita  ó  por  falta  de  algfuno  de 
los  requisitos  que  la  ley  prescribe  para  la  va- 
lidez del  acto,  es  absoluta;  y  relativa  cuando 
es  producida  por  cualquiera  otra  especie  de 
vicios; 

4^  Que  la  escritura  pública  de  11  de  abril 
de  1872  da  constancia  de  que  tanto  los  ven- 
dedores como  los  compradores  eran  mayores 
de  edad,  y  libres  administradores  de  sus  bie- 
nes, del  lugar,  día,  mes  y  año  de  su  otorga- 
miento, y  que  la  v¿nta  á  que  dicha  escritura 
se  refiere  fué  otorgada  ante  el  notario  que  la 
autoriza  y  firmada  por  las  partes,  siendo  pre- 
sentes los  testigos  don  José  Tomás  Cárcamo 
y  donjuán  Francisco  Barrientos; 

5^  Que  de  lo  dicho  en  el  considerando  ante- 
rior se  desprende  que  á  la  aludida  escritura 
no  le  falta  ninguno  de  losreqnisttos  que  la  ley 
exige  para  su  validez,  ni  adolece  de  ningún 
vicio  que  pueda  anularla; 

6^  Que  si  bien  es  cierto  que  de  la  escritura 
en  referencia  aparece  que,  aunque  estaban 
presentes  los  testigos  instrumentales  que  en 
ella  se  expresa,  éstos  no  firmaron  en  el  acto 
de  su  otorgamiento;  esto  no  basta  para  inva- 
lidar la  escritura  }'a ^citada,  por  cuanto  este 
hecho,  á  lo  más,  se  puede  atribuir  á  un  olvido 
ó  negligencia  del  notario  que  la  autorizó; 

7^  Que  á  mayor  abundamiento,  la  redar- 
gución de  nulidad  en  que  se  funda  la  demanda 
no  mira  al  fondo  de  la  escritura  de  11  de  abril 
de  1872,  sino  que  los  demandantes  pretenden 
deducirla  por  la  falta  de  firma  de  los  testigos 
instrumentales;  y  de  la  referida  escritura  apa- 
rece que,  á  su  otorgamiento  concurrió  el  nú- 
mero de  testigos  que  la  ley  exige; 

8'  Que  no  hay  mérito  en  autos  jiara  supo, 
ner  que  los  demandados  sean  poseedores  de 
mala  (e,  por  cuanto  no  se  ha  establecido  que 
éstos,  al  comprar  el  predio  á  que  se  refiere  In 
escritura,  supieran  ó  tuvieran  conocimiento 
de  que  sus  vendedores  no  eran  los  verdaderos 
dueños  del  predio  que  vendían  ó  carecían  de 
derecho  para  enajenarlo; 

9*^  Que  la  prueba  rendida  por  los  demanda- 
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dos,altenordel  interrogatorio  presentado  por 
ellos,  no  es  suficiente  para  dar  por  establecida 
la  prescripción  ordinaria  que  alegan  &  su  fa- 
vor, porque  si  bien  es  cierto  que  la  inscripción 
de  la  escritura  de  venta  que  estos  acompañan, 
data  desde  más  de  veinte  años,  no  han  acre* 
ditado  que  hayan  estado  en  posesión  tranqui- 
la y  no  interrumpida  durante  el  tiempo  que  la 
ley  exige  para  adquirir  por  dicha  prescripción! 

10.  Que  aún  en  el  caso  que  los  demandados 
hubieran  acreditado  la  prescript-ión  que  ale- 
gan, ésta  habría  sido  necesariamente  suspen- 
dida en  favor  de  los  menores  A  que  se  refiere  la 
escritura  de  discernimiento  corriente  en  autos, 
como  lo  establece  la  ley. 

Por  estas  consideraciones  y  de  acuerdo  con 
lo  establecido  en  la  ley  1^,  título  14,  Partida 
3»,  leyes  54-,  11!.  114.,  título  18,  Partida  3^ 
ley  1»  título  23,  libro  10  de  la  Novísima  Re- 
copilación y  artículos  706,  1545,  1681,  1682, 
1698,  1801,  2501,  2505,  2507,  2508  y  2509 
del  Código  Civil;  se  desecha  la  demanda  y  en 
consecuencia  se  declara  que  In  escritura  á  que 
ella  se  refiere  no  es  nula;  y  se  desecha,  asimis- 
mo, la  prescripción  ordinaria  alegada  por  los 
demandados  Claro  Lnstarria. 

Apelada  esta  sentencia  la  Corte  de  Concep. 
ción  pronunció  la  siguiente  con  fecha  25  de  jn- 
lio  de  1903: 

Teniendo  presente  en  lugar  de  los  conside- 
randos 6^  y  7^  de  la  sentencia  (k  primera  ins- 
tancia: que  si  bien  es  cierto  que  los  testigos 
instrumentales  don  José  Tomas  Cárcamo  y 
don  Juan  Francisco  Barrientes,  no  firmaron 
la  escritura  de  que  da  cuenta  la  compulsa  tes. 
timoniada,  esta  circunstancia  no  es  suficiente 
para  anular  dicha  escritura,  por  cuanto  no¡es 
ella  una  solemnidad  que  esté  expresamente 
exijida  por  la  ley,  la  cual  sólo  ha  ordenado 
que  al  otorgamiento  estén  presentes  dos  testi- 
gos varones  mayores  de  catorce  años  y  sin  ta- 
cha legal  cayos  nombres  se  expresen  en  la  es- 
critura; requisitos  que  en  el  caso  actual  han 
sido  llenados,  se  confírmaen  la  parte  apelada, 
la  sentencia  de  ocho  de  enero  de  mil  noTecten' 
tos  uno,  con  costas  del  recurso. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Fuentes  R. 

Julio  Zenteno  B.—B.  Fuentes  R  GuiUermo 

Mackay. 

A,  nombra  de  los  demandantes  se  interpuso 


contra  esta  sentencia  el  recurso  de  casación 
en  el  fondo,  á  fin  de  que  se  la  invalide,  porque 
en  su  pronunciamiento,  se  han  infringido,  se- 
gún los  ocurrentes,  las  disposiciones  de  las 
leyes  54  y  111  del  título  18  de  la  Partida  3* 
y  los  artículos  1681  y  1682  del  Código  Civil. 
Las  primeras  de  estas  leyes  señalan,  á  juicio 
de  los  mismos,  como  esencial  el  requisito  de 
que  los  testigos  de  actuación  deben  firmar  los 
instrumentos  públicos  en  que  intervienen,  so 
pena  de  nulidad,  y  los  segundos,  declaran  nu- 
los y  de  ningún  valor  los  actos  y  contratos 
en  que  se  omite  alguna  formalidad  exigida  por 
la  ley,  en  consideración  á  la  naturaleza  de 
ellos.  La  Corte  de  Apelaciones,  añaden,  al 
prescindir  de  estos  preceptos  legales,  ha  falla- 
do- contraviniéndolos  de  un  modo  expreso  en 
parte  sustancial  que  influye  en  lo  dispositivo 
de  la  sentencia. 

Agregan  los  ocurrentes  que  la  ley  1*,  títu- 
lo 23,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación , 
relacionada  con  las  leyesdepartídas  anterior- 
mente citadns,  corrobora  implícitamente  el 
mandato  de  que  los  testigos  deben  firmar  las 
escrituras  públicas;  y  por  lo  mismo  la  Corte 
de  Apelaciones  no  tuvo  razón  para  expresar 
en  los  considerandos  de  su  fallo  que  no  exis- 
tían disposiciones  legales  que  exijieran  tal  so- 
lemnidad, bajo  la  sanción  de  ser  nulos  los 
iiistrumentos  otorgados  con  el  carácter  de 
auténticos. 

La  parte  recurrida,  respondiendo,  expresa 
que  el  punto  sometido  á  decisión,  es  si  á  la 
fecha  en  que  se  otorgó  la  escritura  de  compra 
venta,  constituían  un  requisito  esencial  para 
la  validez  de  las  escrituras  públicas  la  firma 
de  los  testigos  instrumentales.  El  fallo  de  la 
Corte  de  Apelaciones  establece  que  dicha  fir- 
ma no  es  'solemnidad  que  esté  expresamente 
exigida  por  la  ley;  la  cual  sólo  ha  ordenado 
que  al  otorgamiento  estén  presentes  dos  tes- 
tigos varones  mayores  de  catorce  años  y  sin 
tacha  legal,  cuyos  nombres  se  expresen  en  la 
escritura;  requisitos  que  en  el  caso  actual  han 
sido  llenados. 

La  ley  líl,  título  18,  Partida  3»  no  exije 
la  firma  de  los  testigos  para  la  validez  de  la 
escritura  pública  y  sólo  requiere  que  sus  nom- 
bres  sean  "escritos  hi  de  sus  manos  mesmas  ó 
de  mano  d<l  escribano  público  que  fizo  la 


Digitized  by 


$28 


SBOÜNDA  PASTB 


carta  pública,  según  costambre  de  la  tierra". 
Esta  ley  derogó  y  dejó  sin  efecto  la  54  del 
misino  título  y  partida  que  después  de  orde- 
nar que  "en  toda  carta  pública  que  sean  dos 
escríbanos  públicos  por  testigos,  sin  aquel 
que  faze  la  carta  que  escriban  sus  nenies  en 
ella",  añade  "o  si  por  aventura  tantos  es- 
críbanos públicos  non  pudieren  haber  en  el 
lugar,  tomen  por  testigos  tres  homes  bonos 
que  escríban  hi  sus  nomes". 

La  disposición  de  la  ley  111  prevaleció  so- 
bre la  de  la  ley  54  por  ser  posterior  y  tratar 
de  una  misma  matería;  y  por  esta  razón  ja- 
más se  ha  pretendido  que  deban  concurrir  tres 
testigos,  y  mucho  menos  que  en  los  lugares 
donde  haya  tres  ó  míls  escribanos,  dos  de 
ellos  sirvan  de  testigos.  Ningún  motivo  ha- 
bría para  aplicar  la  ley  5<1(  sólo  en  cuanto  d 
la  firma  de  los  testigos  y  no  respecto  del  nú- 
mero y  calidad  de  ellos. 

El  Ministro  ponente  señor  don  Carlos  Va- 
ras fué  de  parecer  de  que  se  rechazara  el  recur- 
so por  las  siguientes  consideraciones: 

Bn  su  concepto  la  sentencia  de  la  litma. 
Corte  de  Apelaciones  de  Concepción,  no  ha 
infríngido  en  su  parte  dispositiva  ley  alguna, 
y  al  declarar  sin  lugar  la  demanda,  estable- 
ciendo la  validez  de  la  escritura  pública  de 
venta,  se  ha  ajustado  á  las  leyes  que  rigen  el 
otorgamiento  de  los  instrumentos  públicos. 

Nuestra  legislación  notaríal  no  es  otra  que 
la  antigua  de  España;  y  en  las  leyes  del  Fuero 
Kcal  y  de  Partida,  y  en  las  Recopiladas  se 
encuentran  establecidos  el  modo  y  forma  en 
que  las  escrituras  públicas  deben  otorgarse, 
los  causas  que  las  invalidan  ó  las  hacen  inefi- 
caces, y  los  del)eres  á  que  están  sujetos  los  es- 
cribanos públicos. 

El  título  18  de  la  Partida  3^  trata  de  las  es- 
crituras por  que  se  prueban  los  pleitos.  Hasta 
la  ley  53,  ese  título  comprende  las  cartas  que 
se  expiden  por  el  rey  y  los  privilegios.  La  ley 
54  presenta  el  cuadro  de  los  reqi'.isitos  que 
deben  contener  los  escríturas  públicas,  esto 
es,  las  que  se  otorgan  por  los  escríbanos  pú- 
blicos; y  así  lo  expresa  el  epígrafe  de  esa  ley, 
que  dice  "cómo  deben  ser  hechas  las  notas  y 
las  cartas  de  los  escribanos  públicos". 

Determina  esta  ley  la  forma  de  las  escritu- 
ras, y  los  requisitos  y  solemnidades  á  que 


debe  sujetarse  su  otorgamiento;  ordena  que 
"sean  puestos  los  nombres  de  los  que  la  man- 
dan hacer  et  el  pleito,  sobre  que  fué  fecha,  et 
los  testigos  que  se  acertaron  hi,  et  el  día  et  el 
mes,  et  la  era  et  el  logar  en  que  fué  fecha". 
Escrito  todo  esto  de  mano  del  escriba.no,  debe 
dejar  espacio  para  hacer  su  signoy  escribir  su 
nomine.  En  seguida  agrega:  "Et  abonda  en 
toda  carta  pública  que  sean  dos  escribauos 
públicos  por  testigos  sin  aquél  que  face  la 
carta  que  escriban  en  ella  sus  nombres:  et  sí 
por  aventura  tantos  escribanos  públicos  non 
pudieren  hatjer  en  el  logar,  tomen  tres  homes 
bonos  por  testigos  que  escril>an  hi  sus  nom- 
bres; et  los  nombres  de  los  testigos  deben  ser 
escritos  en  el  fin  de  la  carta  ante  quel  es- 
cribano público  que  la  fizo  escriba  sn  nom- 
bre". 

En  seguida  de  esta  ley,  desde  la  56  á  la  110, 
se  ocupa  ese  título  de  un  minuaoso  y  exten- 
so formulario  de  las  escrituras  que  suelen 
otorgarse. 

La  ley  111  enumera  las  causas  que  pueden 
producir  la  ineficacia  de  las  escrituras,  pue-s 
como  dice  su  epígrafe,  trata  de:  "Por  cuálei 
razones  pueden  ser  desechados  los  priviletios 
et  las  cartas  de  qual  natura  quier  que  sean". 
En  ella  se  encuentran  mezcladas  las  falsedades 
con  la  omisión  de  formalidades  y  de  solemni- 
dades, y  con  lo  referente  á  la  integridad  ma- 
terial del  instrumento.  Esta  ley  previene  que 
no  vale  la  escritura  pública  "en  que  no  sea 
escrito  el  día  et  el  mes  et  la  era  en  que  fné 
fecha,  et  los  nombres  de  dos  testigos  .i  lo 
menos  que  sean  hi  escriptos  de  sus  manos 
mesmos  ñ  de  mano  del  escribano  que  ñxo  Ai 
carta,  segunt  costumbre  de  la  tierra". 

La  ley  114-  del  mismo  título  y  partida  s« 
refiere  á  la  validez  de  las  escrituras  públicas. 
Dispone  que  deben  valer  las  cartas  para  pro- 
bar con  ellas  los  pleitos  sobre  que  fueron  fe- 
chas, no  teniendo  ninguna  de  las  falsedades 
ó  menguas  por  las  cuales  pueden  ser  desecha- 
das; y  expresa  que  "por  que  los  homes  sepan 
más  ciertamente  quales  son,  querérnoslas  aquí 
mostrar",  entrando  en  seguida  á  enumerar 
las  escrituras  públicas  que  valen;  y  refirién- 
dose á  las  hechas  por  mano  de  escribano  pu- 
blico, dice  que  valen  aquéllas  "en  que  haya 
escritos  los  nombres  de  dos  testigos  á  lo  mé- 
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nos,  et  el  mes  et  la  era  et  el  logar  en  que 

fuere  fecha,  así  como  desuso  mostramos". 

Del  contexto  de  las  tres  leyes  referidas  se  de- 
duce que  no  todos  los  requisitos  que  enumera 
la  54  son  esenciales;  y  que  úaicametite  produ- 
cen la  nulidad  de  la  escritura  ó  su  ineficacia  la 
omisión  ó  falta  de  los  que  se  determinan  en 
las  leyes  111  y  114.  En  cuanto  al  caso  con- 
creto de  la  existencia  y  firma  de  los  testigos 
instrumentales,  señala  como  esenciales  su  pre- 
sencia en  el  otorgamiento  y  la  designación  de 
sus  nombres,  sin  exigir  que  firmen  los  testigos 
como  necesaria  condición  de  su  validez.  La 
firma  puede  ó  no  ser  puesta  en  la  escritura; 
pero  su  omisión  no  vicia  el  otorgamiento  de 
ella,  si  los  nombres  están  puestos  de  mano  del 
escribano,  á  quien  la  ley  obligaba  &  hacer  de 
su  puño  y  letra  todo  el  instrumento. 

No  cabría  dar  á  estas  leyes  otra  inteligencia 
y  aplicación;  ya  que  las  reglas  de  interpreta- 
ción establecen  que  las  leyes  se  interpreten  sin 
que  en  su  aplicación  resulten  disposiciones 
contradictorias;  y  á  ello  se  llegaría,  enten- 
diendo que  todos  los  requisitos  mencionados 
en  la  ley  54  son  esenciales,  porque  sería  preci- 
so exigir  la  presencia  de  tres  testigos  á  la  vez 
que  sus  firmas,  cuando  las  leyes  111  y  114  ex- 
presan con  toda  claridad  que  basta  para  la 
validez  del  acto  la  presencia  de  dos  testigos 
y  la  designación  de  sus  nombres. 

Esta  inteligencia  de  esas  leyes  es,  por  otra 
parte,  laque  siempre  le  han  dado  los  comen- 
tadores y  los  expositores  del  derecho  positivo 
español. 

Una  rápida  y  somera  exposición  de  algunos 

de  los  de  más  renombre  por  su  autoridad  en 
esa  materia,  hará  conocer  la  verdad  de  este 
aserto. 

Gregorio  López,  al  glosar  la  ley  54,  en  la 
parte  relativa  á  los  testigos,  dice  al  final:  "Li- 
mita etiam  istamlegem,  ubi  esset  consuetudo, 
quód  non  apponer  sentur  testes  in  aliquibus 
instntmentis,  ut  adducit  Socinus,  consil  94, 1 
vol.  col.  4".  La  glosa  de  López  ha  sido  verti- 
da al  castellano  por  don  Ignacio  Ranponsy 
fiarba  y  otros  en  las  leyes  de  partida  comen- 
tadas, edición  de  1844,  impresa  en  Barcelona. 
La  referente  al  pinito  citado  es  la  siguiente: 
"Por  lo  demás, empero, y  como  lopretendeSo- 
cinio  consil  94,  vol.  1,  col.  4,  debe  respetarse 


la  costumbre  donde  la  haya,  de  no  contener- 
se las  firmas  de  los  testigos,  aun  en  aquellas 
escrituras,  en  las  que,  según  lo  dispuesto  en 
esta  ley,  sería  necesario  dicho  requisito." 

Ignacio  Sanpons  y  Barba  y  sus  compañeros, 
á  quienes  se  acaba  de  mencionar,  adicionando 
las  glosas  de  Gregorio  López,  en  las  notas  & 
la  ley  111,  dejan  testimonio  de  que  la  práctica 
es  que  no  firmen  los  testigos,  aunque  sepan 
hacerlo.  Dicen  en  su  nota  543:~"Segán  esto, 
(es  decir,  la  disposición  de  esa  ley),  no  es  ne- 
cesario que  firmen  los  testigos  instrumentales 
como  quedaba  prevenido  que  lo  hiciesen  por 
la  ley  54  de  este  título  y  partida.  Difícil  es  de- 
terminar cuál  de  dichas  disposiciones  ha  de 
prevalecer  á  la  otra,  si  bien  es  crdble  que  por 
la  presente  ley  más  bien  que  derogar  la  54  y 
establecer  que  pudiese  absolutamente  prescin- 
dirse  de  las  firmas  de  los  testigos  instrumen- 
tales, se  habría  querido  sin  duda  prevenir  el 
caso  de  aquellas  personas  rústicas  ó  que  no 
supiesen  escribir,  los  cuales  y  no  otros  estuvie- 
sen dispensados  de  firmar,  sin  que  su  incapa- 
cidad de  hacerlo  les  excluyese  de  ser  testigos. 
Bn  la  práctica,  sin  embargo,  no  suelen  ñrmar 
hsexpresados  testigos,  aunque  sepan  hacerlo', 
costumbre  que  no  creemos  conveniente  ni  muy 
conforme,  por  lo  dicho,  con  el  espíritu  de  nues- 
tras leyes;  por  más  que  lo  autorice  en  cierto 
modo  la  letra  de  la  presente,  que  deja  libre  la 
alternativa  de  firmar  los  testigos  ó  dejar  de 
hacerlo,  segfin  costumbre  de  la  tierra." 

Bscriche,  en  su  Diccionario  de  Legislación  y 
Jurisprudencia,  en  la  palabra  Instrumento 
Público,  expone  las  circunstancias  que  se  re- 
quieren para  que  sea  tenido  por  autétitico  y 
arreglado  á  la  ley,  y  dice: 

"3*  Que  concurran  al  otorgamiento  de  los 
contratos  dos  ó  tres  testigos  idóneos,  cuyos 
nombres  y  apellidos  deben  expresarse  en  el 
instrumento,  el  cual  sería  nulo  en  caso  de  fa- 
llar esta  circunstancia,  leyes  54, 111  y  114, 
título  18, Partidas»  .."y  agrega:  "¿Deben  los 
testigos  firmar  el  instrumento?  Así'  parece  ó 
quiere  la  ley  54,  título  18,  Partida  3*,  la  cual, 
después  de  ordenar  que  "en  toda  carta  públi- 
ca, sean  dos  escríbanos  públicos  por  testigos, 
sin  aquel  que  face  la  carta,  que  escriban  en  ella 
sus  nombres",  añade,  "que  si  por  aventura 
tantos  escríbanos  públicos  no  pudiesen  haber 
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en  el  logar,  tomen  tres  homes  bonos  por  tes- 
tigos, que  escríbaa  hi  sus  nombres^'  (estoes, 
que  la  firmen),  mas  luego  la  ley  111  del  mismo 
título  se  contenta  con  "dos  testigos  que  sean 
escriptos  de  sus  manos  mesmas  ó  de  mano 
del  escribano  público  que  fizo  la  carta  scgiín 
costumbre  de  la  tierra"  y  en  la  práctica,  con 
efecto,  »o  se  reputa  necesaria  la  firmn,  aunque 
no  deja  de  ser  muy  conveniente". 

Pedro  Gómez  de  la  Serna  y  Juan  Manuel 
Montatbaa  en  su  tratado  Academia  Forense 
etc.,  (Madrid  IS-iS)  ocupándose  de  las  forma- 
.lidades  de  los  instrumentos  públicos,  dicen: 

''Deben  asistir  al  otorgamiento  de  los  con- 
tratos dos  ó  tres  testigos  idóneos,  varones  y 
mayores  de  14  años,  expresándose  en  el  ins- 
trumento sus  nombres  apellidos  y  vecindad: 
la  omisión  de  este  requisito  produce  nulidad. 
Las  leyes  no  establecen  de  un  modo  uniforme 
si  los  testigos  tienen  ó  no  obligación  de  fir- 
mar, pero  en  la  práctica  se  está  por  la  negati- 
Ta:  nosotros,  opinamos,  sin  embargo,  en  fa- 
vor de  aquella  garantía".  (Tomo  I,  libro  II, 
tít.  VIH,  sec.  V,  nfim.  59.) 

El  jurisconsulto  español/osé  Vicente  y  Ca- 
rabantes,  que  ha  adicionado  con  notas  ilus- 
trativas laedición  española  del  tratado  de  las 
Pruebas  de  fionnier,  comparando  la  doctrina 
de  éste  con  la  española,  dice,  al  tratarse  de 
las  formalidades  del  instrumento  público: 

"Acerca  de  la  concurrencia  de  dos  escriba- 
nos al  otorgamiento  de  los  instrumentos  ó  de 
dos  testigos  que  sepan  firmar,  que  requería  la 
ley  francesa  de  9  de  Ventoso  y  que  inserta 
Mr.  Bonnier  en  el  número  476,  se  encuentra 
una  analogía  en  el  derecho  español,  en  la  ley 
54,  título  18,  Partida  3*,  que  dice  lo  siguiente: 
"Abonda  etc."  "Pe  la  última  disposición  de 
la  citada  ley  54  de  Partida,  se  deducía  que  los 
testigos  debían  firmar  el  instrumento:  sin  em- 
bargo, disponiendo  la  ley  111  del  mismo  títu- 
lo que  concurrieran  dos  testigos  que  sea»  hi 
escritos  de  sus  manos  mesmas  ó  de  mano  del 
escribano  público  que  £zo  la  carta,  no  se  con- 
sideraba necesaria  la  firma"  (pdg>  48,  ed. 
de  1902). 

El  Foro  Español,  exposición  de  las  leyes  vi- 
gentes en  España  en  1834,  cuyo  antcr  es  el 
licenciado  don  Francisco  de  Paula  Miguel 
Sánchez,  al  tratar  de  la  prueba  instramental, 


enumera  los  requisitos  que  debe  tener  el  ins- 
trumento público  para  que  haga  fe  y  sirva  de 
prueba.  Exige  que,  en  conformidad  á  las  leyes 
54  y  111  del  título  18,  Partida  3*  prescncicii 
el  otorgnmientó  jos  testigos,  cuyos  nombres 
y  apellidos  han  de  expresarse;  y  qué  la  firmca 
los  otorgantes  y  el  escribano,  debiendo  tam- 
bién firmar  los  testigos  instrumentales  si  etlgu- 
no  de  los  otorgantes  no  sabe  ó  puede  hacer- 
lo, ó  cuando  deponen  acerca  del  conocimiento 
de  aquéllos. 

Y  al  ocuparse  cf^peciat mente  de  las  solemni- 
dades concernientes  A  los  testigos,  dice: 

"En  las  escrituras  de  los  contratos  y  sn 
otorgamiento,  dice  tina  ley  de  Partida  (54  tí- 
tulo 18,  Partida  3^)  que  deben  concurrir  tres 
testigos,  6  dos  escribanos  por  ellos,  y  que  es* 
criban  sus  iioml)res  en  el  instrumento,  que  es 
lo  mismo  que  firmarle;  pero  en  lo  tocante  Á 
que  sean  escribanos  públicos,  sólo  se  practica 
en  Sevilla,  y  no  todos  los  testigos  firman  el 
iustrunicnto,  aunque  el  otorgante  no  sepa  fir* 
mar,  y  sólo  uno  en  este  caso  firmará  por  rl, 
con  arreglo  á  la  ley  recopilada,  que  es  poste- 
rior á  la  partida." 

Por  último,  don  Miguel  Fernández  Casado, 
en  su  notable  obra  sobre  el  notariado  espa- 
ñol, manifiesta,  también,  igual  opinión  res- 
pecto de  la  formalidad  relativa  á  la  firma  de 
los  testigos  instrumentales. 

Refiriéndose  este  autor  A  la  forma  de  los 
instrumentos  públicos  (Título  IV,  Capítulo  I, 
número  597),  se  expresa  en  los  siguientes  tér- 
minos: 

"El  Código  de  las  Partidas,  tan  minucioso 
para  todo  lo  referente  A  la  fe  pública,  también 
enumeró  los  requisitos  que  debían  tener  las 
escrituras. 

"Según  la  ley  54,  título  18,  de  la  Partida3*, 
en  las  escrituras  hechas  por  mano  de  escriba- 
no debe  constar:  el  nombre  de  los  otorgantes, 
sus  convenios  ó  manifestaciones  (el  pleito), 
los  testigos,  la  fecha,  el  signo  y.  el  nombre  del 
escribano,  la  unidad  del  acto,  y  la  expresión 
de  la  conformidad  de  dicho»  otorgantes." 

Más  adelante,  en  el  título  V,  capítulo  VII, 
numero  679,  al  ocuparse  de  las  firmas  que  de- 
be contener  la  escritura,  comentando  la  ley 
54  y  otras,  dice:  "Dedúcese  de  lo  expuesto 
que,  según  la  legislación  anterior  A  1862,  en 
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las  escrituras  eran  necesarios  d  signo  y  la  fir- 
ma del  notariOi  y  las  firmas  de  los  otorgan- 
tes; pero  lió  la  de  los  testigos." 

En  el  número  583,  del  capítulo  11,  títu- 
lo IX,  que  trata  de  la  nulidad  del  instrumen- 
to público,  haciendo  una  exposición  de  las 
disposiciones  de  la  ley  111,  título  18,  Parti- 
da 3^,  que  enumera  las  causas  que  pueden 
producir  la  ineficacia  de  las  escrituras,  dice 
también  que  según  esa  ley  las  cartas  podían 
ser  nulas:...  "2^  Por  razón  de  su  forma-  Cuan- 
do carecían  de  fecha  ó  no  constaban  los  nom- 
bres de  dos  testigos,  ya  escritos  por  ctlos  mis- 
mos, ya  por  mano  del  escribano,  según  cos- 
tumbre de  la  tierra". 

Como  se  nianiñesta  en  la  anterior  exposi- 
ción, existe  conip'eta  uniformidad  en  los  tra- 
tadistas españoles  para  apreciar  que,  de  con- 
formidad á  las  leyes  54<  y  111,  del  título  18, 
de  la  Partida  3",  no  es  necesario  que  los  testi- 
gos instrumentales  firmen  las  escrituras,  y 
que  basta  para  su  validez  cjue  se  expresen  en 
ellas  sus  nombres  y  apellidos. 

Esta  doctrina  legal  ha  sido  expuesta  entre 
nosotros,  por  don  B.  A.  Vita,  en  su  Prontua- 
rio de  los  Juicios.  Dice  al  enumerar  las  formali- 
dades necesarias  para  la  validez  de  los  instra- 
mentos:  "segundo,  intervención  de  dos  testi- 
gos á  lo  menos,  etc...  No  es  indispensable  la 
suscripción  de  dos  testigos,  basta  que  el  escri- 
bano escriba  sus  nombres". 

El  señor  don  José  Bt^niardo  Lira,  en  las  dos 
primeras  ediciones  de  su  Prontuario  de  los 
Juicios,  enseña  que  deben  presenciar  el  otor- 
gamiento de  la  escritura  dos  testigos,  agre- 
gando que  entre  nosotros  está  mandado  que 
fírmen  con  el  escribano  los  testigos,  por  tc\x- 
tidas  instrucciones  dadas  íllos  escribanos  por 
tos  Ministros  de  la  Corte  de  Apelaciones  de 
Santiago  en  la  visita  de  sus  oficios.  Pero  en 
la  3^  edición  de  su  obra  y  en  las  posteriores, 
se  manifiesta  la  opinión  de  que  las  firmas  de 
los  testigos  son  necesarias.  Dice  que  la  ley 
111,  título  18,  Partida  3',  establece  como  ne- 
cesaria esta  solemnidad  en  los  lugares  en  que 
es  costumbre  que  firmen  los  testigos  y  que, 
por  cousiguiente,  es  necesaria  entre  nosotros. 

El  señor  Lira  deduce,  pues,  la  necesidad  de 
las  firmas  de  los  testigos  de  la  costumbre,  y 
Hta  de  los  disposiciones  de  Iqs  Ministros  d« 


la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago  que  or- 
denaban que  los  testigos  firmasen  las.  escri- 
turas. 

A  este  respecto  hai  que  observar  que  esas 
disposiciones  de  carácter  económico  judicial, 
en  lugar  de  comprobar  la  existencia  de  la  cos- 
tumbre, manifiestan  que  ésta  no  existía  entre 
nosotros;  porque  si  la  hubiese  habido,  no  ha- 
bría sido  necesario  que  en  repetidas  ocasiones 
se  dictasen  instrucciones  para  que  tos  testigos 
firmasen  las  escrituras,  con  el  fin  de  introdu- 
cir una  buena  práctica  en  su  otorgamiento. 

En  concepto  del  Ministro  informante,  está 
fuera  de  toda  duda  la  inteligencia  yaplicación 
que  eu  esta  materia  se  ha  dado  á  las  leyes  54 
y  111,  tantas  veces  citadas.  Se  ha  entendido 
siem|)re  que  estas  teyes  no  exigen  como  solem- 
nidad esencial  para  la  validez  de  ta  escritura 
pública  la  firma  de  los  testigos. 

Por  otra  parte,  esta  práctica,  además  de 
conformarse  con  el  tenor  literal  de  tas  leyes 
1 1 1  y  114  del  título  1 8  Partida  3^  no  altera  la 
naturaleza  de  tas  funciones  que  tos  notarios  y 
testigos  desempeñan  en  el  otorgamiento  de 
los  instrumentos  públicos.  Los  notarios,  y  nó 
los  testigos,  son  los  depositarios  de  la  fe  pú- 
blica. La  intervención  de  aquéllos  y  nó  la  de 
éstos,  es  la  que  da  al  instrumento  el  carácter 
de  escritura  pública  que  hace  plena  prueba. 

Estas  leyes  están  vijentes  como  todas  las 
demás  que  se  refieren  á  la  confección  de  los 
instrumentos  públicos,  conforme  á  lo  dispues- 
to en  el  inciso  2^  del  artículo  final  del  Código 
Civil.  La  Corte  de  Apelaciones  deConcepción, 
en  et  fallo  recurrido,  no  infringe  ta  ley  111  ni 
la  54  del  tit,ulo  18  de  la  Partida  3*,  sino  que 
al  contrario,  al  declarar  la  validez  de  la  es- 
critura, aplica  correctamente .  la  primera  de 
ellas. 

No  siendo  necesario  para  la  validez  del  acto 
el  requisito  que  se  dice  omitido,  no  existe  ta 
nulidad  reclamada,  ni  hay,  de  consiguiente, 
infracción  de  los  artículos  1681  y  1683  del 
Código  Civil. 

La  Oorte: 

Considerando: 
1^  Que  para  la  cabal  apreciación  de  este 
asunto  es  indispensable  tomar  «n  cuenta  las 
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disposiciones  de  las  leyes  54  y  111,  del  título 
18,  de  la  Partida  3*,  que  dicen  en  la  parte  per- 
tinente lo  que  sigue: 

Ley  54:  "Como  deben  ser  fechas  las  notas 
et  las  cartas  de  los  escribanos  públicos.'^ 

"En  toda  carta  que  sea  fecha  por  mano  de 
escribano  público  deben  seer  puestos  los  nom- 
bres de  aquellos  que  la  mandan  facer,  ct  el 
pleito  sobre  que  fué  fecha, etla  manera  que  las 
partes  lo  ponen  entre  sí,  et  los  testigos  que  se 
acertaron  hi"...  "Et  abonada  en  toda  carta 
pública  que  sean  dos  escribanos  públicos  por 
testigos  sin  aquel  que  face  la  carta  que  escrA 
ban  en  elín  sus  nombres;  et  si  por  aventura 
tantos  escribanos  públicos  non  pedieren  ha- 
ber en  el  logar  tomen  tres  homes  bonos  por 
testigos  que  escriban  hi  sus  nombres,  et  los 
nombres  de  los  testigos  del)en  secr  escriptos 
en  fin  de  la  carta  ante  quel  escribano  público 
que  la  fizo  escriba  su  nombre..." 

Ley  111:  "Por  quaks  razones  pueden  seer 
desecbadoshs  prívHIejios  etias  cartas  de  qual 
natura  quier  que  sean." 

"Laa  formas  et  las  maneras  de  los  privillc- 
iioB  et  delascartas  que  se  fazen  en  la  Corte  del 
rey,  et  las  otras  de  Jos  escríbanos  públicos  ha- 
bernos mostrado  asaz  complidanientc  bk  las 
I.RYB8  DB  Bt;so  DICHAS,*  ct  agora  queremos  aquí 
decir  las  razones  por  qué  los  prÍvÍllejÍos  et  Ins 
cartas  se  pueden  desechar  con  derecho  delante 
de  los  judgadores,  et  son  estas"...  "Non  vale 
otrosí  carta  pública  en  que  non  sea  escripto  el 
día,  et  el  mes,  et  la  era  en  que  fué  fecha,  et  lus 
nombres  de  dos  testigos  a  lo  urnos  que  sean 
hí  escriptos  de  sus  manos  mesmas  o  ue  hano 

DBL  BSCHIBANO  QUB  FIZO  LA  CARTA,  8BG13n  COS- 
TVHBKK  DB  LA  TIRRRA..." 

2^  Que  del  rubro  y  contenido  de  la  primera 
de  dichas  leyes  aparece  que  en  ella  sólo  se  indi- 
can en  general  las  "formas  et  los  maneras" 
que  convienen  átoda  escritura  para  que  revis- 
ta carácter  de  instrumento  aaténtico,  sin  que 
en  la  misma  ley  se  enanae  de  modo  alguno  la 
sanción  que  corresponda  por  la  falta  de  uno  ó 
más  de  esos  requisitos; 

3^  Que,  por  el  contrario,  en  la  segunda  de 
esas  leyes,  ó  sea  en  la  111,  se  consigna  de 
un  modo  expreso  é  indubitable,  tanto  en  el  en- 
cabezamiento como  en  lo  sustancial  de  su  con- 
tenido, que  de  las  solemnidades  establecidas 


EN  LAS  LEVRS  i>B  SUSO  DICHAS  (entre  las  que 
figura  la  54  transcripta),  hay  algunas  de 
dichas  solemnidades  cuya  omisión  produce  la 
nulidad  del  instrumento  auténtico,  y  otras 
que,  si  bien  no  es  conveniente  omitir,  no  cau- 
san la  expresada  nulidad; 

4*^  Que,  por  lo  tanto,  ambas  leyes  no  se  con- 
tradicen, dado  su  objeto  fundamental,  por  de- 
terminar una  de  ellas  todos  los  requisitos  pro- 
pios de  \acarta  pública,  y  por  enumerar  la  otra 
las  formalidades  sustanciales  que  no  pueden 
ser  omitidas  so  pena  de  nulidad,  tal  como  acon- 
tece en  otros  cuerpos  de  leyes,  verbigracia  en 
los  artículos  1016  y  1026  del  Código  Civil  refe- 
rentes á  las  solemnidades  testamentarias; 

5^  Que  señalando  solamente  la  ley  111  las 
causas  por  las  cuales  puede  desecharse  una 
escritura  pública,  hay  que  inquirir  si  en  el  caso 
de  la  litis  resuelta  por  la  Corte  de  Concepción, 
se  ha  incurrido  en  el  defecto  que  apunta  el  re- 
curso de  casación,  á  saber,  si  según  los  precep- 
tos de  dicha  ley,  es  de  rigor  que  los  testigos 
deben  firmar  ellos  mismos  el  instrumento  en 
que  intervienen; 

6^  Que  del  otrosí  trascripto  más  arriba  de 
la  ley  111,  aparece:  1'  que  los  testigos  deben 
ser  dos  á  lo  menos  en  rez  de  dos  notarios  6 
tres  hombres  buenos;  como  ha  sido  práctica 
constante  y  notoria;  y  2'  que  el  notario  auto- 
rizante puede  expresar  por  sí  mismo  el  nom- 
bre de  los  testigos,  según  fuere  costumbre  de 
la  tierra;  lo  que  en  realidad  importa  dejar  es- 
tablecido en  la  misma  ley  que  la  firma  perso- 
nal de  los  testigos  no  es  sustanrial,  porque  el 
requisito  depende  de  prácticas  locales  y  de  ca- 
da época,  como  también  ha  sido  de  aplicación 
variada  y  notoria  en  el  otorgamiento  de  escri- 
turas públicas  en  el  territorio  de  la  nación; 

7^  Que  un  requisito  semejante,  subordina- 
do por  la  ley  á  tales  emergencias,  no  puede  ser 
sustancial,  pues  este  carácter  sólo  correspon- 
de á  la  solemnidad  que  es  de  rigurosa  aplica- 
rión,  como  que  de  ella  depende  la  comproba- 
ción del  acto  que  genera;  y  siendo  lógica  esta 
deducción,  es  evidente  que  la  Corte  de  Apela- 
ciones no  ha  infringido  ninguno  de  los  precep- 
tos legales  en  que  se  funda  el  recurso  al  expre- 
sar en  el  considerando  único  de  la  sentencia 
recurrida  "que  no  hay  ley  que  imponga  la  san- 
ción de  nulidad,  cuando  los  testigos  no  ponen 
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ellos  mismos  sus  firmas  en  la  escritura  en  que 
intervienen"; 

8^  Que  aún  en  la  hipótnis  deque  la  sanción 
de  nuiidfid  que  señala  la  ley  111  se  reñríera  á 
la  omisión  de  firmas  de  que  se  trata,  dichas 
firmas  dependerían  según  la  propia  ley,  de  la 
costumbre  de  la  tierra,  esto  es,  de  un  hecho 
que  sólo  podría  ser  apreciado  por  el  tribunal 
sentenciador  de  la  causa,  y  no  por  el  tribunal 
de  casación  que  no  juzga  los  hechos,  sino  la 
correcta  inteligencia  y  aplicación  de  la  ley; 

Vistas  las  disposiciones  de  las  leyes  54  y 
111,  título  18  de  la  Partida  3^  ya  citadas;  y 
lo  prescripto  en  los  artículos  960  y  979  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  se  desecha  el 
recurso  de  casación  en  el  fondo,  con  costas.  Se 
aplica  á  favor  del  Fisco  todo  el  valor  consig- 
nado. 

Acordada  contra  el  voto  de  los  señores 
Ministros  Alfonso  y  Fóster  Kecabarren,  quie- 
nes han  opinado  por  dar  lugar  al  recurso  de 
casación,  y,  en  consecuencia,  por  declarar  la 
nulidad  de  la  escritura  pública  de  que  se  trata, 
conforme  á  lo  pedido  en  la  demanda  y  por  las 
razones  que  consignan  en  el  libro  respectivo. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia.— 
Gabriel  Gaete.—José  Alfonso. — Leopoldo  Urt  u- 
tia.—J,  Gabriel  Palma  Gaxmén.  —  Galvarino 
Gallardo.— V.  Aguirre  V.— Leoncio  Rodriaex. — 
E.  Fóster  Recabarrea. 

El  voto  del  señor  ministro  F^ter  Recaba- 
rren  (1)  ep  el  siguiente: 

En  la  causa  seguida  entre  doña  Dolores 
Bueno  y  otros  con  don  Pedro  Alejandro  Gon- 
zález y  otros  sobre  nulidad  de  una  escritura 
pública  de  compraventa  otorgada  en  1872, 
por  no  haber  sido  ella  suscripta  por  los  testi- 
gos instrumentales,  se  interpuso  por  los  de- 
mandantes recurso  de  casactón  en  el  fondo 
contra  la  sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones 
de  Concepción  que,  confirmando  la  del  juezde 
primera  instancia,  no  dió  lugar  á  la  demanda 
y  declaró  válida  la  escritura  antes  aludida, 
por  considerar  que  la  firma  de  los  testigos  no 
era  una  solemnidad  que  esta  vicraexpresamen- 
te  exi^da  por  la  ley,  la  cual  sólo  requería  la 
concurrencia  al  acto  de  dos  testigos  varones, 
mayores  de  catorce  años  y  sin  tacha  lega), 

(1)  El  Mfior  AUonio  no  ht  redaotado  n  voto. 


cuyos  nombres  se  consignarán  en  la  respecti- 
va escritura,  requisitos  todos  que  se  habían 
cumplido  en  la  que  se  pretendía  anular. 

La  CortedeCasación  no  dió  lugar  al  recur- 
so interpuesto  y  declaró  que  en  la  sentencia 
recurrida  no  se  había  cometido  infracción  de 
ley  que  diera  mérito  á  dicho  recurso. 

Esta  resolución  fue  acordadacontra  los  vo- 
tos del  señor  Ministro  Alfonso  y  del  infrascrito, 
quienes  opinaron  que  en  el  fallo  de  la  Corte 
de  Apelaciones  de  Concepción  se  habían  infrin- 
gido las  disposiciones  de  las  leyes  54ylLl  del 
título  18  de  la  Partida  3*  y  las  de  los  artícu- 
los 1681  y  1682  del  Código  Civil,  citados  por 
el  recurrente  y  que  habiendo  esa  infracción  in- 
fluido sustancialmcnte  en  lo  dispositivo  de  la 
sentencia,  debía  ser  invalidada,  dándose  lu- 
gar al  recurso. 

Y  antes  de  entrar  en  materia  para  consig- 
nar los  fundamentos  de  esta  opinión,  convie- 
ne tal  vez  tener  presente  que  la  necesidad  de  la 
firma  de  los  testigos  instrumentales  como  so- 
lemnidad para  la  validez  de  las  escrituras  pú- 
blicas ha  sido  la  doctrina  corriente  entre  nos- 
otros es  la  que  se  enseña  en  las  aulas  uni- 
versitarias en  el  texto  oficial  de  práctica 
forense,  redactado  por  don  José  Bernardo 
Lira;  es  la  que  constantemente  han  aceptado 
las  Cortes  de  Apelaciones  de  la  República  al 
aprobar  las  visitas  quinquenales  practicadas 
en  los  juzgados  de  letras  de  su  dependencia  á 
virtud  de  lo  prevenido  en  el  artículo  77  de  la 
ley  de  15  de  octubre  de  1875  y  eo  las  cuales 
visitas  los  ministros  que  las  practicaron  orde- 
naron siempre  á  los  notarios  que  cuidaran  de 
bocerfirmar  á  los  testigos  enlosinstrumentos 
en  que  intervinieren  como  tales,  y  mandaron 
subsanarla!)  omisionesde  que  adolecían  algu- 
nas escrituras  á  este  respecto;  es  por  último,  la 
observada  por  todos  los  jaeces  de  departa- 
mento, quienes  en  las  visitas  bimestrales  de 
oficios  públicos  han  hecho  á  los  notarios  pres- 
cripciones análogas  á  las  de  las  Cortes  de 
Apelaciones. 

La  forma  y  requisitos  extemos  de  que  debe 
constar  un  instrumento  público  para  su  va- 
lidezy  autenticidad  no  son  iguales  ni  pora  to- 
dos los  actos  y  contratos  que  se  otorgan  y 
autorizan  por  ese  medio,  ni  en  todas  las  legis- 
lactonet. 
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Así,  hay  iustrumentoB  públicos  en  que  ]>nra 
su  otorgamiento  no  es  necesaria  1n  interven- 
ción presencial  de  las  partes  á  quienes  afec- 
tan, ni  la  concurrencia  al  acto  de  testi^s  de- 
terminados; los  hay  en  que  sAlo  se  exige  la 
concurrencia  del  escribano  y  de  Ins  partes  6 
la  del  escribano  únicamente;  v  hay  otros,  por 
último,  en  qne  es  indispensable  para  la  vali- 
dez del  acto  6  contrato  la  concurrencia  simul- 
tánea de  las  partes,  de  cierto  número  de  tes- 
tigos y  del  escribano. 

En  este  último  sistema,  que  es  el  que  domi- 
na entre  nosotros,  tratándose  de  escrituras 
públicas,  (i  sea  de  instrumentos  públicos,  in- 
corporados en  los  registros  de  un  notario, 
figuran  en  el  acto  indispensablemente  tres  en- 
tidades distintas,  todas  las  cuales  cooperan  á 
su  generación  y  perfeccionamiento  en  la  par- 
te que  la  ley  les  señala,  sin  que  sea  dado  pres- 
cindir de  la  concurrencia  de  ninguna  de  ellas, 
so  pena  de  nulidad  Esas  entidades  son: 

1'  Las  partes  interesadas  que,  en  presencia 
del  escribano  y  testigos,  hacen  la  manifesta- 
ción de  voluntad  de  donde  emana  el  acto  6 
contrato. 

3^  Los  testigos  que  con  su  presencia  lo  au- 
torizan, ratificándose  así  por  medio  de  perso- 
nas que  se  suponen  iniparciales  y  conscientes, 
la  exposición  de  las  partes. 

3^  Bl  escribano  que  da  fe  pública  del  ,hecho 
y  lo  anota  en  su  protocolo  con  las  solemnida- 
des que  la  lev  determina. 

Pues  bien,  si  la  ley  lia  exigido  como  solem- 
nidad indispensable  para  la  validez  del  instru- 
mento la  concurrencia  de  estas  tres  entidades 
independientes  en  su  funcionamiento  y  en  el 
rol  que  en  la  generación  del  acto  les  corres- 
ponde, y  si  no  se  ha  establecido  expresamente 
otro  medio  que  el  de  la  firma  personal  para 
acreditar  dicha  concurrencia,  A  la  verdad  que 
no  Be  comprende  cómo  podría  prescindirse  de 
la  firma  de  cualquiera  de  ellos,  y  qué  funda- 
mento filosófico  ó  de  simple  conveniencia  pu- 
diera atribuirse  al  legislador,  si  se  pretende 
que  sólo  ha  exigido  la  firma  de  las  partes  y  del 
notario,  prescindiendo  de  la  de  los  testigos. 

¿Acaso  la  concurrencia  de  los  testigos  en  el 
papel  que  la  ley  les  da  de  personas  estradas  é 
independientes  de  las  partes  y  del  notario,  no 
es  tan  necesaria  como  la  de  aquéllos?  • 


V  si  esto  es  nsí,  ¿cómo  podrían  más  tarde 
dar  testimonio  de  su  concurrencia  las  mismas 
partes  interesadas,  que  no  pueden  ser  impar* 
ciales  y  servir  de  testigos  de  su  causa,  ó  el  no- 
tario, cuya  sola  fe  no  basta  en  derecho  para, 
dar  autenticidad  al  acto,  ya  que  la  ley  exije 
también  la  concurrencia  de  testigos? 

Y  si  bastara  la  fe  del  notario,  ¿para  qué  se 
exijiría  la  concurrencia  de  testigos?  Y  si  el  no- 
tario puede  suplir  con  su  fe  pública  la  firma 
de  los  testigos  instrumentales,  ¿por  qué  no 
podría  suplir  con  igual  autoridad  y  eficacia  la 
firma  de  las  partes? 

El  infrascripto  encontraría  en  todo  esto  mu- 
cha falta  de  lógica  si  hubiera  de  interpretarse 
la  ley  en  el  sentido  de  que  se  exige  sólo  la  con- 
currencia y  no  la  firma  de  los  testigos. 

No  hay  que  olvidarse,  como  se  ha  insinuado 
mfis  arriba,  que  en  la  clase  ó  categoría  de  ins- 
trumentos públicos  para  cuyo  otorgamiento 
es  necesaria  la  intervención  de  cierto  número 
de  testigos,  tal  concurrencia  la  ha  exigido  el 
legislador  porque  no  ha  creído  suficiente  ga- 
rantía para  la  autenticidad  y  pureza  del  acto 
la  intervención  única  del  notario,  Entónces  y 
siendo  además  indivisible  la  fe  de  los  instru- 
mentos públicos;  no  se  divisa  de  qué  manera 
un  funcionario  que  no  puede  dar  por  sí  sólo 
testimonio  valedero  y  completo  de  todo  el 
acto,  podrin,  sin  embargo,  dar  fe  completa  y 
valedera  de  la  concurrencia  de  los  testigos 
instrumentales,  sin  necesidad  de  que  éstos  fir> 
men. 

La  firma  de  las  partes  concurrentes  és  y  ha 
sido  en  todas  las  legislaciones  positivas  de 
los  países  civilizados  el  signo  más  caracterís- 
tico y  visible  del  hecho  de  su  asistencia  real  al 
acto  que  han  suscripto;  de  tal  modo  que  res- 
pecto de  aquellos  concurrentes  que  no  saben 
ó  no  pueden  firmar,  deben  hacerlo  otras  per- 
sonas ft  su  ruego.  La  legislación  española, 
minuciosa  y  circunspecta  en  estas  materias, 
no  podía  haber  olvidado  el  requisito  de  las 
firmas  de  los-  testigos  en  aquellos  actos  en 
que  la  intervención  de  éstos  es  necesaria. 

Para  demostrarlo  bastaría  recordar  las  dis- 
posiciones de  las  leyes  más  antiguas  de  la  Pe- 
nínsula, las  mismas  que  más  tarde  rigieron 
en  sus  posesiones  americanas.  Si  alguna  vez 
consintió  en  la  omisión  de  esa  formalidad  filé 
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por  circunstancias  especíales,  indicadas  expre- 
samente porel  mismo  legislador,  que  se  encon- 
tró impotente  para  desentenderse  de  ellas; 
pero  que  en  América  jamás  pudieron  tener 
cabida  ni  oportunidad. 

Desde  luego  cabe  recordar  que  el  primer  Có  - 
digo  de  aplicación  general  que  hubo  en  Espa- 
ña, el  Código  de  los  leyes  visigodas  Liher  Ju- 
dicum,  ó  sea  el  Fuero  Juzgo,  como  más  tarde 
se  le  llamó  en  romance,  prescribía  como  solem- 
nidad esencial  para  la  validez  de  los  instru- 
mentos públicos,  la  fírma  de  los  testigos.  Así 
lo  ordenaba  la  ley  1»  libro  2»  del  título  5', 
cuya  glosa  es  "caales  eacríptos  deben  vater 
e  cuales  noa",  en  los  siguientes  términos: 

"Los  escriptos  en  que  son  puestos  el  día  y 
el  anno,  que  son  fechos  segimd  la  ley  e  ay  su 
sennal  (firma)  da  quel  que  lo  fízo  e  de  los  tes- 
f/mou//is{  testigos)  deben  ser  firmes  y  estables 
por  toda  vía..." 

Más  ó  menos  la  misma  disposición  se  en- 
cuentra reproducida  en  la  ley  3*  título  9' 
libro  Jl  del  Fuero  Real,  promulgado  siglos 
más  tarde  por  el  propio  autor  de  las  Partidas 
don  Alfonso  el  Sabio.  Esa  ley  que  se  glosa 
"Que  cosa  debe  haber  el  instrumento  público 
para  que  ya1ga'\  dice:  "Los  Escribanos  pú- 
blicos pongan  en  las  cartas  que  ficieren  el  año 
y  el  día  e  la  era  en  que  las  ficieren  e  su  señal:  e 
fáganlas  derechas  en  todas  las  otras  cosas, 
así  como  mandan  las  leyes;  e  si  de  otra  guisa 
las  ficieren,  no  valan" — Y  como  la  ley  del 
Fuero  Juzgo  arriba  citada  mandaba  que  los 
firmaran  los  testigos  como  formalidad  esen 
cial  y  esa  ley  se  hallaba  vigente,  la  del  Fuero 
Real  que  acaba  de  recordarse  se  refería  á  ella 

Y  exigía  su  cumplimiento. 

Después  de  esas  disposiciones  y  de  otras  que 
tienden  á  completarlas,  viene  la  legislación  de 
las  Partidas  que  se  hizo  cargo  con  mucha  ma- 
y^or  detención  de  los  requisitos  qnc  debía  con- 
tener una  escritura  pública  para  su  validez.- 

Y  entre  las  numerosas  leyes  del  título  18  de 
la  Partida  3^  que  se  refieren  á  esa  materia, 
las  qne  más  directamente  hieren  la  dificultad 
de  que  se  ocupa  este  voto  son  la  54  y  la  111, 
en  tas  cuales  se  funda  el  recurso,  y  la  114  del 
mismo  título  y  partida.  La  54  indica  "como 
deben  ser  fechas  las  notas  e  las  cartas  de  los 
escríbanos  públicos"  y  deapnéa  de  eatableoer 


distintos  requisitos,  concordantes  con  los  exi- 
gidos por  las  leyes  del  Fuero  Juzgo  y  del  Fue- 
ro Real,  continúa  así:  "e  abonda  en  toda  car- 
ta pública  que  sean  dos  escribanos  públicos 
por  testigos,  sin  el  que  fizo  la  carta,  que  escri- 
ban sus  nombres  en  ella;  o  si  por  aventura 
tantos  escribanos  públicos  non  pudieren  ha- 
ber en  el  hi^r,  tomen  por  testigos  tres  homes 
buenos,  que  escriban  hi  sus  nombres  (ó  sea 
que  firmen):  e  los  nombres  de  los  testigos  de- 
ben ser  escritos  en  fin  de  la  carta  ante  que  el 
escribano  público  que  la  fizo  escriba  su  nom- 
bre". 

La  ley  111,  que  trata  de  los  vicios  ó  defec- 
tos de  los  instrumentos  públicos  por  los  cua- 
les los  "pueden  desechar  los  ames  con  dere- 
cho" enumera  con  proligidad  una  serie  de 
motivos  ó  razones,  como  las  llama  el  legisla- 
dor, por  las  cuales  se  delien  desechar  enjuicio 
las  cartas  de  los  escríbanos  públicos,  como 
ser  por  gemplo,  la  que  declara  sospechosa  "la 
carta  en  que  dizen  los  testigos  que  ellos  con 
sus  manos  escrebieron  en  ella  sus  nombres;  e 
que  sem^a  la  letra  del  uno  con  la  del  otro,  de 
manera  qne  parezca  que  todo  fué  escrito  de 
una  mano:  ca  non  puede  ser  que  seme¡e  tanto 
la  letra  de  un  escribano  como  del  otro,  por 
que  non  aya  alguna  desemejanza  en  ellas,  e 
por  esto  non  vale." 

Y  continúa  más  adelante  la  misma  ley: 
"Otrosí  non  vale  cartn  pública  en  que  non  sea 
escrito  el  mes,  e  el  dia,  e  la  era  en  que  fué  fecha, 
e  los  nomes  de  dos  testigos  a  lo  menos  que 
sean  escritos  y  de  sus  manos  mesmas,  (esto 
es  que  firmen)  o  de  mano  del  escribano  pú- 
blico cfLie  fizo  la  carta  pública,  según  costum' 
bre  de  la  tierra". 

De  modo  que  esta  ley  insistió  como  las  an- 
teriores en  que  por  regla  general  debían  los 
testigos  firmar  los  instrumentos  en  que  inter- 
vinieron como  tales,  so  pena  de  nuHdad;  pero, 
respetando  al  mismo  tiempo  los  usos  ó  cos- 
tumbres establecidos  en  ciertos  lugares  de  Es- 
paña en  que  esa  formalidad  no  se  llenaba, 
aceptó  como  bastante  para  dichos  lugares  la 
sola  firma  del  escribano. 

En  otra  porte  de  este  voto  se  ha  insinuado 
ya  que  el  legislador  se  vió  obligado*  &  proce- 
der de  esa  manera  por  motivos  especiales  de 
que  más  tarde  bablaremos  brevemente, 
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La  ley  114,  es  un  complemento  de  la  ley  111 
de  que  acabamos  de  tratar  y  señala  "en  qué 
manera  Jas  cartas  deben  vakr,  non  habiendo 
en  ellas  alguna  de  las  falsedades  6  menffuas 
tfue  de  süso  son  dichas."  Repite  en  seguida  la 
ley  los  requisitos  esenciales  que  debe  contener 
una  escritura  pública,  pone  algunos  casos  en 
que  valen  las  escrituras  privadas  reconocidas 
6  negadas  por  el  que  las  otorgó;  rechaza  la 
fuerza  probatoria  de  las  escrituras  privadas 
en  las  ventas  de  bienes  raices,  ó  cambio  de 
casa  6  de  viña  6  de  otra  cosa  semejante, 
"como  quier  que  faga  alguna  presunción";  y 
agrega:  "Esto  es  porque  las  cartas  de  tales 
pleytos  deben  ser  fechas  por  manos  de  escri- 
banos públicos,  6  de  otros,  seyendo  firmadas 
por  buenos  testigos;  por  que  falsedad  sin  en- 
gaño non  pneda  ser  fecho  en  ellas". 

De  las  numerosas  citas  que  acabamos  de 
hacer,  no  contradichas  por  leyes  derogato- 
rias, se  desprende,  pues,  claramente  que  el  le- 
gislador exigió  siempre  con  rara  uniformidad 
en  leyes  dictadas  con  intervalos  de  siglos, 
como  requisito  esencial  para  la  validez  de  las 
escrituras  públicas,  la  firma  de  los  testigos 
que  autorizaban  el  acto,  formalidad  de  la  cual 
sólo  podía  presdndirse  en  aquellos  lugares 
donde  hubiera  estableddauna  costumbre  con- 
traria,  según  lo  previene  la  ley  111. 

Pero  como  de  esta  excepción,  nacida  de  cir- 
cunstancias especiales  existentes  en  Bspaña 
en  la  fecha  en  que  se  dictó  la  ley,  se  ha  queri- 
do derivar  la  doctrina  aceptada,  A  lo  que 
parece,  por  la  Corte  de  Apelaciones  de  Con- 
cqición  en  la  sentencia  recurrida,  pretendien- 
do que  la  regla  de  la  firma  de  los  testigos  no 
es  absoluta;  porque  sobre  esta  materia  hay 
verdadero  conflicto  de  preceptos  entre  las  dis- 
posiciones de  la  ley  64  y  las  de  la  ley  111  del 
mismo  título  y  partida,  y  que  nendo  poste- 
rior esta  última,  derogó  á  la  anterior,  sobre 
la  cual  debe,  por  tanto,  prevalecer;  habremos 
de  demostrar  en  primer  lugar  que  no  hay  tal 
conflicto  de  preceptos;  y  que  las  dos  leyes  dis- 
ponen una  misma  cosa;  en  seguida,  que  en 
caso  de  existir  ese  conflictOt  no  podría  soste- 
nerse que  la  ley  111,  había  derogado  á  la  ley 
54,  por  ser  ambas  disposiciones  coetáneas, 
encerradas  en  el  mismo  Código  y  promulga- 
das en  la  misma  fecha,  por  lo  qoe  d  conflicto 


debería  en  tal  caso  resolverse  no  por  las  re- 
glas relativas  ála  derogación  délas  leyes  sino 
por  las  de  la  interpretación  de  las  disposicio- 
nes contradictorias  de  una  misma  lej';  en  ter- 
cer lugar  que  en  el  supuesto  de  que  debíem 
regir  el  principio  déla  derogación  de  las  leyes, 
la  ley  54  debería  tener  preferencia  sobre  la  ley 
111;  y  finalmente  que  la  regla  de  excepción 
contemplada  en  la  ley  111  no  ha  podido  r^gtr 
en  América  ni  por  consiguiente  en  Chile, 

Que  no  hay  conflicto  de  preceptos  entre  las 
leyes  54  y  111  del  título  18  de  la  Partida  3* 
en  lo  que  toen  al  punto  de  que  se  trata,  lo  ma- 
nifiesta la  simple  redacción  de  las  dos  leyes: 
ambas  contienen  la  misma  disposición  gene- 
ral: Que  las  escrituras  públicas  se  hagan  con 
la  concurrencia  de  tres  testigos,  como  lo  quie- 
re la  ley  54,  ó  por  lo  menos  de  dos,  como  lo 
ordena  la  ley  111,  y  que  dichos  testigos  firmen 
antes  que  el  escribano  que  ñzo  la  cat-ta.  \^a. 
única  diferencia  consiste  en  que  la  ley  111, 
respetando  cl  principio  general,  acepta,  sinem- 
bai^  que  en  los  lugares  donde  sea  costumbre 
que  los  testigos  no  firmen,  baste  la  firma  del 
escribano. 

El  legislador  ha  establecido,  pues,  una  am- 
pie excepción  á  la  regla  general  contenida  en 
las  leyes  54  y  111,  y  es  sabido  que  en  dere- 
cho la  excepción  no  contraría  ni  destruye  la 
regla,  antes,  por  el  contrario,  la  confirma. 

Pero  aparte  de  esto;  que  es  conduyeñte  en 
nuestro  concepto,  debe  recordarse  que  entre 
los  propósitos  que  tuvo  en  vista  el  sabio  autor 
de  las  Partidas  al  redactar  este  importante 
cuerpo  de  leyes,  tal  vez  el  primero,  fué  unifor- 
mar la  legislación  del  reino,  que  se  hallaba  re- 
partida en  multitud  de  fueros,  leyes  y  privile- 
gios particulares,  oscurosy  atrasados  los  unos, 
contradictorios  losotros  y  perjudiciales  todos 
para  la  unidad  de  la  monarquía,  parala  pree- 
minencia de  laautoridad  real  y  parala  correc- 
ta administración  de  justicia.  Y  es  evidente 
que  no  se  habría  servido  semejante  propósito 
si  el  legislador  hubiera  establecido  en  el  nuevo 
cuerpo  de  leyes  preceptos  encontrados,  de  im- 
posible aplicación  coetánea,  dificultando  así, 
en  vez  de  mejorar  aquella  lastimosa  situación 
de  la  administración  de  justicia,  que  el  mismo 
don  Alfonso  el  Sabio  pintaba  con  tanta  ver- 
dad en  el  proemio  del  Fuero  Real  de  Bspaña, 
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dictado  por  ¿1  antes  que  el  Código  de  las  Sie- 
te Partidas. 

"Kiitendit-ndo,  decía  allí  el  inonarcn,  que  la 
mayor  partida  de  nuestros  reinos  no  hubieron 
fuero  fasta  el  nuestro  tiempo,  y  juzgábase  por 
fazañas  e  poralvedríos  de  partidos  de  los 
hoines  e  por  usos  desaguisado»»  sin  derecho 
de  que  nascten  muchos  males,  e  muchos  daños 
íl  los  pueblos  e  á  los  homes;  y  ellos,  pidiéndo- 
nos merced,  que  les  enmendásemos  los  usos, 
que  fallásemos  que  eran  sin  derecho,  c  que  les 
diésemos  Fuero  porque  viviesen  derechamente 
de  aquí  á  delante.  Hovimos  consijo  con  nues- 
tra Corte,  e  cotilos  sabidoresdcl  derecho,  e  dí- 
mosles  este  Fuero  que  es  cscripto  en  este  libro 
para  que  se  juzguen  comunahuente  tothis,  vn* 
roñes  e  mujeres." 

No  se  concibe  etitonces  que  el  mismo  legisla- 
dor que  conocía  la  urgente  necesidad  de  uni- 
fornmr  la  legislación  y  que  ya  había  manifes- 
tado la  voluntad  de  que  todos,  hombres  y 
mujeres,  se  rigieran  por  la  misma  ley,  dictara 
sin  embargo,  en  un  Código  posterior  y  más 
perfecto  y  sobre  materia  sustancial,  disposi- 
ciones contradictorias  que,  por  lo  mismo, 
tenían  que  quedar  sin  el  debido  cumplimien- 
to, ó  que  habrían  de  cumplirse  arbitrariamen- 
te, dando  preferencia  por  unos  jueces  á  una 
de  esas  disposiciones  y  por  otros  jueces  á  la 
otra. 

Menos  todavía  se  concibe  que  el  uniforma- 
dor  de  la  legislación  hubiera  dejado  hbra<la 
la  obligación  primordial  de  firmarse  ó  nó  por 
testigos  las  escrituras  públicas,  no  ya  á  las 
costumbres  de  ta  tierra,  según  ellas  existían 
á  la  fecha  de  la  promulgación  de  las  Partidas 
sino  é  la  base  mucho  más  movediza  de  las 
costumbres  que  más  tarde  pudieran  surgir  y 
cimentarse  en  los  mil  pueblos  de  España  don- 
de existían  ó  podían  existir  escribanos  públi- 
cos. 

Nó,  no  puede  aceptarse  dentro  de  la  saiia 
crítica  que  el  autor  de  las  Siete  Partidas,  que 
en  la  ley  54  del  título  18  de  la  Partida  3« 
exigid  como  requisito  esencial  para  la  validez 
de  las  escrituras  públicas  la  firma  de  los  testi- 
gos instrumentales,  hubiera  establecido  un 
principio  contrarío  en  la.  ley  111  del  mísmo 
título  y  partida,  borrando  así  con  una  mano 
lo  que  escribió  con  la  otra,  y  aumentando  en 

JURIS, 


la  práctica  la  confusión  y  la  arbitrariedad  de 
las  decisiones  judiciales  que  se  había  tratado 

de  evitar. 

Ii:iy,  por  eso,  que  concluir  como  decíamos 
al  printipio  de  esta  tesis,  que  no  hay  conflicto 
de  preceptos  entre  las  dis|)osicioiies  de  Ins  dos 
leyes  citadas,  y  qiie  la  última  sólo  contiene, 
como  aditamento  de  la  primera,  un  precepto 
de  excepción  no  contemplado  en  aquélla,  pero 
que  no  la  ataca  en  su  base  ni  en  su  alcance 
general. 

Este  modo  de  pensar  cuadra  todavía  con 
las  reglas  generales  de  interpretación  de  las 
leyes,  según  las  cuales  no  deben  considerarse 
aisladamente  las  disposiciones  de  un  mismo 
Código  para  íleterniinar  su  verdadero  signi- 
ficado y  alcance,  sino  que,  por  el  contrario, 
hay  que  recurrir  y  estudiar  cl  contexto  gene- 
ral de  la  ley,  contcito  que  sirve  para  ihistrar 
el  sentido  de  cada  una  de  sus  partes  de  ma- 
nera que  haya  entre  todas  ellas  la  debida 
congruencia  y  armonía. 

Así  también  lo  prescribía  y  enseñaba  don 
Alfonso  el  Sabio  en  la  ley  13  del  título  1^  de 
la  Partida  1"  que  se  halla  redactado  en  es- 
tos términos:  "Entenderse  de1)en  las  leyes 
bien  e  derechamente,  tomando  siempre  ver- 
dadero entendimiento  de  ellos,  é  la  más  sana 
parte  é  más  provechosa,  según  las  palabras 
que  y  fueron  ¡mestas." 

Lo  dicho  basta  también,  en  nuestro  con- 
cepto, para  manifestar  que  la  ley  111  no  ha 
derogado  ni  podido  derogar  á  la  ley  54  por 
no  contener  preceptos  contradictorios  v  j)or- 
quc  aún  en  el  supuesto  de  que  los  contuviera, 
tampoco  podría  darse  mayor  autoridad  A 
una  ley  sobre  la  otra,  ya  que  la  circunstancia 
de  tener  ambas  distinta  numeración  no  cons- 
tituye un  derecho  de  prioridad  ó  de  preferen- 
cia ])ara  su  aplicación,  toda  vez  tjue  una  y 
otra  forman  parte  del  mismo  Código  y  fueron 
promulgadas  en  la  misma  fecha. 

No  podrían  tener  cíibida,  por  esto  en  ningún 
caso  respecto  de  estas  leyes,  los  principios  que 
rigen  la  derogación,  los  que  sólo  se  aplican  á 
leyes  independientes  ó  separadas,  y  que  hayan 
sido  promulgadas  en  distinta  fecha  y  entonces 
se  dice  que  la  leynuéva  deroga  A  la  antigua. 

Pero  sea  dé  esto  lo  que  se  fuere  y  aún  en  el 
supuesto  de  que  todo  lo  dicho  más  arriba  ca- 
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recicra  de  aplicación  y  de  exactitud,  siempre 
la  ley  54-  prevalecería  y  tendría  que  aplicarse 
con  preferencia  á  la  ley  111  en  los  distintos 
casos  (jue  ocurrieran,  por  mandato  expreso 
del  legislador.  Demostraremos  esto  en  breves 
palabras. 

Ya  liemos  vistos  como  la  legislación  del  Fue- 
ro Juzgo  exigía  terminantemente  para  la  valí- 
dez  de  las  escrituras  públicas  la  firma  de  los 
testigos  instrumentales.  Y  ahora  prevendre- 
mos otra  vez  que  el  Fuero  Juzgo  no  ha  sido 
nunca  derogado  y  como  lo  afirman  los  autores, 
siempre  estuvo  vigente  en  España,  aún  des- 
pués de  la  invasión  de  los  árabes  y  del  esta- 
blecimiento por  tal  causa  de  los  numerosos 
fueros  particulares  ó  municipales  que  poco  á 
poco  fueron  dictándose  en  los  lugares  ó  ciuda- 
des reconquistadas;  que  así  lo  reconocieron  en 
repetidas  ocasiones  diversos  monarcas  espa- 
ñoles, algunos  de  loscualcs  lootorgaron  como 
fuero  especial  para  distintos  lugares  de  sus 
dominios,  á  fin  de  que  por  sus  disposiciones  se 
rigieran,  como  sucedió,  por  ejemplo,  con  I-Vr- 
naiido  III  de  Castilla  que  lo  din  de  Fuero  al 
recién  conquistado  reino  de  Córdova  y  lo  man- 
dó traducir  en  romance  ó  idioma  vulgar  para 
su  más  fílcil  comprensión  é  inteligencia,  y  (^ue 
la  ley  1  ^  libro  2^,  del  título  5'  de  esc  Código 
se  hallaba,  por  tanto  vigente  cuando  don  Al- 
fonso X,  hijo  de  Fernando  III,  dispuso  en  la 
ley  3-\  títtdo  0^,  libro  II  del  Fuero  Real,  ante- 
rior á  las  I'arlidíis,  que  en  el  otorgamiento  y 
autorización  de  las  escrituras  públicas  se  ó\> 
servaran  por  los  escribanos  todos  los  requisi- 
tos ordenados  por  las  lc\'es,  so  jwna  de  nuli- 
dad, "é  fáganlas  derechas  en  todas  las  otras 
cosas,  así  como  mandan  las  leyes;  e  si  de  otra 
guisa  las  ficieren,  no  valan". 

Agregaremos  también  que  las  leyes  de  Parti- 
das, dictadas  como  se  ha  dicho  por  Alfonso  X 
con  posterioridad  al  Fuero  Real  ó  Fuero  del 
Libro,  no  se  pusieron  en  vigencia  sino  muchos 
años  más  tarde,  y  que  Alfonso  XI,  que  fué  el 
que  las  promulgó,  para  evitar  el  embarazo  y 
la  confusión  que  entonces  había  por  la  diver- 
sidad de  Wes  que  se  aplicaban  en  los  juicios  ó 
contratos,  creyó  conveniente  fijar  la  autori- 
dad de  esas  leyes,  indicando  cuales  debían  re- 
gír  con  preferencia,}'  al  efecto  dijo  en  la  leyl*, 
titulo  28  del  Ordenamiento  de  Alcalá:  "Nues- 


tra intención  e  nuestra  voluntat  es  que  los 
nuestros  naturales  ó  moradores  de  los  Reynos 
sean  mantenidos  en  paz  e  en  justicia,  e  como 
para  esto  sea  menesterdar  leyes  ciertas  por  dó 
se  libren  los  pleitos  e  las  contiendas  que  acae- 
cieren entre  ellos  e  maguer  que  en  la  nuestra 
Corte  usan  del  Fuero  de  las  leyes  {el  Fuero 
Real  )e  algunas  villas  de  nuestro  señorío  lo  han 
por  fuero,  e  otras  cíbdades  e  villas  han  otros 
fueros  de  partida  por  los  cuales  se  pueden  li- 
brar algunos  pleitos,  portjue  muchas  veces  las 
contiendas  e  los  pleitos  que  entre  los  bornes 
acaescen  e  se  mueven  cada  día  non  se  puetJen 
lilirarpor  los  fueros  por  ende,  queriendo  poner 
remcdioconveniblc  a  esto, establecemos e man- 
damos que  los  dichos  fueros  sean  guardados 
en  aquellas  cosasqttc  se  usaron,  salvo  enaque 
lias  que  nos  falláramos  que  se  del)en  mejorar 
e  enmendar,  e  en  las  que  sean  contra  Dios  e 
contra  razón  e  contra  las  leyes  que  de  este 
nuestro  libro  mandamos  que  se  libren  prime- 
ramente todos  los  pleitos  c  contiendas  que  non 
se  pudieren  librar  por  los  leyes  de  nuestro  li- 
bro c  por  /os  dichos  Fueros  mandamos  que  se 
libren  por  las  leyes  contenidas  en  los  Libros  de 
las  Siete  Partidas,  que  el  Rey  don  Alfonso  nues- 
trii  visabuelo  mandó  ordenar,  como  quicr  que 
fasta  aquí  no  se  falla  que  sean  publicadas  por 
mandato  del  Rey  ni  fueran  habidas  por 
leyes." 

■  lista  ley,  que  los  Reyes  Católicos  reprodugc- 
ron  en  la  1*^  de  las  de  Toro  y  Carlos  IV  en  la 
ley  :í''\  título  2*^,  libro  3'  de  la  Novísima  Reco- 
pilación, establece,  pues,  con  plena  claridad  la 
preferencia  que  sobre  las  leyes  délas  Siete  Par- 
tidas corresponde  á  las  del  Ordenamiento  de 
Alcalá  y  á  las  de  ¡os  Fueros,  entre  los  cuales 
se  contaban  como  principales  el  Juzgo  y  el 
Real. 

No  cabe,  entonces,  duda  de  que  la  ley  54,  tí- 
tulo 18  de  la  Partida  3^  que  reprodujo,  en 
orden  á  la  firma  de  los  testigos  instrumenta- 
les, las  disposiciones  de  aquellos  Fueros  man- 
dados regir  con  preferencia,  debería  tener  tam- 
bién prefercnciaencuantoásu  aplicación  sobre 
la  ley  111  del  mismo  título  y  partida,  si  ésta 
contuviera  en  realidad  algunadisposición  con- 
traria á  la  anterior,  lo  que,  repetimos,  no  su- 
cede, pues  creemos  haber  dejado  ya  suficiente- 
mente demostrado  que  esa  contradicción  no 
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existe  Y  que  ambas  leyes  contienen,  como  pre- 
cepto general,  el  mismo  mandato. 

Descartadas,  pnes,  de  esta  ya  larga  diserta- 
ción todas  las  objeciones  que  se  han  ido  des- 
truyendo, y  demostradas,  en  nitestro  enten- 
der, todas  loB  disposiciones  que  se  ha  creído 
necesario  sentar,  queda  encerrado  el  asunto 
que  se  trata  de  dilucidar  en  este  voto  en  itn 
cuadro  de  mucho  más  modestas  proporciones 
y  reducido  el  disentimiento  á  una  cuestión  fá- 
cil de  resolver. 

Esa  cuestión  no  es  otra  que  determinar  el 
verdadero  significado  y  alcance  de  la  regla  de 
excepción  contenida  en  la  ley  111,  en  cuanto 
á  la  omisión  de  las  firmas  de  los  testigos  ins- 
trumentales y  su  reemplazo  por  la  del  escriba- 
no "que  fizo  la  carta  pública,  según  costumbre 
de  la  tierra". 

Para  solucionar  con  acierto  esta  dificultad 
basta  recurrir  á  la  historia  fidedigna  del  esta- 
blecimiento de  la  ley. 

Esa  historia  es  felizmente  bien  conocida  y  se 
halla  consignada  en  gran  parte  en  las  mismas 
leyes  promulgadas  por  los  monarcas  españo- 
les, los  cuales  ordinariamente  cuidaron  de  ma- 
nifestar los  motivos  que  los  inducían  ñ  dic- 
tarlas. 

Al  frente  del  más  moderno  de  esos  cuerpos 
de  leyes  que  alcanzó  á  regir  en  América  antes 
de  su  emancipación,  en  la  real  cédula  en  que 
don  Carlos  I\'  explicaba  las  razones  que  tuvo 
para  ordenar  y  promulgar  en  1 SOT»  la  Novísi- 
ma Recopilación,  se  dice  lo  que  sigue:  "IJn  to- 
dos tiemposhasido  la  legislación  digno  objeto 
de  los  reyes  de  España  como  necesaria  para  el 
buen  gobierno  de  sus  Reynos  y  recta  adminis- 
tración de  justicia,  "de  que  dependen  la  conser- 
vación y  aumento  de  las  monarquías.  Mi  glo- 
rioso predecesor,  el  santo  Rey  don  Fernando, 
reconociendo  la  urgente  necesidad  de  reducir 
á  un  sistema  universal  de  leyes  todos  los  pue- 
blos sujetos  á  las  dos  coronas  de  Castilla  y 
León  y  de  remediar  el^desorden  que  era  consi- 
guiente á  la  multitud  de  fueros  particulares  y 
privativos  por  que  se  regían,  concedidos  con 
motivo  de  su  población  y  conquista  en  aque- 
llos primeros  siglos  de  la  restauración  de  Es- 
pana,  premeditó  con  sabia  política  la  forma- 
ción de  un  Código  general,  aunque  no  tuvo 
efecto  en  bus  días,  quedando  reservada  esta 


empresa  á  sn  hijo  y  sucesor  don  Alfonso  lla- 
mado el  Sabio.  Deseando  este  monarca  cum- 
plir los  encargos  que  le  hizo  sn  padre  en  ma- 
teria tan  importante,  pnblicó  primeramente 
en  el  año  1255  el  I'ucro  lícal  ó  I'iicro  de  las 
Leyes,  y  en  el  siguiente  dió  principio  A  la  céle- 
bre obra  de  las  Siete  Partidas,  que  concluyó 
en  el  año  de  1263.  En  la  era  de  1380  (año  de 
1348)  su  biznieto  don  Alfonso  XI  formó  y  pu- 
blicó el  famoso  Ordenamiento  de  Ins  leves  lla- 
mado de  Alcalíi,  y  después  de  haber  corregido 
y  publicado  el  Código  de  las  Siete  Partidas, 
fijó  el  orden  gradual  de  autoridad  que  habían 
de  tener  unas  y  otras  leyes  y  las  de  los  Eneros 
real  y  municipales." 

He  aquí  hecha  en  breves  palabras,  escritas 
por  el  legislador  mismo,  la  historia  fidedigna 
del  establecimiento  de  la  ley  de  que  tratamos, 
y  los  motivos,  fundados  principalmente  en  la 
necesidad  de  uniformar  la  legislación,  que  se 
.tuvieron  en  vista  al  dictarla.  Agregaremos 
nosotros  unas  pocas  palabras  para  explicar 
todavía  con  más  exaetitufl  la  fituación  espe- 
cial en  que  se  hallaba  don  Alfonso  el  Sabio 
cuando  dictó  el  Código  de  las  Partirlas. 

Ya  hemos  visto  en  otra  parte  de  este  traba- 
jo que  en  el  empeño  del  rey  don  I-Vrnando  de 
uniformar  la  legislación,  recnrrió  al  arbitrio  de 
dar  á  distintos  lugares  y  reinos  por  él  con- 
quistados el  antiguo  Fuero  Ju7go  como  fuero 
particidar  v  municipal,  única  manera  de  con- 
seguir ípie  los  españoles,  celosos  de  sus  t  oá- 
tumbrcs  y  lil)ertades.  lo  neeplnríui  y  acata- 
ran. Este  mismo  plan  lo  adoptó  tarntiién  su 
hijo,  cuando  años  más  tarde,  obedeciendo  al 
mismo  propósito  de  uniformar  ta  legislación, 
promulgó  el  Fuero  de  las  Leyes,  y  lo  dió  en  ca- 
lidad de  fuero  particular  á  muchos  lugares. 
Pero  sea'quc  este  Código  tratara  de  poner 
coto  á  muehosabusos  de  la  nolileza,  ó  sea  que 
don  Alfonso  no  tuviera  las  condiciones  eleva- 
dísimas  de  carácter  de  don  Femando,  lo  cier- 
to fué  que  aquél  no  consiguió  su  intento  y  que 
la  nobleza  en  masa  se  levantó  contra  el  nuevo 
Código. 

Don  Alfonso  no  pudo  resistir  y  transigió, 
suspendiendo  la  vigencia  del  Fuero  Real  por 
lo  menos  en  los  lugares  donde  encontraba  ma- 
yor dificultad  y  resistencia. 

Bajo  tales  auspicioscompuao  el  monarca  el 
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Código  de  líis  tíiete  Partidas;  y  naturalmente, 
escarmentado  con  lo  que  acababa  de  ocurrirle 
en  la  promulgación  del  Fuero  Real,  dió  cabida 
y  aceptó  en  muchas  de  sus  disposiciones,  los 
usos  y  costumbres  establecidos.  Una  de  ellas 
es  el  caso  de  excepción  de  la  ley  título  18 
de  la  Partida  3* 

lil  monarca,  que  transigía  con  el  estado 
social  de  sus  pueblos,  pero  que  al  mismo  tiem- 
po quería  establecer  la  uniformidad  de  la  le- 
gislación, dió  el  precepto  general  de  que  para 
la  validez  de  los  instrumentos  públicos  era  re- 
quisito esencial  é  indispensable  la  firma  ('e 
los  testigos,  pero  respetó  también  los  fueros, 
usos  y  costumbres  particulares,  disponiendo 
que  donde  fuera  costumbre  que  los  testigos  no 
firmaran  con  sus  mismas  manos,  la  ausencia 
de  ese  requisito  no  produjera  la  nulidad  del 
instrumento,  con  tal  que  hubiera  firmado  el 
escribano. 

¿Pero  á  cuáles  costumbres  se  refería  el  mo- 
narca? ¿á  lasque  todavía  no  existían?  ¿A  otras 
distintas  de  las  de  España? 

¿O  se  pretende  que  el  mismo  legislador,  que 
manifestaba  su  empeño  decidido  en  concluir 
con  los  usos,  fueros  y  costumbres  particulares 
que  tanto  perturbaban  la  administración  de 
justicia,  para  reemplazarlos  por  una  ley  gene- 
ral y  que  sólo  como  medida  política  y  de  lio- 
bienio,  transigiendo  con  la  revuelta  armada, 
se  decidía  ú  reconocer  las  costumbres  que  en 
aquella  época  y  en  determinados  lugares  te- 
nían fuerza  de  ley  escrita,  hubit-ni,  sin  embar- 
go, establecido  en  la  propia  ley  dictada  con 
fines  tan  distintos,  im  precepto  que  tendía  A 
quebrantar  el  principio  general  y  á  reconocer 
la  fuerza  de  las  costumbres  que  pudieran  sur- 
gir en  lo  futuro,  turbando  así  desde  sus  co- 
mienzos el  sabio  y  madurado  plan  de  dar  uni- 
formidad &  la  legislación? 

Proponer  esta  cuestión  es,  en  nuestro  con- 
cepto, resolverla. 

No  cabe  entonces  duda  de  que  la  ley  de 
Partidas  no  se  refería,  ni  podría  referirse 
sino  á  las  costumbres  existentes  en  España 
en  la  fecha  en  que  se  promulgó  aquel  Código, 
que  el  principio  general  quedó  firme  y  obli- 
gatorio para  lo  futuro  en  todos  los  lugares 
donde  no  existia  una  costumbre  6  fuero  par- 
ticular que  otra  cosa  dispusiera;  y  con  mu- 


cha mayor  razón  respecto  de  aquellos  lugares 
sin  civilización,  sin  tradicionesque  respetar  y 
sin  leyes  reconocidas,  incorporados  posterior- 
ment  e  á  la  corona,  á  los  cuales,  junto  con  la  con- 
quista, llevó  España  su  poder  y  su  legislación. 

Entre  ellos  se  encuentra  América.  En  efec- 
to, ¿qué  costumbres,  que  usos,  qué  fueros  es- 
peciales encontraron  los  conquistadores  en 
los  diversos  países  que  la  componían?  ¿Acaso 
se  respetaron  alguna  vez  esas  legislaciones 
incipientes?  Y  en  Chile  donde  no  se  conocía 
la  escritura,  y  en  consecuencia,  donde  no  ha* 
bía  antes  de  la  conquista  ni  escribanos,  ni  tes- 
tigos instrumentales ,  ¿podía  regir  el  caso  de 
excepción  contemplado  en  la  ley  111.' 

Nos  parece  que  lo  dicho  basta  para  manifes- 
tar que  la  legislación  española  rigió  en  Chile 
en  la  forma  y  con  las  prcfereneias  señaladas  eii 
el  Ordenamiento  de  Alcalá,  y  que  con  arreglo 
A  esa  legislación,  era  y  es  requisito  esencial 
para  In  validez  de  los  instrumentos  públicos, 
la  firma  de  los  testigos  instrumentales,  sin  que 
jamás  haya  llegado  ni  podido  llegar  el  casode 
aplicarse  la  regla  de  excepción  contemplada 
en  la  ley  111  título  18  Partida  3»,  regla  de  ex- 
cepción que  no  fué  ley  en  Chile,  puesto  que  se 
refería  ¿í  otras  épocas  y  á  otros  países. 

V  por  eso  es  que  con  toda  justicia  tanto  los 
jueces  de  letras  como  los  de  tribunales  superio- 
res de  la  Kepiíblicn,cada  vez  que  en  sus  visitas 
á  los  oficios  de  los  escriijanos  públicos  han  po- 
dido notar  que  no  se  habían  cumplido  las  le- 
yes en  orden  á  la  firma  de  los  testigos  instru- 
mentales y  que  este  requisito  esencial  se  había 
omitido  en  alguna  escritura,  llamaron  íi  esos 
funcionarios  al  cumplimiento  de  su  deber,  or- 
denando que  tal  formalidad  se  llenarasiempre 
y  restaurando  así  el  imperio  de  la  ley. 

Las  órdenes  de  los  jueces  y  tribunales  fueron 
dadas  á  este  respecto  invariablemente  en  ese 
sentido  y  no  en  el  de  aconsejar  ó  prescribir  so- 
lamente una  buena  práctica. 

En  conclusión  y  mérito  de  todo  lo  expuesto, 
el  infrascriptoliasido  de  opinión  que  la  senten- 
cia recurrida,  que  declaró  que  no  era  formali- 
dad esencial  para  la  escritura  la  firma  de  los 
testigos  instrumentales,  infringió  la  disposi- 
ción de  las  leyes  54  y  111  del  título  y  Partida 
tantas  veces  citados,  y  como  consecuencia,  la 
de  los  artículos  1681  y  1682  del  Código  Civil. 
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•No  terminará  el  infrascripto  eatc  voto  sin 
observar  en  cuanto  á  la  doctrina  establecida 
en  el  considerando  8''  de  la  sentencia  de  esta 
Corte,  que  al  hablarse  en  la  secuela  del  jnicio 
de  la  costumbre  de  hi  tierra,  dentro  de  los  tér- 
minos de  la  ley  111,  título  18,  Partida  3*.  no 
se  ha  tratado  de  an  hecho  de  aquellos  que  ha- 
ya debido  comprobarse  en  los  autos  y  que  la 
Corte  de  Apelaciones  ha  podido  apreciar  sobe- 
ranamente, sino  s6lo  de  interpretar  el  alcance 
y  verdadero  signiñcado  de  la  regla  de  excc])- 
ción  contemplada  en  el  precepto  legal  míls 
arriba  citado,  interpretación  que  puede  ser 
errónea  é  influir  sustancialmente  en  lo  disposi- 
tivo del  fallo  y  que,  por  lo  mismo,  no  está  fue- 
ra de  los  límites  del  recurso  de  casación.— 
Santiago,  abril  25  de  1904.— Fóster'Reca- 
barren. 

La  sentencia  que  precede  tiene  un  alcan- 
ce práctico  de  grande  trascendencia;  pues 
si  la  solución V|uc  se  dió  al  recurso  de  ca- 
sación formulado  contra  la  sentencia  de 
la  Corte  de  Conce[K;ión,  confirmatoria  de 
la  del  juzgado  de  Osorno,  hubiera  sido 
distinta  se  habría  dado  motivo  ajuicies 
cuyo  número  es  difícil  calcular. 

La  doctrina  que  sanciona  el  fallo  está, 
á  nuestro  juicio,  de  acuerdo  con  la  ley;  y 
tiene  también  en  su  abono  la  práctica 
constante  y  uniforme  de  los  notarios, 
quienes  sólo  han  venido  á  hacer  firmar 
la  escritura  matriz  á  los  testigos  instru- 
mentalcsi  generalmente  sus  amanuenses, 
siempre  presentes  en  suscstudios  al  otor- 
gamiento de  las  esci  ituras  que  ellos  mis- 
mos escribían,  después  de  las  reiteradas 
órdenes  é  instrucciones  dadíis  por  los  Mi- 
nistros visitadores. 

Entre  las  leyes  españolas  que  la  Corte 
Suprema  ha  tenido  que  aplicar,  porque 
rigen  aún  en  lo  referente  á  la  confección 
de  los  instrumentos  públicos  y  deberes  de 
los  ministros  de  fe,  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  ñhal  del  Código 


Civil,  la  sentencia  se  refiere  á  las  leyes  54 
Y  111  del  título  18  dek  Partida  3.'  que 
se  decían  infringidas  por  la  Corte  de  Con- 
cepción. 

£1  estudio  atento  de  estas  leyes  y  de  las 
demás  de  la  misma  Partida  y  de  la  Noví- 
sima Recopilación,  permite  á  nuestro  jui- 
cio establecer  que  la  doctrina  sentada 
por  la  sentencia  es  exacta. 

La  ley  54  principia  por  disponer  que  en 
toda  escritura  pública  el  escribano  debe 
poner  "los  nomesdea(|uellos  que  la  man- 
dan fazcr,  e  el  pleyto  sobre  que  fué  fecha, 
en  la  maneraque  las  partes  lo  ponen  entre 
sí  e/os  testig-os  que  se  acertaron  y  {i{ue 
presenciaron  el  acto)e  el  día,  c  el  mes,  e  la 
era,  e  el  lugar  en  que  fué  fecha";  y  agre- 
ga c[ue  después  de  escrito  todo  esto  detn; 
dejarun  poco  de  espacio  en  la  carta  para 
poner  su  signo  y  escribir  su  nombre  en  la 
forma  que  la  ley  detalla,  advirtiendo  (|ue 
satisface  ( ahonda)  "que  sean  dos  escriba- 
nos públicos  por  testigos",  a  más  de 
aquel  (sin  aquel)  que  hace  la  carta,  '*qae 
escriban  sus  nomes  en  e//a",  y  caso  de  no 
haberlos  "tomen  por  testigos  tres  omes 
buenos  que  escriban  y  sus  nomes:  e  los 
nome»  de  los  testigos  deben  ser  escritos 
en  fin  de  la  carta,  ante  que  el  escribano 
público  que  la  fizo  escriba  su  nome". 

En  la  primera  parte  de  esta  ley  se  fi- 
jan con  precisión  todas  las  enunciaciones 
que  debe  contener  la  escritura  y  entre 
ellas  se  exige  el  nombre  de  los  testigos 
presentes  A  su  otorgamiento,  establecien- 
do así  í|ue  en  todo  caso  delje  hal>er  testi- 
gos instrumentales;  iwro  la  ley  no  esta- 
blece al  mismo  tiempo  la  sanción  (pie  lle- 
ve consigo  la  omisión  de  la  firma  de  que 
habla  al  finaljy  la  ley  111  al  señalar"las 
razones  por  qué  los  privilegios  e  las  car- 
tas se  deben  desechar  con  derecho  delan- 
te de  los  judgadores"  dice:  "Otrosí  non 
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vale  la  carta  pública  en  que  no  seaescrito 
el  mes,  e  el  dia,  e  la  era  en  que  fué  fecha 
e  los  nomes  de  dos  testigos  a  lo  menos 

que  sean  escritos  y  de  sus  manos  mesmas, 
o  de  mano  del  escribano  público  que  fizo 
la  carta  pública  sc¿pía  costumbre  de  la 
tierra". 

Si  sólo  existieran  cstasdos  Icyesliabría 
que  tonvenir  en  (|iie,  así  como  el  número 
de  testigos  podía  scrdos  á  lo  menos,  pues 
había  actos  en  que  se  requería  uno  mayor, 
lo  esencial  era  la  indicación  de  quienes 
habían  sido  esos  testigos  instrumentales 
para  que  pudieran  ser  llamados  A  decla- 
rar sobre  el  hech«  del  otorgamiento  déla 
escritura;  y  que  si  bien  era  recomendado 
A  los  notarios  que  hicíeríui  iirmar  á  los 
testigos  antes  de  autorizar  ellos  las  es- 
crituras ¡)úblicas,  se  dtjaba  este  punto  á 
la  práctica  del  lugar,  sc¿íún  costumbre  de 
la  tierra,  Pero  es  el  hecho  que  hay  otras 
leyes  que  dan  su  verdadera  significación 
á  la  intervención  de  los  testigos  instru- 
mentales y  que  fijan  los  requisitos  de  for- 
ma de  las  escrituras  públicas,  de  tal  modo 
que  no  permiten  entrar  en  el  estudio  filo- 
sófico de  los  i)ropósÍtos  ó  intenciones  del 
legislador  de  las  Partidas  á  que  ha  creí- 
do necesario  contraer  su  atención  el  se- 
ñor Ministro  Fóster  Recabarren  en  su 
voto  disidente. 

La  ley  Tl-i  que  dice  "en  (pié  manera  las 
cartas  deben  valer  non  habiendo  en  ellas 
alguna  de  las  falsedades  o  menguas  que 
de  suso  son  dichas",  dispone: 

"Iv  íiuu  dezimos ((ue toda  carta  que  sea 
fecha  por  mano  de  escribano  público,  cu 
queaya  escritos  los  nombres  dedos  testi- 
gos á  lo  menos,  e  el  dia,  e  el  mes,  c  la  era, 
e  el  lugar  en  que  fué  fecha,  assi  como  de 
suso  mostramos  que  vale  para  probar  lo 
que  en  ella  dijere".  La  referencia  es  según 
Oregorio  López  precisamente  A  la  ley  54 


y  así  se  manifiesta  que  el  número  de  testi- 
gos era  de  dos  á  lo  menos  y  que  bastaba 
que  se  indicara  en  la  escritura  pública 
quienes  habían  sido  éstos  sin  exigirse  su 
firma  para  la  validez  de  ella. 

Mucho  más  explícita  es  la  ley  115,  que 
trata  "por  quales  razones  las  cartas  pú- 
blieas,'que  aducen  las  partes  ante  los  jud- 
gadores  deben  ser  creídas,  y  por  quales 
non".  "E  si  por  aventura,  dice  esta  ley, 
el  escribano  público,  cuyo  nombre  fué  es- 
crito en  la  carta  viniese  ante  el  judgador, 
e  dixesseque  el  non  escribiera  aquella  car- 
ta, delic  ser  ercido  e  la  carta  desechada  por 
falsa,  non  probando  la  parte  lo  contra- 
rio. Mas  si  él  o£orgasse  que  verdad  era 
que  la  escribiera,  e  los  testigos  tjue  faes' 
sen  escritos  en  ella  dixcsscn  ■  que  non  se 
acertaron  y,  quando  el  pleyto  fué  puesto 
(que  no  se  hallaron  presentes  al  otorga- 
miento del  contrato),  nin  otorgado  de 
las  partes  assi  como  es  escrito  en  ella;  en- 
tonces dezimos  que  si  el  escribano  es  orne 
de  buena  fama  e  fallaren  en  la  carta  que 
es  escrita  en  el  rejistro  que  acuerda  con 
la  carta  que  debe  ser  crcydo  el  escribano 
e  non  los  testigos,  e  debe  valer  la  carta. 
£  esto  es,  porque  muchas  vczes  contesce 
que  los  ornes  son  testigos  de  pleyto  de 
que  non  se  acuerdan  después.  Onde  pues 
que  la  nota  acuerdacon  la  carta, c  el  escri- 
bano es  orne  de  buena  fama,  razón  es  que 
sea  crcydo.  Ca  por  eso  escriben  los  ornes 
los  pleytos,  e  las  posturas,  porque  ma- 
guer aquellos  que  los  fazen,  e  íos  testigos 
ante  quien  fueren  fechos  non  se  acordíts- 
sen  dellos,  {[uc  finque  porsicmpre  remem- 
branza de  como  pasaron,  e  en  que  guiza 
fueron  puestos.  Pero  si  el  escribano  non 
fuesse  de  buena  fama,  e  los  testigos  fues- 
sen  ornes  buenos,  e  el  pleyto,  cía  postura 
que  dize  en  la  carta  ouiesse  poco  tiempo 
que  fuesse  fecha,  entonce  fwordándosc 
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todos  los  testigos  de  la  carta  en  uno, 
deben  ellos  ser  creydos  e  non  el  escri- 
bano." 

Para  comprender  bien  esta  ley  clel>e 
tenerse  presente  que  se  refiere  á  la  escri- 
tura original  ó  á  alguna  otra  copia  de  la 
escritura  matriz  (de  la  nota  que  es  escri- 
ta en  el  registro)  y  que  naturalmente  al 
hablar  de  "/os  testigos  que  fitesscn  escri- 
tos en  ella",  no  se  refiere  a  la  firma  de 
éstos,  sino  á  la  indicación  que  la  escritu- 
ra debe  contener  de  quiénes  fueron  los 
testigos  instrumentales.  La  ley  se  pone 
en  el  caso  dequcéstos  nieguen  haber  sido 
tales  testigos;  yparaqnc  esto  pueda  ocu- 
rrir, desde  que  la  escritura  exhibida  se 
debe  cotejar  con  la  matriz,  no  es  jiosiblc 
que  los  testigos  hayan  firmado:  la  ley  no 
se  refiere  {\  que  éstos  nieguen  sus  firmas; 
sino  A  que  los  testigos  digan  ([ue  no  se 
hallaron  presentes  al  otorgamiento  de  la 
escritura,  lo  que  no  podrían  decir  si  apa- 
recieran firmándola.  Si  según  las  leyes 
anteriores  hubiera  sido  esencial  la  firma 
de  los  testigos,  es  evidente  que  esta  ley 
habría  hecho  alguna  alusión  á  ella,  mien- 
tras tanto  sólo  se  refiere  á  la  presencia 
de  los  testigos  en  el  momento  del  otorga- 
miento. 

Gregorio  López,  en  sus  glosas  á  esta 
ley,  le  da  este  alcance  y  se  refiere  á  los  tes- 
tigos enunciados  en  la  escritura  no  á  los 
que  ñrmaron  la  escritura;  "ser  testes  ibi 
descriptos,  vel per  nlios,  si  ipsi deficerent, 
probaretur  quod  illud  instramentum  fac- 
tum  fuit  manu  illius  tabelllonis" ;  y  más 
adelaate:  "Et  adverte  bene,  quia  etlo- 
quitur  ista  lex,  etiam  qaando  testes, 
qui  faerant  descripti,  contradicunt  ms- 
trumento  et  etiam  non  soltim  si  stmpli. 
citer  dicant,  se  non  interfuisse." 

La  ley  establece,  además,  la  preferen- 
cia que  debe  darse  al  testimonio  del  no- 


tario que  afirma  el  hecho  del  otorgamien- 
to de  la  escritura.  Considera  la  ley  que  es 
más  fácil  la  presunción  del  olvido  de  los 
testigos  que  del  notario,  quien  i)or  su  ofi- 
cio y  la  intervención  directa  que  la  ley  le 
da  en  la  redacción  de  las  minutas  confor 
me  á  las  indicaciones  que  recibe  de  las 
partes,  está  en  posesión  de  más  antece- 
dentes para  conservar  el  recuerdo  de  los 
actos  en  que  intcr\'iene,  si  siendo  de  bue- 
na fama  no  puede  ponerse  en  duda  su  ve- 
racidad. 

Recuerda  esta  ley  la  importancia  de 
las  funciones  que  el  notario  está  llamado 
A  desempeñar.  Rs  sabido  (^ue  en  su  pri- 
mitivo origen  los  escribanos,  tíifjcllionis 
(de  tabula,  sinónimo  de  documciitiim, 
instramentum)  eran  personas  que  insta- 
ladas en  los  mercados,  se  ocupaban  de 
escribir  para  el  público  sin  carácter  ofi- 
cial alguno,  llenando  la  necesidad  que 
antes  satisfacían  los  jurisconsultos,  pru- 
dentes. Desarrollada  esta  institución  con 
la  práctica,  como  que  satisfacía  una  ver- 
dadera necesidad,  la  autoridad  pública 
los  sometió  á  cierta  supervigilancia,  y  á 
una  acción  disciplinaria  que  Justiniano 
consagró  principalmente  en  las  Novelas 
43  y  73  (Mayns,  Cours  de  droit  Romain. 
T.  I,  pág.332).  Las  leyes  de  Partidas;  ins- 
piradas en  esta  fuente,  contribuyeron  á 
dar  á  las  fimciones  de  los  escribanos  piiblí- 
cos  su  verdadera  importancia  y  la  ley 
115  es  prueba  elocuente  de  ello. 

Permitían,  pues,  las  Partidas  fá  lo 
menos  no  aparece  claramente  establecida 
la  necesidad),  que  la  escritura  pública  no 
fuera  firmada  por  los  testigos  instrumen- 
tales que  era,  sí,  indispensable  indicar  en 
ella. 

Tal  debió  ser,  sin  duda,  la  práctica  uni- 
formemente observada  en  España,  aún 
después  que,  cimentado  el  poder  de  la  reye- 
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ría,  las  Partidas  adquirieron  la  fuerza 
obligatoria  de  que  al  principio  carecieron. 
Por  eso,  al  establecer  la  pragmática  de  7 
de  junio  de  1503,  que  pasó  á  ser  la  ley  1^, 
título  23  libro  10  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, los  requisitos  que  debían  observarse 
por  los  notarios  paraextenderlasescritu- 
ras  en  el  libro  protocolo  dispuso:  "Man- 
damos que  cadaunode  los  escribanos  ha- 
ya de  tener  y  tenga  un  Hbro  protocolo, 
enquadernado  de  pliego  de  papel  entero, 
en  el  qual  haya  de  escribir  y  escriba  por 
extenso  las  notas  de  las  escrituras  que 
ante  é\  pasaren  y  se  hubieren  de  hacer;  en 
la  qual  dicha  nota  se  contenga  toda  la  es- 
critura que  se  hobiere  de  otorgar  por  ex- 
tenso, declarando  las  personas  que  la 
otorgan,  y  el  día,  y  el  mes,  y  el  aflo,  y  el 
lugar  ó  casa  donde  se  otorgan,  y  lo  que 
se  otorga,  especificando  todas  las  condi- 
ciones y  partes  y  cláusulas,  y  renuncias  y 
sumisiones  que  las  dichas  partes  asien- 
ten: y  que  así  como  fuesen  escritas  la  ta- 
les notas,  los  dichos  escribanos  las  lean, 
presentes  las  partes  y  los  íestig^os,  y  si 
las  partes  las  otorgasen,  las  firmen  de  sus 
nombres  y  si  no  supieren  firmar,  firmen 
por  ellas  qualquiera de  los  testigosóotro 
que  sepa  escribir,  el  quai  dicho  escribano 
haga  mención  cómo  el  testigo  firmó  por 
la  parte  que  no  sabía  escribir..." 

Esta  ley  fijó  así  íle  un  modo  completo 
los  requisitosquedebía  llenar  laescritura 
pública;  y  respecto  de  los  testigos  exigió 
sólo  su  presencia  y  la  firma  cuando  algu- 
nade  las  partes  no  supiere  firmares  ellai 
como  ley  posterior,  laque  prevalecería  en 
el  caso  de  existir  contradicción  con  las  de 
las  Partidiis;  pero  más  bien  es  una  expli- 
cación ó  interpretación  auténtica  de  la  le- 
gislación notarial  de  España,  tal  como 
se  había  practicado  y  con  arreglo  á  ella 
se  gobernaron  los  notarios  de  América 


en  la  época  colonial  y  aún  después  de  la 
Independencia.  No  tenemos  para  qué  in- 
vocar á  este  respecto  los  antecedentes 
que  cita  el  señor  Ministro  ponente  don 
Carlos  Varas  en  sii  dictamen;  y  sólo  por 
vía  de  resumen  de  lo  dicho  y  para  confir- 
mar esas  citas  con  una  autoridad  reco- 
nocida, nos  referimos  á  lo  que  dicen  los 
señores  Munreza,  Miquel  y  Reus,  quienes 
en  sus  comentarios  á  la  ley  de  enjuicia- 
miento civil  de  España  de  1855,  resumen 
la  legislación  en  la  forma  siguiente: 

"Ya  hemos  indicado  ímtcs  que  escritu- 
ras públicas  son  todas  las  que  se  otor- 
gan ante  escribano  legalmente  autoriza- 
do para  ello,  ''his  <{ue  son  fechas  por  ma* 
no  de  escribano  público",  como  dice  la 
ley  de  Partida  (1*  tít.  18,  Part.  3*);  v 
tienen  por  objeto  consignar  un  contrato, 
un  testamento,  ó  cuahjuicra  otro  de  los 
actos  que  los  hombres  celebren  en  el  ejer- 
cicio de  sus  derechos  civiles.  Pero  no  bas- 
ta que  la  escritura  sea  otorgada  ante  es- 
cribano público  para  que  se  tenga  por 
pública,  á  fin  de  que  produzca  los  efectos 
de  tíil:  es  absolutamente  indispensable 
que  haya  sido  otorgada  con  arreglo  á 
derecho,  esto  es,  con  las  solemnidades  y 
circunstancias  que  las  leyes  exigen  para 
su  validez.  La  ley  no  las  designa  (se  re- 
fieren á  la  de  enjuiciamiento)  poique  esto 
es  de  la  com|>etcncia  del  Código  Civil; 
convendría,  sin  embargo,  itidicarlas  jjara 
que  sirva  de  guía  á  nuestros  lectores,  en 
su  caso;  son  las  siguientes: 

4*  Que  el  escribano  que  la  autoriza 
sea  apto  para  ello  ó  (jue  esté  legalmente 
habilitado.  Toda  escritura  pública,  para 
(|uc  sea  válida,  se  ha  de  otorgar  ante  un 
escribano  numerario  del  pueblo  del  otor- 
gamiento, que  se  halle  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  ó  ante  un  notario  de  reinos 
legalmente  habilitado  para  ejercer  en 
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aquella  localidad, de  otro  modoseránula 
la  escritura,  aunque  podrá  servir  como 
documento  privadofLeyesT'y  8*,  tít.  23, 
Hb.  10  Nov.Rec;  y  115  tít.  18,  Part.  3'). 

5*  Que  se  exprese  en  la  escritura  el  lu- 
gar, día,  mes  y  año  de  su  otorg^iniiento, 
Y  el  nombre,  apellido  y  vecindad  de  los 
otorgantes;  todo  en  letra  y  no  en  í(ua- 
rismos  ni  abreviaturas  (Leyes  54  y  111, 
tít.  18;  7*,  tít.  19,  Part.  3»  y  1».  tít.  23. 
lib.  lONov.  Kec.) 

6^  Que  se  redacte  la  escritura  con  cla- 
ridad, especificando  bien  el  acto  6  con- 
trato que  le  sirve  de  objeto  con  todas  las 
condiciones,  cláusulas  y  renuncias  que 
hicieren  las  paites,  sin  omitir  en  ningún 
caso  his  cláusulas  exigidas  por  la  ley, 
como  la  relativa  á  la  toma  de  raxón  cu 
el  oficio  de  hipotecas:  que  no  se  dijen 
blancos,  ni  se  hagan  raspaduras, enmien- 
das ni  adiciones;  y  si  se  hicieran  con  co- 
nocimiento de  los  interesados,  deben  sal- 
varse al  ún  de  la  escritura,  antes  de  las 
firmas,  rubricándolo  el  escribano  el  cual 
después  de  extendida  aquella,  debe  leerla 
á  las  partes  antes  de  que  la  firmen  para 
que  expresen  su  ratificación  y  conformi- 
dad (las  mismas  leyes). 

7*  Que  presencien  el otorgamknto  tres 
testigos,  ó  dosaí  mcnnscn  los  contratos, 
cuyos  nombres,  apellidos  y  vecindad  se 
ha  de  hacer  constaren  la  escritura:  estos 
testigos  han  de  ser  varones,  mayores  de 
catorce  añosy  sin  tacha legal;y  si  se  tra- 
tase de  ííltima  voluntad,  vecinos  del  lu- 
gar (Uyes  54-,  111  y  lU,  tít.  18;  y  9**, 
tít,  16,  Part.  3»,  1%  tít.  23  y  1»,  tít.  18, 
lib.  10,  Nov.Rec.) 

Nos  referimos  al  testamento  abierto 
hecho  ante  escribano,  pues  ya  saben 
nuestros  lectores,  (jue  si  fuere  cerrado,  6 
sin  escribano,  á  otorgado  por  un  ciego 
se  necesitan  más  testigos. 


8*  Que  el  escribano  conozca  á  los  otor- 
gantes, dando  fe  de  ello  en  la  misma 
escritura;  y  si  no  los  conociese  que  les 
exija  la  presentación  de  dos  tesrigos  que 
digan  que  los  conocen,  cuya  declaración, 
nombre  y  vecindad  se  hade  hacer  cons- 
tar en  la  escritura  (X^y  2»,  tít.  23,  lib.  10 
de  la  Nov.  Rec.) 

9^  Que  las  partes  ñrmen  la  escritarat 
después  de  enteradas  de  su  contexto  á 
presencia  de  los  testigos;  y  si  aquéllas  no 
supieren  firmar,  (jue  lo  haga  por  ellos 
cualquiera  de  éstos  á  otro  que  sepa  escri- 
bir (Uy  1»,  tít.  23,  Hb.  10  Nov.  Rec.) 

10*  Que  el  escribano  signe  y  ñrme  al 
final  ÚQ  cada  escritura,  autorizando  del 
mismo  modo  las  copias  que  diere  (lamis- 
ma  ley ). 

Kn  la  práctica  sólo  pone  el  escribano 
su  firma  al  pie  de  cada  escritura  matriz, 
y  el  signo  al  fin  del  protocolo  de  cada 
año  y  de  las  copias. 

11^  Que  tanto  la  escritura  matriz,  que 
ha  tle  (|ucdar  precisamente  en  el  protoco- 
lo (dicha  ley),  como  sus  copias,  se  hallen 
extendidas  en  el  papel  sellado  correspon- 
diente." 

Se  ve,  pues,  que  para  los  autores  nom- 
brados lo  esencial  á  la  validez  de  la  es- 
critura pública  es  la  presencia  al  otorga- 
miento de  dos  testigos,  á  lo  menos,  cuyos 
nombres,  apellidos  y  vecindad  se  ha  de 
hacer  constar  en  ella;  pero  nada  dicen  de 
la  firma,  á  pesar  de  referirse  separada- 
mente á  este  requisito  en  cuanto  á  las 
partes  y  al  escribano;  lo  que  prueba  que 
la  inteligencia  que  se  daba  en  España  A 
las  indicadas  leyes  y  su  práctica  cons- 
tante, atestiguada  por  las  autorizadas 
opiniones  de  los  tratadistas  que  cita  el 
Ministro  ponente  señor  Varas,  era  la  que 
ellos  consignaban  en  su  obra  que  hapa* 
sado  á  ser  clásica  en  la  materia.  Este 
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orden  de  cosas  subsistió  en  España  has- 
ta que  se  dictó  la  ley  del  notariado  de 
28  de  mayo  de  1862,  la  cual  exige  la  fir- 
ma de  la  escritura  matriz  por  los  otor- 
gantes, por  los  testigos  instrumentales 
j  de  conocimiento  en  su  caso  y  por  el 
notario  (Rcus,  t.  II,  pág.  60). 

El  señor  Fóster  Recabarren  sostiene 
que  en  la  expresión  "según  la  costumbre 
de  la  tierra"  el  monarca  español  quiso 
designar  los  fueros  municipales  que  re- 
glan en  España  con  preferencia  á  toda 
otra  ley,  por  la  altivez  é  independencia 
de  que  las  provincias  se  manifestaban 
siempre  celosas;  pero  que  no  pudo  auto- 
rizar el  monarca,  que  deseaba  la  unidad 
enlalegislación,que  encada  pueblo  y  con 
posterioridad  á  la  vigencia  de  sus  Códi- 
gos se  pudieran  establecer  prácticas  con- 
trarías. No  creemos  del  caso  entrar  en 
este  terreno  que  nos  parece  ajeno  del  re- 
curso de  casación  en  el  fondo  en  que  es 
preciso  establecer  la  existencia  de  una  ley 
expresa  que  haya  sido  violada  y  no  juz- 
gar por  razones  de  lógica  y  de  buena  y 
correcta  legislación. 

No  tenemos  tampoco,  para  qué  recor- 
dar que,  según  las  partidas,  el  derecho  con- 
suetudinario se  podía  formar  aún  contra 
ley  expresa. 

Nos  basta  recordar  una  vez  más,  como 
justificativo  de  la  doctrina  de  la  Corte 
Suprema,  que  la  pragmática  de  1503  reve- 
la claramente  cuál  era  la  interpretación 
auténtica  dada  á  las  Partidas  y  cuál  la 
práctica  constante  y  uniforme  de  Espa- 
ña en  la  época  de  la  colonización  de  Amé- 
rica. Debe  tenerse  presente  que  el  arte  de 
la  escritura  estaba  muy  poco  difundido 
entre  los  conquistadores  y  que  la  misma 
ley  departidas  (l.*,tít.  19,Part.  3.')  de- 
cía: **escríbaao  tanto  quiere  dezir  como 
gme  que  es  sabidor  de  escribir,"  El  señor 


Ministro  disidente  parece  creer  que  en 
América  y  especialmente  en  Chile  las  es- 
crituras públicas  eran  firmadas  por  los 
testigos  presenciales  de  su  otorgamiento; 
pero  en  esto  sufre  un  error,  pues  basta,  re- 
visar los  protocolos  de  todos  los  notarios 
y  se  verá  que  sólo  desde  1857  principian 
á  aparecer  las  firmas  de  los  testigos  (1 ). 

Todas  las  escrituras  anteriores  serían 
nulas  según  la  tesis  del  voto  disidente;  y 
nos  parece  que  basta  exponer  esta  conse- 
cuencia para  que  se  vea  que  esa  tesis  no 
es  fundada  y  que  daá  la  legislación  espa- 


(1)  Hemos  comprol»do  p'trsonalmente  este  hecho 
en  el  arvhtvo  general  de  Santingo;  y  véue  lo  qa« 
dioeal  respecto  el  Hrohivero  señor  Oalvo  Uackenna: 

cSautiag».  G  de  septiembre  de  1904. — Sefiordoa 
Miguel  Calvo  M.ickenna. — Archivero  General  de 
lo»  Tribuimle»  de  Siintiago.  —  r^Htimado  señor: 
Agradecería  á  Vd  me  dijeriv  i^i  es  ó  uo  efectiro  qne 
los  notarios  hasta  el  año  1857,  más  6  menos,  no  acos- 
tumbraban hacer  firmar  las  esorítoras  á  ios  testigos 
prei'eucialea  del  otorgamiento,  negÚD  aparece  de  los 
protocolos  existentes  en  el  Archivo  Oeaeral  de  su 
c.irgo.— Salnda  á  üd.  sa  Atento  y  S.  S. — Lhí»  Clnro 
Sotar.* 

«Santiago,  7  de  septiembre  de  1904. — Señor  don 

Luis  Claro  Solar. — Ciudad.-- Ki>timado  señor:  En 
contestación  á  su  carta  fechada  ayer  tengo  el  gi].>ito 
de  decirle  que  en  efectivo  que  hasta  el  año  1857  los 
notaríoa  no  hacían  firmar  las  escrituras  i  los  testigos 


«Esta  práctica  fué  seguida  por  los  notarioü  qne  en 
seguida  «e  expresan,  y  que  funciouaron  desde  el  aAo 
1800  para  adelante:  Alamos,  Araos,  Dríceño,  Cam- 
pos y  SaavedcB,  Días  Agustín,  Días  Tadeo,  ElscaU, 
Frías,  de  la  Fuente,  Fontecilla,  Fernández  Q. ,  Gu- 
tiérrez, Gallardo,  Gajardo,  Herrera,  Luque,  Ment- 
res,  Muñoz,  Mónita,  Olivares,  Palacios,  Rojas,  Re- 
bolledo, Huiz  de  Rebolledo,  Solís,  Steoher,  Sepúlve- 
da,  Silva,  ToiTes,  Urra,  Villairoel,  Vargas,  Yávary 
Zenteno. 

«El  duico  notario  que  antes  de  1357  hacía  firmar 
i  los  testigos  preseneialvs  era  don  José  Antonio  Bri- 
ce ño  que  comenzó  a  hacerlo  el  año  1850. 

M  Ijos  notarios  Eacnla  y  Guzmán  comenxaron  á  ha- 
cer firmar  á  los  testigos  instramentales desde  el  mes 
de  octubre  de  1856, 

«Dejando  contestada  su  carta  tiene  el  guato  de  n- 
ludarle,  su  Atto.  y  S  S.— J/.  Galvo  Macktniia^  kt~ 
chírero  Judidi^,9 


Digitized  by  Google 


JUKI3PRUDBNCU 


547 


ñola  un  alcance  que  no  le  dieron  nuestros 
antepasados  en  quienes  debemos  suponer 
el  mismo  espíritu  de  ajustar  sus  actos  á 
la  ley  para  poder  obtener  el  amparo  que 
se  presta  á  su  observancia  por  la  autori- 
dad pública. 

Bsta  nota  no  tiene  el  alcance  de  un  co- 
mentario de  la  legislación  délas  Partidas 
que  no  cabe  dentro  de  las  proporciones 
(¡uc  debemos  darle  y  que  es  superior  á 
nuestras  fuerzas.  Nos  hemos  propuesto 
sólo  llamar  la  atención  á  uiui  necesidad 
y  pedir  su  remedio. 

Es  sensible  que  todavía  rijan  entre  nos- 
otros cu  materia  notfirial  las  leyes  de  las 
Partidas  y  demás  antiguas  leyes  españo- 
las cuya  redacción  se  resiente,  como  se 
ve,  de  falta  de  claridad,  y  que  la  España 
hamodificado tiempo  ha  jiaraarreglarlas 
á  las  necesidades  de  la  vida  moderna.  Es- 
ta sentencia  es  una  prueba  de  las  dificul- 
tades que  ofrece  la  inteligencia  y  aplica- 
ción de  aquellos  cuerpos  de  leyes,  á  la  vez 
que  de  la  urgencia  de  su  reforma  por  me- 
dio de  disposiciones  claras  y  sencillas  que 
den  garantías  de  seriedad  en  el  otorga- 
miento de  los  instrumentos  públicos,  sin 
contrariar  nuestros  hábitos  ni  ser  un  eu- 
torjieoimiento  para  los  actos  de  la  vida 
civil. 

Nuestro  Código  Civil  ha  exigido  para 
muchos  de  ellos  la  solemnidad  de  la  escrí- 
tura  pública  como  único  medio  de  asegu- 
rar la  estabilidad  de  los  derechos;  y  es, 
por  lo  mismo,  necesario  que  la  ley  fije  con 
precisión  los  requisitos  que  deben  ser  ri- 
gurosamente observados  en  el  otorga- 
miento de  tales  instrumentos.  El  Código 
Civil  tiene  que  ser  completado  en  este 
punto  por  disposiciones  que  no  convier- 
tan la  exigencia  de  la  escritura  pública 
en  rémora  para  los  negocios. 

La  principal  diferencia  entre  el  docu- 


mento público  y  el  privado  está  en  la  cer- 
tidumbre del  otorgamiento  de  aquél  y  de 
su  fecha,  que  se  obtiene  con  el  hecho  de  es- 
tar incorporado  en  un  protocolo  ó  regis- 
tro público  llevado  por  el  escribano  ó  no- 
tario aute  quien  se  otorga:  esto  basta  pa- 
ra las  necesidades  de  la  vida  social. 
triimcnto  público  ó  autentico,  dice  el  ar- 
tículo 1699  del  Código  Civil,  es  el  autori- 
zado con  las  solemnidades  legales  por  el 
com[}etentc  funcionario.  Otorgado  ante 
escribano  6  incorporado  en  un  protocolo 
ó  registro  público,  se  llama  escritura  pú- 
blica:' 

El  escribano  debe  dar  fe,  i)or  sí  solo,  del 
otorgamiento:  la  intervención  de  testigos 
no  tiene  en  la  práctica  la  menor  impor- 
tancia tal  como  hoy  se  otorgan  las  escri- 
turas públicas  entre  nosotros.  En  la  es- 
critura pública  que  se  da  á  las  partes  no 
aparece  otra  firma  que  la  del  notario;  y 
sin  embargo,  es  esa  copia,  llamada  origi- 
nal,  la  que  tiene  mérito  probatorio  sufi- 
ciente, hasta  el  punto  de  que  sí  el  proto- 
colo se  destruye  puede  servirpara  recons- 
tituirlo. Sería  preferible  exigir  la  firma  de 
las  partes  en  la  matriz  y  en  la  copia  orí- 
ginal,  y  suprimir  la  solemnidad  de  los 
testigos,  reservándola  únicamente  para 
el  caso  de  que  las  partes  otorgantes  no 
sepan  ó  no  puedan  firmar,  caso  en  que 
debería  exigirse  la  firma  de  dos  testigos. 
La  intervención  de  éstos  debería  reser- 
varse para  actos  muy  calificados,  como 
para  el  otorgamiento  de  los  testamentos, 
por  ejemplo,  en  que  su  presencia  debe 
constituir  una  solemnidad  especial  del 
acto  mismo. 

Pero  toda  reforma  de  legislación  es  di- 
fícil y  mientras  se  dicta  esa  legislación,  la 
doctrina  sentada  por  la  Corte  Suprema 
garantizará  la  estabilidad  de  las  tran- 
sacciones basada  en  escrituras  públicas 
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Otorgadas  conforme  á  una  práctica  cons- 
tante y  uniforme  y  que  no  contraría  ter- 
minantemente las  disposiciones  legales. 

Li;is  Clako  Solar. 


Cas.  CfV.  en  la  forma.SS  de  juaio  de  1904 

Krarner  con  Boussinot 

Curador.— Su  nombramiento.  — luoa- 
paoldad.— Tramitaolón  del  julola— 
Re  presen  ta  olón  en  seg'unda  instan- 
oia.  —  Reolamaolón  oportuna  sobro 
los  vicios 

Doctrina:— Cua/jí/o  se  trata  de  nom- 
brar curador  á  un  menor,  aunque  se  sus- 
citen cuestiones  sóbrela  capacidad  de  Ins 
personas  llamadas  á  desempeñai  el  car- 
go, no  es  menester  para  resolverlas,  suje- 
tar el  procedimiento  á  los  trámites  del 
juicio  ordinario,  sino  que  por  el  contra- 
rioy  tanto  el  Código  Civil,  como  el  Códi- 
go de  Procedimiento  Cirilj  consideran 
estos  actos  como  no  contenciosos  para 
resolverlos  breve  y  sumariamente.  Las 
disposiciones  délos  artículos  513  y  51^4 
del  Código  Civil,  sólo  se  aplican  al  casoen 
que  se  trate  de  las  incapacklades  6  es- 
cusas alegadas  por  el  guardador  para 
eximirse  de  desempeñar  el  cargo  { 1 ).  Pot 

(1)  La  distinción  qae  hace  la  Bentenciii  entre  ti 
incidente  sobre  nombramiento  de  curador  y  el  juicio 
sobre  Ihs  incapncidados  dos  parece  fuodadn.  El  ar- 
tículo 513  se  refiere  precisame  .te  al  guardador  que 
se  creyere  iocapaí  de  ejercer  la.tutelt  6  cúratela  que 
M  U  fUjiere  6  cuy«  incapacidad  Hobreviene  dnrante 
el  ejercicio  del  cargo;  míentiwi  que  el  numüramien. 
tü  miamo  de  onr«dor  está  sometido  á  reglas  eepe- 
cíales. 

fi\a  embargo,  no  creemoe  que  pneda  decine  que 


otra  parte,  la  omisión  de  trámites  del 
procedimiento^  eu  el  supuesto  de  existir^ 
debe  ser  representada  y  reclamadasa  ob- 
servaacia  ejerciendo  oportunamente  y  en 
todos  sus  grados  los  recursos  establecidos 
por  la  ley,  sin  lo  cual  no  es  admisible  el 
recurso  de  casación  en  la  forma.  Si  las 
faltas  se  cometen  ea  la  primera  instancia 
deben  ser  materia  de  un  recurro  de  casa* 
ción. 

Toda  personn  que  haya  de  comparecer 
en  Juicio,  á  su  propio  nombre  ó  como  re- 
presentante legal  de  otra;  puede  hacerlo 
por  si  ó  por  apoderado;  y  el  poder  para 
litigarse  entenderá  conferido  para  todo 
el  Juicio  en  que  se  presente,  y  aun  cuando 
no  se  expresen  las  facultades  qae  se  con- 
ceden, autoriza  al  procurador  para  to- 
mar parte,  del  mismo  modo  que  podría 
hacerlo  el  poderdante,  en  todos  los  trá- 
mites é  incidentes  del Juicioycn  todas  las 
cuestiones  qaepor  vía  de  reconvención 
se  promuevan,  hasta  la  ejecución  comple- 
ta de  ¡a  sentencia  detinitiva,  salvo  que  la 
ley  exija  intervención  personal  de  la  par- 
te  misma,  conservando  el  procurador  su 
carácter  de  tal  mientras  en  el protxso  no 
baya  testimonio  de  la  expiración  de  su 
mandato. 


en  U1I  neto  no  ci'nte>icÍoio  la  0)K>sición  que  se  formula 
coutift  el  diícprnimiciito  de  tina  guHrda  invocando 
en  contra  del  que  pretende  se  le  discierna  un  moti- 
vo legal  que  lo  hace  incapaz  6  iodigno  de  ejercerla. 
Dt-sde  que  h^y  litis  el  negocio  degenera  por  su  na- 
turaiexa  en  una  cuestión  litii{iosa,  en  uuü  verdadera 
cauga  eieil,  i-obre  todo  si  el  que  »c  opone  reclama 
para  d  el  cargo.  El  articulo  988  djil  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  llama  ncUm  jodioiales  no  contencia- 
fOH  aquellos  qne,  segi^n  la  ley,  reqnieren  la  interven- 
ción del  jnez  y  en  qa*.  no  promnere  rnuliendii  idgii- 
m  filtre  pfti-tfn,  y  el  artículo  994  agrega  que  «si  á  )a 
üiilk-itiid  presentada  se  hiciere  oposición  por  legiti- 
mo ctmtradiotor  aa  hará  eonUiutioto  el  negocio  7  se 
hujetará  i  loe  trámites  del  juicio  que  corresponda», 
l'or  consiguiente  un  asunto  de  jurisdicción  volunta- 
ria »i  no  h)iy  opobición,  pasa  á  ser  contencioso  deede 
que  ésta  exist«. 
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La  palabra^' procurador"  nosóloconi' 
prende  al  deinámero,  oñdal público  de  la 
administración  de  Justicia,  sino  también 
ai  que  representa  á  otro  en  virtud  de  un 
mandato;  y  aun  cuando  quisiera  dársele 
A  la  prescripción  del  artículo  400  de  la 
Ley  Orgánica  de  Tribunales,  el  alcance 
de  una  prohibición  absoluta,  esta  dispo- 
sición está  modiUcada  por  los  artícu- 
los  5^  y  fl^  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  (2), 


Donn  Liiisn  Bonsslnot  viuda  de  Fox,  abue- 
la legítima  de  los  impúberes  Margarita  Her- 
minia y  María  Lnísa  Krümer  r  Fox,  se  pre- 
sentí» pidiendo  la  guarda  de  sns  nietas  huér- 
Tanas  de  padre  y  madre,  cargo  que  le  corres- 
ponde por  disposición  de  la  ley  y  por  no  tener 
las  menores  otro  pariente  quepueda  desempe- 
ñarlo. 


(2)  La  Corte  Suprema  ha  comideradn  que  lo<i  ar- 
tírnlo!i5  "  y  R.*(1e1  C5digo  de  Procedí  miento  Civil  que 
quedan  repmdiKiidoo  cii  la  doctrina  tomada  <1e  Ior 
conniderando!)  del  fallo,  importan  una  revocación 
del  artículo  400  de  la  Ley  Oi^ánica  de  Tribunalea  se- 
giinel  cual:  aen  la  Corte  Suprema  y  rn  Iam  Cortea  de 
Apelaciones  no  podrá  ninguna  parte  presentante  en 
jnicio,  üino  porsí  misma  £  por  medio  de  un  procura- 
dor  ilel  ni'imero». 

KI  artículo  final  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil estableen  qne  nía  Ley  de  Org;inÍ7ación  y  Atrihu- 
ríones  de  lo»  TríbanaleH  y  \an  leye«  que  la  hayan 
completado  ó  modificado,  r6Io  se  entenderán  dero- 
gadas en  lo  que  sean  contrarias  lí  las  disposiciones 
de  este  Código»,  lo  que  en  otros  términos  sijfU'Bca, 
con  arreglo  ni  artículo  53  del  Código  Civil,  qne  que- 
daba vigente  todo  aquello  que  no  pugna  uon  laa 
diapoBÍeioaes  de  la  nueva  ley  y  que  jinede,  por  lo 
miuno,  ooDctliarse  con  las  diapoDÍfliones  de  la  ley 
anterior. 

Ahora  bien,  la  disposición  del  artículo  5."  del  Có- 
digo do  Procedimiento  Civil  al  reconocer  á  toda 
persona  que  haya  do  comparecer  fu  juicio  á  fcu  pro- 
pio Dombro  ú  como  representante  legal  do  otra  la 
facultad  de  hacerlo  por  sí  6  por  apoderado,  no  con- 
traría la  disposición  del  artículo  400  de  la  Ley  Orgá- 
nica que  Axije  qne  ente  apoff^ado.  Rea  nn  procurador 
del  número  ante  U  Corto  Suprema  y  1m  Oortei  d« 


Pedida  vista  al  defensor  de  Menores,  fué  de 
opinión  este  funcionario  que  se  pusiera  In  so- 
licitud de  la  señora  Bonssinot  en  conocimien- 
to del  cónsul  alemíin  pnra  que  diera  noticia  á 
la  familia  del  padre  de  los  impúberes,  á  fin  de 
que  pudiese  snltatar  la  guarda  si  lo  creía  con- 
veniente, y  que  mientras  tanto  se  lea  proveye- 
ra de  un  curador  dativo. 

lil  juzgado,  accediendo  á  lo  indicado  por 
este  fancionario,  nombró  de  guardador  á  don 
Eugenio  Mebus,  mientras  se  practicaba  la  di- 
ligencia de  notificar  al  cónsul  de  Alemania. 

Posteriormente  don  Eugenio  Mebus,  con  po- 
der de  don  Clauss  Otto  George  Kramer,  abue- 
lo paterno  de  las  impúberes,  se  hizo  parte  y 
solicitó  pnra  su  representado  la  gnarda.  opo- 
niéndose al  nombramiento  de  la  señora  Bons- 
sinot  viuda  de  Fox  porque  daba  malos  trata- 
mientos &  los  menores  3*  otros  motivos. 

Por  su  pnrtc  la  señora  Boussinot  sostuvo 
que  Kramer  no  podía  ser  guardadorpor  care- 
cer de  domicilio  en  Chile  y  profesar  la  religión 
luterana. 

BIjuzgado  recibió  &  prueba  la  causa  para 


Ape'aciones:  ambnn  di^pníioioneft  pueden  fácilmente 
conc¡liar>e  y  no  existe  entre  ellaR  la  antinomia  in- 
dispensable pnra  que  exiitta  la  derogación  tácita  de 
la  ley. 

Lü  disposición  del  articulo  8."  al  eRtablecer  que  el 
poder  para  litigar  se  entenderá  couFerido  para  todo 
el  juicio  en  que  mí  prewnte  y  autoríiui  al  procurador 
[ura  tomar  parto  del  mismo  modo  que  podría  ha- 
cerlo el  poderd:uite,  en  t'Klo'»  los  trámitfis  é  inciden- 
tes del  juicio  y  en  tolas  Ins  cneHtiones  qne  por  vía 
de  reconvención  sp  promu«van  hasta  la  ejecución 
eompleti  do  la  sentencia  definitiva,  salvo  que  la  ley 
exija  intervención  personal  de  la  parte  misma,  por 
comprensivos  que  sean  sus  términos,  puede  timbií^n, 
á  nuestro  juicio,  couciliinie  con  la  dÍR|tosición  espe- 
cial del  artículo  40Ü  de  la  Ley  Orgánica  puesto  que 
ésta  KS  refiera  á  la  calidad  especial  que  debe  tener  el 
procurador  de  segunda  in«tancia  y  el  artículo  8." 
habilita  al  procurador  de  primera  iustancia  para  dar 
poder  para  representar  á  su  mandante  antela  Onrte 
Suprema  ó  las  ('ortes  de  Apelaciones  «del  mismo 
modo  que  podría  hacerlo  el  poderdante»  salvo  qne  se 
la  hubiera  negado  expreMimente  e>.ta  facultad.  El 
artíenlo  8."  h\  querido  habilitar  al  procamdor  para 
una  repFesentaoiÓD  amplia  cann  cuando  no  exprese 
su  poder  lan  facultades  que  se  le  conceda»,  llegando 
hasta  establecer  qne  l't»  eUmmia»  en  que  $«  nifgwn 
penque MtimlmlMfaeikUQdet  u^praMufaf  ton  mricM, 
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justi6car  la  incapacidad  que  se  atribuía  á  la 
abuela  materna,  y  apelada  esta  resolución  fué 
ella  confirmada  por  la  Corte  de  Apelaciones, 

El  propOaito  maníGesto  del  artículo  8.«  se  ve  mí  en 
el  deseo  de  evitar  los  eatorpeci  míen  ton  que  la  falta 
de  inilicaci^in  de  las  facuItadeR  del  proenrattor  ara- 
rreal»  en  los  juicio*. 

No  existe,  por  lo  demAs,  en  ta  historia  esci  ita  de 
la  ley  nada  que  autorice  para  evtablocer  la  doctrina 
consagrada  por  la  wntencia  de  la  Corte  Suprema. 

En  el  proyecto  redactado  por  don  Francisco  Var- 
gas Foutecilla  eii  IK74,  el  título  II  del  libio  I  prin- 
cipiaba con  el  siguiente  artículo: 

<Art.  13.  Puede  eskir  y  obrar  en  juicio  por^í 
misma  toda  persona  que  tenga  el  libre  ejercicio  de 
8US  dereohos  eiviles.» 

Las  demás  diaposicioDes  del  mismo  título  se  refe- 
rían i  las  pt-rsona^  que  eran  incapaces  para  parecer 
en  juicio,  L'i  comisión  revisora  aprobó  el  artículo  13 
auatituyendo  la  frase  cparecer  en  juicio»  A  cestar  y 
obrar  enjuicio»  y  suprimiólos  demás  articaloK.>falTo 
el  18  que  sirve  de  base  al  actual  artículo  10  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil. 

En  cuanto  A  la  constittición  de  procurador  el  tí- 
tulo lY  principiaba  por  establecer  en  el  artículo 
16  que  «en  todos  los  uctoa  del  juicio  paia  \oh  cualos 
DO  exigan  laa  leyeit  la  comparecencia  personal  de  las 
partes,  podrán  cHtatt  tiacertie  ropreseiilar  por  un 
procurador  ó  apoderado»,  y  en  el  artículo  31  he  ditt- 
ponía  que  el  podur  rci'Ía  nonCerido  «en  la  forma 
determiuada  p<irel  articulo  3f46  de  la  Ley  de  Orgn- 
mzafíioH  y  Atfilufíiúwt  tlr  ía»  7'ribiinalf*9.  La  Co- 
misióii  Bevitiora  en  Fesitln  de  'iU  de  mayo  de  187í  su- 
primió los  artículos  29  y  30  «por  contener  el  primero 
una  disposición  que  está  establecida  en  el  artículo 
398  del  proyecto  de  loy  sobre  Organización  y  Atii- 
buciones  de  loa  Tribunales  y  el  segundo  una  que 
pertenece  al  Código  CiviU. 

liO  discusión  de  este  primtT  pmvect/i  de  Código 
de  Procedimiento  Civil  revela,  pnee,  que  ne  respeta- 
ban  las  dii>)x>siciones  de  la  ley  qu<>  ilta  á  fíjnr  la  Or- 
gauisación  y  Atribuciones  de  loa  Tribunales. 
.  £d  el  Proyecto  presentado  en  1893  se  consultaron 
en  loa  artículos  i."  y  7.*  las  disfioaiuiones  de  los  actua- 
les artículos  5°  y  8."  La  Comisión  Mixta,  al  revisiir 
estos  artículos,  aprobó  eu  su  segunda  sesiiui,  en  19de 
Doviembrede  1900,  elartículo  5°.  (4)s¡n  modificación 
y  al  tratar  del  artículo  8  (7)  sólo  se  suscitó  debate 
respecto  de  la  fraae  «hasta  la  ejecución  completa  de 
la  sentencia  definitivaB.  El  señor  YUiier.  pidió  se  aclu- 
rara  su  alcance  <á  fin  de  que  no  ae  entienda  que  el 
mandatiirio  está  obligado  á  dar  ó  hacer  la  cosa  que 
ha  sido  materia  del  juicio».  « El  seQor  Ballesteros, 
por  su  parte,  oliserro,  dice  el  oota,  que  loa  términos 
de  esta  arlíonlo  habían  sido  motlTo  de  un  detenido 


onleiiando  al  mismo  tiempo  que  se  oyera  6 
los  parientes  de  los  menores. 

Las  partes  rindienin  la  prueba  que  estima- 


estudio  de  loa  redactores  del  Proyecto,  d <lf  tn- 
Uir  fluthta  jvxpeclo  rff  /  nlfíaurfi  tie  h*  jtoderfu  otorgttdo* 
^/i  yu/c/o.  Se  nsó  para  ello  la  frase  in<iicada  quecom- 
prende,  en  su  concepto,  Uidos  b  s  casos  en  que  i>o- 
drínn  Huscitarse  l<tAt/iuhiKtjiifnr  iratinh milfur  al redae~ 
íarlo.  LfM  demás  míembio»  de  las  t^omiiiión  expusie- 
ron que  la  frase  indicada  debía  referirae  á  la  pola 
tramitición  del  juicio  haBta  la  conclusión  definitiva 
del  negocio  que  había  sido  materia  de  él  y  que  an 
encontraba  limitada  por  las  catos  en  que  la  ley  exi- 
ge la  intervención  personal  de  la  parte  misma,  como 
sucede,  por  ejemplo,  en  *•  1  caso  del  artículo  46.'i  del 
Proyecto,  es  decir,  el  requerimiento  de  pago  al  deu- 
dor en  el  juicio  ejecutivo. 

Ni  una  palabra  se  dijo  cu  el  seno  de  la  Comisión 
Mixta  que  iudicase  el  propósito  de  modificar  lo  esta- 
blecido en  el  artículo  400  de  la  \vy  orgánica  de  la 
administración  de  justicia,  en  una  materia  que  era 
do  capital  im|)ortuncÍa  puesto  (|ne  afectaba  al  servi- 
cio de  tos  procuradores  del  nt'imero  y  al  ejercicio 
mismo  do  la  profesión  de  abogado.  En  efecto,  si  por 
el  hecho  de  que  el  poder  se  debiera  entender  confe- 
rido jMtTíi  totlo  el  juicio  autorísandu  al  ¡irocurador 
/wm  toiuiir  jtarif ,  tM  minino  modo  quf-  podría  tmerrlo 
el  ¡mdeiihtntf^  en  todoa  los  trámites  ó  incidentes  del 
juicio  en  ambas  instaiicins  y  aún  ñute  la  Corte  de 
Casacii'm,  ha  do  entenderse  qH<>  el  propósito  de  la  ley 
f  uA  d«  rogar  el  artículo  400  do  la  Ley  Orgánica,  esta- 
ría también  (^enigadoel  artículo  -lOt)  de  dicha  ley  se- 
gún el  cual  «sólo  los  aUi^ndos  piKln'in  hacer  defen- 
sns  jndicialcH  por  otra  perf-ona  ante  la  CorU.'  Suprema 
y  laa  Cortes  de  A|)elacionen>,  nsi  como  la  dÍR[>osición 
de  ese  niiamo  artículo  que  faculta  á  his  juecef  jtara 
exigir  ú  los  litigantes  que  encomienden  la  defensa 
de  sus  derecho*)  á  un  alxigado  siempre  que  lo  exi- 
giere la  marcha  regular  y  expedita  del  juicio.  No 
tenemos  para  qne  insistir  en  lan  consecuencias  que 
tendría  una  conclusión  semejante  qne  |icrturharía 
profundamente  el  funcionamiento  de  los  tribunales. 

La  dis^MMición  del  artículo  K.*,  por  amplio  que  sea 
su  alcance ,  no  es  inconciliable  con  loa  artículo840f)  y 
40G  de  la  ley  de  !5  de  octubre  de  1875,  que  miran  al 
correcto  f  iincionamiento  de  los  ti  ibunales  superiores 
y  que  garantizan  la  existencia  de  la  profesión  de  fun- 
cionarios especiales  que  son  una  garantía  para  los 
litigantes. 

Se  ha  hablado  de  que  los  redactores  del  Proyecto 
de  I8'j3  quisieron  con  el  artícu'o  8."  facilitar  á  los 
abogados  la  utencióo  personal  de  Xoa  juicios  por  me- 
dio de  empleados  ñ  otro'aboi^do  de  aua  estudios 
que  pudieran  seguirel  juicio  en  todassus  instancias, 
pero  tal  intención,  si  la  habo,  no  aparooe  necemria- 
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ron  conveniente,  después  de  lo  cual  fueron  ci- 
tados á  comparendo  los  parientes  por  auto  de 
19  de  febrero  de  1903,  en  cumplimiento  de 


aquella  resolución,  y  con  lo  expuesto  por  ellos 
y  el  defensorde  menores ati/iocyoidas  las  ale- 
gaciones hechas  á  nombre  de  la  señora  Bous- 


mente  eiimelta  en  el  artícoln  8.*,  ni  ae  hizo  pública 
en  Is  Gomiitidn  Mixta.  Por  el  cootrario,  en  el  pro- 
yecto de  rtfforma  ds  U  Ley  OreAnioa  que  redactó  el 
fíAcal  de  la  Corte  Sujiremn,  fieñor  don  Miguel  Luis 
Yuldés,  qnien  habÍK  asíxtido  también  á  las  cesiones 
de  la  ComÍMÚa  Mixta,  se  reprodujo  la  dispoí^iciúa 
del  artículo  400  «in  varíacidn  algona  en  el  artículo 
iSO,  to  que  neguramente  no  no  hubiera  hecho  li  aquél 
fanbiera  sido  un  propósito  serio  y  meditado  y  »ohre 
todo  intencionado:  no  ea  posible,  en  efecto,  suponer 
que  los  miamos  te^'sladores  estuvieran  destruyendo 
una  obra  á  que  atribuían  importancia.  En  la  disou- 
bÍiíq  del  Proyecto,  la  misma  Oomisióa  Mixta,  al  tratar 
del  referido  artículo  439  en  sa  sesión  20  de  25  de 
octubre  de  190^,  aprobó  sin  modificación  alguna  el 
inciso  1.0  y  modificó  el  resto,  quedando  el  artículo 
en  la  forma  siguiunte; 

cAkt.  455.  En  la  Oorte  Suprema  6  en  las  Cortes 
de  Apelaciones  no  podrá  ninguna  parte  pi-esentarse 
en  juicio  sino  por  si  misma  ¿  por  medió  de  au  pro- 
curador del  ni'imero. 

«Ante  loa  juzgado<«  de  letras  toda  persona  podrA 
obrar  por  sí  miitma  ejercitando  ya  derechos  propios, 
ya  de  aquellos  de  quienes  fuere  representaute  le- 
gal, como  tutor,  síndico  de  un  conennio,  tesorero 
de  una  Municipalidad,  secretario  de  aduana,  eto. 

«Puede  también,  ante  estos  juzgadoH,8er  represen- 
tada por  un  procurador  del  número,  por  el  abogado 
que  la  defienda,  por  el  escribiente  de  él,  por  un  pa- 
riente con<<anguíneo  ó  afín,  dentro  del  cuarto  gradoi 
ó  por  cualquiera  persona  A  quien  el  juzgado  autori- 
ce por  estimarlu  competente. 

«Pero  los  tribunales  pueden  ordenar  á  las  partes,  ó 
á  una,  que  nombren  un  procurador  del  número  que 
las  representa  en  juicio,  siempre  que  así  lo  couside- 
ren  ooDveDiente  parala  marcha  pronta  y  expedita 
del  asunto  de  que  estuvieren  conociendo.» 

Y  esta  redacción  fué  aceptada  por  las  siguientes 
consideraciones  que  contiene  el  acta  de  esa  sesión: 

«Con  la  idea  que  ha  dominado  en  los  acuerdos 
adoptados  respecto  del  artículo  445  y  i  indicadón 
del  señor  Presidente,  se  resolvió  exigir  que  se  repre. 
senté  por  procurador  del  número  toda  persona  que 
no  lo  haga  por  sí  misma,  pero  autorizando  al  juez 
para  exonerar  á  las  partes  de  este  deber  respecto  de 
k  representación  en  primera  instancia,  ñempre  que 
hubiere  motiro  justificado. 

.  «Atendido  el  objeto  que  se  ha  perseguido,  sarían 
motivos  justificados,  á  juicio  de  la  Comisión,  la  cir- 
cunstancia de  wr  el  mandatario  el  alx^do  de  la 
Muaa,  6  su  eMriIñente,  ¿  nn  deudo  inmediato  del 
fnandante. 


cCimformánd(»e  á  estas  ideas  se  acordó  mantener 
el  inciso  1."  de  este  artículo  y  completarlo  en  los 
términos  que  indicó  el  señor  Liia.» 

Para  comprender  en  todo  su  alcance  el  objeto  que 
perseguía  la  Comisión  con  e^tas  modificaciones  debe 
tenerse  presente  que  el  artículo  445  del  proyecto 
correspondía  literalmente  al  artículo  406  de  la  Ley 
Orgánica  relativo  á  ta  defensa  de  los  abogados.  Al 
discutirse  el  artículo  445  cel  señor  Yergiira,  dice  el 
acta,  hace  presente  que  son  de  todos  conocidos  los 
iuconvenientoa  y  perturbaciones  que  ocasiona  eu  la 
marcba  regular  de  las  causas,  la  intervención  de  los 
llamados  »gente$  judiciales.  Es,  en  su  concepto,  in- 
dispensable evitarlos  en  cuanto  sea  compatible  oou 
la  libertad  de  defensa  de  las  partes.  Podría,  al  efec- 
to, exigirse  que  en  los  lugares  donde  haya  más  de 
cinco  abogadox,  la  parte  que  no  se  defienda  por  sí 
mixma,  lo  haga  por  medio  de  nn  abogado  y  obligar 
á  estos  i  firmar  todos  sa-t  escritos.  No  sólo  se  evi- 
tarán de  eiíta  manera  las  intemperancias  á-il  len- 
guaje que  se  emplea  con  frecuencia  en  los  escritos, 
EÍno  que  los  abogados  estudiarán  mejor  las  cuestio- 
nes, si  deben  poner  en  ellos  su  firma. 

cKl  seiior  Yaldés  dice  que  no  será  difícil  eludir 
la  ley,  que  no  tendría  sancióa,  ya  que  las  partes  tie- 
nen derecho  de  defenderse  por  sí  mismas,  y  les  bas- 
taría decir  que  así  procedeu  para  excusar  la  firma 
del  abogado. 

«El  señor  Presidente  contesta  que,  si  se  impone 
al  abogado  la  obligación  de  firmar  los  escritos,  es  de 
SQ|>oner  que  la  cumpla  sin  necesidad  de  una  expresa 
sanción  de  la  l«y.  Con  el  mismo  propósito  que  per- 
sigue el  señor  Yergara,  insinúa  la  idea  de  autorisar 
al  juoK  para  prohibir  que  se  encomiende  la  defensa 
á  las  personan  qne  eHimo  prudente;  y  podría  ooto' 
carne  esta  facultad  al  tratarse  de  las  medidas  disei- 
plin;irias,  según  lo  indicó  el  señor  Ballesteros. 

«Sin  embargo,  se  prefirió  e<!tabiecer  que  sólo  los 
abogados  podrán  defender  á  otras  personas  ante  los 
jueces  de  letras  y  los  tribunales  superiores,  y  excep- 
tuar ánicameute  aquellos  lugares  en  qne  no  hulnere 
más  de  tres  abogados.  Con  e&te  objeto  se  modificó 
el  inciso  l.°  del  artículo  en  estudio,  como  sigue: 

«Akt.  455,  inc.  1.°  Sólo  los  abogados  podrán  ha- 
cer defensas  judiciales  por  otra  persona  ante  loa 
juzgados  de  letran  y  tribunales  superiores,  salvo 
aquellos  lugares  en  que  do  hubiere  más  de  tres  abo- 
gados.» 

uEn  vista  de  esta  acaerdo,  se  suprimió  eo  el  inci'- 
so  3.°  la  frase  «sin  embargo». 

cSe  aceptó,  además,  U  indioación  del  señor  Yerga- 
ra, qoe  exige  4  loa  abcgadoa  firmar  loi  eaoritot  y 
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SECUMOA  PARTE 


sinot,  de  Kramer  y  del  Defensor,  el  juzgado 
falló: 


Considerando: 

1'  Que  tanto  loa  interrogatorios  de  la  se- 
ñora Boussínot  como  las  deposiciones  de  sus 
testigos  son  vagas  é  indeterminadas  y  no  es- 
tablecen que  haya  sido  buena  la  conducta  de 
ella  después  de  la  muerte  de  su  yerno; 

2^  Que  el  sefior  Mebus  con  el  dicho  de  tes- 
tigos de  la  misma  señora  Boussinot  ha  justi- 
ficado que  en  casa  de  ésta  se  daba  malos  tra- 
tamientos &  los  menores  y  en  presencia  de 
ellos  les  denigraba  la  memoria  de  sii  padre; 

.'t'  Que  también  ha  probado  el  st-ñor  Me- 
bus que  la  señora  Iloussinot  es  de  mala  con- 
ducta notoria; 


4"  Que  el  aljuclo  paterno  de  los  menores  no 
reside  en  Chile. 

Por  estos  fundamentos  y  conforme  A  lo  dis- 
¡>uc8to  en  cl  artículo  4-97  números  C  y  8**  del 
Código  Civil,  se  d(>clara:  que  doña  Luisa  Bous* 
sinot  viuda  de  Fox  y  don  Otto  Kriimer  son 
incapaces  para  desempeñar  la  gunnla  de  los 
menores  Kr^mcr  y  Fox. 

Fjccutoriada  esta  resolución  tráiganse  los 
autos  para  designar  el  guardador  con  arreglo 
&  ñerccho.—Saldías, 

Apelada  esta  resolución  por  ambas  partes, 
la  Corte  de  Apelaciones  de  Valparaíso,  viendo 
la  causa  con  citación  de  don  Rugenio  Mebus 
por  Kriimer,  para  mejor  resolver  citó  á  varios 
de  Ion  testigos  que  habían  declarado  en  pri- 
mera instancia,  y  después  de  interrogados 
]iara  aclarar  sus  tlichos,  resolvió: 


reFoIvi^  c«>tisiiltartii  en  el  artículo  44G  (que  fijalaa 
obligaciones  de  Ioh  al>ogadoR),b 

GatA  diftcusiÓD  revela  clAramctite  quec)  |ii-opi'A¡to 
i  que  oliedpcít'i  la  redacción  del  urtículo  (-100  de 
la  ley  actual)  fa^  muy  diatiiito  del  que  implicaría 
nna  dern{;nci/>n  de  la  dÍRpopirj<'>ti  de  hi  lt>y  nctuiil:  y 
que  no  es  posible,  lógicnoieiite,  suponer  quK  el  mis- 
mo IegÍHlad>r  -que  haliía  querido  dojiir  niitplia  li- 
bertad para  la  tYpre»>eiitHCÍ*'-a  en  ambHS  itiRtauctaa, 
deir^udo  tácitamente  ul  artículo  400,  hubiern  en 
aeguida,  casi  siu  rohiciún  de  coniinuidad,  reaccio- 
nado en  iin  sentido  diametral  mentó  opneato. 

LlegnmoK  así  k  la  conclu8Í''in  de  que  la  doctrina  de 
la  Corte  Suprema  ea  errónea;  poro  cía  evidente  qne 
raiéntraa  no  se  promnlKara  el  nuevo  Códi^  Oi-gAni- 
co  de  Tribunales  tal  doctrina  habría  tenido  que 
reftpetarpey  ello  ha  dado  lugarA  la  ley  que  ncnba  de 
dictnrRe.  Se  lia  visto  así  entre  nosotros  la  acción  le- 
gívlntÍTa  ejercitada  con  premura  excepcional.  No 
estimamos  que  rea  i^nte  nn  procoHmiento  correcto. 
La  ley  tiene  en  si  sola  autoridad  suüoicnie  para  im- 
poner y  dominar  al  fin,  si-se  la  somete  al  entudio  y  & 
la  diocuftión  tranquila  y  meditad.i.  Las  Cortes  de 
Casación  de  los  paíftes  europeos  liiin  cambiado  miis 
de  una  vez  de  opinión,  sin  necesidad  de  la  interven- 
ción legialativa.  Si  la  acción  del  Congreso  Nacional 
hubiera  de  estar  haciéndose  sentir  en  cnda  caso  en 
que  lai  consecuencins  <\e  un  fallo  hubiprnn  de  afec- 
tar determinados  intereses,  se  perturbarla  la  admi- 
nistración de  justicia  y  se  afectaría,  hasta  cierto 
pnnto,  la  independencia  de  eríterio  con  qae  duben 
prooe<l«r  loa  tribunales. 

Este  es  el  inconveniente  que  encontramos  á  la  ¡«y 
A  qn«  noi  leftríiaoi,  que  no  tenía  en  reatidkd  mayor 


urffc-nc-ia  iIcHtlb  qi:o  (slú  pt  iidientt^  dn  l:i  nproKit  i/>ii 
del  Congreso  el  nuevo  t'ódigo  OtgHiiit^n  en  que  fe  da 
á  ente  apunto  radical  solución. 
He  aquí  la  ley: 

«Número  IGTii. — Santiago,  I  "  de  tH-pliembic  de 
1i)04.~P(ir  cuanto  el  Congreso  Nacional  ha  dado  su 
nprolkación  ul  ti^uitiute  pioyectu  de  ley: 

u  A HTicCLO  ÜNini.  Eq  \a  Curte  S.  prema  y  en  las 
Curlt'ii  de  Api'laciotit-a  ninguna  parto  podrá  compa- 
recer <-n  jnicio  sino  iiersiinnlmcnte  ó  representada 
p.T  un  procurador  del  nt'imero. 

aEl  litigante  declarad»  en  rebeldía  ai'ilo  podrá  Oum- 
parecer  ante  estoH  tribunales  represenlado  por  un 
procurador  d«l  número.» 

La  redactñóo  del  inciso  primero  de  esta  ley  está 
de  acaetdo  con  el  Hrtículo  400  de  In  I.ey  Orgánica: 
«en  la  Corte  Suprema  y  onla  Ci-rte  de  Apelacione«) 
dice  este  artic.ilo,  no  podrá  ninguna  pirte  presen 
tarse  en  juicio,  sino  fmr  »i  müma  ó  por  medio  de  un 
procurador  del  uúineroD,  Kn  el  fondo  la  expresión, 
cpor  sí  misma»  ea  lo  nii^moque,  «pcntODalmeutBV. 

l*or  lo  tanto,  la  ley  número  1676  teudrA  que  ser 
interpretada  como  lo  bu  sido  «1  citado  ürticulo  400 
de  la  Ley  Orgá-iíca  y  conforme  á  ella'podráu  compa- 
recer peritonal mente  por  sus  repreaentadua  los  repre- 
sentantes legales,  marido,  padre  de  fomilia^  tutor, 
curador,  síndicos,  y  funcionarios  que  iuvistan  la  re- 
presen tu  ci<'n  de  las  peisonas  jun'diras  de  derecho 
público.  Si  el  artículo  400  no  se  ha  prestado  á  dndaa 
en  este  seiiiidc,  no  puede  oí recerlaH  una  ley  que  re- 
produce, con  variación  de  redacción  insignificante,  la 
mii>raa  disposición  sobre  todo  sí  se  tiene  presente  su 
bis  Loria. 

Luis  Ciaho  Solar. 
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Valparaíso  Julio,  4de  1903.— Vistos:  Ri'pro- 
duciendo  la  pnrte  expositiva  t  el  último  con- 
siderando de  la  resolnción  de  primera  instan- 
cia, y  teniendo  presente:  que  ni  la  prueba  pro- 
ducida en  primera  instancia,  ní  las  diligencias 
mandadas  practicar  en  segunda,  para  mejor 
resolrer,  bastan  para  dar  por  establecido  que 
dona  Luisa  Boussinot  viuda  de  Fox  es  de  ma- 
la conducta  notoria;  con  arreglo  á  lo  dispues- 
to en  el  artículo  497,  núm.  8?  del  Código  Ci- 
vil, se  declara  que  la  expresada  setíora  Bous- 
sinot viuda  de  Fox  no  es  incapas  para  desem- 
peñar la  guarda  de  los  menores  Kramer  y 
Fox. 

Se  revoca  la  resolución  apelada  de  5  de 
marzo  último,  en  lo  contrarío  á  la  presente  y 
se  confirma  en  lo  demás.  Redactó  el  señorMí- 
nistro  Pineda.— Brau//o  Moreno.— Luis  Igna- 
cio Silva.— Pedro  iV.  Pineda.^B.  Alamos  G. 

Contra  está  sentencia  anunció  don  Eujc- 
nio  Mebus,  que  había  representado  á  Kramer 
ante  la  Corte,  recurso  de  casación  en  la  formo. 

Habiéndose  formado  incidente  sobre  la  rt- 
presentación  de  don  BnjenioMebns  para  liti- 
gar por  Kramer,  la  Corte  declaró  que  carecía 
de  poder  para  segunda  instancia,  y  pedida  re- 
vocatoria de  esta  providencia,  resolvió: 

Valparaíso,  julio  13  de  1903.— Teniendo 
presente  que  el  Código  de  Procedimiento  Civil 
no  ha  derogado  expresa  ni  tácitamente  el  ar- 
tículo 400  de  la  ley  Orgánica  de  Tribunales, 
no  ha  lugar  á  la  revocación  que  se  solicita. 

Y  teniendo  también  presente  lo  dispuesto  en 
el  artículo  233  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  no  ha  lugar  á  la  apelación  deducida  en 
subsidio.— Bran/ro  Moreno.— Luis  Ignacio  Sil- 
va.— Pedro  N.  Pineda.~B.  Alamos  G. 

El  procurador  don  Manuel  Melitón  Merino 
fomudizando  «itonces  el  recurso  á  nombre  de 
don  Clauss  Otto  George  Kramer,  expuso  que 
en  la  tramitación  del  juicio  se  han  violado  los 
disposidones  de  los  artículos  513  y  524  del 
Código  Civil:  1^  por  haberse  tramitado  la 
causa  como  un  simple  incidente  y  no  como  jui- 
cio especial;  2*^  por.no  haberse  seguido  la  ins- 
tancia con  el  respectivo  Defensor  de  Menores 
como  lo  prescribe  el  articulo  624  citado,  y  3^ 

1URIS, 


por  no  haber  sido  oído  siquiera  el  defensor, 
yaque  el  que  se  había  oído  al  principio  del  jui- 
cio como  Defensor  ad  hoc  cesó  en  este  cargo, 
después  de  anulado  por  la  Corte  de  Apelacio- 
nes todo  lo  obrado  desde  antes  de  nombrado 
dicho  Defensor,  quien  ha  continuado  dando 
vistas  sin  mandamiento. 

Dice  el  recurrente,  que  la  resolución  del 
asunto  es  de  lato  conocimiento  y  que  se  han 
violado  en  primera  instancia  los  artículos 
250,  251,  252  y  254  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  porque  se  ha  omitido  el  escrito 
de  demanda,  no  se  han  hecho  las  indicaciones 
que  determina  el  artículo  251,  ni  se  han  acOm< 
panado  los  documentos,  ni  se  ha  conferido 
traslado  para  contestar,  ni  se  ha  notificado  á 
su  mandante  Kramer  el  traslado  que  debió 
dictarse  en  la  demanda  sobre  su  incapacidad, 
por  lo  que  ni  aún  se  ha  trabado  la  litis  sobre 
este  punto. 

De  la  misma  manera  se  ha  violado  la  dispo- 
sición del  artículo  299,  por  no  haberse  comu- 
nicado traslado  de  la  demanda,  ni  ha  habido 
escritos  de  réplica  y  dúplica,  violando  a^  el 
artículo  301. 

Se  han  violado  también  las  disposiciones  de 
tos  artículos  433,  435  y  436  que  ordenan  se 
entreguen  los  autos  para  que  las  partes  pre- 
senten escritos  después  de  hecha  la  publicación 
de  probanzas  y  también  la  citación  para  sen- 
tencia. 

No  se  oyó  al  Defensor  de  Menores,  ya  que  el 
señor  Palacios  nombrado  defensor  md  hoc  no 
.  lo  era,  violando,  con  la  falta  de  audiencia  de 
este  funcionario,  lo  dispuesto  en  el  artículo  295 
número  5^  de  la  ley  Orgánica  de  Tribunales. 

Kn  segunda  instancia  se  ha  incurrido  en  los 
mismos  vicios  por  haberse  omitido  los  mismos 
trámites  establecidos  por  los  artículos  439  y 
440  del  Código  citado. 

Por  otra  parte,  habiéndose  declarado  que 
Mebtts  no  podía  representar  á  Kramer  ante  la 
Corte  de  Apelaciones,  todo  lo  actuado  en  estn 
instancia  ha  sido  ilegal  y,  por  consiguiente,  el 
fallo  resulta  pronunciado  en  rebeldía  del  últi- 
mo, violando  lo  dispuesto  en  el  artículo  224 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  que  esta- 
blece una  tramitación  especial  para  el  caso  que 
el  apelante  no  comparezca  á  seguir  el  juicio. 
Dado  lo  expuesto,  la  Corte  de  Apelaciones 
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no  ha  podido  resolver  sobre  la  incapacidad 
alegada  en  contra  de  Krámer,  y  al  hacerlo  vio- 
ló la  disposición  citada  dando  además  un  fallo 
ahra  petita  por  haber  expedido  una  sentencia 
sobre  un  asunto  que  no  estaba  sometido  ú  su 
resolución. 

Agrega  todavía  el  recurrente,  que  si  bien  es 
cierto  que  en  primera  instancia  se  habían  he- 
cho presentes  las  incapacidades,  y  se  mandó 
rendir  prueba,  era  sólo  con  el  objeto  de  que  los 
tribunales  pudieran  apreciar  cual  de  los  solici- 
tantes tenía  mejor  derecho  á  la  guarda,  pero 
en  ningún  caso  para  resolver  sobre  incapaci- 
dades que  apenas  fneron  insinuadas. 

Que  por  tal  motivo  se  encuentra  en  el  caso 
que  contempla  la  parte  final  del  artículo  946, 
puesque  sólo  al  imponersede  la  sentencia  pudo 
comprender  que  el  objeto  de  !a  prueba  que  se 
rindió  era  para  fallar  en  forma  breve  y  suma- 
ría sobre  las  incapacidades; 

Apoyado  en  las  disposiciones  legales  cita- 
das, pide  se  dé  lugar  al  recurso  de  casación  en 
la  forma  que  ha  anunciado,  para  lo  cual  lo  au- 
torizan las  disposiciones  contenidas  en  los  nú- 
meros 4,  5  y  9  del  artículo  941  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 

La  Corte: 

Considerando: 

Que  iniciadas  estas  gestiones  antes  de  que 
estuviera  vigente  el  Código  de  Procedimiento 
Civil,  debía  procederse  al  nombramiento  de 
guardador  legítimo,  cuando  no  tenía  lugar  la 
guarda  del  padre  ó  madre,  oyendo  á  los  parien- 
tes del  pupilo; 

Que  en  conformidad  á  este  precepto,  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  al  confirmar  el  auto  en  que 
se  abría  un  breve  término  de  prueba  para  jus< 
tificar  la  incapacidad  que  se  imputaba  á  la 
abuela  materna  doña  Luisa  Boussinot,  ordenó 
que  se  oyera  á  los  parientes  de  los  menores, 
en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
367  del  Código  Civil,  vigente  entonces  en  to- 
das sus  disposiciones; 

Que  citados  á  comparendo,  concurrieron  á 
él  los  parientes,  el  representante  de  la  señora 
Boussinot,  el  apoderado  de  Krámer  y  el  Defen- 
sor de  Menores,  quienes  alegaron  sobre  la 
prueba  con  que  se  trató  de  acreditar  la  inca- 
pacidad de  la  abuela,  á  nombre  de  la  cual  se 


expusieron  las  incapacidades  que  tenía  Krá- 
mer, según  consta  del  acta  qne  se  registra  en 

autos; 

Que  después  de  oídos  los  alegatos  de  las 
partes  y  citados  para  sentencia,  el  Juzgado 
pronuncióla  que  ha  sido  revocada  por  la  Cor- 
te, habiendo  hecho  comparecer  á  su  presencia 
á  los  testigos,  para  mejor  resolver; 

Que  cuando  se  trata  de  nombrar  curador  á 
un  menor  y  aún  cuando  se  susciten  cuestiones 
sobre  la  capacidad  de  las  personas  llamadas 
á  desempeñar  el  cargo,  no  es  menester  para 
resolver  las  cuestiones  que  se  originan  sujetar 
el  procedimiento  al  del  juicio  ordinario,  sino 
que,  por  el  contrario,  tanto  el  Código  Civil, 
como  el  Código  de  Procedimiento  Civil,  con- 
sideran estos  actos  como  no  contenciosos, 
para  resolverlos  breve  y  sumariamente; 

Que,  dados  estos  antecedentes,  no  son  apli- 
cables á  la  resolución  pronunciada  en  este 
asunto  las  disposiciones  de  los  artículos  51.3 
y  524  del  Código  Civil,  en  que  se  funda  el  re- 
curso, procedentes  cuando  se  trata  délas  inca- 
pacidades ó  excusas  alegadas  por  el  guarda- 
dor para  eximirse  de  desempeñar  el  cargo  y  no 
cuando  se  trata  de  nombrar  nn  guardador, 
como  en  el  caso  actual,  para  lo  cual  hay  dis- 
posiciones legales  distintas,  establecidas  en  el 
libro  IV,  título  7',  párrafo  1'  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  que  trata  de  los  actos 
judiciales  no  contenciosos; 

Que  en  la  hipótesis  de  que  no  se  hubieran  ob- 
servado algunos  trámites  legales,  omisión  qne 
no  se  nota  en  el  procedimiento,  no  podría  ser 
admitido  el  recurso  de  casación  en  la  forma 
por  no  haberse  reclamado  de  la  falta,  gernen- 
do  oportunamente  y  en  todos  sus  grados  los 
recursos  establecidos  por  la  ley,  como  lo  dis- 
pone el  artículo  946  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil; 

Que  el  apoderado  de  Kramer  no  entabló  re- 
curso de  casación  en  la  forma  al  ser  notificado 
del  fallo  de  primera  instancia,  mno  qne  se  li- 
mitó á  entablar  recurso  de  apelación; 

Que  no  es  admisible  á  este  respecto  la  expli- 
cación dada  por  el  apoderado  de  Kramer  de 
no  haber  reclamado  de  las  faltas  de  procedi- 
miento, porque  él  no  esperaba  que  el  Juzgado 
se  pronunciara  sobre  la  incapacidad  de  la  se- 
ñora Boussinot.  puesto  que  todo  el  procedí* 
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miento,  la  prueba  rendida  y  lo  alegado  en  el 
comparendo  en  que  fueron  oídos  los  interesa- 
dos está  demostrando  que  tenía  conocimiento 
y  había  tomado  parte  en  todos  los  trámites 
sobre  la  gestión  para  que  se  declarara  la  inca- 
pacidad de  dicha  señora^ 

Que  no  habiendo  sido  necesario  seguir  un 
juicio  ordinario  para  resolver  las  cuestiones 
que  se  originaron  para  fallar  cuál  guardador 
era  incapaz  de  desempeñar  el  cargo,  no  tienen 
aplicación  al  recurso  introducido,  las  dispou- 
ciones  en  que  se  establece  la  tramitación  del 
juicio  ordinario,  invocadas  en  este  recurso,, 
por  lo  que  no  han  podido  ser  violadas  al  pro- 
nunciarse la  sentencia  recurrida. 

Considerando,  con  respecto  á  la  causal  ale- 
gada de  no  haberse  oído  al  Defensor  de  Meno- 
res, puesto  que  el  que  ha  actuado  como  tal  no 
lo  era,  por  haber  sido  suspendido  por  auto  de 
la  Corte  de  Apelaciones  todo  lo  obrado  desde 
fs.  10,  que  en  este  auto  se  repuso  lo  obrado  al 
estado  de  resolver  lo  que  fuere  de  derecho  y 
previos  los  trámites  acerca  de  la  petición 
formulada  por  la  señora  Boussinot  en  el  es* 
críto  de  fs.  10,  que  era  el  punto  que  se  haUa 
dejado  sin  resolver  po:  el  juez. 

Que  los  actos  del  juicio  á  que  se  ha  referido 
el  &llo  de  la  Corte  de  Apelaciones  son  aque- 
llos en  que  se  pedía  la  citación  del  Cónsul  de 
Alemania,  la  facción  de  inventarío,  la  autori- 
zación para  vender  algunos  bienes  j  demás 
qne  tenían  relación  con  estas  peticiones,  y  de 
ninguna  manera  al  nombramientó  de  defen- 
sor ad  hoct  que  no  había  sido  reclamado. 

Que  bajados  los  autos  para  darcumplimieii- 
to  á  la  resolución  citada,  el  mismo  defensor 
ad  hoc  continuó  interviniendo  y  apoyándolas 
mismas  peticiones  d«l  apoderado  de  Krfimer, 
con  su  aceptación  y  sin  que  hubiera  hecho  re- 
clamación ninguna  al  respecto. 

Considerando  en  cuanto  al  fundamento  del 
recurso  por  no  haber  sido  citado  Krámer  para 
el  pronunciamiento  de  la  sentencia  de  segun- 
da instanda: 

Que  toda  persona  que  haya  de  comparecer 
en  juicio  á  su  propio  nombre  6  como  repre- 
sentante legal  de  otra,  podrá  hacerlo  por  sí  ó 
por  apoderado. 

Que  el  poder  para  litigar  se  entenderá  con- 


ferido para  todo  el  juicio  en  que  se  presente,  y 
aun  cuando  no  se  expresen  las  facultades  qne 
se  conceden,  autorizará  al  procurador  para 
tomar  parte,  del  mismo  modo  que  podría  ha- 
cerlo el  poderdante,  en  todos  los  trámites  c 
incidentes  del  juicio  y  en  todas  las  cuestiones 
que  por  vía  de  reconvención  se  promuevan, 
hasta  la  ejecución  completa  de  la  sentencia 
definitiva,  salvo  que  la  ley  exija  intervenáón 
personal  de  la  parte  misma,  circunstancia  que 
no  es  requerida  en  el  caso  presente. 

Que  todo  procurador  legalmente  consti- 
tuido conserva  su  carácter  de  tal  mientras  en 
el  proceso  no  haya  testimonio  de  la  expira- 
ción de  su  mandato,  según  lo  dispuesto  en  el 
artículo  1 1  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Que  la  palabra  "procurador"  en  juicio,  no 
sólo  comprende  al  procurador  del  número,  ofi- 
cial público  de  la  administración  de  justicia, 
sino  también  al  que  representa  á  otro  á  virtud 
de  un  mandato,  por  lo  cual  debe  considerarse 
don  Bagenio  Mebus  como  investido  de  este 
carácter  hasta  la  terminación  del  juicioy  cum- 
plimiento de  la  sentencia; 

Que  aún  cuando  quisiera  dársele  á  la  pres- 
cripción del  artículo  400  de  la  Ley  Orgánica 
de  Tribunales  el  alcance  de  una  prohibición 
absoluta,  esta  disposición  está  modificada  por 
lo  expuesto  en  los  considerandos  que  preceden, 
fundados  en  las  disposiciones  de  los  artículos 
5'  y  8' del  Código  de  Procedimiento  Civil; 

Que  por  tales  consideraciones  resulta  que 
Mebus,  apoderado  de  Kramer,  ha  sido  citado 
en  segunda  instancia  para  sentencia,  y  que 
carece  de  fundamento  la  causal  en  que  se'apo- 
ya  por  este  motivo  el  recurso. 

En  mérito  de  las  connderaáones  que  prece- 
den, de  las  cuales  resulta  que  no  se  han  viola- 
do las  disposiciones  legales  en  que  se  funda  el 
recurso  y  visto  lo  dispuesto  en  los  artículos 
946,  960  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  se  declara  sin  lugar,  con  costas, el  recur- 
so de  casación  en  la  forma  interpuesto.  Se 
aplica  al  Fisco  la  multa  consignada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Palma 
Guzmán.—  Gabriel  Gaete,^J<aé  AJfynao.—J. 
Gabriel  Palma  Guxmén.  —Leoncio  Rodrigue*. 
— Carlos  Varas, 
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Cíis.  CÍV.-24  fie  julio  de  1904 

Menctulcz  v.  tle  Salas  con  Fernández  v.  ilc 
Salas 

Seguro  tontino  de  vida.— Pólizas;  de- 
recho de  la  sociedad  conyugal  á  su 
valor;  derecho  de  loa  herederos. — 
Gondloión  suspensiva. -Primas. 

Doctrina;  —  Apareciendo  (Je  los  con- 
tratos  fie  scfi^uro  ion  tino  sobre  lu  vida 
que  el  valor  de  hs  respectivas  pólizas  só- 
io  puede  devengarse  en  el  caso  eventual 
de  que  el  nscgurndo  fallezca  dentro  de  un 
determinado  periodo  de  tiempo;  de  modo 
que  el  día  del  fallecimiento  puede  ó  no 
acontecer  dentro  de  esc  jKriodo  contrac- 
tual, lo  que  lo  hace  ''incierto  é  indetcrmi' 
nado";  tal  cláusula  importa  la  estipula- 
ción de  una  obligación  condicional  con 
arreglo  al  artículo  1473  del  CódigoCivil, 
Esta  condición  es  susj}ensiva  y  por  lo 
tanto  mientras  no  se  cumple  se  halla  en 
suspenso,  no  sólo  el  ejercicio,  sino  la  ad- 
quisición misma  del  derecho. 

Por  consiguiente  eí  valor  del  seguro 
contratado  en  estas  condiciones  por  el 
marído,  durante  la  sociedad  conyugal,  A 
favor  de  sus  herederos,  no  puede  conside- 
rarse devengado  durante  la  sociedad  ha- 
bida entre  él  y  su  mujer  sobreviviente, 
sino  en  el  momento  mismo  en  que  la  so- 
ciedad queda  disuelta  por  la  muerte  del 
cónvuge  asegurado;  y  la  sentencia  que 
declara  lo  contrario  infringe  los  artículos 
1473, 1479 y  1795  del  Código  Civil.  La 
sociedad  conyugal  tiene  derecho  ánica- 
mente  á  que  se  le  abonen  las  primas  ero- 
gadas para  el  mantenimiento  del  seguro 
y  los  intereses  devengados. 

Por  fallecimiento  de  don  Manuel  Salas  se 
organizó  cljuícto  de  partición  correspondiente 


entre  su  viuda  doña  Benedicta  Menéndez  y  sa 
madre  doña  I^nndra  Fernández. 

Los  bienes  consistían  en  el  valor  de  dos  pó- 
lizas de  seguro  sobre  la  vida  por  quinientas 
libras  esterlinas  cada  una. 

Entre  los  interesados  se  suscitó  la  cuestión 
de  saber  si  el  valor  de  estas  pólizas  debía 
formar  ó  no  parte  del  haber  de  la  sociedad 
conyugal;  y  reservada  esta  cuestión  para  de- 
finitiva el  compromisario  don  Carlos  £.  Alba 
1:1  resolvió  en  el  laudo  que  dictó  con  fecha  rt 
de  nhril  dt  1903  en  la  forma  siguiente: 

Considerando: 

1  Que  la  Bocieflad  conyugal  termina  por  la 
dtiolución  del  matrimonio  y  éste  se  disuelve 
p  jr  la  muerte  de  uno  de  los  cónyuges  ó  por  la 
declaración  de  nulidad  pronunciada  por  anto- 
riilad  competente; 

2^  Que  el  importe  del  seguro  materia  de  este 
juicio  existió  y  se  hizo  exigible  después  del  fa- 
llecimiento del  asegurado,  dada  la  forma  en 
que  se  pactó  el  contrato; 

3"  Que  el  haber  de  la  sociedad  conyugal  se 
compone  de  bienes  que  se  adquieren,  aportan 
ó  devengan  durante  el  matrimonio  en  la  for- 
ma y  condiciones  expresamente  determinadas 
por  las  leyes; 

4^  Que,  en  consecnencia,  la  sociedad  conyu- 
gal habida  entre  don  Manuel  Salas  y  doña 
Benedicta  Menéndez  no  pudo  adquirir  el  valor 
de  las  pólizas  contratadas  por  el  señor  Salas 
y  devengadas  á  la  expiración  de  la  sociedad 
conyugal  y  con  ocasión  del  fallecimiento  de 
aquel; 

59  Que  la  sociedad  conyugal  tiene  derecho 
á  que  se  le  abonen  las  expensas  invertidas  en 
el  pago  de  primas  erogadas  para  el  manteni- 
miento del  seguro  y  los  intereses  devengados. 

Por  estas  consideraciones  y  conforme  á  lo 
dispuesto  en  los  artículos  1764>,  1725  del  Có- 
digo Civil  y  artículo  37  de  la  ley  de  10  de  ene* 
ro  de  1884; 

Se  declara: 

1^  Que  no  forma  parte  del  haber  de  la  so- 
ciedad conyugal  el  valor  de  los  seguros  mate- 
ria del  presente  juicio; 

2**  Que  debe  deducirse  de  dicho  seguro  el 
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valor  de  las  primas  abonadas,  con  los  intere- 
ses legales. 

Apelada  esta  resolución  la  Corte  de  Tacna 
resolvió  con  fecha  18  de  junio  de  1903: 

Considerando: 
1^  Que  aparece  de  autos  que  los  seguros  c!e 
que  se  trata  son  de  los  llamados  tontinos,  sr- 
jetos  al  pago  de  una  prima  fíja  y  periódica  y 
no  estando  los  seguros  de  esta  clase  regidc  s 
por  disposiciones  especiales  del  Código  de  C(  - 
mercio,  las  cuestiones  que  sobre  ellos  se  susci- 
ten <lebcn  resolverse  conforme  á  las  reglas  ge- 
nerales sobre  los  contratos  contenidos  cu 
nuestra  legislación  civil  y  á  los  principios  fun- 
damentales de  derecho  que  mandan  respetar 
en  las  transacciones  la  lilwrtad  de  las  conven- 
ciones, la  intención  de  las  partes  y  la  natura- 
leza y  antecedentes  del  contrato; 

2*  Que  habiéndose  pactado  los  seguros  du- 
rante la  vigencia  de  ta  sociedad  conyugal,  la 
cuestión  se  reduce  á  averiguar  si  la  8ociedn<l 
tenía  derecho  adquirido  al  capital  que  dichos 
seguros  importan; 

3'  yue,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  1 725 
del  Código  Civil,  el  haber  de  la  sociedad  con- 
yugal se  compone,  entre  otras  cosas,  de  todos 
los  frutos,  réditos,  pensiones,  intereses  y  lu- 
cros de  cualquiera  naturaleza,  que  provengan 
sea  de  los  bienes  sociales,  sea  de  los  bienes  pro- 
pios de  cada  uno  de  los  cónyuges  y  que  se  tic- 
venguen  durante  el  matrimonio; 

4'  (jue  cualquiera  que  sea  la  manera  ('e 
apreciar  la  naturaleza  jurídica  del  contrato 
<Ieseguro  de  vida  á  prima  fija  v periódica,  puc" 
de  darse  por  establecido,  con  arreglo  á  los  prin- 
cipios generales  de  derecho,  que  el  asegurado 
que  ha  cumplido  con  las  obligaciones  que  se 
impuso  de  pagar  en  los  plazos  convenidos  las 
primas  extipuladas,  tiene  derecho  perfecto 
para  obligar  al  asegurador  al  pago  del  valor 
del  seguro  cuando  llegue  el  día  fíjado  de  ht 
muerte  de  aquél,  de  tal  manera  que  la  obliga- 
ción del  asegurador  no  nace  con  la  muerte  del 
asegurado  sino  que  existía  de  antemano  y  era 
de  las  que  la  ley  denomina  á  día  cierto  é  inde- 
terminado; 

5^  Que  la  existencia  de  este  derecho  se  co- 
rrobora con  el  hecho  de  que  una  póliza  tiene 
étt  el  mercado  un  valor  efectivo  correspondien- 


te al  valor  del  seguro,  al  de  las  primas  paga- 
das, á  la  responsabilidad  del  asegurador  y  á 
las  demás  circunstancias  del  contrato,  de  tal 
manera  que  el  asegurado  puede  legítimamen- 
te considerar  incorporado  á  su  hat}er  el  valor 
que  ese  derecho  representa,  disponer  de  él  por 
testamento,  acto  que  no  es  en  sustancia  más 
que  la  emanación  del  derecho  de  propiedad  y 
aún  en  vida  dar  en  prenda  In  póliza,  enajenar 
los  derechos  que  ella  le  confiere  y  hacer  con 
ella  cualquiera  otra  negociación; 

6^  Que  fijados  de  esta  manera  los  derechos 
y  obligaciones  recíprocos  del  ascguradory  ase- 
gurado, jjuedc  igualmente  darse  pur  estable- 
cido que  la  sociedad  conyugal,  de  la  que  es 
administrador  el  marido,  tiene  derecho  adqui- 
rido al  valor  del  seguro  contratado  durante 
su  vigencia,  ya  que  ese  valor  cscl  resultado  de 
un  negocio  suyo  y  ha  sido  costeado  con  su  di- 
nero; 

7''  Que  no  obsta  á  la  conclusión  anterior  la 
circunstancia  de  no  poderse  hacer  efectivo  ese 
derecho  sino  ilesjiués  de  la  disolucióu  de  la  so- 
ciedad conyugal,  porque  la  muerte  del  asegu- 
rado ^»  un  hecho  {pie  debe  necesariamente 
suceder  v,  por  consiguiente,  la  obligación  del 
asegurador  no  depende  de  una  comlicíón  que 
puede  verificarse  ó  no,sínoquccünstUuye  una 
obligación  actual  y  perfecta  sujeta  sólo  á  la 
tU'gada  de  un  día  cierto  aunque  indetermi- 
nado; 

8"  Que  todavía  se  roljiistecccstaeonelusión 
consiilerando  al  asegurado  libre  .ya  de  toda 
obligación  por  su  parte,  por  halwr  expirado 
el  período  de  acumulación  y  teniendo  en  su  po- 
der lo  ([uc  en  los  contratos  de  seguros  se  lla- 
ma una  póliza  saldada,  en  cuyo  caso  se  ve  con 
toda  evidencia  (pie  jx-síi  sobre  el  asegurador 
una  obligación  actual  y  perfecta,  sujeta  sólo 
á  la  llegada  de  cierto  día,  dedncicndosc  de 
aquí  que  la  situación  jurídica  del  asegurador 
y  ascgnra<lo  es  la  de  acreedor  y  deudor  en  la 
que  puede  el  segundo  exigir  al  primero  todas 
las  medidas  conservativas  que  procedan  áñn 
de  asegurar  el  pago  de  su  crédito; 

9^  Que  aún  considerando  In  obligación  del 
asegurador  como  obligación  á  plazo,  que  sólo 
hubiera  podido  hacerse  efectiva  después  de  la 
disolución  de  la  sociedad  conyugal,  no  por  eso 
habria  dejado  de  existir  durante  la  vigencia 
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de  la  sociedad  y  constituir  ana  obligación  ac* 
tual  j  perfecta  desde  que  se  contrajo  y  la  socie- 
dad considerar  legítimamente  incorporado  á 
su  haber  el  valor  del  seguro; 

10.  Que  perteneciendo  en  geueral  á  toda  so- 
ciedad en  liquidación  los  lucros  provenientes 
de  operaciones  sociales,  aunqae  se  perciban 
después  de  haber  llegado  la  sociedad  á  su  tér- 
mino, ybabiéndose  pactado  los  seguros  de  que 
se  trata  durante  la  vigencia  de  la  sociedad 
conyugal  habida  entre  don  Manuel  Salas  y 
doña  Benedicta  Meuéndez,  no  importa  para 
los  derechos  de  la  sociedad  el  hecho  de  haberse 
convenido  expresamente  que  el  valor  de  los 
seguros  hubiera  de  percibirse  después  de  su  di- 
solución; 

11.  Qat  la  cláusula  consignada  en  el  contra- 
to de  seguros  de  que  el  valor  de  éstos  es  á  fa- 
vor de  los  herederos  del  asegurado,  debe  en- 
tenderse sóloen  la  parte  que  ádichos  herederos 
corresponde,  porque  representando  los  here- 
deros la  propia  persona  del  asegurado  y  no 
siendo  terceros  á  su  respecto,  el  asegurado, 
administrador  de  la  sociedad  conyugal,  habría 
hecho  un  negocio  en  su  propio  provecho  y  con 
los  dineros  de  ésta,  lo  que  es  abiertamente 
contradictorio  á  los  principios  establecidos  en 
el  título  22  del  Ubro  4^  del  Código  Civil; 

12.  Qué,  en  consecuencia,  los  herederos  de 
don  Manuel  Salas  tienen  sólo  derecho  ála  par- 
te que  en  el  valor  del  seguro  correspondía  á 
este  último  6  sea  á  la  mitad. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
22,  989,  1080,  1081  y  U93  del  Código  Civil 
y  artículo  568  del  Código  de  Comercio,  se  re- 
voca la  primera  parte  apelada  de  la  sentencia 
de  3  de  abril  último,  se  declara  que  forma 
parte  del  haber  de  la  sociedad  conyugal  habi- 
da entre  don  Manuel  Salas  y  dona  Benedicta 
Menéndez  el  valor  de  las  pólizas  de  seguros  A 
que  se  ha  hecho  referencia. 

Se  confirma  la  referida  sentencia  en  la  parte 
relativa  á  la  regulación  que  el  partidor  hace 
de  su  honorario,  entendiéndose  que  éste  es  el 
que  corresponde  al  compromisario  por  todo  el 
juicio  de  partición. 

Acordada  con  el  voto  unánime  del  Tribunal, 
menos  en  la  parte  referente  al  honorario  del 
partidor,  respecto  de  lo  cual  el  presidente  se- 
fior  Barros  opinó  por  la  suspensión  de  efectos 


de  la  resolución  apelada  y  que  se  reservara  In 
cuestión  sobre  dicho  honorario  para  después 
de  terminada  la  partición. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Cisternas 
Peña.— B.  Barros  Aníbal  Palacios.— E.  Cis- 
ternas Peña  P.  Roberto  Vega. 

Contra  esta  resolurión  de  alzada  dedujo  el 
recurso  de  casación  en  el  fondo,  doña  Leandra 
Fernández,  en  su  carácter  de  madre  y  here- 
dera del  difunto.  Formalizándolo  expone: 

Que  la  Corte  ha  infringido  el  inciso  2^  del 
artículo  9«U  y  los  artículos  1479  y  1725  del 
Código  Ctvtl,  al  conuderar  que  el  derecho  al 
valor  del  seguro  se  perfecciona  durante  la 
vida  del  asegurado,  y  que  por  lo  tanto,  se  ad- 
quirió y  devengó  durante  la  existencia  de  la 
sociedad  conyugal  de  que  se  trata;  considera- 
ción que  ha  influido  necesariamente  en  lo  dis- 
positivo de  la  sentencia  recurrida,  en  la  cual 
se  declara  que  las  dos  pólizas  de  seguro  sobre 
la  vida  de  Salas,  forman  parte  del  haber  de  la 
expresada  sociedad. 

Se  agrega  como  fhndamettto  del  recurso*  lo 
que  sigue: 

"En  esos  contratos,  se  estipula  que  ñ  el  ase- 
gurado paga  sus  primas  en  los  días  conveni- 
dos y  fallece  dentro  del  plazo  señalado  parala 
duración  del  contrato,  el  os^rador  pagará 
el  valor  del  seguro. 

"Según  esto,  es  necesario  el  pago  regular  de 
las  primas  y  la  muerte  del  asegurado  dentro 
de  un  plazo  dado  para  que  haya  el  derecho  de 
cobrar  el  valor  del  seguro. 

"Esta  segunda  estipulación  del  contrAto  es 
una  verdadera  condición  suspensiva,  que,  por 
lo  tanto,  puede  ó  nó  realizarse  y  que  suspen- 
de la  adquisición  de  derecho  sobre  el  valor  del 
seguro. 

"Bn  el  pago  de  las  primas  el  aseguradosólo 
tiene  meras  expectativas  que  se  convierten  en 
derecho  perfecto,  únicamente  cuando  la  con- 
dición suspensiva  se  realiza;  esto  es,  cuando 
el  asegurado  muere  dentro  del  plazo  fijado. 

"Y  tan  cierto  es  lo  que  digo,  que  si  el  asegu- 
rado sobrevive  á  dicho  plazo,  no  adquiere  de- 
recho alguno  sobre  el  valor  del  seguro. 

"En  este  caso,  se  le  conceden  derechos  que 
tienen  por  base  el  importe  de  las  primas  pa- 
gadas. El  asegurador  entrega  tan  sólo  parte 
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de  esas  primas,  ya  en  efectivo,  ya  en  una  póli- 
za soldada,  ya  en  una  renta  vitalicia. 

"El  valor  del  seguro  queda  perdido  para  el 
asegurado  por  no  haberse  realizado  la  condi- 
ción suspensiva,  y  así  tiene  que  ser  para  que 
el  contrato  de  seguro  sobre  la  vida  tenga  el 
carácter  aleatorio  que  es  condición  esencial  en 
esta  clase  de  contratos. 

"Tenemos,  pues,  que  en  estos  contratos  de 
segaros  sobre  ta  vida,  las  primas  que  paga  la 
sociedad  conyugal  sólo  hacen  adquirir  dere- 
cho perfecto  á  la  liquidación  de  la  póliza,  es 
decir,  á  la  devoluáón  de  parte  de  lo  pagado. 

"El  derecho  &  la  suma  as^;urada  sólo  se 
adquiere  cuando  se  realiza  la  condición  sus- 
pensiva, esto  es,  cuando  el  asegurado  muere 
dentro  del  plazo  que  se  iijóf  pero  como  enton- 
ces ya  no  existe  la  sociedad  conyugal,  es  in- 
cuestionable que  ésta  no  puede  adquirir  un 
derecho  que  sólo  nace  cuando  ella  ha  desapa- 
recido." 

£1  señor  Ministro  ponente  dió  su  opinión 
en  estos  términos: 

"Consta  de  los  antecedentes,  sin  contradic- 
ción de  parte,  que  en  las  pólizas  contratadas 
por  don  Manuel  Salas  en  las  Compañías  de 
Seguros  la  Equitativa  y  la  New-York  se  esti- 
pula, que  el  seguro  es  á  favor  de  los  herederos 
de  don  Manuel  Salas  si  falleciere  antes  de  ex- 
pirado el  plazo  del  contrato. 

"La  primera  cuestión  que  se  presenta,  en 
consecuencia,  es  saber  si  el  marido  ha  podido 
celebrar  un  contrato  de  seguro  pagando  las 
primas  con  bienes  sociales  en  favor  de  perso- 
nas distintas  de  las  que  forman  la  sociedad 
conyugal;  y  segunda,  si  estipulada  en  esta  for- 
ma y  acaecida  la  muerte  del  asegurado,  la  so- 
ciedad conyugal  tiene  derecho  para  hacer  su- 
yo el  valor  del  seguro. 

''Respecto  de  la  primera  cuestión,  no  puede 
vacilarse  en  afirmar  que  el  marido,  como  jefe 
de  la  sociedad  conyugal  administra  libremen- 
te los  bienes  de  la  sociedad  conyugal  y  los 
de  su  mujer:  sujeto  sin  embargo  á  las  obliga- 
ciones que  el  título  XXII  del  libro  IV  del  Có- 
digo Civil  le  imponen,  y  á  las  que  haya  con' 
traído  por  las  capitulaciones  matrimoniales 
(art.  1749  del  Cód.  Civ.) 

"En  los  contratos  qne  celebre  haciendo  uso 
de  estas  facultades,  puede  convenir  en  estipu- 


laciones  que  redunden  en  beneficio  de  terceros, 
sin  que  por  esto  puedan  dejarse  sin  valor  los 
contratos  válidamente  celebrados.  Si  la  mu< 
jer  se  considera  {lerjudicada  por  la  errada  ó 
fraudulenta  administración  del  marido,  la  ley 
pone  á  su  alcance  medios  legales  para  hacer 
terminar  esa  mata  administración,  sin  que 
por  eso  queden  anulados  y  sin  valor  los  con- 
tratos válidamente  celebrados. 

"En  oposición  á  esta  manera  de  pensar,  pue- 
de decirse,  que,  siendo  el  valor  del  seguro  á 
favor  de  los  herederos  del  asegurado,  sólo 
tiene  valor  en  la  parte  que  á  dichos  herederos 
corresponde,  porque  represeutarfdo  los  here- 
deros la  propia  persona  del  asegurado  y  no 
siendo  cl  asegurado  tercero  respecto  de  los 
herederos,  habría  hecho  un  negocio  en  su  pro- 
pio provecho  con  dineros  de  la  sociedad  con- 
yugal, lo  que  es  contrarío  á  las  reglas  que  ri- 
gen la  sociedad  conyugal. 

"Pero  tal  observación  no  tiene  valor  si  se 
toma  en  cuenta  la  disposición  del  artículo 
1749  del  Código  Civil  que  autoriza  al  mando 
para  administrar  con  toda  libertad  los  bienes 
de  la  sociedad  conyugal. 

"Tampoco  puede  estimarse  que  por  ser  los 
herederos  continuadores  en  la  propiedad  de 
los  bienes  del  asegurado  fallecido,  deben  con- 
siderarse estos  como  la  propia  persona  del 
que  contrató  el  seguro,  para  decidir  de  ahí, 
como  lo  deduce  la  sentenda  recurrídaf  que  ha 
contratado  en  beneficio  propio,  y  con  peijuicio 
de  la  sociedad  conyugal,  con  bienes  de  esta 
misma?8ociedad . 

"Las  estipulaciones  contenidas  en  el  contra- 
to de  seguro  tienen  toda  la  fuerza  de  un  contra- 
to válidamente  celebrado,  y  ta  resolución  ju- 
dicial que  se  pronuncie  debe  ser,  á  juicio  del 
que  suscribe,  respetando  lo  estipulado  eu  él. 

"En  caso  de  que  V.  E.  estimara  arreglada  á 
derecho  esta  manera  de  pensar,  la  resolución 
de  la  segunda  proposición  no  ofrecería  dificul- 
tad. Considerando  válida  la  estipulación,  la 
cantidad  asegurada  no  pasará  al  dominio  de 
la  sociedad  conyugal,  sino  que  corresponderá 
á  aquéllos  que  han  sido  favorecidos  por  el 
contrato  de  seguro  con  las  limitaciones  le- 
gales. 

"La  sentencia  de  laCorte  de  Apelaciones  de 
Tacna,  estimando  que  la  cantidad  asegurada 
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pertenece  á  la  sociedad  conyugal  habida  en- 
tre don  Manuel  Salas  j  doña  Benedicta  Me- 
néndez,  ha  revocado  la  sentencia  de  primera 
instancia,  y  declarado  que  la  cantidad  ase- 
gurada pertenece  á  dicha  sociedad. 

"Al  resolverse  de  esta  manera  se  ha  dado  al 
artículo  1725  del  Código  Civil  una  interpre 
tación  que  no  se  deduce  ni  de  la  ktra,  ni  del 
espíritu  de  sus  disposiciones.  En  ese  artículo 
se  expresa  de  una  manera  taxativa  cuales  son 
los  bienes  que  componen  la  sociedad  conyu- 
gal, y  en  ninguno  de  ellos  se  establece  que 
forman  parte  de  la  sociedad  los  que  se  han 
producido  después  de  la  disolución  del  matri- 
monio. 

"El  número  2'  de  este  artículo  que  es  el  que 
resuelve  la  cuestión  actual,  establece  que  la 
sociedad  se  compone  de  todos  los  frutos,  ré- 
ditos, pensiones,  intereses  y  lucros  de  cual- 
quiera naturaleza,  que  provengan,  sea  de  los 
biened  sociales,  sea  de  los  bienes  propios  de 
cada  uno  de  los  cónyuges,  y  que  se  devenguen 
durante  el  matrimonio. 

"Como  se  ve,  es  condición  indispensable  que 
se  devenguen  durante  el  matrimonio,  circuns- 
tancia que  no  se  verifica  en  el  caso  actual. 

"El  caso  de  excepción  establecido  en  el  ar- 
tículo 1737»  en  que  se  reputan  adquiridos  du- 
rante la  sociedad  los  bienes  que  durante  ella 
debieron  adquirirse  por  uno  de  los  cónyuges, 
y  que  de  hecho  no  se  se  adquirieron  sino  des- 
pués de  disuelta  la  sociedad,  por  no  haberse 
tenido  noticia  de  ellos  ó  por  haberse  emba- 
razado injustamente  su  adquisición  S  goce 
está  manifestando  de  una  manera  evidente 
que  el  valor  del  seguro  no  pertenece  á  la  so- 
ciedad conyugal. 

"Al  pronunciar  su  resolución,  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Tacna  ha  infringido  las  dispo- 
siciones del  artículo  1725  del  Código  Civil, 
dándole  una  aplicación  contraría  á  sus  pre- 
ceptos, habiendo  esta  infracción  influido  en  lo 
dispositivo  de  la  sentencia. 

"Estos  fundamentos  han  decidido  al  que 
suscribe  á  opinar  porque  se  dé  lugar  al  leair- 
so  de  casación  en  el  fondo,  en  conformidad  á 
lo  dispuesto  por  los  artículos  1725  delCódij^o 
Civil  y  958  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, invalidando  la  sentencia  de  18  de  junio  de 
1903. 


"En  caso  que^V.  E.  acepte  esta  opinión  será 
llegado  el  caso  de  que  el  Excmo.  Tribunal  dic* 
te  la  sentencia  que  estime  de  derecho.  Santía* 
go,  4  de  abril  de  1904."— J.  Gabriel  Palma 
Guzmán. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 
1^  Que  en  la  sentencia  recurrida  se  consig- 
nan sustancialmente  los  siguientes  conceptos 
jurídicos: 

a)  El  seguro  denominado  tontino  A  prima 
fija  y  periódica,  aunque  su  valor  no  paeda 
exigirse  sino  desde  el  día  que  acontece  la  muer- 
te del  asegurado,  no  importa  la  estipaladón 
de  una  obligación  condicional; 

h)  El  derecho  correlativo  de  esa  oblig'ación 
es  un  verdadero  derecho  adquirido  y  perfecto, 
aun  desde  antes  de  verificarse  cl  fallecimíenfo 
del  asegurado;  y  si  bien  sólo  puede  hacerse 
efectivo  con  la  llegada  del  día  de  la  muerte,  tal 
circunstancia  no  importa  la  existencia  de  unn 
condición  suspensiva  de  la  cual  pende  el  naci- 
miento del  derecho,  «no  el  mero  aplazamioito 
del  pago  de  la  oblígarión; 

c)  El  valor  de  las  pólizas  de  seguros  contra- 
tadas sobre  su  vida  por  don  Manuel  Salas  á 
favor  de  sus  herederos,  fué  devengado  duran- 
te la  sociedad  conyugal  habida  con  su  cónyu- 
ge sobreviviente  doña  Benedicta  Mcnéndez;  y 

d)  Devengado  ese  valor  durante  la  socie- 
dad conyugal,  forma  parte  del  haber  social 
con  arreglo  al  artículo  1725  del  Código  Civil, 
y  los  herederos  del  asegurado  sólo  tienen  dere- 
cho en  la  proporción  á  que  son  llamados  por 
la  ley,  á  la  parte  de  ese  valor  que  pertenezca  á 
la  herencia  del  difunto; 

2^  Que  aparece  de  los  contratos  de  seguro 
que  han  servido  de  fundamento  á  las  conclu- 
siones anteriores,  que  el  valor  de  las  pólizas 
respectivas  sólo  podía  devengarse  en  el  caso 
eventual  de  que  el  asegurado  falleciese  dentro 
de  un  período  de  tiempo  determinado;  y  de  es- 
tasuerte  es  evidente  que  el  día  de  dicho falleci* 
miento  era  "incierto  é  indeterminado"  porque 
pudo  ó  no  acontecer  dentro  de  esc  periodo 
contractual; 

3^  Que  el  día  del  fallecimiento  del  asegara- 
do  en  el  evento  que  se  contempla,  ha  impor 
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tado  la  estipalación  de  una  obligación  condi- 
cional, con  arreglo  &  lo  que  preceptúa  el  nr- 
tfcnlo  1473  del  Código  Civil  que  dice:  "Es 
obligación  condicional  la  que  depende  de  una 
condición,  esto  es,  de  un  acontecimiento  futu- 
ro que  puede  suceder  6  no";  y  &  los  artículos 
1070, 1083  y  1085,  aplicables  á  las  obligacio- 
nes generales,  segán  lo  prescribe  el  artículo 
1493;  los  cuales  dicen  que  el  día  "incierto  é 
indeterminado  es  siempre  una  verdadera  con- 
dición", sea  para  poner  término  á  un  derecho, 
ó  sea  para  su  mera  adquisición;  agregando  el 
1085  qtie  aún  el  día  "cierto  é  indeterminado", 
es  condicional  para  el  adquirente  en  ciertos 
casos; 

4-^  Que  siendo  condicional  la  adquisición 
del  derecho  de  que  se  trata,  la  condición  es  de 
aquellas  que  el  artículo  1479  denomina  stis- 
pensivas;  jpor  lo  tanto,  "mientras  no  se  cum- 
ple se  halla  en  suspenso,  no  sólo  el  ejercit.-io, 
sino  la  adquisición  misma  del  derecho"; 

5^  Que  de  lo  expuesto  resalta  que  los  con- 
ceptos á  que  se  refiere  el  considerando  l^de 
esta  sentencia,  emitidos  por  la  Corte  de  Tac- 
na en  la  sentencia  recurrida,  son  contrarios  á 
los  preceptos  legales  que  acaban  de  citarse  y 
en  especial  á  los  artículos  1479  y  1725  del 
Código  Civil,  en  cuyas  infracciones  se  funda  el 
recurso  de  casación,  porque  el  derecho  al  va- 
lor de  las  pólizas  no  se  devengó  durante  la 
sociedad  conyugal  habida  entre  don  Manuel 
Salas  y  su  cónyuge  sobreviviente  doña  Bene- 
dicta Menéndez,  sino  en  el  momento  mismo 
en  que  se  disolvió  dicha  sociedad  por  la  muer- 
te de  uno  de  los  socios; 

6^  Y  que  la  infracción  de  ambas  disposi- 
ciones legales  han  influido  sustancialmente  en 
lo  dispositivo  de  la  sentencia  en  cuanto  decla- 
ra que  el  valor  de  las  pólizas  contratadas, 
pertenece  á  la  expresada  sociedad. 

Vistos  los  artículos  940  y  979  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  se  invalida  la  senten- 
cia recurrida,  de  18  de  jumo  de  1903,  por  in- 
fracción de  los  artículos  1479  y  1725  del  Có- 
digo Civil.  Devuélvase  á  la  parte  recurrente 
la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia.— 
Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Varas  quién  opinó  por  no  dar  lugar  al  recur- 
so á  virtud  de  los  fundamentos  que  consigna 

lUKIS. 


en  el  libro  respectivo,— GabnW  Gaete.—José 
AHbaso.— Leopoldo  Urrutia.— Galrarino  Ga- 
llardo. — V.  Aguirre  Vargas. —Carlos  Varas.—' 
E.  Fóster  Recabarren. 
Y  pronunciándose  en  la  causa  falló: 

Vistos  en  mérito  de  lo  resuelto  por  la  sen- 
tencia que  precede  y  de  lo  que  prescribe  el 
artículo  958  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil; se  confirma  en  la  parte  apelada  el  Laudo 
arbitral  de  3  de  abril  de  1903,  con  costas  del 
recurso;  entendiéndose  que  el  honorario  que 
fija  el  compromisario  corresponde  á  todo  el 
juicio  de  partición. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia.— 
Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Varas  quién  opinó  por  la  revocación  de  la 
sentencia  de  1*  instancia  y  por  declarar  que 
d  seguro  corresponde  á  la  sociedad  conyugal 
de  que  se  trata,  por  los  fundamentos  que 
consigna  en  el  libro  de  acuerdos.— Gafe We/  Gae- 
tc.—José  Alfonso  Leopoldo  Urrutia — Gal- 
va  riño  Gitlíardo.—V.  Aguirre  Várgas.—Carlos 
Varas. — E.  Fóster  Recabarren. 

VOTO  ESPECIAL 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  inter- 
puesto contra  la  sentencia  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones de  Tacna,  expedida  en  el  juicio  de 
partición  de  los  bienes  quedados  por  falleci- 
miento de  don  Manuel  Salas,  el  que  suscribe 
ha  opinado  que  se  rehace  dicho  recurso;  y  ha- 
biendo el  tribunal  dado  lugar  á  él,  ha  sido 
también  de  parecer  que  se  revoque  la  senten- 
cia de  primera  instancia,  declarándose  que  el 
valor  de  dos  pólizas  de  seguro  sobre  la  vida, 
contratadas  durante  la  sociedad  conyugal  que 
existió  entre  don  Manuel  Salas  y  doña  Bene- 
dicta Menéndez  forman  parte  del  haber  de 
dicha  sociedad. 

Don  Manuel  Salas,  durante  su  matrimonio, 
contrató  dos  seguros  sobre  la  vida  á  ñivor  de 
sus  herederos.  Muerto  el  asegurado,  se  ha  pro- 
movido en  el  juicio  de  partición  de  sus  bienes 
cuestión  sobre  si  el  valor  de  esos  seguros  co- 
rresponde á  la  sociedad  conyugal,  ó  exclusiva- 
mente á  los  herederos  de  Salas.  En  el  fallo  de 
primera  instancia  se  resolvió  que  el  valor  de 
loa  sei^ros  pertenecen  á  la  sucesión  del  mari- 
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do,  y  en  el  de  segunda  tjue  eorrespundía  á  la 
sociedad  conyugal. 

Los  fundamentos  de  esta  última  sentencia, 
de  la  cual  se  recurre,  establecen  la  doctrina 
que  el  seguro  sobre  la  vida  es  un  contrato  á 
día,  y  no  condicional;  y  el  tribunal  de  casa- 
ción estimando  infringidos  los  artículos  1479 
y  1723  del  Código  Civil,  la  ha  invalidado. 

Bn  mi  concepto,  es  errónea  la  teoría  susten- 
tada por  la  sentencia  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes de  Tacna  en  los  motivos  ó  fundamentos 
de  su  fallo,  en  los  cuales  hace  una  falsa  apre- 
ciación jurídica  del  carácter  de  la  obligación 
que  el  asegurador  contrajo,  al  estimarla  como 
obligación  de  día  ciertoé  indeterminado  cuan- 
do ella  es  condicional.  SÍ  es  verdad  que,  en  ge- 
neral, la  muerte  de  una  persona,  evento  de 
que  penda  una  obligación,  es  día  cierto  pero 
indeterminado,  ese  acontecimiento  pasa  á  ser 
una  condición  si  el  fallecimiento  debe  ocurrir 
dentro  de  un  plazo  determinado,  pues  enton- 
ces el  día  se  convierte  en  incierto  é  indetermi- 
nado, ó  sea,  en  condición,  ya  que  es  eventual 
que  el  fallecimiento  ocurra  dentro  de  aquel 
plazo.  El  contrato  de  seguro  sobre  la  vida  en 
caso  de  muerte  subordinad  pago  del  capital 
á  la  condición  de  que  la  muerte  del  asegurado 
sobrevenga  en  el  curso  del  contrato,  ó  sea, 
dentro  del  término  cubierto  por  la  prima.  La 
muerte  del  asegurado  es  la  condición  suspen- 
nva  de  la  obligación  del  asegurador. 

La  errónea  apreciación  de  la  ley  eu  el  caso 
({ue  nos  ocupa,  se  encuentra  en  los  motivos 
del  fallo.  La  casación  recae  únicamente  so- 
bre la  parte  dispositiva,  de  tal  suerte  que  sí 
la  resolución  no  infringe  la  ley,  nada  importa 
que  los  fundamentos  sean  contrarios  á  ella. 
Tal  es  la  doctrina  establecida  por  el  artículo 
940  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Aquí  se  trata  de  resolver  sí  las  cantidades 
pagadas  por  el  asegurador  pertenecen  á  la 
sociedad  conyugal,  ó  si  deben  incrementar 
exclusivamente  el  patrimonio  del  marido.  La 
resolución  que  declara  que  pertenecen  á  la  so- 
ciedad, no  infringe  la  ley,  ó  sea  el  artículo  1725 
del  Código  Civil,  sino  que  por  el  contrarío  se 
conforma  á  lo  dispuesto  en  su  número  5",  que 
atribuye  á  la  sociedad  conyugal  todos  los 
bienes  que  cualquiera  de  los  cónyuges  ad- 
quiera á  título  oneroso  durante  el  matrimonio. 


El  seguro  eu  un  contrato  bilateral  oneroso, 
por  el  cual  el  asegurador  contrae  la  obliga- 
ción de  pagar  una  cantidad  determinada  en 
cambio  del  premio  ó  prima  que  á  su  vex  reci- 
be del  asegurado. 

El  marido  que  durante  la  sociedad  conyu- 
gal estipula  un  seguro  sobre  la  vida,  á  favor 
de  sus  herederos,  celebra  un  contrato  á  título 
oneroso,  que  en  la  parte  que  obliga  al  asegu- 
rado se  cumple  con  los  bienes  de  la  sociedad 
conyugal,  que  es  quien  paga  las  primas  con- 
venidas. Aunque  el  segnro  se  haya  contratado 
á  favor  de  los  herederos,  no  se  cambia  la  na- 
turaleza de  la  estipulación,  la  que  siempre  re- 
sulta ser  hecha  en  provecho  del  ipismo  mari- 
do, pues  no  puede  tenerse  como  una  estipula 
ción  á  favor  de  tercero,  ya  que  los  herederos 
son  personas  inciertas  é  indeterminadas,  en 
cuyo  beneficio  no  podria  contratarse.  En  rea- 
lidad, los  herederos  son  los  continuadores  de 
la  persona  del  mismo  contratante. 

La  circunstancia  de  ser  condicional  la  obli- 
gación del  asegurador  y  estar  suspendido  su 
cumplimiento  h^sta  que  se  verifique  la  muerte 
del  asegurado,  no  puede  modificar  los  efectos 
legales  de  la  adquisición.  El  contrato  de  segu- 
ro sobre  la  vida  hace  nacer  desde  el  momento 
en  que  se  forma,  en  cambio  de  la  obligación 
de  pagar  una  prima,  un  derecho  eventual  n 
un  capital  futuro;  y  este  derecho  eventual  ad- 
quirido á  título  oneroso  durante  la  sociedad 
conyugal,  lorma  parte  de  su  haber,  á  virtud 
de  lo  dispuesto  en  el  número  5°  del  artícu- 
lo 1725  del  Código  Civil. 

Aunque  la  obligación  del  asegurador  depen- 
da de  una  condición  suspensiva,  y  no  pueda 
por  tanto  exigirse  su  cumplimiento  6  dar  de- 
recho al  pago  del  capital  asegurado  antes  del 
cumplimiento  de  la  condición,  la  esperanza  ó 
expectativa  á  que  da  origen  el  contrato,  es 
por  sí  sola  un  derecho  incorporal  que  desde  el 
momento  mismo  en  que  se  celebra  entra  en 
los  bienes  del  acreedor  condicional,  quien  po- 
drá cederlo,  donarlo,  darlo  en  prenda,  etc.;  y 
si  ningún  derecho  existiese  antes  del  cumpli- 
miento de  la  condición,  no  habría  lugar  á  ac- 
tos ó  contratos  de  esa  naturaleza. 

Por  otra  parte,  cumplida  la  condición,  la 
adquisición  del  derecho  queda  perfecta,  pero 
ese  derecho  no  nace  de  la  condición,  que  no  es 
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fuente  de  obligaciones  y  de  derechos,  síno  de! 
contrato  mismo  que  es  medío  legal  de  adqui- 
rir derechos  y  contraer  obligaciones.  Si  el 
contrato  es  como  el  de  seguro  sobre  la  vida, 
á  título  oneroso,  los  provechos  que  á  virtud 
de  sus  estipulaáones  se  obtienen,  deben  co- 
rresponder á  la  sociedad  conyugal,  bajo  cuyo 
régimen  fué  estipulado. 

Esta  solución  está,  además,  de  acuerdo  con 
la  teoría  legal  sobre  las  adquisiciones  hechas 
durante  el  matrimonio.  La  regla  general  es  la 
de  que  todas  las  adquisiciones  pertenecen  á  la 
sociedad  conyugal;  y  deben  estimarse  como 
excepciones  las  que  corresponden  á  cualquie- 
ra de  los  cónyuges,  pues  la  naturaleza  legal 
de  esa  sociedad  es  la  comunidad  de  bienes. 
Las  adquisiciones  hechas  á  virtud  del  contra- 
to de  seguro  sobre  la  vida  celebrado  durante 
el  matrimonio,  no  están  comprendidas  en  las 
ezcepdoncsque  determinan  los  artículos  1726, 
1727,  1731,  1732  y  1736  del  Código  Civil 
Otra  solución  llevaria  á  la  conclusión  de  que 
es  lícito  al  mando,  administrador  legal  de  la 
comunidad,  acrecentar  su  patrimonio  perso- 
nal en  detrimento  de  la  comunidad  que  admi* 

nistra — Santiago,  14  de  julio  de  1904  Can 

los  Varas. 


á  diversas  inhabilidades,  t/uc  son  conse- 
cvencia  necesaria  del  estado  de  concurso; 
y  si  bien  el  inciso  2-  del  artículo  6if3  del 
Código  de  Procedimiento  Civil  dispone 
que  la  oposición  del  deador  se  tramite 
como  incidente,  no  cabe  duda  que  la  sen- 
tencia pone  término  á  la  instancia  en  que 
recae,  y  cualquiera  que  sea  el  procedi~ 
miento  seguido  en  la  discusión  del  negO' 
ció  y  la  caliñcfición  jurídica  que  corres- 
ponda á  lasentencia,  resuelvedeun  modo 
permanente  las  cuestiones  ó  derechos  que 
forman  sa  materia. 

La  oposición  del  deador  constituye  por 
otra  parte  una  instancia  especial  y  previa 
á  la  formación  ó  apertura  del  concurso 
que  no  queda  formado  por  el  simple  de- 
creto judicial  que  lo  declara;  y  por  lo 
mismo  no  son  aplicables  á  esta  instancia 
las  disposiciones  de  los  artículos  204  y 
213  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
que  miran  al  incidente  ordinario  de  re- 
posición que  se  relaciona  con  los  autos  y 
decretos. 


Cas.  Civ.—lÜ  de  ¡alio  de  1904 
Aninat  (sucesión ) 

Improoedenola.— OonouTso  necesario. 
— Oposición  del  deudor.— Sentencia 
definitiva  ó  que  pone  fin  á  la  Instan- 
cia. 

Uoctkina: — La  sentencia  librada  en  la 
inatancÍA  de  oposición  á  la  declaración 
del  concurso  necesario,  decide  definitiva- 
mente sobre  la  capacidad  civil  del  deudor 
fallido^  manteniendo  esa  capacidad  para 
la  administración  desús  bienes^  ó  priváa- 
doh  de  ella  y  dejándolo  sometido  además 


En  IG  de  junio  de  19Ü3  y  á  petición  de  don 
Carlos  Newman,  uno  de  los  juzgados  de  esta 
capital  declaró  en  concurso  necesario  á  la  su- 
cesión de  don  Antonio  Aninat. 

Don  Emilio  Espinosa  Pérez,  curador  nom- 
brado á  la  herencia  yacente  del  expresado  Ani- 
nat, se  opuso  á  la  formación  del  concurso;  y 
su  oposición,  tramitada  conforme  á  la  ley  en 
ramo  separado,  fué  desestimada  por  resolu- 
ción de  20  de  julio  del  mismo  año,  la  cual  filé 
con&rmada  sin  modificación  por  la  que,  en  14 
de  octubre  siguiente,  expidió  una  de  las  salas 
de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago. 

Contra  esta  última  resolución  ha  interpues- 
to el  procurador  don  Enrique  Costa,  á  nom- 
bre de  los  herederos  de  don  Antonio  Aninat, 
que  han  obtenido  la  posesión  efectiva  de  su 
betvnda  y  se  han  hecho  parte  en  la  causa,  el 
recurso  de  casación  en  el  fondo, 
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Concedido  el  recurso  y  elevados  Jos  antece- 
dentes á  la  Corte  Suprema,  don  Macario  Mu- 
ñóz  González,  sindico  provisional,  y  el  acree- 
dor don  Carlos  Newman,  representado  por 
don  Blas  Maira,  solicitaron  se  declarara  la 
improcedencia  del  recurso. 

Fundando  su  petición,  dicen  los  ocurrentes 
que  en  ninguno  de  los  casos  previstos  en  el 
artículo  939  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, se  encuentra  el  fallo  que  no  di6  lugar  á 
la  reposición  del  auto  que  declaró  el  estado  de 
concurso,  pues  esc  fallo  no  hace  más  que  seña- 
lar un  proccdiniíeuto  para  efectuar  el  píigo  de 
los  acreedores,  y  cualquiera  que  sea  la  forma 
que  en  definitiva  se  adopte  para  cancelar  los 
créditos  cuyo  pago  se  exige,  esa  formano  con- 
cluye con  el  juicio  fundamental  que  persigue 
el  pago  de  los  créditos. 

En  efecto,  el  Banco  Garantizador  de  Valo- 
res, Edmonson,  Seminario,  Newman,  han  en- 
tablado cada  uno  de  ellos  juicio  ejecutivo 
[)ara  el  pago  de  sus  créditos,  y  no  podría  c'- 
tarse  ningún  fallo,  con  carácter  de  definitivo 
6  interlocutorio,  que  ponga  termino  á  aquc* 
líos  juicios. 

Lo  único  que  se  lia  declarado  es  la  existen 
cia  de  un  estado  6  situación  que  produce  efct.  - 
tns  legales  determinados  y  señala  un  procedi- 
miento para  que  los  acreedores  sean  pagador. 
Y  contra  la  declaración  de  un  estado  ó 
situación  que  fija  unarelación  jurídica  especial 
entre  el  deudor  y  sus  acreedores,  no  cabe  de- 
ducir recurso  de  casación,  desde  que  no  se  lia 
puesto  ni  se  podía  poner  término  á  ningún 
juicio. 

El  fallo  que  se  pretende  casar  no  es  senten- 
cia definitiva,  pues  no  reúne  las  dos  condicio- 
nes especiales,  expresadas  en  el  inciso  2^  del 
articulo  165  del  Código  de  Procedimiento  en 
los  términos  siguientes:  "es  sentencia  definiti- 
va la  que  pone  fin  á  la  instancia,  resolviendo 
la  cuestión  ó  asunto  que  ha  sido  objeto  del 
iuicio".  Entre  tanto,  la  sentencia  recurrida, 
lejos  de  poner  término  al  pleito,  ordena  pro- 
seguirlo, de  tal  modo  que  éste  continuará  pre- 
cisamente á  virtud  de  lo  dispuesto  en  aquella 
sentencia  y  luego  que  conclnya  el  actual  inci- 
den te. 

Tampoco  resuelve  el  asunto  que  ha  sido  ob- 
jeto del  juicio,  pues  este  asunto,  que  lo  consti- 


tuye el  cobro  de  diferentes  créditos,  no  puede 
resolverse  sino  por  el  pago  de  ellos  ó  por  et 
convenio  con  los  acreedores,  y  ni  ana  ni  otra 
cosa  ha  tenido  lugar. 

Aparte  de  esto,  el  artículo  693  del  Código 
dtado  dispone  que  la  oposidón  al  concurso  se 
siga  con  el  síndico  y  se  tramite  como  inciden- 
te, y,  siendo  ello  así,  la  oposición  no  puede 
Sv-r  resuelta  sino  pornn  auto  interlocutorio. 

Respondiendo  A  estas  observaciones  sobre 
la  improcedencia  del  recurso,  el  procurador  de 
la  parte  recurrente  expresa  que  la  ley  misma 
hn  conocido  que  la  índole  natural  de  esta 
cuestión,  en  que  se  crean  derechos  permanen- 
tis  y  de  carácter  fundamental  respecto  de  la 
capacidad  civil  de  una  persona,  es  propia  de  un 
juicio  de  lato  conocimiento.  Así  el  indso  2^ del 
artículo  693  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil ha  tenido  que  decir  expresamente  que  la 
oposidón  se  tramitará  como  iacidente,  esto 
es,  ha  tenido  que  dar  la  fitrma  de  imidcnte 
para  el  efecto  déla  trnmitación  Auna  cuestión 
judidal  de  carácter  contendoso  que  por  su  na- 
turaleza no  es  materia  de  inddente. 

Si  la  ley,  con  la  mira  de  abreviar  procedi- 
mientos y  de  evitar  las  diladones  que  pudiera 
oponer  el  deudor,  no  hubiere  dicho  que  la  opo- 
sición tendría  la  ritualidad  de  un  incidente, 
indudable  es  que  aquella  se  habría  sustancia- 
do enjuicio  lato. 

La  drcunstañcía  de  tramitarse  como  ind- 
dente una  cuestión  fundamental,  que  es  de 
fondo  y  de  conocimiento  lato,  no  le  quita  su 
carácter  jurídico,  ni  priva  á  la  sentencia  que 
la  resuelve  de  su  calidad  propia  de  sentencia 
definitiva. 

Basta  conocer  un  poco  las  legisladones  es- 
pañola y  francesa,  que  han  servido  de  base  á 
la  nuestra,  y  la  hístoría  del  artículo  039  del 
Código  de  Procedimiento  que  también  lo  ates- 
tigua, para  convencerse  de  que  no  se  concede 
en  general  el  recurso  de  casación  en  el  fondo 
contra  las  sentencias  interlocutorias  propia- 
mente tales,  porque  estas  son  esendalmente 
revocables  y  porque  la  situadón  transitoria 
que  ellas  crean  puede  enmendarse  en  la  sen- 
tencia definitiva. 

Pero,  hay  una  clase  de  interlocutorias  que 
"niegan  sin  reserva  la  personalidad  y  que  pro- 
dudendo,  sin  recurso  posterior,  una  verdade- 
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ra  cnpitis  Jeminutio"  tienen  toda  la  fuerza,  la 
eficacia  legal  y  la  |>eriiianeneia  y  generalidad  - 
de  efectos  jurHicos déla  más  genuinaé  inamo- 
vible de  las  sentencias  definitivas." 

Basta  leer  los  artículos5S8,  G07, 616  y  619, 
por  ejemplo,  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, para  que  se  vea  cuál  es  la  situación  de  in- 
capacidad legal,  civil,  permanente  en  que  que- 
da el  deudor  concursado;  y,  en  Tiota  de  ello, 
se  podrá  decir  si  la  declaración  de  que  debe 
formársele  concurso  es  una  cuestión  propia 
por  su  naturaleza  de  un  simple  incidente. 

Por  eso  es  que  los  autores  franceses  y  espa- 
ñoles, así  como  la  jurisprudencia  de  sus  tribu- 
nales, declaran  que  sentencias  interlocutorias 
como  ésta,  suponiéndola  tnl,  equivalen  á  defi- 
nitivas, porque  en  realidad  ponen  fin  al  juicio 
de  capacidad  civil  del  deudor,  declarándolo  in  ■ 
capaz  y  entregando  la  administración,  liqui- 
dación y  enajenación  de  sus  bienes  á  otras 
personas. 

Es  indudable  que  la  cuestión  relativa  á  es* 
tablecer  si  una  persona  es  6  no  libre  adminis- 
tradora de  sus  bienes,  es  materia  de  un  verda- 
dero juicio,  aunque  se  le  dé  la  tramitación  de 
un  incidente,  y  la  sentencia  que  la  resuelve, 
poniendo  fin  á  la  instancia,  es  una  sentencia 
definitiva. 

Y,  aunque  se  la  llame  interlocutoria  por  su 
forma,  ella  termina  el  juicio  sobre  declaración 
del  estado  civil  del  concursado,  poniendo  tam- 
bién fin  á  los  juicios  que  seguía  el  deudor  en 
el  régimen  de  libertad. 

Debe  tenerse  presente  que  el  artículo  939  del 
Código  de  Procedimiento  concede  el  recurso 
de  casación  en  el  fondo  no  sólo  contra  la  sen- 
tencia interlocutoria  que  pone  término  al  jui- 
cio, sino  también  contra  la  que  hace  imposi- 
ble su  continuación;  y  la  sola  lectura  de  los 
artículos  575  á  645  demuestra  que  la  senten- 
cia que  desecha  la  oposición  al  concurso  impi- 
de la  prosecución  de  los  juicios  ejecutivos  pen- 
dientes. 

Por  último,  concluye  diciendo  la  parte  re- 
currente que,  en  su  sentir,  el  auto  por  el  cual 
concedió  la  Corte  de  Apelaciones  el  recurso,  no 
puede  moverse,  porque  la  ley,  que  acuerda  el 
derecho  de  apelar  de  la  resolución  que  lo  de- 
niega, no  conoederecnrao  alguno  contra  laque 
lo  declara  admisible. 


En  el  escrito  de  respuesta  al  de  fundación 
del  recurso,  observan  todavía  los  recurrentes 
para  sostener  la  improcedencia,  que  el  cura- 
dor de  la  herencia  yacente  no  apeló  del  auto 
que  declaró  el  concurso,  limitándose  á  pedir  su 
reposición;  y  como,  según  lo  previene  el  inciso 
1'  del  artículo  213  del  Código  de  Procedimien- 
to, no  se  suspende  por  la  solicitud  de  reposi- 
ción el  plazo  fatal  de  rinco  días  que  concede 
para  interponer  apelación,  el  artículo  212, 
aquel  auto  por  la  expiración  de  este  plazo, 
quedó  ejecutoriado  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  artículo  197.  Por  otra  parte,  la  senten- 
cia que  recayó  en  la  solicitud  de  reposición  no 
es  apelable  en  conformidad  al  artículo  204. 

Agregan  además,  que,  estando  á  la  propia 
afirmación  de  los  recurrentes,  por  la  posesión 
efectiva  de  la  herencia  de  don  Antonio  Aninat 
concedida  á  don  Julio  Aninat,  don  Emilio  Es- 
pinoza  Pérez  había  cesado  en  sus  funciones  de 
curador  antes  de  pronunciarse  el  auto  que  de- 
claró el  concurso  y,  por  consiguiente,  el  cura- 
dor ó  más  bien  el  ex-curador  careció  de  perso- 
nería para  hacer  oposición  al  concurso  y  aún 
para  hacer  cualquiera  gestión  en  él. 

£1  señor  Ministro  á  quien  pasó  el  proceso 
en  estudio,  concretó  su  dictamen  á  la  cuestión 
promovida  sobre  la  improcedencia  y  respecto 
de  ella  se  hizo  relación. 

Zja  Corte: 

Considerando: 

1'  Que  el  concurso  necesario  no  queda  for- 
mado por  el  simple  decreto  judicial,  que  lo  de- 
clara, á  menos  de  aceptación  del  deudor,  quien 
tiene  derecho,  conforme  al  inciso  1'  del  artícu- 
lo 693  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
"para  oponerse  á  la  formación  del  concurso", 
y  su  oposición  se  sustancia,  por  disposición  de 
la  ley,  en  ramo  separado; 

2^  Que  la  oposición  del  deudor  viene  á  cons- 
tituir ari  una  instancia  especial  y  previa  á  ta 
formación  ó  apertura  del  concurso,  en  la  cual 
se  discuten  contradictoriamente  con  el  síndico 
provisional  las  alegaciones  del  deudor,  se  rin- 
de prueba  porlosinteresados  y  se  dicta  la  sen- 
tencia que  pone  fin  á  la  instancia,  resolviendo 
de  un  modo  permanente  la  cuestión  materia 
de  la  contienda; 
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3^  Que,  por  otra  parte,  la  sentencia  librada 
en  la  instancia  de  la  oposición  decide  definiti- 
vamente sobre  la  capacidad  civil  del  deudor, 
manteniéndole  esa  capacidad  para  la  admi- 
nistración de  sus  bienes,  ó  privándolo  de  ella 
y  dejándolo  sometido  además  á  diversas  otras 
inhabilidades,  que  son  consecuenda  necesaria 
del  estado  de  concurso,  entre  las  cuales  se 
cuenta  la  de  no  poder  ejercer  algunos  cargosó 
funciones  públicas. 

Como  consecuencia  de  la  pérdida  de  su  ca- 
pacidad para  la  administración  de  sus  bienes, 
queda  inhabilitado  el  deudor  para  proseguir 
los  juicios  que  hubiere  iniciado  y  tuviere  pen- 
dientes, los  cuales  terminan  en  realidad  para 
él,  porque  no  pueden  continuarse  en  adelante 
sino  por  el  síndico,  en  interés  de  la  masa; 

Afl  Que  si  bien  el  inciso  2^  del  artículo  693 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  dispone 
que  la  oposición  del  deudor  se  tramite  como 
incidente,  esta  circunstancia  carece  del  valor 
que  los  ocurrentes  le  atribuyen,  porque  cual- 
quiera que  sea  el  procedimiento  seguido  en  la 
discusión  del  negocio  y  cualquiera  que  sea  a¿n 
la  califícadón  jurídica  que  corresponda  á  la 
sentencia,  no  cabe  duda  de  que  ésta  pone  fin 
á  la  instancia  en  que  recae,  resolviendo  de  un 
modo  definitivo  ó  permanente  las  cuestionn 
ó  derechos  que  forman  su  materia; 

5^  Que  las  consideraciones  expuestas  ante- 
riormente cobran  mayor  fuerza  si  se  atiende  á 
f[Ue  ta  oposición  puede  fundarseen  la  falsedad 
de  los  títulos,  ó  en  que  los  créditos  no  tienen 
el  carácter  de  ejecutivos,  6  en  alguna  otra  ale- 
gación semejante,  y  á  que  estas  objeciones, 
formuladas  en  el  juicio  ejecutivo  correspon- 
diente, no  podrían  ser  resueltas  sino  por  sen- 
tencia á  que  la  ley  da  la  fuerza  de  definitiva — 
artículo  691  del  Código  de  Procedimiento 
Civil; 

6^  Que  la  alegación  producida  á  última  ho- 
ra para  sostener  la  improcedenciaf  y  que  se 
apoya  en  los  artículos  204  y  213  de  dicho  Có- 
digo, no  tiene  importancia,  porque  estos  ar- 
tículos miran  al  incidente  ordinario  de  reposi- 
ción que  se  relaciona  con  los  autos  y  decretos; 
y  aquí  se  trata,  como  se  ha  visto,  de  una  ins- 
tancia previa  y  especial,  que  termina  por  una 
sentencia,  que  no  tiene  por  objeto  la  reposi- 
ción de  ningún  auto  ó  decreto,  si  bien,  en 


cuanto  valida  la  oposición  del  deudor,  produ- 
ce por  el  mismo  hecho  la  suspensión  d  caduci- 
dad del  auto  que  declaró  el  concurso;  v 

7''  Que  no  cabe  en  el  momento  actual  un 
pronunciamiento  en  orden  á  la  falta  de  perso- 
nería del  curador  de  la  herencia  yacente  para 
oponerse  al  concurso,  ya  que  esta  falta  de 
personería  no  aparece  reclamada  oportana- 
mente  por  los  interesados,  ni  discutida,  antes 
por  las  partes,  ni  mucho  menos  se  invoca  re- 
solución judicial  alguna  que  la  haya  decla- 
rado. 

Por  estos  fundamentos,  y  visto  además  lo 
prevenido  en  el  artículo  939  del  Código  de 
l*rocedimiento'Civil,sedeclara  sin  lugar  la  pe- 
tición formulada  por  don  Macario  Af  unoz 
González  y  don  Carlos  Newman  sobre  impro- 
cedencia del  recurso.  Vuelvan  los  antecedentes 
al  señor  Ministro  que  informó  sobre  la  cues- 
tión de  improcedencia  á  fin  de  que  dictamine 
sobre  el  fondo. 

Redactada  por  el  señor  Saavcdra — Gabríel 
Gaete.—José  AJfonso.—LeopoIdo  Vrrutia. — V. 
Aguinv  V.—Abel  Saavedrá,—J.  Al^o  Fernán- 
ñex—J.  Ignacio  Larraín  Z. 


Cas,  CÍV.—2  áe  agosto  de  1904 
Vasquez  Bobadilla  con  Norambuena  y  otros 

Fartiolón;  liquidación  previa  de  so- 
ciedad conyugal.  — Oosa  Juzgada.— 
Kolldad. 

Doctrina: — Es  un  principio  inconcuso 
de  derecho^  establecido  en  disposiciones 
expresas  de  la  /er,  "que  el  juicio  que  fue- 
re dado  contra  alguno  no  empezca  á 
otro" ,  como  lo  es  asimismo  que  las  sen- 
tencias judiciales  no  tengan  fuerza  oblgai- 
toria  sino  respecto  de  las  causas  en  que 
actualmente  se  pronundaren.  Bn  conse- 
cuencia^  las  liquidaciones  de  dos  sodeds' 
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des  conyugnleSy  correspondientes  al  se- 
^¡náo y  teicer  matrimonio  de  unaper- 
sonu,  sin  haberse  practicado  ¡a  liquida- 
ción de  la  primera  sociedad  conyugal,  ni 
citúdose  á  los  Juicios  de  partición  á  ¡os 
interesados  en  esa  primera  sociedad,  no 
perjudican  los  derechos  que  á  éstos  pue- 
dan corresponder,  ni  precédela  acción  de 
nulidad  que  por  éstos  se  entabla  contra 
esas  particiones  en  que  no  fuertm  parte. 


Dona  Albina  Vázquez  t.  cíe  Bobadtlla  dice 
que  es  nieta  por  su  madre  doña  Eugenia  Boba- 
dilla,  de  doil  Mateo  Bobadilla,  ambos  falleci- 
dos, y  que  actualmente  se  practica  la  partición 
de  los  bienes  del  último;  pero  que  esta  parti- 
ción no  puede  llevarse  adelante,  porque  antes 
deben  practicarse  las  liquidaciones  de  las  so- 
ciedades conyugales  con  las  cuales  está  con- 
fundido el  patrimonio  de^  difunto  don  Mateo 
Bobadilla. 

Este  fué  casado  tres  veces.  La  primera  con 
doña  Inés  Albornoz  en  quien  tuvo  dos  hijos: 
Clemente  y  María  Eugenia  Bobadilla.  La  se- 
gunda vez  con  doña  Dolores  Gutiérrez,  y  la 
tercera  con  doña  Apolinaria  Villagra,  habien- 
do tenido  hijos  de  ambos  matrimonios. 

HI  señor  Bobadilla  se  partió  con  sus  hijos  de 
los  dos  últimos  matrimonios,  al  fallecimiento 
de  sus  respectivas  mujeres,  más  no  hizo  lo 
mismo  con  los  del  primero,  ni  fueron  éstos  ci- 
tados á  esos  juicios  de  partición,  teniendo  en 
ellos  intereses  directos,  ya  que,  como  se  ha  di- 
cho, no  se  ha  liquidado  la  primera  sociedad 
conyugal  de  don  Mateo  Bobadilla  con  doña 
Inés  Albornoz. 

Muerto  el  citado  don  Mateo,  los  hijos  de  los 
tres  matrimonios  han  concurrido  á  nombrar 
partidor,  pero  antes  de  ser  nombrado,  la  ex- 
ponente pidió  que  previamente  se  liquidase  la 
primera  sociedad  conyugal  indivisa,  resolvién- 
dose en  segunda  instancia  que  el  nombramien- 
to del  árbitro  tuvo  por  objeto  dividir  los  bie- 
nes quedados  al  fallecimiento  de  don  Mateo 
Bobadilla  liquidando  al  efecto  su  respectivo 
patrimonio. 

Espone  la  señora  Vázquez  que  para  li- 


quidar el  patrimonio  del  señor  Bobadilla  es 
preciso  tomar  en  cuenta  las  tres  socieda- 
des conyugales,  para  lo  cual  el  compromi- 
sario nombrado  tiene  facultades  en  virtud  de 
lo  resuelto  por  la  Iltma.  Corte;  pero  eu  la 
práctica  no  puede  llevarse  á  efecto  porque  los 
asignatarios  del  segundo  y  tercer  matrimonio 
se  oponen,  alegando  cosa  juzgada  con  moti- 
vo de  las  particiones  ya  hechas.  No  obstante, 
para  hacer  válidamente  esta  última,  se  hace 
necesario  remover  las  anteriores  y  de  aquí  la 
necesidad  de  pedir  la  nulidad  de  ellas  y  esc  es 
el  objeto  de  la  demanda  que  interpone. 

La  nulidad  consiste:  1^  en  que  no  habién- 
dose practicado  la  partición  de  la  primera  so- 
ciedad conyugal  habida  entre  don  Mateo  Bo- 
badilla y  su  mujer  doña  Inés  Albornoz,  no 
han  podido  hacerse  válidamente  las  de  la  se- 
gunda y  tercera,  de  conformidad  con  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  1341  del  Código  Civil,  y 
2^  en  que  no  han  sído  citados  á  las  particio- 
nes del  segundo  y  tercer  matrimonio  los  hijos 
del  primero,  que  tenían  interés  en  ello  por  estar 
sus  bienes  comprendidos  con  los  de  esas  socie- 
dades, contraviniéndose  á  lo  dispuesto  por  el 
artículo  181  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales, 
que  ordena  hacer  el  nombramiento  de  árbitro 
con  intervención  de  todos  los  interesados. 

Los  herederos  contra  los  cuales  dirige  sude- 
manda  son:  don  Isidoro  Norambuena,  doña 
Francisca  Bobadilla,  doña  PloríndaBravo  de 
Bobadilla,  doña  María  del  Rosario  Poblete, 
don  Francisco  Bobadilla,  don  Pedro  Nolasco 
Bobadilla,  don  José  Adolfo  Bobadilla  y  don 
Froilán  Poblete. 

Termina  pidiendo  se  declaren  nulas  las  par- 
ticiones hechas  de  los  sociedades  conyugales 
habidas  entre  don  Mateo  Bobadilla  y  sus  es- 
posas doña  Dolores  Gutiérrez  y  doña  Apoli- 
naria Villagra. 

En  rebeldía  de  los  demandantes  se  dió  por 
contestada  la  demanda  y  el  juzgado  de  Liná- 
rcs,  con  fecha  4  de  mayo  de  1903,  falló: 

Considerando: 
Que,  según  la  exposición  misma  de  la  de- 
manda, en  las  particiones  efectuadas  y  cuya 
nulidad  se  pide,  no  era  parte  la  demandante, 
y  por  consiguiente,  no  era  necesaria  su  cita- 
ción á  esos  juicios. 
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Que,  por  lo  demAs,  no  se  ha  probado  que  en 
ellos  se  haya  incurrido  en  algún  defecto  que 
Ttcie  de  nulidad  el  laudo  pronunciado,  acerca 
de  lo  cual  no  obra  en  autos  otra  constancia 
que  la  afirmación  de  la  demandante  y  e)  ccrti* 
ficado  de  fe.  47,  que  por  su  forma  no  es  una 
comprobación  de  los  hechos  en  que  se  funda 
la  demanda. 

Que  tampoco  se  han  acreditado  otros  he- 
chos indispensables,  como  la  personería  6  filia- 
ción del  demandante  y  otros  análogos. 

Visto  lo  dispuesto  por  la  ley  1^  título  14, 
Portida  3*  y  artículo  1698  del  Código  Civil, 
se  declara  sin  lugar  la  demanda. -V^"  ^• 
Vareas. 

Apelada  esta  sentencia,  por  la  demandante, 
la  Corte  de  Apelaciones  resolvió: 

Talca,  23  de  julio  de  1903.— Vistos;  elimi- 
nando el  considerando  final,  y  en  mérito  de 
los  antecedentes  acompañados  en  segunda 
instancia,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de 
4  de  mayo  último,  con  costas  del  recurso.— 
A.  Montero.— J.  Herrera.~~F.  LetcUcr. 

Contra  esta  sentencia  el  representante  de 
doña  Albina  Vásquez  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  en  el  fondo,  porque  aceptando  que 
se  hagan  las  particiones  de  las  últimas  socie- 
dades conyugales  de  don  Mateo  Bobadilla  sin 
haberse  liquidado  previamente  ta  primera  so- 
cieflad  conyugal  con  doña  Inés  Albornoz,  se 
ha  resuelto  en  contra  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  1341  del  Código  Civil,  y  porque  se 
procedió  á  la  liquidación  de  la  segunda  y  ter- 
cera sociedad  conyugal,  sin  citar  á  los  hijos 
del  primer  matrimonio,  que  tenían  interés  en 
esas  liquidaciones  según  lo  reconoce  el  artícu- 
lo 181  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales,  que 
también  se  ha  infringido  en  la  sentencia;  y 
pide  en  conclusión  que  se  dé  lugar  al  recurso 
de  casación  en  el  fondo. 

Elevados  los  autos  no  compareció  doña  Al- 
bina Vásquez  á  fundar  el  recurso,  y  en  su  re- 
beldía se  dió  por  evacuado  el  trámite,  pasán- 
dose los  antecedentes  al  señor  Ministro  po- 
nente, quien  dictaminó: 

"La  resolución  de  esta  cuestión  se  presenta 


con  suma  claridad  en  la  terminante  disposi- 
ción de  nuestro  Código  Civil. 

"El  artículo  3^  establece  que  "las  sentencia» 
judiciales  no  tienen  fuerza  obligatoria  s>ino 
respecto  de  las  causas  en  que  actunlmeiite  sr 
pronunciaren".  As!  que  no  habiendo  iaterve- 
nido  como  parte  doña  Albina  Vásquez  Boba- 
dilla en  el  juicio  de  liquidación  de  las  socicda- 
d.-s  conyugales  que  tuvo  don  Mateo  Bobadi- 
lla con  los  hijos  de  su  segunda  y  tercera  mu- 
jer, las  resoluciones  ó  acuerdos  recaídos  en 
estos  juicios  no  afectan  en  manera  alguna  los 
derechos  que  pudiera  tener  doña  Albina.  Zros 
derechos  que  haya  tenido  antes  de  esas  liqui- 
daciones permanecen  incólumes.  Xo  le  empece 
nada  de  lo  que  en  ellas  se  hubiera  hecho. 

"Por  otra  parte,  el  cuasi-contrato  de  litis 
contestación,  que  establece  las  relaciones  es- 
Ijcciales  entre  los  litigantes,  no  afecta  en  sus 
consecuencias  á  las  personas  que  no  han  si- 
do parte  en  el  pleito,  salvo  los  casos  de  ex- 
cepción  como  en  el  caso  en  que  se  declara  ver- 
dadera ó  falsa  la  legitimidad  del  hijo,  que  no 
sólo  vale  respecto  de  las  personas  que  han 
intervenido  en  el  juicio,  sino  respectode  todos, 
relativamente  á  los  efectos  que  dicha  legitimi- 
dad acarrea,  y  otros  exceptuados  por  la  leí*, 
casos  en  que  no  se  encurntra  doña  Albina. 

"No  habiendo  sido  parte  esta  señora  en  el 
juicio,  la  ley  no  le  da  deredios  para  que  enta- 
ble acción  de  nulidad.  Los  derechos  que  pueda 
tener  están  completamente  á  salvo  y  podrá 
hacerlos  valer  en  juicio  contra  quien  viete 
convenirle,  sin  que  sean  obstáculo  para  ello 
tas  liquidaciones  de  las  cuales  ha  pedido  la 
nulidad. 

"En  consecuencia,  el  que  suscribe,  teniendo 
en  consideración  que  no  se  ha  infringido  nin- 
guna ley  al  procederse  por  los  interesados  del 
segundo  y  tercer  matrimonio  de  don  Mateo 
Bobadilla  á  liquidar  ambas  sociedades  coa- 
yugales  y  visto  lo  dispuesto  en  los  artículos 
937,  940,  945  y  973  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  es  de  opinión  que  V.  E.  declare 
sin  lugar  el  recurso  de  casación  en  el  fondo 
formulado. 

"No  se  pide  la  condenación  de  la  recurrente 
al  pago  de  la  multa  por  haber  litigado  con 
privilegio  de  pobreza. 
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"Satitiago,18  demarzo  del904.-7.  Gabriel 
Palma  Gutmán." 

L&  Corte: 

Con  lo  reincionado  y  considerando: 

1*  Que  en  su  demanda  doña  Albina  VAsquez 
Bobadilln,  descendiente  del  primer  matrimo- 
nio de  don  Mateo  Robndilla,  ha  solicitado  la 
nulidad  de  Ins  liquidaciones  de  la  segunda  y 
tercera  societIn<les  conyu>(:ileB,  habidas  entre 
BU  abuelo  el  yn  nombrado  don  Mateo  Buba- 
dÜIa  y  SUS  dos  mujeres  posteriores  doña  Do- 
lores Guzmán  y  tloña  Apolinaria  Villagra,  li- 
qnidncionesenlascaalesconfiesn,  sinenibargo, 
no  haber  sido  ella  parte; 

2^  Que  es  un  principio  inconcuso  de  dere- 
elio,  establecido  en  disposiciones  expresas  de 
la  ley,  "que  el  juicio  que  fuese  dado  contra  al- 
guno no  empezca  á  otro";  como  lo  es  asimis- 
mo el  de  que  las  sentencias  judiciales  no  ten. 
gan  fuerza  obligatoria  sino  res{)ecto  de  las 
causas  en  que  actualmente  se  pronunciaren; 

3^  Que  siendo  ello  así,  y  no  habiendo  tnter< 
venido  la  recurrente  como  parte  en  las  li- 
quidaciones más  arriba  mencionadas,  ni  apa- 
reciendo tampoco  de  los  antecedentes  que  se 
haya  dispuesto  en  ellas  de  bíenesque  debieran 
pcrtenecerle  sin  necesidad  de  acción  ti  declara- 
ción judicial  previa,  no  puede  aquella  reclamar 
de  fallos  qtie  legalmente  no  le  afectan,  y  que 
por  lo  mismo,  no  jierjudican  los  derechos  que 
puedan  corresponderle  en  sa  carácter  de  here- 
dera ó  descendiente  de  doña  Inés  Albornoz, 
primera  mujer  de  don  Mateo  Bobadilla; 

4^  Que,  en  consecuencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones de  Talca  no  infringió  el  artículo  1341 
del  Código  Civil,  al  confirmar  en  la  sentencia 
recurrida  el  fallo  del  juez  de  letras  de  Linares 
que  no  dió  lugar  á  las  nulidades  reclamadas; 
puesto  que  aún  en  el  caso  de  ser  efectivo  que 
en  las  liquidaciones  de  que  se  trata  en  la  de- 
manda no  se  hubiera  procedido  de  conformi- 
dad con  ese  precepto  legal,  tal  infracción  no 
peijndicarfa  á  la  recurrente,  que,  como  ya  se 
ha  dicho,  no  fué  parte  en  esos  juicio^ 

5'  Que  tampoco  puede  considerarse  infrin- 
gida en  et  fallo  mencionado  la  disposición  del 
artículo  181  de  la  ley  de  15de  octubre  de  1875, 
citada  también  por  doña  Albina  Vásqnez  en 

JURIS, 


apoyo  de  su  recurso;  por  cnanto  en  las  liqui- 
daciones de  las  sociedades  conyugales  de  don 
Mateo  Bobadilia,  practicadas  por  él  con  los 
herederos  de  su  segunda  y  de  su  tercera  mujer, 
no  era  en  realidad  parte  la  demandante,  que 
mientras  vivió  su  abuelo,  representaba  fínica- 
mente los  derechos  de  la  primera  mujer,  los 
cuales  no  se  ventilaban  en  esos  liquidaciones. 

Por  estos  fundamentos  y  juzgando  con  arre- 
glo ü  lo  prevenido  en  la  ley  20  título  22  de  la 
f'artida  3*,  artículo  3'  del  Código  Civil,  ar- 
tículos 940,  060  y  973  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  se  declara  sin  lugar  el  recurso 
de  casación  en  el  fondo  interpuesto  por  doña 
Albina  Vásquez  Bobadilla,  con  costas,  que  pa- 
garA  cuando  mejore  de  fortuna. — Redacta- 
da por  el  señor  Ministro  Fóster  Kecabarren. 
—Gabriel  Gaete.—José  Alfonso. — Leopoldo 
Urrntia.  —Oalvaríno  Gallardo.  —  V.  Agutrre 
Vargas.—Carios  Varus.—E.  Fóater  Recaba- 
rreu. 


Apelación  19  de  agosto  de  1904 

Novoacon  Astorquiza 

Prisión  arbitrarla.  -  Apremio  á  los 
reos.— Responsabilidad  del  Juez  que 
decretó  la  prisión.— Oalifloaoión  de 
la  admisibilidad  de  la  aoolón. 

Doctrina:— £ntre  las  facultades  conce- 
didas á  los  jueces  para  pesquisar  los  delir 
tos,  no  se  encuentra  la  de  apremiar  con 
prisión  ú  otro  tormento  á  ¡os  reos  á  ñn 
de  que  contesten  á  los  cargos  que  se  ks 
dirijan.  Es,  por  lo  tanto,  arbitraria  la 
prisión  de  un  abogado  de  quien  se  exige 
bajo  juramento  declaraciones  para  esta- 
blecer los  antecedentes  del  perjurio  por 
el  cual  se  procesa  á  los  reos  á  quienes  de- 
ñendey  en  que  se  le  considera  implicado. 

La  ley  de  3  de  diciembre  de  1891,  al 

73 


Digitized  by 


Google 


570 


SKr.lINDA  PARTE 


disponer  que  el  Ministerio  Público  debe 
acusar  al  autor  del  abuso  en  el  píazo  de 
diez  días  después  de  recibir  if>s anteceden- 
tes del  recurso  de  amparo^  no  ha  deroga- 
do expresamente  e¡  artículo  163  de  ¡a  ley 
de  15  de  octubre  de  1ST3,  ni  es  inconci- 
hable  con  dicha  disposición;  y  su  objeto 
hit  sido,  evidentemente,  imponer  al  Minis- 
terio Público  la  obligación  precisa  de  en- 
tablaren plazo  perentorio,  la  gestión  co- 
rrespondiente, á  ñn  de  que  se  establezca 
conforme  á  los  procedimientos  legales  si 
el  acto  es  excusable  ó  importa  un  hecho 
digno  de  represión. 

Por  otra  parte,  el  propósito  de  la  ley 
de  1891  fué  garantir  con  más  eficacia  Ja 
libertad  individual  por  medio  del  recurso 
de  amparo  ante  la  Corte  Suprema,  que 
se  resuelve  breve  y  sumariamente;ysi  es 
costumbre  pedir  informe  á  la  autoridad 
que  decretó  el  arresto  ó  á  la  persona  ó 
funcionario  que  lo  ejecutó,  este  trámite, 
no  dispuesto  por  la  ley,  no  tiene  por  ob- 
jeto investigar  la  responsabilidad  del  au- 
tor del  hecho,  sino  procurarse  anteceden- 
tes para  apreciarlo;  de  modo  que  la  acu- 
sación que  se  entable  contra  su  persona, 
en  ¿aso  de  ser  admitido  el  ncurso,  tiene 
que  estar  sometida  á  las  prescripciones 
legales  ordinarias. 


Don  Pranklin  Otero  interpuso  recurso  de 
amparo  en  faror  del  abogado  don  Erariato 
Novoa  y  contra  el  Juez  del  tercer  juzgado  del 
crimen  de  Santiago,  don  José  Astorquiza,  por 
prisión  arbitraria,  fundándose  en  los  hechos 
siguientes: 

Don  Evaristo  Novca  es  abogado  de  varios 
reos  á  quienes  el  Juez  nombrado  procesa  por 
perjurio. 

Los  reos  procesados,  y  fi  los  cuales  el  Juez 
sumariante  había  negado  libertad  bajo  de 
fianza,  obtuvieron  ésta  de  la  Iltma.  Corte  de 


Apelaciones,  ante  quien  fueron  defendidos  por 
el  señor  Novoa. 

Poco  después  de  ocurrido  esto,  el  señor  fi<t- 
voa  fue  citado  por  un  agente  de  policía  p.ira 
que  compareciera  á  declarar  como  testigo  trn 
el  proceso,  bajo  apercibimiento  de  prisión. 

La  citación  fué  reclamada  por  escrito,  ale- 
gándose, entre  otros  motivos,  que  á  ta  perso- 
na á  quien  iba  diñada,  por  ser  abogada  de- 
fensor de  los  procesados,  no  podía  compelér- 
sele á  declarar  en  contra  de  ellos. 

Reiterada  la  citación,  fué  obededda  por  el 
señor  Novoa,  movido  del  deseo  de  facilitar  al 
señor  Juez  la  tramitación  del  proceso. 

Habiendo  comparecido  el  señor  NoToa  ante 
el  Juez  sumariante,  fué  interrogado  por  lo  que 
toca  al  hecho  qne  se  pesquisa  y  contestó  que 
no  se  creía  obligado  &  dar  respuesta  alguna, 
por  relacionarse  las  respuestas  íntimamente 
con  la  facultad  de  defensa,  que  la  ley  le  otorga 
como  abogado  que  es  yha  sido  délos  reos  qne 
ya  figuran  en  el  proceso. 

Fué  nuevamente  instado  á  contestar  sobre 
la  participación  ó  ingerencia  que  ha  tenido  en 
las  declaraciones  que  los  procesados  presta- 
ron sobre  el  pantoque  es  materia  del  sumario 
por  perjurio,  é  insistió  en  la  negativa  de  dar 
respuesta,  invocando  la  misma  razón  que  an- 
tes había  alegado. 

Con  este  motivo  el  juez  le  hizo  presente  que 
debía  contestar  porque  se  pesquisaba  un  deli- 
to y  en  el  sumario  había  antecedentes  que  in- 
ducían á  creer  que  el  declarante  había  tenido 
intervención  muy  directa  en  la  presentarión 
de  los  testigos  procesados. 

Con  estos  antecedentes  el  juez  ordenó  que 
el  señor  Novoa  quedara  detenido  preventiva- 
mente yen  estricta  incomunicación  hasta  que 
consintiera  en  prestar  la  declaración  que  se  le 
exigía. 

La  Corte  Suprema  por  sentencia  de  21  de 
abril  de  1904,  dió  lugar  al  recurso  en  la  forma 
siguiente: 

Considerando: 
I.''  Que,  se^,ún  aparece  de  los  antecedentes, 
el  abogado  don  Evaristo  Novoa  fué  citado  Á 
prestar  declaración  en  proceso  criminal,  no  en 
calidad  de  testigo,  sino  en  la  de  inculpador, 
por  ronüigniente,  no  le  non  aplicable^  la^  di«- 
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posiciones  legales  que  el  juez  de  la  causa  invo- 
cfi  para  justificar  su  procedimiento; 

2.^  Que  entre  las  facultades  concedidas  & 
los  jueces  para  pesquisar  los  delitos  no  se  en- 
cuentra la  de  apremiar  con  prisión  ú  otro  tor- 
mento á  los  reos  á  fín  de  que  contesten  á  los 
cargos  que  se  Ies  dirijan;  y 

3'  Que,  por  lo  tanto,  el  proceso  no  arroja 
mérito  que  justifique  la  prisión  preventiva  en 
que  se  mantiene  á  dicho  abogado. 

Por  estos  fundamentos  y  visto  lo  dispuesto 
en  la  ley  de  3  de  diciembre  de  1891,  se  declara 
que  ha  lugar  al  recurso  de  amparo  y  que  el  reo 
debe  ser  puesto  inmediatamente  en  libertad, 
oficiándose  al  efecto  al  juez  de  la  causa. 

Pásense  los  antecedentes  al  Ministerio  Pú- 
blico para  los  ñnes  legales. 

Acordada  en  empate  por  los  señores  Minis- 
tros Gallardo  y  Montt,  contra  el  voto  de  los 
señores  Ministros  Saavedra  y  Fóster  Reca- 
barren,  quiénes  fueron  de  parecer  que  no  de- 
bía darse  lugar  al  recurso  por  haber  sido  ex- 
pedida, en  su  concepto,  la  orden  de  prisión 
preventiva  por  autoridad  competente  y  con 
antecedentes  que  la  justifican,  tomando  en 
cuenta: 

1^  Que  á  la  fiscba  de  la  citación  de  don  Eva- 
risto Novoa  no  había  sido  éste  encargado  reo 
en  el  proceso  por  perjurio^  &  pesar  de  haberse 
hecho  extensiva  también  en  su  contra  la  que- 
rella pendiente,  por  lo  que  sólo  ha  podido  con- 
siderarse citado  como  testigo,  aunque  sospe- 
choso, para  que  diera  al  juez  sumariante  ex- 
plicaciones sobre  los  hechos  ó  circunstancias 
en  las  cuales  se  fundaban  las  sospechas;  y 

2^  Que  la  negativa  del  referido  Novoa  para 
declarar,  unida  á  los  indicios  graves  de  culpa- 
bilidad que  el  proceso  que  se  ha  tenido  á  la 
vista  arroja  en  su  contra,  daban  mérito  sufi- 
ciente para  decretar  su  arresto  preventivo 
hasta  que  prestara  la  declaración  exigida  á 
fin  de  que  desvaneciera  esos  cargos  6,  en  caso 
contrario,  se  estableciera  si  había  fundamen- 
to para  encargarlo  reo. 

El  Ministro  señor  Gallardo  tuvo  además 
presente  para  dar  lugar  al  recurso  que  el  abo- 
gado don  Evaristo  Novoa,  en  el  caso  de  haber 
sido  llamado  á  declarar  como  testigo,  no  está 
obligado  á  serlo  en  el  proceso  sometido  á  su 
defensa,  en  virtud  de  lo  prevenido  en  la  l<y  2*. 


título  16,  Partida  ^'^—Gaharino  GattartJo.^ 
Abel  Saavedia.—E.  Fóster  Recabar ren.— A. 
Montt. 

El  Ministerio  Público  estimó  que  no  había 
mérito  para  proceder  criminalmente  contra  el 
juez  y  habiendo  entablado  acusación  en  su 
contra  don  Evaristo  Novoa, el  expresado  fun- 
cionario formuló  incidencia  para  que  la  Corte 
de  Apelaciones  se  pronunciara  sobre  la  admi- 
sibilidad óinadmisibilidadde  dichaacusación. 

La  Corte  de  Apelaciones  falló: 

"Santiago,  2  de  junio  de  1904.— Teniendo 
presente  que  el  actual  proceso  se  ha  formado 
á  virtud  de  una  resolución  de  la  Excma.  Corte 
Suprema,  y  en  cumplimiento  de  expresa  dis- 
posición de  la  ley,  se  declara  que  no  procede 
en  esta  causa  calificar  la  admisibilidad  de  la 
querella,  sin  perjuicio  de  lo  que  pueda  resol- 
verse en  orden  al  sobreseimiento  soKcitado 
por  el  señor  Fiscal. 

Tráiganse  los  autos  en  relación  para  cono- 
cer de  dicho  sobreseimiento  E.  CastUío.— 

J.  Agustín  Rojns.—Luis  Barriga. 

Apelada  esta  resolución  por  el  juez  señor 
Astorquiza, 

La  Corte: 

Vistos:  Teniendo  presente: 

1"  Que  la  ley  de  3  de  diciembre  de  1891  no 
ha  derogado  expresamente  el  artículo  168  de 
la  ley  de  15  de  octubre  de  1875; 

2^  Que  lo  dispuesto  en  el  artículo  3?  de  aque- 
lla ley,  conforme  al  cual  el  Ministerio  Público 
está  obligado,  en  los  casos  que  contempla,  á 
acusar  al  autor  del  abuso  en  el  plazo  de  diez 
días,  no  es  tampoco  inconciliable  con  lo  pre- 
venido en  el  recordado  artículo  163  de  la  Ley 
Orgánica  de  Tribunales,  iin  efecto^  este  último 
establece  que  ninguna  acusación  6  demanda 
entablada  contra  un  juez  para  hacer  efectiva 
su  responsabilidad  criminal  ó  civil  podrá  tra- 
mitarse sin  que  sea  previamente  calificada  de 
admisible  por  el  juez  ó  tribunal  que  es  llamado 
á  conocer  de  ella,  y  nada  se  opone  á  que,  en- 
tablándose acusación  contra  un  juez  por  pri- 
sión indebida,  quede  esta  acusación  sujeta, 
como  cualquiera  otra  que  se  formule  en  su 
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contra,  á  la  instancia  previa  prescripta  por  el 
artículo  1 63,  ya  que  este  artículo,- calculado 
para  salvar  la  independencia  y  dignidad  del 
funcionario,  es  genera)  y  absoluto; 

3^  Que,  en  consecuencia,  el  articulo  3^  de  la 
ley  de  1891,  lejos  de  querer  abrogar  las  dispo" 
siciones  generales  ó  particulares  que  aseguran 
el  derecho  de  defensa,  no  ha  tenido  más  objeto 
que  imponer  al  Ministerio  Público  la  obliga, 
ción  precisa  <le  entablar  en  plazo  perentorio  la 
gestión  correspondiente,  á  fin  de  que  se  esta- 
blezca, conforme  A  los  procedimientos  que  se- 
gún loa  casos  consagran  las  leyes,  si  el  acto 
que  se  persigue  es  excusable,  A  si  importa,  por 
el  contrario,  un  hecho  dtgno  de  represión; 

4^  Que,  por  otra  parte,  el  propósito  de  In 
ley  de  1891  fué  garantir  con  la  mayor  eficacia 
la  líl>ertad  individual,  autorizando  al  efecto  el 
recurso  extraordinario  de  amparo  para  ante 
la  Corte  Suprema,  la  cual  lo  resuelve  breve  y 
sumariamente,  sin  forma  de  juicio  y  sólo  con 
los  antecedentes  indispensables  para  formar 
concepto  del  recurso; 

fi^  Que,  si  bien  es  costumbre  pedir  informe  á 
ta  autoridad  que  decretó  el  arresto  ó  á  la  per- 
sona ó  funcionarioque  lo  ejecutó, este  trámite, 
no  iliapucsto  por  la  ley,  no  tiene  por  fin  inves- 
ti>;nr  la  responsabilidad  del  autor  del  hecho, 
sino  procurarse  un  antecediente,  generalmente 
necesario,  para  poder  apreciar  la  solicitud  del 
reclamante; 

G*^  Que  siendo  tales  el  propósito  de  la  ley  y 
la  tramitación  extraordinaria  establecida  por 
el  recurso,  no  cabe  admitir  que,  al  pronunciar- 
se sobre  éste,  se  pronuncie  también  el  tribunal 
en  orden  á  la  responsabilidad  del  autor  del 
hecho  que  lo  motiva;  porque,  aparte  de  care- 
cer, por  regla  general,  de  todo  elemento  para 
formar  juicio  respecto  deesta  responsabilidad^ 
no  se  habría  oído  al  inculpailo,  á  lo  menos  en 


la  forma  ampUa  que  quiere  la  ley,  para  poder 
determinar,  con  conocimiento  de  causa,  si  es  6 
no  culpable; 

7^  Que,  si  hubiera  de  aceptarse  que  el  fallo 
librado  sobré  el  recurso  importa  también  un 
juzgamiento  de  la  responsabilidad  del  que  or~ 
denó  6  ejecutó  la  prisión,  seria  necesario,  para 
estimar  el  valor  jurídico  del  finllo  en  cuanto  al 
segundo  punto  se  refiere,  tener  en  cuenta  la 
naturaleza  particular  del  hecho  sobre  que  re- 
cae. Y  así,  debiendo  establecerse  si  existe  6  no 
un  hecho  punible,  formaría  resolución,  en  em- 
pate de  votos,  la  opinión  más  favorable  al 
inculpndo;y  por  tanto,  aceptado,  como  lo  fué 
en  el  caso  actual,  por  sólo  dos  votos  contra 
dos  el  recurso  promovido  por  don  Evaristo 
Novoa,  se  habría  declarado  A  firme  con  la  re- 
solución que  aceptó  el  recurso  la  irresponsabi- 
lidad del  juez  que  ordenó  su  pri«6n;  y 

Que,  por  el  contrario^  no  obstante  de  de- 
cretar la  libertad  del  señor  Novoa  en  el  caso 
de  que  habla  el  número  anterior,  mandó  el 
tribunal  pasar  los  antecedentes  al  Ministerio 
Público,  conformándose  asi  á  la  jurisprudencia 
consagrada  por  el  mismo  tribunal  para  casos 
análogos  de  aceptación  del  recurso  en  empate 
de  vote»,  lo  cual  demuestra  que  se  ha  dado  á 
la  ley  una  inteligencia  siempre  uniforme,  de- 
sestimándose la  doctrina  según  la  cual  la  ad- 
misión del  recurso  de  amparo  Hevaria  siempre 
envuelta  la  declaración  de  la  responsabilidad 
criminal  del  autor  del  hecho. 

Visto,  además,  lo  prevenido  en  el  arttcolo 
52  del  Código  Civil,  se  revoca  la  resolución 
apelada  de  julio  2  del  presente  año,  y  se  decla- 
ra que  el  tribunal  de  la  causa  debe  pronun- 
ciarse previamente  sobre  la  admisibilidad  de 
la  acusación  formulada — Gairaríao  Gallardo. 

—V.  Aguirn  V.^bel  Saavedra  E.  Fóatei 

Recaharna, 
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CORTES  DE  APELACIONES 


Corte  de  la  Serena.— 12  de  marzo  de  1904 
Arestízábal  con  Ureta 

Ulnas;  internaoióii;  visita. 

Doctrina: — La  visita  de  las  minas pnrn 
el  e&cto  de  determinar  si  existe  intenm- 
ción  procede  aunque  la  mina  no  esté  men- 
surada. 


Don  Tomás  Aresttznbal  solicitó  la  visita  cíe 
la  mina  "Esperanza"  antea  "Esmeralda"  para 
esclarecer  sí  se  halla  internada  en  la  "Santo 
Tomás". 

Las  minas  "Esperanza"  y  "Santo  Tomás" 
no  han  sido  mensuradas. 
El  Juzgado  resolvió; 

Copiapó,  17  de  agosto  de  1903.— En  tudo 
como  se  pide  y  se  señala  el  jueves  20  del  actual 
nombrándose  al  Ingeniero  don  Enrique  Sáez 
Postenepara  que  practique  la  visita.— Ossa. 

Habiéndose  opuesto  doña  I^reto  Uretn,  el 
Juzgado  agregó: 

Copiapó,  17  de  octubre  de  1903.— Vistos: 
con  lo  expuesto  por  las  partes,  se  declara  sin 
lugar  la  oposición  deducida  por  doña  Loreto 
Ureta  á  la  visita  pedida  por  don  Tomás  Ares- 
tízábal y  concédese laapeladón interpuesta  en 
subsidio,  elevándose  los  autos  con  citación  y 
emplazamiento.— Ossa. 

La  Oorte  resolviendo  la  apeladón: 

Serena,  12  de  marzo  de  1904.— Vistos:  se 
confirman,  con  costas  del  recurso,  los  autos 
apelados  de  17  de  agosto  y  17  de  octubre  úl- 
timo. Acordada  contra  el  voto  del  señor  Mi- 
nistro Carvallo, quien  estuvo  porque  sedéela* 
rara  sin  lugar  la  visita  ordenada  y,  en  con- 
secuencia, por  la  revocatoria  de  los  autos  ape- 
lados.—«Vajcimi/fano  E.  Abaíos.—Fefípe  He- 
rrera,~Af.  Carvalh, 


VOTO  ESPECIAL 

En  el  juicio  seguido  por  don  Tomás  Arestí- 
zábal contra  doña  Loreto  Ureta,  sobre  visita 
de  la  mina  "Esperanza",  antes  "Esmeralda", 
para  los  efectos  del  articulo  64  del  Código  de 
Minería,  el  infrascrito,  disintiendo  de  la  mayo- 
ría del  Tribunal,  ha  estado  por  la  revocatoria 
de  los  autos  apelados  y  por  que  se  declare  sin 
lugar,  por  ahora,  dicha  diligencia,  en  mérito 
de  las  siguientes  declaraciones: 

1*  Porque  el  derecho  concedido  por  el  ar- 
tículo 64  del  Código  de  Minería  á  los  mineros 
colindantes  para  visitar  las  minas  vecinas,  no 
puede  hacerse  valer  sino  por  los  mineros  que 
tengan  títulos  definitivos  de  su  propiedad,  ti- 
tulo que  sólo  se  adquiere,  según  los  términos 
precisos  del  artículo  58  del  mismo  Código, 
después  de  practicada  la  mensura,  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  los  artículos  47  y  siguientes; 
pues  sólo  después  de  esa  operación  pueden  con- 
siderarse inmutables  los  linderos  de  la  ])ropie- 
dad,  fijadas  definitivamente  las  líneas  de  de- 
marcación entre  las  minas  colindantesy  saber- 
se á  quién  pertenece  el  terreno  sobre  que  versa 
el  litigio; 

2*  Porque,  en  el  caso  de  autos,  y  como  cons- 
ta del  certificado  de  fs.  15  vta.,  los  litigantes 
sólo  tienen  el  título  provisorio  de  sus  respec- 
tivas pertenencias,  cuyos  deslindes  se  objetan 
recíprocamente,  y  aunque  hacen  mérito  de  la 
circunstancia  de  tenerlas  manifestadas  y  ra- 
tificadas, estas  diligencias  no  son  suficientes 
para  dar  por  establecido  cuáles  son  los  límites 
respectivos  é  inmutables,  en  vista  de  la  citada 
disposición  del  artículo  68  y  fuera  de  que  la 
manifestación  y  ratificacidn,  consideradas  co- 
mo instrumentos  auténticos,  no  tienen  más 
valor  que  el  que  les  otorga  el  artículo  1 700 
del  Código  Civil; 

3*  Porque  debiendo  considerarse  responsa- 
ble del  delito  de  hurto  al  minero  que  se  hubiere 
internado  más  de  diez  metros  en  la  pertcnen- 
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cía  vecina  y  obligársele  á  laretititucióndel  va- 
lor de  los  minerales  que  hubiere  explotado  en 
la  pertenencia  ajena,  podrá  resultar  que,  si 
por  ahora,  como  consecuencia  de  la  visita  y 
demás  diligencias  mandadas  practicar,  se  con- 
denase á  esas  penas  á  la  demandada  doña  Lo- 
reto  Ureta,  y  suceder  que  m  estableciera  des- 
pués, con  la  mensura  definitiva  de  las  minas 
"Santo  Tomás"  y  "Esperanza"  que  no  había 
existido  internación  y  que  habían  sido  ilega- 
les 6  improcedentes  tanto  la  orden  de  suspen- 
sión provisoria  de  los  trabajos  en  los  puntos 
que  señala  como  internados,  como  la  aposi- 
ción de  sellos  en  los  puntos  .divisorios,  dili- 
gencias que  habría  que  decretar  si  se  atendie- 
ra sólo  á  las  afirmaciones  de  una  de  las  partes 
litigantes,  á  pesar  de  la  oposición  de  la  otra; 

4*  Porque  si  se  atiende  á  la  historia  de  la 
ley,  se  nota  que  disposiciones  análogas  á  Ins 
mencionadas  se  encontraban  consignadas  en 
los  artículos  109  y  106  del  (Código  vigente 
antes  del  actual,  cuyos  términos  son  los  m- 
guientes: 

"Art.  109.  No  puede  acusarse  internación 
en  la  mina  que  no  tiene  pertenenria  demarca- 
da ó  linderos  visiblesmtentras no  sehayamen- 
surado  legalmente  ó  se  hayan  repuesto  los  an- 
tiguos linderos. 

"Abt.  106.  Sólo  el  dueño  de  la  (jertenencia 
donde  se  verifica,  tendrá  derecho  de  explotar 
la  unión  ó  empalme." 

Serena,  12  de  mar¡EO  de  1904.— Af.  Car- 
vallo. 


Corte  de  ValpAraho  4  de  abril  de  1904 

Iñiguez  con  Tapia 

Querella  de  restableolmlento.-Apue8- 
tas  mutuas;  proMblolóui  clausura  del 
establecimiento.— Resolución  muni- 
cipal. -Resolución  interlocutoria. 

Doctrina:— &¿r($n  darífcalo  939  del 
Código  de  Procedimiento  Civil  sólo  pue- 


de interjfonerae  el  recurso  de  casación 
contra  sentencia  interlocutoria.  cuando 
pone  término  al  juicio  6  hace  imposible 
su  prosecución;  y  no  tiene  este  carácter 
la  resolución  que  declara  que  los  hechos 
relacionados  no  constituyen  un  despojo 
y  que  no  ha  lugar  á  trámitar  una  quere- 
lla, sin  perjuicio  de  los  derechos  del  de- 
mandante desde  que,  debe  continuar  el 
juicio  para  el  electo  de  pronunciarse  en 
la  apelación  deducida  contra  el  mismo 
auto. 


Don  Alulón  Iñigut-z  interpuso  querella  tle 
restablecimiento  contra  dtm  Juan  Tapia,  don 
Osvaldo  Prieto  Goñi,  rlon  Casimiro  Taiba, 
don  Luis  A.  Mardonez,  don  Pedro  Cabello, 
don  Jacinto  Avendaño,  don  Natalio  Guerra  y 
don  Kvaristo  Palma,  todos  municipales  en 
ejercicio  y  el  primero  alcalde  <le  la  Municipa- 
lidad de  Valparaiso. 

Fundando  su  demanda,  expone:  que  las 
personas  indicadas,  en  sesión  de  16  de  octubre 
próximo  pasarlo,  acordaron  ilegalmente  facul- 
tar al  primer  alcalde  tieñor  Tapia  para  que 
prohibiese  las  apuestas  mutuas  en  el  Frontón 
de  Pelotas,  situado  en\a  calle  de  Jaime,  tle 
propiedad  del  recurrente. 

Al  efecto  refiere:  que  desde  más  de  un  año 
atrás  se  vendían  en  el  Frontón  Iraletos  de 
apuestas  mutuas;  y  que  los  valores  acumula- 
dos se  repartían  entre  los  gananciosos  y  Ih 
casa  sólo  retenia  un  diez  por  ciento;  que  tres 
meses  antes,  poco  más  6  menos,  la  Municipa- 
lidad inició  querella  ante  el  Juzgado  del  Cri- 
men creyendo  ilegales  estas  o|>eraciones  y  sin 
esperar  la  resolución  de  los  tribunales,  á  quie- 
nes había  apelado,  procedió  á  tomar  el  acuer- 
do indicado;  que,  á  pesar  de  que  el  querellante 
reclamó  del  acuerdo,  el  domingo  18  de  octu- 
bre se  presentó  al  establecimiento  un  señor 
Jaramillo  acompañada  de  numerosos  guar- 
dianes de  policía,  llevando  el  decreto^el  señor 
alcalde  y  ordenó  que  la  suma  recogida  no  se 
entregara  á  los  compradores  de  boletos;  y 
que  de  esta  manera  obligaron  violentamente 
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A  cerrar  el  departamento  destinado  á  las 
apuestas  mutuas,  efectuando  así  un  verdade- 
ro despojo  con  violencia. 

Ajuicio  del  recurrente,  estos  actos  dan  mar- 
gen á  una  querella  de  restablecimiento  y  pre- 
senta una  lista  de  testigos,  ofrece  intorinación 
y  pide  (jue,  rendida  en  lo  bastante,  se  declare 
que  ha  lugar  A  su  querella  contraías  personas 
indicadas,  debiendo,  en  consecuencia,  resta- 
blecerse las  cosas  en  el  estado  en  que  antes  se 
hallaban. 

El  Juzgado,  estimando  que  se  trataba  de 
una  resolución  de  la  Municipalidad,  calificada 
de  ilegal,  y  que  los  hechos  relatados  no  cons- 
tituían un  despojo;  y  apoyííndose  en  el  artículo 
700  del  Código  Civil  y  99  de  la  ley  de  22  de 
diciembre  de  1891,  declaró,  por  auto  de  30  de 
octubre  próximo  pasado,  que  no  había  lugar 
á  tramitar  esta  querella,  sin  perjuicio  de  los 
derechos  que  pudiese  hacer  valer  esta  parte 
conforme  á  la  ley. 

Contra  este  fallo  don  Abdón  Iñiguez  inter- 
puso los  recursos  de  nulidad  y  apelación. 

Fundando  la  nulidad  el  reclamante  observa: 
que  la  resolución  dada  ha  puesto  íin  á  la  ins- 
tancia, resülv¡en<lo  la  cuestión  ó  asunto  que 
ha  sido  objeto  del  litigio,  y  que  la  sentencia  es 
nula  por  cuanto  han  faltado  todos  lo^  trami- 
tes esenciales  que  indica  el  artículo  966  del 
Código  de  Procedimiento  Civil  y  los  requisitos 
que  expresa  el  articulo  193  del  mismo  Código, 
á  excepción  del  número  C 

En  mérito  de  estos  antecedentes, 

L&  Oorte: 

Considerando: 
1'  Que  según  la  dispuesto  por  el  artículo 
939  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  sólo 
puede  interponerse  el  recurso  de  casación  con- 
tra sentencia  ínterlocutoría  cuando  pone  tér- 
mino al  juicio  ó  hace  imposible  su  continua- 
ción; 

2^  Que  la  resolución  reclamada  no  se  halla 
en  níngnno  de  esos  casos,  desde  que  debe  con- 
tinuar el  juicio  para  el  efecto  de  pronunciarse 
en  la  apelación  deducida  por  el  reclamante 
contra  el  mismo  fallo. 

De  acuerdo  con  la  disposición  citada,  se  de- 
clara inadmisible,  con  costas,  el  recursode  nu- 


lidad interpuesto  contra  la  resolución  de  30 
de  octubre  de  1903. 

Autos  para  ver  la  apelación  pendiente. 

Se  previene  que  los  señores  Ministros  Silva 
y  Bezanilla  Silva  sólo  tuvieron  presente  para 
declarar  inadmisible  el  recurso  de  casación  la 
circunstancia  de  que,  en  su  concepto,  In  reso- 
lución recurrida  no  tiene  carácter  de  sentencia 
Ínterlocutoría,  con  arreglo  al  artículo  165,  in- 
ciso 3^  del  Código  de  Pro(xdimiento  Civil. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Alamos 
González.— Pedro  M  Piapda  Braulio  More- 
no— Luis  Ignacio  Silva  B.  Atamos  Gonzá- 
lez.—A.  BezaniUa  Silva. 


Corte  de  Santiuj^o.—Ü  de  octubre  de  IU03 
Yacuzzi  con  Establecimientos  de  Beneficencia 

Oonduoolón  de  cadáveres  al  Oemente- 
rlo  General  de  Santiago 

Ductrina: — Los  dcnxhus  tjue  debíati 
pagarse  á  los  Establecimientos  de  Bene- 
ficencia de  Sfintin^o  porcada  servicio  de 
los  designados  en  el  arancel  del  Cemente- 
ño,  entre  los  que  se  enumera  el  de  la  con- 
ducción de  cadáveres  en  carros  propios 
de  esc  establecimiento,  revestían  el  carác- 
ter de  verdaderas  contribuciones  sancio- 
nadas ¡ieriódicamentc  en  tas  te^'cs  de  con- 
tribuciones. Dictada  la  ley  de  21  de  enci  o 
de  1S95  que  autorizó  especialmente  al 
Presidente  de  la  República  para  modificar 
el  arancel,  y  el  decreto  de  lí<  de  enero  de 
1896  que  aprobó  el  nuevo  arancel^  cuyo 
artículo  12  reconoce  el  privilegio  exclusi- 
vo del  Cementerio  para  la  conducción  de 
cadáveres,  no  es  atendible  la  observación 
de  que  tal  privilegio  pugna  con  el  articulo 
142  ( 131 )  de  la  Constitución,  desde  que 
la  ley  periódica  de  21  de  enero  de  1898 
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se  reñere  expresamente  at  nuevo  arancel 
que  en  este  asunto  no  hizo  otra  cosa  que 
mantener  lo  existente  ( 1 ). 


Don  Juan  Yocoz»,  demandando  á  los  Esta- 
blecimientos de  Beneficencia,  como  represen- 
tantes del  Cementerio  General  de  Santiago, 
expone:  que  tiene  establecida  en  esta  ciudad 
una  gran  casa  de  funerales,  cuyo  objeto  es 
proporcionar  á  los  particulares  todos  los  efec- 
tos y  facilidades  necesarias  pnrn  la  inhuma- 
ción de  los  cadáveres  en  el  Cenicnterio.  Como 
UD  complemento  de  esta  industria  enraigó 
al  extranjero  carruajes  funerarios  ¿  fin  de  es- 
tablecer en  Chile  iin  servicio  menos  oneroso 
para  el  público  que  el  que  hoy  tiene  exclusiva- 
mente á  su  cargo  el  Cementerio  General  de 
Santiago.  Bien  habría  podido  establecer  su 
industria  sin  trámite  previo  alguno,  pero  en 
vista  del  artículo  12  del  arancel  para  el  Ce- 
menterio, aprobado  por  decreto  supremo  de 
18  de  enero  de  1896,  creyó  conveniente  so- 
licitar del  Supremo  Gobierno  una  declnraci5n 
que  derogara  esa  d¡sposÍL-t<^n  en  la  parte  que 
pone  dificultades  al  ejercicio  de  la  industria  de 
los  exponentes.  El  Gobierno,  oyendo  el  parecer 
de  la  Junta  de  Beneficencia  y  del  señor  Fiscal 
de  la  Corte  Suprema,  con  sus  dictámenes  des- 
favorables para  los  mismos  exponentes,  ne- 
gó lugar  A  la  solicitud  (|ue  presentó  por  de- 
creto de  25  de  octubre  del  nño  próximo  pa- 
sado, y  como  esta  negativa  viene  {\  tni¡)ediilc 
el  ejercicio  de  un  derecho  jierfccto  que  le  asit- 

(1)  Kn  la  ley  de  contribucioneii  de  '.'<)  de  eiieni 
de  1904  n  ha  modifioado  la  autorinciiSn  de  loeiiiati- 
oeles  de  Cementerio  en  la  forrua  flguieute: 

«Arancelen  de  cementerios  dictados  en  virtud  <ta 
las  leyes  de  10  de  enero  de  1844,  de  2  de  julio  de 
18B2,  de5de  noviembre  de  1857  y  oámero  .j&l,  de 
21  de  enero  de  ISOjí»  oon  excloslóa  de  los  ai  tí  :i>lo« 
12  y  17  del  arancel  de  18  de  enero  de  1896.» 

En  eoiueeuenoia,  la  sentencia  quedó  un  aplica- 
ción práctica. 

Se  habla  interpuesto  reouiw  de  oaHivióii  contra 
el  fallo  de  la  Corte  de  Apelacionis;  [>em  el  recu- 
rrente se  deaíitió  del  reoorso  que  no  tenía  para  qué 
•egnir,  en  vista  de  la  nueva  ley.  Sin  embargo,  ésta 
puede  ser  modificada  y  ta  seetencia  producirá  coca 
juzgada  para  el  demandante. 


te,  favoreciendo  al  Cementerio  General  de  esta 
ciudad  con  un  privilegio  que  le  vedan  la  cons- 
titución y  las  leyes,  se  ve  en  la  necesidad  de 
entablar  demanda  contra  el  aludido  Cemen- 
terio General,  á  fin  de  que  se  declare  que,  á 
pesar  de  los  decretos  supremos  dictados  á  su 
favor,  no  puede  impedirle  el  eiercicto  de  su 
industria,  de  establecer  un  servicio  de  carros 
funerarios  para  conducir  cadáveres  á  los  ce- 
menterios. 

Según  lo  dispuesto'en  el  artículo  142  fl51 ) 
de  la  Constitución  Política,  nninguna  clase  de 
trabajos  ó  industria  puede  ser  prohibida  á 
menos  que  se  oponga  á  las  buenas  costum- 
bres, A  la  seguridad,  ó  á  la  salubridad  pública 
ó  rjue  lo  exija  el  interés  nacional,  y  una  ley  lo 
declare  así.n 

Aquí  no  se  trata  del  ejercicio  de  una  indus- 
tria que  se  oponga  a  las  buenas  costumbres, 
á  la  seguridad,  ni  Á  la  salübridad,  ó  que  el 
interés  nacional  exija  su  prohibición  y  toda- 
vía sin  que  ninguna  ley  haya  venido  á  decla- 
rarlo así.  La  única  razón  que  se  alega  es  que 
el  Cementerio  (reneral  goza  del  privilegio  de 
tener  carros  fúnebres  en  virtud  de  autoriza- 
ción del  arancel  vigente  dictado  por  el  gobier- 
no con  facultad  legislativa  concedida  al  efecto 
e  incluida  en  la  ley  actual  de  contribuciones; 
y  en  efecto,  la  ley  número  254  de  21  de  enero 
de  1895  que  autorizó  por  cierto  termino  el 
cobro  de  impuestos  y  contribuciones,  incluye 
los  aranceles  de  cementerios,  dictados  en  vir- 
tud de  las  leyes  de  10  de  enero  de  1844,  2  de 
julio  de  1852  y  de  5  de  noviembre  de  1857, 
quedando  autorizado  el  Presidente  de  la  Re- 
pública por  el  término  de  un  año  para  niodifi* 
Carlos  con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado. 

En  virtud  de  esta  autorización,  el  Presidente 
de  la  República  con  fecha  18  de  enero  de  1896, 
aprobó  el  arancel  para  el  Cementerio  (general 
de  Santiago,  que  en  su  artículo  12  dispone 
que  el  Ct  menterio  General,  por  la  obligación 
de  conducir  y  de  inhumar  gnituitnmcnte  los 
cadáveres  procedentes  de  todos  los  estableci- 
mientos de  beneficencia  y  [lenales,  así  como  de 
los  diversos  barrios  de  la  ciudad,  que  se  sepul- 
ten en  el  claustro  de  la  caridad,  goza  de  privi- 
legio esclusivo  para  tener  carros  mortuorios, 
y  á  virtud  de  este  privilegio,  tiene  seis  catego- 
rías á  elección  de  los  interesados,  etc.  Esta 
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disposición  no  es  bastante  para  privar  á  los 
particulares  del  <^ercicÍo  de  la  indastría  de  te- 
ner  carros  mortuorios. 

Y  no  es  bastante,  porque  no  ha  sido  apro- 
bada por  el  Presidente  de  la  República,  porque 
lo  que  éste  ha  aprobado  es  el  arancel  y  aran- 
cel no  es  otra  cosa  que  tarifa  oficial  que  deter- 
mina loa  derechos  que  se  han  de  pagar  en  va- 
rios ramos,  y  por  consiguiente  el  articulo  12 
citado  en  cuanto  no  es  tarifa,  en  cnanto  quie- 
re otorgar  un  privilegio  al  Cementerio,  no  ha 
sido  aprobado  por  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica. Además  la  ley  que  lo  facultaba  paramo*- 
dtñcar  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado 
los  aranceles,  no  lo  autorizaba  para  incluir  el 
tal  privilegio. 

Los  tales  aranceles  en  el  Boletín  no  llevnn 
además  firma  alguna,  de  modo  que  son  apó- 
crifos. 

Y  dado  caso  que  no  lo  sean,  y  qnc  el  Presi- 
dente los  hubiere  hecho  suyos  con  su  aproba- 
ción, no  sería  esto  suficiente  para  conceder  en 
esa  forma  el  privilegio  que  cree  tener. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  151  U^O) 
de  la  Constitución  esa  concesión  inJirectn  de 
privilegio  exclusivo  no  tendría  valor  alguno, 
pues  tales  concesiones  se  rigen  por  la  ley  de  9 
de  septiembre  de  1840,  modificada  en  algunos 
detalles  por  la  de  veinticinco  de  junio  de  1852 
y  20  de  enero  de  1883,  dictados  en  virtud  del 
artículo  143  (152)  de  la  Constitución,  que 
dice:  "Todo  autor  ó  inventor  tendrá  la  pro- 
piedad exclusiva  de  su  descubrimiento  6  pro- 
ducción por  el  tiempo  que  le  concediere  laley". 
Cita  en  seguida  los  artículos  1^,  2^  y  3^  déla 
ley  de  1840  y  sostiene  que  al  otorgarse  en 
losaranccles  del  Cementerio  General  privilegio 
e^lusivo  á  éste  para  tener  carros  mortuorios 
no  se  han  llenado  ni  se  han  cumplido  en  parte 
alguna  las  exigencias  de  la  citada  ley,  por  lo 
cnal  el  privilegio  es  completamente  nulo. 

Y  hay  que  fijarse  en  que  la  Constitución  y 
l:is  leyes  sólo  conceden  privilegios  á  los  auto- 
res A  inventores,  y  por  tiempo  determinado 
que  no  puede  hoy  día  exceder  de  veinte  años, 
y  en  el  caso  presente  no  se  trata  de  invento  ó 
descubrimiento  ó  producción  de  alguien. 

Tampoco  hay  aquí  la  patente  mandada  ex- 
tender por  el  Presidentedela  República,  etc. 
Aunque  la  ley  actual  sobre  cobro  de  contri- 
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bucloncs,  con  incluir  en  sus  enumeraciones  los 
aranceles  del  Cementerio,  hubiera  ratificado 
de  algún  modo  el  privilegio  que  éste  cree  te- 
ner, tal  ley  serla  insuficiente  para  concedérselo 
€  impedir  al  ezponente  el  ejercicio  de  su  in- 
dustria, porque  dada  la  disposición  del  artícu- 
lo 142  citado  de  la  Constitución,  se  necesita 
de  una  ley  expresa  para  prohibirla,  ley  dicta- 
da conforme  á  esa  disposición,  y  esa  ley  no 
existe  ni  podrá  existir. 

Tampoco  se  puede  sostener  que  la  concesión 
del  privilegio  exclusivo  se  haya  ratificado  por 
medio  de  la  ley  de  contribuciones,  por  cuanto 
se  otorga  sólo  á  los  autores  ó  inventores  de 
algún  descubrimiento  ó  producción. 

Los  establecimientos  de  Beneficencia  contes- 
tando, piden  que  se  deseche  la  demanda,  con 
costas,  y  exponen:  que  deben  considerar  una 
proposición  de  hecho  que  se  formula  como  uno 
de  los  íundnmentos  déla  acción,  aquello  He 
que  el  artículo  12  del  arancel  de  18  de  enero 
de  189(í  no  ha  sido  aprobado  por  el  Presiden- 
te de  la  República;  mientras  tanto  esa  dispo- 
sición, que  es  la  que  establece  expresamente  el 
monopolio  de  los  carros  mortuorios  y  fija  la 
tarifa  á  qucestAn  sujetos,  está  contenida  en  el 
conjuntode  reglas  que,  con  el  título  de  arancel 
para  elCementerio  de  Santiago, fué  aprobado 
por  decreto  supremo  de  18  de  enero  de  1896 
en  virtud  de  la  ley  de  21  de  enero  de  1895,  y  ha 
recibido  anualmente  la  sanción  soberana  en 
las  leyes  que  con  arreglo  á  la  Constitudón  han 
autorizado  el  cobro  de  las  contribuciones. 

El  artículo  142  de  la  Constitución  que  es  la 
base  de  la  demanda,  da  la  razón  del  monopo- 
lio de  carros  mortuorios  establecidos  á  faTor 
iel  cementerio  general  de  Santiago,  Las  in- 
dustrias que  puedan  oponerse  á  la  salubridad 
pública  pueden  ser  prohibidas,  ó  á  lo  menos, 
reglamentadas,  y  pueden  ser  prohibidas  por 
ordenanzas  municipales  con  arreglo  al  artícu- 
lo 119  número  l'^  y  10  de  la  Constitución,  ó 
por  ordenanzas  generales,  con  arreglo  al  nú- 
mero 21  del  artículo  73  que  dice:  ''Todos  los 
objetos  de  policía  y  todos  tos  establecimientos 
públicos  están  bajo  la  suprema  ins|>ección  del 
Presidente  de  la  República,  conforme  á  las 
particulares  ordenanzas  que  los  rigen."  Sería 
peligrosísimo  no  poner  trabas  á  la  conducción 
de  los  cadáveres  al  cementerio,  y  sin  la  vigi- 
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lapcia  constante  que  hoy  existe  sobre  el  ataúd 
y  el  vehículo  que  lo  conduce,  las  infecciones  se 
producirían  con  frecuencia. 

El  Presidente  de  la  República,  al  dictar  y 
aprobar  aranceles  con  acuerdo  del  Consejo  de 
Estado,  no  ha  hecho  otra  cosa  que  fijar  los 
emolumentos  que  deben  pagarse  por  el  uso  del 
Cementerio  que  es  una  propiedad  del  Estado, 
por  el  uso  de  los  carros  mortuorios  que  ni  Ce- 
menterio pertenecen,  y  ha  establecido  como 
una  medida  de  salubridad  pública  el  privilegio 
ó  monopolio  de  esa  clase  de  carros  en  favor 
del  Cementerio  General.  Tiene  también  un  fin 
económico  y  de  candad  pública,  por  darse  al 
Cementerio  ese  recurso  pecnninrío  en  cambio 
de  la  obligación  de  conducir  gratuitamente 
los  cadáveres  de  los  pobres. 

ütro  privilegio  ómonopoh'o  análogo  esel  de 
matadero  creado  á  favor  de  numerosas  Muni- 
cipalidades y  que  tiene  por  objeto  evitar  que 
las  poblaciones  se  alimenten  con  carne  de  ani- 
males infectados,  y  al  mismo  tiempo  propor- 
ciona á  aquellas  corporaciones  los  recursos 
necesarios  para  sostener  los  mataderos  y  los 
servicios  de  policía  anexos  íí  ellos,  lo  (|ue  ma- 
nifiesta que  el  Presidente  de  la  República  ha 
obrado  dentro  de  sus  atribuciones  al  aprobar 
el  artículo  12  citado,  en  cuanto  esa  disposición 
importa  unn  restricción  á  la  libertad  de  indus- 
tria en  obsequio  A  la  salubridad  pública. 

La  aprobación  legislativa  ha  sido  necesaria 
solamente  bajo  el  punto  de  vista  del  carácter 
de  contribución  que  envuelve  dicho  monopo- 
lio, y  desde  1895  viene  figurando  en  la  ley  de 
contribuciones  el  arancel  en  que  está  estable* 
cido  el  privilegio  de  los  carros  mortuorios  en 
favorde  los cementeriosde  Santiago  y  es  lodo 
lo  que  necesita  la  justicia  para  declarar  legal 
este  privilegio. 

Para  los  tribunales,  la  ley  se  presume  de  de* 
recho  constitucional  porque  ninguna  magis- 
tratura ha  recibido  entre  nosotros  el  encargo 
de  resolver  si  las  leyes  son  ó  no  conformesála 
Constitución,  ordenando  su  cumplimiento  en 
el  primer  caso  y  denegándolo  en  el  segundo. 

íjue  el  privilegio  concedido  al  (  emcnterío 
sea  contrario  á  la  ley  que  rige  los  privilegios 
de  invención,  nada  tiene  que  ver  en  el  caso  pre- 
sente, por  cuanto  el  Cementerio  General  no 
ba  pretendido  jamás  haber  descubierto  los 


carros  mortuorios,  ni  ha  pedido  privilegio  ex- 
clusivo de  invención  sobre  ellos,  ni  se  le  ha 
concerlido  la  patente  del  caso.  Bl  monopolio 
ha  nacido  de  la  ley  de  lfi93  v  nutorirado  por 
todas  las  leyes  anuales  sobre  contribuciones 
subsiguientes,  es  una  cosa  muy  distinta  de  un 
privilegio  de  descubrimiento. 

Kl  juzgado,  con  fecha  28  de  junio  de  1903, 
resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  la  ley  constitucional  número  2o4> 
de  21  de  enero  de  1895,  que  autorizó  el  cobro 
de  las  contribuciones  fiscales  y  municipales  y 
de  los  emolumentos  existentes,  refiriéndose  A 
los  aranceles  de  cementerios,  dictados  en  vir- 
tud de  leyes  anteriores,  agregó:  "quedando 
autorizado  el  Presidente  de  la  República  por 
el  termino  de  un  añoparamodificarlos..."est(» 
es,  para  cambiar  los  emolumentos  de  los  ser-  , 
vicios  á  que  se  referían  los  aranceles  vigentes; 

2"  Que  ni  en  la  letra  ni  en  el  espíritu  de  esa 
autorización  se  ve  otra  intención  que  la  de 
cambiar  lo  exisicnte,  y  no  se  otorga  facultad 
pura  establecer  un  monopolio  ó  privilegio 
exclusivo  á  favor  del  Cementerio  de  Santiago, 
que  no  le  habían  concedido  las  leyes  ¡interior- 
mente, ni  se  contenían  en  los  reglamentos  dic- 
tados por  el  Presidente  de  la  República,  el  5 
de  mayo  y  el  7  de  junio  de  184-5,  á  virtud  de 
la  autorización  que  le  confirió  la  ley  de  10  de 
enero  de  1 844; 

3^*  Que  con  estos  antecedentes,  ha  de  esti- 
marse que  el  Presidente  de  la  República,  en  el 
decreto  de  18  de  enero  de  1896,  sólo  se  pro- 
puso modificar  los  aranceles  que  regían  ¡>aru 
el  Cementerio  General  de  Santiago,  y  no  con- 
cederle un  privilegio  exclusivo  ó  monopolio 
para  la  conducción  de  cadáveres,  pues,  la  ley 
de  21  de  enero  de  1895  lo  autorizaba  para 
aquello  y  no  para  esto  otro; 

4^  Que  en  los  aranceles  dictados  por  los  de- 
cretos supremos  de  1845,  y  generalmente  en 
los  demás  que  dictó  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica, usando  de  la  autorización  conferida  por 
las  Icytís  de  10  de  enero  de  1844,  de  2  de  julio 
de  1852  y  de  5  de  noviembre  de  1857,  citadas 
en  el  número  1'  del  articulo  4'  de  la  ley  de  21 
de  enero  de  1895,  no  se  concedió  á  los  cemen- 
terios el  privilegio  exclusivo  ó  monopolio  de 
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usar  carros  para  la  conducción  de  cadáveres, 
aino  que  se  les  autorizó  para  tener  tales  ca- 
rros y  para  percibir  ciertos  emolumentos  por 
su  uso,  excepción  hecha  del  reglamento  para 
d  (  enienterio  de  los  Angeles,  dado  el  5  de  no* 
vienibre  de  1858,  en  cuyo  artículo  5'  se  dis- 
pone: "T<a  conducción  de  los  cadáveres  sólo 
podrá  hacerse...  en  los  carros  del  estableció 
miento,  A  no  ser  que  los  dolientes  prefieran 
algún  otro  particular,  en  cuyo  caso  pagarán 
nempre  los  derechos  que  correspondo  por  el 
carro  de  primera  clase",  que,  según  el  artícn- 
lo  8^,  es  de  dos  pesos; 

5»  üue  por  otra  parte,  el  artículo  142  (151) 
úe  la  Constitución  del  Estado  declara  que: 
"ninguna  clase  de  trabajo  ó  industria  puede 
ser  prohibida,  á  menos  que  se  oponga  á  las 
buenas  costumbres,  á  la  seguridad,  ó  á  la  sa- 
lubridad pública,  6  que  lo  exija  el  interés  na- 
cional, y  una  ley  lo  declare  así";  y  no  hay  ley 
alguna  que  prohiba  á  nadie  el  trabajo,  ó  la 
Industria  de  conducir  cadáveres;  como  se  con- 
firma con  el  hecho  de  no  citar  la  defensa  de 
los  Establecimientos  de  Beneficencia  deman- 
dados, sino  la  de  21  de  enero  de  1895,  que 
ciertamente  no  contiene  la  declaración  exigi- 
da por  el  articulo  constitucional  citado;  y 

(i''  (Jue  los  Tribunales  de  Justicia  están  por 
la  Constitución,  artículos  99,  108  autoriza- 
dos y,  por  lo  mismo,  obligados  á  juzgar  las 
causas  civiles  y  criminales,  cada  uno  en  su  es- 
tera; disposición  legal  repetida  en  el  artículo 
1'  de  la  I^y  Orgánica  del  Poder  Judicial;  y 
aunque  el  artículo  4^  de  ésta  les  prohibe  mez- 
cla rse  en  las  atribuciones  de  otros  poderes  pú- 
blicos, eso  no  Ies  impide  interpretar  los  actos 
de  otra  autoridad,  y  á  la  inversa,  ellos  deben 
interpretar  las  leyes  y  la  misma  Constitución 
Política;  y  han  de  pronunciarse  conforme  á 
leyes  verdaderas  y  no  supuestas,  para  hacer- 
lo, como  lo  dispone  el  artículo  167  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  conforme  al  mérito  de 
autos. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones,  se  de- 
clara: que  ha  lugar  á  la  demanda,  y  que,  en 
consecuencia,  don  Juan  Yncuzzi  puede  ejercer 
la  industria  ú  ocupación  de  conducir  cadáve 
res  á  los  cementerios  en  carros  propios,  sin 
usar  los  del  Cementerios  General  de  esta  ciu- 
dad, no  obstante  lo  dicho  en  el  artículo  12  de 


los  Aranceles  para  ese  Cementerio,  aprobados 
por  decreto  de  18  de  enero  de  1896 — José 
Agustín  Rojas. 

Apelada  esta  sentencia  por  los  estableci- 
mientos de  Beneficencia, 

La  Oorte  falló: 

Reproduciendo  la  parte  expositiva  de  la 
sentencia  apelada,  y  teniendo  presente: 

1"  Que  promulgada  la  ley  de  10  de  enero 
de  1844  que  autorizó  al  Presidente  de  la  Re- 
pública para  que  por  el  término  de  cuatro 
años,  pudiera  fijar  los  aranceles  de  los  dere- 
chos que  hubieran  de  cobrarse  en  los  cemente* 
ríos  públicos,  se  dictó  por  ese  magistrado, 
para  el  de  Santiago,  el  reglamento  de  7  de 
junio  del  año  siguiente,  en  el  cual  se  dispuso 
que  ningún  cadáver  que  pertenezca  á  los  cu- 
ratos de  la  capital  pudiera  ser  enterrado  sino 
en  el  cementerio  público;  se  establecieron  las 
reglas  que  debían  observarse  para  la  conduc- 
ción de  los  cadáveres  y  el  número  de  carros 
mortuorios  destinados  á  este  servicio,  con  es- 
pecificación de  sus  cuatro  clases  respectivas; 
y  por  último,  se  fijaron  en  ti  expresado  regla- 
mento los  derechos  que  se  pagarían  en  la  Te- 
sorería de  los  establecimientos  de  beneficencia, 
como  correspondientes  al  Cementerio  de  San- 
tiago, por  ta  conducción  de  los  cadávercK 
según  la  clase  del  carro  que  se  destinara  íi  ese 
objeto; 

2*^  Que  idéntica  autorización  á  la  concedida 
al  Presidente  de  la  República  por  la  ley  de 
1844,  fué  reiterada,  en  las  de  2  de  julio  de 
1852  y  5  de  noviembre  de  1857,  circunstancia 
que  palmariamente  manifiesta  que,  á  juicio 
del  legislador,  los  derechos  que  debían  pagar- 
se á  los  Establecimientos  de  Beneficencia  de 
Santiago  por  cada  servicio  de  los  designados 
en  el  arancel  del  Cementerio,  y  entre  los  que  se 
enumera  el  de  la  conducción  de  cadáveres  en 
carros  propios  de  ese  establecimiento,  reves- 
tían el  carácter  de  verdaderas  contribuciones, 
de  las  que  sólo  el  Congreso  puede  imponer  en 
uso  de  sus  facultades  constitucionales  y  cuyo 
producto  se  destina  á  satisfacer  necesidades 
públicas  de  la  naturaleza  de  las  que  dichos 
establecimientos  atienden;  pues  de  otro  modo 
no  se  se  explica  la  frecnente  y  periódica  pro- 
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mulgaciñn  de  tas  leyes  ya  citadas;  en  cuya  vir- 
tud subsisten  los  aranceles  dictados  por  el 
Presidente  de  la  República. 

3'  Que  es  un  hecho  notorio  y  reconocido 
que  desde  la  vigencia  del  arancel  de  1845  la 
conducción  de  cadáveres  al  Cementerio  Gene- 
ral de  Santiago  se  ha  practicado  exclusivr- 
mente  en  los  carros  de  ese  establecimiento,  pa- 
gándose los  derechos  correspondientes  á  este 
servicio,  según  el  mencionado  arancel,  hasla 
el  año  de  1896  en  que  se  dictó  el  que  rige  ac- 
tualmente; y  este  orden  de  cosas  basado  en  la 
ley  ha  subsistido  durante  tan  larga  serie  tic 
años,  sin  que  nadie  haya  pretendido  alterarlo 
ó  modificarlo; 

4-'  Que  si  alguna  duda  hubiera  cabido  sobre 
el  carácter  de  la  exacción  de  que  se  trata,  clin 
se  habría  desvanecido  con  la  promulgación  de 
la  ley  de  21  de  enero  de  1 895,  qne  al  autorizar 
por  dieciocho  meses  el  cobro  de  las  contribu- 
ciones establecidas,  hizo  especial  mención  de 
"los  aranceles  de  cementerios  dictados  en  vir- 
tud de  las  leyes  de  10  de  enero  de  1844-,  2  de 
julio  de  1852  y  5  de  noviembre  de  1857",  que- 
dando al  mismo  tiempo  facultado  el  Presiden- 
te de  la  República  por  el  término  de  un  año 
para  modificarlos; 

5^  Que  con  arreglo á  la  disposición  legislati- 
va de  1895,  que  incorporó  los  aranceles  del 
Cementerio  General  de  Santiago  á  la  ley  qiic 
autoriza  el  cobro  de  las  contribuciones  y  ser- 
vicios públicos,  y  á  la  facultad  concedida  al 
Presidente  de  la  República  para  modificar 
aquellos,  se  expidió  el  supremo  decreto  de  18 
de  enero  de  1896,  cuyo  fin  único  fué  el  de  apro- 
bar el  nuevo  arancel  á  que  dicho  decreto  se 
refiere; 

6^  Que  en  el  artículo  12  del  arancel  que  aca- 
ba de  mencionarse  se  estableció  que,  "el  Ce- 
menterio General,  por  la  obligación  de  condu- 
cir y  de  inhumar  gratuitamente  los  cadáveres 
procedentes  de  todos  los  establecimientos  de 
beneficencia  y  penales,  así  como  los  de  los  di- 
versos barrios  de  la  ciudad  que  se  sepultan  en 
el  Claustro  de  Caridad,  goza  de  privilegio  ex- 
clusivo para  carros  mortuorios*'. 

7'  Que  aún  cuando  se  arguya  por  el  de- 
mandante que  el  Presidente  de  la  República 
carería  de  facultad  para  dictar  una  disposi- 
ción como  la  que  contiene  el  artículo  12  del 


Arancel  de  1896,  pues  á  sujuicio  ella  pugfna 
con  el  texto  expreso  del  artículo  142  de  la 
Constitución  del  Estado,  esta  observarión 
aparece  hoy  destituida  de  fundamento  le^al; 
por  cuanto  el  expresado  Arancel  ha  sido  incor- 
porado en  la  ley  número  1,006,  de  21  de  enero 
de  1898,  que  aprobó  el  cobro  de  las  contribu, 
¿iones  por  diez  y  ocho  meses,  y  en  todas  las 
del  mismo  género  que  se  han  dictado  con  pos- 
terioridad; 

8^  Que,  por  otra  parte,  las  palabras  del  ar- 
tículo 1 2  que  se  han  citado,  tomadas  en  su 
verdadero  sentido,  no  tienen  otro  significado 
que  el  de  manifestarlas  razones  ó  los  motivos 
dccon^'enienría  pública  que  aconsejaban  man- 
tener en  pie  una  contribución  ya  preconstituí- 
da,  y  <iue  derivaba  su  existencia  de  las  diver- 
sas leyes  anteriormente  dictadas; 

9'  Que  dados  los  antecedentes  expuestos, 
la  pretensión  sustentada  por  el  demandante 
Yacuzzi,  ¡Hiraque  se  declare  que  pnede estable- 
cer en  esta  ciudad  un  servicio  de  carros  fúne- 
bres destinados  á  conducir  cadáveres  á  los 
menterios  y  que  al  ser  acogida  daría  margen 
seguramente  á  pretcnsiones  idénticas  de  otras 
personas,  importaría  la  abrogación  de  un  ser- 
vicio público  constituido  y  reglamentado  des- 
de hace  más  de  cincuenta  años  por  las  diver- 
sas leyes  que  se  han  dictado  á  este  efecto,  y  !n 
supresión  de  un  derecho  ó  contribucidn  esta- 
blecida á  favor  de  la  beneficencia  de  esta  ciu- 
dad, en  interés  general  de  sus  habitantes,  con- 
traviniéndose á  lo  dispuesto  en  el  artícnlo  28 
de  la  Constitución,  según  el  cual  sólo  en  vir- 
tud de  una  ley  pueden  suprimirse  las  contri- 
buciones existen  tes;  y  no  se  ha  dictado  basta 
el  prcsi-nte  ley  alguna  en  talsentido,  sino,  por 
el  contrario,  otras  que,  aprobando  periódica- 
mente la  contribución  referida,  la  mantienen 
en  vigencia; 

10.  Que  por  la  misma  razón  indicada  en  el 
considerando  que  precede,  y  siendo  una  con- 
dición vital  de  existencia  de  la  contribución 
de  que  se  trata,  el  que  su  percepdón  y  cobro 
se  haga  exclusivamente  por  la  institución  de 
beneficencia  á  cuyo  favor  está  constituida,  ya 
que  de  otro  modo  desapareceria,  no  puede 
aceptarse  que  sea  contraria  á  lo  dispuesto  en 
el  artículo  142  de  la  Constitución;  por  cnanto 
el  servicio  qne  sirve  de  base  á  la  indicada  con- 
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tríbución  debe  clasificarse  en  la  misma  catego- 
ría de  otros,  cuya  legalidad  nadie  ha  puesto 
en  duda,  que  limitan  el  Ubre  qercicio  de  una 
industria  y  que  pueden  subsistir  según  la  mis- 
ma Constitución  por  exigirlo  así  razones  de 
conveniencia  general,  de  seguridad  6  de  salu- 
bridad públicas. 

Por  estos  fundamentos  y  con  el  mérito  de 
las  diversas  disposiciones  legales  ya  citadas^ 
y  visto  ademAs  lo  preceptuado  en  el  artículo 
1698  del  Código  Civil,  se  revoca  la  sentencia 
apelada  de  fecha  28  de  junio  de  este  año,  y  se 
declara  sin  lugar  )a  demanda. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Bernales. 
~J.  Bernaks.~A.  Vergara  Albaoo.—E.  Dono- 
so V. 


Corte  de  Concepción.— S  tie  enem  rfe  1904 
Sanhueza  con  Municipalidad  de  ^uilaco 

Reolamaolón  do  avalúo.  —  Tramita- 
alón.— Oltaolón  de  los  tasadores. 

Doctrina:— La  hy  de  municipal  ¡dudes 
dispone  que  los  reclamos  sobre  avalúos 
se  tramiten  con  citación  de  los  tasadores 
y  del  contríbayente,  y  el  tesorero  munici- 
pal no  puede  representar  al  Cabildo  en 
este  caso  por  cuantoal  ejecutar  los  actos 
á  que  se  reñeren  los  artículos  44y48  de 
la  reñsrída  hy^  procede  como  autoridad  y 
no  como  pai  te  interesada^  lo  que  se  con- 
ñrma  con  el  precepto  de  la  ley  de  12  de 
octubre  de  1892  y  lo  que  dispone  la  ley 
municipal  en  sus  artículos  46  y  48  á  51  ^ 
en  ninguno  de  Jos  cu&les  se  ordena  dat 
participación  Ó  que  se  oiga  al  Municipio, 
disposiciones  que  reproduce  la  hy  de  17 
de  diciembre  de  1901. 


Don  Andrés  Sanhana  reclama  del  avalúo 
de  su  hacienda  el  "ForTenir"  por  conriderar 


que  la  cantidad  de  170.(KX)  p^sos  en  que  ha 
sido  tasada  por  la  comisión  avaluadora  de  la 
comuna  de  Quilaco,  para  los  efectos  de  la  con- 
tribución de  halieres,  es  muy  excesiva,  y  para 
justificar  esto  hace  presente  que  en  el  mes  de 
marzo  del  año  pasado,  según  consta  del  docu- 
mento que  acompaña,  fué  tasada  esa  misma 
propiedad  con  sus  planteles  y  edificios,  por  el 
ingeniero  don  José  Pe«lro  Alessandrí,  á  fin  de 
ejecutar  una  operación  de  préstamo  en  la  Caja 
de  Crédito  Hipotecario,  en  la  suma  de  46.000 
pesos,  que  es  en  realidad  su  valor. 

Concluye  solicitando  se  reduzca  la  tasación 
á  esta  cantidad  y  que  esta  reclamación  se  tra- 
mite con  citación  del  tesorero  de  la  comuna 
expresada,  en  razón  de  no  haberse  podido 
averiguar  quienes  han  sido  los  que  tasaron  su 
fondo  mencionado. 

De  autos  aparece  que  el  último  avalúo  de 
éste  se  efectuó  en  julio  del  año  pasado  por  la 
comisión  nombrada  en  esa  fecha  y  que  la  com- 
ponían los  señores  Erasmo  Rodríguez,  Apari- 
cio Lizama  y  Pedro  Agnilera. 

El  funcionario  indicado  fué  citado,  pero  no 
se  hizo  parte. 

Se  oyó  al  señor  Promotor  Fiscal,  quien  opi- 
nó porque  no  se  diera  lugar  á  lo  peilido. 

El  juzgado  de  Mulchén  con  fecha  21  de  no- 
viembre de  1902  falló: 

Confflderando: 
Que  la  ley  municipal  dispone  que  estos  re- 
clamos se  tramiten  con  citación  de  los  tasado- 
res y  del  contribuyente,  y  en  vista  de  lo  qne 
éste  expusiere  y  de  los  antecedentes  que  breve 
y  sumariamente  suministren  aquéllos,  el  juez 
de  letras  debe  resolverlos  dentro  de  un  plazo 
fijo; 

Que  en  este  expediente  no  hay  constancia 
de  que  se  haya  cumplido  con  este  requisito, 
pues  en  lugar  de  dichos  tasadores  aparece  ci- 
tado el  tesorero  municipal; 

Que  este  funcionario  no  puede  repreientar 
al  Cabildo  en  este  caso,  por  cuanto  al  ejecu- 
tar éste  los  actos  á  qne  se  refieren  los  artícu- 
los 44  y  48  de  la  ley  citada,  procede  como 
autoridad  y  no  como  parte  interesada; 

Que  contribuye  á  confirmar  lo  anterior  el 
precepto  de  la  ley  de  12  de  octubre  de  1892  y 
todo  lo  que  se  establece  en  esta  materia  en  ia 
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ley  anteriormente  mencionada  y  artículos  46, 
48,  49,  50  y  51,  en  ninguno  de  los  cuales  se 
ordena  dar  participación  ó  que  se  oiga  al 
Municipio,  lo  que  prueba  claramente  que  se 
quiso  eliminarlos  de  toda  intervención  en  esta 
clase  de  gestiones;  y 

Que  la  ley  de  17  de  diciembre  de  1901,  que 
es  la  última  que  se  ha  dictado  sobre  este  mis- 
mo asunto,  manda  también  expresamente  que 
estas  presentaciones  se  tramiten  y  resuelvan 
en  la  forma  que  se  indica  en  el  considerando 
primero. 

Por  estos  fundamentos  se  declara  que  no  ha 
lugar  á  lo  que  pide  don  Andrés  Sauhueza.— 
Matus. 

Apelada  esta  sentencia,  La  Oorte: 
Se  confirma  la  resolución  apelada  de  21  de 
noTÍembre  de  1902,  sin  perjuicio  de  otros  de- 
rechos que  pueda  hacer  valer  don  Andrés  San- 
hueza  en  la  forma  que  viere  convenirle.— 
Bgañn  Exequieí Fi^ueroa  Ltm  David  Cruz. 


Corte  de  Coacepción,— 11  de  marzo  de  1904 
Huenumtl  con  Herrera 

Reivindloaoión.    Hedidas  precauto- 
rias.—Seoueatro  de  Inmuebles 

Doctrina:— TratánJose  de  reivindicar 
un  inmueble,  no  procede  el  secuestro  del 
mismo  duretnte  el  Juicio,  conforme  al 
articulo  902  del  Código  Civil  y  283  del 
Código  de  Procedimiento  Civil  que  au- 
toriza el  nombramiento  de  un  interven- 
toril). 


Promovido  un  juicio  reivindicatorío  entre 
doña  Maria  Clara  Huenumil  y  don  Bemardi- 
no  Herrera,  soHcitó  el  demandante  como  me- 

(1)  VéMe  la  lentencim  de  U  Corte  de  Tal  paraíso 
de  7  de  Doviemlnv  de  1903,  páff.  166  y  la  nota  de 

L  r.  5, 


dida  precautoria,  el  secitestro  de  la  propie«lai! 
objeto  de  la  demanda. 

El  Juzgado  de  Osomo  resolvió: 

Vistos:  en  lo  principal  como  se  pide. 

Al  primer  ntrosf  y  con  lo  expuesto  por  la« 
partes  y  el  mérito  de  los  documentos  acom- 
pañados y  resolviendo  la  petición  formulada 
en  el  prímer  otroirf  del  escrito  de  demanda,  h.i 
lugar  &  lo  que  en  él  se  solicita. 

Al  segundo  otrosí,  traslado  y  autos,  hacriéii- 
<lose  provisoriamente  como  se  solicita;  y  ni 
tercero  y  coarto,  como  se  pide— Cfaro  I^nstn- 
rria. 

Apelada  esta  sentencia  La  Oorto: 

Teniendo  presente  que  tratándose  de  reivin- 
dicar un  bien  inmueble  no  procede  el  secuestro 
del  mismo  inmueble  durante  el  juicio,  confor- 
me á  lo  prescripto  por  el  artículo  902  del  Có- 
digo Civil;  y  visto,  además,  lo  dispuesto  en  el 
artículo  283  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, se  revoca  en  la  parte  apelada  la  resolución 
de  11  de  diciembre  del  año  último,  y  se  decla- 
ra que  no  ha  lugar  á  lo  pedido  en  el  primer 
otrosí  del  escrito  de  demanda,  sin  perjuicio  de 
otras  medidas  precautorias  que  el  demandan- 
te puede  solicitar. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Parga,  quien  opinó  por  confirmar,  con  costa« 
del  recurso,  la  referida  resolución. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Figueroa 
Lagos.— yuan  N.  Parga. — Bzequiel  Figi^nm 
Lagos.  ~  Luis  David  Crux. 


Corte  de  Coacepción  21  de  marto  de  1904 

Garna  con  SantibAñez 

Querella  de  restableoimiento.— Oomu 
nldad 

Doctrina: — El  que  violentamente  ha 
sido  desojado  sea  de  ¡a  ptyaeaión,  sea  de 
Ifí  mern  tenencia,  r  qne  por  cnalqtticm 
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caasa  no  puede  instaurar  acción  poseso- 
ría,  tiene  el  derecho  de  que  se  restablez- 
can las  cosas  al  estado  que  antes  tenían 
r,  por  consiguiente^  nan  suponiendo  que 
el  querellante  y  el  quereilado  sean  comu' 
ñeros  en  el  terreno  despojado,  procede  la 
querella  justiñcatido  el  despojo  violento 


Doña  Andrea  Garda  se  presentó  al  Juzgado 
de  Oaorno  exponiendo  que  ea  dueña  desde 
más  de  diez  años  de  un  retazo  de  terreno  del 
fundo  "Cantéame",  ubicado  en  la  subdelega- 
ción  de  la  Costa,  bajo  los  deslindes  que  indi- 
ca, del  cual  ha  estado  en  posesión  durante 
ese  tiempo,  ejecutando  actos  ñ  que  da  derecho 
el  dominio,  sin  interrupción  de  nadie,  hasta  el 
6  de  abril  último,  fecha  en  que  fué  violenta- 
mente despojada  de  ese  terreno  por  don  Sal- 
vador Santibáñez,  quien,  acompañado  de  sa 
hijo  y  ocho  individuos  más,  le  destruyeron 
una  gran  parte  de  los  cercos  y  se  apropiaron 
de  un  barbecho  que  tenia  hecho,  el  cual  sem- 
bró con  trigo  Santibáñez. 

Por  esta  causa,  dice,  viene  en  querellarfe 
por  despojo  violento  contra  don  Salvador 
Santibáñez;  ofrece  información  auiuaria  y  pide 
que  á  su  tiempo  se  declare  que  del>en  restituir- 
se las  vosas  al  estado  en  que  antes  se  encon- 
traban, restituyéndoselt!  el  terreno  que  recla- 
ma, con  costas  ,daños  y  perjuicios. 

Deduciendo  oposición  ála  querella,  don  Sal- 
vadorSantibáñezpide  se  deseche  con  costas,  y 
dice:  que  no  es  cierto  que  haya  despojado  á  la 

(1)  Ija  rloctrina  sentada  pcir  la  Cnrte  «le  Concep- 
ciún  da  un  aloatice  qne,  á  niifstro  juicio,  no  tiene  el 
artículo  *.)'i8  del  Código  Civil.  1^  acción  de  resta- 
blecimiento •  s, 'ante  todo,  postBoi'ia  y  8U  objeto  ex 
mantener  la  situación  anterior  qtie  existía  entre  dos 
penonas  que  He  dispatun  la  posesión  «xolasiva  7  nna 
de  elIaA  despoja  viiilentameiite  á  la  otra,  hacióndo- 
w  juaiicia  por  xí  misma.  Restablecida  )a  situación 
anterior,  atieradn  por  el  acto  de  violeocia.  I:ifl  piii  teH 
quedan  habilitadan  f>ara  entablar  tas  acciones  pose- 
ROi-taii  ordinariofi.  Ahora  bien,  esto  no  piietle  ocurrir 
entre  comaoen  t 

L.  c  a. 


(juerellante  en  la  posesión  que  dice  tenía,  ni  ha 
ejecutado  acto  alguno  de  violencia  en  contra 
de  ella  ni  contra  ninguna  otra  persona. 

Que,  según  la  t.*opia  que  acompaña,  es  accio- 
nista del  fundo  "Fichinquilmo",  que  no  es  un 
fundo  separado  sino  parte  integrante  del  fun- 
do "Cantcamo",  A  que  se  refiere  la  querella,  y 
en  su  calidad  de  comunero  de  este  fundo  está 
en  posesión  pacifica  y  no  interrumpida,  secu- 
tando toda  clase  de  actos  á  que  da  derecho  el 
dominio,  de  un  retazo  que  forma  parte  de 
aquél  que  la  García  limita  en  su  querella,  el 
cual  deslinda  en  especial  como  indica. 

Recibida  la  prueba  testimonial,  el  Juez  de 
Osorno,  con  fecha  5  de  diciembre  de  1902,  re- 
solvió: 

Teniendo  presente:  que  si  bienlaquerellantei 
con  los  testigos  que  declaran  al  tenor  del  inte- 
rrogatorio de  fs.  12,  haacreditadoque  está  en 
posesión  del  terreno  á  que  se  refiere  en  su  que- 
rella, y  que  ha  sido  despojada,  pero  nó  los 
actos  de  violencia  de  que  se  queja,  dichos  testi- 
gos al  ser  interrogados  al  tenor  de  laarticula- 
ción  primera  del  contra  interrogatorio  de  fojas 
15,  reconocen  que  dicho  fundo  pertenece  en  co- 
mún á  la  querellante  y  querellado,  el  cual  ha 
establecido  también  que  está  en  posesión  de 
un  retazo  que  es  parte  integrante  del  fundo  á 
que  se  refiere  la  querella;  de  acuerdo  con  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  916,  917,  918,  92r)  y 
1698  del  Código  Civil,  se  desecha  la  querella, 
con  costas,  en  que  se  condena  á  la  querellante. 
~  Claro  Lftstarrifí. 

Apelada  esta  sentencia. 

La  Corte  falló: 

Aceptando  la  parte  expositiva  de  la  senten- 
cia de  primera  instancia:  y 

Teniendo  en  consideración: 
1^  Que  todo  el  que  violentamente  ha  sido 
despojado  sea  de  la  posesión,  sea  de  la  mera 
tenencia,  y  que  por  cualquiera  causa  no  puede 
instaurar  acción  posesoria,  tiene  el  derecho  de 
que  se  restablezcan  las  cosas  al  estado  que  an- 
tes tenían,  y  por  consiguiente,  en  el  caso  de 
que  se  trata,  aún  suponiendoque  la  querellan- 
te V  querellado  sean  comuneros  en  el  terreno 
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despojaJo,  Im  poüido  la  primera  deducir  la 
querella; 

2^  Qhe  doña  Andrea  García  hn  justifícndo 
plenamente  con  la  prueba  testimonial  rendida, 
qne  don  Salvador  Snntibññes  la  despojó  vio- 
lentamente de  la  ])osesión  de  un  retazo  de  te- 
rreno ubicado  en  la  subdeirgnción  de  la  Costa 
del  departamento  de  Osomo  y  que  deslinda  de 
la  manera  siguiente:  por  el  norte,  con  terrenos 
poseídos  por  Hipólito  Macaya  y  Salvador 
Santil)áñcz,  separailos  por  un  cerco;  por  el 
sur,  con  el  estero  Chanco;  por  el  este,  con  te- 
rrenos poseídos  por  la  sucesión  de  Narciso 
Quíntro;  y  por  el  oeste,  con  terrenos  ocupados 
por  los  Millancas,  separados  por  estos  dos  úl- 


timos costados  por  un  cerco  y  quebrada,  se- 
gún se  expresa  en  la  querella  respectiva. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad 
con  lo  prescrípto  en  losartícnlos  928 del  Códi- 
go Civil,  700,  número  3^  719  y  720  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  se  revoca  la  sen- 
tencia apelada  de  5  de  diciembre  de  1902,  y  m 
declnraque  ha  lugar  á  la  querella,  con  costas 
en  que  se  condena  ñ  don  Salvador  Santiliáñei. 

Se  previene  que  la  querellante  y  querellado 
son  agricultores  y  residen  en  la  subdclegación 
de  la  Costa  del  departamento  de  Osomo. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Figueroa 
hagoi.—Jaan  N.  Parga.  —  Exequiel  Figturoa 
Lagos — Luis  David  Crot. 
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Personas  y  dereolios  de  fiiinllla 

Por  Louis  Josserand 

I.— PODER  DKI.  PADRB.-ADMINISTRACI^N  l-KOAL 

Lüs  refrías  de  la  tutela  no  pueden  aplienrse 
á  la  administración  ¡egni. 

El  silencio  casi  absoluto  del  Código  Civil 
respecto  á  la  administración  legal  ha  abierto 
ancho  campo  á  la  discusión  cuando  se  ha  ([He- 
rido deslindar  las  facultades  del  padre  íidmi- 
nistrador  legal  de  los  bienes  de  su  hijo  menor 
de  edad. 

A  falta  de  disposición  legal  expresa  ¿serán 
por  analogía  sus  facultades  las  mismas  del  tu- 
tor y  se  someterá  la  administración  del  padre 
á  la  vigilancia  casi  incesante  del  consejo  de  fa- 
milia? Algunos  autores  importantes  han  lle- 
gado hasta  esa  solución  extrema  (Ver.  Aubry 
et  Rau,  I  tomo  p.  506  de  la  4*  edic. ).  Pero  la 


\n)  De  In  «iIIpviip  trimebti-ielle  de  Droit  ('ívilu. 


jurisprudencia  ha  sido  menos  exigente;  ha 
considerado  que,  por  lo  general,  las  reglas  de 
la  tutela,  principalmente  lasque  dicen  relación 
con  la  vigilancia  y  la  intervención  del  consejo 
de  familia,  no  se  aplican  al  padre  administra- 
dor legal  que  puede,  pues,  entablar  libremente 
acciones  aún  inmuebles— (Dijon,  31  dic.  1891, 
1).  92.  2.  233)— aceptar  el  fallo  que  desecha 
una  demanda  inmueble  entablada  por  él  á 
nombre  del  hijo  (Cas.,  3  junio  1867,  D.  68.  1. 
27),  y  aún  renunciar  á  un  legado  dejado  al 
hijo  (  París,  18  feb.  1901,0.1901.  2.  362).-V. 
Revue,  t.  I,  p.  394,  594. 

La  Corte  de  Casación  acaba  de  confirmar 
este  ültimo  fallo  desechando  el  recurso  inter- 
puesto  contra  él  (Cas.,  5  enero  1903,  D.  1903. 
l.  24).  De  este  modo,  la  Corte  Suprema  vuel- 
ve á  declarar  que  el  padre  administrador  legal 
obra  con  entera  independencia  del  consejo  de 
familia.  Pero  ¿no  necesitará  autorización  del 
tribunal  para  los  actos  de  especial  gravedad? 
La  Corte  de  Casación,  en  el  asunto  sujeto  á 
su  conocimiento,  no  estaba  llamada  á  resol- 
ver esa  cuestión,  que  es  muy  delicada  é  intere- 
sante. Véase,  en  el  sentido  de  la  independencia 
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absoluta  del  padre  y  de  no  ser  aplicables  en 
nada  las  reglas  de  la  tutela  á  la  administra- 
ción legal;  Dijon,  31  dihre.  1H9t.  D.92.  2.  233 
y  la  nota  de  M.  de  Loynes.  La  Corte  de  Douai, 
por  el  contrario,  ha  resuelto  (¡iie  el  padre  ad- 
ministrador legal  debe  ser  asimilarlo  al  tutor 
autorizado  por  el  Consejo  de  familia  y  que 
necesita  autorización  judicial  en  todos  aque- 
llos casos  en  que  para  el  tutor  es  necesaria. 
(Douai,  22  enero  18U4,  D.  <)4.  2.  296). 

IT.— RRGÍHENRS  UATRI MUÑIALES 

Oomunldad 

A. — Las  (icrechüR  líc  autor  forman  parle 
fiel  activo  fie  Jn  comvniflatí  hgai,  A  fie  la  cu. 
miinidad  reducida  á  las  adquisiciones  hechas 
por  los  cónyuges. 

La  cuestión  de  saljersi  los  derechos  llamados 
comunmente  de  propiedad  artística  ó  literaria^ 
pueden  constituir  bienes  gananciales  6  si  están 
condenados  por  su  propia  índole  á  ser  sólo 
bienes  propios  de  uno  de  los  cónyuges,  había 
sido  resuelta  ya  por  la  sala  de  admisibilidad 
(Chambre  des  reguctes)  el  Hi  de  agosto  <Ie 
1880  (D.  81.  1.  2o)  en  conformidad  coa  In 
opinión  de  la  mayor  parte  de  los  autores.  La 
controversia  parecía  apaciguada  ya,  cuando 
se  reanudó  con  motivo  de  un  fallo  de  la  Corte 
de  París,  fechado  el  1*?  de  febrero  de  1900  (D. 
1900  2.  121,  con  una  nota  muy  importante 
del  señor  Saleilles).  Este  tribunal  resolvió  que 
^os  derechos  de  autor,  no  teniendo  relación  al- 
guna con  la  propiedad  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo 544  del  Código  Civil,  y  siendo  en  reali- 
dad privilegios  personales  y  exclusivos  de  ex- 
plotación teni¡)oral,  son  contrarios  á  la  comu- 
nidad y  no  <lel>cn  incluirse  en  el  acervo  partí- 
ble  cuando  se  practica  la  liquidación  de  la  co- 
munidad. Es  éste  el  fallo  que  la  Corte  Supre- 
ma acaba  de  anular  en  conformidad  con  su 
jurisprudencia  anterior  y  con  las  conclusiones 
del  procurador  general,  señor  Beaudoin. 

Los  considerandos  consagran  principalmen. 
te  dos  clases  de  argumentos: 

1'  Un  argumento  de  texto,  tomado  de  la 
ley  del  14  de  julio  de  1866,  artículo  1^,  que 
atribuyendo  al  cónyuge  sobreriviente  durante 
cincuenta  años,  el  usufructo  de  los  derechos  de 


autor  de  que  éste  no  hubiere  dispuesto,  añade 
y  precisa  que  existirá  esta  atribución:  "inde- 
pendientemente de  tos  derechos  que  pudieren 
resultaren  favor  de  ese  cónyuge  del  régimen 
de  comunidad." 

2^  Un  argumento  sacado  de  la  naturaleza 
jurídica  de  los  derechos  de  autor  ellos  figuran 
por  cierto  en  el  comercio;  deben,  pues,  en  lo 
posible  someterse  &  los  principios  del  derecho 
civil  á  menos  que  sean  enteramente  contrarios 
bellos.  (Hace  notar  el  señor  Beaudoin,  que 
pueden  transmitirse  á  los  herederos,  que  son 
susceptibles  de  expropiación  por  causa  de  uti- 
lidad públicay  que  son  embargables).  No  liny, 
pues,  ningún  motivo  que  les  impida  ingresar 
en  la  comunidad,  como  lo  ordenan  los  artícu- 
los 1401,  1*?  y  1498. 

Estos  argumentos  son,  sin  duda,  de  gran 
valor  y  están  muy  bien  desarrollados  en  las 
conclusiones  del  procurador  general  señor 
Beaudoin.  Según  nuestra  opinión,  no  las  debi- 
lita la  observación  de  que  los  derechos  de  au- 
tor, cuyo  carácter  es  personal  y  vitalicio,  son 
diferentes  de  la  propiedad;  pues  áesto  se  puede 
contestar  primero,  que  no  sólo  caen  en  la  co- 
munidad las  cosas  corporales,  sino  también 
dereclios  diversos  de  la  propiedad,  y  también, 
principalmente,  que  la  noción  de  la  propiedad 
se  ha  ampliado  extraordinariamente  desde 
los  tiempos  del  derecho  romano.  Con  ser  hoy 
día  menos  exclusiva,  menos  individual,  ha 
perdido  su  primitiva  unidad  y  presenta  una 
serie  de  matices  en  que  la  propiedad  artística 
y  literaria  puede  encontrar  colocación  A  pesar 
de  tener  rasgos  característicos  que  la  distin- 
guen de  la  propiedad  ordinaria. 

Las  objeciones  más  poderosas  que  se  han 
hecho  á  la  Corte  de  Casación  son  exclusiva- 
mente de  orden  práctico;  provienen  de  las  dili- 
cultadesque  presenta  el  hacer  entrar  en  comu- 
nidad un  bien  tan  inmaterial  como  lo  es  una 
obra  artística  ó  literaria,  y  de  los  estorbos  y 
vejámenes  que  tendrá  que  sufrir  el  autor  so- 
breviviente al  verse  obligado  á  partir  con  los 
herederos  del  cónyuge  fallecitio,  su  pensamien- 
to fijado  en  un  escrito  -ú  obra  de  arte.  Quiso 
la  Corte  de  Casación  contestar  siquiera  en 
parte  estas  objeciones;  después  de  resolver  que 
los  derechos  de  autor  deben  figurar  en  la  masa 
partible,  añafle:  "sin  que  el  hecho  de  poner  en 
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comiín  esns  utilidades  disminuya  en  natía  la 
facilitad  de  que  disfruta  el  autor,  que  es  inhe- 
rente á  su  personalidad  misma,  de  mo<Iiñcar 
mñs  tarde  su  creación  ó  aún  de  suprimirla  por 
completo  con  tal  que  no  obre  con  intención  de 
ílnñar  íi  su  cónyuge  y  á  los  representantes  de 
éste".  (Cas.,  25  junio  1902  U.  1903.  1.  5). 
V.  la  nota  de  don  Ambrosio  CoHn,  que  opta 
por  el  sistema  de  la  Corte  de  París  y  que  opi- 
na que  la  propiedad  artística  ó  literaria  del)e 
constituir  siempre  un  bien  propio,  en  provecho 
del  autor.  V.  sobre  todo  el  artículo  del  señor 
Tlialer,  supr/í  p.  53  y  s. 

B  Cmnimidad  de  hs  bienes  {id<juirido!i  por 

/os  cónyuges.  Priiehn  del  mahiliarío  pntpio  de 
Ifis  espoatts. 

Se  salw  cómo  resolvió  la  Corte  dt  Casación 
la  aparente  contradicción  que  existe  entre  el 
artículo  14-99,  que  hace  ceder  la  presunción 
de  bienes  gananciales,  sólo  cuando  el  esposo 
presenta  un  inventarlo  ó  estado  auténtico,  y 
el  artículo  lo04,  que  da  al  marido  la  prueba 
testimonial  t  á  la  mujer  la  prueba  por  testi- 
gos 6  aun  por  la  fama  pública.  El  artículo 
1499  se  pondría  en  el  caso  de  que  la  cuestión 
se  suscitara  entre  los  esposos  y  los  acreedores 
de  la  comunidad,  con  relación  á  los  cuales  to- 
dos los  bienes  se  consideran  comunes  si  su  ca- 
rácter de  bienes  propios  nosehaestablecido  en 
un  inventario  en  debida  forma;  por  el  contra- 
rio, el  articulo  1504  se  pondría  en  el  caso  de 
que  se  discutiera  entre  los  esposos  mismos  la 
consistencia  de  la  masa  común;  de  allí  las  fa- 
cilidades que  establece  para  la  prueba.  La 
Corte  <le  Casación  acaba  de  confirmar  de 
nuevo  esta  interjíretación  por  un  fallo  ílel 
29  de  diciembre  de  1902.  ((íaz.  Pal.  13  cuero 
1903).  La  Corte  de  Dijo»  propuso  una  inter- 
pretación distinta  en  1884;  pero  ya  la  Corte 
Suprema  la  había  condenado  por  un  fallo  ile 
22  de  noviembre  de  18S6.  (D.  87.1.11 3). 


Obligraolones  y  contratos  especiales 

POK  RRNÍ:  DKMUni'K. 

A»'i^^W0  t/^  Hit  mrso  til  la  FaeuUad  dt  Dtrtcho  dt  la 
Universidad  dt  f.ille 

L— Obligacioniís  kn  gknkr.\i. 

Condiciones  de  existencia  de  las  obli- 
gaciones derivadas  de  contratos  ó 
provenientes  de  delitos. 

¿Bs  nula  la  convcncit'mque  tiene  en  si  un  oh* 
jeto  ilícito? 

La  Corte  de  París,  acentuando  la  tenden- 
cia actual  &  anular  las  menciones  lícitas  en  sí, 
pero  cuyo  fin  es  inmoral,  acaba  de  anular  un 
contrato  de  sub-arriendo  celebrado  por  el 
arrendatario  de  un  establecimiento  (el  Eden- 
parc  de  Noyan)  con  un  tercero  encargado  de 
la  explotación  del  juego  de  cabal! it os. ~ París, 
5  de  junio  1901.  (D.  1903,  2.  10).  Siendo  este 
un  juego  de  azar,  dice  la  sentencia,  no  ha  po- 
dido su  explotación  dar  lugar  á  convención 
lícita  alguna.  J^a  Corte  se  considera,  pues, 
competente  para  juzgar  de  la  moralidad  de 
cualquier  convención,  aun  tratándose  sólo  de 
sus  fundamentos  y  para  anularla,  si  le  parece 
ilícita.  Esta  extensión  del  concepto  de  las 
convenciones  ilícitas,  no  puede  menos  que  ser 
aprobada  bajo  el  punto  de  vista  social.  Hay 
que  reconocer,  sin  embargo,  (pie  aumenta  de 
un  modo  considerable  el  poder  de  los  jueces, 
pennitiéndoles  escudriñar  las  circunstancias 
y  las  intenciones  de  las  partes. 

Efectos  de  las  obligaciones 

A.— '¿Qué  efecto  produce  la  acción  indirecta 
ó  subsidinrin  ejercida  por  un  acreedor? 


La  jurisprudencia  se  ha  preguntado  á  ve- 
ces si  ejerciendo  el  acreedor  la  acción  de  su 
deudor,  en  virtud  del  artículo  1166,  conser- 
vaba éste  el  derecho,  poniéndose  de  acuerdo 
con  un  tercero,  de  terminar  el  proceso  con  al- 
guna transacción  ó  acto  del  mismo  estilo.  La 
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Corte  de  Casación  había  admitido  esta  opi- 
nión. (18  febrero  1862.  S.  62.  1.  415;  D.  62. 
1.  248).  Pero  más  tarde  se  opusieron  los 
Cortes  de  Apelaciones  á  esta  jurisprudencia. 
La  Corte  de  Amicns  opera  una  reacción  al 
aprobar,  adoptando  sus  considerandos,  un 
fallo  del  Tribunal  Cívíl  de  Lyon. 

El  acreedor  no  ejerce  la  acción  sino  á  falta 
de  acción  del  deudor  mismo.  Rl  ejercicio  de 
esta  acción  por  parte  del  acreedor  no  es  un 
derecho  exclusivo  suyo  (|ue  pueda  estorbar 
el  derecho  de)  deudor,  quien  pueile,  A  su  vex, 
hacer  valer  losclcrechojique  Ic  pcrtenfH.-en,  atni 
durante  la  instancia  r  mientras  no  se  dicte 
una  resolución  definitiva.  Resulta  de  allí  (|ue 
el  deudor,  ejerciendo  de  por  sí  el  derecho  de 
qne  se  valía  su  acreedor,  puc<le  atajar  la  ac- 
ción íjue  éste  hubícrcya  entablado,  sobre  Iwlo 
procediendo  á  partir  amigablemente  con  sus 
coherefleros  una  sucesión  para  la  cual  el  acree- 
dor hubiere  pedido  partición  judicial.  {Amiens, 
fi  abrii  1901,  D.  lí)03.  22  21). 

I)el»e  aprobarse  esta  solución,  porf|ue  está 
conforme  con  el  car/ícter  de  la  acción  indirec- 
ta, (|ne  tiene  por  único  objeto  poner  remedio 
á  la  inacción.  lís  esta,  ndeniiis.  ia  opinión  de 
parte  de  la  doctrina.  (Maudry-Lat'aiitincríc 
et  Barde,  Obligaciones,  t.  I,  p.  r>4-S.  Larom- 
biére,  t.  II,  p.  '¿07. ~ Contra,  I>enioloml>c,  t. 
XXV,  núni.  120). 

fí.—Defcarff»  pnr  cuenta  y  riesen  riel  tlesti- 
natüHo. 

La  Sala  civil  resolvió  el  23  de  abril  de  1902 
(Pand.  fr.  1902.  1.  520)  que  la  clAusula  de 
un  ctmtrato  de  transporte,  según  la  cual  se 
efectúa  la  descarga  bajo  la  vigilancia  y  por 
cuenta  y  riesgo  del  destinatario,  no  exime 
por  completo  al  porteador  de  toda  respon- 
sabilidad. Este  es  responsable  en  caso  que 
se  incendien  los  alcoholes  descargados,  si  se 
puede  demostrar  claramente  que  si  hubiere 
ejercido  vigilancia,  el  incendio  no  habría  ocu- 
rrido. 

C— Extensión  ó  alcance  del  mandato  entre 
deudores  solidarios. 

La  Corte  de  Casación  (Sala  civil)  sigue 
declarando  que  se  considera  que  los  deudo- 


res solidarios  se  representan  mutuamente  en 
interés  común.  Le  ha  sido  preciso  fijar,  en 
una  hipótesis  delicada  y  nueva,  el  alcance  de 
este  principio,  hoy  día  bien  establecido  á 
pesar  de  la  crítica  de  que  fué  objeto.  Dos  co- 
deudores solidarios  fíaeron  perseguidos  por 
un  acreedor  y  condenados  en  rebeldía.  Con 
relación  á  uno  de  ellos  el  fallo  era  definitivo; 
no  sticedía  lo  mismo  con  el  otro:  había  for- 
mulado oposición  al  fallo  v  esta  oposición 
aún  no  habla  sido  resuelta.  ¿Tenía  el  fallo, 
en  este  caso,  autoridad  de  cosa  juzgada  c<»n 
relación  A  nn  fiador  común  á  anilms  rleu- 
dores?    Los  motivos  de  duda  saltan  á  la 
vista.  Al  entablar  oposición,  ¿no  conserva, 
acaso,  el  deudor  opositor  el  derecho  de  los 
dem/ís,  en  virtud  del  mandato  que  se  consi- 
dera que  ha  recibido  con  este  objeto? 
contéstala  Corte;  este  mandato  sólo  se  re- 
fiere íí  la  formalidad  de  la  oposición:  *'Ik'l>e 
cada  cual  hacer  uso  por  sí  mismo  de  los  re- 
cursos (¡ue  le  franquea  la  ley  6  al  menos  unir- 
se al  recurso  ejercido  en  tiempo,  bajo  aperci- 
bimiento <lc  considerarse  que  el  que  no  lo 
hieíere  se  conforma  con  el  fallo  i|ue  lo  conde- 
na, y  este  fallo  a<lquiere  desde  entonces  con- 
tra él  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada,  mien- 
tras que  jmdría  ser  confirma<lo  en  provecho 
de  algún  otro  codeudor  más  descuidado." 
lista  solución  guarda  conformidad  con  las 
sentencias  anteriores.  Es  sólo  la  aplicación  á 
un  caso  nuevo  de  un  principio  admitido  por  la 
Corte  en  un  fallo  de  27  de  noviembre  de  189.'I, 
(S.  94.  1.  233),  á  saber:  que  el  mandato  que 
se  presume  se  hayan  dado  los  deudores  soli- 
darios para  representarse  mntuamente  ante 
Injusticia  en  interés  común,  concluye  necesa* 
riamente  cuando  interviene  con  relación  á 
alguno  de  ellos,  que  ha  obrado  aisladamente, 
alguna  decisión  basada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada.  Definitivamente  condenado,  no  pue- 
de ya  prevalerse  de  las  decisiones  más  favo- 
rables que  pudieran  dictarse  más  tarde  entre 
sus  co-obligados  y  el  acreedor.  De  ahí  resulta- 
ba (jue  en  el  caso  de  que  tratamos,  existiendo 
un  fallo  definitivo  en  cuanto  á  uno  de  los  co- 
deudores  solidarios,  no  podía  ya  el  fiador 
negar  la  deuda.  (Cas.  1'  de  mayo,  1901.  S. 
1902.  1 .  433  j  la  nota  del  seíior  Lóeoste). 
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Extinción  de  las  obligaciones 

A.— /A*  Al  resolución  de  una  venta  hcchu, 
svfíán  muestra. 

La  anUi  ele  ailmisibilúlad  lia  (Uulnüubreestt: 
punto  un  fíillo  cuyo  iilcancc  deja  un:i  duda  {1Í3 
ik-  marzo  1898.  S.  1902,  1.495).  Se  hace  un 
IHrdido  &  un  falirícantc  quien  presenta  una 
muestra  de  objeto  fabricado  del  tipo  deseado. 
L)csi>ués  se  liaee  la  entrega  de  la  mercadería. 
Encuentra,  entonces,el  comprador  ijtie  la  mer- 
cadería es  de  mala  calidad,  que  es  deniíisíado 
frágil  y  ijuebratliza  y  pide  la  resolución.  El 
fallo  dice  r{ue  habiendo  el  comprador  podido 
criticíir  I;i  muestra  debe  recibirel  pedido.  I'cro 
añade:  "que  tiene  siempre  el  comprador  dere. 
ello  fiara  pedir  la  resolución  de  la  venta  por 
vicios  rcdhihitnrios,  cuando  el  defecto  cuya 
existencia  ha  sido  comprobada  hace  que  la 
mercadería  sea  fraudulenta  é  imposible  de  ven- 
der". ¿Deijemos  entender  con  esto  que  se  pue- 
de rehusar  nnamercaderíaigualáunamuestra 
de  mala  clase  qne,  sin  embargo,  se  había  acep- 
tado? Sería  ésta  una  extraña  resolución,  muy 
poco  en  armonía  con  la  seguridad  de  los  nego- 
cios. ¿No  seria  mejor  ver  tan  sólo  en  ella  un 
motivo  añadido  sin  necesidad  y  sin  alcance 
determiniido  á  una  decisión  especial?  Me  incli- 
no &  creer  esto  filtimo. 

U.  — Condiciones  de  la  subrogación  conven- 
cional 

La  Corte  de  Orléans  acaba  de  resolver  una 
cuestión  muy  interesante  y  nueva  ñ  mi  enten- 
der en  materia  de  subrogación  convencional. 
Ht  notario  hace  una  adjudicación.  Tiene  ac- 
ción para  el  pago  de  los  gastos  de  la  venta 
contra  el  comprador  y  el  vendedor  obligados 
solidariamente,  quedando  á  salvo  á  este  últi- 
mo su  derecho  para  repetir  contra  el  primero 
si  ha  debido  adelantar  las  cantidadesdebidas, 
ejerciendo  para  esto  su  privilegio  de  vendedor. 
El  comprador  paga  con  dinero  que  le  propor- 
ciona un  tercero,  que  se  ha  sulirogadoen  todos 
los  derechos  del  acreedor.  Sin  duda  que  este 
tercero  podría  haberse  aprovechado  de  las 
garantías  que  tenía  el  notario  en  contra  del 


comprador.  ¿I'cro,  podría  prevalerse  también 
del  privilegio  del  ventledor,  deudor  del  íu'ree- 
dor  subrogante  y  acreedor  ilel  que  adiptiere? 
Sí,  dijo  la  Corte  de  (Iricans  el  14-  de  noviembre 
de  1902:  "el  notario,  teniendo  dos  deudores 
solidarios,  podía  entablar,  sí  lo  hubiera  que- 
rido, una  demanda  contra  el  vendedor,  salvo 
el  recurso  de  este  último  contra  el  adquirente; 
pero,  habiendo  perdido  tcKio  interés  debido  al 
pago  hecho  con  los  dineros  prestados,  el  ven- 
dedor se  encontró  por  ese  mismo  hecho  libre 
de  deuda  hacia  él;  de  ahí  se  desprende  que  sin 
que  mediara  la  voluntad  <lel  acreedor,  se  en- 
cuentra el  tercero  prestamista  subrogado  vá- 
lidamente en  los  derechos  del  ven<ledor,  y  dis- 
fruta como  él  del  privilegio  adherido  á  su 
calidad  de  vendedor.  No  se  puede  sostener  que 
por  haber  perdido  el  notario  todo  interés  de- 
bido á  un  pago  hecho  en  debida  forma,  se  en- 
cuentre cancelada  por  este  motívoladcudadel 
vcndetlor  hacia  él;  esto  sólo  sería  efectivo  en 
el  caso  de  que  el  iKtgo  no  hubiera  ido  acompa- 
ñado de  una  subrogación. 

En  esta  forma  nos  parece  muy  justa  la  reso- 
lución; asegura  un  recurso  eficaz  al  tercero  pres- 
tamista que  ha  hecho  un  servicio  A  todas  las 
personas  interesadas:  notario,  vendedory  com- 
prador. ¿Será  posible  subrogarlo?  ¡Sí!  dice  el 
fallo.  El  tercero  libertó  al  vendedor;  tiene, 
pues,  su  privilegio,  ya  que  pidió  la  subrogación. 
¿Quiere  la  Corte  decir  con  esto  que  el  compra- 
ilor  ha  pagado  al  notario,  quien  ha  podido 
subrogarlo  en  las  acciones  del  vendedor?  Es 
muy  arriesgado  subrogar  de  este  modo  en  una 
acción  que  pertenece  á  otro:  al  vendedor.  Esto 
no  nos  parece  conforme  con  los  principios.  No 
es  lícito  subrogar  de  esta  manera  en  los  dere- 
chos de  otro. 

Se  puede  dar  íi  la  resolución  de  la  Corte 
otra  interpretación  más  conforme  con  el  he- 
cho: el  deudor  había  efectuado  la  subroga- 
ción; era,  pues,  el  caso  del  artículo  1250,  2'. 
Y  se  concibe  perfectamente  aquí  esta  subroga- 
ción. ¿Qué  ha  querido  el  legislador?  Favorecer 
el  pago  del  acreedor,  y  para  ello  ])ermitir  al 
deudor  hacer  uso  de  todas  las  seguridades, 
garantías  y  ventajas  que  pertenecen  a  otros. 
Colocándose  de  este  modo  fuera  del  principio 
ordinario:  de  que  sóío  se  dispone  de  lo  que  se 
tiene;  ¿no  es  fácil  concebir  que  el  deudor  uti- 
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lice  las  garantías  que  pertenecen  á  sus  diversos 
acreedores:  el  notario  y  el  vendedor? 

Esta  solución,  por  lo  demíís,  estti  en  perfec- 
ta armonía  con  la  tendencia  moderna  de  apli- 
car de  un  modo  más  amplio  la  .subrogación, 
porque,  en  definitiva,  es  muy  justa,  ya  que 
permite  á  un  tercero  que  presta  un  servicio,  el 
utilizar  garantías  que  de  otro  nicdu  se  extin* 
guirían. 

Prueba  de  las  obligaciones 

Vi.-— ¿En  í/uc  condiciones  pueden  hacerse 
valer  ante  la  justicia  las  cartas  anónimas? 

LaCorte  de  Casación,  que  había  tenidoque 
pronunciarse  antes  sobre  esta  cuestión,  había 
dado  sólo  una  decisión  especial  resolviendo 
que  resultaba  que  la  intención  evidente  del 
autor  de  la  carta  era  que  no  tuviera  caríícter 
confidencial  alguno.  (3  de  marzo  1879.  D.  81 . 
1.  212).  El  principio  general  que  no  se  atre- 
vió ÍL  formular  la  Corte  Suprema,  lo  acnl)a  de 
plantear  categóricamente  el  Tribunal  Civil  de 
Lyon.  "El  principio  según  el  cual  el  destinata- 
rio de  cartas  confidenciales  no  puede  disponer 
de  ellas  sin  autorización  del  que  las  escribió, 
no  puede  aplicarse  á  las  cartas  anónimas;  ta- 
les cartas,  cuyo  autor  es  desconocido,  no  pue- 
den, en  efecto,  tener  carácter  confidencial;  son 
de  exclusiva  propiedad  del  destinatario  que 
puede  hacer  de  ellas  el  uso  que  ({uiera,  aún 
entregarlas  á  terceros,  autorizílndolos  para 
aprovecharse  de  ellas  como  lo  haría  el  mismo," 
(Lyon,  29  de  oct.  1901.  D.  1902.  2.  4-65  con 
una  nota  del  señor  Legris).  Esta  solución  es, 
por  lo  dem^s,  la  única  racional,  pues,  sí  una 
carta  anónima  pudiera  considerarse  confiden- 
cial, no  podría  nunca  exhibirse,  porque,  siendo 
desconocido  su  autor,  sería  imposible  pedirle 
autorización  para  mostrarla. 

D.—La  inserción  subrepticia  de  una  cláusula 
importante  en  un  contrato  de  mera  forma, 
puede  constituir  dolo. 

Fué  lo  que  resolvió  la  Corte  de  Casación 
(chambre  des  requétes)  el  30  de  abril  de  1902 
(D.  1902. 1.  2S8),  en  un  caso  en  que  un  ase- 
jpirador  insertó  en  una  acta  de  nombramien- 


to de  peritos,  una  cláusula  que  fijaba.  1a  com- 
petencia en  el  juicio,  y  queeraporconsiguiente 
ajena  al  objeto  del  acta.  Se  trataba  en  el  he- 
cho de  asegurados  casi  completamente  igno- 
rantes, cuya  buena  fe  fué  sorprendida,  de  este 
modo.  Esta  solución  de  hecho  es  ijn  síntoma 
feliz  de  cierta  tendencia  que  se  manifiesta  en  la 
jurisprudencia  á  combatir  los  abusos  de  al^yu- 
nos  agentes  aseguradores  que  tratan  de  hacer 
aceptar  á  los  asegurados  cláusulas  que  les  son 
perjudiciales.  Cf.  sobre  este  punto  la  nota  del 
señor  Chavegrin  (S.  1901. 1.  481). 

II.  Oontratos  especiales 

VKNTA 

X.—Üel  traspaso  Je  propiedad  en  vast»  de 
venta  en  conjunto. 

Cuando  se  hace  una  venta  á  tanto  la  medi- 
da (eji  este  caso,  tierra  refractaria  vendida  á 
tanto  el  metro  cúbico)  desde  que  se  trata  en 
esta  venta  de  una  niercaderia  que  existe  en  hi* 
gar  determinado  y  deslindado  (un  terreno  que 
pertenecía  al  vendedor),  é  individualizada  de 
este  modo,  es  esta  una  venta  perfecta  y  se 
efectúa  el  traspaso  inmediato  de  la  propiedad 
al  comprador,  aunque  el  precio  total  no  esté 
aun  fijado. 

Así  lo  ha  resuelto  últimamente  la  Sala  de 
admisibilidad  el  8  de  marzo  de  1902  (S.  1902. 
1,519 — V.  también:  Burdeos,  31  de  diciembre 
de  1902.— Gaz.  l'al.,  19  de  febrero  de  1903). 

Quiere,  pues,  incluir  ahora  en  el  artícu- 
lo 158Ü  las  ventas  en  conjunto,  cuyo  precio  se 
fija  á  tanto  la  medida,  y  decir  que,  conforme 
á  este  artículo,  la  venta  en  conjunto  está  i>er- 
fecta,  aunque  no  se  haya  pesado,  ni  conta- 
do, ni  medido  la  mercadería.  Esta  solución, 
qtie  nos  parece  racional,  es  nueva  en  la  juris- 
prudencia de  la  Corte  de  Casación.  Nos  parece, 
en  efecto,  que  se  halla  en  desacuerdo  con  un 
fallo  dado  anteriormente  sobre  la  misma  ma- 
teria por  la  Sala  de  admisibiUdady  el  26  de 
abril  de  1870  (S.  70. 1.265),  el  cual  no  pudo 
poner  término  á  la  diversidad  de  opiniones 
manifestada  ya  en  las  Cortes  de  Apelaciones. 
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B. — En  caso  de  venta  cíe  animales  atacados 
de  en&rmedades  coatajíiosas  ¿puede  el  com- 
prador pedir  itídemnitaciÓTt  de  daños  y  perjui- 
cios después  de  invocar  la  nulidad  de  la  venta? 

No  se  ha  puesto  nunca  en  duda  este  dere- 
cho en  los  casos  en  (jue  el  vendedor  está  de 
mala  fe.  l^ero  ninguna  resolución  judicial 
había  dado  lugar  á  la  indemnización  de  daños 
y  perjuicios  en  el  caso  de  haberse  hecho  la  ven- 
ta debnena  fe,  y  de  no  haber  podido  sospe- 
char, ni  el  vendedor  ni  el  comprador,  en  el 
momento  de  celebrar  el  contrato,  que  los  ani' 
males  estuvieran  enfermos. 

El  Tribunal  de  Üijóu  acaba  de  resolver  (31 
(le  diciembre  de  1901.  D.  1902,  2.401  con  una 
nota  del  Sr.  Perceron),  que  el  vendedor  debía 
dar  en  todo  caso  una  indemnización.  Se  ftinda 
primero  en  el  artículo  1385  del  Código  Civil: 
siendo  nula  la  venta  se  considera  que  nunca 
ha  existido  y,  por  consiguiente,  se  puede  apli- 
car la  responsabilidad  nacida  de  delito.  Por 
otra  parte,  "siendo  los  contratos  por  su  natu- 
raleza actos  de  buena  fe,  se  puede  sostener  con 
cierta  apariencia  de  verdad  que  el  acuerdo  de 
dos  voluntades  implica  la  obligación  tíícita  de 
indemnizar  los  daños  (jue  pudieran  esos  con- 
tratos ocasionar,  aun  fuera  de  toda  culpa  per- 
sonal; sin  ir  tan  lejos,  acarrean  al  menos  la 
garantía  de  los  vicios  que  existieran  en  el  mo- 
mento de  su  realización  y  que  los  anulen." 

ARKKNDAMIENTO  PE  COSAS 

Responsabilidad  en  caso  de  incendio 

La  Corte  de  Casación  acaba  de  consagrar 
nuevamente  en  un  folleto  este  principio  com- 
batido por  la  doctrina  (V.  Baudrj'-Lacanti- 
nerieet  Wahl,  Del  arriendo,  1. 1,  núm.  771 )  que, 
"el  propietario,  cuando  ocupa  él  mismo  par- 
te del  inmueble  arrendado,  no  puede  invocar 
en  caso  de  incendio,  en  contra  del  arrendador, 
la  disposición  del  artículo  1733  del  Código 
Civil  á  menos  que  pueda  probar  que  el  fuego 
no  empezó  en  la  parte  ocupada  por  él".  Por  lo 
demás  la  sentencia  establece  al  mismo  tiempo 
que  no  habiéndose  rendido  esta  prueba,  el  ar- 
tículo 1734  estaba  excluido  por  otra  razón: 
el  propietario  y  el  arrendatario  ocupaban  en 


común  el  edificio  incendiado.  (Cass:  13  de  ene- 
ro de  1903.  S.  1903.  1.  72).  £s  una  solución 
interesante  y  en  armonía  con  los  fundamentos 
racionales  en  que  descansa  el  artículo  173.1, 
cuando,  como  en  este  caso,  se  ve  obligado  el 
propietario  á  pasar  todos  los  días  por  el  local 
que  ocupa  el  arrendatario. 

SOCIEDAD 

Sociedad  de  capitalización.— Objeto  ilícito 

La  Sala  de  admisibilidad  (chambre  des  re- 
quétcs)  (18  de  diciembre  de  1899.  S.  1903. 1, 
133)  ha  dictado  una  sentencia  de  importancia 
práctica  acerca  del  carácter  lídto  de  las  socie- 
dades llamadas  de  capitalización. 

Una  sociedad  reembolsa  con  un  interés  siem- 
pre idéntico  las  entregas  de  dinero  que  se  le 
han  hecho;  pero  en  un  período  de  noventa  y 
nueve  años,  es  el  sorteo  el  que  determina  la 
época  del  reembolso.  Siendo  el  único  objeto 
de  esta  sociedad  el  ofrecer  al  público  la  proba* 
bilidad  de  una  ganancia  casual,  en  benefici  t 
únicamente  de  aquellos  portadores  cuyas  pó- 
lizas fueren  favorecidas  por  la  suerte  y  en  per- 
juicio de  los  que  tuvieren  pólizas  que  no  pu- 
dieren ser  reembolsadas  sino  en  el  término 
extremo  fijado  por  la  convención,  se  ha  podi- 
do resolver,  dice  la  sentencia,  que  había  allí 
una  lotería  prohibida. 

La  sentencia  parece  indicar  un  desacuerdo 
entre  la  Sala  de  admisibilidad  (chambre  des 
requétes)  y  la  Sala  criminal  respecto  á  la 
apreciación  de  esta  cuestión  (V.  sobre  ese  pun- 
to la  nota  del  señor  Wahl,  bajo  la  resolución 
de  Lyon  confirmada  (S.  1902.  1.  257.)  Esta 
había  resuelto  anteriormente  (14  de  enero, 
1876.  S.  76. 1.  433)  que  la  ley,  al  prohibir  las 
loterías  no  distingue,  entre  los  lotes  6  primas 
que  son  objeto  principal  de  la  operación  y 
aquellos  qne  son  solo  accesorios.  Y  añadía: 
"Cuando  todos  los  socios  sin  distinción  algu- 
na adquieren  la  prima  de  reembolso  desde  el 
momento  en  que  cancelan  el  monto  de  sus  en- 
tregas y  desde  que  no  se  emplea  el  sorteo  sino 
para  fijar  la  fecha  del  reembolso,  no  hay  lote- 
ría prohibida;  la  ley  no  prohibe  las  operacio- 
nes en  que  sólo  interviene  la  suerte  para  fijar 
la  fecha  en  que  se  deberá  pagar  una  ganancia 
ya  adquirida". 
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Una  mievíi  sentencia  ilc  la  Sala  )>enal 
de  abril,  1902.  S.  1903.  1.  150)  susténtala 
misma  doctrina  y  repite  que  no  hay  0|)eraci6n 
prohibida  cuando,  adquirida  ya  la  ganancia, 
fija  ta  suerte  tan  sólo  la  fecha  del  paj^o.  Se  ve 
pues,  claramente  el  conflicto  entre  las  dos  Sa, 
las  en  cnanto  al  carácter  de  una  cláusula  muy 
práctica  que  constituye  la  base  de  una  clase 
entera  de  sociedades. 

MANDATO 

A. — AhüsoH  de  poder  del  ainndíitario. — O/j/j- 
gación  del  mandante  respecto  de  terceros 

Un  representante  excede  su»  poderes  y  con- 
trata en  nombre  de  una  Compañía  de  Seguros 
en  condiciones  que  ésta  le  había  prohiI)ido. 
¿Hn  qué  situación  queda  el  tercero  de  buena 
fe?  Kn  algunas  sentencias  la  Corte  de  Casa- 
ción sólo  ha  admitido  el  crédito  del  tercero  en 
condiciones  bastante  restrictivas,  y  principal- 
mente sólo  ha  admitido  la  existencia  de  la 
obligación,  después  de  haberse  convencido  de 
que  el  tercero  no  conocía  las  instrucciones  li- 
mitadas del  mandato.  (Cas.  Civ.,  11  abril 
1876.  S.  79.  1.  292.  D.  79.  1.  164). 

Pero  la  Sala  de  admisibilidad  (chambre 
des  requétes)  prefiere  emplear  términos  más 
amplios.  Se  nota  especialmente  en  sus  senten- 
cias esta  conclusión:  que  los  terceros  delien 
haber  creído  que  el  mandante  estaba  autori' 
zado  para  obrar  como  lo  hizo.  (Kcq.  14  junio 
1875,  S.  75.  1.  368;  Dalí.,  Supl.,  V  iMandato. 
número  142). 

Líis  Cortes  de  Apelaciones  favorecen  aun 
más,  sobre  todo  en  sus  últimos  fallos,  los  de- 
rechos de  los  terceros.  Si  al:>:unas  de  ellas,  re- 
conociendo la  oI)lií;nción  del  mandante,  hacen 
constar  estas  dos  circunstancias:  que  el  terce- 
ro obraba  de  buena  fe  y  que  ha  habido  impru- 
dencia de  parte  del  mnndantc  ( i'nrís,  25  mar- 
zo 1892.  D.  92.  2.  2G3).  otras  se  contentan 
con  la  buena  fe  del  tercero.  La  Corte  de  Argel, 
por  ejemplo,  acaba  de  declarar,  (12  marzo 
1901.  D.  1903.  2.  45),  "(pie  no  se  pueden  opo- 
ner á  terceros  de  buen.i  te,  las  restricciones, 
para  ellos  desconocidas,  de  un  mandnto."  Es. 
ta  tendencia  es  buena.  \n  se  aeostmnbríi  en 
los  negocios  pedir  al  agente  de  una  Compañía 


con  quien  se  trata,  que  exhiba  sus  poflerL-s* 
y  esto  no  se  podría  exigir  sin  sospecharlo  ele 
mala  fe  y  sin  que  esto  acarreara  demoras  per- 
judiciales para  los  negocios.  Esta  tendencia  Á 
obtener  la  seguridad  en  las  transacciones  se 
impone  por  otra  parte  de  ta!  modo,  por  lasne- 
cesidadcs  prácticas,  que  la  vemos  aparecer  ■ 
nuevamente  en  asuntos  análogos  en  que  las 
necesidades  de  los  negocios  son  las  mismas: 
cuando  se  trata  de  abusos  de  ta  razón  social 
cometidos  por  un  socio,  (V.  sobre  este  punto 
Percerosse,  del  abuso  de  la  razón  social,  Ana- 
les de  Derecho  Comercial,  1898).  Es  muy  pro 
bable  (|ue  la  jurisprudencia  reconozca  cada 
día  con  más  frecuencia  la  existencia  de  la  obli- 
gación, sobre  todo  tratándose  de  esos  manda- 
tarios ¡Krmanentes  {agentes,  representantes) 
cuyos  poderes  nunca  se  ven.  Por  lo  demás. 
Jurídicamente,  se  puede  admitir  esta  solución. 
El  mandante  tiene  la  cidpa  de  halxr  elegido 
un  agente  poco  honrado.  Responde  délos  com- 
promisos de  éste  porque  la  celebración  deestos 
compromisos  constituye  un  verdadero  cuasi- 
delito. 

B.— Relaciones  de  un  mandatario  que  obra 
á  su  propio  nombre  con  terceros. 

Citando  un  mandatario  que  obra  á  su  pro- 
pio nombre,  encargado  de  vender,  después  de 
vender  la  cosa  designada,  hace  aceptar  letras 
al  comprador  y  nef^ocia  con  ellas  en  seguida, 
en  provecho  propio,  ¿qué  derechos  tiene  el 
mandante?  ¿Tiene  algún  recurso  en  contra  del 
tercero  de  buena  fe,  tenedor  de  las  letras  ó 
sólo  tiene  acción  contra  el  mandatario  que  se 
excedió  en  sus  derechos? 

Ka  Corte  de  Casación  f  Sala  de  admisibili- 
dadi  acaba  de  resolver  j)or  primera  vez  la 
cuestión.  Dice  que  el  mandante  no  pitede  en 
ese  caso  molestar  al  tercero  tle  buena  fe.  í4  no- 
viembre 1902.  S.  1903. 1.  173;  D.  1903. 1 . 44). 

Fístablece,  como  regla  "que  el  mandante  de]>c 
soportar  las  consecuencias  de  los  actos  cele- 
brados por  un  mandatario  que  obra  á  su  pro- 
pio nombre  con  terceros  que,  por  culpa  de  él, 
no  conocían  sus  derechos." 

Por  lo  demás,  esta  solución  era  el  comple^ 
mentó  lógico  de  la  que  había  admitido  antc- 
riorraente(Cas.  Civ.  9  febr.,  1848,  D.  48.1.97); 
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esto  es;  (juc  i'l  terwro  puede  ser  molestado 
cuando, sabiendo  que  han expiradolos poderes 
<lci  mandatario  que  obra  á  su  propio  nombre, 
ha  contratado  con  él.  Esta  teoría  está  de 
acuerdo  con  la  solución  general  de  la  doctri- 
na, según  la  cual  el  mandatario  debe  conside- 
rarse en  sus  relaciones  con  terceros  como  ver- 
dadero propietario  del  derecho.  (V.  Baudrj' 
Lracantincrie  et  WahI,  Del  Mandato,  núm. 
900;  Huc.  t.  XII,  núm.  81).  Esta  solución 
corresponde  también  á  las  necesidades  prAc- 
ticns,  pues  los  terceros  tienen  que  creer  propie- 
tario verdadero  del  derecho  al  mandatario 
íjue  se  les  presenta  á  su  propio  nombre"  y  no 
como  representante  de  otra  persona. 

Sucesiones  y  donaolones 


Por  Bustache  Pilón 

l'túj'eío'  (^¡rfgoih  á  la  Famtlad  de  Derttko  de  la 
Univtrsidat  de  /.Ule 


8UCBSIONBS 

Liquidación  y  partición 

A. — ¿Debe  el  heredero  qae  se  ha  hecho  ceder 
un  crédito  sobre  la  heredad,  por  un  precio  in- 
ferior A  su  valor  nominal,  dar  participación  á 
sus  coherederos  en  el  provecho  que  ha  obteni- 
do de  esta  operación? 

El  interés  práctico  que  presenta  la  cuestión 
puede  ser  considerable  cuando  ocurre,  como 
en  el  caso  sometido  al  conocimiento  del  Tri- 
bunal de  Saint-Sever  {5marzol903,  Goz-Pal., 
1903, 1.464),  que  se  cedió  el  crédito  por  una 
suma  inferior  á  la  mitad  de  su  valor  nominal. 
Obtuvo  uno  de  los  herederos,  por  2,000  fran- 
cos el  transpaso  de  un  crédito  de  4,726  fran- 
cos. Si  se  resuelve,  pues,  que  le  es  lícito  conser- 
var para  sí  el  Ijeneficio  que  ha  obtenido  en  la 
operación,  resulta  que  en  la  liquidación  de  la 
sucesión  deben  hacerse  aparecer  en  el  activo 
del  coheredero  cesionario,  no  ya  los  2,000 
francos,  precio  del  transporte,  sino  Ios4,  726, 
valor  nominal  del  crédito. 

El  Tribunal  adoptó  esta  última  solución. 
La  idea  que  jmrece  haber  considerado  como 
decisiva  es  la  de  que:  "no  hay  texto  alguno 
que  obligue  á  un  coheredero  á  colacionar  las 

lUKlS.  BXTKANI. 


ganancias  6  beneficios  que  pueda  sacar  de  ac- 
tos ó  convenciones  celebrados  con  terceros  con 
relación  á  la  sucesión".  Resolvió,  en  consecuen- 
cia, que  el  cesionario  tenía  derecho  á  hacerse 
reembolsar  por  la  sucesión  la  integridad  del 
crédito. 

Pero  la  causa  de  la  solución  referida  es  una 
simple  afírmación,  pues  se  trata,  precisamen- 
te, de  saber  si  los  beneficios  aludidos  no  deben 
incluirse  en  los  bienes  comprendidos  en  la  acu- 
mulación para  formar  el  acervo  partible.  Los 
textos  no  han  podido  prever  todas  las  hipóte- 
sis ni  todos  los  bienes  ó  derechos  acerca  de  los 
cuales  pudiere  promoverse  la  cuestión  de  acu- 
mulación. Y  para  que  un  bien  sea  acumulablc, 
no  se  necesita,  como  dice  el  fallo,  "que  un  tex- 
to obligue  al  coheredero  á  incluirlo;"  basta,  lo 
que  es  muy  distinto,  que  ningún  texto  prohiba 
esta  acumniactón,  exigida  en  virtud  de  los 
principios  generales. 

La  cuestión  debe  plantearse,  pues,  en  el  te- 
rreno de  los  principios  generales.  Para  darle 
todo  su  alcance  hay  que  mostrar  aún  que  en 
dos  hipótesis,  por  lo  menos,  se  plantea  en  los 
propios  términos;  cuando  se  trata  del  benefi- 
cio que  obtiene  un  heredero  en  el  ejercicio  del 
derecho  de  retracto  hereditario  ó  del  retracto 
litigioso. 

Se  ha  querido,  sin  razón,  aislar  la  hipótesis 
del  retracto  hereditario.  Aubry  y  Rau  y  la  ju- 
risprudencia que  convienen  en  que  el  heredero 
debe  dar  cuenta  á  sus  coherederos  de  las  ga- 
nancias obtenidas  en  las  otras  dos  operacio- 
nes, le  reconocen  el  derecho  de  apropiarse  el 
beneftcio  del  retracto  hereditario  (4*  ed.,  t.  VI, 
p.  525,  nota  37,  p.  551,  texto  y  nota  28;  t.lV, 
p.  458,  nota  33). 

Se  da  como  razón  que  el  objeto  del  retracto 
hereditario  es  más  bien  dar  a  los  que  suceden, 
un  medio  de  alejar  de  la  partición  á  un  extra- 
ño cesionario  que  el  proporcionarles  un  be- 
neficio. 

Esto  es  cierto,  pero  el  retracto  puede  dar 
oportunidad  para  alguna  ganancia.  Este  lie- 
neficio  lo  realiza  entonces  un  coheredero  que 
está  aún  indiviso,  lo  mismo  que  en  el  caso  del 
retracto  litigioso  ó  de  la  comprade  un  crédito 
por  un  precio  inferior  al  valor  nominal.  La 
cuestión  es  siempre  la  misma  en  los  tres  casos. 
Siempre  se  trata  de  saber  si  el  heredero  delie 
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comnnícar  A  sus  coherederos  los  beoetícios  de 
loB  actos  que  ha  celebrado  con  terceros  con 
relación  á  la  sucesión  antes  de  la  partición.  Se 
deben,  pues,  someter  las  tres  hipótesis  al  mis- 
mo principio  de  solución. 

Nosotros  debemos  buscar  esc  principio  en 
la  í^ea  tradicional  de  que  se  supone  que  el  he- 
redero que  trata  un  asunto  relacionado  con  la 
sucesión,  io  hace  siempre  por  el  común  interés 
de  los  coherederos,  que  es  de  "principio  ele- 
mental", como  dice  un  fallo  de  1838.  (Cas. 
ISjuho  1838.  S.  38, 1790)  que,  hasta  la  par- 
tición,  cada  heredero  es  mandatario  de  sus 
coherederos. 

El  Tribunal  de  Saint-Sever  desechó  esto  di- 
ciendo; "Esta  ideaescompletamente  inexacta, 
porque  la  indivisión  es  simplemente  un  hecho 
que  no  engendra,  por  n  mismo,  ni  derechos  ni 
obligaciones". 

No  nos  demoraremqs  en  discutiresta  nueva 
manera  de  concebir  la  indivisión  hereditaria. 

Basta  leer  un  Código  ó  un  manual  elemen- 
tal para  ver  que,  la  comunidad  como  toda  in- 
división hereditaria,  otorga  derechos  á  cada 
heredero  y  !e  impone  obligaciones.  Buscare- 
mos sólo  si  se  encuentra  entre  esas  obligacio- 
nes la  de  comunicar  &  sus  coherederos  los  be- 
neñcios  realizados  en  las  operaciones  deque  se 
trata. 

Esta  obligación  existe.  ¿Por  qjié?  No  basta 
decir:  existe  porque  antes  de  la  partición  cada 
coheredero  es  mandatario  de  los  demás;  hay 
que  ir  mas  allá  y  mostrar  por  qué  debe  consi- 
derarse que  cada  heredero  obra  en  interés  de 
todos. 

La  razón  que  nos  parece  verdaderamente 
decisiva  es  la  de  que  mientras  no  esté  hecha 
la  partición,  cada  una  de  las  cosas  heredita- 
rias pertenece  A  todos.  Ninguno  de  los  herede- 
ros tiene  derecho  exclusivo  sobre  cosa  alguna 
de  las  que  constituyen  la  sucesión. 

Todos  tienen  solo  derecho  indiviso  sobre 
cada  cosa.  Por  consiguiente,  cuando  un  he- 
redero realiza  antes  de  la  partición  alguna  ga- 
nancia valiéndose  de  una  cosa  indivisa,  pue. 
den  todos  exigir  su  parte,  ya  que  proviene  de 
nn  haber  común.  SÍ  se  vende,  pues,  un  crédito 
que  depende  de  la  herencia,  cada  coheredero 
tendrá,  sin  duda,  derecho  á  los  beneficios  de 
la  enajenación  ¿por  qué  entonces  habría  de 


ser  distinto  si  se  trata  de  alguna  fgaaaacia 
realizada  por  el  heredero  durante  la.  indivi- 
sión, por  medio  del  retracto  ó  por  txsi^n  de 
un  crédito  sobre  la  herencia,  ya  que  de  todo*, 
modos  se  ha  realizado  esta  ganancia  por  me- 
dio de  un  haber  indiviso  y  gracias  á  él? 

No  hay  en  el  fondo  de  todo  esto  más  que  ía 
aplicación  de  una  idea  general  que  podría,  for- 
mularse a^:  "Cada  vez  que  un  heredero  hace, 
antes  de  la  partición,  un  negocio  ventajoso 
con  un  tercero,  debe  comunicar  á  sus  cohere- 
deros el  provecho  que  obtenga  de  éL  Esta  fór^ 
niula  es  sólo  la  generalización  de  aquella  pro- 
puesta por  Aubry  y  Rau  (loe.  cit.  suprá.»  p. 
551.— V.  en  sentido  contrario,  Baudry  Lacar^ 
tinerie  et  All>ert  Wahl,  Tratado  de  las  Suce- 
siones, t.  III,  núm.  3854-). 

B.—Pago  de  deudas  hereditarias 

Cuando  se  ha  otorgado,  en  virtud  dei  ar- 
ticulo 301  del  Código  Civil,  una  Pensión  stli- 
menticia  á  un  esposo:  1.*'  ¿Se  encuentra  obli- 
gado A  servirla  el  heredero  del  cónyuge  deu- 
dor? 

2.**  ¿Hasta  qué  punto? 

Ahora  la  jurisprudencia  reconoce,  en  prin- 
cipio general,  la  intransmisibilidad  de  la  obli- 
gación alimenticia  á  los  herederos  del  deudor, 
(V.  Puzier-Herman,  C.  Civ.  anotado  art.  205, 
núms.  35  y  sig.)  antes  de  1884  resolvía  lo 
contrario,  en  cuanto  á  la  pensión  que  debía 
el  esposo,  contra  el  cual  se  hubiera  decre- 
tado separación  de  cuerpo  ( Fuzier- Hermán, 
C.  Civ.,  art.  301,  núm.  21)  y  resuelve  desde 
1884,  en  el  propio  caso  y  en  el  de  divorcio, 
que  la  pensión  alimenticia  que  debe  el  esposo 
en  virtud  del  articulo  301  del  Código  Civil, 
deben  pagarla  sus  herederos  después  de  su 
muerte.  Varios  tribunales  y  cortes  de  apela- 
ción han  resuelto  lo  mismo  (Trib.  del  Sena,  9 
sept.  1886,  Gaz  Pal.  86.  2.579.— Amiens,  25 
julio  1889,  Gaz.  Pal.  90,  1.73.~Lyon,  4jun¡o 
1892.  S.  93,  2.60);  á  su  vez  la  Corte  de  Casa- 
ción acaba  de  confirmar  esta  solución;  y  apli- 
ca de  este  modo,  en  lo  relacionado  con  el  ar- 
tículo 301,  su  jurisprudencia  anterior  á  1884 
en  cuanto  á  separación  de  cuerpo.  (Cas.  Civ., 
10  marzo  1903.  S,  1903, 1.222). 

£1  fallo  justifica  el  que  sobreviva  la  deuda 
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al  deudoren  términos  álos cuales  nohay  nada 
que  añadir:  "Sí,  dice  la  Cámara  Civil,  sobre- 
vive la  pensión  que  éste  pagaba  en  vida,  es 
porque  es  en  s!  algo  como  utiíi  indcmnizairióti; 
en  efecto,  es  la  reparación  del  daño  causado  á 
su  cónyuge  por  el  esposo  (|ue  olYÍdñ  sus  detK- 
res,  y  constituye,  por  lo  tanto,  una  deuda  de 
su  patrimonio". 

Pero  se  presentaba  otra  dificultad:  convi- 
niendo en  que  el  heredero  adeude  la  pensión» 
¿tiene  el  mismo  derecho  que  el  esposo  á  pedir 
la  reducción  de  la  pensión  al  máximum  legal 
del  articulo  301,  es  decir,  á  la  tercera  parte  de 
la  renta? 

En  el  fallo  dado  el  29  de  enero  de  1901  (re- 
producido, con  Cas.  10  de  marzo  de  1903, 
precitado)  la  Corte  de  Tolosa  había  contes- 
tado en  la  negativa,  diciendo  que  el  derecho 
de  pedir  reducción  es  personal  del  esposo  y  no 
puede  transmitirse  al  heredero.  La  Cámara 
Civil  casó.  El  fallo  lo  explica  con  un  primer 
argumento,  que  no  es  concluyentc:  "Está  obli- 
gado el  heredero  tanto  comocl  difunto,  menos 
nó,  pero  tampoco  más  ni  de  otro  modo;  por 
consiguiente  la  deuda  de  que  era  responsable 
el  esposo  no  puede  ser  más  importante  para 
el  heredero  que  ío  que  lo  era  para  éi".  Y  Ijien, 
esto  no  es  exacto,  pues  el  heredero  que  recoge 
una  mala  sucesión  y  que  no  lo  hiciere  bajo  be- 
neficio de  inventario,  de  hecho  se  vería  obliga- 
do d  pagar  más  que  su  autor. 

Damos,  pues,  preferencia  al  otro  motivo  in- 
dicado más  arriba:  ya  que  conforme  á  lo  que 
dice  el  artículo  301,  se  paga  la  pensión:  "con 
los  bienes  del  esposo",  delje  ésta  fijarse  seglÜn 


la  renta  de  que  él  disfruta.  Si,  pues,  al  morir,  el 
cónyuge  deudor,  excediera  esta  pensión  la  ter- 
cera parle  de  la  renta,  tendría  derecho  el  here  - 
dcro  que  hereda  la  deuda,  á  pedir  la  reduc' 

ción  de  ésta  al  máximum  legal  

¿Pero  tendría  un  legatario  universal,  sin  em- 
bargo, la  misma  obligatfión?  Guiándose  por 
los  motivos  del  fallo  parece  que  nó,  pues  hace 
recaer  en  la  misma  proporción  la  obligación 
alimenticia  sobre  el  heredero  y  sobre  el  cón- 
yuge, apoyándose  sobre  los  efectos  del  embar- 
go. Pero  ya  que  el  artículo  301  grava  con  la 
pensión  alimenticia  "los  bienes  del  esposo", 
¿no  se  deduce  de  ello  que  el  heredero  universal, 
el  "sucesor  en  los  bienes"  aun  sin  tener  em- 
bargo, responde  de  ella? 

Cierto  es  que  volviendo  la  Corte  de  Casa- 
ción sobre  la  jurisprudencia  de  1851,  da  como 
consecuencia  del  embargo  la  obligación  de  las 
deudas,  pero  parece  qitehay  que  desechar  aquí 
el  principio  de  la  obligación  personal,  ya  que 
sefíja  el  monto  de  la  pensión,  según  el  valor  de 
"los  bienes  del  esposo"  y  no  de  los  del  herede- 
ro. 

Ihia  observación  antes  de  concluir.  Yaque 
la  jurisprudencia  conviene  en  que  la  deuda  ali- 
menticia pasa  á  los  herederos  cuando  y  por- 
que tiene  el  carácter  de  una  indemnización,  y 
digámoslo  de  una  jjena,  ¿no  deberia  á  fortiorí 
acoger  el  principio  de  que  se  transmite  la  obli< 
gación  alimenticia  á  los  herederos,  cuando  és- 
ta tiene  el  carácter  de  deuda  de  familia,  como 
lo  pide  hace  tiempo  una  parte  considerable  de 
los  que  sostienen  la  doctrina? 


ESPAÑA 


ccsal  la  sentencia  que  resuelve  afírmativa  ó 
TRIBUNAL  suFHKMo.— 7  iiK  KNKRí)  i>K  1903       negativamente  las  cuestiones  propuestas  por 

las  partes. 

Acción  negatoria  de  servidumbre.  Q„e  no  desconociendo  la  sentencia  el  valor 

probatorio  de  los  documentos  públicos  y  ac- 
£n  sus  considerandos  se  establece:  tos  auténticos  invocados  por  las  partes,  no 

Que  no  infringe  al  artículo  359  de  la  ley  pro-    infringe  la  ley  114,  título  18,  de  la  partida  3** 
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TKIIIUNAL  SITI'KKMU.— 7  Dlí  KNKKO  DK  1D03 

Indemnaación  de  perjuicios. 

En  su  coiisüler.ición  única  se  establece; 

Que  si  liicn  el  artículo  8"  de  la  lev  de  Policía 
dt!  Ferrocarriles  de  23  de  noviembre  de  1S77 
impone  la  obligación  de  cerrar  las  vías  férreas 
en  toda  su  extensión  por  ambos  lados,  alri- 
buyeen  su  párrafo  2''al  Ministerio  de  rnmcn- 
to  la  facultad  de  determinar  para  cada  linca 
el  modo  y  plazo  en  <pte  (lel)e  llevarse  ei  cabo  el 
cerramiento,  y  no  habiendo  hecho  así,  no  son 
responsables  las  compañías  ferroviarias  de  la 
Inobservancia  de  a(|uel  precepto; 

One  en  el  propio  supuesto  tampoco  procede 
la  casación  de  la  sentencia  absolutoriadc  unji 
demanda  por  indemnización  de  perjuicios  por 
muerte  de  una  persona  íí  consecuencia  de  caí- 
da {lesdc  un  talud  ó  desmonte  de  linea  férrcíi, 
cuando  son  desconocidas  Ins  circunstancias 
del  hecho,  y  más  debe  atribuirse  la  despr.-icia 
al  estado  de  embriaguez  ó  alcoholismo  de  ta 
víctima. 

GRACIA  Y  JUSTICIA.— 9  l)R  líNKRO  DK  1903 

Resolución  de  lii  Dirección  Gencrní  tic  los  Rc- 
^stros.  confirmando  la  ncgativn  del  rcf^istrn- 
dor  de  ht  propiedad  de  La  fíismal  A  inserihir 
una  escritura  de  transacción  y  adjudicación. 

En  sus  consideraciones  se  establece: 
Que  con  arreglo  al  art.  180Í)  ílel  Código  Ci- 
vil, la  transacción  es  un  contrato  por  el  cual 
las  partes,  dando,  prometiendo  ó  reteiiinido 
cada  una  alguna  cosa,  evitan  hi  provocación 
de  un  pleito  ó  ponen  término  ul  (pie  había  co- 
menzado; 

Que  no  existiendo  pleito  jMMuliente,  no  cabe 
transigirlo,  y  aconteciendo  esto  en  una  (piic- 
bra,  como  el  art.  1300  de  la  ley  de  iinjuicia- 
miento  Civil,  sólo  habla  de  la  transacción  de 
los  pleitos  pendientes,  no  pucflc  aplicarse  sin 
darle  un  alcance  cpie  pugna  con  los  derechos 
de  los  demás  acreedores  del  tpicbrado  como 
único  precepto  regulador  de  las  facultades  de 
los  Síndicos  con  el  Comisario  en  una  transac- 
ción por  la  que  se  adjudican  bienes  á  algunos 


de  atiuellos;  pues  todos  son  verdaderos  dueños 
de  los  bienes  de  la  masa  mientras  ésta  no  se 
ltqui<1a  y  aplica  debidamente  al  pago  He  los 
créditos; 

Que  con  arreglo  á  los  arts.  1121  y  1122  del 
Código  de  Comercio,  aplicables  todavía  ó  las 
(piiebras  de  los  comerciantes,  los  acreedores 
escriturarios  cobrarán  con  arreglo  á  Insfechas 
de  los  documentos,  y  después  los  demás  ncrce- 
<lores  con  títulos  no  preferentes: 

Que  en  el  citado  caso,  envolviendo  el  con- 
trato celebrado  una  verdadera  cnagenación  ile 
bienes  inmuebles,  no  pueden  los  síndicos  reali- 
zarla sino  con  las  formalidades  del  art.  1088 
del  mencionado  Código,  ó  sea  en  pública  su- 
basta; 

Que  si  la  transacción  tuviese  por  objeto  pa- 
gar un  crédito  contra  la(|uiebra,  loproccdente 
sería  hacerlo  en  metálico,  y  para  ello  realizar 
con  las  formalidndes  legales  bienes  de  a({uclla, 
y  no  ceder,  desde  luego,  inmuebles  sin  tas  ga- 
rantías de  la  subasta: 

Que  el  art.  1073,  núni.  ""'del  propioCódigo, 
no  autoriza  la  enngenación  de  bienes,  sino  con 
tas  formalidades  de  derecho; 

Que  el  art.  1319  de  la  ley  de  P^njuiciamiento 
Civil  declara,  los  cpic  en  la  misma  se  refieren 
al  concurso,  supletorios  de  los  que  tratan  de 
las  (piíehrns,  y  el  1 241  exige  el  acuerdo  de  la 
junta  de  acreedores  y  además  la  autorización 
judicial  para  transigir. 

Qtie  si  bien,  con  arreglo  á  la  doctrina  senta- 
da en  tas  diferentes  resoluciones  de  la  Dirección, 
lafacidtad  de  tos  registradores  para  calificar 
las  providencias  judiciales  (pie  han  de  surtir 
efecto  en  el  Registro,  no  alcanza  á  los  funda- 
mentos de  las  mismas,  ni  si  seha  seguido  ó  no 
el  orden  riguroso  del  procedimiento,  taldoctri- 
nano  es  a|>licable  cuando  el  registrador  no  ca- 
litica  laaprobactónjudicialdeuna  transacción, 
sino  la  capacidad  de  los  otorgantes  de  esta. 

TKIHl'NAl.  SUl'KKMO.— 10  DK  KNKRU  UB  1903 

Píi^ii  <lc  uun  cuenta  de  crédito. — Responsa- 
hilithid  de]  íuuior. 

lin  sus  eonsidernciones  se  establece: 
Que  conforme  al  art.  1826  del  Código  Civil, 
aplicable  á  toda  clase  de  ñanza,  con  iudusión 
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de  las  que  tengan  carácter  mercantil,  es  incon- 
cuso que  el  fiador  puede  obligarse  á  menos, 
pero  no  á  más  que  el  deudor  principal,  tanto 
en  la  cantidad  como  en  lo  oneroso  de  las  con- 
diciones de  la  obligación  afianzada; 

Que  el  art.  31  del  Código  de  Comercio  no 
excluye  la  posibilidad  de  justificar  el  alza  ó 
baja  de  los  valores  cotizables  en  Bolsa,  por 
cualquiera  de  los  medios  establecidos; 

ijue  los  arts.  12  y  13  de  los  estatutos  del 
Banco  no  exigen  prueba  es{>ec¡al  resiiecto  ñ. 
las  circunstancian  determinadas  ileun  derecho 
ú  liquidar  antes  ile  su  natural  veuciinionto  Ins 
cuentas  de  crédito  con  garantía  de  efectos  pú-' 
blicos. 

TKIBI'NAL  SIU'KKMO.— 13  MK  ENKKO  íiK  1  903 

Rci'rimlicííción  fie  terrenos. — tirrnr  rie  he- 
cho cf>nietit¡(>  en  In  nentencin. 

En  sus  considerandos  se  establece: 
Que  en  casación  procede  estimar  el  error 
eviílente  de  hecho  cometido  por  la  sentencia 
reairrida,  cnamlo  íi  esta  estimación  no  se  opon- 
ga ninguna  otra  apreciación  de  jiruelia  en 
contrario. 

TKUH7NAI.  SlT|<KKMr>.— 14-  IIR  UNIÍRO  HR  1003 

Defensn  pnr  jmltre.—ímprnccrkncin  del  re- 
ctirso. 

En  su  considerando  único  se  establece: 
(Juc  las  sentencias  que  conceden  el  beneficio 
de  ia  defensa  por  pobre  no  tienen  para  la 
casación  el  concepto  de  definitivas,  según  la 
reiterada  jurisprudencia  del  Tribunal  Supre- 
mo, porque  no  impiden  la  continuación  ó  pro- 
moción del  pleito  principal,  como  pudieran 
impedirlo  las  que  en  semejante  beneficio  se 
deniegan;  y,  en  su  consecuencia,  á  tenor  de  lo 
dispuesto  en  los  artículos  1€90,  número  1 
y  1729,  número  3  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil,  son  inadmisibles  los  recursos  que 
contra  aquéllas  se  interpongan. 

TRIBUNAL  SUf'RBHO  16  DR  RNRKO 

Fleta  mento.—Impuestüs . 

En  sus  considerandos  se  establece: 
Que  celebrado  un  contrato  de  Hetamento 


con  la  obligación  para  el  armador  de  pagar 
los  gastos  de  puerto  y  demás  pertenecientes  al 
buque,  y  para  el  receptor  de  subragar  los  de 
arancel  y  otros  concernientes  al  cargamento, 
así  como  al  impuesto  de  tráfico  creado  para 
fomento  de  la  Marina  de  Guerra,  es  evidente 
qne  á  éste  corresponde  abonar  el  importe  de 
transporte  creaílo  por  la  lej'  de  20  de  marzo 
de  1900,  por  ser  un  impuesto  que  grava  á  la 
carga  del  buque  y  no  al  buque  mismo  inde- 
pendientemente de  su  cargamento,  porque  así 
lo  convinieron  las  partes  al  imponer  al  recep- 
tor la  obligación  de  pagar  los  <lerechos  con- 
cernientes al  cargamento,  porque  la  ley  expre- 
sada preceptúa  lo  mismo  en  defecto  de  pacto 
en  contrarío,  y  porque  dada  la  naturaleza  de 
este  inqjueato,  no  se  puede  estimar  como  dere- 
cho de  mera  navegación  y  análogo  á  ninguno 
de  lo»  ciue  había  de  satisfacer  la  Sociedad  ar- 
madora ó  el  Capitán  del  buque  fletado;  y 

Que  entendiéndolo  así  la  Sala  sentenciadora, 
no  infringe  los  artículos  2',  50  y  57  del  Códi- 
go de  Comercio,  1281,  1285,  1286,  1287,  del 
Código  Civil,  y  1^  de  la  Le}'  de  Presupuestos 
de  20  de  marzo  de  1900. 

TKIHI'NAr.  SrPRRMO.— 16  DK  RNRRO  DK  1903 

Mnvorazffo.—Renancia  de  derechos. 

En  sus  considerandos  se  establece: 
Que  es  ti  puliéndose  por  dos  opositores  á  los 
bienes  de  un  mayorazgo  la  renuncia  de  dere- 
chos de  uno  de  ellos,  mediante  la  entrega  de 
determinada  cantidad  que  el  otro  le  hacía,  pa- 
sado cierto  tiempo  de  la  entrega  legal  y  quieta 
y  pacífica  posesión  del  mayorazgo  al  segundo 
de  aquéllos,  no  se  puede  entender  que  la  vo- 
luntad de  las  partes  fuera  la  de  diferir  la  obli- 
gación hasta  el  día  en  que  el  obligado  dejara 
de  tener  pleitos  pendientes  como  actor  ó  de- 
mandado relacionados  con  bienes  de  dicho 
mayorazgo,  sino  que  el  referido  plazo  debe 
contarse  desde  aquel  en  que,  reconocido  su  de- 
recho, obtuviera  la  entrega  legal  de  los  mis- 
mos y  con  ella  la  posesión  correspondiente, 
con  cuyo  carácter  de  poseedor  pudiera  ejercitar 
sobre  tales  bienes  los  derechos  consiguientes, 
porque  bastando  esto,  en  términos  jurídicos, 
para  estimar  quieta  y  pacifica  la  [msesión,  sería 
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preciso  para  dar  otro  sentido  á  la  ciñusula 
expresada  que  las  partes  hubiesen  consignado 
en  otra  forma  y  de  distinta' manera  su  volun- 
tad, yaque  cualquiera  que  posea  híenesde  una 
herenciia  ó  de  mayorai^o  no  pierde  el  caráett'r 
legal  de  poseedor  pacifico  de  los  mismos  por 
la  mera  contingencia  de  que  un  tercero  se  pre- 
sente A  disputarle  total  ó  parcialmente  su  de- 
recho, ya  porque  á  su  vez  reivindique  bienes 
que  estime  pertenecientes  A  aquella  universa- 
lidad. 

TRIBUNAL  BIIPRRMU  17  UR  RNKRO  DR  1903 

Apreciación  de  un  docamentu 

En  sus  consideradones  se  establece: 
Que  no  infringe  el  art.  1228  delCódtgo  Civil 
la  sentencia  que  interpreta  rectamente  un  do. 
eumento  privado  dándole  el  valor  probatorio 
que  meríce; 

Que  la  sentencia  que  se  limita  á  absolver  de 
la  demanda  en  que  se  pide  elpago  decantidad^ 
intereses  legales,  indemnización  de  perjuicios 
y  costas  al  depositario  de  un  ayuntamiento, 
no  infringe  el  art.  Gl  de  la  ley  procesal,  si  en 
aquélla  nada  se  resuelve  en  contra  de  la  com- 
petencia que  tiene  la  jurisdicción  ordinaria 
para  conocer  de  los  negociosciviles  que  se  sus- 
citen en  territorio  español. 

TRIBUNAL  SrPRRMO  21  DR  RNRRO  DR  1903 

Representación  del  hijo  porel padre  de  familia 

En  sus  considerandos  se  establece: 
Que  si  Iñen  es  indudable,  como  ha  declarado 
el  Tribunal  Supremo  en  su  sentencia  de  24  de 
enero  de  1 900,  que  el  deber  impuesto  á  los  pa- 
dres  por  el  art.  155  del  Código  Civil  de  «pre- 
sentar &  sus  hijos  no  emancipados  en  el  ejerci- 
cio de  las  acciones  que  puedarti  redundar  en 
provecho  de  los  mismos,  se  entiende  lógica  y 
racionalmente  á  sufragar  los  gastos  judiciales 
ocationados  en  el  desempeño  de  esa  represen- 
tación, no  se  infiere  de  ello  que  estén  los  padres 
obligados  á  costear  los  gastos  de  cualquiera 
clase  de  pleitos  que  en  interés  de  los  hijos  pue- 
da promover  el  defensor  que  judidalmente  se 
les  nombre,  lo  que  redundaría  en  notorio  me- 


noscabo de  la  patria  potestad,  pues  así  del 
mencionado  texto  legal  como  de  la  dcKtrina 
establecida  al  inteqiretnrlo  se  infiere  precisa- 
mente lo  contrario,  ó  sea,  que  cuando  H  hijo 
litigue  sin  estar  representado  por  su  padre 
en  juicio,  no  puede  exigirse  A  éstos  el  abono  de 
los  gastos  judiciales  sino  en  casos  tan  excep- 
cionales como  el  del  pleito  resuelto  por  la  cita- 
da sentencia,  en  el  cual  había  de  reputarse  y 
Ke  reputó  al  padre  constituido  en  estado  aná- 
logo al  de  representar  personalmente  á  sus 
hijos,  en  atención  á  que  sin  haber  dado  éstos 
ocasión  para  ello,  fueron  demandados  por  una 
tercera  persona  para  privarles  del  estado  civil 
que  disfrutaban  de  hijos  naturales  reconoci- 
dos por  su  padre  y  á  que  tan  sólopormotívos 
de  delicadeza  declinó  éste  la  representación  y 
defensa  que  le  incumbía; 

Que  el  hijo  no  emancipado  que  litigue  con- 
tra sus  padres  para  que  se  les  prive  de  la  pa- 
tria potestad,  carece  de  derecho  á  exigirles  el 
abono  de  los  gastos  judiciales  causados  en  su 
defensa,  porque  además  de  ser  en  tal  caso  im- 
posible aplicar  la  regla  general  derivada  del 
mencionado  firt.  15,  dado  que  ni  el  padre  lo 
representa  de  hecho  en  el  juicio,  ni  legalmente 
cabe  atribuirle  tal  representación,  no  existe 
razón  alguna  de  justicia,  ni  siquiera  de  equi- 
dad, para  imponer  al  padre  demandado  una 
obligación  tan  contraria  al  orden  de  la  natu- 
raleza, como  lo  sería  la  de  contribuir  con  sus 
bienes  A  su  propia  degradación; 

Que  la  obhgación  en  que  están  los  padres 
de  alimentoTt  instruir  y  educar  á  sus  hijos,  no 
implica  ia  de  suministrarles  litis-expensns  con 
cargo  á  los  bienes  de  la  sociedad  conyugal 
cuando  litiguen  representados  por  el  defensor 
(¡ue  judicialmente  se  les  nombre; 

Que  no  son  eijuiparahles  la  posición  que  con 
respecto  A  los  bienes  de  la  sociedad  conyugal 
ocupa  en  la  familia  el  hijo,  y  la  de  la  mujer  ca- 
sada, siendo,  por  el  contrario,  evidente  que 
entre  ambos  existen  sustanciales  diferencias 
que  determinan  el  derecho  de  la  mujer  al  litis- 
expensas con  cargo  A  los  citados  bienes; 

Que  la  identidad  del  objeto  propio  de  ambos 
pleitos  es  requisito  esencial  para  que  se  pro- 
duzca el  efecto  propio  de  la  cosa  juzgada; 

Que  la  sentencia  absolutoria  no  incurre  en 
vicio  de  incongruencia. 
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TKIBUNAI.  SUPRBHO  24  ]>B  ENERO  UR  1903 

Nulidad  de  actuaciones. — La  sentencia  que 
le  deniega  no  es  defínitiva. 

Hn  sus  considerandos  se  establece: 

Que  no  debe  admitirse,  según  el  art.  1754 
de  la  ley  de  Enjulcianiiento  CivÜ,  el  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma  cuan- 
do no  concurren  todas  las  circunstancias  que 
se  mencionan  eti  el  art.  1752,  figurando  entre 
ellas  como  la  primera  y  más  fundamental  la 
de  que  la  sentencia  ó  resolución  reclamada  sea 
la  definitiva  ó  tenga  el  concepto  de  tal  con 
arreglo  al  1690; 

Que  la  sentencia  denegatoria  de  la  nulidad 
de  actuaciones  solicitada  en  un  incidente  noes 
definitiva,  ni  puede  ostentar  este  carácter  por- 
que sobre  no  poner  término  al  juicio  principal, 
tampoco  imposibilita  ó  estorba  la  continua- 
ción del  mismo; 

Que  la  disposición  del  art.  1770  de  la  ley 
procesal,  para  el  caso  de  que  desestimado  el 
recurso  en  la  forma,  se  hubiere  hecho  la  pro- 
testa de  interponer  el  de  fondo,  debe  entender- 


se condicionada  por  el  principio  de  que  la  re- 
solución impugnada  sea  susceptible  de  «ste 
último  recurso,  porque  no  siéndolo  no  produ- 
ciría otro  resultado  la  tramitación  en  aquel 
artículo  establecida,  que  ocasionar  dilaciones 
dispendiosas  y  estériles,  sin  finalidad  alguna, 
ya  que  el  recurso  habría  de  fenecer  necesaria- 
mente en  el  trámite  de  admisión. 

TR1BITNAL  SVPREkfO  24  DE  ENERO  DE  1903 

Causales  del  recurso  que  se  reñeren  á  pun- 
tos no  discutidos  en  el  pleito. 

En  su  considerando  único  se  establece: 
Que,  según  lo  dispuesto  en  el  número  5'  del 
art.  1729  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  es 
inadmisible  el  recurso  cayos  motivos  se  refie- 
ren A  puntos  no  discutidos  en  el  pleito  ni  re- 
sueltos en  la  sentenciad 

Que  no  es  incongruente  el  fallo  que  se  ajusta 
á  las  pretensiones  de  las  partes,  y  no  procede 
la  admisión  del  recurso  que  contra  el  mismo 
se  interponga,  conforme  al  núm.  8'  del  art. 
1719  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 
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FRANCIA  (i) 


Personas  y  derechos  de  familia 

Por  Luía  Josserand 

(Pn/tícr  dt  la  FamliaJ  dt  Dertiho  dt  la  UniveniiiaJ 
dt  Ljm) 

K.—Stpuhara;  forma  y  tugar  de  las  eze- 
qaias. 

Las  Cortes  de  Apelaciones  concedían  casi 
siempre  al  cónyuge  sobreviviente  derecho  de 
prioridad  sobre  todos  los  otros  miembros  de 
la  familia,  para  determinar  la  forma  y  lugar 
de  las  exequias.  (V.  por  ejemplo,  Tolosa,  3 
dic.  1889  D.  90.  2. 133).  La  saJa  de  admisibi- 
lidad {Chambre  des  requétea),  que  conoció  de 
este  asunto  en  1899,  negó  esta  preminencia  á 
la  voluntad  conyugal,  y  revistió  la  autoridad 
judicial  de  una  facultad  soberana  de  apre- 
ciación. 

Acaba  de  conlirmar  de  nuevo  esta  jurispru- 


( 1 )  De  1.1  Secue  Irimettritlí»  de  Droit  Civil, 
JUKK.  UCTRANJ. 


dencin,  más  cntegóricamente  aun,  en  un  fallo 
de  24  de  marzo  de  1903  (D.  1902.  1.  295.)  No 
existiendo  ningún  texto  que  atribuya  al  cón- 
yuge un  derecho  superior  al  de  los  parientes, 
la  solución  dndn  por  la  Corte  Suprema  parece 
ser  inntncíible;  razones  de  conveniencia  po- 
drían sólo  influir  para  que  se  acatara  la  vo- 
luntad del  cónyuge,  y  al  juez  le  toca  en  cada 
caso  apreciar  si  ellas  existen. 

lÁ.— Capacidad  de  ¡a  mujer;  compromiso 
contraído  sin  autorización. 

Después  de  haber  declarado,  como  otros  Tri- 
bunales, que  la  mujer  no  puede  contraer  un 
compromiso  de  teatro  sin  la  ¡lutorízacíón  ma- 
rital, ha  encontrado  el  Tribunal  Civil  de  Pau, 
en  el  conocimiento  que  tenia  el  empresario  de 
teatro  de  la  oposición  del  marido,  y  en  la  com- 
plicidad con  que  apoyó  á  la  mujer  para  pres- 
cindir de  esa  autorización,  los  elementos  de  un 
delito  civil  que  lo  hacen  responsable  de  daños 
y  perjuicios  con  respecto  al  marido;  y  de  nada 
le  serviría  si  en  previsión  de  semgante  even- 
tualidad, hubiera  obtenido  de  la  mujer  prom^ 
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sa  de  garantía  para  ponerse  n  cubierto  del  per- 
juicio que  podría  caus;irk'  la  nccióii  del  mari- 
do; esta  promesa  accesoria  adolecería  del  mis- 
mo vicio  que  el  canipromiso  Ic.itral,  os  decir, 
podría  ser  anulíidapor  proivdcr  de  una  perso- 
na incapaz.  Pero,  por  lo  demiÍ!*,  cae  Imjo  la 
sanción  de  una  regla  (jue  nuestra  jurispruden- 
cia interpreta  con  sumo  rigor;  la  de  que  íí  na- 
die le  es  lícito  exonerarse  de  antenmno  de  laK 
consecuencias  de  sus  delitos.  (Pau,  20  junio 
1903.  Mon.  "Jufiic.  de  Lyon"  21  julio  190,'l.) 


Obligraolones  y  contratos  especiales 

Por  Rene  Demogue 

f  Eiuar^ado  de  iin  curso  de  la  i-atuilad  de  Derd  ho  de  ¡a 
Uahvrsitiad  de  LilU) 


1. —Obligaciones  en  c.knkrai. 

Oondiolones  de  existencia  de  las  obli- 
gacioaes  derivadas  de  contratos  ó 
provenientes  de  delitos. 

A  Xutiirnhzn  Jurídicn  de  tinn  suscripción 

ptihlic». 

La  Corte  de  París(21  de  oct.  1902,  D.  190;i. 
2.  121),  confirmando,  con  aprobación  de  sus 
considerandos,  iin  fallo  del  Tribunal  del  Sena 
de  25  de  mayo  de  1900,  acaba  de  determinar 
la  naturaleza  delcnntrntode  snscripctón públi- 
ca. Según  este  fallo  hay  en  la  suscripción  públi- 
ca la  oferta  de  una  liberalidad  que  puede  el  be- 
nefíctado  aceptar  6  rechazar  ;'i  su  arbitrio;  por 
otra  parte,  el  director  de  la  suscripción  tiene 
en  su  poder  las  sumas  recogidas  en  calidad  de 
mandatario  de  los  suscr¡]>torcs  y  debe  dar 
cuenta  de  ellas  sólo  ú  estos  últimos,  debicntlo- 
se  discutir  igualmente  entre  él  y  ellos  el  modo 
de  emplear  cl  dinero  recogi<lo.  Kstns  dos  solu- 
ciones (V.  sobre  este  punto  la  «ota  del  señor 
Claro)  nos  parecen  completamente  exactas. 
La  suscripción  pública  es  cl  ofrecimiento  de 


una  liiMTnIidad  hecho  por  el  suscriptor  ni  Ikt 
neíicinrio,  ¡)ero  i)or  medio  de  un  mandatario 
que  se  ha  ofrecido  para  desempeñ.ir  este  pues- 
to: el  organizador  de  la  suscripción.  Existe  en- 
tre él  y  el  suscriptor  un  contrato  de  niandiito 
susceptible,  por  consiguiente,  de  ser  revocado, 
ni  menos  en  teoría.  Sin  duda  hay  allí  tin  ín- 
eíiiivcniente:  siendo  el  mandato  revocable,  de- 
pv'nderá  del  suscriptor  el  retractarse  y  en  vís- 
peras de  cancelarse  la  suscripción  podría 
entorpecerla  retirándose.  Pero  este  inconve- 
niente es  mñs  teórico  que  práctico:  no  nos  pa- 
rece ser  de  orden  público  la  regla  del  artículo 
200+,  que  establece  la  revocabilidad  del  man- 
dato. No  se  ve  por  qué  no  se  prohibiría  la  re- 
vocación cuando  existen  para  ello  intereses 
serios.  Parece  seréste  el  caso  de  hacerlo.  Efecti- 
vamente, no  hay  que  olvidarse  que  cl  suscriji 
lor  no  está  solo;  que  el  contrato  hace  interve- 
nir aquí  un  gran  número  de  personas:  cada 
cual  tiene  á  su  lado  centenaresdesuscriptores; 
una  vez  dada  su  adhesión  es  necesario  que  los 
demás  puedan  contar  con  la  suma  prometida; 
es  necesario  que  el  director  de  la  suscripción 
no  se  encuentre  expuesto,  una  vez  mandada 
hacer  la  estatua  ó  monumento,  A  que  se  le  re- 
tiren las  sumas  con  las  cuales  contaba  para 
el  pago.  Este  mandato  contraído  en  interés 
de  los  terceros  y  del  mandatario,  no  podrá  ser 
revocado;  pues  tal  ha  sido  la  intención  de  las 
¡¡artes. 

Pero  hay  una  última  cuestión  más  difícil  de 
resolver:  siendo  la  suscripción  una  liberalidad 
en  las  relaciones  entre  el  suscriptor  y  el  l)enefi- 
eiario,  ¿no  se  delwrá  exigir  un  acto  auténtii-o 
para  (|uecp:e»lc  regularizada?  seríaésta  una  exi- 
gencia emlinrazosa  que  se  desearía  poder  elu- 
dir. La  jurisprudencia  (pie  ha  declarado  váli- 
ílos  los  dones  manuales. las  donaciones  disfra- 
zadas, no  tendría  por  que  exigir  aquí  un  acto 
ntiténtico.  Tantnmenos  lo¡>odría  hatrer,  cuan- 
to que  el  artículo  931  del  Código  Civil  no  fué 
consignado  para  las  donaciones  mismas,  co- 
mo lo  son  casi  siempre  las  suscripciimes,  ¡wro 
sí  para  las  donaciones  importantes.  Tiene  por 
objeto  proteger  al  donante.  Aquí  es  inútil  pro- 
tegerle cuando  sólo  ha  prometido  unos  cuan- 
tos francos.  Esta  explicación  sería  muy  senci- 
lla y  tiene  la  ventaja  de  adaptarse  á  todos  los 
casos.  Pero,  en  su  defecto,  se  podrían  encontrar 
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otras  i'ii  diversos  casos,  si  no  más  satistaclc- 
rias,  íil  uienos  indiscutibles.  I.a  liberalidad 
puede,  en  efecto,  realizarse  por  un  don  manual, 
si  se  cntrcjía  directamente  al  beiicfieiario  íd^'ii- 
tia  suma  de  dinero  ú  objeto  mueble.  Si  nó 
]iuede  deeirse  ni  menos  que  el  organizador  fie 
la  suscripción  lia  estipulado  para  otros  alesti" 
pular  con  el  vendedor  del  inmueble  una  siuna 
ijue  ha  de  entregarse  al  beneficiario.  Se  ha 
transformado  así  la  l¡i)crnli(lad  en  una  csti|jn- 
iaci.-n  para  otrot*,  _v  de  esc  modo  escapa  al 
jirecepto  del  artículo  WM  del  C>  digo  Civil.  De 
todos  modos  el  resnUado  sería  el  mismo,  v  asi 
se  tendría  para  las  suscniK-iones  públicas,  tan 
frecuentes  hoy  día,  tm  régimen  jurídico  de 
neuerdu  con  las  necesidades  de  la  jiráetiea. 

It.—UcsptuisíihiJitliKl  del  miirklü  ¡lor  los 
f/elitos  de  su  mujer. 

Ya  ha  admitido  la  jurisprudencia  que  excc¡)- 
eionalniéntc  £S  responsable  el  marido  del  deli- 
to de  sti  mujer  sí  ha  participado  en  él  dándt  le 
autorización.  (Cas.  10  feb.  IHHO),  Yendo  más 
allá  un  fallo  del  tribunal  de  Verdun  (3  abr. 
1891.  Pand.  fr.  Ií)0-Í.  2.  72)  reconoce  resiioii- 
sable  al  marido  del  delito  de  su  mujer,  "(pie 
cumplía  los  deberes  (¡ue  'c  incumbían  perso- 
nalmente como  dueña  de  casa  v  se  ocupaba 
del  interior  diariamente  como  auxiliar  y  co- 
misionada por  el  marido".  La  mujer  que  diri- 
ge la  casa  es,  pues,  comisionada  del  marido  v 
como  tal  res|>unde  él  de  ella.  Puede  tener  esta 
teoría  numerosas  conseeucncíns  prácticnv;  re- 
ducirá el  principio  de  la  irrcsponsabilidail  del 
marido  á  casos  muy  limitados.  Ks,  pues,  im- 
l)orlante  ver  si  está  conforme  con  la  ley.  Aun 
cuandt)  asombra  un  tanto  á  primera  vista, 
nos  parece  jurídica.  Efectivamente,  ningún  ar- 
tículo del  Códij^o,  por  una  extraña  inadver- 
tencia, ha  dado  directíinicntc  á  Ki  mujer  el 
cuitlado  de  la  casa;  el  derecho  de  dirigirla,  <le- 
riva,  pues,  todos  sus  poderes  de  la  misión  que 
le  da  tácitamente  cl,marid<>.  No  obra  sino  co- 
mo puesta  porél  á  la  ealwza  de  la  administra- 
ción de  la  casa.  Sólo  en  casos  excepcionales  el 
ctmiplimiento  de  su  papel  de  dueña  i!c  casa  se 
transformará  en  la  ejecución  del  deber  de  asis- 
tencia que  le  impone  el  artículo  1212  del  Código 
Civil,  y  sólo  en  ellos  escapará  el  marido,  por 


consiguiente,  ¡t  la  responsabilidad  del  artículo 
loH  t-  del  Códi-o  Civil. 

Efectos  de  las  obligaciones 

Del  jniffft  dv  iutetx'svs  nti  esti/tultidtis 

I4U  ley  no  ]K'rniile  al  acreedor  reclamar  inte- 
reses ([ue  no  fueron  estipulados  por  escrito 
fart.  1907).  I,a  Corte  de  Casación  (Rcíj.  10 
«liebre.  1902  1>.  lííO».  1.  202)  acaba  de  deter- 
minar la  naturaleza  de  esta  reghi.  I'odía  pre- 
j;iuilarsc  si  no  liabía  allí  una  presunción  abso- 
luta en  ctmtra  de  las  convenciones  verbales  de 
intereses.  No  lo  creyó  así  In  sala  de  admisibi- 
lidad (chanibre  des  requctes).  Se  apoya  en  el 
artículo  1906  del  Código  Civil,  según  el  cual  la 
)>ersona  que  pide  prestado  y  que  ha  pagado 
intereses  no  estipulados,  no  puede  ni  pedir  su 
devolución  ni  imputarlos  al  capital.  La  ley  no 
prohibe,  pues,  el  recibirinteresesno  estipulados 
por  escrito.  Sin  duda,  como  lo  dice  el  informe 
del  consijero  Denis.el  carácterde  presunciones 
irrefragables  se  aplica  á  aquellas  en  virtud  de 
las  cuales  se  niega  la  acción  en  justicia,  y  el 
artículo  1907  importadenegaciónde  la  acción 
en  justicia  para  el  reconocimiento  de  estipula- 
ciones verbales  de  intereses;  pero  la  ley  no  por 
esto  se  opone  en  absoluto  á  (]ue  estas  estipu- 
laciones verbales  produzcan  ciertos  efectos. 

Así,  luies,  es  posible  todo  reconocimiento  ju- 
dicial del  pago  de  intereses  que  no  sea  el  resul- 
tado de  una  acción  ejercida,  aun  fuera  del  caso 
del  artículo  1906.  1^1  fallo  dedujo  la  conclusión 
de  que,  confesando  el  demandado  haber  recibi- 
do una  suma,  pero  á  título  de  intereses  no  es- 
tipulados i>or  escrito,  quedaba  indivisible  su 
confesión.  Efectivamente,  no  contiene  en  nin- 
guna de  sus  partes  nada  ilícito;  no  se  puede, 
pues,  pretender  dividirla,  para  hacerse  de  ella 
una  arma  en  contra  de  él. 

Estinolón  de  las  obllgraolones  ' 

¿Puede  In  acción  pauliana  tener  por  objeto 
atacar  una  RutoriznciAn  marital? 

Hasta  ahora  la  doctrina  admitía,  ligando 
asi  la  teoría  del  artículo  1167  con  la  del  ar- 
tículo 1106,  que  d  acreedor  no  podía  atacar 
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como  fraudulentoft  sino  los  actos  respecto  de 
los  cuales  habría  podido  utilizar  la  acción  in- 
directa del  artículo  1166.  Esta  solucióq,  (V. 
Aubry  y  Rau,  IV,  p.  131;  Baudry-Lacantineríe 
y  Barde,  Obligaciones,  1. 1,  p.  6t0)  había  sido 
ya  criticada  por  M.  Hnc^quicn  (t.  VII  217) 
declaraba  que  ,"1a  única  cosa  cierta  en  esta 
afirmación  era  que  el  artículo  1167  se  refería 
solamente  á  los  derechos  que  podían  incluirse 
en  el  derecho  de  prenda  de  los  acreedores,,  y 
que  no  permite  á  éstos,  atacar  como  fraudu- 
lento,  un  matrimonio  6  una  emancipación." 

La  snla  civil,(29  jujio  1902,  Pnnd.  fr.  1903. 
1. 168),  acaba  de  admitir  esta  doctrina  dán- 
dole aun  cierta  extensión.  Tenía  que  examinar 
si  una  autorización  marital  puede  seratacada 
por  los  acreedores  del  marido  por  medio  de  la 
acción  pauliana.  Habría  podido  admitir  que  el 
carácter  de  la  autorización  marital  es  menos 
el  de  un  acto  de  poder  doméstico  que  el  de  un 
acto  accesorio,  que  viene  á  agregarse  á  otro 
que,  teniendo  .un  interés  pecuniario,  le  comu- 
nica en  cierto  modo  ese  carácter,  y  admitir  por 
.esa  razón  la  aplicación  del  articulo  1 1 67. 

No  opina  así  el  fallo:  "SÍ  la  autorización  ma- 
rital es  en  sí,  dice,  un  derecho  que  pertenece  á 
la  persona  dd  cónyuge^  en  el  sentido  de  que 
«ólo  puede  suplirlo  la  justicia  en  los  casos  y 
eondiciones  determinados  por  la  ley,  no  se  de- 
duce de  aquí  que  no  pueda  ser  criticado  como 
fraudulento  el  ejercicio  de  ese  derecho,  por  los 
aowdores  del  marido;  como  también,  áfalta  de 
autorización,  pneden  alegar  la  nulidad  apli- 
cando el  artículo  1166,  el  acto  hecho  por  la 
mujer^  cuando  el  marido' tiene  interés  pecunia- 
rio en  la-aríulación;  igualmente  pueden  atacar 
y  hacer  anular  la  autorización  misma  cuando 
sólose  ha  dado  con  el  objeto  de  defraudarlos". 
Aunque  nos  parece  exacta  la  solución,  la  argu- 
üMftitatfión  tiene  quizás  el  defecto  de  probar 
demasiado,  pues  se  le  podría  aplicar  del  mismo 
modo  á  una  separación  de  cuerpos  ó  á  un  di- 
vorcio, loque  nadie  admite,  lo  que  es  además 
difícilmente  admisible,  pues  habría  ahf  una  in- 
tromisión de  los  acreedores  en  cuestiones  mo- 
rales en  las  que  nada  tienen  que  ver,  á  pesar  de 
las  consecuencias  pecuniarias  que  puede  tener 
esta  solución.  En  todo  caso,  el  fallo  es  la  mani- 
ftidación  de  una  tendencia  hostil  al  poder  ma- 
rital, tendencia  que  no  -se  puede  sin  o  aprobaren 


este  caso,  pues  evita  alnisos  (jue  tenderfnn  A 
anticipar  su  completa  destrucción. 

También  presenta  el  fallo  el  rasgo  notablede 
autorizar  la  acción  pauliana  contra,  la  renun- 
cia de  un  legado.  Bsta  solución  la  da,  sin  moti- 
vo alguno.  Nb  es  por  esto  menos  importante, 
pues  es  la  primera  vez  que  la  jurisprudencia 
tiene  ocasión  de  extender  á  los  legados  larcgU 
del  artículo  788  ocrita  para  las  sucesiones,  r 
de  separar  sobre  este  punto  las  concepciones 
del  derecho  francés  de  las  del  derecho  romanu 
en  materia  de  adquisición  de  legados.  Bs  ésa 
una  feliz  asimilación  entre  tas  diversas  perso- 
nas que  reciben  una  sucesión.  (V.  en  ese  sentidti 
Baudry-Lacantineríe  y  Barde,  ObHgaeioncs,  II 
número  656). 

II.  Contratos  especiales 

VBNTA 

De  ¡a  renuncia  de  la  facultad  de/uxptar  rintts 
comprados 

En  el  caso  de  una  venta  de  vino,  ta  venta  no 
existe  mientras  no  se  ha  probado  y  aceptado 
el  vino  (Artículo  1587  del  Código  Civil).  Pero 
esta  regla  no  es  de  orden  público.  LaS  partn 
pueden  derogarla  porconTenci6u;espedalDien- 
te  puede  considerarse  que  lo  hacen  tácitamente 
si  se  hace  constar  que  han  visitadoel  viñedo, 
que  se  ha  comprado  el  vino,  cuatestiuiera  que 
sea  su  calidad  y  que  se  impuso  el  compradonle 
la  existencia  de  vasija  y  envase. 

"La  aceptación  de  los  viñedos  equivale  á  Ifl 
aceptación  de  la  mercadería",  dice  un  falto  de 
ta  Corte  de  Nimes  de  3  de  noviembre  de  1900, 
es  una  fórmula  talvez  exagerada;  pues  no  es 
de  valor  indiscutible  sino  cuando  se  apoya  en 
el  usoconstante  ó  en  laintención  común  de  las 
partes.  Sin  embargo,  en  este  caso.estafórmolft 
era  exacta  y  la  Corte  de  Casación  la  mantuvo 
implícitamente  (D.  1903. 1. 174). 

ARKIKNUO 

A.— Arriendo  de  asientos  de  teatro 

Dos  fallos  del  Tribunal  del  Sena,  13  de  junio 
de  1 900 y  23  de  enero  de  1 901  (S.  1 903. 2. 11 7. ). 
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acaban  de  reconocer  que  el  arriendo  de  asieM- 
tos  en  el  teatro,  aunque  está  sometido  Á  det^ 
tas  r^las  especiales,  lo  está  en  principio  é  las 
reglas  del  contrato  de  arriendo.  El  que  arricn- 
ÚA  «8  responsable,  pues,  de  los  vicios  de  la  cosa 
arrendada  y  está  obligado  á  asegurar  al 
arrendatario  el  goce  tranquilo  de  ella. 

Si  un  palco  está  colocado  de  tal  modo  (¿ue  en 
alguno  de  loa  asientos  no  se  puede  estar  sen- 
tado con  comodidad,  ni  gozar  del  espectáculo, 
el  director  debe  una  indemnización.  Sin  em- 
bargo, agrega  el  primer  fallo,  es  menester  que 
el  espectador  no  haya  podido  darse  cuenta  de 
antemano  de  ese  defecto,  pues  entonces  habría 
un  vicio  aparente  de  que  ya  no  responde  el 
arrendador.  Ocurrirá  ese  caso  si  ha  podido  co- 
nocer de  antemano  su  asiento,  ó  si  es  público 
3'  notorio  que  de  ciertos  asientosdeterminados 
no  se  ve  sino  á  medias  el  proscenio. 

B.—ResponsabUidad  del  arrendador  en  el 
caso  de  quebrarse  un  vidrio. 

Va  transeúnte  ebrio  quiebra  la  vidriera  de 
un  almacén.  ¿Quién  responde  del  (wrjuicio,  cl 
propietario  ó  el  arrendatario?  El  arrendaílor, 
dice  un  fallo  del  Tribunal  de  Lille,  de  13  de 
enero  de  1903  (D.  1903.  2.  120.)  Esta  pertur- 
bación de  hecho  es  un  ataque  directo  á  la  pro- 
piedad del  arrendador,  más  bien  que  al  goce  del 
arrendatario.  No  se  podría,  pues,  objetar  que 
se  trata  de  una  perturbación  de  hecho  cometi- 
da por  un  tercero  contra  el  goce  de  los  arren- 
datarios y  de  la  cual  no  responden  los  propie- 
tarios, según  el  artículo  1725. 

Como  solución,  ésta  nos  parece  cierta,  pero 
por  motivos  diversos:  debe  el  arrendador  ase- 
gurar al  arrendatarioel  goce  del  innmchlt.-;  de- 
be, pues,  componer  el  edificio  deterluriulo.  por 
un  tercero.  Pero  no  es  responsable  del  perjuicio 
accesorio  que  causa  al  arrendatario  la  falta 
momentánea  de  cierro.  Aquí  se  aplica  el  ar- 
tículo 1725  del  Código  Civil,  que  tuvo  por  ob- 
jeto el  dispensarlo  de  indemnización,  por  lo 
que  no  es  hecho  suyo,  pero  no  el  dispensarlo 
de  sus  obligaciones  normales,  que  renacen  día 
ú  día,  y  (jue  consisten  en  procurar  al  arrenda- 
tario un  goce  tranquilo. 


SnoesloneB 

Por  Eustaquio  Pilón 

(Proftsor  afi»tg«<ia  á  la  Facuitad  de  D^e}t» 
de  ia  (Jitiversidai  de  Lille  ) 

Forma  y  fuerza  probatoria 
'  de  los  testamentos 

■Testamento  auténtico. -^¿Dehc  et  n&tario 
í/i/c  redacta  el  testamento  mencionar  expresa- 
mente la  causa  que  impide  ñrmar  al  testador? 

Ateniéndose  á  la  letra  del  artículo  973  del 
Código  Civil,  no  se  comprende  que  pueda  sus- 
citarse estacuestidn,-  pues  dispone  que- "si' el 
testador  no  sal>e  ó  no  puede  firmar,  se  hará 
en  el  acta  mención  expresa  de  su  declaración 
así  como  también  de  la  causa  que  \t  Impide 
firmar."  Pero  como  la  ley  no  exige  términos 
sacramentales,  se  ha  creído  respeta  el  espíritu 
y  no  la  letra  del  texto¡  considerando  -válido 
un  testamento  en-  el'  cual  la  indicación  de  la 
causa  que  impidió  firmar  al  testador  aparece 
claramente,  á  falta  de  mención  especial,'  de  la 
confrontación  de  diversas  cláusulas  del  testa- 
mento. 

La  Corte  de  Casación  interpretó  así  el  ar- 
líenlo  973  en  un  fallo  de  10  de  diciembre  de 
1861  (S.  62.  1.  193.  D.  62.  1.  , 38).  Y  es  seguro 
que  la  Corte  de  Nimes,  fundada  en  este  precé- 
dente,  resolvió  que  "en  materia  de  testamento 
público,  la  enunciación  que  exige  el  a^-tículo 
973,  relativa  á  la  causa  que  impidió  firmar  al 
testador,  pucfle  considerarse  suficientemente 
establecida  con  la  mención  de  este  impedi- 
mento, combinada  con  las  otras  cláusulas  del 
testamento.  Y  en  especial,  cumple  con  los  re- 
quisitos de  la  ley  el  testamento enqueseindica 
que  el  testador  estaba  enfermo,  y  se  declara 
que  dicho  testador  se  encontraba  imposibili- 
tado para  firmar."  (Nimes;  22  abr,  1903;  el 
resumen  del  fallo  se  ha  tomado  textualmente 
del  Boletín  de  la  Gax.  Pal,  nám.  del  23  de  ju- 
lio 1903). 

Este  modo  de  interpretar  el  artículo  973  nos 
deja  algunas  dudas.  He  aquí  por  qué.  La 
"mención  expresa"  exigida  por  la  ley  forma 
parte  de  las  solemnidades  externas  á  que  está 
sometido  el  testamento  auténtico.  En  este 
carácter  estas  solemnidades  constituyen  una 
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garantía.  Eso  basta  para  que  se  cumpla  es- 
crupulosamente esta  formalidad. 

Además,  es  interesante  comparar,  l)íijo  este 
punto  de  vista,  el  testamento  auténtico  con  la 
donación  entre  vivos,  que  está  también  some- 
tida á  las  formalidades  notariales.  El  artículo 
932  establece,  en  efecto,  que  debe  aceptarse  la 
donación  "en  términos  expresos."  Y  la  juris- 
prudencia, aunque  no  exige  términos  sacra- 
mentales, quiere,  por  lo  menos,  que  la  acepta- 
ción se  haga  en  "térmínosexpresos";  no  puede 
deducirse  esta  aceptación  de  expresiones  más 
ó  menos  significativas  del  acta,  ni  de  las  cir- 
cunstancias que  la  lian  precedido  y  acompa- 
ñado. (Cas.  1839,  S.  39.  1.  2(17.  y  Fuzier  Her- 
nán. C.  Civ.  anotado,  art.  932,  núni.  41  y 
sig.)  Y  esto  es  enteramente  exacto.  Se  cumple 
á  la  vez  con  la  letra  del  artículo  932  y  con  la 
garantía  que  en  él  se  estableció. 

¿Por  qué  adoptar,  pues,  un  principio  de  ir.- 
terpFctactón  diferente  para  el  artículo  973, 
que,  á  nuestro  parecer,  exige  la  "mención 
expresa"  de  la  causa  que  impide  firmar  al  tes- 
tador por  un  motivo  nnAlogo  &  In  aceptación 
*'en  términos  expresos"  del  artículo  932?  Y 
¿no  sería  acaso  preferible  juzgar,  por  aníilogía 
con  lo  que  se  resuelve  en  el  artículo  932,  6  si 
se  quiere  para  no  dar  á  la  comparación  entre 
las  dos  situaciones  mayor  alcance  ({ue  el  con- 
veniente por  respeto  liácia  la  letra  del  artículo 
973  como  también  hacia  su  "espíritu"  cpie,  si 
no  es  necesario  que  la  "mención  expresa"  se 
haga  en  términos  sacramentales,  ella  no  ]>ue- 
de,  sin  embargo,  deducirse  de  la  sola  concor- 
dancia de  varias  expresiones  del  testamento? 

Testamento  místico  Fuerza  probatoria 

Se  discute  en  doctrina  la  cuestión  de  si  en 
un  testamento  místico  se  debe  dar  carácter 
autentico  á  todo  el  testamento  ó  sólo  á  la  ca- 
rátula I ncte  dv  stiscn¡ition ).  La  Corte  de  lUir- 
dcos,  en  contradicción  con  fallos  anteriores, 
(Bruselas,  23  marzo  1811)  Besanvons,22  ma- 
yo 1845,  S.  46,  2.  3H8)  resolvió  que  sólo  la 
carátula  tenía  fuerza  probatoria  hasta  la  re- 
dargüición  de  falsedad,  aun  si  el  cuerpo  del 
testamento  bn  sido  escrito  por  e¡  mismo  nota- 
rio que  redactó  la  carátula.  (Burdeos,  4  de 
julio  19()0,  en  Cas.  10  de  diciembre  1ÍK)2,  S. 
1903.1.285.) 


Pago  de  deudas  hereditarias 

lil  hijo  que  h¿i  renunciado  ¡í  la  hervnviu  de  su 
padre  ó  madre  ¿queda  por  esto  exento  de  con- 
tribuir  al  paí;o  de  los  gastos  causados  par  ¡u 
última  enfermedad,  el  fallecimiento  y  los  fune- 
rales del  difuntif? 

He  admite  generalmente  tpie,  si  bien  no  pue- 
de obligarse  al  heredero  renunciante  á  pagar 
las  deudas  de  la  sucesión,  queda,  sin  embargo, 
obligado,  á  ])esar  de  la  renuncia,  á  pagar  la> 
deudas  que  ha  contraído  personalmente,  auii 
conmotivo  de  la  sucesión.  (V.  Baudry-I.acan- 
tinerie  y  An)erto  Wnhl.  Tr.  de  las  sucesiones. 
2**  ed.,  t.  III,  núni.  1026).  La  respuesta  á  la 
pregunta  anterior  depende,  pues,  de  la  resolu- 
ción que  se  tome  acerca  de  sí  los  gastos  oca- 
sionados por  la  última  enfermedad  y  los  fuñe, 
rales,  son  deudas  de  la  sucesión  ó  deudas 
personales  de  los  herederos. 

El  Tribunal  de  Boulogne-sur-Mer  falló  cu 
este  último  sentido,  (28  nov.  1902.  Ree.  Gaz. 
Trib.  1903,  1."  scm.  1.149),  haciendo  inter- 
venir los  principios  de  la  obligacii.in  natural  y 
de  la  gestión  de  negocios. 

En  contradicción  con  álgunos  autores,  (V. 
Baudry-Lacantinerie  y  WahI,  loe.  cit.),  pero  en 
conformidad  con  varias  decisiones  judiciales 
anteríorep,  (Trib.  civ.  Sena,  7  enero  19"2, 
I).  1902,  2,174  y  los  otros  fallos  indic.-idos  en 
Gaz.  Trib.  loe.  cit.  supra),c\  fallo  del  Tribunr.l 
de  Boloña  establece  que  los  hijos  tienen  per- 
sonalmente para  con  sus  padres  la  oblígíiciñii 
natural  de  ayudarles  pecuniariamente  po.- lo 
menos  durante  su  última  enfermedad,  y  de 
proporcionarles  funerales  decentes  en  caso  de 
fallecimiento,  cada  cual  en  la  medida  de  sus 
recursos. 

De  este  principio  deduce  el  fallo  que  "habien- 
do el  demandante  hecho  sólo  los  anticipos 
para  los  gastos  ocasionados  por  la  última  en- 
fermedad, el  fallecimiento  y  los  funer.iles,  al 
hacerlojobró  tanto  en  su  propio  nombre  como 
en  el  de  sus  tres  hermanos  6  hermanas;  y  éstos, 
obligados  en  conformidad  al  artículo  1 375(U'l 
Código  Civil,  no  han  podido  desligarse  del 
compromiso,  renunciando  á  la  sucesión  " 
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TRIIUTNAI.  SITPRBMO.— 28  DK  KNKRO  l>R  1008 

Anotación  preventiva  de  un  emhnrffo; — no 

concede  derecho  rcnl  al  ncrecdor,  fuera  de  la 
preferencin  sóbrelos  créditos  contraidos  pos- 
teriormente. 

En  sus  coiisidernndos,at  desechar  el  recurso, 
se  establece: 

Que  la  anotación  preventiva  en  el  Registro 
de  la  propiedad  de  un  embargo  cuyo  objeto  es 
garantir  las  consecuencias  del  juicio,  no  varía 
la  naturaleza  de  la  obligación  con  motivo  de 
cuya  exigencia  se  acuerda,  ni  puede  convertir 
en  real  é  hipotecaria  la  acción  personal  ejerci- 
tada, produciendo  sólo  el  efecto,  con  arreglo  á 
!o  que  disponen  el  artículo  44  de  la  ley  Hi- 
potecaria, el  número  4^  del  artículo  192.3  del 
Código  Civilylo  declarado  con  repetición  por 
el  Tribunal  Supremo,  de  que  el  acreedor  que 
haya  obtenido  el  embargo,  secuestro  ó  ejecu- 
ción de  sentencia,  sea  preferido,  en  cuanto  á 
los  bienes  anotados,  á  los  que  tengan  créditos 
contraídos  con  posterioridad  á  la  anotación 
sobre  los  mismos  bienes. 

TRinUNAL  SrPRBMO.— 30  DE  RNRRO  1>E  1903 

Inndmisihilidnd  del  recurso  so/tre  apreciación 
de  la  prueba.— Facultad  tb'screeionaldel  Tri- 
bunal de  Ja  causa. 

En  sus  considerandos  se'Cstablece  para  de- 
sechar el  recurso: 

Que  es  inadmisible  el  recurso  de  casación, 
conforme  al  número  9'  del  artículo  1729  de 
la  ley  (le  Enjuiciamiento,  cuando  se  refiere  á 
la  apreciación  de  la  prueba  y  no  se  combate 
por  el  único  medio  legal  que  autoriza  el  párra- 
fo 79  del  artículo  1692  de  dicha  ley; 

Que  es  ineficaz  la  cita  del  artículo  659  ile  1n 
ley  procesal  para  impugnar  en  casación  la 


apreciación  de  la  prueba  testifical,  porque 
precisamente  confiere  al  juzgador  la  facultad 
discrecional  de  apreciar  la  fuerza  probatoria 
de  las  declaraciones  de  los  testigos; 

Que  el  artículo  1 248  del  Código  Civil,  por 
su  carácter  especial,  más  bien  admonitívo  que 
preceptivo,  no  puede  ser  materia  de  casación 
como  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo. 

TRIIIDNAL,  Sl'PKRMO.— 1>  DS  FRBKBRO  DE  1903 

Sociedad.— Extinción 

En  su  considerando  único  se  establece: 
Que  no  pueden  considerarse  extinguidos  los 
fines  de  una  sociedad  mientras  las  obligacio 
nes  correspondientes  no  resulten  cumplidas; 
y  entendiéndolo  así  la  sala  sentenciadora,  no 
infringe  los  artículos  1680  y  1700  del  Código 
Civil. 

TKfBl'NAL  SUPRKMO. — 6  DR  FKARERO  DE  1903 

Indemnización  de  daños  y  perjuicios. — Moti- 
vos contradictorios  de  los  hechos  estableci- 
dos en  la  sentencia.  —  Apreciación  de  la 
prueba. 

I!n  su  considerando  único  se  establece: 
Que  en  casación  no  son  de  estimar  los  mo- 
tivos del  recurso,  contradictorios  de  los  he- 
chos que  fundan  el  fallo  recurrido; 

Que  es  ineficaz  para  lacasación  la  impugna- 
ción de  la  apreciación  de  las  pruebas  por  la 
Sala  sentenciadora,  cuando  no  cita  ley  algu- 
na ó  doctrina  legal  que  demuestre  el  error  de 
derecho,  ni  documento  6  auto  auténtico  que 
evidencie  la  equivocación  de  hecho  del  Juzga- 
do, sin  que  sean  bastantes  á  estos  objetos  la 
indicación  vaga  y  genérica  de  documentos  del 
pleito,  ni  la  de  los  artículos  1214  y  1215  del 
Código,  que  tienen  por  objeto  determinar  á 
quién  incumbe  la  prueba  de  las  obligaciones 
y  cuáles  son  los  medios  de  realizarla. 
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TRIBITMAL  8UPRBUO,  6  DR  PBBRBRO  »B  19()3 

Ejecución  de  sentencia. — Improcedencia 

En  sus  considerandos  se  establece: 
Que  no  autoriza  la  ley  el  recurso  de  casíi- 
ción  ene!  fondo  contra  resoluciones  en  ejecu- 
ción  de  sentencia,  no  demostrándose  que  con- 
tradicen lo  ejecutoriado. 

TRIBUNAL  81TPRBUO,  6  DE   PRBRRRO  PB  lOOH 

Nulidad  declánsula  testamentaría.— Albaccaz- 
go  Sdaciarío. — Sustitución  ñdeicomisaría 

En  sus  considerandos  establece: 

Que  la  cláusula  testamentaría  en  cuya  vir- 
tud se  iustituye  heredero  en  primer  término  á 
determinada  persona  para  que  cuando  ocurra 
el  fallecimiento  del  testador  se  apodere  de  to- 
dos sus  bienes  y  les  dé,  según  su  conciencia,  el 
destino  que  aquél  le  indique  en  instrucciones 
particulares,  contiene  una  disposición  de  ca- 
rácter indivisible  para  todos  los  bienes  del 
testador,  que  no  puede  subsistir  por  caer  de 
lleno  bajoel  precepto  del  número4"  del  artícu- 
lo 785  del  Código  Civil,  declarativo  de  que  no 
surtirán  efecto  "las  que  tengan  por  objeto  de- 
jar á  una  persona  el  todo  ó  patte  de  los  bienes 
bereditaríofi  para  que  los  apliqueó  invierta  se- 
gún  instrucciones  reservadas  que  le  hubiere 
comunicado  el  testador". 

Que  á  esta  clase  de  disposiciones  no  puede 


aplicarse  el  precepto  del  artículo  786  del  mis- 
mo Código,  expresivo  de  que  la  nulidad  de  la 
sustitución  fideicomisaria  no  perjudicará  á  la 
validez  de  la  institución  ni  á  los  herederos  del 
primer  llamamiento,  y  sólo  se  tendrá  por  no 
escrita  la  cláusula  fideicomisaria:  primero 
porque  en  la  tecnología  usada  por  el  Código 
en  sus  artículos  precedentes  no  lleva  la  de  qur 
se  trata  ahora,  nombre  de  suatituciñn  fideico- 
misaria, sino  de  mera  disposición,  y  porque  la 
inversión  de  todo  ó  parte  <le  la  herencia,  según 
instrucciones  reservadas,  no  es  lógica,  léxica 
ni  jurídicamente  una  sustitución,  sino  un  en- 
cargo en  el  cual  falta  evidentemente  fideiciv 
misario;  segundo  porque  el  caso  cuarto  del 
artículo  785  liga  con  tal  homogeneidad  el  en- 
cargo reservado  y  los  bienes  objeto  del  mismo, 
que,  á  diferencia  de  lo  que  pudiera  ocurrir  en 
los  tres  casos  del  mismo  artículo,  su  separa- 
ción para  convertir  en  libre  heredero  á  la  per 
sona  á  quien  el  encargo  se  cometiera,  desna- 
turaliza y  desbarata  positivamente  el  objeto 
de  la  institución;  y  tercero,  porque  la  prohibi- 
ción del  número  •t'^  de  que  produzcan  efecto  las 
disposiciones  sobre  inversión  de  herencia  me- 
diante instrucciones  reservadas,  subseguidii 
de  la  libre  disposición  de  los  bienes  por  el  mis- 
mo que  había  de  llegará  cabo  lo  reservado,  si 
no  autoriza  una  inmoralidad  notoria,  hace 
ineficaz  el  claro  precepto  prohibitivo  de  los  an- 
tiguos fideicomisos  ocultos,  y  no  son  de  acep- 
tar interpretaciones  de  las  leyes  que  conducen 
á  tales  resultados. 
Rechaza... 
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Obligaolones  y  contratos  espeolales 

Por  René  Deniogue 

B^teargaáo  de  un  curso  cU  la  Facultad  de  Derecho  de 
la  üniveriñdad  de  LilU. 

I.— OBU6ACIONB8  BK  GBNBBAI. 

OondioloiieB  de  ezlstenola  de  las  obll- 
gaolones  derivadas  de  contratos  ó 
provenientes  de  delitos. 

A, — Efecto  de  un  aviso  derogatorio  de  las 
reglas  de  ía  tarifa  de  loa  ^rrocarriles. 

Una  Compañía  previene  por  avisos  fijados 
en  las  estaciones  qne  hará  el  despacho  de  mer- 
caderfas  en  condiciones  determinadas,  y  esto  á 
pesar  de  sus  tarifas  sancionadasjndicialmente, 
que  no  la  autorizan  á  obrar  de  este  modo. 
Después  no  cumple  esta  promesa  hecha  por 
avisos.  Un  tribunal  la  condena  por  este  moti- 
vo á  pagar  una  indemnización.  Esta  decisión 
fné  ai)a1ada  (Cas.  2  marzo  1903,  s  1903.  1. 
190),  por  la  razón  de  que  no  pueden  las  Com- 

JUKIÜ.  BXTRANJ. 


pañfas,  por  convenciones  particulares,  derogar 
las  leyes  y  decretos  que  rigen  su  explotación. 
£1  motivo  es  sin  dnda  exacto  de  por  sí,  peso 
no  por  eso  nos  parece  justa  la  solución.  La 
Corte  sólo  ha  considerado  el  asunto  por  el  la- 
do de  la  obligación  contractual,  y  bajo  ese 
punto  de  vista  es  justo  decir  que  la  Compañía 
no  podía  contraer  obligaciones  contrarías  á 
las  tarifas  promulgadas;  pero,  ¿no  debió  tam- 
bién preguntarse  si  el  aviso  puesto  por  la 
Compañía  no  constituía  una  falta,  un  engaño 
á  la  buena  fe  de  los  cargadores  y  si  no  habría 
lugar  por  consiguiente  á  concederles  indemni- 
zación de  daños  y  perjuicios?  La  cuestión  es 
muy  sería  y  no  debe  descuidarse  este  punto  de 
vista.  No  se  puede  admitirque  una  Compañía, 
ofreciendo,  sin  estar  autorízada,  ciertas  ven- 
tajas á  los  cargadores,  se  atraiga  un  tráfico 
considerable,  y  no  ejecute  en  seguida  el  trans- 
porte, sino  en  las  condiciones  más  costosas  de 
su  tarifa  aprobada,  sin  incurrír  en  responsabi- 
lidad alguna. 

El  tribunal  cuya  decisión  se  anuló,  cometió 
sin  dada  la  falta  de  no  precisar  la  naturaleza 
de  la  obligación  de  indemnizar,  pero  ese  fallo 
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panda  al  menos  máa  equitativo,  y  protegía 
mejor  el  interés  de  los  particulares  engañados 
de  ese  modo. 

B.—De  la  indemnización  debida  por  un  hom- 
bre que  ha  tenido  de  una  mujer  un  hijo  na- 
tural. 

La  regla  que  prohibe  la  indagación  de  la 
paternidad  pierde  dia  á  día  más  terreno.  La 
jurisprudencia  ha  admitido  ya  que  la  seduc- 
ción puede  dar  lugar  á  indemnización.  Un  fa- 
llo del  tribunal  de  Gray,  5  de  junio  de  1902 
(Pand.  fr.,  1903.  2.  97,  con  una  nota  de  M. 
Charmont)  va  mucho  más  allá.  Un  hombre  ha 
tenido  un  hijo  de  una  viuda.  Bs  cierto  que  an- 
tes había  habido  una  promesa  de  matrimonio^ 
pero,  dice  el  tribunal,  "nada  indica  que  las 
relaciones  se  establederon  únicamente  á  causa 
de  la  promesa  de  matrimonio;  ellas  parecen 
ser,  por  el  contrario,  el  resultado  de  una  sim- 
patía reciproca.  No  se  puede  admitir  que  una 
viuda  de  veinte  y  ocho  años,  madre  ys.  de  dos 
hijos,  haya  sucumbido  á  una  seducción  irrazo- 
nada é  irresistible,  hecha  por  medio  de  una 
promesa  de  matrimonio  ó  de  engaño,  por  un 
joven  de  veinte  y  trés  años.cuyaexperiencia  es 
muy  inferior  á  la  suya".  Sin  embargo,  agrega 
el  fallo,  habiendo  reconocido  el  hombre  sser  el 
padre  del  niño,  ha  sido  el  causante  del  parto 
que  ha  incapacitado  á  la  madre  para  el  tra- 
bajo durante  veinte  días,  y  por  ello  debe  una 
indemnización.  Es  ésa  una  novedad  muy  im- 
portante. El  tribunal  considera,  en  efecto,  que 
el  hecho  sólo  de  ser  causa  de  un  parto,  engen- 
dra responsabilidad,  sin  que  se  alegue  falta 
alguna. 

Bs  una  verdadera  consagración  de  la  teoría 
de  la  responsabilidad  objetiva  sustentada  y 
defendida  hoy  tan  enérgicamente  por  ciertos 
autores. 

Bn  cnanto  al  niño,  agrega  el  tribunal,  ha- 
biéndolo reconocido  porcarta,como  hijo  suyo 
el  demandado,  y  habiendo  prometido  servirle 
de  padre,  había  allí  un  compromiso  que  no 
era  sino  el  cumplimiento  de  una  obligación 
moral  que  desde  entonces  tiene  una  causa  y 
una  causa  lícita.  Este  punto  es  menos  impor- 
tante, porque  la  solución  ya  había  «ido  admi- 
tida por  la  jurisprudencia. 


C, — Consecuencias  del  perjuicio  morttl. 

A  pesar  de  un  fallo  de  la  Corte  de  Argel  de 

22  de  junio  de  1900  (D.  1901.  2.  406),  la  ju- 
risprudencia vacila  siempre  en  reconocer  el 
derecho  á  una  indemnización  en  el  caso  de  un 
perjuicio  puramente  moral.  Una  sentencia  de 
la  Corte  de  Besanqon  de  27  de  diciembr«  de 
1901  (D.  1903.  2. 155)  es  completamente  des- 
favorable á  esta  solución.  "La  hipótesis  de  un 
perjuicio  puramente  moral  que  no  sea  suscep- 
tible de  reducirse  en  una  indemnicaiión  de  da- 
nos y  perjuicios  representados  por  una  suma 
de  dinero,  puede  concebirse"  dice.  Sólo  que  des- 
pués de*esta  declaración  más  bien  contraria  al 
derechode  indemnización,  la  sentencia  se  apre- 
sura á  añadir  que  el  peijuicio  moral  sufrido 
por  el  intimado  con  la  muerte  de  su  faíjo  está 
estrechamente  ligado  al  perjuicio  material  y 
verdadero  que  sufre;  que  el  niño  muerto  en  el 
accidente  ya  podía  prestarle  servicios  ventajo- 
sos, y  que  después  de  haber  hecho  sacrificios 
pecuniarios  para  educarlo  y  mantenerlo,  tenía 
derecho  á  esperar  de  él  la  ayuda  y  asistencia 
que  un  hijo  debe  á  su  padre. 

Este  fallo  busca,  pues,  en  los  hechos,  como 
tantos  otros,  un  perjuicio  material  aun  muy 
eventual  para  hacer  deél  la  base  de  una  indem- 
nización, tal  como  ese  derecho  á  ayuda  y  asis- 
tencia que,  según  se  deduce  de  la  situación  del 
padre,  no  existia  aun,  pues  el  fallo  no  dice  que 
le  era  necesario  pecuniariamente.  Se  rechaza, 
pues,  la  consideración  del  peijuicio  moral  más 
bien  de  palabras  que  de  hecho. 

T>. — De  cuándo  nace  la  responsabilidad  en  caso 
de  cometerse  una  falta. 

La  falta  sola  no  basta  para  hacer  nacer  la 
obligación  de  indemnizar;  es  necesario,  además, 
que  se  vea  la  extensión  del  perjuicio  que  de  ella 
resultaráyque  esté  también  realizado  este  per- 
juicio. Es  lo  que  con  justicia  reconoció  un  fallo 
de  la  sala  civil  de  la  Corte  de  Casación,  de  31 
de  octubre  de  1900  (S.  1903.  1.  214».  Am,  por 
ejemplo:  si  un  notario  ha  hecho  comprar  á  una 
mujer  un  inmueble  gravado  de  hipotecas,  como 
una  inversión  útil,  no  será  responsable  inme- 
diatamente de  esta  falta;  sólo  el  día  en  que  esa 
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hipoteca  perjudique  á  lamujer  compradora  del 
inmueble,  deberá  él  pagarle  una  indemnizn- 
dón. 

Efeotos  de  las  obllgaolones 

Rescisión  de  ana  renta  de  mercaderías  por 
falta  de  retiro  en  eJ plazo  ñjado. 

En  el  caso  de  venta  demercaderíasúobjetus 
muebles,  la-  resdsión  se  produce  de  pleno  dere- 
cho y  sin  notificación  en  provecho  del  vende- 
dor, después  de  expirar  el  plazo  convenido  para 
el  retiro  (artículo  1657  del  Código  Civil).  No  se 
puede  aplicnr  esta  disposición,  sin  embargo,  si 
el  vendedor,  haciendo  usodesu  derecho,  haque- 
rido mantener  el  contrato  de  venta.  Asi  fallóla 
sala  de  admisibilidad  (chambre  des  requétes), 
el  17  de  fcbrei  o  de  1903.  (D.  1903.  1.191). 

Y  efectivamente,  no  se  comprendería  que  el 
compradorse  hiciera  un  título  con  su  falta  para 
librarse  de  la  ley  del  contrato.  Este  fallo  es  in- 
teresante, pues  el  caso  era  nuevo  ante  la  Corte 
de  Casación.  Sólo  una  sentenda  de  Aix  del  23 
de  marzo  de  1858  (D.  58. 2. 158.)  había  tenido 
(jue  examinarlo  y  lo  había  resuelto  en  el  mis- 
mo sentido.  Ver  también  á  Guíllonard,  Venta 
II,  número  636;  Baudry-Lacantinerie  y  Saig- 
nat.  De  la  Venta,  número  600. 

Eztinolón  de  las  obllgaoiones 

Imputaciones  de  pagos 

La  ley  que  ha  precisado  en  algunos  casos  la 
manera  cómo  debe  imputarse  un  pago  pardal, 
no  lo  ha  hecho  en  todos.  En  los  casos  no  pre- 
vistos, la  jurisprudencia  ha  sentado  este  prin- 
cipio, que  el  derecho  de  imputadón  que  se  deja 
al  deudor,  no  puede  nunca  perjudicar  el  derecho 
del  acreedor  (Cas.  25  de  noviembre  1862.  S. 
63.  1.  89^  Acaba  de  hacer  de  ello  una  nueva 
aplicación.  (Cas.  req.  8  junio  1901,  Pand.  fr. 
1903. 1. 143).  Estando  garantida  una  deuda, 
en  parte  solamente,  por  una  hipoteca  válida 
sobre  bienes  dótales,  el  acreedor  ha  podido  de- 
clarar, á  falta  de  todo  redbo  presentado  al  tri- 
bunal, queentendía  que  la  imputación  de  pago 
pardal  se  haría  sobre  la  parte  quirografaria 
del  crédito.  Esta  soludón  está  enteramente  de 


íicuerdocon  el  principio  contenido  en  el  artícu- 
lo 1254  del  Código  Civil,  según  el  cual  la  im- 
putación de  tos  pagos  no  puede  hacerse  sino 
conelconsentimiento  del  acreedor.  No  se  puede 
presumir  que  éste  haya  renundado  á  su  dere- 
cho y  consentido  en  un  modo  de  imputadón 
que  le  sería  más  desventajoso  que  otro,  sobre 
todo  cuando,  como  en  este  caso,  el  deudor  es 
culpable  por  no  volver  á  presentar  su  redbo, ó 
por  no  presentar  redlio  sufidentemente  explí- 
dto  sobre  el  modo  de  imputadón  que  preten- 
día hubiera  de  aplicarse.  Es  precisamente  esta 
última  consideración,  la  que  ha  permitido  á  la 
Corte  no  tomar  en  cuenta  el  artículo  1256  que 
(leilara  que  la  imputación  se  hace  legalmente 
sobre  la  deuda  onerosa  parael  deudor,  por  con- 
siguiente, sobre  la  deuda  hipotecaria  de  prefe- 
renda  á  la  deuda  quirografaria. 

II.  Oontratos  especiales 

VHNTA 

A. — Consecuencias  de  la  falta  de  notiñcaáón 
de  una  cesión  de  crédito. 

El  cesionario  de  un  crédito  no  notifica  la  ce- 
sión al  deudor  cedido,  como  lo  prescribe  el  ar^ 
tfculo  1690  del  Código  Civil.  No  se  puede  opo- 
ner la  cesión  á  éste,  que  puede  libertarse  váli- 
damente en  manos  del  cedente.  ¿Pero  cuál  es 
entonces  In  naturaleza  de  la  obligadÓn  del  ce- 
dente  hada  el  cesionario,  y  cómoestá  obligado? 

Una  sentenda  de  la  sala  de  admisibilidad 
(chambres  des  requétes)  contesta  esta  pregun- 
ta (Cas.  7  mayo  1901.  D.  1903.  1. 187).  "Fal- 
tando la  notificación  de  la  cesión  á  los  deudo- 
res cedidos,y  habiendo  recibido  el  demandante 
con  regularidad  el  monto  de  las  causas  de  la 
cesión,  se  transforma  en  deudor  personal  del 
cesionario;  por  lo  tanto  éste  no  ha  entablado 
demanda  en  repetición  de  lo  no  debido  cuando 
persiguió  del  cedente  el  reembolso  de  esas  su- 
mas, y  no  ha  podido,  por  consiguiente,  aplican- ' 
do  el  artículo  1378  del  Código  Civil,  exigir  los 
intereses  desde  el  día  del  pago".  Esta  soludón 
nos  parece  dudosa. 

Se  ha  transformado  el  cedente  en  deudor  del 
cesionario,  ¿pero  cómo?  No  lo  ezpHca  la  sen- 
tenda. 
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¿Podía  decirse,  como  lo  sostiene  el  recurso, 
que  se  trataba  del  pago  de  lo  no  debido?  N6; 
el  cedente  había,  sin  duda,  cobrado  lo  no  de- 
bido en  lugar  del  cesionario,  pero  estaba  obli- 
gado á  ello,  permaneciendo  acreedor  para  los 
terceros  hasta  la  notificación;  no  podía  rehu- 
sar el  recibir  el  pago.  Habría,  pues,  una  acep- 
tación obligatoria  de  lo  no  debido,  lo  que  no 
se  entiende. 

Además,  para  que  esta  teoría  fuese  de  algu- 
na utilidad  para  el  recurso,  declaraba  el  de- 
mandante que  el  cedente,  sabiendo  que  ya  no 
era  acreedor,  estaba  de  mala  fe,  y  debía  los  in- 
tereses del  día  en  que  recibió  la  suma  pagada. 
No  era  más  admisible  esta  teoría  que  la  pri- 
mera, y  por  la  misma  razón  no  se  concibe  esta 
recepción  de  mala  fe,  obligatoria  para  el  que 
recibe. 

La  sentencia  ha  desechado,  pues,  con  razón 
la  teoría  del  pago  de  lo  no  debido.  Pero  no  la 
sustituye  por  ninguna  otra  de  ttn  modo  preci- 
so. ¿No  se  podría  decir,  sín  embargo,  que  an- 
tes de  la  notificación  de  la  cesión  el  cedente  era 
mandatarío?  La  ley  lo  reconoce  como  tal,  ya 
que  antes  de  la  notificación  queda  como  titu- 
lar del  crédito  hacia  el  deudor  cedido,  es  decir, 
como  el  único  apto  para  recibir  pagos  y  ejecu- 
tar cobranzas.  Nada  más  natural;  el  cesiona- 
rio, no  pudiendo  todavía  hacer  usodel crédito, 
encarga  provisionalmente  al  cedente,  que  sólo 
puede  hacerlo,  el  cumplimiento  de  los  actos  de 
los  acreedores  que  sean  útiles  ó  necesarios.  La 
situación  es  muy  clara  entonces:  no  hay  sino 
aplicar  al  cedente  el  artículo  1996  del  Códi- 
go Civil.  Adeudará  el  interés  de  las  sumas  que 
ha  empleado  para  su  uso  personal  desde  la 
fecha  en  que  las  empleó,  regla  muy  sabia  en 
este  caso.  El  cedente  entrega  las  sumas  al  ce- 
sionario poco  después  de  recibir  el  pago;  sólo 
deberá  el  capital.  Pero  como  en  este  caso  se 
demoró  y  dejó  transcurrir  diez  años  hasta  que 
reclamó  el  cesionario,  fué  descuidado,  si  no 
poco  honrado;  y  es  justo,  si  dtó  colocación  á 
la  suma  que  recibió,  que  pague  los  intereses  de 
ella. 


cuestión,  podemos  citar  un  fallo  reciente  de  la 
Corte  de  Lyon,  (21  de  mayo  1897,  D.  1903. 
2.  14€.)  que  hace  v&lida  esta  cesión  por  no 
tener  nada  ilícito,  ni  en  bu  principio  ni  en  n» 
objeto. 

A  esta  primera  solución,  agrega  la  Corte 
otra  más  notable.  Considerando,  según  el  pre- 
cio fijado,  que  resulta  de  los  hechos  y  doca- 
mentos  presentados,  que  se  había  aumentado 
considerablemente  el  precio  de  la  póliza;  qac 
se  han  producido  después  déficits  en  los  balan- 
ces y  pérdidas  considerables  de  clientela;  redu- 
ce el  precio  de  la  cesión.  Si  la  Corte  lo  hace  con 
la  intención  de  tomar  en  cuenta  el  dolo  come- 
tido por  el  vendedor,  la  solución  es,  nn  dnda, 
fácil  de  justificar  y  está  de  acuerdo  con  los 
textos.  Pero  si  es  ésa  quizás  la  verdadera  ra- 
zón de  nuestra  resolución,  no  está,  por  cierto, 
enunciada  con  claridad  y  no  puede  decirse  qne 
sea  la  única.  Efectivamente,  la  Corte  hace  no- 
tar la  disminución  en  las  entradas  posteriores 
á  la  cestón,  y  toma  en  cuenta  estos  hechos 
posteriores  á  la  cesión  para  motivar  su  reso- 
lución. Parece,  pues,  atribuirse  un  derecho  de 
control  sobre  tas  cesiones  de  carteras.  Debe 
concordarse  esta  solución  con  la  jurispruden- 
cia, tan  importante  y  tan  fija,  qtie  reconoce  al 
juez  el  derecho  para  reducir  el  salario  estipu- 
lado por  un  mandatario.  (V.Cas.  13  de  mayo 
1884.  S.  85. 1.  345). 

Esto  prueba,  una  vez  más,  que  la  jurispru- 
dencia tiende  á  atribuirse  el  derecho  de  rectifi- 
car las  convenciones  de  los  particulares.  No  lo 
hace,  sin  duda,  en  general;  sería  violar  con  de- 
masiada evidencia  el  principio  de  que  las  con- 
venciones  son  ley  para  las  partes,  pero  lo  hace, 
por  lo  menos,  en  las  operaciones  que  tienen 
carácter  de  actos  de  corretaje  más  ó  menos 
definido,  y  en  las  cuales  una  de  las  partes  pue- 
de exagerar  el  precio  de  los  servidos  que  pres- 
ta. Sea  que  se  apruebe  ó  se  critique  esta  ten- 
dencia, es  importante  señalarla  y  ver  lo  bien 
que  se  armoniza  con  ciertos  conceptos  moder- 
nos del  contrato  y  ciertas  tendencias  nuevas 
de  doctrina. 


B.— ¿Pueden  cederse  ¡as  pólizas  de  seguro? 

A  falta  de  sentencia  de  la  Corte  de  Casa- 
ción, ante  quien  nunca  se  ha  presentado  la 
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ARBIBNDO 

A.  — Duración  de  los  arriendos  á  colonos 
«parcefos. 

Los  artículos  1774  y  1776  del  Código  Civil, 
que  toman  en  cuenta  la  labranza  de  las  tierras 
para  fijar  la  duración  de  los  arriendos  rurales, 
nohansido  declarados  aplicables á los  colonos 
aparceros  por  la  ley  de  1889.  Los  trabajos 
preparatorios  dejan  ver  que  intencionalmente 
se  estableció  esto  paraevitar  los  arriendos  pro- 
longados que  no  son  ya  necesarios  con  el  sis- 
tema moderno  de  cultivo.  Pero  la  ley  de  1889 
conviene  en  que  "los  usos  de  la  comarca  rigen 
por  lo  demás  los  arriendos."  En  el  Cher  es  cos- 
tumbre hacer  estos  arriendos  por  tres  años. 
¿Debe  considerarse  que  esta  costumbre  deroga 
la  ley?  Parece  que  sí.  Sin  embargo,  no  fué  ésta 
la  solución  que  adoptaron  la  Corte  de  Bour" 
ges  primero  y  después  la  sala  civil  de  la  Corte 
de  Casación.  Hay  en  la  ley  una  nueva  regla, 
dijeron,  y  pueden  las  partes  separarse  al  con- 
cluir un  año  con  tal  que  observen  el  plazo 
usual  para  notificar  el  desahucio.  (Cas.  3  de 
marzo  de  1902.  D.  1903. 1.  182).  En  sí  misma 
la  idea  es  exacta,  pero  la  verdadera  cuestión 
parece  estar  en  saber  si  esta  regla  segnra  no 
deja  de  aplicarse  en  el  caso  en  que  el  uso  im> 
plicitamente  adoptado  por  las  partes  lo  ha 
dispuesto  de  otro  modo.  Para  que  sea  exacta 
la  solución  del  fallo,  hay  que  admitir  que  la 
ley  de  1889,  en  sus  disposiciones  sobre  duración 
de  arriendos,  es  sólo  susceptible  de  derogacio- 
nes expresas. 

B.  —Det  momento  en  que  termina  el  contra' 
lo  de  transporte. 

La  Corte  de  Casación,  en  conformidad  con 
una  jurisprudencia  que  parece  bien  estableci- 
da, signe  admitiendo  que  el  contrato  de  trans- 
porte dura  mientras  el  objeto  transportado 
no  ha  sido  entregado  al  destinatario.  Si  antes 
de  entregarlo  se  almacenaesteobjeto  en  algún 
edificio  de  la  Compañía,  persiste  aún  el  con- 
trato; no  hay  contrato  de  depósito  unido  al 
de  transporte,  y  la  cláusula  de  irresponsabili- 
dad, incluida  en  este  último,  sigue  aplicándose. 
(Cas.  civ.  36  de  agosto  1875.— Cas.  ctv.  21  de 


abril  1902.  D.  1903.  1. 148).  Sin  embargo,  los 
tribunales  de  comercio  se  oponen  á  esta  solu- 
ción. (V.  Trib.  del  Sena,  12  agosto  1898. 
D.  1901. 1.  421). 

SOCIEDAD 

Sociedad  entre  esposos. 

La  Corte  de  Casación  persiste  en  su  juris- 
prudencia, según  lacual  la  sociedad  entre  espo- 
sos es  nula,  pero  engendra  un  estado  de  hecho 
lídto  que  debe  liquidarse  de  manera  de  impe- 
dir todo  enriquecimiento  indebido  de  un  espo- 
so en  peijuicio  del  otro. 

La  Sala  civil  di6  el  5  de  mayo  de  1902  un 
nuevo  fallo  sobre  este  punto.  (D.  1903.  1. 
207;  cf.  Cas.  7  marzo  1888,  D.  88. 1.  349.) 

MANDATO 

De  la  extinción  del  mandato  tácito 
de  la  mujer. 

La  Sala  civil  dictó  el  17  de  diciembre  de 
1901  un  fallo  interesante  en  lo  concerniente 
al  mandato  tácito  de  la  mujer  para  proveer  A 
sus  gastos  cuando  está  separada  del  marido. 

Admitió  que  era  válido  el  mandato  tácito 
aun  cuando  los  gastos  hechos  excedían  á  los 
recursos  del  hogar,  cuando  el  maridohafijado 
los  gastos  de  la  casa  en  una  suma  superior  á 
los  recursos  reunidos  por  los  dos  esposos. 
Cierto  es  que  el  fallo  dice  también  que  el  mari- 
do deseaba  que  su  mujer  se  mantuviera  en  un 
rango  digno  de  su  posición  social,  y  que  habla 
á  la  vez  del  deber  que  tiene  de  proporcionarle 
todo  lo  necesario  para  la  vida,  en  la  medida 
de  sus  facultades  y  de  su  estado.  No  deja 
por  esto  de  ser  curioso  ver  que  el  fallo,  muy 
lógicamente  por  cierto,  declara  válido  un 
mandato  aun  para  gastos  excesivos.  Define, 
por  consiguiente,  la  idea  de  que  el  derecho  de 
los  terceros  á  que  se  les  pague,  el  derecho  de 
cobrar  de  la  mujer  que  ha  pagado,  provienen, 
no  sólo  del  deber  del  marido  de  cubrir  los 
gastos,  sino  también  de  su  voluntad  de  regu- 
larlos en  cierta  forma,  lo  cual  ensancha  aun 
más  los  derechos  de  la  mujer  para  regir  los 
gastos  de  la  casa.  (0. 1903.  1.  163.) 
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Por  Eustaquio  Pilón 

Prot*$or  ayrrgatio  ti  la  Facultad  de  Ihrecho  de  In 
Vnirtrtifhid  de  IJUp 

Herencias  yacentes 

¿Importa  la  yacentia  de  ana  herencia 
presunción  de  insolvencia? 

En  contradicción  con  la  jurisprudencia  an- 
terior, el  tribunal  civil  de  Burdeos  acaba  de 
contestar  negativamente.  (2de  junio  del903, 
Gaz.  Pal.  25  de  julio  de  1903  y  las  decisiones 
contrarías  indicadas  en  la  nota.) 

El  curador  sostenía  que  había  presunción 
de  insolvencia;  con  el  objeto  de  hacer  anular 
un  mandato  "post  morteai"  dado  por  el  "í/e 
cajas"  á  ciertas  personas,  y  obligarlas,  en 
consecuencia,  á  devolver  á  la  Caja  de  depósi- 
tos y  consignaciones  todas  las  cantidades 
recibidas  por  ellas  en  cumplimiento  del  man- 
dato, y  á  devolver  también  al  mismo  curador 
todos  loa  libros,  tftulos,  valores  y  útiles  de 
comercio  pertenecientes  á  la  sucesión.  El  tri- 
bunal desechó  esta  pretensión,  diciendo  que 
el  mandato  de  que  se  trataba  habría  sido  se- 
guramente válido  con  relación  á  un  heredero 
que  hubiera  aceptado;  que  ni  del  artículo  813 
del  Código  Civil,  ni  He  la  ordenanza  de  3  de 
julio  de  1816,  se  puede  deducir  que  el  legisla- 
dor haya  considerado  anexa  al  hecho  de  la 
vacancia  una  presunción  de  insolvencia;  "que 
los  textos  antedichos  se  limitan  á  establecer 
una  gestión  en  la  hipótesis  de  que  el  "de  cu- 
yas" no  haya  dado  otra,  que  sólo  se  presen- 
tan en  realidad  á  los  tribunales  como  la  obli- 
gación de  velar  por  el  interés  de  quien  tiene 
derecho  á  ello  para  que  se  conserven  los  bienes 
abandonados  después  de  la  muerte  de  su  due- 
ño, á  quien  nadie  representa,  ni  en  general  ni 
en  particular;  y  que,  además,  no  se  compren- 
dería en  teoría  por  qué  lo  que  es  válido  cuan- 
do se  acepta  la  herencia  deja  de  serlo  cuando 
está  vacante." 


k.—¿Es  de  orden  público  el  orden  legal  de  /a" 
operaciones  de  partición? 

Después  de  declarar  que  las  reglas  relativíi» 
al  procedimiento  de  la  partición,  especialmen- 
te las  que  resultan  de  los  artículos  830  y  831 
del  Código  Civil  son  de  orden  público,  agregan 
la  mayor  parle  de  los  autores,  que  los  herede- 
ros mayores  y  capaces  pueden,  sin  embargo, 
derogarlas  (V.  Baudry— Lacantínerie  y  Alljer- 
to  Wahl,  Tr.  de  las  sucesiones,  2*  ed.,  t.  III. 
núm.  2527J. 

A  priori,  esta  proposición,  formulada  de  es- 
te modo,  no  parece  exacta.  El  artículo  6^  del 
Código  Civil  dispone  que  "no  se  pueden  dero- 
gar por  convenciones  particulares  las  leyes 
que  interesan  al  orden  público".  Este  artículo 
se  aplica  á  todas  las  disposiciones  del  Código 
Civil  que  son  de  orden  público;  se  dirige  á  to- 
das las  partes  contratantes  sin  distinguir  si 
son  ó  no  dueñas  de  sus  derechos.  Si  se  conside- 
ran, pues,  los  artículos  830  y  831  como  leyes 
de  orden  público  y  se  resuelve  á  pesar  de  esto 
que  las  partes  mayores  y  capaces  pueden  de- 
rogarlos, ¿no  se  va  directamente  en  contra  de 
la  regla  general  del  artículo  6'? 

Necesariamente  se  plantea  esta  cuestión.  V 
no  es  sin  extrañeza  que  en  un  caso  presentado 
en  la  sala  de  admisibilidad  (chambre  des  re- 
quétes)  (Cas.  27  mayo  1903.  Gaz,  Pal,  1903. 
1.  789),  en  que  se  tratalia  de  saber  si  la  con- 
vención celebrada  entre  herederos  mayores, 
había  podido  derogar  los  artículos  830  y  831, 
no  encontramos  en  el  recurso  mención  alguna 
del  artículo  6^. 

Había  mediado  un  acuerdo  entre  los  herede- 
ros, todos  mayores,  para  formar  inmediata- 
mente las  hijuelas,  sin  verse  obligados  á  proce- 
der previamente  ante  el  notario  comisionado, 
á  la  regulación  de  laK  acumulaciones  y  deduc- 
ciones. Para  ejecutar  este  acuerdo  se  sortearon 
las  hijuelas  para  hacer  más  tarde  el  arreglo 
de  las  cuentas  y  rentas.  Ese  sorteo,  aceptado 
por  todas  las  partes,  obtuvo  la  aprobación 
judicial.  El  fallo  aprobatorio  devolvió  los  an- 
tecedentes al  notario  comisionado  para  la  re- 
visión  definitiva  de  las  cuentas  de  la  partí- 
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ción  y  de  la  Hquidactón,  y  declaró  que  los 
herederos  donatarios  de  cantidades  de  dine- 
ro tendrían  derecho,  en  caso  de  faltar  dinero 
en  la  socesíAn,  á  deducir  por  su  coheredero 
los  valores  cuya  acumulación  les  sería  debida, 
en  muebles  hereditarios,  ó,  ñ  falta  de  mue- 
bles, en  inmuebles,  en  conformidad  al  artículo 
869  del  Código  Civil  (Montpellier,  9  de  marzo 
1900).  Contra  este  fallo  se  interpuso  recurso 
de  casación,  fundado  principalmente  en  "la 
falsa  aplicación  del  artículo  869  del  Código 
Civil  y  en  la  violación  del  artíailo  830,  en 
cuanto  la  sentencia,  estando  la  particifSn  ya 
consumada  respecto  de  lotes  hechos  antes  de 
arreglar  las  cuentas,  y  sin  haber  tomado  en 
consideración  deducciones  previas  ni  entregas 
provisorias  de  bienes,  ha  admitido  que  podían 
satisfacerse  dichas  deducciones  debidas  á  sus 
coherederos,  no  con  un  pago  en  dinero,  sino 
con  la  devolución  de  los  inmuebles  que  el  sor- 
teo les  había  definitivamete  atribuido". 

La  sala  de  admisibilidad  (chambre  des  re. 
quétcs)  rechazó  el  recurso.  Hace  ante  todo 
esta  declaración  "que,  si  en  principio,  según 
los  términos  de  los  artículos  830 y  831  del  Có- 
digo Civil,  las  deducciones  que  deba  hacer  el 
coheredero  que  tiene  derecho  á  la  acumulación 
de  valores  entregados  á  otros,  deben  ejecutar- 
se antes  de  formar  los  lotes,  y  si  éstos  deben 
constituirse  sobre  lo  que  queda  en  lii  masa 
partible  después  de  hechas  estas  deducciones, 
de[}ende  de  la  voluntad  de  las  partes  el  dero-- 
gar  este  procedimiento,  in  virtiendo  el  orden 
legal  de  las  operaciones  de  partición". 

Deduce  de  aquí,  que,  en  la  especie,  el  acuerdo 
efectuado  entre  los  herederos,  todos  mayores  y 
capaces,  es  válido;  que  el  orden  de  las  opera- 
ciones está  sólo  invertido  y  que  las  partes  han 
conservado  el  derecho  de  proceder  á  la  liqui- 
dación de  las  acumulaciones  y  fleducciones 
después  de  formados  los  lotes,  como  lo  hubie- 
ran podido  hacer  antes. 

La  Corte  Suprema  considera,  pues,  como  un 
principio  cierto,  que  la  voluntad  de  las  partes 
puede  modificar  el  orden  legal  de  las  operacio- 
nes de  la  partición,  y  como  se  trata  de  partes 
mayores  de  edad— lo  hace  notar  especialmente 
el  fallo — la  resolución  de  la  sala  de  admisibili- 
dad (chambre  des  rcquétes)  parece  estar  con- 
forme con  la  doctrina  general,  según  la  cual 


las  reglas  de  procedimiento  en  la  partición  no 
son  de  orden  público  sino  bajo  la  reserva,  pa- 
ra las  partes  mayores  y  capaces,  de  poder  mo- 
dificarlas por  convenciones  particulares. 

De  manera  que  el  fallo  vuelve  á  plantear  la 
pregunta  que  ya. habíamos  hecho:  ¿no  es  vio- 
lar el  articulo  6^  del  Código  Civil  el  resolver 
que  se  puede  derogar  por  convención  una  ley 
que  se  proclama  como  de  orden  público? 

De  ningún  modo,  porque  las  reglas  relativas 
al  procedimiento  en  la  partición  no  son  de  or- 
den público  en  un  sentido  absoluto  y  sin  res- 
tricción. 

Queremos  decir  con  esto,  por  una  parte,  que 
todas  esas  reglas  no  son  de  orden  público  y 
por  otra,  que  aun  aquellas  que  son  de  orden 
público  no  lo  son  para  todo  el  mundo.  Es  fá- 
cil demostrarlo.  Probaremos  al  mismo  tiem- 
po el  acuerdo  perfecto  que  hay  entre  la  solu- 
ción del  fallo  antes  enunciado  y  el  principio 
general  del  artículo  6^  del  Código  Civil. 

Recordemos  en  dos  palabras  la  noción  gene- 
ral de  lo  que  es  el  órden  público,  bajoel  punto 
de  vista  del  derecho  privado  positivo.  Es,  di- 
jimos (V.  nuestra  anotación  en  Cas.  Civ.  4 
nov.  1901.  S.  1903.  1.  274.  columna  3),  un 
conjunto  de  reglas  destinadas  á  asegurar,  en 
un  Estado  determinado,  la  conservación  del 
orden  político,  económico  y  social  de  ese  Esta- 
do. Entre  estas  reglas  entran,  en  general,  las 
medidas  de  protección  tomadas  por  la  ley  en 
favor  de  los  incapaces.  Ya  que  la  ley  toma  por 
un  interés  superior  de  orden  social,  esas  medi- 
das que  sólo  parecen  proteger  los  intereses  in- 
dividuales y  privados  de  los  individuos  prote- 
gidos, importa  al  orden  público  que  esas 
reglas  protectoras  no  estén  á  merced  de  vo- 
luntades particulares.  No  volverán  estas  á  im- 
perar sino  cuando  no  haya  ninguna  incapad- 
dad  que  proteger. 

Tal  es,  pues,  la  índole  de  las  reglas  relativas 
al  procedimiento  en  la  partición.  Obligatorias, 
en  la  intención  de  proteger  á  los  que  son  inca- 
paces de  hacer  valer  con  provecho  sus  dere- 
chos,—ausentes,  declarados  en  interdicción  6 
menores,— constituyen  en  favor  de  éstos  una 
garantía  legal  contra  fraudes  que  no  podrían 
eludir.  Permitirles  derogar  esas  reglas  sería 
no  sólo  comprometer  sus  intereses  privados* 
sino  también,  por  parte  del  legislador^  rennn- 
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ciar  á  su  función  social  superior  de  protección 
de  los  incapaces.  Aquí,  como  en  machos  otros 
casos,  se  puede  decir  en  verdad  que  el  orden 
público  "no  abarca  una  esfera  de  intereses 
realmente  distintos  y  separados  por  una  ba- 
rrera impenetrable  de  los  intereses  privados". 
(Geny,  Método  de  interpretación  y  fuentes  del 
derecho  privado  y  p€>3hivo,  p.  549).  Es  en 
realidad  la  resultante  de  intereses  de  orden 
exclusivamente  privado. 

Se  perturbaría  el  orden  social  ó  al  menos 
sería  éste  defectuoso  y  mal  equilibrado,  si  los 
individuos  incapaces  de  proteger  ellos  mismos 
su  patrimonio,  estuvieran  expuestos  á  todos 
los  abusos  y  á  todos  los  iraudes.  ¥  esa  es  la 
razón  por  qué  se  impone  especialmente  á  los 
incapaces  el  procedimiento  en  la  partición  tal 
como  lo  ha  establecido  el  Código  Civil,  y  por 
qué  éstos,  por  razones  de  orden  público,  no 
pueden  renunciar  la  protección  de  sus  intere- 
ses privados. 

Pero,  si,  por  el  contrario,  se  trata  de  cohe- 
rederos presentes,  mayores  y  capaces,  la  situa- 
ción es  muy  distinta.  Sin  duda,  el  artículo  823 
del  Código  Civil  dispone  que  si  no  están  de 
acuerdo,  la  partición  debe  hacerse  por  Injus- 
ticia. Pero  este  mandato  no  tiene,  como  los 
anteriores,  un  carácter  imperativo  y  de  orden 
público.  Esto  proviene  de  que  ya  no  se  trata 
de  herederos  incapaces  de  defender  sus  intere- 
ses sino  sólo  de  herederos  incapaces  de  ponerse 
de  acuerdo.  No  habrá,  pues,  ninguna  razón  de 
orden  público  que  se  oponga  á  que  esos  here- 


deros sólo  acepten  en  parte  las  formalidades 
de  la  partición  judicial  (V.  Baud ry-Lacan ti- 
uerie  y  Alberto  WahI,  op.  y  loe.  dt.,  núm, 
2429,  p.  42)  Ó  bien  que,  como  en  el  caso  del 
fallo  de  la  Sala  de  admisibilidad  (chambre 
des  requétes)  del  27  de  mayo  de  1903,  invier- 
tan el  orden  legal  de  las  operaciones  de  la  par- 
tición. 

Hemos  demostrado,  pues,  que  las  reglas  de 
procedimiento  en  la  partición  no  son  de  orden 
público  con  respecto  á  todos  los  herederos. 
Dijimos,  además,  que  todas  esas  reglas  no  son 
de  orden  público.  Es  lo  que  sucede,  según  la 
doctrina  y  la  jurisprudencia  (V.  Bandry-La- 
cantinerie  y  Alberto  Wahl,op.y  loc.cit.  núme- 
ro 2524,  p.  93)  con  las  disposiciones  de  los 
artículos  826  y  832  del  Código  Civil.  Sin  duda 
se  permite  á  los  herederos  impugnar  una  par- 
tición de  ascendientes  en  que  se  hubiere  desco- 
nocido el  artículo  832;  pero  en  cambio,  se  to- 
leran las  cláusulas  penales  que  obligan  á.  los 
herederos  á  respetar  semejantes  particiones,  y 
por  otra  parte,  aun  en  lo  relativo  á  los  ínca> 
paces,  sólo  se  deben  observar  los  artículos  82fí 
y  832  "en  lo  que  sea  posible". 

En  resúmen,  llegamos  á  la  fórmula  siguien- 
te, que  satisface  enteramente  el  principio  gene- 
ral del  artículo  6^:  las  reglas  relativas  al  pro- 
cedimiento en  la  partición  no  son  todas  de 
orden  público;  y,  por  otra  parte,  aquellas  que 
lo  son  no  tienoi  esa  calidad  con  respecto  á  los 
.  herederos  mayores  y  capaces. 
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FRANCIA  (i) 


Suoeslones  y  donaolones 

Por  Eustaquio  Pilón 

ProftMr  agregado  á  Ut  Facultad  át  dtrtchú  de  la 
Unirerüdad  de  Lille 

I.  SL'CESIUKBS 

ZJquidaolón  7  partición 

¿El  alcance  debido  entre  eopartícipes  produce 
interés  de  pleno  derecho  y  hasta  el  dfa  del 
pago? 

Esta  cuestión,  resuelta  de  distintas  maneras 

por  los  autores  ( V.  Baudry-Lacantinerie  y 
Wahl,  op.  cit.  t.  III,  núm.  2525  y  nota  3;,  se 
presentó  en  circunstancias  muy  especial^  ante 
la  Corte  de  París  (París  19,  dic.  1902,  Rec. 
Gaz.  Tríb.  1903,  1."  sem.  2. 128).  De  hecho  es- 
taba establecido  que  el  alcance  que  exigía  uno 
délos  copartícipes  á  su  coheredero,  no  era  sino 
el  saldo  de  las  acumulaciones  debidas  por  este 
último  á  la  sucesión  de  su  padre  en  lo  que  exce- 
día al  monto  de  sus  derechos  hereditarios. 


(1)  De  la  cBevue  trimestrielle  de  Droit  Civil.» 

JURIS.  BXTRANJ. 


£1  heredero  deudor  sostenía  primero  que  el 
alccmce  no  producá  intereses,  no  habiéndose 
formulado  demanda  ante  la  justicia,  y  en  se- 
guida, que  aun  cuando  se  considerase  quepro- 
ducfa  intereses  de  pleno  derecho,  sólo  se  debían 
estos  intereses  hasta  la  partición  y  no  hasta 
el  pago,  porque  una  rez  efectuada  la  partición, 
las  partes  vuelven  á  quedar  sometidas  al  im- 
perio del  derecho  común.  En  consecuencia,  ha- 
cia verdaderas  ofertas  únicamente  por  el  capi- 
tal, sin  intereses. 

La  Corte  de  París,  confirmando  dos  fallos 
del  Tribunal  del  Sena  de  21  y  27  de  febrero  de 
1901,  desechó  esta  pretensión  y  i)recisó  clara- 
mente hasta  qué  punto  debía  aplicarse  en  este 
caso  el  artículo  SíiC»  del  Código  Civil. 

"Considerando,  dice  el  fallo,  que  las  ofertas 
hechas  no  comprenden  sino  el  capital  corres- 
pondiente al  alcance,  en  tanto  que  los  intere- 
ses mismes  de  este  alcance  se  deben  desde  que 
se  dividió  el  goce  al  efectuarse  la  partición  de 
la  herencia;  que  es  efectivo  que  no  se  ha  for- 
mulado ninguna  demanda  antelajusticta  para 
exigir  el  pagodeesos  intereses,  pero  que  dehe- 
cho queda  establecido  que  el  alcance  de  que  se 
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trata  no  es  sino  el  saldo  de  las  acumulaciones 
que  debe  el  apelante  á  la  sucesión  de  su  padre 
en  lo  que  excedían  al  monto  de  sus  derechos 
hereditarios;  que  es  pues  el  caso  de  aplicar  el 
artículo  856  del  Código  Civil,  del  cual  resulta 
que  las  acumulaciones  producen  Ínteres  de 
pleno  derecho,  es  decir,  sin  notificación  judi- 
cial alguna.  Y,  pronunciándose  sobre  la  dis- 
tinción propuesta  para  aplicar  el  texto  hasta 
la  partición  y  no  después,  el  fallo  agrega:  "Se- 
mejante distinción  no  está  en  el  artículo  856, 
([ue  fija  únicamente  el  punto  de  partida  de  los 
intereses  de  las  acumulaciones;  es,  por  consi- 
•íuicnte,  más  ló«pco  admitir  que  dicho  artículo 
ha  entendido  ({ue  las  acumulaciones  debían 
seguir  produciendo  intereses  en  provecho  del 
heredero,  mientras  se  siguieran  debiendo,  es 
decir,  hasta  el  día  del  pago." 

II.  Donaciones  y  tbstaubntos 

Oapaoidad  para  disponer 

Prueba  de  la  demencia  del  testador 

Si  se  admiten  todos  los  medios  de  prueba 
para  establecer  la  demencia  del  autor  de  un 
testamento,  los  juecesde  la  causa  pueden  apre- 
ciar soberanamente  la  oportunidad,  gravedad 
y  verosimilitud  de  los  hechos  presentados  para 
demostrar  la  insanidad  de  espíritu  del  testa- 
dor, y  la  Corte  Suprema  no  puede  enmendar 
sus  apreciaciones  á  este  respecto.  (Cas.  ley. 
20  enero  1903.  D.  1903, 1,  205. 

Cuota  disponible  y  reduoolón 

Cíineurrencia  de  Ja  cuota  disponibk  ordina- 
ria del  artículo  913  con  la  cuota  disponible 
del  articulo  1094. 

Es  sabido  cuán  difícil  es  la  combinación  de 
esos  dos  textos.  Se  admite,  sin  embargo,  como 
principio  general,  que,  concurriendo  disposi- 
ciones testamentarias  en  favor  del  cónyuge  y 
de  otras  personas,  se  pueden  combinar  las  dos 
cuotas  de  los  artículos  913  y 1094,  de  manera 
de  encerrar  á  cada  uno  de  los  gratificados  en 
los  límites  de  la  cuota  que  le  corre^onde,  y  de 
no  exceder  nunca  la  medida  de  la  cuota  más 


considerable.  (Cas.  4  enero  1869.  S.  69, 1 , 145, 
y  Fuzier-Hrruán,  C.  Civ.  anotado,  articulo 
1094,  números  37  y  sig.) 

La  Corte  de  Casación  ha  hecho  una.  nueva 
aplicación  de  esta  regla  general  en  un  caso 
bastante  delicado.  (Cas.  civ.  30  diciembre 
1902.  D.  1903,  1,  151).  Un  testador  había 
dispuesto  á  favor  de  uno  de  sus  hijos  de  la 
nuda  propiedad  de  ciertos  muebles  é  inmue- 
bles designados  en  el  testamento,  y  liabía  le- 
gado á  su  mujer  el  usufructo  ile  toda  /a  cuota 
disponible  de  su  sucesión,  comprendiendo  e! 
goce  de  los  bienes  cuya  nuda  propiedad  hnT>ía 
asignado  á  su  hijo. 

En  estas  condiciones  se  trataba  de  saber  si 
el  usufructo  legado  al  cónyuge  era  d''  la  mitnd  ■ 
de  la  sucesión,  en  virtud  del  artículo  1094  ñ  de 
la  cuota  disponible  ordinaria,  que,  en  este 
caso,  era  sólo  de  un  tercio  de  la  sucesión.  A 
primera  vista,  esta  segunda  solución  pareria 
más  conforme  con  la  letra  del  testador;  por- 
que al  legar  á  su  mujer  el  usufructo  de  toda  la 
cuota  de  libre  disposición  de  la  sucesióa,  com- 
prendiendo el  goce  de  los  bienes  asignados  en 
nuda  propiedad  á  su  hijo,  parecía  que  el  testa- 
dor había  querido  establecer  una  conexión  en- 
tre el  legado  del  usufructo  hecho  á  su  mujer 
y  el  legado  de  la  nuda  propiedad  hecho  á  su 
hijo.  Ambos  debían,  pues,  recaer  sobre  la  ter- 
cera parte  de  los  bienes  del  de  cuyus.  Sólo  se 
trataba  de  la  cuota  disponible  ordinaria;  j  no 
había  para  qué  tomar  en  cuenta  la  cuota  ex- 
cepcional del  artículo  1094.       Corte  de  Pa- 
rís (24  de  febrero  de  1899)  y  después  la  Sala 
Civil,  en  el  fallo  antéa  citado,  no  admitieron 
este  raciocinio.  Resolvieron  que  convenía  atri- 
buir á  la  viuda  el  usufructo  de  la  mitad  de  los 
bienes  del  <ie  cuyus. 

La  Corte  de  Casación  no  sólo  funda  su  reso- 
lución en  que  en  este  caso  se  ha  respetado  la 
doble  regla  ya  recordada,  puesto  que,  por  una 
parte,  el  conjunto  de  adjudicaciones  hechas  & 
la  viuda  y  á  su  hijo  no  excede  de  la  cuota  dis- 
ponible más  elevada,  es  decir,  de  la  del  artícu- 
lo  1094,  y,  por  otra  parte,  la  adjudicación 
hecha  á  cada  uno  de  ellos,  es  inferior  al  máxi- 
mum de  la  cuota  disponible  que  le  pertenece. 
Toma  también  en  cuenta  el  fallo  esta  conside- 
ración de  hecho,  que  el  texto  y  los  cálculos  del 
testamento  demnestran  que  la  voluntad  del 
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jefe  de  la  familia,  ejerciéndose  sobre  la  parte 
de  Ubre  disposición  de  su  herencia,  se  ha  refe- 
rido, para  cada  uno  de  los  legatarios  instituí- 
dos  simultáneamente,  á  la  cuota  que  le  es  pro- 
pia en  concurrencia  con  la  parte  disponible 
más  elevada,  sin  excederla.  Y  como  el  de  cu- 
yus  dejaba  hijos,  la  cuota  má»  alta  'era,  en  lo 
concerniente  á  su  viuda,  una  cuarta  parte  en 
nuda  propiedad  y  una  cuarta  parte  en  usu- 
fructo (articulo  1096);  al  legarle,  pues,  el  "usu- 
fructo de  toda  la  cuota  disijoiiiblc  tle  su  suce- 
sión", había  querido  legarle  la  mitad  de  sus 
bienes  en  usufructo,  lo  que  le  permitía  hacer, 
además,  un  legado  de  una  cuarta  parte  en  nu- 
da propiedad  en  provecho  de  sus  hijos. 

Contestando  por  fin  la  objeción  de  conexidad 
entre  los  dos  legados,  formulada  en  el  recurso, 
el  fallo  hace  notar  con  mucha  razón  queno  hay 
correlación  necesaria  entre  el  legado  de  la  nuda 
propiedad  hecho  por  el  testador  á  su  hijo,  y  el 
legado  de  usufructo  hecho  ásu  mujer  sobre  los 
mismos  bienes;  que  sólo  hay  ahí  tina  "indica- 
ción que  no  restringe  la  cuota  delibre  disposi- 
ción sino  que  enuncia  simplemente  los  bienes 
que  están  afectos  al  ejercicio  del  usufructo." 

Pero,  ai  resolver  que  el  usufructo  legado  al 
cónyuge  era  el  que  resultaba  del  artículo  1094, 
loa  jueces  de  la  causa  reservaban  á  la  mujer  el 
derecho  de  optar.  Se  le  permitía  escoger  entre 
el  ustüructo  de  la  mitad,  establecido  por  el  ar- 
tículo 1094  y  el  usufructo  de  la  tercera  parte, 
establecido  por  el  artículo  913.  Bsta  reserva 
era  muy  natural,  y  no  era  contraría  al  alcance 
que  se  atríbnía  al  legado  de  usufructo.  Sólo  se 
quería  dar  á  ente..der  que  pudiendo  interpre- 
tarse de  dos  maneras  la  dÍ8])Osición  testamen- 
taría, una  de  ellas  favorable  al  hijo,  la  otra 
favorable  á  la  viuda,  ésta,  aunque  tenía  el  de- 
recho de  hacer  valer  la  interpretación  que  le 
era  más  ventajosa,  tenía  también  la  facultad 
de  renunciar  á  ella  y  de  tomar  sólo  el  usufructo 
de  la  cuota  disponible  ordinaria. 

Forma  de  las  donaciones 

Forma  de  las  donaciones  remuneratorias 

Hace  tiempo  ya  que  la  jurisprudencia  resol- 
vid  que  las  donaciones  remuneratorias  sólo 
stán  exentas  de  las  formas  solemnes  prescri- 


tas por  el  artículo  931  del  Código  CívíI,  cuan- 
do presentan  el  carácter  de  donación  en  pago 
(V.  fuzirr-Hermán,  C.  Civ.  anotado,  artícu- 
los 931,  números  25  y  siguientes),  ha.  Corte 
de  .\pelaciones  de  Pan  ha  seguido  esta  juris- 
prudencia. (V.  Pau  1^  dic.  1902.  Rec.  Gaz. 
Trib.  1903.  1."  sem.  2.  190).  Pero  antes  de 
pronunciarse  sobre  la  cuestión  de  forma,  tenía 
el  fallo  que  pronunciarse  previamente  sobre  la 
naturaleza  del  contrato  sometido  á  su  cono- 
cimiento, esto  es,  sobre  í  i  constituía  o  no  una 
donación.  Y  es  especialmente  interesante  bajo 
este  punto  de  vista. 

En  este  caso,  una  persona  había  estipulado 
con  otra  que,  mediante  el  pago  de  cierta  suma, 
recibiría  ciertos  cuidados;  por  otra  parte  que- 
daba entendido  que  la  persona  cuidada  debía 
surtirse  de  todo.  ¿Cuál  era  la  naturaleza  de 
este  contrato?  ¿Era  una  donaiñón  remunera- 
toria, un  arriendo  de  cuidados  6  un  arriendo 
de  alimentación?  Cuestión  tanto  más  delicada 
cuanto  que  el  Código  Civil  nada  dice  sobre  el 
carácter  de  este  arriendo,  áque  sólo  aluden  las 
leyes  6scales  de  22  frim.  año  VII  y  de  16  de 
junio  de  1824.  (V.  sobre  arriendo  de  alimento 
y  de  cuidados,  Lalon  Tr.  teor,  y  prác.  de 
arriendo  de  alimento,  págs.  5  y  sig.,  págs. 
173  y  261). 

El  Tribunal  Civil  de  Dax,  en  un  fallo  de  16 
de  febrero  de  1902,  había  llegado  á  la  conclu- 
sión de  que  era  un  arriendo  de  alimento.  La 
Corte  de  Pau  resolvió  que  el  contrato  era  una 
doimción.  "Si  ningún  texto  legal,  dice  el  fallo 
susodicho,  ha  definido  expresamente  el  contra- 
to de  arriendo  de  ¡iliniento,  resulta  al  menos, 
del  nombre  mismo  de  esta  operación,  que  ella 
constituye  un  contrato,  por  el  cual  una  perso- 
na se  obliga  á  proporcionar  á  otra,  mediante 
cierto  precio,  los  alimentos,  es  decir,  todos  los 
objetos  que  son  de  primera  necesidad  para  la 
subsistencia  y  á  dárselos  en  especie  y  prepara- 
dos para  el  uso  y  el  consumo".  Sin  embargo, 
no  fueron  esas  las  condiciones  de  la  convención 
celebrada  por  las  partes  litigantes,  pues  se 
estableció  de  hecho  que  la  persona  que  pagó 
la  suma  sólo  había  estipulado  cuidados  y  debía 
surtirse  de  todo.  No  se  trató,  pues,  de  un 
arriendo  de  alimento. 

Y  ya  que  el  valor  de  los  servicios  estipula- 
dos, servicios  limitados  al  cuidado  y  abrigo 
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de  la  persona  cuidada,  era  muy  inferior  á  la 
suma  prometida,  tomando  en  cuenta  la  edad 
muy  avanzada  y  la  condición  social  muy  mo- 
desta de  la  señora  que  había  que  cuidar,  la 
índole  y  duración  de  su  enfermedad  que  sólo 
exigían  tin  descanso  prolongado,  el  contrato 
que  intervino  no  constituye  un  arriendo  de 
cuidados,  que  es  un  contrato  á  título  oneroso 
conmutativo  que  supone  la  equivalencia  de 
prestaciones  recíprocas,  pero  si  una  donación 
remuneratoria  que  es  un  contrato  á  título 
j^ratuito  qiic  para  ser  vñlido,  debe  en  cosos 
como  éste,  en  que  no  tiene  el  carácter  depagoi 
ser  hecho  en  la  forma  material  prescripta  por 
el  artículo  931. 

Foma  y  fuerza  probatoria 
de  loa  testamentos 

Pérdida  de  un  testamento  Prueba 

testimonial 

La  Corte  de  Grenoble  resolvió,  en  conformi- 
dad con  la  jurisprudencia  anterior,  que  si  se 
aplica  la  prueba  de  testigos  á  los  testamentos 
como  á  los  demás  actos,  dados  los  términos 
generales  del  artículo  1348,  inciso  4^  del  Códi- 
go  Civil,  es,  sin  embargo,  indudable  que  la 
perdida  6  supresión  de  un  testamento  no  pue- 
de ser  materia  de  prueba  testimonial,  sino 
cuando  los  hechos  enunciados  son  graves,  pre- 
cisos y  concordantes;  y  se  dirigen  principal- 
mente á  establecer  la  manera  cómo  desapare- 
ció el  testamento,  y  á  precisar  el  hecho  espe- 
cial y  determinado  que  lo  hizo  desaparecer. 
Por  ejemplo,  no  basta  ofrecer  probar  que  el 
testamento  desapareció  del  cajón  en  que  esta- 
ba guardado  durante  la  estada  del  hijo  del 
testador  en  casa  de  éste  en  una  época  deter- 
minada. (V.  Grenoble.  6  agosto  1901.  S.  1903. 
2.  lOü.) 

Interpretación  de  la  voluntad 
del  testador 

Poder  de  apreciación  de  los  jaeces  de  ta  causa 

Es  regla  constante  en  jurisprudencia  la  de 
que  los  jueces  de  la  causa  tienen  poder  sobera- 
no para  averiguar  la  vohratad  del  testador  y 


poder  decir  qué  legatarios haqneridoinstitutr, 
y  bajo  qué  cargas  ó  condiciones.  Esta,  facul- 
tad de  interpretación  es  muy  amplia;  está  sólo 
limitada  por  la  obligación  que  tiene  el  juez  de 
no  interpretar  disposiciones  que  no  presenten 
ambigüedad  alguna.  Pero  ocurre  á  menudo 
que  lo  que  es  claro  para  unos  no  lo  es  para  los 
demás,  y  no  es  raro  ver  que,  &  pesar  de  la  re- 
gla general  que  acabamos  de  recordar,  la  Cor- 
te de  Casación  tiene  que  pronunciarse  acerca 
de  los  límites  dentro  de  los  cuales  puede  ejer- 
cerse el  poder  de  apreciación  de  los  jueces.  Te- 
nemos, por  ejemplo,  un  testamento  en  el  que 
se  dice  que,  si  la  Sociedad  instituida  kgataría 
"llegara  á  disolverse,  la  propiedad  legada  pa- 
sará al  hospital  de  X  "  Ocurre  que  la  so- 
ciedad (sociedad  de  carreras)  no  recoj^  el 
legado,  no  porque  sobrevenga  su  disolución 
sino  porque  es  incapaz  para  recibir  donacio- 
nes. ¿Quién  aprovecha  entonces  del  legado? 
¿El  hospital  instituido  en  segando  lugar  ó  el 
legatario  universal? 

Ateniéndose  á  la  letra  del  testamento,  pare- 
cía que  la  caducidad  del  legado  por  incapaci- 
dad de  la  sociedad  legatariadebía  aprovechar 
al  legatario  universal.  No  puede  el  hospital, 
decía  este  último,  pretender  la  propiedad  de 
los  inmuebles  legados  á  la  sociedad,  sino  bajo 
la  doble  condición  de  que  esta  sociedad  los 
haya  recogido  y  de  que  después  se  haya  di- 
suelto. El  testamento  es  claro  y  parece  no  de- 
jar duda  alguna  sobre  este  punto.  Dice  termi- 
nantemente que  el  llamamiento  del  hospital 
sólo  tiene  cabida  si  "la  sociedad  llega  á  disol- 
verse." No  se  puede,  pues,  asimilar  la  incapa- 
cidad para  recibir  á  la  disolución,  sin  desnatu- 
ralizar el  sentido  claro  y  preciso  de  la  disposi- 
ción, sin  ir  contra  el  principio,  admitido  por  la 
jurisprudencia,  de  que  el  poder  de  los  jueces  de 
la  causa  no  llega  hasta  permitirles  rehacer  el 
legado  y  sustituir  á  una  disposición  perfecta- 
mente clara  otra  que  produzca  efisctos  legales 
distintos. 

Sin  embargo,  los  jaeces  de  la  causa  interpre- 
taron y  resolvieron  que  el  testador  no  había 
señalado  el  caso  de  disolución  de  la  Sociedad, 
"sino  como  indicación,  sin  pretender  por  eso 
excluir  el  caso  más  grave  de  incapacidad  de  la 
sociedad",  y  que,  por  consiguiente,  tenía  ca- 
bida el  derecho  del  hospital.  Y  la  sala  de  ad- 
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Tnisíbilidad  (Chambre  des  requétes)  declaró 
que  el  juez  de  fondo  sólo  había  hecho  en  ese  ca- 
sa nn  uso  legitimo  de  su  facultad  de  apre- 
ciación. (Cas.  req.  15  de  mavo,  1901.  S.  1903. 
1.  182). 

Se  ha  fallado  también  que  los  jueces  tienen 
poder  soberano  de  apreciación  para  resolver, 
según  las  expresiones  de  un  testamento,  según 
las  circunstancias  de  la  causa  y  de  la  intención 
del  testador,  si  la  falta  de  ejecución  ó  la  ejecu- 
ción incompleta  ó  tardía  de  las  obligaciones 
impuestas  por  el  testador  &  un  legatario,  de- 


ben traer  6  no  como  consecuencia  la  revoca- 
ción del  legado.  (Cas.  req.  18  líe  febrero  1901. 
S.  1903.  1. 134>.  e  infríi,  núm.  22.  V.  también 
sobre  el  poder  de  apreciación  de  los  jueces  de 
hecho,  Cas.civ.  30  de  diciembre 1902.  D.  1903. 
l.  151.  apreciación  de  un  hecho  alegado  como 
constitutivo  de  fraude;  Cas.  req.  20  de  enero 
1903.  D.  1903.  1.205  (demencia  del  testador, 
modo  de  ejecutar  un  legado);  Cas.  req.  21 
de  oct.  1901.  D.  1903.  1.204,  (apreciación  de 
la  revocación  tácita  de  un  testamento  por 
otro  testamento  posterior). 


HOLANDA 


Por  Pablo  Scholten 
Doctor  m  Derecho,  ahogado  en  Amatei^atn 

Obllgaolones  y  contratos  especiales 

L—OBLIGACIONES  BN  GENERAL 

A.— Gondiolones  de  existencia  de  los 
contratos 

a)  Cvutrato  por  intermedio  de  un  sirviente. 
—Cuando  un  estafador,  después  de  haber  pe- 
dido alhajas  á  nombre  de  un  tercero  y  de  ha- 
berlas hecho  enviar  al  domicilio  de  éste,  va  á 
buscarlas  á  nombre  del  joyero  después  de  ha- 
ber sido  entregadas  al  sirviente  de  este  tercero, 
el  joyero  no  tiene  acción  de  pago  contra  el  ter- 
tero.  (Trib.  de  Amsterdam,  21  de  junio  de 
1901,  Paleis  vanjustttie,  1901,  86.) 

b)  Error 

No  hay  consentimiento  y  por  consiguiente 
no  hay  contrato,  dice  la  Corte  de  Arnhem  (21 
de  noviembre  1900.  Weekblad  núm.  7582)  sí 
ha  habido  un  equívoco  entre  las  partes  en 
cuanto  al  precio  de  los  productos  comprados 
y  este  equívoco  no  proviene  de  una  falta  de 
acuerdo  entre  la  voluntad  y  la  declaración, 
sino  de  la  oscuridad  de  la  declaración  misma. 


B.— Contrato  sinalagmático; 
resolución 

a)  ¿Puede  resolverse  el  contrato  de  coaati- 
tución  ác  una  sociedíid  anónima,  en  virtud  del 
artículo  1302  del  Código  holandés  (1)=(1184, 
C.  francés  y  1489  C.  C.  chileno)  si  no  se  cum- 
ple una  de  los  obligaciones  de  la  sociedad  para 
con  tos  socios  que  la  han  constituido,  como 
por  ejemplo  la  entrega  de  las  acciones?  La 
Corte  Suprema  ha  resuelto  negativamente 
esta  cuestión  (fallo  de  18  enero  1901,  Week- 
blad núm.  7353):  la  sociedad  anónima,  siendo 
ante  el  derecho  una  persona  independiente,  no 
existe  antes  del  acto  en  que  se  la  constituye  y, 

(1 )  El  artículo  1302  del  Código  de  Holanda  dic«: 
cLa  condición  resolatoria  se  Bapoae  Mi-mpre  en  lo^ 
contratos  Bioalagmáticos  para  el  caso  en  que  una  de 
la»  partes  no  cumpla  su  compromiso. 

Cuaodo  esto  último  Bocedef  el  contrato  no  se  re- 
solverá de  pleno  derecho;  pero  puede  ser  demanda- 
da en  juicio  ku  resolución. 

Otro  tanto  acontecerá  cuando  la  coudiciún  reso- 
lutoria, por  faltas  al  cumplimiento  de  una  obligación, 
se  hubiere  expresado  en  el  contrato.  Si  no  se  hallare 
en  el  contrato  esta  condiclóo,  podrá  el  joez,  con 
arreglo  á  las  drennitanoias,  ooneeder  un  plaio  al 
demandado  que  lo  solicite  para  onaplir  su  oomj«x)- 
miso,  siempre  que  no  exoeda  de  un  mes  dicha  pró 
rrogs.» 
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por  consiguiente,  no  puede  ser  parte  en  ese  ac- 
to. En  consecuencia,  la  falta  de  cumplimiento 
de  una  obligación  de  la  sociedad,  aun  impues- 
ta por  ese  acto,  no  puede  nunca  dar  lugar  á 
una  acción  fundada  en  el  artículo  1302. 

t>)  Vo  contrato  sinalagmático  que  consiste 
en  la  ejecución  de  varios  hechos  separados 
¿p.tede  resolverse  en  Ja  parte  en  que  no  ha  siao 
cu:np¡idu?  ¿O  es  necesario  pedir  la  resolución 
de!  contrato  t.Milcri)? 

La  jurisprudencia  está  dividida.  iJcspués  de 
un  fallo  de  la  Corte  Suprema  de  1883,  resol- 
viendo que  no  se  puede  pedir  ta  ejecución  de 
un  contrato  para  el  pasudo  y  la  resolución 
para  el  porvenir,  hay  una  tendencia  á  negar 
la  resolución  de  una  parte  de  un  contrato. 
Sin  embargo,  en  estos  últimos  años  varios  tri- 
bunales han  reaccionado  contra  esa  tendencia: 
la  Corte  de  Arnliem  (fallo  de  10  de  mayo  de 
1901,  Weekblad,  núm.  7646)  ha  resuelto  que 
la  ley  no  prohibe  esa  acción. 

O  — Efecto  de  las  obllffaoiones 

• 

a)  Fuerza  major.—ííae/^a.— Conviene  con- 
cordar una  sentencia  del  tribunal  deDonaique 
declara  que  la  huelga  no  es  un  acontecimien- 
to de  fuerza  mayor,  con  una  sentencia  del  juez 
de  paz  de  Rotterdam  (14  noviembre  1900, 
Weekblad  núm.  7592)  en  el  mismo  sentido.  El 
dcnmndante,dicc  el  juez,  debió  cederá  los  pedi- 
dos de  los  Imdguistas.y  si  no  quería  exponerse 
al  riesgo  de  un  salario  más  subido,  pudo  ha- 
berlo estipulado.  Por  lo  demás,  las  huelgas 
no  son  escasas  y,  por  consiguiente,  no  pueden 
considerarse  como  hechos  imprevistos.  Sin 
embargo,  este  fallo  ha  sido  anulado  por  el  tri- 
bunal de  Rotterdam  (10  de  abril  1901 ,  Week- 
blad nftm.  7636),  que  declara  que,  aunque  la 
huelga  no  sea  siempre  un  acontecimiento  de 
fuerza  mayor,  no  puede  decirse  que  ella  nunca 
lo  sea.  Eso  depende  de  la  naturaleza  y  del  sig- 
nificado de  la  huelga.  Es,  pues,  permitido  al 
demandante  probar  que  ta  huelga  que  invoca- 
ba  era  general,  porque  no  puede  sostenerse  que 
en  una  huelga  verdaderamente  general,  puede 
el  patrón  ceder  á  los  obreros,  ya  que  la  vuelta 
al  trabajo  depende  en  ese  caso  de  la  reunión  de 
patrones  de  nn  lado  y  de  obreros  del  otro. 


Otro  fallo  del  mismo  tribunal  (1'  diciembre 
1900,  Weekblad,  nóm.  7594)  dice  que  una 
huelga  de  obreros  en  un  puerto  no  es  un  caso 
de  fueraa  mayor  que  justifique  la  no  qecnci-'n 
de  una  venta  de  carbón  inglés.  En  este  caso, 
se  trataba  de  carbón  inglés,  sin  designación 
alguna  del  puerto  en  que  las  mercaderías  de- 
bían embarcarse. 

b)  Causa  habiente  á  titulo  singular. — El  de- 
recho tiolandés  hace  una  distinción  bien  mar- 
cada entre  los  derechos  reales  y  las  obliga- 
ciones. Esto  ocasiona  dificultades  para  la 
interpretación  del  articulo  1354  del  Código 
holandés  (1>  (=1122,  C.  francés).  Se  presu- 
me que  el  que  estipula  lo  hace  para  si  y  para 
sus  causa-habientes.  ¿Puede  aplicarse  esta  re- 
gla al  causa-habiente  á  título  singular?  ¿no 
se  confunde  al  hacerlo  el  derecho  real  y  el  de> 
recho  personal?  ¿Puede  por  ejemplo  invocarse 
contra  el  comprador  de  un  inmueble  el  con- 
trato  hecho  por  el  propietario  anterior  de  ese 
inmueble  respecto  de  la  propiedad,  aunque  el 
contrato  no  haya  constituido  un  derecho  real? 

El  tribunal  de  Harlem  lo  niega  (20  noviem- 
bre  1900,  Weekblad,  núm.  7547) 

Hay  varias  decisiones  en  sentido  contrario 
(Corte  Suprema,  24  abril  1884,  Weekblad, 
núm.  5031;  Corte  de  Amsterdam,  15  de  jnnio 
1883,  Weekblad,  núm.  4988,  etc.)  La  doctri- 
na está  dividida. 

D.— ExUnoión  de  laa  obligaciones 

Oferta  de  pago.— Una  oferta  de  pago  hecha 
bajo  la  reserva  del  derecho  del  que  ofrece  de 
repetir  lo  que  ha  pagado  indebidamente  y  se- 
guida de  consignación,  ¿será  válida?  La  Corte 
de  Arnhem  contesta  afirmativamente  (fallo 
de  2  de  enero  1901,  Weekblad  núm.  7570).  En 
sentido  contrario,  el  tribunal  de  La  Haya,  16 
mayo  1899  (Weekblad,  núm.  7325). 

E.-  Prueba  de  las  obllgaolones 

a)  Tercero,  artículo  1917  del  Código  holan- 


(1)  Akt.  1354.  8q  entenderá  que  el  que  contra- 
ta lo  hace  para  bí  y  8U8  herederos  y  uann-hatti«ateií 
mientras  no  conste  lo  contrario  del  texto  de  la  «ttí- 
palaciAn  6  ésta  por  su  misma  natunlesa  lo  indique 
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áés  (1)  (=1328  Código  francés,  1703  C.  C. 
chileno).— La  Corte  Suprema  ha  dado  una  re- 
solución interesante  para  la  interpretación  de 
este  artículo  (fallo  de  29  noviembre  1901,  Fa- 
jéis ran  Jnstitie,  1901,  101).  En  nn  juicio  con- 
tra una  sociedad  anónima,  el  demandante 
presenta  algunas  cartas  que  el  antiguo  direc- 
tor le  había  escrito  antes  de  renunciar,  pero 
que  no  han  sido  registradas  sino  después.  I^a 
sociedad  se  opone  á  que  se  hagan  valer  esos 
papeles;  niega  que  hayan  sido  escritos  antes 
de  la  renuncia  del  director  y  dice  que  nada 
prueban  contra  ella  en  su  calidad  de  tercero. 

La  Corte  de  Arasterdam  rechaza  la  defensa 
en  cuanto  sefiinda  en  el  artículo  1917,  porque 
este  artículo  no  puede  aplicarse  cuando  se 
quiere  probar,  no  la  redacción  del  instrumen- 
to en  una  fecha  cierta,  sino  su  existencia  antes 
de  esa  fecha  (la  de  la  renuncia).  La  Corte  ad- 
mite prueba  de  testigos  sobre  ese  hecho.  La 
sociedad  interpuso  recurso  de  casación  por 
violación  del  articulo  1917.  La  Corte  casó  el 
fallo.  La  sociedad  debe  considerarse  como  ter- 
cero, á  menos  que  el  autor  de  las  cartas  fuera 
su  director  en  el  momento  del  envío  de  los 
papeles.  Y  la  cuestión  de  saber  si  el  director 
ha  escrito  las  cartas  antes  de  su  renuncia,  de- 
pende de  la  fecha  de  las  cartas;  por  ese  esa 
fecha  no  puede  probarse  sino  por  los  medios 
del  artículo  1917,  que  debe  interpretarse  es- 
trictamente 7  limitando  su  alcance. 

El  profesor  Hamaker,  que  ha  publicado  un 
estudio  sobre  este  artículo  de  \a]ey(Weckblad 
voor  Notaris.—Ambt,  1896),  llega  &  la  con- 
clusión contraria. 

b)  Prueba  de  ícsfig^as.— El  artículo  1933  del 
Código  holandés  ( 2 )  no  prohibe  probar  por  tcs- 

(1)  iAut.  1917. —  Los  docnmentoe  privados  no 
tienen,  respecto  de  bu  fecha,  efecto  alguno  contia 
terceros,  sino  desde  el  día  en  que  se  hayan  regis- 
trado 6  desde  el  de  la  muerte  de  uno  de  los  firman- 
tes, 6  desde  el  en  qne  se  consigne  so  extotencía  en 
docamentos  redactados  por  funcionarios  públicos  6 
desde  aquél  en  que  se  hsja  reconocido  por  escrito 
BQ  existencia  por  loa  terceroe  obligados  por  el  doca- 
mentoi. 

(2)  cArt.  1933.  La  prueba  testimonial  no  es  ad- 
misible cuando  se  trata  de  demostrar  la  «nstenota 
de  un  acto  6  de  una  convención  qne  contiene  obli- 
gación ó  liberación  de  oosas  cayo  valor  excede  de  la 
«una  de  tresnentos  florines» 


tigos  la  existencia  de  un  contrato,  aun  sí  el  va- 
lor de  éste  excede  de  300  florines,  si  la  conven- 
ción no  se  ha  celebrado  entre  las  partes,  sino 
entre  una  de  ellas  \'  un  tercero.  Así  lo  ha  re- 
suelto la  Corte  de  Amsterdam  (fallo  de  12  de 
octubrel900,  Weeltbladnúm.  7,553).  Lajuris- 
prudencia  es  constante. 

Es  de  notar  que  la  redacción  del  artículo 
1933  del  Código  holandés  difiere  en  algo  de  la 
primera  parte  del  artículo  1341  del  Código 
francés  (1709  C.  C.  chileno),  de  donde  tiene  su 
origen.  El  primero  dice  literalmente:  "No  se 
admite  la  prueba  de  testigos  para  probar  la 
existencia  de  un  acto  ó  convención  que  con- 
tenga, sea  una  obligación,  sea  una  extinción 
de  deuda,  si  el  objeto  excede  el  valor  de  300 
florines." 

c)  Confesión  indivisible,  compensación. —ha, 
resolución  siguiente  es  interesante  para  el  lec- 
tor francés,  no  porque  ella  conduzca  á  una 
conclusión  diversa  de  aquella  á  que  habría 
llegado  un  tribunal  francés,  sino  porque  llega 
á  este  resultado  de  una  manera  muy  diferente 
y  porque  este  resultado  estA  muy  lejos  de  ser 
aceptado  generalmente  en  Holanda. 

¿Puede  dividirse  la  confesión  si  el  deudor, 
reconociendo  su  deuda,  pretende  que  esadeuda 
está  extinguida  por  compensación?  Bn  Fran- 
cia los  tribunales  no  varilan  en  contestar  afir- 
mativamente. Bn  Holanda  no  pasa  así.  El 
artículo  1961  del  Código  holandés  dice,  como 
el  artículo  1356  del  Código  francés  (véase  ar- 
tículo 1713  C.  Civil  chileno  y  especialmente  el 
artículo  391  C.  de  Procedimiento  Civil),  que 
la  confesión  no  puede  dividirse  en  perjuicio  del 
confesante.  La  doctrina  francesa  distingue  la 
confesión  calificada  de  la  confesión  compleja; 
declara  aquélla  siempre  indivisible;  ésta  úni- 
camente en  el  caso  en  que  se  refiera  á  un  hecho 
que  presupone  la  existencia  del  hecho  princi- 
pal. En  materia  de  compensación  no  hay, 
pues,  indivisibilidad.  En  Holanda  no  se  acep- 
ta esta  última  distinción,  aunque  la  doctrina 
la  debe  a  Voet,  autor  holandés.  Hay  dos  opi- 
niones acerca  del  artículo  1961.  Según  la  pri- 
mera, la  confesión  es  siempre  indivisible  á  me- 
nos que  el  hecho  que  el  demandado  ha  agre- 
gado produzca  et  decto  de  no  libertarlo  de  su 
obligación.  Según  la  segando,  hay  qne  distin- 
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guir  dos  casos:  1^  La  confesión  pura,  pero 
hecha  con  el  agregado  de  un  hecho  de  exen- 
ción que  deja  sin  embargo  intactos  los  hechos 
sentados  por  el  demandante  (pago,  compen- 
sación, etc.);  2'  El  demandado  confiesa  bajo 
una  restricción;  los  hechos  que  él  invoca  no 
son  idénticos  á  los  que  invoca  su  adversario 
(el  demandante,  porejemplo,  ha  invocado  una 
venta;  el  demandado  lo  confiesa,  pero  preten- 
de que  la  venta  fle  ha  hecho  bajo  una  condi- 
ción). No  habría  indivisibilidad  sino  en  este 
segundo  caso.  Mr.  Faure,  sobre  todo,  ha  de- 
fendido con  vigor  esta  última  opinión.  Sin 
embargo,  aunque  la  jurisprudencia  no  es  siem- 
pre  uniforme,  persiste  en  la  antigua  doctrina, 
y  la  Corte  Suprema  especialmente,  mantiene 
con  rigor  la  teoría  de  que  la  confesión  no  pue- 
de nunca  dividirse,  apoyándose  en  el  texto  de 
la  ley  qne  no  hace  distinciones. 

Ateniéndose  á  esta  interpretación  del  articu- 
lo 1961  del  Código,  la  Corte  de  la  Haya  aca- 
ba de  fallar  una  vez  más  que  la  confesión  no 
puede  dividirse  si  el  demandado,  reconociendo 
la  deuda,  alega  la  compensación  (fallo  de  19 
febrero  1900,  Weekblad,  nfim.1459). 

Sin  embargo,  la  Corte  Suprema,  que  varias 
veces  había  pronunciado  resoluciones  ¡guales, 
ha  dictado  un  fallo  contrarío  (19  abril  1901, 
Weekblad,  núm.  7594),  infringiendo  a^  la  anti- 
gua doctrina.  Y  es  digno  de  notar  que,  en  teo- 
ría, la  Corte  no  rechaza  su  jurisprudencia  an- 
terior, no  declara  en  manera  alguna  que  la 
confesión  pueda  dividirse  en  ta!  ó  cual  caso, 
pero  llega  á  este  resultado  de  otra  manera:  la 
deuda  que  el  demandante  en  casación  opo- 
ne á  la  deuda  confesada  por  él  no  es  líquida, 
porque  ha  sido  puesta  en  dudny  sería  todavía 
necesario  abrir  una  investigación  para  pro- 
barla. No  siendo  líquidas  las  deudas,  no  hay 
compensación:  por  consiguiente,  el  hecho  que 
el  demandante  en  casación  ha  agregado  á  su 
confesión  no  puede  nunca  libertarlo  de  sus 
obligaciones,  no  puede,  por  consiguiente,  que- 
jarse de  una  división  ilegal. 

Sin  embargo,  la  teoría  de  la  Corte  Suprema 
no  ha  sido  aceptada  sin  dificultad.  El  tribu- 
nal de  Amsterdam  reaccionó  contra  el  fallo 
citado  en  una  sentencia  de  24  de  diciembre  de 
1901  (Weekblad,  núm.  7773),  en  que  declaró 
indivisible  la  conftsión  en  que  se  invocaba  la 


compensación.  El  fallo  advierte  Cjue  la  confe- 
sión puede  dividirse  si  el  hecho  agregado  care- 
ce del  carácter  de  exención;  admite  que  la  deu- 
da, para  ser  compensada,  debe  ser  liquida  y 
que  la  excepción  de  compensación  no  puede, 
por  consiguiente,  libertar  al  demandado  sino 
en  el  caso  de  que  la  deuda  sea  liquida.  Pero 
es  precisamente  la  noción  de  lo  que  es  deuda 
líquida  la  que  el  tribunal  toma  en  otro  senti- 
do. Bs  otro  punto  que  la  doctrina  .'rancesa  casi 
no  toma  en  cuenta,  mientras  que  en  Holanda 
está  muy  lejos  de  ser  uniforme  y  fija  la  doctri- 
na, aunque  las  disposiciones  de  la  ley  sean  las 
mismas.  En  Holanda  hay  autores  que  preten- 
den que  la  palabra  "líquida»,  en  el  artículo  1463 
del  Código  holandés  (1)  (:=  art.  1291  Código 
francés  y  1656  C.  C.  chileno)  significa  sólo 
■■materialmente  líquida"  y  no  ilíquida  para 
el  procedimientoi'.  La  ley  dice  que  la  compen- 
sación se  opera  por  ministerio  de  la  ley,  y  es 
principalmente  este  texto  el  que  hacen  valer. 
£1  tribuna]  ha  aceptado  en  su  fallo  esta  teo- 
ría, que  hasta  ahora  no  haUa  entrado  en  la 
jurisprudencia. 

La  jurisprudencia  sigue,  en  general,  la  otra 
doctrina,  que  es  también  doctrina  francesa; 
el  tribunal  de  Amhem  la  admitió  en  un  fallo 
de  6  de  junio  de  1898  (Weekblad,  núm.  7210). 

F-  —Responsabilidad. 

En  Holanda,  como  en  los  demás  países,  hay 
temlencia  á  ampliar  Ja  idea  de  responsabili- 
dad, á  admitirla  en  casos  en  que  no  puede  de- 
cirse que  el  acto  cometido  sea  ilícito.  Pero 
tanto  allá  como  entre  nosotros,  no  estando 
aún  fija  la  nueva  teoría,  se  rigen  por  la  anti  - 
gua  teoría  muchos  casos  en  que  la  equidad 
exige  que  haya  responsabilidad  y  se  habla  de 
falta  y  de  hecho  ilícito  alli  donde  propiamente 
no  existen. 

Como  ejemplos  recientes  de  esta  observa- 
ción, cito  en  primer  lugar  algunos  fallos,  da- 

(I]  «Akt.  1463.  La  eompeafiaoión  sólo  i«ndrá  la- 
gar entre  (los  deudas  que  teo^n  igualmente  por  ob- 
jeto una  suma  de  diuero  ó  cierta  cantidad  de'ooaas 
fuugibleit  de  la  misma  especie  y  que  sean  igoalmen- 
te  líquidas  y  exigí  bles.  Loa  préstamos  hechos  «n' gra- 
nos; especie,  no  impugnada,  y  cuyo  precio  esté  re- 
gulado previamente,  podrán  compeosane  oon  sunuu 
Ifqoidai  y  exigildes». 
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dos  todos  en  casos  iguales.  En  un  polder 
perteneciente  á  varios  propietarios  rurales,  el 
suelo  habia  comenzado  á  bajar  bajo  la  pre- 
sión de  una  alcantarilla  de  ferrocarril.  ¿Sería 
responsable  la  Compañía  de  P'errocarril  del 
daño  caugiado  por  esa  presión?  El  tribunal 
consideró  que  sí.  siempre  que  los  propietarios 
probasen  que  ]n.  Compañía  no  había  tomado 
las  medidas  necesarias  para  impedirese  daño; 
los  propietarios,  sin  embargo,  no  necesitan 
indicar  esas  medidas  ni  precisar  la  falta  de  la 
Compañía  (24  abril  1900  Weekblad,  núm. 
7340 ).  El  tribunal  insiste   en  esta  opinión 
á  pesarde  que  los  peritos  declaran  que  las  me- 
didas que  debieron  tomarse  habrían  sido  muy 
costosas  (19  febrero  1901,  Weekblad  núm. 
7(i(í(>).  Otra  sala  del  mismo  tribunal  man- 
tiene atin  esa  idea  de  falla,  exigiendo  al  que 
pide  la  indemnización  que  invoque  la  omisión 
•  de  las  medidas  posibles.  Declara  improcedente 
una  demanda  de  indemnización  por  la  misma 
presión  ¡lor  no  haberse  invocado,  ni  esta  omi- 
sión, ni  un  defecto  de  construcción  (8  febrero 
1901,  ^Veelíblnd  núm.  7666).   La  Corte  de 
Anisterdam,  sin  embargo,  da  una  resolución 
más  clara  y  más  amplia.  Dice  que  el  autor  de 
un  acto  cuya  acción  sobre  el  suelo  ajeno  pue- 
de preverse,  atenta  ó  daña  el  derecho  de  pro- 
piedad A  menos  que  obre  en  ejercicio  de  un  de- 
recho propio;  que  no  es  la  omisión  de  las  me- 
didas, sino  la  construcción  misma,  la  que  es, 
l)or  sus  consecuencias,  un  hecho  ilícito  (31 
enero  1902,  Wecklilad,  núm.  7747). 

Los  tribunales  se  muestran  aún  poco  incli- 
nados &  aceptar  esta  responsabilidad  sin  fal- 
ta. Esto  lo  prueban  dos  fallos  del  tribunal  de 
Rotterdam,  recaídoscn  el  caso  de  que  la  caída 
de  obietoshan  muerto  ¿herido  áun  transeún- 
te. (24  diciembre  y  o  noviembre  1900,  Week- 
blad, núms.  7542  y  7555). 

a)  Responsabilidad  de  los  vecinos. — Es  dig- 
no de  notar  un  fallo  de  la  Corte  de  Bois-le- 
Duc,  según  el  cual  el  propietario  de  una  casa 
no  puede  dirigirse  contra  su  vecino  si  se  han 
hecho  composturas  en  la  casa  y  si  es  el  con- 
tratista de  estas  composturas  y  no  el  vecino 
quien  ha  cometido  faltas  que  le  han  causado 
daño.  (26  octubre  1901,  Weekblad,  número 
7674). 

IIIIIS.  KXTKANI. 


b)  Los  sub-contratistas  que,  independien- 
temente del  contratista  principal,  deben  eje- 
cutar una  obra,  no  están  incluidos  entre 
aquellas  personas  por  quienes  otros  deben 
responder  en  conformidad  al  artículo  1403 
del  Código  holandés  (1).  (=1384,  Código 
francés  y  2320  Código  Civil  chileno);  el  ar- 
tículo 1699  del  Código  holandés  (2)  (=1797 
Código  francés),  considera  sólo  la  relación 
contractual  entre  el  empresario  y  el  dueño, 
no  aquella  que  sólo  se  forma  por  el  hecho  ilí- 
cito. (Corte  de  La  Haya,  21  enero  1901,  Week- 
blad, núm.  7638.) 

c)  El  alcalde  no  es  personalmente  responsa- 
ble de  lo  que  ha  hecho  para  ejecutar  una  reso- 
lución del  consejo  de  regidores,  aunque  esta 
resolución  sea  ilegal  (Corte  de  Leenwardcm, 
20  de  junio  de  1900,  Weekblad,  núm.  7557). 

d)  Responsabilidad  de  los  pac/res.— Un  jo- 
ven ciclista  hiere  á  un  transeúnte.  La  madre 
tutora  no  puede  eximirse  de  responsabilidad 


(1)  «.Akt.  1403.  Cada  cnal  es  ruspoiiBable,  asi- 
misnio.  no  sólo  por  raxón  de  sus  propíos  actos,  sino 
tambiéu  por  lus  de  aquallss  petsonaa  de  que  debe 
responder  y  por  aquellos  fierjuicios  que  se  originen 
de  las  cosas  que  están  á  su  cuidado 

El  padre,  y  después  del  fallecimiento  de  éste,  la 
madre,  son  responsables  del  daflo  prodacido  por  sus 
hijos  menores  mientras  están  en  su  compafiía. 

Los  amos  y  los  encargados  Hon  responsables  asi- 
mismo del  daño  que  ocaDinnen  pus  criados  y  depen- 
dientes en  el  desempeño  de  sus  lespectivon  dolieres. 

Los  profesores  y  artesanos  lou  responsables  del 
daílo  producido  por  sus  respectivos  dúclpokis  y 
aprendices  mientras  se  hallen  bajo  vigilancia. 

La  responsabilidad  de  que  se  trata  será  exigida 
en  cuanto  el  padre,  la  madre,  los  profenores  ó  loa 
artesanos  no  prueben  que  les  fué  imposible  impedir 
el  hecho  de  que  entin  obligados  á  responder.» 

(2)  «Art.  1699.  La  perrana  moral  ó  corporaei/ín, 
instiiaída  por  el  poder  público,  no  desaparece  por 
la  muerte  ú  la  renuncia  de  nua  miembros,  sino  que 
contÍDiia  existiendo  como  tal  hasta  qne  sea  1^1- 
meote  disnelta. 

cSt  faltasen  toiloa  aus  miembros  podrá  el  Tiibn- 
ual  da  partido  dd.  distrito  en  que  la  ooleotivídad  se 
hallase  establecida,  á  instancia  de  los  interesados  y 
oído  el  Ministerio  Fáblico,  prescribir  las  medidas 
que  interinamente  deban  adoptarse  en  interés  de  la 
ooleotividsd.» 
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por  los  hechos  de  su  hijo  menor  de  edad,  ale- 
gando su  ausencia  en  el  momento  en  que  turo 
lugar  el  accidente.  Sin  embargo,  no  existe  su 
responsabilidad,  si  prueba  que  su  hijo  estaba 
en  ese  momento  al  servicio  de  un  sombrerero 
para  quien  hacía  mandados.  (Amsterdam,  7 
diciembre  1900,  Weekblad,  nám.  7557). 

e)  Comisionados.  —  ¿Qué  debe  entenderse 
por  comisionado  en  el  articulo  1403  del  Códi- 
go holandés  igual  al  1384  del  Código  francés? 
(1).  La  expresión  "comisionado",  dice  la  Cor- 
te de  Amsterdam  (16  noviembre  1900,  Week- 
blad,  núm.  7580),  debe  tomarse  en  un  sentido 
restrictivo;  los  comisionados  son  los  que  no 
obran  independientemente,  sea  en  virtud  de 
una  relación  permanente  con  el  patrón,  sea 
porque  no  trabajan  sino  conforme  á  las  ins- 
trucciones de  éste.  Sólo  en  este  caso  puede  de- 
cirse que  el  patrón  ha  cometido  una  falta,  sea 
al  elegir  al  comisionado,  sea  de  otra  manera, 
y  esta  falta  es  el  fundamento  de  su  responsa- 
bilidad. 

f)  Animales.— 1.  Según  un  fallo  del  tribunal 
de  Amsterdam,  no  puede  entablarse  la  acción 
del  artículo  1404  del  Código  holandés,  (2) 
(=1385  Código  francés  y  semejante  al  artícu- 
lo 2326  del  Código  Civil  chileno)  sin  probar 
que  el  que  tiene  el  animal  bajo  su  cuidado  ha 
cometido  una  falta  ú  omisión  cualquiera.  (3) 
Sin  embargo,  este  fallo  ha  sido  anulado  por 
la  Corte  de  Amsterdam  (20  diciembre  1901, 
Weekblad,  núm.  7742),  que  está  de  acuerdo 
con  una  jurisprudencia  constante. 


(X)  El  artículo  2320  de  nuestn;  Código  CítiI,  co- 
rrespondiente á  aquéllos,  no  usa  esa  expreniÓD. 

(2)  cART.  1404.  El  dueño  de  un  animal  6  el  qae 
se  sirve  de  éste,  mientras  io  tenga  á  au  serrício,  res- 
ponderán del  daño  que  diofao  animal  ocasione,  sst 
cuando  esté  bajo  su  inmediata  inspección,  como  si 
le  escapare  Ó  extraviare.» 

(3)  Esta  doctrina  está  expresamente  ooni»ignada 
en  el  artículo  2326  de  aaestto  código,  más  completo 
que  aqnellon. — N.  del  T. 


2.—  ¿Cuál  es  la  relación  de  causalidad  que 
debe  existir  entre  el  hecho  y  el  daño  por  el 
cual  se  reclama  indemnización?  Esta  cu^tión 
da  lugar  á  discusiones  y  las  soluciones  que  se 
dan,  razonando  sobre  las  nociones  de  causa, 
directa  y  de  causa  indirecta,  son  á  veces  algo 
vagas.  Por  este  motivo  es  interesante  exami- 
nar las  decisiones  de  la  jurisprudencia.  La 
Corte  de  la  Haya  (3  dic.  1900  Weekblad,  nú- 
mero 7514)  reconoce  que  si  un  buque  recibe 
una  avería  porque  el  timón  del  remolcador  no 
funciona  y  si  al  tratar  de  ponerlo  á  flotit,  hay 
que  botar  una  parte  de  la  carga,  es  el  propie- 
tario del  remolcador  el  responsable:  basta 
para  notar  la  relación  de  causalidad  entre  el 
hecho  y  el  daño  que  haya  una  serie  de  circuns- 
tancias que  se  encadenen  unas  con  otras.  La 
Corte  Suprema  (3  de  mayo  1901,  Weekblad, 
núm.  7601)  dice,  por  otra  parte,  que  la  relación 
de  causalidad  existe  en  el  siguiente  caso.  £1 
alcalde  de  una  comuna  emite  bonos  de  un  em- 
préstito de  la  comuna,  firmados  por  él  y  por 
un  regidor.  Resulta  después  que  la  emisión  se 
hizo  sin  acuerdo  del  Consejo  Municipal  qne  se 
niega  á  pagar.  El  tribunal  consideró  que  sólo 
la  emisión  hecha  por  el  alcalde  era  causa  del 
daño  y  no  la  firma  del  regidor.  La  Corte  de- 
claró responsable  al  regidor.  El  recurso  de 
casación  fué  rechazado.  ¥  he  aquí  por  qué:  el 
daño  puede  ser  el  resultado  de  varios  hechos 
ilícitos;  entonces  todos  los  autores  son  respon- 
sables; seriainjustificadoque  no  pudiera  pedir- 
se la  indemnización  de  un  daño  qne  no  se 
habría  sufrido  si  otro  hubiera  cometido  una 
falta.  Es  una  noción  más  amplia  de  la  rela- 
ción de  causalidad  que  la  que  dió  la  jurispru- 
dencia anterior. 

3  ¿Constituye  el  dolor  físico  uno  de  los 

elementos  de  la  indemnización  que  debe  el 
autor  de  un  hecho  ilícito?  El  tribunal  de  Rot- 
terdam lo  niega  (28  marzo  1901,  Weekblad, 
núm.  7654).  La  iurisprudencia  está  dividida. 
£1  tribunal  de  Amsterdam  resolvió  lo  contra- 
rio (4  oct.  1894,  Weekblad,  p.  6577). 
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Por  M.  Serváis 
Aboyado  th  Ui  Corte  dñ  Apslacmte»  dé  Brusela» 

Personas  y  derechos  de  familia 

I  Domicilio 

Bkcción,—CoareaciÓB  tácita 

La  elección  del  domicilio  puede  resultar  de 
una  convención  tácita.  (Lieja,  24-  marzol902, 
Pas.,  1902.  2.  310.) 

II. — Matrimonio 

A-NuUdad 

Aíatrimottio  consamado  Domicilio  presunto 

—Acción  de  los  colaterales 

Hay  matrimonio  desde  que  hay  un  instm- 
mento  auténtico  legalmente  otorgado  por  el 
oficial  del  Registro  Civil,  y  en  que  conste  la 
celebración  hecha  conforme  á  la  le3'  y  no  se 
puede  declarar  que  el  matrimonio  no  existe  en 
virtud  de  la  denuncia  de  uno  de  los  cónyuges. 

No  es  permitido  &  los  colaterales  atacar  por 
causa  de  demencia  un  matrimonio  consuma- 
do. (Gante,  2  junio  de  1902.  Bélg.jud.  1902. 
1029.) 

R  —  Autórlzaolón  marital.  -  Marido 
asilado.— Mujer  demandada 

Los  artículos  221,  222  y  221  del  Código  Ci- 
vil no  son  restrictivos  (1). 


( I ).  Esos  artíoulot  d«l  Código  francés  disiioneQ 

lo  siguiente: 

<iArt.  221.  Cnando  m  oondens  at  mando  k  pena 
aHíciiva  6  infamante,  aan  onando  sólo  haya  sido  por 
reinddenoia,  la  mujer,  ano  mayorde  edad,  no  pue- 
de, mientras  dnra  la  pena,  parecer  en  jniuo  ni  con- 


Cuando  el  marido  está  colocado  en  algún 
■asilo  de  alienados,  habiéndosele  nombrado  un 
administrador  interino  y  su  mujer  ha  sido  lla- 
mada ante  la  justicia,  basta  que  esté  autori- 
zada por  el  tribunal  para  comparecer  ante  el 
juez;  y  el  defecto  de  no  requerir  al  marido  al 
mismo  tiempo  que  á  su  mujer  no  produce  la 
nulidad  de  la  citación  que  inicia  la  instanría, 
si  el  marido  está  además  incapaz  de  expresar 
una  voluntad  consciente;  es  el  administrador 
interino  quien  obra  y  comparece  ante  la  justi- 
cia, y  es  á  él  á  quien  deben  dirigirse  regular- 
mente las  notificaciones.  (Gante,  7  marzo  1902. 
Jurid.  Bélg.  1902.  470.  Pas.  1902.  2.251.) 
V.  Cas.  fr.  30  enero  1877.  (S.  77. 1.  73.)  Au- 
bry  y  Rau.  t.  V.  p.  147.  nota  40;  comparar 
Laurent.  t.  Ill,  n.  130. 

O  — OUiffaoión  de  prestar  alimencos 

a). — Recursos  perdidos  por  culpa  del 
demandante 

Cuando  los  esposos  se  encontraban  en  la 
época  de  su  matrimonio,  en  una  situación  que 
parecía  asegurar  su  porvenir  y  que  sin  embar- 
go perdieron  rápidamente,  cuando  habiendo 
recibido  una  instrucción  y  educación  suficien- 
tes para  proporcionarles  los  medios  de  subve- 
nir á  sus  necesidades,  ninguno  de  ellos  justifica 
haber  ensayado  seriamente  de  aprovecharsus 
conocimientos  y  aptitudes,  siendo  que  ni  su 
situación  social  ni  los  ejemplos  dados  por  sus 
padres  los  autorizaban  para  despreciar  una 

tntar  sin  haber  sido  previamento  aatoriiada  por  el 
jnes.  qnien  pnede,  en  «ete  oaao,  dar  la  autorinciún 
sin  haber  oído  ni  Uam^o  al  marido. 

<Art.  2^2.  9\  el  marido  esti  en  iuterdiecíAn  » 
ausente,  el  juez  puede,  con  conociini»-nto  de  canita, 
antorizar  ála  mujer,  sea  para  parecer  en  juicio,  sea 
pnra  con  tratar. 

«Aht.  224.  Si  el  marido  es  menor  de  edad,  la  mu- 
jer necesita  autoñsación  judicial,  sea  para  parecer 
en  jnioio,  sea  para  contratar -b 
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situación  modesta,  su  demanda  de  pago  de 
una  pensión  alimenticia  dirigida  en  contra  de 
sus  madres  ó  suegras  delic  declararse  sin  fun- 
damento. (Bruselas,  6  dic.  1901.  Pas.  19Ü2. 
2. 14<>.) 

b).   Rentas  devengadas  y  no  pagadas 

La  obligación  de  pr«star  alimentos  nace 
junto  con  la  necesidad  que  estA  llamada  á  lle- 
nar cualtiuicra  que  haya  siilo  la  fecha  de  la  ci- 
tación inicial  de  la  instancia;  se  del>e,  pues, 
desde  el  momento  en  que  nació  la  necesidad  y 
no  sólo  desde  la  demanda  judicial.  (Gante,  25 
jul.  1901.  Fas.  1902.  2.  6.) 

La  cuestión  ha  sido  discutida  en  Bélgica 
(Sic.  Lieja,  8  dic.  18(10.  I'as  ,  (il.  2.  228;  tri- 
bunal de  Bruges,26jun.  1899  ilml.,99.  3.289. 
Trib.  de  Gante.  8  nov.  1893,  ibid..  94..3.  24). 
V.  Bruselas.  4  dic.  18(i6,  ibid.  «7.  2.  199. 

c).  Pallo. — Garantía  de  ejecución. — Hipoteca 

Toca  al  juez  tomar  todas  las  medidas  nece- 
sarias para  asegurar  la  ejecución  de  su  reso- 
lución. 

Especialmente  puede  el  juez  que  condena  á 
la  esposa  separada  de  cuerpo  A  pagar  una 
pensión  á  su  marido  para  el  mantenimiento 
del  hijo  nacido  del  matrimonio,  obligarla  á 
que  coloque  fondos  con  alguna  garantía  hipo- 
tecaría ■  )  &  que  dé  otras  garantías  para  ase- 
gurar el  pago  de  esta  pensión.  (Lieja,  Ójun. 
1901.  Pas.  1902.  2.  354.  Sic.Cas.fr.  2  dic. 
1895.  S.  96. 1.  321.  Contra  la  nota  de  este  re- 
sumen y  Laurent,  t.  XXX,  n.  191). 


IIL  DIVORCIO 

A.  Gausaa 


a)  Ahstención  del  deber  cunyag-al 

La  mujer  que  pide  el  divorcio  por  injuria 
grave,  fundándose  en  la  negativa  de  su  mari- 
do para  cumplir  el  dclier  conyugal,  no  ha  ren- 
dido la  prueba  que  le  incumbe,  estableciendo 
i  que  ha  conservado  los  atributos  físicos  de  la 
I  virginidad,  no  implicando  necesariamente  est: 
'  punto  la  culpa  de  su  marido. 
I     Para  que  pueda  ser  causa  de  divorcio,  la 
!  abstención  conyugal  debe  no  sólo  ser  volun- 
I  tana  sino  tener  además  el  carácter  de  injuria 

hacia  la  mujer. 
¡      La  injuria  puede  tan  sólo  proceder  de  lane- 
\  gativa  voluntaria  de  cumplir  el  deber  conyu- 
gal por  causa  de  la  conformación  y  disposi- 
ción física  del  marido  ó  de  la  mujer.  (Lieja.  15 
■  marío  1902.  Pas.  1902.  2.  232). 

b)  Injurias.— Estado  mental 

I 

\  £1  juez  de  la  causa  tiene  la  obligación  deín- 
I  vestigar,  aun  de  oficio,  si  las  injurias,  bases 
i  de  la  accióndedivorcio,  tomando  en  cuenta  la 
¡  falta  completa  de  intención  debida  al  estado 
I  mental  del  esposo  que  las  ha  proferido,  revis- 
,  ten  suficiente  gravedad  para  justificar  la  dc- 
,  manda. 

A  él  le  corresponde  buscar  en  los  datos  su- 
ministrados por  las  investigaciones  y  en  los 
I  demás  documentos  de  la  causa,  todos  los  ele- 
I  mentos  que  puedan  llegar  á  formar  su  convic- 
'  ción.  (Cas.  24  abril  1902.  Pas.  1902.  1.  211; 
Belg.jud.,  1902, 1263). 
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FRANCIA  (i) 


Sucesiones  y  donaciones 

Por  Eustaquio  Pilón 

I'rqffHor  agregado  á  la  FaeuUad  de  derecho  th  Ut 
UititerHidttd  dé  Lille 

RKVUCACIÚN  DB  TESTAMENTOS 

I.n  ejecución  ó  el  atraso  ea  ¡a  ejecución  de  Ins 
condiciones  impuestas  por  et  testador  para 
In  adquisición  de  un  legado,  ¿traerán  consi- 
¿{O  de  pleno  derecho  la  revocación  de  ese  le- 
ffado? 

oc  hace  un  legado  bajo  condiciones  que  de- 
I.  .1  cumplirse  en  cierto  plazo.  Transcurrido  el 
¡I  zo  no  se  ba  ejecutado  la  voluntad  del  tes- 
tr.'Ioro  sólo  selaliaejecutado  incompletamen- 
te. ¿Debe  el  juez  &  quien  se  pide  la  revocación, 
acceder  A  ella  de  pleno  derecho,  por  el  sólo  he- 
cliode  no  haber  habido  gecución  6  de  haberse 
procedido  á  ella  con  atraso? 

Ocupándose  de  este  asunto  en  1886,  la  Cor- 


(1)  De  la  tRnue  Irimenlríríh  df  Droit  (Heil.it 

lUMS.  EXTRANJ. 


te  de  Casación  había  resuelto  que,  á  pesar  de 
haber  declarado  el  testador  que  en  caso  de  no 
cumplirse  su  voluntad,  'se  pusiera  á  sus  pa- 
rientes de  pleno  derecho  en  posesión  de  sus 
bienes,  podía  mantenerse  la  liberalidad  si  se 
desprendía  de  las  circunstancias  de  la  causa, 
c|e  las  expresiones  del  testamento  y  de  la  in- 
tención  del  testador  que  hubo  sólo  nlraso  en 
la  ejecución  del  legado,  que  este  atraso  no 
tuvo  influencia  alguna  en  el  cumplimiento  de 
la  voluntad  del  difunto,  y  que  la  revocación 
del  legado  sería  contraria  á  los  sentimie*:tos 
manifestados  por  el  difunto  en  ni  testamento. 
(Cas.  27  de  julio  1 886.  S,  89. 1 .  295). 

La  Sala  de  admisibilidad  (Chambre  des  re- 
quStes)  se  inspiró,  sin  duda,  en  estos  antece- 
dentes en  un  asunto  que  tiene  con  el  caso  del 
fallo  de  1886  la  diferencia  de  que  el  testador 
no  había  establecido  la  rerocaciónde  pleno  de- 
recho, en  el  caso  de  inejecución  ó  de  atraso  en 
la  ejecución,  sino  que  había  fijado  sencillamen- 
te un  plazo  para  la  ejecución.  (Cas.  req.  18  de 
feb.  1901.  S.  1903.  1.  134).  Se  trataba  de  un 
legado  hecho  á  un  departamento,  con  la  obli- 
gación de  fiindar  v  hacer  funcionar  una  casa 
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de  huérfanos,  en  un  plazo  de  tres  años,  conta- 
dos desde  el  fallecimiento  del  testador.  Pues 
bien,  seis  años  después  de  esta  fecha,  como 
aun  no  funcionaba  la  casa  de  huérfanos  en  las 
coadiciones  indicadas  por  el  testador,  los  le- 
gatarios univcntales  pidieron  la  declaración 
de  caducidad  del  legado  hecho  al  departamen- 
to, por  no  haberse  cumplido  las  condiciones. 

Esta  demanda  no  fué  acogida  favorablemen- 
te ni  por  el  Tribunal  del  Sena,  ni  por  la  Corte 
de  París,  ni,  por  fín,  por  la  Sala  de  arlmisibili- 
dad  (Chambre  des  requétes). 

El  fallo  que  rechaza  el  recurso  establece,  en 
efecto,  que  los  jueces  de  la  causaban  hecho  un 
uso  legítimo  de  su  facultad  soberana  de  apre- 
ciación al  encontrar  en  las  circunstancias  de 
la  causa  la  justificación  del  atraso  en  que  in- 
currió el  legatario  en  la  ejecución  íntegra  de 
las  condiciones.  Por  una  parte  resultaba  de 
un  certificado  de  ministro  de  fe,  que  «  no  se 
había  ejecutado  por  completo  la  voluntad  de 
las  testadoras,  el  legatario  había  tomado  al 
menos  ciertas  medidas  para  afianzar  la  reali- 
zación de  esa  voluntad  (composturas,  contra- 
tación de  parte  del  personal  necesario  para  la 
casa,  ho&pedaje  de  algunos  niños),  que  consti- 
tuían un  principio  serio  de  ejecución.  Por  otra 
parte,  quedaba  establecido  el  hecho  de  que  la 
acción  de  la  administración  había  sido  estor- 
bada por  diversas  circunstancias,  de  las  cuales 
no  se  la  podía  hacer  responsable,  y  por  varías 
pretensiones  excesivas  de  los  legatarios  uni- 
versales, cuyo  resultado  había  sido  el  atrasar 
la  entrega  real  en  posesión  del  departamento, 
y  privar  á  éste  del  goce  de  las  rentas  de  los 
bienes  legados,  rentas  que,  en  la  intención  del 
testador,  debían  ayudar  á  organizar  definiti- 
vamente la  casa  de  huérfanos. 

Comparando,  pues,  este  fallo  de  1901  con  el 
de  1886  antes  citado,  puede  resumirse  de  ta  si- 
guiente manera  la  jurisprudencia  de  la  Corte 
Suprema,  en  esta  cuestión:  cuando  un  testa- 
mento contiene  un  legado  que  impone  obliga- 
ciones, la  ejecución  incompleta  ó  tardía  de  esas 
obligaciones,  no  trae  como  consecuencia  fatal 
la  revocación  del  legado,  si  de  los  términos  del 
testamento,  de  la  intención  del  testador  ó  de 
las  circunstancias  de  la  causa  soberanamente 
apreciada  por  los  jueces,  se  desprende  que  ha 
habido,  por  lo  menos,  un  comienzo  de  geco- 


ción  seria,  ó  qu*  no  se  puede  culpar  del  atraso 
al  legatario  y  que  no  influye  en  nada  sobre  el 
cumplimiento  de  la  voluntad  del  testador;  po- 
drá en  ese  caso  no  revocarse  el  testamento. 

ObUguolones  y  contratos  espeolalds 

PorRené  Demogue 

ProfetOT  Ak  la  Facultad  de  Derecho  d/e  la  ÜBÍrer9Í- 
dad  de  Zalle 

OBLIGACIONES  EN  GSNEKAL 

Oondioiones  de  existenola  de  las  obli- 
ffaolones  derivadas  de  contratos  ó 
provenientes  de  delitos 

A. — ¿Es  ilícito  eJ  contrato  de  claque? 

En  un  fallo  de  5  de  abril  de  1900  (D.  1903, 
1.279),  la  Corte  de  París  se  pronunció  en  con- 
tra de  la  jurisprudencia  tradicional  sobre  el 
contrato  de  "claquett.  Hasta  entonces  las  Cor- 
tes de  Apelaciones  habían  admitido  que,  con- 
sistiendo el  contrato  en  asegurar  al  empresa- 
rio por  medio  de  aplausos,  el  éxito  de  una 
representación,  dicho  contrato  era  opuesto  al 
orden  público  y  á  las  buenas  costumbres  (V. 
Lyon,  25  marzo  1873,  D.  73,  2.68).  La  Corte 
de  Casación  nunca  ha  tenido  que  resolver  el 
caso.  Un  fallo  sobre  un  recurso  de  nulidad  de 
17  de  mayo  de  1841  (D.  Rép.  v.  Obligación, 
núm.  638,  nota  2)  validó,  €:s  cierto,  una  sen- 
tencia de  la  Corte  de  París  pronnncíoda  en  el 
mismo  sentido,  pero  tuvo  cuidado  de  expresar 
que  no  resolvía  la  cuestión  de  fondo  porque  el 
recurso  no  estaba  basado  sino  sobre  la  falta 
de  fundamentos  del  fallo  recurrido.  El  fallo  de 
la  Corte  de  París  rompe  esta  tradición  algo 
arcaica  y  pone  derelieve,  no  sin  ironía,  las  vir- 
tuosas declaraciones  del  tribunal  de  comercio 
en  que  se  deda  que  el  servicio  de  ■'cia^uet)  esta- 
ba fundado  en  la  mentira  y  en  la  corrupción  y 
que  podía  perturbar  la  seguridad  pública.  In- 
voca, fuera  de  la  tolerancia  de  la  policía,  lo 
que  no  es  una  débilrazón,  este  argumento  más 
fuerte:  produciéndose  los  aplausos  en  ciertos 
momentos  señalados  de  antemano,  casi  siem- 
pre con  el  objeto  de  hacer  resaltar  una  parte 
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de  la  obra  que  atrae  especialmente laatención 
del  público,  ellos  en  nada  atentan  á  la  libre 
apreciación  de  los  espectadores.  fAdemás  di- 
ce, es  sabido  que  la  ^'CÍaquc"  es  necesaria  para 
ayudar  á  los  acton-s  que  interpretan  obras 
dramáticas  á.  vencer  la  emoción  y  las  dificul- 
tades inherentes  á  la  representación  de  piezns 
que  requieren  el  uso  de  todas  sus  fuerzas  y  de 
todo  su  talento.  Por  fin  los  aplausos  dan  el 
tiempo  de  descanso  que  necesitan  los  actores 
durante  la  representación".  Estas  razones  pa- 
recen serías  y  puede  llegarse  á  creer  que  esta 
resolución  formará  jurisprudencia,  ¿  pesar  de 
la  falta  de  consideración  de  que  goza  el  oficio 
de  »cÍRqueur», 

B— ¿Constituye  una  promesa  ífícita  la  comi- 
sión prometida  por  an  matrimonio? 

Hasta  ahora  la  jurisprudencia  de  las  Cortes 
de  Apelaciones  habíaestablecido  unánimemen- 
te que  era  ilícita  la  obligación  contraída  por 
una  persona  de  pagar  á  un  tercero  cierta  can- 
tidad á  tftulo  de  comisión  por  la  negociaci'^n 
de  un  matrimonio.  (V.  Besan^on,  6  marzo 
1895,  S.  Ü5,  2.196).  Un  fallo  del  tribunal  de 
Lisieux,  de  21  deenero  de  1 903  (S.  1903, 2.182), 
destruye  ruidosamenteestos precedentes.  Pres- 
cinde  del  argumento  de  que  el  comisionista, 
seducido  por  la  ganancia,  pueda  ser  causa  de 
que  los  esposos  no  den  para  el  matrimonio  un 
consentimiento  enteramente librey  consciente. 

Para  él,  en  el  matrimonio  moderno  "se  ha- 
cen muchas  uniones  basadas  únicamente  en  el 
interés;  el  hombre  ya  no  buscaen  la  mujer  con 
quien  se  casa  la  compañera  fiel  y  abnegada  de 
su  existencia.  La  comisión  estipulada  por  el 
negocio  no  tiene,  por  consiguiente,  nada  tlici- 
toti.  El  tribunal  agrega  consideraciones  más 
sabias  tendentes  á  hacer  válida,  con  menos  di- 
ficultades, algunas  promesas  de  comisión. 

Hace  notar  que  en  este  caso  el  futuro  mari- 
do parece  haber  querido  más  bién  indemnizar 
al  corredor  de  sus  diligencias  y  de  sus  gastos 
y  agradecerle  el  servicio  que  le  había  prestado. 

Por  otra  parte,  hace  notar  que  la  cuestión 
de  la  cominón  no  se  promovió  sino  macho 
después  de  estar  las  dos  familias  en  relaciones 
y  cuando  estaba  por  celebrarse  el  matrimonio, 
lo  que  alga  la  idea  de  que  se  haya  procedido 
con  dolo. 


C. — Una  promesa  hecha  por  una  sociedad  á 
tercertís  y  que  le  es  imposible  cumplir  con 
todos  ¿constituye  por  ese  solo  hecho  una 
lotería  prohibida? 

La  ley  íle  1863,  que  prohilw  las  loterías,  da 
origen,  en  su  aplicación,  á  delicadas  cuestiones. 
La  sala  de  admisibilidad  ncaba  de  resolver 
una  referente  á  las  sociedades  de  capitaliza- 
ción. 

Se  formó  una  de  estas  sociedades.  Prome- 
tió al  que  depositara  la  cantidad  de  5  francos 
el  pago  de  la  cantidad  de  100  francos  en  un, 
plazo  máximo  de  99  años,  según  las  eventuali- 
dades de  un  sorteo.  Era  de  hecho  imposible 
que  la  sociedad  pudiera  cumplir  íntegramente 
esas  promesas,  porque  las  cantidades  recibi- 
das, aun  colocadas  á  interés  compuesto,  no 
podían  representar  en  99  años  In  suma  que 
prometía  devolver. 

La  quiebra  era,  pues,  segura  para  la  socie- 
dad. ¿Era  válida  la  promesa  hecha  en  esa  for- 
ma? Nó,  dijo  la  Corte  de  Casación  el  18  de 
diciembre  de  1899  (D.  1903.  1.369  y  la  nota 
de  M.  Thaller).  La  sociedad  ofrecía  unagannn- 
da  que  dependía  de  un  sorteo;  por  esta  razón 
había  lotería.  ¿Ha  querido  decir  con  esto  que 
los  contratantes  favorecidos  por  el  sorteo  se 
rían  pagados  mientras  los  demás  no  podrían 
serlo  por  faltade  capitalesy  que  por  eso  es  nula 
la  operación?  Esa  solución  es  discutible  por- 
que la  lotería  supone  una  desigualdad  de  de- 
recho y  no  una  desigualdad  de  hecho.  SÍ  el 
fallo  ha  querido  decir  que  la  promesa  de  pagar 
á  algunos  en  breve  plazo  r  á  los  demás  más 
tarde  por  sorteo  importa  una  verdadera  lote- 
ría, puede  sostenerse  la  afirmativa,  pero  pare- 
ce muy  severa.  Es  de  sentir  que  la  Corte  no  se 
haya  colocado  en  un  terreno  más  firme  consi- 
derando como  una  verdadera  estafa  esa  ope- 
ración que  en  ningún  caso  podía  cancelar 
todos suscompromisos.  (Ver  en  este  sentido  la 
nota  de  M.  Thaller  al  pie  del  fallo.  Ver  tam- 
bién In  nota  de  M.  Wahl,  fallo  de  Lyon,  19 
julio  1898  S.  1900.  2.257). 

\).—¿Hay  actos  inexistentes? 
Un  fallo  de  la  sala  de  admisibilidad  de  la 
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Corte  de  Casación  de  30  de  diciembre  de  1902 
(S.  1903.  1.257),  acaba  de  consagrar  por 
primera  vez  en  términos  formales  la  teoría  de 
los  actos  inexistentes.  Habiéndose  becho  un 
remate  por  orden  judicial  porunapersona  que 
no  era  procurador,  la  Corte  resolvió  que  'da 
asistencia  del  ministro  de  fe  es  de  la  esencia  lir. 
la  subasta,  y  que  faltando  esta  condición,  ella, 
no  sólo  es  nula  sino  que  es  también  mexistew 
te»f  lo  que  era  de  importancia  capital  para  la 


resolución  del  juicio.  La  teoría  de  la  incxistcU' 
c/a,  distinta  de  la  nulidad  absoluta  y  tantas 
Teces  sostenida  en  doctrina,  penetra,  pues,  hoy 
día  hasta  la  jurisprudencia.  ¿Puede  traer  con- 
secuencias muy  numerosas?  M.  Tissicr,cn  una 
nota  al  pie  del  fallo,  demuestra  que  n  '•,  tanto 
más  que  en  uno  de  los  casos  más  importantes, 
el  de  las  nulidades  del  matrimonio,  ha  ne- 
gado siempre  á  distinguir  el  matrimonio  uulo 
del  matrimonio  inexistente. 


HOLANDA 


Por  Pablo  Scholtcn 
Doctor  en  Derecho,  abof/ado  en  Ainulenlam 

ObllgraoioneB  y  contratos  especiales 

CONTRATOS  BSPBCIALKS 

A. -Venta 

Hl  vendedor,  que  públicamente  ha  puesto  en 
venta  mercaderías  rehusadas  y  devueltas  por 
el  comprador,  no  puede  ya  pcflir  el  cumpli- 
miento de  la  convención  á  su  adversario,  por- 
que se  ha  producido  por  parte  de  él  mismo  la 
imposibilidad  de  ejecutar  la  convención.  No 
importa  que  la  devolución  de  las  mercaderías 
sea  justificada  ó  no.  (Corte  de  Arnhem,  10  de 
oct.  1900,  Weekblad  núm.  7554). 

B. —Arrendamiento 

a)  Mora  Hl  arrendador  se  encuentra  en 

mora  sin  aviso  alguno,  sí  no  ha  entregado  en 
absoluto  la  cosaarrendada  al  arrendatario.— 
Amsterdam,  17  abril  1900  Weekblad,  número 
7653. 

b)  Artículo  1389  det  Código  holandés  (1) 

(1)  cArt.  1589.  Si  duninte  el  arrendamiento  ¿e 
destruye  totalmente  la  cou  arrondada  por  caRo  for- 
tuito, queda  aquél  anulado  de  hecho.  Si  róIu  se 
deittru7<'ae  en  parte  podrá  el  inquilino,  según  Im 
circniistaneias,  |Mdir  ona  rebaja  en  el  precio,  ó  au 
«nnlacíAii,  Lo  mismo  en  ano  que  eu  otro  c-«io  no 
procedvrá  indemniiaci'iD  du  perjuicios.* 


(=artículo  1722  Código  (ranees).— 1-a  Corte 
de  la  Haya  (5  nov.  lyoo,  Weekblad,  número 
7547)  resolvió  que  se  puede  aplicar  c1  artículo 
1589  no  sólo  si  la  cosa  arrendada  se  destruye 
corporalmente,  sino  también  si  está  en  tal 
estado  que  el  que  la  recitie  no  puede  ya  em- 
plearla para  el  uso  á  que  estaba  destinada 
cuando  terminó  el  contrato. 

c)  Responsabilidad. — El  arrendador  de  un 
depósito  es  responsable  del  daño  causado  á 
las  mercaderías  almacenadas,  por  la  filtración 
de  sustancias  que  estaban  en  otra  scci-ión  del 
mismo  depósito,  arrendada  á  terceros.  (Ams- 
terdam 10  nov.  1900  Weekblad.  núm.  7579.) 
Estando  obligado  el  arrendador  á  pro[)orcio- 
nnr  el  goce  tranquilo  del  espacio  arrendado, 
debió  cuidar  de  que  la  calidad  pelÍgrof:n,  para 
él  conocida,  de  las  mercaderías  de  uno  de 
los  arrendatarios,  no  dañara  las  de  los  demás. 

d)  ConSictos  con  va  comprador. — \l\  ar* 
ticulo  1B12  del  Código  holandés  (2)  no  ha 
adoptado  la  restricción  que  el  Código  1  ranees 

(-2)  cArt.  16I'2.  La  ventada  la  oon  ar.tndada 
no  rescinde  el  contrato  de  arrendamiento  ñ  no 
babeme  conitiKnado  así  eo  el  mismo.  En  cas-i  de 
haberse  couvenidoeHto,  no  podrá  el  arreiidatnrio  re- 
clumar  indemnización  alguna  sin  haberse  estipulido 
expresamente;  pero  ai  así  se  hubiera  conRÍ^ado,  no 
podni  privársele  drt  la  cosa  arrendada  míéntras  nune 
le  haya  abonado  dicha  indemniiación». 
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(artículo  1743)  ImtrL-  á  l:is  i)alabms  "colono  ó 
arrendatario",  en  los  términos  siguientes:  "el 
que  tíetit:  un  arriendo  autentico  ó  cuya  fecha 
es  segura."  Sin  embargo  la  Corte  Suprema  re- 
solvió (14.  enero  1901  Weekblad,  núm.  7554) 
que  un  arrendamiento  que  no  tenga  fecha  fija 
antes  de  la  venta  del  inmueble  no  puede  opo- 
nerse al  comprador.  Este  está  obligado  á  no 
expulsar  al  arrendatario  que  ha  arrendado  el 
inmueble  Antes  de  la  venta;  pero  el  hecho  de 
que  el  arriendo  haya  tenido  lugar  ántes  de  la 
venta  no  puede  probarse  contra  el  primero 
por  un  instrumento  privado  siu  fecha  segura, 
porque,  en  cuanto  á  ese  instrumento,  debe 
considerársele  como  tercero. 

C-  Contrato  de  trabajo 

1.  — Una  modista  tomada  sin  estipulación 
alguna,  es  decir,  sin  que  se  le  haya  fijado  el 
salario  ni  la  duración  de  la  jornada  de  trabajo 
y  pagada  por  hora,  puede  ser  despedida  sin 
plazo  alguno  (Juez  de  paz  de  la  Haya,  7  junio 
lÜOl,  Paleis  YHti  Justitic,  líKJl,  11). 

2.  — El  artículo  l(í39  del  Código  holandés 
(1)  dice  que  un  obrero  ó  sirviente  puede  ser 
despedido  por  el  patrón  sin  causa  alguna:  el 
patri''n  le  debe  en  este  caso  una  indenmizíicíón 
fijada  en  seis  semanas  de  salario.  El  tribunal  de 
Utrechtt25 julio  lÜOO,  Weekblad,  núm.  7524) 
se  negó  á  aplicar  este  artícido  jí  un  contra" 
maestre  de  una  fábrica,  considerando  quct 
dada  la  naturaleza  de  este  empleo,  es  justo 
que  la  ruptura  unilateral  del  contrato  no  pue- 
da tener  lugar  sino  respetando  un  plazo  bas~ 
tan  te. 

(1)  oArt.  ItíS'J.  LiM  criaius  y  deniAM  iterMi- 
iias  asalariadas  por  un  tiempo  determinad»  no  [H>rlráa 
dejar  de  prestir  los  servxio"  ni  ser  despedidos  t>in 
cauai  ju^ta,  hasta  que  expire  el  tórmino  convenido. 
Si  abandonaren  el  servicio  iin  justa  cansa  antes  del 
tiempo  Ajado  6  DNual,  perderán  el  salario  que  hayan 
ganado.  Hin  embargo,  el  amo  p«drá  despedirlos 
antes  del  término  convenido  y  aún  sin  motivo,  peio 
quedando  obligitdo  en  este  caso  k  pagarles,  además 
di>)  i-alario  que  les  deba,  una  indeniÍE^cióu  de  seis 
semanas  de  salario  á  partir  del  día  de  la  despedida. 
Si  el  compromiso  fuese  [>or  un  plazo  menor  de  seis 
semanas  si  expira  antes  de  ese  plazo,  se  les  abonai  á 
todo  el  salitrío  convenido». 


D.— Mandato 

El  artículo  1839  de}  Código  holandés  (2) 
(=1993  Código  francés)  se  refiere  únicamente 
á  lo  que  el  mandatario  ha  recibido  de  terceros 
y  no  á  las  cosas  que  el  mandante  le  ha  entrega- 
do. Por  consiguiente,  el  niandaüario,  al  rendir 
cuentas,  no  debe  incluir  esas  cosas. — Amster- 
dam,  9  de  marzo  de  1900,  Weekblad,  número 
7538. 

Propiedad  y  derechos  reales 

I  PROPIEDAD 

a)  Construcciones  en  terreno  ajeno. — El  ar- 
tículo 555  del  Código  francés  (semejante  al 
GG9  del  Código  Civil  chileno)  ha  sido  algo 
modificado  alpasar  á  la  legislación  holandesa: 
el  propietario  del  inmueble  pierde  el  derecho  á 
pedir  el  retiro  de  hisconstruccionesy  se  le  con- 
cede la  elección  á  que  se  refiere  ese  articulo 
siempre  que  los  trabajos  hayan  sido  hechos 
por  un  poseedor  de  buena  fe.  ¿Que  significado 
debe  atribuirse  á  esta  palabra  poseedor?  Él 
tribunal  de  Assen  ha  resuelto  que  la  palabra 
posesión  sigtiifica  aquí,  como  en  todas  partes, 
"posesión  animo  dominé"  (27  dic.  1900  Week' 
blad,  núm.  7631).  Un  tenedor  que  pretende 
un  derecho  personal,  que  emana  de  una  obli- 
gación sobre  el  inmueble,  no  puede,  por  consi- 
guiente, invocar  esta  disposición  de  la  ley. 

b)  ¿Que  fe  puede  darse  al  catastro  en  cuan- 
to á  la  propiedad  del  inmueble?— Las  inscrip' 
ciones  del  catastro  no  pueden  considerarse  sino 
como  meras  presunciones.  Esta  opinión  uná- 
nime de  la  jurisprudencia  está  también  con- 
signada en  un  fallo  del  juez  de  paz  de  Amster- 
dam(12  octbre.  1900,  Weekblad,  núm.  7566). 

c)  Posesión  provtsoi ia.— En  una  demanda 
rci vindicatoria,  el  juez  puede  ordenar  que, 
mientras  dura  el  procedimiento,  la  posesión 
del  inmueble  pertenezca  provisoriamente  áuna 
de  las  partes  (Corte  Suprema,  31  de  mayo 

(-3)  cAkt.  I»:^9.  T  4o  mindatirio  tendrá  obli- 
gación de  dar  cuenta  de  su  gretii^n  y  de  poner  en 
conocimientu  del  poderdante  todo  lo  qne  haya  rcci 
biio  p<»r  coQikicueneia  de  su  poder,  aun  cuando  no 
scau  cantidad*  s  debidas  á  aquel». 
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1901,  Weekblad  núm.  7614).  Para  la  acción 
posesoria  la  ley  misma  loestablece;  sin  embar- 
go, no  repite  esta  disposición  en  ta  reivindica- 
ción, pero  esta  omisión  no  debe  dar  margen  á 
una  interpretación  á  contrario, 

d)  Reivindicación  de  muebles  La  reivindi- 
cación de  los  bienes  muebles  debe  dirigirse  con- 
tra cI  poseedor  ( animus  domini no  contra  el 
detentador.  Así  ha  resuelto  la  Corte  de  Ams- 
terdam  (15  de  fehra-o  1901,  Weekblad,  núm. 
7631).  V.  en  el  mismo  sentido  el  tribunal  de 
La  Haya(8  oct.1900,  Weekblad,  nám.  7532). 
Pero  la  Corte  de  La  Haya  (1^  enero  1901, 
Weekblad,  núm,  7550)  admite  las  dos  accio- 
nes, tanto  contra  el  tenedor  como  contra  el 
que  posee  la  cosa  animus  domini. 

e)  Obligaciones  entre  vecinos.— La.  ley  ho- 
landesa no  reconoce  en  materia  de  servidum- 
bres sino  aquellas  que  han  sido  establecidas 
por  el  hecho  del  hombre.  Los  derechos  y  las 
obligaciones  entre  los  propietarios  de  inmue- 
bles vecinos  están  tratados  en  el  título  "De  la 
propiedad",  porque  no  son  sino  derechos  per- 
sonales que  emanan  de  la  propiedad.  Hste  ca- 
rácter personal  está  aun  más  recalcado  en  el 
fallo  de  12  de  octubre  de  1900,  que  dice  que 
una  acción  fundada  en  alguna  de  las'disposi- 
ciones  de  este  título  no  puede  intentarse  sino 
contra  el  que  ha  violado  el  derecho  personal 
del  demandante  y  no  contra  el  que  le  ha  suce- 
dido como  propietario. 

f)  Prescripción.— Este  mismo  fallo  es  tam- 
bién interesante  bajo  el  punto  de  vista  de  la 
prescripción.  Dice  que,  para  probar  la  adqui- 
sición de  un  inmueble  por  prescripción,  no 
basta  probar  que  se  ha  sido  poseedor  de  él, 
hay  que  enumerar,  además,  los  hechos  de  don- 
de el  juez  puede  deducir  esta  posesión,  porque 
la  palabra  "posesión"  indica  una  calificación 
jurídica,  no  un  hecho. 

g)  Prescripción,  posesión  de  buena  &  Si  el 

poseedor  posee  la  cosa  en  virtud  de  un  título 
traslaticio  de  dominio  cuyos  vicios  ignora, 
está  de  buena  fe,  dice  el  artículo  587  del  Códi- 
go holandés  (1),  (=art.  580  Código  francés). 

(1)  «AiiT.  f'87.  Ek  piwf«ión  de  buena  fe  la  que 
disfruta  el  pcAt-edor  eu  virtud  de  un  título  6  modo 
de  &d()uirir  cuyos  vicios  igm>ni.i 


Y,  por  lo  tanto,  no  está  de  buena  fe  el  que 
tiene  la  cosa  como  dueño,  sabiendo  que  la  tra- 
dición que  habría  debido  tener  lugar  se  ha 
omitido  expresamente  para  evitar  gnstos- 
(Zwolle,  15  abril  1901,  Weekblad,  núm.  7617). 

En  Holanda  la  propiedad  no  se  transfiere 
por  el  contrato^solo  sino  por  la  tradición. 

II  UBHBCHUS  RRALBS 

A.— Serrldnmbre 

¿Puede  existir  una  servidumbre  sobre  un  in- 
mueble destinado  al  servicio  público? — Esta 
cuestión  ha  sido  resuelta  afirmativamente  por 
un  fallo  del  tribunal  de  Winschoten  (11  abril 

1900,  Weekblad,  núm.  7584-).  Ezistfa^solm 
el  terreno  que  pertenecía  á  una  comuna,  una 
servidumbre  de  tránsito,  establecida  antes  de 
que  ese  terreno  perteneciera  á  la  comuna. 

B.— Enflteusis 

1.  — El  Código  holandés  reconoce  aun  como 
derechos  reales,  la  enfiteusis  y  los  diezmos.  En 
otros  tiempos,  rara  vez  se  veía  la  enfitenn8,se 
la  usaba  únicamente  para  los  terrenos  sin  ex- 
plotación; pero  desde  hace  algunos  años  las 
comunas  dan  á  menudo  sus  terrenos  en  enfi- 
teusis para  que  se  los  edifiquen  en  lugar  de 
venderlos,  para  aprovechar  del  mayor  valor 
que  esos  terrenos  adquieren  mediante  la  ex- 
tensión de  las  ciudades.  Es  dudoso  que  el  en- 
fíteuta  sea  dueño  de  los  edificios  que  ha  cons- 
truido sobre  ese  terreno.  La  doctrina  está 
dividida.  Oiephuis,  autor  de  mucha  fama,  lo 
considera  duefio,  pero  su  opinión  no  es  unáni- 
memente aceptada.  La  Corte  Suprema  acaba 
de  resolver  lo  contrario.  (Sala  crim.,  22  agos- 
to 1901,  Weekblad,  uúm.  7660). 

2.  — Los  derechos  reales  se  extinguen  por  con* 
soliJaciótt.  Pero  si  el  derecho  real  (especial- 
mente la  enfíteusis)'e8tá  constituido  bajo  con- 
dición resolutoria  y  el  enfiteutahaadquirido la 
nuda  propiedad  después  de  la  constitución  del 
derecho  real,  ¿revive  este  derecho  real  en  bene- 
ficio del  causa-habiente  cuando  se  cumple  la 
condición?  El  tribunal  de  Rotterdam  (16  abril 

1901,  Weekblad,  núm.  7657)  contesta  afir- 
mativamente. El  derecho  real  se  extingue  por 
consolidación,  pero  sólo  si  se  reúne  completa- 
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mente  este  derecho  con  la  nuda  propiedad  y 
cao  es  inadmisible  fi  el  derecho  real  se  consti- 
tuye bajo  una  condición  resolutoria.  £n  caso 
de  reunirse  las  dos  calidades  en  una  sola  per- 
sona, el  derecho  está,  por  decirlo  así,  aletar- 
gado, pero  revive  gracias  al  efecto  retroactivo 
de  la  condición. 

O.— Hipotecas 

Natarakga  de  ana  hipoteca  concedida  con- 
juntamente ñ  varios  acreedores.— Cnanáo  se 
concede  una  hipoteca  conjuntamente  á  va- 
rios acreedores  sin  indicar  el  monto  del  dere- 
cho de  cada  uno,  cada  cual  sólo  puede  hacer 
valer  su  derecho  sobre  el  inmueble  en  una 
suma  igual  á  su  parte  en  el  crédito.  (Corte  de 
La  Haya,  18  de  mayo  1901,  Weekblad,  ni 
mero  7.629). 

Suoesiones  7  testamentos 

A  lUPUTACION 

Las  donaciones  deben  imputarse,  dice  el  ar- 
tículo 1132  (1)  del  Código  holandés.  Peroi 
¿qué  significa  esta  palabra  donación?  ¿Están 
comprendidas  en  ella  todas  las  liberalidades 
ó  sólo  aquellas  que  responden  á  la  definición 
legal  de  la  donación  como  convención?  La 
Corte  de  La.  Haya  adopta  una  interpretación 
amplia  (6  mayo  1901,  Weekblad,  núm.  7G48) 
la  disminución  convencional  de  una  deuda  es 
imputable. 

■   Bl  articulo  1132  del  Código  holandés  no  ha. 


(l)  El  artículo  1 132  del  Código  de  HoUnda.  qae 
viene  en  el  título  de  la  (iPartieión  de  bienesi,  sec- 
ción de  lai  coolacioDea»,  dioe: 

cXndependientemente  de  la  obligación  en  que  ñe 
hallan  Iob  herederos  de  pagar  en  espieoies  6  imputar 
á  BQ  cuota  lo  que  adeudasen  á  la  herencia,  todas  los 
donaciones  entre  vivoa  que  el  testador  haya  hecho, 
deberán  ser  colamonadas: 

1  *  Por  los  herederos  de  la  línea  descendiente, 
sean  legítimos,  naturales,  pura  y  simplemente  he- 
rederos ó  benefíciai  ios,  y  ya  Bes  también  que  bu 
parte  se  limite  á  la  legítima  ó  exceda  de  su  cuantía, 
&  menos  que  las  doDscionea  hayan  sido  hechan  ex- 
presamente oomo  mejora  ea  esoritara  pública  ó  por 
testamento  y  oon  dispensa  de  acumulación. 

Por  todos  lo»  demás  herederos,  ya  legítimos, 
ya  teatamentarioB;  pero  sólo  cus  ndo  e)  testador  ó 
donante  lo  baya  ordenado  expresamente.» 


blade  lo  que  se  óa.  directa  6  indirectamente.  La 
imputación  está  reducida  á  los  herederos  des- 
cendientes y  no  existe  para  los  demás  sino  en 
caso  de  declaración  expresa  del  testador. 

B  PAKTICIONBS 

El  padre  que  hace  una  partición  de  sus  bie. 
nes  entre  sus  hijos,  puede  precisar  él  lote  que 
á  cada  uno  le  ha  de  tocar  y  declarar  que  los 
demás  pueden  dividirse  el  sobrante  á  su  anto- 
jo. (Rotterdam,  24  de  enero  1901,  Weekblad, 
núm.  7638). 

C  ^TESTAMENTOS 

Testamento  hecho  en  el  extranJero.~Un  ho- 
landés en  el  extranjero  no  puede  hacer  sus  dis- 
posiciones testamentarias  sino  por  instrumen- 
to auténtico.  Así  lo  establece  el  artículo  992  del 
Código  Civil.  ¿Pero  si  segfin  las  leyes  del  país 
en  que  se  encuentra  noexistenlos  testamentos 
por  instrumento  auténtico?  Eso  no  impide 
que  el  testamento  hecho  por  instrumento  pri- 
vado sea  nulo  en  Holanda.  (Amsterdam,  18 
febrero  1901,  Weekblad,  núm.  7,624). 

D.— CUOTA  DK  UBRE  DISPOSICION 

1.  — La  comunidad  legal  entre  los  cónyuges 
comprende  todos  los  bienes  muebles  é  inmue- 
bles, salvo  aquellos  que  han  sido  dados  con 
la  declaración  expresa  del  donante  de  que  no 
entrarán  en  la  comunidad.  ¿Puede  hacer  el 
testador  semejante  declaración  respecto  de  la 
cuota  no  disponible?  La  Corte  Suprema  ha 
resuelto  que  no  lo  puede  hacer.  Sería  infringir 
la  regla  de  que  la  cuota  no  disponible  es  una 
parte  de  los  bienes  del  testador,  sobre  la  cual 
no  puede  haber  disposición  alguna. 

2.  ¿Puede  el  síndico  de  una  quiebra  pedir  la 
reducción  de  la  donación?  El  artículo  1166  del 
Código  francés  no  existe  en  el  holandés  y,  por 
consiguiente,  la  facultad  del  síndico  no  podría 
basarse  en  esa  disposición  legal.  La  Corte  de 
La  Haya  cree  que  la  acción  de  reducción  es  es- 
trictamente personal  para  aquellos  en  cuyo 
provecho  la  ley  ha  creado  esta  reserva  (13 
mayo  1901,  Weekblad,  níim.  7618):  el  dar  esta 
acción  á  terceros  no  estará  en  armonía  con 
el  origen  y  la  naturaleza  de  la  cuota  de  libre 
disposición.  Sin  embargo,  la  Corte  Suprema 
acaba  de  anular  este  fallo. 
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E._I.BGADO 

Obligación  y  condición.— "El  artículo  1051 
del  Código  holandés  (1)  (compararlo  con  el 
1046  del  Código  irancés)  ¿puede  aplicarse  en 
el  caso  siguiente? 

Un  testador  instituyó  heredera  á  unafunda- 


(1)  «Abt.  1051.  Pnede  ser  pedida  la  revocación 
de  on  testamento  deepués  de  la  muerte  del  testador 
por  no  cumplirse  euseondioioties.  E¡u  este  caso,  aque- 
llos á  quienes  favorezca  la  nenteAcia  de  i-evoeación, 
suíitituirán  al  heredero  ó  al  legatario  destitoídn  en 
la  posesión  de  los  bienes,  libres  éstos  de  toda  clase 
de  caigas  é  hipotecas  (con  que  iuB  hayan  gravado). 

'l'endr&u  igualniento  contra  terceros,  detentado- 
res  de  inmuel>les,  todos  Ion  derechos  que  tendrían 
contra  el  heredero  ó  legatario  inRtituído.» 


ción,  bajo  la  condición  de  dar  en  an  plazo  de 
seis  meses  el  usufructo  de  ciertos  bienes  á  las 
hermanas  del  heredero.  La  fundación  no  cum- 
plió esta  obligación  en  el  plazo  fijado.  Sin  em- 
bargo, el  tribunal  de  Zwolle  (3  julio  1901, 
VVeekblad,  núm.  7622),  rechazó  la  demanda 
de  nulidad  de  la  disposición  testamentaria  en- 
tablada por  las  hermanas,  porque  debe  con- 
siderarse que  el  artículo  1051,  al  hablar  de 
"condición",  ha  querido  referirse  á  la  "carga" 
(el  modas  del  derecho  romano)  y  qne  la  fija- 
ción de  un  plazo  en  que  deben  pagarf^  los  le- 
gados, obligación  de  todo  heredero,  no  pueile 
considerarse  como  una  car¿^. 

En  Holanda,  el  legatario  universal  ó  íi  títu- 
lo universal,  es  heredero.  (Art.  1097  C.  Civil 
chileno). 


BELGICA 


Por  M.  Serváis 

/I  JtOfr<ith  íU  Ui  Cortr  lie  A  pehtehm»  de  Urimhin 

Personas  y  derechos  de  familia 

Injurias.-Enfcrmedíides 

No  se  puede  admitir  en  favor  del  marido 
demandado,  una  disminución  de  responsabili- 
dad tal,  debida  á  una  neurastenia  óá  un  esta- 
do temporal  de  enfermedad,  que  puede  quitar 
á  las  injurias  ó  amenazas  de  que  se  le  acusa 
el  carácter  de  gravedad  que  se  exige  para  jus- 
tificar una  acción  de  divorcio,  si  el  estado  de 
irritación  nerviosa  en  que  se  encontraba  lede- 
jaba,  sin  embargo,  la  suficiente  voluntad  para 
dirigir  sus  actos  y  dominar  sus  inclinaciones. 
(Bruselas,  12  marzol902, F¿i5.,  L902.2.225). 

Como  lo  dice  el  fallo  atado  en  el  número 
anterior,  la  cuestión,  sobre  todo,  es  de  hecho. 
El  fallo  de  Bruselas  dice  sobre  este  punto: 

Considerando,  que  consta  en  efecto  que  por 
sus  injurias,  su  actitud  grosera,  sus  expresio- 
nes de  cuartel,  sus  violencias,  sus  cólerasysus 
amenazas,  el  demandado  ha  destruido  por 


completo  en  el  corazón  de  su  mujer  los  senti- 
mientos de  amor  y  de  tierno  afecto  que  ella  le 
manifestara  en  el  primer  tiempo  de  su  matri- 
monio y  ha  rotodefinitivauientelaestimaeit'm 
mutua  V  la  confianza  que  se  deben  los  esposos 
y  que  es  la  garantía  de  su  buena  armonía; 

Considerando,  que  el  demandado  sostiene 
que  los  hechos  que  su  mujer  le  imputa  pierden, 
enteramente  su  gravedad  porque  en  esa  época 
estaba  enfermo  y  debido  á  una  grave  neuras- 
tenia que  le  aquejaba,  no  es  responsable  de 
las  palabras  que  pronunciaba  ni  de  los  actos 
que  ejecutaba; 

Considerando  que  resulta,  por  el  contrario, 
de  los  documentos  y  datos  de  la  causa,  que 
la  enfermedad  de  que  sufrió  el  demandado  en 
1896  y  1897  le  dejaba  su  libre  albedrío  y  la 
entera  responsabilidad  de  sus  actos; 

Considerando,  que  el  estado  de  irritación 
nerviosa  en  ([ue  se  encontraba  en  esa  época  y 
que  se  manifestaba  casi  exclusivamente  por 
ataques  cuando  se  encontraba  en  su  casa  eii 
presencia  de  sii  mujer  y  de  su  hijo,  le  dejaba, 
sin  embargo,  según  la  opinión  de  sus  propios 
médicos,  en  un  estado  de  lucidez  intelectual 
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suficiente  para  dirigir  sus  acios  rclominarsuB 
inclinaciones; 

Consi doran du,  que  admitir  eu  favor  del  de- 
mandado una  disminución  deresponsabilidad 
á  causa  de  su  enfermedad  hasta  el  punto  de 
quitar,  como  se  pretende,  á  lasinjurías  verba- 
les y  á  las  amenazas  de  que  se  le  acusa  todo 
carácter  doloso,  el  animas  injuriandi  indis- 
pensable para  que  legalmente  puedan  consi- 
derarse como  injurias  graves,  sería  colocar  á 
la  demandante  en  una  situación  intolerable  y 
sin  salida,  condenarla  á  una  vidadc perpetuos 
«ufrimientos  que  no  podrían  terminar  sino 
.por  un  accidente  que,  según  el  doctor  Wil. 
maers,  podría  producirse  en  case  de  transfor- 
marse en  melancolía  la neurasteniadel deman- 
dado; 

Considerando,  que  ninguna  disposición  de 
nuestras  leyes  civiles  que  reglan  las  relaciones 
entre  esposos  y  determinan  las  causas  del  di- 
vorcio, establece  una  disminución  de  respon- 
sabilidad en  favor  de  aquel  de  los  esposos  que 
tiene,  como  en  este  caso,  voluntad  suficiente 
para  vencer  todos  sus  impulsos  naturales; 

Considerando,  que  á  menos  de  borrar  de 
nuestras  leyes  las  causales  de  divorcio  previs- 
tas por  el  legislador,  no  puede  admitirse  en 
favor  del  esposo  culpable,  neurasténico  6  tem- 
poralmente enfermo,  una  disminución  de  res- 
ponsabilidad tal,  que  quíte  á  los  excesos,  se- 
vicia é  injurias  cometidas  por  el,  el  carácter 
de  gravedad  suficiente  pnra  pronundar  In  di- 
solución del  lazo  conyugal^... 

d)  Ebriedad.— Enfermedad 

Es  causal  de  divorcio  la  embriaguez  públi- 
ca, escandalosa  y  repetida  de  la  mujer,  que 
reviste  los  caracteres  de  una  injuria  grave  ha- 
cia el  marido. 

Pero  no  serían  causal  de  divorcio  los  he- 
chos de  embriaguez  resultantes  de  enfermeda- 
des físicas  ó  intelectuales  que  quitan  á  esos 
hechos  todo  carácter  intencional  ó  injurioso. 
(Gante,  19  dic.  1901,  Pm.,  1902, 2. 144;  Belg. 
jad.,  1902.  78). 

B.— Beoonolllaolón 

a)  Aparkacia.— Falta  de  perdón 
Los  besos,  palabras  y  promesas  cambiadas 

lURtS.  KXTRANJ. 


por  los  esposos  ante  dos  médicos,  no  pueden 

considerarse  como  la  prueba  de  una  verdade- 
ra reconciliación,  si  no  resulta  de  ellas  que 
haya  habido  en  realidad  voluntad  de  olvidar 
y  de  perdonar  las  injurias,  las  groserías  y  las 
brutalidades  del  marido  demandado.  (Bruse- 
las, 12  marzo  1902,  Fas.,  1002.  2.  22.">). 

b) — Hechos  posteriores. — Injurias. —  Ejercicio 
de  an  derecho 

Para  hacer  revivir  la  acción  de  divorcio  no 
es  necesario  que  los  hechos  posteriores  &  lare- 
concilinctón  tengan  en  sí  mismos  la  gravedad 
requerida  por  la  ley  para  justificar  una  de- 
manda de  divorcio.  Basta  que  adquieran  esa 
gravedad  cuando  se  les  aprecia  en  concurren- 
cia con  las  faltas  antiguas  y  que  importen 
una  violación  de  los  deberes  que  impone  el 
matrimonio. 

Un  embargo  trabado  |)or  la  mujer  sobre  el 
sueldo  de  su  marido,  no  tiene  el  carácter  de 
una  vía  de  hecho  y  no  constituye  una  injuria 
para  éste  cuando  se  ha  realizado  con  el  per- 
miso del  presidente  del  tribunal  yporniotivos 
que  este  magistrado  ha  juzgado  bastantes;  la 
mujer,  al  practicarlo,  no  ha  hecho  sino  usar 
de  su  derecho. 

I<a  queja,  dirigida  por  la  mujer  contra  su 
marido,  de  mantener  una  concubina  seguida 
de  un  decreto  de  "no  ha  lugar",  tendría  el  ca- 
rácter de  injuria  grave  si  el  hecho  careciera 
por  completo  de  fundamento.  Pero  no  es  así 
cuando  las  medidas  de  policía  y  de  investiga- 
ción, practicadas  con  motivo  de  esta  queja, 
no  excluyen  ni  su  verosimilitud  ni  la  posibili- 
dad de  su  existencia,  sobre  todo  si  hacen  cons- 
tar el  descubrimiento  de  cartas  sospechosas 
no  presentadas.  (Bruselas,  16  marzo  1901, 
Pas.,  1902.  2.  80). 

IV.  FATBRNIDAIl  V  FILIACIÓN 

a)  Hijo  natural.— Reconocimientos  contra- 
dictorioB. — Litigio. 

Cuando  un  hijo  natural  ha  sido  reconocido 
el  mismo  día  por  dos  hombres  que  ambos  pre- 
tenden, ante  la  justicia,  la  nulidad  del  reco- 
nocimiento, el  tribunal  no  puede  negarse  á 
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resolver  el  conflicto  que  resulta  de  esos  dos 
reconocimientos. 

El  juez  está  obligado  á  examinar  los  dos 
reconocimientos  contradictorios  y  á  decidir 
cuál  es  el  verdadero,  fundiéndose  en  pruebas 
positivas  6,  en  su  defecto,  en  simples  presun- 
ciones. (Lieja,  22  julio  1901,  Pas.  1902. 2.  47). 

b)  Hijo  natura].— Rccoaoctmicnto  póstumo, 
—SacesiAa. 

El  reconocimiento  de  un  hijo  natural  des- 
pués de  su  muerte  es  válido  (1). 

Da  al  padre  que  lo  ha  reconocido  el  derecho 
de  heredar  al  hijo:  su  derecho  proviene  del  la- 
zo de  parentesco  que  lo  une  á  ese  niño  y  no 
del  reconocimiento  que  es  un  acto  que  declara 
pero  que  no  atribuye  la  filiación.  (Bruselas, 
18  marzo  1902,  Pas.,  1902.  2.  235;  Beíg.jud, 
1902.  595,  reformando  un  fallo  de  Bruselas, 
26  enero  1898,  Pas.,  98.  3.  107). 

El  raciocinio  de  la  Corte  puede  resumirse 
así:  el  reconocimiento  de  un  hijo  natural  cons- 
titu3rendo  un  deber,  el  derecho  de  reconocer 
no  es  un  beneficio  legal  como  la  legitimación- 
(arts.  331  y  332  del  Código  Civil;  Feuet,  t.  I, 
p.  340;  t.  II,  p.  48;  t.  X,  p.  45,  55, 150);  exis- 
te con  independencia  de  ella  y  dura  mientras 
tUa  no  lo  prohibe;  no  hay  disposición  legal 
alguna  que  fije  el  tiempo  en  que  el  reconoci- 
miento debe  efectuarse;  resalta  claramente, 
por  el  contrario,  de  los  trabajos  preparato- 
rios del  Código  Civil,  que,  según  la  intención 
de  sus  autores  y  según  el  espíritu  y  el  plan  de 
su  obra,  ella  puede  realizarse  útilmente  en 
toda  época.  (Feuet,  t.I,  p.  23,  art.  11;  p.  111, 
183,  184;  1. 11,  p.  66;  t.  IV,  p.  73;  t.  X,  p.  72, 
89, 130,  131,  243).  Se  manifiesta  por  un  acto 
unilateral  que  exige  únicamente,  para  su  vali- 
dez, el  consentimiento  del  que  reconoce,  sin 
estar  subordinado  al  concurso  de  la  voluntad 
de  la  persona  reconocida. 

La  presencia  de  esta  última  al  otorgarse  el 
acta  no  es  necesaria,  aun  cuando  esté  en  edad 
de  comparecer;  por  consiguiente,  es  casi  siem- 
pre imposible  al  funcionario  encargado  de  au- 
torizarla, asegurarse  de  la  existencia  actual 
de  la  persona  de  que  se  trata. 


El  carácter  general  de  tas  expreaáones  del 
artículo  332  del  Código  Civil  (1)  importa, 
por  lo  demás,  la  facultad  dada  á  los  padres 
de  reconocer  á  un  hijo  natural  después  de  su 
muerte;  de  otro  modo  esta  disposición  habría 
debido,  ó  precisar  que  el  reconocimiento  del 
hijo  podía  sólo  por  excepción  tener  lugar  en  el 
caso  especial  que  él  contempla,  ó  esripular  que 
la  legitimarión  no  podía  hacerse  en  favor  del 
hijo  natural  fallecido,  que  ha  dejado  descen- 
dientes, sino  en  cuanto  hubiera  sido  reconoci- 
do legalmente  en  vida.  / 

El  reconudmiento  de  un  hijo  por  sus  padrelf 
se  retrotrae  al  día  de  su  nacimiento;  es  decla- 
rativo y  no  atributivo  déla  filiación,  pudiendo 
todo  interesado  impugnar  su  veracidad. 

El  derecho  del  padre  á  la  sucesión  del  hijo 
reconocido  por  él,  proviene  del  lazo  de  paren- 
tesco que  lo  une  á  ese  niño  y  no  del  reconoci- 
miento, que  no  es  sino  la  manifestación  exter- 
na de  este  parentesco.  No  se  concebiría  por  qné, 
no  habiendo  caducidad  alguna  pronunciada 
por  la  ley  y  contrariando  el  principio  consa- 
grado por  el  artículo  765  del  Código  Civil, 
habría  de  extinguirse  este  derecho,  precisa- 
mente en  el  momento  en  que  una  de  las  perso- 
nas llamadas eventunlmen te  á  beneficiar  de  él. 
lejos  de  renunciar,  manifiestan,  por  el  contra- 
río, su  voluntad  expresa  de  aprovecharlo. 

V.  PATRIA  POTESTAD 

Ei  padre  administrador  legal.— Oposición  de 
intereses.— Medidas  de  vigilancia  y  de  ga- 
rantía. 

Cuando  se  ha  legado  á  menores  la  nuda  pro. 
piedad  de  ciertos  bienes  y  el  usufructo  á  su 
padre  y  madre,  no  hay  entre  ellos  oposición 
de  intereses.  En  el  inventario,  los  menores  es- 
tán debidamente  representados  por  su  padre, 
que  es  administrador  y  usufructuario  legal  de 
sus  bienes,  y  no  procede  el  nombramiento  de 
tin  tutor  especial  ad  hoc. 

La  ley  no  establece  ninguna  medida  de  vigi' 
lancia  ó  de  garantía  en  lo  concerniente  á  la 
administración  legal,  y  la  única  excepción  con- 
siste en  permitir  que  se  prive  al  padre  y  á  la 


(IJ  Véase  artículo  273,  Cúdígo  Civil  chileoo.que 
requiere,  para  la  validez  del  reoonocimiento,  la  aoep- 
tainón  del  hija 


(1)  Ese  artículo  del  Código  francés  es  el  siguien- 
te: «La  legitimación  puede  practicarse  &□□  en  favor 
de  los  niños  fallecidos  que  han  dejado  descendiente!, 
y,  en  este  caso,  aprovecha  i  estos  descendientes.» 
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madre  del  usufructo  1^g:al  en  casos  determi- 
nados. 

No  puede,  por  consiguiente,  agregarse  al  pa- 
dre un  administrador  6  tutor  ad  boc,  aun 
cuando  inspire  temores  legítimos  respecto  de 
9U  administración.  Está  exento  por  la  ley  de  la 
obligación  de  rendir  fianza  j  no  puede  tomar- 
se ninguna  medida  preventiva,  en  cuanto  á  la 
inversión  útil  de  los  fondos  que  le  han  sido 
confiados.  (Gante  25  julio  1901,  Fas.,  1902. 
2. 107).  Compar.  Cas.  fr.,  5  enero  1903  (D.  P. 
1903. 1.  24)  (1). 

VI  TUrBLA  É  INCAPACIDAD 

A.— Tutela 

a)  Tutor. — Renancia  en  nombre  del  acreedor 

Salvo  los  casos  especialmente  determinados 
por  la  ley,  el  tutor  no  tiene  sino  el  derecho  de 
administrar  los  bienes  del  pupilo,  derecho  que 
es  diverso  de  la  facultad  de  disponer. 

Un  tutor  que  interviene,  á  nombre  de  su  pu- 
pilo, al  reparto  de  valores  inmediatamente  par- 
tibies,  no  renuncia  á  los  derechos  eventuales 
de  su  pupilo  de  pedir  A  sus  co-herederos  cuenta 
de  algunas  sumas.  (Lieja,  5  junio  1901,  Pas., 
1902.  2.16;  Belg.jnd.,  1902.  345). 

b)  Tutela— Inventarío  ordenado  por  la  justi- 
cia.—Ministerio  público. — Co-tnteresados.— 
Contenido  del  inventario.— Gastos. 

Cuando  la  justicia  ordena  la  facción  de  in- 
ventario de  una  sucesión  en  que  está  interesa- 
do un  menor,  á  instancia  del  ministerio  públi- 
co, en  defecto  del  cumplimiento  de  esta  forma- 
lidad por  el  tutor,  se  practica  por  el  tutor  sin 
la  intervención  del  ministerio  público.' 

La  declaración  sumaria  hecha  por  xmo  de 
los  interesados  de  que  "le  ha  correspondido  á 
'su  esposa  difunta  la  sucesión  de  su  padre",  no 
satisface  lo  prescrito  por  el  artículo  943  nú- 
mero 7'  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
que  exige  para  la  validez  del  inventario  la  de- 
claración del  activo  y  del  pasivo  de  la  suce- 

(1)  Nuestro  Código  es  más  ensoto:  permite  qui- 
tar al  padre  la  administración  de  lüs  bienes  del  hijo 
cuando  se  hace  onlpable  de  dolo  ó  de  grave  negli- 
genoía  habitual.  Tunse  los  artículos  ^46  y  247  i 
262  C.  C.  (K.  del  T.) 


sióii,  si  no  hay  documento  alguno  que  esta- 
blezca en  qué  consiste  esa  sucesión. 

Si  el  inventario  no  puede  hacerse  sino  con 
conocimiento  de  todos  los  interesados,  debi- 
damente llamados,  no  resulta  de  allí  que  esa 
medida  no  ha  sido  vAlidamente  ordenada  por 
la  justicia,  por  no  haber  comparecido  al  juicio 
los  co-interesados  de  los  menores. 

£1  juez  se  limita  4  ordenar  el  inventario  que 
el  tutor  está  obligado  á  hacer  practicar;  á  éste 
le  corresponde  llamar  al  inventario  á  todos 
los  interesados  como  habría  debido  hacerlo  si 
hubiera  cumplido  espontáneamente  la  obliga- 
ción que  le  impone  el  artículo  451  del  Código 
Civil. 

Los  gastos  de  una  instancia  causada  por  la 
inacción  del  tutor  y  del  subrogante,  no  pueden 
cargarse  á  cuenta  de  la  tutela  (Gante,  24  junio 
1901,  Pas.,  1902.  2.  31). 

B.  -Enajenado 

Colocación. —  Elección  del  establecimiento.— 
Visitas 

La  elección  del  establecimiento  donde  con- 
viene colocar  un  enajenado  y  el  derecho  de  re- 
gular las  visitas  que  podrá  recibir,  pertenecen 
exclusivamente  á  los  parientes  del  enajenado 
ó  á  sus  representantes  legales.  Las  personas 
que  no  están  ligadas  con  el  enajenado  por 
ningún  lazo  de  derecho  ó  de  parentesco,  no 
están  autorizadas  para  discutir  esas  medidas 
ó  para  presentarse  ante  la  justicia  por  razón 
de  las  consecuencias  que  ellas  han  tenido  para 
el  enajenado.  (Trib.  Bruselas,  7  junio  1902, 
Belff.jud.,  1902.  977). 

O.— OonseJo  Judloial 

Misión  del  consejo 

Corresponde  al  cousejo  judicial  obrar  con- 
tra terceros,  presentando  en  juicio  al  pródigo, 
y  si  es  necesario  contra  este  mismo,  para  ob- 
tener la  nulidad  de  actos  ó  de  convenciones 
celebrados  antes  de  sometérsele  á  consejo  ju- 
dicial, con  el  único  fin  de  eludir  las  consecuen- 
cias de  esta  medida  (Bruselas,  18  marzo  1902, 
Pas.,  1902.  2.  320).  Cas.  fr.,  24  junio  1896, 
S.  97. 1. 113  y  la  nota  de  M.  Lyon-Caen. 
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TRIBUNAL  St'PREMO. — 10  DK  FKHRERO  DK  1003 

Denegación,  de  diligencias  inútiles  para  el  fallo 

Que  el  precepto  terminantcdel  párrafo 2* del 
artículo  1541  de  In  ley  procesal  tal  y  como  fué 
interpretado  por  reciente  jurisprudencia  del 
Tribunal  Supremo,  prescribe  que  en  las  terce- 
rias  ha  de  tenerse  íi  los  demandados  por  tíl- 
citamente  conformes  con  los  hechos  fundfi- 
mentales  de  la  demanda  cuando  dejaren  de 
contestar: 

Que  no  ¡¡e  comete  el  quebrantamiento  de  for- 
ma que  menciona  el  número  5  del  artículo 
1693  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil,  por  la 
denegación  de  diligencias  inlítiles,  y  que  de  to- 
das suertes  deben  rechazarse  al  tenor  del  últi- 
mo extremo  del  articulo  565  de  dicha  ley. 

VBIBUNJLI.  SUPREUn.— 11  IlR  FKBRERO  DE  1003 

n^iensa  por  pobre, — Improcedencia  del  recurso 

Que  segün  doctrina  repetidamente  declarada 
por  el  Tribunal  Supremo,  Ins  sentencias  que 
otorguen  el  beneficio  de  la  defensa  gratuita  no 
son  susceptibles  del  recurso  de  casación,  por- 
que sobre  no  poner  término  al  pleito  principal, 
no  impiden,  por  su  carácter,  que  no  concurre 
en  las  que  deniegan  dicho  beneficio,  la  contí- 
nuacitSn  ó  incoación  del  pleito  (1 ), 

TRIBUNAL  SOPREUO  11  DB  FEBRERO  DE  1903 

Vinculaciones  de  familia,— Prueba  de  su 
existencia.— Inscripción 

Qa'i  la  ley  1^,  título  17,  libro  10  de  la  Noví- 
sima Recopilación,  ó  sea  la  41  de  Toro,  no 
restringe  ni  limita  la  prueba  de  la  existencia 
de  los  vínculos  &  los  medios  en  las  mismas 
enumerados,  pues  ni  los  términos  de  su  redac- 
ción consienten  una  interpretación  tan  restric* 
tiva,  ni  existe  razón  para  prescindir  de  otros 


(1)  Véase  sent.  14  enero  19a^  Parts  ton»»,  pi- 
gins  13 


elementos  de  prueba  admitidos  en  dcrechot 
cuando  éstos  no  desvirtúan  en  nádalas  condi- 
ciones esenciales  para  la  validez  de  la  funda- 
ción, puesto  que  se  refieren  exclusivamente  al 
convencimiento  de  su  existencia,  doctrina  qne 
vaha  sidofijada  anteriormente  en  tal  sentido. 

Qne  las  inscripciones  relativas  al  derecho 
posesorio  no  perjudican  en  ningún  caso  A 
quien  tenga  mejor  derecho  á  la  propiedad  d<*I 
inmueble,  según  precepto  terminante  del  ar- 
tículo 403  de  la  ley  hipotecaria. 

Que  la  disposición  en  virtud  de  la  que  se  de- 
claran inadmisibles  en  los  juzgados  y  tribu- 
nales documentos  no  inscritos  que  debieran 
estarlo,  no  es  aplicable,  según  jurisprudencia 
del  Tribunal  Supremo,  cuando  estos  documen- 
tos no  afectan  á  derechos  inscritos,  ni  menos 
cuando  se  presentan  para  pedir  la  declaración 
de  nulidad  de  algún  asiento  que  impida  verifi- 
car la  inscripción  de  aquellos  documentos, 
cual  se  precisa  en  el  último  i>árrafo del  artículo 
396  de  la  propia  ley. 

Que  en  cuanto  al  registro  de  documentos,  de- 
saparecidas las  antignas  Contadurías  de  Hi- 
potecas, hay  que  atenerse  á  las  disposiciones 
de  la  ley  hipotecaria. 

TRIBt'NAL  SUPREMO.— 11  DE  FEBRERO  DE  1903 

Legados  de  parte  aikoota;  caducidad.— 
Sucesión  testadora  respecto  de  ellas 

Que  el  Código  Civil  no  prohibe  los  legados 
de  parte  alícuota,  sin  perjuicio  de  las  legítimas 
expresamente  autorizadas  por  la  legislación 
anterior;  de  donde  se  sigue  qne  caducando  el 
legado  por  fallecer  el  legatario  antes  que  el 
testador,  y  existiendo  heredero  constituido, 
los  bienes  en  que  aquél  consista  deben  pasar  á 
la  masa  hereditaria,  sin  qne  pueda  tener  lugar 
la  sucesión  intestada. 

Que  entendiéndolo  nsí  la  Sala  sentenciado- 
ra, no  infringe  los  artículos  659,  660,661,668 
v  768  del  Código  Civil. 
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Obliffaolones  y  contratos  espeolaleB 

Por  René  Detnogiie 

ProffHOr  de  la  Facultad  de  Derecho  de  la  Unirmidad 
de  Lille 

OnUGACIONRR  BN  GRNRRAL 

Gondlolones  de  ezistenoia  de  las  obll- 
graoiones  derivadas  de  contratos  ó 
provenientes  de  delitos 

A. — ¿Puede  contraerse  válidamente  una 
obligación  perpétua? 

La  jurisprudencia  en  estos  últimos  años  se 
ha  pronunciado  implícitaó  explícitamente  por 
la  afirmativa  en  caso  en  que  una  de  las  partes 
contratantes  era  una  persona  jurídica. 

En  este  sentido  ta  Corte  de  Caen  acaba  de 
reconocer  implícitamente  la  validez  de  un  con- 
trato celebrada  en  1614  por  el  cual  se  conce- 
día un  derecho  de  precedencia  en  una  capilla^ 
como  derecho  personal,  á  un  noble  y  á  su  fa- 
milia (Caen,  3  julio  1901.  D.  1903.  2.  211). 

{1}  De  la  cRevue  trimestñelle  de  Droit  Civil.» 

lURIS.  BXTRANJ. 


La  Corte  supone  resuelto  el  punto,  pero  no 
es  por  eso  menos  interesante  porque  puede  de- 
cirse que  no  ha  sido  estudiado  (V.  sin  embar- 
go Huc,  t.  IX,  p.  5):  se  dice  que  las  obliga- 
ciones no  nacen  sino  para  extinguirse.  De  allí 
podría  deducirse  que  las  obligaciones  que  no 
pueden  extinguirse  adolecen,  por  ese  solo  he- 
cho, de  nulidad.  Pero  este  adagio  sólo  quiere 
decir  que  una  obligación  de  qne  no  resultara 
ningún  pago  sería  nula  por  no  tener  ningún 
objeto  práctico.  Si  hay  obligación  de  hacer 
prestaciones  periódicas,  la  utilidad  continua 
que  presenta  por  esos  pagos  repetidos  h^e 
que  no  pueda  considerarse  nula. 

Sin  embargo,  se  presentaria  una  excepción 
en  el  caso  de  que  esta  obligación  fuera  un  se- 
rio atentado  á  la  libertad  de  una  persona, 
hasta  el  extremo  de  hacer  de  ella  un  esclavo; 
por  eso  el  artículo  1780  prohibe  el  contrato 
de  trabajo  perpetuo. 

Pero,  fuera  de  ese  caso,  parece  que  los  con- 
tratos perpetuos  debieran  considerarse  más 
bien  como  un  beneñcio.  Satisfacen  necesidades 
generales  para  el  mayor  provecho  de  la  colec- 
tividad. Permiten  realizar  los  grandes  ideales 
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humanitarios;  constituyen  la  hasc  misma  <ic 
las  fundaciones. 

B  Responsabilidad  de  los  notarios  en  cuanto 

á  la  identidad  de  las  partes 

La  ley  de  25  vent.  año  XI  obliga  á  los  no- 
tarios á  hacer  declarar  el  nombre,  estado  6 
domicilio  de  las  partes  en  caso  de  no  conocer- 
las. ¿Cuándo  está  un  notario  exento  de  ésta 
formalidad  porque  conoce  á  las  partes  que  se 
presentan  ante  él? 

Esto  ocurre  sin  duda  cuando  ya  tiene  rela- 
ciones de  negocios  6  relaciones  sociales  con 
sus  nuevos  clientes.  Pero  ¿puede,  fuera  de  este 
caso  prescindir  de  la  formalidad  de  la  declara- 
ción sin  hacerse  responsable?  Con  otras  pala- 
braSf  ¿cuál  es  la  situación  de  un  notario  á 
quien  un  antiguo  cliente  presenta  uno  nuevo? 
La  sala  civil  de  la  Corte  de  Casación  no  ha 
tenido  que  resolver  esta  cuestión  en  una  forma 
tan  8encilla(24febrerol903.S.  1903. 1.  342). 
Se  trataba  de  una  persona  presentada  á  un 
notario,  que  otro  notario  reconocía  que  había 
otorgado  un  acto  en  su  notaría  y  que  era  por- 
tadora del  acto  otorgado  por  este  segundo 
notario.  Al  menos,  en  esta  hipótesis  más  com- 
pleja, la  Corte  admitióque  el  notario  quedaba 
exento  de  reRj>onsabiliclad  si  de  hecho  aquel 
cliente  había  usurpado  la  personalidad  de  su 
hermano.  Este  fallo  es  importante,  porque  un 
fallo  anterior  de  la  sala  de  admisibilidad  (18 
nov.  1S85,  S.  89.  1.  55),  pronunciado  en  un 
caso  semejante,  no  daba  fácilmente  margen  á 
una  distinción  de  esa  clase  y  parecía  recono- 
cer, casi  sin  restricción,  la  responsabilidad  del 
notario  eu  cuanto  á  la  identidad  de  las  partes, 
cuando  no  ha  exigido  las  formalidades  esta- 
blecidas por  la  ley  citada. 

C— Responsabilidad  civil  de  los  impresores 

¿Cuál  es,  bajo  el  punto  de  vista  civil,  la  si- 
tuación del  impresor  de  cuyas  prensas  han 
salido  artículos  ó  libros  difamatorios? 

La  ley  de  29  de  julio  de  1881  ha  precisado 
muy  bien  su  situación  penal.  El  solo  hecho 
de  la  impresión  no  puede  hacese  valer  contra 
él,  aunque  supiera  que  imprimía  iln  artículo 
delictuoso.  Para  perseguirlo,  es  necesario  ha- 
cer valer  contra  él  un  acto  diverso  de  la  im- 


presión ¿Es  lo  mismo  bajo  el  punto  de  vista 
civil?  No.  La  jurisprudencia  de  las  Cortesde 
Apelaciones  ha  declarado  desde  hace  mucho 
tiempo  que  el  impresor  está  sometido  al  dere- 
cho comiSn  del  articulo  1382  del  Código  Ci- 
vil (1). 

Es,  pues,  necesario  hacer  valer  una  falta. 
Sólo  la  Corte  de  Alger.el  21  de  mayo  de  1888 
(S.  90.  2.  105)  ha  sido  en  esto  más  favorable 
al  impresor  y  ha  declarado  que  no  estaba  ex- 
puesto á  indemnizar  daños  y  perjuicios  por  d 
hecho  de  la  impresión;  la  ley  de  1881  habiendo 
querido  apartar  la  investigación  del  punto, 
muy  difícil  de  determinar,  de  si  el  impresor  ha- 
bía ó  nó  leído  el  escrito  acusado  y  conocía  ó 
nó  su  carácter  delictuoso.  La  misma  Corte 
ha  mantenido  su  jurisprudencia  el  25  de  octu- 
bre de  1893  (S.  ÍM-.  2.  13).  Pero  todas  las  de 
la  metrópoli  aplican  en  este  caso,  sin  reserva, 
el  derecho  comiin  que  la  ley  de  1881  no  ha  po- 
dido modificar.  Es  lo  que  acaba  de  hacer  la 
Corte  de  Lyon  en  un  fallo  de  6  de  enero  de 
1903  (S.  1903.  2. 175). 

D.— Responsabilidad  de  un  sindicatoen  el  caso 
de  haber  puesto  ea  el  índice  {2)  á  una  per- 
sona. 

La  colocación  en  el  índice  hecha  por  los  sin- 
dicatos profesionales  da  siempre  lugar  á  nu- 
merosos fallos.  Entre  éstos  se  desprende  un 
primar  punto  que  parece  indiscutible:  cuando 
un  obrero  se  retira  de  un  sindicato  éste  se  hace 
responsable  al  prohibir  á  todos  los  patrones 
que  lo  contraten.  Esta  colocación  en  el  índice, 
de  un  obrero,  es  una  falta,  porque  la  ley  de  21 
de  marzo  de  1884  autoriza  expresamente  al 
obrero  á  retirarse  en  cualquier  momento  del 
sindicato  (art.  7');  hay  un  acto  ilícito  en  im- 
pedir de  una maneraindirectael ejercicio  de  un 
derecho  reconocido.  Parece  que  la  jurispruden- 
cia ha  dado  ya  á  esta  cuestión  una  solución 
definitiva  (Y  Cas.  Civ.  22  junio  1892,  S.  93. 
1.  41.-Nancy,  14  mayo  1892,  S.  93.  2.  20) 
(2  fallos).  De  este  primer  principio  la  juris- 
prudencia ha  deducido  dos  consecuencias  igual- 
mente justas.  El  sindicato  no  puede  obligar  á 


(1]  Más  lato  qoe  el  2314  de  uuMtro  Código- 
(2)  ftegÍBtro  de  loa  obreros  que  no  pueden  ser  ad- 
mitidoit  en  Us  fábricas. 


Digitized  by 


Google 


JURISPRUDENCIA  EXTRANJERA 


59 


un  obrero  á  entrar  en  el  sindicato,  por  ejem- 
plo, imponiendo  al  patrón  la  obligación  de  n() 
emplear  sino  obreros  sindícales  (Lyon,  5  mayo 
1893,  S.  96.  2.  30.-Ca8,  22  junio  1892,  cita- 
da). Hay  que  admitir  también  que  el  obrero 
sindica/,  aunque  conserve  esta  calidad,  tiene 
el  derecho  de  negarse  A  obedecer  una  orden 
del  sindicato  fLyon,  2  marzo  189-1-,  S.  94. 
2.  306).  Estas  soluciones,  fundadas  todas  en 
el  artículo  7' de  la  ley,  no  deben  evidentemente 
aducirse  sino  bajo  la  reserva,  de  parte  del  sin- 
dicato, de  pedir  una  indemnización  al  sindi- 
cado, no  por  haberse  ido,  aún  inoportuna- 
mente, sino  por  sus  actos  contra  el  sindicato; 
de  difamación,  por  ejemplo. 

Pero  se  presentan  otras  cuestiones  más  deli- 
cadas aún.  Un  sindicato  pone  en  interdicción 
(excomalga)  un  establecimiento  por  sus  proce- 
dimientos de  fabricación,  por  los  salarios  que 
paga  y  prohibe  á  sus  miembros  y  aún  á  terce- 
ros no  sindicales  que  trabajen  en  él.  ¿Se  hace 
responsable?  Sin  duda,  después  de  1884,  una 
amenaza  de  huelga  es  lícita  cuando  tiene  por 
objeto  la  defensa  de  intereses  profesionales  y 
no  va  acompañada  de  violencia  ni  de  maqui- 
naciones fraudulentas. 

Ya  la  jurisprudencia  es  fíja  en  este  punto. 
(Cas.  9  junio  1896,  S.  97.  1.  25.  Cf.  París  5 
febrero  1901,  S.  1902.  2.  277.) 

Pero  bajemos  ahora  de  ese  principio  á  los 
hechos  prácticos.  El  sindicato  pide  al  patrón 
que  trabaje  en  condiciones  determinadas.  El 
patrón  se  niega.  Se  exige  entonces  á  los  sindi- 
caks  que  no  trabajen  para  ese  patrón  y  se  in- 
vita á  los  no  sindicales  A  imitarlos.  Como  el 
patrón  sigue  resistiendo,  los  obreros  bien  pue- 
den prescindir  de  los  actos  del  sindicato  que 
entonces  pone  en  el  índice  á  los  unos  y  á  los 
otros.  Hará  que  rechacen  al  obrero  en  cual- 
quier parte  donde  se  presente  ¿cuál  será  la  res- 
ponsabilidad del  sindicato?  HI  sindicato  estará 
obligado  á  indemnizar  daños  y  perjuicios  si, 
habiendo  terminado  hace  tiempo  la  huelga  y 
habiendo  vuelto  los  obreros,  pretende  prohibir 
á  todo  obrero  que  entre  con  ese  patrón  (Pa- 
rís, 5  febrero  1901,  S.  1902.  2.  277),  ó  á  la  in- 
versa, pretende  poner  en  interdicción  perpetua 
é  impedir  para  siempre  que  se  contrate  al  obre- 


ro que  le  ha  resistido  (París,  31  mayo  1896, 
vS,  96.  2.  98.  Cf.  Nimes,  2  febrero  1898,  S.  98. 
2. 127)  (2^  fallo).  De  otro  modo  se  atentaría 
á  la  libertad  de  trabajo. 

Dejemos  á  un  lado  esta  hipótesis  extrema: 
el  patrón  aún  no  ha  cedido,  lo  ponen  en  entre- 
dicho; un  obrero,  á  pesar  de  eso  entra  á  traba- 
jar con  él,  lo  ponen  también  en  entredicho,  (V. 
sin  embargo,  una  hipótesis  análoga  pero  en 
un  conflicto  entre  patrones.  Douai,  13  julio 
1900,  Revue,  1903,  p.  650).  La  responsabili- 
dad del  sindicato  no  puede  presentarse  rcspec* 
todel  obrero,  porque  actualmente  tiene  traba- 
jo; si  más  tarde  busca  trabajo  en  otra  parte, 
generalmente  la  huelga  habrá  terminado  y  cae- 
mos entonces  en  esas  represalias  á  largo  plazo, 
prohibidas  por  la  jurisprudencia.  Pero  con 
este  sistema  se  llega  de  hecho  á  paralizar  la 
actividad  del  sindicato.  Se  le  puede  desobede- 
cer impunemente  y  no  tendrá  acción  para  la 
defensa  de  los  intereses  profesionales.  ¿Es  acep- 
table este  resultado?  ¿No  hay  en  el  hecho  con- 
tradicción entre  los  diversos  principios  admi- 
tidos en  1884? 

Y  el  patrón  ¿puede  quejarse?  En  príndpio 
nó,  dicen  un  fallo  de  Limoges  de  10  de  junio  de 
1902  (S.  1903.  2.  233)  y  otro  del  tribunal  de 
Douai  de  17  de  mayo  de  1902  (S.  1903.  2. 
233).  Sin  embargo,  estas  resoluciones  se  apar- 
tan: considera  la  una  que  la  publicidad  dada 
al  entredicho  constituye  una  falta,  la  otra  lo 
niega,  cuando  esta  publicidad  era  necesaria  por 
otra  publicidad  hecha  en  sentido  contrario. 
Pero  el  principio  mismo  en  que  se  fundan  es 
discutido  y  nn  fallo  de  Riom  de  7  de  febrero  de 
1900  (S.  1903.  2.  225.  V.  en  sentido  contra- 
rio la  nota  de  M.  Wabl)  adopta  el  sistema 
opuesto  afirmando  aquí  muy  claramente  la 
responsabilidad  del  sindicato.  Queda  un  últi- 
mo punto:  hay  que  determinarla  situación  del 
tercero  que  hn  podido  ser  el  punto  de  partida 
de  líi  lucha:  contramaestre,  obrero,  cuya  des- 
pedida se  ha  pedido.  ¿Se  ha  cometido  abuso 
contra  él?  ¡Sf!  dice  un  fallo  de  Nimes  de  7  de 
febrero  de  1898  (S.  98.  2.  127)  si  no  se  ha 
alegado  ningún  hecho  preciso;  fallo  conforme, 
por  lo  demás,  con  otro  de  la  sala  civil  de  9  de 
junio  de  1896  (S.  96.1.25). 
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Por  M.  Serváis 
Abogado  tíe  la  Corle  de  Apelarioites  de  BfUHfliu 

.  Personas  y  derechos  de  familia 

CONTKATO  DE  MATRIMONIO 

a)  Cláttsaía  iUcita.—NuUáaá 

Cuando  un  contrato  de  matrimonio  contie- 
ne varías  cláusulas  y  una  de  ellas  es  iHcita,  no 
es  nalo  del  todo  sino  cuando  las  diversas  esti- 
pulaciones, relacionadas  íntimamente  entre 
ellas,  forman  un  todo  indivisible. 

Si,  por  el  contrario,  son  independientes  una 
de  otra  sólo  debe  anularse  la  cláusula  contra- 
ría  á  la  ley.  (Gante,  3  abril  1902,  Pas,  1902, 
2.306;  Beig.  jud.  1902.  641).  Sic.  Laurent, 
Príncipes,  t.  XVI,  núm.  158  et  Supph  t.  IV, 
núm.  605. 

b)  Separación  de  bienes.— Comunidad  de  un 
establecimiento  creado  por  aJf(uno  de  loa  CS' 
posos.  —Nulidad. 

Cuando  los  esposos  han  adoptado  el  régi- 
men de  la  separación  de  bienes,  con  una  comu- 
nidad formada  por  sus  economías  y  por  el 
fruto  de  su  trabajo,  no  pueden  estipular  en  su 
contrato  de  matrimonio  que  todo  estableci- 
miento comerciaJ,  industrial  ó  de  negocio  que 
los  esposos  hubieren  adquirido  ó  creado  con 
ayuda  de  las  sumas  aportadas  al  matrim(mto 
6  de  valores  que  provinieren  de  sucesiones, 
donaciones  ó  legados,  pertenecerá  á  la  comu- 
nidad con  cargo  He  devolver  las  samas  pro- 
porcionadas por  los  esposos  6  por  uno  de 
ellos. 

Semejante  cláusula  es  nula  porque  dcstruve 
la  esencia  del  régimen  de  la  separación  de  bie- 
nes adoptado  por  los  esposos.  Pero  sólo  esa 
cláusula  accesoria  debe  declararse  nula;  no 
hay  motivo  para  declarar  la  nulidad  del  con- 
trato entero  de  matrimonio.— Gante,  3  abril 


1902.  Sic.  Cas.  belg.  1'  diciembre  1870,  Pas., 
71.  1.3. 

c  J  Contra-escritura.— Nulidad.  —  Patiñcactón 

Una  contra-escritura  que  modifica  la  cláu- 
sula de  los  aportes  que  es  una  de  las  estípnla- 
ciones  principales  de  un  contrato  de  matrimo- 
nio, es  nula  radicalmente  y  no  puede  producir 
efecto  jurídico  alguno.  No  pued«  ni  siquiera 
ser  objeto  de  una  ratificación  válida,  expresa 
ó  tácita.  (Cod.  civ.  art.  1396)  (1)  (Bruselas, 
15  enero  1902.  Pas.,  1902,  2.294.  Sic,  Bas- 
tía, 16  enero  1856.  S.  56.  2.81;  D.  56.  2.58 1. 

d)  Comunidad  de  gananciales. — Material  de 
gananciales  colocado  en  la  fábrica  del  mari- 
do.— Mejoras. 

El  marido  que  coloca  en  la  fábrica  de  que  es 
propietario  un  material  considerado  como  ga- 
nancial de  la  comunidad  y  que  fué  pagado  con 
dinero  de  ésta,  obra  únicamente  como  admi- 
nistrador de  la  comunidad  y  es  en  interés  de 
ésta  que  debe  percibir  los  beneficios;  por  lo 
tanto,  ese  material  no  se  ha  transformado  eti 
inmueble  por  destinación. 

La  instalación  de  una  máquina  á  vapor  en 
una  fábrica  constituye  una  mejora  prevista 
por  el  artículo  1437  del  Código  Civil  y  no  una 
reparación  usufructuaria  y  demantenimiento. 
-Bruselas,  27  dic.  1900.  Pas.,  1902.  2.2(i. 
Jur.  Belga,  1902.  390.  El  recurso  interpuesto 
contra  este  fallo  fué  rechazado.  (Cas.  12  dic. 
1901.  Fas.,  1902. 1.62;  Jur.  Belg.  1902.  489. 


(1)  FA  artionlo  1396  del  C^digfo  ÜtTÍl  francén  din 
pone  lo  siíj'uientc:  hIm  modificaoiones  que  Re  hiele 
r'üD  en  las  oapitnlucioneEi  matrímonialea  nntes  de  h 
celebración  del  matrimonio  deben  hacerse  constar 
{lor  ana  escritura  otorgada  en  la  míama  forma  que  el 
contrato  de  matrimonio.  Por  lo  demis,  no  es  rüÜo 
ningún  cambio  6  oontra-osoritnra  ain  la  presencia  y 
el  oonsentimiento  Bimuliáneo  de  todas  las  personas 
que  han  sido  parte  en  el  contrato  de  matrímomo*- 
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c)  Comiinidud  de  gnimiictalea. — Sucesión  mue- 
ble deferida  ¿  uno  de  los  esposos  durante  el 
matrimonio,  partida  é  inventariada  des- 
pués. 

Según  los  términos  del  artículo  1499  (1)  del 

Código  Civil,  relativo  á  la  comunidad  de  ga- 
nanciales, se  considera  como  ganancial  el  mo- 
biliario existente  á  la  fecha  del  matrimonio  6 
heredado  después  cuando  no  se  tomó  razón  de 
él  por  medio  de  un  inventario  ó  estado  en  de- 
bida forma,  es  decir,  por  un  instrumento  au- 
tentico que  estableciera  la  consistencia  y  ori- 
gen del  mobiliario  para  la  apreciación  sobera- 
na del  juez  de  la  causa. 

En  la  época  del  matrimonio  se  defiere  á  uno 
de  los  esposos  una  sucesión  que  no  estA  aún 
liquidada  ni  partida.  Bn  1805  la  Corte  de  Ca- 
sación de  Bélgica  resolvióque  la  mención  hecha 
en  el  contrato  de  matrimonio  de  que  "el  apor- 
te de  la  mujer  consiste  en  In  parte  indivisa 
que  proviene  de  la  sucesión  de  su  padre  y  de 
que  se  levantará  posteriormente  acta  de  par- 
tición» no  llena  los  requisitos  exigidos  por  di- 
cho artículo  1499, 

Recientemente  ha  correspondido  á  la  Corte 
conocer  en  la  cuestión  de  saber  si  ese  acto  de 
partición  ó  cualquiera  otroequivalente,  levan- 
tado últimamente,  podía  hacer  las  veces  del 
estado  en  debida  forma  requerido  por  el  ar- 
tículo 1499. 

La  cuestión  se  reducía  á  saber  sí  debía  con- 
siderarse que  el  mobiliario  le  había  tocado  á 
la  mnjer  en  el  sentido  de  ese  artículo,  por  la 
devolución  de  la  sucesión  ó  por  la  partición  6 
la  liquidación. 

La  Corte  se  pronunció  en  favor  de  la  mujer. 
Hace  notar  que  si,  según  el  artículo  724  del 
Código  Civil,  una  sucesión  se  defiere  de  pleno 
derecho  á  los  herederos  desde  el  día  en  que  se 
abre,  no  podría  considerarse,  para  los  efectos 
del  artículo  1499,  que  los  bienes  de  esta  suce- 
sión en  caso  de  indivisión  han  correspondido 
Auno  ú  otro  de  los  herederos  sino  en  la  mc- 
di{la  en  que,  por  efecto  de  la  partición,  el  haber 


mobiliario  incluido  en  el  inventario  que  toca- 
ba al  esposo,  ha  sido  determinado  y  especiali- 
zado; eíectivaraentc,  hasta  entonces  sería  im- 
posible saber  si  la  parte  de  ese  esposo  será 
mueble  ó  inmueble,  ni  cual  será  la  consisten- 
cia del  mobiliario;  todo  inventario  hecho  con 
anterioridad  á  eaa  fecha  no  tendría,  pues,  va- 
lor alguno. 

A  la  objeción  deducida  del  efecto  declarativo 
de  la  partición,  consagrado  por  el  articulo 
833  (2),  contesta  el  fallo,  de  acuerdo  con 
Laurent  (t,  X,  núm,  395;  Baudry-Lacantínc- 
riey  Wahl,  Sacesioaes,  t.  III,  art.3270,  3276, 
Díilloz  Repp.  Supp.,  v.  Sucesiones,  art.  1321), 
que  esa  ficción  no  puede  entenderse  más  allá 
de  su  doble  fin:  el  de  prevenir  las  exigencias  de 
la  ley  fiscal  y  el  de  garantizar  á  cada  uno  de 
los  herederos  la,  libre  disposición  de  su  lote, 
protegiéndolo  contra  todos  los  actos  de  dispo- 
sición que  huljieren  sido  consentidos  por  otros 
durante  la  indivisión.  (Cas.  12  dic.  1901.  Pas. 
1902,  t.  G2.Jur.  Bcig.  1902,  489,  sobre  recur- 
so contra  apelación.  Bruselas,  27  dic.  1900. 
Pas.  1902,  2.26,  >r.  Beíg.  1902,  390). 

Obligaciones  y  oontratos  eapeolales 

ORMGACION&S  KN  GENKRAL 

A.— Oondlolones  de  exlstenola 
y  validez  de  las  obligaoiones 

a)  Causa  contraría  á  las  buenas  costumbres. 
—Nulidad. — Repetición 

La  convención  cuyo  único  objeto  es  laexplo- 
tnción  de  los  juegos  de  azar,  tiene  una  causa 
contraria  á  las  buenas  costumbres  y  al  orden 
público  y  es,  por  lo  tanto,  radicalmente  nula. 


(1)  Dice  ese  artículo  del  Cúdigo  (Üvil  francé-»: 
«Si  el  mobiliario  existente  en  «1  momento  del  ma- 
trimonio ú  adquirido  después,  no  ha  sido  anotado  en 
uu  inventario  ú  estatloeu  debida  forma,  se  le  consi- 
dera ganancial.» 


(2)  Ese  artículo  corresponde  al  1344  de  nuestro 
Código,  dice  así;  «Cada  asignatario  se  reputa  haber 
sucedido  inmediata  y  exclusivamente  al  difanto  en 
todos  loa  efectos  comprendidos  en  su  lote  6  qne  se 
le  adjudicaron  por  licitación  y  no  haber  tenido  jamás 
el  dominio  de  los  otros  efectos  de  In  mceaii'm.» 

El  artícido  1344  de  nuestro  Cúdigo,  en  su  inciso 
I."  establece,  con  ligeiait  variantes  de  redaccitSn,  la 
misma  regla.  Ha  agregado  uu  incÍMo  2."  como  con>- 
lario  de  ella.-  (N.  del  T.) 
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No  sólo  del)e  rechazarse  tuda  acción  cuyo 
objeto  sea  obtener  su  ejecución,  sino  que  es 
también  permitido  repetir  lo  que  fué  pagado 
indebidamente  en  la  ejecución  de  esta  conven- 
ción, aúnque  lo  haya  sido  voluntaria  y  cons- 
cientemente (Lieja,  22  marzo  1902.  Pas.  1902. 
2.  308.— S/c.  Cas.  19  nov.  1891.  Pas.  1892. 
1. 18). 

b)  Causa  contraría  á  las  hiienaa  costumbres. 
—NuUáafi  de  o£cio 

Corresponde  al  juez  decir,  aun  de  oficio,  que 
una  obligación  es  radicalmente  nula,  por  te- 
ner una  causa  ilícita,  porque  deriva  su  causa 
de  la  existencia  y  continuación  de  relaciones 
contrarias  á  las  buenas  costumbres  que  la 
convención  celebrada  tenía  por  objeto  favore- 
cer y  facilitar. 

Poco  importa  que  esta  causal  de  nulidad, 
que  es  de  orden  público,  no  haya  sido  alegada 
por  el  demandado.  El  juez  puede  suplir  de  ofi- 
cio este  nuevo  recurso,  cuando  resulta  de  los 
documentos  de  la  causa.  (Bruselas,  18  mar- 
zo 1902.  Pas.  1902.  2.  317). 

c)  Subrogación  convencionaj.  —  Formas. — 
Instrumento  privado  Fecha  segura 

Es  víilida  la  subrogación  prevista  por  e! 
artículo  1250,  núm.  1'  del  Código  Civil,  desde 
queesexpresa  y  hechacn  el  momento  del  pago. 
No  es  necesario  que  conste,  ni  de  un  instrumen- 
to auténtico,  ni  de  un  instrumento  que  hubiere 
adquirido  .^echa  cierta  con  anterioridad  A  su 
presentación. 

El  deudor  que  no  se  ha  exonerado,  no  tiene 
interés  en  negarse  íl  reconocer  la  validez  de 
una  subrogación;  si  no  puede  oponer  al  subro- 
gante ningún  medio  de  defensa  que  no  se  pue- 
da oponer  al  subrogado.  (Bruselas,  28  de 
mayo  1902.  Pas.  1902.  2.  348). 

B.— fUeouoión 

a)  Obligación  indivisible.  ~  Obligación  í/j 
rendir  cuenta  á  varios.— Eiecución  exigida 
por  uno  solo. 

ha  obligación  de  dar  cuenta  de  una  gestión 
es  indivisible. 


I'ero  la  demanda  entablada  contra  el  liijui- 
dador  de  una  sociedad  para  obtener  la  pre- 
sentación de  las  cuentas  de  inversión  de  las 
sumas  entregadas  á  él  por  dos  demandantes 
y  por  otros  cinco  fundadores  de  la  sociedad 
para  el  reembolso  de  deudas  sociales,  no  pue- 
de declararre  inadmisible,  por  no  haber  sido 
intentada  sino  por  dos  de  las  co-interesados, 
pudiendo  cada  acreedor  exigir  la  ejecución 
total  de  la  obligación  del  demandado.  (C. 
Civ.  art.  1218  y  1224)  (1)  (Lieja.  26  jun. 
1901.  Pas.  1902.  2.  22). 

b)  Caducidad  del  plaxo.—Disminución  de  ¡as 

garantías  prometidas 

El  artículo  1188  (2)  del  Código  Civil,  que 
establece  la  caducidad  del  plazo  contra  eldeu- 
dor,  que  por  hecho  suyo  ha  disminuido  ga- 
rantías que  dtó  por  el  contrato  á  su  acreedor, 
no  se  refiere  sino  á  las  garantías  especiales 
estipuladas  en  el  contrato  y  no  á  la  garantía 
general  que  resulta  de  la  obligación  A  que  está 
afecto  el  patrimonio  del  deudor  de  pagar  sus 
deudas.  (Bruselas  9  nov.  1901.  Pas.  1902.  2. 
81;/iir.  Belg.  1902.  1.  388).— S/c.  Aubi^et 
Rau,  t.  IV,  p.  89. 

c)  Obligación  de  pagar  ana  suma  de  dinero. 
—  Inejecución.—  Cláusula  penal.—  Artículo 
1153  dei  Código  Civil. 

A  pesar  de  lo  dispuesto  por  el  artículo 
1153  (3)  del  Códigf)  Civil,  las  partea  pueden, 


(1 )  Corre>'pondtiu  Alos  artíooloa  1524,  16*28  y  1532 
de  nuestro  Có<ii}ío  Civil, 

(2)  Eho  artículo  d»l  Código  francés  que  corres- 
[K)nde  al  1496  del  nnentro,  dice  «tí:  cEl  deudor  no 
puede  pedir  el  benefício  del  plaso  cuando  se  lia 
constituido  len  quiebra,  ó  cuando  por  hecho  suyo 
han  disminuido  las  cauciones  que  pur  el  contrato 
habia  dado  á  bu  acreedor.  > 

(3)  Dioe  ese  artículo:  «En  ta^  obligaciones  qoe 
se  reducen  al  pago  de  cierta  san»,  la  íademniiacíón 
de  perjuicios  resultante  de  la  mora  en  la  ejecución 
no  oonfiiate  HÍno  en  la  condenación  á  Ion  iateresca 
fíjndos  por  la  ley;  salvo  las  reglas  especiales  del  co- 
mercio y  de  los  oautnonea.  Esta  indeuinizaciÚD  de 
perjuicios  se  debe  sin  que  el  acreedor  eeté  obli- 
gado á  justificar  |>érdida  alguna.  Sólo  se  debe  desdfl 
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en  CASO  de  atraso  en  la  ejecución  de  una  obli- 
gación que  consiste  en  el  pago  de  una  suma  de 
dinero,  estipular,  como  cláusula  general,  el 
pago  de  sumas  superiores  á  los  intereses  lega- 
les, ya  que,  según  los  términos  de  los  artículos 
1226  y  1229  (1)  del  Código,  semejantes  cláu- 
sulas entran  en  el  dominio  de  la  convención 
libt«  (Cas.  7  nov.  1901.  Pas.  1902.  1.  33; 
Jar.  Belg.  1902.  439). 

d)  Obligacióa  de  psgar  una  sama  de  dinero. 
—Negativa  de  ejecución.— Indemaizacióa.— 
Artículo  1153  del  Códido  Civil. 

Sin  dar  otro  motivo  á  su  decisión  que  la 

afirmación  del  principio  ya  consagrado,  la 
Corte  de  Casación  resolvió  que  el  artículo 
1 153  del  Código  Civil  (que  dispone  que  "en 
las  obligaciones  que  se  reducen  ni  pago  de 
cierta  suma,  la  indemnización  de  perjuicios 
resultante  de  la  mora  en  la  ejecución,  no  con- 
siste sino  en  la  condenación  á  pagar  los  inte- 
reses fijados  por  la  ley"),  no  se  puede  aplicar 
al  caso  del  deudor  que  se  niega  á  pagar  y  sólo 
se  aplica  al  deudor  que  se  atrasa  en  el  pago 
(Cas.  7  nov.  1901.  Pas.  1902. 1.33;/ur.  Belg. 
1902.  439). 

Formulada  en  estos  tfrminos,  puede  criti- 
carse esta  decisión,  y  parece  que  la  condenan 
el  texto  del  artículo  que  se  interpreta,  sus  tra- 
bajos preparatorios  y  sus  orígenes.  (Exposi- 
ción de  motivos,  de  Bigot-Prcameneu,  Locré, 

el  día  del  reqnerimieuto  de  pago,  salvo  que  la  ley 
la  establezca  de  pleno  derecho. 

«El  acreedor  á  quien  bu  deudormorosohacaiiBado 
por  su  mala  fe  un  perjuicio  independiente  de  esta 
mora,  puede  obtener  una  indemnización  de  perjoí- 
cios  diversa  de  loa  iatereses  moratorios  del  crédito.» 
(Y.  art.  1559  G.  C.  chileno). 

(I)  El  artículo  12*26  dispone  que;  cLa  cláusula 
penal  es  aquella  en  que  una  persona,  para  asegurar 
la  ejecución  de  una  convención,  se  obliga  á  algo  en 
oaso  da  no  ejecatar  lo  principal  > 

(Eb  ignal  al  art  1535  del  O.  O.  chileno). 

El  artículo  1229  es  el  siguiente  cLa  cláusula  pe- 
nal es  la  compeneación  de  los  daños  á  intereses  que 
el  acreedor  sufre  por  la  inejecución  de  la  obligación 
principal  No  puede  pedir  á  un  tiempo  el  cumpli- 
miento de  la  obligación  principal  y  la  pena  á  meuM 
qne  se  haya  estipulado  la  pena  por  el  simple  retar- 
do.i  (V.  art.  1537  C.  0.  chileno). 


t.  XII,  p.  331.  n.  45;  Pothier.  Tratado  de  las 
obligaciones,  n.  170;  Estudio  crítico,  de  don 
Eugenio  Hanssens,  profesor  de  la  Universidad 
de  Bruselas, />/ar/o  de  los  Trih.  1902,  col.  fiO). 
Sin  duda  la  Corte  ha  querido  tan  sólo  consa- 
grar la  doctrina  según  la  cual  se  puede  deber 
indemnización  especial ,  independientemente 
del  interés  legal,  cuando  el  deudor  de  una  su- 
ma de  dinero,  por  haberse  negado  á  pagarla 
en  el  plazo  debido,  ha  causado  un  perjuicio 
distinto  del  que  acarrea  el  simple  atraso  en 
la  ejecución.  Efectivamente,  basta  esta  doc- 
trina para  justificar  plenamente  lo  dispuesto 
por  el  fallo.  (Dalí.  Rep.  SuppJ.,  V.  Obligacio- 
nes, n.  272.— Cas.  fr.  26  de  mayo  1886.  D.87. 
1.  431.— 27  dic.  1887.  D.  88.  1.  252.— Ley 
francesa  del  7  de  abril  1900,  modificando  el 
artículo  1153  del  Código  Civil). 

O.— Eztlnolón 

a)  Acción  paaUana.— Alcance  de  la  acción, — 

Apreciación  del  juez 

El  juez  de  la  causa  es  soberano  para  apre- 
ciar que  la  acción  pauliana  no  quería]  anular 
la  convención  que  dió  vida  A  una  sociedad  A 
la  cual  el  deudor  cedió  fraudulentamente  su 
activo  como  aporte,  sino  iiuicamente  liíicer 
anular  esa  cesión,  y  deduce  con  razón  de  estos 
hechos  que  la  acción  se  entabló  regularmente 
contra  la  sociedad  cesionaria  cuya  mala  fe 
está  establecida,  excluyendo  á  sus  fundadores 
á  quienes  la  cesión  no  transfirió  derecho  algu- 
no. (Cas.  5  de  jun.  1902.  Pas.  1902.  1.264). 

b)  Acreedor—Acción  de  subrogación.— Acto 

fraudulento  del  deudor  opuesto 

Corresponde  al  juez  de  la  causa  sin  sustituir 
por  eso  la  acción  pauliana  del  artículo  1167 
del  Código  Civil,  á  la  acción  subrogatoria,  só- 
lo establecida,  resolver  que  se  procederá  á  pe- 
dido del  acreedor,  á  la  partición  de  los  bienes 
poseídos  proindiviso  por  su  deudor,  á  pesar 
de  existir  una  convención  de  indivisión  cuyo 
carácter  fraudulento  permitiría  al  acreedor 
perseguir  su  anulación.  (Cas.  29  mayo  1902. 
Pas.  1902.  1.  255,>r.  Belg.  1902.  1418). 

Resultaba  de  la  sentencia  atacada,  que  Pier- 
loz,  receptor  comunal,  y  como  tal,  acreedor  de 
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Emilio  Gilkens  con  motivo  de  las  imposicio- 
nes, hizo  embargar,  después  de  una  notifica- 
ción de  apremio,  los  muebles  de  la  casa  ocupa- 
da por  Emilio  Gilkens  y  su  hermana  Leonía, 
demandantes  en  casación.  Leonía  Gilkens  se 
opuso  ñ  la  venta  de  los  muebles  embargados, 
declarando  que  estaban  indivisos  entre  ella  y 
su  hermano;  Pierios  entabló  en  seguida  de- 
manda de  partición  en  virtud  del  artículoll66 
del  Código  Civil  (1). 

Como  defensa,  tos  demandantes  en  casación 
opusieron  cierta  convención  de  indivisión  cele-i 
brada  entre  ellos  el  30  de  marzo  de  1901.  Los 
jueces  de  la  causa  desecharon  este  recurso 
por  dos  motivos;  el  primero  fundado  en  que  la 
convención  era  improcedente  por  ser  tardía, 
habiendo  sido  hecha  al  día  siguiente  al  de  la 
citación  en  conciliación;  el  segundo  motivo  es- 
taba enunciado  en  estos  términos:  "parece  no 
halier  tenido  otro  objeto  que  el  de  impedir  que 
el  demandante  Pierloz  ejerciera  sus  derechos 
de  acreedor,  y  aún  en  esta  calidad  no  podría 
considerársela  sino  como  hecha  en  fraude  de 
estos  derechos,  lo  cual  le  permitiría  pedir  su 
nulidad".  La  Corte  de  Casación  resuelve  que 
las  consideraciones  expuestas  de  este  modo 
por  el  tríbunal  no  tienen  otro  fin  que  rechazar 
una  excepción  opuesta  á  la  demanda  de  parti- 
ción, y  no  constituyen  en  absoluto  la  sustitu- 
ción de  esta  acción  por  otra  cu^'a  iniciación  se 
indica  sólo  como  una  eventualidad. 

c)  Pacto  comisorio  tácito.— Contrato 
unilaterál  á  título  oneroso 

La  condición  resolutoria,  para  el  caso  de 
que  una  de  las  partes  no  cumpla  su  compromi- 
so, sólo  se  subentiende  en  los  contratos  sina- 
lagmáticos y  no  en  los  contratos  unilaterales 
á  título  oneroso  tales  como  el  préstamo  con 
interés.  (Bruselas  9  nov.  1901,  Fas.  1902. 
2.Jur.  Bc'lg.  1902. 1388). 

Esta  cuestión  muy  discutida,  se  presentó 
ante  la  Corte  de  Bruselas  del  modo  siguiente: 
Van  Bastelatr  portador  de  seis  obligaciones  de 
la  sociedad  'TElectrique"  pedía  que  se  le  reem- 
bolsaran porque  dicha  sociedad  no  había 

(1)  «Art.  1166.—  Sin  embaí  go,  los  acreedore» 
pueden  ejercer  todos  loi  derechos  y  acciones  de  su 
dendor,  mIto  aqneUofi  exclonivamcnte  perronales*. 


cumplido  las  estipulaciones  de  la  convención 
entre  las  partes  en  lo  relativo  á  la  amortiza- 
ción, lo  que  autorizaba,  según  él  decía,  á  los 
obligatarios  á  pedir  su  resolución. 

La  Corte  deduce  la  solución  que  adopta  del 
texto  y  de  .los  trabajos  preparatorios  del  ar- 
tículo 1184  del  Código  Civil,  elementos  de  los 
cuales  se  desprende  únicamente  que  los  auto- 
res del  Código  quisieron  extender  la  resolución 
tácita  á  todos  los  contratos  sinalagmáticos^ 
en  tanto  que  en  los  países  de  derecho  escrito 
no  era  admitida  sino  para  los  contratos  inno- 
minados. La  sentencia  invoca  por  fin  las  dis- 
posiciones particulares  que  admiten  la  resolu- 
ción, por  inejecución,  de  ciertos  contratos  uni- 
laterales (arts.  1912, 1913,  2037y  20S2|,Io 
que  demuestra  que  esta  resolución  no  es  una 
regla  que  pueda  aplicarse  á  todos  los  con- 
tratoti. 

D.- Prueba 

a )  Coaíesión.-^Indtvisibiíidad.— InterrogRto- 
rio  sobre  hechos  y  artículos.— -DivisibUidati 

El  principio  de  la  indivisibilidad  de  la  con- 
fesión no  se  puede  aplicar  cuando  se  reconoce 
que  las  declaraciones  hechas  en  un  interroga- 
torio sobre  hechos  y  artículos  son  inexactas, 
falsas  ó  por  lo  menos  sospechosas,  sea  porque 
no  concucrdan  entre  ellns.  sea  porque  no  co- 
rresponden con  otroselenientffi*  auténticos  del 
proceso  (Bruselas,  10  de  febrero  de  1902, 
Píis.  1902,  2.  314). 

b)  Cmn  juzgada. — Falta  de  controversia.— 

en  unciación  por  el  jaez 

Un  hecho  ó  un  derecho  que  no  ha  sido  obje- 
to ni  de  conclusiones,  ni  de  discusiones  entre 
las  partes,  no  puede  nunca  servir  de  base  á  la 
cosa  juzgada,  aun  cuando  el  juez,  sea  en  la 
parte  dispositiva,  sea  en  los  fundamentos  mis- 
mos de  su  decisión,  lo  hubiere  enunciado  6  ad- 
mitido expresamente  como  un  hecho  (Bruse- 
las, 22  junio,  1902. /ur.  Belff.  1902, 1334). 

c)  Cosa  juzgada.— Acción  entablada  á  aom- 
hre  de  un  hospicio  no  aniorizado. — La  mis- 
ma acción  intentada  á  nombre  de  este  hos- 
picio autorizado. 

Si  la  demanda  de  un  hospicio  extranjero 
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para  ]a  entrega  de  un  legado,  ha  sido  decla- 
rada inadmisible  é  infundada,  porque  en  la 
época  en  que  entabló  su  acción  no  estaba  ni 
reconocido,  ni  autorizado  en  Bélgica,  puede 
obrar  ulteriormente  con  el  mismo  objeto  si  ba 
sido  autorizado  para  ejercer  el  derecho  que  re- 
clama por  un  acto  de  autoridad  competente, 
y  puede  sostener  que  esa  autorización  consti- 
tuye el  reconocimiento  exigido  por  el  primer 
fallo  como  condición  de  1á  admisibilidad  de  su 
acción.  No  puede  oponérsele  en  este  caso  la 
excepción  de  cosa  juzgada. 

No  hay  identidad  de  persona  si,  cuando  se 
entabló  la  primera  acción,  este  establecimien- 
to extranjero  fué  representado  por  una  per- 
sona sin  personería,  y  si,  cuando  se  entabla  la 
segunda  acción,  constituye  un  sér  moral,  regu- 
larmente organizado  según  la  ley  del  país  de 
su  origen,  que  obra  por  medio  de  sus  represen- 
tantes legales  y  ha  sido  autorizado  por  el  Go- 
bierno belga  (Gante,  29jun.  1901.  Fas.  1902. 
2.  17.  y  sobre  recurso:  Cas.  20  marzo  1902. 
Pas.  1902. 1.  181. y«r.  Belg.  1902.  1121. 


t\)  Cusa  Juzgada. — La  fallo  interlocutorío  no 
obliga  al juez 

Unfalloque,  para  mejorresolverordena,una 
verificat'ión,  no  obliga  al  juez  en  sentido  de- 
terminado (Cas.  14  abr.  1902,  Pas,  1902.  1. 
198.) 

El  fallo  apreciailo  de  este  modo  por  la  Corte 
Suprema  (Corte  de  Apelaciones  de  Liejn,  25 
jul.  1901),  era  definitivo  en  cuanto  resolvió 
que  el  demandante  estaba,  en  la  calidad  de 
destilador  agrícola,  sometido  á  un  derecho  de 
patente,  que  este  derecho  debía  regularse  con- 
forme á  cierta  disposición  legal,  pero  se  limi- 
taba, en  lo  demAs,  á  ordenar  á  laa  partes  qne 
dieran  cuenta  de  la  cantidad  de  materias  pri- 
mas empleadas  realmente  por  el  demandante 
en  su  dfstilería  agrícola  eh  1896,  1897,  1898 
y  1899;  sobre  este  punto,  prescribía,  pues,  una 
prueba  ó  verificación  antes  de  pronunciarse  en 
derecho,  lo  que  es  de  la  esencia  de  ladefiniáón 
misma  de  las  sentencias  reputadas  ínterlocu- 
torios  por  el  artículo  452  del.  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil. 


ESPAÑA 


TKIBUNAL  SUPRKHO  ll  DB  FKBKBRO  DK  1903 

Socierlad;  forma  adoptada  para  su 
coastitudón 

Que  autorizada  por  contrato  la  junta  gene- 
ral de  una  sociedad  para  acordar  en  su  día  su 
uonttnuación  ó  liquidación  y  la  forma  de  lle- 
var á  efecto  cualquiera  de  los  dos  extremos,  la 
palabra  forma  no  puede  tener  otra  interpreta- 
ción que  la  que  le  da  el  artículo  122  del  Códi- 
go de  Comercio,  al  disponer  que,  por  regla 
general,  las  compañías  mercantiles  se  constt. 
tuirán  adoptando  alguna  de  las  formas  de  co- 
lectiva, comanditaría  ó  anónima,  y  en  tal  con- 
cepto, acordando  la  junta  la  continuadón  de 

lURIS.  EXTRANJ. 


la  Sociedad,  dándole  la  forma  de  anónima  en 
vez  de  la  de  comanditaría  que  hasta  entonces 
hubiera  tenido,  se  ajustaría  á  los  términos  del 
contrato.  ' 

Que  entendiéndolo  asi  la  Sala  sentenciadora, 
no  infringe  los  artículos  117,  121,  148,  153, 
218,  219,  222  y  224  del  Código  de  Comercio, 
1091  y  1281  del  Código  Civil. 

Que  supuesta  la  validez  de  dicha  transfor- 
mación, no  constituye  motivo  suficiente  para 
afectarla  la  infracción  de  los  artículos  122  y 
168,  párrafo  4^  del  Código  de  Comercio,  sólo 
estimables  cuando,  dados  los  términos  de  los 
estatutos  sociales,  se  interpreten  en  sentido 
contrario  á  los  preceptos  de  la  ley. 

10 


Digitized  by 


66 


TBRCUK&  PARTE 


TRIBUNAL  SUPRKUU  17  UK  PRBRBKO  DB  1903 

Bxpresióo  de  la  disposición  Jegal  infringida 

Que  la  cita  de  números  del  artículo  1692  de 
la  ley  de  enjuiciamiento  civil  s61o  puede  pro- 
ducir el  efecto  de  determinar  cuál  sea,  en  tre  los 
diferentes  casos  de  casación,  el  que  autorice 
la  propuesta  del  recurso  por  infracción  de  ley. 

Que  la  del  artículo  524  de!  mismo  cuerpo 
legal  sólo  cabe  referirla  á  una  infracción  rítua- 
ría,  qae  notoriamente  no  contiene  ni  puede 
producir  incongruencia,  no  á  la  violación,  in- 
terpretación ó  aplicación  indebida  de  leyes  ó 
doctrinas  aplicables  al  caso  del  pleito. 

Que  según  lo  dispuesto  en  el  caso  cuarto  del 
artículo  1727  de  la  ley  procesal,  se  hace  imposi- 
ble la  admisión  del  recurso  de  casación  cuando 
en  él  no  se  expresa  cuál  sea  la  disposición  le 
gal  infringidaporlasentenciaque  se  impugna 

TRIBUNAL  8UPRBMO.— 18  DB  FBBRBRO  DB  1903 


Resoluciones  contradictorias;  procedencia 
del  recurso 

Que  conforme  al  artículo  1692  núm.  4^  de 
la  ley  de  enjuiciamiento  civil,  procede  el  recur- 
so de  casación  cuando  el  fallocontenga  dispo- 
siciones contradictorias. 


TRIBUNAL  SUPRBHO  20  I>B  FRBRRRO  DB  1903 

Casación  por  infracción  de  la  ley  Motivos 

re&rentes  á  puntos  no  tratados  en  ¡a  sen- 
tencia; supuestos  inexactos. 

Que  son  improcedentes  los  motivos  del  re- 
curso referentes  á  puntos  de  que  no  se  ocupa 
la  sentencia  recurrida. 

Que  no  procede  el  recurso  de  casación  cuyos 
motivos  se  fundan  en  supuestos  inexactos. 

TRIBUNAL  SnpKBUO  10  DK  JULIO  DE  1903 

Omisiones  efe  las  sentencias.— Adiciones;  su 
tramitación 

Que  se  hallan  autorízadosexplícitamentelos 


tribunales,  por  el  artículo  363  de  la  ley  de  en- 
juiciamiento civil,  para  suplir  cualquiera  omi- 
sión que  contengan  sus  sentencias,  adicionán- 
dolas, á  instancia  de  parte  Ó  de  oficio,  al  día. 
siguiente  de  su  publicación,  sin  que  dicho  pre- 
cepto procesal  contenga  disposición  que  obli- 
gue á  dar  traslado  del  escrito  en  que  la  adi- 
ción se  solicite,  ni  lo  consienta  lo  perentorio 
del  plazo  señalado  para  pedir  y  resolver. 

TRIBUNAL  SUPRRHO.— 10  DE  JULIO  DB  1903 

Incidente  de  costas.— Paraligación  del  Juicio 
principal 

Que  el  auto  que  manda  entregar  al  procura- 
dor de  una  parte,  las  costas  é  indemnización 
correspondientes  á  un  incidente  en  que  ha  sido 
condenada  la  contraria,  no  impide  en  modo 
alguno  la  continuación  del  pleito  príniñpal  de 
donde  dicho  incidente  dimana,  por  lo  que 
aquél  no  tiene  el  concepto  de  definitivo,  ni  po- 
ne término  al  pleito  haciendo  imposible  su 
continuación. 

Que  en  virtud  de  lo  expuesto,  según  el  nú- 
mero 3^  del  articulo  1729  de  la  ley  procesal, 
en  relación  con  los  números  primeros  de  los 
artículos  16,  90  y  1728  de  la  misma  ley,  no 
es  admisible  el  recurso  interpuesto  contra  di- 
cho auto. 

TRIBUNAL  SUPREMO.— 11  DB  JULIO  DB  1903 

Apreciación  de  la  prueba. — Facultad  soberana 
del juez  de  la  causa. — Prueba  testimonial 

Que  según  reiterada  jurisprudencia  cuando 
el  criterio  judicial  se  forma  por  la  combina- 
ción de  todos  los  elementos  de  prueba  apre- 
ciando en  conjunto  las  practicadas,  no  es  líci- 
to en  casación  impugnarlas  por  separado  ni 
sustituir  el  criterio  del  recurrente,  fundado  en 
algunos  documentos  al  que  por  la  concurren- 
cia de  todos  los  medios  de  prueba,  ha  formado 
el  Tribunal  sentenciador  en  uso  de  sus  exclusi- 
vas atribuciones. 

Que  según  tiene  repetidamente  declarado  d 
Tribunal  Supremo  incumbe  tan  sólo  al  senten- 
ciador apreciar  el  resultado  de  la  prueba  testi- 
fical, sin  más  limitación  que  las  reglas  de  sana 
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crítica  no  contenidas  en  ningún  precepto  de  la 
ley  ni  de  doctrina,  no  hallándose  establecida 
cosa  alguna  en  laa  condiciones  qu«  han  de 
concurrir  en  los  testigos  para  que  sus  declara- 
ciones ae  estimen  como  expresión  exacta  de  la 
verdad. 

TRIBUNAL  SUPREMO.— 27  DEJÜUO  DE  1903 

Competencia.  — Acción  rescisoria.  —  CutnpJÍ- 
miento  de  contrato 

Que  es  juez  competente  para  conocer  de  la 
rescisión  de  un  contrato,  el  del  lugar  donde  el 
mismo  contrato  debe  cumplirse,  porque  siendo  . 
la  acción  rescisoria  personal  por  su  natura- 
leza, no  puede  dejar  de  aplicarse  &  ella  el  prin- 
cipio regulador  de  las  competencias,  estable- 
cido en  la  primera  de  las  reglas  del  articulo 
62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  de  obli- 
gada observancia  en  las  acciones  personales 
cuando  las  partes  no  se  hayan  sometido  á 
otro  juez  expresa  6  tácitamente. 

Que  es  doctrina  repetidamente  declarada 
por  el  Tribunal  Supremo,  que,  salvo  pacto  en 
contrario,  cuando  la  cosa  vendida  hubiese  de 
transportatse  á  lugar  distinto  de  aquel  en  que 
se  encontrase,  debe  entenderse  que  el  primero, 
ó  sea  el  del  destino,  es  el  en  que  el  contrato  ha 
de  cumplirse,  á  menos  de  que  resulten  indicios 
suficientes  para  presumir  que  la  remesa  se  hi- 
ciera ó  hubiera  de  hacerse  por  cuenta  y  riesgo 
del  comprador. 

TRIBUNAL  8UPRKM0.— 9  DE  SRPTIBUBRH 
DB  1903 

Jnex  competente—Pago  de  honorario. — 
Abono 

Que  demandando  un  letrado  el  pago  de  ser- 
vicios profesionales,  es  juez  competente,  no  el 
del  bufete  y  domicilio  donde  aquel  hubiese  sido 
requerido  al  efecto,  aun  cuando  en  el  estudiase 
el  caso  y  afín  trazara  la  dirección  que  debiera 
dársele,  sino  el  del  lugar  donde  prestó  dichos 
servicios,  encaminados  á  gestionar  directa- 
mente ante  tribnnales,  á  cuya  residencia  hu- 
biese necesitado  trasladarse,  el  asunto  que  se 
le  hubiere  encomendado. 


Que  la  circunstancia  de  habérsele  abonado 
á  cuenta  en  el  lugar  de  su  domicilio,  no  es  por 
BU  naturaleza  demostrativa  de  que  por  conve- 
nio de  las  partes  tuviera  que  cumplirse  alH  el 
contrato,  ya  que  un  abono  así  realizado  sólo 
significa  la  conveniencia  mutua  y  accidental 
de  las  partes. 

TRIBUNAL  SUPREMO.— 22  DE  SEPTIEMBRE 

DE  1903 

mecución  de  sentencias.— Nulidad 
de  actuaciones 

Que  aparte  de  que  en  diligencias  de  ejecu- 
ción de  sentencia  sólo  puede  proceder  el  re- 
curso de  casación  cuando  se  dicte  en  ellas  re- 
solución que  contradiga  lo  ejecutoriado  6  con 
la  que  se  resuelva  una  cuestión  sustancial 
nueva  no  debatida  en  el  pleito  ni  decidida  en 
la  sentencia,  según  precepto  terminante  del 
articulo  1695  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil, es  lo  cierto  que,  de  conformidad  con  la 
jurisprudencia  constante  y  repetida  del  Tri- 
bunal Supremo,  los  autos  dictados  en  un  inci- 
dente de  nulidad  de  actuaciones,  no  merecen 
el  concepto  de  sentencia  definitiva,  porque  ta- 
les resoluciones  no  obstan  ni  ponen  término  á 
los  procedimientos  principales  en  que  se  ori- 
ginan. 

TRIBUNAL  SUPREMO  -25  DB  SEPTIEMBRE  DE 

1903 

Volun  tad  del  testador.—Sustitución  vulgar.— 
Fidei  comiso 

Que  instituyendo  el  testador  heredero  desús 
bienes  en  primer  lugar  á  uno  desushijosy  álos 
de  éste,  y  á  falta  de  todos  ellos,  en  segundo  lu- 
gar, á  otro  de  sus  hijosyálosdel  mismo,  dispo- 
nieiulo  además  que  se  guarde  siempre  el  orden 
depriniogenitura,  es  manifiesto  que  estableció 
una  institución  vulgar  y  no  fideicomisaria  en 
fevor  de  sus  nietos,  puesto  que  sobre  ser  in- 
controvertible que  en  tal  disposición  testamen- 
taria no  se  impone  expresamente  al  hijo  que 
llegare  á  ser  heredero  el  gravamen  de  conser- 
var la  herencia  para  que  recayera  en  su  pri-< 
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mogénito,  lo  es  también,  que  tampoco  se  im- 
puso tácita  6  indirectamente  ese  gravamen, 
dado  que,  lejos  de  llamar  el  testador  á  sus  nie- 
tos al  disfrute  de  la  herencia  para  después  de 
haberla  poseído  el  padre»  limitóse  á  llamarlos 
en  sustitución  del  mismo  por  orden  de  primo- 
genitura,  dando  conelloáentenderdaramente 
que  sólo  quiso  sustituir  en  lugar  del  hijo  que 
no  llegase  á  ser  heredero  al  nieto  en  quien  con- 
curriese la  calidad  de  primogénito,  con  exclu- 
sión de  los  demás  nietos  que  pudieran  existir 
al  causarse  la  sucesión  hereditaria. 

Que  entendiéndolo  así  la  sala  sentenciadora, 
no  infringe  las  leyes  del  Digesto  y  la  16  título 
42  libro  6^  del  Código,  De  fideicomisís,  con 
arreglo  A  las  cuales,  las  disposiciones  testa- 
mentarias han  de  entenderse  en  el  sentido  lite- 
ral de  sus  palabras,  debiendo,  caso  de  ofrecer- 
se cualquiera  duda,  observarse  lo  que,  según 
el  mismo  testamento,  parece  más  conforme 
con  la  voluntad  del  testador. 

TRIBUNAL  8UPRBHO.— 26  DB  SBPTIRHBSB  OB 

1903 

Personeríti. —Excepción  dilataría 

Que  según  el  párrafo  cuarto  del  artfculo533 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  la  falta  de 
personalidad  en  el  demandado  consiste  en  que 
éste  no  tenga  el  carácter  ó  representaciúu  coi\ 
que  se  le  demanda,  circunstancia  meramente 
formal  que,  siendo  constitutiva  de  una  excep- 
ción dilatoria,  no  puede  confundirse  con  las  re- 
ferentes á  la  cuestión  principal  del  pleito,  ósea 
las  perentorias  que  al  mismo  demandado  asis- 
tan para  contradecir  los  hechos  en  que  se  fun- 
de la  acción  y  oponerse  á  la  demanda. 

TRIBUNAL  SUPRBUO.— 29  DB  SEPTIRHBKU 
DB  1903 

Imptoceáeacia.—Menciótt  de  la  kj  ó  doctrína 
iañingida— Indeterminación  de  perjuicios 

Que  no  son  de  estimar  en  casación  los  erro- 
res de  derecho  que  se  atribuyan  al  Tribunal 


Sentenciador,  sin  citar  ley  ni  doctrina  que  los 
demuestre. 

Que  no  procede  la  indemnización  de  perjui- 
cios, cuando  no  se  patentizan  los  que  se  supo- 
nen cansados. 

Que  no  son  de  estimar  en  casación  los  ni  o  ti- 
vos  del  recurso  en  los  cuales  se  hace  supuesto 
de  la  cuestión  con  afirmaciones  contrarias  al 
juicio  del  Tribunal  Sentenciador  no  impugrna- 
do  legalmente. 

TRIBUNAL  tUPRBHO  3  DB  OCTUBRB  DB   1  OOS 

Alcance  de  ta  palabra  "hijo". — Herencia 

Que  es  doctrina  corriente  que  en  la  institu- 
ción hereditaria  en  la  palabra  fhifos),  se  com- 
prenden los  nietos,  á  no  ser  estos  expresamen- 

te  excluidos. 

TRIBUNAL  SUPRBMC— 7  DB  OCTUKRB  DB  1903 

Remate  de  bienes  embargados  Trans^rea- 

cia  del  dominio.— Beneñcio  de  inventarío.— 
Derecho  del  heredero. — Omisiones  del  ioTcn-  - 
tarío. 

Que  por  la  sola  virtud  de  la  sentencia  de  re- 
mate que  se  dicte  en  juicio  ejecutivo,  no  se 
transmite  al  acreedor  ejecutante  el  dominio  so- 
bre los  bienes  embargados  á  su  instancia,  ni 
sobre  el  precio  en  que  judicialmente  se  hubie- 
ren vendido,  por  lo  cual  es  doctrina  inconcusa 
sancionada  en  el  artículol533de  la  ley  de  P^n- 
juiciamiento,  que  ínterin  no  se  realice  el  pago 
á  dicho  gecutante,  puede  un  tercer  acreedor 
del  deudor  común  reclamar  el  preferente  pngo 
de  su  crédito. 

Que  es  inconcuso  que  el  heredero  á  beneficio 
de  inventario  conserva  los  derechos  y  acciones 
que  tuviera  contra  el  difunto. 

Que  la  omisión  de  determinados  bienes  en 
inventarío  formado  para  aceptar  la  herencia 
á  beneficio  deéstcpor  el  heredero,  no  lleva  con- 
sigo la  pérdida  de  dicho  beneficio,  si  tal  omi- 
sión no  fué  maliciosa  ni  aparece  que  ,se  hiciera 
á  sabiendas  Ó  con  el  propósito  de  perjudicar  á 
tercero. 
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ObllgaoíoneB  y  oontratoe  espeoiales 

Por  M.  Reilé  Demogue 

Pi-ofexar  <igrrgudo  li  ¡ti  Fnculiad  dé  Dfrerho  flr  ¡n 
(biiifriiitiad  de  LUlf 

I.— Obligaciones  en  genbral 
Prueba  de  las  obligaolones 

A.  — Fuerza  probatoria  dei  instrumento  prív/t^ 

do  depositado  en  ana  notaría 

Algnnos  fallos  antiguos  reconocieron  que 
el  depósito  de  un  instrumento  privado  en  una 
notaría  le  confíete  autenticidad,  pero  sólo  res* 
pecto  de  las  partes  que  han  participado  en  el 
depósito  ó  han  consentido  en  él.  (Cas.  29  de 
marzo  1852  (S.  52.1.385).  Un  fallo  de  la  Corte 
de  Pottiersde  4  de  diciembre  de  1899  (S.  1903 
2.24),  ha  vuelto  á  consignar  esta  doctrina. 

B.  —¿Es  indivisible  ¡a  con&sión  extrujttdiciaJ? 
La  confesión  eztrajtidicial  no  ha  sido  reglft- 

lURIS.  BXTRANJ. 


mentada  por  la  ley  (2).  Puede  preguntarse 
principalmente  si  es  divisible  ó  indivisible.  La 
doctrina  reconoce  á  veces  que  en  principio  no 
se  la  podría  dividir.  (V.  Huc  t.  VIII,  número 
347,  in  ñne),  Anbry  et  Rau  estiman  que  no  es 
así  y  que  todo  está  aquí  entregado  á  la  pru- 
dencia de  los  tribunales  que,  sin  exponerse  á  la 
censura  de  la  Corte  de  Casación,  pueden  siem- 
pre dividir  una  confesión  (t.  VIII,  p.  180).  La 
primera  solución  acaba  de  ser  corroborada 
por  un  fallo  de  la  Corte  de  Grenoble  de  12  de 
junio  de  1901  (D.  1903.2  209):  la  confesión 
extrajudícial  dice,  no  es  forzosamente  indivisi- 
ble; pero  no  debe  dividírsela  arbitrariamente; 
sólo  puede  dividirse  cuando  las  declaraciones 
accesorias  que  la  acompañan  parecen  viciadas 
por  contradicciones  y  mentiras.  Esta  solución 
no  es  de  ningún  modo  contraría  á  la  íuríspru- 
dencia  anterior  y  especialmente  á  un  fallo  de 
la  Corte  de  Amiens  de  31  de  julio  de  1895 
(D.  96.2.419)  que  está  enteramente  de  acuer- 

(1)  De  la  €Bevae  trímeRtríelle  de  Droit  Civil.» 
(-2)  Véanse  los  artíoalos  388  y  381  del  Cádigo  dé 
Procedimiento  Civil  chileno. 
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dn  con  esta  teoría  porque  precisamente  hace 
notar  contraclieciones  en  la  confesión  rendirla. 
Esta  solución  ríe  la  Corte  ríe  Grenoble  es  pru- 
dente y  merece  formar  jurisprudencia. 

Efectos  de  las  obligraciones 

\.— Derechos  que  el  nerecdor  ptiede  ejercer  il 
nombre  del  detidór 

¿Oué  (lereclioR  confiere  el  artículo  11G6  del 
Código  Civil  (1)?  ¿Qué  actos  puede  ejecutar  el 
acreedor  á  nombre  de  su  deudor  sin  haber  ob- 
tenido subrogación  de  éste?  ¿Lle^^a  el  artículo 
11  Gti  hasta  autorizar  al  acreedor  para  prac- 
ticar un  embargo  que  habría  podido  hacer  el 
deudor  en  manos  de  un  tercero?  I^os  fallos  an- 
tiguos nofavorccen  estas  pretensiones, peroen 
estos  últimos  años  ha  habido  igual  número 
de  fallos  de  las  Cortes  de  Apelaciones  eu  am- 
bos sentidos.  Puede  citarse  á  favor  del  derecho 
del  acreedor  un  fallo  de  la  Corte  de  Díjon,  de 
17  de  febrero  de  1897  (D.  98.2.31)  y  en  senti- 
do contrario  un  fallo  de  Poitiers,  de  24de  ene- 
ro de  1889  (D.  90.2.97).  Ultimamente  se  ha 
vuelto  á  hacer  notar  la  divergencia  entre  un 
fallo  de  la  Corte  de  Chambéry,  ríe  13  ríe  mayo 
de  1902  que  reconoce  el  derecho  del  acreedory 
otro  fallo  en  sentido  contrario  de  la  Corte  de 
París  de  7  ríe  íebrero  de  1902(D.  1903.2.230»). 
La  Corte  de  París  invoca  esta  razón:  que  si 
bien  el  artículo  1160  autorizó  A  losacreedores 
para  ejercer  los  derechos  y  acciones  de  su  deu- 
dor sin  que  sea  necesaria  una  subrogación  ju- 
dicial, no  los  autoriza  para  tomar  posesión 
por  autoridad  privada,  de  los  bienes  de  su 
deudor  por  medio  de  un  apremio  6  de  una  eje- 
cución que  puede  llegar  hasta  el  embargo  de 
inmuebles.  La  Corte  de  Chambéry  sr^Io  ha 
contestado  débilmente  este  argumento  soste. 
niendo  el  alcance  general  del  artículo  1166. 

Tal  vez  habría  sido  oportuno  dar  una  res- 
puesta más  directa  á  la  alimentación  repro- 
ducida por  la  Corte  de  París  y  se  habría  podi- 
do hacer  la  siguiente  observación:  esta  subro- 

(1)  mAkt.  i  16*}.  Siuembai^,  los  acreedores  pue- 
den ejercer  todos  loa  derechos  y  acciones  de  su  deo- 
dor, con  excepción  de  aqnellott  que  son  exclusiva- 
mente pereonaleii.» 


gación  judicial  que  parece  exigirse  aquí  por 
excepción  para  que  el  acreedor  pueda  practi- 
car un  embargo  en  lugar  de  su  deudor  no  es 
posible.  En  general,  el  artímilo  1166  permite 
al  acreedor  obrar  &  nombre  de  su  deudor  sin 
snln-ogación.  Si  no  acepta  nuestra  hipótesis 
¿con  qué  rlerecho  puede  un  tribunal  subrogar 
un  acreedor  &  su  deudor  en  el  derecho  de  prac- 
ticar un  embargo?  Esta  subrogaaón  no  se 
basa  en  ningún  artículo.  Lm  tribunales  no 
tienen  un  poder  soberano  para  traspasar  así 
un  derecho  de  una  persona  á  otra.  Y  entonces 
hay  que  optar  por  una  de  estas  dos  cosas:  6 
hay  que  arloptar  el  sistema  de  la  Corte  de 
Chr.mbéry,  aplicar  el  artículo  1166  y  el  dere- 
cho de  embargoejercidosinsubrogadón  6  hay 
que  decir:  el  embargo  no  será  nunca  posible  t 
el  artículo  1166  será  muchas  veces  una  arma 
inútil  para  el  acreedor,  lo  que  es  difícil  admi- 
tir. Por  lo  demás,  bajo  el  punto  de  vista  prác- 
tico, el  fallo  de  la  Corte  de  Chamliéry  parece 
no  ofrecer  inconveniente;  nosecolocaría  como 
dice  la  Corte  de  París,  al  deudor  bajo  una  ver- 
dadera tutela,  ya  que  el  artículo  1163  supone 
siempre,  para  ¡aplicarse,  la  existencia  de  un 
deudor  insoWente  6  negligente. 

R  De  Ifí  transmisión  de  los  crfditos  al 

portador 

Rara  vez  la  jurisprudencia  ha  tenido  que  re- 
conocer el  principio  de  que  los  títulos  al  porta- 
dor, que  no  sean  títulos  de  Bolsa,  escapan  al 
artículo  1690  del  Código  Civil  en  cuanto  á 
su  transmisión  (V.  Cas,  14  febrero  1877, 
S.  77.2.72.— París,  6juUo  1876,  S.  76.2.234..» 
Haremos  notar  en  este  sentido  una  sentencia 
de  la  Corte  de  Orléans,  de  29  de  junio  de  1901 
(D.  1903.  2.  241).fallando  una  cuestión  de  bo- 
nos dados  á  los  obreros  en  pago  de  sus  sala- 
ríos. 

Este  fallo  agrega  que  el  deudor,  en  caso  de 
que  el  bono  fuera  un  crédito  ordinario,  someti- 
do al  artículo  1690y  no  un  título  al  portador, 
se  consideraría  como  habiendo  realizado  váli- 
damente el  transporte  erga  omnes,  por  una 
simple  aceptación  tácita.  Esa  solución  nos  pa- 
rece en  todo  conforme  con  la  jurisprudencia  de 
la  Corte  de  Casación.  Basta,  para  convencerse 
de  ello,  leer  el  fallo  de  la  sala  de  admúibilid^ 
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dd  6  de  febrero  de  1878  (D.  78.  1.  575.)  Los 
considerandos  v  el  informe  del  consejero,  esta- 
'  '  blecen  formalmente  esta  doctrina.  (V.  sin  em- 
'  -  '  bargo  en  sentido  contrario,  acerca  del  alcance 
*'  '  de  este  fallo,  Baudry-Lacantineñe  et  Saignat. 
^•r  ■  /a  Ycata,  número  792.) 

r..-.  C— ¿Puede  resultar  la  solidaridad  en  una  coa- 
f-"  vención^  de  Ja  imposibilidad  de  ñjar  la  parte 

de  cada  deudor  en  la  deuda? 

Un  comerciante  provee  de  artículos  de  con- 
sumo á  una  familia  compuesta  del  padre  y  de 
hijos  mayores,  que  todos  ganan  salario.  La 
.  Corte  de  Casación  yaba  admitido  que  había 
obligación  solidaria  de  toda  la  familia  si  ello 
resultaba  de  la  convención  (Keq.  4  febrero 

.  lyOl,  D.  1902. 1.422).  Aún  no  ha  resuelto  nada 

para  el  caso  de  faltar  la  convención.  El  tribu- 
nal de  paz  de  Dunkerque haadmitido  la  misma 
solución.  El  padre  ha  contratado  á  la  vez  A 
su  nombre  y  á  nombre  de  sus  hijos  mayores. 
Todos  están,  pues  obligados,  y  como  es  impo- 
sible determinar  la  parte  de  cada  uno  en  la 
deuda,  procede  una  condenación  solidaria  (10 

'  enero  1901,  D.  1903.  2.  305).  Esta  afirmación 

nos  parece  muy  discutible.  Sin  duda  puede  ser 
bueno  y  práctico,  para  asegurar  el  crédito  del 
obrero,  el  establecer  una  obligación  solidaria, 
pero,  ¿es  eso  posible  fundándose  en  la  argu-. 
mentación  del  tribunal  de  Dunkerque?  Sin  duda 
que  hay  obligaciones  delictuosas  que  hay  que 
declarar  solidarias;  porque  es  imposible  fijar, 
aun  aproximativamente,  la  parte  de  responsa- 
bilidad de  cada  uno,  si  cada  persona  ha  come- 
tido una  falta,  bastante  por  sf  sola  para  cau- 
sar el  daño  entero.  Pero  aquí  pasa  otra  cosa. 
Se  puede,  en  rigor,  fijar  por  cabeza  la  parte  de 
obligación  que  pesa  sobre  cada  uno.  A  lo  sumo 
habría  sido  admisible  la  solidaridad  fundán- 
dola, como  propone  Mr.  Planiol  en  una  nota 
al  pie  del  fallo,  en  la  indivisibilidad  de  la  pro- 
visión que  resultara  de  la  intención  tácita  de 
las  partes. 

V).— Acción  del  asegurador  sobre  la  vida  con- 
tra el  autor  del  accidente  que  ba  causado  la 
muerte  ai  asegurado. 

Una  persona  ha  asegurado  su  vida.  Acaba 
de  morir  debido  á  un  accidente  causado  por  la 


culpa  de  un  tercero.  La  Compañía  que  ba  pa- 
gado el  monto  del  seguro  ¿puede  ejercer  alguna 
acción  contra  el  tercero  culpable? 

Dos  fallos  acaban  de  resolvernegativamente 
esta  cuestión;  el  uno  de  la  Corte  de  Amiens  de 
4  de  diciembre  de  1902  (D.  1903.  2.  313);  el 
otro  de  la  Corte  de  París  de  27  de  marzo  de 
1903  (S.  1903.  2,  257  y  la  nota  de  Mr.  Wahl). 
La  cuestión  presenta  una  doble  dificultad.  Se 
trata  de  saber,  en  términos  generales,  si  el  ase- 
gurador, habiendo  pagado  la  indemnización 
prometida,  puede  dirigirse  contra  el  tercero, 
autor  del  accidente.  Este  punto  ha  sido  mu- 
chas veces  resuelto.  (Cas.  civ.  12  agosto  1872, 
S.  72.  1.323  y  4  de  marzo  de  1902,  D.  1903. 1, 
183,  y  pág.  654  de  la  Revista,  año  1903)  y  la 
jurisprudencia  ha  reconocidoal  asegurador  un 
derecho  propio  contra  el  autor  del  accidente. 
La  Corte  de  Amiens  desecha  esta  solución. 
Al  mismo  tiempo  promueve  una  cuestión  más 
delicada  aún  yhacenolarque  el  seguro  de  vida 
presenta  caracteres  especíales:  es  un  contrato 
esencialmente  aleatorio;  la  compañía,  median- 
te el  pago  de  primas  fijas  toma  el  compromiso 
de  pagar  al  asegurado,  en  una  época  determi- 
nada, ó  á  sus  representantes,  si  fallece  antes  de 
esa  época,  el  monto  del  seguro.  Blla  toma  á  su 
cargo  todos  los  riesgos  de  muerte;  la  muerte  á 
consecuencia  de  un  accidente  entra  en  las  pre- 
visiones de  la  póliza  sin  que  proceda  distinguir 
si  este  accidente  es  ó  no  imputable  á  un  ter- 
cero. 

El  argumento  parece  snsiKchoso.  En  efecto, 
¿en  qué  fundar  jurídicamente  esta  idea  de  que 
la  compañía  toma  sobre  sí  los  riesgos  del  acci- 
dente? No  puede  ser  sino  sobre  una  renuuna 
presumida.  Y  esta  renimcia  no  es  válida;  no  se 
puede  renunciar  de  antemano  el  derecho  de 
acogerse  al  artículo  1382  del  Código  Civil  (1 ). 

A  este  primer  argumento  la  Corte  de  Amiens 
agrega  el  .siguiente:  sería  contrario  á  la  equi- 
dad que  los  autores  responsables  de  un  acci- 
dente se  vieran  obligados,  á  consecuencia  de 
un  contrato  que  en  nada  les  afecta,  á  pagar 
indemnizaciones  de  perjuicios  que  podrán  en 
ciertos  casos  ser  diez  veces  superiores  al  peijui- 

(I]  «Art.  Cualquier  hecho  del  hombre  que 

infiera  daiio  á  otio  obliga  á  aquel  por  cuya  cu'|ia  ha 
oourrído,  i  indemnisarlo.»  Semojaitte  al  artícnlo 
2314  del  Oúdi(fo  Üívil  ohileiio. 
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cío  sufrido  por  los  representantes  de  la  vícti- 
ma. Como  se  ve,  el  fallo  se  detiene  en  una  idea 
quedíaádía  pierde  terreno:  la  de  que  la  indem- 
nización debe  ser  proporcionada  A  la  falta.  El 
derecho  civil  se  hace  más  y  más  objetivo  y  la 
persona  culpable  se  expone  á  una  indemniza- 
áón  despropordonada  con  su  falta.  No  hay, 
pues,  nada  extraordinario  en  obligar  á  pagar 
una  suma  enorme  por  una  falta  leve.  Por  lo 
demás,  no  se  habría  vacilado  en  condenar  á  la 
persona  culpable  al  pago  de  una  cantidad  muy 
fuerte,  si  por  ejemplo  el  día  antes  se  hubiera 
asociado  á  un  negociante  rico,  si  el  día  antes  le 
hubieran  encargado  trabajos  personales:  cua- 
dros, planos,  obras  de  arte  que  ejecutar,  que 
deUan  dejarle  grandes  beneficios.  No  hay  nada 
extraño  en  condenar  á  una  cantidad  conside- 
rable si  la  víctima  tiene  seguro  de  vida.  Por 
otra  parte,  la  condena  será  de  hecho  menos  pe- 
sada que  lo  que  parece.  En  efecto,  la  compañía 
no  deberá  cobrar  toda  la  cantidad  pagada  á  la 
familia  del  asegurado,  sólo  podrá  obtener  la 
suma  necesaria  para  com|)ensar  lo  que  ha  per- 
dido, es  dedr,  las  primas  que  se  habrían  paga- 
do desde  el  día  de  la  muerte  real  basta  el  dia 
probable  de  la  muerte  del  asegurado  y  el  inte- 
rés de  las  primas  antiguas  desde  la  muerte  real, 
hasta  ese  mismo  día  de  la  muerte  probable 
del  asegurado. 

Extinoión  de  las  obligraolones 

Compensación  con  un  crédito  resultante  de  un 
pago  sin  causa 

La  jurísprudenaa  ha  rechazado  desde  hace 
mucho  tiempo  la  máxima:  nema  aaditur  tur- 
pitudinem  propriam  aJIegaas.  Admite  que  el 
titular  en  el  cargo  de  ministro  de  fe,  habiendo 
pagado  por  el  cargo  por  una  contra-escritura 
an  suplemento  de  precio,  contrariando  las  con- 
venciones aprobada»  por  el  ministerio,  puede 
repetir  de  su  antecesor  la  suma  pagada  en  esta 
forma.  Esta  jurisprudenda  se  ha  inspirado  sin 
duda  en  esta  idea  mui  justa:  que  no  es  conve- 
niente que  el  titular  de  un  cargo  gaste  una  su- 
ma demasiado  considerable  porque  se  vería  in- 
clinado con  demasiada  facilidad  á  recuperarla 
á  costa  de  sus  clientes  por  actos  poco  hon- 
rados. 


Parece  que  esta  idea  debería  haber  llevado 

á  la  siguiente  consecuencia:  sí  un  tercero  ha 
llegado  á  ser  cesionario  del  precio  nparentc 
del  cargo  y  si  el  adqnirente  ha  hecho  condenar 
al  vendedor  á  reembolsarle  el  suplemento  de 
precio  indebidamente  pagado,  esta  sumft  debe 
iren  deducción  del  predo  restante  debido  al  tx- 
síonario  del  crédito,  estuviese  él  de  buena  fe, 
porque  no  debe  el  titular  pagar  un  precio  exce- 
sivo. Sin  duda  podrá  teóricamente  repetir  el 
suplemento  de  preciocontra  suanteccsor,  pero 
éste  puede  estar  insolvente  y  más  le  vale  tener 
el  dinero  que  correr  el  riesgo. 

Esta  solución  habría  sido  admisible  bajo  el 
punto  de  vista  del  interés  general.  Pero  ¿lo  es 
jarídicamente?  La  Corte  de  París  (29  nov. 
1899  D.  1903.  2. 197)  ac-.ba  de  rechazarla  por 
el  siguiente  motivo:  las  cimtra-escríturas  váli- 
das no  pueden  produdr  ifecto  contra  terceros, 
con  mayor  razón  debe  esto  ocurrir  con  una 
contra-escritura  nula.  El  radodniojio  parece 
muy  justo.  No  se  trata  de  que  una  contra- 
escritura produzca  efectos  contra  terceros,  se 
quiere  simplemente  que  el  derecho  de  repetir, 
resultante  de  un  pago  sin  causa,  entre  á  com- 
pensar el  crédito  del  vendedor,  lo  que  es  muy 
diverso.  Se  trata  de  salier  si  se  puede  oponer 
á  un  tercero  el  crédito  resultante  de  la,  decla- 
ración de  nulidad  de  la  contra-escritura  y  no 
jtaber  si  puede  oponérsele  la  contra-escritura 
misma. 

Colocada  en  este  nuevo  terreno,  lasoludón 
de  la  Corte  de  París  aún  nos  parece  justa,  pero 
con  una  dístindón.  Si  el  pago  de  ta  contra- 
escritura radicalmente  nula  ha  tenido  lugar 
antes  de  la  cesión  del  precio  aparente  al  terce- 
ro, el  nuevo  titular  del  cargo  puede  invocar  la 
compensadón.  Desde  el  din  de  esc  pago  su  deu- 
da se  ha  disminuido  por  la  com])ensadón  que 
se  ha  efectuado  entre  los  dos  créditos:  crédito 
cuyo  pago  se  repite;  crédito  en  pago  del  pre- 
cio del  cargo.  Por  consiguiente,  este  último 
crédito  se  ha  cedido  disminuido.  Si,  por  el 
contrario,  el  pago  del  suplemento  de  predo  ha 
tenido  lugar  después  de  la  cesión  del  crédito, 
este  pago  no  puede  perjudicar  al  cestionario 
que  tiene,  desde  ese  momento,  un  derecho  pro- 
pio sobre  el  crédito. 

Y  esa  solución  estaría  en  armonía  con  la 
dada  por  la  sala  de  admisibilidad  el  9  de  di- 
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admitido  que  se  invocara  la  reducción  del  pre- 
cio aparente  del  cargo  por  causa  de  dolo,  aún 
con  perjuicio  del  cesionario  del  precio  del  car- 
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go.  Ln  Corte  de  París  debió  admitir  la  misma 
solución,  ya  que,  en  el  caso  sometido  á  su  co- 
nocimiento, la  cesión  era  posterior  al  pago  del 
suplemento  de  precio. 


BELGICA 


Por  M.  Serváis 

A  b  iffftdo  ffi'iit'-ral  th  ln  (Jur/e  úf  Ápelaeionen 

Contratos  especiales 
T.— Venta 

lirror  en  ín  substancia. — Potro  reproductor, 
liníermednd 

.\unque,  según  la  legislación  belga,  la  enfer- 
medad nerviosa  que  hace  queel  caballo  muerda 
el  pesebre,  no  sea  un  vicio  redhíbitorio,  sí  el 
caballo  vendido  6  comprado  como  reproduc- 
tor sufre  de  ese  vicio,  hay  error  en  la  substan- 
cia misma  del  objeto  de  la  convención  tal 
como  las  partes  han  entendido  que  debía  exis- 
tir para  estar  recíprocamente  ligadas  y  por  lo 
tanto,  hay  nulidad  de  la  venta  (Liga,  1' de 
mayo  1901,  Pas.,  1902.  2.  124.). 

I^a  Corte  se  funda  en  que  parece  admitido 
por  el  arte  veterinario  que  csn  enfermedades 
un  vicio  transmisible  y  hereditario. 

Vcntn  de  inmueble  con  ¡ndicnción  déla  cabida. 
Error  de  una  vigésima  parte. — Precio 

En  las  ventas  de  inmuebles  hecha?  con  indi- 
cación de  la  cabida  pero  no  á  razón  de  tanto 
la  medida,  se  puede  disminuir  ó  aumentar 
proporcionalmente  el  precio  convenido,  siem- 


pre que  haya,  resjwcto  de  la  cabida  indicada 
en  el  contrato,  un  déficit  ó  un  exceso  que  al* 
canee  al  menos  á  la  vigésima  parte. 

El  derecho  de  reclamar  la  rectificación  del 
precio  caduca  si  hay  estipulación  contraria. 
No  es  necesario  que  ésta  sea  expresa,  pero  es 
preciso  que  la  voluntad  de  las  partes  de  dero- 
gar la  ley  sea  evidente. 

No  se  podría  dar  el  alcance  de  una  clJíusn  la 
semejante  A  las  expresiones:  más  6  menos,  al 
rededor,  ú  otras  semejantes;  puestas  al  lado 
de  la  cifra  de  la  cabida,  pues,  el  artículo  1619 
del  Código  Civil,  supone  que  la  cabida  indi- 
cada es  siempre  aproximada  y  que  las  partes 
convienen  en  no  tomar  en  cuenta  ningún  error 
que  no  alcance  &  un  vigésimo. 

Xo  puede,  tampoco,  deducirse  la  existencia 
de  semejante  estipulación  del  hecho  del  com- 
prador de  haber  habilitado  durante  dos  años 
la  casa  vendida,  de  declarar  haberla  exami- 
nado y  haber  recibido  antes  de  la  venta,  un 
plano  á  escala  pero  sin  indicación  de  la  cabida 
y  no  permitiendo  determinar  ésta  sino  por 
operaciones  largas  y  complicadas.  (Bruselas, 
G  enero  1902,  Pas.,  1902.  2.  165). 

Cesión  de  créditos.— Aceptación 
por  eí  cesionario. — Reconocimiento  de  deuda 

El  deudor  que  acepta  la  cesión  de  un  crédi- 
to ó  se  compromete  &  no  pagarlo  sino  en 
las  manos  del  cesionario,  dis|KnsAndolo  de 
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toda  notifícación  6  formalidad,  admite  implí- 
cita pero  necesariamente,  al  menos  respecto 
del  cesionario,  la  realidad  del  crédito  cedido  y 
no  puede  retractarse  del  compromiso  perso- 
nal que  ha  tomado  respecto  del  cesionario, 
bajo  pretexto  que  no  debe  nada  al  cedente. 
(Lieja,  17  mayo  1902,  Fas.,  2.  366.  1902). 

Cesión  de  derechos  hereditarios. — E&ctos  res- 
pecto de  terceros. —  Condiciones  exigidas. 

La  cuestión  de  saber  cuáles  son  las  condicio- 
nes de  validez,  respecto  de  terceros,  de  la  ce- 
HÍón  de  derechos  hereditarios,  es  tema  muy 
discutido. 

Según  una  primera  opinión,  la  cesión  de  los 
créditos  comprendidos  en  una  herencia  no  po- 
dría oponerse  á  terceros  sino  después  de  haber 
notificado  á  los  coherederos  (Cas.  fr.  23  julio 
1835,  S.  1840.  1.  197— Tolosa,  26  agosto 
1863,  D.  64.  35). 

Un  fallo  del  Tribunal  Civil  de  Namur,  de  25 
de  marzo  de  1901  había  admitido  que  si  la  he- 
rencia cedida  comprende  inmuebles,  la  cesión 
debe  ser  inscripta  (art.  1^  de  fa  ley  hipoteca- 
ría belga;  Código  Ciril,  art.  2181);qaesi  la 
herencia  comprende  créditos,  la  cesión  debe 
notiíicarBe  á  los  deudores  (Código  Civil,  ar- 
tículo 1690)  é  inscríbirse,  si  esos  créditos  son 
hipotecarios.  (Ley  hipotecaria  belga,  art.  5'). 
— Marcadé,  art.  1696,  núm.  576;  Duvergier; 
De  ía  venta,  t.  II,  351;  Baudry-Lacantinerieet 
Saignat,  De  la  venta  núms.  905-906;— Nancy, 
28  junio  1856.  (D.  56.  2.  280).— Rúan,  27  fe- 
brero 1885,  S.  86.  2.  127;  D.  90.  1.  33.  ad 
notmm. 

Conociendo  del  recurso  interpuesto  contra 
este  fallo,  que  ha  anulado,  la  Corte  de  Casa- 
ción belga,  persistiendo  en  sn  jurisprudencia 
anterior,  se  ha  pronunciado  por  una  tercera 
opinión.  Resuelve  que  la  cesión  de  derechos 
hereditarios  es  una  trasmisión  ó  venta  de  de- 
rechos de  propiedad  que  se  reñeren  á  una  uni- 
versalidad ó  á  una  parte  en  una  universali- 
dad, por  lo  tanto  á  ningún  objeto  determina- 
do sino  á  un  conjunto  de  derechos  y  cargas; 
que  esto  es  así  aún  cuando  hay  créditos  que 
dependen  de  la  sucesión;  que  estos  créditos,  en 
efecto,  no  son  el  objeto  directo  de  la  cesión; 
que  es  cierto  que  están  comprendidos  en  ella 


pero  que  no  pertenecen  más  al  oenonario  que 
los  inmuebles  ó  los  muebles  corporales  del 
causante;  que  el  heredero  que  vende  sus  dere- 
chos, vende  tan  poco  los  créditos,  que  no  ga- 
rantiza sino  su  calidad  de  heredero  (Cód.  ci- 
vil, art.  1696)  y  no  la  existencia  de  esos  cré- 
ditos (art.  1693);  que  el  compradorno  podría, 
por  el  sólo  hecho  del  traspaso  de  los  derechos 
hereditarios,  ser  cesionario  de  los  créditos  he- 
reditarios sobre  los  cuales  no  tiene  sino  un 
derecho  inseguro,  subordinado  á  las  eventua- 
lidades de  la  liquidación  y  partición;  que  esta 
trasmisión  de  derechos,  no  siendo  una  cesión 
de  créditos,  queda  sujeta  á  la  regla  general, 
según  la  cual  los  derechos  se  trasmiten  res- 
pecto de  terceros,  como  entre  las  partes,  por 
el  sólo  efecto  del  contrato,  y  no  cae  bajo  la 
aplicación  de  la  regla  excepcional  del  artículo 
1690  del  Código  Civil.  La  Corte  admite,  sin 
embargo,  que  el  acto  de  cenÓn  de  una  heren- 
cia que  comprende  inmuebles,  debe  transcri- 
birse para  valer  respecto  de  terceros;  la  causa 
está  según  ella,  no  en  que  la  cesión  importaría 
transmisión  de  inmuebles,  sino  en  que  ella  si^'- 
niñca  transmisión  de  derechos  reales  inmue- 
bles. (Cas.,  31  octubre  1901,  Pas.,  1902, 1. 
37;  Belg.  jud.,  1902.  273).— Sic,  Cas.,  30 
mayo  1840,  Pas..  40. 392;  Laurent.  t.  XXIV, 
núm.  478;  Guillonard,  De  ía  venta,  l.  II,  732, 
Aubry  et  Rau,  t.  IV,  §  539,  p.  424,  nota  24-. 
-Cas.  fr.,  16  abril  1889,  S.  91.  1. 106;  D.  9<t. 
1.  260.  Rúan,  27  febrero  1885,  S.  86.  2. 127: 
D.  95.  1.  33,  adttotam.) 

IX.— Abren  DAHiHNTo 

PresupuestoB  y  convenios 

Trato  de  unu  obra. — Excavaciones.— Tierra 
tan  dura  como  la  roca. — Vicio  tkIsueJo 

En  una  empresa  de  construcción  á  trato,  el 
encuentro  de  un  terreno  tan  duro  como  la 
roca  ironstituye  una  imprevisión  que  proviene 
de  un  error  acerca  de  la  sustancia  del  conre- 
nio  aun  cuando  la  naturaleza  especial  del  sue* 
lo  en  que  debían  practicarse  las  excavadones 
no  ha  sido  indicada  en  el  cuaderno  de  presa- 
puestos  de  la  empresa,  si  los  diversos  traba- 
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jos  previstos  excluyen  la  suposición  de  parte 
de  los  autores  del  presupuesto  y  del  proyecto 
de  que  los  cimientos  debieran  ejecutarse  con 
mucha  dificultad  (Ueja  20  de  julio  1901,  Pas., 
1902.  2.  79.) 

Trato.— Responsabilidad  del  empresario.— 
Aprobación 

Cuando  se  ha  emprendido  una  construcción  á 
precio  alzado,  la  recepción  de  Hs  trabajos  por 
el  propietario  no  es  bastante  para  negar  lu- 
gar á  una  solicitud  de  inspección  pericial  ba- 
sada en  el  artículo  1792  del  Código  Civil,  se- 
gún el  cual  si  el  edificio  construido  á  precio 
alzado  perece  en  todo  ó  en  parte,  por  vicio  de 
la  construcción  y  aún  porviciodel  suelo,  el  ar- 
quitecto y  el  empresario  responden  de  él  du- 
rante diez  años  (Gauíc,  25  de  julio  1901.  Paji., 
1902.  2. 119). 

Empresario.  —  Vicio  aparente  del  plano  del 
arqaitecto.—Obligación  de  negarse  á  la  eje- 
cución. 

El  empresario  que  se  ha  comprometido  á 
no  formular  ningún  reclamo  por  errores  ó  va- 
cíos que  aparecieran  en  el  detalle  del  plano  y 
de  las  medidas  del  arquitecto,  se  ha  obligado 
al  aceptar  sus  planos  y  presupuestos,  á  suplir 
eventualmentesus  indicaciones  demasiado  so- 
meras, inspirándose  en  los  principios  y  en  las 
reglas  del  arte. 

Si  los  vicios  de  los  planos  eran  a[)arentes 
debía  negarse  á  ejecutarlos  y  no  podía  igno- 
rar que  las  construcciones  levantadas  á  lo 
largo  de  las  costas  del  mar  del  Norte  deben 
ser  especialmente  sólidas.  {Gaceta^  9  de  febre- 
ro 1902.  Pas.,  1902.2.250). 

III.— Prenda 

Muebles  incorporales,— Acciones  nomina- 
tivas 

El  articulo  2075  del  Código  Civil  (1)  relati- 

(1)  11A.RT.  2076.  El  privilegio  euaneiado  en  el  ir- 
tíoulo  anterior  (privilegio  del  acreedor  prendario 
para  pagarte  con  la  prenda)  no  se  etitablece  sobiv 


vo  á  la  prenda  de  loa  muebles  incorporales, 
comprende  bajo  esta  denominación  no  sólo 
los  muebles  que  no  son  susceptibles  de  ser 
trasmitidos  por  simple  tradición,  sino  tam- 
bién las  acciones  nominativas  é  intereses  en 
las  compañías  de  finanzas,  de  comercio  y  de 
industria. 

Bl  embargo  realizado  antes  del  cumplimien- 
to de  las  formalidades  requeridas  por  esta 
disposición  para  la  validez  de  la  prenda,  no 
aprovecha  sino  al  acreedor  que  lo  ha  efectua- 
do. Es  el  único  que  tiene  derecho  á  concurrir 
con  el  acreedor  prendario  al  reparto  de  la 
cantidad  producida  por  la  venta  del  objeto 
dado  en  prenda. 

En  cuanto  á  los  demás  acreedores  que  han 
trabado  embargo  con  posterioridad  á  la  cons- 
titución regular  de  la  prenda,  el  acreedor 
prendario  ejerce  respecto  de  ellos  su  privilegio 
hásta  el  pago  íntegro  de  lo  que  se  le  debe,  en 
capitalé  intereses  (Lieja  23  de  abril  1902.  Fas,, 
1902.2.234.  Beig.jud.,  1902.998  en  apelación 
de  un  fallo  del  tribunal  civil  de  Lieja  de  31  de 
mayo  1901,  Pas.,  1901.3.196). 

IV  Cuasidelitos 

Responsabilidad  por  ua  heoho 
personal 

1?  Ferrocarriles  Explotación. 

Riberanos. — Inconvenientes  normales 

El  Estado  cuando  introduce  en  el  sistema  de 
explotación  de  sus  ferrocarriles,  los  cambios 
exigidos  por  el  desarrollo  normal  del  tráfico, 
obedece  á  las  exigencias  del  interés  general, 
usa  de  su  derecho  y  sólo  se  hace  responsable 
para  con  los  riberanos,  cuando  los  cargos  que 
para  ellos  resulten  del  nuevo  estado  de  cosas, 

loa  mnebleaiDoorporales,  tales  como  k»  créditos  nio- 
biliaríoa,  sino  por  acto  público  ó  por  instremento 
privado,  registraflo  7  ootiñoado  al  deudor  del  cré- 
dito dadu  en  prenda  ( Completado  por  la  ley  de  dñ 
marxo  de  1898).  Toda  prenda  de  na  uegocio  oomer- 
eial  deber&i  ao  pena  de  nulidad  respecto  de  terceros^ 
inscribiriM  en  nu  registro  público  llevado  en  ría  se- 
cretaría del  tribunal  de  comercio  k  cuya  juriadiooión 
comNqmnde  «1  negodo.* 
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llegnen  más  allá  de  los  Hmites  de  las  obliga- 
ciones ordinarias  de  la  vecindad. 

El  Estado  no  es  responsable  cuando  los  in- 
convenientes que  el  demandante  ofrece  probar, 
no  son  especiales  á  sus  inmuebles  sino  que  los 
soportan  todas  las  propiedades  vecinas  &  la 
vía,  sobre  todo  en  las  inmediaciones  de  las  es- 
taciones importantes;  que  ni  siquiera  se  ha 
alegado  que  las  trepidaciones  de  que  se  queja 
perjudiquen  directamente  la  solidez  de  las  co- 
sas y  que  todo  se  reduce  á  incomodidades  que 
no  son  ni  excesivas,  ni  excepcionales  (Lieja, 
8  marzo  1902,  Fas.  1902.  2.  265  Beig.  jud., 
1902.  579). 


2*^  Accidentes  del  trabajo 


Aparato  protector— Omisión  de  su  empleo.— 
Falta  del  patrón 


Un  industrial  es  responsable,  en  el  caso  de 
un  accidente  causado  porun  tubo  de  nivel  que 
ha  estallado,  si  no  han  adoptado  en  su  fábri- 
ca las  envolturas  para  proteger  esos  tubos, 
que  tienen  por  objeto  disminuir  los  peligros 
inherentes  á  los  maquinistas,  siendo  que  estas 
protecciones  ya  estaban  en  uso,  en  la  fecha  de^ 
accidente,  en  las  industrias  que  emplean  má- 
quinas á  vapor. 

Poco  importa,  que  á  la  ¿poca  del  accidente, 
esos  aparatos  de  protección  no  fueran  de  un 
uso  absolutamente  general  (Bruselas,  29  julio 
1901.  Fas.,  1902.  2.  62). 


Anteojos  protectores.— Omisión  de  su  emplat. 
~Falta  del  obrero 

Cuando  e  jefe  de  unaindustria  fija  avisos  en 
sus  talleres,  poniendo  il  disposición  de  los 
obreros,  anteojos  y  caretas  para  el  caso  de  nn 
trabajo  peligroso,  sólo  éstos  incurren  en  falta 
sino  los  piden  y  si  sufren  algún  accidente  en 
la  vista  (Bruselas,  30  mayo  1900,  Pas.,  1902. 
2.  49). 

Canteras. — Explosivos. — Sa  empleo 

Todo  empresario  de  canteras  que  usa  su» 
tandas  explosivas,  es  lesponsable,  en  caso  de 
accidente  causado  por  su  empleo,  si  no  ha  to- 
mado las  precauciones  necesarias  para  ¡mj»- 
dir  que  fragmentos  de  piedra  puedan  herir 
personas  que  se  encuentren  en  los  alrededores 
y  las  medidas  protectoras  que  debe  tomar,  de- 
ben extender  sus  efectos  á  toda  la  zona  donde 
pueden  ser  lanzados  los  pedazos  de  roca  des- 
prendidos (Bruselas,  28  octubre  1901,  Píis, 
1902.  2.  71;  tom.  I,  p.  934,  número  96  de  esta 
Revista). 

Se  trataba  de  una  herida  mortal  causada 
por  una  piedra  arrojada  por  una  mina  á  un 
obrero  empleado  fuera  de  la  cantera.  £1  lugar 
donde  estaba  ocupado  se  encontraba  á  un  ni- 
vel superior  en  25  metros  al  punto  donde  se 
había  practicado  la  minayla  piedra  que  lo  hL 
rió  había  sido  lanzada  por  encima  de  un  horno 
para  cal  que  se  levantaba  A  inAs  de  8  metros 
sobre  el  nivel  del  terreno  donde  trabajaba;  la 
distancia  entre  los  dos  puntos,  medida  horizor- 
talmente,  era  de  43  metros.  Compar.  Cons.  de 
Est,  29  enero  1892,  S.  93.3.153;  D.  93.3.50. 
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BELGICA  (i) 


Por  M.  Serráis 

Ábvgado  general  de  la  Corte  de  Apdaeiottee 
df.  Brutelae 

Responsabilidad  por  im  hecho 
personal 

Sirviente.— Bnfirmedad  coatagiosa  contraída 
al  serrhio  deJ  amo 

Hmma  Degelder,  de  16  anos  de  edad,  estaba 
al  servicio  de  los  esposos  de  Meyer,  en  calidad 
de  sirviente.  Laseñora  de  Meyer  cayó  enferma 
de  tÜus,  pero  suave.  Poco  tiempo  después 
Bmma  Degelder  contrajo  la  misma  enfermedad. 
I^os  esposos  de  Meyer  la  enviaronácasa  de  sus 
padres  donde  murió  luego.  Otros  hijos  de  los 
esposos  Degelder  cayeron  con  la  misma  enfer- 
medad y  uno  de  ellos  murió  también.  Degelder 
fué  también  victima  del  contagio,  pero  sanó, 

Degelder  inidó  un  juicio  de  indemnización  de 
daños  y  perjuicios  y  responsabilidad  contra 
los  esposos  de  Meyer. 

Ia  Corte  de  Gante,  modificando  un  hülo  del 

(1)  De  la  «Bevoe  MnMstrielle  d«  Droit  Civil.» 

]VWl%  BXTRANJ. 


tribunal  civil  de  Termonde,  de  8  de  marzo  de 
1900  (Pas,  1900.  3.  311)  resuelve  que  la  res- 
ponsabilidad de  los  esposos  de  Meyer  no  po- 
dría provenir  sino  de  una  falta  cometida  por 
ellos  y  que  hubiera  causado  la  enfermedad  de 
Emma  Degelder;  que,  según  aparece  del  con- 
junto de  las  investigaciones  y  de  todos  los  por- 
menores del  proceso,  los  cuidados  dados  y  el 
trabajo  proporcionado  por  Emma  Degelder  se 
han  I  addo  á  ir  y  venir,  á  llevar  una  poción 
ó  un  medicamento  á  la  pieza  de  la  enferma,  á 
hacer,  en  una  palabra»  el  trabajo  que  corres- 
ponde á  una  sirviente.  Que  en  cuanto  ta  niña 
sintió  los  primeros  síntomas  de  la  enfermedad, 
el  demandado  y  su  esposa  se  apresuraron  en 
mandarla  á  casa  de  sus  padres,  recomendán- 
doles que  la  dejaran  en  absoluto  reposo;  que 
no  se  podría  admitir  que  desde  que  aparece 
usa  enfermedad  en  una  casa,  los  amos  estén 
obligadosá  privarse  de  sus  sirvientes  y  Aechar- 
los, ó  á  aislarlos  completamente,  cuando  nece- 
sitan con  urgencia  sus  servicios;  que  semejante 
medida  no  se  impondría  sino  en  caso  de  pres- 
cribirla el  médico  ó  de  dictarla  la  más  elemen- 
tal prudenda,  por  tratarse  de  una  enfermedad 
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de  carácter  eminentemente  contagioso,  lo  que 
no  ocurría  en  este  caso;  que  si  Emma  Degelder 
cayó  tan  gravemente  enferma  y  murió  así 
como  su  hermano,  y  si  varias  otras  personas 
de  la  familia  se  enfermaron,  todo  hace  presu- 
mir que  las  condiciones  higiénicas  poco  favo- 
rables en  que  generalmente  viven  las  personas 
de  la  condición  del  demandante  y  talvez  tam- 
bién cierta  predisposición  mórbida  es|>ecial, 
agravaron  el  mal  que  aquejó  á  la  familia  De- 
gelder; por  fin,  que  semejantes  consecuencias  no 
entran  dentro  de  las  que  el  demandado  debfa 
6  podía  prever  y  que,  por  consiguiente,  no  es 
conforme  á  la  justicia,  ni  á  la  equidad  hacerlo 
responsable  de  ellas.  De  estos  considerandos  el 
fallo  deduce  que  el  demandante  no  ha  estable- 
cido In  falta  imputable  al  demandado.  (Gante, 
11  mayo  1901.  Pas,  1902.  1.  161.— Sic,  Bru- 
selas, 19  junio  1895,  Pas.  95.  2.  357.) 

Responsabilidad  por  el  hecho  de  un 
animal 

Dueño.— PresanciAn.— Prueba  eii  contrario 

.  La  responsabilidad  establecida  por  el  ar- 
tículo 1385  del  Código  Civil  (1),  fundada  en 
la  presunción  de  una  falta  cometida  por  e! 
dueño  del  animal  y  que  consistía  en  no  haber- 
lo vigilado  ó  en  no  haberlo  puesto  en  la  impo- 
sibilidad de  petjudicar,  debe  ceder  ante  prueba 
en  contrario. 

Basta,  para  que  esta  prueba  sea  bastante, 
que  el  dueño  establezca  que  no  ha  cometido 
nmguna  falta,  la  consecuencia  necesaria  que 
se  debe  deducir  de  ello  es,  pues,  que  el  acciden- 
te, aunque  causado  por  el  animal,  es  el  resul- 
tado de  la  falta  de  la  víctima,  de  la  falta  de 
un  tercero  6  de  caso  fortuito. 


(I)  «Artículo  I.1H5:  Kl  dueñn  un  aiiim-it  & 
e  que  se  ñrve  de  é-.te  mientras  lo  tenifü  á  hu  «ervi- 
cio,  reaponileráu  del  daño  que  dich»  animal  ociwionii- 
ñí¡,  así  cnando  enté  bajo  mu  iutiiediata  ínspoticióii, 
aimnsi  M  escspHife  6  extravisro-t 


Cuando  no  puede  tratarse  ni  de  la  falta  de 
un  tercero  ni  de  la  de  la  victima,  la  prueba  de 
que  el  accidente  debe  atribuirse  á  un  caso  for- 
tuito que  la  prudencia  humana  no  podía  pre- 
ver  ni  impedir,  deberá  necesariamente  deducir- 
se de  la  prueba  de  que  no  puede  imputarse 
ninguna  falta  al  propietario  en  la  elección, 
guarda  ó  vigilancia  del  animal  causante  del 
accidente  (Lieja,  22  de  julio  de  1901,  Pas., 
1902.  D.  86). 

La  cuestión  de  saber  cuál  es  el  valor  de  la 
prueba  contraria  ante  la  cual  cede  la  presun- 
ción del  artículo  1385  del  Código  Civil,  es  cua- 
trovertida. 

Daflos  y  paijulolos 
Colaterales  de  Ja  victima.— Petjuicioa 

Todos  los  perjudicados  por  un  hecho  que 
deba  indemnizarse,  pueden  obrar  en  repara- 
ción del  perjuicio  sufrido,  con  tal  que  este  per- 
juicio se  derive  directamente  de  aquel  faecho  6 
que  la  parte  quesepretende  perjudicada  tenga, 
para  obtener  su  indemnización,  un  interés  per- 
sonal, apreciable  y  actualmente  seguro. 

Especialmente  la  persona  cuyo  hermano  ha 
muerto  víctima  de  un  acciden  te  y  que  eraman- 
tenida  por  él,  ó  al  menos  obtenía  cierto  bene- 
ficio de  la  i^ensión  que  él  le  pagnba  para  su 
mantenimiento,  puede  ser  admitida  entablar, 
á  título  puramente  personal,  una  acción  de  in- 
demnización, de  .  daños  y  peijuicios  por  la 
muerte  de  ese  hermano;yaunque  éste  no  le  de- 
biera alimentos,  ella  ha  sufrido  un  perjuicio 
materia!. 

Puede  también  admitírsele  A  reclamar  in- 
demnización de  daños  y  peijuicios,  por  razón 
del  peijuicio  moral  resultante  de  la  brusca 
ruptura  de  los  estrechos  lazos  de  afecto  que  la 
unían  á  su  hermano  y  que  no  son  un  atributo 
exclusivo  de  los  parientes  en  la  Unea  recta. 
(Bruselas,  27  noviembre  1900  y  8  noviembre 
1901,  Pas.,  1902.  2.  88  y  891.-V.  esta  Rbvis. 
TA,  1.".  vol.,  1902,  p.  935,  nfim.  100, 
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ECUADOR 


CORTE  SUPREMA 

TERCIÍRA  INSTANCIA  JUNIU  lU  DK  IHSf) 

Compraventa. —Nulidad.— Posesión  efectiva 
—Inscripción. 

Vistos:  dos  son  las  acciones  deducidas  por 
R...,'contra  J...;  la  de  nulidad  absoluta  del  con- 
trato de  compraventa  de  una  parte  de  «Cua- 
giiají"",  y  la  subsidiaria  de  lesión  enorme.  Como 
en  primera  y  segunda  instancia  se  ha  senten- 
ciado declarando  la  nulidad,  este  es  el  único 
punto  materia  del  presente  lallo  y  á  él  se  con- 
cretan las  siguientes  consideraciones.  Si  es 
cierto  que  el  artículo  9^  del  Código  Civil  (art. 
10  G.  C.  chileno)  declara  nulos  y  de  ningún  va- 
lor los  actos  que  la  ley  prohibe,  con  la  limita- 
ción que  el  mismo  establece  en  su  parte  final,  y 
el  articulólo  (1 ) impone  á  los  jueces  el  precep- 
to de  no  declarar  válido  et  acto  que  la  ley  or- 
dena sea  nulo;  también  lo  es,  que  de  estas  dis- 
posiciones generales  nopuede  deducirse  lacon- 
secuenciade  que  un  contratocelebrado  en  con- 
travención á  una  ley  prohibitiva  adolezca 
siempre  de  nulidad  absoluta.  Preciso  es  por 
tanto,  buscarla  en  el  artículo  1672  (art.  1682 
C.  C.  chileno)  que  la  establece  especialmente. 
Kste  artículo  suministra  las  reglas  que  deben 
seguirse  en  la  materia  puesto  que  fija  las  tres 
fuentes  de  nulidad  absoluta:  objeto  ó  causa 
ilícita;  omisión  de  algunos  requisitos  que  las 
leyes  prescriben  para  el  valor  de  ciertos  actos 
ó  contratos  en  consideración  A  la  naturaleza 
de  ellos  y  no  á  la  calidad  ó  estado  de  las[)erso- 
nas  y  la  absoluta  incapacidad  de  éstas.  Los 
causas  que  el  actor  alega  en  su  demanda,  es 
decir,  la  falta  de  decreto  de  posesión  efectiva, 

(1)  ''Art.  10 — En  nintíim  caso  pui'dtt  ul  jaez  de- 
clarar vátido  un  acto  que  la  ley  ordeoa  que  sea 
nulo." — AniUogo  al  artículo  1 1  de  nuestro  Código. 


y  de  inscripción  de  ta  hijuela  que  adjudicó  &  E. 
la  parte  de  'tCuagají"  enajenada  por  J...,  no 
estdn  comprendidas  en  ninguna  de  esas  fuen* 
tes.  Prescindiendo  de  causa  ¡lícita,  que  ni  se  ha 
invocado,  el  contrato  entre  R...  y  J...  no  con- 
tiene objeto  ilícito,  porque  al  celebrarlo  con 
las  omisiones  expresadas,  no  se  ha  contrave- 
nido al  derecho  público  ecuatoriano;  la  cosa 
no  está  entre  las  enumeradas  por  el  artículo 
1454  (art.  1464  C.  C.  chileno);  y  tal  contrato 
no  es  de  los  prohibidos  por  la  ley,  como  el  de 
sociedad  á  título  universal,  la  estipulación  de 
intereses  de  intereses,  y  otros  de  esta  natura- 
leza, para  que  pudiera  hallarse  comprendido 
en  la  parte  final  del  artículo  1456  (art.  1466 
C.  C.  chileno).  Los  requisitos  ó  formalidades 
omitidas  y  que  sirven  de  apoyo  Á  la  acción 
que  se  ha  ventilado,  no  son  peculiares  ó  de 
esencia  del  contrato  de  compraventa  de  in- 
muebles. La  circunstancia  misma  de  haber  de 
preceder  la  posesión  efectiva,  manifiesta  que 
ésta  no  pertenece  á  la  esencia  del  contrato  de 
venta,  cuya  naturaleza  se  halla  determinada 
en  el  párrafo  2^,  título  23,  libro  4^  del  citado 
Código.  Respecto  de  la  incapacidad  absoluta 
de  los  contratantes,  los  que  la  tienen  son  los 
determinados  en  el  inciso  1^  del  artículo  1437 
(art.  1447  C.  C.  chileno),  entre  los  cuales  no 
se  halla  enumerado  el  heredero  que  carece  de 
posesión  estiva. 

Es  verdad  que  conforme  al  inciso  4^  del  mis- 
mo artículo,  hay  otras  incapacidades  particu- 
lares que  consisten  en  la  prohibición  que  la  ley 
ha  impuesto  á  dertas  personas  para  ejecutar 
ciertos  actos;  pero  estas  incapacidades,  así 
como  los  contratos  prohibidos,  se  hallan  ex* 
presamente  determinados  por  la  ley.  De  esta 
clase  es  la  que  tienen  loa  jueces,  abogados, 
procuradores,  escribanos,  para  comprar  los 
bienes  en  cuyo  litigio  han  intervenido,  y  que 
se  vendan  á  consecuencia  del  litigio;  y  en  nin- 
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guna  de  ellas  se  encuentra  tampoco  la  del  he- 
redero en  el  expresado  caso.  En  cnanto  á  la 
otra  de  las  omisiones,  en  que  se  hace  consistir 
la  nulidad  absoluta,  cual  es  In  de  no  haberse 
inscripto  el  acto  de  partición,  el  contexto  mis- 
mo de  los  números  2^  y  39  del  artículo  677 
(art.688  C.  C.chiIeno)manifiestaque  tal  omi- 
sión no  produce  nulidad  absoluta.  Bn  efecto, 
conforme  al  número  2^  una  vez  practicadas  las 
inscripciones  en  ¿1  prevenidas, pueden  disponer 
los  herederos  de  consuno  del  inmueble  hereda- 
do; la  inhabilidad  no  consiste,  pues,  en  otra 
cosa  que  en  no  poder  hacerlo  cada  uno  por  sí 
solo,  como  por  más  claridad  lo  manifiesta  el 
número  3^,  y  porque  se  echa  también  de  ver 
que  snp  disposiciones  son  relativas  á  sólo  los 
■ntereses  de  los  herederos,  porque  á  ellos  úni- 
camente les  importa  el  que  se  disponga  de  un 
inmueble  individualmente  ó  de  consuno.  El  in- 
ciso 2?  del  artículo  706  (art.  778  C.  C.  chile- 
no) corrobora  este  concepto. 

Se  declara  en  él,  que  las  enajenaciones  de  la 
cosa  común  que  haya  hecho  por  sí  solo  uno  de 
los  partícipes,  ó  los  derechos  reales  con  que  la 
haya  gravado,  subsisten  sobre  la  parte  que  le 
hubiese  correspondido  en  la  división;  pero  si 
lo  enajenado  ó  gravado  se  extendiese  á  más, 
añade,  no  subsistirá  la  enajenación  ó  grava^ 
men  en  cuanto  al  exceso,  contra  la  voluntad 
de  los  respectivos  adjudicatarios.  Claro  es, 
por  consiguiente,  que  siestos  lo  quisieren,  atni 
en  cuanto  al  exceso,  subsistirían  la  enagena- 
ción  ó  gravamen;  esto  es  decir,  que  los  enuncia- 
dos contratos  pueden  ser  ratificados,  y  lo  que 
es  susceptible  de  ratificación,  no  adolece  de 
nulidad  absoluta.  Por  estos  fundamentos,  ad- 
ministrando justida  en  nombre  de  la  Repúbli- 


ca y  por  autoridad  de  la  ley,  se  revoca,  la  sen- 
tencia recurrida. 

SEGUNDA  INSTANCIA.— JUNIO  23  DB  1891 

Veata  de  inmuebles  Mujer  casarJa. — NatitíAd. 

—Poder.—  Escritura  pública 

Vistos:  Se  ronsidera:  1^  Que  la  ventA  de  bie- 
nes rafees  de  la  mujer,  que  d  marido  este  6 
pueda  estar  obligado  á  restituir  en  especie,  no 
puede  Hacerse  sino  observadas  las  formflHHn 
des  r|iic  exigen  los  artículos  1744  del  Código 
Civil  (art.  1754  C.  C.  chileno)  y  1032  Á  1035 
del  enjuiciamiento  en  la  misma  materia;  2^ 
Que  la  información  con  la  cnal  se  obturo  la 
sentencia  de  primera  instancia,  no  justifica  ha- 
berse cumplido  con  esas  formalidades,  ya  que 
no  aparece  que  la  enajenación  de  "Santa 
Rosa"  era  útil  ó  necesario  á  solo  M...;  3^  Que 
dicha  sentencia  no  tiene  fuerza  de  cosa  jaz^^a- 
da,  porque,  demás  de  expedida  en  juicio  de 
jurisdicción  puramente  voluntaria,  ella  sólo 
concurre,  en  casos  como  el  presente,  coino  una 
solemnidad  legal,  parala  validez  del  contrato; 
de  modo  que  no  obsta  para  que  se  declare  fa 
nulidad  de  él,  cuando  en  su  cekbración  ai»  se 
han  guardado  Jas  solemnidades  que  ¡a  ky  re- 
quiere; 4fl  Que  la  demanda  tf  sea  la  recon^-en- 
ción,  está  dentro  del  término  señalado  en  el 
artículoieSl  del  Código Civil(art.  1691  C.  C. 
chileno)  para  solicitar,  como  se  solicita,  la  res- 
cisión del  contrato;  y  5^  Que  no  se  nota  en  el 
proceso,  omisión  alguna  sustancial  que  cause 
nulidad.  Por  tanto,  administrando  jasticin  en 
nombre  de  la  República  y  por  autoridad  de  la 
ley,  se  confirma,  con  costas,  la  sentencia  de  la 
cual  se  ha  apelado. 
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FRANCIA  (i) 


Por  Eustaquio  Pilón 

Profewr  argado  á  la  Facvllad  de  Derecho 
de  la  ünivenidúd  de  Lille 

Contratos  eapeoiales 


ARRIENDO 

A. — De  la  nspoasabilidaá  de!  amndatarío 
que  auoKata  los  riesgos  de  incendio  del  in' 
mttebk. 

La  Corte  de  Casación  ha  admitido  en  un 
fallo  muy  importante,  de  11  de  noviembre  de 
1896  (Ch.  cÍT.,  S.  97.1.273),  que  la  transfor- 
mación de  mi  inmueble,  cuando  aumentaba 
las  probabilidades  de  incendio  y  obligaba  á 
un  vecino  que  quería  asegurarse,  al  pago  de 
una  sobre  prima,  no  daba  á  éste  ninguna  ac- 
ción. Esta  sobre  prima  la  soporta,  pues,  sin 
compensación.  EUahaconsideradolatransfor- 


(1)  DelafBevaetrimsstricUadeDroitGiTtLi' 

JORIS.  KSTSAMI. 


mación  del  inmueble  como  un  acto  Ucito  de 
parte  del  dueño,  acto  que,  por  consiguiente,  no 
debe  exponerlo  á  responsabilidad  alguna.  Pero 
sólo  se  ha  pronunciado  este  fallo  en  el  caso  de- 
dos vecinos  que  no  están  ligados  por  ningún 
lazo  contractual.  Por  eso  la  sala  civil  ha  po- 
dido resolver  legítimamente  el  3  de  abril  de- 
1901  (S.  1903.1.474)  que,  si  una  de  las  partes 
era  dueña  de  los  dos  inmuebles  contiguos,  sien- 
do la  otra  arrendatario  de  uno  de  ellos,  podía 
ocurrir  otra  cosa.  Si  de  hecho  los  jueces  ven 
que  el  precio  del  arriendo  se  ha  fijado  tenien- 
do en  vista  riesgos  de  incendio  determinados, 
deben  resolver  que  el  propietario,  obligado  á 
cansa  de  modificaciones  hechas  por  el  arren- 
datario á  pagar  una  sobre  prima,  tendrá  ac- 
ción contra  ¿ste.  Esta  solución  nos  parece 
muy  cnerda  siempre  que  se  fije  bien  su  alcance 
como  la  Corte  ha  tenido  cuidado  de  hacerlo. 
Es  nna  solución  de  hecho  y  la  acción  debería 
negarse  al  propietario  si  no  prueba»  que  al 
fijar  el  precio  del  arriendo,  tuvo  en  cuenta 
riesgos  de  una  intensidad  determinada. 

13 
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TERCERA  PARTE 


fí.—Del  derecho  de  un  obrero  asegurado  con- 
tra el  patrón  en  caso  de  accidente 

La  jurisprudencia  de  las  Cortes  de  Apela- 
ciones ha  resuelto  generalmente  que  un  obre- 
ro (fuera  de  los  casos  previstos  por  la  ley  de 
9  de  abril  de  1898)  podía,  en  caso  de  acciden- 
te, ejercer  una  doble  acción,  cuando  el  patrón 
ha  asegurado  á  sus  obreros.  Fuera  del  dere- 
cho á  la  indemnización  prometida  por  la  Com- 
pañía, la  víctima  del  accidente  puede  exigir  a^ 
patrón  culpable  una  suma  suficiente  para 
qite,  en  total,  obtenga  reparación  completa 
del  perjuicio  que  ha  sufrido.  £1  hecho  mismo 
de  haber  tomado  parte  en  un  seguro  consin- 
tiendo  en  una  retención  sobre  su  salario  para 
pagar  la  prima,  no  puede  interpretarse  como 
una  renuncia  del  derecho  de  exigir  la  indem- 
nización total  del  perjuicio.  Esta  renuncia, 
por  lo  demás,  sería  nula,  por  ser  renuncia  del 
derecho  de  quqarse  de  un  delito.  La  sala  de 
admisibilidad  acaba  de  consagrar  la  misma 
solución.  (Cas.  28  julio  1902.  S.  1903.1.473. 
Cf.  trib.  Sena,  20  de  marzo  1900,  S.  1900.2. 
116.  Douai,  19  de  enero  1898,  S.  98.2.307.)  . 

C. — Del  derecho  de  los  obreros  en  caso  de  se- 
garos colectivos  del  patrón 

La  Corte  de  Casación  acaba  de  precisar,  im- 
plícitamente es  cierto,  su  doctrina  en  ma- 
teria de  segaros  colectivos  contratados  por 
los  patrones.  Un  patrón  ha  asegurado  á  sus 
obreros  por  los  accidentes  de  que  pueden  ser 
victimas  en  su  trabajo.  Se  hace  este  seguro  sin 
efectuar  ninguna  retención  sobre  el  salario  de 
los  obreros.  ¿Tiene  el  obrero,  de  pleno  derecho, 
acción  contra  el  patrón  para  exigirle  el  mon- 
to de  la  indemnización  que  pagará  la  compa- 
ñía? Nó!  ha  dicho  la  Corte  de  Casación  el  5 
de  agosto  de  1902  (D.  1903.1.307;  S.  1903.1. 
166).  Esta  solución  estaba  ya  sentada  en  un 
fallo  de  admisibilidad  de  9  de  enero  de  1899. 
{D.  1900.1.169;  S.  99.1.344).  Pero  desde  en- 
tonces la  sala  civil  había  pronunciado,  des- 
pués de  consagrar  la  misma  doctrina  el  15  de 
mayo  de  1899.  (D.  1901.1.169;  S.  1903.1.475), 
nn  fallo  en  sentido  contrario,  ¿1 19  de  diciem- 
bre de  1900.  (D.  1901.1.353).  Es  cierto  qUe 
este  fallo  se  pronunciaba  en  un  caso  especial: 


el  de  que  el  contratista  estaba  obligado  por 
las  condiciones  de  su  compromiso  á  celebrar 
un  seguro  colectivo.  Está  ahora  establecido 
que  no  es  sino  un  caso  excepcional.  Queda  un 
solo  punto  indeciso,  una  cuestión  semejante: 
la  de  saber  si  los  obreros  tienen  acción  direc- 
ta contra  la  Compañía.  La  sala  de  admisibi- 
lidad y  la  sala  dvil  parecen  estar  en  contra- 
dicción sobre  este  punto.  (V.  Req.  9  de  enero 
1899  y  Civ.  15  de  mayo  1899  ya  citados.) 

80C1BDAD 

Una  sociedad  formada  entre  accionistas  para 
la  protección  de  sas  derechos  ¿es  ana  verda- 
dera sociedad? 

Varios  accionistas  de  una  sociedad  celebran 
entre  ellos  un  contrato  para  proteger  mejor 
sus  intereses.  ¿Es  este  un  contrato  de  socie- 
dad? La  jurisprudencia  ya  ha  admitido  que 
la  agrupación  de  personas  obligadas  con  el 
objeto  de  defender  sus  intereses  constituye  no 
una  sociedad,  sino  una  asociación.  No  hay, 
en  efecto,  beneficio  que  repartir,  hay  simple- 
mente derechos  adquiridos  que  proteger  (Cas. 
3  diciembre  1889,  S.  91. 1.  525).  La  misma 
solución  se  impone,  pues,  cuando  se  trata  de 
agrupaciones  de  accionistas.  Allí  también  fal- 
tan, para  constituir  vmb.  sociedad,  los  benefi- 
cios que  realizar.  No  se  puede  pretender  pur 
medio  de  esa  agrupación,  si  no  asegurar  el 
pago  de  los  dividendos  debidos  con  regulari- 
dad. Sin  embargo,  la  sala  de  admisibilidad  ha 
resuelto  lo  contrario,  el  15  de  abril  de  1902  (S. 
1903. 1.  289).  Había,  según  ellos,  una  sociedad 
porque  los  derechos  en  la  partipación  estaban 
puestos  en  comün,  con  el  objeto  de  repartir  et 
beneficio  que  de  ello  podría  resultar.  Esta 
asociación  contradice,  según  parece,  la  teoría 
admitida  para  las  sociedades  de  obligados. 
nuestro  parecer,  hay  que  dar  más  ímportan- 
da  á  esta  consideración  de  hecho  del  fallo;  que 
en  ese  caso,  los  poderes  muy  amplios  de  que 
estaba  investido  el  grupo  de  accionistas  le 
daban  medios  de  poder  aumentar  los  benefi- 
cios que  se  podían  esperar,  vigilando  la  mar- 
clia  de  la  sociedad  anónima. 

Sin  embargo,  este  aserto  mismo  es  discuti- 
ble: es  sutil  decir  que  debiendo  los  admistra- 
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dores,  elegidos  por  los  accionistas,  asegurar 
una  bnena  gestión  y  gruesos  dividendos,  pue- 
de haber  intención  de  realizar  beneficios  en  el 
hecho  de  agregarles  un  -vigilante  que  los  pre- 
caverá de  toda  torpeza.  Sin  embargo,  eso  es 
en  rigor  admisible  (V.  sobre  este  punto  la 
nota  de M.  Wahl).  De  todos  modos  hay  como 
se  ve,  en  el  caso,  circunstancias  bastante  es- 
peciales que  no  permiten  dar  un  alcance  gene- 
ral á  la  presente  solución. 

DEPÓSITO 

Del  depósito  hecho  por  una  persona  en  un  ves- 
tuario de  teatro 

El  hecho  de  dejar  una  persona  temporal- 
mente oljjetos  que  le  pertenecen  en  un  local 
ajeno:  restaurant,  teatro,  carro-dormitorio, 
etc...  promueve  cuestiones  delicadas  en  cnan- 
to A  la  prueba  que  hay  que  rendir  para  obte- 
ner una  indemización  si  no  se  encuentra  el 
objeto.  Los  dueños  de  objetos  perdidos  ó  ro- 
bados han  pretendido  muchas  veces  una  in- 
demnización alegando  un  contrato  de  depósi- 
to. La  jurisprudencia  se  ha  negado  á  darles 
razón  siempre  que  esas  personas  conservasen 
esos  objetos  bajo  su  vigilancia,  como  en  un 
restaurant  (Trib.  Sena.  30  julio  1867,  D.  75. 
1. 220,  en  nota),  un  secador  de  lavandería  que 
se  les  arrendaba  (Cas.,  26  enero  1875,  D.  75. 
1.  219),  un  carro  dormitorio  (Trib.  Sena,  14 
de  mayo  1892,  D.  93.  2. 180,  y  23  nov.  1892, 
D.  93.  2.  587).  Aún  se  ha  negado  á  ver  allí 
un  depósito  análogo  al  que  hacen  los  viajeros 
en  los  hoteles,  debiendo  considerarse  este  tex- 
to como  excepcional.  Al  mismo  tiempo,  en  el 
caso  en  que  ha  habido  verdadero  depósito,  es 
decir,  desprendimiento  completo  de  la  apre- 
hensión del  objeto,  la  jurisprudencia  sólo  ha 
admitido  con  cierta  amplitud  la  idea  del  de- 
pósito necesario  (V.  Lyon,  23  julio  1897,  D. 
97.  2,  343— Trib.  de  MAcon,  19  mayo  1896. 
D.  99.  2.  164),  que  le  permite  aceptar  la 
prueba  testimonial  del  depósito.  La  Corte  de 
París,  á  pesar  de  negarse  á  ampliar  á  un  caso 
nuevo  la  idea  del  depósito  necesario  (en  este 
caso  al  depósito  en  el  vestuario  de  un  teatro, 
depósito  que  no  obedece  A  ningnna  necesi- 
dad, sino  A  la  comodidad),  acaba  de  llegar  al 


mismo  resultado  práctico  diciendo  que  hay 
depósitos  ordinarios  en  que  moralmente  im- 
posible proporcionarse  una  prueba  escrita, 
que  debe,  pues,  aplicarse  aquí  el  artículo  1348 
(1)  y  autorizarse  la  prueba  de  testigos  (París, 
23  abril  1902,  D.  1893.  2.  323). 

ICAHDATO 

Del  alcance  de  los  mandatos  generales 

Un  marido  recibe  de  sn  mujer  un  mandata 
hecho  por  instrumento  privado  para  intervc' 
nir  en  su  nombre  en  toda  venta  y  permuta  de 
inmuebles,  para  renunciar  á  su  hipoteca  legal^ 
para  recibir  pagos  etc.  En  una  palabra,  el 
poder  está  redactado  en  los  términos  más  ge- 
nerales. ¿Valdrá  para  una  cesión  de  crédito» 
hecha  por  el  marido  á  nombre  de  la  mujer^ 
£1  tribunal  del  Sena  en  19  de  abril  de  1901 
(I).  1903  2.  271)  ha  aceptado  la  negativa. 
Da  en  primer  lugar  esta  razón:  que  el  manda- 
to estaba  redactado  en  términos  generales  y 
que  los  mandatos  de  este  género  no  compren- 
den sino  los  actos  de  administración.  El  tri' 
bunal  elige  así  entre  dos  interpretaciones  po- 
sibles del  artículo  1988  (1)  del  Código  Cívíl 
entre  las  cuales  se  puede  vacilar  y  que  los  au- 
toresno  ponen  bien  de  relieve.  En  efecto,  se pue- 

(1)  «Art.  1348. — Se  exceptáan  además  (las  re- 
gias anteriores  que  exigen  que  las  obligaciones 
ooDsten  por  esorito)  an  todos  loa  oasoe  en  que  no  ha 
sido  posiUe  al  acreedor  proporcionarBe  um  prueb% 
literal  de  la  obtigaei/in  que  para  con  él  se  ha  con- 
traído. Esta  segunda  excepción  se  aplica:  1."  A  la» 
obligaciones  que  nacen  de  cuasi -contratos  y  de  deli- 
tos y  ouaai-delitos;  2."  A  los  depósitos  necesarios 
hechos  en  caso  de  incendio,  ruina,  tamulto  ó  nau- 
fragio y  á  los  que  hacen  los  viajeros  hospedándose 
en  una  posada,  todo  según  la  calidad  de  las  personas 
y  las  oirounstaoóias  del  hecho;  3.°  Alas  obligavio- 
nes  contraídas  en  caso  de  acoidentea  imprevistos  en 
que  no  se  podrían  haber  hecho  actos  escrito^;  4.<* 
Al  caso  de  haber  perdido  el  acreedor  el  título  que 
le  servía  de  pruebi  escrita,  á  oonaecjeacia  de  un 
caso  fortuito,  imprevíato  y  resnltante  de  fuerza 
nuyor. 

(1)  cArt.  1988.  Gl  mandato  redactado  en  térmi- 
nos generales  no  abarca  sino  los  actos  de  adminis- 
tración. Hi  se  trata  de  enajenar  6  de  hipotecar  ú  de 
algún  otro  acto  de  dominio,  el  mau'lato  debe  ser 
exjireso  »  Ver  art.  2132  del  Código  Civil  chileno. 
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de  considerar  como  la  razón  de  ser  de  este 
■artículo  el  hecho  de  no  aperdlñrse  el  mandan*' 
te  de  la  gravedad  de  una  enajenadón  6  de  ana 
■cesión  de  créditos  si  el  mandato  es  general  No 
se  podría  antorízar,  pues,  al  mandatario  para 
hacer  todo  acto  de  gestión  del  patrimonio 
flcgún  las  necesidades.  Esta  interpretación» 
evidentemente  protectora  de  los  derechos  del 
mandante,  explica  muy  bien  la  solución  del 
fallo.  Pero  pnede  decirae*  en  sentido  contrario, 
que  la  ley  no  considera  sino  el  mandato  gene- 
ral de  administración;  este  mandato,  de  al- 
cance vago,  no  puede  permitir  enajenar,  para 
ello  es  necesario  que  haya  una  cláusula  que 
diga:  el  mandatario  podrá  también  enajenar. 
Ya  no  es  entonces  una  regla  en  cierto  modo 
de  orden  páblico,  es  una  interpretación  de 
térmicos  generales,  de  términos  vagos  de  nn 


contrato.  Por  lo  demás»  íaé  ésta  la  aolución 
adoptada  durante  los  trabajos  preparato- 
rios. (V.  el  informe  deTarrible,  Fenct,  XIV, 
p.  593). 

Siesta  intetpretación  hubiera  sido  admiti* 
da,el  tallo  habría  anulado  la  cestón.  En  efecto, 
expone  esta  razón:  que  la  mujer  no  puede  dar 
á  su  marido  mandato  general  «n  abandonar 
la  protección  que  ha  querido  imponerle  el  ax^ 
ticulo  223  (1)  al  prohibir  al  marido  las  aato- 
rizacionea  generales.  Y  sobre  este  pnnto  su 
resolución  está  á  la  vez  conforme  con  la  razón 
y  con  la  jurisprudencia  anterior  (Cas.  1''  de 
febrero  1864,  D.  64. 1. 423). 

(1)  cAnr.  !Í23.  Toda aatoriau^ión  general,  mún 
«stipnladd  en  el  contrato  de  matrimoDÍo,  no  es  vi- 
Itda  siso  en  cnanto  k  la  administración  de  los  bieoe» 
de  la  mnjer.i 


ESPAÑA 


TRIBUNAL  81'PIIEUO.— 13  DE  OCTUBKB  DB  1903 

Entrega  de  legados.— Prohibición 
del  testador 

Que  la  prohibición  consignada  por  el  testa- 
dor de  que  los  legatarios  «usdixn  contiendas  ó 
reclamación  contra  los  bienes  legados,  no  obs- 
ta para  que  aquellos  reclamen  lo  que  les  perte- 
nece, conforme  á  la  voluntad  del  testador;  j 
entendiéndolo  a^  la  sala  sentenciadora,  no 
infringe  el  artículo  675  del  Código  Civil. 

TRIBUNAL  SUPREMO.— 16  DIÍ  OCTUBRE  DK  1903 

Obligación  de  ios  cónyuges  de  socorrerse 
mutaameate.-~^fímento3 

Que  uno  de  los  deberes  más  fundamentales 


impuesto  por  la  ley  á  los  cónyuges  consiste  en 
el  de  socorrerse  mutuamente  en  todos  los 
casos  en  que  este  socotro  sea  necesario,  cuaU 
quiera  que  sea  la  situación  legal  del  matrimo- 
nÍ0|  á  no  ser  que  la  necesidad  del  cónyuge  sea 
proveniente  de  actos  por  él  mismo  realizado^ 
que  le  constituyan  en  una  situación  ¡legal  y 
contraria  á  derecho. 

Que  en  cumplimiento  del  deber  natural  san- 
cionado por  el  artículo  56  del  Código,  en  rel<-i- 
ción  al  párrafo  1^  del  articulo  143,  el  marido 
que  deja  el  domicilio  conyugal  tiene  la  iodttdt- 
ble  obligación  de  socorrer  á  su  mujer,  ú  quien 
abandona,  mientras  consienta  semejante  es- 
tado. 
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ABANDONO  DK  LA  INOTAMUIA 

1.  ISffcto  rétroacticu,~I'liizi>.~- 
Como  en  nuestra  antigua  1e- 
giolariun  no  «x.otia  ei  abando- 
no de  la  instontja  eutaMccido 
por  el  Código  de  l^rootMlimicn' 
to  Civil,  nojie  pucdeapUcar  la 
aancíón  del  atiandoiio  que  étite 
prescrilie  á  loít  plazoü  tranKu- 
rridos  ron  antei-ioi-ídatl  a  hii 
vigencia,  Mín  dai-  á  um'  L'ótligo 
efecto  retroactivo.  A  virtud 
de  lo  dispuesto  <'n  ul  articulo 
24  de  la  ley  de  il  de  octulire  de 
1861,  el  termino  ñjado  para  el 
abandono  no  puede  coineniar 
á  corivr  sino  desde  el  1."  de 
marzo  du  10(IH;  y  si  bien  es 
cierto  que  el  abandono  de  la 
instancia  no  ronatituye  en  ri- 
gor lina  esperte  de  pi*escrip- 
ción,  le  son  aplicables  lax  con- 
■«idei-acionoH  que  sirvieron  de 
expreso  fundamento  al  articu- 
lo 2.)  de  dicha  ley,  con  arreglo 
átascualea  no  procedería  apli- 
car en  oti-a  forma  que  la  indi- 
cada, el  referido  articulo  24.  - 
C.  A.  IftoctiilwHIfW.   164 


2.  Eftrto  relraarJiro.  ~  Plazo,  - 
Misma  doctrino,  -O.  A.  17 
mayo  1904    499 

ABANDONO  US  LA  MiCDIANlftllA 

MmlittMTÍa.  -  tWriimieHto."Cu- 
lindantfn,  -  El  aban<lono  de  la 
medianería  no  exonera  al  co- 
lindante que  lo  hncedo  laiibli- 
Kacióu  de  contribuir  al  cerra- 
miento en  laformaqne  el  juez 
señale,  eon  iiri-eglo  al  articulo 
H46  del  Código  Civil,  que  im- 
pone A  loH  propietai'ios  colin- 
dantes la  obligación  de  concu- 
rrir á  los  gastos  de  construc- 
ción de  tales  cierros  y  encarga 
al  Juez  reglar  el  modo  y  forma 
de  concurrencia.  -  (!.  A.  18 
agosto  1903  !í74 

ABOUADO 

1.  Honorario.  ~  MHHildpalMiuK 
-  La  defensa  de  la  Municipa- 
lida<l  en  juicio  está  encomen- 
dada (art.  9."  y  2.",  ley  M.}  en 
primetu  insi^tncia  al  secreta- 
rio y  en  segunda  instancia  al 
Ministerio  Público,  salvo  en 
los  coses  en  que  la  rni^ma  cor- 


poración acuerde  encomendar 
su  defensa  á  otra  persona;  de 
modo  que  es  de  absoluta  nece- 
sidad la  existencia  de  im  acuer- 
do expreso  con  designación  du 
pei-Bona,  tomado  por  la  Muni- 
cipalidad para  que  la  defensa 
de  ésta  en  juicio  pueda  ^«rci- 
tarse  por  otra  pei'sona,  C.  A. 
27  noviembre  lí«3  285 

2.  El  derecho  de  la  Municipali- 
dad para  hacer  la  designación 
de  este  aboga<lo  que  la  ha  do 
defender  es  indelq^ble,  como 
toda  facultad  atribuirla^  por 
las  leyes  i,  los  funcionarios  ó 
coi*poraciones  que  ella  crea 
para  el  servicio  público.  -  Mis- 
mo fallo. 

3.  No  puede  estimarse  que  exis- 
te esta  delegación  en  unaouer- 
do  en  que  se  autoriza  al  alcal- 
de "para  tomar  todas  las  me- 
didas necewrios  con  el  objeto 
de  defender  á  su  debido  tiem- 
po los  derechos  de  la  Munici- 

Sulidad  en  punto  á  los  aeuer- 
os  objetadosii.  -  Mismo  fallo. 

4.  Por  consiguiente,  la  designa- 
ción hecha  por  el  alcalde,  f  un- 
daila  en  tal  autorbftción,  no 
puede  crear  un  vinculo  jurtdi- 
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CO  nnti-o  i'l  abofpulo  á  quicti 
aquel  enoai'gó  la  defonsa  y  )a 
Mtinii^ipaliilad,  quo  pudiei-a 
obligar  a  ésta  á  alionar  el  ho- 
nomrio  por  m  Aefenta.  -  Min- 
ino f  ftlln. 

5.  Poatrioiu-B,  -  Siendo  la  abso- 
liK'ión  do  posicii)iie>4  un  arto 
lie  carátster  oxclusivaiiientt' 
personal,  no  tiene  derecho  el 
abollo  del  abitolvente  á  pi*c- 
sennar  su  Qlwoliirión, -f'.  A. 

14  diciembre  1901  278 

6.  Honorario,  —Promlimifiitofis- 
f>eriiil.  -  ReniHMiriun.  -  Si  «e 
ejer  cita  la  acción  para  el  pago 
de  houoi-arioíi  de  abogados, 
ron  arrep:lo  al  procedimiento 
especial  que  determina  el  ti- 
tulo U  del  libro  III  del  Códi- 
go  de  Procetlimiento  Civil,  no 
puede  el  demandado  oponer 
Uiia  reconvención  mí  por  su  na- 
turaleza y  objeto  no  es  ulla 
8IUC'  ptible  de  siistancLi,i'ae  por 
los  mismos  trámites  que  la  de- 
manda principal.  -  O.  A.  U  di- 
ciembre im   282 

7.  Autos.-Expfilientií.  ~  Cuando 
no  hay  p'CKiurador  del  núme- 
ro, las  partes  tienen  derecho 
para  aleear  de  bien  probado, 
a  saear  \m  autos  do  secreta- 
ria por  medio  de  su  abotnido. 

-  C.  A.  28  marzo  1904    33  > 

8.  La  disposición  del  articulo 
88  del  Código  de  Procedimien- 
to GtTiI  no  ra  un  óbico  para  el 
ojorcirio  de  ente  derecho. - 
Mífimo  fallo. 

AOfíIÓN  RJBCirTIV'A 

1.  Mra  de  cambio.  -  El  librado 
que  po^  una  letra  (finida  en 
tm  contra,  no  tiene  acción 
ejecutiva  respecto  <Iel  libra- 
tlor  para  el  reerobolao  de  su 
importe. -Can.  4  affosto  lAH..  10 

2.  OMtffHci'in.  -  TíIhIo  yfrutiro. 

—  La  cantidad  que  se  debe  en 
inontKia  extnin  era  ú  aii  equi- 
valente <-n  mone<Ia  nacional 
C9  liquida  y  por  consí^iente 
puede  exicirse  por  acción  eje- 
cutiva. 14  Mptiembro 
1903    2;i 

S.  Latí  dificultades  ^ue  puetlen 
Murgirparaduterrainarel  valor 
numrrico  del  cambio  corrien- 
te el  día  del  pago  entro  la  mo- 
neda RXtranjera  y  la  nacional, 
no  corresponden  á  un  juicio 
de  lato  conocí  miento,  sino  que 
son  una  incldt^ucta  del  juicio 
ejecutivo  en  ciue  se  exije  el 
pago  de  la  oblifraoión, -Mii4- 
mo  fallo. 

4.  Procttiimirnto  fítjwriat.  -  Ti- 
ttUo  ^j»;HtÍtio.  -  Kl  Códiffo  do 
Procedimiento  Civil  no  ha 
derogado  ni  expre^w  ni  tácita- 
mente los  diHpo8Íciones  de  les 
aiticitlo^  S.^yf)."  de  la  ley  do  lo 
de  octubre  de  187»  sobre  Em- 
presas <le  Gas  y  Agua  Potable. 
A  ellas  se  refiere,  entre  otra^, 
cuando  ordena  en  el  articulo 
837  ¡lue  el  proce<li  miento  su- 
mario se  aplicará  en  defecto  de 
otra  tramitación  esperiul  á  loe 
casos  en  que  la  ley  ordena 
proceder  snraanumente  ó  bre- 
ve y  sumai  lamento  ó  en  otra 
forma  análoga,  que  es  preciita- 
mento  tH  modo  como  quiere 


que  se  procoda  la  ley  citada.  - 

C.  A.  19  diciembre  1903    .S13 

5.  En  consecuencia,  estas  act-io- 
nrs  ojectitii'aH  contra  los  con- 
«(umidores  moronjos,  deben  tra- 
mitaiKe  en  la  forma  verbal  y 
suniat'ia  establecida  en  oí  ar- 
ticulo 5."  do  esa  ley,  sujetán- 
dose, en  cuanto  al  procedi- 
miento, á  lo  quo  dispone  el  tí- 
tulo 12  del  libro  III  del  Códi- 
go de  Proce<liniÍento  Civil,  - 
Míanui  fallo. 

6.  Ltilratlttrumliio.  ~ Prül«ato,- 
TUhIo  fJfr.nUea.-Tiek  acción 
ejecutiva  la  letra  de  cambio 
"i-especto  del  aceptante  que  no 
hubiere  puesto  tach'.»  de  false- 
dad á  Hu  ocepCHciiin  al  tiempo 
de  protesbtr  la  letra  por  falte 
de  pago.u  -C.  A.  2S  diciembre 
1903   31fi 

7.  El  Código  do  Pi-ocedimieuto 
Civil,  como  loK  leyes  españo- 
las, da  fuerza  ejecutiva  a  los 
instrumentos  privados  recono- 
cidos judicialmente,  y  enti-e 
ellos  á  las  letrus  de  cambio. 
La  innovación  ^ue  ha  intro- 
ducido e»to  Código  la  de  no 
exigir  el  reconocimiento  defir- 
ma en  el  Oitao  antedicho  (6).  - 
Mismo  fallo. 

8.  Exefpcióii  dttfalsf  dwl.  -  Letra 
de  raíalo.  -  Pro/ento, Tíltüo 
fjfottifo.  ~  Los  letras  de  Gi.m- 
bio  no  necesitan  ser  i-econoci- 
das  paiu  tener  méi-iu>  ejecuti- 
vo contra  el  aceptanto  que  no 
opone  tacha  de  falsedad  á  su 
oceptac  ón  al  tiempo  de  pro- 
testar la  letra  por  nüte  de  pa- 
go. -  C.  A.  18  mano  1904  500 

kCrltiS  MUEBLE 

f!ompi'{Mtria.--DeclinatorÍa.-Iio- 
wMlio.-Pfranna  jurídiai.- 
Rniolurián,  -  Rn  gcneml,  es 
juez  competente  pam  conocer 
de  una  demanda  civitel  del  do- 
micilio del  demandado.'  El 
ai-tieuto  216  de  la  ley  de  lA 
de  octubre  do  lS7't  estable- 
ce que  cuando  la  acción  entu- 
bluaa  fu  I-e  mueble,  será  com- 

Setente  el  jutx  del  lugar  don- 
e  deba  cumplíme  la  obliga- 
ción; i>ei'oe9te  precepto  no  se 
aplica  al  coho  en  <iHe  so  de- 
mande la  resolución  de  un 
contrato.  -  C.  A.  23  julio  1903.  27.'* 

AUCtÓN  POPULAR 

Municipal >dail.~  Rfronvtmciún. 
-  La  autorizaeión  concedida  á 
los  vecinos  de  una  Municipa- 
lidad para  ejei'citar  las  accio- 
ne» que  á  ésta  corresponden 
(art.  64,  ley  22-XII-1891),  no 
obliga  al  Municipio  á  interve- 
nir en  la  causa  y  aceptar  el 
ejei-cicio  de  tales  derechos  ó 
la  oportunidad  y  fund.imento 
con  que  se  deducen,  ya  que  el 
proposito  de  cautelar  los  inte- 
reses comunales  que  tal  dispo- 
sición consulte,  no  podría  en- 
tendei-se  con  perjuicio  de  la 
independencia  de  esos  corpo- 
mciones  en  la  administración 
de  los  negocios  que  les  están 
confiados;  ni  puede,  en  conse- 
cuencia, obligarlas  á  contes- 
ter  las  i-econvoncionen  que  los 


demandados  promuevan  y 
toa  tienen  su  derecho  á  ñivo 
para  entablar  por  separado  el 
juicio  que  corresponda. —  C. 
A.  12  de  octubre  UQ3  

ACXlÜi'tN  F08BSORIA.    T.  Qu^«Í¡€M 


Ua.— La  telta  de  demarcación 
entre  dos  pro|ñedadeii  qae  iir> 
<  se  hallan  deslindadas  por  una 
linea  reconocida  por  amba» 
partes,  impido  que  se  veriii- 
que  la  posesión  necesaria  para 
enteblar  interdicto  restitatA> 
rio. -C.S.ft  julio  1904.   4-*» 

At-(-'ir>N  RRAL 

'  Camino.  -  Sm'tdumbre..  -  La  a«-- 
i     ción  real  que  persigue  el  reco- 
nocimiento del  derecho  á  un 
camino  establecido  en  una 
I     propiedad    en    beneficio  de 
otra,  ya  comprenda  el  domi- 
nio del  suelo  mismo,  ya  \o» 
I     derechos  procedentes  de  una 
I     servidumbre  de  tránsito,  pue- 
de ejerciterse  válidamente 
contra  el  dueño  y  actual  posee- 
I     dor  del  suelo.— Ü.  A.  14  marzo 
I   .  495 

'  ACREEDOR 

I  1.  Embargo.  -  Hipoteca.  -  O^rfo 
^     Uírito,—lja  circunstancia  de 
que  un  acreedor  persiga  Iñt- 
nes  del  deudor  Dociéndolo» 
i     embargar,  no  impide  que  otro 
acreedor  persiga  los  mismos 
laeiiea  y  trabe  sobre  elloe  on 
'     nuevo  embargo.  Lo  contrario 
I     limiteria  el  derecho  absoluto 
i     que  tiene  el  acreedor  sobre  to- 
I     dos  los  bienes  del  deudor,  eean 
'     presentes  ó  futuros,  y  se  esta- 
I     bleceria  un  privilegio  á  fovor 
del  primer  acreedor  que  la  ley 
no  le  acuMda  -  C.  A.  9  enero 

1904   oW 

.  Pudtemlo  concurrir  varias 
ejecuciones  sobre  loe  misnos 
bienes  y  no  siendo  titulo  pre- 
ferente el  del  embargo  prime- 
ro, la  enajenación  de  los  bie- 
nes em  Argados  puede  hacerse 
intimamente  en  eualquiem 
de  ellos.  No  hay  objeto  ilícito 
er  esa  enajenación,  porque  se 
hace  con  la  autorización  del 
juez  y  en  virtud  del  derecho 
que  la  ley  confiere  expresa- 
mente á  los  acreedores.  -  Mi>- 
mo  fallo, 

.  Este  conclusión  toma  mayor 
fuerza  si  se  trate  de  bienes  hi- 
potecados perseguidos  por  un 
acreedor  hipotecario  y  se  ha 
notificado  á  otro  acreedor  hi- 
potecario, que  seguía  eiecu- 
ción  por  separado,  que  ina  i 
efectuarse  el  remate.  -  Mlsmn 
fallo. 


Camciún.  -  En  un  juicio  verbal, 
de  comercio,  de  menor  cuan- 
tía es  diligencia  ó  trámite 
esencial,  el  acte  en  9ue  deben 
consignarse  las  peticiones  de 
las  partes  y  su  omisión  es  cau- 
sal de  casación.  -  C  A.  cas.  8 
octubre  1903  231 
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ADJUillUAl'IÓN 


AIIL'AXA  ;( 


AUTO  NO  «'ONTBNCIOBO 

Caraditr,- Capacid  att.— Omisi<1n . 
Potier— ProcetUmimto— Procu- 
rador. -  Rwlamación.  -  Repre- 
teMlaeiótt.  -  Los  actos  para  el 
nombrumionto  de  cumdor  á 
iiu  menor,  aunque  se  susciten 
cuestionen  sohre  la  capacidad 
lie  los  personus  llaitiadns  ¿  «lo- 
Heuipeñar  el  carf^o,  se  cotibide- 
i-an  como  actos  no  contencio- 
iK>9  pat-a  sei'  rf sueltos  bi-eve  y 
sumariamente.  Las  disposicio- 
lie»<le  los  artículos  5i3y  524 
<1el  Códí^)  Civil,  iiólo  ae  apli- 
cun  al  caso  en  que  se  tra.te  de 
las  incapatndadee  ó  excusas 
alegadas  por  el  guardador  pa- 
ra eximine  de  clesempeflar  el 
cargo. -Oo»,  21  junio  IHIH  ....  548 

AOUUIXM  HUNWlFALfW 

1.  MnnMpaUdait.  -  Pmttón.  - 
Si  no  existo  un  convenio  espe- 
cial, loB  beneticiusquepuedan 
emanar  fie  acuerdos  o  regla- 
mentos de  la  Municipalidad 
de  Santiago  referentes  al  ser- 
vicio de  la  policía  de  sej^uri- 
dod ,  suponen  la  calificación  de 
ios  requisitos  que  debe  tener 
tfl  agraciado  i>am  poder  gozar 
lie  ellos.  De  lo  que  se  deduce 
que  sólo  tenia  una  expei-tati- 
va  sujeta  al  acuenlo  previo  de 
una  corporación  que  tiene  fa- 
<;ulta(les  privativas  que  ejerci- 
ta con  independencia  de  otros 
poderes  públicos.  A.  29 
abril  191M   437 

3.  Contienda.  -  Comp^tmriit.  - 
Cttfnta».  -  Municijtaltdad.  - 
üentencia.  -  Tribunal  rfí  Cuim- 
/^lí. -¿Puedo  el  Tribunal  de 
Cuentas,  al  practicar  el  exa- 
men de  las  «uontas  munici- 
pales juzgar  sobre  la  l^alidad 
y  vHlidez  de  los  acuerdos  de 
losMunicipiosr-Cons.  deBst. 
l.o  agosto  ia04   522 

No  se  resolvió  la  cuestión  por 
tiaberse  suscitado  como  cues- 
tión previa  la  de  que: 

3.  Ln  contienda  qite  tiene  por 
objeto  obtener  la  declaración 
de  carácter  general  de  que  no 
corresponde  á  la  Corte  de 
Cuentas  rever  en  forma  algu- 
na los  acueitlo»  do  lu  Munici- 
palid:)d  y  sobro  todo  para  de- 

Cj-loH  sin  efecto,  no  recae  so- 
re  un  juicio  determinado  que 
pueda  dar  lugar  á  una  resolu- 
ción judicial.  Tales  resolui-io- 
nes  no  pueden  pronunciarse 
en  abstracto,  sino  que  deben 
resolver  carne  determinados  y 
concretos,  pues  sólo  correspon- 
de al  legislador  interpretar  la 
ley  de  un  modo  general,  y  des- 
tindar  de  la  misma  manem 
las  atribuciones  de  los  pode- 
res públicos. '  Mismo  fallo. 

4.  Arrfiidamifntu.  —  Pod^rt-x  pii- 
Wíco».  -  Prórroijft.  -  ¡Wianut- 
rióH.  -  ÜB  ilegal  el  acuerdo 
municipal  que  acepta  la  pró- 
rroga «le  im  contrato  de  antin- 
<lamiento  de  bienes  raices  co- 
munaJes  sin  la  respectiva  su- 
baste-O.  A.  U  enero  IMH  .  26U 

ñ.  Es  también  ilegal  el  acuerdo 
mniiivipnl  que  acepta  esa  pró- 
rroga, si  ella  da  al  eonmtto 


i     una  dui-ación  de  más  de  cinco 
años.  -  Mismo  fallo. 

I  ACU.MULAUIl'iN  DEAfTOS 

j  Extradición.  -  Hfi*.  -  Concedida 
la  extradición  por  un  delito 
I  deteiTninado  y  aceptada  en  cu- 
ta forma  por  el  país  qtie  la  re- 
clama, no  puede  juzgarse  á  Idh 
raos  extraídos,  por  otros  deli- 
tos anteriores  cometidos  en  el 
mismo  país  y  <ruya  acumula 
ción  procede  respecto  do  otros 
délos  I-eos  compi*ometi<1oi en 
el  mismo  delito  que  motivó  la 
extradición.  -  G.  8.  quejo.,  25 
abril  1904   354 

AVHIKIMIKKTO 

L  Oaxaritín.-  Citacién.-  Man 
dalo.  -  Nolifirarión.  -  Ondidón. 
-  El  pmler  otoi-gado  por  e!  be- 
reclero  paiarepi-eaent^irlo  en  un 
juicio  iniciado  por  un  legata- 
riosohre  nulidad  de  una  can- 
celación de  deudas  á  favor  de 
lasucesiónypagodeun  legado, 
no  es  anaciente  ^i-a  represen- 
tarlo en  la  gestión  provocada 
por  el  atlher  i  miento  de  otro 
legatario  ^ue  se  presentó  en 
el  mismo  juicio  demandando 
el  pago  do  otro  legado.  -  (/as. 
11  marzo  1904    251 

2.  Este  adheriiniento  es  una  ac- 
ción diveiua  .de  la  anterior, 
intei*puesta  por  persona  dis- 
tinta y  en  que  se  pide  uu  ob- 
jeto jurídico  diferente,  la, 
providencia  que  aceptó  "con 
citación"  el  aidherimicnto  de- 
bió ser  notitícada  pci-sonal- 
mente  al  demandado.  La  no- 
tiñcación  do  dicha  providencia 
hecha  al  apoderado  constitui- 
do piira  la  primera  demanda 
no  podía  obli^r  al  mandante 
pai*a  el  adheii miento.  -  Mismo 
fallo. 

3.  Leaiótienorm'',  -  Nulidad. - 
ProhliñeiiiM.  -  Inscripta  la  pn»- 
hibicion  de  enajenar  y  gi-avar 
una  herencia,  la  nulidad  abso- 
luta de  que  adolece  la  venta 
hecha  ¿p«sar  de  esta  prohibí 
ción,  no  puede  ser  invocarla  por 

t  la  vendedora  que  supo  ó  denió 
saber  el  vicio.  Loa  tereeros 
que  habian  pedido  esas  prohi- 
biciones y  que  adhieren  al  jui- 
cio de  nulidad,  deben  seguir  la 
suerte  de  la  parte  á  quien  ad- 
hiei'en.  El  solo  hecho  ile  la 
prohibición  no  busta  a  dai  les 
interés  propio  y  i>ei-Honal  en  la 
nuliilad  si  no  nci'cdit.an  que 
los  derechos  que  ti-atab:ui  de 
garantizar  con  ella,  les  han  kí- 
uo  reconocidos  en  definitiva  ó 
si  están  i-esguanlados  de  otro 
modo.  -  C.  A.  21)  noviembre 
1903.   386 

ADJt'MltACtóN 

1.  Hipolfcu.  -  Inmiu'tiU'.  -  /««■ 
eripeión.  -  Objeto  Uíritu.  -  Sn- 
elisión.  -  Tfrcfrla.  -  Laadjudi- 
carióii  que  se  hnce  pura  la  di- 
visión de  una  masa  heredita- 
ria no  constituye  una  enaje- 
nación de  comunero  á  comu- 
nero, sino  una  simple  deter- 
minación y  singiilañiacíón  de 


1     lo  que  itei-teneco  á  cada  uno  en 
la  universalidad  dolos  bienes 
'     del  antecesor.  -  Cas,  23  abril 

im  m 

2.  La  adjudicación  entre  here- 
deros no  bc  encuentra  com- 
prendida, por  lo  tanto,  en  la 
enajenación  de  bienes  embar- 
gados á  que  se  refiere  el  nu- 
niei-o  3."  del  articulo  1464  del 
Código  Civil  y  en  dicha  adju- 
dicación no  hay  objeto  ilícito, 
aunque  no  se  haya  hecho  con 
autorización  del  juez  ó  consen* 
tiinicnto  del  aci-eedor  ejecu- 
tante. -  Mismo  fallo. 

3.  DñcigioH,-  Domicilio.  -  Nuli- 
dad. -  Omiaiún.  -  Pro/e»ioH.  - 
Ultra  petUa.  -  V.  Nulidad.  - 

C.  A.  8  agosto  1904    511 

ADHiNiBTKACióH  del  mandato. 
-V.  Mandato. 

ADMINISTRACIÓN  PKOINDrviSO 

Albaeea.  -  Partidor.  -  El  conoci- 
miento de  todos  los  cuestiones 
relativas  á  la  adminl8t.ración 
proindiviso  de  los  bienes  co- 
munes corresponde  al  parti- 
dor nombiudo  para  liquidar 
la  sucesión. -C.  A.  19  mayo 
1904  "....439 

AUHIKISTKAVOB  DK  ADUANA 

Adtiaua.  -  Autoridad  admlulii- 
tratiwi.  -  VoniUuda.  -  Indem- 
nitaciún.  -  El  administrador 
,     de  Aduana  no  ea  atitoridad 
'     competente  paiuiwnoccrdela 
¡     demanda  de  indomnízación  ne 
I     iierjutcios,  por  deterioros  cau- 
sados á  mercaderías  en  la  des- 
carga efectuada  por  los  con- 
tratistas del  servicio  de  movi- 
lisación  de  bultos  de  una  adua- 
na. El  conocimiento  de  emde- 
nianda  cori-esponde  á  la  justi- 
cia ordinaria  en  conformidad 
á' los  artículos  90  de  la  Cons- 
titución y  1."  y  ñ."  do  la  ley  de 
15  de  octubre  de  IKTó.  Cons. 
de  Est.  8  mayo  IWM  391 

Admisibilidad  de  acción  para 
hacer  efectiva  responsabilidad 
del  juez.  -  V.  Amparo. 

i  Adhiubiudad  de  prueba  testi- 
monial.-Y.  Prueba. 

Admisibilidad  de  i-ecuiw  ca«a- 
ción.-V.  Improeedewia, 

AuMIstBiUDAU  de  i-ecunto  de 
amparo. -V.  ÁmjMm. 

A]>[TANA 

1.  Empleado».  -  (imtijiairion. 
La  ley  de  18  de  noviembre  de 
1893concede  una  gratitícafión 
A  los  empleados  de  aduana  de 
un  1  porcieiito  de  laseiitiuila» 
Recales  líquidas  de  mda  wlua- 
na  (uxcepto  laa  do  Iquique  y 
Pisagua  en  que  ese  tanto  por 
ciento  es  menor]  y  a'lemái  el  4 
por  ciento  del  excedente  del 
producto  liquido  de  las  eutiu- 
das  decatia  aduana  en  el  ¡iñu. 
último  sobro  el  preceiieuie, 
gratiticacióu  pa;i;>dcra  en  la 
forma  determinada  iior  la  ley. 
ÍJBL  ley  de  15  de  enero  de  1894 
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ALCALDE 


AMPARO 


APELAnÓX 


establece  que  la  paHicipticiúti 
t-rfei-ida  no  podra  exce<ier  del 
•V)  ixir  ciento  del  Hiieldu  de  ca- 
da empleado;  su  objeto  maní- 
(iento  fué  lim.tar  el  beueticio 
roiicodído  |ioi-  -tquella  ley,  de 
manera  que  en  nñi);i'm  caso  | 
exeedlere  la  gratiliuaeióit  del 
3t)  por  ciento  del  tfuoldo.  Pol- 
lo tanto,  si  el  1  por  ciento  y  el  | 
4  por  ciento  indicarlos  exce- 
den dol  30  por  ciento  del  suel-  | 
do,  sñio  pu<>deu  tener  derecho 
á  este  al  por  ciento.  -(J.  S, 

Ajiel.  2  marzo  1»H   2»8  , 

'2.   AtlininUtra'loy.  -  Aiifuri'hul  , 
tuUnmittyat  imt.  -  Contifud'.!.—  j 
ÍHrffmnlznrii)n,  ~  El  admíiiút- 
ti-ndor  do  Aduana  no  ea  auto- 
ridad coin))etente  para  cono- 
i'ur  de  la  demanda  de  imli^in 
niiación  de  perjuicios  por  de- 
terioroN  caiuiados  un  niercade-  ' 
rías  en  la  de^car)^  ef<K:tmd.i  I 
pov  Im  contratistas  del  «crvi-  j 
eio  de  movilización  de  bultos  j 
de  una  ailuana.   El  '  onoci-  ' 
miento  de  ma.  demanda  eo- 
rreupoiide  ¿  la  justicia  onU- 
iiarüt.-üotM.  de  Bst.  ti  mayo 
IINM  3<»1 

AOVAS 

OomaHhlad.-TarurK  -  Mientras 
se  fija  dotinttiTamentc  la  for- 
ma en  que  dos  Romniieroii  d<> 
las  aguas  de  un  canal  artificial 
deben  gozar  del  agua,  proce- 
de la  disti'il>neii'>n  por  turno 
en  que  al  dueño  de  la«  tres 
fluartas  partoH  corresponderá 
el  goce  de  todas  las  aguas  du- 
rante tretj  dias,  y  al  dneito  de 
la  cuarta  parte,  un  día  des- 

Sués  de  esos  tres. -C  A.  31. 
iciemhrc  IflOS  X» 

ALBAfíBA 

1.  iJ'ipttriitaU.  -  Pfrfonurla  .  —  'SX 
all>a«.-ea  á  quien  se  ha  conferi- 
do la  tenencia  y  administiu- 
eión  de  los  biene»  puede  [lai'e' 
fov  en  juicio  con  arregle  á  los 
aHioulOH  Vm  y  4S7  (fei  V.  V. 
para  eobrar  los  créditos  do  la 
tMtamontaria,  sobre  todo  si 
los  heredonn  ratitican  1u  obra- 
do por  ^1.  -  C.  A.  7  octiibi-e 
laií  276 

'2.  AiitniHistmrMii  prointlivfw. 
Purtitior.  -  TSA  albareasólo 
está  factultad»  fiara  ocurrir  á 
la  juHtíeía  ordinaria  en  'las 
cuestiones  relativn!>  á  las 
cuentas  y  lionoraiios.  K»  al 
partidor '  nombrado  pam  li- 
quidar la  sucesión  i  quien  co- 
rresponde el  conociniiento  de 
todas  la»  cuostíonet  relativas 
li  la  administración  proindivi- 
M)  de  los  bienes  comunes.  -  O. 
A.  10  mayo  IflM  4.%» 

ALCALDE 

I.  l  'otifiirti'Ui,  — (¿lurfUtt.  -  Ijtm 
alcaldes  sólo  tienen  facultades 
adniinixtiativas  y  no  judicia- 
les. Li  querella  ci'iminal  en- 
ttbiada  por  un  vecino  cirntra 
el  ali-alde  que  ordenó  quitar 
por  la  fuerza  pública  un  ra- 
mal sacado  do  la  cafieria  de 
agua  potable  de  la  eiudu<l  con 


autorización  del  gobernadoi'y 
en  que  se  pide  la  investán- 
ción  y  castigo  de  estos  liecnos 
que  el  querellante  considera 
constitutivos  ún  delitos  pre- 
ristoH  por  el  Código  Penal, 
importa  un^i  coiiti<Mida  que 
corresi>onde  ¿  Iru*  tiibiniales 
resolver  y  pani  lo  cual  «-arece 
de  competencia  el  alcalde.— 
Cons.  tío  Eat.  5  felii-ei'o  l!K>4..  '2  <S 
'2.  AnÍtiutlttt.-f^tJ>upi'li'iinu.--f!ou- 
Hfiuln.  -  li^HHiicia.-  La  facul- 
tad de  juzgar  las  causáis  crimi- 
nales corresiionde  á  la  justicia 
ordinaria  y  los  alaUdea  no 
putvien  ejercer  funcioneti  ju- 
dici^ilcM.  -  ( 'oiii.  de  Est.  I.»  ]u- 

ni.»  19Ü4  .■■>.>l 

Los  procedimientos  adminis- 
trativo-* que  Due<1e  ordenar  el 
alcalde  para  la  conservación  y 
entrega  do  los  animales  ajia- 
recidus  no  excluyen  las  aooio 
nes  oriminales  que  ante  lot 
tribunales  onlinarioti  puedan 
entablar  los  que  crean  que  sus 
animales  han  sido  robados.  - 
Mismo  fallo . 

AUE-AKt» 

2.  AJmü'il'iliiluU.  - Aprmiiiii, -- 
JíiHÜtfrío  Piilt/ico.  -  /'risiuu.— 
Bfrttfgd.  -  fütumtnHnhiliiiuiL  - 
Entre  las  í  u-nltadex  conceili- 
das  ¿  loi  juet'es  para  pi'squLsar 
los  delitos,  no  se  encuentra  la 
de  apremiar  cou  prisióutioti'O 
birmcnto  á  los  reos  á  tin  do 
que  contesten  á  los  uargosque 
se  les  dirijan.  Es,  por  lo  tan- 
to, ai'bitmriii  la  prisión  de  uu 
al>oga'lii  4Íe  quien  se  exige  lia- 
jo  juramento  declniución  para 
establecer  los  antecedentes 
del  pei-jurio  por  el  cual  se  pro- 
cesa á  los  i-eos  á  quienes  do- 
flendo  y  en  que  se  le  considera 
implicarlo,  y  es  procedente  el 
recnrxo  de  amparo  Interpues- 
tn  nnt  él,  -  (  .   ti,  VA  agosto 

iwi  m 

'2.  Debe  en  t!)do  caso  califícni-iH' 
In  admisibilidad  de  la  acusa- 
ción ent^hlatla  contra  el  iues, 
ya  aue  la  ley  do  3  de  diciem- 
lire  lie  1S!U,  al  disponer  que  el 
MÍnistt>ri<i  Público  delk;  acu- 
sar al  autor  del  abuso  en  el 
pliUEO  de  diez  ilias  dcspuéi  do 
rifibir  los  antvco<K'utes  del 
recurso  de  am[Ki.i-o,  no  lia  de- 
rogado Rxprí'i«aiiiente  el  ar- 
tículo un  de  la  le^  de  15  de 
octubre  de  IS?"),  ni  ca  incon- 
ciliable con  dicha  disposición. 
8n  objeto  ha  sido  inip  )ner  al 
Ministerio  Fiiblico  k  obliga- 
ción de  entablar  en  plazo  po- 
i*cntor¡o,  liV  w^tión  corrosión- 
diente  á  tin  <Tc  que  se  intablez- 
c:t,  conforme  á  los  procefli- 
mieiitOH  le^Ii-H,  si  el  acto  es 
UYciisable  o  importa  un  hecho 
digno  de  i-epi-csióii.— Mismo 
fallo. 

3 .  El  propósito  <lc  la  ley  de  ISUl 
filé  garantir  con  más  e*icacia 
la  liliertad  individual  por  me- 
dio <lel  rcc:ir!iü  <Ie  amparo  an- 
te la  Corte  Suprema,  que  se 
resuelve  breve  y  suiiiai*iam<'n- 
to.  La  acusación  que  «e  enta- 
bla contra  la  peraona  que  de- 
cretó el  arresto,  en  caso  de  ser 


admitido  el  recurso,  tiene  que 
estnr  sometida  á  las  prescrip 
dones  legales  ordínariu.  Kl 
informe  que  se  le  pide  en  un 
tráinirti  no  ilispuesto  por  In 
ley  que  no  tiene  por  objvto 
investigar  la  responBbUuiad 
del  autor  del  hecho,  sino  pro- 
curarse antecedente^  para 
apreciarlo.  -  MUmo  ^llo 

ANIMALES 

1.  Aratiia.  -  Uiinlrihariim.  ln 
MH  "liUii.-íiivittinariiti.—Kuln- 
los  liabui-es  inmuebles  sujeto» 
al  impuesto  d  <e!<tc  nombre,  no 
está  ni  puede  estar  compren- 
dido género  alguno  de  anim»- 
le¡t,  pues  el  articulo  de  U 
Ley  de  Municipalidades  tstía- 
blece  expresamente  iine  to<los 
los  anímates  son  haberes  no- 
biliarios para  loí  efectos  del 
impuexto. — C-  A.  £t  noviem- 
bre liKW   álK 

2.  Al/ttl-U.  -  ('tnmttJfneia.  -Voh- 
tieifla.  -  lifHunriit.  -  Los  pro- 
cedimientos wlminiítrativos 
ost'vblecidos  para  la  conser\-a< 
ción  y  entrega  de  los  animalr* 
aparecidos  no  excluyen  las  ar- 
cionts  que  puedan  entablarlos 
que  crean  iiue  sus  animales 
han  sido  roñados.  Cons.  de 
Rst.,lS  junio  lINU.  ^ 

X  Hecha  una  denuncia  ene«te 
sentido,  el  juez  debe  iniciar  el 
correspondiente  sumario  y  la 
onlen  dada  para  que  eo  poiigs 
á  su  disposición  el  animal  iiim 
se  dice  robado  es  uno  delot 
medios  de  instnicción  que  en- 
tran en  las  atribuciones  del 
juzgado;  por  lo  tanto,  «■  la 
justicia  ordinaria  la  autoridad 
a  quien  con'esponde  fallar  ess 
denuncia.  -  Mismo  fallo. 

ASVSVIO  del  rctnirso  de  casa 
CÍÓU.-V.  Pktso. 

APELACKiN 

1.  AfH fñbimiriUu.  Lhmrri'it. 
-  Cuando  se  concede  laapeb- 

ción  en  ambos  efectos  no  pro- 
eje d  apercibimiento  para 
elevar  los  autos  y  declarar  de- 
sierta la  apt^larion.  IjadisiNKÍ 
ción  del  articulo  1¿2  del  ('o4. 
de  Prw.  üivil  se  reliere  »«'l"' 
al  oaso  en  aue  la  apelación 
liayaeoneeilido  en  e4  efecto  d«> 
volutivo  y  sea  necesario  sacar 
compulsas  (le  los  autos,  beitu» 
lo  que  dispone  el  articulo  '23\ 

dol  mismo O-ódigo.  -C.  A.  I3y  

18  abril  19Ü4  »l 

2.  AprrciitciAn.- ¡Hrffjult.~Jn^ 
rUIdií■^.il'•^^.  -  Ohjrí".  -  Sul/rínjn- 
fiHH.  -  Titulo.  -  No  habiendo 
reclamado  un»  parte  <Íe  la  sen- 
tencia lie  primera  instancia, 
la  jurisdicción  del  tribunal 
ail  tinfin  quedó  circunscrita  s 
los  puntos  materia  de  la  ap^la- 
'ñón  de  la  otra  parte;  y  dicho 
tribunal,  al  fallar  esta  apda- 
ción,  resolviendo  en  la  parir 
dispwitiva,  únicamente  la 
cuestión  planteada  por  el  ape- 
lante, aunque  en  los  conside- 
raudos  del  fallo  buga  aluBÍiHi 
á  los  demás  puntos  controver- 
tidos en  el  juicio  en  la  prims- 
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ra  iimtnncln,  lio  invun-e  eii  vi- 
v.u>  (|ue  pniila  <1ar  lugar  á  ai- 
snciun  eu  «1  fondo,  ta  que  nólo 
IHwde  tenet-  cabida  por  inf  i-im:- 
cióiMlel<!y  qiiü  haya  íniltuilo 
en  lo  dispositivo  del  fallo.  - 

C'«».  25  abril  IKU.   345 

II,  CagacitÍH.  -  iHcoHiftelMtrvi. 
-  ifmiríiiH,  -  Ulfru  pffUit.  -- 
Kiillada  la  causa  pm-  ul  juez 
«le  primera  instanui'i  d-tmlo 
luKai'HÓloun partea  la deninn- 
(1a  y  apoliida  la  ttvntencia  úni- 
oamente  uoreldeniaiidmloaiu 
«I  ue  se  adhiriem  á  ta  íipelaL-ióii 
ol  domaiulaitte,  quien  ¡te  liiiii- 
t(t  eii  la  Bogiiiida  instancia  á 
¡ledir  se  conflrntara  la  senten- 
cia ivpeladii,  la  sentencia  de  la 
Corte  tUí  Aixtlaciones  ano  oon- 
tirnió  aquélla  "entcudiéndomi 
q*.iti  lo  que  uor  rila  w  resuelve 
«>M  que  na  luK<>'r  &  1^  demau- 
■  la->,  falla  uUra  pnlifa,  utor- 
X'ando  niáH  de  lo  pedido  en  ae- 
Kiinda  instancia  por  In  partu 
«Imnandanto,  é  incurre  vii  iiu- 

lida<l.  Cm.  2)  abril  ].m   361 

4.  ¡ tfniiit  hitifHto.  ~  ImpriKfiifn- 
riu.  -  Mul/ii.  -  Sm/ruriii.  -  l>o- 
sÍHtida  la  apelación  interpues- 
ta uonti-a  ini  atito  (}ue  deniega 
el  recurso  de  cisación,  se  apli 
(■a  al  Pisco  la  cnarta  parte  de 
la  cantidad  consi^cnada. 

H..  21  abril  im  352 

ñ.  Imftrortiifnein.  ■-  Jlnlta,  - 
t'lnzo.-iifut"Hcia.  -  Fonuali- 
lado  el  recnrao  dn  casación  en 
laforni:i.al  xextodiadespuéBde 
aiinnciado,  improcedente, 
y  resuelto  eute  pinito,  es  inne- 
(■eMirioel  pronunciamiento  «o- 
iire  la  apelación  concedida  «n 
to  ilevolutivo  del  auto  en  (lue 
la  Coi-te  de  Apolacioiiea  había 
lioclai-ado  In  improcedencia 
del  miamo  reciirso  por  trntane 
dtí  un  auto  interlociitorio  que 
no  pone  h>rniÍno  al  juicio  ni 
liaceinipoxiblií  «u  prosecución, 

— Cai.  16  mayo  IttM   362 

H.  Af  'tita.  -  Plazo.  Sfiilfuria.  - 
Misma  doctrina.  -  Ca».  16  ma- 
yo IIMM   3W 

7.  Arliifiiitlnr,  ■■  t-oiH¡M'f*'WÍii.- 
La  ('orí»  d»  A(>elaciones  no 
titíin'  jiirisdiiTÍón  i«.r.i  cono- 
ci-r  del  recurH'»  dd  a|)i'lacióii 
<|iie  puede  pniceder  contra  la 
Hcntencia  do  jueccíi  arbitradn- 
rfs.  puf'8  el  itx-unto  referido 
«úto  procctle  para  ant ;  otros 
arbitros  d>íl  minmo  cunicter, 
dt>fllfinndr>s  ex  primamente  por 
Ins  partL's  en  la  c^trritura  en 
qne  He  cunstituvó  el  compro- 
nii«o.-U.  S.,  ü;jni;iyol!«M....  ;«« 
V,  .Juip/iriiiifin.  -  RrriiAni-iú».  - 
Ims  a»  nt<'nfias  quo  sp  dictan 
en  lo»  incidtíDtcM  Hobre  impli- 
cancia ó  n'cns:U'ión  son  iiiai»e- 
labios,  Hpfíiin  ol  artii  ido  131  del 
tíud.  de  i'roced.  Civil,  salvo 
las  exi-epcionea  qne  en  él  w 
enumeran.  -  <.'.  S.,  27  junio 

tWH   456 

It.  f' 'I liw.  -  Kjrpri-siiiu.  -  Oini- 
ititiii.-  J'la:o.  -  I«í.  deserción 
de  una  a|»«>liición  en  un  mero 
incidente  dv  segunda  imnan- 
cia  para  cujo  fallo  no  se  ra- 

aniere  el  tramiti*  de  expresión 
c  agraMos;  y  al  rev^,  dicha 
deserción  so  concede,  entre 
otros  rosos,  ciuuido  el  apelan- 


te  nu  ha  exprssado  Um  que  te 
correHUvnde  hacer  valer  den- 
tro del  término  lo^al.  -f!a9.,6 

julio  tfW4.   480 

lü.  La  deserción  del  recurso  de 
apelación  puede  pedime,  cnol- 

Sniera  que  sea  la  natui'oleza 
el  fallo  en  que  incida,  cuando 
el  ai>elante  no  conipai-euc  a  sc- 
gaiv  el  recui-Bo  dentro  del  pla- 
to de  tres  (lias  que  le  concodo 
la  ley  y  aunque  este  pendiente 
el  plazo  paiu  expi-esar  los  agra- 
vios. -  Mismo  fallo. 

ApKHi'iMMiKNTO  liara  elevar  luH 
natos.  -  V.  ApfiarM»,  -  Dwr- 
rífin, 

Avkvá'AKV.ios  de  los  hechos  por 
el  trdiunal  de  casación. 

1.  ArrrwhiuwtUo.  ■■  tirator.  ~\a 
calificación  nntei-ial  del  hecho 
con ti-o vertido  (la  determina- 
ción do  la  natuiiiltíza  ju>ídica 
de  un  contrato)  hóIo  impoi't.i 
la  tíjauióu  del  niÍDmu  hecho, 
ya  que  el  tribunal,  para  lleffar 
á  ella,  no  efrcti'ia  una  iiiter- 
pi-cbicióii  téiutiea  de  la  ley, 
sino  q^uuaum:ia  ul  mmto  com- 
parativo de  las  declaraciones 
y  demás  comprobaciones  de  las 
partes,  en  ejercicio  de  la  fa- 
cultan! soberana  que  á  este  res- 
pecto consacmn  los  articuloti 
!B8  y  !)77  def  C:.»<l.  d«  Proced. 
OítÍI;  y  de  consiguiente,  al 
indicar  los  hechos,  es  inamovi- 
ble tal  iinmo  lo  ha  dado  por 
establecido  la  sentencia  recu- 
rrida. -  Olí». .  IK  afronto  190;i. .  .  13 

2.  Kiiftl't»  rihl.  -  Ponfuiiiii.  -  El 
tribunal  que  rechaza  bi  prue- 
ba de  la  posesión  notoria  del 
estado  civil  de  hija  le)>itima, 
fundado  en  la  circunstancia  de 
no  haberse  explicado  ni  meiion 
pi*ol>ado  la  faJta  de  la  respec- 
tiva partida,  ui  la  pérditla  ó 
exti-aviodel  libro  ó  registro  en 
quo  debia  hallarse,  sobre  toilo 
cuando  no  hasido  invocada  es- 
pecialmente, sólo  hace  una 
apTfciatúón  de  la  pruebo,  en 
uso  du  sns  facultatles  sobera- 
nas, apreciación  que  no  está 
sometida  á  lii  consui-a  de  la 
Corte  de  Casairión.  -  Caá.,  29 
anosto  1903   Sñ 

3.  Pnii^Mt.  -  Lii  api-eciacidn  del 
mérito  do  la  prueba  para  esta- 
blecer el  principio  de  prueba 
por  escrito  y  de  los  dnmás  he- 
chos de  la  causa,  en  atribución 
privativa  del  tribunal  queco- 
noce  del  juicio,  sin  que  al  tri- 
bunal que  conoce  del  recni-so 
do  casiic-ión  en  el  fundo  le  co- 
rresponda otiu  cosiv  que  acep- 
tar estos  hechos  talos  como  se 
han  d  ido  por  est  iblecidos  en 
«1  fiillu  recurrido.  -  Cas.  14 
o<.ttibrc  l!l03   89 

4.  Drmrtyia,  -  Prttfha .  -  TMta- 
mfHl»,  -  El  recui-so  de  casa- 
ción, en  su  base  fiindainontal 
y  Hlosótica,  tiene  por  objeto 
evitar  que  se  cometan  infrac- 
ciones de  derecho,  velando 
por  la  recta  y  gcuuina  intcr- 

Ei-rtnción  y  aplicación  d«  la 
ly.  Su  objeto  no  alcaim  á 
averigiiai*  ni  apreciar  si  los 
tribunales  han  estimado  bien 
ó  mal  las  cuestiones  de  hecho 


conti-oveiti«las.  Los  bochot 
quo  declara,  comprobador  el 
mllo  del  tribunal  superior 

tienen  ciuc  sor  ac;eptados  en 
tod;v  su  integridad  y  como  an- 
teceilente  incontrovertible  p-i- 
ra  la  decisión  ilel  litigio;  y  en 
ol  recurso  de  casación  sólo  ca- 
be ventilar  si  la  aplicación 
del  derecho  se  ajusta  ó  no  á 
los  hechos  que  sirven  de  fun- 
damento y  consigna  nomo 
ciertos  el  fallo  impugnado. 

Cos.  16  diciembre  Itnl  210 

5.  Rb  una  cuestión  simplemente 
de  hecho  la  de  determinar  si 
el  testador  carecía  de  oapací- 
flod  intelectual  al  tiempo  del 
otorgamiento  del  testamento: 
y  al  apreciar  el  tribunal  de  la 
causa  todos  lo*  elementos  pro- 
batorios aducidos  en  el  pi-oce- 
Ho  sobre  este  punto  y  estimar 
más'  justas  y  procedentes  la^ 
pruebas  rendidas  por  los  de- 
mandantes de  la  nulidad  del 
testamento  y  como  consecuen- 
cia legal  do  ello  que  ol  testa- 
dor no  se  hallaba  en  su  entero 
juicio  al  tiempo  de  otorgar  el 
testamento,  no  hace  ese  tribu- 
nal ."ino  ejercer  sus  atribucio- 
nes soberanas.  Laaprecia<'íón 
que  haga  debe  ser  nceptula 
como  inamovildu  por  el  tribu- 
nal du  casación.  -  Mismo  fa- 
llo. 

U.  Aviog  -  Coiutiri  iu,  -  Iti/fr- 
prrtaeiAH.  -  ítueonr^uriSn.  - 
Ttmninarl^n.-ljoa  hechos  seii- 
ta<losen  la  sentencia  recurri- 
da, <Ioriva*los  de  la  aprecia- 
ción de  los  antecedentea  del 
proceso,  deben  servir  <le  I  ase 
eii  el  pronunciamiento  del  re- 
curso de  casación,  tales  como 
se  han  dado  \toT  establecidos 
en  esa  sentenciii.  -  Cas.  6  abril 
líKM    3Ü3 

7.  Ajt^laoion.—ÍJ^mhoM.  ■  JnriB- 
diceión.  -  fHiJfto.Suhrftp(trión. 

-  Título.  -  La  excepíMÓn  de 
falsedad  del  titulo  para  ejecu- 
tar so  establece  por  la  com- 
probación de  los  hechos  ó  cír- 
ounstan  -las  que  la  ley  deter- 
mina como  constitutivos  do  la 
fa)se<lad;  y  la  apreciación  de 
la  pruein,  quo  para  acreditar 
la  existencia  de  esos  hechos  ó 
circunstancias  se  produzca, 
rorresponde  al  tribunal  sen- 
teiicia'lor,  el  cual,  ejei-ciendo 
ei^ta  facultad  qiie  le  es  priva- 
tiva, puede  deducir  quo  no  se 
ha  coniprul>ado  dicha  excep- 
ción. -  Oaf.  2.)  abril  IflOÍ  .  .   .  34fl 

8.  Ailmitéülraiinr.  -  Con/mión. 

-  JJ^fi>''tito. -Pngo,  -  Prueba. 

-  Al  apreciar  la  fuerza  proba- 
toria de  las  declaraciones  de 
loa  testigos  y  de  la  confesión 
judicial  del  demandado  para 
dar  por  establecidos  los  he- 
chos invocados  en  la  demanda, 
la  Corte  de  Apelaciones  ejer- 
ce una  facultad  privativa,  sin 
que  al  tribunal  iie  citsación  lo 
corresponda  otra  cosa  que 
aceptar  esos  hechos  como  ina- 
movibles. -  Cas.  2.1  abril  lOM..  336 

9.  Ailminittraei'in.  -  FaeUtr.  — 
Mandato.  -  AieconorrftMÍ^n/o.  - 
El  haber  sido  ó  no  ratiñcado. 

Sor  el  mandante  un  contrato 
e  mutuo  otorgado  por  el 
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mandatario,  en  una  uiiestíúii 
(le  hecho  que  el  Tñbuiial  de 
Apelaciones  puede  apreciar 
con  facultad  prtvatira.  -Gas. 
28  abril  1«M   408 

10.  lumHtbU^—Iuttrumeiito  itrí- 
mdo.—Poarfián.  ~  Ckirra^n- 
de  pri%-ativomente  á  loa  tiibu- 
nalea  llnniados  á  resolver  laa 
contiendan  jitdicialü»,  la  aptti- 
ciación  do  la  f  iierta  prolnto 
ría  de  Im  declaraciones  de  loa 
teetigoíí  y  esta  apreciación  nn 
eatá  sometida  á  la  revisión  <Ic) 
tribunal  do  casación,  que  wílo 
conoce  de  la  infracción  de  la 
ley.  -  Cas.  28  mayo  19M  431 

11,  Com  jHtgada,  -  K§tado  eivtí. 

~  Partida.  -  Príirión.  -  Poae- 
ai¿n.~  Pmetm.-^i  la  deman- 
dante afirma  que  contrajo  ma- 
trimonio, siendo  menor  de 
edad.en  una  parroquia  diatin- 
ta  de  la  que  le  eorrenpendin 
y  que  se  ha  perdido  la  partida, 

debe  pronucir  un  conjunto 

de  iMtimunios  fidedignos  que 
estableiciin  au  estado  civil  de 
un  raoflo  irrefragKble;  y  au 
apreciación  corresponde  al  tri- 
bunal du  la  cnuxa.  -  Ciui.  8  ju- 
lio IMH.  481 

ISt  Ijos  observaciones  bechaa  pa- 
ra imput^ar  el  mérito  de  una 
pai'tiria  (le  matrimonio,  refe- 
rentes á  que  la  partida  apai'e- 
oe  extendida  en  un  tugar  dis- 
tinto del  que  por  la  fecha  del 
acto  le  correspondía  ocupar 
en  los  libros  parroauialen,  y  á 
que  se  expresa  en  la  pni'ttda 
que  Ins  contmyenteu  su  velii- 
i-on  en  época  en  que  esta  cere- 
monia se  hallaba  suapendida, 
son  cuestiones  de  hecho  que 
(Ktrresponde  apreciar  exclusi- 
vamente al  triounal  de  la  mu- 
sa. -  Mismo  fallo. 

13.  Eterítnra  pttMira.  ■  Ftrmn. 
-OmÍMién.  -  PrtatrijmiáH.  -  ' 
SoUmnidiui.  -  Te*tíaos.  -  Vo 
es  sustancial  el  re«^uÍ8Íta  de  la 
firma  de  los  testigos  iustru 
mentales  de  la  misma  escritu- 
ra, estando  subordinado,  se- 
gún las  leyes  M  y  111  del  titu- 
lo 18  de  la  l'artida  :t.>,  á  "la 
costumbre  de  la  tieriV,  hecho 
que  sólo  pueile  «er  aprecia«Ío 

Sr  el  tribunal  senteniñador 
la  causa  y  no  por  el  tribu- 
nal de  casación  que  no  juega 
los  hechos,  sino  la  correcta  in- 
teligencia y  aplicación  de  la 
ley.  - j»  aliríl  19M  iSEM  ; 

AniItUIAOIÓV  DI  CALtDAH  i 
DB  HBRXnSBO 

Cataetín.  -  Ctnnprtencki. — litmh 
luciín.  -  Ultra  VfUta.  -  Kl  tri- 
bunal de  aleada  carece  do 
competencia  para  pronunciar- 
so  acerca  de  la  calidad  de  here- 
deros de  los  ad)udicatarioa  de 
una  propiedad  subastada  en 
la  liquidación  de  una  heren- 
cia, para  declarar  que  ileben 
considcmrse  instituidos  ba  j  o 
condición  suspensiva  y  que 
no  poseen  en  la  sucesión  más 

ane  mema  expectativas,  cuan- 
o  este  punto  no  fué  compren- 
dido, en  la  j  urisdiceión  del  ár- 
bitro,  ni  en  la  resolución  de 
primera  instancia,  que  fnn- 


«lándose  en  resoluciones  ejecii-  i 
ttvasde  las  ciules  una  orde- 
naba llevar  adelante  la  suhoa- 
ta  de  dicha  propiedad,  se  limi- 
tó &  rechazar  la  nolinitud  for-  • 
mulada  poraqiie  se  dejara  sin 
efecto  esa  «ilsuita. -Cas.  1^ 
abril  ISW   3QS 

APHBI-IAUIÓN  liB  nOUUHBNTOS 

PrtAütteiáH,  ~  Srt-Ht'tíro.-TSi  tri- 
hiinai,  al  pronun<-iarse  sobre 
las  metlidos  precnutorlas  soli- 
citadaa,  puede apre<;iar  losdo- 
cumentos  presentados  sin  que 
esto  importe  im  pi'ojuuamien- 
to.-C.  A.  7  enero  IflOi   »» 

AFBBMIO  A  U>8  BHM 

AilmWbaMatt.-Amjxtrv.  Mi- 
nüUrrio  Páfiliro.  -  Pritlin,  - 
Reruno.  -  HeKjtoiuabüiiiad.  - 
Entre  las  foctilbides  que  tie- 
nen \na  jueces  para  pesquisar 
los  delitos,  no  se  encuentra  la 
do  apremiar  con  prisión  ú  i 
otro  tormento  á  loe  reos  á  fin 
de  que  contesten  á  loa  cargos 
que  se  Íes  dirijan.  Es,  por  lo 
tanto,  arbitraria  )a  prisión  de 
un  abogado  de  quien  se  exige 
Itajo  juramento  declaiuctoncs 
para  establecer  los  anteceden- 
tea  del  perjurio  por  el  cuaX  su 
procesa  á  loa  reos  á  quienes 
defiende  y  cu  que  se  le  consi- 
dera implicado. -C.  8.  19 
agosto  1901   .10» 

APrnjTAS  MIiTl'AIi 

InijtritcnlfHda.-'MunKipttlirliuf. 
ProhtíiicüUi.  -  Qwrelta.  -  AVh- 
(fiiuiia,  -  la.  clausula  de  un  es- 
tabli-ci miento  de  apuestas  mu- 
tuas, veriticada  por  rl  alcalde 
con  el  auxilio  de  la  fuerza  pii- 
hlicn,  en  virtud  de  uu  acuer- 
do de  la  Muniripalidod,  no 
constituye  un  desimjo  que  dé 
lugar  á  }n  qiirrolla  de  restahlo-  | 
cimiento.  Es  uu  licúenlo  de  la 
Municipal ida<1  cuya  legalid  d 
debe  iiupugnarve  en  ta  forma 
ureacripta  por  la  ley.  -  (.\  A . 
í  abril  IflM  .W 

AKANi'KL 

i'tittiirM'es,  -  Cfiiimlfrío.  -  /*»■/- 
rilegio,  -  Los  derechos  que  de- 
lien  pagai'se  á  los  establt^i- 
niientus  de  Beneficencia  de 
Santiago  por  cada  servicio  de 
los  designados  en  el  arancel 
del  Cementerio,  entre  los  que 
se  enumera  el  ric  la  conduc- 
ción de  cadáveres  en  carros 
propios  de  ese  estiilileciniirn- 
to,  i-evcstian  el  caiiicter  de 
verdad  eras  contrilmcioncs. 
Dictada  la  ley  de  "il  de  enero 
do  189.»  que  autorizó  al  Presi- 
dente de  la  R,  paia  modificar 
el  ai-anccl  y  el  de<T<-tn  do  18  de 
en«i*o  de  189t},  ijiie  aprobó  el 
nuevo  arancel,  t-ii)  o  articulo  13 
reconoce  el  pnvilf;rio  exclusi- 
vo del  Cementerio  para  la  con- 
ducción de  t  ailúvci-es,  no  es 
atendible  la  nbncr^ación  de 

aufl  tal  privili'gio  piigna  con 
1  artioido  142  du  la  Constitu- 
ción, desde  que  la  ley  periódi- 


ca de  31  de  enero  1898  ae  re- 
fiere expresamente  al  naevo 
arancel  que  en  este  aiainto  no 
biso  otia  co»  que  mantener 

lo  existente  (1)  C  A.3uOtu- 
hrv  \im   .575 

AKBITKAIKIU 

Ápriarión,  -  Vomprtmria.  -  I^m 
orbitrodorea  no  están  obliga- 
dos á  sujetar  su  folio  estricta- 
mente a  las  leyes  sino  sólo  á 
darlo  <'on  sujeción  i  lo  que  au 
prudencia  y  la  equidad  lea 
dictatvn.  -  C.  S.  23  mayo  1S04.  388 

2.  Ia  apelación  de  la  sentencia 
de  jueces  arbitfodorea,  sólo 
procede  para  ante  otros  arbi- 
tros del  mismo  carácter,  desi;;- 
nndos  expresamente  en  ta  es- 
critura en  que  ae  constituyó  el 
compromiso.  Por  consiguien- 
te, la  Corte  do  Apelaciones 
cai'oce  de  competencia  para 
conocer  da  esa  apelación. - 
Mismo  fallo. 

AKBRNDAMtENTO 

1.  Aprftía*!tAu."Uttíi¡r.  -  ÍAaA- 
ministración  de  un  estableci- 
miento tabril,  ojeixtida  poren- 
cargo  de  una  persona,  no  cona  - 
titnye  no  mandato  comercial 
porq^ue  el  administrador  nu 
tomo  a  su  cargo  una  gestión 
por  cuenta  y  riesgo  de  esa  per- 
sona, ni  la  representó  contra- 
yendo á  su  nombre  cierta» 
obligaciones,  sino  que  solo  se 
comprometió  á  prestar  sus  ser 
vicios  como  administrador  de 
la  ftibrica,  lo  que  envuelve  un 
arrendamiento  de  senricioa  in- 
matertales,  que  no  se  derivan 
de  una  profesión  ó  carrera 
que  supone  largos  estudios  ó 
que  lleva  anexa  la  facultad  de 
representar  y  oblig-.ir  á  una 
persona  respecto  de  terceros. 
-Cas.  IK agosto  lfl03   1.3 

%  La  calificación  de  si  ese  con- 
trato es  un  mandato  n>mer- 
cial  ó  nn  arrendamiento  de 
servicios  inmaterialea,  es  un 
hecho,  cuya  apreciación  qu»- 
da  irrevocablemente  fijada  por 
la  Corte  de  Apelaciones  sin 
que  sea  dado  al  tribunal  de 
casación  reverla  ni  Hiteniria. 
-  Mismo  fallo. 

Prorri'-ga.  fOrlniiiarití».  - 
Todo  am^iidaniiento  de  bie- 
nes i-aíc^  i-oniunales  debo  ha- 
ceive  en  itcitnción  pública 
conforme  ni  articulo  s7  de  la 
ley  df>'>J  dedi<'iembre  de  1891. 
pues  la  natni-oleca  del  contra- 
to no  lo  imjiide,  que  es  el  coso 
de  excepción  estaoleoido  en  el 
mismo  artic-dlo.  -  C.  A.  11 
enero  inH   380 

A,  La  prórroga  de  este  aiTenda 
miento  no  puede  estimai-ae 
comprendidaen  esa  excepción 
y  es,  por  lo  tanto,  ilegal  el 
acuerdo  que  acepta  una  pró- 
rroga sin  la  respectiva  subas- 
ta. -  Mismo  fallo. 

5.  La  próiTOga  que  da  á  ese  cou- 

(i)  Ksl«  (loci'ina  yn  no  puede  apliowx, 
piWK  la  ley  de  cmuribncíones  de  <oac  enero 
de  iQof,  hs  ab^ido  el  prívilesio,  eacluyAi- 
dolo  de  ta  anlorincidii  d«  los  artñcele*. 
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trato  de  arronilamieuto  ana 
duración  de  mas  do  cii  co  años, 
eñ  también  contraria  al  ar- 
ticulo Oüfle  esa  ley;  f  el  acuer- 
do municipal  que  ta  acepta,  at 
ileBai.— Misino  fallo, 

6.  Comjtareiula.  -  iMtaMueio.-- 
ImproTMlrntía,  -  OmitiM.-~ 
Po$ieioMf.  -  ProenHmiento. 
El  juicio  especial  de  desahu- 
cio de  im  contrato  de  arrenda- 
miento Be  rige  por  disposicio- 
nes también  eHpeci&les  y  no  es 
aplicable  al  com^'endo  de 
prueba  ta  flinposiuióii  del  ar- 
ticulo aaa  dol  Cod.  de  Prooeil. 
Civil  queexifce  la  presencia  de 
un  receptor  en  la  audiencia 
de  prueba.  -  C.  A.  £í  noviem- 
bre 1ÍJU3   820 

7.  AdniUibilidati.-PrwlHt.  ~  Es- 
tablecida la  existencia  del  con- 
tmto  de  arrendamiento  de  ser- 
vicios para  la  ejecución  de 
anos  trabiijoH  de  carpintería, 
es  admisible  la  prueba  testi- 
monial que  tiene  por  objeto 
jiutiticar  el  hecho  de  haberse 
ejecutado  Insobr-asy  la  exten- 
sión do  los  trabajos  verifica- 
dos en  virtud  de  ese  contrato, 
no  siendo,  por  lo  tanio,  apli- 
cable la  disposición  del  articu- 
lo 1710  del  Código  Civil. 
Cas.  4  abril  1«H   338 

8.  Uompélmciti, — Matutino  pú- 
blico. -  Muiiiclpalidatl,  -  Ks 
licito  y  arreglado  á  la  ley  el 
contrato  en  que  una  Munici- 
palidad da  en  arrendamiento 
ct  ramo  de  entrados  del  Mata- 
dora público.  -  C.  A.  18  di- 
ciembre 1903   371 

fl.  fíeroaaci^.  -  Mejoran.  -  El 
arren<íador  no  está  obligado 
á  reembolsar  al  arrendutario 
el  costo  de  tos  mejoras  útiles 
en  que  no  ha  consentido  con 
la  expresa  condición  de  abo- 
narlas; pero  puede  hacerlas 
suyas  abonándole  lo  que  vkI- 
driaii  los  materiales  conside- 
rándolos separados  del  suelo, 
con  arreglo  al  articulo  WVñ 
del  Código  Civil.  -  El  derecho 
que  este  oiliculo  reconoce  al 
arrendatario  para  separ.ir  y 
llevarse  los  materiales,  no  es 
absoluto  y  esta  limitado  por 
aquel.  -  Él  aiticulo  7t)0  del 
Cud.  de  P.  C.  no  lia  derogatio 
ni  niodilicado  este  precepto 
del  C.  Civil,  limitándose  áde- 
ter minar  el  procedimiento  á 


qiie  deben  suboidinaree  '■. 
Clones  respectivos.  -  O: 


lo»  ac 


junio  1»M  424 

10.  Omiaiin.-Quf relia.-  UUrn 
BftUa.-  V.  QmréUa.-  Ultra 
/Wi7(i. -Cos.  12  julio  Í{;01  ...  4! O 

Al'UlTOR 

Jiyz  de  fttrat.  -  ley  de  3  de 
agoflto  de  1808  creó  el  cargo  de 
auditor  de  marina-  para  ilus- 
trar al  director  general  en  to- 
dos los  asuntos  legales  y  judi- 
ciales que  ne  relac.onen  con  el 
servicio  de  la  Armada,  sin 
perjuicio  <)e  las  hicultadesy 
obligaciones  que  le  señalen 
tas  leyes  y  re^amentos  espe- 
ciales; y,  por  lo  tanto,  desde 
la  promulgación  de  la  ley,  los 
Jueces  de  letras  no  estás  obli- 


gados á  servir  de  auditores  de 
marina,  ya  que  ol  articulo  1.» 
dol  titulo  LXXV  de  la  Orde- 
nanza General  del  Ejéiiñto 
Rolo  (lÍHpone  que  loa  jueces  de 
Ictinu  xerán  aiiditoi'eH  de  gue- 
rra de  tas  Comandancias  Ge- 
nerales do  Anuas  provinciales 

Íel  decreto  de^  de  agostode 
360  solo  declaró  que  los  jue- 
ces de  letras  debían  a^ioHorar 
al  comandante  en  jefe  de  la 
eecnadm  de  la  República  en 
los  causas  militares  correspon- 
dientes q^ue  se  ventilen  en  sus 
jurisdicciones  respectivas, 
mientriuiio  existida  en  dicha 
escuadra  iiii  auditor  especial 
de  guerra.  -  C.  A.,  12  enero 
1904    4.^1 

AUmaiDAD  ADMINISTRATIVA 

AdtuiHÍ»trador."Adaana.-Con- 
Ueifin,  -  Indfmnizttcün,  -  Im- 
plicitameiite  se  reconoce  á  un 
administrador  de  aduana  el 
oirácter  de  aatorUlad  pública 
para  el  efecto  de  promover 
una  contienda  de  competencia 
á  un  juez  lie  letras.  Votos  di- 
sidentes. -  Cons.  deEst.,8  m:i- 
yo  1904   m  , 

AUTOS  ' 

1,  Imaroretleiu:ia,  -  Plazo,  -  No 
pueden  sacarse  Ioh  autoe  de  se- 
cretariaronel  objetodeforma- 
tiiar  el  recurso  <ie  casación  en 
el  fondo,  pues  la  ley  sólo  otor- 
ga esta  facultad  cuando  se  tra- 
ta de  preparar  el  escrito  en 
que  «efunda  el  recurso.  Lare- 
solnción  do  la  Corte  de  Ape- 
laciones que  deelata  que  no 
correrá  el  placo  para  formali- 
zar el  recurso  mientras  no  se 
entregue  el  expediente  por  ct 
soci-olario  á  ia  parto  por  ha- 
berlo tenido  dicho  funciona- 
rio ocupado  para  ana  tasación 
do  cotttas,  debe  entendei-8e  sin 
perjuicio  «le  tus  facultades  que 
competen  al  tribunal  nupenor 
pura  euminar  y  decidir  si  se 
na  interpuesto  en  tiempo  y 
forma  el  recurso  sobre  el  cual 
esta  llamado  por  la  ley  á  pro- 
nunciarse."Cas.(  11  marzo  1904  203 

2.  Abooado.  -  SjepMiipntn.  -  Las 
partes  tienen  <Iei-echo  á  sacar 
tos  autos  de  secretaria  por  me- 
dio de  su  abogado  cuando  no 
hay  procurador  del  número, 

Ki-a  alegar  de  bien  probado, 
disposición  det  articulo  38 
del  Có«l.  de  Pi-oc-  d.  Civil,  se- 
gún la  cual  tos  autos,  cuando 
pueden  ser  sacados  de  la  ofi- 
cina, se  entr^arán  á  un  pro- 
ciii-fulor  del  número,  quien  de- 
berá otorgar  rocilKi  expresan- 
do el  abogado  pora  quien  lo 
pide,  no  es  un  óbice  para  el 
ejercicio  de  este  derecho.  - 
C.  A.,  26  marzo  IflM  332 

AVALIZO 

l.  AnimnUM.  -  ConlribuctAi,  - 
Inmarítlfi.  -  fUclatnaci^n.  — 
Los  animales  de  un  fundo  no 
se  avallan  entre  los  haberes 
inmuebles  para  los  Rectos  de 
la  oontñbiioión  de  haberei, 


Kues  el  orticido .%  de  la  ley  de 
[unicipatidades  establece  ex- 
presamente  que  son  haberes 
mobilíaiios  para  esos  efectm. 

C.  A..  23  noviembre  1903   262 

Calían».-  Competencia,  In- 
foriHf.-'Juritdicrión,  -  El  ava- 
lúo hecho  por  un  perito  desig- 
nado por  el  juez,  es  un  antece- 
dente autorizarlo  que  sirve  á 
formar  la  conciencia  y  el  cri- 
terio del  juez.  Si  este  perito 
ha  sido  nombrado  de  omaún 
acuerdo,  el  juicio  del  juez  será 
tanto  máM  exacto  y  equitativo 
cuanto  más  se  conforme  al  ava- 
lúo pericial  producido.  -  C.  S,, 

33  mayo  1904  ate 

3.  Citación.  ~  R*tíamaet¿H.  -  Ta- 
mdore».—lA  ley  de  Municipa 
lidades  dispone  que  los  recla- 
mos sobre  avalúos  se  tramiten 
con  citación  de  los  tasadores 
y  del  contribuyente,  y  el  teso- 
rero municipal  no  puede  re- 
presentar al  Cabílcu)  en  este 
caso,  por  cuanto  al  ejecutar 
los  ocitos  á  que  se  refieren  los 
artículos  44  y  48  de  la  referi- 
da ley,  procede  como  autori- 
dad y  no  como  parte  interesa- 
da. -  C.  A..  8  enero  1904  m\ 

AVIAOOBU.-V.  Arfo. 

AVÍO 

1.  AprM-iaeiáii.- Condición.- In- 
tKriiTHacU*«.  -  BéeonMtuiiifn,- 
Terminación.  ~  No  habiéndose 
fijado  plazo  para  la  termina- 
ción det  avio,  según  el  cual 
el  aviador  debía  suministrar 
mensualmente  una  cantidad 

Srudenclal  pora  la  explotación 
e  las  minas,  cualquiera  de 
los  contratantes  puede  poner 
término  al  contrato  previo 
pago  ríe  lo  debido,  sobre  todo 
si  se  ha  estipulado  que  el  avio 
obligará  á  las  partes  siempre 
que  el  valor  de  la  explotación 
mensual  cubra  los  gastos  de 
la  aviaeión  por  igual  tiempo 
después  det  segundo  mes.  Esta 
es  una  condición  qoe  piietle 
producir  "ipM  jure*  la  resolu- 
ción del  contrato  sin  necesi- 
dad de  sentencia  juuicial,  y 

ane  autoriza  para  hacer  uso 
el  derecho  que  consagra  el 
articulo  146  del  Gód.  de  Hine- 
ria. -Olí..  6 abril  1904  SOR 

2.  Interét  actual,  -  Manifeata- 
din,  -  PertonfrUi.  -  Los  avia- 
dores de  las  minas  de  cai'bón 
do  piodra  de  una  snoesión  con- 
cunada deben  reputarse  ter- 
ceros en  el  juicio  seguido  con 
motivo  de  la  oposición  que  el 
representante  ae  la  sucesión 
tenia  f<H!malada  contra  la  ma- 
nifestación de  minas  submari- 
nas que  otras  personas  hablan 
hecho  con  anterioridad;  y  no 
tiene  derecho  á  figurar  on  di- 
cho juicio  por  no  haber  cons- 
tancia que  la  sucesión  referi- 
da tengaconstituida,  con  arre- 
glo á  dei'echo,  propiedad  mi- 
nera sobre  esos  carbones,  y  no 
constar  quo  esos  aviwioree 
ten{[an  a^ún  derecho  compro- 
metido en  el  juicio,  de  que 
emane  su  intorM  actual  en  su 
resoltado. -C.  A.,  15  diciem- 
bre 190».  fiI7 
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BAMCO  DR  f-'HILR 

Cmipotf.ncia .  -  DfrHnatoria  ~ 
La  sección  <io  ahorron  y  i-etiro 
del  Banco  do  Chile  no  es  un 
establecimiento,  comiaión  ' 
oficina,  «ino  un  departamento  I 
anexo  &  ICL  otícina  principal, 
que  no  tiene  ni  puede  tener 
por  ai  solo  representación  ó 
pcrsonma  para  parecer  en  jui- 
cio. Por  consigniciite,  tratári-  i 
úoae  de  un  ari'L-ndatniento  úv 
itervicioa  celebrado  en  Antofa-  | 
gasta,  debe  aplicai-se  estricta- 
mente el  ai-ticulo  2211  inciso  2."  | 
de  la  Ley  <Ie  Oreanizadón  y  . 
Atribuniones  de  los  Tribuna-  ' 
les.  -r.  A.,  7  enero  160*          42fl  , 


Colegioti  aultrencionatíot.  -  R«n- 
nonmbUMail  dri  Figro.  -  Las 
Deoas  ext'uordtnaria.1  que  o) 
Ministerio  de  Tnutrucción  Pii- 
blica  manda  admitírcn  un  cole- 
gio particular,  subvencionado 
por  el  Estado,  excediendo  ul 
número  asiifuado  al  estableci- 
miento, seioin  las  sumas  con- 
aultadofi  en  la  Ley  de  Premi- 

Kueiiton,  i>o  pueden  afe<!tar  Á 
í  res  pon  Habilidad  del  FÍkco, 
pues  e)  exceso  referido  pro- 
viene de  obliiíaciones  no  au- 
torizarlas por  la  ley  á  la  fecha 
en  que  fueron  contraidas  y 
que  no  han  sido  reeonocídiü 
por  la  ley  con  posterioridad. 
-El  rpconocimíonto  que  de 
ese  exceiio  de  bticait  haya  po- 
dido hacer  el  Ministerio  de 
Instrucción  Pública  carece  de 
eüracia;  ya  que  según  la  Cons- 
titución "solo  en  virtud  de 
nna  ley  se  puede  conti-aer  deu- 
das, reconocer  las  contraídas 
hasta  el  dia  y  designar  fondos 
pam  cubrirlas"  y  sólo  podría 
ser  atendible  para  dictar  una 
ley  que  autorizara  elfnisto.  - 
C.  A.,  «diciembre  im  Xftí 


1.  Prttn  hfcUSti.  -  Es  obligación 
del  vendedor  completar  la  ca- 
bida del  predio  vendido  cuan- 
do dicha  cabida  residtíi  menor 
que  la  declaiTida,  salvo  que 
no  le  s<>a  posible  hacerlo.  Stt 
oblicsuTÍón  no  puede  ir  nii'is  allá 
de  la  entrega  de  terrenos  li- 
miti'Ofes,  pueH  seria  absurdo 
suponer  qno  un  vendedor  ps- 
tuviern  Hienipre  obligado  á 
completar  la  cabida  cuando 
fuere  dueño  de  otros  terrenos 
que  pueden  estar  muy  distan- 
tes y  ser  muy  valiosos.  -  C.  A., 

17  noviembre  19(0   1T2 

2.  Denunciante.  -  /vrwAo  rral, 
-  Efetta  rflrufirtim.  -Mhmk- 
ra.^SaiUrtruii.  -  V.  M^fura. 
-Salitrera».  -  Cas.,  22  junio 
19M   4r>9 

3.  hmHnrtanle.  -Jlttveho  TfOt. 
SifiKto  rríroartiro,  -  Jf futura. 
&tlürfraa.  ~\.¡íífnntra. -ha- 
Wrmr#.-Cas.,5jnliol9M...  MB 


(•ADÁTHllia 

Aranerí.  -  Otmmtfirio,  -  PriHlt- 
gio.  —  La  coiidu<x>!(m  de  cadá- 
veres al  ('enu'nterio  (Jenoral, 
es  un  privilegio  establecido 
por  ley  á  favor  de  los  Estable- 
cimientos do  henefíeencia  (1). 
C.  A.. '¿octubre IfKKi   .~>7S 

CAUFIOACID.V  DB  RLBfXnUNBB 
MVNICIPALRS 

¡m¡irornhuría .  -  JmiiimixU>ili- 
dail.  -  La  califlcacic'm  de  la 
elección  de  mienibi'os  do  una 
Municipalidad,  es  una  mate* 
^a  que  versa  sobre  la  consti* 
tución  «le  un  poder  público  y 
por  lo  tanto  no  pue<Ie  estar 
regida  por  el  C'ód.  de  P.  ('ivil 
y  es  inadmisible  el  recurso  de 
casación. -Cas.,  18  diciembre 
190S   227 

CAHINU 

1.  ConiiMitla.  -  Mun¡ri¡tnf¡ilail, 

-  El  acuerdo  tomado  por  una 
Municipalidad  para  t^tie  fie 
notifique  al  propietaiio  del 
fundo  colindante  con  un  cami- 
no vecinal  qnc mantenga cons- 
tantement«  abierto  en  toda  su 
extensión  dicho  camino  y  que 
en  la  parte  en  que  aun  tío  tie- 
ne callejón,  si  quisiere  hacerlo, 
debe  dejar  la  vía  de  im  ancho 
de  diez  metros  á  lo  menos,  se 
encuentra  dentro  de  los  limi- 
tes de  las  atribuciones  que  la 
ley  otorga  á  la  Municipalidad 
y  la  autoridad  judícitiil  es  in- 
competente para  entender  en 
ello. -Cons.  ile  Kst.,  16  di- 
ciembre 190».   2S,") 

2.  Contúmta.  -  OntH-rmidnr.  - 
Sérriduuihre.  -  Las  atribucio- 
nes conferidos  por  el  articu- 
lo 8.»  de  la  ley  de  17  de  diciem- 
bre de  1842  a  la  autoridad  ad- 
ministrativa sobre  los  cami- 
nos, no  se  extienden  a)  cono- 
cimiento y  fallodf!  los  asuntos 
contenciosos  do  intei'é»  priva- 
do. ÍjB.»  atribuciones  de  carác- 
ter judicial  otorgada»  &  los  go- 
bernadores por  dicha  ley  fue- 
ron derogadas  ñor  el  articu- 
lo S."  de  la  ley  de  li)  de  octu- 
bre de  187:..  -  OonM.  de  Est.,  3 
febrero  1904   286 

3.  Arriiin   rt-al.  -  Scrnrhimhrr. 

-  La  acción  real  que  (tei-figue 
el  reconocimiento  del  derecho 
4  un  camino  chtabiccido  en 
una  propiedad  en  Iteneticio  do 
otra,  ya  comprenda  el  domi- 
nio del  suelo  mismo,  ya  \os  de- 
rechos piticedeiit*'8  de  una  ser- 
vidumbre de  trán^ito,  pue«Ie 
ejercitarse  validamente  con- 
tra el  duei^o  y  actual  posecrlor 
del  Buclo.-C.  A.,  14  marzo 
19lrt   485 

CAPACIDAD 

I.  Albacm.  -  P^ruoíipria.  -  El  al- 
bacea  con  tenencia  y  adminis- 
tración de  bienes  tiene  capn- 

(i)  K^t.-t  dix^trititi  ya  DO  )iiic(le  aptícarx, 
pues  la  Ity  lie  I:»ntri1lll<;ionc^  Uc  iic  cuero 
da  1904,  ha  atxiiidn  el  privileitio,  excluyén- 
dolo áe  ts  anrorirariifn  dr  In*  nnina^ln. 


cidod  bastante  para  parecei- 
en  juicio  á  cobrar  I0.1  crédito^ 
de  la  testamentaría,  «vobrt»  to- 
do si  los  herederos ratiiic-an  In 
obrado  por  el.  -  C.  A.,  7  «-tu- 

bre  190;í  LTt 

Carador:- Cajiariiltuf,  —  limi 
tián.  -  Podfr.—Protvriiwitié-ntti. 
-  Prnntradtir .  ~  Rffintnarié». 
~  SfprfunttariJn,  -  Tratándo- 
se de  nombrar  cumiior  a  un 
menor,  Ihh  miestinnes  que  s«- 
susciten  sobre  la  capacidad  Hf 
las  pei-sonas  llanuulas  A  fl4<- 
senipeñar  el  cargo,  se  conei- 
deríin  como  actos  no  conten - 
cincos  y  se  líMuelven  bi^ve  y 
Humanamente.  Los  disponirio- 
nes  de  los  artículos  .»l3  y  rtí4 
del  <;ódigo  C'ivil,  sólo  se  apli- 
can al  caso  en  que  «e  trate  de 
las  incapacidades  ó  oxcns^i^ 
alegarlas  por  el  Kuai-dador  pu 
ra  eximirse  de  desempeñar  el 
cargo.  -  Cas.,  23  junio  ItfOi.  .  . 

CARBúy 

Confimda,  -  Mar  t*rrttori->l.  - 
/*o/Wc.  -  Los  trabajos  <le  ex- 
tracción de  carb  >n  y  otro»  oí»- 
jetos  que  existan  en  \m  puer- 
tos, autorixadofl  por  el  juez 
provisotíamonte,  desde  que 
deben  Uevaree  li  efecto  en  el 
mar  territorial,  que  es  dv  do- 
minio nacional,  sólo  puedvn 
ser  autotizados  por  la  autori- 
dad competente,  según  el  Có- 
digo Civil  y  Iew  ordcnanas 
generales  ¿  locales,  y  nadie 
puede  constintir,  sin  permiso 
espeeinl  dn  la  autoridad  vnm- 
pétente,  obra  alguna  sobre  (oa 
playas  y  demás  lugares  de 
pi-opiedad  nacional.  La  facul- 
tad de  conceder  este  permiso 
corresponde  á  la  autorída*! 
administrativa.  Con  arreglo» 
la  Ordenanza  (icneial  do  lu 
Armada  y  al  Reglamento  de 
íídeocfeibre  de  1-87,  á  la  au- 
toridad marítima  corresponde 
lo  conrernientc  &  la  policía, 
seguridad  y  limpieza  dn  los 
puertos.  El  juei  de  letms,  ni 
aún  por  vía  de  resolver  inci- 
dencias en  un  juicio  sometido 
á  su  conocimiento,  puede  ejer- 
cer funciones  que  son  del  re- 
sorte ae  la  autoridad  whninis- 
trativa."Con9.  de  KsL,  13  ene- 
ro líKM   i;p 

TASACIÓN  I»E  OPICIÍ) 

1.  hnpfacfdcHcia,  -  OmÍ»i¿H,-  ' 
RrjirfimntarAón.  -  La  omisión 
en  la  sentencia  del  nombrt<  de 
uno  de  los  demandantes  y  dr 
la  resolución  de  la  acción  por 
cl  dcduci<la.  es  causa  de  nuli- 
da<l  que  puede  ser  declainda 
de  oKcio  i>or  el  tribunal.- 
Cas.,  4  abril  ISOS   ^ 

2.  Tranmrrióu .  -  Es  nula  la 
sentencia  de  primera  instan- 
cia que  aprolHi  una  traiimc- 
ción  celebrada  por  el  IVomotor 
Fiscal  ú  nombre  <lel  Visco,  va 
quo.  BCgiin  el  articulo  2447  del 
Código  Civil,  no  puede  hacer- 
lo sino  la  personacapasdedii^ 

Soner  de  loa  objetra  coupren- 
idwen  la  tmnsaodóii.   C-.  _ 
B.,  S9dieif>m1ire  Iflm  ^ 
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3.  .l/arMia/t».  -  StrntH^a.  ~  Esiti- 
(li;lji<l(>  el  seiinlamiento  ile  cs- 
tr.ulci-  á  lina  pni  tc  qin>  ya  lia 
'■oufcrítlo  pofler.  K»>tc  mamla- 
tario  no  puedo  reunnciar  sin 
notitÍL-aclóii  pi-evia<1«  ttii  lunii- 
(lante  y  no  c-*  válida  la  uit-a- 
riúii  paiu  spiitcnc^a  que  en  en- 
te caso  80  haga  a  los  ettlradns. 
Knta  vii'ia  de  uulidiul  ta  nen- 
tfíiicia,  nulidad  que  piutle  fvr 
de4-lai-H<la  de  oflcio  por  el  Trí- 
lmii.ll.  -  <.'.  A.,  IS  noviembre 
1903  Jrtt 

4.  IiHjuitrfittiiciii.  ■  Jii^taHci'i.  - 
La  rosoliR-iúti  ()iio  nk'ga  Itifnir 
;il  l  ecruiiio  ilc  caHiiciúri  contnv 
lili  fallo  dicbidu  eii  f  jt-rcicio 
de  la  fut-iiltiid  (tui?  cuiifieiv 
tí]  articulo  Mil  di-I  Cúdieo  de 
P.  Civil.  virtud  del  eual 
putnk'ii  loM  ti'imii  ales  iiui> 
c'Oiiitceu  poi'  viu  da  a(>ela(.-ióii 
ó  casación,  invalidar  de  oñt;io 
la»  nentencinH  cuando  aparece 
de  inanifiexto  en  ellas  alguna 
de  Ind  caunas  que  dau  lugar  á 
la  casación  en  la  fornia.  no  es 
upelalde,  por  tratarse  de  una 
resohiciún  dictada  por  la  Cor- 
te fie  Apelaciones  como  Tri- 
bunal a»  Casación.  -  iX  S.,  4 
diciembre  IHU  245 

5.  D^nwiuAi.- OiiiislíÍH.- Acogí- 
da  por  el  reprenentante  dol 
Fisco  una  tlenuncia  y  feguido 
el  juicio  sobre  la  poKesión  y 
dominio  de  los  terrenos  de> 
nunciadoB  como  TacontM,  de- 
l)c  ser  fallada  esta  cuestión  cu 
la  seiit.ciicia.  Kst  nula,  cu  ron- 
secueiioia,  la  scnteneia  qne 
después  de  seguida  la  c.«uaa 
por  torios  sus  bámites,  se  li- 
mita ¿  mandar  poner  en  cono- 
finiionto  del  Ministerio  Pú- 
blico la  denuncia  que  dió  lu- 
■^ará  dicho  juicio,  con  arre 
>¿l<}  á  loB  articulo»  193  ninn,  0." 
y  941,  núm.  5."  del  Cod.  de  P. 
t'ivil.   C.  S.,  IT)  mar»!  1904...  2r>4 


üABAt'IÚN  KN  El.  |rf>NÜO 

1,  ArciiHt  tjffítfini.  -  Ohlifjunév. 
-  Ti/utf>fjfcntirn.  -  Üebeanii- 
lai-BC  la  sentencia  que  declara, 
mic  debiendo  hacei-ne  el  pa};o 
do  la  mntidail  queiie  cohiucn 
moneda  de  oro  alemana  {mar- 
cos) ó  su  emiivaícnteen  mone- 
da nacional  al  tipo  del  canihin 
cnrrieiile  eii  la  fecha  del  paf^, 
hI  titiilo  en  que  »•  funda  la 
cjeciic.iun  rnrccede  fuerza  eje- 
cutiva pne»  no  contiene  eu  si 
iiiíhiiio  todos  loH  antucedenten 
nw-csiirios  para  determinar  la 
tiinlidad  liquida  subiv  que  ha 
■le  versar  la  ojccucii'm  y  totlo 
I»  qu>>  se  i-efiere  ni  tino  del 
<iimiiio  y  aun  á  la  fectia  en 
que  t'Hte  delie  ser  couaidcrado, 
von!4tituyen  hc-chus  que  porHii 
naturaleza  lian  de  ser  ilucuti- 
do«  y  determinados  en  juicio 
contradictorio. 

Fallsido:  (jue  la  cantidad  qtie  se 
debe  cr.  moneda  extraniera  ó 
!*u  equivalente  en  moneda  na- 
cional t'A  liquida.  Que  las  di- 
ticultadea  que  pueden  nnrg.r 
para  determinar  el  caniliio 
i-orriente  en  el  dia  del  pa^n 
entre  la  iHuieila  cxtinnjera  y 


la  nacional,  no  ourresfranden 
á  nii  juicio  <1ec  l.Trat-orio  ó  do 
lato  conuciiiiiento.  sino  que 
son  una  .incidencia  del  juicio 
ejecutivo  en  t^w■  tu  exija  el 
pago  de  la  obligación. 

14  septiembre  ISflít   29 

2,lSj«r/o  rtftriitiflir;.  -  Kmhitryti. 
Sh^Iiío.  Debo  aiiiilarKe  la 
sentencia  qne  de«:Iara  alzado 
el  emiiargii  traluulo  antes  de 
la  vigencia  del  C(jd.  de  P.  ( ;¡- 
vil,  solii-e  el  Hueldo  de  un  em 

fdcado  pnliliro.á  t^^intar  4lf>dc 
a  vigencia  di'  est'  (Vdigo, 
Fallado:  V.   H/icln  i>t rinirtiro, 

-  EuiIhii'iiii.    t'ai..  -1  dieieiit- 

ht  i!  IWH  ;  14fi 

'A,  Hj'erlo  fftroitfl ifo.~ ¡iinliitr'jii. 

-  Htí^iiH.  -  Mr^itiia  do<-trina. 

t^iH.  ai  diíñemín  e  HW-l   Jim 

4.  f  'ón/fiifff  irfifiyf-rlrifii/f.  h'ii- 
tiiiurUlUii.  l'iii'tiiinr.  -  I'iir- 
ción  rouuityal.  üitritilmt  roii- 
Ifugnl.  -  Debe  anularse  la  sen- 
tencia que  dcrlam  que  el  cón- 
yuge aobrovivicnte  no  tiene 
dere<.'hoparaj>cd¡rquese  prac- 
tique la  liquidación  de  laso- 
ciedntl  conyugal,  existiendo 
partidor  nombrado  por  el  cón- 
yuge premiierto,  sin  haber  he- 
cho preTiaiDente  la  opcñón  en- 
tre los  gananciales  y  la  por- 
ción conyugal.  Y  es  nulo  tam- 
bién el  fallo  que  establece  que 
es  necesario  que  el  cónyuge 
sobreviviente  reuiincic  á  la 
porción  conyugal  para  poder 
solicitar  la  liquidación  de  la 
!4ocie<lad  conyugal,  habiendo 
«lispiiesto  el  cónyuge  nniei'to 
en  su  testamento  que  "nu  le 
pertenecía  en  la  sucesión  más 
qne  la  cuarta  conyugal  (jiic  \.\ 
ley  le  asigna»  y  habiéndosele 
conferido  al  cónyuge  sobrevi- 
viente la  pcscsion  efectiva  de 
la  hei*enct8»  Fallado:  -  V.  Por- 
riÚH  riniyHfi»!.  -  Socinhui  roii- 
linyul.  -  Cas.  Ül  abril  19ÍM  ...  .  348 

5.  FallUh).-  I'&rHon''riif,  --  (Jiiif- 
lira.  -  RáihuhiliUtnó».  -  Sintli- 
fW.  -  Debe  anularse  la  sen  ten- 
cLi  qne  acepta  la  excepción  de 
falta  de  ¡teidoneria  opuesta  á 
un  falli<lo  no  rehabilitadlo,  cu- 
ya quiebra  aun  no  se  ha  cnliti- 
cado.  en  un  juicio  interpuesto 

Sor  él  pam  demandar  el  |Kgo 
e  la  cantidad  que  dió  on  mu- 
tuo en  administración  de  sus 
bienes  futuros,  no  comprendi- 
dos en  la  qtiicbrn. 
Fallado:  V.  FaUi-lo.  -  iJuMn  ii. 
-Cas.  14  junio  imi   4:).H 

6.  Ciimlírii'.H.  ~-  l'nuleut»  purnti- 
riiniiil,  ~  V'ilnit.  l'fhiKi.  ~  S*- 
ijnt'u  /aiilinii.  -  Sitrif.ltiil  ruii- 
tfií{f»i¡.  -Debe  anularse  la  M-n- 
tencia  que  declara  que  ffirina 
p:iitc  del  halicr  déla  socii-dwl 
conyugal  el  valor  de  las  pólizas 
de  un  seguro  tontino  de  vida, 
esigible  por  la  muerte  dei  ma- 
rido a  segu  nulo,  .siendo  que  por 
estipulación  expresa  del  con- 
tratfj,  el  valor  de  las  respecti- 
vas pólizas  sólo  puede  deven- 
garse en  el  traso  eventual  de 
que  el  aseguiado  fallezca  den- 
tro de  un  detcrniiii.ido  perio- 
do de  tiempo,  y  Imbiéndo-se 
realíza  lo  este  evento. 

Fallado:  V.  .S«</h>*o.  -  SoHt^t'nl 
ruayugal.    Cas.  14  julio  10O4..  .Vli 


CASACIÓN  EN  LA  FOBXA 

I  1.  KmpUníniiif.Hto.  -  ViMta  du 
miimi.  -  Ks  nula  la  sentencia 
pronunciofla  lui  un  juicio  de 

,  mayor  ciuintta  cuando  In  vista 
de  la  causa  se  ha  htx'ho  en  di:i 

I     no  señalado  en  la  forma  deter- 

I     minada  en  el  articulo  17U  del 

I     Cód.  de  l'rocc<L  Civil,  sin  ha- 

]  berso  notificado  &  las  partea  la 
designación  verbal  ne  nuevo 
dia  hecha  i>or  el  tribunal,  lo 
une  equiv.'le  á  la  no  ñjación 
tle  día,  ya  que  el  tránnte  refe- 

i  rido  tiene  por  objeto  que  las 
partes  iiiieuan  defenderse,  y 
mal  iKMiri  n  hacerlo  si  no  sa- 
ben cuando  va  á  verse  la  can- 

s;i.    ('as.  fí  julio  líKKÍ.   7 

'2.  A^trrcUtcii'iH,  -  flllr»  petila,'- 
Ks  nula  por  fallar  ul/ra  pf4ila, 
la  sentencia  que  se  pronuncia 
sobre  una  acción  distinta  de 
la  entablada.  Lo  es  por  ejem- 
plo, uiiando  lo  solicitado  por 
el  demandante  y  disentido  por 
los  demandados  ha  sido  sola- 
mente la  extensión  que  deba 
dai-se  á  un  turno  de  aguas  en 
un  canal,  que  por  su  propia 

;  naturaleza  se  refiere  al  simple 
goce  ó  uso  de  los  que  pertene- 
cen en  propiedad  a  varías  per- 
ríonas,  y  1u  sentencia  establece 
en  SUS)  cfmsidetandofl  "que  ta 
acción  deducida  es  la  reivin- 
dicatoría de  dominión  y  recha- 
za lademanda  invocando  espe- 
cialmente para  ello  los  articu- 
loH  89:1  y  fw.j  del  Código  ( "ivil. 

>        Cos.,  ."iO  septiembre líWi. ...  A'l 

\  3.  Infi-Qrumit»,  -  ítuiUriún,  -  Ks 
nula  la  sentencia  por  haber 

i  sido  pronnnciaíla  pf)r  un  tri- 
bunal integrado  en  contraven- 

I  ción  tk  lo  diapuesto  por  la  ley, 
cuando  la  8ala  sa  integró  con 
miembros  que  no  i>ei-fRnccían 
:l  Ru  pei-sonal  ordiniirioy  antes 
de  comenzar  la  vista  de  la 
caii^a  no  se  puso  por  conducto 
(le!  relator  o  del  .secretario  en 
conocimiento  ile  las  pai-tes  li 

I  de  sus  abogados  el  nombre  de 
\on  integrantes.  -  Caá.  1."  di- 
ciembre líWl   96 

I  4.  Ufnei-fUn.  -  KiniAazHMiMUn. 

I  ~  OminiÓH.  -  Plazo.  -  Es  nula 
una  sentencia  qiie  declara  de- 

:     sierta  uim  apcuación,  no  es- 

I  tando  aun  vencido  el  plazoque 
la  ley  concede  al  recurrente; 
pues  la  omisión  del  empLiza- 

I     miento  de  las  partes  eu  la  for- 
ma Iogalment<í  prescrita,  es 
causal  de  casación  en  la  forma. 
Fallado:  V.  ¡hm-rriCw.- Plazti. 
Cas.  ,9  diciembre  1903........  Utt 

,  .'>.  Smtpftmii'm.  -  Viittn.  -  Ks  nula 
la  sentencia  pronunciada  en 
una  ( ansa  legnlmente  suspen- 
ilida,  y  fallona  en  seguida  aln 
sefialar  nuevo  dia  para  su 
vista. 

Fallado:  V.  Iwfa.  Cas.  18  di- 
ciembre 1903    228 

6.  Arta.  -  Juicio  de  mtmor  citan- 
íffi.  -Es  nida  la  sentencia  re- 
caída en  un  juicio  verlul  de 
comercio  de  menor  cuantía  en 
cuya  tramitación  se  ha  omiti- 

]  do  la  redaci'ión  del  acta  eu 
^ue  deben  consignarse  las  pe- 

!  liciones  de  las  réirtes,  ~C'.  A. 
Ca».  8  octubre  19(KI   2.11 
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7.  HHunelaeitíH.  -  Ominión.  -  Gh 
nula  la  sentencia  que  ha  omi- 
tido la  eiiiitK'iarióii  de  una  de 
iaB  f>xci;ix:ione!i  ;la  do  i>ago) 
opuestas  a  la  ejocnvtón  y  UMta 
omixion  no  puede  «er  salvada 
con  posteiiortcla<I  por  el  juez 
lie  1."  instancia,  ya  que  ella  no 
in  de  las  eniimenMlaH  en  el  ar- 
ticnlo  JO&del  Vód.  de  Proced. 
('ivil  y  de  consiguiente  <-ai-cve 
él  de  juriadiceion  para  hacer 
esa  enmiemi.'i.  -  C.  A.  Ciw. 
11  aKOfrto  IflO»  

8.  Vimp*'trHein.~Jun  mplfut*. 
Seutf'urio,  ~  Ka  nula  la  senten- 
cia dicta<la  por  un  juez  nom- 
brado pai'aflci'vir  en  calidwl 
de  BUpleiit«,  mientras  el  pro- 
pietario desompeiialia  en  ígna,\ 
carácter  la^t  funcionen  de  jnes 
letrado  en  otro  departamento, 
Bi  ella  ha  nido  expedida  dei- 
piiéfl  de  loa  cuatro  niexes,  pe- 
riodo de  tiempo  máximo  por 
el  cual  pue<lo  el  Presidente  de 
la  República  á  ftropuPHta  en 
terna  del  (.-oniiejo  de  Kstada, 
nombrar  jueces  interinos  ó  bu- 
plentes.-  i\  A,  Cos..  29  di- 
ciembre 1«J3  

0.  Aiihrrimimln.  -  (ülaríiiu  pttr» 
tfuf^iiría,  -  AíiimlutfK—NoHH- 
mcf'lM.  -  ihiiini.in.  -  Kn  nula  la 
sentencia  cuando  ou  la  snstan- 
ciaciun  de  la  cauHa  w  han  onii- 
tidcj  las  diligencias  esenciales 
del  cmplammiento  de  his  itar- 
tes  y  de  la  <!itación  psira  oír 
sentencia  detínitiva.-  Cas.  II 
mano  1U04  

10.  AprtvitictitH.—  Cnmp^tftiria. 
-  RftolHHihi,  ~  Ultra  liftila.  -- 
K»  nula,  por  cjH-ecer  de  com- 
petencia el  triliuital  que  l:i 
dicta,  lii  ientciK-ia  pi  oinnicia- 
da  pi)i'  una  Corte  do  Aj^iela- 
'•iunen,  apreciando  la  calidail 
de  hei-edcros  de  lo»  adjudica- 
tari(>tideiinapn>pie«lad  «utiaN- 
taila  en  la  lt<|uiaauión  de  una 
herencia,  doi-lni-ando  qne  do- 
l>eii  coiisiden^rKC  instituidos 
bajo  condición  suspensiva  y 
que  no  pofteen  en  ta  Buoeaión 
ináfl  que  meros  exiiectativaH, 
cuando  este  punto  no  fuérom- 

S rendido  en  la  jurindiiviñn 
dI  árbitro,  ni  en  ¿  i-esoluciún 
de  primera  instancia,  que  fun- 
4lándose  en  resoincíoneii  eje- 
ctitlvan ,  de  laa  cuales  tina 
orilenaha  llevar  adelante  la 
subasta  de  dicha  propietlad, 
se  limitó  á  i'^tchautr  la  solici- 
tud formulada  pam  nue  «e 
dojam  sin  efecto  esa  siiiKtHtJi . 
-Cas.  I'i  abril  l!KM  

11.  ApfttiriiiH.  -  Vohiftf Ir  Itrio,  — 
Omisión.  -  Ultra  »m/í/<(  .  -  Es 
nula  por  fallar  "ultra  petitn," 
la  sentencia  de  la  ('orte  de 
Apelaciones  que  conürnia  la 
de  primei-a  instancia  "enten- 
diéndose que  lo  que  por  ella 
so  resnelvo  es  aue  há  Inji^r  li 
la  demanda",  siendo  que  el 

{ues  de  primera  instancia  falló 
a  cnusa  dando  lugur  sólo  en 
jiarte  á  la  demanda,  y  la  sen- 
tencia fué  apelada  iinicumen- 
t«  [>or  el  demandado,  quien  se 
limitó  en  la  segunda  instancia 
á  pedir  se  contirmai-a  la  sen- 
tencia apelada,  sin  que  se 
adhiriera  á  1;l  apelación  el 
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demandante.-  Caá.  29  abril 
1904   361 

12.  iKmnriim.  •  Hn-mriii.  -  íniii-  i 
nwi'ü'iH.'  I'llra  p^titti,  —  Ks 
nula  por  fallar  "nlti-a  petita" 

la  sentencia  que  ordena  ol 
cnmpl'miento  de  oblifrocionea  I 
(el  fKitsn  de  una  partt;  de  las 
"uotas  de  mejoi-a  y  libi-e  disiio- 
Hición,  con  niterMeN  legafusl 

Sueno  exigieron  en  la  deman- 
a,  pitt>s  paca  ello  no  se  enta- 
bló acción  alguna.  -  ('.  A.  Cos. 
27  díciembi-e  liWÍ  379 

13.  ConijirífMia,  -  Kjtragión . - 
lítMcriprití».  -  l'rohibirión.  — 
SfHlnuría .  -  Ks  nula  la  Bentmi- 
cia  que  cancela  una  iirohibt- 
cion  de  enajenar  y  grat-ar  ina- 
ciipta,  sin  oiral  tercero  que 
obtuvo  la  prohibición, -uw. 
■JSmayo  im  41.1 


U*l*8Afl  ttK  HAL'IESUA 

Araliiii.-  tUitaimhfria.—lM/nr- 
itt^.  -  Jnrimltrríiin.  -  La  Corte 
de  Apelaciones  de  ^intiago 
debe  conocer  de  los  cansas  de 
hacienda  de  que  conocia  la 
Corte  Suprema  al  pramnlj^r- 
w  la  ley  de  28  de  agosto  de 
1H02,  aproUitoria  del  *  Vid.  de 
Proced.  Civil,  cnn-espondien- 
do  á  la  Coi-tt'  Siipn>ma,  tínica- 
nient«  el  conocimiento  do  las 
causas  de  hacicu<la  que  wta- 
ban  pendientes  ante  ella  el  1." 
de  marzo  de  líKCl. 
No  NO  estima  ")»cndieute"  una 
cnusfi.  fallada  por  la  Corto  Sn- 

Krema  en  liHtl,  conUmianUo 
1  sentencia  de  primera  ins- 
tancia, y  ordenando  al  juez 
fijar  la  ¡udeuuiiznción  oyendo 
A  un  pííHt",  y  en  que  se  suscita 
ahora  una  cucstum  respecto 
do  etM!  informe,  en  decir,  del 
cumplimiento  de  la  sentencia 
déla  Curte  Snnrenta. - 1!.  K. 
23  mayo  IftM   W» 

Crmk.nterio  general.  — V. 

Arancfl.  ■  Cttiiitrrrr». 


UEBRAMIESTO 

j4Iioih/mho  ,  -  t'olliutaHfM .  -  Afr- 
dianerbi. -  Kl  abandono  de  la 
medianería  no  exonera  al  co- 
lindante que  lo  hace  de  la 
obligación  de  contribuir  al  ce- 
rrramieuto  en  la  forma  que  el 
juez  seitale  con  arreglo  al  ai*- 
ticulo  SÍ6  del  C.  Civil,  qne 
impone  á  los  pi  npietarios  co- 
lindantes laobligación  de  con- 
currir a  los  gastos  de  cons- 
trucción de  tales  cierros  y  en- 
carga al  juez  reglar  el  mo<lo  y 
forma  do  concurrencia. -O, 
A.  tOagoRtoinn   274 

l'lTAcnW  DRTASAimBKrt 

Afoliio .  Rtrlatnantín  .  -  Tam- 
iloreji.  Loí  reclamos  de  ava- 
lúos para  I.\  contribución  de 
haberos  deben  tramitarse  con 
citación  de  Ion  toiiadores  y  del 
contribuyente,  sin  que  sea 
dado  «I  tesorero  municipiü  re- 
presentar al  Cabildo  en  este 
catio.-C.  A.Soneml901  MI 


CITAOIt^K  PARA  SBNTBNriA 

1.  E»rrüini .  -  Conforme  al  ar- 
ticulo 437  del  ('ód.  de  Proceii, 
Civil,  no  del>cn  admitirse  e»- 
crítos  á  las  partes  después  de 
la  citación  para  svntentña.  - 
O.  A.  4  diciembre  l!».!  1 

2.  AtUtrrimi^Hlo.  -  (Jamrión  m 
la  forma.  -  UttmM^.  -  Nt4ifi- 
racitin .  -  Omiñán  .  -  \a  cita- 
ción para  sentencia  detínitiva 
es  una  diligencia  esencial  cii- 

Ía  omisión  vicia  de  nulidad  el 
alio.  -  Cos.  11  marso  1904  . .  ^ 
S.  Imnriir^U'neiu.-SnU^HriH.- 
La  nilta  de  citación  para  una 
i«Mdaciúii  fie  prímera  instan- 
cia diversa  de  la  que  fué  moti- 
vo del  fallo  de  iHHn^mla  ins- 
tancia y  de  la  cual  no  m  re- 
clamó, no  puede  ser  invocada 
como  causal  de  caBocióii  «n  la 
forma  contra  ewtc  último  fidlo. 
-Cas,  12  julio  1904   i 

Col» lio.  -  V.  /(mur. 

IfOLINIlANTIC  -  Y.  CmrnmiMtItK 

Haiiontrio,  -  ltepoR»aliUi$lait 
iM  MÍ*^í.  --  Ijoh  miembros  de 
una  comisión  nombrada  por 
«lecretos  por  el  Presidente  de 
la  República,  pora  hacer  cier- 
toa  esiudioB  legales,  no  tienen 
derecho  á  remuneración  algn- 
na,  ya  que  ese  funcionario  no 

faimc  invertir  ó  comprometer 
os  rentos  póblicas  sin  una  ley 
especial  que  en  cada  caso  lo 
faculte  para  ello.  -  C.  A.  II 
diciembre  19ai   I 

i-OMPARKNnO 

Arr^Hilrtmi''iUu.  -  ¡ttmhuriu, 
Jmitntr^ifuria.  -  Omm'm'Ih,  - 
Ptulriñun,  -  Pror^iatié'Hto.  - 
Al  comparendo  do  prueba  cii 
el  juicio  especial  de  desahucio 
no  es  aplicable  la  disponición 
del  artictUo  liSQ  del  Cód.  do 
Pi-ooed.  Civil  qiio  exige  la 
presencia  de  un  rsoeptor  en  la 
audiencia  de  prueba.  -  O.  A, 
Cas.  29  noviembre  19113.    3 

OohFENSA(^I(VN  -  V,  Xjmpriéi- 

mUPKTRNCIA 

1.  Bl  ai-ticulo  4  °  del  Cód.  de 
Proced.  Civil  sólo  da  compe- 
tencia ó  loa  Cortea  de  Apeln- 
nes  para  fallar  eii  2.*  inst:incia 
las  cansas  á  que  se  i-eñere  el 
número  3.°  del  aiticnlo  67  <le 
la  ley  de  13  de  octubre  de  Itfj.'i, 
cuando  el  failo  de  1."  instan- 
cia ha  sido  pronunciado  por 
uno  de  sus  ministros.  Lo  O-or- 
te  Suprema  contint\a  siendo 
competente  piro  conocer  en 
2.*  inatancia  de  las  eansos  de 
que  conocen  en  1,*  la^  Cortes 
de  ApelM!Íones,  con  arreglo  al 
inc.  2.'' del  articulo  107  déla 
la  ley  de  15  do  octubre  de 
1875.  Esta  diaposioiÓH  n'^ha 
sido  derorada  por  él  Cód.  de 
Proced.  vivil  ni  oxpnwa  ni 
túcítaraentu  sino  luás  bien 
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rotitii'itmda  por  b1  ailiculo 
filial, -C.  S.,  5  jimio  1903.  .  ..  KW 
'J.  Fanrn, -"En  ioanúñm  de  yav- 
tiviún  no  w  toma  en  vuenta  el 
fuero  que  gwxn  \bm  ^rh»  pa- 
i-a  fijarla  coniiM;tflncia  del  tri- 
liiuial  que  íleoe  conocer  de 
etlus.  Kii  cuiiMei'uenciu,  lacom- 
[•eU-ncIa  (tim  la  (Jorta  Hupre- 
Illa  tema  con  arrefrlo  al  nunie- 
rw  -i."  Ae\  artif^iilo  Í07  de  la  ley 
fie  15  lie  w;Uibre  de  1875,  para 
conocer  en  se^mida  inittancia 
de  im  juicio  arbitral  de  coii- 
fornii<lad  c  ii  la  i-^liv  estable- 
cida eii  el  ai-tículo  fS7,  número 
3.'  del  ai-tÍL-ulo  67  de  la  luiütiia 
ley,  ha  dutiapai-ecido  dewle  el 
do  marzo  de  1903  en  que 
principió  á  rejcir  el  Cód.  de 
Procod.  Civil.  -  O.  8.  Odiciem- 
bre  IttB   Wi 

3.  Jh-iiiumlit.  -  Kl  juez  qiio  neria 
iiirompeteiitu  itara  conocer  do 
una  demandaüe  nulidad,  pue- 
de llegar  á  nerto  bí  se  moaifica 
lu  demanda  antes  de  su  con- 
tcMtacion.  Si  la  modificación 
importa  el  abandono  de  una 
de  los  auoiones  entabladas  ú 
la  alteración  sustancial  de  la 
acción  deiliieida.  delieenten- 
<lei-Mequeel  juii^io  quuda  cír 
ciiusci'ito  u  aiinélla  por  no  es- 
tar aún  tiubada  lalitia.-C. 

A.  3  diciembre  1»0.3   197 

4.  VaaaeióH  m  Ut  /oniut.  -  Jim 

flllrtmlt.  -  SnHluticiit.  -  El  jui'Z 

numUraalo  (jai-a  servir  un  rali- 
lidad  do  nupleiite,  miifntiiut 
el  propiebti'io  •lesempeña  en 
iijuai  cank'titr  las  funciones 
(Íh  juM  letrado  en  otro  depar- 
hiinento,  o  inconipRU'iite  pa- 
ra conocer  de  loa  ue^ociOB  que 
la  ley  ba  colocado  dentro  de 
la  esfera  desús  atribuciones, 
después  de  tra-ncnrridos  cua- 
tro meses  desde  su  nombra- 
miento, pues  es  este  el  periodo 
de  tieiii)>o  máximo  por  el  cual 
el  PivMidonte  de  la  Repúlili- 
ca,  á  propuesta  en  terna  tlel 
Consejo  de  Estotlo,  puede 
nombrar  jueces  ínter  i  non  ó 
suplentes.  -  O.  A.  Cas.  29  di- 
ciembre 1H03.   2:M 

5.  Acriiin  inunttU.  ~  ítnc'imiforiti. 
DomieiUo.  -  Partona  jurUlica. 
Himotti'rión.  -  El  javz  compe- 
tente iKira  couoírei-  de  una 
«lemaiida  civil  es,  en  píneral, 
el  del  domicilio  del  demanda- 
do; y  si  bien  ct  art.  216  de  la 
ley  de  l.'t  de  oftubtv  de  1875 
determina  que  cuando  la  ac- 
i'iun  entablada  fuere  mueble, 
sei-á  competente  el  juec  del 
hi^dv  en  c|ue  deba  oumplirsu 
la  obli)j;aci<Ín,  tal  pi-eeepto  no 
fti  aplica  al  caso  en  que  so  de- 
manda la  revolución  de  un 
contrato.  -  C.  A.     julio  19(«.  273 

(L  Si  el  demandado  es  una  per- 
sona jurídica  que  tiene  esta- 
blecimiento ú  ofieina  en  di- 
vei-nos  lugares,  delw  ser  de- 
mandiulo  ante  el  juez  del  lugar 
donde  exista  hi  oticina  ó  esta- 
bleciniientu  que  intervino  en 
el  hecho  que  da  iiiéritoal  jui- 
cio. -  Mismo  fallo. 

T.  Aprfciiti:(<in.  -  Be$olufíion.  - 
Ultra-jfl  Un. -Una,  Corte  de 
Apelaciones  carece  do  compe  - 
tencin  |>.i'.-:tpronnncÍaiwanrv- 


)     ea  de  la  calúlad  de  lieredero" 
de  los  adjudicatarios  de  una 

firopiedad  subastada  en  kt 
iquidauióii  <lc  una  herencia  y 
pam  declaiur  qu"!  deben  cun- 
sidcmniC  instituido.-*  Wjo  con 
diciún  suspensiva  y  que  no  pn- 
secn  en  la  surcsión  mis  que 
meras  expuctutivas,  cuando  es- 
to punto  no  fué  compi'uiididn 
en  la  iurisdiccíón  del  arbitro, 
ni  en  la  remlucíón  ilc  1.*  ins- 
tancix-Cas.  IJ  abril  1  M.  . 
.  8.  ArtUüo.-  CiiiinHn.  -  Iii/uniif. 
JuriMlicet'iH.  -  La  t-'ort  j  de 
Apelaciones  de  Santiago  delw 
conocer  en  las  caiisai  de  ha- 
cienda de  que  conocía  la  Cor- 
te Suprema  al  pi  oniul;flu-se  la 
ley  de  28  de  asost»  de  1902, 
aprolntoria  del  Cód.  de  Pi-«- 
c^imiento  Civil,  correHpon- 
diendo  á  la  Coi-te  Suprema, 
únicamente  el  coüocimiento 
de  ütH  tatusas  de  hacienda  que 
i  eafeiban  pendientes  ante  ella 
'     el  1."  de  niarso  de  IfltKl.  -  V. 

í.Mkí«».-C.  S.  23  mayo  1904, 
,  9.  ApelufíiAi,  -  AriñlnuOir.  -(!a- 
recen  de  com^t^ncia  Um  Vov- 
tw  de  Apelaciones  ¡taiu  cono- 
cer ilel  recurso  <le  apelaci<'iii 
i     que  puede  pii)ceder  toiiti-a  la 
I      sentencia  que   dicton  jueces 
arbitradoiHM.  Kserecuitn)  pro- 
cede paiu  ante  otros  arbitro:; 
del  mtsmo  carácter,  itcsifína- 
I     dos  expresamente  por  las  i>ar- 
tes  en  la  escritura  cu  que  se 
constituyó  el  compromiso,  - 
C.  S.  il  mayo  lOIH   368 

10.  A¡>fl(tcián.  -  Hiigathiii.  itiiti- 
¡     gióti.  -  Ulira  pnlil't.  -  Cai-we 

de  competencia  «na  Corte  de 
Apelacmnes  para  aceptar  p« 
loitit  una  demanda,  siendo  que 
el  juez  de  prhnei-a  instancia 
sólo  dio  lugar  />itrí«áella 
y  la  sentencia  fue  apelada 
únicamente  por  eidemandatio 
quien  íte  limitó  en  la  secunda 
instancia  á  pedir  se  confirma- 
ra la  sentencia  apela«la,  Rin 
que  se  adbiñera  a  u  apelación 
el  demandante.  Can.  29  abril 
IflW   .    %1 

11.  Arreiulumifiito.  -  Alain'lfro 
Piililito.  -  Miinici/KílUiad.  - 

>  Carecen  <le  competencia  los 
Tribunales  de  Justicia  paiu 
hacer  declai-aciones  de  oiilen 
geneial;  como  por  ej.,  la  decla- 
ración que  tiene  por  objeto  es- 
tablecer que  la  Muniuipolídad 
no  tiene  facultad  de  imponer 
el  cobro  de  un  centavo  p:)r  ki- 
lógnvuio  de  carneque se  intro- 
duzca al  Matadero  Público, 
ya  que  esto  no  «o  i-etiere  á  he- 
chos detorminatloscpie  afecten 
derechos  del  demandante.  Por 
consiguiente  no  prore<ie  !a 
declai-ación  de  nulidad  del 
contrato  de  arrendamiento  riel 
Matadero  Público fundadaen 
osa  declaración  pi-evia.-C  A. 

18  diciembre  1903;   371 

i  12,  luipructKlmtriii.-  (hniirióH.  - 
Es  necesario  haber  reclamado 
oportunamente  de  la  ino^mpe- 
tencia  del  juez  pai^  poder  in- 
terponer el  recui-so  de  casa- 
ción.—C.  A.  lo  marzo  lUO*  .  »74 
13.  Banco,  -  fJertinalorui.  -Ka 
competente  el  juez  de  letras 
de  Antofagaíita  para  conoivi-  i 


de  la  demanda  por  pa^o  de 
cierta.*)  cuntidadcs,  ilei-iviidii 
del  cumpliniicuto  de  un  con- 
tmtu  ile  arrondamient'j  de 
w>rvii*i<ie  celebrado  en  Aiito- 
fagasta  entre  los  demandan 
te»  y  la  sección  de  ahorro  y 
retiro  del  Bam-o  de  Cliilf. 

C.  A.  7  enero  1901   iji 

11.  (kirttt.ni.-  CotUietuia,  -  Uur 
tur.-tíariaf.  -  Folii:Ui.  -  Ijw 
trabajos  de  extrac^'ióii  ilu  car- 
bón y  otros  objetos  que  exis- 
tui  tn  los  puertos,  autonxa- 
dOH  itor  el  juex  provisuiiamen' 
te,  cfesde  que  dehaii  llevarse  á 
efecto  en  el  mar  ten-itoríal, 
que  es  de  dominio  nacional, 
sólo  piie<lon  ser  autoi'ixa'Ios 
]K>r  la  autoridad  com|ictent« 
segiin  el  <'.  C^vil  y  Ium  orde- 
niuiHis  generales  ó  lóenle'*,  y 
nadie  jm^ileconstniir,  sin  )H'r- 
niiau  es|>eeial  de  la  autui-idiul 
<;onipotente,  obi-a  alguna  so- 
bre las  playas  y  demás  lugann 
de  iiroiiiedad  nacional.  I^l 
faculta<i  do  eunix-«Ier  este  jier- 
miso  cori-espoiide  á  la  autei  i- 
<lad  administmtiva.  -  El  juez 
de  letras  cai-ece  de  coiupetcn- 
eia  pam  dar  esos  autorizacio- 
nes y  jjara  dictar  nie<Hdas con- 
cernientes á  la  pulicía,  nt^guri- 
dad  y  liiu^iezu  de  los  puertiis: 
ello  es  de  la  '¡ompetencia  del 
capitán  de  puerto.  -  Cons.  <Iu 
Est.  13  eni^ro  lim  241 

15.  El  juez  de  letms,  ni  aún  por 
vía  de  resolver  incidencias  en 
un  juicio  sometido  á  su  enno- 
ciiniento,  puede  ejeirei*  fun- 
ciones que  mm  del  resorte  de 
la  autorldail  ndiniuiKtrmtivn. 
-  Mismo  fiillo. 

16.  t'<imÍHO.  -  Ctiittifiiifa  roiit- 
p^teiirAu.  -■  AfunidfMlUlnii.  - 
Está  dentro  de  loa  limites  de 
las  atribuciones  <^ue  la  ley 
otei-fía  á  las  municip.alidafles, 
el  acuerdo  tomado  pam  que  se 
notifique  al  pi-opietario  ríe  un 
fundo  foliiulante  con  un  cami- 
no vecinal, que  mantenga  cons- 
tantemente abierto  en  tntla  su 
extensión  dicho  camino  y  que 
en  la  parte  en  que  aún  no  tie- 
ne callejón,  siquisiei-e  hacerlo 
debe  dejar  la  via  de  un  ancho 
de  diez  metros  áln  menos.  La 
autoridatl  judicial  es  incom- 
petente para  conocer  do  ello 
ya  que  seji^ún  el  núm.  6."  del 
ai-ticulo  2-}  de  la  ley  de  22  de 
diciembre  de  1891,  oorrcNpoii- 
de  especialmente  á  las  Mnni- 
eipalidaries  impedir  que  se 
embanice  ú  obstruya  el  tmtí- 
co  en  las  vias  públicas.  -  t'ons. 

de  Est.  10  diciembi-e  11X)3  ...  2Sñ 

17.  AlniliU  -  Vontirmid  ilf  rom- 
pett-.iir.iu,  -  Qiirrftlfi,  -  Los  al- 
caldes sólo  tien'^n  facultades 
administrativas  y  no  judicia- 
les. -  Cons.  de  Est.  o  febi'oro 
19M   2SK 

18.  Porconsiguiente,  laquurf-lla 
ci-iminal  eiitabla<la  por  un  ve- 
cino oontia  el  alcalde  que  or- 
tlenó  quitii.r  |K>r  la  fuerna  pú- 
blica un  mmal  sacado  de  la 
cañería  de  agua  potable  de  la 
ciiulad  con  autoi-isnción  del 
Gobernador  y  en  que  so  pide 
la  investigación  y  castigo  de 
estiiM  licchos  que  el  qncivllan- 
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te  considera  cuiixtitiitivos  do 
iWitoa  prrn'ixtos  |N)r  ul  Cod. 
Peiial,  impoi'ta  iiun  rontieiidii 
coiTenpondu  á  I'w  Trihii- 
iialos  ivsftlver  y  nu  ¡i  la  MiniL- 
cipalidad.    Minniu  fallo. 

Ifl,  Ctuniuo.  -  f'nntii'Hrtii  'If  rmn- 
¡ift'nHn.  -  tínltfrHtulvf,  Srf 
riiiniiihrp.  •  La»  ciiüKtiotii  B  ko- 
bi-e  existeiiciiv  y  i'wihkríí minu- 
to de  una  MPrvidiiniln'i;  parti- 
i'iilai'  de  tmiiHitii  sitn  dr  la 
roinpetenria  df  la  jiintícia  or- 
dinaria y  no  piiedu  n-anlviT- 
liuí  el  <}(ilH-i-imdor,  -  Coiih.  tie 
KBt.  :t  ftíbrei-o  líMM   286 

JU.  atriboi-ionei*  miifcridiM 
por  t'l  ai'tM'iilo  fie  la  li  y  de 
17  de  dicieiul>i<e  de  1S4'¿  á  la 
autoridad  adiniiiÍHtiutÍva  so- 
bre lo»  (■¡Miiiitoi,  iro  se  fxtieii- 
do  a)  coiKK-iniiuntn  y  fallo  di- 
luí usiUUOK  ryiitt'iiffiwos  de 
iiiteiVK  privadlo.  La»  !\t(ibii- 
«■iuiieH  judicialcit  otiii'nadiw  á 
los  Uoliernadoi'eii  jKir  di<*ha 
ley,  fueron  derojíiidn-*  \inv  v\ 
nrticulo  .I."  do  In  ley  do  iíi  dir 
octubre  de  IH7.Í.  -  Mismo  fallo, 

21.  CoHlitH  la  tin  roMifffui-iit.  - 
Mmiripaliffntl,  Ht^MroM 
flM^omtfs.-lj^  autoridad  jiidi- 
einl  ex  compt^tt-iite  tnm  riuio- 
rerun  la  (fe^tióii  sobre  e'ibibi- 
rión  de  re^fÍHti-OH  elfctoialcM 
Mtlieitada  en  la  itiHtriic(.'i(iu  dr 
un  procpfio  criminal  tViiif". 
de  k>-:t.  -Zi  dic-ienibi-e  Hm     ..  '.m 

'^2,  Im  iiutoridotl  munÍL-i|xi1.  v.':- 
rar^wla  por  la  ley  de  lii  <'Ufi- 
txlia  y  consei-vacinn  de  los 
reffiiitros  elector.iluri,  axi  eoitio 
debe  proporcioriiii  lOH»  lasjun 
tac  rewpioros  para  el  dt-w-m 
jfeñn  de  mi»  íunvíoiir?<,  hhi 
también  debe  «iiiuintatmrloa 
a  Ibh  otnii  aiitoridndi'H  t|u<-  lo 
hayan  luenenter  puiii  itrunl  ob- 
jeto, V  a  la  jiidtii-ia  oniiiiaria 
pam  la  instrurrion  de  bw  iiro- 
íMSOs  y  á  luí  (':un;inii  iei^isla- 
tivai  i»vni  el  .jii£;;:iunoiit»  de 
la  i'lev-itVii.  -  Mitnio  fallo. 

Vtmti^HtUi  iIp  rnuiuffmrín. 
Mhut.-tUtrf^oit.  -  La  niitort- 
dad  lUlrainixtmtiva  w  coiiiik-- 
tente  para  dictar  iuediiiaí<  on 
orden  a  la  setcuridad  pemonal 
(le  lo»  tralmjniloi'CM  de  itiin  mi- 
ita,  Anienaza<loH  en  mik  vidaK 
por  la  fí^ima  en  que  «i>  ejern- 
tun  los  ti-:ilia.:oH  en  otra  ntinii 
<*(ilindante.  -  Cons.  df  Kit..  'Zl 
dieiendtre  19(W  .  ,    ;tHi 

*J4.  Kl  particular  que  di-iiitncia 
a  la  (ioliernni-iiui  Ion  defectn" 
de  la  explotación  de  una  niin:i 
)>ara  que  He  dit-teu  ine<li<la- 
tpiC  Kai-antieen  la  vida  d"  Ion 
opemríoH,  no  ijistini-.i  una  ar- 
ción «obre  dertíf^hoB  dr  dnuii- 
itioó  iKKiesiiiii.  ni  ninguna  ni  i  :i 
«le  int<-réH  itarticolar,  sino  que 
liice  á  la  antitrídar)  adminis- 
trativa lina  denuiivia  dv  lie- 
i-hoi  tjHií  miuiereii  la  iniue- 
diatu  lutervettción  de  eita  au- 
toridad, y  lai  me>li<la.s  adop- 
t;idHa  por  cata  no  invaden  el 
campo  de  lacvcltisiva  conipe- 
tcnt-iA  de  la  aotoridatl  jiidi- 
Riiil.  -  .Mismo  fallo. 

2i.  l.'»nfirH>tii  il-  roiu/tgtencia. — 
Qt^rd'ii,  -  L#a  f.ionitad  de  co- 
nocer de  Ihb  cauüaM  civile*  y 
erimiiiales.  de  jiu;mrlar-  y  de 


hacer  eje<-iitar  lo  juit^^ido  per- 
tenece exclu!<tvanientu  á  los 
tnbunaleM  de  jiiNticiu,  eiial- 
quiemqne  Kt>a  su  u  itnr.dexa  y 
la  oalt>ia<i  de  !»•*  im-i-hoihv*  qtie 
int'rvencaii  <-i\  elloi;  rn  nin- 
(Tiin  caso  son  ilc  la  c-oniijeteu 
riadeloe  alraldes.  -Cons.  de 
B«t..l»dicienibn'l«':i   :  S!» 

'Jt\,  lia  ai'ción  que  mu  futida  en  el 
articulo  ffJI  dd  C.  Civil,  pi-o- 
vof'a  una  contienda  judicial 
d'!  iiiteri  H  privado  y  sometida, 
por  lo  tanto,  a)  eouociinientu 
df  los  tribunales  «b-  ju>4ticÍR.  - 
Mismo  falln. 

í?.  líel  niiMnio  modo  la  tieción 
que  \m  arti<-ulo8  ÍM  y  nitjuien- 
tex  de  la  ley  de  22  ue  dii-iem- 
bi-o  de  VSÜi  conceden  á  toda 
IH'mona  agraviada  por  una 
i'esolucióii  del  alcalde  para  ha- 
cer efectiva  su  i'esjtonitabili- 
dad  en  la  forma  pi-cscripta  (K>r 
los  arti-iilos  m  y  ««)  del  C«d. 
Penal,  provocft  una  contienda 
judu-iiil  sometida  exrliMÍ\'a 
mente  a  lo^  tribunales  de  jn»- 
ticia.    MiHino  fallo. 

JS.  Ailmiui«lr<itinr,  Aufvriitmi 
adiHÍHÍKti'»lim.--t'oRlÍ'witt  ilr 
e<'nt¡ytfMriii,  -  iH'i^mHizaríñ», 
-  \m,  facultad  de  juz^r  las 
canHaN  civile»  y  cniuinaleit  per- 
tenece excluí  i  vuni  ente  á  los 
tribunales  t^tabltH-  dos  por  la 
ley.  A  ello»  ewta  sujeto  el  co- 
nocimiento de  todoM  lo»  asun- 
tos judiciak-K  que  He  proniuc 
van  en  el  orden  temponil  den- 
tro del  territorio  de  la  Repú- 
eiialquiem  gne  sea  kii 
natnralexit  o  la  calidad  de  lux 
perdonas  que  eu  ellos  inter- 
vengan salvo  laü  exce|íeÍomw 
taxativnnientR  cHjieciHcaflati.-- 
Cons.  de  K(.t..  8  mayo  1901.  . 

'Si,  Por  conüiKuiente,  la  deman- 
da de  perjuicios  |>or  deterio- 
ros cauiiatloH  á  unas  maquina- 
rias en  la  dencari^a  efectuada 
por  los  contratista**  ild  sci  vi- 
cio  de  niovilimeiou  de  hidton 
de  una  odiuina.  eorrcMponiIu  li 
la  justicia  ordlimria  y  de  nin- 
^liu  modo  al  .Vlhuini^tl-ador 
de  ta  Aduana  respei'tii'A  — 
Mismo  fallo. 

30.  Alraliif.  -  Attiiiiaffn.  -  fV«- 
tÍ0Hilii  ilf  ntM/utPiii-in.  -  Df 
M«wf(V(.-La  facultad  de  juz- 
gar las  causiis  t-riminalcs  co- 
rreK[iunde  á  la  jiiHticia  ot-ilina- 
ria  y  Ira  alcaldes  uo  pueden 
ejercer  fuiieiurii-s  judiciales.  - 
Cons.  de  Km!.,  I.")  junio  I9(>4...  ,*i¿I 

Itl.  Los  pro('e<l  i  miento"  adminis- 
trativos estJihIecidoH  para  la 
conservación  y  entre^ra  de  los 
animales  apiinn-idos  no  exclu- 
yen las  acciones  que  puedan 
entablar  losque  i  rerni  que  him 
auiinalesliaii  HÍdo  robatlos.  He 
cha  una  denuncia  nn  este  ¡men- 
tido, coiu|iete  al  jues  iniciar 
el  correspondiente  sumario  y 
la  orden  diuln  para  que  se 
|K>n^aá  su  disposición  el  ani- 
mal que  se  dice  rubatlo,  es  uno 
de  los  medios  do  instrucción 

auo  entran  en  la  eompetencia 
el  ju»^do.  ~  Mismo  fallo. 

Cut^fu».  -  .ViniirífKi/ifftni.  - 
Sfti'mriii.  -Ti'Hiiinul  i/t-  fitni- 
tus.   :.V\wi\t'  el  Tribunal  de 


C'Uentas,  al  practicar  el  ex» 
men  fíe  las  cuentAS  ranniuipa- 
ks,  jnznr  sobro  la  lenaliuad 
y  valides  de  los  acuerdos  di; 
iosnuinicipinsqtiolas  li-iii  orí- 
tíinado?  —  C-ons.  de  Kst.  1." 
agosto  nm    22 

No  se  resolvió  la  cue.-tión  por 
hal>G)-se  iuseitado  nomo  pi"e- 
vla  la  de  que: 

Xi.  La  contiend;v  que  ticiie  poi' 
objeto  obtener  la  declaración 
(1«  carácter  general  de  iiiie  do 
coi-responde  á  la  Corte  de 
OuentJia  rever  en  foi-ma  alb- 
ita los  acuerdiks  de  la  Miiniei- 
IKilidad  y  sobro  todo  para  de- 
jarlos sin  ef(H.-to,  no  i^eeae  wi- 
bre  un  juicio  deteniiina<lo  y 
que  put><ie  dar  lugar  i  una  re- 
solución jiuiiriat,  que  no  pue' 
de  pi-onuiiciarse  en  ahstnutti 
sino  que  debe  resolver  ca»«!< 
determinado-*  y  coiicretOH. 
tiues  sólo  corr<'s|M>ndeal  le|ñx- 
íadur  interpretar  la  ley  de  un 
ino>to  geneiui  y  deslindar  de 
la  misma  m.inera  lasatrilnt- 
ciones  de  los  potleree  ptiblicos. 
-  Misuio  fallo. 

lS'»MPrT<i  l»K  PLAIHI.  -  V.  /Vn;w. 

1.  AgH«*.-TitrHtt.'  Mientraxse 
fija  defliiithiiinente  la  forma 

011  que  dos  comiinenM  de  las 
agiris  de  un  caual  artificial 
deben  gomr  del  agua,  proceile 
la  distribución  por  turno  en 
que  al  duefto  de  las  tres  «ntar 
tas  partes  corres  pondera  el 
i^K-e  de  todas  loo  ofruas  du 
rante  tres  dias,  y  al  dueño  de 
la  cuarta  parto  un  día  despuén 
do  esos  tres.  C.  A.  21  dieierti 
bi-el!»3..   :«> 

2.  ítftjHijit.  -  Qnt'rrfhi.  •- Ada  su- 
poiui  ndo  que  el  querellante  y 
el  querellado  sean  comuneros 
en  el  terrenodeipojado,  justiti- 
caudoel  despojo  rudento.  pro- 
cede la  qaerell.*i  pam  aue  »e 
restablei  <an  kis  oosns  al  esta- 
do que  aiiteH  tenían. -O.  A. 
2lniar3tol«H.... 
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íuipri'riiti'nriii .  Inrúlmtf .  - 
Optinirii'lt .  —  Sffí/rll''i»  .  l-t 
sentencia  cu  la  iuslaiiria  de 
o|io-<ie¡óii  á  la  I  lee  la  rucien  del 
concurso  necesario,  dtvide  de- 
tínitivaniente  sobtv  la  chim- 
cidail  civil  del  deudor  falli- 
do, manteniendo  esa  capaci- 
dari  i>ai-ala  administración  de 
sus  hieties,  ó  privandtde  de 
ella  y  Icjiindolo  sometido  ade- 
más a  diversas  ■iihabilidades, 
que  son  consecuencia  nc,-e>n- 
ria  ilel  estado  tIe  cnncnrso;  _\ 
«i  bien  el  inc.  2."  del  artieulo 
(iíCÍ  del  ( Vid.  de  Proced.  Civil 
dts{>one  que  la  oposición  del 
deudor  se  tramite  como  inri- 
dente,  no  calie  duda  que  la 
sentencia  pono  ténuino  á  la 
instancia  en  que  recae,  y  cnal- 
quiem  que  sea  el  procedimien- 
to seguido  en  la  discunión  del 
negocio  y  calificación  jui'idiea 
que  corre9|>onda  á  la  scnten- 
i     «ia.  resuelve  de  un  modo  per- 
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manen  te  las  cuestiones  ú  (lera- 
chm  t¡uv  forman  su  inatt-rÍH. 

Im  opOfíirión  'lclflendin-coii«- 
titiiye,  i»or  otra  [jarte,  una 
iiiHtancia  especial  y  pi-<;via  á 
la  fortiiavtóii  ó  apei-tui*a  Hi;l 
í'onftii-üoqne  no  queda  forma- 
do por  el  níuidIc  decreto  judi- 
f  ial  que  lo  doílara;  y  por  In 
miüiiio,  nu  son  aplicaljles  á  es- 
ta instAiieia  Iiim  dinposicionos 
de  los  aHiculoit  iXH  y  '21A  <lel 
Cód.  de  Prooeti.  ('tvilqne  lili*  - 
lUQ  al  incidente  onlinario  de 
repodloión  que  ko  relaciona 
con  los  autos  y  decretos.  -  Coa. 
19  jnlio  tWl   m 

UUNUIUIÓX 

1.  Afrrtciacititi.  -  Arioit.  -  ínftir- 
prrttirion.  Iti-r.oin'fnrión  ,  - 
Trrmimfr:ii-n  -  En  un  contnito 
de  avio  en  que  no  w  bu  fijado 
plazo  para  su  toiiuiniieiun  y 
en  que  el  aviador  <lehia  «u- 
ministi-ar  nienfiMiil monte  una 
uantidad  prudencial  para  la 
ex|)lotación  d<.'  la  mina,  unal- 

Satem  de  lo»  coiiti-atanteu  piie- 
e  poner  h  rniino  al  rontrat». 
previo  pago  do  \\>  ilelüdo,  so 
Tji-e  todo  8Í  m  ha  estipulado 
que  ei  avio  obliícaiii  á  I:im  [lar- 
tett  siem^  qup  el  valor  de  la 
explotaiiión  mensual  luiltm  loa 
;pistmdo  la  aviución  por  ijíual 
tiempo,  despuc»  del  aetrundo 
mea,  puea  i^ta  es  tnia  rondi- 
cíon  que  puede  producir  "i|>so 
jiuVia  roHolución  del  i  outiu- 
toHÍn  necesidad  des  nU<ncia 
jndii-ial,  y  aue  autoriza  i>ara 
hacer  u«o  del  dei-cclio  que  i  on 
Kagnv  el  artiunlu  1411  del  Cúd. 
de  Minería.   -  Caf.  K  abril 

1904  :m 

'i.  I'axttfii'nt.  -  i'imtratii.  -  Púli- 
iim.  -  Priinitn .  Si-ífitro  .  -  Sn- 
cíVr/df/  roiupujiil .  -  Kl  contra- 
to de  aegiu-o  tontinn  bnbn>  la 
%ida,  en  qu?  el  %'alur  de  las 
respóetíi'As  |H'>1im8  sólo  puedt! 
de»  cti^'jnne  en  el  eíiso  eventual 
de  que  el  aHetriuiido  fallezca 
dentro  de  uu  ileterniinado  pe- 
riodo de  tiempo,  de  modo  que 
A  día  del  fall'*eimiento  puede 
ó  no  acontercr  denti'o  de  eso 
iienmlo  eoütmctunl,  lo  que  lo 
Dnve  "itieiei  to  c  indetermina- 
do", iniport.:!  la  e>ttipulaeiónde 
lilla  obiissieióncondicioniilcdu 
arreglo  al  artii-nlo  147;i  del  (". 
Civil,  lÍHta  eonilieií'in  es  su«- 
|)tíUBÍV!i  y,  ]ior  lo  tanto,  mien- 
tras no  se  eniuple,  se  halla  en 
su4|)entto.  no  solo  el  ejercicio, 
üiuo  la  atlqiii«ici<'iii  misnui  del 
dprerho.-CnH.  14  julio  IthM...  TvAi 

I.  Punii-iinifn .  ■  Jífliflilm  .  K\ 
pi-oeui-ndor  en  oli)Í;,'ado  li  lia 
rer  comp;irecevá  su  nuiudaiite 
[Kii-a  prestar  eonft'situi  en  el 
termino  prudvni;ial  que  el  tri- 
bunal desiRne,  l-ojo  ii}«.'i-<:ibi- 
nilcnto  de  que  si  el  litigante 
no  compareciere  al  soíriindo 
llamiido,  se  le  dnin  íKir  confe- 
so a  petición  de  pai'te.  En 
cnnsecueneia,  no  puede  dai^e 
por  eonfesn  al  litigante  qne 
citado  no  fiim|Mmv  ñ  nltwd- 


vei-  la  poifición,  ya  sea  que  se 
le  notifttf  ue  personalmente,  ya 
por  medio  de  su  apoderado  en 
el  juicio.  C.  A.  11  noviem- 
bre   278 

i.  Alio'jii'fi).  -  l'nglrionttit.  Sien- 
do la  iib.foluciun  de  posiciones  - 
un  acto  de  carácter  cxclusiva- 
merifc  pei'soiial ,  no  tiene  der« 
eho  ei  abordo  del  alisolvente 
A  presenciar  su  absolución.  - 
C.  A.  14  diciembre  lOíS  378 

3.  Aflmiiiintrniliir.  ~  AtliiiiaibUt- 
tía^l.  -  A)n-u-Mrión,  ~  /ifjtJtUu. 
-  Pafío.  -  PfMPba .  -  (.'onfesa* 
do  por  el  demandado  el  hecho 
del  dei)ÚHÍto  de  una  partida  de 
trigo  en  un  molino  para  po- 
nerle piwio  más  tarde  y  ven- 
derlo, es  procLflente  la  prueba 
testimonial  para  justihcar  la 
cire  instancia  couipleuientaria 
del  contrato  consistente  ^  en 
que  el  trigo  pi-ncedia  de  itn 
fundo  de  pi  opíedad  de  la  de- 
nianrlanto  qiio  administralta 
el  depositante. -Cas.  2i)  abril 
IttM   35« 

C'ONTIKNDA.  -  V.  í.'imprtrn- 
rin, 

JucK  de  letras  con  a<Iininisti-ador 
de  aduana,  inims,  'Üí  y  29, 

Jues  deleti-is  con  capitán  depiior- 
U>,  niiius.  \l  y  líi. 

Jue/de  letras  con  (íobernndor,  nú- 
meros líl  y  "JO. 

.luezdc  letiuscoii  (líibei'iiartor.  nil- 
«leros     y  '2i. 

Juux  de  leti-ascon  Miiiticipalidad, 
ntim.  Ití. 

.Tuei!  de  letras  con  iVlunicipalidad, 
núms.  17  y  IS. 

•luez  de  letniscou  Municipalidad, 
nÚDis.  '21  y  2*-'. 

Jiiesde  letras  con  Municipalidad, 
núms.  STi,  2fí  y  27. 

Juez  de  leti-as  con  Munieípalidud, 
iiúma.  W  y  31. 

Juez  de  lcti*as  con  (Ti-ibniml  de 
('lientas). 

Juez  de  letras  con  MiinieiiKvlidod, 
núms.  :fí  y  3.1. 

CUSTHATO  í-ONIUriONAL-  -  V. 
Otmtfhiáu  (31. 

CONTHIIll'fJniN 

A  ralúo.  -  Iinniiebif.s.  -  Jierlimui- 
r/oH.  -  Los  haberes  innuieblc» 
sujetos  á  la  contribución  de 
haberes  son  únicamente  los  te- 
rrenos, editicios  y  objetos  que 
la  ley  considera  oiiheridos  á 
i'llos,  la  propiedari  e,:ii'bonifc- 
ra  y  ¡a  propiedad  snlitrem. 
Knti-c  esos  bienes  no  están  ni 
pueden  citar  ciiiuprendidos'los 
iinimalep,  pues  el  ai-ticulo  X'i 
de  la  Ley  de  Municipalidades 
establece  expresamente  qne 
son  habciTH  mobiliarios  jiaiu 
los  vf^-ctos  de  la  roiitrihueióii. 
V.  A  ,  2a  noviembre  1903   3lB 

CVíKYl'iiK.  -  V.  SorinUtd  OMffH- 

val. 

1.  Pribii  iüii.  -  V/rrírfnirítí«.— La 
iiotíticación  de  la  demanda  de 
prelRciói)  se  hace  á  los  acree- 
dores por  avisos  y  no  es  nece- 


sario acoinpafiar  coplas  del 
escrito  en  qne  so  formula.  ~ 
C.  A.,  W  agosto  líWi   102 

2,  Minuta  rh  ¡irucba.  -  Pr»tba, 

TfxliyDíi.  -  Si  no  se  ba  acom- 
pañado copia  de  la  minuta  de 
prueba  y  lista  de  testigos  y  por 
esta  nuón  no  se  han  proveído 
estos  escritos,  esta  omisión  no 
impida  que  se  tomen  en  cuun- 
ta  si  se  Hub.s  uta  la  falta  antes 
de  i-ecibirse  la  pruebe.  -  O.  A., 
14  abril  Hm   m 

3.  Dmnanüa.  -  Mmii'lfu  pretxiU' 
toriuM.  -  NoUtlcariAn,  -  La  no- 
titicaciún  de  la  demanda  dt^b^ 
hacerse  entregando  en  el  niia- 
uio  acto  copia  de  ella,  nuncjue 
la  diligencia  se  pi-actiqne  en 
lugar  distinto  de  aquel  en  que 
funciona  el  tribunal;  y  es  nula 
si  asi  no  so  hace. -C.  A,,  23 
junio  1904  ,  507 

CU8A  JVZtiADA 

1.  Para  que  tenga  aplicación  y 
sea  pracedente  la  cosa  juzga- 
da es  de  rigoi-,  qtie  la  senten- 
cia quo  se  impugna  se  haya 
pronunciado  contra  oti-a  pa- 
saila  en  autor  ida  rl  de  cosa 
juzgada.  Hiempi-e  que  ésta  ta 
huiüciv  alcgiulo  oportunamen- 
te en  el  juicio. -Oas.,  12  sap- 
tiembre  líXKi   25 

2.  Pai-a  t^uc  puerla  alcííaiut  la- 
excojtción  de  cosa  juagada  «e 
requiere  que  eiiti-e  la  nueva 
demanda  y  la  antcaomicut»! 
resuelta  baya  no  sólo  identi 
<)a<l  legal  de  pei'Sf>na  y  de  la 
':0H  I  peilida,  sino  también 
ideiitiand  de  la  caiv«a  de  pedir, 
entendicndose  por  ciusa  de 
pLilir.el  fundamento  iiimeilia- 
to  del  deracbo  ihHineido  en 
jiiíeio.  ~  Va»,,  W  noviembre 
Vm   6!» 

3.  Una  tercerin  de  dominio,  que 
se  funda  en  el  lieeho  de  liaWi- 
80  adquirido  iin  inmueble  <lu- 
ninte  la  socieflad  conyugal  ha- 
bida entre  los  gHidrcs  de  lus 
tei-censtas  y  díí  [wrtenecer  por 
lo  tanto  la  propicilad  ú  la  <;o- 
inunida<l  qne  se  proflnjo  entre 
el  padre  y  los  hijos  a  la  miier- 
lede  lamadle,  ocurrida  antea 
del  embargo  y  de  la  hipote.-a- 
ción  del  ÍTunueble,  no  tiene  la 
misma  cansa  de  iiedirquela 
tei-ceria  promovida  después 
ilel  rechuzo  de  la  primera,  por 
los  liijo.iá  qniencB  se  adquirió 
la  t>rop¡e<lad  exclusivamente 
de  la  liquidación  de  ivquella 
socicflad  conyugal.  Por  consi- 
guiente la  segtniila  sentencia 
nue  da  lugar  á  esta  última  ter- 
cería, no  i<ú  opone  á  la  cosa 
juzgiwla.  --  Mismo  fallo. 

4.  Hífwiura.  -  Miiut.  ~  Piw.u. 
La  sentencia  qne  dtíclaif'i  el 
derecho  preferente  á  la  men- 
sura de  una  mina,  produce 
cosa  juzgada  respecto  de  la  pe- 
tición para  que  en  )a  mensura 
se  respeten  las  lineas  de  con- 
tacto que  según  niimemsos  tn- 
tereies  so  habiaii  Hjadn  en  el 
terreno  á  otras  iniiiaB  que 
existieron  en  el  misnio  ten-e- 
no.  -  C.  A.,  24  septiembre 

1903     388 

AprHílaritin.  -Enfmln  CirU.  - 


Digitized  by 


Goo 


U  rUBAIKlR 


UELITO 


DEMENCIA 


Partida.  -  Petirián  de  herm- 
ría.  -  Pta^tióa.  -  PmHuí.  En 
uu  juicio  ptvntoWilosobrtstfsta- 
do  civil  i  conwitiieiicia  de  iiiia 
acción  (le  petición  do  hereiicín, 
no  prodiii%  cosa  jiiüf^ln  la 
sentf^ncia  pronunciadla  en  jui- 
cio crimina),  nefcuid»  entre 
las  miimas  i>artca,  por  iHurpu- 
cióu  de  c^t«do  civil  y  fiilsitira- 
cióii  de  una  parti<la  de  matri- 
monio, en  el  cual  xe  inandñ 
Hobi-etieer  ttin  expresar  las  i-a- 
zones  leealeit  de  tal  sotn-ewí- 
miento.  En  todo  caso  iMxIria 
impuj^artie  en  juicio  civil  In 
niisma  ua  tída  por  defectos 
que  hubieran  afectado  la  eti> 
cacia  ú  valor  lepil  He  chc  do- 
cumento en  conformidad  al 
articulo  306  del  C.    Civil.  ~ 

Caá.,  H  julio  1904   m 

6.  Liqitid ación,  -  NnlMait.  - 
Purliriiht.  -  Sorifdnd  cimyn- 
rjal.  -  Es  Hii  principio  «le  dere- 
cho, eatahlocído  en  dítíponi- 
cioncs  expresande  la  ley.  "que 
el  juicio  que  fuere  dado  con- 
h-a  alfcuiio  no  empezca  á  otro", 
como  lo  e»  asimufnio  que  )nti 
sciitenciaK  judicialeH  no  tcn- 
jtan  fuera  obligatoria  xino 
respecto  Je  los  ciiui'aH  en  que 
utnalmente  le  pronunciami. 
En  conitecueucia,  hn  liquitla- 
cioiiefl  de  dos  Hociedades  con- 
yutj^les,  corrcjijiond  lentes  al 
aegimilo  y  terci'r  mntrínionto 
de  una  persona,  nin  halvei-se 
practicado  la  liquidación  de 
la  primen  sociedad  conyugal, 
ni  citidoso  á  los  jiiicirm  de 
]Kirtición  i  Ion  interesado»  en 
ewi  primera  suciedad,  no  per- 
jutlicaii  los  deret'lios  que  á  es> 
tos  puediin  cori-eapoudcr,  ni 
procede  la  acción  de  nulidad 
que  por  e^stos  se  entabla  con- 
tra eaas  particiones  en  que  no 
fueron  parte.  -  C-as.,  2  agosto 

lOM  m 

'TftTBJO  DK  PIKHA8 

PrfgattriiiH.  -  Pritelni  nrini-iA*- 
Htt,  -  El  «■otejo  de  firmas  de 
un  documento  pi-irado  no  i-cco- 
nocido  por  el  demandado,  no 
os  liastunte  pi>r  si  solo,  con 
ari'cglo  al  ai-ticuilo  34*2  del 
Cóil.  de  Pi'oced,  Civil,  para 
constituir  prueba  plena  que 

J'iiitiflqne  la  efectividad  del 
ocumeiito  cuyo  pavo  »e  de- 
mando. -  C  A,  ?1  nicicmbre 
1903   323 

CtTBKTAtf. -V,  Acufnttui  HiHui- 
eipnffÉ  (niinis.  '2  y  3>. 


AHoM  lio  eontmciotns.  -  Cafiavi- 
ttatK  -  (Hhímíóh.  -  Pmtfr.- 
Proiffdi miento,  -  Prttcurtulor. 
-  fífcluniaciiht. —  ii^jirfg*nttt- 
ríií».  -  Cnundo  we  tratu  de 
nombrar  eui-ador  á  iin  menor, 
aunque  so  susciten  cuestiones 
sobre  la  capacidad  de  las  per- 
sonas llamadas  a  denempt^itar 
el  car;;n,  no  en  menester  i>ara 
resolverías,  sujebir  el  procedi- 
miento á  los  trámites  del  jui- 
co ordinario,  aÍno  que  por  el 
c<»ntiurio,  tanto  el  Vñtitfpt  Ci- 


vil, como  el  Código  de  Pro**- 
I  dimiento  Civil,  considcrau  e»- 
Uwiwtos  como  iiooontenciwoK 
[lam  i'esolverlos  breve  y  suma- 
riamente. Ltts  dispuaicioncH 
de  los  ai-ticuloM  rd3  y  52i  del 
C,  (,'ivil,  sólo  JK!  apli.an  al 
cuso  en  que  se  trate  de  las  in- 
ca|jacidadei  ó  oxcnsas  alenia- 
l^adas  por  el  f;iis^>*'liidor  paiu 
exiiiiii-sededeseiiiinjiíar  el  nir- 
go.   Cas.  23  junio  19M   .>tó 


1» 


1.  Itn-iniuitt-it  runlTudicliii'Hfi'.  - 
(htiiíiJn,  -  Pfrjuicion.  -  \¿\ 
scntenciaque  paiunvnluar  \w 
perjuicios  mandado» pa^ar  p«ir 
un  fallo  ejecutoriatio,  oi-dei  a 
en  su  primera  pai-te  tomar  por 
base  para  la  avalitaciúii  el  es- 
tado uel  terreno  á  la  fecha  del 
dcfipojo,  no  pujjTia  con  lo  re- 
suelto en  su  parte  ñiial,  que  se 
limita  á  rebajar  la  estimación 
de  dielios  perjuicios  hecha  en 
la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia, fund&ndme  en  ol  mé- 
lito  de  aatoH  y  en  el  informe 
del  perito. -Caá.  3  diciembre 

vm   1)8 

2.  htr.ixiá»  fH  imíni  iialuHeIn. 
Aprfciaeifyi,  -  VitmeiM.^  - 
Compflenciii .  -  Rfintlnrióii'.  - 
UUra-fiflita.  -Esincumjicten- 
una  Corte  de  Apelaciones  pa- 
ra resolver  en  única  instancia 
puntos  que  no  han  sido  com- 
prendidos en  la  decisión  de 
primem  instancia;  como  la 
apreciación  de  la  calidad  de 
herederos  de  los  adjudicata- 
rios de  una  pi'opiedad  subas- 
tad;! en  la  liquiaiuíión  de  una 
herencia,  la  declaración  de 
qtip  del>cn  considci-ai-se  insti- 
tuidos bajo  coiidirión  suspen- 
siva y  que  no  poseen  on  la  on- 
cesión  más  que  mer^s  cxpo<;- 
tativas.    Cas.  12 abril  1904,  ..  m 

3.  ¡teruitn  lirl  ii»nntu  rontrii- 
i^rtitlo.  -  Dtritiimm  rontr»- 
tiictiiriaa.  -  Ailjwliearión.  - 
¡iomicilio.  -  NtUiiUtil.  ~  Omi- 
kíóh,  —  Prtifñiríén.  -  Vtlra  pe- . 
ííVfí.  -  Contiene  decisión  del 
asunto  controvertido  la  sen- 
tencia que  declai-a  "re?cindi- 
dida"  una  adjudicación  sien- 
doquestí había pedidoHu  "nu- 
lidad". Im  acción  prineipul 
entablada  tuvo  por  olijuto  de 
jar  sin  efe<:to  la  adjudiLitciori 
por  adolecer  de  nulida<l  el 
convenio  i  virtud  del  cual  se 
llevó  á  efecto  y  esta  nulidad 
pudo  ser  absoluta  ú  relativa, 
»>eKini  las  causas  que  )a  origi- 
naran, («usas  que  el  juez  debe 
tener  presentes  para  determi- 
narla en  su  sentencia,  piKlien- 
do  dar  lugar  a  una  ti  otra,  ao- 

fiiii  los  casos.  -  C.  A.  ti  aiíOHto 
[KM   511 

DtCMNAiuRIA  de  jurisdicción. 
-V.  CoiHmtfHriti  Iniim.  9i 
y  13. 


KmhringM'Z.  -  Filtro.  -  Multa. - 


.Vanicipa4idnd.  ~  La  ley  de 
alcoholes  de  IS  de  cnei-o  de 
IfiOS  umvi  y  peoa  un  delito 
muy  distinto  uel  que  oustiffn 
el  número  18  del  actual  ar- 
ticulo 196  del  CM.  Peiml:  > 
como  no  dispone  que  las  r«ii- 
mutaciones  fie  las  pena»  ím 
piiesUw  á  los  iufmicton'M 
apliquen  á  fondos  municipa- 
les, debe  sefcuirse  la  rv^b^  pv- 
nerul  sef;ún  la  ctml  in^-csau 
i  fondos  fceufi-ales  del  E^^tSMlo 
todos  los  dineros  que  inxrebait 
á  arcas  nacionales.  -  C.  A.  24 
mayo  IWi  ."«i 


1.  i'om¡trlrwiii.  -  La  mmiilicif 
ción  de  la  demand]^  formuln- 
da  antes  de  su  contcstaciou. 
del)c  ser  tramitada  confortue 
al  articulo  2nK  «le)  Cód.  de 
l'roced.  Civil.  Si  la  mo«litim 
ción  importa  el  abandono  de 
una  de  las  acciones  entabla- 
das ó  la  altenición  sustancial 
de  la  acción  deducido,  «lelM; 
entenderse  ^ueel  juicio  que- 
da circunscrito  á  aquélla,  por 
n«»  editar  aún  traba«la  la  lius. 

-  C.  A.  3  dieiembr*  19U8.  IW 

i  2.  dopia.  -  Mf.diiiuM  in  tvxinlo- 
I      rias.-ífotifir<iñ'm.-lja,  iioti- 
ficacióii  de  la  demanda  delte 
I     hacerse  entresando  en  el  mis- 
mo acto  copia  de  ella  aunque 
la  «lilitfencia  se  practique  en 
lugar  iiistinto  de  atHiel  en  que 
funciona  6l  tribunal;  y  ea  iiu- 
I     la  si  asi  no  se  hace.  -  ('.  A.  23 

junio  1901  .'ili; 

;  3.  Teniendo  conocimiento  el  lie 
mamie.alo  de  la  demanda,  aun- 
que ae  haya  practi'^lo  su  no- 
t  Kcaeión  en  forma  indebida, 
pueden  mantenerse  Ins  medi- 
das precautorias  «iecretulas 

Brovisionalmeiite.  -  Mismo  f*- 
o. 

ÜRMAWA«-inN- 

Acrittu  ¡Mtamiurin .  -  Potmiuii. - 
(¿twnila,  -  Si  dos  predion  uvm' 
hallan  tlemartiodos  por  utui  li- 
nea i*econocida  por  andia-n  par- 
tes, esta  falta  de  dcmarf^ici'fii 
impide  que  se  verifique  la  po- 
sesión  necesaria  para  sntaldar 
intenlicto  restitntorio.  -  (\  S., 
r>  julio  1904   4V» 

IIKMKNt^lA 

PrtwlM.-  7V#/«mi*'m/«<.-E>' uiw 
cu«8tii>n  pura  y  simplemente 
de  hecho  la  «le  determinar  si 
el  te:«t:\dor  carecía  de<«paci 
«lad  intelei'tual  al  tiempo  «leí 
otorgamiento  del  testamento. 
-Cas.,  16dicicmbra  19Q3w     .  210 

2,  La  demencia  de  la  testadora, 
al  otorgar  el  test&mento,  pue- 
de estiJilecerse  i>or  un  conjun- 
to de  presnueiones  graves,  pre- 
cisas y  concordante*,  baiiadas 
en  la  avanzada  eilnd,  en  la  bJ- 
ta  de  discernimiento  y  on  ü 
debilidad  de  razou  de  la  testa- 
dora, que  no  le  permitía  ni 
administrar  sus  bienes,  ni  aun 
valerse  por  sí  sola  para  los  ac- 
tm  más  triviales  de  la  vida. 
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tiESISTIMimo  la 


'  desde  cerca  de  cinco  años  an- 
tes de  su  muprU',  ocurrida  en 
un  axilo  d«  heneticeiicia,  jr  m 
todo  rano  ilpwle  más  de  tren 
añon  ant«s  de  la  fecha  en  que, 
li  los  91  añort,  otorgó  su  tesbi- 
niciito.  Aunque  Ioh  testif^ 
qno  deeliLViin  sobra  la  deiiien- 
fia  no  hayan  preíwnciado  «1 
at'to  VMtanii'ntario,  y  al  atir- 
marque  la  tentadora  "por su 
estado  de  demencia,  su  avan- 
zada edad  y  sti  falta  alisoluta 
de  niítoño  era  iiicnpaz  de  otor- 
}r>ir  testa  niento>i,expi-enaii  hóIo 
una  simple  aureciación  perso- 
nal, la  naturaleza  de  la  demen- 
cia de  Que  adolecía  la  testa- 
dora y  la  ndad  avanaida  en 
que  tal  incapacida'1  le  sobre- 
vino, dan  mérito  pam  siiponer 

•  fuiida«lamcnte  (juc,  lejos  de 
haber  desaparecido  con  poste- 
rioridad á  la  t^poca  á  aue 
rotiereu  los  testigos,  debe  ha- 
l>er  aumentado  con  los  añns, 
lo  que  aparece  corroboiiulo  ti-- 
niendo  en  cuenta  el  testimonio 
de  los  testigos  i  nstm  ni  en  ta  les, 
uniones  dcelaran  que  la  testa- 
«lom  no  se  daba  cuenta  rabal 
de  lo  que  haría  y  no  dictfV  su» 
dispnsirioneí<,  limitándose  a 
i*espondrr  afirmativaniente  a 
las  preguntas  que  el  notario  le 
haeia,  respuesta»  que  á  su  vez 
te  intlicaba  la  persona  que  es- 
hit>a  a  su  lado  y  en  cuya  casa 
se  ot-nrg(')  el  tostameiito.  -  Mis- 
mo fallo. 

1.  CnMacitht  ofiñu.  -  ihni*i¿n, 
-  Acogida  por  el  representan- 
te del  Fisco  una  ueniiiic  a  y 
segiiido  el  juicio  sobra  la  po- 
sesión y  dominio  do  los  t«n-e- 
nOB  denunciados  romo  \-a<;an- 
tes,  del>e  ser  fallada  esta  cue^- 
tiún  en  la  sentencia.  -  C. 
15  mai  Jio  lílM   2.H 

■i.  Alml<U,  -  Animalra.  -  Com- 

iiKNrxriANTB  de  salítmw*. 

1.  fífrir/io  vmL-  E/frtor&trtHir- 
fivo,  ~  Mututura,  ~  Sulifrfruf,  • 
V.  M*-ii»ura,  -  SiilHrera».  — 
(?as.  22  junio  1904  iüO 

i.  ii^trho  r&af.  -  Kfrrio  rt-froar- 
lirii.  -  Mnumra.SalifrTttx,  - 
V.  Mfnsiira.  -  ÜiilUt'n-ft».  - 
Tas.  ,-|  julio  19ÍM   4flP 

DIP('«IT0.  -  V.  Ciinfniit'.H. 


DKRECHn  KKAI. 

1.  liruuur.iuuir.  -  J^é-rt»  rrí  rouf- 
Hr<i.—M*a$Hm.  ~  SaUIrtrau. 
■  -La  cabida  de  unas  pertenen- 
rios  nalitreraü  uo  puede  esti- 
mnríw  como  el  goce,  cargo  o 
extinción  reglados  por  una  li>y 
posterior  en  un  dei-eehn  real 
iulquindo  en  conformidad  á 
la  ley  anterior,  sino  que  maní ' 
tíestameTit«  la  mayor  ó  menor 
extensión  de  las  pertenencias 
forma  parte  del  derecho  mis- 
mo y  debe  determinarse  por  la 
ley  vigente  al  tiempi»  de  va,  -mí- 


quisición  de  ese  derecho.  - 

t^..  >i2  junio  11W4  

i  lUinuiu^att.-^frrtnrflritav- 
liro.    MfutKHm.  SiiHtr^mM. 
Misma  doctrina.  -  (Joit.,  íí  ju- 
lio 1«H  m 

PIRCKlAOKiV 


AfrttHtanfifHto,  -  Otnujiin'ii  i(f 
iirtlriiloK  iM  <!.  ('.  por  ft  <'.  tlf 
P.  ('.  -  Mtjunm.-VA  ai-ticu- 
lo  70U  del  Cód.  de  Prored.  Ci- 
vil no  ha  derogado  ni  moditi- 
eado  el  articido  lUlítí  del  Cód. 
Civil,  limitándose  iv  determi- 
nai*  el  proceüimiriito  á  que  de- 
ben sul>onlinurse  las  acciones 
respectivas.  De  nianei-a  que 
esta  vigente  la  distfosición  que 
establece  que  el  ari-cndador  no 
está  obligatlo  á  roemholsai-  al 
aii'endatario  el  rosto  de  lax 
mejorsa  útilt^  en  que  no  ha 
consentido  con  la  expresa  con- 
dición de  ahonarla-s;  pero  pue- 
de hacerlas  siiya.s  abonándole 
lo  que  valdrían  los  materiales 
conniderándoloB  mtpariKlos  del 
suelo.  Kl  dei-echodel  arrenda- 
tario para,  separar  y  llevarse 
los  materiales  no  es  alMolnt4>  y 
e^tá  limitadn  por  atiuel  dere- 
cho del  arrendador.  OfW.,  11 
junio  líKrt  


4:m 


DEHAHt'rin 


Armtil'tmi^ntii,  -  Co»\\ntrt^mUt, 
iin¡ir<irMitmem.  -  OmMiíH.  - 
Potieiotuta,  —  Prorulitai^nto,  - 
El  juicio  especial  de  desahu- 
cío  se  rige  por  disposiciones 
también  espc<ríale8  y  no  es 
aplicable  al  cumparendo  de 
prueba  la  disposición  del  ar 
tirulo  35!l  del  C.  de  P.  Civil 
que  exige  1h  presencia  de  un 
receptor  en  la  ¡tndiencia  de 

SrueDA.  -  Dados  los  términos 
el  ai*ticuln7r)0  de  dicho  (;ód,, 
no  procede  la  petición  para 
que  una  parte  absuelva  posi- 
ciones después  de  la  aunien- 
cia.  -  C  A,,  25  noviembre 
Iflna  320 

itKíiRKrInK 

1,  C'aKaciéu  -  EmiAaimniento.  - 
0.ai»i¿n,  -  Plato.  -  Para  com-  ' 
parecer  ante  el  Tribunal  de 
Alzada á  seguirla  apelación, 
dispone  el  a]>olante,  á  más  do 

tres  días  que  seftala  el  articu- 
lo 223  del  Cód.  »Ie  Piocd,  Ci- 
vil, (le  otros  tres  dios  en  que 
se  aumenta  el  emplazamiento 
liara  contestar  demanilas, 
cuando  el  demandado  se  en- 
nirntra  fuera  de  los  limites 
urbanos  de  la  población  que 
sirve  de  asiento  al  .lujucoflo, 
pero  dentro  del  ntismo  <íepai*- 
taniento,  y  de  los  días  que  co- 
rrespondan al  aumento  por  la 
distancia  en ti*e  el  depai  tamen 
to  en  que  se  dirtti  la  sentonoia 

f'  el  de  la  residencia  del  Trí' 
tunal  de  Alzada,  segiin  la  ta- 
bla que  debe  formar  la  Corte 
Suprema,  conforme  al  articu-  ' 
lotSiO  del  indicado  Có<Ugo.  -  ¡ 
Cas.,  8  diciembre  1903   102  ; 

2.  El  plazo  que  tienen  las  partes  I 
puiu  rouipiirecer  ante  el  Tri-  i 


bunal  de  Alzada  se  cuenta  des- 
de el  ingreso  de  los  autos  á  la 
secretaria  y  no  desde  la  facha 
de  la  primeiu  provideneia. 
Mismo  fallo. 

3.  Aflfliiríóv.  -  AptnrrihiiHitiiitfí. 
-  Cuando  so  concede  la  ape- 
lación en  amlMw_  efectos  tío 
procedcela[>erríliimieutopam 
eleviir  los  autos  y  declarar  de- 
sierta la  ai»elaoion,  pero  la  dis- 
posición del  articulo  222  del 
Cód.  »io  P.  Civil  se  i-ctieresólo 
al  ca-so  en  que  la  ap<^larión  se 
baya  concedido  en  el  efecto 
devolutivo  y  sea  necesario  sa- 
car compulsas  de  loa  autos  se- 
gún lo  diMpone  el  articiUo  22() 
del  mismo  Código,  -  C  A.,  18 

y  18  abril  1904   XM 

4.  Ladosei-ctón  en  primera  ins- 
tancia sólo  uiietlc  ser  declara- 
da cuando  m  apelación  se  ha 
concedido  en  el  efecto  devolu* 
tivo  y  á  este  caso  se  refíeivii 
ios  articiiloB  220,  221  y  22^  del 
Cód.  de  P.  Civil.  Si  la  apela- 
ción Mí  lia  rimcedido  en  ambos 
efectos,  la  jurisdinüón  del 
juez  a  í¡Hn  ciutída  suspendida 
y  la  dcseii-icm  debe  ser  dnGla> 
rada  por  el  Tribunal  al  cual 
se  devuelve  la  jurisdicción. 
Mismo  fallo. 

íián.  -  Plazo.  La  deserciún 
de  un  recurso  de  apelación  os 
un  nuevo  ím-iilciite  de  secun- 
da instancia  pam  cuyo  fallo 
no  se  requiere  el  Itrámite  de 
expresión  de  agi-avlos;  y  al  re- 
vés dicha  deserción  se  concede, 
entre  otros  ctisos,  cuando  el 
apelante  no  ha  expi-csado  los 
que  Je  corresponde  hacer  va- 
ler dentro  del  término  legal. 

-Cas.,  G  julio  1904  4MI 

(i.  La  deserción  del  renirso  pue- 
de p«-dirse,  cualquiera  que  sea 
la  naturaleza  del  fallo  en  que 
incida,  cu.!  ndo  el  apelante  no 
comparece  á  seguir  el  recurso 
dentro  del  plazo  de  ti-es  días 
que  le  concede  la  ley  y  aun- 
que esté  pendiente  el  plazo 

Sra  expresar  los  agravioH.  - 
ismo  fallo, 

nSPIUHAt'IÚN  PIt  jrZUADO 

Ap^Uirián.  -  tni¡tro<:*ii^ituñtt. 
Multa.  -  Senfi'Hria.  -  La  desig- 
nación del  juez  que  delie  co- 
nocer on  un  juicio,  preseripta 
iior  la  ley  <fe  13  de  enero  do 
1897,  modificada  por  la  ley  de 
15  de  septiembre  de  1898.  no 
tija  la  competencia  de  los  jue- 
ces, sino  qno  o»  de  orden  me- 
ramente económica  y  dirigida 
á  regidar  la  distribución  del 
tmlwio  de  Ioh  que  ejercen  una 
misma  jurisdicción  no  exis- 
tiendo ley  alguna  que  esta- 
ble»» que  la  omisión  del  refe- 
rirlo tramite  importo  legal- 
mente nulidad.  C.  S.,21aEril 
Í9M  

UKIUI}riMIK.N1X> 

Ajífluriju,—  /iffiífnaríiité.  ■■  Iw 
prornífttria.-  -Multa.-  Snttfn- 
eia.  -  Desistida  la  apelación 
interpuesta  contra  nn  nnto 
quetloniega  el  recurtm  de  lu- 
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«ación  (foiiDiilatlo  contra  una 
sentencia  que  ■'cchaza  la  nuli- 
iliid  (Ib  todo  lo  obiado  en  un 
juicio,  por  nu  hahorsc  dinig - 
nado  oportuiiaintíiito  el  jiizfia- 
do  auGtlebia  entender  en  (■!, 
fantlailo  en  qii<i  no  en  detintti- 
-  vani  ínterlo«-utoria  que  ponga 
lín  al  jiiii-io  ó  haga  imposible 
au  cotitiiiuiicii'm)  m)  aplica  ni 
Fisco  \  i  «marta  jHirte  de  la 
cantidad  nonHÍf^nada.  -  C.  S. , 
21  abril  11104   rtí 

I>E8POJO. -V.  <¿iifrrtfa. 

llfAA  FKKEAIMIS.    V.  J'taZii. 

IMMT.MKN1W 

1.  Miilh'.  Pa¡¡pl  KfKitiio,  Ti- 
tulo tjfCtífii'o.  L<"*  docuiiitfii- 
tOH  <|iic  ntt  han  xido  exUnidi- 
doH  en  papel  i4('Ila<ii>  com-:'- 
pondiente  y  en  que  no  «t  ha 
pagado  la  contribución  debi- 
da, cai'ec«n  <le  mérito  ejecuti- 
vo, aun  de?<piics  de  patfu/la  la 
multa.  El  articulo  'á."  de  la  ley 
lie  15  de  enero  de  1878  no  ha- 
bla del  mérito  ejwutivo  del 
documento  sino  únicamente 
del  aumento  de  la  multa  y, 
poi-  ronsitfuient'e,  sólo  dei'Oga 
el  articulo  S."  de  la  ley  de  1." 
de  septiembre  ile  1874  en  lo  re- 
lativo Á  la  inulta,  única  dispo- 
sición contraria  á  él.  -  f'a».  'J6 
wptionibK  IWtl   :t2 

'i.  Ettt/oso.  -  La  prueba  de  la 
eaoeelación  de  un  documento 

Srivado  no  es  at«ndihle  cnan- 
o  la  ¡terMMia  que  aparece  tir- 
mándolo  lin  negatio  la  efecti 
vidiid  ilelatinua;  y  por  el  cmi- 
trario.  esa  prncla  importa  un 
reconocimiento  exprpsu  ile  la 
autenticidad  de  dichón  diM-ii  - 
mcnto-4.  ■  No  ex  tampoco  aten- 
dible la  p"ucba  de  la  cancela 
eión  cuando  ehlocumcutof  on 
tiene  abonos  liechoii  con  iw*- 
teriorid.id  á  la  fecha  en  que  w> 
supone  cancelado  el  ilocunieii- 
to.-r.  A.,  fflíairoslo  um  ..  m  I 
li.  i)orHMUiu/'ui  nnjihliiriiis.  -  Kn- 
tatifí  eirii.  ~  Hfrfiicia  )fiu*iiff. 
-Farliilag,  -Pmuvii'ti  rffrli-  i 
m.- l'omtiiAnnotoria. — V.  As- 
tmi»  <-ÍHl.-C.  ñ.,  Í2  diciem- 
bre v.m  ÜIS  I 

I>()MieiLIO 

1.  B»prf»ntUieÍÓH,-  Smli-Hciii.  ~ 

designación  del  domicilio  | 
de  laf>  partes  litigantes  ttólo  xe 
exige  respecto  de  las  aenten- 
ciaBdetinitivasde  primera  ins- 
tancia y  de  las  de  negtinda  que 
modifiquen  ó  i-evoqueu  las  de 
otros  tribtinalpi*.  No  es,  pues, 
necesaria  cu  las  sentencias 
eonñi'raatorias.  -  C'ofi.,  7«H-tu- 
hraia»   49 

'i.   lifrinlía.  KnvnrUteU'u, 
OmmÓH.  -  Pri\ff*¡¿u.  -  ijllm 

C'ila.—hs,  circunstancia  de 
ber  omitido  la  sentencia  de 
primera  initancia,  anterior  al 
Oeld.  de  Procwl.  Civil,  la  de- 
signación del  domicilio  de  leu  , 
lurtes  litigante:',  no  obliga  á 
la  Corte  de  Apelaciones  á  lle- 
nar cqta  TOCIO  on  bu  aentencia.  i 

-Ona.,  IflnetuhralW»   üí  \ 

X  *tMÍKiJu.    I'fijtsii'm.  I^i-le- 


yei  que  i*e^an  li  tramitación 
de  loa  juicios  antes  de  la  vigen 
ciadelnctunl  Cód.de  l*rot«d. 
Civil,  no  exigían  á  las  partea 
la  designación  de  t^us  doniici- 
liosy  pi-ofcMiones  ú  oficios,  y, 
por  lo  tanto,  no  habiendo  ellas 
expresado  cKt^is  circuiiHtan- 
cias,  no  pueile  pri  tenderseqne 
laHcntencia  hajra  mención  fie 
tales  indicaciones,  porqnc  hoy 
se  las  exija  la  ley  a  los  mi!<nin>< 
partes.    ('.  A.,  13  noviembn>. 

I9(«   81 

4.  ¡'rufff'iáii.  -  Siutfiirin.  Si  la 
sentencia  doprinu-r-a  instuiK^ia 
ha  sido  ^tronunciada  antes  de 
lavigenf!ia del  (Vid.  de  I*roce«t. 
Civil,  conf orín  And  ose  en  la* 
eiiuiiciaL-iones  iiuc  contiene  li 
lo»  prcctsptos  de  la  l'  V  de  Vl 
de  septiembre  de  IS.'!!,  y  sin 
indiciir  el  domicilio,  profesión 
ú  ohcio  de  las  iiai-teti  litigan- 
tes, indicación  que  es  una  no- 
veilatl  i'U  la  nui'va  ley  proce- 
sal, la  setit.«>n(-ia  de  segunda 
instancia,  revocatnriade  aque- 
lla al  referii-se  A  la  expiwiciüii 
de  los  hechos  que  se  contienen 
en  la  sentencia  de  primci-a  ins- 
tancia, cumple  con  el  articu- 
lo l.«  del  (V«l.  de  Pr(«-ed.  Ci- 
vil. 

La  disposición  del  articulo  ItCl 
citado,  al  autorizar  la  referen- 
cia indicada,  no  ha  hecho  sino 
eonsigi-ar  en  una  disposición 
escrita  la  aplicaciiin  pi-áctica 
que  siempre  se  ha  dado  á  la 
ley  de  \2  de  aeptiombre  ile 
1H.~>1,  pues  invariablemente  se 
ha  entendido  que  esta  ley  au- 
torizaba á  loa  tribiinjKs  puru 
hacer  esas  i-eferencias  en  sus 
sentencias  revocatorias  de  loM 
de  otros  tríbuimles  y  juzgadna. 
empleándose  jiaiu  ello  estas 
e\pi*esÍoncs;"repro<liiiietidoIa 
parte e\pos:(ivn"  .  "iieeptan- 
do  la  n'lacioii  rle  his  hechos" 
li  otras  pni'eeida»:  de  modo 
que  cu  esta  jiart  -  las  dos  Iey:is- 
lai'iones  establiv'en  la  iniHina 
ntgla  y  autorÍz:in  la  misma  i-e- 
ferencia.  no  siendo,  ¡ko-  lo  de- 
más, posible  exigir  que  la  sen- 
tencia i-evocatoria  naga  refe- 
rencia á  una  circunstancia  que 
no  exifte,  como  es  la  iflativa 
al  domicilio,  profesión  ú  oficio 
que  no  contiene  la  sentencia 
revocada,  no  obstante  halM^r 
sido  expedida  en  forma  le;r.il- 
-  Cas.,  'iS  noviembre  l!tO;i   S7 

.">.  Xiiutl'i'i.  -  (hi>ÍKÍí'-ii.  -  Prti/f- 
simi.  -  Sf-titciiriti.  lahla,  - 
Vhlf.  Kl  articulo  1!»  del 
*  'ód.  de  Piimnl.  <  'ivil  sólo  exi- 
^  que  s.>  hag  la  designación 
pm'isa  de  las  partes  litig;in- 
tes.  de  su  doniícili»,  pnifcsinn 
Ú  oticio  en  las  st>ntencias  de 
segunda  instancia  cuando  es- 
tas mollifican  ó  revocan  Ins  de 
oti-os  tribnn.alea.  -  Cas.,  .*i  di- 
ciombroiaB   flB 

0.  Ar<!Í0R  mn&blf.  f^nmjit-ttiirín. 
OHiiuafnritt.  -  Persona  jueh 
itim,  -  /IfmtiHriñn.  -  V.  ArriiiH 
mHfhlf.   C.  A.,  2:í  julio  lSO:i..  273 

7.  EjtI ugiiiii  uitinirijHi/,  -  Miihí- 
rifiiilUlail,  -  ItcKidfnriit  muni- 
rífial.  -  Atendido  el  tenor  lite- 
ral y  el  objeto  nianiñosto  de  la 
dis)HiKÍcioii  ilel  articulo  4."  de 


la  ley  de  23  de  diciembre  de 
1K61,  es  indispensable  haber 
tenido  cinco  años  do  vecindad 
en  el  territorio  asignado  &  la 
Munici|>alidad  lU-  reciente 
creación  jiaia  iK>dei-  ser  elegi- 
do municipal,  no  bastando, 
por  lo  tanto,  la  veciudiid  en 
otra  nección  del  territorio  co- 
munal de  que  formaba  parle  el 
de  1.a  nueva  Municipalidad. 
Si  bien  es  cierto  que  á  fattade 
presci'ipcion  legal  expresa  de- 
ben aplicarse  las  del  titulo  pri- 
mevo dei  libio  I  del  Có«l.  Civíl 
paia  flete  minar  <-óino  se  ad- 
quiciv  ■>  picde  el  domicilio 
comunal,  también  lo  en  que  el 
unti-n  dei-echo  adquirido  por  el 
i-iiiiladixno  que  residía  en  otni 
sección  del  territorio  de  la  aii- 
tigua  Municipalidad  era  el  de 
IMxler  rei»it><entar  en  el  muni- 
cipio ú  tedas  las  siibdelegavio- 
iies  que  fornmiian  ese  tt-iTÍto- 
rio,  incluso  la  que  se  hu  cons- 
tituido en  nueva  Mnnie.)iali- 
dad,  mientras  sus  terrítorios 
fornialutn  fiarte  de  dicha  co 
muña.    C'.  A,,  17  dir-ienibi-e 

líKvt  m 

S.  Hipotfnt.  -  Nnt'nind.  -  <>m¡- 
Hióii.—Ptiñcinnf»,  -  Prtif^-fián, 
Si  un  juicio  se  ha  tramitado 
hasta  la  citación  pam  aenten- 
cía  con  anterioridad  á  la  vi- 
gencia del  Cod.  de  Proced.  Ci 
vil,  no  son  nplicables  al  fallo 
que  en  él  se  dicte,  la*  disposi- 
ciones de  lo«  artículos  l!Ki,  ttfFT 
y  H41  que  evidentemente  snpo- 
nen  que  las  partea  han  debirlo 
á  sil  vei:  hacer  las  deaignario- 
nea  de  sn  domicilio,  profesión 
ú  ofíc¡o;y  no  estando  estas  oblt- 
godiiH  a  hacerlas,  aunqno  lo 
hayan  hecho  después,  tampo- 
co existe  dciwirte  del  juez  obli- 
gación de  consignarlas  en  la 
sentencia, en  términos  quo  ésbi 
sea  nula  en  caso  de  omitírhui. 
C.  A,.  Cas.  li  octubre  IW». .  44S 

9.  A'tjiiiliraet'iti .  -  D^rhiiHi .  ~ 
Nnliilml .  -  Oiiiixiun  .  -  Pfot'r 
íiit'n.  -  l'Hrn  pflilu.  dis- 
posición dei  Cód.  de  Proced, 
(Mvil  que  exige  que  laa  senten- 
cias contengan  la  des  gnarióii 
precisa  de  las  parti.'a  litigan- 
tes, su  domicilio,  profesión  ú 
oficio  es  correlativa  de  la  obli- 
gación quü  impimc  á  las  par- 
tes el  articulo  del  mismo 
t'ódigo.  lo  cual  no  puede  en- 
tenderse sino  respecto  de  las 
juicios  que  se  hubieivn  inicia 
do  de^pucs  de  la  vigencia  del 
i-eferido  OMigo  y.  ^>or  lo  tan- 
to, aquella  disposición  solo 
pnede  i-i'^ir  resiieitto  de  Iok 
juicios  iiiii'iailoH  con  iKMterio- 
ridad  á  vu  vigritein.  -  C.  A.  S 
agosto  lí«l  .-íll 

]i>>MlMU.    V.  AiTttUi  .■».«/. 

IKI.\A('I<'>M 

(VrmifjV».  Htrmria.  ~  iHuinuw 
ríi'n.' UUni  ¡¡rlita.—ha  cir- 
cunstancia de  haber  pei-segui- 
do  el  donante  los  derechos  he- 
reditarios ceilidoB  y  lial*erdis- 
piieato  de  lo  que  percibió  an- 
tea de  la  insinuación  qne  re 
hijE<i  iims  ranic  no    carrea  ni 
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la  nulidad  ni  la  Ineficacia  <^ 
la  donación  porque,  constitui- 
da, lenlmente,  at»ptada  v  no- 
tiñcada  la  aceptaciiin  ai  do- 
nante, ya  Ti'^  puüile  »'I  i-evooir- 
la  á  ai'tiitrio,  y  lueiios  cuan- 
do el  donante  ya  falltKndo  ina- 
nifeHtn  a»  intención  de  piirse- 
veror  en  ella,  cediendo  perpe- 
tua ¿  i  neo  lul  icio  nal  mente  un 
doctiinento  que  le  adeudaba  uii 
tercei-oyquc  ao  oldigó  á  reti- 
rarlo del  Ban(K>  quu  lo  retenia 
como  aot-eedor  prcndai  io,  ce- 
híóii  que  hacia  "paiu  dar  cum- 

Slitnietito  á  la  escritura  de 
onación"  y  con  ol  tin  también 
de  i-einunerar  servicios  pi-es- 
tados  por  el  mari<]o  de  la  ce- 
sionarift.— < A.  27  diciembre 
im   379 


Ebbirpau  .  —  V .  Emltría- 
gutz, 

EFECTO  KETHOACTIVO 

1.  fíf'nuucia  .  —  RfriüiÓH  .  -  No 
procedo  el  i-eciirso  do  revÍHÍón 
contra  una  Bontencia  pasada 
eit  autoridad  de  cosa  ju^t^la 
con  anterioridad  á  la  vit^i-ucia 
d«l  CiW.  de  Proced.  UiviL  Ijl 
circunstancia  de  liaber  esta- 
blecido este  (Jt'xligo  el  i-eciirso 
de  i-evisión  para  anular  una 
sentencia  firme,  pronunciada 
contra  otiu  pasa4ra  en  autori* 
dad  fie  con  juigada,  y  la  do 
no  estar  vencido  el  año  que,  ¿ 
contar  dexde  la  última  notifi- 
cación de  la  sentencia  rccurri- 
iOk,  se  cx>ncede  para  interpo- 
nerlo, no  mejora  la  situación 
del  recurronto,  por  <;nanto  la 
ley  no  tiene  jamás  efoí-to  i-c- 
tnioctivo  y,  cmi  arii't;lo  á  ente 
principio,  no  iiuede  liacfirie 
if  vittion  ni  transformar  un  re- 
curso quc  tenga  por  objeto 
anular  uti  fallo  ejei'utoríado  ¿ 
inamovible  i>or  efecto  de  vi- 
cios que,  de  conformi<lad  con 
loa  leypKV  intentes  á  la  fecha  de 
su  pronunciamiento  debipron 
invocai'se  necesariamente  don- 
tro  de  un  plaxo  fatal  ya  fene- 

.  i-ido.-Rev.  Unoviembi-elUI»  9¿ 

2.  Cwmriti» .  -  Kmhitrga  ,  - Stuit\ 
tío,  -  El  derecho  de  un  acree- 
dor que  emhat'^  bienes  para 
el  piigo  de  Hii  acreencia,  no 
pue<le  coiixiderai'se  <'omo  una 
siniplü  facultad  que,  on  eem'- 
ml,  lo  corresponda  |»or  el  con- 
trato de  mutuo  yá  que  pudiera 
poner  término  la  ley  poste- 
rior, sino  que  debe  conside- 
rarMecomo'un  derecho  adqui- 
rido y  perfecto  ó  como  un  ne- 
cho  lefcalmente  realiuulo  con 
anterioridad  á  la  fecha  en 
une  empezó  &  rei^r  la  ley  que 
declaró  no  embarf^able  la  to- 
talidad del  sueldo  de  lo»  em- 
plearlos públicos  ó  prohibió 
uedetlo  en  cualquiera  forma  y 
cantidad.  -  Cas.  21  diciembre 
190.-Í-   146 

3.  Los  derechos  adquiridos  ó  los 
actos  >-a  verífteodos  bajo  iina 
antigua  ley,  siibitiiiten  bajo  el 
imperio  ile  la  nueva  con  .todos 
aquellos  efectoe  qne  seaii  con- 


secuencia inmediata  y  necesa- 
ria de  los  misinos  derechos  ó 
actoi,  á  no  aei-  que  de  una 
manera  expresa  el  leipslador 
haya  ordenado  que  las  dispo- 
sicioneítdo  la  nueva  ley  <leban 
aplicarse  á  loa  aitos  realizados 
con  anterioridad  á  ella,  -  Mis- 
mo fallo. 

4.  Cataciiin  .  -  Enibargo .  -  Suel- 
do, -  Aliamsk  doctrina  (núme- 
ros 2  y  3).  -  Cas.  26  diciembre 
1903   290 

5.  Kftd'lo  civil,  ~  Filiación,-  Hi- 
jo Hiiturnl.  -  La  apreciación 
y  declaración  del  eatodo  civil 
de  hijo  iiatuial  que  pi'etende 
una  persona,  nacida  antes  de 
la  njpincia  del  Civil  y  que, 
dice  haber  sido  reconocida 
hecho  en  esa  calidad  por  su 
padre,  deben  hacci-se  con  au- 
jeci('>n  á  lo  dispuesto  en  la  ley 

Erimcra,  titulo  V,  libro  X  de 
i  Novísima  Recopilación.  - 
O.  A.  12  octubre  19(0  159 

6.  Almmiono  lU  la  inxtnncia.  - 
Plazo. — Xo  ae  pue<la  aplicar 
la  sanción  del  abandono  de  la 
instancia  que  establet»  el  Oótt. 
de  Pi-ored.  Civil,  á  los  plazos 
transcurridos  con  anteriori- 
da(}  á  au  vi^ncia,  ntn  dar  a 
caí!  Código  eftícto  retroactivo. 
A  virtud  de  lo  di«pueat«  en  el 
ai-ticulo  31  de  la  ley  de  7  de 
octubre  fie  1861,  el  término 
fijoflo  para  el  abandono  no 

Suetle  comenzar  4  correr  sino 
esde  el  I."  de  marzo  fie  1903, 
y  ni  bien  esj  cierto  (^ue  el  aban 
dono  de  la  iustaiiuia  no  cons- 
tituye en  riicor  una  especie  de 

tirescripcíón,  le  son  aplicables 
os  consideraciones  que  sirvie- 
ron de  exweso  fundamento  al 
articulo  23  de  ilicha  ley,  con 
arreglo  á  las  cimles  no  proce- 
dería aplicar  en  otm  forma 
quo  la  indicada,  el  referido 
articulo  24.  -  ü.  A,  19  octubre 
1903  164 

7.  AIhuuIoho  iltí  la  inttnwria,  — 
Plazo.  -  Miama  doctrina.  -  C. 

A  .  17  mayo  1904  49» 

H.Bin'Mrgo,-SalilrMrm.  -  Todo 
derecho  real  adquirido  bajo 
una  ley  y  en  c(>:ifoi-niidad  ¿ 
ella,  subsiste  biijo  el  imperio 
do  otra;  pero  en  cuanto  á  »us 
goces  y  carfpw  y  en  lo  tocante  á 
su  extÍn(!Íon  pre\-alecen  laa 
disposiciones  de  I:l  nueva  lev. 
C.  A.  12  ciif  ro  \m  331 

9.  Por  consiguiente,  aea  cual 
'  fuere  la  época  en  que  se  haya 
I  tmnstituido  provisoria  ó  defi- 
1     nitivomeiite  el  titulo  do  la 

propiedad  salitrem  de  cuyo 
embargo  se  reclama,  su  goce, 
cai^^as  y  extinción  est&a  suje- 
tos á  la  ley  vigente,  -  Mismo 
fallf>. 

10.  CalAda.—IhiHunoiant».-lJf- 
r^cbó  rml,  -  Mrnimra.  -  Salt- 
írM-íi».— No  pidiéndose  oportu- 
namente qiu)  la  mensui'a  de 
un  pedimento  de  salitre  ante- 
rior al  Oód.  de  Minería  de 
1874  se  haga  con  arreglo  i  la 
disposición  del  articulo  211  de 
«licno  Cf'xtigo  y  decreto  supra- 
mo  do  28  de  julio  de  1877  c^ne, 
con  la  automación  confenila 
en  el  artíoulo  S."  del  mismo 
Código,  r^lamentó  la  conce- 


sión de  las  pertenencias  de 
salitre  y  fijó  el  número  y  ex-  ' 
tensión  de  las  que  podían  dar' 
se  á  IfW  que  las  soUcitairan,  no 
comete  una  infracción  de  ta- 
les diaposiciones  la  sentencia 
que  manrla  apli(»r  á  lu  men- 
suras los  disposiciones  vigentes 
antes  de  la  promulgación  de 
dicho  Código  y  ordena  qae  las 
pertenencias  de  denunciantes 
no  descubridoreb  no  pueden 
ser  más  de  dos  y  bu  cabida  de 
160,(100 ms.'-Cafi22iunio  1904  4SS 

11.  Vuliifia,  -  b«nvnciant€.  -  De- 
rtirho  real  -  Metisura  . -Stili- 
truran.  -  El  número  de  peiie- 
nencias  salitreras  que  corren- 
ponden  á  un  denunciante  del 
afio  1873  es  el  determinado  por 
la  Ordi^nanza  de  Minería  de 
Nueva  Eapaita  y  su  cabida  se 
determina  por  los  tlocretoB  vi- 
gente» á>  la  fecha  de  esos  de- 
nuncios. -  Cos.  o  julio  1904...  468 

12'  Al  prescindir  de  los  decratos 
de  13  de  septiembre  de  1876  y 
28  de  julio  de  1877  pai-a  fijoi- 
la  cabida,  por  no  hacerse  ma- 
nifeatado  la  voluntad  de  asi- 
larse á  la  disposición  del  ai^ 
tieulo  211  del  Cód.  de  Minería 
de  1874,  la  sentencia  no  infrin- 
ge tampoco  el  articulo  12  de 
ui  ley  fie  7  de  twtubre  de  1861, 
pues  la  cabida  de  lae  perte- 
nencias no  puede  ustimarse 
como  el  goce,  carga  ó  extin- 
ción reglados  por  una  ley  poe- 
terior  en  un  derecho  real  ad- 
quirido en  conformitlad  á  la 
ley  anterior,  sino  que  mani- 
'  fiestamente  la  mayor  ó  menor 
extensión  de  las  pertenencias 
forma  parte  del  derecho  mis- 
mo y  debo  determinarm  por 
la  le^  viente  al  tiempo  de  la 
adquisición  fie  ese  tlereoho.  - 
Mismo  fallo. 

KJKOUCIÓN  rdC  BRNTIUItÜA  • 

Cagiir{4'm.  ~  iJompetftifia.  -  Im- 
cripcu'm,  -  ProhiJiiriíítt.-  Smí- 
ffíiria,  -  El  recurso  de  caao- 
cii'in  en  el  fondo  interpuesto 
contra  la  Hentencia  que  oide- 
nó  la  cancelación  de  una  pro- 
hibición deenajenor  y  gravar, 
sin  oír  ai  que  la  habla  obteni- 
do, no  suspende,  sin  embai-go, 
la  ejecución  <le  dicha  senten- 
cia con  ari-eglo  al  núm.  l.vdel 
articido  947  del  Cód.  fie  Pi-o- 
cedimiento  Civil.  -  Cas.  28  ma- 
yol9W.   410 

Elección  db  HCNiciPALKa. - 
r.  MunteipalM, 

EUBASQO 

1.  Casación.  -  Mlfécto  rttroa^ 
ro.  -  Empleaúoii  pábtieou,  - 
.  Sueldo.  -  El  derecho  de  nn 
acreedor  quo  embarga  bienes 
para  el  pago  de  su  atireencia, 
no  puede  considei-arse  oomo 
una  simple  facultad  que,  en 
general,  le  correaptHida  por  el 
contrato  de  mutuo  y  á  que  pu- 
diera poner  término  la  ley  pfw- 
terlor,  sino  que  debe  oonside- 
rarse  como  un  dereoho  adqui- 
rido y  perfecto  f^  como  un  ne- 
ello  IqpJmente  realisMlo  con 
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Miterioridad  á  la  focha  en  que 
empezó  á  reeir  la  ley  que  ne- 
claró  no  embarj^able  la  totali- 
dad del  sueldo  de  Ion  emplea- 
do» pilblicos  y  prohibió  ceder 
Jo  en  cualquiera  forma  y  can- 
tidad.-Oas. '21  diciembre  im  146 
2.  El  embargo  parcial  del  sueldo 
de  los  emplea'loa  en  servicio 

Süblico,  como  en  general  suco- 
e  con  cualesquiera  otros  bie- 
nes futuros,  constitujre  un  so- 
lo acto  q^ue  le  ventica  una 
•ola  vez,  sin  necesidad  ui  mo- 
tivo para  que  se  vaya  ropitien- 
do  día  á  día  ó  periodo  á  perio- 
do de  tiempo,  a  medida  que  el 
sueldo  se  (levenciie.  -  El  dere- 
cho dol  empleatlo  á  su  sueldo 
dimana  originariamente  <le  un 
nombramiento,  y  no  necesita 
ésto  renovarse  para  que  tal 
derecho  pueda  ser  afectado  al 
paoo  de  sus  obligaciones.  - 
Humo  ftiUo. 
S.  Ladlspoeición  que  declara  no 
embargable  el  sueldo  do  los 
empleados  en  servicio  publico, 
no  es  una  lejr  concerniente  á 
la  BUfltanciación  y  ritualitlad 
de  los  juicios,  porque  su  obje- 
to esdealindarde'  echos  y  obli- 
gaciones de  lafl  personas;  ni  en 
Derteneciente  al  arreglo  del 
orden  público,  porque  no  tie- 
ne por  objeto  regir  de  algim 
modo  las  tunoiones  de  los  em- 
pleos, sino  el  derecho  que  loa 
terceros  pueden  ejercitar  so- 
bre los  sueldos,  que  son  bienes 
regidos  por  la  ley  sustantiva 
civil.  La  calidad  de  prohibiti- 
vo de  ese  precepto  no  basta 
para  atribuirlo  acción  inme- 
diata, pornotratarso  dolaabo- 
lición  absoluta  de  una  institu- 
ción jurídica.  -  Mismo  fallo. 

4.  Por  oonsiguieute,  el  embargo 
del  aneldo  de  un  empleado  pú- 

*  blioo,  ti«bado  antes  de  la  vi- 
gencia del  Cód.  de  Proced.  Ci- 
vil continúa  rigiendo  loa  auel- 
doa  que  se  devengan  daspoés. 
Mismo  fallo. 

5.  Guacían,  -  S/mIo  r»troneti- 
90.  -  SuHdo.  -  Miama  dooti*i- 
na(Nilma.l.  2.  3  y  4). -Cas. 

26  diciembra  1903.  290 

6.  ^Míto  retroaetiro.  -  Salltm- 
roM.  -  Las  salitreras  oiie  xe 
encuentran  en  tieri-as  ue  do- 
minio privado  son  iiicmburga- 
blea.  -  O.  A.  12  eiioro  1901  ^24 

7.  Bl  principio  genei-al  de  que 
toda  obligación  personal  da  al 
acreedor  el  dei'echo  de  perse- 
guir su  ejecución  sobre  todos 
loa  blenea  dü  deudor  raicea  ó 
muebles,  presentes  6  futuros, 
tiene  excepciones  tanto  en  la 
ley  civil  como  en  los  códigos 
eipecialea  cuyaa  diapoaioionea 
deben  aplicarae  de  preferen- 
cia. Una  de  ellaaes  el  artioalo 
169  del  Cód.  de  Minería  a^i-  . 
cable  á  las  salitreras.  -  Mis- 
mo fallo. 

8.  Amédoret,  -  Bipoteca.  -  Ob- 
jéto  üicüo.  -  Venia.  -  £1  he- 
cho de  que  un  acreedor  peraica 
bienes  del  deudor  hociendouis 
embargar,  no  impide  que  otro 
acreedor  persiga  loa  miamoa 
bienes  y  tíube  sobre  elloe  un 
nuevo  embargo,  porque  lo  con- 
trario limitana  d  derecho  ab- 


soluto que  tiene  el  acreedor 
sobre  todos  los  bienes  del  deu- 
dor, sean  presentes  ó  futuros 
y  ra  oHtablecoria  un  privilegio 
a  favor  del  primer  a<Teeilor 
que  la  ley  no  le  acuerda;  de  lo 

aue  se  desprende  que,  jiudien- 
o  concurrir  varías  ejecucio- 
nes sobre  los  mismos  bienes  y 
no  siendo  un  titulo  preferente 
el  del  embargo  primero,  laeiuh- 
jenación  de  lo"!  bieiict  embar- 
gados puede  liaoorso  legitima- 
mente  en  cualquiera  de  ellos, 
no  existiendo,  por  lo  tanto, 
objeto  ilícito  en  la  enajena- 
ción, porque  se  h;iue  con  la  au- 
torización del  juea  y  en  virtud 
del  derecho  que  la  ley  confíe- 
re  expresamente  &  lo»  acree- 
dores. -  C.  A.  9  enera  19IH   5)3 

fl.  Suriifiilro.  -  El  secuestre  que 
se  halla  en  la  tenencia  <le  la 
cosa  depoaitatla  con  anterlorí- 
I  dad  á  un  embargo  decretado 
sobre  esa  misma  cosa  en  otro 
juicio,  tiene  derecho  para  man- 
tener en&  tenencia,  no  pudien- 
do  el  embargo  alterar  los  de- 
rechos que  eTaecueatro  confie- 
re á  loa  torceros  que  lo  obtu- 
vieron.-C.  A.,  12  r.oTÍembT« 
1908  616 

BMBRIAUDBZ 

DálUo.—Fim;o.  -Miüta.  -  Muni- 
cipalidad. -  El  detito  penado 
en  el  núm,  18  dol  articulo  406 
del  Cód.  Penal,  de  "aquel  que 
con  BU  cmbiiaguez  molestare 
á  tercei'os  en  público",  es  mny 
diverso  del  que  la  iey  de  alco- 
holes prevé  y  pena  en  su  ar- 
ticulo líil,  cual  es  "el  que  co- 
mete toda  persona  que  fuere 
encontrada  en  manifleMto  es- 
tado de  ehrieilail  en  laa  calles, 
caminos,  plams,  teatros,  hote- 
les, cafés,  tabernas,  despachos 
úotrosliigarcspúblÍL-iittoaláer- 
tosal  público,  eatiiuámlose  co- 
mo una  circunstancia  agravan- 
te, si,  hallándose  el  individuo 
en  ese  estado  en  los  tugaroa 
públicos  ó  abieilos  al  público 
moiratare  de  palabra  o  de  he- 
cho á  terceros  en  cuyo  caso  se 
le  aplicará  el  máximum  de  la 
pena".  Las  conmutaciones  en 
multa»  de  las  penas  impuestas 
&  los  infractores  deben  ingre- 
sar i  fondos  generales  del  Ba- 
tado.-C.  A.,  24  mayo  lOTM.  ..  fiOS 

BHPLAKAHIEÜTO 

1.  Cataeión.  -  JSniplazamimdo 
para  la  %.*  fnrfaiurta.  -  Yirta. 
-  La  formación  de  la  tabla  de 
loa  asuntos  que  loa  tribunales 
coiegiodos  deben  ver  en  cada 
semana,  ee  trámite  esencial  en 
la  segunda  instancia  de  loa 
juicios  de  mayor  cuantía,  cuya 
omisión  da  lugar  á  casación.  - 
Cas.,  6  julio  Kftl.   7 

2.  La  vista  do  la  causa  en  dia  no 
señalado  en  la  forma  determi- 
nada en  el  articulo  170  del  Có- 
digo de  Proced.  Civil,  sin  ha- 
berse notificado  á  las  partea 
la  deaignación  verbal  de  nue- 
vo dialiecha  por  el  tribunal, 
equivaleá la  no  ñjación  de  ese 
día,  yo  qtie  el  trámite  roferMo 


tiene  por  objeto  que  las  partea 

Suedan  defenderee,  y  mal  po- 
nan hacerlo  si  no  saben  cuan- 
do va  á  verw  la  causa.  ~  Mis- 
mo falto. 

3.  Canarián.  -  Druerridn,  -  Km- 
platamímUo  para  ¡n  ¿.*  iiu- 
tanria.  -  Omisión.  -  Plazo,  - 
Para  comparecer  ante  el  Tri- 
bunal de  Aleada  á  seguir  la 
apelación,  dispone  el  apelan- 
te, á  más  de  los  tres  dias  que 
RoRala  el  articulo  223  del  Cod. 
de  Proi^d.  Civil,  do  otros  tres 
días  en  qne  se  aumenta  el  em- 
plazamiento paia  contestar 
demandas,  cuando  el  deman- 
dado se  encuentra  fuera  délos 
limites  urbanos  de  la  pobla- 
ción oue  sirve  de  asiento  ni 
juzgado,  pero  dentro  del  m^- 
modepartamento,  ydelosdias 
que  correspondan  al  aumento 
por  la  distancia  eutre  d  de- 
partamento en  que  se  dicte  la 
sentenoia  y  el  de  la  residenda 
del  Tribunal  de  Alzada,  según 
la  tabla  que  debe  formar  la 
Coi-te  Supi-ema,  en  vigor  á  la 
fecha  del  ingreso  del  expe- 
diente á  la  secretaría  del  Tri- 
bunal de  Alsada.  -  Cas,,  di- 
oiembi-e  i90:l   102 

4.  Elplozo  para  comparecer  ante 
el  Tribunal  de  Alada  se  cuen- 
ta desde  el  ingreso  de  los  au- 
tos á  la  aecretaria  y  no  desde 
la  fecha  de  la  primera  provi- 
dencia.  -  Mismo  fallo. 

5.  La  omisión  del  emplaramien- 
to  de  las  partee  en  la  forma 
legalmente  prescrita,  es  causal 
de  casación  en  la  forma.  -  Mis- 
mo fallo. 

6.  AdhertnUénto.  -  Catartón,  — 
CUacMn  fnira  amUmeia.  -  Km- 
platamiétUo  para  e<mlftUir  de- 
manda. -  Miindiüo,  -  Sotiñca- 
dán.-Omiñiin. —  El  emplaza- 
miento  délas  partes,  en  la  for- 
ma fijada  por  el  articulo  43, 
es  diligencia  eaencinl  cuya 
omisión  vicia  de  nulidad  el 

Srocedtmiento  y  el  fallo  que  se 
icta.  -  Cas.,  II  marco  1904. ...  251 

KHFLBADOa  DB  ADUANA.  -  V. 

BHPLKAitOS  Pi^BKKXM;  sueldo.  - 
V.  j?m/Mrcro.— (Nüins.  1,  2,  .1, 
4yfi). 

XNDOSO 

Documento»  ftrivndot, — Negada 
la  autenticidad  del  endoso  de 
un  documento  privado,  debe 
ella  ser  establecida  por  la  ^r- 
sona  que  hace  valer  en  juicio 
el  documento. -  No  puede  to- 
marse en  cuenta  como  prueba 
del  endoso  la  declaración  del 
endosante,  prestada  ante  nn 
cónsul  chilenoen  el  extranjero, 
si  no  se  ha  legalizado  la  firma 
de  ésto  en  debida  forma.  - 
O.  A.,  3S  agosto  1908  183 

BNTBROA 

Cabida,  -  Pregcripción.  -  En  los 
remates  de  teirenos  fiscales 
efectuados  en  el  territorio  in- 
dígena, debe  presumirse  hecha 
la  entrega  cuando  se  han  he 
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ESCRITURA  PÚBUCA 


ESTADO  CIVIL 


ESTADO  CIVIL  19 


rho  las  piibUannioDfls  en  el 
¡iiario  Oficial  de  los  avínoa  en 
que  se  nt^ñalaba  día  para  efec- 
toarla,  ñ  no  se  aorádita  que 
habiendo  oompareoido  el  com- 
prador no  tuvo  ella  lugar  por 
cauitaa  imputables  al  Píko, 
sobi-e  todo  cuando  la  escritui-a 
do  remate  ha  sido  inscrita  con 
postorioi'idnd  al  día  seAalado 
para  la  entrega  y  el  «ubasta- 
nor  ha  enajena<lola  pi-opiedad 
á  un  tercero  que  la  na  poseído 
iMvgo  tiempo.  En  consecuen- 
cia, la  aocíún  debe  ettimarw 
«■escripta  con  arreglo  al  art. 

del  C  CiviL-O.  A.  17 
noviembre  1903   172 

Emunuiación  de  las  acaionea 
6  petioionee  de  demandante 
y  deiTiatidado. 

1.  -  bfcitión.  -  Domictiio  -  Omi- 

Prtifmión.  -  UUra-peti- 
ta.  -  La  omisión  de  la  enunrio- 
clón  lie  las  acciones  ó  peticio- 
nes dediiuidas  iior  el  deman- 
dante y  deinandado,  cometida 
en  una  sentencia  del.'instan- 
cia,  anterior  al  Oód.  de  Prooe* 
dimiento  Civil,  no  obliga  a  la 
Corte  de  Apelaciones  alienar 
este  vacio  en  su  sentencia  con- 
lirmatoria  y  no  vicia  de  nuli- 
dad esta  Hentencia.  Cas.  19  oc- 
tubre Vm.   52 

2.  Ctitaeión.  -  OmiwUn,  -  Toda 
sentencia  debo  contener  la 
enunciación  de  las  accionee  y 
peticiones  del  demandante  y 
de  las  excepciones  y  defensas 
del  demandado.  -  Cas.  11 
acostó  «IflO»  232 

!t.  LaftUtadeenu&ciación  délas 
excepciones  opuestas  i  una 
ejecución,  pi*oduce  nulidad  y 
no  puede  ser  salvada  con  pos- 
terioridad por  él  juei  de  pñ- 
mera  Instancia  esa  omisión  por 
no  sor  de  las  que  indica  el  a  rt. 
205  del  Cód.  de  Pi-oced.  Civil, 
por  carcvet  ya  de  jurisdicción 
para  ello.  -  Mismo  fallo. 

ESCKITOa 

CiUteSfyi  para  sentmcia.  ~  Con- 
forme al  art,  ^VJ  del  Oód.  de 
Proeed.  Civil  no  debo  admi- 
tirse OHcrito  A  las  partes  des- 
pués de  la  citación  para  scn- 
teooin,~C.  A. -4  diciembre 
1903  171 

KgCBITUKA  Pt'BLIt'A 
* 

A/treeiacióH  dti  log  hfr.hos.  -  Fir- 
ma. ~  OmitiÓH,  -  FrrMsripeián. 
- Stilemniila/I.  -  TfMigos.  -No 
es  sustancial  el  i-o<)ui8ito  do  la 
tirma  de  loit  testigos  instru- 
metitaleit  de  la  misma  escritu- 
ra, estando  sub«u-ilínado  según 
las  leyes  54  y  111  del  titulo  18 
do  la  pai-tida  'A.*  á  "la  coatura- 
bre  de  la  tierra".  De  la  rúbri- 
ca y  contenido  de  la  lev  54  ci- 
tada, aparece  que  en  ella  sólo 
se  indican  en  general  "las  for- 
mas y  las  manei-as"  que  con- 
vienen A  toda  escritura  para 
que  revista  carácter  de  instru- 
mento auténtico  HÍn  que  en 
ella  i'iiiiiioie  la  sanción  que 
con-un)iuiHlf  á  la  falta  de  uno 
ó  roas  requisitos.  Ia  ley  111 


consigna  de  un  modo  expreso 
é  indubitable  que  de  las  so- 
lemuidatles  indicadas  en  las 
leyes  antiíriorcs  hay  algunas 
cuya  omisión  jiroduoe  nulidad 
y  otius,  que  si  bien  no  es  con- 
veniente omitir,  su  falta  no  la 
produce.  Ambas  leyes  se  com- 
I^etan  y  la  segunda  establece 

Íue  los  testigos  deben  ser  dos 
lo  menos  en  tw  de  loe  dos 
notarios  ó  tres  hombres  bue- 
nos exigidos  antee  y  que  el 
notario  autorizante  purae  ex- 
presar por  si  mismo  el  nombre 
de  los  testigos  "según  fuere 
costumbre  de  la  tierra",  lo  que 
importa  dejar  establecido  que 
la  nmia  personal  de  los  testi- 
g<»  no  C8  sustancial,  porque 
el  requisito  depende  do  las 
pi-icticas  locales  y  de  cada 
época,  como  también  ha  sido 
de  apliciicióii  vanada  y  noto- 
ria en  el  otorgamiento  do  cs- 
crituraa  públicas  en  el  territo- 
rio de  la  nación.  -ÜuL25abril 
1001  534 

BXPBDIKNTB.  -  I'.  Auiot. 

KSTAIK)  CIVIL 

1.  Apreciacidn  de  loa  hmhnt.  - 
PoKnñán.  -  Los  instrumentos 
supletorios  de  la  prueba  del 
estado  civil  no  hacen  plena  fe 
sobre  la  verdad  de  las  decla- 
raciones en  ellos  contenidas, 
ni  puede  atribuírseles  mayor 
fuerza  probatoria  que  las  mis- 
mas partidas  que  están  desti- 
nados i  suplir. -Gas.  29  agos- 
tólo»  65 

2.  No  ee  aceptable  la  prueba  de 
la  posesión  notoria  del  estado 
civil  de  hija  legitima  cuand» 
no  se  ha  exidieado  ni  menos 
l>robado  la  falta  de  la  respec- 
tiva partida  ni  la  pérdida  ó 
extravio  del  libroórágisti-oen 

?iue  debía  hallarse.  -  Mismo 
alio. 

3.  E/fKto  nlroactivo.  -  FüUtción 
-  Hijo  natural.  -  La  aprecia- 
ción y  declaración  del  estiido 
civil  de  hijo  natural  que  pre- 
tende una  p«!rsona  nacida  an- 
tes de  la  vigencia  del  C.  Ci- 
vil y  quo  dice  haber  sido  iwio- 
no'?ida  de  hecho  por  bu  padi*e, 
(leben  hacerse  con  sujeción  A 
lo  dispuesto  en  la  ley  primera 
titulo  V,  libro  X  de  la  Noví- 
sima Recopilación,  la  cual  te- 
nia por  hijos  naturales  á  aque- 
llos "que  al  tiempo  que  nacie- 
sen ó  fuesen  concebidos,  sus 
padre»  pn<)ian  casai'se  con  sus 
madi-es  justamente  sin  dispen- 
sación ,  con  tanto  que  au  padre 
lo  i-econozciv  por  sn  hijo".  - 

A.  12  octubre  V.m  \m 

4.  En  consecuencia,  rguien  pre- 
tende el  estado  civil  de  hijo 
natural  con  arreglo  á  dicha 
legislación,  debe  aci-editar 
conjuntamente:  1."  que  sus 
pretendidos  padres  y  madre  á 
la  fecha  en  ^ue  nivcio  pudieron 
casarse  válidamente  sin  dis- 
penswñón  y  2."  que  antes  do  la 
vigencia  del  (í.  Civil  fué  reco- 
nocido por  [tu  pretendido  pa- 
dre como  liij:)  suyo.  -  Mismo 
tello. 


6.  No  es  bastante  prueba  del 
primer  requisito  quo  gran  nú- 
mero de  testigos  afirmen  que 
los  podres  no  estaban  líganos 
por  parentesco  ú  otro  Impedi- 
mento para  contraer  matri- 
monio, ai  ignoran  en  su  mayor 
^rte  el  nombre  de  los  abuelos 
o  uo  los  conocieron.  Dicha 
prueba  no  puede  tener  valor 
tampoco  contra  el  mérito  pro- 
batorio de  una  solicitud  de 
dispensa  é  información  matri- 
monial en  que  se  establece  que 
los  padree  eran  parlantes  on 
tercero  y  cuarto  grado  de  con- 
sanguinidad; parentescos  que 
constituían  impedimentos  pa- 
ra ol  matrimonio,  pues  esta 
prueba  preconstttuida  time 
todos  los  caracteres  de  serie- 
dad para  dar  el  hecho  por  es- 
tablecido. -Mismo  fallo. 

6.  DocutnétUoa  «ujAetoriot. — Fi- 
liacix'm.  -  Hftrencia  yarenté.  — 
Potetión  fifectina.  —  Posetiín 
notoria.  -  Él  estado  civil  de 
hijo  lef^timo  so  prueba  por  las 
i-eapectiviis  partidas  de  naci- 
miento ó  bautismo  del  hijo  y 
de  matrimonio  de  los  padres; 
y  la  falta  de  esta  última  par- 
tida, que  se  explica  fácilmente 
por  la  época  remota  en  que  el 
acto  debió  tener  lugar,  puede 
suplirse  por  otros  documentos 
auténticos,  como  lo  son  la  par- 
tida de  defunción  del  padre  en 

Jue  se  expresa  que  en  marido 
c  la  madre;  la  partida  de  de- 
función en  que  se  expresa  que 
la  persona  á  qne  se  refiere  es 
hijo  legiümo  de  aquellos;  las 
pütidas  de  bamlsmo  de  los 
hermanos  de  la  persona  cuyo 
estado  se  trata  de  establecer, 
en  que  también  se  expresa  que 
son  ni  jos  legítimos  de  los  mis- 
mos padres;  la  partida  de  de- 
función de  la  madre  en  que  se 
añrma  que  es  viuda  del  padre 
común;  el  testamento  eti  que 
se  expresa  que  dicha  persona 
es  hijo  legítimo  de  aquellos,  v, 
Analmente,  documentos  públi- 
cos y  auténticos  en  que  otros 
descendientes  de  las  mismas 
ramas  reconocen  el  parentesco 
mutuo  que  los  liga  con  dicha 
persona.  -  C.  8.  2!  diciembre 
mu   296 

7.  Blmxión.  -  ImprocMlfticia.  - 
Muniripaln.  -  íifaiduncia.  ~  A 
falta  de  las  partidas  de  naci- 
miento, comprueban  el  estado 
civil  de  hermanos  legitimes, 
las  partidas  de  matrimonio  y 
de  defunción  y  el  testamento 
que  confirman  la  información 
teEtimonial.  -  Cas.  2K  mayo 
1904    417 

8.  Apmiarión  lic  ios  hfrhoK.  - 
Cogf%   jmyatla.  -  PartMa.  - 
Príiciiin.  -  PoM^xiín  notori».  - 
Prtulia.  -  La  demanda  en  qiie 
se  pide  se  declare  gue  la  de- 
mandante y  RUS  hijos  títinen 
derecho  A  la  herencia  de  un 
hombre  con  quien  la  deman- 
dante dice   haber  contraído 
matrimonio  y  quo  la  deman- 
dada y  los  hijos  de  ésta,  que 
han  obtenido  la  posesión  efee- 
tim  d(f  la  herencia  del  mismo 
individuo  Como  viuda  é  hijos 
de  éste,  uo  tienen  tal  derecho. 
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20  EXCEPCION 


EXPRESIÓN  DE  AGRA\1(K 


EXTRADICIÓN 


requiere  la  prueba  <lel  establo 
civil  que  la  demandante  invo- 
co.   Cati.  8  julio  ItNH  4S1 

8l  Si  la  demandante  afirma  que 
rantrajo  matrimonio  aiondo 
menor  do  eda<l  en  una  parro- 
quia distinta  (le  Ja  nue  le  co- 
rrespondía y  que  xe  na  perdi- 
do la  partida,  debe  prodiirír 
un  conjunto  de  textimonioB 
ñdediffnos  que  establezcan  su 
estado  civil  de  im  modo  irre- 
(rofcable.  -  Mismo  fallo. 

10.  Si  las  partidas  de  niatrimu- 
Dio  y  de  bautixmo  invocadas 
por  la  demandada  para  com- 
probar su  estallo  civil  eHtiin 
en  forana  corro<:ta,  su  presume 
BU  autenticidad  y  purem.  - 
Mismo  fallo. 

11.  Kn  un  juicio  civil  de  estado, 
DO  produce  cosa  jusftada  la 
sentencia  dictada  en  jnicio 
criminal,  seguido  entre  latí 
mismas  partes  sobro  usurpa- 
ción de  mtado  civil  y  fabifica- 
ción  de  la  partida  de  matri- 
monio, en  la  cual  se  mandó 
sobreseer  sin  expresar  las  ro- 
sones legales  de  tal  sobresei- 
miento.—Mismo  fallo. 

13.  En  todo  caso  podría  impufr- 
narse  en  juicio  civil  la  misma 
partida  por  defectos  quehu- 
iiierau  afectadlo  la  eticacia  ó 
valor  legal  de  eso  ílocumento 
en  conformidoil  al  articulo  306 
del  U.  Civil.  No  son  sutlcieu- 
tes  para  invalidar  su  mérito 
las  observaciones  referente» 
|»ínci palme  lite  á  que  la  par- 
tida aparéis  extendida  en  nn 
lugar  distinto  del  que  por  la 
fecha  <lel  acto  le  con-cspondia 
ocupar  en  los  libros  parroquia- 
les, y  ¿que  se  expresa  en  la 
partida  que  los  contrayentes 
«e  volaron  en  época  en  que 
esta  ceremonia  se  hallaba  sus- 
pendida. -  Miimo  fallo. 

ESTRADOS 

l^fir.'o  rríroaHim.  -  La  repre- 
sentación conRtituída  legal- 
mente on  los  "estrados",  seíia- 
ladoseii  un  juicio  de  partición 
antes  del  l.^de  manto  de  19ü3, 
debe  continuar  con  aiToglo  lU 
articulo  21  de  la  ley  d«  7  de 
octubre  de  ISUl,  confirmado 
por  el  articula  '¿A  de  la  misma 
ley.   C.  A.,  17  octubre  190»....  75 

KXCSFl'IÓK 

1.  Omitión.  "  RtftwrKta.  ~  La  fal- 
ta de  pronunciamiento  en  la 
sentencia  acerca  de  unaexccp- 
ción  que  iio  ae  ha  timnitatlo 
legalmente  no  es  causal  de 
casación  en  la  forma.  El  liecho 
de  no  haber  reclamado  á  tiem- 
po la  parte  de  esta  falta  de 
tramitación,  importa  la  renun- 
cia implicíta  de  la  excepción 
é  impide  que  pueda  hacerse 
valer  la  omisiun  como  cauHal 
de  casación  en  la  forma.  -  Cas. 
4  Mptiembra  1B03   'H 

2L  ComprnaaciM.  -  OmtsiM.  - 
RM^anmrUin.  -  SfntnuAa,  -  El 
tribunal  de  alxoda  no  puede 
follar  en  única  instancia  las 
excepcionea  de  un  juicio  eje- 
eutivo,  propuestas  y  discuti- 


dos en  la  primara  instancia,  . 
que  no  ftieioii  roiui-ltas  por  ' 
el  juez  11  (/Mo,  .talvo  el  x'omo  i 
drl  iii-ticulo  £11  dfl  Ciíd.  de  I 
Proccíl.  Civil  que  se  reñero  | 
úiiicaiiiPiite  á  las  exi-cpcioiict  , 
no  faliadiui  porstír  iiieiimpati- 
bloN  con  lo  ri-Hueltii  an  la  sen- 
tencia aiiclaila.  -(W,1.1ahril  ' 
1«M  33» 

3.  La  oiuímíóii  <lel  pronuncia- 
miento Mobrc  peticiones  sub- 
sidiaria.-*  fonniibidaii  eii  ul  es- 
crito de  apclitviú»,  no  iwluci- 
daa  en  tienijio  y  forma  como 
exceptauncH  A  la  ejecución,  no 
importa  infi-occiúii  de  la  ley. 
~  Mismo  fallo. 

4.  AtTuhi  fjtviitira.  -  Lftra  itp 
mrniiio,  ~  ProtfHu.  -  Titulo 
rjHmtirn.  -  En  un  juicio  ejet-n- 
tivo,  el  demandado  delw  o|>o- 
ner  sus  exccpcioncx  t>n  un  hoIo 
iwcrito,  exprcsiinilo  con  clari- 
dad y  pivcisióii  los  hechos  en 
que  Ins  funda.  -  Formulodii 
una  excepción  on  un  escrito 
prescntO'lo  dentro  del  término 
legal,  lio  pueden  toniai-sc  en 
consideración,  )>aniel  efectodo 
dictar  sentencia,  la»  demás  c\- 
oepcionos  que  se  deslucen  on 
escrítat  posterioras. — C.  A., 

IH  marzo  11KM   •'iÜO 

Pr0-/rrto  ilf  ¡nftirfa.  -  l^a  inhabt- 
li«lad  pLir.i  aer  ciudadano  elirir- 
tor,  establecida  en  el  articu- 
lo X,  número  6.o  de  la  ley  de 
'M  de  agosto  de  1^90.  no  debe 
extenderse  á  los  jefes  de  poli- 
cía, tanto  porque,  según  el  len- 
guaje Usual  las  expresiones 
'tín  individuo  enrolado  en  la 
policía",  "individuos  que  de- 
sempeñan en  ella  cualquier 
servicio  mitailo",  sólo  se  apli- 
can k  las  clases  y  Hol<)ado»  de 
dichos  cuerpos  y  ti  los  que, 
estando  enrolados  on  ellos  Ies 
proHtan  servicios  extraíios,  co- 
mo heri-adoies,  mariscales,  ca- 
rretonoi-os,  etc.,  cuanto  por- 
que e^tas  instituciones  están 
organizados  sobi-c  la  base  do 
la  subordinación  y  disciplina 
militar  yno es  presumible  que 
se  hallen  i-eve^tidas  do  la  de- 
bi<la  iiideivendencia  jtai-a  la 
emisión  del  sufraírio,ln  que  no 
rige  con  los  jefes  sitiierioivs. 
^ta  conclusión  gunrda  con. 
formidofl  con  el  número  7.° 
del  mismo  ai-ticu)o.  rofereiite 
á  las  clascrt  y  soldados  del 
Ejercito  pci-manciite  y  de  la 
Armada.  '  ü.  A.,  IH  novieui- 
bre  1908    237 

EXCLUSIÓN  MUNICIPAL.  -  V. 
MnHÍri¡Htl. 

KXPRRfliñ.V  UB  AOKAVIOS 

1.  ApptartáH.  -  DmrriM.— Omi- 
ñén  -  Plazo.  -  No  se  requiere 
el  trámite  de  la  expresión  de 
agtuviott  paiu  fallar  la  deser- 
ción de  un  recurso  de  apela- 
ción qiio  es  un  moro  inciden- 
to  de  2.*  instancia.  Por  el  con- 
trario, dicha  deserción  se  cm- 
code,  entro  otros  casos,  cuando 
el  apelante  no  ha  expresado 
los  i^nvioa  que  le  correspon- 


de bacer  valer  dentro  ci«*-l  ter- 
mino legal.  -  Cas.  B,  julio  lítIM  4Sfi 
2.  Aunque  esté  pendionto  el  ^la- 
xo para  expivsar  los  agravio*, 
puode  peilirst'  la  denercTióii  *lel 
recurso  cuando  el  apelan nn 
comparece  á  Wicuirlo  dt-ntru 
del  ploso  dii  ti-es  días  que  \e 
concede  la  ley.  -  Mismo  fallo. 

aXl'ROPIACH'»?»" 

1.  Prrifof.  Estando  de  acuer- 
do en  ol  valor  de  terreiioa  c\- 
propiLulo.t  |)oi'  causa  (lo  utili- 
dad pública,  los  peritos  nom- 
brailos  por  Ibj*  paii»s,  e»  inne- 
cesaria la  opci'ación  ilel  tert-e- 
ro  en  discordia,  y  con  arrttK'lo 
al  articulo  5."  dp  la  ley  de  14 
de  ag<nto  de  IStS,  dcne  iicep- 
t-vrse  elvalor  do  tasación  qne 
ellos  indican.  -C  A.  tS)  s«;p- 
tiomhie  im   .  ...  ISi 

•J.  I'frilon.  —  No  estando  de 
acuerdo  los  estimaciones  de  te- 
n-eiios  expropiados  por  cansa 
de  utili<lad  publica,  hechas  |>or 
loH  p. 'ritos  nombrados  por  la£> 
pai-tcri  y  siendo  ellas  tanibión 
divurs  is  de  hi  tasación  practi- 
cada por  un  tercer  perito,  y  no 
correspcndieiido  tmas  ellas  al 
valor  real  y  comercial  de  loa 
propiedades  expropiadas,  á 
jnicio  dol  juez,  puede  éste  fijar 
el  valor  de  los  bienes,  con  arra- 

Í;lo  A  lo  pre(%ptuado  por  las 
eyes  de  14  de  agosto  de  183K, 
IK  de  junio  de  1857  y  artículo 
lOSKtdetCód.  ilo  Procod.  Ci- 
vil.-O.  A.  36  octubre  190».  .  1>4 
3.  Pmfot.  -  La  expreidón  de  la 
ley:  "se  aceptara  como  valor 
de  los  bienes  expropiados  el 
que  establecieren  las  dos  ava- 
luaciones conformesfl  en  el  ca- 
so de  haber  concurrido  tras 
pciñtns  á  hacer  la  tasación,  ito 
sigiiitica  f\ae  el  tribunal  supe- 
rior, revisando  la  sentencia 
que  aceptó  dicho  valor,  en 
apelación  ó  consulta,  deba  ne- 
cesariamente ajustarse'  á  di- 
cha avaluación.  -C.  A.  4  di- 
ciembre I9ii:i.   .  1H5 

EXTRADICIÓN 

1.  HomiriiUo,  ~  Rfriprorütatf. - 
A  falta  de  tratado  de  extra- 
dición ilebe  i*e*oIvei-s©  la  peti- 
ción de  extradición  de  nn  pi-e- 
sunto  delincuente  por  los  prin- 
cipios del  Derecho  Internacio- 
nal, tale»  como  han  sido  gene- 
ralnmnte  formulados  por  sus 
expositores  y  aplicados  por  las 
naciones  en  sus  relaciones  en- 
tre sÍ.-C  S.  iidieiemhml».!  189 

2.  Si  bien  no  existe  un  derecho 
perfecto  paraexigir  la  entrega 
del  individuo  que,  delinquien- 
do en  on  país,  se  asila  en  el  te- 
rritorio dn  otro,  hay.  sin  em- 
bargo, conformidad  en  acce- 
der á  la  extradición  de  crimi- 
nales que  se  han  hecho  reo* 
de  alguno  de  aquellos  delitos 
comunes  que  sublevan  la  con- 
ciencia pública  y  mya.  repre- 
sión, por  consiguiente,  á  todos 
interesa,  cuando  al  mismo 
tiempo  se  ofrece  la  reciproci- 
dad para  cosos  onilofoe,  se 
aoredtta  la  identidad  p«no- 
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nat  del  delincuente,  se  aoom- 
paña )»  sentencia  condenato- 
ria ó  el  mandato  do  priaión 
expodido  en  fomia  leeal  por 
autoridad  comiietento  del  paia 
que  i'equiere  la  extradición, 
M  determinan  t-on  pi-ecisióu 
el  heobo  ímputailo,  la  fecha 
do  sil  perputración  y  la  dispo- 
nición  lofT-íl  <\ae  lo  castiga  y  no 
apai-ece  extinstiida  por  pres- 
cripción la  actuón  ó  rosponita- 
hilidad  penal,  itegün  las  leyes 
del  pain  en  que  se  cometió  ei 
delito  ó  las  del  pais  del  añilo, 
i*o(cla3  a  las  cuales  ac  lia  con- 
formado Chile  en  los  pactosde 
extradición  que  detúle  hace 
tiempo  viene  ajiutando  oon  las 
naciones  extranjeras.  -  Mis- 
mo fallo. 

3.  ArantMlaeiÓH  ilffitttps.  ■-  lt*-o. 
-  Con  arreglo  á  los  principios 
del  lierecho  Internacional,  los 
i^eos  extraídos  del  territorio 
de  una  nación  no  pueden  ser 
juzgndoH  en  el  imus  que  solici- 
tó su  entrega,  Hino  (le  confor- 
midad ant  Ion  tratados  aue 
existui.  ó  con  sujucióu  á  las 
condiciones  de  la  entrega.  - 

O.  ».  2.')  abríl  lUM.    35» 

4.  OotK-edída  la  extrailioión  por 
un  delito  determinado  y  acep- 
tada en  esta  foi-nia  por  el  ^is 
que  la  reclama,  no  puede  juz- 
gante á  los  1*00)1  extrairlos,  por 
otro»  delitos  anteriores,  come- 
tidos en  el  niinmo  país  y  cuya 
acumulación  prooecle  respecto 
de  otitis  de  los  reo»  compro- 
metidos en  el  mismo  dmito 
auc  motivó  la  extradición.  - 
Mismo  fello. 


FAl.TOa 

1.  Ailminútracián,  -  Aprecia- 
riJn.  ~  Mantlalo.  -  Rieonoei- 
miento.  -  Los  factores  de  un 
establecimiento  de  comercio 
tte  entienden  sutorízados  sólo 
pani  los  actos  que  abrace  la 
administración  del  estableci- 
miento y  no  se  entienden  fa- 
cultados para  celebmr  contra- 
tos de  mutuo,  no  correspon- 
fliendo  titl  contmto  al  giro  or- 
dinario del  establecimiento,  ó 
no  siendo  celebrado  por  orden 
del  comitente,  ó  no  habiéndo- 
se oonverti'lo  el  resultado  de 
la  Degociación  en  provec-lio  del 
comitente,  ó  no  habiéndolo  és- 
ta ratificado  expresa  ó  tácita- 
mente. ~  Cas.  fabril  IHH. ...  408 

2,  La  violacióndc Illa  instruccio- 
nes ó  el  abuso  de  confianza  de 
parte  de  los  factores  ó  depen- 
aieittcs,  no  exoneran  á  sus  co- 
mitentes de  la  obligación  de 
llevar  a  efecto  lo  que  aquellos 
hagan  á  nombre  de  éstos;  pero 
no  sucede  lo  mismo  oon  las 
autorinoiones  6  facultades 
dentrode  las  cuales  debe  obrar 
el  miUidatario  para  que  el  con- 
trato pueda  afectar  al  man- 
dante. Las  "autorizaciones" 
conferidas  al  mandatario,  de 
lau  cuale»  ue  ordena  tomar  ra- 
tón en  la  inscripción  de  los 
poderes  en  el  regiitro  A»  Oo- 


mercio,  son  de  muy  diversa 
naturaleza  que  las  "instruc- 
ciones" que  pueden  ser  y  que 
de  oi-dinarío  son  privadas, 
paiu  el  manejo  interno  del  ne- 
gocio y  que  no  es  necesario 
conozcan  los  toroeros  que  con- 
tratan con  e)  mandatario  des- 
de que  no  les  afectan.  -  Mismo 
fallo. 

FALLI  oo 

1.  Ctuariónun  el  fondo.  -  P^to- 
nería.  -  Quiébra.  -  Rehuhilita- 
ñán,  ~  lííHtlÍ4W.  -  La  adminis- 
tración de  los  bienes  adquiri- 
dos por  el  fallido  A  titulo  one- 
roso, después  de  la  quiebra,  le  ■ 
corrt>Hponde  á  él  de  derecho, 
aun  cuando  no  se  haya  reha- 
bilitado; pues  la  ley  no  prtva 

á  la  pei-Mona  declarada  en  in- 
'  solvencia,  del  derecho  de  aten- 
der por  medio  del  trabajo  i 
la  snstontaeión  do  su  vida,  si- 
no que  faculta  á  los  acreedo- 
res del  no  rehabilitado,  no  s 
sus  deudores  para  someter  A 
intei-vención  la  administra- 
ción de  dichos  bienes. -Cas., 
14  junio  1904   45.1 

2.  Si  eaa  administraciuii  no  ha 
sido  sometida  á  intervención, 
el  fallido  contrata  legalmento 
y  el  deudor  no  puede,  jurídi- 
camente, excusar  su  cumpli- 
miento a  pi-etoxto  de  que  sólo 
los  síndicos  i-epresontan  los 
derechos  del  declarado  en 
quiebra.  -  Mismo  fallo. 

FAl8KDaudetitulo.-V.  fieMat. 

nvUAB 

Faltedad  ilf.  titulo.— Título  «>- 
ruiiro.  -  Las  ñchas  que  usa 
un  establecimiento  industrial 
en  sus  opemcíonoa  internas, 
ea  las  cuales  so  expresa  que 
cada  una  de  ellas  "vale  en 
mercaderías"  y  que  se  consi- 
deran en  dicho  establecimien- 
to y  son  canjeadas  como  mo- 
neda comente,  aceptándose 
en  este  carácter  por  los  comer- 
ciantes, llevan  tácitamente  en- 
vuelta la  condición  de  nn  vale 
en  dinero  al  portador,  sobre 
todo  si  se  dan  á  los  operarios 
en  pago  de  siu  salarios  y  no  se 
acredita  que  éstos  se  han  com- 

S remetido  á  comprar  merua- 
erias  en  la  tienda  ó  pulpería 
de  dicho  establecimiento.  - 

O.  A..  2  enero  1904   428 

2.  Pi»  «msiffuíente,  eIKs  tienen 
fuena  ejecutiva  y  es  improue- 
dente  la  excepción  de  falsedad 
del  título  que  se  opone  á  la 
ejecución  fundada  en  esas  fl- 
cnas.  -  Htsmo  fallo. 

FiLUOlóH.  •  V.  Sitado  otPit. 
(Kúms.  1,2,3,4,  &y6L) 

riBMA 

ApreeiaeiJn  d«  lo»  heehoa.  -  Es- 
critura pública.  -  Omifión.- 
Prtftrripnirín  —  Solmmiílad.  - 
Tnligoi.~\A  omisión  de  la 
tlrnia  de  los  testigos  instru- 
mentales de  una  escritura  pü- 
bUcft  no  la  vioift  de  nnlldaa.  - 


V.  Etertíura  pmiea.  -  Cas.,  25 
abríl  lAM   324 


1.  Comishm.  ~  RetiurntahiUdmi, 
Los  actos  que  ejecutan  los  au- 
toridades sin  lacultad  Ie|{al, 
son  nulos  y  no  comprometen 
la  responsabilidad  ael  Fisco. 
I-A  Oonstituoíón  confiere  al 
Fi-esidente  de  la  KepiiUica  la 
atribución  especial  de  cuidar 
de  la  recaudación  de  las  ren- 
tas públicas  y  fleoretar  su  in- 
versión con  arreglo  á  la  ley;  y 
en  consecuencia,  no  le  es  licito 
invertir  ó  com  prometer  las  ren- 
tas públicas  sin  ana  ley  espe- 
cial que  en  cada  caso  lo  fiicul- 
te  para  ello,  razón  por  la  cual 
ningún  pago  se  admitirá  en 
cuenta  á  uu  Tesorerías  del 
Estado  si  no  se  hiciere  i  vir- 
tud de  un  decreto  en  quo  se 
exprese  la  ley  ó  la  parte  del 
pi-esupuesto  aprobado  por  lax 
Cámaras  que  autorice  aquel 
gasto.  -  C.  A.,  V  diciembro 
1903   .  .  180 

2.  Benu.  -  fíohgio»  Mubvgnetona- 
dOK,  -  Itntponaabilidad  del  >tir- 
co.  -  Ifx  responsabilidad  del 
Fis(M>  no  puede  repntarse  com- 
prometida sino  en  cuanto  ema- 
na de  obligaoiones  autoría- 
das  por  una  ley  i  la  cual  haya 
de  imputante  la  solución  ó 
pago  de  ellas. -O.  A..  9  di- 
ciembre in03   192 

3.  Kn  consecuencia,  los  becas  ex- 
ti  aordinai-ias  que  el  Ministo- 
rio  de  Instruoción  Pública 
manda  admitir  en  un  oolegio 
particular,  subvencionado  por 
el  Estado,  excediendo  al  nú- 
mero asignado  al  estableci- 
miento, según  lus  sumas  con- 
sultadas en  la  Ley  de  Presn- 
puestos,  no  pueilen  afectar  á 
la  responsabilidad  del  Fisco, 
pues  el  exceso  referído  pro- 
viene de  obligaciones  no  auto- 
risadas  por  la  ley  á  ta  feoha  en 
que  fueron  contraidas  y  que 
no  hau  sido  reconocidas  por  la 
ley  con  po^teHoiidad.  El  re- 
conocimiento que  de  ese  exceso 
de  becas  baya  podido  haoer  el 
Ministerío  de  Instrucción  Pú- 
blica carece  de  eficacia  ya  que 
según  la  Constitución  "sólo  en 
vii-tud  de  una  ley  se  pueda 
contraer  deudas,  reconocer  las 
conti-aidas  hasta  el  día  y  de- 
signar fondos  para  cubrirlas" 
y  sólo  podría  ser  atendible 
para  di  tor  una  Im  que  auto- 
rizara el  gasto.  -  Mismo  ftdlo. 

4.  Vélito,  -  fSmbriagwi.  -  Mfnt- 
ta,  —  Municipalidad,  -  Las 
multas  provenientes  de  las 
oonmutaóiones  de  las  penal 
impuestas  á  los  infractores  de 
la  lev  de  alcoholes  deben,  se- 

r'in  la  regla  general,  ingresar 
fondos  generales  del  Esta- 
do, ya  que  no  hay  ley  que  dto- 

Songn  que  se  apliquen  i  fon- 
os municipales. -C.  A,  24 
mayo  1904   SOS 

5.  Oon&rma  esta  cooclusión  por 
una  parte  el  hecho  de  que 
cuando  la  ley  de  alcoholes  na 
apIiGado  á  fondos  municipales 
ei  Ingreso  de  una  multa  ó  él 
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pago  de  una  patente,  lo  ha 
expresado  cateffóricamente;  y 
por  otra  parta  el  procedimien- 
to adoptado  por  el  art.  I4H  de 
6nley  para  liacei' efectivas  las 
condeiiacioiiuH  tim  nc  hubie- 
ran inipaoito  jior  iiifi-nccióii 
de  dicw  ley.  manilíRHta  que 
lasmiiltasdebun  ingresar  ál:i8 
tetorerina  hscalea,  desde  que 
■e  ordena  qne  el  juez  letrado 
tratiniitu  al  (tobenuwlor  los 
estados  de  las  coiidenncionos 
que  se  hubiesen  dictado,  como 
también  lasque  hubiesen  pro- 
nmieiado  los  jueco»  de  annde- 
legarión  y  de  dintrito  para  que 
ese  funcionario  las  comunique 
á  la  tesorería  respectiva.  - 
Mismo  bUo. 

FORHAtiKALióN  del  recurso  de 
oaauñón, -V.  Plago, 

FUlUtO 

CoHi/Wsncín. -En  Ioh juicios  de 
partición  no  se  toma  en  cuenta 
el  fuero  que  khccii  lan  iiartcs 
para  fijar  la  competencia  del 
tribunal  que  iMm  conocer  do 
elloii  con  arreglo  al  art.  DS7  del 
Cód.  de  Proced.  Civil.  En 
cunBecuencia,  la  conip(!tcni-ia 
que  la  (!nrte  Suprema  tenía 
con  arreitlo  al  numero 'i."  del 
art.  107  de  la  ley  de  Iñ  de  oc- 
tubre do  iSló,  pai-a  conocer  en 
segunda  inutaiiciade  un  juicio 
arbitral,  de  conformidad  con 
la  regla  establecida  en  el  art. 
187  n."  3."  del  art.  67  de  la 
misma  ley,  ha  desapareoído 
desde  el  1."  de  marzo  último 
en  que  principió  á  regir  c] 
Cód.  de  Proced.  Civil.  -  C.  S. 
9diciembr«190:{.   101 


(1 


Oananoalei.  •  V.  Soeietia'l 
eontfuffol. 

UKBBNTK 

1,  Domirilio.  -  Jifin-MtMtaeián, 
-  Hmafmria.  -  El  gerente  ó  ad- 
ministrador de  sodedades  ol- 
vileti  ó  comei-cialcs  se  entiende 
autoi'izado  para  litigará  nom- 
bre de  ellas,  no  obstante  cual- 
quieta  Hmitauión  establecida 
en  los  estatutos  ó  actos  consti- 
tutivos de  la  ^ociedal).  -  Cas. 

7  octubre  1903.    49 

2.  Aúminittracién.  ~  Ajtrttría- 
ciiin  ti€  ¡o»  hreliot.  -  Factnr.  - 
Mandato.  -  Hfronorhniunlo, — 
No  es  nulo  el  pi-orcdi  miento 
ejecutivo  por  no  Iia1>er  presen- 
tado su  titulo  el  gerente  del 
BanoD  ejecutante.  ~  (Jas.  ÚÜ 
abril  laH  408 

OESTOBde  negocios.  -  V.  Arrm- 
damimtv.  -  (Nútas.  1  y  2). 

OOBBBITADOH. 

1.  (^mino.  -  Comptimría.  -  Con- 
limtta.  ~  SfrrüIatuhrK.  -  Las 
atribttcioiifH  cinfi-i-idas  por  el 
art.  8."  dt»  la  ley  de  17  de  di- 
ciembre de  lS4:í  A  la  autori- 
dad adniinistiiitíva  sobre  loa 


caminos,  no  se  extiende  al 
vimocimiento  y  fallo  «lo  loa 
asuntos  contenciosos  de  ínte- 
n^H  privado.  Las  atribuciono» 
de  carácter  judicial  otoi-gados 
á  los  gobernad oi-es  por  diclia 
ley, fueron  derogados  por  el 
art.  5.'  de  la  ley  de  15  de  oc- 
tubre de  1S75;  y  las  cuestiones 
sobre  existancia  y  reoonoci- 
miento  de  una  servidumttro 
pai'ticular  de  tráiiHÍto  son  del 
resorte  do  la  justicia  ordina- 
ria. -  Cons.  de  Kst.  3  febrero 

IflW   286 

2.  CoMprítnria.  -  Ctmtümda.- 
Mitia.  -  Obturo».  -  El  Gobei-- 
nador  ea  autoi-idod  competen- 
te para  dictar  medidas  en 
orden  i  la  seguridad  penonal 
de  los  trabajadores  de  una 
mina,  amenazarlos  en  sus  vidas 
por  la  forma  en  que  so  ejecu- 
tan los  trabajos  en  otra  mina 
colindante.  El  particular  que 
denuncia  á  la  (Dobernadón  los 
defectos  <le  la  explotación  de 
una  mina  para  que  ite  dicten 
medidas  que  gni-anticen  la 
vida  de  los  opemrios,  no  in«- 
taura  una  acción  sobre  dere- 
chos de  dominio  ó  posesión,  ni 
ninguna  otm  de  interés  parti- 
cular, sino  que  hace  á  la  auto- 
ridail  adminixtrativa  una  de- 
nuncia de  hcchoa  que  requie- 
ren la  inmeiiiata  intcr\-ención 
de  esa  sutoi-idad,  y  las  medi- 
ilas  adoptadas  por  ésta  no  in- 
vaden el  campo  de  la  exclusi- 
va competencia  de  la  autori- 
dad judicial.  -  Cons.  de  Est., 
Kfdieiembro  lOOS  836 

UKATiPii-ACiúy  i  empleados  de 
Aduano. — V.  Atiuam. 


H 

Hkchos.  V.  Aprfriaciónd»Ío» 
ktehoé. 

lUmaNiTlA 

1,  CagaciJn.  -  Jfonticion.  -  Inni- 
nmeMn.  -  Ultra  tflHa.  -  La 
ciivunstancia  de  u  -ber  perci- 
bido el  (limante  los  derochos 
do  herencia  cedidos  y  hal>er 
dispuesto  de  lo  que  pei-cihió 
antes  de  la  insinuación,  que  se 
hizo  mAs  tarde,  no  acarrea  ni 
la  nulidad  ni  la  inefícacia  de 
la  dona<:ión  porque,  consti- 
tuida legalmente,  aceptadla  y 
notitiiTatra.  la  aceptación  al  do- 
nante, ya  no  puetlu  el  revocar- 
la á  su  arbitrio,  y  menos  cuan- 
do el  donante  ya  fallecido  ma- 
nifesté» su  intención  de  pei-se- 
verav  en  ella. -C.  A.,  '27  di- 
ciembre 190;*   ,37» 

2.  Un  derecho  en  la  cuarta  de 
mejoias  ó  en  la  de  libr-e  dispo- 
sición de  una  herencia  no  pue- 
de estimarse  desde  luego  y  en 
todo  caso  como  una  cosa  raii, 
aunque  en  la  herencia  existan 
bienes  i-aices.  raion  por  la  cual 
el  derecho  de  herencia  no  se 
encuentra  comprendido  entre 
los  titnios  que  deben  inst-ri- 
hirMO  según  los  articuluH  Síiñ 
del  V;  Civil  y  SU  del  reglonieu- 
to  respectivo;  no  siendo  nevé- 


soria,  por  lo  tanto,  la  inscrip- 
I  ción  para  ta  donación  d»  tal 
I  derecho.  Mismo  fallo. 
I  3.  itocwtítnlog  m¡ilfforÍog.  -  £*s- 
I  lado  ciríi.  -  FUUiñín,  -  HfTMi- 
;     cía  yacmtf.-  I'itrtititu.  —  Po- 

t^8Í4n  efé^lii^l.  -  PoM^Miñn  noío- 
'     ria, — y,E»lado  ripil  (Núm.B) 

C.  8.,  2¿  dicierabi'e  1S0:1  395 

I  Hermano  LSttiTiMO.  -V.  £«to- 
{     doeirÜ.  (Ni'im.  7.) 

i  Hijo  lboítimo.  -  V.  Üttwio  rf< 
I  eít.(Núms.2y8L) 

I  Hun  NATVXAk-V.  Eatade  e 

!     piL  WAm.  % 

I  HUUKLA8  i  militarM. 

I  IndnunizttHáH.  -  Mora,  -  Ptr- 
jniciit.  -  La  falta  de  entrega 

I  por  el  Fisco  do  las  hijuelas 
oonccdidas  por  lo  ley  de  10  de 

'     enero  de  IKM  durante  el  año 

'  citado,  previo  el  sorteo  deter- 
minado en  la  misma  ley  entre 
los  militares  que  se  arogieron 

{  á  sus  l>end>cios  al  obtener  su 
cédula  de  retiro  absoluto  del 

I  Ejército,  á  pesar  de  haberse 
presentado  el  agraciado  á  re- 
cibirla, constituye  al  Fisco  en 
mora  de  entregar  dichas  hi- 
juelas aunque  la  falta  de  en- 
trega se  deba  á  causas  inde- 

S endientes  de  su  voluntad  y 
ebe,  eu  consecueiiciit.  índem- 
niiar  perjuicios.  -C.  A.,  33 
septiembre  19(13   328 

FIPOTBOA 

1.  Adjudicaeiim.  -  InmuMé,  - 
Inscripción,  -  Ohjuto  üíriío.  - 
Sorinlad  ronyugat.  -  .Sucuton. 
-  Tfrrrria.  -  Adquirido  un  in- 
mueble durante  la  sociedad 
conyugal,  el  derecho  que  á  él 
tema  uno  de  los  cónjruges  se 
trasmite  por  su  fallecimiento 
A  sus  beroderOB,  y  d  otro  con- 

Íuge  no  puede  válidamente 
ipotecarlo  sino  eventualmen- 
te,  para  el  caso  da  potKir  á  ser 
de  BU  exclusivo  dominio,  con- 
forme ni  articulo  24tK  doK!. 
Civil.  -  Cas. ,  23  abril  lfl04 . . . .  3» 

2.  Ias  enajenaciones  y  los  dere- 
chos reales,  como  el  de  hipote- 
ca, con  que  el  comnnen>  ó  co- 
heredero haya  pvvado  lo  coso 
común  siilisisten  solo  sobre  la 
parto  que  en  lo  división  le  cu- 
piere ó  He  le  adjudicare,  v  so- 
bre la  pai-te  no  adjudicaría  se 
poilrá  pi-oc«der  por  los  «lemis 
copartícipes  como  en  el  oaso 
do  venta  de  cosa  ajena.  -  Mis- 
mo fallo. 

3.  Arrtvtlor.  -  EtHiMiygtt,  -  iM^jMo 
Ulrito.  -  V.  Arrtr»lor.  (Núme- 
ros 1, 2  y  3). -C.  A.,  9  enero 
19»...   513 

homicidio 

Sxtradieián.  —  Airiproeidad.  - 
El  homicidio  es  uno  de  aque- 
llos delitos  en  que  debe  ooce- 
derse  a  la  extradición  del  de- 
lincuente si  esta  so  solicita  eu 
la  forma  establecida  por  el 
Derecho  Intemncional.-C.S., 
O  diciembre  1903.   UU 


Digitized  by 


Google 


IMPROOBDENCU 


IMPROCRDENCIA 


IMPROCEDENCIA  2S 


HONORARIO 

1.  OomisUiii.  -  Fiaco.  -  lUt/MHua- 
bilUlíul.  -  Las  per3on:i8  qiio 
desempeí^aii  una  comisión  A 
virtud  de  nombramiento  he- 
cho por  decreto  dc\  Proiiden- 
te  de  la  República  no  tienen 
derecho  al  pafco  de  honorario 
por  loa  servicios  que  en  ella 
presten,  á  menos  que  hayan 
sido  conti'atados  con  autoriza 
ción  de  alguna  ley  ó  que  en  el 

S resupuesto  se  haya  consulto- 
o  el  fRuto  que  Imponen, - 
O.  A..9dioiembreltl(k   180 

2.  Abogado,  -  MunieipalMad,  - 
V.  Abogttdo.  (Núms.  1,  2.  3 
y  4.) 

3.  Abogado.  -  Proc^imlnUo  m- 
peeial.  -  IlwoHveiuíÜH.  -  V. 
Abogado.  -  (Núin.  6.) 

4.  IiUirrrupeión,--P^riloK.-Prfi»- 
eripeién,  -  Los  peritos  noni- 
brados  j^*  un  jnex  para  eva- 
cuar nn  informe,  tienen  dere- 
cho al  paf^  de  honorario  por 
el  sei-ricio  prestado,  aunque 
hayan  transcurrido  más  de 
tres  años  desde  esa  fecha,  siem- 
pre que  haya  mediado  un  re- 
querimiento auténtico  y  foha- 
«iente  que  interrumpa  el  plazo 
de  prescripción  cstaolecido  en 
el  artículo  2921  del  O.  CivU.  - 

O.  A.,  20dtoiembT«  im  283 


IMPLICANCIA 

Ailélacián.  -  Jteciuatriiín.  -  Las 
sentencias  que  se  dictan  en  los 
incidentes  sobre  iraplicancin, 
ó  recusación  son  inapelables, 
segiín  el  ai-tíoulo  Vil  del  üód. 
de  Proced.  Üivil,  salvo  las  ex- 
cepciones que  en  él  ve  enumo- 
mn.  -C.  S.  27  junio  1901   436 

Improcedencia  del  recurso  de 
apelación. 

1.  Ptttentm.  -  Bfciamaeión.  ~  Es 
improcedente  el  recurso  de 
apelación  contra  laa  i-esolucio- 
nes  pronunciadas  en  los  recla- 
mos Hobre  clasiñuación  de  pa- 
tentes profesionales  é  indus 
triaJes;  de  ellos  conoce  sin  ul- 
terior recurso  el  jueide  oo- 
mercio,  en  conformidad  al  ar- 
ticulo 10  de  la  ley  de  22  de  di- 
ciembre de  1866.  -  O.  A.  7 
noviembre  1903   261 

2.  La  disposición  del  aiticulo  SO 
de  la  ley  de  22  de  diciembre 
de  IHtíl  que  prescrítio  que  las 
apelaciones  deducidae  contra 
rosolnciones  del  juez  serán  re- 
sueltas por  los  Tribunales  de 
Alzada  i-cepectivoM,  no  es  apli- 
cable á  los  reclamos  sobre  cla- 
sificación de  patentes  y  so  re- 
fiere maniticHtamento  ¿  las 
apelaciones  que  se  deduzcan 
contm  las  resoluciones  que  re- 
caigan en  loa  reclamos  sobro 
la  lista  de  los  habitantes  que 
deben  pagar  el  impuesto  per- 
sonal y  sobre  la  lista  ó  rol  de 
avalúos  de  loe  faabei-es  de  que 
tratan  los  artículos  que  le  pre- 
ceden. -  Mismo  fallo. 


Improcedencia  del  recurso 
de  cabaciún. 

I  Por  la  iiatiii-aleüa  de  la  causa 
ó  sentencia.  I 

II  Por  defecto  en  el  anuncio. 

III  Por  defecto  e>i  la  fonnulim- 
ción. 

IV  Por  defecto  en  la  oonsiirna- 
ción  de  la  multa. 


a)  Poi- tratarse  de  causa  electo- 
ral. 

1.  Innduiiaibílidad.  -  Es  impro- 
cedente el  recurso  de  casación 
en  el  fondo  por  infracción  de 
loa  arttouluM  lly  sigiiientes  do 
la  ley  de  de  dicif  mbre  de 
1891,  contra  la  sentencia  de  la 
Corte  de  Apelaciones  que  lul- 
mtte  ó  i*ech  iza  las  inclusiones 
de  municipales  (l)-0.  S.  12 
noviembre  1903   68 

21  Catifleaei'ín.  -  ItuidmístbUi- 
rfaf/.— El  Oód.  do  Proced.  Ci- 
vil rifce  las  contiendas  civiles 
enti'e  partes  y  los  actos  de  ju- 
risdicción no  contenciosa,  cu- 
yo conocimiento  corresponde 
a  los  tribunales  de  justicia;  y 

Sor  lo  tanto,  los  recursos  que 
icho  Código  establece  sólo 
pueden  tener  lugar  contia  las 
resoluciones  pronunciadas  en 
los  negocio»  a  que  sereñere.  - 
La  caliticación  do  la  elección 
de  mÍembi-08  de  una  mnnici- 
palidwl  es  una  materia  que 
versa  sobre  la  constitución  de 
un  poiier  público  y  que  no 
puede  estar  reerida  por  el  indi- 
cado Código.  (2)  •  Cas.  18  di- 
ciembre 1903  227 

3.  Estado  ñi^H.  -  Inadmitibüi- 
dad.  -  Mutticipalfn,  -  BtmiilnH- 
eia.  -  Misma  doctrina  (3).  - 
Ciis.  28  mayo  1S«M   417 

6^  Por  tratarse  do  un  juicio  so- 
bra aplicacifui  ley  de  Heclntan 
y  Keemplaxos. 

4.  ínarriueitín.  ~  ilfulla.  -  Servi- 
cio Militar.  -  El  recurso  de 
casatñón  no  procede  contra 
una  sentencia  que,  aplican- 
do la  ley  de  Reclutas  y 
Reemplazos,  pena  la  falta 
de  inscripción  en  los  regis- 
tros militares,  pues  dicho  re- 
curso ha  sido  establecido  y  i-e- 

Ílamentailo  por  el  Oód.  do 
proced.  Civil  y  este  Código 
sólo  tiene  por  objeto  regir  el 
procedimiento  de  las  contien- 
das civiles  entro  partes  y  de 
los  actos  de  jnrisdicqjón  no 
contendoaa  cuyo  conocimien- 
to corresponde  ¿  los  tribuna-  i 
les  de  justicia.—  C.  S.  14  julio  | 
.     1904   492  I 

e)  Por  tratarse  de  sentencia  in-  | 
terlocutoria. 

5.  Multa.  -  Smt^iiria.  -  Bs  Im- 
procedente el  recui-so  de  casa- 
ción conti-a  un.a  sentencia  in- 
terlocutoria  que  so  limita  ¿ 

[  suspender  lo  obradoen  un  jui- 
I  cío  ejecutivo  sin  c|ue  eilo  im- 
I     porto  hacer  Itapombie  más  tar- 

i     (t)  Acvftada  con  dm  votos  dt^Mmien, 
(■)  Acordada  con  do*  vmm  dMÍd«nlu. 
(3)  Acordada  con  im  voto*  dñidenMS, 


do  BU  prosecución,  subsanados 
que  sean  los  vicios  que  moti- 
varon la  suspensión  de  la  sen- 
tencia que  se  trataba  de  cum- 
plir, y  sin  que  en  el  pronun- 
ciamiento de  aquella  i'osolu- 
ción  se  haya  incurrido  en  la 
omisión  del  emplazamiento  de 
la  pai-te  agraviada  ó  del  seña- 
lamiento de  dia  para  la  vista 
de  la  causa,  únicos  casos  en* 
que  procede  el  recurso  de  esta- 
ción en  la  forma  contra  sen- 
tencia interlocutoria.  -  O.  S. 
6agostoig03   g 

6.  Multa.  -  Ümttmeia.  -  lEs  im- 
procedente el  recurro  do  casa- 
ción contra  una  sentuncia  in- 
terlocutoria que  no  pone  tér- 
mino al  juicio  ni  haoe  imposi- 
ble su  continuación  y  que  ha 
sido  dictodacon  emplazamien- 
to de  las  partes  y  señalamien- 
to de  dii\  pata  la  vista  de  la 
cansa.— C.  8.  Vi  agosto  1903...  9 

7.  Plazo. -8mtmeia.~lA  reso- 
lución en  que  la  Corte  de  Ape- 
laciones so  prenuncia  sobre  la 
deserción  del  recurso  de  alia- 
da es  una  sentencia  interlocu- 
toria y  es  de  la  misma  natura- 
loza  el  fallo  i'ecaido  en  la  inci- 
dencia sobre  reposición  del 
mismo  auto  interlocutorío  do 
cuya  índole  participa  la  repo- 
sición. Esta  no  pone  término 
al  juicio  ni  hace  imposible  su 
continuación,  ya  que  al  dejar 
sin  efecto  la  deserción  de  la 
alzada,  permite  el  ingreso  al 
Juicio  en  lugar  de  termiitarlo. 
Por  consiguiente,  no  procede 
contia  ella  el  recurso  de  casa- 
ción. -  Cas.  .3  noviembre  1903..  M 

8.  SiHtimcUl.  -  Ijft  sentencia  que 
rechaza  la  excepción  de  inad- 
niisibilidad  de  la  acción  de 
perjuicios  por  abordaje,  fnn- 
dafiaenel  núm.  2.°  del  art. 
1320  del  (J.  de  Comercio  es 
una  sentencia  interlocutoria 
que  no  pone  término  al  juicio 
ni  hace  imposible  su  continua- 
ción  porque  desestimando  la 
excepción  conHere  traslado  do 
la  demanda  átin  de  que  el  jui- 
cio pueda  seguirse  ¡wr  sus  trá- 
mites. Por  consiguiente  con- 
tra esa  sentoiuña  no  procede 
el  recurso  de  casación.  -  Cas. 

15  octubre  1903    86 

9.  Partidor, -SMitfneia.-Bai  in- 
terlomtoria  la  sentensia  que 
fwnfirma  lade  primera  Inetag- 
cia  que  cita  á  las  partes  á 
comparendo  pai*a  nombrar  li- 
quidador ó  partidor,  y  en  con- 
secuencia, no  procede  contia 
ellael  recurso  de  casación,  con 
arreglo  al  art.  939  del  Cód.  de 
Proced.  C^vil.-Cas.  15  di- 
ciembre 1903    207 

10.  Mutüku  precautoriat.  -  Ul- 
tra jMttUa.  -  VÍMta.  -  Es  impro- 
cedente el  recurso  de  casación 
contra  una  sentencia  interlo- 
cutoria que  no  es  de  aquellas 
en  que  por  excepción  lo  conce- 
de Ta  ley.  -  Cas.  24  diciembre 
1903.  .    289 

11.  Afielaritfn.  -  Détignarion.  - 
MuUa.  -  Smteacía.  —  La  sen- 
tencia que  rechtia  la  nulidad 

.  de  todo  lo  obrado  en  un  juicio 
por  no  haberse  designado 
oportunamente  el  ju^ftaao  qno 
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debía  entender  en  ¿1,  no  ea  de- 
finitiva ni  interlocutoria  aoe 
ponga  tin  al  juicio  ó  haga  im- 
posible au  continuación;  y  por 
tanto,  es  improcedente  el  re- 
curso de  coaación  que  contra 
ella  M  interponga.  -  C.  S.  21 
abrU  l«k  3S2 

12.  -  Apuésttu  mutuas.  -  Muniet- 
palUiad.  -  ProhibicUn.  -  Qtte- 
relta.  -  Smléneia. — Es  sentón- 
da  interlocutoria  que  no  pone 
término  lü  juicio  ni  haoo  im- 
podble  sil  prosecución  la  que 
declaim  que  triertos  hechos  no 
constituyen  un  despojo  y  que 

no  ba  lugar  á  tramitar  una  \ 

Juerella,  sin  perjuicio  de  loa  i 
erechoB  del  demandante,  ya  ' 
que  debe  continuar  ei  juicio 
para  pronunciarse  en  la  a^la-  | 
ción  deducida  contra  el  miamo 
auto.  En  consecuencia,  no  pro-  ! 
oede  el  recurso  de  casaoióa 
contra  dioba  aeatencia  inter- 
locutoria. -C.  A.  4  abrU  1904.  674 

13.  ConeuTÉO.  -  JneidetUf.  -  Ofto- 
Mieión.-Sent^neiaf  -  La  sen- 
tencia libra<la  en  la  instancia 
de  oposición  i  la  dedaimcid» 
del  concurso  necesario  tiene  el 
carácter  de  definitiva  porque 
pone  término  ¿  la  instancia  en 
que  rt.-cae,  aunque  la  ley  dis* 
pone  que  ae  bumite  como  inei- 
dente.  Por  lo  tanto,  es  prooe- 
dente  el  recurso  de  casación 
que  contra  ella  ho  formule. 
Gas.  19  julio  1904  •  BBi 

ti)  Varías 

14.  An-tiMlamíéiUo.  -  (lampa- 
rmuio.  -  fletahurio,  ~  luadmi- 
aOHtUíad.  —OnügiáH.  -  Poticto- 
ns»,  -  Prortdiüti&Hlo.  -  Eb  im- 
procedente nn  recurso  de  cosa' 
ción  intei*purato  con  tía  nn 
fallo  pronimctado  en  un  juicio 
especial  de  desahucio,  funda- 
do en  no  bikbei-acttm<io  recep- 
tor en  el  comparendo  i-eapec- 
tiro.  -  C.  A.  'i>>  noviembre 
19U3  320 

15.  Comimtt-ncía.  -  Omútirin.- 
En  los  jniciofl  de  menor  citan- 
tia  no  procede  el  rocnrso  de 
casación  por  In  causal  5.*  del 
art.  Wl  del  Cófi.  de  Proced. 
Civil.  -  O.  A.  19  mario  1904.  .  S74 

16.  Camurión.  --  Itutanriu  úniea. 
-  La  resolución  que  niega  In- 
gar  al  recurso  do  ciisación  con- 
tra un  fallo  dictado  en  ejerci- 
cio de  la  facultad  que  confiero 
á  loa  tribunales  el  art.  9i9  del 
Gód.  de  Proced.  Civil,  no  es 
apelable,  por  tratarse  de  una 
resolución  dictada  por  la  Cor- 
te de  Apelacionea  como  Tribu- 
nal de  Casación.  Contra  esta 
clase  do  resoluciones  no  pro- 
cede el  recurso  de  casación, 

Sues  el  art.  47  de  la  ley  de  15 
e  octubre  de  1875  dÍB|M>ne  que 
las  Cortea  de  Apelaciones  co- 
nocen en  única  instancia  de 
los  recursos  de  casación  con- 
tra las  aantencias  de  los  juz- 
gados de  letras,  precepto  que 
no  ha  sido  derogado  por  el 
Gód.  de  Proced.  Civil. -O.  S. 
4diciembt«  IflOSL  245 


17.  Ammuta.  -  Interpassfeo  el  re- 


cuno de  casación  en  la  forma, 
la  simple  reserva  del  derecho 
de  ampliar  el  roctirso  á  otras 
causal^,  no  impoi-ta  el  anun- 
cio dflTOjurso  (lo  casación  en 
el  fondo,  de  modo  que  foi-ms- 
liado  éste  con  poateríorídad, 
debe  estimarse  como  no  inter- 
puesto por  no  haber  existido 
el  trámite  del  anuncio.  -  C^., 

7  noviembre  1903    

18,  AnujuHo.— Multa.  -  StndUo. 
La  circunstancia  de  pedirse 
reposición  de  la  sentencia  de 
que  se  reclama,  no  siiHpende 
el  término  sefialodo  por  la  ley 
pan  anundar  el  recurso  de 
casación.  Este  termino  fa- 
tal y  es  improcedente  oí  recur- 
so de  (tasación  que  dentro  de 
él  no  se  aimncia.  -  Cas.  tt  Julio 
1904  


Ilf 


'     te  de  Apelacionea,  por  consi- 

I      dorarlo  e  xtemporáneo,  el 

I  anuncio  del  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo  que  admitió 
desput^,  no  suspendí'  el  plazo 
para  formalizarlo  dentro  de 
loa  diei  días  siguientes  al 

[  anuncio.  Si  asi  no  se  hace,  el 
recurso  es  improcedente.  — 

,     Cas.,  22  julio  1901  4M 

66     25.  Poriitalizacithi.  ~  Plazo.- 

I  Cuando  se  anuncinn  conjunta- 
mente los  recui-sos  de  casación 

I  en  la  forma  y  en  ei  fondo,  debe 
formalizarse  el  primero  den- 
tro de  cinco  dia»i,  plazo  que  es 
fatal  y  no  se  altera  por  la  cir- 
cunstancia de  que  se  hayan  in- 

I  terpuesto  tvnjuntamente  am- 
bos recunHM  y  se  presente  el 

I  escrito  en  que  se  formalizan 
490  I  dentro  de  los  dias  que  In  lev 
conceile  para  el  segundo.  Él 
recurso  asi  intei-puesto  es  im- 
prooedente.  -  Cas.,  26  julio 
1904    495 


19.  Plazo.  -  Los  téi*raínoH  de  cin- 
co días  para  anunciar  y  for-  ' 
maliiar  el  recurso  de  casación 

en  la  forma,  son  fatales.  El  se- 
gundo plazo  de  cinco  dios  debo 
contarse  desde  el  día  en  que  se 
ha  hecho  el  anuncio.  Es  im- 
procedente el  recurso  de  coho- 
ción  que  no  se  formaliia  den- 
tro del  plazo.  -  Cas. ,  4  noviem- 
bre 1903   65 

20.  AnioM.  -  PUiio.  -  Hecho  el 
anuncio  del  recurso  de  casa-  i 
ción  en  el  fondo,  el  recurrente 
tiene  el  plazo  fatal  de  d  iez  días 
para  formalizarlo  y  si  no  lo 
formalizare  en  el  plazo  referi- 
do, la  sentencia  quedará  Ar- 
me.-Cas.,  11  mano  1904   253 

21.  Pbtto.  -  Aunque  se  anuncien 
conjuntamente  los  recursos  de 
casación  en  la  forma  y  en  el 
fondo,  el  primero  rio  dichos 
retnirsos  debe  formalizarse  den- 
tro del  plazo  de  cinco  días  con  - 
tados  desde  el  anuncio;  si 

no  se  hace  es  improcedente.  - 
Cas.,  30  diciembre  1903.   298 

22.  ApeUteiún.  -  Multa.  Plato. 

-  siftUeneia,  -  Es  improceilen- 
te  el  recurso  de  casación  en  la 
forma,  formalizotlo  al  sexto 
din  después  de  anunciado,  y 
resuelto  este  punto,  ca  innece- 
sario el  pronunciamiento  so- 
bra la  apelación  concetlitü»  en 
lo  devolutivo  del  auto  en  que 
la  Corte  de  Apelaciones  había 
declarado  la  improcedencia 
del  mismo  recurso  por  tratar- 
se de  un  auto  interioootorio 
que  no  pone  termino  al  juicio 
ni  haoe  imposible  su  prosecu- 
cución.-Cas.,  16 mayo  1904  .  362 

23.  AMiatiión.  -  Multa.  -  Plazo. 

-  SMiímria.  -  Es  improceden- 
te  el  recurso  de  casadón  en  la 
forma  formalizado  después  de 
transcurridos  más  de  cinco 
dios  hábiles  desde  aquel  en 
que  se  anundó.  Esta  ctmside- 
ración  es  de  carácter  previo 
respecto  de  la  que  se  funda  en 
tratarse  de  una  sentencia  in- 
terlocutoria.-Cas.,'  16  mayo 
1904  .164 

94,  FomtalitacÍ¿n.  -  Multa,  — 
Pfaiza.— El  hecho  de  no  hiú>er 
admitido  primeramente  la(.!or- 


IV 

28.  Multa. -Lb.  multa  para  in- 
terponer el  recurso  de  casación 

debe  ser  conaif^nada  al  anun- 
ciarlo, en  la  cuantía  que  co- 
rresponda según  lo  prescrito 
en  el  artículo  974  del  Cód.  de 
Proced.  (ivil.  La  infracción 
de  este  precepto  haccimpi-o- 
cedente  el  recurso  y  no  pue<Ie 
subsanarse  por  el  hecho  <le  qite 
fuera  de  término  se  complete 
el  primitivo  depósito,  pues  és- 
te  es  un  trámite  esencial  áqiie 
rigurosamente  está  xubonlina- 
do  el  recurso  de  casación.  - 

Gas.,  3  octnbre  im   45 

27.  Jlful/n.  -  Pam  Interponer  el 
recurso  de  casación  en  el  fon- 
do contra  sentencia  de  segun- 
da instancia  y  al  anunciarlo, 
la  parte  recurrente  debe  acom- 
pañar testimonio  de  haber 
coneienado  cu  arcas  fiscales  la 
cantidad  de  150  pesos,  xi  la 
cuantía  del  juicio  no  excediere 
de  10,000  pesos  y  de  300  pesos 
cuando  excediere  de  ese  valor. 
Ks  procedente  el  recurso  de 
casación  en  el   fondo  inter- 

f tuesta  en  un  juicio  sobre  nn- 
idad  do  testamento,  cuando 
se  ha  consignado  la  cantidad 
de  IPfí  petios,  aun  cuando  apa- 
rezca clnro  que  el  juicio  rué 
da  Bolire  valores  que  evidente- 
mente exceden  de  10,000  pesos, 
porque  esta  regla  no  ri^e  res- 
pecto de  materias  que  no  es- 
tán sujetas  á  una  determinada 
aprecia<;{ón  pecuniaria.-Cas., 
10  diciembre  1903   UH 

INADHIUBIUDAD 

1.  Improeifdfneia.  -  Es  inadmi- 
sible el  recurso  de  casación  en 
el  fondo  por  infracción  de  los 
wi^iculos  11  y  signientea  de  la 
ley  de  22  do  dioiembro  de  1881 , 

I  contra  la  sentenda  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones  que  admite 
ó  rechaza  lus  inclusiones  de 
municipales.  -  C  S.,  12  no- 
viembre 1903   68 

2.  CiUifleaeián.-  ImproceiUneUt. 
-El  Cód.  de  Proced.  Ciril  ri- 
ge las  contiendas  rivilñ  entre 
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ADMISIBILIDAD 


INMURBLI! 


INSCRIPCIÓIÍ  tu 


partefl  y  Ion  acto»  de  jiiríudic- 
ciÓQ  uo  coiiteiiriosiv,  L-iiyo  co- 
iioriiuiento  uorrcspondu  á  los 
tribtiiinlvs  de  jiistÍL'ia;  y  por  lo 
tanto,  loB  r<.'C'ui-3<M  qu<'  «licKu 
Ckxliito  vstubluut.'  Hulo  puetlcit 
tener  lii^i*  coutm  las  m-wlu- 
oiones  pronunciadas eii  ios  ne- 
gocios a  qup  80  rt'lieie.  -  Ia 
calitictLCióii  de  la  i;ltíc(ñún  de 
miembros  do  una  inunicipiili- 
da«l  es  una  tnotorta  quu  versa 
HObro  la  constitución  de  un 
poder  público  y  que  no  pnede 
miar  rcgiila  por  el  indicado 
Código.  -  Uao.,  IS  dÍL-iembi-e 
19U3   227 

a.  Bgiado  eMt.  -  Imitroctuifucia. 
— MmirípatéM,  ~  Ilntiil&nña,  ~ 
Miamadortrinn.  -  Coa. , !!8 ma- 
yo lUO»   417 

4.  Arrnula miento.-  f'oiuparen- 
fio.  —  Dtríahitrío.—  Iiiiirrorfilmt- 
cia.  —  Omisión.  -  Poñcionst.  — 
Proeettimimlo.-'E»  inadmisí* 
ble  un  recurso  de  casación  íii- 
tfli-puesto  contra  un  fallo  pro- 
nunciado en  uniuicio  especial 
de  desaiiiicio.  fundado  en  no 
haber  actuado  rocoptor  eii  el 
comparendo  respectivo. -C!.  A. 
25  noviembre  IMB  

&.  C'omjKtfmriti.  -  Improefílrv- 
eia.  -  Omi»ii>n.  -  Kn  los  juicios 
de  menor  cuantía  no  e»  admi- 
■ible  et  recin-to  de  casación 
por  la  causal  S.*  do)  ai-ticnlo 
741  del  Cód.  de  Proced.  Oivil. 
-C.  A.,  lU  marzo  lfl(M  374 

tt,  Improa^ffwia,  -  Inaeripeión, 
-  Mulla, -ÜrrriHo  militur.  ~ 
Kl  recurso  de  casación  no  es 
admisible  contra  una  scnton- 
cia  que,  aplicando  la  ley  de 
Reclutna  y  B<<cmpla»is.  pena 
lafiilta  de  inscripción  en  los 
registros  railitaren,  piiex  dicho 
r'H.'urso  ha  sido  establecido  y 
i'ef; lamentado  por  el  Vná.  de 
l'roced.  Oivil  y  este  í!ód.  sólo 
tiene  por  objeto  regir  (>1  pro- 
cedimiento de  las  contÍcnd:is 
civiles  entre  wirto»  y  de  los 
acto»  de  jurisdicción  no  con- 
tenciosa cuyo  conocimiento  co- 
rresponde A  los  tribunales  do 
justicia. -O.  tí.,  14  julio  1!KW.  402 

INCAPAUIDAI».  -  V.  Capariilad. 

Incii>rntk  de  oposición  al  con- 
curso. -  V.  Conrurm. 

InCOMPETRNCIA.  -  V.  Compe- 
tencia. 

1.  Ultra  prlita.  -  Es  incompe- 
tente un  tribunal,  de  alzaúda 
para  pronunciarse  sobre  ta- 
chas, aceptando  las  propues- 
tas por  el  demandante,  cuan- 
do esta  peticii'm  no  le  ha  sido 
hecha  por  esta  parte.  -  Cas.  I." 
abril  1903    1 

2.  -  La  jurisdicción  del  tribunal 
de  alzada  sólo  se  extiende  á 
tanto  cuanto  comprende  la 
apelación,  la  cual  si>  determi- 
na y  limita  por  las  jieticioncs 
que  en  sus  escrito»  de  a^rravios 
CHinsignan  las  iMirtcs,  y  por 
tonto,  salvo  la  fai-ullad  que  en 
caiosdeterminulos  non(»de  la 
ley  para  dictar  pronuneia- 
mienf)  de  oiicio,  no  es  uoDip> 
tente  aquel  trlbanaÍ|Ara  ha- 


cer declaraciones  sobre  peti- 
ciones no  foruiuliidas  por  los 
interesadtnt,  ó  paia  rusulver 
puntxts  no  iitclauiutlos  ó  cun- 
Bent.dos  por  ellos.  -  Mismo 
fallo. 

lKi>EM.viZAL-it>N  de  perjuicios. 

V.  Fe>i»ivi(i». 

Infokmr.  -  V.  Araliio. 

INHDKBLK 

1.  En  la  subasta  forrada  de  una 
finca  que  se  vende  como  cuer- 
po cierta,  ae  comprenden  los 
bienes  de  que  habla  el  art.  570 
del  Código  Civil. -C.  A.  14 
noviembre  1903.   83 

2.  /H/#rMn/or.— ¿f<ií!M«írf». -  No 
procede  el  secuestro  judicial 
ele  bienes  inmuebles,  ('uando 
se  demamla  el  <lominio  ú  otro 
derecho  real  constituido  sobre 
un  inmueble,  el  ix>secdor  »igue 
gozando  de  el  hastia  la  senten- 
cia definitiva  pasada  en  auto- 
ridad de  <«8a  juz]puia  y  el  ac- 
tor tiene  derecho  do  provocar 
las  providencias  necesarias 
para  evitar  todo  deterioro  de 
la  cosa  y  de  los  muebles  y  semo- 
vientes anexos  á  ella  y  com- 
prendidos en  ia  reivindicación, 
si  hubiere  justo  motivo  de  te- 
merlo ó  tas  faculuides  del  <le- 
mandado  no  ofreciei-en  suñ- 
ctetite  g;irantia,  según  lo  esta- 
blece el  art.  QOi  del  Cód.  Ci- 
vil. El  ait.  del  Cód.  do 
Proced.  Civil,  <leclara  que  hay 
lugar  al  nombiamiento  de  in- 
terventor en  este  caso,  asi  como 
ol  are.  281  dispone  que  el  se- 
cuestro judicial  procede  en  el 
caso  del  art.  901  del  Ciid.  Ciril 
ó  0ca  cuando  reivindicánrloso 
una  cosa  corporal  mueble, 
hubiere  junto  motivo  de  temer 
que  so  pierda.  Estas  disposi- 
ciones demuestran  claramente 
que  no  procedo  el  secuestro  ju- 
dicial  de   los  bienes  i-aices. 

O.  A.  7  noviembre  lyUT)  ....  106 

3.  AnintítU».— Araliio.  ~  C'oníip- 
buc'ón.  -  lUríamariófí: — Entre 
los  haberos  inmuebles  sujetos 
al  impuesto  de  este  nombre, 
no  está  ni  puede  estar  com- 
prendido genero  alguno  de 
animales,  pues  el  art.  IJ6  de  la 
ley  de  Municipalidad  s  esbi- 
iiltico  expreB:iment-e  que  todos 
lus  anímales  son  haberes  mo- 
biliarios para  lo«  efectos  del 
impuesto. -C.  A,  23  noviem- 
bre 1903    202 

4.  AiljiuticadÓn.  -  Hlpotmt.~ 
Insfiripción.  -  Ohjrto  ilícito.  - 
Sori^lati  ronjfugal. SumsiJn. 
2'«>'cvn'fa. -Adquirido  un  in- 
mueble durante  la  sociedad 
conyugal,  el  derecho  que  á  ¿1 
tenia  uno  de  los  eón]^u(;es  se 
trasmite  por  su  fallecimiento 
á  sus  hei-edei'os,  y  el  otro  cón- 

Íugo  no  puede  válidamente 
ipotccarlo  sino  eventualmen- 
te,  para  el  caso  de  pas&r  á  ser 
de  su  exclusivo  dominio  con- 
forme al  art.  241Sdel  Cód.  Ci- 
vil. -Cas.  23abril  1904   395 

5.  Apr«etneián.  -  Inttntnumto 
prituuto.  -  Poimián.  -  Una 
niquina  d«  elaborar  nytdaiai 


CLUc  forma  un  establecimiento 
industrial  adherido  al  suelo  y 
destinado  á  la  explotación  del 
j»i'e<lio  en  que  se  encucntin, 
aunque  mueble  pi<r  natuiale- 
Ui,  ^BMUT  á  ser  inmueble  por 
so  destino  y  es  susceptible  en 
este  concepto  de  ser  compren- 
dida en  nna  querella  posráoria 
de  i-estitución.  -  Cas.  38  mayo 

19W   421 

6.  Mrilida»  prérautorifi».  -  Rñ- 
vindicación.  — S&ruenlru.-Ti'a- 
tJÍt)do.se  de  reivindicar  un  in- 
mueble, no  procede  el  secues- 
tro del  mismo  durante  el  jui- 
cio, conforme  al  art.  902  dol 
Cód.  Civil  y  283  del  Cód.  de 
Pi-oced.  Civil  que  antorita  el 
nombraniionto  de  un  interven- 
tor. -  C.  A.  11  marzo  1904   r>S2 

INDCUPCION 

1.  PoMtfíiL—QuimUa. -'Luin»' 
cnpclón  del  titulo  de  dominio 
no  es  Ruticieute  prueba  de  la 
posesión  del  suelo  cuando  no 
se  justiticahabcrejecutado  al- 
gún acto  de  aquellos  &  que 
sólo  da  derecho  el  dominio;  y 
por  consiguiente,  el  quei-ellan- 
te  que  sólo  invoca  la  posesión 
legal  deri^-ada  de  la  inscrip- 
ción, carece  do  la  condición 
jurídica  primera  y  esencial  de 
la  posesión  tranquila  y  no  in- 
teirnmpida  durante  un  afio 
completo  anterior  A  la  fecha 
del  acto  de  molestia  ó  embar- 
go opuesto  1^  ella  por  otra  per- 
sona, que  la  ley  exige  para 
poder  entablar  una  acción 
posesoria.  -  C.  A.  4  dicienibi-e 
1903   321 

2.  AtljHtlimciJn.  -  fíipoUra,  - 
Inmimhl*.  -  Objríoiticilo.  - Sn- 
nVí/ci'í  rouynijal.  -  Sucfnión.  - 
Terrería.  -  lia  falta  de  _  ins- 
cripción del  titulo  de  adjudi- 
cación de  un  inmueble  A  unoa 
menoi-es  no  obsta  para  acep- 
tar la  acción  deducida  por 
ellos  como  terceristas,  si  apa- 
rece que  la  cosa  embargada 
fué  adquirida  por  la  sociedad 
conyugal  cuyos  contitiua<lo- 
res  en  el  dominio  han  llegado 
á  ner  los  mismos  terceristas  á 
virtud  de  la  adjudicación. - 
Cas.  23  abril  1901   396 

3.  CaxariM.  -  i^ecuciín.  -  Prtt- 
hOtiríñn.  -  ftmtfiiria.  -  Exis- 
tiendo una  prohibición  judi- 
cial de  enajenar  ó  giavar  un 
fundo,  inscrita  con  antertori- 
dad  ¿  la  fecha  en  que  la  perso- 
na A  quien  «e  Impuso  dicha  pro- 
hibición lo  vende  A  un  tei"ccro, 
no  puede  procederse  á  cance- 
lar dicha  prohibición  é  inscri- 
bir la  compra-venta  sin  que 
en  la  instancia  sea  oido  el  ter- 
cero qne  obtuvo  la  prohibi- 
ción.-Cas.,  28  mayo  1004....  415 
4.  -  Improredmcia.  —  Multa.— 
Suri-icio  militar.  -  La  falta  de 
inscripción  en  los  registros  mi- 
litares es  penada  con  arreglo 
á  los  articuló^  36,  37  y  39  de  la 
ley  de  i-echitas  y  reemplazos 
con  multa  e  inhabilitación  pa- 
ra cargos  y  oficios  públicos 
mientras  los  infractores  no  lla- 
gan el  servicio  de  un  tAo  en  ol 
^éraito.  -O.  S..  U  julio  IBM..  498 
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IXBINI'AOIÓN 

CaBariúu.-lHmurUiH.-M^rfHCM. 
~VUm-¡Mt¡lii,  VA  liech*»  ile 
haber  ptux-ibiilo  t-l  duiiant«  loa 
(lerechos  horcUtarim  cetlido» 
y  haber  disimeato  de  lo  que 
ponñluó  ant4-<i  <1«  la  inniniia- 
viói)  qiiR  DO  hizo  mi*  tarde,  no 
acarrea  ni  1%  iiultdad  ntlatne- 
ticacia  lie  la  d^iuiuit'ni  porque, 
constituida,  le(piline»t«,  acep- 
tada y  notificada  la  uco|jta- 
cióii  al  donante,  ya  no  pni^Ic 
t-I  revocarla  ú  hu  nrbitrio,  y 
menoi  cnando  «>l  donanto  yu 
falluuido  miinifvMió  #a  intfii- 
cíóii  do  pt-nüvt'iar  vrn  ella.  - 
U.  A.,  1*7  dictuinbn*    'XtA 


INSrBt'liíN 


Omiaiótt.  -  Líi  inupeccióii  [km  íio- 
nal  Boliritada  on  'i.'  instancia 
constituye  una  KÍmplcdilii^rn- 
i'ia  proltatoria  do  iiln-o  ai'cp- 
tación  para  ol  Tribnii:il  do  Al- 
zarla y  ni>  iinf>ortan<lo.  en  i'on- 
seciiencia,  dii;ho  trámite,  sw- 
ñón  n  pt^tioiún  xnatiincial  de- 
ducida ]ior  vi  diüuniidanto  ó 
pxceitcióii  aleffada  por  el  de- 
mandado sobro  Ihh  cnale»  de 
hiera  vvi-sar  la  Hent<mda,  no 
es  leg:dnii?iitc  necesaria  qne  la 
(7oi*tc  de  A)ielaciom'H  ha^r-^ 
loencíón  expresa  det-sa  aolÍi-i- 
tud  en  bU  fallo.  No  en  tampo- 
co iiecetarío  que  v\  Tribunal 
de  Alzarla  tie  proniux-ie  Ínni«!< 
diatameiitc  sobre  ella  cuando 
no  tte  formula  como  nn  inci- 
dente previo;  ni  «o  reclama 
de  la  pittvidencia  que  manda 
tener  presente  la  pctioion  eit 
la  viata  de  la  cansa.  -Cos.,  21 
maraolQOl  m 


ISarRUMENTii  rRtVADO* 

Aprfcitivi'in.  -  Iiinin*'h/n.  -  Pon'- 
t^H.  -  LoH  d'>í;umpnt(iií  oxpe- 
didoH  por  \m  fiiiK-ionarioa  pu- 
hlLeos  respecto  dt!  actoH  en  que 
han  intervenido tín  razón  de  au 
oHcio,  Hon  dci(.'nnient(>s  autén- 
ticos á  los  ciiítles  no  ca  aplica- 
ble la  diH[K>^i('i<>n  «leí  articulo 
Xtidcl  Cod.  de  Procod.  Civil. 
-  Oaa..*2rtmayo  19(U.   421 

UfTSOKXUíÚN  del  tribuntü. 

CoMeitÍN.  -  OttiÍMÍ¿n.  -  Cuando 
haya  de  úitej^i-anto  una  ítala 
con  niiembroH  que  no  perte- 
neju^an  a  aii  personal  ordina- 
rio, antes  de  comenzar  la  vis- 
ta de  la  «ausa,  se  debe  ponov 
por  conducto  del  relator  ó  del 
Mcretariu  en  conocimiento  de 
las  parteít  ó  do  aua  ahogarlos  el 
nombre  de  loa  integrantes,  y 
■e  pi'oou<lerá  á  ver  la  causa  in- 
auniatamonte  si  no  se  roela- 
more  de  palabra  ó  por  eacrito 
implicancia  ó  recuaaciún  con- 
tra alguno  doellox. -Si  falta 
esteaviao,  es  nula  la  senten- 
cia por  haiwr  sido  pi-onuncia- 
ría  por  un  tribunal  intesrado 
en  contravención  á  la  ley.  - 
Gas..  1.»  diciembre  1903  t  96 


1NTBR¿8  ACTI'AL 

Arfn."  Miiuifel^adi'ti.  -  Pn'tn- 
n^r/d.  -  Loí«  Aviadorea  de  las 
minos  de  carbón  de  piedia  ilu 
una  ancnaióii  <-oncuniada  de- 
lien  reputarse  U>rceiYM  en  el 

{uicio  seguido  con  motivo  de 
&  oportíciún  qne  el  repr<»cn- 
tante  de  la  suueidún  tema  for- 
mulada contra  la  manífoata- 
eión  de  minas  submariuns  que 
oti-oe  pei-sonos  habían  he<dio 
con  anteriondad;  y  no  tienen 
dei-ec'ho  li  (ifjurarendieho  jui- 
cio por  no  haitcr  constancia 
de  qne  la  HUL-c^ión  referida 
ten|;a  constituida,  con  arreglo 
ñ  derecho,  propiedad  minem 
aoiii'cCMOüL'arlioneH,  y  no  cona 
tar  que  enoa  aviadores  tengan 
algún  denicho  comproni«;tido 
en  el  juicio,  de  quo  eninno  au 
intenu  actual  en  su  resultndo. 
-  C.  A  .  15  diciembre  mn   fil7 

IS'TKRNAI'H'iS 

Mfn$ura,-Miim,~  VUilu.-  Ija 
viaita  de  las  niiiuu)  pam  el 
efecto  do  determinar  ai  exiatu 
internación.  proce<lo  aunque 
la  mina  no  eatc  niennurada.- 
C.  A..  12  marzo  1904  «73 

INTBRPEETACtÚN 

1.  T^ntam^itit.  -  No  impoi-ta 
infracción  del  articulo  lUtft) 
il«l  (kifl.  Civil  la  interpreta- 
ción de  la  volunt  d  de  la  tes- 
tadora, tomando  ]Hii-n  i  llo  en 
cuenta laauBtaneiade  in»  cláu- 
Bulastestamentariait  antea  que 
*a  tenor  literal  y  tnl  int(>i-|)re- 
toción  no  influyo  sustancial- 
mente  en  lo  dispositivo  del 
fallo  cuando  ae  hace  una  mera 
apreciación  de  los  antecetlon- 
tes  producidos  dui-ante  el  jnj- 
cío  con  el  fin  de  interpretar  la 
intención  de  la  testadora  y  no 
la  naturaleza  iuridica  du  la 
condición  eatabieciil.^  en  d  icha 
cláusula.  -  Cas.,  lU  octubre 

líMS   85 

2.  A/trfcitiríátt.-  Arlo.  -í7oní/í- 
ri.fM.  -  luf^r/n-Ktariou.-  Hmin- 
r^neión.  -  T^miiniiríiin.Si  no 
aparece  de  autos  aue  en  la  in- 
terpretación qne  naco  la  sen- 
tencia pora  establecer  que  on 
el  contrato  no  se  tiju  plazo  á 
la  terminación  do  loa  avíos,  so 
han  inflingido  huí  dispoaicío- 
nes  del  título  XIII.  Libro  IV, 
del  Cód.  Civil,  la  aplicación 
de)  artículo  140  del  Cód.  de 
Minería  es  correcta  y  no  in- 
fringe la  ley  sino  que,  al  con- 
trario, hace  una  rertern  apli- 
cación de  ella. -Cas.,  O  abril 
1904   ao3 

iHTiKBUPtüiW  de  prescripción. 
-V.  Pmisrtpetiitt. 

iNTBEVBirroa 

InmufhU>.-SMur»lro.  —  Ctmndo 
se  reívindioa  nn  inmueble  y 
hay  justo  motivo  de  temer  que 
te  deteriora  la  cosa  ó  los  mue- 
bles y  seaioTientes  anexos  á 
'  ella  y  nomprendídos  en  la  rei- 
I     Tiudlcación,  y  lan  fiunilttulsi 


del  demandólo  no  ofrecieren 
suficiente  ^(anuitia,  procede  el 
nombramiento  de  {iit«r\'«ot^r 

y  noel  Boci.estro  judicial  que 
sólo  tiene  liignr  tratándose  de 
bienes  mueblts. -C  A.,  7  no- 
viembre VOffi.   166 


Jl'fcK 

1.  Catacién.  -  Vamp^t^riti.  - 
j{#n/^Rrta.--lAaentAncta  dicta- 
da por  un  jnez  nombrado  para 
servir  en  calidad  de  suplente, 
mientras  el  propietario  dcsem- 
poitaba,  en  igual  carseter,  los 
funcionea  de  juez  letnflo  en 
otro  du|K)rtamcnto,  nombrii- 
micnto  este  liltimo  que  ae  hím 
á  prouueata  en  terna  del  Con- 
sejo Ae  E«t.;ido,  |>cro  Htn  lista 
jirevia  preseiitaiLa  por  la  rrai- 
pectiva  Corte  y  en  virtud,  por 
lo  tanto,  del  proceilímiento 
estableeido  en  la  ley  «le  U)  do 
enei-n  de  ISOTi  para  el  nombra- 
miento dejnecea  letrados  in- 
terinos ó  suplentes  que  boga  el 
Presidente  de  la  República 
sólo  por  un  periiidn  de  tiempo 
que  no  pase  <ie  cuatro  meses, 
es  nula  si  lia  sido  expedida 
después  de  los  expresados  cua- 
tro ineacs,  por  estar  ya  priva- 
rlo el  nombmdo  de  la  facultad 
que  corresponde  al  juez  para 
foiinrer  de  los  nep)cios  que  la 
ley  h»  colocado  dentro  de  la 
esfera  de  sus  atribuciones,  que 
ea  lo  quo  (instituye  la  compe- 
tencia. -  V.  A,,  Cas.,  úi- 
viembrellN»   £14 

2.  Ift  faculta<l  especial  de  nom- 
brar los  magixtmdos  de  loa 
tribunales  superiores  de  justi- 
cia y  los  jueces  letrados  de  !.■ 
iintencia  que  corresponde  ni 
Presidente  de  la  República,  no 
puede  ejercerse  sino  en  la  for- 
ma ordenada  por  In  ley;  y,  por 
lo  tanto,  aunque  en  el  nom- 
bramiento del  jnex  tupiente 
que  pninunoióeffallo  atacado 
se^  le  detfignaba  para  servir 
inientiUíi  el  pi-opietario  desem- 
pcñiu-a  en  igual  carácter  otro 
juzgiulo,  debe  entenderse,  da- 
da la  forma  en  que  se  procedió 
á  tal  nonibramiento,  que  éste 
nopndopaaar  del  término  de 
cuatro  meses,  con  arralo  &  las 
leyes  de  19  de  cnci-o  do  1888, 
18  do  enero  <lo  1884  y  10  de 
«ñero  de  1SÍ15,  cuyas  disposi- 
ciones, encaminadas  al  moior 
acierto  en  lá  elección  de  loe 
magistrados  judiciales  son  to- 
das de  orden  público.  -  Mismo 
fallo. 

3.  ^wfftor. -Desde  la  vigoueia 
de  la  loy  dfc  3  de  agosto  de 
180S  loa  jueces  de  letras  no  es- 
tán obligadus  á  lervir  de  au- 
ditores de  marina.  -  C.  A.,  12 
enero  1904   431 

JITlCiODE  MENOR  i^VANTÍA 

Ada.  -  Camvv'tu.  -  Kn  un  juicio 
verbal,  de  camercio,  tIe  menor 
cuantía  es  dilifcemña  ¿trámite 
esencial  el  acta  on  qno  deben 
contiKnarM  la*  to:>idonee  da 
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laa  partea,  y  su  omisión  ea 
oauwil  de  casación.  -  Ü.  A., 
Caá..  8  octubre  IMS   231 

JUBlSDUxoi^N.  —  V.  Comprítn- 

Apelarióa.  -  Aitrtciación,  —  l>t- 
reehm.  -  Obieív,- Suttrogad^H. 
-  Título.  -  V.  AittJnriáu.  (Kú- 
iitero  •!).  -  Oa».,  25  abiil  ltiü4. .  310 


UHION  ENOBHK 

Adhtrimii-nto.  —  Ntil Mud,  -  Pro- 
hibiritin.  -  La  lesión  enorme  no 
eH  procmlente  cuando  ae  tmta 
de  acciones  y  <lere<-ho!t  á  una 
rosa  común.- U.  A.,  30  no< 
viembieim   a»5 

LETRA  J>E  CAMBIO 

1.  Atrifin  fjfnitirti.  -  El  librado 
qiiu  pa(¡a  una  leti-a  ciraili  en 
su  contm  no  tiene  acción  eje- 
cutiva respecto  del  librador 
|>ara  el  rccnibolRo  de  im- 
porte. -Cns.,  4  ngosto  IHtti.  ..  10 

'¿.  ArrímtfjrciUirtt.-l'ruttstn.- 
TUulo  fjfr.utiro.  —  I>:i  acción 
ojecutivii,  kír  necesidad  de  i-e- 
conocimiento  de  firma,  la  le- 
tra de  i-ambio  "rcHpevto  dd 
aceptante  quo  no  hubiere 
puesto  taclia  do  faiscilad  á  su 
nooptacióii  ni  ticm)io  de  pro- 
testar ia  lotm  por  faltA  de  pa- 
Ro".  -  (J.  A..     di<-icmbr«  IMKÍ  .^IS 

3.  Siendo  la  letra  do  cambio  Húlo 
un  instrumento  pai-a  ejecutar 
un  contKvto  de  rumbic»,  deben 
ronsidrmrse  incorpoi-adas  á 
ella  toda»  liis  leyes  vigentes 
ni  tiem|n>dí>succlcbraf;ión  y 
entre  ellas  el  aiticnlo  070  del 
Códieo  de  Comei-L'io,  qtie  ha 
venino  á ser  adt.<nui!<,  lOntirma- 
dn  por  k\  articulo  ^rwi  del  c:<id. 
deProccd.OiTtl  -  Mismo  fallo. 

4.  Atetó»  rjecntim,  -  Kscr^if 
ri¿n  df  fxilimiad.  -  I'rotfiiftK  - 
Ututo  fjrnUiru, —  Lft  letiTV 
de  cambio,  aun  sin  nccetídiid 
de  reconocimiento  de  brma, 
da  acción  ejecutiva  rcsiiecto 
del  aceptante  (|U0  no  hubiere 
puerto  tacha  de  falsedad  á  su 
aceptación  a\  tiempo  de  pro- 
testar la  Intnt  por  falta  de 
pago.-0.  A.,  ISniarzoinH..  .".00 

LKTRfcUO 

Ponmñun.  -  (¿tifrríta.  -  Es  nece- 
sario probar  la  posf^Mión  de  la 
pai-cd  divisoria  con  el  nrcdio 
vecino  en  que  el  dueño  <u;  ésta 
lia  escrio)  avisos  referencia-es 
a  un  diario  que  e<)itaen  dicho 

RrediOt  p:ira  poder  boriar  loa 
ítreros  puestos  aht  y  reeni- 
plaarloH  por  otros  referentes 
ál  diario  que  publica  el  otro 
propietario,  no  sicnrUi  prueba 
suficiente  el  titulo  de  dominio 
de  la  propiolod  ni  la  circuns- 
tancia do  no  haberse  pagado 
adn  el  terreno  expropiado  p:v- 
ra  la  callo  pública  y  que  for- 
ma actualmente  pnrte  do  la 
acera  destinada  al  tnVnsito, 
ftunqiK!  on  la  oompta  de  la 


pi-opicdoil  haya  entrado  el  de- 
I  echo  para  reclamar  el  valor 
del  tcrifiio  con  que  *e  ba  da- 
do enttanche  á  la  vía  público. 
-C.A.,l»(jiiniol!)04    446 

L^Y  DK  JlLl-OHOI,!».— V.  3fví- 
ta. — JWtnU.  -  Ittrtamacli>H. 

Ligi;ii>A(-Ii'>K.  -  V.  SorMail 
ronyugnl. 

toe  AL 

OJIHnt  M  JttMittro  Cirll. -ho% 
oficiales  del  Kegistro  Civil 
deben  mantener  una  ntioina 
pai-a  el  Hcrvicifi  del  piiblieo,  es 
(  titu  una  de  lasol)li;;ucione:4  ile 
su  carjto  v  no  se  les  dvbo  por 
ello  i-eti'iuiieióii  uli;iina,  Ksta 
concluHÍóii  se  corrolioni  con  el 
hecho  de  que  on  ta  ley  de  pre- 
supuestos se  cotmultaii  diver- 
sos itcni  para  arrendamien- 
to de  oticiuns  pani  dctemiina- 
doH  oticiales  civiles.  ■  O.  A.. 
21  abril  lOM   '435 


M 


HA DATO 

1.  Aprn-iaelón.  -  ArmtdttmUn- 
lo.  -  tifulm;  —  V.  ^rrMida- 
»if*n/o  (N'úms.  Iy2).-Cas.,  \H 
atrosto  11103   L3 

2.  VtiMtrí'in.  -  JUnutirtH.  -  El 
mandatario  no  puede  renun- 
ciar sin  notificación  pi-evia  de 
su  mandnnte  y  no  es  valiibv  la 
ritaciún  pam  Kentoncia  queeii 
exte  caso  so  haga  &  los  vstni* 
dow.  —  C.  A.,  18  noviembre 
IflUS   233 

3.  Adhfriuiifiifa.  -  Canarióti.  - 
fíilaii¿H- -  XtttiflwriJH.  -  Onii- 
kIóh.  -  El  mandato  otorgado 
por  el  lierixlero  piii  a  repi-esen- 
tarlo  en  un  juicio  iniciado  por 
un  Icgatnrio  sobre  nulidad  ríe 
una  cancelación  d(>  demias  A 
favor  de  la  sucesión  y  pflgo 
do  un  legado  no  es  suficiente 
para  ivprBsentai  lo  cu  la  gin- 
tión  provocada  por  el  ndheri- 
miento  de  otro  Icfraiai  io  ciuo 
se  pi-csentó  en  el  niixiiio  juicio 
demandando  el  pa^co  de  otro 
legado,- íJoM-,  11  marzo  1904  .  231 

4.  AdiHiHinlrdciiti.  -  Apmria- 
ríiin  <lf  lot  bfrho».  -Farlor,- 
RécoHociiuiftito.  -  El  manda- 
tario e--tii  obligado  á  ceiúi-se 
rigorofamente  á  los  términos 
del  mandato,  fuera  de  Ioh  ca- 
sos en  que  las  leyes  ¡e  autori- 
zan i«n-a  obiur  de  otio  modo; 
y  el  mandato  no  cotitíei-t.-  natu- 
ralmente al  mandatario  mus 
que  el  písler  de  efectuar  los 
netos  de  ailmiuiitración,  como 
pasarlas  deudas  y  cobrar  los 
créditos  del  mandante  perte- 
neci-ínt»  s  unos  y  otros  al  giro 
ndminintrativo  ordinario;  per- 
seguir en  juicio  á  los  deudo- 
res, intentar  lasaceioncs  pose- 
Boiias  c  interrumpir  Ins  pi-es- 
cripciones  en  lo  tf>cante  á  di- 
cho giro;  contratar  las  repara- 
ciones de  las  cosas  que  admi- 
nistra; y  comprar  los  materia- 
les necesarios  uara  el  cultivo 
ó  benelteio  de  las  tieii-H,  ini< 


ñus,  fábricas  ú  otros  objetos 
de  industria  que  m  le  hayan 
encomendado;  necesitando  de 
poder  especial  paia  todos  los 
actoa  que  salgan  de  estos  limi- 
tes: y  no  se  entenderá  antorí- 
xado  para  alterar  la  sustiincía 
«leí  mandato,  ni  paiu  tos  actes 
que  exijan  iKidercs  ó  cliusu- 
las  especiales  aún  cuando  na 
Aé  al  mandatario  la  facultad 
de  obmr  del  modo  que  más 
conveniente  Icparexca.  -  Cas., 
28  abril  11)01  40S 

5.  Bn  consecuencia,  el  mandato 
conferido  ú  ana  jiersona  para 
adminÍNtrar  una  car-a  de  co- 
mercio de  quincallería  no  lleva 
consigo  lu  facultad  decontraer, 
á  nombre  del  mandante,  uro- 
pietario  do  dicho  ne(roeio,  deu- 
das pi-occlentcB  de  contratos 
de  mutuo  que  no  se  pruebo 
haber  sido  contmidas  en  servi- 
cio de  la  adniinistmción  del 
mismo  negocio,  no  sitando  bas- 
tante autorÍ7;aci<'iu  pura  ello 
la  cláusula  especial  contenida 
en  el  poiler,  de  que  el  manda- 
tario pueda  celebrar  contra- 
tos de  cuenta  coniente  para 
el  giro  del  negocio,  como  quie- 
ra que  el  conti-ato  do  mutuo 
ordmario  es  enteramente  di- 
vci-so  de  a(|uel.  atendida  la 
natuiuleza  juridica  de  onoy 
otro.  -  Mismo  f¡illo. 

6.  Esta  Holucii  u  no(»nibíapor 
el  bochodetiatarse  de  un  fac- 
tor de  un  e^tabk■ci miento  de 
comercio,  pues  los  factores  ho 
entienden  autoiítadoa  sólo  pa- 
ra los  actos  que  abnuf*  la  ad- 
ministración del  establecí- 
miento  y  no  se  entienden  fa- 
cultados paiu  celebi-arcontra- 
tos  de  mutuo,  no  correspon- 
diendo tal  contrato  al  giro 
ordinario  del  establecimiento, 
y  no  siendo  celebi-aJo  por  or- 
den del  comitente  ó  no  ha- 
biéndose convertido  el  resul- 
tado de  la  negociación  eu  pro- 
vecho del  comitente,  ó  no  ha- 
biéndolo ffte  i-atitii-ado  ex- 

fire^a  ó  tácitamente.  íii  bien 
a  violación  de  las  instruccio- 
nes ó  el  abiuio  de  confianza  ila 

Sm-te  do  los  factores  ó  depen- 
lient<.'s  no  exoneran  A  sus  co- 
mitentes de  la  obligación  de 
llevar  á  efecto  lo  que  aque- 
llos bagan  a  nombre  ile  estos, 
no  sncedu  lo  mismo  con  las 
autorizaciones  ó  facultades 
dentro  do  las  cuales  debe 
obrar  el  mandataiio  uara  que 
el  contrnte  pueda  afectar  al 
mandante.  Los  aidoriiaríonei 
conferidas  al  niaiulutario,  de 
las  cuales  ho  oHer.a  tomar  ra- 
lón  en  la  inscripción  de  los 
poderes  en  el  registro  de  Co- 
mercio, pi-e  ven  ida  por  los  ar- 
tículos 22  número  5."  y  339 
del  Cód,  de  Oomei-cdo,  son  de 
muí  diversa  natnraleta  que  las 
\n»trwcií}wii  que  pueden  ser 
y  que  de  ordinario  son  priva- 
das, pamel  manejo  interno 
del  negocio  y  que  no  es  necesa- 
rio conozcan  fon  tei-ceros  que 
contratan  con  el  nianilatarío, 
desde  que  no  les  afecta». - 
Mismo  fallo. 

7.  Bl  recfmocimiento  de  la  fli*- 
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ma  de  un  documento  herbó 
por  an  mandatario  con  poste- 
rioridad al  oonocimiento  que 
ha  tañido  de  la  revocación  de 
su  mandato,  hecho  do  que 
también  ae  deja  constancia  en 
la  diligencia,  no  puede  coiwi- 
derano  como  el  reconocimien- 
to "del  deudor"  que  exigía  la 
loy  de  8  de  febrero  de  1S37 
para  dar  mérito  ejecutivo  á 
un  documento  privado.  -  Mis- 
mo folio. 

MANIPESTAOII^N 

1.  Mina.  -  Plazo.  —RtgiMtro.  - 
Bl  plazo  do  W)  dias  pam  ratifi- 
car el  rej^stro  y  labrar  el  pozo 
debe  contano  desde  la  forha 
de  la  providencia  recaída  on 
la  solicitud  de  mnnifestivcíón 
y  no  d<sde  el  rettisti-o  de  ésta. 
-O.  A.,*í*octnhreUK«   270 

2.  Presentada  In  solicitud  de  i-a- 
tificoción  dol  rcRistio  flcntro 
de  los  90  dias  contadon  desdo 
esa  fecha,  se  llenan  huiexigen- 
eias  li^K^es  y  no  es  necesario 
que  el  roeistro  do  la  mtilioa- 
ción  flo  haga  tiirobién  dentro 
del  mismo  término,  pue»  el 
articulo  11  del  Cód.  de  Mino- 
ría pena  con  la  pérdida  de  de- 
i-ecnos  la  falta  de  ratificación 
más  no  la  folta  de  registro  de 
«lia,  la  cual  sólo  tiono  como 
sanción  la  falta  de  titulo  pro- 
visorio para  el  denunciante. — 
Mismo  fallo. 

míe 

Varbán,  -  Contienda.  -  Mar  tr- 
rrüoriai.  -  Policía,  -  Los  tm- 
bajOH  de  extracción  de  carbón 
V  otros  objetos  quo  existan  en 
Tos  puertos,  aiitoi-ixados  por  el 
juez  provisoriamente,  desdo 

aue  deben  llevarse  A  efecto  en 
1  mar  tenitorial,  que  es  de 
dominio  nacional,  sólo  pueden 
ser  autorizados  por  la  autori- 
dad competente  scgi'in  las  dis- 
posiciones del  Cód.  Civil  y  de 
las  ordenanaui  generales  y 
locales,  y  nadie  puede  f»>ns- 
truir  sin  pemiiM}  especial  de 
la  autorida<]  competente,  obra 
al^na  sobre  las  placas  y  de- 
más lugares  de  propiedad  na- 
cional. La  facultad  de  conce- 
der este  permiso  corresponde 
á  la  autoridad  ailminiiitrativa. 
Con  arreglo  A  la  Oi-donnnxa 
Genera]  do  la  Armada  y  al 
Rwlamento  de  5  de  octi:bre 
delS87,  ála  autoridad  niari-. 
tima  corresponde  lo  concer- 
niente á  la  policia,  seguridad 
y  limpíela  de  los  puertos.  - 
UtNis.  de  Est.  18  enero  lOM... .  W. 

MATADERO  VtKHOO 

1.  Arrmdamitmto.  -  CorniMUn- 
tía.  -  Municipalidad.  -  Es  li- 
cito y  arreglado  A  la  ley  el 
contrato  en  que  una  munici- 
palid&d  da  en  arrendamiento 
el  ramo  de  entradas  del  mata- 
dero público. -O.  A.,  18  di 
olambre  1903   371 

2.  Carecen  de  competencia  los 
tribunales  de  justicia  para  ha- 
cer declaraoioooa  do  orden  ge- 


neral como  la  quo  tiene  por 
objeto  establecer  quo  la  Hu- 
nlcipalidad  no  tiene  facultad 
do  imponer  ol  cobro  de  nn 

centavo  por  kilogramo  de  car- 
ne que  8G  introduzca  al  mata- 
dero póblico,  ya  que  esto  no 
se  retiere  A  hechos  determina- 
dos que  afecten  derechos  del 
demandante.  Por  (ronsiguien- 
te,  no  procetlo  la  declai-ación 
de  nulidad  del  contrato  do 
arrendamiento  del  nuitatlero 
publico  ftmdada  en  osa  decía 
ración  previa.  -  Mismo  fallo. 

Medianbkía.  -  V.  AUimlona. 

-  Vfrramimtü, 

MEDIDAS  PCBi'AVTORIAcI 

1.  Improtiftlmeia.  -  Ultru-prli- 
ta.  -  Vinta  ilit  In  C'iuta.-  La 
cii'cunstancia  de  no  tener  el 
deudor  otros  bienes  que  los 
que  son  olijeto  de  una  medida 
prccnntoria  i-evooada  por  el 
tribunal  do  alzofla,  no  es  cau- 
sal que  autorice  la  casación 
en  la  forma  de  una  sentencia 
intci'loGutoria.  --Oas.,  2i  di- 
ciembi-e  im    -28» 

2.  PrttÍmgniniento.—R4i:tuttcií^n, 

-  El  fallo  que  al  rechazar  la» 
medidas  precautoria»  se  Iwsa 
en  que  Ion  auteceflentes  del 
nuovo  juicio  do  divorcio  enta- 
blado por  la  mujer  contra  el 
marido  por  adulterio  c  incesto 
son,  en  el  fondo,  los  mismos 
que  sinrieroD  do  base  A  uu  jui- 
cio ant^or  de  divorcio  pin- 
nialos  tratamientos,  importa 
un  prejuzgara icnto  ile  la  cues- 
tión que  se  ventila  en  el  nue%'o 
juicio,  A  que  os  aplicable  la 
diaposirión  del  inciso  S."  del 
articulo  13(1  del  Cód.  do  Pi-o- 
rodimiento  Civil. -C.  S.,  14 
abril  19IM  312 

"A,  Copia.  -  Demanda.  -  Sotifiea- 
»!Írf«.  -  Teniendo  ronocimiento 
el  demandado  de  ta  domanda, 
aunque  se  haya  prantícado  su 
notitícación  en  forma  indebi- 
da, pueden  mantenerse  las  me- 
didas precautorias  decretadas 
provisionalmente.  -  C.  A.,  2^1 
junio  1904   507 

4.  Inmut^tf.  -  Seriifsíro.  -  Si  pb 
reivindica  nn  inmueble  no  pro- 
cede el  so<;ue!ttro  del  mismo 
dumntc  el  juicio,  conforme  á 
los  articulo»  902  riel  C.  Civil  y 
2fSi  del  C.  de  Pi-oced.  Civil, 
que  autorizan  el  nombramien- 
to de  un  interventor, -C.  A., 
7  noviembre  lOttl   167 

6,  Inmwblr,  -  lifir-indicaeién. - 
Mecufrírn.  -  Misma  doctrina. 
-O.  A.,  11  marzo  1904    582 

MSTOEAB.  -  y.  ArraviamiéiUo. 
(Núm.  9). 

HBNBUKA 

1.  Afina.  -  Oitotitíán.  -  Plato.  ~ 
Los  colindantea  tienen  el  tér- 
mino  de  diez  dias  para  recla- 
mar la  mensura  preferente 
respec'to  de  la  mina  que  se  tra- 
te ne  mensurar  y  no  es  nece- 
sario que  se  acuso  i-ebeldia 
para  dar  por  terminado  este 
plaio;  pero  el  derecho  para 


oponerse  A  la  mcnsuia  caduca 
de  hecho  una  vez  vencido  «1 
plazo,  en  TÍrtud  de  lo  dispura- 
to  por  el  articulo  49  del  OótI. 
Civil. -C.  A.,  20  julio  1903.... 

2.  Coatt  juzgada.- Mina.— Pla- 
to. -  I^a  sentencia  quo  declai-ó 
el  dcrenho  preferente  A  la  men- 
sura de  una  mina,  produce  ck>- 
na  juzgada  respecto  de  la  peti- 
ción paia  que  en  la  mensura 
^e  i'espeten  las  lineas  de  con- 
tacto que  según  numerosos  in- 
tereses se  habían  fijado  en  el 
terreno  A  oti-as  minas  que  exis- 
tieron en  el  mismo  hifrar.  De- 
clarada la  prioridad  para  la 
mensura  de  una  mina,  puedo 
Ajarse  plazo  para  que  se  efec- 
túe. ~  G.  A,,  24  Septiembre 
190S   280 

3.  Ctibidit.  -  DenuneiaiUf.  -  /V- 
recho  ffitl. — Effcto  Trírwtcti- 
ro.  -  Snlitrerat.  -  La  disposi- 
ción del  articulo  161  del  Cód. 
de  Mineriii  de  1S88,  segón  la 
cnnl  "lus  poseedores  actuales 
de  niinns  podran  constituir 
sus  pertenencias  en  la  forma 
determinada  por  el  presente 
Cóclifio.  sin  perjuicio  de  loa 
deiwlios  a<lquÍrido8  por  ter- 
«■eiW,  disposición  que  tam- 
bién contenia  textualmente  el 
articulo  211  del  Código  de 
1874,  ron  la  única  variante  de 
la  ¡mlabra  "se paradamente*' 
que  seguía  A  la  expresión 
"constituir  sus  pertenencias", 
establi-cia  una  mera  facultad 
que  imclian  ejercitar  ó  no  los 
personas  que  va  poseían  mi- 
nas al  tiempo  (fe  la  promulga- 
ción  de  <lichn  Código. 

No  pidiéndose  oportunamente 
que  la  mensura  de  an  pedi- 
mento de  salitre  anterior  al 
Código  <Ic  1874  so  haga  con 
nri-cglo  á  la  disposición  del  di  - 
dio  articuh»  211  jr  decreto  su- 
premo de  28  dn  julio  de  1877 

?iue,  con  la  autorización  con- 
arída  en  el  artiwilo  3."  del 
mismo  Código,  reglamentó  la 
concesión  de  las  pertenencias 
de  salitre  y  fijó  el  niimero  y 
extensión  de  las  que  podían 
darse  A  los  que  las  solir-itaran. 
no  comete  una  infracción  de 
tales  disposiciones  la  senten- 
cia que  manda  aplicar  on  lae 
mensuras  los  disposiciones  vi- 
gentes antes  déla  promulga- 
ción de  dicho  Cótl  igo  y  ordena 
que  las  pertenencias  do  denun- 
ciantes no  dencubrídores  no 

Eueden  sor  mds  de  dos  y  su  ca- 
ída de  ciento  sesenta  mil  me- 
irw  cuadrados. -Cas.,  22  ju- 
nio 1!<W   450 

4.  Cabida.  -  Dtntautiant^- 
rerho  real.  -  Sferto  retroaitioo, 
—  Snlüreraa.  —  Las  pei-tenen- 
cias  BoticitAdas  en  187,^  A  con- 
tinuivcíón  de  un  descubrimien- 
to hecho  por  otra  persona, 
fueron  concedidas  con  nmeglo 
A  la  Ordenanza  de  Minería  y 
al  dei-reto  supremo  de  2  de 
eneivdel  mismoaño,  que  eran 
loa  disposiciones  vigentes  A  la 
sazón.  La  Ordenanza  citada 
determinaba  en  los  primeros 
artiouloi  dd  tituló  VI  loa  de- 
rechos de  loa  descubridores  de 
vetas  en  oerro  absolutamente 
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nuovo  ó  on  cerro  conocido, 
tliaponiondo  que  iio  so  tuviera 
por  descubridor  al  que  piditira 
mina  niieva  en  veta  conocida, 
permitiendo  á  ésto  adquirir 
ana  pertenencia  por  denuncio: 
y  al  disponer  en  Rehuida  on  oí 
articulo  22  del  mismo  titulo 
que  80  pudiesen  "(lescubrir, 
solicitar,  re^atrar  y  denunciar 
en  la  forma  leferida,  no  sólo 
las  minaa  de  oi-o  y  plata  sino 
también  la»  de  piedras  precio- 
■lA,  cobre,  plomo,  estaño,  axo- 
jfiie,  antimonio,  piedra  cala- 
minar,  binmuto,  sal  trema  jr 
cualesquiera  otros  ftísiles,  ya 
tea  metales  perfectos  ó  medio 
minóralos,  bitúmones  ó  jugoü 
déla  tierra,  <lándoso  paiusu 
logro,  heneñcio  y  l.-iliorio,  en 
los  casos  octirrontes,  las  pro- 
videncias que  c<in-i'Bp«>udun", 
hacia  extcrsivi^a  á  cada  espe- 
cie de  concusiones  raint'r>ts  las 
reglas  dadas  jKira  cnnomlcr  la 
propiedad  y  posesión  de  las 
minas  de  oro  y  plati,  ya  quo 
el  alcance  de  la  cxpreaifín  "en 
la  forma  referida'  no  podia 
limitarse  á  los  meroíi  trámites 
ó  actuaciones  dol  proceilimién- 
to,  <-oino  se  desprende  de  otr^ 
disposicioiie»  de  la  misma  Or- 
denanza y  <lcl  decreto  de  -  de 
enero  do  187-i  y,  en  connocuen- 
cía,  el  número  de  pü-t'iiun- 
oías  que  podi;in  adjudicaise  á 
los  denunciantes  era  el  deter- 
minado por  la  Onlenanza  do 
Minería,  asi  como  su  cabida 
se  determina  por  los  decretos 
vigentes  á  la  feeha  de  los  de- 
nuncios. 
Al  prescindir  ilo  los  deci-etos  de 
Vi  de  septiembre  de  1K76  y  28 
de  julio  de  IK77  para  üjar  la 
tubida,  por  no  halKtrse  mani- 
festado m  voluntail  do  asilar- 
se á  la  diivposifión  del  ¡irtículo 
211  dei  0(kl.  de  MinerÍA  de 
1874,  la  sentencia  no  infrínec 
tampoco  el  articulo  12  de  la 
ley  de  7  de  octubre  do  1861, 
pues  la  cabida  de  las  perte- 
nencias no  puede  estimarse  (;o- 
mo  el  fTOce,  narf^  <i  extinción 
ren^adoB  por  una  ley  posteHor 
en  un  derecho  real  ftdqnirido 
en  conformidad  á  la  ley  ante ' 
rior.sino  que  manitiestameiite 
la  mayor  ó  menor  extensión 
de  las  pertenencias  forma  par- 
te del  derecho  mismo  y  debe 
determinarse  por  la  ley  «fren- 
te al  tiempo  do  la  adquisición 
At  esa  derecho.  -  Ciu.,  o  julio 

im   «tí 

S.-Intpimarión.- Mina»,  ~  Vi- 
tita.  -  La  visita  de  las  mimu 
para  el  efecto  de  determinar 
si  existe  internación  proceile 
aunque  la  mina  no  esté  men- 
aurada.— C.  A.,  12  mai-zo  1904  o73 

Mui^.-y.  ümmra.  (Núms.  1, 
2y6.) 

l.  -  MaH^ettaetón,  -  Plato. 
lUgiHTo.  -  Berátrado  un  des- 
cubrimiento de  una  mina  y 
ratíBcado  sii  registro  no  pue- 
de otra  persona  solicitar  la 
miima  pertenencia. -  C.  A., 
•31  octubre  IWS   27U 

%  El  plaio  de  00  dias  pata  nt- 


tiflcar  el  registro  y  labrar  el 

eio  debe  contarse  desilo  la 
iba  de  la  providencia  rccn,i- 
da  en  la  solicitud  de  manifes- 
tación y  no  desde  ol  repistro 
de  ésta.  -  Mismo  fallo. 
A.  Pi-esoii tilda  la  xolicitud  de 
ratificación  del  refnsti'o  dentro 
de  los  !)0  días  contados  desdo 
«ea  fecha  se  llenan  las  exigen- 
cias legales  y  no  es  necesario 
que  el  i-egistro  de  laratiflra- 
ción  se  ha^  también  dentro 
del  mismo  término,  pues  el 
articulo  11  dei  Cód.  de  Mine- 
ría pena  con  la  pérdida  de  de- 
rechos la  falta  >ie  i-ntíficacíón 
mas  no  la  falta  de  rejíistro  de 
ella,  cuando  sólo  tiene  contó 
sanción  la  falta  de  titulo  pro- 
visorio para  el  denunciante.  - 
Mismo  rallo. 

4.  Cottlirntln,  -  f'iniii  ir  futrió, 
Obyriiit.  -  La  if uteridiid  adnii- 
nistrntiva  CH  competente  pura 
dictar  medidas  en  orden  á  la 
seguridad  poi-sonal  de  los  tra- 
Ijajadoi-es  de  una  mina,  ame- 
nazados en  sus  \ilas  por  In 
forma  en  que  se  ejocutan  lo« 
trabaj'  S  en  otra  mina  colin- 
dante. El  paiticular  que  de- 
nuncia A  la  :íi)br!rnaci.>u  lo» 
d<-fecti)s  de  1 1  explotai  ión  <ie 
una  mina  \ynrxi,  que  «o  die 
ten  medidas  que  •ramntieen  la 
vida  do  lo^  opoi  avios,  no  ins- 
t  lira  una  acciiiii  m>I>re  dere- 
chos de  dominio  y  píisesióii, 
ni  ninguna  ntni  de  inteiT»  par- 
ticular, «iijo  qiK!  hace  ti  la  au- 
tnríd  utadniiuÍHtiiiti\'auna  de- 
nuncia de  hechor  que  reituie- 
i*en  la  inniií<líata  intervención 
de  v»&  autoridad,  y  lai  medi- 
das adoptadas  pov  ésti  no  in- 
vaden el  campo  lie  la  exeluii- 
va  competfiicia  do  la  autori- 
dad juilicial.  -  Con:*,  de  K»t., 
23dicieinbi-e  Hm   X'ñ 

UIM'TA  tlK  PKl'EHA 

X.  CajAa.  -  Prueba.  -  Teatis/os. 
-  La  minuta  de  prueba  y  lis- 
ta de  testigos  presentadas  den- 
tro del  término,  deVien  ser  to- 
ma'las  en  cuenta  aunque  el 
escrito  no  sea  proveído  )>or  no 
liaberse  acompaiVado  la  copia 
deteiTninada  por  el  aHiculo 
32delCod.de  Proeed.  Civil, 
si  se  subsana  esta  omisión  an- 
tes de  recibirse  la  pruebo.  - 
C.  A..  14  abril  lim   384 

2,  Pr^Mhn.  -  R*bntilUi.  -  Aun- 
que el  demandado  no  contaste 
la  demanda,  no  sólo  tiene  de- 
rectio  de  pi-esentar  minuta 
de  prueba  sino  que,  haciéndo- 
lo, cumple  el  mandat.o  judicial 
dictado  con  arreglo  á  la  ley, 
quu  le  onlena  presentar  dicha 
minuta,  no  siendo  para  esto  un 
olwtáculo  la  disposición  del  in- 
ciso 2."  del  articulo  309  del 
Cód.de  Proced.  Civil  que  man- 
da fijar  romo  puntos  de  prue- 
ba únicamente  los  hechos  sus- 
tanciales controvertidos  en  los 
escritos  anteriores  á  la  resolu- 
ción que  ordena  recibirla,  pues 
si  se  diera  á  esta  disposición, 
otra  interpretación  quedaría 
sin  aplicación  alguna  el  arti- 
culo 306  en  la  parte  <|ue  auto- 


risa  la  presentación  de  minu- 
tas al  demandado  rebelde.  -  C. 
A.,  6  agosto  1901   508 

MtNItfl-BKIO  Pl)BLIfíO 

Admmbitl'linl.  -  Amparo.  — 
Apremio.  -  Prisión.  -  Recurso. 

-  Iteiit>(tni§aiiüifiad.  -  La  ley  de 
3  de  diciembre  de  1891  al  dis- 
poner que  el  Ministerio  Públi- 
co debe  acusar  al  juez  que 
apresa  arbitr.uiamente,  en  el 
plazo  de  diez  dias  después  de 
recibir  los  antecedentes  del 
recurso  de  amparo,  no  ha  de- 
rogado expresamente  el  ar- 
ticulo 163  de  la  ley  de  Id  de 
octubre  de  1875  ni  es  inconci- 
liable ron  dicha  disposición;  y 
su  objeto  ha  sido  evidente- 
mente  imponer  al  Ministerio 
Público  la  obligación  pi-ecisa 
de  entablar  en  plaso  perento- 
rio lagestión  correspondiente, 
á  fin  de  que  se  eetablezca,  con- 
forme &  los  procedimientos 
lejíal-iw,  si  el  acto  es  excusable 
ó  importa  un  he<'ho  digno  de 
repi-esión.  —  0.  S.,  It)  agosto 

1804  cae 

MOKA 

Hijuila,  -  Iiiiip.innizacióit.  ■  Prr- 
Jiiiciox.  -  La  falta  de  entrega 
por  el  Fisco  de  las  hijuelas 
concedidas  por  la  ley  <te  10  de 
de  enero  de  1891  durante  el 
año  citado,  previo  el  sorteo 
determinado  en  la  misma  ley 
entre  los  militares  que  se  aco- 
gieron á  sus  beneficios  al  obte- 
ner su  cédula  de  retiro  abso- 
luto del  Kjército,  &  pesar  de 
habei-se  presentado  el  agi'acia- 
do  á  recibirla,  constituye  al 
Fisco  en  mora  de  entregar  di- 
chas hijuelas  aunque  la  falta 
de  entrega  se  deba  á  caiisati 
independient"ndc  su  voluntad 
y  debe,  en  consecuencia,  in- 
demnizar perjuicios.  -  C.  A., 
23  septiembre  11)03   326 

MULTA 

1.  In^troc*Kimcia.  ~  Conocien- 
do en  apelación  de  un  auto 
que  declaró  inadmisibles  los 
recursos  de  cas  leión  en  el  fon- 
do y  en  la  forma  contra  sen- 
tencia intorlocutoria,  la  Cor- 
te Suprema,  al  confirmarlo, 
aplica  al  Fisco  como  multa  la 
cantidad  consignada.  -  O.  S., 
13  agosto  1!W3   O 

2.  Se  establece  que  no  es  nece- 
sario dcelamr  previamente 
inadmisible  el  recurso  por  no 
haberse  acompañatio,  dentro 
del  pl:izo  legal,  el  total  de  la 
multa  correspondiente.  -  Mis- 
mo fallo. 

3.  Dncumentnt.  —  Pajtfl  mltado. 

-  Titulo  fjKuUvo, — Los  docu- 
mentos que  no  han  sido  exten- 
didos en  papel  sellado  corres- 
pondiente ó  en  que  no  se  ha 
pogailo  la  contribución  debi- 
da, carecen  do  ménto  ejecuti- 
vo aún  detpu¿«  de  pagada  la 
mtdtt.  -  El  articulo  S,"  de  la 
ley  de  l-^  de  enero  de  1878  no 
habla  del  mérito  ejecutivo  del 
documento  sino  únioameiit^ 
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del  aum«nto  de  lamiilta  y  por 
ooiuiguiente  lólo  deroim  el 
artictuo  8."  de  la  iey  ae  1.' 

de  BOptiombre  de  1K74  en  lo 
rolntivo  á  la  multa,  riiiica  dis- 
posición CMiitreriu  á  el.  -  Coa., 
atiieptiembrs  imt   32 

4.  ItHprotxtletifíia.  ~  La  multa 

Sam  interponer  ol  i-ccurso  de- 
e  ser  consicnnda  ni  aiiuii- 
ciarlo,  en  la  cuantía  que  rn- 
rre«ponda  según  lo  prescrito 
on  el  articulo  974  dol  U<id.  do 
Proced.  Civil.  La  inf  i-acción  de 
esto  precepto  no  piieilc  «uliaa- 
itarse  por  t-l  liecho  deque  fue- 
ra de  término  se  complete  el 
primitivo  depiisito;  asi  como 
no  puedo  ¡inte  el  tribunal  a 
Quo,  indir4ii  ;.e,  deepurs  de  for- 
mulado el  recurso,  la  causa 
expresa  y  determinada  en  que 
MTiindn,  pucH  ¿HtoH  son  trá- 
mites eseucialet*  ú  que  rijniro- 
samente  está  Buhordinailo  el 
lecurso  de  caHneión  en  ol  fon- 
do.-Caá..  Soctul>ro  HHKt    45 

6.  /i«/«rcwv(/«ir¡(f.  -  Al  nnunciar 
ol  recurso  de  caKacíón  contra 
sentencia  de  sefruiula  inittaii- 
cia.  la  parte  recuritmte  debe 
acom  pairar  testimonio  de  ha- 
berse con8Íf{nado  eu  arciiB  fis- 
cales la  caiit  dad  de  ISifí  pesos 
si  la  citantia  del  juicio  no  et- 
cediere  do  10,(k«  y  de  riOO  pe- 
sos cuando  escediere  de  ese 
valor. -Aunque  ajiar^ica  cla- 
ro que  un  juicio  sobi-c  validez 
ó  nulidad  dedisposicionea  tes- 
tamentarias, rueda  sobre  va- 
lores que  evidentemente  exce- 
den de  10,000  pe>o».  no  por 
eso  deberá  consifcnarse  para 
la  cnsación  en  el  fondo  la  can- 
tidatl  de  300  pesos  qne  no  ríne 
respecto  de  materias  quo  no 
ostiiu  suji'tas  n  una  doti'rmi- 
iiada  apreGia<:tón  pecuniaria, 
reffla  que  debe  ainicarH»  ¡ge- 
neralmento  y  giie  no  tiene  el 
caso  de  ext^pción  que  ko  pre- 
tende. —  Cas.,  10  diciembre 
190.3  

&  Léif  tU  <ttioh<ilft,  -lisi»  mul- 
tas impuestas  por  ebriedail  no 
tienen  aplicauiúu  á  un  objeto 
especial,  y  por  lo  tanto  (iorrea- 
ponden  al  Fisco.  -  C  A.,  ♦ 
diciembre  IMOA  

7.  Apríaeton.  -  Drtiixtimifiitn.— 
Improraituncia,  -  Sfnt^nnii,  - 
Desistida  la  apelación  conti-a 
un  auto  que  denicf^  un  i-o- 
curso  de  casación,  por  tratar- 
se de  sentenciaiiiterlouutoria, 
se  aplica  al  Finco  la  cuarta 
parte  de  la  cantidad  corntifr- 
nada.-C.  S.,  21  abril  1904.  ..  .?53 

8.  Apnlació».  -  Improrfiif^cUt. 
-Plazú.-Smtenciii.  -  Cono- 
ciendo en  apelación  de  un 
auto  qne  declara  improroden- 
te  ol  recurso  do  caHnción,  la 
Corte  Suprema,  al  declararlo 
también  improcedente  por 
otra  causal  de  carácter  prefe- 
rente, aplica  al  Fisco  la  cuar- 
ta parte  de  lacantidnd  consiff- 
nada.  -  Cos.,  16  mayo  IIKH. ...  362 

5.  AiMlarién,  -  Flan»,  -  Ht^Un- 
eia.  -  Misma  doctrina.  -  Cas., 

16  mayo  1004  ^ 

10.  Improcéitmrta,  ~  Itueríp- 
eíin,~S9nieio  miiUar.  -  De- 
?Ifir(tido  impi-ocedeiite  un  re- 
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curao  de  capación  por  tratarse 
do  un  juicio  sofíiiido  por  iii- 
fracrión  do  la  ley  de  Keclutas 
y  Keemplaion,  «e  nplicit  al 
Fi»-co  la  cantidad  ci)nHÍ;;nftd'i. 
Cas.,  14  julio  1004   4!tí 

11.  Anuncio.  -  Imprtir^ltairiti. - 
Pfino.  -  Siniiiro,  ~  Dcciaiado 
improcedente  nn  recuiao  de 
casación  por  haliorne  anun- 
ciado fneui  do  término,  del» 
aplicarse  al  Fisco  la  cantidad 
consi|;nadn.~CnB.,  6  julio  1U04.  493 

12.  FonuittiZ'icion.  •  Improcf!- 
ilcnciit,  -  I'litzn.  ■  Declarado 
iuiproi-et  lente  un  recujso  de 
caaac:ic>n  por  no  halxirMe  fiir- 
lualiziido  (lontro  d<>l  plazo  le- 
ttal,  delie  aplicarle  id  Fisco  la 
cantidad  consif^noda.  -  Ca»., 

22  julio  1*JÜ4  494 

l!t.  Itríito,  -  Kmhriitgan.  -  Fin- 
ro.  — Muuiri/Mifhtaii.  -  ('orno 
la  ley  de  alcoholeM  no  dispone 
que  las  conmutaciones  de  las 
penas  impuestas  á  los  iufnu- 
tore>i  ae  apliquen  á  fondos 
nnmii  ipaie».  debe  seffuiisc  la 
regla  general  sc^iúii  la  cuni  in- 
gresan a  fondos  generalcK  ilel 
Estado  totl os  los  dineros  que 
ingi'cftan  á  nnns  nacionales. 
Confirma  esta  conclusión  e) 
liccho  de  que  '  liando la  ley  do 
alcoholes  lia  nplirndo  a  fon- 
dos municipales  d  ingreso  de 
una  multa  ó  d  la^'i  de  una 
))atent4\  asi  lo  lia  cxpi-esado 
(ategói  icamente;  y  el  pi  ocedi- 
mieitto  adoptado  por  el  ar- 
ticulo 148  de  ps;v  ley  para  ha- 
cer efectivas  las  (;onrlciiacÍo- 
ne»  que  se  buhicnin  impuesto 
por  infracción  de  dicha  ley, 
que  maniticsta  que  las  nudtas 
deben  ingresar  á  las  teson'i-iaa 
tiscailoH,  df-sdn  que  so  or<lena 
nueel  juez  letrado  trasmita  al 
Gobernador  lo'*  otiidos  de  las 
rondenacion«aque  se  hubiesen 
dictado,  «-onio  también  las  que 
hubiesen  pronunciado  los  jue- 
ces de  sut'dclegacióii  y  de  dis- 
trito p;ira  que  eso  fnnoiona- 
i'io  las  comunique  á  la  tesoro- 
ría  respectiva.  -  C.  A.,  Íí4  ma- 
yo lÍX)i   HB 

NL'NJ(-[PALK8 

1.  Cnl{fir<iri>fn.  -  fuiprorfeUnna. 
La  calificación  de  la  elección 
lie  miembros  de  una  munici- 
palidad es  una  materia  que 
xetsA  sobre  la  constitución  de 
nn  poder  público  y  en  que  no 
procede  el  i-ecurso  de  oasa- 
ciÜD.  -  Coa.,  IH  diciembre  1903.  237 

2.  DomMUo.- Kjerhmión.-AfH- 
niriptilültul,  -  Krsi'lmrUi.  -  Ks 
indispenpable  liabcr  tenido 
cinco  aiios  de  ve<'in<lad  en  el 
territorio  asignado  á  la  Mnni- 
cípalidftd  de  reciente  creación 
para  poder  ser  elegido  muni- 
cipal, no  bastando,  por  lo  tan- 
to la  vecindad  en  otra  sección 
del  territorio  comund  de  que 
formaba  parte  el  do  la  nueva 
Municipalidad.  Si  bien  es 
cierto  que  á  falta  de  prescnp- 
ctón  lega)  ejcpre^a  deben  npli- 
cu-se  las  del  titulo  primero  del 
libro  I  del  Oód.  Civil  para  de- 
terminar cómo  so  adquiere  ó 
piorde  el  domicilio  uomnnal. 


también  lo  es  que  el  único  de- 
recho atlquirído  por  el  ciuda- 
dano que  residía  en  ct»  sec- 
ción ilel  territorio  de  la  anti- 
gua Municipalidad  era  el  de 
poder  representar  en  el  muni- 
cipio á  todas  las  subdelegacío- 
Des  gue  formaban  ese  tirito- 
rio,  incluso  la  que  so  ha  cons- 
tituido en  nueva  municipali- 
dad, mientras  sus  tei-riturios 
formaban  i.ai>to  de  dicha  co- 
muna.-C.  A.,  17  diciembre 
19tH   37 

3.  Kttailo  ririi.  -  Imjtronfittmria. 
-  Riíidmciit.  -  La  vecindad 

que  exige  el  articulo  4."  de  la 
ley  de  munieipalidudcs  p&ra 
poder  ser  elegiilo  municipal 
dibe  cntendei-se  en  ci  sentido 
do  que  el  elegido  resida  en  el 
territorio  municipal,  á  la  fe- 
cha de  la  elección,  pues  la  tey 
no  ha  podido  ponerse  en  el 
cono  do  qne  los  ciudadanos  pu- 
di  mu  confiar  la  L-estión  de 
sus  intereses  comunales  á  per* 
sonas  que  por  no  residir  den- 
tro del  tei-ritorio  municipal, 
nn  tondrian  en  el  un  interés 
inmediato,  ó  qne  se  obligara 
á  un  ciudiulano,  por  el  hecho 
do  elegirlo  municipal,  á  con- 
ciirrii-  liajo  severas  penas,  A 
descmpeíiar  bu  matitiato  á  un 
higiir  distinto  del  do  su  reñ- 
lencia. -Ca.s.,  28  mayo  1901..  417 

4.  El  recurao  <le  ciLsacióii  «i  de 
derecbo  estricto  y  no  puede 
aplicai'se  i,  laa  sentencias  re- 
lAídaK  on  nna  reclamación  so- 
bre exclusión  do  municipaloe. 
-  Mismo  fallo. 

HDNIOIFALIDAD 

1.  ArñM  popvíar.  -  AseoJtnm- 
ríífw,  -  V.  Arriiin  popular.  - 

C.  A.,  12octuhreH«f.   361 

2.  Aboiniilo,  -  fínnoraria,  -  V. 
Ahoymlo.-iHíñm*.  I,2,3y4>. 
-C.  A.,  27  noviembi-e  1903.—  365 

3.  <!iii»ÍHo.  -  Vomiftetuin.  - 
Conlit^la.  -  V.  Cwipf  tnwin, 
(Núm.  16). -Cons.  do  Est.,  16 
diviembro  1903   215 

4.  Compft^w.ia.  -  Contié'Mda,  — 
Jt^lfistrim  irtfrfnrtiUg,--V,  Com- 
}mtfnria.  (Núm.  21).  -  Cons. 

de  Kst.,  £1  diciembre  1903   933 

5.  ArrmdamifHto.  -  Comp*ilm- 
eia.  —  Matadora  jtáMiro.  -  V. 
Armitliiuiifuto.  (Núm.  íj|.  - 

C.  A.,  18  diciembre  lOa-í-   .S71 

6.  Domicilio.  -  ExrltiaiJn.  -  Mu- 
nicitHilet.  -  Rpfiilenria.  -  V. 
Mttnini'oUHi.  (Núm.  2'."C.  A., 

17  diciembre  1WI3  374 

7.  Aratelo»  mnníripalm.  -  /*en- 
sián,  -  V.  Aeumiot  MunitípO' 
W.  (Nüm.  1).-C!.  A..  29  abril 
190*  437 

'M»lta.-V.  MuU^t.  (Núme- 
ro 13).- C.  A.,  24  mayo  1904...  508 

9.  Aeuerdot  municipal*».  -  Com- 
tienda.  -  Conipeteima.  -  Ctt^w- 
Uu,  -SmtMtcUt.  -  Tribunal  d» 
Cufntaa.-V.  Aewtrdtu  mmi- 
cipale».  (Núms.  2  y  3).  -  Cons. 
de  Est.,  l.o  agosto  1004  

10.  Apufttaa  mtUuait.  -  /mpro- 
wrfíwcia.  -  ProhibiririH.  -  Que- 
réUa,-  SnUtueia. -Y.  Apitu- 
toa  mutua», -  G.  A.,  4  abril 
1904    674 
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OBJJTO  ILÍCITO 


OMISION  DR  AVIS(t  31 


1.  Camció».  -  ImprnretienHti,  — 
OwtKÜH.  ~  Rfitrfjfmtaeiiin.  - 
La  omisión  en  la  Hunt«<nci(i  del 
nombre  de  uno  (lo  1<ia  deman- 
dantes y  delareHoltición  de  la 
acción  por  él  deducida  es  raii- 
aol  do  nulidad  quo  imcde  ser 
declarada  de  oficio  ñorel  tri- 
bunal. -Coa.,  4  abril  I9(»   3 

2.  Domii^io.  -  Otnigión.  -  Pro/f- 
ti^  -  SenltnieUt.  -  Tabla.  - 
KWa.-ElaitieiiIo  Itti  del  Có- 
digo de  Proced.  ('ivil  nólo  exi- 
ge que  tic  hnga  la  designación 
preeisa  de  lax  pai-tcx  liti|;anteíi, 
de  su  domicilio,  profesión  ú 
Oticío  en  las  sentenoias  de  si^- 
gnnila  instancia  miando  éstas 
modifican  ó  revocan  las  de 
otro»  tribunales.  La  indi<ii- 
ción  del  nombre  de  las  partes 
en  la  tnbla  del  Tribuna),  xe- 
íún  la  carátula  del  e\pe<licn- 
te,  baHt;i  para  cumplir  la  diit- 
peflición  dol  aiticulo  170  del 
Cód.  do  Proced.  Civil.  -  Cas., 

ü  diciembre  190,1  202 

1.  Potieimim.  -  fMtfUlin,  -  La 
declaración  del  demandante 
sobra  el  domicilio  del  deman- 
dado, ncefitada  tácitamente 
por  ^ste,  llena  la  cxiseneta  del 
BrticnIo.'i2del  (.'ód.  de  Proced. 
Civil,  ^aque1;i  dcsifrnaciúi)  de 
domicilio  conocido  que  cada 
litigante  debe  hacer  on  bu  pri- 
mei-a  gestiótt  judicial,  no  tíone 
otro  objeto  que  facilitar  al 
contendor  el  expedito  dilif^n- 
ciamiento  de  las  notificacionei 

Senionales  ó  por  cédula  que 
eben  haci-i-sc  4  su  contra- 
parte durante  la  secuela  del 
pleito.  -C.  A..  21  imosto  19i'3.  73 

2.  La  absolución  de  posiiñones 
es  acto  pcr-nnal  y  delie  ser 
notilicndo  el  decreto  que  man- 
da absolverlos  en  la  forma  pre- 
venida para  esta  clase  de  dili- 
gencia» por  el  íii-tículo  ñl  del 
citado  Código.  -  Mismo  fallo. 

3*  Ettradoí,— Rf.tTouctirUI<i<l. - 
Cna  notifícación  personal 
piueticada  antes  de  la  vitícn- 
eia  del  Cód.  de  Proced.  Civii, 
es  la  misra.'v  que  dispone  el  ar- 
ticulo 78.'»  de  éste.-C.  A.,  17 
octubre  1903   75 

4.  Adh^mitutfi.  -  Ctmarión, 
-  CUaci'ín,- Mandato.  -  Omi- 
9t£n,  -  V.  Atlhfriiniirnlo.  - 
Cas.,  11  marzo  1904   2S1 

6.  Coi4a.  -  L'fnutwfa.  ~  Mfili- 
da»  írrgcatUoritu.  -  V.oa  am- 
elo  al  artículo  43  del  Otid.  de 
Proced.  Civil,  la  notificación 
de  la  demanda  debo  hacerse 
entregando  en  el  mismo  acto 
copia  integra  de  ella,  aunque 
ladiUconoia  se  practique  en 
lugar  distinto  de  aquel  en  que 
funciona  el  tribunal,  y  ea  nu- 
la ti  asi  no  so  hnco.— C.  A., 
23  junio  1904  607 

KCLIDAI) 

1.  Atai9rimlmUo.-Z§itím  mor* 


MW.  -  Pr<Aibfei¿n.  -  Inscritos 
las  prohibiciones  do  enajenar 
y  gnivar  los  bienes  de  ona  he- 
rencia, la  nulidad  absoluta 
deque  adolece  la  venbi  hecha 
á  pesar  de  esta  prohibición  no 

Suede  ser  invoeado  por  la  ven- 
edora  que  supo  o  debió  Ha- 
ber el  vicio  que  invalidaba 
dicha  enajen  ación.  -  C.  A., 
aOnoviomb»  ItNKt   :{8,i 

2.  Dtrmieilio.  -  Htpotmi.  -  Otui- 
tlin,  -  PoKieionf».  -  Pro/fMiihi. 

-  \j\  cit'CunstíincLi  de  que  Ins 
partes  estén  d^i  acuerdo  cu 
aceptar  una  caiml  de  casa- 
ción, no  impide  al  tribunal 
que  conoce  del  i*ecurso  pro- 
nunciarse sobre  ella  accpt:ín- 
dolii   o   donogándola,  stígun 

Sroi-eda,  por  cuanto  una  ve» 
eiluciilo  el  rcciii'so  rlebe  ser 
falliulo  Nin  esperar  la  cnniiia- 
reccncia  de  l:is  partes,  y  hi  ley 
no  autoriza  quo  sea  aci'pt^ulii 
por  el  solo  hecho  de  qut*  las 
ptirtcN  C)<tén  de  acuerdo  en  su 

Ei-oce<Íeiicia.  -  C.  A.,  12  octu- 
re  líWÍ   448 

3.  A'fjuilifíiciihi.  -  l>fñsió/i.  - 
Duniicilifí.  -  Ominiúii.  -  Prii/f- 
aii^i.  -  tflfra-iiftila.  -Si  la  ac- 
ción principnl  eubibloda  cu  la 
demanda  tiene  por  objeto  que 
so  d<íje  sin  efecto  una  adjudi- 
cación hecha  en  la  particiim 
de  los  bienes  de  una  comiini- 
ilad,  por  adolecer  do  nulidn'l 
el  convenio  á  virtud  del  cual 
so  llevó  á  efecto,  y  pudíendo 
esta  nulidad  scralKiohibi  ó  re- 
lativa, según  las  cansoK  que  la 
originaron  y  que  el  jur'x  debe 
tener  prestente  para  determi- 
narla en  I.a  sentencia  pudíen- 
do dar  lugar  á  una  ii  nti-.i;  Inn 
apreciacionts  y  calitica-.-iones 
que  hayan  hecho  las  i>artcM  oii 
el  curso  dol  jui'  iosobro  la  sig- 
niticaeión  de  la  acción  onta- 
blaila,  eost4<niemlo  Ioh  demau- 
dantea  que  es  absoluta  la  nu- 
lidad por  ellos  invocada  y  Ins 
demiindado'ü  que  sólo  so  ti-nta 
de  la  relativa,  no  alteran  la 
esencia  de  la  acción  estableci- 
da en  la  deiuanda  y  en  la 
parte  petitoria  ile  la  n-plica. 

-  V:  A..  8  agoNto  1«04   311 

4.  Cotia jHZ{f<ulH.  -Lii/iti'ltiritih. 

-  Partiriiíti,  -  Swii-daii  riintju- 
yai.  -  Lan  liquidaciones  de 
dos  fOL-icdaiies  conyugales, 
correBpoiidient<'s  al  segundo 
y  tercer  matiimonic  de  una 
persona,  sin  haberse  practica- 
do la  liquidación  de  la '  prime- 
ra sociedad  conyugal,  ni  citá- 
dose  á  los  juicios  de  partición 
á  los  intt-i-esadoa  on  esa  prime- 
ra sociclad,  no  perjudican  los 
derechos  que  á  estos  pnctlen 
corrc9pon»iür,  nt  procede  la 
la  acción  de  nulidad  quo  por 
¿stos  se  entabla  contci  esos 
particiones  en  que  no  fueron 
parte.  -  Cas.,  2  agosto  1901.. ..  SW 
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OBJETO  ILÍCITO 

1.  Atufad  cadÓH,  -  Hipotgea,  - 
SnmiMbl»,  -  jHwerípei&m.  -  So- 


Ttrctria.  -  La  wljudicoción 
!  entre  heredei-os  no  se  encuen- 
tra rnniprendi<la  en  lo  ennje- 
nai'ión  de  bienes  cmhargaclos 
i  á  que  se  reliere  el  mimcTO  .3.» 
I  del  articulo  14IH  del  CmI.  Ci- 
I  vil  y  en  dicha  adjudicación  no 
i  hay  objeto  ilícito,  aunque  no 
\  so  haya  heuho  con  aittoriza- 
I  ción  ilel  juez  ó  consonti minuto 
'     del  .acreeilov  ejecntiinte.-Cas., 

-     23  abril  mu  303 

2,  Ar.refitnrni  hijMtfirariot."/Sm- 
tiuryo.  -  Hiíuittru.  -  Pueden 
concurrir  varias  ejcí^ucioncs 
sobnt  los  mismos  bienes  y  no 
siendo  un  titulo  preferente  el 
del  entlwrgo  primero,  la  cna- 
jcnwióit  délos  bienes  embar 
gados  puede  hocci'se  legítima- 
mente en  cualquiei-a  délas  eje- 
cucioiifs,  no  existiendo,  por 
lo  bintu,  objeto  ilícito  eu  la 
enajenación  porque  se  hace 
I  con  autorización  del  juez  y  en 
i  virtud  del  <lei'ccho  que  la  ley 
I  conliei-e  expresamente  á  los 
acreedores. A..  9  enero 
Vm  613 

Obrkkos.  -  V.  Afilia  (Núm.  4!. 

OFICIAL  UKL  KUllSTRO  CIVIL 

I  Local.  -  Al  creai'se  por  la  te^  los 
I     cargos  de  oficiales  del  registro 
Civd  so  lea  asignó  su  i-emune- 
raciun,  t^mamlo  naturalmen- 
te en  cuent.\  que  dichos  fun- 
!     cionnriosdebiun  mantener  un» 
I     oficina  pai-a  el  servicio  del 
público,  y  de  consiguiente, 
esto,  dada  la  naturaleza  del 
cargo,  debo  considerarse  q^ue 
forma  pirte  do  las  obligacio- 
I     nes  de  quien  lo  ejei-ceynose 
le  debe  por  ello  retribución 
alguna.   Esta  conclusión  se 
corrob  ra  con  el  hecho  dó 
quo  en  la  ley  de  presupuestos 
se  consultan  dírarsos  itom 
para  arrendamiento  de  ofici- 
I     ua.f  pai-a  determinados  oficia- 
I     lea  civiles.  -  C,  A.,  21  abi-il 
I     1904   435 

I  OmukW  de  Bolemnidades  de 
escritui-a  pública.  -  V.  Stert- 
tura  pública. 

I  OMISIÓN  l)B  AVISO 

I.  Sfguro.  Tratlarión.  -  la, 
i  ti-aslaeión  de  los  muebles  ase- 
,  gui-ados  contra  riesgos  de  in- 
:  cendio  ¿  otro  lugar  del  indi- 
cado en  la  póliza  debo  ser 
aviaad.'i  al  legitimo  repi*eson- 
tante  de  la  CompaiMa  asegu- 
radoi-a.  Cesa  en  este  caso  la 
i'cspottsabilidad  del  asegura- 
dor si  se  puedo  presumir  que 
no  habría  asegurado  los  mue- 
bles en  el  nuevo  lugar  ó  los 
habría  asegurado  en  condicio- 
nes divensas.  -  C.  A.,  6  junio 

,     im   71 

%  CamteiÓH.  -  IntngracHin.  - 
Oimndo  haya  de  integrarse 
una  sala  con  miembros  que  no 
pertenezcan  ¿  su  personal  or- 
dinario, antes  de  comenzar  la 
vista  de  la  causa,  se  debe  po- 
ner por  conducto  del  relator 
ó  del  seci'etario  en  conocí- 
mleRtoda  la*  pactes  ó  de  m 
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i-i  OMISIÓN  DE  I,A  SENTENCIA 


OMISIÓN  IlE  I.A  SENTENCIA 


OMISIÓN  DE  U  fíGNTENCU 


aboRadofl  el  nombre  de  los 
iiitefcrantes  y  nc  procudera  á 
verla  oaiwn  iiiintMliatAiiu-Dtu 
■i  no  ae  reclama  de  p:ilaiji'a  ú 
|ior  escrito  inipliram-ia  ó  i-c<.-ii- 
uación  contmaleuito  ilu  «tllus. 
La  oiuisiún  tie  e^te  avi^o  en 
reputada  BustiincLil  y  vicia  úo 
nulidad  la  sciitenoio.  -  Cos., 
1."  diciembre  IDOS   96 


OMISIÓN  DKL  PKWEhIMIBK'n» 

1.  OXISION  VKLA  l'ITA(-tÓN  PA 
RA  ílENTENUIA.  -  V.  CHaritiii 
piirti  nmtntela.-Vsn.,  11  mar- 

10 100*  2:>1 

C.  A..  U  noviembre  19('3   81 

í  OUbUol.'  D8  LA  KXPHKMON 
I>lt  A(l  KAVIOd.  -  V.  AVjlIVjfí'iw 
d«  Hffraritm.  Cah.,  (1  julio 
1904   4811 

Sí,  ObCIHI('>.V  DKLAFOKMÁLEtlAL 

(le  coroparoceiicia  aiite  el  tri- 
buna) de  aleada.  ~  V'. 
et¿it.  -  KmjriitzitmifHto,  -  ('os., 

»  dicioinbrcliWt   102 

Gas..  11  mantolS04   ¿il 

4.  OHUIÚN  DB  TllAMITI«.~/4r- 
tv»  no  rontenr.insiin.  -  f.'apnH- 
tUuJ.  -  ('uraiior.  -  Poilf^,  - 
ProculiiHÜ-nlii,  -  Pfocunidor, 
-  Rerlamiiri'in.  — Jtfftrmt^ta- 
ritin.  -  (.'liando  se  ti-ata  de 
nombrar  curadoi-  á  un  menor 
y  aún  cuando  suHcitt-n  cues- 
tiones sobre  la  cApa<:idail  <lc 
hts  personas  llamadas  á  dt^ 
empeñar  el  rarfto,  no  es  nw.- 
nestor  para  resol  vui' las  sujetar 
el  pi-oc«-dimietito  á  Ion  tmiiii- 
t«fi  del  juivio  niihuano.  Tnn- 
to  el  CtM).  Civil  como  el  (Vid. 
de  Procvd.  Civil  consideran 
estos  act-M  como  no  uonteu- 
ciofWR  para  rt'snlvcrlox  bre- 
ve y  sumariamente.  Porconsi- 
fruiente  la  omÍHÍón  de  ti-ániitos 
corrtfs|>on dientes  al  juicio  or- 
dinario no  vieia  de  nnlídad  el 
filio.  -  (^.,  •Üi  junio  im ..  ..  m 

II 

OMI8t<'>N  l>R  LA  SENTEM'IA 

1.  ÜMnüuVN  de  la  dcnifCTUición 
del  domicilio  y  profesión  de 
las  partes.  -  V.  Domicilio,  - 
ProfeMÍ¿u.-  Can.,  19  octubre 

IDOS   ri2 

Gas..  13  noviembre  1903   81 

*:^.,5dici<irabrel!K«   ..  '¿►i 

C.  A.  Ca-*.,  1-ioctiibie  1903   448 

O.  A.  Cas.,  8  ajtOMto  1904   511 

.  OHUIÓN  üBB.vrNriACKtNUK 
ACCIOXKS,  exropcioneH,  leyes 
y  principio»  tU-  eqiiidail 
Profniiiii. -Sfíiffii^iíi.-ha  «cn- 
tennia  del  Tribunal  do  Alzada 
^ue  confirma  la  de  piimera 
instancia,  no  necesita  repro- 
ducir laBdesiirnaciones  y  nnun- 
cioctouea  que  «xif^e  la  ley  en 
las  senienciiui  de  se^funda  ins- 
tancia que  modiñcau  ó  revo- 
can laido  otro  tribunal;  y  por 
otra  parre,  al  no  eliminar  al- 
Kunas  de  osos  indicaciones  ó 
citas  lof^Ies,  las  hace  suya.1.  - 
La  omisión  rio  eitaa  dost¡[na- 
ciones  no  vicia  de  nulidad  la 
flentenoÍa."Ca)i.,  l.odiciembre 
1908   2M 
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202 


3.  Competencia.- hnprocfdiitteia. 
-En  Iu8  juifüoíi  do  menor 
cuantía  no  proci.Hlc  el  n-cui-so 
de  casación  por  la  <-aii-«al  ■>.■ 
del  articulo  911  «luí  Ci'>i|.  do 
Froewl.  Civil.    C.  A.,  tOmar- 

10  UKU    374 

4.  (.'ttsariiiii.- KmiiirSiiciiiu, -Tn- 
da  Mcnte  iciii  dc-lx-  «'outencr  la 
euuntiiarión  de  las  acciones  y 

Setir-inne»  del  demandante  y 
e  liis  uxci'iK-íoties  y  ileft-nsas 
del  demandado.  -Ijifaitii  de 
cnnnciaoión  di*  una  de  las  ex- 
cepciones o|Hi(-st:is  a  la  cjw-u- 
cíoii  produt-<>  nulidad  y  sha 
omisión  no  pneiii-  ser  salvada 
con  pi>stori(iridAd  por  el  juez 
de  prinicm  íoí^Luieia  (wr  no 
Ktr  de  las  qu<>  indii-u  ttl  artícu- 
lo !205  ili'l  (V'mI.  de  l'roced.  Ci- 
vil, por  raitvorya  ile  juriiMlic- 
ción  pm-a  ello.  -  C.  A.  ras.,  11 

agosto  V.m  

a.  (>Mitiii'>x  UBI.  NOMHRKde  las 
parn-s.  -  V.  Nombre.  -  Ca».,  4 

abril  llIOii  

Cas., .»  dieiembro  1110.1  

6.  í>Ml!<I<>X  liE  KCNllAMBXTOa 
de  licclio  y  de  dfii'cbo. 

CompfHHtirif'iH,  -  £jT/']irioim.  - 
RfclaiaudiUi . — Si  iif&nriít.  -  ía 
sentencia  de  sej;uiida  instan- 
cia, ul  aceptar  lii  oxposición  y 
los  fiuidamuntos  de  la  de  pri- 
mera instancia  que,  por  la»  ra- 
zones en  ella  coinignadas,  des- 
hecha en  toi-nia  cxpi-c:*a  y  catfi- 
ffóriia  tcxlas  lax  excepciones 
opuestas  p'>i-  una  de  la.i  partes 
á  la  demanda  ejecutiva  de  la 
otra,  dando  solo  liiff.ir  u  la  <lc 
rompiMisíu-ión  que  v^ta  última 
parte  OMUMO  á  I  demanda  eje- 
cutiva (le  aquella,  uciinuiljda 
al  pi-uces<i,  y  al  uoriliruMr  ade- 
mas sin  moililicacion  lo  resuel- 
to por  díi-lia  m'ntencin,  nipro- 
Aurp  sin  iiecesid.wl  de  cnun> 
cia<:iún  expri'sa  y  por  el  solo 
miu  srcrio  lie  la  ley,  tixlos  los 
elementos  ó  requisitos  que  ju- 
ridicamunte  t-onstituyen  el  fa- 
llo revitsulo.  -  Siendo  confir- 
matoria do  la  de  prinieia  ins- 
tancia la  sentencia  de  la  Corte 
do  Apelaciones,  no  os  neeraa- 
rio  que  contenta  los  detalles 
exi(;>doiieu  los  númpnut4.'y 
5.°  del  articulo  lid  del  Cc'idigo 
citado.— Cas.,  lñabviU9()4....  339 

7.  OUIrili'i.V  DB  RKaOLUt'IÓN  dtíl 
asunto  t:oiitrover-ti<lo. 

t/Ura  tM-titit.  ~  Si  la  sentencia  de 
la  ('orto  de  Apelm  ioiies  we  li- 
mita a  contirmiir  lade  prime 
mem  instancL'i  en  que  se  ha 
fallado  "ultra  petita"  ú  omi- 
tiendo ol  pronunciamienta 
acerca  de  la  cuestión  efectiva- 
mente propuesta  )>or  la-i  par- 
tea, tales  vicio»  no  afectan  (i  la 
sentencia  do  segunda  instan- 
cía,-CaB.,  liljunio  1Í103   4 

8.  KxrppcioMí.—RrnuHriu.  -Ia 
omisión  de  pronunciamiento 
en  la  sentencia  acerca  de  una 
excepción  que  no  se  ha  tnimi- 
tado  Ifl^^lmente,  no  e»  causal 
de  casación  en  la  forma.  El 
hecho  <le  no  haber  reclamado 
á  tiempo  la  pixrte  do  esta  fal- 
ta dti  tramitación,  importa  la 
renuncia  implicita  de  la  ex- 
vepción  é  impide  que  pueda 
hacerse  valer  ui  ornuián  como 


causal  do  casación  en  la  forma. 
-Ca<4.,  4  septiembi-u  1903   34 

9.  ItouiirUio,  '  Nomhrf.—  Prnfe- 
tiAi,  -  Sfntmria,  -  TabUi.  - 
Vi$ta.  -  Si  la  sentencia  de  la 
Corte  de  Apelaciones  se  limi- 
ta i  contirmar  la  <le  primera 
instancia  en  que  no  se  ha  re- 
suelto elaaunt«tcont  ovcrtido, 
tal  vicio  no  afecta  la  sentencia 
do  segunda  instancia  si  contra 
la  de  primera  no  se  dedujeron 
oportunamente  los  recursos 
in-ocedentcs.  -  Cas.,  5  diciem- 
bre 190:1.  202 

10.  (^$ari4H.  -  Dmuneia .  -  Aco- 

Ílda  por  el  representante  del 
'isco  una  denu.icia  y  sc}^iído 
el  juicio  sobie  la  posesión  y 
dominio  de  los  terrenos  de- 
nunciados eomO  varantes,  de- 
be ser  fallada  esta  cuestión  en 
la  sentencia.  Ks  nula,  en  con- 
secuencia, por  omitir  la  reso- 
lución del  asunto  controverti- 
do, la  senteiK'ia  que  después 
de  seguida  la  causa  por  todos 
Kus  trámites,  se  limita  á  man- 
dar poner  en  cnnocimientodel 
Ministerio  Público  la  denun- 
cia que  dió  lugar  á  dicho  jui- 
cio. -Cas.,  Iñiiiaito  1904  254 

11.  /íM/íw-víííw.  -  La  inspcí-ción 
personal  solicitada  en  segunda 
instancia  constituye  ana  sim- 

ftlu  diligencia  prointoria  de 
ibre  a<-eptación  paia  el  Tri- 
bunal de  Almda  y  no  impor- 
tando, en  consecuencia,  dicho 
trámite,  a'vión  ó  puticion  sus- 
tancial deducida  por  el  de- 
mandanto  ó  exieiición  alejada 
por  el  demandado  sobre  las 
cuales  debiera  \efKar  la  sen- 
tencia, uo  es  lf;í;.>  lili  ente  nece- 
sario que  l¡v  Coi'tc  d<'  Apela- 
ciones ha^  meiK-um  expresa 
de  esa  solicitud  en  su  fallo.  - 
No  es  tampoco  net\-sario  que 
cl  Tribunal  <te  Alz.iila  <ie  pro 
nuncie  iiiniediatamcnte  sobre 
ella  cuando  no  se  fomula  co- 
mo un  ineldrntt*  previo;  ni  ¡le 
reclama  de  la  pi-ovidencia  qne 
manda  tener  preséntela  peti- 
ción en  la  vista  de  la  causa.  - 
Cos.,  21  inaiio  lOW  301 

12.  RríríHdirariJn,  -  Jíoinfiinco 
ol  articulo  193.  niinit  po  6.°  dd 
Cód.  de  Pi-ocd.  Civil  la  sen- 
tencia qne  aprecia  en  sus  con- 
sidci-andos  tn<las  las  a<:cion'.'s 
dediit;  dn-s  en  el  juicio,  aunque 

,  solo  se  pitiniinciu  eupocial  y 
determinnilanieiite  sobre  la  ac- 
ción iirineipal  y  de  un  nio<lo 
geneiul  sobro  los  demás  peti- 
ciones.-C.  A.,  2ti  diciembre 
19ü:í  315 

13.  C'mipewinririH.  -  Ejrrepciottft. 
-  Jt«rlam(tri<in.  -  ScnfMtría,  - 
Kl  Tribunal  <ie  Alzada  no  pue- 
de fallar  en  única  instancia 
las  excepciones  de  un  juicio 
ejecutivo,  propuestas  y  discu- 
tidits  en  la  primera  instancia, 
^ne  no  fueron  i-esueltas  por  el 
juez  a  quo,  salvo  el  caso  del  ar- 
tículo 231  del  Cot\.  de  Proced. 
Civil  que  se  rofiei-e  únicamen- 
te á  las  excepciones  no  falla- 
das por  ser  incompatibles  con 
lo  resuelto  en  la  senhmcia  ape- 
lada- La  omisión  del  pronun- 

,  oiamiento  sobre  p(ftiai<MK» 
K^bsidlariu  f onnulMH  oa  el 
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PARTICIÓN 

eacrito  do  apelación,  no  móa- 
cichu  en  tiempo  j  forma  como 
excepciones  a  la  ejecución,  no 
importa  infracción  de  la  ley. 
-Cas.,  líabiii  1904  .33» 

14.  ArremlamÍMÍo.  -  QtuntUa. 
-  (/llru-pétila,  -  Intoi-pueita 
en  fornia  Bubaidiaria  tor  el 
arrendatario  ta  querefla  de 
revtableoimiento  por  despojo 
violento,  la  Hetitencia  que  re- 
vocando el  fallo  de  1.'  instan- 
cia, manda  i*eponer  las  coaaB 
en  el  estado  que  tenían  al  ini- 
rtane  loi  actos  de  perturba- 
ción, reiuelTe  en  realidad  la 
cuestión  «ometida  á  decisión, 
sin  qne  pueda  soetenerse  que 
el  fallo  ha  sido  tlado  itítra 
Pftita.-Qaa.,  12iaUol(»4  490 

15.  AitírntUeaei^  —  DteMón,— 
DomUMio.  -  Nulidad.  -  Pro/e- 
ti¿n.' Ultra  pétüa.  -  No  hay 
oraiaíón  de  resolución  del 
asunto  conti'ovwtido  si  la  sen- 
tencia declara  "rescindida" 
una  adjudicación  siendo  que 
se  habla  pedido  bu  "nulidad". 

■  C.  A..8acoatol9M  tú\ 

Oh^ioiAkí  concurso.  -V.  Ca»- 

<>P(i8I0I('>N  á  mennui-a.  -  Y.Mun- 
gura. 


P 

Pauo  iNDKlitriO.  -  V.  PaUnltm. 

PAOO  NI'lO 

AdminiÉtrador.-  Aprtriafíiin.  - 
Co^fetián.  ~  Dtpótito.  -  Prus- 
Aa.  -  Ln  persona  qne  tiene  po- 
der para  "la  a<lininÍNtraaión 
de  un  fundo"  sólo  tiene  facul- 
tad para  efectuar  actos  de  ad- 
ministración y  en  manera  al- 
guna para  contraer  mutuos  á 
nombre  del  mandante.  El  pa- 
go  hecho  por  un  teroei-o  á 
cuenta  de  esta  obligación,  cnn- 
truida  así  por  un  mandatario 
sin  facultad  bastante,  es  nulo. 
-Cas.,  25  abril  lOW  .'KW 


PAPliL  ABLLADO 

Documento.  -  ¡ivlta.  -  Titulo 
t^aentivo.  —  Los  docnmenttM 
que  no  han  sido  extendidos  en 
papel  sellado  con-enpondiento 
o  en  que  no  ¡le  ha  pagado  la 
contiÍDución  debida,  carecen 
de  méi-ito  ejecutivo  aún  des- 
pucs  de  pagada  la  multa. - 
Cas.,  26  Bepttembre  imci   X! 

PAHTHJK'tN 

OomjmgaiJa,  -  Liquidación. - 
Las  liquidaciones  de  dos  socie- 
dades conytigiües,  correspon- 
dientes al  seffundo  y  tercer 
matrimonio  de  una  pmwma, 
sin  h  iberse  practicado  la  li- 

Juidacion  de  la  piñmcra  sooie- 
od  ronvugal  ni  citádose  á  hit 
juicios  ae  partición  á  los  inte- 
resados en  esa  primera  socie- 
dad, no  pcrjadioan  los  dere- 
chos que  A  éstos  puedan  co- 
rresponder, ni  pi-oocde  la  ar- 


PATENTK 

oión  de  nulidad  que  por  éstos 
se  entabla  contra  esas  parti- 
ciones en  que  no  fueron  parte. 
Cas.,  3agusto  1904.   566 

Partida.  -  V.  Ettado  irivü.- 
(Nüms.  6,  8,  9, 10, 11  y  12^ 

Partidor 

1.  Improcéd^ncia.  -Ssnttnfita.  - 
La  sentencia  que  al  resolver 

Sue  ha  bigar  al  nombramiento 
e  un  pai-tidor  ó  liquidador 
solicitado  por  el  cónyuge  so- 
breviviente,  manifiesta  en  sus 
f undnmentoií  que  la  dcsiifna- 
ción  fiel  tentador,  si  puede  te- 
ner eficacia  respecto  i  sus 
propios  bienes,  en  nada  afecta 
al  derecho  ejei-citado por  dicho 
cónyuge,  no  impoi-ta  un  pro- 
nunciamiento sobre  el  valor 
que  tenga  el  nombramiento 
hecho  por  el  tostador:  ni  pue- 
de tener  tampoco  el  alcance 
de  resolver  sobre  la  eficacia  de 
una  ti-ansacción  privada  en 
qne  los  cónyuges  habian  hecho 
una  liquidación  convencional 
do  la  aoeiedod  conyugal  habi- 
da entre  ellos;  de  modo  qne 
DO  pone  término  al  juicio  ni 
hace  imposible  su  continua- 
ción sobre  esas  matei-ias.  - 
Coff.,  15  diciembre  1903.   207 

2.  Cataetiín.  -  Cónyuge  gobr»'- 
viviéníe.  -  OananriitUí.- Poy- 
HM  conyugal,  -  Sociedad  ron- 
yugal.  -  El  cónyuge  sobrevi- 
viente tiene  di-i-echo  ú  pedir  la 
liquidación  de  la  sociedad  con- 
yugal sin  haber  hecho  previa- 
mente opción  entre  los  giinan- 
ciales  y  la  porción  y  no  es  obs- 
táculo pai  a  el  ejercicio  de  su 
acción  el  hecho  iie  haber  nom- 
brado el  cónyuge  muerto  un 
partidor  que  ha  aceptado  el 
cargo  V  se  halla  en  d  desem- 
peño ae  sus  (unciones.  El  tri- 
bunal que  rccha»  la  petición 
del  cónyuge  sobreviviente  pam 

3ue  se  practique  la  liquidación 
e  la  sociedad  conyugal  por 
existir  partidor  nomnrado  uor 
el  cónyuge  premuerto  y  no  na- 
ber  hecho  previamente  laop 
ción  el  cónyuge  sobreviviente 
entre  los  gananciales  y  la  por- 
don  conyngal,  infringe  el  ar- 
ticulo 1341(lelO.Oivii:-Cas., 
21  abril  1904   »48 

3.  Adminiatrtiritn  jmtindivlao. 
-Atbaeea.  -  Correspondo  al 

Srtidor  nombrado  p&ra,  liqui- 
r  la  sucesión  el  conocimien- 
to de  todos  los  cuestiones  rela- 
tivas á  la  administración  pro- 
indivÍBo  de  los  bienes  comunes. 
Los  albaceas  sólo  e»tán  facul- 
tados para  ocuiTtr  é,  la  justicia 
ordinaria  en  las  cuestiones  re- 
lativas á  las  cuentas  y  honora- 
rios. -  O.  A.,  19  mayo  1904  .  .  438 

PATENTE 

1.  i>y  íU  alcohóUe.  -  Pago  inde- 
bido. -  Según  el  articulo  7tt  de 
la  ley  de  18  de  enei  o  de  1902, 
las  ratentea  para  el  expendio 
de  Debi<las  alcohólicas  sei-án 
de  tt«B  clases,  sin  señalarse 
periodo  alguno  de  tiempo  jiara 
la  duración  ó  pago  de  ellas,  y 


PATENTE  33 

disponiendo  el  artículo  81  de 
la  misma  ley  que  las  patentes 
se  adjudicarán  cada  tres  años 
en  licitación  pública,  sirvien- 
do de  mínimum  para  la  subas- 
ta el  valor  asigmulo  i  cada 
una  se^n  su  clase,  no  pnede 
sratcnerse  que  el  pago  de  ellas 
ha  ser  anual,  porque  resulta- 
ría que  su  importe  sería  tres 
veces  superior  al  mínimum  fi- 
jado por  la  ley  ó  al  precio  to- 
tal en  que  fueron  adjudicadas, 
que  siendo  claro  el  sentido 
la  ley  no  se  debe  desatender 
BU  tenor  literal  á  pretexto  de 
consultar  su  espíritu, -C  A., 
14  noviembre  1903   1T,Í 

2.  Ley  de  aleoboUa.  -  Mutta.  - 
ReclamaeiJtt.  -  Misma  doctri- 
na. -  C.  A.,  l.o  diciembre  1903  178 

3.  Ttey  de  alroholet.  -  Redama- 
ción. -  SegUn  el  sentido  natu- 
ral 7  obvio  de  los  términos 
empleados  en  el  articulo  SI  de 
la  ley  de  18  de  enero  de  19U2, 
las  patentes  de  los  estableci- 
mientos indicados  en  elai-tícu- 
lo  71  deben  ser  adjudicadas  al 
mejor  postor  cada  tres  años, 
debiendo  ser  el  mínimum  para 
la  licitación  el  valor  de  la  pa- 
tente lijado  en  la  misma  ley; 
por  consiguiente,  al  fijar  una 
municipalidad  para  la  subasta 
ese  miniraum  como  "anual", 
viola  el  pi-ecepto  del  articu- 
lo 81  citado,  y  euta  ilegalidad 
no  se  subsana  por  el  hecho  de 
que  los  rematantes  hayan 
a(«ptado  los  bases  del  remate 
y  hayan  hecho  pagos  eon  arre- 
glo d  él.  El  s(  ntido  de  la  ley 
es  cloro  en  este  caso,  y  no  tie- 
ne, por  lo  tanto,  aplicación  el 
precepto  que  ordena  recurrir 
a  la  intención  ó  espíritu  del 
^e^slador.  -  C.  A.,  17  j""'**  ^ 

4.  RéclatnaciOit.  -  Ias  patente» 
que  impone  la  le^  de  alcoho- 
les á  los  establecimientos  en 

3ue  se  venden  a)  público  bebí- 
as destilados  ó  fermentailas 
con  base  alcohólica  para  ser 
consumidas  dentro  del  local 
en  que  se  hace  el  expendio  ó 
en  sus  dependencias,  no  estin 
sujetas  al  avalúo  de  la  comi- 
sión avaluadora  de  patentes 
profesionales  é  industriales  si- 
no que  deben  sacarse  á  remate. 
En  conscoueucla,  no  es  aplica- 
ble la  disposición  delai-ticn 
lo  10  de  la  ley  de  22  de  diciem- 
bre de  1866,  en  cuanto  atribu- 
ye al  juez  de  comercio  la  deci- 
sión, sin  ulterior  recurso  de 
los  reclamos  sobre  clasifica- 
ción de  patentes,  al  caso  en 
que  se  baya  clasificado  con  la 
rúbrica  dio  "oficina  salitrora" 
con  patente  do  primera  clase 
á  una  ofloiiia  por  el  hecho  de 
tener  una  pulpería  con  el  ob- 
jeto exclusivo  de  proveer  de 
víveres  á  bus  propios  opera- 
rios; tal  clasificación  es  iu^l. 
-  C.  A.,  6  noviembre  1909. . . .  SW 

5.  Improcedencia.  -  Heclama- 
ción.  ~  La  ley  de  Municipali- 
dades vigente,  al  detcriuinar 
en  su  articulo  34  que  las  i*en- 
tas  municipales  se  componen, 
entre  otras,  del  impuesto  de 
patente  sobre  industrias  y  pro- 
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fesiones,  no  ha  alterado  ni  la 
cuaatia  ni  la  manera  de  ola- 
siflvar  ilichag  patentes  estable- 
cidas por  la  ley  de  22  de  di- 
ciembre de  18w,  y  la  ley  pe- 
riódica de  contiinucioneB.  al 
aatorisar  na  cobro  se  refiere  A 
dichaii  leyes.  -  O.  A.  7  noviem- 
bre 1903   261 

6.  El  art  10  do.  la  ley  de  22  de 
diciembre  de  1866  atribuye  al 
juez  de  comercio  la  decisión, 
•in  ulterior  recui-so,  de  los  re- 
cImdos  sobre  clasiticacitSn  de 
patentes  profesionales  é  indus- 
triales; y  aunque  el  articulo  SO 
de  la  ley  de  22  de  diciembro 
de  1S81  prescribe  que  las  ape- 
lacíouea  deducidas  contra  re- 
soluciones del  jues  sei-án  re- 
sueltas por  los  Tribunales  de 
altada  respectivos,  esta  dispo- 
sición no  es  aplicable  á  los  re- 
damos sobre  dasilicaeión  de 
patentes.  -  Mismo  fallo, 

PKNBt«'>N 

Acusrdot  municipaUi.  -  Muñid- 
jKUUlad.  -  No  existiendo  un 
convenio  especial,  el  benefi- 
cio de  ana  pensión  que  puede 
emanar  de  '^-uerdos  ó  ref;la- 
mentos  de  la  Municipalidad 
de  Santiago,  referentes  al  ser- 
vicio de  la  policía  de  seguri- 
ridad,  supone  la  calificación 
de  los  requisitos  que  debe  te- 
ner el  agraciado  para  poder 
Rozor  de  ella;  de  lo  que  se 
deduce  que  éste  sólo  tenia  una 
expectativa  sujeta  al  acuerdo 
Iirevio  de  una  coi-poi-ación  que 
tiene  facultades  que  le  son  pri- 
vativas y  que  ejercita  on  in- 
dependencia de  otros  poderes 
públicos. -C.  A.  20  Abril  1901  4.37 


1.  Sxprojñacii^n,  - 'EttATiáo  con- 
forme los  peritos  nombrados 
por  las  partes  es  inneccHana 
la  operación  del  tercero  en  dis- 
cordia y  con  arrefflo  al  articu- 
lo ó."  de  la  ley  de  14  do  agos- 
to de  1838  debe  aceptarse  el 
valor  de  tasación  que  cUon  in- 
dican.-C.  A.  29  septiembre 
190;*   183 

2.  Expropiación,  -  No  estando 
de  acuerdo  laa  estimaciones  de 
los  peritos  nombrados  por  las 
partes  y  del  tercero,  ni  corres- 
pondiendo todas  ellos  al  valor 
real  y  comercial  <1e  las  propie- 
dades expropiarlas  ¿  juicio  del 
juei,  puede  éste  fijar  el  valor 
de  los  bienes,  con  an*egIo  a  lo 
preceptuado  por  las  leyes  de 
14  de  agosto  de  ISaS,  IH  de  ñi- 
nio  de  1857  y  articulo  10K3  del 
Cód.  de  Proced.  Civil.  -  C.  A. 

28  octubre  llWi   184 

3.  fj'/'ropmrír}».  -  La  expresión 
"se aceptara  como  talor  de  los 
bienes",  empleada  por  el  ar- 
ticulo 1003  del  Cód.  de  Proced.. 
refiriéndose  &  la  estimación 
idéntica  de  dos  peritos,  nosLf;- 
nificaqne  el  tribunal  superior, 
revisando  la  sentencia  en  ape- 
lación ó  eonsidta,  debo  nece- 
sariamente ajustarse  á  dicha 
avaluadón.  -  C  A.  4  diciem- 
bre 190S   185 


4.  Honorario.  ~  íniérrupción.  - 
Pruerípfíitin.  -  Es  un  requeii- 
miento  queinterrumjw  la  pres- 
cripción de  corto  tifmpo  del 
articulo  2521  del  C.  CJ.,  la  peti- 
ción de  honorario  qne  hace  el 

Serito,  despuéfl  del  desempeño 
e  su  cargo,  ante  el  juei  del 
crimen  que  babia  dotretado 
la  prestación  de  sus  servicios. 
La  circunstancia  de  haberw 
declarado  quo  el  jiies  dd  cri- 
men no  em  competente  para 
decretarelpago,  no  enerva  ios 
efectos  del  i-equeriroiento  al 
deudor  desde  que  existe  cons- 
tancia auténtica  de  la  exijfeii- 
da  del  acreedor  por  modio  de 
actuaciones  y  dilí(T(.>nciafl  judi- 
cialcM,  -  O.  A,  29  diciembre 
1003    283 

PBRJtriCtOS 

1.  D«rí$ion«t  eontradiciorias.- 
Omisión.  -  La  sentencia  t^ue 
para  avaluar  los  perjuicios 
mandados  pagiir  por  un  fallo 
ejecutoriado,  ordena  en  su  pri- 
mera parte  tomar  por  base 

Sara  la  avaluación  el  estado 
el  terreno  ¿  la  fechadel  dea- 
pojo,  no  pugna  con  lo  resuelto 
en  su  porte  final,  que  se  li< 
mita  á  i-ebajar  la  estimadón 
de  dichos  perjuicios  hecha  en 
la  sentencia,  f  undándone  en  el 
méiito  de  autos  y  en  el  infor- 
me d"  perito,  3didem- 
brc  1903   (B 

2.  Hijufla».  —  ludtmnizati^.— 
Mora.  -  Constituido  el  Pisco 
en  moi-a  de  cntre;:ar  ciertas 
hijuelas,  aunque  1^  falta  de 
entrega  se  delÁ  á  cauvas  inde- 
pendientes de  su  vouiutad,  de- 
be indemnizar  perjuicios.  - 
Estos  perjuicios  dbben  ser  es- 
tablecidos poia  que  puedan  ser 
exigidos,  y  no  estando  aci-edi- 
tados  no  pueden  consistir  sino 
en  el  valor  que  pudo  tener  la 
hijuela  al  tiempo  en  que  debió 
entregarse,  y  en  los  intereses 
(le  este  valoi-,  ocasionados  por 
el  retardo.  -  C.  A.  %\  septiem- 
bi-e  líWi   :í26 

PERSONA  jurídica 

Aerión  vtwblf.  -  Competencia.  - 
/tftrlinatoria.  -  JJomirilia.  - 
lUxolución.-  Cuando  el  <lcman- 
dado  es  una  persona  jurídica 
que  tiene  establecimiento  ú 
oficina  en  diversos  lugares,  de- 
be Her  demandado  ante  el  juez 
del  lugar  donde  exista  la  ofi- 
cina ó  establecimiento  que  in- 
tervino en  el  hecho  que  da 
mérito  al  juicio,  -  C.  A.  23 
jidto  1003    273 

FBRSONBRÍA 

1.  Albacm.'  Capnriiitiil. — El  al- 
bacea  á  quien  se  ha  conferido 
la  tenencia  y  administracic'm 
délos  bienes  puedo  uarccercn 
juicio  con  ari-cglo  álos  luticu- 
los  1296  y  4K7  del  C.  Civil  para 
cobrar  los  crcditoa  de  l:v  tes- 
tamentaria, sobre  todo  si  los 
herederos  ratifican  lo  obrado 
por  él.— C.  A.  7  octubre  1903.  276 

2.  Cataeián.  -FalUdo,  -Q«t«hra. 


-B«haba¡taei4n.  -  Sindico.  - 
SI  un  fallido,  no  sometido  » 
intervención  contrata  Icfcal- 
mente,  sobre  sus  bienes  futu- 
turos  no  comprendido)*  en  la 
quiebra,  tiene  personería  para 
presentarse  á  la  justicia,  de- 
maniiando  el  pago  de  la  canti- 
dad que  dió  en  mutuo  en  vir- 
tud do  aquel  contrato.  —  Oas. 
14  junio  1«M   4.T3 

PKnCl6N  DR  BBBBNCIA 

Apreciadim  ds  lo»  Itteiu».  —  Cotti 
jvzgaiia.  —  Ettado  civil,  —  J*ar- 
tida,  -  Potftión  naltjria.  — 
i'riMÍtfi.-La  demanda  en  que 
se  pide  se  declare  que  In.  de- 
mandante V  sus  hijos  tienen 
derecho  a  la  herencia  do  un 
hombre  con  quien  la  deman- 
dante dice  haber  contraído 
matrimonio  y  que  la  deman- 
dada y  los  faltos  M  ésta  que 
han  obtenido  la  posesión  efec- 
tiva de  la  herencia  del  mismo 
individuo  como  viudo  é  hi1o« 
de  éste  no  tienen  tal  derccoo, 
requiere  la  prueba  del  estado 
civil  que  la  demandante  invo- 
ca. -OÜ.  8  julio  1904   481 

PLAZO 

1.  Abandono  dsta  Intlaneia.  ~ 

EfMto  rríroactiro.- El  plaxo 
fijado  para  el  abandono  de  la. 
instancia  no  puede  comcnmr  á 
coiTer  sino  desde  el  l.°de  mar- 
zo de  y  si  bien  es  cierto 
que  el  abandono  de  la  instan- 
cia no  constituyo  en  rigor  una 
especie  de  prescripción,  le  son 
aplicables  us  consideraciones 

3ue  sirvieron  do  expreso  fuñ- 
amente al  artículo  2»  de  la 
ley  de  efecto  retroactivo,  con 
arreglo  á  las  cuales  no  pro- 
cedería aplicar  en  otra  forma 
que  la  indicada,  el  referido 
articulo  24.  -  C.  A.  19  octubi-e 
1903   16* 

2.  Abandono  de  la  inHanria.  - 
ISfteto  rrírfíactiro.  -  Minma 
doctrina  -C.  A.,  17  mayo  1004.  409 

3.  Cagari<in.  -  ¡Jñt«rei''in.  -  Kttt- 
pimamifulo.-Omiñ^n.  -  Para 
comparecer  ante  el  Tribunal 
de  Alzada  á  seguir  la  apela- 
ción, dispone  el  apelante,  á 
mis  de  tres  días  que  sefiala  el 
articulo  223  del  Cód.  de  Pro- 
cedimiento Civil,  de  oti-os  tres 
días  en  que  so  aumenta  el  em- 
plazamiento para  contestar  de- 
mandas, cuando  el  demuu<la- 
do  se  encuentra  fucta  de  Iom 
limites  urbanott  de  la  pobla- 
ción que  sirve  de  asiento  al 
juzgado,  pero  dentro  del  mis- 
mo departamento,  y  de  los  días 
que  rorrespondui  al  aumento 
por  la  distanda  entre  d  de- 
partamento en  quo  so  dictó  la 
sentencia  y  el  de  la  residencia 
del  Tiibunal  de  Alzada,  seiciin 
la  tabla  que  debe  formar  la 
Corte  Suprema,  conforme  al 
articulo  2.')6  del  indícailó  Có- 
digo, en  vigor  á  la  fecha  del 
ingreso  fiel  expediente  á  la  se- 
cretaría del  Tribunal  de  Al- 
iada.-Oas..  9  didembrelflOS.  103 

4.  El  plazo  que  tienen  las  portee 
para  comparecer  anta  «1  Tri- 
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bunal  de  Alzada  ae  cuenta 
detsdo  el  infpreao  de  lo9  autos  é, 
la  secretaria,  y  no  desde  la  fe- 
cha de  la  primera  providencia. 
—  Mismo  fallo. 

5.  íéos  plazos  de  que  trata  el  Có- 
digo de  Pi-ocod.  Civil  se  en- 
tienden suspendidos  durante 
los  días  feriados,  y  todos  los 
plazos  son  complei^s  y  con-en 
apiernas  hasta  la  mediu  noche 
<lel  iklttmo  dia  del  plazo.  - 
Mismo  fallo. 

6.  AptUu!ÍOn.~  DettfTtriM.  -  Ex- 
pr^giin.  —  itmw'tín.  -  La  de- 
serción del  recumo  de  apela- 
ción procede  cuando  el  ape- 
lante no  ha  expresado  agravios 
«ienlTo  del  plazo  legal,  -  Puede 
también  pedii*se,  cualmiiut-a 
que  sea  ta  naturaleza  del  fallo 
en  que  incida,  ruando  el  ape- 
lante tío  comparece  &  sMuirel 
reouTOodenti-odelplaiodetrefl 
dias  que  lo  concede  la  ley  y 
aunque  esté  pendiente  el  pla- 
zo para  exproaar  los  agravios. 
-&a.,6ialloinM  4S0 

7.  AHuntlo.  -  ItHprorMlmcift.  - 
MuUa.  -  Símiiro.  -  La  circuns- 
tancia do  pedirse  reposición 
de  la  sentencia  de  que  se  re- 
dama,* no  suspende  el  tciinino 
señalado  por  la  ley  para  anun- 
ciar el  i-ecui  so  de  casación.  Kx- 
te  plazo  es  de  cinco  dios  fata- 
les y  ei  recurso  es  improce- 
dente si  dentro  de  ellos  no  se 
anuncia.~Cas.,  6  julio  1904..  493 

8.  Cómputo.  -  Los  dias  festivos 
no  se  cuentan  en  los  plozoH.  - 
El  Código  de  Procd.  Civil  no 
ha  deL-ngado  el  articulo  48  del 
C.  Civil  para  la  computación 
de  los  plazos.  Ea  proceilente 
un  recurso  de  casación  que, 
descontando  los  días  festivos, 
ha  sido  anunciado  y  formali- 
BíkIo  en  los  plazos  legales.  - 

C.  S..  8  octubre  1903   50 

O,  /^ocíHrt/izirí'j».  -  Es  improce- 
dente el  recurso  de  caíinción 
en  la  forma  oue  no  se  forma- 
liza dentro  del  plazo  legal,- 

Cas.,  21  y  22  julio  1903   8 

11'.  ForuialUaci-'n,  -  Es  impro- 
cedente el  re<!urso  de  casación 
en  el  fondo  que  no  se  formali- 
za dentro  del  plazo  l^al.- 
Cas.,  27  julio  19a;{   8 

11.  /n^Tonvrintciii, -Los  plazos 
de  cinoo  dias  para  anunciar  y 
foi-raalizar  el  1-ecurso  de  caxa- 
ción  en  la  forma,  son  fabUe-'. 
El  sfgun4lo  plazo  de  5  días  de- 
be contarse  desde  el  dLi  en. 
que  se  ha  hecho  el  anuncio.  - 
Cas.,  4  noviembre  190:i    65 

12.  Autos.  --  JmproceiletUTia.  -  Es 
improcedente  el  rocitmo  de  ca- 
sación en  el  fondo  qno  no  se 
formaliza  en  el  plazo  fatal  de 
10  dias  contados  de<tde  el 
anuncio.-  Oís,.  11  marzo  1904.  253 

13.  ImprorMilfmriH.  -  Aunque  se 
anuncien  conjuntamente  los 
recursos  de  castición  en  la  for- 
ma y  en  el  fondo,  el  primei-o 
de  dichos  recursos  debe  for- 
malizarse dentro  del  plazo  de 
cinco  dios  contados  desile  el 
anuncío.-Cas.,  3U  diciembre 
190rt   298 

14.  A])iiliiüi4n.  -  ImprocfilmcUt. 
-  MulUi.  -  Sentencia.  -  Es  im- 
prooedente  el  recurso  de  casa- 


ción en  la  forma  que  se  forma- 
liza al  sexto  dia,  esto  ea,  fuera 
del  plazo  legal.  -  Cos.,  16  ma- 
yo 190*   :«2 

15.  ApeUicién.  -  ImproenieneUt, 
-  Multa.  -  StnteH4ña.--íj0,  con- 
sidei'ocióa  de  haberse  formali- 
zado el  I  ecurso  de  casación  en 
la  forma  después  do  ti-anscu- 
rridos  más  de  5  dias  hábiles 
desde  aquel  en  que  se  anunció 
es  de  cai-ácter  previo,  para  de- 
clarar la  improcedencia,  res- 
pecto de  la  que  se  funda  en 
tratarsode  una  sentencia  in- 
terlocutoria.  -  Cm<(  16  mayo 
1904   3M 

IQ,  i'onHalisacián.--ímfiroefílm- 
cin.—iíttUa,—K\  bocho  de  no 
haber  admititio  priinei'amente 
la  Corte  de  Apelaciones,  por 
considerarlo  extemporáneo,  el 
anunoio  del  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo  que  admitió 
dmput'S,  no  suspende  el  plazo 
para  formalisarlo  dentro  de 
loa  10  dias  siguientes  al  anun- 
cio -Cas., ^  julio  1904   4Qi 

17.  FormaH2aiHdn."Jmjiroemlfn- 
r.ia,  ~  Anunciado!"  conjunta- 
mente los  recursos  de  ( asación 
en  la  formayenelfondo.debe 
forntalísarseel  primerodentro 
de  S  dios,  plazo  que  es  fatal  y 
no  so  altera  por  la  circunstan- 
cia de  ^ue  se  hayan  interpues- 
to conjuntamente  ambos  re- 
cursos y  se  presente  el  escrito 
en  que  so  lormalízan  dentro 
de  los  dios  que  la  ley  concede 
pura  el  segundo.  -  Cas.,  26  ju- 
lio 1904   495 

18.  t'omtmto.  -  La  disposición 
del  articulo  68  del  Cód.  de 
Proced.  Civil,  Heg(\n  \a  cual 
los  términos  comenzaran  á  co- 
rrer para  cada  parte  desde  el 
diadela  uoti6ca<;iÓR,  no  ha 
derogado  las  reglas  conteni- 
das en  lo»  artículos  48  y  49 
del  C.  Civil.  Los  plazos  deben 
entenderle  completos,  y  co- 
rren, además,  ha^t^  la  media 
noche  del  últiriio  <lía  del  tér- 
mino, sin  contarse  los  feria- 
dos. En  la  especie  se  declaró 
admisible  un  escrito  de  dupli- 
ca. -  C.  A.,  14  noviembre  1903  281 

Ifl.  ñfftnirura.  -  Mina.  -  Oposi- 
ción.-Y.  Mttnaura.-  Mina.- 
C.  A.,20iuliol9Ü:í  287 

20-  Com  jitziimia.  -  Mentara.  - 
Afina.  -  Declarada  la  priori- 
dad para  la  mensura  de  una 
mina,  puede  fijarse  el  plazo 
para  que  so  efectue.-C.  A., 
24  septiembi-e  iJKW  269 

21.  Manifi-iitiici¿n.  -  Mina.  -  R*- 
gíjtt  ro.  -  El  plazo  de  noventa 
dias  para  mtiticar  el  registro 
y  labrar  el  pozo  delie  rontarso 
dCHKie  la  fe<;ha.  ilc  la  provi- 
dencia i-pcaida  en  la  solicitud 
de  manifestación  y  no  desde 
el  registro  de  csti.  -  Pre^etita- 
da  la  solicitud  de  mtitii-ación 
del  registro  denti-o  délos  no- 
venta dios  contados  desde  esa 
fecha,  se  llenan  las  exigencias 
legrlea  y  no  es  nocosarío  que 
el  registra  déla  ratifi<-aciün  se 
haga  también  dentro  del  niis- 
mo  término,  pues  el  articulo 
11  del  Código  de  Minería  pe- 
na con  la  perdida  de  derecho 
la  6Uta  oe  ratificación  mas 


no  la  falta  de  registro  de  ella, 
la  cual  sólo  tiene  como  san- 
ción la  falta  de  titulo  proviso- 
lio  paiu  el  denunciante.  - 
C.  A.,  24  octubre  1903.   270 

PODEB 

Actot  no  contencioxoí.  -  Capad- 
dail.  -  Curador.  -  OnUsiá».  - 
Procedimiento.  -  Procurador. 
Reclamaci¿H.  -  Representa- 
eió)i.  -  Toda  persona  ^ne  haya 
de  comparecer  en  juicio,  á  su 
propio  nombre  ó  como  repre- 
séntente legal  de  otro,  puede 
hacerlo  por  si  ó  por  apodera- 
do; y  el  poder  psíra  liugar  se 
entenderá  conferido  para  to- 
do el  juicio  en  que  ae  presen- 
te, y  aún  cuando  no  se  expre- 
sen las  facultades  que  se  con- 
ceden, autoriza  al  procurador 
para  tomar  parte,  del  mismo 
modo  que  podría  hacerlo  el  po- 
derdante, en  tiidoB  los  trámi- 
tes é  incidentes  del  juicio  y  en 
todas  laa  cuestiones  que  por 
vía  do  reconvención  se  pro- 
muevan, hasta  la  ejecución 
completiv  de  la  sentencia  defí- 
nitiva,  salvo  que  la  ley  exija 
intervención  personal  de  la 
parto  misma,  conservando  el 
procurador  su  carácter  de  tal 
mientras  en  el  proceso  no  ha- 

Ía  testimonio  de  la  expiración 
e  su  mandato.  La  palalxu 
"  pi-ocurador"  no  sólo  com- 
prende al  del  número,  oficial 

Súblico  de  la  administración 
e  justicia,  sino  también  al 
que  representa  á  otro  en 
virtud  de  un  mandato;  y  aún 
cuando  quisiera  dársele  á  la 

Srescripción  del  articulo  4O0 
B  la  Ley  « >rgánica  de  Tribu- 
nales, el  alcf>.noe  de  una  prohi- 
bición absoluta,  esta  disposi- 
ción está  modificada,  por  loe 
ai-ticulOB  5."  y  8.°  del  Cód.  de 
Proced.  Civil.  -  Cas.,  23  junio 
1904  948 

P0DBBS8  PÚBLICOS 

Acuerdo .  -  Arrendamiento .  - 
Prórroga.  - Seclnmadón.  -El 
principio  consagrado  por  el 
articulo  11  del  O.  Civil  debe 
aplicante  con  mayor  raión 
trat^ndo-<e  de  actos  de  los  po- 
deres públicos  (en  la  especie 
una  Municipalidad),  los  cua- 
les no  pueden  atribuirse,  ni 
aún  á  pretexto  de  circunstan- 
cias extraordinarias  otra  au- 
toridad ó  derecho  que  los  que 
expresamente  te  \e*  haya 
conferido  por  los  leyes  sin  que 
puHdnn  tomarse  en  cuenta 
consideraciones  de  convenien- 
cia contra  la  expresa  prohibi- 
ción de  \o,  ley.  -  C.  A.,  11  ene- 
ra 1901  260 

FOLIClA 

Carbifn.  ~  Competencia.  -  Con- 
tienilii.  -  Mar  terriloriat.  -  A 
la  autoridad  atlminístrativa 
corresponde  la  facilitad  de 
concodor  permiso  para  efec- 
tuar trabajos  de  extracción  de 
carbón  y  otro;*  objetM  del  fon- 
do del  mar  en  los  pnertoe,  por- 
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que  según  la  Ordeniui»  G«ne- 
ñl  de  la  Armada  j  al  R^la- 
mento  de  S  de  octubre  de  IWI, 
á  la  autoridad  maritínia  <m>- 
rrenponde  lo  concerniente  á  la 

Solicia,  seguridad  7  limpicxi 
elospoeirtOB. -Cons.  deEst., 
13  enero  19M  MI 

PoLiz*.  -V.  Stgun, 

POBClÓ.f  OOXTUOAL.  -  V.  SoH^-  ¡ 
da*!  ronfpigat.  \ 

1.  ¡ntcripi^án.  -  QturrMla.  -  La  | 
inscrípción  del  titulo  de  do-  1 
minio  no  es  suficiente  prueba 
do  la  poneaíón  del  tiuelo  cunn-  ' 
do  no  se  justitíca  haber  ejecii-  | 
todo  algún  acto  d  1  aquolJos  ¿  | 
que  sólo  da  derecho  el  domi- 
nio; y,  por  conai^uiento,    el  | 
querellante  qui>  sulo  invócala 
poción  legnl  derivada  de  la  < 
insn'ipción,  carece  de  la  con- 
dición jurídica primeray  esen-  1 
cial  de  la  posesión  tranqjila  | 
y  no  intermmpidaduranteun 
año  completo  anterior  i  In  fé-  1 
cha  del  acto  de  molestia  ó  em-  t 
bargo  opuesto  á  elln  por  oti-a 
persona,  que  la  ley  ex^e  para  I 
poder  eotaUar  una  aoción  po-  1 
seioria.-C.  A..  4  dicieniDre  1 
1808   321  I 

i.  ApneiaeUm  dé  tot  AmAor.  - 
ínmtubi».  -  Imtlrumfnto  pri-  , 
rado.  -  Qusrttta.  -  ConcMlido  I 
por  1 1  autoi-idad  administra-  | 
tiva  el  uso  y  poce  de  terrenot,  | 
tul  coneesión  dn  oiigen  á  un 
dereobo  real  porque  se  ejerce 
sin  relación  ¿  determinada 
persona  y,  en  consecuencia, 
puedo  ser  objeto  de  una  acción 
poBBSoria  la  poNsión  de  dtcbo 
derecho,  paes  los  acciones  po- 
sesorias tienen  por  objeto  con- 
servar ó  recuperar  la  posesión 
de  los  bienes  raices  y  de  los 
deracbos  reales  conatituídos 
en  ellos.  -  Cas. ,  28  mayo  lflC4.  421 

3.  Mrmroii,  -  QturrMa,  -  En  los 
juicios  posesorios  sólo  so  toma 
en  cuenta  la  posesión  conti- 
naada  y  pública  por  m&s  de 
iin  año;  en  consecuencia,  es 
necesario  probar  la  posesión 
de  la  pared  divisoria  ron  el 
predio  vecino  en  que  ol  rlueño 
de  ésta  ha  escrito  avisos  refe- 
renciales  á  un  diarío  que  edita 
en  dii:ho  predio,  para  poder 
bomr  los  letreros  puestos  ahí 

Í'  reemplazarlos  por  otros  re- 
ereates  a)  diario  que  publica 
el  otro  proptetnrio,  no  siendo 

Srueba  auncientc  el  titulo  de 
ominio  de  la  propiedad  ni  la 
circunstancia  de  no  haberse 
pagado  aún  el  terreno  expro- 
piado para  la  calle  pública  y 

Jue  forma  actualmente  parte 
e  la  acora  deittinad  i  ni  trán- 
sito, aunque  en  la  compra  de 
la  pi-opietlad  huya  entrado  el 
derecho  para  reclamar  el  va- 
lor del  terreno  con  que  se  ha 
dido  ensanche  á  la  Vía  púbti- 
ca.-C.A.,  18  junio  IflM.....  4« 

4.  Acción  potMoria.  -  Deninrca- 
ciJn.  -  QiuirtUa.  -  Si  dos  pro- 
piedades no  se  hallan  deslin- 
aadiu  por  ana  linea  ragonoct- 


PREFECTO 

da  por  ambas  partes,  esta  fal- 
ta ae  demsrcación  impide  que 
se  verifique  la  povesión  nece- 
saria pam  entaUar  interdic- 
to reatítutorio.  -  O.  S. ,  S  julio 
1904   4B8 

PngKaifSN  KOTÜRIA  UK  SSTAIK)  ' 

U1V1L.-V.  JiataHo  etvU.  (NA- 
moros  1, 6  y  8.) 

PVRIOIOXEd  ^ 

1.  Notiflearion.  ~  JM>«ldia.  -  La  [ 
absolución  de  posiciones  es  ac- 
to poiwnal  y  del>e  ser  DOÜfi- 
cado  el  detireto  que  manda  ' 
a)i8olverIa«  en  la  forma  ni«- 
vcnida  para  euta  clase  de  nilt- 
^encios  por  el  articulo  01  del 
Cód.  d  -  Pi-oced.  Civil. -O.  A., 
•_>1  agosto  1903    73 

'i.  Uno  de  varios  demandados 
no  está  obligado  á  absolver  lus 
posiciones  que  le  ponga  otro 
de  ellos,  sin  perjuicio  de  la  fa- 
cultad que  puede  ejercitar  el 

Í'uzgado  con  arreglo  al  articu- 
o  166  del  Cód.  de  l'roceil.  Ci- 
vil. -  C.  A.,  17  noviembre  IfKB  81 

3.  ConfKMÍi>n.  ~  RMtHilia,  -  El 
procurador  os  oliligiulo  á  ha-  ' 
cer  comparecer  á  su  man-  1 
danto  para  absolver  posiciones 

en  el  término  prudencial  que  j 
el  tribunaJ  designe,  bajo  apor- 
eíbimiento  de  que  si  el  liti- 
gante no  oompareoiei'e  al  se- 
gundo llamado,  se  le  dará  por 
confeso  á  petición  de  parte. 
En  oonsecueiitia,  no  puede 
darse  por  confeso  al  litigante 
que  cit-\do  no  comparece  á  ab- 
solver las  postcíonee,  ya  sea 
que  se  le  notífíque  personal- 
mente, ya  por  medio  de  su 
apoderado  en  e]juÍcio,-0.  A., 
11  noviembre  1903   278 

4.  Abogado.  -  Cvn/eMtó».  -  Sien- 
do la  absolución  do  posiciones 
un  a  'to  de  carácter  ezclasivm- 
mente  personal,  no  tienodore- 
choelabawado  del  abeolvente 
á  presenciar  su  absolución.  - 

C.  A..  14  diciembre  1903  27S 

5.  Arrmdamiento.  -  Comparen- 
do.-Omitián.-  Procwiitnimto, 
-Dadoa  loe  términos  del  ar- 
ticulo 7S0  del  Cód.  de  Prooed. 
Civil,  no  procede  la  petición  | 
para  que  una  parte  absuelva 
posÍ4riono8  después  do  la  au-  ' 
diencia  en  el  juicio  especial  de 
desahucio.  -  C.  A.,  !r>  noviem- 
bre Ifloa   320 

6.  DomUtÜio.  -  Hipoteca.  ~Nu- 
l'itail.  -  Proffstión.  -  La  apela- 
ción interpuesta  coniiv  la  re- 
solución  que  desecha  la  peti 

ción  pam  que  se  suspenda  el  I 
deoreto  de  citación  para  sen-  ' 
toncia  mientras  no  se  ahsuel-  ' 
van  por  1»  parte  ejecutante  I 
las  posiciones  acompaftadas 
por  el  ejecutado  con  fecha  an-  < 
terior  á  aquel  decreto,  apela-  i 
ción  que  fué  concedida  en  lo  ¡ 
devolutivo,  no  impide  al  juez 
seguir  conociendo  en  la  causa  > 
y  diotar  sentencia.  -  O.  A.,  12 
octabT«  1903   448 

PRBPBCTO 

&rHu»lán  riéetorat.  -  No  pueile 
exclnirse  de  loa  r^istros  «lee-  I 


FRESCBIPCIÓII 

toraka  á  an  prefecto  de  poli- 
cía. La  inhabilidad  que  esta- 
blece el  articulo  26  núm.  6." 
de  la  ley  de  20  de  agosto  de 
1890,  no  debo  extenderse  á  los 
jefea  de  policía,  tanto  porque, 
según  el  lenguaje  usual,  las 
expresiones  "un  individuo  en- 
rondo  en  la  policia",  "indivi- 
duos qne  dewmpeñan  en  ella 
eoalqoier  aarioio  rentado", 
sólo  se  aplican  á  las  olaaes  y 
soldados  do  dichos  cuerpos  y 
á  los  que,  no  estando  enrola- 
dos en  elloa,  lea  prestan  aovl- 
oioa  extrafloa,  como  hetrado- 
rea,  mariscales,  carretoneroa, 
etcétera...  cuanto  porque  estas 
instituciones  están  organim- 
daa  sobre  la  base  de  la  aubor- 
dinación  y  disciplina  militar  y 
no  es  presumible  que  esas  per- 
sonas se  hallen  revestidas  oe  la 
debida  independencia  para  la 
emisión  del  sufragio,  loqiieno 
rige  con  los  )efca  supenorea. 
Esta  conclusión  guarda  con- 
formidad con  el  núm.  7."  del 
mismo  articulo,  referente  á  las 
clases  y  soldados  del  Ejército 
manentey  déla  Amúdo.  - 
A.,  18  noviembre  1003. . ...  237 

PKEJUZUAMIEHTO 

MedUku pr^eautoriiu.  -  Rtcuaa- 
ei¿n.  -  El  folio  que  al  rechaar 
las  medidas  precautorias  ae 
haaa  en  qne  loa  antecedente! 
del  nuevo  juicio  de  divorcio 
entablado  por  la  mujer  contra 
el  marido  por  adulterio  é  in- 
cesto aon,  en  el  fondo,  loe  mia- 
mos que  ñrvieron  de  bese  á 
un  juicio  anterior  de  divorcio 

er  malos  trat  imientos,  impor- 
un  prejuigamiento  de  la 
cuestito  <iue  ae  ventila  en  él 
nuevo  juicio,  á  que  es  a;4ica-  ' 
ble  la  disposición  del  núm.  8.° 
del  articulo  130  del  Cód.  de 
Proced.  Civil.  -  O.  S..  14  abril 
1901  314 

prblackSn 

Copia,  ~Vtr^UmlóH,-IjA  nott- 
floaeión  de  la  demandado  pre- 
lación  se  haoeá  loa  acreedores 
por  avisos  y  no  es  necesario 
acompañar  copias  del  escrito 
en  que  se  formula.  -  O.  A.,  13 
•«oato  190»  MS 

PEBSCRIPCnVN 

1.  Citbida.~lak  acción  del  com- 

Erador  para  que  se  le  complete 
i  cabida  del  predio  vendido 

S rescribe  en  un  año  contado 
esde  la  entrega. ~G.  A.,  17 

noviembre  190:1   172 

3.  Honorario.  -  Intnmpetén.  - 
Parttot.  -  La  prescripción  de 
corto  tiempo  establecida  en  el 
articulo  2521  del  Cód.  Civil 
puede  interrumpirse  por  ha- 
ber intervenido  simple  reque- 
rimiento ó  sea  la  comproba- 
ción auténtica  y  fehaciente  de 
haberse  dirigido  el  acreedor 
al  deudor,  cobrándole  la  suma 
adeudada.  Importieste  reque- 
rimiento la  petición  que  ante 
el  juei  del  orimen  qne  habla 
decretado  la  preataclón  de  loa 
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nei-vicioB,  hace  ol  perito  des  - 
paé»  del  doaempeño  de  sii  oar- 
iro,  puesta  en  conocimiento 
del  representante  fiscal;  y  la 
circunstancia  de  fambene  do- 
clarado  que  el  jues  del  crimen 
no  era  competente  para  decre- 
tar el  PORO,  no  enerva  los  efec 
tos  del  raquerimieato  al  deu- 
dor, desde  que  existe  constan- 
cia aaténtica  de  la  exigeacia 
del  acreedor  ñor  medio  de  ac- 
tuaciones y  ailif^encias  judi- 
ciales. En  consecuencia,  me- 
iliaiido  un  requerimiento  se- 
mejantA,  no  procede  In  pres- 
cripción de  tros  afios.  -  Cf.  A., 

39  diciembre  1903   283 

3.  ApreciacUfn  da  los  heehot.  - 
Escritura  páblím.  -  yirma.  - 
Omistón,  -  Sol^mnUiad,  ~  Tu- 
ligo».  -  La  prescripción  con 
que  se  pretende  adquirir  un 
inmueble  se  suspende  cuando 
hay  menores  interesados,  y  á 
favor  de  ellos.  -  Cas.,  2S  abril 
11)04   SM 

PR8SUNCIÓN 

1.  Apreciación  dé  los  luehos,  - 
DÉVMnda.  -  Prueba.  —  Tata- 
mentó.  -  La  demencia  del  tes- 
tador, al  tiempo  do  otorgar 
testamento  puede  probarse 
por  un  conjunto  de  preauncio- 
nea  graves,  pi-ecisai  y  concor- 
dantes. -  Cas.,  16  diciembre 
1903    210 

2.  Cotujo  de  Jtrmns,  -  Prueba  sn- 
mi-ptena.  -  El  cotejo  de  firmas 
de  un  documento  privarlo  no 
reconocido  por  el  demandado, 
no  08  bastante  por  si  roIo,  con 
arreglo  al  articulo  343  del 
Gód.  de  Proced.  Oivil,  pam 
constituir  prueba  plena  que 
justifiqoo  la  efectividad  del 
documento  cayo  pago  se  de- 
manda. No  puede  consideiur- 
se  ese  cotejo  como  una  presun- 
ción de  gravedwl  y  precisión 
suficiente  para  constituir  ple- 
iia  prueba,  en  conformidad  al 
articulo  428,  ya  que  el  articu- 
lo 343  citado  restringe  expre- 
H-unente  su  alcance  estaole- 
riendo  que  sólo  poflrá  Krvir 
de  baso  para  una  presnnción 
judicial.  -O.  A.,  31  diciembre 
1903   323 

PBIMA8.-V.  Seffmro. 

PamÓN  AKBITBAUA.--V.  Apre- 
mio. 

PKIVII.K070  EXCLUSIVO  para 
conducción  cwláveres.  -  V. 
Arancel.  -  Cadáeerea. 

PBOCKDIHIFENTO  KSPECIAL 

1.  Abobado.  ~  Honorario.  -  Jte- 
ffl»tr«iwriAi,~Si  se  ejerciba  la  ac- 
ción sobre  pago  de  honorarios 
de  abortado  por  la  defensa  de 
un  juicio,  cuyo  procedimiento 
determina  el  titulo  XIV  del 
libro  III  del  Cód.  de  Proced. 
Oivil.  no  cabe  la  reconven- 
ción del  demanilado  que, aten- 
didos m  naturaleza  y  objeto, 
no  ea  susceptible  de  sustan- 
aiarse  por  los  mismos  trámites 
que  la  demanda  principal  con- 
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forme  al  artículo  S06  del  Có- 
digo indicado.— C.  A.,  11  di- 
ciembre líWl   282 

2.  AeciM  riitrutioa-  -  Titulo 
euiivo  -  El  Oód.  de  Pi-oced.  Ci- 
vil no  ha  derogado  ni  expresa 
ni  tácitamente  las  disposicio- 
nes de  procedimiento  de  los 
nrticuloa  5."  y  6.°  de  la  ley  de 
15  de  octubre  de  187^  sobre 
Empresas  de  Gas  y  Agua  Po- 
table. A  ella  se  roñero  entre 
otras,  cuando  ordena  en  el  ar- 
ticulo 837  que  el  procedimien- 
to sumario  se  aplicará  en  de- 
fecto de  otra  tramitación  es- 
pecial á  los  casos  on  que  la  ley 
ordena  proceder  sumariamen- 
te ó  breve  y  sumariamente  ó 
eu  otra  forma  análoga,  que  es 
precisamente  el  modo  como  I 
quiere  que  se  proceda  la  ley 
citada. -En  consecuencia,  es- 
tas demandas  contra  los  con- 
sumidores morosos  deben  tra- 
mitarse eu  la  fornMi  verbal  y 
sumaria  establecida  en  el  ar- 
tículo 5.0  de  esa  ley,  sujetán- 
dose, en  cuanto  al  procedi- 
miento, á  lo  que  diapone  el  ti- 
tulo XII  del  libro  III  del  Có- 
digo de  Proced.  Oivil.  - C.  A.. 
10  diciembre  1903   313 

3.  Arrendamtmto.  -  Comparen- 
do. -  Desahucio.  -  Improceden- 
cia, -  Omisión.  -  PosíHontm.  - 
£1  juicio  especial  d«  deeabu- 
cio  de  un  contrato  de  arrenda- 
miento M  rígo  por  disp^MdciO' 
nes  también  especiales  y  no  es 
aplicable  al  comparendo  de 
prueba  la  diaporiclón  del  ar- 
ticulo 359  del  Cód.  de  Proced. 
Civil  que  exige  la  presencia 
de  un  receptor  en  la  audiencia 
de  prueba.  -  C.  A.,  25  noviem- 
bm  1903    320 

PjLOCüRADOR.  -  V.  Poder. 

PROFESIÓN 

1.  Domicilio.  -  Sfpresenltirión.  - 
Sentencia. -Ia  designación  del 
domicilio  de  las  partea  liti- 
l^tes,  de  su  pi-ofesión  li  ofi- 
cio sólo  se  exige  respecto  de 
las  sentencias  definitivas  de 
primera  instancia  y  de  las  de 
segunda  que  modifiquen  ó  re- 
voquen las  deotrcM  tribunales. 
-  So  es,  pues,  necesaria  en  las 
sentencias  confii-matoriaa.  - 
Cas.,  7  octubre  19C^   49 

2.  Decisitín.  -  Domicilio.  -  Snun- 
cíacíán.  ~  Omisián.  -  Ultra  pe- 
tita.  -  La  circunstancia  de  ha- 
ber omitido  h\  sentencia  de 

grimera  Instancia,  anterior  al 
ód.  de  Proced.  Civil,  la  de- 
signación del  domicilio,  pro- 
fesión ú  oficio  de  las  partes  li- 
tigantes, no  obliga  á  la  Corte 
de  Apelaciones  a  llenar  este 
vacio  en  su  aentenoia.— Obs., 
m  octubre  1903   03 

3.  Domicilio.  -  Omisldn.  -  Ias  1e- 

5 es  que  reglan  la  tramitación 
e  los  juicios  antes  de  la  vi- 
genoia  dti  actual  Oód.  de 
Proced.  Civil  no  exigían  A  las 

S artes  la  designación  de  sus 
omicilioB  y  profesiones  ó  ofi- 
cios;/, por  lo  tanto,  no  ha- 
biendo ellaa  ezpi*e8ado  esas 
dramstaneiEa,  no  puede  pre- 
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tenderse  ^ne  la  sentencia  ba- 
ga mención  de  tales  indicacio- 
nes, porque  hoy  se  lus  exija  la 
ley  á  los  mismas  parten.  -  0. 

A.,  13  noviembre  1903   81 

4  Domicilio. -Sentencia.- Si  la 
sentencia  de  primera  instan- 
cia ha  sido  pronunciada  antes 
de  la  vigencia  del  Cód.  de 
Proced.  Civil,  conformándose 
en  las  enunciaciones  que  con- 
tiene ¿  loa  preceptos  de  la  ley 
de  12  de  septiembre  de  1851, 
y  sin  indicar  el  domicilio,  pro- 
fesión ú  oficio  de  las  partes  li- 
tigantes, indicación  que  es 
una  novedad  en  la  nueva  ley 
procesal,  la  sentencia  de  se- 
gunda instancia,  revocatoria 
de  aquélla,  al  referirse  á  la 
I  exposición  de  loe  hechos  que 
se  contienen  en  la  sentencia 
de  primera  instancia,  cumple 
con  el  articulo  193  del  Cód.  de 
Proced.  Civil.  No  es  posible 
exigir  que  la  sentencia  revo 
catoria  haga  referencia  i  cir- 
cunstancias que,  como  el  do- 
micilio ó  la  profesión  ú  oficio 
de  las  partes  no  contiene  la 
«entencia  rovocadi^  no  obstan- 
te haber  sido  expedida  en  for- 
ma legal.  -  Cas. ,  28  noviembre 
1903   87 

5.  Domicilio.  -Nombre.  -  Omi- 
siM.  -  Sentenria.-  Tabla.  ■- 
Vísia.  -  El  articulo  193  del 
Cód.  de  Proced.  Civil  sólo 
exige  que  se  haga  la  designa- 
ción preci^a  de  las  partes  liti- 
gantes, de  su  domicilio,  profe- 
sión ú  oficio  en  los  sentencias 
de  segunda  instancia  cuando 
éstOH  modifican  ó  revocan  las 
de  otros  tribunales.  -  Cas.,  5 
diciembre  1903   203 

6.  OmMifi».-í^«i)eja.- La  sen- 
tencia de  segunda  instancia 
que  confirma  en  todas  sus  par- 
tes la  de  primera,  no  necesita 
reproducir  las  designaciones 

Í'  enunciaciones  que  exign  la 
ay  en  laa  sentencias  de  se- 
gunda instancia  que  modifi- 
can ó  revocan  lan  de  otro  tri- 
bunal; y  por  otra  parte,  al  no 
eliminar  algunas  du  ema  indi- 
caciones ó  citas  leales,  loa 
hace  suyas. 

7.  DonríMto.-Bipotaea.-ífuU- 
dad.-  Omiidén,  -  Posietone». 
-Si  un  juicio  se  ha  tramita- 
do hasta  la  citación  para  sen- 
tenc^  con  anterioridad  á  la  vi- 
gencia del  Cód.  de  Proced.  Ci- 
vil, no  son  aplicables  al  fallo 

Sae  en  él  se  dicte,  las  disposl- 
lones  de  los  artículos  183, 
937  y  fMl  que  evidentemente 
anponen  que  ba  partes  han 
deuido  á  su  vex  naoer  las 
designaciones  de  su  domici- 
lio, profesión  ú  oficio;  y  no 
estando  éstas  obligadas  á  ha- 
cerlas, aunque  lo  hayan  hecho 
después,  tampoco  existe  de 
parte  del  juez  obligación  de 
conaígiiarlas  en  la  sentencia 
en  términos  de  que  ésta  fuera 
nula  en  caso  de  omitirlas. - 
O.A.,»a.  12  octubre  1903.  ..  448 

8.  A^wiicacíM.  -  Dedsién,  - 
Domicilio.  -  Nuliilad .  -  Omi- 
süín  -  ÜUra  p^ita.  -  La  rlispo- 
sición  del  Cod.  de  Prooed,  01- 
Til  que  «xige  qtio  las  aenten- 


Digitized  by 


3S     PROMOTOR  mOAL 


PRUEBA 


PRUEBA 


das  oontenean  la  deaismadón 
precisa  de  liu  partes  liti^n- 
tea,  au  domícihn,  profesión  li 
oficio  es  correlativade  la  obli- 
gación que  impone  á  las  par- 
tes el  articulo  del  miamo 
Códiffo,  la  cual  no  pnede  en- 
tenderse sino  respecto  de  Ion 
juíciox  que  so  hubieren  inicia- 
do despué»  de  la  vigencia  del 
referido  Códico  y,  jior  lo  tan- 
to, aquella  disposición  sólo 
puede  repir  respecto  de  los 
juicioa  iniciados  con  posterio- 
ridad A  SQ  vigencia.— o.  A., 
8  agosto  1«H   ñU 


paoaiBicióN 

1.  ApreñairiÓH. — Secu&itro.  -  La 
l^rohtbiuión  de  celebnu*  actos 
o  contratos  puede,  en  ^neral, 
docrotarse  con  relación  i  los 
bienes  que  son  materia  del 

Í'uicio,  pero  sólo  cuando  la» 
acuitados  del  demandado  no 
ofrecieren  auñdente  samntia 
para  asegurar  el  resultado  del 
juicio. -C.  A.,  7  enero  1904.-  3t» 

2.  AdherímiétUo.  -  Luaiin  uñar- 
me.-Nulidad.  -  Inscripta  la 
prohibidón  de  enajenar  y 
gravar  una  herencia,  In  nuli- 
dad absoluta  de  qiio  adolece 
la  venta  hecha  A  pesar  de  es- 
ta prohibición,  no  puede  ser 
invocada  porlarandedora  que 
supo  ó  debió  saber  el  vicio  que 
invalidab.a dicha  enajenadon. 
Loe  terceros  que  habían  pedi- 
do esas  prohibiciones  y  que 
adhiei-en  al  juicio  de  nulidad 
deben  seguir  la  suerte  déla 
parte  á  quien  adhieren.  £1  so- 
lo hecho  de  la  proliibiL-ióii  no 
basta  á  darles  interés  propio 
y  personal  en  la  nulidaa  ai  no 
oureditan  que  los  det-echox 
que  tratahñn  de  caraiitixar 
con  ella,  les  han  sido  i-econo- 
cidos  en  definitifa  ó  si  están 
resguardados  de  otro  modo.  - 

O.  A.,  30  noviembre  190;)  3H5 

3.  Caaacián.  -  Comp^tmcia.  - 
Mj^rtuHón.  -  InscriíKiiin. — Sm- 
ísrutia.  -  Si  existe  una  prohi- 
bición judicial  de  enajenar  ó 
gravar  un  fundo,  inscrita  c  n 
anterioridad  á  la  fecha  en  que 
la  persona  A  quien  ae  impuKo 
dicha  prohibidón  lo  vende  á 
un  tercera,  no  puede  proce- 
dersG  á  eancclar  dicha  prohi- 
bidón é  inscribir  la  compra- 
venta ñn  qne  en  la  instancia 
sea  oído  el  tercero  que  obtuvo 
la  prohibición.  Es  nula  la 
sentencia  que  sin  este  requi- 
sito la  cancela,  -C-as.,  28  ma- 
yo im   4!5 

4.  ApoMttm  muttiOM.  -  ímproef- 
detu^.  -  Afnnicipttlldad,  - 
QuerMu.  -  Smlenria.  ~  V. 
AituMltu  midua», 

niOHOTOR  FISCAL 

CaaaeÜn.  -  Traiuarcijii.  -  Bl 
Promotor  Fiscal  no  tiene  fa- 
cuitad  para  transigir  A  nom- 
bre del  Fisco,  ya  que  segitn  el 
ortículo  2447  del  C.  Civil  iio 
puerle  hacerlo  sino  la  pei'sona 
capas  de  diaponer  de  los  obje- 
tos comprenoidot  en  la  tran< 


sacdón.  -  O.  S,,  29  didembre 
1903   230 

Prcírboga.  -  V.  Arrendamint- 
ío. -(Núni8.3y4). 

PBOTEjro.  -  V.  Lrira  dti  cambio. 

Ai^ián  fjp'rutiva.  -  Kxa^vñón  dé 
Jalgtdad.  - I/ftra  d*  cavibio.  - 
Título  ^fcutiro.  -  El  protesto 
de  una  letm  por  fnita  ne  pago, 
requisito  exitndo  por  el  ar- 
ticulo 455dül  Cód.  de  Proced. 
Civil  piira  quo  tenga  mérito 
ejecutivo,  debe  hacerse  en  el 
dia  siguiente  al  de  su  venci- 
miento y  cobro;  y  el  retanio 
en  llevar  &  efecto  esta  dilicen- 
cia hace  ineflcas  el  protesto  y 
el  aceptante  no  se  encuentra 
en  la  situación  coiitempiflda 
por  la  ley  para  que  la  omisión 
de  la  ticha  do  falsedad  de 
aceptación  dé  mérito  'ejecuti- 
vo a  la  letra,  no  subsanándose 
el  vicio  origínarío  del  titulo 
en  el  momento  de  despachar- 
se el  mandamiento  de  embar- 
go por  el  hecho  de  haber  reco- 
nocido el  ejecutado,  al  oponer 
excepcionea,  la  circunstancia 
de  su  Bceptadón. -C.  A.  18 
marzo  190t  mi 

Pku  eba.  -  V.  Apr»Har¡iin  r/»  loa 
tuchou. 


1.  St^mmUIatUia.  -  TetfatiyrHioi. 

-  Siendo  procedente  la  prueba 
tcí^timonial  para  comprobar  el 
hecho  objeto  de  la  litis,  el  tri- 
bunal (^ne  la  admite  haca  ana 
aplicación  correcta  del  articu- 
lo 1711  del  Cód.  Civil.  -  La 
apreciación  del  mérito  de  la 
prueba  [>ara  establecer  el  prin- 
cipio do  prueba  por  escnto  y 
los  demás  hechos  de  la  cansa, 
es  atribución  privati^'a  del  tri- 
bunal quo  conoce  del  juicio, Hin 
que  al  tribunal  de  casación 
le  corresponda  otra  cosa  qne 
aceptarcstos  hechos  talca  como 
so  han  dado  por  estableddos 
en  el  fallo  re<^urrÍdo.  -  Cos.  14 
octubre  1903  

2,  Sntrmnidadea.  -  1  Fvtnnu^itii. 

-  Cualquiera  que  sea  el  mérito 
de  la  doctrina  de  que  ol  acto 
solemne  se  prueba  por  sí  mis- 
mo, ó  sea,  de  que  en  él  debe 
aparecer  que  en  su  ot^rsa- 
mieiito  se  han  llenado  todas 
las  form:i)idarles  exigidas  por 
la  ley  para  su  validez,  y  cual- 
quiera, la  mayor  ó  menor  acep- 
tación que  esta  doctrina  haya 
tenido  por  la  jurisprudcneiia, 
no  constituyendo  ella  un  pre- 
cepto legal  existente,  no  pue- 
de ser  fand:imento  de  un  re- 
cuino  do  casación,  -  Caá.  14 
noviembre  1903  

I  3.  Panlot  dé  nrwbtt.-ljM  pun- 

I  tos  de  prueba  dehen  fl'ame  en 
conformidml  á  los  hechos  sus* 

I  tancialea  controvertidos  en  el 
juicio  y  que  sean  directnraento 
pertinentes  y  necesarios  al  fa- 

¡     11o  que  debe  pninuncíarae.  - 

!     O.  A. noviembre  1903  

'  4.  A/'rrriarii''n  '(<■  loa  ti^rhoit,— 
Dxntéticia.  —  Prf»anp¡¿n.  -  Tft- 
tumetUo.  -  Es  una  cm-stión 

'    pura  y  simplemente  de  hecho 
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170 


la  de  detennlnar  si  el  testador 

carecía  de  capacidad  intelec- 
tual al  tiempo  del  otoi^am len- 
to del  testamento;  y  al  apre- 
ciar el  tribunal  "a  quo"  tocios 
loa  elementos  probatorios  adu- 
cidos en  el  prat^eso  sobre  ente 
punto  y  estimar  más  justas  ^- 
procedentcs  las  pinicbas  rendi- 
das por  los  demandantes  de  la 
uidíoad  del  testamento  y  como 
consecuencia  legal  de  ello  que 
el  testarlor  no  se  halliiba  en 
su  entero  juicio  al  tiempo  de 
otorgar  el  testamento,  no  hoce 
tribunal  sino  ejercer  ¡na 
atribuciones  soberanas.  -  Cas. 
16  diciembre  lílOS   210 

5.  La  demencia  del  testador,  al 
otorgar  el  testamento,  |Miede 
establecerse  por  uu  conjunto 
de  presunciones  giavcs,  pred  • 
sas  y  concordantes,  -  Mismo 
fallo. 

6.  .S'iw/Mujrírf».  -  rc'rfiiÍMrt  rrlnt- 
ordinario,  -  El  término  extra- 
ordinario para  rendir  prueba 
fuera  de  la  Kepública  es  co- 
mún y  uno  mismo  respecto  de 
todos  los  lugares  de  la  nadon 
para  la  cual  se  otorga;  y  ha- 
biéndose concedido  sin  omsí- 
dónelaumentocorrespondíen- 
te  A  Arequipa  (Perú),  no  en 
procedente  ni  ncoesario  otor- 
gar especialmente  el  aumen- 
to extinordinario  correspon- 
diente A  Lima. — C.  A.  *J6  di- 
ciembi-e  1«03  317 

7.  Psra  qne  pueda  decretarse  y 
tonga  eticada  la  prueba  ins- 
trumental que  se  tiuta  de  ren- 
dir fuera  de  la  República,  la 
ley  exige,  entre  otras  cosas, 
que  se  determine  la  clai-e  ó 
condición  de  los  instrumentos 
de  que  el  solicitante  pit-naa 
valerse  y  el  lugar  en  queso 
encuentran.  No  puede  consi- 
derarse como  suficiente  deter- 
minación de  la  clase  y  condi- 
ción de  ios  instrumentos  de 
que  el  aolidtante  piensa  va- 
lerse y  del  tugar  precian  en 
que  ae  encuentran,  la  expre- 
sión de  qne  se  van  A  bu9<:ar 
en  los  archivos  del  Congreso 

Ído  los  MiuiHterio;  del  Cío- 
ierno  del  Perú  ó  eii  las  leyca. 
decretos  y  realca  M'dulas  que 

fmeden  cncoittrai'se  en  Lima, 
os  antecedentes  que  aii-van 
para  determinar  la  delimita- 
ción de  loa  dcpartimcntoa  d« 
Pisagua  y  Arica  y  ni  en  tiem- 
po de  la  dominadón  peruana, 
Surire  dependia  de  laa  auto- 
ridades de  Tarapacá.  -  Mismo 
fallo. 

8.  Votfio  de  Jtrmaa.  -  Prnaun- 
dúa.  -T.  PréiHnetáH  (Niim.  2) 

A.  Admisibilidtid.  -  Arr^nda- 
mí^nín.  -  Establecida  la  exis- 
tencia del  contrato  de  arren 
damiento  de  servidos  parala 
ejecución  de  unos  trabajos  de 
carpintería,  es  admisible  la 
pruel>a  testimonial  que  tiene 
por  objeto  jnstificar  el  hecho 
de  haoorse  ejecutado  las  obras 
y  la  extensión  de  loe  trabajos 
verificados  en  vtrtnd  de  ese 
o  nirato,  no  aiendo,  por  lo 
tanto,  aplicable  la  disposidón 
del  articulo  1710  del  O.  Civil. 
-Cm.  4abrill9M  3» 
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10.  Adminüírador.  —  ÁprgeUi' 
cién  d«  loa  hwhoa.  -  Cotif^nifin. 
I>»¡hÍMÍto.  -  Pago.  -  Confesa- 
do por  el  demaiidvlo  el  htc'.io 
del  depósito  de  una  partida  de 
trigo  en  un  molino  pai-a  po- 
nerle precio  mus  tai-rle  y  ven- 
dei'lo,  eH  procedente  la  prue- 
ba tentimoiiial  para  justitícai' 
l:v  cirouoRtancia  complemen- 
taria del  contrato,  conaistente 
en  que  el  tñgo  proi^dia  do  un 
fanno  de  propiedad  de  la  de- 
inaudantc  qitc  adniinistiaba 
el  depositante.  -  Caá.  25  abril 
1S04    356 

11.  Copia,  ~  Minuta  dti  pnyba. 
-  Ttütiijos.  -  La  minuta  de 
pruei>a  y  lista  de  testifíoi  pre- 
iiratad;iD  (IcnM-odol  termino, 
deben  ner  toina<la!i  en  cuenta 
aoitque  el  escrito  no  sea  pro- 
veído por  no  haberse  aconipa- 
ílado  In  copia  detei-n)ina<la 
por  el  artículo  ^¿  del  Cód.  de 
Froced.  Civil,  si  se  subsana 
esta  omisión  antes  ríe  recibir- 
se la  prueba.— C.  A.  14  abril 
19M   .S84 

12.  Apreciación  délo»  hecho».- 
Cosa  juzgada.  -  Estado  rIeiL 
-Partiiia.  -Poteñiin  notoria. 
V.  Extado  cieil.  -  Cas.  ft  julio 
1904.   481 

13.  Minuta.  -  Rebeldía.  -  Con- 
forme al  articulo  .SOS  del  Cód. 
de  Pi-oced.  Civil,  ya  se  proceda 
con  la  contestación  expresa  del 
demantludo  ó  en  su  rebeldia, 
oí  tribunal  examinará  por  si 
mÍRmo  loH  autos,  y  si  estimare 
que  hay  ó  puede  lútber  contro- 
versia sobre  algún  hetho  bub- 
tancial  y  pertinente  en  el  Jui- 
cio, ordenará  que  ca<la  parte 
presente  denti-o  de  cinco  días 
mía  minuta  de  los  puntos  so- 
bre que  piense  rendir  prueba 
dete8tÍKOs,numerado8  y  expe- 
sificados  con  claridad  y  pi-eci- 
sión.  Por  conniguiente,  aun- 
que el  firmanda  lo  no  contes- 
te la  demanda  no  sólo  tiene 
derecho  de  presentar  minuta 
de  prueba  sino  que  cumple 
el  mandato  judicial,  dictadlo 
con  arrefclo  á  la  ley,  que  le 
ordena  presentar  dicha  minu- 
ta, no  Biendo  para  esto  un 
olntácalo  la  disposición  del 
Inciso  2.0  del  artículo  3UQ  del 
Cóíl.  de  Proced.  Civil  que 
manda  fijar  como  puntos  ile 
prueba  tínicamente  itm  hechos 
suntauL'íalcHcontro vertidos  en 
los  escritos  anteriores  á  la 
resolución  que  onlena  reci- 
birla, pues  si  se  diera  á  esta 
disposición  otra  interpreta- 
ción, qoedai-ia  sin  aplicación 
alguna  el  articulo  .%8  en  la 
parte  que  autoiiza  la  presen- 
tación de  minutjs  al  demanda- 
do relwldo.  -No  hallándose  el 
demanda<lo  rebelde  compren- 
dido en  ninguno  de  los  casos 
en  que.  según  el  articulo  3U3 
del  Cód.  de  Proced.  Civil,  se 
puede  citar  para  sentencia  HÍn 
recibir  la  raosa  á  prueba,  su 
rebeldia  para  los  efectos  de 
los  articufos  ífíH  y  309  importa, 
segiln  el  espíritu  de  la  ley 
manifestado  claramente  en  la 
histoiia  fidefligna  de  su  esta* 
hleciroiento,  una  presunción 


I     de  que  no  acepta  por  su  parte 
I     los  noches  enunciados;  y  el 
I     juez  queda  habilitado  para 
I     tijar  los  puntos  de  prueba 
I     considerando   como  hechos 
sustanciales,  materia  de  la 
controversia,  los  que  ci-eyere 
I     pertinentes  en  el  iuicio,  to- 
mando por  l>ase  la  aemanda  y 
I     los  puntos  enumerados  y  espe- 
cilicadoe  con  claridad  y  prci-i- 
sión  en  los  minutas  que  ha- 
yan presentado  demandante 
y  demandado,    siempre  que 
I     goarden  relación  jurídica  con 
aquélla.  Loa  puntos  do  prueba 
deben  serfíjEidos expresa  y  de- 
terminadamente por  el  mismo 
juei;  y  no  en  forma  de  simple 
reffirencia  á  las  minutos  ó  es- 
critos do  las  partes.  -  C.  A.  O 
aguato  1904    008 

Puntos  de  prubba.-V.  Prwi>a, 


QUERELLA 

1.    Alcalde:  —  Competencia.  — 
ConlÍfnda.--<2uerellaeriminat. 
I     -  V.  Competencia.  -  (N  úms.  17 
y  18).  -  Cons.  do  Est.  5  febrei-o 

!     im  288 

I  retía  di  amparo.—  La  ttiacrip- 
oión  del  titulo  de  dominio  no 
es  suficiente  prueba  de  la  po- 
sesión del  sucio  cuando  no  se 
justifica  haber  ejecutado  al- 
gún acto  de  aquellos  á  que 
sólo  da  derecho  ei  dominio;  y 
por  consiguiente,  el  querellan- 
te que  sólo  iiiv<>c«  la  posesión 
leeul  deri\-a(la  do  la  inscrip- 

!     ción,  carece  de  la  condición 

Í'urtdica  primera  y  esencial  de 
a  posesión  tranquila  y  no  in- 
terrumpida <lurante  un  año 
completo  anterior  á  In  fecha 
del  ai-to  do  molestia  ó  embar- 
go opuesto  á  clin,  por  otra  per- 
sona, que  la  ley  exige  pam 
poder  entablar  uun  arción  po- 
sesoria; en   la  especie,  una 

Suerella  de  ampai-o.  -  C.  A.  4 
iciombre  1903    aZL 

3.  Cotu¡)rtenciu,  ~  Contientta.  — 
La  acción  posesoria  que  so 
funda  en  el  articulo  921  del 
C.  Civil,  provoca  una  contien- 
da judicial  de  intei-és  privado 
y  sometifia,  por  lo  tanto,  al 
conocimiento  de  los  tribuna- 
lea  de  justicia.  -  Cons.  de 
Est.  »  dicicmbi-e  1903    ,389 

4,  Letrero»,  -  Posetti^.  -  Quere- 
lla rfrtinvMiro.— Kn  los  juicios 
posesorios  sólo  se  toma  en 
cuenta  la  posesión  continua- 
da y  pública  por  más  de  un 
año;  en  consecuencia,  es  nece- 
sario probar  la  posesión  de  la 
pared  divisoria  con  el  predio 
vecino  en  que  el  dueño  de  ésta 
ha  escrito  avisos  referenciales 
á  un  diario  que  «lita  en  dicho 

[iredio,  paru  poder  bori-ar  los 
etreroa  puestos  ahí  y  reempla- 
m  loH  por  otros  referentes  al 
diario  que  publica  el  otro  pro- 
pietario, no  eiendj  prueba  su- 
nciente  el  titulo  de  dominio 
de  la  pi-opie<lad  ni  la  circuns- 
I     toncia  de  no  haberse  pagado 


I     aún  al  beiTeno  expropiado 
para  la  ualle  pública  y  que 
I     forma  actualmente  parte  de 
la  acera  destinada  al  tránsito, 
I     aunque  en  la  compra  de  la 
¡     propiedad  haya  entrado  el  de- 
recho pam  reclamar  el  valor 
del  terreno  con  que  se  ha  dado 
ensancho  á  la  via  pública.  -  O. 

A.  IHjurloigOA  446 

5.  Apreciacián  de  lo»  hecho».  - 
Inmueble,  -  Inelrumetito  pri- 
I     vado.  -  Potetión.  -  Querella  de 
\     rettitucián.  -  Conco'lido  por  la 
I     autoridad  administrativa  el 
uso  y  goce  de  terrenos,  tal 
concesión  da  origen  á  un  de- 
recho real  porque  se  ejerce 
sin  respecto  á  detei-minada 
I     persona  y,  en  consecuencia, 
¡     puede  ser  objeto  de  una  ac- 
I     ción  posesoiia  la  posesión  de 
!     dicho  <lei'echo,  pues  las  acoio- 
I     lies  posesorias  tienen  por  ob- 
jeto consei-var  ó  recuperar  la 
I     posesión  de  loa  bienes  raices 
y  de  los  derechos  reales  oons- 
tituidos  en  ellos.  -  Una  má- 
quina de  elaborar  maderas 
f^ue  forma  un  establecimiento 
industrial  adherido  al  suelo 
y  destinado  á  la  explotación 
del  predio  en  que  se  encuen- 
tra, aunque  mueble  por  natu- 
raleza, pasa  á   ser  inmueble 
por  su  destino  y  es  susoeptir 
ole,  eu  este  concepto,  de  ser 
comprendida  en  una  querella 
posesoria  de    resUtiición.  - 

Cas.  28  mayo  1904   421 

&  Acción  poieeoria.  -  Demarca- 
I  Chin.  -  Potetión  -  Querella  d« 
detpoio.  -  Si  dea  propieda- 
des no  se  hallan  dealindadaa 
por  una  linea  reconocida  por 
ambas  partes,  esta  falta  de  de- 
;  marcación  impide  que  se  ve- 
lifique  la  posesión  neoeaaria 
para  entabur  interdicto  resti- 
tutorlo.-C.  8.  SjidioigO*....  468 

7.  ArrmdamÍ4ttao.  ~  Omieión.  - 
QuerMa  <l4  re»tabíeeinii»nto.  - 
Ultra  péttta.  -  Interpuesta  en 
forma  subsidiaria  por  el  arren- 
datario la  querella  de  resta- 
blecimiento por  despojo  vio- 
lento, la  sentencia  que  rovo- 

'     cando  el  fallo  de  primera  ins- 
I     tancia,  manda  reponer  las  co- 
sas en  el  estado  que  tenían  al 
1     iniciarse  los  actos  de  pertur- 
I     batñón,  resuelve  en  realidad 
I     la  enentión  sometida  á  deoi- 
aiún,  sin  que  pueda  sostenerse 
que  el  fallo  ha  sido  dado  "ultra 
petita".~Ca8.,  12  juUo  19U4...  490 

8.  Apuealcu  mutuas.  -  Improce- 
dencia. -  Munieiimliilád.  ■- 
ProhiíiiHón.  -  Queretta  de  r«»- 

,     tablecimiento.  -  Sentencia.  — 
La  clausura  de  un  estableci- 
minnto  de  apuestas  mutuas 
verificada  por  el  alcalde  con  el 
auxilio  de  la  fuerza  pública,  en 
virtud  de  acuerdo  ríe  la  Muni- 
cipalida<l  no  constituye  undes- 
pojo  que  dé  lugar  a  la  querella 
do   rasiableci miento.    Es  un 
I     acuerdo  de  la  Municipalidad 
[     cuya  legalidad  debe  impug- 
'     narse  en  la  forma  prencríta 
por  la  ley.  -  C.  A.,  4  abril  1904  674 

9.  Comunidad-  -  lJe»p<ijo.  -  Que- 
rella d»re»lablecimiento.-')&\ 
que  violentamente  ha  sido  dea- 
pojado  aea  de  la  posesión,  sea 
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de  la  mera  tenencia,  y  que 
por  cualquiera  causa  no  puede 
instaurai- acción  posesoria,  tie- 
ne derecho  i  que  se  restablez- 
can las  coeai  atestado  que  an- 
tes tenían  ^,  por  consiguiente, 
aún  suponiendo  que  el  quei'e- 
llante  y  el  querallado  aean  co- 
muneros en  el  terreno  despo- 
jado, procede  ta  querella  jus- 
tífieando  el  despojo  violento, 
-a  A., 21  manolOM  5S2 

QUIKBRA 

Caioción.-- Fallido.  -Parsonérla. 
-  BehabüUaelrin.  -  Simlieo.  - 
La  adminíati-ación  de  los  bie- 
nes futuros  adquiridos  i  titulo 
onoroao  por  el  fallido,  corres- 
ponde de  derecho  á  éste,  aún 
cuando  no  se  haya  rebili- 
todo;  pues  la  ley  no  priva  é,  la 

Sersona  declaradn  en  quiebra 
el  derecho  de  atender  por 
medio  dtd  trabajo  á  la  susten- 
tación de  su  vida,  sino  que  tar 
culta  4  los  acreedorek  del  no 
rehabilitado,  no  i  aus  deudo- 
res,  para  someter  á  intorvoo- 
ción  la  administración  de  di- 
chM  bienes.  Si  esa  admlnis- 
traoión  no  ha  sido  sometida  & 
intervención  el  &Ilido  contra- 
ta legalmente  y  el  deudor  no 
puede  jurídicamente  excusat- 
su  campUmiento,  i  pretexto 
de  que  sólo  los  sindi«>8  repre- 
sentan tos  derechoH  del  decla- 
lado  en  quiebra.  Infi-inge.por 
lo  tanto,  los  aiiiculoB  lüffiídel 
Oód.  de  Comercio  y  1437  y 
1545  del  Oód.  ClvU  la  senten- 
oia  qtte  niega  fallido  su  per- 
sonalidad para  demandar  el 
pa^o  de  la  cantidad  que  dió 
en  mutuo,  en  administración 
de  sus  bienes  fnturos  no  com- 

Bendidosen  laquiebi».-0a8.. 
Junio  1904  m 

K 

I.  OonfeHSn.  -  Potíeionés  ~V. 
FofMoné$.—G.  A.,  11  noviem- 
bre 1903    278 

Hfinuta.  -  Prtuba.  -  Aunque 
el  demandado  no  conteste  la 
demanfük  y  se  declare  evacua- 
do este  tramito  en  su  rebeldía, 
tiene  derecho  i  presentar  mi- 
nuta de  prueba  y  lista  de  tes- 
tigos, -  No  hallándose  el  de- 
mandado rebelde  comprendí- 
do  en  ninguno  de  los  casos  en 
qiie  se  pu^e  oitar  para  senten- 
cia ña  recibir  la  causa  á  prue- 
ba, su  rebeldía,  para  los  efec- 
tos de  los  ai-ticnloB  ÜOS  y  300 
importa  se^n  el  espírítu  de 
la  ley,  manifestado  claramen- 
te en  la  historia  fidedigna  de 
BU  establecimiento,  una  pre- 
sunción de  que  no  acepta  por  su 
parte  los  hechos  enunciados;  y 
et  juet  queda  habilitado  para 
lijar  los  puntos  de  prueba, 
oonilderanda  como  hechos  suf- 
tan dales,  materia  de  la  con- 
ti-oversia,  los  que  creyere  per- 
tinentes en  el  juicio,  tomando 
por  base  la  demanda  y  los 
puntos  enumerados  y  especi- 
noados  ron  claridad  y  preci- 


sión en  las  minutas  que  hayan 
presentado  demándame  y  de- 
mandado, siempre  que  guar- 
den relación  iui-idicft  conaqoe- 
Ua.-C.  A.,6Agoeto  1904  308 

BBuiPBOCiCAO.  -  V.  Etíradi- 
dán. 

1.  Lity  dé  Alcohola.  -  Utüta,  - 
PateniM.-V.  Patmtos.  -  O. 
A.,  1."  diciembre  1903   176 

2.  Ley  dé  altiohole».  -  Patentét. — 
V.  Patentas.  -  O.  A.,  6  no- 
viembre 1803   239 

3.  Acuerdo.  -  Arr»ndamÍmtiK  - 
Poílereg  pfibliros.^Prárrotía.- 
V.  Arrmdamiénto,  -  (Núm.  3.) 

C.  A,,ll  enero  1904    260 

4.  Improcedencia .  —  Paí«nte.  - 
V.  Patenté».  -  C.  A.,  7  no- 
viembre 1903    281 

5.  Aniinalés.  -  Avatúo.  -  Contri- 
bueiM.  -  InmueMéa.—  V.  Ava- 
lúo (Núm.  1).  -  C.  A.  2»  no- 
viembre 1903.   202 

6.  Com¡ienéación,  -  Exeéiiáones. 
-Omtsián,  -  Senteitcia.  -  El 
Tribunal  de  Alzada  no  pue- 
de fallar  en  única  instancia 
las  excepciones  de  un  jn  oio 
ejecutivo,  propuestas  y  discu- 
tidos en  la  primera  instancia, 
que  no  fueron  resueltas  por  el 
jues  a  9U0,  nivo  el  caso  del 
articulo  231  del  Cód.  de  Pro- 
cedimiento CinI  que  se  refiere 
únicamente  á  las  excepciones 
no  falladas  por  ser  incompati- 
bles con  lo  resnelto  en  la  sen- 
tencia apelada,  de  modo  que 
no  bastí!  et  i-ecurso  do  apela- 
ción para  remediar  las  omi- 
siones ó  defec-tos  de  et<ta  clase; 
es  necesario»  además  haber  re- 
clamado de  ellos  por  la  vía  de 
la  casación,  sin  lo  cual  la  sen- 
tencia de  primera  instancia 
queda  Arme  en  cuanto  á  loa 
vicios  ó  defectos  de  forma  de 

aue  puede  adolecei-;  y  no  puo- 
en  servir  de  base  al  recurso 
de  casación  contra  la  sonten 
oio  de  segunda  instancia  esos 
mismos  vicios  ó  defectos  que 
debían  ser  materia  del  i-ecurso 
de  casación  contra  la  de  pri- 
mera instancia  que  habría  de- 
bido fallar  la  respectiva  Corto 
de  Apelaciones.  -  Cas.,  15 
abiil  1904    339 

7.  Ley  dé  alcoholé».  —  Patente*. 
-V.  Pal«nté».~C.  A..  17  ju- 
nio 19M   440 

8.  Acto»  no  eontendosot.  -  Ca- 
pacidad. -  Curador.-OmUi^n, 

-Poder.  -  Procédimienio.  - 
Procurador.  •  Bepre$entaciM. 
La  omisión  de  trámites  del 
procedimiento  debe  ser  repre- 
sentada y  reclamada  su  obser- 
vancia ejerciendo  oportuna- 
mente y  en  todos  tus  grados 
los  recursos  establecidos  por 
la  ley,  sin  lo  cual  no  es  admi- 
sible el  recuim  de  otsación  en 
la  forma.  Si  las  faltos  se  co- 
meten en  la  primera  instancia 
deben  ser  materia  de  un  re- 
curso de  casación  y  si  éste  no 
se  ha  interpuesto,  es  impro- 
cedente el  recurso  de  casación 
ane,  fundado  en  esasfaltas,  se 
nxmuledespuéscontnvla  sen- 


tencia de  B^uoda  instancia. 

-Ca8.,23  junio  1904   548 

9.  Avalúo.  -  CitaciM.—  Taeado- 
rta.-\.  Avalúo.  -  O.  A.,  S 
enei-oigoi   SRl 

BKCONOCISrtKNTO 

Administrad^.  ~  Apreeíaeídit. 
-  Mandato.  -El  reconocimien- 
to de  la  firma  de  un  documen- 
to hecho  por  un  mandaterio 
con  posterioridad  al  conoci- 
miento que  ha  tonido  de  la  re- 
vocación de  su  mamtato,  he- 
cho de  que  se  deja  también 
constancuh  en  la  diligencia,  no 
puede  considerarse  como  el 
reconocimiento  "del  deudor" 
que  exigia  la  ley  de  8de  febre- 
ro de  ls37  para  dar  mérito 
ejecutivo  á  un  documento  pri- 
vado. -  Cas.,  2tf  abiil  1904. . . .  «K 

KEOON  VENCIÓN 

1.  Acci¿n  popttiar,  -  Munieipa- 
Hdad.'\.  Am^  popular.  - 

C.  A.,  12  octubre  1903   364 

2.  Ahogado.  -  Hoitorario.  -  Pro- 
ceiiimietUo  eepectat.Si  se  ejer- 
cita la  acción  para  oí  pago  de 
honomrioB  de  abogados,  con 
arreglo  al  procedimiento  es- 
pecial que  deteimina  el  titulo 
14  del  libro  III  del  Cód.  de 
Prooeil.  Civü,  no  puede  ct  de- 
mandado oponer  una  recon- 
vención (d  por  SI)  natumleui  y 
objeto  no  es  ella  siism^ptible 
d«  sustanciarse  por  los  mismM 
trámites  que  la  demanda  prin- 
cipal. -  O.  A.,  11  diciembre 
1903   -AO 

3.  A/n-f  dación.  -  Apio.  -  Candi- 
d4n,  —  InlerprétaciM.  -  Ter- 
minaeiám,  -  V.  Av/o.  -  Cu., 

8  abril  1904   STB 

KBUDBAnÓN 

1.  Medidat  precautoria:  -  Pre- 
juzgamiento.  -  El  fallo  que 
al  rechazar  las  mediflas  pre- 
cautorias se  basa  en  que  los 
antecedentes  del  iiuevo  juicio 
de  divorcio  cntaldado  por  la 
mnjer  contra  el  marido  por 
adulterio  o  inceste  son  en  el 
fondo,  los  mismos  que  sirvie- 
ron de  baso  á  un  juicio  ante- 
rior do  divorcio  por  malos  ti«- 
tam'entofl,  importa  un  prejuc- 
gamiento  de  la  cuestión  que  se 
ventila  en  el  nuevo  juicio,  á 

Jue  es  aplicable  la  disposición 
el  número  8.°  del  articulo 
130  del  Oód.  de  Proced.  Civil. 

-C.S..  14  abril  1904  313 

3.  La  recusación  en  caiuacrimí- 
mioal  no  está  sujeta  álas  mis- 
mas reglas  que  ája  diefao  Có- 
digo para  los  asuntos  oivilee. 
-Mismo  fiülo. 
3,  ApetafriJn.  ImpUeatuia,  - 
Lü  sentencias  que  se  dietaa 
en  los  incidentes  sobre  Impli- 
cancia ó  recusación  son  inape- 
lables, según  el  artíoalo  131 
del  Cód.  do  Proced.  Civil,  sal- 
vo las  excepciwiee  que  en  él  se 
enumeran,  -  C.  S.,  27  ionio 
1904   458 

RlDAOcadir  de  senteucia.  -  V, 
SétUenela, 
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KBI  VINDICACION 

Inmueble.  -  AI^'lUttiÉ  proeauto- 
Hat,-lS»citfríro.-  Bise  reivin- 
dica un  inmueble,  no  pi-ocode 
el  Beciieiitro  del  mismo  diiran- 
to  el  juicio,  conf  oi-me  al  ai-tícu- 
lo  (Widel  Cód.  Civil  ^  28:;  del 
de  ProGodimicnto  Civil  que 
autorisa  el  nombramiento  de 
un  intenrenb>r.  -  C.  A.,  U 
mano  19M  682 

BKOIBTRO 

1.  ifani/eelaetón.-  Mina.  -  Pla- 
zo.-RegvArttAo  un  descubri- 
miento y  ratítlcndo  «a  i-egÍB- 
trono  puede  otra  pei-mna  so- 
licitar \a  tniatna  pertenencia. 

C.  A.,  ?4  octubre  190:}   270 

2.  El  plaio  de  00  üiaa  para  rati- 
ficar el  reKiHtro  y  labrar  el  po- 
so debe  contarse  dede  la  fecha 
de  la  providencia  recaída  en 
la  eolicitud  de  nianifoHtaeión 
y  no  deede  el  registro  de  ¿sta. 
-  Mismo  fallo. 

3.  Presentada  la  solicitud  de  ra- 
tiñcación  del  resistro,  dentro 
de  los  90  días  contados  desde 
esa  fecha,  se  llenan  las  exicen- 
eias  lefcales  y  no  es  necesario 
que  el  r^fistro  de  la  ratitlaa-  ■ 
ción  se  haga  también  dentro 
del  mismo  término,  pues  elor- 
ticulo  11  del  Cód.  de  Minería 
pena  con  la  pérdida  de  dere- 
chos la  falta  de  ratificación, 
mas  no  la  falta  de  registro  de 
día,  la  oual  sólo  tiene  como 
ia»BÍÓn  lafeHa  de  tftalo  pro- 
TÍsorío  para  el  denunciúite. 
-Mismo  fallo. 

KB0IBTK08  RLKCTORALaí 

CoTHpttencia  -  Cnutienda.  -  Mu- 
nicipaliilatl.  -  La  autoridad 
municipal,  encarnaila  por  la 
ley  de  la  custodia  y  conserva- 
ción de  los  registros  electora- 
les, asi  como  debe  propoivío- 
narlos  &  las  juntas  recoptoras 
para  el  desempeño  de  sus  f  un- 
ekmes,  asi  también  debe  su- 
minisburlos  a  lai  otros  auto- 
ridades que  los  ha^oii  menes- 
ter para  igual  objeto,  y  á  la 
justicia  ordinaria  para  la  ins- 
trucción de  los  procesos  y  & 
bu  Camaias  legislativas  para 
el  juigamiento  de  la  elección. 
En  consecuencia,  laautoridad 
judicial  es  competente  para 
conocer  en  la  gestión  sobre 
exhibición  de  loe  refristros.  - 
Cons.  de  EarL  23  diciembre 
1B03  333 

UHABIUTACIÚK.  -  V,  VatlMo. 

RENUNCIA 

.  Siceepelomti.  -  OmiMn.  ~  Ia 
falta  de  pronunciamiento  en 
la  sentencia  acerca  de  una  ex- 
cepción que  no  se  ha  tramita- 
do l((|almente,  no  ea  causal  de 
CMoetón  en  la  forma.  Et  he- 
cho de  no  hnber  reclamado  á 
tiempo  la  parte  fie  esta  falta 
de  tramitación,  importa  la  re- 
nuncia impliciti  ae  la  excep- 
ción ¿  impide  que  queila  lü- 
oerse  valer  la  omisióti  como 


causal  de  casación  en  la  for- 
ma. -  Can.,  4  septiembre  lit03.  'ü 

2,  h^^to  retroaetiiHt.  -  RtirHtián. 
-El  no  eiuificio,  dentro  del 
plaxo  IcgHl,  <lel  recnrso  extra- 
ordinario de  nulidad,  estable- 
cido en  la  ley  vigente  antes 
de  la  promulgación  del  üóA. 
de  Proceil.  Civil,  importa  una 
renuncia  tidta  y  la  caducidad 
del  mismo  y,  como  consecuen- 
cia, la  aceptación  de  la  sen- 
tencia pronunciada.  -  Kev  14 
noviembre  lOttI   92 

3.  Camieíán.~Mamialo.--\ja.re- 
nuncia  del  mandato  no  puedo 
hacerse  sin  notiticación  previa 
al  mandante.— C.  A.,  IS  no- 
viembMim  333 

Aeumulauijn  il«  autue.  -  Extra- 
dición.-ToAo  reo  tiene  dei-e- 
oho,  durante  la  sei-iieln  <lel 
proceso  á  exigir  se  ftje  la  po- 
sición que  debe  correspondéis 
le,  sea  con  relación  á  las 
acciones  del  demandante  ó 
acusador,  ya  sea  respecto  de 
loa  cai^pts  que  se  le  liagan  de 
añeio  a  fin  de  atender  en  for- 
ma concreta  y  regular  á  sus 
medios  de  defensa  y  en  espe- 
cial d  los  i-eoui-sos  que  confiere 
¿  los  procesados  la  ley  de  m- 
mutias  individuales.  -  O,  S., 
SaabrUlQW  3M 


kkpkisentaciiSn 

1.  DominUin,  '  Stmimiria.  -  El 
regento  administrador  de  so- 
ciedades civiles  ó  comerciales 
se  entiende  antoris»io  para 
litígai'  á  noiubi'e  de  ellas  no 
obstante  cualquiera  limitii  - 
ción  establecida  en  los  estatu- 
tos ó  actos  constitutivos  do  la 
sociedad.  -  Cas,,  7  octubro 

isra   40 

'2.  Aelo»  no  eonUnciotoi.  -  Ca- 
pacidad.- 0»niti¿n.  -  Poder, 
Procedtmisnt».  -  Curador,  - 
Iteclamaei^.  -  V.  Pwlfr.  - 
Procurador.  -  Cos.,  23  junio 
1904  848 

XUIURNCIA 

1,  liomieilio.  -  Bjeatviñán.  -  Mu- 
nirifMÍitlad,  -  V,  DondcÜio.  - 
(Núm.  7).  -  C.  A.  17  diciembre 
1UU3  ,  374 

2,  Bttado  eiriit.-'I»tproeedauia. 
-Municipales. -ha  vecindad 
que  exige  el  articulo  4.°  de  la 
l^de  municiptiidades  para 
poder  ser  elegido  municipalt 
debeentenderseencl  sentido  . 
que  el  elegido  resida  en  el  te- 
ñitorio  municipal,  á  la  fecha 
de  la  elección,  pues  la  ley  no 
ha  podido  potterse  mi  el  oaso 
de  que  los  ciudadanos  pudie- 
ran confiar  la  gestión  de  sus 
intereses  comunales  á  twrso- 
nas  que  por  no  residir  dentro 
del  territorio  municipal,  no 
tendrían  en  él  un  interés  in- 
mediato, ó  que  se  obligara  i 
un  ciudadano,  por  e)  hecho  de 
elo^rlomunici[ial,&concuiTÍr 
bajo  nuevas  penas,  á  desem- 
peñar en  mandato  á  qd  lugar . 


distante  del  de  su  residencia. 
-Oas.,  28  mayo  IflOt  417 

REgOLUciúN. -V.  Decíríún. 

ResoLl'C'lóx  de  contrato. 

Acción  mufblt. — Cnmpalencia.  - 
lieclinatoi-ia.  ~  Domicilia.  - 
Pi^Kona  jurídica.  -  V.  Ctmtpe- 
tmeia.-  (Niim.  ÍI)-.C.  A.  23 
Julio  101»  3Í7S 

RrapONSABiUDAD  dol  Fisco. - 
V.  finio. 

RiBPMNSAmUbAU  de  los  jueces, 

1.  Admietíiilidítd.  -  Amparo.  - 
Apremio.  -  Minieteriú  PábliíM. 
-PtímUíh.- Entre  las  foculta- 
des  concedidas  ¿  los  jueces  para 
pesquisar  los  delitos,  no  se  en- 
cuentra la  de  apremiar  con 
prisión  ú  otro  tormento  ¿  los 
reos  i  fin  do  que  contesten  los 
cargos  que  se  les  dirijan.  Es, 
por  lo  tanto,  arbitraria  la 
prisión  de  un   aiwgado  de 

3uien  se  oxígo  bajo  jitraroonto 
eciaraciones  para  establecer 
los  antecedentes  del  perjurio 

rir  el  cual  se  procosa  á  los  reos 
quienes  defiende  y  on  que  se 
le  considera  implicado.  -  Ia 
ley  de  3  de  diciembre  de  1891. 
al  disponer  quoel  Ministciio 
Público  debe  acusar  al  juei 
autor  del  abuso  en  el  plazo  de 
diez  días  después  de  recibir  los 
antecedentes  del  recurso  de 
amparo,  no  ha  dei-ogado  expre- 
samente el  articulo  163  de  la 
le^  de  15  de  octubro  de  1875, 
ni  es  inconciliable  con  dicha 
disposicióii;  y  su  ol>jeto  ha  sido 
evidentemente,  imponer  al  Mi- 
nisterio Públioo  la  obligación 
pi-ecisa  do  entablar  en  plaso 
perentorio,  laacusación  contra 
el  juez  responsable,  á  fin  de 

flue  se  establezca,  conforme  & 
os  procedimientos  legales,sl  d 
acto  es  excusable  ó  importa  un 
hecho  digno  de  represión.  -  C. 
S.  19  agosto  1904   669 

2.  El  propósito  de  la  ley  de  1891 
fué  garantir  con  más  eficacia 
la  libertad  individual  por  me- 
dio del  recurso  de  amparo  ante 
la  Corte  Suprema,  que  se  re- 
suelve breve  y  sumariamente; 
y  si  es  costumbre  pedir  infor- 
me A  la  autorÍ<lad  que  decretó 
d  arresto  ó  i  la  persona  ó  fun- 
cionarlo que  lo  ejecutó,  eate 
trámite,  no  disp^iesto  por  la 
ley,  no  tiene  por  objeto  inves- 
tigar la  responsabilidad  del 
auhH'  del  hecho,  sino  procu- 
rarse antecedentes  para  apro- 
ciarlo;  de  moflo  que  la  acusa- 
ción que  se  entable  conti-a  su 
persona,  en  caso  de  ser  admi- 
tido el  recurso,  tiene  que  oater 
sometUla  á  las  prescripciones 
l^altos  ordinariaji.  -  Mismo  h- 

iis: 

BBTBOAcm'iiiAP.-  V.  J^«eto 
retroaelim. 

1.  ^eeto  retroactimt.  -  Asmin- 
efa.-No  procede  el  recuno  de 
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reviaión  contra  una  sentencia 
pasada  en  autoridad  de  cosa 
jtitgadu  con  anteríovidad  á  la 
vigencia  del  Cód.  de  Proced. 
Civil.  -  Rev.  U  noviembre  1903.  92 
2.  La  circunstancia  de  haber  es- 
tablecido ese  Código,  el  recur- 
so de  revisión  para  anular  una 
sentencia  ñrme,  pronunciada 
contra  oím  pasada  en  autori- 
dad de  cosa  piugada,  y  la  de 
no  estar  vencido  el  año  que,  á 
contar  desde  la  última  notifi- 
cación de  la  sentencia  recurri- 
da, se  concede  pai-a  interpo-- 
nerlo,  no  mejora  la  situación 
del  recurrente  que,  dentro  del 
plazo  legal,  no  interpuso  el  re- 
curso de  nulidad,  por  cuanto 
la  ley  no  tiene  jamas  efecto  re- 
troactivo y,  con  arreglo  ¿  este 
principio,  no  puede  hacerse 
reviBion  ni  transformar  un  i-e- 
oano  que  tenga  por  objeto 
anular  un  fello  ejecutoriado  é 
inamovible  por  efecto  de  vicios 

!iue  de  conformidad  con  las 
eyea  vigentes  i  la  fecha  do  su 
pronunciauiento,  debieron  in- 
vocarse necesaríanionte  dentro 
de  un  placo  fatal  ya  fenecido. 
-Mismo  fkJlo. 


S 

8ALITK]iai8 

1.  ^MiOTfitroactiro.  -  Embargo. 
-Las  salitreras  qnc  se  encuen- 
tran en  tierras  de  dominio  pri- 
vado son  inembargables.  -  C. 

A.  12  enero  1904    324 

2.  ElactualCód.deMineriacom- 
prende  en  sus  disposicione::'  no 
sólo  las  mina:i  metálicas,  HÍno 
también  el  carbón,  los  depósi- 
t'Os  de  salitre  ydemisfósilesy, 

Sr  lo  tanto,  las  realas  genera- 
I  en  él  establecidas  deben 
aplicarse  i  todas  estas  clases 
de  propiedades  mineros  y  en- 
tre esas  reglas  la  del  articulo 
1(16,  pues  aun  cuando  todo  de- 
recho real  adquirido  bajo  una 
ley  subsiste  bajo  el  imperio  de 
otia,  en  cuanto  i  sus  soees  y 
car)»8  y  en  lo  tooante  a  sn  ex- 
tinción prevalecen  las  disposi- 
ciones de  la  nueva  lar.  -  Minno 
fallo. 

3.  Cabida.  -  Dmumetaatt,  -  Be- 
nwAo  réol.  -Rferio  retroactivo, 
■  Mensura.  -  V.  Mgntura.  - 
{Súm.  3  ).-Oas.22  junio  1904  459 

4.  Cabida.  -  Dmnneianté.  -  Dé- 
nrc/io  mol.  -  ^fmio  r^roactivo, 
Mfíuura.  -  Y.  Mmuura.  (Súm. 

«).   Gas.  S  juUo  1904  4«9 

SBC(JB0TBO 

1.  Inmv^>lé.  -  IntérmtUor.  — 
No  procede  el  secuestro  judi- 
cial de  los  bienes  raices;  esta 
medida  ftólose  puede  aplicar 
tratándose  de  bienes  muebles. 
Bespccto  <Ic  los  inmuebles  hay 
lugar  ni  nombramiento  de  in- 
tei-ventof. — C.  A.  7  noviembre 

im  166 

2.  Apr^ridrii'-n  rtoatJMnto».  - 
Prohifiii  liiii.  -  Misma  doctri- 
na. ■  C.  A.,  7  enero  1904   389 

Irtmuelilf.  -  Af nítida»  precau- 
toriiu.'-Ii€iHiuHeacÍthi.  -Mis- 


ma doctrina.  -  C.  A.,  limar- 
lo 1904    582 

4.  Embargo.  ~  El  secuestre  que 
se  halla  en  la  tenencia  de  la 
cosa  depositada  con  anterio- 
ridad al  embargo  decretado 
en  otro  juicio,  tiene  dnrecho 
para  mantener  esa  tenencia, 
no  podiendo  el  embai^  alte- 
rar los  derechos  que  el  secues- 
tro contiero  á  los  terceros  que 
lo  obtuvieron.  -  C.  A,,  12  no- 
viembre 1903  S16 
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do  durante  la  sociedad  habi- 
da entre  él  y  su  mujer  sobre- 
viviente, sino  en  el  momento 
mismo  en  que  la  sociedad  que- 
da disiielta  por  la  muerto  del 
cónjroge  asegurado;  y  la  sen- 
tencia ^ue  declara  lo  contra- 
río infringe  los  arciculos  1473, 
1479  y  del  Cód.  Civi).  La 
sociedad  conyugal  tiene  dere- 
cho únicamente  á  que  se  le 
abonen  las  primas  eroeoilaa 
para  el  mantenimiento  del  so- 

Suroylos  intereses  devénga- 
os. -  Mismo  fallo. 


1.  Omisión.  -  Tratiaeión.  -  La 
traslación  de  \os  muebles  ase- 
gurados contra  riesgos  de  in- 
cendio á  otro  Ingar  del  indica- 
do en  la  póliza  debo  ser  avi- 
sada al  legitimo  repi-esentante 
de  la  Compafti:»  aseguradora. 
El  asegur^o  no  puede  en  ge- 
neral, variar  por  si  sólo  el  Tu- 
ear  del  riesf^,  ni  cualquiera 
délas  otras  circunstancian  que 
se  hayan  tenido  en  vista  paja 
estimarlo,  piidiendo  rescindir- 
se el  contiato  si,  en  concepto 
de  la  justicia,  tal  variación  ex- 
tendiese ó  agravase  los  ries- 
gos.-Cesa  la  responsabilidad 
del  asegurador  toda  vez  que 
el  asegurado  remueva  las  es- 
pecies del  lugar  donde  se  en- 
cuentran para  colocarlas  en 
otro,  si  se  puede  presumir  que 
el  asegurador  no  las  habría 
asegiiratlo  ó  las  habHn  asegu- 
nAo  bajo  distintas  condieio- 
nes,lo  que  ocurre  por  ej.  ruan- 
do ia  casa  Adonde  son  tr^islafla- 
das  es  do  construcción  mi  xta  y 
la  casa  que  se  tuvo  en  visia 
{tfira  el  seguro  es  de  construc- 
ción sólida,  correspondiendo 
pagar  una  príma  mayor  que 
la  estipulada  en  el  contrato 
primitivo.  Ksto  tiene  lugar 
sobre  todo  cuando  es  una  con- 
dición flspresamente  estipula- 
da en  la  pólixa,  pues  entonces 
se  trata  de  una  estipulación 
que  es  ley  para  los  contratan- 
tes. -  O.  A.,  6  junio  1903.   71 

2.  CasaeUiH.  -  Condirlán.  -  Con- 
trato. -  Pítitas.-Prímas,  -  So- 
ciédad  conyugal.  ■-  El  contrato 
de  seguro  tontino  sobre  la  vi- 
da, en  que  el  valor  de  las  res- 
pectivas pólisBB  sólo  puede 
devengarle  en  él  caso  even- 
tual de  que  el  ascf^urado  fa- 
llezca dentro  de  un  determi- 
nado periodo  de  tiempo,  de 
modo  que  el  dia  del  nJleci- 
miento  puede  ó  no  acontecer 
dentro  ne  ese  período  contrac- 
tual, lo  que  lo  nace  "incierto  é 

•indeterminado",  importa  la 
estipulación  de  una  obligación 
condicional  con  arreglo  al  ar- 
tículo 1473  del  Cód.  Ci^-il.  Es- 
ta condición  es  suspensiva  y, 
por  lo  tanto,  mientras  no  se 
cumple  se  halla  en  suspenso, 
no  sólo  el  ejenñoio,  sino  )a 
adquisición  misma  del  dere- 
cho. Cas.,  14  julio  1904  .V» 

3.  Por  consigníente,  el  valor  del 
seguro  contratado  en  estas 
condiciones  porelmarído,du- 
rante  la  sociedad  conyugal,  á 
favor  de  sus  herederos,  no 
puede  oonsideimnw  devengiu 


BKHTSNCU 

1.  Domicilio. -Nombn.  -  Omi- 
líM.  -  Profesión.  -  Bedaceién, 
~  Tabla.— La.  falta  de  indica^ 
ción  del  minÍBti*o  que  mlactó 
la  sentencia  do  segunda  .ins- 
tancia no  está  indicada  pftr  la 
ley  oomo  causal  que  motive 
un  recurso  de  ¿asoción  en  la 
forma.  -  Cas.,  C  dlcloabre 
1903    202 

2.  OmisiH.-Profetián.-'BÍ  ar- 
ticulo 193  del  Cód.  de  Prooed. 
Civil,  al  enumerar  loa  requi- 
sitos ó  detalles  que  deben  con- 
tener lad  sentencias,  no  pro- 
hibe en  manera  alguna  que 
dichas  resoluciones  contengan 
ó  puedan  contener  además 
otras  referencias  conceniien- 
tm,  ya  á  la  composición  del 
tribunal  ^ue  expide  el  fallo, 
ya  i  la  opinión  individual  da 
alguno  ó  algunos  de  sus  miem- 
bros, ya  á  las  fMiestiones  pre- 
vias que  hayan  podido  susci- 
tarse durante  el  acuerdo,  ya 
en  fin,  i  las  medidas  discipli- 
narías que  el  tríbunal  puede 
adoptar  respecto  del  proceso 
mismo  ó  de  Jas  personas  y 
funcionai'ios  que  hayan  inter- 
venido en  su  formación  y  cus- 
todia. -  Cus.,  10  diciembre 
1908   9M 

3.  Citación  para  simtmeia,  - 
Improesdmnia.  -  La  falta  de 
citación  para  una  resolución 
de  primera  instancia,  diversa 
de  la  que  fué  motivo  del  Callo 
de  segunda  instancia,  no  p«e- 
desür  invocada  como  causal 
de  casación  en  la  forma  con- 
traeste último  fallo.  -  Oss.,  12 
juUolSM  4SB 

4.  Acuerdos  mnnie^Mtiés.  -  Con- 
tienda. -  Competencia.  -  Caen- 
tas.  -  Munieipalidatí.  -  Tribu- 
nal de  Cuentas.-lMa  senten- 
ctu  no  pueden  pronunciarse 
en  abstracto  Ano  que  deben 
resolver  casos  determinados  y 
concretos,  pués  sólo  correspon- 
de al  legislador  interpretar  la 
ley  de  un  modo  general,  y  des- 
lindar de  la  misma  Rianei-a  las 
atribuciones  de  los  poderes 
públicos.  Por  consiguiente,  r.o 
es  materia  sobre  la  cual  pue- 
da recaer  una  resolución  judi- 
cial, la  contienda  que  tíMie 
por  objeto  obtener  la  declara- 
ción de  carácter  general  de 
que  no  corresponde  á  la  Corte 
de  Cuentas  rever  en  forma 
alguna  los  aouei-dos  de  la  Mu- 
nicipalidad, sobre  todo  para 
dejarlos  sin  efecto. -Cons.  de 
Est.,  1.'  agosto  1901   3S 
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BENTSN<U  COMTIRIfATOBU 

1.  Domicilio,  -  BéprtuerUaeián.  - 
Los  designaciones  preventclaa 
en  el  número  1."  dól  articulo 
298  del  Cod.  do  Pi-oced.  Civil 
BÓlo  Be  exigen  respecto  <le  laa 
sentoiiciOH  deiinítivaa  de  pri- 
mera iaBtancia  y  de  la»  de  se- 
gunda que  modtfícitien  ó  revo- 
quen las  de  otros  tribunales; 
y  no  respecto  de  las  conñr- 
matorías.  -  Cas.,  7  octubre 
1803     40 

2.  DomicHio,  -  Nomhr^.  -  Omi- 
aUm,  -  Pritíí'món.  -  Taltla.-- 
ViMtu.  -  Misma  doctrina.  - 
Cas. ,  5  divionibre  19U3   203 

3.  OmÍ»i»in  .  -  Profr»i¿H .  -  La 
sontenria  qun  al  ronKmiar  In 
de  primera  instancia  que  de- 
dai-a  la  nulidad  <le  un  testu- 
nituito,  suspendo  loa  efectos 
do  esta  ültinia.  en  cuanto  ba- 
bía  declarado  también  nttla» 
algunas  cldiiaulan  ilul  mismo 
testamento,  no  modifica  en 
realidad  lo  resuelto,  por  cuan- 
to babieiidosido  doclai-ado  to- 
talmente nulo  el  testamento 
en  ambtiH  instancias,  dicha  nu- 
lidad afecta  de  pleno  derecho 
á  calla  una  do  sus  cláusulas. 
En  tal  situación,  la  sentencia 
del  tribunal  de  alaula  no  ne- 
cesita reproducir  las  designa- 
oiones  y  enuncíacionea  que 
exige  la  ley  en  las  sentencias 
da  itr;;unda  instancia  que  mo- 
ditican  ó  revocan  los  de  otro 
tribunal;  y  por  otra  parto,  al 
no  eliminar  algunas  de  esas 
indicaciones  ó  citas  legales, 
las  hoce  suyas. -Cas.,  10  di- 
ciembre 1903  304 

4.  Vimjmtaaeióu.  -  ExerpiHón,  - 
Omiíiiíu.  -  Beetamarítiu.  -  La 
sentencia  de  2."  instancia,  al 
aceptar  la  exposición  y  Ion 
fundamentos  de  la  de  l.*  ins- 
tancia que,  por  los  razones  en 
ella  consigiiailos,  desecha  en 
forma  exprofta  y  categórica  to- 
da» laa  excepciones  opuestas 
por  una  de  las  partes  a  la  de- 
manda ejecutiva  de  la  otra, 
dando  hóÍo  lugar  a  la  de  cora- 
pen'uvcíón  que  esta  i'iltinia  parte 
opuso  á  la  demanda  ejecutiva 
de  aquélla,  acumulada  al  pro- 
ceso, y  al  confirmar  además 
sin  modificación  lo  resuelto 
por  dicha  sentencia,  reprodu- 
ce sin  necesidad  de  mención 
expi-esa  y  porel  sólo  ministerio 
de  la  ley,  todos  los  elementos 
ó  requisitos  que  jurídicamen- 
te constituyen  el  fallo  revisa- 
do. Siendo  esta  sentencia, 
confirmatoria  de  la  de  1.*  ins- 
tancia, no  es  neocwirio  que 
contenga  las  do*<ignacionos 
exigidas  por  los  númnrf>8  i."  y 
.'>.<'del  articulo  m  del  Cód. 
do  Procnd.  CítíI.  -  Cas.,  15 
abrUlMM   339 

SENTENCIA  liBFINinVA 

1.  Tribunal  eoltigUtdo.  -  Vista.  - 
En  los  tribunales  oolegiadps 
las  sentencias  definitivas  exi- 
gen la  concurrencia  de  tres  de 
BUS  miembros,  ¿  lo  menos, 
con  arreglo  al  articulo  176  del 
Cód.  de  FroGed.  OítU.  de  roo- 


SEHTENCIA  INTK&LOOOTORIA 

do  que  oon  arrM^loal  articulo 
final  de  este  Código  ha  queda- 
do derogada  en  materia  civil 
la  disposición  del  articulo  86 
de  la  ley  de  15  de  octubre  de 
1875.  -  Cofi.,  19  abril  1904  .  344 

2.  Encontrándose  imposibilita- 
do por  más  de  treinta  días  pa- 
ra concurrir  al  acuei-do  uno  de 
los  miembros  que  concurrie- 
ron á  la  vista  de  la  causa,  pue- 
de pronunciarse  sentencia,  sin 
nueva  vista,  por  los  miembros 
hábiles,  siempre  qua  el  tribu- 
nal quede  oompueatode  un  nú- 
mero que  no  sea  inferior  al 
mínimum  fijado  por  la  ley. — 
Mismo  fallo. 

3.  VoHcurgo.  -  Imitrocedmcia.  - 
Inciilentí!.  -  OpoxicüSu,  -  Es  de- 
finitiva la  sentencia  librada 
en  la  instancia  do  oposición 
i  la  declaración  del  concuno 
necesario,  pues  decide  defini- 
tivamente sobre  la  capacidad 
civil  del  deudor  fallido,  man- 
teniendo esa  capacidad  pam 
la  administración  de  sus  bie- 
nes, ó  privándole  de  ella  y  de- 
jándolo sometido  además  á 
diversos  inhabilidades,  qiie 
son  consecuencia  necesaria  del 
estado  de  concurso;  y  si  bien 
el  inc.  2."  del  articulo  693  del 
Cód.  de  Proced.  Civil  dispone 
que  la  oposición  del  deudor  se 
uamite  como  incidente,  no 
cabe  duda  que  la  sentencia  po- 
ne término  á  la  instancia  en 
que  recae,  y  cualquiera  <jue 
sea  el  proct^limiento  segmdo 
en  la  discusión  del  negocio  y 
la  caliticoción  juridioaque  co- 
rresponde ¿  la  sentencia,  re- 
suelve de  un  modo  permanen- 
te las  cuestiones  ó  derochos 
que  son  materia  de  ella.  - 
CaH.,  19  julio  1901  S63 

SRNTKNULA  INl'ERIXJCLTOBIA.  -  V. 

Improerdencia  (I,  c). 

1.  Caxfuriánm  la /orina- -Ju^ 
«up/mí^. -Aunque  esinterlo* 
cutoriala  resolución  que  ha 
tenido  por  objeto  la  ejecución 
de  lo  resuelto  en  una  tienten- 

!     cia  de  término,  es  susceptible 
I     de  casación  conforme  al  ar- 
I     tioulo  939  del  Cód.  de  Proced, 
Civil,  en  cuanto  dicho  fallo 
pone  término  al  juicio  pro- 
I     nunciáiidose  sobro  la  linca  de 
demarcación  dedosaalitreras, 
el  monto  de  los  perjuicios  que 
on  dicha  sentencia  se  decla- 
ran &  favor  de  una  de  las 
!     partea  y  demás  puntos  dcbati- 
aos.-C.  A. cas.. 29 diciembre 
1908   231 

2.  ApftaMn.  -  ImprocádáMia. 
-  Multa,  -  Plazo, -V ,  Impro- 
rjHleneia.  -IlU  aúm.  ^.-Caa., 

16  mayo  1904   362 

3.  Apflañifn,  ~  Impror.eiltiaeia,'- 
Multa.  -  PUiio.  -  V.  Improen- 

•  tUneta.  -  (III  núm.  23).  -  Cas., 
16  mayo  1904  .%4 

j  4.  CataciOn ,  -  CompeUncia,  ~ 

I  XjMtueión.  -  fjucripridn.-'Pro- 
hibicifyt .  -  El  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo  interpuesto 
contra  la  sentencia  que  orde- 

I  nó  la  cancelación  de  una  pro- 
hiUción  de  enajenary  gravar 

I     sin  oir  ftl  que  lahaUa  obteni- 
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do,  no  suspende,  sin  embargo, 
el  cumplimiento  de  dicha  sen- 
tencia oon  arreglo  al  número 
l.o  del  artículo  947  del  Oód. 
de  Proced.  Civil.  -  Cas.,  28 
mayo  1904   415 

SENTENCIA  REVOCATORIA 

!  Domicilio.  •-  Profesión,  -  Si  la 
sentencia  de  primera  instan- 
cia ha  sido  pronunciada  antes 
de  la  vigencia  del  Cód.  de 
Proced.  Civil,  conformándose 
en  las  enunciaciones  que  con- 
tiene á  loe  preceptos  de  la  ley 
de  12  de  septiembre  de  1851 ,  y 

!  sin  indicar  el  domicilio,  pro- 
fesión ú  oficio  de  las  partes 
litigantes,  indicación  que  es 
una  novedad  en  la  nueva  ley 
procesal,  la  sentencia  de  se- 
gunda instancia,  revocatoria 
de  aquélla,  al  referirse  á  la 
exposición  de  los  hoohos  que 
se  contienen  en  la  sentencia 

I  de  primera  instancia,  cumple 
con  el  articulo  1S8  del  Oód.  de 
Proced.  Civil. 
La  disposición  del  artículo  193 
citado,  al  autorisar  la  referen- 
cia indicada,  no  ha  hecho  sino 
consagrar  en  una  disposición 
escrita  la  aplicación  práctica 
que  siempre  se  ha  dado  á  la 
ley  de  12  ae  septiembre  de  1851 
pues  invariablemente  se  ha 
entendido  que  esta  ley  anto- 
riate  á  los  tribunales  para 
hacer  eea  referencia  en  sus 
sentencias  revocatorias  de  las 
de  otros  tribunidea  ó  juzgados 
empleándose  para  ello  estas 
expresiones:  "  reproduciendo 
Inpai-te  expositiva"...  "acep- 
tando la' rPlaci('>n  de  los  he- 
chos"... ú  otras  parecidas,  de 
modo  que  od  esta  parte  laa  dos 
legislaciones  establecen  la  mix- 
nia  regla  y  autorizan  la  mis- 
ma referencia,  no  siendo  p'>r 
lo  demás  posible  exigir  que  la 
sentencia  revocatoria  baga  re- 
ferencia á  una  circunstancia 

alie  no  existe,  como  es  la  rela- 
va al  domicilio,  profesión  ú 
oficio  que  no  contíene  la  sen- 
tencia revocada,  no  obstante 
haber  sido  expedida  en  forma 
lc«al.  -  Cas.,  28  noviembre 
1908.   87 

SBBVICIOHIUUB.-V./fMOr^ 
efón. 

BKRTIDUKBBI 

1,  Camino.  -  ComjMtenda.  - 
Contimda,  -  OtArraador.  - 
LcM  atribuciones  conferidas 
por  ol  articulo  8."  de  la  ley  de 
17  de  diciembre  do  1842  á  la 
autoridad  administrativa  so- 
bre los  caminos,  no  seextíonde 
al  conocimiento  y  fallo  de  los 
asuntos  contenciosos  de  inte- 
rés privado.  Las  atribuciones 
de  carácter  judicial  otorgadas 
á  los  gobernadores  por  dicha 
ley  fueron  derogadas  por  el 
articulo  r>.o  de  la  ley  de  15  de 
octubre  «le  1B75;  y  los  cuestio- 
nes sobre  existencia  y  i-eoono- 
cimiento  de  una  sei-vidumhre 
particular  de  tránsito  son  del 
resorte  do  la  jurtioia  ordioa- 
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SUCESION 


TEBOSKU 


-ría.  -  Cons.  de  E«t.i  3  febrero 

1904  286 

2,  Camino.  -  AeoiM  r«rf.-V. 
Camino. -INúm.  S).  -  a  A., 
UmariolSÜl  496 

SÍNDIf» 

1.  Caaaá^n.  -  Faüido.  —  Ptrno- 
neria.  -  Qtiütbra.  -  RehahüiUt- 
rfA>.-V.  FatlMo.  -  Qa».,  14 
junio  1904  453 

2.  Anuncio,  -  Improcsftmeia.  - 
Multa,  -  El  síndico  tiene  de- 
recbo  á  pedir  la  facción  de  in- 
ventarío.-Cas.,  6  julio  1901...  4a't 

SOCIEDAD  CONYUGAL 

1.  Casación,  -  CMyuf/e  tobrem- 
viente,  -  OananeiaUi:  -  Parti- 
dor, ~  PorñAn  cun^tffal.  -  El 
cónyuge  sobreviviente,  en  el 
carácter  de  tal,  tiene  dcret'lm 
pora  pedir  la  liquidación  de 
la  sociedad  conyugal,  segi'm 

*  lasdiapoflicionefldel  uái-raf  o  ¿3.° 
tituloXXII,  libro  IV  del  Có<l. 
Civil,  á  fin  de  determinar  el 
haber  total  de  cada  cónyuge, 
por  giuiancia'e*,  aportes,  resti- 
tuciones y  compensaciones  & 
que  baya  luear.  Kste  derecho 
no  se  halla  Umitado  por  nin- 
guna díspoiicióii  legal;  y,  al 
contrarío,  laarenlasdel  párra- 
fo 2,  titulo  V,  del  libro  fll  del 
dicho  Códijro  lo  conmgran, 

tiues  la  liquidación  previa  de 
a  sociedad  oa  necesaria  on  el 
caso  de  aceptarse  la  porción 
conyugal,  sea  paraoompiitar, 
sea  para  enterar  dicha  por- 
ción con  la  mitad  de  ganan- 
ciales; ó  simplemente  para  de- 
terminar esta  mitiid ,  ann  - 
cuando  el  cónyuge  optase  por  ' 
no  hacer  tal  aceptación  .  - 
Cas.,  21  abril  lOM.'  348 

2.  No  es  npcoaarío,  por  consi- 
guiente, quee]  rónyugo  sobre- 
viviente renuncie  ¿  la  porción 
con^URal  para  poder  solicitar 
la  liquidación  de  la  sociedad 
conyugal,  aunque  el  cónyuge 
muerto  haya  dispuesto  en  su 
testamento  que  "no  le  perte- 
necerá en  BU  sucesión  mas  que 
la  cuarta  conyugal  que  la  ley 
le  asigna",  y  se  baya  conferido 
al  cónyuge  sobreviviente,  sin 

grotestade  su  parte,  conjun- 
imonte  con  los  demás  beredo- 
roe,  la  posesión  efectiva  do  la 
herencia. -No  ea  tampoco  un 
obstáculo  para  el  ejercicio  de 
su  acción  el  hecho  de  haber 
nombrado  el  cónyage  muerto  ■ 
partidor  que  ha  aceptado  el 
cargo  y  se  halla  en  el  desem- 
peño de  sus  funciones.  -  Mis- 
mo fallo. 

3.  Siendo  el  cónyuge  sohrevi- 
ñente  comunero  en  los  bienes 
pertenecientes  á  la  sociedad 
conyugal  y  no  estando  oblea- 
do á  permanecer  en  la  indivi- 
sión, tiene  deiwho  á  pedir  el 
nombramiento  de  liquidador 
de  dicha  soeledod,  pues  ¡a  li- 
quidación de  patrímonios  de- 
be practioaTMi  con  anteriori- 
dad á  la  partición  de  los  bie- 
nes propios  del  cónyuge  di- 
funto con  arrerio  á  loa  artíou- 
loe  1177, 1317  y  1841  del  Oód.  . 


Civil.  -  En  oonseouencia,  el 
tribunal  que  recbata  la  peti- 
ción del  cónyuge  sobrevivien- 
te para  quo  se  practíqm  la  li- 
quidaoton  de  la  sociedad  non- 
yugal  ,  por  existir  partidor 
nombrado  por  el  cónyuge  pre- 
muerto  y  no  liAber  hecho  pre- 
viamente la  opción  el  cónyuge 
sobreviviente  entro  los  ganan- 
ciales y  la  porción  conyiignl. 
infringe  el  artículo  l.'Ml  del 
Código  Civil.  -  Mismo  fallo. 

4.  Afijmtiracitín.  -  Hfjt0téca,—fn- 
muW>/«.  -  Jnneripni/iu  Ot^tto 
ilidto.-SureiiUin.  -  T^rfíería. 
-  Adquirido  un  inmueble  du- 
rante la  Eooiediid  conyugal,  el 
derecho  que  iv  él  tenía  uno  do 
los  cónyuges  so  trasmite  por 
sn  fallecimiento  á  sus  herede- 
ros, y  el  otro  cónyuge  no  pue- 
de válidamente  hipotecarlo 
sino  eventualmento,  para  el 
coso  de  posar  á  ser  r)e  su  ex- 
clusivo dominio,  cniiforme  al 
ai-ticnlo  *24!8  del  C.  Civil.  - 
Cas.,  2:íabrill904  395 

.1.  CasariiSn.  -  CfltuHniín.  -  Con- 
trato.- Piilizaíi,  -  Primita.  - 
Se<jaro.—^\  ^■alorde  un  scgu- 
i*o  tontino  sobre  la  vidn.  en 
que  ol  valor  de  los  re9pect¡\-afi 
pólizas  sólo  puede  devengar- 
se en  el  caso  eventual  de  que  el 
asegurado  fallesca  dentñ)  do 
un  determinado  período  de 
tiempo,  contratwlo  por  un 
marido  diñante  la  sociedad 
conyn^j^l,  á  favor  de  sus  he- 
rederos, no  puede  considerar* 
se  devengado  durante  la  u>cie- 
dnd  habida  entre  él  y  «a  mu- 
jer sobreviviente,  sino  en  el 
momento  mismo  en  que  la  so- 
ciedad queda  disuelta  por  la 
muerte  del  cónvngo  asegura- 
do; y  la  s<>ntenria  que  declara 
locontrarioinfringolos  ariíni- 
los  U7;i,  1479  y  17ftT  del  Cód. 
Civil.  -  Ln  sociedad  conyugal 
tiene  derecho  únir^amente  á 
que  se  le  abonen  las  primas 
erogados  pora  ol  manteni- 
miento del  negiiro  y  los  inte- 
reses devengados.  —  Cas.,  14 
julio  1904   556 

8.  Co$a  juzfff'tia,  -  Liqnidnri*n. 
Nttfiilad, — Particién.  -Ijai*H- 
quidaciones  de  do^  iiocie<ladcs 
conyugales,  correspondientes 
al  segundo  y  tercer  matrimo- 
nio de  una  persona  sin  haber- 
se practicado  la  liquidación 
de  la  prímem  sociednd  conyu- 
gal, ni  <;itá<lose  á  los  juicios 
de  partición  á  los  interesados 
en  esa  primera  sociedad,  no 

rrjudican  los  derechos  que 
éxtos  puedan  correapond.cr, 
ni  procedo  la  acción  ao  nuli- 
dad que  por  ^toa  se  entabla 
contra  esas  particiones  en  que 
no  fueron  parte,"Cas.,2agos- 

lo  1904  see 

SOLBHMinAD  de  evclitum  fiú- 
blica.  ~  Y.  £ÍR*rf (Hrv  priMfea . 

SnLRliNiDAri  de  testamento. - 
V.  Tnlamanto. 

SÜCIBIÓN 

A^Hdifttetó».  -  Hipoteca. -In- 


iliettfí,  -  SodMlad  eon^ntgal.  — 
Tgrrtria.  —  La  sucesión  por 
causa  de  muerte  es  por  si  boIa 
un  modo  de  adquirir  el  domi- 
nio que  no  necesita  para  pro- 
ducirse deotro  de  los  modosda 
adquirir  ó  sea  de  la  tradición 
por  medio  delainscrípciím  on 
el  registro  del  Conservador  de 
Bienes  Raices.  Tratándose 
además  de  bienes  comunes,  el 
artículo  716  del  C.  Civil  declara 
que,  cada  uno  de  los  pariicipea 
tic  una  cosa  noseitla  proindi- 
viao,  se  entcnaerá  haber  poseí- 
do excluairamente  la  parte 
que  por  la  división  le  cupiere 
durante  todo  el  tiempo  que 
duró  la  indivisión;  y  comple- 
tando esta  disposición,  «1  ar- 
ticulo l."r44  declaia  que  cada 
asignatario  tte  reputará  haber 
sucedido  inmerlíata  y  exclusi- 
vamente al  difunto  en  todos 
los  efoctOH  que  le  hubieren  (a- 
bido.  -  V.  AtijMiHeaeii^ .  ~ 
C&B.,33abril  1S04.   305 

SUBtno. -V.  Smharffo.  -  (Nú- 
meros  1  á  S). 

SUBPKNBKiN  de  término  proba- 
torio. -  V.  Pruaba, 

I:}U8PKN'8i6n  de  vista  de  ootiea. 
-V.  Viata. 


TABLA 

1.  CaaaeiM.  ~  Mmpltitamteuto 
jmra  legundit  inMtaneia.  -  Via- 
ta. -  La  formación  de  la  tabla 
do  los  asuntfM  que  los  tribu- 
nales colegiados  deben  ver  en 
cada  semana,  ee  ti-ámite  esen- 
cial en  la  segunda  instancia 
do  loa  juicios  de  mayor  cuan- 
tía, que  da  lugar  á  casación.  - 
Cas.,  6  julio  1903   7 

2.  Domieüio. — Nombra,  -  Omi- 
sión. -  Pro/ifaián.  -  Santmría, 
-  Viata.  -  La  indicación  del 
nombre  de  las  partes  en  la  ta- 
bla del  Tríbnnal.  según  la  ca- 
rátula del  expediento,  basta 
para  cumplir"  la  disposición 
del  artículo  170  del  Cód.  de 
Pi"Oced.  CiviL  -  Cas.,  5  di- 
oierabre  IflOS   '20S 

TaBADOB.-  V.  Aealiio  (Nüm.  3). 

TBHCKHÍA 

A4iiuHeaciífn.  -  Hipoteca.  -  /n- 
muMA'.  -  Inarriprión.  ~  Ot^jMo 
üicUo,  ~  Sociftiad  nmpmgat.— 
5KCMrf(H>.~  Adquirido  «n  in- 
mueble durante  In  sociedad 
coii^'ugal,  el  der^ho  que  á  él 
tenia  uno  de  los  .uónyuges  ee 
transmite  por  su  f  alleciraiento 
á  sus  hecedcrca  y  el  otro  cón- 
yuge no  -puede  válidamente 
nipotecarío  sino  eventualmen- 
to para  el  caso  de  paxar  á  ser 
de  su  exclusivo,  dominio.  Ad- 
judicado esto  inmueble  áloe 
hijos  y  no  hahiébdose  Inscrito 
esta  adjudicación  por  estar 
trabado  embargo  sobre  la  pro- 
piedBil,  la  f^tade  bieeripción 
deetta  titulo  ne  pind»  mt  im 
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TBSTAUENTO 


TÍTULO  ÍJECÜTIVO 


tJLTEA  PÍTITA 


ÍnconTeniont«  pam  que  m  nio- 
ffue  luffar  4  la  tercería  que 
lundados  en  ¿1  intenMiMn,  ya 
que  consta  que  el  predio  per- 
tenecía ¿  la  Bociodad  conyuf^l 
eujofl  continuadoree  en  el  do- 
minio han  llenado  4  lor  los 
terceristas  i  virtud  de  kt  adju- 
dicación, l>octiina  de  la  Cor- 
te de  Apelaclone*.  -  Cas.  23 
abril  lilM    395 

TirninaciAn  de  avies.  -  V. 

Avio  (Ntim.  1). 

TtEHIHO.-V.  Plato. 

TtoUlfO  FBOBATOHIO 

Pnuba.  -  Stupeturiiín.  -  El  tér- 
mino extraonüiiario  para  ren- 
dir prueba  fuera  de  la  Repú- 
blica en  común  y  uno  mismo 
respecto  de  todon  los  lunares 
de  la  nación  para  la  cual  se 
otoi^:  y  habiéndose  concedi- 
do sin  oposición  al  aumento 
correspondiente  ¿  Arequipa 
(Peni),  no  es  procedente  ni  ne- 
cesario otorsar  especialmente 
el  aumento  oz  ti-aominario  oor- 
respoudiento  A  Linin.-.C.  A. 
36  áitrlombro  1003   317 

imAMIHTO 

1.  Ztit«r¡frtrlacíOnt-ffo  importa 
infrATctón  del  articulo  108B 
del  C.  Civil  la  interpretación 
de  la  voluntad  do  la  testadora, 
tomando  para  ello  en  cuenta 
la  sustancia  de  Ins  clánsutas 
testamentarias  antes  qnc  su 
tenor  literal,  y  tal  interpre- 
tación no  influye  siurtancial- 
nionte  en  lo  dispositivo  del  fa- 
llo ctionilo  nace  una  mera 
apreciación  de  los  anteceden- 
tes producidos  durante  el  jui- 
(áo,  con  el  fin  de  interpretar 
la  intcncián  de  la  testaaoim  y 
no  In  natiiratesa  jurídica  de  la 
condición  establecida  en  dicha 
cláusula.  ~  Cas.  10  octubre 
IflOS   85 

9:  Pnuba,  -  SabmnMntlM.  -  La 
mención  especial  liM;ha  en  el 
testamento  mismo  de  haberse 
llenado  en  su  otoiftamiento 
cierta?  solemnidades  prescrip- 
tas  por  la  ley,  aunque  oeti  or- 
denada on  aleiinos  casos  en 
que  el  legislador  creyó  nece- 
sario hacerlo,  no  se  encuentra 
establecida  en  relación  ¿  aque- 
llas de  que  trata  el  articulo 
1017  del  C.  Civil.  -  Cas.  14 
noviembre  1903   106 

3.  solemnidad  fxifñda  por  la 
ley  es  cosa  diversa  de  la  men- 
ción de  haberse  llenado  esa 
solemnidad,  mención  que  por 
si  sola  constituye  otra  solem- 
nidad, distinta  de  las  demás. 
-  La  formalidad  es  de  derecho 
eatrloto,  toda  vcx  que  su  omi- 
sión es  causa  de  nulidad,  por 
consifniiontu  no  puede  edffir- 
se  deduciéndola  de  simples 
ccmjettiras  ó  presunciones,  si 
no  exiHte  en  la  ley  misma  una 
dieposieión  expresa  y  termi- 
nante al  respecto. -Mismo  ftb- 
lio. 

4.  Onalqaieta  qm  sea  el  mérito 
de  la  doetrina,  de  ^ne  «1  acto 


solemne  (en  la  especie  el  tes- 
tamento) M)  prueba  porai  mis- 
mo, ó  sea,  de  que  en  él  debe 
apareoergueensu  otorgamien- 
to se  han  llenado  todas  las  for- 
malidades exiifidas  por  la  ley 
pam  su  validol,  y  cualquiera 
la  mayor  ó  menor  aoeiiteoión 
que  esta  doctrina  haya  tenido 
por  la  jitñspmdencia,  no  cons- 
tituyendo ella  un  precepto  1«- 
sal  existente,  no  pueile  ser 
fundamento  de  nn  recurso  de 
casación.  -  Mismo  fulln. 

5.  Aprtiñación  ds  lo»  /ucAot.  - 
thrmmeia,  -  Prtuha.  -  Es  una 
cuestión  pura  y  simplemente 
de  berho  la  do  determinar, 

rra  los  efectos  de  la  valides 
nididad  de  iin  testamento, 
si  el  testador  «.irecia  de  capa- 
cidad intelectual  ni  tiempo  de 
su  otorgamiento.  -  Cas.  l6  di- 
ciembre 1903.   210 

6.  L%  demencia  de  la  testadora, 
al  otoT«ar  el  testamento,  pue- 
de establecerse  por  un  conjun- 
to de  presunciones  fcraVes,  pre- 
oÍms  y  conoordantcs.  -  Mis- 


mo Callo. 


TEgnoo 


1.  Cupia.-- Minuta.  -  Pnuhn.- 
La  minuta  de  prueba  y  lista 
de  testigos  presentados  dentro 
del  témino,  deben  ser  toma- 
I     das  en  cuenta  aunque  el  csrrí- 
I     to  no  sea  proveído  por  no  ha- 
berse acompañado  la  cofiía  de- 
terminada por  el  artioulo  32 
,     del  Cód.  do  Proced.  Civil,  si 
I     w  subsana  esta  omisión  antes 
I     de  recibirse  la  pnioba.  -  C  A 

14  abríl  im  384 

■  2.  AjtrgtttaciJn  Hf.  lo»  hwJu>$.- 
EÚtritura  fuAbUm.  ~  Firma.  - 
OntítiM,  -  Pretrripri.'-n.  -  So- 
¡imtmidiitL-V.  Etcritura  pú- 
Ule(i.-Cto.,  BabrilUXM....  dSt 


TlTOLo  wiccnro 

\.  -ÁaUfi*  4»emtHa. '■  OWga- 
ttón.  -  V.  Aeri4t  tfteutüa, 
(Niims.  2  V  3). -Cas.  14  sep- 
tierabre,  1TO3   29 

2.  lHMtam0iUoM.—MuUa.  -  PapM 
Mrflarie.-T.  7>oeM)iWM(a«  (Nú- 
mero 1).  -  Cas.,  20  septiembre 
1003.   32 

3.  Aeetón  ^ec.utiva.  -  Proeedi- 
mimUo  ewpñcial.  -  V.  ActitM 
vfiKutiva  ¡Niims.  4  y  5). -O. 

A.  H  diciembre  1903  ..   3t3 

4.  Anriiin  «/wMÍlcn.  -  JMra  dt 
cartítia.  ~  ProUMlo.  -  V.  Aeiion 
tíetnaiva  (Núms.  6  y  7). -O. 
A..  26  diciembre  1903    318 

5.  Apretón,  —  AprétiaeOn.  ~ 
J>waehot.-Juri$dÍaiAán.~  Ob- 
jeto. La  excepción  de  false- 
dad del  titulo  para  ejecutar 
se  establece  por  la  comproba- 
ción de  los  hechos  ó  circuns- 
tancias que  la  ley  determina 
como  constitutivos  de  la  M- 
sedad;  y  la  apreciación  do  la 
prueba,  que  para  aoreditar  la 
existencia  de  esos  hedios  ó 
circunstancias  se  |»oduaoa, 
coiTesponde  al  Tribanal  sen- 
tenoiador,  el  cual,  ejeroientfb 
esta  fhenltad  400  le  ea  priva- 
ÜT».  psede  deodlr      no  se 


ha  comprobado  dicha  excep- 
ción.-OÍw..25abTÍl  1904  ....  M 

S.  Piilmlad  cM  Mulo.  ~  fí^uu. 
Las' fichas  que  usa  un  estable- 
cimiento industrial  en  susope- 
raclones  internas,  en  las  cua- 
les se  expresa  qne  cada  una 
de  ellas  **vale  en  mercaderia^' 
y  que  se  consideran  en  dldio 
establecimiento  y  son  canjea- 
das como  moneda  conírato, 
aceptándose  en  este  carácter 
por  los  comerciantes,  recono- 
cidas por  el  estatdecimiento 
que  Ins  ha  emitido,  sirven  de 
titulo  eiecutívo.  -  C.  A.,  2 
enero  10M  4SÍ 

7.  Acetó»  ^jteutíva.  ~  ExmpetM 
d«  /ahilad.  -  Létra  rf«  tam- 
bio.  ~  Prolttfo.  -  V,  Afíetm 
fjteutiva  (Núm.  8).  -  O.  A.,  18 
marKi  1904  fiOO 

TRAKHACOIÓK 

CoMoei^n.  -  Promotor  FUeaL  - 
El  promotoE  Nscal  n«  tiene  Ca- 
cultad  para  translfir  á  nom- 
bre del  Fisco,  ya  que  según  el 
articulo  2447  del  O.  Civil  no 
puede  hacerlo  sino  la  persona 
capas  de  disponer  de  loa  obje- 
tos comprendidos  en  la  tran- 
sacción.-C.  8.,  29  diciemlm 
1908   230 

TBMBVWAL 

1.  £mfonefa  fitúltUtiva,  -  Virta. 
-En  los  tribunales  colegia- 
dos las  sentendaa  definitivas 
exigen  la  cimcurrenoia  de  tres 
de  sus  miembi-oe,  á  lo  menos, 
con  arreglo  al  artículo  176  del 
Cód.  de  Proced.  Civil:  de  mo- 
do que  con  arreglo  al  artioulo 
final  de  esto  Código,  ha  que- 
dado derogada  en  materia  ci- 
vil la  disposición  del  articulo 
SB  4e  la  ley  de  15  de  octubre 

de  1876.-Óts..  t9abHI  1904...  SM 

2.  Encontrándose  imposibilita- 
do por  mas  de  30  dias  para 
conourrir  al  acuerdo  uno  de 
loa  miembros  qne  concurrie- 
ron á  la  vista  de  la  cansa, 
puede  fnvnimoiarse  senten- 
cia, sin  nueva  vista,  por  los 
miembros  hábiles  siempre  que 
el  Tribunal  quede  compuesto 
de  nn  número  qne  no  sea  infé- 
rior  al  mfnimnm  Alado  por  la 
ley. -Mismo  fUIo. 

TRIBUIUL  DI  CVBNTIS 

Aeturtíoamm^paiM.  -  CofdÍ€H- 
áa.  -  Compettneia,  -  dátrntag, 

-  MimMpaHdad,  -  StMtneta. 

-  V.  Aaurdo»  mmdetpalm 
(Kúms.  2 y 31. -Cons.  dsEsk 
l.°aeosto  19M  

TVHHO  de  aguas. 

T.  Ágmat. 

V 

ULTKA  PmTTA 

1.  Ineomptitmeia.  -  Falla  «Unt 
ptitíta  y  por  consiguiente  incu- 
rre en  nulidad,  la  Corte  de 
ApelaeieiMS  qne  se  prooonefa 
•obra  tacbas,  mmAmkIo 
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«        ULTRA  PETITA 


ULTRA  PETII'A 


VISTA 


propuestas  por  el  demandan- 
te, petición  que  no  lo  había 
■ido  hecha  por  éste.  Este  caeo 
no  está  incluido  en  ninguno 
de  los  que  menciona  la  ley 
para  autorizar  fallos  do  oñcio 
y  por  consiguiente  no  piuxle 
la  Corte  de  Apelaciones  adop- 
tar nii  resolución  sobre  esto 
punto  como  antecedeute  para 
lundar  la  sentencia  en  lacnes- 
tión  principal.  -  Ca».,  1."  abril 
1003   l 

3.  Omisián,  -  VM».  -  Si  la  sen- 
tencia de  la  Corte  de  ApeliL- 
cioncH  He  limita  á  contirmar  la 

'  de  pi-imei-a  instancia  en  que 
so  ha  falladlo  vUra  pi-tUa  ú 
omitiendo  el  proiiunciiimiento 
acerca  «lo  la  r;tieetión  efcctiva- 
raoute  propuesta  iMjr  las  p  ir- 
te», tilica  vicioM  no  uffictan  á 
la  HcntciK-ia  de  sepiiidu  ins- 
tancia. -  Cat.  lújunio  UNE^....  4 

3.  CamirJfH.-Es  nula  por  fallar 
idtru  pftUu  la  wntoncia  (jiie 
se  pronuncia  sobre  una  rLccióu 
dÍHtiiita  lio  la  enbvblada.  Lo 
08  por  ejumph»,  cuando  lo  so- 
licitado por  el  dcmundiintc  y 
discutido  por  los  demand!id<»s 
ha  sido  solamente  la  oxten- 
nión  que  daba,  darse  á  un  tur- 
no de  aguas  en  un  canal,  que 
por  BU  propia  ntLturaleia  ae 
rctiero  a)  simple  froce  ó  uso  do 
los  que  portonecen  en  propie- 
<Iad  á  varias  personas,  y  la 
scnteniña  establece  en  sus 
considerandos  "que  la  acción 
dednc  da  es  la  reivin<)ÍC'kturia 
de  dominio"  y  rechaza  Ui  dc- 
niandib  invocando  eapccial- 
mente  pura,  ello  los  articulos 
«93  y  895  del  C.  Civil.  -  Ca^., 
30  septiembre  IM»   42 

DecmüH." Iinmiritio.  -  Eimncla- 
ci¿n.  -  fhnuiiM.  -  PruSfKum.  ~ 
La  sentencia  do  '2.*  instancia 

Íuo  Bc  limita  á  coutirinni'  la  do 
,■  que  hiüo  una  declaración 
no  podida  en  la  demanila  ni 
en  la  contestiición,  de  lu  cual 
no  se  alzó  el  apelantes  nr>  falla 
vdtru  fte/ita  tniatido  so  limita 
á  indicar  la  manoi-a  de  dar 
cumplimiento  á  lo  i-cauoltoen 
el  fallo  apelado,  sin  otorficar 
más  do  lo  [ie«lido  por  los  par- 
tos y  sin  hacerla  extensiva  & 
puntos  no  sometidos  á  su  deci- 
sión, -  No  importa  tampoco 
modificnción  del  fallo  apelado 
la  indicación  de  la  manera  en 
que  debe  precederse  á  la  divi- 
sión de  nnacrm  común  man- 
dada practicar  con  ari-eglo  á 
la  ley  por  atiucl  fallo.  ~  Cas. 

19  octubre  lílfB.   82 

Improc^UitrUi.  -  Atediilag 
jtreeanloria*.  -  Visfa.  -  La 
causal  de  ultra  petila  fundada 
en  que  ul  tribunal  de  apela- 
lacion  se  pronunció  sobre  una 
njsohición  qno  no  em  la  ape- 
Ifida,  civrcce  do  base  si  el  ite- 
cho  es  iuftxacto,  es  decir,  "i 
aquella  resolución  había  sido 
en  realidad  apelada.  -  Cas.  ^ 

diciembi-o  IDÍKl   289 

.  Atn'nciarión,  -  Caiiaci¿n.  - 
ComvétetuHa.  -  Rgtoluñán.  - 
El  Tribunal  de  Alzada  fa- 
lla nltra  pelUa,  por  carecer 
de  competencia,  si  aprecia  la 
qkU<M  dfl  bemen»  de  loe 


adjudicatarios  de  una  propie- 
dad subastada  en  la  liquid».- 
i-ión  de  una  herencia  y  de- 
clara que  deben  considonin» 
instituidos  bajo  condición  siii- 
pensiva  y  que  no  poseen  en  la 
sucesión  mas  que  meras  exiHtc- 
tativas,  cuando  este  punto  no 
fué  comprendido  en  la  juris- 
dta'íÑn  del  árbitro,  ni  en  la 
resolución  dictada  por  él  (xt- 
mo  jut'Z  de  I.»  instancia. -Cas. 
1-J  abril  im  XS 

7.  ApfkifíiM.  -  CataeiúH.  - 
Omttpttfnría.  -  OntÍ»Íón.  -  Fa- 
llnda  la  causa  por  el  juez  de 

1,*  instaucia  dando  liifrnr  sólo  ¡ 
en  parte  á  la  demanda  y  ape-  i 
luda  la  sentencia  únicamente  ! 
por  p1  demandado,  sin  que  ' 
se  adhiera  á  la.  apoliwrión  el 
demandante,  quien  se  lind-  { 
to  en  la  2.*  inst-\ncia  á  pedir 
secontirmamla  sentencia  ape- 
lada, la  sentoncia  de  la  Ooi-te 
de  Apelaciones  que  coniimió 
aqaclla  "cntendióndose  que  lo 
que  por  ella  se  i-csuclve  es  que 
ha  hi^ar  A  l:i  demanda",  falla 
ultra  ¡iftita,  otorgando  más  de 
lo  pfidido  en  'J.*  instancia  por 
la  parte  demandante  é  incu- 
rre en  nulid  id.  -  Cas.  2»  abril 
1901   361 

8.  lionucUn.  -  Cnmrián.  ■  -  Un- 
vMiria.  -  Intinnari^i.  —  Ha- 
biendo el  demandante  enta- 
blado sil  acción  para  hacer 
efectivo  el  patro  de  la  canti- 
dad á  que  ascendía  un  docu- 
mento cedido  por  el  donante 
pam  dar  cumplimiento  á  una 
donación  ó  soa  una  canti'lad 
tija  y  determinada,  la  senten- 
cia que  dió  hii,%r  álademsnda 
en  cnanto  el  heredero  del  do- 
nante debn  pagar  la  parte  de 
la  cuota  du  mo  jonui  y  la  porte 
de  la  cunta  do  lilu-e  disposición 
A  que  se  referia  la  donación 

firimitiva,  con  intereses  lega- 
ea  desde  la  notiticación  de  la 
demanda,  falla  ultra  jtrfüa  y 
es  por  lo  tanto,  nula.  ~  O.  A. 

Cas.  27  diciembre  19(B   379 

fl.  Arréndmuimlo.  -  Omigió».  - 
QiifTrita  tlñ  reatiMtciinimto.  - 
Interpuesta  en  fOrma  subsi- 
diaria por  el  ari-endatario  la 
querella  de  restablecimiento 
por  despojo  violento,  lu  sen- 
tencia que,  revocando  el  fallo 
do  1,"  initancia,  manda  repo- 
ner las  cosas  al  estado  que  te- 
nían al  iniciarse  los  actos  de 
perturbación,  resuelve  en  reiv- 
lidad  la  cuestión  sometida  á 
decisión,  sin  que  pneda  soste- 
nerse que  el  fallo  na  sido  dado 
ultra  pntila.  -  Cas.  12  julio 

190*   490 

10.  Aiijudmiñón,  -  lifcisiM,  — 
IJouiicilin.  -  Xaliilai/.  -  O  ni- 
irtrfn.  -  /'rfl/iwtóti.  -  íTo  incurre 
en  el  vicio  de  ailra  pflita  ia 
sentencia  que  admite  la  "rcs- 
cisión>i  de  una  adjudicación 
siendo  qtw  so  había  pedido  aii 
"nuUdad.1  en  la  demanda  y  en 
la  paite  petitoria  del  esci-ito 
de  réplica.  Las  Aprociaciones 
y  oaliticaciones  que  hayan  he- 
cho lOB  portea  en  el  onrso  del 
juiflíosoore  la  si];niñca<;)ón  de 
laooción  entablada,  sostenien- 
do loidematKlantn  qu«  la  nu- 


lidad por  ellos  invocada  es  la 
absoluta,  y  los  demandados 
que  sólo  se  trata  de  la  relativa, 
QO  tienen  el  alcance  que  se  les 
atribuye  de  altemr  la  eaend» 
de  dicha  acción  establecida  en 
la  demanda  y  en  la  porte  peti- 
toria de  la  réplíca.-C.  A.  Cas. 
KacoBtol90l  511 


TJtNTA 

ArrMitoTen.-  Embargo.  -  Bt- 
poltva.-Ot^nto  Uírito.  -  Pue- 
den varios  acroeilores  embar- 
gar los  mismos  bienes  porque 
lio  es  titnlo  preferente  el  tíA  , 
embargo  primero  y  la  venta 
do  los  bienes  embargados  pue- 
de hacerse  legítimamente  en- 
cualquiero  de  las  ejecuciones, 
no  existienilo  por  lo  tar.to  ob- 
jeto ilícito  en  la  onnjenactón, 
porque  so  hace  con  la  autori- 
zación del  juez  y  en  virtud  del 
derecho  que  la  ley  conñere 
expresamente  á  los  acreedo- 
res.-C.  A.  «enero  1904  513 


VISITA 


¡HtrmadóH.  -  Mentara.  -  ¡li- 
na. -  La  visita  de  las  miñas 
pora  el  efecto  de  determinar 
si  existe  internación  procede 
atinqne  lo  mina  no  ei¿é  men- 
surada. -  O.  A.,  13  mono  lÜW.  fi73 


VISTA 


1.  ÚmitiOn.  -  Ultra  MOa.  -  Ia 
alteiHción  en  el  ónien  numéri- 
co fijado  pnra  la  vista  de  una 
causa  no  está  contemplada  en 
los  orticuloM  170  y  VJv,  nume- 
ro 6."  del  C-ód.  de  Procod.  Ci- 
vil ni  se  encuentra  consulta- 
da como  causal  de  casación  en 
otros  disposiciones  del  mismo 
Código. -Cos.,  15  junio  1903.  4 

2.  Catarií».  -  Emptaiamimio 
para  ugunrla  iiuíanrta.  -  Ta- 
bla. -  Lo  vista  de  la  causa  en 
dia  no  soñala<lo  en  la  formo 
determinada  en  el  articulo  170 
del  Gód.  de  Proced.  CítíI,  siu 
hiiberse  notitíi-ado  á  las  por- 
tes la  designación  verbal  de 
nuevo  dia  hecha  por  el  tribo- 
iml,  equÍAUle  A  la  no  fijación 
de  ese  dia,  yo  que  el  trámite 
referi<ln  tiene  por  objeto  que 
los  partea  puedan  defenderse 
y  mol  podrían  hacerlo  si  no 
saben  cuándo  va  A  verse  lo 
causa.  -Cns.,  6  julio  1903   7 

3.  DotnidJio.  -NoiiUtre.  -  OmÍ- 
irí(f».  -  Prcifnsión.  -  SénUncia. 
Tabla.  -  La  indicación  del 
nombre  de  las  partes  en  la  ta- 
bla del  Tribunal,  según  la  ca- 
rAtiiIa  dol  expediente,  basto 
paro  cumplir  lo  diinnuición 
del  articulo  170  del  Cód.  de 
Proced.  Civi].~Cos.,  5  diciem- 
bre 190:1   202 

i.  Ca»aeÍ4n.-Stupetut»'M.  -  Se- 
ñalado dio  poto  lo  Tista  de 
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VISTA 


VISTA 


VIRTA 
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una  causa,  puede  nisponder- 
se  por  acuerdo  entro  €l  abo- 
gano  ó  pi  ociu-ador  ile  mía  rte 
las  pai-tCM  y  fl  pio(riiia<lor  ó 
abogado  de  la  otra,  cod  arre- 
irlo  el  ai-ticulo  172  número4.o 
del  C('id.  de  Proced.  Civil,  bíti 
que  sea  indiKpensable  que  la 
nuBpeiisión  sea  pedida  en  el 
loisnio  dia  desi(;nado  en  la  ta- 
bla panv  ver  la  fauca,  y  pu- 
diendo  notifirarse  la  eiiMpen- 
«iór.  al  oficial  primero  de  la 
respectiva  secretario.  -  Con., 

18  diciembre  1903    2-28 

fi- jPwdticida  la  nwpeniiión  en 
la  forma  indinada,  no  pncde 
el  abofado  qne  no  confiurió 
al  acuei-do,  oponci-se  eficaz- 
mente á  elia,  aunque  no  ha.\a 


tenidoronocímieiitodelaaier- 
doi^  que  lia  rorciiiTÍdo  el  pro- 
ciiiíidor  do  su  parte  el  día  an- 
terior al  señalado  para  Ir  vis- 
ta. -  Mismo  fallo. 

G.  ha.  caiiMi  asi  suspendida  no 
puedo  vento  fin  neñalur  nut  vo 
din  p:ita  au  viKta  uin  incurrir 
en  la  omisión  de  una  ciivuns- 
tancia  doirlarada  trAmito  esen- 
cial por  el  artimilo  942  del  Có- 
liigo  do  Prored.  Civil.  -  Mis- 
mo fallo. 

7.  liupfor.t!df.nrñ't."MfAlÍilas  prr- 
rauloriaH.- Ultra  pntitn.-hi\ 
falta  de  notificación  á  una  de 
Ins  jKirtes  del  decreto  de  au- 
tos en  relación,  ó  fca  do  la  ci- 
tación para  la  vinta  de  In,  l  aii- 
aa,  sólo  pucle  ser  invocada 


por  la  parto  affrav¡arla.-f  tes., 
'JA  diciembre  1903   288 

8.  StrtU*ncÍa  (Icflnitipa,  -  Tribu- 
nal colef¡iat.(u.  —  Kn  los  tiiliu- 
luiles  coieipados  las  sentencias 
definitivas  cxif^en  la  concu- 
rrencia de  tres  de  sus  miem- 
bros, Á  lo  mciio!<.  Kncontrán- 
inipoHiliilitado  por  más 
do  treinta  día»  pai-a  concu- 
irir  al  actiei-do  uno  de  loa 
micmbroH  que  concurrieron  á 
la  vit:ta  de  la  causa,  puede 
pronunciare  sentencia  sin 
nueva  vista,  por  loa  miembros 
hábiles  ftiempre  que  c!  tribu- 
nal quedo  compuesta  de  un 
nt'iraei-o  que  no  «ca  inferior  al 
mínimum  tíjado  por  ia  ley. — 
Cas.,  líl  abril  11)04    344 
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H    11,     n    8.».  H  4.-.  318 

.1    11,     ..     11.  I.  11  >  210 


2 
4 
6 
15 


207 
2M 
92 
417 

m 


LEVES  PATRIAS 

retroactivo  do  liu 
leyus. 


1838 


Ley  de  14<loufC<M- 
to  (Expropiación). 

3  183 

3  m 

184a 

Lov  de  17  de  di- 
eiembre  sobn  onm  i  - 


286 


i85t 


tiem 
3 


Ley  de  ti  de  iwp- 

ibro. 


87 


18M 


Ley  lio  25  de  oc- 
tubre, interu. 
de  la  Onl.  de 
Nueva  Kep...  46B 

i«S7 

LeydelSdoiunin 
(Expropiación). 


183 
184 


Bm\.  del  UonMT. 
de  Bs.  Raice»  cíe  :íl 
de  junio. 


18 
57 
50 
90 
91 


415 
4!ñ 
415 
416 
416 


1861 


10  '  Ley  de  7  de  ortn- 
93  I  hre  sobre  ol  efceto 


Art 


3.0 
3.» 
fi.» 
7.» 
7.» 
7." 
12 
12 
12 
21 
22 
•w 

22 
22 
24 
24 
24 
24 
24 
24 
24 
24 
¿4 
25 
25 

1866 


55 
lóO 
15B 
146 
290 
437 
:t24 
430 
409 
73 
146 
290 
318 
424 
1 
10 
75 
92 
146 
164 
•J90 
318 
448 
164 
499 


Lev  de  22  de  di- 
cieniore  sobre  pa- 
tente». 


Art.  10 
-  10 


2:19 

261 


Reglamento  para 
el  R^glatro  de  co- 
mercio, de  1.0  de 
agosto. 


Art.  33 
1874 


406 


Lev  de  l.o  de  lep- 
tiembla. 


Art.  3.» 

-  8." 

-  tí.» 


32 
32 
32 


Código  de  Minería 


Art.  3.« 

-  .^■ 

-  74 


459 
469 
45» 


211  4.i9 
211  469 

1875 

Ley  de  15  do  oc- 
tubre, de  Oi^  •  iiiw- 
ción  y  Atribuciones 
de  loa  TríbunalfM. 


Art.  1.* 

288 

1." 

3*Í9  ¡ 

1  0 

-  1." 

376 

-  4." 

285 

-  4." 

371 

-  4." 

4.'Í7 

-  4," 

575 

-  5.» 

286 

5." 

288 

-  5.» 

389 

-  6." 

391 

-  3." 

4'7 

."Wl 

-  a» 

371 

-  10 

333 

-  37 

197 

-  37 

430 

-  m 

100 

-  67 

101 

-  67 

245 

-  67 

306 

-  66 

341 

Art.  60 

351 

-  86 

344 

-  107 

100 

-  107 

101 

-  109 

351 

-  117 

109 

-  117 

354 

-  134 

96 

-  183 

.'16O 

-  173 

3H8 

-  178 

&2 

-  181 

m 

-  187 

101 

192 

2S3 

-  193 

lUÜ 

-  193 

101 

-  193 

245 

-  194 

366 

-  196 

245 

-  195 

273 

-  199 

45 

-  209 

101 

~  212 

273 

-  216 

273 

218 

420 

~  220 

273 

-  220 

-  400 


42B 
548 


Ley  de  15  de  octu- 
bre, sobre  Empre- 
sas de  Oas  y  Agoa 
PotabI». 


Art  3." 

-  a." 

-  7." 


313 
313 
313 


1878 


Ley  de  15de  eue- 


Art.  1." 
-  S.-' 


32 
32 


1879 


Ley  'le  11  de  me- 
ro, sobre  quiebras. 

Art.  único  453 

1884 

Ley  de  Registi-o 
Civil  do  17  de  julio. 


Alt.  16 


435 


B«gl.  de  Policía 
Maritima,  de  5  do 
octubre. 


Art. 


241 


Ley  de  19  de 
enero  (oomb. 
jueces)  334 

Orden,  de  Poli- 
cía, de  ^  de  mayo. 


I  Art.  2." 


437 


1890 


Ley  de  Eleccio- 
nes, de  20  de  agosto. 

Art.  36  237 
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20 
36 

m 

W 
79 


237 
»33 
:j33 

68 
333 
333 


1891 


Loy  de  3  ile  »U- 
ciembre  (Oa- 
rantias  indi- 
viduales.  Ro- 
curao  de  am- 
paro)  569 

LoydeMunioipo- 
lidatlM,de  22  de  di- 
ciembre 


Art.  4." 

~  4.» 

-  H." 

-  7." 

-  9.» 


374 
417 

:í71 

417 
265 

11  y  sigU.  68 

-  15  227 

-  15  417 

-  16  í_>7 

-  22  574 

-  35  n."  6.-2K5 
-2»  380 

-  32  r)21 
-33  360 
-33  371 


3t 
34 
34 
3H 
44 
46 


361 
371 

m 

2tí2 
oKl 
581 


-  48yHÍgt8.a81 

"  261 
260 
360 
364 
371 
322 

3K9 
389 
389 
176 

2m 

440 

522 


1893 

Ley  de  12  do 
octubre  (ava- 
lüori  munict- 
I»Ie»)   581 

11193 

Ijey  fie  18  do  un- 
viembre  {y  ley  de 
ir,-M894). 


3. 


1894 


206 
SOS 


Ai-t.  1." 


398 


Ley  de  18  de 
eiioro  (iiomb. 
de  jueces)   234 

I^y  de  19  de 
cnei-o  (hijue- 
la*! á  inilita- 
i-w)   326 

'895 

Loy  de  10  de 
enero  (nomb. 
de  jueces)   234 

Ley  de  21  de 
enero  [aran- 
celes )  S75 

1896 

Ley  de  X¿  de 
febrero,  so- 
bre Policía 
de  Seguridad  437 

Ia'Y  de  14  de 
septlom  bre 
(Tribunal  de 
Cuentas)   533 

Í>ucreto  <Íe  18 


de  enero 
aprobato  rio 
del  arancel 
de  Cemente- 
rio. 575 

1897 

Ley  de  13  de 

enero   352 

189S 

Ley  de  21  do 
enero  {contri- 
buciones) 575 

Ley  de  3  de 
a^sto  (Direc- 
ción 8up.  de 
liLirina).  Ar- 
ticulo U  431 

Ley  de  1^  de 
septiembre...  352 

1900 

Ley  de  Reclutas 
y  Roemplasos  de  5 
de  septiembi-e, 

Art.  30  493 

-  :.7  492 

-  .19  492 


1901 

Li;y  de  17  de 
a  i  c  i  e  m  In-e 
«avalúos  mu- 
nioipoles)  581 

19» 

Loy  Hobre  alcoho- 
les de  18  de  enero. 


Art.  71 

-  71 

-  76 

-  76 

-  81 

-  81 

-  81 

-  81 

-  123 

-  131 

-  148 


239 
440 
175 
176 
17B 
176 
239 
440 
174 
003 
503 


Ley  de  28  de  agos- 
to, aprobatoria  del 

Cod.  do  Proced.  Ci- 
vil. 


Art. 


1." 
1.» 
5." 
i)." 

e." 


3 
469 
366 
469 
360 
532 


ÜECKETOS  SI  rKKMüS  m>HE  SALITKKKAÜ 


1873 

Decreto  de 

16 

409 

Decreto  de  2  de 

1876 

469 

Uei:reto  de 

27 

Decreto  de  3  de 

450 

469 

Decreto  de 

27 

Decivto  de  16 

469 

de  junio  

460 

Uoci-eto  de 

11 

de  ifeütlcm- 
bi-e  459 

Deci-uto  de  11 
lie  septiem- 
bre   ..409 

Decreto  de  13 
de  .  septiem- 
bre.... 459 

Decreto  de  13 


de  septiem- 
bre 460 

1877 

Keglamento  de 

28de  julio....  450 
Keslaraento  de 
^  de  julio  ...  460 


1881 

Decreto  de  28 
de  mayo. ....  4S0 

1896 

Decreto  de  27 
de  diciembre.  459 
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INOiOE  ALFABÉTICO 
1)R  LOS  NOMBItliS  DK  LAS  PARTISS  LITÍtiASTES  EN  LAS  RBSOLü'OIONKS  PDBLICADAS 


EMe  ftulice  señala  el  nnmbrecte  la  parle  (demandante  ó  demandado),  la  Techa  del  fallo  y  la  pág. 
de  la  "Segunda  Parteit  de  la  Revista) 


Abatte,  17  octubre  im   75 

Adml&iiitrador  de  Aduana,  K 

mayoigOt   391 

Agüero,  tlosc  María,  19  mayo 

1901  439 

Alcalde  <le  Talca,  '£i  diuiemhre  I 

190:i.  333  ; 

Alcalde  de  Melípilla,,  O  dioieiii' 

l>re  i  «13  38!»  í 

Ali^lde  (le  Ohocnl&ii,  15  junio 

v.m  r¿il  . 

Ah-alde  de  la  Kiiiconada  <lel 

Parral,  1."  agosto  19M  Sí»  | 

Alcinaiiy,  1."  alt  iembie  1903.., .    90  ' 

Alfaro,  :«)  auptiembre  líW3   42  , 

AlvMi-ez.  13  y  IK  abril  1904           331  1 

Alvj.i'CííCondarcoSjabrillflCH..  -iX 
Ampiiei-o  y  otros,  :i9  diciembre 

l!Xi:t  330 

Aiiinat,  smesióii,  t!)  julio  1904  Tift)  , 
Araiiciiiia,  4  diciembre  líhiS  .  ...  321  ! 
Ainneda,  Lidúi,  3  dirieinbre 

V.m   107  ! 

Araneda,  Víctor,  'i4  diciembre 

190:i    289 

Araya,  'X  marzo  1904  332 

Anwtiíálial,  12  marzo  1904  573 

Armijo,  3  diciembre  1903    9S 

Arria^iafla,  4  abril  1903    3 

Artola,  21  abrd  im    352 

AiTobÍHtxulo  de  Santiago,  IK  ju- 
nio 1901   446 

Astorqniza,  19  agosto  1904   ^ 

Ayala,  19  octubre  190;i   5a 

B 

Badilla  de  Tureniie,  9  dicíem- 

hi-e  1903   192 

Baltra,  13  noviembre  190:t   81 

Banco  Alemán  Traiüiatlántico, 

26  dicicmbi-e  1903    31" 

Banco  do  Chile,  7  pnero  1904  ,  .  429 
Banco  KHtiajtol  Italiano,  7  octu- 
bre 1903    49 

Banco  Español  Italiaiii),28  l^ril 
19M   IOS 


Banco  Internacional,  Ití  mayo 

1904    362 

Banco  de  Tacna,  21  abril  1904  ..  352  ' 

Band,  6  julio  1904  4vS0 

Barriga,  12  jnlio  1904    490  ' 

Barros- Balcells,  1."  abril  1903  ..  1 
Barro»,  Jcnoveva,  21  agosto  1903  73 
Bascnñáii   Monte:^,  13  agosto 

1903   182  I 

Becerra  y  oti-o,  13  y  18  abnl 

V.m    3.31 

BulauiHli-,  14  iioviembie  190:i  .. .  2S1  ' 
Bnn:i.venie,  17  noviembi-c  1903.,  172 
BjuetiouncLa,  KstabK'ñ  míen  tos 

de,  2  octubre  lílO;!   7.) 

BerrioM,  14  iiovicmbi-e  1903         281  ! 

BuuBsinot,  23  junio  1SH14  ...  ."(48 

Brañüs,  sucesión  2Ü  julio  1901.  4!!.")  ' 

Braun,  27  junio  19U1   4"* 

Bi*avo,  Riranlo,  7  unei-o  1.1J4  ..  420 
Bravo,  (Vhalloi.  (i  lulio  1904,...  4!>:í 

Bric-eño,  2!»abi¡il!)04...   437  , 

Bueno  y  otiw,  2.>  abril  1904         524  i 


O 

Cabello,  IS  diciembrfí  1903. ....  227 
CáULTiMj  Martínez,  11  diciembre 

19ÍW   

Caja  HipoteoiLria,  14  noviembre 

1!W3   83 

Campo  dol,  Arturo,  12  noviem- 
bre 1903    cl6 

Campos,  2K  mayo  1904    421 

Canto.  Juan  José  del,  9diüiem- 

bro  1903   Ita 

Canto.   Daniel  W.  del,  18  di- 

ciemhi-e  Utü3   371 

Capititn  de  puerto  de  Coronel, 

13  enero  1904   241 

CaiTaaco,  Emilio,  23  junto  1904  607 
Carrasco,  Albina,    Clarisa  y 

Luisa,  23  junio  1904   .W 

Carrillo,  ■-'2  diciembre  lOai  ...  295 
Castro,  Calderón,  26  dicicmbi-e 

im  290 

Castro,  Miguel,  11  agosto  1903  232 
í'a-itro  Hamñn,  Ifimnvo  l9fM  ..  3Bt 


Cuballos,  V.  de  Cortés  Moni-oy 
y  otros,  15  diciembre  19Ü3  207 

Chávez,  17  novierabi-e  19a3   84 

Chile  Telephono  Co.  Lt4.  29 
abril  1904.   361 

Chiliaii  Eloütric  Ti-ainway  and 
[..iglit.  Co.  Ltd.,  .W  noviembre 
1903   170 

Chjlian  Kleuh-íc  Tiumway  and 
Ligbt.  Co  Ltd.,  4  diciembre 
1903    171 

(.'liilian  Kliictric  Trjinnvay  and 
Light.  Co.  Ltil.,  2.)  abril  UHM  361 

Ohinohilla  y  Ca,  7  noviembre 
1903    261 

Cpmitiún  muÉiicipal  de  avalúoH, 
Pntita  Arenas,  23  iioviombre 
1!(03    262 

('ompañiadc  Agua  de  Tampa- 
cá,  12  octubre  1903  2ft4 

Comp;»"ii:i.  de  Ajua  de  Tai-aiMi- 
cii,  19  dicieinbi-e  1901   313 

Compañía  de  l.ota  v  Coronel, 
15  octubre  líWS   m 

Compañía  HalitTtH-a  Liverpool 
6  novicm'hrtí  11H)3   2:t9 

Compañía  "Santa  Rosa",  24  sep- 
tiembre 19;»3   289 

Compañía  deSegui'0.->"La  l^ran- 
cesa",  7  noviembre  190;í   66 

Compiñiade  Seguros  "LaFran-  - 
cesa,  6  junio  19a3   71 

Concha  y  Toro,  3  diciembro 
1903   197 

Concha  y  Toro,  19  octubre  190;í  1(M 

O  .nchayToi-o,  20jn]ioiga%  ..387 

Uontreras,  26  marso  1904    332 

Convento  do  la  Merced,  4  di- 
ciembre 1903    321 

Coo,  José  Lnis,  U  marzo  1904  49.1 

Coo  'l'hoinp'^on,  Arturo  y  otros, 
2>  abril  1904   354 

Corbeaiix  y  Ca.,  14  noviembre 
1903....   92 

Coi-tés  Monroy,  16  diciembre 
190:i   207 

Goitéa,  Eunebio,24  octubre  19a3  270 

Couaiño,  18  agosto  1903   13 

Crrtharc,  11  marzo  IflOI  2.13 
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Cruz,  Juan  N.,  sindico,  21  di- 
ciembre 1903  146 

Cura  de  14  diciembre 
1903   278 


I) 


Darroiiy,  Luis,  3  octubre  19Ü3  Vt 
I>arrouy,  Lino  2.",  It  dicicmbro 

1903"   282 

Dávila,  16  diciembre  1903    210 

Detilippi,  14  junio  1904   45.S 

Delpiano,  IH  junio  190Í..   446 

Didier,  26  diciembre  1903   290 

DÍ^K>,  Fermín  de,  4  septiem- 
bre 1903   24 

Diego,  Fenuinde.  4  abril  1904  33K 
Drews,  (>ton  Hago,  fldiciembre 

1903   199 

Dupré,  1."  dicienibro  19U3   176 

DtiBsand.  15  abril  1904   339 


E 


EcheverHa,  21  agosto  1903.   73 

Erices,  12  julio  1904   490 

Errázurií.  14  raarxo  1904   495 

Escalona,  10  octubre  190:^   Hñ 

Escobar,  7  noviembre  1903.   166 

Espada,  26  diciemb»  IflOCt.  .317 

Espinoso,  12  septiembre  1903 ....  25 

Eequivel,  7  enero  1904    369 

EstabJectmietitoe  de  Beneflcon- 

dm  2  octubre  1904.  57S 

Entrada,  17  Jnnio  1904.   440 

EynffuiiTe,  11  marzo  1904   2S3 


Fagalde,  12  octubre  1903.   264 

Fermer,  10  mano  1904   374 

Fernándcjs,  Abrabam,  18  uo- 

viembifl  1903   237 

Fernández  do  Puelma,  Carolina, 

4  diciembre  190:(   171 

Femándei.  Cotidio,  28  mayo 

1904   41.'i 

Fei-nándcz  v.  de  Salas,  Lioandra, 

14  julio  1904   550 

Ferroira,  10  diciembi-e  1903.   204 

Feri-etti,  lU  mai-zo  1904   ;í74 

Ferrocan-tle»  del  Estado,  4  ubril 

im   3 

Ferrocarriles  del  Rittado,  4  di- 
ciembre 1903   185 

Fintó  y  Montenegro,  8  octubre 

1908  231 

Fischer  y  otros,  15  diciembre 

1903    517 

Fisco,  17  noviembre  1903  IT¿ 

-  4  diHembro  1903   174 

-  29  septiembre  1903   183 

-  26  octubre  1903   184 

-  9  diciembre  1903   189 

-  9  diciembre  190»   192 

-  2»iuliolfl03.   273 

-  29dleiembraig03    283 

-  22  diciembre  1903   2a> 

-  29  diciembre  1903    230 

-  y  Ripley.  15  mar»  1904...  254 

-  2  mano  IflW   298 

-  23  septiembre  lOTO,  

-  23  mayo  1904.  :«6 

-  21  abril  19(H   435 

29  abril  1904    437 

-  5 julio  1904   458 

-  22  junio  1904   459 

-  5  julio  1901   469 

-  24  mayo  1904   ..  503 

Flores,  12  noviembre  imi   68 

Fuente,  de  la,  6  EL^osto  1904. ...  508 
Fuenzalida,  5  diciombi-e  1903....  202 
Fundición  Temploman  Ltd.,  4 

diciembre  1908.  ^ 


tí 


Gaete,  25  abril  1904   345 

Gajardo  y  otro,  29  diciembre 

ma   283 

García,  Andrea,  21  marzo  1904.  582 
García    Pastol,    18  diciembre 

lt«i   227 

Gariii.8aKO»tol«0l   511 

Garnbam.  20  julio  1C03.   267 

Gatica  Hnos-,  sindico,  6  julio 

1904  493 
Gavulowich,  2eñéro  Í9ÓÍ ! ! ! ! ! 428 

Gibbs  y  C.\  26  iulio  1901   496 

Goberna<lor  de  Nueva  Imperial, 

3  febrero  1904   286 

Oobenia<lor  do  Lautaro,  23  di- 
ciembre 1903   336 

Gómez,  21  niai-zo  1904   30l 

Ooni&lez,  José,  1.-  abril  1903....  1 
González,  Ramón,  16  diciembre 

1903    210 

González,  Amalia  Riveros  de, 

30  diciembi-e  19Ü3   296 

Uoiiiález,  Pedro,  Alejandro  y 
José  Hilario,  29  abriligOi..  ..  524 

Grace  y  ÜM8  marzo  1904    500 

Granello  y  Vaccnro,  4  airosto 

1903   10 

Grau  y  C',  liquidación,  23  ma- 
yo n0«  868 

Orímberft,  24Reptiembi-el903...  26» 
Gronemayer,  19  octubre  1903....  164 

Guerra,  6  julio  1904    460 

Gunnin  y  Gumián  Pedro,  par- 
tieionea.  12  abril  1904    306 

H 

Hardt,  12  octubre  1903.   448 

Herbage,  v.  de  Sepúlveda,  21 

abnri904    3*8 

Herrera,  16  mayu  ItXH   362 

Herrera,  Bernni'dino,  11  marzo 

1904   582 

Hintze,  15  junio  1903    4 

Uodcena,  15  octubre  1903   80 

Hoefele,  14  septiembre  1903   29 

Hosvon  y  C",  8  octubre  1903.  ..  '£M 

Huonumil,  11  mano  1904  .'>S2 

Humeros,  Rosa,  7  noviembre 

HKtt   Wi 

HunicrcH,  Roña,  ü  jimio  1U03.  71 
Humores  Fernández,  27  diciem- 
bre I90.t.   37Ü 

Humores  G,  Luís,  27  diciraibrc 

1903    379 

Hunziker,  18  aicoKto  1903.   13 

Hurindo  y  otros,  sucesión,  21  y 

22jidiol90a.   8 

Hurtado  y  otros,  sucesión,  27 
julio  19al   8 

I 

Ibieta  y  del  Rio.  2:í  j"Ho  1903...  273 

lñÍKuez,4abril  lUTH   574 

Iríarte  y  otros,  15  marzo  1904. 254 


Jamett  Hnof.,  7  octubre  1903.  ..  276 
Jara,  Galvai-ino  de  la,  12  no- 
viembre 1903.  516 

Jara,  Manuel  Jesiis,  19  abril 

1904    344 

Jorquera,Matiaa,  21  marzo  1904  líOl 
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Enajenado  colocación.  B   55 

Enfermedad  B   53 

Enfermedad  B   73 

Enfermedad  oontagion.  7   7 

Enfermedad  oontagiosa.  B   77 

Enfermedad.  B   52 

EnfiteuBis.  H   SO 

Error.  H   Sfí 

Error  en  la  cabida.  B   73 

Error  de  hecho.  Es   13 

Error  en  la  sustancia:  venta.  B.  73 

Escritura  pública.  Ec   80 

Esposos;  sociedad  entre.  ¥   29 

Estado  mental.  B   44 

Excepción  dilatoria.  Es   68 

Exequias.  F   17 

Explosivos  canteras.  B   76 

Explotación  ferrocarriles.  B....  75 
Extinción  de  iin  mandato  táci- 
to. F   29 


Falta;  responsabilidad.  F   -26 

Fecha.  B   62 

Ferrocarriles.  B   75 

Ferrocarrílt»; accidentes.  Es...  12 

FeiTocarríles;  taHfa.  F   25 

Fiador.  Es   12 

Fideicomiso.  Es.   67 

Fideicomiso;  Kustitución.  Es  ..  24 

Firma  del  testador.  F   21 

Fletamento.  Es   Vi 

Fuena  mayor.  U   ;» 

Fneraa  pronatoria;  instrumento 

privado.  F   6» 

Fuena  probatoria;  testamento 

mistico.  F   22 


Gunanctale».  V   2 

Gananciales.  F   3 

Gananciales.  B   60 

GanancíalflB.  B   61 

Garantías.  B   

H 

Heredero.  F   22 

Herencia  yacente^  F   30 

Hijo.  Es   68 

Hijo  naturnl.  F   26 

Hilo  natural.  B   53 

Hijo  natural.  B   54 

Hipoteca.  B   44 

Hipoteca.  H   51 

Honorario.  Es   67 

Hospicio.  B   66 

Huelga.  H   3S 


I 


Identida<l  de  partei.  F   58 

Impreflores;  responsabilidad.  F.  58 

Incendio.  F   7 

Incendio;  riesgos  de.  F   81 

Impi'ocedenoia  Es   68 

ImprocedenLÍa;  oaaoción.  Bi.. .  15 

Imp^Medencia;  oaMción.  Et...,  23 


Improcedencia;  casación.  En.,..  24 

Improcedencia;  ca«cióo.  Es....  13 

Improcedencia  casación.  Ei....  C6 

Impuesto.  Es   L^l 

Indemnisad^  F   7 

Indemninuáón.  F.   ^ 

Indemnixación.  B   63 

Indemnitación,  hecho  y  doflo. 

H   42 

Indemniación;  períuicioe.  Es  ..  12 
Indemnización;  pequicios.  Es  ..  23 
Indemnización  por  poiaicio  mo- 
ral. P   28 

injuria  B   44 

Injurias.  B   fiS 

Injnrias.  B   33 

Inmueble; oatastro.  H   49 

Inmueble   del  servicio  pübU- 

co.  H   SO 

Inmueble  venta.  F   6 

Inmueble,  venta,  cabida.  B   73 

Inscripción.  Ea   12 

Inscripción,  Es   56 

Instrumento  privado.  H   ¡fti 

Instrumento  privado.  B.   62 

Instrumento  privitdo.  F   69 

Intereses  no  estipulados;  su  pa- 
go. F   19 

Inventario.  B   55 

Inventario;  beneflcio  de.  Es   68 


llegado;  condiciones  de  adquisi- 
ción. F   45 

Legado  entrega.  Es   84 

Li^4to;  obligación,  «indición. 

H   ,'i2 

r.«gado  departe  alícuota.  Es.  . .  56 

Lotería   F   47 

M 

Mandato.  H   49 

Mandato,  abnsoe  de  poder  del 
mandatario,  obligación  del 
mandante  respecto  de  terce- 
ros P   8 

Mandato;  su  alcance  entre  deu- 
dores solidarios.  F   4 

Mandato  general,  aualcani»  F. 
Mandato;  relaciones  de  un  man- 
datario con  terceros .  F    H 

Mandato  tácito,  extinción.  F...  29 

Marido  asilado.  B....   43 

Matrimonio  consamado.  B... .  43 

Matrimonio;  ccMuiflión .  F   47 

Mayorazgo.  Es   13 

Mejoras.  B   60 

Mención  de  la  dísposirión  legal 

infringida.  En   66 

Mención  de  la  iliHposición  legal 

infringida.  Es     68 

Mora.  H   48 

Muebles  incorpomlcs  B   75 

Muebles;  mvindicnción.  H   50 

Mujer  casada;  rapacidad,  F   17 

Mujer  casada;  delitos.  F   19 

M  ujer  casada;  poder.  Ec   80 

Mu jer  demandada.  B   43 

N 

Notario;  responsabilidad.  F   58 

Notificación  de  cesión.  F   27 

Nulidad  de  actuaciones.  Es   15 

Nnlirlad  de  compraventa.  Ec  ...  7M 

Nulidad  de  compraventa.  Ec  .  .  SO 

Nulidad  contraescritura.  B   60 

Nulidwi  contrato.  B   60 

Nulidad  contrato.  B   61 

Nulidad  de  convención.  F   3 

Nulidad  de  oficio,  causa  ilioi- 

ta.  B   62 


Nulidad  de  venta.  F 

O 


Objeto  ilioitD.  F   3 

Objeto  ilícito.  F   7 

Objeto  indivisible.  B   02 

Obligación  perpetua.  F..   57 

obm;  vicio  del  suelo.  B   74 

Obrero;  falta.  B   7« 

Obrei-o,  protección.  B   7B 

Obrero,  seguro.  P   ití 

OfertA  de  pago.  H   38 

Omisión  de  sentendas.  Es   86 

Orden  público.  F   30 


Pacto,  comisorio.  B   64 

Padre,  facultades.  B   M 

Padres,  responsabilidad.  H   41 

Pago  sin  causa.  F   72 

Pago  de  cuenta.  Es   12 

Pago  de  deudas  hereditarias.  F  10 

Pago  de  deudas  hereditarias.  F  22 

Pagos,  imputaciones.  F   27 

Pago  de  intereses  no  estiptüa- 

dos.  F                              ....  19 

Pago,  oferta  de.  H   38 

pMtición.  H   51 

Faiiición,  operación.  F   31) 

l'atrón  falta;  responsabilidad. 

B   7B 

Patnm,  responsabilidad  por  se- 
guro de  obreros.  P   ha 

Pensión  aitmentioia.  F   Kl 

Perdón.  B   :A 

Perjuicios.  II   TH 

Per juicio^indetermi  nación.  Es.  68 

Perjuicio  fcoml.  F   36 

Personería.  Es    HH 

Plazo,  caducidad.  B   6S 

Plazo  para  retirar  mercaderías. 

F   27 

Pobre.  Kc   13 

Podt'r.  Ec    m 

Poder  del  podre.  F   J 

Póliias de swuros, eesión.  F,.„  2S 

Posesión  de  mtoiia  íf.  H   ,7) 

Posesión  efectiva.  Be    79 

Pose:4ión  provisoria.  H   4? 

Potro  n>[jaDductor.  B   73 

Precio  de  venta.  B  , . . , .  73 

Prescripción.  H   51) 

Presunción,  B   78 

Presunción  de  insolvoioia,  F. . .  30 

Promesa  ilícita.  F   47 

Promesa  irrealizable.  F   47 

Prueba  de  demencia.  F   34 

Prueba  de  falta.  B   78 

Prueba  testimonial.  F   36 

Prueba  testimonial.  H    39 

Prueba  testímoniiU.  Es    66 

Puntes  no  discutidos.  Es   15 


Batificación.  B   60 

Reconciliación.  B   53 

Uoconocimiento  de  deuda.  B  .  73 
Keconocimiento  de  hijo  natumi 

B   :   sa 

Reconocimiento  de  hijo  natnral 

B   54 

Recursos  perdidos.  B   43 

Reirindicación.  H   50 

Registrador.  Es...   12 

Rentas.  B   44 

Renuncia  de  dei'echo.  Es   13 

Representación  de  hijo  por  d 

IMulre.  Es   14 

BesdsiÓD.  Es   07 

Rescisión  de  venta.  F   37 
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Residución  de  contrato  H  

Resolución  parcial  cíe  contrato. 

H  

Ratolu^ón  de  venta.  F  

Resoludonea  contradictoftas. 

Bs  

Responsabilidad.  H  

Keaponaabilidad,  aloance.  H.  .. 
Responsabilidad,  empresarío.  B 
Responsabilidad  por  falta.  F  . 
RespoosabiUdad  del  fiador.  Es. 
Knpoiuabilidad,  impreBor^p.  F 
BM^miiMibilidad  por  incendio. 

Responsabilidad  limitada  de  un 

marido.  B     

Responsabilidad  del  marido.  F 
Responsabilidad  del  notario.  F 
B^mnaabilidad  de  los  pudres. 

BasponsaÜlidad  del  patrón  en 

s^ui-os  obreros.  F  

Responsabilidad  sindicatos.  F. 
Reiponsabilidad  de  vecinos,  H. 

KtbenuiM  ferrocarriL  B   

BlMp)  dd  destínatuio.  F  

Rlesfioa  de  incendio^  F   

s 

Seguro;  acción  del  asegurador.  F. 

S^ro;  cesión  de  pólizas.  F  

Sarurofl  de  obreros,  responsabi- 
fídaddel  patrón.  F  

Sentencia.  Bs  . 

Sentencia;  ejecoción.  m.  

Sentencia;  en-or  de  hecho.  Es 

Sentencia;  garantía  de  ejecu- 
ción. B  


Sentencia  interloctitoria,  B  

Sentencia;  nulidad.  Es  

.■servidumbre.  Es  

Senridiimbre,  H  

Separación  bienes.  B  

Sopultura,  F  

Síndico.  H  

Sindicato;  i-eHponaabilido)!.  F  .. 

Sirviente  conti-ato.  H  

Sirviente  enfermedad,  B   

Sociedad.  F  

Sociedad.  P  :  

Sociedad  anónima.  H  

Sociedad  de  c^ipitalizacióu.  F... 

Sociedad;  extinción  Es  

Sociedad;  tírma.  Es  

Sociedad;  promesa  á  temeros  F. 

Solemnidades  del  testamento  F. 

Solidaridad.  F  

Socorro,  obligación  do.  Es  

Subrogación  comercial.  F  

Subrogación  comercial.  B  

Subrogación  comercial .  B.._... 

Sucesión,  liquidación  y  partición 
F  

Suscripción  pública,  su  natura- 
leza jarldica.  F  

Sustitiioión  vulgar.  Es  


Tarifa  de  ferrocarriles  F  

Toatro,  asientos  de  F   

82    Teatro,  depósito  en  el  vestuario. 

15  F  

24    Tercero.  H  

1.3  <  Testador.  Es  

I  Testador,  demencia.  F  

44    Testamento  auténtico.  F  
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Testamento  en  el  extranjero.  H.  51 

Testamento  místico.  F   22 

Testamento;  nulidad.  Es   2i 

Testamento;  pérdida.  P   96 

Testamento;  revocacíÓR.  P   4ü 

Testigos.  H   aa 

Ti-annacción.  Es   12 

Trasporte,  terminación.  F.   29 

Tutela.  F,   1 

Tutela.  B   55 

Tutor.  B   55 

u 

Usufructo  legal  ilel  padre.  B  ..  M 
V 

Vecinos,  obligaciones,  H   5ü 

Vecinos,  responsabilidad,  H....  41 

Venta,  animales,  F   7 

Venta,  inmueble .  F  *, , .  6 

Vonta  de  inmueble.  B   73 

Venta  de  inmuebles.  Be   80 

Venta  de  mercaderías.  H   48 

Venta  <le  mercaderias  resotBión 

F   27 

Venta  según  muestra.  F   5 

Venta;  vicio  redbibltorio.  B....  73 

Venta  de  vinos.  F.   20 

Vicio  del  suelo,  obra.  B   74 

Vidrios.  F   21 

Vinculaciones  de  familia.  Es...  56 

Vinos;  compraventa.  P   20 

Visitas  á  enajenadas.  B    fi5 

Y 

Yacencia  de  herencia.  F  
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